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>^um.  l.-TRIBUNAL  SUPREM0.-2  de  Enero  de  1901, 
peb.  el  17  de  Febrero  (•). 

Casación  por  infracción  de  LEY,^Cadueidad  de  divorcio,— Xmío 
declarando  no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  inter- 
puesto por  D.  Manuel  Núnez  contra  el  dictado  por  la  Sala  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla,  en  el  incidente  con  Doña  Caro- 
lina del  Viso. 
En  su  CONSIDERANDO  únlco  se  establece: 

Que  el  art.  1694  de  la  ley  procesal,  dispone  en  su  núm.  3.^  que  no 
se  dé  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  en  los  Juicios  en  que 
después  de  terminados  pueda  promoverse  otro  sobre  el  mismo  objeto. 

Besa  liando  que  por  auto  del  Jues  de  primera  instancia  de  Algeciras 
de  10  de  Mayo  de  1896  se  sefialó  á  Dofia  Oarolina  del  Viso  Darán,  por  el 
concepto  de  alimentos  provisionales  mientras  durase  el  depósito  en  qoe 
se  habla  constituido,  ]a  mitad  del  haber  liquido  que  percibiera  su  es- 
poso D.  Manuel  Núfiez  como  Comandante  de  Ejército,  ratificándose  esta 
resolución  por  otro  auto  de  16  de  Junio  siguiente: 

Resultando  que  D.  Manuel  Núfies  pidió  después,  en  las  mismas  dili- 
gencias, se  declarase  caducada  la  demanda  de  divorcio  instada  por  su 
esposa  en  Ceuta  en  el  mes  de  Abril  ó  Mayo  de  1896,  y  se  diese  orden  al 
Cuerpo  de  Infantería  de  Beserva  de  Hnelva,  en  que  servía,  de  que  cesa- 
sen los  descuentos  por  alimentos  mientras  su  esposa  no  promoviera  un 
nuevo  litigio,  y  si  el  asunto  fuera  de  larga  tramitación,  se  decretara  pro- 
visionalmente que  los  alimentos  no  excedieran  de  la  tercera  parte  de  sus 
haberes;  y  por  auto  de  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla 
de  8  de  Agosto  próximo  pasado,  fueron  desestimadas  dichas  pretensio- 
nes, sin  perjuicio  de  lo  que  pudiera  resolverse  en  su  día  en  el  juicio  co- 
rrespondiente, si  D.  Manuel  Núfies  lo  promovía: 

Resultando  que  D.  Manuel  Núfiez  Jiménez  interpuso  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley,  é  impugnada  su  admisión  por  el  Ministerio 
fiscal,  se  trajo  á  la  vista  con  las  citaciones  correspondientes. 
Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Molina: 
Considerando  que  el  art.  1694  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  dis- 


<1)    De  ettas  dos  fechas,  la  primera  ev  la  del  auto  ó  eentenoia,  y  1a  aegnnda  la 
da  an  imerdón  en  la  Oaeeta, — (N,  dé  la  R.) 
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pone,  en  sa  núm.  3.^,  que  no  se  dé  recurso  de  c&aación  por  Infracción 
de  ley  en  los  jálelos  en  qne,  después  de  terminados,  pueda  promoverse 
otro  sobre  el  mismo  objeto;  y  qne  el  hecho  de  haber  dictado  la  Andlen- 
cia  de  Sevilla  el  fallo  que  pretende  impugnar  D.  Manuel  Núfiez,  sin  per- 
juicio de  que  éste  promueva  nueva  reclamación  judicial  acerca  de  los 
alimentos  en  cuestión,  demuestra  que  al  presente  recurso  le  comprende 
la  disposición  legal  antes  citada; 

No  ha  lugar  á  la  admisión,  del  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley  interpuesto  por  D.  Manuel  Núfiez  Jiménez,  á  quien  condenamos  al 
pago  de  las  costas;  líbrese  á  la  Audiencia  de  Sevilla  la  certificación  co- 
rrespondiente, con  devolución  del  apuntamiento  que  ha  remitido,  y  pu- 
bliquese  este  auto  en  la  forma  que  previene  la  ley. 

Madrid  2  de  Enero  de  1901.= José  de  Aldecoa.=£nrique  La8sús.= 
Joaquín  González  de  la  Pefia.=Pedro  Lavín.= Ricardo  Molina.= Vi- 
cente de  Piniés.=Tomás  Gúdal.=Licenciado  Jorge  Martínez. 


Núxn.  id.— TRIBUNAL  SUPREM0.-3  de  Enero,  pub.  el  17  de  Febrero. 

Casación  por  infracción  de  ley.— Retracto.— SenteneisL  decla- 
rando haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  D.  Antonio  Gar- 
cía y  otro  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la 
Auaiencia  de  Granada,  en  pleito  con  Doña  Mercedes  Navarro. 
En  sus  QONSiDBRANDos  SO  ostablcce: 

Que  el  principio  fundamental  de  la  ley  Hipotecaria^  según  el  que 
loa  terceros  que  adquieren  con  la  garantía  del  Registro  tienen  ase- 
gurado su  derecho  contra  reclamaciones  fundadas  en  causas  ó  títu- 
los que  no  aparecen  en  él,  se  halla  especialmente  consignado  en  el 
art,  36  de  la  misma  para  las  acciones  resdsorias  ó  resolutorias,  á  no 
ser,  según  el  art.  37,  que  deban  su  origen  á  causas  que  consten  ex- 
plícitamente en  el  mismo  Registro;  estableciéndose  además  en  el  38, 
como  consecuencia  de  estos  principios  ¡/preceptos,  que  no  se  anulará 
ni  rescindirá  ningún  contrato  en  perjuicio  de  tercero  que  haya  ins- 
crito su  derecho  por  causa  de  retracto  legal: 

Que  según  la  terminante  prescripción  del  citado  art.  38  y  la 
interpretación  de  su  atcance  consignada  en  el  preámbulo  de  dicha 
ley,  es  aquél  igualmente  aplicable  al  retracto  de  colindantes  queá  los 
existentes  cuando  la  misma  se  publicó,  según  precepto  del  art.  1537 
del  Código  civil. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  8  de  Enero  de  1901,  en  el  juicio  de 
retracto  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instaucia  de  Baza  y  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Granada  por  Dofia  Mercedes  Navarro  Gar- 
cía, vecina  de  Caniles,  propietaria,  demandante,  con  D.  Antonio  García 
Rebollo  y  D.  Pedro  Galludo  Gómez,  demandados,  de  la  misma  vecin- 
dad, también  propietarios;  autos  pendientes  ante  Nos,  á  virtud  de  re- 
curso de  casación  por  infracción  de  ley  que  han  interpuesto  los  predi- 
chos  demandados,  representados  y  defendidos  por  el  Procurador  D.  Luis 
Lumbreras  y  el  Letrado  D.  Luis  Silvela;  estándolo  la  parte  demandante 
y  recurrida  por  los  asimismo  Procurador  y  Letrado  D.  Carlos  de  San- 
tiago y  Fernández  y  D.  José  Moróte: 

Resultando  que  por  escritura  de  17  de  Noviembre  de  1898,  que  fué 
inscrita  en  el  Registro  de  la  propiedad  el  21  de  Diciembre  del  mismo 
afio,  D.  Luciano  Hernández  Sándiez  vendió  por  el  precio  de  1.750  pese- 
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ifts  á  D.  Antonio  García  Rebollo  nn  pedazo  de  tierra  de  riego,  en  el  sitio 
llamado  de  Balcabra,  término  de  Caniles,  de  cabida  tres  fanegas,  10  ce- 
leminee y  dos  caartilloB,  equivalentes  á  70  áreas,  18  centiáreas,  08  deci- 
metrofl  cnadradoe,  que  lindaba  por  uno  de  sus  lados  con  otras  tierras  de 
Dofia  Mercedes  Navarro  García;  y  á  su  vez  el  D.  Antonio  García  Rebollo» 
igualmente  en  escritura  pública  de  29  del  enunciado  mes  de  Diciembre 
de  1898,  inscrita  también  en  el  Registro  el  2  de  Enero  siguiente,  res- 
pecto á  parte  de  dicho  trozo  de  tierra,  y  anotada  posteriormente  en 
cnanto  al  resto,  vendió  el  mismo  terreno  á  su  hijo  político  D.  Pedro  Ga- 
lindo  Gómez  por  la  cantidad  de  2.600  pesetas: 

Resultando  que  el  mismo  día  29  de  Diciembre  del  98,  en  que  fué 
otorgada  la  segunda  de  las  dos  escrituras  con  anterioridad  indicadas, 
•dedujo  Dofia  Mercedes  Navarro  García,  ante  el  Juzgado  de  primera  ins- 
tancia de  Baza,  con  protesta  de  intentar  la  concilii^ción,  y  consignando 
lae  1.760  pesetas  precio  de  la  venta  realizada  por  Hernández  á  favor  de 
García  Rebollo,  demanda  de  retracto  contra  dichos  D.  Antonio  García 
Rebollo,  en  la  que,  á  más  de  otras  alegaciones,  expuso:  interponerla  por 
raaón  de  colindante  y  tratarse  de  extensión  de  terreno  que  no  llegaba  á 
una  hectárea;  estar  dentro  de  los  nueve  días  siguientes  á  la  inscripción 
de  la  transferencia  de  la  finca  por  Hernández  al  D.  Antonio,  que  era  la 
última  efectuada;  y  ejercitar  el  derecho  que  la  concedía  el  art.  1623  del 
Código  civil;  citó  el  1624  del  propio  Código,  y  el  núm.  l.^del  1618  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento,  y  suplicó  que,  teniéndose  por  intentado  el  re- 
tracto de  las  70  áreas,  18  centiáreas  y  98  decímetros  cuadrados  que  ha- 
bía vendido  Hernández  al  demandado,  se  condenara  á  éste  á  otorgar  á 
la  Doña  Mercedes  escritura  de  compraventa  de  la  indicada  finca,  con  las 
costas: 

Resultando  que  el  Juzgado  hubo  por  presentada  la  demanda,  reser- 
vándose proveer  respecto  al  curso  de  ella  cuando  se  acreditara  haber 
tenido  lugar  el  acto  conciliatorio;  el  que  se  celebró  el  16  de  Enero  de 
1899,  manifestando  D.  Antonio  García  Rebollo  no  serle  posible  acceder 
á  lo  pretendido  por  la  parte  actora,  pues  tenía  vendfta  la  finca  á  D.  Pe- 
dro Galludo  en  29  de  Diciembre  anterior  en  2.600  pesetas,  por  lo  cual, 
Dofia  Mercedes  Navarro,  al  presentar  la  correspondiente  certificación  de 
aquel  acto,  formuló  en  27  de  dicho  mes  de  Enero  de  1899,  otro  escrito 
ampliando  la  demanda  respecto  á  D.  Pedro  Galludo  Gómez,  pidiendo  se 
entendiese  también  con  éste,  al  efecto  de  que  fuera  oído,  por  si  tuvieee 
mejor  derecho  como  colindante,  y  se  declarase  en  su  día  la  rescisión  de 
dichos  contratos,  y  que  conjuntamente  otorgaran  los  dos  demandados 
escritura  de  venta  á  la  demandante  por  razón  de  retracto,  condenándo- 
les en  costas  é  indemnización  de  dafios  y  peiq'uicios: 

Resultando  que  la  mencionada  demandante  consignó  en  las  alega- 
ciones de  su  nuevo  escrito,  entre  otros  particulares:  no  haber  tenido 
hasta  el  día  del  acto  conciliatorio  conocimiento  de  la  nueva  transferen- 
cia de  la  finca  de  que  se  trata,  siendo  de  notar  que  el  comprador  Galindo 
estaba  casado  con  una  hija  de  D.  Antonio  García  Rebollo;  estarse  cau- 
sando entre  tanto  destrozos  en  dicha  finca,  habiéndose  cortado  unos  62 
chopos  y  algún  árbol  frutal,  diciéndose  también  de  público  haber  sido 
arrendada  por  cinco  afios  á  una  tercera  persona,  condición  de  que  pudiera 
dedicar  el  predio  al  uso  que  quisiera;  ampliarse  la  demanda  al  nuevo 
comprador,  no  en  concepto  de  reclamar  del  mismo  el  retracto,  pues  la 
acción  se  ejercitó  legítimamente  contra  el  que  resultaba  serlo  en  el  Re- 
gistro, sino  en  el  supuesto  de  que  subrogado  y  solidariamente  respon- 
sable con  el  primero  en  las  obligaciones,  así  como  en  los  derechos,  pc^ 
día  discotirse  en  Juicio  con  su  audiencia,  si  le  tenía  preferente  á  la  finca 
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oomo  coll&dAnte,  ó  en  otro  sentido,  qae  determinase  íacnltades  para  re* 
traerla  y  retenerla,  además  de  que  por  los  actos  del  D.  Antonio  García 
Bebollo  se  resolvieran  las  responsabilidades  consistientes  á  loa  efecto» 
de  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios;  no  poder  perjudicar  al  derecho 
de  Doña  Mercedes  la  malicia  de  qnien  pretendía  burlar  la  ley  y  otorgaba 
un  contrato  que  tenía  todos  los  caracteres  de  simulado  por  las  personas 
qae  en  él  intervenían,  y  los  distintos  valores  dados  á  la  finca  á  que  se 
refería  el  retracto;  no  obstar  al  derecho  de  la  Dofia  Mercedes  los  arts.  8& 
y  38  de  la  ley  Hipotecaria,  pues  la  misma  establecía  en  los  83  y  39  no 
convalidar  la  inscripción  los  actos  nulos  ó  realizados  en  fraude  de  acree- 
dores; y  demostrar  confabulación  en  perjuicio  de  la  repetida  Dofia  Mer- 
eedes  la  complicidad  evidente  entre  los  demandados,  el  aumento  de  pre- 
cio de  la  finca  y  la  corta  de  árboles,  habiendo  de  responder,  en  todo 
caso,  D.  Antonio  García  Rebollo  á  la  indemnización  de  dafíos  y  perjui- 
cios; é  invocó  también  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  11 
de  Febrero  y  8  de  Junio  de  1867,  8  de  Febrero  del  76  y  26  de  Octubre 
del  96: 

Resultando  que  por  un  otrosí  del  relacionado  escrito,  fecha  27  de 
Enero  de  1899,  fundada  en  el  art.  1428  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
pretendió  la  parte  actora  se  apercibiere  á  D.  Antonio  García  Rebollo  y 
D.  Pedro  Galludo  para  que  mientras  se  terminaba  el  juicio  se  abstuvie- 
ran de  ejecutar  actos  en  depreciación  de  la  finca  de  su  referencia,  y  pres- 
tasen fianza  de  600  pesetas  á  responder  del  valor  de  los  chopos  y  árboles 
cortados,  constituyéndose  en  depósito  las  maderas  que  se  encontraran; 
y  el  Juzgado  estimó  el  requerimiento  á  aquéllos  en  los  términos  solici- 
tados, relevando  de  fianza  á  una  y  otra  parte  por  ser  de  conocida  solven- 
cia, lo  que  tuvo  lugar;  así  como  también  fué  acordado  y  se  efectuó  el 
depósito  de  las  maderas  procedentes  de  corta  hecha  en  la  enunciada 
finca: 

Resultando  que  los  demandados  impugnaron  la  demanda,  soste- 
niendo en  lo  hoy  sustancial:  que  cuando  se  hizo  saber  á  García  Rebollo 
la  interposición  dil  retracto,  había  enajenado  la  finca  á  un  tercero,  que 
inscribió  su  derecho,  sin  ser  cierto  se  causaran  deterioros  en  aquélla, 
ejerciéndose  sólo  actos  dominicales;  que  la  cantidad  que  había  debido 
consignarse  era  la  de  2.600  pesetas,  dadas  por  Galludo  para  adquirir  la 
flaca,  el  cual  no  quedó  subrogado  en  las  obligaciones  que  pudiera  tener 
el  vendedor,  pues  para  ello  habría  sido  necesario  que  estuviera  notifi- 
cado, ó  más  bien  que  se  hubiese  tomado  anotación  preventiva  en  el  Re- 
gistro, y  la  última  transferencia  no  había  sido  hecha  á  favor  de  García 
Rebollo,  por  cuanto  al  presentarse  la  demanda  había  tenido  ya  lugar  la 
hecha  á  D.  Pedro  Galindc^  que  la  demanda  era  improcedente,  por  haber 
vendido  la  finca  García  Rebollo  antes  de  tener  conocimiento  de  tratarse 
de  entablar  la  acción  ejercitada;  que  según  el  art.  38  de  la  ley  Hipote- 
caria, el  retracto  legal  por  venta  no  tiene  validez  contra  el  derecho  de 
un  tercero  que  hubiera  inscrito  su  título,  al  cual  no  puede  reputarse 
subrogado  en  las  obligaciones  de  su  vendedor  si  no  se  hubiere  consig- 
nado sobre  el  particular  condición  alguna  en  la  escritura,  ni  existía  en 
el  Registro  obligación  que  limitara  su  dominio,  no  teniendo  analogía 
con  este  caso  la  sentencia  de  26  de  Octubre  de  1896,  citada  de  contrario; 
que  era  improcedente  la  rescisión  del  contrato  entre  García  Rebollo  y 
D.  Pedro  Galludo,  por  no  determinarse  causa  justa  para  ello,  y  preten- 
der tal  rescisión  para  el  otorgamiento  de  escritura  por  cantidad  menor 
de  la  dada  en  precio  era  tratar  de  enriquecerse  con  dafio  de  otro;  y  que 
eran  inaplicables  los  artículos  88  y  39  de  la  ley  Hipotecaria;  y  afirmar 
la  existencia  de  fraude  por  haberse  dado  mayor  precio  por  una  finca  era 
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desconocer  el  art.  1297  del  Código  y  la  jariaprndencia  de  este  Triba- 
xial  Saprezno;  ó  invocaron  dichos  demandados,  á  mas  de  consignar  al- 
conas otras  alegaciones,  las  sentencias,  también  de  este  Tribnnai  Su- 
•ptemOy  de  22  de  Febrero  de  1869  y  12  de  Jnnio  del  66: 

Besultando  que  recibidos  los  autos  á  prueba,  para  ella  articuló  la 
parte  demandante  varias  posiciones,  que  fueron  negadas  en  lo  esencial 
por  los  demandados,  excepto  en  lo  relativo  á  hallarse  casada  una  hija  de 
B.  Antonio  García  Rebollo  con  D.  Pedro  Galindo,  y  á  haber  vendido 
este  último  en  60  duros  varios  chopos  de  la  finca  adquirida  de  aquél,  lo 
que  fué  afirmado  por  ellos  como  cierto;  presentando  los  mismos  copia 
fehaciente  de  la  escritura  de  compraventa  de  29  de  Diciembre  de  1898, 
de  la  que  sólo  habían  producido  una  simple,  por  hallarse  aquélla  en  el 
Registro;  y  continuado  el  juicio  en  dos  instancias,  pronunció  la  Sala  de 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  Granada,  en  10  de  Mayo  último,  sentencia 
que  declara  haber  lugar  á  la  demanda  de  retracto,  y  'en  su  consecuen- 
cia, rescindida  la  venta  hecha  por  D.  Antonio  García  Rebollo  á  su  hijo 
político  el  otro  demandado,  D.  Pedro  Galindo  Gómez,  de  la  finca  de  que 
ee  trata;  y  se  ordena  que  el  D.  Antonio,  como  duefio  de  la  finca,  á  virtud 
de  la  rescisión  acordada,  otorgue  escritura  de  venta  á  favor  de  la  de- 
mandante de  tal  finca,  en  las  mismas  condiciones  y  precio  en  que  la 
adquiriera  de  D.  Luciano  Hernández  y  Sánchez,  abonando  á  aquélla  los 
dafios  y  perjuicios  que  se  hubiesen  causado  en  la  propia  finca  con  la 
tala  y  corta  de  árboles,  sin  expresa  imposición  de  costas: 

Resultando  que  D.  Antonio  García  Rebollo  y  D.  Pedro  Galindo  Gó- 
mez han  interpuesto  recurso  de  casación,  como  comprendido  en  el  nú- 
mero 1.®  del  art.  1692.de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por  los  siguien- 
tes motivos: 

Primero.  La  infracción  del  art.  88  de  la  ley  Hipotecaria,  en  su  nú- 
mero 2.°,  el  cual  dispone,  en  relación  con  el  86  de  la  misma,  que  no  se 
anularán  ni  rescindirán  los  contratos  en  perjuicio  de  tercero  que  haya 
inscrito  su  derecho  por  causa  de  retracto  legal  en  las  ventas  ó  tanteo  en 
las  enfiteusis;  según  cuyo  principio  no  cabe  la  menor  duda  de  que  ha- 
biendo inscrito  su  derecho  en  el  Registro  de  la  propiedad  D.  Pedro  Ga-  - 
lindo,  no  puede  prosperar  contra  él  en  forma  alguna  la  demanda  dedu- 
-cidapor  Dofia  Mercedes  Navarro  García,  puesto  que  la  excepción  marcada 
en  primer  lugar  en  el  art.  37  para  que  no  surtan  efecto  las  prescripcio- 
nes de  los  86  y  88,  de  que  las  acciones  rescisorias  que  se  ejerciten  de- 
ban su  origen  á  causas  que  consten  explícitamente  en  dicho  Registro, 
fundamento  del  fallo  recurrido,  por  no  haber  transcurrido  los  nueve 
días  en  que  á  la  Dofia  Mercedes,  ó  á  cualquier  otro,  asistía  derecho  para 
ejercitar  la  acción  de  retracto,  no  cabe  admitirla,  tanto  por  oponerse  á 
ello  el  sentido  gramatical  y  genuino  de  la  palabra  expUeitomentej  que 
exige  la  existencia  de  uñ  hecho  realizado,  inscrito  ó  anotado,  no  de  un 
derecho  ejercitable,  cuanto  porque  de  admitirse  lo  contrario,  como  se 
admite  en  dicho  fallo  recurrido,  ningún  comprador  de  una  finca  suscep- 
tible de  retracto  tendría  seguro  su  derecho,  no  ya  durante  los  nueve  días 
siguientes  á  la  inscripción  de  la  respectiva  escritura,  sino  por  un  tiem- 
po indefinido,  evidenciándolo  así  el  art.  1624  del  Código  civil,  según  el 
cual  aquél  es  utilizable  dentro  de  los  mencionados  nueve  días,  á  contar 
desde  la  fecha  de  la  inscripción  ó  desde  la  en  que  el  retrayente  hubiese 
tenido  conocimiento  de  la  venta;  lo  que  equivaldría  á  anular  y  suprimir 
el  fundamento  de  la  citada  ley  Hipotecaria,  llamada  con  justísima  rason 
ley  de  terceros,  y  el  espíritu  de  la  propia  ley,  desarrollado  en  los  enun- 
ciados arts.  86  y  88,  y  corroborado  por  la  jurisprudencia  de  este  Snpre* 
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mo  Tribunal,  consignada  en  gran  número  de  sentencias,  siendo  ana  de 
ellas  la  de  27  de  Junio  de  1899: 

Segundo.  Haber  sido  infringido  asimismo  el  art.  1296  del  Código  ci- 
vil, en  cuyo  párrafo  segundo  se  dispone  que  no  tendrá  lugar  la  rescisión. 
de  un  contrato  cuando  la  cosa  objeto  de  él  se  halle  en  poder  de  tercera 
])ersona  que  no  hubiera  procedido  de  mala  fe,  por  estar  en  el  caso  de 
autos  la  finca  objeto  del  retracto  en  poder  y  dominio  de  tercera  persona 
y  tenerse  que  afirmar  que  D.  Pedro  Galludo  Gómez  no  ha  procedido  de 
mala  fe;  porque  la  buena  fe  siempre  se  presume  en  derecho  mientras  no 
conste  lo  contrario,  sin  que  haya  en  este  litigio  probanza  alguna  que  de- 
muestre dicha  mala  fe;  pues  si  bien  es  verdad  que  se  alega  una  causa  de 
parentesco,  lo  cual  no  constituye  aquélla  por  si  sola,  es  lo  cierto  haberse 
probado  que  cuando  se  otorgó  la  escritura  entre  Rebollo  y  Galludo  des- 
conocían ambos  la  existencia  de  la  acción  ejercitada  por  Doña  Mercede» 
Navarro;  pero  aun  dando  por  supuesto,  á  los  efectos  de  la  discusión,  que 
se  hubiese  justificado  que  Galludo  obró  de  mala  fe,  como  ni  en  el  fallo 
del  Juzgado  ni  en  la  sentencia  de  la  Audiencia,  únicos  Tribunales  que 
podían  hacerlo,  se  aprecia  que  aquél  obró  en  tal  forma,  hay  que  admitir 
como  verdad  inconcusa  haber  procedido  de  buena  fe  el  segundo  compra- 
dor, y  por  ello,  que  estando  en  su  poder  y  dominio  la  finca  discutida  y 
teniendo  el  caráccer  Jurídico  de  tercero,  no  puede  rescindirse  el  contrato 
en  virtud  del  cual  adquirió,  debidamente  inscrito  en  el  Registro;  y 

Tercero.  Condenar  el  fallo  recurrido  á  la  indemnización  de  dafioa  y 
perjuicios  que  se  hayan  causado  voluntariamente,  y  al  hacer  tal  decla- 
ración, infringe  el  art.  1101  del  Código  civil,  no  sólo  por  no  tenerse  obli- 
gación alguna  que  cumplir  para  con  Dofia  Mercedes  Navarro,  sino  por- 
que con  sujeción  á  la  jurisprudencia  de  este  Supremo  Tribunal,  consig- 
nada en  sentencias,  entre  otras,  en  9  de  Enero  de  1897  y  19  de  £nero,  S* 
de  Marzo  y  SO  de  Septiembre  del  98,  también  infringidas,  cuando  se  re- 
claman dafios  y  perjuicios  hay  que  demostrar,  no  solamente  su  funda- 
mento legal,  sino  la  validez— asi  dice — de  su  existencia,  y  en  el  presente 
caso  no  se  ha  intentado  siquiera  probar  la  existencia  del  dafio  alegado. 
Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Tomás  Gúdal: 
Considerando  que  el  principio  fundamental  de  la  ley  Hipotecaria, 
según  el  que  los  terceros  que  adquieren  con  la  garantía  del  Registro  tie- 
nen asegurado  su  derecho  contra  reclamaciones  fundadas  en  causas  ó 
títulos  que  no  aparecieren  en  él,  se  halla  especialmente  consignado  en 
el  art.  86  de  la  misma  para  las  acciones  rescisoriafe  ó  resolutorias,  á  no 
aer,  según  el  87,  que  deban  su  origen  á  causas  que  consten  explícita- 
mente en  el  mismo  Registro;  estableciéndose  además  en  el  88,  como  con- 
aecuencia  de  estos  principios  y  preceptos,  que  no  se  anulará  ni  rescin- 
dirá ningún  contrato  en  perjuicio  de  tercero  que  haya  inscrito  su  dere- 
eho  por  causa  de  retracto  legal: 

Considerando  que  en  el  caso  del  presente  recurso  es  un  hecho  pro- 
bado que  D.  Pedro  Galludo  adquirió  de  D.  Antonio  García  Rebollo  la 
finca  ó  heredad  á  que  se  refiere  la  demanda  de  retracto,  é  inscribió  su 
adquisición  en  cuanto  á  una  parte  de  la  misma  finca  con  fecha  anterior 
á  aquella  en  que  se  dio  conocimiento  de  tal  demanda  al  Rebollo  y  al 
Galludo,  por  lo  que,  de  conformidad  con  los  preceptos  legales  antes  ex- 
puestos, es  indudable  que  no  procede  la  rescisión  del  expresado  contrato 
por  causa  del  retracto  intentado,  en  atención  á  que  en  el  Registro  no  se 
hizo  constar  reserva  alguna  en  favor  de  los  que,  con  arreglo  á  la  ley, 
pudieran  tener  derecho  á  retraer  la  finca  vendida  al  Rebollo,  como  sería 
preciso  para  que  tal  demanda  hubiese  podido  perjudicarle,  dada  la  pres- 
cripción terminante  del  referido  art.  88  é  interpretación  de  su  alcance» 
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oonaignada  en  el  preámbulo  de  la  miama  ley,  igualmente  aplicable  al 
retracto  de  colindantes  qae  áios  existentee  cuando  aquélla  se  publicó, 
según  precepto  del  art.  1537  del  Oódigo,  y  porque  la  circunstancia  de  no 
haberse  realizado  la  inscripción  de  la  totalidad  de  la  finca  vendida  por 
defectos  aoe  más  tarde  motivaron  una  anotación,  no  puede  afectar  al 
derecho  adquirido  por  D.  Pedro  Galludo,  toda  ves  que  la  demanda  se  re- 
fiere á  dicha  totalidad,  y  no  existe  precepto  ni  razón  legal  en  qué  apo- 
yarse para  desvirtuar  los  efectos  de  la  inscripción  practicada: 

Considerando  que  al  dar,  esto  no  obstante,  la  Audiencia  de  Granada 
lugar  al  retracto,  ha  cometido,  por  las  razones  antes  dichas,  las  inírac- 
eloBes  que  se  alegan  en  el  primer  motivo  del  recurso,  y  que  procediendo 
la  casación  de  la  sentencia  recurrida  por  el  enunciado  motivo,  no  es  ne- 
cesario examinar  y  resolver  los  dos  últimos; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  Interpuesto  por  D.  Antonio  García  Rebollo  y  D.  Pedro  Ga- 
lludo Qómes;  en  su  consecuencia,  casamos  y  anulamos  la  sentencia  dic- 
tada en  10  de  Mayo  del  afio  próximo  pasado  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  Granada;  y  devuélvase  el  depósito  constituido  por  dicha 
parte  recurrente.  g 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  e  in- 
sertará en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos .sJosé  de  Aldecoa.* 
=Rlcardo  Gullón.=rFrancisco  Toda.=Joaquín  González  de  laPefia.= 
Ricardo  Molina.= Vicente  de  Piniés.=Tomás  Gúdal. 

Publlcación.=:Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Rxcmo.  8r.  D.  Tomás  Gúdal,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  cele- 
brando audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  que 
certifico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  3  de  Enero  de  1901.=Lioenciado  Hilario  María  González  y 
Torres. 


Nüm.  3.-TRIBUNAL  SUPREM0.-9  de  Enero,  pub.  el  17  de  Febrero. 

Casación  por  infracción  de  ley.— Caneelaeión  de  aravámenes.— 
Auto  declarando  no  haber  lugar  á  la  admisióu  del  recurso  in- 
terpuesto por  D.  Juan  Esprín,  contra  el  dictado  por  la  Sala  se* 
gunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  incidente 
con  el  concurso  de  acreedores  de  D.  Enrique  de  Duran  y  otro. 
En  su  CONSIDERANDO  ÚQÍC0  SO  ostablece: 

Que  según  el  art.  1690  de  la  ley  procesal^  no  tiene  el  concepto  de 
sentencia  deñmttva  la  que  no  pone  término  á  la  cuestión  Uitgiosa^ 
por  reseroar  á  los  interesados  el  derecho  para  que  la  reproduzcan 
en  la  via  y  forma  que  corresponda. 

Besnltando  que  en  los  autos  de  concurso  de  acreedores  de  los  consor- 
tee D.  Enrique  de  Duran  y  Dofia  Mercedes  de  Brichfens,  seguidos  en  el 
Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Hospital  de  Barcelona,  ea 
loe  que  son  parte  D.  Juan  Esprín,  los  síndicos  del  concurso  y  otros,  se 
diotaron  por  dicho  Juzgado  varias  providencias  que,  en  virtud  de  ape- 
lación interpuesta  por  los  síndicos  y  los  concursados,  fueron  confirma- 
das por  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  aquel  territorio, 
remitiéndose  al  Juagado  con  la  ejecutoria  testimonio  de  la  liquidación 
de  eostasy  á  cuyo  pago  habían  sido  condenados  los  apelantes,  para  que 
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prooedl6fl6  á  bu  exacción;  7  cnmpliendo  aquel  Juzgado  con  lo  prevenido, 
decretó  el  embargo  del  concarao  7  anbaató  la  finca  llamada  Darán  de  laa 
Eecalaa,  qae  faé  adjadicada  á  D.  Eaaebio  Güel  por  precio  liqnido  de 
166.396  pesetas  34  céntimos,  qae  consignó  7  íaé  depositado  en  la  Caja 
sncarsal  de  Depósitos  de  la  provincia: 

Resaltando  qae  la  referida  Sala,  con  conocimiento  de  la  existencia 
de  fondos  del  concarso,  acordó  en  17  de  Janio  de  1800,  qae  se  librase 
carta  orden  al  Jaagado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Hospital 
para  qae  del  prodacto  de  la  venta  de  la  expresada  finca  se  remitiera  á 
aqnella  Saperioridad  el  importe  de  las  costas  caasadas  7  posteriores, 
oa7a  providencia  faé  confirmada  por  otras  resolnciones  dictadas  más 
taríde,  no  obstante  lo  cnal,  7  á  yirtad  de  recarso  de  súplica  interpnesto 
por  D.  Easebio  Güell  7  Bacigalapi,  á  qae  se  adhirieron  los  síndicos  del 
aladido  concarso,  declaró  la  misma  Sala,  en  aato  de  10  de  Marsso  del  año 
último,  <qae  el  precio  del  remate  de  la  finca  Darán  de  las  Escalas,  en- 
bastada  7  vendida- á  D.  Easebio  Güell  7  Bacigalapi,  en  las  diligencias 
sobre  camplimiento  del  convenio  celebrado  en  el  concarso  de  acreedo- 
res de  los  consortes  D.  Enriqne  de  Darán  7  Dofia  Mercedes  de  Brichfens, 
deb^nvertirse  preferentemente  en  la  cancelación  de  los  gravámenes 
qae  aparecen  sobre  la  alndida  finca,  sin  perjaieio  de  la  preferencia  qae 
paedan  ostentar  los  diferentes  acreedores  qae  existan  por  razón  de  la 
índole  7  naturaleza  de  sas  respectivos  créditos,  ca7a  preferencia  ó  prio- 
ridad deberá  en  sn  caso  discatirse  7  resolverse  en  el  lugar  7  forma  qae 
corre8ponda>: 

Besnltando  que  el  acreedor  D.  Juan  Esprín  7  Subirá  suplicó  contra 
el  citado  auto  del  día  10, 0070  recarso  se  le  denegó  en  (Hrovidencia  del  31, 
7  habiendo  en  sa  vista  reproducido  la  súplica  7  suplicado  también  al 
propio  tiempo  de  la  providencia  últimamente  indicada,  la  misma  Sala 
segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  resolvió  estas  solici- 
tudes en  otra  providencia  de  24  de  dicho  mes  de  Marzo  último,  en  el 
sentido  de  no  haber  lugar  á  la  súplica  del  auto  del  día  10,  por  haber  sido 
7a  denegada  anteriormente  en  la  providencia  del  21  7  no  darse  lugar 
tampoco  á  la  súplica  deducida  contra  ésta,  por  negarse  en  ella  á  su  vez 
otro  recurso  de  la  misma  clase: 

Resultando  que  el  D.  Juan  Esprín  7  Subirá  ha  interpuesto  recurso 
de  casación  por  infracción  de  107,  como  comprendido  en  el  núm.  3.^  del 
art.  1692  de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  alegando  en  su  apo70  los  mo- 
tivos que  estimó  pertinentes  á  su  derecho: 

Resultando  que  opuesto  el  Ministerio  fiscal  á  la  admisión  del  recurso, 
se  ha  traído  á  la  vista  con  las  debidas  citaciones. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Pedro  Lavín: 

Considerando  que  el  auto  recurrido  no  tiene  el  concepto  de  sentencia 
definitiva,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  art.  1690  de  la  107  procesal,  por- 
que la  parte  impugnada  del  mismo  no  pone  término  á  la  cuestión  ini- 
ciada por  D.  Juan  Esprín,  remitiendo  la  Sala  á  los  interesados  para  que 
la  reprodazcan  en  la  vía  7  forma  que  corresponda: 

Visto  el  núm.  9,^  del  art.  1729  de  la  107  de  Enjuiciamiento  civil; 

No  ha  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  por  infracción  de 
107  que  ha  interpuesto  D.  Juan  Esprín  Subirá,  á  quien  condenamos  al 
pago  de  las  costas;  líbrese  á  la  Audiencia  territorial  de  Barcelona  la  co- 
rrespondiente certificación,  7  publíqneee  este  auto  según  previene  la  107. 

Madrid  8  de  Enero  de  1901.=JoBé  de  Aldecoa.=:Francisco  Toda.= 
Enrique  LassÚB.=Pedro  Lavín.=Ricardo  Molina.= Vicente  de  Pinié8.= 
Tomás  Gúdai.=Por  el  Licenciado  San  Román,  Licenciado  Jorge  Martí- 
nez.=:Rogelio  González  Montes,  Escribano  de  Cámara. 
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Küm.  4:.-6RACIA  Y  JUSTI6IA.— 3  de  Enero,  psb.  el  31. 

Resolución  de  la  Dirección  general  de  los  Registros,  conñr- 
mando  la  negativa  del  Registrador  de  la  propiedad  de  Cazalla 
de  la  Sierra  á  inscribir  una  escritura  de  venta. 
Bn  sus  CONSIDERANDOS  se  establece: 

Que  IcLS  eseritaras  de  venta  que  durante  la  vigencia  de  la  Ins- 
irueción  de  12  de  Mayo  de  1888  otorgasen  de  oñeio  log'  agentes  eje- 
cutivos en  el  procedimiento  de  apremio^  habían  de  serlo,  eon  arreglo 
al  €trt.  39  de  la  misma,  en  nombre  del  deudor: 

Que  según  el  ari.  504  del  Código  civil,  el  pago  de  las  contribucio- 
nes anuales  es  de  cuenta  del  usufructuario: 

Que  según  el  art.  4.^  de  dicha  Instrucción,  no  es  contribuyente 
el  que  iko  está  incluido  en  el  repartimiento  de  la  contribución: 

Que  para  enajenar  bienes  inmuebles  y  derechos  reales  en  nom^e 
de  otro,  se  necesita  mandato  expreso,'  conforme  al  art.  1713  del  Có- 
digo civil: 

Que  el  art.  168,  núm.  5.^  de  la  ley  Hipotecaria,  se  Umita  á  estable- 
cer una  hipoteca  legal  sobre  los  bienes  de  los  contribuyentes  por  el 
importe  de  una  anualidad  vencida  y  no  pagada  de  los  impuestos  que 
graviten  sobre  ellos.' 

Que  este  articulo,  en  el  mencionado  particular,  se  encuentra 
aclarado,  y  si  se  quiere  modiñcado,  por  el  mencionado  504  del  Có- 
digo dvil, 

limo.  Sr.:  En  el  recurso  gubernativo  interpuesto  por  D.  Adolfo  de 
Hoyos  contra  la  negativa  del  Registrador  de  la  propiedad  de  Gasalla  de 
la  Sierra  á  inscribir  una  escritura  de  venta,  pendiente  en  este  Oentro 
por  apelación  de  dicho  Registrador: 

Resultando  que  en  virtud  de  expediente  de  apremio  por  débito  de 
contribución  territorial»  instruido  por  la  Agencia  ejecutiva  de  la  sona 
del  distrito  de  Gasalla  de  la  Sierra,  D.  Rafael  González  Janer,  como 
Agente  ejecutivo  de  Sevilla  y  Delegado  del  Agente  ejecutivo  de  Oasalla 
de  la  Sierra,  otorgó  en  Sevilla  de  oficio,  ante  el  Notario  D.  Cristóbal 
Joan  y  Maten,  en  nombre  de  Dofia  Dolores  Jódar  y  Fernández  y  de 
Dofia  Venancia  Pascual,  por  el  derecho  que  á  cada  una  corresponda,  es- 
critura de  venta  con  fecha  28  de  Marzo  de  1899,  á  favor  de  D.  Adolfo  de 
Hoyos  Simón,  de  una  hacienda  llamada  Los  Poyales,  en  el  término  de 
£1  Pedroso,  perteneciente  á  las  expresadas  Dofia  Dolores  Jódar  y  Dofia 
Venanda  Pascual,  á  la  primera  en  pleno  dominio  una  porción  y  el  usn- 
tracto  de  otra,  y  á  la  segunda  la  nuda  propiedad  de  esta  porción: 

Resultando  que  en  dicha  escritura  se  hace  constar  por  manifestación 
de  los  otorgantes  lo  siguiente:  que  el  citado  expediente  de  apremio  se 
ha  instruido  contra  D.  José  María  Calleja  y  Galludo  y  Dofia  Dolores 
Jódar  y  Fernández,  vecinos  de  la  referida  villa,  y  Dofia  Venancia  Pas- 
cnal,  de  ignorado  paradero,  para  hacer  efectivo  el  importe  de  la  contri - 
bación  territorial  que  debían  satisfacer  los  mencionados  contribuyentes 
en  la  villa  de  £1  Pedroso;  que  transcurridos  los  plazos  reglamentarios 
para  la  cobranza  voluntaria,  el  Recaudador  presentó  relación  de  los  in- 
dividoos  que  dejaron  de  satisfacer  sus  cuotas,  entre  los  cuales  figuraba 
D.  José  María  Calleja  y  Galludo  por  la  suma  de  3.626,97  pesetas,  corres- 
pondientes á  los  afios  de  1892  á  1898,  1,896  á  1896  y  primero  y  segundo 
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trimestre  de  1806  á  1807,  á  qalen  declaró  incarso  en  el  apremio  de  ee^ 
gando  grado  con  los  apercibimientos  que  determina  la  ley,  «todo  lo  caal 
faé  notificado  al  deador  por  medio  de  la  oportuna  cédala>;  qae  pedida 
certificación  ai  Ayuntamiento  de  las  fincas  amillaradas  á  nombre  del 
deador,  el  Secretario  del  mismo  expidió  dicha  certificación  en  26  de  Fe- 
brero de  1807,  expresando  qae  las  fincas  qae  resultaban  amillaradas  á 
nombre  de  D.  José  María  Calleja  eraii  una  hacienda  nombrada  Poyales 
y  ana  casa  y  un  molino  harinero  de  esta  hacienda;  que,  en  su  virtud,  el 
Agente  ejecutivo  designó  para  el  embargo  que  había  de  asegurar  el  dé- 
bito perseguido  una  suerte  de  arboleda  de  chaparral  que  formaba  parte 
de  dicha  hacienda,  y  realizó  la  traba  de  la  expresada  suerte  en  27  de 
Febrero  de  1807,  «todo  lo  cual  fué  notificado  al  deudor  en  la  propia 
fecha>: 

fiesultando  que  en  la  referida  escritura  de  venta  se  hace  constar 
además:  que  no  obstante  aparecer  amillarados  los  bienes  de  que  se 
trata  á  nombre  de  D.  José  María  Calleja,  resultaba  por  antecedentes  ad- 
quiridos en  el  Registro  de  la  propiedad  que  tales  bienes  pertenecían  á. 
liofia  Dolores  Jódar,  esposa  de  dicho  señor,  la  cual  sólo  poseía  en  usu- 
fructo una  parte  de  la  finca;  que  dirigida  la  acción  del  apremio  contra^ 
ana  parte  de  dicha  finca,  no  debía  llevarse  á  cabo  la  ejecución  parcial 
de  esta  suerte,  porque  la  finca  era  una  sola  según  el  cargo  contributivo, 
y  constituía  una  granja  agrícola  que  se  desmembraría  con  la  venta,  y  se 
perjudicarían  las  partes  que  se  separasen  de  su  totalidad;  que  por  estas 
razones,  y  por  considerar  que  la  hipoteca  que  grava  dicho  inmueble  es 
sobre  todo  la  finca,  la  Agencia  ejecutiva  acordó  por  providencia  de  16  de 
Diciembre  de  1807,  en  la  que  se  hicieron  constar  estas  consideraciones, 
el  embargo  y  la  venta  de  toda  la  finca,  «notificándose  el  acuerdo  en 
forma  legal  á  las  partes  interesadas,  asi  como  á  Doña  Venancia  Pascual, 
qae,  según  antecedentes  que  constaban  en  el  Begistro  de  la  propiedad^ 
tenía  un  derecho  de  nuda  propiedad  en  una  parte  de  la  finca>;  que  en 
virtud  de  esta  providencia,  el  Agente  ejecutivo  dirigió  el  procedimiento 
contra  D.  José  María  Calleja,  como  representante  de  su  esposa  Doña 
Dolores  Jódar,  y  acumuló  el  débito  para  hacer  efectivo. el  importe  total 
de  la  contribución  que  debía  satisfacer  dicha  contribuyente  en  los  años 
de  1802  á  1808,  ambos  inclusive,  importante  con  los  recargos  8.006,75 
pesetas,  dejando  transcurrir  la  apremiada  los  plazos  que  se  señalan  en 
las  disposiciones  vigentes  en  la  materia  sin  haber  extinguido  su  deuda, 
por  lo  que  el  Agente  ejecutivo  en  24  de  Mayo  de  1808  la  declaró  incursa 
en  el  apremio  de  segando  grado,  «todo  lo  cual  fué  notificado  á  la  dea- 
dora  por  medio  de  la  conducente  cédnla>,  y  designó  en  el  mismo  día 
para  el  embargo  la  hacienda  llamada  Los  Poyales,  realizándose  en  26 
del  propio  mes  la  traba  de  la  misma,  notificándose  en  forma  legal  á  la 
deudora  la  designación,  y  expidiendo  en  28  del  mismo  mes  mandato  al 
Begistrador  para  la  anotación  del  embargo,  la  cual  llevó  á  efecto  este 
funcionario  en  1.^  de  Julio  del  citado  año: 

Resultando  que  según  se  hace  constar  igualmente  en  la  expresada 
escritura,  el  Registrador  de  la  propiedad  expidió  en  26  de  Octubre  de 
1808  una  certificación,  de  la  que  aparece  que  la  porción  de  hacienda  lla- 
mada de  Los  Poyales,  que  contiene  42  aranzadas  y  siete  pies  de  olivar, 
dos  huertas  nombradas  la  Alta  y  la  Baja,  con  las  construcciones  y  las 
plantaciones  que  se  expresan,  se  halla  gravada  con  una  hipoteca  de 
27.600  pesetas  constituida  por  Doña  Dolores  Jódar  á  favor  de  D.  Claudio 
de  ünamuno,  cuyo  crédito  hipotecario  fué  adjudicado  por  fallecimiento 
de  éste  á  su  único  heredero  D.  Adolfo  de  Hoyos  Simón,  que  es  el  com- 
prador de  la  finca,  y  con  un  embargo  á  favor  de  la  Hacienda  pública  por 
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3.90ft,75  pesetas  por  débitos  de  contribación,  según  mandamiento  expe- 
dido por  el  Agente  ejecutivo  en  28  de  Mayo  de  1898;  que  sigaiendo  el 
expediente  sas  trámites  legales,  el  Agente  ejecutivo  decretó  en  20  de 
Soptlembre  de  este  afio  la  subasta  de  la  finca  embargada,  anunciándose 
dicha  diligencia  para  el  día  13  de  Octubre  del  referido  afio  en  la  Casa 
Ayuntamiento  de  El  Pedroso,  por  medio  de  edictos  fijados  en  los  sitios 
públicos  de  dicha  villa  ó  insertos  en  el  Boletín  oñeial,  y  notificándose 
por  medio  de  las  oportunas  cédulas  á  D.  José  María  Calleja  y  Galludo, 
oomo  marido  y  representante  legal  de  su  esposa  Dofia  Dolores  Jódar  y 
Fernández;  al  compareciente  D.  Adolfo  de  Hoyos  y  Martín,  acreedor  hi- 
potecario de  la  finca  embargada,  y  á  Doña  Venancia  Pascual,  dueña  de  la 
mida  propiedad  de  dicha  finca;  que  llegado  el  día  señalado  para  la  su- 
basta, no  se  presentó  postor,  y  que,  en  su  vista,  el  Agente  ejecutivo 
aeordó  en  18  de  Octubre  de  1898  anunciar  segunda  subasta  para  el  día 
28  de  Octubre  del  mismo  afio,  con  rebaja  de  una  tercera  parte  del  tipa 
que  sirvió  para  la  primera,  notificándoee  estos  trámites  á  los  interesados 
7  al  acreedor  hipotecario  por  medio  de  las  oportunas  cédulas,  y  publi- 
cándose por  medio  de  los  edictos  que  se  fijaron  en  los  sitios  páblicos  de 
El  Pedroso  y  se  insertaron  en  ei  Boletín  oficial;  habiéndose  aplazado 
dicha  subasta  para  el  día  3  de  Noviembre  siguiente,  por  haberse  retra- 
sado la  publicación  de  tales  edictos  en  este  Boletín^  fijándose  de  nuevo 
en  los  sitios  públicos  de  El  Pedroso,  y  notificándose  el  aplazamiento  á 
los  interesados  y  al  acreedor  hipotecario : 

Resultando  que,  conforme  se  dice  también  en  dicha  escritura  de 
▼enta,  el  referido  día  3  de  Noviembre  se  celebró  la  anunciada  subasta  y 
se  remató  la  finca  á  favor  de  D.  Adolfo  de  Hoyos  Simón,  como  único  y 
ezelnsivo  postor,  y  que  después  de  esto,  el  Agente  ejecutivo,  por  provi- 
dencia dictada-en  1.^  de  Marzo  de  1899,  señaló  el  día  23  de  este  mes 
pera  el  otorgamiento  de  la  escritura  de  venta,  «habiéndose  notificado  di- 
cho proveído  á  las  partes,  haciéndoles  los  apercibimientos  que  la  ley  de- 
termina en  este  caso>,  y  que  las  interesadas  no  concurrieron  al  acto  del 
otorgamiento,  haciéndoselo  saber  al  Agente  ejecutivo  por  conducto  de  su 
representante  D.  Carlos  Calleja  y  Jódar,  según  manifestación  de  éste  á 
^esencia  del  Notario  autorizante  y  de  los  testigos  instrumentales;  y 
qne  en  su  virtud,  dicho  Agente  acordó  proceder  con  arreglo  á  lo  precep- 
toado  en  el  art.  89  de  la  Instrucción  para  el  procedimiento  de  apremio 
de  12  de  Mayo  de  1388,  otorgando  la  escritura  de  oficio  en  nombre  de 
Dofia  Dolores  Jódar  y  Fernández  y  de  Dofia  Venancia  Pascual,  por  el 
derecho  que  á  cada  una  corresponda,  en  precio  de  45.462,22  pesetas  en 
qne  fué  rematada,  dando  fe  el  Notario  autorizante  de  que  el  Agente  eje- 
cntivo  se  hallaba  en  el  ejercicio  legal  de  las  funciones  de  su  cargo  <y  de 
le  demás  contenido  en  este  instrumento: 

Resultando  que  presentada  copia  de  dicha  escritura  en  el  Besristra 
de  la  propiedad  de  Cazalla  de  la  Sierra,  puso  al  pie  de  la  misma  el  Re- 
gistrador con  fecha  12  de  Junio  de  1899  la  nota  siguiente:  «Inscrito  este 
documento  en  el  tomo  209  del  Archivo,  libro  22  de  Pedroso,  folio  84,. 
núm.  220  duplicado,  inscripción  8.%  con  vista  de  otra  escritura  de  rati- 
ficación á  esta  venta,  otorgada  en  1.^  de  Abril  último  ante  el  mismo  No- 
tario D.  Cristóbal  Juan  y  Mateu,  pero  sólo  en  cuanto  á  la  parte  de  finca 
qoe  corresponde  en  pleno  dominio  á  Dofia  Manuela  Epifanía  María  de 
los  Dolores  Jódar  y  Fernández,  ó  sea  la  porción  que  contiene  42  aranza- 
das  y  7  pies  de  olivar,  dos  huertas  nombradas  la  Alta  y  la  Baja,  con  su 
alameda  y  frutales,  con  la  fuente  y  llorosas,  casilla  de  peones,  con  in- 
clusión de  alboreas  y  cafierías,  carpinteria.de  dicha  casilla,  tercera  parte 
de  pared  del  cerco,  edificio  del  molino  y  rincón  para  la  capilla;  y  en 
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cnanto  al  nBnfrncto  de  38  araüzadas  de  olivar  de  primera  clase,  27  de 
segunda,  con  63  pies  más,  casa  principal,  siete  matas  de  castafio  y  dos 
terceras  partes  de  la  pared  que  cerca  la  hacienda;  denegando  la  inscrip- 
ción, por  lo  que  se  refiere  á  la  nnda  propiedad  qne  resalta  inscrita  á  fa- 
vor de  Dofia  Venancia  Pascual,  por  no  ser  ésta  responsable  al  pago  d^ 
las  contribuciones,  ni  haber  prestado  su  conformidad  á  la  enajenación, 
compareciendo  al  otorgamiento  de  esta  escritura>: 

Resultando  que  el  comprador  D.  Adolfo  de  Hoyos  recurrió  contra  di- 
cha nota,  en  cuanto  deniega  la  inscripción  de  parte  de  finca,  pidiendo 
se  ordene  practicarla  en  toda  ella,  y  alegando  al  efecto:  que  el  Begistra- 
dor  no  tiene  facultad  de  extender  su  calificación  del  modo  que  lo  ha  he- 
cho, conforme  á  lo  dispuesto  sobre  el  particular  en  los  arts.  18  y  66  de 
la  ley  Hipotecaria  y  36  y  37  del  reglamento;  que  se  ha  vendido  la  finca 
en  procedimiento  á  virtud  de  acción  real  derivada  de  la  hipoteca  legal  á 
favor  del  Estado,  y  es  una  consecuencia  de  la  naturaleza  de  los  dere- 
chos reales  no  poder  determinarse  concretamente  el  sujeto  pasivo,  sino 
que  es  indeterminado,  lo  que  no  obsta  para  que  el  sujeto  activo  cono- 
cido ejercite  y  realice  su  sección  contra  el  objeto  también  conocido;  y 
que  no  se  explica  la  exigencia  del  Registrador  para  que  Dofia  Venancia 
Pascual  preste  su  conformidad  á  la  venta,  cuando  debe  entenderse  qne 
esa  sefiora  ha  comparecido  en  la  escritura  jurídica,  sino  físicamente, 
puesto  que  el  Agente  ejecutivo  hace  el  otorgamiento  de  oficio  en  su 
nombre,  conforme  á  la  lastrucción  de  apremios  de  12  de  Mayo  de  1888, 
y  < dando  fe  el  Notario  autorizante  de  que  la  susodicha  sefiora  fué  ci- 
tada en  forma,  debió  bastarle  al  Sr.  Registrador  para  calificar  sin  más 
distingos,  porque  la  ley  asi  lo  exige>: 

Resultando  qne  cpara  mejor  comprobar  lo  erróneo  de  su  criterio», 
acompasó  el  recurrente  á  su  escrito  de  interposición  del  recurso  una  cer- 
tificación expedida  en  20  de  Julio  de  1899  por  el  Agente  ejecutivo,  en  la 
que  se  hace  constar  que  habiendo  sido  remitidas  á  las  Alcaldías  de  Ga- 
zalla  de  la  Sierra  y  del  Pedroso  las  cédalas  de  citación  de  Dofia  Dolorev 
Jódar  y  Dofia  Venancia  Pascual  para  el  otorgamiento  de  la  escritura  de 
venta,  porque  el  domicilio  de  la  primera  era  Casalla,  y  el  de  la  segunda 
se  ignoraba  desde  el  principio,  el  Alcalde  de  Gaaalla  devolvió  las  dos 
cédalas  en  6  de  Marzo  de  1899,  firmadas  por  D.  Carlos  Oalleja  en  nom- 
bre de  las  dos  interesadas,  siendo  dicho  D.  Carlos  hijo  de  José  María 
Calleja,  que  había  fallecido  el  26  de  Octubre,  y  de  Dofia  Dolores  Jódar: 

Resultando  que  el  Registrador  sostuvo  la  procedencia  de  su  nota, 
exponiendo:  que  el  Agente  ejecutivo  no  acredita  su  carácter  con  inser- 
ción ó  presentación  de  la  credencial,  cuyo  defecto  no  es  de  apreciar  en 
cnanto  á  la  sefiora  de  Jódar  y  Fernández,  por  haber  ratificado  la  venta; 
que  principiado  el  procedimiento  ejecutivo  legal  mente  contra  la  dea- 
dora  Dofia  Manuela  Epifanía  María  de  los  Dolores  Jódar  y  Fernández,  se 
termina  por  traer  al  remate  y  venta  un  derecho  correspondiente  á  teroera 
persona,  cuando,  aparte  de  lo  peregrino  de  los  fundamentos  tenidos  en 
cuenta  para  ello  y  de  ser  falso  el  de  suponer  hipotecada  á  D.  Adolfo  de 
Hoyos  la  nuda  propiedad  correspondiente  en  la  finca  á  Dofia  Venancia 
Pascual,  es  evidente  que  esta  sefiora  no  es  responsable  al  pago  de  las 
contribuciones,  según  el  art.  604  del  Código  civil  y  la  Instrucción  de  12 
de  Mayo  de  1888,  responsabilidad  que,  conforme  á  aquél,  es  de  la  usn- 
fructuaria,  y  conforme  á  la  Instrucción,  sólo  de  las  personas  inclaídas 
en  los  repartimientos  ó  matrículas  aprobadas  por  autoridad  competente 
y  de  los  que  directa  ó  personalmente  resulten  declarados  deudores  al 
Tesoro  público  por  documento  administrativo  que  acredite  la  cuantía 
del  débito  por  cualquier  acto  cuyo  ingreso  figure  en  los  presupuestos  ge- 
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neralM  del  Eatado,  y,  por  tanto,  que  U  Doña  Venancia  Pascual  no  e» 
deudora  á  la  Hacienda  de  la  contribución  repartida  á  la  señora  de  Jódar 
y  Fernándes,  y  no  puede  el  Agente  ejecutivo  tenerla  ni  representarla 
por  rebelde  en  el  otorgamiento  de  la  escritura  de  que  se  trata;  y  que 
siendo  nula  la  venta  que  el  Agente  bace  del  derecho  de  nuda  propiedad 
perteneciente  á  Dofia  Venancia  Pascual,  pudo  y  debió  denegar  la  ins- 
cripción, conforme  á  lo  establecido  en  el  art.  66  de  la  ley  Hipotecaria 
y  57  del  reglamento  para  su  ejecución: 

Resultando  que  el  Juzgado  confirmó  la  nota  del  Registrador,  fun- 
dándose en  consideraciones  análogas  á  las  hechas  por  este  funcionario, 
y  en  que,  aun  teniendo  por  responsable  del  pago  de  contribuciones  á 
Dofia  Venancia  Pascual,  es  indudable  que  no  se  le  han  hecho  las  notifl- 
(Mcionee  en  forma  legal,  ni  el  requerimiento  personal,  por  lo  que  existe 
un  vicio  de  nulidad  que  Invalida  la  personalidad  que  ostenta  el  Agente 
«jecutivo: 

Resultando  que  D.  Adolfo  de  Hoyos,  en  nuevo  escrito  al  Presidente 
de  la  Audiencia,  reprodujo  los  razonamientos  del  presentado  al  Juz- 
gado, y  además  expuso,  al  objeto  de  su  pretensión,  que  la  hipoteca  le- 
gal del  Estado  grava  á  la  totalidad  del  inmueble  y  no  sólo  al  usufructo, 
citándose  el  art.  168  de  la  ley  Hipotecaria,  y  que  dando  fe  el  Notario  de 
que  el  Agente  ejecutivo  comparecía  en  la  escritura  con  tal  carácter,  no 
era  precisa  la  credencial  de  su  nombramiento: 

Besultando  que  el  Presidente  de  la  Audiencia  revocó  la  nota  del  Be- 
gistrador  y  declaró  inscribible  la  escritura  de  venta  en  la  parte  objeto 
del  recurso,  fundándose  en  que  los  Registradores  sólo  pueden  calificar 
por  lo  que  resulte  de  las  mismas  escrituras,  y  en  la  de  venta  otorgada 
por  el  Agente  ejecutivo  consta  haberse  seguido  procedimiento  de  apre- 
mio contra  D.  José  María  Calleja,  Doña  Dolores  Jódar  y  Dofia  Venancia 
Pascual  y  que  á  esta  sefiora  se  notificó  y  expresó  su  voluntad  de  no  con- 
currir al  otorgamiento,  por  lo  que  tiene  el  Agente  facultad  para  otorgar 
la  venta  de  oficio;  y  que  aunque  las  notificaciones  y  el  expediente  no 
estuvieran  sujetos  estrictamente  á  la  Instrucción,  no  es  facultad  del  Re- 
gistrador el  denegar  la  inscripción  por  ello,  sino  que  la  interesada  podría 
reclamar,  y  el  comprador,  en  virtud  de  la  aceptación,  está  obligado  á 
responderle  y  exigir  á  su  vez  las  responsabilidades  que  correspondan: 

Vistos  los  arts.  604  y  1713  del  Código  civil;  18  y  168  de  la  ley  Hipo- 
tecaria, y  4.^  y  89  de  la  Instrucción  para  el  procedimiento  contra  deudo- 
res á  la  Hacienda  pública  de  12  de  Mayo  de  1888: 

Considerando  que  la  escritura  de  venta  de  la  finca  de  que  se  trata  ha 
sido  otorgada  de  oficio  en  virtud  de  procedimiento  de  apremio  por  el 
Agente  ejecutivo  por  débitos  de  contribución  territorial  en  nombre  de 
Dofia  Dolores  Jódar  y  Fernández  y  Dofia  Venancia  Pascual,  y  que  la 
n^ativa  de  inscripción  de  dicho  documento,  que  ha  motivado  el  pre- 
sente recurso,  se  refiere  únicamente  á  la  parte  de  dicha  finca  qne  perte- 
nece en  nuda  propiedad  á  la  expresada  Dofia  Venancia: 

Considerando  que  las  escrituras  de  venta  que  los  Agentes  ejecutivos 
otorguen  de  oficio  en  el  procedimiento  de  apremio  por  débitos  de  contri- 
bución, deben  otorgarse  en  nombre  del  deudor ^  conforme  á  lo  dispuesto 
en  el  art.  89  de  la  Instrncción  de  12  de  Mayo  de  1888,  que  era  la  vigente 
en  la  fecha  del  otorgamiento  de  la  referida  escritura: 

Considerando  que  Dofia  Venancia  Pascual,  en  su  calidad  de  nuda 
propietaria,  no  es  deudora:  primero,  porque,  según  el  art.  604  del  Có- 
digo civil,  el  pago  de  las  contribuciones  anuales  es  de  cuenta  del  usu- 
fructuario; segundo,  porque  no  está  incluida  en  el  repartimiento  de  la 
contribución,  y  no  es,  por  tanto,  contribuyente,  según  previene  el  ar- 
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iicalo  4.^  de  la  citada  laatracción;  y  tercero,  porque  el  procedimieato 
de  apremio  no  se  ha  eegaido  contra  ella,  sino  contra  D.  José  María  Oa> 
lleja  y  después  contra  la  mujer  de  éste,  Dofia  Dolores  Jódar,  que  es  la 
usufructuaria  de  dicha  parte  de  finca  y  duefia  en  pleno  dominio  de  la 
restante,  toda  vea  que,  á  pesar  de  que  en  la  referida  escritura  se  diga 
por  manifestación  del  Agente  ejecutivo  que  dicho  procedimiento  se  ha- 
bía seguido  contra  D.  José  María  Calleja,  Dofia  Dolores  Jódar  y  Dofia 
Venancia  Pascual,  es  lo  cierto,  según  resulta  de  la  misma  escritura,  por 
las  diligencias  que  en  ella  se  expresan,  que  á  quien  se  declaró  incnrsa 
en  el  apremio,  y  á  quien  se  apremió  efectivamente  para  el  pago  de  La 
contribución  fué  á  dicha  Dofia  Dolores  Jódar  y  no  á  la  expresada  Dofia 
Venancia  Pascual: 

Considerando  que  aunque  se  haya  notificado  á  esta  última  la  dili- 
gencia de  citación  para  el  otorgamiento  de  la  escritura  de  venta,  y  aun- 
que dicha  sefiora  haya  expresado  su  voluntad  de  no  concurrir  á  este 
acto,  de  aquí  no  se  sigue,  como  se  indica  en  la  providencia  apelada,  que 
el  Agente  ejecutivo  tenga  facultades  para  otorgar  la  referida  escritura 
en  nombre  de  esta  interesada,  puesto  que  para  enajenar  bienes  inmue- 
bles y  derechos  reales  en  nombre  de  otro  se  necesita  mandato  expreso, 
conforme  á  lo  dispuesto  en  el  art.  1713  del  Código  civil,  y  no  consta  que 
dicha  interesada  se  lo  haya  conferido  al  expresado  Agente: 

Considerando  que  tampoco  puede  fundarse,  como  pretende  el  recu- 
rrente, la  facultad  del  Agente  ejecutivo  para  vender  de  oficio  el  derecho 
de  nuda  propiedad  perteneciente  á  Dofia  Venancia  Pascual  en  el  pre- 
cepto consignado  en  el  art.  168,  núm.  5.^,  de  la  ley  Hipotecaria,  porque 
este  precepto  se  limita  á  establecer  una  hipoteca  legal  sobre  los  bienes 
de  los  contribuyentes  por  el  importe  de  una  anualidad  vencida  y  no  pa- 
gada de  los  impuestos  que  graviten  sobre  ellos,  y  según  queda  demos  - 
trado,  ni  Dofia  Venancia  Pascual  figura  como  contribuyente  por  dicho 
concepto,  ni  sobre  el  inmueble  de  su  pertenencia,  que  es  el  derecho  de 
nuda  propiedad,  pueden  gravitar  los  referidos  impuestos,  en  virtud  de 
lo  dispuesto  en  el  art.  504  del  Código  civil,  que  aclara,  y  si  se  quiere  mo- 
difica en  este  particular,  la  inteligencia  del  antes  citado  art.  168  de  la 
ley  Hipotecaria: 

Considerando  que,  por  todo  lo  expuesto,  es  evidente  que  el  Agente 
ejecutivo  que  ha  otorgado  de  oficio  la  escritura  de  venta  en  nombre  de 
Dofia  Dolores  Jódar  y  Dofia  Venancia  Pascual,  no  tiene  capacidad  legal 
para  otorgar  dicha  escritura  en  nombre  de  esta  última,  y  que  el  Regis- 
trador de  la  propiedad  que  ha  denegado  su  inscripción  en  la  parte  con- 
cerniente á  la  nuda  propiedad,  perteneciente  á  la  expresada  Dofia  Ve- 
nancia, ha  calificado  dicha  capacidad  por  lo  que  resulta  de  la  misma  es- 
critura, y  ha  cumplido,  por  tanto,  lo  dispuesto  en  el  art.  18  de  la  ley 
Hipotecaria: 

Esta  Dirección  general  ha  acordado,  con  revocación  de  la  providen- 
cia apelada,  que  la  escritura  de  venta  de  que  se  trata  no  es  inscribible 
en  el  Registro  en  cuanto  á  la  nuda  propiedad  perteneciente  á  Dofia  Ve- 
nancia Pascual,  porque  adolece  del  defecto  de  falta  de  capacidad  del 
Agente  vendedor. 

Lo  que,  con  devolución  del  expediente  original,  comunico  á  V.  ^.  á 
los  efectos  oportunos.  Dios  guarde  á  V.  I.  muchos  afios.  Madrid  3  de 
Enero  de  1901.=:El  Director  general,  Bienvenido  01iver.:=Sr.  Preeidente 
de  la  Audiencia  de  Sevilla. 
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Küm.  5.--TRIBUNAL  SUPREMO.— 4  de  Enero,  pub.  el  17  de  Febrero. 

Casación  por  infracción  de  i.EY.—Pago  de  honorarios.— Senten- 
cia, declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  Don 
Pedro  Alvarez  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de 
la  Audiencia  de  la  Coruña,  en  pleito  con  D.  Joaquín  López. 
En  sus  CONSIDERANDOS  SO  establece: 

Que  el  art.  1946  del  Código  eivtl,  por  el  capitulo  de  que  forma 
parte  y  por  las  disposteiones  que  le  preceden  y  le  siguen,  se  refiere 
exclusivamente  á  las  prescripciones  del  dominio  y  demás  derechos 
reales,  no  á  la  de  las  acciones,  respecto  de  la  que  establece  por  modo 
general  y  absoluto  el  art,  1973 ,  que  la  prescripción  se  interrumpe  por 
el  ejercicio  de  la  acción  ante  los  Tribunales,  por  reclamación  extra- 
juáudal  del  acreedor  y  por  cualquier  acto  de  reconocimiento  de  la 
deuda  por  el  deudor;  siendo  consecuencia  lógica  de  tales  preceptos 
que  por  la  declaración  de  caducidad  de  la  instancia  se  considere  com- 
pletamente ineficaz  la  interrupción  producida  por  la  citación  judi- 
cial en  lo  relativo  á  la  prescripción  del  dominio  u  demás  derechos 
recUes,  según  el  art,  1946;  pero  cuando  se  trata  de  la  extinción  de  las 
acciones,  la  declaración  de  caducidad  no  surte  el  mismo  efecto,  por- 
gue ni  la  letra  ni  el  espíritu  del  art.  1973 permiten  que  tenga  el  al  • 
canee  de  que,  en  virtud  de  ella,  pueda  llegarse  á  perder  la  acción;  por 
lo  cual  debe  armonizarse  esta  disposición  con  la  que  contiene  el  ar- 
ticulo 419  de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  al  establecer  que  la  caducidad 
de  primera  instancia  no  extingue  la  acción,  que  si  no  hubiere  pres- 
crito con  arreglo  á  derecho,  podrá  volver  á  ejercitarse  en  el  juicio 
correspondiente: 

Que  no  son  de  estimar  en  casación  las  infracciones  legales  que  no 
afectan  al  fallo  recurrido: 

Que  el  heredero  responde  de  las  obligaciones  contraidas  por  su 
causante,  con  la  limitación  consiguiente  á  la  aceptación  de  la  heren- 
cia á  beneficio  de  inventario. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  4  de  Enero  de  1901,  en  los  aatos  de 
jnicio  declarativo  de  mayor  caantía  segnidos  en  el  Juzgado  de  primera 
instancia  de  la  Corafia  y  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  aqnel  le- 
rritorio,  por  demanda  de  D.  Joaquín  López  Cadenas,  Abogado,  vecino  de 
dicha  capital,  contra  D.  Pedro  Alvarez  Mon  y  Rebellón,  Farmacéutico, 
avecindado  en  Mondofíedo,  sobre  pago  de  los  honorarios  devengados  por 
el  primero  en  un  pleito;  autos  pendientes  ante  Nos«  en  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley  que  ha  interpuesto  el  D.  Pedro  Alvarez  Mon,  á 
qnien  representa  el  Procurador  D.  Luis  García  Ortega,  siendo  su  Letrado 
defensor  el  Licenciado  D.  Marcelo  Cervino;  estándolo  á  su  vez  López 
Cadenas  por  el  Procurador  D.  José  Nieto  y  el  Doctor  D.  Augusto  Fer- 
nández Yictorio: 

Resultando  que  con  motivo  de  la  partición  de  los  bienes  dejados  al 
fallecer  por  D.  Bernardo  Rodríguez  y  sus  esposas  en  primeras  y  segun- 
das nupcias,  respectivamente.  Doña  María  García  y  Doña  María  de  la 
Concepción  Malvares,  se  siguió  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de 
Ribadeo  nn  pleito  sobre  agravios  en  las  operaciones  de  liquidación  y 
adjudicación  practicadas,  en  el  que  fué  parte  D.  Celestino  Alvarez  Mon, 
como  apoderado  en  forma  de  su  hijo  D.  Bernardo,  y  remitido  dicho 
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pleito,  á  yirtud  de  apelación,  á  la  Audiencia  de  la  Oorufia  á  principio» 
del  afio  1889,  el  D.  Bernardo  Alvares  Mon,  en  7  de  Febrero  del  enunciado 
afio,  dirigió  ana  carta  ai  Abogado  D.  Joaquín  Lopes  Cadenas  para  que» 
ai  le  era  posible,  se  encarsrase  de  la  defensa  del  asunto,  afiadiendo  que, 
como  en  el  mismo  su  hijo  estaba  amparado  por  pobre,  sus  derechos  le 
serian  abonados,  indicándoles  de  quienes  podían  tomar  referencias  su- 
yas; j  aceptada  la  defensa  por  el  D.  Joaquín,  la  tuyo  á  su  cargo  en 
aquella  segunda  instancia  hasta  la  terminación  de  la  misma,  asistiendo 
á  la  vista  ante  la  Sala,  que  se  verlñcó  en  varios  días  del  mes  de  Octubre 
del  propio  afio  89: 

Resultando  que  con  fecha  2  de  Mayo  de  1891  formuló  escrito  el  Don 
Joaquín  Lopes  Cadenas  en  el  Jusgado  de  primera  instancia  de  la  Co- 
mila,  pidiendo  que  D.  Celestino  Mon,  como  apoderado  de  su  hijo  Don 
Bernardo,  reconociese  la  autenticidad  de  la  indicada  carta  de  7  de  Fe- 
brero del  89,  y  declarase  á  tenor  de  ciertos  hechos  que  alegó,  pretensión 
que  fué  estimada;  declarando  el  D.  Celestino  ser  auténtica  aquélla,  pero 
que  no  se  había  comprometido  á  pagar  por  su  hijo,  una  ves  que  estaba 
habilitado  por  pobre,  como  el  D.  Joaquín  sabía,  é  ínterin  no  entrase  el 
susodicho  su  hijo,  del  que  sólo  obró  como  apoderado,  en  posesión  de  la 
herencia,  no  podía  satisfacer  lo  que  legítimamente  debiera: 

Resultando  que  en  20  de  Abril— así  se  dice  en  el  apuntamiento  y  en 
la  sentencia  recurrida-^del  propio  afio  91,  interpuso  D.  Joaquín  López 
Cadenas,  en  el  expresado  Juzgado  de  la  Corana,  una  demanda  contra 
D.  Celestino  Alvares  Mon,  como  apoderado  de  su  hijo  D.  Bernardo,  re- 
clamándole el  pago  de  3.600  pesetas  por  honorarios  devengados  en  la  de- 
fensa de  que  se  deja  hecho  mérito,  con  lo  que  fué  emplazado  el  D.  Celes- 
tino en  1.^  de  Junio  ó  Julio  siguiente,  quedando  paralizada  la  tramita- 
ción de  los  autos,  después  de  varias  diligencias  para  el  nombramiento 
de  defensores  al  demandado,  por  lo  que  en  14  de  Noviembre  de  1898  re- 
cayó providencia  declarando  abandonada  y  caducada  de  derecho  la  ins- 
tancia en  aquel  pleito: 

Resultando  que  entre  tanto  continuó  el  juicio  de  liquidación  y  parti- 
ción de  los  bienes  dejados  por  D.  Bernardo  Rodrigues  y  sus  mujeres  en 
primero  y  segundo  matrimonio,  ocurriendo  el  fallecimiento  de  D.  Ber- 
nardo Alvares  Mon,  al  que  heredó  su  padre  D.  Celestino,  que  también 
falleció,  instituyendo  á  su  ves  heredero  al  demandado  y  recurrente  en  el 
pleito  actual  D.  Pedro  Alvares  Mon  y  Rebellón,  quien  aceptó  la  heren- 
cia con  el  beneficio  de  inventario;  y  en  21  de  Octubre  del  98  dictó  el 
Jusgado  de  Ribadeo  un  auto,  que  quedó  firme,  aprobando  tales  opera- 
ciones, en  las  cuales  se  adjudicaron  bienes  al  D.  Pedro  Alvares  Mon  por 
valor  de  91.223  reales  30  maravedises;  cuyos  bienes,  según  una  certifica- 
ción traída  á  instancia  del  mismo  al  pleito  del  día,  en  el  período  proba- 
torio, no  le  han  sido  aún  entregados,  hallándose  pendientes  dichas  ope- 
raciones de  pasarse  á  la  Notaría  correspondiente: 

Resultando  que  en  nueva  demanda  de  10  de  Noviembre  del  repetido 
afio  98,  ante  el  propio  Jusgado  de  la  Corufia,  suplicó  D.  Joaquín  Lopes 
Cadenas  que  se  condenase  á  D.  Pedro  Alvares  Mon  á  pagarle  la  cantidad 
de  3.500  pesetas,  los  intereses  del  6  por  100,  según  liquidación  que  se 
practicara  en  el  día  del  pago,  desde  1.^  de  Julio  de  1891,  fecha  del  em- 
plasamiento  realidado  en  la  instancia  caducada,  y  las  costas;  para  lo  que 
biso  mérito  de  los  antecedentes  que  estimó  oportunos,  y  como  uno  de 
ellos  de  su  precedente  demanda,  la  cual  expresó  haber  caducado  porque 
el  D.  Joaquín  no  había  praticado  gestión  alguna  esperando  á  la  conclu- 
sión definitiva  de  las  cuestiones  que  pendían  en  el  pleito;  y  afiadió,  en- 
tre otras  alegaciones,  que  aceptó  en  aquél  la  defensa  que  deaempefió,  por 
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la  oferte  del  D.  Celestíno  de  pagarle  sus  honorarios,  contenida  en  la 
carta  de  7  de  Febrero  del  89,  loe  que  ascendían  á  la  indicada  suma;  qtte 
aqnél,  apesar  de  tai  oferta,  no  le  había  satisfecho,  recayendo  la  obliga- 
ción de  hacerlo  en  el  demandado  D.  Pedro  como  heredero  del  D.  Celes- 
tino, qnien  á  sn  ves  había  heredado  á  su  hijo  D.  Bernardo: 

Beenltando  qne  D.  Pedro  Alvares  Mon  contestó  pretendiendo  qne  se 
le  absolviese  de  la  demanda,  con  las  costas  al  actor,  por  carecer  de  ac- 
ción el  demandante  para  reclamar  el  pago  íntegro  de  sns  honorarios  en 
la  vía  ordinaria,  por  estar  prescrito  y  por  no  tener  dicho  demandado  bi 
personalidad  con  que  se  le  demandaba,  puesto  que  tenía  aceptada  la  he- 
rencia de  D.  Celestino  Aivares  Mon  á  beneficio  de  inventario,  no  ha- 
biéndole sido  aún  entregada  y  permaneciendo  en  administración;  ó  in- 
yooó  en  las  alegaciones  de  su  escrito  de  contestación  ia  ley  9.%  tít.  11, 
libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  y  el  art.  1967  de]  Código  civil, 
respecto  á  la  prescripción;  acompafiando  una  certificación  referente  á  las 
diligencias  sobre  aceptación  por  dicho  D.  Pedro  de  la  herencia  de  Don 
Oelestino  Alvares  Mon  á  beneficio  de  inventario;  en  cnya  certificación  se 
hace  constar  que  por  auto  del  Juagado  de  fiibadeo  de  fecha  10  de  Abril 
de  1897  se  sobreseyó  en  aquellas  diligencias,  y  declaró  que  el  repetida- 
mente nombrado  D.  Pedro  sólo  era  responsable  de  las  deudas  y  cargas 
contra  la  herencia  del  D.  Celestino  con  los  bienes  que  en  su  caso  le  fue- 
sen entregados  por  virtud  de  la  testamentaría  de  D.  Bernardo  Rodrigues 
y  Dofia  María  de  la  Concepción  Malvares: 

Resultando  que  el  demandante  insistió  en  la  réplica  en  lo  por  su 
parte  alegado  y  pedido,  con  las  adiciones,  entre  otras:  de  que  se  trataba 
del  cumplimiento  de  un  contrato,  el  cual  no  producía  la  acción  prescrip- 
tible en  el  plazo  de  tres  afios,  sino  la  personal  que  prescribía  á  los  vein- 
te, según  la  ley  68  de  Toro,  tít.  8.<>,  libro  10  de  lá  Novísima'  Recopila- 
ción—así dice,— y  á  los  quince,  con  arreglo  al  art.  1964  del  Código  civil ; 
de  que  había  prestado  los  servicios  profesionales,  cuyo  pago  reclamaba, 
en  los  meses  de  Mayo  á  Octubre  de  1889,  siendo  la  demanda  anterior  de 
Mayo  del  91;  y  de  qiíe  el  lapso  del  tiempo  se  interrumpió  por  la  reclama- 
ción judicial,  habiendo  quedado  pendiente  la  misma,  no  por  abandono, 
sino  porque  Mon  no  había  llegado  al  término  de   sus  aspiraciones: 

Resultando  que  continuada  la  demás  tramitación  del  pleito  en  pri- 
mera instancia,  practicando  ambas  partes  prueba  documental,  el  Juzgado 
de  la  Corufia  pronunció  sentencia,  por  la  que  desestimó  la  demanda  y 
estimó  las  excepciones  opuestas  á  la  misma  por  el  demandado,  absol- 
Tiéndole  de  aquélla;  cuya  sentencia  revocó  por  apelación  del  deman- 
dante la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  del  territorio,  en  la  que  dictó 
en  21  de  Ifiajo  próidmo  pasado,  desestimando  las  excepciones  alegadas, 
condenando  á  D.  Pedro  Alvares  Mon  á  que,  como  obligado  á  pagar  al 
D.  Joaquín  López  Cadenas  3.600  pesetas  é  intereses  legales  de  un  6  por 
100,  á  contar  desde  la  fecha  en  que  fué  contestada  la  demanda  de  au- 
tos, le  satisfaga  en  concepto  de  honorarios  dichos  principal  é  intereses, 
siempre  que  no  rebasen  el  importo  de  los  bienes  que  resulte  habérsele 
entregado  como  heredero  de  D.  Bernardo  Mon,  previa  la  oportuna  liqui- 
dación que  se  practicará  en  la  ejecución  de  la  propia  sentencia,  y  absol- 
viéndole de  lo  denfás  pretendido  por  el  actor,  sin  expresa  imposición  de 
costas: 

Resultando  que  D.  Pedro  Alvares  Mon  y  Rebellón  ha  interpuesto 

recurso  de  casación,  como  comprendido  en  el  núm.  1.^  del  art.  1698  de 

la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  alegando  en  los  motivos  en  que  lo  funda: 

Primero.    La  ley  9.^,  tít.  11,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  y 

•1  art.  1967  del  Código  civil,  aplicable  al  caso  de  autos,  con  arreglo 
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al  19t9  7  á  la  caarto  de  las  disposiciones  transitorias,  preceptos  qae  ha- 
cen prescriptibles  por  tres  afios  la  acción  del  Alx^^o  para  reclamar  sus 
honorarios,  y  qae  la  8ala  sentenciadora  infringía  al  disponer  el  abouo 
de  nn  crédito  extinguido  y  muerto  desde  1892,  no  obtante  la  demanda 
interpuesta  en  1891,  completamente  ineficaz,  seórún  el  art.  1946,  núm.  2.^, 
del  Código  citado,  para  suspender  los  efectos  de  la  prescripción: 

Segundo.  £1  art.  1969,  y  su  concordante,  la  ley  6.*,  tít.  8.^,  libro  10 
de  la  Noyisima  Recopilación,  que  establecen  se  empiece  á  contar  el 
tiempo  para  la  prescripción  de  las  acciones  desde  que  pudieron  ejerci- 
tarse, quebrantados  por  el  Tribunal  á  quOt  al  no  referir  el  cómputo  de  la 
prescripción  á  la  fecha  en  que  los  servicios  profesionales  fueron  presta- 
dos, como  exige,  entre  otras,  la  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo 
de  16  de  Febrero  de  1899,  y  aplicar  en  cambio  los  artículos  87  y  89  de  la 
ley  procesal,  también  infringidos  por  aplicación  indebida;  y 

Tercero.  £1  art.  1026  del  Código  civil,  según  el  cual,  hasta  que  re- 
sulten pagados  todos  los  acreedores  y  los  legatarios,  se  entenderá  que  la 
herencia  aceptada  á  beneficio  de  inventario  se  halla  en  administración, 
siendo  entretanto  el  administrador  el  único  á  quien  compete  contestar 
las  demandas  que  se  entablen  contra  la  misma;  artículo  que,  en  el  su- 
puesto de  no  haber  prescrito  el  crédito  reclamado,  había  infringido  la 
Sala  sentenciadora,  al  estimar  una  acción  dirigida  contra  el  heredero  y 
no  contra  el  administrador  del  caudal  relicto. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Gullón: 
Considerando  que  la  cuestión  principal  del  pleito  y  del  recurso  versa 
sobre  si  se  ha  extinguido  ó  no  la  acción  ejercitada  por  el  demandante 
con  objeto  de  hacer  efectivos  sus  honorarios,  por  haber  transcurrido  loe 
tres  afios  que  para  la  prescripción  de  la  misma  fijaba  la  legislación  an- 
tigua y  establece  el  vigente  Código  civil: 

Considerando  que  nacida  en  este  caso  dicha  acción  en  Octubre  de 
1889,  época  en  que  finalisaron  los  trabajos  del  Letrado,  é  interrumpido 
en  Mayo  de  1891  el  término  de  la  prescripción  por  el  pleito  que  promo- 
vió el  Licenciado  Lopes  Cadenas  en  reclamación  de  los  honorarios,  es 
indudable  que,  aun  prescindiendo  de  la  demanda  Inicial  del  presente 
litigio,  entablada  en  el  Juzgado  de  la  Corufia  en  10  de  Noviembre  de 
1898,  el  indicado  término  no  comenzó  de  nuevo  á  correr  hasta  que  en  14 
del  expresado  mes  de  Noviembre  se  declaró  caducada  la  instancia  en  el 
primer  pleito;  por  cuya  razón  no  cabe  sostener,  cualquiera  que  sea  el 
cómputo  que  se  haga,  que  ha  transcurrido  el  lapso  de  tiempo  necesario 
para  la  prescripción: 

Considerando  que  la  sentencia  recurrida,  al  declararlo  así,  fundán- 
dose en  razonamientos  más  ó  menos  atendibles,  no  vulnera,  por  dejar 
de  aplicarlo,  el  art.  1946  del  Código  civil,  que  es  la  infracción  más  im- 
portante de  las  alegadas  en  el  recurso,  toda  ves  que  ese  artículo,  por  el 
capitulo  de  que  forma  parte  y  por  las  disposiciones  que  le  preceden  y  le 
siguen,  se  refiere  exclusivamente  á  las  prescripciones  del  dominio  y  de- 
más derechos  reales,  no  á  la  de  las  acciones,  respecto  de  la  que  establece, 
por  modo  general  y  absoluto,  el  art.  1978,  que  la  prescripción  se  inte- 
rrumpe por  el  ejercicio  de  la  acción  ante  los  Tribunales,  por  reclamación 
extrajudicial  del  acreedor  y  por  cualquier  acto  de  reconocimiento  de  la 
deuda  por  el  deudor;  siendo  consecuencia  lógica  de  tales  preceptos  que 
por  la  declaración  de  caducidad  de  la  instancia  se  considere  completa- 
mente ineficaz  la  interrupción  producida  por  la  citación  judicial  en  lo 
relativo  á  la  prescripción  del  dominio  y  demás  derechos  reales,  según  el 
art.  1946;  pero  cuando  se  trata  de  la  extinción  de  las  acciones,  la  decla- 
ración de  caducidad  no  surte  el  mismo  efecto,  porque  ni  la  letra  ni  el 
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«tpiritn  del  art.  1978  permiten  qae  tenga  el  alcance  de  qne,  en  yirtnd  de 
ella,  pueda  llegaree  á  perder  la  acción;  por  lo  cnal  debe  armonisarae  eeta 
diflpoeición  con  la  qne  contiene  el  art.  419  de  la  ley  de  Enjaioiamiento, 
al  establecer  qne  la  cadncidad  de  primera  instancia  no  extingue  la 
acción,  que  ai  no  hubiere  prescrito  con  arreglo  á  derecho,  podrá  yoItot 
i  ejercitarse  en  el  juicio  correspondiente: 

Considerando  que,  sentadas  estas  doctrinas,  no  son  de  estimar  los 
dos  primeros  motivos,  ya  porque  para  invocar  como  infringidas  las  leyes 
que  en  ellos  se  mencionan,  se  parte  del  equivocado  supuesto  de  haber 
prescrito  la  acción,  no  obstante  la  demanda  entablada  en  1891,  ya  por- 
gue la  indebida  aplicación  de  los  arts.  t7  y  39  de  la  ley  procesal  no 
afecta  al  fallo  recaído,  que  subsiste  y  se  justifica  por  la  razones  expues- 
tas; y 

Considerando,  en  cuanto  al  motivo  tercero,  que  reconocida  por  el  re- 
currente su  cualidad  de  heredero  de  D.  Celestino  Mon,  y  habiendo  sido 
demandado  en  tal  concepto,  es  visto  que  la  excepción  opuesta  á  la  de- 
manda consistiría,  no  en  la  falta  de  personalidad  de  aquél,  sino  en  la 
carencia  de  acción  en  el  demandante,  lo  cual  no  puede  admitirse,  porque 
tiene  indudable  derecho  para  dirigirse  contra  el  heredero  que  responde 
de  las  obligaciones  contraídas  por  su  causante,  con  la  limitación  consi- 
guiente á  la  aceptación  de  la  herencia  á  beneficio  de  inventario; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
enrso  de  casación  interpuesto  por  D..  Pedro  Alvares  Mon  y  Bebellón,  á 
quien  condenamos  al  pago  de  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  la 
Gorufia  la  certificación  correspondiente,  acompafiada  del  apuntamiento 
<]ue  remitió. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  ó  in- 
sertará en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  fírmamos.=Jo6Ó  de  Aldecoa. 
=:Bicardo  Gullón.=Francisco  Toda.=:Joaquín  Gonsález  de  la  Pefia.= 
Ricaido  Molina.= Vicente  de  Piniés.=:Tomás  Gúdal. 

PQblicación.=Iieída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Excmo.  8r.  D.  Ricardo  Gullón,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  cele- 
brando audiencia  pública  la  8ala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  que  cer- 
tifico como  Relator  Secre^irio  de  la  misma. 

Madrid  4  de  Enero  de  1901.=Licenciado  Hilario  María  Gonzalos  y 
Torres. 

Nüm.  6.— TRIBUNAL  SUPREMO.— 5  de  Enero,  pub.  el  17  de  Febrero. 

Casación  POR  infracción  de  LEY.-^Defensa  por  pobre.-^A.Mio  de- 
clarando no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  Doña  Ceci- 
lia Olivan  contra  la  sentencia  pronunciada  por  ía  Sala  primera 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  los  testamen- 
tarios y  herederos  de  D.  Francisco  de  Cárdenas. 
En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece: 

Que  según  tiene  declarado  reiteradamente  el  Tribunal  Supremo^ 
^juzgador  es  á  quien  exelusioamente  compete  apreciar  la  fuerza 
probatoria  de  las  declaraciones  testifícales^  al  tenor  de  lo  dispuesto 
^n  el  art.  659  de  la  ley  procesal  y  en  el  1248  del  Código,  no  puoUendo 
ser  esta  apredadón  materia  propia  de  la  casación. 

Besultsndo  que  pendiente  ante  el  Juzgado  del  distrito  del  Hospital 
de  esta  corte  un  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  sobre  pago  de  cierta 
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cantidAd,  promovido  por  DofUt  Ooilia  OÜTán  y  Coelio,  con  licencia  de 
011  marido  D.  Francisco  Narváez  y  Oonsáles,  conde  de  Yúmori,  contra 
los  teatamentarioe  y  herederos  de  D.  FranclBco  de  Cárdenas,  pretendió- 
la  Dofia  Cecilia,  en  escrito  de  7  de  Marzo  de  1899,  la  declaración  de  po- 
bresa  para  litigar  en  aquellos  autos;  y  seguido  el  incidente  en  dos  ins- 
tancias, pronunció  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  del  terri- 
torio sentencia  confirmatoria  de  14  de  Mayo  del  afio  próximo  pasado» 
negando  el  beneficio  de  la  defensa  por  pobre  solicitado,  para  lo  que — en 
resumen — se  fundó:  en  lo  dispuesto  por  los  arts.  16,  17  y  35  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil;  en  no  haberse  probado,  ni  ser  posible  admitir,  por 
los  méritos  del  incidente  y  atendidos  los  signos  exteriores  de  que  se  haoe 
mención,  que  Dofia  Cecilia  Olivan  y  su  esposo  no  reunieran  ingresos  su- 
periores al  doble  jornal  de  un  bracero  en  esta  localidad;  en  que,  aun  ha* 
Siéndose  probado  hallarse  comprendida  dicha  Dofi» Cecilia  en  alguno  de 
los  casos  del  citado  art.  16  de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  no  lo  estaba  de 
modo  alguno  que  hubiese  llegado  á  tal  estado  después  del  2  de  Enero  de 
1899,  fecha  de  la  presentación  de  la  demanda  principal,  aun  cuando  en 
28  de  Febrero  siguiente  hubiera  sido  declarado  su  esposo  cesante  del 
cargo  de  Oficial  tercero  de  Administración'  que  desempefiaba;  y  en  no 
harree  pretendido  la  declaración  de  pobreza  del  mencionado  esposo  de 
la  Dofia  Cecilia,  al  que  correspondía  representarla  en  juicio: 

Hesultando  que  la  Dofia  Cecilia  Olivan  y  Coello  ha  interpuesto  re- 
curso de  casación,  como  comprendido  en  los  núms.  l.^y  7.^  del  art.  1692 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  alegando: 

Primero.  Infringir  la  sentencia  recurrida  los  arts.  82  y  60  del  Có- 
digo civil,  en  el  concepto  de  hacer  aquélla  necesario  para  que  la  mujer 
al  lit^r  derechos  suyos  obtenga  el  beneficio  de  pobreza,  el  que  haya  de 
alegar  ó  probar  la  de  su  marido: 

^undo.  Incurrir  la  misma  sentencia,  en  la  apreciación  de  las  prue- 
bas, en  error  de  hecho  y  de  derecho,  resultante  de  documento  auténtico, 
cual  lo  es  la  certificación  en  que  consta  la  cesantía  de  D.  Francisco  Nar- 
váez  con  posterioridad  á  la  incoación  del  pleito;  pues  infringiendo  loa 
arts.  1216  y  1218  del  Código  civil  y  los  16,  24  y  26  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento, no  estima  probado  el  hecho,  que  aquella  certificación  justifica, 
de  haber  quedado  constituida  la  recurrente  en  estado  de  pobreza  estando 
ya  pendiente  dicho  pleito;  y 

Tercero.  Incurrir  también  la  Sala  sentenciadora  en  error  de  derecho,, 
é  infringir  el  art.  1246  del  Código  civil,  al  estimar  que  el  abono  al  telé- 
fono, los  gastos  de  la  casa  que  habita  la  recurrente  y  su  concurrencia  á 
funciones  teatrales,  son  signos  que  excluyen  la  presunción  de  la  falta  • 
de  recursos  alegada  como  fundamento  de  la  demanda  de  pobreza;  por 
cuanto  no  da  como  probado  lo  que  lo  está  por  declaraciones  de  testigos 
en  quienes  concurren  las  circunstancias  determinadas  en  el  precitado- 
artículo,  los  aue  afirman  no  satisfacer  dichos  gastos  aquélla: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  ee  ha  opuesto  á  la  admisión  del 
recurso. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Tomás  Gúdal: 

Considerando  que,  entre  otros  fundamentos  á  que  ee  refieren  loe  doe 
primeros  motivos  del  recurso,  se  desestima  la  demanda  de  pobreza  de 
Dofia  Cecilia  Olivan  por  la  consideración  de  que  signos  extemos,  que  el 
Tribunal  sentenciador  estima  y  aprecia,  excluyen  el  supuesto  de  que  ia 
recurrente  no  cuenta  sino  con  ingresos  inferiores  al  doble  jornal  de  nn 
bracero  en  esta  localidad;  y  como  en  el  motivo  tercero  del  expresado  re- 
curso sólo  se  combate  é  impugna  dicha  afirmaclói^  atribuyendo  aquél 
error  de  derecho  por  haber  desestimado  la  prueba  testifical  practicada 
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«COA  el  objeto  de  explicar  y  desvirtuar  el  alcance  de  tales  signos,  resolta 
notoriamente  inadmisible  dicho  recnrso,  porque,  según  tiene  declarado 
reiteradamente  este  Tribunal  Supremo,  al  juzgador  es  á  quien  exclusiva- 
mente compete  apreciar  la  íuersa  probatoria  de  las  declaraciones  testifi- 
cales, al  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  art.  669  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil  y  1248  del  Código,  no  pudiendo  ser  esta  apreciación  materia  propia 
<le  la  casación;  y  porque,  esto  supuesto,  los  dos  primeros  motivos  del  re- 
curso serían  de  toda  suerte  absolutamente  ineficaces  para  obtener  la  ca- 
sación de  la  sentencia  recurrida  en  su  parte  dispositiva; 

No  lia  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación^  interpuesto  por 
Dofia  Cecilia  Olivan  y  Coello,  á  la  que  condenamos  al  pago  de  las  cos- 
tas;'devuélvase  á  la  Audiencia  de  esta  corte,  con  la  correspondiente  cer- 
tificación, el  apuntamiento  que  tiene  remitido,  y  publiquese  el  presente 
auto  según  previene  la  ley. 

Madrid  6  de  Enero  de  1901.=:Josó  de  Aldeooa.=:José  de  Gamica.= 
Francisco  Toda.=rEnrique  Lassús.=Joaquín  González  de  la  Pefia.=Vi- 
•cente  de  Finiós.=Tomás  GúdaL=:Ante  mí.  Licenciado  Hilario  Bftaría 
-González  y  Torres. 


Kúm.  7.-TRIBUNAL  SUPREMO.-?  de  Enero,  pub.  el  17  de  Febrero. 

Casación  por  infracción  de  ley.— Pa^o  del  importe  de  obras.— 
Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto 
por  D.  Manuel  Revuelta  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  pri- 
mera de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  Don 
Antonio  Diaz. 
Bn  su  CONSIDERANDO  único  se  establece: 

Que  el  art.  1158  del  Código  civil  es  eompleiamente  inaplicable 
cuando  no  se  trata  de  reclamar  lo  que  por  cuenta  de  otro  se  hubiera 
pagado,  ó  el  importe  de  la  prestación  que  se  hubiese  hecho  con  cono- 
cimento,  aprobación  ó  ignorancia  del  deudor,  sino  de  exigir  el  cum- 
plimiento de  un  contrato  que  se  dice  celebrado  directamente  entre 
aquél  y  el  demandante,  por  lo  que,  fundada  la  absolución  de  la  de- 
numda  en  la  existencia  del  contrato,  sin  que  la  apreciación  sobre  este 
-hecho  haya  sido  legalmente  impugnada,  se  ajusta  á  lo  dispuesto  en 
los  arts,  1254, 12S7, 1258, 1264  y  1278  del  mismo  Código. 

En  la  villa  y  corte  de  fiíadrid,  á  7  de  Enero  de  1901,  en  el  pleito  se- 
guido en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  Buenavista  y 
en  la  Bala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  misma  corte  por 
D.  Manuel  Bevuelta  Sema,  cantero,  con  D.  Antonio  Díaz  Oancio,  co- 
merciante, ambos  de  esta  vecindad,  sobre  pago  del  importe  de  obras; 
pendiente  ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley  interpuesto  por  el  Procurador  D.  Federico  del  Rio,  bajo  la  dirección 
del  Letrado  D.  Carlos  Díaz  Valero,  en  representación  del  demandante; 
habiendo  estado  representada  y  defendida  la  parte  recurrida  por  el  Le- 
trado D.  Alejandro  de  Benito  y  Curto  y  el  Procurador  D.  Cristóbal  Mar- 
tin Bey: 

Beeultando  que  D.  Antonio  Díaz  Oancio,  contratista  de  las  obras  de 
cerramiento  del  Jardín  Botánico,  celebró  un  contrato  privado  en  17  de 
Enero  de  1896  con  D.  Manuel  Bores,  maestro  cantero  y  marmolista,  por 
el  qne  éste  se  comprometió,  bajo  determinadas  condiciones,  á  efectuar 
de  todo  coste  la  obra  de  cantería  para  el  zócalo  de  la  verja  destinada  á 
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dieho  cerramiento,  y  en  24  de  Febrero  de  1897  formaron  ambos  otro 
docamento  aatorisado  oon  el  visto  bneno  del  Arquitecto  municipal 
D.  Manuel  Medrano,  en  el  que  hicieron  constar  la  liquidación  practi- 
cada por  dicho  Arquitecto  respecto  de  toda  la  obra,  existiendo  en  esta. 
liquidación  una  partida  que  dice  asi:  cHay  que  descontar  646  pesetas  87 
céntimos  que  habla  que  abonar  á  Revuelta,  importe  de  10  metros  29 
centímetros,  á  razón  de  6S  pesetas  el  metro  cúbico;  importando  el  salda 
de  dicha  liquidación  2.999  pesetas  S  céntimos,  que  D.  Manuel  Bores  re- 
cibió en  el  mismo  acto  de  firmarse  este  documento  del  contratista  de  las 
obras  D.  Antonio^  Días  Canelo: 

Resultando  que  en  26  de  Julio  del  mismo  año  1897  dedujo  D.  Ma- 
nuel Revuelta  Serna  la  demanda  de  este  pleito,  exponiendo:  que  en  pri- 
meros de  Febrero  de  1896,  conociendo  por  razón  de  su  oficio  que  en  las 
obras  del  Jardín  Botánico  se  necesitaba  piedra  para  la  construcción  de 
la  verja,  se  avistó  con  el  encargado  de  ellas,  que  era  el  maestro  cantera 
D.  Manuel  Bores,  quien  con  anterioridad  había  contratado  con  Díaz  Can- 
elo el  suministro  de  la  piedra,'  y  entonces  encargó  al  demandante  de  di- 
cho suministro,  contando  con  que  Díaz  Canelo  liquidaría  con  aquél  y 
éste  lo  haría  inmediatamenie  con  el  demandante;  que  enterado  del  con- 
trato privado  otorgado  entre  Díaz  Canelo  y  Bores,  se  puso  inmediata- 
mente á  hacer  pedido  de  piedra,  que  en  diferentes  partidas  llegaron  á 
representar  un  valor  total  de  10.001  pesetas;  y  al  ir  á  dar  por  termina- 
das las  obras,  quiso  solventar  las  cuentas,  dirigiéndose  al  efecto  á  Bo- 
res, quien  le  dijo  que  únicamente  había  recibido  del  contratista  Díaz 
Canelo  la  suma  de  1.119  pesetas  que  le  entregó;  y  que  en  vista  de  esto 
se  negó  á  suministrar  más  piedra,  y  entonces  le  llamó  él  contratista 
Díaz  Canelo,  y  en  plena  obra  y  delante  de  varios  operarios  le  dijo  qne 
por  su  cnenia  y  cargo  continuara  suministrando  la  piedra,  y  así  lo  hizo, 
sin  formalizar  contrato  de  ningún  género,  fiando  en  la  buena  fe  con  que 
Díaz  Canelo  había  procedido  siempre  en  todos  sus  compromisos;  invo- 
cando después  los  fundamentos  de  derecho  que  estimó  del  caso,  terminó 
solicitando  se  declarase  que  D.  Antonio  Díaz  Canelo  venía  obligado  á 
satisfacerle  la  suma  de  10.001  pesetas,  ó  la  que  resultase  de  la  medición 
pericial  que  se  efectuase;  y  por  un  otrosí  pidió  que,  teniendo  depositada 
el  demandado  la  oportuna  fianza,  se  librara  oficio  al  Director  general 
de  Obras  públicas,  ordenando  su  retención  hasta  la  terminación  del 
pleito: 

Resultando  que  el  Juez  acordó  la  retención  pedida  y  admitió  después 
la  demanda,  que  contestó  D.  Antonio  Díaz  Canelo  presentando  con  ella 
ios  dos  documentos  privados  referidos  al  principio,  y  solicitando  se  le 
absolviera  de  la  demanda,  con  imposición  al  demandante  de  perpetua 
silencio  y  pago  de  costas,  á  cuyo  efecto  alegó:  que  D.  Manuel  Bores  na 
era  encargado  de  las  obras,  como  se  decía  en  la  demanda,  sino  contra- 
tista en  virtud  del  contrato  privado  que  celebró  con  él  en  17  de  Enera 
de  1896;  que  iguoraba  todos  los  actos  y  contratos  que  el  demandante 
decía  haber  tenido  con  Bores,  y  era  inexacto  lo  que  había  afirmado  res- 
pecto á  que  el  demandado  le  hubiese  llamado  á  la  obra  y  encargado  allí 
del  suministro  de  la  piedra;  pues  la  única  relación  que  con  él  había  te- 
nido se  había  reducido  á  que  bastante  antes  de  estarse  ya  para  darse  por 
terminadas  las  obras  le  preguntó  el  demandante  si  satisfacía  mensual- 
mente  á  Bores  las  cantidades  que  le  correspondían  para  la  obra  ejecu- 
tada, contestándole  afirmativamente;  y  desde  entonces  se  presentó  Bo- 
res á  cobrar,  acompafiado  muchas  veces  de  Revuelta,  á  quien  el  deman- 
dado vio  que  entregaba  el  dinero,  y  aun  en  otras  ocasiones  fué  Revuelta 
solo  con  recibos  firmados  por  Bores,  diciendo  que  iba  por  encarno  de 
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éste  á  cobrar  las  cantidadee  debidas  por  razón  de  la  obra  ejecutada,  recf^ 
hiendo  siempre  el  importe  de  dichos  recibos;  qne  en  24  de  Febrero  de 
1897  liquidó  con  Bores  el  importe  de  toda  la  obra,  como  resaltaba  de  la 
liquidación  pitacticada  por  el  Arqnitecto  Medrano  y  consignada  en  el 
documento  privado  qne  se  ha  referido,  en  el  qne  se  hizo  constar  por  Bo- 
ree  qne  á  Revuelta  le  debía,  como  se  deja  dicho,  646  pesetas  87  cénti- 
mos, que  dejó  en  poder  del  demandado  para  que  las  entregara  á  BevueN 
ta;  7  qne  habiendo  tratado  pocos  días  después  de  entregar  aquella  canti- 
dad á  Itevuelta,  éste  la  rehusó  diciendo  que  eran  1.000  ó  1.080  peseta» 
las  que  Bores  le  adeudaba;  y  por  un  otrosí  pretendió  que  se  alzara  la 
retención  efectuada  sobre  la  fianza  que  tenía  constituida;  y  por  otro  de- 
pósito en  la  mesa  del  Ouzgado  la  cantidad  expresada  de  646  pesetas  87 
céntimos  para  su  entrega  al  demandante,  y  admitida  su  consignación, 
fué  llevada  á  la  Caja  general  de  Depósitos: 

Resultando  que  en  los  escritos  de  réplica  y  duplica  reprodujeron  las 
dos  partes  sus  respectivas  pretensiones,  y  practicadas  pruebas  por  am- 
bas y  snstanclado  el  pleito  por  los  demás  trámites  y  en  dos  instancias, 
la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte  dictó  sentencia 
en  8  de  Febrero  del  afio  último,  confirmatoria,  con  las  costas,  de  la  del 
Juagado,  absolviendo  á  D.  Antonio  Díaz  Canelo  de  la  demanda  formu- 
lada por  D.  Manuel  Revuelta  Serna,  mandando  alzar  la  retención  de 
fianza  constituida  por  D.  Antonio  Díaz  Canelo  en  el  Ministerio  de  Fo- 
mento, y  acordada  en  providencia  de  8  de  Agosto  de  1897,  librándose  al 
efecto  el  oportuno  suplicatorio  por  el  conducto  ordinario,  y  devolviendo 
al  mismo  Díaz  Canelo  la  cantidad  de  646  pesetas  87  céntimos  que  en  22 
de  Marzo  de  1898  consignó  en  el  Juzgado  y  se  hallaba  en  la  Caja  gene- 
ral de  Depósitos,  por  no  venir  afecta  á  las  resultas  de  estos  autos,  li- 
brándose al  efecto  las  órdenes  oportunas: 

Resaltando  que  D.  Manuel  Revuelta  Sema  interpuso  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley,  alegando  en  su  apoyo:  que  la  sentencia 
recurrida  aplica  al  caso  de  este  pleito  los  artículos  1264,  1267,  1268,. 
1262  y  1278  del  Código  civil,  y  desde  el  momento  en  que  reconoce  que  la 
prestación  á  qne  D.  Manuel  Bores  venía  obligado  por  su  contrato  con 
D.  Antonio  Días  Canelo,  fué  hecha  por  el  recurrente  al  suministrar  la 
piedra  á  que  se  refiere  el  contrato  privado  entre  Canelo  y  Bores,  debió 
aplicar  el  art.  1168  del  mismo  Código  civil,  según  el  cual,  en  relación 
con  el  1167,  puede  hacer  la  prestación  en  que  la  obligación  consista 
cualquier  persona,  tenga  ó  no  interés  en  el  cumplimiento  de  la  obliga- 
ción, ya  lo  conozca  y  lo  pruebe  ó  ya  lo  ignore  el  deudor,  habiendo  la  sen- 
tencia infringido,  por  tanto,  por  inaplicación,  el  citado  art.  1168  del  Có- 
digo civil.  . 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Vicente  de  Piniés  y  Lagunar 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora  no  ha  infringido  el  art.  1168 
del  Código  civil,  que  se  cita  en  el  recurso,  porque  tal  artículo  es  com- 
pletamente inaplicable  al  caso  actual,  en  el  que  no  se  trata  de  reclamar 
lo  que  por  cnenta  de  otro  se  hubiera  pagado  ó  el  importe  de  la  presta- 
ción que  se  hubiera  hecho  con  conocimiento,  aprobación  ó  ignorancia  del 
dendor,  sino  de  exigir  el  cumplimiento  de  lo  que  el  demandante,  ahora 
recurrente,  supuso  en  sn  demanda  haber  convenido  con  D.  Antonio  Díaz 
Canelo,  derivando  de  tal  convenio  la  acción  personal  ejercitada;  y  ha- 
biendo el  Tribunal  fundado  la  abeolución  en  la  inexistencia  del  contra- 
to, 0in  que  la  apreciación  sobre  este  hecho  haya  sido  legalmente  impug- 
nada, se  ha  ajustado  á  lo  dispuesto  en  los  artículos  1264,  1267, 1268, 
1264  y  1278,  que  han  sido  bien  y  debidamente  interpretados; 

Fallamos  qne  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
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cnrao  de  casación  por  infracción  de  ley  interpneeto  por  D.  Mannel  Re- 
vuelta Serna,  á  qnien  condenamos  al  pago  de  las  costas,  y,  para  en  sn 
caso,  al  de  la  cantidad  qne  por  raión  de  depósito  debió  constitair,  qae 
se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley;  y  líbrese  á  la  Andiencia»de  esta  corte 
la  certificación  correspondiente,  con  devolución  del  apuntamiento  que 
ha  remitido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
sertará en  la  Oolbcción  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamo6.=José  de  Aldecoa. 
=Jo8é  de  Gamica.=Francisco  Toda.=rEnrique  Las8ÚB.=Joaquín  Gk>n- 
zález  de  la  Pefia.=Vicente  de  Piniés.=:Tomás  OúdaL 

Publicación.=Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  ei 
Excmo.  Sr.  D.  Vicente  de  Piniés  y  Laguna,  Magistrado  del  Tribunal 
Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de 
hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  7  de  Enero  de  1901.=Licenciado  Jorge  Martínez. 


Kúm.  8.— TRIBUNAL  SUPREMO^S  de  Enero,  pMb.  el  19  de  Febrero. 

Casación  por  infracción  db  UBn.—Pago  de  ean^tcfad.— -Sentencia 
declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  la  Com- 
pañía del  ferrocarril  de  Salamanca  á  la  frontera  de  Portugal 
contra  la  pronunciada  por  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  Madrid,  en  pleito  con  Doña  Julia  Pinto  de  Costa. 
Bn  sus  CONSIDERANDOS  SB  estableco: 

Que  en  easaetón  no  eon  de  estimar  las  infraedones  legales  basa- 
das en  supuestos  de  hecho  eonirarios  A  los  establecidos  por  la  Sala 
sentencÍ€tdora,  cuando  la  apreciación  de  ésta  no  se  impugna  con 
arreglo  al  núm,  7.^  del  art.  1692  de  la  ley  procesal. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  9  de  Enero  de  1901,  en  los  autos  de 
juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  seguidos  en  el  Juagado  de  primera 
instancia  del  distrito  del  Hospital  de  esta  capital  y  la  &kla  segunda  del 
territorio,  por  Dofia  Julia  Pinto  de  Costa  y  Bastol,  dedicada  á  las  iaenas 
domésticas,  de  esta  vecindad,  por  sí  y  como  representante  legal  de  sus 
hijos,  menores  de  edad,  Dofia  Julia  y  D.  Antonio  Gallardo,  contra  la 
Compafiía  del  ferrocarril  de  Salamanca  á  la  frontera  de  Portugal,  domi- 
ciliada en  Salamanca,  sobre  pago  de  cantidad;  autos  pendientes  ante 
Nos,  en  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  la 
Compafiía  demandada,  á  quien  representa  el  Procurador  D.  Luis  Lum- 
breras y  han  defendido  los  Letrados  D.  Luis  Silvela  y  D.  Eugenio  Sil- 
vela,  éste  en  el  acto  de  la  vista;  estándolo  la  parte  demandante  y  recu- 
rrida por  el  Procurador  D.  Antonio  Bendioho  y  el  Licenciado  D.  Car- 
los Groixard: 

Resultando  que  por  escriturii  pública,  autoriaada  en  esta  corte  en 
8  de  Enero  de  1885,  se  estableció  una  Sociedad,  domiciliada  en  Madrid, 
con  el  título  de  Compafiía  del  ferrocarril  de  Salamanca  á  la  frontera  de 
Portugal,  con  objeto  de  construir  y  explotar  uno  qne  partiera  de  Sala- 
manca, se  bifurcara  en  Bobadilla  y  terminara  en  dos  puntos  de  la  fron- 
tera portuguesa,  para  empalmar  con  las  líneas  férreas  de  la  Beira  alta  y 
del  Duero;  sefialándose  en  el  art.  26,  letra  S,  como  atribuciones  del 
Consejo  de  administración,  entre  otras,  la  de  nombrar  y  separar  todos 
los  agentes  y  empleados  de  planta,  fijar  sus  atribuciones  y  sueldos,  y 


Digitized  by 


Google 


ENERO  DE  1901  2^ 

abonarles  gratificaciones  cuando  lo  creyese  necesario;  y  en  el  26  dispone 
que  el  Consejo  de  administración  podía  delegar  todos  ó  parte  de  sns  po- 
deres en.  uno  ó  varios  de  sns  miembros  para  objeto  determinado,  y  á 
«na  ó  varias  personas,  ann  extrañas;  siendo  uno  de  los  individuos  que 
formaban  parte  del  Consejo  de  administración  D.  Antonio  Gallardo,  el 
que  con  tai  carácter  concurrió  á  las  sesiones  que  el  dicho  Consejo  cele- 
bró el  14  de  Abril  y  28  de  Octubre  de  1886,  en  la  última  de  las  cuales  se 
hizo  presente  la  conveniencia  de  nombrar  un  solo  Delegado  que  repre- 
sentase á  la  Compafiía,  por  lo  que  se  designó  al  D.  Antonio  Gallardo, 
á  quien  confirmó  en  dicho  cargo  la  Sección  portuguesa  del  Consejo  de 
administración  en  sesión  de  6  de  Mayo  de  1886;  y  en  la  que  con  el  ca- 
rácter de  plena  se  verificó  el  26  de  Enero  de  1888,  se  aprobaron  las  atri- 
baeiones  conferidas  al.  D.*- Antonio  Gallardo,  señalándole  el  sueldu  de 
12.000  pesetas  anuales  como  honorarios,  y  600  al  mes  para  gastos  de 
personal,  oficina  y  expedientes;  habiéndose  domiciliado  la  mencionada 
Gompafiia  en  Salamanca  por  virtud  de  acuerdo  tomado  en  sesión  de  28 
de  Agosto  de  1888: 

Resultando  que  acordado  el  arriendo  de  todos  los  derechos  y  obiiga- 
cionee  de  la  mencionada  Compañía  á  la  de  Doeas  do  Porto,  se  llevó  á 
efecto  mediante  un  contrato,  en  el  que  la  cedente  continuaba  con  su 
personalidad  jurídica  cerca  del  Gobierno  español  en  todo  lo  referente  á 
las  obligaciones  contraídas  en  virtud  de  la  concesión;  dirigiéndole  el 
Secretario  administrador  á  D.  Antonio  Gallardo,  en  80  de  Abril  de  1890, 
nna  comunicación  á  fin  de  participarle  qae  en  aquella  fecha  debía  ha- 
eerse  entrega  de  todas  las  propiedades  de  la  Compañía  de  Salamanca  á 
la  frontera  de  Portugal  á  la  arrendataria,  cesando,  por  tanto,  desde  en- 
tonces para  en  adelante,  los  sueldos  que  por  cualquier  título  fuesen 
abonados  á  los  miembros  del  Consejo  de  administración,  el  que,  por  su 
parte,  tendría  que  providenciar,  con  referencia  á  la  representación  en 
Madrid,  que  se  veía  obligada  á  conservar,  con  arreglo  al  art.  26  del 
pliego  de  condiciones  de  la  concesión  de  la  línea,  comunicación  á  la 
eoal  contestó  D.  Antonio  Gallardo  el  8  de  Mayo  siguiente  por  carta,  en 
que  se  mostraba  enterado  del  contenido  de  aquélla;  y  en  29  del  mismo 
mes  de  Mayo  de  1890  remitió  al  Secretario  Administrador  delegado  en 
Oporto,  Secretario  de  ambas  Compañías,  la  cuenta  de  gastos  de  aquel 
mee,  que  dló  origen  á  una  comunicación  del  prenombrado  funcionario, 
en  la  que  le  participaba  que  el  Consejo  de  la  de  Doeas  do  Porto,  con 
l^ran  sentimiento,  había  resuelto  no  autorizar  el  pago,  en  armonía  con 
lo  indicado  en  la  otra  comunicación  del  80  de  Abril;  y  habiendo  contes- 
tado el  D.  Antonio  Gallardo  que,  poniendo  aparte  toda  la  cuestión  de 
intereses,  siempre  y  en  cualquier  caso  tendría  mucho  gusto  en  prestar 
eus  servicios  á  la  nueva  Compañía,  el  Presidente  de  ésta,  en  sesión 
del  10  de  Julio,  dio  cuenta  á  los  Consejeros  de  lo  sucedido,  y  en  conse- 
•cnencia,  se  ordenó  se  le  remitiera  una  comunicación  á  Gallardo,  como 
así  se  hlao,  diciéndole  que  por  deliberación  del  Consejo  se  habían  dado 
las  órdenes  oportunas  para  que  le  fuese  abonado  el  importe  de  los  hono- 
rarios y  gastos  del  citado  mes  de  Mayo;  pero  que  en  lo  sucesivo  no  sería 
pagada  ninguna  cantidad  á  la  representación  de  la  Compañía  de  Sala- 
manca á  la  frontera  de  Portugal,  siéndole  aceptada  por  el  Consejo  de 
esta  áltima  en  21  de  Agosto  de  1891  á  Gallardo  la  dimisión  que  con  an- 
terioridad había  presentado,  y  hecha  saber  al  mismo  tal  aceptación  en 
comanicación  de  81  de  aquel  mes,  el  1.®  de  Octubre  siguiente  hizo  en- 
trega del  cargo  al  nuevo  Administrador  representante  D.  Fermín  Her- 
nández Iglesias: 

Beealtando  que  fallecido  D.  Antonio  Gallardo  y  Torrejón,  su  esposa 
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Doña  Jaliü  Pinto  de  Costa,  por  sí  y  como  representante  legal  de  sos  hi- 
jos,  menores  de  edad,  Dofia  Jaiia  y  D.  Antonio  Gallardo,  herederos  de 
aquél,  con  fecha  20  de  Agosto  de  1894  fórmalo  demanda  de  jaicio  decla- 
rativo de  mayor  cuantía,  que  ha  sido  sastanciada  ante  el  Juagado  de 
primera  instancia  del  distrito  del  Hospital  de  esta  corte,  con  la  súplica 
de  que  se  condenase  á  la  Oompafiía  del  ferrocarril  de  Salamanca  á  la 
frontera  de  Portugal  á  pagar  á  la  parte  demandante  24,000  pesetas, 
oomo  haberes  de  D.  Antonio  Gallardo  desde  el  1.^  de  Junio  de  1890 
al  1.^  de  Octubre  dol  91,  intereses  de  6  por  100  desde  la  última  de  dichas 
fechas  hasta  su  pago,  y  las  costas: 

Besultando  que  para  apoyar  la  solicitud  transcrita,  alegó  sustancial- 
mente  Doña  Julia  Pinto  algunos  de  los  hechos  anteriormente  relaciona- 
dos, y  añadió:  que  en  virtud  de  las  atribuciones  que  tenía,  el  Consejo 
lie  administración  del  ferrocarril  de  Salamanca  á  la  frontera  de  Portugal 
nombró  á  D.  Antonio  Gallardo  Administrador  representante  en  Madrid» 
cargo  que  desempeñó  hasta  1.°  de  Octubre  de  1891,  á  causa  de  haber  pre- 
sentado reiteradamente  su  dimisión,  por  el  natural  temor  que  produje- 
ron en  BU  ánimo  ciertos  actos  y  sucesos  que  revelaban,  aunque  no  clara- 
mente, que  corría  el  peligro  de  no  cobrar  sus  haberes,  aun  cuando  se  le 
había  pagado  con  religiosidad  hasta  el  mes  de  Abril  de  1890,  mes  en  qoe 
recibió  la  comunicación  del  81  de  Marzo  anterior,  acompañada  del  con- 
trato de  arrendamiento  llevado  á  efecto  con  la  Compañía  Docas  do 
Porto,  en  el  que  se  ve  quedaba  obligada  la  de  Salamanca  á  Portugal  á 
sostener  en  Madrid  un  representante,  del  que  nada  se  dice  en  el  contra- 
to, y  que  existiendo  desde  la  concesión,  no  concluirá  hasta  que  aquélla 
termine,  sm  que  por  otra  parte,  le  fuese  posible  al  Consejo  de  adminis- 
tración fusionarse  con  el  de  la  Compañía  Doeas  do  Porto,  pues  había 
de  ser  el  encargado  de  gestionar  sus  propios  intereses  y  exigir  el  cum- 
plimiento del  arriendo,  demostrando  la  existencia  legal  de  dicho  Con- 
sejo, después  de  verificado  aquél,  los  hechos  de  haber  admitido  la  dimi- 
sión á  D.  Antonio  Gallardo  y  nombrado  en  su  lugar  á  D.  Fermín  Her- 
nández Iglesias;  que  á  partir  de  la  fecha  del  contrato  de  arriendo,  empe- 
zaron las  confusiones  lamentables  é  intrusiones  inadmisibles  de  la 
Compañía  Doeas  do  Porto  en  lo  relacionado  con  el  representante  en 
Madrid  de  la  otra  Compañía,  remitiéndole  á  Gallardo  la  comunicación 
de  30  de  Abril  de  1890,  que  no  puede  utilizarse  contra  la  parte  deman- 
dante, ni  entonces  produjo  el  menor  cambio  en  las  relaciones  entre  Ga- 
lardo  y  la  Empresa,  pues  sólo  decía  que  en  aquella  fecha  debería  hae 
cerse  entrega  de  las  propiedades  de  la  Compañía  demandada,  y  qu- 
cesaban  los  emolumentos  de  los  Consejeros  de  administración,  si  bien 
se  afirmaba,  en  cuanto  á  la  representación  de  Gallardo,  que  se  tendría 
que  providenciar  sobre  ella,  lo  cual  demuestra  que  nada  se  había  re- 
suelto aún;  que  en  el  mes  de  Mayo  siguiente  pasó  D.  Antonio  Gallardo, 
como  de  costumbre,  la  cuenta  de  su  sueldo  y  gastos  de  la  representación 
en  aquel  mes  á  la  Compañía  de  Salamanca  á  la  frontera,  que  era  de 
quien  dependía;  y  como  quiera  que  le  contestase  la  de  Doeas  do  Porto^ 
á  la  que  no  se  había  dirigido,  que  no  podía  autorizar  el  pago,  sin  duda 
por  no  creerlo  de  su  incumbencia,  insistió  Gallardo  en  su  reclamación, 
obteniendo  por  respuesta  el  abono  de  la  cuenta  y  una  comunicación  en 
que  se  le  expresaba  que  el  Consejo  de  administración  de  Doeas  do 
Porto  había  decidido  no  pagar  ninguna  otra  del  representante  Adminis- 
trador de  la  de  Salamanca,  lo  que  á  éste  tuvo  sin  cuidado,  porque  no 
había  exigido  nada  á  aquella  Compañía,  ni  dependía  de  ella;  y  que  ter- 
minado el  desempeño  de  su  cargo  en  Octubre  de  1891,  entabló  la  recla- 
mación de  sus  haberes,  y  con  el  deseo  de  dar  una  muestra  de  sus  buenos 
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piopótitofl,  pidió  á  la  Gompaflía  sometiera  la  cnestión  á  nno  de  ana  pro- 
pios Abogados,  siendo  nombrado  al  efecto  el  Catedrático  de  la  Universi- 
dad de  Salanuuica  D.  Mannel  Herrera,  que  en  vista  de  los  antecedente» 
que  Gallardo  le  entregó,  dictaminó  ser  legitimas  y  justas  sns  pretensio- 
nes y  asistirle  indiscntible  derecho  á  percibir  los  haberes  que  reclamaba,. 
hindado,  entre  otras  raaones,  en  qoe  las  dos  Compafiias  tenían  persona- 
lidad distinta  ó»independiente;  en  qne  nombrado  por  la  de  Salamanca,, 
había  continuado  desempeñando  su  cargo  hasta  que  se  le  admitió  la  di- 
misión; en  que  si  por  el  mandato  que  recibió  de  la  Compañía  se  le  sé- 
llalo un  sueldo,  debía  percibirlo,  según  el  art.  1782  del  Código  civil;  y 
en  que  nada  importaba  lo  qne  dijese  la  Compañía  Doeas  do  PortOy 
puesto  que  ésta  obró  por  su  propia  autoridad  y  no  en  virtud  de  atribu- 
eiones  que  le  confiriera  la  de  Salamanca,  la  qne,  conforme  al  art.  26  de- 
sús estatutos,  era  la  única  facultada  para  nombrar  y  separar  á  sus  eai- 
pleados,  á  pesar  de  lo  cual  la  Compafiía  demandada  se  había  negado  ¿^ 
satisfacer  la  reclamación;  é  invocó,  entre  otros  fundamentos  legales,  lo» 
arts.  1091, 1100,  1108,  1112,  1278,  1709  y  1788,  del  Código  civil,  acom- 
pañando con  la  demanda  varios  documentos  encaminados  á  justificar  lo» 
hechos  en  ella  relacionados  y  la  personalidad  de  los  demandantes  coma 
herederos  de  D.  Antonio  Gallardo: 

Besultando  que  la  Compafiía  del  ferrocarril  de  Salamanca  á  la  fron- 
tera de  Portugal  se  opuso  á  las  pretensiones  de  la  parte  actora  con  la 
súplica  de  que  se  le  absolviera  de  ellas,  con  expresa  imposición  de  cos- 
tas, para  lo  que  afirmó<  no  haber  sido  nunca  D.  Antonio  Gallardo  agente 
ó  empleado  de  planta,  sino  Consejero  ó  Administrador  delegado  de  la 
Compafiía,  por  lo  que  negaba  terminantemente  que  el  Consejo  le  hu- 
biese nombrado  representante  en  virtud  de  las  atribuciones  que  le  con- 
cedía la  letra  iS  del  art.  26  de  sus  estatutos;  disponer  el  26  que  el  dicha 
Consejo  podía  delegar  todos  ó  parte  de  sus  poderes  en  uno  ó  varios  de 
sus  miembros,  lo  cual  era  necesario  á  causa  de  los  amplios  poderes  que 
tenía  concedidos,  entre  los  que  se  hallaban  los  mencionados  en  la  letra 
R  del  art.  26;  no  ser  cierto  tampoco  que  D.  Antonio  Gallardo  percibiera 
sin  dificultad  sus  haberes  hasta  Mayo  de  1890,  pues  si  bien  así  había 
sucedido  hasta  entonces,  en  dicho  mes  hubo  contradicción  para  el  pago 
y  se  acordó  satisfacer  la  asignación  por  un  favor  especial,  pero  advir- 
tiendo qne  era  la  última,  con  lo  cual  estuvo  conforme  el  interesado;  ser 
cierto  que  D.  Antonio  Gallardo  fué  Consejero  ó  Administrador  de  la 
Ck>mpafiía  demandada,  en  funciones  de  representante  en  Madrid,  hasta 
la  fecha  en  que  le  fué  aceptada  la  dimisión;  pero  tal  cosa  no  tiene  im- 
portancia alguna  respecto  del  pago  de  los  haberes,  porque  sabía  desde  el 
80  de  Abril  de  1890  que  éstos  habían  cesado,  consintiendo  tal  resolución 
desde  el  siguiente  mes  de  Mayo,  y  quedando,  por  tanto,  Consejero  Ad- 
ministrador delegado  sin  retribución,  lo  mismo  que  sus  compafieros  en 
el  Consejo  de  administración;  pretender  la  parte  actora  que  la  comuni- 
cación de  81  de  Marzo  de  1890  sólo  tenía  por  objeto  indicarle  que  se 
habían  empesado  á  poner  en  práctica  ciertos  acuerdos,  siendo  así  que  á 
loe  mismos  había  cooperado  D.  Antonio  Gallardo,  cual  lo  demostraba 
una  carta  de  fecha  19  de  Octubre  de  1889,  suscrita  por  Monares  con  la 
antefirma  c  Administrador  representante,  P.  A.>,  en  la  que  se  dice  que 
mientras  la  Compafiía  concesionaria  no  transfiriera  sus  líneas,  le  era 
indiferente  al  Gobierno  espaflol  el  sistema  de  explotación  que  se  adop- 
tase, porque  no  se  entendería  ni  trataría  con  nadie  más  que  con  aquélla, 
para  exigirle  el  estricto  cumplimiento  del  pliego  de  condiciones,  de 
donde  se  deduce  que  el  Consejero  Administrador  delegado  tomaba  parte 
en  las  deliberaciones  del  Consejo  para  el  arriendo  de  las  líneas  y  era 
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directamente  eonenltado  acerca  de  en  alcance;  verse  claramente  en  el 
contrato  de  arrendamiento  la  legalidad  á  qne  se  ajnstó,  qne  se  halla 
perfectamente  dentro  de  las  atribnciones  concedidas  por  los  estatutos  al 
Clonsejo  de  administración,  y  qne  éste  podía  confiarlas  todas  ai  de  Doeas 
do  Porto,  conservando  sn  personalidad  propia  especial  para  sns  reía- 
<}iones  con  el  Gobierno  espaftol,  cual  claramente  se  consigna  en  el  ar- 
ticulo 2.^  del  contrato,  que  dice  que  la  Compañía  Doeas  do  Porto  y 
Ferrocarriles  peninsulares  se  hacía  cargo  de  la  administración  y  explo- 
tación de  las  mencionadas  líneas  por  cuenta  de  la  de  Salamanca  á  la 
frontera  de  Portugal,  siguiendo  ésta  con  la  responsabilidad  para  con  el 
Gobierno  espafiol  en  todo  lo  que  se  refiriese  á  las  obligacionee  aceptadas 
en  vista  del  contrato  de  concesión,  y  todas  aquellas  que  le  pudieran  ser 
legaimente  exigibles  por  las  leyes;  deducirse  de  la  contestación  que  Don 
Antonio  Gallardo  dio  á  la  comunicación  de  11  de  Junio  de  1890,  en  que 
se  le  participaba  haber  acordado  el  Consejo  no  satisfacer  los  gastos  del 
mee  de  Mayo,  que  dicho  D.  Antonio  se  entendía  con  la  nueva  Compañía 
Bocas  do  Porto  y  la  ofrecía  sus  seryicios;  y  no  ser  el  dictamen  del  Le- 
trado D.  Blannel  Herrero  más  que  una  opinión,  con  la  que  no  estuvo 
conforme  la  Oompafiia;  citó  los  artículos  1281  y  1282  del  Código  civil,  y 
las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  l.^de  Diciembre  de  1886  y 
^6  de  Septiembre  de  1888;  impugnó  los  alegados  en  la  demanda,  y  pre- 
sentó varios  documentos: 

Resultando  que  evacuados  los  traslados  de  réplica  y  duplica,  y  prac- 
ticada prueba  documental,  de  confesión  en  juicio  y  testifical,  recono- 
ciendo ambas  partes  la  autenticidad  de  los  documentos  respectivamente 
presentados,  se  siguió  el  pleito  por  los  trámites  de  dos  instancias,  y  dictó 
la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte,  el  8  de  No- 
viembre de  1899,  sentencia  confirmatoria  de  la  del  Juagado,  por  la  que, 
sin  expresa  imposición  de  las  costas  de  la  de  primera  instancia,  se  con- 
dena á  la  Compafiia  del  ferrocarril  de  Salamanca  á  la  frontera  de  Por- 
tugal á  pagar  á  Dofia  Julia  Pinto  de  Costa  y  Bastel,  por  sí  y  como  re- 
presentante de  sus  hijos,  menores  de  edad.  Doña  Julia  y  D.  Antonio  Ga- 
llardo, la  cantidad  de  24.000  pesetas,  importe  de  los  haberes  devengados 
por  el  níarido  de  la  primera  y  padre  de  los  segundos,  como  represen- 
tante en  Madrid  de  la  citada  Empresa  desde  1.®  de  Junio  de  1890  hasta 
igual  día  de  Octubre  del  91,  é  interés  legal  de  dicha  suma  desde  la  inter- 
posición de  la  demanda,  y  las  costas  de  la  segunda  instancia: 

Resultando  que  la  Compañía  del  ferrocarril  de  Salamanca  á  la  fron- 
tera de  Portugal,  con  el  depositó  de  1.000  pesetas,  ha  interpuesto  recurso 
de  casación,  como  comprendido  en  los  números  1.°  y  7.^  del  art.  1692  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  alegando: 

Primero.  Qne  en  el  derecho  antiguo,  las  leyes  16  y  16  del  tít.  14  de  la 
Partida  6."^,  y  en  el  moderno,  los  números  1.®  y  2.^  del  art.  120S  del  Có- 
digo civil,  establecen  que  las  obligaciones  pueden  modificarse  variando 
sus  condiciones  principales  y  sustituyendo  la  persona  del  deudor;  esta- 
bleciendo el  1206  del  enunciado  Código  que  la  novación,  que  consiste  en 
sustituir  la  persona  del  deudor,  puede  hacerse  sin  el  consentimiento  de 
éste,  pero  no  sin  el  del  acreedor;  disposiciones  qne  han  sido  infringidas 
por  la  Sala  sentenciadora,  que  condena  al  pago  de  la  cantidad  reclama- 
da, en  concepto  de  retribución,  á  pesar  de  que  el  mandato  retribuido 
que  constituía,  á  no  dudar,  la  representación  conferida  á  D.  Antonio 
Gallardo,  se  modificó  en  la  circunstancia  especial  de  la  retribución,  con- 
virtiéndole en  gratuito,  y  se  modificó  igualmente  variando  la  entidad  6 
Empresa  deudora,  no  sólo  desde  el  mome^ito  en  que  cedió  aquélla  á  la 
de  Bocas  do  Porto  la  administración  y  explotación,  lo  que  anunció 
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oficialmente  á  Gallardo,  que  manifestó  quedar  enterado,  sino  desde  el 
momento  en  qne  aquél  consintió  expresamente  en  no  seguir  percibiendo 
la  retribución  que  venia  dándosele,  y  llegó  hasta  ofrecerle  á  la  nueva 
JBmpreea  los  mismos  servicios  que  á  la  primera  prestara,  de  cualquier 
forma  y  dejando  á  un  lado  la  cuestión  de  intereses,  actos  expresivos  de 
la  voluntad  del  D.  Antonio  Gallardo,  que  constituyeron  una  novación 
del  contrato,  mediante  la  cual  no  devengó  retribución  alguna  desde  el 
día  1.^  de  Junio  de  1890: 

Segundo.  Que  en  consonancia  con  la  infracción  alegada,  existe  la 
del  art.  1204  del  Código  civil,  ,pues  en  él  se  establece  que  para  quedar 
extinguida  por  otra  una  obligación,  es  preciso  qne  asi  se  declare  termi- 
nantemente, ó  que  la  antigua  y  la  nueva  sean  incompatibles  de  todo 
ponto,  como  lo  son  el  uno  y  otro  mandato,  ya  que  la  declaración  de  que 
el  segundo  había  de  ser  gratuito,  se  hisso  terminantemente,  y  fué  acep- 
tada sin  protesta,  y  por  ello  ea  inconcuso  el  error  en  qne  incurre  la  Sala 
eentenciadora  al  no  estimar  extinguida  respecto  á  la  Compafila  recu- 
rrente la  primitiva  obligación: 

Tercero.  Qne  con  arreglo  al  principio  sancionado  por  la  jurispruden- 
eia  en  soitencia  de  28  de  Noviembre  de  1888,  de  que  nadie  puede  ir 
contra  los  actos  de  su  causahabiente,  y  la  doctrina  establecida  por  nen- 
tencia  de  27  de  Enero  de  1881,  con  arreglo  á  la  que  los  actos,  así  judi- 
ciales como  extra  judiciales,  consentidos  por  el  que  fué  parte  legítima  en 
ellos  perjudican  á  los  sucesores,  es  indudable  que  los  hijos  y  heredero» 
de  D.  Antonio  Grallardo  no  pueden  ir  contra  el  asentimiento  que  aquel 
prestó  á  las  comunicaciones  en  que  se  le  hacía  saber  que  la  representa- 
ción que  desempefiaba  había  dejado  de  ser  retribuida,  ni  contra  las  ma- 
nifestaciones hechas  en  igual  sentido,  prestándose  á  servir  gratuita- 
mente á  la  Empresa  arrendataria  de  Doeoi  do  Porio^  y  como  en  la  re- 
BUltancia  de  la  prueba  aceptada  por  la  Sala  sentenciadora  se  reconoce  el 
hecho  de  tal  asentimiento  prestado  por  Gallardo,  no  obstante  lo  cual  se 
condena  á  la  Compafiia  á  pagar  la  retribución  que  aquél  consintió  en  no 
percibir,  claro  es  que  incurre  dicha  Sala  en  error  de  derecho  en  la  apre- 
ciación de  la  prueba: 

Cuarto.  Que  corroboran  la  infracción  indicada  en  el  anterior  motivo 
Im  sentencia  de  10  de  Mayo  de  1890,  en  que  se  establece  que  el  principio 
de  que  nadie  puede  ir  válidamente  contra  sus  propios  actos,  se  refiere  á 
los  que  como  expresión  del  consentimiento  se  realizan  con  el  fin  de  crear, 
modificar  ó  extinguir  algún  derecho,  cual  ocurrió  con  la  modificación 
consentida  por  Gallardo,  y  la  de  13  de  Julio  de  1892,  en  que  se  estatuye 
que  aquel  principio  supone  que  los  actos  que  se  invocan  como  excepción 
tengan  significación  y  eficacia  jurídicas  contrarias  á  la  acción  intentada; 
pues  no  cabe  duda  que  si  la  ejercitada  en  el  actual  pleito  iba  dirigida  á 
redamar  haberes,  emolumentos  ó  remuneraciones  que  por  Gallardo  se 
suponían  devengados,  la  significación  y  eficacia  jurídicas  de  los  actos 
realisados  por  él,  que  la  Sala  sentenciadora  desconoce  ú  olvida,  enervan 
y  destruyen  por  completo  la  acción  ejercitada;  y 

Quinto.  Que  realza  sobremanera  el  valor  de  las  infracciones  ante- 
riormente invocadas,  la  sentencia  de  6  de  Mayo  de  1878,  en  relación  con 
todas  aquellas  que  se  han  elevado  á  la  categoría  de  precepto  legal  por  el 
art.  1711  del  Código  civil,  según  el  que  el  mandato  es  gratuito  por  su 
naturaleza,  y  sólo  se  considera  retribuido  cuando  existe  pacto  expreso 
en  contrario;  declarando  además  la  sentencia  mencionada  que  las  con- 
diciones naturales  de  los  contratos  se  entienden  comprendidas  en  el 
consentimiento,  pero  que  las  accidentales  deban  pactarse  estrictamente 
para  ser  exigibles;  y  como  no  cabe  duda  que  si  después  de  advertirse  á 
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Oallardo  en  1890  qne  cesaban  todas  laa  retribnclonea  qne  percibían  loe 
Oon0ejero0.de  la  Compafiia  demandada,  y  qne  ya  no  percibiría  nlngnna 
máe,  continnó  0I  mandato  7  siguió  sin  protesta  desempefiándole,  sería 
absolutamente  preciso  para  que  pudieran  hoy  los  herederos  de  Gallardo 
exigir  en  justicia  la  retribución  pretendida,  probar  su  existencia  por 
pacto  explícito,  ya  que  en  dicha  índole  de  contratos  es  siempre  acciden- 
tal y  hasta  contraria  á  su  naturaleaa;  y  siendo  inconcuso  que  el  pacto 
de  la  retribución  no  existió,  el  fallo  recurrido,  que  condena  á  su  pago» 
infringe  evidentemente  tal  doctrina. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  de  Gamica: 

Oonsiderando  que  reconocido  que  D.  Antonio  Gallardo  desempeñó  el 
<»rgo  de  Delegado  representante  en  Madrid  de  la  Compaíiía  de  los  ferro- 
<;arriles  de  Salamanca  á  la  frontera  de  Portugal,  con  la  retribución  de 
12.000  pesetas  anuales  como  sueldo,  y  de  500  además  al  mes  para  gastos 
de  oficina,  en  virtud  del  acuerdo  del  Consejo  de  26  de  Enero  de  1888,  y 
^ue  cesó  en  dicha  representación  en  l.*^  de  Octubre  de  1891,  ha  sido  la 
cuestión  principal  de  este  pleito  la  de  si  se  extinguió  la  obligación  de 
retribuir  dicho  mandato  la  expresada  Gompaflía  por  haberlo  acordado 
así  al  arrendar  sus  líneas  á  la  de  Docas  do  Porio^  haciendo  saber  tal 
acuerdo  al  D.  Antonio  en  80  de  Abril  de  1890,  y  por  haber  aceptado  éste 
la  novación  de  su  contrato: 

Considerando  que  la  sentencia,  apreciando  las  pruebas,  establece: 
^^ue  la  Compafiia  de  Salamanca  no  manifestó  explícitamente  á  Gallardo 
que  cesase  en  la  obligación  de  retribuirle  suf  servicios  por  consecuencia 
•del  arrendamiento  expresado,  ni  que  por  este  contrato  pasase  tal  obliga- 
ción á  la  Compafiia  de  Oporto;  que  por  parte  de  Gallardo  no  hubo  tam- 
poco renuncia  de  ella,  y  que  carecen  de  valor  para  la  relación  entre  Ga- 
llardo y  la  Compafiia  de  Salamanca  los  acuerdos  de  la  de  Doeas  do 
PortOf  desentendiéndose  de  su  pago  sucesivo  y  las  ofertas  que  á  ésta 
hiciera  aquél  de  servirla  desinteresadamente;  y  que  contra  esta  aprecia- 
•clon  no  se  ha  recurrido  útilmente,  demostrando,  con  arreglo  al  num.  7.® 
del  art.  1692,  que  en  ella  se  haya  cometido  error  de  derecho  ó  de  hecho: 

Considerando  que,  por  lo  tanto,  carece  de  base  el  recurso,  pues  todos 
«US  motivos  parten  del  supuesto  contrario,  ó  sea  de  que  tuvo  lugar  una 
novación  de  contrato,  que  convirtió  en  gratuito  el  mandato  que  era  re- 
tribc^do,  y  de  que  el  causante  de  los  demandantes  consintió  con  sus  ac- 
tos en  seguir  prestando  gratuitamente  sus  servicios  á  la  Compafiia  de- 
mandada; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  la  Compafiia  del  ferrocarril  de  Sala- 
manca á  la  frontera  de  Portugal,  á  la  que  condenamos  al  pago  de  las 
•costas  y  á  la  pérdida  del  depósito  constituido,  que  se  distribuirá  según 
dispone  la  ley;  y  con  la  oportuna  certificación,  devuélvase  á  la  Audien- 
cia de  esta  corte  el  apuntamiento  que  remitió. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
«ertará  en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  flrmamos.=José  de  Aldecoa. 
^=Ricardo  Gallón.=José  de  Gamica.=:Francisco  Toda.=Enrique  Las- 
flÚB.=Joaqaín  González  de  la  Pefia.=Ricardo  Molina. 

Publicación.=Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Excmo.  8r.  D.  José  de  Gamica,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  cele- 
brando audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  que  cer- 
tifico como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  8  de  Enero  de  1901.=Licenciado  Hilario  María  Gonsálex  y 
"Torres. 
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Kúm.  a.— TRIBUNAL  8UPREM0.-9  de  Enero,  pab.  el  19  de  Febrere. 

Casación  por  infracción  de  L.EY.—ReseiMión  de  aenienda  de  re- 
jiui/a.— Sentencia  declarando  do  haber  lugar  al  recurso  ínter- 

Eaesto  por  Doña  Concepción  Pérez  contra  la  pronunciada  por 
\  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Valencia,  en  pleito  con 
D.  Francisco  Puchados. 
En  sus  CONSIDERANDOS  80  ostablece: 

Quje  las  diepoaieíones  eonterUdas  en  los  arta.  1082  y  1084  del  Có- 
digo doil  no  restringen  ni  en  modo  alguno  limitan  el  derecho  del 
acreedor  hereditario  para  ejerciten  loa  acciones  derivadas  de  su  ti- 
tulo de  crédito^  exigiendo  el  pago  de  su  importe,  aunque  la  herencia 
esiwfiera  proindiviso;  puesto  que  el  primero  de  los  citados  preceptos 
no  hacen  más  que  establecer  enjaoor  del  acreedor  una  facultad  que 
puede  ó  no  utilisar  á  su  libre  arbitrio,  cual  es  la  de  oponerse  á  que 
Za  partición  se  lleve  á  ejecto  hasta  que  se  le  pague  ó  afiance  el  cré- 
dito; y  el  segundo^  ó  sea  el  art.  1084,  no  subordina  el  ejercicio  de  la 
4»ec£ón  al  hecho  de  que  la  herencia  se  haya  dividido,  sino  que  consu- 
mando el  principio  de  que  cada  heredero  es  responsable  solidaria- 
mente de  las  deudas  hereditarias,  faculta  al  acreedor  para  reclamar 
la  deuda  por  entero  de  cualquiera  de  los  herederos  puros  y  concede 
al  demandado  el  derecho  á  que  sus  coherederos  sean  citados  y  em- 
f^asadoB^  á  menos  de  estar  el  mismo  designado  por  el  testador  ó  por 
la  partición  para  pagar  las  deudas  hereditarias. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  9  de  Enero  de  1901,  en  el  pleito  se- 
gnido  en  el  Juagado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Mar  de  Valen- 
cia y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  su  territorio,  por  Dofia 
Ck>noepción  Pérez  Tébar  con  D.  Francisco  Puchades  García,  propieta- 
rio, vecinos  ambos  de  dicha  ciudad,  sobre  rescisión  de  una  sentencia  de 
remate  é  indemnización  de  dafios  y  perjuicios;  pendiente  ante  Nos,  en 
virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  la 
demandante,  y  en  su  defensa  y  representación  por  el  Licenciado  D.  Mi- 
guel Guillen  y  el  Procurador  I>.  Juan  García  Coca;  no  habiendo  compa- 
recido la  parte  recurrida: 

Besultando  que  por  escritura  publicada  de  7  de  Febrero  de  1888,  Dofia 
María  Tobar  Pastor  recibió  en  calidad  de  préstamo  de  D.  Francisco  Pu- 
ehades,  por  término  de  dos  afios,  la  cantidad  de  1.684  pesetas,  pactando 
el  interés  anual  de  8  por  100,  pagadero  por  anualidades  anticipadas  y 
garantizando  su  devolución  con  hipoteca  de  varias  fincas  rústicas: 

Besultando  que  Dofia  María  Tébar  Pastor  falleció  en  6  de  Enero 
de  1897,  bajo  testamento,  en  que  instituyó  herederos  á  sus  cinco  hijos 
por  partes  iguales,  prohibió  la  intervención  judicial  en  su  testamenta- 
ría y  nombró  contador  á  uno  de  sus  albaceas,  D.  José  Gómez  Barbera; 
y  después  de  haber  sido  requeridos  particularmente  los  herederos  de 
aquélla  por  D.  Francisco  Puchades  para  que  le  pagaran  el  capital  é  in- 
tereses del  préstamo  referido,  dedujo  éste  demanda  ejecutiva  contra  los 
citados  herederos  de  Dofia  María  Tébar  por  el  capital  prestado  é  intere- 
ses desde  el  7  de  Febrero  de  1897,  pidiendo  por  un  otrosí  que  al  reali- 
zarse el  embargo  se  hiciera  extensivo  á  los  diferentes  bienes  que  sefialó, 
además  de  los  hipotecados,  por  ser  éstos  notoriamente  insuficientes 
para  asegurar  el  pago  del  capital  é  intereses  adeudados  y  de  las  costas: 
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Beflultando  que  el  contador  nombrado  en  bvl  teetamento  por  Dofia 
María  Tébar  practicó  la  división  de  los  bienes,  qne  fné  protocolada  en  2S 
de  Septiembre  de  1898,  en  la  que  para  pago  de  deudas  y  gastos  formó 
hijnela  á  D.  Martin  Mnfioz,  marido  de  una  de  las  bijas  y  berederas  de 
Bofia  Jaana  Pérez  Tobar,  babiéndose  hecbo  constar  entre  las  deudas  el 
crédito  de  D.  Francisco  Pacbades,  y  después  de  vendidas  en  pública  su- 
basta diferentes  fincas  de  la  berencia  de  D.  Martin  Mnfioz,  por  escritura 
de  16  de  Febrero  de  1899  entregó  á  D.  Francisco  Pucbades  las  1.684  pe- 
setas á  que  ascendia  el  capital  prestado,  266  y  89  céntimos  por  intereses 
devengados  y  no  percibidos,  y  1.071  pesetas  40  éntimos,  importe  de  las 
costas  y  gastos  causados  en  la  ejecución  referida,  por  lo  que  Pucbades 
canceló  la  bipoteca  que  tenia  constituida  en  la  escritura  de  préstamo,  y 
se  obligó  á  levantar  los  embargos  practicados,  en  virtud  del  Juicio  eje- 
cutivo: 

Besultando  que  en  80  de  Junio  del  mismo  afio  Dofia  Concepción  Pé- 
rez Tébar  dedujo  demanda  en  los  mismos  autos  ejecutivos  seguidos  por 
Pucbades,  con  la  pretensión  de  que  se  declarase  rescindida  y  sin  efecto 
la  sentencia  de  remate,  y  se  condenara  al  ejecutante  á  indemnizarle  de 
los  perjuicios  que  le  babia  ocasionado  y  al  pago  de  las  costas  de  este 
pleito,  alegando  en  su  apoyo,  en  cuanto  tiene  relación  con  el  recurso, 
que  el  demandado  Pucbades,  después  de  vencido  el  plazo  del  préstamo» 
siguió  cobrando  sus  intereses  por  más  de  seis  afios  sin  exigir  la  devolu- 
ción del  capital,  basta  que  ocurrido  el  fallecimiento  de  Dofia  Maria  Té- 
bar requirió  particularmente  á  sus  herederos  para  su  devolución',  á  lo 
qae  le  contestaron  que  la  herencia  carecia  de  metálico  para  efectuar  el 
pago  inmediato;  y  que  el  contador  nombrado  por  la  testadpra  estaba 
practicando  la  división  de  los  bienes  y  babia  formado  la  correspon- 
diente hijuela  para  el  pago  de  las  deudas  y  autorizado  á  un  Notario  para 
la  venta  de  ñucas  en  pública  subasta,  con  el  objeto  de  pagar  aquéllas; 
y  que  al  proceder  Puchadee  ejecutivamente  contra  los  herederos  para  el 
cobro  de  su  crédito,  no  obstante  conocer  lo  referido,  empleó  procedi- 
mientos judiciales  distintos  de  los  que  los  arts.  1082  y  1084  del  Código 
civil  conceden  en  tal  caso  al  acreedor  para  el  aseguraamiento  y  cobro 
de  su  crédito,  y  obró  arbitrariamente  ocasionándoles  dafios  y  perjui- 
cios, puesto  que,  además  de  los  gastos  de  la  formación  de  la  hijuela  y 
subasta  de  bienes  únicos  necesarios,  les  había  producido  los  del  juicio 
ejecutivo  sin  razón  ni  derecho  para  ello: 

Resultando  que  D.  Francisco  Pucbades  impugnó  la  demanda,  di- 
ciendo:  que  en  las  diferentes  entrevistas  que  tuvo  con  el  contador  testa- 
mentario, adquirió  la  evidencia  de  que  todas  las  facilidades  que  para  el 
cobro  de  su  crédito  se  le  habian  dado  eran  ilusorias,  porque  los  herede- 
ros discrepaban  de  tal  manera,  que  el  contador  practicó  tres  proyectos 
de  división  y  tuvo  que  decidirse  á  presentar  el  último  en  el  Juzgado  de 
Sagunto  y  demandar  á  los  herederos  para  el  cobro  de  sus  honorarios;  que 
en  vista  de  esto  se  decidió  á  presentar  la  demanda  ejecutiva  veintiún 
meses  después  de  la  defunción  de  la  deudora;  y  después  de  varias  sus- 
pensiones mediante  gestiones  particulares  sin  resultado,  se  vio  en  el 
caso  de  seguir  hasta  obtener  la  sentencia  de  remate  en  Enero  de  1899; 
que  á  la  demandante  no  asistia  ninguna  acción  para  dejar  rescindida  la 
sentencia  de  remate,  porque  contra  ésta  no  se  da  la  acción  rescisoria;  y 
que  eran  inaplicables  al  caso  los  arts.  1082  y  1084  del  Código  civil  que 
se  invocaban  en  la  demanda,  é  improcedentes  las  consecuencias  que  de 
ellos  deducia  la  demandante: 

Resultando  que  ambas  partes  insistieron  en  los  escritos  de  réplica  y 
duplica  en  sus  anteriores  alegaciones  y  en  lo  que  tenian  pedido,  practl- 
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cando  prueba  sólo  la  parte  (Demandante;  y  terminada  la  sastanciación  de 
la  instancia,  dictó  sentencia  al  Juez,  que  fué  confirmada  con  las  costas 
por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Valencia  en  6  de  Junio  del  afio 
último,  absolviendo  á  D.  Francisco  Puchades  García  de  la  demanda  de- 
docida  i>or  Dofia  Concepción  Pérez  Tébar,  con  imposición  á  ésta  de  todas 
las  costas: 

Resultando  que  Dofia  Concepción  Pérez  Tébar  interpuso  recurso  de 
casación,  fundado  en  el  caso  1.^  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  por  considerar  infringidos  los  arts.  1082  y  1084  del  Código  civil, 
que  disponen:  el  primero,  que  los  acreedores  reconocidos  como  tales  po- 
drán oponerse  á  que  se  lleve  á  efecto  la  partición  de  la  herencia  hasta 
que  se  les  pague  ó  afiance  el  importe  de  sus  créditos;  y  el  segundo  que, 
hecha  la  partición,  los  acreedores  podrán  exigir  el  pago  de  sus  deudas 
por  entero  de  cualquiera  de  los  herederos  que  no  hubiese  aceptado  la  he- 
rencia á  beneficio  de  inventario;  toda  vez  que,  con  arreglo  á  estos  pre- 
ceptos, únicamente  puede  el  acreedor  exigir  el  pa^o  cuando  ya  esté  he- 
cha la  partición  de  los  bienes  hereditarios,  teniendo  hasta  entonces  el 
derecho  de  oponerse  á  que  se  lleve  á  efecto  mientras  no  se  le  pague  ó 
afiance  su  crédito;  y  por  lo  tanto,  no  pudo  D.  Francisco  Puchades  proce- 
der como  procedió  cuando  no  estaba  practicada  la  partición  de  los  bienes 
hereditarios. 

Visto,  siendo  Po|»ente  el  Magistrado  D.  Joaquín  González  de  la  Pefia: 
Considerando  que  las  disposiciones  contenidas  en  los  arts.  1082  y  1084 
del  Código  civil  no  restringen  ni  en  modo  alguno  limitan  el  derecho  del 
acreedor  hereditario  para  ejercitar  las  acciones  derivadas  de  su  titulo  de 
crédito,  exigiendo  el  pago  de  su  importe  aunque  la  herencia  estuviera 
proindiviso;  puesto  que  el  primero  de  los  citados  preceptos  no  hace  más 
que  establecer  en  favor  del  acreedor  una  facultad  que  puede  ó  no  utilizar 
á  su  libre  arbitrio,  cual  es  la  de  oponerse  á  que  la  partición  se  lleve  á 
efecto  hasta  que  se  le  pague  é  afiance  el  crédito;  y  el  segundo,  ó  sea  el 
art.  1084,  no  subordina  el  ejercicio  de  la  acción  al  hecho  de  que  la  he- 
rencia se  haya  dividido,  sino  que  consagrando  el  principio  de  que  cada 
heredero  es  responsable  solidariamente  de  las  deudas  hereditarias,  fa- 
culta al  acreedor  para  reclamar  la  deuda  por  entero  de  cualquiera  de  los 
herederos  puros  y  concede  al  demandado  el  derecho  á  que  sus  coherede- 
ros sean  citados  y  emplazados,  á  menos  de  estar  el  mismo  designado  por 
el  testador  ó  por  la  partición  para  pagar  las  deudas  hereditarias: 

Considerando,  en  consecuencia  de  lo  expuesto,  que  al  estimar  el  fallo 
recurrido  bien  ejercitada  por  parte  de  D.  Francisco  Puchades  la  acción 
que  le  asistía  para  el  cobro  de  cierto  crédito  contra  Dofia  María  Tébar, 
aunque  la  herencia  de  ésta  se  hallaba  proindiviso,  no  infringe  los  cita- 
dos artículos  del  Código  civil  alegados  en  apoyo  del  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  Dofia  Concepción  Pérez  Tébar,  á  quien 
condenamos  al  pago  de  las  costas,  y,  para  en  su  caso,  al  de  la  cantidad 
que  por  razón  de  depósito  debió  constituir,  que  se  distribuirá  con  arreglo 
á  la  ley;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Valencia  la  certificación  correspon- 
diente, con  devolución  del  apuntamiento  que  ha  remitido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
sertará en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamo8.=Jo8é  de  Aldecoa. 
=Ricardo  Gullón.=Jo8é  de  Gamica.=Enrique  Las6Ús.=Joaquín  Gon- 
zález de  la  Pefia.=Pedro  Lavín.=Ricardo  Molina. 

Pnblicach^n.  =  Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Ezcmo.  8r.  D.  Joaquín  González  de  la  Pefia,  Magistrado  del  Tribunal 
TOMO  91  3 


Digitized  by 


Google 


88  JURISPRUDENCIA  CIVIL 

Sapremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  de  lo  cíyíI  en  el  día  da 
hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 
Madrid  9  de  Enero  de  1901.=Licenciado  Jorge  Martínez. 


Núzn.  lO.-TRIBUNAL  SUPREMO.— 10  de  Enero,  pab.  el  19  de  Febrera. 

Casación  por  infracción  de  ley,— Rescisión  de  coníra/o.— Senten- 
cia declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  Don 
Manuel  de  Allende  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil 
de  la  Audiencia  de  Burgos,  en  pleito  con  D.  Ricardo  de  Ustara 
y  otros. 
En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece: 

Que  no  infringe  los  aris.  1091, 1255, 1281  y  1283  del  Código  eioil 
la  sentencia  que  se  ajuMa  al  sentido  literal  de  las  cláusulas  del  con- 
trato: 

Que  es  doctrina  sancionada  en  repetidas  decisiones  del  Tribunal 
Supremo  que  cuando  se  celebra  un  contrato  de  compraventa  por  pre- 
cio alzado  v  no  á  razón  de  tanto  la  medida  ó  número^  la  jaita  de 
parte  de  ellos  no  da  derecho  al  comprador  para  la  rescisión  ó  reso- 
lución de  la  venta  ni  aun  para  la  indemnización  por  perjuicio  que  no 
exceda  de  la  mitad  del  justo  precio,  y  entendiéndolo  asi  la  Sala  sen- 
tenciadora no  infringe  los  arts,  1124,  1281,  1283  y  1451  del  Código 
civil: 

Que  en  casación  no  es  licito  impugnar  la  apreciación  de  las  prue- 
bas por  la  Sala  sentenciadora,  cuando  no  se  hace  en  la  manera  espe- 
cial que  exige  el  núm.  7,^  del  art.  1692  de  la  ley  procesal. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  10  de  Enero  de  1901,  en  el  pleito  se- 
guido en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Bilbao  y  en  la  Sala  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Burgos  por  D.  Manuel  de  Allende  y  Villares, 
propietario,  vecino  de  dicha  ciudad,  con  D.  Ricardo  María  Má^íimo,  Don 
José  Luis  María  Alfredo  y  Dofia  Piedad  Mónica  Concepción  Josefa  de 
Ustara  y  Leguina,  autorizada  ésta  por  su  marido  D.  Epifanio  de  la  Gán- 
dara; el  primero  Corredor  de  dicha  plaza  de  Bilbao;  el  segundo  Aboga* 
do,  de  la  misma  vecindad;  y  la  tercera,  sin  profesión,  vecina  de  Arroyo, 
en  la  provincia  de  Yalladolid,  sobre  nulidad  ó  rescisión  de  un  contrato 
de  promesa  de  venta;  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley  interpuesto  por  el  demandante,  y  continuado 
por  su  defunción  por  sus  hijos  y  herederos  D.  Plácido,  D.  José,  Dofia  Ma- 
ría y  Dofia  Carmen  de  Allende  y  Plágaro,  vecinos  todos  de  Bilbao,  re- 
presentados por  el  Procurador  D.  Luis  García  Ortega,  bajo  la  dirección 
del  Letrado  D.  Antonio  Maura,  sustituido  en  el  acto  de  la  vista  por  el 
Doctor  D.  Joaquín  Baitrago,  y  habiendo  estado  defendida  y  representa- 
da la  parte  recurrida  por  el  Letrado  D.  Luis  Díaz  Cobefia  y  el  Procura- 
dor D.  Juan  Pascual  García: 

Hesultando  que  en  20  de  Abril  de  1897  se  otorgó  escritura  pública  en 
Bilbao  entre  D.  Ricardo  María  Máximo,  D.  José  Luis  María  Alfredo  y 
Dofia  Pilar  Mónica  Concepción  Josefa  de  Ustara  y  Leguina,  asistida  ésta 
de  su  esposo  D.  Epifanio  de  la  Gándara,  de  una  parte,  y  de  la  otra  Don 
Manuel  de  Allende  y  Villares,  exponiendo  los  tres  hermanos  Ustara: 
primero,  que  por  herencias  intestadas  de  sus  padres  D.  Cirilo  María  de 
Ustara  y  Dofia  María  de  la  Concepción  Leguina  y  UrcuUu  eran  duefios 
por  terceras  é  iguales  partes  del  60  por  100  de  participación  de  las  mi- 
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nts,  demasías -y  reglatroé  que  á  continuación  determinaron  con  sus  nom- 
bres, situación  y  parte  que  en  cada  una  tenían,  bajo  50  partidas  corre- 
lativamente numeradas,  comprendiendo  en  la  10.^  la  participación  de  8 
por  100  de  la  mina  Socorrq,  sita  en  el  paraje  del  Campillo,  término  mu- 
nicipal de  Abanto  y  Ciérvana;  en  la  18.*  la  participación  de  26  por  .100 
de  la  demasía  á  la  mina  Sol,  sita  en  el  paraje  de  Fuente- Fría,  del  mismo 
término  municipal;  en  la  34."^  la  demasía  á  la  mina  titulada  Conchita^ 
radicante  en  el  paraje  Pefia  Cupietro,  del  Concejo  de  Galdames;  y  en  la 
49.*  la  demasía  á  la  mina  Sol,  que  se  bailaba  en  pleito,  pendiente  de  tra- 
mitación en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  aquella  ciudad;  y  se- 
gundo, que  se  comprometían  á  vender,  ceder  y  traspasar  al  otro  compa- 
reciente D.  Manuel  de  Allende  Villares,  colocándole  al  efecto  en  su 
lugar,  grado  y  derecho,  el  60  por  100  de  participación  que  les,  correspon- 
día en  cada  una  de  las  minas,  demasías,  participaciones  en  minas  y  de- 
masías, registros  mineros,  arrendamientos  de  minas  y  demasías  y  de- 
más derechos  y  acciones  expresados  en  la  cláusula  anterior,  bajo  las 
bases  y  condiciones  siguientes:  primera,  que  la  venta  y  cesión  se  enten- 
dería causada  con  todos  los  derechos  y  acciones,  así  como  todas  las  obli- 
gaciones y  responsabilidades  sin  limitación  alguna;  que  á  sus  finados 
padres  D.  Cirilo  María  de  Ustara  y  Dofia  María  Concepción  Leguina  co- 
rrespondieron, ya  en  virtud  de  las  mismas  concesiones  mineras  y  de  los 
arrendamientos  y  demás  contratos  celebrados  respecto  á  ellas,  ya  tam- 
bién por  cualquier  otro  concepto  relacionado  con  las  minas,  demasías, 
registros,  arriendos,  expedientes  y  demás  objeto  de  la  enajenación;  se- 
gunda, que  los  minerales  ya  vendidos  procedentes  de  las  minas  y  dema- 
sías, serían  para  los  vendedores,  y  para  el  comprador  Allende  los  demás 
existentes  en  los  depósitos  que  no  se  hubieran  vendido  hasta  la  fecha, 
previo  abono  por  parte  de  éste  de  los  gastos  originados  por  saque,  arras- 
tre y  transporte;  tercera,  que  serían  para  el  comprador  Allende  loe  tra- 
bajos y  mejoras  de  toda  clase  hechos  en  las  minas  y  demasías,  con  in- 
clusión de  los  terrenos  adyacentes  comprados  á  D.  Félix  Chávarri,  ex- 
propiaciones y  demás  relacionado  con  la  explotación  minera;  cuarta, 
que  el  precio  de  la  venta  y  cesión  consistía  en  la  cantidad  de  2.400.000 
pesetas,  de  las  cuales  le  entregaría  la  mitad  el  comprador  Allende  en  el 
acto  del  otorgamiento  de  la'escritura  definitiva  de  venta  y  cesión,  y  la 
otra  mitad  dentro  del  término  de  un  afio,  á  contar  desde  la  fecha  de  di- 
cha escritura  definitiva,  sin  interés  alguno  por  dicho  afio;  quinta,  que  la 
escritura  definitiva  de  venta  y  cesión  se  otorgaría  tan  pronto  como  se 
ultimasen  las  operaciones  de  contaduría  de  los  bienes  de  sus  finados  pa- 
dres D.  Cirilo  y  Dofia  Concepción  y  estuviesen  formadas  las  hijuelas  de 
los  exponentes;  sexta,  que  usando  del  derecho  establecido  en  el  apar- 
tado S.^'  del  art.  1476  y  en  el  2.<>  del  1486  del  Código  civil,  los  relatantes, 
de  común  conformidad  con  D.  Manuel  de  Allende,  pactaban  expresa- 
mente la  supresión  de  las  obligaciones  legales  de  saneamiento,  de  evic- 
eión  y  de  entrega  y  restitución  de  precio  establecidas  en  los  arts.  1461, 
1474,  1476,  1477,  1481, 1484,  1486  y  1487  de  dicho  Código,  y  declaraban 
que  en  este  pacto  no  había  de  su  parte  la  mala  fe  á  que  se  refiere  el  ar- 
tículo 1476  y  el  párrafo  segundo  del  1488;  y  séptima,  que  el  comprador 
D.  Manuel  de  Allende  quedaba  autorizado  para  ejercer  desde  aquel  día 
todos  los  derechos  y  cumplir  con  los  deberes  todos  provenientes  de  la 
venta,  cuya  promesa  era  objeto  de  la  presente  escritura;  y  en  la  decla- 
ración 8.*  y  última  de  ésta,  el  compareciente  D.  Manuel  Allende  aceptó 
la  promesa  de  venta  y  cesión  con  todas  las  circunstancias  expresadas  y 
sus  efectos,  comprometiéndose  al  cumplimiento  de  las  obligaciones  que 
por  virtud  de  ella  se  le  sefialaban: 
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Besnltando  que  por  D.  Pedro  Balparda,  en  unión  de  otroa  doe,  se  si* 
guió  pleito  en  el  Jocgado  de  Valmaaeda  contra  D.  Cirilo  María  üstara  j 
otros  tres  sobre  propiedad  de  tres  cuartas  partes  proindiyisas  de  la  de- 
masía á  la  mina  5o¿,  en  el  que,  por  sentencia  que  la  Sala  de  lo  civil  de 
de  la  Audiencia  de  Burgos  dictó  en  22  de  Junio  de  1892,  á  cuya  casación 
no  se  dio  lugar  por  este  TribcCnal  Supremo,  se  declaró,  que  á  D.  Pedro 
Balparda  y  litis-socios  correspondía  en  pleno  dominio  un  66  con  25  cén- 
timos por  100  en  la  porción  de  la  demasía  á  la  mina  SoU  que  ocupalm  la 
demarcación  de  la  antigua  mina  jEsjodron^^a,  lindante  al  Norte  con  la  mina 
Marquesa,  al  Sur  con  la  denominada  Litigante,  al  Este  con  la  5an  An- 
tonio j  al  Oeste  con  La  Altura,  j  cuya  extensión  era  de  20.000  varas 
cuadradas,  debiendo  inscribirse  dicho  dominio  sobre  la  expresada  parti- 
cipación en  el  Registro  de  la  propiedad,  á  favor  de  los  demandantes;  y 
se  condenó  en  su  consecuencia  á  D.  Cirilo  María  Ustara  y  á  los  con  él 
demandados  á  dejar  á  la  libre  disposición  de  los  actores  dicho  66  y  25 
céntimos  por  100  en  la  posesión  de  la  referida  demasía  á  la  mina  Soly 
que  correspondía  á  la  demarcación  de  la  mina  Esperanza,  con  otros  va- 
rios pronunciamientos: 

Resultando  de  certificación  expedida  por  el  Registrador  de  la  propie- 
dad de  Valmaseda  en  22  de  Enero  de  1898,  que  la  mina  Socorro,  sita  en 
el  paraje  del  Campillo,  jurisdicción  de  Abanto  y  Ciérvana,  cuya  exton- 
eión  y  descripción  especifica,  se  hallaba  inscrita  en  20  de  Abril  de  1897 
á  nombre  de  los  distintos  condueños  que  enumera  con  sus  participacio- 
nes respectivas,  figurando  entre  ellos  D.  Cirilo  María  de  üstara  con  una 
participación  de  un  10  por  100  y  que  ni  en  dicha  fecha  ni  con  posterio- 
ridad se  había  inscrito  concesión  alguna  minera,  conocida  con  el  nom- 
bre de  demasía  Conchita,  en  el  paraje  denominado  PeñaCupietro,  del 
Concejo  de  Galdames;  que  el  mismo  Registrador  certificó  en  27  del 
mismo  mes  de  Enero  que  la  susodicha  mina  Socorro  fué  inscrita  en  los 
días  18  y  14  de  aquel  mes  á  favor  de  D.  Gervasio,  D.  Ricardo,  Dcfi  v 
Piedad,  D.  Tomás  y  D.  José  de  Ustara  y  Leguina  por  quintas  é  iguales 
partes,  y  en  participación  de  un  10  por  100  en  dicha  mina;  que  adqui- 
rieron una  mitad  por  herencia  de  su  madre  Dofia  Concepción,  y  la  otra 
mitad  por  herencia  de  su  padre  D.  Cirilo  María;  y  que  en  28  del  repetido 
mes  expidió  otra  certificación  dicho  Registrador,  haciendo  constar, 
aparte  de  otros  extremos  sin  importancia  para  el  día,  que  el  25  por  100 
que  á  los  cinco  citados  hermanos  Ustara  correspondía  en  la  demasía  4 
la  mina  Sol,  se  encontraba  gravado  en  unión  de  otro  25  por  100  con  la 
anotación  hecha  en  16  de  Septiembre  de  1889  de  la  demanda  deducida 
por  D.  Pedro  Balparda  y  litis- socios  que  motivó  la  sentencia  de  la  Au- 
diencia de  Burgos  que  se  ha  relacionado: 

Resultando  que  el  Ingeniero  Jefe  del  distrito  minero  de  Vizcaya  cer- 
tificó en  27  del  repetido  mes  de  Enero,  que  la  concesión  de  la  demasía 
á  la  mina  Concepción  en  el  paraje  Peña-Cupietro,  de  Cialdames,  fué 
otorgada  por  el  Gobernador  de  la  provincia  en  4  de  Febrero  de  1890, 
pero  renunciada  por  el  interesado,  según  comunicación  del  mismo  Go- 
bernador de  80  de  Diciembre  de  1898,  fué  declarado  franco  y  registrable 
BU  terreno  en  el  Boletín  oficial  de  11  de  Enero  de  1894;  y  que  poste- 
riormente no  se  había  otorgado  otra  concesión  con  dicho  nombre  en  el 
mismo  paraje;  y  por  último,  en  certificación  expedida  por  los  actuarios 
del  Juzgado  de  primera  instancia  de  Bilbao,  se  hace  constar  que  en  20 
de  Abril  de  1897  no  existía  en  dicho  Juzgado  pleito  alguno  pendiente 
sobre  propiedad  de  la  demasía  á  la  mina  Sol: 

Resnltendo  que  con  los  documentos  referidos  y  certificación  del  acto 
de  conciliación,  D.  Manuel  de  Allende  y  Villares  dedujo  en  dicho  Jui- 
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^ado  de  Bilbao  en  3  de  Febrero  de  1898  la  demanda  de  este  pleito,  ale- 
gando: qae  dorante  los  meses  transcarrldos  desde  el  otorgamiento  de 
dieha  eecritnra  provisional  y  antes  de  haber  llegado  el  momento  de  otor- 
garse la  definitiva  se  había  descnbierto:  primero,  qae  por  virtud  de  un 
juicio  declarativo  segnido  en  el  Juzgado  de  Valmaseda  por  D.  Pedro 
Balparda  y  otros  dos  contra  D.  Cirilo  María  de  Ustara,  padre  de  los  ven- 
dedores, se  había  declarado  por  sentencia  de  la  Audiencia  de  Burgos  do 
22  de  Jnnio  de  1892,  qne  á  Balparda  y  consortes  correspondía  en  pleno 
dominio  nn  66  con  26  céntimos  por  100  en  la  demasía  á  la  mina  Sol  qne 
ocupaba  la  demarcación  de  la  antigua  mina  Esperanzay  y  cuya  exten- 
sión era  de ^0.000  varas  cuadradas;  de  donde  resultaba  que  á  los  herma- 
nos Ustara  no  correspondía  en  dicha  demasía  sino  el  26  por  100  de  la 
porción  qne  quedaba  después  de  segregar  la  parte  que  perdieron  en  dicho 
pleito;  segundo,  que  los  mismos  vendedores  Ustara,  según  aparecía  del 
Begistro  de  la  propiedad  de  Valmaseda,  eran  duefios  del  10  por  100  de  la 
mina  Socorro,  mientras  que  en  la  escriturü  de  promesa  de  venta  con- 
signaron el  8;  y  si  á  esto  objetaban  que  el  no  haber  incluido  toda  la  par- 
ticipación qne  el  Registro  acusaba  á  su  favor  en  dicha  mina,  había  sido 
debido  á  que  parte  de  ella  la  tenían  enajenada  con  anterioridad  por  do- 
cumento privado,  replicaban,  consignándolo  como  hecho  esencial  de  esta 
demanda,  que,  efectivamente,  desde  el  afio  1876  estaba  vendido  un  8  por 
100  de  ese  10  á  D.  Bicardo  Llano,  de  cuya  porción  eran  hoy  duefios  sus 
herederos;  i>or  lo  cual  los  hermanos  Ustara  no  poseían  en  la  actuali- 
dad más  que  un  7  por  100  de  la  mina  Socorro,  único  que  podían  trans- 
ferir al  demandante,  suponiendo  que  obraban  de  la  mejor  buena  fe;  ter- 
cero, que  no  existía  ninguna  concesión  con  el  nombre  de  demasía  á  la 
mina  Conchita,  ni  inscripción  ninguna  con  este  nombre  de  demasía  en 
el  Begistro  de  la  propiedad;  y  cuarto,  que  no  existía  en  el  Juzgado  de 
aquella  ciudad  pleito  alguno  sobre  propiedad  de  la  demasía  á  la  mina 
Sol^  á  pesar  de  lo  que  se  consignaba  en  la  escritura  bajo  el  núm.  99  de 
la  relación  de  los  bienes  que  se  comprendían  en  la  promesa  de  venta; 
mencionando  á  continuación  otros  cuatro  defectos  ó  errores  de  que  se 
prescinde  en  el  recurso;  que  de  tales  hechos,  probados  con  los  documen- 
tos qne  acompafiaba,  resultaban  dos  consecuencias  innegables;  que  en 
el  contrato  de  promesa  de  venta  se  incurrió  en  error  sustancial  en  lo  que 
era  objeto  del  mismo,  y  que  por  esa  razón  no  había  posibilidad  de  que 
los  vendedores  pudieran  cumplir  su  promesa,  porque,  aparte  de  todo,  no 
podían  dar  lo  que  no  tenían  y  lo  que  no  existía;  que  para  que  exista 
contrato  es  preciso  que  concurra,  entre  otros  requisitos  esenciales,  el 
consentimiento  de  los  contratantes,  según  el  art.  1261  del  Código  civil, 
siendo  nulo  el  consentimiento  prestado  por  error,  si  éste  recae  sobre  la 
sustancia  de  la  cosa  que  fuere  objeto  del  contrato,  ó  sobre  aquellas  cou" 
diciones  de  la  misma  que  principalmente  hubieren  dado  motivo  á  cele- 
T>rarlo,  según  los  arts.  1269  y  1266  del  mismo  Código;  siendo  evidente 
que  los  errores  que  dejaba  denunciados,  cometidos  en  la  escritura  do 
promesa  de  venta,  eran  sustanciales  y  viciaban,  por  tanto,  el  consenti- 
miento, produciendo  la  nulidad  del  contrato;  que,  por  otra  parte,  siendo 
el  contrato  en  cuestión  de  promesa  de  venta,  era  de  aplicación  lo  dis- 
puesto en  el  párrafo  2.®  del  frt.  1461  del  Código  civil,  en  que  se  esta* 
blece  qne  siempre  que  no  pueda  cumplirse  la  promesa  de  compraventa, 
regirá  para  vendedor  y  comprador,  según  los  casos,  lo  dispuesto  sobre 
las  obligaciones  y  contratos  en  el  libro  4.^  del  mismo  Código;  y  como 
los  hermanos  Ustara  no  podían  cumplir  la  promesa  de  venta  por  no  ser 
duefios  de  algo  de  lo  en  ella  comprendido  ó  en  la  cuantía  y  forma  que 
se  determinaba,  regía  para  el  comprador  demandante  el  precepto  conte- 
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nido  en  el  art.  1124,  párrafo  2.^,  y  en  yirtnd  de  U  facultad  que  esa  dis- 
posición le  otorgaba,  optaba  por  la  resolnción  de  la  obligación;  que  á  Ios- 
derechos  7  acciones  que  le  asistían,  no  obstaba  el  que  por  la  escritura 
de  promesa  de  venta  hubiera  quedado  autorizado  para  ejercer  desde  el 
día  en  que  se  otorgó  todos  los  derechos  de  comprador,  como  si  el  con- 
trato hubiera  sido  definitivo,  como  lo  demostraba  la  doctrina  ezpueeta. 
por  el  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  12  de  Abril  de  1890;  y  que  de- 
clarada la  nulidad,  asi  como  la  rescisión  de  una  obligación,  los  contra- 
tantea  deben  restituirse  reciprocamente  las  cosas  que  hubieren  sido 
materia  de  contrato,  con  sus  frutos,  y  el  precio  con  los  intereses;  pero 
por  su  parte  no  habia  dispuesto  ni  de  una  tonelada  de  mineral  de  las 
minas  y  de  sus  demasias  comprendidas  en  el  contrato;  en  virtud  de  todo 
lo  cual  terminó  solicitando  se  declarara  nulo,  sin  ningún  valor  ni  efecto 
legal  el  contrato  de  promesa  de  venta  contenido  en  la  escritura  de  20  de 
Abril  de  1897,  ó  en  otro  caso  declararlo  rescindido  y  resueltas  todas  las 
obligaciones  contraidas  eíL  él  por  el  demandante,  restituyéndose  en 
ambos  casos  reciprocamente,  comprador  y  Tendedor,  las  cosas  que  ha- 
hieren  recibido: 

Resultando  que  D.  Ricardo,  D.  José  y  Dofia  Piedad  de  Ustara  y  Le- 
guiña  contestaron  la  demanda  pidiendo  que  se  les  absolviera  de  ella,  y 
que  por  vía  de  reconvención  se  condenase  á  D.  Manuel  de  Allende  y  Vi- 
llares á  otorgar  la  escritura  definitiva  de  compraventa  en  cumplimiento 
de  la  promesa  solemne  de  20  de  Abril  de  1897,  satisfaciéndoles  en  el 
acto  el  importe  del  primer  plazo,  ósea  1.200.000  pesetas,  con  los  intere- 
ses legales  desde  el  acto  de  conciliación,  y  á  indemnizarles  todos  los 
dafios  y  perjuicios  que  les  habia  originado  y  originase  el  incumpli- 
miento del  contrato,  imponiéndole  además  todas  las  costas;  alegando  en 
su-  apoyo:  que  el  demandante  Allende,  en  virtud  de  los  derechos  que  le 
otorgó  la  cláusula  7.^  de  la  escritura,  empezó  á  hacer  uso  inmediata- 
mente de  ellos,  lo  que  demostraba  que  conocía  personalmente  los  bienes, 
derechos  y  obligaciones  que  se  le  transmitían;  que  en  la  escritura  no  se 
describían  las  minas,  demasías  ó  derechos  cedidos,  ni  se  les  asignaba, 
extensión  superficial,  número  de  pertenencias  ni  valor  determinado  á 
cada  una,  ni  se  aseguraba  que  se  hallasen  libres  de  toda  carga,  obliga- 
ción ni  gravamen,  dándose  á  entender  todo  lo  contrario  en  la  condición 
1.^  que  imponía  al  adquirente  Allende  la  obligación  de  recibir  las  cosas 
con  todas  las  cargas  y  responsabilidades  correspondientes  á  los  üstara 
por  cualquier  concepto;  circunstancia  que,  unida  á  la  renuncia  de  las 
obligaciones  legales  de  evicción  y  saneamiento,  confirmaba  el  aserto  ya 
hecho  de  que  el  actor  conocía  á  completa  satisfacción  suya  lo  que  ad- 
quiría, aceptándolo  tal  cual  era  en  pleno  conocimiento  de  los  riesgos  que 
podía  correr;  que  si  bien  era  cierto  que  entre  los  derechos  que  los  tres 
hermanos  demandados  prometieron  vender,  se  encontraba  el  60  por  lOO' 
de  las  participaciones  que  sus  padres  tuvieron  y  dejaron  á  su  muerte  en 
la  mina  Socorro  y  demasía  de  la  Sol,  no  lo  era  menos  que  á  esas  parti- 
cipaciones, lo  mismo  que  á  todos  los  derechos  cedidos,  les  afectaba  la 
disposición  de  la  cláusula  1.%  ó  sea  el  haberlas  de  recibir  el  demandante 
con  todas  las  limitaciones  y  responsabilidades  que  á  sus  finados  padres 
correspondieran  por  cualquier  concepto;  que  los  demandados  se  hallaban 
ya  en  situación  de  poder  otorgar  la  escritura  definitiva  porque  se  habían 
inscrito  en  los  respectivos  Registros  de  la  propiedad  á  nombre  de  ios 
herederos  de  D.  Cirilo  María  üstara  y  Dofia  Concepción  Leguina,  toda» 
las  minas,  demasías  y  participaciones  mineras  sujetas  al  requerimiento 
de  la  inscripción;  que  respecto  al  primero  de  los  reparos  ó  defectos  se- 
ñalados en  la  demanda  relativo  á  los  derechos  reconocidos  por  sentencia 
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judicial  á  D.  Pedro  Balparda  y  consortes  en  la  demarcación  de  la  anti- 
gua mina  Espertaiza  dentro  de  la  demasía  Soly  contestaban  qae  el  he- 
cho era  cierto,  pero  qae  sns  efectos  para  los  fines  qae  el  actor  persegaia 
eran  nnlos,  paes  siendo  reputado  perito  y  conocedor  hasta  en  sns  úiti^ 
mos  detalles  de  todas  las  minas,  demasías  y  derechos  mineros  de  la 
wna  de  Trlano  en  Vizcaya,  conociendo  la  sitaación  y  extensión  de  la 
antigna  mina  Esperanza  desde  el  año  1863,  según  lo  demostraba  el 
plano  que  acompañaban,  autorizado  por  el  mismo  demandante  y  ejecu- 
tado por  él  para  üstara;  y  habiendo  tenido  intervención  en  la  demarca- 
dón  de  la  demasía  Sol  en  28  de  Noviembre  de  1871,  según  resaltaba  del 
expediente  de  su  razón,  era  indadable  que  estuvo  al  tanto  del  litigio  que 
durante  largos  afios  sostuvieron  Balparda  y  consortes  para  hacer  preva- 
lecer los  derechos  de  la  antigua  mina  Esperanza^  y  pudo  darse  cuenta 
detallada  del  alcance  de  la  reclamación,  con  la  anotación  preventiva  de 
la  demanda  hecha  en  el  Registro  de  la  propiedad;  que  tan  cierto  era  que 
D.  Manuel  de  Allende  no  desconocía  nada  de  cnanto  se  refería  á  este 
particular,  ni  le  habían  causado  la  menor  sorpresa  los  derechos  de  Bal- 
parda  y  consortes  en  la  antigna  mina  Esperanza^  que  después  de  otor- 
gada la  escritura  de  cuya  validez  y  encadarse  trataba,  al  empezar  á  ha- 
cer oso  de  los  derechos  en  ella  cedidos  sobre  la  demasía  Sol^  aprobó  por 
sí  y  por  medio  de  su  hijo  D.  Plácido  en  Diciembre  del  mismo  año  1897, 
cuantas  pretensiones  y  proposiciones  presentó  Balparda  para  explotar 
la  antigua  mina  Esperanza  por  los  terrenos  del  Sol  y  su  demasía;  y  era 
por  tanto  temerario  que  alegara  ignorancia  sobre  hechos  públicos  y  no- 
torios, y  fundara  pretensiones  de  rescisión  y  nulidad  en  limitaciones 
del  derecho  de  D.  Cirilo  listara  y  su  esposa  en  la  demasía  5o¿,  siendo 
así  que  por  cláusula  expresa  de  la  escritura  de  promesa  de  venta  la 
aceptó  con  todas  las  limitaciones  y  responsabilidades  que  por  cualquier 
concepto  correspondieran  á  aquéllos;  que  respecto  al  reparo  segundo  re- 
lativo á  la  participación  en  la  mina  Socorro^  era  evidente  que  hallán- 
dose inscrito  el  10  por  100  muy  bien  podía  traspasarse  el  8  consignado 
en  la  escritura;  y  si  el  demandante  quería  decir  que  los  hermanos  Üs- 
tara adquirieron  el  compromiso  de  traspasarle  toda  la  participación  que 
en  minas  de  hierro  de  Vizcaya  hubieran  heredado  de  sus  padres,  estaban 
dispuestos  á  cumplirlo  y  era  de  fácil  é  inmediata  ejecución;  que  era 
cierto  que  entf^  los  papeles  de  la  testamentaría  de  sus  padres  había  al- 
guno que  revelaba  la  existencia  de  un  antiguo  compromiso  de  D.  Cirilo 
de  reconocer  un  8  por  100  en  la  mina  Socorro  á  D.  Ricardo  Llano,  pero 
q^ne  ellos  ignoraban  si  ese  compromiso  estaba  en  pie  ó  había  dejado  de 
existir  por  revocación,  caducidad  ó  prescripción,  pudiendo  afirmar, 
como  hecho  cierto  é  innegable,  que  siempre  se  habían  encontrado  en  la 
poeeaión  real  y  efectiva  de  toda  la  participación  inscrita  á  nombre  de  su 
padre  como  si  tal  compromiso  no  existiera;  y  en  el  supuesto  de  que  estu- 
viera en  pie,  no  podría  ser  obstáculo  al  cumplimiento  del  convenio  de  pro- 
mesa de  yenta  por  la  razón  ya  dicha,  de  que  Allende  aceptó  las  partici- 
paciones mineras  y  derechos  cedidos  con  todas  las  limitaciones,  obliga- 
ciones y  responsabilidades  con  que  los  hubieran  tenido  D.  Cirilo  y  su  es- 
posa por  cualquier  concepto,  y  en  todo  caso  recibiría  la  participación  en 
la  mina.  Socorro  sujeta  á  la  obligación  que  tuviera  comprometida  Ustara 
con  Llano;  que  era  verdad  que  entre  las  concesiones  mineras  no  existía 
demasía  alguna  á  la  mina  Conchita^  extremo  á  que  se  refería  el  tercer 
reparo  de  la  demanda,  pero  que,  como  la  intención  de  las  partes  contra- 
tantes no  fué  referirse  á  concesiones  que  no  existieran,  sino  á  las  que 
se  liallaran  realmente  en  el  patrimonio  de  D.  Cirilo  y  su  esposa,  y  en  él 
se  encontraba  la  mina  y  no  la  demasía  Conchita^  era  evidente  que  á 
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aqaella  mina  había  de  entenderse  referido  el  lote  señalado  en  la  esori- 
tara  con  el  núm.  84;  que  las  mismas  observaciones  hacían  respecto  á  los 
derechos  litigiosos  qne  pudieran  derivarse  del  pleito  pendiente  en  aquel 
Jazgado  de  Bilbao  sobre  una  demasía,  extremo  á  que  se  contraía  el  re- 
paro coarto  de  la  demanda  j  el  núm.  40  de  la  relación  de  bienes  inserta 
en  la  escritura;  pues  el  pleito  existía  sobre  la  demasía  de  la  mina  Ser  y 
j  no  de  la  5o¿,  como  por  equivocación  se  consignó  en  aquél  número,  y 
esto  lo  sabía  perfectamente  Allende,  que  en  dicho  litigio  era  deman- 
dante en  unión  de  üstara;  y  por  tanto  á  la  demasía  de  la  mina  Ser  era 
á  la  que  habían  querido  referirse  los  otorgantes  en  el  citado  núm.  49, 
puesto  que  además  la  demasía  Sol  había  quedado  incluida  en  el  número 
18;  que  de  los  hechos  expuestos  se  infería  que  no  hubo  error  sustancial 
ni  siquiera  accidental  en  la  escritura  de  promesa  de  venta,  sino  meras 
equivocaciones  de  nombres;  que  ambas  partes  contratantes  sabían  per- 
fectamente á  qué  se  referían  en  el  contrato,  que  no  era  otra  cosa  que  el 
60  por  100  de  las  minas  y  demasías  de  hierro  y  derechos  mineros  de 
esta  clase  en  Vizcaya,  relictos  por  fallecimiento  de  los  padres  de  los  de- 
mandados con  todas  las  obligaciones  y  responsabilidades  que  á  aquellos 
correspondieran  por  cualqnjer  concepto;  y  tal  conjunto  de  obligaciones, 
derechos  y  responsabilidades,  que  existía  y  existe  tal  cual  lo  recibieron 
de  sus  padres,  fué  lo  vendido  á  D.  Manuel  de  Allende  por  un  precio 
único  y  alzado;  sin  que  cupiera  alegar  error  en  la  apreciación  de  su  va- 
lor, porque  ya  no  se  rescinden  los  contratos  por  lesión,  y  menos  los  mi- 
neros, que  son  siempre  á  riesgo  y  ventura;  que  tampoco  cabía  alegar 
falta  de  extensión  ó  cabida  en  las  minas  y  demasías,  porque  en  la  es- 
critura de  promesa  de  venta  no  se  les  atribuía  pertenencias  ni  superficie 
determinados;  aparte  de  que  todos  los  efectos  denunciados  por  el  de- 
mandante carecían  de  importancia,  dada  la  cuantía  del  precio  de  venta, 
como  se  demostraba  con  fijarse  en  que  el  3  por  100  que  echaba  de  más  ó 
de  menos  en  la  mina  SoeorrOt  á  lo  sumo  valdría  S.OOO  pesetas;  que  exa- 
minados los  artículos  1466,  1532,  1471,  1472  y  1490  del  Código  civil,  y 
teniendo  en  cuenta  los  términos  de  la  escritura  y  los  hechos  expuestos, 
se  evidenciaba  que  no  existía  error  sustancial  en  la  cosa  cedida  ó  ven- 
dida que  pudiera  invalidar  el  consentimiento  ó  anular  el  contrato;  que 
la  autorización  dada  á  Allende  en  la  escritura  para  que  desde  luego  en- 
trara á  ejercer  los  derechos  y  deberes  dimanados  de  la  Cesión,  y  la  acep- 
tación completa  por  su  parte  de  esas  facultades  y  el  uso  que  de  ellas 
empezó  á  hacer  inmediatamente,  equivalían  á  la  posesión  y  entrega  de 
la  cosa  vendida,  sin  que  sea  aplicable  la  sentencia  del  Tribunal  Supremo 
de  12  de  Abril  de  1890  invocada  en  la  demanda,  porque  no  se  trataba 
aquí  de  una  posesión  simbólica,  sino  de  una  posesión  real  y  efectiva 
ejercida  por  Allende  en  todo  cuanto  le  había  convenido;  y  que  invoca- 
ban por  último  los  artículos  1268  y  1278  del  Código  civil,  según  los  que, 
lo  pactado  es  ley  entre  las  partes  contratantes;  con  cuyo  escrito  de  con- 
testación se  acompañó  un  plano  de  varias  minas  de  hierro,  sitas  en  el 
monte  Triano,  término  de  los  siete  Concejos  de  Somorrostro,  autorizado 
en  Bilbao  con  fecha  26  de  Noviembre  de  1863  por  el  Auxiliar  facultativo 
Manuel  de  Allende,  en  el  que  existe,  entre  otras  muchas  demarcaciones 
mineras,  una  denominada  Sol,  y  otra  llamada  Esperanza,  con  los  lin- 
deros que  se  fijan  en  la  sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de  Burgos  en 
22  de  Junio  de  1892  en  el  pleito  seguido  por  D.  Pedro  Balparda  y  litis- 
socios  contra  D.  Cirilo  María  Ustara  y  otros,  de  que  se  deja  hecha 
mención : 

Besultando  que  al  replicar  D.  Bíanuel  Allende  reprodujo  su  demanda, 
pidiendo  que  se  desestimara  la  reconvención,  fundándose  en  las  alega- 
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cionflB  qae  tenía  hechas  é  insistiendo  especialmente  en  qne  las  renan- 
das  de  las  acciones  de  evicción  y  saneamiento  no  alcanzaban  á  jnstificar 
la  yenta  de  nna  cosa  que  no  existía  ó  de  que  no  era  daefio  el  vendedor; 
qne  la  renuncia  de  acciones  no  se  refería  á  las  cansas  de  qne  tratan  los 
artícnlos  1475  y  1485  del  Código  civil  y  que  no  había  términos  hábiles 
de  oonsamar  lo  estipulado  de  nna  manera  definitiva;  y  por  parte  de  los 
demandados  se  reprodujo  también  en  el  escrito  de  dáplica  las  alegacio- 
nes hechas  en  la  contestación: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba  se  suministró  por  el  de- 
mandante lá  testifical  y  se  compulsó  en  ios  libros  de  contabilidad  y  do- 
cumentos de  la  casa  de  comercio  del  finado  D.  Cirilo  María  de  üstara, 
hoy  sus  herederos,  un  convenio  celebrado  en  Bilbao  en  8  de  Enero  de 
1873,  entre  D.  Bernardo  Castel  y  D.  Juan  González  Labín  de  una  parte, 
y  de  otra  Ibarra  Hermanos  y  Compañía,  D.  Cirilo  María  de  Ustara  y 
D.  nburcio  de  Chávarri,  en  el  que  mutuamente  se  reconocieron  en  la 
mina  Socorro  y  en  dos  pertenencias  más,  las  participaciones  de  85  por 
100  á  Castel,  otro  85  por  100  á  Labín,  y  á  los  otros  tres  Ibarra,  üstara  y 
Chávarri  el  80  restante;  constando  á  continuación  del  mismo  convenio 
que  reunidos  los  mismos  otorgantes  en  aquella  villa  de  Bilbao  el  día  4 
de  Julio  de  1876,  acordaron  hacer  de  mutuo  consentimiento  una  cesión 
de  un  7  por  100  de  dichas  minas  y  pertenencias  á  D.  Ricardo  de  Llano 
como  heredero  único  de  D.  Cirilo  de  Llano  con  los  derechos  que  pudiera 
tener,  haciendo  la  cesión  en  la  proporción  que  determinaron  respecto  de 
cada  cedente,  correspondiendo  á  D.  Cirilo  María  de  Ustara  el  3  en  el  10 
que  representaba,  quedando  por  tanto  reducida  su  parte  al  7: 

Resultando  que  por  parte  de  los  demandados,  como  medio  de  prue- 
ba, se  trajo  á  los  autos  un  testimonio  de  varios  extremos  de  la  escri- 
tura de  protocolización  de  Inventarlo  y  estado  de  partición  de  los  bie- 
nes relictos  á  la  muerte  de  su  madre  Dofia  Concepción  Legulna;  y  cer- 
tificaciones de  los  Registradores  de  la  propiedad  de  Bilbao,  Durango, 
Guemica  y  Valmaseda,  en  que  se  hace  constar  las  demasías  mineras, 
minas  ó  partidpacionos  en  minas  que  en  20  de  Abril  de  1897  figuraban 
inscritas  á  nombre  dé  D.  Cirilo  María  de  Ustara  ó  de  su  esposa  Dofia 
Concepción  y  las  Inscripciones  de  Igual  clase  que  en  la  fecha  de  las  cer- 
tificaciones figuraban  vigentes  á  favor  de  los  hermanos  Ustara;  cons- 
tando en  la  del  Registrador  de  Valmaseda  de  fecha  5  de  Julio  de  1898, 
que  á  nombre  de  D.  Cirilo  María  de  Ustara  aparecían  Inscritas  en  la  in- 
dicada fecha  de  20  de  Abril  de  1897,  las  minas,  demasías  ó  participacio- 
nes mineras  que  se  enumeraban,  entre  ellas  la  mina  de  hierro  Socorro ^ 
sita  en  la  Pasadlza,  término  de  los  Concejos  de  Somorrostro,  de  la  que 
estaba  inscrito  á  favor  de  Ustara  un  10  por  100  de  participación,  corres- 
pondiendo ios  demás  á  las  personas  que  se  expresaban;  que  las  Inscrip- 
ciones de  minas,  demasías  y  participaciones  mineras  que  en  la  actuali- 
dad figuraban  vigentes  á  favor  de  los  cinco  hermanos  Ustara  y  Legnlna 
eran  las  que  se  enumeraban,  figurando  entre  ellas  el  10  por  100  de  par- 
ticipación en  la  mina  Socorro^  el  25  por  100  de  la  mina  de  hierro  titu- 
lada Sol  y  su  demasía,  gravada  la  parte  de  la  demasía  con  la  anotación 
de  la  demanda  Interpuesta  por  D.  Pedro  Balparda  y  otros  contra  D.  Ci- 
rilo María  de  Ustara,  y  la  mina  titulada  Conc/Utüy  sita  en  Pefia-Cu  pie- 
tro.  Jurisdicción  de  Galdames;  y  que  dichas  Inscripciones,  á  nombre  de 
los  cinco  hermanos  Ustara,  estaban  hschas  por  quintas  é  Iguales  par- 
tes, y  en  virtud  de  la  declaración  de  herederos  ablntestato  de  sus  fina- 
dos padres  D.  Cirilo  y  Dofia  Concepción,  á  los  que  habían  correspondido 
por  mitad  como  adquiridos  durante  el  matrimonio;  haciéndose  Iguales 
declaraciones  en  las  certificaciones  de  los  otros  Registradores: 
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BesuUando  que  á  petición  también  de  los  demandados  se  compulsa- 
ran varios  extremos  de  los  libros  y  papeles  existentes  en  el  escritorio  de 
loa  herederos  de  D.  Cirilo  María  Ustara,  que  exhibió  su  encardado  Don 
Conrado  Quintana,  apareciendo  del  libro  Mayor  una  cuenta  corriente  de 
D.  Benigno  Salazar  con  D.  Girilo  María  Ustara,  que  empiesa  el  81  de 
Diciembre  de  1888  y  comprende  varias  partidas  referentes  al  10  por  lOO 
del  saldo  de  partícipes  en  la  mina  Socorro,  siguiendo  después  la 
cuenta  con  los  hermanos  Chávarri  en  los  años  82  ai  96  inclusive,  con 
otros  asientos  relativos  al  canon  correspondiente  Ul  10  por  100  de  dicha 
mina  Socorro;  y  del  legajo  de  cartas,  varias  dirigidas  por  D.  Ricardo 
de  Llano  á  D.  Cirilo  üstara  desde  el  afio  1876  al  80  inclusive,  en  que  le 
habla  de  la  mina  San  Severino;  se  sacó  testimonio  de  varios  particula- 
res de  un  pleito  que  se  seguía  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de 
aquella  ciudad,  promovido  por  D.  Cirilo  María  de  Ustara  y  D.  Manuel 
Allende  Villares  contra  D.  Tomás  Zubiria  y  otros,  y  los  que  poseían  la 
demasía  á  la  mina  Ser,  sobre  propiedad  de  esta  demasía  y  otros  extre- 
mos, constando  que  la  demanda  se  presentó  en  20  de  Agosto  de  1896,  y 
que  en  20  de  Abril  de  1897  se  hallaba  pendiente  de  que  por  algunos  de 
los  demandantes  se  evacuara  el  traslado  de  duplica;  en  otra  compulsa 
sacada  con  relación  á  otro  pleito  en  que  figuró  entre  los  demandantes 
D*  Cirilo  María  de  Ustara  se  testimonió  un  auto  del  Juzgado  de  primera 
instancia  de  Bilbao,  en  26  de  Febrero  de  1897,  por  el  que  se  declaró  he- 
rederos ablntestato  de  aquél  á  sus  cinco  hijos;  el  demandante  D.  Manuel 
Allende  reconoció  como  suya  la  firma  que  autoriza  el  plano  presentado 
con  la  contestación  á  la  demanda,  y  reconoció  como  cierto  que  antes  del 
20  de  Abril  de  1897  sabía  que  D.  Cirilo  María  üstara  tenía  pendiente  en 
el  Juzgado  de  Bilbao  un  pleito  en  el  que  también  era  él  demandante  sobre 
la  demasía  á  la  mina  Ser,  declaró  como  testigo  D.  Plácido  de  Allende, 
hijo,  y  apoderado  del  D.  Manuel,  que  en  una  sola  ocasión  é  incidental- 
mente  habló  con  D.  Conrado  Quintana,  dependiente  de  los  Ustara,  quien 
le  puso  de  manifiesto  un  papel  que  dijo  ser  un  convenio  con  D.  Ricardo 
lilano,  que  no  pudo  leer  á  pesar  de  las  instancias  de  Quintana,  por  la 
prisa  que  tenía;  que  Quintana  le  indicó  algunas  equivocaciones  que  apa- 
recían en  la  escritura  de  20  de  Abril  de  1897,  diciéndole  que  no  les  atri- 
buía la  menor  importancia,  por  lo  cual  le  contestó  que,  si  así  era  en 
efecto,  en  la  escritura  definitiva  podrían  subsanarse,  pero«in  que  le  ma- 
nifestase nada  respecto  á  la  importancia  de  tales  equivocaciones,  por- 
que no  las  conocía;  y  se  practicaron  por  la  misma  parte  otras  muchas  y 
extensas  pruebas  que  no  ofrecen  relación  con  el  recurso: 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  de  Bilbao  dictó  senten- 
cia en  18  de  Octubre  de  1898,  y  apelada  por  D.  Manuel  de  Allende,  la 
Bala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Burgos  la  confirmó,  con  las  costas, 
en  14  de  Noviembre  de  1899,  absolviendo  á  D.  Ricardo  María  Máximo, 
Dofia  Piedad  y  D.  José  Luis  de  Ustara  y  Leguina  de  la  demanda  pro- 
puesta por  D.  Manuel  de  Allende  y  Villares,  y  condenando  á  éste  por 
virtud  de  la  reconvención  propuesta  por  aquéllos,  á  otorgar  la  escritura 
definitiva  de  compraventa  en  cumplimiento  de  la  promesa  solemne  de  20 
de  Abril  de  1897,  satisfaciendo  en  el  acto  el  importe  del  primer  plazo  de 
1.200.000  ptas,  absolviéndole  de  las  demás  pretensiones  formuladas,  sin 
hacer  especial  declaración  respecto  de  las  costas  de  primera  instancia: 
Resultando  que  con  el  depósito  de  1.000  pesetas  D.  Manuel  de  Allende 
Villares  interpuso  recurso  de  casación  por  inf ración  de  ley,  que  por  su 
fallecimiento  han  continuado  sus  hijos  y  herederos  D.  Plácido,  D.  José, 
Dofia  María  y  Dofia  Carmen  de  Allende  y  Plágaro,  fundado  en  los  si- 
guientes motivos: 
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Primero.  En  la  infracción  de  la  lev  del  contrato  y  de  los  artícnlo» 
1001, 1365, 1281  y  1288  del  Código  civil,  en  cuanto  la  sentencia  deses- 
tima la  demanda  por  estimar  que  la  intención  de  los  contratantes  fué 
transmitir  una  universalidad  de  bienes  con  las  obligaciones,  derechos  y 
lesponsabilidades  con  que  los  demandados  la  heredaron  de  sus  padres, 
sin  limitación  alguna,  de  donde  deduce  que  carece  de  acción  el  deman- 
dante para  la  rescisión  del  contrato,  aunque  algunas  de  las  cosas  inclui- 
das en  la  universalidad  no  existen  y  otras  no  tienen  la  extensión  á  las 
cualidades  indicadas  en  la  escritura,  toda  vez  que  leyendo  atentamente 
la  escritura  se  ve  que  lo  prometido  vender  no  f aé  una  universalidad  de 
bienes,  sino  cierto  número  de  cosas  especificadas,  diversas  entre  sí,  como 
lo  prueba  en  primer  término  el  hecho  de  que  los  Uatara  reseñaran  una 
por  una  las  minas  y  demasías  que  prometían  dar  en  venta,  indicando  su 
Bitaación  y  la  participación  que  en  cada  una  tenían,  y  lo  ratifica  la  letra 
terminante  de  la  clausule  2.%  en  que  aquéllos  expresaron  que  cedían  la 
participación  que  les  correspondía  en  cada  una  de  las  minas  y  dema- 
siae,  etc.;  habiendo  menos  razón  para  sostener  que  prometieron  dar  en 
venta  todos  los  derechos  que  sus  padres  poseyeran  sobre  minas  y  parti- 
cipaciones mineras,  porque  á  tal  interpretación  se  oponen  terminante- 
mente la  redacción  de  la  cláusala  2.^  y  su  enlace  gramatical  con  la 
base  i.^,  pues  en  aquélla  se  dice:  cCeden  al  60  por  100  de  participación 
en  cada  una,  etc.,  bajo  las  bases  siguientes:  primera,  la  venta  se  enten- 
derá causada  con  los  derechos,  etc.,  que  á  sus  finados  padres  D.  Cirilo 
y  Dofia  Concepción  correspondieron,  ya  en  virtud  de  las  mismas  conce- 
sionee  mineras,  ya  también  por  cualquier  otro  concepto  relacionado  con 
las  minas,  demasías,  etc.,  y  demis  objeto  de  la  enajenación»,  siendo,  por 
tanto,  evidente  que  esta  cláusula  se  refiere  á  las  cosas  especificadas  é 
individualizadas,  objeto  de  la  enajenación,  sin  que  de  manera  alguna  se 
hable  de  universalidad,  concepto  bien  definido  por  este  Tribunal  Su- 
premo, en  contraposición  á  una  pluralidad  de  fincas,  minas,  créditos, 
derechos  ú  otros  cualesquiera  bienes,  no  significando  nada  la  circuns- 
tancia de  haberse  fijado  una  cantidad  alzada  como  precio  de  la  enajena- 
ron, porque  no  se  trataba  de  un  contrato  de  compraventa,  sino  de  una 
promesa,  en  la  cual  ninguna  necesidad  ni  aun  conveniencia  pedía  la 
distribución  y  asignación  de  las  cantidades  elementales  de  la  suma, 
como  sería  de  rigor  consignarla  en  el  título  formal  y  definitivo;  de 
todo  lo  que  resulta  que  si  los  términos  del  contrato  no  dejan  lugar  á 
dadas,  la  sentencia  que  para  interpretarle  se  aparta  del  sentido  literal  de 
sus  cláusalas,  incluyendo  en  él  cosas  que  los  otorgantes  no  quisieron 
inclnir,  infringe  los  artículos  citados: 

Serrando.  Al  declarar  la  sentencia  que  el  recurrente  D.  Manuel  de 
Allende,  al  celebrar  el  contrato,  sabía  que  los  üstara  no  poseían  el  25 
por  100  de  la  mina  Sol  íntegra,  sino  sólo  la  parte  que  de  ella  quedó  des- 
pués de  segregar  la  porción  correspondiente  á  Balparda  y  otros,  afir- 
mando para  ello  que  constaba  anotada  en  el  Registro  la  segregación,  y 
que  la  conocía  D.  Manuel  de  Allende,  comete  error  de  hecho,  resultante 
de  documentos  tan  auténticos  como  el  plano  adverado  por  confesión  que 
con  su  escrito  de  contestación  presentaron  los  demandados,  los  particu- 
lares testimoniados  del  pleito  de  Balparda  con  üstara,  la  certificación 
del  Begistrador  de  Valmaseda,  no  existiendo  otros  elementos  de  prueba 
que  autoricen  la  aseveración  de  la  Sala  sentenciadora,  pues  en  1863, 
cuando  D.  Manuel  de  Allende  levantó  el  plano  citado,  no  existía  la  de- 
masía Sol,  según  consta  por  el  mismo  plano  y  el  pleito;  al  asistir  el  de- 
mandante á  la  demarcación  de  la  demasía  Sol  lo  hizo  sobre  terreno  en- 
tonces franco,  por  haber  caducado  la  antigua  concesión  Esperanza,  se-- 
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gún  demuestran  también  loa  datos  traídos  de  aquel  pleito,  y  de  tal  he- 
cho, lo  que  racional  y  lógicamente  debió  inferir  Allende  fué  que  no  po- 
día surgir  cuestión  entre  los  dueños  de  la  primera  y  quienes  lo  fueron 
de  la  segunda,  pues  éstos  habían  dejado  caducar  sus  derechos;  y  no  ee 
exacto  tampoco  que  en  el  Registro  de  la  propiedad  resultase  anotada  la 
segregación  sufrida  por  la  demasía  en  favor  de  Balparda  y  consortea, 
pues  en  la  certificación  expedida  por  el  Registrador  de  la  propiedad  de 
Valmaseda  en  5  de  Julio  de  1898,  al  reseñar  las  minas,  demasías,  etc., 
inscritas  á  favor  de  D.  Cirilo  üstara  de  20  de  Abril  de  1897,  fecha  de  la 
escritura  de  promesa  de  venta,  se  dice  únicamente  respecto  de  la  dema- 
sía Sol  que  se  hablaba  de  ella  y  se  determinaban  sus  linderos  y  descrip- 
ción en  la  inscripción  primera  de  la  mina  Sol;  siendo  más  adelante,  al 
enumerar  las  minas,  demasías,  etc.,  que  en  la  fecha  de  la  certiñcación. 
figuraban  vigentes  á  favor  de  los  herederos  de  üstara,  donde  consigna 
que  la  demasía  Sol  se  hallaba  gravada  con  la  anotación  de  la  demanda 
interpuesta  por  D.  Pedro  Balparda  y  otros  contra  D.  Cirilo  María  de  Üs- 
tara sobre  propiedad  de  parte  de  la  demasía: 

Tercero.  En  cuanto  el  fallo  declara  que  los  demandados  pudieron 
transmitir  válidamente  el  8  por  100  de  la  mina  Socorro,  á  pesar  de  estar 
probado  que  no  poseían  más  que  el  7,  la  infracción  del  axioma  jurídico 
<;on8agrado  en  multitud  de  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo,  entre 
otras,  la  de  9  de  Diciembre  de  1864  y  27  de  Noviembre  de  1866,  de  que 
nadie  puede  transmitir  á  otro  más  derechos  en  una  cosa  que  aquellos 
que  le  pertenecen  en  ella;  no  pudiendo  cohonestar  su  error  el  Tribunal 
á  quo^  suponiendo  que  el  contrato  de  cesión  del  30  por  100  de  dicha 
mina  á  favor  de  D.  Ricardo  Llano  ha  debido  caducar  y  quedar  sin  efecto, 
pues  declaración  semejante  no  es  lícita  en  un  pleito  en  que  Llano  ó  sus 
causahabientes  carecen  de  representación,  vedándola  el  principio  jurí- 
dico sancionado  por  sentencias  de  1.^  de  Julio  de  1887,  17  de  Enero  de 
1889  y  otras  muchas,  de  que  nadie  puede  ser  privado  de  sus  bienes  sin 
antes  oírle  y  vencerle  en  juicio: 

Cuarto.  En  cuanto  la  Sala  sentenciadora  declara  probado,  fundando 
flu  fallo  en  tal  declaración,  que  la  intención  de  los  contratantes  fué 
transmitir  la  mina  Conchita  y  el  pleito  sobre  la  demasía  Sol,  error  de 
derecho  en  la  apreciación  de  las  pruebas,  infringiendo  los  artículos  1281 
y  1283  del  Código  civil,  el  primero  de  los  cuales  declara  en  el  párrafo 
primero,  que  si  los  términos  de  un  contrato  son  claros  y  no  dejan  duda 
sobre  la  intención  de  los  contratantes,  se  estará  al  sentido  literal  de  sus 
cláusulas;  y  el  segundo,  que  cualquiera  que  sea  la  generalidad  de  loa 
términos  de  un  contrato,  no  deberán  entenderse  comprendidas  en  él  en- 
eas distintas  y  casos  diferentes  de  aquellos  sobre  que  los  interesados  se 
propusieron  contratar,  toda  vez  que,  si  bien  es  cierto  que  se  ha  demos- 
trado que  los  Üstara  poseían  una  mima  Conchita  y  seguían  pleito  sobre 
la  demasía  Ser^  y  que  no  existen  la  demasía  Conchita  ni  el  pleito  sobre 
la  demasía  Sol,  también  lo  es  que  en  ninguna  parte  resulta  acreditado 
que  la  intención  de  los  contratantes  fuese  transmitir  aquéllos  y  no  és- 
tos; pues  habiéndose  intentado  probar  ese  extremo,  preguntando  á  Don 
Plácido  Allende  si  Quintana,  dependiente  de  los  demandados,  le  habló 
de  que  se  habían  cometido  ciertas  equivocaciones  sin  importancia  al  re- 
dactar la  escritura  de  promesa  de  venta,  y  habría  que  salvarlas  en  la  de- 
finitiva, contestó  que  si  bien  le  habían  hablado  de  ello,  ni  supo  cuáles 
eran  estas  equivocaciones,  ni  pudo  apreciar  su  importancia;  siendo  in- 
dudable que  si  el  contrato  dice  terminantemente  que  lo  que  se  prometía 
vender  era  la  demasía  Conchita  y  el  pleito  sobre  la  demasía  Sol,  á  ^o 
debe  atenderse  para  determinar  la  eficacia  y  valides  del  mismo;  resal- 
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t&iido  más  pftlmftrla  y  evidente  la  infracción  alegada  si  se  tiene  en 
enenU  que,  como  se  dejaba  demostrado  en  el  contrato  de  20  de  Abril  de 
1897,  no  se  intentó  transmitir  la  nniversalidad  de  dereclios  y  acciones 
que  se  supone  acogiéndose  al  tltnio  en  caya  virtnd  poseían  los  promi- 
tentes, que  era  realmente  universal,  sino  singularmente  los  que  tuvie- 
ran sobre  las  minas,  demasías  y  demás  que  se  enumeraban:   ' 

Quinto.  Como  conseouencia  ineludible  y  necesaria  de  los  anteriores 
motivos,  la  infracción  del  art.  1461  del  Código  civil,  que  establece  en  su 
párrafo  segundo  que,  siempre  que  no  pueda  cumplirse  la  promesa  de 
compraventa,  regirá  para  comprador  y  vendedor,  según  los  casos,  lo  dis- 
puesto acerca  de  las  obligaciones  y  contratos,  en  relación  con  el  1124  del 
mismo  Código,  que  preceptúa  que  la  facultad  de  resolver  las  obliga- 
ciones se  entiende  implícitamente  en  las  recíprocas  para  el  caso  de  que 
uno  de  los  obligados  no  cumpliere  lo  que  le  incumbe,  y  que  el  perjudi- 
cado podrá  escoger  entre  exigir  el  cumplimiento  ó  la  resolución  de  la 
obligación,  con  el  resarcimiento.de  daños  y  abono  de  intereses  en  ambos 
casos;  pues  demostrado  ya  que  los  Ustara  no  son  dueños  del  25  por  100 
sobre  el  total  de  la  demasía  Sol,  ni  del  8  por  100  de  la  mina  Socorro^  y 
que  no  existe  la  demasía  Conchita  ni  el  pleito  sobre  la  demasía  Sol,  no 
oe  puede  negar  que  es  de  todo  punto  imposible  cumplir  el  contrato  de 
promesa  de  venta  con  todo  su  alcance  y  extensión,  y  que,  por  tanto,  los 
recurrentes  tienen  acción  y  derecho  para  pedir  su  rescisión: 

Sexto.    En  el  caso  de  que  subsista  el  fallo  recurrido  en  la  parte  á  que 
se  refieren  los  motivos  anteriores,  la  infracción  de  la  ley  del  contrato 
de  20  de  Abril  de  1897,  y  con  ellos  los  artículos  1091  y  1266  del  Código 
tívil,  que  consagran  su  eñcacia,  en  el  concepto  de  que  la  sentencia  con- 
dena á  los  recurrentes  á  otorgar  la  escritura  definitiva  de  compraventa, 
fundándose  en  que  vienen  obligados  á  hacerlo  conforme  á  lo  convenido 
en  la  cláusula  6.^  del  contrato,  porque  los  demandados  han  cumplido  por 
su  parte  la  obligación  de  inscribir  á  su  nombre  en  el  Registro  las  mi- 
nas, demasías,  etc.,  y  están  en  condiciones  de  celebrar  la  compraventa; 
pues  con  sólo  pasar  la  vista  por  dicha  cláusula  6.%  que  dice  textual- 
mente que  la  escritura  definitiva  de  venta  y  cesión  se  otorgará  tan  pronto 
como  se  ultimen  las  operaciones  de  contaduría  á  bienes  de  sus  finados 
padres  D.  Cirilo  María  y  Doña  María  Concepción,  y  estén  formadas  las 
hijuelas  de  los  exponentes,  se  adquiere  el  convencimiento  de  que  la  con- 
dición que  los  Testara  debían  cumplir  para  que  pudiera  otorgarse  la  es- 
critura de  venta  no  consistía  en  inscribir  á  su  nombre  los  bienes  en  el 
Registro,  sino  en  otorgar  las  operaciones  divisorias  de  las  herencias  de 
sus  padres  y  formar  las  hijuelas;  y  es  indiscutible  que  los  demandados 
no  han  probado  haber  cumplido  tal  condición,  porque  si  bien  han  traído 
á  ios  autos  testimonios  de  las  operaciones  divisorias  de  la  testamentaria 
de  Doña  María  Concepción  Leguina,  practicadas  con  fecha  posterior  á 
la  demanda,  no  han  acreditado  de  modo  alguno  que  se  haya  formalizado 
la  partición  de  los  bienes  de  D.  Cirilo  María. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Enrique  Lassús: 
Considerando  que  por  la  escritura  de  20  de  Abril  de  1897,  de  cuyo 
cumplimiento  ó  resolución  se  trata,  se  comprometieron  los  demandados 
á  vender  ai  demandante  tan  luego  como  se  practicaran  las  operaciones 
divisorias  en  la  herencia  de  sus  difuntos  padres,  el  60  por  100  que  por 
terceras  partes  les  correspondía  en  ellas,  respecto  á  las  participaciones 
mineras,  demasías  y  registros,  que  en  número  de  cincuenta  expresaron 
en  dicho  documento,  colocando  al  comprador  en  su  lugar,  grado  y  dere* 
cho,  y  con  las  condiciones,  entre  otras,  de  que  la  venta  y  cesión  se  en- 
tendería desde  entonces  con  todos  los  derechos  y  acciones,  así  como  con 
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todas  las  obligaciones  y  responsabilidades,  sin  limitación  alguna,  que  á 
sns  finados  padres  correspondieran,  ya  en  virtod  de  las  mismas  conee- 
«iones  mineras  y  de  los  arrendamientos  y  demás  contratos  oelebradoe 
respecto  á  ellas,  ya  también  por  cualquiera  otro  concepto  relacionado 
con  lo  que  era  objeto  de  la  venta,  la  cual  aceptó  el  recurrente  por  deter- 
minado pi^cio,  renunciando  á  la  ev icción  y  saneamiento,  y  se  obligó  a  I 
cumplimiento  desde  aquel  día  de  todas  las  obligaciones  que  pesasen  so- 
bre las  cosas  que  eran  objeto  del  contrato;  de  todo  lo  cual  se  desprende 
por  modo  evidente  que  la  promesa  de  venta  se  refería  á  la  participación 
correspondiente  á  los  vendedores  en  toda  la  explotación  minera  que  ha- 
bía pertenecido  en  Vizcaya  á  sus  difuntos  padres,  y  por  consiguiente,  á 
un  conjunto  de  bienes  que,  con  todos  los  derechos  y  obligaciones  á  ellos 
inherentes  y  por  precio  alzado,  pagadero  en  el  tiempo  convenido,  se 
transmitían  desde  luego  al  comprador;  y  que  dados  los  términos  preci- 
sos y  claros  de  este  contrato,  al  estimarlo  así  la  Sala  sentenciadora,  se 
ajustó  al  sentido  literal  de  sus  cláusuIacL  y  no  incurrió  en  las  infraccio- 
nes legales  que  se  citan  en  el  primero  y  más  fundamental  motivo  del 
recurso: 

Considerando  que  si  bien  por  tratarse  de  un  conjunto  de  bienes  ca- 
recen también  de  fundamento  los  motivos  segundo  al  quinto  del  recurso, 
y  no  tienen  aplicación  ai  caso  las  leyes  y  doctrinas  que  se  citan  para 
combatir  el  fallo  recurrido,  pues  es  doctrina  sancionada  en  repetidas  de- 
cisiones de  este  Tribunal  Supremo  que  cuando  se  celebra  un  contrato  de 
compraventa  por  precio  alzado,  y  no  á  razón  de  tanto  la  medida  ó  nú- 
mero, la  falta  de  parte  de  ellos  no  da  derecho  al  comprador  para  la  res- 
cisión  ó  resolución  de  la  venta  ni  aun  para  la  indemnización  por  per  jui- 
cio que  no  exceda  de  la  mitad  del  justo  precio,  es  lo  cierto  que  la  Sala 
sentenciadora  no  incurrió  en  los  errores  de  hecho  y  de  derecho  que  se 
le  atribuyen,  toda  vez  que  los  documentos  citados  en  el  motivo  segnndo 
no  evidencian,  como  se  supone,  que  D.  Manuel  Allende  ignorase  la  segre- 
gación ocurrida  en  la  demasía  de  la  mina  Sol  antes  del  otorgamiento  de 
la  escritura  de  venta,  ni  en  este  solo  hecho  funda  sus  apreciaciones  la 
Sala;  que  cualquiera  que  sea  la  eficacia  de  la  cesión  del  3  por  100  de  la 
mina  Socorro  á  favor  de  D.  Ricardo  Llano,  consta  en  el  Registro  de  la 
propiedad  la  inscripción  del  10  por  100  á  nombre  de  los  demandados,  y 
no  puede  hoy  ser  obstáculo  dicha  cesión  para  el  cumplimiento  del  con- 
trato de  venta;  que  no  cabe  poner  en  duda  que  la  intención  de  los  con- 
tratantes fué  transmitir  la  mina  Conchita  y  el  pleito  sobre  la  demasía 
Ser,  que  realmente  existían  en  el  patrimonio  enajenado,  y  no  la  dema- 
sía Sol,  como  con  evidente  equivocación  de  pluma  se  consignó  en  la  es- 
critura, hecho  que  la  Sala  sentenciadora  afirma,  derivándolo  de  varios 
concluyentes  indicios,  sin  que  semejante  afirmación  haya  sido  comba- 
tida en  el  recurso  de  la  manera  especial  que  exige  el  núm.  7.^  del  ar- 
tículo 1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil;  y  que,  por  consecuencia 
de  todo  lo  expuesto,  no  infrinn^e  el  fallo  recurrido  las  disposiciones  le- 
gales que  se  citan  en  el  motivo  quinto. 

Considerando  que  cualquiera  que  sea  la  forma  en  que  los  demanda- 
dos hicieran  la  división  de  la  herencia  de  su  difunto  padre,  basta  para 
el  cumplimiento  de  la  cláusula  5.^  de  la  escritura  y  el  otorgamiento  de 
la  definitiva  de  compraventa  allí  concertada,  la  inscripción  de  sos  hi- 
juelas en  el  Registro  de  la  propiedad  y  su  respectiva  participación  en  la 
riqueza  minera  que  fué  objeto  del  contrato,  porque  con  semejante  ins- 
cripción, legalmente  realizada,  quedaron  en  situación  de  transmitir  el 
dominio  que  por  derecho  hereditario  habían  adquirido,  que  fué  el  sen- 
tido único  de  dicha  cláusula  y  de  la  condición  en  ella  impuesta,  y  care- 
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ce,  por  consiguiente,  de  fundamento  el  motivo  sexto  y  último  del  re- 
cnrflo; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Manuel  de  Allende  y  Villares»  y 
sostenido  por  fallecimiento  de  éste  por  sus  hijos  y  herederos  D.  Pláci- 
do, D.  José,  Dofia  María  y  Dofia  Oarmen  de  Allende  y  Plagare,  á  qalenes 
condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad  depositada,  que 
•e  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Burgos  la 
certificación  correspondiente,  con  devolución  del  apuntamiento  y  docu- 
mento que  ha  remitido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  de  Ma- 
drid é  insertará  en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  los 
copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  fírmamo8.=José  de 
Aldecoa.=£nrique  LaeBÚB.=:Joaquín  González  de  la  Pefia.=::Pedro  La- 
TÍn.=Bicardo  Molina.= Vicente  de  Piniés.=Tomá8  Gúdal. 

Pnblicación.=Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Enrique  Lassús,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  cele- 
brando audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  que 
certifico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  10  de  Enero  de  1901.=Licenciado  Jorge  Martínez. 


Núxn.  11.— TRIBUNAL  SUPREMO.— 12  de  Enero,  pub.  el  21  de  Febrers. 

Casación  por  infracción  de  ley,— Reclamación  de  bienes  heredi- 
tarios.—SentenciB,  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  inter- 
puesto por  D.  Ricardo  Valdés  contra  la  pronunciada  por  la 
Sala  secunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito 
con  Dona  Josefa  Valdivielso. 
En  sus  CONSIDERANDOS  86  ostableco: 

Que  son  inaplicables  los  arts.  1278, 1302  y  1809  del  Código  civil, 
cuando  no  se  trata  de  obligaciones  que  surtan  efectos  Jurídicos  y 
deban  cumplirse,  cualquiera  que  sea  la  forma  en  que  se  hayan  cele- 
brado, ni  la  cuestión  litigiosa  versa  sobre  la  capacidad  ó  incapacidad 
personal  de  uno  de  los  contratantes,  ni  se  ha  suscitado  duda  acerca 
de  lo  que  constituye  la  esencia  y  objeto  del  contrato  en  cuestión, 
sino  de  la  validez  ó  encada  del  celebrado  por  la  madre  en  nombre  de 
los  hijos  habidos  en  su  primer  matrimonio,  cuya  patria  potestad  no 
tenía  por  haber  contraído  segundas  nupcias. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  12  de  Enero  de  1901,  en  los  autos  de 
juicio  declarativo  de  mayor  cuantía,  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera 
instancia  del  distrito  de  la  Universidad  de  esta  capital  y  la  Sala  segunda 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  del  territorio  por  D.  Bicardo  Valdés  y  García, 
como  tutor  de  los  menores  Dofia  Carmen,  Doña  Irene  y  D.  Miguel  Val- 
divielso y  Ortega,  con  Dofia  Josefa  Valdivielso  Sanjuanés,  asistida  de 
su  marido  D.  Crisanto  Juarros  Gil,  empleado,  de  esta  vecindad,  sobre 
reclamación  de  bienes  hereditarios;  autos  pendientes  ante  Kos,  en  re- 
curso de  casación  por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  D.  Bicardo  Val- 
dés y  García,  en  el  mencionado  concepto,  á  quien  representa  el  Procu- 
rador D.  Ramón  Calabria  y  han  defendido  los  Letrados  D.  Mariano  Asen- 
sio  y  D.  Fermín  Celaya,  éste  en  el  acto  de  la  vista;  estándolo  la  parte 
demandada  y  recurrida  por  el  Procurador  D.  Francisco  Iglesias  y  el  Lq- 
ti^o  D.  Pedro  Apalátegui: 
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ResnlUndo  que  D.  Miguel  Valdivielso  Sanjoanés,  en  testamenta 
otorgado  en  8  de  Octubre  del  afio  1872,  instituyó  herederos  á  sus  tree 
iiermanos  Dofia  Josefa,  D.  Amánelo  y  D.  Celestino,  de  loe  cuales  úníca- 
mente  le  ha  sobrevivido  la  primera,  dejando  el  D.  Celestino  tres  hijos, 
habidos  en  su  matrimonio  con  Dofia  Obdulia  Ortega,  llamados  Dofta 
Carmen,  Dofia  Irene  y  D.  Miguel,  de  quienes  fué  tutor  su  tío  el  otor- 
gante de  mencionado  testamento,  el  que  tuvo  en  su  casa  y  compañía, 
prestándole  servicios  domésticos,  á  las  Dofia  Carmen  y  Dofia  Irene,  y 
falleció  en  20  de  Septiembre  de  1897,  sin  otra  disposición  testamentaria; 
siendo,  por  lo  tanto,  su  única  heredera  su  expresada  hermana  Dofia 
Josefa: 

Resultando  que  con  motivo  de  la  indicada  defunción  del  D.  Miguel 
Valdivielso  Sanjuanós,  suscribieron  un  documento  privado,  de  fecha  28 
de  Septiembre  de  1897,  Dofia  Carmen  Juarros,  hija  de  la  mencionada 
Dofia  Josefa,  hermana  y  heredera  del  D.  Miguel,  á  ruego  de  su  predicha 
madre,  por  estar  imposibilitada,  el  marido  de  la  Dofia  Josefa  y  padre  de 
la  Dofia  Carmen,  D.  Crisanto  Juarros;  D.  Ricardo  Vaidés,  á  ruego  de 
Dofia  Obdulia  Ortega,  por  no  saber  ésta  firmar,  y  como  testigo,  y  en 
igual  concepto  de  testigos,  D.  Telesforo  de  la  Garma,  D.  Isaac  Villa- 
nueva,  D.  Guillermo  Valdós  y  D.  Francisco  Blanco  y  Arrana,  en  cuyo 
documento  se  consignó:  que  la  Dofia  Josefa  Valdivielso  Sanjuanee, 
aeompafiada  de  su  marido  D.  Crisanto  Juarros,  de  una  parte,  y  de  la 
otra  la  Dofia  Obdulia  Ortega,  en  nombre  de  sus  hijos  Dofia  Carmen, 
Dofia  Irene  y  D.  Miguel,  á  presencia  de  los  testigos  que  al  final  firmaban 
en  unión  de  los  interesados,  acordaban  celebrar  aquel  contrato  privado, 
por  el  que  Dofia  Josefa  Valdivielso  Sanjuanea,  en  unión  de  su  predicho 
esposo,  cedían,  en  el  caso  de  ser  la  única  heredera  de  su  hermano  Don 
Miguel  Valdivielso  Sanjuanea,  l'a  mitad  de  dicha  herencia,  tanto  del  me- 
tálico y  efectos  públicos  como  de  los  muebles  é  inmuebles  y  de  los  dere- 
chos y  acciones,  á  Dofia  Carmen,  Dofia  Irene  y  D.  Miguel  Valdivielso  y 
Ortega,  con  la  condición  de  que  los  repartieran  por  partes  iguales,  re- 
nunciando á  su  vez  Dofia  Obdulia  Ortega  en  nombre  de  sus  hijos  á  cual- 
quier reclamación  que  pudieran  formular,  cuyo  contrato  se  elevaría  á 
escritura  pública  en  el  momento  en  que  lo  pidiese  cualquiera  de  los  in- 
teresados: 

Resultando  que  constituido  posteriormente  para  los  menores  Dofia 
Carmen,  Dofia  Irene  y  D.  Miguel  Valdivielso  y  Ortega  el  consejo  de  fa- 
milia, nombró  éste  tutor  de  aquéllos  á  D.  Ricardo  Vaidés  y  García;  el 
cuai,  con  tal  carácter  y  autorización  del  propio  consejo,  formuló  en  7  de 
Junio  de  1898  la  demanda  de  autos  contra  Dofia  Josefa  Valdivielso  San- 
juanea y  su  marido  D.  Crisanto  Juarros,  tramitada  en  primera  instancia 
ante  el  Juzgado  del  distrito  de  la  Universidad  de  esta  corte,  pretendiendo 
que  se  condenase  á  la  Dofia  Josefa  á  entregar  á  los  precitados  menores 
la  mitad  del  metálico,  efectos  públicos,  muebles  é  inmuebles  que  heredó 
de  su  hermano  D.  Miguel,  más  las  rentas,  á  contar  desde  el  28  de  Sep- 
tiembre de  1897,  fecha  del  contrato,  y  las  costas,  para  lo  que  hizo  mérito 
de  los  antecedentes  ya  indicados,  y  afiadió:  que  D.  Miguel  Valdivielso 
tuvo  á  su  servicio,  por  espacio  de  unos  catorce  afios,  á  sus  sobrinas  y 
pupilas  Carmen  é  Irene,  sin  darlas  retribución  alguna,  á  pesar  de  los 
solícitos  cuidados  de  que  rodearon  á  su  tío  y  tutor,  pues  ni  aun  criada 
tenía  aquél;  y  en  su  virtud,  al  conocerse  su  testamento,  en  la  duda,  de 
nna  parte,  de  que  existiera  alguno  posterior,  y  de  otra,  en  pago  de  los 
servicios  prestados  al  D.  Miguel,  la  Dofia  Josefa  Valdivielso,  aeompa- 
fiada de  su  esposo  D.  Crisanto  Juarros,  hizo  la  cesión  consignada  en  el 
documento  privado  de  23  de  Septiembre  del  97,  ostentando  la  represen- 
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tftci6ii  de  lot  menores  en  madre  Dofia  Obdulia,  aunque  iegalmente  no  la 
tenía,  por  encontrarse  dichos  menores  en  aquellos  momentos  sin  repre- 
sentación legal,  puesto  que  á  la  Dofia  Obdulia  no  la  correspondía  la  pa-  * 
tria  potestad,  mediante  haber  contraído  segundas  nupcias,  careciendo 
los  menores  de  tutor,  por  fallecimiento  del  D.  Miguel,  hacía  tres  días;  7 
qus  una  yes  adjudicados  á  Doña  Josefa  Valdivielso  los  bienes  del  caudal 
de  su  hermano  D.  Miguel,  se  negaba  á  cumplir  lo  pactado,  siendo  inúti- 
les las  gestiones  amistosas  practicadas  por  el  demandante,  como  tutor 
de  k»  mencionados  menores,  para  conseguir  que  lo  yeriflcase,  viéndose, 
en  su  consecuencia,  precisado  á  acudir  á  los  Tribunales;  de  cuyos  hechos 
se  dedneen  en  la  demanda  los  fundamentos  de  derecho  conducentes  en 
concepto  del  demandante,  citándose  los  artículos  del  Código  civil  que  el  ¡ 

propio  demandante  estimaba  aplicables: 

Besultando  que  la  mencionada  parte  demandada  impugnó  la  deman- 
da con  la  súplica  de  que  se  le  absolviera  de  la  misma,  imponiendo  ai 
actor  perpetuo  silencio,  7  declarando  sin  ningún  valor  ni  efecto  jurídico 
el  documento  privado  de  28  de  Septiembre  de  1897,  por  las  alegaciones 
de  derecho  7  citas  de  artículos  del  Código  civil  que  para  ello  consignó, 
afirmando,  en  lo  sustancial:  haber  comenzado  en  cuanto  ocurrió  la  de- 
función de  D.  Miguel  Valdivielso  las  gestiones  de  D.  Ricardo  Valdós  con 
Dofia  Josefa,  presunta  heredera  de  aquól,  en  la  incertidumbre  acerca  de 
si  bahía  otorgado  algún  testamento  con  posterioridad  al  de  1872,  para 
inclinarla  á  que  si  era  la  única  heredera,  cediese  alguna  parte  de  la  he- 
rencia en  obsequio  de  sus  sobrinas,  toda  vez  que  las  mismas  habían 
asistido  mu7  solícitamente  á  su  tío,  quien  las  tenia  recogidas.en  su  casa 
7  las  mantenía  7  vestía  desde  que  falleció  el  padre  de  las  mismas,  mos- 
trándose propicia  Dofia  Josefa,  que  quería  á  sus  sobrinos  7  había  de  ha- 
cer por  ellos  cuanto  fuese  lícito  7  compatible  con  los  deberes  que  tiene  ' 
respecto  á  su  hijo  7  nietos,  á  donar  alguna  cosa  á  aquéllos,  sin  expresar 
cuánto,  ni  euáiklo,  ni  de  qué  modo,  lo  cual  bastó  para  que  el  actual  tu- 
tor D.  Ricardo  redoblara  sus  esfuerzos,  7  7a  con  verdadera  sugestión  so- 
bre el  ánimo  de  la  misma,  la  citase  para  una  reunión,  que  tuvo  lugar  el 
mencionado  día  23  de  Septiembre,  en  el  que  se  firmó  el  documento  de  tal 
fecha,  sin  hacerse  cargo  dicha  Dofia  Josefa,  que  por  su  mucha  edad  no 
lee  letra  manuscrita  sino  con  gran  dificultad,  á  más  de  su  falta  de  cul- 
tora, escasa  comprensión  7  estado  abatido  de  su  ánimo  por  la  reciente 
.  pérdida  de  su  hermano,  de  tal  documento,  en  el  que  cre7ó  contraer  úni- 
camente el  compromiso  moral,  más  que  legal,  de  favorecer  á  sus  sobri- 
nos con  alguna  porción  de  los  bienes  que,  según  le  decía,  D.  Ricardo  ba- 
hía de  heredar,  siendo  un  hecho  indudable  que  en  nombre  de  los  meno- 
les  compareció  su  madre  Dofia  Obdulia,  que  á  la  sazón  no  tenía  patria 
potestad,  ni  por  tanto  los  representaba,  por  haber  contraído  segundo  ma- 
trimonio después  de  promulgado  el  Código  civil;  7  contener  el  documento 
de  28  de  Septiembre  una  donación  nula  por  falta  de  verdadero  consenti- 
miento de  la  donante,  incapacidad  de  ésta  para  realizarla  en  perjuicio  de 
sos  descendientes  legítimos,  falta  también  de  aceptación  en  forma  por 
parte  de  los  donatarios,  no  haberse  otorgado  en  escritura  pública,  ni  con 
la  debida  individualización  de  los  bienes  en  que  había  de  consistir,  7 
ser  tales  bienes  futuros  no  susceptibles,  por  tanto,  de  aquélla: 

Besultando  que  extensamente  ampliaron  ambas  partes  sus  respecti- 
vas alegaciones  en  los  escritos  de  réplica  7  duplica,  adicionando  en  éste 
tu  petición  la  demandada,  en  uso  del  derecho  que  la  concedía  el  art.  648, 
en  en  párrafo  segunde,  de  la  107  de  Enjuiciamiento  civil,  en  el  sentido 
de  que  se  declarase  nulo,  7  por  tanto,  sin  ningún  valor  ni  efecto  el  do- 
cumento privado  de  28  de  Septiembre  de  1897,  no  sólo  en  el  caso  de  que 
TOMO  91  4 
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■e  estimue  como  Qnft  donaeión,  sino  también  en  el  snpnesto  improrro- 
gable de  consideráraeie  como  nn  contrato  bilateral,  coneensaal,  oneroeo; 
lo  primero  por  haberse  prescindido  de  los  requisitos  intrínsecos  para  la 
yalidez  de  las  donaciones,  y  lo  segando  por  ser  ilícita  la  cansa  del  con- 
trato, absolviéndola,  por  consecuencia  de  todo,  de  la  demanda,  con  las 
costas,  y  practicada  prueba  documental  de  testigos  y  de  posiciones,  al 
absolver  D.  Grisanto  Juarros  las  que  se  le  dirigieron,  contestó  á  una 
de  ellas,  ser  cierto  que,  careciendo  los  menores  de  representante  legal, 
por  haber  muerto  su  tutor  D.  Miguel  Valdivielso,  se  convino,  como  el 
medio  más  conveniente,  práctico  y  breve,  en  que  representara  á  diohos 
menores  en  aquel  acto  y  suscribiese  el  documento  privado  de  28  de  Sep- 
tiembre en  tal  concepto  Doña  Obdulia  Ortega,  madre  de  los  mismos;  con- 
tinuando en  dos  instancias  la  sustanciación  del  pleito,  en  el  que  la  Sala 
segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte  dictó  sentencia  revoca- 
toria, de  22  de  Febrero  del  afio  último,  declarando  ineficaz  el  antedicho 
documento  y  absolviendo  de  la  demanda  en  la  forma  propuesta  á  Dofia 
Josefa  Valdivielso,  sin  perjuicio  del  derecho  de  los  demandantes  para 
deducir  las  demás  acciones  que  fueren  procedentes;  y  no  hiso  imposición 
de  costas: 

Resultando  que  D.  Ricardo  Valdés  y  García,  en  concepto  de  tutor  de 
los  menores  Dofia  Carmen,  Dofia  Irene  y  D.  Miguel  Valdivielso  y  Or- 
tega, ha  interpuesto  recurso  de  casación,  como  comprendido  en  los  nú- 
meros 1.^  y  7.^  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  alegando 
en  los  motivos  por  los  cuales  ha  sido  admitido  la  infracción: 

Primero.  Del  art.  1278  del  Código  civil  y  de  la  doctrina  contenida 
en  sentencia  de  19  de  Noviembre  de  1891;  puesto  que  determinando 
aquel  precepto  legal  que  los  contratos  son  obligatorios,  cualquiera  que 
«ea  la  forma  en  que  se  hayan  celebrado,  y  estableciendo  la  citada  sen- 
tencia que  no  es  lícito  quebrantar  el  vínculo  de  derecho  creado  en  un 
contrato  privado,  aun  cuando  vayan  anejas  á  la  cláusula  sustancial  del 
mismo  otras  que  dependan  de  la  condición  de  elevarse  á  escritura  pú- 
blica y  ésta  no  llegue  á  otorgarse,  la  recurrida  exige  como  indispenea- 
ble  tal  escritura  pública  para  la  eficacia  del  de  autos: 

Segundo.  Del  art.  1302  de  dicho  Código  civil,  por  no  haberse  aplicado 
al  caso  de  autos;  toda  vez  que  otorgado  el  contrato  en  cuestión  por  Dofia 
Josefa  Valdivielso,  asistida  de  su  marido,  y  siendo  testigo  su  hijo  po- 
lítico D.  Isaac  Villanueva,  no  puede  en  modo  alguno  estimarse  la  inca- 
pacidad de  Dofia  Obdulia  Ortega,  madre  de  los  menores,  en  cuyo  nom- 
bre contrató;  porque  según  resolta  de  la  propia  confesión  de  D.  Grisanto 
Juarros,  marido  de  la  Dofia  Josefa,  convinieron  de  común  acuerdo  em 
aceptar  la  representación  de  aquélla  por  no  tener  en  el  momento  otra, 
mediante  haber  fallecido  hacía  tres  días  el  tutor  anterior  y  no  haber  ha- 
bido tiempo  material  para  constituir  el  consejo  de  familia;  y 

Tercero  (6.^  del  recurso).  Del  art.  1809  del  propio  Código,  porque  la 
Sala  sentenciadora  no  ha  estimado  la  promesa  hecha  por  la  madre  de 
los  menores,  que  en  el  acto  de  la  celebración  del  contrato  llevaba — así 
dice->por  común  acuerdo  de  los  obligados  esposos  Juarros  y  testigos 
que  lo  suscribieron,  evitando  por  tal  contrato  la  provocación  de  un 
pleito  entre  ambas  partes . 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Gullón: 

Considerando  que  la  sentencia  niega  la  validez  ó  eficacia  del  con- 
trato á  que  se  refiere  el  documento  privado  de  2S  de  Septiembre  de  1897, 
sea  de  donación,  transacción  ó  cesión  de  derechos  hereditarios,  porque 
Dofia  Obdulia  Ortega,  que  con  plena  capacidad  podía  contratar  por  sí, 
no  tenía  patria  potestad  sobre  sus  hijos,  y  de  consiguiente,  carecía  en 
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«bflolnto  de  peraonftiidad  ó  representación  legal  para  hacerlo  en  nombre 
de  loi  mismos,  los  cnales  sólo  hnbieran  podido  hacer  efectiyos  los  dere- 
chos i  en  íayor  estipulados  e^  el  caso  de  qne  por  nn  acuerdo  del  consejo 
de  íamilia  se  hubiese  convalidado  en  este  punto  el  conyenio,  subsa- 
nándose su  ineficacia,  y 

€k>n8iderando  que,  por  lo  expuesto,  son  inaplicables  y  no  han  podido 
infringirse  los  artículos  del  Código  civil  y  doctrina  invocados  en  los  tres 
motivos  del  recurso,  puesto  que  en  el  pleito  no  se  trata  de  obligacionea 
•qne  surtan  efectos  jurídicos  y  deban  cumplirse,  cualquiera  que  sea  la 
forma  en  que  se  hayan  celebrado,  ni  la  cuestión  litigic%a  versa  sobre 
la  capacidad  ó  incapacidad  personal  de  uno  de  los  contratantes,  ni  se  ha 
suscitado  la  menor  duda  acerca  de  lo  que  constituye  la  esencia  y  objeto 
del  contrato  de  transacción; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
•enrso  de  casación  interpuesto  por  D.  Ricardo  Valdés  y  García,  como 
totor  de  los  menores  Dofia  Carmen,  Dofia  Irene  y  D.  Misuel  Valdivielso 
y  Ortega;  condenamos  á  dicha  parte  recurrente  al  pago  de  las  costas,  y 
con  la  oportuna  certificación,  devuélvase  á  la  Audiencia  de  esta  corte  el 
apuntamiento  por  la  misma  remitido. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é 
insertará  en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
neoesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=Jo6é  de  Aldecoa. 
=Ricardo  Gnllón.=:José  de  Garnica.= Enrique  Las8Ús.=Joaquin  GÍon- 
xález  de  la  Pefia.=Vicente  de  Piniós.=Tomás  Gádal. 

Pnblicación.=Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Bicardo  Gullón,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  cele- 
brando audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  que  oer- 
tiflco  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  12  de  Enero  de  1901.=Licenciado  Hilario  María  Gonaáles 
y  Torres. 


Núm.  lid.— TRIBUNAL  SUPREMO.— 15  de  Enero,  piib.  el  21  de  Febrera. 

Ca8aci6n  por  infracción  db  LEY,—Admini8iraeíón  de  bienes.— 
Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto 
por  D.  Carlos  Palacio  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Oviedo,  en  pleito  con  D.  Ricardo  Pa- 
lacio. 
En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece: 

Que  cuando  el  tutor  removido  por  el  consejo  de  familia  impugna 
un  acuerdo  ante  la  Autoridad  judicial,  se  crea  una  situación  inte- 
rina, durante  la  cual,  y  hasta  que  el  juicio  termine,  por  sentencia 
ñrme,  el  organismo  tutelar,  tal  como  se  halla  regulado  por  el  Código 
cioil,  no  puede  funcionar  normalmente,  puesto  que;  llegado  aquel 
caso,  el  párrafo  2P,  delart.  243  encomienda  al  consejo  de  familia, 
y  no  al  tyitor,  bajo  la  inspección  ó  vigilancia  del  protutor  y  del  mis- 
mo consejo,  las  determinaciones  que  deban  tomarse  para  proveer  al 
cuidado  de  la  tutela,  si  bien  para  ser  ejecutivas  necesitan  la  aproba- 
ción judicial: 

Que  entendiéndolo  asi  la  Sala  sentenciadora,  no  infringe  los  ar- 
tículos 4.0,  201,  236,  240,  243,  párrafo  2.^;  264,  núm.  3.®;  265,  269, 
280,  307  y  309  del  Código  dvil,  que  se  reñeren  al  normal  funciona- 
miento del  organismo  tutelar,  ni  la  doctrina  establecida  en  sentencia» 
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de  eoBOción  de  8  y  29  de  Octubre  de  1898  y  10  de  Mayo  de  1899,  tmtty 
máe  cuanto  que  en  una  de  ¿atas  ce  declara  expresamente  que  pro- 
neer  á  los  cuidados  de  la  tutela  significa  lo  nUsmo  que  ejercer  esta: 

Que  con  arreglo  al  art,  241  del  Código  civil,  el  consejo  de  fami- 
lia Utiga  con  el  tutor  á  expensas  del  menor  ó  incapacitado: 

Que  conforme  <ü  art,  7S*  de  la  ley  procesal,  el  poderdante  debe 
¡uáÁlitar  á  su  Procurador  con  los  fondos  necesarios. 

En  la  villa  7  corte  de  Madrid,  á  16  de  Enero  de  1901,  en  el  incidente 
sagoido  en  el^ínsjpEulo  de  primera  instancia  de  Oviedo  y  la  Sala  de  lo 
ci^  de  la  Audiencia  de  aquel  territorio  por  D.  Ricardo  Palacio  y  Gen- 
iales, propietario,  vecino  de  Vil  lame  jín,  como  presidente  del  consejo  de 
familia  de  la  incapacitada  Dofia  Luisa  Palacio  y  Femándex  Arango,  con 
el  tntor  de  la  misma  incapacitada  D.  Garlos  Palacio  y  Fernándea  Aran- 
go,  también  propietario,  vecino  de  Moreín,  sobre  que  el  segundo  cese  en 
la  adminititración  de  los  bienes  de  aquélla  y  otros  extremos;  cuyo  Inci* 
dente  pende  ante  Nos,  en  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  que 
ha  interpuesto  el  D.  Carlos,  representado  j  defendido  por  el  Procurador 
D.  Maximino  Elvira  y  el  Letrado  D.  Matías  Barrio  y  Mier;  estindolo  el 
D.  Ricardo  por  los  igualmente  Procurador  y  Letrado  D.  Armando  Ban- 
oes  y  D.  Juan  Bancos: 

Resultando  que  declarada  la  incapacidad  de  Dofia  Luisa  Palacio  y 
Femándea  Arango,  se  constituyó  consejo  de  familia  para  la  misma,  for- 
mándole D.  Ricardo,  D.  Pedro  y  D.  Juan  Bautista  Palacio  González  y 
D.  José  y  D.  Ricardo  López  Ñafio,  el  primero  de  ellos  como  presidente,  y 
fué  nombrado  tutor  de  dicha  incapacitada  su  hermano  D.  Garlos  Palacio 
y  Fernández  Arango;  cuyo  consejo,  en  sesión  de  2  de  Junio  de  1809,  acor- 
dó: primero,  autorizar  al  presidente  para  que  le  fuesen  entregados  las 
ropas,  muebles  y  demás  efectos  propios  de  la  incapacitada,  que  se  ba- 
ilaban en  depósito,  para  que  pudiera  disfrutarlos;  segundo,  poner  co- 
lono en  una  ñuca  del  pueblo  de  Moreín,  según  costumbre,  por  hallarse 
aquélla  abandonada,  y  proceder  á  la  formación  de  inventario  general  de 
los  créditos  y  de  los  bienes,  muebles  é  inmuebles,  de  la  Dofia  Luisa; 
tercero,  proporcionar  á  la  misma  todo  el  bienestar  y  comodidades  que 
sub  recursos  permitieran  y  los  Médicos  aconsejasen;  cuarto,  abonar  los 
gastos  hechos  por  dicha  Dofia  Luisa  desde  9  de  Diciembre  de  1898  hasta 
aquella  fecha;  y  quinto,  cobrar  los  intereses  y  rentas  que  se  hubiesen 
devengado  y  lo  que  en  lo  sucesivo  se  devengara  para  atender  á  todas  las 
necesidades  y  gastos  de  la  Dofia  Luisa,  así  como  también  saldar  las 
deudas  anteriores  al  acto  de  incapacidad: 

Resultando  que  en  80  del  mismo  mes  de  Junio,  el  propio  consejo,, 
reunido  bajo  la  presidencia  de  D.  Ricardo  Palacio  GK>nzález,  con  asisten- 
cia de  los  vocales  D.  Pedro  y  D.  Juan  Bautista  Palacio  González,  sin  que- 
ooncurrieran  D.  José  y  D.  Ricardo  López  Nufio,  acordó,  por  unanimidad, 
nombrar  á  D.  José  Antonio  Alvares  tutor  interino  de  la  incapacitada 
Dofia  Luisa,  siempre  que  prestase  fianza  por  valor  20.000  pesetas  á  res- 
ponder del  ejercicio  de  su  cargo;  siendo  aprobado  este  acuerdo,  en  auto 
de  6  de  Julio  siguiente,  por  el  Juzgado  de  primera  instancia  d^  Oviedo; 
el  que,  en  nuevo  auto  del  17,  autorizó  al  D.  Ricardo  para  llevar  á  efecto 
los  otros  acuerdos  del  2  de  Junio  anterior,  excepto  el  quinto  y  último  de 
ellos;  por  lo  cual,  el  tutor,  D.  Garlos  Palacio,  acudió  á  dicho  Juagado, 
oea  la  pretensión  de  que  dejara  sin  efecto  el  enunciado  nombramiento 
de  tntor  interino  y  declarase  nulos  los  demás  acuerdos,  de  que  también 
se  ha  hecho  mención,  dando  esto  lugar  á  un  auto  más,  de  8  de  Agosto  de 
4i<^  afio  1899,  que  quedó  firme,  por  haberse  declarado  desierta  la  ape- 
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tación  del  mismo  qne  ntilixó  el  presidente  del  consejo  D.  Ricardo,  por 
•el  que  declaró  la  nnlidad  del  mencionado  nombramiento  de  tntor  inte- 
rino, 7  mandó:  que  se  procediera  á  la  formación  de  inventario  por  laa 
personas  á  quienes  el  Código  impone  tal  deber,  presentándose  semanal- 
meate  al  Jnsgado  las  operaciones  qne  se  fnesen  realizando;  qne  se 
oficiase  al  banquero  D.  Policarpo  Herrero  y  á  D.  Ednardo  Bodrignisa 
Sampedro,  á  fin  de  que  manifestaran  las  cantidades  qne  hobiesen  co- 
brado, las  qne  hubieren  pagado  y  lo  existente  en  su  poder  perteneciente 
á  la  incapacitada,  depositándose  el  saldo  en  el  establecimiento  público 
destinado  al  efecto,  á  nombre  de  la  propietaria  Dofia  Luisa,  y  cuidándose 
de  advertir  á  las  personas  y  entidad  bancaria— así  dice— el  estado  de  in- 
capacidad de  aquélla  y  la  necesidad  de  obtener  aprobación  judicial  para 
-disponer  de  los  fondos,  y  qne  se  abonaran  los  gastos  hechos  por  Dofia 
Luisa,  previa  presentación  de  la  cuenta  de  su  importe,  y  se  requiriese  al 
tator  D.  Garlos  Palacio  para  la  entrega  de  las  ropas  depositadas  y  satis- 
hcei  aquellos  gastos,  si  tenía  fondos  en  su  poder,  proporcionándola 
todas  las  comodidades  compatibles  con  eu  estado,  incluso  los  bafios  de 
mar,  si  los  Facultativos  los  consideraban  necesarios,  bajo  la  vigilancia 
del  tutor  y  del  presidente  del  consejo  de  familia: 

Besnltando  que  el  repetidamente  mencionado  D.  Ricardo  Palacio, 
presidente  del  consejo  de  familia  de  Dofia  Luisa,  representado  por  el 
Procurador  D.  Emilio  del  Peso,  después  de  declararse  desierta  sn  apela- 
ción del  auto  de  8  de  Agosto,  según  ya  se  ba  indicado,  formuló  en  el 
Jugado  de  Oviedo  escrito  de  6  de  Octubre  del  99,  en  el  que  pidió  la 
ejecadón  de  aquel  auto,  acompafiando  nnas  cuentas  firmadas  por  D.  An- 
selmo Rodrigues,  importantes  7.950  pesetas,  de  gastos  hechos  por  la  in- 
capacitada desde  el  12  de  Diciembre  del  98,  é  incluyendo  nna  partida 
de  S.0OO  pesetas  para  gastos  judiciales;  cuentas  que  impugnó  el  tutor 
D.  Garlos  Palacio,  recayendo  en  27  de  Octubre  del  repetido  afio  99  auto 
del  JuEgado,  por  el  cual  mandó  ejecutar  en  todas  sus  partes  el  de  8  de 
Agosto  y  abonar  todas  las  cuentas  presentadas  por  el  Procurador  D.  Emi- 
lio del  Peso,  á  excepción  de  las  8.000  pesetas  para  gastos  judiciales;  qne 
para  el  pago  de  dichas  cuentas  se  requiriese  al  tutor  D.  Garlos  Palado, 
quien  obtendría  los  fondos  necesarios  de  Herrero  y  de  Rodrigues  Sam- 
pedro, consignando  el  sobrante,  si  lo  hubiese,  en  la  Gaja  de  Depósitos,  y 
que  se  procediera  por  el  actuario,  el  tutor  y  el  consejo  de  familia,  á  la 
formación  del  inventario  y  á  lo  demás  acordado  en  el  auto  anterior: 

Resultando  que  D.  Ricardo  Palacio  solicitó  reposición  del  enunciado 
auto  de  27  de  Octubre,  en  el  sentido  de  que  se  ordenara  el  cese  de  Don 
Carlos  Palacio  en  la  administración,  bajo  apercibimiento,  y  la  entrega 
al  D.  Ricardo  de  las  3.000  pesetas  para  costas  causadas  y  que  se  cansa- 
ran: á  cuyo  efecto  sostuvo,  entre  otras  alegaciones,  no  poder  continuar 
el  D.  Carlos  administrando  los  bienes  de  la  incapacitada,  por  impedír- 
selo el  art.  248  del  Código  civil,  según  el  cual,  durante  el  pleito  sobre 
ranodón,  el  consejo  de  familia  había  de  proveer  á  los  cuidados  de  la 
tutela,  bajo  la  aprobación  del  Juzgado,  no  podiendo  decirse  de  nna  ma- 
nera más  clara  que  el  tntor  removido  por  el  consejo  cesa  desde  luego  de 
hecho  en  el  ejercicio  del  cargo,  y  en  este  caso,  si  el  D.  Carlos  no  estu- 
viese suspenso  en  dicho  ejercicio  por  ministerio  de  la  ley,  debía  sns- 
penderle  el  Juagado  por  rasónos  de  equidad  y  pública  moralidad;  y  no 
tratarse  en  lo  relativo  á  gastos  judiciales  de  los  causados  hasta  enton- 
ces, para  el  pago  de  los  cuales  se  queríe  practicar  nna  tasación  que  los 
aumentarla  y  agravaría;  citando  la  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo 
de  8  de  Octubre  de  1896  y  el  art.  7.^  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  oivil: 

Resultando  que  oído  el  tutor  D.  Garlos  sobre  el  recurso  de  reposi- 
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eión  de  que  se  acaba  de  hacer  mérito,  solicitó  por  sn  parte  que  se  decía-* 
raae  no  haber  lugar  á  la  aprobación  7  pago  de  laa  cuentas  presentadas 
reformando  para  ello  el  auto  de  27  de  Octubre,  7  si  esto  no  se  estimara 
procedente,  se  denegase,  con  las  costas,  dicho  recurso  de  reposición^ 
OMno  lo  denegó  el  Juzgado;  interponiendo  por  ello  D.  Bicardo  Palacio 
apelación,  que  le  fué  admitida  en  un  efecto,  á  la  cual  ss  adhirió,  en  la 
Audiencia  de  Oviedo,  D.  Garlos  Palacio,  respecto  al  particular  del  auta 
apelado  en  que  se  aprobaban  las  cuentas  presentadas  por  el  Procurador 
Peso  de  gastos  de  la  incapacitada;  7  la  8ala  de  lo  civil  de  aquella  Au- 
diencia, en  auto  de  4  de  Abril  último,  ha  declarado  que  al  consejo  de- 
familia  de  la  incapacitada  Dofia  Luisa  Palacio  corresponde  tomar  toda 
clase  de  determinaciones  para  proveer  á  los  cuidados  de  la  tutela,  mien- 
tras no  se  ultime  ejecutoriamente  el  litigio  que  sostiene  con  el  tator 
D.  Carlos  Palacio  sobre  su  remoción  del  cargo,  7  en  su  consecuencia, 
queda  aquél  privado  durante  dicho  tiempo  de  ejercer  las  funciones  d» 
tal  tutor,  las  cuales  pasan  integras  al  consejo  de  familia,  previa  la  apro- 
bación judicial  de  sus  acuerdos  relativos  á  la  guarda  de  la  persona  de  la 
incapacitada  7  de  sus  bienes,  7  de  la  administración  de  éstos,  debiendo 
facilitársele,  por  quien  los  tenga  en  su  poder,  todos  los  recursos  necesa- 
rios á  los  indicados  ñnes,  luego  que  con8titu7a  la  fianza  que  tiene  ofre- 
cida, todo  bajo  su  responsabilidad,  7  la  obligación  de  rendir  cuentas  en 
su  día,  entregando  el  mismo  consejo  de  familia  á  su  Procurador  Don 
Emilio  del  Peso,  dentro  del  término  de  diez  días  del  requerimiento  ^7 
bajo  apercibimiento  de  apremio,  la  suma  de  8.000  pesetas,  como  habili- 
tación de  fondos  para  el  seguimiento  de  este  negocio;  7  respecto  á  la 
cuenta  producida  por  D.  Anselmo  Rodríguez,  acuerde  concretamente  el 
consejo  de  familia,  según  sus  facultades,  lo  que  corresponda  en  cuanto 
á  su  pago  7  obtenga  la  aprobación  judicial  antes  de  ejecutar  su  acuerdor 
Besultando  que  D.  Garlos  Palacio  7  Fernández  Arango  ha  inter- 
puesto recurso  de  casación,  como  comprendido  en  los  núms.  1.^,  2.®,  S.^ 
7  6.^  del  art.  1692,  en  relación  con  los  1691,  núm.  1.^,  7  1695  de  la  107 
de  Enjuiciamiento  civil,  por  infringir,  en  su  concepto,  el  auto  recurridos 
Primero.  Los^arts  1261  7  1252  del  Gódigo  civil,  enteramente  confor- 
mee  con  lo  establecido  en  las  le7és  18  7  19,  titulo  22  de  la  Partida  8.*^ 
7  la  jurisprudencia  sentada  por  este  Tribunal  Supremo  en  sentencias  de- 
14  de  Ma70  de  1867,  26  de  Febrero  del  90,  18  de  Noviembre  del  95  y 
otras;  puesto  que  los  dos  citados  artículos  del  Gódigo  disponen,  de- 
acuerdo  con  el  precedente  consignado  en  dichas  le7es  de  Partida,  tener 
la  cosa  juzgada  tal  fuerza  para  los  litigantes  7  los  Jueces,  que  en  ade- 
lante unos  7  otros  deben  atenerse  á  ella  considerándola  como  una  ver- 
dad legal,  fija  é  inalterable,  para  determinar  las  relaciones  jurídicas  4 
que  se  refiera;  doctrina  completamente  aplicable  al  caso  de  que  se  trata,, 
por  cuanto  en  el  auto  del  Juzgado  de  Oviedo  de  17  de  Junio  de  1899  so 
desestimó  el  quinto  de  los  acuerdos  del  consejo  de  familia  de  2  del 
mismo,  referente  á  que,  mediante  la  remoción  del  tutor,  7  mientras  se 
«nstanciaba  el  litigio  incoado  por  el  mismo,  cobrase  dicho  consejo  loa 
intereses  7  rentas  que  se  hubiesen  devengado  7  en  lo  sucesivo  se  de- 
vengasen, para  atender  á  todas  las  necesidades  7  gastos  de  la  incapaci- 
tada, así  como  también  saldar  las  deudas  anteriores  al  auto  de  incapa- 
eidad;  no  obstante  lo  cual,  7  á  pesar  de  haber  sido  consentida  aquella 
resolución,  se  concedía  al  mencionado  consejo  el  ejercicio  de  las  funcio- 
nes de  la  tutela,  privando  de  ellas  al  tutor,  7  se  autorizaba  al  propio 
Consejo  para  proveer  á  la  guarda  de  la  persona  de  la  incapacitada  7  ad- 
ministración de  sus  bienes,  sin  más  limitación  que  la  intervención  Ju- 
dicial en  su  caso,  7  la  prestación  de  fianza. 
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Segundo.  El  art.  919  de  U  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por  cuyo  tenor, 
declar«da  firme  nna  reeolnción  judicial,  debe  procederee  á  bu  ejecución  y 
y  la  sentencia  de  este  Supremo  Tribunal  de  4  de  Mayo  de  1896,  según  la 
que  todas  las  reeoluciones  dirigidas  á  llevar  á  efecto  otra  que  sea  firme 
han  de  ajustarse  exactamente  á  la  misma,  cumpliéndola  puntualmente, 
sin  ampliar  ni  reducir  sus  límites,  ni  hacer  declaraciones  contrarias  ó 
no  comprendidas  en  ella,  pues  en  i  de  Julio  de  1899,  el  presidente  del 
consejo  de  familia,  por  virtud  del  acuerdo  de  80  de  Junio  anterior,  pidió 
al  Juagado  el  nombramiento  de  un  tutor  interino,  al  que  se  accedió  en 
auto  de  6  de  Julio;  pero  habiendo  solicitado  el  propietario  la  nulidad  de 
tal  nombramiento  y  la  de  los  cuatro  acuerdos  aprobados  en  17  de  Junio, 
recayó  nuevo  auto  del  mismo  Juzgado,  fecha  8  de  Agosto,  dejando  sin 
efecto  aquel  nombramiento  y  mandando  que  por  las  personas  á  quienes 
el  Código  impone  este  deber,  es  decir,  por  el  consejo  y  el  tutor,  se  pro- 
cediese á  la  formación  de  inventario  y  á  lo  demás  allí  determinado;  y 
habiendo  quedado  firme  dicha  resolución,  en  la  que  se  reconocía  al  re- 
currente él  carácter,  funciones  y  derechos  de  tutor  de  la  incapacitada 
por  haberse  desestimado  su  reforma  y  el  abandono  de  la  apelación  que 
contra  ella  se  interpuso,  el  mismo  presidente  del  consejo  pidió  su  eje- 
cución, que  acordó  igualmente  el  Juzgado  en  27  de  Octubre  siguiente, 
en  el  que  volvió  á  mandarse  con  toda  claridad  que  por  el  tutor,  el  ac- 
tuario y  el  consejo  de  familia  se  procediese  á  la  formación  de  dicho  in- 
ventario, lo  que  motivó  la  apelación  que  ha  dado  lugar  al  auto  recurrido, 
el  cual,  en  vea  de  limitarse  á  mandar  que  se  lleve  á  efecto  lo  ya  re- 
suelto, consentido  y  ejecutoriado,  determina,  por  el  contrario,  que  el  re- 
currente quede  privado  del  ejercicio  de  la  tutela  mientras  se  sustancia 
el  litigio  pendiente  sobre  su  remoción,  encargándose  de  ella  el  consejo 
de  familia,  previa  constitución  de  fianza: 

Tercero.  El  art.  7.^  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  dispone 
que  los  Procuradores  podrán  pedir  á  sus  poderdantes  la  habilitación  de 
fondos  para  proseguir  un  pleito,  por  aplicación  indebida,  en  relación 
con  el  1696  de  la  misma,  y  la  jurisprudencia  establecida  por  la  senten- 
cia de  este  Tribunal  Supremo  de  6  de  Dicieníbre  de  1896,  según  la  cual, 
al  consejo  de  familia  corresponde  la  resolución  de  los  asuntos  de  su 
competencia,  con  recurso  de  alzada  para  ante  el  Juagado,  porque  el  auto 
recurrido  ordena  la  entrega  desde  luego  de  la  cantidad  d^  8.000  pesetas 
para  gastos  judiciales,  sin  existir  reclamación  por  parte  del  Procurador, 
ni  acuerdo  formal  sobre  ello  del  consejo  de  familia,, ni  resolución  alguna 
que  á  ello  se  refiera  en  el  auto  ejecutoriode  8  de  Agosto  del  99  que  se  trata 
de  cumplir;  que  únicamente  mandó  satisfacer  los  gastos  hechos  por  la 
incapacitada  Dofia  Luisa  desde  9  de  Diciembre  del  98  al  2  de  Junio  de 
dicho  afio  99;  y  aparte  de  todo  ello,  reclamadas  las  8.000  pesetas  para  ta- 
les gastos  judiciales  en  general,  la  Sala  las  concedía  para  un  solo  nego- 
cio, otorgando,  por  consiguiente,  más  de  lo  pedido,  sin  la  previa  é  indis- 
pensable petición  del  Procurador  y  sin  acuerdo  del  consejo  ni  recurso 
alguno  en  contra  del  mismo: 

Cuarto.  Los  arta.  201,  240,  248  en  su  párrafo  segundo,  269, 280  y  80» 
del  Código  civil,  por  loe  cuales  la  tutela  la  ejercerá  un  solo  tutor,  bajo 
la  vigilancia  del  protutor  y  del  consejo  de  familia,  sin  que  éste  pueda 
proveer  dicha  tutela,  aun  después  de  acordada  la  remoción  del  tutor,  si 
el  mismo  entabla  en  tiempo  y  forma  su  reclamación  contra  aquel  acto, 
debiendo  entonces  limitarse  dicho  consejo  á  proveer,  con  aprobación  ju- 
dicial, á  los  cuidados  de  la  tutela,  pero  sin  comprenderse  entre  las  facul- 
tades del  mismo  el  ejercicio  directo  de  ella,  que,  conforme  á  la  letra  y 
al  espíritu  de  la  ley,  debe  ejercerse  siempre  por  un  tutor  único;  y  la  ju- 
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risprndencla  de  este  Tribonal  Sapremo,  en  sentenciae  de  8  y  20  de  Octu- 
bre de  1896  y  10  de  Mayo  del  99,  invocada  en  su  auto  por  la  Sala  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Oviedo,  por  aotorisaree  en  el* enunciado  auto  al 
consejo  de  familia  para  ejercer  directa  y  corporativamente  lae  funciones 
de  tntor,  que  corresponden  por  entero  al  recurrente,  á  pesar  del  acuerdo 
relativo  á  su  remoción,  mientras  no  sea  confirmada  por  los  Tribunales, 
haciendo  entender  á  dicKio  consejo  en  asuntos  qne  no  son  de  su  compe- 
tencia, con  lo  que  tranforma  su  verdadero  carácter  de  organismo  mera- 
mente inspectivo  y  de  vigilancia  en  elemento  activo  y  de  dirección  eje- 
cutiva; le  impone  la  obligación  de  constituir  fianza,  con  la  consiguiente 
de  rendir  cuentas  de  la  administración,  funciones  propias  y  privativas 
de  los  tutores,  sin  existir  en  el  Código  civil,  cuyo  sistema  entero  sub- 
vierte, disposición  alguna  que  lo  consienta,  conduciendo  al  absurdo  de 
que  será  necesaria  otra  institución  para  que  examine  y  apruebe  sa 
fianza,  censure  sus  cuentas  y  vigile  y  fiscalice  su  administración;  in- 
siste de  nuevo  en  la  idea  de  la  tutela  interina  y  en  los  demás  acuerdos 
rechazados  ejecutoriamente,  contrariando  en  tal  concepto  la  autoridad 
de  la  cosa  juzgada;  é  incurre,  por  último,  en  la  contradicción  de  encargar 
al  consejo  de  familia  una  tutela  que  no  está  vacante,  por  corresponder 
al  tutor  propietario,  siendo  imposible  legalmente  la  simultánea  exieten- 
cia  de  dos  tutelas  respecto  de  un  mismo  menor  ó  incapacitado: 

Quinto.  El  art.  á.^  del  Código  civil,  que  declara  la  nulidad  de  los 
actos  ejecutados  contra  lo  dispuesto  en  la  ley,  en  relación  con  los  286» 
269,  807  y  809  del  mismo  Código,  algunos  de  ellos  ya  citados  en  el  mo-  ' 
tivo  precedente,  conforme  á  cuyo  contexto,  el  protutor  debe  ser  citado 
y  oído  en  todos  los  casos  en  qne  deba  procederse  al  inventario  de  los 
bienes  del  menor  ó  incapacitado,  ó  cuando  exista  oposición  de  intereses 
entre  el  mismo  y  el  tutor,  sin  que  el  consejo  de  familia  tenga  faculta- 
des para  actuar  por  si  solo  en  tales  materias,  debiendo  además  abste- 
nerse de  asistir  al  consejo  y  de  emitir  en  él  su  voto  los  vocales  que  ten- 
gan algún  interés  personal  en  el  asunto,  y  no  pudiendo  nunca  extralimi- 
tarse dicho  consejo  de  lo  que  constituye  la  materia  propia  de  su  compe- 
tencia; pues  con  el  protutor  no  se  ha  contado  para  nada,  ni  aun  siquiera 
se  le  menciona  en  todo  lo  actuado;  al  consejo  de  familia  se  atribuyen 
por  el  auto  recurrido  funciones  y  facúltenles  de  que  carece  con  arreglo 
á  la  ley,  privyido  de  ellas  al  tutor  propietario,  á  quien  legítimamente 
corresponden,  y  teniendo  interés  directo  en  el  asunto  el  presidente  Don 
Ricardo  Palacio,  desde  el  momento  en  que  ee  le  autoriza  para  realizar 
actos  de  administración,  evidentemente  no  gratuitos,  se  consiente,  sin 
embargo,  que  asista  al  consejo  y  vote  en  él,  tomándose  todos  los  acuer- 
dos que  se  trata  de  convalidar  y  ejecutar  por  solo  su  voto  y  el  de  los  vo- 
cales hermanos  suyos,  por  no  haber  concurrido,  ignorándose  el  motivo, 
á  las  sesiones  de  2  y  80  de  Junio  de  1899,  los  otros  dos  vocales  que  no 
se  hallan  en  igual  caso;  siendo  todo  ello,  por  consiguiente,  nulo  en  la 
forma  y  en  el  fondo;  y 

Sexto.  Los  arts.  264,  en  su  núm.  8.^,  y  266  del  Código  civil,  que 
obligan  al  tutor  á  formalizar  el  inventario  de  los  bienes  del  menor  in- 
capacitado en  el  tiempo  que  se  le  sefiale  por  el  consejo  de  familia,  y  de- 
terminan qne  intervengan  en  aquel  acto  el  protutor  y  dos  testigos  desig- 
nados por  dicho  consejo,  y  en  su  caso  un  Notario,  relacionado  todo  ello 
con  las  numerosas  contradicciones  que  contiene  el  auto  recurrido,  entre 
las  que  se  hallan  las  siguientes:  primera,  ordenaree  que  la  cuente  pre- 
sentada por  el  presidente  D.  Ricardo  Palacios  á  nombre  de  un  talDon 
Anselmo  Rodríguez  pase  al  consejo  para  acordar  concretamente  en 
cuanto  á  su  pago,  mandándose,  sin  embargo,  pagar  desde  luego  la  suma 
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át  8.000  peaotao  como  hftbiliUción  de  fondoa  para  gastos  jadiciales,  que 
coBstitaye  precisamente  ana  de  las  partidas  de  aquella  caenta;  segunda^ 
oonfiímarse  el  anto  del  Joxgado  de  27  de  Octubre  de  1899  en  io  que  no 
•e  oponga  al  de  la  Sala,  j  como  en  todo  lo  referente  á  la  formación  de 
InTentario,  qae  no  se  reyoca  en  la  parte  dispositiva  del  auto  de  4  de  Abril 
último,  es  firme,  consentido  y  ejecutorio  el  acuerdo  de  dicho  Juzgado, 
resultará  en  la  práctica  que  el  tutor  recurrente  tendrá  que  verificar  las 
operadones  de  inyentario  conforme  á  lo  mandado  ejecutoriamente  en 
27  de  Octubre;  pero  á  la  ves  no  podrá  hacerlo,  porque  la  Bala  le  ordena 
en  4  de  Abril  que  cese  en  sus  funciones;  y  tercera,  disponerse  que  el 
consejo  de  familia,  en  funciones  de  tutor,  formalice  el  inventario;  pero 
esto,  además  de  ser  contrario  á  los  dos  artículos  mencionados  en  el  pre- 
sente motiyo,  es  contradictorio  en  si  mismo,  y  por  otra  parte  el  consejo, 
ateniéndose  á  las  prescripciones  legales,  va  á  resultar  inppector  é  i;is- 
peocionado,  vigiUmte  y  vigilado,  ejecutor  é  interventor;  todo  lo  que  es 
ilegal  y  oontradictorio,  á  más  de  contrariar  los  efectos  ya  expuestos  de 
la  cosa  juagada. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Pedro  Lavín: 

Considerando  que,  sobre  no  haberse  dictado  en  verdadero  juicio  los 
autos  de  17  de  Julio  (de  17  de  Junio  se  dice  en  el  recurso)  y  de  8  de 
Agosto  de  1899,  ninguno  de  ellos,  ni  tampoco  el  de  27  de  Octubre,  en  el 
que  se  mandó  ejecutar  el  último,  resolvió  la  cuestión  de  si  el  tutor  debía 
cesar  ó  no  en  la  administración  de  los  bienes  de  lá  incapacitada  mien- 
tras estuviera  pendiente  el  juicio  de  remoción;  tema  que  no  llegó  á  plan- 
tearse hasta  que  el  presidente  del  consejo  de  familia  lo  provocó  en  su 
escrito  de  reforma  del  auto  de  27  de  Octubre,  y  mantuvo  en  frente  de  las 
pretensiones  del  tutor  en  la  apelación  que  dio  margen  al  que  es  objeto 
del  presente  recurso;  por  todo  lo  cual,  es  evidente  que  las  resoluciones 
de  Julio  y  Agosto  no  podían  producir,  ni  producen,  la  presunción  legal 
de  cosa  juagada  respecto  á  dicha  cuestión,  como  se  alega  en  el  primer 
motivo,  ni  se  oponen  abiertamente  al  auto  rrecurrido,  como  se  sostiene 
en  el  segundo,  ya  que  en  el  de  8  de  Agosto  no  se  reconoce  por  modo  ex- 
preso que  el  tutor  deba  contüiuar  en  el  ejercicio  activo  de  sus  funciones; 
y  si  bien  en  el  de  27  de  Octubre  se  le  menciona  entre  las  personalidades 
que  deben  hacer  el  inventario,  esta  relación  quedó  sin  efecto  por  la  que 
recayó  en  virtud  de  la  apelación  entablada  por  el  presidente  del  consejo 
de  familia: 

Considerando  que  cuando  el  tutor  removido  por  el  consejo  de  familia 
impugnáoste  acuerdo,  ante  la  autoridad  judicial,  se  crea  una  situación 
interina,  durante  la  cual,  y  hasta  que  el  juicio  termine  por  sentencia 
firme,  el  organismo  tutelar,  tal  como  se  halla  regulado  por  el  Código 
civil,  no  puede  funcionar  normalmente,  puesto  que,  llegado  aquel  caso, 
el  ptoafo  segundo  del  art.  248  encomienda  al  consejo  de  familia  y  no 
al  tutor,  bajo  la  inspección  ó  vigilancia  del  protutor  y  del  mismo  con- 
sejo, las  determinaciones  que  deban  tomarse  para  proveer  al  cuidado  de 
la  tutela,  si  bien  para  ser  ejecutivas  necesitan  la  aprobación  judicial: 

Considerando,  por  lo  tanto,  que  al  acordar  la  Sala  que  mientras  no 
se  ultime  el  juicio  promovido  por  D.  Carlos  Palacio  sobre  su  remoción, 
queda  óste  privado  del  ejercicio  de  la  tutela,  pasando  sus  funciones  al 
consejo  de  la  incapacitada,  con  intervención  del  Juez,  no  ha  podido  co- 
meter las  infracciones  legales  y  de  doctrina  invocadas  en  los  motivos 
euarlo,  quinto  y  sexto,  qué  se  refieren  al  normal  funcionamiento  del  or- 
ganismo tutelar,  tanto  más  cuanto  que  en  una  de  las  sentencias  citadas  se 
declara  expresamente  que  proveer  á  los  cuidados  de  la  tutela  significa  lo 
mismo  que  ejercer  ésta;  y 
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Considerando  que  tampoco  ha  cometido  la  Sala  las  iniracciones  que 
se  le  atribuyen  en  el  motivo  tercero,  al  disponer  el  abono  de  8.000  peee- 
taa  al  Procurador  del  consejo  para  el  seguimiento  de  este  negocio,  puesto 
que  si  con  arreglo  al  art  241  del  Ck^igo  cítíI,  el  consejo  litiga  con  el 
tutor  á  expensas  del  menor  ó  del  incapacitado,  y  si,  con  arreglo  al  7.^  de 
la  ley  procesal,  el  poderdante  debe  habilitar  á  su  Procurador  con  los 
fondos  necesarios,  es  evidente  que  á  instancia  del  consejo  pudo  tomarse 
aquella  resolución,  sin  que  por  haber  concretado  al  negocio  actual  la 
habilitación  genéricamente  solicitada  para  gastos  judiciales,  se  conceda 
más  de  lo  pedido,  porque  aun  cuando  la  cantidad  pedida  es  la  misma 
que  la  otorgada,  ésta  representa  sólo  un  anticipo,  cuya  legitima  inver- 
sión habrá  de  justificarse  en  su  día; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Carlos  Palacio  y  Femándes  Arango, 
á  quien  condenamos  al  pago  de  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de 
Oviedo  la  oportuna  certificación,  acompañada  del  apuntamiento  que 
tiene  remitido. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
sertará en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copia» 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos .==José  de  Aidecoa» 
=Ricardo  Oullón.=Jo8é  de  Gamica.=Snrique  Lassús.=Joaquin  Gen- 
iales de  la  Pefia.=Pedro  Lavín.=/romás  Gúdal. 

Publicación  .=Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Excmo.JBr.  D.  Pedro  Lavín,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  cele- 
brando audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  que 
certifico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  16  de  Enero  de  1901.=Lloenciado  Hilario  María  Gomales  y 
Torren. 


ISTúm.  13.-TRIBUNAL  SUPREMO.-»  de  Eaere,  pib.  el  21  de  Febrers. 

Casación  por  infracción  de  LEY.—NiUidad  de  proeedtmientos  ju- 
Acta/es.— Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  in- 
terpuesto por  Doña  Josefa  Vela  contra  la  pronunciada  por  la 
Safa  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito 
con  D.  Pascual  Pastor. 
En  sus  considerandos  se  establece: 

Que  produce  en  un  pleito  la  excepción  de  eoea  juzgada,  la  senten- 
cia qtíe  en  otro  anterior  decidió  la  cuestión  litigioea  promovida  en- 
tre lae  mismas  partes. 

En  la  villa  y  corté  de  Madrid,  á  16  de  Enero  de  1901,  en  el  pleito  8e> 
lenido  en  el  Juxgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Latina  y  en 
la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte  por  Dofia  Joeef  a 
Vela  y  Lnstó  con  D.  Pascual  Pastor  y  Lopes,  Catedrático  jubilado, 
ambos  de  esta  vecindad,  sobre  nulidad  de  procedimientos  Judiciales,  es- 
critura de  préstamo  y  otros  extremos;  pendiente  ante  Nos/ en  virtud  de 
recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  la  demandan- 
te, y  en  su  defensa  y  representación  por  el  Letrado  D.  Pascual  Ros  y 
el  Procurador  D.  Fermín  Bemaldo  de  Quiróe;  no  habiendo  compare- 
cido la  parte  recurrida: 

Resaltando  que  por  fallecimiento  de  D.  José  fiiaria  Valensoela  y  Las- 
sus.  Marqués  del  Puente  de  U  Virgen,  les  fué  adjudicada  á  los  menores 
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D.  Joaquín,  Dofia  Josefa,  Dofia  Isabel  y  D.  Adolfo  Vela  y  Lustó,  hijos 
naturales  de  Dofia  Isidora  Vela  y  Lnstó,  por  virtud  del  legado  que  aquél 
les  hlso  en  su  testamento,  la  participación  que  al  mismo  correspondía 
ea  U  casa  núm.  42  de  la  calle  de  las  Infantas  de  esta  corte,  estimada 
en  46.841  pesetas: 

Resultando  que  por  auto  del  Juagado  del  Centro  de  8  de  Febrera 
de  1887  fué  nombrada  Dofia  Isidora  tntora  y  curadora  de  sus  hijos,  y  con 
tal  caricier  promovió  en  28  de  Octubre  de  1889  un  expediente  de  necesi- 
dad y  utilidad,  para  que  se  le  autorizase  á  levantar  un  préstamo  de  26.000- 
pesetas  con  garantía  de  la  citada  participación  de  casa,  correspondiente 
á  sus  cuatro  hijos  menores  de  edad;  en  el  que  recayó  auto  de  dicho  Jues 
del  Centro  en  17  de  Diciembre  del  mismo  afio,  autorizando  á  Dofia  Isi- 
dora Vela  para  que,  como  madre,  tutora  y  curadora  de  sus  hijos,  tomase 
á  préstamo  de  cualquier  particular  ó  de  cualquier  Centro,  con  hipoteca 
de  la  mencionada  parte  de  casa,  la  suma  de  26.000  pesetas,  al  interés  de 
7  por  100  anual  á  lo  sumo,  con  la  obligación  de  cancelar  el  préstama 
de  10.000  pesetas  para  que  fué  autorizada  por  el  Juzgado  del  Oeste,  se- 
gún auto  de  4  de  Mayo  de  aquel  mismo  afio,  pagara  las  deudas  y  atendiera 
con  el  resto,  hasta  la  cantidad  de  18.000  pesetas,  á  la  manutención  y 
educación  de  los  menores,  dando  cuenta  al  Juzgado,  dentro  de  dos  me- 
ses, de  haberlo  así  verificado;  de  cuya  suma  de  26.000  pesetas  percibiría 
desde  luego  la  Dofia  Isidora  18.000,  y  las  7.000  restantes  se  consignarían 
en  la  Caja  general  de  Depósitos  á  disposición  del  Juzgado,  á  cuyo  fin 
asistiría  el  actuario  al  otorgamiento  d^  la  escritura  de  préstamo: 

Resultando  que  haciendo  oso  de  esta  autorización  Dofia  Isidora  Vela, 
por  escritura  pública  otorgada  en  esta  corte  en  7  de  Marzo  de  1890,  tom6 
á  préstamo  de  D.  Pascual  Pastor  y  López  26.000  pesetas  por  término  de 
dos  afios,  con  el  interés  de  7  por  100  anual,  pagaderas  por  semestres  ade- 
lantados, hipotecando  en  garantía  de  este  contrato  la  participación  co- 
rrespondiente á  sus  cuatro  hijos  en  la  casa  núm.  42  de  la  calle  de  las  In- 
fantas; y  habiéndose  dejado  de  pagar  los  intereses  vencidos  en*  7  de 
Manso  de  1891,  el  acreedor  D.  Pascual  Pastor  dedujo  demanda  ejecutiva 
en  reclamación  del  capital,  intereses  y  costas,  que  fué  despachada  por 
el  Juez  del  Sur,  dictándose  sentencia  de  remate  en  6  de  Julio  de  1891, 
confirmada  por  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  capi- 
tal en  6  de  Diciembre  del  mismo  afio,  en  la  apelación  que  contra  aquélla 
dedujo  la  representación  de  los  menores;  entrando  el  juicio  en  la  vía  de- 
apremio,  y  rematándose  en  tercera  subasta,  por  la  cantidad  de  89.997  pe- 
setas y  céntimos,  la  participación  de  casa  embargada,  con  cuyo  producto- 
se  hizo  pago  á  D.  Pascual  Pastor  del  principal,  intereses  y  costas: 

Resultando  que  en  6  de  Noviembre  del  mismo  afio  1891  se  constituyó 
por  el  Juzgado  municipal  del  distrito  de  Palacio  el  consejo  de  familia 
de  los  hermanos  Vela  Lustó,  menores  de  edad,  designando  como  protu- 
tor á  D.  Gumersindo  Rodríguez,  con  facultad  expresa  para  que  enta- 
blara el  juicio  correspondiente  sobre  nulidad  del  contrato  de  préstamo 
referido  y  de  todas  sus  consecuencias;  y  deducida  la  demanda,  pidiendo 
se  declarasen  nulos  el  contrato  de  préstamo  de  7  de  Marzo  de  1890,  la 
hipoteca  constituida  en  su  garantía  y  la  inseripción  del  mismo  contrato 
en  el  Registro  de  la  propiedad,  se  sustanció  el  juicio,  con  oposición  del 
demandado  D.  Pascual  Pastor,  siendo  desestimada  la  demanda  por  sen- 
tencia de  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte  en  14  de 
Julio  de  1894,  confirmatoria  de  la  del  Juagado;  é  interpuesto  por  el  pro- 
tutor  de  los  menores  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  lo  deses- 
timó esta  Sala  en  81  de  Enero  de  1896,  estableciendo  el  fundamento  de 
que,  aon  cuando  las  disposiciones  transitorias  octava  y  décima  del  Có- 
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digo  civil  Bon  perfectamente  compatibles  entre  ai,  entendiéndose  qae  el 
tntor  y  carador  que  hubiere  comensado  á  ejercer  en  cargo  al  empeaar  á 
regir  el  Código  podía  conünnar,  sin  necesidad  de  qne  se  constltajera 
el  consejo  de  familia,  mientras  no  f aera  necesaria  la  intervención  de 
éste  en  algún  acto  determinado,  para  el  éxito  del  recarso  no  bastaba 
haber  solicitado  y  disentido  la  nulidad  del  contrato  de  7  de  Mano  de 
1890,  porque  basado  éste  en  la  autorización  que  judicialmenfte  fué  con- 
-cedida  á  la  curadora  de  los  menores,  y  realizado  su  cumplimiento  en 
jaicio  ejecutivo,  en  el  que  recayó  sentencia  de  remate  antes  de  la  pre- 
sentación de  la  demanda  que  dio  origen  al  recurso  de  que  se  trataba,  si- 
gaiéndq^e  después  el  procedimiento  de  apremio  hasta  subastar  la  finca 
hipotecada,  era  evidente  que  no  existían  términos  hábiles  para  declarar 
la  nulidad  del  contrato,  sin  obtener  previamente  la  del  exi^diente  judi- 
-cial  y  la  del  mismo  juicio  ejecutivo,  puesto  que  sólo  asi  podrían  repo- 
nerse las  cosas  al  ser  y  estado  que  tenían  antes  del  otorgamiento  de  la 
escritura: 

Resultando  que  con  estos  antecedentes,  Dofia  Josefa  Vela  Lustó,  de 
edad  ya  de  veintitrés  afios  cumplidos,  pues  nació  en  26  de  Julio  del874, 
entabló  la  demanda  de  este  pleito,  pidiendo  se  declarase  nulo  el  expe- 
diente judicial  de  necesidad  y  utilidad  incoado  por  su  madre  en  concepto 
de  tutora  y  curadora  de  sus  hijos  para  que  se  le  autorizase  á  contraer  el 
préstamo  de  26.000  pesetas  con  hipoteca  de  la  participación  correspon- 
diente á  aquéllos  en  la  casa  núm.  42  de  la  calle  de  las  Infantas,  decla- 
rando también  nula  la  escritura  de  préstamo  hipotecario  otorgada  en  7 
de  Marzo  de  1890,  y  haciendo  igual  declaración  de  nulidad  respecto  al 
procedimiento  ejecutivo  y  vía  de  apremio  incoados  y  seguidos  por  vir- 
tud de  dicha  escritura,  que  sirvió  de  título  de  pedir  contra  la  indicada 
participación  de  casa;  y  condenando,  en  sa  consecuencia,  á  D.  Pascual 
Pastor  y  López  á  entregarle  la  cuarta  parte  del  precio  de  la  venta  en 
pública  subasta  de  la  participación  de  casa  correspondiente  á  ella  y  á 
eus  tres  hermanos;  alegando  en  su  apoyo,  y  en  cuanto  es  pertinente 
para  el  recarso  interpuesto,  que  con  arreglo  á  la  antigua  legislación»  á 
la  madre  natural  correspondía  la  curaduría  y  tutela  de  sus  hijos  reco- 
nocidos por  ella,  en  virtud  de  lo  cual  fué  nombrada  Dofia  Isidora  para 
dichos  cargos;  que  el  Oódigo  civil  es  obligatorio  en  todas  sus  dispoal- 
<;{ones  desdo  1.®  de  Mayo  de  1889,  conforme  al  decreto  de  11  de  Febrero 
del  mismo  afio,  en  relación  con  la  ley  de  11  de  Mayo  de  1888;  qne  por 
el  art  1976  de  dicho  Código  quedaron  derogados  todos  los  cuerpos  lega- 
les, usos  y  costumbres  que  constituyen  el  derecho  civil  común  en  todan 
las  materias  objeto  del  Código;  que  el  art.  269,  párrafo  quinto,  deroga- 
torio de  todas  las  disposiciones  del  título  11,  libro  8.^  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil,  establece  que  el  tutor  necesita  autorización  del  con- 
sejo de  familia  para  enajenar  ó  gravar  bienes  que  constituyan  el  capital 
de  los  menores  ó  incapaces,  ó  hacer  contratos  ó  actos  sujetos  á  inscrip- 
ción; y  que  invocaba  también  en  apoyo  de  su  derecho  la  regla  8.*  y  la 
última  parte  de  la  10.*  de  las  disposiciones  transitorias  del  Oódigo,  la 
sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  31  de  £nero  de  1896  y  los  ar« 
tículos  á.o,  1801  y  1814  del  mismo  Código  civil: 

Resultando  que  D.  Pascual  Pastor  oonteetó  U  demanda  pidiendo  se 
declarase  en  definitiva:  primero,  que  no  había  lugar  á  decidir  sobre  la 
nulidad  del  expediente  jodicial  de  necesidad  y  utilidad  que  promovió 
Dofia  Isidora  Vela,  ni  tampoco  sobre  la  del  procedimiento  ejecutivo  y 
vía  de  apremio  seguidos  á  instancia  del  demandado  en  virtud  de  la  es- 
critura de  préstamo  hipotecario;  admitiendo  la  excepción  de  cosa  juz- 
gada respecto  de  la  petición  de  nulidad  de  dicha  escritura,  con  expresa 
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d«elAiacián  acerca  de  011  valides  7  eficacia,  y  abeolviéndole,  en  su  con- 
eecnencia,  de  la  demanda  deducida  por  Dofia  Joaeía  Vela,  con  impoel- 
cifo  á  éeta  de  perpetuo  silencio  7  pago  de  costas;  segundo,  que  en  el 
caso  de  que  no  hiciesen  las  precedentes  declaraciones,  se  le  absolyieee 
también  de  la  demanda,  declarando  que  la  demandante  carecía  de  acción 
pan  pedir. contra  él  la  nulidad  del  expediente  judicial,  dando  lugar 
á  la  exeepción  de  prescripción  respecto  á  la  nulidad  del  contrato,  7 
declarando  no  haber  lugar  á  decidir  sobre  las  otras  peticiones  por  la 
íalta  de  acción  para  entablarlas;  7  tercero,  que  si  tampoco  se  estimaran 
estas  excepciones,  se  le  absolviese  igualmente  de  la  demanda,  por  estar 
U  demandante  obligada  á  devolverle  una  cantidad  exactamente  igual  á 
la  que  de  él  solicitaba;  7  en  apo70  de  todo  ello  alegó  en  cuanto  es  perti- 
nente: que  Dofia  Isidora  Vela  promovió  el  expediente  de  necesidad  7 
utilidad  como  madre,  tutora  7  curadorfk  de  sus  hijos,  7  cuantos  defecto» 
ú  omisiones  hubieran  podido  cometerse  en  su  tramitación  no  podían 
aiectarle;  que  en  la  demanda  se  pedia  la  nulidad  de  unas  actuaciones 
terminadas  7  resueltas  sin  oposición  ni  reserva  alguna  por  un  Juez  dis- 
tinto del  que  entendía  en  este  pleito,  no  existiendo  disposición  alguna^ 
legal  que  autorisase  el  recurso  de  nulidad  que  en  la  demanda  se  ejercí- 
tate, proscrito  de  las  le7es  desde  que  se  establecieron  los  recursos  de 
casación  7  revisión;  que  aparte  de  esto,  en  dicho  expediente  se  cumplie- 
ron todos  los  requisitos  legales,  siendo  inaplicable  el  art.  4.^  del  Gódiga 
civil  que  se  invocaba  en  la  demanda,  así  como  el  269,  párrafo  6.^,  7  la» 
reglaa  8.^  7  10.^  de  las  disposiciones  transitorias,  que  se  refieren  al  ejer- 
cido de  la  tutela,  pero  no  al  de  la  patria  potestad,  que  correspondía  á. 
Dofia  Isidora,  como  madre  natural  de  los  menores,  según  el  art.  164  del 
mlamo  Código;  que  respecto  de  la  nulidad  de  la  escritura  de  préstamo, 
invocaba  la  excepción  de  cosa  juzgada,  puesto  que  esa  nulidad  había 
sido  7a  objeto  del  pleito  anterior  seguido  por  el  protutor  de  la  deman- 
dante, 7  oponía  también  la  de  prescripción,  pues  aparte  de  que  era  im- 
pertinente la  cita  del  párrafo  4.^  del  art.  1801  del  Oódigo  civil,  que  se 
refería  á  contratos  hedbios  por  los  menores,  7  no  por  sus  representantes,. 
era  lo  cierto  que  el  plaao  de  cuatro  afios  que,  en  ese  artículo  se  concedía 
para  ejercitar  la  acción  de  nulidad,  habría  prescrito  por  el  solo  hecho  de 
haberse  intentado  7a  esa  acción  7  de  no  poder  volver  sobre  ella  á  lo» 
onltto  afios  de  celebrado  el  contrato;  que  en  cuanto  á  la  nulidad  del  jui- 
cio ejecutivo  7  vía  de  apremio,  oponía  las  mismas  razones  que  respecto 
de  la  del  expediente  judicial,  pudiendo  afiadir  el  principio  jurídico  de 
que  no  puede  decidirse  en  juicio  acerca  de  acciones  no  ejercitadas  en  la 
forma  correspondiente;  7  que  á  la  última  petición  de  la  demanda,  re- 
lativa á  que  se  le  condenase  á  pagar  á  la  demandante  la  cuarta  parte  del 
precio  de  la  venta  en  pública  subasta  de  la  participación  de  la  casa,  opo- 
nía el  principio  jurídico  de  que  la  declaración  de  nulidad  de  un  acto  ó 
contrato  lleva  consigo  la  reposición  de  las  cosas  al  ser  7  estado  que  te- 
nían antee  de  su  celebración,  en  unión  de  los  arts.  1808  7  1808  del  Có- 
digo dvil: 

Besultando  que  la  demandante  reprodujo  en  la  réplica  las  pretensio- 
nes de  su  demanda,  con  el  aditamento  de  que  se  condenase  además  al 
demandado  al  pago  de  los  intereses  legales  de  la  suma  reclamada  desde 
la  iedia  en  que  se  practicó  el  embaído  de  las  rentas  de  la  participación 
de  la  casa,  insistiendo  el  demandado  en  las  peticiones  de  su  escrito  de 
contestación;  7  practicadas  pruebas  por  ambas  partes  7  sustanciado  el 
pleito  en  dos  instancias,  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
esto  serle  dictó  sentencia  confirmatoria  en  26  de  Marzo  de  1900,  absol- 
vienAo  á  D.  Pascual  Pastor  7  López  de  la  demanda  contra  él  promovida. 
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por  DofU  Josefa  Vela  7  Lnetó,  condenando  á  óvta  á  perpetuo  silencio  y 
«1  pago  de  todas  las  costas: 

Resultando  qne  Dofia  Josefa  Vela  y  Lastó  interpuso  recurso  de  ca- 
pación por  infracción  de  ley,  citando  en  su  apoyo  como  infringidos: 

Primero.  La  regla  8.*  de  las  disposiciones  transitorias  del  Código  ol- 
Til,  por  falta  de  aplicación,  puesto  qne  la  sentencia,  al  absolver  á  Don 
Pascual  Pastor  de  la  demanda  en  que  se  pidió  se  declarase  la  nulidad 
•del  expediente  judicial  en  que  se  autorizó  á  Dolía  Isidora  Vela,  como  tu- 
tora  y  curadora  de  sus  hijos  naturales,  para  contraer  un  préstamo  de 
'26.000  pesetas,  siendo  asi  que  Dofia  Isidora,  nombrada  tntora  y  cura- 
dora antes  de  la  promulgación  del  Código,  incoó  el  expediente  judicial 
después  de  promulgado,  desconoce  que,  según  la  regla  8.*  citada,  debió 
dicha  tutora  y  curadora  someterse  en  el  ejercicio  del  cargo  á  las  dispo- 
eicioues  del  Código  desde  que  ésjte  empezó  á  regir: 

Segundo.  El  art.  269,  caso  6.^,  del  Código,  que  prescribe  el  medio  le- 
gal que  necesitaba  Dofia  Isidora  Vela  para  gravar  los  bienes  inmuebles 
•de  BUS  hijos  naturales  sometidos  á  su  tutela  y  cúratela  y  para  hacer  con- 
tratos sujetos  á  inscripción,  como  era  el  de  préstamo  con  hipoteca,  cuyo 
medio  único  era  la  autorización  del  consejo  de  familia,  cuya  constitu- 
ción no  intentó  siquiera  realizar,  utilizando  los  medios  que  el  mismo 
Oódigo  le  proporcionaba: 

Tercero.  £1  art.  1976,  por  falta  también  de  aplicación,  pues  dispo- 
niendo que  quedan  derogados  todos  los  cuerpos  legales  que  constituyen 
«1  derecho  civil  común  en  todas  las  materias  que  son  objeto  del  Código, 
«s  vis¿>  que  quedaron  derogadas  desde  su  promulgación  todas  las  dia- 
posiciones del  tlt.  11,  libro  8.^  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  se 
Tefleren  á  la  autorización  judicial  á  los  tutores  y  curadores  para  gravar 
y  enajenar  bienes  de  menores: 

Cuarto.  1a  doctrina  legal  establecida  en  la  sentencia  de  este  Tribu- 
nal Supremo  'áe  28  de  Abril  de  1894,  en  la  que,  además  de  confirmarse 
«1  recto  sentido  de  la  primera  de  las  disposiciones  transitorias  del  Có- 
digo, de  que  éste  no  puede  tener  efecto  retroactivo  en  perjuicio  de  dere- 
chos adquiridos  bajo  el  régimen  de  la  legislación  anterior,  declara  que 
la  patria  potestad  atribuida,  según  el  art.  164,  al  padre  ó  á  la  madre  res- 
pecto de  un  hijo  natural  constituyen  un  derecho  nuevo  que  afecta  á  la 
personalidad  de  éste,  cuando  por  haber  nacido  antes  de  la  promulgación 
<lel  Código,  adquirió  un  estado  de  derecho  diferente,  que  sólo  dando  efecto 
retroactivo  al  nuevamente  creado  podría  hacerse  desaparecer,  siendo,  por 
tanto,  inconcuso  que  habiendo  sido  reconocidos  la  recurrente  y  sus  her- 
manos por  Dofia  Isidora  Vela  como  sus  hijos  naturales  antes  de  la  pro- 
mulgación del  Código,  no  ha  tenido  patria  potestad  sobre  sus  hijos;  de 
donde  resulta  que  la  sentencia  comete  el  error  de  desconocer  la  doctrina 
citada  no  dándole  sus  naturales  y  legítimas  consecuencias: 

Quinto.  El  art.  4.®  del  repetido  Código,  que  establece  que  son  nulos 
todos  los  actos  ejecutados  contra  lo  dispuesto  en  la  ley;  por  cuanto  la 
sentencia  recurrida,  al  desestimar  la  demanda,  da  validez  al  expediente 
judicial,  escritura  de  préstamo  hipotecario  y  procedimiento  ejecutivo  so- 
lido en  su  virtud,  actos  todos  ejecutados  contra  disposiciones  de  la  ley 
y  con  infracción  evidente  de  las  condiciones  que  ésta  exige: 

Sexto.  La  doctrina  legal  establecida  en  la  sentencia  de  este  mismo 
Tribunal  de  81  de  Enero  de  1896,  dictada  precisamente  en  el  pleito  pro- 
movido por  D.  Gumersindo  Rodríguez,  protutor  de  la  recurrente  y  de  sus 
tres  hermanas,  en  la  que,  además  de  establecerse  que  las  reglas  8.*  y  10.* 
de  las  disposiciones  transitorias  son  perfectamente  compatibles,  porque 
«i  bien  el  tutor  y  curador  que  hubiese  comenzado  á  ejercer  el  cargo  al 
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«mpeiar  á  regir  el  Código,  puede  contínnAr  sin  neoealdad  de  que  se  oons- 
titoya  el  consejo  de  familia,  debiendo  entenderse  que  eato  ea  en  tanto 
no  te  necesite  la  intervención  del  consejo  para  nn  asunto  determinado, 
«e  declaró  también  que  para  el  éxito  del  recurso  interpuesto  entonces  no 
bastaba  haber  solicitado  y  discutido  la  nulidad  del  contrato  de  7  de 
Mano  de  1890,  porque  basado  éste  en  la  autorización  que  jadicialmente 
fué  concedida  á  la  curadora  de  los  menores,  y  reaÜEsdo  su  cumpli- 
miento en  juicio  ejecutlTO,  en  el  que  recayó  sentencia  de  remate  antes 
áB  la  presentación  de  la  demanda  del  pleito,  siguiéndose  después  la  vía 
de  apremio  hasta  subastar  la  finca  hipotecada,  era  evidente  que  no  exis- 
tían términos  hábiles  para  declarar  la  nialidad  del  contrato  sin  obtener 
previamente  la  del  expediente  judicial  y  la  del  mismo  juicio  ejecutivo, 
puesto  que  sólo  asi  podrían  reponerse  las  cosas  al  ser  y  estado  que  tenían 
antes  del  otorgamiento  de  la  escritura,  y  por  lo  tanto,  habiéndose  ajus- 
tado la  demanda  del  pleito  actual  estrictamente  á  lo  consignado  en  la 
sentencia  citada,  es  evidente  que  al  no  declararse  en  la  sentencia  recu- 
jrida  la  nulidad  del  expediente  judicial  por  ser  incompatible  con  las  dis- 
posiciones del  Código  que  regulan  la  autorización  á  los  tutores  para 
gravar  bienes  de  menores  y  celebrar  contratos  sujetos  á  inscripción,  la  de 
la  escritura  de  préstamo  hipotecario  y  la  del  procedimiento  ejecutivo  y 
vía  de  apremio,  que  tienen  por  base  aquel  expediente  ilegal,  se  infringe 
la  sentencia  invocada: 

Séptimo.  La  misma  doctrina  establecida  en  la  sentencia  de  81  de 
Enero  de  1896,  invocada  en  el  motivo  anterior,  porque  la  sentencia  re- 
currida, al  desestimar  la  nulidad  del  contrato  de  préstamo,  pedida  en  la 
demanda  como  consecuencia  indeclinable  de  la  del  expediente  judicial, 
se  pretende  que  aquella  sentencia  consagró  la  eficacia  del  contrato  de 
préstamo  en  cuestión,  siendo  así  que  declaró  que  al  éxito  del  recurso  fué 
obstáculo  el  no  haberse  pedido  en  el  pleito  expresamente  la  declaración 
de  nulidad  del  expediente  judicial,  porque  esta  era  la  base  de  la  nulidad 
de  la  escritura  de  préstamo;  y  también  la  de  la  nulidad  del  juicio  ejecu- 
tivo y  vía  de  apremio  para  que  hubiese  términos  hábiles  de  que  lae  cosas 
pudieran  reponerse  al  ser  y  estado  que  tenían  antes  de  la  escritura  de 
préstamo;  condiciones  todas  que  se  han  cumplido  en  la  demanda  del 
pleito  actual;  y 

Octavo.  El  art.  1804  del  repetido  Código  civil,  en  cuanto  la  senten- 
cia niega  la  petición  de  que  se  condene  á  D.  Pascual  Pastor  á  devolver 
las  cantidades  que  percibió  por  consecuencia  del  contrato  de  préstamo  y 
del  procedimiento  ejecutivo  y  vía  de  apremio,  con  los  intereses  legales, 
pues  dicho  artículo  dispone  que  cuando  la  nulidad  proceda  de  la  incapa- 
cidad de  uno  de  los  contratantes,  no  está  obligado  el  incapaz,  y  por  tanto 
sus  representados,  á  restituir,  sino  en  cuanto  le  enriquezcan  con  la  cosa 
ó  precio  recibido  en  virtud  del  contrato  nulo. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  de  Garnica: 
Considerando  que  la  sentencia  pronunciada  en  el  pleito  anterior,  se- 
guido por  la  representación  legal  de  la  entonces  menor  Dofia  Josefa 
Vela  y  Lustó  contra  D.  Pascual  Pastor  sobre  nulidad  de  U  escritura  de 
préstamo,  en  cuya  sentencia  fué  absuelto  el  demandado,  decidió  defini- 
tivamente esta  cuestión  entre  las  partes  que  litigaron,  por  más  que  ae 
estableciese  como  fundamento  no  haberse  obtenido  antes  la  nulidad  del 
expediente  de  autorización  judicial  y  del  juicio  ejecutivo  relacionados 
con  aquélla;  produce  excepción  de  cosa  juzgada  respecto  de  la  misma 
petición,  que  es  el  núcleo  de  la  actual  demanda  entre  las  mismas  partes; 
prejuzga  la  pretendida  nulidad  del  juicio  ejecutivo,  que  no  tiene  otra 
base  que  la  supuesta  nulidad  de  la  escritura,  y  deja  sin  objeto  la  nuil- 
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dftd  pretendld*  también  del  expediente  de  antorisación  Jndicial,  que  aólo 
•e  eolicita  en  cnanto  afecte  á  D.  Pascnal  Pastor  7  como  baee  para  la  pe* 
tioión  principal  expuesta;  y  por  lo  tanto,  qne  la  sentencia  recnnrida  ab- 
anelve  Justamente  de  la  demanda,  porque  la  sentencia  del  pleito  ante- 
rior se  opone  de  modo  expreso  á  lo  principal  de  ella  7  yirtnalmente  á  lo 
demás: 

Ckmsiderando,  en  consecuencia,  que  son  inaplicables  al  caso  las  le^ 
yes  y  doctrinas  invocadas  en  los  seis  primeros  motivos  del  recurso»  y 
que  la  sentencia  no  infringe  tampoco,  como  se  alega  en  el  séptimo,  doc- 
trina alguna  contenida  en  la  de  este  Tribunal  de  81  de  Enero  de  1896, 
que  se  limitó  en  sus  fundamentos  á  expresar  que  obstaba  á  la  nulidad 
entonces  pedida  de  la  escritura  de  préstamo  el  no  haberse  solicitado 
también  la  de  los  procedimientos  judiciales,  que  fueron  antecedente  y 
efecto  de  dicha  escritura,  sin  indicar  de  ningún  modo,  como  se  supone, 
que  pudiera  en  nuevo  juicio  producirse  la  misma  cuestión,  subsanando 
aquellas  omisiones: 

Considerando  que  el  motivo  octavo  se  dirige  solamente  contra  un  ra-> 
sonamiento  que  no  es  fundamento  del  fallo,  y  que  carece  de  la  base  de 
hecho,  y  que  en  caso  sería  necesaria,  de  que  el  préstamo  recibido  por  la 
representación  de  la  recurrente,  y  cuya  nulidad  se  pide,  no  haya  tenido 
la  inversión  útil  para  la  misma  para  que  se  contrajo; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  lK>fia  Josefa  Vela  y  Lustó,  á  quien 
condenamos  al  pago  de  las  costas  y,  para  en  su  caso,  al  de  la  cantidad 
que  por  raaón  de  depósito  debió  constituir,  que  se  distribuirá  con  arre- 
glo á  la  ley;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  esta  corte  la  certificación  corres- 
pondiente, con  devolución  del  apuntamiento  que  ha  remitido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  qne  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
sertará en  la  Ck>LEcaóN  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamoB.=José  de  Aldecoa. 
=:Ricardo  Gullón.=José  de  Gamica.=:Enrique  Lassús.=Joaqufn  Gfon- 
aález  de  la  Pefia.:i=Pedro  Lavín.=Ricardo  Molina. 

Publicación.=:Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Exomo.  8r.  D.  José  de  Gamica,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  cele- 
brando audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  que  cer- 
tifico como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  16  de  Enero  de  1901.=Licenciado  Jorge  Martínez. 


27üzn.  14.-TRIBUNAL  SUPREM0.-I6  de  Easrs,  psb.  el  21  de  Fsftrsrs. 

Casación  por  infracción  de  let. —Propisdod  dtf  ^ncas.--Senten- 
cía  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interouesto  por  Doña 
Serafina  loestrillas  y  otra  contra  la  pronunciaaa  por  la  Sala  de 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  Burgos,  en  pleito  con  1).  Justino  del 
Rivero. 
En  sus  ooNsmERANDOs  se  establece: 

Que  no  tratándose  4e  pedir  el  complemento  de  la  cosa  vendida, 
eino  de  impedir  que  ésta  sea  detentada  en  iodo  ó  en  parte  después  de 
consumado  el  contrato  por  quien  ningún  derecho  pueda  ostentar  so- 
bre ella,  es  evidente  la  debida  aplieaetán  dd  art.  348  del  Códiffo  civil, 
que  da  al  propietario  acción  real  contra  el  tenedor  y  poseedor  de  la 
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Que  lapreseripeión  de  seis  meses,  ñjada  en  el  ari.  1472  del  Códi$o 
ádl,  es  inaplteaole  eumñdo  no  se  trata  de  las  acciones  á  que  el  mismo 
se  reñere. 

£a  lA  Tilia  y  corte  de  Madrid,  á  16  de  Enero  de  1001,  en  el  pleito  se- 
guido en  el  Jnxgado  de  primera  instancia  de  Laredo  y  en  la  Sala  de  lo 
cítíI  de  la  Andiencia  de  Burgos  por  D.  Jnstino  del  Biyero  TreyMla,  Conde 
de  Limpias»  propietario,  vecino  de  Madrid,  contra  Dofia  Serafina  y  Dofia 
Eloisa  Ineetrillas  Somarriba,  propietarias,  vecinas  de  Marrón  (Ampnero), 
sobre  propiedad  de  tres  fincas;  pendiente  ante  Nos,  en  virtud  de  recurso 
de  casación  por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  las  demandadas,  y  sos- 
tenido en  sn  defensa  y  representación  por  el  Letrado  D.  José  Abril  y 
Ochoa  y  el  Procurador  D.  Francisco  Iglesias;  habiendo  comparecido  el 
recurrido,  representado  por  el  Procurador  D.  Bamón  Conesa,  bajo  la  di- 
rección del  Letrado  D.  Nicolás  de  Santa  Olalla: 

Resultando  que  Dofia  Celedonia  Fernández  Arronte,  como  represen- 
tante legal  de  sus  hijos  menores  Manuel  y  Flora  Marrón,  siguió  juicio 
declaraüvo  ante  el  Juagado  de  primera. instancia  de  Laredo  contra  Dofia 
Serafina,  Dofia  Eloísa,  D.  Ismael  y  Dofia  Aurelia  Inestrillas,  sobre  pago 
de  cantidad,  de  cuyos  autos  aparece:  que  en  13  de  Mayo  de  1897  se  trabó 
embargo  sobre  86  fincas  de  los  demandados,  entre  ellas  dos  casas  en  el 
pueblo  de  Limpias;  una  posesión  de  tierra,  á  huerta  y  prado,  en  la  mies 
de  Brión,  de  99  áreas  20  centiáreas;  una  heredad  en  el  mismo  sitio,  un 
almacén,  una  vifia  y  un  monte  en  el  mismo  término;  tres  casas,  cuyos 
linderos  se  especificaron;  una  heredad  en  la  mies  de  Vear,  pueblo  de  Ca- 
rasa,  de  78  áreas  88  centiáreas,  y  un  prado  en  la  misma  mies  de  Vear; 
que  dichas  fincas  fueron  tasadas  por  peritos,  previa  una  relación  escrita 
y  descripción  de  las  que  hablan  sido  objeto  del  embargo,  dando  á  cada 
ana  el  valor  que  á  su  juicio  tenían;  que  anunciada  la  tercera  sulmsta 
en  el  Boletín  oficial  de  la  provincia  en  22  de  Septiembre  del  mismo  afio, 
se  hizo  constar  en  dicho  anuncio,  en  el  que  se  hace  la  descripción  de  las 
fincas  objeto  de  la  venta,  que  la  posesión  de  Brión  había  sido  tasada  en 
341  pesetas;  la  heredad  en  la  mies  de  Vear,  en  6.107  con  20  céntimos,  y 
el  pndo  en  la  misma  mies,  en  1.772;  afiadiéndose  al  pie  que  dichos  bie- 
nes importaban  la  cantidad  total  de  61.686  pesetas  70  céntimos  en  que 
habían  sido  tasados,  los  que  se  sacaban  á  pública  subasta  sin  sujeción  á 
tipo;  y  que  verificada  la  subasta,  se  otorgó  por  el  Juez  de  primera  ins- 
tancia de  Laredo,  en  6  de-Noviembre  del  mismo  afio  1897,  á  nombre  de 
las  deudoras  y  á  favor  del  rematante  D.  Justino  del  Bivero  Trevilla, 
Conde  de  Limpias,  escritura  pública  de  venta  de  las  fincas  subastadas, 
entre  las  que  se  describen  y  deslindan  las  tres  mencionadas  de  la  mies 
del  Brión  y  de  Vear,  por  precio  de  20.000  pesetas,  en  que  fueron  adjudi- 
cadas, en  cuyo  importe  otorgó  el  Juez  la  más  solemne  carta  de  pago, 
obligando  á  las  deudoras  á  la  evicción  y  saneamiento  de  la  venta  con 
arreglo  á  derecho: 

Besultando  oue  acompasando  primera  copia  de  la  escritura  de  venta 
referida  y  certificación  del  acto  de  conciliación,  sin  avenencia,  cele- 
l»ado  en  Ampnero  el  18  de  Agosto  de  1898,  dedujo  D.  Justino  del  Bivero 
Trevilla,  Conde  de  Limpias,  en  22  de  Septiembre  siguiente,  ante  el  Juz- 
gado de  Laredo,  la  demanda  objeto  de  estos  autos  contra  Dofia  Serafina 
y  Dofia  Eloísa  Inestrillas  Somarriba,  exponiendo,  después  de  referirse  á 
la  escritora  de  venta  de  6  de  Noviembre  de  1897,  que  en  la  fecha  de  la 
venta  no  toiían  las  demandadas  al  Oeste  de  la  posesión  de  tierra  á  huerta 
y  i^ado,  más  prados  que  el  situado  en  la  mies  de  Vear,  vendido  al  de- 
mandante, ni  al  Este  de  dicho  prado  de  Vear  tenían  ningún  otro  del 
TOMO  91  6 
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Brión  que  el  que  constituye  parte  integrante  de  la  posesión  de  tierra 
también  vendida,  siendo  ambas  fincas  colindantes;  qne  todos  los  inmue- 
bles referidos  íneron  enajenados  por  un  precio  altado  de  20.000  pesetas; 
que  las  demandadas  venían  detentando  tres  porciones  de  terreno,  cada 
una  de  las  cuales  se  encuentra  dentro  de  los  linderos  de  cada  una  de 
las  tres  fincas  de  Brión  y  de  Vear  antes  descritas;  que  el  compra- 
dor  de  bienes  inmuebles  por  un  precio  alzado,  y  no  á  razón  de  un  tanto 
por  unidad  de  medida  ó  número,  adquiere  todo  lo  que  se  comprenda 
dentro  de  los  linderos  fijados  en  el  contrato,  aun  cuando  exceda  de  la 
cabida  ó  número  que  se  exprese,  por  lo  cual,  habiendo  comprado  el  de- 
mandante por  un  precio  alzado  las  tres  fincas  de  que  se  trataba,  tenía  el 
derecho  de  propiedad  sobre  ellas  en  toda  su  extensión,  sin  que  fuera  lí- 
cito excluir  el  terreno  que  dentro  de  cada  una  venían  detentando  las  de- 
mandadas; y  que  el  propietario  puede  dirigirse  contra  el  tenedor  ó  posee- 
dor de  la  cosa  para  reivindicarla;  y  ejercitando  la  acción  real  correspon- 
diente, terminó  suplicando  que  se  declarase  que  es  duefio  de  las  tres 
fincas  expresadas  en  toda  la  extensión  que  determinan  sus  linderos,  mn 
excluir  porción  alguna  de  terreno;  que  las  demandadas  vienen  detentando 
tres  porciones  de  cada  una  de  dichas  tres  fincas,  y  que  se  las  condenara  á 
restituirlas,  dejando  por  completo  á  su  libre  disposición  y  goce  las  tres 
repetidas  fincas  hasta  los  límites  marcados,  al  abono  de  los  frutos  perci- 
bidos y  debidos  percibir,  y  al  pago  de  las  costas: 

Resultando  qne  Dofia  Serafina  y  Doña  Eloísa  Inestrillas  Somarriba, 
después  de  promover  incidente  de  pobreza,  que  se  mandó  sustanciar  en 
pieza  separada,  contestaron  á  la  demanda  solicitando  ser  absueltas  de 
ella,  á  cuyo  efecto  alegaron:  que  la  escritura  de  venta  de  las  fincas  de 
que  se  trata  se  otorgó  en  9  de  Noviembre  de  1897,  y  el  acto  de  concilia- 
ción reclamando  tres  porciones  de  terreno,  correspondientes  á  cada  una 
de  las  tres  fincas  de  Brión  y  de  Vear,  no  se  celebró  hasta  el  18  de  Agosto 
de  1898,  es  decir,  después  de  nueve  meses  de  otorgada  la  escritura  á  fa- 
vor del  comprador;  que  al  especificar  el  demandante  su  petición  supri- 
mía el  lindero  Oeste  de  la  posesión  de  huerta  y  prado  de  la  mies  de 
Brión,  que  es  prado  de  las  demandadas,  sustituyéndolo  por  el  prado  de 
la  mies  de  Vear,  y  suprimía  el  lindero  Este  del  prado  de  Vear,  coavir- 
tiéndolo  en  la  posesión  de  huerta  y  prado  de  la  mies  de  Brión,  ee  de- 
cir, que  existiendo  entre  esta  posesión  y  la  mies  de  Vear  el  prado  que 
poseían  las  demandadas,  suprimiendo  los  linderos  expresados,  lo  in- 
cluía el  demandante  entre  las  fincas  objeto  de  la  venta;  que  este  prado 
es  lindero  de  las  tres  fincas  y  no  puede  estar  comprendido  dentro  de  los 
límites  de  las  mismas,  es  de  más  extensión  que  la  mayor  de  ellas  y  las 
demandadas  vienen  siendo  reconocidas  como  duefias  por  el  mismo  de- 
mandante ó  su  administrador;  que  si  el  actor  creía  que  dentro  de  los 
linderos  de  las  tres  fincas  no  existe  el  terreno  que  dice  la  escritura  de 
venta,  debió  pedir  á  su  tiempo  que  se  midiera^  y  amojonara,  lo  que  no 
hizo  porque  tiene  más  terreno  que  el  comprado;  y  que  la  acción  para 
reclamar  el  exceso  ó  falta  de  lo  comprendido  dentrp  de  los  linderos 
prescribe  á  los  seis  meses,  contados  desde  la  entrega,  según  el  art.  1472 
del  Código  civil,  y  en  el  caso  actual,  desde  la  escritura  de  venta,  según 
el  1462;  pero  otorgada  ésta  el  9  de  Noviembre  de  1897,  al  intentar  la 
conciliación  el  18  de  Agosto  de  1898  habían  pasado  nueve  meses,  siendo, 
por  tanto,  la  acción  tardía  y  extemporánea: 

Resultando  que  en  el  escrito  de  réplica  insistió  el  demandante  en 
sus  pretensiones,  agregando  á  los  hechos  de  la  demanda:  que  nunca  ha- 
bía existido  ni  existía  entonces  la  finca  á  que  las  demandadas  preten- 
dían dar  individualidad,  pues  jamás  hubo  en  el  Brión  más  prados  que 
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uno,  y  siempre  lindó  con  el  prado  de  la  mies  de  Vear;  y  que  no  ejerei- 
taba  en  la  demanda  ninfi^ina  de  las  acciones  á  que  se  refiere  el  art.  1472 
del  Código  cítíI,  ni  la  entrega  de  la  coea  vendida,  sino  qne  pidió  la  ree- 
titoeión  ó  deyolución  de  aquello  de  que  se  habían  apoderado  lae  deman- 
dadas, razón  por  la  que  había  dirigido  la  demanda  contra  ellas  sola- 
mente y  no  contra  los  otros  vendedores;  y  las  demandadas,  á  su  vea, 
duplicando,  afiadieron:  que  cada  acción  tiene  su  naturalesa  propia,  y  por 
más  qne  quiera  usarse  de  ella  bajo  diversa  denominación  de  la  qne  le 
corresponde,  no  puede  variarse  su  esencia;  qne  para  determinar  la  ciase 
de  acción  hay  que  atenerse,  no  á  la  calificación  que  hagan  los  litigantes 
ni  á  la  denominación  que  la  den,  sino  á  la  pretensión  que  formulen  y  á 
los  derechos  que  intenten  hacer  efectivos,  porque  las  resoluciones  ju- 
diciales han  de  corresponder  á  la  esencia  de  lae  peticiones  y  no  al  nom- 
bre ó  forma  de  las  acciones,  según  así  declaran  las  sentencias  de  este 
Tribunal  Suprema  de  27  de  Febrero  de  1861,  6  de  Octubre  de  1862,  17  de 
Noviembre  de  1894,  11  de  Mayo  de  1895  y  1.^  de  Mayo  y  11  de  Junio  de 
1897;  que  los  hechos  de  la  demanda  evidencian  que  el  actor  ha  ejerci- 
tado la  acción  personal  que  concede  al  comprador  el  art.  1471  del  Código 
civil  y  no  la  reivindicatoría;  que  ésta,  además,  se  dirige  contra  quien 
posee  ó  detenta  sin  título,  porque  cuando  lo  tiene  más  ó  menos  firme, 
válido  ó  nulo,  dicha  acción  reivindicatoría  no  puede  prosperar  sin  que 
la  preceda  otra  que  lo  destruya  ó  anule,  según  jurisprudencia  reiterada 
de  este  Supremo  Tribunal,  y  ostentando  las  demandadas  el  título  de 
dueñas  colindantes,  debe  destruirse  ó  anularse  previamente;  y  como 
para  conseguirlo  pide  el  actor  tres  porciones  de  terreno  como  compren- 
didas dentro  de  los  linderos  de  las  fincas  por  él  compradas,  y  esta  peti- 
ción la  hace  y  sólo  puede  hacerla  por  virtud  de  la  acción  personal  que 
le  concede  el  art.  1471,  antes  citado,  del  Código  civil,  haciéndolo  cuando 
ya  ha  prescrito,  según  el  1472,  era  evidente  que,  aun  cuando  ejercitara 
la  acción  reivindicatoría,  no  podría  prosperar  y  tendría  que  ser  deses- 
timada: 

Besultando  que  sustanciado  el  pleito  por  los  demás  trámites  en  dos 
instancias,  la  Sala  dé  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Burgos  dictó  en  28  de 
Mano  del  afio  último  sentencia  confirmatoria,  declarando  que  D.  Jus- 
thio  del  Rivero  Trevilla,  Conde  de  Limpias,  es  dueño  de  las  tres  fincas 
objeto  de  la  demanda  en  toda  la  extensión  que  determinan  los  linderos 
á  las  mismas  señaladas,  sin  excluir  porción  alguna,  y  condenó  á  las  de- 
mandadas á  qne  restituyan  al  actor  las  porciones  que  dentro  de  ellas 
vienen  detentando,  dejando  dichas  fincas  por  completo  á  su  libre  goce  y 
disposición,  declarando  no  haber  lugar  á  la  condena  de  frutos  solicitada, 
sin  expresa  condena  de  costas: 

Resultando  qne  Doña  Serafina  y  Doña  Eloísa  Inestrillas  interpusieron 
recarso  de  casación,  fundado  en  el  núm.  1.^  del  art.  1692  de  la  ley  de 
^jniciamiento  civil,  citando  como  infringidos: 

Primero.  El  art.  348  del  Código  civil,  por  indebida  aplicación,  puesto 
qne  la  acción  que  utilizó  el  demandante  no  es  la  real  reivindicatoría, 
paes  ésta  no  puede  prevalecer  mientras  no  se  destruye  el  título  de  domi- 
nio qne  poseían  y  poseen  los  recurrentes,  y  al  pretender  el  actor  que  se 
declare  qne  la  finca  objeto  del  pleito  estaba  comprendida  entre  las  que 
compró,  ha  derivado  su  derecho  de  un  contrato  de  compraventa,  ejerci- 
tando la  acción  empiís  véndités,  taxativamente  establecida  en  el  artícu- 
lo 1473  de  dicho  Código: 

Segundo.  £1  art.  1471  del  mismo  Código,  por  error  de  derecho  al  apli- 
«t^ne  indebidamente,  y  por  error  de  hecho  al  estimarse  por  la  Sala  sen- 
^ncladora  qne  las  fincas  vendidas,  entre  las  cuales  se  encuentra  la  que 
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0B  objeto  del  pleito,  han  sido  «dquiíidae  por  precio  alMdo,  toda  ves  que- 
de loe  docnmentoe  aportados  se  desprende  que  fueron  medidas  y  taasdae 
por  unidad  de  medida,  y  que  ooniorme  á  su  cabida,  linderos  y  precio 
consignado  en  la  escritura  de  venta,  no  se  vendió  al  Conde  de  limpias 
Ja  Anca  existente  en  medio  de  las  compradas  por  dicho  sefior;  y 

Tereero.  El  art.  1472  del  propio  Código,  que  ha  debido  teneíae  en 
cuenta,  porque  en  estos  contratos,  según  se  sefiala  en  ese  precepto,  las 
Melones  para  reclamar  la  entrega  de  todo  lo  comprendido  dentro  de  los 
linderos  de  una  finca  prescribe  á  los  seis  meses,  contados  desde  el  día  de 
la  entr^a  de  la  misma;  y  siendo  asi  que  el  Conde  de  Limpias,  según 
documentalmente  se  halla  probado  en  autos,  tomó  posesión  de  las  fincas 
adquiridas  en  subasta  pública  en  9  de  Noviembre  de  1897,  que  fué  cuan- 
do se  firmó  la  escritura,  y  en  18  de  Agosto  de  1898  se  celebró  el  acto 
conciliatorio,  es  decir,  á  los  nueve  meses,  la  Sala  sentenciadora  debió 
apreciar  la  excepción  de  prescripción,  absolviendo  á  los  recurrentes  de 
la  demanda  en  contra  de  su  derecho  interpuesta. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  Toda: 

Considerando  que  adquirido  el  dominio  y  realizada  la  transmisión 
de  las  fincas  que  se  describen  en  la  demanda  por  la  escritura  de  9  de  No- 
viembre de  1897,  y  ejercitada  por  el  actor  la  acción  real  para  reivindicar 
las  tres  porciones  de  terreno  que  enclavadas  dentro  de  los  linderos  de 
aquéllas  detentan  los  demandados,  es  evidente  la  debida  aplicación  del 
art.  848  del  Código,  que  da  al  propietario  la  acción  real  que  ejercitó  con- 
tra el  tenedor  y  poseedor  de  la  cosa,  y  no  la  personal  que  infundada- 
mente se  supone  en  el  primer  motivo  del  recurso,  porque  no  se  trata  de 
pedir  el  complemento  de  la  cosa  vendida,  sino  de  impedir  que  ésta  sea 
detentada  en  todo  ó  parte,  después  de  consumado  el  contrato,  por  quien 
ningún  derecho  puede  ostentar  sobre  ella: 

Considerando  que  practicada  prueba  documental,  pericial  y  testifical, 
la  Audiencia  estima  que  no  existe  la  finca  distinta,  según  pretenden  los 
demandados,  entre  las  compradas  por  el  actor,  pues  que  los  linderos^ 
fijados  á  éstas  en  los  documentos  de  embargo,  subasta  y  escritura  pú/ 
blica  que  )e  transfirió  el  dominio,  evidencian  que  en  toda  la  extensión 
comprendida  dentro  de  los  mismos  fué  adquirida  por  el  comprador,  sin 
que  á  ello  obste  la  cabida  fijada,  cuya  inexactitud  podría  dar  origen  i 
otra  clase  de  acciones,  y  que  por  no  impugnarse  en  forma  debida  esta 
apreciación  de  hecho,  no  son  de  estimar  las  infracciones  alegadas  en  el 
segundo  motivo  del  recurso: 

Considerando  que  lo  expuesto  anteriormente  demuestra  lo  infundado 
que  es  el  tercer  motivo,  ya  que  la  prescripción  de  los  seis  meses  qoe  fija 
el  art.  1472  es  inaplicable  al  caso  actual,  por  no  tratarse  de  las  acciones 
á  que  el  mismo  se  refiere; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  Dofia  Serafina  y  Dofia  Eloísa  Inestri- 
llae,  á  quienes  condenamos  al  pago  de  las  costas,  y,  para  en  su  caso,  al 
de  la  cantidad  que  por  razón  de  depósito  debieron  constituir,  que  se  dis- 
tribuirá con  arreglo  á  la  ley;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Burgos  la  cer- 
tificación correspondiente,  con  devolución  del  apuntamiento  que  ha  re- 
mitido. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inser- 
tará en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  ne- 
cesarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=José  de  Aldecoa.= 
Francisco  Toda.=£nrique  Las8ús.=rPedro  Lavln.=rRicardo  MoliBa.= 
Vicente  de  Piniée.=Tomás  Gúdal. 

Publicación.»Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
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'^SJEtao,  8r.  D.  Francisco  Toda,  Magistrado  del  Tribunal  Sapremo,  cele- 
brando andiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  que 
^certifico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  16  de  Enero  de  1901.=Licenciado  Jorge  Martínez. 


Küm.  15.— TRIBUNAL  SUPREMO.— 16  de  Enero,  pub.  el  22  de  Febrere. 

!      'Casación  por  infracción  de  ley,— Deelaraeión  de  bienes  reserva- 
\  6¿es.— Sentencia  decidiendo  no  haber  lagar  al  recurso  intef* 

paesto  por  Doña  Araceli  Romero  contra  la  pronunciada  por  la 
Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito 
con  D.  Eduardo  Bermúdez. 
En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece: 
ii 

^  Que  á  la  obligación  de  la  reserva,  establecida  en  el  art.  811  del  06- 

I        digo,  eorresponae  un  derecho  que  sólo  puede  ejercitar  y  reclamar  la 
persona  en  quien  concurran  las  circunstancias  que  el  mismo  ar- 
ticulo requiere,  y  no  otra  alguna,  aunque  sea  con  el  carácter  de 
causahabtente  de  aquel  que  no  le  ejercitó,  si  á  su  oes  no  reúne  las 
condiciones  de  la  ley;  porque  supuestos  los  términos  de  dicho  ar- 
ticulo, asi  como  la  índole  de  esta  clase  ée  reserva  limitativa  de  los 
derechos  legitimarios  del  ascendiente,  que  no  arranea  de  principio 
alguno  de  verdadera  troncaUdad,  y  entendido  á  que  constituye  un 
báieñeio  otorgado  por  consideraciones  familiares  exclusivamenic  en 
favor  de  determinadas  personas,  con  fundamento  m^nos  poderoso 
Que  el  de  la  resersa  de  nuestra  antigua  legislaeióny  consignada  tam- 
bién en  el  art.  368  del  Código,  se  impone  su  restrictiva  interpreta- 
,        dan,  tf  no  parece  lógico  ni  conforme  con  la  naturaleza  de  la  expre- 
sada institución  jurídica,  que  cualquiera,  que  podia  ser  un  extraño, 
\        4  titulo  de  heredero  ó  representante  del  que  no  tuvo  por  conveniente 
I        redamar  dicho  beneficio,  le  pretendiese  para  si,  con  exclusión  acaso 
I        de  parientes  en  los  que  concurriesen  las  drcunstandas  legales,  como 
I        M  los  bienes  formasen  ya  parte  del  haber  del  causante,  stn  que  pre- 
cediera un  acto  libérrimo  de  la  voluntad  de  éste  y  el  ejerdcío.consi- 
\       guíente  del  derecho  para  darle  vida  y  realidad  con  reladón  á  los  bie- 
nes reservables: 

Que  la  doctrina  de  la  sentencia  de  16  de  Didembre  de  1892  se  ha- 
Ua  inspirada  en  dicho  sentido,  porque  d  bien  es  derto  que  se  pre- 
ñando para  consignar  que  la  representadón  no  daba  capacidad  al 
representante  al  objeto  de  colocarse  en  el  grado  del  representado, 
esto  mismo  aeonteceria  realmente  si  por  derecho  sucesorio  se  atri- 
buyese al  extraño  ó  pariente  fuera  del  tercer  grado  el  de  pedir  los 
bienes  reservables,  porque  sólo  dando  á  un  heredero  de  esta  clase  el 
carácter  de  representante  del  difunto,  colocándole  en  el  grado  de 
éste,  es  comO'podria  sostenerse  que  se  ejercitaba  dentro  de  las  eon- 
didones  de  la  ley  el  derecho  que  sólo  puede  reclamar  quien  las  reuna^ 
iegún  se  dij'o  en  dicha  sentenda,  cuyo  alcance  doctrinal  resalta  al 
mrmar  las  diferencias  que  existen  entre  los  derechos  á  que  se  re- 
fere el  art.  924  dd  Código,  y  el  de  reserva,  que  estima  derecho  ó.bc- 
metido  personalídmo  de  aplicación  restrictiva, 

ÜQ  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  16  de  Enero  de  1901,  en  los  antoe  de 
jsiek)  deelarativo  de  mayor  coantía  seguidos  en  el  Jusgado  de  primera 
lutancia  del  distrito  del  Hospicio  de  esta  corte  y  la  Sala  primera  de  lo 
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cItíI  de  U  Aadiencia  del  territorio  por  Dofta  Araoeli  Bomero  de  Tejad*, 
y  Maesa,  mayor  de  edad,  vecina  de  Madrid,  aatorizada  por  en  marido 
D.  Enrique  Refiina  y  Castafieira,  que  la  tiene  concedida  la  correepon- 
diente  licencia,  contra  D.  Eduardo  Bermúdez  Reina,  hoy  sus  alba!oeto 
testamentarioB  D.  José  de  Gracia  Martin  y  D.  Eduardo  Mezquida  de  Ori- 
haela,  ambos  militares,  también  vecinos  de  esta  corte,  sobre  qné  se  de- 
clare la  condición  de  reservables  de  ciertos  bienes  y  otros  extremos; 
pleito  pendiente  ante  Nos,  en  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley> 
que  ha  interpuesto  la  demandante,  representada  y  defendida  por  el  Pro- 
curador D.  Mariano  Vivar  y  Trigueros  y  el  Letrado  D.  Florencio  Ai- 
varea  Ossorio,  estándolo  los  albaceas  demandados  y  recurridos  por  el 
Procurador  D.  Francisco  Morales  Sánchez  y  el  Doctor  D.  Germán  Ga- 
maso: 

Resultando  que  el  pleito  origen  del  presente  recurso  de  casación  fué 
promovido  en  Octubre  de  1898  por  Dofia  Araceli  Romero  de  Tejada  y 
Maesa,  como  legítima  heredera,  en  unión  de  otros,  de  su  difunta  madre 
Dofia  Araceli  Maesa  de  la  Vega,  contra  el  demandado  D.  Eduardo  Ber- 
múdez Reina,  en  reclamación  del  derecho  que  la  primera  eetima  la  co- 
rresponde á  una  parte  de  los  bienes  que  el  último  heredó  de  su  esposa. 
Dofia  Julia  Tassara  y  Massa— casada  en  segundas  nupcias  con  él — ,  la. 
cual  los  había  heredado  de  la  hija  de  su  primer  matrimonio  Dofia  El- 
vira Massa  Tassara,  y  ésta  de  su  padre  D.  Luis  Massa  de  la  Vega,  bie- 
nes que,  á  juicio  de  la  demandante,  tienen  el  carácter  de  reservables,. 
conforme  á  lo  determinado  en  el  art.  811  del  Código  civil: 

Resultando  que  los  cónyuges  D.  Manuel  Massa  Rosillo  y  Dofia  María 
Antonia  de  la  Vega  dejaron  de  su  matrimonio,  contraído  en  Marzo 
de  1795,  cinco  hijos,  llamados  D.  Femando,  Dofia  Josefa,  Dofia  Pilar» 
Dofia  María  Araceli  y  D.  Luis,  nacidos  estos  dos  últimos  en  Diciembre 
de  1809  y  Marzo  de  1814,  respectivamente,  haciéndose  especial  mención 
de  esta  circuntancia  respecto  de  una  y  otro,  por  ser  las  personas  entre 
cuyes  herederos,  sucesores  ó  causahabientes,  se  ha  suscitado  este  pleito; 
loe  de  Dofia  María  Araceli,  como  demandantes,  y  los  de  su  hermano  Don 
Luis,  como  demandados: 

Resultando  que  la  Dofia  María  Araceli  Massa  de  U  Vega  contrajo 
matrimonio  en  Abril  de  1829,  con  D.  Manuel  Romero  de  Tejada,  y  mu- 
rió'intestada  en  18  de  Diciembre  de  1896,  siendo  declarados  herederos, 
por  anto  de  10  de  Mayo  de  1898,  sus  hijos  y  nietos,  entre  los  que  figura 
bajo  el  primer  concepto  la  hoy  demandante  y  recurrente  Dofia  Ajraeeli 
Romero  de  Tejada  y  Massa,  nacida  en  Enero  de  1880: 

Resultando  que  D.  Luis  Massa  de  la  Vega  casó  en  10  de  Abril  de  1844 
con  su  sobrina  camal  Dofia  Julia  Tassara  Massar-hi  ja  de  la  hermana  de 
aquél,  Dofia  Pilar—,  y  falleció  el  29  de  Noviembre  de  1867,  bajo  testo- 
mento  nuncupativo  y  codicilo  de  26  y  28  del  mismo  mes,  respectiva- 
mente, por  los  que  instituyó  única  y  universal  heredera  de  todos  sus  bie- 
nes, derechos  y  acciones  á  su  hija  Dofia  Elvira  Massa  y  Tassara,  que 
muerta  en  24  de  Septiembre  de  1889,  viuda,  sin  descendencia  ni  testa- 
mento, fué  heredada  por  su  madre  dicha  Dofia  Julia,  cuando  ésta  se  ha- 
llaba ya  casada  en  segundas  nupcias  con  el  demandado  D.  Eduardo  Ber- 
múdez Reina,  á  quien  al  morir  aquélla  (Dofia  Julia)  en  29  de  Junia 
de  1892,  instituyó  único  y  universal  heredero,  por  testamento  que  había» 
otorgado  el  21  de  Mayo  anterior: 

Resultando  que  de  estos  antecedentes  se  desprende:  que  la  deman- 
dante y  recurrente  Dofia  Araceli  Romero  de  Tejada  y  Massa  es  hija  de 
Dofia  Bfaría  Araceli  Massa  de  la  Vega;  que  ésta  era  hermana  de  D.  Lai» 
Massa  de  la  Vega,  á  quien  heredó  por  testamento  su  hija  Dofia  Elvira 
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HasM  7  Tflflssra;  que  á  ésto  la  heredó  abintestoto  su  madre  Dofia  Jnlia 
Tassara  y  Maesa;  y  que  á  ésto  la  aticedió  por  testamento  su  segando  ma- 
rido D.  Eduardo  Bermúdes  Reina;  infiriéndose  de  todo  ello  y  de  los  tér- 
minos que  la  demanda  Inicial  de  este  pleito  plantea,  el  problema  refe- 
rente i  la  implicación  del  art.  811  del  C!ódlgo  civil»  que  Dofia  Elvira 
Maasa  Tassara  es  aquí  el  descendiente  cuyos  bienes  se  reclaman  con  el 
carácter  de  reservables;  que  el  ascendiente  obligado  á  reservar  ó  reser- 
vista sería  su  madre  Dofia  Julia  Tassara  y  Massa,  fallecida  en  29  de  Ju- 
nio de  1892;  que  el  pariente  en  tercer  grado,  á  cuyo  favor  debiera  ha- 
cerse la  reserva,  ó  sea  la  reservatoria  en  el  caso  actual,  sería  Dofia  María 
Araceli  Massa  de  la  Vega— muerto  en  18  de  Diciembre  de  1896—,  tía  car- 
nal de  Dofia  Elvira  Massa  y  Tassara  y  madre  de  la  demandante;  y  final- 
mente, que  dicha  reservatoria  Dofia  María  Araceli  sobrevivió  á  la  men- 
cionada reservisto  Dofia  Julia:' 

Besultando  que  el  Procurador  D.  Francisco  Morales  Sánchez,  como 
mandatario  de  Dofia  Julia  Tassara  y  Massa,  según  poder  que  con  licen- 
cia de  su  marido  D.  Eduardo  Bermúdes  Reina  le  había  conferido,  otorgó 
en  18  de  Noviembre  de  1889,  ante  el  Notario  de  esto  corto  D.  Modesto 
Oonde  y  Caballero,  escritura  pública  aprobando  y  protocolizando  las 
operaciones  de  inventorio,  liquidación  y  adjudicación  de  los  bienes  re- 
lictos al  fallecimiento  de  Dofia  Elvira  Massa  y  Tassara,  haciéndose 
constar  en  dicha  escritura,  entre  otros  extremos  sin  importancia  actual: 
primero,  que  por  auto  del  Jues  de  primera  instoncia  del  distrito  del 
Centro  de  esto  corto,  fecha  11  de  Noviembre  del  mismo  afio  1889,  se  de- 
claró á  Dofia  Julia  Tassara  y  Massa  heredera  abintestoto  de  su  hija 
Dofia  Elvira  Massa  y  Taasara,  entendiéndose  en  toda  la  herencia  y  sin 
perjuicio  de  tercero;  y  segundo,  que  los  bienes  quedados  al  fallecimiento 
de  la  Dofia  Elvira,  ascendieron  los  muebles  á  2.818  pesetas  y  los  inmue- 
bles ó  fincas  á  92.78á  pesetos  73  céntimos,  componiéndose  estos  últimos 
de  la  mitad  de  un  torreno  ó  solar  proindiviso  con  la  misma  heredera 
Dofia  Julia  Tassara,  situado  en  esto  corte,  calle  de  Yillanueva,  de  me- 
dida todo  él  de  666  metros  28  decímetros  cuadrados,  ó  sea  8.688  pies  92 
décimas,  también  cuadrados,  correspondiendo  á  la  tostomentaria  de  que 
se  trato  ona  mitad,  ó  sea  4.294  pies  46  décimas,  apreciados  en  160.004 
peoetsn  22  céntimos,  á  rasón  de  8  pesetas  75  céntimos  pie;  y  la  mitad  de 
una  dehesa  en  la  provincia  de  Oáoeres,  partido  judicial  de  Garrovillas, 
donominada  Baldío  de  Portesuelo,  cuya  mitad  se  hallaba  constituida 
por  varias  porciones,  y  se  había  apreciado,  por  no  haber  sufrido  altera- 
ción su  valor,  en  la  cantidad  de  76.680  pesetas  61  céntimos,  en  que  le 
faé  adjudicada  á  Dofia  Elvira  Massa  por  herencia  de  su  padre  D.  Luis 
Massa;  de  donde  resultoba,  en  suma,  que  el  totol  de  los  bienes  invento- 
rifldos  ascendió  á  96.602  pesetas  78  céntimos,  y  rebajada  de  esto  canti- 
dad la  de  3.000  pesetas  por  gastos  de  última  enfermedad,  entierro,  f n- 
nerai  y  gastos  de  testomentoría,  el  resto  de  92.602  pesetas  78  céntimos 
se  adjudicó  á  Dofia  Julto  Tassara  y  Massa;  cuya  escritura  de  declaración 
y  adjudicación  de  bienes  fué  inscrito  en  los  Registros  de  la  propiedad  de 
esta  corto  y  de  Ganoviltos: 

Besultando  que  según  se  hace  constar  en  la  sentoncia  recurrida  (Re- 
sultando segundo),  los  dos  inmuebles  que  acaban  de  relacionarse,  ó  sean 
el  terreno  ó  solar  de  8.688  pies,  sito  en  la  calle  de  Yillanueva  de  esto 
corto,  y  las  suertes  de  la  dehesa  llamada  Baldío  de  Portesuelo,  fueron 
comivados  por  Dofia  Julto  Tassara,  con  poder  de  su  primer  marido,  Don 
Lais  Massa  de  la  Vega,  y  el  indicado  torreno  ó  solar  sufrió  altoraciones» 
aumentando  su  cabida  por  virtud  de  contratos  que  la  misma  D.^  Julia  y 
su  hija  D.*  Elvira  Tassara  celebraron  con  el  Ayuntamiento  de  Madrid: 
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Beflultando  que  por  escritora  pública,  otorgada  ante  el  Notario  de 
eeta  corte  D.  José  García  Lastra  en  8  de  Mayo  de  1894,  D.  Eduardo  Ber- 
mudez  Beina  vendió  á  D.  Laureano  García  Camieón  la  referida  dehesa 
Baldío  de  Portezuelo,  expresándose,  al  hablar  del  título,  que  aqnella 
finca,  ó  sea  las  porciones  que  la  componen,  pertenecieron  á  Dofia.  Julia 
Tassara  y  Maesa,  que  falleció  bajo  testamento,  en  el  cual  instituyó  y 
.  nombró  por  único  y  universal  heredero  á  su  marido,  el  vendedor  Ber- 
mudes  Reina,  quien  obtuvo  i  su  favor  la  inscripción  correspondiente  en 
el  Registro  de  la  propiedad  de  Garrovillas: 

Resultando  que  por  auto  que  en  10  de  Mayo  de  1898  dictó  el  Juagado 
de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Universidad  de  esta  corte,  la  de- 
mandante y  recurrente  Dofia  Araceli  Romero  de  Tejada  y  Maesa,  y  sos 
hermanos  Dofia  Ck>rina,  D.  Alberto,  Dofia  Josefa,  D.  Pedro  y  D.  Laie, 
fueron  declarados  herederos  abintestato  de  su  madre,  Dofia  María  Ara- 
celi Maesa  de  la  Vega,  haciéndose  igual  declaración  á  favor  de  D.  Pó- 
pulo y  Dofia  Manuela  Romero  de  Tejada  y  Llórente,  y  al  de  D.  Joan  y 
Don  Manuel  Romero  de  Tejada  y  Romero  de  Tejada,  en  representación 
los  dos  primeros  de  su  padre,  D.  Ricardo  y  los  dos  últimos  también  en 
la  de  su  padre  D.  Avelino  Romero  de  Tejada  y  Maesa,  fallecidos  con 
anterioridad  á  su  madre,  la  cansante,  Dofia  María  Araceli  Maesa  de  la 
Vega;  cuyas  operaciones  de  testamentaría  no  se  habían  ultimado  al 
proix)nerse  la  demanda  inicial  de  este  pleito,  acerca  de  cuyo  partionlar 
—que  es  uno  de  loe  motivos  fundamentales  del  presente  recurso  de  ca- 
sación—estima la  Sala  sentenciadora  en  el  segundo  considerando  de  sn 
fallo  que  al  pronunciarse  la  sentencia  apelada  del  Juez  de  primera  in- 
stancia no  había  cesado  el  eetado  de  administración  de  la  herencia  de  la 
madre  de  la  demandante: 

Resultando  que  con  referencia  á  los  datos  y  antecedentes  hasta  aqní 
expuestos,  Dofia  Araceli  Romero  de  Tejada  y  Maesa,  autorizada  por  sn 
marido  D.  Enrique  Refiina,  dedujo  en  8  de  Octubre  de  1898  demanda  en 
juicio  declarativo  de  mayor  cuantía,  que  por  repartimiento  hubo  de  co- 
rresponder al  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Hospicio  de 
esta  corte,  contra  D.  Eduardo  Bermúdez  Reina;  y  ejercitando  en  ella 
las  acciones  real  y  mixta  más  procedentes  en  derecho,  annque  en  rigov — 
afiade — pudiera  preecindir  de  esta  determinación,  pidió  se  dedaraae  en 
su  día:  primero,  que  los  bienes  que  Dofia  Julia  Tassara,  segunda  esposa 
del  demandado,  heredó  abinteetato,  por  ministerio  de  la  ley,  de  su  hija 
Dofia  Elvira  Massa  y  Tassara,  quien  los  hubo  de  su  padre,  D.  Luis 
Maesa,  en  virtud  del  título  lucrativo  de  herencia  teetada,  eran  de  con- 
dición ó  carácter  reeervable  desde  que  dicha  Dofia  Julia  Tassara  los  he- 
redó y  á  favor  de  los  parientes  en  tercer  grado  de  Dofia  Elvira  Massa  y 
Tassara,  de  quien  inmediatamente  venían  aquéllos,  y  pertenecientes  á 
la  linea  de  donde  los  mismos  bienes  procedían;  segundo,  que  en  tal 
concepto,  á  Dofia  Julia  Tassara  incumbía  el  deber  de  otorgar  escritura, 
ó  al  menos  inscribir  en  el  Registro  de  la  propiedad  corveepondiente  los 
propioe  bienes  inmuebles,  con  expresión  de  su  cualidad  de  reservaUes, 
y  garantizar  en  forma  la  entrega  en  su  día  de  loe  de  otra  dase  á  aquellos 
parientes  en  tercero  ó  mejor  grado  de  Dofia  Elvira  Maesa,  entre  los  -que 
se  hallaba  la  tía  camal  de  ésta,  hermana  de  su  padre«  Dofta  Araoeli 
Massa,  en  cuyo  poder  debió  inglesar  efectiva  y  materialmente  paste  de 
aquéllos  en  el  instante  del  falleeimlento  de  Dofia  Julia  Tassara,  anterior 
al  suyo,  como  ingresó  ó  realizó  el  derecho  que  en  esa  parte  de  loe  bienes 
tenía  y  transmitió  á  sus  legítimos  herederos;  tercero,  que  la  disposición 
testamentaria  de  Dofia  Julia  Tassara,  en  orden  á  los  aludidos  faleaes,  á 
favor  de  su  segundo  marido  Bermúdez  Reina,  y  cualesquiera  otras  ó 
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actos  que  hAy«n  sido  so  deriy«cióii  ó  consecuencia,  son  ineficaces  y 
nulos,  como  ejecutados  contra  lo  dispuesto  por  el  art.  811  del  Código 
cítíI  y  en  dafio  de  derechos  lespetables  amparados  por  el  mismo  Código; 
7  «n  sa  Tirtnd,  previa  declaración  de  dicha  nulidad,  si  el  Juzgado  esti- 
mase necesario  hacerla,  ó  sin  ella,  en  otro  caso,  condenar  al  demandado 
á  que  de  los  bienes  que  lierodó  de  su  esposa  Dofia  Julia  Tassara  entregue 
á  la  demandante  la  parte  que  como  uno  de  los  herederos  legítimos  y 
uniTOTSftles  de  Dofia  Araceli  Massa  y  Lasso  de  la  Vega,  viuda  de  Romero 
de  Tejada,  tía  camal  ó  pariente  en  tercer  grado  de  Dofia  Elvira  Massa  y 
Tassara,  acredite  correspondería  ,  en  concurrencia  con  los  demás  here- 
deros de  la  misma  Dofia  Araceli  Massa,  y  sin  perjuicio  ni  de  ellos  ni  de 
quien  6  quienes  puedan  ostentar  igual  ó  mejor  derecho,  siendo  extensiva 
la  condena  al  pago  de  los  frutos  producidos  y  debidos  producir  desde  el 
fallecimiento  de  la  reservista  Dofia  Julia  Tassara  y  abonos  de  los  me- 
noscabos sufridos;  con  expresa  imposición  de  costas  al  demandado: 

Resaltando  que  en  apoyo  de  estas  pretensiones  alegó  Dafia  Araceli 
Homero  de  Tejada  y  Massa,  en  su  escrito  de  demanda,  lo  sustancial  de 
los  hechos  ya  referidos  en  la  exposición  de  antecedentes;  y  comolunda- 
menios  de  derecho,  expuso:  que  la  calificación  que  merecen  los  bienes 
que  el  demandado  D«  Eduaxdo  Bermúdez  Reina  heredó  de  su  esposa 
Dofia  Julia  Tassara,  y  ésta  de  su  hija  Dofia  Elvira  Massa  y  Tassara, 
quien  á  su  vez  los  hubo  de  su  padre  D.  Luis  Massa,  es  la  de  reservables, 
conforme  á  lo  determinado  por  el  art.  811  del  Código  civil;  que  haciendo 
aplioaeión  de  este  precepto,  resulta  que  Dofia  Julia  Tassara,  ascendiente 
de  su  descendiente  Dofia  Elvira  Massa,  heredó  los  bienes  de  que  se  trata, 
por  ministerio  de  la  ley,  de  la  misma  Dofia  Elvira,  quien  los  había  ad- 
quirido de  otro  ascendiente,  su  padre,  D.  Luis  Massa,  por  el  título  lu 
crativo  de  herencia;  y  como  desde  el  momento  de  la  adquisición  por 
Dofia  Jalla  Tassara,  como  heredera  abintestato  de  su  hija,  de  loe  bienes 
susodichos,  tomaron  éstos  el  carácter  de  reservables  á  favor  de  los  pa- 
rientes en  tercer  grado  de  dicha  Dofia  Elvira,  uno  de  los  cuales  era  Dofia 
Araceli  Massa,  hmnana  de  su  padre,  D.  Luis  Massa,  es  indudable  la 
obligación  que  Dofia  Julia  contrajo  de  reservar  los  bienes  que  adquirió 
de  su  hijo  á  favor  de  aquellos  parientes,  inscribiéndolos  en  tal  concepto 
en  los  Registros  de  la  propiedad  correspondientes,  cosa  que  no  había 
hecho;  que  como  se  afima  en  el  precedente  fundamento,  Dofia  Araceli 
Massa,  hermana,  tía  camal  y  madre  respectivamente  de  D.  Luis  Massa, 
de  Dofia  Elvira  Massa  y  Tassara  y  de  la  actora,  adquirió,  como  cuantos 
se  encontrasen  en  su  caso,  en  34  de  Septiembre  de  1889,  fecha  del  falle- 
cimiento de  Dofia  Elvira,  y  más  todavía  en  11  ó  18  de  Noviembre  del 
propio  afio,  que  son  la  del  auto  de  declaración  de  heredera  á  favor  de 
Dofia  Julia,  y  la  de  la  escritura  particional  de  los  bienes  de  la  Dofia  El- 
vira, el  derecho  á  la  reserva  de  éstos  y  á  que  estuviese  garantizada  su 
eatiéga  mientras  no  fuese  un  liecho  la  supervivencia  de  la  reservista 
coa  reladte  á  los  ressFvatarios;  derecho  que  no  se  resolvió,  y  que  Dofia 
Araceli  Masa  conservó  hasta  su  muerte,  acaecida  muy  posteriormente  á 
la  de  Dofia  Julia  Tassara,  transmitiéndolo,  como  cuantos  tenía,  á  sus 
hijos  y  universales  herederos,  así  declarados  en  auto  de  10  de  Mayo  de 
M8,  siquiera  al  efectaarse  esa  transmisión  haya  hoy  de  concretarse  en 
su  ejeeeicio  á  pedir  se  declare  que  los  referidos  bienes  eran  reservables, 
y  que  no  pudieron  transmitirse  válidamente  por  título  de  herencia  ni 
por  otro  alguno  al  demandado  D.  Eduardo  Bermúdes  Reina,  ni  á  nadie 
masque  á  los  parientes  en  tercero  ó  mejor  grado  de  Dofia  Elvira  Massa, 
pertenecientes  á  la  línea  de  donde  procedían  loa  bienes,  los  que  debían 
«atregarse,  con  los  frutos  producidos  y  debidos  producir  desde  la  muerte 
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de  loB  reservistas,  y  abono  de  los  menoscabos  snlridos;  qne  aparte  de  las 
resoluciones  de  la  Dirección  general  de  los  Begistros  de  26  de  Junio  de 
1892,  6  y  18  de  Enero  de  1898,  qne  reconocen  la  existencia  de  aquel  de* 
recho  de  troncalidad  en  casos  como  el  de  este  pleito,  se  pueden  <dtar  laa 
sentencias  de  este  Supremo  Tribunal,  que  igualmente  lo  reconocen,  de 
16  de  Diciembre  de  1892,  8  de  Noviembre  de  1894  y  19  de  Junio  de  1806^ 
aplicables  por  analogía,  y  algunas  de  ellas,  y  singularmente  la  de  80  de 
Diciembre  de  1897,  que  abona  grandemente  la  procedencia  de  las  aludi- 
das pretensiones;  y  que  si  Dofia  Julia  Tassara,  lejos  de  reservar  loe 
bienes  que  heredó  de  su  hija,  que  en  rigor  sólo  debía  usufructuar,  dis- 
puso de  ellos  por  testamento  en  favor  de  su  segundo  marido  el  deman- 
dado D.  Eduardo  Bermúdes  Reina,  habrá  que  convenir  en  que  esta  die-- 
posición  testamentaria  está  tocada,  como  cuantos  actos  ó  disposidonee 
se  relacionen  ó  deriven  de  ella,  de  un  vicio  radical  de  nulidad,  pare- 
ciendo innecesario  pedir  la  declaración  previa  de  tal  nulidad,  y  si  se 
solicitaba,  no  era  en  términos  absolutos,  sino  remitiéndose  ó  dejándola 
á  la  facultad  discrecional  del  Juagado: 

Resultando  que  conferido  traslado  de  lá  demanda  al  demandado  Don 
Eduardo  Bermúdez  Reina,  lo  evacuó,  solicitando  se  le  absolviera  de  ella^ 
con  imposición  á  la  demandante  de  perpetuo  silencio  y  las  costas,  ale- 
gando los  siguientes  hechos,  á  más  de  otros  ya  relacionados:  que  Don 
Luis  Massa  de  la  Vega  dejó  en  su  testamento  un  legado  de  20.000  reales 
á  cada  uno  de  sus  tres  hermanos  D.  Fernando,  Dofia  María  AraoeU  y 
Dofia  Josefa,  y  otros  de  10.000  á  sus  sobrinos  D.  Gregorio  Jiménez  Gar- 
cía y  "Dofia  Adela  Romero;  que  en  tal  concepto  adeudaba  la  testamenta- 
ría de  D.  Luis  la  cantidad  de  70.000  reales,  y  en  cambio  era  a<veedors 
de  D.  Fernando  por  88.067  reales;  de  Dofia  Araceli,  por  2.000,  y  de  Dofia 
Josefa,  por  8.000,  figurando  en  el  débito  del  primero  la  suma  de  1.94i^ 
reales  á  que  tenía  derecho  Dofia  Julia  Tsssara  y  Massa,  como  heredera 
de  su  madre  Dofia  Pilar  Massa,  hermana  y  coheredera  de  D.  Femando, 
que  había  recibido  de  más  lo  que  aquélla  de  menos;  que  por  escritura 
pública  otorgada  en  22  de  Enero  de  1876,  ante  el  Notario  de  esta  corte 
D.  Zacarías  Alonso  Oaballero,  se  dio  solución  al  problema  planteado  por 
todos  esos  créditos  recíprocos,  y  hechas  las  oportunas  compensaciones, 
quedó  Dofia  Elvira  Massa  y  Tassara  debiendo  á  Dofia  Araceli  Masas 
14.000  reales,  más  671  con  62  céntimos  á  D.  Gregorio  Jiménea  y  Dofis 
Adela  Romero,  y,  finalmente,  1.949  á  su  madre  Dofia  Julia;  que  ésta  se 
abstuvo  de  reclamar  lo  que  la  pertenecía,  y  además  satisfizo  de  Su  bolsi- 
llo aquellas  otras  dos  partidas,  importantes  en  junto  4.180  pesetas  62 
céntimos,  con  expreso  y  existente  propósito  de  beneficiar  así  á  su  hija, 
y,  por  lo  tanto,  con  derecho  notorio  á  resarcirse  de  los  anticipos  cuando 
las  circunstancias  hicieran  imposible  que  Dofia  Elvira  se  aprovechase 
de  su  generosidad;  que  además  debe  advertirse  que  de  los  666  metros 
y82  centímetros  que  actualmente  tiene  el  solar  de  la  calle  de  Villanue- 
va,  esquina  á  la  de  Lagasca,  cuya  mitad  proindivisa  formaba  parte  de 
la  herencia  de  Dofia  Elvira,  92  metros  y  82  centímetros  fueron  compra* 
dos  por  Dofia  Julia  y  su  hija  al  Ayuntamiento  de  Madrid  en  escritura 
otorgada  en  6  de  Julio  de  1878,  y,  por  tanto,  es  obvio  qne  Dofia  Elvira 
no  ha  adquirido  á  título  lucrativo  su  participación  en  ese  trozo  de  solar; 
que  el  dicente,  como  heredero  único  y  universal  de  su  eq^osa  Dofia  Ju- 
lia Tassara,  inscribió  su  derecho  en  los  Registros  correspondientes  de 
Madrid  y  Garroviilas;  que  en  cambio  los  hermanos  del  finado  D.  Luis, 
D.  Fernando  y  Dofia  Josefa,  no  hicieron  constar  en  el  Registro  el  dere- 
cho de  que  la  actual  demandante  les  considera  asistidos,  por  tener  los 
bienes  de  Dofia  Elvira  el  carácter  de  reservables,  ni  sospecharon  si-^ 
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qaiera  que  pudieran  tenerlo,  gaardándose  bien  de  entablar  reclamación 
aigana  ludieiai  ni  extrajadicial  sobre  el  particular;  que  ajeno  el  deman- 
dúo  Bermúdes  Beina  de  qne  el  art.  811  del  Código  civil  pudiera  ser  de 
cerca  ni  de  lejos  aplicable  á  la  herencia  de  sn  mujer,  vendió  á  D.  Lau- 
reano García  Camisón  la  dehesa  Baldío  de  Portezuelo,  que  había  lle- 
gado á  ser  propiedad  exclusiva  de  Dofia  Julia,  por  haber  incorporada 
ésta  á  la  parte  que  ya  tenía  proindiviso,  la  que  fué  de  su  hija  Dofia  £1- 
vira;  que  la  escritura  de  esa  venta  lleva  la  fecha  de  8  de  Mayo  de  1894,. 
y  fué  inscrita  el  2  de  Julio  siguiente  en  el  Registro  de  la  propiedad  de 
Garrovillas;  que  Dofia  María  Araceli  Maesa,  madre  de  la  demandante, 
falleció  sin  que  hubiese  tratado  nunca  de  reivindicar  los  bienes  objeto 
del  presente  pleito,  estando  aún  por  hacer  las  operaciones  particionales 
de  la  testamentaría;  y  finalmente,  que  la  demanda  de  que  se  trata  ha 
sido  deducida  por  uno  solo  de  los  herederos  de  Dofia  María  Araceli  Mae- 
sa, pues  los  demás,  ni  han  conferido  sus  poderes  á  la  demandante,  ni 
han  reclamado  por  su  parte: 

Resultando  que  en  armonía  con  estos  hechos,  adujo  Bermúdes  Reina 
en  ma  escrito  de  contestación  los  fundamentos  legales  siguientes:  que 
según  el  art.  811  del  Código  civil,  el  ascendiente  que  heredara  de  su  des- 
cendiente bienes  que  éste  hubiese  adquirido  por  título  lucrativo  de  otro 
ascendiente  ó  de  un  hermano,  está  obligado  á  reservar  los  que  adquirió- 
por  ministerio  de  la  ley,  pero  de  ningún  modo  los  que  le  correspondie- 
sen, no  como  heredero  abintestato  ó  forsoso,  sino  en  justa  y  equitativa 
indemnisación  de  anticipos  hechos,  como  ocurre  con  las  cantidades  que 
aprontó  Dofia  Julia  Tassara  en  exclusivo  beneficio  de  su  hija  Dofia  El- 
vira; que  el  expresado  art.  811  exige  que  para  ser  reservables  los  bienee 
haya  de  haberlos  adquirido  el  descendiente  á  título  lucrativo,  y  no  se 
hnlla  en  tal  caso  la  participación  que  á  Dofia  Elvira  correspondía  en  lo» 
noventa  y  tres  y  pico  de  metros  del  solar  comprado  al  Ayuntamiento- 
en  1878;  que  aun  en  la  hipótesis  de  que  Dofia  María  Araceli  Maesa,  pa- 
riente de  D.  Luis  dentro  de  tercer  grado,  hubiera  podido  in^^ocar  el  ar- 
tículo 811,  no  es  dable  que  lo  invoquen  sus  hijos,  parientes  en  cuarto- 
grado,  y  ya  queda  dicho  que  está  pendiente  la  testamentaría  de  Dofia 
Araceli  Maesa;  que  nadie  ignora  que  en  tal  caso  es  el  administrador  do 
la  testamentaría  quien  lleva  su  vos  en  juicio  para  ejercitar  las  acciones 
á  la  misma  correspondientes,  y  como  la  actora  Dofia  Araceli  Romero  de 
Tejada  no  acredita  liabérsele  otorgado  ni  por  su  madre  ni  por  la  Autori- 
dad judicial  la  administración  de  la  herencia,  como  tampoco  acredita  la. 
representación  de  sus  ocho  coherederos,  carece  en  absoluto  de  acción. 
para  solicitar  declaraciones  que  han  de  afectar  á  la  herencia  íntegra,  y 
para  perseguir  bienes  que,  aun  cuando  fuesen  arrancados  á  sus  actuales 
poseedores,  no  podrían  ser  entregados  á  la  parte  actora,  sino  que  ingre- 
sarían en  el  caudal  relicto  por  Dofia  María  Araceli  Massa;  que  surge  do 
aquí  un  nuevo  argumento,  que  demuestra  la  falta  de  acción  del  adversa- 
rio, y  es  que,  no  habiéndose  practicado  las  operaciones  divisorias  é  ig- 
norándose qué  parte  de  los  bienes  reservables  había  de  tocarle  en  ellos,. 
y  aun  si  le  tocaría  alguna,  es  claro  que  no  puede  acreditar  dominio  ac- 
tual sobre  parte  determinada  de  los  mismos,  y  siendo  esta  condición  pre- 
cisa para  reivindicarla,  según  la  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de 
14  de  Junio  de  1889  y  otras  muchas,  sus  esfuersos  en  tal  sentido  han  de 
resultar  infructuosos;  que  á  la  excepción  8ine  actione  agis  ha  de  afia^ 
dirse  la  del  núm.  4.^  del  art.  688  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  al 
menos  en  lo  que  respecta  á  la  dehesa  Baldío  de  Portezuelo,  porque  ven- 
dida ésta  por  Bermúdes  Beina,  no  pueden  entablarse  contra  él  accione» 
leales  ni  mixtas,  que  son  las  que  en  la  demanda  se  ejercitan,  y  tale» 
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accionee  deben  dirigirse  contra  el  poseedor  actual  de  la  cosa,  según  «en- 
ienda  de  este  Tribonal  Supremo  de  28  de  Mano  .de  1886;  que  el  art.  84 
de  la  ley  Hipotecaria  establece  que  los  actos  que  se  ejecuten,  ó  oontratoa 
que  se  otorguen  por  persona  que  en  el  Begistro  aparezca  con  derecha 
para  ello,  no  se  inyalidarán  una  yes  inscritos  en  cuanto  i  los  que  con 
ella  hubiesen  contratado  por  título  oneroso,  aunque  después  se  anule  ó 
resuelyael  derecho  del  otorgante  en  yirtnd  de  titulo  anterior  no  ins- 
crito, ó  de  causas  que  no  resulten  claramente  del  mismo  Registro»  qne 
es  precisamente  el  caso  del  comprador  del  Baldío  de  Portesuelo;  qne  el 
derecho  de  los  parientes  de  Dofia  Elyira,  dentro  del  tercer  grado,  no  ha- 
bla sido  inscrito,  y  no  pudiendo  ponerse  «n  duda  la  condición  de  tercero 
•que,  de  conformidad  con  el  art.  27  de  la  ley  Hipotecaria,  tiene  el  com- 
prador Camisón  respecto  de  Dofia  Araceli  Massa,  sus  hermanos  j  ene 
herederos,  ha  de  aplicarse  necesariamente  el  art.  29,  según  #1  conl  loe 
títulos  que  deben  inscribirse  en  el  Begistro  y  no  lo  estén,  no  perjadica- 
rán  á  los  que  ostentan  igual  carácter;  que  con  arreglo  al  párrafo  2.^  del 
citado  art.  28  de  la  ley  Hipotecaria,  la  inscripción  de  los  bienes  inmue- 
bles y  derechos  reales  adquiridos  por  herencia  ó  legado  no  perjudicará  á 
tercero  si  no  hubiesen  transcurrido  cinco  afios  desde  la  fecha  de  la 
misma,  de  donde  se  infiere  con  toda  eyidencia  que,  transcurrido  eee 
tiempo,  no  puede  menos  de  perjudicar  á  tercero,  y  por  consiguiente,  que 
las  inscripciones  del  solar  y  de  la  dehesa  de  Portesuelo,  en  que  coñete- 
tió  el  caudal  de  Dofia  Elyira  ^íassa,  hechas  primero  á  fayor  de  DoiDLa 
Julia  Tassara  y  luego  á  fayor  de  D.  Eduardo  Bermúdes  Beina,  perjudi- 
can á  la  demandante  y  hacen  imposible  esta  demanda;  que  al  propio  re- 
aultado  conducen  las  disposiciones  yigentes  en  materia  de  prescripcidu; 
que  el  actor  solicita  que  se  declare  nulo  el  testamento  de  Dofia  Julia,  y 
pudiera  con  igual  fundamento  haber  pedido  que  se  declarara  lesiya  ik 
escritura  otorgada  por  ella  en  18  de  Noyiembre  de  1889,  haciéndose 
•cargo,  sin  grayamen  ni  restricción  alguna,  de  la  herencia  de  su  hija 
Dofia  Elyira;  y  últimamente,  qne  ejercita,  pues,  la  actoia  acciones  de 
nulidad  y  rescisión,  ninguna  de  las  cuales  dura  más  de  los  cuatro  afioa 
que  han  transcurrido  con  gran  exceso,  ya  se  cuente  desde  1892  si  se 
aplica  el  art  1801,  ya  desde  1889  si  se  aplica  el  1096: 

Besultando  que  en  el  escrito  de  réplica  fijó  la  demandante  concreta 
y  deflnitiyamente  como  puntos  de  hecho  objeto  del  debate  los  estableci- 
dos en  la  demanda,  sin  otra  alteración  qne  la  de  manifestar  haberse  ul- 
timado las  operaciones  diyisorías  de  los  bienes  relictos  por  la  madre  de  la 
actora  Dofia  María  Araceli  Maesa  de  la  Vega,  que  se  distribuyeron,  como 
todos  los  derechos  de  ésta,  entre  sus  hijos  y  nietos  en  la  debida  y  corres- 
pondiente proporción,  y  agregó:  que  sólo  Dofia  María  Araceli  Massa  y 
D.  Femando  Massa  eobreyiyieron  á  su  sobrina  Dofia  Julia  Tassara;  que 
Dofia  Josefa  Massa,  hermana  de  aquéllos,  falleció  antes,  y  aunque  dejó 
sucesión,  no  se  ha  creído  ésta  con  derecho  alguno  á  los  bienes  reserya- 
bles  heredados  por  dicha  Dofia  Julia  Tassara  de  su  hija  Dofia  Elyira 
Massa,  á  causa  de  no  poder  utilisar  el  de  representación;  y  que  tales  bie- 
nes habrán  de  diyidirse,  por  consiguiente,  entre  los  sucesores  de  Dofia 
Araceli  Massa  y  los  de  D.  Femando  Massa: 

Besultando  que  también  el  demandado,  en  su  escrito  de  duplica,  fijó 
definitiyamente  como  hechos  los  que  había  expuesto  en  el  de  contesta- 
ción, si  bien  adicionó:  que  no  tenía  inconyeniente  en  admitir  que  los 
hijos  de  Dofia  Josefa  Massa  carecen  en  absoluto  de  títulos  á  los  bienes 
objeto  de  este  pleito,  sin  que  por  eso  admita  que  los  tienen  los  caosaha- 
blentes  de  D.  Fernando  y  Dofia  María  Araceli,  y  que  rechazaba,  por  úl- 
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timo,  lo0  heohos  alegados  de  contrario,  en  cnanto  no  se  acomodasen  k 
Jos  qoe  dejaba  estabkcidos: 

Seenltando  qne  recibido  el  pleito  á  prueba,  unidas  las  practicadas  á 
100  antOB  y  entregados  éstos  á  las  partes  para  conclusión,  evacuaron  res- 
pecÜTamente  aquel  traslado  en  sus  escritos  de  29  de  Mayo  y  18  de  Julia 
de  1899,  en  cuyo  periodo  de  tiempo  falleció  el  demandado  D.  Eduardo 
Bermúdes  Reina,  personándose  en  forma  legal  sus  albaceas  testamenta- 
rios D.  José  Gracia  Martin  y  D.  Eduardo  Mezqulda  de  Orihuela,  deepué» 
de  lo  que  se  trajeron  los  autota  á  la  vista»  con  citación  de  las  partes  para 
sentencia,  acordando  el  Juzgado  en  auto  para  mejor  proveer,  de  14  de- 
Agosto  siguiente,  que  se  requiriese  á  la  demandante  Dofia  Araceli  Bo- 
mero  de  Tejada  á  fin  de  que  exhibiera  la  escritura  ó  testimonio  de  hi- 
juela que  acreditase  hallarse  terminadas  las  operaciones  de  testamenta- 
ria, por  fallecimiento  de  bu  madre  Dofia  Araceli  Maesa: 

fiesnltando  que  hecho  el  requerimiento  por  cédula^  presentó  en  so 
virtud  la  parte  actora:  una  carta  de  pago  de  la  Administración  de  Ba- 
cienda  de  esta  provincia,  expedida  en  4  de  Julio  de  1899,  acreditando- 
que  Dofia  Corina  Bomero  de  Tejada  y  hermanos  habían  entregado  en  el 
Banco  de  Espafia  la  cantidad  de  166  pesetas  81  céntimos  del  1  por  100  de 
18.087  con  50  que  en  metálico  heredaron  de  su  madre  Dofia  Araceli 
Kasesr;  un  extracto  de  la  declaración  de  los  bienes  que  á  su  fallecimienta 
dejó  Dofia  Adela  Bomero,  extendido  en  papel  comercial,  sin  timbre  al- 
guno, y  suscrito  en  Zafra  á  1.^  de  Julio  de  1898  por  P.  Bomero,  en  el 
cual  se  hace  constar  que  el  valor  de  dichos  bienes  asciende  á  26.076  pe- 
setas, correspondientes  en  diversas  proporciones  á  Dofia  Araceli  Massa^. 
Dofia  Luisa  Pendueles,  D.  Luis  Befiina,  D.  Francisco  Antolín  y  Dofia 
Paula  Bivas;  un  recibo  suscrito  por  la  mi^ma  demandante  Dofia  Araceli 
Bomero  en  80  de  Abril  de  1898,  á  favor  de  D.  Pedro  Bomero,  por  la 
suma  de  1.489  pesetas  88  céntimos,  como  importe  de  su  haber  en  la  tes- 
tamentaria de  BU  madre  Dofia  Araceli  Masea,  y  otros  recibos  firmado» 
por  loa  demás  coherederos  por  igual  suma  y  concepto: 

Besultando  que  el  Jues  de  primera  instancia  del  distrito  del  Hospicia 
de  esta  corte  dictó  en  9  de  Octubre  de  1899  sentencia,  que  declaró:  pri- 
mero, que  los  bienes  que  Dofia  Julia  Tassara,  casada  en  segundas  nup- 
cias con  D.  Eduardo  Bermódes  Beina,  heredó  abintestato  y  por  ministe- 
rio de  la  ley  de  su  hija  Dofia  Elvira  Maesa  y  Tassf^ra,  que  á  su  vez  lo» 
había  adquirido  de  su  padre  D.  Luis  Massa,  ^n  virtud  de  título  lucrativo 
de  herencia  testada,  eran  de  condición  ó  carácter  reservable  á  favor  de 
lo»  parientes  en  tercer  grado  de  Dofia  Elvira  Massa  y  Tassara,  pertene- 
cientes á  la  linea  de  donde  los  mismos  bienes  procedían;  segundo,  que 
en  tal  concepto,  Dofia  Julia  Tassara  estuvo  obligada  á  reservar  los  ex- 
presados bienes,  debiendo  haber  inscrito  los  inmuebles  en  el  Begistro  de 
la  propiedad,  ccn  expresión  de  su  calidad  de  reservables  y  garantizar  la 
entrega  en  su  día  de  los  de  otra  clase  á  los  parientes  de  Dofia  Elvira 
Massa,  en  favor  de  los  cuales  tuvo  el  deber  de  reservarlos,  entre  cuyo» 
parientes  se  hallaba  Dofia  María  Araceli  Massa,  tía  carnal  de  Dofia  El- 
vira y  hermana  de  D.  Luis  Massa,  que  consolidó  el  derecho  á  la  reserva,, 
y  deMó  adquirir  la  parte  de  bienes  que  le  correspondiera  por  haber  eo- 
btevivido  á  Dofia  Julia  Tassara,  la  que  por  tal  motivo  transmitió  á  su» 
legítimo»  herederos  el  derecho  á  la  parte  de  bienes  que  á  ella  correspon- 
diera; tercero,  que  el  haber  otorgado  Dofia  Julia  Tassara  testamento  en 
lavor  de  su  segundo  marido  D.  Eduardo  Bermódez  Beina,  y  el  hecho  de- 
haber  entrado  en  posesión  de  los  bienes  reservables  en  virtud  de  tal  tes- 
tamento y  por  BU  calidad  de  heredero  de  Dofia  Julia  Tassara,  no  puede 
perjudicar  ni  perjudica  el  derecho  de  las  personas  á  cuyo  favor  declara. 
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la  ley  la  reserva  de  los  bienes  de  qne  se  trata;  y  en  en  virtad,  condenó  á 
la  parte  demandada,  hoy  los  herederos  de  D.  Eduardo  Bermúdes  Reina» 
por  haber  fallecido  éste  durante  la  tramitación  del  pleito,  y  en  nombre 
y  representación  del  mismo,  á  que  de  los  bienes  que  su  causante  heredó 
de  Dofia  Julia  Tassara,  y  que  pertenecieron  á  Dofia  Elvira  Maesa  y  Taa- 
sara,  con  exclusión  de  la  parte  de  solar  qne  ésta  compró  al  Ayuntamiento 
de  Madrid,  y  cualquiera  otros  que  hubiere  adquirido  después  del  falle- 
cimiento de  su  padre  D.  Luis  Massa,  y  con  exclusión  también  de  Isa 
4.180  pesetas  82  céntimos  que  se  abonaron  para  el  pago  de  deudas  de  la 
testamentaría  del  mismo,  entreguen  á  la  demandante  Dofia  Araceli  Ro- 
mero de  Tejada  la  parte  que  justifique  corresponderle  como  heredera 
universal  de  Dofia  María  Araceli  Massa  y  Lasso  de  la  Vega,  en  concu- 
rrencia con  los  demás  herederos  de  ésta  y  los  que  con  la  misma  acredi- 
ten igual  derecho  á  los  tan  repetidos  bienes  reeervables,  y  en  el  caso  de 
que  por  haber  vendido  parte  de  esos  bienes  no  llegara  á  hacerse  la  en- 
trega de  los  mismos,  le  Indemnice  de  los  dafios  y  perjuicios  causadoe 
por  la  venta,  siempre  bajo  la  condición  de  que  la  demandante  justifique 
la  parte  que  i  ella  corresponda,  en  concurrencia  con  los  demás  Intereea- 
-dos;  absolvió  á  ios  demandados  de  los  demás  extremos  comprendidos 
en  la  demanda,  y  no  hizo,  por  último,  expresa  condenación  de  costas: 

Resultando  que  admitida  en  ambos  efectos  la  apelación  que  contra 
este  fallo  interpuso  la  parte  demandada,  y  tramitado  el  recurso  en  forma 
legal,  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  territorial  de  esta  corte 
pronunció  en  11  de  Abril  de  1900  sentencia,  que,  revocando  la  apelada, 
absolvió  en  su  lugar  á  D.  José  Gracia  Martín  y  D.  Eduardo  Mesquida  de 
Orihuela,  en  concepto  de  albaceas  testamentarlos  de  D.  Eduardo  Bermú- 
des Reina,  de  la  demanda  deducida  por  Dofia  Araceli  Romero  de  Tejada 
y  Maesa,  sin  hacer  expresa  condena  de  costas  de  ninguna  de  las  dos  Ins- 
tancias: 

Resultando  que  Dofia  Araceli  Romero  de  Tejada  y  Massa  ha  inter- 
puesto recurso  de  casación  por  Infracción  de  ley,  como  comprendido  en 
el  párrafo  1.^  del  art*  1692  de  la  de  Eojuiclamiento  civil,  alegando  ha- 
berse infringido  en  el  fallo  recurrido  las  siguientes  leyes,  motivo  deter- 
minante de  la  casación,  á  su  juicio: 

Primera.  El  art.  811  dol  Código  civil,  recordado  por  el  968,  en  el 
concepto  de  que,  habiendo  Dofia  Julia  Tassara,  ascendiente  en  primer 
grado  ó  madre  de  Dofia  Elvira  Maesa,  heredado  de  ésta,  por  ministerio  de 
la  ley,  vigente  ya  el  Código  civil,  los  bienes  que  la  misma  adquirió  por 
título  lucrativo  de  herencia  legitima  y  testada  de  su  también  ascen- 
diente en  primer  grado  D.  Luis  Masea,  primer  marido  de  Dofia  Julia; 
existiendo  al  tiempo  de  heredar  ésta  Dofia  María  Araceli  Massa,  her- 
mana de  D.  Luis,  y  como  tal,  pariente  de  Dofia  Elvira  dentro  del  ter- 
cer grado  que  ha  de  mediar  entre  la  persona  del  reservatarlo  y  la  del 
descendiente  heredado,  según  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  16 
de  Diciembre  de  1898;  y  perteneciendo,  en  fin,  la  misma  Dofia  María 
Araceli  Maesa  á  la  línea  de  donde  los  bienes  procedían,  ha  debido  esti- 
mar la  Sala  sentenciadora  las  pretensiones  de  la  demanda  relativas  á 
que  se  declarase  la  cualidad  de  reservables  de  ios  bienes  en  cuestión  á 
favor  de  los  parientes  en  tercer  grado  de  Dofia  Elvira  Massa,  pertene- 
cientee  á  la  línea  de  donde  proceden  dichos  bienes,  ya  que  hallándose 
en  este  caso  la  Dofia  María  Araceli  Maesa  y  concurriendo  en  ella  las 
demás  condiciones  de  la  ley,  incumbió  á  Dofia  Julia  Tassara  el  deber 
de  inscribir  loe  inmuebles  qoe  heredó  de  su  hija,  con  expresión  de  su 
carácter  de  reservables  y  garantizar  la  entrega  en  su  día  de  los  de  otra 
«lase,  tanto  á  favor  de  aquella  sefiora,  que  al  sobrevivir  á  Dofia  Julia 
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loa  adquirió»  siqnien  no  entrasen  materialmente  en  su  poder,  cnanto  de 
loe  demás  parientes  con  igual  derecho: 

Segunda.  El  mismo  art.  811  del  Código  civil,  y  los  667,  658,  pá- 
rrafo 1.^;  659  á  661;  912,  núm.  1.^  918  y  930  á  932  del  propio  cuerpo  le- 
gal; x>orqne  siendo  la  recurrente  hija  legitima  y  heredera  forzosa  á  ti- 
tulo uniYersal  de  Dofia  María  Araceli  Massa,  llamada  desde  que  heredó 
Dofia  Julia  Tassara  los  bienes  de  Dofia  Elvira  Massa  á  la  reserva  de 
elloa,  inscribiérase  ó  no  su  derecho  legal,  es  indudable  que  se  la  trans- 
mitieron dichos  bienes  desde  el  momento  y  por  el  mero  hecho  de  aquella 
muerte  de  su  madre  en  la  parte  alícuota  correspondiente;  porque  la 
obligación  de  reservar  presupone  el  derecho  de  reclamar  que  se  cumpla, 
pero  no  que  este  derecho,  ezcluyente  del  de  representación,  lo  sea  hasta 
el  exagerado  extremo  de  que  muriendo  el  pariente  en  tercer  grado  del 
descendiente  de  quien  los  bienes  procedan  sin  reclamar  éstos,  siquiera 
esa  muerte  haya  sido  posterior  á  la  del  ascendiente  obligado  á  reservar, 
los  herederos  de  aquel  pariente  en  tercer  grado  carezcan  ya  de  toda  ac- 
ción,  que  en  otro  caso  les  asistiría  desde  el  instante  mismo  del  falleci- 
miento de  su  causante,  que  es  lo  que  resuelve  la  sentencia  recurrida, 
con  olvido  de  que  lo  que  por  ministerio  de  la  ley  se  debe  no  deja  de  de- 
berse, á  menos  de  prescribir,  aunque  no  se  reclame;  y  finalmente,  por- 
que el  fallo  de  este  Tribunal  Supremo  de  16  de  Diciembre  de  1892  se  con- 
creta sólo  á  determinar  que  la  relación  de  parentesco  en  tercer  grado  ha 
de  buscarse  entre  el  reservatario  y  el  descendiente  de  quien  los  bienes 
'  procedan,  como  aquí  se  ha  hecho,  sin  deducir  otras  consecuencias,  salvo 
la  de  que,  tratándose  de  bienes  reservables,  está  excluido  el  derecho  de 
representación,  al  que  la  recurrente  no  se  ampara,  pero  sin  afirmar  ]o 
más  mínimo  sobre  la  falta  de  derecho  de  los  parientes  en  cuarto  ó  más 
remoto  grado  que  accionen  á  virtud,  no  del  de  representación,  sino  del 
propio  y  personal  sucesorio,  que  el  Tribunal  sentenciador  juzga  incom- 
patible con  el  texto  y  espíritu  limitativo  de  la  ley: 

Tercera.  La  doctrina  legal  derivada  del  art.  811  del  Código  civil,  y 
admitida  por  la  jurisprudencia  en  los  fallos  de  8  de  Noviembre  de  1894, 
22  de  Junio  de  1896,  19  de  Junio  de  1896,  12  de  Marzo  de  1897  y  14  de 
Julio  de  1899,  que  contestes  con  aquél  en  reconocer  el  derecho  dere- 
serva á  los  parientes  en  tercer  grado  del  descendiente  de  quien  procedan 
los  bienes  heredados  por  el  ascendiente,  si  se  rennen  asimismo  las  de- 
más  condiciones  de  dicho  artículo,  establecen:  el  primero  de  los  enun- 
ciados fallos,  que  la  herencia  es  título  gratuito;  los  segundo  y  cuarto, 
que  el  derecho  del  reservatario  es  transmisible;  y  el  quinto,  que  la  re- 
serva alcanza  á  lo  que  forma  la  cuota  legitimaria  y  á  lo  que  se  percibe 
abinteatato,  no  siendo  aplicable  lo  anterior,  según  el  tercero,  sino  á  he- 
chos realizados  bajo  el  régimen  del  Código  civil;  y  la  infracción  consiste 
en  que,  no  obstante  estar  Dofia  Araceli  Massa  en  tercer  grado  de  paren- 
tesco con  Dofia  Elvira  Massa,  á  quien  heredó  su  madre  Dofia  Julia  Tas- 
sara, concurriendo  en  el  caso  debatido  las  demás  circunstancias  del  pre- 
citado art.  811,  se  desestima  la  demanda  y  absuelve  de  ella  en  orden  á 
todas  sus  pretensiones,  una  de  las  cuales  era  se  declarasen  reservables 
los  bienes  constitutivos  de  la  referida  herencia  á  favor  de  dicha  Dofia 
Araceli  Massa,  que  fallecida  con  posterioridad  á  la  reservista  Dofia  Ju- 
lia Tassara,  los  había  adquirido  y  los  transmitió  al  morir  á  sus  suceso- 
res legítimos  y  abintestato,  uno  de  ellos  la  recurrente,  que  ha  gestio- 
nado en  virtud  de  su  derecho  sucesorio  directo,  propio  y  personal,  no  en 
el  de  representación,  que  es  el  excluido  por  el  fallo  de  16  de  Diciembre 
de  1892: 
Cuarta.    La  doctrina  legal  deducida  de  los  ya  citados  artículos  667. 
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669  y  661  del  Código  civil,  y  consagrada  por  los  fallos  de  este  Tribonal 
Supremo  de  1.^  de  Mayo  de  1896»  24  de  Janio  de  1897,  8  de  Marzo  y 
y  20  de  Mayo  de  1899,  conforme  á  los  caales  el  heredero  qneda  sefior 
de  la  herencia  desde  la  muerte  de  su  causante,  suoediéndole  por  el  solo 
hecho  de  la  misma;  toda  vez  que,  adquirido  por  parte  de  Dofia  Araceli 
Massa  el  derecho  á  la  reserva  al  morir  su  sobrina  Dofia  Elvira  y  he- 
redar á  ésta  su  madre  Dofia  Julia  Tassara,  derecho  que  mediante  la  so- 
perviyencia  de  la  reservista,  con  relación  á  la  reservataria,  podía  resol- 
verse, pero  que  á  causa  de  la  premorencia  se  perfeccionó  y  conaumó;  y 
pedida  por  la  recurrente,  como  hija  y  heredera  legítima  de  dicha  reser- 
vataria, la  parte  que  la  correspondiese  en  los  bienes  á  que  aquel  dere- 
cho consumado  se  referia,  debió  de  deferirse  á  tal  petición,  no  recha- 
zarla, como  lo  hace  la  sentencia  recurrida,  por  fundamentos  opuestos  á 
los  que,  según  este  motivo,  resultan  infringidos: 

Quinta.  El  art.  1026  del  Código  civil,  por  indebida  aplicación;  pues 
además  de  hallarse  comprendido  aquél  en  la  sección  5.*,  capítulo  6.^, 
titulo  3.^  del  libro  8.^,  que  se  contrae  al  caso  de  la  herencia  á  beneficio 
de  inventario  ó  con  el  derecho  de  deliberar,  sólo  cabe  entender,  con 
arreglo  a  dicho  artículo,  que  la  herencia  se  halla  en  administración  y 
que  el  administrador  de  ella,  ya  sea  el  heredero,  ya  otra  persona,  la  re- 
presenta, cuando  no  están  pagados  todos  los  acreedores  conocidos  y  los 
legatarios;  y  resultando  que  con  motivo  de  la  muerte  de  Dofia  Araceli 
Massa,  nada  se  actuó  dirigido  á  aceptar  su  herencia  con  aquel  beneficio 
ó  reservándose  el  indicado  derecho,  sino  meramente  á  que  sus  hijos  y 
nietos  fuesen  declarados  herederos  suyos  sin  salvedad  alguna,  ni  consta 
la  existencia  de  legatarios,  que  supone  la  de  testamento  no  otorgado  por 
Dofia  Araceli  Massa  ni  la  de  acreedores  á  la  herencia,  y  si,  por  el  con- 
trario, que  en  4  de  Julio  de  1898  se  satisficieron  á  la  Haciend»  los  dere- 
chos reales;  por  todas  cuyas  razones  es  visto  que  aquella  herencia  no 
se  hallaba  en  el  periodo  de  administración  al  proponerse  la  demanda,  y 
mucho  menos  al  entablarse  la  apelación  ante  la  Audiencia,  ni  tal  pe- 
ríodo pudo  cesar  siquiera  en  razón  á  no  haber  comenzado,  y  en  su  con- 
secuencia, el  art.  1026  que  la  Sala  sentenciadora  invoca  y  cuya  tenden- 
cia  es  principalmente  que  nadie  se  ingiera  en  la  administración  heredi- 
taria á  otro  confiada,  que  es  también  la  mente  de  la  sentencia  de  este 
Supremo  Tribunal  de  28  de  Abril  de  1897,  ha  sido  mal  aplicado,  y  al 
absolver,  gracias  al  mismo,  al  demandado,  negando  á  la  recurrente  per- 
sonalidad hasta  para  pedir  con  las  salvedades  y  limitaciones  con  que 
pidió,  resulta  infringido: 

Sexta.  £1  art.  28  de  la  ley  Hipotecaria,  en  el  concepto  de  que,  aun 
cuando  según  su  texto,  á  contrario  sensu,  la  inscripción  de  bienes  in- 
muebles y  derechos  reales  que  por  herencia  y  legado  adquieran  herede- 
ros voluntarios,  perjudicará  á  tercero  transcurridos  cinco  afios  desde  la 
fecha  de  la  misma,  como  quiera  que  el  mismo  artículo  no  previene  ni 
podía  prevenir  que  semejante  perjuicio  consista  en  no  poder  reclamar 
útilmente  los  bienes  objeto  de  aquella  inscripción  al  que  la  obtuvo,  ni 
acudir  para  ello  á  los  tribunales  de  justicia  con  la  oportuna  demanda, 
es  evidente  que  la  absolución  de  ésta  entrafia  el  quebrantamiento  del 
mencionado  artículo,  rectamente  entendido,  lo  que  no  sucedería  si  la 
acción  se  hubiese  dirigido  contra  el  adquirente  por  compra  de  aquellos 
bienes  ó  de  alguno  de  ellos,  no  constando  claramente  en  el  Begistro  al- 
guna causa  de  nulidad  de  la  inscripción,  que  fué  lo  que,  apreciado  por 
la  recurrente,  motivó  que  se  abstuviese  de  demandar  al  comprador  Don 
Laureano  Camisón,  y  lo  hiciera  respecto  á  Bermúdez  Reina,  aunque  de 
buena  fe  se  hubiese  desprendido  de  la  finca  Baldío  de  Portezuelo: 
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Séptima:  Axm  admitiendo  que  la  acción  no  hubiera  podido  dirigirse 
contra  D.  Eduardo  Bermúdez  Eeina,  á  cansa  de  haber  éste  dejado  de  po- 
seer la  dehesa  Portezuelo  antes  de  formularse  la  demanda  origen  de  es* 
tos  autos,  7  admitiendo  también  que  sea  indispensable,  si  aquella  acción 
es  de  naturaleza  real  ó  mixta,  determinarlo  así,  sin  que  baste  expre- 
sar claramente  lo  que  se  pretende,  siendo  improcedente  dirigirla  contra 
el  que  no  sea  poseedor  actual,  se  ha  Infringido  la  misma  doctrina  legal, 
sustentada  por  el  Tribunal  á  quo^  de  que  la  acción  real  ó  mixta  no 
puede  servir  de  fundamento  á  una  denianda  contra  el  que  legítimamente 
7  de  buena  fe  ha  dejado  de  poseer;  por  cuanto  Bermúdez  Reina,  si  se 
desprendió  de  la  citada  dehesa  antes  de  la  demanda,  no  lo  hizo  también 
del  solar  de  la  calle  de  Villanueva,  heredado  de  su  esposa  7  parte  de  los 
bienee  reservables  que  se  reclaman,  7  en  su  consecuencia,  la  petición 
de  la  demanda,  en  lo  que  á  él  efecte,  no  invalidándola,  como  no  la  in- 
validan otros  motivos,  es  más  irreprochable  todavía,  si  cabe,  que  en  lo 
que  afecta  á  la  repetida  dehesa: 

Octava.  La  doctrina  constante  sentada  por  este  Tribunal  Supremo, 
entre  otras  muchas  sentencias,  en  las  de  17  de  Diciembre  de  1878,  7  de 
Diciembre  de  1885,  19  de  Febrero  de  1894  7  14  de  Julio  de  1899,  conforme 
á  las  que,  si  bien  se  debe  solicitar  directa  7  previamente  la  declaración 
de  nulidad  del  acto  en  que  se  funde  ó  de  que  se  derive  la  acción  ejer- 
citada, esa  solicitud  es  innecesaria  é  inoportuna  cuando  la  acción  tiene 
origen  independiente,  anterior  7  posterior  al  acto  nulo,  cuando  la  nuli- 
dad no  es  causa  productora  de  la  acción,  sino  producto  ó  consecuencia 
de  estimarse  ésta,  cu7a  infracción  estriba  en  que  el  título  que  ostenta  la 
recurrente,  por  lo  respectivo  al  carácter  de  reservables  de  los  bienes 
que  demanda,  es  anterior,  independiente  7  superior  al  que  motivó  la 
inscripción,  que,  según  parecer  de  la  sentencia  recurrida,  debió  pedirse 
fuera  annlaido;  así  es  que  no  existía  la  necesidad  de  pedir  aquella  nuli- 
dad, consecuencia  lógica  del  hecho  de  estimarse  la  acción  ejercitada; 
siendo  también  de  advertir,  á  ma7or  abundamiento:  primero,  que  uní  - 
tulo,  tomado  éste  como  causa  del  derecho,  aunque  no  inscrito,  puede 
tnular  otro  anterior  7  su  inscrii>ción  tan  luego  como  se  haga  constar  en 
un  documento  inscribible,- que  mu7bien  puede  ser  una  sentencia  ejecuto- 
ria, 7  segundo,  que  lo  que  se  echa  de  menos  está  mu7  á  la  vista  en  autos, 
pneo  en  la  súplica  de  la  demanda  se  interesó  <la  previa  declaración  de 
nulidad,  si  se  cre7ese  necesario  hacerla,  ó  sin  ella  en  otro  caso,  de  la 
dispoaición  testamentaría  de  Dofia  Julia  Tassara  á  favor  de  su  esposo  7 
de  cualesquiera  otras,  ó  actos  que  fuesen  su  derivación  ó  consecuen- 
cia», entre  los  cuales  no  puede  menos  de  incluirse  la  inscripción  poste- 
rior de  los  derechos  hereditarios  á  que  el  Tribunal  sentenciador  alude:  7 

Novena.  La  regla  17,  título  84  de  la  Partida  7.%  7  la  doctrina  legal 
de  que  la  indemnización  de  dafios  7  perjuicios  se  debe  por  los  actos  de 
índole  civil  ejecutados  sin  derecho,  en  razón  á  que  al  absolverse  de  la 
demanda  al  demandado,  no  sólo  queda  la  recurrente  privada  en  abso- 
luto de  los  bienes  reservables  que  reclama,  sino  también  de  lo  que  im- 
porten ios  dafios  7  perjuicios  que  pide  de  un  modo  subsidiario,  lasti- 
mándose por  lo  tsnto  el  derecho  de  la  recurrente  tanto  como  se  beneficia 
al  demandado,  hoy  sus  sucesores,  con  violación  así  de  la  citada  le7  de 
Partida,  que  veda  todo  enriquecimiento  torticero,  como  de  la  doctrina 
legal  apuntada  tan  en  armonía  con  lo  justo  7  con  varios  de  los  artículos 
del  Código  civil,  que  estatU7en  la  obligación  general  de  resarcir  los  da- 
fios 7  perjuicios  que  se  causen  por  omisiones  ó  actos  indebidos,  7  la  es- 
pecial en  el  mismo  sentido  que  sefialan  los  artículos  974  7  976,  también 
infringidos,  7a  que  son  aplicables  por  analogía  al  caso  de  que  se  trata. 
TOMO  91  6 
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Visto,  fliendo  Ponente  él  Magistrado  D.  Franciaco  Toda: 

Considerando  que  á  la  obligación  de  la  reserva,  establecida  en  el  ar> 
tícnlo  811  del  Código,  corresponde  un  dereebo  qne  sólo  puede  ejercitar 
y  reclamar  la  persona  en  quien  concurran  las  circunstancias  que  el  mis- 
mo artículo  requiere,  y  no  otra  alguna,  aunque  sea  con  el  carácter  de 
causahabiente  de  aquel  que  no  le  ejercitó,  si  á  su  vez  no  reúne  las  con- 
diciones de  la  ley;  porque  supuestos  los  términos  de  dicho  articulo,  así 
como  la  índole  de  esta  clase  de  reserva,  limitativa  de  los  derechos  legi- 
timarios del  ascendiente,  que  no  arraoíba  de  principio  alguno  de  ver- 
dadera troncalidad,  y  atendido  á  que  constituye  un  beneficio  otorgado 
por  consideraciones  familiares  exclusivamente  en  favor  de  determina- 
das personas,  con  fundamento  menos  poderoso  que  el  de  la  reserva  de 
nuestra  antigua  legislación,  consignada  también  en  el  art.  868  del  Có- 
digo, se  impone  su  restrictiva  interpretación,  y  no  parece  lógico  ni  con- 
forme con  la  naturaleza  de  la  expresada  institución  jurídica,  que  cual- 
quiera, que  podía  ser  un  extrafio,  á  título  de  heredero  ó  representante 
del  que  no  tuvo  por  conveniente  reclamar  dicho  beneficio,  le  preten- 
diese para  sí,  con  exclusión  acaso  de  parientes  en  los  que  concurriesen 
las  circunstancias  legales,  como  si  los  bienes  formasen  yaparte  del  ha- 
ber del  causante,  sin  que  precediera  un  acto  libérrimo  de  la  voluntad 
de  éste  y  el  ejercicio  consiguiente  del  derecho  para  darle  vida  y  reali-^ 
dad  con  relación  á  los  bienes  reservables: 

Considerando  que  la  doctrina  de  la  sentencia  de  16  de  Diciembre  de 
1892  se  halla  inspirada  en  dicho  sentido,  porque  si  bien  es  cierto  que 
se  pronunció  con  motivo  de  un  caso  distinto  del  actual,  y  para  consig- 
nar que  la  representación  no  daba  capacidad  al  representante  al  objeto 
de  colocarse  en  el  grado  del  representado,  esto  mismo  acontecería  real- 
mente si  por  dicho  sucesorio  se  atribuyese  al  extrafio  ó  pariente  fuera 
del  tercer  grado  el  de  pedir  los  bienes  reservables,  porque  sólo  dando  á 
un  heredero  de  esta  clase  el  carácter  de  representante  del  difunto,  colo- 
cándole en  el  grado  de  éste,  es  como  podría  sostenerse  que  se  ejercitaba 
dentro  de  las  condiciones  de  la  ley  el  derecho  que  sólo  puede  réblamar 
quien  las  reúna,  según  se  dijo  en  dicha  sentencia,  cuyo  alcance  doctri- 
nal resalta  al  afirmar  las  diferencias  que  existen  entre  los  derechos  á 
que  se  refiere  el  art.  924  del  Código,  y  el  de  reserva,  que  estima  derecho 
•ó  beneficio  personalísimo  de  aplicación  restrictiva: 

Considerando  qne  por  no  haber  Dofia  María  Araceli  Maesa  de  la 
Vega,  madre  de  la  recurrente,  ejercitado  su  derecho  mientras  vivió,  ni 
cuando  Dpfia  Julia  Tassara  heredó  á  su  hija  Elvira,  ni  cuando  murió, 
dejando  heredero  al  General  Bermúdez*  Reina,  dando  lugar  á  que  éste 
dispusiese  por  contrato  de  parte  de  los  bienes  reservables,  dejó  sin  vida 
y  realidad  para  ella  un  derecho  de  carácter  personalísimo,  que  sólo  po- 
dría ejercitar  al  presente  otro  pariente  que  se  hallase  en  las  condiciones 
de  la  ley,  pero  no  quien  solo  ostenta  un  derecho  sucesorio  de  carácter 
universal,  en  el  qne,  por  las  razones  expuestas,  no  se  puede  comprender 
el  ejercitado: 

Considerando  que  al  estimarlo  así  el  Tribunal  sentenciador  en  uno 
de  los  fundamentos,  por  razón  de  los  que  absolvió  de  la  demanda  á  la 
parte  recurrida,  no  ha  cometido  las  infracciones  legales  que,  referentes 
á  esta  cuestión,  se  alegan  en  los  motivos  segundo  y  cuarto  del  recurso, 
en  atención  á  que  todas  ellas  parten  de  un  supuesto  contradictorio 
de  la  doctrina  sentada,  ó  sea  el  de  que  en  el  haber  hereditario  de  Dofia 
María  Araceli  Massa  de  la  Vega  entraron  los  bienes  reservables,  ó  cuando 
menos  el  derecho  á  reclamarlos;  supuestos  uno  y  otro  inadmisibles,  por- 
que si  de  hecho  continuaron  tales  bienes  en  el  haber  de  Dofia  Julia 


Digitized  by 


Google 


ENERO  DE  1901  87 

TB0Bara,  que  dispaso  de  ellos  en  tesUmento,  después  en  el  del  General 
Bermúdes  Reina,  qne  contrató  en  vida  sobre  los  mismos  y  al  presente 
«1  el  de  sus  hijos  qne  heredaron  los  restantes,  de  derecho  tampoco  llegó 
á  transmitirse  el  atribaido  á  Dofia  María  Araceli,  pnes  no  habiéndolo 
fedamado  y  siendo  precepto  terminante  de  la  ley  que  qnien  le  ejercite 
tenga  las  condiciones  legales  personallsimas  qne  en  ella  se  determinan, 
tales  condiciones  peraonalísimas  no  se  transmiten  ni  cabe  suplirlas,  se- 
gún el  sentido  de  aquélla  y  Jurisprudencia  antes  analizada,  con  la  osten- 
tación de  derecho  alguno  sucesorio  ó  de  representación: 

Considerando  que  bastando  el  fundamento  examinado  para  el  man- 
tenimiento  de  la  parte  dispositiva  de  la  sentencia  recurrida,  es  innece- 
sario ocuparse  de  los  demás  fundamentos  de  la  misma  y  de  los  restan- 
tes motivos  que  con  ellos  se  relacionan,  ya  que  tampoco  existe  enriqne- 
•cimiento  torticero  ni  ocasión  de  dafio,  á  que  el  último  motivo  se  refiere, 
«aan^o  no  se  reconoce  el  derecho  en  que  se  apoyan  tales  alegaciones: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
cnrso  de  casación  interpuesto  por  Dofia  Araceli  Romero  de  Tejada  y 
Maesa,  á  quien  condenamos  al  pago  de  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audien- 
cia territorial  de  esta  corte  la  correspondiente  certificación,  devolvién- 
dole el  apuntamiento  que  remitió. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gnceta  é  in- 
sertará en  la  Ck>LECCT6N  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=:José  de  Aldecoa. 
=Ricardo  6^ullón.=Francisco  Toda.=Pedro  Lavin.=Ricardo  Molina.= 
Vicente  de  Piniée.=:Tomá8  Gúdal. 

Pablicación.=Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
EKcma  8r.  D.  Francisco  Toda,  Magistrado  de  la  Bala  de  lo  civil  del  Tri- 
bunal Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  día  de  hoy, 
•de  qne  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  16  de  Enero  de  1901.— Rogelio  GonxáleE  Montes. 


£7ÚTxi.  le.— GRACIA  Y  JUSTICIA.— 16  de  Enero,  pib.  el  6  de  Febrera. 

Resolución  de  la  Dirección  general  de  los  Registros,  confir- 
mando la  negativa  del  Resistrador  de  la  propiedad  de  Gerona 
&  inscribir  una  escritura  de  dote  6  hipoteca. 
Bn  sus  considerandos  se  establece: 

Que  tratándose  de  una  escritura  de  dote  otorgada  en  Cataluña 
por  la  mujer  y  de  hipoteca  constituida  por  el  marido ^  debe  el  Nota- 
rtOy  en  estricto  cumplimiento  de  los  artículos  2P  de  la  Instrucción 
para  redactar  instrumentos  pvbUeos  sujetos  á  Registro,  y  125  del 
reglamento  general  de  la  ley  Hipotecaria^  expresar  el  nombre  de  ía 
persona  que  constituye  la  dote  ájofíor  de  la  otorgante,  y  de  quién 
procede  el  metálico  en  que  aquélla  consista,  y  la  relación  de  los  do- 
aumentos  que  acreditan  su  constitución: 

Que  la  omisión  de  dichas  circunstancias  impide,  con  arreglo  af 
^Mrt.  2.^  de  la  ley  Hipotecaria,  la  inscripción  del  referido  documen- 
to, porque  no  constando  el  titulo  de  adquisición  de  la  cantidad  en- 
treaada  por  la  mujer  al  marido,  como  dote  estimada,  ni  el  nombre 
de  la  persona  de  que  aquélla  proceda,  debe  reputarse  que  la  adquirió 
<ie  este  último,  en  virtud  de  la  presunción  establecida  en  las  leyes  5Í , 
tit.  í.^,  lib.  24  del  Digesto,  y  6.\  tit.  16,  libro  5.^  del  Código  Repeti- 
-tae  Preelectionis,  y,  en  tal  concepto,  el  relacionado  contrato  de  hi- 
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poteea  es  juridieamente  un  convenio  celebrado  entre  cónyuges  du- 
ranie  el  matrimonio  por  titulo  gratuito,  que  por  hallarse  equipara- 
do expresamente  en  sus  efectos  á  las  donaciones  mortis  causa,  con- 
forme  á  la  doctrina  de  los  párrafos  segundo,  tercero,  cuarto  y  deci- 
mocuarto de  la  ley  32,  tit.  1.^,  lid,  ly  del  Digesto  {conocida  con  él 
nombre  de  Senado  Consulto  del  Emperador  Antonino  Caraealla),  no 
causa  la  transmisión  total  ni  parcial  del  dominio,  ni  es,  por  consi- 
guiente, titulo  constitutivo  de  un  derecho  real  de  hipoteca,  hasta 
después  de  la  muerte  del  marido,  sin  revocar  semejante  contrato, 
ocurrida  en  vida  de  su  mujer,  segán  declara  terminantemente  la 
ley  11  de  los  diados  titulo  y  libro  del  Digesto. 

limo.  Sr.:  En  el  recurso  gabernativo  Ínter  puesto  por  el  Notarlo  Don 
Emilio  Saguer  contra  la  negativa  del  Registrador  de  la  propiedad  de  Ge- 
rona á  inscribir  ana  escritara  de  dote  é  hipoteca,  pendiente  de  este  Gen- 
tro  en  virtud  de  apelación  de  dicho  Registrador: 

Resultando  que  ante  el  Notario  de  Gerona  D.  Emilio  Saguer  y  Oli- 
vet,  á  6  de  Septiembre  de  1899,  otorgaron  escritura  los  cónyuges  Don 
Juan  Darder  y  Doña  Enriqueta  Domenech,  por  la  que  declararon  que 
ésta  entregaba  á  aquél  la  suma  de  16.000  pesetas  en  concepto  de  dote  es- 
timada para  que  las  administre  y  usufructúe  durante  el  matrimonio  á 
fin  de  mejor  sobrellevar  las  cargas  del  mismo,  pero  debiéndola  restituir 
cuando  con  arreglo  á  derecho  proceda,  y  que  en  garantía  constituía  el 
marido  hipoteca  legal  sobre  una  ñnca  de  su  propiedad,  consistente  en 
una  extensión  de  terreno  junto  con  dos  casas  en  el  mismo  construidas^ 
situado  en  la  villa  de  Llagostera  y  en  las  calles  llamadas  de  Fivaller  y 
de  la  Victoria: 

Resultando  que  presentada  copia  de  dicha  escritura  en  el  Registro, 
consignó  el  Registrador  en  la  misma  la  siguiente  nota:  cNo  admitida  la 
inscripción  del  documento  que  precede,  por  no  resultar  probado  que  las 
16.000  pesetas  entregadas  como  dote  estimada  por  Doña  Enriqueta  Do- 
menech á  su  marido  D.  Juan  Darder  sean  de  la  propiedad  ó  pertenencia 
de  dicha  señora,  sin  que  tampoco  esté  comprendida  esa  dote  entre  loa 
bienes  y  derechos  mencionados  en  los  artículos  1336  y  1387  del  Código 
civil.  En  cuya  virtud,  siendo  nula  la  escritura,  por  acosar  una  verda- 
dera donación  entre  cónyuges,  se  califica  de  insubsanable  esta  falta: 

*  Resultando  que  el  Notario  D.  Emilio  Saguer  promovió  este  recurso 
contra  la  nota  del  Registrador,  pidiendo  se  declare  que  la  escritura  que 
lo  motiva  se  halla  extendida  con  arreglo  á  las  formalidades  y  prescrip- 
ciones legales,  siendo,  en  su  consecuencia,  inscribible,  y  alegando  al 
efecto:  que  aun  cuando  el  contrato  de  referencia  acusase,  que  no  acusa,, 
una  donación  entre  cónyuges,  sería  inscribible,  por  merecer  ante  el  de- 
recho la  mera  consideración  de  anulable  y  no  la  de  nulo,  pues  que  el 
Senado  Consulto  de  Caraealla,  ó  sea  la  ley  32,  tít.  1.^,  lib.  24  del  Di- 
gesto,  las  declara  válidas  si  muere  el  donador  sin  haberla  revocado, 
en  fuerza  de  cuyo  precepto  declaró  este  Centro  en  sus  Resoluciones  de 
17  de  Septiembre  de  1895  y  de  20  de  Mayo  de  1896,  que  los  contratos  en 
que  la  mujer  adquiere  bienes  son  inscribibles  aunque  no  se  justifique  la 
procedencia  del  dinero;  que  según  el  Derecho  Romano  vigente  en  Cata- 
luña, puede  aportar  la  mujer  en  dote,  en  cualquier  tiempo,  á  su  marido,., 
los  bienes  de  su  particular  peculio,  en  cuyo  caso  la  dote  recibe  el  nom- 
bre de  adventicia,  citando  en  comprobación  las  leyes  7.%  párrafo  ter- 
cero; 26,  26,  27  y  22  del  tít.  28,  Ubra  Z.^  del  Digesto;  leyes  1.^  y  12,  tí- 
tulo 28,  libro  8.^  del  mismo  Digesto,  y  las  leyes  19  y  20,  Cód.  De  donat 
ante  nup;  que  constando  la  entrega  de  las  16.000  pesetas  por  fe  del  No-> 
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tario,  es  procedente  inscribir  la  hipoteca,  seg^n  el  art.  170  de  la  ley  Hi- 
potecaria 7  jnrispmdencia  relativa  al  mismo,  según  la  qne  sólo  deja  6» 
producir  derecho  á  constitación  de  hipoteca  la  dote  confesada  por  el  ma- 
7ido  cuya  entrega  no  constase,  ó  constase  solamente  por  documento  pri- 
vado, y  que,  según  el  art.  12  del  Código  civil,  no  pueden  tenerse  por 
aplicables  á  Gatalofia  los  1836  y  1887  del  mismo  que  el  Registrador  cita, 
pero  si  lo  fueran  habría  que  atender  también  al  1839,  que  consiente  dote 
•constittdda  con  posterioridad  al  matrimonio,  si  bien  han  de  regirse  por 
reglas  de  las  donaciones  comunes: 

Besaltando  que  el  Registrador  de  la  propiedad  sostuvo  su  caliü  • 
cación,  alegando  los  motivos  siguientes:  que  la  dote  aportada  du- 
nuite  el  ma&imonio  requiere  que  se  pruebe  la  procedencia  de  los  ble  • 
nes  que  la  forman,  y  que  cuando  no  se  hace,  ni  merece  nombre  de 
tal,  ni  da  derecho  á  la  hipoteca  legal  que  para  ellas  establece  la  ley 
Hipotecaria;  que  siendo  inaplicable  en  Oatalufia  la  Novela  162,  por 
no  encontrarse  glosada,  debe  entenderse  vigente  el  antiguo  Derecho 
Romano  y  Oanónico,  en  el  capítulo  8.^  de  las  Decretales  de  Gregorio  IX, 
que  tenían  por  nulas  las  donaciones  eutre  cónyuges  constante  matrimo- 
nio, cuyo  derecho  no  alteró  sustancialmente  el  lanado  Consulto  de  Ca- 
racalla,  citado  por  el  Notario  recurrente;  que  aun  suponiendo  válida  la 
donación,  no  podría  tampoco  ser  admitida  á  Registro,  por  ser  inmensa, 
en  cuanto  excede  mucho  de  los  500  florines  en  que  la  ley  las  tasa  y  re- 
quiere la  insinuación;  y  que  las  Resoluciones  de  este  Centro  que  cita  el 
Notario  no  son  aplicables  al  caso,  por  referirse  á  adquisiciones  que  la 
mujer  hace  con  licencia  marital,  pero  no  á  contratos  entre  cónyuges, 
como  ocurre  en  el  del  recurso: 

Resultando  que  el  Juez  dictó  auto  declarando  qne  la  escritura  de 
-constitución  de  hipoteca  se  halla  extendida  con  arreglo  á  las. formalida- 
des y  prescripciones  legales,  siendo,  en  su  consecuencia,  inscribible,  por 
4ipreciar:  que  era  conforme  con  la  doctrina  de  las  Resoluciones  de  este 
Centro  de  17  de  Septiembre  de  1895  y  de  5  de  Julio  de  1894,  porque  no 
tratándose  de  actos  necesariamente  nulos,  no  puede  denegarse  su  ins- 
cripción; que  el  Código  civil  no  tiene  aplicación  en  Cataluña,  conforme 
establece  su  art.  12,  cuando  existe  derecho  foral  aplicable,  como  es  el 
Senado  Consulto  de  Oaracalla,  y  que  la  hipoteca  es  inscribible,  según  el 
srt.  170  de  la  ley  Hipotecaria: 

Resultando  que  el  Registrador  de  la  propiedad,  apelante  del  referido 
auto,  expuso:  que  las  Resoluciones  de  este  Centro  de  28  de  Noviembre 
y  6  de  Diciembre  de  1898  y  de  23  de  Octubre  de  1899,  han  declarado  que 
la  capacidad  de  los  cónyuges  para  contratar  constante  el  matrimonio  se 
rige  por  las  disposiciones  del  Código  civil,  y  por  consiguiente,  siendo, 
-eontorme  al  mismo,  nulos  los  contratos  entre  marido  y  mujer,  lo  es  la 
escritura  otorgada  por  los  cónyuges  Juan  Darder  y  Enriqueta  Dome- 
nech: 

Resultando  que  el  Presidente  de  la  Audiencia  conñrmó  el  auto  ape- 
lado, aceptando  sus  fundamentos  como  justos  y  arreglados  á  derecho. 

Visto  el  art.  12  del  Código  civil: 

Vista  la  Constitución  única,  tít.  30,  libro  I.*',  vol.  1.°  de  la  colección 
titulada  Conatitucions  y  altres  dreta  de  Catalunya: 

Vistas  las  leyes  11,  82  (párrafos  2.o,  3.^,  4.®  y  14)  y  61,  tít.  1.^  li- 
Iwo  24  del  Digesto,  y  6.*,  tít.  16,  libro  5.^  del  Código  Repetitas  Prce- 
leetiorus: 

Vistos  los  arte.  2.^  160,  163,  168  y  181  de  la  ley  Hipotecaria,  y  2.*', 
^7  y  125  del  reglamento  general  dictado  para  su  ejecución. 
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ViÉto  el  «rt.  2.^  de  U  Instracción  para  redactar  iostmmeiitofl  públt- 
coa  8ajet08  á  Begiatro: 

Oonsiderando  que  la  eacritara  qne  ha  motivado  el  presente  recarso 
no  ae  halla  extendida  con  arreglo  á  las  íormalidadea  y  preecripcionee 
legales,  porque  al  redactarla  el  Notario  autorizante  ha  omitido  el  nom- 
bre de  la  persona  que  constituye  la  dote  á  favor  de  la  otorgante  y  de 
quien  procede  el  metálico  en  que  la  misma  consiste  y  la  relación  de  loa 
documentos  qne  acreditan  su  constitución,  de  los  cuales  extremos  debió 
hacer  mención,  en  estricto  cumplimiento  de  lo  dispuesto  en  los  arta.  2.<> 
de  la  citada  Instrucción  y  126  del  reglamento  general  de  la  ley  Hipote- 
caria: 

Oonsiderando  que  la  omisión  de  las  referidas  circunstancias  impide, 
oon  arreglo  al  art.  2.°  de  la  ley  Hipotecaria,  la  inscripción  del  referido 
documento,  porque  no  constando  el  titulo  de  adquisición  de  la  cantidad 
entregada  por  la  mujer  al  marido,  como  dote  estimada,  ni  el  nombre  de 
la  persona  de  que  aquélla  proceda,  debe  reputarse  que  la  adquirió  de 
este  último,  en  virtud  de  la  presunción  establecida  en  las  leyes  61,  ti- 
tulo l.<^,  libro  24  del  Digesto,  y  6.^,  tit.  16,  libro  6.^  del  Código  Repe- 
atoe  Prceleci¿oní8y  y,  en  tal  concepto,  el  relacionado  contrato  de  hipo- 
teca es  jurídicamente  un  convenio  celebrado  entre  cónyuges  durante  el 
matrimonio  por  título  gratuito,  que  por  hallarse  equiparado  expresa- 
mente en  sus  efectos  á  las  donaciones  mortis  eausa^  conforme  á  la  doc- 
trina de  los  párrafos  2.^  8.^,  4.<>  y  U.^  de  la  ley  82,  tít.  l.^',  libro  1.^  del 
Digesto  (conocida  con  el  nombre  de  Senado  Consulto  del  Emperador  An-^ 
tonino  Caracalla),  no  causa  la  transmisión  total  ni  parcial  del  dominio, 
ni  es,  por  consiguiente,  título  constitutivo  de  un  derecho  real  de  hipo- 
teca, hasta  después  de  la  muerte  del  marido,  sin  revocar  semejante  con- 
trato, ocurrida  en  vida  de  su  mujer,  según  declara  terminantemente  la 
ley  11  de  los  citados  título  y  libro  del  Digesto; 

Esta  Dirección  general  ha  acordado,  con  revocación  de  la  providen- 
cia apelada:  primero,  que  no  ha  lugar  á  declarar  que  la  escritura  auto- 
riíada  por  dicho  Notario  se  halla  redactada  con  estricta  sujeción  á  las 
formalidades  legales;  y  segundo,  que  los  defectos  de  que  adolece  dicho 
documento  impiden  la  inscripción  del  mismo. 

Lo  que,  con  devolución  del  expediente  original,  comunico  á  V.  I.  á 
los  efectos  consiguientes.  Dios  guarde  á  V.  I.  muchos  años.  Madrid  1& 
de  Enero  de  1901.=Gl  Director  general,  Bienvenido  01iver.=:Sr.  Presi- 
dente de  la  Audiencia  de  Barcelona. 


Núm.  17.-TRIBUNAL  SUPREMO.— 18  de  Eiero,  pob.  al  25  ds  Febrero. 

Capación  por  infracción  de  lby.— Dé/^naa  por  />o6re.— Auto  de- 
clarando no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  interouesto 
por  Doña  Antonia  Aranzabe  contra  la  sentencia  pronunciada 
per  la  Sala  se^cunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en 
incidente  con  Doña  Concepción  Aranzabe. 
En  su  CONSIDERANDO  úuico  SB  Bstablece: 

Que  el  uso  que  hacen  los  Tribunales  de  la  facultad  discrecional 
concedida  por  el  art.  17  de  la  ley  procesal  para  deducir  de  los  signos 
exteriores  la  verdadera  situación  económica  del  que  pretende  litigar 
como  pobrcy  no  puede  discutirse  en  casación  contra  lo  establecido  en 
el  ndm.  9.^  del  art.  1729  de  dicha  ley,  como  no  sea  con  la  limitación 
que  el  mismo  precepto  contiene. 
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Beatiltando  qae  pendiente  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del 
distrito  del  Congreso  de  esta  corte  un  jaldo  declarativo  de  mayor  cuan- 
tía, promovido  por  D.  Joan  Ales  y  Escobar,  Marqués  de  Altagracia,  en 
representación  de  su  esposa  Doña  Luisa  Aranzabe  y  Alpizar,  y  D.  Ju- 
lián Tercefio  é  Hidalgo,  como  marido  á  su  ves  de  Dofia  Antonia  Aran- 
zabe 7  Alpizar,  contra  Dofia  Concepción  Aranzabe  y  Alpizar,  Condesa 
viuda  de  Égaña,  y  las  hijas  de  ésta,  Dofia  María  Luisa,  Dofia  Pilar  y 
Doffa  Concepción  Labayen  y  Aranzabe,  sobre  nulidad  de  una  institución 
de  herederos;  y  habiendo  quedado  viuda  la  Dofia  Antonia,  formuló  de- 
manda Incidental  de  declaración  de  pobreza  para  continuar  litigando  en 
aquellos  autos: 

Resaltando  que  tramitado  el  incidente,  pronunció  la  Sala  segunda  de 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte,  en  grado  de  apelación,  sentencia 
confirmatoria  de  8  de  Mayo  del  afio.  próximo  pasado,  por  la  que  se  de- 
niega la  n^encionada  declaración  de  pobreza;  siendo  uno  de  los  varios 
fundamentos  de  tal  fallo  el  de  que  las  pruebas  suministradas  por  parte 
de  Dofia  Antonia  Aranzabe,  apreciadas  en  conjunto,  y  conforme  á  las 
reglas  de  la  sana  crítica,  lejos  de  confirmar  el  aserto  de  haber  vivido  el 
marido  de  aquélla  hasta  su  fallecimiento  de  los  recursos  que  personal- 
mente se  agenciara,  justificaban,  por  el  contrario,  que  constituían  Vu 
modo  de  vivir  operaciones  de  préstamo  y  de  compra  y  venta  de  bienes, 
en  las  que  mediaban  cantidades  propias  de  relativa  consideración,  que 
no  cabía  suponer  racionalmente  fueran  producto  de  un  trabajo  personal, 
que  tampoco  se  había  probado  cuál  fuese;  y  no  estando  demostrado  de 
la  manera  cumplida  exigida  por  la  ley  que  la  muerte  de  D.  Julián  Ter- 
cefio y  la  falta  consiguiente  de  su  trabajo  personal  fueran  ó  hubiesen 
podido  ser  la  causa  de  encontrarse  aquélla  en  estado  de  pobreza,  exis- 
tiendo, por  otra  parte,  el  antecedente  de  que  en  Julio  de  1893,  ó  sea  poco 
antes  de  iniciarse  el  pleito  principal,  los  esposos  Tercefio  y  Aranzabe 
percibieron  de  la  Condesa  viuda  de  Egafia  15.000  pesetas  efectivas  y 
125.500  en  valores  del  Estado;  é  infiriéndose  de  tcdo  ello  y  de  los  signos 
exteriores  de  fortuna  que  eran  de  apreciar  en  la  repetida  Dofia  Antonia, 
no  sólo  no  merecer  en  la  actualidad  la  consideración  jurídica  de  pobre, 
sino  que  la  muerte  de  su  marido  para  nada  influyó  en  la  situación  eco- 
mica  que  había  disfrutado  el  matrimonio  y  que  le  permitió  promover  y 
seguir  el  pleito  aludido  en  concepto  de  rico,  no  podía  menos  de  recono- 
cerse en  buenos  principios  de  derecho,  y  pOr  lo  preceptuado  en  el  art.  24 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  no  hay  posibilidad  de  otorgar  á  la 
misma  la  declaración  de  pobreza  solicitada: 

Resultando  que  Dofia  Antonia  Aranzabe  y  Alpizar  ha  interpuesto 
recurso  de  casación  como  comprendido  en  los  números  1.°  y  7.°  del  ar- 
tículo 1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  fundándole: 

Primero.  En  el  art.  24  de  dicha  ley  de  Enjuiciamiento,  según  el 
cual,  cuando  el  actor  no  haya  solicitado  la  defensa  por  pobre  antes  de 
presentar  su  demanda,  si  la  pide  después  no  podrá  otorgársele  si  no  jus- 
tifica cumplidamente  que  ha  venido  al  estado  de  pobreza  después  de  ha- 
ber entablado  el  pleito,  ei^  relación  con  los  15  y  17  de  la  misma  ley,  que 
determinan  las  condiciones  necesarias  para  obtener  el  beneficio  de  po- 
breza, en  las  cuales  se  encuentra  la  recurrente,  toda  vez  que  únicamente 
cuenta  para  las  atenciones  de  su  vida  con  la  renta  que  la  proporciona  la 
participación  de  unas  minas  de  carbón  de  piedra,  cuyo  producto  es  infe- 
rior al  jornal  de  dos  braceros  en  el  lugar  de  su  residencia  habitual,  sin 
disfrutar  ningún  sueldo  ni  renta,  ni  ejercer  industria  alguna,  ni  haber 
estimado  el  Tribunal  del  número  de  criados,  del  alquiler  de  la  casa,  ni 
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de  otros  signos  exteriores,  qae  tenga  medios  superiores  á  dicho  doble 
jornal  de  nn  bracero  en  Madrid;  y 

Segando.  En  haberse  infringido,  como  consecuencia  de  lo  anterior- 
mente ezpaesto,  el  art.  18  de  la  misma  ley  procesal,  qae  manda  admi- 
nistrar gratuitamente  la  justicia  á  los  pobres: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  se  ha  opuesto  á  qae  se  admita  el 
recurso. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Molina: 

Considerando  que  al  denegar  el  beneficio  de  pobreza  solicitado  por 
Dofia  Antonia  Aranzabe,  ha  hecho  uso  la  Sala  sentenciadora  de  la  facul- 
tad discrecional  concedida  por  el  art.  17  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil, para  deducir  de  los  siglos  exteriores  la  Terdadera  situación  econó- 
mica del  que  pretende  litigar  como  pobre,  y  que  el  uso  que  hacen  loe 
Tribunales  de  esa  facultad  no  puede  discutirse  en  casación'  ni  impug- 
narse, contra  lo  establecido  en  el  núm.  9.^  del  art.  1729  de  la  antecitada 
ley,  los  hechos  establecidos  en  la  sentencia,  como  no  sea  con  la  limita- 
ción que  el*  mismo  precepto  contiene  y  que  aquí  no  existe; 

No  ha  logar  á  admitir  el  recuiso  de  casación  interpuesto  por  Dofia 
Antonia  Aransabe  y  Alpisar,  -á  la  que  se  condena  en  las  costas;  con  la 
oportuna  certificación,  devuélvase  á  la  Audiencia  de  esta  corte  el  apun- 
tamiento que  ha  remitido,  y  publlquese  el  presente  auto  según  dispone 
la  ley. 

Madrid  18  de  Enero  de  1901.=Josó  de  Aldecoa.=Ricardo  GuUón.= 
Francisco  Toda.=Pedro  Lavín.=:Ricardo  Molina.= Vicente  de  Pinié8.= 
Tomás  Gúdal.=Ante  mi.  Licenciado  Hilario  Maria  Gonaáles  y  Torres. 


Núm.  18.— TRIBUNAL  SUPREMO.— 18  de  Eaero,  pib.  el  25  do  Febrert. 

Casación  por  infracción  de  ley.— Nulidcui  de  esentura.Senten- 
cía  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  Doña 
Julia  Dassl  contra  la  pronuaciada  por  la  Sala  segunda  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  D.  Juan  José 
Pérez. 
Bn  sus  CONSIDERANDOS  SO  establecoi 

Que  en  los  contratos  onerosos  es  causa  para  cada  parte,  según 
el  art.  1274  del  Código  civil,  la  prestación  ó  promesa  de  una  cosa  ó 
servicio  por  la  otra: 

Que  lo  primero  que  hace  falta  para  que  proceda  la  rescisión  de 
los  contratos  en  fraude  de  acreedores,  es  que  el  actor  ostente  legí- 
timamente la  cualidad  de  acreedor  del  vendedor: 

Que  los  artículos  634  y  636  del  Código  civil,  referentes  á  las  do- 
naciones son  inaplicables  tratándose  de  un  contrato  de  venta: 

Que  la  nulidad  de  la  causa  de  un  contrato  no  puede  decretarse  á 
instancia  de  la  parte  á  quien  aquélla  no  <nfecta. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  18  de  Enea)  de  1901,  en  el  pleito  se- 
guido en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  Buenavista  de 
esta  misma  corté  y  en  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  del 
territorio  por  Dofia  Jalla  Dassl  y  Pobo,  por  sí  y  en  representación  de  su 
hija  la  menor  Dofia  María  del  Amparo  Pérez  Dassi,  con  D.  Juan  José 
Pérez  Suárez,  ambos  de  esta  vecindad,  sobre  nulidad  de  una  escritura 
de  cesión;  pendiente  ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley  interpuesto  por  la  demandante,  y  en  su  defensa  y  repre- 
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flentación  por  el  Letrado  D.  Jnaii  Gajreía  Goyena  y  él  Procurador  D.  Ma- 
nuel Martin  Vefia;  habiéndolo  estado  la  parte  reenrrida  por  el  Letrado 
D.  Luis  Días  Gobefia  y  el  Procurador  D.  Antonio  Pintado: 

Besoltando  que  D^  Apolonio  Pérez  Eateban  estuvo  casado  en  prime- 
ras nupcias  con  Dofia  Emilia  Soáres  y  González,  de  la  que  tuvo  tres  hi- 
jos, llamados  D.  Juan  José,  Dofia  Teresa  y  Dofia  Emilia,  y  en  80  de  No- 
viembre de  1878  contrajo  segundo  matrimonio  con  Dofia  Julia  Dass i, 
con  quien  tuvo  otros  dos  hijos,  de  los  que  uno  falleció  de  corta  edad, 
x^uedándole  Dofia  María  del  Amparo: 

Besultando  que  en  escritura  de  partición  de  los  bienes  quedados  por 
fallecimiento  de  D.  Juan  Sosa,  tío  de  la  primera  esposa  de  D.  Apolonio, 
otorgada  en  esta  corte  en  14  de  Junio  de  1890,  se  reconoció  á  cada  uno 
de  sus  tres  herederos  los  hermanos  Dofia  Teresa,  D.  Juan  José  y  Dofia 
Emilia  Peres  Suárez  una  hijuela  por  valor  de  28.106  pesetas,  en  pago 
de  la  cual  se  adjudicó  á  la  Doña  Teresa  lo  que  tenía  ya  percibido  para 
gastos  de  boda,  alimentos  y  demás  que  detallaba  su  cuenta  y  recibos  da- 
dos á  BU  padre  D.  Apolonio,  pagando  sus  respectivas  hijuelas;  y  á  Don 
Juan  José  y  á  Dofia  Emilia  con  igual  suma,  que  á  cada  uno  de  ellos  de- 
bería entregarles  en  su  día  su  citado  padre,  á  cuyo  nombre  se  hallaban 
las  fincas  admitidas  en  pago  de  un  crédito  de  la  testamentaría,  teniendo 
«demás  en  su  poder  el  producto  de  los  muebles  vendidos: 

Besultando  que  en  28  de  Octubre  de  1897,  D.  Luis  Bemaldo  de  Qui- 
ros,  como  marido  de  Dofia  Emilia  Pérez  Soárez,  demandó  á  D.  Apolonio 
Pérez  la  entrega  de  las  28.106  jiesetas  correspondientes  á  la  Dofia  Emi- 
lia de  la  testamentaría  de  D.  Juan  Sosa,  con  otros  extremos  relativos  á 
la  misma  herencia,  é  impugnada  la  demanda  por  D.  Apolonio  Pérez,  y 
llegado  el  pleito  al  estado  de  haberse  mandado  unir  á  los  autos  las  prue- 
bas practicadas,  se  presentó  un  escrito  por  la  parte  demandante  en  14  de 
19dviembre  de  1898,  manifestando  que  D.  Apolonio  había  fallecido  en  20 
de  Junio  de  aquel  afio,  y  que  siguiéndose  de  esto  una  verdadera  imposi- 
bilidad de  continuar  el  pleito,  porque  resultaría  demandada  la  propia 
demandante  Dofia  Emilia,  á  lo  que  se  agregaba  que  su  difunto  padre 
había  traspasado  el  café  de  Cervantes,  con  la  obligación,  aceptada  por 
el  cesionario,  de  pagarle  las  28.106  pesetas  demandadas,  desistía  de  la 
prosecución  del  juicio,  pidiendo  que  se  la  tuviera  por  desistida  y  apar- 
teda  del  mismo,  mandándolo  archivar: 

Resultando  que  por  D.  Apolonio  Pérez  y  su  hijo  D.  Juan  José  se 
otorgó  escritura  pública  en  esta  corte  en  28  de  Febrero  de  1898,  haciendo 
constar:  primero,  que  D.  Apolonio  adeudaba  á  sus  dos  hijos  D.  Juan 
José  y  Dofia  Emilia  la  cantidad  de  66.260  pesetas  por  cobro  que  realizó 
de  créditos  propios  de  éstos  durante  su  menor  edad,  cuyo  importe  no  les 
había  reint^rado  hasta  la  fecha;  segundo,  que  poseía  en  pleno  dominio 
el  café  de  Cervantes,  sito  en  la  calle  de  Alcalá,  núm.  61  y  Barquillo  nú- 
mero 2,  del  cual  eran  anejos  los  muebles  y  enseres  que  en  esta  escritura 
«e  detallaban;  tercero,  que  era'  duefio  de  dicho  establecimiento  por  ha- 
berlo comprado  en  1877  á  D.  Joan  Sosa,  según  la  eecuánra  que  se  men- 
cionaba; cuarto^  que  hacía  constar  que  dicho  establecimiento  teníalas 
siguientes  deudas  procedentes  de  géneros:  29.000  pesetas  á  favor  de  Don 
Andrés  Díaz  Zurita,  10.000  á  D.  Bamón  Berdoso  y  6.000  á  D.  Juan  Ga- 
terrón,  cuyas  cantidades  componían  un  total  de  44.000  pesetas;  quinto,* 
que  fuera  de  estos  débitos,  el  establecimiento  se  hallaba  Ubre  de  toda 
caiga  y  responsabiUdad;  sexto,  que  deducidos  los  tres  créditos  indica- 
dos, el  establecimiento,  con  el  crédito  industrial  que  disfrutaba  y  el 
material  inventariado  y  existencias  en  aquella  fecha,  se  hallaba  valo- 
rado en  66.760  pesetas;  y  séptimo,  que  la  expresada  Dofia  Emilia  había 
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T8olamado  Judicialmente  al  otorgante  fn.  padre  D.  Apolonio,  lae  28.12& 
pesetas  que  le  adeudaba  é  igual  reclamación  le  habla  hecho  particular- 
mente su  hijo  Juan  José,  y  no  siéndole  posible  satisfacerles  dichas  su- 
mas, habla  propuesto  á  su  citado  hijo  Juan  José  la  adjudicación  del 
café  mencionado  en  pago  de  su  crédito  7  con  la  obligación  de  satisfacer 
en  metálico  á  Dofia  Emilia  y  á  los  tres  acreedores  mencionados  los  su- 
yos respectivos;  y  habiendo  aceptado  el  susodicho  Juan  José,  otorgi^nte 
también  de  esta  escritura,  la  proposición  de  su  padre,  habla  empezado 
por  recabar  el  consentimiento  de  Dofia  Emilia  Peres  y  de  su  marido,  y 
suspender  el  curso  de  la  demanda  que  tenían  interpuesta;  y  con  tales 
precedentes,  ambos  otorgantes  estipularon  á  continuación  bajo  nueve 
cláusulas  ó  condiciones,  que  D.  Apolonlo  cedía  y  traspasaba  á  D.  Juan 
José  el  mencionado  café  de  Cervantes  con  todas  sus  pertenencias,  ense- 
res y  efectos  en  100.760  pesetas,  con  la  obligación  de  pagar  los  cuatro 
créditos  referidos,  sirviéndole  el  resto  para  el  pago  de  las  28«126  pesetas 
que  acreditaba  contra  su  padre,  á  quien  en  el  mismo  acto  del  otorga- 
miento de  la  escritura  entregó  la  cantidad  de  600  pesetas  que  faltaúin 
para  completar  el  precio  de  la  cesión: 

Resultando  que  en  16  de  Diciembre  del  mismo  afio  1808,  Dofia  Julia 
Dassl  y  Pobo,  por  si  y  en  representación  de  su  hija  menor  de  edad  Dofia 
María  del  Amparo,  dedujo  la  demanda  de  este  pleito  con  la  pretensión 
de  que  se  declarase  nula,  ó  por  lo  menos,  rescindida  la  escritura  de  ce- 
sión del  café  de  Cervantes  que  se  ha  referido,  sacándose  el  oportuno 
tanto  de  culpa  por  si  en  ella  hubiera  podido  cometerse  algún  hecho  pu- 
nible; á  cuyo  efecto,  y  en  cuanto  tiene  relación  con  los  motivos  de  casa- 
ción propuestos  en  el  recurso,  alegó:  que  desde  que  contrajo  matrimonio 
con  D.  Apolonio  Pérez,  empesó  á  ser  victima  del  temperamento  irasci- 
ble de  éste  y  durante  diez  y  siete  afios  cumplió  con  sus  deberes  matri- 
moniales, cuidando  de  loe  hijos  de  D.  Apolonio  como  si  fueran  propios, 
á  pesar  de  los  malos  tratamientos  que  recibía  de  aquél  por  su  carácter 
y  condición  eminentemente  erótica  que  ya  daba  sefiales  del  estado  de 
perturbación  mental  en  que  habla  de  caer  andando  el  tiempo,  hasta  que 
por  último,  lesionada  y  enferma  de  gravedad  é  incurable,  fué  depositada 
judicialmente  hada  tres  afios,  en  unión  de  su  hija,  en  casa  de  su  hijas- 
tra Dofia  Emilia,  casada  con  D.  Luis  Bernaldo  de  Quirós;  que  su  ma- 
rido se  negó  á  abonar  alimentos  á  ella  y  á  su  hija,  por  lo  que  tuvo  que 
reclamárselos  judicialmente^  obteniendo  sentencia  que  condenó  á  Don 
Apolonio  á  pagar  2.600  pesetas  anuales  á  ella  y  1.600  á  su  hija;  que  el 
odio  de  D.  Apolonio  contra  ella  y  su  hija  llegó  á  tal  extremo,  que  se 
hizo  extensivo  á  los  depositarios  de  su  persona  su  otra  hija  Dofia  Emilia 
y  el  esposo  de  ésta,  D.  Luis  Bernaldo  de  Quirós,  á  quienes  por  tal  mo- 
tivo dejó  de  abonar  la  renta  de  100  pesetas  mensuales  que  le  sefialó  por 
el  capital  de  28.106  pesetas  correspondientes  á  Dofia  Emilia  en  la  tes- 
tamentarla de  su  tío  D.  Juan  Sosa,  que  D.  Apolonio  retenía  en  su  poder, 
lo  que  obligó  á  Quirós  á  demandarle  el  pago  de  dicha  renta  y  á  deducir 
después  un  pleit^sobre  entrega  de  la  misma  hijuela,  que  se  hallaba  en 
periodo  de  conclusiones  cuando  murió  D.  Apolonio;  que  empefiado  Don 
Apolonio  en  la  idea  de  burlar  los  derechos  de  su  mujer  y  sus  dos  hijas, 
comenzó  á  preparar  los  medios  necesarios  para  poner  sus  bienes  á  nom- 
*bre  de  su  hijo  Juan  José  y  simular  un  estado  completo  de  insolvencia; 
pero  comprendiendo  que  para  esto  era  un  obstáculo  el  pleito  con  su  hija 
Emilia  por  haber  confesado,  al  contestar  la  demanda,  que  las  fincas  que 
tenia  en  Valencia  estaban  afectas  á  la  hijuela  de  aquélla  y  no  podía,  por 
tanto,  disponer  de  ellas  sin  notoria  contradicción,  pues  precisamente 
trataba  de  demostrar  que  debía  pagar  la  hijuela  en  fincas  y  no  en  metá- 
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lioo,  buscaron  de  común  acuerdo  el  padre  y  el  hijo  de  Quiróe,  para  que 
eonsintiera  la  cesión  de  loe  bienes  de  D.  Apolonio  á  su  hijo  Juan  Josó^ 
¿arantisándole  la  hijuela  de  su  esposa;  y  arrepentidos  después,  sin  duda 
alcona,  de  tal  paso  en  los  mismos  días  que  andaban  en  estos  tratos,  otor- 
garon la  escritura  de  cesión  del  café  sin  contar  para  nada  con  Quirós; 
qne  con  la  cesión  coincidió  la  boda  del  D.  Juan  José,  que  se  fué  á  vivir 
á  la  calle  de  Guttemberg,  núm.  8,  á  cuya  misma  casa,  y  en  compañía  do 
sa  otra  hija  Teresa,  casada  con  D.  Ignacio  Martínez,  arrendatario  del 
coarto,  se  fué  á  vivir  D.  Apolonio,  embalando  entonces  todos  sus  mue- 
bles y  dejándolos  guardados  en  sus  jaulas  y  cajones  en  casa  de  D.  Do- 
mingo Pablos,  con  quien  vivía  la  familia  á  que  pertenecía  la  esposa  de- 
D.  Juan  José,  con  lo  cual  quedó  D.  Apolonio  sin  café,  sin  muebles  y  sin 
casa;  es  decir,  sin  el  principal  de  su  capital,  pues  sólo  el  café  estaba  ta- 
oado  en  25.000  duros;  quedando  sólo  por  arreglar  las  fincas  de  Valencia, 
enaprendieron  padre  é  hijo  un  viaje  á  dicho  punto,  donde  vendieron  ó- 
hipotecaron  real  ó  simuladamente  aquellos  bienes;  que  las  fincas  de  Ya- 
tonda  no  eran  de  D.  Apolonio,  según  él  mismo  confesó  en  el  juicio  de- 
alimentos,  sino  de  sus  tres  hijos  Dofia  Teresa,  Doña  Emilia  y  D.  Juan 
José,  por  la  cantidad  de  28.105  pesetas  á  cada  uno  como  herederos  de 
JD.  Juan  Sosa;  que  á  Doña  Teresa  pagó  hacía  años  su  parte  en  metálico, 
haciéndose,  por  tanto,  dueño  de  la  tercera  parte  de  las  fincas  que  vendió, 
0egún  tenia  confesado  en  el  mismo  juicio  de  alimentos,  quedando  por 
tanto  las  otras  dos  terceras  partes  de  dichas  fincas  correspondientes  á 
oiw  otros  dos  hijos,  por  lo  cual  se  reducía  el  capital  de  D.  Apolonio  á 
ma  casa  en  Teruel  que  le  costó  12.500  pesetas,  y  al  café  de  Cervantes; 
7  siendo  esto  así,  no  era  de  extrañar  que  todas  sus  miras  se  dirigiesen  á 
píTOcnrar  el  medio  de  que  el  café  pasara  á  manos  de  su  hijo,  haciéndole 
desaparecer  para  los  demás  herederos  y  preparando  así  su  insolvencia, 
pues  no  había  que  olvidar  que  sobre  el  café  tenía  la  demandante  un  de- 
recho por  sus  gananciales  y  otro  en  unión  de  su  hija  por  las  4.000  pese- 
tas anuales  que  tenían  señaladas  en  concepto  de  alimentos;  que  por  todo 
lo  expuesto  se  demostraba  que  la  cesión  del  café  se  hizo  en  fraude  de  los 
berederos  de  D.  Apolonio,  y  principalmente  de  los  derechos  de  la  de- 
mandante y  su  hija,  y  era  nula  porque  había  sido  puramente  graciosa  y 
no  onerosa,  como  se  había  simulado,  pues  si  bien  era  cierto  que  en  la 
escritura. se  incluían  en  parte  de  pago  de  la  cesión  las  hijuelas  del  cesio- 
nario y  de  Dofia  Emilia,  importantes  unos  12.000  duros,  transfiriendo 
estas  hijuelas  de  las  fincas  de  Valencia,  donde  estaban  consignadas  al 
▼alor  del  café,  tal  transferencia  no  podía  hacerse,  en  primer  lugar,  por  no 
haber  dado  su  consentimiento  Dofia  Emilia,  y  en  segundo  lugar,  porque 
al  mismo  tiempo  sostenía  D.  Apolonio  en  el  pleito  promovido  por  Doña 
Emilia,  que  la  hijuela  de  ésta  consistía  en  fincas  en  Valencia  y  no  en 
metálico,  y  que  con  hacerla  entrega  de  ellas  había  cumplido;  que  ade- 
más D.  Apolonio  no  pudo  verificar  la  cesión  de  todos  sus  bienes  á  su 
hijo  sin  quedarse  para  vivir  con  arreglo  á  su  posición—,  pues  el  café  lo 
cedió  en  absoluto  y  las  fincas  de  Valencia  siguieron  durante  dos  meses 
afectas  á  las  hijuelas  de  sus  hijos,  según  el  mismo  alegaba  en  el  pleito 
snaodicho,  y  á  los  dos  meses  las  puso  en  nombre  de  otra  persona  para 
quedarse  en  completo  estado  de  insolvencia  hasta  el  punto  de  que  á  su 
¿ülecimiento  no  se  encontró  ni  un  solo  céntimo  en  metálico;  y  que  de 
todo  lo  expuesto  se  desprendía  que  dicha  escritura  no  podía  prevalecer 
ÍMurque  estaba  llena  de  errores  é  inexactitudes  y  de  vicios  intrínsecos  y 
extrínsecos  que  revestían  tal  carácter  y  trascendencia,  que  debían  obli- 
gar al  Jnss^o  á  declarar,  no  sólo  la  nulidad,  sino  también  mandar  sacar 
el  correspondiente  tanto  de  culpa: 
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Resultando  que  D.  Juan  Joeé  Peres  Saárez  impugnó  la  demanda,  ala- 
gando  en  cuanto  ea  esencial:  que  negaba  los  maloe  tratos  de  que  se  de- 
cía que  D.  Apolonio  hlso  víctimas  á  su  mujer  y  á  sus  hijas,  y  el  tempe- 
ramento erótico  que  se  atribuía  al  mismo;  qne  la  parte  demandante  ha- 
bía reconocido  que  su  marido  la  satisfizo  puntualmente  sus  alimentos  j 
los  de  su  hija  hasta  su  fallecimiento;  que  las  causas  que  motivaron  la 
•cesión  del  café  j  las  condiciones  en  que  se  realizó  estaban  bien  clara- 
mente expresadas  en  la  escritura  pública  otorgada  al  efecto;  que  aun  en 
«1  supuesto,  que  rechazaba,  de  que  existiera  en  este  contrato  el  fraude 
de  acreedores  á  que  se  refiere  el  art.  1291,  nám.  3.^  del  Código  civil,  no 
daría  esto  lugar  á  la  rescisión  mientras  no  demostrasen  los  que  tal  des- 
propósito pretendieran  que  se  les  debía  algo  y  que  no  tenían  otro  me- 
dio de  hacer  efectiva  la  deuda;  pero  que  además  dicho  art.  1891  es  inse- 
parable del  1297,  que  fija  su  sentido  j  establece  que  se  presumen  cele- 
brados en  fraude  de  acreedores  aquellos  contratos  por  virtud  de  los  cua- 
les el  deudor  enajenase  bienes  á  título  gratuito;  y  la  cesión  del  café  se 
hizo  mediante  precio  y  prestaciones  recíprocas,  características  en  todo 
contrato  oneroso,  que  la  demandante  no  podía  titularse  acreedora  por 
eus  alimentos  y  los  de  su  hija,  porque  además  de  haberle  sido  satisfe- 
chos, como  el  derecho  del  alimentista  está  en  relación  con  la  fortuna 
•del  obligado  á  prestar  los  alimentos,  era  claro  que  al  disminuir  la  for- 
tuna de  D.  Apolonio  por  haber  adjudicado  parte  de  sus  bienes  en  pago 
de  deudas,  aquel  derecho  no  podía  permanecer  invariable,  y,  por  consi- 
guiente, el  carácter  de  Dofia  Julia  Dassi  de  acreedora  por  dicho  concep- 
to, era  con  respecto  á  bienes  que  aun  conservaba  su  marido;  que  care- 
cían de  aplicación  los  arts.  1298,  1269  y  1276  del  Código  civil  que  se  in- 
vocaban en  la  demanda,  y  tampoco  podía  apoyar  su  derecho  la  deman- 
dante en  los  arts.  1S06  y  1306;  y  que  era  impertinente  la  cita  que 
igualmente  hacía  de  los  arts.  684,  636  y  643  del  mismo  Código  civil: 

Resultando  que,  renunciado  por  la  demandante  el  trámite  de  répli- 
ca, se  recibió  el  pleito  á  prueba,  utilizando  aquélia  la  testifical,  y  el  de- 
mandado la  conducente  á  justificar  la  certeza  de  los  créditos  consigna- 
dos en  la  escritura  de  cesión,  así  como  lo  que  se  deja  expuesto  en  loe 
■antecedentes  respecto  del  pleito  promovido  por  Dofia  Emilia  contra  su 
padre  y  de  la  escritura  de  partición  de  bienes  de  D.  Juan  Sosa;  y  sustan^^ 
ciado  el  pleito  por  los  demás  trámites  de  las  dos  instancias,  la  Sala  se- 
gunda de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte  dictó  sentencia  confirma- 
toria con  las  costas  en  16  de  Junio  del  afio  último,  absolviendo  áD.  Juan 
José  Pérez  Suárez  de  la  demanda  deducida  por  Dofia  Julia  Dassi  y  Pobo, 
por  sí  y  como  representante  legal  de  su  hija  menor  de  edad  Dofia  María 
del  Amparo  Pérez;  sin  hacer  condenación  respecto  de  las  costas  de  pri- 
mera instancia: 

Resultando  que  Dofia  Julia  Dassi  Pobo,  en  la  doble  representación 
«n  que  litiga,  interpuso  recurso  de  casación,  por  considerar  infringidos: 
Primero.  El  caso  3.^  del  art.  1261  del  Código  civil,  en  armonía  con 
los  arts.  1274  á  1276  del  mismo,  según  los  cuales,  los  contratos  con 
•causa  ilícita  no  producen  efecto  alguno  y  deben  ser  declarados  nulos; 
toda  vez  que  está  probado  en  autos  que  la  única  causa  del  contrato  fué 
•dejar  en  la  miseria  á  la  recurrente  y  su  hija,  privándoles  de  sus  legíti- 
mos derechos,  por  lo  cual  debió  declararse  la  nulidad  del  documento; 
aplicándose  además,  bien  el  art.  1306,  ó  bien  el  1306  de  dicho  cuerpo  le- 
gal, también  infringidos: 

Segundo.  El  art  1297,  según  el  cual,  se  suponen  celebrados  en  fraude 
de  acreedores  aquellos  contratos  en  que  se  enajenaren  bienes  á  título 
-oneroso  por  aquellas  personas  contra  las  que  se  hubiere  pronunciada 
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antes  sentencia  condenatoria  en  cualquiera  instancia  ó  expedido  man- 
damiento de  embargo  de  bienes;  por  cuanto  en  el  presente  caso  existe 
desde  el  afio  1896  la  sentencia  firme  que  condenó  á  D.  Apolonio  Peres 
Eslebaa  á  pagar  á  la  recurrente  y  su  hija  4.000  pesetas  anuales  como 
alimentos,  en  virtud  de  la  que  no  ha  podido  otorgarse  legalmente  la  es- 
critura de  que  se  trata  en  este  pleito,  y  cuya  nulidad,  ó  cuando  menos 
BU  rescisión,  ha  debido  declararse  en  la  sentencia,  cumpliendo,  no  sólo- 
el  artículo  citado,  sino  también  el  1298,  que  asimismo  ha  sido  infringi- 
do; siendo  de  recordar  que  en  la  demanda  se  ejercitó  la  acción  de  nuli- 
dad, y  en  todo  caso  la  de  rescisión: 

Tercero.  £1  art.  634  del  mismo  Código  civil,  que  declara  que  la  dona- 
ción podrá  comprender  todos  ó  parte  de  los  bienes  del  donante,  con  tal* 
que  se  reserve  lo  necesario  para  vivir  en  un  estado  correspondiente  á  sus 
circunstancias;  en  el  concepto  de  que  D.  Apolonio  férez  no  hiso  tal  re- 
serva, y  este  precepto  es  obligatorio,  aunque  la  donación  se  hubiese  he* 
cho  imponiendo  al  donatario  la  obligación  de  pagar  las  deudas  del  do- 
nante, según  el  art.  642: 

Cuarto.  El  art.  636,  según  el  cual,  ninguno  podrá  recibir  por  dona- 
ción más  de  lo  que  pueda  recibir  por  testamento;  y 

Quinto.  Los  arts.  1269  y  1276  del  repetido  Código  civil,  en  virtud  dé 
los  cuales  es  nula  la  escritora,  porque  en  ella  se  consigna  el  hecho  falsa 
dé  la  transferencia  del  crédito  de  Doña  Emilia  Pérez  Suárez,  hecha  por 
P.  Apolonio  á  su  hijo  Juan  José,  consignando  ei^  el  contrato  que  se  ha- 
cia con  consentimiento  de  la  Dolia  Emilia  y  de  su  esposo  D.  Luis  Ber- 
naldo  de  Quirós,  que  á  pesar  de  ello  no  firmaron  la  escritura;  hecho  no 
probado  por  la  parte  contraria,  á  pesar  de  que  la  recurrente  negó  en  la 
demanda  que  existiera  este  consentimiento,  fundando  precisamente  en 
esta  negación  uno  de  los  vicios  del  contrato. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Pedro  Lavín: 
Gonsiderando  que  en  los  contratos  onerosos  es  causa  para  cada  parte, 
•egún  el  art.  1274  del  Código  civil,  la  prestación  ó  promesa  de  una  cosa 
ó  servicio  por  la  otra;  y  por  lo  tanto,  expresándose  en  la  escritura  de  23* 
de  Febrero  de  1898  que  D.  Apolonio  Pérez  vendió  ó  traspasó  á  su  hijo 
D.  Juan  José  el  café  de  de  Cervantes  para  que  éste  se  hiciera  pago  de  la 
cantidad  que  le  adeudaba,  procedente  de  una  herencia,  y  mediante  la 
obligación  de  satisfacer  la  misma  cantidad  á  su  hermana  Dofia  Emilia, 
y  otras  deudas  de  su  padre,  es  evidente  que  el  mencionado  contrato  no 
carece  de  causa,  ni  menos  que  tenga  su  origen  en  una  causa  ilícita,  como 
ee  eostiene  en  el  primer  motivo  del  recurso,  bajo  el  supuesto  no  justifi- 
cado de  que  se  hizo  el  traspaso  con  el  único  y  exclusivo  propósito  de  de- 
jar en  la  miseria  á  la  demandante  y  su  hija: 

Considerando  que  si  bien  D.  Apolonio  Pérez  fué  condenado  por  sen- 
tencia firme  á  pagar  alimentos  á  su  mujer  y  á  la  hija  que  tuvo  de  su 
matrimonio  con  ella,  la  casación  no  puede  prosperar  por  el  segundo  mo- 
tivo, porquero  primero  que  hace  falta  para  que  proceda  la  rescisión  de. 
los  contratos  en  fraude  de  acreedores,  es  que  el  actor  ostente  legítima- 
mente la  cualidad  de  acreedor  del  vendedor;  y  en  el  presente  caso  la  re- 
eomnte  y  su  hija  no  son  acreedoras  de  D.  Apolonio  por  el  concepto  ex- 
pfesado,  puesto  que  la  obligación  de  éste  se  extinguió  con  su  muerte,  y 
dorante  su  vida  cumplió  estrictamente  con  ella,  prestando  los  alimento» 
á  que  fué  condenado  por  ejecutoria: 

Considerando  que  los  ajrtículos  del  Código  civil  referentes  á  las  dona- 
doñea  que  se  invocan  en  los  motivos  tercero  y  cuarto,  no  han  podido- 
infringirse  en  la  sentencia  recurrida  por  la  sencilla  razón  de  que  el  nexo> 
jnridioo  ^ue  ee  consigna  en  la  escritura  de  28  de  Febrero  no  constituye 
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ana  donación,  iino  nn  contrato  de  venta,  al  que,  por  lo  tanto,  no  son 
aplicables  dichos  textos  legales: 

Considerando  qne,  además  de  no  constar  que  fnera  falsa  la  transfe- 
Tencia  á  D.  Jnan  José  de  la  denda  de  D.  Apolonio  en  favor  de  Dofia  Kmi- 
lia,  la  falta  de  consentimiento  de  ésta  7  sa  marido,  aun  en  el  snpneeto 
-de  que  con  posterioridad  no  hubieran  aceptado  el  cao^bio  de  deador,  no 
es  cansa  legal  de  nulidad  del  contrato  de  venta  en  que  dicha  transferen- 
cia figuró  como  parte  del  precio  convenido,  ni  mucho  menos  podría  da- 
•cretarse  á  instancia  de  la  recurrente,  á  quien  no  afecta  ni  puede  afectar 
la  novación  de  la  relación  jurídica  entre  D.  Apolonio  j  Dofia  Emilia, 
aparte  de  la  notoria  impertinencia  al  caso  de  los  arts.  1969  y  1276  del 
<>ódigo  civil,  alegados  en  apoyo  del  motivo  quinto,  porque  ni  D.  Apolo- 
nio contrató  á  nombre  de  otro,  ni  en  la  escritura  se  biso  expresión  de 
una  causa  falsa;  Q 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
ourso  de  casación  interpuesto  por  Dofia  Julia  Dassi  Pobo,  por  sí  y  como 
madre  de  la  menor  Dofia  María  del  Amparo  Peres,  á  quien  condenamos 
al  pago  de  las  costas;  y  para  en  su  caso  al  de  la  cantidad  que  por  rasón 
-de  depósito  debió  constituir,  que  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley;  y 
líbrese  á  la  Audiencia  de  esta  corte  la  certificación  correspondiente,  con 
•devolución  del  apuntamiento  que  ha  remitido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
sertará en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  coplas 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.==José  de  Aldeooa. 
=Ricardo  Gullón.:=Francisco  Toda.=Pedro  Lavín.=Bicardo  Molina. — 
Vicente  de  Piniés.=Tomás  Gúdal. 

Publlcación.=Jieída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Pedro  Lavín,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  cele- 
brando audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  que  cer- 
tifico como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  18  de  Enero 'de  1901.=Licenciado  Jorge  Martines. 


NUm  IQ.-TRIBUNAL  8UPREII0.-I9  ds  Ensre,  pnb.  si  5  ds  Marza. 

Casación  por  infracción  de  LEV.—Nultdad  de  cscrt^ora.— Senten- 
cia declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  Don 
Ramón  Duran  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de 
la  Audiencia  de  la  Coruña,  en  pleito  con  Doña  Marfa  Graiño. 
En  sus  CONSIDERANDOS  S6  establoce: 

Que  la  ley  6.^  tii.  4.^,  Partida  5.%  concede  al  donante  la  facul- 
tad de  optar  á  su  Ubre  arbitrio  entre  exigir  la  prestación  á  que  el 
donatario  se  hubiese  obligado  ó  revocar  la  donación^  reclamando  la 
■deoolución  de  los  bienes;  y  entendiéndolo  asi  la  Sala  sentenciadora, 
no  infringe  dicho  precepto  y  el  art.  1256  del  Código  civil: 

Que  no  se  infringe  la  ley  3.*,  tit,  í.^y  libro  10  de  la  Novísima  Re- 
copilación^  cuando  atemperándose  el  fallo  á  los  términos  de  lo  pac- 
tado por  las  partes  y  de  lo  pedido  por  el  actor,  hace,  aunque  impro- 
piamente, la  declaración  de  nulidad,  en  ves  de  la  de  rescisión  de  con- 
trato. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  19  de  Enero  de  1901,  en  el  pleito  se- 
guido en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Corcubión  y  en  la  Sala  de 
io  civil  de  la  Audiencia  de  la  Corufia  por  Dofia  María  Graifio  Santos  con 
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«n  hijo  D.  Ramón  Darán  Graifio,  vecinos  ambos  de  San  Vicente  de  Duyo, 
•obre  nulidad  de  ana  escritura  de  mejora  en  el  tercio  y  quinto  de  los 
bienea  de  bos  padres;  pendiente  ante  Nos,  en  virtad  de  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  el  demandado  y  en  su  defen- 
sa 7  representación  por  el  Letrado  D.  Cristóbal  Bordlu  y  el  Procurador 
D.  Lacio  Alvares;  no  habiendo  comparecido  la  parte  recurrida: 

Kesultando  que  en  testamento  mancomunado  que  los  consortes  Don 
José  Darán  Domingues  y  Dofia  María  Graifio  otorgaron  en  21  de  Abril 
de  1882,  se  facultaron  mutuamente  para  mejorar  por  testamento  ó  con- 
trato intervivos  en  el  tercio  y  quinto  de  su  herencia  y  la  del  premuerto, 
á  uno,  dos  ó  más  de  sus  hijos,  imponiendo  al  mejorado  ó  mejorados  la 
obligación  de  vivir  en  compafiia  del  superviviente,  asistiéndole  y  cui- 
dándole durante  el  resto  de  sus  días  y-  costeando  á  su  fallecimiento  el 
funeral  y  entierro,  reservándose  ambos  testadores  el  derecho  á  revocar 
la  mejora  y  hacerla  á  otro,  caso  de  que  el  mejorado  no  cumpliera  las 
•condiciones  impuestas: 

B<»ultando  que  fallecido  D.  José  Duran  Domínguez,  su  viuda,  Dofia 
María  Graifio,  usando  de  las  facultades  que  la  confirió  su  marido  en  el 
•expresado  testamento,  otorgó  escritura  pública  en  Corcubión  en  21  de 
Febrero  de  1888,  mejorando  perpetua  é  irrevocablemente  en  el  tercio  y 
quinto  de  todos  sus  bienes  y  de  los  de  su  finado  esposo  á  su  hijo  D.  Ra- 
món Duran  Graifio,  que  aceptó  la  mejora  con  la  condición  de  continuar 
viviendo  con  su  madre,  auxiliarla  y  protegerla  en  todo  y  costear  á  su 
¿aUeeimiento  las  funciones  y  exequias  que  debieran  tener  lugar;  con- 
signándose después  las  cláusulas  de  que  la  inobservancia  ó  falta  de 
cumplimiento  en  todo  ó  alguno  de  los  puntos  ó  extremos  consignados, 
annlaría  ó  dejaría  sin  valor  ni  efecto  alguno  esta  escritura  y  las  dos 
expresadas  mejoras  de  tercio  y  quinto: 

Resultando  que  alegando  I>ofia  María  Graifio  que  su  hijo  Ramón,  le- 
jos de  cumplir  las  condiciones  impuestas  en  la  citada  escritura,  se  con- 
dujo de  tal  modo  con  ella,  maltratándola  de  palabra  y  obra,  que  tuvo 
qne  abandonar  la  oatfa,  después  de  lo  cual  llegó  á  negarle  todo  socorro 
para  su  alimentación;  entabló  en  18  de  Septiembre  de  1897  la  demanda 
de  este  pleito  para  que  se  declarara  en  definitiva  nula  y  sin  valor  ni 
efecto  la  susodicha  escritura  en  21  de  Febrero  de  1888: 

Resultando  que  D.  Ramón  Graifio  impugnó  la  demanda,  alegando: 
que  antes  y  algunos  afios  después  de  otorgarse  la  escritura  en  cuestión, 
vivió  su  madre  en  su  compafiia,  sin  que  le  faltara  nada  de  lo  necesario 
para  la  vida;  qne  el  carácter  díscolo  de  la  demandante  y  su  hábito  de  de- 
rrocarlo todo,  obligaron  alguna  ves  al  demandado  á  hacerle  alguna  ad- 
vertencia, guardándole  siempre  los  respetos  debidos;  y  que  aconsejada 
por  alguien  para  que  procurara  que  su  hijo  llegara  á  faltarle  al  respeto 
y  pudiera  tener  motivo  para  privarle  de  la  mejora,  hecba  con  carácter 
irrevocable,  le  maltrató  en  diferentes  ocasiones  y  suscitó  reyertas  oca- 
sionando dafios  y  desperfectos  en  las  cosas  de  la  casa,  hasta  que  cansada 
de  buscar  inútilmente  motivos  para  la  revocación  de  la  mejora  se  deci- 
dió á  sepa^rarse  de  la  compafiia  de  su  hijo,  llevando  á  su  poder  19  ferra- 
dos de  tierra,  de  los  que  recogía  sus  productos  sin  pagar  contribución,  y 
sin  que  esto  fuera  obstáculo  para  que  el  demandado  hubiera  continuado 
dándole  lo  que  necesitaba  para  su  sustento: 

Resultando  que  ambas  partes  insistieron  en  los  escritos  de  réplica  y 
duplica  en  sus  anteriores  pretensiones  y  practicaron  pruebas,  y  sustan- 
ciado el  pleito  por  los  demás  trámites  de  las  dos  instancias,  la  Sala  de 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Corufia^dictó  sentencia  en  10  de  Mayo  de 
1900,  confirmatoria  de  la  del  Juzgado,  declarando  haber  lugar  á  la  de- 
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manda,  7  en  8U  virtud,  á  la  nulidad  de  la  mejora  de  tercio  7  quinto  cons- 
tituida en  escritura  pública  de  21  de  Febrero  de  1888  por  la  demandante 
Dofia  María  Graifio,  á  favor  del  demandado  D.  Bamón  Duran  Graifio» 
con  otras  declaraciones  relativas  ai  proeedimiento: 

Resultando  que  D.  Ramón  Duran  Graiflo  interpuso  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  le7,  alegando  loe  siguientes  motivos: 

Primero.  Que  al  no  apreciar  la  Sala  sentenciadora  la  improcedencia 
de  la  acción  de  nulidad  entablada  contra  un  contrato  como  el  contenido 
en  la  escritura  de  21  de  Febrero  de  1888,  en  el  que  ooncurrieron  todos 
los  requisitos  esenciales  para  su  validez  en  vea  de  haber  exigido  el  cnm> 
piimiento  de  las  condiciones  estipuladas,  7  en  su  defecto  su  reeoislóBy 
infringe  por  inaplicación  la  107  8.^,  tít.  1.^,  libro  10,  de  la  Novísima  Re- 
copilación, según  la  cual,  es  obligatorio  el  cumplimiento  de  todo  contrato 
que  no  contenga  vicio  de  nulidad,  asi  como  las  sentencias  de  este  Tribu- 
nal Supremo  de  16  de  Agosto  de  1848,  21  de  Septiembre  de  1859,  29  de 
Abril  de  1866,  30  de  Noviembre  de  1869, 4  de  Mano  de  1872  78  de  Enera 
de  1878,  que  contienen  igual  declaración: 

Segundo.  Que  teniendo  en  cuenta  el  precepto  del  art.  1266  del  Código 
civil,  según  el  cual,  la  valides  7  el  cumplimiento  de  los  contratos  no 
pueden  dejarse  al  arbitrio  de  uno  de  los  contratantes,  era  inadmisible  el 
criterio  contenido  en  la  parte  dispositiva  de  la  sentencia  recurrida,  por- 
que según  la  de  este  Tribunal  Supremo  de  14  de  Mano  de  1891,  la  doc- 
trina de  que  los  contratos  bilaterales  dejan  de  ser  obligatorios  para  una 
de  las  partes  cuando  la  otra  falta  á  lo  convenido  en  ellos,  sólo  se  refiere 
á  la  falta  absoluta  de  cumplimiento;  de  donde  resulta  que  se  ha  infrin- 
gido, también  por  inaplicación,  dicha  sentencia  del  Tribunal  Supremo,, 
puesto  que  el  incumplimiento  del  contrato  que  se  imputa  al  recurrente 
ha  podido,  en  su  caso,  ser  únicamente  parcial  7  no  absoluto,  oomo  se 
demuestra  con  sólo  recordar  que  desde  el  alio  1888  cumplió  las  condicio- 
nes fijadas  en  la  escritura  hasta  que  su  madre  abandonó  su  compaftía; 
deduciéndose,  además  de  lo  expuesto,  que  la  sentencia,  al  no  aplicar  las 
disposiciones  legales  citadas,  infringe  la  de  7  de  Febrero  de  1874  que  en 
ella  se  invoca,  toda  vez  que  si  bien  es  cierto  que  el  padre  ó  la  madre 
pueden  revocar  hasta  la  hora  de  su  muerte  la  mejora  hecha  por  acto  m- 
íervivoa,  esto  no  tiene  lugar  tratándose  de  una  donación  condicional  ú 
onerosa;  7  aun  admitiendo  que  tal  facultad  fuera  extuisiva  á  este  caso» 
era  evidente  que  no  procedía  tampoco  aplicar  la  disposición  citada, 
porque  se  ha  ejercitado  la  acción  de  nulidad  7  no  la  de  revocación;  7 

Tercero.  Que  se  ha  infringido  la  le7  6.^,  tít.  4.<»  de  la  Partida  6.^ 
que  dispone  que  el  que  «cepta  una  donación  condicional,  si  no  cumple 
la  condición,  puede  ser  apremiado  7  realiaar  la  prestación  «n  que  con- 
sista, 7  si  no  lo  hace,  podrá  ser  obligado  á  desamparar  la  donación^ 
toda  vez  qhe  esta  le7  había  debido  tenerse  presente  para  apremiar  al  re- 
currente al  cumplimiento  de  las  condiciones  estableeidas  en  la  escritura, 
7  no  surtiendo  efecto  el  apremio,  pedir  la  revocación. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joaquín  González  de  laPefia: 
Considerando  que,  así  con  arreglo  á  lo  pactado  al  verificarse  la  dona- 
ción de  que  se  trata,  como  á  tenor  de  la  107  6.^,  tít.  4.^,  Partida  6.^,  ha 
podido  la  donante  revocarla  desde  luego,  sin  haber  de  exigir  previamente 
al  donatario  el  cumplimiento  de  la  condición  aceptada  por  el  mismo  de 
vivir  con  su  madre  prestándole  su  auxilio  7  protección,  porque  la  dona- 
ción se  hizo  bajo  el  pacto  expreso  de  quedar  nula  ó  de  ningún  valor  ni 
efecto  si  el  donatario  faltara  al  cumplimiento  de  dicha  condición,  7  por- 
que aun  sin  tal  pacto  expreso  concede  la  citada  107  al  donante  la  facul- 
tad de  optar  á  su  libre  arbitrio  entre  exigir  la  prestación  á  que  el  dona- 


Digitized  by 


Google 


ENKRO  DE  19Ú1  101 

Uño  se  hubiese  obligadOi  ó  revocar  la  donación,  reclamando  la  devolu- 
ción de  loe  bienes: 

Considerando  que,  por  tales  razones,  son  improcedentes  los  motivos 
segundo  7  tercero  del  recurso,  donde,  atribuyéndose  á  dicha  ley  de  Par-  i 
tida  y  á  otros  textos  legales  una  significación  y  alcance  de  que  carecen,  .1 
se  sostiene  erróneamente  la  tesis  de  que  antes  de  revocarse  la  donación  ' ] 
debió  reclamarse  el  cumplimiento  de  lae  obligaciones  contraídas  por  el  | 
donatario: 

Considerando  que  es  asimismo  improcedente  el  motivo  primero,  pues 
según  lo  evidencia  el  contenido  de  la  demanda  y  del  fallo  recurrido,  la 
cuestión  planteada  y  resuelta  se  reduce  á  la  revocación  de  la  donación, 
aunque  al  demandarla  y  al  otorgarla  se  la  haya  calificado  de  nula  im- 
propiamente, atemperándose  á  los  términos  de  lo  pactado;  siguiéndose 
de  ello  que  no  cabe  impugnar  el  fallo,  como  lo  hace  el  recurrente,  bajo 
el  concepto  de  haberse  debido  rescindir  y  no  anular  el  contrato; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Bamón  Duran  Graifio,  á  quien  con- 
denamos al  pago  de  las  costas,  y  para  en  su  caso,  al  de  la  cantidad  que 
por  razón  de  depósito  debió  constituir,  que  se  distribuirá  con  arreglo  á 
la  ley;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  la  Corufia*  la  certificación  correspon- 
diente, c,on  devolución  del  apuntamiento  que  ha  remitido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
sertará en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. = José  de  Aldecoa. 
=Ricardo  Gullón.=José  de  G&rnica.=:Francisco  Toda.=Enrique  Las- 
BÚs.=rJoaquín  González  de  la  Pefia.=Pedro  Lavín. 

Fablicación.= Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Excmo.  8r.  D.  Joaquín  González  de  la  Pefia,  Magistrado  del  Tribunal 
Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de 
boy,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 
Madrid  19  de  Enero  de  1901.=Licenciado  Jorge  Martínez. 


Kúm.  80.-6RACIA  Y  JUSTICIA.— 24  de  Enero,  pub  el  22  de  Febrero. 

RESoLuaóN  DE  LA  DmfeccióN  GENERAL  DE  LOS  Rboistros,  dejando 
sin  efecto  la  negativa  del  Registrador  de  la  propiedad  de  Velez 
Rubio  á  inscribir  una  escritura  de  venta. 
Eq  eus  CONSIDERANDOS  sc  establoce: 

QueBegún  el  art,  1381  del  Código  dvil,  tienen  el  carácter  de  pa- 
rafernales los  bienes  que  adquiera  la  mujer  por  herencia  de  sus  as- 
cendientes ^  sin  aportarlos  al  matrimonio  como  dote  estimada  rU  ines- 
timada: ff 

Que  el  único  precepto  del  Código  civil  que  ñja  los  requisitos  espe- 
ciales que  ha  de  cumplir  toda  mujer  casada,  sin  distinción  de  mayor 
ó  menor  de  edad,  para  enajenar,  gravar  ó  hipotecar  los  bienes  para- 
fernales, es  el  consignado  en  el  art.  1381,  según  el  cual,  tiene  per- 
fecta capacidad  para  celebrar  dichos  actos  con  sólo  la  Ucencia  del 
marido,  á  menos  que  sea  Judicialmente  habilitada  al  efecto: 

Que  este  articulo  ha  venido  á  sustituir  al  188  y  191  de  la  ley  Hi- 
potecaria, los  cuales,  por  hallarse  en  contradicción  con  el  1351  del 
Oódiao,  han  quedado  derogados,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  ar- 
ticulo 1966,  y  por  consiguiente  no  son  aplicables  álos  contratos  ce- 
lebrados con  posterioridad  á  la  publicación  del  Código: 

TOMO  91  7 
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Que  seaún  tiene  deelarado  la  Direeeión  de  los  Registros  en  va- 
rias  Resoluciones,  el  art.  3Í7  del  Código  se  limita  á  establecer  los 
efectos  de  la  emancipación^  tomada  esta  palabra  en  un  sentido  es- 
tricto y  etimológico,  esto  es,  como  expresión  del  acto  por  el  cual  el 
padre  ó  madre  sacan  ó  libran  espontáneamente  de  su  potestad  á  los 
hijos,  y  de  ninaún  modo  en  un  sentido  más  amplio  o  general  com- 
prensivo  de  toaos  los  actos  por  los  que  aquéllos  quedan  libres  de  la 
patria  potestad: 

Que  eonñrman  y  corroboran  el  sentido  estricto  en  que  el  legisla- 
p       dor  ha  empleado  en  el  citado  art.  317  la  palabra  emancipación,  dos 
[       circunstancias  muy  importantes,  á  saber:  primera,  que  éste  se  halla 
L       colocado  después  del  que  ñja  los  efectos  de  la  emancipación  por  el 
I        matrimonio  y  entre  los  que  tratan  de  la  forma  y  requisitos  del  acto 
I        de  la  emancipación  otorgada  por  ooluntad  del  padre  ó  de  la  madre; 
y  segunda,  que  ni  dicho  articulo  ni  el  que  le  precede  ni  el  que  le  sub- 
sigue hacen  la  menor  referencia  á  la  intervención  que  en  los  actos 
que  hubiese  de  ejecutar  una  menor  emancipada  corresponden  cU 
marido,  como  la  hubiesen  hecho  indudablemente  si  la  mente  del  le- 
gislador hubiese  sido  qu^  el  citado  art.  317  fuese  aplicable  á  todos 
los  casos  de  emanápactón  indistintamente: 

Que  si  bien  es  aamisible  la  hipótesis  de  que  en  algú,n  caso  singu- 
lar y  extraordinario  tal  oes  producirla  resultados  anómalos  y  aun 
contradictorios  la  aplicación  exclusioa  del  precepto  consignado  en 
el  art  1387  del  Código  doil  á  los  actos  de  enajenación  u  gravamen 
de  los  bienes  parafernales,  no  es  menos  admisible  también  la  su- 
posición de  que  puede  producir  iguales  resultados  la  aplicación  del 
art.  317,  porque,  ó  se  prescindiría  del  1397,  que  exige  como  requisito 
esencial  la  licencia  del  marido,  y  entonces  seria  nulo  el  contrato  con 
arreglo  al  art.  4.®  del  Código,  ó  de  aplicarse  á  la  ves  dicho  art.  138T 
y  el  317,  la  mujer  casada  menor  de.  edad  quedaría  sometida  necesa^ 
riamente,  en  cuanto  á  la  enajenación  y  gravamen  de  sus  bienes  para- 
fernales, á  dos  autoridades  distintas,  á  saber:  por  un  lado,  ta  del 
marido,  y  por  otro^  la  del  padre,  madre  ó  tutor,  dando  ocasión  se- 
mejante dualismo  á  que  por  negar  una  y  conceder  otra  la  Ucencia 
para  celebrar  determinado  contrato,  se  produjesen  corridos  entre 
ambas,  que  cederían  siempre  en  perjuicio  de  los  intereses  de  la  mu- 
jer, que  el  legislador  se  propone  favorecer,  y  en  daño  de  la  misma 
sociedad  conyugal: 

Que  cualesquiera  que  sean  las  contradicciones  u  anomalías  que 
pueden  resultar  de  la  aplicación  de  los  preceptos  del  Código  dvil  re- 
lativos á  la  capacidad  ae  los  esposos,  cuando  los  dos  ó  uno  de  ellos 
es  menor  de  edad,  para  enajenar,  gravar  ó  hipotecar  los  bienes  raí- 
ces, así  los  propios  del  marido  y  los  gananciales,  como  los  de  la  mu- 
jer^ ya  sean  estos  dótales  ó  parafernales,  la  verdad  es  que  no  impo- 
niéndose en  aquéllos,  como  no  se  impone  de  modo  claro  y  terminante 
á  la  mujer  casada  cuando  es  menor  de  edad,  la  necesidad  de  obtener 
el  consentimiento  del  padre,  de  la  madre  ó  del  tutor  para  enajenar, 
gravar  ó  hipotecar  sus  bienes  parc^fernales,  y  exigiendo  sólo  el  ar- 
tículo 1387,  como  requisito  esencial  para  celebrar  estos  actos  la  pre- 
via licencia  del  marido^  ó  en  su  defecto  la  autorisactónjudicial,  hay 
que  reconocer  que  la  escritura  de  venta  de  bienes  parafernales  otor- 
gados por  un  menor  con  licencia  de  su  marido  mayor  de  edad  y  con 
la  plenitud  de  sus  derechos  civiles,  no  adolece  del  defecto  ó  falta  de 
capacidad  por  no  haber  obtenido  el  consentimiento  de  las  personas 
que  determina  el  art.  317,  del  Código. 
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limo.  8r.:  En  el  recarso  gabemativo  Interpuesto  por  el  Notarlo  Don 
Enrique  García  Dnarte  contra  la  negativa  del  Registrador  de  la, propio- 
^lad  de  Vélez  Roblo  á  inscribir  una  escritura  de  venta,  pendiente  en  este 
Centro  en  yirtnd  de  apelación  de  dicho  Registrador: 

](esaltando  que  por  escritura  otorgada  en  Veles  Blanco,  ante  el  No- 
tario D.  Enrique  García  Doarte  González,  á  28  de  Agosto  de  lS99f  Dofia 
Matilde  Leonarda  Serrano,  de  diez  y  ocho  afios  de  edad,  acompafiada  y 
con  consentimiento  de  su  esposo  D.  Juan  Fernández  Sánchez,  mayor  de 
edad,  vendió  á  D.  Pedro  Gómez  Alcaina,  en  precio  de  8.876  pesetas  va- 
rias fincas  que  le  pertenecían  por  herencia  de  sus  abuelos  D.  Antonio 
Serrano  y  Dofia  Antonia  Marín: 

Resultando  que  presentada  copia  de  dicha  escritura  en  el  Registro  de 
la  propiedad  de  Vólez  Rubio,  extendió  el  Registrador  al  pie  de  ella  la 
nota  siguiente:  cDenegada  la  inscripción  del  documento  que  precede  por 
falta  de  capacidad  en  la  vendedora  para  enajenar  bienes  inmuebles  de 
su  pertenencia  sin  el  consentimiento  de  las  personas  que  determina  el 
art.  817  del  Código  civil» : 

Resultando  que  á  consecuencia  de  dicha  negativa  interpuso  este  re- 
recurso el  Notario  autorizante  de  la  escritura,  D.  Enrique  García  Duarte, 
solicitando  se  declare  que  la  mVlma  está  extendida  con  arreglo  á  las  for- 
malidades y  prescripciones  legales,  apoyándolo  en  los  siguientes  funda- 
mentos de  derecho:  que  los  bienes  vendidos  por  Dofia  Blatilde  tienen  la 
condición  de  parafernales,  según  el  art.  1381  del  Código  civil,  porque 
los  adquirió  por  herencia  y  no  fueron  incluidos  en  dote  alguna,  y  su 
enajenación,  conforme  al  1887  del  mismo  Código,  ha  de  ser  con  la  única 
condición  de  obtener  licencia  del  marido,  sin  diferenciar  los  casos  de 
omyor  ó  menor  edad  de  la  mujer,  como  dice  el  art.  1861;  que  la  expre- 
sada interpretación  restringida  del  art.  1887  es,  no  sólo  conforme  á  su 
letra,  sino  confirmada  y  reiterada  por  el  art.  226,  que  en  casos  en  que  el 
marido  no  puede  prestar  licencia,  completa  la  capacidad  de  la  mujer 
para  enajenar  los  parafernales  con  la  autorización  judicial,  sin  distin- 
gnif  tampoco  en  cuanto  á  la  edad  de  aquélla,  como  lo  hacen  respecto  á 
otros  bienes  los  artículos  183  y  229;  que  la  emancipación  por  matrimo- 
nio la  rige  el  art.  816,  y  no  tiene  otros  límites  que  los  que  fija;  que  el 
art.  817  sólo  se  refiere  á  la  emancipación  por  concesión  de  los  padres, 
por  el  lugar  que  ocupa,  porque  la  intervención  de  las  personas  á  que 
alude  pugna  con  la  autoridad  y  prerrogativas  del  marido,  que  sólo  cabe 
admitir  en  casos  especiales,  como  los  del  art.  1861,  por  el  privilegio  de 
que  siempre  ha  gozado  la  dote,  y  porque  cuando  murieran  los  padres  se- 
ría imposible  de  aplicar  el  art.  317,  puesto  qué  el  200  se  opone  al  nom- 
bramiento de  tutor  á  los  ya  emancipados;  que  dicho  art.  817  sólo  tiene 
además  del  alcance  expresado,  el  que  /especialmente  le  atribuye  el  824; 
que  el  69  rige  la  capacidad  del  varón  emancipado  por  matrimonio,  y  los 
61,  188,  226,  229,  1301,  1387,  1444  y  otros  la  capacidad  de  la  mujer  ca- 
sada respecto  á  los  bienes;  que  de  aplicarse  el  817  á  todas  las  emancipa- 
ciones, holgarían  en  el  Código  el  párrafo  tercero  del  art.  69,  el  824  y  parte 
de  lo  contenido  en  el  1861;  y  que  esta  Dirección  general  ha  declarado 
que  la  mujer  casada  menor  de  edad  puede  enajenar  sus  parafernales  con 
sólo  licencia  marital^  en  su  Resolución  de  14  de  Diciembre  de  1896,  con- 
firmada por  las  de  19  de  Noviembre  y  21  de  Diciembre  de  1898: 

Resultando  que  el  Registrador  sostuvo  la  procedencia  de  su  nota  por 
los  motivos  siguientes:  que  el  art.  817  del  Código  es  general  y  no  esta- 
blece distinción  alguna  entre  las  diversas  clases  de  emancipación,  y  de 
haberla  querido  establecer,  habríase  redactado  especialmente  como  el 
S16,  por  lo  que  no  es  posible  hacer  dicha  distinción;  que  esa  es  la  inter- 
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pretación  de  este  Centro  en  su  Resolución  de  3  de  Junio  de  1890,  que  es 
la  única  que  ha  de  entenderse  directamente  aplicable  al  caso  debatido, 
]>orque  en  ninguna  de  las  Resoluciones  de  14  dfe  Diciembre  de  1896,  de 
19  de  Noviembre  y  de  21  de  Diciembre  de  1898  se  ha  declarado  inscribi- 
ble la  venta  hecha  por  una  menor  casada  con  sólo  la  licencia  de  su  ma- 
rido; que  no  puede  entenderse  que  la  emancipación  por  matrimonio 
tenga  la  sola  limitación  que  establece  el  art.  316,  porque  el  art.  69  se 
refiere  exclusivamente  á  la  persona  del  xúarido,  como  reconoció  la  Reso- 
lución de  este  Centro  de  14  de  Diciembre  de  1896,  y  el  párrafo  8.^  del  50 
es  relativo  á  un  caso  de  excepción  por  pena  impuesta  á  los  que  infrinjan 
el  art.  46;  que  la  interpretación  de  no  aplicar  el  art.  317  á  la  emancipa- 
ción por  matrimonio  conduce  al  absurdo  de  tener  la  mujer  menor  de 
edad  más  facultades,  respecto  á  los  bienes,  que  el  marido  también  me- 
nor de  edad,  porque  rigiéndose  éste  en  tal  caso  sólo  por  el  art.  69,  no 
puede  enajenar  antes  de  los  veintitrés  afios,  ni  administrar  antes  de  los 
diez  y  ocho,  sino  con  consentimiento  de  otras  personas,  mientras  qne  la 
iñajer  menor  de  edad  podría  vender  sus  parafernales,  según  el  art.  1387, 
no  relacionándolo  con  el  317,  sin  el  consentimiento  de  nadie,  con  sólo 
licencia  marital,  aunque  el  marido  tenga  sólo  catorce  afios,  puesto  qne 
el  art.  1387  tampoco  distingue  sobre  su  edad;  que  igualmente  conduce 
dicha  interpretación  al  absurdo  de  que  no  teniendo  la  mujer  capacidad 
para  ser  testigo  ni  para  testar  hasta  los  catorce  afios,  según  los  arts.  12, 
46  y  663,  pueda  sin  embargo  enajenar  desde  los  doce  con  la  sola  licencia 
marital;  que  no  debe  suponerse  que  el  Código  civil  haya  destruido  los 
precedentes  de  nuestra  legislación,  según  la  que  la  mujer  menor  al  ca- 
sarse seguía  inhábil  para  regir  su  persona  y  bienes  (sentencia  del  Tribu- 
nal Supremo  de  18  de  Septiembre  de  1862);  que  la  dificultad  que  el  No- 
tario encuentra  para  que  se  nombre  tutor  contra  el  precepto  del  art.  200 
á  ios  casados  que  perdieran  sus  padres,  es  tan  de  apreciar  respecto  á  los 
emancipados  por  concesión,  que  igualmente  puedan  perderlos,  y  como  el 
art.  278  sefiala  la  habilitación  de  edad,  que  es  sinónimo  de  emancipación 
voluntaria,  como  causa  de  extinción  de  la  tutela,  y  no  el  matrimonio  del 
menor,  resulta  el  argumento  contra  el  Notario  que  lo  emplea,  pues  pre- 
cisamente, según  el  art.  278,  son  los  casados  los  únicos  emancipados  que 
conservan  tutor;  y  por  último,  que  el  art.  1387  hay  que  relacionarlo  con 
el  317,  porque  lo  particular  y  concreto  de  un  Código  no  deroga  lo  gene- 
ral y  abstracto  del  mismo,  y  entender  que  el  1387  impone  la  limitación 
de  la  licencia  á  las  mujeres  casadas,  pero  que  no  equipara  la  capacidad 
de  éstas  siendo  mayores  ó  menores  de  edad,  sino  que  subsiste  distinta 
en  uno  y  otro  caso,  confonne  á  lo  establecido  en  otros  lugares  del  Código: 
Resultando  que  el  Juez  Delegado  dictó  auto,  confirmando  en  un  todo 
la  nota  del  Registrador,  por  estimar  que  el  art.  317  del  Código  civil,  por 
ser  el  único  que  revela  el  espíritu  de  los  precedentes  legislativos,  que 
imponían  á  los  menores,  aunque  estuvieran  emancipados,  un  límite  á  la 
libre  disposición  de  sus  bienes,  hay  que  interpretarlo  como  de  carácter 
general,  conforme  á  lo  que  expresa  su  redacción,  opuesta  á  toda  distin- 
ción; que  la  opinión  contraria  legitimaría  la  venta  que  un  marido  menor 
hiciera  de  sus  bienes  propios  sin  intervención  de  nadie,  puesto  que  el 
art.  69  no  sería  aplicable,  por  referirse  á  los  bienes  de  la  sociedad  con- 
yugal, y  consentiría  también  que  la  mujer  menor  vendiera  sus  parafer- 
nales con  sólo  la  licencia  de  su  marido,  también  menor;  y  que  á  esta 
interpretación  enunciada,  aunque  no  definida  en  la  Resolución  de  este 
Centro  de  3  de  Junio  de  1890,  no  se  oponen  las  de  fecha  14  de  Diciembre 
de  1896,  19  de  Koviembre  y  21  de  Diciembre  de  1898,  que  á  su  vez  han 
enunciado,  pero  tampoco  definido,  un  caso  igual  al  de  este  recurso: 
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ReflQltando  que  el  Presidente  de  la  Aadiencta  revocó  el  anto  apelado 
7  la  nota  del  Eegistrador,  y  declaró  qne  el  documento  de  qne  se  trata 
no  adolece  del  defecto  que  le  atribnye  dicho  funcionario,  fundándose  en 
las  apreciaciones  siguientes:  que  el  art.  817  del  Código  civil  se  refiere 
exclusivamente  á  la  emancipación  por  concesión  de  los  padres,  por  es- 
Car  colocado  después  del  que  establece  los  efectos  de  la  emancipación  por 
matrimonio,  y  entre  los  que  tratan  de  la  forma,  requisitos  y  efectos 
propios  y  peculiares  de  la  emancipación,  cuando  ésta  se  verifica  por  con- 
cesión de  los  padres;  y  que  no  exigiéndose  á  la  mujer  casada  menor  de 
•edad,  en  los  artículos  que  determinan  los  efectos  de  la  emancipación  por 
matrimonio,  necesidad  de  que  consienta  su  padre,  madre  ó  tutor  la  ena- 
jenación de  sus  parafernales,  y  teniendo  este  concepto  los  enajenados 
por  Dofia  Matilde  Leonarda  Serrano,  es  bastante  la  licencia  que  obtuvo 
de  sn  marido,  conforme  á  lo  dieipuesto  en  el  art.  1887  de  dicho  Código: 

Resultando  que  el  Registrador  de  la  propiedad,  al  apelar  del  acuerdo 
del  Presidente  de  la  Audiencia,  insistió  en  algunas  de  las  considerado- 
nee  que  tenia  hechas,  y  citó  además,  como  oponiéndose  á  la  inscripción 
de  la  escritura  referida,  el  art.  1261  del  Código  civil,  que  demuestra  la 
nulidad  de  aquélla,  j>or  faltar  en  el  contrato  el  consentimiento  de  las 
personas  que  deben  prestarlo,  y  las  Resoluciones  de  este  Centro  de  4  de 
Noviembre  de  1896  y  de  16  de  Noviembre  de  1897,  que  declaran  que  todo 
menor  emancipado  se  reputa  mayor  para  todo  contrato  no  comprendido 
en  el  art.  817  del  Código  civil,  y  que  en  los  contratos  de  enajenación  de 
bienes  raicee  de  un  menor  es  necesario  el  consentimiento  del  padre,  ma- 
dre ó  tutor. 

Vistos  los  arts.  59,  61,  814,  315,  816,  317,  818, 1352,  1859, 1361, 1381, 
1887  y  1412  del  Código  civil,  y  las  Resoluciones  de  esta  Dirección  de  14 
de  Diciembre  de  1896,  21  de  Diciembre  de  1898  y  20  de  Diciembre 
de  1899: 

Considerando  que  las  fincas  vendidas  por  la  menor  Dofia  Matilde 
Leeonarda  8«rrano,  con  licencia  de  su  marido  D.  Juan  Fernández  San- 
chos, por  virtud  de  la  escritura  objeto  del  recurso,  tenían  el  carácter  de 
parafernales,  con  arreglo  al  art.  1881  del  Código  civil,  toda  vez  que,  se- 
gún se  deduce  de  la  misma  escritura,  las  adquirió  aquélla  por  herencia 
de  sos  abuelos,  sin  aportarlas  al  matrimonio  como  dote  estimada  ni  in- 
estimada: 

Considerando  que  el  único  precepto  del  Código  civil  que  fija  los  re- 
quiaitos  especiales  que  ha  de  cumplir  toda  mujer  casada,  sin  distinción 
de  mayor  ó  menor  edad,  para  enajenar,  gravar  ó  hipotecar  los  bienes 
parafernales,  es  el  consignado  en  el  art.  1887,  según  el  cual,  tiene  per- 
fecta capacidad  para  celebrar  dichos  actos  con  sólo  la  licencia  del  ma- 
rido, á  menos  que  sea  judicialmente  habilitada  al  efecto: 

Considerando  que  el  referido  precepto  ha  venido  á  sustituir  á  los  con- 
tenidos en  el  art.  191  de  la  ley  Hipotecaria  y  su  correlativo  el  188,  los 
cuales,  por  hallarse  en  contradicción  con  los  establecidos  en  aquéllos  y 
en  el  art.  1361  del  Código,  han  quedado  derogados,  conforme  á  lo  dis- 
puesto en  el  art.  1966,  y  por  consiguiente,  no  son  aplicables  al  contrato 
de  que  se  trata  en  el  presente  recurso,  celebrado  con  posterioridad  á  la 
pnblieación  del  expresado  cuerpo  legal: 

Considerando  que  tampoco  es  aplicable,  como  pretende  el  Registra- 
dor, el  art.  817  del  Cédigo,  porque  según  tiene  declarado  esta  Dirección 
general  en  varias  Resoluciones,  dicho  precepto  se  limita  á  establecer 
los  efectos  áe  la  emancipación,  tomada  esta  palabra  en  un  sentido  es- 
tricto y  etimológico,  esto  es,  como  expresión  del  acto  por  el  cual  ei  pa- 
dre ó  la  madre  sacan  ó  libran  espontáneamente  de  su  potestad  á  los  hi- 
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jos,  7  de  ningún  modo  en  an  sentido  más  amplio  ó  general  comprensiva 
de  todos  los  actos  por  los  que  aquéllos  quedan  libres  de  la  patria  po- 
testad:   . 

Considerando  qne  confirman  y  corroboran  el  sentido  estricto  en  qne 
el  legislador  ba  empleado  en  el  citado  art.  817  la  palabra  emancipacite 
dos  árcanstancias  muy  importantes,  á  saber:  primera,  que  éste  se  halla 
colocado  despnés  del  qne  fija  los  efectos  de  la  emancipación  por  el  ma- 
trimonio y  entre  los  qne  tratan  de  la  forma  y  requisitos  del  acto  de  la 
emancipación  otorgada  por  voluntad  del  padre  ó  de  la  madre;  y  segunda, 
qne  ni  dicho  artículo  ni  el  que  le  precede  ni  el  que  le  subsigue  hacen  la 
menor  referencia  á  la  intervención  que  en  los  actos  que  hubiese  de  eje- 
cutar una  menor  emancipada  corresponden  al  marido,  como  la  hubiesen 
hecho  indudablemente  si  la  mente  del  legislador  hubiese  sido  que  el  ci- 
tado art.  817  fuese  aplicable  á  todos  los  casos  de  emancipación  indistin- 
tamente: 

Considerando  que,  si  bien  es  admisible  la  hipótesis  de  qne  en  algún 
caso  singular  y  extraordinario  tal  vez  produciría  resultados  anómalos  y 
aun  contradictorios  la  aplicación  exclusiva  del  precepto  coiisignado  en 
el  citado  art.  1387  del  Código  civil  á  los  actos  de  enajenación  y  grava- 
men de  los  bienes  parafernales,  no  es  menos  admisible  también  la  supo- 
sición de  que  puede  producir  iguales  resultados  la  aplicación  del  art.  817^ 
porque,  ó  se  prescindiría  del  1387,  que  exige  como  requisito  esencial  la 
licencia  del  marido,  y  entonces  sería  nulo  el  contrato  con  arreglo  al  ar- 
tículo á.^  del  Código,  ó  de  aplicarse  á  la  vez  dicho  art.  1387  y  el  817,  la 
mujer  casada  -menor  de  edad  quedaría  sometida  necesariamente,  en 
cuanto  á  la  enajenación  y  gravamen  de  sus  bienes  parafernales,  á  dos 
autoridades  distintas,  á  saber:  por  un  lado,  la  del  fuarido,  y  por  otro,  la 
del  padre,  madre  ó  tutor,  dando  ocasión  semejante  dualismo  á  qne  pov 
negar  una  y  conceder  otra  la  licencia  para  celebrar  determinado  con- 
trato, se  produjesen  conflictos  entre  ambas,  que  cederían  siempre  en 
perjuicio  de  loe  intereses  de  la  mujer,  que  el  legislador  b%  propone  far 
vorecer,  y  en  dafio  de  la  misma  sociedad  conyugal: 

Considerando  que  cualesquiera  que  sean  las  contradicciones  y  ano- 
malías que  puedan  resulter  de  la  aplicación  de  los  preceptos  del  Código^ 
civil  relativas  á  la  capacidad  .de  los  esposos  cuando  los  dos,  ó  uno  de 
ellos,  es  menor  de  edad,  para  enajenar,  gravar  ó  hipotecar  los  bienes 
raíces,  así  los  propios  del  marido  y  los  gananciales,  como  los  de  la  mujer,, 
ya  sean  éstos  dóteles  ó  parafernales  (las  cuales  contradicciones  y  ano- 
malías, de  ser  ciertas,  sólo  argüirían  de  deficiente  á  la  legislación  posi- 
tiva sobre  el  particular  de  que  se  trate),  la  verdad  es  que,  no  imponién*- 
dose  en  aquéllos,  como  no  se  impone,  de  un  modo  claro  y  terminante  i 
la  mujer  casada,  cuando  es  menor  de  edad,  la  necesidad  de  obtener  el 
consentimiento  del  padre,  de  la  madre  ó  del  tutor  para  enajenar,  gravar 
ó  hipotecar  sus  bienes  parafernales,  y  exigiendo  sólo  el  art.  1387,  come 
requisito  esencial  para  celebrar  estos  actos,  la  previa  licencia  del  ma- 
rido, ó  en  su  defecto  la  autorización  judicial,  bay  que  reconocer  que  la 
escritura  de  cuya  inscripción  se  trate,  otorgada  por  una  menor,  con  11' 
cencía  de  su  marido,  mayor  de  edad  y  con  la  plenitud  de  sus  derechos 
civiles,  no  adolece  del  defecto  ó  falta  de  capacidad  en  el  otorgante  que 
le  atribuye  el  Registrador; 

Este  Dirección  general  ha  acordado  confirmar  la  providencipi  apelada. 

Lo  que,  con  devolución  del  expediente  original,  comunico  á  V.  I.  ¿ 
los  efectos  consiguientes.  Dios  guarde  á  V.  I.  muchos  afioa*  Madrid  24 
de  Enero  de  1901.=£1  Diretor  general,  Bienvenido  01iver.=Br.  Presi- 
dente de  la  Audiencia  de  Granada. 
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Kúm.  dL-TRIBUNAL  SUPREM0.-25  de  Enero,  pub.  el  5  de  Marze. 

Casación  por  infracción  de  let.  —Reeonoetmtento  de  eap¿tale$  de 
préstamo.— Sentencia,  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  in- 
terpuesto por  la  Comunidad  de  Religiosas  Recolet€U9  Brígidas 
de  Valladolid  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  primera  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  el  Ayuntamiento 
de  esta  última  capital. 
Bn  sus  considerandos  se  establece: 

Que  la  ley  63  de  Toro  dispone  que  donde  en  la  obltgaeión  hay  hi- 
poteca ó  cuando  la  acción  es  mixta^  la  deuda  prescriba  por  el  tras- 
curso  de  treinta  anos. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  26  de  Enero  de  1901,  en  el  pleito  ee- 
gnido  en  el  Jni^ado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Hospital  y  en 
la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  misma  corte,  por  la  Comuni- 
dad de  fieligiosas  Recoletas  Brígidas  de  Valladolid  con  el  Ayuntamiento 
de  Madrid»  sobre  reconocimiento  de  capitales  de  préstamo,  abono  de  és- 
tos é  intereses  y  pago  de  costas;  pendiente  ante  Kos,  en  virtud  de  recurso 
de  casación  por  Infracción  de  ley  interpuesto  por  la  parte  demandante, 
y  en  su  defensa  y  representación  por  el  Letrado  D.  Manuel  F.  Villegas 
y  el  Procurador  D.  José  María  Cordón;  habiendo  estado  defendida  y  re- 
presentada la  parte  recurrida  por  el  Licenciado  D.  Manuel  María  Mo- 
riano  y  el  Procurador  D.  Francisco  Morales: 

Resultando  que  la  Comunidad  de  Religiosas  Recoletas  Brígidas  de 
Valladolid  dedajo  demanda  en  esta  corte  en  6  de  Diciembre  de  1898,  que 
fué  repartida  al  Juagado  del  distrito  del  Hospital,  pidiendo  se  declarase 
que  tenía  derecho  á  que  el  Ayuntamiento  de  esta  corte  reconociera  y  li- 
quidara loe  capitales  de  60.000  reales,  y  88.000  que  le  prestó  en  1666 
y  1679  respectivamente,  con  los  intereses  al  10  por  100  el  primero,  y  8 
por  100  el  segundo  desde  1883  en  que  dejaron  de  abonarse;  y  que  el 
Ayuntamiento  venía  obligado  á  pagar  los  capitales  y  sus  intereses  ven- 
cidos y  no  satisfechos,  alegando  en  su  apoyo  los  hechos  y  fundamentos 
de  derecho  siguientes:  que  á  petición  del  Rey  Felipe  IV,  para  acudir  á 
la  defensa  de  los  Reinos  de  España,  previo  informe  de  los  Contadores  y 
Itesoreros  de  las  sisas,  el  Ayuntamiento  de  esta  corte,  en  acuerdo  de  19 
de  Septiembre  de  1664,  dispuso  servir  al  Rey  con  800.000  ducados,  to- 
mándolos á  dafios  sobre  las  sisas  que  entonces  corrían  en  el  casco  de  la 
villa;  y  oonfiroiando  el  acuerdo  por  el  Consejo  y  obtenida  la  Real  licen- 
cia, dio  poderes  el  Consejo  á  los  Tesoreros  de  cada  una  de  las  sisas  con 
que  habían  de  garantizarse  los  préstamos,  entre  ellos  á  D.  José  Ochoa 
de  Zumarain,  que  lo  era  de  la  llamada  sisa  moderada  de  la  carne,  para 
tomar  sobre  ella  80.000  ducados;  y  por  escritura  de  81  de  Julio  de  1666, 
declaró  Ochoa  que  en  el  concepto  indicado  habla  recibido  de  la  Comu- 
nidad demandante  60.000  reales  en  préstamcf  al  10  por  100;  que  para  las 
atenciones  de  Flandes,  Italia  y  Catalufia,  el  Gobernador  del  Consejo, 
por  orden  del  Rey  Carlos  II,  pidió  800.000  ducados  á  la  villa  de  Madrid, 
que  ésta  acordó  servirle,  tomando  la  suma  al  8  por  100  sobre  las  sisas 
del  millón  de  la  carne,  millón  de  tocino  y  28  maravedís  sobre  cántaro 
de  vino,  á  cuyo  fin  confirió  poder  á  D.  Antonio  Jejomil,  Tesorero  de  la 
villa,  qnien  por  escritura  de  6  de  Junio  de  1669  reconoció  haber  reci- 
bido de  la  Comunidad  demandante  88.000  reales  en  préstamo  al  8  por 
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100  con  garantía  de  las  sisas  del  millón;  qae  el  Ayuntamiento  había  sa- 
tlsfecho  á  la  Oomanidad  ios  intereses  de  ambos  préstamos  hasta  1833, 
sin  que  despnés  le  hubiera  vuelto  á  abonar  nada,  á  pesar  de  las  repeti- 
das reclamaciones  que  se  le  habían  hecho;  y  que  habiendo  la  Comuni- 
dad dirigido  una  instancia  al  Alcalde  en  26  de  Marzo  de  1897,  pidiendo 
que  se  reconocieran,  liquidaran  y  abonaran  los  intereses  vencidos  y  no 
satisfechos,  resolvió  aquél  en  29  de  Mayo,  que  no  podía  accederse  á  la 
liquidación  de  capitales  impuestos  sobre  sisas,  según  Real  orden  de  7  de 
Agosto  de  1889;  que  esta  Beal  orden,  sin  embargo,  era  inaplicable  al 
caso  por  ser  de  carácter  administrativo  y  de  naturaleza  civil  el  derecho 
que  amparaba  á  la  Comunidad;  aparte  de  que  dispuso  cosas  completa- 
mente ajenas  á  la  petición  de  la  demandante;  que  el  contrato  es  ley  para 
los  contratantes;  y  que  los  Reales  decretos  de  30  de  Enero  y  25  de  Marzo 
de  1893  y  la  regla  1.*  del  art.  62  de  la  ley  procesal  abonaban  la  comp^ 
tencia  del  Juzgado  para  conocer  de  la  demanda: 

Resultando  que  el  Ayuntamiento  contestó  pidiendo  se  declarase  el 
Juzgado  incompetente  por  razón  de  la  materia;  en  otro  caso,  que  no  ha- 
bía lugar  á  resolver  por  no  haberse  intentado  la  vía  gubernativa;  y  en 
último  término  que  se  le  absolviera  de  ia  demanda  por  haber  prescrito 
la  acción  de  la  Comunidad  y  la  obligación  del  Municipio,  y  que  aon 
cuando  estuviera  obligado  al  pago  de  intereses,  sólo  podría  ser  al  8  por 
100  anual;  y  en  apoyo  de  estas  pretensiones  alegó:  que  al  fin  de  que  los 
Ayuntamientos  pudieran  hacer  frente  á  los  gastos  de  ejecución  de  obras 
necesarias  y  pudieran  facilitar  á  la  Corona  los  anticipos  que  solía  pe- 
dir para  las  atenciones  de  guerra,  se  crearon  las  sisas,  consistentes  en 
que  la  mayoría  de  los  artículos  de  abasto  y  consumo  contribuyesen  con 
una  cuota  determinada,  estando  á  cargo  del  Municipio  el  cobro  de  esos 
impuestos;  que  á  favor  del  Ayuntamiento  de  esta  corte,  por  sus  mayo- 
res necesidades,  se  crearon  multitud  de  sisas,  autorizándole  para  que 
las  hipotecara  en  garantía  de  los  préstamos  que  tuviera  que  tomar,  ya 
para  las  necesidades  de  la  villa,  como  para  servir  á  la  Corona,  los  anti- 
cipos que  pudiera  interesar,  y  en  uso  de  tal  autorización,  tomo  á  prés- 
tamo grandes  sumas  con  réditos  importantes,  hipotecando  las  sisas, 
hasta  el  punto  de  no  quedar  una  que  no  estuviera  afecta  á  uno,  dos  ó 
más  préstamos;  que  en  efecto,  el  Ayuntamiento  recibió  varias  sumas 
con  intereses  del  10  por  100  y  garantía  de  la  sisa  llamada  de  las  carnes, 
entre  ellas  la  de  60.000  reales  de  la  Comunidad  demandante  por  la  es- 
critura de  81  de  Octubre  de  1666,  con  la  obligación  de  devolvérsela  por 
fin  de  Marzo  de  1674  y  la  de  pagarle  todos  los  intereses  después  de  pa- 
gados los  principales  que  estaban  tomados  sobre  la  misma  sisa  desde  6 
de  Enero  de  aquel  mismo  afio;  y  por  la  otra  escritura  invocada  en  ia 
demanda  de  6  de  Junio  de  1679  recibió  de  la  misma  Comunidad  88.000 
reales  al  8  por  100  con  garantía  de  las  sisas  del  millón,  fijándose  su  de- 
volución para  30  de  Abril  de  1689,  y  que  el  pago  de  intereses  se  haría 
por  semestres  según  costumbre;  que  por  Real  cédula  de  8  de  Septiembre 
de  1680,  logró  el  Ayuntamiento  que  se  redujera  al  6  por  100  el  tipo  de 
los  intereses  por  préstamo  sobre  sisas,  obteniendo  después  que  se  reba- 
jase al  4  por  otra  Real  cídula  de  29  de  Agosto  de  1684;  y  habiéndose 
dispuesto  en  Pragmática  de  1706,  que  pasó  á  ser  la  ley  8.^,  tít  15,  libro 
10  de  la  Novísima  Recopilación,  que  los  réditos  de  todos  los  censos  se 
redujeran  al  8  por  100,  el  Ayuntamiento  obtuvo  por  cédula  de  22  de  Fe- 
brero de  1706  que  ese  mismo  fuera  el  rédito  para  los  capitales  de  sisas; 
que  en  16  de  Mayo  de  1772  se  autorizó  al  Ayuntamiento  para  tomar  á 
préstamo  al  2  y  medio  por  100  lo  que  se  obtuviera  por  la  venta  de  las 
temporalidades  de  los  jesuítas,  aplicando  su  importe  á  la  amortización 
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de  las  Bisaa  pertenecientes  á  los  que  no  se  conformaran  en  rebajar  á  2 
y  medio  el  S  por  100  qne  dlsírntaban;  en  consecuencia  de  lo  cnal,  anos 
acreedores  percibieron  sns  créditos  de  los  fondos  de  los  temporalidades» 
7  otros  se  conformaron  con  la  rebaja;  de  forma  que  desde  1706  á  I7<r2 
se  abonó  el  Interés  de  8  por  100,  y  desde  1772  el  8  por  100  á  los  no  con- 
Tenidos  con  la  rebaja,  y  el  2  y  medio  á  los  que  se  conformaron  con  ella, 
y  por  consiguiente  á  la  Comunidad  demandante  no  pudo  abonársele 
otros  réditos  desde  1706;  que  suprimidas  varias  de  las  sisas  dadas  en 
garantía  de  los  préstamos  recibidos,  se  vio  obligado  el  Ayuntamiento  al 
terminar  el  siglo  xviix,  á  suspender  el  pago  de  los  réditos,  gestionando 
al  propio  tiempo  lo  conveniente  para  qne  el  Estado  se  hiciera  cargo  del 
pago  de  los  capitales  y  réditos  de  los  préstamos  realizados  en  su  benefí  - 
cío;  y  aun  cuando  logró  que  las  Cortes  de  1821  declarasen  que  el  capital 
de  cien  millonee  cnatrocientos  mil  y  pico  de  reales  impuestos  sobre  lai<» 
sisas  de  Madrid,  i>ero  en  beneficio  de  la  Nación,  pasasen  al  Crédito  pú- 
bllco  con  sus  intereses  desde,  1.°  de  Julio  de  aquel  año,  no  llegó  á  reali- 
zarse, resultando  que  el  Ayuntamiento  aún  tenía  á  su  cargo  esas  deu- 
das, aun  cuando  ya  lo  hacía  con  arreglo  al  convenio  que  celebró  con  sus 
acreedores,  y  fué  aprobado  por  Real  orden  de  12  de  Agosto  de  1859,  en  el 
qne  se  concretó  lo  que  el  Ayuntamiento  había  de  abonar  á  cada  acreedor» 
forma  y  valores  referentes  al  pago,  intereses  de  los  nuevos  títulos, 
cómo  y  cuándo  deberían  ser  amortizados  y  plazo  para  adherirse  al  con- 
venic,  reservando  ^  los  que  no  quisieron  adherirse  todos  los  derechos 
de  que  se  creyeran  asistidos;  y  desde  entonces,  sólo  en  la  forma  conve- 
nida se  habían  satisfecho  cantidades  por  sisas,  debiendo  tenerse  además 
en  cuenta  que  por  Real  orden  de  7  de  Agosto  de  1889  se  prohibió  al 
Ayuntamiento  practicar  nuevas  liquidaciones  de  capitales  impuesto» 
sobre  las  sisas;  que  la  Corporación  demandante  no  acudió  á  los  llama- 
mientos que  el  Municipio  hizo  á  sus  acreedores  ni  á  las  juntas  en  que 
se  discutió  y  aprobó  el  convenio,  ni  hizo  gestión  alguna  desde  que  pe 
le  pagó  un  semestre  de  intereses  correspondientes  al  afio  1800  hasta  2& 
de  Marzo  de  1897,  haciendo,  por  tanto,  más  de  sesenta  afios  que  no  hn- 
bía  recibido  cantidad  alguna;  que  era  indudable  que  la  deuda  de  que  se 
trataba  era  de  carácter  administrativo,  y  su  reconocimiento,  liquidación 
y  forma  de  pago  debía  ser  objeto  de  las  decisiones  de  la  Administración 
activa  primero  y  después  de  los  Tribunales  especiales,  declarándose  in  - 
competentes  los  ordinarios;  que  no  se  había  entablado  recurso  guberna- 
tivo, contra  el  decreto  del  Alcalde  de  24  de  Mayo  de  1897,  denegando  la 
solicitad  de  la  Abadesa  de  la  Comunidad,  y  se  había,  por  tanto,  dedu- 
cido la  demanda  sin  apurar  la  vía  gubernativa;  que  aparte  de  esto  er& 
indudable  que  había  prescrito  la  acción  de  la  demandante  según  las  le- 
yes; y  qne,  en  último  término,  la  Comunidad  tenía  que  atenerse  á  lo 
dispuesto  en  la  Real  cédula  de  22  de  Febrero  de  1706,  que  fijó  en  8  por 
100  el  interés  de  los  préstamos  impuestos  sobre  sisas: 

Resultando  que  con  este  escrito  presentó  el  Ayuntamiento  una  certi- 
ficación de  su  Secretaría,  en  que  se  hace  constar  que  los  réditos  de  prés- 
tamo con  garantía  de  sisas  se  redujeron  primero  ai  5,  después  al  4,  y  por 
último,  al  8  por  100  anual;  apareciendo  del  libro> correspondiente  á  la 
Sisa  moderna  de  carnes,  que  la  Comunidad  de  Religiosas  Recoletas  Brí- 
gidas, de  Valladolid,  percibió  el  8  por  100  por  sus  dos  capitales  de  60.000 
y  88.000  reales  en  1799  y  1800,  sin  que  desde  entonces,  y  especialmente 
desde  1868  á  1894,  hubiera  reclamado  ni  gestionado  cosa  alguna  sobre  el 
particular: 

Resultando  que  la  parte  demandante  replicó  reproduciendo  laS  pre- 
tensiones de  su  demanda  con  la  variación  de  que  el  abono  de  intereses 
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te  entendiera  desde  1799  por  ñx^n  de  lo  manifeatado  en  la  oontoatación 
á  la  demanda,  y  alegando:  qne  las  redacciones  de  intereses  no  eran  de 
aplicación  á  los  préstamos  de  qne  se  trataba,  y  además  no  constaba  qne 
la  Comunidad  se  conformase  con  tales  reducciones;  que  eran  de  notar  laa 
afirmaciones  hechas  de  contrario  de  que  los  préstamos  se  realixaron  en 
benedcio  de  la  Corona,  ó  sea  del  Estado,  y  de  que  el  Ayuntamiento  con- 
tinuaba teniendo  á  su  cargo  esas  deudas;  y  no  obstaba  á  la  importancia 
de  este  extremo  el  convenio  aprobado  por  Beal  orden  de  12  de  Agosto 
de  1867,  puesto  que  la  Comunidad  se  abstuvo  y  á  los  ^roedores  que  no 
quisieron  adherirse  se  les  reservaron  sus  derechos;  que  aceptaba  la  afir- 
mación hecha  por  el  Ayuntamiento  de  que  sólo  abonó  réditos  á  la  Comu- 
nidad demandante  hasta  1799,  pues  con  ella  se  ampliaba  la  cuantía  de 
BUS  deredios;  que  estaba  conforme  en  que  no  había  percibido  interesen 
hacía  más  de  sesenta  años;  que  siendo  este  asunto  de  naturaleza  para- 
mente civil,  eran  inaplicables  la  ley  Municipal  y  de  la  Contabilidad  del 
Estado;  que  en  todo  caso  debería  haberse  citado  el  art.  683  de  la  ley  pro- 
cesal, y  que  conforme  á  su  letra  y  á  su  espíritu,  era  preciso  haber  apa- 
rado la  vía  gubernativa; .  que  á  la  parte  demandada  incumbía  probar  la 
excepción  de  prescripción  que  alegaba,  y  que  no  podía  sostenerse  la  vi- 
gencia de  una  Real  cédula,  cuyas  disposiciones  no  pasaron  á  los  caerpos 
legales  posteriores  por  que  se  rigen  los  contratos  civiles: 

Resultando  que  el  Ayuntamiento  duplicó  reprodnciendo  las  alega- 
ciones hechas  en  su  contestación,  y  afiadiendo:  que  no  era  preciso  que 
la  Comunidad  hubiera  manifestado  su  conformidad  con  la  reducción  de 
intereses,  por  ser  ésta  obligatoria  como  emanada  de  Reales  cédulas  qae 
tenían  carácter  y  efectos  de  leyes;  qne  la  Comunidad  demandante  cobró 
los  intereses  al  3  por  100  desde  1706  hasta  1832  en  que  percibió  el  pri- 
mer semestre  de  1800,  sin  que  desde  entonces  hubiera  hecho  reclama- 
ción alguna  ni  asistido  á  las  juntas  de  acreedores  por  sisas  en  que  se 
convino  lo  aprobado  por  la  Real  orden  de  12  de  Agosto  de  1869;  qae  ¿ 
loe  fundamentos  legales  que  tenía  invocados,  añadía  el  art.  1.^  de  la  ley 
de  24  de  Junio  de  1886  sobre  el  procedimiento  administrativo  en  recla- 
maciones contra  la  Hacienda;  el  art.  90  del  reglamento  para  la  ejecución 
de  esa  ley,  y  el  482,  párrafo  9.^  de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  y  que  la 
prescripción  debía  probarla  la  demandante  y  no  el  Ayuntamiento  de- 
mandado, que  se  limitaba  á  negar  que  se  hubieran  hecho  reclamaciones, 
con  cuyo  escrito  acompafió  otra  certificación  de  su  Secretaría  expresiva 
de  que  desde  1764  vino  la  Comunidad  demandante  cobrando  los  réditos 
al  3  por  100,  habiéndose  hecho  el  último  pago,  que  correspondía  al  pri- 
mer semestre  de  1800,  en  1882;  y  no  apareciendo  que  desde  entonóos 
hubiera  reclamado  la  Comunidad  el  pago  de  dichos  intereses: 

Resnltando  que  recibido  el  pleito  á  prueba  se  inutilizó  por  la  deman- 
dante la  documental,  obrando  en  ella  una  certificación  expedida  por  la 
Secretaría  del  Ayuntamiento,  de  la  que  resulta  que  el  convenio  cele- 
brado en  1869  se  aprobó  con  la  condición,  entre  otras,  de  que  transcurri- 
do el  plazo  que  se  fijó  para  que  pudieran  adherirse  al  mismo  los  acreedo- 
res que  no  se  hubieren  presentado,  se  entendería  que  renunciaban  á  aer 
comprendidos  en  la  transacción,  quedándoles  á  salvo  todos  sus  derechos 
como  acreedores  del  Ayuntamiento  para  ejercitarlos  y  hacerlos  valer  en 
la  forma  debida;  que  desde  1834  á  1869  no  debían  buscarse  reclamado- , 
nes  de  las  Comunidades  por  estar  en  suspenso,  y  en  1869  tampoco  se  les 
atendió  porque  no  estuvieron  representadas  en  la  juntas  que  precedieron 
al  convenio,  y  éste  se  celebró  entre  el  Ayuntamiento  y  sus  acreedores 
municipales,  y  los  créditos  de  la  Comunidad  demandante  estaban  clasi- 
ficados como  nacionales;  que  el  convenio  de  1869  se  hizo  extensivo  en 
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IMl  á  Io«  «creedores  por  eiBaa  nacionales,  pero  en  igualdad  de  condicio- 
nes qne  los  monicipales,  sin  qae  tampoco  se  hiciese  mención  de  las  Co- 
monidades  religiosas,  porqae  sus  capitales  segaian  considerándose  des- 
tinados á  la  amortización  de  la  deuda  del  Estado;  que  en  1865  acordó  el 
Ayuntamiento  no  cursar  reclamaciones  sobre  cargas  benóñcas,  piado- 
sas, etc.,  hasta  que  el  Gobierno  facilitara  fondos  con  que  atenderlas; 
que  en  1884  y  1887  las  Religiosas  de  Santo  Domingo  y  las  Trinitarias 
Descalxas  reclamaron  y  obtuvieron  por  acuerdo  del  Ayuntamiento,  pre- 
tIos  los  informes  que  estimó  conducentes,  la  liquidación  de  sus  efectos 
de  Villa,  expidiéndose  los  títulos  en  Agosto  de  1887,  y  que  en  1888  y  89 
pidieron  y  obtuvieron  su  liquidación  muchas  religiosas  de  Madrid,  Al- 
calá, Toledo  y  otros  puntos,  pero  no  las  demandantes: 

Resultando  que  por  parte  del  Ayuntamiento  se  utilizó  también  el 
periodo  de  prueba,  trayendo  á  los  autos  un  nuevo  certificado  expedido 
por  su  Secretaria,  en  que  se  hace  constar:  que  por  decreto  de  las  Cor- 
tes de  24  de  Junio  de  1821,  se  previno  que  el  capital  de  los  100.478.671 
reales,  impuesto  sobre  las  Sisas  de  Madrid,  pero  á  beneficio  de  la  Nación^ 
pasara  al  Crédito  público  con  los  intereses  que  devengase  desde  1.^  de 
Jallo  de  1821  en  adelante,  siendo  los  anteriores  de  cargo  de  la  Villa;  y 
y  que  entre  ésta  y  la  Hacienda  se  practicara  una  liquidación  general 
que  se  realiaó  ea  1841,  arrojando  un  saldo  á  favor  del  Ayuntamiento  de 
227.000.000  de  reales,  con  cuya  liquidación  venia  enlazándose  la  cues- 
tión de  los  acreedores  por  sisas  llamadas  efectistas,  los  cuales  se  dis- 
tinguían en  nacionales  y  municipales  y  mixtos,  según  que  los  présta- 
mos fueran  para  necesidades  de  la  Nación,  del  Ayuntamiento  ó  de  am- 
bos; que  en  estas  deudas  se  hipotecaban  las  rentas  que  producían  algu- 
nos artículos  de  consumo,  gravados  con  pequeñas  sumas  que  se  desti- 
naban al  pago  de  los  intereses  y  amortización  de  los  capitales,  para  lo 
que  se  dictaron  reglas  y  se  hicieron  algunas  reducciones;  y  que  ese  fué 
el  convenio  de  1859  que  en  1861  se  hizo  extensivo  á  los  afectistas  nacio- 
nales: 

Resultando  que  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta 
corte  dictó  sentencia  revocatoria  en  4  de  Abril  de  1900,  absolviendo  al 
Ayuntamiento  de  la  demanda  deducida  por  la  Comunidad  de  Religiosas 
Recoletas  Brígidas  de  Valladolid,  sin  hacer  especial  condenación  de  cos- 
tas de  ambas  instancias: 

Resultando  que  la  susodicha  Comunidad  de  Religiosas  Recoletas 
Brígidas  interpuso  recurso  de  casación,  fundado  en  el  caso  1.^  del  ar- 
tículo 1692  de  la  If  y  de  Enjuiciamiento  civil,  citando  como  infringidos: 
Primero.  La  ley  6.*,  tít.  8.®,  libro  11  de  la  Novísima  Recopilación, 
qne  es  la  68  de  Toro,  que  al  determinar  la  forma  de  extinguirse  las  obli- 
gaciones, dispone  que  el  derecho  de  ejecutar  aquellas  en  que  hay  hipo- 
teca, así  como  las  que  reúnen  el  carácter  de  mixtas,  se  prescriban  por 
treinta  afios  y  no  menos;  en  cuanto  la  sentencia  recurrida  estima  la  ex- 
eepeión  de  prescripción  fundándose  en  que  habían  transcurrido  más  de 
veinte  afios,  que  es  el  plazo  qne  la  citada  ley  determina  para  la  pres- 
cripción de  las  acciones  personales;  pues  bien  se  entienda  que  la  acción 
ejercitada  en  la  demanda  estaba  garantizada  con  la  hipoteca  de  ciertas 
Sisas,  ó  bien  se  considere  que  dicha  acción  podía  dirigirse  contra  la  en- 
tidad Ayuntamiento  y  contra  las  rentas  que  garantizaban  la  obligación; 
es  decir,  que  tienen  el  doble  carácter  de  personal  y  real,  resulta  indis- 
entibie  que,  según  la  ley  citada,  la  acción  no  prescribiría  sino  por  el 
lapso  de  treinta  afios;  siendo  de  tener  en  cuenta  que  hasta  la  promulga- 
ción de  la  ley  Hipotecaria  no  hubo  en  nuestra  legislación  distinción  real 
7  efectiva  entre  la  prenda  y  la  hipoteca;  y  tanto  en  documentos  públicos 
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como  en  los  preceptos  legales,  como  también  entre  los  tratadistas  de 
Derecho,  se  aplicaba  indistintamente  la  palabra  hipoteca  á  la  garantia 
constituida  en  bienes  inmuebles,  como  á  la  consistente  en  bienes  mae- 
bles,  y  así  la  fianza  dada  á  pefios  como  la  presentada  con  hipoteca,  tenían 
nnds  mismos  efectos  jurídicos;  y  como,  por  otra  parte,  es  lo  cierto  que  en 
principios  de  derecho  la  garantía  que  ofrece  un  deudor  sobre  bienes  de 
su  propiedad  que  no  salen  de  su  dominio,  cualesquiera  que  sea  su  natu- 
raleza de  estos  bienes,  es  una  garantía  hipotecaria,  y  la  prestada  con 
entrega  de  los  bienes  de  cualquier  clase  que  sean,  constituye  una  verda- 
dera prenda,  resultaba  evidente  que  la  garantía  que  dio  el  Ayunta- 
miento á  la  Comunidad  recurrente  es,  y  no  puede  menos  de  entenderse 
hipotecaria,  como  se  llamó  en  las  escrituras,  para  todos  loa  efectos,  y 
especialmente  para  el  de  la  prescripción  de  la  acción;  y 

Segundo.  La  ley  29,  tít.  29  de  la  Partida  S.^,  que  dispone  que  si  el 
deudor  que  ha  empezado  á  extinguir  por  tiempo  su  obligación,  después 
de  esto  renovase  la  deuda  que  debiera  haciendo  carta,  dando  fianza  ó 
pefios,  ó  pagando  parcialmente  los  menoscabos  ó  el  precio  ó  haciendo 
alguna  cosa  semejante  de  éstas,  nuevamente  perdiere  por  ende  el  tiempo 
por  que  le  ganara  contra  él;  en  el  concepto  de  que  la  sentencia  recurrida 
apUcandü  esta  ley  al  caso  de  autos,  ha  debido  tener  por  interrumpida  la 
prescripción,  porque  al  dejar  de  pagar  el  Ayuntamiento  desde  el  siglo 
pasado  los  intereses  del  dinero  tomado  sobre  las  sisas,  no  negó  nunca  el 
derecho  de  sus  acreedores  á  percibir  lot  réditos,  qué  no  hacía  efectivos 
según  sus  propias  alegaciones,  por  su  pesadumbre,  por  carecer  de  recnr- 
sos  bastantes  para  satisfacerlos  y  por  entender  que  en  parte  debieran 
gravar  el  presupuesto  general  del  Estado;  porque  al  adoptar  después  de 
aquella  suspensión  é  independientemente  de  las  reclamaciones  privadas, 
diferentes  medidas,  algunas  de  ellas  de  carácter  legislativo,  mantuvo 
siempre  el  Ayuntamiento  como  ciertas  las  deudas  y  el  derecho  de  hacer- 
las efectivas  por  aquellos  á  cuyo  favor  estaban  constituidas;  porque  de 
otro  modo  resultaría  inexplicable  el  convenio  llevado  á  cabo  en  1859 
para  entenderse  con  los  acreedores  por  débitos  constituidos  sobre  las 
sisas,  que  á  tenor  de  lo  resuelto  en  la  sentencia  recurrida,  deberían  te- 
nerse como  prescritas  por  el  transcurso  de  un  número  de  afíos  igual  ó 
mayor  que  el  tenido  en  cuenta  respecto  de  la  Comunidad  recurrente;  y 
porque  el  mismo  Ayuntamiento  ha  reconocido  y  liquidado  en  18S7  el 
derecho  y  atrasos  de  otras  Comunidades  religiosas  que  se  hallaban  en 
idéntico  caso  que  las  monjas  del  convento  de  Nuestra  Sefiora  de  los  An- 
geles de  Yalladolid;  pues  en  todos  estos  actos  nunca  se  niega  la  existen- 
cia de  la  deuda  ni  se  afirma  la  prescripción  del  derecho  de  los  acreedores, 
y  están,  por  tanto,  dentro  de  lo  previsto  en  la  ley  citada  que  se  halla  in- 
terpretada de  igual  manera  en  la  sentencia  de  este  Tribunal  Stfpremo  de 
6  de  Abril  de  1881  y  en  otras  muchas. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Molina: 
Considerando  que  sólo  se  suscita  y  cabe  resolver  en  el  presente  re- 
curso la  cuestión  referente  á  si  los  créditos  que  se  reclaman  al  Ayunta- 
miento de  Madrid  por  la  Comunidad  de  Recoletas  de  Yalladolid,  han 
prescrito  con  arreglo  á  las  disposiciones  de  la  legislación  civil,  que,  dada 
la  época  en  que  los  contratos  se  celebraron,  puede  regir  el  caso: 

Considerando  que  la  ley  6S  de  Toro  dispone  que  donde  en  la  obliga- 
ción hay  hipoteca  ó  cuando  la  acción  es  mixta,  la  deuda  prescriba  por  el 
transcurso  de  treinta  afios,  de  lo  cual  se  deduce  que  aunque  se  admitan 
los  supuestos  que  el  recurrente  establece  en  el  primer  motivo,  ha  pres- 
crito su  acción,  puesto  que  desde  el  último  reconocimiento  hecho  por  el 
Ayuntamiento  en  1869,  ó  si  se  quiere  desde  1861  en  que  quedaron  á  salvo 
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lofl  derechos  de  la  Gomanidad  cpara  ejercitarlos  y  hacerlos  valer  en  la 
forma  debida,  con  independencia  de  lo  convenido»  con  otros  acreedores 
de  la  Municipalidad,  hasta  Marzo  de  1897,  íecha  de  la  primera  reclama- 
ción extrajndicial  de  las  monjas  Brígidas  posterior  á  dicho  afio,  es  no* 
torio  que  ha  transcurrido  mucho  mayor  tiempo  que  el  de  los  treinta 
afios;  y 

Considerando  que  no  han  podido  infringirse  tampoco  los  preceptos 
invocados  en  el  motivo  segando,  no  apareciendo  que  el  Ayuntamiento 
haya  efectuado  entre  las  fechas  antecltadas  actos  que  merezcan  ser  in- 
terpetados  como  de  interrupción  de  la  prescripción,  pues  las  vagas  refe- 
rencias relativas  á  otros,  no  á  los  créditos  que  aquí  se  reclaman,  por 
desconocerse  las  circunstancias  de  esos  créditos  y  por  lo  indicado  de  ser 
otros  distintos,  no  pueden  dar  origen  á  ninguna  apreciación  jurídica  que 
corrobore  las  pretensiones  del  que  recurre,  mucho  menos  cuando  contra 
éstas  se  invoca  la  Eeal  orden  de  7  de  Agosto  de  1889,  que  prohibió  ter- 
minantemente que  se  hicieran  pagos  como  los  que  se  suponen; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  la  Comunidad  de  religiosas  Recoletas 
Brígidas  de  Valladolid,  á  la  que  condenamos  en  las  costas;  y  líbrese  á 
la  Audiencia  de  esta  corte  la  certificación  correspondiente,  con  devolu- 
ción del  apuntamiento. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
sertará en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  ai  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. ==Jo8é  de  Aldecoa. 
=Francísco  Toda.=:El  Magistrado  Sr.  Lassús  votó  en  Sala  y  no  pudo  fir- 
mar: José  de  Aldecoa.=Joaquín  González  de  la  Pefia.=Pedro  Lavín.= 
Ricardo  Molina.r=Vicente  de  Piniés. 

Publicación .=Leí da  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Ricardo  Molina,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  cele- 
brando audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  que 
certifico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  25  de  Enero  de  1901.=Licenciado  Jorge  Martínez. 

Num.  S3S.— TRIBUNAL  SUPREMO.— 26  de  Enero,  pub.  el  5  de  Marzo. 

Casación  por  infracción  de  ley.— Oposición  á  unas  particiones, — 
Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto 
por  D.  Ramón  Suárez  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Oviedo,  en  pleito  con  Doña  Vicenta 
Inclán. 
En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece: 

Que  aprobándose  unas  particiones  en  las  que  el  marido  de  una 
de  las  partes  interesadas  intervino,  por  consentimiento  de  las  de- 
más^ á  la  vez  oue  como  albacea  en  aquel  concepto,  no  se  infringen 
los  arts.  Sí  yo2  en  el  concepto  de  haber  actuado  su  mujer  sin  licen- 
cia del  mismo: 

Que  los  arts.  904  y  910  del  Código  civil  son  inaplicables  cuando 
no  se  trata  de  particiones  que  por  si  sólo  hubiese  hecho  el  albacea, 
sino  de  las  que  fueron  convenidas  y  presentadas  por  los  herederos 
wiayores  de  edad: 

Que  es  ineficaz,  para  los  efectos  de  la  casación,  sustituir  el  crite- 
rio del  recurrente  al  juicio  del  Tribunal,  no  impugnado  por  el  único 
medio  legal  que  autoriza  el  párrafo  7P  del  art.  1692  de  la  ley  pro- 
cesal. 
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fin  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  26  de  Enero  de  1901,  en  los  autos  da 
jaicio  declarativo  de  mayor  caantia  seguidos  en  el  Josgado  de  primera 
instancia  de  AvMés  y  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Aadiencla  de  Oviedo  por 
D.  Ramón  Saárez  y  Gatiórres,  labrador,  vecino  de  la  Parroquia  de  Tra- 
sona,  por  si  y  como  legitimo  representante  de  su  mujer  Dofia  Matilde 
Inclán  y  Alvares,  contra  Dofia  Vicenta  Inclán  Alvares,  representada  por 
su  marido  D.  Manuel  González  Garcia,  y  D.  José  y  D.  Francisco  Inclán 
Alvares,  propietarios,  vecinos  de  San  Martin  de  Laspra,  sobre  oposición 
á  unas  particiones;  autos  pendientes  ante  Nos,  en  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley  interpuesto  por  la  parte  demandante,  á  la  que  re- 
presenta el  Procurador  D.  José  Maria  Fernández  Dagarzo  y  defiende  el 
Licenciado  D.  Miguel  Vivancos;  no  habiéndose  personado  en  este  Tri- 
bunal Supremo  la  demandada  y  recurrida: 

Besultando  que  Dofia  Teresa  Alvares  San  Pedro  falleció  el  22  de  Fe- 
brero de  1892,  con  testamento  otorgado  en  28  de  Mayo  del  90,  en  el  que 
instituyó  únicos  y  universales  herederos  á  sus  hijos  D.  José,  D.  Fran- 
cisco, Dofia  Vicenta  y  Dofia  Matilde  Inclán  Alvares,  y  nombró  juez  ar- 
bitro, albacea  y  contador  á  su  hermano  politico  D.  Ramón  Fernándes, 
quien  procedió  á  practicar  la  división  de  los  bienes;  y  como  quiera  que 
D.  Ramón  Suárez  y  Gutiérrez,  marido  de  la  heredera  Dofia  Matilde,  no 
prestase  su  conformidad,  volvió  á  hacerla  de  nuevo,  incluyendo  en 
ellas  los' bienes  que  á  los  prenombradoa  herederos  correspondían,  pro- 
cedentes de  sus  abuelos  D.  José  Inclán  y  Dofia  Maria  Galán  y  de  su  pa- 
dre D.  Manuel  Inclán;  y  una  vez  terminadas,  con  fecha  30  de  Octubre 
de  1898  fueron  presentadas  al  Juzgado  de  Aviles,  con  escrito  firmado 
por  D.  Ramón  Fernández,  D.  Francisco,  D.  José,  Dofia  Vicenta  y  Doña 
Matilde  Inclán  y  Alvarez  y  D.  Manuel  González  Garcia,  con  la  súplica 
de  que  se  pusieran  de  manifiesto  á  las  partes,  se  citase  en  forma  á  Don 
Ramón  Suárez  Gutiérrez,  y  se  aprobasen,  si  en  el  término  legal  no  se 
formalizaba  oposición  á  ellas,  y  en  otro  caso  se  tramitase  dicha  oposi- 
ción en  la  forma  ordenada  por  la  ley,  para  lo  que  expusieron  lo  ante- 
riormente consignado,  y  que  la  Dofia  Matilde  Inclán  Alvarez  tenia  pre- 
sentada demanda  de  divorcio  contra  su  indicado  marido  D.  Ramón  Suá- 
rez y  Gutiérrez,  del  que  estaba  separada,  siendo  todos  los  heredero* 
mayores  de  edad,  y  capaces,  por  lo  tanto,  para  otorgar  escritura  de  par- 
tición, lo  que  no  podian  hacer  á  causa  de  la  resistencia  de  D.  Ramón 
Suárez: 

Resultando  que  las  comunicadas  particiones  al  dicho  D.  Ramón  Suá- 
rez, presentó  éste  escrito  pidiendo  se  convocase  á  la  oportuna  junta  para 
que  mutuamente  se  dieran  los  interesados  las  explicaciones  proceden- 
tes, ejecutando  lo  acordado  en  caso  de  avenencia,  y  caso  contrario  se  si- 
guiese el  juicio  por  los  trámites  del  de  mayor  cuantia,  y  se  declarase  em 
su  dia  no  haber  lugar  á  la  aprobación  de  las  operaciones  divisorias  for- 
muladas por  D.  Ramón  Fernández,  condenando  en  oostas  á  quien  se 
opusiere: 

Resultando  que  la  aludida  solicitud  la  apoyó  D.  Ramón  Suárez  Gu- 
tiérrez, sosteniendo:  que  en  las  particiones  de  que  ahora  se  trata,  no 
obstante  haberse  corregido  las  primitivas  formadas  por  el  albacea 
D.  Ramón  Fernández,  hablan  dejado  de  incluirse  varias  fincas  que  des- 
cribió, las  mejoras  hechas  en  un  hórreo  y  los  materiales  con  que  se  cons* 
truyó  una  cuadra,  asi  como  tampoco  se  habiau  incluido  las  mejoras  he- 
chas en  una  casa;  que  varios  bienes  de  los  inventariados  estaban  tasa- 
dos en  menos  valor  del  que  realmente  tenian;  que  no  estaba  conforme 
con  la  deuda  que  se  reconocía  contra  el  caudal  hereditario  á  favor  de 
D.  José  Inclán,  pues  no  se  justificaba  con  documento  alguno,  ni  el  tes- 
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tamento  U  mencionaba;  que  el  albaceaigo  había  terminado  ya»  toda  yes 
que  dicho  cargo  no  es  perpetuo  y  había  tranacarrido  más  del  tiempo  ne- 
cesario; y  que  el  estado  jurídico  del  D.  Ramón  Suárez  y  Gutiéres  era^ 
respecto  de  su  mujer  Dofia  Matilde  Inclán,  el  de  esposo  legítimo  y  re- 
presentante legal,  con  todos  los  deberes  y  derechos  inherentes  al  matri- 
monio; y  citó  varios  fundamentos  legales: 

Resultando  que  celebrada  la  junta  que  previene  la  ley,  sin  avenen- 
cia, D.  Francisco,  D.  José,  Dofia  Vicenta  y  Dofia  Matilde  Inclán  Alva- 
res contestaron  la  demanda  con  la  súplica  de  que  se  desestimase  la  opo- 
sición, y  como  consecuencia,  se  absolviera  á  los  demandados  y  se  apro- 
baran las  particiones,  imponiendo  las  costas  al  demandante,  alegando 
al  efecto:  haberse  visto  obligada  Dofia  Matilde  IncJán,  poco  después  <ie 
casada,  á  solicitar  el  depósito  é  incoar  el  divorcio,  por  lo  que  abandonó 
el  domicilio  de  su  marido  y  se  fué  á  vivir  con  sus  hermanos,  que  la 
mantienen  desde  entonces,  sin  que  su  mencionado  esposo  le  preste  auxi- 
lio alguno,  á  pesar  de  haber  recibido  2.000  pesetas  de  dote,  encoptrán- 
dose  en  esta  situación  al  hacerse  las  particiones  de  la  herencia  de  Dofia 
Teresa  Alvares  San  Pedro,  madre  de  los  demandados,  á  las  cuales  se 
oponía  D.  Ramón  Suáres  sin  personalidad  para  hacerlo,  por  tratarse  de 
bienes  de  su  mujer  que  marchaba  unida  á  sus  hermanos  y  coherederos; 
no  existir  omisión  alguna  de  bienes  en  el  inventario,  pues  los  mencio- 
nados en  la  demanda  fueron  comprados  por  el  demandado  D.  Francisco 
Inclán  en  1868,  y  por  lo  tanto,  no  pertenecen  á  la  herencia,  sucediendo 
|o  mismo  respecto  á  las  mejoras  de  la  casa  indicada  por  el  demanciante^ 
que  también  pertenece  al  D.  Francisco;  no  ser  cierto  se  hubiesen  tasado 
k»  bienes  en  menos  valor  del  que  realmente  tienen,  pues  sería  difícil 
«neontrar  quien  los  comprara  por  el  que  se  les  había  sefialado;  no  poder 
ler  origen  de  discusión  el  crédito  á  favor  de  D.  José  Inclín,  por  ser  cierto 
ó  indiscutible,  no  importando  nada  el  que  Dofia  Teresa  no  lo  mencionase 
en  el  testamento,  ya  que  todos  los  herederos  lo  reconocían  y  se  declara- 
ban deudores  de  una  cantidad  que  sabían  positivamente  que  entregó 
D.  José  á  sns  padres  y  éstos  Invirtieron  en  las  dotes  de  sus  hermanas;  y 
no  cumplir  el  demandante  con  los  deberes  que  como  marido  de  Dofia 
Matilde  le  imponía  el  matrimonio,  y  en  cambio  pretendía  ostentar  sua 
derechos,  á  pesar  de  estar  aquélla  depositada  judicialmente  y  pendiente 
la  demanda  de  divorcio: 

Resultando  que  en  los  escritos  de  réplica  y  duplica  insistieron  ambas 
partes  en  sas  alegaciones  y  pretensiones;  y  recibido  el  pleito  á  prueba 
se  practicó  la  documental,  pericial  y  de  testigos,  poniéndose  en  los  au- 
tos, como  un  extremo  de  ella,  testimonio  de  varios  particulares  de  loa 
promovidos  por  Dofia  Matilde  Inclán,  sobre  depósito  y  certificación  de 
iiaber  presentado  la  demanda  de  divorcio;  y  después  de  los  demás  trá- 
mites correspondientes,  el  Juzgado  dictó  sentencia  absolutoria,  por  la 
que  se  aprueban  las  operaciones  de  inventario,  avalúo,  liquidación,  di- 
visión y  adjudicación  de  los  bienes  dejados  por  Dofia  Teresa  Alvares 
San  Pedro,  practicadas  por  el  albacea  D.  Ramón  Fernández  y  García,  or- 
denando BU  protocolización,  sin  expresa  condena  de  costas;  y  apelado 
dicho  fallo  por  D.  Ramón  Suárez  y  Gutiérrez,  la  Sala  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  Oviedo,  después  de  tramitarse  la  alzada,  lo  confirmó,  con 
las  costas  al  apelante,  en  22  de  Mayo  de  1900:       * 

Resultando  que  D.  Ramón  Suárez  Gutiérrez,  por  sí  y  como  esposo  de 
Dofia  Matilde  Inclán  y  Alvarez,  ha  interpuesto  recurso  de  casación» 
como  comprendido  en  el  núm.  1.^  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  alegando  haberse  infringido: 
Primero.    Loe  arta.  904  y  910  del  Código  civil,  en  cuanto  la  sentencia 
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recurrídA  acepta  y  admite  como  legítimos  y  válidos  loa  actos  y  Restiones 
del  albaceazgo  de  D.  Ramón  Fernández,  que  no  estaba  antorísado  para 
desempeñar  el  cargo  faera  del  término  legal,  qae  había  expirado  con 
ezoeso: 

Segondo.  La  doctrina  consignada  en  sentencias,  entre  otras,  de  14  y 
18  de  Abril  de  1877  y  6  de  Noviembre  del  80,  al  aceptar  la  Sala  senten- 
ciadora la  teoría  de  que  al  demandante  es  á  quien  toca  probar,  siendo 
así  que  en  este  particular  la  doctrina  es  de  que  el  que  en  juicio  afirma 
un  hecho  que  cede  en  provecho  propio  y  en  perjuicio  ajeno,  debe  probar 
la  verdad  de  su  afirmación,  y  en  consecuencia  D.  José  Inclán  debió  ha- 
ber justificado  ser  acreedor  de  las  cantidades  que  reclama,  no  bastando 
la  confesión  de  Dofia  Matilde  Inclán,  por  no  ser  en  estos  autos  medio  de 
prueba,  ya  que  la  hace  una  de  las  partes  en  beneficio  propio: 

Y  tercero.  Los  arts.  61  y  62  del  citado  Código,  que  previenen  que  la 
mujer  casada  no  puede  obligarse  sin  licencia  de  su  marido,  siendo  nulos 
los  actos  ejecutados  por  ella  sin  consentimiento  de  aquél;  pues  en  dicha 
sentencia  aparece  que  se  invoca  la  conformidad  prestada  por  Dofia  Ma- 
tilde Inclán  sin  la  licencia  marital  en  los  diversos  actos  de  la  partición 
de  la  herencia. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Vicente  de  Piules: 

Ck)n8Íderando  que  aceptado  por  el  recurrente  el  procedimiento  que 
adoptaron  todos  los  coherederos  de  Dofia  Teresa  Al  varea  para  que  en 
las  operaciones  divisorias  de  la  herencia,  hechas  por  el  albacea  de  común 
acuerdo  con  los  mismos,  tuviera  aquél  la  intervención  legal  que  le  co- 
rrespondía como  marido  de  Dofia  Matilde  Inclán,  y  para  que  pudiese 
expresar  su  conformidad,  ó  formular  su  oposición,  como  la  formalisó, 
solicitando  que  se  convocara  á  los  interesados  á  la  junta  prevenida  en 
el  art.  1086  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  é  Impugnando  despnés  en 
el  fondo  las  referidas  particiones  en  el  juicio  ordinario  á  que  se  refiere 
el  art.  1088,  la  Sala  sentenciadora^  al  absolver  á  los  demandados  y  apro- 
bar las  operaciones  divisorias  por  estimar  improbado  el  perjuicio  su- 
puesto, é  infundados  los  motivos  de  la  impugnación,  no  ha  infringido 
los  artículos  61  y  62  del  Código  civil  en  el  concepto  que  se  supone  en  el 
recurso,  porque,  ejercitadas  en  el  juicio  expresado  las  acciones  relativas 
á  la  personalidad  y  derechos  del  marido,  quedaron  subsanadas  las  de- 
ficiencias que  pudiera  en  tal  sentido  tener  la  partición: 

Considerando  que  tampoco  se  han  cometido  las  infracciones  supues- 
tas en  los  dos  primeros  motivos  del  recurso,  la  primera  porque  no  se 
trata  de  particiones  de  herencia  que  por  sí  sólo  hubiera  hecho  el  alba- 
cea,  sino  de  las  que  fueron  convenidas  y  presentadas  por  los  coherede- 
ros mayores  de  edad;  y  la  segunda  porque  habiendo  apreciado  la  Sala 
que  DO  se  probó  el  perjuicio,  fundamento  de  la  impugnación,  es  ineficas 
para  los  efectos  de  la  casación  sustituir  el  criterio  del  recurrente  al  jui- 
cio del  Tribunal  no  impugnado,  como  no  se  ha  intentado  impugnar  el 
de  éste  por  el  único  medio  legal  que  autoriza  el  párrafo  7.^  del  art.  1692 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Ramón  Suárez  y  Gutiérrez,  al  que 
condenamos  al  pago,  si  viniere  á  mejor  fortuna,  por  razón  de  depósito, 
de  la  cantidad  de  1.00/3  pesetas,  á  la  que  se  dará  la  aplicación  que  dis- 
pone la  ley;  no  hacemos  imposición  de  costas  por  no  haber  comparecido 
en  este  Tribunal  Supremo  parte  recurrida;  y  con  la  oportuna  certifica- 
ción devuélvase  á  la  Audiencia  de  Oviedo  el  apuntamiento  que  ha  re- 
mitido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
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seriará  en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  j  firmamos.=José  de  Aldeooa. 
=Bicardo  Qnllón.=José  de  Garnica.=Pedro  LaYÍn.=Ricardo  Molina. 
=:Vicente  de  Piniée.=Tomá8  Gúdal. 

Pablicación.=Leida  y  publicada  faó  la  anterior  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Vicente  de  Piniés,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo, 
celebrando  audiencia  pública  la  Sais  de  lo  civil  en  el  día  de  hoj,  de  que 
certifico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  26  de  Enero  de  1901.=Licenoiado  Hilario  María  González  y 
Torres. 


Kúm.íd3.— TRIBUNAL  SUPREMO.— 29  de  Enero,  pnb.  el  5  de  Marzo. 

Casación  por  infracción  de  i.En. —Reelamcusíón  de  la  mitad  de  bie- 
nes 9mett¿a(ío«.— Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  re- 
curso interpuesto  por  D.  Domingo  Joaquín  Cánovas  contra  la 
pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Granada, 
en  pleito  con  Doña  María  Eugenia  Cánovas  y  otros. 
En  su  CONSIDERANDO  úuico  SO  establecei 

Que  lapretensián  de  una  parte  de  que  por  vicio  en  la  sucesión 
del  poseedor  de  bienes  vinculados,  y  por  ser  el  único  pariente  de  la 
linea  llamada  por  el  testador,  se  le  reconozca  la  consideración  de 
sucesor  inmediato  leaitimo  con  derecho  á  la  mitad  reservable  de  di- 
chos bienes,  implica  la  nulidad  de  aauella  sucesión,  por  lo  que  ocu- 
rrida ésta  en  1817,  la  acción  ejercida  por  el  actor  en  1897,  por  el 
tiempo  transcurrido  desde  entonces,  y  aun  desde  Agosto  de  1836,  en 
que  por  virtud  de  Real  decreto  de  la  misma  fecha  quedaron  libres 
los  Sienes  vinculados  y  sujetos  al  derecho  común,  se  hallaba  evi- 
dentemente prescrita. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  29  de  Enero  de  1901,  en  los  autos  de 
juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera 
instancia  de  Vóiez  Eubio  y  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Gra- 
nada por  D.  Domingo  Joaquín  Cánovas  Carrasco,  jornalero,  vecino  de 
Cartagena,  contra  Dofia  María  Eugenia  Cánovas  Carrasco  y  Doña  María 
de  la  Concepción  y  D.  Diego  Rame  Cánovas,  propietarios,  vecinos  de 
Vélez  Rubio,  sobre  reclamación  de  la  mitad  de  unos  bienes  vinculados; 
autos  pendientes  ante  Nos  en  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley 
interpuesto  por  la  parte  demandante,  á  quien  representa  el  Procurador 
D.  Manuel  Tovar  y  Godró  y  defiende  el  Licenciado  D.  Ángel  de  Laguar- 
dia;  eetándolo  la  parte  demandada  y  recurrida  por  los  también  Procura- 
dor y  Abogado  D.  Luis  Soto  y  Hernández  y  D.  Joaquín  Ruiz  Jiménez: 

Resultando  que  D.  Pedro  de  la  Rosa  López,  D.  Jerónimo  de  Urrutia 
Tauste,  Dofia  Juana  de  Muro  y  Dofia  Isabel  Galiano,  en  sus  disposicio- 
nes testamentarias,  otorgadas  el  18  de  Septiembre  de  1746, 8  de  Noviem-* 
bre  de  1770,  24  de  Mayo  de  1725,  81  de  Marzo  de  1740  y  4  de  Abril  de 
174o,  y  D.  Pedro  Vélez  Pérez,  en  la  partición  de  bienes  de  Dofia  Isabel 
Galiano,  fundaron  tres  vínculos  y  tres  agregaciones  sobre  varias  fincas 
del  partido  judicial  de  Vélez  Rubio,  valoradas  en  127.000  pesetas,  esta* 
bleciendo  el  orden  de  suceder  que  tuvieron  por  conveniente,  con  la  con  • 
dición,  todos  ellos,  de  que  sólo  podrían  poseerlos  los  hijos  legítimos  de 
legítimo  matrimonio,  sin  que  jamás  se  pervirtiera  el  orden  establecido, 
ni  ocurriera  en  la  sucesión  cosa  distinta  de  la  fijada  por  los  fundadores; 
TOMO  91  8 
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yiniendo  á  reunirse  loe  mencionadoe  vínculos  en  Dofi»  Matea  Peres 
Veles,  que  falleció  el  16  de  Noviembre  de  1817,  solicitando  una  nieta 
suya,  hija  de  D.  José  Carrasco  Pérez,  llamada  Dofia  Matea  Carrasco 
Carrasco,  la  posesión  de  los  bienes  de  dichos  vínculos,  que  le  fué  con- 
ferida por  auto  del  siguiente  día  17,  no  obstante  la  oposición  que  in- 
tentó D.  Joaquín  Carrasco  Pérez,  como  curador  y  representante  legal 
de  su  sobrina  Dofia  Encarnación  Carrasco,  hija  menor  del  D. 'Andrés;  y 
ocurrido  el  fallecimiento  de  la  Dofia  Matea  Carrasco,  pasaron  los  víncu- 
los á  su  hijo  mayor  D.  Eugenio  Cánovas  Carrasco,  y  después,  por  la 
muerte  de  éste  sin  sucesión,  á  su  otro  hijo  D.  Andrés  Cánovas  Carras- 
co, quien  los  poseyó  hasta  que  falleció  el  17  de  Abril  de  1896. 

Resultando  que  D.  Domingo  Joaquín  Cánovas  Carrasco,  con  fecha  4 
de  Noviembre  de  1896,  acudió  al  Juzgado  de  primera  instancia  de  Vélez 
Rubio,  en  solicitud  de  que,  como  diligencias  preparatorias  de  juicio  or- 
dinario de  mayor  cuantía,  declarasen  bajo  juramento  indecisorio  Dofia 
María  Eugenia  Cánovas  Carrasco  y  Dofia  Concepción  y  D.  Diego  Rame 
Cánovas:  primero,  ser  cierto  que  fallecido  abintestato  D.  Andrés  Cáno- 
vas Carrasco  el  17  de  Abril  de  1896,  eran  ellos  los  únicos  herederos  ie- 
galmente  declarados;  segundo,  ser  cierto  que  el  citado  D.  Andrés  fué  el 
último  poseedor  de  los  vínculos  fundados  por  D.  Pedro  de  la  Rosa  López, 
D.  Jerónimo  de  ürrutia  Tauste,  Dofia  Juana  de  Muro,  Dofia  Isabel  Ga- 
llano  y  D.  Pedro  Vélez  Pérez;  tercero,  ser  cierto  que  desde  que  falleció 
el  D.  Andrés  Cánovas  venían  disfrutando  todos  ios  bienes  vinculados; 
y  cuarto,  ser  cierto  igualmente  que  desde  dicho  fallecimiento  venían  los 
prenombrados  herederos  percibiendo  la  totalidad  de  los  productos  de  los 
bienes  vinculados;  respondiendo  los  tres:  á  la  primera  pregunta,  que 
era  cierta,  pero  que  sólo  tenían  el  carácter  de  herederos  de  la  parte  li- 
bre de  los  bienes,  pues,  afiadió  Dofia  María  Eugenia,  de  la  vinculada  era 
eucesora  inmediata  su  sobrina  Dofia  Juana  Marina  Rame  y  González;  á 
la  segunda,  que  era  cierta;  á  la  tercera  que  asimismo  era  cierta,  agre- 
gando Dofia  Concepción  Rame  que  de  la  mitad  reservable  del  vinculo 
tomaba  los  productos  su  sobrina  Dofia  Juana  Rame  González,  á  quien 
reconocía  como  sucesora;  y  á  la  cuarta,  contestaron  también  afirmati- 
vamente, si  bien  la  Dofia  Concepción  expresó  que  percibíah  los  produc- 
tos en  la  proporción  que  tenía  indicado  anteriormente: 

Resultando  que  el  mismo  D.  Domingo  Joaquín  Cánovas  Carrasco,  con 
fecha  27  de  Abril  de  1897,  formuló,  ante  dicho  Juzgado  de  Vélez  Rubio, 
demanda  de  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  contra  Dofia  Mar£z 
Eugenia  Cánovas  Carrasco  y  Dofia  María  de  la  Concepción  y  D.  Diego 
Rame  Cánovas,  con  la  súplica  de  que  se  declarase  que  el  prenombrado 
demandante  tiene  la  consideración  de  sucesor  inmediato  legítimo  y  le 
pertenece,  por  tanto,  la  mitad  reservable  de  los  bienes  que  formaron  los 
vínculos  fundados  por  D.  Pedro  de  la  Rosa  López,  D.  Jerónimo  de  ürru- 
tia Tauste,  Dofia  Juana  de  Muro,  Dofia  Isabel  Galiano  y  D.  Pedro  Vé- 
lez Pérez,  condenando  en  su  consecuencia  á  los  demandados  á  que,  re- 
conociéndole como  tal  sucesor  inmediato,  le  entreguen  la  mitad  de  di- 
chos bienes — descritos  en  la  demanda — previa  su  división,  con  todos  los 
frutos  producidos  desde  el  fallecimiento  del  último  poseedor,  las  mejo- 
ras practicadas  y  los  gastos  y  costas  del  juicio: 

Resi^ltando  que  después  de  hacer  mérito  el  D.  Domingo  Joaquín  Cá- 
novas en  las  alegaciones  de  la  demanda  de  lo  anteriormente  consignado, 
y  de  describir  los  bienes  afectos  á  los  vínculos  de  que  se  trata,  áíiadió: 
que  Dofia  Matea  Carrasco  Carrasco,  hija  mayor  de  D,  Andrés  Carrasco 
Pérez,  solicitó  y  obtuvo  la  posesión  de  los  vínculos,  á  pesar  de  no  reunir 
las  condiciones  establecidas  en  la  fundación,  pues  de  las  actas  de  naci- 
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miento  j  de  matrimonio  que  acompafiaba,  se  deducía  que  dicha  Dofia         i 
Matea  nació  el  18  de  Mayo  de  1796,  y  sus  padres  contrajeron  matrimo-         ] 
nio  el  1.^  de  Dleiembre  del  afio  sig^aiente,  perjudicando  así  á  sn  her- 
mana Dofia  Encamación  Carrasco  j  Carrasco,  madre  del  demandante, 
concebida  y  nacida  después  de  y  orificado  el  matrimonio;  que  la  posesión         ; 
eoníerida  á  Dofia  Matea  Carrasco  era  contraria  á  las  reglas  establecidas 
por  los  fundadores  para  la  sucesión;  que  sólo  pueden  ser  legitimados         ' 
los  hijos  naturales,  sin  que  puedan  serlo  los  incestuosos,  condición  que         h 
lanía  Dofia  Matea,  que  fué  concebida  y  nacida  de  parientes  de  segundo  !' 

grado,  linea  igual  de  consanguinidad,  siendo  necesario  en  todo  caso,  ade-  < 

mAs  de  la  dispensa  del  parentesco,  la  del  incesto,  habilitando  la  legitl-  ^ 

mación  á  loe  hijos  incestuosos  sólo  para  suceder  por  las  reglas  generales 
del  Derecho,  pero  no  en  los  vínculos  creados  para  honra  de  la  familia; 
y  que  debía  considerarse  poseedor  actual  á  D.  Andrés  Cánovas  Carrasco 
y  sucesor  inmediato  al  demandante,  como  hijo  legítimo  de  legítimo  ma- 
trimonio; biso  varias  citas  legales,  y  presentó,  entre  otros  documentos, 
una  partida  bautismal  de  la  que  aparece  que  el  día  1.^  de  Diciembre 
de  1796  fué  bautizada  en  Vélez  Rubio  una  niña  á  quien  se  puso  por  nom- 
bres Matea,  Anastasia,  Ramona  y  Venancia,  hija  legítima  de  D.  Andrés 
Carrasco  Peres  y  de  Dofia  Ana  Joaquina  Carrasco  Pérez,  quienes  decla- 
zarcm  no  haber  tenido  otra  del  mismo  nombre,  y  que  aquella  había  na-^ 
^do  el  día  18  de  Mayo  del  afio  anterior  1796;  otra  partida,  según  la  que' 
el  mismo  día  1.^  de  Diciembre  de  1796  contrajeron  matrimonio  D.  An- 
drés Carrasco  Pérez  y  Dofia  Ana  Joaquina  Carrasco  Pérez,  habiendo  pre- 
cedido la  dispensa  del  parentesco  en  segundo  grado,  línea  igual  de  con- 
sangainidad,  que  en  virtud  de  Letras  apostólicas  impetradas  hizo  el  Li-  ^  . 
eenciado  D.  José  Antonio  Ru vinos.  Provisor  Vjcario  general  interino  del ' 
Obispado  de  Almería,  oomo  constaba  según  la  misma  partida,  de  un  des- 
pacho dado  en  dicha  ciudad,  y  un  oficio  del  Provisor  de  dicho  Obispado 
de  Almería  en  contestación  á  dos  comunicaciones  del  Juzgado,  interesan- 
do remitiera  certificación  de  la  dispensa  canónica  concedida  por  Su  Santi- 
dad en  1796  para  el  matrimonio  de  D.  Andrés  Carrasco  Pérez  y  Dofia 
Ana  Joaquina  Carrasco  Pérez,  en  el  que  se  manifiesta  que  mandado  bus- 
car al  Archivero,  había  declarado  éste  que  no  se  encontraba  en  la  de- 
pendencia de  su  cargo: 

Resultando  que  Dofia  María  Eugenia  Cánovas  Carrasco  y  Dofia  Con- 
oepción  y  D.  Diego  Rame  Cánovas  pidieron  al  contestar  se  les  absolviera 
de  la  demanda  con  imposición, de  costas  al  actor,  sosteniendo,  además 
de  exponer  también  lo  consignado  en  los  antecedentes:  disponerse  en 
las  fundaciones  que  la  sucesión  habría  de  tener  lugar  en  los  llamados 
eos  hijos  y  descendientes  legítimos  de  legítimo  matrimonio,  prefiriendo 
siempre  el  mayor  al  menor  y  el  varón  á  la  hembra,  pero  sin  excluir  ex- 
presa ni  tácitamente  á  los  hijos  legitimados;  no  haberse  hecho  después 
de  dada  la  posesión  de  los  vínculos  á  Dofia  Matea  Carrasco,  á  pesar  de 
la  opoeición  de  D.  Joaquín  Carrasco,  reclamación,  ni  entablado  demanda 
alguna  á'fin  de  que  quedase  sin  efecto  aquélla,  de  modo  que  poseyó  loa 
bienes  quieta  y  pacíficamente  basta  su  fallecimiento,  así  como  los  ha- 
bían venido  disfrutando  sus  hijos  y  herederos  D.  Eugenio  y  D.  Andrés 
Oánovaa  Carrasco,  el  uno  después  del  otro,  sin  que  nadie  les  hubiera  per- 
turbado en  el  disfrute  de  aquellos  bienes;  haber  fallecido  D.  Andrés  Cá- 
novas Carrasco,  último  poseedor,  el  17  de  Abril  de  1896,  y  como  no  dejase 
descendientes,  ni  hermanos  varones,  la  mitad  reservable  de  las  vincula- 
elones  ya  extinguidas  debía  continuar  en  la  línea  de  Dofia  Matea  Carrasco 
de  que  procedía  el  último  poseedor,  viniendo  á  recaer  en  el  concepto  de 
sucesor  inmediato  en  Dofia  Juana  Rame  González,^  nieta  de  Dofia  Juana 
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Cánovaa  Carrasco,  hermana  mayor  del  último  poeeedor  D.  Andrés,  cuak 
)  lo  habían  reconocido  sin  inconveniente  los  demandados  herederos  del 

I  D.  Andrés,  que  le  entregaron  la  mitad  proindiviso  de  los  bienes  vinca- 

lares,  por  la  que  recibía  los  productos  correspondientes;  poder  ser  legi- 
^  timados  por  subsiguiente  matrimonio  y  suceder  en  los  mayorazgos  lo» 

p  hijos  incestuosos,  habiendo  quedado  Doña  Matea  legitimada  por  el  ma* 

J  trimonio  de  sus  padres,  celebrado  con  la  necesaria  dispensa  relacionada 

f  expresamente  en  la  partida  sacramental;  haber  prescrito  la  acción  para 

I  reclamar  por  el  trascurso  del  tiempo,  en  razón  al  caiácter  prescriptibie- 

í  que  á  tales  acciones  Imprimieron  las  leyes  desvinculadoras  y  á  no  ha- 

I  berse  pedido  nada  contra  la  sucesión  conferida  á  Dofia  Matea  hasta  la 

\  fecha;  y  no  poderse  despojar  á  Dofia  Juana  Bame  González  sin  ser  ven- 

f  cida  en  juicio  de  la  mitad  proindiviso  de  los  bienes  de  que  se  hallaba  ei^ 

r  posesión  como  sucesora  inmediata  ¿egún  la  fundación;  é  invocaron  va- 

¡  rioe  fundamentos  legales  presentando  documentos: 

\  Resultando  que  al  replicar  la  parte  actora  insistió  en  lo  que  tenía  ez- 

¡  puesto,  añadiendo:  que  no  podía  entenderse  prescrita  la  acción  en  cuanto 

á  la  mitad  reservable,  porque  hasta  la  muerte  de  D.  Andrés  no  había 
sido  posible  ejercitarla,  ya  que  ni  siquiera  había  nacido  el  derecho  cierto 
á  ella,  y  desde  el  fallecimiento  de  aquél,  la  había  reclamado  diferentes 
veces  el  demandante;  y  que  en  el  pleito  actual  se  trataba  de  resolver  la 
declaración  de  sucesor  inmediato  á  favor  del  demandante,  y  habiendo 
nacido  su  derecho  de  no  tener  Dofia  Matea  capacidad  para  suceder  en  los 
vínculos,  debe' aplicarse  la  ley  vigente  en  la  época  del  nacimiento  de 
aquélla  ó  en  la  fecha  del  matrimonio  de  sus  padres;  y  evacuado  por  la 
parte  demandada  el  traslado  de  duplica,  se  recibió  el  juicio  á  prueba,  en 
*  cuyo  periodo  se  practicó  la  de  confesión,  cotejo  de  documentos,  pericial 
y  de  testigos;  haciendo  los  demandados  al  absolver  posiciones  manifes- 
taciones análogas  á  las  que  expusieron  en  las  diligencias  preliminares; 
expresando,  un  perito  nombrado  de  común  acuerdo,  que  creía,  sin  poder 
afirmarlo,  que  cuatro  de  las  fincas  descritas  en  la  demanda  eran  las  mis- 
mas relacionadas  en  las  fundaciones,  sin  que  pudiese  decir  nada  res- 
pecto de  las  otras,  pues  por  falta  de  datos  no  era  posible  identificarlas; 
y  un  testigo,  á  instancia  de  la  parte  actora,  contestó  afirmativamente» 
de  referencia,  la  pregunta  que  se  le  dirigió  acerca  de  que  se  hablan  re- 
clamado más  de  una  vez  á  D.  Andrés  Carrasco  los  vüiculos  de  que  se 
trata  y  especialmente  hacía  unos  veinte  afios,  no  llevándose  á  cabo  una 
transacción  porque  el  demandante  tuvo  que  ausentarse: 

Resultando  que  seguido  el  pleito  por  los  demás  trámites  de  dos  ins- 
tancias, la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Granada  el  18  de  Enero 
de  1900  dictó  sentencia  confirmatoria  de  la  del  Juzgado,  por  la  que  se- 
absuelve  á  los  demandados,  con  expresa  imposición  de  costas  al  deman- 
dante: 

Resultando  que  D.  Joaquín  Cánovas  Carrasco  ha  interpuesto  recurso- 
de  casación,  como  comprendido  en  los  números  1.^  y  7.^  del  art.  1692  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  alegando  haberse  infringido: 

Primero.  Las  leyes  1.^  y  siguiente,  tít.  29,  Partida  6.^,  que  estable- 
cen que  los  menores  no  tienen  capacidad  para  reclamar  sus  cosas  hasta, 
los  veinticinco  afios,  no  empezando  á  contarse  la  prescripción  respecto- 
de  éstos,  sino  desde  la  mayor  edad;  la  doctrina  consignada  por  este  Su- 
premo Tribunal  en  sentencias  de  23  de  Junio  de  1861,  29  de  Octubre 
del  59  y  26  de  Enero  y  26  de  Mayo  del  66,  de  que  el  llamado  á  suceder 
como  inmediato  es  el  pariente  del  fundador  que  reúne  las  condiciones 
establecidas  por  la  fundación  en  cualquiera  grado  que  sea;  y  asimiumo 
la  doctrina  contenida  en  las  sentencias  de  9  de  Noviembre  del  68  y  9  de 
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Diciembre  del  80  qne  explican  el  art.  2.^  de  la  ley  de  1820,  detenni- 
nando  qne  hasta  qne  mnera  el  último  poseedor  no  puede  reclamarse  la 
mitad  reservable,  doctrina  ampliada  por  la  citada  sentencia  de  29  de 
Octubre  del  61  en  el  sentido  de  qne  los  bienes  vinculados  conservan 
«0te  carácter  y  son  imprescriptibles  hasta  el  momento  de  dividirse  la 
mitad  libre  y  reservable  y  entregarse  la  primera  á  los  herederos  del  po- 
^seedor  último,  y  la  segunda  al  sucesor  inmediato:  en  cuanto  el  fallo  re- 
currido parte  del  supuesto  erróneo  de  que  el  recurrente  no  ha  preten- 
dido se  le  declare  sucesor  inmediato,  sino  que,  por  el  contrario,  se 
íanda  en  que  debiera  serlo  á  no  viciarse  la  sucesión  en  la  línea  de  Dofia 
Matea  Carrasco,  incurriendo  con  ello  en  una  equivocación  de  concepto 
-eapital,  porque  lo  pretendido  por  el  demandante  es  que  se  le  declarara 
-fluceeor  Inmediato  y  se  le  entregara  la  mitad  reservahle,  fundado  en  ser 
-el  único  pariente  de  la  línea  llamada  por  los  testadores,  que  reúne  la 
condición  de  ser  hijo  mayor,  varón  legítimo  y  de  legítimo  matrimonio 
>de  Dofia  EHicarnación  Carrasco,  cabeza  de  la  línea  legitima;  no  habiendo 
necesidad  de  anular  la  sucesión  de  Dofia  Matea  Carrasco,  porque  la  de- 
manda se  dirige  contra  personas  que  no  alegan  derecho  como  inmedia- 
tos sucesores,  caso  único  en  que  procedería  hacerlo  de  acuerdo  con  las 
sentencias  de  27  de  Junio  de  1867  y  22  de  igual  mes  del  80;  pero  como 
en  el  caso  de  autos  no  sucede  nada  de  esto,  basta  con  acreditar  en  forma 
-el  derecho  de  D.  Domingo  Joaquín  Cánovas  para  que  se  ordene  á  los 
•demandados,  que  son  detentadores  de  la  mitad  reservable,  por  retenerla 
sin  on  título  legítimo,  que  la  entreguen  al  sucesor  inmediato,  sin  per- 
juicio de  tercero  de  mejor  derecho:  no  pudiendo  sostenerse  en  conse- 
cuencia que  haya  prescrito  el  derecho  á  reclamarla,  dado  que,  aun 
cuando  estuvieran  los  bienes  vinculados  sujetos  á  prescripción,  no  lo 
estarían  en  el  caso  presente,  por  haberse  reclamado  el  año  1878,  y  como 
D.  Domingo  Joaquín  no  tuvo  personalidad  hasta  1860,  es  evidente  que 
sólo  transcurrieron  veintiocho  afios  desde  que  válidamente  pudo  hacer 
dicha  reclamación: 

Segundo.    La  ley  29,  tít.  2.^,  Partida  8.^,  y  la  doctrina  de  las  senten- 
cias de  este  Tribunal  Supremo  de  12  de  Octubre  de  1867,  10  de  Abril 
del  72  y  8  de  Marzo  del  82,  que  explica  dicha  ley,  y  establece  que  la  ac- 
ción reivindicatoría,  para  ser  eficaz,  requiere,  en  otras  circunstancias, 
qne  se  dirija  contra  el  tenedor  de  la  cosa  demandada,  toda  ves  que  se 
«ncnentra  probada  en  los  autos  la  identidad  de  las  fincas  y  haberse  di- 
rigido la  acción  contra  los  tenedores  de  los  bienes,  según  aparece  de  un 
nn  modo  claro  en  las  diligencias  preliminares,  donde  los  demandados, 
al  absolver  posiciones,  declararon  que  tenían  todos  los  bienes  vincnla- 
■doe,  y  únicamente  Doña  Concepción  Rame  manifestó  que  tenía  todos 
las  fincas,  pero  que  entregaba  la  mitad  de  los  productos  á  su  sobrina 
Dofia  Juana,  lo  cual  ratificaron  en  su  escrito  de  26  de  Enero  de  1808, 
afirmando  cque  no  niegan  que  tengan  los  bienes  >,  y  en  las  diligencias 
^e  la  posesión  dada  á  Dofia  Matea,  en  que  se  describen  varias  de  aque- 
llas fincas,  con  los  mismos  nombres  y  casi  con  iguales  linderos,  hallán- 
-dose  ambos  extremos  robustecidos  por  la  prueba  testifical,  y  el  último 
por  el  dictamen  de  los  peritos;  no  obstante  lo  cual  la  8ala  sentenciadora, 
incurriendo  en-errores  de  hecho  y  de  derecho,  afirma  en  su  tercer  consi- 
derando— opuesto  á  lo  consignado  en  el  quinto—,  que  los  mencionados 
dos  particulares  han  quedado  sin  pi'óbar,  y  no  es  eficaz  por  ende  la  ac- 
ción reivindicatoría,  infringiendo  con  ello  la  ley  y  doctrina  invocadas  y 
el  principio  aceptado  por  la  jurisprudencia  de  que  sólo  cabe  resolver  en 
▼írtud  de  lo  alegado  y  probado: 
Tercero.    La  doctrina  sancionada  en  las  sentencias  de  este  Tribunal 
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Sapremo  de  fechas  26  de  Noviembre  de  1876,  10  de  Mayo  del  80  y  li  de^ 
Noviembre  del  88,  con  arreglo  á  la  que,  las  partidas  sacramentolee  sólo 
constituyen  prueba  respecto  del  acto  especial  sobre  que  el  Párroco  puede 
dar  fe,  y  no  tienen  el  mismo  valor  respecto  á  las  declaraciones  que  con- 
tengan  sobre  hechos  anteriores  y  distintos,  los  cuales  deberán  probarse 
en  juicio  de  una  manera  separada  y  concreta;  puesto  que  la  Sala  senten- 
ciadora concede  valor  á  una  partida  de  matrimonio,  no  sólo  para  probar 
éste,  sino  también  la  dispensa  del  parentesco,  cuando  tal  dispensa  se 
acredita  únicamente  con  la  Bula  pontifícia,jr  lejos  de  haberla  presentado 
ios  demandados,  consta  en  autos  un  oficio,  donde  se  dice  que  no  se  en- 
cuentra en  el  archivo  de  la  diócesis;  hallándose  apoyado  este  motivo  de 
casación  por  las  sentencias  de  28  de  Enero  de  1878  y  7  de  Noviembre 
del  86,  donde  se  establece  que  la  doctrina  legal  útil  para  fundar  en  an 
infracción  un  recurso,  es  la  estatuida  por  este  Tribunal  Supremo,  y  las 
de  18  de  Octubre  del  78  y  1.^  de  Marzo  del  67,  que  afirman  que  las  sen- 
tencias que  se  dictan  en  contra  del  expreso  contenido  de  las  doctrina» 
emitidas  por  este  Sapremo  Tribunal,  no  pueden  menos  de  ser  casadas  y 
anuladas: 

Cuarto.  Las  leyes  6.^  y  7.^,  tít  16,  Partida  4.^,  conforme  á  cuyo  tenor 
el  reconocimiento  de  los  hijos  naturales  sólo  puede  hacerse  por  el  padre 
ante  el  Jnes,  en  testamento  ó  en  escritura  pública;  y  la  doctrina  conte- 
nida en  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  28  de  Junio  de  1864,  ^ 
de  Mayo  del  81  y  29  de  Noviembre  del  86,  según  la  que,  el  bautismo  no 
es  el  reconocimiento  del  padre  que  exige  la  ley  11  de  Toro,  ni  basta  para 
tener  por  reconocido  al  hijo  natural  la  simple  partida  de  nacimiento^ 
expresiva  de  la  paternidad:  dado  que  la  Sala  sentenciadora  sostiene  que 
la  partida  sacramental  de  bautismo  de  Dofia  Matea  Carrasco,  como  do- 
cumento público  y  solemne,  en  el  que  se  hace  constar  por  el  Párroeo 
que  aquélla  nació  en  18  de  Mayo  de  1796  y  ser  hija  de  D.  Andrés  Ca- 
rrasco Peres  y  de  Dofia  Ana  Joaquina  Carrasco  Pérez,  que  declararon  no 
haber  tenido  otra  del  mismo  nombre,  á  la  vez  que  demuestra  el  recono- 
cimiento de  BUS  padres,  prueba  la  filiación  de  dicha  Doña  Matea: 

Quinto.  La  ley  11  de  Toro  y  las  Reales  cédulas  de  6  de  Julio  de  1803 
y  11  de  Enero  de  1887,  que  expresan  no  basta  la  celebración  del  matri- 
monio para  que  se  legitimen  los  hijos  de  parientes,  sino  que  es  necesario 
que  la  dispensa  del  parentesco  preceda  al  nacimiento,  que  comprenda  la 
legitimación  de  la  prole  la  dispensa  del  incesto,  y  que  haya  tenido  tam» 
bien  lugar  el  reconocimiento  del  padre:  por  cuanto  los  demandados  no 
han  probado  tales  extremos,  y  el  fallo  recurrido  afirma  que,  celebrado 
el  matrimonio,  hay  que  reconocer  su  eficacia  y  legitimidad  para  producir 
efectos  civiles,  ó  lo  que  es  igual,  para  legitimar  toda  clase  de  hijos  sin 
tener  presente  que,  aun  cuando  del  matrimonio  nazcan  muchos  y  muy 
considerables  derechos  y  él  solo  sea  la  base  de  la  familia,  nc  es  lógico 
suponer  que  por  si  mismo,  sin  intervención  de  la  ley  que  ha  establecido 
la  legitimación,  pueda  darla  á  los  hijos  que  nacieron  antes  que  él  se  rea- 
lizara, ya  que  es  imposible  que  el  matrimonio  pueda  por  sí  solo  legiti- 
mar una  cosa  inmoral;  aparte  de  que  en  el  presente  caso,  además  de  fal- 
tar el  reconocimiento  de  Dofia  Matea  Carrasco,  sus  padres  no  podían  ca- 
sarse sin  dispensa  pontificia,  por  ser  primos  hermanos,  cixcunstancia  que 
constituye  uno  de  los  impedimentos  dirimentes  del  matrimonio,  y  al  no 
entenderlo  así  la  Sala  sentenciadora,  ha  infringido  la  doctrina  canónica, 
según  la  que  los  hijos  naturales  se  legitiman  por  subsiguiente  matri- 
monio: teoría  sancionada  también  en  la  legislación  vigente  por  los  ar- 
tículos 121  y  181  del  Código  civil: 

Sexto.    Las  leyes  2.^,  tít.  6.^  Ubro  8.^  del  Fuero  Real;  1.*  y  2.^,  tít.  18^ 
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y  5.»  y  6.\  tít.  16  de  la  Partida  i  *;  y  I.»,  tít.  6.o,  libro  10  de  la  Novíei- 
ma  Becopilación,  que  establecen  que  los  únicos  que  pueden  legitimaree 
por  sabsiguiente  matrimonio  son  los  hijos  naturales;  ya  que,  siendo  ne- 
cesaria, según  la  misma  sentencia  recurrida,  para  legitimar  hijos  de  pa- 
rientes, la  dispensa  anterior  al  nacimiento,  comprensiva  de  la  legiti- 
mación y  del  incesto,  no  concurren  dichas  circunstancias  en  el  presente 
caeo,  pues  la  dispensa  fué  posterior  y  no  se  ha  probado  contuviera  los 
otros  extremos,  ni  consta  el  reconocimiento  del  padre,  omisión  que  pre- 
tende suplirse  con  la  hipótesis  de  que  es  probable  se  hicieran  por  sepa- 
rado, ó  se  comprendieran  de  un  modo  tácito  en  la  dispensa: 

Séptimo.  La  doctrina  contenida  en  la  sentencia  de  este  Tribunal  Su- 
premo de  20  de  Octubre  del  71,  que,  fundada  en  la  ley  10,  tít.  18,  Par- 
tida 6.*,  establece  que  los  hijos  naturales,  aunque  se  legitimen,  sólo 
tienen  aptitud  para  suceder  en  las  herencias,  pero  no  en  los  vínculos 
creados  para  honra  de  la  familia,  por  entender  la  mencionada  Sala  que 
al  no  haber  sido  excluidos  los  legitimados  por  subsiguiente  matrimonio, 
tienen  los  mismos  derechos  que  los  hijos  legítimos,  olvidando  con  ello 
la  doctrina  invocada  y  el  caso  especial  en  que  se  hallaba  Dofia  Matea 
Carrasco: 

Octavo.  La  doctrina  contenida  en  las  sentencias  de  23  de  Junio  del. 
61,  29  de  Octubre  del  69,  y  26  de  Enero  y  26  de  Mayo  del  66,  ya  invoca- 
das, qne  se  refieren  á  que  el  sucesor  inmediato  no  es  el  pariente  más 
próximo  del  último  poseedor,  sino  el  que  lo  sea  del  fundador  y  reúna 
las  condiciones  sefialadas  por  la  fundación  en  cualquier  grado  que  sea; 
al  sostener  la  repetidamente  nombrada  Sala  sentenciadora  que  sólo  jus- 
tificando  el  recurrente  su  parentesco  inmediato  en  orden  á  los  llama- 
mientos establecidos  podría  obtener  la  declaración  solicitada,  pues  pres- 
cindiendo de  la  contradicción  qne  existe  en  los  considerandos  de  la  sen- 
tencia, se  ve  claramente  la  oposición  de  tal  teoría  á  la  doctrina  invocada: 

Noveno.  La  ley  114,  tít.  18,  de  la  Partida  8.^,  de  acuerdo  con  el  ar- 
tículo 1218  del  Código  civil,  que  establece  respecto  á  la  prueba  que  ha- 
cen los  documentos  públicos,  no  ser  válido  hacer  suposiciones,  ni  sentar 
hipótesis  tratándose  de  instrumentos  públicos,  que  únicamente  prueban 
contra  tercero  el  hecho  que  motiva  su  otorgamiento  y  su  fecha;  pues  la 
Sala  sentenciadora^  ha  desconocido  lo  que  es  y  representa  el  valor  de 
dicha  prueba,  rebasando  sus  limites,  haciendo  derivar  de  aquellos  lo 
que  la  ley  no  consiente  ni  autoriza,  é  incurriendo,  por  lo  tanto  ,en  evi- 
dente error  de  derecho;  y 

Ilécimo.  Las  leyes  1.^  y  siguientes  del  tít.  18  de  la  Partida  d.%  en  re- 
lación con  los  artículos  1281  y  siguientes,  también  del  Código  civil,  rela- 
tivos á  lá  confesión,  y  la  sentencia  de  26  de  Junio  de  1861,  según  la  que 
constituye  prueba  plena  contra  el  confesante,  por  no  haberse  apreciado 
en  la  sentencia  recurrida  como  debía  el  valor  de  la  confesión  prestada 
en  el  juicio  por  los  demandados,  incurriendo  con  ello  aquella  Sala  en 
evidente  error  de  hecho  en  la  apreciación  de  la  prueba,  demostrable:  por 
la  confesión  judicial  que  los  demandados  prestaron  afirmando  tener  los 
bienes  de  que  se  trata,  ratificándose  posteriormente  en  26  de  Enero  del 
98;  por  las  diligencias  de  la  posesión  dada  á  Dofia  Matea  Carrrasco,  y 
la0  otras  donde  consta  la  conferida  á  D.  Joaquín  Carrasco;  por  el  oficio 
del  Provisor  de  Almería,  afirmando  no  se  encontraba  la  dispensa  Pon- 
tificia en  el  archivo  de  la  Diócesis  y  la  Partida  sacramental  de  bautismo 
de  Dofia  Bfatea  Carrasco;  y  por  la  demanda  que  evidencia  la  equivoca- 
ción del  fallo,  al  suponer  que  se  pedía  una  cosa  distinta  de  la  solicitada 
y  que  no  se  dirigía  la  acción  contra  los  tenedores  de  los  bienes. 
Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  Toda: 
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Considerando  que  la  sentencia  no  comete  las  infracciones  de  leyes  j 
jnrispradencia  qne  se  invoca  en  el  primer  motivo  del  recurso,  porqae 
realmente  no  pretendió  el  recurrente  que  se  le  declarase  Inmediato  sa- 
cesor  del  último  poseedor  de  los  bienes  vinculados  6  reservables,  ni  ao- 
bre  esto  practicó  prueba  alguna,  sino  que  al  pretender  que  debía  serlo 
por  el  supuesto  vicio  de  que  adolecía  la  sucesión  en  la  línea  de  Dofia 
Matea  Carrasco,  y  por  ser  el  único  pariente  de  la  línea  llamada  por  loa 
testadores  con  las  condiciones  impuestas  en  la  fundación,  es  evidente 
que  tal  pretensión  implica  la  nulidad  de  dicba  sucesión,  y  que  de  ella 
partió  ó  se  deriva  el  derecho  que  ahora  ejercita  el  recurrente;  y  como 
quiera  que,  aparte  los  fundamentos  que  la  Audiencia  estima  para  recha- 
zar tal  vicio  ó  nulidad  en  la  línea  de  Dofia  Matea,  es  lo  cierto  que  ocu- 
rrida la  sucesión  de  ésta  en  1817,  la  acción  que  ahora  ejercita  el  actor 
por  el  tiempo  transcurrido  desde  entonces,  y  aun  desde  Agosto  de  1886, 
en  que  por  virtud  de  Real  decreto  quedaron  libres  los  bienes  vincula- 
dos, y  sujetos  al  derecho  común,  se  halla  evidentemente  prescrita,  se- 
gún así  lo  estima  la  Audiencia,  sin  que  exista  probado  ningún  acto  de 
Interrupción  que  lo  desvirtúe: 

Considerando  que,  esto  sentado,  es  innecesario  ocuparse  de  si  está 
bien  ó  mal  dirigida  la  acción  reivindicatoría  ejercitada  en  la  demanda; 
de  la  eficacia  de  la  partida  sacramental  del  matrimonio  de  D.  Andrés  y 
Dofia  Ana  Joaquina  Carrasco  y  de  la  de  bautismo  de  D.  Matea  Carrasco, 
porque  la  importancia  mayor  ó  menor  de  esta  cuestión  desaparece  ante 
la  razón  de  la  prescripción,  bien  estimada,  en  la  sentencia  recurrida; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re* 
curso  de  casación  interpuesto  por  D.  Domingo  Joaquín  Cánovas  Ca- 
rrasco, á  quien  condenamos  al  pago  de  las  costas,  y  si  viniere  á  mejor 
fortuna,  al  de  la  cantidad  de  1.000  pesetas  por  razón  de  depósito,  á  que  I 

se  dará  la  aplicación  que  dispone  la  ley;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Gra-  ¡ 

nada  la  oportuna  certificación,  acompañada  del  apuntamiento  y  docu-  | 

mentó  que  tiene  remitidos.  i 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  de  \ 

Madrid  é  insertará  en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto 
las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=José  | 

de  Aldecoa.=:Ricardo   Gullón.=Francisco  Toda.=Pedro  Lavín.=:Bi- 
cardo  Molina.= Vicente  de  Piniés.=::Tomás  Gúdal. 

Publicación.=Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
fixcmo.  Sr.  D.  Francisco  Toda,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  cele- 
brando audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  que  cer- 
tifico como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  29  de  Enero  de  1901.=Iiicenciado  Hilario  María  González  y  | 

Torres.  i 

Núm.  $34:.-TRIBUNAL  SUPREII0.-29  de  Enero,  pab.  el  10  de  Marzo.  | 

Casación  pob  infracción  ob  LEY.Sulidad  de  eontratcSñnien'  I 

cía  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  Don  ^ 

José  Figueras  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  primera  de  io 
civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  Doña  Teresa  { 

Alerany  y  otra. 
En  sus  CONSIDERANDOS  86  establece: 

Que  es  ¿neñcaz  para  la  casación  impugnar  la  apredaetón  de  las 
pruebas  en  conjunto  por  la  Sala  sentenciadora,  cuando  no  se  eom- 
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Me  aquélla  de  la  manera  enpectal  que  exige  el  núm.  7.^  del  art.  Í692 
de  la  ley  procesal. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  29  de  Enero  de  1901,  en  el  pleito  de 
mayor  coaniia  segnido  en  el  Josgado  de  primera  instancia  del  distrito 
del  Parque  de  Barcelona  y  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
aquel  territorio,  entre  D.  José  Figneras  Gay,  marinero,  de  aquella  ve- 
cindad, demandante,  y  I>ofia  Teresa  y  Dofia  Lucía  Alerany  y  Nebot,  de- 
dicadas á  las  labores  domésticas,  vecinas  de  Tivisa,  demandadas,  sobre 
nulidad  de  unos  contratos;  pleito  pendiente  ante  Nos,  en  recurso  de  ca- 
sación por  infracción  de  ley,  que  ha  interpuesto  el  mencionado  de- 
mandante, representado  y  defendido  por  el  Procurador  D.  Juan  García 
Coca  y  el  Letrado  D.  Salvador  Baventós;  estándolo  la  parte  recurrida 
por  los  igualmente  Procurador  y  Letrado  D.  Antonio  Bendicho  y  D.  Gui- 
llermo María  de  Broca: 

Resultando  que  D.  José  Figueras  Gay,  después  de  obtener  declara- 
ción de  pobreza,  formuló  en  22  de  Marso  de  1897,  ante  el  Juzgado  de  pri- 
mera instancia  del  distrito  del  Parque  de  Barcelona,  una  demanda  con- 
tra las  hermanas  Dofia  Teresa  y  Dofia  Lucía  Alerany,  como  causahabien- 
tes  de  D.  Ensebio  Alerany,  en  la  cual  expuso:  que  el  demandante  y  su 
hermana  Filomena  fueron  sorprendidos  pocos  días  antes  del  8  de  Junio 
de  1886,  en  su  domicilio,  con  la  visita  de  D.  Ensebio  Alerany  y  la  noti- 
cia, comunicada  por  éste  á  aquéllos,  de  la  defunción  sin  testamento  de 
Dofia  Josefa  Figneras  BorruU  y  ser  sus  herederos  dichos  hermanos,  como 
más  próximos  parientes  de  la  Dofia  Josefa,  cuya  herencia,  según  les  ma- 
nifestó el  mismo  Alerany,  religiosamente  liquidada,  ascendía,  aparte 
de  los  créditos  dótales,  á  10.000  pesetas,  cantidad  que  venia  á  ofrecerles, 
mediante  el  otorgamiento  de  una  escritura  de  venta,  cesión  y  traspaso 
de  todos  los  derechos  y  acciones  que  les  correspondieran  sobre  la  indi- 
cada herencia,  y  bajo  tales  supuestos,  que  los  hermanos  Figueras  creye- 
ron ciertos,  se  otorgó  la  escritura  el  precitado  día  8  de  Junio  de  1886,  y 
recibieron  las  10.000  pesetas,  pero  noticiosos  luego  de  corresponder 
otros  bienes  á  la  mencionada  herencia,  sin  serles  posible  determinar 
entonces  su  cuantía,  pidieron  datos  y  explicaciones  á  Alerany,  el  cual 
se  trasladó  á  Barcelona  para  avistarse  con  ellos,  autorizando  todos  en 
1.®  de  Septiembre  del  mismo  afio  86,  una  nueva  escritura  de  confirma- 
ción y  ratificación  de  la  de  8  de  Junio  próximo  anterior,  para  lo  que 
Alerany  prometió  entregar  y  entregó  posteriormente  la  cantidad  de 
26  000  pesetas  para  ambos  hermanos,  quienes  después  de  todo  ello  tu- 
vieron noticia  de  ser  la  herencia  de  Dofia  Josefa  Figueras  Borrull  mucho 
más  Importante  de  lo  que  les  había  dicho  Alerany  y  corresponder  á  ella 
varias  fincas  que  se  expresan  en  la  demanda,  situada»  en  el  término 
monicipal  de  Tivisa  y  otra  de  gran  importancia  en  el  de  Gambrils,  do 
las  cuales  ninguna  mención  había  hecho  aquél,  ascendiendo  su  valor,, 
«egún  apreciación  de  personas  peritas,  á  126.000  pesetas,  y  habiendo  de 
^sonsiguiente,  otorgado  los  hermanos  Figueras  los  dos  indicados  contratos 
mediante  error  en  la  cosa  por  causa  de  dolo  y  engafio  empleados  por 
D.  Eusebio  Alerany  para  arrancarles  su  consentimiento  en  los  mismos, 
y  adolecían,  de  consiguiente,  de  un  vicio  de  nulidad,  á  más  de  lo  que  les 
causaron  lesión  enormísima,  pues  las  86.000  pesetas  que  en  total  reci- 
bieron, no  equivalían,  ni  con  mucho,  á  la  mitad  del  justo  precio  de  los 
bienes  constitutivos  de  la  precitada.herencia;  y  que  D.  Eusebio  Alerany 
Nebot,  á  la  ves  que  reconocía  en  los  contratos  de  que  se  trataba  como 
sucesora  legítima  de  D.  José  Alerany  Vicent  á  la  Dofia  Josefa  Figueras 
Borrull,  tenía  ya  inscritos  por  medio  de  informaciones  posesorias  ea 
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los  Registros  de  la  Propiedad  de  Bene  y  Falaet,  á  títolo  de  sncesor  di- 
recto de  José  María  Vicent,  los  bienes  que  fueron  de  éste  y  qaedabftn 
especificados,  los  cuales  pasaron  por  ministerio  de  la  ley  á  la  Dofi« 
Josefa: 

Resultando  que  en  la  propia  demanda  consignó  el  actor  los  fnnd*- 
mentes  de  derecho  que  estimó  oportuno  aducir,  y  suplicó  al  Juag^ado 
que  en  su  día  dictara  sentencia  declarando  nulos  y  de  ningún  efecto  los 
supradichos  contratos  de  8  de  Junio  y  1.^  de  Septiembre  de  1886,  ó,  si  á 
ello  no  hubiera  lugar,  rescindidos  tales  contratos,  por  causa  de  lesión 
enormísima  sufrida  por  el  demandante  y  su  hermana,  y  corresponder  4 
aquél  en  una  mitad  proindiviso  la  universalidad  de  los  bienes  relictos 
por  Dofia  Josefa  Figueras  BorruU,  salvo  el  reintegro  de  la  parte  que  per- 
cibió de  las  86.000  pesetas  entregadas  por  D.  Ensebio  Alerany  en  eu  caso 
ó  el  abono  de  la  diferencia  entre  tal  cantidad  y  el  justo  valor  de  los  in- 
dicados bienes,  si  se  estimase  la  rescisión;  declarando  también  qae  la 
herencia  de  Dofia  Josefa  Figueras  BorruU  la  componían,  aparte  de  los 
muebles,  créditos,  fntos  y  demAs  que  á  su  tiempo  pudiera  justificarse  y 
liquidarse,  las  fincas  que  quedaban  enumeradas,  salvo  los  derechos  le- 
gitimarios pertenecientes  á  D.  Ensebio  Alerany,  y  por  tanto,  á  sus  here- 
deros, en  dichos  inmuebles,  y  á  su  vez  integrasen  la  herencia  de  Don 
José  María  Alerany  Vicent,  y  que  debe  cancelarse  la  inscripción  hecha 
en  los.Registros  de  la  propiedad  de  Falset  y  de  Reus  á  favor  del  D.  En- 
sebio, y  actualmente  de  sus  sucesores,  respecto  á  tales  inmuebles;  con- 
denando á  las  demandadas  á  dimitir  y  poner  á  disposición  del  actor  en 
una  mitad,  mediante  la  entrega  de  86.000  pesetas,  la  universalidad  de 
ios  que  últimamente  pertenecieron  á  Dofia  Josefa  Figueras  Bormll,  y 
los  frutos  y  rentas  producidos  y  debidos  producir  desde  su  fallecimiento 
por  los  mismos,  con  deducción  del  enunciado  derecho  legitimario,  ó  en 
el  caso  de  otorgarse  sólo  la  rescisión,  á  abonar  y  satisfacer  á  dicho  actor 
la  diferencia  entre  la  mitad  que  había  recibido  díe  las  mencionadas  36.000 
pesetas  y  el  justo  valor  de  los  bienes  que  quedaban  resefiados,  hecha  la 
misma  detracción  de  la  porción  legítima,  y  al  pago  de  las  costas: 

Resultando  que  Dofia  Teresa  y  Dofia  Lucía  Alerany  opusieron,  en 
resumen,  al  contestar  la  demanda  con  la  petición  de  que  se  les  absol- 
viera de  ella,  á  los  hechos  sentados  en  la  misma:  haber  practicado  Don 
Ensebio  Alerany,  al  fallecer  sin  testamento  Dofia  Josefa  Figueras  Bo- 
rruU, á  la  que  le  unieron  relaciones  de  parentesco,  las  diligencias  ne- 
cesarias para  averiguar  los  que  le  tenían  más  próximo,  y  eran,  por 
tanto,  sus  presuntos  herederos,  enterándose  de  que  concurría  tal  cir- 
cunstancia en  los  hermanos  José  y  Filomena  Figueras  Gay,  en  conoci- 
miento de  los  cuales  puso  dicho  fallecimiento,  y  enterados  de  cuanto 
creyeron  necesario,  teniendo  en  cuenta  la  entidad  de  la  herencia  y  los 
gastos  precisos  para  entrar  á  disfrutarla,  convinieron  en  cederle  sus  de- 
.  rechos  á  ella  por  la  cantidad  de  10.000  pesetas,  teniendo  lugar  el  con- 
trato de  8  de  Junio  de  1886,  que  revestía  en  cierto  modo  un  carácter 
aleatorio,  pues  las  partes  contratantes  habían  de  soportar  sus  naturales 
consecuencias,  y  la  venta  no  se  hacía  de  cosas  ó  bienes  determinados 
que  pudieran  tener  un  valor  real  y  efectivo,  sino  de  derechos  y  accio- 
nes, leyéndose  en  la  escritura  de  la  expresada  fecha  «que  la  citada  Dofia 
Josefa  Figueras  Borrul  falleció  en  80  de  Mayo  de  1884  sin  haber  otor- 
gado testamento,  según  se  cree,  y  como  quiera  que  no  dejase  ascendien- 
tes ni  descendientes,  siendo  sus  propincuos  parientes  en  el  orden  de  los 
colaterales  bus  sobrinos  los  comparecientes  José  y  Filomena  Figueras 
Qay,  hijos  de  Baltasar  Figueras  BorruU,  hermano  de  la  citada  Dofia  Jo- 
sefa, sin  que  existiesen  otros  parientes  de  igual  ó  más  próximo  grado. 
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se  hallan  ser  dichos  hermanos  loe  presontos  herederos  abintestato  de  la 
Dofia  Josefa;  y  que  éstos,  en  tal  concepto,  de  su  espontánea  voluntad, 
yenden,  ceden  j  traspasan  perpetaamente  á  D.  Ensebio  Alerany  Nebot 
todos  los  derechos,  voces  y  acciones  que  á  los  mismos  -les  corresponden 
y  corresponderies  puedan  como  á  tales  presuntos  herederos  abintestata 
de  Dofia  Josefa  Figueras  Borrull  en  los  bienes  y  derechos  que  por  cual- 
quier título,  causa  y  rasón  hubiesen  pertenecido  á  ésta  ó  pudiesen  per- 
tenecería, excepción  hechA  de  los  créditos  dótales  de  la  misma,  según 
se  expresará  en  uno  de  los  pactos  de  este  contrato,  de  modo  que  el 
comprador  se  halle  repuesto  por  todo  cuanto  no  se  refiera  á  los  tales 
créditos  dótales  en  el  lugar  y  derecho  de  los  vendedores;  haber  realizado- 
▼arias  personas  de  la  familia  del  D.  Ensebio  Alerany,  enemistadas  con. 
éste,  apenas  se  otorgó  la  referida  escritura,  gestiones  cerca  de  los  her- 
manos Figueras  Gay,  para  alcanzar  mayor  cantidad,  lo  que  motivó  un 
viaje  del  demandante  á  Falset,  de  allí  á  Mora  la  Nueva  y  luego  á  Tivisa, 
donde  radicaban  casi  todas  las  fincas  que  constituían  la  herencia,  para 
practicar  investigaciones  respecto  de  los  bienes  relictos  por  la  Dofia  Jo- 
sefa, verificándose  luego  varias  entrevistas,  en  las  que  intervino  un 
Abogado,  y  aviniéndose  Alerany,  en  obviación  de  un  pleito,  á  abonar  á 
loe  hermanos  Figueras  Gay  la  importante  suma  de  26.000  pesetas,  y  en 
su  consecuencia  se  otorgó  la  nueva  escritura  de  1.^  de  Septiembre  del 
mismo  afio  1886,  ratificando  la  anterior,  en  la  cual  se  dice  cque  en  8  de 
Janio  último,  ante  el  Notario  D.  Jacinto  Mestre,  otorgaron  escritura  de 
convenio  y  cesión  de  derechos,  y  que  habiéndose  suscitado  sobre  dicha 
convenio  dudas  y  cuestiones  han  motivado  la  reunión  de  los  interesa- 
dos, en  la  que  se  han  pedido  y  dado  las  explicaciones  necesarias,  y  con 
la  intervención  de  personas  prudentes  y  amigas  de  su  reposo  y  tranqui- 
lidad, bien  cercioradas  las  partes  de  sus  derechos  y  á  fin  de  evitar  un 
pleito  que  sería  ruinoso  para  todos,  han  convenido  en  concordar,  y  en 
lo  menester  transigir,  sobre  las  cuestiones  suscitadas  y  que  pudiesen 
en  lo  0uoesivo  suscitarse  con  motivo  de  dicha  escritura,  otorgando,, 
como  otorgan,  la  presente,  con  sujeción  á  los  pactos  siguientes:  primero, 
mediante  el  estricto  cumplimiento  por  parte  de  D.  Ensebio  Alerany  y 
Nebot  de  las  obligaciones  que  en  la  presente  escritura  contrae,  los  her- 
manos José  y  Filomena  Figueras  Gay  confirman  y  ratifican  la  venta, 
cesión  y  traspaso  de  todos  los  derechos,  voces  y  acciones  en  dicha  es- 
critura expresados,  especialmente  de  los  que  hubieran  pertenecido  á  la 
Dofia  Josefa  Figueras  en  el  patrimonio  que  fué  de  D.  José  María  Ale- 
rany y  Vicent»;  no  ser  posible,  por  tanto,  tachar  de  doloso  el  proceder 
de  D.  Ensebio  Alerany,  aun  no  existiendo  el  acta  notarial  de  requerl- 
^miento  qne  se  acompaliaba  al  escrito  de  contestación,  demostrativo  del 
perfecto  conocimiento  del  asunto  por  el  demandante;  tener  recibida  los 
hermanee  Figueras,  sin  ninguna  clase  de  gastos,  la  cantidad  de  36.00(^ 
pesetas  por  la  venta  de  sus  problemáticos  derechos  sobre  la  herencia  de 
su  tía,  celebrando  un  contrato  aleatorio,  con  el  ánimo  de  especular  y 
salir  lo  más  beneficiosos  que  pudieran,  sin  que  existiera  dolo  ni  mali- 
cia, pues  aquellos  tuvieron,  según  quedaba  demostrado,  libertad  abso- 
luta para  enterarse  de  lo  que  iban  á  contratar,  y  Alerany  no  usó  de 
ningún  medio  que  no  fuera  lícito  y  legal  para  conseguir  el  consenti- 
miento, por  lo  que  no  era  posible  creer  lo  diese  con  error  el  actor  en 
los  dos  contratos  referidos,  especialmente  en  el  último;  impedir  la  res- 
elsión,  por  lesión  enorme,  solicitada,  aun  admitiendo  no  fuese  sufi- 
ciente al  efecto  la  valides  y  fuerza  de  ley  de  lo  pactado,  al  tratarse  de 
una  escritura  de  transacción,  para  solucionar  cuestiones  surgidas  extra- 
judieialmente  entre  las  partes  contratantes,  con  objeto  de  evitar  otraa 
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que  hubiesen  de  ventilarse  en  la  yia  jadlcial;  y  demostrar  la  no  exis- 
tencia de  la  mencionada  lesión^  el  verdadero  valor  de  los  bienes,  los 
l^astOB  qae  debían  deducirse  y  la  legítima  que  también  se  había  de  de- 
^Qcir,  según  lo  <A>n8ignado  en  la  demanda: 

Resultando  que  á  su  escrito  de  contestación  aoompafió  la  parte  de- 
mandada, además  de  las  primeras  copias  de  las  escrituras  de  8  de  Junio 
y  1.^  de  Septiembre  del  86  y  de  la  carta  de  pago  de  las  26.000  pesetas  á 
los  hermanos  Figueras  Gay,  en  cumplimiento  de  la  última  de  aqnéilss, 
un  acta  notarial  de  requerimiento  hecho  á  los  mismos  hermanos  D.  José 
y  Doña  Filomena  Fisueras  Gay  á  instancia  de  D.  Ensebio  Alerany,  al 
«ual  contestaron  ser  cierto:  que  á  mediados  del  mes  de  Agosto  de  1886 
D.  Tomás  Domenech  y  D.  Joaquín  Nolla,  hermano  y  Abogado  respecti- 
vamente de  Doña  Teresa  Domenech,  madre  de  los  menores  Figueras  y 
Domenech,  se  presentaron  en  el  domicilio  del  D.  José,  y  á  consecaencia 
<de  la  entrevista  éste  y  su  esposa  hicieron  un  viaje  á  Falset  y  de  allí  á 
Mora  la  Nueva,  hospedándose  en  casa  de  Nolla;  que  seguidamente  fue- 
ron á  Ti  visa  con  una  carta  que  les  entregó  dicho  Abogado  para  el  Al- 
calde, y  no  encontrando  á  éste  se  presentaron  al  Teniente  Alcalde,  yen- 
do con  él  á  la  Casa  Consistorial  y  obteniendo  del  Secretario  un  certi- 
ficado del  libro  de  amillaramientos,  por  indicación  del  repetido  Abo- 
gado; que  allí  hablaron  con  el  requirente  y  regresaron  á  Mora  y  Falset, 
donde  cenaron  en  casa  de  Dofia  Teresa  Domenech,  regresando  al  si- 
guiente día  á  Barcelona;  que  en  las  repetidas  conferencias  que  celebra- 
ron con  Nolla  les  persuadió  de  que  como  herederos  abintestato  de  sn  tía 
Dofia  Josefa  Figueras  tenían  varios  derechos,  y  entre  ellos  el  de  pedir 
la  rescisión  de  la  escritura  de  8  de  Junio,  por  existir  en  la  misma  lesión 
enorme,  para  lo  cual  les  hizo  varios  ofrecimientos;  que  á  últimos  del 
propio  Agosto  recibió  Figueras  un  telegrama  de  Dofia  Teresa  Domenech 
previniéndoles  contra  el  requirente;  que  después,  en  el  mismo  Agosto, 
recibió  varias  cartas  de  Dofia  María  Figueras  y  Domenech  en  igual  sen- 
tido, contrario  al  requirente,  que  suponían  en  Barcelona;  y  que  recien- 
temente habían  recibido  varias  cartas  de  la  misma: 

Resultando  que  D.  José  Figueras,  en  la  réplica,  adicionó  sus  alega- 
ciones, entre  otros  particulares,  acerca  de  que,  ocurrido  el  fallecimiento 
de  Dofia  Josefa  Figueras  BorruU,  quiso  D.  Ensebio  Alerany  ser  tenido 
como  heredero  de  la  misma;  frustrándosele  tal  propósito  por  liaberse 
presentado  las  sobrinas  segundas  de  aquélla  Dofia  María  y  Dofia  Dolo- 
res Figueras  Domenech,  que  obtuvieron  tal  declaración,  y  entonces  fué 
•cuando,  por  temor  de  que  produjera  efecto,  se  avistó  con  dicho  D.  José 
y  su  hermana,  con  ánimo  de  engafiarlos,  cual  lo  consiguió,  logrando  el 
otorgamiento  de  la  escritura  de  8  de  Junio,  y  al  propalarse  en  Tiviaa 
aquel  engafio,  todos  se  indignaron  y  dieron  aviso  al  demandante,  quien, 
en  su  consecuencia,  se  trasladó  al  mencionado  pueblo,  buscándole  de 
nuevo  D.  Ensebio  Alerany,  sin  darle  tiempo  más  que  para  obtener  ana 
<»rtificación  del  amillaramiento,  en  vista  de  la  cual  se  decidió  á  otorgar 
la  segunda  escritura,  ó  sea  la  de  l.^de  Septiembre,  enterándose  después 
de  que  semejante  amillaramiento  se  refería  á  la  riqueza  imponible  de 
hacía  cuarenta  afios,  por  lo  menos,  y  á  más  de  ello  de  ser  Tivisa  una 
de  las  poblaciones  en  que  las  ocultaciones  eran  mayores  en  los  catas- 
tros, habiendo  sido  puesta  por  sorpresa  la  firma  de  los  Figueras  en  el 
requerimiento  aducido  de  contrario,  sin  que  pudiera  ser  aleatorio  un 
trontrato  en  el  cual  D.  José  Figueras  partía  de  un  dato  inexacto  igno- 
rando lo  que  perdía,  mientras  á  Alerany  le  constaba  el  beneficio  que 
iba  á  obtener,  sin  exposición  alguna,  y  la  transacción  de  que  hablaba 
la  escritura  de  1.®  de  Septiembre  era  sólo  una  ratificación  de  la  venta 
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anterior,  teniéndose  para  ella  únicamente  en  cuenta  las  dndaa  que  en- 
toncea  existían,  pero  no  las  surgidas  con  posterioridad;  existir  eviden- 
temente la  lesión  enormísima,  cual  le  constaba  á  Alerany,  conociendo^ 
como  conocía,  el  valor  de  los  bienes;  y  no  llegar,  ni  con  mucho,  la  can- 
tidad entregada  á  los  hermanos  Figueras,  á  la  que  en  conciencia  co- 
rrespondía abonarles,  deducidos  los  gastos  necesarios: 

Resultando  que  en  la  duplica  también  adicionaron  las  demandada» 
BOB  anteriores  alegaciones  con  varias  más,  consignando  en  parte  de  és- 
tas: que  D.  José  Vicent  Perelló,  en  testamento  de  19  de  Septiembre  de 
18S9,  instituyó  heredero  á  su  hijo  D.  Wenceslao  Vicent  y  Solé,  y  en 
nombre  propio  y  como  heredero  de  confianza  de  su  esposa  Josefa  Solé,, 
legó  á  sus  hijas  Salvadora  María  de  la  Esperanza  1.300  libras  á  la  pri- 
mera y  1.200  á  la  segunda,  con  la  prevención  de  que  muriendo  las  lega- 
tarias,  sólo  podrían  disponer  sus  hijos  de  600  libras,  legando  á  su  otra 
hijo  Biamón  1.600  libras;  que  en  6  de  Mayo  de  1860,  otorgaron  capitula- 
Giones  el  expresado  heredero  D.  Wenceslao  Vicent  y  Doña  Josefa  Figue- 
ras  Borrull,  haciéndose  constar  en  la  cláusula  1.^  que  la  Doña  Josefa  se 
dotaba  con  2.000  libras  barcelonesas,  y  en  la  cláusula  8.^  Doña  María 
Antequera,  viuda  de  D.  Juan  B.  Figueras,  como  usufructuaria  de  los 
bienes  de  la  casa  de  Figueras  y  curadora  de  sus  hijos,  prometió  pagar  á 
Dofia  Josefa  Figueras  las  expresadas  2.000  libras;  que  D.  Wenceslao 
Solé  falleció  abintestato,  dejando  de  su  matrimonio  con  Dofia  Josefa 
Figueras  una  hija  llamada  Dolores,  que  fué  heredera  única  de  aquél,  y 
la  Dofia  Josefa,  en  21  de  Abril  de  1863,  formalizó  inventario  de  los  bie- 
nes dejados  por  su  esposo  D.  Wenceslao  Vicent,  describiéndose  en  él  1& 
fincas,  entre  ellas  las  18  á  que  la  demanda  se  refería,  y  además  cuatro 
censos  y  dos  censales  activos,  de  pensión  11  libras  y  16  sueldos,  relacio- 
nándose lo  que  debían  percibir  por  sus  derechos  legitimarios  las  herma- 
nas del  testador  Dofia  Sisilvadora  y  Dofia  María  Vicent,  y  la  Dofia  Josefa 
enajenó  parte  de  dichas  fincas;,  que  Dofia  Dolores  Vicent  contrajo  ma- 
trimonio con  D.  Ensebio  Alerany  Nebot  y  murió  en  1868,  dejando  sólo 
un  hijo,  llamado  D.  José  María  Alerany,  el  cual  falleció  impúber  en  9  de 
Noviembre  de  1872,  y  en  30  de  Mayo  de  1884  falleció  también  Dofia  Jo- 
sefa Figueras  Borrull;  que  Dofia  Dolores  Vicent  Figueras  otorgó  testa- 
mento á  la  edad  de  doce  afios,  el  16  de  Junio  de  1863,  instituyendo  here- 
dera universal  á  su  madre  Dofia  Josefa  Figueras;  que  fallecido  D.  José 
María  Alerany  Vicent  en  la  impubertad  se  tuvo  por  heredero  único  del 
mismo  á  su  padre  D.  Eusebio  Alerany  Nebot,  quien  practicó  mejoras  en 
las  fincas,  á  pesar  de  la  existencia  de  la  usufructuaria  Dofia  Josefa  Fi- 
gueras; que  pasado  algún  tiempo  desde  el  fallecimiento  de  la  usufruc- 
tuaria Dofia  Josefa  Figueras  y  Borrull,  los  parientes  de  la  misma  Dofia 
Dolores  y  Dofia  María  Figueras  Domenech  pretendieron  la  herencia  del 
impúber  D.  José  María  Alerany,  pasando  aquéllos  á  poder  del  padre 
D.  Ensebio  Alerany  Nebot;  y  que  el  D.  Eusebio  indagó  si  Dofia  Dolore» 
y  Dofia  María  Figueras  Domenech  eran  ios  parientes  más  próximos  de 
Dofia  Josefa  Figueras  Borrull,  y  enterado  de  serlo  los  hermanos  D.  José 
7  Dofia  Filomena  Figueras  Gay  les  hizo  saber  su  derecho  á  la  sucesión  á 
los  bienes  que  fueron  del  mencionado  impúber  D.  José  María  Alerany„ 
otorgándose  luego  las  escrituras  de  venta  á  que  se  contraía  la  demanda: 

Resaltando  que  en  el  período  de  prueba  la  practicó  la  parte  actora,  de 
posiciones,  documental  y  testifical,  y  además  un  perito  apreció  el  valor 
de  las  fincas  relacionadas  en  la  demanda,  en  los  afios  1884,  86  y  86,  en. 
la  suma  de  90.670  pesetas;  y  las  demandadas  la  realizaron  á  su  vez  do- 
cumental; dictando  el  Juzgado  sentencia,  por  la  que  declaró  nulos  los 
contratos  motivo  de  la  demanda  de  autos,  con  los  demás  pronuncia- 


Digitized  by 


Google 


190  JURISt^RUDBNCIA  CIVIL 

mientos  que  estimó  procedentes:  cuya  sentencia  revocó  en  parte,  por 
apelación  de  dichas  demandadas,  la  Sala  primea  de  lo  civil  de  la  Aii> 
dlencia  de  Barcelona,  en  la  dictada  en  26  de  Jnnio  próximo  pasado,  que 
declara  válido  7  eficaz  en  cnanto  afecta  al  demandante  el  contrato  cele- 
brado por  éste  7  sn  hermana  Filomena  Flgneras  y  D.  Ensebio  Alerany 
Nebot  en  yirtñd  de  la  escritora  pública  de  1.®  de  Septiembre  de  1886;  y 
n^o  haber  Ingar  á  la  rescisión  de  dicho  contrato  por  cansa  le  lesión,  qne 
snbsidiariamente  se  deducía,  á  la  cancelación  de  inscripción  ni  á  lae  de- 
más pretensiones  formuladas  como  consecuencia  de  las  expresadas  nuli- 
dad y  rescisión,  sin  expresa  condena  de  costas: 

Resultando  qne  D.  José  Figueras  Gay  ha  interpuesto  recurso  de  ca- 
sación como  comprendido  en  los  nómeros  1.®  y  7.^  del  art.  1692  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  alegando: 

Primero.    No  haber  contrato  sino  cuando,  entre  otros  requisitos,  con- 
curre el  consentimiento  de  los  contratantes;  ser  nulo  el  consentimioato 
prestado  por  error,  violencia,  intimidación ^ó  dolo,  pudiendo  ser  anula- 
dos aquellos  contratos  en  que  el  consentimiento  sea  nulo,  aunque  no 
haya  lesión  para  los  contratantes;  principios  de  derecho  consignados  en 
todas  las  legislaciones,  por  ser  base  fundamental  en  la  contratación,  que 
son  ley  por  prescripción  de  los  artículos  1261,  1266  y  1800  del  Código 
civil;  pero  tratándose  en  el  recurso  de  un  caso  de  legislación  foral,  había 
-de  citarla  y  la  citaba  en  su  apoyo  el  recurrente;  y  con  arreglo  á  la  mis- 
ma, para  que  haya  contrato,  es  indispensable  el  consentimiento  de  los 
contratantes,  y  según  las  disposiciones  de  las  leyes  116,  Digesto,  De  rea. 
juna  et  eod.,  párrafo  segundo,  tít.  17,  libro  60,  y  28,  tít.  11,  Partida  5>, 
de  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  24  de  Septiembre  de  1866, 
-24  de  Diciembre  del  67,  8  de  Febrero  del  69,  28  de  Octubre  del  66,  y  de 
los  artículos  1261  y  1266  del  Código  civil,  no  hay  contrato,  por  ser  nok» 
el  consentimiento  cuando  se  haya  prestado  por  error  y  dolo,  y  le  anula 
el  error  de  hecho  si  recae  en  un  elemento  de  que  dependa  la  convención, 
según  las  leyes  2.»,  tít.  18,  libro  1.®,  Cod.  Insiii.,  párrafo  veintitrés, 
in9t.  atip.y  tít.  20,  libro  8.^,  cuatro,  nueve  al  fin;  cuatro,  diez  y  doce, 
Digesto,  De  netz  emp.,  tít.  1.®,  libro  18;  cuatro,  22,  De  verb.  obl.y  tí- 
tulo 1.®,  libro  46,  y  20  y  21,  tít.  6.®,  Partida  6.*;  así  como  vicia  el  con- 
sentimiento el  dolo  causante,  y  en  su  consecuencia  aquel  que  precede  al 
contrato  sin  cuya  concurrencia  no  se  hubiera  celebrado,  doctrina  qne  se 
•desprende  de  las  leyes  1.^,  párrafos  segundo  y  séptimo,  y  al  fin,  noveno 
al  principio;  18,  párrafo  tercero,  tít.  3.^,  libro  4.^;  párrafos  cuarto,  quinto 
y  sexto,  tít.  1.^  libro  12;  2.*,  tít.  14,  libro  60,  Digesto;  67,  tít.  6.<>,  Par- 
tida 6.^;  y  1.%  tít.  16,  Partida  7.^,  y  del  art.  1269  y  sus  concordantes  del 
Código  civil;  por  todo  ello,  al  no  estimar  la  Sala  sentenciadora  que  debía 
declararse  nulo  el  contrato  de  1.^  de  Septiembre  de  1886  por  falta  de 
consentimiento  de  los  hermanos  Figueras,  puesto  que  si  lo  dieron  fué 
por  error  de  hecho  y  dolo  grave,  lo  que  entrañaba  la  nulidad  de  tal  con- 
sentimiento, faltando  por  tanto  uno  de  los  requisitos  esenciales  de  todo 
contrato,  había  infringido,  por  su  no  aplicación  ó  interpretación  errónea, 
las  leyes  que  quedaban  citadas;  así  como  también  había  incurrido  dicha 
Sala  en  un  error  de  hecho,  porque  daba  como  bueno  el  consentimiento 
prestado  por  los  susodichos  hermanos  Figueras  en  el  repetido  contrato 
de  1.^  de  Septiembre,  á  pesar  de  que  del  examen  de  toda  la  prueba  prac- 
ticada, apreciada  en  su  totalidad,  resultaba  lo  contrario,  esto  es,  qne 
hubo  dolo  grave  por  parte  del  comprador  y  error  de  hecho  por  la  de  los 
vendedores;  careciendo,  por  consiguiente,  de  fuerza  eí  consentimiento 
prestado  por  los  últimos  en  aquel  contrato,  y  debiéndose  en  su  virtud 
declarar  la  nulidad  del  mismo  con  todas  sus  consecuencias;  y 
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Segundo.  Ser  resclndlbles  los  contratos  de  compraventa  por  cansa  de 
lesión,  cuando  el  comprador  ó  ei  vendedor  son  perjudicados  en  más  de 
la  mitad  del  justo  tnrecio,  Decret.,  cap.  S.^,  et  6.^  De  emp.  et  ven.,  y 
ley  9.%  tlt.  6.^,  libro  18  del  Digesto,  preceptos  erróneamente  aplicados 
por  el  Tribunal  sentenciador;  por  cuanto  los  hermanos  Figneras  recibie- 
ron las  snmas  de  10.000  pesetas  en  8  de  Junio  y  26.000  en  1.^  de  Sep- 
tiembre de  1886  en  pago  de  todos  sus  derechos  á  la  herencia  de  Doña 
Teresa  Figneras  Borra  11,  á  excepción  de  los  dótales  de  la  Dofia  Teresa, 
formando  aquella  8.600  pesetas  en  metálico,  1.600  en  muebles,  90.670  * 

en  inmuebles  y  1.000  en  un  censo;  total,  101.670,  y  deducida  la  legitima  •  f 

de  D.  Ensebio  Alerany,  importante  22.987  pesetas  60  céntimos,  restaban 
78.682  con  60,  cuya  mitad  eran  89.816  pesetas  26  céntimos,  y  siendo  el 
precio  de  la  venta  86.000  pesetas,  en  el  contrato  de  1.^  de  Septiembre, 
rectificación  del  de  8  de  Junio,  hubo  lesión  enorme,  pues  los  vendedores 
percibieron  4.816  pesetas  con  26  céntimos  menos  de  la  mitad  del  justo 
preeio. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Enrique  Lassús: 

Considerando  que  el  primer  motivo  del  recurso  se  funda  en  la  afijr* 
mación  arbitraria  de  que  en  el  contrato  celebrado  el  día  1.^  de  Septiem- 
de  1886  medió  error  en  la  cosa  y  dolo  que  vició  el  consentimiento  pres- 
tado por  el  demandante,  afirmación  contraria  á  la  que  biso  la  Sala  sen- 
tenciadora al  apreciar  en  conjunto  las  pruebas  practicadas  en  el  juicio,  y 
como  esta  apreciación  no  se  combate  de  la  manera  especial  que  exige  el 
motivo  séptimo  del  art.  16^  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  porque 
si  bien  en  este  punto  se  atribuye  error  de  hecho  á  ia  sentencia  recurrida, 
no  se  cita  concretamente  el  acto  ó  documento  auténtico  que  demuestre 
la  equivocación  evidente  del  jnssgador,  carece  de  fundamento  dicho 
motivo,  y  la  sentencia  que  declara  la  eficacia  de  aquel  contrato,  por  no 
haberse  justificado  el  error  y  engaño  en  que  se  basaba  la  pretensión  de 
su  nulidad,  no  infringe  las  leyes  y  doctrina  que  el  recurrente  invoca: 

Considerando  que  también  carece  de  fundamento  el  segundo  motivo, 
porque  la  Sala  sentenciadora  relaciona  como  punto  esencial  de  hecho 
para  determinar  la  inexistencia  de  la  lesión  enormísima  con  que  se  rea- 
Usó  la  venta  á  que  se  refiere  la  escritura  de  1.^  de  Septiembre  de  1886, 
los  bienes  que  integran  la  herencia  de  Dofia  Teresa  Figueras  Borrull,  sin 
incluir  entie  ellos  las  8.600  pesetas  en  metálico  de  que  hace  mención  el 
recurrente,  omisión  que  constituiría  en  su  caso  un  error  de  hecho  im- 
putable á  dicho  Tribunal,  que  sólo  puede  combatirse  en  casación  de  la 
manera  y  en  la  forma  queprescribe  el  expresado  núm.  7.^  del  art.  1692 
de  la  ley  procesal  vigente; 

Fallamos  que  deísmos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  José  Figueras  Gay,  á  quien  conde- 
namos al  pago  de  las  costas;  y  con  la  oprtrtuna  certificación  devuélvase 
á  la  Audiencia  de  Barcelona  el  apuntamiento  que  tiene  remitido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inser- 
tará en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  nece- 
sarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=í=Jof>é  de  Aldecoa.= 
Ricardo  Gnllón.r=José  de  Garnica.=Francisco  Tuda.=: Enrique  Lassús. 
=Joaquín  Gonsáles  de  la  Fefia.=Pedro  Lavín. 

Pnblicación.=Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Enrique  Lassús,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  oele- 
brando  audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  que 
certifico  como  Belator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  39  de  Enero  de  1901.=Licenciado  Hilario  María  González  y 
Torres. 
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Kúm.  &6.-TRIBUNAL  SUPREM0.-30  de  Enero,  pub.  el  15  de  Febrero. 

Competencia.— Dér/en«a  por  po6rff.— Sentencia  decidiendo  en  fa- 
vor del  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  Palacio, 
de  Madrid,  la  sostenida  con  el  de  igual  clase  del  de  la  Alameda^ 
de  Málaga,  acerca  del  conocimiento  de  la  demanda  interpuesta 
por  D.  Joaquín  Almellones  contra  la  Compañía  de  los  Ferroca-  « 
rriles  Andaluces. 
En  sus  CONSIDERANDOS  SO  establccc: 

Que  es  Juez  competente  para  conocer  de  las  demandas  por  acción 
personal  el  del  lugar  del  domicilio  del  demandado,  cuando  no  existe 
lugar  designado  por  los  contratantes  para  el  cumplimiento  de  lo 
pactado,  ó  no  se  haya  éste  ñjado  por  la  ley  en  defecto  de  convenio 
expreso: 

Que  respecto  del  arrendamiento  de  servidos,  el  Código  civil  no 
contiene  precepto  alguno  que  consigne  el  deber  de  pagar  el  precio  de 
los  mismos  en  el  lugar  donde  seoresta,  por  lo  que,  no  acreditándose 
el  compromiso  del  demandado  ae  paaarlo  en  determinado  lugctr,  es 
visto  que,  de  conformidad  con  el  art,  1171  del  mismo  Código,  en  re- 
loción  con  el  núm,  1,^  del  art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  dvil, 
compete  conocer  de  la  demanda  al  Juzgado  del  lugar  donde  aquét 
tenga  su  domicilio: 

Que  según  reiterada  iurisprudencia  del  Tribunal  Supremo,  et 
Juez  competente  para  conocer  de  la  demctnda  principal  lo  es  tam- 
bién en  él  incidente  sobre  declaración  de  pobreza  de  cualquiera  de 
las  partes. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  80  de  Enero  de  1901,  en  la  compe- 
tencia pendiente  ante  Noe,  por  razón  de  inhibitoria  suscitada  por  el  Jua- 
gado de  primera  instancia  del  distrito  de  Palacio  de  esta  corte  al  de* 
igual  clase  del  distrito  de  la  Alameda  de  Málaga,  en  el  conocimiento  de 
la  demanda  deducida  ante  este  último  por  D.  Joaquín  Almellones  Bei- 
Uard,  Ingeniero,  vecino  de  dicha  ciudad  de  Málaga,  contra  la  Compañía 
de  Ferrocarriles  Andaluces,  con  domicilio  en  esta  capital,  sobre  pago  de 
pesetas,  hoy  incidente  de  pobreza  del  demandante,  quien  no  ha  compa- 
recido en  este  Tribunal  Supremo;  habiéndolo  hecho  la  referida  Compa- 
ñía representada  por  el  Procurador  D.  Luis  Lumbreras,  bajo  la  direc- 
ción del  Doctor  D.  Francisco  Lastres: 

Resultando  que  D.  Joaquín  Almellones  Beiiiard,  vecino  de  Málaga» 
Ingeniero  de  la  Escuela  Central  de  París,  dedujo  en  6  de  Abril  del  año 
último  demanda  en  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía,  que  correspon- 
dió por  reparto  ai  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Ala- 
meda de  la  citada  ciudad  dé  Málaga,  contra  la  Compañía  de  los  Ferro- 
carriles Andaluces,  domiciliada  en  esta  corte,  paseo  de  Recoletos,  nú- 
mero 12,  alegando  sdstancialmente  como  hechos:  que  á  dicha  Empresa 
pertenece  la  propiedad  de  diferentes  minas  situadas  en  Casariche,  Bado- 
latosa  y  Lucena,  respecto  á  las  cuales,  el  Director  D.  Anatolio  Magher- 
man  encargó  al  actor  levantar  los  planos  y  determinar  su  situación,  lin- 
deros é  importancia;  que  en  el  concepto  de  ser  una  sola  operación,  el 
demandante  aceptó  el  encargo,  teniendo  necesidad  de  hacer  varios  via- 
jes á  las  referidas  poblaciones  para  tomarlos  datos  necesarios  y  poder 
llevar  á  efecto  los  oportunos  trabajos;  que  terminados  óstos,  remitió 
Almellones  al  Director  general  de  los  Ferrocarriles  Andaluces  en  Enero 
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de  1899  loB  planos,  perfiles  y  memorias  que  había  confeccionado;  qne  el 
mismo  D.  Joaquín  Almellones  satisfizo  todos  los  gastos  ocasionados  con 
motivo  de  los  trabajos  aludidos,  no  sólo  de  manutención,  sino  también 
de  sueldos  y  dietas  á  los  operarios  y  ayudantes  que  le  auxiliaron  en  sus 
operaciones,  costeando  igualmente  los  gastos  de  viaje  por  medio  dis- 
tinto de  locomoción  que  el  del  ferrrocarril;  que  conocida  por  el  Director 
de  los  citados  Ferrocarriles,  á  consecuencia  de  los  muchos  datos  que  el 
demandante  le  facilitó,  la  importancia  de  las  minas,  y  careciendo  de 
medios  para  su  explotación  y  desarrollo,  aquél,  ó  sea  D.  Anatolio  Mag- 
herman,  en  representación  de  la  Compafiía,  convino  con  el  Almellones 
en  que,  valiéndose  éste  de  sas  numerosas  relaciones,  colocase  en  el  ex- 
tranjero las  citadas  propiedades  mineras,  dándole  un  80  por  100  de  in- 
terés ó  participación  en  el  negocio;  que  aceptada  por  Almellones  la  pro- 
posición del  representante  de  los  Ferrocarriles  Andaluces,  hizo  aquél 
grandes  trabajos  fuera  de  Espafia  para  llevar  á  efecto  la  operación,  como 
lo  comprueban  Has  varias  cartas  de  diferentes  casas  de  París  y  Londres, 
que  presentaba;  y  que  no  había  podido  tener  efecto  la  colocación  defini- 
tiva de  las  minas,  tanto  porque  las  ausencias  y  enfermedades  de  Mag- 
berman  impidieron  que  éste  y  el  demandante  llegaran  á  fijar  concreta- 
mente determinados  puntos  necesarios  para  ultimar  el  asunto  en  condi- 
ciones ventajosas,  como  también  porque  después  del  fallecimiento  de 
I).  Anatolio  Magherman,  el  Comité  de  París  de  la  expresada  Empresa 
ferroviaria  ha  resistido  el  reconocimieato  del  contrato  celebrado  por  su 
representante  en  Málaga  con  el  actor,  todo  lo  cual  ha  producido  á  éste 
grandes  perjuicios;  á  continuación  de  cuyos  hechos  expuso  D.  Joaquín 
Almellones,  entre  otras  consideraciones  legales,  que  el  Juzgado  de  Má- 
laga es  competente  para  conocer  y  decidir  este  negocio  con  arreglo  al  ar- 
tículo 62,  regla  1.%  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por  ejercitarse 
una  acción  personal  en  la  demanda,  y  ser  aquella  ciudad  el  lugar  en 
que  ha  de  cumplirse  la  obligación,  puesto  que  es  jurisprudencia  cons- 
tante de  este  Tribunal  Supremo  que  debe  reclamarse  y  pagarse  el  precio 
de  los  servicios  en  el  lugar  en  que  se  prestaron;  y  que  teniendo  la  Com- 
pafiía demandada  su  domicilio  en  la  villa  y  corte  de  Madrid,  no  se 
acompañaba  documento  acreditativo  del  acto  conciliatorio,  en  razón  á 
estar  el  caso  exceptuado  de  este  requisito,  conforme  al  núm.  5.^  del  ar- 
tículo 460  de  la  citada  ley  de  Enjuiciamiento;  terminando  el  actor  su  de- 
manda con  la  súplica  de  que  se  condene  en  su  día  á  la  Compañía  de  Fe- 
rrocarriles Andaluces  á  pagarle  la  cantidad  de  76.000  pesetas  por  trabajo 
personal  y  gastos  devengados,  según  cuenta  que  al  efecto  presentaba;  y 
además,  á  que  lleve  á  cabo  er  contrato  para  la  colocación  de  las  minas 
propias  de  la  misma  Compañía,  situadas  en  Casariche,  Badolatosa  y  Lu- 
oena,  bajo  los  pactos  y  condiciones  establecidas  por  su  representante 
D.  Anatolio  Magherman,  á  tenor  del  documento  privado  que  también 
acompañaba,  extendido  en  las  oficinas  de  Málaga  de  los  Ferrocarriles 
Andaluces,  con  indemnización  de  daños  y  perjuicios  é  imposición  de 
costas;  y  alegando,  finalmente,  el  actor  Almellones  que  era  pobre  para 
litigar,  propuso  en  forma,  por  tercer  otrosí,  la  correspondiente  demanda 
incidental  de  pobreza,  que  pidió  fuese  sustanciada,  con  la  referida  Com- 
pañía y  el  Abogado  del  Estado: 

Resultando  que  en  justificación  de  los  hechos  expuestos  en  lo  princi- 
pal de  su  demanda,  acompañó  el  D.  Joaquín  Almellones  los  documentos 
siguientes:  primero,  un  plano  topográfico  general  de  las  comarcas  en  que 
radican  las  minas  propiedad  de  la  Compañía  de  Ferrocarriles  Andaluces, 
demostrativo  de  la  situación  de  los  diferentes  grupos  mineros  entre  sí, 
en  relación  á  las  x>oblaelones  cercanas  y  á  la  línea  férrea  de  Córdoba  á 
TOMO  91  '  9 
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Málaga  entre  sus  estaciones  de  Casaríche  á  La  Boda;  segando,  nn  perfil 
longitudinal  según  la  linea  del  levantado  del  plano  general  anterior, 
demostrativo  de  las  accidentaciones  del  terreno  y  de  otras  circunstancias 
relacionadas  con  la  instalación  de  los  medios  de  transporte  susceptible 
de  establecerse;  tercero,  cinco  planos  de  detalles  de  las  mismas  minas, 
correspondientes  á  su  división  entre  otros  tantos  grupos  mineros,  demos- 
trativos de  sus  respectivas  importancias  y  de  su  situación,  tanto  en  el 
terreno  como  relativamente  á  las  localidades  próximas,  siendo  de  adver- 
tir que  todos  estos  planos,  los  cuales  no  llevan  lecha,  aparecen  ñrmados 
«J.  Almellones»;  cuarto,  una  carta  escrita  en  papel,  cuyo  timbre  dice 
€  Ferrocarriles  Andaluces»,  fechada  en  Málaga  á  13  de  Diciembre  de  1895, 
dirigida  á  D.  Joaquín  Almellones,  presente  y  firmada  <J.  Galvoi,  en  la 
cual  éste  manifiesta  remitir  al  primero  billetes  del  ferrocarril  de  aquella 
ciudad  á  Oasariche  y  regreso,  y  orden,  también  por  carta,  para  que  el 
Jefe  de  la  estación  de  este  último  punto  pusiera  á  disposición  del  Alme- 
llones un  mozo  que  le  acompañase  á  las  minas;  quinto,  una  autorisacióa 
en  papel  del  mismo  timbre,  y  con  un  sello  que  dice  «Ferrocarriles  An- 
daluces: Dirección»,  cuyo  tenor  es  el  siguiente:  «El  Ingeniero  8r.  D.  Joa- 
quín Almellones  está  autorizado  para  hacer  estudios  y  levantar  planos 
de  las  minas  de  esta  Compañía,  situadas  en  los  términos  de  Casariche, 
Bado latosa  y  Lucena,  y  á  fin  de  que  pueda  extenderlo  donde  ó  cuando  le 
convenga,  se  le  expide  la  presente  en  Málaga  á  18  de  Marso  de  1896.== 
El  Director  general,  Magherman»;  sexto,  dos  cartas  en  francés,  con  sus 
correspondientes  traducciones,  extendidas  en  papel,  con  membrete  que 
dice  «Ferrocarriles  Andaluces:  Dirección  general»,  fechadas  también  en 
Málaga  los  días  4  de  Febrero  y  21  de  Marsso  de  1896,  en  las  cuales  F. 
Lautier,  que  las  autoriza,  remite  al  que  llama  su  querido  compañero 
nuevos  billetes  del  ferrocarril  en  la  primera,  y  permiso  de  circulación 
en  la  segunda  para  el  destinatario,  y  para  Francisco  Moreno  Bellido,  que 
debía  acompañarle  en  sus  operaciones;  séptimo,  otra  carta,  con  su  co- 
rrespondiente traducción  del  francés,  en  que  el  mismo  Lautier  mani- 
fiesta al  que  también  llama  su  querido  compañero,  que  puede  ir  cuando 
quiera  á  ver  á  su  Director,  por  cuyo  encargo  obraba,  para  ocuparse  de 
las  minas;  no  constando  en  esta  carta  el  punto  en  que  se  escribe,  y  apa- 
reciendo en  ellas  el  aludido  timbre  de  «Ferrocarriles  Andaluces»  y  la 
fecha  expresada  así:  27-7-96;  octavo,  otra  carta,  cuya  traducción  es  como 
sigue:  «Membrete:  Ferrocarriles  Andaluces.=Señor  y  querido  y  compa- 
fiero.=EI  Sr.  Director  me  encarga  suplicarle  de  que  se  sirva  remitirle  lo 
antes  posible  los  datos  en  papel  timbrados  encargados,  y  dando  los  nom- 
bres de  los  propietarios  «colindantes»  de  nuestras  parcelas  mineras  de 
Oasariche,  Badolatosa  y  Lucena.=Desearíamos  saber  igualmente  si  ha 
recibido  usted,  con  motivo  de  estas  minas,  la  visita  de  Mr.  Thomson.= 
1.9-96=:Su  muy  afectísimo,  firmado,  Francisco  Lautier,  Secretario  de  la 
Dirección  general.=Sr.  Almellones,  Ingeniero  en  Málaga»;  noveno,  otra 
carta,  con  su  correspondiente  traducción,  que  dice:  «Membrete:  Compa- 
ñía de  los  Caminos  de  Hierro  Andaluces.=Comité  de  París.=8,  Boule- 
vard  Malesherbes,  núm.  10.142.=París  21  de  Septiembre  de  1899.=Se- 
ñor  D.  Joaquín  Almellones  Beillard,  Málaga.=Muy  señor  mio.=Acabo 
de  comunicar  á  este  Comité  la  carta  que  me  ha  dirigido  usted  con  fecha 
del  16  de  Agosto  último,  y  en  la  que  observa  algunos  errores  de  inter- 
pretación.=No  tengo  conocimiento  alguno  que  haya  mediado  algún  con- 
trato entre  el  Sr.  Magherman  y  usted.=8é,  por  el  contrario,  que  usted 
lo  había  presentado,  y  que  el  Sr.  Magherman  no  quiso  aceptarlo  en  la 
forma  en  que  estaba  redactado.=8é  además  que  usted  ha  hecho  y  remi- 
mitido  al  Sr.  Magherman  planos  de  algunas  de  nuestras  minas.  Pero 
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ignoro  completamente  qtie  entre  nuestro  Director  7  usted  haya  mediado 
éí  contrato  privado  de  que  me  habla  usted  en  su  carta.=Le  agradeceré^ 
poes,  el  que  se  sirva  enviarme  una  copia  7  ver  con  este  objeto  al  Sr.  Na- 
YWBy  nuestro  Jefe  de  lo  Contencioso,  que  ha  sido  encargado  de  discutir 
la  eaoatlón  planteada  en  su  carta.=Reciba  usted,  sefíor,  mis  saludos 
reiterados. = El  Administrador  Delegado,  J.  Inmerruan»;  décimo,  undo- 
cnmento  en  papel,  con  timbre  de  cFerrocarriles  Andaluces»,  que  aparece 
extendido  en  Málaga,  pero  sin  fecha  ni  firma  alguna  que  lo  autorice,  del 
que  reenita  que  D.  Joaquín  Almellones,  Ingeniero,  residente  en  Málaga, 
de  una  parte,  7  D.  Anatolio  Magherman,  Director  de  los  cFerrocarriles 
Andalaoes»,  de  otra  parte,  habían  convenido  en  que  el  primero  se  encar> 
gase  de  procurar  la  colocación  de  las  minas  que  la  Compañía  posee  en 
orminos  de  Casaricbe,  Badolatosa  7  Lucena,  para  su  explotación  por 
una  ó  varias  Sociedades  de  reconocida  competencia  7  formalidad  dedica- 
das á  esta  industria  especial;  comprometiéndose  Almellones  á  hacer  los 
estadios  7  gestiones  conducentes,  mediante  la  concesión  del  80  por  100 
de  la  cantidad  convenida  con  la  entidad  explotadora  por  cada  tonelada 
de  mineral  extraído  7  transportado,  7  reservándose  la  Compañía  el  de- 
recho de  anular  el  contrato  si  dentro  del  término  de  cinco  años  no  hu- 
bieran tenido  el  éxito  apetecido  las  gestiones  de  Almellones;  undécimo, 
varias  cartas,  fechadas  en  Londres  7  París  dirigidas  á  Almellones  7  re- 
lativas á  venta  ó  negociación  de  minas;  7  duodécimo,  una  cuenta  deta- 
llada qne  D.  Joaquín  Almellones  suscribe  con  fecha  16  de  Diciembre  de 
1899,  é  importante  76.000  pesetas  por  los  trabajos  facultativos  mineros 
qne  practicó  por  encargo  de  D.  Anatolio  Magherman,  Director  general  de 
los  Ferrocarriles  Andaluces,  7  á  nombre  de  esta  Compañía: 

Resaltando  que  presentada  la  demanda  principal  7  de  pobreza  qne 
acaba  de  relacionarse,  acordó  el  Juzgado  reclamar  de  oficio  las  certifica- 
ciones á  que  se  refiere  el  núm.  6.^  del  art.  28  de  la  107  Enjuiciamiento 
civil,  7  verificado,  unidas  aquéllas  á  los  autos,  dictó  el  Juez  nueva 
providencia,  acordando  que  la  petición  de  pobreza  articulada  por  el  actor 
Almellones  se  sustanciase  por  los  trámites  establecidos  para  los  inci- 
dentes, con  audiencia  de  la  Compañía  demandada  7  la  del  Abogado  del 
Estado,  el  cual  se  opuso  desde  luego  á  dicha  petición: 

Resultando  que  emplazada  por  medio  de  exhorto  la  Compañía  de  loa 
Ferrocarriles  Andaluces  en  su  domicilio  de  esta  corte,  paseo  de  Recole- 
tos, 12,  promovió  ante  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de 
Palacio,  en  escrito  de  16  de  Junio  último,  cuestión  de  competencia  por 
inhibitoria,  alegando:  que  negaba  en  absoluto  la  existencia  del  contrato 
á  que  en  su  demanda  alude  el  actor,  el  cual  se  ha  contentado  con  produ- 
cir nn  documento  ó  papel  sin  firma  ni  autorización  de  nadie;  que  basta 
el  simple  examen  de  ese  papel  para  convencerse  de  la  razón  con  que  la 
entidad  demandada  sostiene  que  los  Tribunales  de  Málaga  no  son  com- 
petentes para  conocer  del  juicio  promovido;  que  su  domicilio  es  en  esta 
corte,  según  lo  reconoce  el  mismo  demandante;  7  que  aun  cuando  la  ci- 
tación 7  emplazamiento  se  han  hecho  á  la  Compañía  sólo  para  la  defensa 
por  pobre  que  pretende  el  actor,  no  cabe  duda  que  el  problema  de  com- 
petencia afecta  lo  mismo  á  la  cuestión  principal  que  á  sus  incidentes; 
después  de  CU708  hechos  expuso  también  como  fundamentos.de  derecho, 
é  invocando  los  arts.  62,  regla  1.%  21,  66,  72,  78,  78  7  114  de  la  le7  de 
Bnjoiciamiento  civil  que,  lejos  de  haber  por  parte  de  la  Compañía  sumi- 
sión expresa  ó  tácita  á  la  Jurisdicción  de  Málaga,  ho7  lo  protesta  contra 
esa  demanda,  que  se  apo7a  en  un  contrato  que  no  existe,  7  del  cual  no 
se  acompaña  justificación  alguna,  no  pudiendo,  por  lo  mismo,  recono- 
cerse más  competencia  que  la  de  los  Tribunales  de  Madrid;  que  la  Com- 
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pafiia  demandada  pnede  proponer  legalmente  la  presente  inhibitoria,  por 
haber  sido  citada  y  emplazada  ante  el  Juzgado  del  distrito  de  la  Alameda 
de  Málaga,  que  no  es  competente  para  conocer  del  juicio  de  que  se  trata; 
que  las  inhibitorias  y  declinatorias  suspenden  el  curso  del  juicio  princi- 
pal, 7  por  lo  tanto,  de  sus  incidentes,  hasta  que  el  conflicto  jurisdiccio- 
nal quede  resuelto;  que  la  declaración  de  pobreza  se  solicita  y  discute 
oomo  incidente  del  asunto  á  que  se  refiere,  debiendo  conocer  del  mismo 
el  Juez  que  sea  competente  para  entender  en  el  asunto  principal;  y  que, 
por  esta  razón,  se  promueve  desde  luego  la  presento  inhibitoria,  toda 
vez  que  el  Juzgado  de  Málaga  carece  de  competencia  para  conocer  del 
negocio  principal,  y  por  lo  tanto,  del  incidente  de  pobreza: 

Resultando  que  oído  el  Fiscal  municipal  del  distrito  de  Palacio, 
emitió  su  dictamen  en  sentido  favorable  al  requerimiento  de  inhibición 
propuesto  por  la  Compañía  de  los  Ferrocarriles  Andaluces;  y  el  Juzgado 
de  primera  instancia  de  aquel  distrito  asi  lo  estimó  en  auto  de  30  de  Ju- 
nio último,  por  considerar  al  efecto:  que  en  el  caso  presente,  para  fijar 
debidamente  la  competencia  del  Juez  que  debe  conocer  de  la  demanda, 
es  necesario  examinar  la  cuestión  de  los  dos  extremos  á  que  se  contrae 
la  reclamación,  ó  sea  el  cumplimiento  de  un  contrato  y  el  pago  de  ser- 
vicios, respecto  al  primer  punto;  que  en  el  contrato  cuyo  cumplimiento 
se  exige,  y  que  en  las  copias  acompañadas  para  el  emplazamiento  se  in- 
serten, no  aparece  designado  lugar  alguno  para  su  cumplimiento;  y  aun 
cuando  se  hiciese  ó  intentase  hacerse,. puesto  que  no  tiene  fecha  ni  firma 
alguna  en  la  ciudad  de  Málaga,  en  esta  población  no  se  realizó  el  empla- 
zamiento  de  la  Compañía  demandada,  lugar  que  pudo  elegir  el  deman- 
dante, y  queda,  por  tanto,  como  único  Juez  competente  para  conocer  del 
litigio  el  del  domicilio  del  demandado,  según  la  regla  1.^  del  art.  62  de 
la  ley  procesal,  tratándose,  como  se  trata,  de  una  acción  personal,  aun- 
que no  existe  sumisión  expresa  ni  tácito;  que  de  ninguno  de  los  docu- 
mentos presentados  con  la  demanda  aparece  de  manera  concluyente  la 
existencia  del  mandato  para  la  prestación  de  los  servicios,  y  únicamente 
en  el  expresado  contrato  se  consigna,  como  consecuencia  del  mismo,  que 
Almellones  se  comprometo  á  realizar  los  estudios  necesarios,  y  no  apa- 
reciendo aquello  comprobado,  hay  que  atenerse  tombión  en  lo  relativo 
á  dicho  extremo,  para  declarar  la  competencia,  á  las  reglas  esteblecidas 
en  el  precitedo  art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  por  las  mis- 
mas razones  expuestas  anteriormente  de  falta  de  lugar  de  cumplimiento 
de  contrato  y  de  haber  podido  realizar  el  emplazamiento  en  donde  se 
hizo  aquél,  queda  como  único  competente  el  del  domicilio  del  deman- 
dado, que  es  Madrid,  según  se  reconoce  por  el  actor  en  su  demanda;  que 
este  Tribunal  Supremo,  al  esteblecer  en  su  jurisprudencia  que  el  Juez 
competente  para  conocer  de  las  demandas  entobladas  para  el  pago  de  los 
servicios  sea  el  del  lugar  en  que  se  presteron,  siente  en  todas  las  sen- 
tencias la  existencia  probada  del  contrato;  pero  cuando  esa  comprobación 
no  aparece  de  la  demanda  ni  de  los  documentos  presentedos,  cuando 
ocurre,  como  en  el  presento  caso,  que  sólo  las  afirmaciones  del  actor 
tienden  á  revelar  la  existencia  de  ese  contrato,  sin  otro  dato  ó  antece- 
dente, por  ahora,  que  lo  compruebe,  en  esos  casos,  el  propio  Tribunal 
determina  de  una  manera  clara  y  evidente  que  debe  mantenerse  el  fuero 
del  demandado;  y  que,  por  tentó,  el  Juez  competente  es  el  del  domicilio 
de  éste,  «stableciéndose  así,  entre  otras,  en  las  sentencias  de  4  de  Fe- 
brero y  21  de  Noviembre  de  1886,  11  de  Mayo  de  1888  y  11  de  Enero  y  9 
de  Octubre  de  1894;  que  cuando  por  parte  ó  por  disposición  expresa  de 
la  ley  no  está  designado  el  lugar  en  que  deba  cumplirse  una  obligación, 
la  de  pagar  ha  de  referirse  siempre  al  domicilio  del  deudor,  conforme 
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«Btablece  el  art.  1171  del  Código  civil;  y  como  qaiera  que  en  el  caso  pre^ 
sente<  ni  ea  el  contrato  invocado  por  el  actor  como  base  de  en  acción  ae 
eefiala  lagar  del  pago,  ni  la  ley  lo  fija  en  materia  de  prestación  de  serví - 
eioB/nl  existe  samislón  de  las  partes,  la  única  regla  de  competencia  es 
la  del  domicilio  del  demandado,  que  es  el  logar  del  pago,  de  conformi- 
dad á  la  regla  1.^  del  art.  62  de  la  ley  de  Enjaiciamiento  civil,  én  rela^ 
ción  con  el  ezpreeado^irt.  1171  del  Código  civil;  que  por  lo  expuesto,  y 
de  acuerdo  con  el  dictamen  fiscal,  es  procedente  acceder  al  requerimiento 
de  inhibición  interesado  por  el  Procurador  Lumbreras  en  nombre  de  la 
Compafiia  de  los  Ferrocarriles  Andaluces: 

Besnltando  que  comunicado  este  auto  con  los  insertos  necesarios  al 
Juagado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Alameda,  de  Málaga^  im- 
pugnaron ante  el  mismo  la  inhibición  de  que  se  trata  el  actor  D.  Joaquüi 
Almelkmes,  el  Abogado  del  Estado  y  el  Ministerio  fiscal;  y  en  su  virtud, 
«eordó  dicho  Juzgado  sostener  su  competencia  y  denegar  el  requeri- 
miento inhibitorio  por  auto  de  22  de  Agosto,  fundándose  para  ello  en 
que  la  presentación  de  los  planos  de  las  minas  de  hierro  de  la  Compafiia 
de  loe  Ferrocarriles  Andaluces,  en  términos  municipales  de  Casariche, 
Badolatosa  y  Lqcena,  acompafiados  por  el  actor  y  que  obran  en  la  de- 
manda, suponen  fundadamente  que  el  demandante  Aimel  Iones  reci- 
cibió  el  encargo  de  realizar  esos  trabajos,  pues  no  tendría  explicación 
racional  que  los  ejecutara  sin. previo  convenio  y  acuerdo;  que  además 
obran  también  incorporados  á  la  demanda,  presentados  por  el  dicho  ac^ 
tor,  diversos  documentos  relativos  al  mismo  asunto,  y  entre  ellos  loa 
eigoientes:  una  carta  fechada  en  Málaga,  18  Diciembre  del  96,  con  tim- 
bre «Ferrocarriles  Andaluces>,  dirigida  al  actor  Almellones,  con  la  que 
ee  le  remiten  doa  billetes  en  primera  de  Málaga  á  Casariche  y  vuelta,  con 
carta  para  el  Jefe  de  la  estación  de  Casariche  para  que  ponga  á  su  dis- 
posición un  moao  que  lo  acompafie  á  la  mina  y  pueda  elegir  clase  y  can- 
I  tidad  de  mineral  que  necesite  examinar,  en  cuya  carta  se  dice  que  al  Ül- 

1  réotbr  le  ha  parecido  eso  lo  más  conveniente;  una  orden  fechada  en  Má- 

I  laga  Í8  Marzo  de  1896,  con  sello  de  la  Dirección  general  de  los  Ferroca- 

I  rriies  Andaluces,  firmada  por  el  Director  general,  autorizando  al  actor 

Almellones,  como  Ingeniero,  para  hacer  estudios  y  levantar  planos  de  las 
minae  en  términos  de  Casariche,  Badolatosa  y  Lucena,  existiendo  otra 
{  porción  de  documentos  relacionados  todos  con  el  mismo  asunto,  y  entre 

I  éstos,  un  contrato,  sin  firma  ni  fecha,  con  timbre  cFerrocarriles  Andalu- 

^  ces>,  celebrado  entre  el  actor  y  D.  Anatolio  Magherman,  Ingeniero  Direc- 

I  tor  de  los  Ferrocarriles  Andaluces,  relativo  á  autorizar  al  Sr.  Almellones 

que  procure  la  colocación  de  minas  de  hierro  de  la  Compafiia  en  Casariche» 
Badolatosa  y  Lucena,  con  obligación  de  hacer  los  estudios  conducentes, 
y  otros  particulares  sobre  el  mismo  asunto;  que  con  los  documentos  de 
que  se  acaba  de  hacer  referencia  se  forma  juicio  suficiente,  siquiera  sea 
para  que  sirva  de  base  á  resolver  la  competencia  promovida,  que  la  ciu- 
dad de  Málaga  es  el  lugar  del  contrato  y  donde  se  prestaron  los  servicios; 
que  á  mayor  abundamiento,  dicha  ciudad  es  también  el  lugar  de  la  ve- 
cindad del  actor  y  el  domicilio  de  la  Dirección  de  la  Compafiia  deman- 
dada; y  que  bajo  tal  supuesto,  y  tratándose,  como  se  trata,  del  ejercicio 
de  una  acción  personal,  la  competencia  para  conocer  de  este  asunto  es 
dicha  ciudad  de  Málaga,  como  lugar  en  que  debe  cumplirse  la  obligación, 
según  así  lo  determina  la  regla  1.^  del  art.  62  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento eivil,  porque  en  ella  se  prestaron  los^rvicios  cuyo  pago  se  de- 
manda, 7  esta  doctrina  está  sancionada  por  jurisprudencia  de  este  Tri- 
bunal Supremo: 

Resultando  que  el  Juez  del  distrito  de  Palacio  de  esta  corte  insistió 
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•n  011  competencia  y  en  el  requerimiento  de  inhibición  por  sn  otro  auto- 
de  29  de  Septiembre,  en  el  qae  alegó  como  nuevoi  Inndamentoa  de  dere- 
cho: qne  la  doctrina  anatentada  por  el  Juzgado  de  la  Alameda  de  Máia^* 
parte  de  la  base  enpnesta  dQ  que  el  contrato  entre  Almellonee  y  la  Oom- 
pafiía  de  loa  Ferrocarriles  Andaluces  fué  eelelfradOy  y  según  se  oona- 
prueba  con  las  copias  presentadas  para  hacer  el  emplazamiento,  de  tai 
contrato  no  existe  más  antecedente  qne  la  afirmaaión  del  demandante,  y 
un  papel,  sin  fecha  ni  firma,  qne  aquél  asegura  fué  el  pacto  qne  medió- 
entre  él  y  el  representante  de  la  Compañía,  á  cuyo  papel,  y  mientras  no 
Tenga  la  prueba  á  demostrar  su  existencia,  no  puede  dársele  la  validez: 
que  pretende;  que  ann  en  el  supuesto  de  que  los  serylcios  que  dice  rea- 
lizó Almellonee  existan  y  los  ejecutara  por  orden  de  la  Ck>mpafíía  de  los 
Ferrocarriles  Andaluces,  no  se  ha  demostrado  en  forma  alguna  que  se 
pactara  logar  en  donde  debiera  realizarse  el  pagp  de  tales  servicios,  y 
por  ello  debe  sostenerse  el  fuero  del  demandado,  como  ya  expresó  el 
Juzgado  que  proveía  y  tiene  reconocida  la  jurisprudencia  constante  de- 
este Tribunal  Supremo,  corroborada  en  una  sentencia  dictada  en  10  de^ 
Julio  del  afio  último  y  en  un  caso  análogo  al  presente,  por  la  qne  de- 
claró que  no  existiendo  un  indicio  ó  principio  de  prueba,  por  la  vague- 
dad de  los  documentos  presentados,  por  donde  pudiera  determinarse  el 
lugar. del  cumplimiento  de  la  obligación  reclamada,  debía  conocer  del 
juicio  el  Juez  del  domicilio  del  demandado;  qne  la  afirmación  que  se 
hace  por  el  Juzgado  requerido  de  que  el  domicilio  de  la  Dirección  de  la 
Oompafiia  demandada  es  Málaga,  queda  destruida,  en  cuanto  á  servir  de 
base  para  fundar  la  competencia,  por  el  hecho  de  haberse  librado  exhorto 
á  Madrid  para  emplazar  á  la  representación  genuína  de  dicha  Gompafiía^ 
como  ha  tenido  efecto;  y  que  por  tales  razones  quedan  subsistentes  las- 
alegaciones  de  derecho  en  que  el  Juzgado  proveyente  apoyó  sn  ante  re- 
quiriendo de  inhibición,  y  tratándose,  como  se  trata,  de  una  acción  per- 
sonal, sin  que  exista  lugar  donde  debe  cumplirse  la  obligación,  ni  se 
haya  demostrado  la  existencia  real  del  contrato,  conforme  á  la  re^  1.* 
del  art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  la  competencia  radica  en  el 
Juzgado  que  proveía,  como  el  del  lugar  del  domicilio  del  demandado: 

Besultando  que,  en  su  virtud,  uno  y  otro  Juzgado  contendientes  ele- 
varon sus  respectivas  actuaciones,  citadas  y  emplazadas  las  partes,  á 
este  Tribunal  Supremo,  donde  se  ha  sustanciado  la  competencia  con  arre- 
glo á  derecho  é  intervención  del  Ministerio  fiscal* 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Vicente  de  Piniés: 

Considerando  que  dirigida  la  demanda  formulada  por  D.  Joaquín  Al- 
mellones  contra  la  Compañía  de  los  Ferrocarriles  Andaluces,  en  recla- 
mación del  importe  de  ciertos  servicios  que  el  actor  supone  que  prestó 
por  encargo  de  aquélla,  y  para  obligarla  además  al  cumplimiento  de  de- 
terminado contrato,  es  evidente  que  se  trata  del  ejercicio  de  una  aoeión 
meramente  personal,  y  que,  en  tal  concepto,  el  Juez  competente  para 
conocer  de  ella,  es  el  del  lugar  del  domicilio  del  demandado,  cuando  no 
existe  lugar 'designado  por  los  contratantes  para  el  camplimiento  de  lo 
pactado  ó  no  se  haya  éste  fijado  por  la  ley  en  defecto  de  convenio  ex- 
preso: 

Considerando  que,  respecto  del  arrendamiento  de  servicios  á  qne  se 
refiere  el  primer  extremo  de  la  demanda,  el  Código  civil  no  contiene  pre- 
cepto alguno  que  consigne  el  deber  de  pagar  el  precio  de  loa  mismos  en 
el  lugar  donde  se  prestan,  y  como  el  actor  no  ha  presentado  documento 
alguno  para  acreditar  el  compromiso  de  la  parte  demandada  de  pagarle 
en  Málaga  lo  que  en  concepto  de  remuneración  reclama,  es  visto  qne,  de 
conformidad  con  lo  prescrito  en  el  art.  1171  del  referido  cnerpo  legal. 
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«n  relación  con  el  núm.  1.^  del  art.  62  de  la  ley  de  Enjniciamiento  civil, 
eompete  conocer  en  este  aspecto  de  la  demanda,  al  Jozgado  de  Madrid, 
donde  tiene  an  domicilio  la  Sociedad  demandada:  y  qne  aun  es,  si  cabe, 
máa  notorio  el  mismo  foero  por  razón  del  otro  extremo  de  la  demanda 
referente  al  mantenimiento  de  un  sapuesto  contrato  establecido  para  la 
venta  de  nnas  minas  por  idéntica  razón,  por  tratarse  del  cnmplimiento 
de  nna  obligación  personal,  respecto  de  lo  qne  no  se  ha  presentado  do- 
cnmento  ningano  que  especifique  la  manera  de  realizarlo  de  la  que  pu- 
diera derivarse  la  existencia  de  otra  especial  competencia: 

Considerando  que,  según  reiterada  jurisprudencia  de  este  Supremo 
Tribunal,  el  Juez  competente  para  conocer  de  una  demanda  principal  lo 
es  también  en  el  incidente  sobre  declaración  de  pobreza  de  cualquiera  de 
las  partee; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento  de 
estos  antos  corresponde  al  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de 
Paiaeio  de  esta  corte,  al  que  se  remitan  todas  las  actuaciones,  ponién- 
doÉe  esta  resolución  en  conocimiento  del  de  igual  clase  del  distrito  de  la 
Alameda  de  Málaga;  y  siendo  de  cuenta  respectiva  de  las  partes  las  cos- 
tas ocasionadas  en  esta  competencia. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  den- 
tro de  loe  diez  días  siguientes  al  de  su  fecha,  y  á  su  tiempo  en  la  Co- 
lección Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo 
pronunciamos,  mandamos  y  flrmamos.rrJosó  de  Aldecoa.=Pedro  Lavin. 
Bicardo  Molina.= Vicente  de  Piniós.=Tomá8  Gúdal. 

Publicación .=Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Excmo.  8r.  D.  Vicente  de  Piniés,  Magistrado  de  la  Sala  de  lo  civil  del  Tri- 
bunal Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  día  de  hoy, 
de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  80  de  Enero  de  1901.=Rogelio  González  Montes^ 

Küm.  d6.-TRIBUNAL  8UPREM0.-30  de  Enero, 
pnb.  el  10  de  Marzo. 

Casación  POR  infracción  üeley.— Pago  de  pesetas,— Auto  decla- 
rando no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  interpuesto  por 
D.  JoséBosch  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  primera  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  D.  Francisco 
Boech. 
En  su  CON81DERANDO  úhíco  86  ostablece: 

Que  conforme  al  art.  632  de  la  ley  procesal,  es  potestativa  laja- 
cuitad  de  los  Tribunales  para  estimar  la  prueba  pericial,  por  lo  aue, 
con  arreglo  al  art.  1729,  núm.  9.^,  de  la  misma  ley,  es  inadmisible  el 
recurso  en  que  se  impugna  dicha  apreciación. 

Resultando  que  D.  José  Bosch  Bobet  promovió  ante  el  Juzgado  de 
primera  instancia  de  Balaguer,  juicio  declarativo  de  mayor  cuVintía  con- 
tra D.  Frandeco  Bosch  Abolla,  con  la  solicitud  de  que  fuese  éste  conde- 
nado á  pagarle  80.287  pesetas  16  céntimos,  previa  la  rescisión  y  nulidad 
de  la  renuncia  jurada  que  otorgó  el  actor  á  favor  del  causante  del  de- 
»  mandado  por  haber  sufrido  lesión  enormísima  en  sus  derechos  legitima- 
rlos paternos: 

Roenltando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  dicho  Juzgado 
dictó  sentencia  en  11  de  Marzo  de  1809,  en  la  cual  declaró  no  haber  lu- 
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gar  á  la  demanda  deducida  por  el  Boach  Bobet;  siendo  eate  fallo  confir- 
mado por  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  territorial  de  Bar- 
celona en  8U  otra  sentencia  pronunciada  el  día  6  de  Julio  del  año  úl- 
timo: 

Resultando  que  el  D.  José  Bosch  Bobet  ha  interpuesto  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley,  como  comprendido  en  los  números  1.^, 
2.^  y  7.®  del  art.  1692  de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  alegando  como  pri- 
mer motivo,  entre  otros,  haber  cometido  la  Sala  sentenciadora  evidente 
error  de  hecho  en  la  apreciación  de  la  prueba  pericial,  contra  la  que  re- 
sulta de  los  términos  de  su  admisión,  y  por  tanto  de  actos  y  documentos 
auténticos,  al  suponer  que  no  se  ha  justificado  la  lesión  enormísima  que 
sufrió  el  recurrente,  con  lo  que  por  legítima  paterna  recibió  con  rela- 
ción al  caudal  hereditario  de  D.  Francisco  Bosch  Befié: 

Besultando  que  opuesto  el  Ministerio  fiscal  á  la  admisión  del  recur- 
so, en  cuanto  á  dicho  primer  motivo,  sefialado  con  el  núm.  2.^,  se  ba 
traído  á  la  vista  con  las  debidas  citaciones. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Enrique  Lassús: 

Considerando  que  el  primer  motivo  del  recurso  y  el  error  de  hecho 
que  en  él  se  atribuye  á  la  Sala  sentenciadora  al  no  estimar  justificada  la 
lesión  enormísima  con  lo  que  por  legitima  paterna  recibió  el  recurrente 
con  relación  al  caudal  hereditario  de  D.  Francisco  Bosch  y  Refié,  tiende 
evidentemente  á  combatir  la  apreciación  que  aquélla  biso  de  la  prueba 
pericial;  y  como  quiera  que  es  potestativa  la  facultad  de  los  Tribunales 
para  estimar  ese  elemento  de  prueba,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 632  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  además  no  se  pretende  la 
nulidad  é  ineficacia  absoluta  de  dicha  prueba  por  algún  fundamento, 
sino  la  mayor  estimación  que  debe  darse  á  la  declaración  de  uno  de  loa 
peritos,  sobre  la  de  los  otros  dos,  es  de  todo  punto  inadmisible  dicho 
motivo,  de  conformidad  con  lo  que  preceptúa  el  art.  1729,  núm.  9.^  de 
la  expresada  ley  procesal  vigente; 

No  ha  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley  que  ha  interpuesto  D.  José  Bosch  Bobet,  en  cuanto  al  primer  motivo 
que  le  sirve  de  fundamento;  se  admite  en  cuanto  á  los  demás  ó  sean  los 
sefialadoB  con  los  números  2.^,  8.^  y  4.^;  publíquese  este  auto  según  pre- 
viene la  ley,  y  una  vez  pasadas  á  este  efecto  las  copias  necesarias,  dése 
cuenta. 

Madrid  80  de  Enero  de  1901.=José  de  Aldecoa.=Francisco  Toda.= 
Enrique  La8SÚs.=Joaquín  González  de  la  Pefia.=Pedro  Lavín.=Ricar- 
do  Molina.= Vicente  de  Piniés.=El  Relator,  Marcelino  San  Bomán.r= 
Bogelio  González  Montes,  Escribano  de  Cámara. 


X^üm.  d7.~TRIBUNAL  SUPREMO— 30  do  Esars,  psb.  al  10  és  Hv». 

Casación  POR  INFRACCIÓN  DB  LEY.— í)eoo¿tte¿^n  deejeet09  y  pago  de 
cantidad.— Xuto  declarando  no  haber  lugar  á  la  admisión  del 
recurso  interpuesto  por  D.  Nemesio  Alamanzón  contra  la  sen- 
tencia pronunciada  por  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de -la  Au- 
diencia de  Madrid,  en  pleito  con  Dona  Ana  Laborda. 
Bn  sus  CONSIDERANDOS  SO  estableco.* 

Que  contra  la  apreciación  de  la  prueba  testifical  no  se  da  el  re-^ 
curso  de  casación,  aunque  el  pleito  se  refiera  á  cuestiones  en  que  por* 
intervenir  de  ordinario  escrituras  ú  otros  documentos  e£e6an  cuidar 
los  Tribunales  de  evitar  que  se  resuelva  por  la  sola  virtud  de  la  de- 
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ciaraeión  de  iesdaosy  á  menos  que  ea  i>eraddad  sea  eoidente^  ewal 
preuiene  el  orí.  1248  del  Código  cioil;  porque  la  apreciación  de  esa 
ealidady  que  ee  de  esencia  en  la  prueba  testé/leal,  está  sujeta  única-, 
mente  á  las  reglas  de  la  eritiea  racional. 

Besnltando  que  Dofia  Ana  Laborda  entabló  demanda  en  esta  corte 
en  4  de  Diciembre  de  1896,  exponiendo:  que  por  los  afios  de  1B65  á  1891 , 
D.  Nemesio  Alamanzón  estnvo  desempeñando  la  Escuela  municipal  de 
párvulos  de  la  ciudad  de  León,  de  que  ella  era  portera,  con  el  haber  de 
una  peseta  diaria,  y  disfrute  de  habitación;  que  mediante  convenio  ver- 
bal con  D.  Nemesio  entró  al  servicio  de  éste  sin  desatender  el  de  porte- 
ría, 7  lieyó  á  casa  del  mismo  los  efectos,  ropas  y  alhajas  que  se  deta- 
llaban en  el  inventBrio  y  nota  que  acompasaba;  que  én  el  afio  1891,  el 
•  D.  Nemesio  fué  nombrado  3laestro  de  uínaide  las  Escuelas  públicas  ^iu- 
nicipales  de  esta  corte,  y  teniendo  con  tal  motivo  que  trasladar  su  do 
micilio,  convino  con  ella*en  que  seguiría  prestándole  sus  servicios,  vi- 
niéndose á  Madrid,  mediante  la  soldada  de  16  pesetas  mensuales,  y  que 
el  día  en  que  cesara  en  su  servicio  le  abonaría  en  León  una  peseta  dia- 
ria por  los  días  de  su  vida;  que  en  tales  condiciones  se  trasladó  á  esta 
corto  con  D.  liémoslo,  y  le  prestó  sus  servicios  durante  catorce  mese», 
basta  Noviembre  de  1898,  en  que  la  hizo  volverse  á  León;  y  que  D.  Ne- 
mesio no  le  había  devuelto  los  efectos  y  alhajas  expresados,  ni  le  habí-t 
pagado  los  jornales  correspondientes  á  los  catócise  meses,  ni  la  peseta 
diaria  correspondiente  al  tiempo  que  hacía  que  se  encontraba  de  nuevo 
en  León;  é  invocando  los  fundamentos  de  derecho  que  estimó  oportunoft, 
solicitó  se  condenara  á  D.  Nemesio  Alamanzón  á  la  devolución  de  los 
efectos  mencionados  y  al  pago  de  las  soldadas  correspondientos  á  los  ca- 
torce meses,  y  de  una  peseta  diaria^  á  contar  desde  1.^  de  noviembre  de 
1898  hasta  la  defunción  de  la  demandante: 

Besnltando  que  el  demandado  D.  Nemesio  impugnó  la  demanda  en 
todos  BUS  extremos,  afirmando  que  la  demandante  fué  quien  le  propuso 
continuar  á  su  servicio  cuando  se  trasladó  á  esta  corte,  exigiendo  sola- 
mente que  le  subiera  el  precio  mensual  á  30  pesetas,  sin  que  mediara 
ningún  otro  contrato  verbal  ni  escrito,  aparte  del  referente  al  pago  del 
Tfaje;  y  que  en  10  de  Noviembre  de  1898,  cuando  la  demandante  dejó 
de  estar  á  su  servicio,  le  satisfizo  sus  soldadas,  además  de  algunas  otras 
dádivas: 

Besnltando  que  sustanciado  el  pleito  por  los  trámites  correspondien- 
tes de  las  dos  instancias^  la  8ala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
esta  corto,  por  sentencia  de  9  de  Junio  de  1900  condenó  á  D.  Nemesio 
Alamanzón  á  pagar  á  la  demandante  Dofia  Ana  Laborda  desde  1.^  de 
Noviembre  de  1898  baste  su  fallecimiento  ó  baste  que  la  misma  obtenga 
el  mismo  empleo  y  sueldo  indicados»  una  pésete  ¿aria,  por  mensuali- 
¡  áskáes  vencidas,  absolviéndole  de  los  deipás  extremos  de  la  demanda: 

¡  Besnltondo  que  D.  Nemesio  Alamanzón  Prada  interpuso  recurso  de 

¡  casación  por  infracción  de  ley,  fundado  en  cinco  motivos,  alegando  en 

los  dos  primeros  lo  siguiente: 

Primero.  Que  la  Sala  sentenciadora  incurre  en  evidente  error  de  de- 
recho al  apreciar  la  prueba  en  cuya  virtud  se  afirma  la  existencia  del 
contrato  verbal  de  pensión  vltelicia,  discutido  en  el  pleito,  puesto  que 
para  la  demostración  de  tol  contrato  no  propuso  la  parte  demandante 
otra  prueba  que  lá  declaración  de  nueve  testigos,  de  los  cuales  sólo  tres, 
parientes  dos  de  ellos  de  la  demandante,  declararon  consterles  por  refe- 
rencia la  supuesta  obligación  atribuida  al  recurrente  de  dar  una  peseta 
diaria  á  la  demandante  mientras  viviera  éste  y  desde  que  cesase  en  el 
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eervicto  qae  oomo  doméstica  yino  á  prestarle  en  Madrid;  y  como  en  el 
art.  1248  del  Cédlgo  civil  se  impone  á  Jaeces  j  Tribunales  el  cnldado  de- 
evitar  que  por  la  simple  coincidencia  de  algunos  testimonios»  á  me&o» 
qae  su  veracidad  sea  evidente,  queden  resueltos  negocios  en  que  de  or- 
dinario suelen  Intervenir  escrituras,  documentos  privados  6  algún  prin- 
cipio de  prueba  por  escrito,  es  consejo  de  la  más  elemental  previsión 
y  costumbre  constante,  que  los  contratos  de  pensión  vitalicia  se  consig- 
nen en  documento  público  6  privado,  y  no  ya  por  previsión  y  costumbre» 
sino  por  exigencia  expresa  de  la  ley,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  pd- 
rrafo  último  del  art.  1280  del  Código  civil,  debió  hacerse  constar  por  lo 
menos  en  documento  privado,  el  supuesto  contrato  de  una  peseta  diaria 
de  pensión  vitalicia,  cuyo  cumplimiento  se  reclama  en  este  pleito,  por 
exceder  su  cuantía  á  los  efectos  procesales  de  1.500  pesetas,  según  la  re- 
gla de  cálculo  establecida  en  el  núm.  2.^  del  art.  840  de  la  ley  de  Enjui-  ' 
ciamiento  civil;  no  se  concibe  racionalmente  que  habiendo  la  deman- 
dante exigido  para  su  garantía  un  documento  suscrito  por  el  recurrente 
y  testigos  para  la  guarda  de  unos  efectos  de  escaso  valor,  no  exigiera  la. 
misma  ó  mayor  garantía  para  el  cumplimiento  del  contrato  discutido;  y 
no  es  ciertamente  evidente  la  veracidad  de  los  tres  testigos  que  deriven 
de  prueba  única  á  dicho  contrato  verbal,  pues  en  dos  de  ellos  concurre 
la  circunstancia  de  ser  parientes  de  la  demandante;  á  los  tres  les  consta 
lo  declarado  por  simples  referencias  de  los  interesados,  y  ninguno  ás 
ellos  manifiesta  cosa  alguna  acerca  de  cómo  y  cuándo  tuvo  efecto  el  re- 
petido contrato  verbal,  no  puede  resultar  más  patente  el  olvido  por 
^rte  del  Tribunal  sentenciador  de  la  regla  sobre  el  valor  de  la  praebi|> 
testifical  en  determinados  asuntos  establecida  en  el  citado  art.  1248  del 
Código  civil,  en  relación  con  el  659  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
cuyo  precepto  no  permite  reputar  evidente  el  dicho  de  los  tres  testigos 
indicados;  existiendo,  por  tanto,  el  error  de  derecho  que  en  recta  armo- 
nía con  el  núm.  7.^  del  art.  1692  de  la  ley  procesal,  consignaba  como 
primer  motivo  del  recurso;  y 

Segundo.  Que  la  Sala  sentenciadora  ha  incurrido  también  en  error 
dé  hecho  en  la  apreciación  de  la  prueba,  comprendido  igualmente  en  el 
núm.  7.^  del  citado  art.  1692,  al  apreciar  como  fundamento  del  fallo  una 
prueba  que  de  hecho  no  existe  en  autos,  porque  ni  se  ha  propuesto  ni  se 
ha  practicado,  toda  vez  que  en  el  considerando  primero  de  la  sentencia 
recurrida  estima  la  Sala  de  la  Audiencia  como  demostración  de  la  ex- 
presa oferta,  convenio  y  obligación  de  la  peneión  vitalicia  con  que  deci- 
diera el  recurrente  á  la  demandante  á  venir  á  prestarle  servicios  en  Ma- 
drid, las  declaraciones  conformes  de  más  de  tres  testigos  y  otros  medio» 
de  prueba  suministrados  en  el  pleito;  y  ni  los  testigos  fueron  más  de 
tres,  sino  solamente  tres  los  que,  de  nueve  interrogados  al  efecto  por  la 
demandante,  dijeron  constarles  por  referencia  la  existencia  del  conve- 
nio verbal;  ni  sobre  el  contrato  verbal  de  pensión  vitalicia  se  ha  sumi- 
nistrado en  el  pleito  y  ha  podido  por  tanto  ser  apreciada  otra  prueba 
que  la  testifical;  siendo  estos  dos  errores  de  hecho  de  influencia  decisiva 
porque  sirven  de  directo  y  fundamental  apoyo  al  fallo,  constando  en  do- 
cumento tan  auténtico  como  lo  es  el  resultando  octavo  de  la  sentencia 
del  Jusgado,  aceptado  por  la  Audiencia  y  su  corroboración,  las  actuacio- 
nes del  pleito: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  se  opuso  á  la  admisión  del  re- 
curso en  cuanto  á  los  motivos  transcritos»  y  en  su  virtud  se  mandaron 
traer  loe  autos  á  la  vista  con  las  citaciones  correspondientes. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joaquín  González  de  la  Pefia: 
Ck>nsiderando  que  contra  la  apreciación  de  la  prueba  testifical  no  se 
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d*  «1  recnrao  de  casación,  annqne  el  pleito  se  refiera  á  cuestiones  en  qne 
por  intarrenir  de  ordinario  escrituras  ú  otros  documentos  deban  cuidar 
ios  TriboAales  de  eritar  que  se  resuelya  por  la  sola  virtud  de  la  decla- 
racidn  de  testigos,  á  menos  que  su  veracidad  sea  evidente,  cual  previene 
el  art.  1248  del  Código  civil;  porque  la  apreciación  de  esa  calidad,  que 
ea  de  esencia  en  la  prueba  testifical,  está  sujeta  únicamente  á  las  rételas 
de  la  critica  racional: 

Gonaiderando  que  asi  el  motivo  primero  del  recurso  en  que  se  da  un 
alcance  que  no  tiene  al  art.  1248,  como  el  motivo  segundo  en  que  se  dis- 
cune  acerca  del  número  de  testigos  cuyas  declaraciones  pudo  tener  en 
cuenta  la  Sala  sentenciadora,  j  acerca  de  los  demás  elementos  de  juicio 
que  pudo  apreciar,  tienen  por  único  j  exclusivo  objeto  combatir  la  apre- 
ciación de  la  prueba  testifical  que  hace  la  misma  Sala  sentenciadora 
para  eetimar  como  cierta  la  existencia  del  contrato  á  que  el  pleito  se  re- 
fiere, por  lo  cual  son  inadmisibles  ambos  motivos; 

Ko  ha  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  interpuesto  por  D.  Nemesio  Alamansón  Prada  en  cuanto  á  los  moti- 
vos primero  y  segundo  en  que  se  funda,  y  se  admite  en  cuanto  á  los  de- 
más; y  pasadas  que  sean  las  copias  necesarias  para  la  publicación  de 
esta  auto  en  la  forma  que  previene  la  ley,  vuélvase  á  dar  cuenta. 

Madrid  80  de  Enero  de  i901.=JoBé  de  Aldecoa.=Ricardo  6ullón.= 
Joaquín  González  de  la  Pefia.=:Pedro  Lavln.=Ricardo  Molina.=Vl- 
cente  de  Plniés.ssTomás  Gúdal.=:Licenciado  Jorge  Martínez. 


Nüm.  Í38.— TRIBUNAL  SUPREM0.-30  de  Enero,  pub.  el  10  de  Marzo. 

Casación  por  infracción  de  leií.— Nulidad  de  testamento.—Sen- 
teocia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por 
D.  Seg:undo  Cernada  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Oviedo,  en  pleito  con  D.  Francisco 
Conder  y  otros. 
En  sa  CONSIDERANDO  único  se  establece: 

Que  son  inaplicables  el  art.  888  v  núm.  2.^  del  912  del  Código  ei- 
My  cuando^  sea  cualquiera  la  diñeulíad  que  se  ofrezca  á  los  albaceas 
pitra  dar  cumplimiento  á  la  voluntad  del  testador  en  la  forma  por 
éste  prescrita  en  cuanto  á  un  leffodo  con  destino  á  beneficencia^  no 
«aareee  la  imposibilidad  de  realisar  aquélla  en  su  parte  eseneialy 
dadas  las  facultades  conferidas  á  los  albaeeas  para  obrar  según 
proceda. 

Ba  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  80  de  Enero  de  1901,  en  los  autos  de 
juicio  declarativo  de  mayor  cuantía,  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera 
instancia  de  Oviedo  y  la  Sala  da  lo  civil  de  aquella  Audiencia  territorial, 
por  Dofia  Isabel  Díaz  Pedregal  y  García  Boel,  representada  por  su  ma- 
rido D.  Segundo  Cemuda  y  Bodríguez,  vecinos  de  Valladolid,  contra 
D.  Francisco  Conder  Moratllia,  Abogado,  vecino  de  Madrid;  D,  Gui- 
llermo Nieto  de  la  Fuente,  Escribano  de  actuaciones,  y  D.  Rogelio  Jove 
y  Bravo,  Catedrático,  vecinos  ambos  de  Oviedo,  como  testamentarios  de 
B.  Faustino  García  Boel,  sobre  nulidad  de  testamento;  pleito  pendiente 
anti  Nos,  en  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  que  ha  interpuesto 
el  D.  Segado  demuda  en  su  aludido  carácter,  representado  y  defendido 
por  el  Procurador  D.  Francisco  Miranda  y  el  Letrado  D.  José  Manuel  Pe- 
dregal; catándolo  loa  demandados  por  el  Procurador  D.  Pedro  Ganna  y 
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el  Doctor  D.  Francisco  Conder  MoratlUa,  ésto  i  la  vea  como  Letrmdo  7 
recnrrido: 

Resultando  que  en  20  de  Diciembre  de  1896,.faUeció  en  esta  Tilla  y 
corte  D.  Faustino  Garcia  Roel  y  Bodrignes,  nataral  del  pueblo  de  Ge* 
ceda — concejo  de  Nava,  Asturias— viudo  de  Dofia  Emilia  Conder  j  fio- 
gnebert,  Médico  de  profesión,  y  vecino  de  Oviedo,  en  donde  había  otor- 
gado con  fecha  1.^  de  Octubre  de  1893  testamento  ológrafo,  que  por  vir- 
tud  de  auto  del  Jues  de  primera  instancia  de  aquella  ciudad  fué  protoco- 
liaado  en  30  de  dicho  Diciembre  del  96  ante  el  Notario  de  la  misma  D.  8e- 
cnndino  de  la  Torre,  habiendo  sido  objeto  de  tal  diligencia  de  protocoli- 
zación lo  siguiente:  primero,  el  antecitado  testamento  ológrafo,  aegiUdo 
de  unas  instrucciones  dictadas  para  su  ejecución,  encerrado  aqaél  y 
éstas  en  una  plica  que  tenia  la  misma  fecha  de  1.^  de  Octubre  de  189S  y 
varias  disposiciones  obituarias  en  un  pliego  de  papel  sellado,  y  el  todo 
también  en  una  cubierta  de  papel  simple,  cerrado  y  con  una  nota  de 
pufio  y  letra  del  testador  como  la  plica,  fechada  en  80  de  Noviembre  de 
1894,  cuyo  conjunto,  formando  un  paqnete  sellado  y  lacrado,  había 
sido  depositado  por  el  D.  Faustino  en  Oviedo  en  poder  de  D.  Bogelio 
Jove  y  Bravo;  y  segundo,  los  documentos  encontrados  en  el  equipaje 
del  testador  á  su  fallecimiento  en  Madrid,  constituidos  por  copias,  .ex- 
tractos ó  adiciones  del  testamento  de  l.^de  Octubre  de  1898,  y  aun  de 
la  plica  que  lo  encerraba,  escritas  en  papel  sellado  de  pufio  y  letra  de 
D.  Faustino,  y  contenidas  en  una  cubierta,  con  nota  del  mismo  García 
Boel,  previniendo  su  apertura  y  la  forma  en  que  debía  hacerse: 

Resultando  que  dicho  D.  Faustino  Garcia  Roel  dividió  su  referida 
última  voluntad  en  dos  partes,  la  primera  de  las  cnales  snbdividió  á  su 
vez  en  cuatro  capítulos  ó  secciones,  que  contienen  lo  sustancial  de  eos 
disposiciones;  destinándose  la  otra  segunda  parte,  bajo  el  epígrafe  de 
Post  scripium,  á  señalar  diversas  reglas  fundamentales,  con  arreglo  á 
las  cuales  los  albaceas  habían  de  redactar  una  memoria  descriptiva  re- 
ferente á  los  deberes  de  los  Sindicatos  y  Corporaciones  científicos  y  pe- 
riodísticos encargados  de  cumplir  los  legados  benéficos  y  filantrópicos 
instituidos  por  el  finado,  sirviendo  esta  idea  que  se  da  en  conjunto  del 
testamento  en  cuestión  para  facilitar  su  exposición  detallada,  según  se 
pasa  á  verificar: 

Resaltando  que  en  el  primer  capítnlo  ó  sección  de  los  cnatro  en  qoe 
aparece  subdividida  la  primera  parte.  García  Roel,  despoés  de  reprodu- 
cir la  cláusula  contenida  en  la  súplica  declarando  ser  católico,  apostó- 
lico, romano  y  no  dejar  descendientes  ni  herederos  forzosos,  nombió 
testamentarios  á  D.  Franclaeo  Conder— su  sobrino—,  D.  Gnillermo  Nieto 
y  D.  Rogelio  Jove;  y  para  que  éstos— afiadió— en  cualquier  caso  dodoeo 
de  los  fines  trascendentales  que  abarcaban  las  mandas  filantrópicas  que 
disponía,  ajustasen  sus  resoluciones,  tanto  ai  espíritu  oomo  á  la  letra  de 
aquéllas,  fijó  las  líneas  generales  de  su  testamento  consignando  eatoroe 
bases  ó  reglas,  previniendo  bajo  el  núm.  5.^— puesto  que  los  cnatro  pri- 
meros no  son  más  que  iniciación  de  puntos  ó  extremos  desarrollados 
posteriormente— cía  formación  con  los  bienes  inmuebles  constituidos 
por  la  Quinta,  sms  amos,  prado  adjunto  y  ea^a  9iia  en  la  oalU  del 
Rosal,  núm.  52,  de  nn  lote  destinado  á  rifarse,  previa  licencia  del  Go- 
bierno y  redacción  de  una  memoria  descriptiva  para  aeompafiar  nn  ejem- 
plar á  cada  número  de  la  rifa,  todo  lo  cual  se  llevará  á  efecto  por  los 
testamentarios  con  arreglo  á  las  instmeciones  detalladas  en  la  mcMorla 
integrante  del  testamento  que  se  acompafiará  al  mismot;  siendo  comple- 
mento de  esta  regia  lo  contenido  en  la  sexta,  por  la  coai  dispnso  el 
finado  que,  hecha  la  liquidación  de  fincas,  seinvirnta  el  prodooto  «a  va- 
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lores  del  Banco  de  Espafia  ó  bien  de  los  que  ofrecieren  más  garantía 
entre  loa  del  Estado  ú  otros  establecimientoe  bancarlos  de  crédito  bien 
garantido  por  una  buena  administración,  formándose  con  dichos  intere- 
ses y  loa  qne  ya  poseía  el  testador,  un  capital  único,  el  cnal,  represen- 
tado en  láminas  inalienables  depositadas  en  la  Sncnrsal  en  Oviedo  del 
Banco  de  Espafia,  ha  de  subvenir  con  sus  rentas,  periódica  é  indeflnida- 
mentOy  á  todos  los  propósitos  hendeos  del  referido  testador,  quien  en  la 
i^la  ó  base  7.^  rogó  á  sus  testamentarios  que  si  un  accidente  casual  le 
impedía  ultimar  el  testamento  que  se  relaciona  ó  la  memoria  explicati- 
va, ajnatasen  sos  decisiones  á  ios  apuntes  y  borradores  qne  sobre  éste 
hallarian  en  no  peqoefia  escala  en  la  mesa  escritorio,  para  lo  cual  les 
aotoriaaba  con  las  más  amplias  facultades;  y  para  el  caso  á  que  se  re- 
fiere esta  regla,  García  Boel  previno  á  los  aibaceas  en  la  base  8.^,  que 
mientraa  nltimaban  sus  trabajos  de  liquidación  de  inmuebles  establecie- 
ran ana  marcha  distributiva  concretada  á  recoger  por  meses  y  trimestres 
las  rentas  de  las  casas  y  de  los  valores  depositados  en  la  Sucursal  del 
Baneo  de  Espafia  en  Oviedo,  para  sufragar  los  gastos  de  contribuciones 
y  entretenimientos  de  las  Ancas,  consagrando  después  lo  restante  á  la 
amortUación  ó  cumplimiento  de  los  legadps  por  el  número  de  orden  res- 
pecUTo;  teniendo  por  objeto  la  regla  9.^,  disponer  que  dichos  aibaceas 
antorisasen,  desde  luego,  á  los  legatarios  de  pensiones  vitalicias  para  el 
percibo  por  sí  mismos  en  el  Banco  de  las  rentas  trimestrales  ó  semes- 
trales, según  les  están  consignadas  en  el  documento  que  se  relaciona;  en 
la  regía  10.%  dispuso  D.  Faustino  que  cuando  los  testamentarios  tuvieren 
terminados  los  trabajos  de  liquidación  y  unificado  el  capital,  procedan  á 
dividir  la  masa  de  valores  libres  en  'nueve  partea  iguales,  de  las  que 
tres  serán  depositadas  en  la  aludida  Sucursal  del  Banco  de  España  en 
láminas  intransjeribles^  consignando  las  rentas  que  produjeren  á  favor 
del  Sindicato  ó  Junta  compuesta  del  Rector  de  la  Universidad— Presi- 
dente— ó  del  Jefe  superior  de  la  enseñanza  en  Asturias,  del  Presbítero  ó 
cura  más  antiguo  de  las  Parroquias  de  Oviedo,  del  Médico  más  antiguo 
de  la  Beneficencia  municipal,  de  dos  mayores  contribuyentes  y  filántro- 
pos ilustrados  y  de  la  Redacción  del  periódico  más  antiguo  y  de  más 
eircnlaeión  en  la  provincia  de  Oviedo,  cuyo  Sindicato  invertirá  aquella 
renta  del  modo  que  se  especificaría  en  la  memoria  ó  en  artículos  suce- 
sivos á  falta  de  ésta;  otras  tres  partes  del  capital,  según  la  base  11.% 
previno  se  depositaran  en  dicho  Banco  de  Oviedo  en  láminas  inaliena- 
bles  como  las  anteriores,  consignando  las  rentas  de  dichos  valores  á  fa- 
vor de  otro  Sindicato  ó  Junta  que  se  nombrará  en  Geceda,  pueblo  natal 
del  testador,  formada  por  el  Alcalde-— Presidente— Médico  titular  del 
Municipio,  Cura  párroco.  Maestro  de  escuela,  dos  mayores  contribuyen- 
tes de  sentimientos  humanitarios  y  los  redactores  del  periódico  más  an- 
tiguo y  de  más  circulación  de  la  provincia  citada,  entendiéndose  prohi- 
bido haeer  de  los  intereses  otro  uso  que  el  señalado  en  la  memoria  ó 
artículos  siguientes;  y  por  último,  el  propio  testador  García  Roei  pres- 
cribió en  sus  reglas  12.%  18.^  y  14.%  que  las  tres  partes  restantes  del 
capital  se  entregaran  íntegramente  en  láminas  de  valores  intransferi- 
bles, una  á  la  Real  Academia  de  Medicina  de  Madrid,  otra  á  la  Sociedad 
de  Hi^ene  de  esta  misma  corte  y  la  otra  al  Instituto  Médico  Valen- 
ciano, para  que  las  mismas  entidades,  ó  las  que  en  su  reemplazo  ó  sus- 
titución pnedan  existir  en  cualquier  tiempo  venidero,  destinen  las  ren- 
tas correspondientes  á  los  fines  indicados  en  la  memoria  ó  artículos 
sucesivos;  y  previendo  que  los  Grobiemos  intenten  alguna  vez  incautarse 
de  los  fondos  ó  rentas  otorgadas  á  los  mencionados  Centros  científicos, 
ó  disponer  su  clausura  ó  disolución,  autorizó  á  los  Sindicatos  ovetenses 
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y  de  Ceceda  para  reclamar  laa  láminas  de  valoree  legados  á  dichas  Cor- 
poraciones, con  el  fin  de  que  depositándolas  en  Oviedo  en  U  sncnnal 
del  Banco  de  £spafia  y  distribnyendo  entre  sí  las  rentas,  por  l^nalee 
partes  ambas  Juntas,  agranden  con  ellas  el  circulo  de  obras  b&oéñemm 
qne  les  están  encomendadas: 

Resaltando  qne  el  mismo  testador  dedicó  los  capitales  ó  seccione* 
segunda  y  tercera  de  la  primera  parte  de  sn  testamento  á  la  distribaeión 
taxativa  de  caudales  después  de  saldadas  las  cuentas  á  M  eorroopon- 
dientes;  y  consignando  sn  propósito'de  premiaren  primer  término  y  en 
proporción  á  sus  merecimientos  los  buenos  servicios  de  laspemonaa 
que  le  rodeaban,  designó  entre  éstas  primeramente  á  su  sobrina  adop- 
tiva Doña  Emilia  García,  haciéndola,  en  reconocimiento  á  sas  virtodee 
y  otras  cualidades,  tres  diferentes  legados,  á  saber:  ano  de  las  alhajas, 
cubiertos  y  objetos  de  plata,  cortinas,  ropas,  camas  completas,  muebles, 
vajilla,  enseres  y  existencias  de  comida  y  bebida  que  hubiere  en  la  casa 
li  otros  edificios  de  la  quinta;  otro  de  la  caja  de  valores,  con  el  dinero 
en  metálico  ó  billetes  y  joyas  que  contuviere,  exceptuando  loe  doea- 

•  mentos  de  escrituras^  titutos  de  calores  del  Banco ^  Estado^  etc.;  j  el 
tercero,  como  renta  vitalicia^  del  dinero  ó  suma  de  los  dividendos  qne 
produacan  semestral  ó  anualmente  las  cincuenta  y  dos  acciones  qne 
poseía  en  títulos  del  Banco  de  Espafia,  depositadas  en  la  Sucursal  de 
OviedOi  quedando  en  tal  concepto  destinados  exclusivamente  dichos  tí- 
tulos al  pago  de  esta  pensión  por  todos  los  días  que  dure  la  vida  de  la 
legataria,  debiendo  autorisarla  desde  luego  los  testamentarios  para  el 
cobro  por  sí  misma  de  tal  usufructo,  y  haciendo  consignar  al  propio 
tiempo  en  el  Banco  á  las  cincuenta  y  dos  acciones  mencionadas  la  nota 
ó  cláusula  de  intransferibles  para  los  efectos  ulteriores  al  óbito  de  la 
usufructuaria;  legó  también  á  Manuel  Fernández  Villa,  guarda  de  la 
quinta  y  jardinero,  además  de  las  armas  y  varias  ropas  de  uso  del  tes- 
tador, y  como  premio  á  so  lealtad  y  otras  buenas  cualidades,  la  pensión 
vitalicia  ó  usufructo  de  la  renta  que  produzcan  anualmente  80.000  pe- 
setas nominales  en  títulos  de  la  Deuda  exterior^  depositadas  por  los 
testamentarios  en  la  aludida  Sucursal  del  Banco,  con  la  cláusula  de 
inalienables^  consignando  su  producto  á  favor  del  Manuel  y  autorisán- 
dole  para  el  cobro  por  todos  los  días  de  su  vida,  implicando  los  dos  le- 
gados de  Dofia  Emilia  García  y  de  Manuel  Fernández  Villa  la  obliga- 
ción ineludible  de  permanecer  cada  persona  en  su  puesto  para  cuidar  de 
la  buena  conservación  de  la  casa  y  quinta,  hasta  la  enajenación  de  todos 
los  bienes  inmuebles,  del  modo  que  se  expresará  en  la  memoria  ó  ar- 
tículos siguientes,  y  debiéndose,  cuando  aquellos  dos  pensionados  de- 
jaren de  existir,  capitalizar  las  rentas  disfrutadas  por  ellos,  los  cuales 
se  unirían  á  la  masa  de  intereses  destinada  á  perpetuar  las  obras  filan- 
trópicas; é  hizo  otro  legado  de  3.000  pesetas^  á  título  de  premio  á  la 
virtud  del  trabajo  y  ahorro,  á  Dofia  Hortensia  Rodríguez,  residente  en 
Gijón,  declarándose  anulada  esta  manda  si  al  hacerse  la  entrega  de 
la  cantidad  á  la  Dofia  Hortensia  estuviese  casada  ó  hubiese  fallecido,  é 

.  incorporándose  aquella  suma  al  capital  de  la  herencia;  después  de  lo 
cual  hizo  constar  el  testador  que  no  exigiendo  las  condiciones  especia- 
les de  su  testamento  la  práctica  de  particiones  ni  otros  trabajos  facul- 
tativos, ni  siquiera  inventario  de  lo  existente  en  la  casa  y  quinto,  puesto 
que  estaba  ya  repartido,  restaba  solamente  proceder  á  la  formación  de 
un  capital  y  distribución  de  sus  réditos  ó  rentas,  del  modo  qne  explica- 
ría en  la  memoria;  pasando,  en  sn  virtud,  á  hacer  á  los  testamentarios 
las  mandas  que  siguen,  no  como  remuneración,  y  sí  como  recQmrdo  dis- 
pensador de  las  atenciones  inherentes  al  cargo,  á  cuyo  efecto  legó  á  sv 
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•obrino  D.  Francisco  Conder  10.000  pesetaai  á  D.  Bogelio  Joye  y  Bravo 
^.000,  á  D.  Gaillermo  Nieto  otra  igual  cantidad;  y  á  Faustino,  primo- 
génito de  éste,  y  apadrinado  del  donante,  2.500  para  un  título  profesio* 
nal;  haciendo  además  á  todos  ellos  legado  de  determinadas  alhajas, 
escoltaras,  muebles,  cuadros  y  otros  varios  objetos,  unos  de  arte  y  otroe 
de  uso  personal;  legó  además  á  su  sobrina  Dofia  Isabel  Pedregal  2.500 
pesetas  para  lutos,  é  instituyó  también  á  favor  de  las  personas  y  cen- 
tros científicos  que  se  dieran  los  legados  que  se  pasan  á  referir:  á  Dofia 
€armen  y  Dofia  Fmilia  Guisasola,  Directoras  de  un  colegio  de  nifias, 
uno  de  1.000  de  pesetas;  otro  de  5.000  á  D.  Fabriciano  Díaz  Oifnentes, 
como  recuerdo  de  amistad;  á  D.  Faustino  Huergo,  Médico  de  beneficen- 
cia provincial,  como  amigo  consecuente  y  sincero  compañero,  otro  con- 
sistente en  el  sillón,  cama  de  operaciones,  instrumentos  de  cirugía»  el 
termómetro  meteorológico  de  máxima  y  mínima  y  los  termómetros  clí- 
nicos; á  D.  Femando  Valdés,  también  como  amigo  y  comprofesor,  el 
de  la  mesa  meeániea  de  la  Exposición  de  París,  denominada  Table*90- 
letl,  con  los  enseres  complementarios;  el  de  la  escribanía  de  plata,  guar- 
dada en  el  armario  con  cristales  del  dormitorio  central,  al  Doctor  Don 
Ángel  Pulido;  al  Presbítero  D.  José  María  Sánchez  el  altar  del  Oratorio» 
casullas,  ropas  de  celebrar  misa,  misal,  vasos  sagrados  y  pila  de  plata, 
mampara  con  rejilla  para  confesar,  dos  mesitas  de  estilo  bizantino  y 
dos  reclinatorios;  el  de  1.000  pesetas  al  practicante  del  Hospital  provin- 
cial de  Oviedo,  Arambón— padre— ,  como  recompensa  á  su  honradez, 
laboriosidad  y  otras  buenas  prendas;  á  la  Biblioteca  provincial  de  Ovie- 
do, existente  en  aquella  Universidad,  el  de  todos  los  libros  útiles  anti- 
guos y  modernos— á  juicio  de  D.  Rogelio  Jove— que  hubiere  en  su  estu- 
dio, no  sólo  de  Medicina  y  Cirugía,  sino  que  también  de  diferentes 
ramas  científicas;  y  para  terminar,  á  la  Iconoteca  de  la  citada  Universi- 
dad de  Oviedo  el  del  busto  del  testador,  modelado  en  mármol  de  Ca- 
rrara  y  columna  que  le  sostiene: 

Resultando  que  dentro  de  las  aludidas  secciones  segunda  y  tercera 
hizo  el  testador  las  siguientes  prevenciones:  que  aunque  los  testamenta- 
rios no  estaban  designados  por  orden  numérico,  se  entendiera  que  ha- 
bían de  ejercer  su  encargo  mancomunadamente,  y  por  tanto  les  autori- 
zaba con  facultades  amplias  para  interpretar,  modificándolos,  los  con- 
ceptos que  aparecieran  dudosos,  salvar  las  deficiencias  si  las  hubiere, 
ú  ordenar  el  modua  faciendi  en  el  sentido  más  armónico  en  los  funda- 
mentos de  su  minuta,  de  suerte  que  puedan  ser  cumplidas  eternamente, 
á  ser  posible,  los  ideales  benéficos  filantrópicos  del  finado;  que  si  cual- 
quiera de  los  albaceas  y  legatarios  que  quedan  anotados  fallecían  antes 
que  el  testador  ó  antes  de  darse  cumplimiento  á  todas  las  cláusulas  de 
esta  disposición,  se  declarara  anulada  la  manda  respectiva,  incorporán- 
dose la  suma  de  dinero  ó  el  importe  en  venta  de  los  efectos  legados,  á  la 
masa  del  capital;  y  que  si  alguno  de  los  mandatarios  desestimase  de 
palabra  ó  obra  su  legado,  se  entendiera  que  renunciaba  á  él,  procedit^n- 
do,  en  BU  consecuencia,  los  testamentarios  al  reingreso  del  importe  de 
aquél  al  capital,  en  los  términos  indicados  anteriormente;  y  en  Iacuarta« 
7  última  sección  de  la  primera  parte  del  testamento,  cuyo  contenido  se 
viene  resefiando,  hizo  su  autoi  declaración  de  los  bienes  ó  caudales  que 
liabrán  de  destinarse  al  cumplimiento  de  su  voluntad  en  esta  forma:  pri- 
mero, una  casa  y  una  huerta,  constando  aquélla  de  planta  baja,  dos  pí- 
aos y  buhardillas,  sito  todo  en  Oviedo,  calle  del  Rosal,  demarcado  con  el 
nám.  62;  segundo,  una  quinta  en  dicha  ciudad  con  solares  en  las  dos  lí- 
neas que  dan  frente  á  las  calles  de  Santa  Susana  y  Pérez  de  la  8ñ\tk;  dos 
casas  en  esta  misma  calle  con  entresuelo,  piso  principal  y  buhardillas; 


Digitized  by  LjOOQ  IC 


14B  JURISPRUDENCIA  CIVIL 

nn  prado  cercado  y  contiguo  á  la  poaeaión;  una  casa  central  j  otras  pe- 
qnefias  construcciones;  tercero,  66  cédalas  del  Banco  Hipotecarlo  de  Es- 
palla,  estimadas  en  pesetas  nominales  26*600;  cuarto,  seis  obligaciones 
del  Tesoro  al  6  por  100,  estimadas  en  80.000  pesetas  de  valor  nominal; 
qninto,  80  títulos  del  4  por  100  amortlsable,  cuyo  valor  se  estima  nomi- 
nalmente  en  86.600  pesetas;  sexto,  8  acciones  de  tabacaleras,  entimadas 
nominalmente  en  4.000  ptas. ;  séptimo,  78  billetes  hipotecarios  de  Cnba, 
también  nominalmente  estimados  en  89.000  pesetas;  octavo,  20  titnlos 
de  la  Deada  exterior  por  nn  valor  nominal  estimado  en  228.000  pesetas; 
noveno,  60  acciones  de  empréstito  para  mercados  del  Manicipio  de 
Oviedo,  qne  producen  la  renta  anual  de  1.600  pesetas;  y  décimo,  62  ac- 
iones del  Banco  de  España;  después  de  todo  lo  cual  el  D.  Faustino  Crar- 
cía  Boel  hixo  constar  que  daba  por  anulados  sus  anteriores  testamentos, 
estableciendo  á  la  vez  que,  al  dar  por  terminado  el  antes  referido,  se  re- 
servaba ampliarlo  y  aclararlo  en  la  memoria  integral,  y  que  al  dictar 
sos  disposiciones  se  había  inspirado  en  preconcebidas  ideas  humanita- 
rias de  beneficencia,  filantropía  y  caridad,  y  separádose  de  rutinarias 
costumbres,  merced  á  las  cuales,  las  personas  acaudaladas  condensan  ó 
disocian  lastimosamente  capitales  que  podían  distribuir  con  largueza 
entre  los  propios  y  con  suficiencia,  pero  sin  prodigalidad,  entre  los  aje- 
nos menesterosos: 

Resultando  que  á  seguida  de  esta  primera  parte,  esencialmente  cons- 
tltativa  del  testamento  origen  del  presente  pleito,  aparece  una  segunda 
qne  se  encabeza  con  el  título  Post  Bcripttmi,  y  que  tiene  por  objeto,  se- 
gún se  ha  dicho,  el  señalamiento  de  las  reglas  fundamentales  sobre  que 
deberá  girar  la  memoria  encargada  por  el  testador  á  los  testamentarios 
en  razón  á  carecer  entonces  el  primero  del  tiempo  y  reposo  necesarios 
para  ello;  refiriéndose  tales  reglas,  bajo  las  letras  a  á  ^,  á  disponer  que 
el  Sindicato  de  Oviedo  empleará  los  fondos  de  su  legado  en  adjudicar 
premios  á  las  mejores  monografías  acerca  de  Moral  universal,  hacer  pu- 
blicar, bajo  las  bases  de  estos  trabajos,  cartillas  higiénico- morales,  cos- 
tear carreras  y  títulos  profesionales  á  estudiantes  pobres  y  de  talen- 
to, etc.,  etc.;  bajo  la  letra  h,  á  prevenir  que  tal  empleo  respecto  al  Sindi- 
cato de  Ceceda  consista  en  premios  á  los  Maestros,  subvención  al  Mé- 
dico municipal,  etc.,  etc.,  y  bajo  los  letras  e,  j,  /r,  á  ordenar  que  la  Beal 
ikcademia  de  Medicina,  la  Sociedad  de  Higiene  de  Madrid  y  el  Instituto 
Médico  Valenciano,  destinen  el  producto  de  sus  respectivas  láminas  á 
premiar  á  los  autores  de  determinados  trabajos  científicos  merecedores 
áe  tal  recompensa,  á  juicio  de  aquellas  Corporaciones,  estando  destinada 
la  regla  comprendida  en  la  letra  ¿,  á  prevenir  á  los  testamentarios  que 
cuando  hubieren  ultimado  todo  lo  relativo  á  mandas  y  legados  con 
arreglo  á  lo  especificado  en  otra  parte— la  primera—  procurando  reali- 
zarlo en  un  plazo  que  no  excediere  <^e  dos  ó  tres  años,  deberán  proceder 
á  depositar  en  la  Sucursal  del  Banco  de  España  en  Oviedo  las  láminas 
de  valores  intransferibles  correspondientes  á  los  Sindicatos  de  dicha 
ciudad  y  Ceceda,  y  á  enviar  á  la  Beal  Academia  de  Medicina  de  Madrid, 
á»la  Sociedad  de  Higiene  Española  de  esta  corte  y  al  Instituto  Médico 
Valenciano  las  láminas  intransferibles  |>ertenecientes  á  sus  legados  res- 
pectivos en  unión  de  las  copias  de  disposiciones  testamentarias  á  que 
deben  atenerse  para  la  inversión  de  la  renta  producida  por  aquellos  va- 
loree; y  qne  después  de  estos  preliminares  deberán  constituir  las  Jun- 
toM  ó  Sindicatos^  entregando  la  documentación  original  y  de  actuacio- 
nes al  Sindicato  ovetense  y  copia  de  todo  al  de  Ceceda,  á  fin  de  que 
estáis  Juntas  se  encarguen  definitivamente  del  cumplimiento  de  los  de- 
beres que  les  incumben;  siendo,  por  último,  determinación  de  la  regla 
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letr*  m,  que  el  gobierno  7  «dminutración  de  las  institncionee  benófícM 
eorrresponde  á  loe  referidoe  Sindicatoe  7  Academiae,  con  rajeción  á  lo 
éiapn^mto  en  lae  cláuBolae  testamentaiiaB  7  artícnloe  que  ee  relacionan 
á  continnacióni 

Resaltando  que  en  éetos,  qne  son  catorce,  se  coneigna  en  enstancia: 
qne  el  cargo  de  Vocal  del  Sindicato  será  voluntario  7  gratuito;  qae  el  Pre- 
Bidente  conirocará  á  sesión  caando  lo  estime  ó  solicito  algún  Vocal;  qne 
eerá  cargo  del  Secretario  Contador  llevar  los  libros  de  contabilidad,  ex- 
tender lae  actas  7  desempefiar  las  demás  f  andones  qne  se  le  encomien- 
den; que  los  Sindicatos,  bajo  la  inspección  de  la  prensa,  ínncionarán  re- 
preeentando  á  la  fundación  en  todos  los  actos  en  que  deba  intorvenir,  7 
también  en  juicio  si  fuere  preciso,  percibiendo  los  intereses  que  produz- 
can ice  capitales  7  distribu7Óndolos  según  lo  ordenado  por  el  testador, 
fijando  loe  gastos  de  Secretaría,  material  7  prensa,  con  facultad  de  nom- 
brar ó  separar  al  Secretario  Contador,  que  asistirá  á  las  Juntas  sin  vos 
ni  Toto;  que  los  Sindicatos  velarán,  á  la  vez  que  por  la  conservación  del 
capital,  por  el  aumento  de  los  intereses  consagrados  á  fines  benéficos, 
redneiendo  todo  lo  posible  los  gastos  de  Secretaria,  material,  eto.,  7  ce- 
lebrando las  Juntas  en  local  gratuito,  donde  un  escribiente  pueda  desem- 
pefiar la  Secretaria  por  una  retribución  módica;  que  para  el  percibo  de 
las  rentas  ó  dividendos,  previa  cuenta  corriente  en  la  Sucursal  del 
BaneOy  ae  darán  á  conocer  á  este  Establecimiento  las  firmas  del  Presi- 
dente, Vocales  7  Secretarios  de  cada  uno  de  los  Sindicatos  de  Oviedo  7 
Cofoda,  toda  vez  que  cada  talón  ó  recibo  debe  llevar  las  firmas  del  Presi- 
dente, Vocal  7  Secretario  respectivo  de  cada  Sindicato,  debiéndose  cum- 
plir anualmente  los  fines  del  testador  con  los  intereses  en  cuenta  co- 
rriente desde  el  año  anterior  inmediato,  fijando  al  efecto  las  Juntas  los . 
gastos  con  los  ingresos;  que  si  en  el  porvenir  caducase  ó  cambiara  de 
nombre  el  Banco  de  España,  deberán  recogerse  por  los  Sindicatos  las 
láminas  intransferibles  7  se  depositarán  en  el  Establecimiento  banca- 
rio  qne  le  su8titn7a  ó  inspire  más  confianza  7  seguridad,  exigiendo 
igoales  garantías  de  conservación  del  capitel  que  en  el  primero;  que  el 
representante  de  la  prensa  no  podrá  excusar  jamás  la  asistencia  á  las 
sesiones  del  Sindicato,  toda  vez  que  se  halla  encargado  de  la  publicación 
inmediata  de  sus  acuerdos,  desempeñando  la  Bedacción  del  periódico  las 
funciones  de  monitor  7  fiscal  de  la  institución  benéfica  del  Doctor  Boel, 
no  sólo  con  referencia  á  los  intereses  confiados  á  los  Sindicatos  de 
Oviedo  7  Oeceda,  sino  que  de  los  que  con  iguales  fines  se  otorgan  á  los 
centros  eientífiGoe  de  Madrid  7  Valencia;  qne  á  este  efecto  anunciará 
todos  los  años  los  premios  señalados,  7  hará  la  apología  de  los  agracia- 
dos qne  fueren  dignos  de  ellos;  7  que  estendo  llamada  la  propaganda 
que  con  tales  motivos  debe  hacer  la  prensa  á  girar  dentro  de  un  círculo 
bomuitario,  7  debiendo,  por  lo  tanto,  ser  lo  más  graciosamente  posible, 
proponía  se  la  recompensase  con  600  á  760  i>esetas  anuales,  inclu7endo 
los  trabajos  extraordinarios  7  salvo  el  parecer  del  Sindicato: 

Besnltaado  que  entre  las  reglas  que  ahora  se  mencionan  existen  al- 
gnnas  relativas  á  la  liquidación  de  bienes  inmuebles  apuntada  en  la 
parte  primera — regla  6.^  del  apartado  primero — 7  hallándose  éste  directa 
y  prindpahnento  relacionada  con  la  cuestión  del  día,  se  hace  mención 
especial  de  aquellos  artículos,  que  dicen  textualmente:  <D.  F.  Conder, 
ó  en  su  defecto  el  testamentario  D.  B.  Jove,  que  obtenida  la  licencia 
para  rifar  los  expresados  bienes,  redacten  un  programa  iutorcalado  con 
fotograbados  para  encarecer  la  importancia  del  lote  constituido  por  las 
fincas,  detallando  la  exposición  de  la  quinta  al  SO.  de  la  ciudad— Oviedo 
— Y  BU  emplazamiento  entre  cuatro  calles  de  la  misma,  las  buenas  con- 
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diciones  cUmatológioM  de  lasoaa,  la  ezeeleale  diatribndón,  aondicionM 
higiénica*»  eztenaióii,  buen  gasto  arqnitactónioo,  solidea  7  oomodidadM 
para  la  vida  qiia  ofnoe  la  casa  habitación  instalada  en  medio  da  fteado- 
sos  Jardines,  la  forma  de  parque  á  la  inglesa  de  la  posesión  donde  casi- 
pea  la  arquitectura  paisajista,  con  profesión  de  elegante  estatoaria,  fuen- 
tes de  snrtidor,  glorietas,  gratas,  miradores  que  dominan  extensas  vis- 
tas, canastas  yariadas  7  maciaes  de  flores  en  la  más  lata  abondancia, 
pabellones  campestres,  cuadras,  cochera,  frutero,  etc.,  etc.,  á  lo  caal 
debe  agregarse  la  namerosa  plantación  de  árboles  frótales  7  la  rica  ca- 
leoción  de  árboles  7  arbastos  decorativos  de  hoja  permanente  qae,  dise- 
minados artísticamente  en  Tariados  sitíos  de  la  posesión,  bosquejan  ea- 
cenas  campestres  agradables  7  constituyen  un  jardín  permanente  maU- 
aado  de  flores  7  follaje  en  verano,  invienio  7  estaciones  intermedias;  de 
dicho  programa  se  tirarán  135.000  ejemplares  é  igual  ntkmero  de  WI0- 
tes  que  jugarán  en  la  lotería  que  se  determine  dentro  de  un  plaio  que  no 
baje  de  dos  aftos,  á  fin  de  alcanaar  la  venta  ma70r  que  sea  dable  dentro 
y  fuera  de  Espafia;  cada  billete  irá  acompafiado  de  un  pronraBia  para  la 
venta;  100.000  documentos  de  esta  clase  se  expenderán  en  Espafia  7  do- 
minios de  ultramar,  7  26.000  entre  Portugal,  Francia,  Inglaterra,  Italia, 
Alemania  7  Repúblicas  hispano  7  norteamericanas;  el  precio  de  cada 
billeie  7  programa  s«á  de  den  peseta»  oro  fuera  de  Espafia,  7  en  ósta 
de  la  moneda  corriente;  los  ejemplares  destinados  á  Francia,  ^giaterra, 
Italia  7  Alemania,  podrán  editarse  en  idioma  francés,  núm.  9;  si  entre 
los  números  no  véfídidos  recAjere  la  suerte  6  lotería,  procederán  ||a 
testamentarios  á  nueva  rifa  ó  venta,  según  crean  más  ventajoso  para  el 
objeto  del  testador;  el  testamentario  que  desempefie  estos  trabajos  de  li- 
quidación, deberá  percibir  el  2  por  100  del  capital  reauitante,  drápués  de 
deducidos  todos  los  gastos  de  imfHresión,  fotograbados  7  demás  que  aaa 
preciso  para  obtener  la  suma  absoluta  que  ha  de  invertirse  en  valores  del 
Banco  7  depositados  en  el  mismo  con  la  cláusula  de  láminas  intrems* 
Jerihles;  en  todas  estas  operaciones  obrarán  siempre  de  acuerdo  eon  los 
tres  testamentarios;  7  décimo,  debiendo  producir  la  ma70r  economía  en 
las  actuaciones  de  liquidación,  encargo  á  los  albaceas  que  recaben  del 
Gobierno  Reales  órdenes  disponiendo  que  los  Cónsules  de  las  Naciones 
extranjeras  adonde  deban  expenderse  billetes  de  la  rifa  benéfica  se  en- 
carguen de  la  venta,  recaudación  7  remisión  del  dinero  á  los  teetanran- 
tarios  de  Oviedo,  para  que  cumplan  la  voluntad  7  fines  oportunamente; 
en  otro  caso  obrarán  los  albaceas  según  proceda>;  quedando  con  esto 
expresado  cuanto  D.  Faustino  García  Roel  dispuso  en  su  última  7  final 
voluntad,  la  cual,  mediante  ía  impugnación  formulada  por  la  sobrina  7 
legataria  de  aquél,  Dofia  Isabel  Días  Pedregal,  ha  dado  margen  al  pleito 
7  recurno  de  casación  de  que  se  trata:  | 

Resultando  que,  con  efecto,  la  misma  Dofla  Isabel  Días  Pedregal  7  | 

García  Roel  7  en  su  nombre  su  marido  D.  Segundo  Cemuda,  formuló  en 
3  de  Junio  de  1896  ante  el  Juagado  de  primera  instancia  de  Oviedo,  de-- 
manda  de  juicio  declarativo  de  ma7or  cuantía  contra  D.  Francisco  Óon- 
der,  D.  Guillermo  Nieto  7  D.  Rogelio  Jove,  como  testamentarios  de  I>on  i 

Faustino  García  Roel,  con  la  súplica  de  que  se  declarase  en  definitiva 
nulo  el  testamento  ológrafo  otoi^^o  con  fecha  1.^  de  Octubre  de  189S,  ' 

7  en  su  consecuencia,  disponer  que  dichos  testamentarios  hagan  entrega 
á  la  demandante  de  todos  los  bienes  muebles,  inmuebles,  valores  7  efec- 
tos que  constitU7en  la  herencia  de  dicho  finado,  con  los  frutos  7  rentas 
que  hayan  producido  desde  el  fallecimiento  del  testador,  7  si  á  esto  no 
hubiere  lugar,  que  se  declare  nulo  7  sin  efecto  el  legado  con  destino  á 
las  instituciones  benéficas  y  que  se  entreguen  á  la  actora  los  bienes  ia- 
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-msebl^e,  <}ae  oMiflisten  en  la  qainta  eitnada^n  1*  e«ll6  de  Peres  de  Ui 
^8al«»  de  Im  ciudad  de  Oviede»  eon  ene  oasM,  prado  adjunto  y  eaea  núttevo 
M  da  lii  ealle  del  Boeal,  oon  loa  írutoe  y  rentas  prodooldoe  deede  el  fa- 
HeetmiMite  de  Boel,  imponteodo  las  eestaa  á  loe  teetamentarloe;  á  oaya 
demanda,  en  la  ^e  por  otrosí  formulé  Incidente  de  pobresa,  aeompafió 
difenntea  dooomentos,  á  saber:  partidas  de  nacimiento  y  defnnclón  de 
Don  FaostlttO  Gareía  Roel  y  de  so  hermana  Dofia  María  de  la  Oonoep* 
éUm;  huB  de  nacimiento  de  la  hija  de  ésta  ó  sea  la  actora  Dofla  Isabel 
Dfas  Fadregal,  y  de  matrimonio  de  la  última  con  D.  Segando  Cemada, 
eertlftcmclán  del  acto  conciliatorio  intentado  con  D.  Rogelio  Joye  y  Don 
Guillermo  Nieto,  y  copia  simple  del  testamento  ológrafo  del  D.  Faostlne, 
qva  <|neda  relacionado  en  los  precedentes: 

Resultando  que  dicho  D.  Segnndo  Cemada  refirió  en  sa  aludido  es- 
crito de  demanda  el  falleeimiento  de  D.  Faustino  Garda  Boel,  enaso 
en  lo  ínndamental  lo  diepuesto  por  éste  en  su  testamento,  hiso  la  ad?er- 
tencAa  de  que  el  valor  de  los  bienes  destinados  á  la  rifa  no  excede  segn- 
ramente  de  160.000  pesetas,  y  consignó  que  la  demandante  Dofia  Isabel 
Blas  Pedregal  es  hija  de  Dolía  María  de  la  Concepción  García  Boel,  her- 
maii»  del  D.  Faustino,  y  por  lo  tanto,  pariente  en  tercer  grado  del  testa- 
dor; deapoés  de  todo  lo  cual,  se  alegó  sustancialmente:  que  es  un  hecho 
derto  ó  indudable  que  todo  el  contenido  del  tei^mento  ológrafo  de  Don 
Faostino  García  Boel  no  está  escrito  de  pufio  y  letra  de  éste,  puesto  que 
á  simple  vista  se  aprecia  en  dicho  documento  ser  la  tinta  empleada  en 
an  primera  parte  diferente  de  la  usada  en  la  segunda  y  distinto  el  carác- 
ter de  letra;  que  para  que  sea  válido  el  testamento  ológrafo,  ha  de  estar 
eecfito  todo  por  el  testador,  y  la  falta  de  este  requisito  en  el  de  D.  Faus- 
tino Implica  su  nulidad,  según  el  art.  688  del  Código  civil;  que  habiendo 
íalleeldo  García  Boel  sin  designar  ni  dejar  heredero  y  sin  que  le  hayan 
sobrevivido  ascendientes  ni  descendientes,  su  pariente  colateral  más 
liimedlnto  dentro  del  sexto  grado,  Dofia  Isabel  Días  Pedregal  y  García 
Boel,  ee,  por  ministerio  de  la  ley,  la  llamada  á  sueederle,  conforme  á  la 
diapúeeto  por  dicho  Código  en  su  art.  846;  que  los  Sindicatos  de  Oviedo 
j  Oeoeda,  creados  por  el  testamento,  son  Asociaciones  que,  por  no  estar 
motorizadas  ó  reconocidas  por  la  ley,  carecen  de  capacidad  para  suceder « 
COA  arreglo  al  art.  746  del  propio  Código  civil;  que  éste  en  su  art.  748 
dispone  que  la  Institución  hecha  á  favor  de  un  Establecimiento  pdblico, 
bajo  eeadidón  ó  imponiéndole  un  gravamen,  sólo  será  válida  si  el  Oo- 
iMemo  lo  aprue/ba,  y  por  lo  mismo,  mientras  no  ocurra  esto  carecen  de 
Talor  las  instituciones  benéficas  establecidas  por  García  Boel;  que  segán 
lo  qoe  aquel  cuerpo  legal  previene  en  el  art.  888,  cuando  el  legado  no 
^engn  efecto  por  cualquier  causa,  se  refundirá  en  la  masa  de  la  herencia, 
y  eeto  es  lo  que  procede  en  el  presente  caso  por  ser  Irrealisable  la  rifa 
on  la  forma  establecida  por  el  testador,  que  según  la  Instrucción  de  35 
de  Felmro  de  1698,  las  rifas  podrán  concederse  con  sujeción  al  decreto- 
ley  de  20  de  Abril  de  1876,  Instrucción  de  36  del  propio  mes  y  afio  y  le- 
yee  de  II  de  Julio  de  1877  y  81  de  Diciembre  de  1881;  si  bien  conforme 
al  ait.  60  de  la  ley  de  Presupuestos  de  1887,  en  lo  sucesivo  únicamente 
ee  permitirán  y  serán  legales  las  rifas  cuyos  premios  sean  á  pagar  en 
-metálico  y  cuyos  sorteos  se  sometan  á  los  de  la  Lctería  Nacional,  que- 
•dando,  por  tanto,  prohibidas  todas  las  que  no  reúnan  las  dos  condicio* 
nes  espresadas;  que  sometiéndose  la  rifa  á  dicha  lotería,  no  es  posible 
que  jueguen  los  136,{>00  números  determinados  por  el  testamento,  pues 
«B  los  sortees  de  la  Nacional  no  excede  de  63.000,  cuando  más,  el  nú- 
naero  de  billetes;  que  por  lo  mismo  es  imposible  se  obtenga  el  fabu- 
loso producto  que  se  proponía  el  testador  y  fracasan  por  su  base  las  ins- 
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titüciones  benéficas,  á  cansa  de  no  rennirae  los  fondos  necesarios;  qn» 
tampoco  es  reallsable  la  rifa,  porque  en  PortnKal,  Francia,  Inglaterra, 
Italia,  Alemania  y  Bepúblicas  americanas  no  están  permitidas  las  lote- 
rías, mAxime  si  son  extranjeras,  en  cnyo  caso  también  están  prohibida» 
en  Espafia;  j  últimamente,  qne  resulta  nn  imposible  legal  ik  dieposi- 
eiótt  testamentaria,  aparte  de  las  insuperables  dificultades  materiales 
qne  fácilmente  se  ve  existían  para  su  realisación  y  éxito  apetecido: 

Resultando  qne  el  Juagado  de  0?iedo,  á  la  ye%  que  tuvo  por  presen- 
tada la  demanda,  acordó  se  esperase  para  darle  curso  á  que  recayese  ej»- 
eutoria  en  el  incidente  de  pobresa;  y  habiendo  sido  resuelto  en  sentencia 
firme  dictada  en  6  de  Julio  de  1897  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Andien- 
de  aquel  territorio,  declarando  pobre  en  sentido  legal  á  la  Dofia  Isabel 
Díaa  Pedregal  y  García  Roel,  se  confirió  traslado  con  emplasamiento  de 
la  demanda  por  ésta  deducida  á  los  testamentarios  de  D.  Faustino  Gar- 
cía Boel,  compareciendo  en  este  concepto  en  3  de  Diciembre  de  1898,. 
D.  Francisco  Conder  Moratilla,  D.  Guillermo  Nieto  de  la  Fuente  y  Don 
Rogelio  Jove  y  Brayo,  quienes  en  su  escrito  de  contestación  suplicaron 
fuese  desestimada  en  todas  sus  partes  dicha  demanda,  absolviéndoles- 
de  ella  con  imposición  de  costas  á  la  parte  actora;  presentando  con  tai 
escrito  varias  copias  fotográficas  reproductivas  de  los  siguientes  docu- 
mentos: primero,  primera  página  del  testamento  ológrafo  de  D.  Faustino 
Gaccía,  otras  dos  páginas  intermedias  del  mismo  testamento  y  la  pá- 
gina última  que  contiene  la  firma  del  testador  y  el  principio  de  la  me- 
moria ó  Posi  9eriptum;  segundo,  tres  páginas  de  este  llamado  en  la  de- 
manda segunda  parte  del  testamento;  tercero,  la  última  página  de  una 
instancia  dirigida  por  Roel  al  Gobernador  en  28  de  Mayo  de  1881;  cuarto, 
las  dos  primeras  páginas  de  otras  dos  instancias  dirigidas  por  el  misma 
García  Roel  á  la  Diputación  en  16  de  Enero  y  24  de  Mayo  de  1882;  quinto, 
primera  y  última  página  de  una  instancia  dirigida  por  el  D.  Faustino  ai- 
Ayuntamiento  de  Oviedo  en  7  de  Febrero  de  1880;  y  sexto,  última  pá- 
gina de  otra  solicitud  elevada  por  el  mismo  á  dicha  Corporación  en  22  de- 
Octubre  de  1881 ;  presentándose  además  varias  cuartillas  escritas  de  pufio 
y  letra  del  testador,  conteniendo  borradores  referentes  á  memorias  tes- 
tamentarias: 

Resultando  que,  en  apoyo  de  sus  pretensiones,  alegaron  en  síntesis 
los  testamentarios  demandados:  que  la  actora  Dofia  Isabel  Días  es  efec- 
tivamente, según  aparece  de  los  documentos  acompafiados  á  su  demanda, 
pariente  en  tercer  grado  del  testador,  si  bien  ha  callado  cuidadosamente* 
qne  tiene  un  hermano  llamado  Eduardo  Arenal  García,  que  no  compa- 
rece en  la  demanda,  habido  de  la  madre  común  de  ambos  Dofia  MÚía 
de  la  Concepción  García  Roel,  en  sus  primeras  nupcias  con  D.  Manuel 
Arenal;  qne  lo  protocolisado  con  relación  á  la  última  voluntad  de  Don 
Faustino  Gkurcía  Roel  es  lo  que  queda  referido  al  principio  de  los  prece- 
dentes; que  el  hecho  de  que  dos  partes  de  un  documento  estén  formadas 
con  tintas  diferentes  no  es  bastante  para  poderse  afirmar  como  cosa 
cierta  é  indudable,  cual  lo  establece  dicha  parte  actora,  que  el  documento 
esté  escrito  por  dos  personas;  que  el  testamento  en  cuestión  puede  estar 
escrito  por  una  sola  mano,  aun  cuando  una  de  sus  partes  lo  haya  sido 
con  letra  de  carácter  latino  y  la  otra  de  carácter  gótico;  que  en  el  aeto 
de  la  apertura  del  testamento  ante  el  Juagado  de  Oviedo  comparecieron 
dos  compafieros  de  profesión  y  amigos  íntimos  del  testador  y  el  Direc- 
tor del  establecimiento  de  Beneficencia  donde  aquél  sirvió  tantos  afios, 
y  los  tres  reconocieron  como  de  García  Roel  los  documentos  que  el  Jua- 
gado les  exhibía;  que  la  plica,  y  primera  y  segunda  parte  del  testamento- 
estto  escritas  en  siete  pliegos  de  papel  sellado,  que  llevan  números  co- 
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Trela.tiyo8,  ó  se»  desde  el  1.288.694  al  1.288.600,  amboe  inclnsiyes,  d^ 
movismiido  eete  haberse  comprado  al  mlamo  tiempo  y  por  ana  mlama 
persona  conocedora  de  eete  requisito  del  testamento  ológrafo;  que  aun 
-coaado  no  existiesen  otras  pruebas  dé  la  autenticidad  del  testamento 
impagoado,  siempre  habría  nna  indadable,  cual  es  la  del  cai^cter  del 
testador,  ya  qne  cuantos  le  han  conocido  no  podrán  menos  de  afirmar 
<como  BOgnro  qne  D.  Faustino  García  Boel  no  hubiera  jamás  confiado  á 
nadie  el  secreto  de  su  última  voluntad;  que  estas  y  otras  consideraciones 
reTelan  sin  ningún  género  de  duda  que  la  letra  de  la  primera  y  segunda 
«parte  del  testamento  de  que  se  trata  son  del  mismo  puño,  y  todo  él  de 
manodel  testador,  según  declaraciones  indubitadas  hechas  por  el  mis- 
mo; que  no  son  solamente  l^s  bienes  inmuebles  los  que  el  testador  de- 
dica á  algunos  legados  y  á  la  institución  de  yarias  obras  benéficas,  por- 
qae  según  la  cláusula  8.^,  sección  1.^  del  testamento,  los  legados  se  pa- 
garán con  las  rentas,  y  para  aquellas  instituciones  de  beneficencia  se 
rifarán  los  inmuebles,  y  unido  su  producto  á  los  demás  bienes  de  la  he- 
rencia, se  dividirá  el  todo  en  nueve  partes,  convertidas  en  láminas  in- 
transferibles, cuyos  intereses  se  destinarán  á  tales  obras;  que  los  lega- 
dos no  son  cargo  del  capital,  sin  significar  la  rifa  otra  cosa  distinta  de 
nn  medio  de  liquidar  aquellos  bienes,  unificando  así  el  capital  relicto; 
que  no  es  tampoco  cierto  que  los  inmuebles  destinados  á  la  rifa  valgan 
menos  de  160.000  pesetas,  pues  han  sido  tasados  pericialmente  hace  poco 
tiempo  en  más  de  226.000;  y  que  la  rifa  dispuesta  por  el  testador  sólo 
implica  una  forma  de  liquidación  de  parte  del  capital  dejado  con  destino 
4  las  instituciones  de  instrucción  y  beneficencia,  cuya  forma  fué  preve- 
nida para  el  caso  de  ser  autorizada,  pudiendo  modificarse  por  los  testa- 
mentarios; invocando .  éstos  después  de  los  hechos  expuestos,  y  entre 
otros  fundamentos  úp  derecho,  los  artículos  87,  88,  668,  6G8,  688,  744  á 
746,  768,  764  y  912  del  Código  civil;  la  jurisprudencia  de  este  Tribunal 
Supremo,  con  varios  de  ellos  relacionada;  el  art.  198  del  Código  penal  y 
la  Beal  orden  de  26  de  Junio  de  1886,  declarando  que  las  fundaciones 
que  tienen  por  objeto  atenciones  ó  servicios  de  enseñansa  con  carácter 
de  perpetuidad,  se  hallan  perfectamente  dentro  de  las  leyes  generales 
del  Beino: 

Besnltando  que  recibido  el  pleito  á  prueba  mediante  haber  renunciado 
la  actora  á  la  réplica,  desestimó  el  Juagado  como  impertinente  parte  de 
ia  que  aquélla  propuso  y  se  practicó  la  restante,  así  como  la  interesada 
de  contrario,  resultando  de  los  elementos  probatorios  aportados  al  pleito 
por  nna  y  otra  parte  litigante,  según  se  consigna  en  la  sentencia  recu- 
rrida; que  á  instancia;^  de  la  demandante  se  unió  á  los  autos  la  partida 
de  bautismo  de  un  nifio  llamado  Eduardo,  hijo  natural  de  Dofia  María 
de  la  Concei>ción  García  Roel;  una  certificación  de  la  Dirección  general 
del  Tesoro,  acreditativa  de  que  el  sorteo  celebrado  en  28  de  Diciembre 
de  1898,  tmico  que  tuvo  el  carácter  de  extraordinario,  constó  de  66.000 
billetes  de.  Lotería,  y  copia  compulsada  del  testamento  ológrafo,  limi- 
tada á  los  pliegos  que  contenía  la  plica  de  1.^  de  Octubre  de  1898;  que  á 
propuesta  de  la  misma  parte  actora  declararon  dos  testigos,  que  mani- 
festaron que  sabían  por  referencia  que  dicha  actora  es  sobrina  camal 
de*D.  Faustino  García  Boel;  que  á  instancia  de  los  demandados  se  prao- 
tloó  también  la  prueba  siguiente:  primero,  unión  á  los  autos  de  una  cer- 
tificación de  la  Real  Academia  de  Medicina  de  Madrid,  de  la  cual  aparece 
haber  adquirido  cuatro  legados  con  la  autoriaación  del  Gobierno;  segun- 
do, incorporación  á  las  actuaciones  de  otro  certificado  de  la  Sociedad 
Espafiola  de  Higiene  de  Madrid,  en  que  se  insertan  los  artículos  1.^  y  80 
de  loe  eetatutoB  por  que  se  rige  aquella  Sociedad,  aprobados  por  Beal  or- 
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dan  de  12  de  Septiembre  de  1881,  en  cayee  aiÜcnlOB  ee  previene  que  !•. 
Sociedad  de  referenciA  paede  reciUr  por  sí  y  ein  aotoriseoión  del  €ro- 
biemo  tod»  Glaee  de  doiMtivoe;  tercero,  isnelmente  naión  á  lee  eato»  de 
otra  oertificacióii  expedida  por  el  Xnatitnto  Médico  Valeneiano,  haetoBdo- 
oonatar  qae  como  Gorporación  particular  no  neceeita  aatoriieeiéii  del 
Gobierno  para  recibir  donativoe,  y  así  ha  venido  encediendo  con  loe  de 
D.  Joaquín  Serrano  y  D.  Joaquín  Rodrigo,  óete  dorante  en  vida  y  aqaél 
mediante  testamento;  cnarto,  haberse  hecho  constar  en  loa  antes,  lae- 
diante  testimonio  expedido  en  compnlsa,  el  acta  de  apertura  del  testa* 
mentó  ológrafo  de  D.  Faustino  García  Boel  y  declaraciones  preetadae 
por  D.  Faustino  Huergo,  D.  Fernando  G.  Valdós  y  D.  Sabino  Aaíneulo»  i 

Médicos,  y  el  último,  además.  Director  del  Hospital  Provincial,  qniene» 
ateetigoaron  la  identidad  del  documento,  por  conocer  la  letra  y  finan, 
del  testador;  y  quinto,  haber  declarado  D.  Armando  Alvares  Pedraaa, 
Corredor  de  Oomercio,  por  cuya  circunstancia  recogió  firmas  de  Garda 
Koel,  el  cual  era  también  Médico  del  padre  del  declarante  D.  Manuel 
Alonso  Alvares,  administrador  que  fué  cinco  ó  seis  afios  del  D.  Fausti- 
no, y  D.  Casimiro  Santa  Marina  Valle,  Farmacéutico,  que  veía  receta»- 
y  planes  facultativos  del  mismo  Roel,  reconociendo  por  ellos  su  letra^ 
cnyoe  testigos  manifestaron  tener  como  de  aquél  la  del  testamento, 
memoria  testamentaria  y  demás  documentos  protocolisados  en  la  Nota- 
rüi  de  la  Torre,  así  como  también  los  borradores  presentados  por  los  de« 
mandados  con  la  contestación  á  la  demanda;  y  que  á  petición  de  ambas 
partes  se  practicó  reconocimiento  judicial  y  dictamen  de  peritoe;  en 
cnanto  al  primero,  el  Juzgado,  con  los  Abogados,  Procuradores  y  peritoe 
se  constituyó  en  la  Notaría  de  D.  Secundino  de  la  Torre,  y  exhibido  el 
protocolo  de  1806,  tomo  4.®,  donde  se  contiene  el  testamento,  memoria» 
y  testamentos  subsidiarios  de  D.  Faustino  Garcíal  Boel,  y  examinados 
por  el  Jues,  apreciando  que  á  primera  vista  se  nota  que  la  tinta  de  la 
primera  parte  del  testamento  es  más  clara  que  la  empleada  en  la  segun- 
da; el  rayado  de  las  páginas  hecho  con  lápis  es  también  más  estrecho,  ó 
dejado  menos  espacio  en  la  segunda  que  en  la  primera  parte;  obeervando 
en  la  letra  la  diferencia  del  tamafio  ó  altura,  que  es  mucho  menor  en  la 
segunda  parte  que  en  la  primera  del  testamento,  correspondiendo  á  la. 
menor  ó  mayor  anchura  del  rayado,  reconociendo  en  aquel  acto  el  Abo- 
gado de  la  demandante,  y  para  los  efectos  del  cotejo  de  letras  sólo  corno- 
indubitada,  y  en  la  segunda  parte,  que  comienza  Post  seriptum  de  lo» 
seis  pliegos  del  testamento,  que  estaban  encerradas  en  la  cubierta  ó  pli- 
ca; reoonociéndose  asimismo  en  los  Archivos  de  la  Diputación  provin- 
cial y  Ayuntamiento  los  documentos  siguientes:  una  instancia  dirigida 
al  Gobernador  civil  de  la  provincia  en  28  de  Mayo  de  1881,  suscrita  con 
la  firma  de  Faustino  Roel;  otra  de  6  de  Enero  de  1882  dirigida  á  la 
misma  Corporación,  suscrita  con  igual  nombre  y  apellido,  ambas  con 
decreto  marginal  y  sello  del  Registro;  otra  de  24  de  Mayo  del  propio  afio 
con  decreto  marginal  dirigido  á  dicho  Centro;  varias  hojas  de  reconoci- 
miento de  quintos  de  9  de  Septiembre  de  1867,  correspondientes  al  Con- 
cejo fie  Castrillón,  suscritas  con  el  nombre  de  Faustino  Roel;  otra  de  7 
de  Febrero  de  1880,  que  sirve  de  base  al  expediente,  y  otra  de  22  de  Oc- 
tubre de  1881,  que  corre  con  un  oficio,  teniendo  ambas  decreto  marginal 
y  hallándose  dirigidas  al  Ayuntamiento  de  Oviedo,  observando  el  Jus- 
gado  y  los  peritos  en  todos  los  documentos  semejansa  indudable  con  la 
primera  y  segunda  parte  del  testamento  protocoliíado  por  el  Notario  la 
TMre;  haciéndose  también  el  cotejo  de  letras  de  dos  documentos  públi- 
cos obrantes  en  el  Archivo  del  Notario  de  Oviedo  D.  Crlsteto  Alvares 
Rayón;  y  en  cuanto  á  la  segunda  de  las  aludidas  diligencias,  ó  sea  el  \ 
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i  peridAl,  xoflulta  que  los  perito*  bibliotecarios  D.  Mateo  Puras 
7  Oarillaa,  D.  Baidomero  Diea  Loaano  j  D.  Elias  Lncio  Suez  PéreiE,  emi- 
tieron informe  rasonado,  estableciendo  como  conclnsiones,  que  los  do- 
cnmontoe  protocolados  en  la  Notaría  de  D.  Secnndino  de  la  Torre  son  en 
todaa  sofl  partee  de  pofio  y  letra  del  Doctor  Fanstino  G.  Boel,  como  tam- 
bién IcMi  borradores  acompafiados  con  la  contestación  á  la  demanda; 
siendo  confirmado  este  parecer  por  los  Profesores  de  la  Escuela  Superior 
de  IHplomática  D.  Juan  de  Dios  de  la  Rada  y  Delgado,  D.  Vicente  Vi- 
ñáxk  y  D.  Mariano  Mufioa  Bivero,  quienes,  designados  por  aquel  Centro, 
bideron  personalmente  el  cotejo  de  letras,  é  hicieron  constar  en  infor- 
me, en  que  se  ratificaron  para  mayor  solemnidad,  que  como  resultado 
« de  ene  investigaciones  y  trabajos,  establecían  estas  conclusiones:  prime- 
ro, el  testamento  y  el  Posi  acriptum  objeto  del  informe  de  referencia 
han  eido  eecritos  en  su  totalidad  por  D.  Faustino  García  Boel;  segundo, 
tanibién  han  sido  escritos  por  éste  los  demás  documentos  dudosos  pro- 
toeolixadoe  con  éstos,  así  como  los  borradores  presentados  con  el  escrito 
de  Gontestaeién  á  la  demanda;  y  tercero,  no  puede  negarse  la  posibilidad 
de  qae  se  escriban  en  un  día  los  pliegos  que  constituyen  el  testamento, 
vero  desconociéndose  las  condiciones  físicas  del  D.  Faustino  en  el  acto 
de  hacerlo,  faltan  los  elementos  necesarios  para  resolver  esta  cuestión: 
Besoltando  que  unidas  las  pruebas  á  los  autos,  evacuados  los  trasla- 
doe  de  conclusiones  y  llamados  los  autos  á  la  vista  para  sentencia,  la 
dietó  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Oviedo  en  19  de  Mayo  de  1899, 
afaeol¥Íendo  á  D.  Francisco  Gonder  Moratilla,  D.  Guillermo  Nieto  de  la 
Fuente  y  D.  Rogelio  Jove  y  Bravo,  albaceas  nombrados  por  D.  Faustino 
Gareia  Boel,  de  la  demanda  propuesta  por  Doña  Isabel  Días  Pedregal, 
ein  expresa  condenación  de  costas,  y  habiendo  la  última  apelado  de  este 
fallo,  al  manifestar  ante  la  Audiencia  de  aquel  territorio  su  conformi- 
dad con  el  apuntamiento,  solicitó  que  los  testamentarios,  bajo  jura- 
mento indeclsorio,  evacuasen  las  posiciones  que  en  pliego  separado  pre- 
sentaba, y  que  se  recibiese  el  pleito  á  prueba  para  practicar  la  denegada 
por  el  Juez  y  para  justificar  el  hecho  de  que  dicha  parte  actora  y  ape- 
lante juró  no  haber  tenido  antes  conocimiento  y  cuya  influencia  en  el 
pleito  era  notoria,  consistente  en  que  al  morir  D.  Faustino  García  Boel 
tenía  en  la  Sucursal  del  Banco  de  Espafia  en  Oviedo  fondos  en  metálico 
constituidos  en  depósito  ó  en  cuenta  corriente,  respecto  de  los  coales  no 
hiao  aquél  mención  alguna  en  su  testamento,  ni  han  indicado  nada  los 
testamentarios;  y  habiéndose  opuesto  éstos,  ó  sea  los  demandados,  á  ta- 
les pretensiones,  fueron  las  mismas  desestimadas  por  la  Sala  de  lo  civil 
de  la  expresada  Audiencia  en  auto  de  28  de  Agosto  de  1899,  confirmado 
en  virtud  de  suplica  que  interpuso  Dofia  Isabel  Díaz  Pedregal  en  otro 
anto  dictado  el  día  6  del  inmediato  Septiembre;  después  de  todo  lo  cual, 
la  propia  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Oviedo,  en  24  de  Octubre 
siguiente,  pronunció  sentencia  confirmatoria  de  la  del   Juzgado  que 
queda  referida,  imponiéndose  en  ella  á  la  apelante  las  costas  de  segunda 
instancia: 

Besnitando  que  D.  Segundo  Cornuda,  en  concepto  de  marido  y  repre- 
sentante legal  de  Dofia  Isabel  Díaz  Pedregal,  ha  interpuesto  recurso  de 
eaaecióD  por  infracción  de  ley,  como  comprendido  en  el  núm.  1.^  del  ar- 
tíealo  1693  de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  fundado  en  que  la  Sala  sen- 
tenciadora viola,  interpretándolo  errónea  é  indebidamente  en  su  fallo, 
el  art.  912,  núm.  2.^  del  Código  civil,  en  relación  con  el  888  del  mismo 
Código,  puesto  que  siendo  imposible  legal  y  materialmente  llevar  á 
efecto  el  legado  destinado  á  beneficencia,  los  bienes  destinados  á  este 
el^eto  debían  venir  á  refundirse  en  la  masa  de  la  herencia,  y  no  ha- 
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hiendo  dispceato  yálidámente  de  ellos  en  teeUmento  el  cansante  de  la 
herencia,  habían  de  corresponder  á  la  recarrente,  como  sn  única  herede- 
ra, por  ministerio  de  la  ley;  demostrándose  fácilmente  lo  innealizabte  de 
aqnel  legado  con  el  precepto  del  art.  60  de  la  ley  de  Presupuestos  de 
1887,  según  el  cual,  únicamente  son  permitidas  las  rifas  cnando  los 
premios  de  ellas  son  á  pagar  en  metálico  y  sns  sorteos  se  sometan  á  loe 
de  la  Lotería  Nacional,  ninguna  de  cuyas  condiciones  reúne  lo  dispneeto  • 
por  García  Boel,  que  ha  de  constar  de  125.000  números,  ó  sea  más  del 
doble  de  los  que  tiene  el  mayor  sorteo  de  aquella  lotería  y  en  la  que  lo 
sorteado  no  consiste  en  metálico,  sino  en  bienes  inmuebles,  sin  que 
baste  decir,  como  se  hace  en  la  sentencia  recurrida,  que  la  rifa  es  un  ac- 
cidente, una  forma,  un  procedimiento  que  los  allMuseas  pueden  variar,  * 
pues  si  se  prescinde  de  ella,  desaparecen  los  millones  con  que  el  teeta^ 
dor  contaba  para  sus  espléndidas  fundaciones,  que  quedan  sin  baee  al- 
guna; y  aunque  el  testador  dice  que  da  amplias  facultades  á  los  alba- 
ceas,  les  ordena,  en  cuanto  al  legado,  llevarlo  á  efecto  con  arreglo  á  Vtm 
instrucciones  detalladas  en  la  memoria  é  insiste  luego  en  que  csi  un  ac- 
cidente imprevisto  le  privaré  de  ultimar  el  testamento  ó  la  memoria  ex- 
plicativa!, sus  testamentarios  cajustarán  sus  decisiones  á  los  apnntee  y^ 
borradores  que  hallarán  en  no  pequefia  escala  en  la  mesa  de  escritorio, 
para  lo  eual  les  autorisa  con  las  más  amplias  facultades»;  es  decir,  lee 
autorizó  para  obrar  dentro  de  las  instrucciones  fundamentales  qué  lee  • 
dejaba,  pero  no  fuera  ni  contra  ellas;  y  como  sólo  haciendo  la  rifa  que 
tan  minuciosamente  reglamentó,  es  posible  allegar  el  capital  necesario 
para  sus  fundaciones,  y  la  rifa  es  irrealizable,  cae  por  su  base  el  l^iade 
y  resulta  que  el  testador  no  dispuso  válidamente  de  los  bienes  destina- 
dos al  mismo. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Tomás  (^údal: 

Considerando  que  en  caso  del  presente  recurso  no  son  de  estimar  las 
infracciones  de  los  arts.  888  y  núm.  2.^  del  912  del  Código  civil  que  se 
alegan  en  el  único  motivo  del  mismo,  porque  cualquiera  que  sea  la  di- 
ficultad que  á  los  albaceas  se  ofrezca  para  dar  cumplimiento  á  la  volun- 
tad del  testador,  en  la  forma  por  éste  prescrita,  respecto  del  destino  de 
^s  bienes,  hasta  ahora  al  menos  no  aparece  la  imposibilidad  de  reali- 
zar aquélla  en  su  parte  esencial,  dadas  las  facultades  conferidas  á  los 
albaceas  para  obrar  según  proceda,  ni  puede  consiguientemente  afir- 
marse que  por  no  tener  efecto  el  legado  se  esté  en  el  caso  de  aplicar  la 
disposición  del  núm.  2.^  del  art.  912  antes  citado,  respecto  de  los  bienes 
á  que  aquél  se  refiere: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Segundo  Cernuda,  en  concepto  de 
marido  y  representante  de  Doña  Isabel  Díaz  Pedregal,  á  quien  condena- 
mos al  pago  de  las  costas,  y  f I  viniere  á  mejor  fortuna,  al  de  la  canti- 
dad que  por  razón  de  depósito  ha  debido  constituir,  á  que  se  dará  en  di- 
cho caso  la  aplicaqión  prevenida  en  la  ley;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de 
Oviedo  la  correspondiente  certificación,  devolviéndole  los  autos  que  re- 
mitió. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é 
insertará  en  la  Colección  Lbgislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  fírmamos=José  de  Aldecoa. 
=José  de  Gamica.=Joaquín  González  de  la  Pefia.=Pedro  Lavin.=; 
Ricardo  Molina.= Vicente  de  Piniés.=rTomás  Gúdal. 

Pablicación.=Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Ezcmo.  Sr.  D.  Tomás  Gúdal,  Magistrado  de  la  Sala  de  lo  civil  del  Tribn- 
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fiAlSapremo,  oQiebruido  andiend»  pública  la  misma  en  el  día  de  hoy, 
de  qa«  certifleo  oomo  Etoribano  de  Cámara. 

Madrid  S(^de  Enero  de  1901.=Rogelio  Qonsáles  Montes. 


Müncu  ^D.-TRIBUNAL  SUPREM0.--5  de  Febrero, 
IMli.  el  H  de  Mane. 

Casación  por  infracción  de  LWf.-^Indetnnizaeíón  de  perjuieios.— 
Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  iaterpueeto  por 
D.  José  Piris  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  tercera  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  la  Asociación 
Gremio  de  Pesadores  y  Medidores  del  comercio  de  Barcelona. 
En  sus  CONSIDERANDOS  SO  cstableco: 

Que  los  articulos  1091  y  1257  del  Código  eiml  expresan  dará- 
mente  que  el  eonírcuo  es  ley^  pero  üniecunente  pctra  las  partes  eon- 
tratantes,  y  que  sólo  estas,  y  en  su  easo  los  herederos  ó  el  tercero 
para  quien  se  haya  esUpulaao,  pueden  exigir  las  respectivas  obliga- 
dones: 

Que  en  casación  no  es  de  estimar  el  error  de  hecho  cuando  no  se 
determina  citando  documento  que  invalide  los  fundamentos  de  que 
parte  la  sentencia  recurrida^  como  exige  el  núm  7.^  del  art.  1692  de 
la  ley  procesal. 

£n  la  yilla  y  corte  de  Madrid,  á  6  de  Febrero  de  1901,  en  los  autos 
Mgnldoe  en  el  Juagado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Norte  de 
Bereelona  y  en  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  aquel  te- 
rritorio por  D.  José  Piris  y  Bonafont,  Jornalero  y  vecino  de  aquella  ca- 
pital, contra  la  Asociación  denominada  Gremio  de  Pesadores  y  Medido- 
ras del  comercio  de  Barcelona,  sobre  admisión  del  primero  en  el  referido 
gramio  ó  indemnisación  de  perjuicios;  pleito  x>endiente  ante  Nos,  en 
virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  la 
parte  demandante,  representada  y  defendida  por  el  Procurador  D.  Juan 
García  Coca  y  el  Licenciado  D.  Salvador  Baventós,  estándolo  la  parte 
recurrida  por  el  Procurador  D.  Antonio  Bendicbo  y  el  Licenciado  D.  Jc^sé 
Canalejas: 

Resultando  que  en  Enero  del  afio  1871  se  constituyó  en  la  ciudad  de 
Barcelona  la  Sociedad  denominada  Hermandad  de  Medidores  y  Pesa- 
dores del  comercio  de  Barcelona,  continuadora  de  la  antigua  Hermandad 
de  Medidores  de  granos  y  Pesadores  de  harina,  en  favor  de  ios  intereses 
del  público  y  áéX  comercio,  cuya  Sociedad  se  regía  mediante  sus  Orde- 
nansas  de  fecha  80  de  Enero  de  1871,  las  que  reformadas  en  21  de  Enero 
de  1892,  contenían,  entre  otras  cláusulas  ó  artículos,  en  el  2.^,  después 
de  eonsiimar  que  eí  gremio  se  componía  de  18  asociados,  cuyos  nombres 
se  hacían  constar  á  continuación,  ocupando  el  segundo  lugar  D.  Pedro 
Bonafont:  que  en  el  easo  de  ,que  ocurriera  alguna  baja,  defunción  ú  otra 
causa,  se  proveyeran  las  plasas  entre  los  solicitantes  por  mayoría  de 
votos  en  junta  general,  siendo  preferidos  en  todo  caso  los  hijos  y  pa- 
rientes de  los  agremiados;  en  el  IS,  que  para  ingresar  en  el  Gremio  era 
requisito  indispensable  que  el  aspirante  presentara  instancia  al  Secre- 
tario, quien  debería  dar  inmediata  cuenta  á  la  Directiva,  la  cual  decla- 
raría la  admisión  ó  no  admisión  provisional  pasando  luego  á  la  Junta 
general»  y  que  serian  preferidos  por  orden  de  antigüedad  entre  los  as- 
pirantes, los  hijos  mayores  de  los  agremiados,  y  en  su  defecto,  sus  más 
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prázimoB  parientes;  en  el  ait.  17,  que  loe  eepifintee  deberían  reunir 
eomo  reqoieltoB,  no  eer  menor  de  veinte  afioe  ni  meyor  de  treinta  y  eeie, 
á  menot  de  tratarse  de  hi joe  ó  parientes,  en  coyo  oaso  decidirla  la  Junta 
señera!  á  sn  albedrio,  ser  de  reconocida  moralidad  y  tener  i^titad  para 
el  trabajo  á  qne  el  Gremio  ee  dedicaba,  saber  leer,  escribir  y  cuentas,  no 
ejercer  el  comercio  ni  tratar  en  granos,  y  ser  admitido  en  Junta  general 
por  mayoría  de  votos;  y  en  el  16,  qos  siempre  que  ocurriese  duda  aceréa 
del  verdadero  sentido  de  algunas  de  las  disposiciones  de  aquellas  orde- 
nansas  ó  sobre  un  oaso  no  previsto  de  las  mismas,  se  interpretara  en  fa- 
vor del  Gremio  y  contra  el  individuo  ó  individuos  de  que  se  tratara;  resol- 
viendo todas  las  dificultades  qne  se  presentaran  de  momento  solirs  apli- 
cación é  interpretación  de  las  ordentaiss  la  Junta  directiva  y  en  casoe 
urgentes  el  Prohombre  primero: 

Resultando  que  el  10  de  Junio  de  189S,  D.  Mateo  Piris,  individuo  del 
Gremio,  formuló  una  solicitud  al  Presidente  del  mismo  pidiendo  el  in- 
greso en  dicha  Asociación  de  su  hermano  D.  José  Piris,  como  más  pró- 
ximo pariente,  puesto  que  era  sobrino  carnal  de  D.  Pedro  Bonafont,  que 
había  fallecido  y  cuya  vacante  debía  cubrirse  con  arreglo  al  reglamento, 
indicando  el  soUcitante  qne  su  hermano  reunía  las  condiciones  exigidas, 
siendo  su  derecho  perfecto,  por  lo  qne  suplicaba  se  le  diera  posesión  in- 
mediatamente; y  en  8  de  Julio  del  mismo  afio,  D.  José  Piris  dirigió  nueva 
solicitud  al  Presidente  de  la  referida  Asociación,  en  la  que  expresando 
acompafiar  su  cédula  personal,  partida  de  bautismo  para  acreditar  el 
grado  de  parentesco  cun  el  finado  D.  Pedro  Bonafont  y  con  D.  Mateo 
Piris,  y  la  certificación  del  Alcalde  de  barrio  acreditando  ser  de  recono- 
cida moralidad,  y  ofreciendo  estar  dispuesto  á  justificar  de  modo  prác- 
tico tener  la  aptitud  necesaria  para  la  clase  de  trabajo  á  que  el  Gremio 
se  dedicaba,  así  como  que  sabía  leer  y  escribir,  y  asegurando,  por  último, 
no  ejercer  el  comercio,  ni  ser  tratante  en  granos  ó  harinas,  ni  tener 
interés  en  negociaciones  referentes  á  estos  actos,  ni  ser  dependiente  de 
ninguna  casa  de  comercio,  corredor  ó  auxiliar,  estando  dispuesto  á  jus- 
tificar todos  estos  extremos  si  se  creyera  conveniente,  pidió  que  se  diera 
cuenta  á  la  Junta  de  agremiados,  á  fin  de  que  resolviera  sobre  sn  admi- 
sión en  el  Gremio;  apareciendo  de  certificado  del  Alcalde  de  barrio  del 
distrito  cuarto  de  Barcelona,  expedido  en  8  de  Julio  de  1898,  que  el  ci- 
tado D.  José  Piris  Bonafont  era  persona  de  buena  conducta: 

Resultando  que  según  certificaciones  de  las  actas  de  las  sesiones  ce- 
lebradas por  la  Junta  general  del  Gremio  de  Pesadores  y  MedidOTes  del 
Gomercio  de  Barcelona  en  los  días  9  y  18  de  Julio  de  1898,  se  dejó  en 
suspenso,  por  entonces,  la  provisión  de  la  plasa  vacante,  teniéndose  pre- 
sente para  su  tiempo  la  solicitud  de  D«  José  Piris,  á  fin  ¿s  resolver  sobre 
la  misma  lo  procedente: 

Resultando  que  con  estos  antecedentes  y  previa  la  declaración  de  po- 
iNrexa  y  certificado  de  celebración  de  acto  conciliatorio,  D.  José  Piris 
Bonafont  dedujo  en  2  de  Diciembre  de  1898  la  demanda  origen  de  estos 
autos,  en  la  que  alegó:  que  de  las  ordenanias  calendadas  se  deducía  que 
los  asociados  del  Gremio  de  Pesadores  y  Medidores  del  comercio  de  Bar- 
celona habían  de  ser  por  lo  menos  18,  sin  que  cupiese  amortisar  plasas 
ni  suspender  el  ingreso  de  los  que  habían  de  cubrir  las  vacantes,  te- 
niendo los  requisitos  marcados  en  el  art.  17  de  las  Orienansas;  que 
en  30  de  Mayo  de  1898  había  fallecido  el  agremiado  D.  Pedro  Bonafont, 
debiendo  el  Gremio  haber  cubierto  desde  luego  la  vacante,  que  había 
sido  solicitada  en  forma  por  el  dicente,  cuyo  derecho  eventual  se  con- 
virtió en  actual  á  causa  del  fallecimiento  del  referido  Bonafont;  que  á 
la  solicitud  del  dicente  había  dado  el  Gremio  la  callada  por  respuesta, 
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mUmgfmsdo  el  xaglaoMiito,  emutdo  debió  haber  dado  cuenta  inmediata- 
mente á  la  Jimta  diveetlTa,  y  la  deeielda  de  éetapaear  á  la  Janta  gene- 
«al,  7  ^«e  de  loezpnetto  ee  deducía  qae  el  dicente  debía  haber  eido  ad^ 
milidQ  en  el  Ctoaiio  al  que  demandaba,  á  mediadoe  de  Jnnio  de  aquel 
aflOy  7  awiqne  no  ee  le  había  rechaiedo,  no  ee  le  haMa  admitido  tam- 
poco ni  dadopoeeeión;  por  todo  lo  que  pidió  ee  declaraee  debió  ser  ad'^ 
mitido  en  el  Gremio  ó  Aaociación  de  Peeadoree  y  Medidores  del  comer- 
cio de  Barcelona  á  mediadoe  de  Junio  de  aquel  afio  y  ee  oondenaee  á 
dicho  Qremlo  á  que  lo  admitiera  y  diera  poeeeión  Inmediatamente  y  le 
indemniíara  loe  perjuicios  que  le  había  causado  con  no  admitirle  y  con- 
ferirle el  cargo,  y  al  pago  de  lae  costas  del  Juicio: 

Beeultando  que  el  Qremlo  ó  Asociación  de  Pesadores  y  Medidores  del 
eomeroio  de  Baicelona  opuso  á  la  demanda  la  excepción  de  incompeten- 
ela  de  jarlsdioción  como  perentoria,  y  subsidiariamente  las  de  falta  de^ 
derecho  y  acción  y  demás  procedentes;  y  como  hechos:  que  la  preten- 
■i^a  del  demandante  no  podía  prosperar  por  rechazarla  las  mismas  Or- 
denases; que  resoltaba  de  éstas,  que  la  admisión  de  socios  era  atrtbu- 
ei6n  exclualTa  de  la  Junta  general;  que  esa  atrlkmción  debía  ser  recono- 
cida y  reepeteda  deede  el  momento  que  le  eetaba  expresamente  coníerido^ 
por  lae  dtedas  dispoeicionee;  que  siendo  dicha  Junta  la  llamada  á  deci- 
dir ó  leeolver  eobre  la  admisión  de  eocioe,  á  ella  incumbía  todo  lo  con- 
eemJenle  á  dicha  admisión,  como  el  examen,  comprobación  y  aprecia- 
clÓB  en  en  caeo  de  lae  condiciones  y  circunstancias  que  deberían  reunir 
loe  asf^rantee,  y  que  en  ningún  artículo  tenía  marcada  la  Junta  general 
plaso  alguno  dentro  del  cual  hubiera  de  reeolver  sobre  las  solicitudes  de 
admisión;  que  la  exclusiva  competencia,  por  tanto,  de  la  Junta  general 
en  la  admieión  de  socios,  determinaba  la  incompetencia  de  toda  otra 
entidad  para  conocer  de  este  asunto,  y  mucho  menos  para  imponer  á  la 
Junta  la  admisión  de  un  socio  antee  de  que  la  misma  dictase  disposición 
alguna  sobre  el  particular;  que  no  podía  alegarse  derecho  alguno  lesio- 
nado por  una  infracción,  que  no  exietía,  pues  la  instancia  del  actor  para 
su  ingreso  en  el  Gremio  no  había  sido  todavía  objeto  de  resolución  por 
la  Junta  general,  lo  que  equivelía  á  decir  que  no  había  sido  desesti- 
mada; hallándoee,  por  el  contrario,  pendiente  de  resolución  para  cuanda 
se  proveyera  la  plaia  vacante  por  defunción  de  D.  Pedro  Bonafont,  en 
ooaformidad  con  lo  acordado  por  la  Junta  general  en  cesiones  de  9  y  18 
de  Jnlio  de  1898;  que  de  todo  ello  se  infería  que  la  condición  de  prefe-^ 
renda  que  el  demandante  alegaba  podría  en  su  día  ser  tomada  en  con- 
sideración por  la  Junta  general;  que  si  conforme  con  lo  dispuesto  en  el 
art.  86  de  lae  Ordenansas,  había  de  prevalecer  en  los  casos  de  duda  la 
iaterpretacióa  más  favorable  al  mismo  Gremio,  procedía  con  más  razón 
aplicar  eee  criterio  al  preeente  caso,  cuando  la  interpretación  fuese  la 
ináa  conforme  y  ajustada  á  otras  dlsposicionee  de  las  Ordenansas  y 
cuando  el  asunto  que  la  motivaba  se  refería  á  un  individuo  no  pertene- 
ciente al  Gremio,  y  que  tomaba  por  fundamento  de  su  pretensión  lo 
que  en  las  Ordenansas  se  eetatuía;  y  que  negaba  los  hechos  de  la  de- 
manda en  tanto  no  guardaran  conformidad  con  los  que  en  este  escrito- 
se  consignaban;  y  terminó  pidiendo  ee  declarase  haber  lugar  á  la  excep- 
tión  de  incompetencia  de  jurisdicción  alegada  con  los  pronunciamientoa 
coneigoientee  á  la  misma,  y  caso  de  no  eetimarse,  ee  le  absolviera  de  la 
demanda,  con  impoeidón  al  actor  de  silencio  perpetuo  y  las  costas: 

Beeultando  que  en  la  réplica,  el  actor  mantuvo  las  alegaciones  y 
prelaiflloaee  de  la  demanda,  y  reepecto  de  la  excepción  opoeeta  por  el 
gremio  4tomandado,  aHadió:  que  el  art  85  de  las  Ordenansas  se  refería 
ezclueivamente  á  dudas  y  dificultades  que  reeultasen  del  régimen  inte- 
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rior  del  grenaio;  qae  la  cuestión  actual  no  era  dudosa;  que  las  Ordenan- 
aaa  no  imponían  jueces  particulares  ó  amigables  componedores,  7  por 
consiguiente,  la  cnestión  era  de  la  competencia  del  Jasgado,  tanto  mam 
cuanto  que  la  Junta  directiva,  7  en  casos  urgentes  el  Prohombre  prisae- 
ro,  estaban  llamados  á  resolyer  dificultades  del  momento,  lo  que  no  et» 
la  cuestión  qae  se  debatía,  no  podiendo  por  otra  parte  ser  didioa  Junta  I 

7  Prohombre  Jaeces  imparciales  en  el  caso  de  antos,  en  el  que  eran  ver-  I 

daderos  contrarios  del  dlcente;  7  en  la  duplica  rebatió  el  gremio  deman- 
dado los  argumentos  del  actor,  sosteniendo  sus  afirmaciones  7  la  solici- 
tad deducida  al  contestar  á  la  demanda: 

Resaltando  que  se  recibió  el  pleito  á  prueba,  practicándose  documen- 
tal; 7  sastanciado  el  juicio  en  dos  instancias,  la  Sala  primera  de  io  dvii 
de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  28  de  Aia70  de  1900,  dictó  sentencia 
revocatoria  de  la  del  inferior  7  declaró  absueita  á  la  Asociación  Gremio  j 

de  Pesadores  7  Biedidores  del  comercio  de  Barcelona  de  la  demanda  I 

contra  la  misma  interpuesta  por  D,  José  Piris  7  Bonalont,  sin  hacer 
expresa  condena  de  costas  en  ninguna  de  las  dos  instancias:  ¡ 

Besoltando  que  D.  José  Piris  7  Bonafont  ha  interpuesto  recurso  de  1 

casación  por  infracción  de  107,  fondado  en  los  números  1.®  7  7.^  del  ar- 
tícalo  1692  de  la  107  de-Enjaiciamiento  civil,  por  los  sigaientes  motivos: 

Primero.  Infracción  de  la  regla  de  derecho,  consagrada  por  el  ar- 
tículo 1091  del  Código  civil,  á  CU70  tenor  las  obligaciones  que  nacen  de 
los  contratos  tienen  f  aersa  de  107  entre  los  contratantes  7  deben  cum- 
plirse al  tenor  de  los  mismos;  toda  ves  que  la  Sala  sentenciadora  no  ha 
aplicado  este  precepto  de  derecho,  permitiendo  que  el  Gremio  de  Pena- 
dores  7  Medidores  dejara  incumplida  su  107  fundamental,  en  la  qae  se 
establece  que  los  asociados  han  de  ser  siempre  18,  7  que  se  cubrirán  in- 
mediatamente las  vacantes  entre  los  que  aspiren  á  llenarlas,  guardando 
entre  ellos  orden  de  antigüedad  7  preferencia  absolata  en  favor  de  los 
hijos  ó  parientes  de  los  socios;  7  maerto  D.  Pedro  Bonafont,  sólo  solicitó 
su  plaia  80  sobrino  carnal,  el  recurrente,  debiendo  serle  otorgada,  por- 
que eran  17  los  asociados  7  deben  ser  18;  porque  el  recurrente  era  aspi- 
rante único,  7  porqae  éste,  como  sobrino  camal  del  fallecido,  tenia 
absoluta  preferencia: 

Segando.  Infracción  del  art  1257  del  Oódigo  dvil,  en  ca7a  virtud, 
cuando  on  contrato  contiene  alguna  estipulación  en  favor  de  tercero, 
éste  puede  exigir  su  cumplimiento  siempre  que  hubiese  hecho  saber  su 
aceptación  al  obligado  antes  de  que  hubiese  sido  aquélla  revocada;  por- 
que la  sentencia  recurrida  alega  precisamente  como  fundamento  de  eu 
fallo  que  el  tercero  no  tiene  acción  para  promover  esto  litigio,  siendo  aaf 
<iue  en  los  arte.  2.^  7  16  de  las  Ordenansas  del  gremio  ha7  estipulacidn 
en  favor  de  tercero,  ó  sea  de  loe  aspirantes  á  las  plasas  que  vaquen  7  de 
los  parientes  de  los  asociados,  cu7a  estipulación  es  irrevocable,  porque 
conBtitU7e  la  107  del  gremio  para  perpetuarse,  7  el  recurrente  manifestó 
en  solicitud  documentada  de  8  de  Julio  de  1898  que  aceptoba  la  estipa- 
lación  hecha  á  su  favor  en  el  contrato  social  al  solicitar  la  plaaa  de  su 
tío  camal;  7 

Tercero.  Error  de  hecho  7  de  derecho;  de  derecho  por  lo  alegado  en 
los  anteriores  motivos,  7  de  hecho,  porque  toda  la  praeba  practicada 
que  lo  ha  sido  documentel,  Ordenansas,  solicitudes  del  recurrente  7  «a 
hermano,  certificado  Justificando  la  edad,  conducta,  ete.,  del  primero, 
un  acuerdo  especial,  las  Ordenansas  de  21  de  Enero  de  1892  que  obraa 
en  autos  en  forma  fehaciente  7  constitU7en  documento  auténtico,  exigua 
la  otorgación  ineludible  de  la  vacante  de  D.  Pedro  Bonafont  al  única 
aspirante,  que  lo  es  el  recurrente. 
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Visto,  rieodo  Ponente  el  Magletrmdo  D.  Joié  de  Gamiea: 

Ooneiderando  qae  loe  ertíenloe  del  Código  civil  qne  ee  inyocan  en 
lo0  znoiiYoe  primero  y  eeifnndo,  expresan  claramente  qae  el  contrato  ee 
ley,  pero  únicamente  para  las  partee  contratantes,  y  qne  sólo  éstas,  y  en 
«a  caso  sne  herederos,  ó  el  tercero  para  quien  se  haya  estipniado,  pue- 
den exigir  las  respeetiyas  obligaciones;  y  por  lo  tanto,  qne  no  siendo  el 
xeearrente  socio  del  Gremio  de  Pesadoreb  y  Medidores,  ni  accionando  4 
titulo  de  heredero  de  ni^gnno  de  los  socios,  ni  conteniendo  las  Ordenan- 
xas  estipulación  alguna  concreta  á  su  favor,  la  sentencia  absuelve  justa* 
mente  de  la  demanda  con  sujeción  á  las  mismas  disposicionee  legales 
qne  el  recurrente  supone  infringidas: 

Considerando  que  en  el  motivo  tercero  se  afirma  que  el  fallo  contiene 
error  de  derecho  y  de  hecho,  pero  el  de  derecho  se  hace  consistir  en  las 
supuestas  infracciones  deeestimadas  en  el  considerando  que  antecede,  y 
el  de  hecho  no  se  determina  citando  documento  que  invalide  los  funda- 
xnentos  de  que  parte  la  sentencia  recurrida,  como  exige  para  la  casación 
el  núm.  7.^  del  art.  lOt^S  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
enreo  de  casación  interpuesto  por  D.  José  Pirls  y  Bonafont,  á  quien  con- 
denamos al  psgo  de  las  costas;  y  libres^  á  la  Audiencia  de  Barcelona  la 
correspondiente  certificación,  devolviéndole  el  apuntamiento  que  re- 
mítíó. 

Abí  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
sertará en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copia» 
sce(>earias,  lo  pronundamoe,  mandamos  y  flrmamos.=:JoBé  de  Aldecoa» 
=Bicardo  Gullón.=.Tosé  de  Gamica.=Franci8C0  Toda.=£nrique  Las* 
0Úfl.=Vicente  de  Piniés,=Tomás  Gúdal. 

Publicación  .=Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Ezcmo.  8r.  D,  José  de  Gamica,  Magistrado  de  la  Sala  de  lo  civil  del  Tri- 
bunal Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  día  de  hoy, 
de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  5  de  Febrero  de  1901.=Rogelio  Gonaálea  Montes. 


Küxn.  80.-TRIBUNAL  8UPREK0.-6  tfe  Fsbrere, 
pab.  el  11  út  Karzs. 

Casación  por  quebrantamiento  de  forma.— DeaoAttefo.—Sen ten- 
cJa  declarando  no  haber  lugar  al  recareo  interpuesto  por  Don 
Joeé  García  contra  la  pronunciada  por  el  Juzgado  de  primera 
instancia  del  di8trit9  del  Hospicio  de  Madrid,  en  juicio  con  Doña 
María  Rózpide. 
Bn  sus  CONSIDERANDOS  SO  ostablcce: 

Que  en  ¡os  juicios  verbales  sobre  desahudo,  de  que  conocen  los 
Jaeces  municipales^  deben  las  partes  proponer  toda  la  prueba  que  les 
eanoenga  en  el  acto  de  la  comparecencia  en  que  formulan  sus  res- 
pectivas pretensiones,  siendo  sólo  admisible  en  la  segunda  instancia 
ia  prueba  que,  propuesta  oportunamente  en  la  primera,  no  hubiera 
pedido  practicarse  según  previenen  los  artículos  1579  y  1586  de  la 
leg  de  ÉnJuieiamiento  civil: 

Que  conformándose  con  esta  doctrinCy  no  se  incurre  en  el  que- 
krentamiento  de  forma  que  menciona  el  núm.  5.®  del  art.  1693  de  la 
leyprocesaU 
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En  la  TilU  7  oorte  de  Madrid»  á  4  de  Fabrere  de  1901»  es  laa  diUgan- 
eias  eegsidaa  en  loe  Jeagadoe  mnnieipal  j  de  primer»  ineUncla  dtí  dto- 
trito  del  Hoepicio  Üe  eeta  corle  á  aeintee  de  DoOa  Alaría  Bóapide  y  Bm- 
Til  eontra  D.  Joeé  García  Leamee,  eobie  deaahaolo;  peadiento  anle  Noo^ 
«n  recarao  de  oaaaeión  por  qnebrantamleato  de  forma»  f«e  ha  interpoeato 
el  último,  representado  y  defendido  por  el  Procurador  D.  Chreforio  Fer- 
nándei  Vocee  y  el  Letrado  D.  Jnan  Gaalberto  Ldpeí  Oolmenar;  ain  qa» 
haya  comparecido  en  eete  Tribowil  Bapremo  la  parle  demandante  y  re- 
currida: 

Reanltando  qne  en  86  de  Jonio  del  afio  próxime  panado»  el  Firocnm- 
^or  D.  José  Arana  y  Morayta,  como  apodenido  de  0ofia  liaría  Ráapld» 
y  Berii»  propnao  ante  el  Josirado  monicipal  del  diatrito  del  Heepieio  dñ 
eeta  corte»  contra  D.  Joeé  García  Leemee,  demanda  de  deeahncio  del 
cnarto»  manaana  nám.  164  del  eneaache  de  Madrid»  alte  en  la  calle  del 
Cieñe,  núm.  4»  por  haber  expirado  el  plaao  del  avieo: 

Reenltando  qoe  en  el  joicio  verhal  para  que  f  nerón  citadas  laa  parten 
y  que  se  celebró  el  día  6  de  Jnlio  último»  la  representación  de  la  actom 
reprodujo  sus  preteneionee  á  laa  qne  ae  opuso  G«rcía  Lasmes»  fudMio 
en  que  por  no  existir  entre  él  y  Dofia  María  Rdpplde  contrato  algnno»  no 
podía  acceder  á  la  demanda  de  la  última»  la  cual  no  ea  duefta  de  la  oaan 
que  habita  el  demandado,  quien  viene  diafrutando  de  la  -finca  cerno 
duefto  desde  hace  más  de  quince  afioe,  en  que  la  adquirió  por  haberla 
comprado  á  persona  cuyo  nombre  manifeetaría  á  su  tiempo  si  fuese  ne- 
cesario; y  habiéadoae  propuesto  por  dicha  repreeentadón  de  1*  demam- 
dante  prueba  documental  y  de  testigos»  le  fué  admitida,  oefialáodoee  din 
para  su  práctica: 

Resultando  que  con  este  motiTO  y  eunneracompeieoenclncelebradn. 
el  6  del  mismo  Julio,  el  demandado  Garda  Leemee  manifestó  que  por 
un  olvido  involuntario  dejó  de  ofrecer  la  prueba  testiácal  qne  le  intere- 
saba se  practicase  y  que  solicitaba  le  fueee  admitida;  pretenaiótt  á  qne 
no  se  opuso  la  parte  actora  y  qne  fné  negada  por  el  Jaigado,  dona!»  nnn 
vez  terminado  el  Juicio»  dicté  sentencia  en  SI  también  de  Julio»  decla- 
rando haber  lugar  al  desahucio»  con  loe  pronunciamientos  de  ley: 

Resultando  que  interpuesta  apelación  por  parte  del  D.  Joeé  García 
Lesmes,  se  remitieron  los  autos  al  Juagado  de  primera  instancia  del  ex- 
presado distrito  del  Hospicio,  que  seflaló  el  día  7  de  Septiembre  para  la 
comparecencia  de  los  interesados,  quienes,  ai  verificarse  la  misma,  ale- 
garon lo  que  estimaron  pertinente  á  su  derecho,  solicitando  además  el 
apelante  se  le  admitiese  la  prueba  que  propnao  en  el  Juagado  municipal 
y  qne  le  fué  allí  denegada,  ó  se  le  reservaae  en  su  caso  el  derecho  que 
le  concede  la  ley  á  los  efectos  del  correspondiente  recurso,  dando  el  Jues 
por  terminado  el  acto  y  reaervándose  dictar  sentencia»  que  pronunció  en 
efecto  el  día  10  de  aquel  mes,  confirmando  en  hn  todo  el  fallo  apelado, 
con  imposición  también  de  las  costas  de  segunda  instancia  al  D.  José 
García  Lesmes: 

Resultando  que  éste  interpuso  recurso  de  casación  por  quebranta- 
miento de  forma»  como  comprendido  en  el  caao  6.^.  del  art.  1698  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  toda  vea  que  no  se  le  admitió  ni  había  aide 
practicada  la  prueba  que  propuso  en  el  Juagado  municipal  y  en  el  de 
primera  instancia,  á  pesar  de  las  consiguientee  protestas  que  hiao  con 
oportunidad  respecto  de  aquella  falta. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Enrique  Laesús: 

Considerando  que  en  los  juicios  verbales  sobre  deeahncio,  de  que  co- 
nocen los  Jueces  municipales,  deben  Us  partes  proponer  toda  la  prueba 
^ne  les  convenga  en  el  acto  de  la  comparecencia  en  qne  formulan  sus 
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_  iva8  preftensionea^  siendo  sóloAdmivlblesn  la  MgundA  instancia 
ISL  prueba  <|ii0|  profMMta  oportimaiD«nte  en  la  primera,  no  hubiera  p^ 
'dil^lo  practicarse  segdn  previenen  los  artíealos  1679  y  1686  de  la  ley  d^ 
Sn  joiciamisnto  eivU: 

Gonaidsrando  qoe  1*  prasba  propuesta  por  el  recurrente  en  la  primera 
1-iasrtancla  lo  fsd  eactemporáneamentey  foMS  del  acto  á  qae  se  refiere  di- 
otio  arC.  1679  y  cuando  se  hallaba  practicando  la  qne  propaso  la  parte 
sbctora,  y  por  eonsteniente,  epra  de  todo  pnnto  inadmisible,  tanto  en  la 
IBvimera  como  en  la  segunda  instancia;  por  lo  cnal,  al  desestimarla  los 
respectivos  Jueces»  no  incurrieron  en  el  qnebrantamiento  de  forma  com- 
]B«endido  en  el  núm.  6.^  del  art.  169S  de  dicha  ley  procesal,  en  qae  se 
«poya  el  recnreo; 

Fallamos  qoo  debemos  declarar  y  decláranos  no  haber  logar  al  rs- 
enuso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  qne  ha  interpuesto  Don 
^osé  QsiGÍa  Lesmes,  á  qnien  condenamos,  si  se  le  hnbiese  negado  ó  ne- 
8tm,  en  el  incidente  de  su  raión,  la  defensa  en  concepto  de  pobre,  é  si 
Imbiéndosele  otorgado  tal  beneficio,  Tioiese  á  mejor  fortnna,  al  pago  de 
In  cnntidad  correspondiente  qae  por  raaón  de  depósito  ha  debido  consti- 
toir,  á  qne  ae  dará  on  dicho  caso  la  aplicación  prevenida  en  la  ley;  no 
bAoemos  especial  condena  de  costas  mediante  haber  comparecido  sólo  sn 
«ntn  Tribonal  Sopremo  la  parte  reenirents;  y  librese  ai  Jnzgado  de  pri- 
mera instancia  del  distrito  del  Hospicio  de  esta  corte  la  correspondiente 
certificación,  devolvitedole  los  antos  qne  remitió. 

Así  por  ssta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inser- 
tará en  la  Colbcci6n  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  ñeco- 
sarlasy  lo  prononclamos,  mandamos  y  firmamos.=Ricardo  Gullón.=  - 
José  de  Gamica.=Bnriqne  LassÚB.=Joaqoín  Oonzález  de  la  Peña.=Bi- 
eardo  Molina.=:  Vicente  de  Ptniés.s=Tomás  Gúdal. 

Pnblicación.»Lelda  y  pnblicsda  fuá  la  precedente  sentencia  por  el 
Ezcmo.  8r.  D.  Enrique  Laseús,  Magistrado  de  la  Sala  de  lo  civil  del  Tri- 
bnnal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  día  de  hoy, 
de  qae  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Iftadrid  6  de  Febrero  de  190i.=:JU>gelio  González  Montes. 


N-Caai.  31.— TmWNAL  SUPREMO.— 7  de  Fsbrsrs,  pab.  si  11  de  Marzo. 

Casación  por  itifracción  dc  i  Er,^Nulidad  de  aetuadones.—AMto 
dedarando  no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  ínter- 
paesto  por  D.  Miguel  Marín  contra  la  sentencia  pronunciada 
por  la  Sala  de  lo  ci*?!!  do  la  Audiencia  de  Madrid,  en  incidente 
con  D.  Manuel  Fernández. 
Bn  sus  OONSIDBRAHDOS  80  ostableco: 

Qué  no  tiene  el  eoneepto  de  deflnítiva  la  senteneia  que,  dictada 
en  un  incidente,  no  pone  término  al  pleito  principal  ni  Mce  impo»- 
ble  8U  continuación, 

Besultando  que  en  junta  de  los  legatarios  nombrados  por  D.  Joan 
Bravo  Morillo  en  el  testamento  bajo  el  que  falleció,  otorgado  en  13  de 
Octubre  de  1871,  ce  nombró  á  D.  Miguel  Marín  y  Mofioz  administrador 
intsrino  de  los  bienes,  exigiéndole  una  fianza  de  10.000  pesetas,  que  por 
^1  prestó  D.  Antonio  Ledesma;  de  cuyo  cargo  tomó  posesión  en  10  de 
Junio  de  1897  en  las  correspondientes  diligencias  judiciales  seguidas  en 
si  Jugado  del  distrito  del  Congreso  de  esta  corte: 
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ReBQltando  que  dicho  «dminiftrador  interino  presentó  Imb  cnentM 
oonreepondientee  á  en  geatión  heeta  el  día  80  de  Julio  de  1808  per»  que 
ee  le  aprobaran  j  ee  le  abeolviera  lá  flan»,  pidiendo  qoe  al  electo  ae 
poBieran  de  manifieeto  por  término  de  dos  días,  hadándolo  saber  á  Don 
Joaé  María  Blaya,  qne  como  administrador  del  oononreo  en  qne  habla 
sido  declarado  el  legado  de  BraTO  Marillo,  asumía  la  personalidad  de 
los  acreedores  y  aun  de  los  mismos  legatarios;  y  después  de  eTaouado  el 
tiBSlado  conferido  á  D.  José  Haría  Blaya,  el  Joes,  por  auto  de  16  de 
Agosto  de  1898,  aprobó  las  cuentas  declarando  la  irresponsabilidad  del 
D.  Miguel  Marín  Mufios,  y  mandando  que  se  devolTiese  á  D.  Antonio 
Ledesma  la  fiansa  constituida: 

Besnltando  que  después  de  otras  actuaciones,  D.  Manuel  Femándea 
Bravo,  en  el  concepto  de  legatario  usufructuario  del  legado  expresado, 
entabló  demanda  contra  el  D.  Miguel  Marín  Mufios,  para  que  se  decla- 
rara nulo  y  sin  ningún  valor  ni  efecto  el  auto  expresado  de  16  de  Agosto 
de  1898  y  todas  las  actuaciones  que  fuesen  consecuencia  del  mismo,  cuya 
demanda  fué  impugnada  por  D.  Miguel  Marín  Mullos;  y  sustanciado  el 
pleito  por  los  trámites  correspondientes  de  las  dos  instancias,  la  8ala 
primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte,  por  sentencia  revoca- 
toria de  la  de  Mario  de  1900,  declaró  nulo  y  sin  ningún  valor  ni  efecto 
el  auto  de  IS  de  Agosto  de  1898,  y  todas  las  actuaciones  que  son  oonse- 
cuencia  del  mismo,  para  qne,  reponiéndolas  al  estado  que  tenían  antee 
de  dictarse,  se  provea  y  proceda  con  arreglo  á  derecho: 

Resultando  que  D.  Miguel  Marín  Mufios  interpuso  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley,  á  cuya  admisión  se  opuso  el  Ministerio  fiscal, 
y  en  BU  virtud  se  trajeron  los  autos  á  la  vista  con  las  citaciones  corres- 
pondientes. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Pedro  Lavln: 

Considerando  que  decretada  en  la  sentencia  recurrida  la  nulidad  del 
auto  de  16  de  Agosto  de  1898,  por  el  que  se  aprobaron  las  cuentas  del  ad- 
ministrador interino,  con  devolución  de  la  flanaa  prestada  por  el  mismo 
y  la  nulidad  de  las  actuaciones  consiguientee  á  dicho  auto,  es  evidente 
que  aquella  sentencia  no  tiene  el  concepto  de  definitiva,  porque  dictada 
en  un  incidente,  no  pone  término  al  pleito  principal  ni  hace  imposible 
su  continuación,  y  porque  el  incidente  no  tuvo  por  objeto  la  aprobación 
de  las  cuentas,  sino  la  nulidad  del  auto  en  que  fueron  aprobadas: 

Visto  el  núm.  Z.^  del  art.  1739  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil; 

No  ha  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  por  inf  raodón  de 
ley  interpuesto  por  D.  Miguel  Marín  Mufios  como  administrador  de  los 
bienes  que  constituyen  el  legado  instituido  por  D.  Juan  Bravo  MuriUo, 
á  quien  condenamos  al  pago  de  las  costas;  líbrese  á  la  Audiencia  de  esta 
corte  la  certificación  correspondiente,  con  devolución  del  apuntamiento 
que  ha  remitido;  y  pnbllquese  este  auto  en  la  forma  que  previene  la  ley. 

Madrid  7  de  Febrero  de  1901.=José  de  A]decoa.=Jo»é  de  Gamica.= 
Joaquín  Gonsáles  de  la  Pefia.=:Pedro  Lavln  .=BicaTdo  Molina.-^  Vicente 
de  Piniés.=Tomás  Gúdal;=Licenciado  Jorge  Martines. 


Digitized  by 


Google 


FEBRERO  DE  1901  1<5 


27úin.  Se.-TRIBUNAL  SUPREMO.— 7  Ú9  F6br«r«, 
p«b.  el  II  de  Marze. 

/• 
Ca«aci6n  por  infracción  DE  LEY.—Pago  de  pensiones  atrasadas  de 
un  /bro.— Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  in- 
terpuesto por  los  Ayuntamientos  de  Cabreros  de)  Rio  y  Cubi- 
ilas  de  los  Oteros  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil 
de  la  Audiencia  de  Valladolid,  en  pleito  con  Doña  Pilar  de 
Guzmán  y  otros. 
Bu  sus  CONSIDERANDOS  sc  establece: 

Que  no  es  de  estimar  para  la  easaeión  el  error  de  hecho  que  no 
ñfeeia  á  la  parte  dispositiva  de  la  sentencia  recurrida: 

Que  según  repetida  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo,  la 
e^stencia  délos  censos  y  del  consiguiente  derecho  á  reclamarlas 
pensiones  puede  probar  se^  en  defecto  de  escritura  pública,  por  otros 
medios  que  el  derecho  reconoce,  sin  que  á  ello  obsten  las  leyes  3.*, 
itt.  14,  Partida  /.»,  y  28,  tit.  8.^,  Partida  5.»,  las  cuales,  si  bien  exi- 
gían otorgamiento  de  escritura  pública  para  la  constitución  del  cen- 
so, nada  ordenaban  acerca  del  modo  defustiñcar  el  ya  constituido 
en  dicha  forma: 

Que  es  ineñceu  para  la  casación  la  impugnadán  de  uno  solo  de 
los  elementos  de  prueba  que  sirvieron  de  base  al  juicio  del  Tribunal 
sentenciador: 

Que  el  art.  í.^  de  la  ley  de  6  de  Agosto  de  Í8^,  en  relación  con 
el  5,^  de  la  de  11  de  Agosto  de  1811,  y  los  2.^,  S.""  y  5.o  de  la  de  3  de 
Mayo  de  1823,  son  inaplicables  cuando  la  constitución  del  censo  ó 
foro  de  que  se  trata  no  es  consecuencia  del  señorío  Jurisdiccional, 
stno  prooemente  del  dominio  alodial  y  de  contrato  libremente  otor- 
gséo  entre  el  propietario  u  aquel  á  quien  la  línea  fué  dada  á  censo, 
eonMÍituyéndose  ambos,  el  primero  en  dueño  directo,  y  el  segundo  en 
enjlieuta. 

Bn  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  7  de  Febrero  de  1901,  en  los  autos  de 
juteio  declarativo  de  mayor  cuantía  seguidos  en  el  Juagado  de  primera 
instancia  de  Valencia  de  Don  Juan  y  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
territorial  de  Valladolid  por  Dofia  María  del  Pilar  de  Guarnan  y  de  la 
Gefda,  Ooadesa  de  Offate  y  otros  títulos;  Dofia  Juliana  y  Dofia  Matilde 
de  Guarnan  y  Caballero,  Condesas  de  Afiover  de  Tormes  y  Castafieda 
veepectivameate;  D.  Juan  Orooke  y  Navarrot,  Conde  viudo  de  Valencia 
de  Don  Juan;  Dofia  Joaquina  Rebolledo  de  Palafoz  y  Guarnan,  Marquesa 
deNavarrés  y  Cafiisar;  D.  Joaquín  María  Meneos  y  Espoleta,  Conde  de 
Guendulaín;  Dofia  Blanca  Meneos  y  Rebolledo  de  Palalox  y  «u  marido 
D.  Manuel  Alvares  de  Toledo  y  Samaniego,  Marqueses  de  San  Felices 
de  Aitg6n,  y  D.  Gabriel  y  D.  Diego  del  Alcáaar  y  Guarnan,  Conde  de 
Crecente  el  primero  y  Marqnés  de  Pefiafuente  el  segundo,  vecinos  to- 
dos de  Madrid,  contra  los  Ayuntamientos  de  Cabreros  del  Río  y  Cubi- 
llo de  los  Oteros,  sobre  reclamación  de  pensiones  atrasadas  del  loro 
titulado  de  Los  San  Lorenaos;  pleito  pendiente  ante  Nos,  en  recurso  de 
eaeaeión  por  infracción  de  ley,  que  han  interpuesto  los  Ayuntamientos 
demandados,  representados  y  defendidos  por  el  Procurador  D.  Julián 
MafioB  y  los  Letrados  D.  Manuel  García  Prieto  y  D.  Antonio  Póres  Cres- 
po, éste  en  el  acto  de  la  vista;  estándolo  la  parte  demandante  y  recu- 
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rrida  por  el  Procarador  D.  Fidel  Serrano  y  Póres  y  el  Doctor  D.  Germán 
Gamazo: 

Reenltondo  qne  de  Real  carta  ejecntorla  librada  en  S6  de  Agosto  de 
1586  por  los  Sree.  Presidente  y  Oidores  de  la  Chancillería  de  Vallado- 
lid,  aparecen  como  hechoe  relacionados  con  la  cnestién  del  día:  primero, 
que  Dofia  Loisa  de  Aonfia,  mnjer  qne  fnó  de  D.  Manrique  de  Lar»,  Du- 
que de  Nájera  y  Conde  de  Valencia  de  Don  Jaan,  sigoió  pleito  en  jniclo 
contradictorio  con  D.  Martin  Vásqnez  de  Acufia  y  D.  Jorge  de  Portugal 
sobre  posesión  y  propiedad  del  estado  de  Valencia  de  Don  Juan,  sus 
rentas  y  emolumentos;  segundo,  que  el  Juex  especialmente  comisionado 
por  8.  M.  para  entender  de  aquel  litigio,  Licenciado  Juanes  de  Avila, 
pronunció,  en  9  de  Mano  de  1682,  sentencia  definitiva,  por  la  que,  dando 
por  «bien  y  cumplidamente  probada  la  intención  de  la  dicba  Dofia  Lui- 
sa, é  que  los  dicbos  D.  Martín  y  D.  Jorge  no  probaron  cosa  que  les  apro- 
veche», mandó  poner  y  entregar  á  la  primera,  y  á  su  Procurador  en 
nombre  de  ella,  «la  posesión  real  antical  ó  el  casital— dice— desta  villa 
é  condado  de  Valencia  y  de  toda  su  tierra  y  lugares  é  íortaleías  y 
jurisdicción  civil  y  criminal,  é  de  todos  los  derechos  ó  fechos,  molinos, 
prados  é  riberas  y  sotos,  para  que  todo  ello  lo  goce  é  posea  según  y  como 
lo  tenía,  gosaba  y  poseía  el  Conde  D.  Enrique,  su  padre,  y  el  Duque  Don 
Juan,  su  abuelo,  y  el  Conde  D.  Pedro,  su  bisabuelo,  é  los  otros  sus  pa- 
sados»; y  tercero,  que  este  fallo  hubo  de  ser  totalmente  confirmado  en 
grado  de  revista  por  otro  de  la  Real  Chancillería  de  Valladoiid,  ante  U 
«nal  habían  apelado  los  referidos  D.  Jorge  y  D.  Martín: 

Resultando  que  dos  siglos  después— y  en  nuevo  pleito  sostenido  con 
el  Promotor  fiscal— el  Licenciado  D.  Juan  Peres  de  Lastra,  Abogado  de 
los  Reales  Consejos  y  Jues  particular  y  privativo  de  despoblados  y  bal- 
díos, pronunció  en  la  villa  de  Sahagún,  con  fecha  1.®  de  Mayo  de  1740, 
un  auto  por  el  cual  declaró  que  al  Duque  de  Arcos  y  de  Nájera»  Conde 
de  Valencia  de  Don  Juan — antecesor  de  los  hoy  demandantes — ,  perte- 
necía la  propiedad  del  terreno  y  coto  redondo  titulado  Los  San  Lorenios, 
sobre  qne  gravita  el  foro  cuyas  pensiones  se  reclaman  actualmente  á  los 
Ayuntamientos  de  Cabreros  del  Río  y  Cubillas  de  los  Oteros,  pertene- 
cientes uno  y  otro  al  partido  judicial  de  Valencia  de  Don  Juan,  provin- 
cia de  León;  declarando  también  el  mismo  auto  que  dicho  coto  y  terreno 
quedaba  exceptuado  de  la  incorporación  al  Real  Patrimonio: 

Resultando  que  en  16  de  Diciembre  de  1868,  D.  Pedro  Varo,  Alcalde 
constitucional;  D.  Sebastián  Gonsález,  Teniente;  D.  Pablo  Alvares,  Re- 
gidor, y  D.  Isidoro  Liébana,  Procurador  Síndico  del  Ayuntamiento  de 
Cabreros  del  Río;  D.  Pablo  García,  Alcalde  constitucional;  D.  Ángel 
Nava,  Teniente;  D.  Lucas  Santa  Marta,  D.  Manuel  Marcos,  Regidores,  y 
D.  Marcos  Prieto,  Procurador-Síndico  de  Cubillas  de  los  Oteros,  com- 
parecieron ante  D.  Vicente  Blanco  de  Lamadrid,  Escribano  del  námero 
y  Juagado  de  Valencia  de  Don  Juan,  y  otorgaron  escritura  pública,  en  li 
cual  dijeron:  que  desde  inmemorial  tiempo  son  poseedores  los  vecinos 
y  común  de  los  dos  pueblos  del  dominio  útil  de  un  coto  redondo  titulado 
Los  San  Lorensos,  que  los  Condes  de  Valencia  de  Don  Juan,  á  quienes 
pertenecía  en  plena  propiedad,  cedieron  á  aquéllos  bajo  un  canon  deter- 
minado que  constantemente  han  pagado  en  reconocimiento  del  sefiozío 
y  dominio  directo  que  dichos  Condes  se  reservaron  para  sí  y  sus  suceso- 
res; que  habiéndoles  exigido  en  la  actualidad  otorguen  nueva  escriturs 
>de  reconocimiento,  y  conociendo  ser  justa  tal  demanda,  otorgaban  los 
«comparecientes,  como  representantes  legales  de  los  dos  referidos  pueblos 
y  en  nombre  de  los  mismos,  que  reconocían  al  Marqués  de  Montealegr^r 
Conde  de  Ofiate,  Duque  de  Nájera  y  otros  títulos,  por  dueño  y  señor  del 
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meofiioiíAdo  terreno  llamado  de  Los  San  Lorenioe,  enclavado  en  medio 
de  loe  pneblofl  de  Cabreros  y  Oubillas;  que  en  su  virtnd  se  obligaban 
ellos,  sas  hijos  y  demás  vecinos  que  al  presente  son  y  en  adelante  fne- 
-reo,  á  dar  y  pagar  á  dicbo  Marqués  y  sacesores  ó  á  la  persona  que  iegi-  . 

timamente  le  represente,  106  fanegas  de  trigo  y  106  de  cebada  por  mi-  j 

lad  entre  los  dOs  Ayuntamientos  y  vecinos  referidos,  en  grano  de  buena 
eaiidad,  secos  y  limpios,  medidos  por  el  pote  de  Avila  en  una  sola  par- 
tida, puestos  de  su  cuenta  y  riesgo  en  las  paneras  que  el  duefio  del  do- 
minio directo  tiene  en  la  villa  de  Valencia  de  Don  Juan  para  el  día  11  i 
de  Noviembre  de  cada  afio,  bajo  pena  de  ejecución,  costas  y  salarios; 
i|ue  se  obligaban  también  á  no  partir,  cambiar,  dividir  ni  enajenar  el  i 
terreno  mencionado  sin  expresa  licencia  del  duefio  del  directo  dominio;  í 
comprometiéndose,  asimismo,  á  tener  el  terreno  bien  labrado  y  cultiva- 
do, de  modo  que  vaya  en  aumento  y  no  en  detrimento,  guardando  la  r 
*eostambre  seguida  en  lo  respectivo  al  disfrute  y  aprovechamiento;  que  | 
Igntlmente  se  comprometían  dichos  otorgantes  á  que  si  hicieren  lo  con-  | 
trario  de  cuanto  queda  estipulado,  podría  el  mencionado  Marqués  con- 
aolidar  ambos  dominios  en  el  modo  y  forma  que  le  conviniera;  y,  por 
t^ltimo,  hipotecaron  al  cumplimiento  de  lo  pactado  el  dominio  útil  del 
expresado  coto  y  todos  sus  bienes  presentes  y  futuros:  de  cuya  escritura 
se  tomó  raión  en  la  Contaduría  de  hipotecas  del  partido  con  fecha  81  de 
Diciembre  del  mismo  afio  1868: 

Resultando  que  esta  escritura  de  reconocimiento  foral  fné  aceptada 
<por  D.  Donato  Lumbreras,  en  nombre  y  representación  del  Marqués  de 
Monteal^^e,  Conde  de  Ofiate,  Duque  de  Nájera  y  otros  títulos,  que  á  la 
tasón  lo  era  D.  Carlos  Luis  de  Guzmán  y  de  la  Cerda,  quien  tenía  el 
carácter  de  administrador  de  la  parte  indivisa  del  caudal  relicto  al  falle- 
cimiento de  SQ  padre  D.  Diego  Isidro  de  Guzmán  y  de  la  Cerda,  ocurrido 
en  Diciembre  de  1849,  hallándose  comprendidos  en  dicha  parte  indivisa 
loe  l>lenes  de  la  administración  de  Valencia  de  Don  Juan,  y  por  lo  tanto, 
los  foros  de  qne  hoy  se  trata,  según  así  se  estipuló  por  la  viuda  é  hijos 
y  herederos  de  dicho  D.  Diego  Isidro  en  la  escritura  de  partición  del 
caudal  hereditario  de  éste,  que  otorgaron  en  Madrid  el  día  1.®  de  Mayo 
de  1860,  en  la  cual  se  dice  literalmente  al  formalizar  el  inventario:  «Seo- 
^ón  primera. — Administración  de  Valencia  de  Don  Juan. ~Las  rentas 
de  las  flacas  que  se  citan  en  esta  Sección,  entre  cuyas  fincas  se  hallan 
las  que  son  objeto  de  la  pensión  foral,  se  fijan  en  la  cantidad  á  metálico 
de  48.801  reales  17  céntimos>;  á  continuación  de  cuya  cláueula  se  in- 
aerta  otra,  en  la  cual  acordaron  los  interesados  ú  otorgantes  constituir 
para  pago  de  censos  una  administración  aislada  y  especial  bajo  la  direo- 
eión  del  entonces  Conde  de  Ofiate,  el  citado  D.  Carlos  Luis  de  Guzmán 
y  de  la  Cerda,  qne  llevaría  cuenta  separada  y  sujeta  al  resultado  final 
de  las  obligaciones  censuales,  á  fin  de  no  entorpecer  la  división  de  los 
demás  bienes: 

Reeultando  que  fallecido  en  Septiembre  de  1880  el  D.  Carlos  Luis 
de  Qasmán  y  de  la  Cerda,  su  viuda  y  heredera  Dofia  María  Josefa  de  la 
^i^a  y  Palafox  declaró  en  escritura  de  4  de  Agosto  de  1883  que  todas 
1m  de  reconocimiento  otorgadas  á  nombre  de  su  citado  marido,  y  entre 
ellas  la  de  16  de  Diciembre  de  1868,  debían  entenderse  en  favor  de  to- 
dos los  herederos  dal  difunto  padre  de  aquél,  D.  Diego  Isidro  de  Gua- 
rnan y  de  la  Cerda,  por  el  hecho  de  referirse  á  la  masa  de  bienes  que  se 
mantuvo  proindiviso  al  objeto  de  que  ya  queda  hecho  mérito: 

Resultando  que  de  certificación  expedida  por  el  Registrador  de  la 
propiedad  de  Valencia  de  Don  Juan  aparece  que  en  el  libro  registro  co- 
Trespondiente  al  afio  1851  hay  una  inscripción  en  que  por  las  fincas  tir 
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tnltdM  de  San  LoiensOy  qna  ti«ifln  alorftdMpor  mitod  perpetnaipwai»- 
•1  Concejo  7  veeinot  do  Cnblllms  000  el  de  Cabrero*,  aqnólpeg»  6S  fane- 
gas de  trigo  7  6S  de  cebada: 

Reenltando  qae  el  deeecbo  que  loe  noeve  demandantea  ejercitan  arran- 
ca, por  ooneigiiienteb  del  caneante  común  D.  Diego  Isidro  de  Goamán  y 
de  la  Cerda,  Conde  de  Ofiáte,  muerto  en  1849  bajo  testamento  qne  habia . 
otorgado  con  fecba  4  de  Abril  de  1841,  en  el  coal  declaró  qne  de  en  pri- 
mer matrimonio  con  Dofia  Maria  del  Pilar  Antonia  Cemecio  de  la  C¿da 
tnvo  diferentes  bijos,  de  los  cnalee  vivian  entonces  D.  Carlea  Iaís»  Do» 
Isidro,  D.  José  y  Dofia  Maria  del  Pilar  Gusmán  de  la  Cerda,  y  qne  de  sn 
segundo  matrimonio  con  Dofia  Maria  Tecla  Caballero  exlstian  también 
sns  bijos  legitimes  Dofia  Antonia,  D.  Juan,  Dofia  Maria  del  Carmen, 
Dofia  Carolina,  Dofia  Matiide  y  Dofia  Adela  de  Goamán  y  Caballero,  de 
loe  cnales  ban  comparecido  en  estos  antoe  por  so  propio  derecbo  Dofia 
Maria  del  Pilar  de  Goamán  y  de  la  Cerda,  Condesa  de  Ofiate,  Marquesa 
de  Montealegre  y  viuda  de  Sierra  Bullones;  Dofia  Juliana  de  Gusmán  y 
Caballero,  Condesa  de  Afioyer  de  Tormas,  y  Dofia  Matilde  Goamán  y 
Caballero,  Condesa  de  Castafieda;  determinándose  el  derecbo  dolos  otros 
seis  demandantes  en  la  siguiente  lorma,  según  se  expresa  en  loe  he- 
chos 11  y  12  de  la  demanda:  D.  Juan  Crooke  y  Nayarrot,  Conde  viudo  de 
Valencia  de  Don  Joan,  comparece  como  heredero  y  teetamentario  único 
de  en  esposa  Dofia  Adela  Gusmán  y  Caballero,  y  como  testamentarlo, 
único  también,  de  D.  Isidro  Gusm^  y  de  la  Cerda,  Marqués  que  fué  de 
Aguilar  de  Campóo;  Dofia  Joaquina  Rebolledo  de  Palalox  y  Guarnan» 
Marquesa  de  Nayarrés  y  Cafiisar;  Dofia  Maria  Blanca  Meneos  y  Rebo- 
lledo de  Palafox,  Marquesa  de  San  Felices  de  Aragón,  y  D.  Joaquin  Ma- 
riaMencos  y  Espoleta,  Conde  de  Guendulain,  en  representación  éeie  de 
hijo  menor  D.  José  Maria,  comparecen  como  herederos  de  en  madre  y 
abuela  respestivamente  Dofia  Antonia  de  Gusmán  y  Caballero,  y  D.  Ga- 
briel del  Alcáaar  y  Gusmán,  Conde  de  Crecente,  y  sn  hermano  D.  Diego 
del  Alcáaar  y  Guarnan,  Blarqnés  de  Pefiaíoente,  comparecen  como  here- 
deros de  su  madre  Dofia  Maria  del  Carmen  Gusmán  y  Caballero  y  de  sn 
tia  politice  Dofia  Josefa  de  la  Cerda  y  Palafox,  heredera  única  de  so  ma- 
rido D.  Carlos  Luis  de  Gusmán  y  de  la  Cerda: 

Besnltando  que,  según  acaba  de  indicarse,  el  demandante  D.  Joan 
Crooke  y  Navarrot  comparece  en  el  pleito  como  heredero  y  teetamenta* 
rio  único  de  su  mujer,  Dofia  Adela  de  Gusmán  y  Caballero,  y  como  testa- 
mentario, único  también,  de  D.  Isidro  de  Gosmán  y  de  la  Cerda,  Marqués 
que  fué  de  Aguilar  de  Campóo;  y  siendo  este  hecho  el  fundamento  en  que 
se  apoya  si  tercero  y  último  motivo  del  presente  recurso  de  casación,  es 
de  obeervar  que  en  lo  tocante  á  tal  particular  aparece  de  loe  autoe:  Pri- 
mero, que  Dofia  Adelaida  de  Gnamán  y  Caballero— fallecida  en  Julio 
de  1896— otorgó  en  6  de  Julio  de  1896  testamento,  en  el  cual,  después 
de  hacer  varios  legados,  instituyó  por  única  y  uniyersal  heredera  á  su 
bija  Dofia  Adelaida  Crooke  de  Gosmán,  y  en  defecto  de  la  misma,  á  sus 
descendientes,  nombrando  por  albaoea  t^^stamentario  á  sn  eeposo  el  Don 
Juan  Crooke;  segundo,  que  D.  Isidro  de  Gozmán  y  de  la  Cerda,  Marqués 
que  fué  de  Aguilar  de  Campóo,  murió  el  29  de  Agosto  de  1864,  y  en  su 
testamento  que  habia  otorgado  en  4  de  Julio  del  sfio  anterior,  deepués 
de  varias  clánsulaa  relativas  á  su  funeral,  distribución  de  legedoa  y 
otros  particularea  que  no  ea  del  caso  mencionar,  afiadió,  por  la  cláoeuia 
undécima,  que  habiendo  diepueato  de  cuantos  bienes  le  pertenecisn,  no 
oreia  oportuno  ocuparse  de  la  institución  de  herederos  por  no  taserlos- 
forzosos,  ni  descendientes  ni  sscendientes,  y  nombró,  por  último,  teet»- 
mentarios  con  el  carácter  de  contadores  partidores,  entre  ellos  al  Dob; 
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Jvftn  Otookfl  y  NaT*mt,  aatorlBándolee  ampliamente  para  tode  lo  ne- 
«aaark»,  coa  expresa  prohibioién  de  qae  enalqaiera  autoridad  se  meioiaao 
f  eo  ooM  slsvma  que  pudiera  impedirles  el  libee  neo  de  sus  f  acoltadee 

q«e  ImB  dejaba  conlM'idae;  ieroero,  qae  en  nao  de  eetaa  lacolladee,  otor- 
garoa  loe  aiodidoe  teeumentarioa  con  feeha  28  de  Junio  de  1866  ana  ee- 
critnrm  pébéiea,  en  la  cual  deeian  qae  á  falta  de  deaoendientee  y  aeoen- 
I  dicnede  del  finado  entraban  á  auoederle  loe  berraaDoa  de  doble  TÍnenlo» 

I  7  que  stendo  notorio  qoe  en  aquel  caso  los  bMmanos  eamales  del  Mar- 

qués de  Af  uélar  de  Campeo  eran  únioamente  D.  Garlos  Luis,  Dofia  Ha- 
[  ría  del  Pilar  y  D.  José  de  Guarnan  y  de  la  Cerda,  los  reconocían  y  con- 

I  aideraban  á  loa  tres  como  únicus  herederos  del  citado  D.  Isidro,  proTC- 

I  yendo  ai  repartimiento  entre  los  mismos  eon  entera  igaaldad  de  lo  que' 

Tcrdaderamenta  constituía  la  herencia;  cuarto,  que  á  jaicio  de  la  Sala 
•entmaoiadura  y  según  afirma  en  los  considerandos  noveno  ^  décimo  de 
i  CQ  ÍAllo,  lee  documentos  traídos  al  pleito  demuestran  suficientemente 

que  tedec  loe  actores,  y  por  lo  tanto,  el  D.  Juan  Orooke  y  Navarrot,  re- 
yreeentam  en  legal  forma  la  sucesión  legítima  del  causante  común,  Don 
\  IMegu  Likdro  de  Gosmán  y  de  la  Cerda,  Conde  de  Ofiate: 

Resaltando  que  en  relaciún  con  estos  antecedentes,  Dofia  María  del 
^  PUnr  de  Gaimáa  y  de  la  Cerda,  Condesa  de  Ofiate,  Marquesa  de  Monte- 

I  ale^e  y  yioda  de  Sierra  Bailones;  DoAa  Juliana  de  Guarnan  y  Caballe- 

ro, Ooodeea  de  Afiover  de  Tormee;  Dofia  Matilde  de  Guarnan  y  Caballero, 
^Oondeea  de  Castafieda;  D.  Juan  Crooke  y  Mavarrot,  Conde  viudo  de  Va- 
I  lencl»  de  Don  Juan;  Dofia  Joaquina  Rebolledo  de  Falafoz  y  Gasmán, 

Uarqoeaa  de  Navarrés  y  Cafiisar;  D.  Joaquín  María  Meneos  y  Espeleta, 
Conde  de  Gnendulaín;  Dofia  Blanca  Meneos  y  Rebolledo  de  Palaloz, 
Marqaeflft  de  San  Felices  de  Aragón,  y  sa  marido  D.  Manuel  Alvarea  de 
l\)ledo  y  Samaniego,  Marqués  de  San  Felices  de  Aragón;  D.  Gabriel  del 
AlcAaar  y  Gosmán,  Conde  de  Crecente,  y  D.  Diego  del  AloAzar  y  Gua- 
rnan, ÜArqués  de  Pefiafaente,  dedujeron  en  26  de  Octubre  de  1808  ante 
ei  JomgAdo  de  primera  instancia  de  Valencia  de  Don  Juan,  demanda  en 

Ciclo  declarativo  de  mayor  cuantía  contra  los  Ayuntamientos  de  Ca- 
eros del  Río  y  Cobillae  de  los  Oteros,  con  la  súplica  de  que  en  defini- 
tiva «e  declare  que  los  demandantes,  en  el  concepto  con  qoe  respectiva- 
mente oomparecen,  ó  sea  como  herederos  de  D.  Diego  Isidro  de  Gusmán 
y  de  la  Cerda  y  de  su  hijo  D.  Carlos  Luis,  Condes  de  Ofiate  y  otros  títu- 
los, 00  hallan  en  posesión  del  derecho  de  cobrar  una  pensión  forai 
anoal  y  perpetua  de  106  fanegas  de  trigo  y  106  fanegas  de  cebada,  que 
deben  pagar  por  mitad  en  cada  afto,  el.  día  11  de  Noviembre,  los  Ayun- 
tamientos y  vecinos  de  los  dos  referidos  pueblos  de  Cabreros  del  Río  y 
Cubitlne  de  los  Oteros;  y  que  en  su  consecuencia,  se  condene  á  aquellas 
Corporaciones  municipales  á  pagar  á  los  demandantes  ó  á  su  Adminia- 
tra<ior  cmi  nombre  suyo  la  indicada  cantidad  de  trigo  y  cebada  por  el  im- 
porto de  las  pensiones  vencidas  y  no  satisfechas  de  los  afios  1806,  06  y 
^tT,  y  á  las  que  venaan  en  lo  sucesivo  y  las  costas: 

flcenltando  que  para  apoyar  su  pretensión  depusieron  Dofia  María 
de  Onamán  y  Httasocios:  que  de  tiempo  inmemorial,  y  en  virtad  de  con- 
I  trato  reiteradamente  reconocido  por  los  interesados,  los  Ayuntamientos 

de  Cabreros  del  Ríoy  Cobillas  de  los  Oteros  vienen  pagando  á  los  Con- 
1  dee  de  Valencia  de  Don  Joan  y  sos  sucesores  la  pensión  toral  anual  y 

I  perpetua  de  106  fanegas  de  trigo  y  106  fanegas  de  cebada,  por  mitad,  en- 

tre loe  dos  Ayuntamientos  y  vecinos  de  los  pueblos  referidos,  puestas 
t  de  ao  cuenta  y  riesgo  el  día  1 1  de  Noviembre  de  cada  afio  en  las  paneras 

qae  dlcbos  Condes  tienen  en  Valencia  de  Don  Juan;  que  este  foro  se 
Aalla  gravado  sobre  el  terreno  y  coto  redondo,  titulado  de  Los  San  Lo- 
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renaofl»  oompaesto  de  66  caigas,  tres  heminaa  y  47  paloa,  lindantes  eos 
loe  términos  de  Cabreros  del  Rio,  Cabillas  de  los  Oteros,  Gigosos,  VI- 
llalobar  y  Granja  de  San  Antolin;  que  la  propiedad  de  este  coto  fué  de- 
clarada á  f ayor  del  Dnqne  de  Arcos  y  de  Nájera,  Conde  de  Valencia  de 
Don  Jaan,  antecesor  de  los  demandantes,  entre  otras  ocasiones,  por 
anto  dictado  con  fecha  1.®  de  Hayo  de  1740,  en  pleito  sostenido  con  el 
Promotor  fiscal;  qne  los  citados  Ayuntamientos  y  Tecinos  de  Cabreros  - 
del  Rio  y  Cabillas  de  los  Oteros  reconocieron  la  existencia  del  foro  en 
cneetión  por  la  escritora  de  16  de  Diciembre  de  1868,  qae  se  ha  relacio- 
nado en  la  exposición  de  antecedentes,  con  los  pactos  y  obligaciones  A. 
qne  allí  se  sometieron;  qae  en  virtod  de  éste  y  de  otros  anteriores  con- 
tratos, contiDaStron  pagando  anualmente  dichos  Aynntamrientos  y  Conce- 
jos las  106  fanegas  de  trigo  y  106  de  cebada,  hasta  el  afio  1896,  en  qoe- 
dejaron  de  pagar,  si  bien  los  demandantes  han  sabido  qne  ios  vecinos- 
de  Cubillas  de  los  Oteros  entregaron  la  pensión  á  ellos  correspondiente- 
de  dicho  afio  1896  al  Alcalde  de  aquel  paebio,  que  lo  era  entonces  Don 
Antonio  Corriexes,  y  á  an  Concejal  cuyo  nombre  ignoran;  qae  estos  dos 
cobradores  se  quedaron  con  los  granos  en  sa  poder,  lo  cual,  de  ser  cier- 
to, podría  constituir  un  delito  de  estafa,  que  demuestra  la  raaón  y  el  de- 
recho á  cobrar  que  asiste  á  los  actores,  de  tal  suerte  que  el  mencionado 
Curiexes  acudió  en  carta  particular  pidiendo  espera,  al  tener  noticia  del. 
propósito  que  los  dicentes  abrigaban  de  acudir  á  la  vía  judicial;  qae  han 
sido  muchos  los  avisos  que  amistosamente  se  han  dirigido  á  los  citados 
pueblos  por  conducto  del  administrador  de  los  demandantes,  á  fin  de 
procurar  que  pagasen  la  pensión,  sin  haber  obtenido  resultado  algu- 
no; que  en  la  escritura  fecha  1.^  de  Mayo  de  1860,  de  partición  de  bienes 
de  D.  Diego  Isidro  de  Guzmán  y  de  la  Cerda,  causante  común  de  los 
actores,  convinieron  su  viuda  y  herederos  en  dejar  para  todos  proindl- 
viso  cierta  masa  de  caudal,  con  el  objeto  de  atender  al  pago  de  censos  y 
otros  gravámenes  que  afectaban  á  la  herencia,  y  era  preciso  pagar;  qus^ 
al  frente  de  esos  bienes  indivisos  se  puso  como  administrador  ó  repre- 
sentante general  de  todos  los  herederos  á  D.  Carlos  Luis  de  Gnsmán  y  | 
de  la  Cerda,  hijo  primogénito  de  D.  Diego,  con  el  encargo  de  regirlos  y 
atender  con  sus  productos  en  venta  y  en  renta  al  pago  de  las  cargas  del  | 
caudal  hereditario;  que  entre  esos  bienes  se  encontraban  todos  los  de  la 
administración  de  Valencia  de  Don  Juan,  y  por  lo  tanto,  los  foros  de 
que  hoy  se  trata;  que  suscitadas  algunas  dudas,  relativas  á  la  inteligen-  j 
da  de  la  mencionada  escritura  de  partición  en  lo  oonoemiente  á  la  exis- 
tencia de  dichos  bienes  proindiviso,  fueron  sometidas  á  un  laudo  arbi- 
tral, en  virtud  del  que  se  otorgó,  con  fecha  22  de  Febrero  de  186S,  otra  | 
noeva  escritura,  en  la  cual  establecieron  los  herederos  interesados,  en- 
tre otros  particulares:  que  los  bienes  de9tinados  al  pago  corriente  de  los 
censos  contra  la  casa  del  difunto  D.  Isidro  continuarían  á  cargo  y  bajo 
la  administración  del  Conde  de  Ofiate  D.  Carlos  Luis,  durante  los  días  \ 
de  su  vida;  que  á  la  muerte  de  éste  designarían  los  otorgantes  la  persona 
que  hubiera  de  seguir  administrándolos,  con  la  obligación  de  rendir           l 
cuentas  y  repartir  lo  sobrante  ó  exigir  lo  que  faltare  en  la  proporción 
correspondiente;  y  que  esos  interesados  herederos  del  difunto  causante* 
D.  Diego  Isidro  eran  los  cuatro  hijos  de  su  primer  matrimonio  D.  Carlos 
Luis— el  administrador—,  D.  Isidro,  D.  José  y  Dofia  María  del  Pilar  de 
Guarnan  y  de  la  Cerda,  y  su  viuda  Dofia  María  Tecla  Caballero,  y  los 
siete  hijos  habidos  con  ésta  en  segundo  matrimonio,  Dofia  Antonia,  Don 
Juan,  Dofia  Juliana,  Dofia  Carmen,  Dofia  Carolina,  Dofia  Matilde  y 
Dofia  Adela  de  Gusmán  y  Caballero;  que  cuando  D.  Carlos  Luis  tenía  á 
sa  cargo  la  administración  del  caudal  proindiviso  destinado  «1  pago  de 
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oenaoB  y  cargas,  ñió  cuando  loe  Ayuntamientos  de  Cabreros  del  Río  y 
de  Cabillas  de  ios  Oteros  reconocieron  el  foro  de  qae  se  trata  en  la  ya 
mencionada  escritura  de  15  de  Diciembre  de  1868;  y,  finalmente,  que  los 
demandantes  son  los  interesados  ó  propietarios  de  los  repetidos  bienes 
proindlYisOy  y  por  lo  tanto,  de  ese  mismo  foro,  cuyas  pensiones  se 
ivciaman: 

Besultando  que  después  de  sentar  estos  bechos,  alegaron  los  actores 
como  fundamentes  legales  de  su  demanda,  las  leyes  7.^,  tit.  8.^,  y  2.^, 
tít,  84,  del  libro  11  de  la  Novísima  Recopilación;  el  principio  de  que  la 
reclamación  y  percibo  de  una  pensión  íoral  por  más  de  medio  siglo, 
€X>n0titaye  un  derecho  respetable;  la  ley  1.^,  tít.  1.^,  libro  10  de  la  No- 
-rlsiniA  Becopilación;  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  14  de 
Mayo  de  1861,  9  de  Mayo  de  1884,  18  de  Abril  de  1886,  24  de  Noviembre 
de  1887,  2  de  Julio  de  1878,  2  de  Julio  de  1883,  y  los  arts.  901,  902  y  906 
del  Código  civil,  concordantes  con  las  leyes  4.^  y  6.^,  tít.  10,  Partida  6> 
y  sentencia  de  este  mismo  Tribunal  de  7  de  Junio  de  1862:  babiéndosa 
acompafiado  á  la  demanda,  entre  otros  documentos,  certificación  oficial 
del  Real  auto  de  1.^  de  Mayo  de  1740;  la  escritura  pública  de  reconoci- 
miento del  foro,  otorgada  el  16  de  Diciembre  de  1868;  la  carta  en  que  el 
Alcalde  de  Oubillas  de  ios  Oteros,  D.  Antonio  Curriexes,  pide  espera  para 
el  pafipo  de  la  anualidad  correspondiente  á  1896;  copia  en  papel  simple 
de  la  escritura  de  partición  de  los  bienes  de  D.  Diego  Isidro  de  Guzmán 
y  de  la  C^rda,  extendida  en  1.^  de  Mayo  de  1860;  copia,  en  papel  simple 
también,  de  algunos  particulares  de  esa  misma  escritura,  referentes  al 
eandal  proindi  viso  llamado  de  censos  y  cargas;  copia,  igualmente  en 
papel  simple,  de  la  escritura  de  4  de  Agosto  de  1883,  otorgada  por  Doña 
María  Josefa  de  la  Cerda  y  Palafox,  y  copia  en  papel  simple,  y  en  la 
parte  necesaria,  de  varios  testamentos  para  acreditar  el  derecho  con  que 
loe  demandantes  accionan  en  el  pleito: 

Reeaitando  que  admitida  la  demanda  y  conferido  traslado  con  em- 
plaxamiento  á  los  Ayuntamientos  demandados  de  Cabreros  del  Rio  y 
Cnbillae  de  los  Oteros,  la  evacuaron  con  la  súplica  de  que  en  definitiva 
se  lee  abeuelva  de  la  pretensión  de  los  actores,  á  quienes  se  impondrían 
lae  costas  del  juicio,  declarando  que  éstos  carecen  de  derecho  para  re- 
clamar el  foro,  no  sólo  por  no  probar  la  adquisición  de  ese  derecho,  sino 
también  por  proceder  semejante  foro  de  sefiorío  feudal  y  jurisdiccional 
abolido  por  la  ley,  en  apoyo  de  cuya  petición  alegaron  los  siguientes 
hecbos:  que  desde  que  se  otorgó  la  escritura  de  reconocimiento  foral  en 
Diciembre  de  1868,  han  venido  pagando  los  Ayuntamientos  demandados 
al  Ck>nde  de  Ofiate  una  prestación  ó  foro  titulado  de  Los  San  Lorenzos; 
que  no  pueden  asegurar  que  este  pago  baya  sido  continuo  durante  todos 
los  afioe,  afirmando  sólo  no  ser  cierto  que  los  actores  hayan  cobrado  la 
peneión  referida  con  consentimiento  de  dichos  Municipios;  que  los  acto- 
res presentan  como  Justificación  de  su  demanda,  copia  simple  de  varios 
testamentos,  de  escrituras  de  reconocimiento  y  de  cuentas  practicadas, 
en  cuyos  documentos  no  se  hace  constar  que  hayan  sido  liquidados  ni 
inscritos  en  el  Registro  de  la  Propiedad  más  que  en  las  transmisiones 
caya  partición  está  ultimada  y  la  escritura  de  reconocimiento  foral  de 
1868;  que  aun  cuando  esas  copias  simples  fuesen  fehacientes,  no  proba- 
rían el  carácter  con  que  accionan  los  demandantes  ni  su  derecho  á  lo 
qae  reclaman,  no  habiendo  exhibido  extrajudicialmente  documento  al- 
gano  á  los  demandados;  que  aquéllos  han  presentado  además  un  docu- 
mento público  en  donde  consta  que  el  Bey  Don  Juan  concedió  Real  pri- 
vilegio al  luíante  Don  Juan  de  Portugal,  haciéndole  donación  de  la  villa 
de  Valencia  de  Don  Juan  con  todas  sus  aldeas,  términos,  montes,  debe- 


Digitized  by 


Google 


tn  JURISPRUDENCIA  CIVIL 

8ms,  prados,  pMtoi  y  demás  lagares  de  en  joriedlcción,  en  la  que  se  halla 
comprendido  el  de  Los  San  Lorenios;  que  también  aparece  jastillcado, 
que  se  dio  posesión  á  los  anteoesores  del  Conde  de  Odate  del  Condado 
de  Valencia  de  Don  Joan  con  sns  tierras,  lagares,  lortalesas,  jorisdic- 
ción  civil  7  criminal  con  todos  los  derechos,  pechos,  etc.,  etc.,  para  qae 
los  gozasen  según  merced  hecha  por  el  Rey  Don  Jaan  al  Infante  del 
mismo  nombre;  y  qoe  al  efecto,  los  yecinos  de  Valencia  de  Don  Joan 
prestaran  como  vasallos  obediencia  á  la  Condesa,  como  sefiora  natnral, 
nombrando  ésta  Jnsticias,  etc.,  etc.: 

Besaltando  qne,  al  alegar  en  derecho,  ezpasieron  también  les  Aynn- 
tamientos  de  Cabreros  del  Bio  y  Cabillas  de  los  Oteros  en  sa  eecrito  de 
contestación  á  la  demanda:  qae  las  copias  simples  qne  los  actores  pre- 
sentan con  la  demanda  no  hacen  fe  en  joicio  ni  prueban  tampoco  el  de- 
recho de  aqnéllos;  qae  en  cumplimiento  de  lo  qne  prescribe  el  art.  163 
del  reglamento  de  1.^  de  Septiembre  de  1896,  el  Josgado  debió  rechaaar 
todo  documento  que  no^hubiese  sido  liquidado  ó  en  que  no  constare  la 
nota  exigida  por  aquel  precepto;  que  el  documento  referente  á  la  testa- 
mentaria de  D.  Diego  Isidro  de  Gosmin  no  puede  servir  de  base  á  los 
demandantes,  porque  no  todos  ellos  representan  el  derecho  de  aquel 
causante,  debiendo,  además,  advertirse  que  ese  documento  quedó  sin 
valor  ni  efecto  por  la  escritura  de  reconocimiento,  que  es  posterior  y  ha 
venido  á  crear  un  nuevo  estado  de  derecho;  que  tampoco  pueden  los  ac- 
tores apoyar  su  demanda  en  esa  escritura  de  reconocimiento  foral  de 
1868,  porque  además  de  no  representar  á  la  persona  que  allí  figura  como 
duefia  del  foro,  falta  al  contrato,  para  que  tuviera  validez,  la  aprobación 
de  la  Superioridad,  según  la  ley  Municipal  de  1846,  vigente  en  aquella 
época;  que  los  bienes  sobre  que  el  foro  gravita,  proceden  del  feudalismo 
y  sefiorío  Jurisdiccional  abolidos  por  la  ley,  puesto  que  la  concesión  del 
Bey  Don  Juan  al  Infante  del  mismo  nombre  de  Portugal  se  hace  de  todo 
á  la  vez,  y  la  propiedad  que  se  ventila  era  y  es  anexa  al  sefiorío  jnris- 
dicoional,  que  quedó  abolido  por  las  disposiciones  de  la  citada  lev  de 
1887,  con  arreglo  á  la  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  2  de  Mano 
de  1849;  que  los  titulados  sefioríos  que  perciben  prestaciones  de  los  pue- 
blos donde  han  ejercido  jurisdicción,  deben  probar,  para  tener  derecho 
á  cobrarlas,  que  proceden  de  contrato  libre,  independiente  del  título  de 
sefiorío,  según  sentencias  de  este  Tribunal  de  23  de  Febrero  de  1864  y  SO 
de  Mayo  de  1863;  qne  los  demandantes  no  presentan  más  título  que  el 
de  jurisdiccional  sefiorío,  y  no  tienen,  por  lo  tanto,  derecho  á  cobrar  el 
foro;  que  la  escritura  de  reconocimiento  no  es  contrato  libre,  y  td  sólo 
una  confirmación  del  derecho  sefiorial;  que  en  ella  no  se  celebra  un 
nuevo  convenio,  diciéndose  solamente  lo  que  antes  sucedía,  esto  es,  que 
el  Conde  de  Ofiate  cobraba  el  foro,  pero  sin  que  se  demuestre  por  qué  o 
cobraba;  que  no  hay  tampoco  escritura  de  constitución  del  foro,  como 
exige  la  ley  8.^,  tít.  14,  Partida  1.*:  y  por  último,  qne,  en  virtud  de  las 
razones  expuestas,  no  están  obligados  los  Ayuntamientos  de  Cabreros 
del  Bío  y  Cubillas  de  los  Oteros  al  pago  de  las  pensiones  fofales  que  se 
les  reclama,  y  que  deben  devolvérseles  las  cantidades  indebidamente 
cobradas,  á  cuyo  efecto  se  reservan  el  derecho  de  incoar  la  reclamación 
oportuna: 

Besaltando  que  en  el  escrito  de  réplica  dieron  por  reproducidos  los 
actores  cuantos  hechos  habían  expuesto  en  la  demanda,  y  afiadieron: 
que  los  documentos  con  ella  presentados  son  perfectamente^admisiblet 
en  juicio,  no  obstante  su  cualidad  de  copias  simples,  y  que  el  foro  coyas 
pensiones  reclamaban  no  procede  de  sefiorío  feudal  ó  jurisdiccional, 
como  por  actos  propios  lo  tienen  reconocido  los  demandados;  ampliando 
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también  ioi  fandameniot  da  deMob*  ooa  la  «lU  4el  art.  60é  y  núm.  2.^ 
del  607  de  la  ley  de  £Djaleia«iieftlo  elTí^  art.  2.^  de  la  ley  de  183S,  6.^ 
del  decreto  de  1811,  á.^  de  la  ley  de  IH87,  eeotenoias  del  Tribunal  8iu 
premo  de  17  de  Febrero  de  1866,  8  de  Jalio  de  i878,  1.^  de  Diciembre  de 
1886,  11  de  Mayo  de  i888,  19  de  Janio  de  18^9  y  4  de  Julio  de  1890,  y  la 
ley  7*%  título  8.^,  libro  11  de  la  Nuirleioia  BecupilacidD,  puesto  que  la 
preaeatacidn  de  la  eecrUura  de  ouoeUuición  del  furo  t*s  iDoecesaria,  por 
«aanto  IO0  demandaotea  tienen  como  título  de  eo  derecho  la  posesión  in- 
jnemoriai  en  el  perotbo  de  una  pensión  anual: 

Beealtando  que  al  evaeoar  el  traslado  de  duplica,  insistieron  á  su 
Tes  loe  Ayuntamientos  demandados  ^n  los  beebos  de  la  contestación, 
exponiendo  además  qoe  el  Proenrador  de  Dofta  María  del  Pilar  de  Gus- 
Vkáa  y  litiesocios  no  eetaba  autorisaUa  por  el  po<Íer  presentado  para 
comparecer  á  nombre  de  alguno  de  ellos  con  el  carácter  que  lo  hacía  en 
la  demanda;  que  en  las  oopiae  simples  de  documentos  acompañadas  á  la 
demanda,  se  habla  de  foros  titulados  de  loe  préstamos,  precisamente 
reepecto  á  los  pneblos  de  Fresnedo  de  la  Vega,  Cabreros  y  Gubillas,  to- 
doB  los  cuales,  con  Carvajal  de  Fuentes  y  Villabra,  pertenecían  á  la 
Tilla  de  Valencia  de  Don  Juan  en  la  fecha  de  la  donación  real;  que 
haata  la  ley  de  tíefiorío,  los  sucesores  del  Conde  de  OiKate  han  ejercido 
Joriedlcclón  en  dichos  pueblos;  que  los  demandantes  no  confiesan  ni 
niegan  en  su  escrito  de  réplica  loe  hechos  consignados  en  el  de  contes- 
tación, y  que  los  Ayuntamientos  demandados  confiesan  la  certeaa  de  la 
donación  real  mencionada  en  el  particular  referente  á  estar  compren- 
didoe  Los  Sao  Lorensos  en  el  término  de  la  villa  de  Valencia  de  Don 
Joan:  alegando  también  como  nuevos  (andamentos  de  derecho,  los  si- 
goientes:  que  las  oopiae  presentadas  por  los  actores  no  prueban,  ni  mn- 
cÍM>  menos,  el  carácter  con  qne  comparecen  ni  justifican  la  representa- 
alón  qoe  alegan,  no  habiendo  probado,  por  lo  tanto,  que  en  la  actualidad 
•OMi  los  dueños  y  propietarios  del  foro;  que  la  escritura  de  reconoci- 
mienlo  del  foro  de  Diciembre  de  1868,  no  justifica  la  existencia  de  nn 
contrato  libre,  porqve  no  es  más  qoe  ona  confeRión  de  prestaciones 
qne  ee  venían  pagando  y  qne  en  lo  sncesivs  habían  de  satisfacerse, 
pero  sin  qoe  se  pruebe  su  origen;  la  sentencia  del  Tribunal  Supremo 
de  10  de  Mano  de  1890,  las  de  U  de  Octubre  de  1846  y  2  de  Marso  de 
1849;  el  art.  4.®  de  la  ley  de  1887,  según  el  cual  los  señores  que  hayan 
Bofrido  juicio  de  incorporación  y  obtenido  sentencia  favorable,  será  ésta 
oomplida  y  guardada  en  todo,  excepto  en  cuanto  á  derechos  jurisdic- 
cionales, á  los  tributos  y  á  las  prestaciones  que  denoten  señorío  y  que 
están  abolidas  por  dicha  ley  y  otras  anteriores;  la  sentencia  de  este  Tri- 
bonal  de  36  de  Junio  de  1866,  y  ser,  por  último,  evidente  que  el  foro  de 
qoe  ee  trata  está  abolido  por  la  ley: 

Besoltando  qne  recibido  el  pleito  á  prueba,  se  propuso  por  las  par- 
tea docnmental,  testifical  y  de  poniciones;  y  unidas  las  practicadas  á 
loe  antos,  y  evacuados  los  traslados  de  conclusión,  el  Juez  municipal 
suplente  de  Valencia  de  Don  Juan  en  funciones  de  primera  instancia,  de 
acuerdo  y  conformidad  con  el  asesor,  pronunció  en  81  de  Julio  de  1899 
aentencia  qne  absolvió  de  la  demanda  á  los  Ayuntamientos  de  Cabreros 
del  Río  y  Cubil  las  de  los  Oteros,  condenando  en  las  costas  á  los  deman- 
dantes; é  interpuesta  por  éstos  la  oportuna  apelación,  que  fué  admitida 
en  ambos  efectos  y  tramitado  el  recurso  en  forma  legal,  la  Sala  de  lo  ci^ 
Til  de  la  Audiencia  territorial  de  Valladolid  dictó,  con  fecha  10  de  Abril 
del  afio  anterior,  sentencia  por  la  que,  revocando  totalmente  la  apelada, 
declaid  que  Dofia  María  del  Pilar  de  Qnsmán  y  de  la  Cerda,  Condesa  de 
OAate  y  rinda  de  Sierra  Bullones,  y  litlssocios,  herederos  todos  de  Don 
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Diego  Isidro  y  D.  Garlos  Lata  de  Gusmáii,  Oondee  que  fueron  de  Oflate 
y  otros  títnlOBy  se  hallsn  en  posesión  del  derecho  de  cobrar  una  pensión 
loral,  anaal  y  perpetua  de  106  fanegas  de  trigo  y  106  fanegas  de  cebad», 
que  deben  pagarlas  por  mitad,  y  cada  un  afio,  el  día  11  de  Noyiembre» 
los  Ayuntamientos  y  vecinos  de  los  pueblos  de  Cabreros  del  Rio  y  Oa- 
billas  de  los  Oteros,  impuesta  sobre  el  coto  redondo  titulado  de  LiOS  San 
Lorensos;  y  ea  su  consecuencia,  condenó  á  dichos  Ayuntamientos,  por  sí 
y  en  nombre  de  ios  vecinos  de  ambos  pueblos,  á  que  paguen  á  los  ex- 
presados duefios  del  dominio  directo  la  cantidad  de  S18  fanegas  de  trigo 
y  818  de  cebada  por  el  importe  de  las  pensiones  vencidas  y  no  satisfe- 
j  chas  de  los  afios  1896,  1896  y  1897,  y  á  las  que  venían  en  lo  sucesivo  á 
raaón  de  106  fanegas  de  trigo  y  106  de  cebada  en  cada  un  afio  y  en  dicho 
día,  medidas  por  el  pote  de  Avila,  sin  hacer  especial  imposición  de  cos- 
tas de  una  y  otra  instancia: 

Resultando  qae  ios  Ayuntamientos  de  Cabreros  del  Río  y  Gubillas 
de  los  Oteros  han  interpuesto  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
como  comprendido  en  los  números  1.^  y  7.^  del  art.  1692  de  la  de  Enjui- 
ciamiento civil,  alegando  los  tres  siguientes  motivos: 

Primero.  iDÍracción  del  art.  1.^  de  la  ley  de  26  de  Agosto  de  1887  en 
relación  con  los  artículos  6.®  de  la  ley  de  11  de  Agosto  de  1811,  y  los  2.^, 
3.^  y  6.®  de  la  de  8  de  Mayo  de  1828,  en  cuanto  la  sentencia  recurrida 
declara  que  el  foro  constituido  sobre  el  coto  de  Los  San  Lorenzos  es  de 
la  propiedad  particular  de  los  Condes  de  Valencia  de  Don  Joan,  sin 
que  sea  preciso  exhibir  la  escritura  de  su  constitución,  cual  exige  la  ley 
de  Partida,  debiendo  atenerse  los  Ayuntamientos  recurrentes  á  la  escri- 
tura de  reconocimiento  de  16  de  Diciembre  de  1868,  toda  vea  es  innega- 
ble que  el  sefiorio  de  la  villa  y  término  de  Valencia  de  Don  Juan  era 
jurisdiccional,  según  lo  demuestra  la  sentencia  de  9  de  Marso  de  1532, 
que  confirmó  la  Ghancillería  de  Valladoiid,  y  aun  cuando  se  admita  que 
el  foro  de  Los  San  Lorenzos  debe  su  origen  á  un* contrato  libre  y  forma 
parte  de  un  señorío  territorial  ó  solariego,  como  en  el  territorio  que  ra- 
dica tuvieran  señorío  jurisdiccional  los  Condes  de  Oflate  y  de  Valencia 
de  Don  Juan,  está  por  ello  comprendido  en  los  citados  preceptos  lega- 
les que  se  mencionan  como  infringidos,  debiendo  además  de  tenerse  en 
cuenta  que  los  causantes  de  los  actores  no  iniciaron  el  correspondiente 
juicio  instructivo,  ó  por  lo  menos  se  desconoce  el  resultado  que  tuviera, 
sin  que  esta  deficiencia  pueda  suplirse  ni  por  el  auto  de  1.^  de  Mayo 
de  1740  ni  por  la  escritura  de  reconocimiento  otorgada  en  16  de  Diciem- 
bre de  1858,  debiendo  de  observarse  también  respecto  de  este  último 
documento,  que  no  tiene  el  valor  que  la  Sala  sentenciadora  le  atribuye 
con  notorio  error  de  derecho,  sin  consultar  el  elevado  interés  público  y 
social  que  persiguen  las  leyes  llamadas  de  Señoríos,  que  no  son  parte  de  ¡ 

las  leyes  civiles  que  regulan  las  obligaciones  nacidas  por  la  voluntad  li- 
bre de  los  individuos,  sino  superiores  á  la  esfera  del  derecho  civil,  al 
que  desconocen  y  aun  atrepellan  en  ocasiones,  negando  valor  á  loa  lla- 
mados derechos  adquiridos,  á  la  prescripción  inmemorial  y  á  la  Ubre 
contratación  de  las  partes,  en  obsequio  al  ñn  político  que  persiguen;  de 
igual  modo  que  lo  hicieron  más  tarde  las  leyes  desamortisadoras  y  el 
decreto  de  9  de  Febrero  de  1876  sobre  matrimonios: 

Segundo.  Infracción  del  art.  81,  párrafo  9.^  y  último  de  la  ley  Mu- 
nicipal de  8  de  Bnero  de  1846,  según  el  cual,  los  Ayuntamientos  deli- 
beran, conformándose  á  las  leyes  y  reglamentos,  sobre  la  enajenación 
de  bienes  muebles  é  inmuebles  y  sus  adquisiciones,  redención  de  cen- 
sos, préstamos  y  transacciones  de  cualquiera  espeeie  que  tuviera  que 
hacer  el  común;  pero  comunicando  el  acuerdo  que  recayese  al  Jefe  po- 
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lítico,  «in  cuya  aprobación,  ó  la  del  Gobierno  en  su  caeo»  no  podrá  lie- 
▼aree  á  efecto;  porque  la  eecritara  de  15  de  Diciembre  de  1868  recono- 
ciendo el  dominio  directo  del  foro  de  Loe  San  Lorensos  por  loa  Ayan- 
tamientos  y  Tecinos  de  loe  pueblos  de  Cabreros  del  Río  y  Cubiüas  dé- 
los Oteros,  se  otorgó  por  los  Alcaldes,  Tenientes,  Procuradores,  Sindi- 
coa  y  un  Begidor  de  ambos  Ayuntamientos,  pero  sin  que  mediaran  los 
acuerdos  de  estas  Corporaciones,  que  son  indispensables  para  poderlas 
obligar,  y  faltando  además  la  sanción  del  Poder  Central,  prestada  por  el 
Jefe  político  ó  Gobierno  en  su  defecto;  á  pesar  de  cuyas  omisiones  esen- 
cialee  condena  el  Tribunal  sentenciador  á  los  recurrentes  al  pago  de  las^ 
pensiones  del  expresado  foro,  fundándose  en  el  reconocimiento  que  con- 
tiene la  mencionada  escritura;  y 

Tercero.  Doble  error  de  hecho  en  la  apreciación  de  las  pruebas  é  in- 
fracción de  la  ley  5.%  tít.  88,  Partida  7.%  y  de  la  constante  jurispruden- 
cia, de  que  la  voluntad  del  testador  es  ley  en  materia  de  sucesión,  esta- 
blecida por  este  Tribunal  Supremo  en  sentencias  de  12  de  Octubre  de 
1886,  24  de  Eaero  de  1887  y  otras  muchas,  en  cuanto  el  fallo  recurrido» 
afirma  que  D.  José  Crooke  y  Navarrot,  Conde  viudo  de  Valencia  de  Don 
Juan,  es  heredero  y  testamentarlo  de  su  esposa  Dolía  Adela  Guzmán  y 
Caballero,  y  testamentario  también  de  D.  Isidro  de  Guzmán  y  de  la 
Cerda,  Marqués  de  Aguilar  de  Campóo,  teniendo  en  tal  concepto,  de 
igual  modo  que  los  demás  demandantes,  acción  y  derecho  para  recla- 
mar el  pago  de  las  peDsiones  ferales,  siendo  asi  que  dicha  Dofia  Adela 
Guzmán  y  Caballero  falleció  en  1896,  bajo  testamento  que  había  otor- 
gado el  6  de  Julio  del  afio  anterior,  en  el  cual  instituyó  por  única  y  uni- 
versal heredera  á  su  hija  Dofia  Adela  Crooke  de  Guzmán,  y  en  defecto- 
de  la  misma,  á  sus  descendientes,  nombrando  albacea  testamentario  á 
su  citado  esposo  D.  Juan  Crooke  y  Navarrot;  y  siendo  asi  también  que 
de  la  escritura  que  en  28  de  Junio  de  1866  otorgaron  los  testamentarios, 
legatarios  y  herederos  de  D.  Isidro  de  Guzmán  y  de  la  Cerda,  Marqués  de 
Aguilar  de  Campóo,  resulta  que  éste  falleció  en  Agosto  de  1864  con  tes- 
tamento de  4  de  Julio  de  1863,  manifestando  en  su  cláusula  undécima^ 
que  habiendo  dispuesto  de  cuantos  bienes  le  pertenecían,  no  creía  con- 
veniente ocuparse  de  la  institución  de  heredero,  á  pesar  de  lo  cual,  su» 
tsetamentarios,  en  esa  escritura  de  Junio  del  66,  reconocen  como  here- 
deros del  Marqués  á  sus  hermanos  germanos  D.  Carlos  Luis,  Dofia  Ma- 
ría del  Pilar  y  D.  José  de  Guzmán  y  de  la  Cerda,  y  les  adjudican  por 
igual  el  remanente  de  la  herencia;  de  todo  lo  cual  se  deriva  un  doble 
error  de  hecho  resultante  de  documentos  auténticos  que  revelan  la  equi- 
vocación del  juzgador,  puesto  que  los  dos  testamentos  y  escritura  ante- 
riormente relacionados  demuestran — en  contra  de  lo  declarado  por  el 
Tribunal  sentenciador— que  D.  Juan  Crooke  y  Navarrot  no  es  heredero- 
de  SQ  esposa  Dofia  Adelaida  Guzmán  y  Caballero  ni  de  D.  Isidro  de 
Guarnan  y  de  la  Cerda,  Marqués  de  Aguilar  de  Campóo,  y  por  consi- 
guiente, que  no  lo  es  tampoco  de  los  causantes  de  aquéllos,  los  difuntos' 
Condes  de  Ofiate,  D.  Diego  Isidro  y  D.  Carlos  Luis  de  Guzmán,  care- 
ciendo en  su  consecuencia  dicho  D.  Juan  Crooke  y  Navarrot  de  acción 
y  derecho  para  reclamar  el  pago  de  las  pensiones  ferales  que  en  este 
^eito  se  demandan. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Vicente  Piniés: 
Considerando  que  el  error  de  hecho  alegado  en  el  tercer  motivo  del 
recurso,  y  relativo  á  la  personalidad  de  D.  Juan  Crooke  y  Navarrot,  y  á 
la  acción  por  el  mismo  ejercitada,  no  afecta  á  la  parte  dispositiva  de  la 
sentencia  en  cuanto  ai  interés  de  los  recurrentes,  porque  habiendo  la. 
fiála,  después  da  declarar  que  los  actores  representan  la  sucesión  legí- 
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tima  del  cftufuuite  común,  el  Oonde  de  Ofiate,  condenado  á  aquéllos  á 
pafl^ar  la  pensión  foral  indi  visible  á  loe  saeeeorea  de  diclio  Oonde»  entre 
loa  cnales  padiera  la  personalidad  y  acción  del  citado  D.  Juan  Órooke 
haber  sido  disentida  por  la  mayor  participación  que  en  el  foro  podría 
comprenderles,  la  obligación  de  ios  demandados  y  en  condena  ai  pmgo 
no  se  alterarían  por  la  circunstancia  de  ser  mayor  ó  menor  el  número 
-de  los  qae  representaran  la  sucesión  referida: 

Oonsiderando  que,  según  repetida  jurisprudencia  de  este  Tribonal 
Supremo,  la  existencia  de  los  censos,  y  del  consiguiente  derecho  á  re- 
clamar las  pensiones  puede  probarse,  en  defecto  de  escritura  pública, 
por  otros  medios  que  el  derecho  reconoce,  sin  que  á  ello  obsten  las  le- 
yes 8.»,  tít,  14,  Partida  1.^,  y  28,  tit.  8.^  Partida  6.%  las  cuales,  si  bien 
exigían  otorgamiento  de  escritura  pública  para  la  constitución  del  censo, 
nada  ordenaban  acerca  del  modo  de  justificar  el  ya  constituido  en  dicha 
lorma: 

Considerando  que,  on  este  sentido,  la  Sala  sentenciadora,  al  declArar 
probada  la  existencia  del  foro  y  en  su  conseonencia  el  derecho  de  los 
demandantes  á  cobrar  la  pensión  reclamada,  no  ha  cometido  la  infrac- 
ción que  se  supone  en  el  motivo  segundo  del  recurso,  porque  habiendo 
formado  su  juicio  estimando  la  posesión  inmemorial,  los  documentos 
privados  y  las  manifestaciones  de  las  partes  y  de  los  testigos,  habida 
consideración  además  á  lo  renonocido  en  la  escritura  pública  de  16  de 
Diciembre  de  1858,  como  uno  de  los  elementos  de  prueba— toda  la  cnal 
ha  apreciado  en  conjunto—,  no  han  los  recurrentes  impugnado  tal  apre- 
ciación por  los  medios  que  la  ley  Procesal  autorisa;  y  que  aun  en  la  hi- 
pótesis de  que  el  otorgamiento  de  la  citada  escritura  estuviera  compren- 
dido en  el  caso  6.^  del  art.  81  de  la  ley  de  8  de  Enero  de  1816,  para  los 
efectos  del  mismo  artículo,  último  párrafo,  la  impugnación  de  tal  doca- 
mentó  sería  ineficaz  para  la  casación,  por  referirse  á  uno  solo  de  loe  ele- 
mentos que  sirvieron  de  base  al  juicio  referido  del  Tribunal  senten- 
ciador: 

Oonsiderando  que  declarado  por  auto  de  1.^  de  Mayo  de  1740,  cnya 
valides  y  consecuencias  legales  no  han  sido  antes  ni  ahora  en  este 
pleito  impugnadas,  que  el  terreno  y  coto  redondo  titulados  Los  8an  Lo- 
renzos pertenecían  á  la  propiedad  del  Duque  de  Arcos  y  de  Nájera — 
ahora  á  los  caosahabientes  del  Marqués  de  Montealegre  y  Conde  de 
'Ofiate— ,  y  que  dichos  coto  y  terreno  quedaban  exceptuados  de  la  inoor- 
poración  ai  Real  Patrimonio,  el  derecho  que  para  exigir  las  pensiones 
se  concede  en  la  sentencia  no  puede  estar  subordinado  al  art.  1.^  de  la 
ley  de  6  de  Agosto  de  1887,  en  relación  con  el  6.^  de  la  de  11  de  Agosto 
de  1811,  y  los  2.^  8.^  y  6.®  de  la  de  8  de  Mayo  de  1828,  por  la  sola  cir- 
cunstancia de  que  en  1532  estuviera  tal  coto  dentro  del  señorío  jurisdic- 
cional del  D.  Manrique  de  Lara,  Duque  de  Nájera,  por  cuanto  si  la  plena 
propiedad  del  coto  pertenecía  más  de  dos  siglos  después,  sin  dependen- 
cia alguna  del  sefiorío  jurisdiccional,  á  los  antecesores  de  los  ahora  de- 
mandantes, es  manifiesto  que  la  constitución  del  censo  ó  foro  no  podía 
ser  en  modo  alguno  consecuencia  de  tai  señorío,  sino  proveniente  del 
dominio  alodial  y  de  contrato  libremente  otorgado  entre  el  propietario 
y  aquel  á  quien  la  finca  fué  dada  á  censo,  constituyéndose  aml)OS,  el 
primero  en  dueño  directo  y  el  segundo  en  enfiteuta,  á  ios  cuales  son, 
por  tanto,  inaplicables  las  citadas  disposiciones,  que  no  han  sido  in- 
fringidas; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  los  Ayuntamientos  de  Cabreros  del 
Bío  y  de  Cu  billas  de  ios  Oteros,  á  quienes  condenamos  ai  pago  de  laa 
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B,  y  Hlbrase  á  U  Andienda  de  ValladoUd  la  correspondiente  oerttfi- 
eaeitoy  deyolviéndole  el  apuntamiento  qne  remitió. 

Asi  por  esta  noeetra  sentencia,  qae  se  publicará  en  la  Gaceta  é 
insertará  en  la  Colecci6n  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
neeseariaff,  lo  pronunciamos,  mandamos  j  firmamos.=:Ricardo  QuUón. 
=José  de  Oamica.=EBrÍqne  Lassús.=Joaqnín  Gonzáles  de  la  Pefia.=: 
Sicardo  Molina.= Vicente  de  Piniés.=:a\)más  Gúdal. 

Pnblicacidn.sLeída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Excmo.  8r.  D.  Vicente  de  Piniés,  Magistrado  de  la  Sala  de  lo  civil  del 
Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  día  de 
hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  7  de  Febrero  de  1901.=:Rogelio  Qonzáles  Montes. 

lY^m.  dS.—TIttBUNAL  8tf PREM.-S  de  Pébrsrs,  psb.  el  13  de  Marzo. 

CáfiACiÓN  POR  WPRAGCIÓN  DE  VET.—PaQO  de  peseías.—Auto  decla- 
rando no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  interpuesto 
por  Doña  Dolores  de  la  Rubia  contra  el  dictado  por  la  Sala  se- 
gunda de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  incidente  con 
D.  Busebio  Torres. 
Bn  su  CONSIDERANDO  Aulco  se  establece: 

Que  el  auto  por  el  eiml  se  diepone  la  reieneián  y  depósito  de  bie- 
nes por  vía  de  aseguramiento  de  los  litigiosos,  no  tiene  el  concepto 
d€  senteneia  éeñniíivm  para  los  ejeetos  de  la  casación,  porque  no^ 
pone  término  al  pleito  principal  ni  impide  su  continuación^  siendo^ 
por  lo  tanto,  inadmisible  el  recurso  que  contra  el  mismo  se  inter- 
ponga, con  arreglo  al  art.  1729,  núm.  d.%  de  la  ley  procesal,  yá  la 
reiterada  jurisprudencia  del  TYibunal  Supremo  en  tales  casos. 

Beenltando  que  Dofla  Dolores  de  la  Rubia  Ooncáles  entabló  demanda 
en  el  Jusgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Latina  contra  bus 
hijaa  Dofia  María  y  Dofia  Tsresa  Lloret  y  de  la  Rubia,  representadas  por 
sos  respeetiTOS  marides,  D.  Eusebie  Torres  Castellanos  y  D.  Manuel 
Broeas,  y  su  hijo  menor  de  edad  D.  Juan,  sobre  pago  de  189.194  pesetas 
i5  céntimos,  por  raión  de  mejoras  hechas  en  los  bienee  que  correspon- 
diarón  á  les  mismos  por  herencia  patoma  y  que  administró  en  calidad 
de  tntora,  debiendo  retenerlos  en  su  poder  hasta  que  le  fuera  pagada 
dicha  suma: 

Beeultande  que  al  contestar  la  demanda  D.  Ensebio  Torres  Castella- 
Boa  en  representación  de  su  esposa  Dolía  María  Lloret,  reconvino  á  la 
demandante  pidiendo  se  declarara  que  dejó  de  ser  administradora  legal 
y  ueufructuaria  de  los  bienes  de  su  hija  Dofia  María  desde  el  25  de  No- 
viembre de  1897  en  que  se  emancipó,  desde  cuya  fecha  venía  retenienda 
iBdelddamente  dichos  bienes,  hallándose  obligada  á  entregar  á  su  citada 
hija:  primero,  cuantos  bienes  subsistieran  de  los  que  le  fueron  adjudi- 
cados á  ésta  en  pago  de  su  legítima  patoma  y  se  expresaban  en  la  escri- 
tnra  de  partición  de  bienes  otorgada  en  18  de  Febrero  de  1880,  excepto 
la  parte  de  solar  expropiado  por  el  Ayuntamiento  de  esta  corte;  segundo, 
la  torcera  parto  de  la  casa  sito  en  esta  capital,  calle  de  Sagaeta,  núm.  19, 
y  de  los  solares  que  D.  Antonio  María  Lloret  vendió  á  Dofia  Teresa,  Dofia 
María  y  D.  Juan  Lloret;  torcero,  cuanto  hubieran  producido  y  debido 
producir  dichos  bienes;  y  que  tombién  venía  obligada  Dofia  Dolores  de 
la  Bubia  á  indemnisar  á  su  citada  hija,  además  de  los  dafios,  los  perjul- 
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f      «los  que  le  hnblere  causiMlo  por  IncompUmlento  de  las  obUgftciones  ex- 
presadas: 

Resaltando  que  después  de  eyacuado  por  la  demandante  el  trámite 
de  réplica,  en  el  que  impugnó  la  reconvención,  D.  Ensebio  Torree  Gaa- 
tellanos,  en  la  representación  Indicada,  fundado  en  el  art.  1428  de  la  lej 
de  Rniuiciamiento  civil,  pidió  que  desde  luego,  y  bajo  su  responssbili- 
dad,  se  acordara  la  aseguración  de  la  efectividad  de  la  sentencia  qae  |mi- 
•diera  recaer,  ó  sea  principalmente:  primero,  las  rentas  que  prodajenu 
los  bienes  que  á  Dolía  María  Lloret  debía  entregar  su  madre  hasta  que 
esto  tuviera  lugar,  á  cuyo  fin  se  constituyeran  en  administración  dichos 
bienes,  incluso  la  teroera  parte  de  la  casa  nóm.  19  de  la  calle  de  Sagasta, 
y  otros  extremos  que  determinó  bajo  otros  dos  númm-os: 

Resaltando  que  dada  vista  de  esta  pretensión  á  la  demandante  j  á 
las  demás  partes  litigantes,  y  después  de  otras  varias  actuacionee,  el 
Jues,  por  aato  de  14  de  Septiembre  de  1899,  á  cuya  reforma  no  dio  lagar, 
en  otro  de  7  de  Octubre  rechazó  las  pretensiones  deducidas  por  D.  Euae- 
bio  Torres,  como  marido  de  Dofia  María  Lloret;  y  remitidos  los  aatoe  á 
la  Audiencia  en  virtud  de  apelación  admitida  en  ambos  efectos  al  Don 
Ensebio  Torres,  la  Sala  segunda  de  lo  civil,  por  auto  de  25  de  Junio 
próximo  pasado,  declaró  haber  lugar  á  la  retención  del  producto  líquido 
de  la  tercera  parte  de  la  casa  nóm.  19  de  la  calle  de  Sagasta,  que  será 
depositada  en  la  Oaja  general  de  Depósitos,  por  meses  ó  trimestres,  se- 
gún se  verifique  la  cobranaa,  dando  para  ello  la  debida  intervención  á 
D.  Ensebio  Torres  en  los  actos  de  administración  y  cobransa  del  edificio 
expresado;  y  no  haber  lugar  á  lo  demás  interesado  por  aquél: 

Resultando  que  Dofia  Dolores  de  la  Rubia  interpuso  recurso  de  casa- 
oión  por  infracción  de  ley,  y  habiéndose  opuesto  el  Ministerio  fiscal  á 
su  admisión,  se  trajeron  los  autos  á  la  vista  con  las  citaeiones  correspon- 
dientes. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  Toda: 

Considerando  que  el  auto  recurrido,  por  el  cual  se  dispone  la  reten- 
-ción  y  depósito  de  la  teroera  parte  de  la  renta  de  la  casa  en  cuestión,  y 
la  intervención  del  recurrido  en  los  actos  de  administración  y  oobransa 
<le  las  rentas  de  dicha  finca,  no  tiene  el  concepto  de  sentencia  definitiva 
para  los  efectos  de  la  casación,  porque  no  pone  término  al  pleito  princi- 
pal ni  impide  su  continuación,  siendo,  por  lo  tanto,  inadmisible,  á  tenor 
de  lo  dispuesto  en  el  ndm.  t.®  del  art.  1729  de  la  ley  de  Bajniciam lente 
«ivil,  y  reiterada  jurisprudencia  de  este  Tribunal,  sentada  en  los  óasos 
de  aseguramiento  de  los  bienes  litigiosos; 

No  ha  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley  interpuesto  por  Dofia  Dolores  de  la  Rabia  Gk>asáles,  á  quien  conde- 
namos al  pago  de  las  costas;  líbrese  á  la  Audiencia  de  esta  corte  la  cer- 
tificación correspondiente,  con  devolución  del  apuntamiento  que  ha  re- 
mitido, y  pnblíquese  este  auto  en  la  forma  que  previene  la  ley, 

Madrid  8  de  Febrero  de  1901.=José  de  Aldecoa.=Ricardo  6nllón.= 
Francisco  Toda.=Enrique  Lassús.=Ricardo  Molina.=Vioente  de  Pi- 
niés.=Tomás  Gódal.=Licenciado  Jorge  Martines. 
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JN^üm*  34:.-TRIBUNAL  8UPREII0.-9  «o  Fabrer», 
|N*.  H  13  tff  Mam. 

Casación   por  infracción   de   let.  —  Tercería  de  mejor  dere-       ' 
Mo.— Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  inter- 
puesto por  D.  Andrés  Serapio  Vázquez  contra  la  pronunciada 
por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla,  en  pleito  con 
D.  Faustino  Gutiórrez  y  otros. 
Bn  sos  CONSIDERANDOS  80  establecc: 

1 

Que  el  art.  63^S  del  Código  civil  reproduce  eustancialmente  la»        \ 

regla»  de  inierpreíación  de  testamento»  eetableetda»  en  la  ley  5.^,  ^i- 

tulo  33,  Partida?.^: 

Que  limitando»»  el  testador  á  declarar  determinadas  deudas  y  á 
encargar  aue  é»tasy  como  cualquiera  otra  que  resulta»»  á  »u  Jalle- 
cimiento^  fueran  la»  primera»  a  pagar»»,  omitiendo  el  nombre  de  lo» 
nereedore»  y  ah»teniéndo»e  de  afianzar  con  »u»  bienes  lo»  crédito» 
pereonale»,  aparece  evidente  que  con  tales  manifestaciones  no  hiso 
ni  se  projúuo  hacer  acto  ni  reconocimiento  de  aquélla»,  utilizable 
par  lo»  mi»mo»  acreedore»,  ni  e»tableeió  en  fax>or  de  ésto»  derecho 
alguno  dietinto  del  que  »e  deriva»»  de  »u»  respectivos  títulos  de 
crédito: 

Que  la  fórmula  de  institución  de  herederos  en  el  remanente  de 
sus  bienes,  frecuentemente  usada  como  expresión  del  deber  inherente 
á  la  eaUdad  de  heredero,  de  levantar  las  cargas  de  la  herencia,  no 
envueloe  condición  alguna  de  la  cual  dependa  la  Reacia  de  la  insti- 
tución^ ni,  por  tanto,  la  condición  de  no  disponer  de  los  bienes  hasta 
después  de  levantada  la»  carga»,  por  »er  contraria  al  concepto  legal 
y  aun  vulgar  que  se  tiene  del  heredero  como  continuación  de  la  per- 
sonalidad del  difunto,  ni  puede  reputarse  puesta  si  no  es  en  el  casó 
de  haberla  establecido  el  testador  de  modo  indudable: 

Que  la  herencia,  tul  con  arreglo  á  la  antigua  como  á  la  nueva  le- 
gi8laci6n  uála  constante  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo,  se 
compone  ael  conjunto  de  bienes,  derechos  y  obligaciones  del  causan- 
te, euAnque  con  la  obligación  de  levantar  las  cargas,  cuyo  gravamen,  y 
no  el  de  liquidar  y  pagar  antes  de  enajenar,  es  el  que  sanciona  la 
doctrina  establecida  para  determinados  casos  de  no  haber  herencia 
para  el  heredero,  sino  en  el  remanente  que  quedase  después  de  pa- 
gado» los  legados  y  las  deudas: 

Que  la  aceptación  pura  de  la  herencia  obsta  á  la  aplicación  del  ar- 
ticulo 1026  del  Código  civil: 

Que  no  habiendo  utilisado  el  acreedor  personal  de  la  testamenta- 
ria el  derecho  establecido  en  favor  de  los  hereditarios  por  el  ar- 
ticulo 1082  del  mismo  Código,  y  habiéndose  inscrito  en  el  Registro 
de  la  propiedad  las  particiones,  donde  para  el  pago  de  deudas  se  ad 
Judieó  A  lo»  heredero»  una  linca  con  posterioridad  á  la  hipoteca 
conetiiuida  por  aquéllos  sobre  la  misma  en  garantía  de  un  crédito 
Áipoteeario,  es  manitíesta  la  preferencia  de  éste  sobre  aquel  otro 
acreedor  para  cobrarse  en  el  precio  del  mencionado  inmueble. 

Sn  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  9  de  Febrero  de  1901,  en  el  pleito  de 
tercería  de  mejor  derecho,  segnido  en  el  Juzgado  de  primera  infitancia 
del  distrito  del  Salvador  de  Sevilla  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Aadien- 
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cía  del  territorio  por  D.  Andrés  Seraplo  Yesques  y  Domingaes»  Prea- 
Útero,  con  D.  Faustino  Gutierres  Herrero,  propietario,  yecinoa  ambo» 
de  aquella  ciudad,  y  con  D.  Ilmiurt,  Bufia  Huaa  y  D.  Eetanielao  del 
Cafiiso  lioesa,  n^preeenlado»  per  lee  esferaé^e^  por  no  haber  comparecido; 
pendiente  ante  Nu»,  en  virlnd  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  interpuesto  por  el  Procurador  D.  Luis  Qareia  Ortega,  bajo  la  dilec- 
ción del  Letrado  D.  Franeiace  Bergamin,  en  repreaenteción  del  demmn- 
dante;  hab&endo  estado  defendida  y  representada  la  parte  recurrid»  por 
el  Doctor  D.  Mtouel  Molina,  suetitnido  en  el  acto  d«t  la  yista  por  ei  Le- 
trado D.  Manuel  Gomes  de  Gádis,  y  et  ProcurMor  D.  Jeeé  Maria  Iguirre: 

Besnlundo  que  Dofia  Jacinta  Loasa  fallealó  en  tí  de  Enero  de  1892 
bajo  testamento  nunuupativo  oturgado  en  Sevilla  en  7  de  Junio  de  1887, 
en  cuya  cfáosula  7.^  declaró:  que  tenia  firmada  una  escritura  de  hipo- 
teca de  8.000  duros  sobre  la  casa  calle  de  Zaraitesa,  nüm.  46,  y  Acetiea, 
número  6;  una  cuenta,  también  firmada  y  aprobada  por  ella,  de  61.886 
reales  y  26  céntimos,  ó  sea  12.968  peaetas  81  céntimos;  una  cuarta  parte 
de  otra  y  algunos  psgarés,  y  tanto  estos  créditos  como  cualeaquiera  otro» 
que  resultaren  cuando  ocurriera  su  fallecimiento,  lea  encargaba  á  BVtB 
herederos  y  albaceas  que  si  no  estuviesen  pagados  fueran  los  primeros 
que  satisficieran  á  las  personas  i  ^t^ienes  se  lea  debieran  ó  á  sua  here- 
deroa;  y  en  la  8.*,  queá  su  bija  Pofia  Roaa  adeudaba  19.600  peaetaa,  y  á 
au  hijo  D.  Estanislao  20.0tO,  cujraa  cantftdadea  recibirian  antea  de  ha- 
cerse la  división  del  remanente  de  hu  caudal,  instituyendo  por  únioov  y 
universales  herederos  en  el  remanente  de  sus  bienes  y  por  partea  igua- 
les á  sus  tres  hijos  D.  Estanislao.  Pofiá  Bosa  y  D.  Manuel  del  OaHiao 
Lossa,  á  quienes  nombró  tauíbién  albareas,  prohibiendo,  por  último,  la 
intervención  judicial  en  su  testamentaria  y  nombrando  contadorea  á  au» 
doa  hijea  varonea: 

Resaltando  que  los  tres  hermanos  Cafiiso  Losaa,  en  eacritura  que 
otorgaron  en  7  de  Abril  de  1894,  deapoés  de  inaertar  el  teatamento  de  m 
madre  y  el  certificado  del  Regiatro  de  actoa  de  última  voluntad,  juatifl- 
cativo  de  no  haber  otorgado  aquélla  ningún  otro,  ezpuaieron:  que  nece- 
aitando  hacerse  de  fonduM  para  huI ventar  las  responsabilidades  de  la  tea- 
tamentaría,  y  teniendo  con  anterioridad  satisfechos  en  liquidación  pro- 
visional los  derechos  reales,  descrihian  parcialmente  y  proindi  viso  á  au 
nombre,  como  únicoa  y  nniversalea  herederos  de  au  madre  y  para  la 
oportuna  inscripción  en  el  Registro  de  la  propiedad,  la  hacienda  de  Santa 
Rosalía,  á  la  que  estaba  unida  la  de  8an  Miguel  de  Casal  leja,  y  que  ae- 
gún  loa  certificados  de  ios  Registros  de  la  propiedad,  dicha  finca  tenía 
como  gravámenes  los  censos  que  especificaban,  únicos  que  eatimaball  4 
los  efectos  legales,  cuya  escritura,  en  unión  del  testamento  de  Dofia  Ja- 
cinta, fueron  inscritos  en  28  del  mismo  mea  en  el  Registro  de  la  propie- 
dad; y  á  continuación  lo  fué  otra  escritura  de  igual  fecha  que  la  ante- 
rior, por  la  qne  los  mismos  hermanos  recibieron  de  D.  Faustino  Gutie- 
rres Herrero  60.000  pesetas  en  calidad  de  piéatamo,  con  interéa  de  9  por 
100  anual,  é  hipoteca  de  la  citada  hacienda  de  Santa  Rosalía;  haciendo 
constar  que  esta  finca  les  habia  aido  adjudicada  proindlviso  en  la  eacri- 
tura de  descripción  otorgada  en  aquel  mismo  día,  que  oatentabaa  como 
titulo  para  coni*tituir  di«ha  bipotera;  que  el  préstamo  lo  obtenían  para 
atender  á  las  reaf>onsabilidades  de  la  testamentaria;  que  la  mencionada 
hacienda  la  gravaban  sólo  los  capitales  de  cenao  que  ae  relacionaron;  y 
que  loi?  demás  gravámenes  que  se  establecían  en  loa  certificadoa  de  car- 
gas, unos  estaban  comprendidos  en  Jas  redencionea  de  que  en  loa  mia- 
mos se  hacía  mérito,  otros  habían  aido  cancf  ladoa  y  otroa  se  deaoonoda 
en  abaoluto  su  eziatencia,  obiigándoae  á  redimir  loa  vigentea: 
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Besaltando  que  en  81  de  Diciembre  de  1893  los  hermanos  Gafiizo 
>  hAbían  otorgado  escritara  de  partición  de  los  bienes  relictos  por 
^Ueei miento  de  sn  madre,  qne  no  faé  inscrita  basta  el  8  de  Julio  de 
1894,  en  la  qoe  hicieron  constar  como  deadas  testamentarias  las  de 
S6.000  peeetas  á  D.  Agnstin  Henke,  12.600  á  Doña  Rosa  Oafiizo  Lossa, 
20.225  á  so  hermano  D.  Estanislao  y  85.242  con  87  céntimos  á  D.  An- 
drés Serapio  Vázqaez,  fijando  en  8.000  los  gastos  de  la  testamentaria;  y 
para  imgo  de  todas  estas  cantidades,  que  suman  100.968  pesetas  con  87 
céntimos,  formaron  una  hijuela  de  deudas,  en  la  que  incluyeron  la  ha- 
cienda de  Santa  Rosalía,  por  todo  su  valor;  y  por  otra  escritura  de  32  de 
Septiembre  de  1896,  en  el  concepto  de  albaceas  y  herederos  de  su  madre, 
declararon:  que  la  testamentaria  de  ésta  adeudaba  á  D.  Andrés  Serapio 
Váaqaes  53.689  pesetas  75  céntimos  por  los  conceptos  que  expresaron, 
cayo  pago  no  verificaban  en  el  acto  por  carecer  de  medios,  y  que  recono- 
cían la  obligación  en  qué  estaban  de  seguir  abonando  al  acreedor  el  in- 
terés de  7  por  100  anual  hasta  el  completo  reintegro  de  la  deuda,  así 
como  la  preferencia  que  al  D.  Andrés  correspondía  para  cobrar  respecto 
de  cualquier  otro  acreedor: 

Beeultando  que  dias  antes  de  la  fecha  de  esta  última  escritura,  Don 
Fanstlno  Gutierres  Herrero  promovió  autos  ejecutivos  contra  los  her- 
manee Gafiixo  Lossa  para  obtener  el  pago  de  las  50.000  pesetas  que  les 
tenía  dadas  en  préstamo  por  la  escritura  referida  de  7  de  Abril  de  1894, 
coa  loe  intereses  pactados  y  las  costas;  y  dictada  sentencia  de  remate  y 
entrado  el  juicio  en  la  via  de  apremio,  se  mandó  proceder  á  la  venta  de 
la  flnca  de  Santa  Rosalía,  especialmente  hipotecada,  y  en  tal  estado 
compareció  en  dicho  procedimiento  D.  Andrés  Serapio  Vázquez,  presen- 
tando la  escritura  de  reconocimiento  de  deuda  otorgada  á  su  favor  por 
los  hermanos  Oafiiao  en  22  de  Septiembre  de  1896  y  seis  pagarés  y  una 
enenta  aprobada  por  Doña  Jacinta  Lossa,  pidiendo  que  con  el  producto 
de  la  hacienda  Santa  Rosalía  se  pagaran  en  primer  término  las  cantida- 
des que  se  le  adeudaban  por  la  testamentaria  de  Doña  Jacinta;  preten- 
sión qne,  después  de  dar  vista  á  las  partes,  fué  rechazada,  sin  perjuicio 
de  qne  D.  Andrés  Serapio  usara  de  su  derecho  en  la  forma  correspon- 
diente: 

Resultando  que  los  mencionados  pagarés  están  expedidos  á  la  orden 
de  D.  Andrés  Serapio,  el  primero,  con  fecha  80  de  Diciembre  de  1889, 
con  vencimiento  al  80  de  Diciembre  de  1891,  por  18.360  reales;  el  se- 
gundo, de  7  de  Enero  de  1890,  y  vencimiento  al  año,  por  7.420  reales;  el 
tercero,  de  6  de  Marzo  de  1890,  por  otro  año  y  por  la  cantidad  de  23.820 
reales;  el  cnarto,  de  fecha  1.^  de  Mayo  de  1890,  con  vencimiento  al  30  de 
Junio  siguiente,  por  10.000  reales;  el  quinto,  de  fecha  1.°  de  Septiembre 
de  1890,  por  2.000  reales;  y  el  sexto,  de  7  de  este  mismo  mes,  por  18.200 
reales,  yencederos  ambos  el  7  de  Septiembre  de  1891,  no  constando  en 
«otos  otros  particulares;  y  la  cuenta  indicada  aparece  aprobada  por 
Dofia  Jacinta  Lossa  con  fecha  11  de  Marzo  de  1887,  confesándose  deu- 
dora del  saldo  de  51.885  reales  25  céntimos  á  favor  de  D.  Andrés  Serapio 
Vázquez,  por  las  cantidades  entregadas  por  éste  de  orden  de  ella  desde 
1.^  de  Junio  de  1885  al  6  de  Diciembre  de  1886: 

Resultando  que  la  finca  embargada  de  Santa  Rosalía  fué  vendida  en 
subasta  en  la  captidad  de  89.952  pesetas,  de  las  que,  por  razón  de  las 
cargas  perpetuas  que  le  afectaban,  se  rebajaron  16.271  y  20  céntimos, 
quedando  el  resto  depositado  por  virtud  de  la  demanda  de  tercería  de 
mejor  derecho  objeto  de  este  pleito,  que  en  8  de  Agosto  de  1898  dedujo 
B.  Andrés  Serapio  Vázquez  con  la  pretensión  de  que  se  resolviera  en  de- 
finitiva que  le  correspondía  y  tenía  mejor  derecho  que  D.  Faustino  Gu- 
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tiérres  Hemro  y  los  henn«iioe  Losm  á  cobrar  y  percibir  el  total  importo 
de  808  créditoe  é  intereses  legales  del  precio  líquido  en  que  se  enajenase 
la  hacienda  de  Santa  Rosalía,  á  la  que  iba  unida  la  de  San  Miguel  de  Ca- 
saliejas,  exponiendo  al  efecto:  que  Dofia  Jacinta  Lossa  acudió  constan- 
tomento  para  salvar  sus  compromisos  á  la  consideración,  indalgeneia  y 
antigua  amistad  del  demandanto,  que  le  entregó  las  diferentes  cantida- 
des que  detorminaban  los  pagarés  j  la  cuenta  importanto  61.836  reales 
25  céntimos  reconocida  y  aprobada  por  aquélla,  que  tenía  presentados 
en  los  autos  ejecutivos;  que  por  razón  de  dicha  amistad  y  confianza  mu- 
tua, no  reclamó  nunca  á  Dofia  Jacinta  la  devolución  de  ninguna  de  dir 
chas  cantidades,  llegando  á  íaUecer  aquélla  sin  ||aberle  pagado  ni  un 
solo  céntimo,  pero  dejando  reconocida  la  deuda  en  la  cláusula  7.*  de  su 
testamento  en  la  forma  ya  referida;  que  después  de  muerta,  el  deman- 
danto reclamó  de  sus  hijos  y  herederos  repetidas  veces  el  pago  de  dichos 
créditos,  consiguiendo  que  hicieran  á  su  favor  el  reconocimiento  expre- 
sado en  la  escritura  de  22  de  Septiembre  de  1896,  que  tonía  presentada 
en  los  autos;  que  simultaneamento  y  á  la  vez  que  se  hizo  en  Abril  de 
1894  la  inscripción  del  testamento  de  Dofia  Jacinta  en  el  Registro  de  la 
propiedad,  se  inscribió  la  escritura  de  descripción  de  bienes  que  otorga- 
ron los  hijos  de  aquélla  en  7  de  dicho  mes  de  Abril,  y  en  el  mismo  día 
hipotocaron  á  D.  Faustino  Gutiérrez  Herrero  la  hacienda  de  Santo  Rosa- 
lia  en  garantía  del  préstamo  de  60.000  pesetas,  inscribiéndose  á  conti- 
nuación de  aquélla  otra  inscripción;  que  después  de  todo  esto  se  prooe- 
dió  por  los  hijos  de  Dofia  Jacinta  á  la  liquidación  de  la  testamentaría  y 
á  practicar  las  operaciones  de  partición,  en  la  que  formaron  la  hijuela  de 
deudas,  que  ascendió  á  la  cantidad  de  100.968  pesetas  y  87  céntimos, 
para  cuyo  pago  adjudicaron  por  mitad  y  prolndiviso  á  D.  Estanielao  y 
D.  Manuel  la  hacienda  de  Santa  Rosalía;  y  que  en  la  liquidación  de  car- 
gas que  pesaban  sobre  la  finca  de  Santa  Rosalía,  vendida  en  pública  su- 
basta en  méritos  de  la  ejecución  seguida  por  D.  Faustino  Gutiérrez,  no 
se  consignaron  las  deudas  tostamentarias,  importantes,  como  se  dejaba 
dicho,  la  suma  de  100.968  pesetas  y  87  céntimos,  que  no  estaban  satis- 
fechas; invocando,  por  último,  como  fundamentos  legales,  además  de  va- 
rias sentoncias  de  esto  Tribunal  Supremo,  los  arto.  669,  1008,  1026, 
1027,  1028,  1031,  1084,  1082,  1083,  1084  y  1111  del  Código  eivil,  el  nú- 
mero 8.^  del  art.  2.^  de  la  ley  Hipotecaria  y  el  16,  142,  párrafo  primero, 
143,  139  y  26  de  la  misma  ley,  y  el  33  y  144  de  su  reglamento,  asi  oomo 
la  resolución  de  la  Dirección  general  de  loe  Registros  de  9  de  Febrero 
de  1887: 

Resultando  que  D.  Faustino  Gutiérrez  Herrero  impugnó  la  demanda,  i 

alegando  sustancialmente:  que  ni  reconocía  la  autonticidad  de  loe  docu- 
mentos privados  que  se  habían  presentado,  por  no  poder  saber  si  eran 
auténticas  las  firmas  de  Dofia  Jacinta  Lossa  que  los  autorizaban,  ni  si 
las  operaciones  de  crédito  que  indicaban  habían  sido  consumadas,  má- 
xime cuando  toniendo  los  seis  pagarés  fechas  de  1890  y  91,  no  pudo  re- 
ferirse á  ellos  Dofia  Jacinta  en  su  testamento  de  7  de  Junio  de  1887,  \ 
además  de  que  no  era  violento  suponer  que  desde  1 1  de  Marzo  de  1887,            1 
en  que  autorizó  la  cuenta  presentada  con  la  demanda,  hasta  que  falle-  | 
ció,  la  hubiera  satisfecho  en  todo  ó  en  parto;  que  tampoco  conecta  las            I 
relaciones  que  pudieran  existir  entre  Dofia  Jacinta  y  el  demandante  en           | 
cuanto  á  las  personas  que  en  los  pagarés  se  indicaban  como  interesadas, 
cuya  intervención  en  este  asunto  tocaba  esclarecer  al  actor;  que  de  los 
pagarés,  el  de  fecha  1.^  de  Mayo  de  1890,  por  10.000  reales,  no  estaba            ^ 
autorizado  por  Dofia  Jacinta,  y  la  cuenta  tonía  mutilada  la  última  hoja, 
en  forma  de  que  podía  haberse  hecho  desaparecer  algo  escrito  que  per- 
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judicara  ó  anulan  por  completo  el  doeamento,  acerca  de  lo  cnal  sólo 
oonataba  al  alegante  que  D.  Manoel  Gafiizo  Lotaa  le  había  dicho  repeti- 
das Teces  qoe  las  cantidades  á  qne  hacían  referencia  la  cuenta  y  los  pa- 
garés habían  sido  solventadas  en  su  totalidad  con  las  50.000  pesetas  de 
préstamo;  que  ni  en  la  escritura  de  descripción  de  bienes  ni  en  la  de 
préstamo,  ambas  de  7  de  Abril  de  1894,  se  hlso  constar  la  existencia 
de  otros  créditos  que  los  mencionados  en  el  testamento,  agregando  los 
hermanos  Dofia  Rosa  y  D.  Estanislao  Gafiixo  que  quedaban  obligados  á 
postergar  el  cobro  de  sus  respectivos  créditos  al  del  alegante,  siendo, 
por  tanto,  evidente  que  los  hermanos  Gafiiso  recibieron  las  60.000  pese- 
tas del  préstamo  bajo  título  que  producía  obligación  de  pagar  los  crédi- 
tos indicados  en  el  testamento  de  su  madre;  que  las  gestiones  del  de- 
mandante para  hacer  efectivo,  su  crédito  se  habían  limitado,  según  el 
mismo  reconocía,  á  reclamaciones  extrajudiciales  y  al  otorgamiento  de 
la  escritora  de  22  de  Septiembre  de  1896,  no  inscrita  en  el  Registro,  y 
qne  en  nada  podía  afectar  al  alegante  como  acreedor  hipotecario  con  fe- 
cha anterior,  y  debidamente  inscrito,  pues  en  nada  le  era  imputable  el 
qne  loe  albaceas  y  herederos  de  Dofia  Jacinta  hubieran  distraído  en  su 
beneficio  propio  las  60.000  pesetas  que  recibieron  en  préstamo  para  pa^ 
gar  las  deudas  testamentarias;  que  con  posterioridad  á  la  inscripción  en 
el  Registro  de  las  escrituras  de  descripción  de  bienes  y  de  hipoteca  de  7 
de  Abril  de  1894,  se  solicitó  por  los  hermanos  Oafiiso  la  de  otra  escritura 
de  la  división  y  partición  de  los  bienes  de  su  madre,  que  el  alegante  no 
conocía  más  qne  de  referencia;  habiendo  oído  asegurar  que  dicha  escri- 
tura la  habían  otorgado  con  fecha  anterior  á  aquéllas,  reconociendo 
caprichosamente  como  deudas  de  la  testamentaría  la  cantidad  de  100.968 
pesetas,  que  maliciosamente  le  ocultaron  para  que,  teniendo  sólo  en  con- 
sideración lo  que  decía  el  testamento,  les  facilitara,  como  lo.  hizo,  las 
1^.000  pesetas;  que  de  ser  esto  cierto,  podía  estimarse  como  indudable 
qne  se  realizó  con  insistente  malicia,  sin  que  pudiera  admitirse  Igno- 
rancia por  parte  de  D.  Andrés  Serapio  Vázques,  porque  éste  litigaba  bajo 
la  misma  dirección  que  lo  habían  hecho  los  hermanos  Cafiiso  en  el  pleito 
principal;  pero  que,  de  todos  modos,  lo  qne  estaba  fuera  de  duda  era  que 
tal  escritura  de  liquidación  y  partición  no  había  sido  presentada  en  el 
Registro  de  la  propiedad  cuando  el  demandado  inscribió  su  derecho  de 
acreedor  hipotecario;  que  en  los  pagarés  se  fijaba  un  interés  de  6  por  100 
annal  por  el  plazo  sefialado  para  el  pago,  excepto  en  uno  que  se  estipula 
el  7,  sin  que  en  ninguno  de  ellos  se  exprese  nada  respecto  de  intereses 
para  el  caso  de  morosidad,  y  en  la  cuenta  ni  se  establecía  día  de  pago 
ni  abono  de  interés;  y  que  en  apoyo  de  su  derecho  invocaba  los  arts.  189, 
140,  106,  84  y  9.®,  núms.  1.®  al  6.®,  de  la  ley  Hipotecaria;  28,  2.®,  6.*  y 
80  de  la  misma  ley,  y  29  de  su  reglamento,  y  1100  y  1108  del  Código 
civil:  \ 

Resnltando  que  acusada  la  rebeldía  á  loe  hermanos  Cafiizo  Lossa, 
qne  no  comparecieron,  se  tuvo  en  cuanto  á  ellos  por  contestada  la  de- 
manda, entendiéndose  en  estrados  las  diligencias  sucesivas;  y  entrega- 
dos  para  réplica,  insistió  el  demandante  en  las  pretensiones  de  su  de- 
manda, afiadiendo  á  lo  alegado  en  ella:  que  si  los  pagarés  presentados 
no  eran  los  qué  suscribió  y  firmó  Dofia  Jacinta  con  anterioridad  á  su 
testamento,  venían  á  ser  los  que,  por  virtud  de  endosos  sncesivos,  re- 
presentaban el  primitivo  crédito  y  en  nada  alteraban  ni  modificaban  el 
carácter  de  la  obligación  contraída;  que  incluida  en  el  testamento  de 
Dofia  Jacinta  la  cuenta  presentada  por  el  demandante  con  el  encargo  de 
qne  los  albaceas  y  herederos  pagaran  esa  deuda  y  cualquiera  otra  con 
prefexenoia  á  todo,  era  claro  que  esto  constituía  á  su  favor  un  título  le- 
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gitlmo  7  preferente;  qne  no  negaba  que  D.  Faustíno  tuviera  inacrito  enr 
el  Registro  de  la  propiedad  el  titulo  de  eo  crédito;  pero  tampoco  podía, 
éste  negar  qoe  con  anterioridad  se  encontraba  ya  inecrito  el  teatamento 
de  Dofia  Jacinta,  que  era  nno  de  loe  títnloa  en  qne  el  demandante  fundaba 
su  derecho;  qne  si  bien  el  testamento  y  la  descripción  dé  bienes  qne  hi- 
cieron los  hijos  de  la  testadora  en  la  escritura  de  7  de  Abril  de  1894  se 
contenían  en  una  misma  inscripción,  el  testamento  no  figuraba  en  ésta 
como  antecedente  de  la  escritura,  sino  como  fundamento  y  cansa  sin  la 
-  cual  no  hubiera  podido  existir  la  descripción  de  bienes;  qne  insistía  en 
que  la  garantía  hipotecaria  que  en  favor  de  su  crédito  obtuvo  D.  Faus- 
tino, tenía  que  subordinarse  á  las  resultas  de  la  liquidación  del  caudal 
de  Dofia  Jacinta,  por  haberse  fundado  un  título  de  dominio  imperfecto  é 
incompleto,  como  lo  era  la  escritura  de  descripción  previa,  sobre  todo 
fijándose  en  que  la  hipoteca  se  constituyó  con  la  condición  de  solventar 
las  deudas,  quedando,  por  tanto,  pendiente  de  la  resolución  de  aquella 
operación  el  cumplimiento  de  la  condición  impuesta;  que  bastaba  la 
simple  mención  de  la  deuda  hecba  en  el  testamento  para  que,  mientras 
no  se  acreditase  su  pago,  estuviera  afecto  á  dicha  obligación  todo  el  cau- 
dal relicto,  pues  antes  qne  heredar  es  pagar,  y  basta  que  en  una  testa- 
mentaría aparescan  deudas,  para  que,  mientras  no  se  paguen  y  se  prac- 
tique la  partición  y  división  de  los  bienes,"  no  tengan  derecho  alguno  Ios- 
herederos  ni  los  acreedores;  que  á  D.  Faustino  Gutierres  correspondía 
soportar  los  efectos  del  art*  24  de  la  ley  Hipotecaria;  que  era  errónea  ia 
aplicación  que  daba  el  demandado  al  art.  109  de  la  ley  Hipotecaria,  in-' 
aplicable  el  106  é  inoficiosa  la  cita  del  84;  y  que  el  140,  que  también  in- 
vocaba, había  que  relacionarlo  con  el  139,  del  que  era  consecuencia  ló- 
gica: 

Resultando  que  D.  Faustino  Gutierres  duplicó  insistiendo  también 
en  lo  pedido  y  alegado  en  su  escrito  de  contestación,  y  afiadiendo:  qoe 
en  la  escritura  de  descripción  previa  de  7  de  Abril  de  1894,  consignaron 
los  hermanos  Cafiiso,  bajo  el  núm.  6.^,  que  según  los  certificados  de  ios 
respectivos  Registros  de  la  propiedad,  la  hacienda  de  Santa  Rosalía  te- 
nia los  gravámenes  que  enumeraron,  únicos  que  estimaban  á  los  efectos 
legales,  y  eran  varios  tributos  ó  cargas  reales  y  perpetuas,  impuesta» 
con  mucha  anterioridad  á  la  adquisición  de  la  finca  por  Dofia  Jacinta, 
y  nioguna  con  relación  al  tiempo  del  dominio  y  posesión  de  ésta;  de 
donde  se  deducía  que,  lejos  de  reconocer  los  otorgantes  las  deudas  men- 
cionadas en  el  testamento,  quedaron  desestimadas  á  los  efectos  legales 
de  la  responsabilidad  real  del  predio  descrito;  que  de  la  escritura  de 
préstamo  hipotecario  no  resultaba  tácita  ni  expresamente  condicionado, 
en  orden  á  su  eficacia  y  valides,  el  pago  de  los  créditos  que  se  reclama- 
ban en  la  demanda;  que  sólo  el  pagaré  de  7  de  Enero  de  1890  por  7.42(h 
i^les,  aparecía  contraído  á  favor  del  demandante ;(iin  que  esto  pudiera 
entenderse  que  reconocía  la  cortesa  de  la  cuenta  y  de  dicho  pagaré,  sino 
que  lo  indicaba  para  deducir  que  en  la  hipótesis  de  que  el  demandante 
pudiera  reclamar  para  sí  con  derecho  propio,  no  podría  exceder  su  peti- 
ción del  importe  de  la  cuenta  y  del  dicho  pagaré;  que  en  la  demanda 
se  habían  dejado  indeterminados  los  créditos  á  que  la  misma  se  refería» 
así  como  su  cuantía,  y  no  se  había  pedido  declaración  alguna  respecto  á 
0U  certeza  y  legitimidad,  limitándose  la  petición  deducida  al  mejor  de- 
recho para  cobrar  el  total  importe  de  los  créditos  y  de  sus  intereses  le* 
gales,  como  si  previamente  hubieran  sido  reconocidos;  no  habiéndose 
interesado  tampoco  declaración  alguna  respecto  á  la  ineficacia  de  la  es* 
critura  hipotecaria,  quedando,  por  tanto,  reducida  la  contienda  á  la  pre- 
ferencia entre  el  crédito  del  demandado  y  les  indeterminados  erectos 
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-del  demandante;  qae  8i  loe  acreedores  de  la  testamentaria  hubieran  e}er* 
•«itado  oportunamente  ene  derechos^  no  se  daría  el  caeo  presente,  en  qae 
ee  trataba  de  perjudicar  al  demandado  con  nna  tercería  de  mejor  dere- 
cho, basada  en  documentos  simples;  y  que  no  puede  ser  declarado  acree- 
dor preferente  el  que  ni  lo  demuestra  ni  siquiera  lo  solicita: 

Resultando  que  el  Jues  de  primera  instancia  dictó  sentencia  en  10  de 
Mayo  de  1899,  y  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  del  territorio,  resol- 
Tiendo  la  apelación  que  interpuso  el  demandante,  la  conñrmó  con  las 
costas  en  16  de  Mayo  de  1900,  declarando  no  haber  lugar  á  la  tercería  de 
preferente  derecho  promovida  por  D.  Andrés  Serapio  Vázquez  y  Domín- 
guez, y  absolviendo  en  su  consecuencia  á  D.  Faustino  Gutiérrez  Herrero 
de  dicha  demanda,  con  imposición  al  tercerista  de  todas  las  costas: 

Resultando  que  D.  Andrés  Serapio  Vázquez  interpuso  recurso  de  ca- 
sación por  infracción  de  ley,  á  cuyas  resultas  constituyó  después  el  de- 
pósito correspondiente  de  1.000  pesetas,  citando  como  infriogldos: 

Primero.    Las  leyes  1.»,  tít.  8.®,  y  4.*,  tlt.  6.°,  de  la  Partida  6.*,  y  8.», 
tít.  88,  de  la  Partida  7.^,  que  sobre  estar  torcidamente  interpretadas  en 
ia  sentencia  recurrida,  siendo  legislación  anterior  al  vigente  Código  ci- 
^11,  no  pueden  ser  aplicables  al  caso  de  autos,  sino  con  expresa  infrac- 
ción de  lo  establecido  en  la  duodécima  disposición  trausitorla  del  Có- 
•digo,  que  dispone  que  todos  los  derechos  y  obligaciones  de  los  herederos 
de  aquellos  que  fallecieren  después  de  hallarse  en  vigor  el  Código  civil, 
hubiesen  ó  no  otorgado  testamento  con  anterioridad,  se  rigen  por  los 
preceptos  de  éste,  sin  más  limitación  que  la  de  cumplir,  en  cuanto  éstos 
lo  permitan,  las  disposiciones  testamentarias;  y  ocurrido  el  fallecimiento 
de  Dofia  Jacinta  Lossa  en  9  de  Enero  de  1892,  y  vigente  el  Código  civil 
^esde  1.^  de  Mayo  de  1889,  es  evidente  su  aplicación  para  todo  lo  refe- 
rente á  la  capacidad  y  extensión  de  los  derechos  y  obligaciones  de  sus 
herederos,  aunque  testase  aquélla  en  7  de  Junio  de  1887,  á  pesar  de  lo 
que  en  contra  consigna  la  sentencia  recurrida: 

Oofgando.  Los  artículos  669,  661  y  1008  del  Código  civil,  que  la  Sala 
'«entenciadora  aplica  indebidamente,  porque  si  bien  es  cierto  que  el  he- 
redero sucede  en  todos  los  derechos  y  obligaciones  del  causante,  esta  su- 
•ceslón  está  limitas  y  puede  condicionarse  cuando  es  testamentaria  la 
herencia  por  la  voluntad  expresa  del  mismo  testador  consignada  en  sn 
testamento,  en  todo  lo  que  no  afecte  al  derecho  legitimario;  y  en  tal  sen- 
tido, qoe  expresamente  lo  sancionan  los  preceptos  del  Código  civil  en 
0110  artículos' 658  y  768,  siendo  el  testamento  en  este  caso  el  primero  y 
jnÁB  eficaz  de  todos  los  preceptos  obligatorios,  y  consignado  en  el  de 
Doíla  Jacinta  Lossa  la  deuda  por  ella  contraída  y  la  obligación  impuesta 
de  en  previo  pago  antes  de  disponer  los  herederos  del  caudal,  puesto  que 
sólo  en  su  remanente  eran  Institnídos,  es  claro  que  no  pudieron  dichos 
herederos  sustraer  del  caudal  hereditario,  para  los  efectos  de  su  responsa^ 
bilidad,  la  finca  de  Santa  Rosalía,  ni  ostentar  su  pleno  dominio  para  hi- 
potecarla á  favor  de  D.  Faustino  Gutiérrez  y  en  garantía  de  un  crédito 
por  ellos  personalmente  contraído: 

Tercero.  El  art.  189  de  la  ley  Hipotecaria,  que  invoca  la  misma  sen- 
tencia recurrida,  puesto  que,  con  arreglo  á  su  texto,  sólo  pueden  hipote- 
car aquellos  que,  además  de  tener  el  dominio  de  los  bienea,  puedan  dis- 
poner-de ellos  libremente;  y  en  el  caso  de  autos,  los  herederos  de  Dofia 
Jacinta  Lossa  tenían  el  dominio  de  los  bienes  adquiridos  por  el  título  de 
eu  herencia  testamentaria,  condicionado  y  sometido  al  previo  pago  de 
las  deudas  hereditarias  en  el  testamento  reconocidas,  sin  que  pueda 
alegar  ignorancia  el  tercero  contratante  con  los  herederos,  porque  de- 
l>lendo  preceder,  como  precedió,  la  inscripción  en  el  Registro  de  la  pro- 
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piedad  de  dicho  teetamealo  oomo  títaio  nniveraftl  de  adquirir  ¡«ara  loe 
herederos,  dicha  inscripción,  con  arreglo  á  ios  artículos  9.®,  caso  t,^,  de 
la  ley  Hipotecaria,  7  caso  7.^  del  art.  29  de  sn  reglamento,  debió  conte- 
ner, 7  contuvo,  literalmente  las  condiciones  de  la  sucesión  establecidas^ 
por  la  testadora: 

Cuarto.  La  disposición  del  art.  8t  de  la  107  Hipotecaria,  en  relación 
eon  el  84  de  la  misma,  porque  no  convalidando  la  inscripción  por  su  solo 
hecho  los  actos  ó  contratos  que  sean  nulos  con  arreglo  á  las  leyes,  mal 
puede  conceder  una  preferencia  á  ellas  contraria  el  de  la  hipoteca  vo- 
luntaria constituida  por  Dofia  Rosa,  D.  Maünel  7  D.  Estanislao  Cafiiao 
Lossa  ¿  favor  del  D.. Faustino  Gutierres,  que  tampoco  puede  invocar  la 
excepción  del  art  84,  toda  vez  que  los  motivos  que  anulan  esa  preferencia 
constaban  del  mismo  Registro,  de  la  inscripción  en  él  del  título  que  daba 
á  los  otorgantes  el  derecho  que  ejercitaban,  7  cuyas  condiciones  hubie- 
ran debido  ser  canceladas  ó  anotado  su  cumplimiento  en  el  caso  de  que 
hubieran  sido  atendidas,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  art.  16  de  la  repe- 
tida le7  Hipotecaria: 

Quinto.  La  doctrina  constante  sancionada  por  la  jurisprudencia  en 
repetidas  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo,  entre  otras,  las  de  21  de 
Junio  de  1869  7  12  de  Diciembre  de  1878,  que  con  toda  claridad  fí  expo- 
nen, estableciendo  que  sólo  puede  reputarse  como  herencia  y  bienes 
propios  del  heredero  aquella  parte  del  caudal  relicto  que  resulte  quedar 
después  de  liquidada  7  pagadas  las  deudas  7  responsabilidades  del  tes- 
tador; doctrina  cu7a  sanción  en  beneficio  de  los  acreedores  ha  traducido 
én  preceptos  terminantes  nuestro  vigente  derecho,  llevando  al  Código 
civil  los  arta.  1026  7  1082: 

Sexto.  Los  arts.  26  7  26  de  la  le7  Hipotecaria,  el  primero  de  los  cua- 
les dispone  que  todo  titulo  inscrito  surte  sus  efectos,  aun  en  perjuicio 
de  tercero,  desde  la  fecha  de  su  inscripción;  7  el  segundo,  que  para  de- 
terminar la  preferencia  entre  dos  ó  más  títulos  de  una  misma  fecha  de 
inscripción,  se  atenderá  á  la  hora  de  su  presentación  en  el  Registro;  por 
cuanto  siendo  un  hecho  cierto,  reconocido  por  la  sentencia  misma,  que 
el  testamento  de  Dofia  Jacinta  Lossa,  como  titulo  de  adquirir  sus  here- 
deros, fué  7  tuvo  que  ser  inscrito  previamente  á  la  escritura  de  acepta- 
ción parcial  de  herencia  7  á  la  de  constitución  de  hipoteca  por  dichos 
herederos  á  favor  de  D.  Faustino  Qutiérres,  es  visto  que  en  el  orden  le- 
gal ha7  que  conceder  preferencia,  con  arreglo  á  los  artículos  citados,  al 
testamento,  que  es  el  título  de  donde  arranca  el  derecho  de  los  acreedo- 
res de  Dofia  Jacinta  Lossa  á  cobrar  de  los  bienes  de  ésta,  7  cu7as  condi- 
ciones limitativas  del  derecho  hereditario  tuvieron  que  ser  consignadas». 
7  lo  fueron  con  efecto  en  su  inscripción,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en 
el  núm.  8.«  del  art.  9.^  de  la  107  Hipotecaria  7  regla  7.*  del  art.  29  del 
reglamento,  cu7as  condiciones  limitativas  quedaron  vigentes  ínterin  na- 
fueran  canceladas  ó  anotadas  en  la  forma  prevenida  en  el  art.  16  de  la 
misma  107;  7 

Séptimo.  £1  precepto  terminante  del  art.  88  del  reglamento  de  la  ley 
Hipotecaria,  que  aclara  7  determina  en  forma  concreta  la  doctrina,  en 
cn7a  virtud  el  acreedor  del  finado  tiene  preferente  derecho  sobre  los  bie- 
nes de  la  herencia,  constitU7endo  verdadera  hipoteca  la  adjudicación  con. 
tal  carga,  que  se  transmite  á  tercero,  según  ti^ne  declarado  este  Triba- 
nai  Supremo  en  sentencia  de  20  de  Ma70  de  1890. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joaquín  Gonsáles  de  la  Pefia: 
Considerando  que  entendidas  las  cláusulas  7.*  7  11.*  del  testamenta 
otorgado  por  Dofia  Jacinta  Lossa  en  1887  según  las  reglas.de  interpre- 
tación esUblecidas  en  la  1076.%  tít.  88,  Partida  1.\  que  sustaacial- 
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m«Bte  leprodnee  el  art.  676  del  Código  civil,  no  cabe  admitir,  cual  sin 
fandfunento  sostiene  el  vecurrente,  que  la  testadora  haya  reconocido  el 
crédito  cayo  pago  reclama,  y  menos  aún  qne  la  misma  impusiera  á  sns 
herederos  por  condición  el  deber  de  pagar  las  deudas  antes  de  disponer 
de  loe  bienes  hereditarios:  primero,  porque  Bofia  Jacinta,  que  en  la 
cláoenla  8.*  se  reconoció  deudora  á  dos  de  sus  hijos,  limitóse  en  la  7.^ 
á  declarar  otras  deudas  que  á  la  saaón  tenía  contraídas,  y  á  encargar 
que  éstas,  como  cualquiera  otra  deuda  que  resultase  á  su  fallecimiento, 
fueran  las  primeras  á  pagarse;  de  suerte  que  habiendo  omitido  el  nom- 
bre de  los  acreedores  y  habiéndose  abstenido  de  afianzar  con  sus  bienes 
los  créditos  personales,  aparece  evidente  que  con  tales  manifestaciones 
ao  biio  la  testadora,  ni  se  propuso  hacer,  acto  de  reconocimiento  de  sus 
deuda»  ntilisable  por  los  mismos  acreedores,  ni  estableció  en  favor  de 
éstos  derecho  alguno  distinto  del  que  se  derivase  de  sus  respectivos  tí- 
tulos de  crédito;  y  segundo,  porque  si  bien  es  cierto  que  instituyó  por 
herederos  á  sus  lujos  en  el  remanente  de  su  caudal,  esta  fórmula  de  ins- 
titución, frecuentemente  usada  como  expresión  del  deber  inherente  á  la 
calidad  de  heredero  de  levantar  las  cargas  de  la  herencia,  no  envuelve 
oondUdón  alguna  de  la  cual  dependa  la  eficacia  de  la  institución,  ni  por 
tanto  la  condición  de  no  disponer  de  los  bienes  hasta  después  de  levan- 
tadas las  cargas,  que  por  ser  contraria  al  concepto  legal  y  aun  vulgar 
que  se  tiene  del  heredero  como  continuador  de  la  personalidad  del  di- 
funto, no  puede  reputarse  puesta  si  no  es  en  el  caso  de  haberla  estable- 
cido el  testador  de  un  modo  indudable: 

Considerando  que  á  partir  del  verdadero  contenido  de  tales  disposi- 
ciones testamentarias,  resulta  improcedente  el  recurso  en  todas  sns  par- 
tes, puesto  que  siendo  pura  y  no  condicional  la  institución  de  herede- 
ros hecha  por  Dofia  Jacinta  en  favor  de  sus  hijos,  se  transmitió  á  éstos 
por  su  muerte  la  herencia,  que  así,  con  arreglo  á  la  antigua  como  á  la 
nueya  legislación  y  á  la  constante  jurisprudencia  de  este  Tribunal  Su- 
premo, se  compone  del  conjunto  de  bienes,  derechos  y  obligaciones  del 
cansante,  aunque  con  la  obligación  de  levantar  las  cargas,  cuyo  grava- 
men, y  no  el  de  liquidar  y  pagar  antes  de  enajenar,  es  el  que  sanciona 
la  doctrina  establecida  para  determinados  casos  de  no  haber  herencia 
para  el  heredero,  sino  en  el  remanente  que  quedare  después  de  pagados 
loe  legados  y  las  deudas;  y  puesto  que  habiéndose  aceptado  la  herencia 
pnramente,  lo  que  obsta  á  la*  aplicación  del  art.  1026  del  Código  civil, 
siendo  personal  por  su  origen  el  crédito  de  D.  Andrés  Serapio  Vázquez, 
no  habiendo  utilizado  éste  el  derecho  establecido  por  el  art.  1082  del 
mismo  en  favor  de  los  acreedores  hereditarios,  y  habiéndose  inscrito  en 
el  Begistro  de  la  propiedad  las  particiones,  donde  para  el  pago  de  deu- 
das se  adjudicó  á  dos  de  los  herederos  la  hacienda  de  Santa  Rosalía,  con 
posterioridaá^á  la  hipoteca  constituida  por  los  tres  herederos  sobre  la 
misma  finca  en  garantía  del  crédito  ostentado  por  D.  Faustino  Gutie- 
rres, es  manifiesta  la  preferencia  de  éste  sobre  aquel  otro  acreedor  para 
cobrarse  sn  el  precio  de  la  mencionada  hacienda  de  Santa  Rosalía; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Andrés  Serapio  Vázquez,  á  quien* 
condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad  depositada,  qne 
se  dlstriboirá  con  arreglo  á  la  ley;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Sevilla 
la  certifieadón  correspondiente,  con  devolución  del  apuntamiento  que 
ha  remitido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é 
insertará  en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
neeesarias,no  pronuneiauos,  mandamos  y  firmamos«=Ricardo  bullón. 
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=2Jo0é  de  Gamica.=Francisco  Toda.=EQriqQe  LassÚ8.=Jo«qiiiii  Gon- 
záles  de  U  Pefia.=Bicardo  Moliiia.=:Tumá0  Gúdal. 

Pabllcación.=Leída  y  pabllcada  faé  la  anterior  sentencia  par  el 
Ezcmo.  Sr.  D.  Joaquín  Gonzáleí  de  la  Pella,  Magistrado  del  Tribonal 
Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  de  lo  oítíI  en  el  díA  di» 
hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  9  de  Febrero  de  1901.=Licenciado  Jorge  Martines. 


Núm.  36.-TRIBUNAL  SUPREMO.— 9  tfs  Fskrsrs,  |N*.  el  22. 

CouPETEsciA.— Propiedad  de  una yinca.— Sentencia  decidiendo  en 
favor  del  Juzgado  municipal  de  Vega  de  Valcarce  la  sostenida 
con  el  de  igual  clase  de  Piedraflta  del  Cebrero,  acerca  del  cono- 
cimiento de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Inoceneio  Téjeiro 
contra  D.  Antonio  Pérez. 
En  su  CONSIDERANDO  único  se  establece: 

Que  según  el  núm.  3.®  del  ari.  62  de  la  leu  procesal, 
conocer  de  loa  demandas  por  acción  real  sobre  tienes 
Juez  del  lugar  donde  esté  sita  la  cosa  litigiosa. 

En  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  9  de  Febrero  de  1901,  en  la  compe- 
tencia entre  los  Juzgados  municipales  de  Vega  de  Valcarce  y  Piedraflta 
del  Cebrero,  pendiente  ante  Nos,  entablada  por  requerimiento  de  inhibi- 
ción del  segundo  de  dichos  Jusgados  al  primero  de  ellosy  en  el  conoci- 
miento de  un  juicio  verbal  civil  promovido  por  D.  loocencio  Tejeiro 
Mancebo,  labrador,  domiciliado  en  Ambasmestas,  contra  D.  Antonio  Pe- 
res Méndez,  también  labrador  y  vecino  de  Rubiales,  sobre  propiedad  de 
un  prado;  no  habiendo  comparecido  dichas  partes  en  este  Tribnnal  Sa- 
premo: 

Besuitando  que  con  demanda  de  19  de  Noviembre  de  1900  acudió  Don 
Inocencio  Tejeiro  Mancebo  al  Juzgado  municipal  de  Vega  de  Valcaroe, 
exponiendo:  pertenecerle,  según  constaba  por  las  escrituras  públicas  que 
oportunamente  presentaría,  un  prado  regadío,  al  sitio  de  Lámelo  ó  La- 
meiro,  término  de  Argenteiro,  en  aquel  Municipio,  que  medía  de  super- 
ficie 6  fanegas,  ó  sean  86  áreas  20  centiáreas,  y  lindaba:  Naciente,  con 
otro  de  los  herederos  de  D.  Garlos  Fernández;  Mediodía,  con  tierra  de 
Pedro  García;  Poniente,  con  camino  que  conducía  á  Argenteiro;  y  Norte, 
con  tierra  cortina  de  Josefa  Fernández;  haberse  permitido  Antonio  Pérez 
Méndez  y  Juan  Oarreiras,  vecinos  de  Rubiales,  Ayuntamiento  de  Pie- 
drafita  del  Cebrero,  aprovechar  la  hierba  de  la  enunciada  flaca,  por  lo 
que  los  denunció  criminalmente,  y  como  alegasen  ser  piopietarios  da 
aquélla,  la  Audiencia  provincial  había  acordado  la  suspensión  del  pro- 
cedimiento hasta  la  resolución  de  la  cuestión  prejudicial  propuesta,  y 
deducir  para  que  se  resolviese  tal  cuestión  la  demanda  de  que  se  está 
haciendo  mérito,  en  la  que  suplicó  que  se  seíialara  día  para  la  celebra- 
ción del  correspondiente  juicio,  citándose  á  los  demandados,  y  se  decla- 
rase pertenecer  al  demandante  el  dominio  pleno  y  absoluto  del  prado  re- 
ferido, y  consiguientemente  la  facultad  esencial  de  excluir  de  su  goce  y 
aprovechamiento  á  loe  prenombrados  Antonio  Pérez  y  Juan  Oarreiras, 
que  debían  ser  condenados  en  las  costas  por  su  temeridad  y  mala  fe: 

Besuitando  que  admitida  la  expresada  demanda,  sefialado  día .  para 
el  acto  del  juicio  y  citados  los  demandados  que  no  comparecieron»  tuvo 
comienzo  aquél;  reproduciendo  sus  pretensiones  el  actor,  quien,  á  más 
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lie  proponer  pmebft  doenmental  y  de  testlgoe,  amplió  sob  alefi^ftcionee, 
«xpreeando,  entre  otros  particnlaree,  eer  aqael  Juzgado  el  único  compe- 
tente para  conocer  del  aeonto,  conforme  á  la  regla  8.^  del  art.  62  de  la 
ley  de  Bnjnidamiento  civil,  por  radicar  la  finca  de  que  ee  trataba  en  el 
término  del  mismo»  haüándoee  nn  kilómetro  máe  acá  del  pueblo  de  Ar- 
genteiro;  y  qnedó  en  enspenso  el  acto  de  que  .se  está  haciendo  mérito, 
con  motivo  de  haberse  recibido  en  aquel  Juzgado  el  requerimiento  de 
Inhibición  que  ha  originado  la  presente  cuestión  de  competencia: 

Besultando  que  pretendió  el  requerimiento  indicado  D.  Antonio  Peres 
Méndez,  á  virtud  de  la  citación  que  se  le  hizo  en  el  Juzgado  municipal 
de  Piedraflta  del  Cebrero,  por  medio  de  exhorto  del  de  Vega  de  Valcar- 
ce,  fundándose  en  que  en  el  últimamente  mencionado,  por  el  mismo  he- 
cho alegado  en  la  demanda,  á  instancia  también  del  Inocencio  Tejeiro, 
toé  demandado  á  juicio  de  faltas,  y  entablada  competencia,  se  resolvió 
por  este  Tribunal  Supremo,  en  26  de  Febrero  de  1899,  á  favor  del  de 
Piedrafita,  constituyendo  un  hecho  irrefutable,  declarando  ejecutoria- 
mente que  el  prado  llamado  Lámelo  ó  Lameiro  pertenecía  á  aquella  ju- 
tladioeión,  única  y  exclusiva  á  los  efectos  de  toda  contienda  judicial  ó 
ejercicio  de  cualquier  acción,  de  carácter  civil  ó  criminal;  y  pidió  ade- 
más que  fle  pusiera  certificación  comprensiva  del  escrito  en  que  se  pro- 
movió la  predicha  competencia  y  de  la  decisión  de  la  misma,  como  así 
se  hizo: 

JBesultando  qne  del  testimonio  puesto  aparece  que,  según  se  consigna 
en  auto  de  la  Sala  de  lo  criminal  de  este  Tribunal  Supremo  de  la  ya  ci- 
tada fecha,  26  de  Febrero  de  1899,  en  22  de  Agosto  del  98,  D.  Inocencio 
léjeiro  Mancebo  denunció  al  Juzgado  municipal  de  Vega  de  Valcaroe  á 
D.  Antonio  Pérez  Méndez,  por  introducción  del  ganado  vacuno  de  su 
propiedad  en  el  piado  Lámelo,  término  de  Argenteiro,  de  cabida  de  cinco 
fsnegts  y  de  1«  pertenencia  del  denunciante;  y  tramitado  el  correspon- 
diente samarlo  por  el  Juzgado  de  instrucción  de  Vil laf ranea  del  Bierzo, 
faé  sobreseído  por  la  Audiencia  provincial  de  León,  remitiendo  lo  ac^ 
toado  al  Juzgado  municipal  de  Vega  de  Valcarce  para  la  celebración  del 
correspondiente  Juicio,  para  el  que  sefialó  día,  con  cuyo  motivo  el  de- 
nxmdado  solicitó  del  Juez  municipal  de  Piedrafita  que  requiriera  de  in- 
bibldón  al  de  Vega  de  Valcarce,  por  radicar  la  finca  de  su  referencia  en 
el  término  de  Róblales,  cuyo  requerimiento  rechazó  el.  Juzgado  de  Vega 
de  Valcarce,  entre  otras  razones,  por  hallarse  enclavada  en  su  término 
municipal  la  precitada  finca,  y  por  el  contrario,  sostuvo  el  de  Piedrafita 
hallarte  enclavada  aquélla  en  el  término  del  mismo,  donde  estaba  ami- 
llarada y  pagaba  la  contribución  correspondiente;  y  en  el  enunciado 
auto  se  decidió  la  competencia  á  favor  del  Juzgado  de  PiedrafiU,  consi- 
derando para  ello  la  Sala  que  lo  dictó,  en  lo  hoy  atinente,  aparecer  de 
«na  eertifieaoión  librada  por  el  Secretario  del  Ayuntamiento  de  Piedra- 
fita  qne  la  finca  Lameiro,  en  la  que  se  decía  cometido  el  daño  denun- 
ciado, pertenecía  á  aquel  término  municipal,  donde  se  hallaba  amilla- 
r^a  y  pagaba  la  contribución  territorial,  y  siempre  constó  inscrita  en 
loe  datos  catastrales  obrantes  en  su  archivo,  hecho  que  no  aparecía  con- 
tradidio  á  los  efectos  de  aquella  competencia,  por  lo  cual  debía  esti- 
marse cometida  en  aquel  término  jurisdiccional  la  falta  de  que  se  trata- 
te»  y  corresponder  á  so  Juez  municipal  el  conocimiento  de  lia  misma: 

Besultando  que  conforme  el  Ministerio  fiscal  con  la  procedencia  del 
tequerimiento  pedido,  dictó  auto  el  Juzgado  de  Piedrafita  del  Cebrero 
estimándole,  porque  hallándose  declarado  por  resolución  inapelable  de 
^•te  Snpremo  Tribunal  que  la  finca  de  que  se  trataba  pertenecía  á  la  jn- 
'MiocióB  de  aquel  Juagado  municipal  y  estar  sita  en  el  perímetro  de  la 
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demarcación  del  mismo,  eta  claro  correeponderle  conoosr  de  cnantaa 
accioDes  civiles  6  criminales  se  ejercitaran  reepecto  de  ella,  según  el 
art.  62,  reglas  8.*  y  4.%  de  la  le j  de  EnjaiciamientO' civil: 

Besnltando  que  impugnada  la  inhibición  en  Vega  de  Valearoe  por  el 
demandante,  se  unieron  á  las  actnaeiónes  de  dicho  Josgado:  doa  escri- 
tnras  y  un  acta  de  rectificación  del  error  cometido  respecto  de  su  fechs 
en  la  copia  expedida  de  la  segnnda  de  ellas,  en  las  que  consta  que  en  4 
de  Septiembre  de  1897  loó  vendida  á  D.  José  Qómes  y  Gomes,  mediante 
haberla  adquirido  en  remate,  á  consecuencia  de  prooBdimiento  de  apra- 
inio  para  el  cobro  de  contribución  contra  D.  Bamón  Carreira,  vecino  de 
Bnbiales,  la  finca- prado  titulada  Lámelo,  término  de  Argenteiro,  con  la 
cabida  y  linderos  de  que  ya  se  ha  hecho  mención;  cuya  finca,  con  otras, 
transmitió  Gomes  en  permuta  á  D.  Inocencio  Tejeiro  Mancebo  en  S  de 
Febrero  del  98,  siendo  inscritas  ambas  traslaciones  de  dominio  en  el 
Registro  de  la  propiedad  de  Villafranca;  una  certificación  librada  por 
el  Secretario  del  Juzgado  municipal  de  Vega  de  Valcaree,  en  la  que  se 
inserta  un  acta  del  juicio  verbal  que  tuvo  lugar  en  aquel  Juagado  por 
demanda  de  D.  Félix  Gutierres  de  Caviedes,  como  administrador  apode- 
rado de  Dofia  Amalia  Magdalena  Peiralón,  contra  D.  Manuel  Garzeiza» 
vecino  de  Rubiales,  para  que  el  segundo  reconociera  como  de  la  propie- 
dad de  la  primera  un  prado  y  cortifia,  al  sitio  de  Lameiro,  en  los  térmi- 
nos del  lugar  de  Argenteiro,  y  á  dejarlas  á  disposición  de  la  demandante; 
fincas  que  llevaban  en  sembradura  cuatro  fanegas  de  centeno,  poco  más 
ó  menos,  y  confiuaban  por  arriba  camino  carretal  que  seguía  al  lugar  de 
la  Faba,  por  abajo  prado  de  Francisco  García,  de  un  lado  de  Gregorio 
dé  la  Moatafia,  y  del  otro  con  cortifia  de  José  Vecín;  juicio  que  termind 
por  sentencia  del  Jues  municipal  de  Vega  de  Valcaree,  fecha  S3  de  Sep- 
tiembre de  1882,  que  condenó  al  demandado  á  reconocer  como  de  la  pro- 
piedad de  la  actora  el  prado  del  Lameiro,  absolviéndole  de  la  demanda  ea 
cuanto  por  ella  se  solicitaba  que  le  dejase  á  disposición  de  dicha  actora; 
y  una  certificación  del  Secretario  del  Ayuntamiento  de  Vega  de  Val- 
caree,  expresiva  de  que,  según  los  datos  estadísticos  obrantes  en  aquel 
archivo  municipal  relativos  á  los  amillaram lentos,  reparto  de  la  contri- 
bución territorial  de  aquel  Municipio  y  otros  antecedentes,  Juan  Castro» 
vecino  de  Rubiales,  dio  relación  jurada  en  10  de  Diciembre  de  1860  de 
todas  las  fincas  rústicas  que  poseía  en  propiedad  en  Argenteiro,  pueblo 
de  aquel  término  municipal,  entre  ellas  del  prado  llamado  Lámelo  é  La- 
meiro, y  que  Ramón  Carreira,  de  igual  vecindad,  solicitó  fiel  miaaso 
Ayuntamiento  en  8  de  Mario  de  1891,  como  heredero  del  Juan  de  Castro» 
se  impusiese  á  su  nombre  la  contribución  con  que  el  segundo  venia  figu- 
rando por  la  enunciada  finca  y  otras,  con  la  rebaja  procedente  por  con- 
siderarlas muy  gravadas,  habiendo  figurado  el  Bamón  Carreira  oomo 
contribuyente  por  tales  fincas,  incluso  el  prado  de  Lámelo,  hasta  que 
fué  vendido  por  débitos  de  dicha  contribución  y  amillarado  á  nombre  de 
D.  Inocencio  Tejeiro  Mancebo,  vecino  de  Ambasmsetas,  quien  figura 
como  contribuyente  por  el  indicado  prado  y  otras  fincas: 

Resultando  que  el  Juagado  de  Vega  de  Valcaree  oyó  también  al  Fia- 
cal  municipal,  que  igualmente  sostuvo  no  proceder  la  inhibición  paia 
que  había  sido  requerido,  y  á  la  cual  declaró  el  mismo  no  haber  lugar; 
á  cuyo  ^fedk>  consideró,  á  más  de  invocar  lo  dispuesto  en  la  regla  S.*dsl 
art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  si  bien  la  sentencia  de  eate 
Tribunal  Supremo,  invocada  por  D.  Antonio  Peres,  declaró  competente 
al  Jusgado  municipal  de  Piedrafita  para  conocer  del  juicio  de  faltas  á 
que  se  refería,  por  dafios  en  la  finca  de  que  se  trata,  expresaba  reputar 
sito  en  el  término  de  Rubiales  el  prado  Lámelo  ó  Lameiro,  atendida  i 
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certificación»  no  contradicha,  por  no  aer  entoncea  fácil  conocerla  al  de- 
numdjuite,  D.  Inocencio  Tejeiro,  j  aentó  aquella  reaolaclón  en  on  caaa 
diatinto  del  preaente,  tratándose  de  acciones  diferentes,  por  ser  la  nna 
penal  y  la  otra  civil,  y  hallarse  en  la  actualidad  demostrado  encontrarse 
la  mencionada  finca  en  el  término  de  Argenteiro,  Ayuntamiento  de  Vega 
de  Valcarce,  partido  judicial  de  Villaf ranea  del  Bierzo,  en  la  provincia 
de  Lieón,  y  no  en  Itubialee,  término  municipal  de  Piedrafita,  partido  da 
Becerrea,  provincia  de  Lugo:       \ 

Beenltando  que  el  Jues  municipal  de  Piedraflta  insistió  en  el  reque- 
rimiento, y  en  su  virtud,  han  venido  á  este  Tribunal  Supremo  las  res- 
pectivas actuaciones,  y  el  Ministerio  fiscal  ha  emitido  dictamen  en  el 
aentído  de  que  procede  decidir  la  competencia  en  favor  del  de  Vega  de 
Yalearoe. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  Toda: 
Ooneiderando  que  justificado  que  el  prado  en  cuestión  se  encuentra 
amillarado  desde  el  afio  1850  en  el  pueblo  de  Vega  de  Valcarce,  é  ins- 
crito en  el  Registro  de  la  propiedad  de  Villafranca  como  perteneciente 
al  Aynntamlento  de  aquel  pueblo,  es  indudable  que  al  Juez  de  éste  com- 
pete conocer  de  la  demanda  de  juicio  verbal  entablada,  por  estar  sita  en 
mx  término  la  cosa  litigiosa,  á  tenor  de  lo  prescrito  en  el  número  8.®  del 
art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil;  sin  que  á  ello  obste  la  resolu- 
ción recaída  en  contrario  sentido  en  otro  juicio  sobre  falta  cometida  en 
dicho  prado,  puesto  que  en  él  no  se  adujo  la  prueba  aquí  expuesta, 
quedando  sin  contradicción  el  fundamento  del  Jues  de  Piedrafíta  del 
Cebrero,  que  motivó  la  declaración  de  competencia  á  su  favor; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento  de 
la  enunciada  demanda  corresponde  al  Jugado  mnnicipul  de  Vega  de  Val- 
carce, al  que,  con  la  oportuna  certificación,  á  los  efectos  procedentes,  se 
remitan  todaa  las  actuaciones  que  lo  han  sido  á  este  Tribunal  Supremo- 
con  motivo  de  la  presente  competencia;  comunicándose  esta  resolución 
al  de  igual  clase  de  Piedrafita  del  Cebrero. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  dentro 
de  los  dies  días  siguientes  al  de  su  fecha,  é  insertará  en  la  Colección 
Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo  pronuncia- 
mos, mandamos  y  firmamo0.=Jo8é  de  Aldecoa.=Bicardo  6ullón.=rJo8é 
de  Gamica.=:FranGÍ8co  Toda.=Enrique  Lassús. 

PublÍGación.=Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Exemo.  8r.  D.  Francisco  Toda,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  cele- 
brando audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  que  cer- 
tífico  como  Belator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  9  de  Febrero  de  1901.=Licenciado  Hilario  María  Gonzálea  y 
Torres.  i 

Kúm.  86.- GRACIA  Y  JU8TICIA.-9  df  Febrera, 
pib.  al  6  do  Mana. 

RBaOLUCIÓN  DE  LA  DlKECCIÓN  GBMSRAL  DE  LOS  REGISTROS  dojando 

sin  efecto  la  neRativa  del  Registrador  de  la  propiedad  ae  Lo- 

goaán  é  inscribir  una  escritura  de  compraventa. 
i  sus  coNSiDER4Nnas  se  establece: 

Que  eon  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  14S7  del  Código  ^itil, 
fodrán  celebrar  el  contrato  ae  compra  jj^  venta  todas  las  personas  á 
quienes  este  Cádigo  autoriza  para  obligarse,  salvo  las  modiñeado^ 
nes  cMUenidae  en  los  artículos  sigwentes  del  mismo: 
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Que  estos  ctrticulos  no  establecen  prohüdeión  alguna  ni  limHa-- 
^ón  de  ninguna  clase  respecto  á  las  ventas  de  las  ñncas  hipotecadas, 
y  por  tanto,  es  oboio  que  dichas  ventas  pueden  verificarse  libremente 
por  parte  del  deudor  en  favor  del  acreedor  hipotecario,  estipuián- 
dose  el  precio  que  tengan  por  conveniente: 

Que  el  art.  1859  del  propio  Código,  segdn  el  cual  el  acreedor  no 
puede  apropiarse  las  cosas  dadas  en  prenda  ó  hipoteca  ni  disponer 
de  ellas,  no  tiene  aplicación  cuando  no  se  trata  de  actos  de  apropia- 
ción  ni  de  disposición  llevada  á  cabo  por  el  acreedor ,  sino  de  venta 
del  deudor,  que  es  el  que  dispone  de  Va  finca  hipotecada: 

Que  tampoco  son  aplicables  á  este  caso  el  art.  18/2  y  la  resolu- 
ción de  28  de  Noviembre  de  1893,  porque  aunque  puede  aplicarse  á 
la  hipoteca  la  prescripción  que  dicho  articulo  establece  respecto  á 
la  orenda,  es  lo  cierto  que  el  mismo  u  aquella  resolución  se  refieren 
únicamente  á  la  enajenación  por  parte  del  acreedor,  mas  no  ala  que 
se  verifique  por  parte  del  deudor. 

limo.  Sr.:  En  el  recurso  gubernativo  interpuesto  por  el  Notario  Don 
Federico  García  Barroso  contra  la  negativa  del  Registrador  de  la  propie- 
dad de  Logrosán  á  inscribir  una  escritura  de  compraventa,  pendiente  en 
este  Centro  en  virtud  de  apelación  de  dicho  Registrador: 

Resultando  que  por  escritura  otorgada  ante  el  Notario  de  Zorita  Don 
Federico  Qarcía  Barroso,  en  el  pueblo  de  MadrigAiejo,  á  16  de  Diciem- 
bre de  1898,  D.  Joan  Orellana  Calvo  vendió  \  D.  Dofia  Lnisa  Fortuna 
Gomes  ana  casa  en  la  calle  de  Santa  María  de  dicho  pueblo  por  precio 
de  1.600  pesetas,  que  confesó  el  vendedor  tener  recibidas  de  la  compra- 
dora antes  del  otorgamiento,  expresándose  que  por  confusión  con  el  do- 
minio quedaba  libre  la  finca  de  una  hipoteca  que  en  garantía  de  un  prés- 
tamo, por  un  afio,  de  1.600  pesetas,  estaba  constituida  con  fecha  SI  de 
Diciembre  de  1896  á  favor  de  la  compradora  por  el  mismo  vendedor: 

Resultando  que  presentada  copia  de  dicha  escritura  en  el  Registro  de 
la  propiedad,  consignó  en  ella  el  Registrador  la  nota  siguiente:  cDene- 
gada  la  inscripción  de  este  documento,  porque  el  acto  que  comprende, 
tal  7  como  en  él  se  efectúa,  se  halla  prohibido  por  las  leyes.  Defecto  in- 
flubsanable,  por  cuya  razón  no  es  admisible  tampoco  la  anotación  pre- 
ventiva del  miBmo>: 

Resultando  que  el  Notario  autorisante  de  dicha  escritora  interpuso 
recurso,  instando  se  declare  que  se  halla  redactada  con  sujeción  á  las 
formalidades  legales,  y  al  efecto  alegó:  que  podía  promover  este  recurso 
con  sujeción  al  art.  66  de  la  ley  Hipotecaria,  66  de  sn  reglamento  y  Real 
decreto  de  26  de  Octubre  de  1876,  porque  la  nota  del  Registrador  eupone 
defecto  en  la  forma  de  redacción  ó  de  realización  del  contrato;  qoe  la 
venta  de  referencia  no  puede  considerarse  ilícita,  porque  existe  capaci- 
dad en  los  contratantes  y  consentimiento,  causa  y  objeto  del  contrato,  y 
no  hay  violo  de  nulidad  en  estos  requisitos;  que  no  es  .preciso  que  )a 
f  nca  valga  más  de  lo  que  aseguraba  su  hipoteca,  máxime  cuando  siendo 
el  préstamo  anterior  á  ésta,  exigió  garantía  la  acreedora,  en  euanto  el 
deudor  pudo  prestarla;  que  aunque  no  hay  diferencia  sustancial  entre  la 
venta  y  la  adjudicación  en  pago,  supuesta  la  impropiedad  en  la  denomi- 
nación, puesto  que  realmente  se  concretó  el  contrato  ai  vencimiento  del 
préstamo  y  para  su  pago,  no  puede  argüir  ilegalidad  de  dicha  impropie- 
dad; que  si  el  precio  no  fuera  justo,  daría  sólo  lugar  á  medidas  fiscales 
que  no  atafien  al  orden  civil,  por  no  darse  hoy  la  rescisión  por  lesión 
«ntre  contratantes  capaces;  y  que  ni  es  posible  apreciar  la  existencia  del 
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pieto  oomiBorio,  ni  deben  los  Begistrftdores  denegar  inecripoiones  sin 
hmdamento  legal  concreto: 

Resultando  que  el  Begistrador  de  la  propiedad  sostavo  la  proceden- 
cia de  su  nota,  por  entender  qne  si  bien  permite  la  ley  qne  el  deador 
7enda  ó  adjudique  al  acreedor  la  finca  hipotecada  por  su  verdadero  pre- 
doy  tiene  que  ser  la  venta  en  subasta  judicial  en  la  forma  que  establece 
ia  iej  de  Enjuiciamiento  civil,  ó  en  la  extrajudicial,  como  se  consigna 
en  el  art.  1872  del  Código  civil,  que  consideraba  aplicable  á  la  hipoteca: 

Besultando  que  el  Notario  recurrente,  en  vista  del  informe  del  Regis- 
trador, mantuvo  su  pretensión  7  argumentó  de  nuevo  que  el  art.  1872 
del  Código  civil  es  inaplicable  al  caso,  gramaticalmente,  porque  no 
puede  leerse  hipoteca  donde  se  escribe  prenda;  lógicamente,  porque  no 
8e  paede  pasar  al  consecuente  sin  que  lo  justifique  el  antecedente;  y  sis- 
temáticamente, porque  ocupándose  el  Código  civil  de  la  prenda  y  de  la 
apoteca  en  tres  capítulos,  y  dedicando  uno  de  éstos  á  cada  contrato  y 
otro  á  las  dfcposiciones  comunes  á  ambos,  es  inconcuso  que  para  querer 
üpUcar  el  art.  1872,  como  pretende  el  Registrador,  no  se  habría  puesta 
en  el  capítulo  de  la  prenda: 

Reenltando  que  el  Juez  dictó  auto  confirmando  la  nota  del  Registra- 
dor, apoyándose  en  consideracciones  análogas  á  las  de  este  funcionario, 
j  en  la  doctrina  de.  la-  Resolución  de  este  Centro  de  28  de  Noviembre 
de  18941: 

Resultando  que  el  Notario  D.  Federico  García  Barroso  apeló  de  di- 
cho auto  y  presentó  escrito  de  mejora,  en  el  que  insistió  en  sus  anterio- 
ras rasonamientos,  y  afiadió  otros  para  afirmar  que  la  Resolución  de 
este  Centro,  que  el  Juea  invoca,  no  es  aplicable  al  caso  de  este  recurso: 

Besnltandk)  que  el  Presidente  de  la  Audiencia  revocó  el  auto  del  Juez 
y  declaró  que  la  escritura  objeto  del  recurso  se  halla  extendida  con  su- 
jeción á  las  formalidades  legales  y  es  inscribible,  por  estimar:  que  res- 
pecto á  la  prohibición  que  supone  la  nota  del  Begistrador,  debe  distin- 
gnlrse  el  contrato  de  préstamo  con  hipoteca  del  de  venta  de  la  cosa 
hipotecada  al  mismo  acreedor,  y  que  en  el  primert)  no  puede  determi- 
narse nada  que  directa  ó  indirectamente  se  refiera  al  pacto  comisorio, 
porque  hay  pérdida  de  la  libertad  de  consentimiento  ante  la  necesidad 
del  dinero  ó  de  la  cosa  prestada,  pero  que  en  el  de  yenta  no  existe  esa 
falta  de  libertad  para  consentir;  y  que  en  el  contrato  que  se  discute  se 
han  cumplido  los  requisitos  legales  para  ser  válido,  y  no  tiene  analogía 
ni  semejanza  con  el  caso  que  fué  objeto  de  la  Besolución  de  este  Cen- 
tro de  28  de  Noviembre  de  1898: 

Besultando  que  el  Begistrador  de  Logrosán  presentó  escrito  ante  el 
Presidente  de  la  Audiencia  apelando  del  acuerdo  del  mismo»  y  manifes- 
tando qne  no  pudo  hacerlo  su  antecesor  en  el  Begistro  por  haber  falle- 
cido en  28  de  Abril. 

Vistos  los  arts.  1467,  1469,  1869  y  1872  del  Código  civil,  y  la  Beso- 
lifttíón  de  este  Centro  de  28  de  Noviembre  de  1898: 

Considerando  que  la  única  cuestión  que  se  controvierte  en  el  pre- 
sente recurso  consiste  en  resolver  si  el  duefio  de  una  finca  hipotecada 
tiene  facultad  para  transmitir  libremente  el  dominio  de  la  misma  ai 
acreedor  hipotecario  por  título  de  venta,  estipulando  como  precio  de  este 
contrato  el  importe  de  la  deuda  hipotecaria: 

Considerando  que,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  1467  del  Có- 
digo civil,  podrán  celebrar  el  contrato  de  compra  y  venta  todas  las  per- 
sonas á  quienes  e4Ce  Código  autoriza  para  obligarse,  salvo  las  modifica- 
ciones contenidas  en  los  artículos  siguientes  del  mismo: 

Considerando  que  estos  artículos  no  establecen  prohibición  alguna 
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ni  limitación  de  nlnfinma  clase  reepeeto  á  laa  ventas  de  las  fincas  hipo- 
tecadas, y  por  tanto,  es  obyio  qae  dichas  ventas  pueden  verificarse  li- 
bremente por  parte  del  dendor  en  favor  del  acreedor  hipoteeario,  esti- 
pnlándose  el  precio  qae  tengan  por  conveniente: 

Considerando  qae  el  art.  Ifl69  del  Código  civil,  según  el  cnal,  el 
acreedor  no  paede  apropiarse  las  cosas  dadas  en  prenda  ó  hipoteca,  ni 
disponer  de  ellas,  no  tleae  aplicación  al  presente  caso,  porque  no  se 
trata  de  ningúa  acto  de  apropiación  ni  de  disposición  llevada  á  cabo  por 
el  acreedor,  sino  de  venta  del  deudor,  que  es  el  que  dispone  de  la  finca 
hipotecada: 

Considerando  que  tampoco  son  aplicables  á  este  caso  el  art.  1872  del 
expresado  Código  y  la  Besolación  de  este  Centro  de  28  de  Noviembre 
de  1898,  que  sirven  de  fundamento  á  la  nota  denegatoria  del  Registra- 
dor, porque  aunque  pueda  aplicarse  á  la  hipoteca  la  prescripción  qve 
dicho  articulo  establece  respecto  á  la  prenda,  es  lo  cierto  jne  este  ar- 
tículo y  aquella  Resolución  se  refieren  únicamente  á  la  enajenación  por 
parte  del  acreedor,  mas  no  á  la  que  se  verifique  por  parte  del  deudor, 
que  es  de  la  que  se  trata; 

Esta  Dirección  general  ha  acordado  confirmar  la  providencia  ape- 
lada. 

Lo  que,  con  devolución  del  expediente  original,  comunico  á  V.  L 
á  los  efectos  consiguientes.  Dios  guarde  á  V.  I.  muchos  años.  Madrid  9 
de  Febrero  de  1901.— El  Director  general,  Bienvenido  Oliver.— 8r.  Pre- 
sidente de  la  Audiencia  de  Cáceres. 

^lim.  37. -TRIBUNAL  SUPREMO. -II  ds  Fsbrere, 
pab.  si  13  ds  Marzs. 

Casación  por  qubbrantamiento  de  forma.  —  Tercería  de  domi- 
nio.—Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  inter- 
puesto por  Doña  Carmen  Moran  contra  la  pronunciada  por  la 
Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito 
con  D.  Vicente  Lagunas  y  otros. 
En. sus  considerandos  se  establece: 

Que  las  faltas  ó  defectos  que  se  aleguen  como  causas  de  casadas 
por  quebrantamiento  de  forma,  únicamente  han  de  referirse  á  tas 
partes  esenciales  del  pleito,  á  las  actuaciones  que  les  atañen  yásui 
pretensiones: 

Que  á  la  comparecencia'  por  virtud  de  eoiccián  para  sostener  la 
demanda,  no  corresponde  segundo  emplasamiento  del  demandadoi 

Que  la  capacidad  de  un  litigante  pitra  estar  en  juieio  y  la  regub- 
ridad  de  su  representación,  es  lo  que  únicamente  puede  constituir 
falta  de  personalidad: 

Que  la  competencia  del  Tribunal  que  conoce  de  una  tercería  de 
dominio,  es  perfecta  para  decidir  la  petición,  idéntica  á  la  del  terce- 
rista, de  <iue  se  declare  el  dominio  á  favor  de  aquél,  formulada  por 
la  parte  citada  de  eoicción  á  instancia  del  mismo: 

Que  la  falta  de  personalidad  del  demandado  en  pleito  de  tercería 
no  tiene  fundamento  alguno  cuando  comparece  en  forma,  si  es  la 
parte  en  cayo  interés  se  decretó  el  embargo  de  los  bienes  objeto  de 
la  demanda. 

En  la  villa  j  corte  de  Madrid,  á  11  de  Febrero  de  1901,  en  los  satos 
de  menor  cuantía  seguidos  en  el  Jugado  de  primera  instancia  del  di0- 
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trito  de  la  Áadiencia  de  eeta  corte  7  U  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  An- 
dieocia  del  territorio,  por  D.  Sebastián  Caballero  Oalataynd,  militar,  con 
Dofia  Dolores  Jimónes  Bomán,  dedicada  á  sns  labores,  por  si  y  como 
lepresentante  de  su  hija  menor  Dofia  Carmen  Moran  Jiménez,  con  D.  Vi- 
cente lagunas  Palacioe,  industrial,  todos  yecinos  de  esta  corte,  con  Don 
Hannel  García  Peres  Cano,  declarado  en  rebeldía,  y  con  el  Abogado  del 
Srtado,  sobre  tercería  de  dominio;  pleito  pendiente  ante  Nos,  en  recurso 
de  casación  por  quebrantamiento  de  forma,  que  ha  interpuesto  la  Dofia 
Dolores  Jiménes,  á  quien  representa  y  defiende  el  Procurador  D.  José 
Nieto  Cafiadas  y  el  Letrado  D.  Sandalio  Díaz  Tendero;  estándolo  D.  Se- 
bastián Caballero  por  el  Procurador  D.  Pedro  (>auna  y  García  y  el  Le- 
trado D.  Vicente  Gil  Delgado;  representando  al  Estado  el  Abogado  Don 
Federico  Lopes;  sin  que  hayan  comparecido  en  este  Tribunal  Supremo 
D.  Vicente  Lagunas  y  D.  Manuel  García: 

Resultando  que  seguida  causa  criminal  contra  D.  Manuel  García  y 
Pérez  Oano,  por  el  delito  de  disparo  de  arma  de  fuego  y  lesiones  causa- 
das á  Dofia  Carmen  Moran  Jiménez^  se  formó  la  correspondiente  pieza, 
separada  de  embargo  de  bienes  del  procesado,  embargándose  como  de  la 
propiedad  de  éste,  en  12  de  Mayo  de  1899,  y  á  instancia  de  Dofia  Dolores 
Jiménez,  como  madre  de  la  Dofia  Carmen,  149  ovejas  y  86  corderos: 

Besuitando  que  notificada  esta  resolución  á  D.  Sebastián  Caballero, 
acudió  ai  Juagado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Audiencia  de 
«sta  corte,  deduciendo,  en  escrito  de  81  del  mismo  mes  de  Mayo,  de- 
maada  de  tercería  de  dominio  en  juicio  declarativo  de  menor  cuantía 
contra  Dofia  Dolores  Jiménez,  como  madre  de  Dofia  Carmen  Moran  Ji- 
ménes, solicitando  que,  con  suspensión  del  procedimiento  de  apremio, 
ae  declare  que  las  ovejas  aludidas  le  pertenecen  en  plena  propiedad  y 
posesión;  que  se  cite  de  evicción  y  saneamiento  á  su  vendedor  D.  Vi- 
niente Lagunas;  y  en  definitiva,  que  se  alce  el  embargo  de  dicho  ganado 
7  se  deje  á  libre  disposición  del  actor,  imponiendo  las  costas  á  quien  se 
oponga  á  sus  pretensiones: 

Resultando  que  al  contestar  D.  Vicente  Lagunas  á  la  demanda,  ter- 
minó pidiendo  se  diese  logar  á  la  tercería  de  dominio  iniciada  por  Don 
oebastián  Caballero,  levantando  el  embargo  del  ganado,  y  declarar,  en 
>Q  consecuencia,  que  las  reses  lanares  ds  que  se  trata  son  de  la  exclu- 
siva propiedad  del  demandante  tercerista,  que  las  adquirió  legitima- 
mente  del  dicente,  quien  era  duefio  de  ellas  por  virtud  del  contrato  al 
efecto  celebrado  con  D.  Manuel  García  Pérez  Cano,  con  imposición  de 
todas  las  costas  á  la  parte  acusadora  de  la  causa,  que  es  la  embargante, 
por  su  temeridad  manifiesta: 

Resultando  que  la  demandada  Dofia  Dolores  Jiménez  evacuó  á  su  vez 
<»l  traslado  de  contestación  con  la  súplica  de  que  el  Juzgado  declarara 
que  no  había  lugar  á  resolver  feiobre  el  saneamiento  por  evicción  ni  sobre 
si  dominio  de  D.  Vicente  Lagunas,  y  que  no  habiendo  probado  el  terce- 
nsU  el  dominio  alegado,  no  se  diese  lugar  tampoco  al  levantamiento  del 
«xnbargo  del  ganado  sin  perjuicio  de  que  el  actor  Caballero,  que  del)ería 
wr  condenado  en  costas,  reclame  en  forma  debida;  exponiendo  en  sínte- 
"•  por  lo  referente  á  la  cuestión  dal  día:  que  en  realidad  la  demanda  de 
9¡^  te  trata  no  es  de  tercería  de  dominio,  sino  de  saneamiento  por  evic- 
ción, contra  D«  Vicente  Lagunas,  ejerdtándose  en  todo  casó  dos  accio- 
nes distintas  é  incompatibles,  cuales  son  la  de  tercería  contra  Dofia  Do- 
15!  ^^°**n««  y  la  de  saneamiento  contra  el  Lagunas;  que  no  se  veía 
medio  legal  ni  tacional  para  justificar  cómo  podía  proceder  la  demanda 
<>e  saneamiento  por  evicción,  cuando  precisamente  lo  que  discute  el  de- 
mandante es  el  dominio,  y  el  saneamiento  supone  que  se  le  ha  privade 
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ya  de  éste  por  sentencia  firme;  qae  sólo  entonoes  cabe  disentir  en  aocióa 
y  antos  distintos  los  derechos  entre  comprador  y  vendedor,  no  afectando 
hoy  en  nada  el  saneamiento  á  la  tercería;  qae  la  demand*  tiene,  pues, 
un  defecto  legal,  toda  yes  acámala  acciones  qae  no  pneden  ir  anidas  por 
excluirse  mataamente;  y  qae  la  elección  de  la  ana  impide  la  otra,  de- 
biendo además  ventilarse  en  jaldos  distintos,  según  preceptúan  termi- 
nantemente ios  articalos  168,  166  y  167  de  la  ley  de  Enjaiciamiento 
civil: 

Resaltando  qae  conferido  también  traslado  de  la  demanda  del  D.  Se- 
bastián Caballero  al  Abogado  del  Estado,  lo  evacnó  oponiendo  la  excep- 
ción dilatoria  de  falta  de  reclamación  previa  en  vía  gabemativa  coando 
la  demanda  se  dirija  contra  la  Hacienda  pública,  como  saoede  en  el  pre- 
sente caso,  paesto  qae  de  prevalecer  la  tercería  interpaesta,  safriría  la 
Hacienda  loa  perjaicios  consigaientes  á  no  hacer  efectivas  las  costas  im- 
paestas;  por  lo  qae  conclayó  saplicando  al  Juagado  se  sirviera  estimar 
procedente  la  mencionada  excepción,  dejando  sin  resolver  las  pretensio- 
jies  del  demandante  en  cnanto  al  fondo  del  pleito,  y  qae  si  á  «ato  no  ha- 
biere  lagar,  se  desestimase  la  demanda  en  todos  sns  extremos,  ordenando 
en  sa  consecaencia  qae  siga  adelante  el  embargo  de  las  ovejas  y  corde- 
ros, á  fin  de  qae  á  la  mayor  brevedad  posible  se  hartan  ef ectivae  las  cos- 
tas impuestas  á  D.  Manuel  Qarcía  Peres  Gano,  y  entre  ellas  las  cantida- 
des qae  por  precepto  legal  le  corresponden  á  la  Hacienda  pública: 

Resultando  que  acusada  la  rebeldía  á  D.  Manael  García  Peres  Cano^ 
se  tuvo  en  cuanto  á  él  por  contestada  la  demanda;  y  recibido  el  pleito  á 
prueba  y  unidas  las  practicadas  á  los  autos,  fueron  convocadas  las  par- 
tes á  la  comparecencia  prevenida  por  la  ley,  en  cuyo  acto  expasieron  los 
comparecientes  lo  conducente  á  su  derecho,  insistiendo  en  sus  respec- 
tivas pretensiones: 

Resultando  que  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la 
Audiencia  de  esta  corte  dictó  en  6  de  Diciembre  de  1899,  sentencia  por 
la  que,  desestimando  como  improcedentes  las  excepciones  de  defecto  le- 
gal en  el  modo  de  proponer  la  demanda  y  falta  de  reclamación  previa 
en  la  vía  gubernativa,  alegadas  respectivamente  por  Dofia  Dolores  Jimé- 
nez en  la  representación  que  ostenta  y  por  el  Abogado  del  Estado,  de- 
claró haber  lugar  á  la  tercería  de  dominio  de  D.  Sebastián  Caballero,  y 
en  su  consecuencia,  que  las  149  ovejas  y  86  corderos  embargados  en  la 
pieza  de  embargo  formada  en  la  causa  seguida  contra  D.  Manael  García 
Pérez  Gano,  como  autor  del  disparo  de  arma  de  faego  y  lesiones  cansa- 
das á  la  menor  Garmen  Moran  Jiménez,  pertenecen  en  absoluta  propie- 
dad y  dominio  al  expresado  D.  Sebastián  Gabaliero,  mandando  que  lue- 
go que  esta  sentencia  fuese  firme  se  alzase  el  aludido  embargo,  con  otras 
declaraciones  que  no  son  del  caso,  é  imposición  á  Dofia  Dolores  Jimé- 
nez de  todas  las  costas  causadas;  cuyo  fallo  confirmó  la  Sala  segunda  de 
lo  civil  de  esta  Audiencia  territorial  en  su  otra  sentencia  de  19  de  Abril 
del  año  próximo  pasado,  que  condenó  en  las  costas  de  segunda  instancia 
á  los  apelantes  Dofia  Dolores  Jiménez  y  el  Abogado  del  Estado: 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  interpuso  Dofia  Dolores  Jimé- 
nez recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma,  fundado  en  las 
causas  1.%  2.^  y  6.^  del  art.  1698  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil» 
alegando  sustancial  mente  que  en  realidad  no  debió  de  haberse  admitido 
la  demanda  de  tercería  de  que  se  trata  en  este  pleito,  pues  habiéndose 
hecho  el  embargo  al  mismo  tercerista,  pudo  y  debió  utilizar  otros  recur- 
sos contra  la  providencia  de  embargo;  qne  según  la  sentencia  recnnida, 
D.  Vicente  Lagunas  es  coadyuvante  del  tercerista,  y  por  lo  tanto,  de- 
mandante, á  pesar  de  lo  cual  ni  en  primera  ni  en  segunda  instancia  se 
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emplaxó  á  la  recuirente  para  que  contestase  á  su  demanda  ni  á  ninguna 
otra  diligeneia,  resultando,  sin  embargo,  qne  los  escritos  7  prueba  de 
LsgOBas  ban  servido  de  fundamento  ai  fallo  de  la  Audiencia,  según  se 
Te  en  soa  oonsiderandos  cuarto,  quinto,  sexto  y  séptimo;  que  la  Sala  sen- 
tenciadora supone  que  D.  Vicente  Lagunas  ba  sido  coadyuvante  del  ter- 
cerista cuando  de  becbo  fué  demandado,  reconociéndolo  asi  el  propio  ter- 
cerista, pues  dioe  en  la  demanda  que  se  cite  de  evicción  7  saneamiento; 
goe  se  han  tramitado  juntas  dos  acciones  que  son  incompatibles,  según 
te  demostró  en  la  contestación  á  la  demanda,  resultando,  por  tanto,  evi- 
dente la  inoompetenda  de  jurisdicción  del  Juzgado  sentenciador,  á  quien 
no  Be  ha  sometido  tal  cuestión  de  saneamiento,  pues  por  el  contrario,  se 
Je  propuso  la,oportuna  excepción,  que  era  una  declinatoria  de  jurisdic- 
ción en  la  única  forma  posible  en  un  juicio  de  menor  cuantía;  7  por  úl- 
timo, que  mediante  esa  excepción  dilatoria  se  ba  reclamado  oportuna- 
mente oontra  las  faltas  cometidas,  7  no  habiéndose  resuelto  basta  la 
sentencia  la  mencionada  excepción,  claro  es  que  dichas  faltas  no  queda- 
ron determinadas  tampoco  hasta  el  fallo  definitivo  en  que  se  ha  fijado  el 
oarácter  con  que  compareció  7  iitigó  cada  una  de  las  partee. 
Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  de  Gamica: 
Considerando  que,  aun  cuando  hubiese  alguna  Irregularidad  en  la 
intervención  en  este  pleito  de  D.  Vicente  Lagunas  en  virtud  de  la  cita- 
ción de  evicción  7  saneamiento  que  se  le  hizo  á  instancia  del  actor  ter- 
cerista, en  nada  afectaría  á  la  relación  trabada  por  consecuencia  del 
pleito  entre  el  den^andante  7  Dofla  Carmen  Moran  7  D«  Manuel  García, 
conjuntamente  demandados  en  la  tercería;  7  que,  siendo  dicho  actor 
tercerista  7  los  expresados  demandados  Isjs  partes  esenciales  de  dicho 
pleito,  á  ellos  únicamente,  á  las  actuaciones  que  les  atañen  7  á  sus 
pretensiones  han  de  referirse  las  faltas  ó  defectos  que  se  aleguen  como 
cansas  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma: 

Considerando  que  tanto  las  que  se  dicen  faltas  de  emplazamiento  7 
de  personalidad,  qne  se  hacen  consistir  en  no  haber  sido  emplasada  la 
recurrente  con  la  demanda  de  D.  Vicente  Lagunas,  7  en  no  tener  éste 
peraooalidad  como  demandante,  porque  á  juicio  de  la  recurrente  es  de- 
mandado, oomo  hr  incompetencia  de  jurisdicción,  que  se  pretende  fun- 
dar en  supoeete  incompatibilidad  de  la  acción  de  dominio  7  de  la  cita- 
ción de  evicción  7  saneamiento,  se  dirigen  únicamente  contra  la  eficacia 
de  la  intervención  de  D.  Vicente  Lagunas,  dejando  intacta  la  de  la  de- 
manda fimdamental  de  tercería  de  dominio  dirigida  por  D.  Sebastián 
Ci^eUero  oontra  Dofia  Carmen  Morin,  D.  Manuel  García  Peres  7  el 
Aboirado  del  Estado,  partes  interesadas  en  la  causa  en  que  se  embarga- 
ren lae  oyejaa,  eu7a  propiedad  aquél  reclamó;  aparte  que  de  ningún 
modo  existen  tales  faltas,  dado  que  á  la  comparecencia  por  virtud  de 
evicción  á  sostener  la  demanda  presentada  no  corresponde  segundo  em- 
plaaamiento  del  demandado,  que  nada  se  opone  á  la  capacidad  de  Don 
Vioente  Lagunas  para  estar  en  juicio,  ni  á  la  regularidad  de  su  repre- 
•entación,  que  es  lo  qne  podría  únicamente  constituir  falta  de  persona- 
lidad, 7  qne  la  competencia  del  Tribunal  inferior  es  perfecta  para  deci- 
dir la  petición  idéntica  de  Caballero  7  de  Lagunas,  de  que  se  declarase 
el  dominio  á  fayor  del  ^mero: 

Considerando  que  la  falta  de  personalidad  de  la  demandada  7  recu- 
rrente, que  también  se  insinúa  en  el  recurso,  no  tiene  fundamento  al- 
guno, por  ser  la  parte  en  cayo  interés  principalmente  se  decretó  el  em- 
bnrgo,  que  impugna  la  tercería,  7  por  consiguiente,  la  que  debió  ser  de- 
mandada, 7  ba  comparecido  en  forma  con  su  representación  legal; 
Falismoe  que  debemos  declarar  7  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
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curso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto  en  nomb«re 
de  Dolía  Garmen^^orán  Jiménea,  á  quien  oondenamos  al  pago  de  laa 
costas;  y  si  se  le  hubiere  negado  ó  negase  en  el  incidente  de  su  raión  la 
defensa  en  concepto  de  pobre,  ó  si,  habiéndosele  otorgado  tal  beneficio, 
Yiniese  á  mejor  fortuna,  al  de  la  cantidad  correspondiente  que  por  rasón 
de  depósito  ha  debido  constituir,  á  que  se  dará  en  dicho  caso  la  aplica- 
ción prevenida  en  la  ley;  y  líbrese  á  la  Audiencia  territorial  de  esta 
corte  la  correspondiente  certificación,  devolrióndole  los  autos  que 
remitió. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Oaeefa 
6  insertará  en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  á  este  efecto 
las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.rrJooé 
de  Aldecoa.rrJosé  de  Garnica.=EDrique  LassÚ8.=rJoaqoín  Qoniálea  de 
la  Pefia.=:Pedro  Lavín.=yicente  de  Piniés.^Tomás  Gúdal. 

Publicación.=Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  ol 
Ezcmo.  Sr.  D.  José  de  Gamica,  Magistrado  áe  la  Sala  de  lo  cítíI  del  Tri- 
bunal Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  dia  de  hoy, 
de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  11  de  Febrero  de  1901.=Bogelio  Gonsálea  Montes. 

Xrúm.  3@.-TRIBüNAL  8UPREM0.-I2  de  FslN-sro,  p«b.  si  Wds  «ara: 

Casación  por  infracción  de  ley.— Paao  de  pensione9  faroles,— 
Sentencia  declarando  haber  lugar  afrecurso  interpuesto  por  la 
Duq^uesa  viuda  de  Uceda,  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  Vailadolid,  en  pleito  con  el  Ayunta- 
miento de  Castrocalbón  y  otros. 
En  sus  considerandos  se  establece:  * 

Que  la  persoAcUidad  reconocida  á  Zas  Junio»  administraiiüos  en 
el  ari.  90  y  siguientes  de  la  ley  Municipal,  implica  el  complemento  de 
aquélla  para  comparecer  enjuicio,  si  son  demandadas  por  roMÓn  de 
ooligadones  que  exclusivamente  afectan  á  los  bienes  que  adminis- 
tran, por  no  existir  precepto  legal  expreso  que  en  sem/^aníe  caso 
restrinja  su  personalidad,  según  se  ha  declarado  por  el  Trilmnal 
Supremo  en  la  sentencia  de  9  de  NoDiembre  de  1891: 

Que  esta  doctrina  no  excluye  la  personalidad  y  procedencia  legal 
de  que  un  Ayuntamiento  represente  enjuicio  los  intereses  peculimres 
de  determinados  pueblos,  cuando  tales  intereses  se  hallan  por  su  na- 
turaleza intimamente  relacionados  con  los  Generales  de  iodo  el  Mu- 
nicipio, á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  art.  l'  de  la  mencionada  ley,  ó 
cuando  no  tengan  otra  representación  más  genuino;  pero  si  s6la.se 
trata  del  pago  de  pensiones /orales  establecidas  scbre  bienes  concre- 
tos y  especiales,  de  responsabilidades  que  única  é  indiddualmente 
afectan  á  los  poseedores  de  los  mismos,  6  lo  que  es  igual,  del  cumplid 
miento  de  una  obligación  particular  que  no  se  relaciona  direetoMnme 
con  los  intereses  generales  del  Municipio,  es  visto  que  no  miUta  lo 
razón  que  en  otros  casos  ha  justificado  y  puede  justíñear  en  lo  su- 
cesivo la  personalidad  del  Ayuntamiento  defendiendo  los  intereses 
de  algunos  pueblos: 

Que  entendiéndolo  asi  la  Sola  sentenciadora,  no  infringe  los  or- 
áculos 59,  60,  225, 227, 262,  núm.  13, 269, 746, 1384  y  1387  del  Cádifo 
civil;  84,  nüm.  1.^,  de  la  Constituáón,  y  i.®,  2.^  56, 72,  núm.3.^,  86, 
87,  89,  90,  91,  92  y  93  de  la  ley  Municipal; 
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Que  la  éolidarídad  es  el  earáeier  ó  eondidón  natural  del  Joro, 
tmndú  no  «e  ha  poetado  ó  resulta  lo  contrario. 

En  la  yina  y  corte  de  Madrid,  á  12  de  Febrero  de  1901,  en  el  pleito 
■egoido  en  el  Jasgtdo  de  primera  instancia  de  La  Bafiesa y  en  la  Salada 
lo  oItíI  de  la  Aodlencia  de  ValladoHd  por  D.  Francisco  de  Borja  Tóiles- 
Girón  y  Femándes  de  Velaaeo,  Daqne  de  üceda,  y  por  su  fallecimiento 
«o  Tinda  Dofia  Angela  Fernández  de  Córdoba,  propietaria,  de  esta  ye- 
dndad,  por  sí  y  como  madre  de  los  menores  D.  Mariano,  actual  Dnqne 
de  Escalona,  y  Dofia  María  Teresa  Télles-Girón,  y  como  apoderada  de 
loa  demás  hijos  y  herederos  de  sn  citado  esposo,  con  el  Ayontamiento 
de  Oastrocalbón  y  los  yecinos  del  mismo  pneblo  D.  Manuel  Cenador  Fé- 
lea,  D.  José  Santiago  Bobo,  D.  Agustin  Pérez  Aparicio,  D.  José  Martines 
Desooaido,  D.  Antonio  Femándes  Prieto,  D.  Manuel  Rebordinos  Domin- 
goea  y  D.  José  Becares  Forrero,  sobre  pago  de  pensiones  forales  y  otor- 
gamiento de  escritura  de  reconocimiento  de  foro;  pendiente  ante  Nos,  en 
▼iTtnd  de  recurso  de  casación  por  Infracción  de  ley,  interpuesto  por  el 
Procurador  D.  Antonio  Pintado,  bajo  la  dirección  del  Letrado  D.  Manuel 
Montero  Egido,  en  representación  de  la  Duquesa  y  luda  de  üceda,  en  loa 
distintos  conceptos  indicados;  no  habiendo  comparecido  la  parte  re- 
currida: 

Resaltando  que  D.  Diego  Enrique  de  Gnsmán,  Conde  de  Alba  de 
Liste,  preyia  licencia  del  Bey  Felipe  II  de  4  de  Junio  de  1677,  otorgó  es- 
oritora  de  censo  redimible  de  capital  876.000  marayedises  y  26.000  de 
réditos  en  f  ayor  de  Antonio  Cepeda,  por  si  y  en  nombre  de  los  que  le  su- 
eedlesen  en  la  Casa  y  Condado  de  Alba  de  Liste,  sujetando  en  garantía 
del  capital  y  réditos,  después  de  la  obligación  general  de  todas  las  ren- 
tas y  demás  de  su  citado  Condado,  entre  otros  bienes,  la  yilla  de  Castro- 
calbón,  lugares  de  su  jurisdicción,  montes,  términos,  heredamientos, 
aleábalas,  fueros,  rentas,  diezmos  y  todo  lo  demás  anejo  á  la  casa  y  ma- 
yocaago  en  dicho  Castrocalbón  y  pueblos  de  su  jurisdicción: 

Beeultando  que  en  escritura  pública  otorgada  en  dicha  yilla  de  Cas- 
trocalbón en  16  de  Octubre  de  1666,  á  la  que  concurrió  como  otorgante 
D.  Joan  Vásqnes  de  Alburquerque.  Administrador  de  la  Condesa  de  Alba 
de  liste,  se  hizo  constar  cque  el  Cfoncejo  y  mayor  parte  de  los  yecinos 
de  dicha  yilla,  estando  juntos  donde  se  suelen  reunir  á  campana  tafiida 
para  tratar  las  cosas  tocantes  al  bien  y  aumento  del  Concejo,  hallándose 
especialmente  Pedro  Fernández  y  Francisco  Martines,  Alcaldes  ordina- 
rios de  la  yilla;  Antonio  Descosido,  Regidor,  y  Miguel  Mielgo,  Procura- 
dor general  de  ella  y  su  jurisdicción,  y  26  individuos  más  que  se  enu- 
meran, y  confesaron  ser  la  mayor  parte  de  los  yecinos  de  la  yilla,  por 
ellos  mismos  y  en  yos  y  nombre  de  los  demás  ausentes,  enfermos  é  im- 
pedidos, por  quien  prestaron  yos  y  caución  que  estarían  y  pasarían  por 
lo  qua  ellos  hicieren  y  otorgaren,  dijeron:  que  los  dichos  yecinos  y  Con* 
cejo  debían  y  estaban  obligados  á  pagar  al  Conde  de  Alba  de  Liste  y  á 
4Nia  sueesores  un  foro  perpetuo  en  cada  un  afio  68  cargas  de  trigo,  66  de 
centeno  y  26  de  cebada,  748  libras  de  lino,  134  gallinas  y  2.600  maraye- 
dises en  dinero,  en  esta  manera:  las  26  cargas  de  trigo  y  26  de  cebada 
que  dicho  Concejo  y  yecinos  pagaban  por  los  términos  y  campo  redondo 
de  dicha  yilla,  puestas  en  la  panera  de  Su  Excelencia;  y  las  88  cargas  de 
trigo  y  86  de  centeno,  y  el  lino,  gallinas  y  marayedises  qne  debían  y  es- 
taban repartidos  y  cargados  entre  los  yecinos  particulares  de  dicha  yilla 
por  raxón  de  las  tierras,  de  cabezas  y  aprestamos  que  gosaban  y  poseían 
inclusas  en  dicho  término,  pagado  todo  ello  en  la  panera  de  Su  Exce- 
lencia por  cada  uno  de  los  días  de  San  Martín  de  Noyiembre  de  cada  un 


Digitized  by  L300Q|C 


200  JURISPRUDENCIA  CIVIL 

afio  á  so  costa,  según  se  contenía  y  declaraba  en  las  escrituras  de  foro, 
becerros  y  f orales;  que  teniendo  en  cuenta  las  dificultades  y  cuestiones 
que  anualmente  se  suscitaban  para  la  oobransa  de  las  cantidades  que  á 
cada  apróatamos  ó  porción  de  heredades  correspondían  por  las  diferentes 
causas  que  se  refieren  en  la  escritura,  habían  dado  noticia  de  ello  al  Ad- 
ministrador del  Conde  para  que  se  sirviese  hacerles  alguna  quita  en  los 
dichos  foros  y  qtie  los  pagasen  en  pan  solamente,  reduciendo  el  lino, 
gallinas  y  maravedises  á  trigo  y  centeno  á  un  precio  fijo,  con  lo  cual  el 
Concejo  otorgaría  escritura  de  foro  en  forma  á  favor  del  Conde  para  dar 
y  pagar  en  cada  un  afio  en  pan  la  cantidad  que  se  ajustase;  que  en  con- 
formidad con  lo  susodicho  y  dejando  como  dejaban  en  su  fuersa  y  vigor 
la  escritura  de  foro  perpetuo,  becerros  y  forales  por  donde  se  solían  co- 
brar los  dichos  foros,  para  que  el  Conde  y  sus  sucesores  en  su  casa  y 
mayorazgo  usasen  de  ellas  siempre  que  á  su  derecho  dijeren  que  con  ve* 
nía,  el  dicho  Concejo  y  vecinos  se  obligaban  y  obligaron  con  sus  perso- 
nas y  bienes  raíces  y  muebles  habidos  y  por  haber,  y  á  sus  herederos  y 
sucesores,  á  que  por  las  dichas  36  cargas  de  centeno  y  33  de  trigo  que 
pagaban  por  los  aprestamos  y  cabezas  particulares,  hayan  de  pagar  26  i 
de  trigo  y  otras  tantas  de  centeno;  y  por  las  dichas  184  gallinas,  á  real  y 
medio  cada  una;  por  las  743  libras  de  lino,  á  24  maravedís  una,  y  por  loe 
dichos  2.600  maravedís  en  dinero,  hayan  de  pagar  nueve  cargas  de  trigo 
y  10  de  centeno,  reducido  el  trigo  á  63  reales  la  carga  y  el  centeno  á  la 
tasa  de  Su  Majestad;  montando  dichas  partidas  34  cargas  y  media  de 
trigo  y  86  i  de  centeno;  que  juntas  con  las  26  cargas  de  trigo  y  otras  tan- 
tas de  cebada  que  el  Concejo  satisfacía  por  el  campo  redondo,  daban  un 
total  de  120  cargas  entre  las  tres  especies,  al  respecto  de  69  i  de  trigo, 
36  i  de  centeno  y  26  de  cebada,  pagado  todo  en  una  sola  partida,  siendo 
cabeza  de  ella  los  dichos  vecinos  y  Concejo,  junta  y  en  una  paga  por 
cada  uno  de  los  días  de  Nuestra  Sefiora  de  Septiembre  de  cada  un  afio 
en  poder  de  Su  Excelencia  y  de  su  Mayordomo  en  su  nombre;  sin  que 
por  dichas  cantidades  se  haya  de  ejecutar  á  los  vecinos  particulares,  e|no 
solamente  al  dicho  Concejo,  y  en  su  nombre  al  Procurador  general  de 
aquella  villa,  ejecutando  siempre  en  virtud  de  esta  escritura,  y  no  por 
los  becerros  y  forales  por  donde  se  cobraban  hasta  ahora  dichas  rentas 
de  foros:  diciéndose  además  en  esta  escritura,  que  de  las  expresadas 
cargas  de  trigo,  centeno  y  cebada  ha  de  ser  siempre  el  dicho  Concejo  y 
vecinos  pagador  principal,  repartiendo  igualmente  dicho  foro  entre  sí 
mismos,  según  lo  que  á  cada  uno  tocase  para  lo  juntar  y  pagar  oomo 
queda  dicho,  con  las  condiciones,  fuerzas,  vínculos  y  firmezas  conteni- 
dos en  la  escritura  de  foro  perpetuo  con  que  los  dichos  vecinos  particu- 
lares y  Concejo  estaban  obligados,  los  cuales  daban  aquí  por  insertas  é 
incorporadas  para  que  les  pare  el  perjuicio  que  haya  lugar  en  derecho»; 
y  añadiéndose  después:  cCon  las  cuales  dichas  condiciones  y  con  cada 
una  de  ellas,  y  lo  demás  que  va  dicho  y  declarado  en  esta  escritura,  hi- 
cieron la  dicha  redacción  de  foro  y  confesaron  que  en  ella  no  ha  habido 
dolo,  fraude  ni  engafio,  antes  se  ha  convertido  y  convierte  en  su  utilidad 
y  provecho,  pues  repartiéndolo  entre  los  dichos  vecinos  á  prorrata,  s^n 
las  heredades  que  cada  uno  gozase  y  poseyese,  y  pagándole  jauto  en  la 
panera  de  Su  Excelencia,  se  libran  y  exentan  de  las  ejecuciones,  costas, 
agravios  y  molestias  que  se  les  causaban  en  la  cobranza  de  la  dicha  can- 
tidad»; y  más  adelante:  <Y  asimismo  es  condición  que  si  por  cuenta  de 
esta  cantidad,  cualquiera  de  los  vecinos  de  esta  villa  llevase  á  la  panera 
la  cantidad  que  le  tocase  como  vecino  por  el  repartimiento  que  se  hiciese 
por  el  Concejo,  que  el  Mayordomo  tenga  obligación  de  recibirlo  y  dar 
carta  de  pago  por  cuenta  de  toda  la  que  contiene  esta  escritura»: 
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KesDltando  qne  en  24  de  Enero  de  1768  se  otorgó  otra  escritora  por 
«1  Concejo  j  yecinos  de  la  indicada  villa,  con  motivo  de  haber  expirado 
él  afio  anterior  el  arriendo  ó  encabezamiento  de  alcabalas  qae  sátisfa- 
cian  al  Oonde  Daqne  de  Benavente  y  Alba  de  Liste,  en  la  qae  deepaés 
de  reoonooer  todos  loe  foros  mayores  y  menores  que  pagaban  y  debían 
pagar  al  Conde  oomo  oonsecnencia  del  sefiorio  solar  y  territorial  qne 
tenia  de  aquel  partido,  se  obligaron  á  satisfacerle  mancomunada  y  soli- 
dariaa&ente,  ó  á  quien  le  sucediese,  c además  de  lo  pactado  por  el  encabe- 
mam  lento  de  alcabalas,  59  '/s  cargas  de  trigo,  86  Va  de  centeno  y  25  de  ce- 
bada» por  raaón  del  foro  faciente  sobre  el  término  redondo  de  Gastrocal- 
bón,  exceptuando  los  montes  altos  y  bajos  que  separadamente  se  halla- 
ban demarcados  como  propios  del  Conde,  á  quien  tocaban  y  pertenecían 
eo  roco,  pasto  y  aprovechamiento,  cuyas  especies  y  cantidad  de  granos 
las  habían  de  poner  los  otorgantes  de  su  cuenta  en  la  panera  del  Conde 
•1  día  de  Nuestra  Señora  de  Septiembre  de  cada  un  afio,  y  en  igual  con- 
formidad 700  maravedises,  60  varas  de  lienzo  de  lo  mejor  del  país  y  20 
libras  de  sebo;  declarando  expresamente  que  el  dominio  directo  de 
aquella  jurisdicción  pertenecía  al  Conde  Duque  de  Benavente,  á  quien 
7  sus  sucesores  reconocían  por  sefior  solar  y  territorial;  y  que  la  dicha 
contríbodón  de  pan  y  demás  foros  la  hacían  por  razón  del  útil  aprove- 
chamiento que  tenían  del  término  redondo  de  Castrocalbón,  á  excepción 
de  los  montes  de  que  se  había  hecho  mérito,  y  que  todo  se  entendiese  de 
modo  que  en  manera  alguna  se  perjudicasen  las  regalías  que  tenía  el 
Conde  ni  las  condiciones  establecidas  á  su  favor  en  las  escrituras  que 
hubiese  antes  de  ésta  que  se  entendían  ratificadas»;  y  que  en  otra  esori- 
tnra  de  9  de  Octubre  de  1760  otorgaron  el  Corregidor,  Alcaldes  ordina- 
rios y  Regidores,  con  otra  porción  de  sujetos  que,  como  en  las  anterio- 
res, dijeron  ser  la  mayor  y  más  sana  parte  del  Concejo  de  Castrocalbón, 
se  reconoció  nuevamente  que  de  tiempo  inmemorial  el  común  de  veci- 
nos venía  pagando  en  cada  un  afio  por  Nuestra  Sefiora  de  Septiembre  al 
Oonde  de  Benavente  y  Alba  de  Liste,  su  sefior,  los  foros  mayores  y  me- 
nores especificados  en  las  anteriores  escrituras;  y  en  atención  á  que  el 
terreno  del  término  no  tenía  las  mejores  condiciones  para  la  producción 
del  trigo,  solicitaron  v  les  fué  concedida  por  el  Conde,  durante  el  tiempo 
que  f  nese  su  voluntad,  la  sustitución  de  la  pensión  de  trigo  por  centeno, 
con  el  aumento  de  una  fanega  en  carga  por  la  diferencia  de  valores; 
obligándose,  en  su  consecuencia,  de  mancomún  é  in  Bolidum^  á  satisfa- 
cer en  cada  un  afio  y  en  el  día  sefialado  109  cargas  y  tres  y  media  fane- 
gas de  centeno,  además  de  las  26  de  cebada,  dejando  en  toda  su  fuerza  y 
vigor  las  escrituras  anteriormente  otorgadas: 

,  Resaltando  que  decretado  el  secuestro  de  las  prestaciones  ferales  y 
demAs  pertenecientes  al  Condado  de  Alba  de  Liste,  por  consecuencia  de 
la  ley  de  Sefioríos  de  27  de  Agosto  de  1887,  se  siguió  pleito  entre  el  Mi- 
nisterio fiscal  y  el  Duque  de  Frías,  Conde  de  Alba  de  Liste,  sobre  inoor- 
poraeión  al  Estado  de  los  montes,  predios,  foros  y  demás  rentas  que 
eonstitoían  aquel  sefiorio,  cuyo  pleito  terminó  por  sentencia  de  revista 
de  la  Audiencia  de  Valladolid  de  22  de  Marzo  de  1861,  confirmatoria  de 
la  de  vista,  y  ésta  á  su  vez  de  la  del  Juzgado  de  La  Bafieza,  en  que  se  de- 
claró propiedad  particular  del  expresado  Conde  de  Alba  de  Liste  los 
montes,  foros,  censos  y  demás  prestaciones  al  sefiorio  territorial  y  so- 
lariego de  Castrocalbón  y  su  tierra,  tal  y  cual  lo  había  poseído  y  disfru- 
tado hasta  la  época  del  secuestro  que  se  mandó  alzar,  ordenándose 
idemás  qne  por  la  Administración  de  Bienes  Nacionales  ó  por  quien 
correspondiera  se  devolvieran  todos  los  bienes  que  fueron  objeto  de  di- 
<^o  secaestro,  con  los  frutos  y  rentas  que  hubiesen  producido  en  el 
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tiempo  traiwcnrrido;  en  cayo  pleito  ae  mostraron  parte  loe  pnebloe  de^ 
Oaetrocalbón  j  demás  comprendidos  en  el  sefiorio  de  Alba  de  liste,  pi- 
diendo se  declarasen  abolidas  las  prestaciones  qne  con  los  nombres  d« 
foros  mayores  y  menores  venían  satisfaciendo,  y  se  les  devolviera  to 
qne  en  tal  concepto  habían  pagado  desde  la  promnlgaeión  de  la  ley  de 
Befioríos,  apartándose  del  pleito  antes  de  sentenciado  en  la  primorfL 
instancia: 

Resaltando  qne  dorante  la  sastanciación  de  dicho  pleito,  el  Gonceio 
y  vecinos  de  Castrocalbón  dejaron  de  pagar  las  pensiones  íorales  debi- 
das al  Conde,  con  cayo  motivo  se  otorgó  ana  escritara  en  26  de  Janio 
de  1851,  en  la  qne,  despaés  de  hacer  constar  qae  el  Conde  de  Alba  de 
Liste  había  perdonado  á  los  vecinos  de  Castrocalbón  las  pensiones  de 
caatro  afios  y  les  había  concedido  nn  plaso  bastante  largo  para  qne 
anualmente  f aeran  enjagando  el  enorme  descabierto  liqaidado,  declara- 
ron dichos  Concejo  y  vecinos  qne  era»  en  deber  á  la  testamentaría  da 
dicho  Conde,  por  haber  éste  fallecido,  las  cantidades  de  centeno,  cebada» 
sebo,  varas  de  lienso  y  metálico  qne  expresaron,  y  se  obligaron  á  pagar 
á  dicha  testamentaría  en  cada  nn  afio,  á  contar  desde  aqnella  fecha,  lae 
cantidades  de  granos  y  demás  especies  en  metálico  qae  fijaron,  hasta 
eztingair  la  deada,  obligando  á  sn  cnmplimiento  los  bienes  en  general 
do  dicho  común  de  vecinos  y  en  particnlar  los  de  cada  ano: 

Besaltando  qne  en  13  de  Mayo  de  1876,  D.  Francisco  de  Borja  Téileo- 
Girón,  Daque  de  üceda  y  Escalona  y  Conde  de  Alba  de  Liste  y  otros  tí- 
tulos, demandó  ante  el  Jazgado  de  primera  instancia  de  La  Bafiesa  al 
Concejo  y  vecinos  de  Castrocalbón,  ejercitando  la  acción  personal,  pam 
que  se  declarase  qae  estaban  obligados  solidariamente  á  pagarle  la  pri- 
sión sefialada  en  la  escritara  últimamente  referida,  por  rasón  de  foro 
perpetuo,  en  cada  un  afio  y  día  8  de  Septiembre,  y  se  les  condenase  á 
dichos  demandados  al  pago  deias  vencidas  en  los  afios  anteriores  y  de 
las  que  en  lo  sucesivo  faeran  venciendo;  cuya  demanda  contestó,  en 
nombre  dol  Concejo  y  vecinos  de  Castrocalbón,  el  Procurador  D.  José 
Saturio  Fernández,  en  virtud  de  poder  que  D.  Juan  Becares,  en  unión  de 
otros  tres,  le  confirieron  en  22  de  Junio  de  1874,  que  era  sustitución  del 
otorgado  por  129  vecinos  del  pueblo  de  Castrocalbón;  dictando  sentencia 
el  Juzgada  en  9  de  Septiembre  de  1876,  con  la  declaración  de  que  el  Con- 
cejo y  vecinos  demandados  se  hallaban  obligados  solidariamente  á  sa- 
tlsf acer  al  demandante  en  cada  un  afio  la  pensión  foral  pedida,  y  la  con- 
dena consiguiente  de  que  le  abonaran  las  dos  anualidades  vencidas  y  las 
que  fueran  venciendo  en  lo  sucesivo  en  la  forma  y  tiempo  estipuladoe: 

Resultando  que  de  esta  sentencia  apelaron  el  Concejo  y  vecinos  de- 
mandados, y  después  de  admitida  la  alzada,  ocho  de  los  vecinos  desis- 
tieron del  recurso,  conformándose  con  la  sentencia;  y  tramitada  la  ape- 
lación, la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Valladolid,  por  sentencia 
de  26  de  Octubre  de  1877,  confirmó  la  apelada,  con  imposición  de  las 
costas  de  la  segunda  instancia  á  los  apelantes;  expresándose  en  el  fallo, 
que  la  condena  al  Concejo  y  vecinos  de  Castrocalbón  de  pagar  al  deman- 
dante las  pensiones  pedidas,  se  hacía  con  la  solidaridad  expresada;  ha- 
biéndose declarado  después,  por  sentencia  de  esta  Sala  de  18  de  Enero 
de  1879,  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  por  infinoción  de  ley  qae 
interpusieron  el  Concejo  y  vecinos  de  Castrocalbón; 

Resultando  que,  en  ejecución  de  lo  sentenciado,  la  representación 
del  Duque  de  Uceda  solicitó  del  Juzgado,  en  24  de  Junio  del  mismo  afio 
1879,  se  expidiera  el  correspondiente  apremio  para  requerir  al  Conesjo^ 
y  vecinos  todos,  ó  bien  solamente  á  algunos  de  éstos  que  designaría, 
para  qne  pagaran  al  IHique  ó  su  administrador  las  especies  y  metálico 
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á  %Qe  habían  sido  condenadoi,  y  no  verifloándolo  en  el  acto,  se  prooe- 
diera  al  embargo  de  ens  bienes;  y  decretado  aai  por  el  Jasgado,  ee  diri- 
gió el  reqoerimiento  y  embargo  de  bienes  contra  los  vecinos  D.  José 
Santiago  Bobo.  D.  José  Beeares,  D.  Manoel  Rebordinos  Leobato  y  otros 
basta  el  número  de  19: 

Besültando  que  de  oerti^cacién  expedida  por  el  Registrador  de  la  pro- 
piedad de  La  Bafiesa»  aparece:  qne  el  Administrador  del  Dnqne  de  Uceda 
solicitó  la  isBcripeióB  en  el  Registro  de  la  propiedad  del  dominio  directo 
correspondiente  al  Doque  sobre  el  término  redondo  de  Castrooalbón,  á 
cayo  electo  presentó,  con  otros  doonmentos,  una  declaración  dnpUcada 
y  irmada  por  él»  en  qoe  expresó  que  no  era  posible  determinar  indivi- 
dnalmente  lae  finoaa  ó  porciones  en  qae  se  dividía  diobo  término,  asi 
eomo  tampoco  la  parte  de  pensión  ó  cantidad  con  que  debía  contribuir 
cada  uno  de  aus  Ueyadores*  la  cual  no  se  fijaba,  sino  que  cada  uno  pa- 
gaba lo  qoe  le  oorrespondía  por  virtud  de  repartimiento  que  entre  todos 
ellos  se  hacía  todos  los  afios  por  repartidores  nombrados  en  el  Concejo 
ó  reunión  de  vecinos,  al  Alcalde  pedáneo  como  cabezalero  del  foro,  y 
éste  lo  entregaba  después  en  la  panera  del  Conde  á  su  Administrador,  y 
que  dichos  llevadores  eran  los  que  á  continuación  designó  é  insertan  en 
la  certificación,  en  número  de  más  de  200;  que  en  su  virtud  se  requirió 
personalmente  al  Preéádente  é  individuos  de  la  Junta  administrativa  del 
pueblo  de  Gastrocalbón,  en  nombre  de  su  Concejo,  cabecero  del  foro,  y 
por  edictos  á  todos  los  demás  llevadores  ó  poseedores  radicantes  en 
aquel  término  y  cualquiera  otro  interesado,  para  que  los  que  no  tuvie- 
ran inscrita  su  propiedad  ó  posesión,  se  presentasen  con  los  documentos 
necesarios  á  inscribirla  ó  impugnar  la  inscripción  solicitada,  con  arreglo 
á  lo  dispuesto  en  .los  números  8.^  y  4.^  del  art.  8.^  del  Real  decreto  de 
SI  de  Julio  de  1871,  y  que  habiendo  transcurrido  el  término  de  treinta 
días  sin  qoe  se  hubiera  hecho  impugnación  alguna,  se  constituyó  en  2 
de  Octubre  de  1879  dicha  inscripción  solicitada  del  dominio  directo  del 
término  redondo  de  Castroealbón  á  favor  de  D.  Francisco  de  Borja  Te- 
lles*Gir6n,  Duque  de  Uceda  y  Escalona,  con  la  excepción  ya  indicada 
de  los  montes  conocidos  con  los  nombres  de  Valdovilla  y  Pedamanal, 
de  la  exclusiva  propiedad  del  mismo  Duque:  ^ 

Resultando  que  con  los  antecedentes  referidos  y  otros,  dedujo  el  Du- 
que de  Uceda  y  de  Escalona  en  el  mismo  Juagado  de  La  Bafiesa,  en  30 
de  Diciembre  de  1896,  la  demanda  de  este  pleito  contra  el  Ayuntamiento 
de  Castroealbón  y  contra  loe  vecinos  terratenientes  del  mismo  pueblo, 
D.  Uannel  Cenador  Peres,  D.  José  Santiago  Bobo,  D.  Agustín  Peres 
Aparicio,  D.  José  Martines  Descosido,  D.  Antonio  Fernández  Prieto,  Don 
lúuinel  Rebordinos  Domíngnes  y  D,  José  Becares  Perrero,  éste  en  el 
concepto,  además,  de  Procarador  Sindico  del  Ayuntamiento,  pidiendo  se 
declarase  que  el  Concejo  y  vecinos  de  Castroealbón  están  obligados  soli- 
dariamente á  pagar  al  demandante  la  pensión  de  439  fanegas  y  seis  ce- 
lemines de  centeno,  100  fanegas  de  cebada,  60  varas  de  lienso,  20  libras 
de  sebo  y  30  reales  con  20  maravedises  en  dinero,  por  rasón  de  foro  per- 
petae,  cada  un  afio  y  en  el  día  8  de  Septiembre;  y  se  condenara  en  su 
eonsecaencia  á  los  demandados  á  pagarle  las  pensiones  vencidas  corres- 
pondientes á  los  afios  1894,  96  y  96,  así  como  lo  que  dejaron  de  satisfa- 
oerle,  y  pontualiaó  en  los  hechos  de  esta  demanda,  en  los  afios  de  1891, 
92  y  98,  oon  reserva  de  su  derecho  para  hacerlo  todo  efectivo  de  ios  de- 
más llevadores  de  las  fincas  aforadas  por  la  porción  que  á  cada  cual  co- 
nespondiera,  á  otorgarle  la  correspondiente  escritura  pública  de  recono- 
cimiento de  foro  con  las  cláusulas  ordinarias  y  demás  lícitas  si  alguna 
se  estipulase,  y  á  indemnisarle  de  cuantos  gastos  y  costas  le  ocasiona- 
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sen  con  el  presente  pleito,  á  cayo  efecto  y  en  cnanto  es  eeeneial  siego: 
qne  por  los  contratos  contenidos  en  las  escrituras  mencionadas  de  1666, 
1758  7  1760,  el  Concejo  y  vecinos  de  Castrocalbón  contrajeron  la  obli- 
gación solidaria  de  pagar  al  Conde  de  Alba  de  Liste,  en  nn  dia  fijo  y  de*- 
terminado,  la  pensión  foral  perpetua  objeto  de  la  demanda;  que  en  di- 
chas escrituras  se  constituyó  el  contrato  especial  del  foro,  y  por  tuito 
los  bienes  objeto  de  él  quedaron  legal  mente  hipotecados  para  hacer  efec- 
tivas las  pensiones  de  una  manera  solidaria,  siendo  por  ello  innecesario 
que  en  el  documento  constitutivo  de  la  obligación  aparezcan  nominal- 
mente  todos  los  deudores,  porque  aquélla  se  transmite  á  los  poseedores 
de  las  cosas,  cualesquiera  que  sean,  y  que  por  esta  rasón  ejercitaba  la 
acción  que  del  contrato  del  foro  nace  á  favor  del  duefio  del  dominio  di- 
recto para  reclamar  de  los  llevadores  de  las  fincas  que  lo  constituyen  el 
todo  ó  parte  de  las  pensiones,  como  consecuencia  de  la  solidaridad  pro- 
pia de  BU  naturalesa,  contra  los  vecinos  de  Castrocalbón  meneionadoa  y 
contra  el  Ayuntamiento  del  mismo  pueblo,  por  si  y  á  nombre  del  Concejo 
y  común  de  vecinos,  aun  cuando  su  personalidad  la  ostentaba  el  Procu- 
rador Sindico  D.  José  Becares  Perrero,  demandado  también  como  vecino, 
única  persona  á  quien  la  ley  atribuye  carácter  para  comparecer  en  juicio 
á  nombre  de  la  Corporación  á  que  pertenece,  según  Beal  orden  de  18  de 
Julio  de  1888,  párrafo  2.<*  del  art.  66  de  la  ley  Municipal  y  auto  del  Tri- 
bunal de  lo  Contencioso  de  9  de  Diciembre  de  1890: 

Resultando  que  el  Ayuntamiento  de  Castrocalbón,  representado  por 
su  Regidor-Síndico,  D.  José  Becares  Forrero,  en  unión  de  éste,  en  sn  pro- 
pia representación  y  de  los  demás  vecinos  demandados,  contestaron  pi- 
diendo se  declarase  que  dicho  Ayuntamiento  carece  de  facultades  ó  de 
personalidad  para  llevar  la  representación  del  Concejo  y  común  de  ve- 
cinos de  la  villa;  y  en  su  consecuencia,  que  por  esta  raaón  ó  por  laa  de- 
más que  alegaban  en  el  escrito,  se  les  absolviese  de  la  demanda  en  la 
forma  propuesta,  condenando  en  costas  al  demandante;  y  en  el  caso  de 
que  no  hubiese  lugar  á  lo  pedido  en  todo  ó  parte,  se  declarara  por  vía  de 
reconvención  ó  en  la  forma  que  mejor  procediera,  que  el  demandante 
no  tenía  derecho  á  ejecutar  para  el  pago  de  la  pensión  á  los  vecinos^  par- 
ticulares de  Castrocalbón,  y  que  estaba  obligado  á  reallsar  la  oobrama 
por  medio  de  nn  repartimiento  vecinal  que  debía  hacer  el  Concejo;  ale- 
gando, en  su  apoyo,  que  el  demandante  no  tenía  el  dominio  directo  del 
término  de  Castrocalbón,  y  si  había  percibido  las  pensiones  que  decía, 
había  sido  á  consecuencia  del  señorío  jurisdiccional,  pero  de  ninguna 
manera  por  la  constitución  de  un  foro  ó  enfíteusis;  que.  como  afirmaba 
el  mismo  demandante,  la  pensión  se  cobraba  por  repartimiento  entre 
los  vecinos,  según  se  establecía  en  la  escritura  de  15  de  Octubre  de  16M, 
en  la  que  se  expresaba  que  en  lo  sucesivo  no  se  ejecutase  por  ella  á  los 
vecinos  particulares,  sino  solamente  al  dicho  Concejo,  y  en  su  nombre 
al  Procurador  general,  quien  la  repartirá  entre  sí  y  los  vecinos  según 
lo  que  á  cada  uno  tocase;  que  el  Ayuntamiento  demandado  lo  formaban 
y  componían  los  pueblos  de  Castrocalbón,  Felechanes,  San  Félix  y  Gal- 
lada, y  la  pensión  demandada  gravitaba  solamente  sobre  el  Concejo  del 
primero;  que  el  pueblo  de  Castrocalbón  dejó  de  poseer  y  disfrutar  en  el 
afio  1890  un  monte  denominado  La  Chana,  y  en  el  afio  93  otro  llamado 
La  Portilla  y  Bezancos,  procedentes  de  sos  Propios,  que  el  Estado  ven- 
dió á  diferentes  particulares,  los  cuales  habían  prohibido,  naturalmen- 
te, la  entrada  en  ellos  á  los  vecinos  que  pretendían  disfrutar  sos  pro- 
ductos; y  habiendo  los  vecinos  pretendido  del  Duque  de  üceda  les  reba- 
bara la  pensión  en  lo  que  correspondiera  á  los  terrenos  vendidos,  que  lo 
perón  en  concepto  de  libres,  sin  carga  ni  gravamen  de  ninguna  especie, 
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^  petar  de  Ima  reclamaciones  que  hlio  'el  mismo  Dnqne,  se  negó  óste  6 
«n  administrador  á  hacer  relwja  algana,  dando  esto  lagar,  con  «trae 
«ansae,  á  qne  se  dejara  de  pagar  la  pensión;  que  en  la  demanda  de  1876 
e\  Duque  pidió  sólo  el  pago  de  la  pensión,  y  por  virtud  de  ella  se  em- 
plaió  al  Concejo  y  la  mayor  y  más  sana  parte  de  los  vecinos,  y  todo» 
elJOB  signieron  el  pleito;  que  conforme  con  lo  expresamente  convenido 
en  la  citada  escritura  de  16  de  Octubre  de  1656,  el  pago  de  la  pensión  co- 
rrió siempre  á  cargo  y  la  hizo  el  Concejo,  que  para  reuniría  la  repartía 
y  recaudaba  entre  los  particulares,  cuyo  repartimiento  lo  hacía  en  estos 
últimos  tiempos  el  Presidente  de  la  Junta  administrativa,  asociado  de 
tres  ó  cuatro  vecinos;  pero  que  habiendo  pretendido  los  administrado- 
res del  Duque,  de  poco  tiempo  á  esta  parte,  cobrar  la  pensión  en  so  to- 
talidad de  los  vecinos  que  tenían  por  conveniente  escoger,  dirigiendo 
contra  ellos  demandas  Judiciales,  se  habían  opuesto  á  ello  los  vecinos, 
que  no  negaban  el  pago  de  la  pensión  adeudada  en  la  forma  debida;  qne 
aparte  de  todo  esto,  el  Ayuntamiento  demandado  carecía  de  facultades 
dleniro  de  la  ley  Municipal  para  llevar  la  representación  y  defensa  del 
pueblo  de  Caetrocalbón,  puesto  que  se  trataba  de  derechos  y  obligacio- 
nes propias  y  privativas  de  dicho  pueblo,  que  formaba  con  otros,  término 
municipal,  cuya  administración  y  defensa  correspondía  á  la  Junta  ad- 
ministrativa local,  conforme  á  la  doctrina  de  los  arts.  90  y  siguientes, 
72,  núm.  8.^  y  demás  concordantes  de  la  ley  Municipal,  por  lo  cual  se 
oponía  á  la  demanda  la  excepción  de  falta  de  personalidad,  como  peren- 
loria;  que  ya  se  dejaba  dicho  que  por  la  ley  del  contrato,  contenida  en  la 
escritura  de  15  de  Octubre  de  1656  y  por  lo  sostenido  por  el  mismo  de- 
mandante en  el  pleito  anterior,  no  podían  demandarse  las  pensiones  de 
ciertos  y  determinados  vecinos  en  la  forma  en  que  ahora  se  hacía;  y  en 
enante  á  la  petición  de  la  demanda,  de  que  se  otorgue  escritura  de  reco- 
nocimiento de  foro,  no  constaba  tal  obligación  en  ninguna  parte,  ni  se- 
ría lícito,  bajo  ningún  concepto,  imponerla  á  cierto  número  de  vecinos 
únicamente,  no  sólo  por  los  bienes  que  puedan  poseer,  sino  por  todos 
los  demás  del  término  del  pueblo,  incluso  los  vendidos;  que  en  el  sn- 
puesto  de  que  la  entidad  Concejo  y  vecinos  estuviera  obligada  al  pago 
de  la  pensión  en  la  forma  que  pretendía  el  demandante,  no  podría  tam- 
poco dirigir  legalmente  su  demanda  contra  los  siete  vecinos,  porque  s»- 
gún  la  doctrina  del  Real  decreto  de  6  de  Enero  de  1880,  cualesquiera  que 
sean  las  obligaciones  que  en  panados  siglos  contrajeron  mancomunados  ó 
solidariamente  los  Concejos  y  hombres  buenos  de  las  villas  y  lugares, 
aquellas  obligaciones  han  venido  á  refundirse  hoy  en  las  que  pesan  sobre 
los  actuales  Ayuntamientos,  con  tal  de  que  no  haya  cosas  ó  fincas  espe- 
cialmente afectas  á  la  seguridad  de  las  mismas;  y  que,  por  otra  parte, 
para  que  tenga  lugar  la  excepción  de  cosa  juzgada,  es  precisó  que  haya 
identidad  de  personas,  cosas  y  acciones,  y  en  el  pleito  de  1875,  á  qne  el 
demandante  aludía  para  invocar  la  santidad  de  la  cosa  juzgada,  no  con- 
currían dichas  circunstancias  con  relación  al  presente,  pues  la  demanda 
hoy  entablada  se  dirigía  contra  el  Ayuntamiento  y  siete  vecinos,  qne 
no  son  la  mayor  y  más  sana  parte  de  los  del  pueblo,  contra  quienes  se 
entabló  la  de  aquel  pleito,  en  el  que  se  pidió  sólo  el  pago  de  pensiones, 
pero  no  el  reconocimiento  del  llamado  foro: 

Resultando  qne  el  demandante  replicó  que  hoy  los  Concejos  los  eom- 
ponen  los  mismos  Ayuntahiientos,  y  si  se  desconoce  quiénes  sean  loa 
Procuradores  generaíes,  en  cambio  cada  Ayuntamiento  tiene  uno  ó  máfl 
Regidores  Síndicos  que  llevan  su  representación  en  juicio,  conforme  á  H 
ley  Municipal;  que  se  hallaba  conforme  con  que  los  pueblos  de  Castro- 
calbótt,  FelechareSi  San  Félix  y  Calzada  constituyen  un  solo  Ayunta- 
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mioito,  y  la  pensión  foral  qae'se  reclama  gravita  Bobieel  Concejo  j 
vednoe  del  primero;  qne  ae  había  entablado  la  demanda  contra  el  Ayun- 
tamiento, sinónimo  de  Concejo,  que  ya  no  existía,  y  qñe  Invocaba  lo  dia- 
puaeto  en  loe  arta.  1647  y  1666  del  Código  civil;  y  los  demandados  da- 
pilcaron  insistiendo  también  en  las  pretensioaes  y  alegaciones  d«  an» 
contestación: 

Beealtai^do  que  por  fallecimiento  del  demandante  D.  Francisco  de 
Borja  Télles- Girón,  se  personó  en  los  antos  sn  viuda  DoOa  Angela  Fer- 
nandas de  Córdoba  y  Peres  de  Barradas,  en  representación  de  la  teeia- 
mentaria  de  sn  esposo;  y  admitida  como  parte,  se  recibió  el  pleito  á 
prueba,  suministrándose  por  ambas  partes  diferentes  justiflcaoionea  de 
laa  que  en  lo  necesario  se  deja  heclia  relación;  figurando  ademis  entre 
la  practicada  por  los  demandados,  una  certificación  del  Juagado  mnniei- 
pai  de  Castrocalbón,  expresiva  de  que  en  11  de  Marzo  de  1S96  el  admi- 
tristrador  del  Duque  de  Uceda  demandó,  en  juicio  verbal,  á  D.  José  Fer- 
nándea  Descosido,  como  Presidente  de  la  Junta  administrativa  del  pue-  • 
blo,  el  pago  de  200  varas  de  lienxo,  80  libras  de  sebo  y  20  pesetas  60 
céntimos  por  razón  de  cuatro  años  de  foro;  y  que,  de  conformidad  con 
lo  qne  excepcionó  el  demandado,  dictó  sentencia  el  Jues,  qne  fué  eon- 
firmada  por  el  de  primera  instancia,  declarándose  iocompetente  para 
conocer  del  Inicio  por  corresponder  á  la  Administración;  y  otras  certifi- 
caciones procedentes  de  lai»  Secretarías  de  Sala  de  la  Audiencia  de  Ya- 
lladolid,  en  las  que  se  bacen  constar  las  resoluciones  recaídas  en  otroa 
pleitos  análogos  al  presente: 

Resultando  que  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Valladolid  dictó 
sentencia  confirmatoria  con  las  costas  en  11  de  Diciembre  de  1890,  de- 
clarando que  el  Ayuntamiento  de  Castrocalbón  no  viene  obligado  á 
cumplir  por  sí  las  obligaciones  del  foral  objeto  del  pleito,  ni  tiene  per- 
sonalidad para  ser  demandado  en  nombre  y  representacióQ  del  Concejo 
y  Yecinos  de  aquel  pueblo,  que  es  la  entidad  obligada;  y  qne  en  el  mis- 
mo caso  ee  bailan  los  vecinos  de  dicbo  pueblo  como  particulares,  y  ab- 
solviendo en  su  consecuencia  de  la  demanda  al  Ayuntamiento  y  á  los 
vednos  particulares  en  la  forma  en  que  se  les  ba  demandado,  reser- 
vando á  la  demandante  su  derecho  para  que  ose  de  él  convenientemente; 
sin  hacer  especial  condenación  de  las  costas  de  primera  instancia: 

Resultando  que  acreditado  con  el  resguardo  correspondiente  tener 
constituido  depósito  de  1.000  pesetas,  Dofia  Angela  Fernandos  de  Córdo- 
ba, Dnquesa  viuda  de  Uceda,  por  sí  y  como  heredera  de  D.  Francisco  de 
Borjá  Télles- Girón,  Duque  que  fué  de  Uceda,  como  madre  de  loa  meno- 
res D.  Mariano,  actual  Duque  de  Escalona,  y  Dofia  María  Teresa  Télles- 
Girón,  y  como  apoderada  de  los  demás  hijos  y  herederos  del  expresado 
Duque  de  Uceda,  interpuso  recurso  de  casación,  comprendido  en  los 
números  1.^,  5.^  y  7.^  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ci- 
tando como  infringidos: 

Primero.  £1  art.  69  del  Código  civil,  en  cuanto  confiere  al  marido  la 
facultad  de  adminietrar  los  bienes  de  la  sociedad  conyugal,  con  algonaa 
excepciones,  en  relación  con  el  60,  en  cuanto  le  da  la  de  representar  á 
su  mujer  en  juicio  con  excepciones  distintas  de  las  anteriores:  el  ar- 
tículo 225,  en  cuanto  da  á  la  mujer,  en  caso  de  prodigalidad  del  marido, 
la  facultad  de  administrar  los  bienes  dótales  y  parafernales,  loe  de  los 
hijos  comunes  y  los  de  la  sociedad  conyugal,  en  relaci<te  con  .el  237,  en 
cuanto  confiere  la  tutela  del  mismo,  y  por  consiguiente,  la  facoltad  de 
representar  al  pródigo  en  juicio,  arts.  262,  núm.  18,  del  269,  al  padre,  á 
la  madre,  á  los  abuelos  paterno  y  materno  y  al  mayor  de  loe  hijos  valo- 
nea emancipados:  el  art.  1884  del  citado  texto,  en  cuanto  da  á  la  mujer 
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1».  adminifllrfteióii  de  lo»  bienes  parafernáleei  en  relación  oon  el  1S87, 
■■■ji^áii  el  que  dicha  mujer  no  poede  comperecer  en  jnicio  sin  Ucencia  de 
ma  marido  para  litigar  sobre  ellos:  el  núm.  1.^  del  art.  84  de  la  Gonsti- 
t-vadén  y  3.®  del  art.  72  de  la  ley  Municipal,  en  cnanto  confieren  al  Aynn- 
tai^nlento  la  administración  de  todos  los  bienes  del  Municipio,  en  reU* 
csl^B  son  el  segando  apartodo  del  art.  66  de  la  propia  ley  Municipal  que 
«iiflpone  que  el  Sindico,  sin  obstar  i  ello  tal  administración,  es  el  que 
vepussenta  en  inicio  á  la  Corporación  municipal;  los  arts.  90  y  siguien- 
tes de  la  propia  ley  Municipal,  en  cnanto  asignan  á  las  Juntas  adminis- 
tsatíTas  1*  administración  de  sus  bienes  y  derechos,  únicamente  y  de 
vaa  manera  limitada  según  el  art.  96;  y  la  doctrina  sentada  por  este 
"mbnnal  Supremo  cuando  conocía  de  la  jurisdicción  contencioso-admi- 
mistraÜTa,  en  29  y  80  de  Octubre  de  1874,  dictada  en  un  caso  absoluta- 
ato  igaai,  pues  se  trataba  de  un  pueblo  agregado  á  un  Ayuntamiento, 
i  la  qne,  aunque  tal  pueblo  tenía  la  facultad  de  administrar  sus 
B,  no  tenia  la  de  representarse  en  juicio,  porque  son  cosas  entora- 
Bto  distintas,  y  ésta  correspondía  al  Ayuntamienro  y  en  su  represen- 
tadÓB  al  Sindico;  deduciéndose  claramente  de  lo  expuesto,  que  cuando 
la  ley  quiero  conferir  al  Administrador  la  facultod  de  representar  en 
juicio,  lo  dioe  terminantemento,  pero  jamás  dice  que  lo  uno  sea  conee- 
caonda  de  lo  otro,  y  antos  por  el  contrario,  se  sienta  que  los  casos  son 
oompletamento  distintos;  y  aplicando  lo  expuesto  á  la  parte  dispositiva 
da  1»  sentencia  recurrida  en  relación  con  los  fundamentos  que  inyoca, 
flsdeqprende  qoe  al  suponer  que  la  facultad  de  comparecer  en  juicio  va 
jUBCJa  A  la  de  administrar,  parto  de  un  error;  y  si  se  tiene  en  cuento  ade- 
wméa  que  la  administración  de  las  Juntas  es  limitada  ó  está  sujeto  á  la 
Usspeoción  del  Ayuntamiento,  según  el  art.  96  de  la  ley  Municipal,  el 
«rror  se  agranda  considerablemento: 

8eg:mido.  El  art  1.^  de  la  ley  Municipal,  en  cuanto  dice  que  Muñid- 
lo ee  la  asociación  legal  de  todas  las  personas  que  residen  en  un  ter- 
mino municipal;  y  los  artículos  84,  36  y  86,  en  cuanto  preceptúan  que 
el  Municipio  se  dividirá  en  distritos  y  el  distrito  en  barrios,  en  cada  uno 
de  los  que  habrá  un  Alcalde  llamado  de  barrio;  desempefiando  las  fnn- 
edenes  de  tol  en  los  pueblos  agregados,  los  Presidentes  de  las  Juntos, 
q«e  deben  regirse  de  conformidad  á  los  artículos  91,  92  y  98;  constitu- 
jeodo,  por  tanto,  ol  Municipio  una  persona  jurídica,  de  la  que  son  parte 
Um  pueblos  agregados;  y  siendo  la  Junto  administrativa,  á  que  se  refíe- 
jpen  los  artículos  90  y  siguientes  de  la  ley,  un  miembro  del  organismo 
Aynntomiento,  al  que  no  se  le  pueden  asignar  más  funciones  ó  atribu- 
eicnies  que  las  que  taxativamente  ha  desmembrado  la  ley  de  la  persona 
Aysntomientot  en  cuyo  caso  figura  exclusivamento  la  de  administrar,  y 
ttoa  esto  bajo  la  inspección  del  Ayuntamiento;  y  entendiéndose  sólo  por 
administrar,  según  el  núm.  3.^  del  art.  72,  el  aprovechamiento,  cuidado 
y  eonservación  de  todas  las  fincas  y  derechos,  pero  no  la  represento- 
don  en  juicio,  de  la  que  se  ocupa  en  otro  artículo,  confiriéndola  á  un 
foneionario  distinto;  por  cuanto  el  fallo  recurrido,  entondido  ó  explicado 
por  sns  fnndamentos,  ha  dado  personalidad  á  una  entidad  que  con  arre- 
irio  á  la  ley  no  la  tiene;  infringiendo  además,  dentro  de  esto  orden,  el  ar- 
tíoalo  746  del  Código  civil,  en  cuanto  dispone  que  pueden  adquirir  por 
testamento,  entre  otras  personaa  jurídicas,  los  Ayuntamientos,  pero  no 
bebía  de  las  Juntas  administrativas  y  pueblos  agregados,  no  porque  no 
pmédBXk  adqnirir,  sino  porque  ya  están  comprendidas  en  los  Ayuntomien- 
Um  jmoUm  reecmooe  personalidad: 

!Klsraero.  Los  artícnlos  1.®  y  2.^  de  la  ley  Municipal,  en  cuanto  die- 
ponen  qne  el  Municipio  lo  constituye  la  asociación  legal  de  todas  las^ 
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persona»  que  residen  en  nn  término  municipal;  qne  en  r^tesentaefcte 
legal  corresponde  al  Ayuntamiento  y  que  el  término  mnnicipal  le  foms 
el  territorio  á  que  se  extiende  la  acción  administrativa  del  Ayantamiea- 
to;  y  el  párrafo  segando  del  art.  66  de  la  propia  ley,  en  cnanto  precep- 
túa qne  terminada  la  elección  de  loe  Tenientes  de  Alcalde,  el  Ayunta- 
miento nombrará  uno  ó  dos  Oonoejalee  qne,  con  el  nombre  y  carácter  de 
Procaradores  Síndicos,  representen  á  la  Corporación  en  todos  los  }nielM 

j  qae  deba  sostener  en  defensa  del  Mnnicipio;  y  constituyendo  este  Muni- 

cipio los  poeblos  agregados,  no  cabe  duda  de  qne  al  Síndico  correeponde 
la  representación  en  jaiclo,  porque  en  otro  caso,  si  cada  pueblo  y  hanta 

I  la  capital  hubiera  de  representarse  por  su  Junta  administratiya,  oomo 

quiere  la  sentencia  recurrida  que  ocurra  en  Oastrocalbón,  que  es  á  la 

r  vez  cabeva  del  Ayuntamiento,  el  cargo  de  Síndico  resultaría  inútil,  j 

f  hasta  sería  ridículo  que  se  nombrara  para  represmtar  á  pueblos  qae 

^  tienen  encarnada  su  representación  en  otras  personas;  eorrolxiraado  la 

interpretación  dada  á  los  preceptos  citados  el  art.  S6  de  la  ley  Municipal, 

¡  infringido  también  por  la  sentencia,  en  que,  tratando  de  la  incoaciÓB  de 

pleitos,  se  dice  que  el  acuerdo  del  Ayuntamiento  ha  de  ser  tomado  en 
todo  caso  previo  dictamen  conforme  de  dos  Letrados,  y  los  87  y  80,  ignal- 

I  mente  infringidos,  en  cuanto  se  ocupan  de  litigar,  y  en  los  que  en  nin- 

gún caso  se  mencionan  las  Juntas  administrativas,  sino  siempre  loe 
Ayuntamientos  ó  loe  Alcaldes: 

Cuarto.  La  doctrina  de  que  las  Juntas  administrativas  no  tienoi  nsáa 
atribuciones  que  la  de  la  administración  limitada,  y  que  la  repreeenla 
ción  legal  de  los  pueblos,  incluso  los  agregados,  la  tiene  el  Ayunta- 
miento por  medio  del  Síndico  ó  Síndicos,  sentada  por  doe  nnmeroeoa 
grupos  de  jurisprudencia,  uno  en  que  se  asigna  la  representación  geneial 
al  Ayuntamiento,  y  en  su  nombre  al  Síndico,  sin  que  en  él  se  haya  dte- 
cutido  la  personalidad  de  las  Juntas  administrativas,  porque  no  Inter- 
vinieron,  y  otro  en  que  se  negó  personalidad  á  las  Juntas  y  se  reoonoeió 
ú  los  Síndicos;  encontrándose  en  el  primer  grupo,  entn»  otroe  mnelMMi 
casos  que  pudieran  citarse:  la  Real  orden  de  18  de  Julio  de  1888;  los 
Reales  decretos-sentencias  de  18  de  Enero  de  1887,  22  de  Septiembre  del 
mismo  año,  15  de  Abril  de  1889,  dictado  en  materia  de  competencia; 
auto  del  Tribunal  de  lo  Contencioso  de  8  de  Octubre  de  1889,  y  senten- 
cias del  mismo  Tribunal  de  19  de  Noviembre  de  1890,  18  de  Diciemlna 
del  mismo  afio,  25  de  Noviembre  de  1892,  que  resuelven  qne  el  poder 
conferido  por  un  Alcalde  no  es  válido,  porque  la  representación  ezeln- 
siva  de  los  Ayuntamientos  corresponde  al  Síndico,  y  si  al  Alcalde  no  le 
corresponde,  es  evidente  que  menos  le  corresponderá  á  la  Junta  admi- 
nistrativa ó  su  Presidente,  que  es  el  Alcalde  de  barrio;  9  de  Didemlnre 
de  1892,  que  sienta  la  mismU  doctrina  que  la  anterior,  y  se  aplica  al 
caso  de  un  Letrado  que  para  justificar  su  personalidad  preeentaba  tan 
sólo  ún  oficio  del  Alcalde  participándole  su  designación,  y  la  de  14  de 
Marzo  de  1893;  y  conteniendo  el  segundo  grupo,  que  sienta  la  doctrina 
<;itada  como  infringida:  jurisprudencia  administrativa  establecida  en  laa 
Reales  órdenes,  entre  otras,  de  18  de  Julio  de  1888  y  8  de  Octubre  de 
1889;  jurisprudencia  contencioso-administrativa,  formada  por  el  auto 
del  Tribunal  de  lo  Contencioso  de  9  de  Diciembre  de  1890,  y  por  la  sen- 
tencia de  la  Sala  de  lo  contencioso-admintstrativo  de  este  Supremo  Tri- 
bunal de  29  y  80  de  Octubre  de  1874;  y  jurisprudencia  de  este  Tribunal 
Supremo,  establecida  en  sentencias  de  4  de  Febrero  y  38  de  Junio  de  18S7; 
no  existiendo  contradicción  entre  toda  esta  jurisprudencia,  y  el  único 
caso  que  se  cita  en  contra,  que  ee  el  de  la  sentencia  de  este  Tribunal 
Supremo  de  9  de  Noviembre  de  1897,  pues  la  diferencia  se  ezplloa  con 
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a^Io  observar  que,  estableciéndose  los  íoroe  por  contratos,  el  duefio 
puede  entablar  la  acción  personal  contra  los  foreros  primitivos  ó  sus 
OiMisahabientes,  aonqne  sean  todos  los  vecinos  de  un  pueblo,  y  si  éstos 
tienen  ona  representación  de  personas  de  arraigo  ó  una  Junta  designada 
por  todos,  como  sucede  con  la  administrativa,  formada  de  ordinario  por 
peraonas  de  posición  y  de  confianxa»  se  entabla  la  acción  contra  dicha 
representación,  que  fué  lo  ocurrido  en  el  pleito  en  que  recayó  la  senten- 
eia  citada,  en  el  que  se  pidió  el  foro  á  los  individuos  de  la  Junta  admi- 
laietrativa,  solidariamente,  no  porque  fueran  representantes  de  la  Auto- 
ridad, sino  porque  como  tales  vecinos  tenían  obligación  de  responder  de 
M  al  eer  demandados  por  la  acción  derivada  del  contrato,  sin  que  el  di- 
rigirse á  veces  la  acción  contra  la  Junta  administrativa  signifique  que 
^■ta  tiene  obligación  y  derecho  i  representar  al  pueblo  que  administra, 
porque  no  hay  ni  un  solo  articulo  en  la  ley  Municipal  que  lo  autorice,  y 
prueba  evidentemente  que  así  es,  la  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo 
dfl28  de  Junio  de. 1897,  en  que  se  considera  al  Síndico  demandado  por 
jueión  real  como  representante  en  juicio  de  pueblos  anejos,  ó  que  con 
<»fcroe  formaban  Ayuntamiento,  denegando  esta  misma  representación  á 
las  Juntas  administrativas;  pero  como  en  el  foro  se  da  también  la  acción 
xeal  y  aun  la  mixta,  porque  las  fincas  aforadas  son  la  hipoteca  del  foro; 
ee  procede  igualmente  contra  los  llevadores  de  terrenos,  según  senten- 
cias de  20  de  Febrero  de  1860,  9  de  Marzo  de  1861,  en  que  se  entabló  la 
SMción  solidaria  real  contra  sólo  algunos  de  los  llevadores  para  el  pago 
ám  la  pensión  y  reconocimiento  del  foro  como  en  este  pleito,  y  18  de 
Enero  de  1879,  recalda  en  el  presente  foro,  produciendo  el  foro  la  soli- 
.  dmridad,  por  ser  indivisible,  de  conformidad  á  las  dos  últimas  sentencias 
y  á  la  de  26  de  Mayo  de  1887;  de  todo  lo  cual  resulta  que  si  para  realisar 
le  pensión  se  entabló  la  acción  personal,  como  es  solidaria,  puede  diri- 
girse contra  cualquiera  de  los  contratantes  ó  causahabientes  de  ellos, 
que  de  ordinario  vienen  á  serlo  todos  ios  vecinos,  y  así  se  suele  estipu- 
Imr  tratándose  de  términos  redondos,  y  en  tal  caso  pueden  estar  com- 
prendidos en  la  demanda  los  individuos  de  la  Junta  administrativa,  no 
eomo  individuos  de  tal  Junta,  pues  ésta  no  podía  ostentar  legalmente 
representación  alguna  en  juicio,  sino  como  personas  obligadas  al  pago, 
y  ai  se  entabla  la  acción  real,  ha  de  dirigirse  necesariamente  contra  los 
llevadores  de  terrenos  ó  contra  su  representación  legal,  y  por  esto  en  el 
preaente  pleito  se  dirigió  la  acción  contra  el  Ayuntamiento  representante 
del  Concejo,  y  en  su  nombre  contra  el  Procurador  Síndico,  por  los  terre- 
nos que  correepondieran  á  tai  Concejo,  y  además  contra  siete  indivi- 
duos, como  poseedores  de  terrenos  de  los  aforados,  y  entre  ellos  contra 
la  persona  que  representa  el  cargo  de  Síndico;  de  modo  que  éste  resulta 
demandado  en  un  doble  concepto,  y  no  podía  ni  debía  el  Duque  de  Uce- 
da,  hoy  su  testamentaria,  demandar  por  acción  real  á  los  que  forman  la 
Junta,  porque  se  da  el  caso,  ó  puede  darse,  de  que  algunos  de  ellos  no 
sean  poseedores  de  terrenos  y  la  acción  por  esto  no  resultaría  viable,  y 
porque  de  este  modo  quedaban  sin  representación  los  terrenos  del  común 
qoe  el  demandante  quería  ligar  á  la  reclamación: 

Quinto.  La  ley  l.S  tít.  I.*',  lib.  10  de  la  Novísima  Recopilación,  en 
cnanto  dispone  que  cparesciendo  que  alguno  se  quiso  obligar  á  otro  por 
promisión  ó  por  algún  contrato  ó  en  otra  manera,  sea  tenudo  de  cumplir 
«qnello  que  se  obligó>;  el  art.  1278  del  Código  civil,  en  cuanto  precep- 
tÚM  que  los  contratos  son  obligatorios,  cualquiera  que  sea  la  forma  en 
que  se  hayan  celebrado,  siempre  que  en  ellos  concurran  las  condiciones 
esenciales  para  su  validez;  y  el  principio  de  que  lo  pactado  es  ley  para 
los  contratantes  y  para  los  que  traen  causa  de  ellos,  proclamado,  entre 
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otras,  por  las  sentenciAs  de  eete  Tribunal  Sapremo  de  19  de  Abril,  34  úm 
Noviembre  y  18  de  Diciembre  de  1859,  2S  de  Manso  de  1861,  14  de  Oeta- 
bre  de  1864,  24  de  Febrero  y  8  de  Julio  de  1868,  9  y  38  de  NoTiembre  y 
27  de  Octabre  de  1869,  24  de  Octubre  de  1871  y  28  de  Febrero  de  1874; 
por  cuyas  rasones  la  solidaridad  establecida  por  las  dos  últimas  esevi* 
turas  de  reconocimiento  del  foro  de  que  se  trata,  debe  cumplirse  con 
toda  religiosidad,  sin  que  obste  á  ello,  como  quiere  U  Sala  sentencíate- 
ra,  que  en  la  de  16  de  Octubre  de  1666  quedaran  relevados  los  vecinos  d» 
Oastroealbón,  cpmo  particulares,  de  las  obligaciones  que  en  tal  eonoepto 
babian  contraído  en  las  anteriores,  consignándose  en  usa  de  sos  olte* 
sulas  que  en  lo  sucesivo  no  se  podría  ejecutar  por  las  pensiones  dedlaho 
foro  á  los  vecinos  particulares,  sino  solamente  al  Concejo,  y  en  su  noas- 
bre  al  Procurador  general,  habiéndose  practicado  así,  afirma  la  sentan- 
cia  recurrida,  sin  que  una  sola  vez  se  hubiese  demandado  por  ellas  ales 
vecinos  particulares,  á  pesar  de  las  escrituras  de  reconocimiento,  en  las 
^ne,  continúa  diciendo  la  sentencia,  se  dejó  firme  y  subsistente  aquélla, 
según  lo  tenía  reconocido  el  demandante  en  este  pleito  y  en  el  anterior, 
pues  todos  estos  extremos  son  erróneos  unos  é  inexactos  otros  por  íam 
siguientas  razones:  primera,  porque  la  escritura  de  1666,  aun  supocsÉo 
que  estableciera  lo  esencial  de  lo  que  afirma  la  sentencia  recurrida, 
quedó  derogada  por  las  de  reconocimiento  de  24  de  Enero  de  1768  y  • 
de  Octubre  de  1760,  en  las  que  se  estipuló  la  solidaridad,  y  á  su  ves  tae- 
ron  corroboradas  por  la  de  1861,  por  la  que  se  obligaron  los  vecinos  man- 
comunada y  solidariamente  á  pagar  todas  las  pensiones  que  adeudabsu 
en  aquella  fecha;  segunda,  porque  en  las  sentencias  de  9  de  Septiembre 
de  1876,  dictada  por  el  Juzgado  de  La  Bafiesa;  de  26  de  Octubre  de  1877, 
por  la  Audiencia  de  Valladolid,  y  de  18  de  Enero  de  1879,  por  eete  Tribu- 
nal Supremo,  todas  en  este  mismo  foro,  se  declaró  dicha  solidaridad  y  aia 
llevó  á  efecto  sólo  contra  19  vecinos,  procediéndose  al  embargo  de  mm 
bienes,  aunque  eran  lo  menos  129,  según  resulta  de  autos,  lo  que  prmibm 
á  la  vez  que,  no  obstante  lo  estipulado  en  la  escritura  de  1666,  los  Tri- 
bunales entendieron  que  había  solidaridad;  además  de  lo  cual  se  utiliaé 
la  acción  solidaria  contra  un  solo  individuo  en  reclamación  de  los  foros 
menudos,  en  juicio  verbal,  y  se  resolvió  por  sentencia  confirmatoria  áel 
Juzgado  de  primera  instancia  de  La  Bafiezaen  1896,  que  el  conocimisnlo 
del  asunto  correspondía  á  la  Administración  del  Estado;  y  por  último, 
en  80  de  Diciembre  de  1896  se  entabló  la  acción  solidarla  contra  el  8üi- 
dico,  como  representante  del  común  de  vecinos  y  como  terrateniente,  y 
contra  otros  seis  vecinos  en  concepto  también  de  terratenientes,  eslocs, 
tres  pleitos  desde  1876  hasta  la  fecha  en  que  se  ha  entablado  la  aoeiéa 
solidaria,  llegando  dos  de  ellos  á  este  Tribunal  Supremo,  siendo,  por  lo 
tanto,  el  colmo  de  la  inexactitud  lo  que  la  sentencia  recurrida  dioe  ea 
contrario;  tercera,  porque  una  cosa  es  que  sólo  deba  demandarse  al  Pro- 
curador general,  que  no  es  más  que  el  cabezalero  á  que  se  refieren  los 
arts.  2095  y  2097  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  otra  que  no  sean 
responsables  solidariamente  las  personas  foreras,  pues  se  dan  ambM 
cosas  según,  entre  otras,  la  sentencia  de  26  de  Mayo  de  1887;  énarts, 
porque  al  Procurador  general  de  la  villa  de  Castróos ll>ón  y  su  Jurisdic- 
ción, á  que  se  refiere  la  escritura  de  1656,  y  demás  Autoridades  que  in- 
tervinieron en  su  otorgamiento,  como  en  las  de  1768  y  1760,  esto  es,  al 
antiguo  Concejo,  no  ha  podido  menos  de  sucederleel  Ayuntamiento  y  el 
Procurador  Síndico  de  (kstrocalbón,  como  lo  dicen  la  historia,  la  wwmém 
natural  y  basta  el  nombre  mismo  que  uno  y  otro  llevan,  y  lo  dtee  el 
Beal  decreto  de  6  de  Enero  de  1880,  porque  en  el  caso  de  autoe  hay  te-  < 
cas  hipotecadas,  y  son  las  aforadas,  y  es  realizable,  según  dielM>  Boal 
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decreto,  la  acción  entablada  en  la  forma  pedida  en  la  demanda;  por  cuya 
rasón,  y  al  demandar  al  díndioo  en  nombre  del  Ooncejo  y  común  de  ve- 
«tnoB,  Bo  Bólo  no  se  ha  contrayenido  dicha  escritura,  sino  qne  ee  ha 
cumplido  con  ella,  y  á  él  sólo  se  paede  condenar  dentro  de  estos  autos, 
vi  msí  proceáiera,  puesto  qne  se  ejercita  la  acción  solidaria;  quinta,  por- 
que inscrito  como  está  el  foro  en  Junto  en  el  Begistro  de  la  propiedad 
BolMre  todas  y  cada  una  de  las  fincas  que  forman  el  término  de  Óastrocal- 
bón,  según  la  certificación  que  obra  en  autos,  n6  pueden  menos  de  aíec- 
tar  las  pensiones  á  todas  en  junto,  mucho  más  cuando  en  la  misma  ins- 
cripción, que  se  efectuó  en  2  de  Octubre  de  1879,  con  citación  del  Oon- 
cejo y  vecinos  interesados,  se  dice  que  los  foreros  están  obligados  al 
pago  mancomunada  y  solidariamente;  y  sexta,  porque  la  escritura  de 
1656  habla  sólo  de  las  reclamaciones  que  pudieran  dirigirse  contra  loe 
'▼ednoe;  y  en  lugar  de  éstos  coloca  al  Procurador  general  para  los  efec- 
tos de  la  demanda,  pero  no  habla  de  la  acción  contra  los  poseedores, 
porque  aparte  de  su  derogación  posterior,  no  puede  en  absoluto  troncar 
la  natnralesa  y  consecueDoias  de  la  acción  real,  coya  característica  con- 
alste  en  perseguir  la  finca,  cualquiera  que  sea  la  persona  que  la  posea, 
prescindiendo  de  los  efectos  de  la  acción  personal,  que  es  á  lo  único  qne 
acaso  padiera  afectar  tal  escritura,  porque  ni  siquiera  puede  asegurarse 
que  lo  estipulado  en  un  contrato  pueda  afectar  al  número  y  manera  de 
eer  demandados  los  obligados,  tratándose,  como  se  trata,  de  un  punto 
esencial  en  el  procedimiento;  pues  por  lo  demás,  considerada  la  cues- 
tión tal  como  es,  debe  tenerse  en  cuenta  que  hay  instituciones  juridioaii 
qne  no  pueden  ser  modificadas  por  lo  qne  se  estipule  por  las  partes,  en 
enyT>  caso  se  encuentran  todas  las  que  llenan  un  fin  no  individual,  sino 
social  ó  de  interés  público,  como,  por  ejemplo,  la  prescripción,  las  reglas 
de  tramitación  de  los  juicios  y  las  personas  contra  quienes  se  ha  d«  dt- 
Tigtr  una  real,  pues  ésta  habrá  de  perseguir  la  finca,  cualquiera  que  sea 
SQ  duefio,  y  cuanto  se  estipule  en  contrario  es  nulo;  desprendiéndose  de 
lo  eKpueeto,  además,  que  aun  suponiendo  que  la  acción  solidaria  estu- 
-viese  mal  entablada  contra  el  Síndico  en  la  representación  por  que  se  le 
demandó,  pudo  condenarle  como  poseedor  de  terrenos,  así  cotño  á  los 
otroe  seis  particulares  poseedores  también: 

Sexto.  La  doctrina  legal  de  que  la  solidaridad  es  condición  natural 
del  loro,  según  proclaman  las  sentencias  de  9  de  Marzo  de  1861,  18  de 
Enero  de  1879,  que  recayó  en  el  presente  caso,  y  25  de  Mayo  de  1887,  do 
la  qne  resulta,  como  queda  dicho,  qae  se  había  nombrado  un  cabeíalero, 
j  no  Obstante  se  declaró  la  solidaridad,  resultando  infringida;  porque 
además  de  la  solidaridad,  pactada,  que  es  la  Invocada  en  la  anterior  in- 
fracción, basta  que  sea  cdhdición  natural  para  que  la  sentencia  recurrida 
hubiera  condenado  á  todos  los  demandados  que  son  poseedores,  sin 
que  sea  ée  estimarse  nada  de  lo  qne  se  dice  en  contra,  por  las  razonen 
expuestas  en  el  motivo  anterior;  y  la  inconcusa  conclusión  de  que  su- 
^aeÉta  la  viciosa  representación  asignada  al  Ooncejo,  debieron  ser  con- 
denados todoe  los  demás  demandados: 

Séptimo.  El  art.  1218  del  Código  civil,  en  cuanto  dispone  que  los  do- 
ctimentes  públicos  hacen  prueba  contra  loe  contratantes  y  sus  causa  - 
b ablentes  en  cuanto  á  las  deolarairiones  que  en  ellos  hubiesen  hecho,  y 
la  sentencia  de  11  de  Abril  de  1882,  en  cuanto  sienta  la  doctrina  de  que 
ee  oomete  error  de  hecho  cuando  éste  resulta  de  documentos  auténticos, 
etroT  á  que  se  refiere  el  núm.  7.^  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuicia- 
mieoto  civil;  porque  resultando  de  certificaciones  que  obran  en  autos 
que  él  común  y  vecinos  de  OaBtn>calbón  fueron  demandados  SQÜdaria- 
)  al  pago  de  la  petMlón  íoral,  y  condenados  en  tal  concepto  por  la 
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«crntencU  del  Jnigado  de  primera  instancia  de  La  Bafiesa  de  9  de  Sep- 
tiembre de  1876,  por  la  de  la  Audiencia  de  26  de  OetolNre  de  1877,  j  por 
la  de  este  Tribunal  SnpremQ  de  18  de  Enero  de  1879;  reealtando  también 
de  eertificaciones  auténticaa,  qae  eeta  solidaridad  ee  hiio  efectiva  adío 
contra  19  de  loa  129  vecinos  que,  por  lo  menos,  eran  los  demandados;  que 
•n  el  Juzgado  municipal  de  Castrocalbón  se  utilixó  la  acción  solidaria, 
en  1895,  contra  nn  solo  vecino;  que  la  inscripción  del  foro  en  el  Regis- 
tro de  la  propiedad  se  realizó  en  1879,  haciéndose  constar  la  solidaridad 
con  audiencia  de  los  foreros^  todo  además  de  la  actual  demanda  incoada 
en  1896,  utilisando  la  solidaridad,  de  donde  se  adquiere  el  absoluto  oon- 
vencimiento  de  que  el  duefio  directo  ha  cre|do  siempre  que  los  foreros 
estaban  obligados  al  pago  solidariamente,  j  que  asi  lo  ha  venido  ges- 
tionando 7  realisando;  y  resultando  además  de  las  escrituras  obrantes 
en  autos,  de  24  de  Enero  de  1768  y  9  de  Octubre  de  1760,  que  todo  lo  en 
ellas  estipulado  se  entendiese  de  modo  que  en  manera  alguna  se  perju- 
dicasen las  regalías  que  tenía  el  Conde,  ni  las  condiciones  establecidas 
á  su  favor  en  las  escrituras  que  hubiese  antes  de  ellas,  pues  no  se  que- 
rían perjudicar  los  derechos  de  dicho  sefior,  es  evidente  que  al  afirmar 
la  sentencia  recurrida  que  ni  una  sola  ves  se  ha  demandado  por  las  pen- 
siones á  los  vecinos  particulares,  y  que  en  las  escrituras  de  1768  y  1760 
ee  dejó  firme  y  subsistente  la  de  1666.  según  lo  tenía  reconocido  el  de- 
mandante en  este  pleito  y  en  el  anterior,  y  al  fundarse  en  estas  inexac- 
titudes para  desestimar  la  solidaridad,  y  absolver  en  su  virtud  de  la 
demanda,  comete  el  error  de  hecho  invocado;  y 

Ootovo.  La  ley  L^,  tít.  14,  libro  2.^  del  Fuero  Real,  en  cuanto  dice, 
si  algún  pleito  fuese  acabado  por  sentencia  ejecutoria,  no  pueda  volverse 
á  incoar  aunque  diga  alguna  parte  que  halló  cartas  de  nuevo  ú  otra  ra- 
lón  para  reproducirlo,  y  la  ley  dos  del  mismo  título  y  libro,  en  cuanto 
preceptúa  que  la  sentencia  que  cause  ejecutoria  vale  contra  los  heiede- 
ros  y  contra  los  causahabientes  por  otro  concepto  de  cualquiera  de  lae 
partes;  la  ley  19,  tít.  22  de  la  Partida  9,\  en  cuanto  establece  la  gran 
fuerza  de  la  cosa  juzgada  entre  los  litigantes,  sus  respectivos  causa- 
habientes  y  contra  todos  los  demás  que  hicieren  demanda  por  ellos  ó  en 
su  nombre;  la  20  del  mismo  título  y  Partida,  en  cuanto  después  de  sen- 
tar la  regla  general  de  que  la  sentencia  no  perjudica  á  quien  no  litigó  en 
el  pleito,  hace  la  excepción  de  los  deudores  ó  acreedores  solidarios,  pues 
en  el  juicio  que  fuere  dado  contra  alguno  de  ellos  perjudica  á  los  demás, 
y  hasta  aun  en  el  supuesto  de  que  no  fueran  acertados;  la  21  de  igual  ti- 
tulo y  Partida,  en  cuanto  establece  lo  expresado  de  la  19,  y  la  regla  32, 
tít.  $4,  Partida  1,\  al  disponer:  «Otrosí  decimos  que  la  cosa  que  es  juz- 
gada por  sentencia  de  que  ee  non  pueden  alzar,  que  14l  deben  tener  por 
verdad>,  y,  por  último,  el  2.^  apartado  del  art.  1261  del  Código  civil,  en 
enante  dispone  que  contra  la  presunción  de  que  la  cosa  juzgada  es  ver- 
dad, sólo  será  eficaz  la  sentencia  ganada  en  juicio  de  revisión;  el  art.  1262 
en  su  primer  párrafo,  en  cuanto  preceptúa  que  para  que  la  presunción 
de  cosa  juzgada  surta  efecto  en  otro  juicio,  es  necesario  que  entre  el  caso 
resuelto  por  la  sentencia  y  aquel  en  que  ésta  sea  invocada,  concurra  la 
más  perfecta  identidad  entre  las  cosas,  las  cansas,  las  personas  de  los 
litigantes  y  la  calidad  con  que  lo  fueron,  en  relación  con  el  tercer  im>ar- 
tado  del  mismo  artículo,  en  cuanto  dispone  que  se  entiende  que  hay 
identidad  de  personas  siempre  que  los  litigantes  del  segundo  pleito  sean 
causahabientes  de  los  que  contendieron  en  el  anterior  ó  estén  unidos  á 
ellos  por  vínculos  de  solidaridad  ó  por  los  que  establece  la  indivisibili- 
dad de^as  prestaciones  entre  los  que  tienen  derecho  á  exigirlas  ú  obli- 
gación de  satisfacerlas;  doctrina  la  de  estos  cuerpos  legales  proclamada 
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también  por  1m  aenienciAs,  entre  otras,  de  este  Tribunal  Supremo  de  18 
de  Octubre  de  1867,  7  de  Febrero  de  1881, 1.®  de  Junio  del  roiemo  afio, 
5  de  Fübrero  de  1886, 4  de  Julio  de  1890, 29  de  Diciembre  de  eete  mismo 
alio»  80  de  Enero  de  1891  y  14  de  Marao  de  1898  igualmente  infringidas; 
€91  el  eoncepto  de  que  la  sentencia  recurrida  niega  la  cosa  juagada  invo- 
cada en  esto  pleito  por  la  parte  demandante,  fundada  en  la  sentencia  de 
la  Audiencia  de  Valladolid  de  26  de  Octubre  de  1877,  á  cuya  casación 
deelaró  este  Tribunal  Supremo  no  liaber  lugar  por  la  sentencia  de  18  de  i 

Soero  de  1879,  por  entender  que  entre  las  cosas,  las  personas,  la  calidad  { 

eon  que  éstas  intervinieron  y  las  excepciones  ó  medios  de  defensa,  ezis-  i 

ten  diferencias,  sin  embargo  de  ser  evidente  que  concurren  las  identida-  ¡ 

dea  que  para  que  exista  la  cosa  juagada  exige  el  artículo  citado  1252  del 
Código  civil,  reducidas  á  las  cosas,  las  causas,  las  personas  de  los  liti- 
santas  y  la  calidad  con  que  lo  fueron;  que  hay  identidad  en  las  cosas» 
porque  en  ambos  pleitos  se  ha  redamado  la  misma  pensión  foral  im- 
puesta sobre  el  término  redondo  de  Gastrocalbón,  compuesta  exacta- 
mente de  las  mismas  cantidades  en  especies  y  metálico  sin  más  variante 
que  loe  aflos  de  pensión,  y  si  bien  en  el  presente  pleito  se  ha  pedido  ade- 
más el  otorgamiento  de  la  escritura  de  reconocimiento,  esto  no  es  un  de- 
Teeho  independiente,  sino  consecuencia  siempre  de  la  existencia  del  foro, 
derecho  innegable  como  se  deduce  del  otorgamiento  de  las  tres  escritn- 
lae  de  reconocimiento  del  mismo  foro,  de  la  sentencia  de  9  de  Marao  de 
1861  y  aun  del  art  1647  del  Código  civil  en  relación  con  el  1666;  además 
de  que  una  acción  no  puede  calificarse  de  distinta  en  su  esencia  y  natu- 
rmlesa  á  otra  ejecutoriamente  resuelta,  porque  se  pida  en  virtud  de  ella 
eoea  distinta  cuando  á  ambos  sirve  de  base  el  mismo  derecho  fundamen- 
talmente negado  en  el  primer  litigio,  y  por  consiguiente,  esto  no  obsta 
á  la  cosa  Jugada,  según  sentencia  de  15  de  Junio  de  1899;  que  hay  iden- 
tidad de  causas,  porque  la  obligación  jurídica  la  constituyen  en  ambos 
pleitos  las  escrtturas  de  1666,  1758  y  1760;  que  hay  identidad  de  perso- 
nas y  calidad  con  que  fueron  demandados,  porque  en  el  pleito  de  1875 
se  emplasó  al  Concejo  y  común  de  vecinos,  haciéndolo  en  cuanto  á  éstos 
á  cada  uno  en  particular,  y  en  el  pleito  actual  se  ha  demandado  al  Sin- 
dico en  representación  del  Ayuntamiento  como  representante  éste  á  su 
▼es  del  Concejo  ó  común  de  vecinos  por  el  terreno  que  éste  pueda  tener, 
y  además  á  7  vecinos  terratenientes,  incluyendo  como  tal  al  Sindico;  y 
el  bien  es  verdad  que  en  el  primer  pleito  se  demandó  á  todos  ntilisando 
la  acción  solidaria  y  en  el  presente  á  8,  incluso  ai  Concejo,  por  lo  mismo 
que  se  utiliaa  la  propia  solidaridad,  ha  podido  reducirse  el  número  sin 
que  la  cuestión  deje  de  ser  igual,  y  esto  lo  viene  á  autorizar  el  apar- 
tado S.®  del  art  1252  del  Código  civil  ciUdo  como  infringido,  al  decir 
que  hay  identidad  de  personas  siempre  que  los  litigantes  del  segundo 
pleito  sean  causahabientes  de  los  que  contendieron  en  el  anterior,  como 
lo  son,  indudablemente,  en  el  presente  caso,  ó  estén  unidos  á  ellos  por 
vínculos  de  solidaridad,  y  aquí  lo  están  absolutamente  todos,  ó  por  lo 
qoe  establece  la  indivisibilidad  de  las  prestaciones  entre  los  que  tienen 
obligación  de  satisfacerlas;  y  en  el  foro  existe  la  indivisibilidad  y  de 
ahí  procede  la  solidaridad  como  condición  natural  del  contrato,  aun  su- 
poniendo que  nada  se  hubiera  estipulado  sobre  ella  ni  se  hubiese  hecho 
en  el  B^gistro;  no  siendo  obstáculo  á  la  cosa  juzgada  el  que  las  persona» 
nosean  físicamente  las  mismas,  según  sentencia  de  7  de  Febrero  de  1881; 
ni  que  sea  distinto  el  número  de  los  demandados,  porque  éste  es  un 
mero  accidente  cuando  aparece  la  misma  causa  de  pedir  y  obra  con  toda 
en  fuerza  como  indivisible  el  conoi'pto  fundamental  del  primer  fallo,  se- 
gún sentencia  de  8  de  Julio  de  1886;  que  en  cnanto  á  la  calidad  de  la» 
TOMO  91  14 
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penODAfl  eonvenia  advertir  ademéa  que  en  el  pleito  antigoo  ee  denumdb^ 
á  todos  ios  foreros  qae  coa  arreglo  á  derecho  debían  demandarse,  7  oa 
el  moderno  se  ha  demandado,  por  lo  qae  se  refiwe  á  los  temnaa  del  00» 
mún,  al  Hiadico,  qae  es  el  qae  con  arreglo  £  la  ley  repreeenta  estos  de- 
rechos jadicialmente;  y  lo  qae  se  falló  en  el  primer  pleito,  qne  se  dlrt» 
gió  también  contra  la  colectividad  Concejo,  no  pnede  menos  de  perjadA- 
car  á  éste,  como  lo  qne  se  falle  ahora,  en  qae  se  ha  oído  al  Sindico  Gonam 
representante;  porqne  conviene  advertir  qae  el  Oédigo,  al  exigir  identi- 
dad en  las  personas  y  en  la  calidad  con  qae  intervinieron  en  el  pleito,  lo» 
qne  quiere  decir  ee,  qae  si  ano,  por  ejemplo,  f  aé  demandado  como  cara- 
dor de  an  menor,  esta  sentencia  no  prodasca  excepción  de  cosa  jnsgada 
cnando  se  le  demande  personalmente;  pero  si  en  el  de  1876  fneron  de- 
mandados el  Concejo  y  común  emplazando  á  todos  los  vecinos,  esto  na 
obsta  para  qae  en  el  pleito  actaal  se  les  demande  también,  pero  empla- 
zando en  sa  lagar  al  qae  legalmente  lleva  so  representación;  qne  en 
cnanto  á  la  falta  de  identidad  qae  indica  la  sentencia  recorrida  en  las 
excepciones  ó  medios  de  defensa,  conviene  advertir  qne  además  de  qn« 
son  los  mismos  los  atilizados  en  ano  y  otro  pleito,  el  Código  civil  no 
exige  esta  identidad,  de  modo  qae,  auoqae  no  la  habiera,  por  ello  no  de- 
jarla de  existir  la  cosa  jnzgada,  y  además,  qae  con  arreglo  á  la  ley  1.*, 
tit  14,  libro  2.<^  del  Faero  Etoal,  y  á  la  20,  tít.  22,  Partida  8.^  qae  ee  la 
legislación  más  aplicable  á  la  sentencia  qae  caasó  la  cosa  juzgada,  el 
nnevo  jaicio  no  se  puede  abrir  aunque  diga  alguna  parte  que  halló  car- 
tas de  nuevo  ú  otra  razón  para  reproducirlo;  y  que  el  juicio  dado  en  pri* 
mer  lagar  perjudica,  aun  en  el  supuesto  de  que  no  fuera  acertado;  te- 
niendo establecido  este  Tribunal  Supremo,  en  smitenoia  de  6  de  Octabr» 
de  1862,  que  la  diversidad  de  motivos  ó  razones  en  qne  una  acción  cual- 
quiera pueda  fundarse,  no  varia  su  naturaleza  ni  aotorlza  so  reproduc- 
ción en  un  segundo  juicio,  á  no  ser  qne  eetos  nuevos  motivos  sobrevi- 
niesen después  ó  que  poeteriormente  llegaran  á  noticia  del  interesado; 
no  significando  nada  en  contra  de  lo  expuesto  el  que  en  el  primer  pleito 
se  entablara  acción  personal  contra  los  vecinos  y  en  el  segundo  se  dirija 
contra  los  llevadores,  por  Ib  qne  viene  á  ser  real,  v  aun  contra  los  veci- 
nos terratenientes,  ^r  cuya  razón  pudiera  ser  vista;  porque  lo  de  la 
identidad  de  acciones  ha  desaparido  hace  ya  tiempo,  y  en  su  lugar  ee  ha 
colocado  la  identidad  de  las  causas,  expresión  más  propia  y  precisa  y 
cuya  identidad  ya  se  ha  visto  qne  existe;  además  de  que,  ni  aun  en  el 
supuesto  de  que  la  exigiera  la  ley  podría  decirse  cosa  alguna  en  oontra 
de  lo  afirmado,  porque  tratándose  de  un  foro  y  siendo  éste  un  contrat» 
consenso  al  por  el  que  el  duefio  de  una  cosa  cede  el  dominio  útil  por 
un  tiempo  determinado  ó  indeterminado  mediante  el  pago  de  cierto  ca- 
non, en  reconocimiento  del  dominio  directo  que  se  refierva  el  pro|^e- 
tario  y  al  que  le  corresponde  para  realizar  su  derecho  la  acción  solidaria 
en  sns  dos  manifestaciones  de  personal  y  real,  es  claro  qne  la  causa  ju- 
rídica de  la  obligación  es  la  misma  cuando  se  entable  la  una  qne  la  otra, 
porque  ambas  arrancan  de  un  mismo  contrato,  y  tan  es  así,  qae  eela> 
mismo  Tribunal  tiene  declarado,  en  sentencia  de  18  de  Octubre  de  1867, 
que  no  por  variar  el  nombre  de  la  acción  puede  calificarse  de  distinta  en 
«u  naturaleza  y  esencia,  cuando  es  Idéntica  la  razón  en  que  se  funda  é 
igual  el  objeto  á  que  se  dirige;  que  si  alguna  otra  duda  pudiera  ocurrir, 
se  desvanecerla  con  la  doctrina  de  las  sentencias  de  26  de  Diciembre 
de  1879,  22  de  Mayo  de  1867,  25  de  Enero  de  1876  y  6  de  Catabre  de  1884, 
en.  cnanto  establecen  que,  si  bien  es  cierto  que  la  ley  20,  tít.  22,  Par- 
tida 8.^,  dispone  como  regla  general  que  la  cosa  juzgada  no  perjudica  á 
personas  que  no  intervinieron  en  el  jaicio;  también  io  es  que  excepciona 
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.l^al  objetio  é  lnvoosn  los  misinos  éHoloé;  dé  tütítíeitm  <[n«  U  sitoaeión 
jQridieü  do  ias  parCéS  es  idéntica  en  ano  j  otro  |ttieio:  eon  ta  doctrina  de 
la  seataocia  de  12  de  Jallo  de  18ál,  de  que  la  cosa  jasgada  enrte  sos  efeo- 
toe  anaqae  el  primer  pleito  se  siguiera  contra  na  Ayantamiento  que 
tomó  á  BU  cargo  ln  defensa  de  los  propietarios  particulares  de  an  tér- 
•miao,  y  el  segando  contra  nao  de  dichos  propietarios;  y  con  la  doctrina 
de  lae  sentencias  de  18  de  Marso  de  1861  y  7  de  Febrero  de  1881  qne 
sftrma  la  existencia  de  la  cosa  josgada  caando  los  derechos  que  se  itívo- 
ean  tienen  el  mismo  fundamento  qoe  los  fallados  en  otro  pleito,  por  ser 
idéntioo  el  objeto  de  ambos  y  la  cansa  ó  rasón  de  pedir  y  ser  tamlyién 
idénticas  las  condiciones  de  las  personas  con  relación  al  titulo  de  la» 
redpeetiy&s  preteosiones,  aaoqoe  dichas  personas  sean  distintas;  y  qne, 
|»or  último,  la  proc<>dencia  de  la  cosa  jusgada  quedaba  totalmeute  de- 
mostrada coa  sólo  considerar  qae  si  la  sentencia  recurrida  próspera, 
queda  sin  efecto  la  solidaridad  reconocida  y  juagada  por  la  sentencia 
ejecutoria. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Gallón: 

OoflSfdersndo  qne  las  dos  verdaderas  cuestiones  suscitadas  en  el  pleito 
y  en  el  recorso,  de  cuya  resolación  depeode  la  subsistencia  ó  insubsie- 
ieacia  del  fallo  recurrido,  consisten  en  declarar  si  el  Ayuotamiento  de 
Gastrocalbón  tiene  personalidad  para  ser  demandado  en  este  caso,  y  si 
es  ó  no  solidaria  la  obligación  contraída  por  el  antiguo  Concejo  y  veci- 
nos de  dicho  pueblo:  , 

Oonsiderando  que  la  personalidad  reconocida  á  las  Juntas  admftfl#- 
tratlvas  en  el  art.  90  y  siguientes  de  la  ley  Municipal  implica  el  comple- 
mento'de  aquélla  para  comparecer  en  juicio,  9l  son  demandadas  por  ra- 
^n  de  obligaciones  que  exclusivamente  afectan  á  los  bienes  qoe  admi- 
nistran, por  no  existir  precepto  legal  expreso  que  en  semejante  caso  res- 
trinja su  personalidad,  según  se  ha  declarado  por  esteTrlbonal  Supremo 
en  la  sentencia  de  9  de  Noviembre  de  1897: 

Considerando  que  esta  doctrina  no  excluye  la  personalidad  y  proce- 
dencia legal  de  que  un  Ayuntamiento  represente  en  juicio  los  interesee 
peculiares  de  determinados  pueblos,  caando  tales  intereses  por  su  natn- 
ralesa  se  hallan  intimamente  relacionados  con  los  generales  de  todo  el 
Mnnicipio,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  art.  l.^de  la  mencionada  ley,  6 
enando  no  tengan  otra  representación  más  gennina;  pero  si  sólo  se  trata, 
como  acontece  en  el  presente  pleito,  del  pago  de  pensiones  ferales 
establecidas  sobre  bienes  concretos  y  especiales,  de  responsabilidadefei 
qne  única  é  individualmente  afectan  á  los  poseedores  de  los  mismos,  ó 
lo  qne  es  igual,  del  cumplimiento  de  una  obligación  particular  qne  no  se 
relaciona  directamente  con  los  intereses  generales  del  Municipio,  es 
Yisto  qne  no  milita  en  este  caso  la  raaón  que  en  otros  ha  justificado  y 
puede  justificar  en  lo  sucesivo  la  persoualidad  del  Ayuntamiento  defvn- 
diendo  los  interesee  de  algunos  pueblos;  y  qne,  por  lo  tanto,  no  son  de 
estimar  las  infracciones  alegadas  acerca  de  esta  cnestión  en  los  cuatro 
primeros  motivos  del  recurso: 

Considerando,  respecto  de  la  cnestión  de  solidaridad  de  la  obligación, 
qne  aparte  de  que  éste  es  el  carácter  ó  condición  natural  del  foro,  cuando 
no  se  ha  pactado  ó  resulta  lo  contrario,  no  cabe  la  menor  duda  de  que, 
en  el  caso  de  que  se  trata,  los  duefios  del  dominio  útil  ó  poseedores  de 
fincas  gravadas,  responden  todos  y  cada  uno  del  pago  de  las  penslonee 
íorales,  porque  ana  en  el  supuesto  de  que  la  escritura  de  15  de  Octubre 
de  1666  tuviese  el  sentido  y  alcance  que  le  atribuye  la  Sala  sentencia- 
dora, estaria  modificada  por  las  posteriores  de  24  de  £nero  de  1768  y  9  de 
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Oeliibra  de  1760,  en  Um  qoe  Uieralmeiite  le  esüpoló  que  loa  veeiiios  oe 
•bUgftiMn  de  numeomim  é  cu  Moiidum;  porque  la  escritiira  de  36  de  Ja- . 
nio  de  1861  ee  una  oorroboración  de  la  iodlcada  eolldaridad,  porque  en  U 
aentencia  firme  de  S6  de  Octubre  de  1877,  recaida  en  el  anterior  ploito  j 
en  la  de  18  de  Enero  de  1879,  que  en  casación  dictó  este  Tribonml  8o- 
premo,  se  declaró  qne  la  obligación  era  solidarla;  porque  este  fallo  aólo 
■a  Uevó  á  efecto  contra  19  vecinos,  á  pesar  de  que  el  DÚmero  de  los  obli* 
gados  es  macho  mayor;  j  finalmente,  porqoe  no  hay  acto  algano  demos- 
trativo de  qae  el  censaalista  haya  reoonocido  nanea  directa  ó  indirecta- 
mente  qne  exista  simple  mancomanidad: 

Oonsiderando  que  ejercitada  por  el  demandante  la  acción  qne  á  su 
favor  nace  del  contrato  de  foro  en  contra  del  Ayantamiento  de  Castro- 
calbón  por  sí  y  en  nombre  del  antiguo  Concejo  y  común  de  vednos  y 
contra  siete  terratenientes  del  mismo  pueblo,  entre  ellos  D.  José  Beoaree 
Perrero,  en  el  concepto  además  de  Procurador  Sindico,  es  incuestionable 
que  si  bien  por  carecer  de  personalidad  el  Ayuntamiento  en  este  caso, 
según  queda  ezpueeto  en  los  considerandos  seomudo  y  tercero,  y  por  no 
haberse  demandado  á  los  Concejales  como  poeeedores  de  fincas  grava- 
das, procedía  absolver  de  la  demanda  á  la  Corporación  manicipel,  ha- 
biendo, en  cambio,  atendidas  la  conformidad  de  la  parte  demandada  en 
el  derecho  de  la  casa  de  üceda  á  percibir  el  censo,  aunque  en  forma  dis- 
tinta de  la  pretendida,  y  la  manifieeta  solidaridad  de  la  obligación  con- 
traída de  accederás  á  1^  condenación  eolicítada  por  el  que  se  refiere  á  los 
siete  terratenientes  nominalmente  demandados,  reeervándolee  sa  dere- 
cho para  reclamar  lo  que  corresponda  de  cada  uno  de  los  demás  vecinos 
que  sean  poeeedores  de  predios  aforados: 

Considerando  que,  por  no  hacerlo  ai4,  se  infringen  en  la  sentencia 
las  disposiciones  y  doctrinas  legales  citadas  en  los  motivos  quinto,  sexta 
y  séptimo;  y 

Oonsiderando  que,  acordada  la  casación  por  estos  motivos,  es  inne- 
essario  ocuparse  del  octavo; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  la  Duqueea  viuda  de  Uceda  por  sí  y  en  con- 
cepto de  heredera  de  D.  Francisco  de  Borja  Télles  Oirón,  Duque  del 
mismo  título,  como  madre  y  representante  legal  de  sus  hijos  menores  de 
edad  y  como  apoderada  de  loe  demás  hijos  del  expresado  Duque;  y  en 
sa  consecuencia,  casamos  y  anulamos  la  sentencia  que  en  11  de  Diciem- 
bre de  1899  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Yalladolld;  y  de- 
vuélvase á  la  recurrente  el  depósito  constituido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  qne  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inser- 
tará en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  coplas  ne- 
cesarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=José  de  Aldecoa.=s 
Ricardo  GuUón.=Joaqaín  Goosáies  de  la  Pe&a.=Pedro  Lavín^=V{- 
oente  de  Piniés.=:Tomás  Oúdal. 

Publlcación.a-Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Bxcmo.  8r.  D.  Ricardo  GuUón,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  cele- 
brando audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  que 
esrtifico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  1%  de  Febrero  de  1901.=Licenciado  Jorge  Martines. 
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Rbsolución  de  la  Dirección  general  de  los  Rboistros  confir- 
mando la  negativa  del  Registrador  de  la  propiedad  de  Alicante 

á  inscribir  una  escritura  de  descripción  de  bienes.  

Bn  sus  CONSIDERANDOS  sc  establece:^  ^^amm 

Que  el  art.  865  del  Código  eiüil  exige  de  una  manera  eaiegóriea 
^ue  el  Notario  y  doe  de  los  testigos  instrumentales  eono^iean  al  tem- 
zadory  y  en  el  miemo  articulo  y  en  el  eiguiente  se  establecen  las/or- 
malidaaes  que  deben  llenarse  para  suplir  la  falta  de  dicho  eonad- 
núento,  tanto  en  el  Notario  como  en  alguno  de  los  testigos: 

Que  la  omisión  de  la  formalidad  prevista  en  el  Código  para  m- 
plir  la  falta  de  conocimiento  del  Notario,  no  puede  entenderse  sub- 
eanada,  eon'^inooeaeión  del  art.  23  de  la  ley  del  Notariado,  por  la 
circunstancia  de  conocer  al  testador  los  testigos  instrumentalee^ 
fiorque  o/quel  articulo,  por  referirse  á  las  formas  de  los  instrumenr 
tos  públicos,  no  es  aplicable  á  los  actos  de  última  voluntad,  conforme 
é  la  terminante  prescripción  del  29  de  la  propia  ley: 

Que  en  cuanto  á  la  idoneidad  de  los  testigos  instrumentales,  debe 
el  Notario  consignar  que  á  su  juicio,  y  con  arreglo  á  las  manifestó^ 
eiones  que  ante  el  hubieren  hecho,  preoiamente  requeridos,  no  se  ha- 
blan comprendidos  en  ninguna  de  las  prohibiciones  del  Código  para 
ejercer  las  fundones  de  testigos  en  el  testamento  que  autoriza: 

Que  por  todo  lo  expuesto,  y  atendidos  los  términos  en  que  se  ha- 
Uan  redactados  los  arts.  68t,  683,  68S  y  686  del  Código,  es  incuestio- 
nable que  la  omisión  de  aquellas  formalidades  (afecta  á  la  legalidad 
de  ios  formas  extrínsecas  del  documento,  y  bajo  este  supuesto  im- 
piden su  inscripción,  con  arreglo  al  art,  19  de  la  ley  Hipotecaria. 

nmo.  8r.:  En  el  recarso  gubernativo  interpneeto  por  el  Notario  Don 
José  Basafa  contra  la  negativa  del  Registrador  de  la  propiedad  de  Ali- 
cante á  inscribir  una  escritura  de  descripción  de  bienes  hereditarios» 
pendieute  en  este  Centro  en  virtud  de  apelación  de  dicho  Registrador: 

Resultando  que  por  escritura  otorgada  ante  D.  José  Ruaafa,  Notario 
de  Alicante,  con  fecha  18  de  Noviembre  de  1899,  Dofia  Manuela  y  Dofia 
Dolores  Lopes  Belda,  legataria  y  heredera  respectivamente  de  su  her- 
mana Dofia  María  López  Belda,  hicieron  descripción  de  dos  fincas  que 
adquirieron  por  los  expresados  conceptos,  insertándose  en  la  escritura 
el  teetamento  de  Dofia  María  Lopes,  otorgado  con  fecha  28  de  Agosto 
de  1899  ante  el  mismo  8r.  Rusafa  y  tres  testigos,  en  el  que  se  expresa 
que  éstos  eran  Instrumentales  y  de  conocimiento  y  que  conocían  á  la 
testadora,  dando  fe  el  Notario  en  la  forma  siguiente:  «De  todo  lo  cual, 
de  conocer  á  los  testigos,  de  constarme  su  profesión  y  vecindad  y  de 
que  se  han  cumplido  todos  los  requisitos  en  un  solo  acto,  según  pre- 
viene el  Código  civil  vigente,  yo  el  Notario  autorisante  doy  fe>: 

Resultando  que  presentada  copia  de  la  referida  escritura  en  el  Re- 
gistro de  la  propiedad,  consignó  el  Registrador  la  siguiente  nota  al  pie 
de  la  misma:  «No  admitida  la  inscripción  de  las  fincas  á  que  se  refiere 
el  documento  que  precede,  por  observarse  en  el  testamento  que  se  in- 
serta, y  que  es  el  titulo  de  adquisición,  los  defectos  de  no  haberse  su- 
plido el  conocimiento  de  la  testadora  con  dos  testigos  especiales,  según 
previene  el  art.  686  del  Código  civil,  toda  ves  que  no  era  conocida  del. 
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sentir,  prueba  que  el  legislador  quiso  que  se  haga  la  identificación  con 
testigos  dietintoa  de  loe  instrumentaleB. 

Vifltoa  loe  arta.  681,  688,  666  y  686  del  Código  ciyil;  19  de  la  ley  Hi- 
potecaria, y  23  y  29  de  la  ley  del  Notariado: 

Considerando  que  el  testamento  otoigado  por  Dofia  María  Lopes  no 
■e  baila  redactado  con  sujeción  á  las  formalidades  legales  en  cuanto  á 
la  rnapera  de  suplir  la  falta  de  conocimiento  de  la  testadora  por  parte 
del  Notario  y  de  hacer  constar  la  idoneidad  de  los  testigos  instrumen- 


Considerando,  por  lo  que  hace  á  la  falta  de  conocimiento  de  la  testa- 
dora, qne  exigiendo  el  legislador  de  una  manera  categórica,  en  el  ar- 
ticulo 686  del  Código  civil,  que  el  Notario  y  doa  de  loa  tealigoa  instru- 
mentales eonoican  al  testador,  y  estableciendo  en  dicho  articulo  y  en  el 
siguiente  las  formalidades  que  deben  llenarse  para  suplir  dicha  falta  de 
eono^miento,  tanto  en  el  Notario  como  en  algunos  de  loe  testigos,  es 
evidente  qne  el  referido  Notario  ha  prescindido  en  absoluto  de  estas  dis- 
poeioiones  para  autoriaar  el  aludido  testamento,  tai  ves  por  no  tener 
presente  se  contenido  en  dicho  acto,  como  lo  hace  presumir  la  circuns** 
tanda  de  no  haber  consignado  en  el  documento  la  imposibilidad  de  cum- 
plirlas, como  debió  consignarlo  en  cumplimiento  de  lo  dispuesto  en  el 
meadonado  art.  686: 

Considerando  que  la  omisión  de  la  formalidad  prevista  en  el  Código 
para  suplir  la  falta  de  conocimiento  del  Notario  autorisante  no  puede 
entenderse  subsanada  por  la  circunstancia  de  conocer  al  testador  los  tres 
testigos  instrumentales,  como  pretende  el  recurrente,  fundado  en  el  ar- 
ticulo 28  de  la  ley  del  Notariado,  porque  este  precepto,  por  referirse  á 
las  formas  de  los  instrumentos  públicos,  no  es  aplicable  á  los  actos  de 
última  voluntad,  conforme  á  la  terminante  prescripción  contenida  en  el 
art.  n  de  la  propia  ley: 

Oonsiderando,  en  cuanto  á  la  idoneidad  de  los  testigos  instrumenta- 
les, qne  el  referido  Notario  ha  debido  consignar  en  dicho  tests  mentó 
que  éstos,  á  juicio  del  mismo  y  con  arreglo  á  las  manifestaciones  que 
ante  él  hubieran  hecho,  previamente  requeridos,  no  se  hallaban  com- 
prendidos en  ninguna  de  las  prohibiciones  establecidas  en  el  Código  para 
ejercer  las  funciones  de  testigos  en  el  testamento  que  autorisaba: 

Oonsiderando  que  por  todo  lo  ezpaesto,  y  atendidos  ios  términos  en 
que  se  hallan  redactados  los  arts.  681,  688,  685  y  686  del  expresado  Có- 
digo, es  incuestionable  que  dichas  faltas  afectan  á  la  legalidad  de  las 
formas  extrínsecas  del  documento,  y  bsjo  éste  supuesto  impiden  su  ins- 
eripcién,  eon  arreglo  al  art.  19  de  la  ley  Hipotecaria: 

Bsta  IMreeción  general  ha  acordado,  con  revocación  de  la  providen- 
ola  apelada:  primero,  que  no  ha  lagar  á  declarar  que  la  escritura  de  des- 
eripclón  de  bienes  hereditarios  otor^rada  por  Dofia  Manuela  y  Dofia  Do- 
lores Lépea  Beida  con  fecha  18  de  Noviembre  de  1899,  autorisada  por  el 
Notario  recurrente,  se  halla  extendida  con  arreglo  á  las  formalidades  y 
prescripciones  legales;  y  segundo,  que  la  omisión  de  estas  formalidades 
impiden  su  inscripción  en  el  Registro  de  la  propiedad. 

Lo  qne,  con  devol^pión  del  expediente  original,  comunico  á  Y.  I.  á 
los  efectos  consiauientes.  Dios  guarde  á  V.  I.  muobos  afios.  Madrid  12 
de  Febrero  de  1901.— El  Director  general,  Bienvenido  Oliver.— Sr.  Pre- 
sidente de  la  Audiencia  de  Valencia. 
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Nüm.  40.-TRIBUNAL  8UPRE«0.-I3  úñ  F«kiw«, 
pib.  ti  16  if  Mar». 

Casación  por  infracción  de  L^.-r-Pago  de  />e«e^a«. 'Sentencia 
declarando  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  D.  Reyes 
Aguado  y  otro  contra  la  pronunciada  por  la  Safa  segunda  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  D.  Miguel  Fer^ 
nández  de  Velasco. 
Bn  sus  CONSIDERANDOS  80  estableco! 

Que  9on  ¿n^caeea  para  la  easaeión  las  días  legales  referentes  á 
títulos  y  supuestos  que  no  sirven  de  fundamento  al  fallo  recurrido: 

Que  el  contrato  de  cesión  de  derecho  para  el  cobro  de  una  deuda, 
tiene  por  su  objeto  todos  los  caracteres  de  cosa  determinada  en 
cuanto  á  su  especie,  y  no  requiere  la  celebración  de  un  nueoo  conve- 
nio para  Jijarlo,  si  no  constituyó  condición  esencial  en  dicho  contrato 
la  determinación  de  una  cantidad  concreta;  y  entendiéndolo  ati  la 
Sala  sentenciadora,  no  infringe  el  art.  1273  del  Código  a  vil: 

Que  dentro  de  las  condiciones  generales  de  los  contratos,  es  per- 
fectamente licito  deooloer  el  precio  de  una  cesión,  sin  perjuicio  de 
dejar  ésta  subsistente,  con  la  condición  de  abonarlo  de  nueoo  si  se 
logra  la  declaración  de  derecho  objeto  de  la  cesión: 

Que  observando  la  Sila  sentenciadora  la  precedente  doctrina,  no 
infringe  los  artículos  1124  y  1278  del  Código  cioil: 

Que  no  puede  impugnarse  la  apreciación  que  de  la  prueba  en  con- 
junto forma  la  Sala  sentenciadora^  por  hechos  que  únicamente  re- 
velan  la  expresión  del  criterio  particular  del  recurrente: 

Que  la  ratificación,  luego  de  llegar  á  la  mayor  edad,  del  emirato 
celebrado  por  un  menor ^  purga  el  vicio  original  de  aquél,  y  enten- 
diéndolo asi  la  Sala  sentenciadora,  no  infringe  las  leyes  4.^  y  5.^  ti- 
tulo 11,  Partida  5.*;  2.\  tít.  19,  Partida  6.*,  y  4.»  tít.  14,  Par- 
tida 3>: 

Que  según  precepto  terminante  del  art.  19S6  del  Código,  prescri- 
ben por  el  transcurso  de  cinco  años  las  acciones  para  exigir  el  cum- 
plimiento, entre  otras  obligaciones,  de  la  que  consiste  en  satisfacer 
el  precio  de  los  arriendos,  sean  éstos  de  Ancas  rústicas  ó  de  fincas 
urbanas,  sin  que  exista  precepto  ni  doctrina  que  requiera  la  concu- 
rrencia de  la  buena  fe  en  el  obltpado,  tratándose  de  esta  clase  de  pres- 
cripción, que  es  absoluta,  únicamente  exigible  para  la  adquisición 
orainaria  del  dominio  y  demás  derechos  reales,  y  menos  el  justo  tí- 
tulo, que  sólo  podría  significar  la  existencia  de  cUguna  excepción  que, 
aparte  la  de  prescripción,  pudiera  desvirtuar  la  fuersa  y  encada  de 
la  acción,  como,  por  ejemplo,  elpaoo: 

Que  según  el  art.  1969  del  Código  dvil,  el  tiempo  para  la  pres- 
cripción de  toda  clase  de  acciones,  cuando  no  haya  disposición  espe- 
cial que  otra  cosa  determine,  se  contará  desde^eldía  en  que  pueaan 
ejercitarse. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  18  de  Febrero  de  1901,  en  el  juicio 
declarativo  de  mayor  cuantía  eeguido  en  el  Juzgado  de  primera  instan- 
cia de  Illescaa  y  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  ca- 
pital, por  demanda  de  D.  Miguel  Fernándes  de  Velasco,  propietario, 
vecino  de  Sesefia,  contra  D.  Beyes  y  D.  Antonio  María  Aguado  y  Gon- 
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[  táleEj  de  U  mlama  yeoiiiclad,  también  propietorioa,  lobre  pago  de  pese- 
tas; pleito  pendiente  ante  Nos,  en  recareo  de  casación  por  iniraoción  de 
ley,  qoe  han  interpaesto  dichos  demandados,  representados  por  el  Pro- 
carador D.  Gabriei  Talayera  y  defendidos  por  el  Letrado  D.  Ángel  Oseo- 
rio  j  Gallardo,  sin  que  haya  comparecido  en  este  Tribunal  Supremo  el 
demandante  y  recurrido: 

Resaltando  que  en  documento  privado,  suscrito  con  fecha  27  de  Mayo 
de  1897  por  D.  Alfonso  Gonaáles,  declaró  el  mismo  ceder  por  400  pese- 
tas, á  D.  Miguel  Fernándes  de  Velasco,  los  derechos  que  como  propie- 
tario de  %4t  fincas,  en  el  término  de  Sesefia,  vendidas  á  aquél,  le  corres- 
pondían, para  liquidar  y  cobrar  las  cantidades  que  le  adeudaban  los 
Agnado  por  rentas  atrasadas  y  pendientes;  promoviendo  el  D.  Miguel  el 
mencionado  afio  97,  en  el  Juagado  de  primera  instancia  de  Illescas,  di- 
ligencias preparatorias  de  ejecución  contra  D.  Reyes  y  D.  Antonio  María 
Agnado,  con  escrito,  al  que  acompafió  dos  pagarés,  que  no  reconocieron 
como  sayos  los  hoy  demandados,  en  el  cual  afirmó  el  actor  que  el  precio 
de  la  venta  de  las  fincas  á  que  se  referían  era  de  fiOO  pesetas  anuales, 
:  haber  hecho  el  arriendo  de  tales  fincas  el  propio  actor  á  aquéllos,  y  ser 

I  lo  adendado  por  los  miamos  las  1.150  pesetas  importe  de  dichos  pagarés, 

i  reclamando  únicamente  tal  suma  en  las  indicadas  diligencias: 

fiesaitando  que  el  prenombrado  D.  Miguel  Fernández  de  Velasco 
I  acadió  también  al  Juzgado  de  Illescas  con  demanda  de  80  de  Marzo 

I  de  1898,  exponiendo:  ser  dnefio— hecho  1.^— en  pleno  deminio  de  las  94 

fincas  de  qne  hizo  relación,  sitas  en  el  término  municipal  de  Sesefia,  ha- 
biéndolas adquirido  por  escritura  de  compraventa  de  27  de  Mayo  de  1897 
de  D.  Alfonso  González  Lozano,  quien  á  su  vez  las  hubo  por  el  mismo 
título,  en  IS  de  Octubre  de  1807,  de  los  liquidadores  de  la  Sociedad  mer- 
cantil comanditaria  Róapide  y  Compafiía,  Banco  Hipotecario  de  Eepafia; 
haber  dado  en  arrendamiento  aquellas  tierras — hecho  2.^  y  siguien- 
tes—á  fines  de  1887  ó  principios  del  88  el  entonces  dnefio  de  ellas,  soli- 
dariamente, á  los  hermanos  D.  Reyes  y  D.  Antonio  María  Aguado,  por 
la  renta  anual  de  760  pesetas,  pagaderas  el  16  de  Agosto  de  cada  afio, 
sin  qne  oe  consignase  por  escrito  tal  contrato,  empezando  desde  enton- 
ces á  cultivarlas  los  arrendatarios,  aprovechándose  de  sus  frutos  hasta 
terminar  el  afio  agrícola  en  16  de  Agosto  del  97,  conviniéndose  en  que 
el  primero  del  arriendo  sólo  satisfarían  la  mitad  de  la  renta;  tener  en- 
tregadas los  expresados  arrendatarios,  á  cuenta  de  las  760  pesetas  ven- 
cidas el  16  de  Agosto  de  1889,  200  el  28  de  Abril  del  90,  160  el  16  de  Ju- 
nio del  mismo  afio,  y  260  el  19  de  Noviembre  siguiente,  sin  que  pagasen 
I  cantidad  alguna  por  las  correspondientes  á  los  afios  1889  al  92,  y  e%  Abril 

de  este  último  se  convino  en  que  en  los  últimamente  indicados  tres  afios 
y  ios  socesivos  sería  la  renta  á  razón  de  600  pesetas  cada  uno,  y  para 
abonar  la  suma  de  1.600  adeudadas  por  los  Agnado,  firmaron  solida- 
riamente, en  11  de  Abril  del  92,  tres  pagarés  qne  vencerían  en  81  de 
Mayo,  Agosto  y  Octubre,  satisfaciendo  y  recogiendo  el  primero  de  tales 
I  pagarés  de  600  pesetas  en  la  fecha  de  su  vencimiento,  y  entregando  pos- 

'  teriormente,  en  varias  ocasiones,  860  á  cuenta,  por  lo  que  quedaron  deu- 

dores  de  600  pesetas  basta  el  completo  importe  de  los  dos  últimos  paga- 
\  vés;  adeudar  —  hecho  7.®  —  además  las  rentas  correspondientes  á  los 

[  afios  1898  á  97,  qoe  á  razón  de  600  pesetas  cada  uno  y  sumadas  con  las 

,  anteriores*,  hadan  un  total  de  8.600;  y  haber  gestionado  D.  Pablo  Rós- 

pide  —  hechos  8.^  y  posteriores  — ,  como  administrador  de  las  tierras 
'  Uevadaa  en  arrendamiento  por  los  Aguado  y  de  las  que  era  propietario 

i  D.  Alfonso  González,  cufiado  de  D.  Pablo,  el  pago  de  lo  que  aquéllos 

adeudaban,  sin  conseguirlo,  cediendo  el  D.  Alfonso  al  demandante,  en 
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doeamento  privado  da  37  de  U%yo  de  1897,  por  precio  de  400  pe» 
derechofl  <)De  ie  oorreapoodítn  en  bvl  expresado  concepto  de  ptc 
de  las  indicadas  tierras,  qne  ie  liabia  vendido  en  escritora  de  h 
leelia,  para  liquidar  y  cobrar  las  cantidades  qne  ios  últimos  le 
bao  por  rentas  atrasadas  y  pendientes  basta  el  16  de  Agosto  del 
cbo  afio  97,  entregándole  los  dos  pagarés  de  81  de  Agosto  y  91  c 
bre  de  1892,  por  valor,  respectivamente,  de  660  y  600  pesetas, 
qne  se  intentó  preparar  la  vía  ejecutiva,  sin  reconocer  los  dend 
firmas  ni  la  certeaa  de  la  denda;  y  celebrado  después  acto  de  conc 
no  bubo  en  él  avenencia: 

Kesultando  que  en  la  misma  demand*  consignó  el  actor  loe 
mantos  de  derecho  que  estimó  pertinentes,  diciendo  ser  apli( 
caso  la  legislación  anterior  á  la  promulgación  del  Código  civiJ 
cluyó  con  la  súplica  de  que  se  condenase  á  D.  Reyes  y  D.  Antón 
Aguado  al  pago  de  la  cantidad  de  8.100  pesetas  que  le  adeudaba] 
ello  no  hubiere  lugar,  al  de  los  frutos  producidos  y  debidos 
por  las  tierras  de  que  se  trataba,  cuya  cuantía  se  fijaría  por  p4 
la  ejecución  de  la  sentencia  que  recayese,  en  la  forma  determj 
los  artículos  928  y  928  y  concordantes  de  la  ley  de  Enjuiciam 
vil,  con  protesta  de  abonar  los  pagos  legítimos  qne  justificaran 
nándoles  también  al  de  todos  loe  daños  y  perjuicios,  de  las  c< 
este  juicio  y  de  laa  causadas  en  las  diligencias  preparatorias  c 
ción  mencionadaa  c^n  anterioridad;  y  acompafió  una  carta  de  1 
de  Noviembre  de  1889,  suscrita  por  Reyes  Aguado,  dirigida  á  ] 
Rózpide,  diciéndole  que  el  día  10  ó  12  de  aquel  mes  pasaría 
corte  y  arreglaría  el  contrato  y  el  documento  de  cesión  d 
Mayo  del  97: 

Resultando  qne  los  hermanos  Aguado  contestaron  con  la  i 
de  que  se  les  absolviera  de  la  demanda  é  impusiesen  todas  las  < 
demandante,  alegando  en  cuanto  á  los  hechos  expuestos  en  aqU( 
no  era  cierto  el  primero  de  los  de  dicha  demanda;  que  jamái 
contratado  verbalmente  ni  por  escrito  con  D.  Alfonso  Gohiálc 
su  hermano  político  D.  Pablo  Róspide,  de  los  que  nunca  bal 
arrendatarios,  no  habiéndole  siquiera  visto  ni  hablado,  ni  leí 
satisfecho  cantidad  alguna  á  cuenta  ni  en  pago  total  de  rentas, 
ticado  con  ellos  liquidación  alguna  relativa  á  aquéllas,  ni  sui 
pagarés  mencionados  por  el  actor;  que  D.  Reyes  Aguado  no  fv 
de  edad  hasta  el  afio  1889,  y  era  por  tanto  menor  en  la  épocí 
puesto  contrato  de  arrendamiento;  que  no  existía  la  cesión  de  d 
invoca  de  contrario,  por  haberse  rescindido  mediante  la  de 
de  las  400  pesetas  por  el  cedente;  que  habían  cultivado  las  ti< 
encargo  de  su  hermano  político  D.  Francisco  Martines,  quien 
en  arriendo,  á  excepción  de  las  sefialadas  con  los  números  6, 
que  nunca  habían  labrado,  por  cultivarlas  otras  personas,  sien< 
pesetas  anuales  la  renta  estipulada  entre  D.  Francisco  Martín' 
Pablo  Rózpide  en  el  expresado  concepto  de  apoderado  de  D.  i 
Gonsálea,  teniendo  oído  á  aquél  haber  pagado  el  importe  de  i 
y  habiendo  sido  tasadaa  en  4.600  pesetaa  para  su  venta  las  * 
mencionadas  en  la  demanda,  que  eran  de  tan  ínfima  clase  que 
no  podían  labrarse,  y  la  renta  en  aquella  comarca  nunca  exce 
por  100  y  solía  ser  del  8;  qne  en  las  diligencias  preparatoriM 
ción  sobre  reconocimiento  de  dos  pagarés  no  suscritos  por  loi 
dados,  alegó  el  demandante  ser  de  600  pesetas  la  renta  anual,  ( 
el  arrendador  y  adeudar  aquéllos  las  1.160  pesetas  importe  < 
pagarés,  sin  reclamar  otras  rentas  distintas;  que  el  docnmeni 
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mían,  no  ñfuba  U  cnuiití»  del  débito;  qna  no  se  hftbía  hecho  geetlón  «1- 
SmMfc  par»  arreglo  de  cneiiiM,  pues  1»  carié  flrmadft  por  Keyee  Agnado 
fué  escrita  per  encargo  de  D.  Francieco  Martínei;  que  el  actor  había  co- 
brado durante  loe  afios  1893  é  97  loe  paetoe  de  raetrojera  de  las  fincas 
de  que  se  trataba,  importantee  760  pesetas,  pertenecientes  al  D.  Fran- 
cisco Martines,  aprovechándose  además  indebidamente  en  el  último  afio 
s^rieola  de  las  labores  de  barbechera  de  80  fanegae  de  tierra  de  las  mis- 
mas fincas,  que  tampoco  le  pertenecían;  y  que  negaban  todos  los  hechos 
de  la  demanda  en  cnanto  se  opusiesen  á  los  consignados  por  sn  parte: 
Beenltando  qne  además  expusieron  los  miamos  demandados  en  los 
fendamentoe  de  derecho  del  escrito  de  contestación  de  que  se  está  ha- 
ciendo mérito:  su  falta  de  personalidad,  por  no  tener  el  carácter  de  arren- 
datarios con  que  se  les  demandaba;  ser  nulo  el  contrato  alegado  por  la 
Caita  de  capacidad  de  D.  Reyes  Agnado  en  la  época  en  qne  se  decía  tuvo 
lagar  el  otorgamiento  de  aquél;  no  tener  nada  que  ver  con  el  actor  ni 
ninguna  otra  persona,  pues  hablan  cultivado  las  fincas  por  encargo  de 
so  cofiado  D.  Francisco  Martines,  contra  el  que,  en  todo  caso,  podrían 
deducirse  las  acciones  procedentes;  probar  que  D.  Miguel  Fernández  do 
Volasco  no  sabía  lo  que  reclamaba,  su  inseguridad  respecto  á  la  fecha  del 
indicado  contrato,  al  precio  del  arriendo,  y  á  las  cantidades  pagadas  y 
adendadas,  según  lo  expuesto,  tanto  en  la  demanda  como  en  las  diligen- 
cias preparatorias  de  ejecución;  ser  evidente  que,  rescindida  la  cesión 
da  S7  de  Mayo  del  97,  no  podía  el  D.  Miguel  formular  la  demanda  de 
aotos,  contra  la  cual  existía  la  excepción  sine  aetione  agís;  ser  preciso, 
en  el  supuesto  de  qne  subsistiese  tal  cesión,  que  los  peritos  fijaran  las 
rentas  y  no  los  productos  de  las  fincas;  no  poder  reclamar  el  demandante 
más  que  las  400  pesetas  que  satisfizo  por  la  cesión  de  derechos  á  su  fa- 
vor; y  exietir  también  la  excepción  de  plus  petición,  mediante  ser,  se- 
gdn  la  costumbre,  excesiva  y  desproporcionada  la  renta  con  relación  al 
capital,  habiendo  de  deducirse  en  todo  caso  760  pesetas  de  las  eeie  anua- 
lidades de  los  pastos  de  rastrojera  cobrados  indebidamente  por  Fernán- 
dei,  y  asimismo  la  renta  de  las  tres  fincas  que  no  habían  cultivado 
nunca  los  demandados,  y  el  importe  de  las  80  fanegas  de  tierra  barbe- 
diadas,  qne  también  indebidamente  habla  aprovechfklo  dicho  Fernández; 
é  invocaron,  por  último,  la  prescripción: 

Resultando  que  en  los  escritos  de  réplica  y  duplica  insiptieron  las 
partes  en  sus  respectivas  pretensiones,  con  ampliación  de  loe  fundamen- 
tos de  las  mismas  é  impugnación  de  los  aducidos  en  contrario,  produ- 
ciendo la  demandada  la  partida  de  bautismo  de  D.  Beyes  Aguado,  según 
la  qne  nació  el  6  de  Enero  de  1866,  y  practicada  prueba  por  una  y  otra, 
para  la  del  actor  declararon  varios  testigos,  entre  ellos  D.  Alfonso  Gon- 
zález y  D.  Pablo  Rozpide,  diciendo  el  primero:  estar  obligado  el  deman- 
dante á  pagarle  400  pesetas  si  realizaba  de  los  demandados  el  atraso  de 
rentas  á  qne  se  refiere  el  pleito;  haberse  arrendado  á  aquéllos  las  tierras 
sin  intervenir  él  sn  las  negociaciones  del  arriendo,  no  recordando  si  la 
obligación  de  los  miamos  fué  solidaria,  así  como  tampoco  lo  que  queda- 
ron á  deber,  y  si  D.  Francisco  Martínez  entregó  cantidades  en  pago  de 
dichas  rentas,  las  que  se  rebajaron,  sin  que  los  hermanos  Aguado  ras- 
eribieran  en  sn  presencia  los  pagarés,  y  cedió  al  actor  los  créditos  repre- 
ssntados  por  dos  de  aquellos  pagarés  y  las  demás  rentas  atrasadas;  T 
«Dtsrado  de  que  promovió  diligencias  preparatorias  de  ejecución,  en  las 
qne  los  hermanos  Aguado  no  reconocieron  tales  pagarés,  encargó  á  Rós- 
pide  qne  los  recogiera  y  devolviese  las  400  pesetas,  según  lo  biso,  pi- 
diéndole el  mencionado  actor  que  quedara  subsistente  la  cesión,  con 
ánimo  de  resarcirse  de  los  gastos  qne  había  efectuado;  y  manifestando 
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el  segando  que  se  srrendmron  las  tierrms  é  los  demsndsdos  six 
eocrilo;  qae  reoordsba  haber  hablado  á  D.  Beyes  Agnado,  qaiei 
g08  de  rentas  hasta  el  afio  18i)l,  y  desde  entonces  ae  entendió 
Francisco  Martines  ó  su  esposa,  hermana  de  dichos  demand 
decide  el  afio  1889  al  90  se  rebajó  la  renta  á  600  peaetas,  y  del  i 
aceptó  otra  rebaja  á  instancia  de  Dofia  Josefa  Agnado  y  sn  m 
fijarse  la  cantidad,  en  compensación  del  importe  de  loe  pastos 
jera,  y  qoe  no  recibió  loe  pagarés  de  los  referidos  demandad 
mismos  los  snscribieron  ante  él,  y  por  no  ser  reconocidos  se  i 
de  D.  Migael  Femándes  de  Velasco,  restitoyéndole  el  precio  de 
qae  qnedó  anbeistente  por  los  gastos  qne  había  hecho  ya  para 
con  ofrecimiento  del  D.  Mlgnel  de  volver  á  entregar  el  precie 
afectivos  los  atrasos;  y  D.  Francisco  Martines  reconoció  la  < 
nna  tarjeta  snya  y  de  nna  carta  con  sn  firma  dirigidas  á  D.  Pi 
pide,  á  qaien  manifestaba  en  la  segunda  haber  tenido  otra  d 
enterándose  por  ella  de  estar  enfermo  sn  cañado,  pero  en  cnanl 
posible  vendria  y  se  pondría  de  acaerdo  con  Bóspide,  rogándol( 
ocho  ó  diez  días,  y  diciéndole  en  la  tarjeta  qne  vendria  pronto 
de  D.  Francisco,  y  qne  Bóspide  eetnviese  tranqnilo,  pnea  á  la  n 
Tedad  sería  satisfecho  de  lo  á  qne  se  refería  en  la  snya: 

Besaltando  qne  en  la  pmeba  de  los  demandados  absolvió  | 
D.  Mlgnel  Fernandos,  qaien  afirmó:  haber  adquirido  las  S4  fií 
oionadas  en  la  demanda  por  precio  de  4.600  pesetas;  ser  aqné] 
cano,  prodaciendo  nn  8  por  100;  no  haberse  fijado  en  el  conti 
sión  repetidamente  alndido  la  cuantía  del  débito  de  sn  referen< 
oamente  se  estipuló  transferírsele  el  derecho  á  cobrar  todas  1 
que  D.  Alfonso  Qonsáles  decía  que  le  adeudaban  aqaéllos  por  1 
setas  que  entregó;  haber  cobrado  algunos  afios  el  importe  de 
de  rastrojera  de  las  enunciadas  fincas;  y  haber  devuelto  los 
Bóspide  porque  no  fueron  reconocidas  las  firmas  de  los  mi 
deuda  en  ellos  consignada: 

Besnltando  que  además  en  la  pmeba  de  los  propios  dema 
consignó  un  testimonio  con  referencia  á  las  actuaciones  prepai 
ejecución  ya  indicadas;  fueron  examinados  varios  testigos, 
presentación  por  D.  Francisco  Martines,  á  virtud  de  requerimi 
ficado  al  efecto,  de  cuatro  cartas  qne  aparecen  dirigidas  á  aquí 

Pablo  Bóspide,  y  negada  su  autenticidad,  no  llegó  á  reconocer 

Pablo,  por  no  haber  comparecido  á  la  primera  citación  que  para  ello  se 
le  biso,  mediante  su  ausencia  de  esta  corte,  y  expirar  el  término  proba- 
torio antes  de  que  pudiera  verificarse  la  segunda  citación  de  aquél;  con- 
tinuándose lupgo  en  dos  instancias  la  tramitación  del  pleito,  en  el  que 
recayó,  en  6  de  Marso  del  afio  último,  sentencia  de  la  Sala  segunda  de  lo 
-civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte,  adicionada  en  auto  del  siguiente  día, 
por  la  cual,  con  revocación  de  la  absolutoria,  pronunciada  por  el  Jos- 
gado,  se  condena  á  D.  Beyes  y  D.  Antonio  María  Aguado  á  abonar  al 
cesionario  D.  Miguel  Femándes  de  Velasco  el  importe  á  que  ascienda  la 
renta  correspondiente  al  arrendamiento  que  han  disfrutado  desde  el  afio 
agrícola  de  1888  hasta  el  de  1897  de  las  34  fincas  nominalmente  detalla- 
das en  la  demanda,  pertenecientes  á  D.  Alfonso  Gk>nsáles  Losano,  de- 
biéndose rebajar  del  total  importe  de  las  rentas  del  arrendamiento  y 
serles  de  abono  á  dichos  demandados  las  entregas  á  cuenta  reconocidas 
por  Velasco  y  la  suma  á  que  asciende  el  valor  de  lo  percibido  por  el  de- 
mandante por  el  aprovechamiento  de  loe  pastos  de  rastrojera  en  loe  afios 
de  1898  á  1896,  para  lo  que  se  practicará  la  oportuna  liquidación  en  el 
período  de  ejecución  del  fallo  que  se  refiere,  previa  la  estimación  pa- 
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xIcíaI  de  la  renU  aniuü  qae  deban  producir  lae  mendonadae  fincas  en 
Sepelía  y  el  yalor  de  loe  paetoe  de  raetrojera,  aprovechados  por  el  de- 
■Bjuidaotey  y  se  absoelve  é  los  demandados  de  las  demás  pretensione» 
eoatenidas  en  la  mencionada  demanda,  sin  expresa  imposición  de 


Sesoltando  qne  D.  Beyes  y  D.  Antonio  María  AgUAdo  y  Gonsáles 
lum  ioterpoesto  recurso  de  casación,  como  comprendido  en  los  númeroe 
l.^y  7,^  del  art.  1693  de  la  ley  de  Enjaiciamiento  civil,  alegando: 

Primero.  Haber  infringido  la  Sala  sentenciadora,  por  no  aplicarla,. 
la  doctrina  legal  consignada  en  el  principio  de  derecho  aetore  non  pro- 
éanie,  reua  est  ab90loenda$y  sancionada  por  las  sentencias  de  este  Trl- 
Innai  Sapremo  de  21  de  Bnero  de  1867,  1.®  de  Diciembre  del  87,  17  de 
Mayo  del  89,  5  de  Jniio  del  90,  32  de  Jnnio  del  99  y  otras  mnchas;  en 
cnanto  el  actor  no  habla  probado  sn  dominio  sobre  las  fincas  que  supo- 
nía arrendadas,  é  pesar  de  haberle  sido  expresamente  negado  en  el  he- 
cho 1.^  de  la  contestación  é  la  demanda,  y  sin  embargo,  la  sentencia  le 
reconocía  todos  los  derechos  dominicales  y  la  repntaba  como  propietario 
de  tales  fincas,  prescindiendo  de  aqnella  negativa: 

Segando.  Haber  incurrido  dicha  Sala,  al  apreciar  las  pruebas  practi- 
cadas en  el  juicio,  en  error  de  hecho,  resultante  de  documentos  y  actos 
auténticos  que  revelaban  su  evidente  equivocación;  cuales  eran:  la  con- 
Éemián  de  D.  Alfonso  Gonsáles,  á  quien  se  reputaba  como  arrendador,  j 
de  su  apoderado  D.  Pablo  Róspide,  respecto  á  no  conocer  á  los  deman- 
dados, á  pesar  de  que,  según  el  demandante,  celebró  el  primero  con  los 
Altimos  un  contrato  verbal  de  arrendamiento,  y  sin  embargo,  la  senten- 
^a  recurrida  declaraba  probado  tal  contrato;  la  carta  y  tarjeta  presenta- 
das por  el  actor  en  el  período  de  prueba,  asi  como  la  carta  firmada  por 
D.  Reyes  Aguado,  que  se  acompañó  á  la  demanda,  en  las  que  no  cons- 
taba dicho  arrendamiento,  sino  por  el  contrario,  alguno  de  los  indicados 
docnmentos  comprobaba  ser  D.  Francisco  Martínes  el  verdadero  arren- 
datario, invocándose,  no  obstante,  los  mismos  en  la  sentencia  recurrida 
paia  declarar  que  aquél  existía;  y  el  acto  conciliatorio  entre  D.  Reyes 
Ágüñáo  y  D.  Miguel  Fernándes  de  Velasco,  interpretado  por  la  Audien- 
cia con  error  palmario,  al  suponer  hecha  en  él  por  Aguado  la  declaración 
de  ser  colono  del  D.  Miguel  y  equipararle  á  la  confesión  en  juicio,  con 
olvido  del  art.  679  y  ios  siguientes  y  concordantes  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  que  marcan  las  condiciones,  requisitos  y  efectos  de  la 
pmeba  de  tal  clase: 

Tercero.  Surgir,  partiendo  de  la  infracción  anterior,  nacida  de  no 
haber  probado  el  demandante  que  exista  el  contrato  de  arrendamiento, 
la  violación,  por  inaplicación,  de  los  principios  jurídicos  de  que  la 
prueba  incumbe  al  actor,  corriendo  á  cargo  del  que  afirma,  no  del  que 
alega;  dogma  jurídico  contenido  en  la  Partida  8.^,  tít.  14,  ley  1.^,  y  en 
las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  92  de  Enero  de  1849,  2  de 
Jolio  del  68, 11  de  Mayo  del  87,  26  de  Noviembre  del  92,  y  varias  más; 
porque  habiendo  negado  los  recurrentes  el  contrato  de  arriendo,  era 
obligación  del  demandante  probarlo  de  un  modo  cumplido,  y  no  habién- 
dolo hecho,  incurría  en  error  la  Sala  sentenciadora  dando  aquél  como 
existente;  y  si  bien  parecía  fundar  su  apreciación  en  la  prueba  testifical, 
infringía  al  hacerlo,  también  por  no  aplicarle,  el  art.  1248  del  Código 
civil: 

Cuarto.  La  infracción,  por  interpretación  errónea,  aun  concediendo 
haberse  probado  ser  duefio  de  las  tierras  el  demandante  y  existir  el 
anendamiento,  de  las  leyes  4.^  y  6.%  tít.  11  de  la  Partida  6.^  2.^  tít  19 
de  la  Partida  6.*,  y  4.%  tít.  14  de  la  ParÜda  3.^  vigentes  á  fines  de  1887 
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y  principios  de  1888,  con  arreglo  á  las  qne  no  puede  ser  válido  el  4 
trato  celebrado  por  nn  menor  de  veinticinco  afioe;  pnes  ee  daba  valides 
al  sapoeeto  arrendamiento,  á  pe^ar  de  declararse  probado  que  en  la  léete 
en  qne  Re  concertó,  D.  Reyes  Agnado,  nno  de  los  contratantes,  era  iiM>- 
ñor  de  edad: 

Qaincu.  Haber  incurrido  la  Sala  sentenciadora  en  error  de  hecho, 
aun  reconocida,  en  hipótesis,  por  los  recurrentes,  la  existencia  y  val  Idea 
del  contrato  de  arriendo,  resultante  de  actos  auténticos,  declarando exisr- 
tir  una  deuda  que  nadie  había  podido  precisar;  por  cuanto  el  supuesto 
arrendadur  D.  Alfonso  González  había  manifestado  no  poder  fijar  el  ioa* 
porte  y  las  fechas  de  las  rentas  vencidas  y  no  pagadas,  maniíestaciótf 
<)ue  corroboró  D.  Pablo  Rózpide,  diciendo  no  haberse  efectuado  liquida- 
ción alguna  del  crédito;  en  el  documento  de  cesión  del  mismo  á  D.  Mi- 
guel Fernández  de  Velasco  no  se  expresaba,  ni  indicaba  siquiera,  la  can- 
tidad que  adeudaban  los  recurrentes;  en  el  escrito  de  Feriiándfi  de  Ve- 
lasco,  preparatorio  de  la  ejecución,  se  afirmaba  ser  la  deuda  de  1.164^ 
pesetas;  en  el  hecho  7.^  de  la  demanda  se  decía  ascender  á  S.600;  y  en  Im 
súplica  de  la  minma  demanda  se  la  hacía  consistir  en' 8. 100: 

Sexto.  Incurrirse  en  la  sentencia  recurrida,  en  cuanto  se  daban  por 
existentes  los  pagarés  y  se  condenaba  á  su  abono,  en  la  infracción  del 
principio  de  derecho  y  sentencias  que  se  habían  citado  con  anterioridad, 
referentes  á  incumbir  al  actor  la  prueba;  puesto  qne  tales  pagarés  no  se 
habían  presentado,  ni  indicado  siquiera  dónde  podrían  encontrarse,  no 
obstante  la  obligación  impuesta  al  que  demanda,  por  el  art.  604  de  hl 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  de  acompañar  los  documentos  jnstitícaiivotf 
de  su  acción  ó  señalar  el  lugar  donde  se  hallen;  por  lo  cual  no  es  aven- 
turado afirmar  que  no  existen;  aparte  de  que  además  de  su  ezístencíÉ 
era  preciso  justificar  su  legitimidad,  y  lejos  de  aparecer  en  autos  tal  jus- 
tificación, obra  en  ellos  una  diligencia  judicial,  en  la  cine  consta  la  ter- 
minante negativa  de  los  hermnnos  Aguado,  respecto  á  ser  suyas  laa  fir- 
mas puestas  en  dichos  pagarés  y  cierta  la  deuda: 

Séptimo.  Ser  completamente  nula  la  cesión  por  D.  Alfonso  Gonzáles 
á  D.  Mii?uel  Fernández  de  Velasco  de  loe  derechos  que  como  propietaria 
de  las  24  fincas  de  su  referencia  le  correspondían  contra  los  hermanot 
Aguado,  lo  que  era  indeterminado  en  cuanto  á  la  cantidad;  puea  según 
el  art.  1273  del  Código  civil,  en  tal  caso  sólo  puede  existir  el  contrata 
cuando  sea  dable  determinar  aquélla  sin  necesidad  de  nuevo  convenie 
entre  los  contratantes,  lo  cual  era  imposible  en  el  de  autos;  y  al  no  es- 
timarlo así  la  Sala  sentenciadora,  había  infringido  el  mencionado  ar- 
tículo, dejando  de  aplicarle: 

Oi;tavo.  Estribar,  en  gran  parte,  la  causa  del  contrato  de  cesión  es 
la  legitimidad  de  los  pagarés  que  se  cedían,  y  desconocida  por  los  deu- 
dores, sin  haber  intenta<lo  nadie,  en  las  diligencias  ejecutivas  ni  en  el 
actual  pleito,  hacer  prueba  de  aquella  legitimidad,  caía  por  su  base  di- 
cho contrato,  quedando  sin  efecto,  por  carecer  de  causa,  con  arreglo  al 
art.  1276  del  Código  civil,  el  que  había  infringido  la  Sala  sentenciadora 
al  admitir  la  vigencia  y  efectividad  de  aquél: 

Noveno.  Venirse  á  infringir  en  la  sentencia  recurrida,  por  su  no 
aplicación,  los  arts.  1124  y  1278  del  citado  Código  civil,  aun  suponiendo 
igualmente,  en  hipótesis  de  debate,  que  el  contrato  de  cesión  tuviese  vir 
lidez,  pues  estaría  hoy  rescindido,  conforme  á  los  enunciados  artículos, 
por  mutuo  acuerdo  de  Qonzález  y  Velasco,  entre  quienes  había  mediado» 
según  declaraba  la  Sala  sentenciadora,  una  formal  devolución  de  laa 
cosas  que  fueron  objeto  de  aquél,  reintegrando  Velasco  á  Gonzáles  los 
pagarés  y  devolviendo  González  á  Velasco  las  400  pesetas;  y 
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Déeimo.    Preaerlbk  por  el  lftp«o  de  cinco  aflos,  aegún  el  artículo 

^tMtilei  GMlgo  civil,  Inacción  pñira  reclamar  el  pago^de  loBArriendeo 

^fiaeaa  rústica*  ó  orbaBaa:  precepto  qpie  reoaitaba  Umbién  infringido 

por  la  aenteiicia  recorrida,  qae  condenaba  al  paKo  de  las  rentas  que  so 

sopooian  vencidas  desde  el  afio  agrícola  de  1890  á  91,  siendo  asi  qae  en 

ntngé»  caso  podías  reclamarse  más  qne  las  devengadas  en  los  cinco 

mAom  aoterioree  á  la  presentación  de  la  demanda,  ó  sea  de  1803  en  ade- 

kuite. 

Vieto,  Biendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Tomás  Gúdal: 
Ckinaideíando,  en  primer  término,  qne  los  motivos  primero,  sexto  y 
oetavo  del  recurso  son  inadecuados  para  los  fines  de  la  casación  de  la 
«eatenela,  porque  ni  el  titulo  que  ostenta  el  actor  con  el  objeto  de  recla- 
mar de  los  demandados  el  importo  de  ciertas  rentas  atrasadas  es  el  dé 
oomprador  de  las  fincas  que  ]as  devengan,  sino  el  de  ctrsionario  de  Don 
Alfonso  GoBsáles  por  los  derecho»  que  á  ellas  tuviera  ésto,  ni  á  la  sen- 
tencia de  la  Audiencia  de  esta  corto  ha  servido  de  fundamento  la  exacti- 
tod  y  ezittoncia  de  los  pagarés  con  que  el  mismo  actor  intonto  antes  un 
jálelo  eiecutivo: 

Considerando  que  respecto  de  dicho  contrato  de  cesión  tampoco  se 
han  sometido  las  infracciones  señaladas  en  los  motivos  séptimo  y  no- 
Tcno,  porque  habiendo  sido  el  objeto  de  la  cesión  el  derecho  á  cobrar  un 
número  mayor  ó  menor  de  anualidades  por  rentas  atrasadas,  esto  objeto 
ttane  todos  los  caracteres  de  cosa  determinada  en  cuanto  á  su  especie, 
«pie  no  requería,  dados  los  términos  del  contrato,  un  nuevo  convenio 
para  detor minarlo,  por  no  constituir  condición  esencial  del  mismo  la 
fijación  de  una  cantidad  concreto;  y  porque  según  estima  el  Tribunal 
lentoociador,  la  devolución  del  precio  de  la  cesión  se  hiio  sin  perjuicio 
de  dejar  snbsistonte  ésto,  y  con  la  condición  de  abonarlo  de  nuevo  si  se 
lograba  la  declaración  de  derecho  pretendida,  lo  cual  es  perfectamento 
licito  dentro  de  las  condiciones  generales  de  los  contratos: 

Considerando  que  al  estimar  el  mismo  Tribunal  sentenciador,  por 
virtud  de  un  conjunto  de  pruebas,  consistento  en  ciertos  hechos  indicia- 
rioa  y  en  el  resultado  de  la  prueba  testifical  practicada,  que  efecti- 
vamento,  por  contrato  verbal,  llevaban  los  demandados  en  arrenda- 
miento las  tierras  cuyas  rentas  se  les  reclamaban,  no  ha  cometido  nin- 
guno de  los  errores  é  infracciones  que  se  le  atribuyen  en  ios  motivos  se- 
gundo, torceré  y  quinto  del  recurso,  porque  ni  los  hechos  y  actos  que  en 
ellos  se  invocan  son  de  tol  naturaleza  que  por  sí  solos  sean  suficientes 
para  deevirtnar  y  menos  anular  el  resoltado  del  conjanto  de  la  tenida  en 
cnenta  por  la  Sala  para  formar  so  convencimiento  sobre  el  hecho  funda- 
mental de  la  demanda,  ni  revelan  otra  cosa  que  la  expresión  del  criterio 
particular  del  recurrente,  ni,  por  lo  tonto,  se  puede  afirmar  que  hayan 
sido  condenados  los  deipandados  sin  prueba: 

€k>nsiderflfndo,  respecto  del  motivo  cuarto,  que  no  son  aplicables  las 

layes  referentes  á  Is  capacidad  de  los  que  contratan,  porque  aun  cuando 

D.  Keyes  Agnado  fuera  menor  de  veinticinco  afios  al  hacer,  entre  otros, 

el  contrato  de  arrendamiento,  estima  la  Audiencia  que,  ya  mayor,  ratificó 

'  el  cumplimiento  de  sus  obligaciones,  quedando  así  purgado  el  vicio  ori- 

(  ginal  de  aquél: 

i  Osnsiderando  que,  según  precepto  torminanto  del  art.  1966  del  Có- 

\  digo,  prescriben  por  el  transcurso  de  cineo  afios  las  acciones  para  exigir 

I  el  cumplimiento,  enti^  otras  obligadones,  de  la  que  coasisto  en  satisfaz 

cor  el  precio  de  lo»  arriendos,  sean  éstos  de  fincas  rústicas  ó  de  fincas 
\  urbanas,  sin  que  exista  precepto  ni  doctrina  que  requiera,  como  con 

error  afirma  la  Audiencia,  la  concurrencia  de  la  buena  fe  en  el  obligado. 
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<«-4  tratándose  de  esta  claae  de  preaeripción,  que  ea  abaolnta,  únieamento 
?y0  «xlgible  inu-a  la  adquisitiva  ordinaria  del  dominio  j  demás  dereehoa 
^i¿  i  reales,  j  menos  ei  jasto  títolo,  qae  sólo  podría  significar  la  existeneis 
"'  '  de  algnna  excepción  que,  aparte  la  de  prescripción,  pudiera  deevirtnar  1» 
fnerxa  y  eficacia  de  la  acción,  como,  por  ejemplo,  el  pairo: 

Considerando  qne  también  comete  error  la  misma  Sala  al  apreciar 
que  el  tiempo  sólo  debía  contarse  desde  el  afio  de  1897,  siendo  asi  que  el 
art.  1969  del  mismo  Código  establece  qne  el  tiempo  para  la  prescripGlóa 
de  toda  clase  de  acciones,  cnando  no  haya  disposición  especial  qne  otra 
cosa  determine,  se  contará  desde  el  día  en  qne  pudieran  ejercitarse,  ó 
sea,  como  en  el  caso  del  presente  recnrsó,  desde  qne  respectivamente  fue- 
ron venciendo  los  afios  del  arrendamiento,  por  no  aparecer  pacto  en  con- 
trario: 

Considerando  qne,  por  lo  expuesto,  es  de  estimar  la  infracción  qne 
se  alega  en  el  motivo  déoimo  del  recurso,  ya  qne  en  la  sentencia  no  se 
consigna  hecho  alguno  qne  tenga  el  carácter  de  interruptor  de  la  pres- 
cripción con  referencia  á  las  rentas  de  los  afios  que  resultan  fuera  áb 
los  cinco  últimos,  á  contar  desde  la  fecha  de  la  presentación  de  1»  de- 
manda; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  D.  Reyes  y  D.  Antonio  María  Aguado  y  Gon- 
sález  por  el  décimo  de  los  motivos  alegados  para  fundarle;  y  en  sa  con- 
secuencia, casamos  y  anulamos  la  sentencia  dictada  por  la  Sala  segunda 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte  en  6  de  BAario  del  afio  próximo 
pasado. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
sertará en  la  Coi  kcción  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  oofdas 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=José  de  Aldecoa. 
=:Ricardo  6ullón.=José  de  Gamlca.=Francisco  Toda.=£nriqiie  Las- 
8ús.= Vicente  de  Piniés.=:Tomás  Gúdal. 

Publicación .rrLeída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Tomás  Gódal,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  cele- 
brando audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  boy,  de  que  cer» 
tífico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  18  de  Febrero  de  1901.=Licenciado  Hilario  María  Gonxálesy 
Torres. 


^üm.  'U.-TRIBUNAL  SUPREMO.-»  de  Felirsrt, 
psb.  si  ii  de  Marre. 

CoMPETFNCiA.— ilc^o  de  coTiecV/úrcfdn.— Sentencia  declarando  no 
haber  lu^ar  á  decidir  la  sostenida  por  los  Juzgados  municipales 
de  Algeciras  y  de  Arriate,  acerca  ael  conocimiento  del  acto  de 
conciliación  promovido  por  D.  Vicente  Hoyó  con  D.  Martin  de 
Tagua. 
En  su  CONSIDERANDO  úDíco  80  establecc: 

Que  euseiiada  cuestión  de  compelepcia  en  el  ocio  de  condUacián^ 
queda  é»ie  de  derecho  sobreseído^  eon  arreglo  al  art.  4^  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  y  la  conciliación  por  intentada^  y  que  no  hay 
términos  hábiles  para  que  el  Tribunal  superior  común,  ni  el  Sv^fre- 
mOf  en  casos  como  el  presente,  decidan  quién  la  tenga,  para  lo  que, 
según  dicho  precepto,  ha  de  quedar  sin  más  tramitación. 
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En  U  tíUe  y  corte  de  Madrid,  á  16  de  Febrero  de  1901»  en  la  inhibí* 
torim  de  Jariedicción  propuesta  por  el  Joes  Municipal  de  Alge^aa  al  de 
igaal  daae  de  Arriate  en  el  conocimiento  de  nn  acto  de  conciliación  pro- 
movido ante  el  último  por  D.  Vicente  Hoyo  Orddfies,  propietario,  vecino 
de  Arriate;  contra  D.  Martin  de  Tagna  Qonzáleí,  indQstrial,  vecino  de 
Algedrae;  no  habiendo  comparecido  ante  este  Tribunal  Supremo  nin- 
guna de  las  partes: 

Beenltando  que  con  fecha  28  de  Abril  de  1899  suscribió  D.  Martin  de 
Tagom  Gonsáles  en  la  villa  de  Arriate  un  documento  privado,  que  auto- 
risan  además  dos  testigos,  en  el  que  declaró  que  habla  comprado  á  Don 
Vicente  HoyoOrdófiei,  vecino  de  aquella  villa,  la  cantidad  de  169  palos 
de  álamo  negro  y  60  astiles,  en  precio  de  2.880  reales,  cuya  cantidad 
pagarla  á  sn  orden  ó  á  la  persona  que  lo  representara  en  los  tres  plazos 
que  determinó  con  sus  respectivas  fechas  de  vencimiento,  siendo  de  su 
cuenta  todos  los  gastos  judiciales  que  pudieran  ocasionarse  si  faltaba  á 
las  condiciones  estipuladas,  y  quedando  sujeto  á  la  jurisdicción  judicial 
que  á  bien  tuviera  el  acreedor  Hoyo: 

Resultando  que  con  este  documento  acudió  D.  Vicente  Hoyo  al  Ju^ 
gado  municipal  de  Arriate  en  18  de  Julio  de  1900,  pidiendo  celebrar  acto 
de  conciliación  con  D.  Martín  de  Tagua,  para  que  le  abonara  la  suma 
de  770  pesetas  procedentes  del  contrato  expresado;  y  librado  el  oficio 
correspondiente  al  Juez  municipal  de  Algeciras,  donde  tiene  su  vecindad 
el  demandado,  y  practicada  la  citación  del  mismo,  promovió  ante  dicho 
Juzgado  la  inhibitoria  de  jurisdicción,  dictando  auto  el  Juez  en  80  del 
mismo  mes  de  Julio,  después  de  oir  al  Fiscal  municipal,  dando  lugar 
á  ella  y  mandando  expedir  el  testimonio  y  requerimiento  correspon- 
diente: 

Resfoltando  que  recibido  en  el  Juzgado  de  Arriate  el  oficio  inhibitorio, 
se  oyó  al  demandante  y  al  Ministerio  fiscal,  y  de  conformidad  con  lo  ex- 
puesto por  ambos,  dictó  auto  el  Juez  municipal  en  8  de  Agosto,  recha- 
zando la  inhibitoria  y  sosteniendo  su  competencia  para  entender  del  jui- 
cio intentado;  y  habiendo  insistido  el  Juez  de  Algeciras  en  la  inhibitoria, 
remitieron  ambos  Juzgados  sus  respectivas  actuaciones  á  este  Supremo 
Tribunal  y  se  sustanció  la  competencia  con  arreglo  á  derecho,  oyéndose 
al  Ministerio  fiscal. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  de  Gamica: 
Ck>nsiderando  que  suscitada  cuestión  de  competencia  en  el  acto  de 
conciliación,  queda  éste  de  derecho  sobreseído,  con  arreglo  al  art.  464  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  la  conciliación  por  intentada,  y  que  no 
hay  términos  hábiles  para  que  el  Tribunal  superior  común,  ni  el  Su- 
premo, en  casos  como  el  presente,  decidan  quién  la  tenga,  para  lo  que, 
según  dicho  precepto,  ha  de  quedar  sin  más  tramitación; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  á  de- 
cidir esta  competencia:  devuélvanse  las  actuaciones  á  los  respectivos 
Juagados  municipales,  i^ocediéndose  por  el  de  Arriate  á  proveer  de  con- 
formidad con  el  citado  art.  464  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil;  y  no 
hacemos  declaración  sobre  costas. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  dentro 
de  los  dies  días  siguientes  al  de  su  fecha,  y  á  su  tiempo  en  la  Colección 
Legislativa,  pa^indose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo  pronuncia- 
mos, mandamos  y  flrmamos.=Jo8é  de  Aldecoa.=Bicardo  Qulíón,==José 
de  Garnica.=Pedro  Lavin.=yicente  de  Piniés. 

Publicación.=Lelda  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Excmo.  8r.  D.  José  de  Garnica,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  cele- 
TOMO  91  16 
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brando  «ndlencla  pública  la  8ala  de  lo  civil  ea  el  día  de  h 
tífico  como  Relator  Secretarlo  de  la  misma. 

Madrid  16  de  Febrero  de  1901.=Llcenciado  Jorge  Mari 


Nixra.  4».— TRIBUNAL  8UPREII0.-I6  de  Felirere,  pi*. 

Casación  por  infracción  db  lky. —Caducidad  de  k 
Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  in 
Doña  Carlota  Mateos  contra  la  pronunciada  por  la 
vil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  D.  I 
guialday. 
>   £n  su  CONSIDERANDO  único  SO  establece: 

Que  los  art$.  4tl,  413, 4Í5  y  521  de  la  ley  procesal  di 
caducidad  de  la  instancia  sea  declarada  de  oficio,  una 
rrido  el  término  de  dos  años. 

En  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  16  de  Febrero  de  1901 
de  casación  por  infracción  de  ley,  pendiente  ante  Nos,  ii 
Doña  Carlota  Mateos  y  Beyes  y  sns  hijos  Doña  Josefa,  D 
y  D.' Eugenio  Basarrate  y  Mateos,  como  herederos  de  D. 
rrate  Bodrígaez,  cnyas  vecindades  y  profesiones  no  consti 
comparecida  en  este  Tribunal  Supremo,  repreeentadoB  y  c 
el  Procurador  D.  Cristóbal  Martin  Bey  y  el  Letrado  D.  ( 
lia,  contra  un  auto  dictado  por  la  Sala  segunda  de  lo  civil 
cia  de  esta  capital,  que  declaró  caducada  la  segunda  in 
pleito  procedente  del  Juzgado  del  distrito  de  Palacio  de  la 
do  entre  los  recurrentes,  como  demandantes,  y  D.  Bicardi 
y  Cobefia,  en  concepto  de  demandado,  sobre  pago  de  6.00< 

Besultando  que  con  fecha  16  de  Julio  de  1896  formula 
Iota  Mateos  y  Beyes  y  sus  mencionados  hijos,  en  el  con( 
expresado,  una  demanda  de  mayor  cuantía,  pidiendo  se  co 
Bicardo  Murguialday  y  Cobefia  á  pagarles  la  cantidad  de 
con  que  estaba  gravado  por  hipotecas  el  oficio  de  Procun 
fiado  por  dicho  Murguialday,  el  que  impugnó  tal  demam 
mitado  el  pleito  en  primera  instancia  en  el  Juzgado  del  < 
lacio  de  esta  corte,  por  el  cual  se  dictó  sentencia  de  36  < 
1897  absolviendo  al  demandado: 

Besultando  que  admitida  libremente  á  la  parte  acton 
que  interpuso,  fueron  remitidos  los  autos  á  la  Audiencia 
conociendo  de  ellos  su  Sala  segunda  de  lo  civil,  y  tomad< 
parte  para  instrucción,  transcurrieron  dos  afios  sin  que 
ni  practicase  gestión  alguna  para  su  curso;  por  lo  que  la  ei 
en  providencia  de  4  de  Junio  de  1900,  mandó  que  fueran  i 
efectos  de  declarar  caducada  la  instancia,  como  la  deciar<9 
nuncio  en  12  de  los  mismos  mes  y  afio,  desestimando  po 
Julio  siguiente  la  súplica  de  tal  resolución,  que  formuló  la 
indicada  parte  apelante: 

Besultando  que  Dofia  Carlota  Mateos  y  Beyes  y  sus  1 
sefa,  Dofia  Enriqueta  y  D.  Eugenio  B^isarrate  y  Mateos,  ei 
concepto  de  herederos  de  D.  Manuel  Banarrate,  han  interj 
<le  casación,  como  comprendido  en  el  nóm.  1.®  del  art.  161 
Enjuiciamiefito  civil,  alegando  en  el  único  motivo  en  qm 
infracción  de  los  arts.  411,  413,  415  y  521  de  la  misma  ley 
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intar|)f«lsdo  efrdaeameiile  la  8iil»OTiitmic4«doni;  puesta  que  los  trm  pri- 
afcerog  adío  00a  aptieables  cacado  radiquea  lot  «Moa  en  el  oicio  del  rae- 
jieoilvo  Sacretario,  debiéndose  proceder,  de  no  eer  mí»  en  ooníormidad  á 
lo  dispaeeto  por  el  621,  en  armonía  con  loe  622  y  90%,  ó  eea  á  dar  al  joi- 
eio  el  careo  correspondiente,  según  su  estado,  y  ann  en  otro  caso,  sólo 
hAbrf  a  la^r  á  qne  ae  contara  el  término  para  ia  caducidad  declarada  por 
lA  Aadiencia  deade  qne  ae  notifloó  la  proWdencia  de  recogida. 

Vlato,  alendo  Ponente  el  Magiatrado  D.  Ricardo  Molina: 

Ooaaiderando  qne  es  hecho  eatablecrdo  por  la  Andiencia,  cnya  esao- 
titad  reconoce  ia  miama  parte  recarrente,  el  de  qne  el  onrao  de  loa  antoa 
no  se  ha  inatado  en  dicho  Tribnnai  dnrante  máa  de  doa  afioa  puateriorea 
^  notifleacionea  hechaa  en  los  miamoa,  ain  qne  ae  haja  alegado  aiqolera 
qae  lo  impidleae  faeraa  mayor  ó  cansa  Independiente  de  la  Tolnntad  de 
lee  litigantes,  7  qne  por  ello  es  visto  qne,  dada  onenta  por  la  Secretaria 
en  qne  radicaban,  y  mandados  recoger  dichos  autos  á  los  efectos  de  de- 
elarar  ia  caducidad  en  providencia  qne  quedó  firme  y  consentida,  no  han 
podido  ser  infringidos  los  preceptos  legales  que  se  citan  y  disponen  que 
Im  caducidad  sea  declarada  de  oficio  una  ves  transcurrido  el  téormino  an- 
tedicho; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
-eiiroo  de  casación  interpuesto  por  Dofia  Carlota  Mateos  y  Reyes  y  sus 
hijos  Dofia  Josefa,  Dofia  Enriqueta  y  D.  Eugenio  Basarrate  y  Mateos, 
eomo  herederos  de  D.  Manuel  Basarrate  y  Rodrigues;  no  hacemos  Impo- 
«ieiótt  de  costas,  mediante  no  haber  comparecido  en  este  Tribunal  Supre- 
mo la  parte  recurrida;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  esta  corte  la  oportuna 
oertifioación,  aoompafiada  del  apuntamiento  que  tiene  remitido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é 
insertará  en  la  Colección  LbgislaTiva,  pasándose  al  efecto  las  copias 
neceearias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=Jo8é  de  Aidecoa. 
=Jo8é  de  Garnica.=:Franci8co  Toda.=: Enrique  Las8iis.=Joaquln  €K>il-^ 
salea  de  la  Pefia.=Pedro  Laví o. = Ricardo  Molina. 

Publicación.=:Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Excmo.  8r.  D.  Ricardo  Molina,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  ce- 
lebrando audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  qne 
certifico  como  Relator  Secretario  de  la  miama. 

Madrid  16  de  Febrero  de  1001.=Licenciado^ilario  María  Gonsálesy 
IPorres. 


Küm.  43.~TRIBUNAL  8UPREII0.-I6  da  Febrero,  pob.  al  22  da  Üarie. 

Casación  por  infracción  dr  L.EY.-^Reseistóndeeontraio.—A.MUy 
declarando  no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  inter- 
puesto por  D.  Ji)sé  Torras  contra  la  sentencia  pronunciada  por 
la  Sila  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona. 
Bn  su  considerando  único  se  establece: 

Que  carece  en  absoluto  de  la  eondidóa  mda  esenetal  para  que 
pueda  ser  admitido  el  recurso^  en  que  no  se  ale  ja. infracción  alguna 
<tue  haya  podido  cometer  el  Tribunal  sentenciador,  y  Únicamente  «9 
Umiía  el  recurrente  á  llamar  la  atención  s*jbre  lo  que  disponen  loa 
arts,  1500  y  tSOt  para  la  redacción  de  la  segunda  sentencia  que  á 
ate  luido  procede  dictar,  sin  indicar  siquiera  la  ratón  y  Jumáor 
meato  con  que  eooca  tales  preceptos  legales. 
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BMPalUndo  qne  contra  sentencia  dictada  por  la  Si 
dvil  de  la  Audiencia  territorial  de  Barcelona,  en  pleit< 
de  an  contrato  de  compraventa,  el  demandante  D.  Joe 
ba  interpuesto  recurso  de  casación  por  infracción  de  le 
párrafo  1.®  del  art.  1692  de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  t 
eión  alguna  que  dé  motivo  á  tal  recurso,  y  limitándose 
ción  de  este  Tribunal  Supremo  acerca  de  lo  dispuesto  ( 
y  1601  del  Código  civil,  por  la  lesión  considerable  que  < 
perimentó  en  su  patrimonio: 

Resultando  que  opuesto  el  Ministerio  fiscal  á  la  i 
curso,  se  ha  traído  á  la  vista  con  las  debidas  citaciones 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Tomás  Gúds 

Considerando  que  el  recurso  interpuesto  por  la  re 
D.  Jof  é  Torras  Arquer  carece  en  absoluto  de  la  condici( 
para  que  pudiera  ser  admitido,  porque  no  se  alega  infra< 
haya  podido  cometer  el  Tribunal  sentenciador  en  la  sen 
sino  que  se  limita  el  recurrente  á  llamar  la  atención  sol 
non  los  arts.  1600  y  1601  del  Código  para  la  redacciói 
■entencia  que  á  su  juicio  procede  dictar,  sin  indicar  siq 
fundamento  con  que  evoca  tales  preceptos  legales: 

Visto  lo  dispuesto  en  el  núm.  4.^  del  art  1729  de  la 
miento  civil; 

No  ba  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  p 
ley,  que  ba  interpuesto  D.  José  Torras  Arquer;  no  bacei 
posición  de  costas,  mediante  haber  comparecido  sólo  < 
Supremo  dicha  parte  recurrente;  líbrete  á  la  Audiencl 
Barcelona  la  correspondiente  certificación,  devolviendo 
remitió,  y  publíquese  este  auto  según  previene  la  ley. 

Madrid  16  de  Febrero  de  1001.=Jo6é  de  Aldecoa.=BJ 
José  de  Garuica.=Francisco  Toda.=Enrique  La8(ús.= 
=Tomás  Gódal.=El  Belator,  Marcelino  San  Bomán.= 
lea  Montes,  Escribano  de  Cámara. 


Núxn.  'á^.-TRIBUNAL  SUPREM0.-Í6  de  Febrera,  pab 

Casación  por  infracción  de  ley.— Nulidad  de  eoni 
cia  declarando  haber  lugar  al  recurso  interpue 
nando  Alroansa  contra  la  pronunciada  por  la  S 
de  la  Audiencia  de  Graoaaa,  en  pleito  con  Doi 
lina. 
En  sus  ooNSinBRANDos  se  establece: 

Que  no  hay  diapoeietón  legal  alguna  que  prohi 
9Ólo  por  serlo  de  una  sociedad  determinada,  pactar 
con  relación  á  derechos  y  obligaciones  que  tienen 
eicáón  y  realisaeión  distinta  de  aquélla. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  16  de  Febrero  de  10 
de  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  seguidos  en  el 
mera  instancia  de  Almería  y  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Ai 
rial  de  Granada,  por  Dofia  Juana  Molina  y  Caballero,  p 
eina  de  Almería,  por  sí  y  en  representación  de  sus  men< 
demanda,  Dofia  María,  D.  Joaquín  y  Dofia  Braulia  C 
viuda  la  primera,  é  hijos  los  cuatro  últimos  de  D.  Feí 
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^  4  der  de  66.000  pesetas  de  capital  y  de  sus  respectivos  interesf 
^  des,  un  trozo  de  terreno  montuoso  y  abierto  de  monte  baj( 
i  en  el  paraje  denominado  Moróte,  del  término  de  Gador;  segí 

ponder  por  54.000  pesetas  del  mismo  capital  y  sus  utilidadei 
de  tierra  nnido  al  anterior,  también  de  monte  bajo,  en  el  pi 
gina;  tercero,  á  responder  de  18.600  pesetas  de  capital  é  inte 
lidades,  otro  trozo  de  tierra  unido  á  los  anteriores,  que  pro 
bajo  y  atochar,  sito  en  el  paraje  Llano  de  los  Cocones; 
41.000  pesetas  de  capital  é  intereses,  otro  trozo  de  terreno 
abierto,  en  el  paraje  El  Jalvo,  de  la  misma  villa  de  Gado 
por  20.600  pesetas  del  expresado  capital  y  de  intereses,  ot 
terreno  de  pastos  y  monte  bajo,  en  el  paraje  de  las  Pocicas, 
término;  consignándose  bajo  los  mismos  números  la  cabida, 
valoración  de  las  cinco  expresadas  ñncas  pertenecientes  ai 
por  compra  hecha  al  Estado,  estando  inscritas  á  su  nombre 
tro  de  la  propiedad  de  Almería,  en  cuya  oficina  fué  tamb 
con  fecha  4  de  Junio  de  1891  la  escritura  de  que  se  acal 
mención: 

Resultando  qne  con  estos  antecedentes  Dofia  Juana  Molí 
ro,  viuda  de  D.  Fernando  Cumella  y  Rodríguez,  por  sí  y  á 
sus  menores  hijos  D.  Joaquín,  Dofia  Brauiia,  Dofía  Fernai 
María  Cumella  y  Molina,  dedujo  en  6  de  Noviembre  de  18 
Juzgado  de  primera  instancia  de  Almería,  demanda  de  juicio 
de  mayor  cuantía  contra  D.  Fernando  A  Imansa  y  Arroyo,  ] 
Cadimo,  con  la  súplica  de  que  en  su  día  se  declare  la  nnlii 
trato  pactado  reservadamente  entre  el  último  y  D.  Fernando 
ia  escritura  de  19  de  Noviembre  de  1890,  núm.  299  de  ord( 
consecuencia,  la  nulidad  de  la  hipoteca  y  la  escritura  de  su 
ción,  mandándose  cancelar  la  inscripción  hipotecaria  de  las 
dadas  en  garantía,  debiendo  atenerse  el  demandado  Marqués 
única  y  exclusivamente  á  las  resultas  de  la  escritura  social 
fecha,  núm.  298  de  orden,  con  condena  de  costas;  en  apoyo  d 
tensiones  alegó  en  síntesis  como  hechos  primero  y  segnnt 
manda,  la  constitución,  según  la  escritura  núm.  298,  de  la  S 
mella  y  Compañía  en  comandita,  y  el  otorgamiento  de  la 
indemnidad  núm.  299,  cuyos  documentos  quedan  ya  detalla 
señados;  expresó  la  demandante  en  el  hecho  tercero  que  el  1 
Cumella  y  Rodríguez  falleció  en  la  villa  de  Gador  el  día  18 
1891,  y  no  habiendo  otorgado  acto  alguno  de  última  volun 
gado  de  Almería,  en  auto  de  27  de  aquel  mes  y  año,  dictado 
de  la  viuda,  ó  sea  la  actora,  había  declarado  herederos  abi 
D.  Fernando  á  sus  cuatro  hijos,  todos  menores  entonces. 
Doña  Brauiia,  Doña  Fernanda  y  Doña  María  Cumella  y  ft 
hecho  cuarto  manifestó  que  por  consecuencia  de  la  cuenta 
practicada  de  los  bienes  quedados  al  fallecimiento  de  D.  Fe 
mellase  adjudicaron  á  la  demandante,  como  viuda  del  misa 
de  pago  de  sus  derechos  por  los  bienes  parafernales  y  extri 
aportó  á  su  matrimonio  con  aquél,  las  cinco  fincas  que  se  1 
al  principio  y  que  Cumella  hipotecó  al  Marqués  del  Cadimo 
rarle  el  capital  aportado  por  éste  á  la  Sociedad  y  sus  inten 
biéndose  oportunamente  en  el  Registro  de  la  propiedad  la  i 
que  de  aquellos  inmuebles  se  le  hizo  á  la  Doña  Juana  Molin 
y  finalmente,  como  quinto  y  último  hecho,  consignó  habe 
gestiones  privadas  cerca  del  referido  Marqués  del  Cadimo  pf 
viniese  en  la  nulidad  del  contrato  á  virtud  del  cual  se  cons 
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ndo  Ahntnss,  en  Is  egcritnr»  de  19  de  Noviem-' 
'Slor  ínfimo  al  verdadero,  paee  éete,  eegán  dldut 
i  totalidad,  por  aqaellaa  fincas,  á  3A0.350  píese» 
responder  de  200.000,  y  á  la  IXifia  Jaana  ae  hf 
6  pesetas,  demostrando  la  adjadicación  por  tan 

9  se  tnvo  en  enenta  la  hipoteca,  lo  cnal  ha  sidd 
Imlento  tácito  de  la  valides  y  sabsistencia  del 
solicitan  loe  actores,  interesando  qne  por  esrtar 
mentó  en  loe  dos  primeros  casos  del  art.  606  de 
ra  por  presentado  y  se  mandase  nnir  á  los  aatoa: 
te  apelada  al  manifestar  sn  conformidad  con  el 
ose  en  qne  el  valor  de  las  fincas  consta  en  la» 
m  públicas  desde  sn  fecha>-4  de  Jallo  de  1801, 
icción  de  la  demanda—,  según  lus  arts.  26,  38  y 
la,  siendo  por  ello  ineficas  el  juramento  de  lá 
improcedente  la  admisión,  por  referirse  el  oertl- 
las  fincas  hipotecadas,  coyo  precio  no  ha  side 
pleito;  acordando  la  Sala  oontiaaase  unido  á  loa 

¡nto,  sin  perj nielo  de  lo  qne  procediera  resolver 

lado  día  para  la  vista,  solicitó  en  este  acto  el 
alante,  qne  la  Sala,  para  mejor  proveer,  mandase 
ionio  de  la  liquidación  de  la  Sociedad  Cumella  y 
a,  practicada  por  los  liquidadores  nombrados 
tones  promovidas  al  efecto  en  el  Juzgado  de  prl- 
»ría;  pronunciando  después  la  misma  Sala,  con 
,  sentencia,  que  confirmó  la  del  Juzgado,  sinha- 
de  las  costas  causadas  en  ninguna  de  ambas 
9,  entre  otros  extremos  que  no  son  del  caeo,  la 
por  parte  del  apelante  al  evacuar  el  traslado  qne 
occión: 

b1  depósito  de  1.000  pesetas  ha  interpuesto  Don 
rroyo,  Marqués  del  Gadimo,  recurso  de  casación 
>mo  comprendido  en  los  núms.  1.^  y  7.^  del  ar- 
Enjuiciamiento  civil,  según  los  cuales,  á  jnicio 
sr  casada  y  anulada  la  sentencia  recurrida  en 
lontrato  que  consta  en  la  escritura  sefialada  coa 
ita  escritura  y  las  inscripciones  de  ella,  que  man- 
ro  de  la  propiedad,  en  ves  de  desestimar  entera^ 
^fia  Juana  Molina;  y  también,  por  cnanto  ab- 
de  la  primera  y  principal  petición  de  la  demanda 

10  al  efecto  loe  siguientes  motivos  dé  casación: 
>r  de  hecho  resultante  con  toda  evidencia  de  las 
icidad  y  fuerza  probatoria  es  inconcusa— autori- 
imbre  de  1890  por  el  Notario  de  Almería  D.  José 
!  en  su  protocolo  con  los  núms.  298  y  299,  al  so- 
segunda  modifica  ó  limita  la  primera,  toda  ves 
lad  está  íntegramente  formulado  en  la  núm.  298, 
aite  nada  el  otro  contrato  de  la  escritura  número 

distintas  personas  y  presupone  la  ejecución  y 
constitutivo  de  la  Compafifa  comanditarla;  se- 
retar  torcidamente  la  escritura  núm.  299,  al  de- 
ir  á  los  promovedores  de  este  pleito  del  contrato 
ige  la  ley  del  mismo  contrato,  que  es  el  litigioso, 
ecritura  es  obligatoria  para  la  sucesión  de  Don 
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y  quinto,  y  distribuyase  ésta  por  iguales  partes  entre  mis  d 
que  estén  conformes  con  estas  mis  disposiciones,  pero  sien 
condición  de  usufructuaria  y  reservada,  para  que  por  fallec 
éstos  pase  á  mis  nietos  y  nietas  legítimos  ó  á  sus  padres  qu( 
senten,  como  dejo  dicho  en  la  cláusula  6.^  y  condición  2.^  de  e 
tamento,  á  lo  que  no  dará  lugar  ninguno  de  mis  hijos,  sino 
estarán  conformes  con  esta  determinación  que  en  conciencia 
recido  la  más  conveniente,  etc.»: 

Resultando  que  al  ocurrir  el  fallecimiento  de  la  testad< 
Agosto  de  1878,  existían  sus  referidos  cuatro  hijos  y  tres  ni 
Juana  Manuela,  D.  Gonzalo  y  D.  Ramón  Musso  Cánovas, 
Doña  María  Josefa  y  de  D.  Manuel  Musso;  y  en  las  operaciom 
nales  que  fueron  aprobadas  por  auto  del  Juez  de  primera  ii 
Totana  de  12  de  Julio  de  1879,  y  protocoladas  en  28  del  mis] 
establecieron,  entre  otros  supuestos,  los  siguientes:  quinto, 
bienes  muebles  se  separaba  la  cantidad  de  8.000  pesetas  para 
cláusula  6.^  del  testamento,  á  fín  de  pagar  á  Doña  Juana  Mai 
Gonzalo  y  D.  Ramón  Musso  Cánovas,  únicos  nietos  de  la  tes 
existían,  el  legado  de  1.000  pesetas  que  á  cada  uno  de  sus  n 
décimo,  que  se  sacaría  el  tercio  y  quinto,  y  el  importe  de  aml: 
diría  en  cuatro  partes  iguales,  que  constituirían  otras  tant 
cada  una  reservable  á  los  nietos  legítimos  que  tenía  ó  pudie 
testadora;  y  los  bienes  que  constituyeran  la  adjudicación  de  c 
las  cuatro  hijuelas  reservables  de  tercio  y  quinto,  los  usnfrucl 
rante  su  vida  y  en  la  forma  prevenida  por  las  leyes,  respec 
cada  uno  de  los  cuatro  herederos  de  la  testadora,  pues  la  pr 
los  mismos  correspondía  á  los  nietos  y  nietas  legítimos  que  i 
diera  tener  aquélla;  duodécimo,  que  los  bienes  que  constiti 
cuatro  hijuelas  de  tercio  y  quinto  expresadas,  no  se  dividía: 
tualidad,  porque  si  bien  existían  tres  nietos  de  la  testadora,  c 
los  que  pudiera  tener  en  lo  sucesivo,  y  por  lo  mismo  habría 
der  á  una  nueva  división  cada  vez  que  naciera  un  nieto  1 
Doña  Juana  Manuela  Aledo,  y  porque  ésta  prevenía  en  su  i 
que  á  la  muerte  de  su  hijo  ó  hijas  que  murieran  sin  descend 
tima,  los  bienes  que  constituyan  la  hijuela  reservada  de  tercJ 
que  se  extraigan  de  la  formada  á  cada  uno  de  ellos,  sean  dii 
partes  iguales  entre  los  nietos  ó  nietas  legítimos  que  tenga  < 
ner;  y  decimocuarto,  que  como  ya  anteriormente  se  había  ex] 
cada  una  de  las  hijuelas  que  se  formasen  á  los  herederos  inst 
la  testadora,  que  eran  sus  hijos  D.  Gonzalo,  Doña  María  Jo 
Amalia  y  Doña  Adelaida,  se  extraería  una  cuarta  parte  de  tere 
«xpresados,  formando  con  los  bienes  así  extraídos  las  cuat 
reservables  mencionadas;  diciéndose,  por  último,  en  dichas  O] 
al  tratar  de  la  adjudicación  á  D.  Gonzalo  Cánovas  Aledo  pai 
tercio  y  quinto  en  usufructo,  que  las  fincas  que  á  continuacj 
cribirían  se  le  adjudicaban  solamente  en  usufructo,  quedand( 
dad  reservable  para  los  nietos  legítimos  de  la  testadora  lian 
ceder  en  ésta,  como  también  en  el  usufructo,  á  la  muerte  de 
resado,  conforme  á  la  condición  2.^  de  la  cláusula  10.^  del  tes 

Resultando  que  D.  Gonzalo  Cánovas  Aledo  contrajo  matri 
Doña  Enriqueta  Carlos  Alix  el  día  10  de  Enero  de  1880;  y  en  J 
de  1881  tuvieron  una  hija,  llamada  Doña  Juana  Manuela,  que 
18  de  Marzo  de  188,7,  y  su  padre  D.  Gonzalo  murió  en  4  de  En 
bajo  testamento  otorgado  en  2  de  Abril  de  1887,  en  el  que  d 
para  el  caso  de  morir  sin  sucesión  legítima,  instituía  por  su  ú 
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Tersftl  heredera  en  pleno  domi 
ne«»  presentes  y  futnros,  hable 
le  correspondían  y  pudieran  c( 
Manuela  respecto  del  tercio  y  < 
cimiento  de  sn  madre  Dofia  J 
Eonqneta  Garlos  Alix  ó  á  los 
tes  qne  él: 

Resultando  qne  Dofia  Juan 
deja  dicho»  de  Dofia  María  Jos< 
de  1881,  dejando  de  su  matrim 
llamada  tam  bien  Juana  Manue 
j  en  12  de  Febrero  de  1892  fal 
sin  otros  descendientes  que  su 
Cánovas;  y  en  26  de  Enero  de 
Cánovas  A  ledo,  viuda  de  D.  A 
Dofia  Amalia  Cánovas  Aledo  v 
y  dos  afios: 

Resultando  que  partiendo 
Gonzalo  y  D.  Ramón  Musso  C 
de  Totana  en  14  de  Abril  de  U 
tensión  de  que  se  declarara  en 
jora  del  tercio  y  quinto  de  sus 
Dofia  Juana  Manuela  Aledo  Gí 
nada  para  sn  hijo  D.  Gonzalo, 
constaban  del  testimonio  corr< 
mejorados  en  Ubre  y  plena  prc 
sin  hijos  algunos  sobreviviente 
éste  y  nietos  legítimos  de  la  te 
cepto  debían  entrar  en  la  perc< 
desde  la  muerte  del  usufructni 
bidos  y  debidos  percibir;  y  en 
ciÓQ  de  dichos  derechos  suceso 
denando  á  Dofia  Enriqueta  Ca 
desde  el  fallecimiento  de  su  m 
tamente  á  los  demandantes  y  i 
ron  el  precepto  de  las  leyes  1/ 
Tlrtud  era  perfectamente  oblig 
quinto  hecha  por  Dofia  Juana 
para  cada  uno  de  sus  cuatro  hi 
día,  al  cumplirse  la  condición 
-suyos  mejorados,  en  favor  de 
legítimos,  indeterminadament 
es  lo  mismo,  por  partes  iguale 
bnnal  Supremo,  definida  espec 
de  1867  y  corroborada  luego  e 
qne  cuando  la  Institución  de  b 
dicional,  ínterin  no  se  cumple 
derecho  alguno;  por  lo  que,  ce 
ción  del  hecho  de  morir  sin  hi 
para  tal  momento  llamaba  á  li 
brevivieran  en  tales  determim 
concurriera  el  caso  de  supervi 
pacidad  para  adquirir,  y  por  c 
y  la  doctrina  establecida  en  la 
de  Abril  de  1868,  de  que  las  ir 
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tnta  de  una  inetitrición  para  y  no  condicional,  si  bien  la  d 
definitiva  de  los  bienes  estaba  subordinada  á  la  circnnstancii 
gnno  de  los  hijos  de  la  testadora  muriera  sin  hijos  legitime 
mero  de  nietos  que  nacieran  con  posterioridad  á  la  fecha  de 
to,  apreciando  también  la  Sala  con  error  el  testamento  de 
Cánovas,  pues  al  dejar  éste  á  Dofia  Enriqueta  Carlos  Alix  p 
de  los  derechos  que  pudieran  corresponder  á  su  fallecida 
Jnana  Manuela  Carlos  en  la  herencia  de  su  abuela  por  razó 
jora  de  tercio  y  quinto,  lejos  de  dudar  de  la  existencia  de  tal 
qne  hizo  fué  reconocer  éste  y  manifestar  su  deseo  de  que 
efectivo: 

Tercero.  Por  aplicación  indebida,  la  infracción  de  la  ley 
Partida  6.^,  que  prohibe  al  heredero  haber  la  heredad  hasta  < 
pía  la  condición;  puesto  que,  tratándose  de  una  instituciói 
condicional,  tiene  el  heredero  perfectísimo  derecho  á  entrar  c 
cia  de  lo  heredado  desde  el  momento  del  fallecimiento  de  s 
Cuarto.  Como  aplicados  indebidamente  para  dictar  el 
rrido,  los  arts.  768,  769,  801  y  1114  del  Código  civil  en  n 
el  791;  pues  aparte  de  que,  segón  la  misma  Sala  sentenciad 
de  aplicación  al  caso  aquel  cuerpo  legal,  los  dos  primeros 
refieren  á  capacidad  de  los  herederos  y  no  pueden  desligan 
derarse  por  separado  de  los  que  proceden,  en  que  trata  de  le 
de  suceder  por  causa  de  indignidad,  no  haciéndose  después  < 
los  artículos  citados  que  establecer  los  momentos  á  que  ha 
dicha  causa  para  que  produzca  incapacidad,  caso  totalmente 
qne  la  Sala  sentenciadora  viene  á  resolver;  refiriéndose  loi 
artículos  á  instituciones  hereditarias  condicionales  que  a 
existido,  según  queda  demostrado,  y  á  la  administración  j 
debe  establecerse  en  ciertos  casos  mientras  no  se  cumple  li 
lo  que  aquí  tampoco  ha  tenido  lugar,  pues  ni  siquiera  lo  1 
dido  los  demandantes: 

Quinto.  La  infracción  del  art.  799  del  mismo  Código  c 
aun  admitiendo  que  la  institución  de  herederos  hecha  por 
Manuela  Aledo  hubiera  sido  bajo  condición  suspensiva,  segi 
la  sentencia  recurrida,  pudo  la  heredera  Doña  Juana  Manu( 
Carlos,  nieta  llamada  como  las  demás  por  la  testadora,  adqi 
rechos  sobre  la  nuda  propiedad  de  la  hijuela  de  tercio  y  quii 
frnctuaba  su  padre,  aun  antes  de  cumplirse  la  supuesta  c 
transmitir  desde  luego  esos  derechos  á  sus  causaba bientes, 
viene  el  artículo  citado: 

Sexto.  La  Infracción  de  la  ley  84,  tít.  9.^  Partida  6.*,  ; 
trinu  legal  establecida  en  consonancia  con  ella  en  la  senté 
Tribunal  Supremo  de  4  de  Noviembre  de  1877,  porque  tratái 
institución  hereditaria,  pura  ó  sin  condición,  el  dominio  d( 
gada,  según  aquella  ley,  pasa  al  legatario  por  muerte  del  U 
transmite  al  heredero  de  aquél,  aunque  el  legatario  falleí 
entrar  en  la  tenencia  de  la  cosa  legada;  y  según  la  citada  s 
bien  basta  la  muerte  del  usufructuario  no  entra  el  propieta 
nencia  de  la  cosa,  puede,  sin  embargo,  disponer  de  la  pro 
misma,  aun  cuando  premuera  aquél  y  su  derecho  pase  á  et 
por  testamento  y  abintestato;  ley  y  doctrina  olvidadas  por 
tenciadora  al  establecer  que  la  nifia  Dofia  Juana  Manuela  C 
los  no  pudo  admitir  ni  transmitir  á  sus  herederos  abintesta 
dad  de  la  hijuela  de  mejora  que  le  correspondió  en  hijuela  é 
Séptimo.    La  infracción  de  la  doctrina  legal  establecida  e 


Digitized  by 


Google 


Digitized  by 


Google 


t 


7H 


I 


f¡        262  JURISPRUDENCIA  CIVIL 

I ']  elación  de  un  elemento  de  prueba  que  aun  cuando  no  tuviera 
tancia  y  significación  que  la  Audiencia  de  Albacete  le  ha  dad 
esto  quedaría  desvirtuado  un  fallo  que  se  funda  en  la  directa 
^f  tación  hecha  por  el  juzgador  de  la  cláusula  en  cuestión;  7  que 
^  deben  ser  desestimados  todos  los  demás  motivos  del  recurso,  ; 
V  ellos  se  hace  supuesto  de  la  cuestión,  pretendiendo  atribuir^  li 
il  cláusula  una  interpretación  contraria  ó  distinta  de  la  que  sin 
á  la  sentencia; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu 

|(¡         curso  de  casación  interpuesto  por  Doña  Enriqueta  Garlos  Ali: 

condenamos  en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Albacet 

fícaclón  correspondiente  con  devolucii^n  del  apuntamiento  q 

mitido. 

Asi  por  esta  nuestra  seutencia,  que  se  publicará  en  la 
insertará  en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  1 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  fírmamos=Jo8é  d( 
Ricardo  Gallón.=FrancÍ8co  Toda.=Enrique  LaBSÚ8.=Ricard< 
=Vicente  de  Piniés.=Tomás  Gúdal. 
jfj  Pubiicación.=Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentenc 

¡'j         Excmo.  Sr.  D.  Tomás  Gúdal,  Magistrado  del  Tribunal  Supn 
I  brando  audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  d 

Ij  tinco  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

,  Madrid  16  de  Febrero  de  1901.=Licenciado  Jorge  Martínez. 


NvLxn.  46.— TRIBUNAL  SUPREMO.— 18  de  Febrtro 
pub.  el  25  de  Marzo. 

Casación  por  infracción  de  ley.  — Ejecución  de  senient 
tencia  declarando  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  | 
Inés  Séenz  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  c 
Audiencia  de  Palma,  en  incidente  con  D.  Rafael  de  Lí 
En  sus  considerandos  se  establece: 

Que  81  bien,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  art,  926  de  la  I 
juicíamíento  civil,  cuando  alguno  gana  en  un  pleito  una  coj 
ble,  debe  ponérsele  inmediatamente  en  posesión^  tal  prece¡ 
tiende  si  la  cosa  está  en  poder  de  quien  con  arreglo  á  la 
ejecutoria  debe  entregarla,  no  cuando  la  posea  un  tercen 
legalmente  no  pueda  ajectar  la  demanda,  el  cual,  posea  ene 
por  Justo  titulo,  no  puede  ser  desposeído  sin  antes  haoérst 
vencido  en  juicio,  conforme  al  art,  10  de  la  Constitución 
Código  civil,  que  consigna  el  derecho  de  todo  poseedor  á  s 
íado  en  su  posesión,  y  el  de  ser  amparado  y  restituido  en 
los  medios  que  las  leyes  establecen;  y  no  observando  esta  di 
Sala  sentenciadora,  infringe  aquellos  artículos  y  el  1252  di 
citado. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  18  de  Febrero  de  1901,  e 
dente  de  previo  y  especial  pronunciamiento  promovido  por 
Sáenz  y  Socies,  propietaria  y  vecina  de  Buger,  ante  elJuzgado  c 
instancia  de  Inca,  y  seguido  en  la  Sala  de  justicia  de  la  Au< 
Mallorca,  contra  D,  Rafael  de  Lacy,  militar  y  vecino  de  Madrl 
cepto  de  legítimo  representante  de  su  esposa  Doña  María  Gi 
diligencias  de  ejecución  de  sentencia  dictada  en  vía  de  apelac 
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que  «1  jnicio  ejecQtlTO  relmoloiiAdo  f«é  tm  aouerdo  entre  ejecatanta  y 
ejeecrtaido  para  tirvebetar  á  Defi*  María  Khnl  loe  dereehoe  que  hmhrfen 
de  deri verse  de  la  senteaota  deeo^a  ejeceolóa  ae  trataba;  jtiaeiendo 
relereneki  á  les  autos  originarlos  de  la  ejecaetén  de  la  sentencia,  origen 
á  so  Tes  de  este  incidente,  terminó  pidiendo  ee  le  abeolviera  en  el  con- 
<3epto  que  litigaba  de  la  demanda  incidentalf  renütlendo  en  sn  omoo  á 
Dofia  Inés  Sáeni  á  nsar  en  el  Jolcio  dectarative  correspondiente  del  de- 
recbo  de  qne  se  creyera  asistida,  con  imposloión  de  las  coetas: 

Resaltando  qne  acosada  la  rebeldía  de  D.  Ramón  Pons  7  D.  Jonqnin 
Escanellae,  y  expirado  el  término  qne  se  lee  concedió  sin  qoe  presenta- 
ran escrito  algirao,  se  recibió  el  incidente  á  proeba,  practieándoee  do- 
comentai,  y  sostanciado  en  dos  instancias,  la  Sala  de  josticia  de  la  Aa- 
diencia  de  Mallorca,  en  9  de  Jnlio  de  1900,  dicto  sentencia  revoeatoria 
de  la  del  inferior,  y  declaró  no  baber  logar  á  la  demanda  Incidental  f  or- 
motada  por  Dofia  Inés  Sáens  Socies,  ai  por  tanto  á  dejar  sin  efecto  la 
providencia  de  ^  de  Agosto  de  1898,  absolviéndose  de  dicha  demanda 
á  D.  Rafael  de  Lacy  y  Vignera  en  ei  concepto  qne  neaba,  sin  hacer  es- 
pecial condenación  de  costas: 

Resaltando  qae  contra  el  fallo  de  la  Aodiencia  ha  interpoesto  Dofia 
Inés  Sáenz  Socies  recarso  de  casación,  fondado  en  el  núm.  1.^  del  ar- 
tícok)  169S  de  la  ley  de  Bnjoiciam  lento  civil,  por  haberse  infrinc^do  á 
sn  jnicio: 

Primero.  El  art.  446  del  Código  civil,  segón  el  cual,  Dofia  Inéa  Sáena 
tiene  derecho  á  ser  respetada  en  so  poseeién,  y  el  art.  10  de  la  Conetita- 
clón  de  la  Monarqoía,  qae  en  conformidad  con  otras  leyes  más  antlcrnae, 
confirma  la  necesidad  de  oir  y  vencer  en  Jolcio  á  los  ciodadanoa  antes 
de  desposeerlos: 

Segando.  El  art.  1262  del  Código  civil,  definidor  de  los  reqoieltoe 
4e  la  cosa  jazgada,  y  aon  la  misma  sentencia  del  pleito  declarativo  que 
sigoió  Lacy,  pronunciada  en  1.^  de  Jonio  de  1698,  por  coaoto  qne  el 
fallo  recorrido  extiende  de  ttechoá  la  recorrento,  qoe  no  foé  emplasada, 
ni  oída  ni  condenada  en  aqoel  Jolcio,  la  eficacia  del  fallo  qoe  cotonees 
lobtnvo  el  demandante  contra  otrae  pereonae,  y  también  el  art.  9M  de  la 
ey  de  Enjoiciamiento  civil,  el  coal  se  torgivena  y  aplica  indebida- 
mente coando  los  bienes  qoe  se  maodan  entregar  no  están  en  poder  del 
litigante  ó  los  litigantes  vencidos  en  la  sentencia  para  cayo  com^li- 
miento  se  proceda;  y 

Tercero.  La  doctrina  legal,  conforme  con  las  citas  de  los  dos  prece- 
dentes párrafos,  qoe  este  Tnbonal  Sopremo  aotoriióeo  sentenciae  de  17 
<le  Mayo  y  29  de  Diciembre  de  188S,  17  de  Octobre  de  1887  y  19  de  Oe- 
tabre  de  1898.  * 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Vicente  de  Piniés: 
Considerando  qoe  si  bien,  á  tenor  de  lo  dispae8to4M&  el  art.  926  de  la 
ley  de  Eajoiciamiento  civil,  coando  aigono  gana  en  el  pleito  ona  ooea 
inmoeble,  debe  ponérsele  inmediatamente  en  posesión,  tel  precepto  se 
entiende  si  la  cosa  está  en  poder  de  qoieo  coa  arreglo  á  la  seotencia 
ejecotoria  deba  eotregarla,  no  coando  la  posea  on  tercero  á  qoieo  legal - 
mente  oo  poeda  afectar  la  demanda,  y  qoe  habiéndose  jodicialmente 
adjodlcado  á  Dofia  loéa  Sáens  la  porción  de  tierra  prooedento  de  los 
predios  Talapí  y  San  1<  igaerola,  de  la  qoe  es  poseedora  por  dicho  tí- 
tolo  josto,  no  poede  la  recorreote  ser  desposeída  sio  antes  habérsele 
oído  y  vencido  en  jaldo,  cooforme  al  art.  10  de  la  Constitocióo  de  la 
Monarquía  y  446  del  Código  civil,  qae  coasigna  el  derecho  de  todo  po- 
eeedor  á  ser  respetado  eo  so  pesesién  y  el  de  ser  amparado  y  restitoído 
^n  ella  por  los  medios  qne  las  leyee  establecen: 
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^ttftríá^  domiciliada  en  Lorca,  provincia  de  Murcia,  reprew 
\átoliiáildad  por  D.  Baimnndo  Boano  Blásqaea  con  el  cáract 
dente»  con  ia  súplica  de  qne  ee  la  condenase  á  pagarle  la  sn 
pttsetes  60  céntimos,  que  e)  en  deberle  por  eneldos  qne  ha  i 
^ju^r,  como  guarda  de  la  expreeada  mina,  desde  1.®  de  Octo 
HDon  más  los  réditos  legales  correspondientes,  á  cuyo  efeoto 
calentes  hechos:  qne  hace  más  de  veinte  afios  fué  nombrad 
£|  mina  i&er^ei,  sita  en  Herrerías^  de  aquel  término  muni< 
«óeldo  de  2  pesetas  60  céntimos  diarias,  rebajado  á  una  con 
en  el  afio  1888;  que  este  sueldo  vino  percibiéndolo  hasta  el  t 
Bepüembre  de  1890,  pues  desde  el  siguiente  Octubre,  en  que 
dio  el  último  libramiento  para  pago  de  aquel  mes  de  gnan 
«ecibido  cantidad  alguna;  que  no  olMtante,  ha  venido  deseo 
cargo  durante  todo  ese  tiempo,  como  lo  Justificaba  con  las 
'que  acompafiaba  á  su  escrito,  demostrándose  también  por 
-¿Ido  muchas  é  infructuosas  las  gestiones  practicadas  por  e 
-conseguir  el  cobro  del  todo  ó  parte  de  su  cuenta;  y  que  el 
leóhaaó  en  absoluto  las  proposiciones  que  se  le  hicieron  en  . 
para  que  percibiera  por  vía  de  transacción  2.000  pesetas,  qt 
'pagársele  1.000  en  el  acto  y  las  otras  1.000  conforme  fuwa 
la  mina  Iberia: 

Resultando  que  en  esta  demanda  se  pidió  por  medio  de 
para  el  emplazamiento  de  D.  Baimnndo  Buano  Blázquei, 
actual  de  la  Sociedad  La  Disputada,  se  librase  exhorto  al  Joi 
mera  instancia  de  Lorca;  acompafiándose  al  escrito  antes 
■además  del  testimonio  de  la  sentencia  declarando  pobre  al » 
<mrtas  que  se  dejan  indicadas,  de  las  cualee  merecen  espe< 
las  dos  que  siguen:  una  fechada  en  Lorca  el  día  2  de  Majo  < 
-orita  por  D.  Juan  J.  Lillo  y  dirigida  á  D.  Juan  de  la  Orna  Mi 
^comienza:  cMuy  sefior  mío:  Tengo  en  mi  poder  sus  aprecia 
^  de  Mayo  último,  que  por  duplicado  me  ha  remitido,  entren 
mero  al  Vicepreeidente  D.  Gamilo  ...>,  y  después  contiene, 
el  sii;uiente  párrafo:  cTambién  le  dije  que  se  viera  la  mane 
gar  á  üd.  algo  á  cuenta  del  adeudo  ó  parte  que  se  le  haya  d 
que  quede  de  la  liquidación  de  lo  que  manden  de  Murcia, 
pagar  los  gastos  de  esta  comisión;  puesto  que  el  Sr.  Sirés  es 
^{astar  de  aquí  en  adelante,  pues  nosotros  le  hemos  hecho 
veremos  lo  que  haya  de  residuos»;  y  otra  carta,  suscrita  tam 
xa  con  fecha  7  de  Ji^ilio  de  1899  por  el  D.  Juan  J.  Lillo  y  dir 
Bodrigo  Cervantes,  en  Garrucha,  en  la  cual  aquél  dice  á  éet< 
otras  cosas,  lo  que  á  continuación  se  copia;  «Agradezco  su  a 
'6  del  que  actúa,  avisándome  que  Juan  Mondéjar  le  ha  ent 
que  reclame  Judicialmente  unas  cantidades  que  la  Sociedad 
da  le  adeudaba;  ayer  mismo  le  di  curso  á  su  atenta  citada, 
actual  Presidente  solucioné  ese  particular,  y  yo  creo  que  mi 
y  sin  necesidad  de  ir  al  Juzgado,  se  dispondrá  su  solución. 
Até  el  gusto  de  participarle»: 

Besultando  que  librado  exhorto  al  Juzgado  de  primera 
Lorca  para  que  se  citase  y  emplazase  á  D.  Baimnndo  Buan 
tuvo  lugar  en  22  de  Octubre  último  dicho  emplazamiento;  j 
acusado  el  actor  la  rebeldía  en  escrito  de  6  del  siguiente  Nc 
hubo  ésta  por  acusada  en  providencia  del  mismo  día,  con  el 
tenerse  por  contestada  la  demanda  á  nombre  del  Buano,  y  q 
•diesen  las  actuaciones  con  los  estrados  del  Tribunal: 

Besultando  que  entretanto  D.  Camilo  Marzuchelli  Pérez 
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Afí  por  e«ta  miMtra  sontaicia,  que  se  publicará  en  h 
MftMá  en  le  Colección  Legislativa,  paaándoee  al  efe 
neoeearies,  lo  pronanciemos,  meademoe  y  firmeinoe.=Jo 
=rJoeó  de  GeniicJU=Rnriqoe  LaeeáB.=:Joeqniii  Gonsáles 
Pedro  Lavin.=: Vicente  de  Pinié8.=::Tomáfl  Gádal. 

Pnblicación.=Leida  y  poblicada  íoó  la  anterior  se 
Bzemo.  8r.  D.  Enriqoe  Laeeús,  Magistrado  del  Tribonal  1 
brando  audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  ki 
tífico  eomo  Belator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  19  de  Febrero  de  1901^Ucenciado  Hilario  JA 
j  Tortee. 


27üm.  4Q.-TRIBUNAL  8UPREII0.-I9  de  Febrero,  p«b.  t 

Casación  por  infracción  ub  LEr.—Resíitueión  de  w 
gar  ma/emo.— Sentencia  declarando  baber  lugar  i 
terpuesto  por  Doña  Adelaida  de  Icaza  contra  el 
por  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
En  sus  coNSiOBRANDos  seostabieco: 

Que  tratándose  de  determinar  la  extensión  de  la  Je 
dida  en  el  art.  32J  del  Código  civil  á  la  hija  mayor  de  e 
ñor  de  eeintieineo  años^  para  dejar  la  casa  paterna  sv 
padre  ó  de  la  madre  en  cuya  compañía  viva,  con  el  obj 
estado,  4Íebe  atenderse  para  decidir  tal  cuestión»  no 
léxico^  ó  sea  á  los  distintos  significados  que  en  nuestro 
la  frase  ^tornar  estados,  como  equivalente  de  pasar  de 
sado,  de  secular  á  eclesiástico,  del  siglo  á  la  religión,  seg 
Diccionario  comunmente  llamado  de  Autoridades^  y  et 
clásicos,  sino  á  la  acepción  más  conforme  al  contenido 
dan  legal  que  haya  d¡e  interpretarse,  jf  en  todo  caso  ai 
portancia  y  trascendencia  que  el  Código  otorga  enel  c 
recho  privado  á  aquellos  estados,  para  asi  deducir  el  t 
canee  del  precepto,  y  resolver  si  éste  les  comprende  ind 
ó  sólo  se  r^ere  con  especialidad  á  alauno  de  los  mismi 

Que  al  establecer  y  ordenar  el  Cóaigo  dvil  los  estac 
expresivos  de  las  diversas  situaciones  en  que  puede  hallarse  colocado 
el  sujeto  del  derecho,  es  evidente  el  relieve  que  da  al  estado  eonstir 
luido  por  el  matrimonio,  como  origen  de  múltiples  derechos  y  obli- 
gaciones que  con  toda  minuciosidad  determina,  mientras  sólo  se  re- 
nere  á  la  condición  de  las  personas,  por  su  estado  eclesiástico  ó  re- 
ligioso, ^a  Jijar  su  capacidad  ó  incapacidad  en  relación  con  algu- 
nas instituciones  jurídicas,  y  que  á  partir  de  este  principio,  no  es 
lógico  equiparar  en  el  orden  meramente  dvil,  y  dada  la  finalidad  del 
mismo,  el  estado  de  matrimonio  con  el  religioso--aun  reconocida  la 
preeminencia  de  asteen  su  respectiva  esfera—,  para  estimarlos  pom* 
prendidos  en  el  mismo  concepto  del  art.  321,  y  suponer  que  el  legis- 
lador quiso  también  referirse  á  otro  estado  que  no  fuera  el  de  ma- 
trimonio; porque  si  tal  hubiera  sido  el  propósito  expresamente  se 
habría  establecido  en  el  Código,  ¡(a  que  el  estado  religioso  no  es  ni 
puede  ser  objeto  de  su  preocupación  especial  al  deñnir  y  regularlas 
materias  de  derecho  dvil: 

Que  ^r  lo  expuesto,  la  palabra  testado»,  cuando  se  usa  por  el  C6;- 
digo  civil,  ha  de  referirse  necesariamente  á  los  por  el  mismo  regh 
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&  Uerarla  al  domicilio  de  la  misma  c 
^Q  de  qae  de  íagarse  otra  res  le  para 
invocó  al  efecto  lo  ditpaesto  en  el 
)pto  de  qae  la  frase  <  tomar  estado» 
9  contraer  matrimonio»;  sin  poden 
lesiástico,  el  caal,  por  otra  parte,  m 
ds  á  las  congregaciones  religiosas, 
il  sarcerdocio: 

icada  Dofia  Adelaida  de  Icasa  en  el  e 
>  ante  el  Jasgado  de  primera  instai 
capital,  tuvo  lagar,  en  virtad  de  prc 
to  á  Dofia  Adelaida  de  Ubao  é  Icaza 
en  el  convento  por  sn  libre  7  espon 
Bsar  en  él,  decisión  conocida  por  sa 
a  oposición  á  ello  de  ésta,  y  princi 
ate,  resolvió  irse  ai  convento,  sin  i 
^nerla,  por  ser  major  de  edad: 
tales  méritos,  el  Jazgado  desestima 
Mayo  la  referida  solicitad,  7  decli 
9tro  de  26  de  Janio  signiente,  en  el  c 
os  la  apelación  interpuesta  snbsidií 
la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Á 
'mado  dicho  auto  de  81  de  Mayo  poi 
^ia  en  36  de  Os^tabre  último: 
a  Adelaida  de  Icasa  y  Landavaso  h 
no  comprendido  en  el  núm.  1.®  de 
to  civil,  fundándole: 
resolverse  por  el  aoto  recurrido  qi 
o  la  casa  materna  para  tomar  esta 
rpretación  del  art  S31  del  Código  c 
dicho  enunciado  la  profesión  re 
ccionario  de  la  Academia,  la  Histor 
recedentes  y  concordancias  legales  d 
'ecarrente,  que  evidencian  ser  aqui 
itlco«  mucho  más  cuando  se  trata  <] 
is  la  expresada  frase  no  tiene,  ni  pu< 
contraer  matrimonio;  y 
ación  también  del  citado  art.  821  c 
tos:  primero,  porque  el  ingreso  en  e! 
aonja,  sino  preparación  para  profc 
i  XXV  del  Concillo  de  Trente;  y  seg 
pot  la  Iglesia,  ni  reconocido  por 
as  del  Corasen  de  Jesús,  y  atendidí 
naterna  Dofia  Adelaida  de  Ubao,  e 
ades  exigidas  para  tomar  el  hábito, 
ciado,  ni  el  ingreso  en  el  convento  i 
a  recta  aplicación  del  capitulo  17,  & 
á  lo  anómalo  de  todo  ello  se  agregí 
constituido  conforme  á  lo  que  preí 
nedicto  XIV,  pues  no  basta  que  esU 
mclusión  que  ni  aun  cabe  pretendei 
la  mencionada  casa  materna  pan 
ado  asi  más  flagrante  la  infracción 

Lte  el  Magistrado  D.  Vicente  de  Pini 
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Oarraaco;  Doña  María  Oamii 

defensora  Dofia  Emilia  de  P 

oompareoiendo  las  dos  prim< 

día,  y  8i  Ja  última,  ó  sea  la  i 

de  1S96  alegó  como  excepció 

ser  heredera  cierta  y  determ 

«aosante,  cnyo  artícalo  prev 

él,  en  27  de  Febrero,  senten( 

tal  excepción,  y  se  declaró  q 

testar  la  demanda,  con  Impo 

Resaltando  que  ooníeridc 

/liíeetando  qae  modificaba  si 

dnica  y  exclasivamente  el  ci 

Dofia  8ofia  de  Ckiero  y  Pita,  < 

se  le  condenase  en  cuanto  te 

yes  hechos  y  fundamentos  < 

que  la  Dofia  8ofía  de  Cuero 

representando  á  éste  en  virtí 

f  eridos  por  su  residencia  en 

de  gerencia  que  al  último  c 

dejado  por  su  hermano  D.  Fi 

redero;  que  en  tal  concepto  ] 

utiliza  ese  capital  en  sentido 

gnna  especie,  recogiendo  sue 

ter;  que  es  indudable  que  li 

«argo  á  los  capitales  bereditfl 

lación  con  lo  sucedido  respe< 

modiñcación  introducida  en 

ría,  el  demandante  invocaba 

facultad  y  atribuciones  que  i 

lo  respectivo  á  establecer  y  c 

mas  die  las  testamentarias,  i 

clamaciones  contra  cualquie 

aceptar  la  herencia  á  benefíc 

donde  alcance  la  porción  ber 

Dofia  8ofía  de  Cuero,  la  cual 

de  la  cantidad  que  se  le  recli 

cede  el  art.  548  de  la  ley  de 

demanda  en  el  sentido  que  q 

Resultando  que  durante  € 

en  los  autos  Dofia  Sofía  de 

presentante  de  su  marido  D. 

sela  tenido  por  parte,  se  le  c 

cuyo  traslado  evacuó  en  escr 

de  que,  teniéndose  por  impuj 

por  el  actor  D.  Gonzalo  Mora 

dosele  en  las  costas;  en  apoy 

que  ocurrido  el  fallecimient< 

los  Letrados  D.  Ángel  Camin 

nombrados  por  aquél,  á  pra 

el  causante;  que  á  este  efecto 

drés  García  Pérez,  en  repres 

nero  Carrasco,  y  Dofia  Sofía  i 

celebraron  varias  conferencii 

pudiera  interesarles  y  no  est 
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mentarias;  que  ono  de  los  aeiierdofl  tomados  fué  el  de  nombramiento  de 
adminietrador  á  favor  de  D.  Andrée  Qaroia  Póreí,  aliíaoea,  en  onldn  de 
D.  Sixto  Trajino,  nombrado  por  el  oaoaante  en  en  testamenta;  qna  paea- 
doe  algunos  meses  darante  los  cuales  no  ta?o  la  demandada  interven- 
ción alguna  en  las  operaciones' partioionales,  ínó  invitada  ésta  por  los 
contadores  para  hacerse  cargo  de  varios  bienes  que  se  adjudicaban  al 
esposo  de  la  dicente  en  aquella  partición,  así  como  también  para  qne  se 
encargara  de  cultivar  las  fincas  y  recoger  sus  productos,  á  cuyo  efecto  se 
le  facilitó  una  copia  simple,  sin  firma  alguna,  en  la  que  se  relacinnaa 
los  aludidos  bienes;  qne  la  demandante  al  objeto  de  examinar  la  parti- 
ción, para  aprobarla  si  estaba  en  debida  forma  ú  oponerle  loe  reparo» 
consiguientes  si  no  se  habían  girado  en  la  forma  acordada,  interesó  de 
los  contadores  qne  le  dieran  vista  de  ella;  qne  esto,  tan  justo  y  natural 
tratándose  de  una  parte  interesada,  no  lo  consiguió  en  aquella  ocasión 
ni  lo  había  podido  conseguir  hasta  entonces,  ignorando,  por  lo  tanto,  si 
la  antecitada  partición  está  ó  no  terminada,  y  en  caso  de  estarlo,  en  qsé 
forma  se  ha  hecho;  que  por  esto,  ni  conoce  la  partición  de  referencia,  ni 
en  ella  ha  estampado  la  demandada  sn  firma  oomo  muestra  de  confor- 
midad ó  aprobación  por  sn  parte  de  los  trabajos  practicados;  qne  por 
manifestaciones  que  D.  Gonzalo  Morales  hace  en  sn  escrito  de  demanda 
de  honorarios,  y  por  rumores  que  han  llegado  á  los  oídos  de  la  deman- 
dada, viene  ésta  en  conocimiento  de  que  tal  partición  ha  sido  aprobada 
por  los  contadores  en  acta  notarial  y  sido  protocolada  en  la  Notaría  de 
D.  Juan  Benito  Molina;  que  esto  ha  producido  á  la  dicente  gran  eztra- 
fiesa,  haciéndole  confirmarse  en  la  opinión  de  qne  algo  anómalo  y  raro 
habrá  en  la  precitada  partición  cuando,  saltando  por  los  trámites  legales 
más  rudimentarios  y  atrepellando  derechos  propios,  se  trata  de  qne  ees 
un  hecho  consumado  su  práctica  y  se  la  envuelve  en  un  misterio  injus- 
tificado, contra  la  voluntad  de  quien  tiene  la  indiscutible  facultad  de 
examinarla  ó  impugnarla  en  todo  aquello  que  no  esté  en  debida  lormí^ 
y,  finalmente,  que  D.  Qonzalo  Morales  del  Campo,  oomo  uno  de  loe 
contadores  nombrados  en  el  testamento  de  referencia,  pretende,  por 
medio  de  la  demanda  inicial  del  pleito,  que  Dofia  Sofía  de  Onero  le  abráie 
6.000  pesetas  por  la  mitad  de  los  trábalos  empleados  en  la  mencioaada 
partición,  acompañando  al  efecto  minutado  honorarios  en  qne  tales  tra- 
bajos se  detallan: 

flesultando  que,  como  fundamentos  legales  de  sn  impugnación  de  la 
demanda,  alegó  Doña  Sofía  de  Onero:  que  es  un  principio  de  deredio 
apoyado  en  la  costumbre,  la  lógica  y  la  rasón,  y  reconocido  además  en 
todos  los  Códigos,  que  la  persona  que  exige  de  otra  el  pago  ó  retriba- 
ción  de  un  trabajo,  debe,  ante  todo,  justificar,  no  sólo  la  existencia  de 
ese  trabajo,  sino  también  haberse  hecho  en  debida  forma  y  con  arreglo 
á  lo  convenido  ú  ordenado;  que  por  ello  la  persona  qne  ha  át  pagar  el 
trabajo,  tiene  un  derecho  indiscutible  á  examinarlo  con  toda  detendáB, 
aceptándolo  como  bueno  ó  reparándolo  en  cuanto  resulte  deficiente  ^ 
inexacto,  cuyo  requisito  es  siempre  previo  é  indispensable  para  bio^' 
aquella  reclamación;  que  D.  Gonzalo  Morales  pretende  de  la  demandada 
el  abono  de  una  suma  devengada  por  a4]uél,  como  contador,  en  la  ptrti* 
ción  del  caudal  procedente  de  D.  Francisco  Caminero;  qne  estos  tratejoe 
son  desconocidos  para  la  dicente,  por  quien  se  halla  representado  ds^ 
de  los  herederos  instituidos  en  el  testamento  del  cansante  de  la  heren- 
cia; qne  por  tal  razón,  la  demanda  de  Morales  debe  ser  desestimada,  por 
lo  menos  hasta  tanto  qne  se  dé  vista  de  la  partición  á  la  dnplieanis  í 
apruebe  los  trabajos  que  en  ella  hayan  practicado  los  contadores;  qo* 
la  minuta  de  honorarios  del  actor,  reclamados  á  Dofia  Sofía  como  mii*^ 
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de  loa  devengadofii  por  aquél 
de  lo  Goal  ha  de  deducirse, 
cantidad  correeponderá  á  la 
como  el  otro  contador,  D.  Ad 
ción  que  Morales,  aparece  qi 
tando,  por  lo  tanto,  valuadoe 
24.000  pesetas,  respecto  de  ui 
tímoe,  equivaliendo,  según  e 
por  100  del  caudal,  ó  sea  á  na 
tir  esto  en  hecho  consumado 
la  costumbre  arraigada  y  obe 
ríos  por  esa  ciase  de  trabajos 
qne  b(^  parte,  cuya  costumbre 
guiadoras,  para  impugnar  co 
minuta  de  honorarios  redar 
ñuta  aparecen  partidas  llam 
das  y  otras  por  ser  improced< 
duplicadas,  pertenecen  las  pi 
pesetas  respectivamente,  con 
juntas  y  examen  de  doeumi 
quiera  que  esos  trabajos  se 
misma  y  forman  parte  del  t< 
7  por  los  cuales  se  fija  en  la 
determinada,  esas  otras  dos  ] 
ción  de  la  primera,  debiendo 
no  autorizadas  por  la  ley,  c< 
total  que  representa  la  mi  ni 
ley  de  Enjuiciamiento  civil; 
tes  pertenecen  la  quinta  y  úl 
pesetas  como  mitad  de  honoi 
tiones  practicadas  en  el  Regi 
de  los  títulos  justificativos  d 
minero>,  cuya  partida  debe 
innecesario  de  los  trabajos  q^ 
haber  prestado  algunos  de  el 
dan  ser  aprovechadas,  y  apoj 
ticulo  de  la  ley  procesal  ante 
la  misma  ley,  las  operacionc 
de  manifiesto  en  la  Escribaí 
saber  á  las  partes,  y  si  bien 
teetamentaria,  sino  de  una  ] 
objeto  de  este  artículo  es  que 
y  aprueben  ó  impugnen  los  - 
rigurosa  aplicación  á  este  caí 
deros  de  un  derecho  que  les  i 
les  de  Justicia  pueden  impe 
trata  no  puede  conceptuarse 
taría,  mientras  no  recaiga  en 
como  representante  de  su  es 
convenios  celebrados  por  lo 
fué  nombrar  administrador  < 
drés  García  Peres  para  que 
hiciera  todos  los  gastos  conoi 
carón  bienes  del  mismo;  que 
su  cuenta  á  los  herederos  bf 


Digitized  by 


Google 


t88  JURQPüVINBNCIA.  CIVIL 

bl6M  al  srt.  IMS  del  Oódifo  cLvU;  que  mlaatcM  toles  cuentos  no  ee  ria- 
d«n,  iM  recUioAoioaee  debea  dirigicee  al  adniaietrador  y  no  á  loa  lie- 
federoe,  porqae  éatos  IgnoraQ  to  iovenión  dada  á  loe  bieoe*  adjadi- 
«adoe,  y  si  hay  ó  no  exUtenela  con  qae  haoer  efectWoe  loe  ndeados,  y 
para  conclalr,  qae  eeto  doctrina  viene  á  robnatooerla  ei  art.  007  del  el- 
tedo  Código»  qae  sienta  como  principio  qae  los  albaoeas  deben  dar 
•cnento  de  so  encargo  á  ios  herederos,  siendo  nnia  toda  dleponiclén  del 
testodor  contraria  á  aqnei  precepto: 

Resaltando  que  de  coaformidad  con  lo  interesado  por  las  partee,  ae 
recibió  el  pleito  á  prueba,  practicándose  doenmentol»  testifical  y  de  ab- 
solacióa  de  posiciones,  en  cayo  aoto  reeonoció  el  actor  como  de  an  polio 
y  letra  dos  cartas  presentadas  en  este  trámite  por  la  demandada,  en  ana 
de  las  onales  aqaél  reclama  á  ésto,  en  10  de  Diciembre  de  1894,  la  canti- 
dad de  2.000  pesetas  en  qae  estimaba,  por  lo  referente  á  la  destlnataria, 
sns  honorarios  por  la  partición  y  demás  con  ella  relaeionado,  recor- 
dando el  D.  Gvinsalo  Moraiee  á  la  Dofia  8o((a  de  Ooero,  en  sn  otra  carta 
de  8  de  Febrero  de  1896,  aquella  reclamación,  siendo  en  lo  snaianeial  el 
resaltado  de  dicha  prneba,  según  se  coneigna  en  la  sentoecia  reoarrida: 
que  Dofta  Sofía  de  Oaero,  al  abeolrer  posiciones,  confesó  haber  asistido 
Á  varias  reuaioaes  qae  tuvieron  por  objeto  la  división  de  ftocae  y  mne- 
bles  de  la  herencia,  annque  en  ellas  no  vio  si  se  tavo  allí  la  operacióa 
particional;  qae  está  en  posesión  de  alguna  de  esas  fincas;  qoe  ee  verdad 
dirigió  ei  Letrado  D.  Gonxaio  Morales  los  expedientes  de  información 
ad  perpetuam,  y  de  nombramiento  de  defensor;  qae  no  le  ha  pa^redosns 
honorarios  ni  le  ha  pregantodo  cnanto  importan,  por  entender  no  ha- 
llarse terminadas  las  particiones;  reconociendo,  por  último,  como  sayas 
las  cartas  aoompafiadas  á  la  demanda,  en  la  qne  habla  de  reuniones  para 
oonferenciar  sobre  la  partición;  se  da  por  enterada  de  qne  ésta  fnó  de- 
vuelto por  el  Registrador  de  la  propiedad,  mediante  no  haberse  llenado 
oiertos  requisitos,  y  pide  con  repetición  á  Moraiee  ona  oopto  simple  de 
ellas;  que  testigos  presentados  por  el  demandanto  declaran,  si  bien  sí- 
ganos de  referencia,  qne  Dofia  Sofía  de  Gnero  asintió  á  la  forma  y  al 
fondo  de  la  partición  y  á  las  adjudicaciones  hechas;  qne  promovió  le- 
nniones  para  conferenciar  acerca  de  la  misma,  las-coales  se  celebraron 
con  asistencia  de  Morales,  habiéndolas  tenido  tombién  en  1896,  y  qsc 
para  asistir  á  una  de  ellas  llevó  Dofia  Sofía  un  Aboscado  de  esta  oort»; 
confirmando  tales  testigos  las  gestiones  de  Morales  en  el  Begistro  de  la 
propiedad  y  en  los  expedientes  judictoles  de  Información  ad  perpetúan^, 
y  sus  trabajos  para  arreglar  los  títulos  de  propiedad  de  bienes  de  la  he- 
rencia y  entregar  los  adjudicados;  y,  finalmente,  que  habiendo  la  Dofia 
Sofía  de  Gnero  propueeto  prueba  de  teatigos,  enc%mlnada  á  justificar  qns 
por  todos  los  trabajos  de  un  Letrado  inherentes  á  la  división  de  nn  caa- 
dal,  es  costumbre  en  Valdepefias  no  fijar  como  honorarios  más  del  2 
por  100  del  valor  de  la  herenoia,  dio  por  resultado  dicho  medio  probato- 
rio qne  seis  Abogados  dijeran  no  ser  cierto  esa  costumbre,  y  que  nn  le- 
trado, no  de  ciencia  propia,  sino  por  Informes  recibidos,  manifestara  ser 
cierta  la  costumbre  á  qne  la  pregunta  se  refería: 

Resultondo  que  anidas  las  pruebas  á  los  autos,  evacuados  los  trasla- 
dos de  conclusión  y  mandados  llevar  aqaélios  á  la  visto  para  sentencia, 
el  Juagado  de  primera  instencia  de  Valdepefias  acordó,  para  mejor  pfO- 
veer,  la  práctica  de  avalúo  ó  dictomen  pericial  acerca  de  ios  honoraries 
devengados  por  el  demandante  en  to  partición  de  bienes  practicada  een 
motivo  de  la  defunción  de  D.  Francisco  Oaminero  Garrasco,  y  habiea^o 
recaído  el  nombramiento  en  el  Licenciado  D.  Manuel  Beooero,  emitid 
éste  su  informe,  en  qne  se  ratificó  después,  manlfestondo  que  entendía 
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D.  Gonislo  Horftl60,  por  ra  aatleipMióii  á  raclanuir»  tasara  y  fljart  ca- 
prichoBamente  en  poco  6  en  mocho  loa  honorarios  devengados  por  el 
otro  oompafiero,  sin  oontar  con  so  yoiontad,  qne  mny  bien  padieía  ser 
disconforme: 

Segando.  Los  artícnlos  1(M4  y  1084  del  citado  Código»  aquél  por  su 
errónea  interpretación  y  éste  por  sn  aplicación  indeb.da;  toda  ves  que  •• 
trata  del  pago  de  nnos  honorarios  comprendidos  entre  los  conceptos  co- 
nocidos bajo  el  nombre  de  gastos  de  partición,  cayo  importe  ordena  ter- 
minantemente el  primero  de  dichos  artionlos  se  dedasca  de  la  herencia, 
ó  lo  qoe  es  igoal,  qae  se  rebaje  de  la  masa  hereditaria  á  menos  distri- 
bair  entre  partes,  y  lejos  de  hacerlo  aai  el  actor  Morales,  prescindió  en 
sa  demanda  del  contenido  de  aquel  precepto,  dividiendo  por  en  gasto  lo 
qoe  era  indivisible,  dirigió  so  reclamación,  no  contra  el  caadal  heredita- 
rio, ó  sea  el  con janto  de  bienes  qoe  forman  la  herencia,  sino  contra  ano 
solo  de  los  herederos,  deqoien,  según  dice,  reclama  la  mitad  de  sos  dere- 
chos; mas  como  tal  manera  de  pedir  está  en  abierta  contradicción  con  lo 
dispuesto  en  el  citado  art.  1064,  es  obvio  qoe  el  demandante  careda  de 
acción,  y  al  no  estimarlo  así  la  Sala  sentenciadora,  ha  infringido  la  ley, 
interpretando  de  on  modo  erróneo  aqoel  precepto,  con  arreglo  al  co¿U 
lejos  de  haberse  dado  logar,  siqoiera  en  parte,  á  la  demanda,  se  debié 
haber  rechaiado  de  plano,  mediante  la  absolación  de  la  misma  á  la  re- 
nárrente;  no  habiéndose  dejado  en  realidad  de  verdad  de  comprenderse 
así  por  dicha  Sala,  coando,  para  fandamentar  sa  fallo,  no  ha  pretendido 
apoyarse  únicamente  en  el  antecitado  artícolo,  sino  qae  ha  ido  á  bascar 
el  precepto  del  art.  1084,  qoe  es  á  todas  laces  inaplicable,  por  referirse 
al  pago  de  las  deodas  hereditarias,  de  ningona  de  las  caales  se  trata 
ahora,  porqoe  el  recorrido  Morales  no  poede  atribairse  el  carácter  de 
acreedor  del  finado  ó  de  la  testamentaría,  á  cayos  acreedores,  y  no  á 
otros,  hace  referencia  aqaella  última  disposición  qoe  la  sentencia  cita  y 
aplica  indebidamente: 

Tercero.  Los  artículos  1068,  1066  y  166  del  propio  Código  civil,  en 
cnanto  considera  la  sentencia  recorrida  qoe  las  partidas  8.*  y  6.*  de 
ia  minota  del  actor  se  refieren  á  trabajos  qoe  afectaban  á  la  herencia, 
pero  qoe  deben  ser  remunerados  independientemente  de  la  partición, 
poesto  qoe,  al  fallar,  de  acoerdo  con  esto,  qoe  la  recorrente  ha  de  pagar 
«1  actor  1.000  pesetas  por  esos  trabajos,  ha  violado  las  citadas  disposi- 
ciones, en  raióa  á  qoe,  al  establecer  la  primera  de  ellas  ó  sea  el  ar- 
ticalo  1068  qoe  la  partición  légalmente  hecha  confiere  á  los  herederes  la 
propiedad  exclosiva  de  los  bienes  qoe  se  le  hayan  adjodlcado,  estableoe 
también  á  tensu  contrario ^  qoe  en  tanto  los  herederos  no  hayan  adqui- 
rido el  carácter  de  propietarios  ezcloslvos  de  los  bienes  objeto  de  so  ad<- 
jodicación,  la  partición  no  está  légalmente  hecha,  ni  por  lo  tanto  termi- 
nada; y  si  esto  es  así,  es  claro  y  evidente  no  poderse  dedr  qoe  la  parti- 
ción de  los  bienes  de  D.  Francisco  Caminero  estaba  acabada  si  no  se  hu- 
biesen practicado  por  los  contadores  todos  los  trabajos  que  constituyen 
elementos  necesarios  de  la  misma,  cuales  son  las  informaciones  ad  per- 
petwun^  porque  sin  ellas  no  se  hubieran  podido  ó  podrán  inscribir  lao 
hijaelas;  el  nombramiento  de  defensor  de  menores,  porque  sin  la  inter- 
vendrán de  éste,  exigida  por  el  art.  1066  del  Código,  no  podía  conside- 
rarse terminada  la  partición  y  carecería  de  todo  valor;  y  por  último,  las 
gestiones  para  el  arreglo  de  la  titulación  defectuosa  de  algunas  fincas, 
porque  en  el  ínterin  no  se  hiciese  ese  arreglo,  ni  los  adjudicatarios  po- 
drían tener  la  propiedad  de  los  bienes,  ni  sería  posible  dar  cumplimiento 
á  lo  que  ordena  el  art.  1066  rei^pecto  de  la  entrega  al  heredero  de  los  tí - 
tolos  de  adquisición  ó  pertenencia  de  la  finca  ó  &icas  qoe  herede;  resul- 
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^Bigüiente;  que  esos 
xlado  la  Sala  en  su  i 
^BorioB  y  complemei 
gran  te  de  la  misma  y 
todos  los  demás  coi 
&  en  so  carta  de  10  de 
nonado  con  ella^  pe 
ae  la  sentencia  de  la 
Bpecto  de  este  punto: 
B  artB.  1100  y  1108  d 
interpretados  al  cond< 
»r  demora  desde  la  in 
e  que  dichos  articule 
do  se  incurre  en  mor 
kfioB  y  perjuicios  sien 
)1  principio  de  que  4 
minaclón  es  la  base 
Qparación  entre  las  6. 
lago  ha  sido  conde nai 

0  la  determinación  c 
3  alguno  haber  conde 
>  doctrina  sentada  poi 
Abril  de  1897,  de  la 
al  no  imponer  al  deo 

astigo  del  exceso  con 
Las  costas  que  origin 
n  de  cuenta  de  aquel 
rte  da  lugar  á  que  lai 
'esente  caso,  proba  nd 
Qce  á  la  mitad  la  canl 
)  logar  al  pleito  y  á 
ellas  costas, 
do  Ponente  el  Magist 
ido  que  es  de  todo  pui 
irt.  1067  del  Código  c 
artición  á  quien  no  fa 

de  la  ley,  ni  del  art. 
pío  de  que  las  obli^ac 

á  tenor  de  éstos,  se  < 
ivo  del  recurso,  de  qu 
istamento  no  puede 
'  los  honorarios  que  c 
ido  que  si  bien  los  ga 
herederos  deben  dedu 

1  mismo  cuerpo  lega 
s  se  hallen  terminad 
eciara  en  la  sentencia 
aquéllos  en  interés  d 
'darlo  así  la  Sala  se 

se  alegan  en  el  segt 
artículo  y  por  aplici 
il  caso  los  contadores 
ido  que  no  se  opone  á 
rtición  legal  mente  he 
va  de  los  bienes  que 
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dens  1»  «ntrega  á  los  adjadioathriiw  de  loa  títaloe  de  propiedad,  y  165» 
qae  previene  ae  nombre  defensor  á  loe  hijoa  no  emaneipedoe  eaaado  ra 
interóe  en  cualquier  aeanto  eea  antagónico  al  de  eiia  padree,  pieoeptoe 
todos  del  propio  Código  invocadu»  en  el  motivo  tereero,  á  que  la  8aia 
eetlme  por  separado  de  la  partición  loa  trabajos  qne  loa  contadorea  hi- 
cieron promoviendo  informacionea  ad  perpetuam  para  la  inacripcióB 
de  laa  hljnelaa  y  expediente  para  el  nombramiento  de  detaiaor  á  lea  me- 
nores, y  practicando  otras  geationea  en  el  Regiatro  de  la  propiedad  y  en 
la  OOdna  liquidadora  del  impneato  sobre  derechos  realea;  ni  tampoco 
podría  el  recurao  prosperar  por  tal  f  andamento  en  el  aopneeto  de  que 
dichos  tralMijos  entraran  de  lleno  en  los  qne  son  propios  de  la  partición, 
porque  no  habiéndolos  tomado  en  cuenta  la  Sala  para  fijar  la  cifra  de 
honorarios  correspondientes  á  eila,  habría  qne  sumar  á  eaa  cifra  laa 
1.000  pesetas  en  qoe  tales  trabajos  fueron  tasados,  y  el  reauitado  sería 
idéntico  é  igual  la  cantidad  á  cuyo  pago  lia  aido  condenada  la  recu- 
rrente: 

Considerando  que  tampoco  es  procedente  el  recuiao  por  el  motivo 
quinto,  porque  la  esfera  de  acción  del  principio  que  en  él  se  invoca  se 
circunscribe  á  laa  demandaa  de  honorarioa  que  ae  tramitan  con  arreglo 
á  loe  arts.  427  y  428  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  no  á  las  qoé 
aon  objeto  de  un  juicio  declarativo  en  el  que,  no  estando  regulada  por 
la  legislación  vigente  la  condena  de  costas,  no  cabe  impugnar  en  casa- 
ción el  uso  que  hacen  los  Tribunales  de  su  prudente  arbitrio  en  la  ma- 
teria: 

Y  considerando  que  combinados  ó  pueatoa  en  relación  loa  arte.  1110 
y  1108  del  referido  Código,  no  puede  afirmarse  qoe  el  deudor  ae  consti- 
tuya en  mora  cuando  la  determinación  de  la  cantidad  pedida  dependa 
de  un  juicio  previo  encaminado  á  preciaarla,  ya  porque  entoneea  no  cabe 
eatimar  dicha  cantidad  como  líquida,  ya  porque  en  tal  aapueato  loa  pei^ 
juicios  qne  al  acreedor  se  ocasionen  por  la  falta  de  pago  no  son  imputa* 
bles  al  deudor  que  de  buena  fe  puede  entender  le  asiste  rsióii  derecha 
para  negarse  á  las  exigencias  de  su  adversario;  y  encontrándose  en  sale 
caao  la  cantidad  que  en  concepto  de  honorarioa  fué  pedida  en  la  de- 
manda, la  cual,  además,  sólo  en  parte  ha  sido  estimada,  es  visto  que  al 
condenar  la  Sala  á  la  recurrente  á  loa  intereaea  moratorioa,  ha  infrin- 
gido la  doctrina  establecida  en  aquellos  artículos,  aegún  ae  pretende  en 
el  motivo  cuarto; 

Fallamoa  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recniso 
de  casación  interpuesto  por  Dofia  Sofía  de  Cuero  Pita,  en  cuanto  al 
cuarto  motivo  en  qne  se  funda,  y  no  haber  lugar  respecto  de  los  demás 
que  son  objeto  del  mismo;  y  en  su  virtud,  casamos  y  anulamos  la  sen- 
tencia que  en  18  de  Mayo  último  pronunció  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Aa* 
diencia  territorial  de  Albacete,  únicamente  en  cuanto  por  ella  ae  con- 
dena á  la  Düña  Sofía  al  pago  de  loa  intereaea  legalea  por  raaón  de  de- 
mora desde  el  día  de  la  interposición  de  la  demanda,  de  la  cantidad  de 
8.000  pesetas  en  que  el  Ttibunal  sentenciador  estimó  la  mitad  del  total 
de  honorarios  devengados  por  el  demandante  D.  Gonialo  Morales  del 
Campo  en  la  práctica  de  laa  operacionaa  particionalea  á  que  eate  pleito 
ae  refiere. 

Así  por  esta  nueatra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  ia* 
sertará  en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  eférto  las  eopits 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  flrmamos.=Jopé  de  Aldeeos* 
=Jo»é  de  Gamica.=Francisco  Toda.=Enrique  Las8Ús.=Joaq«tin  Goa- 
záles  de  la  P<>fia.=:Pedro  Lavín.=Tumás  Gúdal. 

Publicación. = Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  d 
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mifk  prórrog»  para  el  pago  de  en  adeudo»  qae  ee  ohligsba  y  oampromelU 
á  refkliiM  en  eaeiro  pUsoe,  á  lo  cual  ee  le  eonteefcó  oonoediéadole  la  nar- 
ratoria solicitada,  con  lae  condickmee  de  que  abonaae  3.400  peeetM  ea 
SO  de  Janio  de  aquel  aflo,  €.000  en  Septiembre  eigoiente»  y  laa  10.000 
reetantee  durante  el  de  1896,  con  el  interés  de  6  por  100  de  lae  cantidades 
aplatadas,  extensión  de  los  correspondientes  pagarés  y  reintegro  de  las 
costas  causadas  y  que  se  causaran:  i 

Resultando  que  D.  Aquilino  Axiaa  y  Zamora  otorgó  en  Filipinas,  á  ' 

ía;¥or  de  su  hermano  D.  Eduardo,  poder  el  10  de  Julio  de  1894,  en  el 
qpe,  por  la  cláuaula  2.*,  le  confirió  facultades  para  que  cobrase  y  perci- 
birá cuantas  cantidades  le  correspondieran  en  metálico,  frutos,  géneros 
S  efectos  cotisables.  procedentes  de  cualquier  contrato  que  hubiera  cele- 
rado con  cualesquiera  personas  ó  Corporaciones,  dando  recibos  y  car- 
tas de  pago,  y  exigiendo  respecto  de  los  créditos  no  satisfechos  que  sus 
deudores  los  garantisasen  con  prenda  ó  hipoteca;  y  por  la  8.*,  para  que  j 

comprase  los  predios  rústicos  ó  urbanos  que  considerase  convenientes,         \ 
ai  contado  ó  á  plaios,  con  los  pactos  y  oondioioues  que  estipulara;  y  ba-  i 

ciando  uso  del  indicado  poder  el  D.  Eduardo  Arisa,  autoriió  el  8  de  Sep- 
tiembre  del  propio  alio  94  una  escritura  pública  con  su  madre  I>ofla  Re* 
sarib  Zamora,  per  yirtud  de  la  cual  ésta  vendió  á  su  faijo  D.  Aquilino 
dies  fincas,  en  precio  de  18.800  pesetas,  y  varios  muebles,  enseres  y  se- 
movientea,  en  7.008,  que  hadan  un  total  de  26.808,  las  que  Dofia  Rosa- 
rio dio  por  recibidas  con  anterioridad  al  acto  del  otorgamiento,  formali* 
zando  la  conducente  carta  de  pago,  recibo  y  finiquito  á  favor  del  com- 
prador, en  atención  á  haber  quedado  en  poder  da  éste  dicha  suma  en 
parte  de  reintegro  de  80.496  pesetas  que  la  Dofia  Rosario  leadeudabar 
procedentes  de  varios  préstamos  que  aquél  le  había  venido  haciendo 
para  atender  á  sus  urgencias,  cuya  deuda  debió  solventar,  según  conve- 
nio, en  el  mes  de  Agosto  anterior,  lo  que  no  había  efectuado  á  causa  de 
haber  tenido  que  dedicar  á  otros  pagos  el  producto  de  la  última  cosecha 
de  cereales  y  ganadería;  motivo  por  el  cual,  y  no  contando  en  aquella 
fecha  con  otros  medios,  había  concertado  la  venta  que  dejaba  realisada» 
obligándose  á  la  evicción  y  saneamiento,  y  cediendo  y  traspasando  á  su 
hijo  D.  Aquilino  el  dominio  y  propiedad  de  todos  los  bienes  objeto  de  la 
enajenación,  para  que  pudiera  disponer  de  ellos  cual  cosa  propia,  como 
adquirido  con  justo  y  legítimo  título,  y  para  que  tomase  la  poeesión  qae 
por  derecho  le  competía;  todo  lo  que  aceptó  el  D.  Eduardo  en  nombre  ds 
stt  hermano  D.  Aquilino: 

Resultando  que  llegado  el  80  de  Septiembre  de  dicho  alio  1894,  techa  • 
del  vencimiento  de  uno  de  los  pagarés  suscritos  por  Dofta  Rosario  Za- 
mora á  favor  de  la  testamentaría  del  Duque  de  Osuna,  sin  que  abonaai 
en  importe,  el  administrador  judicial,  en  3  de  Octubre  siguiente  proos- 
dio  contra  ella,  pidiendo  el  embargo  preventivo  y  el  reconocimiento  ds 
la  firma,  practicándose  aquella  diligencia  el  12  en  varios  muebles  y  tns 
inmuebles,  como  de  la  propiedad  de  la  Dofia  Rosario,  que  fué  declarada 
oonteaa  el  9  de  Noviembre,  á  consecuencia  de  no  haber  acudido  á  nfn«  « 
gana  de  las  tres  citaciones  que  se  la  hicieron;  y  despachada  la ejeeuoléa 
el  16  y  ratificado  el  susodicho  embargo  el  21,  como  al  pretenderse  ano* 
tarlo  preventivamente  en  el  Registro  fué  denegada  tal  solicitud,  por 
aparecer  inscritas  las  fincas  á  nombre  de  D.  Aquilino  Ariaa  Zamora,  as 
pidió  la  ampliación  de  aquél  á  otras,  según  así  se  acordó,  al  bien  tam* 
poco  pudo  anotarse  en  el  Regiatro  de  la  propiedad  por  la  misma  cansa 
ya  expresada: 

Resultando  que  D^  Aquilino  Ariaa  Zamofa»  eon  lecha  9^  de  Mayo  ds 
1806  formuló  demanda  ante  el  Juagado  de  primera  iivilancla  de  OsuASt 
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dmrado  D.  Eduardo  Ariu  no  tenia  facalUdea,  con  arreglo  al  poder  que 
le  confirió  an  hermano,  para  aceptar  la  enajenación  ó  ceeión  en  imgo:  y 
citó  loa  arto.  87,  núm.  2.<>;  89,  49  y  41  de  U  ley  Hipotecaria  y  1261, 1876, 
1391,  núm.  8.^,  1298  y  1714  del  Código  ciyil;  presentando  algonoa  doca- 
mentoe: 

Beanltando  qoe  al  replicar  la  parte  actora  reprodujo  loe  hechos  de  la 
demanda,  y  expresó  ser  cierto  que  sn  madre  le  había  remitido  garben- 
■os  y  aceite  á  Filipinas  á  cambio  de  café  y  otros  artículos,  con  lo  que  ha- 
bla tenido  grandes  pérdidas,  y  de  lo  que  era  independiente  el  crédito  en 
cuestión;  y  á  sn  yei  duplicaron  ambos  demandados,  para  afirmar  Dofia 
Sosario  Zamora  que  era  falsa  la  simulación  del  contrato  que  alegaba  la 
representación  de  la  testamentaria  del  Duque  de  Osuna,  y  ésta  para  in- 
aistir  por  su  parte  en  lo  que  tenia  expuesto,  y  para  luÚDer  constar  qoe 
desde  entonces  pertenecía  dicha  representación  á  la  Comisión  nombrada 
por  los  obligacionistas  de  dicha  Casa  Ducal: 

Sesultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  en  tal  periodo,  á  instan- 
cia de  la  parte  actora,  se  expidió,  como  uno  de  los  extremos  de  aquélla, 
exhorto  á  Manila,  acompafiado  de  ocho  letras  de  cambio  libradas  por  las 
easas  8.  Mitti-Tuason  Batller,  á  la  orden  de  Dofia  Rosario  Zamora,  como 
Talor  recibido  de  D.  Aquilino  Arisa;  y  á  petición  de  los  obligacionistas, 
absolyió  posiciones  el  D.  Aquilino,  diciendo  ser  cierto  que  le  envió  su 
madre  á  Filipinas  algunas  partidas  de  aceite,  remitiéndole  él,  fiara  pago 
de  BU  importe,  café  y  valores  en  letras  de  cambio;  que  su  madre  le  ha- 
bla adeudado  gruesas  cantidades  que  le  facilitó  en  distintas  ocasiones, 
de  las  cuales  se  extendió  un  documento  privado,  que  conservó  en  su  po- 
der hasta  que  se  otorgó  la  escritura,  y  que  tenia  pactado  verbalmeote 
oon  BU  madre,  sin  que  de  tol  convenio  se  extendiera  documento  alguno, 
por  haberlo  rechazado  el  declarante;  que  le  pagarla  con  el  producto  do 
las  cosechas  del  94,  y  como  éstas  fuesen  casi  nulas,  le  cedió  en  parte  de 
pago  los  bienes  mencionados  en  dicha  escritura;  manifestando  á  su  ves 
Dofia  Rosario  Zamora  no  tener  mis  bienes  cuando  se  otorgó  la  escritura 
de  8  de  Septiembre  del  94  que  los  mencionados  en  éeta,  quedando  des- 
puésen  completa  insolvencia  y  deber  á  su  hijo  D.  Aquilino  cantidades 
con  anterioridad  á  la  fecha  de  la  solicitud  que  dirigió  á  la  administra- 
ción judicial  de  la  testamentaria  del  Duque  de  Osuna,  teniendo  conve- 
nido el  otorgamiento  de  la  escritura: . 

Resultando  que  después  de  la  restante  prueba  testifical  y  pericial  pro- 
puesta y  de  los  demás  trámites  correspondientes,  el  Juzgado  dictó  sen* 
tencia,  declarando  rescindido  el  contrato  consignado  en  la  escritura  de  S 
Septiembre  del  94,  y  nulas  y  sin  efecto  legal  las  inscripciones  tomadas 
en  el  Registro  á  consecuencia  de  aquél,  y  por  el] o  bien  hechos  los  em- 
bargados practicados  á  instancia  de  los  obligacionistas  del  Doque  de 
Osuna;  cuya  sentencia  fué  apelada  por  D.  Aquilino  Ariza,  adhiriéndose 
á  la  apelación  la  Comisión  de  los  obligacionistas,  en  cuanto  no  se  hacia 
expresa  condena  de  costas;  y  personadas  las  partes  en  la  segunda  ins- 
tancia, Dofia  Rosario  Zamora,  al  evacuar  el  traslado  de  instrucción  que 
se  le  confirió,  manifestó  haber  tenido  noticia  de  que  el  11  de  Agosto  del 
98  otorgó  D.  Aquilino  Ariza  sus  capitulaciones  matrimoniales  en  escri- 
tura, de  la  que  pedía  se  trajese  testimonio,  á  lo  cual  accedió  la  Sala; 
consignándose  en  dicho  documento  que  el  D.  Aquilino  declaraba  haber 
recibido  de  su  futura  esposa  20.360  pesetas  en  calidad  de  dote,  y  ser  el 
capital  que  él  aportaba  de  104.770  pesetas  en  bienes  y  créditos,  sntre 
ellos,  uno  contra  su  madre,  Dofia  Rosario  Zamora,  que  constaba  en  do- 
cumento privado,  importante  80.000  pesetas;  pronunciando  la  mencio- 
nada Sala,  el  7  de  Junio  del  próximo  pasado  afio  1900,  sentencia  levo- 
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aquélla,  alando  aaí  qaa  loa  docnmentoa  públiooa  sólo  hacaa  iwaeba  eon- 
Ira  teroaro  del  hacho  qna  motivó  tu  otorgamlanto  y  da  la  facha  da  ésta- 
— art.  1S18  dal  Código  clvU^,  7  la  manifeataoióii  qaa  an  dicha  atcritnni 
aa  haca  da  qna  dicho  crédito  consta  por  documento  privado,  aatá  en  opo* 
aidón  con  lae  confealonaB  de  Dofia  Roaario  y  D.  Aquilino,  que  expresa- 
ron en  eua  poeicionaa  qna  la  contratación  del  préstamo  fué  verbal,  por 
lo  cual  no  puede  darse  crédito  á  lo  dicho  en  la  escritura,  como  hscÍJi  la 
dala,  ain  infringir  el  art.  13S3  del  Código  civil,  que  declara  que  la  con- 
lesión  hace  prueba  contra  su  autor. 

Visto,  alendo  Ponente  el  Magiatrado  D.  Bicardo  Molina: 

Considerando  que  el  presente  recurso,  limitado  á  impugnar  la  apr«- 
«iadón  hacha  por  al  Tribunal  sentenciador  acerca  dal  contrato  de  com- 
praventa celebrado  en  18M  entra  Dofia  Rosario  Zamora  7  su  hijo  Don 
Aquilino  Arisa,  funda  su  primer  motivo  en  que,  ademáa  de  laa  pie— ■- 
clones  legalea  establecidas  en  el  art«  1297  del  Código  civil,  pueden  eada- 
'  tir  otras  de  la  enajenación  fraudulenta,  lo  cual  no  es  lo  propio  del  cacK>, 
aino  consignar  eaaa  presunciones,  deduciéndolas  de  hechos  ciertos;  7  que 
resalta  además  que  los  expreaadoa  en  la  sentencia  haca*  ver  que  la  apre- 
ciación de  la  Sala  as  la  de  que  no  exiata  demostración  de  que  el  contrato 
aa  efectuase  en  fraude  de  acreedores: 

Considerando  que  no  ea  exacto  lo  que  expresa  el  motivo  segondo, 
acerca  de  que  la  Sala  de  la  Audiencia  ha7a  apreciado  la  prueba  en  al 
aantido  de  que  la  deuda  á  que  se  refiere  la  antecitada  escritura  de  1894 
no  eatuviera  liquidada  cuando  ésta  se  otorgó,  sino  que,  por  el  contrario, 
loa  considerandos  tareero,  cuarto  7  quinto  de  la  sentencia  se  aaientaa 
aobre  el  hecho  de  que  lo  estaba,  limitándose  el  final  del  tercero  á  diaen- 
rrir  sobre  el  supuesto  de  que  no  lo  eatuviera  totalmente,  no  en  ralaeión 
con  la  sustancialidad  del  contrato,  aino  con  la  imputación  de  inmorali- 
dad hecha  al  hijo,  por  habar  cuidado  de  aaegurar  la  preferencia  de  su 
crédito,  cierto  7  como  tal  declarado: 

Considerando  que  no  es  tampoco  exacto  que  Dofia  Rosario  Zamora  7 
D.  Aquilino  Arisa  ha7an  confesado  que  la  deuda  no  estaba  conaignads 
por  escrito,  pues  entra  laa  poeidones  dirigidas  á  la  primera  no  hay  ala- 
guna referente  á  tal  extremo,  7  el  segundo  manifestó  en  las  por  él  ara- 
cuadas,  que  se  extendió  un  documento  privado,  conserrado  en  su  poder 
haata  que  se  otorgó  la  escritura,  siendo,  lo  que  no  había  querido  por 
delicadeza  que  conatara  en  eacrito,  la  obligación  da  satisfacer  la  dauda 
oon  la  cosecha  de  1894;  con  lo  cual  ea  visto  que  se  interpreta  indabida- 
mante  el  último  párrafo  del  art.  1280  dal  Código,  el  cual  no  invalida  los 
contratos  que  na  consten  por  escrito,  sino  reserva  sólo  la  acción  para 
pedir  que  se  extienda  el  documento  oportuno;  7  que  no  ae  demnostrs 
tampoco  que  la  Sala  santandadora  incurriesa  en  error  al  apreciar  la 
prueba  de  confesión;  7 

Considerando  que  la  eacritura  de  capitulaciones  matrimoniales 
da  1893,  en  la  cual  un  afto  antas  de  la  venta  de  1894  se  hacía  7a  expre- 
alón  de  la  exiatanda  del  crédito  de  D.  Aquilino  contra  au  madro  per 
30.000  pesetas,  estimada,  no  para  declarar  obligación  alguna,  sino  oomo 
maro  elemento  de  prueba  acerca  de  loa  hechos  debatidos  en  el  pleito»  so- 
bre que  no  demuestra  ninguna  equivocación  evidente  del  juagador, 
forma  con  la  de  posidonea  da  que  se  ha  hablado  antes,  ccm  la  teatifieal 
7  con  la  de  letraa  giradaa,  un  conjunto  de  pruebas  sobre  el  cual  ht 
fundado  el  Trilyunal  á  quo  sa  apreciación  subsistente,  7  que  no  aon  por 
tanto  de  apreciar  tampoco  los  dos  últimos  motivos  del  recurso; 

Fallamoa  que  debemoa  declarar  7  declaramoa  no  haber  lugar  al  le- 
cano  de  caaación  interpuesto  por  la  representación  de  los  obligaciOMiB- 
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los  cnaleB  condenainos  en  las  costas  del  mismo;  j  eon 

ificacióD,  devuélvase  á  la  Andiencia  de  Sevilla  el  apim- 

ne  remitido. 

nuestra  sentencia,  qne  se  pnblicará  en  la  Gaceta  é  in- 

>LECCióN  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 

ronanciamoB,  mandamos  y  fírmamos.=José  de  Aldé- 

rnllón.r=Jo8é  de  Garnica.=Pedro  Lavín.=Ricardo  Mo- 

B  Piniés.=Toroá8  Gádal. 

=Leída  y  pabiicada  loé  la  anterior  sentencia  por  el 

Icardo  Molina,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  cele- 

\  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  9I  día  de  hoy,  de  que  cer- 

or  Secretario  de  la  misma. 

Febrero  de  1901.=Licenciado  Hilario  María  Gonsálet 


riBUNAL  SUPREM0.-27  de  Febrero,  pab.  el  4  de  Abril. 

FRACCIÓN  DE  LEY.— Ds/ensa  por  po6re.— Sentencia 
no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  Doña 
ar  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de 
de  Sevilla. 
DERANDos  86  cstablecc: 

rgar  la  defensa  por  pobre  á  los  aue  vivan  del  ejerei- 
liria  ó  profesión,  que  es  caso  distinto  de  los  com- 

tres  primeros  números  del  art.  15  de  la  ley  proee- 
ider  necesariamente  á  la  contribución  que  pagan  se- 
asignada  en  el  núm.  4.^: 

i  en  la  tarifa  de  subsidio  industrial  al  ejercicio  de 
%a  cuota  superior  á  la  de  65  pesetas  que  el  mencio- 
mala  como  máximum  para  obtener  la  declaración  de 
instancia  de  haber  logrado  el  demandante  eludir  el 
ntribución  no  puede  surtir  en  tal  caso  efecto  algu- 

licito  alcanzar  aquel  beneficio  al  amparo  de  la  in- 
inte  de  una  disposición  administrativa,  que  es  de 
atoria. 

corte  de  Madrid,  á  27  de  Febrero  de  1901,  en  el  inci- 
.nte  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  inírac- 
uesto  por  el  Procurador  D.  Ángel  Calvo,  bajo  la  direc- 
D,  Enrique  Femándes  Ucelay,  sustituido  en  el  acto  de 
icenciado  D.  Telesforo  Maroto,  en  representación  de 
var  Núñez,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia 
3  Vicente  de  Sevilla  por  delegación  del  Tribunal  pro- 
tencioso- administrativo,  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la 
ritorio,  á  instancia  de  la  misma  recurrente,  viuda,  Pro- 
vecina  de  dicha  ciudad,  para  litigar  en  tal  concepta  de 
lontencioso-administrativa;  en  cuyo  incidente  ha  sido 
dicho  Tribunal  provincial,  representado,  en  el  recurso 
)unai  Supremo: 

e  oon  el  fin  de  reclamar  en  la  vía  contenciosa  contra 
Dbernador  civil  de  Sevilla,  que  confirmó  nn  nombr»- 
el  Ayuntamiento  de  la  misma  ciudad  de  Matrona  anxi* 
incia  Municipal,  dedujo  Doña  Carmen  Olivar  demanda 
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dis  pobreta  ante  el  Tribnnal  proTincial  de  lo  Oontoncioao-adiainifltrafel^o 
d^  aqaella  ciudad,  caja  ■astanciación  delegó  éste  en  el  Jomado  de  pri- 
mera instancia  del  distrito  de  San  Vicente,  alegando:  qne  era  ▼inda,  d» 
de  D.  Joan  Hormijo  hacia  cnatro  afios  7  Profesora  en  partoe,  carecien^io 
en  absoluto  de  eneldo  ni  retribución  alguna  7  yiTiendo  en  compafiia  da 
su  padre,  Jornalero,  sin  qne  contribnyera  por  so  parte  á  gasto  algimo. 
porqne  carecía  en  absoluto  de  bienes,  7  no  tenia  otros  medios  qne  los 
que  su  mismo  padre  le  facilitaba  para  ella  7  sus  dos  hijos  de  cuatro  y 
nacYe  afios  de  edad  respectiramente: 

Resultando  que  unida  á  los  autos  certificación  que  se  reclamó  de  ofi- 
cio, expedida  por  el  Jefe  del  Negociado  de  3.*  clase  de  la  Administraeió& 
de  Hacienda  de  la  provincia,  en  que  se  hace  constar  que  Dofia  Oaroaaii 
Olivar  no  aparece  como  contribuyente  al  Tesoro  por  ninguno  de  los  con- 
eeptos  de  territorial  é  industrial  en  el  ejercicio  económico  corre^Kxn- 
diente  al  afio  de  1898  á  99  ni  en  el  anterior,  se  confirió  traslado  de  la  do- 
manda  al  Fiscal  del  Tribunal  Contenciosoadministratlvo,  7  lo  eTtenó 
oponiéndose  á  que  se  concediera  á  la  demandante  el  beneficio  de  pol^sna 
mientras  no  acreditara  cumplidamente  hallarse  comprendida  en  alguno 
de  los  casos  del  art.  16  de  la  107  de  Enjuiciamiento  civil: 

Resultando  qne  recibido  el  incidente  á  prueba,  se  utiliió  por  la  de- 
mandante la  de  testigos,  7  á  petición  del  Ministerio  Fiscal  se  trajeron  i 
los  autos  certificaciones  del  Secretario  del  A7untamiento  de  aquella  eln- 
dad  7  del  Negociado  de  Hacienda  pública,  de  las  que  aparece:  que  Dofia 
Garmen  figura  en  la  hoja  del  padrón  de  la  casa  núm.  10  de  la  calle  de 
Rafael  Oalvo  en  unión  de  su  padre  Manuel  Olivar,  cabesa  de  familia,  7 
no  satisface  contribución  por  concepto  algnnp,  correraondiéndole  cédala 
de  11.^  clase;  7  contestando  á  posiciones,  dijo  Dofia  Garmen  que  en  3  de 
Marso  de  1S98  obtuvo  titulo  de  Matrona,  expedido  por  el  Ministerio  de 
Fomento,  7  después  de  requisitarlo  en  la  Universidad  de  aquella  ciudad 
7  Facultad  de  Medicina  de  Gádis,  empeaó  á  ejercer  dicha  profesión,  pero 
que  los  productos  que  obtenía  eran  mu7  escasos,  7  que  si  bien  era  cierto 
que  en  el  escrito  que  preeentó  al  Tribunal  protincial  de  lo  Oontendoeo- 
administrativo  con  fecha  29  de  Abril  de  1899,  en  el  que  se  ratificó  bajo 
juramento  ante  el  Presidente  del  mismo  en  10  de  Ma7o  üiguiente,  con- 
signó que  vivía  con  el  producto  de  su  trabajo  de  Matrona,  no  recordaba 
sin  embargo  haber  expresado  que  viviera  sólo  de  dicho  trabajo,  7  por 
consiguiente  ratificaba  lo  expuesto  en  la  demanda  de  pobresa: 

Resultando  que  el  Jues  de  primera  instancia  dictó  sentencia,  7  la 
Sala  de  lo  civil  de  la  Andi.encla  de  Sevilla  la  confirmó  con  las  costea  en 
16  de  Junio  del  afio  último,  desestimando  la  demanda  de  pobreaa  dedu- 
cida por  Dofia  Garmen  Olivar  con  los  pronnnciamientoe  consiguientss: 

Resultando  que  Dofia  Garmen  Olivar  interpuso  recurso  de  caMMxióa 
por  infracción  de  107,  fundado  en  los  siguientes  motivos: 

Primero.  La  infracción  del  art  16,  números  1.^  7  3.^  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  que  dispone  que  podrán  gosar  los  beneficioe  ds 
pobresa  aquellos  que  vivan  de  un  jornal  ó  salarlo  eventual,  toda  ves 
que  está  justificado  en  aotoe  qne  la  recurrente  no  posee  siquiera  eis 
jornal  ó  salario  eventual;  7 

Segundo.  La  infracción  del  párrafo  3.^  del  núm.  é.^  del  mismo  ar- 
tículo 16,  7  el  notorio  error  de  hecho  en  qne  incurre  la  Sala  sentencia* 
dora  al  apreciar  la  prueba  documental,  consistente  en  tos  certificaciones 
expedidas  por  la  Administración  de  Hacienda  de  la  provincia  de  Sevi- 
lla, en  la  qne  consta  que  la  recurrente  no  satisface  contribución  alguna, 
sin  que  tenga  la  menor  importancia  ni  pueda  desvirtuar  en  lo  más  auL" 
nimo  el  resultado  de  dicha  prueba  el  hecho  de  que  Dofia  Garmen  baja 
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oonieaado  que  ejerce  en  Sevilla  el  cargo  de  Profesora  en  partos,  siendo 
además  indudable  la  parcialidad  con  que  la  seQtencia  aprecia  la  coníe- 
0ÍÓJ1  de  la  recurrente,  puesto  que  se  le  otorga  la  virtualidad  legal  hasta  el 
punto  de  darle  eflcacia  en  contra  de  lo  que  resulta  de  documentos  públi- 
cos 7  auténticos,  también  debe  concedérsela  en  el  extremo  en  que  la  re- 
carréate  afirma,  con  perfecta  buena  fe,  que  los  rendimientos  que  le  pro- 
duce el  ejercicio  de  su  profesión  son  muy  escasos  é  insuficientes  para 
«tender  á  su  subsistencia. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Enrique  Lassús: 

Considerando  que  para  otorgar  la  defensa  por  pobre  á  los  que  vivan 
del  ejercicio  de  una  industria  ó  profesión,  que  es  caso  distinto  de  loe 
comprendidos  en  los  tres  primeros  números  del  art.  15  de  la  ley  de  En- 
jaiciamiento  civil,  hay  que  atender  necesariamente  á  la  contribución 
que  pagan,  según  la  escala  consignada  en  el  núm.  4.^  del  artículo,  cuyo 
precepto  es  el  único  aplicable  y  que  tuvo  en  cuenta  la  Sala  sentenciadora, 
por  ejercer  la  recurrente  la  profesión  de  Matrona  en  la  ciudad  de  Sevilla, 
siendo  por  consiguiente  inaplicables  al  caso  actual  las  disposiciones 
legales  que  se  citan  en  el  primer  motivo  del  recurso: 

Considerando  que  señalada  en  la  tarifa  de  subsidio  industrial  al 
ejercicio  de  dicha  profesión  en  capitales  de  provincias  de  primera  clase 
ana  cuota  superior  á  la  de  65  pesetas  que  el  mencionado  precepto  legal 
«efiala  como  máximum  para  obtener  la  declaración  de  pobreza,  es  visto 
que  ésta  no  puede  recaer  á  favor  de  la  recurrente,  porque  la  circunstan- 
cia de  haber  logrado  eludir  el  pago  de  dicha  contribución,  no  puede  sur- 
tir efecto  alguno  en  este  caso,  ya  que  no  es  licito  alcanzar  aquel  benefi- 
cio al  amparo  de  la  infracción  terminante  de  una  disposición  adminis- 
trativa, que  es  de  todo  punto  obligatoria,  y  que  al  estimarlo  así  la  Sala 
eentenciadora  no  incurrió  en  la  infracción  del  párrafo  2.^  del  núm.  4.^ 
del  art.  16  de  la  ley  procesal,  sino  que,  por  el  contrario,  se  atemperó  á  sa 
espirita  y  verdadero  sentido  legal,  ni  incurrió  en  el  error  de  hecho  que 
ee  cita  en  el  segundo  motivo  del  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lupar  al  re- 
carso  de  casación  interpuesto  por  Doña  Carmen  Olivar  Nnfiez,  á  quien 
condenamos  al  pago  de  las  costas  y  al  de  la  cantidad  que  corresponda 
por  razón  de  depósito,  que  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley;  y  líbrese 
á  la  Audiencia  de  Sevilla  la  certificación  correspondiente  con  devolución 
del  apuntamiento  que  ha  remitido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inser- 
tará en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  nece- 
sarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  fírmamos.=Joeé  de  Aldecoa.=: 
José  de  Garnica.=FranciBco  Toda.=Enrique  Las8Ús.=Joaquín  Gonaá- 
lesde  la  Peña.=Vicente  de  Piniés.==Tomás  Gúdal. 

Pnblicación.=Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Excmo.  8r.  D.  Enrique  Lassús,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  cele- 
brando audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  que  cer- 
tifico como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  27  de  Febrero  de  1901.=Licenciado  Jorge  Martínez. 

Núm.  56.-QRACIA  Y  JUSTICIA. -28  de  Febrero,  pab.  el  20  de  Marzo. 

Resolución  de  la  Dirección  general  de  los  Registros  conftr- 
mando,  en  parte,  la  negativa  del  Registrador  de  la  propiedad 
de  AÍmodóvar  del  Campo,  é,  inscribir  una  escritura  de  venta. 
Bn  808  considerandos  se  establece: 
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Que,  9egún  la  doctrina  de  los  arte.  20  de  la  ley  fíifioieearía  w  20 
de  su  reglamento,  debe  denegarse  la  inseripeión  en  el  Registro  de  la 
propiedad  de  los  documentos  por  los  que  se  transfiere  ó  graca  el  do- 
minio de  los  bienes  inmuebles^  euanao  éstos  se  hallan  inscritos  á 
nombre  depersona  distinta  del  que  los  transmiie  ó  graoa: 

Qictf  en  los  recursos  contra  las  resoluciones  de  los  Registradores 
no  procede  la  condena  de  costas,  y  si  solamente  el  pago  de  los  dere^ 
ehos  devengados  en  la  tramitación  del  expediente  en  la  forma  qse 
determina  el  art.  3.^  del  Real  decreto  de  25  de  Octubre  de  1875. 

limo.  8r.:  En  el  recnrao  fl^bernatlyo  interpoMto  por  D.  RamdB  Ifo* 
lina  Sarayis  contra  la  negatiya  del  Registrador  de  la  propiedad  de  Al- 
modóvar  del  Campo  á  ineeribir  nna  eeorltnra  de  venta»  pendiente  en  eeto 
Centro  en  virtud  de  apelación  de  dicho  Intereeado: 

Resaltando  que  por  escritora  otorgada  en  Clndad  Real,  ante  el  Nota- 
rio D.  Cesáreo  Martines  Conde,  con  fecha  19  de  Noviembre  de  1891,  IXm 
Bemardino  Calvo  Aparicio,  en  concepto  de  Agente  ejecutivo,  y  usando 
de  las  facultades  que  al  efecto  le  conceden  la  Instmccién  del  ramo,  por 
no  haber  concurrido  al  otorgamiento  el  dendor  apremiado  y  ejeeotado 
D.  Jorge  Rodrigues  Romero,  vendió  á  D.  Ramón  Molina  Saravla  una 
casa  que  éste  habla  cematado  en  subasta  celebrada  en  expediente  seguido 
eontra  el  Rodrigues  por  débito  de  contribución  territorial  correspondiente 
á  loe  tres  afios  de  1896  á  1899,  en  cuyo  expediente  se  habia  anotado  el 
embargo  de  dicha  finca  á  virtud  de  mandamientos  al  Registrador  de  la 
propiedad,  expedidos  contra  D.  Pedro  Bfartines  Marín,  por  tener  n<»tieia» 
la  Agencia  de  estar  inscrita  la  finca  á  su  favor: 

Resultando  que  presentada  copia  de  dicha  escritura  en  el  RegisCrods 
la  propiedad,  extendió  en  ella  el  Registrador  la  nota  siguiente:  cNo  ad- 
mitida la  inscripción  á  que  se  refiere  el  presente  documento,  que  es  la 
primera  copia  de  una  escritura  otorgada  en  Ciudad  Real  á  19  de  Noviem- 
bre último,  ante  el  Notario  de  aquella  capital  D.  Cesáreo  Bfartines  Conde, 
por  la  que  D.  Bemardino  Calvo  Aparicio,  como  Agente  ejecutivo  de  esta 
sona,  vende  en  subasta,  por  descubiertos  de  contribución,  una  casa  en  la 
villa  de  Puertollano,  y  so  calle  de  la  Aduana,  por  hallarse  inserita  la 
finca  á  nombre  de  D.  Pedro  Martines  Marín,  distinta  persona  de  la  que 
aparece  en  la  escritura  como  deudora  y  ejecutada,  suyo  defecto  no  es  ée 
los  considerados  subsanables,  según  kw  arts.  17  y  06  de  la  ley  Hipóte^ 
caria;  no  habiéndose  cumplido  tampoco  lo  que  previene  el  art  44  de  U 
Instrucción  de  apremios  vigente,  en  sus  apartados  4.^  y  5.^,  no  prect- 
dieodo  tampoco,  por  el  mismo  moávo,  )a  anotación  preventiva.  TaabKn 
adolece  el  documento  del  defecto  subsanable  de  no  acreditarse  la  perm- 
nalidad  del  Agente  ejecutivo»: 

Resultando  que  D.  Ramón  Molina  interpuso  este  recurso  ooHtra  di- 
cha negativa,  fundándolo  en  que  no  es  aplicable  el  ait.  17  de  la  ley  Hi- 
potecaria, porque  la  escritura  de  su  adquisición  es  dé  fecha  posterior  á 
la  del  titulo  inscrito  por  D.  Pedro  Martines,  y  tampoco  el  66  de  dicta 
ley,  porque  la  expresada  escritura  no  es  nula  ni  por  su  naturaleaa  ó  son- 
dicfón,  ni  por  la  calidad  de  las  personas  que  la  otorgaron,  que  son  las 
causas  que  el  art.  67  del  reglamento  hipotecario  sefiala  para  que  exisU 
la  nulidad  á  que  se  refiere  el  66  de  la  ley,  citando  en  prueba  de  su  afir- 
mación los  arts.  1261,  1446, 1446,  1460,  1271,  1276,  628,  684,  686,  ItU 
y  1886  del  Código  civil;  arts.  9,  87,  89  y  44  de  la  Instrucción  de  11  dt 
Mayo  de  1888,  cuyos  preceptos  se  han  observado  y  proclaman  la  vaSd» 
del  contrato;  que  no  se  faltó  en  el  expedieníle  á  lo  dispuesto  en  les  sfsr- 
tados  4.<»y  6.<>del  art.  44  de  U  Instruoelón,  por  lo  que  resulta  en  Isssa- 
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impedimento  legml  opaeeto  por  dicho  faaclonarlo,  á  oonsecaenela  d# 
estar  inscrita  la  flaca  á  favor  de  persona  distinta  del  vendedor: 

Oonsiderando  qne,  según  ia  doctrina  de  loe  arta.  20  de  la  ley  Hipote- 
caria y  20  de  so  regiamentOi  del>e  denegarse  la  inscripción  en  el  Regia- 
tro  de  la  propiedad  de  los  docamentoe  por  loa  qae  se  transfiere  ó  grava 
el  dominio  de  los  bienes  inmnebies»  cuando  éstos  se  hallan  inscritos  4 
nombre  de  persona  distinta  del  que  los  transmite  ó  grava: 

Considerando  qne  habiéndose  efectuado  la  venta  de  la  flnca  de  refe* 
renda  por  el  Agente  ejecntivo  de  la  sona  de  Almodóvar  del  Campo  par* 
pago  de  débitos  de  contriboción  territorial,  á  nombre  del  dendor  D.  Jorge 
Bodríguea  Bomero,  en  el  supuesto  de  ser  éste  el  propietario  de  dieba 
finca,  y  apareciendo  del  Registro  que  ésta  pertenece  á  D.  Pedro  Marti- 
nes, es  procedente  la  negativa  á  inscribir  la  expresada  escritura  de  ven- 
ta, en  cumplimiento  de  las  referidas  disposiciones  legales: 

Considerando  que  si  bien  es  cierto  qne  con  anterioridad  á  la  fecha 
del  mencionado  título  había  sido  anotado  un  mandamiento  de  embargo 
de  la  finca,  librado  por  el  propio  Agente  ejecutivo  en  méritos  del  expe- 
diente de  apremio  que  di6  lugar  á  dicha  venta,  también  lo  es,  según  ex- 
pone el  Registrador  y  se  Justifica  por  la  copia  certificada  del  mismo 
mandamiento  unida  al  expediente,  que  Aquél  se  expidió  contra  D.  Pedro 
Martines,  que  era  el  que  figuraba  en  el  Registro  como  duefio  de  la  finca, 
y  en  este  supuesto  fué  deUdamente  anotado,  por  no  existir,  con  reladéa 
al  mismo,  el  obstáculo  que  impide  actualmente  la  inscripción  de  la  ex- 
presada escritora: 

Considerando  que  en  esta  clase  de  recursos  no  prooede  la  condenado 
costas  que  contiene  la  providencia  apelada,  y  sí  solamente  el  pago  de 
los  derechos  devengados  en  la  tramitación  del  expediente,  en  la  fonaa 
que  determine  el  art.  8.®  del  Real  decreto  de  26  de  Octubre  de  1876; 

Esta  Dirección  general  ha  acordado  que  la  escritura  que  ha  dado 
lugar  á  este  recurso  no  es  inscribible,  por  hallarse  inscrita  la  finca  ven- 
dida á  favor  de  persona  distinta  de  aquella  á  cuyo  nombre  se  hace  la 
venta;  confirmándose  en  este  extremo  la  providencia  apelada  y  revocas- 
dose  en  lo  demás. 

Lo  que,  con  devolución  del  expediente  original,  comunico  á  V.  L  á 
los  efectos  consiguientes.  Dios  guarde  á  V.  I.  muchos  afios.  Madrid  SS 
de  Febrero  de  1901.=E1  Director  general,  Bienvenido  01iver.=d3r.  Pre- 
sidente de  la  Audiencia  de  Albacete. 

Nüm.  57.-TR1BUNAL  SUPREM0.-2  de  Maris,  pab.  el  4  de  Abril. 

Casación  por  infracción  de  ley. ^Propiednid  de  iciui  cosa.— Sen- 
tencia declarando  haoer  lugar  al  recurao  interpuesto  por  Don 
Juan  José  Gasea  y  otro,  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  se- 
gunda de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  cor 
Doña  Pilar  Viñas  y  otros. 
En  sus  0ON8IDBRANDO6  80  establecc: 

Que  no  ir^rinae  la  ley  5.%  titulo  33,  Partida  7.\  ni  el  articulo  OS 
del  Código  etoil  la  eentenda  que  del  conjunto  de  las  tíáueuioB  dH 
iestamenio  deduce  la  genuina  ooluniad  del  teetador; 

Que  el  allanamiento  á  la  demanda  de  una  de  dos  partes  deman- 
dadas, puede  y  debe  producir  el  efecto  que  es  consecuencia  obliaada 
de  tal  acto^  y  que  ya  expresé  el  Código  ayon»no  enlaleg  7.^  título 
3,^  de  la  Partida  3.\  con  las  palabras  de  que  cen  este  caso  eljus- 
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cinoo  por  miMblef  oen  «rragio  á  íMro,  poM  78  haré  mensida  de  iM^a» 
qaiero  mmi  mía  herederofl  «n  las  cláuMilaa  s^ientea. — ^Por  eonaigolia 
te,  ademáa  del  párrafo  anterior  en  qae  desheredo  á  todos,  vaeliia& 
deetMredar  por  aegonda  vea,  7  máa  partieuUrmeiite,  á  eaalqaieca  im 
mía  parientea  qae  aol»re  mi  aaoeaión  ó  hereaela  inoooo  ó  enUbien  pleito» 
demanda  6  Utigio  por  cnaiqnier  oonceptod  cirenaatancia;  pvea  ai  eoatv» 
mi  Tolantad  algana  dada  ocorriere,  deaeo  la  diriman  loa  trea  MagiaCra- 
doa  máa  anoianoa  de  la  Aadieneia  del  territorio,  oomo  árbitroe  compa 
nedoree,  7  ai  ae  negaaen  á  eate  favor,  loa  trea  Abogadea  que  ejerctaáé» 
la  profeaión  f oeeen  máa  anoianoa  7  pagaaen  máa  eontriiiaeión  de  la  ca- 
pital, habiéndolea  de  pagar  ana  honorarioa  el  caaeante,  7  decidiendo  ala 
concareo  de  Proonradorea,  eino  oomo  jnecea  depaa,  árbitroe  7  amigable» 
componedores»;  en  la  IS.%  cPor  el  cariflo  qae  profeso,  los  baenos  7  di- 
latadoa  servicios  de  mi  amiga  Catalina  Sspeleta  7  Navarro,  qne  ba  pa- 
sado la  roafor  parte  de  en  vida  en  mi  eompafiía,  deapreclando  boenas 
colooaciones,  la  dejo  de  gracia  eepecial  7  la  nombro  beredera  de  la  eaan 
qae  hemoe  kieobo  7  habitamoa  en  el  aalón  6  calle  de  *la  Independeaeia, 
núm.  21,  contigna  al  convento  de  Jeraaalén,  con  todo  el  dinero,  ropea» 
alhajas  7  todo  el  bien  mneble  que  ha7a  en  ella,  para  qae  diaponga  7 
disfrate  á  aa  voluntad  de  todo.— También  le  dejo  todas  las  aocionea  qae 
tenga  á  mi  nombre  el  día  de  mi  fallecimiento  en  el  Banco  de  Zaragoaa. 
—También  la  dejo  de  gracia  eepecial  la  deheea  de  Barranco  Mojón  qae 
poeeo  en  loa  términoa  de  Moel,  7  la  sona  7  tierras  cerradaa  del  paaeo  6 
camino  de  Ua  Damas,  núm.  260>^7  deepués  de  relacionar  otroa  btesea 
qae  le  deja  en  oenfracto  afiade:—cComo  no  dodo  qae  con  lo  que  dejo  á 
Catalina  poede  vivir,  como  ella  se  merece,  ma7  desahogadamente,  al 
gasta  7  es  dócil  7  baena,  pnede  dar  dote  á  mi  sobrina  Cataiinita  7  oa* 
rrera  á  Marianioo  Rada,  portándoae  bien  ambos  con  sa  tía«  pnee  ai  no 
no  tienen  derecho  á  nada,  7  si  lo  qae  Dios  no  permita  f  altaaen  loe  doa 
chicoe  sin  tomar  estado,  ó  por  sas  faltas  no  f  aeaen  aereedores  á  qae  an 
tía  les  reooropense  los  servicioe  qne  la  hagan,  espero  qoe  Catalina  dia- 
pondrá en  aa  día  de  estos  bienee,  si  loa  conserva,  oomo  tenemos  habUt- 
do,  inclinándose  á  objetos  de  beneficencia. — Loa  docamentoe  qne  haya 
en  mi  caaa  de  Zaragoza  7  qae  serán  de  Catalina  desde  mi  fallecimiento, 
qne  oorreapondan  á  los  otros  patrimonioa,  ella  loa  entregará  caando 
tenga  gana  de  ello,  ai  algano  existe,  ain  qoe  nadie  la  inoomode  para 
nada,  sino  por  el  contrario,  qne  ai  lo  necesita  se  la  a7ade  por  parientaa 
7  extraaos  de  los  qne  tengan  qne  intervenir  en  mis  aaantoa  ai  qalereB 
reapetar  mi  memoria  7  voluntad»: 

Resaltando  qne  el  mismo  testamento,  en  la  clánsnla  19.*,  dice:  cCiao 
haber  dispuesto  de  todo  lo  qae  ho7  poeea,  7  que  deeeo  se  lleve  á  efeite 
despaés  de  mi  fallecimiento,  con  toda  religioeldad,  pero  ere7endo  eoA- 
veniente  que  no  falte  en  este  testamenta  la  clánsula  ó  nombramiento 
de  herederos  nniversales,  nombro  por  ésta  á  loa  hijoa  que  vivan  de  Jaan 
Aísa  7  Femándes,  á  los  de  D.  Tomás  de  Navacaés  7  á  D.  Pedro  Do- 
mingo Signos  7  D.  Tomás  Blgués  7  Bardaji,  á  todoa  peraonal mente  7  ain 
opción  á  sns  babienteederecho,  sino  aucediéndose  respeotivamenle  al 
premoriente  en  los  sobrevivientes,  teniendo  ademáa  por  eata  elánaala  la 
coalidad  de  ejecutores  teatamentarioe,  roi^ndolea  toaMn  parta  en  el 
oamplimiento  de  mi  voluntad»;  7  en  la  20.*  c Deseando  la  ma7or  clari« 
dad  7  evitar  dadas  para  lo  aaeeeivo,  enaado  en  la  ciáusaia  IS.*  hablo 
de  mi  querida  Catalina  Espoleta  7  ana  aobrinoa  Cataiinita  HapaMa  7 
Marianioo  Rada,  á  quienea  también  qniero^  éstos  no  tendrán  deradio 
ninguno  á  exigir  nada  de  en  tía,  aino  tossar  lo  qae  volntarlaaMnla 
quiera  darlee;  pero  ai  deegraeladaniente  la  oogieae  la  mnerto  ain  í 
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Besoltmndo  que  Dofia  CatalInA  Eipeleto  y  NsTano  el  IS  de  Enero  de 
1896  otorgó  teatamento  en  If  adrid,  ante  el  Notario  D.  Federico  Alvuem, 
en  el  enal,  después  de  Tariae  diapóeicionee  coneignadas  en  las  cinco  prt- 
meras  dánsalas,  sin  relación  alguna  con  la  cuestión  del  día«  legó:  á  amm 
hermanos  D.  Juan  7  D.  Policarpo,  cláusula  0.*,  2.600  pesetas  en  met4- 
lico;  á  su  sobrina  Dofia  Carmen  Espoleta,  cláusula  7.*,  una  casa  en  el 
pueblo  de  Magallón;  á  su  otra  sobrina  Dofia  Felipa  Bada,  cláusula  S,\ 
vna  dehesa  en  la  proyincia  de  Zaragc^,  en  usufructo  para  ella  7  sus  hi- 
jos, debiendo  destinarse  su  importe,  á  la  muerte  del  último  poseedor,  mn 
obras  de  beneficencia  7  sufragios  por  las  almas  de  la  testedora  7  de  Don 
Benito  Femándes  7  los  padres  de  ambos;  á  su  sobrina  Dofia  Oataliiui 
Espoleta  7  Sierra,  cláusula  9:^,  que  había  vivido  en  su  compafiia  largos 
afios,  7  en  la  fecha  del  testamento  era  vecina  de  Zaragosa,  el  usufraeto 
de  la  casa  núm.  21  de  la  calle  de  la  Independencia  de  dicha  ciudad,  re- 
eeryando  el  pleno  dominio  á  los  hijos  Ic^timoe  que  tuviere,  7  caso  de 
no  tenerlos  á  las  Monjas  del  convento  de  Jerusalén  de  Zaragosa  7  á  DolUí 
Carmen  Espoleta  7  sus  hijos;  á  la  misma  Dofia  Catalina  Espoleta,  cláu- 
sula 10.*,  una  virgen  de  plata,  un  reloj  de  oro,  con  su  cadmía,  de  su  uso 
personal  7  una  crus  con  brillantes;  á  su  también  sobrina  Dofia  Pilar 
Vifies  7  Espoleta,  cláusula  12.*,  todo  el  mobiliario;  efectos  7  ropas  de 
todas  clases  que  hubiere  en  el  cuarto  que  ocupase  la  testadora  en  Madrid 
á  BU  fallecimiento;  á  eus  otros  sobrinos  Dofia  Carmen  Espoleta  7  D.  Cl- 
rilo  Vifies,  cláusula  18.*,  en  usufructo  vitalicio,  una  casa  torre  situada 
en  el  paseo  de  las  Damas;  á  sus  sobrinas  Dofia  Carmen  7  Dofia  Catalina 
Espoleta,  cláusula  14.*  el  pleno  dominio  del  mobilarlo,  ropas  7  cuanto 
existiese  al  ocurrir  el  fallecimiento  de  la  testadora  en  la  expresada  casa 
de  su  propiedad,  situada  en  la  calle  de  la  Independencia  de  Zaragosa, 
por  mitad,  excepto  la  virgen  mencionada  en  la  cláusula  10.*  7  la  sillería 
dorada  de  la  sala  principal,  que  deberían  ser  para  Dofia  Catalina;  7  á 
dichas  Dofia  Catalina  7  Dofia  Garmen  Espoleta,  cláusula  16.*,  las  demás 
alhajas  de  que  no  dispusiera  en  el  testamento,  con  la  obligación  de  que 
invirtieran  durante  su  vida  80  pesetas  todos  los  meses  en  sufragios  por 
el  alma  de  D.  Benito  Femándes  7  de  la  testadora  en  los  conventos  de 
Jerusalén  7  Santa  Catalina  de  Zaragosa: 

Resultando  que  dicha  Dofia  Catalina  Espoleta  7  Navarro  en  el  testa- 
mento de  que  se  está  haciendo  mérito,  dispuso,  además  de  lo  consignado: 
en  la  cláusula  16.*,  que,  cumpliendo  la  voluntad  7  encargo  que  la  hico 
D.  Benito  Femándea,  legaba  7  mandaba  á  la  Santísima  Virgen  del  Pilar 
de  Zaragosa  la  cuarta  parte  de  la  casa  sita  en  esta  corte,  calle  de  Santa 
Catalina,  núm.  12  moderno,  20  antiguo,  manzana  220;  en  la  18.*,  que, 
aceptando  el  encargo  qne  D.  Benito  Femándes  la  biso  en  su  testomento, 
que  no  podía  ni  debía  dejar  de  cumplir,  de  tener  que  designar  entre  Don 
Joaquín  7  D.  Nicasio  Navasoués  7  Alta,  quién  de  los  dos  había  de  he- 
redar la  cuarta  parte  de  la  casa,  sita  en  esta  corte,  calle  de  Santa  Cata- 
lina, ndm.  12  moderno,  antes  citada,  la  cual  la  colocaba  en  una  situa- 
ción difícil  7  excepcional,  puesto  que  ambos  se  conducían  con  ella  de  Ift 
manera  mejor  posible,  sin  haberla  dado  lugar  á  lá  más  ligera  queja, 
antes  por  el  contrario,  eran  acreedores  á  todo  su  earifio  7  estímadón,  la 
muerte  de  los  dos  hermanos  D.  Joaquín  7  D.  Nicasio  había  venido  á 
eximirla  de  ese  compromiso,  7  aun  cuando  tenía  predilección  particulai 
por  Dofia  Julia  Navascués,  sin  que  por  esto  dejara  de  apreciar  cual  se 
merecían  á  sus  hermanos,  deseando  evitar  entre  ellos  todo  motivo  de 
queja  legaba  á  la  citada  Dofia  Julia  7*á  D.  Ricardo  7  D.  Emilio  Navas- 
cues,  hijos  de  D.  Joaquín  Navacués,  7  por  partes  iguales,  la  cuarta  parte 
de  dicha  casa  núm.  12  moderno,  calle  de  Santa  Catalina  de  esta  corte; 
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BesQltando  que  D.  José  Gasea  Ballabriga  y  D.  Maniiel  Fernándes 
49alaiar,  como  maridos  7  reproaentantes  respeetlTameBte  de  Doña  Gala- 
Una  Eipeleta  Sierra  y  Dofia  Feiipa  Bada  Garoét,  con  fecha  87  de  Enero 
de  1898,  formularon  demanda  <¿  juicio  declaratiTO  de  mayor  cuantía, 
<ine  fué  refMurtida  al  Juagado  de  primera  instancia  del  distrito  de  Buena- 
vista  de  esta  corte,  con  la  súplica  de  que  se  declarase:  primero,  que  una 
mitad  de  la  casa  calle  de  Santa  Catalina,  núm.  12,  pertenecía  desde  al 
fallecimi<»nto  de  Dofia  Catalina  Espoleta  Navarro,  en  propiedad  y  usu- 
fructo, á  las  demandantes;  y  segundo,  que  son  nulos  y  de  ningún  valor 
ni  efecto  el  testamento  de  Dofia  Catalina  l^peleta  Navarro,  otorgado  es 
18  de  Enero  de  1896;  la  escritura  de  convenio  entre  D.  Julio  Aisa  Perpi- 
fian  y  Dofia  filar  Vifies  Espoleta,  autorizada  en  9  de  Jnlio  del  96;  las 
anotaciones  é  inscripciones  hechas  en  el  Registro  de  la  propiedad  y 
-cuantos  actos  y  documentos  referentes  á  dicha  casa  se  opongan  á  U 
enunciada  petición,  condenando,  en  consecuencia,  á  los  demandados  á 
estar  y  pasar  por  las  anteriores  declaraciones,  á  entregar  libre  de  toda 
oarga  é  hipoteca  la  referida  mitad  de  casa  á  las  demanduites  con  les  fre- 
nos producidos  y  debidos  producir,  á  ejecutar  cuantos  actos  Judiciales  6 
•extrajudiciales  tenga  por  objeto  dicha  entrega  hasta  quedar  los  deman- 
dantes en  pacifica  posesión,  y  á  resarcirles  de  todo  dafio  y  perjuicio,  es- 
pecialmente de  las  costas  y  gastos  del  juicio: 

Resultando  que  los  demandantes,  en  los  hechos  encaminados  á  apo- 
yar sus  pretensiones,  relacionaron  lo  que  estimaron  oportuno  del  testa- 
mente de  D.  Benito  Fernández,  y  afiadieron  sustandalmente:  no  ser  ne- 
cesario examinar  detenidamente  el  de  Dofia  Catalina  Espoleta  Navarro 
4>ara  cerciorarse  de  que  la  testadora  no  expresó  en  él  motivo  alguno  dé 
queja  contra  ninguno  de  los  legatarios  instituidos  por  el  D.  Benito,  sino 
que,  por  el  contrario,  aumenta  con  nuevas  demostraciones  de  carifio  las 
hechas  por  aquél  á  Dofia  Felipa  Rada  y  Dofia  Catalina  Expeleta  Sierra, 
consignando  al  mismo  tiempo  que  no  se  entendía  desligada  de  las  obli- 
gaciones que  le  impuso  el  primer  testador,  y  por  lo  mismo  era  más  ex- 
trafio  que  el  testamento  de  Dofia  Catalina  infringiera  el  de  D.  Benito, 
privando  del  legado  de  la  mitad  de  la  casa  núm.  12  de  la  calle  de  Santa 
Catalina  á  los  demandantes;  y  aparecer  en  el  Registro  de  la  propiedsd 
como  duefios  de  la  indicada  casa  en  la  fecha  de  la  demanda  el  Cabilda 
úe  la  Santa  Iglesia  metropolitana  del  Pilar  de  Zaragosa  respecto  de  una 
cuarta  parte;  Dofia  Pilar  Vifiés  Espoleta,  en  otra  porción  igual;  y  !>•  Jo' 
lio  Aísa  Perpifián,  de  la  mitad  restante,  no  obstante  figurar  en  los  libros 
de  dicha  oficina  la  cláusula  testamentaria  que  evidenciaba  el  dereí^ 
de  la  parte  actora;  y  citaron  varios  fundamentos  l^^ales,  presentando 
algunos  documentos: 

Resultando  que  anotada  preventivamente  la  demanda,  y  conferido 
traslado  á  los  demandados,  compareció  en  los  autos  Dofia  Pilar  ViüM 
Espoleta  en  solicitud  de  que  se  la  tuviera,  como  se  la  tuvo,  en  providen- 
cia de  7  de  Mano  de  1898,  por  allanada  á  la  expresada  demanda;  y  á  so 
ves  D.  Julio  Aísa  Perpifián  se  personó  también,  oponiéndose  á  las  pre- 
tensiones de  los  actores;  alegando,  además  de  relacionar  los  testamentos 
de  D.  Benito  Gonzalos  Echevarría  y  Dofia  CaUlina  Espoleta  Navaijo, 
que  de  la  lectura  de  la  cláusula  20.^  del  testamento  de  D.  Benito  Fernán- 
dea  se  desprendía  que  el  testador  no  tuvo  otro  propósito  que  asegnnc 
ios  alimentos  de  Catalinita  por  toda  su  vida  y  los  de  Marianito  Badji 
sólo  hasta  los  veinticinco  afios,  sin  que  jamás  abrigase  el  pensamioB»^ 
•de  que  llegaran  á  tener  derecho  de  propiedad  sobre  sus  bienes,  lo  cnai 
aparecía  corroborado  por  la  cláusula  22.^  del  testamento  en  cuestión,  ^ 
la  que  daba  á  entender  que  su  voluntad  era  la  de  Dofia  Catalina  Eip^' 
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pttú  j  obediencia  á  Ul  luaíraetiuurim»  á  qaien  facultaba  paradarlea  óno» 
en  la  forma  que  le  acomodaae,  según  ee  portaran  con  ella;  pero  einoo»- 
ferirlee  máa  facnltadee  para  dieponer  mortU  eaii8a,  ana  vez  cumplida 
aquella  condición,  como  lo  faé,  cual  lo  prueba,  según  la  sentencia  del 
Juagado,  el  mismo  testamento  de  Dofia  Catalina;  empleando  la  Sala 
sentenciadora  como  argumento  principal  el  de  que  en  la  cláusula  27.* 
no  aparecían  designados  como  nudos  propietarios  los  recurrentes,  j  por 
lo  tanto,  al  no  disponer  en  favor  de  ellos  no  habían  adquirido  ningún 
derecho,  sin  hacerse  cargo  de  que  tampoco  lo  tenían  los  herederos  uni- 
versales ni  la  usufructuaria,  y  en  consecuencia,  una  vez  cumplida  la 
oondición,  si  en  vida  no  hacia  uso  la  Dofia  Catalina  de  la  facultad  de 
disponer  de  la  mitad  de  la  mencionada  casa,  había  de  pasar  necesaria-^ 
mente  su  dominio  pleno  á  los  recurrentes;  y 

Segundo.  La  doctrina  consignada  en  sentencias  de  este  Tribunal  Sa- 
pvemo  de  16  de  Abril  y  18  de  Junio  de  1890  y  19  de  Enero  del  86,  'según 
la  que,  de  la  conformidad  de  un  litigante  con  lo  solicitado  por  su  adver- 
sario nace  un  vínculo  de  derecho,  cuyos  efectos  jurídicos  obligan  á  am- 
bas partes  por  igual,  y  si  la  demandada  se  allana  á  la  demanda,  no  cabe 
que  la  sentencia  condene  en  una  forma  distinta  de  la  pactada;  en  cuanto 
la  Sala  sentenciadora  absuelve  á  Dofia  Filar  Tifies,  que  se  allanó  á  la 
demanda  desde  el  primer  momento. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Pedro  Lavín: 

Considerando  que  ya  se  fije  la  atención  en  la  cláusula  litigiosa,  que 
es  la  27.*  del  testamento  de  D.  Benito  Fernández,  aislándola  de  lae  de- 
más, ya  se  la  relacione  ó  enlace  con  la  26.*  y  con  las  anteriores,  para 
deducir  del  conjunto  de  todas  la  genuína  voluntad  del  testador,  pues 
aunque  la  27.*  fuó  redactada  eu  fecha  distinta  que  la  26.*  y  éeta  en  le- 
cha también  distinta  que  las  precedentes,  todas  responden  á  un  mismo 
é  idéntico  estado  de  conciencia  y  á  un  orden  constante  de  afectos,  clara- 
mente se  vé,  que  cuanto  D.  Benito  dejó  á  los  sobrinos  de  Dofia  Catalina 
Espoleta  Navarro  en  eete  pasaje  de  su  testamento,  lo  subordinó  á  la  con- 
dición de  que  se.  portaran  bien  con  su  tía,  y  en  último  término  y  por 
cima  de  todo  á  la  libre  voluntad  de  ésta,  lo  que,  si  resulta  sin  género 
alguno  de  duda  de  la  18.*,  de  la  20.*  y  de  la  26.*,  palpita  igualmente  en 
la  27.*,  en  la  que  dispuso  sefiaiadamente  el  testador  de  la  casa  de  la  ca- 
lle de  Santa  Catalina  de  esta  corte  que  acababa  de  comprar,  puesto  que 
á  seguida  de  ordenar  en  ella  que  la  mitad  de  esta  finca  había  de  pasar 
después  de  los  días  de  Dofia  Catalina  á  sus  protegidos  Catalina  Ezpelela 
y  Mariano  y  Felipa  Bada,  dice:  dejando  enteramente  á  déspo9¿eián  de 
9u  tía  darleM  ó  no  en  la  forma  que  le  acomode,  y  según  se  porten  cí» 
elkíf  palabras  de  las  cuales  se  desprende,  de  acuerdo  con  el  pensamiento 
que  informa  el  testamento  todo,  que  Dofia  Catalina  quedaba  autorizada 
para  dar  á  sus  sobrinos  la  cosa  legada,  ó  para  no  dársela,  á  su  prudente 
arbitrio,  aunque  no  faltaran  al  carifio,  consideración  y  respeto  que  U 
debían  y  que  el  testador  les  impuso: 

Considerando  que  abona  también  esta  interpretación  la  parte  final  da 
la  misma  cláusula  27.*,  que  se  refiere  á  la  otra  mitad  de  la  casa,  pues  é 
la  intención  del  testador  fué  que  la  primera  mitad  pasara  necesaria- 
mente, después  del  fallecimiento  de  Dofia  Catalina,  á  los  sobrinos  de 
ésta  que  designó,  si  se  portaban  bien  con  ella,  hubiera  empleado  térmi- 
nos iguales  ó  análogos  á  loe  que  usó  al  final  de  la  cláusula  al  dlspoasr 
de  la  otra  mitad,  sin  hacer  depender  la  efectividad  del  legado  de  la  vo- 
luntad de  la  misma  Dofia  Catalina: 

Considerando  que  al  declararlo  aaí  el  Tribunal  sentenciador,  daada 
A  la  cláusula  litigiosa  el  sentido  que  acaba  de  expresarse,  no  ha  infria* 
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CUbación  por  infracción  de  hEY.'-Pago  de  pesetas.— Sentencia, 
declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  Doña  Pi- 
lar Buisan  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  primera  de  lo  ci- 
Yil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  Doña.  Ignaeia 
(sarcia. 
En  su  CONSIDERANDO  único  se  establece: 

Que  según  disposieián  expresa  de  los  arts.  122  y  123  del  Código 
eiml,  la  legitimación  por  subsiguieníe  matrimonio  produee  sus 
efectos  en  todo  caso  desde  la  fecha  del  matrimonio  mismo. 

En  la  villa  7  corte  de  Madrid,  á  4  de  Mario  de  1901,  en  el  juiciode 
major  cuantía  aegnido  en  elJusgado  de  primera  instancia  del  distrito 
del  Congreso  7  la  Sala  primera  de  lo  ciyil  de  la  Audiencia  de  esta  capi- 
tal» por  demanda  de  Dofia  María  del  Pilar  Buisan  y  Mnrillo,  contra 
Dolía  Ignaeia  García  Fonseca,  come  madre  7  representante  legal  de 
Dolía  Joaquina  y  Dofia  María  de  la  Consolación,  ambas  litigantes,  pen- 
sionistas 7  de  esta  yecindad,  sobre  qne  se  declare  que  las  últimamente 
mencionadas  no  pueden  gosar  de  la  calidad  de  hijas  de  D.  Joaquín  Bui- 
san 7  Martines,  7  por  tanto,  se  las  condene  al  pago  de  9.860  pesetas, 
como  suma  de  las  pensiones  cobradas  indebidamente,  é  indemnisación 
de  perjuicios;  autos  pendientes  ante  Nos,  en  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  le7  que  ha  interpuesto  la  mencionada  demandante,  repre- 
sentada 7  defendida  por  el  Procurador  D.  Andréi»  de  Goitia  7  el  Letrado 
D.  Bioardo  Padilla;  estándolo  la  demandada  7  recurrida  por  los  igual- 
mente Procurador  7  Letrado  D.  Felipe  Górriz  7  D.  Cirilo  Guerrero 
Olosa: 

Besnltando  que  el  afio  de  1867  contrajo  matrimonio  D.  Joaquín  Bui- 
san con  Dofia  Carolina  Murillo,  del  que  nacieron  tres  hijos,  Dofia  Elvi- 
ra, D.  Carlos  7  Dofia  Pilar,  muriendo  la  Dofia  Carolina  en  1869;  7  el 
D.  Joaquín  yoItíó  á  casarse  en  28  de  Mano  de  1878  con  Dofia  Ignada 
€tocía,  7  falleció  en  17  de  Noviembre  del  80,  habiendo  nacido  durante 
este  tiempo,  ó  sea  en  6  del  mes  7  afio  últimamente  mencionados,  una 
hija  de  este  segundo  matrimonio,  llamada  Isabel  Buisan  7  García,  qne 
también  murió  en  11  de  Noviembre  del  82;  consignándose  en  la  inscrip- 
ción de  la  defunción  de  aquél  que  dejaba  seis  hijos,  nombrados  Elvira, 
Pilar,  Carlos,  Joaquina,  Consuelo  é  Isabel: 

Resultando  que  como  dicho  D.  Joaquín  fuese  Coronel  de  Ejército, 
r8ca7Ó  en  el  oportuno  expediente  una  Beal  orden  concediendo  á  su  viuda 
Dofia  Ignada  la  pensión  de  1.660  pesetas,  que  había  de  dividirse  por  mi- 
tad entre  ella  7  los  seis  hijos  antes  citados,  pero  con  la  condición  de 
presentar  en  el  término  de  seis  meses  las  actas  de  inscripción  de  sus  hi- 
jas en  el  Registro  civil,  por  no  ser  suficientes  las  partidas  de  bautismo 
que  acomiiafió  á  su  recurso: 

Resultando  que  las  demandadas  Dofia  Joaquina  7  Dofia  María  de  la 
Consolación  nacieron  respectivamente  en  1.®  de  Julio  de  1874  7  21  de 
Agosto  de  1876,  siendo  inscritos  sus  nacimientos  en  el  Registro  dvil  en 
10  de  Octubre  de  1881  como  hijas  naturales  de  dicha  Dofia  Ignaeia  Gar- 
da, la  que  promovió,  ante  el  Juagado  de  primera  instanda  del  distrito 
de  Buenavieia  de  esta  corte,  autos  solve  legitimidad  de  aquéllas;  en  los 
que,  con  audiencia  7  oposición  de  la  representadón  legal  de  los  menorea 
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hasta  tal  fecha  no  pudieron  ejercitar  los  derechos  de  aquélla,  j  aole 
desde  entonces  pudieron  participar  de  las  pensiones  que  desde  1880  s» 
venían  cobrando,  debiendo  anteriormente  repartirse  entre  la  Dofia  Jg- 
nacia  y  ios  hijos  del  primer  matrimonio  de  D.  Joaqoln  Bolean,  ániooi 
legítimos  entonces;  á  pesar  de  lo  cual  y  de  qne  sólo  para  loe  hijos  legi^ 
timos  reconoce  tal  derecho  el  reglamento  del  Montepío  militar  de  80  ds 
Marco  de  1862,  el  fallo  recorrido,  qne  justamente  estimó  las  ezoepcionei 
opuestas  á  la  demanda  y  absolvió  de  ella  á  la  repetida  Dofia  Tgnacia,  no 
se  limita  á  declarar  con  derecho  á  una  parte  de  las  pensionee  á  las  bijas 
de  la  misma  desde  la  fecha  en  que  se  dictó  la  mencionada  sentencia. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Bicardo  Blolina: 

Considerando  que,  tanto  por  no  impugnar  la  declaración  lieeha  por  la 
Audiencia  de  ser  cosa  juigada  la  legitimidad  de  las  hijas  de  D.  Joaquín 
Buisan  y  Dofia  Ignacla  García,  como  porque  los  artículos  122  j  138  del 
Código  civil  disponen  expresamente  que  la  legitimación  porsnbeigaienls 
matrimonio  produces  sus  efectos  en  todo  caso  desde  la  fecha  del  nuitri- 
monio  mismo,  es  improcedente  el  recurso  en  que  Dofia  Pilar  Buisan 
pretende  que  las  hijas  habidas  entre  su  padre  y  la  segunda  omjer  de  éste 
no  sean  tenidas  por  legítimas  sino  desde  la  fecha  en  que  los  Tribunales 
hicieron  la  declaración  de  serlo; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lagar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  Dofia  María  del  Pilar  Buisan  y  Mor 
riiio,  á  la  que  condenamos  al  pago  de  las  costas,  y  si  viniere  á  mejor 
fortuna,  al  de  la  cantidad  de  1.000  pesetas,  por  rasón  de  depósito,  á  que 
se  dará  la  aplicación  prevenida  en  la  ley;  y  líbrese  á  la  audiencia  do 
esta  corte  la  oportuna  certificación,  acompafiada  del  apuntamiento  que 
tiene  remitido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gtueetü  é 
insertará  en  la  ColbcciOn  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=José  de  Aldesoa. 
=:Ricardo  Gnllón.=Enriq«e  Lassús.=Joaquín  Gonaáles  de  la  Pefia= 
Pedro  Lavín.=:Bicardo  Molina.=:Vicente  de  Pinlós. 

Publicación.=diefda  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
£xemo.  Sr.  D.  Ricardo  Molina,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  ce- 
lebrando audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  que 
certifico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  4  de  Bíarzo  de  1901.=Licenciado  Hilario  María  Gonsálesy 
Torres. 

^^üm.  60.-TRIBUIIAL  8UPREM0.-5  tfs  Maris, 
psb.  si  5  de  Abril. 

Casación  por  infracción  de  ley,— De/ensa  por  pobre.-^knto  de- 
clarando no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  interpueste 
por  D.  Juan  Pantaleón  Garitaonandia  contra  la  sentencia  pro- 
nunciada por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  audiencia  de  Pamplona, 
en  incidente  con  D.  Eugenio  Arizaga. 
Bn  su  CONSIDERANDO  áuico  86  estabiece: 

Qun  te  eneuenira  comprendido  en  el  caeo  de  inadmieién  del  ná- 
mero  9.®  del  urt.  1729,  el  reeureo  botado  en  el  eupueeáo  de  que  en  U 
apredaeión  de  la$  pruebae  ee  ha  incurrido  por  la  Sala  eenienciador^ 
en  error  de  hecho,  pero  ein  citar  documento  ni  acto  atUéntico  q^ 
juetiftque  dicho  eupueeto,  como  exige  el  núm.  7.^  del  ari.  i692  40 
aquella  ley. 
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Bn  ftus  coNSiDEEANDos  86  establecei 

Que  no  infringe  la  ley  5.*  tit  33,  Partida  7.\  la  eenieneim  que 
entiende  reetamente  la  voluntad  del  testador: 

Que  no  puede  atribuirte  el  concepto  de  heredero  á  auien  recibe 
del  testador  por  titulo  singular,  con  el  carácter  expreso  ie  legeUario^ 
determinada  porción  de  bienes.  i 

i 

En  la  YilU  7  corte  de  Madrid,  á  6  de  Mano  de  1901,  en  el  pleito  ee-         | 
gnido  en  el  Josgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  OonsTOoo  ▼  en         [ 
la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  eete  territorio  por  D.  Gayo 
Balbnena  Lopes,  Abogado,  D.  Cipriano  Rodrígaos  Oalsada,  propietario, 
en  representación  de  sn  esposa  Dofia  Licinia  Balbnena  Lopes,  yecinos 
de  León;  D.  Gabriel,  Dofia  Jesnsa,  Dofia  Artemisa,  Dofia  Angela  j  Dofia 
Juvenal  Balbnena  Medina,  el  primero  Abogado,  j  todos  vecinoe  de  León, 
en  concepto  de  hijos  y  herederoÉ  de  D.  Melquíades  Balbnena;  D.  Mignel 
Fernández  Banciella,  como  marido  de  Dofia  Emérita  Lopes  de  Bosta- 
manto  y  Balbnena;  D.  Pedro  Bepresa  Rodrignes,  propietario,  yocIbo  de 
Aucial,  como  marido  de  Dofia  Regina  Lopes  de  Bnstamante  y  Bal- 
bnena; D.  Juan  Bepresa  Rodrignes,  de  ignal  profesión  y  vecindad,  en 
representación  de  sn  esposa  Dofia  Isabel  Lopes  de  Bnstamante  y  Bal- 
bnena; Dofia  Tarrila  y  D.  Agustín  Lopes  de  Bustamanto  y  Balbaona, 
propietario  ésto  y  residentes  ambos  en  esto  corte,  y  el  hermano  de  ios 
mismos  D,  Avelino,  Módico,  vecino  de  Villaqnejido,  todos  eetoe  como 
hijos  y  herederos  de  Dofia  Maria  de  la  Concepción  Balbnena;  y  Dofia 
Rita  Fernándes  Rodrigues,  como  heredera  de  su  marido  D.  Crabriel  Fer- 
nándes  Balbnena,  con  el  Abogado  del  Estado  y  con  los  estrados  corres- 
pondientos,  en  representación  de  Dofia  Magdalena  Sanchos  Ocafia,  Dos 
José  Silva,  D.  Marcelo  Qarcia,  Dofia  Rosa  Tascón  y  Dofia  Isidora  Lo- 
pes ó  sus  herederos,  sobre  detorminación  de  las  responsabilidades  que 
deban  afectarles  como  causahabientes  de  D.  Pablo  Lopes  Gonsáles,  dea- 
dor de  la  Hacienda  pública;  pendiento  ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  ds 
casación  por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  el  Abogado  del  Estado; 
no  habiendo  comparecido  auto  esto  Tribunal  Supremo  ninguno  de  los 
demandantes: 

Resultando  que  por  Real  orden  de  4  de  Mayo  de  1861,  recaída  en  un 
expediento  de  alcance  que  se  siguió  contra  D.  Pablo  Lopes  Qonsáles, 
como  Tesorero  de  Hacienda  que  fué  de  la  provincia  de  Gerona,  se  le  de- 
claró responsable  de  la  cantidad  de  49.985  pesetas,  como  importo  del 
alcance,  y  de  96.487  y  96  céntimos  por  intoreses  de  <tomora: 

Resultando  que  en  17  de  Mano  de  1874  falleció  en  esta  corto  elDon 
Pablo  Lopes  Gonsáles,  bajo  testamento  cerrado  que  tenía  otorgado  en  1^ 
de  Febrero  de  1871,  en  el  que  empesó  manifestando  que  hacía  testamen- 
to ctanto  de  las  fincas  y  bienes  raíces  como  del  dinero  efectivo,  y  ade- 
más tres  billetes  de  Banco  de  4.000  reales  cada  uno.  y  de  tres  recibos 
importantes  42.800  reales  á  mi  favor,  que  serán  también  efectivos  y  co- 
brados á  la  vista  tan  pronto  como  se  los  pidan  á  los  deudores,  así  como 
también  del  papel  de  la  Deuda  del  Estado  del  8  por  100  consolidado,  im- 
portanto  880.000  reales  nominales,  y  la  del  dinero  y  papel  de  los  tiee 
billetes  referidos  y  los  tres  recibos  asciende  á  la  cantidad  de  97.600  rea- 
les, cuyos  intoreses  se  encuentran  en  mi  caja  archivo  como  los  papelai 
de  pertonencia  mencionados  de  las  fincas  raíces,  existentes  éstas  en  di- 
ferentes pueblos  de  la  provineU  de  Falencia,  jurisdicción  de  Cerveí» 
del  Río  Pisuerga,  pertenecientes  á  un  legado  pío  que  fundó  Dofia  Osts- 
lina  Alcalde,  vecina  de  dicha  villa,  y  las  segundas  en  la  provineia  de 
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tfcipe  como  á  mis  tobrinoa  D.  Melqniades  y  sai  cinoo  hOfmftnMen  los 
intereses,  por  igaales  partes,  qoe  les  eorresponderán  csso  que  bnUa^ 
«obrante  ó  qne  llegasen  á  tener  electo  las  mnertss  de  mi  mujer  y  de  mi 
sobrino  D.  José  Sllira  Lopes  antes  qoe  la  mía,  j  sin  qne  este  último  do^fe 
snoesión  legítima  como  dejo  expresado.  ítem,  dejo  á  mi  dependieote 
Marcelo  García  Alvares  Lópíes  la  cantidad  de  80.000  realeo  en  oro,  diapo- 
niendo qne  si  fallecía  antes  qne  él  y  sin  sncesión  legítima  se  repartiría 
dicha  cantidad  entre  sos  indicados  sobrinos  D.  Melquíades  Balbaena  y 
BUS  cinoo  hermanos  y  el  referido  D.  Emilio  del  Palacio.  ítem,  dejo  á 
María  Posada,  vecina  de  Otero  de  las  I>uefias,  la  tierra  regadía  de  un 
cuartel  de  sembradura,  sita  en  la  Vega  de  Sariegos,  término  de  dicho 
paeblo.  ítem,  dejo  á  Rosa  Tascón,  que  había  sido  su  sirvienta  varios 
aftas,  4.000  reales  en  monedas  de  oro  ó  plata,  en  unión  de  la  cama  en 
que  había  dormido  y  ropas.  ítem,  dejo  á  Isidora  Lopes,  también  mi  sir- 
vienta, la  cantidad  de  3.000  reales  vellón.  ítem,  dejo  para  los  pobres  de 
solemnidad,  que  serán  en  número  500,  los  que  acompafien  mi  cadáver  al 
cementerio,  la  cantidad  á  cada  uno  de  cinco  reales  y  10  á  los  que  lo  lle- 
ven, que  se  les  entregarán  después  de  haber  dado  sepultura  á  mi  cada- 
ver,  y  si  á  mi  muerte  no  se  hallase  en  la  caja  citada  caudal  suficiente 
para  satisfacer  tan  justa  manda,  se  descontará  entre  mis  referidos  here- 
deros, á  proporción  cada  uno  de  lo  que  perciban  de  mi  disposición,  le- 
yéndoee,  además,  en  una  de  las  últimas  cláusulas  de  este  testamento, 
que  asimismo  advertía  que  los  dos  recibos  que  se  hallaban  en  la  referida 
caja,  y  además  el  de  Marcelo,  con  otros  que  se  podían  encontrar  %a  ella, 
ese  hará  efectiva  su  cantidad,  y  se  repartirá  entre  todos  mis  heiederos 
hasta  cubrir  sus  mandas  si  antes  no  hubiese  para  satisfacer  todas  iss 
mandas  qne  dejo  hechas,  incluyendo  en  éstos  al  referido  D.  Emilio  del 
Palacio  y  Varó»,  y  si  alguno  de  mis  herederos  hubiese  muerto  antes  qne 
yo,  se  distribuirá  á  su  tiempo  la  cantidad  que  le  corresponda,  etc.: 

Besultando  que  por  la  viuda  de  D.  Pablo  Lopes,  Dofia  Magdalena 
Sanchos  Ooafia,  en  unión  de  los  demás  testamentarios  y  de  los  Isgata- 
rios,  se  procedió  al  inventario  y  tasación  de  los  muebles,  ropas  y  alha- 
jas del  testador  y  del  metálico  y  valores  que  se  eneontraron  en  el  arca- 
archivo  indicada  en  el  testamento;  y  en  escritura  pública  otorgada  en 
esta  oorte  en  8  de  Abril  de  1874,  hicieron  constar,  entre  otros  extremos, 
qne  rebajadas  las  deudas  y  gastos  que  enumeraroa,  quedaba  un  sobrante 
líquido  hereditario  de  18.784  pesetas  y  86  céntimos,  y  por  tanto  una  fstti 
de  caudal  para  pagar  todos  los  legados  de  11.4SS  pesetas  60  oéntiniot; 
que  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  testamento  debían  rebajarse  á  proirsta 
entre  todos  los  legatarios;  que  por  dicho  resultado  no  aparecía  sobfiotB 
alguno  por  los  herederos  subsidiarios;  y  por  lo  mismo  se  pegaba  á  csdi 
uno  de  dichos  legatarios  su  cantidad  en  la  forma  siguiente:  á  la  viiéa 
Dofta  Magdalena  Sanchos  Oeafia,  8.734  pesetas  80  céntimos;  á  D.  Mel- 
quíades Balbuena  y  sus  cinco  hermanos,  8.880  pesetas  78  céntimos;  i 
D.  José  Silva,  2.848;  á  D.  Marcelo  García,  8.886  y  60  céntimos;  á  Dofii 
Rosa  Tascón,  860,  y  á  Dofia  Isidora  Lopes,  196  pesetas  60  céntimos;  j 
que  en  vista  de  tal  resultado,  el  testamentario  D.  Chibriel  Balbuena,  á 
nombre  de  sus  seis  hijos  D.  Melquíades,  D.  Cayo,  Dofia  Francisca,  Dofts 
Concepción,  Dofia  Indalecia  y  Dofia  Liciaia  Balbuena  Lopes,  con  el  fin 
de  evitarles  toda  clase  de  reclamaciones  posteriores,  renunciaba  en  Ul 
oonoepto  el  derecho  que  pudiera  asistirles  por  la  cláusula  testamentsris 
para  reclamar  como  tales  herederos,  á  fln  de  qne  tampoco  pudiera]»- 
dirse  contra  ellos  cosa  alguna  más  que  la  responsaiyilidad  qne  pnidA 
alcanzarles  por  la  cantidad  que  reciben  como  legatarios: 

Besultando  que  en  el  expediente  de  alcance  formado  á  D.  Pablo  Ló- 
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Bustamante  y  Balbuena,  todos  óetos  como  hijos  y  herederos  de  Doña 
María  de  la  Concepción  Balbuena;  D.  Gabriel  Fernández  Balbuena,  como 
hijo  j  heredero  de  Dofia  Francisca  Balbnena,  y  por  su  fallecimiento  su 
-riada  Dofia  Nila  Fernández  Rodríguez;  y  todos  los  expresados  como  he- 
rederos de  so  tía  Dofia  Indalecia  Balbuena,  copartícipes  los  unos  por  sí 
y  loe  otros  en  representación  de  la  herencia  de  D.  Pablo  López  González, 
lo  fueron  en  concepto  de  legatarios  de  cantidad  determinada,  y  no  en  el 
de  herederos,  y  por  consiguiente,  como  poseedores  de  buena  fe  que  ha- 
bían eido  de  las  cantidades  que  cada  uno  percibió  en  razón  á  dicha  he- 
renciAy  Tienen  solamente  obligados  á  pagar  las  responsabilidades  civiles 
del  cansante  hasta  donde  alcancen  las  cantidades  que  á  cada  uno  de 
ellos  se  legaron  con  absoluta  separación  de  las  que  lo  fueron  á  los  de- 
más, así  como  al  abono  de  los  intereses  de  cada  una  de  estas  cantidades, 
á  contar  desde  la  fecha  en  que  fueron  requeridos  en  forma  por  la  Ha- 
cienda con  motiyo  del  alcance  declarado  al  referido  D.  Pablo  López 
Gonsáles,  Tesorero  que  fué  en  la  provincia  de  Gerona,  sin  hacer  expresa 
condenación  de  costas  en  la  primera  instancia: 

Beanltando  que  el  Abogado  del  Estado  interpuso  recurso  de  casación, 
citando  en  su  apoyo  como  infringidos: 

Primero.  La  ley  6/,  tit.  8.^,  Partida  6.^,  que  determina  que  se  ten- 
drá por  heredero  á  aquel  á  quien  el  testador  designe  como  tal;  y  así  su- 
cede en  el  caso  de  autos,  puesto  que  el  testador  calificó  de  herederos  eu- 
yoB  á  aquéllas  personas  entre  las  que  hizo  la  distribución  de  sus  bienes: 
Segando.  La  ley  6.^,  tit.  6.*,  Partida  6.^,  en  que  se  señalan  las  for- 
malidades y  condiciones  con  que  se  debe  llevar  á  cabo  el  inventario  á 
fin  de  que  surta  el  beneficio  pretendido  por  los  demandantes  en  este 
pleito: 

Tercero.  La  ley  18,  tit.  6.**,  Partida  6.*,  que  prescribe  que  el  nom- 
brado heredero  no  puede  desamparar  la  herencia: 

Caarto.  La  ley  5.^,  tit.  88,  Partida  7.^,  que  determina  cómo  han  de 
aer  entendidas  las  palabras  del  testador: 

Qninto.  La  doctrina  legal  contenida  en  sentencias  de  4  de  Enero  y  8 
de  Mayo  de  1899,  14  de  Mayo  y  28  de  Julio  de  1891,  4  de  Octubre  y  7  de 
Diciembre  de  1898,  que  sientan  el  principio  de  que  las  palabras  del  tes- 
tador han  de  ser  entendidas  llanamente  y  como  suenan,  y  que  no  se  in- 
fringe la  ley  de  Partida  últimamente  citada  cuando  se  entienden  de  tal 
modo: 

Sexto.  La  doctrina  legal  sustentada  en  las  sentencias  de  1.^  de  Enero 
y  9  de  Julio  de  1889,  20  de  Febrero  y  16  de  Julio  de  1890,  y  18  de  Fe- 
brero y  3  de  Marzo  de  1891,  de  que  las  cláusulas  testamentarias  son  sus- 
ceptibles de  interpretación  cuando  sean  ambiguas  ó  de  tal  manera  con- 
tradictorias que  no  sea  fácil  deducir  de  su  contexto  la  voluntad  del  tes- 
tador y  se  haga  necesario  conciliarias  y  explicarlas,  pero  no  cuando  la 
disposición  testamentaria  sea  explícita  y  terminante;  y 

Séptimo.  La  jurisprudencia  establecida  por  las  sentencias  de  este 
Tribunal  Supremo  de  17  de  Octubre  de  1888  y  29  de  Octubre  y  7  de 
Dicíembae  de  1888,  respecto  al  tiempo  y  forma  de  hacerse  inventario 
para  que  surta  el  beneficio  de  limitar  la  obligación  del  heredero  al  im- 
porte de  los  bienes  recibidos. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Molina: 
Considerando  que  al  determinar  la  Sala  sentenciadora  cuál  es  el  ver- 
dadero sentido  que  debe  atribuirse  al  testamento  de  D.  Pablo  López,  ha 
aplicado  rectamente  á  la  diversa  y  confusa  expresión  de  las  cláusulas 
del  mismo  que  quedan  copiadas,  las  reglas  de  interpretación  que  sin  fun- 
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damento  se  citan  como  infringidas  en  loe  motívos  cuarto,  quinto  y  eexta 
del  recnreo;  y 

Considerando  que  las  cantidades  precisas  de  bienes  procedentes  del 
mismo  D.  Pablo  las  recibieron  D.  Gayo  Balbnena  y  consortes  por  tftnlo 
^  singular,  con  el  carácter  expreso  de  legatarios  qne  determina  la  escritora 
'  de  3  de  Abril  de  1874  y  declara  la  sentencia  recurrida,  por  lo  qne  no  ha 
podido  infringir  ésta-  los  preceptos  légales  referentes  á  obligaciones  de 
los  herederos  y  á  la  manera  de  hacer  inventario,  qne  se  citan  en  los  tres 
primeros  y  en  el  último  de  los  motivos  del  recurso,  por  ser  inapllcablsB 
sCÍ  caso,  en  que  ni  por  interpretación  del  testamento  ni  por  la  forma  en 
que  recibieron  los  bienes  debe  atribuirse  el  concepto  de  herederos  á  loe 
recurridos; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  el  Abogado  del  Estado,  no  haciendo 
declaración  sobre  costas  por  no  haberse  personado  la  parte  recurrida;  y 
líbrese  á  la  Audiencia  de  esta  corté  la  certificación  correspondiente  con 
devolución  del  apuntamiento  y  documentos  que  ha  remitido. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
sertará en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  á  su  tiempo  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=Jósé  de  AMeeoa. 
=Ricardo  Gullón.=Joeé  de  Gamica.=Francisco  Toda.=:Enriqué  Las- 
8Ús.=Joaquín  González  de  la  Pefia.=Iticardo  Molina. 

Publicación .= Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  pOr  el 
Excmo.  Sr.  D.  Ricardo  Molina,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  cele- 
brado audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  dé  qne  oeiü- 
fico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  6  de  Marzo  de  1901.=:Licenciado  Jorge  Martines. 


Kúm.  ai.-GRACIA  Y  JU8T1CIA.-6  do  Marzo,  púb.  el  Z9. 

Resolución  de  la  Dirbccióm  general  de  los  Registros  dejando 
sin  efecto  la  negativa  del  Registrador  de  la  propiedad  de  To- 
rreiavega  á  inscribir  la  adjudicación  de  una  ñnca. 
Bn  sus  CONSIDERANDOS  ss  establscc: 

Que  siendo  unos  mismos  los  herederos  de  dos  cónyuges  tienen 
personalidad  para  aclarar  y  completar  en  la  testamentaria  del  se- 
gundo las  particiones  de  la  del  primero. 

limo.  Sr.:  En  el  recurso  gubernativo  interpuesto  por  D.  Andrés  de 
Ceballos  y  Aviles  contra  la  negativa  del  Registrador  de  la  propiedad  de 
Torrelavega  á  inscribir  la  adjudicación  de  una  finca,  pendiente  en  este 
Centro  en  virtud  de  apelación  del  recurrente: 

Resultando  que  por  escritura  pública  de  28  de  Diciembre  de  188U 
otorgada  ante  el  Notario  de  Torrelavega  D.  Manuel  Martines  Conde,  Don 
Francisco  Ceballos  y  Vargas,  Marqués  de  Torrelavega,  compró  en  pre- 
|;  ció  de  2.000  pesetas  una  huerta  llamada  del  Callejo,  de  18  áreas/ 

fv  cinco  centiáreas,  situada  en  aqnella  villa  y  su  barrio  llamado  del  Bég*' 

to,  que  fué  inscrita  en  el  Registro  de  la  propiedad. 
\  Resultando  que  por  fallecimiento  del  expresado  D.  Francisco  de 

r^  Ceballos,  ocurrido  en  9  de  Marzo  d^  1888,  bajo  testamento  otei^o 

en  16  de  Enero  de  1870  ante  el  NoUrio  de  esta  corte  D.  Luis  H^ 
nándes,  se  practicaron  por  su  viuda  Dofia  Victoria  Avílée  y  DorticO^ 
y  los  herederos  del  mismo»  que  lo  eran  sus  hijos  D.  Pablo*,  P*  ^^* 
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ana  porción  de  terreno  adquirido  mediante  el  eontrato  privado  de  28  de 
Mayo  de  1899  ya  referido,  que  lindaba  por  el  Mediodía  con  Ib  finca  da 
Boea  Romero  Martín,  que  era  la  misma  que  ee  intentaba  retraer,  ha- 
biéndoee  otorgado  en  29  de  Junio  de  1899  la  eecritura  de  ratiftcAclón  áñ 
aquel  contrato  privado,  cuya  escritura  también  se  ha  resefiado,  alendo 
inscrita  en  el  Registro  de  la  propiedad;  de  donde  resulta  que  el  dicenta 
era  propietario  colindante  de  la  tierra  objeto  del  retracto,  la  cnal  for- 
maba ya  una  sola  finca  con  la  comprada  por  él  á  Teodoro  y  Matías  Mo- 
reno Martín  y  Ramón  García  Pajaeio;  y  concluyó  pidiendo  se  declarara 
no  haber  lugar  al  retracto,  desestimando  la  demanda,  con  las  costas  al 
actor: 

Resultando  que  traídos  los  autos  á  la  yista  y  sustanciado  el  juicio  en 
dos  instancias,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Cáoeres,  en  14  da 
Marzo  de  1900,  dictó  sentencia  confirmatoria  de  la  del  inferior,  con  im- 
posición de  las  costas  de  la  segunda  instancia  al  apelante  J>,  2Sacaría8 
Cuerda  y  García,  por  la  que  se  declaró  p]:ucedente  el  retracto  de  colin- 
dantes deducido  por  Bruno  Sánchez  Porro  contra  el  mencionado  D.  Za- 
carías Cuerda;  condenó  á  éste  á  otorgar  escritura  pública,  cediendo  á 
aquél  todos  sus  derechos  sobre  la  finca  que  perteneció  á  Juana  Pefia  Ro- 
mero, y  le  vendió  la  madre  de  ésta,  Rosa  Romero  Martín,  y  declaró  obli- 
gado ai  retrayente  al  abono  al  demandado  del  precio  de  la  venta,  im- 
porte de  los  gastos  del  contrato,  y  cualquier  otro  pago  legítimo  hecho 
para  la  realiaación  de  dicha  venta  y  gastos  necesarios  y  útiles  en  el  caso 
de  haberse  realizado  en  la  finca,  sin  hacer  expresa  condena  de  costas: 

Resultando  que  D.  Zacarías  Cuerda  y  García  ha  interpueeto  recurso 
de  casación  por  infracción  de  ley,  fundado  en  los  núms.  1.^  y  7.^  del  ar- 
tículo 1693  de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  y  exponiendo  loe  eiguieotea 
motivos  de  casación: 

Primero.  Infracción  de  los  artículos  1258,  1450,  1462  y  147S  del  Có- 
digo civil  y  de  las  doctrinas  reponocidas  por  las  sentencias  de  este  Tri- 
bunal Supremo  de  9  de  Abril  de  1876,  81  de  Diciembre  de  1869,  25  de 
Noviembre  de  1878,  5  de  Febrero  de  1883,  24  de  Noviembre  de  1894  y  4 
de  Julio  de  1899,  según  las  cuales,  el  contrato  de  compraventa,  como 
consensual,  se  perfecciona  por  el  consentimiento  de  las  partes  en  el  pre- 
cio y  en  la  cosa,  y  se  consuma  por  la  entrega  recíproca  de  la  cosa  y  el 
precio,  transfiriéndose  al  comprador  el  pleno  dominio  y  perfecto  derecho 
sobre  la  cosa,  pudiendo  desde  tal  momento  ejercitar  las  acciones  qae  del 
dominio  se  derivan;  así  como  también  la  doctrina  de  las  senteaoiai 
de  12  de  Marzo  y  17  de  Mayo  de  1898,  según  las  cuales  en  los  retractos 
puede  probarse  el  derecho  por  cualquiera  de  los  modos  reconocidos  por 
las  leyes;  toda  vez  que  la  Sala  sentenciadora  declara  procedente  el  re- 
tracto solicitado  por  Bruno  Sánchez  Porro,  fundándose  principalmente 
en  que  el  recurrente  poseía  la  tierra  colindante  con  la  que  es  objeto  dsl 
retracto  por  virtud  del  contrato  privado  de  23  de  Mayo  de  1899,  no  obs- 
tante que  este  contrato  fué  reiterado  y  ratificado  por  escritura  de  28  ds 
Junio  siguiente  é  inscrito  en  el  Registro  de  la  propiedad,  declarando  pre- 
ferente el  derecho  del  demandante  por  ostentar  éste  escritura  púÚici 
inscrita: 

Segundo.  Infracción  del  art.  1528  del  Código  civil  y  la  doctrina  esta- 
blecida en  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  26  de  Noviembie 
de  1895  y  4  de  Diciembre  de  1896,  según  las  cuales,  el  retracto  de  colin- 
dantes sólo  procede  contra  ios  extraños  que  compran  la  finca  objeto  del 
retracto,  pero  no  contra  otro  colindante  que  tiene  igual  interés  que  el  de- 
mandante en  la  consolidación  de  los  dominios  que  se  encuentran  des- 
membrados y  en  que  desaparezcan  las  pequeñas  unidades  de  propiedad; 
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i  puesto  qne  la  Sala  sentenciadora  declara  procedente  el  retraeto  intentadi 

Y  por  Bnmo  8ánches  Porro  contra  el  recurrente  colindante  7  oompradoi 

r  de  la  tierra  oléete  del  retracto: 

Tercero.    Infracción  de  los  artículos  21,  H,  35  7  27  de  la  le7  Hipóte 

caria  7  la  doctrina  de  este  Tribunal  Supremo  sustentada  en  las  senten 

das  de  6  de  Febrero  de  1888, 18  de  Junio  de  1886,  28  de  Mayo  de  1896 

f  1%  de  MarsOj  17  de  Mayo  7  12  de  Diciembre  de  1898,  según  las  cuales,  e 

í  tercero  á  que  se  refiere  la  ley  Hipotecaria  no  es  el  retrayente,  sino  uní 

i  cemente  aquel  que  tiene  inscrito  su  derecho  sobre  la  finca  ó  derecha 

h  acerca  del  cual  se  litiga;  el  ejercicio  del  derecho  de  retracto  no  está  su 

bordinado  á  la  inscripción  del  titulo  en  el  Begistro  de  la  propiedad 

I  porque  aquél,  ó  sea  el  derecho  de  retraer,  nace  inmediata  y  directamente 

de  la  ley  que  lo  concede  por  rasónos  de  utilidad  pública,  y  la  Hipoteca 

ría  no  exige  la  inscripción  de  tal  derecho  ni  hace  innovación  alguna  qu< 

afecte  á  las  relaciones  jurídicas  establecidas  por  las  leyes  entre  el  ven 

dedoTt  el  comprador  y  el  retrayente,  ni  tampoco  es  necesaria  la  inscrip 

«ion  para  adquirir  el  dominio  de  los  inmuebles,  pues  lo  establece  y  h 

exige  la  ley  para  otros  fines;  porque  la  Sala  sentenciadora  ha  declaradi 

pvocedeate  el  retracto  ejercitado  por  Bruno  Sánchez  Porro  contra  el  re 

cúrrente,  en  rasón  á  que  aquél  tenía  inscrito  en  el  Registro  de  la  propio 

dad  el  título  de  dominio  de  la  finca  colindante  con  la  que  ha  sido  objet( 

de  retracto,  mientras  que  el  recurrente  sólo  ostentaba  su  cualidad  de  co 

lindante  á  virtud  de  un  contrato  privado  no  inscrito,  por  consiguiente 

á  la  fecha  de  la  presentación  de  la  demanda,  y  por  tanto,  el  contrate 

privado  no  podía  perjudicar  á  Bruno  Sanchos  Porro,  tercero;  siendo  as: 

qne  esta  denominación  no  puede  aplicarse  al  retrayente,  según  la  definí 

eión  que  de  tercero  da  la  ley  Hipotecaria,  ni  el  derecho  de  retracto  e< 

inscribible,  ni  el  ejercicio  de  tal  derecho  está  subordinado  á  la  inscrip 

ción  del  título  en  el  Registro,  por  lo  que  es  evidente  que  la  acción  ejer 

citada  por  Bruno  Sánchez  no  puede  ser  declarada  procedente  contra  e 

derecho  del  recurrente;  y 

Coarto.    Infracción  del  art.  1218  del  Oódigo  civil  y  de  la  doctrina  es 

tablecida,  entre  otras,  en  la  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  2( 

de  Mayo  de  1896,  según  la  que,  los  documentos  públicos  hacen  pruebf 

¡  ann  contra  tercero  del  hecho  que  motiva  su  otorgamiento  y  de  la  fechf 

.  de  éste,  7  también  hacen  prueba  contra  los  contratantes  y  sus  cansaba- 

/  habientes  en  cuanto  á  las  declaraciones  que  en  ellos  hubiesen  hecho  loi 

/  primeros;  toda  vez  que  por  escritura  fecha  29  de  Junio  de  1899,  inscriti 

en  el  Registro  de  la  propiedad,  se  reiteró  el  contrato  privado  de  28  di 

Mayo  del  mismo  año,  y  esa  escritura,  presentada  en  tiempo  y  forma  sii 

ser  impugnada,  ha  debido  ser  aceptada  y  declarada  bastante  para  probaí 

qne  el  recurrente  era  colindante  en  la  tierra  objeto  del  retracto  antes  d( 

qne  ésta  fuera  comprada  por  él  y  de  que  Sánchez  Porro  presentase  se 

demanda;  habiendo  incurrido  la  Sala,  sentenciador  a  en  el  error  de  supo 

^  ner  que  el  recurrente  adquirió  la  finca  para  la  Sociedad  Las  Canteras  de! 

OalT&rio,  y  por  tanto,  esta  Sociedad  sería  la  que  podría  ostentar  el  ca- 

r4cter  de  propietario  y  ejercitar  en  su  caso  los  derechos  que  como  pro 

piofl  pretendía  hacer  el  demandado,  siendo  así  que  dicho  contrato  privad( 

f né  reiterado  y  elevado  á  escritura  pública  con  fecha  29  de  Junio  de  1899, 

\  y  en  ella  consta  que  el  recurrente  compró  por  sí  y  para  sí,  y  no  pan 

\  Sociedad  alguna,  no  habiendo  sido  tampoco  esta  excepción  opuesta  por  li 

\  Sala  como  fundamento  del  fallo,  objeto  de  excepción  por  la  parte  contra 

\  ria,  porque  bien  sabía  y  comprendió  que  el  mandato  pudo  hacerse  y  re 

^  vocarse  de  palabra  Begán  el  Código,  y  de  palabra  pudo  ó  no  aceptarse  e] 

contrato  privado,  constando  y  resultando  en  autos  que  lo  inscrito  en  el 
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Registro  de  la  propiedad  es  el  derecho  exclasíTO  del  recurrente  por  sí, 
de  todo  lo  cual  resulta  el  perfecto  derecho  inherente  al  dominio  en  que 
el  recurrente  se  halUha  7  se  halla  de  ejercitar  por  si  7  para  si  todos  loe 
derechos  que  se  derivan  del  dominio  que  tenía  7  tiene  en  la  finca  colin- 
dante á  la  que  ha  sido  objeto  del  retracto. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ma^^istrado  D.  Enrique  Lassús: 

Considerando  que  admitidas,  por  ser  conforme  á  derecho,  las  doctri- 
nas expuestas  por  el  recurrente  en  el  primero  7  segundo  de  los  motivos  que 
para  la  casación  invoca,  de  que  el  contrato  de  compraventa,  como  con- 
sensúa!, se  perfecciona  por  el  consentimiento  en  el  pi^cio  7  en  la  cosa,  7 
se  consuma  por  la  entrega  recíproca  de  uno  7  otro,  transfiriéndose  al  com- 
prador el  pleno  dominio  de  la  cosa  vendida,  desde  CU70  momento  cabe 
ejercitar  las  acciones  qué  de  este  derecho  se  derivan,  así  como  la  de  que 
en  los  retractos  puede  hacerse  la  prueba  del  derecho  dominical  por  cual- 
quiera de  los  modos  reconocidoé  por  las  le7es,  7  que  el  de  colindantes 
sólo  procede  contra  los  extraños  que  compren  la  finca  objeto  del  re- 
tracto, pero  no  contra  otro  colindante  que  tiene  el  mismo  interés  que  él, 
queda  reducida  la  cuestión  planteada  en  el  recurso  á  determinar  si  al 
tiempo  de  verificarse  la  venta  de  la  finca  que  en  el  caso  actual  es  objeto 
del  contrato  correspondía  al  demandado  el  pleno  dominio  del  predio  co- 
lindante de  que  se  hace  mérito  en  el  contrato  privado  de  2S  de  BIa70 
de  1899: 

Considerando  que  aun  reconocida  la  autenticidad  de  este  documento 
privado  7  que  con8titU7ese  un  medio  eflcas  de  prueba  del  contrato  que 
contiene,  de  su  contexto  no  se  desprende  que  por  él  se  transfiriese  á  Don 
Zacarías  Cuerda  García  el  dominio  déla  finca  sobre  que  versa  el  contrato: 
primero,  porque  no  aparece  del  mismo  documento  que  la  venta  se  con- 
sumase con  la  tradición  de  la  finca  por  hallarse  pendiente  de  adjudica- 
ción entre  los  partícipes  de  la  herencia  de  que  procedía,  infiriéndose  lo 
contrario  del  hecho  que  acredita  la  escritura  publica  de  29  de  Junio  de 
1899  de  verificarse  en  esta  última  fecha  la  venta  por  uno  solo  de  aque- 
llos partícipes  con  el  carácter  de  duefio  7  adjudicatario  de  dicha  finca, 
transmitiendo  su  propiedad  al  recurrente  en  aquel  acto;  7  segundo, 
porque  del  propio  documento  privado  resulta  que  el  último  no  celebró 
el  contrato  en  nombre  é  interéi  propios,  sino  para  la  Sociedad  Las  Can- 
teras del  Calvario,  siendo  consecuencia  necesaria  de  tales  premisas  que 
al  verificarse  la  venta  de  la  finca  objeto  del  retracto  no  era  el  recurrente 
colindante  de  ella,  7  que  al  estimarlo  así  la  Sala  sentenciadora  no  in- 
fringió las  le7es  7  doctrina  legal  que  se  citan  en  los  tres  primeros  mo- 
tivos del  recurso: 

Considerando  respecto  del  cuarto  7  último,  que  al  estimar  la  Sala 
sentenciadora  procedente  la  demanda  de  retracto,  no  obstante  la  escri- 
tura de  29  de  Junio  de  1899  inscrita  en  el  Registro  de  la  propiedad,  no 
infringió  la  disposición  legal  7  la  doctrina  que  en  dicho  motivo  se  citan, 
porque  en  la  sentencia  no  se  desconoce  el  valor  de  aquel  documento  pú- 
blico, sino  que  estima  fundadamente  que  no  puede  surtir  efecto  alguno 
en  este  pleito  por  ser  posterior  á  la  demanda,  é  ineficas,  por  consi- 
guiente, para  hacer  variar  el  estado  de  derecho  existente  al  interponerse 
aquélla; 

Fallamos  que  debemos  declarar  7  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Zacarías  Cuerda  7  García,  á  quien 
condenamos  al  pago  de  las  costas  7  á  la  pérdida  del  depósito  constituido, 
á  que  se  dará  la  aplicación  prevenida  en  la  107;  7  líbrese  á  la  Audiencia 
deCáceres  la  correspondiente  certificación,  devolviéndole  el  apunta- 
miento 7  documentos  que  remitió. 


Digitized  by  LjOOQ  IC 


MARZO  DB  1001  33» 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  qae  se  pnblioará  en  la  Gaeeia  é  In- 
sertará en  la  Colbcción  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  ne- 
cesarias, lo  pronandamoa,  mandamos  y  firmamos.=Josó  de  Aldecoa.= 
José  de  6arnica.=dPraacisco  Toda.^Bnriqne  Las8Ú8.=Joaqaín  Gonzá- 
lea  de  la  Pefia.=:Pedro  LaTln.=Vicente  de  Finios. 

Pablicaeión.=Jjelda  7  pabllcada  f  aó  la  precedente  sentencia  por  el 
£xcmo.  Sr.  D.  Enriqae  Lassús,  Magistrado  de  la  Sala  de  lo  civil  del  Tri- 
banal  Sapremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  día  de  hoy,. 
de  que  certifico  como  Escribano  de  Oámara. 

Madrid  8  de  Marso  de  1901.=Bogelio  Gronsálea  Montes. 


Múm!.  a3.-TRIBUNAL  SUPREIÍ0.-9  de  Marzo,  p«li.  el  5  de  Abril. 

Casación  POR  INFRACCIÓN  de  ley.— Defensa  por  pobre.—SentencieL 
declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  Doña 

•    Amalia  Guzmán  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  primera  de 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  incidente  con  D.  Fran- 
cisco Fomier. 
En  sus  considerandos  se  establece: 

Que  se  ha  establecido  por  el  Tribunal  Supremo^  entre  otras  sen- 
tencias, enUisdeS  de  Enero  de  1899  y  23  de  Noviembre  de  1900,  que 
para  la  eomputaeión  del  sueldo^  cuando  se  aspira  á  la  dejensapor 
pobre,  no  debe  rebi^/arse  ni  el  descuento  legal,  que  es  de  carácter 
transitorio^  como  tampoco  se  rebaba  el  importe  de  las  contribueio- 
nes  para  efectos  juriaicos  de  análoga  naturaleza,  ni  la  parte  del 
sueldo  que  Judicialmente  se  haya  retenido,  porque  la  retención  se 
impone  ó  cesa  á  voluntad  de  los  interesados,  y  esy  por  tanto,  más 
transitoria  todavía  que  el  indicado  descuento. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  9  de  Marzo  de  1901,  en  el  incidente 
s^gmido  en  el  Joxgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Inclusa  de 
esta  capital  y  la  8^1a  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  del  territorio, 
entre  partes,  de  la  una  Dofia  Amalia  Gusmán  Pérez,  dedicada  á  las  labo- 
res domésticas,  de  esta  vecindad,  y  de  la  otra  la  representación  del  Es- 
tado, sobre  que  se  declare  pobre  á  la  Dofia  Amalia  para  litigar  en  autos 
de  tercería  promovidos  por  la  misma  contra  su  marido  D.  Francisco  For- 
nier  Padilla  y  D.  Carmelo  Pérez  Agua;  cuyo  incidente  pende  ante  Nos 
en  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  que  ha  interpuesto  dicha 
demandante,  á  la  que  representa  el  Procurador  D.  Mariano  Vivar  Tri- 
gueros y  defiende  el  Licenciado  D.  Mariano  Ortiz: 

Resultando  que  al  formular  en  14  de  Julio  de  1899,  ante  el  Juzgado 
de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Inclusa  de  esta  corte,  cierta  de- 
manda de  tercería  de  mejor  derecho  Dofia  Amalia  Guzmán  Pérez  contra- 
BU  marido  D.  Francisco  Fomier  Padilla  y  D.  Carmelo  Pérea  Agua,  for- 
malizó también,  en  un  otrosí,  la  de  declaración  de  pobreza  para  litigar 
en  aquellos  autos,  fundada— principalmente— :  en  estar  casada  la  Dofia 
Amalia  con  el  D.  Francisco  Fornier,  de  quien  tenía  tres  hijos  menores 
de  edad,  sin  poseer  ningunos  bienes,  atendiendo  á  su  subsistencia  y  la  de 
sos  hijos  la  madre  de  la  demandante,  con  quien  vivía,  y  eta  la  que  pa- 
gaba el  alquiler  de  la  habitación,  subviniendo  á  todas  las  necesidades 
de  la  casa,  no  teniendo  su  mencionado  marido  otros  bienes  más  que  el 
sueldo  de  8.000  pesetas  como  Catedrático  de  la  Escuela  Superior  de  Co- 
mercio de  Alicante,  del  cual  se  le  habían  asignado  á  la  expresada  de-- 
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mandante  1.080  petetaa  anuales  en  oonoq^  de  alimentoe,  sin  haberlos 
empesado  aún  á  cobrar: 

Resultando  qae  no  comparecidos  D.  Francisco  Fomier  7  D.  Oarm«lo 
Peres,  se  opuso  á  la  pobresa  solicitada  la  representación  del  Estado» 
con  la  que  jro  entendió  la  tramitación  del  incidente,  al  coal  se  unió  cer- 
tificación negativa  del  pago  de  contribución  por  la  actora;  7  en  la  prueba 
de  la  misma  declararon  tres  testigos,  Tiniendo  á  confirmar  los  hechos 
alegados  en  ap070  de  la  petición  de  pobresa,  quienes  añadieron  que  la 
Doña  Amalia  vivía  con  su  madre  en  compefiia  de  Dofia  Eusebia  Gtómes; 
é  igualmente  practicó  prueba  la  representación  del  Estado,  teetimonián- 
dose  en  los  autos  el  contrato  de  inquilinato  de  la  habitación  de  aquéllas, 
extendido  á  favor  de  la  Doña  Eusebia  Gómez,  7  la  hoja  correspondiente 
del  padrón  vecinal,  según  la  que,  en  el  cuarto  bajo  de  la  isquierda  de  la 
casa  núm.  7  de  la  calle  de  Ventura  de  la  Vega,  de  esta  capital,  figuraba 
como  cabeza  de  familia  D.  Francisco  Fomier,  habitándolo  con  su  esposa 
é  hijos  7  su  madre  política,  por  el  alquiler  mensual  de  60  pesetas;  ade- 
más de  todo  lo  que  informó  el  Alcalde  de  barrio  que  á  la  Dofia  Amalia 
7  sus  hijos  los  mantenía  la  madre  de  aquélla: 

Resultando  que  continuada  la  sustanciación  del  incidente  en  dos  ins- 
tancias, pronunció  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  del  terri- 
torio sentencia  de  6  de  Julio  del  afio  próximo  pasado,  por  la  que,  con- 
firmando la  del  Juzgado,  se  deniega  la  declaración  de  pobreza  pre- 
tendida: 

Resaltando  que  Dofia  Amalia  Guzmán  Pérez  ha  interpuesto  recurso 
de  casación,  como  comprendido  en  el  núm.  1.^  del  art.  16M  de  la  107  de 
Enjuiciamiento  civil,  por  haberse  infringido,  en  su  concepto,  la  senten 
cia  recurrida: 

Primero.  El  art.  16,  por  interpretación  errónea  7  aplicación  indebi- 
da, 7  el  18,  por  su  no  aplicación,  de  la  107  de  Enjuiciamiento  civil,  aeí 
como  la  jurisprudencia  sentada  en  multitud  de  sentencias  de  este  Tribu- 
nal Sapremo;  puesto  que  si  al  negarse  la  defensa  en  concepto  de  pobre 
á  la  recurrente  se  ha  tenido  sólo  en  cuenta  la  asignación  alimenticia  de 
1.080  pesetas  anuales  sefialada  á  la  misma,  tal  asignación  es  inferior  al 
doble  jornal  de  un  bracero  en  esta  capital,  atendido  ser  dicho  jornal  de 
2  pesetas  diarias;  7  si  se  ha  tomado  en  consideración  al  enunciado  efecto 
el  sueldo  que  disfruta  el  marido  de  aquélla,  debió  aplicarse  el  citado 
art.  18,  con  arreglo  al  cual,  para  que  no  pueda  utilizarse  el  beneficio  de 
la  defensa  en  concepto  de  pobre,  es  necesario  que  la  renta  que  disfrute 
quien  lo  solicite,  unida  á  la  de  su  consorte  é  hijos,  exceda  del  triple  jor- 
nal de  un  bracero,  el  que,  al  expresado  tipo,  asciende  al  afio  á  S.160  pe- 
setas, 7  el  marido  de  la  recurrente  sólo  percibe  de  su  sueldo  1.980,  de- 
ducidos el  descuento  del  14  por  100  de  impuesto  de  utilidades,  la  reten- 
ción de  600  pesetas  decretada  á  favor  de  D.  Carmelo  Pérez  en  los  autos 
ejecutivos  por  éste  instados,  según  consigna  la  &ila  sentenciadora  en 
uno  de  sus  considerandos,  7  las  1.080  de  la  mencionada  pensión  ali- 
menticia; 7 

Segando.  La  doctrina  consignada  en  sentencia  de  10  de  Marzo  de  1881 , 
de  que  el  producto  que  no  debe  llegar  al  doble  jornal  de  un  bracero  para 
conceder  el  beneficio  ^e  pobreza,  es  el  que  obtenga  de  sus  bienes  perso- 
nales quien  lo  solicite,  por  cuanto  para  denegarlo  á  la  recurrente  se  ha 
atendido  á  sus  bienes  personales  7  á  ios  de  su  marido;  la  sentencia  de  9 
de  Ma70  de  1892,  por  no  haberse  aplicado  la  misma;  7  los  artículos  7 
doctrina  mencionados,  por  haber  hecho  la  8ala  sentenciadora  la  declara- 
ción de  exceder  del  doble  jornal  de  un  bracero  los  productos  que  para  eu 
fallo  ha  tenido  en  cuenta,  sin  decir  cuáles  son,  ni  cuál  el  jornal,  apli- 
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caneo  indebidamente  la  ley,  per  w>  haber  Icindamentoe  para  hacer  aque- 
lla deelaraeión. 

VifltOt  eiende  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Gallón: 

Considerando  que  ee  ha  establecido  por  este  Tribanal  Supremo,  entre 
etns  eeoteneiasi  en  las  de  6  de  Enero  de  18f9  y  28  de  NoTiembre  de  1900, 
que  para  la  eoa^ntación  del  sueldo,  cuando  se  aspira  á  la  defensa  por 
poht%  no  debe  rebajarse  ni  el  descuento  legal,  que  es  de  carácter  transi- 
torio, como  tampoco  se  rebaja  el  importe  de  las  contribuciones  para  elec* 
toe  juridieOB  de  análoga  naturaleaa>  ni  la  parte  del  sueldo  que  judicial- 
mente se  haya  reteniík)»  porque  la  retención  se  impone  ó  cesa  á  voluntad 
de  loe  interesados,  y  es,  por  tanto,  más  transitoria  todavía  que  el  indi- 
cado desenento: 

Ck>nsiderando  que  con  arreglo  á  la  doctrina  expuesta,  y  sin  perjuicio 
de  los  derechos  que  pueda  ejercitar  Dofia  Amalia  Guzmán  Peres  cuando 
■e  haya  acordado  definitivamente  el  divorcio  ó  separación  de  los  cónyu- 
ges, no  es  posible  en  el  día  concederla  el  beneficio  de  pobreza,  ni  aun  en 
el  caso  de  que  debieran  tenerse  en  cuenta  las  1.080  pesetas  que  se  la  han 
asignado  para  alimentos  provisionales  de  ella  y  de  sus  hijos,  porque 
además  de  ser  acumulables  al  haber  que  reste  al  marido,  percibiendo 
óate  un  sueldo  de  8.000  pesetas  anuales,  del  cual  no  cabe  rebajar  el  des- 
cuento legal  ni  la  parte  retenida  á  instancia  del  acreedor  Peres  Agua, 
quedaría  siempre  á  D.  Francisco  Forñier,  como  sueldo  computable  para 
loe  efectos  de  que  se  trata,  la  suma  de  1.920  pesetas,  que  es  superior  al 
jornal  de  dos  y  hasta  de  tres  braceros  en  la  localidad;  y 

Ck>nsiderando  que,  de  consiguiente,  no  se  ha  infringido  los  artículos 
de  la  ley  procesal  y  la  doctrina,  invocados  en  los  motivos  del  recurso,  en 
el  concepto  que  se  supone; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
corseo  de  casación  interpuesto  por  Dofia  Amalia  Gusmán  Peres,  á  la  que 
condenamos  al  pago  de  las  costas,  y  de  la  cantidad  de  1.000  pesetas,  por 
raaón  de  depósito,  á  que  se  dará  la  aplicación  prevenida  en  la  ley;  y  con 
la  oportuna  certificación,  devuélvase  á  la  Audiencia  de  esta  corte  el 
apnntamiento  que  tiene  remitido. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
sertará en  la  G>uscción  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesariasí  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=Jo8é  de  Aldecoa. 
=::Ricardo  Gullón.=Enrique  Lassús.=Joaquín  Gonxáles  de  la  Pefia.= 
Pedro  Lavín.=Bicardo  Molina.=:Vicente  de  Piniés. 

Publicación.=Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Bzemo.  8r.  D.  Ricardo  GuUón,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  cele- 
brando audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  que  cer- 
tifico como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  9  de  Mano  de  1901.=Licenciado  Hilario  María  González  y 
Torree. 


Kiim.  e4:.-TRIBUNAL  SUPREMO.-H  de  Marzo,  peli.  el  9  de  Abril. 

Casación  por  infracción  de  lzy.— Elevación  á  testamento  sacra- 
mental de  una  última  voluntad.— Aixio  declarando  no  haber  lu- 
gar á  la  admisión  del  recurso  interpuesto  contra  el  dictado  por 
la  Sala  s^unda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en 
pleito  con  Doña  Esperanza  Gurri. 
Ea  su  considerando  único  se  establece: 
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Que  según  el  núm.  3.^  del  ari.  1694  de  la  leyproeeMl,  no  seda 
el  recurso  en  el  fondo  contra  una  eentenda  o  resolución  cuando 
puede  promoverse  otro  Juicio  sobre  el  mismo  objeto  á  que  aquélla  se 
refiere: 

Que  conjorme  al  art.  693  del  Código  eicil,  contra  la  denegadán 
delJuesálaprotocolisadóndel  testamento  no  cüi>e  recurso  algu- 
no, y  si  sólo  el  ejercido  del  derecho  enjuicio  correspondiente. 

Beflnltando  qne  en  escrito  de  93  de  Septiembre  de  1898  fórmalo  Dofi« 
Josefa  Joyé  Oaiatayad  la  pretensión  de  qne,  previos  los  trámites  oportu- 
nos, se  elevase  á  testamento  sacramental  la  última  voluntad  manifes- 
tada de  palabra  por  Dofia  Josefa  Gurri  Prats;  recayendo  en  las  corres- 
pondientes actuaciones,  en  las  qne  comparecieron,  oponiéndose  á  la 
ennnciada  solicitud,  Dofia  Esperania  Gurri  y  Prats  y"  otros,  y  se  oyó  al 
Ministerio  fiscal,  auto  del  Juigado  de  primera  instancia  del  distrito  del 
Norte  de  Barcelona,  que  fué  confirmado  en  grado  de  apelación  por  el 
que  á  su  ves  pronunció  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
aquel  territorio  en  6  de  Octubre  del  afio  último,  per  el  cuál  no  se  da  lu- 
gar á  la  mencionada  solicitud  y  se  sobresee  en  dichas  actuaciones  sin 
ulterior  trámite: 

Resultando  que  Dofia  Josefa  Jqvé  y  Oalatayud  ha  interpuesto  recurso 
-de  casación  como  comprendido  en  los  números  1.^  y  3.^  del  art.  1693  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil;  oponiéndose  el  ICinisterio  fiscal  á  que 
sea  admitido. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Bfagistrado  D.  Francisco  Toda: 

Considerando  que,  según  el  núm.  8.^  del  art.  1694  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil,  no  se  da  el  recurso  por  infracción  de  ley  ó  de  doc- 
trina legal  contra  una  resolución  ó  sentencia,  cuando  puede  promoverse 
otro  juicio  sobre  el  mismo  objeto  á  que  aquélla  se  refiere,  y  como  el  caso 
presente  se  halla  comprendido  en  dicho  precepto,  aparte  de  la  termi- 
nante prescripción  del  art.  698  del  Código  civil,  previniendo  que  contra 
la  denegación  del  Juez  á  la  protocolización  del  testamento  no  cabe  re- 
curso alguno,  y  sí  sólo  el  ejercicio  del  derecho  en  el  juicio  correspon- 
diente, es  indudable  que  el  recurso  se  halla  comprendido  en  el  caso  de 
inadmisibilidad  del  núm.  8.®  del  art.  1739  de  la  citada  ley  procesal; 

No  ha  lugar  á  admitir  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Dofia 
Josefa  Jové  y  Calatayud;  no  se  hace  imposición  de  costas,  por  no  haber 
comparecido  en  este  Tribunal  Supremo  la  parte  recurrida;  y  con  la 
oportuna  certificación,  devuélvase  á  la  Audiencia  de  Barcelona  el  apun- 
tamiento remitido  por  la  misma,  y  pubiíquese  este  auto  según  dispone 
la  ley. 

Madrid  11  de  Marzo  de  1901.=José  de  Aldecoa.=Francisco  Toda.= 
Enrique  La88Ú8.=Joaquín  González  de  la  Pefia.=Pedro  Lavín.=Ri- 
cardo  Molina.= Vicente  de  Piniés.=Ante  mí.  Licenciado  Hilario  María 
González  y  Torres. 

£7üm.  65.-TRIBUNAL  8UPREIÍ0.-I3  de  Marie,  p«b.  el  5  de  Abril. 

Casación  por  infracción  de  LEY.—Consiitueión  de  servidumbre  de 
/)e»o. —Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  inter- 
puesto por  Doña  Vicenta  Peláez  contra  la  pronunciada  por  la 
Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito 
con  D.  Federico  de  Rojas  y  otros. 
En  sus  CONSIDERANDOS  SO  establecc: 
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Que  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  art.  5&Í  del  Código  eiml,  el  pro- 
pietcuno  de  una  finca  eneUwada  entre  otras  de  ajena  pertenencia, 
tiene  derecho  á  exigir  la  servidumbre  de  paso  por  las  heredades  ve- 
cinas, tan  solamente  cuando  la  suya  no  tuviere  salida  á  camino  pú- 
blico; siendOy  en  su  virtud^  evidente  que  carece  de  tal  derecho  el  dueño 
que  tuviere  establecida  en  favor  de  su  predio  una  servidumbre  de  esa 
espedCj  aunque  en  su  trayecto  ocurriesen  desperfectos  susceptibles 
de  reparación  que  impidan  ó  inutilicen  el  tránsito,  máxime  si  desper- 
fectos de  esa  entidad  ocurrieren,  no  ya  en  el  trasudo  de  la  servi- 
dumbre^ sino  en  la  via  que  para  enlosar  con  ella  tuviese  establecida 
el  dueño  dentro  de  su  propiedad,  por  ser  inconcuso  que  en  tales  cir- 
cunstancias la  finca  enclavada  no  carece  de  salida,  bastando  para 
restablecer  el  pleno  disfrute  de  la  servidumbre  establecida  que  el 
dueño  del  predio  dominante  repárelos  desperfectos  donde  los  hu- 
biere ó  varié  el  trazado  si  ocurriesen  en  el  interior  del  mismo  pre- 
dio, cargas  ambas  que  afectan  al  mismo  dueño  ynoá  sus  conveci- 
nos, los  cuales  tan  sólo  están  obligados  á  dar  paso  cuando  no  lo  hu- 
biere. 

Ea  la  villa  7  corte  de  Madrid,  á  18  de  Marzo  de  1901,  en  los  autos  de 
Juicio  declaratlTO  de  mayor  cuantía,  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera 
instancia  de  Alcalá  de  Henares  7  lá  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  esta  capital  por  Dofia  Vicenta  Peláex  7  Beronda  contra  D.  Fe- 
derico de  Bojas  Alonso,  Agente  diplomático;  Dofia  Pilar  de  Rojas  Alon- 
so; Dofia  Carmen  de  Vicente,  como  representante  legal  de  sus  hijos 
menores  de  edad  Dofia  Manuela,  D.  Manuel,  D.  Juan  José  7  D.  Rafael 
Rojas  de  Vicente,  7  los  demás  herederos  del  Conde  de  Montarco,  todos 
propietarios,  de  esta  vecindad,  sobre  constitución  de  una  servidumbre 
de  paso:  autos  pendientes  ante  Nos,  en  recurso  de  casación  por  infracción 
de  107,  interpuesto  por  la  Dofia  Vicenta  Peláez,  á  quien  representa  el 
Procurador  D.  Francisco  Iglesias  7  defiende  el  Licenciado  D.  Pedro  Apa- 
látegni;  eetándolo  D.  Federico  7  Dofia  Pilar  de  Rojas  7  Alonso  por  el 
Procurador  D.  Luis  Lumbreras  7  el  Licenciado  D.  Ángel  Castro  7  Blanc; 
sin  que  se  ha7a  personado  en  este  Tribunal  Supremo  la  Dofia  Car- 
men de  Vicente,  por  haberse  allanado  á  la  demanda  en  primera  ins- 
tancia: 

Resultando  que  Dofia  Vicenta  Peláez  7  Beronda,  duefia  de  una  finca 
denominada  Piul-Palomarejo  7  Torrebermeja,  situada  en  la  ribera  del 
Jarama,  por  habérsela  adjudicado  al  fallecimiento  de  su  marido,  ocu- 
rrido el  12  de  Junio  de  1876,  acudió  al  Ministerio  de  Fomento  en  solici- 
tud de  que  se  le  permitiera  realizar  obras  de  defensa  en  la  margen  dere- 
cha del  indicado  río,  correspondiente  á  dicha  finca;  resolviéndose  en  18 
de  Julio  de  1897  que  procedía  concederle  la  autorización  para  construir 
un  sistema  de  defensa,  consistente  en  revestimiento  de  pilotes  7  fajinas, 
con  refuerzos  de  tierra  7  piedra,  pero  no  en  la  forma  que  aquélla  pro- 
ponía, sino  por  curva  seguida  sin  saliente  en  espigón  al  río,  plegándose 
á  las  inñeziones  del  terreno  sefialadas  por  las  aguas  ordinarias  é  inver- 
nales, con  altura  máxima  de  dos  metros,  á  partir  de  las  bajas  de  verano, 
«on  lo  que,  teniendo  en  invierno  el  río  su  cauce  natural,  quedase  defen- 
dida la  margen  en  las  avenidas  menores,  7  cuando  llegase  alguna  de 
importancia  no  se  le  opusiera  valla  que  pudiera  perjudicar  al  régimen 
de  la  corriente,  pues  al  salvar  el  enfajinado  de  defensa,  perdería  su  vio- 
lencia 7  no  dafiaría  tampoco  á  la  reclamante;  pudiendo  autorizarse  á  to- 
dos los  propietarios  riberefioe  comprendidos  en  la  zona  para  emplear 
dicho  sistema  de  defensa: 
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Resaltando  que  U  prenombrada  Dofia  Vicenta  Peláes  y  Beronda, 
previo  acto  de  conciliación  sin  aTenencia,  con  fecha  16  de  Jnnio  de  1S9S 
acudió  al  Juzgado  de  primera  instancia  de  Alcalá  de  Henarea  en  de- 
manda de  qae,  deapuée  de  loa  trámites  correspondientes  al  jnicio  deela- 
rativo  de  mayor  cnantia,  se  condenara  á  los  herederos  de  í).  Eduardo 
Bojas,  Conde  de  Montares,  á  Dofia  l^lar  y  D.  Federico  de  Rojas,  A  qtie, 
como  conduefioB  de  la  finca  titulada  Goto  de  Vaciamadrid,  dieran  por 
ella  paso  á  la  denominada  Piul-Palomarejo  y  Torrebermeja,  pertene- 
ciente á  la  demandante,  que  se  hallaba  sin  salida  á  camino  público, 
constituyendo  sobre  aquélla,  mediante  la  indefánizaeión  del  valor  del 
terreno  y  del  importe  de  los  perjuicios  que  se  causaren  al  predio  sir- 
viente, apreciados  por  peritos,  una  servidumbre  de  paso  de  cuatro  me- 
tros de  anchura  en  favor  de  la  finca  de  la  demandante,  que  atravesando 
el  referido  coto  por  el  sitio  llamado  Canto  ó  Sopefia  hasta  llegar  á  la 
carretera  de  Madrid  á  Valencia,  estableciese  una  vía  permanente  para 
todas  las  necesidades  del  predio  dominante,  y  al  pago  de  las  costas: 

Resultando  que  en  las  alegaciones  de  hecjio  y  de  derecho,  consigna- 
das en  la  demanda  para  apoyar  dicha  pretensión,  expuso  sustanclal- 
mente  Dofia  Vicenta  Felaes  y  Beronda:  lindar  la  finca  Piul-Palomarejo 
y  Torrebermeja  por  el  N.  con  terreno  de  D.  Pedro  Várela  y  el  río  Ja- 
rama;  por  el  M.  y  el  O.  con  el  mismo  río,  y  por  P.  con  terrenos  de  Don 
Manuel  de  Bojas,  que  constituyen  el  coto  denominado  de  Vaciamadrid, 
perteneciente  á  los  herederos  de  D.  Eduardo  Rojas,  Conde  de  Montarco, 
fallecido  el  17  de  Septiembre  de  1807,  y  á  D.  Federico  y  á  Dofia  Pilar  Ro- 
jas; haber  tenido  la  finca,  aunque  muy  mala,  una  salida  dnica  4  1a  ca- 
rretera de  Madrid,  llamada  Cuesta  del  Piul,  que  atravesaba  terrenos  del 
coto  de  Vaciamadrid  en  una  extensión  de  5  kilómetros,  y  era  siempre 
muy  penosa,  y  en  ciertas  épocas  del  afio  imposible  de  utilisar,  porque 
además  de  su  pendiente  se  formaban  arroyadas  á  consecuencia  de  las 
vertientes,  hasta  el  pundo  de  no  pode!  la  demandante  arrendar  los  pas- 
tos por  las  dificultades  que  se  ofrecían  para  sacar  el  ganado,  y  verse 
obligada  á  poner  una  barca  entre  el  Piul  y  otra  finca  de  sus  hijos,  situada 
en  la  margen  opuesta,  llamada  de  Palancar,  para  sacar  por  allí  los  fru- 
tos, dando  un  rodeo  de  más  de  10  kilómetro  9,  aparte  de  que  en  ciertas 
épocas  no  podía  funcionar  y  no  servir  para  el  trasbordo  de  reses  bravas; 
haber  desaparecido,  á  consecuencia  de  las  grandes  lluvias  y  crecidas  del 
Jarama  en  el  afio  97,  la  entrada  á  la  indicada  única  salida,  ó  sea  la  cuesta 
del  Piul,  pues  por  ella  era  imposible  transitaran  carros  y  ganado,  y  muy 
arriesgado  lo  hicieran  las  personas,  ya  que  media  solamente  unos  tres 
pies  de  ancho,  y  su  suelo  era  de  naturalesa  silícea,  con  corte  vertical  al 
cauce  del  río,  y  amenazaba  desprendimientos,  en  los  cuales  podía  influir 
la  corriente  que  socavaba  su  base,  siendo  imposible  arreglarla,  ya  que 
para  hacerlo  eran  necesarias  obras  que  habrían  de  ejecutase  en  terreno 
invadido  constantemente  por  las  aguas;  y  haber  quedado  la  finca  del 
Piul  sin  salida  alguna  con  la  destrucción  del  paso  ó  entrada  á  la  cuesta 
susodicha,  no  existiendo  otro  remedio  que  constituir  una  servidumbre 
sobre  el  coto  de  Vaciamadrid,  propiedad  de  los  demandados,  que  debían 
permitir  el  establecimiento  de  una  vía  ó  camino  permanente  por  el  punto 
denominado  Canto  ó  Sopefia,  que  era  el  menos  perjudicial  al  predio  sir- 
viente, y  además  por  donde  menos  distancia  había  á  la  carretera  de  Ma- 
drid, toda  ves  que  no  excedería  de  1.500  metros,  y  en  vista  de  ello  se  ha- 
bía dirigido  á  los  condueflos  del  coto  de  Vaciamadrid  pidiendo  la  auto- 
rización necesaria,  los  cuales  le  prometieron  se  establecería  la  servidum- 
bre cuando  se  terminase  la  testamentaría  del  Conde  de  Montarco,  dln- 
dole  permiso  mientras  tanto  para  que  utilizase  el  paso  por  el  sitio  que 
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pedia»  0i  bien  después  lo  prohibieron  en  absoluto;  y  citó,  entre  otros  pre- 
ceptos» loe  arts.  680,  686  7  664  del  Código  civil: 

Besultando  qne  conferido  traslado  á  los  demandados,  se  personó  en 
los  autos  Dofia  Carmen  de  Vicente,  como  representante  legal  de  sus  hi- 
jos, menores  de  edad,  D.  Mannel,  Dofia  Manuela,  D.  Jnan  José  7  D.  Ba- 
fael  de  Bojas  7  Vicente,  adjndicatatios  de  la  tercera  parte  del  coto  qne 
perteneció  á  sn  padre,  allanándose  á  la  demanda,  á  fin  de  evitar  los  gas- 
tos, molestias  7  disgustos  de  un  pleito,  pero  no  en  dafio  de  los  derechos 
de  los  otros  conduefios,  é  igualmente  en  nombre  de  sus  otros  hijos  Dofia 
Carmen,  Dofia  Engracia  y  Dofia  María,  haciéndolo  en  el  propio,  por  ha- 
llarse emancipada,  Dofia  Isabel  de  Rojas  7  Vicente,  aunque  no  eran  par- 
tícipes en  el  enunciado  coto,  á  cu7a8  pretensiones  accedió  el  Juzgado;  7 
á  su  vez  Dofia  Pilar  7  D.  Federico  de  Rojas  7  Alonso  se  opusieron  á  la 
pretensión  de  la  actora,  con  la  súplica  de  que  se  les  absolviera  de  la  de- 
manda, alegando:  que  al  pedir  Dofia  Vicenta  Felaes  se  constitU7era  un 
servidumbre  de  paso  sobre  el  coto  de  Vaciamadrid,  afirmaba  como  fun- 
damento hallarse  su  finca  sin  salida,  7  para  que  esto  fuese  cierto,  era 
preciso,  como  primer  requisito,  que  estuviera  enclavad?  entre  otras  aje- 
nas, lo  cual  no  sucedía,  pues  la  misma  demandada  afirmaba  lindar  con 
el  río  Jarama  por  tres  puntos  distintos,  7  lejos  de  encontrarse  sin  salida 
á  camino  público  tenía  una  por  el  río  Jarama,  donde  existía  una  barca 
7  un  vado  para  ir  á  otra,  finca  propiedad  de  la  demandante,  denominada 
ralancar,  existiendo  además  la  cuesta  llamada  del  Piul,  que  ni  las  llu- 
vias ni  el  río  habían  deteriorado  dentro  del  coto  de  Vaciamadrid,  7  si  en 
la  finca  del  Piul  había  sufrido  algún  desperfecto  había  sido  á  conseeuen- 
eia  de  un  acto  ilegítimo  de  la  demandante,  que  pretendió  regar  su  pose- 
sión eon  el  agua  del  Jarama,  para  lo  que  cortó  la  corriente  un  poco  más 
abajo  del  punto  en  que  habían  ocurrido  los  desperfectos  en  el  enunciado 
camino;  que  además  tenía  otra  salida  por  el  ferrocarril  de  Madrid  á  Ar- 
ganda,  puesto  que  en  el  Piul  existía  un  apeadero  donde  cargaba  los  va- 
gones con  los  frutos;  7  que  nunca  le  prometieron  constituir  la  servidum- 
bre al  terminar  la  testamentaría  del  Conde  de  Montarco,  7  sólo  en  casos 
especiales,  por  pura  benevolencia,  le  permitieron  el  paso  por  el  sitio  de- 
nominado Canto  ó  Sopefia;  é  invocaron  los  arts.  680,  686,  648,  649  7  664 
del  Código  civil: 

Resultando  que  después  de  insistir  ambas  partes  contendientes  en 
los  escritos  de  réplica  7  duplica  en  cuanto  tenían  expuesto,  se  recibió  el 
pleito  á  prueba,  tra7éndo8e  á  los  autos,  á  instancia  de  la  actora,  copia 
autorizada  del  contrato  celebrado  por  el  Delegado  del  Ministerio  de  Fo- 
mento para  Incautarse  del  ferrocarril  de  Madrid  á  Arganda,  oon  la  Dofia 
Vicenta  Peláez,  en  el  que  ésta  se  obligó  á  cumplir  las  prescripciones  de 
la  Real  orden  de  concesión  del  desvío,  apartadero  del  kilómetro  28  del 
dicho  ferrocarril,  que  debería  servir  para  toda  clase  de  mercancías  pro- 
cedentes del  mismo,  siempre  que  las  expediciones  se  hicieran  por  vagón 
eompleto  de  seis  toneladas,  ó  pagando  por  tal  peso,  con  sujeción  á  la  ta- 
rifa correspondiente  á  cada  clase  de  mercancías: 

Resultando  que  á  instancia  de  la  misma  parte  se  practicó  una  ins- 
pección ocular,  haciéndose  constar  en  el  acta  levantada:  que  á  la  entra- 
da de  la  cuesta  llamada  del  Piul  7  en  toda  ella  se  observaba  que  el  ca- 
mino que  conducía  á  la  carretera,  lo  mismo  el  que  estaba  dentro  de  la 
finca  que  el  que  atravesaba  la  posesión  de  Vaciamadrid,  se  encontraba 
falto  de  reparaciones,  fáciles  de  arreglar  para  poner  la  cuesta  en  condi- 
ciones del  tránsito  á  que  se  dedicaba;  que  aun  cuando  existían  en  algún 
sitio  sefiales  de  humedad  7  plantas,  no  intercepterían  el  paso  de  caballe- 
rías, ni  aun  de  carruajes,  si  el  firme  del  camino  estuviera  cuidado;  que 
TOMO  91  82 
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á  la  entrada  ó  rabida  de  la  ciieeta  exietía  un  hnndimieiito  del  temao  y 
corte  yertical  en  dirección  al  canee,  qne  hacía  iapoeible  el  paeo  de  ca- 
rmajee  por  dicha  parte  de  camino,  anoqne  no  el  de  caballerías  j  perso 
ñas;  qne  el  Juagado  7  demáe  acompafianfces  pasaron  Bín  difionltad  por 
aquel  sitio,  hallándose  reducida  su  extensión  én  nn  troco  á  algo  meiip(« 
de  nn  metro;  qne  el  terreno  donde  existía  la  dificultad  del  paso  p«ra  ca- 
rruajes se  hallaba  en  sn  base  amenasado  por  las  aguas  del  río,  obser- 
vándose un  corte  vertical  hecho  de  antiguo  para  construir  el  cnmliio, 
que  tendría  una  elevación  de  tres  metros,  y  sobre  dicho  corte  una  faja 
de  terreno  de  unos  10  metros  de  anchura,  bastante  pendiente,  haata  lle- 
gar al  corte  vertical  del  cerro  contiguo  á  aquel  mal  paso;  qne  no  se  adrir- 
tieron  sefiales  de  que  el  río  fuese  nayegabie,  pero  podían  utilisarse  bar- 
cas como  la  existente  para  el  servicio  entre  las  fincas  el  Piul  7  el  Pnlaii> 
car;  que  el  camino  púl>lico  más  próximo  á  la  primera  de  dichas  finca» 
era  la  carretera  de  Madrid  á  Valencia,  7  para  llegar  á  ella  hidbtfa  qne 
atravesar  terreno  del  coto  de  Vaciamadrid,  pareciendo  la  menor  diaton- 
cia  la  que  existía  por  el  punto  denominada  Canto  ó  Sopefia;  que  el  mal 
paso  estaba  dentro  de  la  finca  el  Piul  7  á  alguna  distancia  del  lindero 
del  coto  de  Yaéiamadrid;  que  entre  el  Piul  7  el  Palancar  era  vadeeble 
el  río;  que  el  ferrocarril  de  Arganda  atravesaba  el  Piul,  donde  tenía  nn 
apartadero,  7  que  desde  la  carretera  de  Campo  Real  7  el  Palancar  se 
hallaba  un  carril  7  una  faja  de  terreno  sin  cultivar: 

Resultando  que  como  más  prueba,  practicada  á  solicitud  de  ambas 
partes,  tres  Ingenieros  agrónomos  dictaminaron:  deducirse  de  loa  «on- 
deos 7  aforos  realisados,  que  el  Jarama  podía  ser  atravesado  en  aignnos 
puntos  valiéndose  de  barcas  apropiadas,  las  que  no  sielnpre  serian  ntlli- 
sables  7  no  servirían  para  conducir  reses  bravas;  hallarse  la  cuesta  del 
Piul  casi  totalmente  destruida  en  su  comienso,  ha^ta  el  punto  de  medir 
en  algunos  sitios  un  metro  60  centímetros,  destrucción  producida  per  el 
constante  choque  del  río  con  el  talud  que  la  sostenía,  7  que  á  cansa  de 
su  constitución  geológica  era  fácilmente  destructible,  permitiendo  el  ee- 
tado  en  que  se  hallaba  el  paso  solamente  á  peatones;  no  defender  la  en- 
trada de  la  cuesta  una  estacada  que  existía  en  el  río  próximo  á  aquélla, 
aguas  abajo;  7  otra  que  lo  atravesaba  para  elevar  el  nivel  de  las  agnae, 
pudo  originar  el  principio  ó  aumento  de  la  destrucción  de  la  margen  de- 
recha; ser  la  pendiente  máxima  del  camino  del  Piul  de  17  metros  18  cen- 
tímetros por  100,  7  estando  expedito  nada  influiría  la  época  del  afio  para 
el  tránsito,  pudiéndose  conducir  por  él  reees  bravas,  aunque  no  en  las 
condiciones  normales;  ser,  saliendo  por  lindero  de  tierra,  el  camino  pá- 
bllco  más  cercano  á  la  finca  el  Piul  la  carretera  de  Madrid  á  Valencia, 
atravesando  el  coto  de  Vaciamadrid,  7  el  trasado  menos  perjudicial  para 
constituir  una  servidumbre  el  sitio  llamado  Canto  ó  Sopefis;  7  no  exis- 
tir imposibilidad  para  la  reparación  del  desperfecto  ocurrido  en  el  ca- 
mino de  salida  de  la  finca  el  Piul,  el  cual  había  sido  originado  por  no 
atenderse  suficientemente  á  la  defensa  de  la  orilla  del  río  Jarama;  pre- 
sentando los  enunciados  peritos  una  Memoria  expresiva  de  que,  para  la 
reconstitución  del  paso  por  la  cuesta  del  Piul  en  las  condiciones  en  qne 
se  encontraba  antes  de  ocurrir  los  desprendimientos,  era  necesaria  naa 
obra  consistente  en  una  estacada  de  118  metros  de  longitud,  á  partir  del 
primer  pilote  aguas  arriba  de  la  existente  en  aquella  fecha  para  la  de- 
fensa del  recodo  aguas  abajo  de  la  enunciada  cuesta,  debiendo  construirse 
de  dos  series  de  pilotes  distanciados  un  metro,  de  6  de  longitud  7  86  cen- 
tímetros de  diámetro,  hincados  tres  metros,  7  unidos  cada  uno  con  el  co- 
rrespondiente de  la  otra  serie  por  una  aspa  de  tablones  de  6  centímetros 
de  grueso  por  80  de  ancho,  rellenando  el  espacio  comprendido  con  nn 
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maoiio  de  canto  rodado  y  cal  hidránlioa,  7  aflcosdeiia  «1  coate  4m  fes 
obras,  segán  los  presopnestoe  presMitadoSy  á  18^096  pesetan  62  oéntinieB: 
Resultando  qae  practicada  la  demás  praefaa  doonroental  7  testiieal 
propoesta^  se  siguió  el  pleito  por  los  trámites  de  dos  iostanciap,  dictando 
la  8ala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte,  el  l.^'  de  J«nio 
del  próximo  pasado  afio  1900,  sentencia  confirmatoria  de  la  del  Josgado, 
por  la  qae  se  absuelve  á  D.  Federico  7  Dofia  Pilar  de  Rojas  7  Alonso  7 
á  los  hijos  de  D.  Eduardo  Rojas  7  Alonso,  Conde  de  Montarco,  de  la  de- 
manda formulada  por  Dofia  Vicenta  Peláes,  á  quien  se  condena  al  pego 
de  las  costas  de  ambas  instancias: 

Resultando  que  Dofia  Vicenta  Peláes  7  Beronda,  con  el  depósito  de 
1.000  pesetas,  iia  interpuesto  recurso  de  casación,  como  comprendido  en 
los  námeros  1.^  7  1.^  del  art.  1692  de  la  107  de  Enjuiciamiento  qívíI, 
alegando: 

Primero.  La  infracción  del  art.  664  del  Oódigo  civil,  según  cojo 
tenor  el  propietario  de  una  finca  ó  heredad  enclavada  entre  otras  7  sin 
salida  á  camino  público,  tiene  derecho  á  exigir  paso  por  las  heredades 
vecinas,  previa  la  correspondiente  indemnización;  en  cuanto  el  fallo  te - 
curtido  niega  el  )ptLBO  solicitado  7  no  reputa  enelaoada  la  finca  del  Pinl, 
por  contar  para  salir  de  la  misma  con  un  vado,  un  apartadero  del  ferro- 
carril, una  barca  para  trasladarse  á  la  orilla  opuesta  del  Jarama  7  un 
camino  de  servidumbre  destruido,  7  cu7a  reconstitución  implica  obras 
costosas,  perfectamente  posibles  dentro  de  la  técnica  de  constmccle- 
nes,  pero  irreaUsables  en  el  estado  de  derecho  creado  en  la  ribera  de 
aquel  rio: 

Segundo.  Infringirse  igualmente  el  art.  566  del  Oódigo  civil,  con 
arreglo  al  cual  deberá  darse  la  servidumbre  de  paso  por  el  ponto  menos 
peijndieiai  al  predio  sirviente,  7  en  cuanto  fuere  conciliable  con  esta 
regla,  por  donde  sea  menor  la  distancia  del  predio  dominante  al  camino 
péblioo,  en  relación  con  el  principio  de  que  donde  existe  igual  raión 
debe  regir  el  mismo  derecho,  admitido  en  sentencias,  entre  otras,  de  11 
^  Janio  de  1876  7  27  de  Octubre  del  82;  pues  tonto  por  ser  el  Piul  un 
fondo  enclavado  7  sin  salida  propia,  7a  que  su  único  lindero  de  tierra 
es  el  coto  de  Vaciamadrld,  cuanto  porque  tiene  de  tiempo  inmemorial 
un  derecho  real  de  servidumbre  sobre  el  mencionado  coto,  es  incuestio- 
nabte  que  le  asiste  el  de  hacer  el  servicio  de  salida  por  el  único  ponto 
por  donde  puede  hacerse,  ó  sea  el  indicado  coto,  como  lo  afirmaron  los 
peritos  en  su  informe,  7  en  consecuencia,  con  este  derecho  le  asiste  sn 
elerdcio,  relacionado  con  el  hecho  indiscutible,  admitido  por  la  senté»- 
ota  recorrida,  de  la  inutilidad  presente  del  camino  por  donde  la  servi- 
dumbre se  prestaba,  á  virtud,  no  de  un  sencillo  desperfecto,  sino  de  on 
deopiomamiento  del  camino  al  rio,  que  hace  necesarias  para  su  recone- 
Imeción  obras  de  gran  coste  7  de  poca  seguridad;  presentándose  la  cues- 
tión de  si  el  duefio  del  predio  dominante  debe  recomponerlo  á  su  costa, 
ftonqoe  en  definitiva  queda  siempre  deficiente,  ó  si  debe  prestarse  la 
servidumbre  por  otro  sitio  que  sea  el  menos  perjudicial  al  predio  sir- 
vieato,  7a  que  los  peritos  declararon  que  el  sitio  menos  gravoso  para 
mam  servidombre  de  paso  era  el  llamaido  Canto  ó  Sopefia,  por  no  ope- 
oense  á  la  existencia  de  la  servidumbre  la  desaparición  del  paso  por  des- 
trooción  parcial  del  predio,  conforme  al  núm.  8.*^  del  art.  646  del  Código 
^vll,  en  relación  con  el  664,  7  las  reglas  de  interpretación  jnridica  que 
enoeftao  se  debe  buscar  la  analogía  con  el  caso  más  parecido,  cual  lo  es 
en  el  actual  el  de  la  constitución  de  una  servidumbre,  para  el  que  el  ar- 
tíooto  6M  establece  debe  darse  por  el  punto  menos  perjudicial  al  predio 
aviento;  7  siendo  norma  de  derecho  que  u6¿  eadem  ratio  eademjuris^ 
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dÍ9ff09Íiio  €896  débete  Is  Mnteneift  recurrida,  en  vex  de  ordenar  la  re- 
oenetitiicióii  mediante  ohnm  nueras  de  deemonte,  debió  ordenar  el  pasa 
aleniéndoee  á  lo  qne  dispone  el  citado  art.  665;  y 

Tercero.  Haber  incurrido  la  8ala  sentenciadora  en  error  de  hecho, 
reanltante  de  documento  auténtico,  al  dar  por  cierta  y  probada  la  posi- 
bilidad de  rehacer  ó  reconstituir  el  camino;  dado  que  ios  Ingenieros  que 
dictaminaron  en  el  pleito,  á  fin  de  demostrar  la  posibilidad  de  la  reoons- 
titnción  del  camino,  presentaron  un  proyecte^  del  que  aparece  qne  para 
hacMrlo,  en  las  condiciones  en  que  antes  de  ocurrir  los  desprendimientos 
es  encentraba,  se  requieren  obras  de  importancia,  respecto  de  las  cuales 
hay  que  tener  preeente  que  las  resoluciones  emanadas  de  autoridades 
competentes  crean  estados  de  derecho  que  hay  que  respetar;  constando 
en  autos  que  Dofia  Vicenta  PeUes  solicitó  un  sistema  de  defensas,  auto- 
riaándosela  por  el  Ministerio  en  1897  para  construir  en  la  margen  de  so 
propiedad  unos  revestimientos  de  pilotes  y  faginas  con  refueno  de  pie- 
dra y  de  tierra  por  curva  seguida  sin  saliente,  en  forma  de  espigón  al 
río,  sino  plegándose  á  las  inflexiones  del  terreno  sefialadas  por  ias  agnaa 
orearlas  é  invernales,  con  altura  máxima  de  2  metros;  y  siendo  éste 
el  estado  de  hecho  y  de  derecho,  por  lo  que  atafie  á  las  obras  de  defensa 
y  á  la  prohibición  de  invadir  el  cauce,  en  la  sentencia  recurrida  no  debió 
reducirse  expresa  y  deliberadamente  la  cuestión  litigiosa  á  la  posibili- 
dad técnica  de  rehacer  ó  no  el  camino  destruido,  sin  tener  en  cuenta  el 
documento  del  Ministerio  de  Fomento  de  1897,  ya  mencionado. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joaquín  Gonsáles  de  la  Pefia: 

Ck>neiderando  que,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  art.  664  del  Código 
civil,  el  propietario  de  una  finca  enclavada  entre  otras  de  ajena  perte- 
nencia, tiene  derecho  á  exigir  la  servidumbre  de  paso  por  las  heredades 
vecinas,  tan  solamente  cuando  la  suya  no  tuviere  salida  á  camino  públi- 
co; siendo,  en  su  virtud,  evidente  que  carece  de  tal  derecho  el  duefio  qne 
tuviere  establecida  en  favor  de  su  predio  una  servidumbre  de  esa  espeoie^ 
aunque  en  su  trayecto  ocurriesen  desperfectos  susceptibles  de  repanción 
que  iiñpidan  ó  inutilicen  el  tránsito,  máxime  si  desperfectos  de  esa  en- 
tidad ocurrieren,  no  ya  en  el  trasado  de  la  servidumbre,  sino  en  la  Tía 
que  para  enlasar  con  ella  tuviese  establecida  el  duefio  dentro  de  su  pro- 
piedad, por  ser  inconcuso  que  en  tales  circunstancias  la  finca  enclavada 
no  carece  de  salida,  bastando  para  restablecer  el  pleno  disfrute  de  la  ser- 
vidumbre establecida  que  el  duefio  del  predio  dominante  repare  los  des- 
perfectos donde  los  hubiere  ó  varíe  el  trazado  si  ocurriesen  en  el  interior 
del  mismo  predio,  cargas  ambas  que  afectan  al  mismo  duefio  y  no  á  ene 
convecinos,  los  cuales  tan  sólo  están  obligados  á  dar  paso  cuando  no  lo 
hubiere: 

Cíonsiderando  que,  esto  supuesto,  resultan  improcedentes  los  dos  mo- 
tivos primeros  del  recurso,  puesto  que  para  desestimar  la  demanda  se 
funda  el  fallo  recurrido,  no  tan  sólo  en  que  Dofia  Vicenta  Peláes  puede 
utilisar  y  utilisa  una  vía  férrea  y  un  paso,  atravesando  el  río  Jarama, 
para  la  explotación  de  su  finca,  lo  que  ciertamente  no  llenaría  el  objeto 
del  mencionado  art.  664,  sino  también  y  muy  principalmente  en  el  he- 
cho inconcuso  de  hallarse  establecida  desde  antiguo  sobre  la  finca  de  los 
demandados,  en  favor  de  la  perteneciente  á  Dofia  Vicenta,  una  servidum- 
bre que  permite  el  tránsito  de  peatones,  carros  y  ganado,  y  si  bien  ee 
cierto  que  existe  un  mal  paso  por  efecto  de  las  avenidas  del  río  Jarama» 
ese  mal  paso  está  situado  dentro  del  predio  dominante,  y  es  además  sus- 
ceptible de  reparación,  á  Juicio  de  la  Sala  sentenciadora: 

Considerando  que  aun  siendo  irreparable  el  desperfecto  del  camino 
establecido  por  Dofia  Vicenta  dentro  de  su  propiedad,  carecería  de  dere- 
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cho  «i  exigir  la  constitución  de  nna  senridümbre  nneva,  dado  que  la 
existente  liega  en  eatado  de  utíiisarse  haata  ei  lindero  qne  separa  lee 
predios  dominante  y  sirviente,  y  qne,  aparte  de  ello,  ai  estimarlo  repa- 
rable, no  incurre  la  Sala  sentenoiadora  en  el  error  de  hecho  qne  se  le 
atribuye  en  el  motivo  último  del  recurso;  pues  si  bien  consta  en  el  pleito 
qne  al  conceder  á  Dofia  Vicenta  antorisación  para  hacer  obras  de  defensa 
contra  las  invasiones  del  rio  Jarama,  se  le  prohibió  hacerlas  en  forma  de 
espigón  para  evitar  que  se  cambiara  el  curso  de  las  aguas,  no  se  sigue  de 
#llo  que  se  le  prohibiera  rehacer  las  defensivas  que  tenia  dentro  de  sn 
Haca  en  el  mismo  sitio  por  donde  pasaba  el  camino  que  en  parte  se  ha 
derruido; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  Dofia  Vicenta  Peláes  Beronda,  á  quien 
condenamos  al  pago  de  las  costas  y  á  la  pérdida  del  depósito  constituido, 
qne  se  distribuirá  según  dispone  la  ley;  y  devuélvase  con  la  oportuna 
certificación  á  la  Audiencia  de  esta  corte  el  apuntamiento  remitido  por 
la  misma. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inser- 
tará en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  nece- 
sarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=José  de  Aldecoa«=: 
Ricardo  Qullón.=JoBé  de  Gamica.=:Francisco  Toda.=Joaqnln  Goma- 
les de  la  Pefia.=Bicardo  Molina.=:Tomás  Gúdal. 

Pnbiieación.»:Lelda  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Joaquín  González  de  la  Pefia,  Magistrado  del  Tribunal 
Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  dia  de 
hoy,  de  que  certifico  como  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  18  de  Marzo  de  1901.=Licenciado  Hilario  María  Gonzálea  y 
Torres. 


Núm.  ea.~TRIBUNAL  8UPREM0.-I3  de  Marzs,  psb.  el  5  de  Abril. 

Casación  por  infracción  de  hEY.Sueeaión  testamentaría.— A^nio 
declarando  no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  inter- 
puesto por  Doña  Francisca  Pau  contra  la  sentencia  pronun- 
ciada por  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Ma- 
drid, en  pleito  con  el  Ministerio  fiscal. 
En  sus  CONSIDERANDOS  88  establccc: 

Que  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  núm.  9.^  del  art.  1729  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  eivil^  es  inadmisible  el  recurso  de  casación  cuando 
^e  renere  á  la  apreciación  de  la  prueba,  y  no  se  impugna  por  el  me- 
dio legcU  que  autoriza  el  párrafo  7.°  del  art.  1692  de  la  misma  ley: 

Que  por  ser  los  arts.  1215, 1244  y  1248  del  Código  civil  sólo  ex- 
positivos de  los  medios  de  prueba,  y  el  578  y  659  de  la  ley  procesal 
los  que  confieren  expresamente  al  juzgador  la  facultad  discrecional, 
no  impugnable  en  casación,  para  apreciar  la  prueba  de  testigos,  son 
ineficaces  para  combatir  la  apreciación  de  la  misma  por  el  Tribunal 
seniendaaor: 

Que  la  prueba  testifical  no  puede  variar  de  naturalesa  ni  conver- 
tirse  en  documental  por  el  solo  hecho  de  haber  sido  consignadas  las 
manifestaciones  en  acta  notarial,  la  cual  no  modiñea  el  valor  proba- 
torio de  aquéllas,  ni  es  estimable  como  documento  auténtico,  sino 
en  cuanto  al  hecho  que  motiva  su  otorgamiento. 
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BMQlUndo  qne,  previa  declaración  de  pofareía,  formuló  Dolía  Fran- 
ciaea  Pao  do  Blo  ante  el  Juagado  de  primera  inetaoda  del  distrito  á»  Im 
UaiTereidad  de  eela  corte,  demanda  de  l.^de  Octabre  de  1898,  á  la  qne 
aeompafió  copia  de  an  acta,  en  la  cual  se  consignan  las  manileetaeÍoo«« 
ma^  el  Notarlo  que  la  antoriió  7  teetigoe  instnimentalee,  de  loe  que  em 
olla  se  expresan,  qn iones  dijeron  no  comprenderles  les  generales  de  I* 
ley,  relativas  al  cambio  por  Leandro  Pan  de  en  nombre  y  apellido  por 
loa  de  Leonardo  Sebastián  Algorta  y  Calvet,  y  á  otros  extremos: 

Resaltando  qae  en  la  enunciada  demanda  pretendió  la  aetora  que  ae 
deelarase:  primero,  que  Leandro  Pan,  hijo  natural  de  la  demandante, 
bahía  llevado  indebidamente  y  sin  las  formalidades  necesarias  para  po- 
derlo realisar,  el  nombre  supuesto  de  Leonardo  Sebastián  Algorta  y  Gai- 
vei,  oon  el  cual  falleció  en  Lima;  segando,  que  por  tal  motivo  áthám 
rectificarse  la  inscripción  de  su  defunción,  consignándose  en  el  Begletro 
civil  de  la  Oorufia  su  verdadero  nombre  de  Leandro  Pan;  y  tercero,  qae 
loa  bienes  dejados  por  el  supuesto  Leonardo  pertenecían  realmente  al 
Leandro,  quien  los  transmitió  de  derecho  á  sos  legítimos  herederoe 
por  ministerio  de  la  ley: 

Resultando  que  sustanciada  dicha  demanda  con  el  Ministerio  fieeal 
por  los  trámites  del  juicio  de  mayor  cuantía,  en  dos  instancias,  pr(»niii- 
elá  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  del  territorio  sentenciit 
de  26  de  Octubre  del  afio  último,  por  la  que,  confirmando  con  las  coetae 
de  la  alaada  la  del  Juagado,  se  absuelve  al  Ministerio  fiscal  de  la  nen- 
donada  demanda,  sin  darse  lugar  á  hacer  las  declaracionessolicitadaa 
en  la  misma: 

Resultando  que  Dofia  Francieca  Pan  do  Río  ha  interpuesto  recurso 
de  casación,  como  comprendido  en  los  números  1,®,  2.^  y  7.®  del  artícnlo 
1M2  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  alegando: 

Primero.  La  infracción  del  art.  826  del  Código  civil,  en  cuanto  se  de- 
niega en  el  fallo  recurrido  la  inscripción  del  fallecimiento  de  Leandro 
Pao,  que  autorlia  el  art.  826  del  mismo  Código,  después  de  ser  rectifi- 
cado en  la  forma  que  exige  el  18  de  la  ley  provisional  de  17  de  Junio  de 
1870  sobre  Registro  civil. 

Segundo.  Haberse  cometido,  como  consecuencia  de  la  anterior  in- 
fracción, la  del  citado  art.  18  de  la  ley  del  Registro,  que  ordena  la  ins- 
cripción, en  el  libro  correspondiente,  de  toda  ejecutoria  dictada  acor- 
dando la  indicada  rectificación,  la  cual  había  debido  decretarse  en  este 
litigio,  no  solamente  por  la  prueba  practicada  sobre  el  error  cometido, 
sino  por  haber  prestado  su  conformidad  la  parte  demandada,  bajo  cuyo 
eoncepto  la  sentencia  no  es  congruente  con  las  pretensiones  oportuna- 
mente deducidas  por  los  litigantes: 

^Tercero.  Ser  base  de  las  anteriores  infracciones,  y  la  de  mayor  tras- 
cendencia realmente,  la  de  los  arts.  1244  y  1248  del  Código  civil,  en  re- 
laeión  directa  con  los  678  y  669  de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  por  haber 
incurrido  la  Sala  sentenciadora  en  error  de  derecho  en  la  apreciación  de 
Ib  prueba,  dejando  de  aplicar  el  precepto  del  citado  art.  678  de  la  ley 
procesal,  en  relación  con  el  también  citado  1216  del  Código,  en  que  se 
reconoce  como  medio  de  prueba  la  de  testigos  sin  tacha  legal  ó  ciroun»- 
taocla  especial  que  desvirtúe  sus  declaraciones;  mediando,  de  igual  ma- 
nera, error  de  hecho  al  decirse  en  la  sentencia  recurrida  que  no  pueden 
ser  uno  mismo  Leonardo  Sebastián  Algorta  y  Leandro  Pau,  por  figurar 
aquél  con  más  afios  de  los  que  en  realidad  debiera  tener  el  segundo; 
emir  nacido  del  documento  en  que  se  expresa  tal  edad,  el  cual  ee  falso, 
eomo  se  había  acreditado;  y 

Cuarto.    La  infracción  tembién  del  art  1216  del  Código  civil  en  vela- 
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cite  aoB  «1  Búm.  2.^  del  678  de  Uí  ley  procesal,  en  cuanto  había  dejado 
de  tener  en  cuenta  la  Sala  eentenciadora  el  acta  notarial  acompafiada  i 
la  demanda,  documento  público  según  el  art.  1216  del  citado  Código  7 
el  78  del  reglamento  de  9  de  Noviembre  de  1874,  en  la  que,  con  arreglo 
á  lo  dispuesto  en  el  1218,  igualmente  del  Código  civil,  se  acreditaban 
todos  los  extremos  mencionados  en  ella  y  alegados  en  la  demanda  como 
fundamentos  de  la  misma: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  se  ha  opuesto  á  que  se  admita  el 


Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Vicente  de  Piules: 

Considerando  que,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  núm.  9.^  del  artículo 
1729  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  es  inadmisible  el  recurso  de  ca^ 
sación  cuando  se  refiere  á  la  apreciación  de  la  prueba,  y  no  se  impugna 
por  el  medio  legal  que  autoriía  el  párrafo  séptimo  del  art.  1692  de  la 
misma  ley: 

Considerando  que  en  este  caso  de  inadmisión  está  comprendido  el 
presente  recurso*  porque  se  funda  en  apreciación  que  de  la  prueba  testi- 
fical haee  el  recurrente  contrariando  el  juicio  de  la  Sala,  y  aunque  se  in- 
tenta combatir  el  de  ésta  alegando  la  infracción  de  las  reglas  de  la  sana 
crítica,  y  la  de  los  artículos  1216,  1244  y  1248  del  Código  civil  en  rela- 
ción con  los  678  y  669  de  la  ley  procesal,  oponiendo  además,  como  do- 
oomento  auténtico,  el  acta  notarial  en  que  se  consignaron  las  manifes- 
taciones de  los  testigos  objeto  de  la  apreciación,  son  loe  citados  artículos 
1.^  3.^  y  4.^  sólo  expositivos  de  los  medios  de  prueba,  y  el  8.^  y  6.^  los 
que  expresamento  confieren  al  juzgador  la  facultad  discrecional— no  im- 
pugnable en  casación  —para  apreciar  la  prueba  de  testigos,  que  no  puede 
variar  de  naturaleza  ni  convertirse  en  prueba  documental  por  el  solo  he- 
oIm)  de  haber  sido  consignadas  las  manifestaciones  en  acta  notarial,  la 
cual  no  modifica  el  valor  probatorio  de  aquéllas,  ni  es  estimable  como 
documento  auténtico,  sino  en  cuanta  al  hecho  que  motiva  su  otorga- 
miento: 

No  ha  lugar  á  admitir  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Dofia 
Viancisca  Pan  do  Rio;  con  la  oportuna  certificación  devuélvase  á  la  Au- 
éhnéíñ  de  esta  corte  el  apuntamiento  que  ha  remitido,  y  publíquese  el 
presente  auto  según  dispone. la  ley. 

Madrid  18  de  Marso  de  1901.=:=José  de  Aldecoa.=Francisco  Toda= 
Enrique  Lassús.=Joaquín  González  de  la  Pefia.=:Pedro '  Lavín.=Vi- 
eente  de  Piniés.=Tomás  Gúdal.=Ante  mí,  Licenciado  Hilario  María 
Oonsáles  y  Torres. 

Nüm.  67.— TRIBUNAL  8UPREÜ0.-14  de  marzo, 
pab.  el  7  de  Abril. 

Casación  poír  infracción  de  lby.— Po^o  de  cantidad.— -SenienciB, 
declarando  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  Doña  María 
de  los  Santos  Gómez  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo 
civil  de  la  audiencia  de  Burgos,  en  pleito  con  la  Sociedad 
Ubtema  y  Fernández. 
Sn  sus  CONSIDERANDOS  86  ostableco: 

Qm  tea  obligaeiones  deben  cumplirse  del  modo  en  que  hubiesen 
mdceaniraidaey  á  tenor  del  orí.  109Í  del  Código  civil: 

Que  ee  infringen  loe  ariieuloe  1104  y  1902  del  Código  civil  ex- 
tendiendo la  reeponeabilidad  de  una  parte  á  partieularee  que  su 
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obligación  no  eomprende^  y  haciéndola  responsable  de  omieián  y  ne- 
gUgeneia  que  no  la  son  imputables. 

En  1a  yilla  y  corte  de  Ifadrid,  á  14  de  Bfarao  de  1901,  en  el  pleito  se- 
guido en  el  Jasgsdo  de  primera  instancia  de  Ramalee  y  en  la  Sala  de  lo 
civil  de  la  Aadiencia  de  Bargoa  por  la  Sociedad  übiema  y  Fornándei, 
del  comercio  de  Santander,  con  Dofia  María  de  loe  Santos  Gómei  Mará- 
fión,  propietaria,  vecina  de  Bóo,  sobre  pago  de  cantidad  é  indemnisa- 
ción  de  dafios  y  perjaicios;  pendiente  ante  Nos,  en  virtnd  de  recarso  de 
casación  por  infracción  de  Jey ,  interpuesto  por  la  demandada,  defendida 
por  el  Letrado  D.  Constancio  García  Locasa  y  ÍSorrilla,  y  representada 
por  el  Procurador  D.  Julián  Mafios;  habiéndolo  estado  la  parte  recurrida 
por  el  Letrado  D.  Antonio  Maura  y  el  Procurador  D.  Fidel  Serrano: 

Resultando  que  la  Sociedad  TJblema  y  Femándes,  del  comercio  de 
Santander,  promovió  ante  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  dicha 
ciudad,  en  Julio  de  1896,  diligencias  preparatorias  de  ejecución  contra 
D.  Luis  Fernández  Oafiedo,  que  les  era  en  deber  la  cantidad  de  6.548 
pesetas  y  céntimos,  importe  de  tres  letras  de  cambio;  y  no  habiendo 
reconocido  su  firma  Fernández  Cafiedo,  dedujo  dicha  Sociedad,  en  No- 
viembre del  mismo  afio,  la  demanda  civil  ordinaria  correspondiente, 
que  se  sustanció  en  rebeldía  del  demandado,  en  la  que  recayó  sentencia 
firme  en  1.^  de  Abril  de  1897,  condenando  á  Fernández  Cafiedo  al  pago 
de  aquella  cantidad  y  de  las  costas: 

Resultando  que  decretado  en  dichos  autos  el  embargo  de  los  bienes 
muebles  é  Inmuebles  del  demandado,  solicitó  la  Sociedad  demandante 
la  retención  de  2.600  pesos  que  Dofia  María  de  los  Santos  Gómez  Mara- 
fión  tenia  que  entregar  á  D.  Luis  Femándes  Cafiedo  el  21  de  Marzo  da 
1897,  como  parte  de  un  legado  hecho  á  favor  de  éste,  cuya  retención  se 
hiciera  en  poder  de  aquélla  y  á  disposición  absoluta  del  Juzgado;  y  de- 
cretado así,  fué  requerida  Dofia  María  de  los  Santos  Gómez,  en  It  de 
Enero  de  1897,  en  su  domicilio  del  pueblo  de  Valle,  correspondiente  al 
Juzgado  de  Ramales,  contestendo  que  tenía  dada  orden  á  su  apoderado 

Sara  que  hiciera  entrega  del  legado  de  6.000  pesos  á  D.  Luis  Femándes 
¡afiedo,  é  ignoraba  si  se  habría  verificado  la  entrega;  pero  por  si  no  se 
había  hecho,  ofrecía  dar  nueva  orden  á  su  representante  en  Guanajato 
para  que  retuviera  la  cantidad  de  2.600  pesos,  mandada  retener,  á  que 
se  refería  el  mandamiento: 

Resultando  que  en  20  del  mismo  mes  de  Enero  solicitó  la  misma 
Sociedad  en  los  susodichos  autos  que  se  mandara  requerir  á  D.  Leopoldo 
Ruiz  Ocejo,  que  vivía  en  la  hacienda  de  Tupátaro,  perteneciente  al  Es- 
tado de  Guanajato,  para  que  retuviera  la  indicada  cantidad  de  2.600  pe- 
sos de  los  6.000  que  importaba  el  legado  que  tenía  que  entregar  á  Fer- 
nández Cafiedo,  como  representante  de  Dofia  María  de  los  Santos;  acor- 
dándolo así  el  Juzgado,  que  libró  el  correspondiente  exhorto  por  la  vía 
diplomática,  en  cumplimiento  del  cual  se  hizo  constar  que  en  22  de  Ju- 
nio de  1897  se  entregó  la  oportuna  citación  en  la  indicada  hacienda  á 
D.  Manuel  Ruiz  Ocejo,  hermano  del  D.  Leopoldo,  por  hallarse  éste 
ausente;  que  en  29  de  Septiembre  del  mismo  afio  1897  pidió  de  nuevo  la 
Sociedad  demandante  se  requiriera  personalmente  á  D.  Leopoldo  Ruis 
Ocejo  para  que  manifestara  si  hizo  la  retención  antes  indicada,  y  en 
caso  negativo  se  le  requiriera  de  nuevo  para  que  lo  hiciera  á  disposición 
del  Juzgado,  consignándose  la  contestación  que  diere;  y  acordada  tam- 
bién la  práctica  de  esta  diligencia,  y  librado  nuevo  exhorto  por  la  vía 
diplomática,  fué  cumplimentado  en  14  de  Diciembre,  haciendo  constar 
que  no  se  encontró  en  la  finca  de  Tupátaro  al  D.  Leopoldo,  y  que  su 
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b«riiuuio  D.  Muiael  expnio  qoe  en  el  mee  de  Ageeto  ei^lió  «qnél  pan 
EefiaftA,  y  que  ere  oompletaineiite  ajeno  al  crédito  de  qae  ee  trataba;  j 
por  últlmOy  á  petidón  de  la  mlema  Sociedad  se  hiao  en  31  de  Enero  de 
189S  ni  D.  Leopoldo  el  requerimiento  acordado  en  en  domicilio  del  pue- 
blo de  Valle  de  Baeega,  partido  Jndlcial  de  Ramalea,  contestando  que 
no  hiao  la  retención,  porque  cnmpiiendo  órdenes  de  su  poderdante 
Dolía  Maria  Santoe  Gomes,  entregó  á  D.  Luis  Fernandos  Cafiedo  el  le- 
gado dA  6.000  pesos  en  los  últimos  días  de  Enero  ó  principios  de  Fe- 
brero da  1897,  segán  lo  hiao  constar  por  escritura  otorgada  ante -el  Es- 
eribano  público  de  Penjamo  D,  Ramón  Altamirano,  cuya  entrega,  por 
oonalgniente,  tuyo  lugar  con  anterioridad  al  requerimiento  hecho  á  él 
7  á  en  poderdante  Dofia  Haría  Santos  Gomes: 

Resaltando,  en  efecto,  de  certificación  obrante  en  autos,  expedida  y 
sellada  en  Penjamo,  con  fecha  26  de  Hayo  de  1898,  por  el  Notario  Don 
Ramón  Altamirano,  encargado  del  Registro  público  de  su  partido,  lega- 
Uaadaa  la  Arma  y  sello  en  el  mismo  dia  por  el  Jefe  político  del  Ayunta- 
miento de  aquella  villa,  que  en  el  libro  respectiyo  de  la  propiedad,  bajo 
el  núm.  84  y  con  fecha  de  9  de  Septiembre  de  1887,  se  registra  la  escri- 
tora de  partición  y  división  de  los  bienes  hereditarios  de  D.  Domingo 
Ooc^o  Gano,  otorgada  en  Irasmado  el  28  de  Febrero  del  afio  citado  ante  el 
Eecribano  D.  Ignacio  M.  Arroyo,  teniendo  ai  margen  de  la  inscripción 
una  nota  que  dice:  <  Yo  el  ciudadano  Licenciado  D.  Ramón  Altamirano, 
encargado  del  Registro  público  de  este  partldo.=Oertifico:  que  hoy,  á  las 
doce  del  día,  fué  presentado  en  una  hoja  útil,  con  los  timbres  respecti' 
TOS,  por  D.  Leopoldo  Ruis  Ocejo,  el  siguiente  documento:=:Al  margen. 
Por  6.000,  y  una  estampilla  debidamente  cancelada.— He  recibido  de 
D.  Leopc^do  Ruis  Ocejo,  como  apoderado  general  de  Dofia  María  Santos 
Gomes,  viuda  de  Ocejo,  la  cantidad  de  6.000  pesos,  importe  del  legado 
con  qne  su  finado  tío  D.  Domingo  le  favoreció  en  su  testamento,  y  cuyo 
legado,  con  arresclo  á  la  escritura  de  partición  de  28  de  Febrero  del  87» 
en  en  declaración  7.^,  debía  satisfacerle  en  dos  plasos  iguales,  que  ven- 
cerían por  fallecimiento  de  Dofia  Agustina  Midia,  viuda  de  Ocejo,  el  21 
de  Mano  del  97,  y  el  21  de  Marzo  del  98,  anticipándosele  en  atención  á 
la  situación  angustiosa  de  su  familia  en  Méjico.=Y  para  que  conste  su 
recibo,  firmo  el  presente  en  Ipapuato  á  1.®  de  Febrero  de  1897.=:Lui8 
Femándes  de  Gafiedo  y  Ocejo;  certificándoee  á  continuación  por  el  Es- 
cribano D.  Ignacio  M.  Arroyo  que  la  firma  del  recibo  había  sido  puesta 
ante  él  por  la  persona  que  la  misma  expreeaba: 

Resultando  asimismo  que  Dofia  María  Santos  Gomes  Marafión,  por 
escritura  pública  otorgada  en  Ramales  en  17  de  Agosto  de  1896,  como 
duefia,  por  herencia  de  su  hijo  D.  Domingo  Ocejo  Gomes,  que  lo  fué  de 
su  tío  D.  Domingo  Ocejo,  de  la  hacienda  de  Topátaro  y  de  todas  sus  per- 
tenencias en  el  Estado  de  Guanajato,  República  mejicana,  confirió  poder 
á  sus  nietos  D.  Leopoldo  y  D.  Aurelio  Ruis  Ocejo,  residente  éste  en  VaUe 
de  Rueega,  y  aquél  en  la  indicada  hacienda,  de  la  que  estaba  encargado 
por  delegación  de  los  anteriores  mandatarios  de  la  otorgante,  á  los  dos 
juntos  y  á  cada  uno  de  por  sí  mancomunada  y  solidariamente,  entre  otros 
extremoe,  para  reclamar  y  percibir  las  cantidades  de  pesos,  efectos  y 
bienee  que  se  ie  adeudaban,  procedentes  de  la  testamentaría  de  que  se 
trataba,  y  para  satisfacer  los  legados  y  deudas  legítimas  que  en  contra 
de  ella  resultasen: 

Resultando  que  por  N.  ürquisa  se  dirigió  una  carta  á  übierna  y  Fer- 
nandos, fechada  en  Valle  á  28  de  Septiembre  de  1896,  participándoles 
qne  la  qpe  ellos  le  remitieron  fué  entregada  en  propia  mano,  proporcio- 
nándole esto  el  tratar  el  asunto  con  un  nieto  de  la  sefiora  á  quien  se  di- 
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rigf  ui,  hAbieiido  eonrenido  ^e  en  la  carto  que  en  aquel  dia  saldiia  ptfa 
Méjico  fe  mandaría  retener  á  D.  Lale  Oafiedo  1.600  d^ro0  en  monedki  éb 
aquel  país;  pero  qne  temía  qne,  efecto  de  algana  súplica,  ee  anticiparan 
á  entregarle  el  legado  por  eompteto,  annqne  el  indicado  nieto  de  la  se- 
flora  no  lo  creía,  porque  allí  eeperalwn  poder,  que  ae  había  remitido  á 
Bfadrid  para  en  legaiisación;  y  con  esta  carta  j  la  certificación  ya  refe- 
rida, expedida  por  el  encargado  del  Rastro  de  Penjamo,  dednjo  la  9o- 
ciedad  Ubiema  y  Fernándés,  en  el  Jugado  de  primera  instancia  de  Ra- 
males, en  28  de  Mario  de  1899,  la  demanda  de  esto  pleito,  con  la  preten- 
sión de  que  se  condenase  á  Dofia  María  de  los  Santos  Gomes  Marafión  á 
pagar  á  dicha  Sociedad  la  cantidad  de  6.648  pesetas  9  céntimos,  y  todos 
los  dafios  y  perjuicios  que  les  hubiera  causado;  alegando  al  efecto,  y  des- 
pués de  referir  en  los  hechos  los  antecedentes  expuestos:  que  la  deman- 
dada estoba  obligada  á  pagar  á  la  Sociedad  demandanto  la  cantidad  de- 
bida por  Femándea  Gafiedo  y  el  importo  de  todos  los  perjuicios,  porque 
ella  había  sido  la  causa*eficiento  y  exclusiva  de  que  no  se  habíera  he- 
cho efectiva  dicha  suma,  dejando  de  retener  en  primer  término  los  1.600 
pesos  que  se  comprometió  á  retener  en  el  convenio  celebrado  con  Urqni- 
sa,  y  después  los  2.600  que  le  ordenó  el  Jusgado  en  18  de  Enero  de  1897, 
no  cabiendo  admitir  la  excusa  de  que  la  orden  de  retención  no  la  recibió 
la  demandada  á  tiempo,  pues  aun  suponiendo  hipotéticamente  que  fuese 
cierto  la  entrega  á  que  se  refería  la  escritura  otorgada  ante  el  Notario 
D.  Bamón  Altatnirano  en  1.^  de  Febrero  de  1897,  desde  18  de  Enero  an- 
terior, en  que  se  comunicó  á  Dofia  María  de  los  Santos  la  orden  de  re- 
tención, transcurrieron  dies  y  ocho  días,  durante  los  que  tuvo  tiempo 
sobrado  para  avisar  á  su  apoderado,  no  sólo  por  telégrafo,  lo  coal  pudo 
hacer  multitud  de  veces,  sino  también  por  carta,  pues  por  la  vía  de  loe 
Estados  Unidos  tardan  sólo  en  llegar  á  Méjico  de  doce  á  catorce  días;  qne 
esta  falta  de  cumplimiento  á  lo  pactado  con  Urquisa  y  á  las  órdenes  del 
Juagado,  aparte  de  la  responsabilidad  criminal  que  implicaban  para  la 
demandada,  le  hacían  incurrir  en  la  respoosabilidad  civil  que  determina 
el  art  1902  del  Código  civil,  que  dispone  que  el  que  por  acdóa  ú  omi- 
sión causa  dafio  á  otro,  interviniendo  culpa  ó  negligencia,  esta  obligado 
á  reparar  el  dafio  causado;  y  qne  en  este  caso  había  existido  de  parto  de 
Dofia  María  de  los  Santos  Gómez  la  responsabilidad  en  los  dos  coneeptos 
que  comprendía  dicho  articulo,  ó  sea  la  que  provenía  de  las  gesüones 
que  biso  para  borrar  la  acción  de  la  justicia  y  los  legítimos  derechos  de 
la  Sociedad  demandante,  y  la  derivada  de  omisión  por  haber  dejado  de 
hater  la  retención  á  qne  se  obligó  particularmente  y  la  que  oi^enó  el 
Juagado: 

Resultondo  que  Dofia  María  de  los  Santos  Gomes  impugnó  la  deman- 
da, alegando:  que  desconocía  el  contonido  de  la  carto  á  que  aludía  la  de 
Urquisa,  presentada  con  la  demanda,  y  no  intervino  ni  prestó  consenti- 
miento alguno  en  el  convenio  á  que  dicha  carto  aludía;  que  cnmpiiende 
el  espontaneo  ofrecimiento  que  hiio  al  ser  requerida  por  el  Juagado  en 
18  de  Enero  de  1897,  y  no  sabiendo  ella  escribir,  ordenó  á  su  nieto  Don 
Aurelio  Ruis  Ocejo  que  escribiera  á  su  hermano  Leopoldo,  apoderado  de 
ella,  para  que,  de  no  estar  cumplido  su  antorior  mandato  de  qne  entre- 
gase el  legado  á  Femándes  Oafiedo,  retuviera  los  2.600  pesos  objeto  del 
requerimiento  judicial,  carta  que  fué  escrita  en  seguida  y  áétíó  sattr  de 
Santander  en  el  vapor  correo  del  día  20  de  aquel  mismo  mes  de  Enero,  y 
por  tanto,  sin  tiempo  bastanto  para  que  pudiera  llegar  la  correspíOBden- 
cta  á  Gnanajato  antes  del  l.^de  Febrero,  ni  siquiera  para  arribar  mi  pri- 
mer puerto  de  la  Bepública  mejicana;  que  como  se  había  reconocido  mt 
la  demanda,  el  dta  I.^  de  Febrero  de  dicho  afio  1897,  D.  Leopelde  Kvíb 
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Oeejo  emtrttgó'á  FeniáiMtoa  Osfieás' km  ft.OOO  pesos  im^rte  del  legado, 
hM^endo  irao  para  elle  del  poder  qme  la  demandada  le  otorgó  en  17  de 
Agosto  do  1890,  ratificado  deepaéa  en  otro  otorgado  en  10  de  Marso  de 
1897  extensivo  al  pago  de  otras  deodas,  oon  la  íacnltad  de  fjontraer  para 
ello  préstamos  hipotecarios;  qne  al  ser  requerida  jadicialmente  para  la. 
reteneión,  ofreció  dar  orden  para  qne  se  hiciera  si  era  aón  tiempo,  j 
cQiBplió  sn  promesa  mandando  dar  orden,  no  por  telégrafo  precisamen- 
te, sino  de  cnalqnier  modo,  pues  no  estaba  obligada  á  más  ni  podía  exi- 
glTMle  otra  cosa;  qne  la  parte  demandante  le  acus&ba  de  negligente  por 
no  haber  empleado  el  telégrafo,  sin  tener  en  cuenta  qne  venia  á  exigirle 
un  oelo  mayor  para  sos  intereses  qne  el  desplegado  por  ella  misma,, 
pues  para  ello  bastaba  fijarse  en  los  plaaos  qne  dejó  transcurrir  en- 
tre el  requerimiento  hecho  á  la  demandada  y  los  practicados  á  D.  Leo- 
poldo Ruis  Ocejo,  esto  sin  pararse  á  examinar  el  lapso  de  tiempo  que 
medió  desde  que  se  practicó  la  primera  diligencia  con  Fernándes  Cafiedo 
hasta  que  éste  se  ausentó  para  Méjico,  y  el  que  declarado  el  mismo  rebel- 
de en  Diciembre  de  1896,  pudo  la  Sociedad  demandante  pedir  y  obtener 
la  retención  del  crédito  en  virtud  dsl  art.  762  de  la  ley  de  Enjuiciamien- 
to civil,  y  hacer  los  requerimientos  necesarios  antes  del  18  de  Enero  de 
1897;  que  por  tanto,  no  era  aplicable  al  caso  el  precepto  del  art.  1902  del 
Código  civil,  porque  la  demandada  no  había  hecho  ni  dejaba  de  hacer 
oosa  alguna  que  viniera  en  dafio  de  la  Sociedad  demandante,  pues  ofre- 
ció avisar  á  su  apoderado  y  lo  cumplió  sin  demora;  que  de  un  convenio 
que  se  decía  celebrado  con  Urquisa,  y  que  ella  negaba,  y  del  requeri- 
miento judicial  herbó  á  la  misma,  bacía  nacer  la  parte  demandante  su 
aoeión  para  reclamarle  una  cantidad  adeudada  por  un  tercero  y  los  per- 
juicios causados  por  incumplimiento  de  aquellas  obligaciones  contrai- 
dae  en  el  convenio  y  requerimiento  judicial;  y  en  el  supuesto  de  que  el 
hecho  fuera  exacto,  el  precepto  aplicable  sería  otro  que  el  del  art.  1902, 
qué  eólo  se  refiere  á  aquellos  casos  en  que,  sin  existir  obligación,  se 
canea  dafio  á  otro  por  acción  ú  omisión  interviniendo  culpa  ó  negligen- 
cia; y  qne  además,  basándose  la  demanda  únicamente  en  el  precepto  del 
citado  art.  1902,  estaba  prescrita  la  acción  ejercitada,  pues  en  el  ar- 
tículo 1968,  núm.  2.*^,  del  Código  civil,  para  el  ejercicio  de  las  acciones 
de  la  clase  de  la  ejercitada,  se  sefiala  el  término  de  un  afio,  á  contar 
desde  que  lo  supo  el  agraviado,  y  era  evidente  que  desde  la  fecha  de  los 
requerimientos  hechos  á  la  demandada  en  18  de  Enero  de  1897  y  á  su 
apoderado  D.  Leopoldo  en  los  primeros  días  de  Febrero  de  1898  basta  la 
oelebración  del  acto  de  conciliación  en  24  de  Mayo  de  1899  había  trans- 
ennido  más  de  un  afio: 

Besultando  que  en  los  escritos  de  r^lica  y  duplica  reprodujeron  am- 
bas partes  sus  anteriores  alegaciones  y  pretensiones,  y  recibido  el  pleito 
á  pmeba,  se  utilisó  el  trámite  por  las  dos  con  diferentes  justificaciones 
de  las  que  en  lo  necesario  se  deja  hecha  relación;  y  sustanciado  el  pleito 
por  todos  los  demás  trámites  de  las  dos  instancias,  la  Sala  de  lo  civil  de 
la  Audiencia  de  Burgos  dictó  sentencia  en  8  de  Mayo  de  1900,  conde- 
nando á  Dofia  María  Santos  Gomes  Marafión  á  que  en  el  término  de 
quinto  día  pague  á  la  Sociedad  demandante  Ubiema  y  Fernández  la  can-* 
tid»d  de  6.648  pesetas  9  céntimos  reclamada,  y  absolviéndola  de  la  peti- 
dóii  de  dafios  y  perjuieies  deducida  también  en  la  demanda,  sin  hacer 
especial  condenadón  de  las  costa»  causadas  en  ambas  instancias: 

Besultando  que  Dofia  María  de  los  Santos  Qómes  Marafión  interpuse 
reenrso  de  casación  pmr  intraceló»  de  ley,  alegando  en  su  apoyo: 

Primero*    Que  la  sentencia  ss  incongruente  con  las  pretensiones  de 
las  partes,  é  infrüige  rt  art.  869  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  en 
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relftción  con  el  872,  núm.  8.®,  mí  como  1m  aeiLtsiioiM  de  eete  IHbuBal 
Sapremo  de  6  de  Junio  de  18d0,  2t  de  Mayo  de  1861,  26  de  Bfayo  de  1868, 
26  de  Junio  de  1871,  7  de  Mano  de  1872,  9  de  Octubre  de  1889,  24  de  Fe- 
forero  de  1890, 24  de  Febrero  y  10  de  Noyiembre  de  1891,  21  de  Enero 
(  de  1898,  7  de  Mayo  de  1896  y  20  de  Febrero  y  4  de  Mano  de  1897, 
y  el  espíritu  y  letra  de  la  ley  26,  tít.  2.^,  Partida  8.*;  dieponiendo  el 
primero  de  loe  artículos  citados  que  las  sentencias  deben  ser  claras, 
I  precisas  y  congruentes  con  las  denumdas  y  con  las  demás  preten- 
j  «iones  deducidas  oportunamente  en  el  pleito,  haciendo  las  declara- 
^  Otones  que  éstas  exijan,  condenando  ó  absolviendo  al  demandado,  ▼  de- 
r  cidiendo  todos  los  puntos  litigiosos  que  hayan  sido  objeto  del  debate, 
;  toda  ves  que  como  en  la  sentencia  recurrida  se  dice  terminantemente 
\  que  la  recurrente  adquirió  una  obligación  de  hacer  con  anterioridad  á 
la  culpa  ó  negligencia,  rasón  por  la  cual  no  es  de  aplicar  la  prescripción 
del  art.  1968  del  Código  civil,  desestimando,  en  consecuencia,  el  funda- 
mento único  de  la  demanda,  ó  sea  el  art.  1902,  y  aduce  en  cambio  para 
condenar,  implícita  y  explícitamente,  otros  fundamentos  jurídicos,  en 
modo  alguno  alegados  por  loe  demandantes,  reeulta  que  viene  á  resol- 
verse puntos  de  derecho  integrantes  del  fallo  no  discutidos  ni  alegados; 
que  la  congruencia  se  refiere,  entre  otras  cosas,  á  la  causa  de  pedir,  se- 
gún la  ley  de  Partida  citada,  y  por  tanto,  si  los  demandantes  pidieron 
mal,  no  es  el  Juagado  ni  la  Audiencia  quien  debe  reformar  el  pedimen- 
to, y  que  es  doctrina  constante,  sustentada  por  el  Tribunal  Supremo  en 
las  sentencias  citadas,  que  es  contraria  á  la  ley,  y  nula,  por  tanto,  la  sen- 
tencia que  se  funda  en  títulos  y  motivos  no  presentados  ni  discutidos  en 
el  curso  del  pleito;  que  á  ninguno  debe  condenarse  sin  ser  oído,  lo  cual 
sucede  indefectiblemente  en  el  presente  caso,  por  no  haberse  alegado  fun- 
damentos distintos  al  desestimado,  imposiblei  de  haber  sido  rebatidos 
por  la  recurrente,  y  servir,  sin  embargo,  de  base  á  la  sentencia  condena- 
toria; que  los  Tribunales  deben  dictar  sus  fallos  según  lo  alegado  y  pro- 
bado; que  no  pueden  resolverse  otras  cuestiones  por  los  Tribunales  sino 
las  sometidas  á  ellos  por  las  partes;  que  es  incongruente  la  sentencia 
que  revoca  la  apelada  y  repone  los  autos  á  determinado  estado  del  juicio 
por  un  fundamento  no  alegado  ni  discutido;  que  no  ee  lícito  corregir  de 
oficio  las  pretensiones  y  alegaciones  en  materia  civil,  según  lo  ha  hecho 
la  sentencia  recurrida;  que  el  Tribunal  Supremo  ha  de  concretarse  á  las 
cuestiones  propuestas  en  los  respectivos  recuraos,  en  relación  con  las 
que  hayan  sido  planteadas  en  el  pleito,  sin  que  oficiosamente  pueda  re- 
solver otra  que  las  partes  no  hayan  creído  oportuno  discutir,  y  que  es 
incongruente  la  sentencia,  si  el  fundamento  de  la  absolución  consiste 
en  la  estimación  de  una  excepción  no  alegada  ni  discutida: 

Segundo.  Que  la  sentencia  aplica  indebidamente  los  arts.  1088  y  1089 
del  Oódigo  civil,  y  deja  de  aplicar  los  762  y  768  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  pues  afirma  que  es  de  apreciar  una  verdadera  obligación 
de  hacer  en  Dofia  María  Santos  desde  el  momento  en  que  al  requeri- 
miento judicial,  que  le  fué  hecho  en  18.de  Enero  de  1897  para  que  retu- 
viera el  legado,  contestó  ofreciéndose  á  dar  orden  á  su  representante 
para  verificar  la  retención  si  no  había  sido  hecha  ya  la  entrega,  sin  f  on- 
damentar  la  Audiencia  ni  el  Juagado  semejante  afirmación;  careciendo 
de  eficacia  los  arts.  1088  y  1089  si  en  ellos  la  basan,  porque  presentan 
un  concepto  general,  para  nada  aplicable  á  la  demostración  de  la  obliga- 
ción indicada,  cuya  viabilidad  desaparece  al  examinar  el  precepto  de  los 
arts.  762  y  763  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  el  primero  de  los  cuales 
también  tiene  un  carácter  amplio  y  sólo  se  enuncia  en  puridad  como 
concordante  del  segundo,  más  propiamente  adaptable  al  caso  presente,  al 
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disponer  que  U  retoneión  de  que  habla  aqnél  se  hará  en  poder  de  la  per- 
eona  qne  tenga  á  en  diepoBloión  ó  bajo  en  onetodla  loa  blenea  mueblea 
en  qne  haya  de  eoneletir,  etc.;  toda  yei  qne  si  por  hallarse  en  rebeldía 
D;  Lnls  Femándes  Oafiedo  se  ordenó  un.pooo  tarde  la  retención  del  le- 
gado qne  había  de  percibir,  y  á  tal  fin  requirió  el  Jusgade  á  la  recn- 
rrente  en  Enero  de  1897,  desde  el  momento  en  qne  ella  no  tenía  en  sn 
poder  los  bienes  sobre  los  qne  se  ordenó  la  retención,  no  era  factible  la 
ilOTara  á  cabo,  y  el  Jnsgado  además  no  dispuso  en  modo  alguno  otra 
diligencia,  y  por  tanto,  la  contestación  dada  por  la  recurrente  no  pasó 
loe  límites  de  una  graciosa  oficiosidad,  que  no  llevaba  en  su  seno  obli- 
gación ninguna  por  su  incumplimiento,  siendo  los  actos  posteriores  de 
loe  demandantes  la  mejor  demostración  de  lo  antedicho,  y  sus  gestiones 
para  con  el  apoderado  de  la  recurrente  más  elocuentes  que  ningún  ar- 
gumento en  contra  de  la  obligación  apreciada  por  la  sentencia  recu- 
rrida: 

Tercero.  Que  el  fallo  interpreta  erróneamente  el  art.  1104  del  Código 
cítII,  que  dispone  que  la  culpa  ó  negligencia  del  deudor  consiste  en  la 
omisión  de  aquella  diligencia  que  exija  la  naturalesa  de  la  obligación  y 
corresponda  á  las  circunstancias  de  las  personas,  de  tiempo  y  lugar;  y 
que  cuando  la  obligación  no  exprese  la  diligencia  que  ha  de  prestarse  en 
su  cumplimiento,  se  exigirá  la  que  correspondería  á  un  buen  padre  de 
familia;  toda  ves  que  la  recurrente,  que  no  sabe  leer  ni  escribir,  puso 
de  su  parte  cuanta  diligencia  había  derecho  á  exigirle  para  cumplir  su 
misión,  pues  ofreció  ayisar  ordenando  la  retención  del  legado>  y  lo  biso 
por  carta  que  mandó  escribir  á  su  nieto  D.  Aurelio  inmediatamente  de 
ser  requerida  por  el  Jusgado,  no  siendo  el  telégrafo,  que  según  la  Sala 
sentenciadora  debió  emplearse  el  medio  más  seguro,  aparte  de  que  tam- 
poco podía  alcanaar  á  la  recurrente  la  obligación  de  utilizarle  para  obrar 
con  la  debida  diligencia,  porque  le  originaba  gastos  innecesarios,  yade- 
más  de  no  estar  á  su  alcance  tal  previsión,  tampoco  podía  desplegar  más 
celo  qne  el  tenido  por  los  propios  acreedores  de  Gafiedo  para  asegurarles 
el  cobro  de  su  crédito;  no  existiendo  absolutamente  precepto  legal  alguno 
determinante  de  alcance  semejante  en  la  apreciación  de  la  diligencia  ó 
abandono  por  parte  de  la  recurrente;  y 

Cuarto.  Que  la  sentencia  interpreta  también  erróneamente  los  ar- 
tículos 1088,  1089,  1104  y  1964  del  Código  civil,  y  no  aplica  el  1968  y 
1902,  en  relación  con  el  1090,  1091  y  1098  del  propio  cuerpo  legal;  de  las 
sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  8  de  Marzo  de  1888,  14  de  Di- 
ciembre de  1894  y  87  de  Septiembre  de  1898,  en  cuanto  declara  que  no  es 
de  aplicación  al  caeo  actual  el  precepto  del  art.  1968,  relativo  á  la  pres- 
cripción, por  la  naturaleza  de  la  acción  que  se  ejercita,  de  índole  perso- 
nal, prescriptible  sólo  á  los  quince  afios,  según  el  1964,  como  prove- 
niente de  una  obligación  de  hacer  contraída  válidamente  con  anteriori- 
dad á  la  culpa  ó  negligencia;  prescindiendo,  por  consiguiente,  de  aplicar 
el  1903,  toda  vez  que  no  se  hace  arrancar  de  él  la  obligación  de  la  recu- 
rrente, pero  comprendiéndose  con  facilidad  el  error  de  semejante  argu- 
mentación, en  cuanto  los  arts.  1088  y  1089,  citados  en  la  sentencia  á  ese 
efecto,  no  quieren  expresar  de  ninguna  suerte  lo  que  se  pretende  por  la 
Sala  sentenciadora,  pues  aquellos  principios  de  carácter  general  no  se 
oponen  al  particularísimo  aspecto  del  art.  1902;  y  por  otra  parte,  te- 
niendo en  cuenta  las  disposiciones  del  1089,  debería  haberse  precisado 
el  fundamento  de  la  obligación,  pues  sostener  que  toda  obligación  con- 
siste en  dar^  hacer  ó  no  hacer  alguna  cosa,  y  que  las  obligaciones  nacen 
de  la  ley  de  los  contratos  y  cuasicontratos,  y  de  los  actos  y  omisiones 
ilicitcs  en  que  intervenga  cualquier  género  de  culpa  ó  negligencia,  es  no 
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decir  abfloiatameiite  nada  paim  el  caao  eonccelo  de  que  ee  trato;  qae  á 
mayor  aboodaialento,  ei  nacen  iae  oblifadonee  de  U  cnlpa  ó  aegUgen- 
da,  Mgún  dioe  el  precepto  comentado,  y  conforme  al  art  lOOS,  no  invo- 
L        «ado  por  cierto,  las  qoe  ee  deriven  de  actos  ü  omieionee  en  qne  Ínter- 
*         Yen^  calpa  ó  negligencia  no  penadas  por  la  ley,  quedarán  sometidas  á 
las  disposiciones  del  cap.  2.<^,  tit.  16,  libro  é.^^  dn  género  de  dnda  hatea 
i         necesidad  de  aplicar  el  1902,  sobre  todo  reladonande  sns  disposicioneB 
I         con  las  del  1104, 1090  y  1091,  por  hallarse  comprendido  en  aquellos  ca- 
I         pítulo  y  título  del  libro  4.^;  qoe  á  mayor  abundamiento,  si  la  reonrren- 
■         te,  suponiendo  qoe  no  escribiera  ni  mandara  cabiegrapia,  debiendo  ha- 
;         cerlo,  ha  dejado  incumplida  una  obligación  no  directa  para  con  los 
demandantes,  por  no  tener  el  carácter  á  qne  se  refiere  el  art.  1 104  y  otros 
i         citados,  habrá  dejado  de  hacer  lo  que  ofreció  al  Juagado,  y  en  tal  su- 
iraesto,  al  no  realisar  su  gratuita  promesa,  habría  originado  dafio  á 
Ubierna  y  Fernández  por  su  negligencia  y  abandono  en  omitir  lo  debido; 
y  que  lo  antedicho  es  la  doctrina  sustentada  en  las  sentencias  de  este 
Tribunal  Supremo,  invocadas  en  este  motivo,  en  las  que  se  dice  qne, 
con  arreglo  al  art.  1902  del  Código  civil,  la  indemnisación  del  dafio  pro- 
cede siempre  qne  el  acto  ó  la  omisión  hayan  sido  su  cansa  y  no  se  haya 
empleado  toda  la  diligencia  de  un  bnen  padre  de  familia  en  el  cumpli- 
miento de  la  obligación;  y  que  no  f  undándoee  la  demanda  en  ningún 
contrato  ó  cuasicontrato,  sino  en  ia  imputación  qne  el  actor  haga  al  de- 
mandado de  haberle  éste  cansado  un  dafio  maliciosamente,  á  cnya  repa- 
ración se  encuentra  obligado  por  el  art.  1902  del  Código  civil,  y  no  exis- 
tiendo esta  culpa,  etc.;  de  todo  lo  cual  resalta  que  siendo  de  aplicación 
inmediata  el  art.  1902,  dada  por  supuesta  la  existencia  de  la  obligación 
y  su  incumplimiento  y  la  de  la  negligencia  notoria  en  la  recurrwite,  de- 
bería haberse  apreciado  el  art.  1968,  relativo  á  la  prescripción,  por  haber 
transcurrido  más  de  un  afio  sin  ejercitarse  la  acción  correspondiente. 
Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Vicente  de  Plniés  y  Lagnna; 
Considerando  qne  las  obligaeiones  deben  onmplirse  del  modo  en  que 
hubieren  sido  contraídas,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  art  1091  del 
Código  civil,  y  que  limitada  la  que  Dofia  Alaría  de  loe  Santos  Góoses 
contrajo  en  virtud  del  requerimiento  judicial,  á  ofrecer  espotáneamente 
y  de  modo  vago  y  genérico  que  daría  nueva  orden  para  que  su  r^resen- 
tanteen  Quanajato  retuviera  2.600  pesos  del  legado  de  6.000  que  ha- 
bía de  entregarse  á  D.  Luis  Fernandos  Cafiedo,  si  ya  no  se  hubiera  en- 
tregado, como  anteriormente  había  dispuesto,  dicha  obligación  quedaba 
extinguida  desde  el  momento  en  que  la  orden  se  dirigiera  seguidamente 
en  cualquier  forma,  ya  que  ni  ésta,  ni  el  medio  preciso  que  había  de 
emplearse,  se  convinieron  en  el  requerimiento,  ni  fueron  solicitados  ei- 
quiera  por  la  Sociedad  Ubierna  y  Fernándes: 

Considerando  qne  fundada  la  demanda  en  el  perjuicio  irrogado  al  ac- 
tor por  el  incumplimiento  de  las  obligaciones  que  la  recurrente  contra- 
jera, y  en  la  responsabilidad  por  la  omisión  á  qne  se  refiere  el  art  1902 
del  Código  civil,  la  Sala  sentenciadora,  que  condenó  á  Dofia  María  de 
los  Santos  Gomes  por  calificar  como  constitutiva  de  negligencia  en  el 
cumplimiento  de  la  referida  obligación  contraída  en  el  requerimiento  la 
sola  circunstancia  de  haber  omitido  el  empleo  del  telégrafo  para  trans- 
mitir el  mandato  á  Méjico  con  objeto  de  qne  la  orden  al  apodera^^o  lle- 
gara con  anterioridad,  sin  declarar  la  inexactitud  de  haber  la  misma 
recurrente  escrito  la  carta  orden  que  aquél  manifestó  haber  recibido— 
aunque  tampoco  aprecia  probada  la  afirmativa—,  ha  infringido  ei  ar- 
tículo 1104  del  mencionado  Código,  en  relación  con  los  artículos  qne  de- 
terminan la  manera  de  cumplir  las  obligaciones,  porque  dada  la  faltado 
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TÍneiUo  Jaridico  anterior  entre  Dofia  María  de  loe  Santoe  Gomes  y  la  Sp- 
cledad  Ubiema  y  Femándes  y  las  ciroanatancias  y  generatee  iórmlnoa 
del  reqnerliaiesto,  en  virtud  del  cnal,  por  no  eitar  la  cantidad  que  se 
maad^  retener  en  poder  de  la  ahora  recorrente,  ni  éeta  se  conetitoía  en 
depositarla,  ni,  por  tanto,  quedaba  confiada  á  bu  custodia  la  cantidad 
mlantiaa  no  se  realisase  el  acto  previo  con  venido  en  el  requerimiento,  ha 
«Bteodido  la  obligación  de  la  repetida  Gomes  i  particulares  que  su  obliga- 
ron no  eomprendia,  y  héchoie  responsable  de  omisión  y  negligencia  sólo 
impotables  á  la  parte  actora,  la  cual,  si  lo  estimaba  conveniente  á  su  de- 
redM>,  debió  solicitar  que  la  orden  se  diera  en  la  forma  que  conceptuara 
indiepensabie,  facilitando  los  medios,  con  inclusión  de  los  gastos  que  la 
requerida  no  estaba  obligada  á  anticipar,  como  también  pudo  pedir  la  re- 
petida orden  para  transmitirla  por  su  cuenta,  ya  que  no  era  licito  exigir 
á  Dofia  María  de  los  Santos  Gomes  mayor  diligencia  en  beneficio  de  la 
Sociedad  que  la  observada  por  esta  misma: 

OoDsiderando  que  la  Sala  no  ha  estimado  que  se  haya  cometido  fraude 
alguno  en  la  entrega  del  legado,  en  el  recibo  del  cual,  suscrito  con  fe- 
cha 1.^  de  Febrero  de  1897  por  Luis  F.  de  Cafiedo  y  Ocejo,  y  anotado  al 
margen  de  la  inscripción  en  el  Registro  público,  se  lee:  c  A  continuación 
«e  certifica  por  el  Escribano  D.  Ignacio  M.  Arroyo  que  la  firma  del  recibo 
habia  #ido  puesta  ante  él  por  la  persona  que  la  misma  expresai: 

Considerando  que  procMBdente  la  casación  por  el  expresado  motivo,  es 
Innecesario  tratar  de  los  demás  alegados  en  el  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recurso 
de  eesación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  Dofia  María  de  los  San- 
tos Gomes  Marafión,  y  en  su  consecuencia,  casamos  y  anulamos  la  sen- 
tencia que  en  t  de  Mayo  de  1900  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  Burgos. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  i|i- 
sertará  en  la  Ck>LE0Ci6N  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=José  de  Aldecoa. 
=Bicardo  Gullón.=:José  de  Gamica.=Francisco  Toda.=Bicardo  Moli- 
in.= Vicente  de  Plniés.=Tomás  Gúdal. 

Publicación. = Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Ezcmo.  8r.  D.  Vicente  de  Piniés  y  Laguna,  Magistrado  del  Tribunal  Su- 
preno»  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy, 
-de  que  certifico  como  Relator  Secretarlo  de  la  misma. 

Madrid  14  de  Marso  de  1901.=Licenclado  Jorge  Martines. 


Kvaxu  e8.-eRACIA  Y  JU8TICIA.-I4  de  Mario,  pab.  el  5  de  Abril. 

Resolución  db  la  Dirección  genbral  de  los  Registros  confir- 
mando la  negativa  del  Registrador  de  la  propiedad  de  Azpeitia 
á  inscribir  una  escritura  de  aceptación  de  herencia  y  adjudica- 
ción de  bienes. 
£n  sus  CONSIDERANDOS  80  establoco: 

Qiitf  ia  simple  escritura  de  aceptación  de  herencia  y  declaración 
de  bienes  no  es  titulo  bastante  por  si  sola  para  acreditar  el  dominio 
de  los  inmuebles  y  derechos  reales^  si  no  se  halla  conjorme  con  lo  es- 
UMeeido  en  las  disposiciones  testamentarias  de  que  la  misma  se 
i^rigina: 

Que  aun  cuando,  con  arreglo  al  art,  1056  del  Código  civil,  puede 
iodo  te^ador  hacer  por  si  la  partición  de  sus  bienes  y  debe  pitearse 
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por  ella  en  cuanto  no  perjudique  á  la  legitima  de  loa  herederos  Jor- 
sososy  pudiedo  uaar  de  esta  facultad  el  padre  que  en  interés  de  su 
/amiua  quiera  conservar  inaimsa  una  explotación  affricola.  indus- 
trial ó  fabril^  disponiendo  que  se  saíisjaga  en  metálico  su  íeffitima 
á  los  demás  hijos,  es  necesario  para  que  se  cumpla  esta  disposicián 
que  el  testador  haya  hecho  uso  de  dicha  facultad  concreta  y  deter- 
minadamente, expresando  en  el  primero  de  dichos  casos  los  bienes 
partidles  y  la  distribución  que  fiaga  de  los  mismos,  ó  indicando  las 
reglas  á  que  d^)e  ésta  sujetarse  con  relación  á  toaos  y  cada  uno  de 
los  herederos,  ó  manifestando  en  el  segundo  de  modo  claro  y  preciso 
MU  voluntad  de  conservar  indivisa  alguna  explotación: 

Que  no  haciendo  uso  el  testador  de  la  facultad  concedida  en  di- 
cho articulo,  es  indudable  que  para  que  la  división  y  adjudicación  de 
sus  bienes  pueda  tener  lugar,  han  de  consentir  en  esta  todos  los  in^ 
teresados  en  la  herencia,  puesto  aue  es  necesaria  la  concurrencia  de 
todos  ellos,  de  conformidad  con  lo  dispuesto  en  los  arts.  Í058  y  si- 
guientes del  mismo  Código. 

limo.  8r.:  En  el  recarso  gubernativo  interpuesto  por  el  Notario  Don 
Luis  de  Znbiaga  y  Arana  contra  la  negativa  del  Registrador  de  la  pro- 
piedad de  Azpeitia  á  inscribir  nna  escritura  de  aceptación  de  lierenda  y 
adjudicación  de  bienes,  pendiente  en  este  Centro  en  virtud  de  apelación 
de  dicho  Notario: 

Resultando  que  por  escritura  otorgada  por  D.  José  Antonio  AlustÍBa 
y  su  hijo  D.  José  Manuel  y  D.  José  Esteban  Aguirre  y  su  hija  Dofia  Ma- 
ría Josefa,  ante  el  Notario  de  Cegama  D.  Joaquín  Haría  de  Irimó,  á  7  de 
Febrero  de  1877,  con  motivo  del  matrimonio  concertado  entre  D.  Joeé 
Manuel  de  Alustiza  y  Dofia  María  Josefa  Aguirre  y  Enatorrii^ga,  el  pa- 
^re  de  ésta,  el  D.  José  Esteban  Aguirre,  declaró  ser  viudo  de  Dofia  María 
Bautista  Enatorriaga  y  de  Dofia  María  Josefa  Eceolasa,  haciendo  liqni* 
dación  de  lo  que  á  cada  uno  de  sus  cuatro  hijos,  la  Dofia  María  Josefa  y 
Dofia  María  Juana  Aguirre  y  Enatorriaga  y  á  Dofia  María  Victoiiana  y 
D.  José  Miguel  Aguirre  y  Eceolasa  correspondía  por  derechos  en  sos  he- 
rencias maternas,  y  manifestando:  que  siendo  su  ánimo  vivir  con  los 
entonces  futuros  consortes  D.  José  Manuel  Alustisa  y  Dofia  Maiia  Jo- 
sefa Aguirre,  era  su  voluntad  que  á  cada  uno  de  sus  otros  tres  hijos, 
cuando  se  ajomodaran,  se  les  entregara  la  cantidad  en  dinero  que  deter- 
minó, sefialándola,  y  expresando  que  en  esas  cantidades  iban  incluidos 
BUS  derechos  matemos,  y  que  les  ofrecía  por  sí  lo  que  exceda  después  de 
cubrir  dicho  peculio  adventicio,  constituyendo  hipoteca  en  seguridad  de 
las  cuotas  indicadas,  y  por  último,  para  el  caso  de  morir  sin  otra  diapo- 
sición, mejoró  por  causa  de  muerte  en  el  tercio  y  quinto  de  todos  sus 
bienes  á  la  citada  su  hija  Dofia  María  Josefa,  con  obligación  de  pagar  los 
sefiaiamientos  hechos,  €  aunque,  deducida  la  mejora,  no  llegaset: 

Resultando  que  el  D.  José  Estaban  Aguirre  otorgó  testamento  «n  la 
villa  de  Segura  á  26  de  Marco  de  1888,  ante  el  Notario  D.  Ildefonso  Aa- 
cárate,  en  el  que  se  refirió  á  la  escritura  relacionada  en  cuanto  á  lo  que 
á  sus  hijos  correspondía  por  herencias  maternas,  confirmó  la  mejora  del 
tercio  y  quinto  á  favor  de  su  hija  Dofia  María  Josefa,  y  en  el  remanente 
de  todos  sus  bienes  instituyó  por  herederos  á  la  misma  y  á  sue  otros 
tres  hijos  ya  citados,  para  que  los  que  sean  los  hereden,  y  nombró  alba- 
cea  testamentario  y  ejecutor  de  su  voluntad  á  D.  José  Manuel  Aluatiaa 
y  Picasarri,  á  quien  facultó  del  modo  más  amplio  á  efectuar  su  testa- 
mento: 

Resultando  que  por  escritura  otorgada  ante  el  Notario  de  Segura  Don 
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I4LÍ0  de  Zatiiaga  á  80  dé  Octubre  de  1899,  Dofia  María  Joaefa  de  Agnirre, 
astsUda  de  ra  marido  D.  Joaé  Manuel  Alostisa  7  Picasarri,  masifeetó 
qa»  tn  aeJIor  padre  D.  Joeé  Bateban  Agalrre  baUa  fallecido  bajo  las  dis- 
poaieionee  oontenldafl  en  la  escritora  de  7  de  Febrero  de  1877  y  testa- 
meniode  26  de  Marao  de  1888,  7  qne  determiDándoae  en  ella»  loa  bienes         I 
^pie  debían  percibir  sos  hermanos  y  coherederos,  deben  considerarse  los 
jemas  adjudicados  á  la  otorgante  Dofia  Maria  Josefa  en  pago  de  so  le-         | 
gítima  7  mejora,  7  en  tal  concepto  describía  la  finca  denominada  Iln-        ^1 
rrloa  7  nn  terreno  llamado  de  Ayeria,  coya  herencia  7  adjudicación 
aeeptaba,  solicitando  so  inscripción  en  el  Registro  de  la  propiedad: 

fieanltando  qoe  presentadas  en  el  Registro  de  la  propiedad  copias  de  ^ 
dlefaoB  docomentos,  consignó  el  Registrador  al  pie  de  la  referida  escri-  j 
tora  de  aceptación  7  declaración  de  bienes  la  nota  sigoiente:  «Sospen-  ] 
dida  la  inscripción  del  precedente  docnmento  por  no  concurrir  al  otor-  | 
gamiento  del  mismo  todos  los  herederos  instituidos  por  el  cansante  Don 
José  Esteban  Aguirre  en  el  testamento  del  mismo  qoe  se  acompafia, 
otorgado  en  Segora  á  26  de  Marco  de  1888  ante  el  Notario  D.  Ildefonso 
Aacárate,  7  también  mencionados  en  la  escritura  de  donación  á  so  hija 
Dofia  Maíla  Josefa,  toda  vea  que  esta  sola  heredera,  acompafiada  de  sn 
narldo,  comparece  á  aceptar  la  herencia  y  solicitar  la  inscripción  de  las 
dos  fincas  que  comprende  esta  escritora;  7  como  de  los  dos  documentos 
'antes  citados,  no  sólo  no  resulta  que  sn  padre  la  hubiese  sefialado  ble- 
aes  determinados,  sino  qtie  bien  al  contrario  aparece  que  fué  mejorada 
■en  el  tercio  y  qmnio  de  todos  los  bienes  del  causante,  é  {naft/uida  por 
su  heredera  juntamente  con  sus  tres  hermanos  Dofia  Maria  Juana, 
l>ofLa  María  Victoriana  7  D.  José  Miguel  Aguirre,  no  puede  admitirse  la 
inaeripeión  pretendida  sólo  por  la  Dofia  María  Josefa  ínterin  sus  herma- 
noe  coiierederos  no  presten  el  consentimiento  necesario  para  el  debido 
coaaplemento  del  acto  de  qne  se  trata,  bien  sea  renunciando  sos  legiti- 
mas á  favor  de  so  coheredera,  ú  otorgando  noeya  partición  si  lo  cre- 
yeren conveniente,  sin  que  sea  aplicable  el  art.  1056  del  Oódigo  civil, 
por  no  Gonstitoir  verdadera  partición  los  sefialamientos  (por  otra  parte 
indsiiidos)  qoe  hace  el  causante  D.  José  Esteban  en  la  escritura  de  do- 
naron dicha:  primero,  porque  arbitrariamente  hace  la  partición  de  los 
bienee  de  sos  dos  cón7nges  Dofia  María  Bautista  Bnatorriaga,  con  quien 
primeramente  casó,  y  después  de  los  de  Dofia  María  Josefa  Bceolasa;  y 
aesnndo,  porque  no  sefiala  en  so  testamento  los  bienes  qoe  solicita  exclo- 
rt vamente  la  Dofia  María  Josefa,  qoien  sólo  ostenta  por  ende  el  carácter 
de  una  coheredera  en  onión  de  otros  tres  de  igual  clase,  y  mejorada  ade- 
más en  ei  tercio  y  qointo,  y  siendo  subsana  ble  dicho  defecto,  no  se  ha 
tomado  anotación  preventiva  por  no  haberse  solicitado»: 

Besoltando  qne  el  Notario  D.  Luis  de  Zobtaga  interposo  este  recurso 
á  oonseooenola  de  la  nota  puesta  por  el  Registrador  en  la  escritura  por 
él  SKOtorisada,  pidiendo  se  declare  se  halla  extendida  con  arreglo  á  las 
formalidades  7  prescripciones  legales,  aduciendo  en  apoyo  de  su  preten- 
sión los  siguientes  rasonamientos:  qoe  habiendo  dispnesto  el  caosante 
D.  José  Eeteban  Agoirre  qoe  se  pagaran  las  legítimas  de  sos  hijos  Dofia 
María  Joana,  Dofia  María  Victoriana  y  D.  Jofé  Migoel  con  bienes  deter- 
minados, debe  entenderse  adjodicado  el  resto  de  la  herencia  á  la  otra 
hija  Dofia  María  Josefa,  en  pago  de  legítima  y  mejora;  qoe  en  ese 
anpoesto  pertenecen  á  Dofia  María  Josefa  los  inmoebles  descritos  en 
la  escritura  coya  inscripción  se  ha  sospendido,  sin  qoe  á  ello  se  oponga 
la  consideración  de  qoe  D.  José  Esteban  Agoirre  no  haya  podido  hacer 
arbitrariamente  la  partición  de  los  bienes  de  sos  dos  cónyuges,  puesto 
que  las  fincas  de  que  se  trata  son  de  la  excloaiva  pertenencia  del  Agoi- 
TOMO  91  28 
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nre  ▼  no  gtnaiiGialee  ni  de  ras  najeres;  que  el  contrato  oMlrinKmial 
celebrado  por  la  escritura  de  7  de  Febrero  de  1877  ea  conforme  á  la  ooa- 
tumbre  del  paia,  por  la  qae  ae  caaa  algún  hijo  para  vivir  oon  loe  pa? 
drea,  formando  lo  qae  ae  llama  aociedad  de  familia»  7  di^mnieade 
éstos  qne  á  su  mnerte  adquiera  dicho  hijo  los  bienes»  con  la  obliga* 
ción  de  la  sociedad,  ó  de  los  qae  sobrevivan  de  ella»  de  pagar  determinar 
da  cantidad  á  los  otros  hijos  en  concepto  de  pago  de  sns  legítimaa,  f 
el  art.  1387  del  Código  civil  exige  se  injterprete  el  contrato  de  referen*- 
cia  según  dicha  costa mbre;  7  qae  como  los  hijos  no  mejorados  soeleii 
recibir  esas  legitimas  anticipadamente  7  aasentarse  á  países  remólo^ 
resaltarla,  de  aceptarse  la  doctrina  del  Registrador,  qae  ae  cerraría  el 
Begistro  á  la  propiedad  raral,  paesto  qae  ni  es  de  hecho  posible  contar 
con  sa  asentimiento  al  morir  sos  padres,  ni  poeden  hacer  renancia  ai 
aasentarae,  porqae  se  trata  de  herencia  f  atara  7  lo  prohibe  el  art«  8if 
del  Código  civil: 

Resaltando  qae  el  Registrador  de  la  propiedad  sostavo  la  proeedeor 
cia  de  sa  nota,  f  andándose  en  los  motivos  signientes:  qoe  Dofta  María 
Josefa  Agairre  pretende  inscribir  bienes  heredados  de  sa  padre  sin  con- 
tar para  nada  con  sas  hermanea  ni  obligarse  siquiera  á  pagar  las  aai|^ 
naciones  qae  sa  padre  les  biso,  cuando  basta  leer  el  testamento  de  éels 
para  olwervarse  que  sólo  existe  mejora  á  favor  de  Dofia  María  Josefa 
pero  que  la  institución  es  coojanta  á  ella  7  á  sus  tres  hermanos;  que  el 
derecho  de  Dofia  María  Josefa,  según  el  contrato  anterior  á  sus  nnpoiaa, 
no  puede  tener  más  alcance  que  el  derivado  del  testamento,  pacato  que 
en  el  mismo,  ni  se  empleó  la  palabra  donaetón,  ni  se  sefiaúron  bienes 
que  fueran  su  objeto,  sin  lo  cual  no  puede  suponerse,  conforme  al  con- 
cepto del  art.  683  del  Código  civil;  que  no  haciendo  el  testador  adjudica- 
ción alguna,  no  puede  invocarse  el  art.  1056  de  dicho  Código,  sino  qne 
serán  aplicables  ios  1068  ó  1060  del  mismo,  para  que  no  queden  Infrin-: 
gidas  las  disposiciones  sucesorias  que  se  contienen  en  los  806,  807,  81S» 
815,  817,  819,  820  y  1052,  sustancial  mente  conformes  con  las  antigoaa 
leyes  y  doctrina  del  Tribunal  Supremo,  que  exigían  el  consentimienln 
de  todos  los  interesados  en  la  partición  para  que  ésta  se  tuviera  por 
eficaz,  puesto  que  el  derecho  de  legítimas,  como  emanado  de  la  ley,  inde- 
pendiente de  la  voluntad  del  padre  y  anterior  á  ella,  exige  qne  loa  oobe- 
rederos  de  Dofia  María  Josefa  Agairre  confirmen  los  señalamientos  del 
testador  ó  que  se  haga  nueva  división: 

Resaltando  que  el  Juez  Delegado  dictó  auto,  declarando:  que  laea- 
critura  de  aceptación  de  herencia  autorizada  por  D.  Lais  de  Zubiaga  no 
se  halla  extendida  con  arreglo  á  las  prescripciones  legalea,  por  no  ha- 
ber concurrido  al  otorgamiento  todos  los  herederos  de  D.  José  Esteban 
Agairre,  y  confirmó  la  nota  que  á  la  misma  puso  el  Registrador,  por  es- 
timar que,  aunqae  la  sucesión  de  que  se  trata  debe  regirse  por  loa  pre- 
ceptos del  Código  civil,  según  la  12.*  disposición  transitoria  del  misma, 
y  podría  aplicarse  su  art.  1056  si  el  testador  hubiera  hecho  la  partidón, 
debe  observarse  que  esa  facultad  no  alcanzaría  á  que  pudiera  practicar 
tambióa  las  de  las  herencias  de  sus  dos  mnjeres  sin  concurrir  sns  re- 
presentantes; y  que  D.  José  Esteban  Agairre,  ni  en  la  escritura  de  con- 
trato antenupcial  de  su  bija  Dofia  María  Josefa,  ni  en  el  testamento, 
puede  afirmarse  que  hiciera  partición  de  sus  bienes,  sino  en  la  escritura 
sólo  hizo  mejora  á  aquella  hija  y  dispuso  la  entrega  de  loshaberea  ma- 
ternos á  los  demás,  cuya  entrega  no  consta  que  fuera  en  pago  total  de 
sus  legítimas,  y  podían  constituir,  por  tanto,  un  anticipo  deellaa,  coato 
bienes  colacionables,  que  no  impide  la  intervención  de  los  indicados  hs- 
.  rederos  en  las  operaciones  de  testamentaría  de  su  padre,  y  en  al  ( 
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msBto  apftreoe  «án  menos  dicha  ditcoilda  pturttción  de  biepejí  al  reíerlrae 
é  loe  l^ienes  cqoe  eean>  y  al  remanente  de  elloe,  por  todp  ió  cnal  es  pre- 
elea  ia  oonearreneia  de  todos  loe  herederoe,  eegán  los  articnloe  1058  y 
•ignientee  del  Código  civil: 

Reeoltando  qa«  el  Notario  D.  Lnie  de  Zabiaga  apeló  de  dicho  ento, 
ineietlendo  en  las  consideraciones  qae  ya  tenía  hechas  en  apoyo  de  en 
preteosión,  citando  además  los  preoeptos  de  loe  artíonios  676,  1076 
jr  12S4  del  Oódigo  civil,  según  los  coaies,  hay  qne  estar  á  U  voluntad  del 
testador  claramente  manifiesta  de  hacer  los  sefialamientos  de  los  bienes 
qne  eada  uno  de  sus  hijos  ha  de  adquirir,  por  no  existir  preterición  de 
hesederoe  íoriosos,  según  la  doctrina  del  Tribunal  Supremo  en  sn  sen- 
tencia de  16  de  Bnero  de  1895,  y  que  ni  aun  habiendo  preterición,  si  no 
se  dejaran  bienes  á  los  hijos  no  mejorados,  ó  si  los  dejados  fueran  me- 
aos de  la  legitima,  todavía  serian  inscribibles  los  sefialamientos  respec- 
tíyos,  según  la  doctrina  sentada  por  este  Centro,  partlculatmente  en  sn 
Benolnción  de  82  de  Enero  de  1888: 

Resultando  qne  el  Preeidente  de  la  Audiencia  con^rmó  el  auto  ape- 
lado, por  considerar  justos  y  conformes  á  dereoho  los  fundamentos  del 
mismo: 

Vistos  los  artículos  1066,  1068,  1058, 1061  y  U  12.*  disposición  tran- 
sitoria del  Código  civil;  los  artículos  21,  66  y  66  de  la  ley  Hipotecaria  y 
él  3.^  de  la  Instrucción  sobre  la  manera  de  redactar  los  instrumentos 
públicos  sujetos  á  registro: 

Considerando  que  la  simple  escritura  de  aceptación  dé  herencia  y  de- 
claración de  bienes  no  es  título  bastante  por  sí  solo  para  acreditar  el  do- 
minio de  los  inmuebles  y  derechos  reales,  si  no  se  halla  conforme  con  lo 
establecido  en  las  disposiciones  testamentarias  de  que  la  misma  se  eri- 
trina: 

Considerando  que  la  escritura  objeto  del  recurso  se  funda  en  el  sn- 
pnesto  de  ser  aplicable  á  la  herencia  de  D.  José  Esteban  Agnirre,  de 
enya  sucesión  se  trata,  lo  dispuesto  en  el  art.  1056  del  Código  civil,  lo 
cual  no  es  exacto,  pues  aun  en  ando  con  arreglo  á  lo  prevenido  en  el 
mismo  puede  todo  testador  hacer  por  sí  la  partición  de  sus  bienes,  y  debe 
pasarse  por  ella  en  cuanto  no  perjudique  á  la  legítima  de  los  herederos 
forsosos,  pudiendo  usar  de  eeta  facultad  el  padre  que  en  interés  de  su  fa- 
milia quiera  conservar  indivisa  una  explotación  agrícola,  industrial  ó 
fabril,  disponiendo  que  se  satisfaga  en  metálico  su  legítima  á  los  demás 
hijos,  es  necesario  para  qne  se  cumpla  esta  disposición  que  el  testador 
haya  hecho  uso  de  dicha  facultad  concreta  y  determinadamente,  expr^- 
sando  en  el  primero  de  dichos  casos  los  bienes  partibles  y  la  distribo- 
ctón  que  haga  de  los  mismos,  ó  indicando  las  regias  á  que  debe  ésta  su- 
jetarse con  relación  á  todos  y  cada  uno  de  los  herederos,  y  manifestando 
sn  el  segundo  de  modo  claro  y  preciso  su  voluntad  de  conservar  indivisa 
alguna  explotación,  y  ninguno  de  estos  extremos  se  halla  consignado  en 
las  disposiciones  de  última  voluntad  del  referido  8r.  Agnirre: 

Considerando  que  en  el  testamento  de  26  de  Marco  de  1888,  bajo  el 
«nal  falleció  el  expresado  causante,  se  limito  á  mejorar  en  el  tercio  y 
quinto  á  su  hija  Dofia  María  Josefa  de  Agnirre  y  Enatorriaga,  institu- 
yendo á  la  misma  y  á  sus  demás  bijos  Dofia  María  Jnana,  Dofia  Mftría 
Victoriano  y  Don  José  Miguel  herederos  en  el  remanente  de  sus  bíe- 
neSy  haciendo,  por  tonto,  una  institaclón  de  carácter  universal  ó  gene^ 
tal,  sin  sefialar  ni  adjudicar  bienee  determinados  en  favor  de  ninguno 
de  los  tierederos: 

Considerando  que  si  bien  en  la  escritura  de  capitulaciones  matrimo- 
niales otorgada  en  7  de  Febrero  de  1877,  con  motivó  del  matrimonio  da 
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■Q  nombrad*  hijt  María  Josefa  Agnirre,  se  oonaignó  qae  era  la  Tolmitad 
del  padre  qne  se  diesen  á  sns  restantes  hijos  las  caotldades  en  dinero  j  loe^ 
muebles  que  en  la  misma  escritura  designa,  entendiéndose  qne  en  éetoe 
eeftalamientos  van  inclnidos  los  respectivos  derechos  maternos,  no  puede 
estimarse  qne  estas  disposiciones  anulen  las  del  mencionado  testamento 
ni  tampoco  que  las  mismss  puedan  interpretarse  en  sentido  de  qne  por 
ellas  se  determinasen  los  únicos  bienes  que  debían  adjudicarse  á  dlchoe 
tres  herederos  en  pago  de  todos  bus  derechos,  y  qae  los  restantes  bienes, 
▼  especialmente  el  caserío  llamado  Iturrlox  y  el  terreno  de  Ayersa»  de- 
bieran adjudicarse  á  su  otra  hija  la  referida  María  Josefa,  como  supone 
el  recurrente:  primero,  porque  en  dicha  escritura  no  se  expresa  que  los 
seOalamientos  se  hagan  en  pago  de  todos  los  derechos  legitimarios  que 
correspondan  á  los  otros  coherederos;  segundo,  porque  no  se  iDdica  tam- 
pooo  que  todos  ios  demás  bienes  hayan  de  adjudicarse  á  la  María  Joeefa 
ni  que  las  expresadas  fincas  hayan  de  conservarse  indivisas  y  adjudicar- 
se íntegramente  á  la  mipms;  y  tercero,  porque  en  aquellos  sefialamien- 
tos  se  dice  que  van  incluidos  los  respectivos  derechos  matemos  de  los 
referidos  otros  hijos  y  herederos,  lo  cual  no  estaba  en  las  facultades  de 
dicho  causante,  pues  éste  podía  en  todo  caso  disponer  del  caudal  propio, 
pero  no  liquidar  y  sefialar  por  sí  exclusivamente  el  correspondiente  á 
las  respectivas  legítimas  maternas  de  sus  hijos: 

Oonsiderando  que  viene  también  en  apoyo  de  los  anteriores  funda- 
mentos la  circunstancia  de  haberse  otorgado  tanto  la  escritura  de  capi- 
tulaciones como  el  testamento  de  referencia  en  fecha  anterior  á  la  pn- 
blicación  del  Código  civil,  en  el  qne  se  concedió  á  los  testadores  la  fa- 
cultad de  hacer  por  sí  la  partición  de  sus  bienes,  por  lo  que  lógicamente 
debe  conceptuarse  que  al  otorgar  D.  José  Esteban  Agoirre  dichos  docu- 
mentos, no  podía  prever  la  posterior  concesión  de  aquel  derecho,  ni  qne, 
por  consiguiente,  pretendiera  ejercitarlo: 

Considerando  que  en  la  misma  escritura  de  declaración  de  bienes  y 
aceptación  de  herencia  por  Dofia  María  Josefa  de  Aguirre  se  reconoce 
que  en  la  de  capitulaciones  matrimoniales  no  se  manifestó  de  un  modo 
expreso  ser  la  voluntad  del  citado  cansante  el  hacer  sefialamiento  y  apU- 
eación  especifica  de  bienes  para  completo  pago  de  las  legítimas  corres- 
pondientes á  los  demás  hijos  del  mismo,  indicándose  en  aquélla  que  tal 
voluntad  se  deduce  tan  sóio  del  contenido  de  las  cláusulas  de  dicho  do- 
cumento, deducción  que  no  puede  estimarse  fundada  por  las  raiones  que 
quedan  expuestas: 

Considerando  que  no  habiendo  hecho  uso  el  causante  D.  José  Esteban 
Aguirre  de  la  facultad  concedida  en  el  citado  art.  1066  del  Código  civil, 
s<^n  queda  expresado,  es  indudable  que  para  que  'la  división  y  la  ad- 
judicación de  sns  bienes  pueda  tener  lugar,  han  de  consentir  en  éeu  todos 
los  interesados  en  la  herencia,  puesto  que  es  necesaria  la  concurrencia 
de  todos  ellos,  de  conformidad  con  lo  dispuesto  en  los  artícuios  1068  j 
siguientes  del  Código  civil,  por  lo  que  la  expresada  heredera  Dofta  María 
Josefa  Aguirre  no  ha  podido  otorgar  por  sí  exclusivamente  y  sin  la  eoa- 
formiddad  de  los  demás  causahabientes  del  propio  6r.  Aguirre  la  men- 
cionada escritura  de  aceptación  y  declaración  de  bienes: 

Considerando  que  careciendo  de  capacidad  Dofia  María  Josefa  Agui- 
rre para  practicar  por  sí  sola  la  liquidación,  división  y  adjudicación  de 
los  bienes  de  su  difunto  padre,  y  afectando  esta  falta  de  derecho  á  la  va- 
lides de  tales  actos,  es  evidente  que  el  Notario  recurrente  debió  abste- 
nerse de  autorissr  la  escritura  objeto  del  recurso,  conforme  al  art.  S.^ds 
la  Instrucción  sobre  la  manera  de  redactar  los  instrumentos  públicos  su- 
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jétM  á  rogUtrOy  7  qne  el  expresado  dooamento  no  ee  hftlU  ajpstado,  oobm> 
pretende,  á  lee  formalidades  y  preecri pelones  legales; 

Esta  Dirección  general  ha  acordado  confirmar  la  proTldenola  apelada* 
Lo  qne,  con  devolnción  del  expediente  original,  comnnloo  á  V.  L  á 
loe  efectos  consignientes.  Dios  gaarde  á  V.  I.  machos  afios.  Madrid  H 
de  Marao  de  1901.=£1  Director  general,  Bienvenido  Oliver.^sSr.  Presi- 
dente de  la  Andiencla  de  Pamplona. 


Núm.  6Q.~TRIBUNAL  8UPREM0.-I5  de  Marze,  pab.  el  7  de  Akríl. 

CUSACiÓN  POR  iNFRACcróN  DB  LKY. ^RendíCíón  de  ctttf/i^os.— Senten-^ 
cia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  Don 
Vicente  Mondas  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  primera  de 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  D.  Leopoldo 
Terol. 
Ka  sus  CON8IDBRANDO8  se  establece: 

Que  el  admin¿at^€idor  judieicU  de  bienes  liiigioBoa  queda  exento 
de  responaabiUdad  por  su  entrega  á  los  respeetioos  pe^tieipes,  y  en- 
tendiéndolo asila  Sala  sentenciadora,  no  infringe  elart,  178/ del 
Código  cíoiL' 

Que  no  existe  la  infracción  del  ari.  Í7Í4  del  Código  cioil  y  déla 
ley  5>  del  DigesiOy  Mandati  vel  contra,  libro  17,  ilt.  tP^  cuando  el 
mandatario  se  ajusta  á  lo  convenido  por  las  partes  que  le  inmstie- 
ron  con  aquel  cargo. 

En  la  villa  7  corte  de  Madrid,  á  15  de  Marco  de  1901,  en  el  incidente 
sobre  rendición  de  cuentas  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  Instancia 
del  distrito  del  Hospital  de  Barcelona  y  en  la  Sala  primera  de  lo  civil 
de  la  Audiencia  de  su  territorio  por  D.  Vicente  Monclús  y  de  Sistemes, 
propietario,  vecino  de  dicha  ciudad,  con  D.  Leopoldo  Terol  y  Lópesy 
Abogado,  de  la  misma  vecindad,  en  el  concepto  de  administrador  Judi- 
cial, promovido  en  autos  declarativos  de  mayor  cuantía  que  sigue  el 
D.  Vicente  coa  su  hermano  D.  Miguel;  pendiente  ante  Nos,  en  virtud  de 
lecurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  el  Procurador 
D.  Celestino  Armifiáu,  bajo  la  dirección  del  Letrado  D.  José  Vignote» 
en  representación  de  D.  Vicente  Monclús;  habiendo  estado  representado 
D.  Leopoldo  Terol,  que  ha  sido  habilitado  por  el  Decano  del  Colegio  de 
Aboirados  de  esta  corte  para  defenderse  por  si,  por  el  Procurador  D.  Lnis 
Lnmbreras: 

Kesuitando  que  á  petición  de  D.  Miguel  Monclús,  deducida  en  autoe 
que  sigue  con  su  hermano  D.  Vicente,  con  motivo  de  la  partición  de  bie- 
nes dei  padre  de  ambos,  D.  José  Monclús  y  Espinos,  y  previa  compare- 
cencia de  los  dos  en  6  de  Febrero  de  1898  ante  el  Juez  del  distrito  del 
Hospital  de  Barcelona,  que  conoce  de  dichos  autos,  fué  nombrado  Don 
Leopoldo  Terol  y  López  de  común  acuerdo,  en  providencia  de  aquel 
mismo  día,  para  el  cargo  de  administrador  de  los  bienes  de  la  herencia. 
con  la  retribución  del  8  por  100  de  ios  productos  y  relevado  de  prestar 
fianza;  y  previa  aceptación  dei  cargo  por  Terol,  ordenó  e(  Juez  en  pro- 
videncia del  12  que  se  le  pusiera  en  posesión  de  su  cargo,  llevándose  á 
efecto  el  día  18,  mediante  el  requerimiento  oportuno  que  se  hizo  á  los 
inqoi linos  de  las  diferentes  casas  objeto  de  dicha  administración  jn- 
diciai; 

Besnltando  que  por  escritura  pública  de  14  de  Abril  de  1898,  los  ci- 
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i«d€0  hermciio*  D.  Iflgnel  y  D.  Vicente  Bombraron  eonUdor  y  partidor 
de  loe  bieneB  dejftdoe  por  bu  pedr»  al  mismo  D.  Leopoldo  Terol  y  Lopes» 
quien  practicó  Ifis  operacionee  divieoriae,  que  fneien  protocoladas  ea 
i%  de  Febrero  de  1899,  formando  para  ello  con  todos  los  bienes  heredi- 
tarios dos  lotes,  que  se  sortearon  entre  los  dos  hermanos  en  4  de  Mano 
siguiente  ante  el  mismo  Notario  que  había  entorilado  las  operaciooee 
particionalee:  habiendo  correspondido  á  D.  Miguel  la  propiedad  de  las 
easas  núm.  864  de  la  calle  de  Cortee;  las  números  22  y  24  de  la  de  Cla- 
ris, y  la  núm.  7  de  la  calle  de  San  Severo;  y  al  D.  Vicente,  la  núm.  1  de 
la  ealle  de  Femando  VII;  la  núm.  64  bis  de  la  de  Trafalgar,  y  la  74  de 
U  de  San  Pablo: 

Resultando  que  con  estos  documentos  pidió  D.  Miguel  Ifonclús  en  loe 
amles  principales  que  se  declarara  terminada  la  administraeión  jndioial» 
por  haber  cesado  la  indivisión  de  los  bienes  que  motivó  dichoe  autos, 
«tendo  de  cargo  de  loe  interesados  las  costas  y  gastos  por  mitad,  y  se 
declarara  igualmente  terminado  el  juicio  sin  ulterior  cureo;  maniíee- 
taado  además  por  un  otrosí  que  aprobaba  en  todas  sus  partes  los  actos  y 
cuentas  de  la  administración  que  hasta  la  fecha  había  tenido  á  su  cargo 
B.  Leopoldo  Terol,  de  quien  había  recibido  el  saldo  correspondiente;  á 
lodo  lo  cual  proveyó  el  Juzgado  de  conformidad  en  O  de  Mayo  de  dicho 
afio  1899;  y  habiendo  pedido  D.  Vicente  Monclús  que  se  ampliara  dicho 
proveído  en  el  sentido  de  que  cesara  la  administración  judicial,  sin  per* 
juicio  de  que  el  adminietrador  Terol  le  rindiera  cuentas  con  entrega  del 
saldo  resultante  desde  el  mes  de  Enero  de  aquel  alio,  fué  acordado  así 
en  providencia  del  18: 

Besultando  que  en  escrito  de  21  de  Junio  siguiente,  alegando  D.  Vi* 
oeute  Monclús  que  no  le  había  sido  posible  Herrar  á  un  acuerdo  con  Don 
Leopoldo  Terol  respecto  de  las  cuentas  que  debía  rendirle,  pidió  se  le 
previniera  que  en  el  término  de  cinco  días  presentara  las  cuentas  de  su 
adminietración;  y  acordado  así,  presentó  D.  Leopoldo  Terol,  con  eecrito 
del  26  del  mismo  mes,  el  estado  de  cuentas  reclamado,  que  comprende 
los  meses  de  Enero  á  Mayo  inclusive,  en  cuanto  á  las  casas  que  corres- 
pondieron á  D.  Vicente  Monclús  en  el  sorteo  ya  indicado;  y  loe  meses 
de  Eoero,  Febrero  y  Marao  respecto  de  las  que  resultaron  adjudicadas  al 
D.  Miguel,  incluyéndose  en  dicho  estado  de  cuentas  los  respectivos  in- 
gresos y  gastos  con  los  correspondientes  balances  y  determinación  de  la 
mitad  correspondiente  á  cada  hermano,  resultando  del  resumen  general 
un  saldo  definitivo  á  favor  de  D.  Vicente  Monclús  de  11.129  pesetas  60 
céntimos,  que  Térol  consignó  en  la  mesa  del  Juagado,  pidiendo  al  mismo 
tiempo  que  se  diera  vista  de  dichas  cuentas  á  D.  Vicente,  y  en  su  caso 
se  aprobaran,  así  como  todos  sus  actos  y  gestiones  como  administrador 
judicial,  declarándole  exento  de  toda  responsabilidad  y  á  cargo  del  repe- 
tido D.  Vicente  todos  los  gastos  que  se  ocasionasen  hasta  la  deflnitÍTa 
aprobación  de  las  cuentas;  en  apoyo  de  todo  lo  cual  alegó:  que  las  cuen- 
tas presentadas  relativas  á  las  casas  que  formaban  el  lote  que  cupo  en 
suerte  á  D.  Vicente  Monclús,  comprensivas  desde  1.^  de  Enero  de  aquel 
afio  hasta  la  fecha  en  que  le  fué  notificada  la  providencia  en  que  se  dié 
por  terminada  la  administración  judicial,  las  tenía  rendidas  particular* 
mente  al  mismo  D.  Vicente,  y  por  tanto,  las  únicas  pendientes  de  apro- 
bación por  parte  de  éste  eran  las  relativas  á  las  otras  casas  que  compo- 
nían el  lote  que  correspondió  á  D.  Miguel,  comprensivas  del  tiempo 
mediado  desde  1,^  de  Enero  hasta  4  de  Marco,  en  que  tuvo  lugar  la  divi- 
sión de  los  bienes  comunes  á  ambos  hermanos;  y  que  D.  Vicente  se 
negaba  á  «{¿obar  dichas  cuentas  por  rasónos  de  todo  punto  injustifi- 
cadas: 
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>  qae  D.  Vicente  Mosclús  ntiliió  el  traslado  que  se  le  con- 
firió, pidiendo:  primero,  que  se  tuviera  por  prestada  su  eooforoaidad 
eon  el  estado  de  eoentas  presentado  por  Terol  en  lo  que  se  referia  á  los 
meeeti  d«  Enero  j  Febrero,  en  las  que  resultaba  un  saldo  á  su  favor  de 
S.Ml  peeetae  y  47  oóntimos;  segundo,  que  se  tuvieran  por  impugnadas 
lm0  cuentas  referentes  á  los  meses  de  Marzo  inclusive  y  sucesivos  hasta 
el  eese  de  la  administración  Judicial,  acordando,  en  su  consecuencia,  la 
reforma  ó  modiflcaeión  de  las  cuentas  en  lo  que  se  refería  á  este  segundo 
período,  sefialando  á  D.  Leopoldo  Terol  el  placo  prudencial  que  se  eeti- 
tnsue  necesario  para  la  presentación  de  las  nuevas  cuentas  reformadas 
oon  sujeción  al  mismo  criterio  observado  y  aplicado  para  las  de  los  me- 
ses de  Enero  y  Febrero;  y  tercero,  que  se  ordenara  que  del  saldo  consig- 
üado  por  Terol  se  le  hiciera  inmediata  entrega  de  la  indicada  suma  de 
3.681  pesetas  47  oóntimos,  dejando  el  resto  á  las  resultas  de  lo  que  arro- 
jaran las  nuevas  cuentas  reformadas  que  habrían  de  presentarse;  ale- 
gando en  su  apoyo:  que  las  cuentas  debían  comprender  desde  la  fecha 
del  nombramiento  de  administrador  hasta  la  providencia  en  que  se  dio 
por  terminada  la  administración  de  los  bienes;  y  tal  habla  sido  el  régi- 
men seguido  siempre  por  el  administrador  hasta  las  últimamente  pre- 
sentadas, en  las  que  introducía  una  variación  que  no  podía  admitirse 
porque  se  apartaba  de  la  úuica  y  exclusiva  misión  del  administrador, 
sin  que  pudiera  justificar  este  proceder  la  indicación  que  bacía  Terol  en 
las  mismas  cuentas,  de  que  el  día  4  de  Marzo  habían  quedado  divididos 
los  bienes  entre  los  dos  hermanos;  que  tratándose  de  las  cuentas,  la 
única  personalidad  atendible  en  Terol  era  la  de  administrador,  con  abs- 
teaeción  completa  de  la  de  partidor,  sin  que  pudieran  confundirse  ambas 
aunque  hubieran  residido  en  la  misma  persona;  que  la  razón  invocada 
por  Terol  en  las  cuentas  envolvía  una  inconsecuencia  y  contradicción, 
porque  siendo  administrador  de  unas  fincas  indiviso,  si  comprendía  que 
por  virtud  del  sorteo  verificado  el  día  4  de  Marzo  debió  cesar  el  estado 
de  indivisión,  era  natural  que  desde  entonces  hubiera  también  cesado  en 
la  administración  judicial,  dando  cuenta  inmediatamente  al  Juzgado  con 
las  oportunas  cuentas;  y  lejos  de  haberlo  hecho  así,  había  continuado 
administrándolas  sin  poder  ostentar  otro  título  que  el  de  administrador 
de  Menee  poseídos  en  común  y  proindiviso;  y  que  de  las  cuentas  presen- 
tadas, que  sólo  podían  merecer  su  conformidad  en  parte,  ó  sea  hasta  la 
fecha  en  que  cesó  Terol,  se  liquidaran  y  entregaran  por  mitad  á  cada  uno 
de  los  dos  hermanos  los  productos  y  rentas  de  las  fincas  objeto  de  la  ad- 
ministración, siguiéndose,  por  consiguiente,  hasta  el  fin  de  la  adminis- 
tración el  criterio  observado  hasta  el  4  de  Marzo: 

Resultando  que  el  Juzgado,  en  vista  de  la  conformidad  de  D,  Vicente 
eon  las  cuentas  presentadas  por  el  administrador  judicial  respecto  de  los 
meses  de  Snero  y  Febrero,  mandó  entregar  á  aquél  el  saldo  que  resul- 
taba á  BU  favor  en  dicho  período;  y  evacuando  después  P.  Leopoldo  Te- 
rol el  traslado  que  se  le  confirió  de  la  impugnación  hecha  á  sus  cuestas, 
solicHó  que  se  aprobaran,  con  imposición  de  todas  las  costas  á  üT  Vi- 
eento  Monplús,  alegando  al  efecto:  que  en  dicha  impugnación  no  se  con- 
tradecía ni  disentía  ninguna  de  las  partidas  de  la  cuenta  como  improee- 
dsatos  é  injustificadas,  y  únicamente  se  l>asaba  en  que  debía  completarse 
eon  las  referentes  á  las  fincas  adjudicadas  á  D.  Miguel,  de  que  se  ha- 
llaba en  posesión  á  título  de  duefio  único;  que  sin  embargo,  era  un  he- 
cho rsconoeldo  en  el  pleito  por  los  dos  hermanos  el  de  habsr  cesado  la 
indivisión  ó  comunidad  de  bienes  entre  ellos  por  virtud  del  convenio  en 
que  acordaron  dicha  división,  encomendándolo  al  alegante  en  la  calidad 
de  contador  partidor,  hallándose  leeonoeido  y  deelMado  en  los  autos 
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pTincii>alM  qti€  desde  que  ae  realiió  U  diviaión  y  adjodicacite  á  faTor 
de  lop  doB  hermanos  condoefioe,  oorreepondió  á  éttoe  U  adminietraolóm 
de  los  bteoes,  independiente  ano  del  otro,  j  bajo  tal  ooncepto  pidtd  el 
D.  Vicente  se  le  dejara  la  de  las  easas  qne  le  pertenecían,  sin  petj alelo 
de  sn  derecho  para  impognar  la  dlTisión;  siendo,  por  tanto,  incneetloiui^ 
ble  qoe,  á  joicio  del  mismo  D.  Vicente,  desde  el  día  en  qne.  la  divieióA 
se  practicó  dejó  de  tener  interés  en  la  administración  de  las  casas  adja- 
dicadas  á  sn  hermano,  y  qne  era  inexacto  é  improcedente  qne  tOTlera 
qoe  rectiflcar  sns  cuentas  y  hacerlas  extensivas  á  ia  administracldn  de 
fincas  en  qne  ningún  interée  tenia  D.  Vicente  y  se  hallaban  aprobados 
por  D.  Mignel,  y  negaba  asimismo  qne  hubiera  demorado  el  rendirlas 
reteniendo  indebidamente  el  saldo: 

Besnltando  qne  el  Jnes  dictó  sentencia,  y  apelada  por  D.  Vicente 
Monclús,  la  confirmó  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Andiencia  de  Bar- 
celona en  7  de  Abril  de  1900,  declarando  no  haber  logar  á  la  impngnaeióii 
hecha  por  O.  Vicente  Monclús  á  las  cuentas  presentadas  por  el  adminie- 
trador  jadicial  O.  Leopoldo  Terol,  las  coales  se  aprobaban,  deciarándoi* 
exento  de  toda  responsabilidad  por  rasón  de  las  mismas,  y  condenando 
al  D.  Vicente  al  pago  de  todas  las  costas: 

Resaltando  que  coa  el  depósito  de  1.000  pesetas  D.  Vicente  Monclús 
y  Sistemes  interpaso  recnrso  de  casación,  fondado  en  los  números  1.* 
y  6.^  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjoiciamiento  civil,  alegando  como  in- 
fringidos: 

Primero.  £1  art.  1787  del  Código  civil,  según  el  que,  el  depositarle 
de  los  bienes  ú  objetos  secuestrados  no  puede  quedar  libre  de  su  encargo 
hasta  qne  se  termine  la  controversia  que  lo  motivó,  á  no  ser  que  el  Jues 
lo  ordenare  por  consentir  en  ello  todoe  los  interesados  ó  por  otra  causa 
legítima;  en  cuanto  á  pesar  de  qne  la  controversia  ó  pleito  no  terminó 
hasta  el  9  de  Mayo  de  1899,  fecha  de  la  providencia  en  que  asi  se  decla- 
raba, y  de  que  el  Jues  no  ordenó  hasta  dicho  día  el  cese  de  la  adminis- 
tración judicial  conferida  á  D.  Leopoldo  Terol,  la  Sala  sentenciadora,  al 
aprobar  las  cuentas  presentadas  por  dicho  administrador  en  los  térmi- 
nos en  que  éste  las  formuló,  parte  del  supuesto  de  que  el  administrador 
quedó  libre  en  4  de  Mano  anterior  del  encargo  concreto  que  se  le  había 
confiado,  y,  por  tanto,  de  la  obligación  de  rendir  cuentas  con  el  carácter 
de  tal  administrador  judicial,  ya  qoe  se  le  admiten  como  buenas  unas 
cuentas  en  las  que  no  se  da  rasón  de  los  productos  de  la  totalidad  de  las 
fincas  que  le  fueron  entregadas  en  administración  por  el  Josgado,  y  en 
las  que  el  administrador  altera  por  sí  y  ante  sí,  fundado  en  hechos  aje- 
nos por  completo  al  pleito,  la  forma  de  reparto  del  saldo  en  dichas 
cuentas: 

Segando.  £1  axioma  de  derecho  de  que  nadie  pnede  ir  contra  sus  pro- 
pios actos,  sancionado  en  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  19  de 
Junio  de  1889,  4  de  Junio  de  1890,  20  de  Marco  de  1898,  21  de  Diciembre 
de  1897  y  otras,  en  cuanto  la  Sala  sentenciadora,  de  aprobar  las  cuentas 
de  que  se  trata,  en  las  que,  á  partir  del  4  de  Marso  de  1899,  resultan  iun- 
damen  tal  mente  modificadas  las  condiciones  en  que  se  hallaba  ejecuto- 
riamente estatuida  la  administración  jadicial,  bajo  el  supuesto  de  que 
desde  la  indicada  fecha  quedaron  distribuidos  válida  y  definitivamenis 
los  bienes  entre  los  interesados,  en  la  forma  establecida  en  xta  acto  de 
partición  realizado  por  el  administrador  judicial  con  el  carácter  de  con- 
tador particular  designado  por  aquéllos,  sanciona  y  autorisa,  con  in- 
fracción del  principio  de  derecho  invocado,  una  rendición  de  cpentas 
que  se  contradice  con  los  propios  actos  del  administrador  Terol,  ya  que 
éste  con  posterioridad  á  la  indicada  fecha  de  4  de  Marso  continuó  «n  el 
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«Jenrtclo  del  cargo  de  edmkiletiedor  JadlcUl,  geetipnando  como  tal  eiii 
que  lealiaara  acto  alguno  para  modificar  válidamente  el  carácter  legal 
oon  que  intervenía  en  la  administración  de  loe  bienea  integrantee  de  la 
hemuila  de  D.  Joeé  Mondúa  y  Eepinóe: 

•Tercero.  El  art.  860  de  la  ley  de  Enjaiciamiento  civil  y  la  doctrina 
lesal  «entada  por  este  Tribunal  Supremo,  en  eentencias,  entre  otrai^^ 
de  9  de  Octubre  de  1880  y  10  de  Noviembre  de  180^,  según  las  que,  los 
Tribanales  no  pueden  resolver  otras  cuestiones  que  las  que  las  partes 
«oosetan  á  su  conocimiento,  y  por  tanto,  sus  fallos  deben  limitarse  en 
«US  efectos  á  las  cuestisnes  debidamente  controvertidas  en  el  pleito,  y 
loe  erts.  61,  68,  66  y  69  de  la  ley  de  EDJniciamieoto  civil,  con  sus  con- 
cordantes de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial,  según  los  que,  la  juris- 
dicción y  competencia  de  los  Jaeces  y  Tribunales  se  determina  origina- 
riaunente  por  la  existencia  de  una  contienda  ó  negocio  que  los  litigantes 
eometan  á  su  conocimiento  y  resolución  atribuida  por  la  ley  á  ia  autori- 
dad qtie  ejersan,  y  de  la  cual  les  corresponda  conocer  con  preferencia  á 
loe  demás  Jaeces  y  Tribunales  del  mismo  grado  por  virtud  del  reparti- 
miento en  las  poblaciones  en  que  haya  dos  ó  más  Jaeces,  alcanaando 
tembién  á  las  incidencias  que  surjan  en  el  pleito;  en  cuanto  la  Sala  een- 
tenciadora,  al  dar  su  aprobación  en  el  fallo  recurrido  á  las  cuentas  de 
autos,  en  las  que  el  administrador  judicial,  á  partir  de  la  referida  fecha 
de  4  de  Marso  de  1809,  por  su  propia  autoridad  subordina  la  adminis- 
tración judicial  á  la  división  de  bienes  por  el  miamo  practicada  con  el 
carácter  de  contador  partidor  nombrado  por  los  coherederos  de  Don 
Joaé  Monclús  y  Espinos,  prejnsga  y  resuelve  implícitamente  una  cues- 
tión no  planteada  por  las  partes,  ajena  por  completo  á  la  contienda  ó 
negocio  sometido  á  su  conocimiento,  cual  es  la  de  la  valides  y  eficacia 
da  le  partición  aludida,  expresamente  rechazada  por  uno  de  los  intere- 
aadoc»  el  recurrente,  y  en  todo  caso  la  de  la  fecha  desde  que  áehe  surtir 
efecto  la  indicada  partición  privada,  rebasando,  por  tanto,  loe  límites 
de  en  competencia,  sefialados  por  las  cuestiones  debidamente  planteadas 
por  las  partes  en  los  autos,  sin  que  por  otra  parto,  dada  la  naturalesa 
de  le  cuestión  que  entrafia  la  impugnación  de  la  eficacia  legal  de  ia  par- 
tidÓB  de  que  se  trata,  pueda  ser  considerada  como  incidencia  de  la  de- 
manda de  autos»  ni  resulta  por  otros  trámites  quo  los  del  juicio  declara- 
tivo correspondiente: 

Cuarto.    El  art.  408  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  el  principio 

fi£dieo  sobre  la  autoridad  de  la  cosa  juagada  rex  judieata  proveritate 
^íur,  que  proclaman  de  consuno  la  ley  2.%  Código,  libro  7.^,  tít.  8w®, 
y  le  Jurisprudencia  de  este  Tribanal  Supremo  en  sentencias  de  29  de  Di- 
ciembre de  1870,  29  de  Mareo  de  1878,  14  de  Diciembre  de  1886,  y  más 
recientomento  por  las  de  18  de  Noviembre  de  1896  y  26  de  Mayo  de  1897, 
que  sustancialmento  establecen  que  las  providencias  y  resoluciones  ju- 
diciales oonsentldas  adquieren  la  autoridad  de  cosa  juagada;  en  cuanto 
en  providencia  firme  de  6  de  Enero  de  1898,  D.  Leopoldo  Terol  fué  nom- 
brado administrador  judicial  de  todos  los  bienes  que  ios  hermanos  Don 
Miguel  y  D.  Vicento  Monclús  poseían  procedentes  de  la  herencia  de  su 
pedre,  mediante  acuerdo  habido  entre  ellos  en  la  comparecencia  judicial 
coi:irespondiento;  y  en  providencia  de  9  y  18  de  Mayo  de  1899,  también 
firmes,  fué  acordado  el  cese  de  diiho  administrador  en  el  desempeño  de 
sn  cargo,  sin  perjuicio  de  la  rendición  de  cuentas;  cuyas  resoluciones 
exigen,  en  justo  acatamiento  á  su  contenido,  quo  la  rendición  de  cuen- 
tas aleanoe  á  todas  las  rentas  de  los  bienes  afectos  á  la  administración 
judicial  y  á  todo  el  periodo  de  duración  legal  de  la  misma;  y  como  la 
Sale  aentenciadera  aprueba  las  cuentas  de  autos,  en  U  que  el  admlnis- 
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trador  Judicial,  á  partir  de  la  fecha  de  4  da  Harao  de  1§99  haata  la  de  9 
de  Mayo,  qoe  es  la  de  la  providencia  en  que  ae  declaró  finida  la  adml- 
nifltración,  limita  la  rendición  á  lae  réntaa  de  determinadae  fincas  qae 
eoponen  definitivamente  adjndicadaa  al  recurrente  en  virtnd  de  m  acta 
notarial  de  partición  de  bieoee  completamente  ajena,  no  eólo  á  la  adáii- 
nietración  judicial  de  referencia,  ai  qne  á  la  controversia  planteada  en 
méritos  de  ios  presentes  autos,  dejando  de  rendir  cuentas  res|Mcto  dé  las 
demás  fincas  afectas  á  la  adminisirsción,  claro  y  evidente  es  qne  la  sen- 
tencia recurrida  va  contra  la  cosa  Jusfadá  en  las  resoluciones  de  ^«ese 
ha  hecho  mérito  y  conculca  y  quelHranta  el  estado  de  derecho  per  tes 
mismas  creado  con  referencia  á  la  administración  judicial  de  que  se 
trata;  y 

Quinto.  El  art.  1714  del  Código  civil,  que  establece  que  el  misdatih 
rio  no  puede  traspasar  los  limites  del  mandato,  y  la  ley  6>,  IMgesto, 
Mandati  oel  contra,  libro  17,  tit.  1.^,  según  la  que  se  han  de  guaiñdar 
con  diligencia  los  limites  del  mandato,  pues  el  qne  se  excede  de  ellos  se 
considera  que  hace  otra  cosa  distinta;  en  cuanto  la  Sala  sentenciadora, 
al  aprobar  las  cuentas  de  autos,  en  las  que  el  administrador  Judicial,  á 
partir  de  la  fecha  mencionada  de  4  de  Marso  hasta  la  terminación  de  di- 
cha administración,  deja  de  rendir  las  cuentas  de  hi  totalidad  de  loe 
bienes  que  á  su  gestión  habían  sido  confiados  y  de  dividir  el  sálete  por 
mitad,  sanciona  el  hecho  de  que  el  propio  administrador  judicial  os- 
tenta otra  calidad  completamente  distinta  y  ajena  á  los  autos,  cono  es 
la  de  contador  partidor,  al  fin  de  poder  variar  la  forma  de  rendir  sus 
cuentas,  traspasando,  por  tanto,  los  límites  del  mandato  que  le  confia- 
ron los  hermanos  Monclús  por  mediación  del  Juagado  sin  la  autorisa- 
ción  de  éste  ni  el  consentimiento  de  dichos  mandantes,  lo  cual  consti- 
tuye una  violación  manifiesta  de  las  leyes  citadas. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  Toda: 
Considerando  que  si  por  acuerdo  de  ambos  hermanos  fué  nombrado 
Térol  administrador  judicial  de  los  bienes  de  la  herencia  de  cuya  divi- 
sión se  trataba  en  la  contienda  que  al  efecto  seguían,  también  por. 
acuerdo  de  los  mismos  invinieron  después  en  osatura  pública  de  14 
de  Abril  de  1898  que  Tero!,  como  contador  partidor,  dividiese  aquéllos 
eztrajudicialmente  y  adjudicara  á  cada  uno  su  lote,  como  se  hiio  por  el 
acta  notarial  de  4  de  Marao  de  1899,  encargándose  del  suyo  el  Miguel 
desde  esta  fecha  sin  contradicción  del  Vicente;  con  lo  cual,  y  por  oon- 
formidad  de  las  partes,  quedó  de  hecho  modificado  el  carácter  de  la  ad- 
ministración qne  como  judicial  tenía  Terol  y  limitada  á  los  bienes  del 
Vicente  hasta  que  éste  se  hiciese  cargo  de  ellos;  y  que  al  así  estimarlo 
la  Sala  sentenciadora,  no  infringe  el  art.  1787  invocado  en  el  primer  mo- 
tivo, por  ser  inaplicable,  ni  el  principio  de  derecho  y  jurisprudencia  ale- 
gados en  el  segunde- 
Considerando  que  lo  expuesto  en  el  anterior  fundamento  demuestra 
que  la  aprobación  de  cuentas  en  la  forma  presenteda  por  Terol  no  en- 
vuelve implícitamente,  cual  se  supone  en  el  torcer  motivo,  la  resoliielén 
del  derecho  que  las  partos  tongan  para  impugnar  la  valides  y  eficacia  de 
la  división  de  bienes,  puesto  que  se  refiere  á  la  administración  de  éstos, 
objeto  de  discusión  en  el  incidento  resuelto;  que  con  dicha  aprofasdón 
de  cuentas  no  se  falto  á  autoridad  de  cosa  juagada,  porque  las  providen- 
dos  de  9  y  18  de  Mayo  no  afectan  al  estado  de  hecho  y  de  derecha  oreado 
por  voluntod  de  los  intoresados,  y  tompoco  la  eztrallmitación  ^ae  se 
alega  en  el  quinto,  porque  Terol  se  ajusta  á  lo  convenido  por  los  dos^fue 
le  invistieron  de  las  facultadea  de  que  hace  uso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  alie- 
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cwTBOde  emmtíéñ  tetorpoeito  pof  D:  Vioento  Monclús  y  SIstoniM,  á 
cpiieo  eond0iukmo«  en  lit  MStM  y  á  1a  pérdida  de  Is  cantldiid  depoeiUd»» 
qm  M  dMiibnifi  eoa  mrieglo  á  la  ley;  y  Ubreee  á  la  Aodienela  de  Bar* 
eetona  la  oeriiflcaoidn  OQmepoxkUente,  eon  devolnoiéB  dei  apuntamiento 
q«ie  ba  remitido. 

Asi  por  eela  nneetra  aenteDci*  que  ee  publicará  en  la  Gacéia  é  in- 
•ortará  en  la  Cclbcción  LBGieLATiVA,  paeándoee  al  efecto  las  copias 
neeeearias,  lo  pronnneiamoe,  maodamoe  y  flrmamoB.=Jo8é  de  Aldeeoa. 
=l^ancieoo  Toda.=Enrlqoe  LaMÚB.=zioaqQÍn  Gonsáles  de  la  Fefia.= 
Pedro  Lavln.=^Rieardo  Molina.= Vicente  de  Piniée. 

PnblicacióB.sLeida  y  publicada  fué  la  anterior  eenteneia  por  el 
Ezcmo.  8r.  D.  Francisco  Toda,  Magistrado  del  Tribunal  Bnpienei,  eele- 
tirando  audiencia  pública  la  Bala  de  lo  civil  en  el  dia  de  hoy, de  qne 
eertiflco  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  16  de  Mano  de  I001.=lieenciado  Jorge  Bfartínes. 


Nüm.  70.-TRIBUIIAL  SUPREMO.-»  de  Marie,  pab.  el  7  de  AbHI. 

CASAaóN  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY.— Aeiu&c/d/i  de  cuentoB  de  eura^ 
/«¿a.— Sentencia  declarando  haber  lugar,  en  parte,  al  recurso 
interpuesto  por  D.  Fabriciano  Morencoa  contra  la  pronunciada 
I  por  ia  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en 

pleito  con  el  Ministerio  fiscal, 
kn  sus  CONSIDERANDOS  SO  establcco: 

Que  no  puede  menae  de  eoneepiuaree  al  tutor  en  el  pleno  ej'erei- 
eio  de  eusjunetones  deede  lafeeha  del  dieeemimiento  de  eu  cargo: 

Que  la  cuenta  ha  de  Umitatse  A  la  parte  de  loe  bienee  adminie- 
trados,  $i  no  ee  le  hubteee  entregado  la  totalidad  de  loa  miemos: 

Que  el  periodo  precedente  A  la  mencionada  Jecha^  aólo  puede  con- 
wideraree  como  de  conetiíueión,  y  queda  aomeiido  en  tal  concepto  á 
la  legieladón  antigua^  eijuese  anterior  á  la  Dublieaeión  del  Código 
cimlj  eegún  lo  diepueeto  en  lae  reglae  8.^  y  9r  de  lae  traneitoriae  del 


En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  16  de  Marco  de  1901,  en  lae  diligen- 
ela«  segoidas  en  el  Jugado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  La- 
tina y  en  la  Bala  primera  de  lo  civil  de  la  Aodiencia  de  esta  misma  coi  te 
por  D.  Fabriciano  Morencos  y  Arans,  como  curador  ejemplar  del  incapa- 
dtado  D.  Matías  Araus,  con  el  Ministerio  üscal,  sobre  rendición  y  spro- 
bnsión  de  cuentas  de  la  enratela;  pendiente  ante  Nos,  en  virtud  de  re- 
curso de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  el  Procurador 
D.  Tomás  Moieneos,  bajo  la  dirección  del  Letrado  D.  Pedro  Apalatigui» 
en  representación  y  defensa  del  expresado  curador: 

Besnltando  que  por  falieolmiento  de  Dofia  Frisca  Araus  é  Iiquieido, 
eoradora  ejemplar  que  era  de  su  hermano  D.  Matías,  acordó  el  Jues  de 
primera  instancia  del  distrito  de  la  Latina  en  S  de  Mario  de  1887  que 
provislonaimenie  se  encargara  á  D*  Fabriciano  Morencos  el  cuidado  de 
su  tío  incapacitado,  y  en  10  del  minsio  mes  le  nombró  curador  ejemplar, 
A  cuyo  nombramiento  se  opusieron  D.  Julián  Casildo  Arribas  y  otros;  y 
tramitada  la  oposición,  fuá  resuelta  por  sentencia  de  la  Audiencia  de  21 
de  Septiembre  de  I6889  que  declaró  á  D.  Fabridaao  apto  y  capas  para 
ejercer  la  cúratela  ejemiüar  de  su  tío: 

Besnltando  que  por  auto  de  14  de  Mayo[de  1889  se  ordeno  á  D.  Fabril 
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ciano  q«e  para  el  daaempefio  de  dieho  oargó  preetara  flaoaa  ea  cantidad 
de  60.000  peeetae;  eefialándole  7.(M)0  aaaalee  para  alioMiitoe,  daftoa  y  de- 
más gastoa  ezlraordlnariee  qoe  ae  ocorrlerao  j  debáan  preetarse  al  inca- 
paciiado,  que  percibirla  de  lae  rentas  del  mieao»  con  obligación  de  ren- 
dir cnentaa  anaal,  y  además  el  6  por  100  anoal  de  adainislraelón,  de 
que  se  dalaría  en  las  cuentas  qne  había  de  rendir;  y  despnée  de  redocida 
la  flanea,  á.petioidn  del  carador,  ala  cantidad  de  26.000  pesetas,  le  loé 
discernido  el  cargo  en  4  de  Diciembre  de  1891,  ordenándoeeen  previden* 
da  del  7  qoe  se  le  hiciera  entrega  per  Inventario,  y  bajo  la  fe  dei  actna- 
rio,  de  todos  ios  bienes  pertenecientes  al  incapacitado,  á  cayo  efecto  se 
reqnerla  á  O.  Julián  Gaslldo  Arribas,  en  cayo  poder  se  eno<mtraban, 
para  qoe  hiciera  la  entrega: 

Eesoltando  qne  en  2S  de  Noyiembre  de  1890  se  habla  constitaldo  el 
consejo  de  familia  del  incapacitado  D.  Matías;  siendo  elegido  Presidente 
D.  Jolián  Oasildo  Arribas;  y  habiéndose  soscitado  varios  incidentes  coa 
motivo  de  lo  acordado  en  la  providencia  referida  de  7  de  Diciembre  de 
1891,  sobre  si  los  bienes  pertenecientes  al  incapacitado  hablan  de  ser  en- 
tregados mediante  inventario  á  sa  carador  Morencos  por  el  concejo  de  fa- 
milia ó  por  la  persona  qne  los  taviera  en  sn  poder,  con  intervención  del 
actuario,  fueron  resueltos  por  sentencia  qne  este  Tribonal  Supremo  dictó 
en  12  de  Diciembre  de  1898,  qne  al  no  admitir  el  recurso  en  qne  recayó 
quedó  declarado  que  la  entrega  de  dichos  bienes  debía  efectuarse  por 
D.  Juliáu  Oasildo  Arribae  por  inventario  y  bajo  la  fe  del  actuario  de 
primera  instancia,  en  ejecución  de  la  cual  tuvo  efecto  la  entrega  en  di- 
cha forma  en  28  de  Febrero  de  1894: 

Resultando  que  en  12  de  Octubre  de  1891,  el  curador  Morencoe  rin> 
dio  cuentas  de  lo  que  se  le  había  entregado  para  alimentos  y  asistencia 
delincapacitado  desde  12  de  Marao  de  1887  hasta  7  de  Septiembre  da 
aquel  afio  91  con  un  saldo  á  sn  favor  de  2.762  pesetas  66  céntimos;  y  por 
auto  del  Juea  fueron  aprobados,  mandando  qne  se  le  entregara  el  indi* 
cado  saldo,  para  lo  que  se  requerirla  á  D.  Julián  Oasildo  Arribas  á  fin  da 
que  hiciera  dicha  entrega  de  los  fondos  qne  obraban  en  sn  poder  perte- 
necientes al  incapacitado: 

Besultando  que  en  17  de  Julio  de  1899  presentó  Moreneos  al  Juigado 
una  cuenta  general  de  su  gestión  dividida  en  dos  períodos,  comprensivo 
el  primero  del  tiempo  transcurrido  deede  el  4  de  Mano  de  1887  en  que 
se  biso  cargo  del  incapacitado,  hasta  28  de  Febrero  del  94  en  que  tuvo 
lugar  la  entrega  de  bienee  por  inventario;  y  el  segundo,  desde  esta  él- 
tima  fecha  á  81  de  Mano  de  aquel  afio,  exponiendo:  que  el  primer  pe- 
ríodo de  la  cuenta  lo  sujetaba  á  la  aprobación  del  Jusgado,  porque 
hasta  la  fecha  que  comprendía  no  había  quedado  legalmente  constituida 
la  tutela,  y  por  tanto  á  él  correspondía  su  conocimiento;  y  del  segundo 
hacía  exhibición,  porque  ni  estaba  enteramente  bajo  la  competencia  de 
los  Tribunales,  ni  había  salido  de  ella,  quedando  su  calificación  para  el 
consejo  de  familia,  después  de  lo  cual  observó  que  la  cuenta  qne  pre- 
sentó y  fué  aprobada  en  el  afio  91  comprendía  sólo  la  jastlflcacióa  del 
dinero  que  había  recibido  en  virtud  de  órdenes  del  Jusgado  de  mano 
del  tenedor  de  los  bienes  del  demente,  pero  no  ana  caenta  general  qoe 
cerrara  el  primer  periodo  de  sn  gestión: 

Resaltando  que  formada  pieaa  separada  con  los  antecedentes  reía- 
tsionados,  se  oyó  al  Ministerio  fiscal,  qoe  fué  de  dictamen  de  que  sa 
aprobara  la  cuenta  presentada  relativa  al  primer  periodo  con  dedooclóp 
de  ciertas* partidas  no  justificadas,  y  sin  perjuicio  del  derecho  de  reclan 
mar  ea  lo  sucesivo  por  quien  procediera  cualquier  agravio  que  pudiera 
haberse  causado  al  Incapacitado,  y  el  Jnes,  por  auto  de  15  de  Noviembr% 
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'ém  dicho  silo  189i^,  á&ñ^gá  1»  •oUeitvd  de  Morenco0,  declanindo  que  «i 
lo  eoaaiderftlMi  procedente  íormalara  noeva  cuenta  de  sn  geetión,  com- 
prenaiTa  deede  é  de  Mano  de  1887  á  23  de  Noviembre  de  1890,  y  previ- 
niéndole rindiera  enentae  de  la  adniiniBtraci4in  de  los  bienes  al  consejo 
<le  laniilia  á  partir  deede  el  citado  23  de  Noviembre  de  1890  en  qne 
quedó  oonetitnido  el  consejo: 

Resultando  qne  D.  Fabriciano  Moreneoe  pidió  reforma  de  este  anto^ 
alegando:  qne  la  constitución  de  nn«  córatela  con  sujeción  al  antigno 
régimen  legal  no  quedaba  flnaiisada  con  el  discernimiento  del  cargo, 
eino  con  la  entrega  de  bienes  hechos  por  inventario  judicial;  que  mien- 
tra» no  oe  realisase  la  constitución  definitiva,  el  consejo  de  fsmilia  era 
un  organismo  qoe  no  podía  funcionar  aunque  se  hubiese  constituido  in- 
tempeatlvamente;  que  el  acto  constitutivo  definitivo  de  la  tutela  era  la 
CBtrega  de  bienee,  porque  mediante  ésta  podía  el  tutor  empesar  á  admi- 
nlatrar  loe  bienes  del  incapacitado  y  á  atender  á  sus  necesidades;  qne 
qnien  dilató  la  constitución  de  la  cúratela  fué  D.  Julián  Casiido,  y 
qnlen  Kevalm  la  fecha  de  su  constitución  desde  4  de  Diciembre  de  1891 
en  qne  se  biso  el  discernimiento  basta  el  día  en  que  tuvo  lugar  )a  en- 
trega de  bienee,  que  fué  en  38  de  Febrero  de  l€9i,  no  fué  el  alegante 
Morencos,  sino  el  Tribunal  Supremo,  porque  los  actos  de  discerBimif  nto 
y  entrega  de  bienee  compren^dos  en  los  artículos  1860  y  1870  fren  los 
que  por  sí,  y  sin  necesidad  de  ningún  otro  acto,  constituían  definitiva- 
mente la  córatela;  que  aunque  la  entrega  de  bienes  fuera  consecuencia 
del  diecernimientOy  eso  no  quería  decir  qne  este  último  fuera  la  consti- 
tnclón  definitiva,  poes  sólo  era  definitivo  lo  que  estaba  terminado,  y  con 
el  discernimiento  no  quedaba  constituida  la  tutela;  que  la  rendición  de 
cnentas  de  la  tutela  suponía  necesariamente  el  ejercicio  del  cargo  de 
tutor;  qne  según  la  novena  de  las  disposiciones  transitorias  del  Código, 
en  combinación  con  la  octava,  hasta  que  la  tutela  no  se  hubiera  bonsti- 
taído  definitivamente  con  sujeción  al  antigno  régimen,  no  regía  el  Có- 
digo, 7  por  tanto  no  podía  intervenir  el  consejo  de  familia,  al  qne,  por 
ooneigniente,  sólo  podían  someterse  las  cuentas  que  se  refirieran  al 
ejercicio  propiamente  .dicho  de  la  cúratela,  porque  ni  las  leyes  tienen 
electo  retroactivo,  ni  la  jurisprudencia  tampoco  por  ser  emanación  de  la 
1^7;  7  QQ®  cuando  se  constituyó  el  consejo  de  familia,  ni  siquiera  se  le 
había  discernido  el  cargo  al  alegante,  y  aquél  no  pudo  tener  vida  legal 
haaU  38  de  Febrero  de  1894: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  no  opuso  nada  al  escrito  de  re- 
forma, y  el  Jaes,  por  anto  de  11  de  Diciembre,  la  denegó,  admitiendo 
deepués  en  ambos  efectos  la  apelación  que  D.  Fabriciano  Morencos  de- 
dujo, y  tramitada  con  arreglo  á  derecho,  fué  resuelta  por  auto  que  la 
Bala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte  dictó  en  28  de 
Abril  de  1900,  confirmando  con  las  costas  los  dos  apelados: 

Besoltando  que  D.  Fabriciano  Morencos  Arana,  con  el  depóeito  de 
1.000  pesetas,  interpuso  recurso  de  casación,  citando  como  infringidos: 
Primero.  En  cnanto  la  sentencia  declara  que  las  cuentas  corresnon- 
dientes  al  período  de  oonstitoción  de  la  cúratela  de  D.  Matías  Arañaban 
de  comprender,  no  hasta  que  tuvo  lugar  la  entrega  de  bienes  con  la  que 
quedó  aquélla  constituida  definitivamente  en  28  de  Febrero  de  1894,  sino 
hasta  23  de  Noviembre  de  1890,  en  que  se  constituyó  el  consejo  de  fsr- 
milia;  el  art.  270  del  Código  civil  por  su  equivocada  inteligencia  y  spli- 
eación,  relacionado  dicho  artículo  con  las  disposiciones  transitorias  9.^ 
y  8.*  del  mismo  Código,  y  la  sentencia  dictada  por  este  Tribunal  Su- 
premo en  este  mismo  asunto  en  12  de  Diciembre  de  1898,  que  inter- 
pretando reetam^ite  dichas  disposiciones  transitorias,  definió  de  un 
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modo  pxoolio  cuándo  una  tiitoUt  poBdlonte  de  üomMtmIén  al  tiompo  do 
de  comeuoc  á  regir  el  Código  ciyii  queda  oonotitoída  es  dflAeitt¥«;  toda 
Te*  que  la  rendición  annai  de  coentae  qoe  pneerlbe  el  eilado  art.  af  t. 
como  obligación  de  todo  tator  que  ao  baja  recibido  la  administrante 
4e  loe  bieoee  oen  la  condición  de  írotoa  por  allmeatoay  ea  ein  lüapataen 
acto  de  ejercicio  de  la  tntoU  y  supone  neceeariameato  qaa  el  tator  tenga 
bienes  qne  administrar,  y,  por  taato,  qoe  éstos  le  hayan  aldo  entiegi^ 
dos,  pees  que  toda  tatoia.se  da«  no  sólo  para  las  personas,  sino  taaibíém 
pera  los  bisnes;  y  si  las  cuentas  cuyaiesiiania  aosseto  diebo  artioalo  al 
consejo  de  familia  son  las  del  ejercicio  de  la  tutela,  olaro  es  que  m>  pna- 
den  sometorse  á  su  aprobación  cuentas  que  no  ataaen  al  ejesclcio  dal 
cargo  de  tutor,  sino  á  la  inmersión  de  fondos  recibidos  por  orden  dal 
Jasgado,  como  tutor  electo  y  no  poeeslonadode  los  bienes,  para  las  asia- 
toncias  del  demento;  pues  las  cuentas  de  que  oonoce  al  consejo  de  fa- 
milia son  propias  y  verdaderas  cuentas  de  tutela,  prodacidas  por  lai^sa- 
tión  del  totor,  y  en  el  caso  que  motiva  esto  recurso  hay  que  élsttogsilr 
entre  cuentas  de  tutela  proplameato  dícbas  producidas  por  la  gestidn 
del  tutor  desde  que  se  poeesionó  de  los  bienes  del  demento  ea  Febrcco 
de  1804,  y  cuentas  que  no  son  de  la  tutela  propiamente  dicha,  parque 
se  refiere  á  una  época  en  que  los  bienes  eran  administrados  por  un  ad- 
ministrador judicial,  quien  por  osden  d^  Jm^ado  entregaba  mensual- 
mento  at  totor  electo,  pero  no  en  ejercicto,  una  cantidad  mensual  paia 
alimentos  del  demento,  entregas  qae  representan,  dentro  de  un  baaa 
sentido  jurídico,  dactones  sn  pago  de  una  pensión  alimenticia,  pava 
nunca  y  por  ningún  concepto  actos  de  admintetraelón  tutelar;  siendo 
por  ello  pnato  capital  en  esto  recurso  el  ñjar  de  un  modo  preciso  y  ca- 
tegórico cuándo  principió  el  ejercicio  de  la  tutela  de  que  se  trata,  qnaaa 
hallaba  pendiente  de  constitución  al  promulgarse  el  Oódigo  chrii  ea-al 
afio  1888,  en  la  que  no  llegó  á  discernirse  el  cargo  hasta  Diclembra 
de  1891,  y  en  la  que  á  pesar  del  discernimiento  y  de  las  resoluciones  qoe 
recayeron  ordenando  á  O.  Jniián  Oasildo  ArrilMS  la  eatrega  de  los  Ma- 
nes al  tutor,  transcurrió  hasta  Febrero  de  1804  sin  podérselos  arrancar 
al  detentftdor,  permaneciendo  todo  ese  tlesapo  el  tator  con  un  disceiiii- 
mlento  honorario,  sin  poder  dar  principio  al  ejercicio  de  su  cargo;  q«s 
respecto  de  las  tuteles  pendlentss  de  constitnaión  definitiva  al  promul- 
garse el  Oódigo  civil,  dispuso  dicho  Código  en  laa  reglas  8>  y  9.*  de  sus 
disposiciones  transitorias  qne  la  constitución  eontinnaría  rigióndoas 
por  la  legislación  anterior  hasta  quedar  definitivamente  terminada,  y 
una  ves  constituida  en  definitira  la  tutela  ó  cúratela  se  someterla  en  au 
ejercicio  al  derecho  recién  promulgado,  con  lo  cual  se  dio  á  entender 
que  la  jurisdicción  del  Juzgado  terminaba  con  la  definitiva  constitudóo 
de  la  tutela,  y  en  aquel  momento  principiaba  la  intervención  y  compe- 
tencia del  consejo  de  familia  en  los  casos  taxativos  marcados  por  el  Có- 
digo civil;  y  si  bien  así  lo  ha  entondido  la  Sala  sentenciadora  aceptando 
la  división  de  la  cnenta  en  dos  períodos,  y  atribuyendo  la  competencia 
para  conocer  del  primero  al  Juagado  y  del  segundo  al  consejo,  fija,  sin 
embargo,  el  momento  inicial  del  segundo  período,  no  en  el  discerni- 
miento del  cargo  que  tavo  lugar  en  Diciembre  de  1891,  á  pesar  de  que 
en  su  sebtir  en  tal  momento  quedó  constituida  la  tutela  y  sometido  ai 
tator  al  consejo  de  familia,  sino  un  alio  antes,  en  82  de  Noviembre 
de  1890^,  en  que  se  constituyó  el  consejo  intempeetivamento,  y  cuando, 
según,  la  misma  sentencia  recnrrida,  ni  ta  totela  estaba  constituida,  ni 
el  tutor  había  entrado  en  el  ejercicio  del  cargo,  ni  tenía  por  qué  rendir 
cuentas  de  tutela,  puesto  qne  no  administraba  los  bienes  del  Incapaal- 
tado,  ni  estaba,  en  una  palabra,  sometido  al  cons^  da  íamiUa;  y  qoa 
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pnfdndleiido  de  mU  oontrmdloción  inexplicable  en  que  cae  la  sentencia 
leemrricUii  y  partiendo  de  la  declaración  qne  hace  de  que  el  tntor  no 
qseda  epmetido  ai  conaejo  kiasta  qae  la  tutela  se  constitayey  comete  nn 
error  al  decir  qne  la  constitación  de  la  tutela  conclnyii  en  eete  caso  con 
el.diMeraimiento  del  cargo|  paee  aparte  de  qae  ee  evidente  qne  la  cone- 
tttacián  de  ona  totola  es  nn  proceso  qne  se  inicia  con  el  nombramiento 
de  lator,  signe  laeso  con  la  coastitación  de  fianza,  sefialamlento  de  pen- 
sión y.  discernimiento  del  cargo,  y.  se  perfecciona  con  la  entrega  de  bie- 
nesy.y  no  paede  decirse  concluí  Jo  ó  finiquitado  hasta  la  realisación  del 
ólUmo  acto,  este  panto  fué  ya  resaelto  ejecatoriamente  por  este  Tribu- 
nal Sapremo  en  sentencia  de  12  de  Diciembre  de  1898,  en  que  declaró 
qae  los  actos  de  discernimiento  y  entrega  de  bienes  comprendidos  en 
los  artf .  1868  y  1870  de  la  ley  de  Eajuiciamiento  civil  están  directa  y 
estrechamente  ligados  entre  si,  se  completan  uno  á  otro,  significan  y 
entrafian  la  verdadera  y  efectiva  posesión  del  cargo,  y  son,  en  suma, 
los  qoe  por  si,  sin  necesidad  de  ningún  ot^o  acto,  constituyen  definiti- 
vamente la  tutela,  con  arreglo  ó  la  legislación  anterior;  resultando,  por 
tento^  iadiscatlble  qne  en  Febrero  de  1894  íué  cuando  mediante  la  en- 
trega.hecha  al  totor  recurrente  por  ante  la  fe  del  actuario,  del  patrimo- 
nio del  dea&eate,  qae  hasta  entonces  había  venido  reteniendo  y  admi- 
nistrando D»  Julián  Oasildo  Arribas  á  título  atribuido ^e  administrador 
Judlelal,  qnedó  definitivamente  constitnlda  la  tutela  y  sqmetido  el  tntor 
al  oonssjo  de  familia,  qne  hasta  entonces  lo  había  estado  ^\  Juigado,  y 
á  quien,  por  tanto,  debe  rendir  sns  cnentas  hasta  la  fecha  indicada;  y 

Segando.  Al  dar  por  sentado  la  sentencia  recurrida  que  por  el  discer- 
nimieato  y  las  eutregas  de.  bienes  que  desde  sn  nombramiento  se  hicie- 
xoa  amtor  electo  quedó  defiuitivamente  constituida  la  tutela  y  some- 
tido el  totor  al  consejo  de  lamilla  desde  dicho  momento  correspondiente 
á  Diciembre  de  1891,  y  al  fijar,  no  otMtante  este  criterio,  en  Noviembre 
dB  1890,  la  fecha  á  contar  desde  la  cual  debe  el  tutor  rendir  cuentas  al 
consejo;  e4  principio  de  qae  la  tutela  se  da  par^  la  persona  y  los  bienes, 
reconocido  y  sancionado  por  el  art.  199  del  Código  civil,  que  expresa  que 
el  objeto  de  la  tutela  es  la  guarda  de  la  persona  y  bienes  de  los  que  son 
incapaces  de  gobernarse  por  sí  mismo,  en  combinación  con  el  1870  de  la 
ley  de  §aJalciamieqto  civil  y  la  sentencia  ya  mencionada  de  12  de  Di- 
ciembre de  1898;  y  el  principio  de  qne  no  es  válido  ir  en  contra  de  lo 
^esatoriadOy  porque  ona  misma  cosa  no  puede  ser  y  no  ser  al  mismo 
tíunpo,  sancionado,  entre  otras  siantencias,  por  las  de  4  de  Febrero  de 
1875,  declarativa  de  que  los  autos  y  sentencias  consentidas  adquieren 
faersa.  de  cosa  jasgada,  por  cuanto  la  sentencia  recurrida  considera  cons- 
titQÍda  la  tatela  con  las  pensiones  alimenticias  consumidas,  cuya  entrega 
mensaal  al  tutor  electo  implicaba  verdaderas  daciones  en  pago  y  no  eran 
elno  parte  de  las  rentas  del  capital  del  demente  que  administraba  en 
aquella  sasón  D.  Julián  Oasildo  Arribas;  entrafiando  esta  doctrina  de  la 
sentencia  una  equivocación  jurídica  y  una  infracción  legal,  porque  dán- 
dose la  tatela  para  la  persona  y  los  bienes,  no  puede  considerarse  cons- 
tUaída  definitivamente  con  pensiones  alimenticias  entregadas  por  orden 
jadioial  al  tutor  electo  darante  el  período  de  constitución  áfi  la  tutela, 
coasaittida  en  la  época  del  discernimiento  y  rendida  ya  cuenta  de  las 
mismas  aprobada  por  auto  ejecutorio;  y  como  al  sostenerse  esto  se  da  el 
caso  de  una  tutela  sin  bienes  qne  se  dice  constituida  definitivamente  en 
Dloieqibre  de  1891,  á  pesar  de  no  hab(>rse  cumplido  con  el  art.  1870  de 
la  1er  de  Eajuiciamiento  civil  hasta  Febrero  de  1894,  dicho  se  está  qué 
se  desconoce  la  sana  doctrina  de  la  sentencia  del  Tribunal  Sapremo  de 
12  de  Diciembre  de  1893,  infringiéndola,  así  como  el  art.  199  del  Código» 
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•n  relación  eon  el  1870  de  U  ley  de  EnJQlciainiexito  cítU;  que  contra  U 
doctrina  eminentemente  jurídica  de  aqnella  sentencia,  la  recurrida,  in- 
enrrieadó  en  gravea  erroree  de  aerecbo,  fija  en  Diciembre  de  1891»  ó  Ma 
en  la  fecba  del  discernimiento,  la  oonsUtución  definitiva  de  la  cnratala, 
7  declara  qne,  á  contar  de  dicho  momento,  qneda  el  tntor  sometido,  en 
cnanto  al  ejercicio  de  su  cargo,  al  consejo  de  familia  por  virtod  de  lo 
dispuesto  en  la  disposición  transitoria  (.*  en  combinación  con  la  8.^  j 
cuando  la  lógica  indicaba  la  consecuencia  inmediata  de  que  á  contar 
desde  el  sometimiento  al  consejo  t>ara  la  constitución  definitiva  de  la 
tutela  al  hacerse  el  discernimiento,  habían  de  rendirse  por  el  tntor  las 
cuentas  á  dicha  entidad,  dice  la  sentencia  qne  esta  rendición  debe  ha- 
cerse desde  más  de  un  afio  antes,  ó  sea  desde  32  de  Noviembre  de  1880 
en  que  se  constitujó  el  consejo  de  familia  á  destiempo  y  con  la  única 
mira  de  combatir  al  tutor  electo  y  mantener  la  retención  de  bienes  todo 
•1  tiempo  que  se  pudiera;  constitución  que  ningún  efecto  legal  podía  pro- 
ducir, porque,  por  sí  sola  no  confiere  el  consejo  ninguna  prerrogativa, 
toda  ves  que  su  funcionamiento  depende  de  que  la  ley  civil  le  conceda 
competencia;  y  en  el  caso  de  autos,  por  la  disposición  transitoria  9.*,  no 
•e  le  podía  reconocer  hasta  la  definitiva  constitución  de  la  tutela;  y  de 
que  la  sucesión  de  loe  hechos  dó  margen  á  los  casos  i^revistos  taxativa- 
mente por  el  Código  civil  y  consiguientemente  á  la  intervención  del  con- 
sejo para  coadyuvar  válida  y  eficasmente  á  los  fines  de  la  tutela;  y  que 
además  de  estas  iDConsecuencias  y  errores,  comete  la  sentencia  una  ver- 
dadera deserción  del  criterio  legal,  manteniendo  en  este  asunto  con  ve- 
lación directa  á  la  materia  de  las  cuentas  concernientes  al  período  de 
constitución  de  la  tutela;  toda  ves  qne  el  Juagado,  á  peear  de  conocer 
oficialmente  en  1890  la  existencia  del  consejo  de  familia  constituido  por 
D.  Julián  Casildo  Arribas,  siguió  entendiendo  en  el  expediente  de  tntela-, 
y  en  el  afio  de  1891  ordenó  al  tutor  electo  les  rindiera  cuenta  jostifitíada 
de  lo  que  se  le  había  entregado  para  alimentos  y  asistencia  del  demente; 
y  rendida  la  cuenta,  de  que  se  dio  vista  al  Ministerio  fiscal,  la  aprobó 
por  auto  de  2  de  Noviembre  de  aquel  afio,  que  fué  ejecutoriado,  poeeto 
que  resultando  un  saldo  en  favor  del  tutor  por  suplidos  qué  había  hecho 
para  asistencia  facultativa  y  bafios  del  demente,  le  fué  pagado  el  ealdo 
por  el  adoiinistrador  judicial  en  virtud  de  dicho  auto;  y  sin  embargo  de 
todo  esto,  después  dR  ordenar  al  recurrente  en  1899  que  volviera  á  ren- 
dir encalas,  y  presentadas  por  éste  generales  y  definitivas  del  período 
constitucional  de  la  tutela  que  terminó  en  Febrero  de  1894  por  la  entrega 
del  patrimonio  del  incapacitado,  mediante  inventario,  se  declara  por  la 
sentencia  recurrida  que  las  cuentas  se  han  de  rendir  al  Juagado  haeta 
22  de  Noviembre  de  1890,  y  desde  esta  fecha  al  consejo  de  familia;  en  lo 
cual  existe,  como  se  deja  dicho,  una  deserción  del  criterio  primitivo  qne 
es  el  legal,  y  una  contradicción  manifiesta,  y  se  va  en  definitiva  contra 
un  estado  de  derecho  perfectamente  legal  y  autorizado  por  un  anto  eje- 
cutorio. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Enrique  Lassús: 
Consi  Jerando  que  no  son  de  estimar  ninguno  de  los  dos  motivoe  del 
recurso  en  cuanto  por  ellos  se  pretende  establecer  la  fecha  del  28  de  Fe- 
brero (le  1894,  como  determinante  de  la  obligación  en  el  tutor  D.  Fahri- 
ciano  Moreucos  de  rendir  cuentas  al  consejo  de  familia  del  incapacitado 
D.  Matías  Arana,  porque  habiéndosele  discernido  á  aquél  el  cargo  de  tn- 
tor en  4  de  Noviembre  de  1891  y  funcionando  el  consejo  de  familia, 
desde  22  de  Noviembre  de  1890,  la  obligación  impueeta  á  D.  Fabriciano 
por  auto  de  4  de  Mayo  de  1889  de  rendir  cuentas  de  fa  Inversión  de  la 
•cantidad  que  se  le  sefialó  para  alimentos  y  gastos  del  incapacitado»  ee 
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tranafirió  por  precepto  legal  al  ezpreaado  consejo,  ya  qne  no  puede  me- 
nea de  ooneeptoarae  en  el  pleno  ejercido  de  ana  fnncionea  al  tntor  deede 
Is  indicada  fecha  del  diacernimiento  de  an  cargo  ann  cnando  la  cuenta 
ae  tenga  que  limitar  á  la  parte  de  loa  bienea  que  adminiatraba,  aal  como 
deade  Febrero  del  94  á  la  totalidad  de  loa  bienea  que  le  fueron  entre- 
gadoa: 

Conaiderando  por  la  inyeraa,  que  no  habiéndoae  constituido  la  tutela 
basta  el  4  de  Diciembre  de  1891,  la  aentencia  que,  esto  no  obstante,  con- 
dma  al  tntor  á  rendir  ante  el  conaejo  cuenta  anterior  á  la  expresada  fe- 
cha, conaete  la  infracción  de  ley  y  doctrina  que  en  dichoa  motivos  se 
alegan,  por  no  poderse  estimar  que  el  tutor  entrase  en  el  ejercicio  de  su 
cargo  Bino  desde  la  fecha  indicada,  porque  el  período  anterior  aólo  puede 
conaiderarae  como  de  constitución,  sometido  en  tal  concepto  á  la  legis- 
lación antigua,  7  porque  sólo  desde  que  el  tutor  está  en  ejercicio  de  sus 
fundones  queda  sujeto  á  las  prescripciones  del  Código,  al  tenor  de  lo 
diapuesto  en  laa  reglas  8.*  7  9."'  de  las  transitorias  de  este  cuerpo  legal; 
Fallamos  que  debemos  declarar  7  declaramos  haber  lugar  ai  recurso 
de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  D.  Fabriciano  Moren- 
coa  y  Arana  en  el  concepto  que  litiga,  y  en  au  consecuencia  casamos  y 
annlamos  el  auto  que  en  28  de  Abril  de  1900  dictó  la  Sala  primera  de  lo 
dvll  de  la  Audiencia  de  esta  corte,  únicamente  en  cuanto  por  el  mismo 
ae  declara  obligado  al  tutor  D.  Fabriciano  Morencos  á  rendir  cuentaa  al 
conaejo  por  au  gestión  anterior  al  4  de  Diciembre  de  1891,  en  que  por 
Tírtud  del  discernimiento  entró  en  el  pleno  ejercicio  de  su  cargo;  y  de- 
vuélvase al  recurrente  el  depósito  consiituído.' 

Así  por  esta  nuestra  aentencia,  que  ae  publicará  en  la  Gaceta  é  inaer- 
tará  en  la  Colección  Legislativa,  pasándoae  al  efecto  laa  copias  nece- 
sarias, lo  pronunciamos,  mandamoa  y  flrmamos.=José  de  Aldecoa.= 
Bicardo  GulIón.=Joaé  de  Garoica.=Francisco  Toda.=:Enrique  Lassús. 
=Joaquin  Gonsáles  de  la  Pefia.=Bicardo  Molina. 

Pablicadón.ssLeida  y  publicada  fué  la  anterior  sentenda  por  el 
Bzcmo.  8r.  D.  Enrique  Lassús,  Magiatrado  del  Tribunal  Supremo,  cele- 
brando audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  que  cer- 
tifico como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  16  de  Marso  de  1901.=Licenciado  Jorge  Martines. 


Nüzn.  71.— TRIBUNAL  SUPREII0.-I6  de  Marzo,  pab.  al  8  da  Abril. 

Casación  por  infracción  de  ley.— Interpreíadón  de  tesiamento.-- 
Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por 
D.  Pedro  Zabalo  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil 
de  la  Audiencia  de  Zaragoza,  en  pleito  con  D.  Raimundo  Cras- 

Si,r  López  y  otros, 
n  sus  considerandos  se  establece: 

Que  la  eenieneia  que  se  ajueia  á  la  letra  y  al  natural  y  recto  sen- 
tido de  las  cláusulas  de  un  testamento^  no  infringe  los  arts,  667, 
€75  y  1218  del  Código  civil. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  16  de  Marao  de  1901,  en  el  pleito  ae- 
guido  por  el  Juagado  de  primera  instancia  de  Galatayud  y  en  la  Sala  de 
lo  dvil  de  la  Audiencia  de  Zaragoza  por  D.  Pedro  Zabalo  Micheto  y  Don 
José  Maria  Sancho  Zabalo,  vecinoa  de  Galatayud,  con  D.  Baimundo  Gas- 
par Lopes,  D.  Juan  Manuel  Floría  Gil,  D.  Joaé  Laíuente  Sancho,  D.  Be- 
TOMO  91  24 
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nito  Jimeno  Boj  j  D.  jUriano  Garcis  Ffuico»  en  el  oonoepto  de  teeU- 
mentarioe  de  DoXIa  Tomes»  Sancho  7  Gaspar,  sobre  interpretación  ds 
testamento;  pendiente  ante  Nos,  en  yirtnd  de  recurso  de  casaciétt  por 
iníraoción  de  lej,  interpuesto  por  el  Procurador  D.  Federico  GraMs, 
bajo  la  dirección  del  Letrado  D.  Bamón  Gordillo,  sustituido  en  el  actt 
de  la  vista  por  el  Letrado  D.  Francisco  Bergamin;  habiendo  estado  d»- 
tendida  y  representada  la  parte  recurrida  por  el  Letrmdo  D.  Juan  Alva- 
rado  7  el  Procurador  D.  Felipe  Górris,  j  en  el  acto  de  la  vista  por  el 
Letrado  D.  Joaquín  Gil  Berges: 

Bepultando  que  los  consortes  D.  Salvador  Mateo  7  Mayoral  7  Dofia 
Tomasa  Sanche  Gaspar  otorgaron  testamento  en  Calatayud  en  18  de  Ju- 
lio de  1883,  disponiendo  en  la  cláusula  18  que  después  de  cumplidas 
todas  las  mandas  piadosas  7  pagados  ios  legados  que  dejaba  establecidos 
la  testadora  Dofia  Tomasa,  ordenaba:  que  todos  sus  demás  bienes  pre- 
sentes 7  futuros  de  todas  clases  se  distribu7eran  por  sus  albaoeas,  en 
concepto  de  herencia  graciosa  7  en  la  proporción  que  deternünaria,  entre 
los  parientes  de  la  propia  Dofia  Tomasa  que  vivieren  al  tiempo  de  su 
fallecimiento  7  fueran  descendientes  respectivamente  de  los  hermanee 
de  sus  abuelos  por  linea  materna  de  los  finados,  D.  Süyestre  Gaspar  7 
Asensio  7  Dofia  Tomasa  Zabalo  7  Entrena,  7  entre  sus  otros  parientesi 
descendientes  de  los  hermanos  de  su  finado  padre  D.  Francisco  Sanche 
Trigo,  para  lo  cual,  7  con  el  fin  de  que  hubiera  la  posible  claridad  ree- 
peoto  á  quiénes  fueran  los  parientes  llamados  por  la  testadora  á  la  par- 
ticipación de  su  herencia,  sefialaba  los  nombres  de  los  respectivos  her- 
manos de  los  indicados  D.  Silvestre  Gaspar  7  Asensio,  Dofia  Tomasa 
Zabalo  7  Entrena  7  D.  Francisco  Sancho  7  Trigo;  en  la  cláusula  14  que, 
en  su  virtud,  la  testadora  DoXia  Tomasa  establecía  que  al  hacer  sus  eje- 
cutores testamenterios  la  distribución  de  sus  bienes  entre  los  parientes 
que  la  sobrevivieran,  la  verificarían  en  la  forma  7  proporción  siguiente: 
recibirán  una  parte  de  dicha  herencia  cada  uno  de  los  hijos,  nietos,  bis- 
nietos 7  torceros  nietos  de  cada  uno  de  los  tres  hermanos  de  D.  Silveetre 
Gaspar  7  Asensio;  recibirán  otra  parto  cada  uno  de  los  hijos,  nietos,  bis- 
nietos 7  terceros  nietos  de  cada  uno  de  los  seis  hermanos  de  Dofia  To- 
masa Zabalo  7  Entrena;  recibirán  otra  parte  cada  uno  de  los  hijos,  nie- 
tos, bisnietos  7  terceros  nietos  de  cada  uno  de  los  tres  hermanos  de  Don 
Francisco  Sancho  7  Trigo;  7  si  D.  José  Gaspar  7  Asensio,  hermano  legí- 
timo de  D.  Silvestre,  abuelo  materno  de  la  testedora,  llegara  á  sobrevi- 
vir á  éste,  percibirá  temblón  una  parte  de  la  herencia: 

Besnltendo  que  el  citado  D.  José  Gaspar  7  Asensio  falleció  en  27  de 
Enero  de  1884,  7  en  80  de  Noviembre  de  1889  los  mismos  consortes  Don 
Salvador  Mateo  7  Ma7oral  7  Dofia  Tomasa  Sancho  Gaspar  otorgaron 
otro  testamento,  declarando  que  no  tenían  hijos  ni  descendientee  legíti- 
mos, institn7éndose  herederoe  usufructuarioe  el  uno  del  otro,  dispo- 
niendo que  al  fallecimiento  del  sobreviviente  se  practicaría  por  los  al- 
baceas  ó  ejecutores  testementarios  de  los  otqrgantes  la  necesaria  liqui- 
dación, 7  los  inmuebles  7  derechos  reales  que  de  ella  resultoren  perte- 
necer al  testador  D.  Salvador  se  adjudicarían  á  la  sucesión  del  mismo, 
7  los  correspondientes  á  la  testadoia  Dofia  Tomasa  á  la  sucesión  de  éste 
en  la  forma  7  manera  que  en  este  mismo  testemento  determinarían  con- 
signando después  en  la  cláusula  9.*  que  en  su  virtud  el  D.  Salvador  Ma- 
teo 7  Ma7oral  ordenaba  que  todos  los  bienes  que  resultasen  perteneoerie 
se  distribairían  entre  sus  hermanos  7  sobrinos  en  concepto  de  herederos 
SU708,  en  la  signiento  proporción:  percibirán  dos  partes  de  la  herencia 
cada  uno  de  sns  hermanos  legítimos  que  le  sobrevivan,  CU70S  nombres, 
con  inclusión  de  los  que  7a  habían  fallecido,  se  consignan  en  la  cláusula 
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«n  inftnero  de  «eis;  jr  pereiblrán  mía  pute  de  Ut  misma  hereBoia  i 
une  de  lee  eobvinos  camalee  del  teetador  que  le  eobvevÍYan,  hijog  yeeyee- 
I  ttvameate  de  ene  eele  eitadoe  hermanos,  á  ooyo  efeoto  nombraba  á  todee 

I  lee  que  viTÍan  ea  la  aotnalldad,  hacienao  otrae  deelaracionee;  y  por  #d- 

'  timo,  la  de  qne  si  alguno  de  dichos  sobrinos  camales  háblese  maerto  de- 

[  Jando  SQoesión  legítima,  percibiría  ésta  por  derecho  de  representaeién  la 

^  l^roión  que  correspondería  á  sd  padre  ó  madre;  en  la  clánsnla  10,  q«e 

la  Dofia  Tomasa  Sancho  y  Gaspar  ordenaba  á  su  vei  qne  los  bienes  á 
«lia  pertenecientes  se  invertirían  en  los  fines  y  ol^etos  qne  pasaba  de- 
terminar, estableciendo  en  las  clánsnlas  signientss  nna  infinidad  de  le- 
gados «n  metálico  á  favor  de  sns  parientes;  en  la  clánsula  16,  qne  dsa- 
poés  de  cumplidas  todas  las  mandas  piadosas  y  pagados  los  legados  que 
I  dejaba  estableeidos,  ordenaba  la  testadora  Dofia  Tomasa  Sancho  que  to- 

dos  sus  bienes  restantes  se  distribairínn  por  sus  albaceas  ó  ejecutores 
testamentarios,  en  concepto  de  herencia  graciosa,  en  la  proporoite  que 
I  determinaría  entre  sus  |Mtrientes  que  vivieren  al  tiempo  de  su  íalleef- 

I  miento  y  fueran  descendientes  respectivamente  de  los  hermanos  de  sus 

f  abuelos  por  línea  materna,  los  finados  D.  Silvestre  Gaspar  y  iksensio  y 

IX>fia  Tomasa  Zabalo  y  EÍntrena,  y  entre  sus  otros  parientes  descendien- 
tee  de  los  hermanos  de  su  finado  padre  D.  Francisco  Sancho  y  Trigo, 
para  lo  cual,  y  con  el  fin  de  que  hubiera  la  posible  claridad  respecto  á 
quiénes  fueran  los  parientes  llamados  por  la  testadora,  especificaba  loe 
Bombres  de  los  reepectivos  hermanos  de  sus  citados  abuelos  matemos  y 
de  su  padre;  en  la  16,  que  en  su  virtud  la  Dofia  Tomasa  Sancho  y  Gaepar 
eetableeía  que  al  hacer  sus  albaceas  ó  ejecutores  testamentarios  la  dis- 
tribución de  los  bienes  entre  los  parientes  de  la  misma  que  la  sobrevl- 
Tievan,  lo  verificarían  ei^  la  forma  siguiente:  percibirán  una  parte  de  di- 
éha  herencia  cada  uno  de  los  hijos,  nietos,  biznietos  y  terceros  nietos  de 
cada  uno  de  los  tres  hermanos  del  D.  Silvestre  Gaspar  y  Asensio;  recibi- 
rán otra  parte  cada  uno  de  los  hijos,  nietos,  bisnietos  y  terceros  nietos 
de  cada  uno  de  los  seis  hermanos  de  la  Dofia  Tomasa  Zabalo  y  Entre- 
na; y  recibirán  otra  parte  de  la  herencia  cada  uno  de  los  hijos,  nietos, 
y  bianietos  y  terceros  nietos  de  cada  uno  de  los  tres  hermanos  de  Don 
IVancisoo  Sancho  y  Trigo;  en  la  cláusula  17  consignaron  ambos  testado- 
íes  las  bases  y  reglas  que  deberían  seguir  su  ejecutores  testamentarles 
pam  éí  llamamiento  de  todos  los  hereíderos,  comprobación  de  su  paren- 
te0to  y  distribución  de  los  bienes;  en  la  19  nombraron  albaceas  ó  ejecu- 
tores testamentarios  á  D.  José  Lafuente  y  Sancho,  D.  Baimundo  Gfispar 
Ii(§pes;  D.  Juan  Manuel  Floría  y  Gil  y  á  los  Guras  párrocos  ó  Regentes 
d»  las  iglesias  de  Santa  María  y  del  Santo  Sepulcro,  de  aquella  ciudad  de 
Oalatayud;  y  por  último,  aparte  de  otras  muchas  disposiciones,  prohi- 
bieron la  intervención  de  toda  Autoridad  civil  ó  eclesiástica,  judicial, 
administrativa  ó  gubematlva  en  los  actos  ú  operaciones  que  hubieran  de 
practicarse  para  llevar  á  efecto  en  todos  sus  extremos  las  disposiciones 
comprendidas  en  este  testamento,  pues  los  albaceas  quedaban  completa^ 
mente  autoriaados  para  su  ejecución  y  cumplimiento  por  sí  mismos  en 
la  forma  que  quedaba  expresamente  determinada: 

Resultando  que  la  testadora  Dofia  Tomasa  falleció  en  28  de  Agosto 

de  1890,  y  su  marido  D.  Salvador  Mateo  y  Mayoral  en  4  de  Mayo  de 

1805;  y  en  acta  notorial  autorizada  en  Galatayud  con  fecha  10  de  Ko^ 

4  Tíembve  de  1896,  los  cinco  ejecutores  testamentarios,  haciendo  presente 

J  que  habían  hecho  un  detenido  examen  de  todas  las  solicitudes  preeen- 

{  tedas  y  oído  la  opinión  de  personas  competentes  en  la  ciencia  del  Dere- 

^  eho  sobra  las  cuestiones  que  entrafiaba  el  testamento,  consignaron  los 

acuerdos  que  habían  tomado,  estableciendo  con  el  núm.  4.^  que  la  for- 
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ma  7  proporción  en  que  había  de  dlatrlbolree  la  herencia  entre  loe  de- 
claradoa  herederoe,  con  arreglo  á  la  dáñenla  16  del  teatamento,  eería  la 
de  dividir  en  tree  partee  ignalee  el  candal  hereditario  líquido,  dedneidee 
que  laeran  lae  cargae  y  gaetoe  de  la  testamentaría,  7  adjudicar  un  ter- 
cio de  la  herencia  á  loa  deacendientea  de  loa  trea  hermanoa  de  D.  Silyea- 
tre  Gaapar  7  Aaenaio;  otro  tercio  á  loa  de  loa  aeia  hermanoa  de  Dofia 
Tomaaa  Zabalo  7  Entrena,  7  el  tercio  reatante  á  loa  deacendientea  de  loe 
tree  hermanoa  de  D.  Franciaco  Sancho  7  Trigo;  dividiendo  deapuée  cada 
ano  de  eetoa  tercioa  en  tantea  partea  igualea  cnantna  fueran  loa  indivi- 
daoe  declaradoa  con  derecho  á  la  herencia  dentro  del  grupo  ó  familia 
reapectiva  de  Gaapar,  Zabalo  7  Sancho;  en  el  núm.  6.^,  que  loa  que  ha- 
bían juatiflcado  deecender  á  la  vez  de  doa  de  laa  peraonaa  que  ae  nom- 
brabaia  en  el  teataieento  como  cabesaa  de  eetirpe,  recibirían  laa  partee  á 
porcionea  que  por  amboa  conceptoa  lee  correapondieran;  7  en  el  7.^,  que 
terminada  que  fuera  la  liquidación  de  la  testamentaría,  ae  haría  eaber 
oportunamente  la  auma  á  que  aacendía  el  caudal  hereditario  líqnido  7 
la  cantidad  que  á  cada  heredero  correapondiera,  abriéndose  el  pago,  que 
ee  verificaría  ante  Notario,  por  medio  de  acta  que  anacribirían  loa  inte- 
reeadoe,  habiendo  acordado  ademáa  dichoa  teatamentarioa  7  hecho  cona- 
tar  en  otra  acta  notarial  de  10  de  Diciembre  siguiente  el  proceder  á  la 
distribución  á  cuenta  entre  los  herederoa  de  Dofia  Tomaaa  Sancho  de  la 
enma  de  876.000  peeetaa,  diaponiblea  de  loa  londoa  de  la  testamentaría; 
ea7a  distribución  ae  verificaría  en  la  forma  7  proporción  declaradaa  en 
el  acuerdo  cuarto  del  acta  anterior  para  la  partición  definitiva,  7  aia 
perjuicio  de  aer  completada  á  cada  heredero  su  parte  cuando  la  herencia 
ee  liquidase: 

Resultando  que  D.Pedro  Zabalo  Michetov  D.  Joaé  María  Sancho, 
incluídoa  en  el  acta  de  19  de  Noviembre  entre  loa  declarados  herederoa 
como  deacendientea  de  Dofia  Tomaaa  Zabalo  7  Entrena,  después  de  ob- 
tener por  sentencia  firme  el  beneficio  de  pobresa  para  litigar,  dedujeron 
en  18  de  Agosto  de  1897  la  demanda  de  este  pleito,  en  la  que,  despuée 
de  referir  detenidamente  en  loa  hechoa  el  contenido  de  laa  diepoaicionea 
teetamentariaa  7  actaa  referidaa  7  de  hacer  una  prolija  enumeración  de 
loe  actoa  de  los  albaceae  7  de  laa  geationee  judicialea  7  eztrajudicialee 
por  elloe  practicadaa,  é  invocando  en  apo70  de  au  derecho  la  107  6.^. 
UL  88,  Partida  8.*,  7  aplicable  Según  sentencia  de  este  Tribunal  Supre- 
mo de  22  de  Junio  de  1892;  la  le7  17,  tít  8.S  Partida  6.*,  7  el  art.  76^ 
del  Oódigo  civil,  solicitaron  se  declarase:  primero,  que  distribuidas 
876.000  peeetaa  por  loa  ejecutorea  teatamentarioa,  como  bienea  correepon- 
dientea  á  la  herencia  de  Dofia  Tomasa  Sancho,  bajo  el  criterio  oonaig- 
nado  por  loa  mismos  en  las  actas  notariales  de  19  de  Noviembre  7  10  de 
Diciembre  de  1896,  es  decir,  hechas  tres  porciones  de  125.000  pese- 
tas cada  una,  7  divididaa  una  entre  loa  26  herederoe  de  la  estirpe  San- 
cho; otra  entre  los  de  la  estirpe  Gaspar,  7  otra  entre  loe  de  la  estirpe 
Zabalo,  habían  infringido  la  voluntad  de  Dofia  Tomasa  Sancho,  quien, 
lejos  de  ordenar  que  se  hicieran  tres  partea  de  su  herencia,  mandó  7 
dlapnso  que  percibiera  una  parte  de  la  herencia  cada  uno  de  loe  de  la 
deecendencia  de  Sancho;  otra  parte  cada  uno  de  los  de  la  descendencia 
Zabalo,  7  otra  cada  uno  de  los  de  la  descendencia  Gaspar,  dando  aaí  á 
entender  que  quería  hubiese  igualdad  de  participación  entre  todoa  loa 
partícipes;  segundo,  que  obligados  los  ejecutores  testamentarloe  deman- 
dados  á  cumplir  la  voluntad  de  Dofia  Tomaaa  Sancho,  7  ain  facnltadea 
por  éata  para  separarae  de  las  bases  por  la  miama  fijadaa,  habían  incu- 
rrido en  reaponaabilidad,  7a  por  la  adopción  de  acnerdoe  contrarioa  al 
teetamento,  7a  por  no  suspender  su  ejecución  trascendental,  no  obs- 
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I  iM  «dyerteneias  repetidas  que  se  les  hletonm;  tercero,  que  Is  tes- 
tadora no  hiio  designación  de  partes  ó  determinación  expresa  de  una 
cuota  para  cada  heredero,  resultando  qae  no  introdnjo  diferencias  entra 
loa  mismos,  j  qne  ja  por  elio,  ya  porqne  en  la  duda  es  ei  criterio  de  la 
igualdad  ei  único  racional  y  jnsto  qne  procede  aplicar,  los  demandados 
iiáblan  dejado  de  ajastarse  á  la  ley  testamentaria  y  venían  obligados  á 
dar  por  nula  y  de  ningún  valor  la  4istrlbación  qne  por  ramas  ó  estirpes 
faabian  hecho  de  dicha  snma  en  tres  porciones  y  subdivisión  entre  los 
respectivos  componentes  de  cada  una  de  las  tres  agrupaciones,  y  á  veri- 
ficar la  distribución  entre  todos  los  llamados  que  reclamaron  y  justifi- 
earon  su  derecho  en  tiempo  y  forma  sobre  la  base  de  igufildad,  adjudi- 
cando por  ello  á  cada  uno  de  los  actores,  tanto  de  las  876.000  pesetas, 
oomo  de  lo  restante,  aun  no  distribuido,  una  parte  de  la  herencia  igual 
á  la  que  corresponde  á  cada  uno  de  todos  los  demás  herederos,  cual- 
quiera que  sea  an  rama,  linea  ó  descendencia;  y  cuarto,  que  previa  de- 
claración de  haber  causado  los  ejecutores  lesión  en  los  derechos  de  los 
deniandantes  y  de  la  nulidad  de  todo  lo  actuado  en  el  sentido  expuesto 
y  opuesto  al  testamento,  ó  sea  á  la  base  de  igualdad  absoluta,  se  conde- 
nara á  ios  demandados  á  rectificar  la  partición,  dando  á  cada  heredero, 
y  por  tanto,  á  cada  uno  de  los  demandantes,  una  parte  de  herencia  igual 
i  la  de  todos  los  demás,  cualquiera  que  sea  su  procedencia  ó  apellidos, 
imputando  como  cantidad  á  cuenta  lo  que  ios  actores  hubieran  recibido 
OB  su  caso,  y  completándola  si  algo  recibían  antes  con  lo  correspon- 
diente á  rasón  de  porción  igual  para  todos  con  los  intereses  legales  d«sde 
'Cl  dia  2  de  Enero  de  1897: 

Basnltando  qne  desestimada  por  auto  firme  del  Jues  la  excepción  di- 
latoria de  incompetencia  de*  jurisdicción  que  opusieron  los  demandados, 
fundada  en  la  prohibición  consignada  en  el  testamento  de  toda  inter- 
Tención  judicial  en  la  testamentaría,  contestaron  la  demanda  ios  alba- 
OCAS,  reproduciendo  como  perentoria  la  de  incompetencia  de  jurisdicción 
para  que  el  Jusgado  se  abstuviera  de  dictar  resolución  sobre  el  fondo,  y 
pidiendo  que  en  otro  caso  se  les  a1>80lviera  de  la  demanda,  por  haber 
interpretado  y  cumplido  fielmente  la  voluntad  de  la  testadora;  invocando 
ea  apoyo  de  su  derecho  la  ley  6.^  tít.  88,  Partida  7.*;  la  ley  8.*,  tít.  7.®, 
libro  2.®  del  Dlgesto,  y  la  60,  párrafo  último,  libro  80  del  mismo  cuerpo 
legal. 

Besnitando  que  los  demandantes  renunciaron  al  trámite  de  réplica; 
y  practicadas  pruebas  por  los  mismos,  dictó  sentencia  el  Jaes  en  11  de 
Abril  de  1899,  declarando  qne  no  había  lugar  á  la  excepción  perentoria 
de  incompetencia  de  jurisdicción  propuesta  por  los  demandados,  y  absol- 
viendo á  éstos,  como  albaceas  de  Dofia  Tomasa  Sancho,  de  la  demanda 
deducida,  por  haber  interpretado  y  cnmpUdo  fielmente  la  voluntad  de  la 
testadora;  y  remitidos  los  antes  á  la  Audiencia  de  Zaragosa,  por  virtud 
de  la  apelación  que  interpusieron  los  demandantes,  la  Sala  de  lo  civil, 
por  sentencia  de  26  de  Julio  de  1900,  declaró  no  haber  lugar  á  resolver 
sobre  la  excepción  de  incompetencia  de  jurisdicción,  por  hallarse  defini- 
tivamente resuelta  en  los  antes  y  tener  ya  la  autoridad  de  cosa  juagada; 
y  absolviendo  á  los  demandados,  como  albaceas  y  ejecutores  testamen- 
rios  de  Dofia  Tomasa  Sancho  y  Gaspar,  de  la  demanda  contra  ellos  in- 
terpuesta por  D.  Pedro  Zabalo  Micheto  y  D.  José  María  Sancho  y  Zaba- 
lo,  condenando  á  éstos  al  pago  de  las  costas  de  la  segnnda  instanciar 

Resultando  que  D.  Pedro  Zabalo  Micheto  y  D.  José  María  Sancho 
Zabalo  interpusieron  recurso  de  casación,  fundado  en  los  números  1.* 
y  7.^  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  citando  como  in- 
fringidos: 
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PriBi«ro.  L»  doctrina  legal  que  oonfirma  la  facultad  da  dlspaaer  qift» 
«atablece  el  art.  M7  del  Código  civil  de  qae  el  teetamento  e«  ley  ina- 
pnaata  por  el  testador  en  la  dlapoaición  de  sus  blenea  para  deapnéa  db 
an  muerte;  toda  yei  qne  deade  el  instante  en  qne  el  fallo  recurrido  ia*' 
fringa  la  voluntad  de  la  testadora,  aprobando  la  distribnción  de  biene» 
hecha  por  sns  aibaceas  en  qne  se  dispone  respecto  á  la  snceaión,  infrinja 
la  ley  qne  en  si  tiene  el  testamento  y  la  jnriepmdencia  establecida  poa 
ante  Tribunal  Supremo  en  sentencias,  entre  otras,  de  29  do  Noviembra 
da  1876,  16  de  Junio  de  1872  y  29  de  Septiembre  de  1886,  según  laa  qoa» 
la  voluntad  del  testador  es  ley  impuesta  á  los  herederos  y  albaceaa  y 
daba  cumplirse  en  todas  sus  partes;  pues  claro  está  que  Dofia  Tomaas 
Sancho  ordenó  qne  su  herencia  se  entregaae  entre  todoa  loa  herederos 
que  llama  y  por  partes  iguales  entre  ai,  y  en  su  consecuencia,  al  for- 
marse porciones  hereditarias  que  rompan  dicha  igualdad  eetableeida  por 
la  testadora,  se  contraria  é  infringe  su  voluntad: 

Segundo.  El  art.  766  del  mismo  Código  civil,  qne  dice  que  los  here- 
daros instituidos  sin  designación  de  partes  heredarán  por  partee  igua» 
laa;  an  el  concepto  de  que  la  testadora,  al  hacer  la  institución  de  heiede- 
roa,  no  designó  parte  proporcional  en  que  cada  uno  tuviera  qne  suceder» 
sino  que  bien  al  contrario,  y  ain  designación  de  estas  partes,  llamó  á  la 
herencia  á  todos  los  que  fueran  hijos,  nietos,  bisnietos  y  terceros  nietos 
da  loa  hermanos  de  sus  abuelos  maternos  y  de  su  padre: 

Tercero.  El  art.  769  del  mismo  Código,  en  cuanto  establece  que 
coando  el  testador  nombra  unos  herederos  individualmente  y  otroa  co- 
lectivamente, se  considerarán  todos  como  individualmente  nombrados,, 
á  no  ser  que  conste  de  un  modo  claro  que  ha  sido  otra  su  voluntad;  toda 
vea  que,  según  se  ve  por  la  cláusula  16  del  testamento,  los  herederos 
han  sido  individual  y  colectivamente  llamados  á  la  herencia  sin  expre- 
sión de  grupos,  sin  embargo  de  lo  cual  la  sentencia  les  adjudica  la  he- 
rencia por  grupos  ó  estirpes: 

Cuarto.  El  art.  988  del  repetido  Código  civil,  que  aunque  dado  para 
establecer  el  derecho  de  acrecer,  tiene  aplicación  directa  á  la  interpreta- 
ción de  las  cláusulas  testamentarias;  cuyo  articulo  dispone  que  sólo  se 
entiende  que  la  designación  testamentaria  está  hecha  por  partes,  en  el 
caao  de  qne  el  testador  haya  determinado  expresamente  una  cuota  para 
cada  heredero;  pues  siendo  así  que  la  testadora  no  indicó  qne  los  here- 
daros qne  nombraba  tuvieran  una  parte  expresa  y  determinada,  ni  qne 
dicha  parte  determinada  hubiera  de  tenerla  ninguna  de  las  ramas  Uama- 
daa  á  suceder,  resulta  evidente  que  la  sentencia  recurrida,  que  considera 
diviaible  la  herencia  en4res  partes,  una  para  cada  una  de  dichas  ramas, 
infringe  terminantemente  la  doctrina  establecida  por  el  Código  civil  rea- 
peoto  al  caso  concreto  de  cuándo  debe  tenerse  por  hecha  la  deaignaclón 
por  partes: 

Quinto.  El  art.  676  del  mismo  Código  y  las  sentencias  de  este  Tribu^ 
nal  Supremo  de  18  de  Junio  de  1869,  81  de  Diciembre  de  1872,  22  de  Ju- 
nio de  1892  y  otras  muchas  que  preceptúan  que  las  disposiciones  testa- 
asantarias  deben  entenderse  en  el  sentido  literal  de  sus  palabras,  á  no 
aar  que  aparesca  claramente  que  fué  otra  la  voluntad  del  testador;  que 
en  caso  de  duda,  se  observará  lo  que  paresca  más  conforme  á  la  inten- 
ción, y  que  si  aun  asi  se  abrigase  duda,  se  estará  por  lo  que  aea  máa 
conforme  á  la  igualdad  entre  los  herederos;  doctrina  que  venia  ya  eata- 
Mecida  por  la  ley  6.*,  tit.  88  de  la  Partida  8.*,  pues  es  indudable  qne  la 
testadora  no  ha  dejado  dndas  en  su  institución  manifestada  en  la  olás- 
ssla  16  de  an  teetamento,  an  qus  ordena  que  todoa  los  descendientes  éa 
las  ramaa  llamadas  á  suceder  sean  igualmente  heredaros  entis  ai;  y  al 
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«sUblaoer  en  U  olánsnU  16  que  una  parte  eea  para  loa  deacendientes  de 
D.  Sllyeatre  Gaapar  Aaeneio;  otra  para  loa  de  Dofia  Tomaaa  Zabalo  j  En- 
trenfty  j  otra  para  los  de  Ida  hermanos  de  D.  Francisco  Sancho  y  Trigo, 
tiene  baen  cuidado  de  manifestar  qne  percibirán  una  parte  de  dicha  he- 
rencia cada  nno  de  loe  hijos,  nietos,  bisnietos  y  terceros  nietos  de  cada 
una  de  dichas  ramas,  sin  qne  les  concrete  participación  alionota,  7  en  su 
eonaecoencia,  bajo  el  precepto  de  perfecta  ignaldad  entre  sí  en  la  parte 
que  hubieran  de  percibir;  pues  la  enunciación  qne  hace  la  testadora  de 
que  su  herencia  sea  una  parte  para  cada  rama,  no  es  la  indicación  de 
estirpes,  porque  no  fija  la  alicuotidad  de  la  parte  hereditaria,  sino  sen- 
cillamente la  aclaración  de  los  herederos  que,  como  formando  parte  de 
eada  rama,  tienen  que  venir  á  suceder;  y 

Sexto.  El  art.  1218  del  Oódigo  civil,  relativo  á  que  los  documentos 
públicos  hacen  prueba  plena  respecto  al  hecho  que  motiva  su  otorga- 
miento; en  consecuencia  de  lo  cual,  la  Sala  sentenciadora,  al  no  apreciar 
como  prueba  la'  voluntad  expresa  de  la  testadora,  hecha  constar  en  su 
testamento  reducido  á  instrumento  público,  incurre  en  el  motivo  de  ca- 
sación sefialado  en  el  caso  7.®  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  que  sanciona  la  jurisprudencia  de  este  Tribunal  Supremo  en  sen- 
tencias de  27  de  Junio  de  1886  y  6  de  Junio  de  1886. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  de  Gamica: 

Oonsiderando  que  los  acuerdos  de  los  ejecutores  testamentarios  de 
Dofla  Tomasa  Sancho  se  ajustan  á  la  letra  y  al  natural  y  recto  sentido 
de  las  cláusulas  15  y  16  de  su  testamento,  y  por  lo  tanto,  que  al  absol- 
ver de  la  demanda  dirigida  contra  ellos,  la  sentencia,  lejos  de  infringir, 
como  se  dice  en  los  motivos  sexto,  primero  y  quinto  del  recurso,  el  tes- 
tamento  en  su  fuerza  probatoria  como  documento  público  y  en  el  valor 
de  BUS  disposiciones,  los  guarda  escrupulosamente: 

Oonsiderando  que  por  lo  expuesto  carecen  de  aplicación  y  de  eficacia 
en  el  caso  actual  los  artículos  del  Código  civil  y  las  doctrinas  invocados 
en  los  motivos  segundo,  tercero  y  cuarto,  para  inferir  una  inteligencia 
de  dichas  cláusulas  diversa  de  su  letra  y  de  su  recto  sentido,  ley  primor- 
dial, en  el  cumplimiento  de  las  últimas  voluntades; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Pedro  Zabalo  Micheto  y  D.  José 
María  Sancho  Zabalo,  á  quien  condenamos  al  pago  de  las  costas,  y  para 
en  su  caso,  al  de  la  cantidad  que  por  razón  de  depósito  debieron  consti- 
tuir, que  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de 
Zaragoza  la  certificación  correspondiente,  con  devolución  del  apunta- 
miento que  ha  remitido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
sertará en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
neceaarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.==José  de  Aldecoa. 
=José  de  6amica.=J?'rancisco  Toda.=Joaquín  González  de  la  Pefia.= 
Pedro  Lavín.=Ricardo  Molina.= Vicente  de  Piniés. 

Publicación.=Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Sxcmo.  8r.  D.  José  de  Gamica,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  ce* 
lebrando  audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  que 
certifloo  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  16  de  Marzo  de  1901.=Licenciado  Jorge  Martínez. 
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Nüm.  7S3.-TRIBUNAL  SUPREMO.-»  di  Hant, 
pib.  •!  15  di  AJIrlI. 

Casación  por  infracción  de  LEY.—DMsión  de  ¿fenea.— Auto  de- 
clarando no  haber  lugar  &  la  admisión  del  recurso  interpuesto 
por  D.  Fernando  García  y  otro  contra  la  sentencia  pronunciada 
por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Oviedo,  en  pleito  con 
Doña  Grermana  Sande. 
Bn  sus  CONSIDERANDOS  SO  ostablece: 

Que  á  tenor  del  orL  1729^  caso  9.®,  de  la  ley  procesal j  eeinadmi»- 
ble  el  recurso  de  eaeaeión  que  se  reitere  á  la  apreeiaeión  de  la  prueba^ 
á  menoe  de  ajustaree  al  caso  7P  del  art.  Í692,  á  cuyo  propósito  tiene 
declarado  la  jurisprudencia  que  no  se  da  el  recurso  ie  casación  cen- 
tra la  apreciación  de  la  prueba  testiñcal,  ni  contra  la  hecha  en  con- 
junto de  todas  las  practicadas^  cuando  del  conjunto  se  prescinde  al 
impugnarla. 

Resultando  que  ante  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Pravia»  Don 
Fernando  García  Péreí,  en  unión  de  otros  varios,  dedujo  demanda  en  IS 
de  Agosto  de  1899,  exponiendo  snstancialmente:  que  D.  Francisoo  Gbtf- 
cía  Santamarina  y  Lopes  falleció  en  10  de  Febrero  de  1864  bajo  testa- 
mentó,  en  que  instituyó  por  sus  únicos  y  universales  herederos  á  sus 
cinco  hijos  Dofia  Benita,  Dofia  Fulgencia,  Dofia  Josefa,  D.  Gabino  y 
D.  Dámaso;  y  después  de  fallecida  Dofia  Benita,  los  otros  cuatro,  en  es- 
critura de  17  de  Marso  de  1879,  procedieron  á  la  partición  de  varios  bie- 
nes de  la  herencia,  dejando  sin  dividir  muchos  de  ellos,  asi  como  el  di- 
nero, alhajas,  muebles,  etc.;  que  dicha  partición  se  concretó  á  la  adju- 
dicación de  cuatro  fincas  urbanas,  quedando  pendiente  de  división  por 
ocultación  de  la  heredera  Dofia  Josefa  una  gran  parte  de  los  créditos  ad- 
judicados al  testador  en  la  partición  de  bu  hermano  D.  Manuel  Ramón, 
y  además  todos  los  bienes  muebles  y  efectos  que  enumeraron  en  la  de- 
manda en  16  partidas;  que  de  todo  ello  ee  hallaba  en  posesión  Dofia  Ger- 
mana Sande  Peres,  viuda  de  D.  Eduardo,  hijo  éste  de  Dofia  Josefa  (Gar- 
cía Santamarina;  y  que  los  derechos  que  correspondieron  á  los  hijos  de 
D.  Francisco  García  Santamarina  y  Lopes  pertenecían  como  únicos  he- 
rederos á  los  demandantes  en  unión  de  la  Dofia  Germana;  é  invocande 
los  fundamentos  de  derecho  que  estimaron  oportunos,  terminaron  soli- 
citando se  declarara  en  definitiva  que  los  bienes  y  derechos  relacionados, 
con  exclusión  de  las  casas  adjudicadas  en  la  escritura  de  17  de  Mane 
de  1879,  formaban  parte,  juntamente  con  los  frutos  producidos  ó  debi- 
dos producir,  de  la  herencia  de  D.  Francisco  García  Santamarina,  y  no 
habiéndose  incluido  en  la  operación  divisoria  practicada,  tenían  derecho 
los  demandantes  á  que  dicha  operación  se  completase  y  adicionase  en 
debida  forma,  mandando,  en  su  consecuencia,  que  se  distribuyeran  los 
bienes  entre  la  Dofia  Germana  y  los  demás  herederos,  adjudicando  á 
cada  uno  lo  que  le  correspondiera: 

Resultando  que  Dofia  Germana  Sande  impugnó  la  demanda,  afir- 
mando que  en  la  escritura  particional  de  17  de  Marso  de  1879  se  biso  la 
división  de  todos  los  bienes  inventariados  y  se  consignó  la  declaración 
que  de  muebles  y  ropas  no  hacían  mérito  porque  no  existían,  alegando 
además  otros  hechos  en  oposición  á  los  expuestos  en  la  demanda;  y  sus- 
tanciado el  pleito  por  todos  los  trámites  de  aml»a  instancias,  la  Sala  de 


Digitized  by 


Google 


MARZO  1>E  1901  SU 

lo  dril  de  \m  Audiencia  de  Oyiedo,  por  eenteiicia  de  9  de  Noviembre 
áb  1900,  abeolvió  á  Dofia  Germana  Banda  Peres  de  la  demanda  inter- 
piieeta,  condenando  á  loe  demandantea  al  pago  de  las  coetae  de  ambae 
inetanciae: 

Resaltando  que  D.  Femando  García  Peres  y  litiesocioe  interpneie- 
ron  recureo  de  casación,  fundado  en  los  números  1.®  y  7.^  del  art.  1692 
de  la  ley  de  Eojuiciamiento  civil,  alegando: 

Primero.  Que  existe  error  de  derecho  en  la  apreciación  de  las  pme« 
bas  practicadas,  porque  se  ha  Justificado  por  el  dicho  de  varios  testigos 
que  al  fallecimiento  de  D.  Francisco  García  Santamarina  quedaron 
varios  bienes  muebles,  alhajas  y  efectos  en  poder  de  Pofia  Josefa  Gar- 
cía, madre  de  D.  Eduardo,  de  quien  es  heredera  su  viuda  Doña  Ger- 
mana Sande,  sin  que  frente  á  esta  prueba  se  haya  propuesto  ni  practi- 
cado ninguna  otra;  porque  no  puede  tenerse  como  tal  lo  que,  según  se 
dioe  en  la  oonteetación  á  la  demanda,  se  hiio  constar  en  la»  particiones 
de  que  de  muebles  y  ropas  no  hacían  mérito  porque  no  existían,  pues  la 
del  uso  del  finado  se  dio  á  los  pobres;  toda  ves  que  no  pueden  conside- 
rarse como  muebles  otras  cosas  que  no  sean  las  destinadas  á  amueblar 
y  alhajar  las  habitaciones,  y  á  estos  usos  no  pueden  tener  aplicación  loe 
eréditoe,  metálico,  alhajas,  y  mucho  menos  los  barcos,  aparejos  y  redes 
que  se  reclaman,  por  cuyo  motivo  resulta  infringido  por  virtud  de  tal 
error  el  párrafo  segundo  del  art.  846  del  Código  civil  y  el  1079  del  mismo 
Código;  y 

Segundo.  Que  la  sentencia  infringe  el  art.  1076  de  dicho  Código  por 
indebida  aplicación,  puesto  que  no  habiéndose  alegado  por  la  parte  de- 
mandada la  prescripción  de  derechos,  no  ha  debido  la  sentencia  entrar  á 
resolver  esta  cuestión: 

Besultando  que  el  Ministerio  fiscal  se  opuso  á  la  admisión  del  recur- 
so, y  en  su  virtud  se  trajeron  los  autos  á  la  vista  con  las  citaciones  co- 
rrespondientes. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joaquín  Gonsáles  de  la  Pefia: 

Considerando  que  para  absolver  de  la  demanda  por  falta  de  prueba 
del  hecho  determinante  de  la  acción  ejercitada,  ó  sea  del  hecho  de  que 
los  bienes  reclamados  formaran  parte  del  caudal  relicto  por  muerte  de 
D.  Francisco  García  Santamarina,  se  funda  el  fallo  recurrido,  no  tan 
eolamente  en  el  contenido  de  las  particiones  hereditarias,  donde  se  con- 
rtgnó  que  no  había  dejado  bienes  muebles,  sino  también  en  el  conjunto 
de  las  pruebas  practicadas,  entre  las  cuales  se  cuenta  la  testifical;  y 
como  á  tenor  del  art.  1729  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  en  su 
caso  9.®  es  inadmisible  el  recurso  de  casación  que  se  refiera  á  la  aprecia- 
ción de  la  prueba,  á  menos  de  ajustarse  al  caso  7.^  del  1692,  á  cuyo  te- 
nor tiene  declarado  la  Jurisprudencia  que  no  se  da  el  recurso  de  casación 
contra  la  apreciación  de  la  prueba  testifical  ni  contra  la  hecha  en  con- 
junto de  todas  las  practicadas  cuando  del  conjunto  se  prescinde  al  im- 
pugnarla, debe  rechasarsse  en  trámite  de  admisión  en  el  presente  re- 
curso, porque  se  funda  en  una  apreciación  de  hecho  contraria  á  la  que 
sirve  de  base  al  fallo  recurrido,  sin  alegarse  para  impugnarla  más  que 
el  supuesto  contenido  de  la  prueba  testifical  y  el  precepto  legal  relativo 
á  la  interpretación  que  debe  darae  á  la  frase  bienes  muebles  cuando  se 
emplease  por  la  ley  ó  por  los  particulares; 

No  ha  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley  interpuesto  por  D.  Fernando  y  D.  Eduardo  García  Peres  y  consortes» 
á  quienes,  condenamos  al  pago  de  las  costas;  líbrese  á  la  Audiencia  de 
Oviedo  la  certificaeión  correspondiente,  con  devolución  del  apuntamiento 
que  ha  remitido;  y  publíquese  este  auto  en  la  forma  que  previene  la  ley. 
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Madrid  18  de  Mano  de  llH)l.=Jo0é  de  Aldecoa.— Joaé  de  GRmiea.= 
Francieeo  Toda.=Joaqaiii  Qoiusáles  de  la  Pefia.=Pedf  o  Layln.=:Ricarda 
Molina.=yicente  de  Pinié0.=LioeucÍado  Jorge  Martines. 

ÜTüm.  78.~TRIBUNAL  SUPREMO.-»  de  María,  pwk.  al  5  d«  MrH. 

Competencia.— Pa^o  de  pesetas.— Sentencia,  decidiendo  en  favor 
del  Juzgado  municipal  de  Patencia  la  sostenida  con  el  de  igaal 
clase  de  Santander  acerca  del  conocimiento  de  la  demanda 
interpuesta  por  D.  Demetrio  Casañé  contra  D.  Vidal  Ruiz. 
En  sus  CONSIDERANDOS  80  establoce: 

Que  según  la  regla  /.*  del  art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil, es  Juez- competente,  en  los  juicios  en  tjue  se  ejercitan  aetíanes 
personales,  el  del  lugar  en  aue  deba  cumplirse  la  chUgadán;  y  al  te- 
ñor  de  lo  dispuesto  en  el  Í5Ó0  del  Código  citfil,  cuando  no  se  ha  ñjado 
aquel  en  que  deba  hacerse  el  pago  de  la  cosa  vendida^  deberá  ser  éste 
el  mismo  en  que  se  haya  hecho  entrega  de  dicha  cosa. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  20  de  Mano  de  1901,  en  la  oompe* 
tencia  qne  pende  ante  Noa,  por  virtud  de  inhil^toria  propuesta  por  el 
Jusgado  municipal  de  Santander  al  de  ignal  clase  de  Palencia,  acerca  del 
conocimiento  del  juicio  verbal  promovido  ante  el  último  por  D.  Denoetrio 
Gasafié  Perreras,  fabricante  de  mantaa,  vecino  de  dicba  última  pobla- 
ción, como  socio  gerente  de  la  Compafifa  que  gira  en  aquella  plasa  de 
Palencia  bajo  la  rasón  de  Viuda  de  A.  Pernándes  é  Hijo,  contra  J>.  Vi- 
dal Ruis  Abascal,  del  comercio  de  Santander,  sobre  pago  de  peaetas, 
sin  que  haya  comparecido  ninguna  de  las  partes  en  este  Tribunal  Su- 
premo: 

Resultando  que  D.  Demetrio  Oasaflé  Perrero,  como  socio  gerente  de 
la  Compafiia  que  gira  en  Palencia  bajo  la  rasón  de  viuda  de  A.  Fernán- 
des  ó  Hijo,  acudió  en  26  de  Noviembre  del  afio  anterior  al  Jusgado  mu- 
nicipal de  aquella  ciudad  solicitando  celebrar  juicio  verbal  con  D.  Vidal 
Ruis  Abascal,  vecino  de  Santander,  para  el  pago  de  249  pesetas,  come 
importe  del  resto  ó  saldo  de  cuenta  por  un  pedido  de  mantas  hecho  por 
éste  á  la  Sociedad  demandante  y  de  los  dafios  y  perjuicios  causados  á  fai 
misma  Compafiia,  exponiendo  como  bases  ó  fundamentos  de  su  recla- 
mación: que  el  Ruis  Abascal  biso  á  la  referida  casa  una  compra  de  man- 
tas, que  le  fueron  remitidas  según  se  justificaba  con  las  cartas  del  de- 
mandado y  de  la  entidad  demandante  y  copias  de  facturas  que  se  acom- 
pafialMm;  que  servido  el  pedido  de  género,  no  ha  querido  Ruis  retirar  de 
la  estación  de  Santander  parte  de  la  remesa,  pidiendo,  respecto  de  la 
otra  parte  recibida,  rebaja  de  precios;  que  habiéndoee  girado  por  lo  que 
debía  y  había  cumplido  el  plaso,  se  negó  al  pago,  demostrando,  adenufs^ 
en  todo  el  cuno  del  negocio  una  mala  fe  grandísima;  que  una  de  las 
condiciones  de  la  venta  de  que  se  trata  es,  según  las  facturas,  la  de  que 
en  caso  de  interpelación  judicial,  ha  de  recurrirse  en  todas  ocaaionea 
ante  los  Tribunales  de  dldia  plasa  de  Palencia,  hallándose  conslgnade 
en  los  pedidos  la  reserva  de  hacerse  éstos  con  las  condiciones  estampa- 
das en  aquellas  facturas;  que  semejante  condición  la  aceptó  el  deman- 
dado en  su  carta  de  80  de  Septiembre,  y  que  por  tal  rasón  es  en  Palenda 
donde  ha  de  cumplirse  la  obligación  del  pago,  siendo  su  Juagado  el  úalee 
que  tiene  derecho  á  entender  en  la  demanda  de  que  setrata: 

Eesultando  que  oon  ella  se  aeompaftó  por  el  actor  los  deenmaiitoa 
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^pam  •icaen:  primaro»  dos  pedidoc  de  mtutM  hecho*  ea  BantaBder  por 
D.  Vidal  Bola  Abaecal  á  la  caea  Viada  de  A.  Fernándes  é  Hijo»  de  Pa- 
taMte^  ano  con  lecha  M  de  Jaaio  de  1900,  electnado  por  oMdiación  del 
^iiajante  de  la  casa  jelerida  D.  8.  Montero,  y  el  otro  veriflcado  por  el 
taaibléB  Tiajante  de  la  propia  caea  D.  O.  Obregón  en  22  de  Jallo  del  pro- 
pio afio,  reenltando  de  loe  inapreeos  en  qne  constan  ambos  pedidos,  qne 
áatoa  eran  para  remitirlos  en  20  de  Septiembre  7  1.^  de  Octubre  respee* 
tlTamente  á  la  estación  de  Santander,  á  treinta  días  y  con  Us  condicio- 
Btti  de  íactnra;  segando,  dos  de  éstas,  fechas  una  de  28  de  Septiembre 
por  Talor  de  471  pesetas,  7  otra  de  10  de  Octubre,  importante  1.020  pe- 


aataa,  en  cuyos  documentos  se  dice  deber  D.  Vidal  Buis  Abascal  á  la 
Viada  de  A.  Fernándes  é  Bij<A«s  referidas  cantidades  por  las  mantas 
raonitidas  por  sn  cuenta  j  riesgo  á  la  estación  de  Santander,  para  pagar 
al  contado,  alladióadose  en  ellas  eon  caracteres  de  imprenta  «que  las 
Tontas  se  considerarán  hechas  ea  la  casa,  y  caso  de  recurrir  á  los  Tribn^ 
■alea,  será  en  todas  ocasiones  á  loa  de  aquella  plasa»,  ó  sea  la  de  Palen- 
ola»  en  que  se  hallan  extendidas  las  facturas  de  referencia;  tercero,  t»- 
riaa  cartas  relativas  todas  á  la  Ycata  de  mantas  origen  de  este  asunto» 
dirigidas  una  por  la  casa  de  Palenda  á  D.  Vidal  Bola  Abascal,  y  otras 
por  éate  á  dicha  casa  demandante,  figurando  entre  las  últimas  una  fe- 
chada ea  Santander  á  80  de  Septiembre  de  1000,  la  cual  contiene,  entre 
olror particulares,  el  qne  sigue:  «Muy  sefior  mío:  Con  fecha  29  llegó  á 
mi  poder  la  siguiente  factura,  que  devuelvo  á  ustedes  por  no  venir  con- 
iorme  al  pedido  que  tengo  hecho  á  ustedes  por  mediación  de  su  repre* 
sentante  Sr.  Cecilio  Obregón»;  cuarto,  fUn  telegrama  dirigido  por  el  Vi» 
dal  A  la  Viuda  de  A*  Fernándes  é  Hijo;  y  quinto,  copia  de  la  cuenta^n- 
dlMite  entre  el  demandado  y  la  casa  demandante,  de  la  cual  resulta  un 
saldo  á  favor  de  la  última  de  249  pesetas: 

Besultando  que  citado  D.  Vidal  Bula  Abascal  para  la  celebración  del 
Juicio  verbal  por  medio  de  oficio  dirigido  al  Juea  municipal  de  Santan- 
der, promovió  ante  éste,  en  escrito  de  6  de  Diciembre,  cuestión  de  com- 
petencia por  inhibitoria,  alegando:  que  reservándose  para  en  su  día  de- 
mostrar lo  absurdo  de  la  reclamación  deducida  contra  él  por  la  Viuda 
de  A.  Fernándes  é  Hijo,  se  limitaba  á  demostrar  la  incompetencia  del 
Juagiado  de  Palenda  para  conocer  del  asunto;  que  para  conseguirlo  pre- 
aentaba  el  duplicado  del  pedido  de  22  de  Julio  y  un  giro  de  882  pesetas^ 
qac  por  orden  de  la  demandante  había  satisfecho  el  dicente  en  Santan- 
der A  D.  Sinforiano  Bódenae  el  día  22  del  entonces  actual  mes  de  Di- 
«iembre— asi  dice— ó  sea  un  mes  después  de  la  fecha  de  la  demanda;  que 
del  contenido  de  dichos  doonmentos  se  ve  claramente  que  la  obligación 
ha  de  cumplirse  necesariamente  en  el  lugar  donde  aquélla  se  contrajo  ó 
en  el  domicilio  del  demandado,  según  lo  dispuesto  en  los  arts.  1171 
y  1600  dsl  Código  civil,  en  la  legla  1.*  del  art.  62  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento y  sentencias  de  ests  IVibunal  Supremo  de  17  y  19  de  Noviembre 
da  1608;  y  que  es  evidente  que  el  conocimiento  del  asunto  de  qne  se  trata 
corresponde  al  Jasgado  municipal  de  Saatander,  ante  el  cual  se  plantea 
^  la  cuestión  de  competencia  por  inhibitoria,  único  medio  utilisado  al 
efscto,  siendo  como  sigue  el  tenor  de  la  letra  acompafiada  al  escrito  que 
se  relaciona:  «Palenda  f  f  de  Noviembre  de  1900.=Clase  H.*=zBor  pe- 
aatas  l6a.=:A  la  vista  se  servirá  üd.  pagar  por  esta  primera  de  cambio^ 
no  habiéndolo  hecho  por  la  ...  á  la  orden  de  D.  Sinioriano  Bódenas  la 
asma  de  662  pesetas,  valor  en  •U  que  sentará  Ud.  en  V»  Mgún  aviso 
de  8.  6.=Vinda.de  A.  Fernándes  é  Hijcs^A.  D.  Vidal  Buis  Abascal.=? 
San  Francisco,  26,  comercio,  Santander»;  apaiedendo  en  tal  documento 
an  aello  qne  dice:  «Viuda  de  A.  Femándea  é  Hijo.=rPalenda.=Nú- 
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mero  1l91j=n  Noytombn  90.=cT  aaorlto  al  dono»  TedM.«^naLforiaaM» 
BódeoM»: 

BesulUndo  qno  emitido  por  el  Minletorlo  flseal  dictamen  fevoimbto  á 
la  inhibición  propuesta  por  D.  Vidal  Bnis,  acordé  el  Josgado  mnnidpAl 
de  Santander,  en  aato  de  10  de  Diciembre  último,  haber  logar  á  ell»»  por 
considerar  al  efecto:  qne  indndablementa,  aegún  ee  dednoe  de  las  dili- 
genctaa,  la  acción  entablada  contra  Vidal,  ee  perwonai;  qne  con  aireño 
al  art.  t%  de  la  ley  de  Enjaiciamiento  civil  j  demás  disposiciones  eite» 
4a8  por  el  demandado,  en  los  Jaldos  en  qne  se  ejercitan  acciones  perso- 
nales es  competonto  el  Joes  mnntcipal  del  logar  en  qne  debe  cnmpllrso 
la  obligación,  y  á  falta  de  ésto,  el  domicilio  del  demandado  ó  el  del  lag^ 
del  contrato;  y  qoe  no  solamente  es  Santander  el  lugar  donde  debe  cnna- 
plirse  la  obligación,  sino  qne  es  el  lugar  del  contrato  y  el  domicilio  del 
demandado,  rasoaes  todas  por  las  cnales  el  Jnes  qne  proveía  era  el  únieo 
competente  para  entender  en  el  Jnicio  verbal  de  qoe  se  trata: 

Besaltando  qne  recibido  en  el  Jasgado  municipal  de  Falencia  el  lo- 
qoerimieato  de  inhibición  interesado  por  el  de  Santander,  se  dio  vieta  «I 
demandante  y  al  Ministerio  fiscal,  qne  lo  impognaron  sosteniendo  la 
competencia  del  primero  de  dichos  Jugados,  el  cnal,  en  aoto  de  SI  de 
Diciembre  declaró  no  haber  logar  á  la  inhibición  reqoerida  por  el  de 
Santander,  fondándose  para  ello  en  qoe,  conforme  á  loe  arto.  éO  y  61  del 
Código  de  Oomercio  y  1091  del  Oódigo  civil,  las  obligaciones  qoe  ñacM 
de  los  contratos  tienen  faena  de  ley  entre  las  partes  contratantes,  y  de- 
ben campllrse  al  tenor  de  los  mismos,  por  lo  qae  es  incnesttonable  qne 
el  contrato  de  compraventa  hecho  entre  los  demandantee  y  el  deman- 
dado lo  fué  en  el  modo  y  forma  qoe  consta  en  loe  doplicadoe  de  pedidos 
ó  sea  de  venta  nnidos  á  los  antes,  y  por  lo  tanto,  el  comprador  tiene  que 
aceptar  las  condiciones  en  qae  realiaó  la  compra,  puesto  qoe  no  oonsta 
qoe  á  ellas  nada  opasiera,  y  siendo  ona  de  tales  condiciones  el  qoe  be- 
bía de  someterse  á  las  de  las  íactoras  de  la  casa  vendedora,  á  éstas  hey 
qoe  atenerse  hoy  para  determinar  la  competencia;  qoe  el  conocimiento 
de  las  demandas  sobre  pago  de  géneros  de  comercio,  competo  al  Jnes  del 
domicilio  del  vendedor  coando  de  las  facturas  presentadas  resulto  que 
asi  se  estipuló,  y  aunque  asi  no  fuere,  habiendo  remitido  los  géneros  el 
vendedor  al  comprador  de  cuenta  y  riesgo  del  segundo,  debe  ésto  abonar 
su  importe  en  el  domicilio  del  que  se  los  entregó  del  modo  expresado; 
coya  doctrina  ha  sido  establecida  por  este  Tribonai  Sopremo  en  eenten- 
cias  de  24  de  Enero  de  1888,  corroborada  moltitod  de  veces  por  las  die- 
tadas  en  81  dé  Enero  de  aquel  afio,  18  de  Agosto  de  1892  y  otras  varias 
qoe  se  citan;  y  qoe  no  es  obstácolo  para  qoe  el  Joei  competente  sea  el 
del  domicilio  del  vendedor,  ó  como  sucede  en  el  caso  preeente,  donde  se 
entregó  la  mercancía,  puesto  qoe  despoés  ya  viajaba  por  coenta  y  riesgo 
del  comprador,  de  qoe  se  hobieran  girado  letras  á  cargo  de  ésto,  porque 
semejante  medio  expeditivo  de  negociación  de  valores  no  coarta  el  dere- 
cho del  vendedor  para  qoe  se  le  pago»  donde  exista  la  cosa  vendida,  se- 
gún jarisprodencia  sentada  por  este  Tribonai  Sopremo  en  sentencias, 
entre  otras,  de  28  de  Mayo  y  18  de  Agosto  de  1892  y  18  de  Febrero  . 
de  1899: 

Resultando  que  el  Juei  municipal  de  Santander  insistió  en  la  inhi- 
bitoria, y  en  sa  virtud,  ambos  Juagados  contendientos  remitieron  sos 
respectivas  actuacionss,  citadas  y  emplasadas  las  partes,  á  eeto  Triba- 
nal  Sapremo,  sastanciándose  la  competoneia  con  arreglo  á  derecho  é  \^ 
torvención  del  Ministorio  fiscal. 

Siendo  Poñento  el  Magistrado  D.  Tomás  Gúdal: 

Ck>nsiderando  que,  según  la  regla  1.^  del  art.  62  de  la  ley  de  Baiul- 
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cim&tentOy  es  Jaes  eomp^tBüU,  en  los  Jnioios  en  qne  te  ejercitan  accio- 
jk9m  peraonalee,  el  .áeX  logar  en  qae  deba  cnmplirae  la  obligacito;  j  al 
tenor  de  lo  dispuesto  en  el  1600  del  Código  civil,  cnando  no  se  ha  fijado 
aquel  en  que  deba  cumplirse  el  pago  de  la  cosa  vendida,  deberá  ser  éste 
el  miamo  ep  qne  se  baya  beoho  entrega  de  dicha  cosa: 

Considerando  que  en  el  caso  del  presente  conflicto,  según  los  hechos 
qae  pueden  apreciarse  piura  los  electos  de  esta  competencia,  las  mantas 
Ten  didas  por  la  casa  de  Palencia  se  remitían,  al  parecer,  á  Santander 
por  cuenta,  curgo  y  riesgo  del  comprador,  lo  cual  significa  que  en  Pa- 
kMucia  es  donde  se  entrecaba  la  cosa  vendida,  y  que  esto  supuesto,  no 
habiendo  pacto  en  contrario,  el  Jues  municipal  de  la  expresada  pobla- 
cien  es  el  competente  para  conocer  de  la  demanda  formulada  por  D.  De- 
melrio  Casafió  Forreras,  como  Gerente  de  la  Compafiia  Viuda  de  A. 
Femándes  é  Hijo,  de  conformidad  oon  los  fundamentos  legales  antee 
expuestos; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento 
del  juicio  verbal  de  qne  se  trata  corresponde  al  Juzgado  municipal  de 
Palencia,  al  que  se  remitan  todas  las  actuaciones,  poniéndose  esta  reso- 
Inoión  en  conocimiento  del  de  igual  clase  de  Santander:  siendo  de  cuenta 
respectiva  de  las  partes  las  costas  ocasionadas  en  esta  competencia. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  den^ 
tro  de  los  diex  días  siguientes  al  de  su  fecha,  y  á  su  tiempo  en  la  Co- 
I^BOCIÓN  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo  pro- 
nanciamoSy  mandamos  y  .flrmamos.=José  de  Aldecoa»=Bicardo  Gullón. 
=:Francisoo  Toda.=:£nrique  Lassús.=Tomás  Gúdal. 

Publicación.=:JiBída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Esomo.  Sr.  D.  Tomás  Gúdal,  Magistrado  de  la  Sala  de  lo  civil  del  Tri- 
bunal Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  día  de 
1m^,  do  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Uadrid  SO  de  Marao  de  1901.=Rogelio  Gonsáles  Montes. 


K^an.  74:.-fiRACIA  Y  JUCTICIA.-20  de  Marzo,  psb.  el  12  de  Abril. 

Resolución  db  la  Dirección  obnbral  de  los  Registros  confir- 
mando la  negativa  del  Registrador  de  la  propiedad  del  Norte 
de  Madrid  á  inscribir  el  testimonio  de  unas  actas  de  deslinde 
iudicial. 
En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece:  » 

Que  ctunjorme  al  arU  20  de  la  ley  Hipotecaria  y  á  las  ResoludO' 
ne9  de  la  Dirección  general  de  14  de  Marzo  de  187o  y  7  de  Septiembre 
de  1880,  no  puede  practicar ee  la  inscripción  de  un  inmueble  á  favor 
del  comprador  mientras  no  se  inscriba  á  nombre  del  vendedor: 

Que  en  el  profUocaso^  las  actas  de  deslinde  judicial  otorgadas  con 
arréalo  á  la  escritura  de  ventUy  no  serían  bastantes  por  si  solas  para 
el  efecto  de  la  inscrifción,  por  ser  necesario  que  se  extendiese  pre- 
viamente la  de  adquisición  del  dominio  ó  de  ifi  posesión  de  los  te* 
rrenos  deslindados  á  favor  del  vendedor  en  virtud  de  los  correspon- 
dientes títulos  escritos  de  dominio  ó  de  los  supletorios  de  éste  que  se 
hallen  adornados  de  los  requisitos  establecidos  en  el  tit.  14  de  la  ley 
Hipotecaria,  que  son  los  únicos  que  pueden  inscribirse  en  el  Registro 
en  defecto  de  los  primeros,  puesto  fue  las  mencionadas  actas,  si  bien 
documentos  auténticos,  sólo  acreditarían  la  determinación  de  los  lí- 
nuies  de  la  finca  contra  los  dueños  de  las  fincas  colindantes, pero  no 
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juMíiflearian  la  legitima  adquMeión  del  dcmMo  de  la  mema,  ni  ée- 
moMtrariañy  por  eonsiguienie^  que  el  üendedat  to  habieta  adquiridla 
por  titulo  alguno  eingular  ó  umoereal. 

Umo.  Sr.:  En  el  ncario  gobernatiYO  iulnpiOMto  por  D.  DlegD  de  Btr 
hamonde  y  de  Lans,  Marqoée  de  Zafra,  oontra  la  negallya  del  Rectatra- 
dor  de  la  propiedad  del  Norte  de  eoto  eapltal  á  inaeriliir  el  tertiM>oaia 
de  unas  aotaa  de  dealinde  Jadietal,  pendiente  en  eato  Centro  es  Ylrtaáda 
apelación  del  reenrrento  y  de  dicho  Befietradort 

BesQitando  qoe  el  ezpreeado  D.  Diego  de  Bahamonde  j  de  Laan,  Mer- 
qué» de  Zafra,  adquirió  en  enbaeta  pública  Judicial  nna  finca  aite  ea  laa 
afueras  de  la  Puerta  de  Alcalá  de  eeta  oorto,  coaeietonte  en  un  pedaao  de 
tierra  con  variae  conetruocionee,  de  una  euperfleie  total  de  76.790  ida» 
enadradoe  y  88  decimetroe,  de  loe  que  68.480  piee  ocupaban  la  p«rte  cer- 
cada en  que  ee  encontraban  las  edificaciones  y  estaban  inscritoa  en  el 
Begistro  de  la  propiedad,  y  los  restantes,  que  no  estaban  Insoritoa,  oona- 
tituian  la  aona  que  rodeaba  dichas  edificaciones  para  su  desahogo  y  me- 
cesarlas  serTidumbres  de  entradas  y  salidas,  quedando  facultado  el  eoga- 
prador  para  Terificar  Judicial  ó  extrajndlclalniente  el  deslinde  de  la  te- 
talidad  de  dicha  finca  y  lo  demás  necesario  para  obtener  la  rectlñoaoMB 
de  la  inscripción  existente  en  el  expresado  Begistro: 

Besultando  que  á  instancia  del  referido  comprador,  y  en  rlrtud  de 
expediento  de  Jurisdicción  yolunteria  promovido  por  el  mismo  con  foeia 
29  de  Diciembre  de  1881,  se  practicó  en  86  4e  Enero  de  1888  el  dealfaide 
Judicial  de  la  tetelidad  de  la  expresada  finca,  oon  citacite  de  los  ▼anda- 
dores D.  Enrique  y  Doña  Josefa  Jaime  y  Bosque  y  D.  Manuel  Sarjo  y 
Bosque,  representados  por  el  curador  del  primero  y  tutor  de  la  áltioM, 
D.  Bartolomé  Gayo  y  Santos,  y  con  citación  de  los  colindantes,  que  eran 
el  Ayuntamiento  de  Madrid,  D.  Antonio  Aguirre,  D.  Ton^  Laanarca, 
D.  Bamón  Morales  Talavera,  D  Eduardo  Gómei  Znbiria  y  D.  Mairaal  y 
D.  Bamón  López  Quiroga,  sin  haber  comparecido  estos  cuatro  dltimoa, 
á  los  cuales  declaró  el  Juzgado  conformea  con  dicho  deslinde: 

Besultando  que  el  exprasado  Juagado,  par  providencia  de  88  da  Jvllo 
de  1882,  acordó  que  del  acto  del  expresado  deelinde  se  diesen  á  los  inte- 
resados las  copias  que  pidieren,  y  que  se  protooolisase  en  el  Begiatea 
corriente  de  instrumentoe  públicos  del  Notario  de  este  Colegio  D.  Juan 
Seco  de  Gáoeres:  después  de  lo  cual,  á  instencia  del  comprador  y  peería 
la  oportuna  citación  de  D.  Jerónimo  Bodrigues  Yagfie,  se  practicó  oon 
fecha  14  de  Marzo  de  1896  el  deslinde  Judicial  del  troao  de  la  aona  de 
servicio  de  la  referida  anca,  contiguo  al  terreno  propio  de  eete  interesado: 

Besultendo  que  dicho  Juzgado,  por  providencia  de  30  de  Mano  de 
1896,  accediendo  á  lo  solicitado  por  el  expresado  comprador,  acordd  que 
se  expidiese  por  el  actuario  una  copia  testimoniada  de  los  referidoa  <tea- 
lindes,  y  nna  vez  expedida,  que  se  llevasen  á  efecto  las  protocoUzacionea 
-que  ee  toban  acordadas: 

Besultendo  que  expedida  dicha  copia  por  el  actuario  D.  Juan  Joaqnñi 
Jiménez  con  fecha  30  de  Junio  de  1896,  y  presentada  en  el  Begistro  de  la 
propiedad,  no  fué  admitida  á  inscripción,  cpor  observarse  el  defecto  de 
que  no  son  inscribibles  las  providencias  Jadiciales  dlctedas  en  expe- 
diento ó  autos  de  Jurisdicción  volnntoiia,  porque  carecen  de  la  autori- 
dad y  firmeza  ds  la  cosa  Juzgada,  y  no  constituyen  un  verdadero  título 
de  adquisición,  modificación  ó  reconocimiento  de  dominio  de  bienes  in- 
muebles»: 

Besultendo  que  el  expresado  D.  Diego  de  Bahamonde  y  de  Ltav» 
Marqués  de  Zafra,  interpuso  recurso  gubernativo  contra  la  noto  denega- 
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torift  del  B«gÍBtndor,  pidiendo  foem  reyocada  y  ee  ordamirii  yerificar 
1&  inscripción  denegada,  alegando  al  electo:  que  el  art.  2.^  de  la  ley  Hi- 
potacaria  establece  qne  ae  inscribirán  los  títulos  en  que  se  constituya  6 
noonosca  cualquier  derecho  real,  y  las  actas  judiciales  de  deslinde  es- 
tán oomprendidas  entre  esos  títulos,  porque  los  duefios  de  los  terrenos 
oolindantes  reconocen  en  las  mismas  el  dominio  que  sobre  el  terreno 
deslindado  tiene  su  propietario;  que  las  proyidencias  Judiciales  recal- 
dae  en  ios  expedientes  como  el  de  refetencia  no  carecen  de  la  autoridad 

Lflrmesa  de  la  cosa  juzgada,  porque  el  párrafo  segundo  del  art.  1818  de 
iey  de  Enjuiciamiento  ciyil  demuestra  lo  contrario,  además  de  que, 
aegún  el  art.  18S4  de  dicha  ley,  sólo  es  aplicable  el  primer  párrafo  del 
1818  mntes  citado  á  los  autos  de  jurisdicción  yoluntaria  de  que  la  ley 
hace  especial  mención,  en  cuanto  no  Me  oponga  á  lo  que  Me  ordena 
respecto  de  cada  uno  de  ellos,  y  todo  lo  que  se  dispone  por  dicha  ley  do 
Enjaiciamiento  sobre  deslinde  y  amojonamiento  demuestra  la  eficacia 
qne  debe  tener  lo  reaUsado  en  esos  expedientes  de  común  acuerdo  de 
las  partes,  mientras  por  no  hacerse  oposición  no  exista  contienda  entre 
ellas;  que  aun  en  el  supuesto  de  que  tales  proyidencias  carecieran  de  la 
matoridad  y  flrmesa  de  cosa  jusgada,  hay  que  adyertir  que  nc  es  la  pro- 
yidencla  la  que  ha  de  inscribirse,  según  expresa  la  nota  del  Registrador, 
sino  las  actas  en  que  constan  los  deslindes,  que  son  yerdaderos  títulos 
de  reooQDcimiento  de  dominio,  en  las  cuales  constituyen  los  duefios  de 
ios  predios  colindantes  la  obligación  de  respetar  los  linderos  fijados,  y 
qne  por  aparecer  legalmento  consignada  no  pueden  los  Registradores 
negar  la  inscripción  de  tal  obligación,  según  lo  dispuesto  en  el  art  67 
del  Reglamento  para  la  ejecución  de  la  ley  Hipotecarla;  y  que  las  referi- 
das actas  son  documentos  auténticos,  conforme  á  los  artículos  8.^  de  la 
ley  Hipotecarla  y  8.^  de  su  reglamento,  y  están  reyestidos  de  la  mayor 
solemnidad,  porque  además  del  consentimiento  de  los  interesados  ante  el 
fedatario  público,  interyiene  en  ellas  la  Autoridad  judicial,  la  cual  cuida 
de  qne  en  el  acta  de  deslinde  consten  las  tíreunetaneiaM  que  den  á  cono- 
cer Im  línea  diyisoria  de  las  fincas,  los  mojones  colocados  ó  mandados  co- 
locar y  también  las  cueetionee  importantes  que  se  hayan  suscitado  y  an 
lasolnción,  todo  lo  cual  ofrece  tontas  garantías  al  menos  como  si  se  ye- 
rifidura  por  conyenio  de  Us  partes  en  escritura  pública: 

Resultando  que  el  Registrador  de  la  propiedad  sostuyo  la  proceden- 
cia de  su  nota,  porque  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  en  sentencias 
de  8  de  Julio  de  1884  y  de  1.^  de  Abril  de  1882,  sienta  la  doctrina  de  que 
la  operación  de  un  deslinde,  aun  practicado  con  todas  las  debidas  for- 
malidades, no  da  ni  quita  derechos  mientras  no  recaiga  sentencia  en 
juicio  contradictorio,  y  porque  esta  Dirección  general,  en  su  Resolución 
de  16  de  Octubre  de  1876,  declaró  que  los  expedientes  de  joriedicción 
yoluntaria,  conforme  á  la  regla  9,*  del  art.  1208  de  la  ley  de  Enjaicia- 
miento ciyil,  no  constituyen  un  título  de  adquisición  de  dominio,  ni 
pueden  considerarse  inscribibles  por  no  causar  estado  sus  declaraciones 
de  derecho: 

Resultando  que  el  Procurador  D.  Francisco  Morales,  con  la  represen- 
tación de  Dofia  Antonia  Cabafias,  por  sí  y  como  representante  legal  de 
sus  hijos  menores  de  edad  D.  Enrique  y  D.  Alfredo  Jaime,  presento  es- 
crito oponiéndose  á  lo  solicitado  por  D.  Diego  de  Bahamonde;  que  esto 
sefiorlo  refutó  en  cuanto  al  fondo  y  sostuyo  la  falta  de  personalidad  de 
Dofia  Antonia  y  de  sos  hijos  para  interyenir  en  este  recurso,  y  que  re- 
cayó proyidencia  del  Juzgado  negando  la  expresada  personalidad,  cuya 
proyidencia  fué  notificada  y  no  apelada: 

Resultando  que  el  Jues  Delegado  dictó  auto  reyocando  la  nota  del 
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B^istrador  y  declanusdo  inscribible  el  docnmento  que  la  motivó,  por 
apreciar  qne  D:  Diego  Bahamonde,  al  practicar  oí  deslinde,  biso  aso  de 
ñn  derecbo  qne  se  le  reservó  al  adquirir  la  finca,  jnnto  con  lo  demás  ne- 
cesario basta  obtener  la  rectificación  en  el  Registro  de  la  propiedad  de  la 
inscripción  de  aqaéila,  y  que  las  actas  en  qne  consta  dicbo  deslinde  eoas- 
titnyen  verdaderos  títulos  de  propiedad,  y  con  tal  carácter  son  inscri- 
bibles: 

Resultando  que  el  Presidente  de  la  Audiencia  revocó  el  auto  del  Juea 
Delegado,  por  considerar  no  inscribibles  las  actas  de  deslinde  y  amojo- 
namiento presentadas  por  D.  Diego  de  Bahamonde,  Biarqnés  de  Zafra, 
en  el  Registro  de  la  propiedad,  por  no  acreditarse  en  forma  baberse  lle- 
nado los  requisitos  prevenidos  en  los  arts.  2068  y  2060  de  la  ley  de  Sn- 
juieiamiento  civil,  fundándose  en  que,  como  implícitamente  ba  quedado 
reconocido  en  el  expediente,  al  plantearse  este  recurso  ante  el  Juiga- 
doy  no  ante  la  Presidencia,  no  se  trata  de  la  inscripción  de  una  provi- 
dencia judicial,  sino  de  la  de  unas  actas  de  deslinde,  en  las  caales  inter- 
viene sólo  la  Autoridad  judicial  como  testigo  de  mayor  excepción,  ante 
quien  los  interesados  convienen  en  becbos  que  son  origen  y  fundamento 
de  ulteriores  derecbos  sobre  el  inmueble  deslindado,  y  que  por  su  ins- 
cripción no  adquieren  más  valor  que  el  que  le  presta  el  convenio  y  acuer- 
do ante  la  Autoridad  judicial  practicado,  reuniendo  las  actas  leferidas 
los  requisitos  exigidos  á  los  títulos  inscribibles  por  el  art.  6.^  del  regla- 
mento para  la  ejecución  de  la  ley  Hipotecaria,  siempre  que  se  cumpla  lo 
que  requiere  el  art.  2061  y  siguientes  de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  y  en- 
tre ello  la  protocolisación  ordenada  en  los  artículos  antes  citados: 

Resultando  que  el  Registrador  de  la  propiedad  apeló  del  acuerdo  de 
la  Presidencia,  por  entender  que,  ni  aun  cumplido  el  requisito  de  la  pro- 
tocolisación,  son  inscribibles  las  actas  de  deslinde,  expresando  qne  si  se 
decide  su  inscripción,  conseguirla  el  Marqués  de  Zisdra  suplir  con  ella  la 
titulación  por  medios  que  no  autorisa  la  ley  Hipotecaria,  é  infringiendo 
su  art.  20,  respecto  á  21.960  pies  de  la  finca  objeto  del  recurso,  puesto 
que  al  hacer  la  venta  reconocieron  los  contratantes  no  estaf  inscritos  los 
expresados  21.960  pies,  ni  tener  título  de  ellos,  baciendo  indicación  de 
no  estar  aún  inscrita  la  escritura  de  rectificación  de  medida  superficial, 
lo  que  demuestra  que  no  consldsraban  bastante  las  actas  de  deslinde, 
por  lo  que  seguramente  se  facultó  al  Marqués  de  Zafra,  no  sólo  para 
practicar  el  deslinde,  sino  para  todo  cuanto  sea  preciso  basta  obtener  la 
rectificación  de  la  actual  inscripción  de  la  finca  en  el  Registro  de  la  pro- 
piedad: 

Resoitando  que  el  Marqués  de  Zafra  apeló  también  del  acuerdo  del 
Presidente  de  la  Audiencia,  solicitando  de  este  Oentro  se  acceda  á  lo  que 
pidió  en  su  primer  escrito,  y  además  ^us  se  lo  reserve  su  derecbo  para 
reclamar  civilmente  del  R^strador,  conforme  al  párrafo  primero  del 
art.  818  de  la  ley  Hipotecaria,  indemnisación  de  perjuicios  por  no  ins- 
cribir el  título  originario  del  recurso,  y  que  debe  imponerse  á  dicbo  fun- 
cionario, por  las  infracciones  legales  que  habla  oometído,  la  multa  pre- 
venida en  el  art.  822  de  la  ley  Hipotecaria,  Insisüendo  al  efecto  en  los 
raaonamientos  que  tenia  hechos  en  el  indicado  escrito  y  baciendo  ade- 
más en  apoyo  de  su  pretensión  las  consideraciones  siguientes:  que  en- 
cuentra yago  y  contradictorio  el  acuerdo  de  la  Presidencia  en  cuanto  se 
refiere  á  faltar  requisitos  que  cumplir  y  deducirse  que  sólo  exige  uno,  la 
pretocolisación;  que  aunque  las  actas  de  deslinde  se  bailan  protooolifl^ 
das  en  la  Notarla  de  D.  Francisco  Moragas,  de  las  que  presentará  el  eo- 
rrespondiente  testimonio,  no  hay  ninguna  disposición  que  exija  la  pfo- 
tocolisación  previa  á  la  inscripción  en  el  Registro;  que  con  arreglo  á  lo» 
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mrta.  6.^  y  8.^  del  reglamento  para  la  ejecución  de  la  ley  Hipotecaria, 
pnede  tener  Ingar  la  inecrípción  lo  mismo  en  virtud  de  testimonio  expe- 
dido por  el  Escribano  que  por  la  copia  qne  pudiera  haber  expedido  el 
Kotario;  que  la  Resolución  de  este  Centro  de  16  de  Octubre  de  1876)  ci- 
tada por  el  Registrador,  es  notoriamente  inaplicable  al  presente  caso, 
por  referirse  á  asunto  distinto;  que  por  igual  motivo  tampoco  son  apli- 
cables las  sentencias  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia  que  cita  dicho 
funcionario,  y  según  la  doctrina  del  mismo  Tribunal,  en  las  dictadas  en 
16  de  Diciembre  de  1864,  27  y  20  de  Septiembre,  28  de  Junio  y  4  de  Oc- 
tubre de  1868,  y  en  6  de  Marzo,  9, 12  y  28  de  Abril,  8  de  Mayo,  8  y  80  de 
Junio,  8  de  Octubre  y  21  de  Diciembre  de  1866;  y  por  último,  que  la  Re< 
jK>lución  de  este  Centro  de  19  de  Septiembre  de  1891  establece  que  es  un 
principio  de  nuestro  sistema  hipotecario  que  consten  en  el  Registro  de 
la  propiedad  todas  las  alteraciones  que  ésta  sufre: 

Resultando  que  dicho  Registrador  acompafió  á  su  escrito  de  apela- 
ción una  certificación  literal  de  la  inscripción  de  la  expresada  finca, 
practicada  con  fecha  8  de  Febrero  de  1882,  á  favor  del  Marqués  de  Za- 
fra, en  virtud  de  la  escritura  de  venta  otorgada  con  fecha  81  de  Diciem- 
bre de  1881  á  favor  del  mismo,  en  viriud  ú,e  subasta  judicial,  y  previa 
la  correspondiente  autorización  del  Juzgado,  por  D.  Enrique  y  Doña  Jo- 
sefa Jaime  y  Bosque,  en  su  propia  representación,  y  D.  Bartolomé  Gayo 
7  Santos,  como  curador  de  éstos  y  testamentario  in  soUdum  de  Dofia 
Jnstir  Bosque  y  como  tutor  de  D.  Marcos  Surjo  y  Bosque,  haciéndose 
constar  en  dicha  inscripción  que  del)en  «entenderse  las  circunstancias  de 
esta  finca  las  mismas  con  que  hasta  ahora  se  ha  conocido,  por  no  ha^ 
bene  inscrito  todavía  la  escritura  de  rectificación  de  medida  superficial 
de  que  en  el  documento  ahora  presentado  (que  es  la  citada  escritura  de 
venta)  se  hace  mérito»,  consignándose  al  pie  de  dicha  certificación  que, 
según  la  descripción  que  consta  en  la  inscripción  primera,  que  es  A  la 
que  en  este  particular  se  refiere  la  inscripción  extendida  á  favor  del  ex- 
presado Marqués  de  Zafra,  dicha  finca  «comprende  de  superficie  68.707 
pies  9  pulgadas,  ó  sean  4.169  metros  688  milímetros  de  metro  cuadrado: 

Resultando  que  en  la  susodicha  inscripción,  extendida  á  favor  del 
referido  Marqués  de  Zafra,  se  hace  constar,  según  aparece  de  la  men- 
cionada certificación:  que  la  finca  de  que  se  trata  consta  de  68.480  pies 
de  terreno  ocupado  por  edificaciones  y  de  21.960  pies  sin  edificar,  los 
cuales  forman  la  zona  exterior  de  la  misma;  que  dicha  subasta  se  cele- 
bró con  la  condición  de  que  se  verificaría  al  contado  el  pago  del  precio 
de  los  68.480  pies  de  terreno  que  resultan  inscritos  en  el  Registro  y  el 
de  los  construcciones  existentes  en  él,  y  que  el  precio  del  terreno  que 
comprende  la  zona  de  servicio  de  la  finca,  que  todavía  no  se  hallan 
inscritos  en  dicho  Registro,  se  satisfaría  dentro  de  los  quince  diaa' 
siguientes  á  la  rectificación  de  la  medida  de  la  finca,  estipulándose:  pri- 
mero, el  Sr.  Marqués  de  Zafra,  como  duefio  de  la  totalidad  de  la  fin- 
ca, estará  facultado  para  practicar  extrajudicial  ó  judicialmente  el  des- 
linde de  la  misma,  así  como  para  hacer  cuanto  sea  preciso  hasta  obtener 
la  rectificación  de  la  actual  inscripción  de  la  finca  en  el  Registro  de  la 
propiedad.  £1  importe  de  todos  los  expresados  gastos,  costas  y  respon- 
sabilidades, serán  de  abono  al  comprador  al  satisfacer  éste  el  precio  del 
terreno  que  comprende  la  zona  de  servicio  de  las  actuales  edificaciones 
que  aun  no  se  halle  inscrita;  segundo,  luego  que  se  haya  practicado  el 
deslinde  de  la  finca  y  éste  se  halle  inscrito  en  el  Registro  de  la  propie- 
dad, se  rectificará  la  medición  de  la  zona  de  servicio  de  las  actuales 
construcciones: 

Resultando  que  esta  Dirección  general  acordó,  para  la  debida  ine- 
TOMO  91  25 
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tracción  del  expediente,  qne  el  Begietrador  de  la  propiedad  informaae 
con  referencia  á  lo  qne  reenltase  de  loe  libroe  del  Registro  eobre  loe  ex- 
tremos signientes:  primero,  si  la  zona  de  servicio  de  21.060  pies  de  te- 
rreno sin  edificar  qne  se  menciona  en  la  inscripción  12,  de  la  finca  nú- 
mero  2491  del  cuartel  segando  del  suprimido  Registro,  obrante  al  folie 
56  del  tomo  882  antiguo,  se  halla  inscrita  á  favor  de  personas  distintas 
de  los  causantes  del  expresado  Marqués;  segundo,  si  D.  Enrique  y  Dofia 
Josefa  Jaime  y  Bosque,  D.  Marcos  Surjo  y  Bosque,  el  Ayuntamiento  de 
Madrid,  D.  Antonio  Aguirre,  D.  Tomás  Lamarca,  D.  Ramón  Mormlee 
Talayera,  D.  Eduardo  Qómez  Zubiria,  D.  Manuel  y  D.  Ramón  Lópea 
Quiroga  y  D.  Jerónimo  Rodríguez  Tagüe,  que  fueron  citados  para  el 
deslinde  de  la  totalidad  de  la  finca  y  de  dicha  zona  de  servicio,  aparece 
que  sean  duefios  de  fincas  colindantes  con  la  expresada  zona: 

Resultando  que  el  referido  Registrador  informó:  primero,  qne  es  de 
todo  punto  imposible  determinar  de  una  manera  concreta  si  la  zona  de 
servicio  de  que  se  trata  aparece  ó  no  inscrita  á  favor  de  persona  algnna, 
por  desconocer  la  situación  y  linderos  de  la  misma,  y  porque,  aunque 
se  conocieran  estos  datos,  no  podría  afirmarse  de  un  modo  categórico 
aquel  extremo,  toda  vez  que  puede  suceder  que  dicha  zona  se  halle  for- 
mando parte  de  otra  ú  otras  fincas,  y  en  este  caso  se  haría  imposible  sa 
identificación;  segundo,  que  según  resulta  del  índice  de  personas  y  del 
examen  del  Registro,  todas  las  personas  que  se  citan  en  el  precedente 
acuerdo,  menee  B.  Enrique  y  Dofia  Josefa  Jaime  y  Bosque,  D.  Blarcoe 
Surjo  y  Bosque  y  el  Ayuntamiento  de  Madrid,  son  ó  han  sido  duefios  de 
fincas  colindantes  con  la  del  Marqués  de  Zafra,  y  en  donde  se  dice  qne 
existe  la  expresada  zona  de  servicio,  pues  los  citados  D.  Enrique  y  Dofia 
Josefa  no  consta  que  fueran  duefios  de  otra  finca  qne  la  vendida  al  pro- 
pio Marqués;  tercero,  que  para  mayor  ilustración  ponía  en  conocimiento 
de  este  Centro  directivo  qne  de  los  antecedentes  del  Registro  resultaba: 
que  cuando  Dofia  Josefa  del  Villar  adquirió  por  título  de  compra  la  tie- 
rra de  donde  procede  la  finca  del  Marqués  de  Zafra,  tenía  dicha  tierra 
una  superficie  de  una  fanega,  ó  sean  44.100  pies,  poco  más  ó  menos,  y 
qne  al  fallecer  esta  sefiora  en  IS  de  Agosto  de  1862,  su  heredero  D.  Juan 
Jaime  Villar  presentó  en  el  Registro  una  relación  jurada,  por  virtud  'le 
la  cual  inscribió  á  su  favor  dicha  finca  con  la  superficie  de  75.767  píes 
9  pulgadas,  ó  sean  31.657  pies  y  9  pulgadas  más  de  lo  que  había  adqui- 
rido su  causante:  que  en  su  virtud,  D.  Tomás  Chacón  y  Publicóla,  Mar- 
qués de  Salinas,  como  poseedor  de  los  Mayorazgos  fundados  por  Dofia 
Mencía  Ortiz  y  D.  Juan  Negrete,  entabló  pleito  civil  ordinario  contra  el 
expresado  D.  Juan  Jaime  Villar,  como  heredero  de  Dofia  Josefa  del  Vi- 
llar, sobre  reclamación  de  la  superficie  de  22.050  pies  que  resultabui 
enclavados  en  la  finca  de  éste,  y  pertenecían  al  citado  Mayorazgo,  con- 
denándose por  medio  de  un  lando  arbitral,  después  de  seguido  el  pleito 
por  todos  sus  trámites,  á  D.  Juan  Jaime  Villar  á  que  restituyese  á  dicho 
Mayorazgo  los  22.050  pies  que  le  reclamaba,  los  cuales  fneron  segrega- 
dos de  la  finca  en  cuestión  é  inscritos  á  favor  de  éste,  quedando,  por 
tanto,  reducida  su  superficie  á  53.707  pies  y  9  pulgadas  (9.607  pies  y  9 
pulgadas  más  que  lo  adquirido  por  su  madre): 

Vieto  el  art.  20  de  la  ley  Hipotecaria  y  las  Resoluciones  de  esta  Di- 
rección de  14  de  Marzo  de  1876  y  7  de  Septiembre  de  1880: 

Considerando  qne  habiéndose  inscrito  á  favor  de  D.  Diego  de  Baba- 
monde,  Marqués  de  Zafra,  en  virtud  de  la  escritura  de  venta  de  31  de 
Diciembre  de  1881,  una  finca  urbana  de  53.430  pies  de  extensión  super- 
ficial, y  habiéndose  expresado  en  este  documento  qne  los  otros  21.960 
pies  sin  edificar  que  constituían  la  zona  de  servicio,  qne  también  se 
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Tendían,  no  estaban  inscritoe,  y  no  hallándose  en  contradicción  esta 
añrmaoión  con  los  asientos  del  Registro,  según  informa  el  Registrador, 
ea  evidente  qne  mientras  dicha  zona  no  se  inscriba  á  nombre  de  los  Ten- 
dedores no  poede  practicarse  la  inscripción  de  la  misma  á  favor  del 
comprador,  qne  es  lo  qne  se  pretende  en  el  presente  recurso,  conforme  á 
lo  dispneeto  en  el  art.  20  de  la  ley  Hipotecaria  y  á  la  doctrina  consig- 
nada en  las  Resolnoiones  de  este  Centro  de  14  de  Mano  de  187G  y  7  de 
Septiembre  de  1880,  toda  ves  que  la  expresada  lona  excede  con  mucho 
de  la  quinta  parte  de  la  cabida  total  que  aparece  inscrita  en  el  Registro: 
Considerando  qne  las  actas  de  deslinde  judicial  practicado  á  instan- 
cia del  referido  comprador,  en  virtud  de  las  facultades  que  para  ello  le 
íneron  conferidas  expresamente  en  la  mencionada  escritura,  y  que  ha 
presentado  en  el  Registro  al  efecto  de  que  se  practique  á  su  nombre  la 
•nsodicha  inscripción,  no  son  bastante  por  si  solas  para  este  efecto, 
porque  es  necesario  que  se  extienda  previamente  la  inscripción  de  ad- 
qnisidón  del  dominio  ó  de  la  posesión  de  los  terrenos  deslindados  á  fa- 
Tor  de  los  vendedores  en  virtud  de  los  correspondientes  títulos  escritos 
de  dominio  ó  de  los  supletorios  de  dicho  dominio  qne  se  hallen  adorna- 
dos de  los  requisitos  establecidos  en  el  tít.  14  de  la  expresada  ley,  qne 
•on  los  adieos  que  pueden  inscribirse  en  el  Registro  en  defecto  de  los 
]uri meros,  puesto  que  las  mencionadas  actas,  si  bien  son  documentoa 
anténticos,  sólo  acreditan  la  determinación  de  los  límites  de  la  finca 
entre  los  dnefios  de  las  fincas  colindantes,  pero  no  justifican  la  legíti- 
ma adquisición  del  dominio  de  la  misma,  ni  demuestran,  por  consi- 
gniente,  que  los  vendedores  la  hubieran  adquirido  por  título  alguno  sin- 
gular ó  universal: 

Considerando  que  esta  justificación  es  tanto  más  necesaria  en  el  pre- 
sente caso,  cuanto  que,  según  los  antecedentes  del  Registro,  fueron  se- 
gregados anteriormente  de  la  finca  de  que  se  trata  22.050  pies  (medida 
equivalente  á  la  de  la  sona  de  servicio  deslindada),  y  que  por  esta  razón 
quedó  reducida  la  superficie  de  dicha  finca  á  68.707  pies,  que  es  con 
corta  diferencia  la  superficie  que  se  hallaba  inscrita  á  favor  de  los  ven- 
dedores, y  la  que  se  inscribió  á  nombre  del  comprador  y  recurrente  me- 
diante la  citada  escritura  de  venta  de  31  de  Diciembre  de  1881: 

Esta  Dirección  general  ha  acordado  que  no  ha  lugar  á  inscribir  á  fa- 
vor del  expresado  comprador  y  recurrente  D.  Diego  de  Bahamonde,  Mar- 
qués de  Zftfra,  los  referidos  21.960  pies  de  terreno  mientras  no  se  ins- 
criban previamente  á  nombre  de  los  vendedores  los  correspondientes 
títulos  de  adquisición  de  dicho  terreno,  ó  los  que  sean  supletorios  con 
arreglo  al  tít.  14  de  la  ley  Hipotecaria,  en  cuyos  términos  se  confirma  la 
providencia  apelada. 

Lo  que,  con  devolución  del  expediente  original,  comunico  á  V.  I.  á 
loa  efectos  consiguientes.  Dios  guarde  á  V.  I.  muchos  afios.  Madrid  20 
de  Marao  de  1901.=E1  Director  general,  Bienvenido  01iver.=:Sr.  Presi- 
dente de  la  Audiencia  de  Madrid. 

I^üm.  75.-eRACIA  Y  JU8TiCiA.-2l  de  Marzo,  pob.  el  19  de  Abril. 

RBSOLUCrÓN  DE  LA  DIRECCIÓN  GENERAL  DE    LOS  REGISTROS  dejando 

sin  efecto  la  negatii^a  del  Registrador  de  la  propiedad  de  Lugo 
á  inscribir  una  escritura  de  venta. 
Bn  sus  CONSIDERANDOS  86  establece: 

Que  el  usufructuario  puede  oáltdamente  enajenar  loa  bienes  que 
le  fueren  dejados  en  aquel  concepto  cuando  para  ello  le  facultase  el 
testador. 
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limo.  8r.:  En  el  ffeearao  gabeinatiyo  interpuesto  por  Dofta  DoIon» 
Seljns  Femándaí  y  en  msrido  D.  tf«nnel  Bodrignei  VásqnoK  eontra  k 
negatiya  del  Begietrador  de  la  propiedad  de  Logo  á  ineoribir  una  eaori- 
tora  de  venta,  pendiente  en  eete  CÓitro  en  virtud  de  apelación  de  dioho 
Begietrador: 

Resultando  que  en  2S  de  Octul»e  de  1878  otorgaron  testamento  man- 
comunado ante  el  Notario  de  Lago  D.  Manuel  Domingo  Farreirós  los  es- 
posos D.  Ambrosio  Doel  Rodrigues  y  Dofta  Dolores  Seijas  Femáadesi  en 
•1  que  ésta  instituyó  á  aquel  heredero  usufructuarlo,  y  en  propiedad  á 
los  herederos  de  la  misma  que  debieran  sucedería  abiiitestato,  y  el 
D.  Ambrosio  Doel  instituyó  á  su  referida  esposa  heredera  usufructuada 
vitalicia,  ccon  facultades  para  que  en  sus  días  venda  parte  ó  el  todo  de 
la  propiedad,  si  eos  enfermedades,  achaques  y  vejes  la  constituyen  en 
la  necesidad  de  haoerlo  para  atender  á  su  precisa  asistencia,  y  en  enante 
lo  precise  y  nada  más>,  y  por  herederos  en  propiedad,  menos  de  la  parle 
ó  partes  que  haya  vendido  aquélla  durante  sus  días,  en  uso  de  las  üuml- 
tades  concedidas  en  el  párrafo  anterior,  á  los  sobrinos  del  testador,  Ma- 
nnel,  Vicente  y  María  Doel,  y  á  Manuel  Ck>rra,  por  partes  iguales;  pero 
con  la  condición  de  que  si  todos  ó  algunos  de  dichos  herederos  propu- 
siesen reclamación  judicial  contra  la  Doña  Dolores  Seijas  á  pretexto  de 
cuestiones  relacionadas  con  la  herencia,  lee  privaba  de  la  parte  de  ésta 
en  que  les  dejaba  llamados,  é  instituía  á  dicha  su  esposa  heredera  «n 
propiedad  de  las  indicadas  partes: 

Resultando  que  por  fallecimiento  del  expresado  otorgante  le  sucedió 
en  sus  bienes  su  referida  esposa  en  el  concepto  que  queda  expresado;  y 
por  escritura  pública  de  fecha  8  de  Septiembre  de  1900,  que  autorisó  el 
Notario  de  Lugo  D.  Antonio  Neira,  la  propia  interesada,  que  había  con- 
traído nuevas  nupcias,  obrando  con  licencia  de  su  actual  marido  Don 
Manuel  Rodrigues  Váaques,  en  atención,  según  manifiesta  en  dicho  do- 
cumento, á  necesitar  recursos  para  atender  á  su  precisa  asistencia  por 
efecto  de  sus  achaques  y  enfermedades,  y  usando  de  las  facultades  que 
se  le  confirieron  en  el  citado  testamento,  vendió  á  D.  Manuel  Lopes 
Prado,  en  precio  de  6.600  peeetas,  tres  fincas  rústicas,  sitas  en  la  parro- 
quia de  San  Lorenio  de  Alveiros,  extramuros  de  Logo: 

Resultando  que  presentada  esta,  escritura  en  el  Registro  de  la  pro- 
piedad de  dicha  ciudad,  fué  suspendida  6U  inscripción,  «porque  no  se 
demuestra  que  las  enfermedades,  achaques  y  vejes  hayan  constituido  á 
la  vendedora  Dofta  Dolores  Seijas  en  la  necesidad  de  vender,  para  aten- 
der á  su  precisa  asistencia,  el  todo  ó  parte  de  los  bienes  en  que  la  insti- 
tuyó heredera  usufructuaria  D.  Ambrosio  Doel,  condición  de  cuyo  cum- 
plimiento depende  la  facultad  que  para  vender  le  ha  concedido  el  testa- 
dor. Defecto  subsanable>: 

Resultando  que  Dofta  Dolores  Seijas,  con  su  marido  D.  Manuel  Ro- 
drigues Váiques,  interpusieron  recurso  gubernativo  solicitando  se  revo- 
case la  referida  nota  y  que  se  ordenara  la  inscripción  de  dichos  bienes  á 
favor  del  comprador,  exponiendo:  que  aparto  de  que  el  art.  18  de  la  ley 
Hipotecaria  sólo  atribuye  al  Registrador  competencia  para  calificar  la 
legalidad  de  las  formas  extrínsecas  de  las  escrituras,  es  lo  cierto  que  la 
apreciación  de  el  la  vendedora  se  hallaba  en  las  condiciones  de  neceri- 
dad  que  el  citado  testamento  exigía  para  realisar  la  venta  de  los  bienes, 
era  de  incumbencia  propia  y  sólo  cabía  impugnarla  á  los  herederos  en 
propiedad,  y  que  la  escritura  era  inscribible,  sin  otras  trabas  ni  forma- 
lidades, de  acuerdo  con  lo  establecido  por  la  Resolución  de  esta  Direc- 
ción general  de  16  de  Noviembre  de  1876  y  la  jurisprudencia  que  cita 
también  del  Tribunal  Supremo: 
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Besnitando  qae  el  Registrador  de  U  propiedad  eoeÉaiPO  su  eaUílca- 
eión,  alegando:  que  con  arreglo  á  la  orden  de  24  de  Noviembre  de  1874 
y  Beal  decreto  de  S  de  Enero  de  1876,  loe  Begietradore»  deben  calificar 
bajo  en  responeabilidad,  no  sólo  laa  formas  extrínsecas,  sino  taan- 
bien  las  intrínsecas  de  los  doenmenos  snjetos  á  inscripción,  á  más 
de  qoe  en  el  caso  presente  se  trata  únicamente  de  apreciar  U  cap»- 
oidad  de  la  otorgante;  qne  según  el  testamento  de  referencia,  la  fa- 
cultad de  ésta  para  vender  los  bienes  hereditarios  quedó  sujeta  á  ana 
ocmdición  enspensiva,  ó  sea  la  de  qoe  las  enfermedades,  achaques  y 
ipejes  de  la  usufructuaria  la  hiciesen  necesaria,  y  por  tanto,  mien- 
tras estos  hechos  no  se  realicen  no  puede  existir  la  necesidad  de 
€|iie  habla  el  testador;  que  Dofia  Dolores  Seijas  no  había  demostra- 
do la  existencia  de  los  mismos,  apareciendo,  por  el  contrario,  de  la 
naisma  escritura  que  su  edad  no  pasa  de  cuarenta  y  tantos  afios,  y,  s»- 
■^n  las  palabras  del  propio  testamento,  la  vejez  ha  de  concurrir  con  las 
enfermedades  y  achaques  qne  en  el  mismo  se  indican;  que  la  Besoluclón 
de  esta  Dirección  y  sentencias  del  Tribunal  Supremo  citadas  por  la  re- 
currente carecen  en  absoluto  de  aplicación  al  caso  actual,  pues  en  loe 
qne  eran  objeto  de  aquéllas  la  facultad  de  vender  dependía  únicamente 
de  la  necesidad  del  interesado  sin  limitación  alguna,  y  no  de  hechos  po- 
eitivos  que  no  dependen  de  la  voluntad  ni  de  la  apreciación  de  la  vende- 
dora, como  aquí  sucede;  que  los  mismos  recurrentes  vienen  á  confesar 
la  verdad  do  esta  doctrina  al  reconocer  que  los  herederos  en  propiedad 
de  D.  Ambrosio  Doel  pueden  impugnar  la  apreciación  de  la  usufructua- 
ria en  orden  á  las  condiciones  de  la  necesidad  establecida  por  el  testa- 
dor; y  que,  por  consiguiente,  es  indispensable  la  demostración  que  se 
exige  en  la  nota  recurrida  para  que  la  vendedora  resulte  con  facultad 
para  vender: 

Beeultando  que  el  Jues  Delegado  dictó  auto  estimando  la  petición  de 
ia  recurrente  y  mandando  inscribir  la  escritura  objeto  del  recurso,  por 
considerar  que  al  conceder  D.  Ambroeio  Doel  en  el  testamento  relacio- 
nado facultades  á  su  esposa  y  heredera  usufructuaria  vitalicia  Dofia 
Dolores  Seijas  para  vender  parte  ó  el  todo  de  la  propiedad,  si  sus  enfer- 
medades, achaques  y  vejes  la  constituyen  en  la  necesidad  de  hacerlo 
para  atender  á  su  precisa  asistencia,  no  sometió  á  ia  apreciación  de  tal 
necesidad  á  ningún  criterio  distinto  del  de  la  interesada,  y  que,  en  sn 
consecuencia,  la  Dofia  Dolores  Seijas  pudo  enajenar  los  bienes  que  cons- 
tan de  la  escritura  de  venta,  ya  por  lo  expuesto  ó  ya  atendiendo  á  que. 
la  reclamación  que  en  contrario  pudiera  interponerse  produciría  el  efec- 
to, por  declaración  expresa  del  testador,  de  convertir  en  propietaria  á  la 
Qsufructuaria: 

Resultando  que  apelado  dicho  auto  por  el  Registrador,  fué  confirmado 
por  el  Presidente  de  la  Audiencia,  por  estimar  que  para  determinar  si  la 
vendedora  estaba  antorisada  para  la  venta  de  Iss  fincas  cuya  inscripción 
•e  ha  negado,  es  preciso  fijar  el  espíritu,  no  sólo  de  la  cláusula  en  qne 
se  le  instituye  heredera  usufructuaria,  sino  también  de  la  en  que  se  dis- 
pone de  la  nuda  propiedad  de  las  mismas;  qne  si  examinada  aislada- 
mente la  primera  pudiera  quisa  ofrecer  alguna  duda  acerca  de  si  la  in- 
tención del  testador  había  sido  subordinar  ia  facultad  que  al  heredero 
usufructuario  se  le  otorgaba  de  vender,  en  el  caso  en  que  le  fuera  pre- 
ciso hacerlo,  de  tal  manera  que  oonstituyeran  las  mismas  una  verdadera 
condición  suspensiva,  cuyo  cumplimiento  había  que  acreditar,  esta  duda 
se  desvanece  totalmente  al  relacionar  la  citada  cláusula  con  la  otra  del 
mismo  testamento,  por  la  cual  se  prohibe  á  los  herederos  en  propiedad 
hacer  reclamación  de  ningún  género  contra  la  Dofia  Dolores,  privando- 
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leSy  c«flo  de  que  éntas  tuvieran  efecto,  de  la  fiarte  de  herencia  en  los  que 
A  ella  aon  llamadoa  é  institoyendo  á  la  Dofia  Dolores  propietaria  en  di- 
chas partes,  pues  atendida  tal  prohibición,  es  íorioeo  deducir  que  nin* 
gana  otra  limitación  ha  querido  sefialar  el  testador  al  heredero  usufruo- 
tnario  que  las  nacidas  de  la  necesidad  de  vender,  necesidad  por  él  libre- 
mente apreciada;  que  anulada  con  tal  prohibición  por  parte  del  testador 
la  única  garantía  que  los  herederos  en  propilsdad  tenían  contra  el  abuso 
de  la  facultad  de  vender  concedida  al  usufructuario,  es  lógico  interpre- 
lar  la  voluntad  del  testador  en  el  sentido  de  que  éste  ha  querido  dejar  A 
la  libre  apreciación  de  la  heredera  usufructuaria  la  necesidad  de  la  ven- 
ta, sin  otras  restricciones  ni  más  trabas  que  las  que  á  la  misma  sefialara 
BU  propia  conciencia;  y  que  aunque  dejara  de  hacerse  la  inscripción  de 
dicha  venta,  el  resultaído  sería  quedar  la  propiedad  de  las  fincas  en  una 
situación  incierta  é  insegura,  contraria  al  pensamiento  que  informa  la 
ley  en  este  punto: 

Besultando  que  al  apelar  el  Registrador  de  la  propiedad  del  anterior 
acuerdo,  amplió  los  rasonamientos  que  tenía  expuestos  en  apoyo  de  su 
nota,  alegando:  que  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  art.  676  del  Código 
civil,  toda  disposición  testamentaria  debe  entenderse  en  el  sentido  lite- 
ral de  sus  palabras,  á  no  ser  que  aparezca  claramente  que  fué  otra  la. 
voluntad  del  testador,  y  que  la  cláusula  en  que  D.  Ambrosio  Doel  nom- 
bró heredera  usufructuaria  á  su  esposa  Doña  Dolores  Seijas,  facultán- 
dola para  vender  en  los  casos  que  la  misma  determina,  por  sus  término» 
claros  y  precisos  no  necesite  Interpreteción,  ni  se  preste  á  duda  de  nin- 
guna clase;  que  huelga,  por  Unto,  el  combinar  dicha  cláusula  con  la 
otra  relativa  ala  prohibición  á  los  herederos  propietarios  de  enteblar 
reclamación  judicial  contra  la  usufructuaria,  cuyo  alcance  es  dudoso,, 
cuando  menos,  para  destituir  las  palabras  en  aquélla  usadas  del  valor 
que  les  concede  su  sentido  literal;  que  la  condición  resolutoria  á  que  el 
testedor  sometió  el  nombramiento  de  herederos  propietarios,  prohibién- 
doles proponer  contra  la  usufructuaria  reclamación  judicial  que  haga 
relación  á  la  herencia  del  testedor,  no  se  opone  al  tenor  literal  de  laa 
palabras  por  las  cuales  concedió  á  aquélla  la  faculted  de  vender;  que 
aunque  así  no  fuere,  no  podrían  tempoco  interpreterse  ambas  cláusulas 
en  el  sentido  de  que  el  testador  dejara  á  la  libre  apreciación  de  su  esposa 
la  necesidad  de  la  vente,  sin  más  trabas  que  las  que  le  sefialara  su  pro- 
pia conciencia,  por  ser  una  de  las  primeras  reglas  de  interpretación  ea 
este  materia,  que  debe  reputarse  ésta  como  contraria  á  la  voluntad  del 
testador  cuando  por  virtud  de  la  misma  resulte  destituida  de  todo  electo 
una  cláusula  ó  palabra  importante  del  testamento,  y  en  este  caso  resul- 
taría que  carecían  de  valor  las  palabras  empleadas  por  el  testador  para 
hacer  patente  su  voluntad  de  que  la  usufructuaria  no  vendiese  más  que 
en  un  caso  dado;  que  si  se  estimase  que  los  herederos  propietarios  na 
podían  entablar  contra  la  usufructuaria  reclamación  alguna  ni  aun  para 
pedir  que  se  cumpla  el  testamento,  tal  institución  no  les  concedería  más 
que  un  derecho  irrisorio,  constituyendo  solamente  una  recomendación 
A  la  liberalidad  de  la  usufructuaria,  y  en  este  caso  quedaría  sin  valor  n^ 
efecto  alguno  gran  parte  del  testamento,  aparte  de  que  si  D.  Ambrosio 
Doel  hubiese  querido  dejar  la  herencia  á  La  libre  disposición  de  Dofia 
Dolores  Seijas,  lo  hubiera  dicho  claramente  y  no  se  hubiera  ocupado  en 
Instituir  herédelos  propietarios  ni  en  fijar  las  condiciones  en  que  la  usu- 
fructuaria pudiera  vender;  que  la  prohibición  á  los  herederos  de  entablar 
feclamaciones  judiciales,  A  no  ser  establecida  de  una  manera  muy  espe- 
cial y  concreta,  no  alcansa  á  impedir  que  se  pida  el  cumplimiento  de  la 
voluntad  del  testador,  según  se  deduce  de  U  sentencta  del  Tribunal  8a- 
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pnmo  de  21  de  Enero  de  1887»  y  qae  en  el  eaao  de  que  ee  trata  ni  ann  la 
mi«ma  Dofia  Doloree  Seijae  dio  tal  alcance  á  la  prohibición  impuesta  á 
loe  herederos  propietarios,  paes  en  el  escrito  de  interposición  de  este  re- 
carao reconoce  expresamente  que  tienen  derecho  á  impugnar  la  aprecia- 
ción que  la  misma  luciera  de  las  condiciones  que  se  le  impusieron  para 
Tender: 

Vistas  las  sentencias  del  Tribunal  Supremo  de  1.^  de  Julio  de  1871, 
I  de  Febrero  de  1892  y  22  de  Febrero  de  1897,  y  la  Resolución  de  esta 
Dirección  de  16  de  Noviembre  de  1876: 

Considerando  que  D.  Ambrosio  Doel,  en  el  testamento  que  otorgó 
con  fecha  22  de  Octubre  de  1878,  nombró  heredera  usufructuaria  de  sus 
bienes  á  su  mujer  Dofia  Dolores  Seijas  Fernándes,  con  facultad  de  ven- 
der el  todo  ó  parte  de  ios  mismos,  si  sus  enfermedades,  achaques  y  vejes 
la  constituían  en  la  necesidad  de  hacerlo,  sin  imponerle  la  obligación  de 
Justificar  tal  necesidad,  ni  exigir  la  intervención  de  los  herederos  propie- 
tarios, ni  sefialar  ninguna  otra  condición  á  la  que  hubiera  de  subordinar 
•1  ejercicio  de  la  facultad  expresada: 

Ck>nsiderando  que  atendidos  los  términos  de  dicha  autorización,  es 
lógico  interpretarla  en  el  sentido  de  que  la  apreciación  de  los  motivos  ó 
causa  que  determinen  la  necesidad  de  vender  parte  ó  todo  de  los  refe- 
ridos bienes,  es  de  propia  y  exclusiva  apreciación  de  la  citada  heredera 
usaíructnaria,  sin  otros  requisitos  ó  formalidades: 

Considerando  que  confirma  ann  más  haber  sido  ésta  la  voluntad  del 
testador,  el  contenido  de  otras  cláusulas  del  miemó  testamento,  y  espe- 
ci»lmente  de  la  de  institución  de  herederos  en  propiedad,  puesto  que  en 
elU  hace  expresa  excepción  de  la  parte  ó  partes  que  hubiese  vendido  su 
viada,  en  uso  de  las  facultades  que  le  concedía,  y  ordena  de  un  modo 
expreso  y  terminante  que  si  dichos  herederos  interponían  reclamación 
judicial  contra  esta  última  á  pretexto  de  cuestiones  relacionadas  con  la 
herencia,  quedaban  privados  de  la  parte  de  la  misma  que  les  dejaba, 
instituyendo  á  su  referida  esposa  heredera  en  propiedad  de  dicha  parte; 
porque  semejantes  disposiciones  revelan  de  una  manera  clara  y  evidente 
la  voluntad  del  testador  de  dejar  al  arbitrio  de  la  usufructuaria  el  ejer- 
cicio de  la  facultad  que  le  concedió  de  vender  los  bienes  que  queda- 
sen á  su  fallecimiento  para  atender  á  sus  enfermedades,  achaques  y 
▼efes: 

Considerando  que  en  este  supuesto  ha  podido  válidamente  enajenar  la 
expresada  Dofia  Dolores  Seijas  los  inmuebles  comprendidos  en  la  escri- 
tura de  8  de  Septiembre  de  1900,  la  cual  no  adolece,  por  tanto,  del  de- 
fecto que  le  atribuye  el  Registrador; 

Esta  Dirección  general  ha  acordado  confirmar  la  providencia  ape- 
lada. 

Lo  qae,  con  devolución  del  expediente  original,  comonico  á  V.  I.  á 
los  electos  consiguientes.  Dios  guarde  á  V.  I.  muchos  afios.  Madrid  21 
de  Mano  de  IMl.— El  Director  general,  Bienvenido  Oliver.— Sr.  Presi- 
dente de  la  Audiencia  de  la  Corufia. 


H^van.  7e.-TRIBUNAL  8UPREM0.-22  de  Marzo, 
pub.  el  8  de  AbrIL 

Casación  por  infracción  de  ley.— Puyo  de  eon^scted.— Sentencia 
declarando  no  haber  lu^ar  al  recurso  interpuesto  por  D.  José 
López  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de 
la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  D.  José  Alvarez. 
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En  SUS  C0NSIDIRAND06  se  establece: 

Que  la  mera  eireunstaneia  de  que  el  acreedor  no  reclame  el  eum- 
pUmiento  delaobUgaetón  inmediatamente  que  ésta  vence  y  la  de  que 
retrase  máe  ó  menos  el  ejercicio  de  eu  acción,  no  signiñca  ni  retma 
la  intención  de  conceder  al  deudor  prórroga  alguna: 

Que  entendiéndolo  asi  la  Sala  aenteneiadora  y  condenando  al  fia- 
dor al  pago  de  la  deuda,  no  infringe  el  art,  1851  del  Código  dvil^  ya 
que,  según  el  1847,  la  obligación  del  ñador  se  extingue  al  mismo 
tiempo  que  la  del  deudor  y  por  las  mismas  causas  que  las  demás 
obligaciones',  y  que  conforme  al  núm.  4.^  del  1843y  cuando  la  deuda 
ha  llegado  á  hacerse  exigible,  puede  el  ñador,  aun  antes  de  heéer 
pagado,  proceder  contra  el  deudor  principal. 


En  la  yilla  j  corte  de  Madrid,  á  23  de  Mano  de  1901,  en  el  pleito  se- 
gaido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Centro  y  en 
la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  misma  corte  por  Doñ 
José  Alvares  j  Alvares,  empleado  cesante,  vecino  de  Betansos,  con 
D.  José  Lopes  Sánches,  cesante  también,  yecino  de  Badajos,  sobre  pago 
de  cantidad  en  el  concepto  de  fiador;  pendiente  ante  Nos,  en  virtud  de 
recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  el  Procurador 
D.  Federico  del  Río  j  Lopes,  bajo  la  dirección  del  Letrado  D.  Eduardo 
García  Cáscales,  sustituido  después  por  su  compafiero  D.  Luis  Marto- 
rell  7  Rovira  de  Casellas: 

Resultando  que  con  fecha  en  esta  corte  á  9  de  Mayo  de  1894  suscribió 
D.  José  Paz  un  pagaré  á  la  orden  de  D.  José  Alvares  y  Alvares,  por  la 
cantidad  de  6.000  pesetas,  recibidas  del  mismo  con  vencimiento  al  dfa  9 
de  Mayo  de  1806,  autoriaado  además  por  D.  José  Lopes  Sánches  como 
fiador  responsable  á  su  pago: 

Resultando  que  en  11  de  Mayo  de  1896  solicitó  el  acreedor  D.  José  Al- 
vares y  Alvares,  con  presentación  de  dicho  pagaré,  el  embargo  preven- 
tivo de  los  bienes  del  deudor  D.  José  Paz,  y  decretado  por  auto  del  Jues 
del  distrito  del  Centro  de  esta  corte  de  17  del  mismo  mee,  no  pude  lle- 
gar á  realizarse  por  ignorarse  el  domicilio  del  deudor: 

Resultando  que  en  81  de  Mayo  de  1897  pidió  D.  José  Alvares,  con  el 
fin  de  preparar  la  acción  ejecutiva,  el  reconocimiento  de  las  firmas  del 
pagaré  por  el  deudor  D.  José  Pas  y  el  fiador  D.  José  Lopes  Sánches,  re- 
conociendo el  primero  la  suya,  y  manifestando  el  segundo  que  existían 
algunas  diferencias  entre  su  firma  y  rúbrica  y  las  que  se  veían  en  el  pa- 
garé, por  cuyo  motivo,  y  porque  no  recordaba  haber  firmado  en  Madrid 
desde  hacía  más  de  dos  afios  ningún  documento  de  la  índole  del  que  se  le 
presentaba,  no  la  reconocía  como  suya,  sin  que  por  esto  negase  en  abso- 
luto que  lo  fuera: 

Resaltando  que  en  26  de  Noviembre  siguiente  dedujo  D.  José  Alvares 
demanda  ejecutiva  contra  D.  José  Lopes  por  las  6.000  pesetas  del  pagaré, 
intereses  legales  y  costas;  y  despachada  la  ejecución  y  no  habiéndose 
podido  practicar  el  embargo  por  no  haberse  encontrado  bienes  de  nin- 
guna clase  en  que  realizarlo,  proveyó  el  Juzgado  en  26  de  Febrero  de  1898, 
que  no  habiéndose  hecho  embargo  alguno  en  los  bienes  del  deudor,  no 
había  lugar  á  practicar  la  citación  de  remate,  después  de  lo  cual  quedó 
el  juicio  en  tal  estado: 

Resultando  que,  en  su  o<ttlsecuencia,  D.  José  Alvares  y  Alvares  de- 
dujo demanda  civil  ordinaria  contra  el  fiador  P.  José  Lopes  Sánchez 
para  que  le  abonara  el  importe  del  pagaré  susodicho,  con  los  intereses 
legales  y  las  costas,  haciendo  relación  de  los  hechos  expuestos,  é  indi- 
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««imIo  en  ellos  qne  llegado  el  yencimlento  de  la  obligación  ni  el  deodor 
principal  ni  el  fiador  pagaron,  j  resultaron  inútiles  cuantas  gestiones 
amistosas  se  pusieron  en  juego  para  obtener  el  cobro: 

Resnltando  que  D.  José  L6pes  Sanchos  contestó  la  demanda  pidiendo 
qve  se  le  absolviera  de  ella,  con  imposición  al  demandante  de  perpetuo 
•lleBsio  j  pago  de  costas,  alegando  al  efecto:  que  ignoraba  si  con  el  deu- 
dor principal  D.  José  Pas  practicaría  el  demandante  las  gestiones  amis- 
tosas de  qne  hablaba  para  obtener  el  cobro;  pero  lo  que  sí  podía  asegu* 
rmr  era  que  el  alegante  nunca  dijo  un«  palabra  ni  le  requirió  en  forma 
mlgvna  para  que  le  pagara;  y  que  aparte  de  que  no  estaba  muy  claro  el 
hecho  de  que  saliera  fíiáor  de  D.  José  Pas,  aun  suponiendo  que  asi  fuera, 
resnllaria  exento  de  tal  obligación  por  no  habérsele  dicho  una  palabra 
del  asunto,  ni  en  la  época  del  yencimlento,  ni  durante  el  tiempo  que  me* 
dio  desde  éste  hasta  el  23  de  Julio  de  1897  en  que  el  demandante  pidió, 
7  obtUTO,  el  reconocimiento  de  las  firmas  del  pagaré,  ni  en  ninguna  de 
las  ocasiones  en  que  se  debe  dar  cuenta  al  fiador  de  la  falta  de  pago  por 
parte  del  deudor  principal,  por  cuanto  el  art.  1861  del  Código  civil  dis- 
pone que  la  prórroga  concsdida  al  deudor  por  el  acreedor  sin  el  consen- 
timiento del  fiador  extingue  la  fianza,  y  era  evidente  que  aparecía  con- 
cedida esa  prórroga  desde  el  momento  en  que  vencida  la  obligación  en  9 
de  Mayo  de  1896,  no  se  puso  en  práctica  procedimiento  alguno  por  Don 
Jo«é  Alvares  hasta  el  38  de  Junio  de  189T,  en  que  pidió,  y  obtuvo,  el  re- 
'ccmocimíento  de  firma;  no  teniendo  conocimiento  de  esta  prórroga  el  de- 
mandado, por  lo  cual  no  pudo  prestarle  su  consentimiento: 

Besultando  que  el  demandante  replicó  insistiendo  en  su  demanda  y 
«n  la  afirmación  hecha  en  ella  de  que  practicó  gestiones  amistosas  para 
obtener  el  cobro  del  pagaré;  afiadiendo  en  contestación  á  la  alegación  del 
demandado  de  que  estaba  exento  de  la  obligación  contraída  como  fiador 
por  no  habérsele  dado  cuenta  de  la  falta  de  pago  del  deudor  principal, 
qtoe  lo  único  que  podía  haber  exigido  era  que  se  hiciese  excusión  de  los 
bienes  del  deudor,  y  esto  ya  se  había  efectuado;  y  evacuado  por  D.  José 
Lopes  el  trámite  de  duplica  reproduciendo  lo  pedido  y  alegado  en  el  de 
contestación,  se  recibió  el  pleito  á  prueba  y  utilisó  el  trámite  la  parte 
demandante  tan  sólo  con  prueba  documental  relativa  á  las  diligencias 
preparatorias  de  ejecución  contra  D.  José  López,  practicadas  en  Mayo 
de  1896,  y  pericial  para  el  reoonociftiiento  de  la  firma  puesta  por  D.  José 
Lopes  Sánchea  en  el  pagaré: 

Besultando  que  el  Juzgado  de  primera  instancia  dictó  sentencia,  y 
apelada  por  D.  José  López  Sánchez,  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  esta  corte  la  confirmó  en  19  de  Mayo  de  1900,  condenándole 
á  que,  como  fiador  responsable  de  D.  José  Paz  y  López,  pague  á  D.  José 
Alvares  y  Alvarez,  en  el  término  de  quinto  día,  á  contar  desde  que  la 
sentencia  sea  firme,  la  cantidad  de  6.000  pesetas,  importe  del  pagaré  de 
9  de  Mayo  de  1894,  con  los  intereses  legales  desde  la  reclamación  judi- 
cial, y  todas  las  costas  del  pleito: 

Besultando  que  D.  José  Lopes  Sánchez  interpuso  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley,  citando  como  infringido  el  art.  1861  del  Código  ci- 
vil, que  no  distingue  entre  la  prórroga  expresa  y  la  tácita,  y  no  se  ha  te- 
nido en  cuenta  en  la  sentencia  recurrida  para  eximir  al  recurrente  de  la 
obligación  de  afianzar  la  contraída  con  D.  José  Paz  López  para  con  Don 
José  Alvarez  y  Alvarez,  no  obstante  estar  comprobado  en  autos  que  desde 
«1  O  de  Mayo  de  1896,  en  que  la  obligación  venció,  hasta  el  12  de  Febrero 
de  1897,  no  fué  requerido  de  pago  el  recurrente,  ni  judicial  ni  extra judi- 
einlmente,  ni  en  la  fecha  del  voDcimiento  del  pagaré  le  fué  protestado, 
ni  se  le  notificó  la  falta  de  pago  por  el  deudor  principal;  revelando  y  de- 
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terminando  la  omisión  de  dichoe  actoe  la  extinción  de  la  obligaetón  en  el 
recarrente,  puee  al  no  abonarse  el  pagaré  por  D.  Joeé  Pasen  el  día  de  sa 
Tencimiento,  9  de  Mayo  de  1896,  debió  requerirse  de  pago  al  fiador,  para 
poder  éste  u  ti  Usar  el  beneficio  de  excnsión,  pues  no  es  indiferente  qne 
esa  reclamación  se  hiciese  en  nna  ú  otra  época,  porque  los  plasos  no  se 
conceden  en  beneficio  exclusivo  del  acreedor;  con  lo  cual  queda  cumplí* 
demente  justificada  la  prórroga  tácita  concedida  al  deudor  principal  sin 
el  consentimiento  ni  aun  el  conocimiento  del  fiador. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Tomás  Gúdal: 

Considerando  que  el  Tribunal  sentenciador  no  ha  cometido  la  infrac- 
ción del  art.  1861  del  Código  civil,  porque  la  mera  circunstancia  de  que 
el  acreedor  no  reclame  el  cumplimiento  de  la  obligación  inmediatamente 
que  ésta  vence  y  la  de  que  retrase  más  ó  menos  el  ejercicio  de  su  acción, 
no  significa  ni  revela  la  intención  de  conceder  al  deudor  prórroga  alguna, 
ya  que  según  el  1847  la  obligación  del  fiador  se  extingue  al  mismo  tiempo 
que  la  del  deudor,  y  por  las  mismas  causas  que  las  demás  obligaciones, 
y  que  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  núm.  4.^  del  1843,  cuando  la  deuda 
ha  llegado  á  hacerse  exigible,  puede  el  fiador,  aun  antes  de  haber  pagado, 
proceder  contra  el  deudor  principal; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  D.  José  Lopes 
Sánches,  á  quien  condenamos  al  pago  de  las  costas,  y  para  en  su  caso  al 
de  la  cantidad  que  por  rasón  de  depósito  debió  constituir,  que  se  distri- 
buirá coa  arreglo  á  la  ley;  y  librese  á  la  Audiencia  de  esta  corte  la  cer- 
tificación correspondiente,  con  devolución  del  apuntamiento  que  ha  re- 
mitido. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Oaeeta 
é  insertará  en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las 
copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=Jo8é  de 
Aldecoa.=José  de  6arnica.=FranGisco  Toda.=:£nriqoe  Lassós. — Joli- 
quin  Qonsálex  de  la  Pefta.=Pedro  Lavín.=Tomás  Gúdal. 

Publicación.=Lelda  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Excmo.  6r.  D.  Tomás  Gúdal,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  cele- 
brando audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  que  cer- 
tifico como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  22  de  Marzo  de  1901.=Lieenciado  Jorge  Martines. 


X7iim.  77.-TRIBUNAL  SUPREMO.— 22  ds  Marzo,  pab.  si  8  <•  AbHI. 

Casación  por  infracción  de  LEY.^Entrega  de  6¿«iies.— Sentencia 
declarando  haber  lugar,  en  parte,  al  recurso  interpuesto  por 
D.  Miguel  Lasso  de  la  Vega  contra  la  pronunciada  por  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla,  en  pleito  con  Doña  Guada- 
lupe Lasso  de  la  Vega  y  otros. 
En  sus  coNSioBRANDos  86  estableco: 

Que  no  »e  da  la  aeeión  reeeieoria  por  cauta  de  lesión  contra  tos 
pactos  adjuntos  á  las  particiones  testamentarias  aprobadas  por  ku 
partes  interesadas: 

Que  infringe  los  arts.  1281  y  1283  del  Código  doil,  la  senieñeia 
que  no  interpreta  rectamente  los  términos  de  un  contrato: 

Que  extinguido  el  usuJructo  establecido  por  el  testador  en  favor 
de  su  üiuda^  carece  ésta  de  aeeión  y  derecho  para  oponerse  á  que  los 
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bienes  usufructuados  se  dividan  entre  los  herederos  designados  por 
el  mismo  testador  eomo  únicos  interesados  en  tal  división: 

Que  si  bien  es  cierto  que  en  el  caso  de  haber  pluralidad  de  testa- 
mentos otorgados^  con  prevención  de  que  subsistan  los  anteriores  en^ 
cuanto  á  ellos  no  se  opongan  los^  posteriores,  cabe  la  posibilidad  de 
que  lo  dispuesto  en  un  testamento  resulte  derogado  tácitamente  por 
otro  posterior,  preciso  es  que  entre  la  disposición  que  se  suponga  de- 
rogada y  aquella  otra  á  la  cual  se  atribuya  ia  virtud  de  revocar,  exista 
oposición  verdadera;  siendo  por  ello  manifiesto  que  para  saber  si 
existe  ó  no  esa  oposición,  ha  de  estarse  ante  todo,  como  siempre  que 
se  trate  de  ñjar  cuál  sea  la  voluntad  del  testador,  á  las  reglas  de  in- 
terpretación para  dicho  efecto  establecidas  en  el  art.  6/5  del  Código 
civil: 

Que  para  apartarse  del  sentido  literal  de  las  disposiciones  testa-- 
mentarlas,  es  preciso,  con  arreglo  á  dicho  articulo,  que  aparezca  cla- 
ramente haber  sido  la  voluntad  del  testador  distinta  de  la  que  se 
desprenda  de  sus  palabras. 

En  ia  villa  y  corte  de  Madrid,  á  22  de  Marzo  de  1901,  en  loa  autos  de 
juicio  declarativo  de  mayor  ooantia  segaidoe  en  el  Juagado  de  primera 
inatancia  de  Oarmona  y  ia  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla 
por  D.  Miguel  Lasso  de  la  Vega  de  Quintaniila  de  Madariaga  y  Melga- 
rejo, Marqués  de  las  Torres  de  la  Presea,  vecino  de  Carmona,  propieta- 
tario,  por  sí  y  como  representante  legal  de  sus  iiijos  menores  de  edad 
Dofia  María  del  Carmen,  Dofia  Josefa,  Dofia  Blanca,  Dofia  María  de  Gra- 
cia y  D.  Andrés  Lasso  de  la  Vega  de  Quintaniila,  habiendo  reemplazada 
á  diciio  D.  Miguel,  por  su  fallecimiento  su  viuda  Dofia  María  de  Quin- 
taniila y  Caro,  por  sí  y  en  representación  de  los  mencionados  liijos  do 
ambos  Dofia  María  del  Rosario  de  Solía  y  Desmaissiere,  asistida  de  bu 
marido  D.  Isidoro  Pérea  de  Herrasti  y  Férea  de  Herrasti,  Abo¡;ado,  ve< 
dno  de  Arjona;  D.  Bsíael  Desmaissieres  y  Fariña,  conde  de  Torralba,, 
propietario,  vecino  de  Sevilla,  como  tutor  de  sus  sobrinos  Dofia  María 
Blanca,  Dofia  María  de  Gracia,  D.  Manuel  y  D.  Pedro  de  Solís  de  Des- 
maissieres, de  los  cuales  la  Dofia  María  de  Gracia,  por  haber  llegado  á 
la  mayor  edad,  litiga  por  su  propio  derecho;  Dofia  María  Manuela  de 
Solís  y  Desmaissieres,  de  la  misma  profesión  y  vecindad;  D.  Ricardo  de 
Arjona  y  de  Medina,  militar  retirado,  asimismo  vecino  de  Sevilla,  en  el 
concepto  de  tutor  de  D.  Antonio  y  D.  Ricardo  de  Rojas  y  Solis,  menores 
de  edad,  y  D.  Andrés  Lasso  de  la  Vega  y  Quintaniila  de  Madariaga  y 
Melgarejo,  Conde  de  Casa  Galindo,  también  propietario,  de  la  misma  ve- 
cindad que  los  anteriores,  por  sí,  como  albacea  partidor  de  los  bienes  de 
sa  hermano  D.  José  Lorenzo  y  además  en  calidad  de  administrador  de 
lo  dejado  por  éste  á  sus  sobrinos  menores  de  edad  D.  Antonio  y  D.  Ri- 
cardo de  Rojas  y  Solís,  y  á  causa  del  fallecimiento  de  dicho  Conde  de 
Casa  Galludo  le  ha  reemplazado  D.  Tomás  Ibarra  en  el  concepto  de  i^d- 
ministrador  de  loe  bienes  de  los  menores  Rojas  y  Solís,  contra  Dofia 
Guadalupe  Lasso  de  la  Vega  y  Zayas,  Marquesa  de  Miranda,  asistida  de 
•o  marido  D.  Fausto  Miranda  y  Herráis,  propietario,  de  esta  vecindad^ 
y  D.  José  Lasso  de  la  Vega  y  Zayas,  también  propietario,  vecino  de  Car- 
mona,  sobre  entrega  de  bienes,  nulidad  de  particiones  y  otros  extremos;, 
motos  pendientes  ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley  interpuesto  por  los  demandantes,  á  quienes  representa  el 
Procurador  D.  Manuel  Martín  Vefia  y  Ranero  y  defiende  el  Licenciado 
D.  Antonio  Maura;  catándolo  Dofia  Guadalupe  Lasso  de  la  Vega,  única 
icoorrida  que  se  ha  personado  en  este  Tribunal  Supremo,  por  el  Piocu- 
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rftdor  D.  Lois  Montiel  y  Bonsche  y  el  Lieeneiado  D.  Pedro  Dím  OaagOD: 
Beeultandk)  qae  D.  Joeó  Laaeo  de  la  Vega  de  QalnUiiilla  de  Macla- 
riaga  y  Melgarejo,  Marqnée  de  laa  Torres  de  la  Presea,  y  sa  primera  es- 
posa Dofia  Jaeoba  Gkmsáies  de  Agailar  y  la  Oerda,  Marquesa  de  Oampo 
Verde,  en  2M  de  Enero  de  1S66  otorganm  teetamento  nnncapativo  aat» 
el  Notario  de  Madrid  D.  Miguel  Días  Aréyalo,  en  et  qoe  nombraron  tie- 
rederos  á  los  hijos  qae  pudieran  tener,  y  en  el  caso  de  no  tenerlos  se 
instiUiian  los  otorgantes  matuamente,  dando  valides  á  cualquier  memo- 
ria testamentaria  que  dejasen  escrita;  y  por  la  cláusula  8.*  nombraron 
albaceas  testamentarios,  con  el  carácter  da  contadores  y  liquidadores  y 
la  calidad  de  juntos  é  inaoUdum^  el  uno  al  otro  otorgante,  y  adecoáa  á 
D.  Andrés  Lasso  de  la  Vega,  Conde  de  Gasa-Galindo;  á  D.  Miguel  Laeso 
de  la  Vega  y  Qnintanilla,  á  D.  José  Solis,  Marqués  de  Tablante,  y  A  Don 
Juan  de  Gusmán,  con  amplio  poder  y  facultad  cumplida,  sin  ninguna 
limitación  para  el  apoderamiento  de  bienes,  renta  de  los  necesarios  en 
almoneda  ó  subasta,  ó  prescindiendo  de  ella,  disposición  y  pago  de 
cuanto  se  contenia  en  el  testamento  y  expresar  en  la  Memoria  ó  Memo- 
rias indicadas  si  las  dejasen,  y  práctica  del  inyentario,  avalúo,  Uqnida- 
ción,  partición  y  adjudicación,  por  sí  ó  por  personas  que  nombraren, 
todo  ello  confidencial  y  amigablemente,  pues  prohibían  la  intervención 
judicial  en  los  asuntos  de  las  testamentarías  y  prorrogaban  los  términos 
legales  por  todo  el  tiempo  necesario: 

Resultando  que  el  prenombrado  D.  José  Lorenso  Lasso  de  la  Vega, 
Marqués  de  las  Torres  de  la  Presea,  usando,  según  estpresó,  de  las  fa- 
cultades que  se  había  reservado  en  el  testamento  de  que  se  acababa  ds 
hacer  mérito  y  de  las  que  le  confería  el  Oódigo  civil,  con  fecha  12  de 
Junio  de  1889  autoriaó  otro  ológrafo,  en  el  cual,  después  de  mencicmar 
las  capitulaciones  otorgadas  con  motivo  de  su  matrimonio  con  Dofta  JFa- 
coba  Gonzalos  de  Aguilar  y  la  Gerda,  Marquesa  de  Campo  Verde,  y  de 
hacer  varias  declaraciones,  por  la  cláusula  8.*,  previendo  que  su  citada 
esposa,  por  el  grave  padecimiento  físico  que  le  aquejaba,  no  pudiera  ad- 
ministrar sus  bienes,  le  nombraba  respeotivamente  tutor  y  protutor  á 
D.  Andrés  Lasso  de  la  Vega  y  Qnintanilla,  Conde  de  Casa-Galindo,  y  á 
D.  Pedro  de  Solía  y  Lasso  de  la  Vega,  Marqués  de  Valencina,  releván- 
doles de  prestar  fiansa;  y  dijo  literalmente  en  la  cláusula  10.*:  cOrdeno 
que  desde  el  día  de  mi  fallecimiento  se  entregue  á  D.  José  Cándido 
Verdú  una  pensión  de  12.000  reales  anuales,  pi^f^ada  por  mesadas  de 
1.000  reales  cada  una,  para  que  la  disfrute  con  su  madre  Dofia  Dolores, 
reduciendo  la  pensión  á  6.000  reales  en  el  caso  de  fallecer  el  D.  José 
Cándido»;  en  la  11.*,  cordeno  también  que  si  las  leyes  lo  consienten  y 
él  lo  desea  se  redima  del  servicio  de  las  armas  al  nombrado  D.  José 
Cándido  Verdú»;  en  la  12.*,  cdejo  á  mi  mayordomo  D.  Gregorio  Goma- 
les Libran  y  á  mi  ayuda  de  cámara  Guillermo  Gabela  una  pensión  vita- 
licia de  8  reales  diarios  á  cada  uno  desde  el  día  del  fallecimiento  de  mi 
ya  referida  esposa  y  su  sefiora,  encargando  á  uno  y  otro  que  sirvan  y 
cuiden  á  su  sefiora  durante  todos  los  días  de  la  vida  de  ésta»;  en  la  12.*, 
ciego  á  mi  sobrina  la  sefiorita  Dofia  María  Ghiadalupe  Lasso  de  la  V^pa 
y  Zayas,  á  la  que  hemos  tenido  á  nuestro  lado  y  tratado  y  querido  como 
á  hija,  todos  los  bienes  y  derechos  que  á  mi  fallecimiento  y  de  mi  pro- 
piedad existan  en  la  ciudad  de  Ecija  y  su  termino,  según  constan  en  la 
hijuela  que  se  me  formó  por  fallecimiento  de  mis  sefiores  padres;  le  lego 
también  le  dehesa  llamada  del  Poso  de  los  Santos  ó  El  Coto,  con  case- 
ríos, olivares  tierras  de  labor  y  monte,  todo  esto  en  el  término  de  la 
ciudad  de  Carmona;  le  lego  también  el  caserío  y  molino  llamado  Ha- 
cienda Chica,  próximo  al  caserío  llamado  la  Plata  ó  Hacienda  Qraade, 
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las  casillAs  destinadM  á  Tareroa,  que  tienen  «o  entrada  por  la 
paite  que  mira  al  Snr,  y  para  que  éstaa  no  t^engan  aer^idumbre  ó  serrl- 
elo  de  luces  al  patio  de  la  nombrada  Hacienda  Chica,  se  cerrarán  los 
huecos  de  luces  qne  existan  para  evitar  cuestiones  futuras,  y  la  dicha 
Dolía  Guadalupe  será  duefia  de  los  cuatro  frentes  del  patio  y  de  las  cons* 
tracciones  de  tres  de  sus  lados;  le^  también  á  mi  repetida  sobrina  Dofia 
Quadalope  la  huerta  llamada  de  La  Plata,  con  los  posos  y  serridumbres 
qae  están  fuera  de  ella,  y  en  la  hacienda  de  La  Plata,  los  trances,  cuya 
Büineración,  nombre  y  cabida  es  la  siguiente:  enumera  varios  trances 
de  tierra  y  continua  dicha  cláusula  IB.*;  y  por  último,  le  dejo  de  los 
cuadros  al  óleo  de  mi  propiedad  los  que  le  gusten:  pero  de  éstos  no  podrá 
disponer  durante  los  días  de  la  vida  de  su  sefiora  tía  Dofia  Jacobs;  y  le 
d^o  también  la  casa  en  la  ciudad  de  Carmena,  plaauela  de  Villalobos, 
núm.  9;  todos  los  anteriores  legados  se  los  hago  á  mi  sobrina  Dofia  Gua- 
dalupe Lasso  de  la  Vega  en  propiedad  si  toma  estado  y  tiene  sucesión; 
pero  si  no  la  tiene  {i  teniéndola  fallecieren  sus  hijos  antes  que  ella,  en- 
tcmcee  á  su  muerte  ó  fallecimiento  seguirán  los  legados  el  destino  que 
diré  después,  pues  sólo  los  habrá  tenido  en  usufructo;  encargo  á  mi  di- 
cha sobrina  Dofia  Guadalupe  que  cuide,  atienda  y  acompafie  y  no  se  se- 
puré  de  su  tía  durante  la  vida  de  ésta,  pues  continuando  haciéndolo 
como  hasta  el  día,  nos  dará  nuevas  pruebas  de  carifio  á  su  tía  y  á  mi 
aaemoria;  le  encargo  muy  particularmente  que  tenga  á  su  lado  ó  en  su 
isompafiía  á  mi  sobrino  y  su  hermano  D.  José  para  que  le  cuide  y  ma- 
neje sus  bienes  y  le  ayude  en  cuanto  él  necesite,  y  que  á  su  dicho  her- 
mano le  entregue  cada  afio  la  cantidad  de  12.000  reales  por  mensuali- 
dades de  1.000  reales,  hasta  que  su  dicho  hermano  D.  José  reciba  el  le- 
gado, según  dispongo  después,  en  cuyo  caso  cesará  esa  obligación»: 

Besultando  que  en  el  indicado  testamento  de  12  de  Junio  de  1880,  el 
!>•  José  Lorenxo,  por  la  cláusula  14.%  instituyó  único  y  universal  here- 
dero usufructuario  del  resto  de  sus  bienes  inmuebles  ó  raíces,  y  en  pro- 
l^edad  de  los  muebles  y  semovientes  á  su  hermano  D.  Andrés  Lasso  de 
lu  Vega,  Conde  de  Casa- Galio  do,  para  que  los  gosase  y  disfrutara  por 
todos  los  días  de  su  vida,  con  las  cargas  y  encargos  consignados  en  di- 
cho testamento,  y  la  casa  de  la  calle  de  Juan  de  la  Cabra  en  la  ciudad 
de  Carmena  se  la  dejó  en  propiedad  al  susodicho  Conde  de  Casa  Galindo 
para  que  continuara  dedicada  al  encargo  que  le  tenía  hecho;  en  la  cláu- 
sula 16.*  dispuso  qne  por  fallecimiento  de  su  hermano  el  Conde  de  Casa- 
Galindo  dejaba  á  su  sobrina  y  ahijada  Dofia  María  del  Carmen  Lasso 
de  la  Vega  y  Quintanilla  las  tres  cuartas  partes  que  poseía  en  el  cortijo 
llamado  Charco  Picón,  término  de  la  ciudad  de  Carmena;  en  la  16.*  or- 
denó que  del  resto  de  los  bienes  de  que  no  hubiese  dispuesto  se  hicieran 
tres  partes  iguales,  una  para  su  hermano  D.  Miguel  Lasso  de  la  Vega, 
ViíGonde  de  Dos  Fuentes,  ó  para  sus  hijos;  otra  que  se  dividiría  á  su 
Tes  en  dos  partes  iguales  para  su  sobrino  D.  Pedro  de  8olíe  y  Lasso  de 
la  Vega,  Marqués  de  Valendna,  ó  sus  hijos,  y  para  sus  también  sobri- 
nos D.  Antonio  y  D.  Ricardo  de  Bojas  y  Solís  en  propiedad  si  tomaban 
estado  y  tenían  hijos  legítimos;  pero  si  éstos  falleciesen  antes  que  sus 
padres,  el  legado  sería  sólo  en  usufructo,  pasando  después  de  su  muerte 
al  prenombrado  D.  Pedro  de  Solís  y  Iasso  de  la  Vega,  ó  á  sus  hijos,  y 
de  la  tercera  parte  restante  legó  dos  tercios  á  su  sobrino  D.  José  Lasso 
de  la  Vega  y  Zayas,  y  el  otro  tercio  á  D.  Antonio  Lasso  de  la  Vega  y  Za- 
yas,  igualmente  sobrino  del  testador,  advirtiendo  que  los  legados  de 
I>.  José  y  D.  Antonio  Lasso  de  la  Vega  y  Zayas  serían  en  usufructo  si 
no  tuviesen  hijos  legítimos,  ó  si  caso  de  tenerlos,  fallecieran  antes, 
pues  entonces  se  partirían  en  dos  porciones  iguales  entre  D.  Miguel^ 
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hermano  del  teetador,  ó  eus  hijos,  y  el  sobrino  de  aqnél,  D.  Pedro  d» 
fiolÍB  y  Laeio  de  Vega,  ó  sns  descendientes;  j  si  los  designados  á  Dofis 
Guadalupe,  si  falleciera  en  las  condiciones  qne  indicaba,  se  dlvidirísA 
también  entre  D.  Mignel  Lasso  de  la  Vega,  D.  Pedro  de  Solis  j  D.  Anto- 
nio j  D.  Ricardo  Rojas  en  la  forma  qne  marcaba  j  con  las  condicione» 
con  qne  les  había  hecho  el  otro  legado;  j  en  la  clánsnla  .18.^  nombró  al- 
baceas  testamentarios  á  sns  hermanos  D.  Andrés  j  D.  Mignel  Lasso  de 
la  Vega  7  Qaintanilla,  Oonde  de  Oasa-Qalindo,  j  Viiconde  de  Dos  Faen- 
tes,  respectivamente,  y  á  sns  sobrinos  D.  Pebro  de  80IÍS,  Marqués  dé 
Valencina,  j  D.  Antonio  7  D.  José  Lasso  de  la  Vega  7  Za7as,  dándolee 
poder,  á  cada  uno  é  in^oUdam,  para  verificar  cuantos  actos  judiciales  ó 
extrajudiciales  fueren  precisos,  prorrogándoles  el  plaso  legal  por  el 
tiempo  que  estimase  necesario,  7  relevándoles  de  dar  cuenta,  7  además 
prohibió  toda  clase  de  intervención  judicial  en  la  testamentaría  7  sns 
Incidencias,  aun  cuando  concurrieran  menores,  de  modo  que  si  cual- 
quiera de  ios  interesados  reclamase  ante  los  Tribunales,  por  ese  solo 
hecho  lo  privaba  de  toda  clase  de  herencia  ó  legado;  7  encargó  al  Conde 
de  Gasa  Galludo  que  tuviese  formulada  la  partición  del  caudal  que  ee 
había  de  dividir  según  su  recto  juicio  7  conciencia,  debiendo  los  partici- 
pes someterse  á  lo  que  dejare  dispuesto  aquél,  á  quien  encarga  que  entre 
los  correspondientes  al  Viaconde  de  Dos  Fuentes  estuvieran  los  bienes 
que  el  testador  poseía  en  la  provincia  de  Gnipúicoa;  7  el  1.^  de  Julio  del 
mismo  afio  1889  adicionó  dicho  testamento,  expresando  ser  su  voluntad 
legar,  ai  fallecimiento  de  su  esposa  Dofia  Jacoba  Gonsález,  á  su  sobrina 
Dofia  María  Guadalupe  Lasso  de  la  Vega  7  Za7as  todos  los  muebles, 
objetos  de  uso  7  alhajas  de  casa  de  los  que  existieran  en  las  de  la  calle 
de  Zaragoza,  núm.  19,  de  Sevilla,  7  del  Barco,  núms.  27  7  29,  de  esta 
corte,  cuanto  ella  deseare,  pues  repetía  ser  su  voluntad  legarle  cuantos 
necesitare  para  alhajar  su  casa,  así  como  podría  elegir  entre  los  carrua- 
jes, si  existieran  al  fallecimiento  de  su  tía,  de  los  que  el  testador  le  hu- 
biere legado  á  ésta: 

Resultando  que  fallecida  en  18  de  Septiembre  de  1889  Dofia  Jacoba 
Gonsálea  Aguilar  7  de  la  Oerda,  Marquesa  de  Oampo  Verde,  su  viudo  Don 
José  Lorenso  Lasso  de  la  Vega,  Marqués  de  las  Torres  de  la  Pressa, 
otorgó  en  La  Plata,  el  8  de  Noviembre  de  1889,  un  nuevo  testamento 
ológrafo,  en  el  que  legó:  la  mitad  de  los  bienes  situados  en  la  provincia 
de  Cuenca  7  de  los  que  radicaban  en  Lugros  7  su  término  á  D.  Manuel 
de  la  Cerda,  7  el  resto  de  dichos  bienes  á  Dofia  María  de  la  Cerda;  una 
tercera  parte  de  los  que  pertenecían  á  su  difunta  esposa  en  los  términos 
de  Puebla  7  Granada  7  pueblos  de  dicha  provincia,  excepto  los  de  Lu- 
gros, á  D.  Antonio  Lasso  de  la  Vega,  esposa  ó  hijos,  en  usufructo  si  no 
tenían  sucesión  legítima,  en  CU70  caso  se  dividirían  7  distribuirían  en 
la  forma  que  indicaba;  otra  tercera  parte  de  los  expresados  bienes  7  las 
casas  números  19  7  21  de  la  calle  de  Zaragoia  de  Sevilla  á  su  sobrina 
Dofia  Guadalupe  Lasso  de  la  Vega  7  Za7as,  en  usufructo,  7  á  sus  hijos» 
«aso  de  tenerlos,  en  propiedad,  disponiendo  en  qué  forma  se  habían  de 
distribuir  si  la  Dofia  Guadalupe  no  tuviese  descendencia  legítima;  7  la 
otra  tercera  parte  de  los  enunciados  bienes  qne  habían  pertenecido  á  sa 
esposa  7  la  casa  núm.  28  de  la  calle  de  Zaragosa  de  Sevilla  á  su  sobrino 
D.  José  Lasso  de  la  Vega,  también  en  usufructo,  7  en  propiedad  á  sus 
hijos  si  los  tuviese,  indicando  asimismo  lo  que  debería  hacerse  de  elloa 
«aso  contrario;  prohibió  la  intervención  de  la  Autoridad  judicial  en  la 
testamentaría,  7  declaró  que  aquel  testamento  no  derogaba  á  otro  qus 
anteriormente  tenia  hecho,  sino— dice  literalmente — csi  alguna  coc^a  mo« 
diflca,  7  en  lo  demás  queda  subsistente  7  en  toda  su  fuerza  7  vigor»; 
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Besnltando  qne  el  día  29  de  Octabre  de  1800  oontrajeron  matrimonio 
D.  Joeé  Laseo  de  la  Vega  j  Qnlntanilla,  Marqués  de  las  Torres  de  la 
Presea,  j  ra  sobrina  Dofia  María  Gnadalape  Lasso  de  la  Vega  j  Zajas; 
y  el  dieho  D.  José  el  97  de  Abril  de  1801  otorgó  nn  testamento  mAs, 
tmmbién  ológrafo,  en  cnya  dansala  1.^  refiere  el  fallecimiento  de  sn  an- 
terior esposa  la  Marquesa  de  Campo  Verde;  declara  después  haber  con- 
traído segundas  nupcias  con  su  sobrina  Dofia  María  Guadalupe;  lega  por 
la  oláusula  8.^  á  su  hermano  el  Conde  de  Casa-Galindo  un  objeto  de  so 
oso  y  la  casa  de  Carmona,  calle  de  Juan  de  la  Cabra,  declarando  que  á 
«n  hermano  D.  Andrés,  por  su  edad  avanaada  j  no  tener  hijos,  no  le 
nombraba  al  hacer  distribución  de  sus  bienes,  después  de  haber  alterado 
lo  que  anteriormente  tenía  dispuesto;  j  consignó  en  la  cláusula  4.^:  cEn 
el  remanente  de  todos  mis  bienes,  después  de  cumplidas  las  disposicio- 
nes áb  mis  anteriores  testamentos  j  que  no  derogue  éste,  instituyo  por 
mi  única  y  universal  heredera  usufructuaria  de  todos  mis  bienes  inmue- 
bles ó  raices,  j  además  en  propiedad  de  los  muebles,  semovientes,  j 
mientras  no  pasare  á  ulteriores  nupcias,  á  mi  muy  querida  espoea  la 
Excma.  8ra.  Dofia  María  Guadalupe  Lasso  de  la  Vega  y  Zayaa,  Mar- 
quesa de  las  Torres  de  la  Pressa,  para  que  los  disfrute  por  completo  du- 
rante ios  días  de  su  vida,  y  permaneciendo  viuda,  ocurriendo  su  falleci- 
miento, ó  contrayendo  segundo  matrimonio,  su  herencia  se  distribuirá 
en  la  forma  que  tenga  dispuesto  en  mis  testamentos  anteriores  y  que  no 
altere  en  éste»: 

Besultando  que  en  6  de  Mayo  de  1802  D.  José  Lasso  de  la  Vega  adi- 
cionó el  testamento  que  acaba  de  relacionarse  de  27  de  Abril  de  1801,  ex- 
presando *que  por  haber  fallecido  su  sobrino  D.  Pedro  de  Solís,  la  admi- 
nistración de  los  bienes  del  legado  que  confería  á  aquél  la  tuviera  con 
iguales  facultades  el  Conde  de  Casa  Galludo,  y  á  falta  de  éste,  D.  José 
Lasso  de  la  Vega  y  Zayas,  y  por  la  de  ambos  D.  Antonio  Lasso  de  la 
Vega  y  Zayas,  también  en  la  misma  forma,  de  sustituir  á  su  hermano 
los  susodichos  sobrinos  los  administradores  de  todos  ios  demás  bienea 
que  por  testamento  anterior  tenía  mandados  á  sus  sobrinos  D.  Antonio 
y  P.  Ricardo  de  Rojas  y  Solís;  expresando  igualmente  su  voluntad  de 
qne  la  porción  de  bienes  que  por  el  testamento  de  12  de  Junio  de  1880 
mandaba  á  sus  sobrinos  D.  Pedro  de  Solís  y  D.  Antonio  y  D.  Ricardo  de 
Rojas  la  llevasen  los  hijos  del  mismo  D.  Pedro  y  de  sn  hermana  Dofia 
María  del  Carmen,  ambos  difuntos,  dividiéndose  entre  todos  y  por  igua- 
les partes,  cualquiera  que  fuese  su  número,  en  la  época  en  que  debieran 
percibir  dicha  porción;  y  terminó  expresando  que  dejaba  en  sn  faersa  y 
vigor  los  otros  testamentos,  también  ológrafos,  otorgados  en  distintas 
fedias,  los  cuales  sólo  se  entenderían  revocados  en  lo  que  se  opusieran 
á  aquél;  y  por  último,  el  12  de  Octubre  de  1802  suscribió  una  nueva  adi- 
ción á  la  indicada  disposición  testamentaria  de  27  de  Abril  de  1891,  or- 
denando: que  la  participación  que  de  los  bienes  procedentes  de  sus  pa- 
dres, ó  adquiridos  por  él,  legaba  á  su  sobrino  D.  Antonio  Lasso  de  la 
Vega  y  Zayas,  la  revocaba  y  deseaba  se  distribuyera  entre  Dofia  María 
del  Carmen  y  Dofia  María  de  Gracia  Lasso  de  la  Vega  y  Quintanilla,  y 
si  hubiere  fallecido  alguna  de  ellas  fuese  para  la  superviviente,  y  de 
haber  muerto  las  dos,  entrase  dicha  porción  de  bienes  á  ser  para  los  hi- 
jos que  existieran  del  Viaconde  de  Dos  Fuentes;  que  la  parte  que  le  le- 
gaba al  dicho  D.  Antonio  de  los  bienes  heredados  de  su  primera  esposa 
la  Marquesa  de  Campo  Verde  se  dividiera  entre  la  que  lo  era  en  segun- 
das nupcias  y  sn  hermano,  Dofia  Guadalupe  y  D.  José  Lasso  de  la  Vega 
y  Zayas,  en  iguales  condiciones;  que  éstos  quedaban  obligados  á  entre- 
gar á  su  otro  hermano  D.  Antonio  la  pensión  vitalicia  de  6.000  pesetas 
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anaales;  7  que  en  logar  de  «a  indieado  aobrino  á  qaUm  nombraba  alba- 
eea  7  administrador  de  oiroa  eobrlnoe,  deaignaba  ai  que  también  lo  era 
del  testador  D.  Tomia  de  Ibarra  j  Qonááles;  ordenando  que  «i  cnalqQiera 
de  loe  legatarioa  6  pensionietaa  paeiera  alguna  dificnltad  para  el  compU- 
miento  de  la  voluntad  del  teelador,  le  desheredaba: 

Resultando  que  D.  José  liOrenio  Laaso  de  la  Vega,  Marqnéa  de  las 
Torres  de  la  Pressa^  falleció  el  11  de  Enero  de  1894  bajo  las  disposicie- 
nos  testamentarias  enunciadas,  que  fueron  mandadas  protocolar  por  auto 
de  16  de  los  mismos  mes  y  afio,  y  así  se  biso  el  17;  7  D.  Andrés  Tnstie 
de  la  Vega,  Conde  de  Casa-Qalindo,  como  albacea  partidor,  7  P.  Tomás 
de  Ibarra  y  Gonaáles,  en  el  concepto  también  de  albacea  in^oadicm,  pro- 
cedieron al  inventario,  aprecio,  liquidación,  partición  7  adju^cadón  de 
los  bienes  relictos;  para  lo  cual,  después  de  referir  en  los  supuestos  1.® 
7  2.^  lo  relacionado  con  la  muerte  del  causante  7  sus  disposiciones 
testamentarias,  consignaron  en  el  8.^  los  nombramientos  de  albaceas 
hechos  en  aquéllas,  á  fin  de  demostrar  que  por  fallecimiento  de  unos  7 
revocación  de  los  nombramientos  de  otros,  quedaban  como  tales  alba- 
ceas  partidores  el  Conde  de  Casa- Galludo,  el  Viaconde  de  Dos  Fuentes, 
D.  José  Laeso  de  la  Vega  7  D.  Tomás  de  Ibarra,  7  que,  en  uao  de  las  fa- 
cultades que  tenían  conferidas,  el  primero  7  el  último  habían  procedido 
con  intervención  de  la  viuda  á  inventariar,  liquidar  7.  partir  el  oanial 
relicto,  por  no  concurrir  en  ellos,  como  en  los  demás,  el  carácter  de  co- 
herederos, expresando  dicho  Conde  de  Casa-Galludo  que  continuaba  con 
las  facultades  que  el  testador  le  concedió  en  el  testamento  de  12  de  Ju- 
nio de  1889  para  formular  la  partición  de  bienes  según  su  recto  juicio  7 
oonciencia  una  vea  terminado  el  usufructo  á  favor  de  la  viuda  por  nlto- 
riores  nupcias  ó  por  fallecimiento  de  aquélla,  ó  bien  hallándose  subsis- 
tente dicho  usufructo  si  lo  cre7era  oportuno;  7  en  el  4.^  supuesto  con- 
signaron la  interpretación  que  los  dos  albaceas  daban  á  la  última  volun- 
tad del  finado,  fijando  concretamente  las  disposiciones  7  legados  hechos 
por  aquél,  entre  los  que  determinaron  el  designado  á  favor  de  Dofta  Ma- 
ría Guadalupe  en  la  cláusula  18.*  del  testamento  de  12  de  Junio  de  1888, 
haciendo  constar  que  si  llegase  el  caso  de  dividir  los  bienes  que  lo  cons- 
tituían, deberían  repartirse  por  mitad  entre  el  Viiconde  de  Dos  Fuentee 
ó  sus  hijos  7  los  hijos  de  D.  Pedro  de  SoUs  7  Dofia  Antonia  7  D.  Ricaido 
de  Rojas;  señalaron  los  legados  hechos  á  Dofia  Guadalupe  en  el  testa- 
mento ológrafo  de  1.^  de  Julio  del  88,  estableciendo  las  reglas  para  su 
división  si  llegara  á  efectuarse  ésta;  mencionaron  la  revocación  consig- 
nada en  el  de  12  de  Octubre  de  1892  del  legado  hecho  á  D.  Antonio  Laaao 
de  la  Vega  7  la  pensión  de  6.000  pesetas  impuesta  á  Ift  viuda  7  su  her- 
mano D.  José  á  favor  de  su  otro  hermano  D.  Antonio,  dispuesta  en  el 
testamento  últimamente  mencionado;  relacionaron  la  cláusula  del  de  27 
de  Abril  de  1891,  por  la  que  instituía  única  7  universal  heredera  á  Dofia 
María  Guadalupe  en  usufructo  7  en  propiedad,  indicando  lo  que  debe- 
ría hacerse  de  los  bienes  si  contrajese  segundas  nupcias,  7  expresaron 
la  institución  de  heredero  usufructuario  establecida  á  favor  del  Conde 
de  Casa-Galindo,  de  los  bienes  raíces  7  muebles  no  semovientes  para  el 
indicado  caso,  ó  para  el  de  que  dejase  de  existir,  renunciando  el  D.  An- 
drés Laeso  de  la  Vega  en  la  más  solemne  forma  á  dicha  herencia,  por  lo 
que  si  alguna  de  aquellas  hipótesis  llegara  á  realizarse,  se  distribuiría,  de 
la  misma  manera  que  los  otros  legados: 

Resultando  que  en  el  supuesto  6.^  de  las  mencionadas  particiones 
dijeron:  que  según  aparecía  de  las  disposiciones  testamentarias  de  12  de 
Junio  7  8  de  Noviembre  de  1889,  27  de  Abril  del  91  7  12  de  Octubre  del 
82,  el  Marqués  de  las  Torres  de  la  Presea,  al  otorgar  su  primer  testa- 
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meato  ológrafo,  agració  á  un  sobrina  Dofia  Maria  Gnadalnpe  Lasso  de  la 
Vega  con  una  manda  eepedflca  de  bienes  de  gran  importancia;  dispneo 
á  so  favor  en  el  testamento  qne  otorgó  después  de  mnerta  su  primera 
eonaorte  otros  legados  de  inmuebles  valiosos,  ordenando  la  aplicación 
que  había  de  darse  terminados  sos  días  al  candal  qne  entonces  disfrn- 
teba  como  heredero  de  en  mencionada  esposa;  pero  previniendo  qne  si 
la  legataria  fallecía  sin  haber  contraído  matrimonio  ó  sin  tener  sucesión 
legitima  que  le  sobreviviera,  aquellos  bienes  fueran  para  varias  perso- 
nas qne  determinó  con  precielón;  j  Inego,  por  haber  contraído  segundo 
matrimonio  con  su  sobrina  Dofia  María  Guadalupe,  testó  de  nuevo  nom- 
brándola heredera  universal  usufructuaría  de  todos  los  bienes  inmue- 
bles 7  propietaria  de  los  muebles  y  semovientes  que  constituyeran  el 
remanente  de  su  caudal  una  vea  cumplidas  sus  anteriores  disposiciones 
qne  entonces  no  derogara,  bajo  la  condición  de  que  permaneciese  en  es- 
tedo  de  vindes,  porque  si  se  casase  caducaría  la  institución  en  todos  sus 
extremos,  y  legó  4  su  sobrino  D.  Antonio  Lasso  de  la  Vega  ciertos  bie^ 
nea  en  los  dos  testamentos  precedentes  al  últimamente  nombrado,  si 
bien  después  ordenó  otro  distinto  encaminado  á  revocar  dú^ho  legado; 
cuyas  disposiciones,  según  se  expresa  en  el  enunciado  supuesto  6.^  que 
ae  está  relacionando,  fueron  materia  de  controversia  entre  los  interesa- 
dos en  el  haber  relicto,  al  determinar  la  última  voluntad  que  tuvo  y 
manifestó  el  testador  acerca  de  las  mandas  ordenadas  á  favor  de  Dofia 
María  Guadalupe  y  en  su  caso  de  sus  hijos  legítimos  qce  la  sobrevivie- 
ran, porque  mientras  unos  sostenían  qne  la  institución  universal  here- 
ditaria y  la  condición  de  no  casarse  á  que  la  dejó  subordinada  eran  co- 
sas distintas  y  extrafias  á  los  legados,  otros  estimaban  que  una  vez  he- 
cha la  institución  hereditaria  en  los  términos  en  que  estaba  concebida 
la  condición  antes  expresada  afectó  á  todo  cuanto  el  finado  tenía  esta- 
blseido  á  favor  de  su  legítima  consorte,  por  la  ,cual  dicha  institución 
universal  y  condicional  llevaba  inherente  y  en  pos  de  sí  la  revocación 
de  los  legados  de  propiedad  con  relación  á  loe  mencionados  hijos  que 
padiera  tener  en  su  matrimonio,  caso  de  contraerlo,  perdiendo  además 
si  faltaba  á  la  condición  todo  el  usufructo  derivado  de  los  testamentos, 
correspondiendo  sola  y  exclusivamente  los  bienes  que  lo  constituían  á 
las  personas  designadas  por  el  testador;  de  donde  se  deducía  que  se  tra- 
taba de  una  contienda  ó  diversidad  de  opiniones  que  sólo  tendría  im- 
portancia en  la  hipótesis  de  ocurrir  accidentes  que  podrían  ó  no  verifi- 
carse, por  lo  que  dicha  cuestión  no  exigía  resolución  inmediata,  á  más 
de  ser  opiniones  que  afectaban  á  los  intereses  de  personas  constituidas 
en  la  menor  edad  y  de  otras  de  existencia  insegura,  de  modo  que  cual- 
quiera que  fuese  la  solución  que  se  le  diera,  habría  de  asociarse  á  la 
cLrcnnstancia  de  no  llevar  impreso  el  sello  de  la  estabilidad,  y  por  eso 
los  aibaoeas,  como  meros  cumplidores  de  la  voluntad  del  finado,  habían 
determinado,  con  el  beneplácito  de  la  Marquesa  viuda,  abstenerse  por 
completo  de  decidirlas,  sobre  todo,  cuando  á  las  razones  que  aconseja- 
ban la  adopción  de  tal  sistema,  ya  indicadas,  se  agregaba  la  especial 
derivada  de  la  circunstancia  de  no  haber  logrado  armonizar  sus  respec- 
tiTas  apreciaciones,  no  obstante  lo  cual  habían  estimado  conveniente  y 
hasta  necesario  hacer  constar  lo  ocurrido  sobre  el  particular  expresado 
para  todos  los  fines  legales  correspondientes,  y  para  que  constase  siem- 
pre que  quedaba  á  salvo  á  cada  interesado  el  derecho  que  pudiera  asis- 
tirle, conforme  á  las  disposiciones  del  testador,  sin  que  se  entendiera 
qne  el  ejercicio  de  tal  derecho  representase  la  menor  contradicción  á  los 
actos  y  operaciones  de  los  testamentarios  del  finado,  y  mucho  menos 
oposición  al  cumplimiento  de  la  voluntad  del  mismo: 
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Bevnitando  que  bajo  el  epígrafe  esobre  loe  bienes  que  han  de  ad indi- 
carse á  la  Bzcma.  8ra.  Dofia  Gaadaiope  Lasso  de  la  Vega  7  Zayaa»  con- 
signaron, en  el  supuesto  6.^  de  las  propias  particiones»  que  cuando. fa- 
lleció el  Marqués  de  las  Torres  de  la  Pressa,  y  cuando  escribió  sus  diver- 
sos testamentos  ológrafos,  estaba  ya  vigente  el  Código  civil,  que  concede 
al  cónyuge  viudo,  como  heredero  forsoso  del  difunto  y  por  rasón  de  le- 
gitima, el  usafructo  de  la  mitad  de  todo  el  haber  relicto  si  aquél  no  deja 
ascendientes  ni  descendientes,  á  peear  de  lo  cual  el  testador  biso  caso 
omiso  de  los  enunciados  derechos  correspondientes  á  la  Marqueea  viuda 
por  ministerio  de  la  ley,  limitándose  á  agraciarla  con  distintas  mandas 
y  á  instituirla  heredera  universal  usufructuaria  de  los  bienes  inmuebles, 
y  en  propiedad  de  los  muebles  y  semovientes,  guardando  silencio  res- 
pecto  al  particular  expresado,  lo  que  dio  origen  á  una  controversia  espe- 
oiat  referente  al  verdadero  alcance  que  debía  concederse  al  usufructo  le- 
gal indicado,  sostenleado  unos  interesados  que  la  viuda  tiene  derecho, 
no  sólo  al  usufructo  de  la  mitad  del  haber  relicto  por  rasón  de  legitima, 
sino  también,  y  con  independencia  de  ella,  á  todo  lo  que  le  concedió  el 
testador  poc  su  voluntad  exclusiva,  y  sustentando  otros  que,  por  el  con- 
trario, conforme  á  los  preceptos  del  mencionado  Código,  la  viuda,  como 
cualquier  otro  heredero  forzoso  á  quien  el  testador  deja  menos  de  su  le- 
gítima, sólo  tiene  derecho  á  pedir  su  complemento;  y  presentada  la  cues- 
tión en  los  términos  enunciados  y  consultados  varios  Letrados,  oiyos 
dictámenes  no  resultaron  conformes,  loe  albaceas  y  los  interesados  de- 
cidieron optar  por  un  término  medio,  consistente  en  que  á  la  viuda  se 
imputasen  entre  los  bienes  que  había  de  gosar  en  usufructo,  por  rasón 
del  legado  que  le  correspondía  como  heredero  forioeo  del  finado,  todos 
los  que  le  legó  específicamente  en  el  testamento  de  12  de  Junio  de  1889, 
que  constituían  parte  de  los  patrimoniales  del  mismo,  sin  deducir  60.000 
pesetas  como  capital  de  la  pensión  á  favor  de  D.  José  Lasso  de  la  Vega, 
y  habiéndose  resuelto  y  convenido  así,  lo  consignaban  para  los  fines  que 
hubiese  lugar,  y  especialmente  para  que  constase  siempre  que,  si  como 
consecuencia  del  ejercicio  del  derecho  que  en  el  anterior  supuesto  que- 
daba reservado  á  los  interesados  llegara  el  caso  de  verse  precisada  la 
viuda  á  cesar  en  el  disfrute  de  alguno  de  los  bienes  que  se  le  aaignaban 
como  constitutivos  de  su  legítima,  debería  recibir  otros  equivalentes  de 
la  masa  hereditaria,  y  aun  si  fuere  preciso,  de  los  legadoe  hechos  por  el 
testador: 

Resultando  en  los  supuestos  7,^  al  35  examinaron  los  albaceas  lo  con- 
cerniente á  la  formación  del  caudal  hereditario  y  establecieron  las  reglan 
conducentes  á  su  liquidación  y  partición,  consignándose  en  el  14,  qu« 
trata  del  legado  de  las  tres  quintas  partes  del  cortijo  de  Charco  Picón,  y  co- 
mienza recordando  la  cláusula  16.*  del  testamento  de  12  de  Junio  de  1889, 
de  que  ya  se  ha  hecho  indicación  al  relacionarlo,  que  tal  cláusula  no  ha- 
bía sido  derogada  ni  modificada  por  los  testamentos  posteriores,  y  en  su 
virtud,  considerando  su  subsistencia  legal  y  la  renuncia  que  del  derecho 
de  usufructo  dejaba  hecha  en  solemne  forma  el  Conde  de  Casa-Oalindo, 
correspondía  á  Dofia  María  del  Carmen  Lasso  de  la  Vega  y  QuintaniUa 
la  nuda  propiedad  de^  la  enunciada  finca  en  cuanto  á  sus  tres  quintas 
partes  y  principiaría  para  la  legataria  el  usufructo  del  predio  consoli- 
dándose con  el  mero  dominio  el  día  cjue  falleciera  dicho  Conde  de  Casa- 
Galludo  ó  contrajera  ulteriores  nupcias  la  Marquesa  viuda,  cuya  cláu- 
sula concluye  con  las  siguientes  palabras:  cPor  las  raaones  antes  expre- 
sadas, en  el  Haber  de  la  hijuela  que  ha  de  formarse  á  dicha  Excelentí- 
sima Sefiora  figurarán  las  78.860  pesetas,  valoración  de  las  tres  qnintaa 
partes  del  cortijo,  adjudicándose  á  su  Excelencia  la  misma  finca  en  usu- 
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ímcto  y  con  las  condiciones  qne  ee  explican  en  el  presente  sapaesto; 
también  se  formará  á  la  legataria  la  correspondiente  hijaeia,  adjadicán-- 
dose  la  nuda  propiedad  de  las  tres  quintas  partes  del  predio  referido, 
participación  qne  en  el  mismo  tenía  el  Ezcmo.  Sr.  Marqués,  y  no  las  trea 
coartas  partee,  como  equivocadamente,  sin  duda,  consignó  en  la  clan- 
sala  16.^  del  ya  citado  testamento>: 

Resultando  que  seguidamente  procedieron  los  mismos  aibaceas  á  di- 
yidlr  dicho  caudal  hereditario,  sefialando  como  importe  total  del  cuerpo 
general  de  bienes  la  cantidad  de  4.872.396  pesetas  267  milésimas,  de  la 
que  eran  gananciales  98.224  pesetas  163  milésimas,  cuya  mitad  corres- 
pondía en  propiedad  á  la  viuda,  quien  además  debía  percibir  en  usa* 
íructo  la  mitad  del  haber  líquido,  deducidos  los  gananciales,  ó  sean 
2.102.777  pesetas  669  milésimas;  y,  en  consecuencia,  teniendo  en  cuenta 
los  otros  legados  mencionados  en  los  U^stamentos  y  en  los  supuestos  de 
aquellas  particiones,  se  le  formó  su  haber,  importante  3.826.774  pesetas 
838  milésimas,  adjudicándola:  primero,  por  reintegro  de  gastos  de  fune- 
ral, entierro  y  misas,  7.802  pesetas  266  milésimas;  segundo,  para  pagar 
las  obligaciones  de  la  testamentaría,  49.964  pesetas;  tercero,  por  sus 
bienes  parafernales,  66.786  pesetas  876  milésimas;  cuarto,  por  su  mitad 
de  gananciales,  49.112  pesetas  81  milésimas;  quinto,  para  ios  vestidos 
de  luto,  1.000  pesetas;  sexto,  por  el  legado  de  m nebíes  de  la  casa  núme- 
ros 27  y  29  de  la  calle  del  Barco,  de  Madrid,  46.277  pesetas  600  milési- 
mas,* séptimo,  por  el  legado  de  muebles  y  objetos  de  uso  de  las  casas  nú- 
meros 19  y  21  de  la  calle  de  Zaragosa,  de  Sevilla,  14.664  pesetas  600  mi- 
lésimas; octavo,  por  el  legado  de  las  alhajas  de  las  mencionadas  casas, 
4.028  pesetas  600  milésimas;  noveno,  por  el  de  los  carruajes  elegidos 
por  la  viuda,  16.600  pesetas;  décimo,  por  el  legado  específico  en  usu- 
fructo de  la  mitad  de  los  bienes  sitos  en  Puebla  y  en  la  provincia  de 
Granada,  432.498  pesetas  200  milésimas;  undécimo,  por  el  capital  de  la 
pensión  á  favor  de  D.  Antonio  Lasso  de  la  Vega,  60.000  pesetas;  duodé- 
cimo, por  el  legado  de  dichas  casas  en  Sevilla,  127.600  pesetas;  decimo- 
tercero, por  la  herencia  líquida  en  usufructo  condicional,  mientras  per- 
maneciese viuda,  618.632  pesetas  772  milésimas;  decimocuarto,  el  capital 
de  la  pensión  legada  á  D.  José  Cándido,  60.000  pesetas;  decimoquinto, 
por  el  de  la  otra  á  favor  de  D.  Gregorio  González,  14.600  pesetas;  deci- 
mosexto, por  el  de  la  consignada  para  D.  Guillermo  GalMla,  14.600  pe- 
setas; decimoséptimo,  por  el  de  la  establecida  á  favor  de  D.  José  Lasso 
de  la  Vega,  60.000  pesetas;  décimooctavo,  por  el  usufructo  condicional 
de  tres  quintas  partes  del  cortijo  Charco  Picón,  78.960  pesetas;  décimo- 
noveno,  por  la  herencia  de  los  bienes  semovientes,  23.302  pesetas  600 
milésimas;  vigésimo,  por  la  cuota  vidual  qne  del  caudal  hereditario  le 
eorreapondía  en  usufructo  vitalicio,  2.102.771  pesetas  664  milésimas; 
expresándose  que  bajo  el  epígrafe  cen  usuf ructo>  se  le  adjudicaban  bie- 
nes de  los  que  no  aparecía,  por  las  razones  consignadas  en  los  supuef»- 
tos,  determinada  laSiuda  propiedad;  que  bajo  el  de  cen  usnfructo  condi- 
cional mientras  permanezca  vinda>  se  incluían  otros,  á  los  cuales  sese- 
Halaba  propietario  en  el  caso  de  contraer  segundas  nupcias;  qne  en  el  de 
cen  usnfructo  que  quedará  extinguido  el  día  que  fallezca  el  Exorno,  se- 
fior  D.  Andrés  Lasso  de  la  Vega  de  QaintanlUa,  Conde  de  Casa-Galln- 
do,  ó  deje  de  estar  viuda  la  Excma.  Sra.  Dofia  María  Guadalupe  Lasso 
de  la  Vega  y  Zayas»  se  adjudicaban  á  ésta  tres  qnintas  partes  del  cor- 
tijo Charco  Picón,  advirtiendo  que  bastaría  acreditar  en  el  Registro  de 
la  propiedad,  mediante  certificación,  el  acaecimiento  de  cualquiera  de 
dichos  sucesos  para  que  desapareciese  el  usufructo;  que  con  el  epígrafe 
cen  propiedad  condicional  mientras  permanezca  viuda  la  Excma.  sefiora 
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Dofis  María  Goadalope  Lasso  de  la  Vega  y  Zayas»  se  enameraban  va- 
rioa  semovíentefl  y  se  sefialal»  la  forma  en  qae  deberían  dietrlbairae  en 
BQ  caeo;  que  en  el  epígrafe  cen  pago  de  la  caota  vidaal  usoCractnarU» 
■e  reseñaban  los  bienes  destinados  4  tal  objeto  y  á  qniénes  correspon- 
dían si  volviera  á  casarse  Dufia  Onadalape;  qne  bajo  el  de  cen  usofrocto 
conilicional»  se  expresa  ser  bastante  para  bacer  constar  la  extinción  del 
nsofructo  la  presentación  del  certificado  de  defunción  de  Dofia  Guada- 
lopej  y  que,  por  último,  con  el  título  cresumen  aclaratorio  de  las  adju- 
dicacioues  hedías  en  su  hijuela  á  la  Exorna.  8ra.  Dofia  María  Guada- 
lupe Lasso  de  la  Vega  y  Zayas»  se  determinan  los  diversos  conceptos  á 
los  cuales  se  refiere  el  haber  de  aquélla: 

Resultando  que  terminadas  el  17  de  Diciembre  de  1894  las  particio- 
nes de  que  se  acaba  de  hacer  mérito,  y  aprobadas  judicialmente  en  6  de 
Enero  del  96,  D.  Pedro  Sánchez  Falencia  y  Magán  y  D.  Eduardo  Gálvea 
Avila,  cumo  apoderados  especiales  de  D.  Andrés  Lasso  de  la  Vega^ 
Oonde  de  Casa  Galludo,  y  D.  Toman  de  Ibarra  y  González;  de  Dofia  Ma- 
ría 'iiiadalupe  Lasso  de  la  Vega  y  Zayas;  de  D.  Miguel  Lasso  de  la  Vega, 
Marqués  de  las  Torres  de  la  Pressa,  por  su  propio  derecho  y  en  represen- 
tación de  sus  hijas  menores  de  edad  Dofia  María  del  Carmen  y  Dofia 
María  de  Gracia;  de  Dofia  María  del  Elopario  de  Solís  y  Deemaiesieres; 
de  D.  Rafael  Desmaissieres,  Conde  de  Torralba,  tutor  de  Dofia  María 
Manuela,  Dofia  María  de  Gracia,  Dofia  Blanca,  D.  Manuel  y  D.  Petirods 
8olís  y  Desmaissieres;  de  D.  Ricardo  de  Rojas,  Marqués  de  Al  ventos, 
como  representante  legal  de  sos  hijos  D.  Antonio  y  D.  Ricardo  de  Rojas  y 
Solís,  y  de  D.  José  Lasso  de  la  Vega  y  Z^yas,  presentaron  las  susodichas 

Sarticiones  el  2  de  Enero  de  1896  al  Juzgado  de  primera  instancia  de 
armona,  pidiendo  su  aprobación;  que  en  vista  de  la  absoluta  conformi- 
dad de  todos  los  interesados,  fué  acordada  en  auto  de  6  del  mismo  mes, 
en  que  se  mandó  fuesen  protocoladas,  cual  se  hizo  por  escritura  de  6  de 
Agosto  de  1896,  otorgada  en  Sevilla  ante  el  Notarlo  D.  Adolfo  Rodríguez 
de  Palacios;  y  habiendo  contraído  Dofia  María  Guadalupe  LaPso  de  la 
Vega  y  Zayas  segundo  matrimonio  con  D.  Fausto  Miranda  y  Herráis  el 
16  de  Diciembre  de  aquel  afio,  el  Conde  de  Casa-Galindo,  en  concepto  de 
contador  partidor  nombrado  por  su  difunto  hermano  D.  José  Lorenio 
Lasso  de  la  Vega,  formalizó,  con  fecha  1.^  de  Marzo  de  1896,  unas  nue- 
vas particiones,  que  fueron  aprobadas  por  el  Juzgado  el  22  de  Junio  si- 
guiente, de  los  bienes  quedados  al  fallecimiento  del  D.  José  y  que  había 
poseíilo  en  usufructo  y  propiedad  condicionales  su  prenombrada  viuda 
Dofia  Guadalupe,  consignando  en  los  supuestos  base  de  las  operaciones 
posteriores,  además  de  algunos  particulares  de  los  testamentos  y  parti- 
ciones que  se  han  referido,  que  procedía  á  dividir  los  bienes  adjudicados 
á  Dofia  María  Guadalupe  en  usufructo  y  propiedad  condicionales,  en 
pago  de  la  herencia  que  como  sncesora  voluntaria,  mientras  permaneció 
viuda,  adquirió  del  Marqués  difunto,  sin  que  por  ello  se  desvirtuasen 
las  facultades  que  tenía  y  conservaba  el  Conde  de  Casa  Galludo  para 
practicar,  cuando  lo  creyera  oportuno,  otra  división,  parcial  ó  total,  de 
los  bienes  que  formaban  el  remanente  del  caudal  adjudicado  en  parte  de 
pago  de  la  cuota  vidual  y  la  de  los  qne  constituyen  los  distintos  legados 
específicos  hechos  en  las  respectivas  disposiciones  testamentarias,  según 
aparecía  en  la  hijuela  de  Dofia  Guadalupe  en  las  operaciones  divisorias 
de  17  de  Diciembre  de  1894: 

Resultando  que  asimismo  en  los  supuestos  de  la  nueva  partición  ae 
expresó:  que  á  Dofia  Guadalupe  Lasso  de  la  Vega  había  correspondido 
en  usufructo,  como  heredera  forzosa  de  su  difunto  esposo,  la  sumada 
2.102.771  pesetas  660  milésimas,  miUd  del  caudal  divisible,  y  habiendo 
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dednddo  de  otra  porción  ígtLñl  ím  cantidades  de  qne  diapnso  el  testador^ 
quedó  an  remanente  de  641.986  pesetas  372  milésimas,  cnaotía  de  la  he- 
rencia qde  en  nsnfracto  y  propiedad  condieionales  recibió  la  Üofia  Gua^ 
dalupe  en  concepto  de  sacesora  voluntaria  de  sn  marido,  y  como  de  la 
referida  caotidad  se  dedujeron  23.102-— deben  ser  28.802— pesetas  600 
milésimas  como  valor  de  los  semovientes  del  caudal  hereditario,  se  la 
adjodlcaron  en  nsuímcto  durante  los  días  de  sn  vida,  permaneciendo 
Tinda,  618.688~deben  ser  618.682— pesetas  772  milésimas,  y  en  propie- 
dad, también  mientras  no  contrajese  segundas  nupcias,  28.802  pesetas 
600  milésimas,  valor  de  dichos  semovientes,  y  agregando  á  la  cantidad 
adjudicada  en  usufructo  la  suma  de  149.200  pesetas,  como  capital  de  las 
pensiones  á  favor  de  D.  José  Cándido,  D.  Grt'gorio  Gonsáles,  D.  6ni- 
llermo  Gabela  y  D.  José  Lasso  de  la  Vega,  formaban  el  total  de  767.882 
pesetas  772  milésimas,  que  se  adjudicó  proindiviso  en  nuda  propiedad; 
nna  tercera  parte  á  D.  Miguel  Lasso  de  la  Vega;  otro  tercio,  sub<1ividido 
en  octavas  partes,  4  Dofia  María  del  Rosario,  Dofía  María  Manuela, 
Dofia  María  de  Gracia,  Dofia  Blanca,  D.  Manuel  y  D.  Pedro  de  8olís  y 
Desmalssleres  y  D.  Antonio  y  D.  Ricardo  de  Rojas;  y  el  tercio  restante 
se  repartió,  adjudicándose  dos  terceras  partes  á  D.  Joré  Lasso  de  la 
Vega  y  la  otra  entre  Dofia  María  del  Carmen  y  Dofia  María  de  Gracia 
Lasso  de  la  Vega  de  Qnintanllla,  en  porciones  iguales;  y  las  28.802  pe- 
setas 600  milésimas  se  repartieron  entre  los  mismos  y  en  igual  forma; 
qne  el  caudal  hereditario  que  existía  proindiviso  se  hallaba  formado  por 
las  Indicadas  618.682  pesetas  772  milésimas,  á  las  que  se  agregaban 
60.000  pesetas  cumo  capital  de  la  caducada  pensión  á  favor  de  D.  José 
Lasso,  89.200  pesetas  por  el  de  las  otras  tres  pensiones,  y  28.802  pesetas 
600  milésimas,  valor  de  los  semovientes,  qne  hacían  una  suma  total  de 
791.186  pesetas  272  milésimas,  de  las  que  se  deducían  2.000  pesetas  para 
gastos  de  la  partición,  quedando,  por  tanto,  789.186  pesetas  272  milési- 
mas, las  cuales  se  dividían,  adjudicando:  á  D.  Miguel  Lasso  de  la  Vega, 
Marqués  de  las  Torres  de  la  Pressa,  268.046  pesetas  91  céntimos — drbe 
decir  milésimas—;  á  Dofia  Rosario  de  Solis  y  Desmaissieres,  82.880  pe- 
setas 686  milésimas;  á  Dofia  María  Manuela  de  Solís  y  Desmaissieres, 
otras  82.880  pesetas  686  milésimas;  á  Dofia  María  de  Gracia  de  iBolís, 
Igual  cantidad  de  82.880  pesetas  686  milésimas;  á  Dofia  Blanca  de  Solís, 
también  82.880  pesetas  686  milésimas;  á  D.  Manuel  de  Solís,  igualmente 
82.880  pesetas  686  milésimas;  á  D.  Pedro  de  Solís,  en  pleno  dominio, 
eomo  á  los  anteriores,  otra  suma  igual  de  82.880  pesetas  686  milésimas; 
i  D.  Antonio  de  Rojas,  la  misma  cantidad  de  82.880  pesetas  686  milési- 
mas; á  D.  Ricardo  de  Rojas  y  Solís,  en  propiedad,  si  tomaba  estado, 
como  á  su  hermano,  82.880  pesetas  686  milésimas;  á  D.  José  Lasso  de  la 
Vega,  en  usufructo,  si  no  tenía  hijos  ó  falleciesen  antes  que  él,  166.868 
pesetas  894  milésimas;  á  Dofia  María  del  Carmen  Lasso  de  la  Veira  de 
Qulntanilla,  en  pleno  dominio,  48.840  pesetas  848  milésimas;  y  á  Dofia 
María  de  Gracia  Lasso  de  la  Vega,  también  en  pleno  dominio,  la  misma 
cantidad  de  43.840  pesetas  848  milésimas;  y  que  por  haber  caducado  la 
pensión  á  favor  de  D.  José  Lasso  de  la  Vega,  el  capital  á  ella  afecto  se 
hacía  divisible  entre  los  derechohabientes  del  causante,  quienes  conti- 
nuaban solamente  obligados  á  satisfacer  las  tres  restantes,  y  con  el  fin 
de  no  gravar  los  bienes  que  se  trataba  de  dividir  se  encargaría  D.  Mifruel 
Lasso  de  la  Vega,  Marqués  de  las  Torres  de  la  Pressa,  de  satisfacerlas, 
reintegrándose  de  la  parte  proporcional  que  á  los  demás  interesados  lea 
correspondiera  abonar  en  proporción  al  capital  que  para  ello  ee  les  adj^a- 
dicaba  en  sns  respectivos  haberes: 

Resultando  qne  después  de  indicar  en  los  mismos  sapnestos  loa  nom« 
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hné  de  1m  personu  interesadas  en  aqnells  partición  de  constsnar  que 
ios  productos  de  loe  bienes  que  ee  distribuían  correspondían  desde  ei  IS 
de  Diciembre  de  1896,  día  siguiente  al  del  matrimonio  de  Dufia  María 
Guadalupe,  á  quien  aquéllos  fuesen  adjudicados,  7  de  hacer  constar  que 
los  censos  tiabian  sido  capítaiixados,  s^n  sus  clases,  al  4,  ai  6  y  al  7  i 
por  100,  se  pasó  á  formar  el  cuerpo  general  de  bienes,  compuesto  de  ya- 
rias  partidas  en  metálico,  alhajas,  frutos,  inmuebles  situados  en  la  pro- 
vincia de  Guipúzcoa  y  en  la  ciudad  de  Carmona,  censos,  deudas  y  otros 
derechos  y  acciones,  importando  en  junto  la  suma  de  791.136  pesetas 
278  milésimas,  las  cuales,  una  vez  deducidas  de  ellas  2.000  pesetas  para 
pago  de  los  gastos  de  testamentaria,  fueron  liquidadas  y  divididas  en  la 
forma  y  proporción  ya  indicadas: 

Resultando  que  D.  Miguel  Lasso  de  la  Vega  de  Quintanilla,  Marqués 
de  las  Turres  de  la  Preesa,  en  nombre  propio,  y  como  representante  de 
sus  hijos  I>ofia  María  del  Carmen,  Dofia  Josefa,  Dofia  Blanca,  Dofia  Ma- 
ría de  Gracia  y  D.  Andrés,  menores  de  edad;  Dofia  María  del  Rosario  de 
Solís  de  Desmalísieres;  D.  Rafael  Desmaissieres  de  Fariña,  Conde  de 
Torralba,  en  concepto  de  tutor  de  los  menores  de  edad  Dofia  María  Ma* 
nuela,  Dofia  María  de  Gracia,  Dofia  Blanca,  D.  Manuel  y  D.  Pedro  Solís 
f  Desmaissieres;  D.  Ricardo  de  Arjona  y  de  Medina,  como  tutor  de  Don 
Antonio  y  D.  Ricardo  de  Rojas  y  tíolis,  y  D.  Andrés  Lasso  de  la  Vega  de 
Qaintanilla,  Conde  de  Casa  Galindo,  por  sí,  como  albacea  y  como  admi- 
nistrador de  los  bienes  dejados  á  los  prenombrados  menores  D.  Antonio 
y  D.  Ricardo  Rojas,  en  fecha  25  de  Enero  de  1897  formularon  demanda 
de  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  ante  el  Juagado  de  primera  ins- 
tancia de  Carmona,  con  la  súplica  de  que:  primero,  se  condenara  á  Dofia 
Guadalupe  Lasso  de  la  Vega  y  Zayas  á  entregar  desde  luego  á  los  de- 
mandantes, en  el  carácter  que  respectivamente  ostentaban,  los  bienes 
inmuebles,  semovientes,  muebles  y  metálico  que  en  pago  de  las  siete 
novenas  partes  correspondientes  á  los  mismos  en  el  remanente  heredi- 
tario liquidado  en  la  partición  verificada  á  la  muerte  de  D.  José  Lorenao 
Lasso  de  la  Vega  les  fueron  adjudicados  por  el  contador  testamentario 
en  la  partición  hecha  últimamente  de  dicho  remanente,  los  cuales  entra- 
ron en  poder  de  dicha  Dofia  Guadalupe  al  fallecimiento  de  su  marido,  á 
virtud  de  la  institución  hereditaria  universal  dispuesta  á  su  favor  para 
que  los  disfrutara  como  todo  el  remanente  mientras  no  pasase  á  segun- 
das nupcias,  y  á  verificar  dicha  entrega  inmediatamente  con  arreglo  á 
ley;  segundo,  se  condenara  asimismo  á  la  susodicha  Dofia  Guadalupe  á 
satisfacer  á  los  actores  los  frutos  debidos  producir  por  los  enunciados 
bienes  que  les  fueron  adjudicados  en  la  referida  partición  desde  el  22  de 
Junio  de  1896,  en  que  fué  aprobada  por  el  Juagado,  hasta  que  se  veri- 
fique la  entrega,  é  igualmente  siete  novenas  partes  de  ios  frutos  debidos 
producir  de  todos  los  bienes  constitutivos  del  indicado  remanente  here- 
ditario, correspondiente  al  tiempo  transcurrido  desde  el  16  de  Diciembre 
de  1895,  día  siguiente  al  del  segundo  enlace  de  Dofia  Guadalupe,  hasta 
el  en  que  se  sancionó  judicialmente  la  adjudicación  concreta  de  dichos 
bienes  á  sus  diversos  copartícipes,  ó  sea  el  22  de  Junio  de  1896;  tercero, 
se  declarase  que  desde  la  celebración  del  segundo  matrimonio  de  la  Dofia 
Guadalupe,  todos  los  bienes  que,  procedentes  de  la  herencia  de  Dofia  Ja- 
eoba  González  de  Aguilar,  le  legó  el  finado  en  sus  testamentos  de  8  de 
Noviembre  de  1889  y  12  de  Octubre  del  92,  corresponden:  una  tercera 
parte  al  Conde  de  Casa  Galindo,  en  plena  propiedad  si  tuviera  hijos  le- 
gítimos, y  sólo  en  usufructo  si  no  los  llegase  á  tener;  una  sexta  parteen 
pleno  dominio  á  Dofia  María  del  Rosario,  Dofia  María  Manuela,  Dofia 
María  de  Gracia,  Dofia  Blanca,  D.  Manuel  y  D.  Pedro  de  Solís  y  Des>^ 
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malSBierM;  otra  sexta  parte  á  D.  Antonio  y  D.  Ricardo  de  Rojas  y  8o- 
lí8y  en  simple  nsiiírocto,  y  la  tercera  parte  restante  á  Dofia  María  del 
Carosen,  Dofia  Josefa,  Dofia  Blanca  y  Dofia  María  de  Gracia  y  D.  Andrés 
Laaso  de  la  Vega,  hijos  de  D.  Miguel,  Marqués  de  las  Torres  de  la  Pressa, 
agraciados  también  con  las  referidas  mandas  en  aquellas  disposiciones 
testamentarias;  coarto,  se  condenara  á  la  Dofia  Guadalupe  á  entregar 
desde  luego  á  esos  mismos  legatarios  todos  los  bienes  objeto  de  dichas 
mandaa,  desde  la  fecha  de  la  demanda  hasta  la  entrega,  con  todos  sus 
fmtoe;  quinto,  se  declarara  que  desde  la  fecha  del  segundo  matrimonio 
todos  los  bienes  que  procedentes  de  sus  padres  legó  el  finado  á  Dofia 
Guadalupe  en  su  testamento  de  12  de  Junio  de  1889,  ios  cuales  entraron 
en  el  haber  y  adjudicación  formado  á  dicha  Dofia  Guadalupe,  imputan» 
doseles  en  en  legitima  como  cónyuge  viuda,  corresponden  una  mitad  á 
D.  Miguel  Lasso  de  la  Vega,  y  la  otra  mitad,  por  partes  iguales,  á  Dofia 
Maris  del  Rosarlo,  Dofia  María  Manuela,  Dofia  María  de  Gracia,  Dofia 
Blanca,  D.  Manuel  y  D.  Pedro  de  Bolís  y  Desmaissieres,  y  á  D.  Antonio 
y  D.  Ricardo  Rojas  y  Solís,  agraciados  también  con  esos  bienes  en  la 
misma  disposición  testamentaria,  y  que  les  correspondía  á  la  vez  el  de- 
recho á  que  les  sean  entregados,  mediante  la  subrogación  de  ellos  por 
los  equivalentes  de  los  que  constituyeron  el  remanente  de  la  herencia 
en  la  partición  celebrada  á  la  muerte  de  D.  José  Lorenzo,  y  por  los  que 
proceda  aplicar  á  esa  subrogación  de  los  adjudicados  en  pago  de  mandas 
en  aqnella  partición,  conforme  todo  á  lo  expresamente  pactado  en  los 
sopnestos  de  la  misma;  sexto,  se  tuviera  por  conformes  á  los  demandan- 
tes en  contribuir  á  dicha  subrogación,  con  el  doble  carácter  que  á  unos 
asiste  de  legatarios  y  herederos  y  el  de  legatarios  que  tienen  otros,  y  en 
poner  al  efecto  y  á  su  tieóapo  á  disposición  de  Dofia  Guadalupe  los  bie- 
nes que  i  dichos  herederos  les  fueron  adjudicados  por  el  contador  testa- 
mentario Conde  de  Casa-Galindo  en  la  repetida  partición,  y  asimismo 
en  la  parte  debida,  ios  bienes  objeto  de  las  mandas  que  á  todos  los  acto- 
res pertenecen;  séptimo,  se  condenara  á  D.  José  Lasso  de  la  Vega  y  Za- 
yas  á  contribuir  á  la  expresada  subrogación,  con  el  doble  carácter  de  he- 
redero y  legatario  del  testador,  y  poner  á  disposición  de  la  Dofia  Guada- 
lupe todos  los  bienes  que  en  pago  de  su  participación  en  el  remanente 
de  la  herencia  le  fueron  adjudicados  en  la  repetida  partición,  y  además 
en  la  parte  debida  los  que  recibió  en  pago  de  sus  derechos  como  legata- 
rio; octavo,  se  condenara  también  á  la  Dofia  Guadalupe  á  contribuir 
igualmente  á  la  indicada  subrogación  en  su  particular  propio  y  en  la 
parte  debida,  con  el  carácter  que  le  asiste  de  legataria  del  finado,  y  por 
raaón  de  las  mandas  puras  é  incondicionales  que  éste  dispuso  á  su  favor, 
y  á  tener  por  recibida  para  los  efectos  de  la  subrogación  esa  parte  de 
bienes  con  que  debe  contribuir  á  ella;  noveno,  se  condenara  igualmente 
á  la  expresada  Dofia  Guadalupe  á  que  una  vez  puestos  á  su  disposición 
los  mencionados  bienes  que  han  de  subrogarse  por  los  patrimoniales  que 
el  testador  le  legó  en  la  disposición  testamentaria  de  12  de  Junio  de  1889, 
entregue  todos  esos  bienes  patrimoniales  á  los  demandantes  agraciados 
también  por  el  testador  con  la  manda  de  los  mismos,  con  más  loa  frutos 
correspondientes  desde  la  fecha  en  que  debía  verificarse  la  entrega;  dé- 
cimo, se  conderara  asimismo  á  Dofia  Guadalupe  á  que  desde  luego  en- 
tregue á  D.  Miguel  Lasso  de  la  Vega,  Marqués  de  las  Torres  de  la  Pressa, 
oomo  representante  de  su  hija  menor  de  edad  Dofia  María  del  Carmen, 
las  tres  quintas  partes  del  cortijo  del  Charco  Picón  que  le  fueron  legadas 
por  el  finado,  y  á  satisfacerle  los  frutos  debidos  producir  desde  el  día  si- 
guiente al  en  que  Dofia  Guadalupe  contrajo  segundas  nupcias,  ó  sea 
desde  el  16  de  Diciembre  de  1896  haata  el  día  de  la  entrega;  y  undécima, 
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48  mandara  que  diebaa  entr^aa  7  pagoa  se  hicieran  reapectivamente  á 
108  actores,  á  fía  de  qae  cada  ano  disfrote  los  qae  le  correspondan,  ea  el 
concepto,  forma  y  término  en  qae  les  perteaeceo,  con  arreglo  á  la  yo- 
lantad  del  testador  y  á  las  disposiciooes  de  la  ley;  condeoaado,  por  úl- 
timo, á  la  Doña  Gaadalape  ó  á  qaien  se  opasiera  á  la  demanda  y  origi- 
nase el  seguimiento  del  jalcio  á  satisfacer  todas  las  costas: 

Besaltando  qae  en  el  caerpo  de  la  demanda,  al  consignar  las  alega- 
ciones encaminadas  á  sostener  las  pretencioaes  transcritas,  relacionarojí 
los  actores  gran  parte  del  contenido  de  los  testamentos  otorgados  por 
D.  José  Lasso  de  la  Vega,  y  de  las  particiones  aatorisadas  á  cooeecoen- 
cia  de  so  f  al lecim lento,  enumeraron  los  bienes  qae  por  diversos  conoeptoe 
se  adjudicaron  á  Dofia  Maria  Goadalope  rasoaaron  extensamente  acerca 
de  las  di  versas  cuestiones  indicadas  en  los  antecedentes,  y  afiadieron  que 
contraídas  segundas  nupcias  por  Dofia  Guadalupe,  los  demandantes  con- 
sideraban llegado  el  caso  de  hacer  valer  los  derechos  qae  en  la  primera 
partición  les  fueron  reservados,  por  estimar  como  consecuencias  ineln- 
dibles  de  aquel  casamiento:  caducada  la  propiedad  de  los  muebles  semo- 
vientes y  la  extinción  del  usufructo  de  los  inmuebles,  muebles  y  foogi- 
bles  que  con  el  carácter  de  heredera  universal  y  voluntarla  fueron  adjn- 
dicados  á  la  viuda;  tener  derecho  D.  Miguel  Lasso  de  la  Vega  y  los  her- 
manos Solís  y  Desmaissieres,  y  Rojas  y  8olis,  como  herederos  también 
del  finado,  á  que  desde  luego  se  les  entreguen  todos  los  bienes  qae  en 
pago  de  las  referidas  participaciones  les  faeron  adjudicados  por  el  con- 
tador testamentario  en  la  última  partición,  y  en  pago  de  las  cosas  ínn- 
gibie-  su  valor  en  metálico;  deber  la  viuda  satisfacer  á  dichos  herederos 
los  frutos  de  los  bienes  adjudicados  desde  el  22  de  Junio  de  18iM  hasta 
que  se  verifique  la  entrega,  y  además  siete  novenas  partes  de  los  debido 
producir  por  todos  los  bienes  desde  el  16  de  Diciembre  del  95,  ó  sea  el  si- 
guiente al  del  segando  matrimonio  de  la  viuda  hasta  el  día  en  que  fae- 
ron adjudicados;  caducadas  las  mandas  qae  á  Dofia  Guadalope  dejó  an 
difunto  marido  en  los  testamentos  de  8  de  Noviembre  del  89  y  12  de  Oc- 
tubre del  92,  procedentes  de  la  herencia  de  su  primera  mojer;  hecho  efi- 
caz y  exlgible  rc'specto  al  Conde  de  Caea-Galindo,  á  los  hijos  del  actual 
Marqués  de  las  Torres  de  la  Pressa  y  á  los  hermanos  Solís  y  Desmaissie- 
res y  Rojas  y  Solís  el  derecho  que  les  concedió  el  testador  con  el  carác- 
ter de  legatarios  de  los  bienes  procedentes  de  la  herencia  de  su  primera 
mujer;  hecho  también  exlgible  y  eficaz,  respecto  á  los  mismos,  los  dere- 
chos que  como  legatarios  sustitutos  les  concedió  el  testador  al  disponer 
en  favor  de  su  viuda  la  manda  que  de  sus  bienes  patrimonales  ordenó 
en  su  testamento  de  12  de  Junio  de  1889,  deber  entregar  la  viada  desde 
luego  á  dichos  legatarios  los  bienes  objeto  de  las  mandas  dispuestas  en 
los  citados  testamentos  de  8  de  Noviembre  del  89  y  12  de  Octubre  del  92, 
con  los  frutos  correspondientes  desde  la  presentación  de  la  demanda,  y 
mediante  la  subrogación  por  los  equivalentes  del  remanente  de  la  heren- 
cia y  de  todas  las  mandas  los  bienes  patrimoniales  legados  en  el  testa- 
mento de  12  de  Junio  del  89,  que  la  viuda  recibió  en  parte  de  pago  de  su 
haber  como  cónyuge  supérstite,  á  reserva  de  devolverlos  en  sn  caso; 
del)er  igualmente  contribuir  á  dicha  subrogación  todos  los  interesados 
con  el  carácter  de  herederos,  con  sus  participaciones  en  el  remanente  de 
la  herencia,  los  mismos  herederos  y  los  demás  interesados,  como  lega- 
tarios por  razón  de  sus  respectivas  mandas,  y  como  consecuencia  de  ello 
la  viuda,  por  sus  legados  puros  é  inoondioionaies,  D.  José  Lasso  de  la 
Vega,  en  los  conceptos  de  heredero  y  legatario,  y  loa  actores  como  lega- 
tarios unos,  y  otros  con  el  mismo  carácter  y  el  de  herederos  á  la  vea;  y 
estar  extinguido,  por  último,  el  nsufructo  de  la  viuda  sobre  las  tres 
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qnlntaa  partes  del  cortijo  Obsroo  Picón,  que  debía  entregar  con  loe  fm- 
toe  producidos  y  debido  prodocir,  babiendo  continuado  dicba  viuda,  no 
obstante  su  segundo  matrimonio,  en  el  goce  7  disfrute  de  todos  los  bie- 
nes que  como  beredera  voluntaria  y  legitima  y  como  legataria  nsufruc- 
,  tuaria  le  fueron  adjudicados  al  fallecimiento  de  su  marido,  y  por  su 
parte  D.  José  Lasso  de  la  Vega  nada  babia  becbo  que  demostrase  su  pro- 
propósito  de  prestarse  á  la  subrogación;  invocaron  en  los  fundamentos 
legales,  con  otros  varios,  los  arts.  1069,  1073, 1089,  1091  y  1265  del  Có- 
digo civil,  que  dan  á  las  particiones  la  «fícacia  de  todo  contrato,  atribu- 
yéndole el  carácter  de  primera  ley  entre  los  contratantes  y  sos  berede- 
ros,  y  676,  que  en  la  blpótesis  de  no  resultar  claramente  la  voluntad  del 
testador,  dispone  se  atienda  á  lo  que  aparezca  más  conforme  á  la  inten- 
ción de  aquél,  según  el  tenor  del  mismo  testamento;  pidiendo  por  un 
otrosí  se  formase  piesa  separada  para  el  secuestro  y  administración  de 
loa  bienes  de  que  se  trataba,  lo  que  fué  estimado  y  se  llevó  á  efecto: 

Resultando  que  con  fecba  28  de  Junio  del  citado  afio  1897  D.  Fausto  Mi- 
randa y  Herráis,  Marqués  de  Miranda,  como  reprepentant»  legal  de  su  es- 
posa Dofia  María  Guadalupe  Lasso  de  la  Vega  y  Zayas,  contestó,  con  la 
aápllca  de  que  se  le  absolviera  de  la  demanda  y  se  declarase  por  vía  de 
reconvención;  primero,  que  son  nulas  y  de  ningún  valor  ni  efecto  las 
particiones  que  de  bienes  poseídos, en  propiedad  y  usufructo  condicional, 
por  la  Dofia  Guadalupe  biso* el  Conde  de  Casa  Galludo  el  1.^  de  Mayo  de 
1896,  siendo  asimismo  nulos  los  asientos  tomados  en  el  Registro  de  la 
propiedad  por  cesión  de  bienes,  percepción  de  frutos  y  cualquiera  otro 
que  se  bullera  efectuado  á  consecuencia  de  las  indicadas  particiones;  se- 
gundo, que  son  rescindibles  y  deben  rescindirse  las  otras  particiones 
qne  del  caudal  relicto  por  el  D.  José  Lorenso  concluyeron  sus  albaceas, 
Conde  de  Casa-Galindo  y  D.  Tomás  Ibarra,  el  17  de  Diciembre  de  1894; 
y  tercero,  que  debe  indemnizarse  á  la  Dofia  Guadalupe  y  rectificarse  la 
partición  rescindible  del  caudal,  ó  precederse  á  una  nueva,  de  modo  que 
se  la  subsane  de  todo  perjuicio,  quedando  basta  entonces  obligados  al 
snbsanamiento  todos  los  bienes  del  caudal  bereditario;  condenando,  por 
Tírtud  de  estas  declaraciones,  al  Conde  de  Casa  Galludo  y  litis  socios  á 
qne,  optando  por  la  indemnización  y  rectificación  de  las  expresadas  par- 
ticiones rescindibles,  ó  procediendo  á  otras  nuevas,  satisfagan  los  agra- 
vios y  subsanen  los  perjuicios  siguientes:  primero,  el  de  baber  incluido 
en  el  caudal  bereditario,  partido  y  adjudicado  como  del  mismo,  las  alba- 
Jas  propias  de  la  Dofia  Guadalupe;  segundo,  el  de  no  baberse  entregado 
á  ésta  el  legado  específico  que  en  el  testamento  de  12  de  Junio  de  1889 
le  biso  el  testador  de  bienes  en  Ecija  y  Carmena,  importantes  1.061.376 
pesetas  686  milésimas;  tercero,  el  de  baberse  distraído  de  su  objeto  los 
bienes  de  dicho  legado,  aplicándolos  al  pago  de  gran  parte  de  la  cuota  vi- 
dual, que  debía  y  debe  satisfacerse  con  bienes  que  no  fueran  específica- 
mente legados;  cuarto,  el  de  no  baber  percibido  los  frutos  en  la  cantidad 
que  la  correspondían,  y  bublera  percibido,  si  su  adjudicación  no  hubiera 
sido  defectuosa;  quinto,  los  perjuicios  causados  A  Dofia  Guadalupe  con 
la  petición  nula  y  con  este  litigio,  ó  á  consecuencia  de  ambas  cosas,  ta- 
les como  el  secuestro  y  posesiona  miento  de  bienes,  menor  rendimiento, 
mayores  gastos  y  costas  judiciales;  y  sexto,  cualquiera  otro  qne  de  la 
prueba  del  pleito  apareciera  baberse  causado  á  la  Dofia  Guadalupe  por 
«íecto  de  ambas  particiones  ó  del  presente  litigio;  condenando  además  á 
los  actores  reconvenidos  á  que  consientan  y  cooperen  á  las  operacionee 
judiciales  ó  extrajudiciales  que  tengan  por  objeto  dichos  subfianam  lentos 
y  rectificación,  así  como  las  inscripciones  y  cancelaciones  que  sean  nece- 
sarias» prestando  en  general  su  concurso  á  todos  los  actos  que  con  el  re- 
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petido  objeto  y  basta  oonsegnirlo  ejercite  la  Dofia  Gnadalape  Laaao  de 
la  Vega: 

Bedaltando  que  en  dicbo  escrito  de  contestación  esposo  snstandal- 
mente  D.  Faasto  Miranda  en  apoyo  de  sos  pretensiones,  además  de  bacer 
on  minacioso  examen  de  los  testamentos  y  particiones  de  qoe  se  trata, 
I  impugaaado  varias  partidas  de  éstos:  demostrar  el  texto  de  dichas  partí- 
I  clones  que  no  todos  ios  interesados  en  la  herencia  estovieron  conformes 
con  la  interpretación  qoe  ios  testamentarios  dieron  á  la  yolontad  del  tes- 
tadot,  sino  qne  sólo  hubo  on  acoerdo  para  salir  del  paso,  aplasaado  las 
I  diflcoltades  mediante  on  régimen  transitorio  en  el  qoe  se  adjodicaron  á 
Dofia  María  Goadalope,  por  diferenti^s  legados,  (^9.868  pesetas  700  mi- 
lésimas; por  la  coota  vidaal,  2.102.771  pesetas  660  milésimas;  por  la  he- 
rencia líqoida  en  osofrocto  condicional,  618.682  pesetas  772  milésimas; 
por  capital  de  las  coatro  pensiones,  149.200  pesetas;  por  herencia  de  ios 
semovientes  en  propiedad  condicional,  28.802  pesetas  600  milésimas,  y 
por  el  QBof racto  de  parte  de  Charco  Picón,  78.860  pesetas,  qoe  soman 
8.661.620  pesetas  622  milésimas,  qoe  loé  la  cantidad  total  asignada  á 
dicha  Dofia  Gkiadalope,  siendo  asi  qoe,  conforme  á  la  ley  y  á  los  testa- 
mentos del  cansante,  debieron  adjodicársele  3.868.601  pesetas  986  milé- 
simas, como  impoite  de  los  bienes  de  Oarmona,  Ecija,  etc.,  valorados 
en  1.061.876  pesetas  686  milésimas;  de  los  moebles,  alhajas  y  carros  jes 
valorados,  en  79.866  pesetas  con  600  milésimas;  de  los  bienes  de  Coria, 
Granada  y  Sevilla,  apreciados  en  609.998  pesetas  200  milésimas,  y  de  la 
SQsodicha  cnota  vidoal,  qoe  ascendía  á  los  indicades  2.102.771  pesetas 
660  milésimas;  y  como  además  de  esto  de  los  bienes  adjudicados  se  in- 
cloyeron  varios  en  las  particiones  de  1896,  restarían  para  la  vinda,  caso 
de  prosperar  la  demanda,  2.182.127  pesetas  160  milésimas,  cantidad  me- 
nor en  1.671.874  pesetas  786  milésimas  á  la  qoe  debía  percibir  de  la  he- 
rencia de  so  marido,  coya  diferencia  quedaría  redocida  á  1.061.876  pese- 
tas 686  milésimas  en  el  caso  de  ganar  el  pleito,  saliendo  en  ambos  per- 
jodicada  en  más  de  la  coarta  parte  de  lo  qoe  debió  adjudicársele  por  el 
solo  concepto  de  legatarla,  puesto  qoe  después  de  satisfechas  las  cargas 
y  demás  gravámenes  del  caodal  no  qoedaba  herencia,  sin  qoe  qoepa 
aminorar  dicho  perjoicio  soponiendo  qoedaba  compensado adjodicándola 
de  más  como  heredera  lo  qoe  como  legataria  percibía  de  menos,  por  ssr 
conceptos  diversos,  sometidos  á  distintas  condiciones;  dedocirse  clara- 
mente qoe  no  qoedó  remanente  hereditario  algono,  teniendo  en  eoenta 
qoe  la  mitad  de  la  herencia  importaba  2.102.771  pesetas  660  milésimas, 
de  las  qoe  había  qoe  pagar  los  gastos  de  entierro,  funeral  y  misas,  el  ca- 
pital de  las  pensiones  y  los  lei^ados  al  Conde  de  Casa  Gal  indo,  á  Dofia 
Goadalnpe  y  á  D.  José  Lasso  de  la  Vega,  qoe  ascendían  en  jonto 
á  2.888.862  pesetas  964  milésimas,  cantidad  mayor  qoe  la  mitad  de  la 
herencia  de  libre  disposición,  á  pesar  de  lo  coal  en  la  hijoela  de  Dofia 
Goadalope  se  incloyeron  como  herencia  líquida  en  osnfrocto  condicio- 
nal 618.682  pesetas  772  milésimas,  y  como  herencia  en  propiedad  condi- 
cional 23.802  pesetas  600  milésimas,  lo  qoe  evidenciaba  el  error  come- 
tido en  la  partición  al  liqoidar  on  remanente  hereditario  qoe  no  existía; 
y  haber  llegado,  con  motivo  del  segando  matrimonio  de  EÍofia  Goadalo- 
pe, la  ocasión  de  resolver  las  cuestiones  aplasadas  en  la  parttcióa  ds 
1894  y  de  reemplasar  el  régimen  transitorio  por  otro  definitivo,  y  entsD- 
diéndolo  así  la  repetidamente  nombrada  Dofia  Goadalope,  soplicó  al 
Conde  de  Casa  Galindo  ejercitase  las  facoltades  qoe  todos  los  interesar 
dos  le  reconocían,  ano  coando  ya  se  habían  extingoldo;  pero  aqoél,  sin 
intervención  de  nadie,  biso  las  particiones  de  1896,  en  las  que  so  foé 
parte  Dofia  Goadalope,  qne  ni  siqoiera  faé  citada  en  el  expedienta  d* 
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«probffcoión,  y  en  loa  cuales»  lejoe  de  anbeanarBe  los  perjaicloe  que  se  le 
irrogaron  en  la  primera»  se  agravaron,  repartiendo  bienes  de  la  enpaesta 
berencia,  y  citó  entre  los  ínndamMitoe  legales  los  artículos  que  estimó 
oportunos  del  Código  civil,  la  resolución  de  la  Direc<*lón  de  los  Registros 
de  6  de  Septiembre  de  1896  y  las  «entenoiae  de  este  Tribunal  Supremo  de 
16  de  Junio  de  1894  y  4  de  Julio  del  96:  ^ 

Beanltando  que  declarado  en  rebeldía  D.  José  Lasso  de  la  Vega,  y 
seguida  la  sustanciadón  del  pleito,  en  los  escritos  de  réplica  y  duplica 
insiatieron  ambas  partes  en  sus  pretensiones,  ampliando  extensamente 
tnm  alegaciones  é  impuguMido  la  demandante  la  reconvención  formulada 
por  la  demandada,  y  después  de  practicada  prueba  documental  y  de  tes- 
tigos y  de  los  demás  trámites  correspondientes,  el  Juzgado  dictó  senten- 
cia absolviendo  á  Dofia  María  Guadalupe  Lasso  de  la  Vega  y  Zayas,  y  á 
D.  José  Lasso  de  la  Vega  y  Zayas  de  la  demanda,  y  declarando,  respecto 
á  la  reconvención:  primero,  que  son  nulas  y  de  ningún  valor  y  efecto  las 
particiones  de  bienes  procedentes  de  la  sucesión  del  D.  José  Lorenzo 
Lasso  de  la  Vega  de  Quintanilla,  Marqués  de  lae  Torres  de  la  Presea, 
aprobadas  judicialmente  el  22  de  Junio  de  1896,  siendo  las  inscripciones 
hechas  en  el  Registro  de  la  propiedad  y  los  actos  de  dominio  y  aprove- 
chamiento realisados  por  efecto  de  aquéllas;  segundo,  que  son  reecindi- 
bles  por  lesión,  en  más  de  la  cuarta  parte,  las  otras  particiones  aproba- 
das el  5  de  Enero  del  95;  y  tercero,  que  los  interesados  en  la  referida 
SQoeslón,  reconvenidos  en  el  pleito,  podrán  optar  entre  indemnizar  el 
dafio  qne  las  particiones  rescindí  bles  causan  á  Dofia  María  Guadalupe 
Lasso  de  la  Vega,  ó  proceder  á  una  nueva  partición,  en  el  modo  que  au- 
toriza el  art.  1074  del  Código  civil;  condenando,  á  consecuencia  de  las 
enunciadas  declaraciones,  á  los  demandantes  á  consentir  la  nulidad  de 
las  referidas  particiones  de  1896,  y  á  que,  optando  entre  la  indemniza- 
eión  del  dafio  que  las  de  1894  cansan  á  dicba  Dofia  Guadaluque,  ó  pro- 
cediendo á  unas  nuevas,  satisfagan  y  subsanen  los  agravios  y  dafios 
causados  á  aquélla,  consistentes:  primero,  en  no  haberle  pagado  el  le- 
gado específico  de  bienes  en  Eclja  y  Carmona,  Importante,  según  las 
mismas  particiones,  1.061.S76  pesetas  con  686  milépimas,  distrayendo 
asi  el  destino  que  el  testamento  de  12  de  Junio  de  1889  dio  por  bu  cláu- 
sula 18.^  á  los  referidos  bienes  que,  como  los  demás  legados,  deberán 
entregarse  y  pagarse  con  la  reducción  que  corresponda  por  exceder  la 
suma  de  todos  á  la  del  candal  de  que  libremente  podía  disponer  el  tes- 
tador, y  sin  que  se  adjudiquen  á  la  Dofia  Guadalupe  bienes  en  cantidad 
algnna  como  herencia  voluntaria,  pues  no  queda;  segundo,  en  haberle 
pagado  gran  parte  de  su  cuota  vidual  con  los  bienes  de  dicho  legado, 
debiendo  pagársele  con  otros  que  no  le  hubieren  sido  legados;  tercero, 
en  no  haberse  dejado  fuera  del  inventario  ó  eliminado  del  candal  sujeto 
á  partición  las  alhajas  de  la  propiedad  exclusiva  de  Dofia  Guadalupe, 
qne  deberán  entregársele  en  la  ejecución  de  la  sentencia;  y  cuarto,  en  no 
haber  percibido  todos  los  frutos  que  la  correspondían  por  sus  legsdos, 
aunque  en  concepto  de  herencia  voluntaria,  que  no  existía,  hubiese  per- 
cibido otros  que  n9  debió  percibir  en  tal  concepto,  por  lo  que  en  la  eje- 
cución de  la  sentencia  debería  hacerse  liquidación  y  pago  de  los  referi- 
dos frutos;  condenando  también  á  los  demandantes,  adjudicatarios  en 
las  particiones  anuladas  de  1896,  á  satisfacer  de  su  bolsillo  particular, 
á  prorrata  del  interés  que  en  ella  representan,  todos  los  gastos  que  las 
mismas  hubiesen  causado  y  ocasione  la  cancelación  de  las  inscripciones 
y  asientos  que  en  su  virtud  se  hubieran  hecho  en  los  Registros  de  la 
propiedad,  la  cual  deberían  pedir  ó  á  ella  cooperar  en  cuanto  foese  ne- 
cesario; y  dejando  sin  efeeto  el  ssensstro  de  bienes  hecho  á  instancia  de 
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l08  demandantefl,  condenó  á  éstos  á  indemnloír  los  perjalcios  que  so 
habiereo  ocasionado  á  Dofia  Goadahipa  Lasso  de  la  Vega: 

Resulcando  qae  apelada  dicha  resoloclón  por  la  parte  aotora,  despnéa 
de  sastanciarse  la  alsada,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Áadiencla  de  SeyiUs, 
el  81  de  Mayo  de  1890,  dictó  otra,  por  la  qae  se  declara:  primero,  rescln- 
dldae  las  operaciones  particionales  de  los  bienes  relictos  por  falleci- 
miento de  D.  José  Lorenso  Lasso  de  (a  Vega  y  Qaintenilla,  Marqués  qóe 
íné  de  las  Torres  de  la  Pressa,  practicadas  por  los  albuoeas  testamente- 
rios,  Ounde  de  Casa  Gal  indo  j  D.  Tomás  Ibarra,  en  1894,  j  como  conae- 
coencia  de  ello,  oblígadus  todos  los  interesados  en  las  mismas  á  otorgsr 
una  nueva  partición,  en  la  qne  se  forme  el  haber  de  Dofia  Quadalape 
Lasso  de  la  Vega,  adjudicándole  separadamente  bienes  para  pago  de  ana 
legados  y  de  la  caota  vidual,  ó  á  indemnisarle  del  perjalcio  qne  se  le  ha 
irrogado  por  la  inclnslón  del  l<*gado  específico  de  1.061. 876  pesetas  686 
mii¿9imas  en  dicha  cuota,  á  elección  de  los  Interesados  en  la  herencia 
del  finado,  debiendo,  caso  de  optar  por  el  primer  extremo,  cancelarse 
las  inscripciones  hechas  en  los  respectivos  Registros  de  la  propiedad 
por  consecuencia  de  dicha  partición,  y  en  el  segundo,  sólo  en  cnanto 
sean  opuestas  á  la  indemnización  en  la  forma  qne  lo  pacten;  segnndo, 
nnlas,  sin  ningún  valor  ni  efecto  Jnridico  las  particiones  practicadas 
el  1.^  de  Mayo  de  1896,  y  nulas,  por  tanto,  las  inscripciones  hechas  en 
los  Registros  de  la  propiedad  á  consecnencia  de  ellas,  siendo  de  cnenta 
de  los  que  intervinieron  en  las  mismas  el  costo  de  dichas  cancel Bciones; 
tercero,  extinguido  el  derecho  de  Dofia  Guadalupe  Lasso  de  la  Vega  á  ift 
herencia  voluntaria  en  usufructo  de  los  bienes  de  sn  primer  marido, 
desde  que  contrajo  segundas  nupcias  el  16  de  Diciembre  de  1895,  y  en 
atención  á  que  hecha  á  dicha  Dofia  Guadalupe  por  separado  la  adjudi- 
cación de  sus  legados  y  de  la  cnota  vidual  no  queda  remanente  heredi- 
tario, nada  tiene  qne  entregar  de  lo  qne  usufructúa,  por  haber  contraído 
segundo  matrimonio,  y  en  el  caso  de  optor  por  nueva  partición,  los  in- 
teresados, se  paguen  los  legados  en  la  forma  qne  preceptúa  el  art.  887  del 
Oódigo  civil,  mientras  no  concluya  el  nsnfmcto  vidual  y  quede  extin- 
gnldu  el  déficit  de  la  herencia;  cuarto,  no  haber  lugar  á  la  entrega  de  al- 
hajas, que  no  se  determinaban,  como  de  la  exeinsiva  propiedad  de  la 
Dofia  Guadalupe,  por  no  constar  en  el  inventario  de  las  particiones  res- 
cindidas ,  sin  perjuicio  de  lo  que  justifique  caso  de  otorgarse  las  nuevas; 
quinto,  que  se  alce  la  intervención  hecha  en  el  pleito  en  parte  de  los  bie- 
nes que  se  adjudicaron  á  la  Dofia  Guadalupe,  sin  haber  lugar  á  indem- 
nización de  perjuicios  ni  de  costas  cansadas  con  motivo  de  tal  determi- 
nación, llevándose  para  la  ejecución  de  dicho  particular  testimonio  á  la 
pieza  separada  formada  con  tal  objeto,  quedando  á  salvo  los  derechos 
qne  los  interesados  en  la  herencia  tengan  para  reclamar  de  la  demandada 
que  afiance  por  íos  bienes  qne  se  le  adjudiquen  en  usufructo;  y  sexto, 
se  absuelve  á  los  demandantes  y  demandados  de  las  demás  peticiones 
formuladas  en  la  demanda  y  reconvención  no  resueltas  en  las  declara- 
ciones anteriores,  sin  expresa  condena  de  costas  de  ninguna  instancia: 
Resultando  que  D.  Miguel  Lasso  de  la  Vega  de  Q^intanilla  cíe  Mada- 
rlaga  y  Melgarejo,  Marqués  de  las  Torres  de  la  Pressa,  y  los  qne  con  él 
litigaban  unidos,  han  interpuesto  recurso  de  casación,  como  compren- 
dido en  los  núms.  1.^,  6.^  y  7.^  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  por  los  siguientes  motivos: 

Primero.  Porque  al  mandar  la  sentonda  que  se  paguen  con  separa- 
ción á  Dofia  Guadalupe  su  cuota  vidual  y  los  legados,  ó  se  la  indemniee 
del  perjuicio  nnf  rido  por  no  haberlo  hecho,  infringe:  los  pactos  conteni- 
dos en  la  escritura  de  partición  de  1894  y  los  arta.  1091,  1264, 1266, 1258 
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y  1S78  del  Código  civil,  que  definen  IO0  contratoa  7  su  fuerza  obligato- 
ria, por  cnanto  te  desconoce  la  eficacia  7  el  valor  del  de  1S94,  que  fué 
oooeertado  paramente  7  sin  condición,  aprobado  sin  reserva  alguna,  7 
e070  valor  resulta  ratificado  especialmente  por  el  art.  1068;  los  artícu- 
los 12^1  7  128 J  del  mismo  Código,  porque  pugna  con  el  claro  texto  del 
convenio,  resefiado  en  el  supuesto  6.^  de  la  aludida  partición,  la  bipóte> 
ais  de  reservarse  las  partes  tratar  el  mismo  asunto  de  dlcbo  supuesto  ante 
los  Tribunales,  7  porque  la  sentencia  extiende  la  reserva  contenida  en 
al  supuesto  6.^  á  la  materia  7  cuestión  tratadas  7  resueltas,  de  común 
acuerdo  7  definitivamente,  en  el  supuesto  6.®,  siendo  en  realidad  dife- 
rentes los  asuntos  de  uno  7  otro,  7  vedando  la  107  extender  los  contra- 
tos á  cosas  no  comprendidas  en  ellos;  los  arts.  888,  párrafo  1.^,  7  1816» 
también  del  Código,  que  respectivamente  autorisan  la  transacción  sobre 
los  derechos  legítimos  del  oón7Uge  viudo,  7  declaran  que  toda  transac- 
ción tiene  para  las  partes  autoridad  de  cosa  juzgada;  pues  no  obstante 
Mr  una  verdadera  transacción  lo  convenido  en  el  supuesto.  6.^  aludido 
dA  la  partición  de  1894,  se  desconoce  su  eficacia  ó  irrevocabilidad,  alte- 
rando lo  que  está  juzgado  7  resuelto,  mandando  la  sentencia,  en  pugna 
abierta  con  el  dicho  convenio,  que  se  pague  á  Dufia  Guadalupe  íntegra- 
mente su  cuota  viduaí,  además  de  todos  los  legados;  7  los  arts.  814, 
párrafo  3.<>,  815  7  817  del  citado  Código,  en  relación  con  el  887,  el  pri- 
mero por  indebida  aplicaoión,  7  los  dos  siguientes  porque  no  fueron 
aplicados,  debiendo  serlo,  puesto  que,  según  estos  preceptos.  Doña  Gua- 
dalupe, que  no  ha  sido  preterida,  carece  de  derecho  para  pedir  su  legi- 
tima con  arreglo  al  art.  814,  teniendo  sólo  acción,  si  hubiese  sido  perju- 
dicada, que  no  lo  fué  en  dicha  intima,  para  pedir  complemento  de  ella, 
y  nada  más,  como  está  declarado  para  caso  análogo,  respecto  del  hijo 
natural,  en  sentencia  de  16  de  £nero  de  1896;  7  al  no  entenderlo  asi  el 
fallo,  va  contra  todo  lo  alegado  7  contra  la  voluntad  del  testador,  pues 
habiendo  dejado  éste  á  su  viuda  más  de  lo  que  por  la  le7  le  correspon- 
día, no  declaró  que  tales  liberalidades  se  sumasen  á  la  cuota  legal,  de- 
biendo entenderse,  por  tanto,  que  no  quiso  que  llevase  más  de  lo  que  la 
defería,  7  en  cambio  mandó  que  devolviese  la  herencia  si  contraía  se- 
gundo matrimonio: 

Segundo.  Porque  al  decretar  la  sentencia  la  rescisión  de  las  particio- 
nes de  1894,  aprobadas  en  1896  Judicialmente,  con  la  conformidad  de 
todos  los  interesados,  infringe:  el  citado  art.  1816  del  Código,  en  rela- 
ción con  los  1391,  núm.  1.^,  1298  7  1809,  por  no  tener  cabida  la  acción 
revisoría  de  lesión  contra  un  convenio  de  transacción  que  tiene  la  auto- 
ridad de  cosa  juzgada,  ni  contra  los  otorgamientos  de  los  tutores  con 
aatorisación  del  consejo  de  familia;  el  art.  1075  del  mif>mo  Código,  en 
relación  con  el  sentido  de  los  1066  7  1067,  de  que  trató  la  resolución  de 
la  Dirección  general  de  los  Registros  fecha  22  de  Enero  de  1898,  pues 
negándose  la  acción  rescisoria  contra  la  partición  hecha  por  el  difunto, 
tampoco  debe  otorgarse  contra  la  practicada  por  la  persona  á  quien  con- 
firió la  especial  comisión  de  hacerlas,  7a  que  lo  ejecutado  por  el  comi- 
eario  (mandatario  del  testador  como  declara  la  sentencia  de  4  de  Julio 
de  1896)  se  entiende  para  todos  los  efectos  legales  realizado  por  el  comi- 
tente mismo,  7  con  ma7oría  de  razón  en  el  caso  actual,  por  haber  orde- 
nado D.  José  Lorenzo  que  todos  los  interesados  se  sometiesen  á  las  ope- 
raciones del  partidor,  so  pena  de  perder  toda  herencia  ó  legado;  la  vo- 
luntad del  tentador,  según  la  cual,  ninguno  de  los  herederos  ni  legatarios 
podría  reclamar  contra  la  partición,  pues  en  cuanto  no  se  perjudiquen 
derechos  legitimarios  es  aquella  voluntad  107  primordial  de  la  suce- 
sión; ios  arte.  1074  7  1077  del  Código,  por  no  haber  sufrido  en  verdad 
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Dofia  GaBdalupe  lesión  algana  en  la  partición  de  1894,  ni  habérsela  p«r* 
judicado  en  la  tasación  de  los  bienes  qne  se  la  adjndioaron,  ni  se  dejó 
de  aplicarla  los  neceearioe  para  enbrir  sn  haber,  sino  que,  por  el  oos- 
trario,  resultó  favorecida  con  el  pago  distinto  de  algnnos  legados  qne  en 
estricto  derecho  no  le  eran  debidos,  á  más  de  qne  extender  la  opción  en- 
tre rescindir  ó  indemniíar,  concediéndola  también  á  D.  José  Lasso  de  la 
Vega  qne  no  ha  sido  reconvenido  y  obligar  de  este  modo  á  los  actores  á 
contar  con  él,  se  opone  al  art.  1077  citado,  qne  confiere  sólo  á  los  recon- 
venidos por  lesión  la  opción  libre  de  mantener  la  partición  rescindible  ó 
indemaisar  el  perjuicio  qne  hubiere,  j  es  nn  error  de  hecbo  demostrable 
con  evidencia  aritmética  por  la  misma  partición  de  1894,  qne  conste 
en  documento  auténtico,  afirmar  la  sentencia  qne  hubo  lesionen  per  ior  é 
la  cuarta  parte  del  haber,  aun  en  la  negada  hipótesis  de  qne  procedieee 
sumar  ios  legados  con  la  legítima  vidual,  pnes  de  ninguna  manera  le- 
sulu  positiva  semejante  lesión;  los  arts.  400,  402,  106S  y  1S02  del  Có- 
digo, en  cuanto  atafie  á  la  nulidad  de  la  púttción  de  1896,  mediante 
otorgar  la  sentencia  á  Dofia  Guadalupe  una  acción  pa^a  anular  qne  no 
le  compete,  toda  ves  que  obligada  por  el  testamento  j  por  la  ley,  según 
lo  demostrado  en  el  primer  motivo,  á  dimitir  los  bienes  que  se  la  dieron 
en  concepto  de  herencia,  ningún  interés  tenia,  no  siendo  condaefia,  en 
el  ulterior  reparto  de  la  herencia  perdida  desde  su  segundo  matrimonio» 
á  más  de  que  tampoco  la  asistida  semejante  acción,  ni  la  rescisoria, 
caso  de  estar  interesada  en  dicha  partición  de  1896,  sino  únicamente  el 
derecho  que  concede  el  art.  1080  del  Código,  también  infringido;  y  ade- 
más incurre  la  sentencia  en  error  de  hecho,  demostrable  por  la  misma 
citada  partición,  al  afirmar  qne  Dofia  Guadalupe  tenia  interés  porque  se 
la  desposeía  de  legados,  siendo  asi  que  la  operación  versó  únicamente  so- 
bre los  bienes  adjudicados  como  remanente  hereditario,  tanto  en  nsa- 
fructo  como  en  propiedad,  y  sobre  el  capital  de  las  pensiones,  por  ser 
^tas  uu  anejo  de  la  misma  herencia,  á  tenor  del  vigésimo  snpoeeto  de 
la  partición;  y 

Tercero.  Porque  la  sentencia  recurrida,  al  absolver  á  Dofia  Guada- 
lupe de  la  demanda  sobre  caducidad  y  reversión  de  los  legados  con  sus 
frutos  como  consecuencia  del  segundo  matrimonio,  y  al  desestimar  todas 
las  demás  pretensiones  de  los  actores  de  los  cnales  no  sé  trata  en  los  an- 
teriores motivos,  infringe  también:  la  yoluntad  del  testador  y  los  ar- 
tículos 668,  párrafo  segundo,  676,  apartado  1.^,  y  768  del  Código  civil, 
con  arreglo  á  los  cuales,  no  siendo  posible  que  D.  José  Lorenso  quisiera 
á  un  mismo  tiempo  que  permaneciese  viuda  Dofia  Guadalupe,  y  que  se 
casara  y  tuviera  hijos  legitimes,  y  estando  manifiesta  é  indudable  en 
voluntad  contraria  á  las  segundas  bodas,  y  su  determinación  para  el 
caso  de  contraerlas  de  privarla  del  disfrute  de  sn  herencia,  no  hay  tér- 
minos hábiles  de  concordar  los  últimos  ordenamientos  del  causante  con 
la  subsistencia  de  ios  legados  favorecedores  del  casamiento  y  de  la  prole 
de  Doña  Guadalupe,  debiendo  por  ello  entenderse  derogadas  todas  las  U- 
ijeralidades  voluntarias  si  casaba  segunda  ve«,  ateniéndose  entonces 
Dofia  Guadalupe  á  su  estricto  derecho^  legitimario,  inteligencia  tanto  más 
acomodada  á  los  testamentos,  cuanto  que  en  los  mismos  usó  el  testador 
diferentes  veces  la  palabra  c legado»  en  el  sentido  de  parte  alicuota  de  la 
«herencia»;  la  doctrina  legal  que  fluye  de  los  arts.  789,  869,  870  y  871  del 
Código;  según  la  cual,  no  sólo  caduca  de  derecho  el  testamento  anterior 
I)or  la  sola  formación  de  otro  posterior,  salvo  expresa  voluntad  de  que 
subsista  lo  que  sea  compatible,  sino  que  para  la  revocación  de  los  lega* 
dos  ni  siquiera  es  menester  testar  de  nuevo,  bastando  la  revocación  tá- 
cita é  inducida  de  hechos  incompatibles  con  el  designio  de  mantenerlos^ 


Digitized  by 


Google 


MARZO  DB  lÜOl  419 

hechos  reyocatoriod  que  no  IgaaUn  al  de  prohibir  bajo  pena  de  deshere- 
daeión  las  aegandas  nnpclM  ^  i*  conaorle  con  respecto  á  los  ordena mien- 
isB  del  tiempo  en  qne  era  soltera  y  estaba  casado  el  testador,  verificados 
para  favorecer  el  casamiento  y  la  descendencia  de  sn  sobrina;  y  los  ar- 
ticalos  4Sd,  436  y  465  del  mencionado  Código»  toda  vea  qne  iá  tíala  sen- 
tenciadora reconoce  qne  Dufia  Goadalnpe  perdió  la  herencia  por  casarse 
segunda  vea,  qne  es  tanto  como  declarar  que  desde  entonces  cesó  sn  bue- 
na fe,  para  seguir  poseyendo  los  bienes  recibidos  en  tal  concepto,  y  no 
obstante  desestima  la  reclamación  referente  á  los  frutos  producidos  y 
debidos  producir,  sin  dar  tampoco  lugar  á  las  demás  pretensiones  sobre 
frntosi  á  pesar  de  lo  dispuesto  en  ios  arts.  461  y  1946,  también  infrin- 
gidos. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joaquín  Gonsáles  de  la  Peña: 

Considerando  que  todas  las  cuestiones  propuestas  en  los  motivos 
primero  y  segundo  del  recurso  para  impugnar  la  rescisión  de  las  parti- 
cionea  de  1894  están  subordinadas  á  la  interpretación  de  los  supues- 
tos 6.®  y  6.^  de  las  mismas  particiones;  porque  efectuadas  éstas  con 
acuerdo  y  aprobación  de  las  partes  interesadas,  existe  oooformidad,  no 
tsn  solamente  acerca  de  su  valides,  sino  también  respecto  á  la  eficacia 
obligatoria  de  los  pactos  adjuntos  á  ellas,  contra  los  cuales  no  se  da  la 
acción  resdsoria  por  causa  de  lesión,  y  únicamente  se  ha  suscitado  con- 
troversia acerca  de  si,  á  pesar  de  lo  convenido  en  el  supuesto  6.^  sobre 
el  modo  de  pagar  la  cuota  vidual,  ha  podido  Dofia  Guadalupe  Lasso  de 
la  Vega,  actual  Marquesa  de  Miranda,  impugnar  dicho  convenio  por  vir- 
tud de  la  reserva  de  derechos  establecida  en  el  supuesto  6.^,  y  pretender 
eomo  consecuencia  de  ello  que  se  rescindan  las  particiones  para  resar- 
cirle el  dafio  qne  supone  habérsele  inferido  al  imputarle  en  parte  de 
pago  de  su  cuota  legitima  el  importe  de  uno  de  los  varios  legados  con 
que  la  favoreció  su  difunto  marido  y  cansante  de  la  herencia  D.  José 
Lasso  de  la  Vega,  Marqués  de  las  Torres: 

Oonsiderando  que  en  el  mencionado  supuesto  6.^,  á  cuyo  contenido 
ae  refiere  por  entero  el  4.^,  después  de  exponerse  las  raiones  que  hubo 
para  dejar  intacta  y  por  resolver  una  cuestión  determinada,  ó  sea  la  de 
si  la  condición  de  permanecer  viuda  impuesta  por  el  testador  á  Dofia 
Guadalupe  al  instituirla  heredera  universal  usufructuaria  afectaba  ó  no 
á  los  legados  condicionales  que  á  su  favor  dejó  establecidos^  se  declara, 
refiriéndose  expresamente  á  dicha  cuestión,  que  quedaba  á  salvo  á  cada 
interesado  el  derecho  que  pudiera  asistirle  conforme  á  las  disposiciones 
del  testador,  y  que  el  ejercicio  de  ese  derecho  no  implicaba  contradic- 
ción á  los  actos  y  operaciones  de  los  testamentarios,  aludiéndose  de  este 
modo  á  la  pena  establecida  por  aquél  para  sancionar  la  eficacia  de  tales 
actos  y  operaciones;  de  suerte  que  estándose,  cual  debe  estarse,  al  sen- 
tido literal  del  mencionado  supuesto,  por  ser  claros  sus  términos,  sin 
dejar  duda  respecto  á  la  intención  con  que  s^  redactó,  no  cabe  admitir, 
cnal  con  manifiesto  error  admite  el  fallo  recurrido,  que  mediante  dicha 
reserva  se  autorizara  á  los  interesados  para  suscitar  cuestión  alguna  dis- 
tinta de  la  anteriormente  indicada: 

Considerando,  á  mayor  abundamiento,  que  discordes  los  interesados 
en  cuanto  al  modo  de  pagar  á  la  viuda  el  usufructo  legal,  transigieron 
esta  cuestión,  según  se  consigna  en  el  supuesto  6.^  de  la  partición,  con- 
yiniéndoae  en  imputar  como  parte  de  pago  el  importe  de  uno  tan  solo  de 
los  legados  condicionales,  y  en  que  si  perdía  su  disfrute  por  consecuen- 
cia del  ejercicio  de  la  reserva  de  derechos  anteriormente  expresada, 
debería  recibir  en  cambio  otros  bienes  de  la  herencia,  y  si  preciso  fuere 
de  los  legados  hechos  por  el  testador;  lo  cual  excluye  por  entero  la  hipó- 
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tesis  de  qae  esta  transacción  estaviera  comf^^ndida  en  dicha  reserva, 
puesto  qae  se  previo  asi  el  caso  de  no  ntiliiarse  como  el  de  qne  ae  atili- 
sara  contra  la  viada  j  prosperase: 

Considerando  qae  al  entender  lo  contrario  j  dar  por  ello  lagar  á  la 
rescisión  de  las  particiones  de  1894,  infringe  el  fallo  recurrido  las  reglas 
qne  para  la  interpretación  de  los  contratos  establecen  los  arts.  1281  j 
1283  del  Código  civil,  así  como  los  demás  preceptos  del  mismo  Código, 
relativos  á  la  eficacia  obligatoria  de  lo  convenido  qne  se  invocan  en  e! 
motivo  primero  del  recarso;  7  qae  habiéndose  de  caéár  por  tales  infrac- 
ciones dicho  fallo  en  cnanto  se  refiere  á  la  rescisión,  no  es  preciao  ocu- 
parse en  el  examen  de  las  demás  infracciones  que  para  impugnarla  se 
alegan  en  dicho  motivo  primero  y  en  el  signiento: 

Considerando  qae  la  previa  rescisión  de  las  particiones  de  1894  sirve 
de  base  y  único  fundamento  al  fallo  recurrido  para  anular  Jas  efectuadas 
en  1896,  por  estimar  que  rescindidas  las  primeras  tenia  Dofta  Gaadalupe 
interés  en  el  destino  ulterior  de  los  bienes  qne  fueron  objeto  de  las  se> 
gundas;  siendo,  en  su  consecuencia,  procedente  el  motivo  segundo  del 
recurso  en  su  última  parte,  donde  se  impngna  la  nulidad  declarada,  por 
ser  inconcuso  que  reconocida  la  valides  y  eficacia  de  las  primeras  partí- 
eiones  y  extinguido  el  usa f  meto  establecido  por  el  testador  en  favor  de 
su  viuda,  carece  ésta  de  acción  y  derecho  para  oponerse  á  que  los  bienes 
usuCructaados  se  dividan  entre  los  herederos  designados  por  el  mismo 
testador  como  únicos  interesados  en  tal  división: 

Considerando  qne  si  bien  es  cierto,  enal  en  sustancia  se  alega  en  el 
motivo  tercero  del  recurso,  que  en  el  caso  de  haber  pluralidad  de  testa- 
mentos otorgados  con  prevención  de  que  subsistan  los  anteriores,  en 
cuanto  á  ellos  no  se  opongan  los  posteriores,  qne  es  lo  hei*ho  por  el  di- 
funto D.  Joi>é  Lasso  de  la  Vega,  Marqués  de  las  Torres,  cabe  la  posibili- 
dad de  que  lo  dispuesto  en  un  testamento  resulte  derogado  tácitamente 
por  otro  posterior,  preciso  es  que  entre  la  disposición  que  se  suponga 
derogada  y  aquella  otra  á  la  cnal  se  atribuya  la  virtud  de  revocar  exista 
oposición  verdadera;  siendo  por  ello  manifiesto  que  para  saber  si  existe 
ó  no  esa  oposición  ha  de  estarse,  ante  todo,  como  siempre  que  se  trate 
de  fijar  cuál  sea  la  voluntad  del  testador,  á  las  reglas  de  interpretación 
para  dicho  ef<^cto  establecidas  en  el  art.  676  del  Código  civil«  qne  es, 
entre  todos  los  demás  ártica  los  del  mismo  Código  también  citado,  si  no 
el  único  aplicable,  por  lo  menos  el  de  aplicación  directa  y  adecuada  para 
resolver  por  entero  la  cuestión  controvertida,  reducida,  en  términos 
concretos,  á  saber  si  ciertas  legados  hechos  por  el  testador  en  tres  desús 
testamentos  á  favor  de  Dofia  Gaadalupe  Lasso  de  la  Vega  están  ó  no 
tácitamente  derogados  por  virtud  de  la  institución  de  heredera  con  que 
también  la  favoreció  en  otro  distinto  'testamento: 

Considerando  que  respecto  al  sentido  natural  y  recto  de  cada  una  de 
las  cláusulas  testamentarias  á  que  el  pleito  se  refiere,  no  hay  controver- 
sia, podiendo  por  ello  tenerse  como  cosa  inadmisible  que  los  tres  lega- 
dos coya  caducidad  se  pretende  están  hechos  bajo  condición,  que  en 
cuanto  afecta  al  pleito  actual  consiste  en  qne  si  la  legataria  moría  sin 
dejar  descendencia  de  legitimo  matrimonio,  pasarían  los  bienes  á  los  de- 
mandantes qne  ahora  los  reclaman,  y  que  la  institución  de  heredera  usn- 
fructnaria  se  biso  por  sólo  el  tiempo  que  la  instituida  permaneciera  viu- 
da del  testador;  de  suerle  que  siendo  esto  asi,  no  cabe  admitir  qne  la 
institución  de  heredera  implique  la  revocación  tácita  de  los  legados, 
puesto  qne  entre  ambas  instituciones  no*existe  oposición,  sino  antes  bien 
perfecta  compatibilidad,  dado  que,  afectando  cada  una  de  aquellas  con- 
diciones ó  distintos  bienes,  ha  podido  perder  Dofia  Guadalupe,  -como  ha 
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perdido,  el  nrafnicto  voluntario  de  1a  herencia  por  el  mero  hecho  de  ha- 
ber contraído  segundas  nupclae,  y  conservar,  sin  embargo,  los  bienes 
legados,  nsnímctnándolos  hasta  el  día  de  sn  fallecimiento,  por  ser  éste 
Y  no  el  de  las  segundas  nupcias  el  designado  por  el  testador  para  qne,  á 
falta  de  descendencia  legitima  de  la  legataHa,  se  transmitiese  á  los  de- 
mandantes: 

Considerando  qne  para  apartarse  del  sentido  literal  de  las  dispo- 
siciones testamentarias,  es  preciso,  con  arreglo  á  lo  prevenido  en  el  men- 
cionado art.  676,  qne  aparesca  claramente  haber  sido  la  voluntad  del  tes- 
tador distinta  de  la  que  se  desprenda  de  sus  palabras,  lo  cual  no  ocurre 
eh  el  caso  presente:  primero,  por  ser  inexacto  que  el  testador  careciera 
de  las  nociones  indispensables  para  distinguir  lo  que  quiso  dejar  y  dejó 
á  título  singular  de  aquello  otro  que  dejó  por  título  universal,  como  lo 
evidencia  el  primero  de  los  testamentos  ológrafos  que  otorgó  el  afio  89, 
b«se  y  fundamento  de  los  posteriormente  otorgados,  puesto  que  después 
de  establecer  varios  legados,  y  entre  ellos  uno  de  los  tres  á  que  el  pleito 
se  refiere,  instituyó  en  el  remanente  de  sus  bienes  como  heredero  univer- 
sal usuiructuario  á  su  hermano  el  Conde  de  Gasa-Galindo,  equivocándose 
tan  sólo  al  calificar  como  legado  las  partes  alícuotas  en  que  dividió  la  he- 
rencia para  después  de  la  muerte  del  Conde;  y  como  entre  dicha  institu- 
ción universal  y  la  hecha  el  afio  de  91  en  favor  de  en  viuda  no  hay  más 
diferencia  que  la  de  haber  cambiado  la  persona  del  usufructuario,  es  á 
todas  luces  inadmisible  que  el  testador  haya  entendido  en  caso  alguno 
que  lo  dejado  por  el  mismo  específicamente  por  título  singular  pudiera 
reputarse  comprendido  en  el  remanente  que  dejó  por  el  título  universal 
de  heredero;  y  en  segando  lugar,  porque  si  bien  es  cierto  que  dos  de  los 
tres  legados  condicionales  se  hicieron  cuando  Dofia  Guadalupe  era  sol- 
tera, y  admitiendo  la  posibilidad  de  que  tuviera  descendencia  legítima 
de  un  matrimonio  distinto  del  que  después  contrajo  con  el  testador,  de 
ello  no  se  sigue,  y  menos  con  la  claridad  exigida  por  la  ley,  que  al  ins- 
tituirla heredera  usufructuaria  en  ocasión,  según  manifiesta  el  mismo 
testador,  de  hallarse  próximo  al  término  de  la  vida  sin  haber  tenido  ni 
eeperar  tener  descendencia  legítima,  quisiera  privar  á  la  que  no  por  ser 
BU  mujer  dejaba  de  ser  sobrina  predilecta,  de  las  liberalidades  que  le  ha- 
bía hecho,  acaso  con  intención  de  que  pudiera  con  mayor  brillo  crearse 
familia  propia,  máxime  cuando,  lejos  de  revocar  expresamente  aquellos 
dos  legados,  testó  después  de  haberla  instituido  heredera  para  revocar 
un  legado  que  había  hecho  á  D.  Antonio  Lasso,  y  para  dejarlo,  entre  otros 
sobrinos,  á  Dofia  Guadalupe  bajo  las  mismas  condiciones  con  que  la  ha- 
bía dejado  los  anteriores  legados: 

Considerando  que  la  cuestión  propuesta  en  la  última  parte  del  moti- 
vo tercero  del  recurso  respecto  al  abono  de  frutos,  como  dependiente  de 
la  buena  ó  mala  fe  en  la  posesión  de  los  bienes  litigiosos,  está  subordi- 
nada á  la  resolución  de  las  cuestiones  principales  del  pleito; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  D.  Miguel  Lasso  de  la  Vega— por  falleci- 
miento del  cual  ha  comparecido  últimamente  su  vitada  Dofia  María  de 
Qnintanilla  y  Caro—y  los  demás  correcurrentes,  tan  sólo  por  las  infrac- 
ciones alegadas  en  el  motivo  primero  del  mismo,  respecto  á  la  eficacia 
de  lo  convenido  sobre  pago  de  la  cuota  vidual  en  las  particiones  practi- 
cadas en  17  de  Diciembre  de  1894,  aprobadas  judicialmente  en  6  de  Enero 
del  96,  y  también  por  las  infracciones  alegadas  en  el  motivo  segundo 
respecto  á  la  valides  de  las  otras  particiones  de  1.^  de  Mayo  de  1896, 
aprobadas  Judicialmente  en  22  de  Junio  del  mismo  afio;  y  en  su  conse- 
cuencia, casamos  y  anulamos  la  sentencia  dictada  por  la  Sala  de  lo  civil 
TOMO  91  37 
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de  la  Ándiexicia  de  Sevilla  en  SI  de  fifayo  de  1809»  en  cuanto  por  ali*  m 
declara  la  rescisión  de  las  primeras  y  la  nnlidad  de  las  segnndas,  7  ee 
hacen  loa  pronunciamientos  consiguientes  á  tales  declaraciones. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inaei- 
tara  en  la  Colbcción  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  nece- 
sarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamo8.=:José  de  Aldecoa..= 
Ricardo  Gullón.=Joeé  de  Gamica.=:Franci8C0  Toda.=Enrique  Laasúa. 
=Joaquin  Gonsálex  de  la  Pefia.=Tomás  Gúdal. 

Publicaci6n.=Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Ezcmo.  Sr.  D.  Joaquín  Gonzálea  de  la  Pefia,  Magistrado  del  Tribunal 
Sapremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de 
hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  22  de  Marso  de  1901.=:Licenciado  Hilario  María  Gonsáles  y 
Torres. 


£7üin.  78.-TRIBUNAL  SUPREII0.--22  do  Marzo,  pib.  el  15  do  AMI. 

Casación  por  infracción  de  ley.— Reseisión  de  eontrcUo.—Senteu- 
cia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  Doña 
Escolástica  Caminero  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  io 
civil  de  la  Audiencia  de  Valladolid,  en  pleito  con  D.  Frutos  Moro 
y  otro. 
En  sus  considerandos  se  establece: 

Que  en  el  caso  previsto  en  el  p&rrajo  segundo  del  art.  476  de  la 
leí/  procesal^  lo  convenido  en  acto  de  eonc¿liae¿ón  tiene  la  Juersa  y 
eneaeia  de  lo  consignado  en  documento  público  y  solemne: 

Que  no  procede  la  rescisión  de  un  contrato  como  celebrado  en 
fraude  de  acreedores,  cuando  no  se  acredita  este  último  concepto  ni 
es  dable  estimar  la  presunción  legal  establecida  en  el  art.  1291  del 
Código  civil. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  22  de  Marzo  de  1901,  en  los  autos  de 
juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  seguidos  en  el  Juagado  de  primera 
instancia  de  Frechilia  y  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Vallado- 
lid  por  Dofia  Escolástica  Caminero  Benalgas,  dedicada  á  laa  faenas  do- 
mésticas, vecina  de  Paredes  de  Nava,  contra  D.  Frutos  y  D.  Hermene- 
gildo Moro  Matía,  labradores,  de  la  misma  vecindad,  sobre  rescisión  de 
una  escritura  de  venta;  autos  pendientes  ante  Nos,  en  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  la  demandante,  á  quien  re- 
presenta el  Procurador  O.  Luis  Soto  y  Hernández  y  defiende  el  Letrado 
D.  José  Canalejas  y  Méndez;  habiendo  comparecido  también  en  este 
Tribunal  el  D.  Fratos,  representado  y  defendido  á  su  vez  por  el  Procura- 
dor D.  Felipe  Górriz  y  el  Letrado  D.  Antonio  Sarabia: 

Resultando  que  Dofia  Escolástica  Caminero,  con  escrito  de  fecha  26 
de  Noviembre  de  1896,  acudió  al  Juzgado  de  primera  instancia  de  Fre- 
chilia en  solicitud  de  que  D.  Hermenegildo  Moro  Matía  reconociera  como 
suyas  y  de  su  pufio  y  letra  la  firma  y  rúbrica  que  aparecían  al  final  de 
un  documento,  fechado  en  Paredes  de  Nava  el  7  de  Julio  de  1896,  qae 
prodneía  con  aquel  escrito,  según  cuyo  tenor  el  prenomj^rado  D.  Herme- 
negildo confesaba  haber  recibido  de  la  Dofia  Escolástica  4.000  pesetas 
en  calidad  de  préstamo,  para  devolverlas  cnando  aquélla  se  las  exigie- 
ra; y  no  habiendo  comparecido  á  la  primera  citación  que  se  le  hizo  el 
día  9  del  mes  de  Diciembre  del  Indicado  afío  1896,  se  le  citó  por  segunda 
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▼ez  para  qne  lo  yerificaee  el  día  21,  como  ñai  lo  realixó,  declarando  que 
«i  bien  dichas  firma  y  rúbrica  se  parecían  á  las  enyes,  no  podía  asegn- 
rar  qne  lo  f  aeran,  no  siendo  cierto  que  hubiera  recibido  de  Dofia  Esco- 
lástica las  cantidades  qne  indicaba  el  documento: 

Besnltando  que  con  anterioridad  á  la  última  de  las  fechas  menciona- 
das, ó  sea  en  17  del  precitado  mes  de  Diciembre  del  96,  D.  Frutos  Moro 
Matía  citó  á  conciliación  á  su  hermano  D.  Hermenegildo  para  que  le  pa- 
gase 7.260  pesetas  que  le  estaba  adeudando  según  obligación  privada, 
«tiscrita  el  27  de  Diciembre  de  1890,  en  papel  sellado,  que  presentaba  al 
Jocgado;  y  verificado  el  acto,  el  17  del  indicado  mes  de  Diciembre  de  1896 
manifestó  D.  Hermenegildo  en  su  contestación  que  reconocía  la  obliga- 
ción que  se  le  exigía  y  el  documento  presentado,  y  que  no  había  podido 
satisfacer  la  cantidad  reclamada,  pero  siempre  que  el  demandante  lo  es- 
timara oportuno,  le  cedía  en  pago  las  fincas  que  expresaba  por  el  valor 
sefialado  en  las  escrituras,  restando  á  deberle  884  pesetas,  que  le  haría 
efectivas  con  Iob  frutos  pendientes  que  se  recolectaran  en  el  afio  1897, 
los  cuales  quedaban  desde  la  fecha  del  acto  de  conciliación  á  disposición 
del  acreedor,  que  debería  rendir  cuentas  en  su  día;  y  aceptada  la  cesión 
X>or,el  demandante,  se  obligó  el  demandado  á  no  inquietarle  en  la  gose- 
fiíión  y  propiedad  de  las  fincas  de  que  se  trataba,  de  las  cuales  podría 
nsar  libremente  desde  luego: 

Besnltando  que  seguido  pleito  por  Dofia  Escolástica  Caminero  en  el 
Juzgado  de  Frechilla  contra  D.  Hermenegildo  Moro  sobre  el  pago  de  un 
préstamo  de  4.000  pesetas,  aquel  Juzgado,  el  16  de  Septiembre  de  1B97, 
pronunció  sentencia  condenando  al  demandado  á  satisfacer  á  la  deman- 
dante la  indicada  suma,  con  más  el  interés  del  6  por  100  anual,  y  desde 
el  26  de  Noviembre  del  96,  contra  lo  que  utilizó  el  D.  Hermenegildo  el 
recurso  de  apelación,  del  cual  le  tuvi>  el  Tribunal  superior  del  territorio 
por  desistido  en  auto  de  9  de  Marzo  del  98: 

Resultando  que  con  fecha  26  de  Septiembre  de  1897,  D.  Hermenegildo 
j  D.  Frutos  Moro  Matía  otorgaron  una  escritura,  por  virtud  de  la  cual, 
el  primero  de  ellos  vendió  al  segundo  doce  fincas  que  se  describieron, 
expresando  el  D.  Hermenegildo  que  por  convenir  á  sus  intereses  la  ena- 
jenación de  aquéllas,  las  vendía  perpetuamente  á  D.  Frutos  con  cuantos 
derechos  y  servidumbres  le  correspondían,  libres  de  toda  carga  y  pen- 
sión, por  el  precio,  en  junto,  de  6.866  pesetas,  las  cuales  quedaban  en 
poder  del  comprador  para  reintegrarse  de  un  crédito  de  mayor  cantidad 
qne  le  era  en  deber  el  vendedor,  según  se  hizo  constar  en  acto  de  conci- 
liación celebrado  el  17  de  Diciembre  de  1896: 

Besnltando  que  solicitado  por  Doña  Escolástica  Caminero  para  la  eje- 
cDCión  de  la  sentencia  de  16  de  Septiembre  de  1897,  de  que  ya  se  hizo 
mérito,  el  embargo  de  las  doce  fincas  mencionadas  en  la  escritura  ante- 
riormente relacionada,  como  propias  de  D.  Hermenegildo  Moro,  se  ex- 
pidió el  oportuno  mandamiento  al  Registrador  de  la  propiedad;  y  dene- 
gado por  éste  la  anotación  preventiva,  por  hallarse  inscritas  á  favor  de 
D.  Frutos  Moro  Matía,  dicha  Dofia  Escolástica  Caminero  Benaigas,  con 
fecha  16  de  Noviembre  de  1898,  formuló,  ante  el  mismo  Juzgado  de  Fre- 
chilla, la  demanda  origen  de  este  pleito,  en  solicitud  de  que  se  declarase 
rescindida  la  enajenación  fraudulenta  de  las  doce  fincas  comprendidas  en 
la  referida  escritura  de  26  de  Septiembre  del  97,  otorgada  por  el  D.  Her- 
menegildo á  favor  de  su  hermano  D.  Frutos  Moro  Matía,  como  acto  rea- 
lizado por  el  deudor  en  fraude  del  derecho  de  la  demandante;  y  en  con- 
secuencia, se  condenara  al  D¿  Frutos  á  devolver  dichas  fincas  con  sus 
productos,  cancelándose  las  inscripciones  hechas  á  su  favor  en  el  Regis- 
tro de  la  propiedad,  ó  en  el  caso  de  que  esto  fuera  imposible,  por  alguna 
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<wxsa  desconocida,  m  le  condenara  á  indemnisar  loe  dafios  j  perjuicio» 
qne  la  enajenación  caneara  á  la  parte  actora,  j  al  D.  Hermenegildo  i 
devolver  el  precio,  con  sna  intereeee,  qne  en  este  caeo  ooneiete  en  dejar 
impagada  la  eapneeta  denda  de  en  hermano;  con  expresa  imposición  de 
ceeUs  á  los  demandados; 

Besnltando  qne  además  de  relacionar  algunos  de  los  hechos  anterior- 
mente consignados,  expnso  Dofia  Escolástica  Caminero,  como  fonda- 
montos  de  sn  demanda:  no  haberle  sorprendido  el  otorgamiento  de  la 
escritura  de  36  de  Septiembre  de  1897,  pnes  ya  conocía  la  mala  fe  qvo 
inspiraba  á  los  hermanos  Moro,  toda  ves  qne  el  mismo  día  en  qne  se 
citó  al  D.  Hermenegildo  en  las  diligencias  preparatorias  de  ejecución  s» 
presentó  D.  Frutos  al  representante  de  Dofia  Escolástica  para  pedirle 
rebaja  de  la  denda,  amenaiándole  con  otorgar  una  escritura  para  burlar 
les  derechos  de  aquélla  en  el  caso  de  que  no  accediera  á  sn  pretensión, 
como  así  fué  en  efecto,  con  cuyo  fin,  sin  duda,  reconoció  el  D.  Herme- 
negildo una  deuda  á  su  hermano,  en  acto  de  conciliación,  ocho  días  des- 
pués de  haber  sido  citado  para  que  reconociese  su  firma  y  rúbrica,  pues* 
tas  en  el  documento  suscrito  á  favor  de  la  demandante,  y  trataba  de  pa- 
gar aquella  deuda  por  medio  de  una  venta,  que  más  bien  parecía  una 
ceeión  gratuita— por  no  constar  la  entrega  del  precio>-hecha  en  estado 
de  insolvencia  por  el  supuesto  deudor,  quien  recogió  las  cosechas  de 
1808,  á  pesar  de  haberlas  vendido  casi  un  afio  antes  y  de  hallarse  em- 
bargados los  frutos  por  la  demandante,  que  se  vio  obligada  á  denunciar 
tal  hecho  al  Juzgado,  y  haber  quedado  D.  Hermenegildo  Moro  sin  bie- 
nes de  ninguna  clase  y  en  absoluta  insolvencia;  y  citó  entre  los  funda- 
mentos legales,  los  arta.  1111,  1260,  1290,  1201,  núm.  8.^- 1394,  1396, 
1297,  párrafos  l.<>  y  2.°;  1298  y  1299  del  Código  civil,  y  el  79,  núm.  3.^ 
de  la  ley  Hipotecaria;  presentando  con  la  demanda  varios  documentos: 

Resultando  que  D.  Frutos  Moro  Matía  se  opuso  á  las  pretensiones  de 
la  demandante,  con  la  súplica  de  que  se  declarase  que  la  escritof a  de 
que  se  trataba  es  válida  y  legal,  y  no  se  otorgó  en  fraude  de  aquélla, 
absolviéndole,  en  consecuencia,  de  la  demanda;  alegando  al  efecto:  qu» 
sn  hermano  D.  Hermenegildo  le  debía  7.260  pesetas,  que  le  prestó  el  27 
de  Diciembre  de  1890,  con  la  obligación  de  devolvérselas  en  tres  plaios» 
y  como  quiera  que  no  lo  hubiese  efectuado,  aun  cuando  el  término  ha- 
bía transcurrido  con  exceso,  y  no  dle»en  resultado  las  reclamaoiones 
amistosas  que  le  dirigió,  se  vló  precisado  á  demandarle  de  oonciliación, 
llevándose  á  efecto  el  acto  el  17  de  Diciembre  del  96,  conviniendo  en  la 
cesión  de  las  doce  fincas  de  que  se  trataba,  lo  cual  demostraba  que  la 
venta  de  aquéllas  se  realisó  mucho  tiempo  antes  de  qne  Dofia  Escolás- 
tica Caminero  formulara  su  demanda  en  reclamación  de  las  4.000  pese- 
tas, siendo  indudable  que  verificada  la  enajenación  á  título  oneroso,  no 
podía  estimarse  he^ha  en  fraude  del  derecho  de  la  demandante;  que  la 
adquisición  de  las  fincas  la  hizo  D.  Frutos  en  el  acto  de  conciliación,  y 
no  por  la  escritora  de  26  de  Septiembre  del  97,  que  sólo  tuvo  por  objeto 
poderlas  inscribir  en  el  Registro  de  la  propiedad;  y  que  si  el  D.  Henne- 
negildo  recogió  las  cosechas  indicadas  en  la  demanda,  lo  hizo  por  orden 
del  D.  Frutos,  como  lo  demostraba  el  no  haber  prosperado  la  denuncia 
de  la  actora,  no  siendo  cierto,  por  otra  parte,  que  dicho  D.  Hermenegildo 
quedara  en  la  insolvencia  por  la  escritura  de  venta,  toda  ves  qne  antes 
de  la  enajenación  de  las  fincas  tenía  un  crédito  contra  D.  Jerónimo  Cha- 
to, que  le  fué  pagado  el  21  de  Junio  de  1897;  invocó  como  fundamentos 
de  derecho  la  ley  7.*,  tít.  16,  Partida  6.^;  los  arts.  476,  párrafo  2.^  de  U 
ley  de  Enjuiciamiento;  84,  86,  87,  88,  núm.  7.^;  89  y  41  de  la  Hipolsea- 
ria,  y  1218, 1266, 1294  y  1296  del  Código  civil,  y  las  sentencias  de  este 
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Tribonal  Supremo  de  14  de  Abril  de  1877,  8  de  igaal  mee  y  21  de  Jonio 
^1  86,  7  4  de  Enero  del  88,  y  eeimismo  preaentó  varioe  docomentoa: 

Beeoltaado  qne  declarado  en  rebeldía  D.  Hermenegildo  Moro  Matía, 
7  eTacnadoe  por  loa  otroa  lltigantea  loa  traaladoa  de  réplica  j  duplica,  ain 
adicionar  en  lo  anatancial  lo  qne  tenían  expnel^to,  ae  practicó  la  prueba 
documental  y  de  teatigoa  que  propusieron,  dictando  el  Juzgado,  deapuée 
de  loa  demáa  trámitea  correapondientea,  aentencia,  que  fué  apelada  por 
Dofia  Eaooláatica  Caminero,  quien  aolicitó  ae  recibiera  el  pleito  á  prueba 
-en  la  aegunda  inalancia,  á  lo  cual  ae  accedió;  declarando  D.  Hermene- 
^Ido  Moro,  como  uno  de  loa  particularea  de  la  practicada:  ser  cierto  que 
4Ü  requeriraele  el  7  de  Mayo  del  98  para  que  pagaae  el  crédito  de  Dofia 
Eaooláatica  Gaminero,  conteató  no  podía  hacerlo  por  carecer  de  meta- 
lioo,  embargándoaele  diez  de  laa  fincaa  de  que  ae  trata,  algunaa  con  ana 
Irutoa;  que  por  haber  hecho  igual  manifeatación  á  otro  requerimiento 
de  8  de  Julio  aiguiente,  ae  amplió  el  embargo  á  doa  fincaa  máa;  que  loa 
Imtod  de  laa  fincaa  embargadaa  eran  Insuflcientea  para  cubrir  la  deuda 
de  Dofia  Eaooláatica;  y  que  no  había  deaignado  blenea  cuando  ae  decre- 
taron loa  embargoa  por  carecer  de  elloa;  negando  que  al  verificarse  la 
venta  que  hizo  á  an  hermano  el  26  de  Septiembre  del  97  quedase  ain  bie- 
nea  propioa  de  ninguna  eapecie,  puea  poaeía  un  crédito  de  6.600  peaetaa 
contra  D.  Jerónimo  Ohato,  y  loa  frutea  de  laa  tierraa  de  que  eran  propie- 
tarioa  aua  hi joa  menorea  de  edad,  no  recordando  la  fecha  en  que  cobró  el 
naencionado  crédito;  y  á  au  vez  D.  Frutoa  Moro  declaró:  qne  conocía  la 
insolvencia  en  que  quedaba  an  hermano  al  vender  las  fincaa  en  la  eacri- 
tura  de  26  de  Septiembre  del  97;  y  que  había  preaentado  al  Juzgado  la 
«nsodicha  eacritura  con  la  pretenaión  de  que  ae  alzaae  el  embargo  tra- 
bado á  Inatancia  de  Doña  Eaooláatica,  la  cual  le  fué  devuelta  y  dene- 
gada au  petición,  por  lo  que  esperaba  ae  aacaaen  loa  bienea  á  subasta 
para  entablar  la  tercería  correapondiente: 

Beaultando  que  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Valladolid,  el 
36  de  Junio  próximo  paaado  año  1900,  confirmó  la  aentencia  del  Juz- 
gado, por  la  que  ae  declaró  no  haber  lugar  á  la  demanda  y  se  absolvió  á 
loa  demandados,  sin  expresa  condena  de  costas  de  primera  instancia  y 
con  imposición  de  las  de  segunda  á  la  parte  actora  y  apelante: 

Resultando  que  Doña  escolástica  Gaminero  y  Benaigas,  con  el  depó- 
sito de  1.000  pesetas,  ha  interpueiíto  recurso  de  casación,  como  compren- 
dido en  los  números  1.^  y  7.^  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  alegando: 

Primero.  Error  de  derecho  cometido  por  la  Sala  sentenciadora  al 
«preciar  la  pmelm  practicada,  no  dando  á  la  confeaión  judicial  el  valor 
qne  determinan  loa  arta.  1231,  1282  y  1288  del  Gódlgo  civil  y  666  de  la 
citada  ley  de  Enjuiciamiento,  en  cuanto  D.  Hermenegildo  y  D.  Frutoa 
Moro  declararon  que  en  el  acto  de  verificarae  el  embargo  para  la  ejeco- 
-dón  de  la  aentencia  de  16  de  Septiembre  de  1897  no  poaeía  el  D.  Herme- 
negildo bienea  ni  metálico,  y  como  la  confeaión  judicial  ó  extrajudicial 
prueba  contra  an  autor,  cuando  por  ella  no  pueda  eludiraé  el  cumpli- 
miento de  la  ley,  y  siempre  que  el  confesante  tenga  capacidad  legal 
para  hacerla  y  recaiga  sobre  hechos  personales  del  mismo,  las  presta- 
das por  loa  demandados  al  absolver  posiciones  en  la  segunda  instancia, 
que  reúnen  dichas  condiciones,  constituyen  .prueba  indudable  de  la  in- 
•olvenoia  del  D.  Hermenegildo,  ain  que  al  razonar  de  eate  modo  ae  di- 
vida la  confeaión  judicial,  puea  ai  bien  el  D.  Hermenegildo  declaró 
también  tener  un  crédito  contra  D.  Jerónimo  Ghato,  tal  afirmación  la 
•contradice  en  U  eonteatación  á  la  demanda,  donde  ae  aa^iura  que  dicho 
•crédito  quedó  extinguido  el  21  de  Abril  del  97,  ó  aea  trea  meaea  antea,  le 


Digitized  by 


Google 


426  JURISPRUDENCIA  CITIL 

cual  no  se  esUma  en  la  sentencia  recnrrida;  Infringiéndose  con  ello  la 
doctrina  consignada  en  sentencias  de  este  Tribunal  Sapremo  de  21  de 
Abril  de  1887  j  36  de  Marso  y  27  de  Octubre  del  96,  de  ({ne  los  hechos 
reconocidos  por  las  partea  en  los  escritos  no  necesitan  prol)arBe: 

Segando.  La  Infracción  del  núm.  8.°  del  art.  1291  y  párrafo  segando 
del  1697,  en  relación  con  el  1260,  todos  del  Código  civil,  que  disponen 
que  los  contratos  celebrados  en  fraude  de  acreedores  son  rescindlbles 
cuando  éstos  no  pueden  cobrar  de  otro  modo  lo  que  se  les  debe,  y  que  se 
presumen  realisadas  en  fraude  de  acreedores  las  enajenaciones  hechas  á 
titulo  oneroso  por  las  personas  contra  las  cuales  se  hubiese  dictado  sen- 
tencia condenatoria  en  cualquier  instancia;  toda  vez  que  la  escritura  de 
compraventa,  cuya  rescisión  se  pide,  fué  otorgada  el  25  de  Septiembre 
de  1897,  ó  sea  nueve  días  después  de  la  sentencia  que  condenaba  al  Don 
Hermenegildo  á  pagar  la  cantidad  que  adeudaba  á  Dofia  Escolástica;  y 
constando  por  la  confesión  de  los  demandados  que  el  D.  Hermenegildo 
no  poseía  bienes  en  el  acto  del  embargo,  se  desprende  que  la  recurrente 
no  tenía  otro  medio  para  cobrar  su  deuda  que  el  de  pedir  la  rescisión  del 
contrato  de  compraventa:  siendo  errónea  la  apreciación  jurídica,  funda- 
mento del  fallo,  de  no  haber  sido  otorgada  dicha  escritura  en  fraude  de 
acreedores,  pues  Dofia  Escolástica  Caminero  tenía  á  su  favor  la  presun- 
ción del  art.  1297,  y  que  debió  producir  prueba  contra  el  demandado,  á 
tenor  del  1260,  ambos  del  Código  civil: 

Tercero.  La  infracción  asimismo  del  art.  1294  del  precitado  Código, 
que  determina  la  naturaleza  de  la  acción  resclsoria,  que  es  subsidiaria, 
necesitándose  para  ejercitarla  que  el  perjudicado  carezca  de  otro  recurso 
lesral  para  obtener  la  reparación  del  perjuicio,  y  que  el  contrato  cuya 
rescisión  se  pida  haya  sido  celebrado  en  fraude  de  acreedores  (art.  ÍS91, 
número  3.^,  del  Código  civil);  puesto  que  la  recurrente  no  tenía  más  re- 
medio, si  quería  obtener  el  cobro  de  su  crédito,  declarado  en  sentencia 
firme  y  ejecutoria,  que  impugnar  la  sentencia  de  26  de  Septiembre  del 
97,  por  confesar  los  demandados  que  D.  Hermenegildo  carecía  de  bienee, 
y  por  suponerse  además  fraudulenta  la  venta  realizada  nueve  días  des- 
pués de  ser  condenado  al  pago  de  las  4.000  pesetas;  y 

Cuarto.  Haber  incurrido  la  Sala  sentenciadora  en  errores  de  hecho  y 
de  derecho  al  apreciar  documentos  y  actos  auténticos,  tales  como  la  es- 
critura de  25  de  Septiembre  de  1897  y  el  acto  de  conciliación  de  17  de  Di- 
ciembre del  96,  é  interpretar  erróneamente  los  artículos  496  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  y  1257  del  Código  civil,  en  la  hipótesis  de  que  se  en- 
tendiera que  dicha  Sala  no  aplicó  el  art.  1297,  por  estimar  que  la  venta 
se  realizó  en  1896,  supuesto  Inadmisible,  pues  paladinamente  consigna 
k>  contrario,  y  bien  claro  se  deduce  de  la  misma  sentencia  recurrida,  qne 
para  determinar  la  solvencia  ó  insolvencia  de  D.  Hermenegildo  se  atuvo 
al  otorgamiento  de  la  escritura,  estimando  que  la  venta  se  realizó  en  25 
de  Septiembre  del  97  y  no  en  la  fecha  del  acto  de  conciliación;  y  siendo 
la  certificación  del  acto  conciliatorio  y  la  copla  de  la  escritura  documen- 
tos públicos,  cuya  fuerza  probatoria  determina  el  art.  1218  del  Código 
civil,  hay  que  tener  presente  que  dicha  escritura  dice  que  D.  Hermene- 
gildo Moro  vende  en  concepto  de  duefio  las  fincas  en  cuestión,  lo  cual  no 
podría  hacer  si  se  considerase  realizada  la  venta  en  el  acto  de  conciüA- 
ción,  en  el  que  se  convino,  pero  no  se  llevó  á  cabo,  probándolo  el  qcc 
después  las  enajenara  el  D.  Hermenegildo  en  concepto  de  duefio  y  qve- 
dará  el  precio  en  poder  del  comprador  para  reintegrarse  del  crédito  euya 
existencia  se  hizo  constar  en  el  acto  de  conciliación;  novando  en  la  es- 
critura de  común  acuerdo  lo  pactado  en  aquél,  que  dejaron  sin  efecto; 
7  es  principio  de  derecho,  sancionado  por  este  Tribonal  Supremo  en  ma* 


Digitized  by 


Google 


MARZO  DE  1901  W 

t«ncia  de  2  de  Diciembre  del  98,  que  los  actos  que  se  dejan  sin  efecto  se 
consideran  como  si  no  hubieran  sido  realizados;  aparte  de  que  aun 
dando  el  mayor  alcance  posible  á  lo  convenido  entre  los  hermanos  Moro 
en  1896,  nunca  podría  perjudicar  á  un  tercero,  cual  lo  es  Dofia  Escolás- 
tica Caminero,  para  quien  la  venta  no  se  realizó  hasta  1897,  en  que  se 
inscribid  la  escritura  en  el  Registro: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Enrique  Lasaús: 

Considerando  que  aunque  realmente  pudiera  estimarse,  en  fuerza  de 
la  confesión  judicial  prestada  por  los  hermanos  D.  Hermenegildo  y  Don 
Frutos  Moro,  que  al  otorgar  la  escritura  de  25  de  Septiembre  de  1897  no 
quedaban  otros  bienes  al  primero  en  que  la  recurrente  pudiera  hacer 
electivo  su  crédito,  no  por  esto  se  habrían  cumplido  las  condiciones  que 
el  pódigo  civil  exige  para  la  rescisión  del  contrato  de  que  se  hace  mé- 
rito en  dicha  escritura,  porque  siendo  ésta,  como  acertadamente  afirma 
la  Sala  sentenciadora,  consecuencia  de  ia  conciliación  celebrada  en  17  de 
Diciembre  de  1896  y  del  documento  privado  de  27  de  Diciembre  de  1890, 
que  servía  de  fundamento  al  expresado  acto  conciliatorio,  era  de  todo 
punto  necesario  que  la  cesión  y  venta  de  bienes  realizada  en  este  conve- 
nio, el  cual  tiene  la  fuerza  y  eficacia  de  lo  consignado  en  documento  pú- 
blico y  solemne,  conforme  á  lo  prevenido  en  el  párrafo  2.^  del  art  476 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  se  hubiese  verificado  en  fraude  de 
acreedores,  y  la  sentencia  no  contiene  declaración  alguna  de  que  seme- 
jante convenio  fuese  simulado,  ni  90  ha  logrado  acreditar  que  la  cesión 
7  venta  de  bienes  anterior  á  la  ejecutoria  obtenida  por  la  demandante 
íaese  fraudulenta,  ya  que  no  es  dable  estimar  en  este  caso  la  presunción 
legal  establecida  en  el  art.  1291  del  Código  civil: . 

Considerando,  por  tanto,  que  el  fallo  absolutorio  recurrido  no  in- 
fringe las  disposiciones  legales  que  se  citan  en  los  diversos  motivos  del 
recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  Dofia  Escolástica  Caminero  y  Benai- 
gas,  á  la  que  condenamos  al  pago  de  las  costas  y  á  la  pérdida  del  depó- 
sito constituido,  á  que  se  dará  la  aplicación  prevenida  en  la  ley;  y  lí- 
brese á  la  Audiencia  de  Valladolid  la  oportuna  certificación,  acompañada 
del  apuntamiento  que  tiene  remitido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaeeia  é  in- 
sertará en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto,  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=José  de  Aldecoa. 
r=:Ricardo  Gullón.=José  de  Garnica.=FrancÍ8co  Toda.=Enrique  Las- 
0Ú8.=Pedro  Lavin.=Tomás  Gúdal. 

Publicación. = Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Ezcmo.  Sr.  D.  Enrique  Lassüs,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  cele- 
brando audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  que  cer- 
tifico como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  22  de  Marzo  de  í901.=Licenciado  Hilario  María  González  y 
Torres. 


ISTüm.  7Q.-TRIBUNAL  SUPREM0.-23  de  Marzo,  pub.  el  15  de  AbHI. 

Casación  por  infracción  de  ley.— NuUcUid  de  inatitucián  de  un 
consey o  dtf /anu7ea.— Sentencia  declarando  hacer  lugar  al  re- 
curso interpuesto  por  Don  Ramón  Pareja  y  otro  contra  la  pro- 
nunciada por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Granada» 
en  pleito  con  D.  José  Benavides. 
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Bu  sus  CONSIDERANDOS  86  ostablece: 

Que  no  hay  precepto  legcU,  n¿  rasón  alguna  de  atuUogieL  que  per- 
mita aplicar  á  la  remoción  de  los  tócales  del  consejo  de  familia  lo 
dispuesto  para  la  de  tutores  y  protutores  en  los  arts.  239  á  243  del 
CocUgo  dvil,  como  ya  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo,  pueeá 
más  de  que  seria  contrario  al  buen  sentido  yá  los  Jtnes  mismos  de 
la  remoción  que  el  consejo  hubiera  de  deliberar  sobre  su  propia  in* 
habilitación  ó  la  de  cualquiera  de  sus  vocales,  como  trámite  preda  é 
indispensable  para  que  la  remoción  pudiera  declararse  y  surtir  eus 
infectos,  es  maniñesto  que  precisamente  por  ser  base  y  fundamento 
del  organismo  tutelar  ha  reseroado  la  ley  privativamente  á  la  auto- 
ridad pública  la  facultad  deformar  el  consejo^  y  como  consecuencia 
indeclinable  de  ello,  la  de  caUñcar  la  aptitud  legal  de  sus  vocales, 
asi  para  entrar  como  para  continuar  en  el  ejercicio  del  cargo,  según 
claramente  se  deduce,  por  una  parte ^  de  la  falta  de  precepto  en  con- 
trariOy  u  por  otra,  de  lo  dispuesto  en  los  arts.  293,  ¿96^  301  y  309  del 
mismo  Código: 

Que  el  art.  296  autoriza  á  los  Tribunales  para  subsanar  el  error 
cometido  en  la  designación  de  los  vocales  del  consejo  de  familia,  mas 
no  para  conferir  el  cargo  á  quien  carezca  de  capacidad  para  desem- 
peñarlo, siquiera  la  causa  de  incapacidad  haya  sobrevenido  después 
de  habérsele  indebidamente  preterido  al  formarse  el  consejo,  porque 
establecido  éste  para  el  buen  régimen  de  la  tutela  y  no  en  beneficio 
personal  de  los  vocales,  surten  los  motivos  de  incapacidad  sus  efectos 
cualquiera  que  sea  el  momento  en  que  haya  de  nacerse  el  nombra- 
miento  de  vocal,  ora  sea  al  tiempo  de  formarse  el  consejo,  ora  sea 
después  deformado,  para  subsanar  errores  padecidos  en  su  forma- 
ción ó  para  cubrir  las  vacantes  que  ocurran. 

Su  U  villa  j  corte  de  Madrid,  á  28  de  Marzo  de  1901,  en  el  pleito  ae- 
^ido  en  el  Jai^ado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Campillo  de 
Granada  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  del  territorio  por  Don 
José  Benavides  Chacón,  Abogado,  vecino  de  la  expresada  ciodad,  contra 
D.  Ramón  Pareja  Obregón,  Canónigo  de  aquella  Iglesia  Catedral,  j  Don 
Pedro  Nestares  Pedrinaci,  propietario,  ambos  de  igual  vecindad,  sobre 
nulidad  en  la  institución  de  un  consejo  de  familia;  pendiente  ante  Nos, 
en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  la 

8 arte  demandada,  representada  7  defendida  por  el  Procurador  D.  José 
[artlnei  de  Carvajal  7  el  Letrado  D.  Francisco  Bergamin;  estándojo  la 
demandante  7  recurrida  por  el  Procurador  D.  Antonio  Pintado  7  el  Le- 
trado D.  Adolfo  Bula  7  Gutierres: 

Resultando  que  promovido  por  D.  Manuel  Benavides  7  García  de  Zá- 
fiiga,  como  marido  de  Dofia  Elisa  Chacón  7  Pérez  del  Pulgar,  expediente 
para  la  constitución  del  consejo  de  familia  del  incapacitado  D.  José 
Chacón  7  Pérez  del  Pulgar,  librada  orden  al  Juez  municipal  del  distrito 
del  Sagrario,  de  Granada,  por  el  de  primera  instancia  para  que  se  proce- 
diera á  dicha  constitución,  7  manifestado  por  el  que  instaba  el  expe- 
diente quiénes  fueran  los  parientes  más  cercanos,  se  efectuó  ésta 
el  día  20  de  Marzo  de  1897  con  D.  Manuel  Benavides  García  de  Zúfiiga, 
D.  Antonio  Jesús  de  Vargas,  D.  Manuel  Benavides  Chacón,  maridos  res- 
pectivamente de  las  tres  hermanas  del  incapacitado  D.  Pedro  Neatares 
Pedrinaci,  que  también  lo  e»  de  la  sobrina  ma7or  del  mismo,  7  D.  Bs- 
món  ParejA  7  Obregón,  pariente  más  próximo  por  la  Unea  materna: 
Resultando  que  en  26  de  Abril  de  1897  D.  José  Benavides  7  Chacón 
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Acudió  al  Juzgado  mnnicipal  aolicitando  se  declarasen  nnlot  loa  nom- 
bramientos de  yocalea  del  consejo  de  familia  expresado,  hechos  á  favor 
de  D.  Pedro  Néstores  j  D.  Ramón  Pareja,  en  cayo  lagar  debían  haber 
sido  nombrados  el  reclamante,  como  sobrino  carnal,  y  el  Conde  de  las 
Infantes,  pariente  más  inmediato  de  consangainidad  con  arreglo  á  lo 
diapnesto  en  el  Oódigo  civil,  á  lo  qne  se  opaso  D.  Antonio  Jesús  de  Var- 
gaa*  en  atención  á  que  D.  Ramón  Pareja  era  pariente  más  próximo  por 
la  línea  materna  qae  el  Conde  de  las  Infantas  y  D.  Pedro  Nestares,  ma> 
rido  de  una  hermana  mayor  de  D.  José  Benavides,  y  ente  menor  qne 
aqnél,  concnrriendo  en  el  repetido  D.  José  Benavides  la  circunstoncia 
del  art.  298  y  apartado  2.^  del  288  del  Código  civil,  por  hallarse  ejerci- 
tando actos  oficiales  en  varios  Juzgados  como  administrador  del  incapa-* 
citado: 

Resultando  que  celebrada  junta  en  7  de  Abril  de  1897  con  asistencia 
de  los  individuos  del  consejo  de  familia,  excepto  el  Vargas,  habiendo 
asistido  también  el  Conde  de  las  Infantas,  el  Juez  municipal  declaró  no 
haber  lugar  á  la  reorganización  del  consejo  de  familia,  sin  perjuicio  del 
derecho  que  pudiera  corresponder  á  la  parte  que  solicitoba  la  nulidad 
j>ara  acudir  adonde  fuera  procedente,  el  cual  acuerdo  fué  confirmado  por 
el  Jnes  de  primera  instencia,  que  condenó  en  costas  al  apelante: 

Resultando  que  D.  José  Benavides  Chacón,  con  estos  antecedentes, 
formuló  la  demanda  origen  de  este  recurso,  y  alegó  además:  que  el  vicio 
que  trateba  de  subsanar  era  una  cuestión  de  hecho  que  se  probaba  oon 
Ulb  partidas  sacramentales  y  árbol  genealógico  que  acompafiaba  y  qne 
demostraban  de  un  modo  incontrovertible  que  el  demandante  era  sobrino 
camal  del  incapacitodo,  en  tanto  que  D.  Pedro  Néstores  Pedrinacl  y  Don 
Bamón  Pareja  Obregón,  el  primero  no  tenía  parentesco  con  el  incapa- 
citado, y  el  segando,  si  lo  tenía,  que  tampoco  le  constoba,  sería  en  grado 
más  remoto  que  el  dicente,  por  lo  que  aquéllos  eatoban  detentondo  unos 
cargos  que  no  les  correspondían,  á  ciencia  y  paciencia  de  otros  parientes 
qne  debieran  desempeñarlos,  por  lo  que  pidió  se  declarase  en  definitiva 
qne  el  consejo  de  familia  de  que  se  tratoba  había  sido  constituido  con 
infracción  de  las  disposiciones  del  Código  civil  que  regulan  la  materia  al 
nombrar  como  vocales  del  mismo  á  D.  Ramón  Pareja  Obregón  y  á  Don 
Pedro  Néstores  Pedrinacl,  qne  no  eran  parientes  del  incapacitodo,  preti- 
riendo á  parientes  próximos  como  el  demandante  y  D.  Femando  Medina 
Fantoni,  y  en  su  consecuencia,  se  mandara,  para  subsanar  la  nulidad  y 
reparar  el  error  cometido,  que  cesasen  aquéllos  en  sus  respectivos  car- 
gos, siendo  reemplazados  por  éstos,  con  imposición  de  las  costos  á  los 
demandados: 

Resultondo  que  D.  Ramón  Pareja  Obregón  y  D.  Pedro  Néstores  Pe- 
drinacl contestoron  la  demanda,  y  expusieron:  que  D.  José  Benavides 
reconoció  como  pariente,  aunque  lejano*  al  primero,  y  sefialó  como  pa- 
riente mucho  más  próximo  que  el  segundo  á  D.  Fernando  Pérez  del  Pnl- 
gpir»  Conde  de  las  Lifantos;  que  el  vocal  del  consejo,  D.  Antonio  de  Var- 
gas» expuso  al  Juzgado  que  en  D.  José  Benavides  concurrían  las  cir- 
constancias  previstas  en  el 'art.'  298  y  apartodo  2.^  del  288  del  Código 
civil;  qoe  estoba  ejecutando  actos  oficiales  de  administración  y  que  ha- 
bía deducido  demanda  conciliatoria  en  reclamación  de  dinero,  cuentas  y 
documentos  del  D.  José  Chacón,  ostentondose  ante  los  Tribunales  como 
en  administrador  al  deducir  algunas  demandas;  que  conceptuaban 
legítimas  las  partidas  sacraménteles  presentadas  de  contrario,  afir- 
mando que  así  como  en  el  acto  ante  el  Juzgado  municipal  de  7  de  Abril 
de  1897  se  excusó  de  ser  vocal  con  asentimiento  de  la  parte  adversa  el 
Conde  de  las  Ipifantas,  venía  excusándose  desde  que  se  anunció  su  oons- 
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titación  el  D.  Fernando  Medina,  7  que  D.  Bamón  Pareja  era  primo  her- 
mano de  Dofia  Francisca  de  Panla  Fernández  de  O&rdoba  y  Bojas» 
abaela  materna  de  D.  José  Chacón  7  pariente  en  grado  más  próximo  de 
éste  que  el  citado  Medina,  según  apareóla  de  loto  documentos  qne  se 
acompafiaban,  además  de  que  el  demandante  se  encontraba  en  Us  con- 
diciones de  incompatilidad  anteriormente  expuestas,  negando,  por  tan- 
to»  cnanto  se  afirmaba  de  contrario  en  el  hecho  último  de  la  demanda, 
por  todo  lo  cual  pidieron  se  les  absolviera  de  ella  con  las  costas  al  actor: 
Besultando  que  renunciado  el  trámite  de  réplica,  7,  por  consiguien- 
te, el  de  duplica,  se  recibió  el  pleito  á  prueba,  practicándose  documental 
7  testifical,  7  sentenciado  el  juicio  en  dos  instancias,  la  Sala  de  lo  civil 
de  la  Audiencia  de  Granada,  en  4  de  Junio  de  1900^  dictó  sentencia  con- 
firmatoria de  la  del  inferior,  en  cuanto,  sin  hacer  expresa  condenación 
de  costas,  declaró  que  el  consejo  de  familia  del  incapacitado  D.  Joié 
Ghacón  Pérez  del  Pulgar  fué  constituido  en  20  de  Marxo  de  1897  por  el 
Juez  municipal  del  Sagrario,  con  infracción  de  lo  dispuesto  en  el  art.  894 
del  Código  civil,  en  cuanto  exclu7Ó  indebidamente  de  dicho  consejo  á 
D.  José  Benavides  Chacón,  cuando  tenia  derecho  á  ser  nombrado  vocal 
con  preferencia  á  los  demandados  D.  Pedro  Nestares  Pedrinaci  7  D.  Ba- 
món Pareja  Obregón,  mandando  que  para  subsanar  el  error  cometido^ 
en  aplicación  á  lo  dispuesto  por  el  art.  296  del  mismo  Código,  se  diera 
entrada  en  dicho  consejo  de  familia  7  nombrase  vocal  del  mismo  á  Don 
José  Benavides  Chacón,  dejando  sin  efecto  el  nombramiento  de  aquel  de 
los  dos  dichos  demandados  que  tuviera  menos  derecho  á  formar  parte 
del  repetido  consejo;  7  dejó  subsistente  el  fallo  expresado  en  cuanto  ab- 
solvía á  los  demandados  de  los  demás  extremos  de  la  demanda,  todo  ello 
sin  perjuicio  de  las  facultades  que  la  le7  atribu7e  al  consejo  de  familia, 
7  los  derechos  que  pudieran  utilizar  1  os  interesados  en  relación  con  lo 
dispuesto  por  el  Código  civil,  respecto  á  remoción  de  la  tutela,  en  sus 
arts.  288,  289,  240  7  298;  sin  hacer  especial  imposición  de  las  costas  de 
segunda  instancia:  » 

Besultando  que  D.  Bamón  Pareja  Obregón  7  D.  Pedro  Nestares  Pe- 
drinaci han  interpuesto  recurso  de  casación,  fundado  en  el  núm.  1.^  del 
art.  1692  de  la  107  de  Enjuiciamiento  civil,  por  habeo'se  infringido  á  sa 
juicio: 

Primero.  Por  indebida  aplicación,  los  arts.  239  7  240  del  Código  ci- 
vil, al  considerar  la  Sala  sentenciadora  privativa  del  consejo  la  facultad 
de  incapacitar  ó  renovar  al  vocal  qne  incurra  en  casos  de  una  ú  otra  ca- 
lificación legal;  7  abstenerse,  por  tal  motivo,  de  hacer  en  este  pleito  la 
declaración  de  nna  7  otra  cuando  aprecia  7  reconoce  la  concnrrencia  de 
hechos  determinadores  de  los  motivos  de  incapacidad  del  núm.  9.^  del 
art  287  7  2.0  del  288: 

Segundo.  Igualmente  el  art.  298  del  Código  civil,  en  relación  coa 
los  287  7  288,  cu7a  significación  determina  claramente  que  el  ineurao 
de  incapacidad  ó  cansa  de  remoción  no  puede  ser  nombrado  vocal  del 
consejo,  7  la  Sala  sentenciadora  lo  interpreta  en  el  sentido  de  que  el  pa- 
riente en  quien  concurran  circunstancias  de  incapacidad  ó  remoción,  aa- 
tes  de  ser  nombrado,  debe  ser,  á  pesar  de  ellas,  elegido,  7  después  acor- 
dar el  consejo  su  incapacidad  ó  remoción,  cn7a  interpretación  es  ab- 
•nrda  7  pugna  con  el  texto  literal  del  mencionado  articulo,  que  al 
considerar  aplicables  á  los  individuos  del  consejo  las  cansas  de  incapa- 
cidad 7  remoción  de  los  tutores,  sigue  diciendo:  «no  podrán  tampoco  ser 
vocales  las  personas  á  quienes  el  padre,  ó  la  madre  en  su  caso,  hubiessn 
excusado  en  su  testamento  de  este  cargo»;  7 

Tercero.    Por  aplicación  indebida,  el  art  296  del  Código  civil,  qae 
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■61o  permite  á  los  Tribonalea  «nbeanar  la  nulidad  que  resulta  de  la  in- 
obaenrmncis  de  los  arts.  294  y  298,  y  reparar  el  error  cometido  en  la 
constitDción  del  consejo  cnando  tal  error  resulte  ó  aqoellos  principios  se 
infrinjan  y  cosas  una  ú  otra  qae  no  aparecen  en  el  caso  de  autos. 

Yieto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joaquín  Gonsáles  de  la  Pefia: 
Considerando  que  no  hay  precepto  legal,  ni  razón  alguna  de  analo- 
gía, qae  i>ermita  aplicar  á  la  remoción  de  los  vocales  del  consejo  de  fa- 
milia lo  dispuesto  para  la  de  tutores  y  protutores  en  los  arts.  289  á  243 
del  Código  civil,  como  ya  tiene  declarado  este  Tribunal  Supremo,  pues  á 
mis  de  que  sería  contrario  al  buen  sentido  y  á  los  fines  mismos  de  la 
remoción  que  el  consejo  hubiera  de  deliberar  sobre  su  propia  inhabilita- 
ción ó  la  de  cualquiera  de  sus  vocales  como  trámite  previo  ó  indispensa- 
ble para  qoe  la  remoción  pudiera  declararse  y  surtir  sus  efectos,  es  ma- 
nifiesto qne  precisamente  por  ser  base  y  fundamento  del  organismo 
tutelar  ha  reservado  la  ley  privativamente  á  la  autoridad  pública  la  fa- 
eultad  de  formar  el  consejo,  y  como  consecuencia  indeclinable  de  ello» 
la  de  calificar  la  aptitud  legal  de  sus  vocales,  asi  para  entrar  como  para 
eentinuar  en  el  ejercicio  del  cargo,  según  claramente  se  deduce,  por  una 
parte,  de  la  falta  de  precepto  en  contrario,  y  por  otra,  de  lo  dispuesto  en 
los  arts.  208,  296,  801  y  809  del  mismo  Código: 

Considerando  que  el  art.  296  autoriza  á  los  Tribunales  para  subsanar 
el  error  cometido  en  la  designación  de  los  vocales  del  consejo  de  familia, 
mas  no  para  conferir  el  cargo  á  quien  carezca  de  capacidad  para  desem- 
pefiarlo,  siquiera  la  cansa  de  incapacidad  haya  sobrevenido  después  de 
habérsele  indebidamente  preterido  al  formarse  el  consejo,  porque  esta- 
blecido éste  para  el  buen  régimen  de  la  tutela  y  no  en  beneficio  personal 
de  loa  vocales,  surten  los  motivos  de  incapacidad  sus  efectos  cualquiera 
qne  sea  el  momento  en  que  haya  de  hacerse  el  nombramiento  de  vocal, 
ora  sea  al  tiempo  de  formarse  el  consejo,  ora  sea  después  de  formado, 
para  subsanar  errores  padecidos  en  su  formación,  ó  para  cubrir  las  va- 
cantes que  ocurran: 

Considerando  que,  esto  supuesto,  infringe  el  fallo  recurrido  los  ar- 
tículos 389,  240  y  296  del  Código  civil,  invocados  por  el  recurrente,  en 
cuanto  se  abstiene  de  resolver  sobre  la  excepción  opuesta  i  la  demanda 
bajo  el  concepto  erróneo  de  qoe  los  motivos  de  incapacidad  para  obtener 
el  cargo  de  vocal,  sobrevenidos  con  posterioridad  á  la  época  en  que  debió 
ser  nombrado,  no  impiden  la  rectificación  del  error  padecido  al  dejarlo 
de  nombrar,  y  bajo  el  no  menos  erróneo  de  qne  el  consejo  de  familia 
debe  previamente  deliberar  sobre  las  causas  de  remoción  de  sus  vocales 
para  que  la  remoción  pueda  declararse  y  surtir  sus  efectos; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  que  han  interpuesto  D.  Ramón  Pareja  Obregón  y  D.  Pedro 
Hsstares  Pedrinaci,  por  infringir  el  fallo  recurrido  los  arts.  289,  240  y 
396  del  Código  civil,  que  en  el  mismo  recurso  se  invocan;  en  su  virtud, 
OBsamos  y  anulamos  la  sentencia  que  en  4  de  Junio  del  afio  último  pro- 
anació  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  territorial  de  Granada,  y  de- 
vuélvase el  depósito  constituido. 

Abí  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
MTtará  en  la  Colección  Legislativa, pasándose  al  efecto  las  coplas  ne- 
cesarias, lo  pronundamos,  mandamos  y  firmamos.=José  de  Aldecoa.= 
'FrsncJsco  Toda.=£nrique  Lassús.=Joaquín  Gonsáles  de  la  Pefia.= 
Pedro  Lavín.=Ylcente  de  Piniés.=Tomás  Gúdal. 

Pttbllcación.=Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
[>•  8r.  D.  Joaquín  Gonsáles  de  la  Pefia,  Magistrado  de  la  Sala  de  lo 
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civil  del  Tribanal  Sapremo,  eelebrando  andiencit  pública  U  mU«Mi  cft 
el  dit  de  ho7,  de  qne  certifico  como  Escribano  de  O&aitra. 
Madrid  28  de  Mano  de  1901.=Bogelío  Gronaileí  Montes. 

Núxxi.  80.-TRIBUMAL  8UPREM0.-23  de  Marzt,  pab,  al  20  de  AMI. 

CAaACióNPOR  INFRACCIÓN  DB  LEY.— JDe/ensa /M>r  po6r0.— Sentencia 
declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  D.  Pede- 
rico  Ruiz  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  nrimera  de  lo  civil 
de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  D.  Nicolás  Revuelta. 
En  BUS  CONSIDERANDOS  80  establccc: 

Que  para  que  pueda  estimaree  la  infracción  del  párrafo  tercero 
del  art,  15  de  la  íey  procesal,  es  oredso  demostrar  que  ha  incurrido 
la  Sala  sentenciadora  en  error  ae  hecho  ó  de  derecho  por  no  haber 
estimado  todas  las  pruebas  según  la  iníención  del  actor: 

Que  el  fallo  es  invariable  en  casación  mientras  no  haya  ufábase 
de  hecho  dioersa  de  la  estimada  por  la  Sala  sentenciadora 

En  la  villa  y  cprte  de  Madrid,  á  28  de  Marzo  de  1901,  en  el  incidente 
que  pende  ante  Nos,  á  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  Buena- 
vista  de  esta  corte  y  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  del  te- 
rritorio, entre  partes,  de  la  una,  como  demandante  y  recurrente,  D.  Fe- 
derico Buiz  Cano,  estudiante,  de  esta  vecindad,  representado  y  defea- 
dido  por  el  Procurador  D.  Julián  Merinero  y  Ginés  y  el  Letrado  D.  Luto 
Bedonet,  y  de  la  otra  la  representación  del  Estado,  sobre  declaración  de 
pobreza  del  primero  para  litigar  contra  D.  Nicolás  Bevnelta,  reclamán- 
dole el  pago  de  910  pesetas  87  céntimos: 

Besultando  que  en  17  de  Octubre  de  1899  formuló  D.  Federico  Bids 
Gano  la  demanda  de  declaración  de  pobreza  que  queda  indicada,  ale- 
gando en  lo  sustancial:  que  se  bailaba  domiciliado  en  esta  corte  desde 
bacía  más  de  cinco  afios,  estando  casado  con  Dofia  Elena  Cortés,  sin  te- 
ner hijos  de  su  matrimonio,  y  vivía  en  compafiía  de  su  padre  pclítloo 
B.  Miguel'Cortés,  quien  pagaba  el  alquiler  del  cuarto  que  ocupaban;  que 
unas  fincas  sitas  en  Horcajo  de  las  Torres,  por  las  cuales  el  último  bi- 
mestre había  pagado  la  contribución  de  82  pesetas  82  céntimos  por  oob- 
venio  particular  con  el  comprador  de  ellas,  las  vendió  con  pacto  de  retro 
en  4  de  Enero  de  aquel  afio;  y  que  no  poseía  ningunos  bienes,  así  como 
tampoco  su  mujer,  ni  disfrutaba  renta  ni  sueldo  alguno,  viviendo  á  ex- 
pensas de  su  mencionado  padre  político: 

Besultando  que  unida  á  las  actuaciones  certifieaclón  negativa  del 
pago  de  contribución  por  el  actor  en  esta  capital,  se  confirió  traslado  de 
la  demanda  á  D.  Nicolás  Bevuelta  y  'á  la  representación  del  Estada,  aa 
compareciendo  aquél  á  contestarla,  y  oponiéndose  la  segunda  á  la  i~ 
daración  de  pobreza  pretendida  mientras  no  se  justificaran  los  ' 
alegados  para  fundarla: 

Besultando  que  como  uno  de  los  extremos  de  la  prueba  del  < 
dante,  que  también  la  practicó  testifical,  se  puso  en  el  incidente  tistl- 
monio  de  una  escritura  otorgada  en  4  de  Enero  de  1899,  por  la  que  aquél 
vendió  á  D.  Manuel  Espejo  86  finóas  rústicas,  una  panera  y  ja  o«Mvm 
parte  de  una  casa,  sitas  en  Horcajo  de  las  Torres,  en  precio  de  8.M0  pe- 
setas, que  confesó  tener  recibidas,  realizando  aquella  venta  á  fetro  por 
término  de  seis  afios,  durante  cuyo  tiempo  quedaría  el  vendedor  («i  el 
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disfrate  de  las  enancUdM  fincas,  pagando  como  renta  ai  comprador  el 
15  de  Septieaabre  de  cada  ano  de  dichos  afios  850  pesetas,  y  la  venta 
quedaría  consamada  por  falta  del  reintegro  de  sa  precio  al  vencer  el  tér- 
mino sefialado  para  el  retro  ó  si  dejara  de  satisfacerse  algnno  de  los  pía- 
aü8  de  la  renta  estipalada,  en  cayo  caso  bastaría  ai  efecto  qne  el  men- 
elonado  comprador  presentara  aquella  escritora  en  el  Registro  de  la  pro* 
piedad,  con  lo  qve  quedaría  consolidado  el  dominio,  sin  necesidad  de 
otro  reqoisito;  y  en  parte  de  la  indicada  praeba  testifical  declaró  el  Don 
Manael  Espejo  qae  Roía  no  le  había  pagado  el  plaio  de  renta  vencido 
en  15  de  Septiembre  del  predicho  afio  99,  y  por  ello,  de  acuerdo  de  am- 
bas partes,  quedaba  el  declarante  daefio  de  las  fincas  de  su  referencia, 
de  hecho  y  de  derecho,  cual  era  público  y  notorio: 

Resaltando  que  en  la  praeba  de  la  representación  del  Estado  informó 
el  respectivo  Alcalde  de  barrio  que  D.  Federico  Ruis  vivía  á  expensas 
de  su  padre  político;  y  con  referencia  al  padrón  correspondiente,  se  hiso 
constar  que  aquél  tenía  cédula  personal  de  undécima  clase  y  pagaba  por 
alquiler  de  habitación  860  pesetas  anuales,  continuando  pof  los  demás 
trámites  de  dos  instancias  el  incidente,  en  el  que  recayó,  con  fecha  9  de 
Mayo  del  afio  último,  sentencia  confirmatoria  de  la  Sala  primera  de  lo 
dvil  de  la  Audiencia  de  esta  corte,  que  deniega  la  declaración  de  pobreza 
pretendida,  con  los  demás  pronunciamientos  consiguientes: 

Resultando  que  D.  Federico  Ruis  Gano  ha  interpuestp  recnrso  de  ca- 
sación, como  comprendido  en  el  núm.  1.^  del  art.  1692  de  la  ley  de  En- 
juiciamicoito  civil,  por  infringir,  en  su  concepto,  la  sentencia  recurrida: 
Primero.  La  doctrina  sentada  por  este  Tribunal  Supremo  en  11  de 
Enero  de  1888,  según  la  que,  la  inscripción  en  el  Registro  de  la  propie- 
dad no  ee  por  sí  título  de  derecho,  sino  sólo  corroboración  y  garantía  de 
los  que  revisten  tal  solemnidad: 

Segando.  El  párrafo  tercero  del  art.  16  de  la  citada  ley  de  Enjuicia* 
miento,  por  cuyo  tenor  serán  declarados  pobres  los  que  vivan  sólo  de 
rentas,  cnltivo  de  tierras  ó  cria  de  ganados  que  den  productos  graduados 
en  una  suma  que  no  exceda  de  la  equivalente  al  jornal  de  dos  braceros 
en  el  lugar  de  su  residencia  habitual: 

Tareero.  El  párrafo  cuarto  del  mismo  art.  16  de  la  ley  procesal,  qne 
fija  el  máximum  de  contribnción  que  han  de  satisfacer  los  que,  viviendo 
del  ejercicio  de  una  industria  ó  productos  de  un  comercio,  soliciten  el 
beneficio  de  pobresa,  por  aplicación  indebida;  y 

Ouarto.  Él  mismo  párrafo  cuarto  de  dicho  art.  16,  indebidamente 
laucado  á  este  incidente. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  de  Oamica: 
Oonsiderando  que  la  sentencia  se  funda  en  no  haberse  probado  que  el 
leeurrente  se  encuentre  en  las  condiciones  que  son  necesarias  para  ob- 
tener el  beneficio  de  pobresa  para  litigar,  y  que  para  que  pudiera  pre- 
valecer el  recurso  y  estimarse  la  infracción  del  párrafo  tercero  del  art.  15 
de  hiley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  se  alega  en  el  motivo  segundo,  que 
es  el  único  que  verdaderamente  ataca  la  sentencia  en  el  fondo,  sería  pre- 
ciso demostrar  que  ha  incurrido  la  Sala  en  error  de  hecho  ó  de  derecho 
por  no  haber  estimado  todas  las  pruebas  según  la  intención  del  actor; 
demostración  que  no  se  ha  producido: 

Oonsiderando  que  los  motivos  primero,  tercero  y  cuarto  se  dirigen 
*olo  contra  apreciaciones  contenidas  en  los  rasonamientos  de  la  eenten- 
^  y  que  el  fallo  es  invariable  en  casación  mientras  no  haya  una  base 
^  hecho  diversa  de  la  estimada  por  la  Sala; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
cuso de  oasadén  interpuesto  por  D.  Federico  Ruis  Cano,  á  quien  conde- 
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namoB  a1  pago  de  las  costas,  y  por  raión  de  depósito,  al  de  la  eanttdad  de 
161  pesetas  81  céntimos,  á  la  qae  se  dará  la  aplicación  qae  dispone  la  ley; 
j  devuélvase  á  la  Aadienoia  de  esta  corte,  con  la  oportuna  certificaeite, 
el  apnntamiento  qae  tiene  remitido. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
sertará en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  coplas 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamoe.=Jo8é  de  Aldeeoa. 
=Ricardo  QuUón.=José  de  Garnica.=Joaquin  Goncáles  de  la  Peffa. — 
=Pedro  LaYÍn.=Ricardo  Molina.=yioente  de  Piniés. 

PabHcación.=Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Bxcmo.  8r.  D.  José  de  Garnica,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo»  os- 
lebrando  audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  que 
certifico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  28  de  Mano  de  1901.=Licenciado  Hilario  María  Gonsálesy 
Torres. 


I^üm.  81.— TRIBUNAL  SUPREM0.-26  de  Marzo,  psb.  el  22  de  AMI. 

Casación  por  infracción  de  ley.— Tereerto  ele  dommo.— Senten- 
cia declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  Don 
Cristóbal  González  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil 
de  la  Audiencia  de  Sevilla,  en  pleito  con  Doña  Maria  del  Car- 
men Rodríguez  y  otra. 
En  sus  CONSIDERANDOS  SO  cstabloce: 

Que  cuando  la  aportación  social  se  hace  en  términos  oagos  y  ge- 
nerales, sin  determinar  valores  y  lincas,  dejando  estopara  otra  mte^ 
rior  escritura^  es  emdente  que,  sean  cualesquiera  los  respectioos  de- 
rechos y  obligaciones  de  los  socios,  nunca  pueden  ajectar  al  que  con- 
trató con  quien  en  el  Registro  aparece  como  dueño^  y  entendiéndole 
asi  la  Sala  sentenciadora,  no  infringe  la  doctrina  establecida,  enire 
otras  sentencias  de  casación,  en  las  de  8  de  Enero  de  1881^  12  de  Ja- 
lío  de  1883,  23  de  Febrero  de  1884  y  7  de  Marzo  de  1888^  con  refe- 
rencia á  los  arts.  127  y  174  del  Código  de  Comercio. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  26  de  Marso  de  1901,  en  los  autos  de- 
clarativos de  mayor  cuantía  seguidos  en  el  Juagado  de  primera  instan- 
cia de  Sanlúcar  de  Barrameda  y  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  terri- 
torial de  Sevilla  por  D.  Cristóbal  Gonzálea  Fernández,  propietario,  ve- 
cino de  dicha  ciudad  de  Sanlúcar  de  Barrameda,  como  liquidador  de  la 
Sociedad  Viuda  é  Hijos  de  Goniález  Romo,  en  liquidación,  contra  Dofia 
María  del  Carmen  Rodrigues  y  Terán,  propietaria,  de  la  misma  vecin- 
dad, y  Dofia  Carmen  Fernández  Brescaglia,  constituida  en  rebeldía,  so- 
bre tercería  de  dominio;  pleito  pendiente  ante  Nos  en  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley,  que  ha  interpuesto  el  demandante  en  el  alu- 
dido concepto,  representado  y  defendido  por  el  Procurador  D.  Luis  Lma* 
breras  y  el  Letrado  D.  Antonio  Maura;  sin  que  haya  comparecido'ea 
este  Tribunal  Supremo  ninguna  de  las  demandadas: 

Resultando  que  el  Registrador  de  la  propiedad  de  Sanlúcar  de  Banrft- 
meda  expidió  en  6  de  Mayo  de  1897,  á  instancia  de  D.  Cristóbal  Gonsá- 
lez  Fernández,  certificación  literal  de  varios  asientos  de  su  Registro,  y 
entre  ellos  el  de  fecha  6  de  Mayo  de  1881,  referente  al  dominio  á  nombra 
de  Dofia  Carmen  Fernández  Brescaglia,  por  título  de  adjudicaddn  de 
una  casa  en  aquella  ciudad,  calle  del  Carril  de  loa  Angeles,  núm.  S  mo- 
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demo;  y  en  dicho  Miento,  que  constituye  la  inscripción  segnnda  de  la 
íIncA  núm.  684  al  folio  214  vuelto,  tomo  12  del  archivo  y  8.^  de  Sanlúcar, 
nparecen,  además  de  las  circunstancias  comunes  á  toda  inscripción,  los 
particnlares  que,  unos  á  la  letra  y  otros  sustancialmente,  son  como  si- 
gnen: qae  D.  Cristóbal  González  Bomo  falleció  en  Sanliicar  de  Barra- 
meda  el  día  21  de  Octubre  de  1878  con  testamento  de  28  de  Agosto  de 
1864  y  codicilo  de  9  de  Septiembre  de  1868,  otorgados  respectivamente 
ante  loe  Notarios  D.  Manuel  Núfiez  y  D.  Nicolás  Iglesias;  que  además  de 
«ytroB  particulares  que  no  son  del  caso,  en  la  primera  de  dichas  disposi- 
ciones declaró  el  testador  haber  contraído  matrimonio  en  5  de  Noviem- 
bre de  1847  con  Dofia  Carmen  Bodríguez  Brescaglia,  de  cuyo  legítimo 
consorcio  tuvieron  por  hijos  á  D.  Cristóbal  y  D.  Manuel  González  Fer- 
nández; que  también  declaró  que  al  aludido  enlace  habían  aportado,  el 
D.  CrVstóbal  20.000  reales,  y  la  Dofia  Carmen  178.389  reales,  resultante 
del  balance  que  la  Sociedad  Viuda  de  Fernández  é  Hijos  practicó  en  31 
de  Diciembre  de  1847,  y  que  á  la  misma  se  la  había  reconocido  como  par- 
ticipación en  la  empresa  para  el  siguiente  afio;  que  igualmente  declaró 
qne  en  26  de  Enero  de  1860,  y  por  ante  el  Escribano  Iglesias,  otorgó  á 
favor  de  su  mujer  escritura  de  carta  dotal,  en  la  cual  reconoció  aquella 
sQxna  como  capital  percibido  de  ella,  siendo,  por  consiguiente,  ganan- 
ciales la  diferencia  entre  estas  aportaciones  y  el  capital  que  resultase  á 
sa  fallecimiento;  que  legaba  á  su  mujer  Dofia  Carmen  Fernández  el 
quinto  de  sus  bienes  y  todo  lo  demás  que  permitieran  las  leyes  al 
tiempo  de  su  fallecimiento;  pero  que  si  llegal¿  á  contraer  segundo  ma- 
trimonio, se  reservara  dicho  quinto  para  los  hijos  del  suyo;  que  del  re- 
manente de  todos  sus  bienes  instituyó  por  sus  únicos  y  universales 
herederos  á  sus  dos  expresados  hijos;  que  en  indicado  codicilo,  Don 
Cristóbal  González  Bomo  hizo  constar  que  si  bien  en  1964— fecha  del 
testamento— tenía  todos  sus  bienes  en  la  Sociedad  Viuda  de  Fernández 
é  Hijos,  esta  Empresa  se  liquidó  y  finalizó  en  1867,  formando  el  D.  Cris- 
tóbal, en  unión  de  D.  Carlos  Fernández,  otra  nueva  Compañía  titulada 
Hijos  de  Viuda  de  Fernández,  en  la  cual  existía  todo  su  capital  que,  au- 
mentado considerablemente,  resultaría  de  la  liquidación  que  había  de 
practicarse,  ateniéndose  á  su  resultado;  que  el  capital  íntegro  de  los  cón- 
yuges D.  Cristóbal  González  Bomo  y  Dofia  Carmen  Fernández  Brescaglia 
formaba  parte,  al  fallecer  el  primero,  de  la  Compafiía  mercantil  colec- 
tiva que  el  D.  Cristóbal,  en  unión  del  D.  Carlos  Fernández,  formaron 
bajo  la  razón  social  de  Hijos  de  Viuda  de  Fernández  por  escritura  de  6  de 
Marzo  de  1868  ante  el  Notario  D.  Nicolás  Iglesias;  que  en  virtud  del  re- 
ferido fallecimiento  del  socio  D.  Cristóbal,  gerente  que  era  de  la  misma 
Sociedad,  su  viuda  Dofia  Carmen  Fernández  y  sus  hijos  D.  Cristóbal  y 
D.  Manuel  González  Fernández,  en  unión  del  socio  superviviente  Don 
Carlos  Fernández,  acordaron  y  convinieron  en  la  disolución  de  dicha 
(3ompafiía  y  lo  llevaron  á  debido  efecto  en  escritura  otorgada  en  Sanlú- 
car  de  Barrameda  el  4  de  Enero  de  1879  ante  el  Notario  D.  José  Antonio 
Ago^yo  y  Carrillo,  quedando,  por  consiguiente,  disuelta  y  en  liquida- 
ción aquella  Sociedad  de  Hijos  de  Viuda  de  Fernández;  que  terminada 
la  liquidación,  resultó  corresponder  al  mencionado  D.  Cristóbal,  y  en 
su  representación  á  su  esposa  Dofia  Carmen  y  á  sus  Jiijos  D.  Cristóbal  y 
D.  Manuel,  todo  el  haber,  menos  la  exigua  participación  de  184.601  rea- 
les que  alcanzó  D.  Carlos  Fernández,  ya  como  socio,  ya  como  acreedor, 
la  cual  se  obligaron  á  pagar  con  vinos  vendibles  existentes,  en  cantidad 
bastante,  de  que,  una  vez  valorados  por  peritos,  se  hizo  cargo  el  D.  Car- 
los, extrayéndolos  de  las  bodegas  y  otorgando  á  favor  de  la  viuda  y  he- 
rederos de  D.  Cristóbal  carta  de  pago  con  fecha  5  de  Marzo  de  dicho 
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«fio  97  ftnte  el  Notario  Agatro,  en  cuyo  documento  confesó  darte  por 
oontento  y  entregado  de  los  184.601  reales  que  al  liquidarse  la  Sociedad 
había  aleansado  en  loe  aludidos  conceptos  de  socio  y  acreedor;  cqae  por 
Yírtad  del  referido  fallecimiento  del  u,  Cristóbal  Gonsálea  Bomo,  cón- 
yuge de  la  Dofia  María  del  Carmen  Femándei  y  Brescaglia  y  padre  legí- 
timo de  D.  Cristóbal  y  D.  Manuel  Gonsález  y  Femándes,  ocurrido  en 
esta  ciudad— Sanlúcar  de  Barrameda— en  21  de  Octubre  del  78,  quedó  di- 
suelta  y  en  liquidación  la  Sociedad  mercantil  colectiva  denominada  Hi- 
jos de  Viuda  de  Femándes,  de  que  fué  socio  gerente  el  finado  D.  Cristó- 
bal; que  liquidado  el  haber  social  de  la  denominada  Hijos  de  Viuda  de 
Femándes,  resultó  que  casi  todo  aquél  pertenece  á  la  Dofia  María  del 
Carmen  y  sus  hijos  D.  Cristóbal  y  D.  Manuel,  como  sucesores  y  herede- 
ros universales  del  D.  Cristóbal  González,  toda  vez  qne  la  exigua  parte 
perteneciente  á  D.  Carlos  Fernández  le  ha  sido  entregada  por  aquéllos; 
que  sobre  la  disuelta  Sociedad  pesaba  un  pasivo  á  favor  de  varios  acree- 
dores con  distintos  Teneimientos,  importante  1.880.054  reales,  y  los  ex- 
presados Viuda  é  Hijos  del  D.  Cristóbal,  llevados  del  buen  deseo  de  oen- 
servar  el  crédito  de  la  casa  y  aprovechar  ó  utilizar  los  esfuerzos  de  sn 
oausahabiente,  han  convenido,  de  mutua  conformidad  y  espontánea- 
mente, en  constituir  y  formar  una  Compaflia  colectiva  regular  mercantil 
con  el  capital,  pacto  y  condiciones  que  resultan  de  la  escritura  fecha  4  de 
Enero  de  1879  ante  el  Notario  D.  Antonio  José  Aguayo  y  Carrillo»;  que 
bajo  estas  bases,  procedieron  la  viuda  Dofia  María  del  Carmen  Fernán- 
dez y  sus  hijos  D.  Cristóbal  y  D.  Manuel  Gronzález  Fernández,  mayores 
de  edad,  propietarios  y  vecinos  de  Sanlúcar,  á  la  formación  del  inventa- 
rio, avalúo,  liquidación  y  división  de  los  bienes  relictos  por  muerte  del 
causante,  cuyas  operaciones,  una  vez  terminadas,  las  formalizaron  y 
aprobaron  por  escritura  pública  otorgada  en  dicha  ciudad  á  18  de  Junio 
del  79  ante  el  Notario  Aguayo;  y  que  habiendo  ascendido  el  haber  de  la 
viuda  Dofia  María  del  Carmen  Fernández  Brescaglia  por  su  mitad  de  ga- 
nanciales, aportaciones  matrimoniales  y  legado  del  quinto  á  785.846  rea- 
les 20  céntimos,  se  le  adjudicó  en  parte  de  pago  de  esta  suma  la  finca  de 
que  se  trata,  apreciada  en  el  valor  líquido  de  109.202  reales;  siendo  de 
advertir  que  esta  certificación,  presentada  con  la  demanda  inicial  del 
pleito,  obra  hoy  unida  al  recurso  de  que  se  trata,  y  que  cotejada  en  tér- 
mino de  prueba  con  sus  originales,  resultó  conforme,  reconociendo  en 
las  mismas  diligencias  como  suyas,  el  Registrador  que  la  suscribe,  la 
firma  y  rúbrica  con  que  se  halla  autorizada: 

Resultando  que  en  virtud  de  mandamiento  librado  en  dicho  periodo 
de  prueba,  el  Notario  D.  José  Luis  Fernández  Terán,  á  cuyo  cargo  se 
halla  el  protocolo  del  que  también  lo  fué  de  Sanlúcar  D.  Antonio  Joeé 
Aguayo  Garrido,  expidió  con  fecha  14  de  Marzo  de  1899  un  testimonio 
que  comprende  copia  de  la  escritura  de  constitución  de  Sociedad,  otor- 
gada en  4  de  Enero  de  1879  por  Dofia  Carmen  Fernández  y  sus  hijoe  Don 
Cristóbal  y  D.  Manuel  González,  y  de  ella  consta  que  las  bases  bajo  lae 
cuales  se  formó  aquella  Compafiía  fueron  en  síntesis  éstas:  que  sn  raxón 
social  sería  Viuda  é  Hijos  de  González  Romo,  sucesora  de  la  de  Hijoa  de 
Viuda  de  Femándes;  que  su  capital  lo  constituían  1.120.418  reales  en  fin- 
cas, vinos,  vasijas  ^efectos  adjudicados  al  extinguirse  la  anterior  Socie- 
dad á  los  socios  de  la  nueva  Dofia  Carmen  Femándes  y  D.  Cristóbal  j 
D.  Manuel  González,  correspondiendo  de  tal  haber  600.000  reales  á  la  pri- 
mera y  260.209  á  cada  uno  de  los  otros  dos  socios;  que  también  se  había 
adjudicado  á  los  otorgantes  en  vinos,  vasijas  y  efectos  procedentes  de  la 
Sociedad  Hijos  de  Viuda  de  Fernández,  la  suma  de  1.880.064  reales,  qae 
era  el  importe  del  pasivo  de  dicha  disuelta  Empresa,  que  la  nneva  se 
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•bUsab*  á  satiflítoer;  que  por  tanto,  el  haber  en  junto  de  la  Sociedad  de 
que  «e  trata  era  de  2.960.47a  realee;  que  la  gerencia  correría  á  cargo  de 
DoJlA  Oarmen  Femándes  Breecaglia;  que  en  duración  seria  hasta  el  81 
da  Diciembre  de  1880,  á  contar  desde  la  fecha  de  la  escritura,  pudiendo 
sólo  dlaalvense  en  dicho  tiempo  por  mutuo  acuerdo  de  loe  socios;  que  las 
utilidades  se  lepartirian  á  prorrata  entre  éstos,  sefialándose  á  la  geren- 
ala  el  10  por  100  de  los  beneficios;  que  las  principales  operaciones  de  la 
Boetodad  serian  en  el  ramo  de  vinos,  pudiendo  ocuparse  en  todo  otro  gé- 
aese  de  oomeroio  que  los  socios  estimasen  conveniente,  asi  como  podría 
adquirir  las  fincas  que  se  creyesen  útiles  y  vender  aquellas  cuya  enaje« 
mmiíón  ae  considerase  necesaria;  que  las  dudas  ó  cuestiones  que  se  sus- 
tftseim  se  resolverían  por  los  socios,  y  en  caso  de  discordia,  por  los  árbi- 
tree  qoe  nombraban;  que  se  obligaba  á  pagar  á  los  acreedores  que  se 
meaclonabaa  de  la  Sociedad  Hijos  de  Viuda  de  Femándes  el  importe, 
tambiéa  detallado,  de  sus  respectivos  créditos,  correspondiendo  del  alu- 
dide  pasivo  890.854  reales  á  obliicaciones,  1.105.789  á  cuentas  corrientes 
j  88.011  á  deodoree,  que  aparecían  en  el  activo  como  corrientes  y  no  lo 
eran;  en  junto  1.880.054  reales;  y  por  último,  que  en  todo  lo  omitido  en 
el  eonirato  se  obraría  con  arreglo  á  las  disposiciones  del  Código  mercan- 
jlll;  figurando  «demás  entre  estas  bases  principales  lo  consignado  en  la 
elávsula  18.*  de  la  escritura  social,  que  dice  textualmente:  «Para  que 
iMMdan  inscribirse  las  fincas  que  aportan  los  socios  á  la  Sociedad,  se 
obUgaa  éstos  á  arreglar  la  titulación  de  las  mismas  con  el  mismo  fin, 
ebligándose  mutuamente,  mientras  esto  sucede,  á  no  gravarlas,  hipote- 
cadas ni  venderlas,  puesto  que  exclusivamente  las  destinan  al  fondo  so- 
cial, y  arreglados  aquéllos,  serán  resefiadas  en  otra  escritura,  que  se  ten- 
drá por  parto  integrante  de  ésta,  y  será  entonces  inscrita  en  el  Registro 
da  la  propiedad»: 

BeanliaBdo  que  el  antecitado  testimonio,  expedido  por  el  Notario 
Fexnándei  Terán,  comprende  también  copia  de  la  escritura  de  división 
de  Um  bienes  relictos  por  fallecimiento  de  D.  Cristóbal  González  Romo, 
et^i^a  por  su  viuda  é  hijos,  de  la  cual  aparecen,  además  de  otros  ex- 
tremes ya  relacionados,  los  que  siguen:  que  al  liquidarse  en  2  de  No- 
viembre de  1878  la  Sociedad  Hijos  de  Viuda  de  Fernández,  resultó  un 
pasivo  de  1.890.404  reales,  en  el  Qual  se  hallaban  incluidos  los  184.601 
que  en  ella  correspondieron  al  socio  D.  Carlos  Fernández;  que  de  dicho 
pasivo  pertenecían  á  obligaciones  689.704  reales,  á  cuentas  corrientes 
1.146.789,  y  á  créditos  incobrables,  dados  como  corrientes,  88.911reales; 
qne  les  bases  de  liquidación  se  fijaron  en  esta  forma:  cuerpo  general  de 
bienes,  8.011.225  reales  11  céntimos;  bajas  generales,  1.890.404;  capital 
liqnido  divisible  entre  los  interesados,  1.120.821  reales  11  céntimos;  que 
de  éste  hubo  de  tocar  á  la  viuda  Dofia  Carmen  Fernández  por  sus  apor- 
taotonifiii  178.878  reales,  por  su  mitad  de  gananciales  461.221,  y  porel  le- 
gado del  quinto  sobre  el  capital  de  su  marido  96.245  reales  20  céntimos, 
ó  sean  en  junto  785.845  reales  20  céntimos,  correspondiendo  á  los  here- 
deros de  D.  Cristóbal  y  D.  Manuel  González  Fernández,  por  su  legítima 
paterna  y  cnarta  parte  de  gananciales,  la  cantidad  á  cada  uno  de  192.487 
reales;  y  por  último,  que  como  término  de  las  operaciones  de  división 
de  bienes  de  que  sé  viene  haciendo  referencia,  se  establecieron  tres  de- 
claraciones, ds  las  cuales  la  primera  dice  á  la  letra:  «Como  el  inventa- 
rle de  ios  vinos  se  practicó  por  espilla,  según  es  uso  y  costumbre,  por 
lae  difiauitades,  gastos  y  aun  perjuicios  que  ocasionarían  si  se  hubiesen 
de  mover  tedas  para  hacer  una  medida  exacta,  al  resultado  de  aquella 
eperaoión  se  ha  estado  para  hacer  las  adjudicaciones,  pues  aun  cuando 
todos  convienen  en  que  la  medida  no  es  exacta,  como  se  ha  adoptado  un 
TOMO  91  28 
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aifltema  para  todos,  el  perjuicio  ó  beneficio  qne  pueda  haber  debe  ser 
igual;  tanto  Dofia  Carmen  como  rae  doe  hijoe  D.  Orietóbal  y  D.  Iftanuel 
declaran  que,  previo  acuerdo  de  loe  tres,  acordaron  no  detallar  por  cla- 
ses la  cantidad  de  arrobas  de  vinos  y  vinagres,  tanto  en  el  cuerpo  gen»' 
ral  de  bienes  como  en  la  adjudicación,  puesto  que  en  la  actualidad  fMu* 
ellos  no  tiene  objeto  esta  aclaración,  concretándose  únicamente  á  su  im-' 
porte,  por  el  aprecio  que  practicaron  los  peritos  para  designar  á  cada  uno 
su  participación,  toda  vez  que  estos  mismos  vinos  y  vinagres,  junta- 
mente con  los  demás  bienes,  forma  una  masa  social,  pues  en  el  mism» 
día  que  se  hizo  la  escritura  de  la  disolución  de  la  Sociedad  denominad» 
Hijos  de  Viuda  de  Fernández,  los  tres  comparecientes  constituyeron  otra 
nueva  bajo  la  razón  social  de  Viuda  é  Hijos  de  González  Bomo,  suoesora 
de  la  de  Hijos  de  Viuda  de  Fernández,  por  escritura  otorgada  ante  mi 
testimonio — el  de  D.  Antonio  José  Aguayo,  su  fecha  4  de  Enero  últluo 
(1879)— y  á  ésta  aportó  cada  socio  su  capital  integro»;  siendo,  pues,  el 
resultado  que  ofrece  lo  dicho,  acerca  de  las  escrituras  de  4  de  Enero  y  It 
de  Junio  de  1879,  en  relación  con  lo  que  consta  de  la  oertiflcación  del 
Begistro  de  6  de  Mayo  del  97,  que  las  bases  de  la  Sociedad  Viuda  é  Hljov 
de  González  Romo,  fijadas  en  aquel  primer  documento,  no  se  consigna^ 
ron  en  el  segundo,  por  cuya  razón  tampoco  pudieron  hacerse  constar  en 
el  asiento  que  dicha  escritura  del  18  de  Junio  produjo  á  favor  de  Doftft 
Carmen  Fernández,  respecto  de  la  finca  de  que  se  trata,  en  el  Registre 
de  la  propiedad;  y  que  en  esta  inscripción,  tomada  en  6  de  Mayo  de  1881/ 
no  se  mencionó  la  primera  de  las  declaraciones  fijadas  en  la  división  á» 
bienes  de  D.  Cristóbal  González  Romo,  ni  los  otros  extremos  de  ella  úl- 
timamente referidos: 

Resultando  que  la  Sociedad  Viuda  é  Hijos  de  GK>nzález  Romo,  suee- 
sora  de  la  de  Hijos  de  Viuda  de  Fernández,  quedó  disuelta  en  virtud  de* 
acuerdo  de  los  socios  Dofia  Carmen  Fernández  y  D.  Cristóbal  y  D,  Ma- 
nuel González,  hecho  constar  en  escritura  de  7  de  Enero  de  l&l,  otor- 
gada ante  el  Notario  D.  José  María  Castillo,  según  lo  relacionado  pordi- 
chos  otorgantes  en  otra  escritura  de  21  de  Enero  de  1886  por  ante  Don- 
Plácido  López  Iturralde,  en  cuyo  último  documento  quedaron  nomlura^ 
dos  liquidadores  de  la  Sociedad  referida  loe  socios  D.  Cristóbal  y  Don 
Manuel  González  y  Fernández: 

Resultando  que  la  Dofia  Carmen  Fernández  Brescaglia,  por  escritorsr 
de  26  de  Abril  de  1888  ante  el  indicado  Notario  Castillo,  constituyó  hi- 
poteca sobre  la  casa  núm.  8  de  la  calle  del  Carril  de  los  Angeles  á  favor 
de  D.Tomás  Rodríguez  Roldan,  en  garantía  de  un  préstamo  de  19.011* 
pesetas  16  y  medio  céntimos,  cuyo  crédito  fué  adjudicado,  por  defnn- 
ción  del  D.  Tomás,  á  su  hija  y  heredera  Dofia  María  de  la  Caridad  Ro- 
dríguez Terán,  según  escritura  de  aceptación  de  herencia  fecha  19  de 
Junio  de  1896,  siendo  ambos  documentos  oportunamente  inscritos  en  el 
Registro  de  la  propiedad: 

Resultando  que  promovida  ejecución  por  la  Dofia  María  de  la  Cari- 
dad Rodríguez  ante  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Sanlúcar  de  Ba- 
rrameda  contra  la  deudora  Dofia  Carmen  Fernández  para  el  cobro  del 
crédito  adjudicado  á  la  primera,  se  despachó  mandamiento  en  6  de  Mayo 
de  1897,  á  fin  de  que  fuese  anotado  en  el  Registro  de  la  propiedad  el  em- 
bargo hecho  en  virtud  de  aquel  procedimiento  sobre  el  inmueble  hipo- 
tecado por  la  cantidad  délas  19.011  pesetas  16  y  medio  céntimos  de 
principal  y  6.288  pesetas  80  céntimos  por  el  concepto  de  intereses  y  cos- 
tas; cuya  anotación  se  llevó  á  cabo,  según  asiento  letra  A  de  la  finca  nú- 
mero 634  duplicado,  al  folio  211  del  tomo  166  del  Ayuntamiento  de  San-* 
lúcar  de  Barrameda: 
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BetQltando  que  con  ttl  motivo,  D.  Cristóbal  Gonzáleí  Fernandas, 
«orno  liquidador  de  U  Sociedad  Viuda  é  Hijos  de  (Ronzales  Romo,  aco- 
lló en  81  de  Jalio  de  1898  ante  el  referido  Jnigado  de  primera  instancia 
de  Sanlúcar  de  Barrameda,  proponiendo  demanda  de  juicio  declaratiTO 
de  mayor  cnantia  contra  Dofia  María  de  la  Caridad  Rodrigues  Terán  y 
Dofia  Carmen  Femándes  Brescaglia,  sobre  tercería  de  dominio  de  la  casa 
embargada  á  ésta  en  el  jnicio  ejecntiyo  seguido  por  aquélla,  con  la  soli- 
eitud  de  que,  con  suspensión  del  procedimiento  de  apremio,  se  fallase  el 
pleito  en  definitiva,  mandando  levantar  el  aludido  embargo  y  dejar  libre 
y  expedito  el  uso  de  la  finca  embargada  á  la  Sociedad  que  representaba, 
«on  condena  de  costas  á  la  ejecutante  ó  á  quien  procediese: 

Resultando  que  en  apoyo  de  estas  pretensiones  expuso  sustancial - 
mente  el  D.  Cristóbal  Gonsález:  que  por  fallecimiento  de  su  padre  Don 
Cristóbal  Romo  se  disolvió  y  liquidó  la  Sociedad  Hijos  de  Viuda  de  Fer- 
nándei,  de  qne  el  último  era  socio  gerente;  que  los  herederos  de  Goma- 
les Romo,  que  lo  eran  su  cónyuge  superviviente  Dofia  Carmen  Femán- 
des Brescaglia  y  sus  hijos  D.  Cristóbal  y  D.  Manuel  Gonsáies  Fernán- 
des,  se  hicieron  cargo  del  pasivo  de  aquella  Sociedad  para  pagarlo  en  sus 
xeepectivos  vencimientos;  que  con  este  objeto  y  para  que  no  decayese  el 
crédito  de  la  casa,  los  mismos  viuda  é  hijos  del  finado  constituyeron 
Cira  nueva  Compafiía  mercantil,  á  la  cual  aportaron  todos  sus  bienes, 
wegún  escritura  de  4  de  Enero  de  1879,  otorgada  ante  el  Notario  D.  An- 
tonio José  Aguayo,  en  la  cual  se  obligaron  los  comparecientes  á  arreglar 
la  titulación  de  las  fincas  para  su  inscripción  en  el  Registro  de  la  pro- 
piedad; que  en  efecto,  en  18  de  Junio  de  dicho  afio  79,  y  ante  el  citado  No- 
tario Aguayo,  loe  mismos  Dofia  Carmen  Femándes  y  D.  Cristóbal  v  Don 
Manuel  Gonsáles,  ó  sean  los  socios  de  la  nueva  Compafiía,  procedieron 
á  formar  el  inventario  y  á  practicar  la  liquidación,  división  y  adjudica- 
don  de  los  bienes  relictos  por  el  marido  y  padre  respectivo  de  aquéllos, 
siendo  este  sin  duda  el  arreglo  de  titulación  á  que  se  refiere  la  cláusula 
18  de  la  escritura  social  de  4  de  Enero;  que  en  dicha  división,  y  después 
de  hus  adjudicaciones  y  comprobaciones,  se  hiso  la  declaración,  entre 
«itras,  de  que  los  vinos  y  vinagres  se  habían  adjudicado  sin  que  prece- 
diera una  medición  exacta,  entre  otras  razones,  porque  aquellos  mismos 
caldos  formaban  con  los  demás  bienes  una  masa  social,  toda  ves  que  el 
día  4  de  Enero  del  i%  en  que  se  otorgó  la  escritura  de  disolución  de  la 
Sociedad  Hijos  de  Viuda  de  Fernández,  los  tres  comparecientes  otorga- 
ron otra  nueva  Empresa  sucesora  de  aquélla  bajo  la  razón  social  de  Viu- 
da é  Hijos  de  6k>nzáles  Romo,  á  la  cual  aportó  cada  socio  su  capital  ínte- 
gro; que  en  la  inscripción  de  la  finca  embargada,  cuyo  asiento  no  ha  sido 
cancelado,  se  relaciona  literalmente  la  escritura  de  constitución  de  la 
Sociedad  á  que  se  acaba  de  hacer  referencia;  que  en  virtud  de  la  hipoteca 
voluntaria  constituida  sobre  dicha  finca,  en  26  de  Abril  de  1888  se  des- 
pachó ejecución  contra  Dofia  Carmen  Fernández  Brescaglia,  sentencián- 
doeela  de  remate  y  comenzándose  contra  ella  la  vía  de  apremio;  y  por 
dltimo,  que  la  razón  social  Viuda  é  Hijos  de  González  Romo  está  en  li- 
quidación, por  lo  que  el  demandante  tiene  aún  capacidad  jurídica: 

Resultando  que  con  esta  demanda,  en  la  que  adujeron  varios  funda- 
mentos de  derecho,  se  acompafiaron:  copia  simple  de  la  escritura  de 
constitución  de  la  Sociedad  Viada  é  Hijos  de  González  Romo  de  4  de 
Enero  de  1879,  en  cuyo  documento  no  se  determinaron  los  bienes  apor- 
tados por  los  socios,  ni  fué  inscrito  en  el  Registro  de  la  propiedad;  copia 
simple  de  la  escritura  de  18  de  Junio  del  mismo  afio,  de  división  de  los 
bienes  relictos  por  óbito  de  D.  Cristóbal  González  Romo;  copia  simple 
de  la  escritura  de  21  de  Enero  de  1886,  otorgada  ante  el  Notario  D.  Plá-" 
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«id»  L6pes,  «n  q«f»  qnedaron  nombradM  D.  OtítMbák  j  D.  MmimI  Qkm* 
iAl«  liqnidadomi  de  Ut  Sociedad  Viada  é  Hijoe  de  Goaiálas  Bone,  ja 
dianelta  por  eacrilwa  de  7  da  Enero  de  1881  ante  D.  Mariano  CaatUk>;  la 
oerti&sación  al  principio  relacionada,  expedida  en  6  de  Mayo  de  1807  por 
el  Begletrador  de  la  propiedad  de  Sanlúcar  de  Barrameda: 

Beenltando  qne  eoependido  el  procedimiento  de  apremio  en  loa  antee 
ejeonttvoe  de  qoe  dimana  la  torcería  objeto  de  esto  pleito,  ee  coBÍri6 
traalado  de  la  demanda  á  Dofta  María  de  la  Caridad  Bodrígaea  Terán  y 
Ottfia  Carmen  F^nAndes  Breacaglia,  contoatindola  la  primera,  que  es- 
poeo  como  hechoe:  qne  en  la  eecritnra  de  4  de  Enero  de  1879,  de  coneti- 
tación  de  la  nueva  Sociedad,  no  se  determinaron  loa  inmneblee  aporto- 
doe  por  los  eocioe,  ni  éetoe  cumplieron  con  la  obligación  qne  ae  habían 
impoeato  por  la  clánania  18.*,  de  detorminarloe  en  otra  escritara  adicio- 
nal á  aquélla;  que  dicha  eecritnra  social  no  se  inscribió  en  el  Registre 
de  la  propiedad,  ni  se  biso  inscripción  de  dominio  de  inmueble  allomo  i 
favor  de  la  Sociedad;  que  según  aparecía  de  los  documentos  aoompaaa- 
dos  con  la  demanda»  la  misma  Sociedad  no  hiso  liquidación  con  la  Ha* 
eianda  por  el  impuesto  de  derechos  reales;  que  en  virtud  de  la  liquida* 
cióB  y  partición  de  loe  bienes  de  D.  Cristóbal  Gonsález  Romo,  se  adjn- 
dioó  á  la  viuda  Dofia  Carmen  Femándes  Bresoaglia,  en  parto  de  pago  de 
aa  haber  por  los  distintos  conceptos  que  ésto  comprendía,  la  casa  núme« 
ro  8  de  la  calle  del  Carril  de  los  Angeles,  cuya  adjudicación  produje  ea 
el  Registro  de  la  propiedad  la  inscripción  del  dominio  de  la  misma  finca 
á  favor  de  Dofia  Carmen;  que  no  puede  entonderse  nunca,  como  pretonde 
el  demandante,  que  aquella  partición  sea  la  escritura  adicional  á  que  se 
refiere  la  cláusula  18.*  de  la  de  constitución  de  Sociedad,  puesto  que  «d 
Ul  adición  debieron  deUllarse  minucioeamento  las  fincas  aportodas  ai 
acervo  social,  é  inscribirse  su  dominio  á  favor  de  la  Compafiía  en  el  alu- 
dido Registro;  que  lejos  de  ello,  lo  que  hiio  la  escritura  particienal  ins- 
crito en  dicha  oficina  fué  conferir  á  la  Dofia  Carmen,  respecto  de  la  casa 
del  Carril  de  los  Angeles,  el  pleno  dominio,  cuando  menos  en  beneficie 
de  tercero,  que  en  dicha  inscripción  no  cancelada  fundase  sn  derecho; 
qne  la  Dofia  Carmen  Femándes  no  aportó  á  la  Sociedad  Viuda  é  Hijos  de 
Gonsáles  Romo  todo  su  capítol,  puesto  que  su  participación  en  la  Em- 
presa, con  arreglo  á  la  escritora  de  4  de  Enero  del  79,  consistía  en  600.#00 
reales,  y  sn  capítol  íntogro,  según  la  escritura  de  partición  de  los 
bienes  de  su  marido,  ascendió  á  786.845  reales  20  céntimos,  y  q«e  la 
finca  embargada  en  la  ejecución  seguida  por  la  contestanto  se  halla  ins- 
crito en  el  Registro  de  la  propiedad  de  Sanlúoar  de  Barrameda,  en  pleno 
dominio  y  sin  limitación  ni  restricción  alguna  á  favor  de  Dofia  Carmen 
Femándes  desde  18  de  Mayo  de  1881,  cuya  inscripción  no  se  había  can- 
celado ni  modificado  á  la  fecha  del  escrito  de  contestación  qne  se  rela^ 
dona: 

Resultando  que  después  de  estos  hechos  y  de  alegar  en  derecho  Dofia 
María  de  la  Caridad  Rodrigues  lo  que  estimé  pertinente,  terminó  su  es- 
crito con  la  súplica  de  que  en  su  día  se  dictase  sentencia  declarando  que 
la  casa  calle  del  Carril  de  los  Angeles,  núm.  8,  embargada  en  los  autos 
ejecutivos  de  que  es  incidente  esto  tercería,  corresponde  en  pleno  dominio 
á  Dofia  María  del  Carmen  Femándes  Brescaglia,  desechando  las  pretsn- 
alones  de  la  Sociedad  Viuda  é  Hijos  de  Gonsáles  Romo,  «i  liquidaolén, 
imponiéndoles  silencio  y  callamiento  perpetuo,  con  las  costas  del  pleito, 
7  ordenando  asimismo  qne  siga  su  marcha  legal  el  procedimtento  dt 
apremio  hasta  que  qnede  cumplida  la  sentencia  de  remato;  babiéndoss 
presentado  por  parte  de  Dofia  María  de  la  Caridad  con  el  escrito  que  se 
jolaciona  una  certificación  expedida  por  el  Registrador  de  la  propiedad 
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-tto  SkBlúatr  de  BÚrtmeda  en  16  de  Julio  de  1898,  en  \%  que  m  Ium9 
eomter  que  la  referida  caea  acrece  oon  el  dominio  ineerito  Tigente  en 
<llelio  Regietro  á  íaTor  de  Dofia  María  del  Oarmen  Férnándes  Breeoagllay 
por  adjadfeaelón  que  de  ella  ae  le  biso  por  loe  coneeptoade  gananeialea, 
44N>rlaeiottee  y  legiMlo  del  quinto  en  la  liquidación  de  la  sociedad  con- 
yiignl  por  fallecimiento  de  en  marido  D.  Cristóbal  Qonsáles  Bomo,  ae- 
S^  eacrltara  de  partición  otorgada  en  aquella  ciudad  el  18  de  Junio  de 
1870  por  la  Dofia  María  del  Oarmen  j  sus  bi]os  D.  Cristóbal  y  D.  Manuel 
-CKmsáleí  Femándea,  que  produjo  la  inscripción  eegunda  de  la  finca  nú- 
mero 684,  al  folio  214  vuelto  del  tomo  8.^  de  dicba  ciudad  de  Sanlúcar: 
Besultando  que  en  virtud  á  no  baber  comparecido  en  el  juicio  Dofia 
€!armen  Femándea  Brescaglia,  se  tuvo  como  contestada  la  demanda  por 
parte  de  ésta,  después  de  lo  cual  se  confirió  traslado  para  réplica  y  dA- 
pilca  al  demandante  y  á  Dofia  María  de  la  Caridad  Rodríguea,  qnienee 
lo  evacuaron  sin  exponer  cosa  alguna  que  alterase  la  índole  del  debate 
planteado,  é  insistiendo  en  las  pretensiones  que  tenían  deducidao  én 
moa  respectivos  escritos  de  demanda  y  contestación;  en  su  consecuencia» 
aw  recibió  el  pleito  á  prueba,  que  consistió  por  parte  del  actor  en  la 
unión  á  los  autos  del  testimonio  expedido  en  14  de  Marso  de  1890  por  el 
Notario  D.  José  Luis  Femándea  Terán^  comprensivo  de  las  escrituran  de 
4  de  Enero  ó  18  de  Junio  de  1879;  consistiendo  dicba  praeba  por  parte 
do  la  Dofia  Maria  de  la  Caridad  Rodrigúete:  primero,  en  la  incorporación 
«1  Jiiioio  de  un  tsstimonio  expedido  por  D.  José  Acquaroni,  actuario  en 
l09  antoo  ejecutivos  seguidos  á  instancia  de  la  misma  parte  contra  Dofia 
María  del  Carmen  Femándea,  con  referencia  á  los  cuales  dicbo  Baerl- 
baño  bace  constar,  entre  otros  particulares  de  que  queda  becba  men- 
ción, que  en  aquellas  actuaciones  obra  una  certificación  del  Registrador 
-de  la  propiedad  de  Sanlúcar  de  Barrameda,  fecba  28  de  Junio  de  1898, 
acreditativa  de  que  la  casa  calle  del  Carril  de  los  Angeles,  nám.  8,  apa- 
reoe  con  el  dominio  inscrito  vigente  á  nombre  de  la  Dofia  Carmen  Fér- 
nándes, por  el  concepto  ya  referido  y  conforme  á  la  escritura  dedivi- 
oión  de  bienes  también  mencionada  anteriormente;  que  sobre  dicho 
Inmueble  ae  conatituyó  bipoteca  por  la  Dofia  Carmen  Femándea  á  favor 
do  D.  Tomás  Rodrigues  Roldan  en  garantía  de  un  préstamo  oon  «raído 
en  eecritura  de  20  de  Abril  de  1888,  otorgada  ante  el  Notario  D.  José 
María  Castillo;  que  este  crédito  fué  adjudicado,  según  escritura  de  19 
de  Junio  de  1896,  á  Dofia  Maria  de  la  Caridad  Rodriguez  'Terán,  como 
hija  y  beredera  del  D.  Tomás;  que  sobre  la  casa  de  referencia  gravita  un 
cenoo,  de  que  boy  se  baila  en  posesión  el  Estado,  procedente  de  la  cape-^ 
llanía  fundada  por  Dofia  María  Benavides;  que  en  mandamiento  librado 
-por  el  Jues  de  primera  instancia  de  Sanlúcar  en  6  de  Mayo  de  1897,  ae 
ordenó  la  anotación  del  embargo  causado  sobre  la  misma  casa  á  favor 
de  la  Dofia  Maria  de  la  Caridad  Rodrigues  por  19.011  pesetas  y  16  y  i 
céntimos  de  principal,  y  6.288  con  80  céntimos  para  intereses  y  coataa; 
y  que  sobre  el  mencionado  inmueble  no  aparecen  otros  gravámenes  que 
eotén  vigentes,  ni  con  referencia  á  él  aparecía  en  el  Registro  documento 
alguno  presentado  pendiente  de  inscripción;  y  segundo,  en  la  diligencia 
de  cotejo  con  sus  originales  de  varios  documentos  expedidos  por  el  Re- 
gistrador de  la  propiedad  del  nariido  de  Sanlúcar  de  Barrameda  y  reco- 
nocimiento por  el  mismo  funcionario  de  la  firma  y  rúbrica  con  que  talca 
documentos  se  bailan  autoriaados: 

Resultando  que  unidas  las  pruebas  á  los  autos,  evacuados  por  el  actor 
y  por  Dofia  María  de  la  Caridrd  Rodríguez  el  trámite  de  conclusión,  y 
unido  también  á  los  autos  por  acuerdo  para  mejor  proveer  el  juicio  eje- 
entivo  de  que  dimana  la  tercería,  el  Jues  de  primera  instancia  de  fiaaiú- 
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<mr  de  Barrameda  dictó  aentencia  en  18  de  Junio  de  1899,  declarando  q«tt 
U  casa  calle  del  Carril  de  IO0  Angeles,  núm.  8,  sita  en  aquella  ciadad,  y 
qne  ha  sido  embargada  como  de  la  propiedad  de  la  ejecatada  en  los  au- 
tos ejecutivos  de  que  procede  esta  tercería,  corresponde  en  pleno  domi- 
nio y  propiedad  á  la  referida  ejecutada  Dofia  María  del  Carmen  Fernán- 
des  Brescaglia,  sin  ninguna  limitación  al  derecho  real  qne  ostenta  sobie 
dicho  inmueble,  y  en  su  consecuencia,  no  haber  lugar  á  la  pretensión  de- 
ducida por  D.  Cristóbal  Gonsáles  Fernándes,  bajo  el  carácter  de  liquida- 
dor de  la  Sociedad  Viuda  é  Hijos  de  Gonaáleí  Bomo,  en  liquidación;  de* 
clarando  también  que  dicho  inmueble  no  está  afecto  á  las  responsabili- 
dades de  la  indicada  Sociedad,  y  condenando  en  costas  al  D.  Cristóbal 
Gonaáleí  7  Fernández  por  si  y  como  representante  de  la  Sociedad  antes 
mencionada: 

Besultando  que  interpuesta  apelación  de  este  fallo  por  parte  del  Don 
Cristóbal  Gonsáles,  le  fué  admitida  libremente,  y  la  Sala  de  lo  civil  da  la 
Audiencia  territorial  de  Sevilla,  en  su  otra  sentencia  de  7  de  Abril  del 
alio  próximo  pasado,  declaró  que  la  casa  núm.  3  de  la  calle  del  Carril  de 
los  Angeles,  de  la  ciudad  de  Sanlúcar  de  Barrameda,  sigue  siendo  de  la 
absoluta  propiedad  de  la  ejecutada  Dofia  María  del  Carmen  Femándea 
Brescaglia,  y  que,  en  su  consecuencia,  no  ha  lugar  á  la  tercería  de  domi- 
nio deducida  por  D.  Cristóbal  Gonaáleí  y  Fernándes  á  nombre  de  la  So* 
ciedad  en  liquidación  Viuda  é  Hijos  de  Gonzáleí  Bomo,  en  cuyos  térmi- 
nos, y  con  condena  de  las  costas  de  primera  instanpia  al  D.  Cristóbal 
Gonsáles  y  Fernández,  como  representante  de  la  referida  Sociedad,  con- 
firmó la  sentencia  apelada,  siendo  de  cuenta  de  cada  una  de  las  partes 
las  costas  causadas  en  la  segunda  instancia: 

Besultando  que  D.  Cristóbal  González  y  Fernández,  liquidador  de  la 
Saciedad  mercantil  colectiva  Viuda  é  Hijos  de  González  Bomo,  ha  in- 
terpuesto recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  como  comprendido 
en  los  números  1.®  y  7.^  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
manifestando  en  su  escrito  haber  constituido  el  depósito  de  1.000  pese- 
tas, por  no  estar  aún  declarado  pobre  el  recurrente,  aunque  se  halla  en 
Bostanciación  el  incidente  de  pobreza,  á  reserva  de  que  se  le  devuelva 
en  su  caso,  y  alegando  los  siguientes  motivos  de  casación: 

Primero.  Error  de  hecho,  demostrable  por  la  certificación  del  Regis- 
tro de  la  propiedad  acompafiada  al  escrito  proponiendo  la  tercería  7  por 
lo  qne  consta  al  folio  67  de  los  autos,  en  cuanto  la  sentencia  recoriida 
estima  que  los  documentos  en  que  la  demanda  se  funda  no  aparecm  ins- 
critos especialmente  respecto  de  la  finca  cuyo  dominio  se  pretende,  é  in> 
fracción,  por  aplicación  indebida  para  repeler  tal  demanda,  del  art.  8t  de 
la  ley  Hipotecaria: 

Segundo.  Error  de  derecho  en  que  ha  incurrido  la  Sala  sentenciadora 
ai  estimar  7  declarar  como  de  la  absoluta  propiedad  de  Dofia  Carmen 
Fernández  Brescaglia  la  casa  litigiosa,  é  infracción  de  los  artículos  267 
7  296  del  antiguo  Código  de  Comercio,  127  7  174  respectivamente  del 
ho7  en  vigor  7  de  la  doctrina  legal  establecida  por  este  Tribunal  Supremo, 
que  se  consigna,  entre  otras  sentencias,  en  las  de  8  de  Enero  de  1881, 12 
de  Julio  de  1888,  28  de  Febrero  de  1884  7  7  de  Marzo  de  1888»  así  come 
de  lo  establecido  en  el  párrafo  primero  del  art.  29  de  la  107  Hipoteeuia^ 
á  tenor  de  todo  lo  cual  ha  debido  reconocerse  7  proclamarse  el  dominio 
de  la  Sociedad  sobre  la  casa  litigiosa,  aunque  no  constase  en  una  inscrip- 
ción separada  7  especial,  mandando  alsar  el  embargo  constituido,  pues 
los  bienes  sociales  no  pueden  legítimamente  destinarse  á  cubrir  atencio- 
nes particulares  de  un  socio;  7 

Tareero.    Error  de  derecho  én  que  también  ha  incurrido  la  misBa 
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Bala  Al  dar  valor  j  eficacia  á  la  hipoteca  conaütaida  sobre  la  mencionada 
finca,  é  iniraoclón  del  art.  189  de  la  ley  Hipotecaria  y  de  la  doctrina  le- 
gal  contenida  en  las  citadas  sentencias  de  este  referido  Trlbanal  Sopre- 
mo,  ooníorme  á  lo  cual  la  Dofia  Carmen»  por  haber  aportado  su  capital 
integro  á  la  Sociedad  j  por  hallarse  ésta  en  liquidación,  no  pndo  en 
188d  hipotecar  eficazmente  el  inmueble,  é  infracción  también  del  párrafo 
2.^  del  art.  80  de  la  ley  Hipotecaria,  en  relación  con  el  art.  3.°,  nú- 
mero 8.^,  de  la  misma  ley,  porque  tampoco  la  inscripción  de  la  hipoteca 
reane  el  requiaito  exigido  por  el  precepto  legal  últimamente  citado,  ya 
que,  no  obstante  constar  en  el  Registro  que  Dofia  Carmen  Fernández 
aportó  todo  su  capital  á  la  Compafiía  constituida  en  1879,  se  omitió  di- 
cha circunstancia  en  aquella  oficina. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  Toda: 

Considerando  que  no  existe  el  error  de  hecho  que  se  invoca  en  el 
primer  motivo  del  recurso,  porque  de  la  certificación  del  Registro  á  que 
«e  refiere  no  resulta  inscrita  la  casa  en  cuestión  á  favor  de  la  Sociedad  co- 
lectiva de  madre  é  hijos  y  como  aportada  por  aquélla  al  fondo  social  de 
la  miama,  y  si  que  lo  eetá  en  pleno  dominio  á  favor  de  la  madre  Dofia 
Carmen  Femándes  Brescaglia,  á  la  que  le  fué  adjudicada  en  concepto  de 
gananciales,  aportaciones  y  legado  del  quinto  al  fallecimiento  de  su 
marido;  inscripción  que  no  tiene  limitación  alguna,  .pues  de  las  referen- 
cias y  antecedentes  que  en  la  inscripción  se  consignan  no  se  puede  deri- 
var conclusión  alguna  que  desvirtúe  su  eficacia  en  las  relaciones  con 
tercero,  y  que  por  lo  tanto  ha  sido  debidamente  aplicado  el  art.  28  de  la 
ley  Hipotecaria: 

Considerando  que  la  doctrina  suiítentada  en  el  segundo  motivo,  con 
referencia  á  los  arts.  127  y  174  del  Código  de  Comercio,  y  con  ellos  las 
Sentencias  de  este  Tribunal  que  en  él  se  citan,  es  de  evidente  aplicación 
á  loe  bienes  formalmente  aportados  al  fondo  social;  pero  cuando  la  apor- 
tación se  hace  en  términos  vagos  y  generales,  sin  determinar  valores  y 
fincas,  dejando  esto  para  otra  ulterior  escritura,  que  en  el  presente  caso 
no  llegó  á  otorgarse,  ni  consiguientemente  á  inscribirse  en  el  Registro 
nada  que  limite  el  dominio  de  la  casa  en  cuestión,  es  evidente  que  cua- 
leequiera  que  sean  los  respectivos  derechos  y  obligaciones  de  los  socios, 
nunca  pueden  afectar  al  que  contrató  con  quien  en  el  Registro  aparecía 
como  duefio  de  la  cosa  sobre  que  se  constituyó  la  hipoteca,  ya  que  se- 
gún lo  antes  expuesto  nada  aparece  del  mismo  que  más  ó  menos  clara- 
mente pudiera  advertir  al  tercero  acerca  de  hallarse  comprometidos  los 
bienes  inscritos,  por  lo  que  tampoco  se  ha  cometido  la  infracción  del 
párrafo  1.^  del  art.  29  de  la  ley  Hipotecaria;  y  que  estas  mismas  razones 
bbligan  á  desestimar  las  infracciones  del  motivo  tercero,  sin  perjuicio 
de  la  responsabilidad  que  hubiera  podido  contraer  Dofia  Carmen  Fer- 
nández Brescaglia  para  con  sus  consocios: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Cristóbal  González  Fernández,  li- 
quidador de  la  Sociedad  mercantil  colectiva  Viuda  é  Hijos  de  González 
Romo;  no  hacemos  especial  declaraciói^  sobre  costas,  por  no  haber  com- 
parecido en  este  Tribunal  Supremo  las  partes  recurridas;  condenamos  á 
dicho  recurrente^  si  se  le  hubiere  negado  ó  negase  en  el  incidente  de  su 
referencia  la  defensa  en  concepto  de  pobre,  ó  si  habiéndosele  otorgado 
tal  beneficio  viniere  á  mejor  fortuna,  al  pago  de  la  cantidad  correspon- 
diente al  depósito  que  procedía  constituir  si  no  hubiese  tenido  pendiente 
tol  incidente  de  pobreza,  á  que  se  dará  en  dicho  caso  la  aplicación  preve- 
nida en  la  ley;  y  en  cuanto  al  que  ha  constituido  en  estoe  autos,  luego 
^ue  acredite  haber  obtenido  por  sentencia  definitiva  el  beneficio  de  po- 
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bren  que  solicitó  en  la  eegandt  inftancia,  ee  acordará  en  devolaolós;  y 
libreae  á  la  Aadienciade  Seyilla  la  correepomdiente  oertiíleaoléB,  dwot- 
viéndoie  el  apantamiento  y  doeamentoe  que  remitió. 

Ata  por  eeta  naestra  sentencia,  que  ee  pnblicará  en  la  GaeHm  é  ím^ 
eertará  en  la  Colboción  Legislativa,  pasándose  al  efecto  lae  eoplM 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  Armamos.— José  de  AMe^ 
ooa.=José  de  Garnica.=dP'ranci8co  Toda.=:EnriqQe  Lassds.=Joaqiiia 
Qonsáles  de  la  Pefia.=Pedro  LaYin.=Tomás  Gúdal. 

Publicación.  siLeida  y  publicada  fué  la  precedente  sstttenci»  por  el 
£xomo.  Sr.  D.  Francisco  Toda,  Magistrado  de  la  Sala  de  lo  ciril  del  Tri- 
bunal Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  díade  koy, 
de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  26  de  Marso  de  1901.=BogeUo  Goncálea  Montes. 

NiSüOd.  @J9.-TRtB0NAL  SUPREMO.— 27  de  Maris,  p«b.  el  20  ie  A*rll. 

Casación  por  infracción  de  LKY.—Califleaeiám  de  un  juicio  de  fm/e- 
dra.— Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  inter- 
puesto por  D.  Benigno  Otero  contra  la  pronunciada  por  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Coruña,  en  pleito  con  D.  Per- 
fecto Calvo  y  otro. 
En  sus  CONSIDERANDOS  86  estableco: 

Que  no  existe  ley  ni  dieposidón  alauna  que  autorice  al  mandata- 
rio para  aplicar  á  usos  projdoe  loe  valoree  que  en  conueión,  depáuto 
ó  aaministr<xción  hubiere  recibido  del  mandante,  ni  tal  /aeullad  se 
infiere  ni  puede  en  modo  alguno  inferirse  del  art.  1724  del  Código 
civil,  que  establece  la  obligación  de  pagar  intereses  de  las  eatUiJa- 
des  que  haya  aplicado  á  usos  propios,  y  de  las  que  deba  despuée  de 
fenecido  el  mandato: 

Que  siendo  el  mandatario  comerciante  cuando  se  depositaron  en 
su  poder  los  valores  distraídos,  no  puede  negarse  al  depósito  el  eor 
rácter  de  mercantil,  conforme  al  art.  303  del  Código  de  Comercio,  u 
habiendo  procedido  de  aquella  manera,  al  califlear  su  guiebra  ae 
fraudulenta,  no  infringe  ía  Sala  sentenciadora  el  art.  890,  núm.  7.^ 
del  propio  Código  y  el  mencionado  1724  del  civil: 

Que  según  los  arts.  1767  v  1768  del  Código  civil  y  el  309  del  Có- 
digo de  Comercio,  cesan  los  derechos  y  obligaciones  del  depositaate 
y  depositario  solamente  cuando  éste  hubiese  sido  autorisado  para 
servirse  de  la  cosa  depositada,  en  cuyo  caso  se  convierte  el  deposito 
en  préstamo  ó  comodato: 

Que  puede  y  aun  debe  dividirse  la  confesión  judicial  cuando  á 
juicio  del  Tribunal  se  pru^>a  por  otros  medios  uno  de  los  témanos 
de  la  misma,  y  entendiéndolo  asi  el  Tribunal,  aplica  debidamente  el 
art.  1233  del  Código  civil. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  27  de  Marso  de  1901,  en  los  sntos 
seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Santiago  y  la  Sala  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  la  Gorufia  sobre  caliñcación  del  juicio  de  quie- 
bra de  D.  Benigno  Otero  Artime,  comerciante,  en  el  que  han  sido  par^ 
tes,  además  de  aquél,  ios  síndicos  D.  José  Gonááles  Salgado,  D.  Evaristo 
Lourán  y  D.  Victoriano  Pas  Orense  y  los  acreedores  D.  Perfecto  Caive 
Guerra  y  D.  Manuel  Montero  García,  habiéndoee  oído  al  Ministerio  fis- 
cal; autos  pendientes  ante  Nos,  en  recurso  de  casación  por  inínuscién  de 
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ley,  interpDMlo  por  el  D.  Bnlgiio  Ofeeto,  repraMndtdo  por  el  Procnnt- 
dov  &.  AAtonlo  Pintado  y  defendido  por  lee  Letrados  D.  Yieenle  Ca^ 
rraaoe  y  D.  Honorio  Valentín  Oamaio»  éate  en  el  acto  de  la  Yíeta,  sin 
qva  se  liajan  personado  Ise  otras  partes  en  este  Trihnnal  Snpremo, 
dondft  se  ka  tramitado  diebo  recareo  con  andioBeia  también  del  Minia- 
üfflo  fiscal: 

'  Besnltaodo  que  D.  Antonio  Pileiro  de  Agnilar,  D.  Mannel  Montero 
Gmieia  y  Moore  Weinbeeg  íormnlarMí  demandas  eJecntiTas  por  el  valor, 
el  primero  de  18  titaloe  de  la  Denda,  importantes  84.600  pesetas,  y  otro 
títolo  por  el  nominal  de  2.600;  el  segundo  por  la  cantidad  de  8.660  pese- 
tas^ y  el  último,  por  6.M8  etm  87  céntimos,  á  virtud  de  cuyas  demandas 
el  Jasgado  de  prisMra  instancia  de  Santiago  dictó  los  correspondientes 
sutoe  el  1.®  de  Abril  de  Í893,  y  se  embargaron  todos  los  bienes  existen- 
toa  en  casa  del  ejecutado  XK  Benigno  Otero  Artime  los  días  1.^,  del  8 
al  8  Indosíves,  16, 17  y  18  del  indicado  mes  de  Abril,  18,  18, 19,  20  y  24 
de  Miqro  y  16  de  Junio  de  aquel  afie;  acudiendo  el  D.  Benigno  Otero  al 
ensodicbo  Juagado,  en  eserito  de  f ecba  6  del  enunciado  m^  de  Abril,  con 
la  peliisión  de  que  se  le  declarara  en  estado  de  suspensión  de  pagos,  á  lo 
cual  se  proveyó  el  inmediato  día  8;  y  como  quiera  que  no  se  reuniese  el 
nánsefo  suficiente  de  acreedores  para  tomar  un  acuerdo  en  la  jnnta  que 
w  celebró,  solioitó  nuevamente  del  Juagado,  con  íecba  81  de  Mayo,  se 
le  declarara  en  quiebra,  á  lo  cual  accedió  el  2  de  Junio  del  mismo 
ale  1888: 

fiesultando  que  formada  la  piesa  correspondiente  á  la  sección  quinta 
del  Joleio,  para  calificación  de  la  quiebra  y  rebabilitación  del  que* 
tarado,  los  síndicos  formularon  en  18  de  Junio  de  1894  su  dictamen^ 
exponiendo  no  aparecer  llevados  los  libros  de  contabilidad  con  los  re* 
quisÉtos  exigidos  por  el  Oódigo  de  Comercio,  lo  que  babía  dado  origen 
á  verles  pleitos  contra  la  quiebra,  y  beberse  ausentado  D.  Benigno  Otero 
al  tiempo  de  la  declaración  de  aquÁla,  dejando  de  presentarse  en  los  ca- 
eoe  ee  qine  la  ley  lo  impone,  sin  causa  justificada  que  lo  impidiese,  cir- 
euBstanciae  que  cada  una  por  sí  solé  daba  lugar  á  calificarla  de  culpa* 
ble,  cerno  lo  bacía  la  sindicatura;  oompletándoee  dicha  pieza  con  un 
teettmonio,  en  el  que,  entre  otros  particulares,  se  consigna,  respecto  á 
la  ocupación  llevada  á  cabo  de  los  libros  y  papeles  del  D.  Benigno  Otero, 
qm  ninguno  de  loe  libros  inventariados  se  ajustaba  á  las  prescripciones 
legalse,  excepto  el  Piarlo  niém.  4,  y  otro  libro  también  Diario,  sin  que 
se  bnirimre  eneontrado  el  de  Inventario  y  balances,  y  se  advierte  además 
que  el  quebrado  bebía  tenido  representadóu  en  loe  autos  mediante  Pro- 
omedor: 

BesuUando  que  D.  Perfecto  Calvo,  como  acreedor  del  quebrado,  se 
psisonó  en  la  pieía  de  calificación  enunciada,  expresando:  no  estar  con- 
forme eon  la  formulada  por  los  síndicos,  pues  nó  sólo  babía  motivos 
para  estimar  la  quiebra  fraudulenta,  sino  que  aquéllos  no  referían  todas 
las  cansas  que  determinaban  la  culpabiiidad,  ya  que  el  D.  Benigno 
Otero  habla  solicitado  la  suspensión  de  pagos  después  de  las  cuarenta  y 
oéti^  horas  siguientes  al  vencimiento  de  obligaciones  no  satisfechas,  y 
existir  motivos  para  entender  fuese  supuesta  la  venta  de  un  almacén  de 
sal,  verificada  por  Otero,  el  que  además  había  aplicado  á  negocios  pro- 
pies cantidades  y  efectos  que  tenia  en  depósito,  entre  los  cuales  figura- 
CMu  efectos  públicos  del  D.  Perfecto  Calvo,  del  Conde  de  CanUlas  y  de 
]>.  Segundo  A.  Palecioet 

Resellando  que  D.  Manuel  Montero  García  se  personó  igualmente, 
oponiéndose  á  la  oetiflcaoióade  la  sindicatura,  por  entender  que  la  quie- 
m  era.  notoriamente  fraudulenta  en  cuanto  se  bebían  llevado  á  cabo  in* 
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nnmertblee  ocultmciones  en  géneros,  eleetoe  y  metálico  deedeFebierodel 
98,  lae  caalet  hftbían  tumentado  deéde  el  momento  en  qne  D.  Benigno 
Otero  obseryó  U  tctitod  agreeiv*  de  algnnoe  acreedores,  entre  elloa  el 
Banco  Hiepano  Alemán,  qne  le  rechaió  títuloa  de  la  Deoda  por  anponer 
eran  de  procedencia  ajena;  mereciendo  especial  mención  entre  las  oeoN 
taciones,  los  créditos  en  dinero  embargados  á  instancia  de  D.  Manuel 
Montero  y  del  precitado  Banco;  había  dedicado  Otero  Artime  á  sns  i«o- 
pios  negocios  fondos  qne  tenía  en  depósito,  y  no  llevaba  Ubroe  de  co- 
mercio, pnes  los  presentados  eran  apuntes  qne  carecían  de  toda  forma- 
lidad: 

Resultando  qne  conferido  traslado  al  Ministerio  fiscal,  opinó  que  la 
quiebra  de  D.  Benigno  Otero  debía  ser  calificada  como  fortuita,  expre- 
sando: qne  no  podía  declararse  fraudulenta,  por  no  estar  comprendidn  en 
ninguno  de  los  casos  previstos  en  el  art.  890  del  Código  de  Comeroio, 
así  como  tampoco  era  posible  considerar  culpable  á  Otero  por  no  csm  en 
el  888,  y  que  ai  bien  no  apareció  el  libro  de  Liventarios  y  balanees,  y  los 
demás  no  se  llevaban  con  las  formalidades  legales,  tal  caso  no  se  fan- 
Haba  comprendido  en  el  art.  1006  del  Código  de  Comercio  de  1829,  qne 
es  el  888  del  de  1886: 

Resultando  que  D.  Benigno  Otero,  á  su  ves,  solicitó  se  le  tuviera  por 
conforme  con  la  calificación  del  Ministerio  fiscal,  y  por  opuesto  á  las 
demás,  para  la  que  sostuvo  no  ser  ciertos  los  hechos  alegados  por  los 
opositores,  y  que  los  títulos  del  Conde  de  Canillas  los  recibió  de  éets 
para  pignorarlos  y  entregarle  el  importe  de  la  pignoración,  antoriaándole 
además  para  la  venta  si  sus  demandas  en  metálico  lo  hacían  necesario; 
y  recibido  el  pleito  á  prueba,  al  absolver  posiciones  declaró  D.  Benigno 
Otero:  que  antes  de  presentarse  en  estado  de  suspensión  de  pagos  se  au- 
sentó de  Santiago  hasta  Abril  de  1894;  qne  hasta  la  fecha  en  que  suspen- 
dió sus  pagos  venía  administrando  á  ruego,  por  carta  de  D.  José  Muro 
Carvajal,  bienes  y  rentas  de  éste,  disponiendo  del  importe  de  las  últi- 
mas en  beneficio  propio,  siendo  éste  el  concepto  por  el  cual  le  fué  leoo- 
nocido  su  crédito  contra  la  quiebra;  que  lo  mismo  sucedía  respecto  á  Don 
Pedro  Antonio  Sanchos;  y  que  para  disponer  de  los  efectos  públicos  y 
cantidades  que  le  fueron  confiados  por  D.  José  Muro  Carvajal  y  D.  Pedro 
Antonio  Sánchei  no  obtuvo  autorización  alguna: 

Resultando  que  mediante  compulsa,  como  otro  extremo  de  ím  prueba 
practicada,  se  hiio  constar:  que  declarado  en  quiebra  D.  Benigno  Clero, 
se  acordó  su  arresto  el  36  de  Julio  del  99,  para  lo  que  se  expidió  exhorto 
al  Juigado  de  primera  instancia  de  Vigo,  qne  fué  devuelto  sin  cumpli- 
mentar por  no  encontrarse  allí  Otero;  que  éste,  en  11  de  Agosto  de  1888, 
escribió  al  Conde  de  Canillas  participándole  haber  recibido  de  Artola 
Hermanos,  de  París,  varios  títulos  del  4  por  100,  por  valor  de  98.000 
pesetas  nominales,  para  tener  á  disposición  de  dicho  OoAde;  que  Igual- 
mente le  escribió  el  21  de  los  propios  mes  y  afio,  manifestándole  que  con 
carta  del  Conde  de  Pefiafiorida  había  recibido  y  tenía  á  so  disposición 
trece  títulos  del  4  por  100  interior,  importantes  6.600  pesetas  nominales; 
y  que  en  comunicaciones  del  Director  de  la  Sucursal  del  Banco  de  Bs* 
pafta,  y  del  Director  del  Monte  de  Piedad,  así  como  en  diferentes  dili- 
gencias compulsadas,  se  demostraba  la  aplicación  dada  por  Otero  á  los 
valores  que  le  fueron  confiados  en  depórito  por  el  Conde  de  Canillae  y 
otros  acreedorer. 

Resultando  que  después  de  reaüsarse  también  prueba  testifical  y  de 
los  trámites  correspondientes  á  dos  Instaneias,  la  Sala  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  la  Oomfia,  el  1.*  de  Diciembre  de  1899,  eonflmó  con  las 
costas  de  la  alsada  al  apelante  la  sentencia  del  Juagado,  que  declaré  fran  - 
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dalenta  la  quiebra  de  D.  Benigno  Otero  Artime,  y  que  existen  méritoe 
para  proceder  criminalmente  contra  él: 

Beenltando  qne  D.  Benigno  Otero  Artime  lia  interpuesto  recurso  de 
casación,  como  comprendido  en  los  números  1.^  y  7.^  del  art.  1692  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por  los  siguientes  motivos: 

Primero.  Porque  en  cuanto  la  sentencia  declara  fraudulenta  la  quie- 
bra de  D.  Benigno  Otero  Artime  por  haber  éste  dispuesto  de  rentas  de 
bienes  que  tenía  en  administración,  correspondientes  á  P.  José  Muro  y 
á  D.  Pedro  Antonio  Sánches,  infringe  el  art.  890,  núm.  7.®,  del  Código 
de  Comercio,  y  el  1724  del  civil,  pues  las  administraciones  que  desem- 
pefiaba  aquél  no  procedían  del  mandato  mercantil  lü  eran  de  las  á  que 
alude  la  mencionada  disposición  del  Código  de  Comercio,  sino  producto 
de  un  contrato  de  mandato  de  derecho  común,  en  los  cuales  puede  el 
mandatario,  conforme  al  art.  1724  citado,  aplicar  á  usos  propios  canti- 
dades de  la  administración,  y  siendo  esto  lícito,  no  cabe  calificar  por 
ello  de  fraudulenta  la  quiebra  en  que  después  sea  declarado  el  adminis 
trador;  y 

Segundo.  Porqt^  al  declarar  asimismo  fraudulenta  la  quiebra  por 
haber  consumido  el  quebrado  y  aplicado  á  usos  propios  valores  y  efec- 
tos que  tenía  en  depósito  pertenecientes  al  Conde  de  Canillas,  á  D.  Per- 
fecto Calvo  y  á  D.  Dámaso  Sáins,  infringe,  por  error  de  hecho  en  la  apre- 
ciación de  las  pruebas,  si  se  entendiera  que  no  ha  estimado  probado  la 
Sala  qne  tenía  autorisación  para  hacerlo  así,  el  art.  1238  del  Código  ci- 
Til,  que  consagra  el  principio  jurídico  de  que  la  confesión  no  puede  di- 
vidirse contra  el  que  la  hace;  por  cuanto  al  mismo  tiempo  que  confesaba 
el  quebrado  carecer  de  autorisación  para  disponer  de  los  bienes  y  rentas 
de  los  Muro  y  Sánches,  afirmaba  que  sólo  respecto  de  estos  dos  le  faltaba 
aquella  autorisación,  y  el  Tribunal  á  quo  reconoce  eficacia  probatoria  al 
primer  extremo  de  la  confesión;  y  en  todo  caso  infringe  por  el  motivo 
expresado  los  arts.  1767  y  1768  del  Código  civil  y  809  del  de  Comercio, 
conforme  á  los  cuales  el  depositario  puede  disponer  de  la  cosa  depositada 
cuando  para  ello  tiene  permiso  del  depositante,  por  ser  claro  que  si  el 
Otero  Artime  pudo  disponer  de  loe  valores  que  se  le  habían  confiado  en 
depósito,  por  tener  permiso  para  ello,  al  hacerlo  no  defraudó  á  nadie,  ni 
per  ello  puede  llamarse  sn  quiebra  fraudulenta. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Vicente  de  Piniés: 

Considerando  que  no  existe  ley  ni  disposición  alguna  que  autorice 
al  mandatario  para  aplicar  á  usos  propios  los  valores  que  en  comisión, 
depósito  ó  administración  hubiere  recibido  del  mandante,  ni  tal  facul-' 
tad  se  infiere  ni  puede  en  modo  alguno  inferirse  del  art.  1724  del  Códiga 
dvil,  que  establece  la  obligación  de  pagar  intereses  de  las  cantidade» 
que  haya  aplicado  á  usos  propios,  y  de  las  que  deba  después  de  fenecido 
el  mandato,  y  que  la  Sala  sentenciadora,  al  declarar  fraudulenta  la  quie- 
bra de  D.  Etenlgno  Otero,  fundándose  en  el  hecho,  no  impugnado,  de  ha- 
\mi  el  recnrrente  aplicado  y  consumido  para  sos  negocios  propios  valo- 
rea que  tenía  en  administración  pertenecientes  á  D.  José  Muro  y  á  Don 
Pedro  Antonio  Sánches,  no  ha  infringido  el  citado  artículo  y  ha  inter- 
pretado rectamente  el  890,  núm.  7.^,  del  Código  de  Comercio,  ambos  in- 
vocados en  el  primer  motivo  del  recurso,  y  el  último  de  los  cuales  pre- 
ceptúa qne  se  reputará  fraudulenta  la  quiebra  en  el  caso  mencionado, 
•íb  eetablecer  las  distinciones  qne  supone  D.  Benigno  Otero,  el  cual, 
siendo  como  era  comerciante  cuando  en  su  poder  se  depositaron  los  va- 
loree dietraídoe»  no  podía  negar  al  depósito  el  carácter  de  mercantil, 
ceníorme  al  art«  808  de  dicho  Código  de  Comercio: 

Oonelderaiido  que  la  senteaola  tampoco  infringe  loe  artículos  1767  y 
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1768  del  Código  clyll  j  el  909  del  Oódigo  de  Gomercio,  Invocados  en  el 
■egondo  motivo,  respecto  ni  depósito  de  loe  valoree  v  efectos  pertene- 
cientes al  Conde  de  Canillas,  á  D.  Perfecto  Calvo  y  a  I>.  Dámaso  Sáins, 
porque  oeeando,  según  tales  disposiciones,  los  derechos  j  obligaciones 
del  depositante  j  depositario  solamente  enando  éste  hubiese  sido  ao- 
torisado  para  servirse  de  la  ooea  depositada,  caso  en  el  cnal  se  conver- 
tiría el  depósito  en  préstamo  ó  comodato,  la  Sala,  que  no  estimó  pro- 
bada la  antorisación  de  los  depositantes,  aplicó  debidamente  el  artfenlo 
1289  del  repetido  Código  civil,  qne  también  se  invoca,  ya  que  probada 
por  otros  medios,  á  jnicio  del  Tribunal,  la  parte  de  la  confesión  relativa 
á  haber  Otero  dispuesto  para  si  de  los  valoree  depositados,  podía  legal- 
mente  y  aun  debía  dividirse  dicha  confesión,  á  fin  de  estimar  Improba- 
do el  segundo  término,  ó  sea  el  permiso  afirmado  por  el  recurrente,  y  el 
cual  no  puede  presumirse; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Benigno  Otero  Artime,  á  quien  eon- 
denamoa  al  pago,  si  viniere  á  mejor  fortuna,  de  la  cantidad  de  1.000  pe- 
setas, por  raión  de  depósito,  á  la  que  se  dará  la  aplicación  que  dispone  la 
ley;  no  hacemos  imposición  de  costas,  por  no  haber  comparecido  en  este 
Tribunal  Supremo  las  otras  partes;  y  devuélvase  á  la  Audiencia  de  la 
Corufla,  con  la  oportuna  certificación,  el  apuntamiento  que  ha  remitido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaeeia  é  in- 
sertará en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=:José  de  Aldeooa. 
^Francisco  Toda.=Enrique  Lassús.^oaquín  Goniáleí  de  la  Pefla.= 
Pedro  Lavín.=yicente  de  Finiés.=^omás  Gúdal. 

Publicación. =:Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Exomo.  Sr.  D.  Vicente  de  Piniés,  BCagistrado  del  Tribunal  Supremo,  o^ 
lebrando  audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  que 
certifico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  27  de  Mano  de  I901.=Licenclado  Hilario  María  Gonxálet  y 
Torres. 

£qrúm.  83.-TRIBUNAL  SUPflEII0.->27  de  Mino,  paft.  el  22  de  Alril. 

Casación  por  infracción  de  ley.— De/iínta  por  pobre.— kuio  de- 
clarando no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  interpuesto 
por  D.  Fermín  Alvaro  Gracia  contra  la  sentencia  dictada  por 
la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  incidente  con 
D.  Esteban  Valles  y  otro. 
En  su  considerando  único  se  establece: 

Que  e»  inadmisible  el  recurso  interpue9to  por  Um  parte  A  quien  se 
denegó  la  defensa  por  pobre,  eiumdo  /undándose  la  Sala  ,sentenckh 
dora  en  que  aquél  no  najusiiñeado  ni  intentado  i vustifiear  haUarse 
comprendido  en  alguno  de  los  easo9  del  art.  15  déla  le^  de  Enfsi- 
damienío  civil,  no  se  impugna  tal  apreciaron  en  la  forma  quepre- 
viene  el  caso  7.®  del  art.  Íw2. 

BesnltaadV)  que  para  litigar  oon  D.  Esteban  Valles  Amedo,  D.  L«i0 
de  1»  Cerda  y  D.  Bicardo  Medina,  dedujo  D.  Fermín  Alvttro  Cliraefa  en 
el  Juagado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Centro,  de  esla  oertai 
demanda  incidental  de  pobresa,  que  contestaron  impugnándola  D.  Bits- 
banr  Valles  y  el  Abogado  del  Estad»,  y  acosada  la  rebeMía  á  kM  ofros 
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doa,  proveyó  el  Joxgado  en  36  de  Febrero  de  1898,  qae  teniendo  en  cuenta 
que  por  ningona  de  laa  partee  ee  había  pedido  el  recibimiento  á  prneba» 
y  en  atención  á  lo  diepneeto  en  el  art.  761  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
cítU,  ee  Ueyaran  loe  autos  á  la  yieta  para  eentencia»  reeolyiendo  deepués 
por  auto  de  16  de  Marso  siguiente,  que  confirmó  con  las  costas  la  Sala 
segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte,  no  haber  lugar  á  re- 
formar aquel  proveído: 

Resultando  que  dictada  sentencia  por  el  Jues  desestimando  la  de- 
loanda  de  pobreía,  negado  después  en  la  segunda  instancia  el  recibi- 
miento á  prueba  que  solicitó  el  apelante  D.  Fermín  Alvaro  Gracia,  y  con- 
fizmada  por  la  Audiencia  en  aS  de  Febrero  de  1900  la  sentencia  del  Jux- 
gado,  interpuso  D.  Fermín  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de 
forma,  fundado  en  el  núm.  8.^  del  art.  1698  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  citando  como  infringidos  el  760  y  el  862,  núm.  8.^,  de  la  misma  ley: 

Resultando  que  desestimado  dicho  recurso  por  sentencia  de  esta  Sala 
de  14  de  Noviembre  último,  formalisó  D.  Fermín  Alvaro  Gracia  el  de  in- 
fracción de  ley  que  tenía  preparado,  alegando  en  su  apoyo,  como  infrin- 
gidos, el  art  12U  del  Código  civil,  en  relación  con  el  810,  núm.  l.S  y  812 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  establecen  que  el  término  para 
coa^fiareoer  en  juieio  no  se  tendrá  por  caducado  de  derecho  y  perdido  el 
tiámite  miMitraa  no  se  acuse  la  rebeldía,  así  como  los  arts.  808,  pá- 
rwMio  l.S  7  ^31»  ^u  cuanto  determinan  que  transcurrido  el  término  se- 
llalado  á  una  parte  para  cualquiev  traslado  sin  haberlo  evacuado,  á  ins- 
taaoia  de  la  contraria  se  daii  á  los  autos  el  curso  que  les  corresponda, 
pero  que  se  admitirá,  sin  embargo,  el  escrito  que  proceda  y  prodndrá 
«M  electos  legales  si  se  presentare  dentro  del  día  en  que  se  notifique 
acuella  providencia;  disposiciooes  que  no  solamente  eran  de  carácter 
general,  sino  tambiéo  eran  aplioables  á  ios  incidentes,  según  lo  determi- 
naba expresamente  el  art.  749  de  la  ley  procesal,  que  también  resultaba 
infringido;  trayendo  eetae  infracciones  como  consecuencia  la  del  art.  16 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  la  de  la  doctrina  sentada  por  este 
Tribunal  Supremo  en  diferentes  sentencias  que  se  citan  y  establecen  que 
ooneeponde  el  beneficio  de  pobresa  al  que  justifica  que  no  disfruta  sueldo 
ni  salario  permanente,  ni  vive  de  rentas,  eulüvo  de  tierras  ó  cría  de  ga- 
nados^ cuyos  productos  excedan  del  doble  jornal  de  un  bracero,  ni  ejerce 
industria  ni  oomerdo  por  los  qoe  pague  la  contribución  que  la  ley  de- 
termina: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  se  opuso  á  la  admisión  del  re- 
cnreo,  y  en  su  virtud  se  trajeron  loe  autos  á  la  vista  con  las  citaciones 
coneepondientee. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Pedro  Lavín: 

Considerando  que  el  preeente  recurso  ee  notoriamente  inadmisible, 
porque  fund^dose  la  Sala  para  denegar  á  D.  Fermín  Alvaro  los  bene- 
ficios de  la  defensa  gratuita,  en  que  éste  no  ha  justificado  ni  intentado 
justificar  que  se  hallase  comprendido  en  alguno  de  los  casos  del  art,  16 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  no  se  impugna  tal  apreciación  en  la 
forma  que  previene  el  caso  7.^  del  art.  1692,  sino  que  en  su  lugar  invoca 
el  recurrente  otros  preceptos  de  la  misma  ley  con  el  intento  de  demostrar 
qae  el  incidente  debió  haberse  recibido  á  prueba,  tema  que  ya  fué  objeto 
de  disensión  y  examen  en  el  recurso  por  quebrantamiento  de  forma  que 
la  misma  parte  interpuso  y  que  fué  desestimado  en  su  día: 

Visto  el  núm.  9.^  del  art.  1729  de  la  mencionada  ley  de  Enjuicia- 
ndento; 

Ko  ha  ingar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley  inte^uesto  por  D.  Fermín  Alvaro  Gracia,  á  quien  condenamos  al 
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pftgo  de  iM  costas;  líbrese  á  la  Audiencia  de  esta  corte  la  certtflcacióft 
eorrespondiente  con  devoinción  de  los  antos,  j  pnblíqneee  esta  resolo- 
ción  en  la  forma  qne  previene  la  ley. 

Madrid  27  de  Mano  de  1901.=José  de  Aldecoa.=Ricardo  Gfall6ii.= 
José  de  Garnica. — Joaquín  Qonsáles  de  la  Pefia.=rPedro  LaYÍn.=Bi- 
cardo  Molina.=Tomás  Gúdal.=Licenciado  Jorge  Martines. 

Núm.  d4:.~-TRIBUNAL  8UPItEM0.-28  ds  Marzo,  p«fe.  el  22  da  AMI. 

Casación  por  ihfkkcciósdelky.— Nulidad  de  un  juíeioejeeutiüo. 
—Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto 

Sor  D.  Andrés  Chain  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  primera 
e  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  D.  San- 
tiago Fuentes. 
En  sus  CONSIDERANDOS  SO  ostableco: 

Que  en  nada  altera  las  relaeionee  del  deudor  eon  el  acreedor,  ni 
impide  que  éete prosiga  el  juicio  promovido  eon  anterioridad  para 
el  cobro,  la  cesión  por  el  mismo  de  la  deuda  á  un  tercero,  si  no  se  hiso 
saber  al  deudor,  ya  que  eon  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  1162  dü 
Código  düily  el  pago  deberá  hacerse  á  persona  en  cuyo  faoor  estu- 
viese constituida  la  obligación^  y  según  el  1164,elpago  hecho  debuena 
Je  al  que  estuviese  en  posesión  del  crédito,  librará  al  deudor;  precep- 
tos que  lo  mismo  se  refieren  al  pago  eaUraJuéiciml  qué  aijwkeial,  y 
son  demostraiioos  de  la  independencia  racional  y  legal  queemste  en- 
tre las  relaciones  derivadas  del  contrato  particuUtrmente  ceMrad» 
entre  el  eedente  y  el  cesionario,  y  las  existentes  entre  aquél  y  el  deu- 
dor,  según  la  prescripción  del  art.  1257,  siendo  esta  doctrina  la  mis- 
ma que  informa  y  sirve  de  base  al  precepto  del  art.  153  de  la  ley  FU- 
potecaria. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  38  de  Marso  de  ltN)l,  en  el  pleito  se- 
guido en  el  Juigado  de  primera  Instancia  del  distrito  de  la  Inclusa  y  en 
la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  misma  corte  por  Don 
Juan  Bautista  Hontán  primero,  y  después  D.  Andrés  Chain  y  Calderón, 
ambos  de  esta  vecindad,  como  tutores  de  los  menores  D.  Eduardo  y  Don 
Buenaventura  Matesans^  y  García,  con  D.  Santiago  Fuentes  Alvares, 
propietario,  vecino  de  Villargordo  del  Júcar,  y  con  los  estrados  corres- 
pondientes, en  representación  y  defensa  de  los  herederos  de  D.  Manuel 
Lo  renco  Rublo,  sobre  nulidad  de  un  juicio  ejecutivo,  devolución  de  can- 
tidades ó  indemnisación  de  dafios  y  perjuicios;  pendiente  ante  Nos,  en 
virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  el 
Procurador  D.  José  María  Agnirre,  bajo  la  dirección  del  Letrado  D.  José 
A.  de  Olafieta,  en  representación  de  la  parte  demandante;  habiendo  com- 
parecido en  este  Supremo  Tribunal  el  demandado  D.  Santiago^  Fuentes, 
representado  por  el  Procurador  D.  BamOn  Conesa  y  defendido  por  el 
Licenciado  D.  Antonio  Paredes: 

Resultando  que  por  escritura  pública  otorgada  en  esta  corte  en  24  de 
Agosto  de  1892,  D.  Manuel  Lorenzo  Rubio  cedió  y  traspasó  á  D.  Santiago 
Fuentes  Alvares  el  crédito  de  4.600  pesetas  qne  le  debía  D.  Andrés  Bla- 
tesans  por  el  documento  privado  de  7  de  Enero  de  aquel  afio,  asi  como 
los  intereses  devengados;  cuyo  crédito  se  hallaba  pendiente  de  una  re- 
clamación judicial  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la 
Universidad,  y  por  esta  cesión  se  había  de  considerar  como  de  la  exclu- 
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•iva  propiedad  de  Foentee,  qne  podría  disponer  de  él  Libremente  del 
modo  qae  taviera  por  conveniente»  quedando  subrogado  en  el  lugar  j 
derecho  de  Rabio;  baciéndose  constar  por  Fuentes  que  se  daba  por  satia- 
feeho  7  conlorme  con  la  presente  cesión  y  obligación,  7  la  aceptaba  en 
los  términos  que  babía  sido  convenida: 

Beeoltando  que  días  antes  de  otorgarse  la  anterior  escritura,  D.  Ma- 
nuel Lorenso  Bubio,  representado  por  el  Procurador  D.  Fernando  Flores 
Medina,  dedujo  demanda  ejecutiva  contra  D.  Andrés  Matesanz  en  rociar- 
madón  de  I.OOO  pesetas  de  las  4,600,  importe  del  pagaré  cedido  por  la 
•luodieha  escritura;  cuya  ejecución,  negada  por  el  Jnes  de  primera  ins- 
tancia del  distrito  de  la  Universidad,  á  quien  correspondió  el  conoció 
miento  del  asunto,  fué  mandada  despachar  por  auto  de  la  Sala  de  lo  civil 
de  la  Andiencia  de  esta  corte  de  9  de  Noviembre  de  dicho  afio  1802;  y 
después  de  ampliada  la  ejecución  á  1.000  pesetas  más  primero,  y  después 
á  500,  á  instancia  de  dicho  Procurador  Flores  Medina,  en  representación 
de  Bubio,  dictó  el  Juei  sentencia  de  remate  en  22  de  Junio  de  1898,  des- 
estimando las  excepciones  que  opuso  Matesans  y  mandando  seguir  ade- 
lante la  ejecución  con  sus  ampliaciones  y  costas: 

Besultando  que  en  la  vía  de  apremio  se  decretó  el  embargo  del  saldo 
4  favor  de  Matesans  en  la  cuenta  corriente  que  tenia  en  el  Banco  de  Es- 
pafia,  qne  resultó  ser  de  2.060  pesetas,  que  fueron  entregadas  en  virtud 
de  mandato  judicial  al  Procurador  Flores  Medina,  en  nombre  de  Bubio, 
en  27  de  Noviembre  del  mismo  afio  1898,  en  cuenta  y  parte  de  pago  de 
las  costas  tasadas;  y  después  de  acreditado  en  autos  por  el  mismo  Pro- 
curador Floree  Medina,  primero  el  fallecimiento  del  ejecutado  Matesans, 
por  virtud  de  lo  que  se  hiso  saber  la  existencia  del  pleito  á  los  albaceas 
y  al  tutor  de  los  hijos  de  aquél,  menores  de  edad,  y  después  el  falleci- 
miento de  su  poderdante  D.  Manuel  Lorenso  Bubio,  ocurrido  en  Cuba, 
compareció  el  mismo  Procurador  con  poder  bastante  de  D.  Santiago 
Fuentes  Alvares  y  con  la  escritura  de  cesión  referida  al  principio,  pi- 
diendo la  prosecución  del  apremio  y  mejora  de  embargo  en  bienes  de  la 
herencia  de  Matesanz,  y  por  auto  del  Jues  de  10  de  Diciembre  de  1894 
se  tuvo  por  parte  á  Flores  Medina  en  la  nueva  representación  que  osten- 
taba, y  se  accedió  á  su  petición,  trabándose  embargo  en  una  finca  rústica 
y  en  sus  productos: 

Besultando  que  en  24  de  Febrero  de  1899,  D.  Juan  Bautista  Hortán, 
como  tutor  de  los  menores  D.  Eduardo  y  D.  Buenaventura  Matesans, 
«itabló  la  demanda  de  este  pleito,  que  fué  repartida  al  Juzgado  del  dis- 
trito de  la  Inclusa,  pidiendo  se  declarase:  primero,  que  desde  24  de 
Ai^to  de  1892,  en  que  se  otorgó  la  escritura  de  cesión,  D.  Manuel  Lo- 
renso Bubio  dejó  de  ser  acreedor  de  D.  Andrés  Matesans,  perdiendo  toda 
acción  y  derecho  contra  el  mismo,  y  en  su  consecuencia,  que  era  nulo  y 
carecía  de  valor  y  efecto  desde  dicha  fecha  el  juicio  ejecutivo  qne  siguió 
ante  el  Juagado  de  la  Universidad;  segundo,  que  Bubio  y  Fuentes,  man- 
comunada y  solidariamente,  venían  obligados  á  devolver  á  la  represen- 
tación de  los  menores  las  2.060  pesetas  percibidas  por  el  Procurador  Flo- 
res en  27  de  Noviembre  de  1893,  y  á  abonar  los  intereses  legales  desde 
es»  fecha  hasta  el  día  de  la  devolución;  y  tercero,  que  en  la  misma  forma 
venían  obligados  á  indemnisar  los  dafios  y  perjuicios  cansados  á  Mate- 
sanz y  sus  herederos  con  la  prosecución  de  aquellos  autos,  á  partir  de  24 
de  Agosto  de  1894;  cuyos  dafios  y  perjuicios  se  determinarían  en  canti- 
dad líquida  ó  se  establecerían  por  lo  menos  las  bases  con  arreglo  á  las 
qne  debía  hacerse  la  liquidación,  haciéndose  en  último  término  la  con- 
dena, á  reserva  de  fijar  su  importancia  en  la  ejecución  de  sentencia,  á 
cuyo  efecto  hizo  relación  en  los  hechos  de  los  antecedentes  que  se  han 
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leíerido,  diciendo:  que  á  peaar  de  U  cesión»  BBblo  migtáó  geeti  enewde  eo 
kM  antofl  ejecotiTos,  oenltuido  el  contrato  oetobndo,  «ia  que  el  eeelo- 
nMrio  Foenles  eetortara  tal  condncte,  á  pecar  de  aer  el  Tcidadni»  éneie 
del  crédito,  lo  coal  leccoataba  deade  qne  le  adquirió,  aiaode,  pártanle, 
CYidento  la  mala  fe  de  ocdento  j  cestonarto;  que  htartM  loa  úitiflaaa  na- 
mcntoa  oontinnó  el  Procarador  Florea  Medioia  eatootaado  la  gapreacn- 
tadóo  de  Babia,  no  obeiaate  haber  fallecido  éato  macho  anteo,  7  dejando 
paaar  deaapercibidoa  hechos  tan  eaanoialse  como  la  cesidn  del  crédito  y 
la  maerte  de  so  diento,  obtavo  an  impertaato  embargo  de  bisnaadie 
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en  sa  cuento  corriento  con  el  Banco  de  Espafta,  aplicándelaa  al  pago  de 
parto  de  sos  derechos  7  saplementea,  prerto  tasación  ds  ooataa,  prascin- 
diendo  del  tramito  ds  cuenta  jurada  ó  provisión  de  fondos  eontra  sa 
diento,  yerdadero  responsaMe;  todo  lo  caal  demestralMi  qoe  asi  d  Jia- 
gado  oomo  la  Aadiencia  aafrieron  engafto,  7  qoe  los  perjuicioe  7  daios 
cansados  á  Matesans  7  á  sos  hijos  podían  calcnlane  en  so  día  ooaipD- 
toado  el  valor  de  las  coatas  7  gastos  ocasionados  haata  el  presoato  desde 
la  cesión  del  crédito,  y  los  iatoreses  legalea  de  las  3.060  pesatos  dssde 
qoe  se  entregaron  á  Flores  basto  el  día  ea  qne  se  devolTieran,  coa  anas 
las  costas  7  gastos  de  esta  reclamación  hasta  la  ejecoción  del  ialto  qae 
recajera,  sin  perjuicio  de  la  devolacióa  de  las  S.060  pesetas  7  de  los  de- 
más derechos  de  los  menores: 

Besnltando  qae  no  habiendo  comparecido  loa  demandados  D.  f3antbge 
Fuentes  AWarea  7  D.  Manuel  Lorenao  Babio,  que  fueron  emplasados 
por  edictos,  7  acusada  la  rebeldía,  m  tayo  por  conteatada  la  desMada, 
7  rennnciado  el  tramito  de  réplica,  se  recibió  el  i^ito  á  pmeba,  pfaoti- 
candóse  por  la  parto  demandanto  la  documental,  de  qoe  en  lo  aoessurio 
se  ha  hecho  relación  al  principio: 

Besnltando  que  el  Jaez  de  primera  Inatancta  dictó  senteneta  de  con- 
formidad con  las  pretensiones  dedacidaa  ea  la  demanda,  7  aotifieadaea 
forma,  se  personó  en  autos  D.  Santiago  Faentea  Airares  intarpoalcad» 
apelación;  7  admitida  libremente  7  austanciada,  la  Sala  primera  ds  le 
civil  de  la  Audiencia  de  esta  corto  dicto  sentencia  revocatoria  en  M  da 
Junio  de  1900,  absolvtondo  á  D.  Santtago  Fuentes  Alvares  7  D.  Maaari 
Lorenzo  Bublo  de  la  demanda  contra  los  mismos  deducida  por  losham- 
deros  de  D.  Antonio  Matosaas,  cendenaado  á  éstos  al  pago  da  las  costas 
de  ambas  instancias: 

Besnltando  que  D.  Andrés  Chain  Calderón,  en  concepto  de  tutor  ds 
los  menores  D.  Eduardo  7  D.  Boenaventora  Matesans  7  García,  iídsr- 
puso  recurso  de  casadón  por  iníra xión  de  ley,  dtando  como  infrüigldss: 
Primero.  El  art.  1166  del  Código  civil,  según  d  cual,  la  eztindóa  de 
las  obligaciones  tiene  lugar,  entre  otros  modos  7  caneas,  por  la  asea- 
ción,  teniendo  éato  lugar  aegún  el  art.  1208,  «1  sa  núm.  I.^,  tambMa  In- 
fringido, subrogado  á  un  torceré  en  loa  derechos  del  acreedor;  siendo 
preciso  para  que  una  obligados  quede  eatingaida  por  otra  que  la  sasü* 
tuya,  ó  que  así  se  declare  torminantomento,  ó  qoe  la  antigua  7  la  aasfa 
sean  de  todo  punto  incompatiblea,  como  lo  dice  el  art.  1904,  transiiiendo 
al  subrogado  por  virtud  de  la  subrogación  d  crédito  con  los  derechas  á 
él  anejos,  según  el  1212,  igudmento  iniringidos;  en  cuanto  la  senteacia 
desestima  la  demanda,  haciendo  caso  omiso  de  la  novadón  qoe  toveln* 
gar  por  virtud  de  la  escritura  de  24  de  Agoeto  de  1892,  por  la  que  ]>.  Ma- 
nuel Lorenzo  Bubio  cedió  7  traspaaó  á  D.  Santiago  Fuentea  Alvaiea  «I 
crédito  que  aquél  tonía  contra  D.  Andrés  Matoaans  por  virtud  dsl  doen- 
mento  privado  de  7  de  Enero  del  miamo  alio  7  loa  intereses  que  por  di- 
cho crédito  se  habían  devengado,  haciéndose  mención  en  la  escritura  de 
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qne  dicho  crédito  m  bailaba  pendiente  de  reclamación  judicial,  con  ez- 
preeión  del  Juzgado  en  que  radicaba  y  que  np  había  de  considerar  por 
virtud  de  la  cesión  como  de  la  exclusiva  propiedad  de  Fuentes,  que  po- 
dría disponer  de  él  libremente,  quedando  subrogado  en  el  lugar  y  dere- 
cho del  cedente;  de  todo  lo  cual  resulta  que  por  la  expresada  escritura 
me  estableció  de  un  modo  claro  y  terminante  la  novación  de  la  obligación 
contraída  por  Matesanz  con  Rubio,  mediante  la  subrogación  de  Fuentes 
en  los  derechos  del  primitivo  acreedor,  y  si  dicha  novación  es  un  modo 
de  extinguir  las  obligaciones,  sustituyéndose  la  nueva  á  la  antigua,  la 
Sala  sentenciadora  no  ha  debido  desestimar  la  demanda  revocando  la 
sentencia  del  Juagado  y  viniendo  á  reconocer  á  Rubio  como  duefio  del 
crédito  en  los  autos  ejecutivos,  después  de  verificarse  la  novación  y  de 
transmitir,  por  tanto,  sus  derechos  á  Fuentes,  cual  si  Rubio  no  se  hu« 
biera  desprendido  de  todos  sus  derechos  por  la  subrogación  de  Fuentes 
cm  su  lugar,  como  lo  dice  el  núm.  8.^  del  art.  1208,  cual  si  la  declaración 
ó  contenido  terminante  de  la  escritura  de  24  de  Agosto  de  1892  no  hubiera 
producido,  según  el  1204,  el  efecto  de  extinguir  la  obligación  primiti- 
va, sustituyéndola  por  otra  nueva,  cuyas  dos  obligaciones  eran  además 
de  todo  punto  incompatibles,  y  cual  si  la  subrogación  no  transfiriese  el 
crédito  al  subrogado  con  todo9  los  derechos  á  él  anejos,  como  lo  ordena 
el  1212,  y  entre  ellos  el  más  importante  de  exigir  el  pago  del  mismo: 

Segundo.  Al  desestimar  la  sentencia  la  demanda  absolviendo  de  ella 
á  los  demandados,  considerando  válidas  las  actuaciones  practicadas  por 
Bnbio  después  de  la  cesión,  á  pesar  de  que  la  acción  que  ejercitaba  en 
los  autos  ejecutivos  se  transmitió  ipsofaeto  á  Fuentes  y  éste  era  el  único 
que  podía  proseguir  aquel  juicio;  las  doctrinas  legales  contenidas  en  los 
principios  que  dicen  quo  nullum  est,  nullum  prúduett  effeeíum  y  quod 
iniiio  vieioBum  est,  nonpoiest  traetu  temporis  corwaleseere,  consig- 
nados en  multitud  de  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo,  entre  otras 
las  de  16  de  Octubre  de  1868,  26  de  Abril  de  1862,  17  de  Marzo  de  1860, 
16  de  Abril  de  1876,  7  de  Febrero  de  1872  y  8  de  Noviembre  de  1895, 
siendo  evidente  que  adoleciendo  el  procedimiento  de  un  vicio  radical 
inductivo  de  nulidad,  ésta  es  permanente  y  puede  reclamarse  en  cual- 
tiempo,  á  más  de  qne  la  ignorancia  ó  descuido  de  una  parte  no  debe  per- 
judicar en  ningún  caso  á  la  contraria;  así  como  el  axioma  ó  principio 
qne  dice  nemo  dai  quod  non  habei,  consignado  en  las  sentencias  de  este 
mismo  Tribunal  de  9  de  Diciembre  de  1864,  27  de  Diciembre  de  1866, 11 
de  Febrero  de  1869,  9  de  Julio  de  1878, 18  de  Febrero  de  1886  y  otras  mu- 
chas, pues  si  el  cedente  no  tenía  acción  ni  derecho  para  seguir  las  actua- 
ciones después  de  la  cesión,  tampoco  lo  tendrá  para  convalidar  las  in- ' 
debidamente  practicadas  á  su  instancia,  y  no  pudo  transmitir  ni  trans- 
mitió aquello  que  no  tenía;  de  todo  lo  cual  resulta  qne  no  sólo  estaba 
obligado  Rnbio  á  apartarse  de  los  autos  en  el  momento  de  otorgarse  la 
escritura  de  cesión,  sino  que  también  el  cesionario  Fuentes  tenía  la  obli- 
gación de  acudir  á  ellos  inmediatamente  para  proseguirlos  si  le  conve- 
nía, ó  apartarse  ó  pedir  la  suspensión  de  su  cursor  que  si  ninguno  de 
ellos  cumplió  sus  deberes  en  ese  punto,  son  responsables  de  sus  actos  ú 
omisiones,  siendo  nulas  y  de  ningún  valor  ni  efecto  las  actuaciones 
practicadas  á  instancia  de  Rubio  después  de  la  cesión,  porque  al  otorgar 
la  escritura  perdió  la  acción  y  el  derecho  que  en  dichos  autos  ejecutivos 
ejercitaba,  según  queda  dicho  en  el  motivo  anterior;  y  que  siendo  nulas 
dichas  actuaciones,  como  instadas  por  quien  carecía  de  acción  y  derecho 
para  ello,  no  puede  pretenderse  su  convalidación  por  el  transcurso  del 
tiem|)0,  ni  por  tanto  producen  efecto  alguno,  todo  lo  cual  se  desconoce 
en  la  sentencia  recurrida: 
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Tercero.  La  ley  del  contrato  celebrado  entre  Bnbio  y  Fuentes,  i 
el  éstoe  convinieron  en  que  el  último  se  «abrogaría  en  loe  derechos  del 
primero  desde  el  otorgamiento  de  la  escritura,  no  es  posible  desconocer 
y  suponer  qne  Rubio  se  reservó  la  facultad,  que  tampoco  podía  reser- 
varse, de  continuar  el  procedimiento  ejecutivo  d^nés  de  la  cesión,  y 
por  tanto,  el  art.  1266  del  Código  civil,  que  ensefia  que  el  cumplimiento 
de  un  contrato  no  puede  dejarse  al  arbitrio  de  uno  de  los  contratantes, 
pues  si  el  contrato  decía  que  Fuentes  era  el  duefio  del  crédito  desde  el 
otorgamiento  de  la  escritura,  no  puede  dejarse  á  su  voluntad  el  sostener 
que  Rubio  tenía  acción  para  continuar  los  autos  ejecutivos;  y  el  art.  1S67 
del  mismo  Código  y  los  principios  de  derecho  que  ensefian  que  lo  convs- 
nido  es  la  ley  del  contrato  para  las  partes  y  sus  causahabientes  y  que  los 
pactos  deben  cumplirse  según  fueron  otorgados,  contenidos  en  las  sen- 
tencias de  este  Tribunal  Supremo  de  19  de  Enero  de  1866,  21  de  Octubre 
y  16  de  Diciembre  de  1874,  80  de  Diciembre  de  1880,  7  de  Abril  de  1864 
y  24  de  Diciembre  de  1890,  por  cuanto  la  Sala  sentenciadora  no  exige  el 
cumplimiento  de  lo  convenido  y  considera  á  Rubio  con  facultades  para 
ejercitar  una  acción  que  no  tenía  desde  que  cedió  el  crédito: 

Cuarto.  El  principio  de  derecho  de  qne  el  dolo  no  favorece  ai  que  lo 
comete;  y  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  28  de  Junio  de 
1869  y  16  de  Septiembre  de  1876,  qne  con  otras  varias  lo  sancionan,  por- 
que el  dolo  en  el  caso  de  autos  resulta  indiscutible  por  el  hecho  de  haber 
ocultado  cuidadosamente  la  cesión  los  qne  la  celebraron  y  no  haber  acu- 
dido á  los  autos  para  hacer  constar  su  existencia  hasta  que  pasó  el  trá- 
mite de  oposición  á  la  ejecución,  pues  en  autos  consta  que  la  citación  de 
remate  fué  posterior  con  mucho  tiempo  á  la  escritura  de  cesión,  y  que 
ésta  se  aportó  por  Fuentes  á  los  autos  cuando  ya  Matesaní  no  podía  ha- 
cer uso  de  las  excepciones  que  hubieran  sido  procedentes;  no  obstante  lo 
cual,  la  sentencia  recurrida  desestimó  la  demanda  por  considerar  váli- 
das aquellas  actuaciones  practicadas  por  virtud  de  la  ocultación  dolosa 
de  la  cesión  realizada  que  lleva  en  sí  la  nulidad  de  lo  actuado,  habiendo 
sido  infringidos  además  por  igual  concepto  el  principio  de  derecho  de 
que  expresa  noeei,  non  expresa  non  noeet,  el  de  que  cía  culpa  de  uno 
non  debe  empecer  á  otro>,  y  de  qne  c  quien  da  raaón  para  que  venga  dafio 
á  otro,  él  mismo  se  entiende  que  lo  face»: 

Quinto.  Los  artículos  1101  y  1902  del  Código  civil,  que  preceptúan: 
«1  primero,  que  quedan  sujetos  á  la  indemnización  de  dafios  y  perjuicios 
los  que,  en  cumplimiento  de  sus  obligaciones,  incurriesen  en  dolo,  ne- 
gligencia ó  morosidad,  y  los  qne  de  cualquier  modo  contraviniesen  al 
tenor  de  aquéllas,  y  el  segundo,  que  el  que  por  acción  ú  omisión  cansa 
dafio  á  otro  interviniendo  culpa  ó  negligencia,  está  obligado  á  reparar  el 
daño  cansado,  debiendo  afiadirse  que  la  culpa  ó  negligencia  consisto, 
según  el  1 104,  en  la  omisión  de  aquella  diligencia  que  exija  la  natura- 
leza de  la  obligación  y  que  corresponda  á  las  circunstancias  de  las  per- 
sonas, tiempo  y  lugar,  siendo  también  igualmente  exiglble  en  el  cumpli- 
miento de  toda  clase  de  obligaciones  la  responsabilidad  que  procede  de 
negligencia,  según  el  1108,  y  la  que  procede  del  dolo,  según  el  1102,  toda 
vez  que,  con  arreglo  á  dichos  preceptos,  tanto  Rubio  como  Fuentes  es- 
taban obligados  á  hacer  constar  con  la  debida  diligencia  la  subrogación 
en  los  autos  ejecutivos,  y  más  si  se  tiene  en  cuenta  que  en  la  misma  es- 
critura se  hizo  constar  la  existencia  de  éstos;  y  la  omisión  por  parte  de 
ambos  en  cuanto  á  esto  extremo,  constituye  el  dolo  ó  la  subrepción  6 
fraude,  por  lo  que  en  ambos  deben  responder  de  la  indemnización  de  da- 
llos y  perjuicios,  y  esto  aun  en  el  caso  de  que  sólo  se  estimase  la  culpa 
^  negligencia;  no  obstante  lo  cual,  y  el  que  la  circunstancia  de  existir  el 
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tiüglo  exigía  la  diligencia  de  acudir  á  él,  la  Sala  sentenciadora  no  ertlnuL 
el  dolo,  ni  por  lo  menos  la  culpa,  negligencia  ó  morosidad: 

Sexto.  £1  art.  1440  de  la  ley  de  Enjolciamiento  cItíI,  que  dispone  que 
el  Jaes,  examinando  los  documentos,  despachará  la  ejecución  si  el  lítale 
no  contUTiese  alguno  de  los  defectos  de  los  párrafos  primero  y  segando 
-del  art.  1467,  que  dicen:  primero,  coando  la  obligación  ó  el  título  en 
•eaya  virtud  se  hubiese  despachado  la  ejecución  fuesen  nulos;  y  segun- 
do, cuando  el  título  no  tuviese  fuerza  ejecutiva,  ya  por  defectos  extrín- 
secos, ya  por  no  haber  vencido  el  plazo,  ó  no  ser  exigible  la  cantidad^  ó 
•er  ésta  ilíquida;  pues  resultando  evidente  que  el  Juzgado  despachó  la 
Secación  por  auto  de  21  de  Diciembre  de  1802,  considerando  como  acree- 
dor á  Bubio,  y  que  la  escritura  de  cesión  á  Fuentes  de  24  de  Agosto  an- 
•terior  no  se  presentó  en  los  autos  hasta  80  de  Noviembre  de  1894,  es  in- 
discutible que  no  pudo  tenerse  en  cuenta  por  el  Juzgado  al  dictar  el  auto 
despachando  la  ejecución,  ni  por  la  Audiencia  al  dictar  el  de  9  de  No- 
-viembre  de  1892;  y  siendo  también  evidente  que  el  título  era  nulo  en 
manos  de  Rubio  después  de  la  cesión,  y  que  la  obligación  no  era  exigí- 
i>le  por  el  mismo  desde  el  24  de  Octubre  de  1892,  resultan  infringidos  ios 
citados  artículos  al  absolver  la  sentencia  á  los  demandados  de  la  deman- 
da, porque  de  este  modo  se  vienen  á  considerar  válidas  las  actuaciones 
practicadas  á  instancias  del  ceden  te  después  de  la  cesión,  lo  que  no  ha- 
ltera sucedido  si  no  se  hubiera  ocultado  la  existencia  de  la  subrogación; 
habiendo  sido  también  infringidos  loS  arts.  1461,  1468  y  1464,  excep- 
ción 8.*  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  pues  según  el  primero,  en  loe 
tres  días  siguientes  á  la  citación  de  remate  puede  el  deudor  oponerse  á 
la  ejecución,  formalizándola  y  alegando  excepciones  en  otros  cuatro  días 
cegÚQ  el  1468,  siendo  una  de  dichas  excepciones  la  de  novación,  que  es 
la  8.*  de  las  comprendidas  en  el  art.  1464;  pues  es  evidente  que  D.  An- 
drés Matesans,  que  se  opuso  por  otras  causas  á  la  ejecución,  no  hubiera 
dejado  de  alegar  la  novación  si  ésta  no  hubiera  sido  guardada  con  el  ma- 
yor sigilo  por  fiubio  y  Fuentes;  y  puesto  que  este  último  no  presentó  la 
escritura  hasta  el  80  de  Noviembre  de  1894,  es  evidente  que  se  privó  con 
esa  ocultación  á  Matesanz  del  derecho  que  tenía  para  alegar  la  nova- 
ción, y  que  la  sentencia  recurrida,  al  estimar  válidas  esas  actuaciones, 
en  que  por  la  culpa,  negligencia  ó  dolo  del  ceden  te  y  del  cesionario  no  se 
podo  alegar  por  el  deudor  tal  excepción,  infringe  los  artículos  citados 
por  no  aplicarlos: 

Séptimo.  Que  la  alegación  de  la  novación  y  la  prueba  de  la  misma 
hubiera  dado  lugar  á  que  se  declarase  nulo  el  jnicio,  á  tenor  de  lo  dis- 
pfuesto  en  el  núm.  4.^  del  art.  1467  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  clvil,por 
no  tener  Matesanz  el  carácter  de  deudor  de  Bubio  en  la  época  en  que  se 
despachó  la  ejecución  á  favor  de  éste;  y  si  tal  alegación  hubiera  produci- 
do el  efecto  de  declarar  no  haber  lugar  á  pronunciar  sentencia  de  remate 
ó  de  declarar  la  nulidad  de  todo  el  juicio  ó  la  parte  de  él  posterior  á  la 
cesión,  según  los  núms.  2.^  y  8.^  del  art.  1478,  imponiéndose  las  costas 
al  ejecutante  en  el  caso  2.^  y  aun  en  el  8.®,  si  procedió  con  temeridad  se- 
^n  el  1474,  no  es  lícito  desconocerlo  y  privar  á  Matesanz  de  esos  sagra- 
dos derechos  imponiéndole  las  costas  de  la  ejecución,  por  lo  que  la  sen- 
tencia recurrida  infringe  esos  preceptos  al  rechazar  la  nulidad  que  pre- 
tende el  recurrente: 

Octavo.  El  principio  de  derecho  de  que  nadie  debe  enriquecerse  con 
dafio  de  otro,  reconocido  y  sancionado  por  este  Tribunsl  Supremo  en 
«entencias  de  16  de  Dicienbre  de  1880,  19  de  Mayo  de  1884  y  12  de  Fe- 
brero de  1889,  por  cuanto  la  sentencia,  al  rechazar  la  nulidad  de  lo  ac- 
tnado  en  el  Juicio  ejecutivo  después  de  la  cesión,  permite  que  con  dafio 
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éñ  Ifrtiwam  j  por  to  oooíánuk  de  coates  que  so  le  impuso  cobfen  dkbaB 
coetas  cedente  j  cesionario,  enriqaeeiéndooe  ssí  tortieermniciite;  j 
"  HoTono.  Los  arto.  7.^  j  8.^  de  la  ley  de  Enjoiciamieiito  civil,  el  pri- 
atoro  de  los  cuales  dispone  que  cnando  el  Procorador  desee  obtener  fon- 
dos de  su  cliente,  dednaca  so  pretensión  ante  el  Jnes  ó  Tribonal  que  o»- 
nosea  del  pleito,  el  qoe  fijará  la  cantidad  y  el  plaio  en  que  baya  de  sb^ 
tostarse,  bajo  apercibimiento  de  apremio;  y  el  seinuido,  qne  cnando  si 
Procuador  tenga  qne  exigir  del  poderdante  moroso  lo  qne  ésto  le  adeudo 
por  dsrecbos  y  gastos,  presentera  aqnél  sn  caenta  detellada  y  jostifi- 
cada»  y  jnrando  qne  se  le  deben  las  cantidades,  mandará  el  Tribanal  6 
Juagado  qne  se  reqntora  al  poderdanto  para  el  pago  con  las  costas  en 
plaao  menor  de  dies  días,  bajo  el  mismo  apercibimiento;  en  el  concepto 
de  qne  al  no  declarar  la  Sala  sentenciadora  la  nnlidad  pretendida  por  el 
reonrrento,  rec(»ioce  como  yálido  el  procedimiento  qne  empleó  el  Pbo- 
onrador  D.  Fernando  Flores  Medina  ostentando  el  carácter  de  mandata- 
rio de  Bnbio  deqpnés  de  la  cesión  para  consegnir  que  le  fueran  entrega- 
das en  parte  de  pago  de  derecbos  y  suplementos  la  de  2.060  pesetas  qne 
tenia  Matesanz  en  cnente  corriente  en  el  Banco  de  Bepafia,  sin  emba^ 
de  qne  tal  procedimiento  empleado  por  dicbo  Procurador  es  ilegal  en 
ahoolnto,  pues  ocultando  la  cesión  realisada  por  Bubio  en  24  de  Agosto 
de  1802,  y  aun  la  muerte  de  éste  que  después  confesó,  solicito  on  Agosto 
de  1808  que  se  tasasen  las  costas  causadas  á  su  cliente,  y  becbo  así,  so- 
licito y  obtuvo  la  entrega  de  las  2.060  pesetas  de  Matesana,  evitendo  de 
este  modo  todo  requerimiento  á  Bnbio  por  temor  de  qne  se  desenbrisse 
la  cssión  que  se  oculteba,  ó  porque  le  constase  ya  la  muerte  de  Bubio, 
en  cuyo  nombre  tempoco  podía  percibir  cantidades  por  carecer  de  poder 
suficiente  para  ello;  infringiéndose  «i  la  sentencia  dichas  dásposicienes 
legales  y  el  art.  4.^  del  Oódigo  civil,  porque  al  desestimar  la  nulidad 
pedida  permite  al  Procurador  Flores  Medina  que,  sin  sujeción  al  proce- 
dimiento de  cnente  jurada,  c<^m  cantidades  como  Procurador  de  Bnbio, 
devengadas  en  actuaciones  posteriores  á  la  cesión  y  á  la  muerte  de  éste; 
huyendo  así  de  todo  requerimtonto  que  hubiera  hecho  fracasar  el  pisa 
forjado  para  perjudicar  á  Matesana,  á  quien  ai  le  hubiera  favorecido  ia 
sentencia  en  el  juicio  ejecutivo  y  por  ella  hubiera  tenido  que  cobrar 
cantidades  por  costas  ú  otros  conceptos,  se  le  hubiera  argumentado  por 
Bubto  que  no  podía  afecterle  la  omisión  de  Fuentes  en  no  acudir  con  la 
escritura  á  los  autos  ejecutivos. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Biagistrado  D.  Tomás  Gúdal: 
Oonsidwando  que  todos  los  motivos  del  recurso  giran  sobre  la  base  ó 
supuesto  de  que  por  haber  D.  Manuel  Lorenso  Bubio  cedido  á  D.  San- 
tiago Fuentes  Alvarea  el  crédito  de  4.600  pesetas  que  le  debía  D.  Andrés 
Matesana,  no  pudo  instar  aquél,  desde  la  fecha  de  la  escritura  de  cesión, 
el  pago  de  la  referida  cantidad  en  el  juicio  ejecutivo  al  efecto  incoado; 
mas  como  tal  cesión  no  fué  hecha  saber  al  deudor  para  los  efectos  de  sa 
eficacia  en  las  relaciones  de  éste  con  el  acreedor,  es  evidente  qne  cual- 
quiera que  fuese  la  trascendencia  de  lo  pactado  entre  cedente  y  cesio- 
nario, ninguna  alteración  sufrieron  aquéllas,  ñl  el  juicio  seguido  ado- 
lece de  vicio  alguno,  ya  que  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art  1162  del 
Código,  el  pago  deberá  hacerse  á  la  persona  en  cuyo  favor  estuvieae 
constituida  la  obligación,  y  según  el  art.  1164,  el  pago  hecho  de  buena 
fe  al  qne  estuviere  en  posesión  del  crédito  liberará  al  deudor;  preceploe 
que  lo  mismo  se  refieren  al  pago  extrajudicial  que  al  judicial,  y  son  de- 
mostrativos de  la  independencia  racional  y  legal  que  «existe  entre  las 
relaciones  derivadas  del  contrato  particnlarmentoeelebcado  entre  Bohío 
j  Alvarea  y  las  existentes  entro  aquél  y  Matesana,  segdn  la  prescxir 
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-don  dri  «rt.  1S67  del  mismo  CódigOi  siendo  esU^doctrina  la  mism»  ^pw 
Informa  y  sirvs  da'bascr  al  precepto  del  art.  168  de  la  ley  Hipoteearia: 

Constdaraiida  que  pov  lo  expuesto  son  notoriamente  inaplicables  to- 
das las  infracciones  qne  se  alegan  en  los  ocho  primeros  motivos  del  le- 
ettrsoy  porque  en  ellos  se  desconoce  la  tsascendencia  y  valor  Jurídico  de 
Ima  disposiciones  legales  antes  examinadas  y  se  confunden  obiigacicmes 
dlstíntas;  así  como  lo  son  igualmente  las  de  los  arts.  7.^  y  8.^  de  la  ley 
de  Sníniciamiento  civil,  que  se  alegan  en  el  noveno  motive,  por  ser  óstes 
referentes  á  un  procedimiento  que  ninguna  relación  guarda  con  los  de- 
Mohos  que  las  partes  tienen  para  exigir  de  la  contraria  el  importe  de  las 
costas  en  que  haya  podido  ser  condenada; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  ks- 
earso  de  casstión  interpuesto  por  D.  Andrés  Ghaín  y  Oalderón,  como^ta- 
tor  á»  los  menores  D.  Eduardo  y  D.  Buenaventura  Matesans  y  Qafcia, 
á  qniesk  condenamos  en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Andienoia  de  esta  coffie 
la  certificación  correspondiente,  con  devolución  del  apuntamiento  qne 
ha  remitido. 

Amí  por  esta  nuestra  sentencia,  qne  se  publicsrá  en  la  Gaceta  é  inser- 
tará en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  ne- 
cesarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamo8.=rJosé  de  Aldecoa^= 
Bicardo  Gullón.=José  de  Garniea.=JoaquÍB  González  de  la  Pefia.= 
Pedio  Lavín.=:Ricardo  Molina.=:a?omás  Gúdal. 

Publicación.aaLeída  y  publicada  fué  hi  anterior  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Tomás  Gúdal,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  eels- 
brando  audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  q;Be 
eerttflco  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  28  de  Mario  de  1901.=Lioenciado  Jorge  Martines. 


I7ÜXXI.  @5.--7RIBf»NAL  SUPIIEM0.-29  de  Mane,  psb.  si  20  de  Atril. 

Casación  por  infracción  de  hEY.^Pago  de  eaniidad.—Switeniñm 
declarando  no  haber  lagar  al  recurso  interpuesto  por  Doña  Ma- 
ria  de  las  Nieves  Bascáns  contra  la  pronuciada  por  la  Sala  de 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  Albacete,  en  pleito  con  Doña  Adelai- 
da Díaz  y  otro. 
Bn  su  coffSiDERANDO  úníco  se  establece: 

Que  no  ¿faringe  el  art.  1278  del  Código  eiml  la  sentencia  que  <les- 
conoce  la  eficaeia  de  una  escritura,  cuando  ésta  no  es  bastctntepor  ti 
sola  para  acreditar  la  procedencia  de  la  demanda. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  29  de  BAarso  de  1901,  en  el  juicio  de- 
clarativo de  mayor  cuantía  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia 
de  Almagro  y  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Albacete  por  Dofia 
María  de  las  Nieves  Bascáns  Boldán,  viuda,  dedicada  á  las  labores  pro- 
pias de  su  sexo,  vecina  de  aquella  ciudad,  con  Dofia  Adelaida  Días 
Graspo  y  Escobar,  con  licencia  de  «u  marido  D.  Eduardo  Lópeí  Menche- 
ro,  propietario,  de  la  misma  vecindad,  y  D.  übaldo  Días  Crespo  y  Esco- 
bar, Abogado,  vecino  de  Viüaíranca  del  Bierso,  sobrepago  de  cantidad; 
pleito  pendienta  ante  Nos,  en  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
que  ha  interpuesto  la  demandante,  defendida  por  los  Licenciados  Don 
Luis  García  de  la  Rasilla  y  D.  Miguel  Guillen,  éste  en  el  acto  de  la  vista, 
y  representada  por  el  Procurador  D.  Autopia  Pintado;  representando  á 
.les  demandados  y  recurridos  el  Procurador  D.  Manuel  Brú,  y  defendían- 
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dol«0  lo0  Letradofl  D.  Wenceslao  Montoya  y  D.  Mardal  Groniáleí  de  U 
Fuente,  éete  al  D.  übaldo,  y  aquél  á  la  Dofia  Adelaida: 

Beenltando  qne  el  día  18  de  Jonio  de  1881,  ante  «m  Notario  de  Alma- 
¡        gro,  DGfia  Rosa  Escobar  y  Torree,  con  antoriaación  de  su  marido  Don- 
\         Jerónimo  Dias  Crespo,  otorgó  eecritara,  por  la  qne  confirió  la  adminis* 
I         tración  de  sns  bienes  á  D.  Antonio  Bascáns  y  Roldan,  obligándose  1 
mantenerlo  en  tal  cargo  dnrante  doce  años,  contados  desde  aqnel  día, 
'         con  el  aneldo  annal  de  1.760  pesetas,  que  percibiría  por  meses,  trimes- 
tres ó  annalidades,  según  le  pareciera,  podiendo  disponer  de  seis  bora» 
diarias  para  asistir  al  Registro  de  la  propiedad  ó  á  cualquiera  otra  ofici- 
na; y  el  D.  Antonio  se  comprometió  á  atender  á  la  administración  del 
candal  y  á  rendir  coentas  justificadas  de  su  gestión  á  la  Dofia  Rosario 
coando  se  las  reclamara:  ^ 

Resultando  que  fallecido  D.  Antonio  Bascáns  en  14  de  Febrero  de 
1897,  por  auto  de  28  de  Mayo  del  mismo  afio  fueron  declarados  berede- 
ros  ablntestato  eus  hermanos  Dofia  María  de  las  Nieves  y  D.  José,  y  bu. 
sobrino  D.  Glodoaldo  de  la  Rabia  Bascáns;  y  los  dos  últimos,  por  escri- 
tura de  81  de  Diciembre  del  propio  afio,  cedieron  gratuitamente  á  la  pri- 
mera todos  los  derechos  que  tenían  y  en  lo  sucesivo  pudieran  tener  en  la 
herencia  mencionada: 

Resultando  que  con  fecha  26  de  Abril  de  1898,  Dofia  María  de  las  ¡ 

Nieves  Ba&cáns  formuló,  ante  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  AIma> 
gro,  demanda  de  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  contra  Dofia  Ade- 
laida y  D.  U baldo  Días  Crespo  y  Escobar,  con  la  súplica  de  que  se  con-  j 
deoase  á  éstos,  en  concepto  de  hijos  y  herederos  de  Dofia  Rosario  Ebco-  | 
bar,  á  pagar  á  la  demandante  la  cantidad  de  22.812  pesetas  60  céntimos,.           | 
con  las  costas,  aduciendo  en  apoyo  de  eu  pretensión,  además  de  lo  que  ¡ 
aparece  de  la  escritura  de  18  de  Junio  de  1881,  el  fallecimiento  de  Don 
iüitonio  Bascáns  y  lo  relativo  á  sus  herederos;  que  el  mismo  prestó  sos           i 
servicios  á  Dofia  Rosario,  como  administrador,  desde  la  expresada  fecha           I 
hasta  80  de  Abril  de  1894,  importando  su  sueldo  hasta  18  de  Marso  del  i 
mismo  afio  22.812  pesetas  60  céntimos,  crédito  reconocido  por  aquélls,,  j 
la  cual  autorisó  á  Bascáns  para  reclamarlo  en  documento  privado  de  10 
de  Junio  de  1896,  que  suscribió  con  los  testigos  D.  José  María  Lopes  j 
Jacinto  Solana,  y  fué  escrito  por  el  demandado  D.  übaldo;  y  que  éste  y  ! 
su  hermana  Dofia  Adelaida  eran  herederos  ablntestato  de  su  madre  Dofia 
Rosario  Escobar,  y  habían  aceptado  pora  y  simplemente  la  herencia;  y  ^ 
citó,  entre  otros,  los  artículos  del  Código  civil  1008,  1091  y  1101:  I 

Resultando  que  con  la  demanda  expresada  se  acompafió  un  pspel 
simple,  fechado  en  10  de  Junio  de  1896  y  firmado  «Rosario  Escobar, 
José  María  Lopes  y  Jacinto'  Solana>,  estos  dos  en  concepto  de  testígoa,. 
en  el  cual  se  consigna  haber  presentado  oportunamente  D.  Antonio  Bas- 
cáns á  la  Dofia  Rosario  la  cuenta  general  detallada  de  ingresos  y  gastos  ! 
de  la  administración,  con  todos  sos  justificantes,  desde  1.^  de  Mayo-  ' 
de  18^4  basta  80  de  Abril  de  1894,  la  que  examinada,  y  hallada  comple- 
tamente conforme  y  saldada,  aprobada,  declarando  al  Bascáns  flniqul-          ' 
tado  en  sos  cuentas,  que  con  sus  justificantes  destruía,  y  con  derecho  al<         I 
percibo  de  los  sueldos  que  le  tenía  asignados  y  había  devengado,  si  que- 
ría algún  día  reclamarlos,  para  cuyo  resguardo  le  daba  DÍofia  Roaario 
aquel  finiquito,  que  msndó  extender  á  su  hijo  D.  übaldo,  por  serle  á 
ella  imposible  escribir  tanto;  expresando  además  que  tenía  igualmente 
aprobada  la  cuenta  basta  80  de  Abril  de  1884: 

Resaltando  que  Dofia  Adelaida  Días  Crespo  Esoobar  se  opuso  á  la 
demanda,  pidiendo  se  declarase  nulo  el  documento  privado  de  10  de  Ju- 
nio da  1896,  y  se  la  abaolvieae  de  aquélla,  con  impoeición  de  costaa  á  la 
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aetom,  exponiendo  al  efecto:  qne  en  1870,  D.  Jerónimo  Díaz  Crespo  nom- 
Inró  á  D.  Antonio  Bascána  Oflcial  del  Registro  de  la  propiedad,  eon  el 
sueldo  anual  de  1.260  pesetas,  y  por  entonces  obtnyo  también  el  cargo 
de  Recaudador  de  contribuciones,  con  fiansa  que  le  prestó  el  D.  Jeró- 
nimo* siendo  declarado  cesante  en  1878,  porque  le  resultó  en  sus  cuen- 
tas un  alcance  de  25.000  y  pico  de  pesetas,  para  cuyo  pago  obtuvo  del 
Banco  de  Espafia  una  moratoria  de  doce  afios,  comprometiéndose  Bes- 
cáns,  en  escritura  de  18  de  Octubre  de  1881,  á  satisfacer  en  cada  uno  de 
ellos  2.600  pesetas,  y  constituj^ endose  fiadora  Dofia  Rosario  Escobar; 
que  en  tales  circunstancias,  ésta  le  nombró  administrador  por  la  escri- 
tura de  18  de  Junio  de  1881,  y  con  el  sueldo  de  tal  administración  y  el 
de  Oficial  del  Registro,  importantes,  en  junto,  8.000  pesetas  anuales, 
cumplió  Bascáns  su  obligación  para  con  el  Banco  hasta  extinguir  la 
deuda,  que  con  los  intereses  y  costas  subió  á  29.700  y  pico  de  pesetas, 
sin  que  por  esto  se  cancelase  ¡a  fianza  hipotecaria  dada  por  Dofia  Rosa- 
rio; que  durante  los  doce  afios  que  sirvió  á  la  última  no  tenía  más  bie- 
nes ni  otros  emolumentos  que  los  7.000  reales  anuales  de  su  sueldo  de 
administrador,  que  cobró  todos  los  afios,  y  los  6.000  como  Oficial  del 
Registro  hasta  1886,  siendo  después  nombrado  Secretario  del  Ayunta- 
miento con  el  haber  de  2.000  pesetas;  que  no  era  verdadero  nt  legitimo 
el  papel  privado  de  10  de  Junio  de  1895,  escrito  con  letra  distinta  de  la 
de  Dofia  Rosario,  cuya  firma  no  reconocía  Dofia  Adelaida  como  de  aqué- 
lla, ni  aceptaba  que  los  testigos  que  al  parecer  lo  autorizan  fueran  pre- 
senciales de  los  hechos  que  en  tal  documento  se  afirmaban,  y  que  Dofia 
Adelaida  no  adeudaba  nada  por  concepto  alguno  á  los  herederos  de  Don 
Antonio  Bascáns,  y  citó  los  arts.  1583,  1166,  1214  y  1225  del  Código  ci- 
vil y  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  24  de  Enero  de  1870 
y  17  de  Noviembre  del  64: 

Resultando  que  D.  Ubaldo  Díaz  Crespo  solicitó  también  la  absolu- 
ción de  la  demanda,  con  las  costas  á  la  actora,  á  cuyo  fin,  después  de 
aceptar  tos  hechos  relativos  á  haber  sido  declarados  herederos  de  D.  An- 
tonio Bascáns,  sus  hermanos  Dofia  Nieves  y  D.  José  y  su  sobrino  D.  Cío- 
doaldo  de  la  Rubia,  á  la  renuncia  de  estos  dos  en  favor  de  aquélla  y  al 
nombramiento  de  Bascáns  de  Recaudador  de  contribuciones  en  1873  y 
de  administrador  por  la  escritura  de  1881,  afiadió:  que  ni  {>or  la  heren- 
eia  del  D.  Antonio,  ni  por  la  cesión  á  Dofia  Nieves,  se  había  pagado  el 
impuesto  de  derechos  reales  á  la  Hacienda,  y,  por  tanto,  carecía  la  de- 
mandante de  personalidad  en  el  concepto  de  heredera  de  su  hermano, 
por  8Í  y  por  las  dos  terceras  partes  cedidas,  como  también  de  acción  y 
derecho  para  reclamar  las  sumas  que  pedía,  pues  no  acreditaba  el  ca- 
rácter y  representación  con  qne  lo  hacía;  que  Dofia  Rosario,  como  fia- 
dora de  Bascáns,  abonó  al  Banco  de  Espafia  86.340  pesetas  63  céntimos, 
cuya  suma  oponía  como  compensación  á  la  reclamada,  y  aun  quedaba  á 
deber  la  actora  14.038  pesetas  68  céntimos;  que  Dofia  Rosario  había 
eunaplido  la  obligación,  que  se  impuso  en  la  escritura  de  1881,  de  man- 
tener al  D.  Antonio  doce  afios  en  la  administración,  y  no  dicho  D.  An- 
tonio oon  la  suya  de  rendirle  cuentas,  lo  cual  no  hizo  en  1894  cuando 
cesó  de  ser  administrador,  ni  después,  por  lo  que  D.  Ubaldo  excepcio- 
naba  la  falsedad  del  documento  privado  de  10  de  Junio  de  1896,  y  ade-> 
másr  por  no  ser  auténtica  la  firma  de  Dofia  Rosario  que  en  él  aparece; 
mas  aun  cuando  fuese  legítimo,  no  podría  la  demandante  reclamar  suel- 
do0  devengados  por  su  causante,  pues  tal  reclamación  constituía  un  de- 
rasho  personalísimo  é  intransmisible  de  aquél;  que  el  caudal  que  entró 
á  administrar  Basoáns  se  elevaba  á  más  de  226.000  pesetas,  y  al  cesar 
quedó  reducido  por  su  negligencia  á  unas  60.000,  sin  justificar  el  mo- 
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tÍYO  de  dicha  baja,  por  lo  qne  á  la  cantidad  objeto  de  la  demüida  opo- 
nía la  oompenaaci6n  de  175.000  peoetaa,  reatando  la  demandante  á  loe 
herederoa  áe  Dofia  Roaario  152.687  con  60  céntimoa,  j  loa  dafioe  é  inte- 
reaea;  y  qne  no  habiendo  reclamado  Baacána  ana  aneldoe  de  adminiMra' 
dor,  habían  preacrito,  excepto,  á  lo  aamo,  la  annalidad  última,  é  inToeó, 
á  máa  de  otroa  fandamentoa  de  derecho,  laa  aentenciaa  de  eate  Tribuial 
Supremo  de  26  de  Enero  de  1870  y  16  de  Febrero  del  90: 

Beanltando  qne  entre  otroa  docnmentoa  preaentó  el  D.  übaldo,  con  aa 
eacrito  de  conteatación,  nn  borrador  ó  copia  del  finiquito  de  10  de  Junio 
de  1896,  en  la  cual  ae  omiten  laa  palabraa  contenidaa  en  el  original  aoom- 
pafiftdo  á  la  demanda,  qne  dicen:  <y  mando  á  mi  hijo  D.  Ubaldo  que  le 
extienda  el  preaente  por  aerme  á  mí  impoaible  eacribir  tanto»,  y  laa  de 
c finiquitado  conmigo  en  ana  cuentaa,  que  con  ana  juatiflcantea  deatru- 
yo>;  una  carta  dirigida  á  D.  Antonio  Baacána  por  D.  Franciaco  Caacar 
deade  Almagro,  el  2  de  Septiembre  de  1896,  en  la  cual  le  pide  en  nombra 
de  Dofia  Adelaida  que  preaente  cuentaa  de  au  geatión  adminiatrativa  del 
capital  de  Dofia  Roaario  que  deaempefió  deade  el  fallecimiento  de  D.  Je- 
rónimo Díaz  haata  el  29  de  Abril  de  1894  en  que  ceaó  en  el  cargo;  na 
documento  extendido  en  papel  aimple,  fechado  en  Villafranca  del  Bieno 
á  6  de  Septiembre  de  1896,  y  firmado  por  Victoriano  Lopes,  Mariano  García 
Rubio  y  Franciaco  Saldafia,  en  el  cual  declaraban  que  en  dicho  día  Im 
fué  preaentada  una  carta  dirigida  por  D.  übaldo  Díaz  Greepo  á  D.  Anto- 
nio Baacána,  en  la  cual  le  decía,  en  concreto,  que  le  conataba  rindid 
cuentaa  de  au  admlniatr ación  á  Dofia  Roaario  Eacobar  y  quedó  finiqui- 
tado, incluyendo  en  la  miama  carta  el  D.  Ubaldo  un  papel  en  que  exige 
que  el  D.  Antonio  le  devolviera  aquélla  luego  qne  la  enaefiaae  á  Dofia 
Adelaida  Díaz  Oreapo,  puea  que  al  escribirla  no  lo  hacía  con  intención 
de  que  paraae  perjuicio  á  nadie,  y  ai  aólo  con  el  fin  de  aalvar  á  Baacána 
de  la  vergüenza  de  no  haber  rendido  cuentaa,  y  á  Dofia  Adelaida  de  in- 
tentar un  litigio  con  un  hombre  Inaol vente,  y  otra  carta  fechada  en  Al- 
magro el  8  de  Septiembre  del  miamo  afio  96,  dirigida  por  el  D.  Antonio 
ai  D.  übaldo,  en  la  que  le  acuaa  el  recibo  de  la  del  día  6  con  el  papel 
que  la  acompafiaba  y  le  reitera  au  amiatad: 

Beanltando  que  la  demandante,  en  au  eacrito  de  réplica,  dio  por  re^ 
producidoa  la  aúplica  y  fundamentoa  de  au  demanda;  Dofia  Adelaida 
Díaz,  en  el  de  duplica,  también  reprodujo  au  conteatación,  rectificando 
el  hecho  de  que  Baacána  hubieae  aido  Oficial  del  Regiatro  de  la  propie- 
dad haata  1886,  puea  lo  fué  aólo  haata  Agoato  de  1881,  airviendo  el  eavgo 
de  Secretario  haata  1893,  y  afiadió  que  aquél  deatinó  todoa  loa  afioa  eí 
aneldo  de  adminiatrador  de  Dofia  Roaario  al  pago  de  au  alcance  á  favoc 
del  Banco,  completando  la  cantidad  de  2.600  peaetaa  con  recnraoe  ex- 
traor diñar ioa  que  ae  buacaba;  y  D.  Ubaldo  dio  igualmente  por  r^irodu- 
cldo  su  eacrito  de  conteatación,  menoa  en  cnanto  á  haber  pagado  au  ma* 
dre  Dofia  Roaario  86.340  peaetaa,  63  céntimoa  por  la  deuda  de  Baacána 
al  Banco  de  Eapafia,  afiadiendo  qne,  ó  aquél  lo  pagó  con  ana  aueldoa  de 
administrador,  ó  lo  abonaron  loa  padrea  del  mlamo  D.  übaldo,  en  cayo 
caso  procedía  la  compensación  alegada;  que  la  eaoritura  de  13  de  Juaio 
de  1881  era  nula,  por  privar  á  la  demandante  por  eapacio  de  doce  afio* 
de  su  derecho  de  revocabilidad  del  mandatario;  que  el  documento  pr^* 
vado  de  10  de  Junio  de  1896,  aunque  fuera  legítimo,  no  aería  otra  oosft 
que  la  aprobación  de  una  rendición  de  cuentaa  de  adminiatración,  \»^ 
que  debían  circunacribirae  á  lo  que  pagó  y  cobró  el  adminiatrador,  íía 
extenderse  á  lo  que  la  adminiatrada  pagó  por  aquél;  y  que  Baacána,  por 
carta  dirigida  al  D.  übaldo,  renunció  á  reclamar  loa  aueldoa  de  ádminiS' 
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trmd«r  de  Dofia  Bomrio,  6  por  lo  monos  lo  aUad  de  olloo,  7  portento^  6 
00  omiUbo  Im  domonda  ó  habüt  pino  petieión: 

Sosaltoado  qüo  dnnuito  ol  término  do  prnoba  se  proBentaron  por  la 
parto  actora  una  carta  do  6  do  Soptiombre  do  1890,  firmada  por  D.  übaldo 
0íac  Oroopo,  dirigida  á  D.  Antonio  Bascáno,  en  la  cnal  dico  recordar  qno 
prooontó  las  cnentas  de  la  administración  con  sas  recibos  y  jnstificantos, 
comprensivas  dosdo  Mayo  del  84  hasta  fin  de  Abril  del  94,  con  las  qno 
ostnyooonformo  so  madre,  extendiéndose,  á  instancia  de  Bascáns,  el  fini- 
quito del  8  al  10  de  Junio  do  1896,  y  qvo  preguntando  Dofia  Rosario  á^ 
Bascáns  á  cnanto  ascendía  k>  que  había  do  abonárselo  por  el  trabajo  de' 
sa  administración,  á  rasón  del  8  por  100,  respondió  que  por  entonces 
nada»  paos  sabia  lo  apurada  que  estaba  la  casa,  pero  sí  queríase  hiciese 
•oonstor  en  ol  documento  no  renunciaba  á  su  derecho  de  reclamar  lo  que 
inora  justo  en  cualquier  tiempo,  y  así  constó;  y  otra  carta  del  21  do  los 
mismos  mes  y  afio,  en  la  cual  su  firmante  el  D.  Ubaldo  dice  al  Bascáns, 
entro  otras  cosas,  que  puesto  que  su  madre  lo  había  aprobado  las  cuen- 
tas, se  dejara  de  borradores  por  si  lo  obligaban  á  presentarlos;  cuyas  dos 
cartas  fueron  examinadas  por  peritos,  quienes  informaron  haber  mucho 
parecido  entre  las  letras  de  las  mismas  y  las  de  la  firma  indubitada,  sin 
atroYorso  á  asegurar  que  hubiesen  sido  escritas  por  quien  se  firmaba 
«Ubaldo  Díaz  Orespoi,  ni  por  otra  persona: 

Resultando  que  también  á  instancia  del  actor  informaron  peritos 
acerca  do  la  firma  y  rúbrica  que  dice  «Rosario  £Bcobar>,  estampadas  en 
el  documento  de  10  de  Junio  de  1896,  con  yista  de  otras  indubitadas, 
que  no  les  parecía  fuesen  de  la  misma  mano;  y  que  aquél  tenía  unos 
agujeritos  en  su  margen  derecha  como  de  haberlo  apuntado  con  otro 
para  colocarlo,  por  lo  cual  creían  que  la  firma  de  dicho  documento  había 
de  estar  imitada  de  otra  de  la  Dofia  Rosario;  y  en  la  prueba  del  Don 
Ubaldo,  otros  peritos  reconocieron  el  borrador  de  aquel  documento  y  la 
carta  de  Bascáns  fecha  8  de  Septiembre  de  1896,  presentados  por  dicho 
D.  Ubaldo  con  su  contestación,  y  cotejada  su  letra  con  otra  indubitada 
del  mencionado  Bascáns,  Informaron  que  debieron  ser  escritos  por  la 
misma  mano: 

Resaltando  que  practicada  además  prueba  testifical,  absueltas  posi- 
ciones por  los  litigantes,  y  seguido  el  pleito  por  los  trámites  de  dos  ins- 
tanciae,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Albacete  dictó  en  20  de 
Marso  do  1900  sentencia  absolviendo  á  Dofia  Adelaida  y  D.  Ubaldo  Días 
Grespo  de  la  demanda  contra  ellos  interpuesta  por  Dofia  María  de  las 
Nieves  Bascáns  y  Roldan;  declarando  nulo  civilmente  el  documento  pri- 
vado de  10  de  Junio  do  1896,  que  se  presentó  como  finiquito  de  cuentas, 
•in  expresa  condena  de  costas  de  la  segunda  instancia  y  con  imposición 
de  las  de  la  primera  á  la  demandante;  y  mandando  que  luego  de  ser 
firme  la  propia  sentencia,  pasaran  los  autos  al  Ministerio  fiscal,  por  si 
estimaba  procedente  la  incoación  de  causa  respecto  á  la  suscripción  do 
dicho  documento,  su  formación,  declaraciones  de  los  testigos  y  demás 
circunstancias;  y  para  los  efectos  de  la  liquidación  y  pago  del  impuesto 
sobre  derechos  reales  de  la  declaración  de  haberes  de  D.  Antonio  Bascáns 
y  de  la  cesión  de  las  dos  terceras  partes  de  la  herencia,  diese  cuenta  el 
Jusgado  á  la  oficina  correspondiente: 

Resultando  que  Do'fia  María  de  las  Nieves  Bascáns  Roldan  ha  inter- 
puesto recurso  de  casación,  citando  en  su  apoyo  los  números  1.^  y  7.^ 
del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  como  infringido  el  ar- 
tículo 1278  del  Código  civil,  según  el  cual  los  contratos  serán  obligato- 
rios cualquiera  que  sea  la  forma  en  que  so  hayan  celebrado;  en  cuanto 
«egún  la  escritura  otorgada  en  18  de  Junio  por  Dofia  Rosario  Escobar  y 
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Torres,  que  confirió  á  D.*  Antonio  Baacáas  y  £oldán  )»  tdminiatrsdóa 
de  BUB  bienes,  obligándose  á  darte  el  sueldo  anual  de  1.760  pesetas,  <s 
un  liecho  cierto  que  el  D.  Antonio  administró  dichos  bienes,  y  sin  em- 
bargo, no  recibió  todo  el  sueldo  que  le  correspondía,  ó  al  menos  no  había 
presentado  la  parte  contraria  documento  alguno  que  acreditase  haberlo 
recibido. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Vicente  de  Piniés: 

Considerando  que  si  bien  D.  Antonio  Bascáns  Boldán  adquirió  en 
virtud  de  la  escritura  de  18  de  Junio  de  1881  el  derecho  de  exigir  á  Dofia 
Rosario  Escobar  la  cantidad  anual  de  1.760  pesetas  por  desempefisr  el 
cargo  de  administrador  de  los  bienes  de  la  misma,  contrajo  asimismo 
las  obiigacioaes  correlativas  de  atender  á  la  administración  del  caudal 
y  rendir  cuenta  jastifícada  de  su  gestión,  obligaciones  de  cuyo  cumpli- 
miento había  de  derivarse  aquel  derecho,  y  que  fundada  la  demanda  de 
la  recurrente  como  heredera  de  BascAns,  no  sólo  en  dicha  escritura,  sino 
en  el  documento  privado  de  que  se  ha  hecho  mérito,  expresivo  de  la  pre- 
sentación y  aprobación  de  cuentas  y  del  derecho  á  percibir  los  sueldos 
devengados,  aducido  para  justificar  haber  el  causante  de  la  actora  cum- 
plido por  su  parte  lo  convenido,  la  Sala  sentenciadora,  que  absolvió  á 
los  demandados,  fundada  en  estar  improbada  la  dación  de  cuentas,  de- 
clarando nulo  civilmente  el  citado  documento  que  habría  de  probar  en 
su  caso  la  rendición  de  aquéllas,  y  si  en  las  mismas  estaban  incluidos  loa 
sueldos,  y  demostrar  si  resultaba  saldo  en  pro  ó  en  contra,  declaración 
no  impugnada  legalmente,  no  ha  infringido  el  art.  1278  del  Código  civil, 
en  el  concepto  de  haberse  desconocido  la  eficacia  de  la  referida  escritura, 
que  no  es  bastante  por  sí  sola  para  acreditar  la  procedencia  de  la  recla- 
mación de  Dofia  María  de  las  Nieves  Bascáns; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  Dofia  Marfk  de  las  Nieves  Bascáns 
Boldíán,  á  la  que  condenamos  al  pago  de  las  costas  y  al  de  la  cantidad 
de  1.000  pesetas,  por  rasón  de  depósito,  á  la  que  se  dará  la  aplicación 
que  dispone  la  ley  si  se  la  hubiere  negado  ó  negare  la  declaración  de 
pobreza,  ó  en  otro  caso,  si  viniere  á  mejor  fortuna;  y  devuélvase  á  la 
Audiencia  de  Albacete,  con  la  correspondiente  certificación,  el  apunta- 
miento que  ha  remitido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
sertará en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=José  de  Aldecoa. 
cz=José  de  Garnica.=Franctsco  Toda.=Bnrique  Lassás.=Joaquín  Gon- 
zález de  la  Pefia.=Vicente  de  Piniés.rrTomás  Gúdal. 

Publicación. =Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Vicente  de  Piniés,  Magistrado  del  Tribunal  Bupiemo,  cele- 
brando audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  que 
certifico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  29  de  Marzo  de  A901.=:LicenGÍado  Hilario  María  Gonsáleí  y 
Torres. 

Núxn.  8e.-TRIBUNAL  SUPREM0.-29  da  Marzs,  pib.  el  22  da  Abril. 

Casación  por  quebrantamiento  de  forma.— DatoAiccKO.— Senten- 
cia declarando  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  Doña 
Carmen  Fontes  contra  la  pronunciada  por  el  Juzjpado  de  pri* 
mera  instancia  del  distrito  de  la  Catedral  de  Murcia,  en  juicio 
con  Doña  Luisa  Pérez. 
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Rn  ftii8  CONSIDERANDOS  86  estableco: 

Que  procede  el  recurso  de  eaeaeión  por  quebrantamiento  de/or- 
muy  con  arreglo  al  núm.  7.^  del  orí.  1693  de  la  ley  de  Enjuiciamiento- 
€toíli  cuando  haya  concurrido  á  diciar  eentencta  un  Juez,  cuya  recu- 
sadónyjundada  en  causa  legal  é  intentada  en  tiempo  y  Jorma,  hvr 
biese  éido  denegada  siendo  procedente;  entendiéndose  por  tal  para 
dicho  e/ectOySi  la  alegada  pudiera  racionalmente  estimarse  compren- 
dida en  alguna  de  las  expresadas  en  el  art.  189. 

£n  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  29  de  Marzo  de  1901,  en  el  juicio  de 
desahucio  seguido  en  el  Juzgado  municipal  del  distrito  de  la  Catedral  de 
Murcia  y  en  el  de  primera  instancia  del  mismo  distrito  por  Dofia  Carmen 
Fontes  Melgarejo,  propietaria,  vecina  de  8an  Clemente,  con  licencia  de 
su  marido  D.  Santiago  Sandoval  Melgarejo,  de  una  parte,  y  de  la  otra 
Dofia  Luisa  Pérez  Vicente,  vecina  de  Javalinuevo,  labradora;  autos  pen- 
dientes ante  Nos,  en  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma, 
que  ha  interpuesto  la  mencionada  demandante,  representada  por  el  Pro- 
curador D.  Luis  Montiel  y  Bonache  y  defendida  por  el  Letrado  D.  Joa- 
quín Chapaprieta;  sin  que  haya  comparecido  en  este  Tribunal  Supremo 
)a  demandada  y  recurrida: 

Besultando  que  en  4  de  Julio  del  pasado  afio  1900  acudió  al  Juzgado 
municipal  del  distrito  de  la  Catedral  de  Murcia  Dofia  Carmen  Fontea 
Melgarejo,  demandando  en  juicio  verbal  á  Dofia  Luisa  Pérez  Vicente 
sobre  desahucio,  por  falta  de  pago  de  la  última  renta,  vencida  en  24  de 
Junio  inmediato  anterior,  de  dos  tahullas  y  una  ochava  de  tierra  de  rie- 
go, que  de  la  propiedad  de  la  demandante  cultivaba  en  arrendamiento 
en  el  partido  de  Javalinuevo: 

Besultando  que  admitid^  la  demanda,  se  sefialó  el  día  11  de  Julio  si- 
guiente para  la  celebración  del  juicio,  el  que,  en  efecto,  tuvo  comienzo 
dicho  día  ante  el  Juez  municipal  propietario,  compareciendo  ambas  par- 
tea, acompafiada  Dofia  Luisa  Pérez  Vicente  del  Procurador  D.  Luis  Pérez 
López,  para  que  hablase  en  nombre  de  la  misma,  y  se  continuó  en  los 
12,  14,  17,  19  y  26  del  propio  mes,  exponiendo  aquéllas  lo  que  estimaron. 
convenir  á  su  respectivo  derecho  y  suspendido  para  continuarlo  el  81, 
trasladándole  el  mismo  Juez  propietario,  en  providencia  de  dicho  día  31, 
al  de  3  de  Agosto;  con  esta  última  lecha  dictó  otra  el  suplente  D.  Juan 
de  Dios  Pérez  López,  por  la  que  se  declaró  incompatible  para  conocer 
del  juicio,  en  razón  de  ser  pariente  en  segundo  grado  civil  de  consaogui- 
nidad  del  Procurador  que  acompafiaba  á  la  demandada,  y  mandó  que  se 
diera  cuenta  á  quien  correspondiese: 

Besultando  que  después  de  algunas  diligencias  relativas  al  Juez  que 
había  de  conocer  en  el  desahucio,  volvió  á  hacerlo  el  municipal  pro- 
pietario del  distrito  de  la  Catedral  de  Murcia,  ante  el  que  tuvieron  lugar 
otras  varias  comparecencias  hasta  el  16  de  Septiembre,  y  el  17,  hallán- 
dose suspendido  para  su  continuación  el  18,  recayó  una  nueva  providen- 
cia del  suplente  D.  Juan  de  Dios  Pérez  López,  en  la  que,  por  haberse  de- 
clarado incompatible  en  la  de  8  de  Agosto  precedente,  mandó  que  se 
diese  cuenta  al  Juez  municipal  del  distrito  de  San  Juan  de  aquella  ciu- 
dad de  Murcia,  ante  el  cual  se  continuó,  hasta  que  á  su  vez  proveyó  en 
S5  del  precitado  mes  de  Septiembre,  que  habiéndose  encargado  del  del 
distrito  déla  Catedral  el  propietario,  se  diera  cuenta  al  mismo,  según  así 
86  hizo  y  continuó  ante  él  dicho  juicio,  pronunciando  en  27  de  Octubre 
del  msncioiíado  afio  1900  sentencia,  en  la  que  declaró  no  haber  lugar  al  . 
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«deaahncio  y  absolvió  de  la  demanda  4  Dofia  Lalaa  Péreí  VkMtttef  ooa 
ímpoeiclón  de  coetas  á  la  actora: 

Berallando  que  apelada  la  eenteneia  de  que  ataba  de  haoarae  mérito 
por  la  demandante,  se  remitlevon  las  actnaciones^al  Juagado  de  primera 
instancia,  en  el  eoat  oompaMeieron  ambas  paites,  firmando  la  diilgeael* 
de  su  raión  como  testigo,  á  mego  de  la  apelada,  D.  Luis  Pérea  Lópea, 
del  que  se  hallaba  encargado  el  mismo  Jnes  municipal  qn»  dictó  aqué- 
lla, por  la  qae,  sefialado  ya  para  la  eomparecenoia  correspondiente  el  9 
de  Noviembre,  mandó  qae  se  diese  coenta,  medlaiite  sa  inoompatiblU- 
dad,  al  sapiente,  el  que  en  providencia  del  propio  día  9  de  Noriembte 
ordenó  qae  se  llevara  á  efecto  aqnéila;  por  lo  cnal  la  parte  apelante  pro- 
da]o  an  escrito,  qae  firmaron  sa  Procorador  y  un  Letrado,  recosand»  á 
dicho  sapiente  D.  Jaan  de  Dios  Pérea  Lopes,  íandándoseen  concarrir  en 
•éste,  por  analogía,  la  causa  prevista  en  el  nám.  3.^  del  art.  180  de  la  ley 
de  Enjaiciamiento  civil;  escrito  qae  se  mandó  devolver  y  devolvió,  pro- 
cediéndose  seguidamente  á  celebrar  la  comparecencia^  en  la  que  la  m«n- 
cionada  parte  apelante  expuso  en  primer  término  haber  presentado  antes 
de  aquel  acto  el  indicado  escrito  de  recusación  y  ver  con  extrafieía  In 
providencia  dictada  á  aquél  sin  citarse  artículo  ninguno  de  la  ley  de  Bn- 
juiciamiento  que  la  justificase,  é  infringiéndose  lo  establecido  en  la  sec- 
ción 2.^  del  tít.  5.^  de  la  mencionada  ley,  á  pesar  de  tener  reconocida  au 
incompatibilidad  en  el  juicio  el  D.  Juan  de  Dios  Peres  Lopes  en  las  pro- 
videncias de  3  de  Agosto  y  17  de  Septiembre,  con  cuyo  motivo  formu- 
laba solemne  protesta  por  tal  quebrantamiento  de  forma  é  infracción 
legal;  además  consignó  Ja  propia  parie  otras  alegaciones  y  petidonee, 
deduciendo  á  su  vez  las  que  estimó  conducentes  la  apelada,  que  concu- 
rrió al  acto  acompañada  del  Procurador  D.  Juan  Piqueras;  y  el  siguiente 
día  10  del  expresado  mes  de  Noviembre  último,  el  susodicho  Jues  mu- 
nicipal suplente  dictó  sentencia  confirmatoria  con  las  costas: 

Resultando  que  Dofia  Carmen  Fon  tes  Melgarejo,  volviendo  á  preeen- 
tar  el  escrito  de  recusación,  interpuso  recurso  de  casación,  que  se  admi- 
tió, fundado  en  el  quebrantamiento  de  forma  á  que  se  refiere  el  núm.  7.^ 
del  art.  1698  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por  no  haberse  tenido 
üomo  recusado  el  Jues  que  dictó  la  sentencia  de  segunda  instancia;  in- 
fringiendo con  ello  los  arts.  190  y  200,  en  relación  con  el  199  de  la  pre- 
citada ley  de  Enjaiciamiento. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Vicente  de  Piniés: 

Considerando  que  procede  el  recurso  de  casación  jMr  quetointa- 
miento  de  forma,  con  arreglo  al  núm.  7.^  del  art.  1693  de  la  ley  de  En- 
jaiciamiento civil,  cuando  haya  concurrido  á  dictar  sentencia  un  Jues, 
cuya  recusación,  fundada  en  causa  legal,  é  intentada  en  tiempo  y  forma, 
hubiese  sido  denegada  siendo  procedente,  entendiéndose  por  tal  para  di- 
cho efecto  si  la  alegada  pudiera  racionalmente  estimarse  comprendida 
en  alguna  de  las  expresadas  en  el  art.  189: 

Considerando  que  formulada  oportunamente  la  recusación  del  Jaes 
de  primera  instancia  ejerciendo  D.  Juan  de  Dios  Peres  López,  hallando 
aducido  el  recurrente  una  causa  que  estimó  comprendida  en  la  segunda 
del  art.  189  de  la  citada  ley,  debió  aquél,  si  no  la  consideraba  legítima, 
pasar  el  conocimiento  del  negocio  á  quien  correspondiera  conforme  á  la 
repetida  ley,  para  que  previamente  resolviese  sobre  la  recusación,  y  que 
habiéndola,  no  sólo  denegado,  sino  dictado  sentencia,  haciendo  caso 
omiso  de  aquélla,  se  ha  cometido  el  quebrantamiento  de  las  formas  del 
juicio,  á  que  se  refiere  el  núm.  7.^  del  ari.  1098  anteriormente  meneie- 
nado,  con  mis  razón  en  éste  casi  si  se  tiene  en  cuenta  que  ya  el  misaa» 
Juez  se  había  inhibido  para  conocer  del  asunto  en  primera  inetancfai; 
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Fallanoe  q«e  debemos  decluar  y  deelmnimiw  haber  lugar  al  recQMo 
de  CMneión  por  quebrantamlenio  de  íorma  interpuesto  por  DoOa  Carmeib 
Fonles  Melgarlo;  en  su  conseenenoia,  casamos  y  anulamos  la  sentencia 
diefcada  por  el  Juea  municipal  suplente  del  distrito  de  la  Catedral  de 
M1lr6il^  ejerciendo  funciones  del  de  primera  instancia  del  mismo  dis- 
tril»,  en  10  de  Noviembre  del  afio  prdzimo  pasado;  y  mandamos  que, 
cmm.  la  oportuna  certificación,  se  devuelTan  los  autos  á  dicho  Juagado  d« 
pviflMva  instancia,  para  que  reponiéndolos  al  estado  de  citación  de  Las 
partee  para  el  acto  de  la  comparecencia  ante  aquél,  proceda  á  lo  demás 
^ne  haya  lugar  con  adrreglo  á  derecho,  y  restituya  el  depósito  á  dicha  re- 
onirento. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
sertará en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  oopias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamoB.=José  de  Aldecoa.. 
=José  de  Gamica.s=Fraiicisco  Toda.=:£inrique  LassÚB.=Joaquín  Gon- 
■ales  de  la  Pefla.=Vicento  de  Piniés.=:Tomás  Gúdal. 

Publicación.=:=Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Bncmo.  Sr.  D.  Vicente  de  Piniés»  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  ce- 
lebrando audiencia  pública  la  Sala  de  Ip  civil  en  el  día  de  hoy,  de  que  cer* 
Uftoo  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  29  de  Mano  de  1001.=LieeAclado  Hilario  María  Gonsálex  y 
Torres. 


Nüm.  87.-.TRIBUNAL  SUPREM0.-29  ds  Marzs,  pub.  el  22  de  Abril. 

GASAaóN  POR  INFRACCIÓN  DE  LE^ .—Peitción  de  hereneta.—SeuXen- 
cia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  Don 
José  Cucurella  y  otros  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  segun- 
da de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  Doña. 
Magdalena  Cucurella  y  otra. 
Bn  sus  ooNsu>BRAND08  SO  estableoe: 

Que  según  doctrina  legal  reiteradamente  establecida  por  el  Tri- 
bunal Supremo,  la  institución  de  un  segundo  heredero  para  el  easo^ 
de  no  cumplirse  la  condición  impuesta  al  primero,  sólo  puede  otor- 
garse al  que,  llamado  expresa  y  personalmente,  tenga  capacidad  para 
adquirir  la  herencia  al  tiempo  de  realizarse  la  condición  impuesta 
por  el  testador,  de  tal  suerte^  que  si  el  sustituto  premuere  al  insti- 
tuido y  no  puede  adquirir  derecho  alguno  á  los  bienes  hereditarios  ni 
transmitirlos  por  sucesión  testada  ó  intestada,  por  cuanto  no  llegó 
el  caso  premsto  para  que  la  sustitución  tuviera  efecto. 

En  la  villa  y  corto  ^  Madrid,  á  29  de  Marzo  de  1901,  en  el  pleito  de 
mayor  cuantía  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Igualada 
y  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  por  D.  José, 
Pofia  María  y  Dofia  Juana  Cucurella  y  Tort,  vecinos  de  dicha  ciudad  de 
Barcelona,  Abogado  el  primero  y  dedicadas  las  segundas  á  las  labores 
domésticas,  contra.  Dofia  Magdalena  Cucurella  y  übach,  también  dedi- 
cada á  las  labores  domésticas,  y  Dofia  María  Pujol  y  Pujol,  propie- 
taria, vecinas  de  Fiérola,  sobre  petición  de  herencia  y  otros  extre- 
mos; autos  pendientos  ante  Nos,  en  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley  y'  que  han  interpuesto  los  mencionados  demandantes,  repre- 
sentados por  el  Procurador  D.  Antonio  Bendicho  y  defendidos  por  el 
Doctor  D.  Francisco  Lastres;  estándolo  la  Dofia  Magdalena,  única  que 
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ba  comparecido  en  eete  Tribunal  Sapremo  como  parte  recurrida,  par  el 
Procarador  D.  Jnan  García  Ooca  y  el  Letrado  D.  Franoiaoo  Pi  y  Margal!:  ] 

Beenltando  que  D.  José  Oacareila  y  Bonaetre  otorgó  teetamento  en  j 

11  de  Diciembre  de  1868,  y  en  la  cláaeola  de  inetitación  hereditaria  dijo: 
«En  todoe  ene  reatantes  bienes  institaye  heredero  nniversal  á  Pedro  On- 
enrolla  y  übach,  sn  hijo  primogénito,  á  todas  sns  libres  Tolnntadea,  ai 
mnere  con  hijos  ó  descendientes  legítimos  y  natnralas;  pero  si  mneie 
sin  ellos,  ó  con  tales  qne  ninguno  llegase  á  la  edad  de  testar,  le  Baeti- 
tuye  á  D.  Jnan,  D.  José,  Dofia  Magdalena,  Dofia  Boea,  Doña  Margarita, 
Dofia  María,  Dofia  Josefa  y  Dofia  Francisca  Cacnrella  y  übach,  sns  hijos 
é  hijas,  no  á  todos  juntos  y  jontas,  sino  el  uno  después  del  otro,  por  or- 
den de  primogenitnra,  y  con  preferencia  los  yarones  á  las  hembras,  y 
bajo  las  mismas  condiciones  impuestas  ai  heredero  en  primer  lugar  ins- 
tituido»: 

Resultando  qne  con  diclia  disposición  testamentaria  falleció  D.  José 
Oncurella  y  Bonastre  en  16  de  Septiembre  de  1868,  por  lo  que  entró  en 
posesión  de  los  bienes  qne  aquél  dejó,  el  hijo  primogénito  del  mismo, 
primer  heredero  instituido,  D.  Pedro,  quien  máa  tarde  contrajo  matri- 
monio con  Dofia  María  Pujol  y  Pujol,  otorgando  el  6  de  Noriembre 
de  1893  capitulaciones  para  el  enunciado  matrimonio,  por  las  cuales,  y 
para  cuando  ocurriera  su  fallecimiento,  dejó  sus  bienes  en  usufructo  á 
la  Dofia  María  mientras  permaneciera  rinda;  y  el  mismo  D.  Pedro  Oa- 
curella  y  Ubach  formaliaó  á  sn  ves  testamento  en  11  de  Septiembre  de 
1888,  legando,  entre  otras  disposiciones,  á  cada  nno  de  sus  sobrinos  que 
se  hallasen  con  él  en  tercer  grado  civil  de  parentesco,  la  cantidad  de  160 
pesetas  por  una  sola  ves  y  á  su  libre  voluntad,  é  instituyendo  heredera 
universal  á  aquella  de  sus  hermanas  que  resultase  ser  también  heredera 
del  patrimonio  que  el  testador  poseía  adquirido  por  herencia  de  su  padre: 

Besaltando  que  en  la  fecha  en  que  el  prenombrado  D.  Pedro  otorgó 
el  indicado  testamento  habían  ya  fallecido  sus  hermanos,  á  excepción 
de  Dofia  Magdalena  y  Dofia  María  Oncurella  y  Ubach,  dejando  D.  Juan 
tres  hijos,  llamados  D.  José,  Dofia  María  y  Dofia  Juana  Gucurella  y  Tort, 
hoy  recurrentes,  así  como  sobrevivieron  al  repetido  D.  Pedro  sus  tam- 
bién sobrinos,  hijos  de  Dofia  Margarita,  hermana  de  aquél,  D.  Pedro, 
D.  Miguel,  Dofia  Elisa  y  Dofia  Dolores  Mari  Gucurella  y  Dofia  María 
Kotó  y  Gucurella,  igualmente  sobrina  del  propio  testador,  hija  de  su  her- 
mana Dofia  Francisca: 

Resultando  que  por  el  fallecimiento  del  D.  Pedro  Gucurella  y  Übscb, 
el  15  de  Julio  de  1897,  sin  dejar  descendientes,  acudió  su  viuda  Dofia 
María  Pujol  al  Juagado  de  primera  instancia  de  Igualada  promoviendo 
juicio  de  testamentaría  de  aquél,  lo  que  dio  motivo  á  que  los  menciona- 
dos D.  José,  Dofia  María  y  Dofia  Juana  Gucurella  y  Tort,  formularan 
en  28  de  Enero  ó  10  de  Febrero— pues  no  están  conformes  en  el  particu- 
lar los  antecedentes  obrantes  de  este  Tribunal-^de  1898  la  demanda  de 
autos,  como  incidental  de  los  predichos  de  testamentaría,  alegando,  á 
más  de  relacionar  lo  que  queda  indicado:  que  llamados  á  suceder  en  los 
bienes  de  D.  José  Gucurella  y  Bonaetre,  en  virtud  de  las  sustituciones 
por  el  mismo  ordenadas,  los  hijos  é  hijas  de  los  nominalmente  nombra- 
dos, para  el  caso,  que  había  llegado,  de  fallecer  sin  descendencia  el  pri- 
mer instituido,  y  hecho  el  llamamiento  en  el  concepto  de  que  se  suce- 
dieran el  nno  después  del  otro,  por  orden  de  prlmogenltura,  con  prefe- 
rencia de  los  varones  á  las  hembras,  era  obvio  haberse  purificado  la  con- 
dición resolutoria  pasando  la  herencia  á  D.  José  Gucurella  y  Tort,  no 
siendo,  por  lo  tanto,  heredera  del  patrimonio  Gucurella  ninguna  de  las 
liermanas  de  D.  Pedro  Gucurella  y  Ubach,  y  habiendo  quedado  sin  eflca- 
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da  el  tefltamento  del  mismo,  por  lo  qae  ra  herencia  pftrticniar  habí»  de 
diotribairee  por  quintas  partee,  oon  arreglo  á  las  leyes  que  regnian  el 
«bintestato,  entre  sus  hermanas  Dofia  ttUigdalena  y  Dofia  María  y  sns 
sobrinos,  hijos  de  D.  Jaan,  de  Dofia  Margarita  y  de  Dofia  Francisca, 
las  dos  primeras  in  eapite  y  los  demás  in  stirpe;  y  qae  eran  nulas  Us 
actaaclones  practicadas  en  aqnel  Jnieio  de  testamentaria,  en  el  erróneo 
concepto  de  existir  un  testamento  válido  y  eficaz  de  D.  Pedro  Cacare- 
lia  7  Ubach;  y  después  de  consignar  los  fundamentos  legales  á  su  enten- 
der oportunos,  suplicaron  que  se  declárese  no  pertenecer  á  Dofia  Mag- 
dalena Oucurella  y  Ubach,  ni  á  su  única  nermana  Dofia  María,  el  patri- 
monio 6  bienes  que  D.  Pedro  Oucurella  y  übach  heredó  de  su  padre  Don 
José  Oueurella  y  Bonastre;  corresponder  tal  patrimonio  en  plena  propie- 
dad á  D.  José  Oucurella  y  Tort;  haber  quedado  destituido,  en  su  conse- 
cuencia, el  testamento  de  dicho  D.  Pedro,  habiendo  de  deferirse  su  he- 
rencia abintestato  á  favor  de  los  demandantes  y  demás  personas  con  de- 
recho á  ella,  el  cual  había  de  declararse  por  los  trámites  prescritos  en 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  salvo  el  usufructo  correspondiente  á 
Dofia  Maria  Pujol  y  Pujol,  y  ser  por  tanto  nulas  y  de  ningún  valor  ni 
efecto  las  actuaciones  practicadas  hasta  el  día  en  el  juicio  universal  de 
testamentaría,  incoándose  en  su  lugar  el  de  abintestato,  adjudicándose 
en  virtud  de  tales  declaraciones  á  D.  José  Oucurella  y  Tort  los  bienes 
relictos  por  D.  José  Oucurella  y  Bonastre,  con  los  frutos  producidos  y 
podido  producir;  condenando  á  Dofia  Magdalena  Oucurella  y  Ubach  y 
Dofia  María  Pujol  y  Pujol  á  dimitirlos,  en  cuanto  hubiere  lugar  á  ello 
respecto  á  la  segunda,  atendida  su  situación  en  el  pleito,  y  cancelándose 
Us  inscripciones  ó  anotaciones  en  el  Registro  de  la  propiedad  contrarias 
ai  derecho  de  D.  José  Oucurella  y  Tort,  con  imposición  de  costas  á 
quien  no  se  allanase  á  dichas  pretensiones: 

Sesultando  que  Dofia  Magdalena  Oucurella  y  Tort  impugnó  la  deman- 
da, sosteniendo  estar  las  apreciaciones  de  la  parte  actora  en  abierta  con- 
tradicción con  la  cláusula,  designando  herederos  del  testamento  de  Don 
José  Oucurella  y  Bonastre,  según  lo  cual  no  estaban  llamados  á  la  suce- 
sión del  testador  los  hijos  é  hijas  de  los  sustitutos  nominalmente  nom- 
brados, sino  que,  con  arreglo  á  la  misma,  por  el  fallecimiento  de  D.  Pe- 
dro Oucurella  y  Ubach  sin  descendencia  y  haber  ocurrido  antes  los  de 
loe  primeros  sustitutos  D.  Juan  y  D.  José,  era  la  Dofia  Magdalena  quien 
tenia  la  calidad  de  heredera  fideicomisaria  de  su  difunto  padre,  sin  asis- 
tir á  ios  actores  derecho  alguno  á  aquella  herencia  ni  á  la  de  D.  Pedro  Ou- 
curella y  Ubach;  por  lo  cual,  invocando  varios  fundamentos  legales  y  for- 
mulando reconvención,  pidió  que  se  la  absolviese  de  la  demanda,  con  las 
coetas  á  los  demandantes,  y  se  declarase:  que  pertenecen  exclusivamente 
á  la  Dofia  Magdalena,  en  calidad  de  única  heredera  fideicomisaria  lla- 
mada por  su  iMidre  D.  José  Oucurella  y  Bonastre,  el  patrimonio  y  bienes 
qne  de  éste  adquirió  como  heredero  fiduciario  de  D.  Pedro  Oucurella  y 
Ubach,  fallecido  sin  descendencia;  que  la  propia  Dofia  Magdalena  es  la 
única  heredera  testamentaria  del  mismo  D.  Pedro  Oucurella,  salvo  el 
usufructo  á  favor  de  Dofia  María  Pujol  y  Pujol;  y  que  los  actores  Don 
José,  Dofia  María  y  Dofia  Juana  Oucurella  y  Tort  no  tienen  derecho  de 
SQcesión  ni  otro  alguno  en  las  herencias  de  D.  José  Oucurella  y  Bonas- 
tre y  D.  Pedro  Oucurella  y  Ubach: 

Besultando  que  también  impugnó  la  demanda  Dofia  María  Pujol  y 
Pujol,  con  la  pretensión  de  que  se  declarase  no  haber  lagar  á  la  nulidad 
de  las  actuaoiones  de  la  testamentaría  de  su  referencia,  y  en  su  virtud 
se  le  absolviera  de  aquélla  en  lo  relativo  á  dicha  petición,  igualmente 
con  las  oostas  á  los  actores;  solicitudes  que  apoyó  en  que  había  instado 
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U  enanciftda  testemmrtmria  usando  de  so  deradio  como  cónyngB  nq|Mr- 
▼iviento,  según  el  ait.  1098  de  la  ley  de  £n:Kiicl<^m^®iito  cítII,  y  sujetan» 
dose  á  lo  preceptuado  en  el  1064  de  la  misma  ley,  sin  limitánea  presen-» 
tar  el  testamento  del  finado  y  el  de  sn  cansante  D.  José  Onoarella  y  Bo- 
nastre,  sino  qne  eü  primer  lagar,  y  eomo  títalo  preferente,  acomp¿&ó  Ul 
escritura  de  capitulaciones  para  su  matrimonio  con  D.  Pedro  CncuseUa 
y  Ubach,  la  cual  contenía  disposición  de  bienes  mortié  eouaa,  yoes 
aquél  la  nombraba  usufruotuaria  de  los  que  dejara: 

Resultando  que  sin  modiñoarse  por  las  partes  en  lo  sustancial  para 
el  recurso  los  conceptos  sostenidos  en  sus  anteriores  escritos,  formula- 
ron los  de  réplica  y  duplica;  y  practicada  prueba  documental,  se  siguió 
la  ulterior  sustanciación  de  los  autos  en  dos  instancias,  recayendo  eeii 
fecha  27  de  Junio  del  afio  último  sentencia  de  la  Sala  segunda  de  lo  eivil 
<le  la  Audiencia  de  Barcelona,  por  la  que,  confirmando  con  las  costas  de 
la  alzada  la  del  Jusgado,  se  absuelve  á  Dofia  Magdalena  Cucusella  y 
l>offa  Maria  Pujol  de  todas  las  pretensiones  de  la  demanda;  y  esiimando^ 
procedente  la  reconvención,  se  declara:  primero,  que  pertenecen  «xolvsl- 
vamente  á  Dofia  Magdalena  Oucurella  y  übach,  en  su  calidad  de  única, 
heredera  fideicomisaria  llamada  por  su  padre  D.  José  Oucurella  y  Bo- 
nastre,  el  patrimonio  y  bienes  que  de  éste  adquirió,  como  heredero  fidu» 
ciarlo,  D.  Pedro  Cucuiella  y  UlMush,  fallecido  sin  descendencia;  segunde» 
que  la  propia  Dofia  Magdalena  Gueurella  es  la  única  heredera  testnmMi- 
taria  del  mismo  D.  Pedro  Oucurella,  salvo  el  usufructo  á  favor  de  Dofia 
Maria  Pujol  y  Pujol;  y  tercero,  que  los  actores  D.  José,  Dofia  Blaria  y 
Dofia  Juana  Oucurella  y  Tort  no  tienen  derecho  de  sucesión  ni  otro  al- 
guno en  ambas  herencias  de  D.  José  Oucurella  y  Bonastre  y  D.  Pedro 
Oucurella  y  Ubach;  imponiendo  á  los  mismos  actores  silencio  y  calla- 
miento  perpetuos  respecto  á  estos  pronunciamientos: 

Resultando  que  D.  José,  Dofia  Maria  y  Dofia  Juana  Oucurella  y  Tort 
han  interpuesto  recurso  de  casación,  como  comprendido  en  loe  núnieros 
l.<^  y  1.°  del  art.  1692  de  la  ley  de  Bnjuiciamieato  civil,  por  los  siguien- 
tes motivos: 

Primero.  Infringir  la  sentencia  la  voluntad  del  testador  D.  José  Ou- 
curella y  Bonastre,  expresada  en  la  cláusula  hereditaria  de  su  testa- 
mento, ley  en  la  materia,  y  la  doctrina  consignada  por  este  Triimnal  Su* 
premo  en  7  de  Abril  de  1864;  puesto  qne  aquél  llama  á  su  herencia  á  les 
hijos  de  los  hijos  por  la  vía  de  sustitución,  justificándolo  la  circunstan- 
cia de  nombrar  sustitutos  para  los  nietos  en  el  caso  de  que  muriesen  an- 
tes de  llegar  á  la  edad  de  testar;  aparte  de  ser  principio  de  derecho  en 
materia  de  sustituciones,  apoyado  en  los  párrafos  cuarto,  séptimo  y  no- 
veno de  la  ley  única,  Oód.,  De  Cad.  tolL,  lib.  ^.^^  tit.  62,  qne  el  susti- 
tnído  queda  sujeto  á  las  mismas  condiciones  y  cargas  impuestas  al  ins- 
tituido, á  menos  que  el  testador  haya  dispuesto  expresamente  lo  centrar 
rio,  ó  que  los  gravámenes  ó  condiciones  sean  meramente  personales  dd 
instituido: 

Segundo.  Deberse,  en  el  caso  de  ofrecer  dudas  la  cláusula  testamea- 
taria,  resolver  los  mismos  por  la  voluntad  del  testador ,  en  oonformidad 
con  las  leyes  16,  tít.  28,  libro  6.<>  del  Oódigo  de  Justiniano,  y  l.^  lilire 
28,  tít.  1.^  del  Digesto  y  otros,  y  en  tal  caso  sería  patente  la  intención 
del  testador  de  llamar  á  la  sucesión  á  los  nietos,  puesto  que  ordenando 
un  fideicomiso  familiar,  hace  de  la  existencia  ó  inexistencia  de  aqn^os 
en  edad  de  testar  la  condición  de  los  sucesivos  llamamientos  nosftinales; 
á  más  de  lo  cual  tiene  declarado  este  Tribunal  Supremo,  en  sentencia  de 
11  de  Febrero  de  1806,  que  la  ley  80,  tít.  42,  libro  6.<^  del  Oódigo  de  Jus- 
tiniano establece  que  si  alguien  instituye  heredero  á  algún  hijo  ó  nieto 
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eon  el  graTamen  de  reetitnciÓD,  no  debe  entenderse  esto  sino  en  el  con- 
eepto  de  qoe  loe  grairadoe  con  ella  moriesen  sin  hijos,  concepto  qne  re- 
próduce  la  ley  102  del  Dig.,  De  eondit  et  demonatr.,  hasta  para  el  caso 
de  qoe  el  svstitnto  nombrado  sea  también  de  la  descendencia  del  testa- 
dor; fundándose  en  las  leyes  que  la  sentencia  cita,  y  la  sentencia  mis- 
ma, al  establecer  la  extinción  del  fideicomiso  por  el  hecho  de  tener  hijos 
el  fideicomisario,  descendientes  á  sa  vez  del  testador,  ann  cuando 
éste  no  haya  expresado  el  no  tenerlo  como  cansa  del  fideicomiso  y  ann 
cnando  los  fideicomisarios  sean  también  hijos  ó  descendientes  del  pro- 
pio testador,  en  la  presunción  de  qne  el  padre,  á  pesar  de  no  mencionar 
á  los  hijos  del  hijo  heredero,  no  quiso  gravar  á  éste  con  la  restitución 
de  la  herencia;  cuya  doctrina  robustece  la  ley  74,  tit.  1.°,  libro  36  del 
IMgeetOj'que  declara  la  existencia  de  un  fideicomiso  tácito  en  la  ordena- 
ción de  nn  testador  que  teniendo  un  hijo  y  una  hija  previno  á  la  última 
que  no  hiciese  testamento  mientras  no  tuviera  hijos;  y  la  sentencia  re- 
currida infringe  la  de  este  Tribunal  Supremo  y  leyes  invocadas,  en 
cuanto  desestima  la  solicitud  de  los  recurrente»  de  que  se  declara  prefe- 
rente sn  derecho  al  de  Dofia  Magdalena  Cucurella  y  Ubach  en  la  suce- 
sión hereditaria  de  D.  José  Cucurella  y  Bonastre;  y 

Tercero.  Declarar  dicha  sentencia  recurrida  que  los  recurrentes  no 
tienen  derecho  de  sucesión  ni  otro  alguno  en  las  herencias  de  D.  José 
Cucurella  y  Bonastre  y  D.  Pedro  Cucurella  y  übach,  infringiendo  en 
este  punto  el  testamento  del  segundo  de  ellos,  en  cuanto  en  el  mismo 
lega  á  cada  uno  de  sus  sobrinos  que  se  hallen  en  el  tercer  grado,  como 
lo  están  D.  José,  Doña  María  y  Doña  Juana  Cucurella  y  Tort,  hijos  de 
UB  hermano  de  aquél,  en  cuyo  concepto  han  entablado  y  sostenido  el 
pleito,  la  cantidad  de  160  pesetas  por  una  sola  ves  y  á  su  libre  voluntad; 
siendo  indudable,  por  consiguiente,  su  derecho  á  tal  legado. 
Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Vicente  de  Piniés: 
Considerando  que  la  institución  hereditaria  establecida  por  D.  JoHé 
Cucurella  Bonastre  á  favor  de  sus  hijos  después  de  instituir  al  primo- 
génito, fué  manifiestamente  condicional,  porque  se  hito  depender  del 
acontecimiento  posible,  futuro  é  Incierto  de  qne  el  instituido  D.  Pedro 
muriera  sin  hijos  ó  descendientes  legítimos  ó  naturales,  ó  con  tales  que 
no  llegasen  á  la  edad  de  testar,  y  que  el  derecho  á  dicha  institución  sólo 
puede  otorgarse,  según  doctrina  legal  reiteradamente  establecida  por 
este  Tribunal  Supremo,  al  que  llamado  expresa  y  personalmente,  tenga 
capacidad  para  adquirir  la  herencia  al  tiempo  de  realiaarse  la  condición 
impuesta  por  el  testador,  de  tal  suerte,  que  si  el  sustituto  premuere  al 
•instituido,  no  puede  adquirir  derecho  alguno  á  los  bienes  hereditarios  ni 
transmltltlos  por  sucesión  testada  ó  Intestada,  por  cuanto  no  llegó  el 
caso  previsto  para  qpe  la  sustitución  tuviera  efecto: 

Considerando  que  llamados  expresa  y  nominalmente  á  poseer  la  he- 
rencia de  Cucurella  Bonastre  sólo  los  hijos  de  éste,  sin  comprenderse 
en  el  llamamiento  á  los  nietos,  porque  mencionados  exclusivamente 
para  determinar  la  condición  de  que  dependía,  ya  la  facultad  del  insti- 
Pitido  en  cuanto  á  la  disposición  de  los  bienes  hereditarios,  ya  la  reali- 
dad de  las  mismas  sustituciones,  no  están  en  manera  alguna  designados 
con  las  palabras  sus  hijos  é  hijas,  que  puestas  á  continuación  de  los 
nombres  del  Instituido  y  sustitutos,  sin  preceder  á  las  mismas  la  prepo- 
sición á,  de  modo  manifiesto  se  refieren  á  éstos  expresando  el  vínculo  de 
parentesco  que  les  une  con  el  testador,  y  habiendo  premnerto  D.  Juan 
Cucurella  al  primer  instituido  D.  Pedro,  sin  que,  por  tanto,  se  hubiera 
«n  él  realixado  la  condición  necesaria  para  que  pudiera  tener  efecto  la 
•uatitución  en  el  caso  previsto  en  la  cláusula  á  ella  referente,  es  obvio 
TOMO  91  íTO 
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qae  no  habiendo  D.  Jnan  tenido  derecho  á  la  herencia  de  que  ae  trata  al 
tiempo  de  su  fallecimiento,  no  podo  transmitirla  á  loa  recarrenteay  ana 
hijos,  como  no  pueden  éstos  pedirla  por  directo  llamamiento  ni  alegar 
derechos  á  la  sncesión  en  los  bienes  de  D.  Pedro  Cncnrelia  7  Ubach,  se- 
gún cuyo  testamento  debe  referirse  la  herencia  á  aquella  de  sns  herma- 
nas qne  resultara  ser  también  heredera  del  patrimonio  que  el  testador 
poseía  en  Tirtad  de  la  última  disposición  del  repetido  D.  José  Cncnrelia 
Bonastre: 

Considerando,  por  lo  expuesto,  qne  la  Sala  sentenciadora,  al  enten- 
der así  el  testamento  de  éste  y  absolver  de  la  demanda  á  Dofta  Magda- 
lena Cncureila  7  Dofia  María  Pujol,  declarando  ser  aquélla  heredera 
fideicomisaria  de  Cucnrella  Bonastre  y  testamentaria  de  D.  Pedro  Cnrn- 
rella  Ubach,  salvo  el  usufructo  de  la  segunda  en  los  bienes  del  último, 
7  que  los  recurrentes  no  tienen  derecho  de  sucesión  en  ambas  herencias, 
ha  interpretado  rectamente  la  voluntad  del  testador,  y  no  infringido  las 
leyes  y  doctrina  legal  invocados  en  los  dos  primeros  motivos  del  re- 
curso, inaplicables  al  caso  de  que  se  trata: 

Considerando  que  concreta  la  demanda  á  reclamar  los  derechos  su- 
cesorios en  la  herencia  de  D.  José  Cncnrelia  Bonastre,  sin  qne  haya 
versado  el  pleito  sobre  el  derecho  de  los  actores  á  la  obtención  del  le- 
gado que  D.  Pedro  Cucnrella  biso  á  cada  uno  de  sos  sobrinos  que  se  ha- 
llaran en  el  tercer  grado  civil  de  parentesco,  debe  entenderse  qne  la 
Sala  sentenciadora,  al  declarar  que  los  recurrentes  no  tienen  derecha  de 
sucesión  ni  otro  alguno  en  las  herencias  mencionadas,  se  refiere  i  los 
derechos  hereditarios,  y  que  en  tal  sentido  tampoco  ha  infringido  el 
testamento  del  repetido  D.  Pedro  Cucnrella  y  Ubach  en  el  particular  re- 
lativo al  expresado  legado,  el  derecho  al  cual  queda  á  aalvo: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  José,  Dofia  María  7  Dofia  Juana 
Cucnrella  y  Tort,  á  quienes  condenamos  al  pago  de  las  costas  y  á  la  pér- 
dida del  depóaito  constituido,  al  que  se  dará  la  aplicación  qne  dispone  la 
ley;  y  devuélvase  á  la  Audiencia  de  Barcelona,  con  la  oportuna  certifica- 
ción, el  apuntamiento  qne  ha  remitido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
sertará en  la  Colección  LBOI^LATlVA,  pasándose  al  efecto  las  coplii 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=Joeé  de  Aldeooa. 
=Bicardo  Gnllón.=Joaé  de  Garnica.=:FrancÍBCO  Toda.=Enrique  Lu- 
sús.=Pedro  Lavín.= Vicente  de  Finiés. 

Publicación .=:Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Vicente  de  Plniés,  Magiatrado  del  Tribunal  Supremo,  ce- 
lebrando audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  qne 
certifico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  20  de  Mario  de  1001.=Licenoiado  Hilano  María  Qonsáleí  y 
Torres. 


Núm.  88.~eRACIA  Y  JUSTICIA.--29  da  Mario,  pab.  al  a4daAbril« 

RE80LUCIÓ^f  DB  LA  DmBccióN  GENRRAL  DE  L08  REGISTROS  Confir- 
mando la  negativa  del  Registrador  de  la  propiedad  de  Frechilla 
á  inscribir  una  escritura  de  compraventa. 
En  sus  CONSIDERANDOS  SO  ostabloce: 

Que  es  improeedenie  la  pretensión  de  que  se  considere  inscribible, 
conforme  á  lo  dispuesto  en  el  párrajo  cuarto  del  art.  57  del  regla- 
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mentó  general  pata  la  ejecución  de  la  ley  Mpoteearta,  la  escritura 
de  venta  de  inmuebles  á  una  mujer  casada,  cuya  cédula  personal  no 
se  resena,  y  cuando  aquélla  se  otorga  sin  licencia  6  poder  del  marido 
con  lo  que  se /alia  á  lo  preoenido  en  el  ari.  Sí  del  Código  cioil^  según 
el  cual  la  mujer  no  puede  sin  aquel  requisito  adquirir  por  titulo 
oneroso  ni  lucrativo,  sino  en  los  casos  y  con  las  limitaciones  estable- 
eidas  por  la  ley,  y  entre  aquéllos  no  se  encuentra  el  de  compra  de 
bienes  inmuebles: 

Que  si  bien  el  art,  65  del  mismo  Código  dispone  que  solamente  el 
marido  y  sus  herederos  podrán  reclamar  la  nulidad  de  losados  otor- 
gados por  la  mujer  sin  licencia  ó  autorización  competente,  y  el  ar- 
ticulo 1301  de  dicho  cuerpo  legal  prescribe  que  esta  acción  sólo  du- 
rará cuatro  años,  y  que  este  tiempo  empezará  á  correr  desde  el  dia 
de  la  disolución  del  matrimonio,  esto  no  obsta  para  que  resulte  siem- 
pre cierto  que  la  escritura  de  que  se  trata  ha  sido  otorgada  con  in- 
fracción del  citado  art.  SI,  y  para  que,  en  su  consecuencia,  no  pueda 
declararse  que  se  halla  redactada  con  arreglo  á  las  formalidades 
y  prescripciones  legales,  puesto  que  dicha  infracción  es  patente  y 
manifiesta: 

Que  no  se  formuló  esia  pretemión  en  el  recurso  gubernativo  que 
motivó  la  Resolución  de  la  Dirección  general  de  22  de  Agosto  de  1894, 
lacua',  por  lo  mismo,  y  por  haber  sido  dictada  bajo  un  punto  de  vista 
diferente,  aparte  de  otras  ratones  legales,  no  tiene  aplicación  al  caso 
referido,  ni  puede  servir  para  sentar  Jurisprudencia: 

Que  habiendo  concurrido  la  compradora  al  otorgamiento  de  la 
escritura  de  nenia,  y  habiéndose  expresado  en  este  documento  que  los 
otorgantes  se  añrman  y  ratifican  en  el  contenido  del  mismo,  es  evi- 
dente que  la  compra  de  que  se  trata  ha  sido  aceptada  por  dicha  com- 
pradora, y  se  han  cumplido,  por  tanto,  los  artlculot  12S1  y  12S2  del 
Código  civiL 

limo.  Sr.:  En  el  recurso  gnbernativo  interpuesto  por  el  Notario  Don 
^DBodosio  Gonsálex  Ooarei  contra  U  negativa  del  Registrador  de  la  pro- 
piedad de  Frechilla  á  inscribir  nna  escritura  de  compraventa,  pendiente 
en  este  Centro  en  virtud  de  apelación  de  dicho  Notario: 

Resultando  que  por  escritura  otorgada  en  Villada,  ante  el  Notario    . 
D.  Teodpsio  Gonxilez  Gourel,  á  26  de  Enero  de  1900,  D.  Joan  Delgado 
Santa  María  vendió  nna  finca  á  Dofia  Juana  Flores  Rodríguez,  que  se 
expresaba  en  la  comparecencia  ser  casada,  v  que  exhibió  y  recogió  cé- 
dula personal,  pero  sin  reseñar  ésta: 

Resultando  que  presentada  copia  de  dicha  escritura  en  el  Registro 
de  la  propiedad,  consignó  el  Registrador  al  pie  de  ella  la  nota  siguiente: 
«Suspendida  la  inscripción  de  este  documento:  primero,  por  no  acredi- 
tarse la  capacidad  de  Dofia  Juana  Rodríguez  para  verificar  este  contrato, 
eonforme  á  las  Resoluciones  de  28  de  Noviembre  del  92,  24  de  Enero 
del  9S  y  disposiciones  concordantes;  segundo,  por  no  constar  la  acepta- 
ción de  la  misma  sefiora  en  esta  escritura,  requisito  esencial  de  todo  con- 
trato, conforme  á  los  arts.  1261,  1262  y  relacionados  del  Código  civil,  y 
RedOlnción  de  10  de  Junio  del  63;  y  tercero,  por  no  reseñarse  en  la  es- 
eritura  la  cédula  personal  de  la  repetida  Dofia  Juana  ni  haberse  exhi- 
bido á  la  presentación  del  documento  para  su  inscripción,  conforme  á 
loe  arts.  17  y  12  de  la  Instrucción  de  27  de  Mayo  de  18S4,  sin  que  se  haya 
tomado  anotación  preventiva,  por  no  haberse  solicitado»: 

Resultando  que  D.  Teodoslo  González,  Notario  autorizante  de  la  re- 
ferida escritura,  interpuso  este  recurso,  pidiendo  se  declare  que  aquélla 
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M  hftUft  eztendid»  con  arreglo  á  las  formalidadea  legalea,  y  que  ea  ins- 
cribible, ana  vea  presentada  la  cédala  peraonal,  por  no  t dolacer  de  \om 
defectos  qne  le  atribaye  el  Registrador^  baciendo  laa  argumentacionas 
sigaientes:  qae  según  los  arta.  66  y  1802  del  Código  civil,  y  laa  Kesola- 
ciones  de  este  Centro  de  23  de  Marao  y  4  de  Mayo  de  1892,  son  válidas 
entre  la  mujer  y  el  qne  con  ella  contrata  las  adquisiciones  qne  baga  aim 
la  Ucencia  de  sn  marido,  y  sólo  anuiables  si  éste  reclama  la  nalidad  en 
el  periodo  de  tiempo  qae  fija  el  art.  1301,  por  lo  qne  deduce  que  la  obli- 
gación á  titulo  oneroso  adqairida  por  la  mujer  sin  licencia  marital  em 
una  obligacióp  condicional,  sujeta  al  precepto  del  art.  1118,  cuya  eficacia 
completa  depende  de  que  ocurra  el  disentimiento  del  marido  dentro  del 
indicado  plaao  del  1301,  y  esas  obligaciones  condicionales  son  inscribi- 
bles con  arreglo  á  los  arts.  16  y  36  de  la  ley  Hipotecaria,  ya  que  estoa 
artículos  y  el  1116  del  Código  civil  no  distinguen  que  la  condición  de- 
penda de  la  voluntad  de  laa  partes  ó  de  disposición  de  la  ley;  qae  este 
criterio  no  es  aplicable  á  los  demás  contratos  que  pueden  invalidarse,  loe 
anales  se  purifican  sólo  con  la  confirmación,  según  el  art.  1818  del  Có- 
digo civil,  mientras  que  los  celebrados  por  la  mujer  sin  licencia  son  vá- 
lidos sin  confirmación,  y  sólo  requiere,  para  que  también  sean  eficaoee 
respecto  del  marido,  que  éste  no  pida  la  rescisión;  qne  por  raaón  de  eea 
validea,  no  puede  ni  debe  el  Notario  oponerse  á  la  autcriaación  de  esoe 
contratos,  y  permitiéndose  por  la  ley  civil,  no  bay  por  qué  no  loa  per- 
mita la  Hipotecaria,  baciéodose  constar  en  el  Registro  los  datos  que  ad- 
viertan la  posible  rescisión;  y  qne,  en  efecto,  está  declarada  terminan'- 
temente  la  procedencia  de  tales  inscripciones  en  la  Resolución  de  eete 
Centro  de  22  de  Agosto  de  1804;  que  en  la  esci'itura  de  venta  objeto  del 
recurso  consta  lo  que  se  vende,  quién  vende,  á  quién  se  vende  y  el  pre- 
cio entregado  de  presente,  y  que  los  comparecientes,  ó  sean  el  vendíMior 
y  la  compradora,  se  afirmaron  y  ratificaron  en  el  contenido  del  docu- 
mento, todo  lo  que  constituye  una  aceptación  bastante  formalista,  y  no 
es  posible  exigir  otra  más  material  desde  que  se  promulgó  la  ley  única, 
tit.  16,  del  Ordenamiento  de  Alcalá,  que  desterró  de  nuestro  Derecbo  el 
«aceptas»  «acepto»  del  romano;  y  además,  que  si  el  consentimiento  es 
eaenciai  en  los  contratos,  según  los  arta.  1261  y  1262  del  Código  civil, 
basta  la  simple  coincidencia  de  voluntades  para  qoe  exista,  según  lo  es- 
tablecido en  el  segundo  de  dicbos  artículos  y  en  la  base  20  de  la  ley  de 
11  de  Mayo  de  1888,  y  debe  manifestarse  en  estilo  claro,  puro  y  pro- 
ceso, según  el  art.  62  del  reglamento  para  la.ejecución  de  la  ley  Notarial» 
y  redactarse  con  conciBÍÓn  las  cláusulas  en  que  se  declaran  los  derechos 
y  obligaciones  de  los  otorgantes,  según  el  art.  1.°  de  la  Instrucción  sobre 
la  manera  de  redactar  ios  instrumentos  públicos  sujetos  á  registro;  y  por 
último,  hizo  constar  qoe  el  motivo  de  faltar  la  autorización  marital  en 
el  contrato  de  referencia  obedece  á  que  el  esposo  de  la  compradora  está 
separado  voluntariamente  de  ésta  desde  bace  lo  menos  diez  y  ocbo  afios; 
Resultando  que  el  Registrador  de  la  propiedad  sostuvo  la  proceden- 
cia de  su  nota  por  los  fundamentos  siguientes:  que  la  mujer  no  puede 
adquirir  sin  licencia  de  su  marido,  según  el  art.  61  del  Código  civil,  y 
es  nula,  según  el  62,  la  adquisición  qne  baga  de  bienes  inmuebles  sin 
dicha  licencia,  por  lo  que  resulta  evidente  su  incapacidad  para  adquirir 
por  si  sola;  como  indican  los  arts.  1268,  1261  y  otros  del  Código  civil, 
eonforme  á  la  naturaleza  del  matrimonio  que,  como  organismo  vivq» 
requiere  la  dirección  sola  del  marido,  y  como  corrobora  la  doctrina  del 
Tribunal  Supremo  en  sus  sentencias  de  26  de  Septiembre  de  1661,  13  de 
Junio  y  23  de  Noviembre  de  1868,  6  de  Junio  de  1864,  9  de  Octubre 
de  1868.  8  de  Abril  de  1882  y  á  de  Abril  de  189d,  y  Reeolucioxkes  de  este 
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Oantro  de  4  y  18  de  Jnnio  de  1879,  28  de  Jalio  de  1884,  8  de  Jwtsiñ 
de  1890,  28  de  Marzo  y  4  de  Mayo  de  1892,  22  de  Agosto  de  1894,  14  de 
Diciembre  de  1896  y  24  de  Enero  y  81  de  Mano  de  1898;  que  el  art.  W 
del  Código  ciyil  sólo  puede  referirse  á  los  actos  que  la  majer  ejecute 
Bin  eoBsentliniento  del  marido  ni  intervención  de  ningún  funcionario, 
como  las  compras  privadas;  lo  que  explica  que  hable  dicho  articulo  de 
MStoe  y  no  de  contratos,  asi  como  se  refiere  á  la  licencia  ó  autorisación 
competente,  que  sólo  se  presta  en  defecto  de  licencia  para  actos  y  n0 
para  contratos  (art.  60  del  Código  civil  y  1994  de  la  ley  de  Enjuicia-- 
miento  civil);  pero  que  en  lo  que  no  cabe  duda  es  en  que  ese  art.  65  no 
antoriaa  al  marido  á  convalidar  ó  ratificar  el  acto  nulo,  y  que,  según  el 
art.  1810  y  el  párrafo  l.^del  4.®  del  Código  civil,  no  son  confirmables 
loe  contratos  que  carescan  de  los  requisitos  del  art.  1261,  por  )o  cual 
eerá  nula  la  adquisición  de  la  mujer  sin  licencia  marital  mientras  no  la 
convalida  la  prescripción  que  borra  basta  el  delito;  que  la  Invocación 
que  el  Notario  hace  del  art.  1802  del  Código  es  como  confesar  la  incapa* 
cided  de  la  mujer  casada  contra  lo  que  afirma  en  la  escritura;  que  son 
también  incomprensibles  para  el  objeto  del  Notario  las  citas  de  las  Be- 
solneiones  de  este  Centro  de  28  de  Marso  y  4  de  Mayo  de  1892  y  de  22 
de  Agosto  de  1894;  que  conforme  á  los  arts.  4.^,  1290  y  1800  del  Código 
clTíl,  son  muy  distintas  la  rescisión  y  la  nulidad,  y  que  la  acción  para 
pedir  la  nulidad  de  un  contrato  no  puede  ser  condición  del  mismo,  pero 
que,  de  serla,  debía  haberse  consignado  en  la  escritura,  según  dispone 
la  Instrucción  y  la  Resolución  de  este  Centro  de  11  de  Octubre  de  1899; 
qae  la  manifestación  del  Notario  en  su  escrito,  de  que  el  marido  de  la 
compradora  está  ausente  hace  diez  y  ocho  afios,  descubre  una  omisión 
mayor  que  la  de  la  licencia  marital,  que  afecta  sólo  á  relaciones  entre 
cónyuges,  mientras  que  en  los  casos  de  ausencia  las  hay  de  terceros, 
que,  como  acreedores,  litigantes  y  parientes,  pueden  perjudicarse  si  no 
se  cumplen  las  formalidades  necesarias  en  dichos  casos:  materia  en  que 
la  Dirección  general,  en  Resolución  de  2  de  Diciembre  de  1889,  negó  la 
luecripción  á  un  acto  de  mujer  casada  con  licencia  judicial,  por  reqne^ 
rlrse  autorización  distinta  de  la  que  suple  á  la  marital;  que  la  acepta- 
ctóii  com  el  consentimiento  es  cierto  que  puede  constar  de  cualquier 
modo,  pof  eso  quiete  decir  que  conste  de  algún  modo,  no  de  ningún 
modo,  y  no  basta  para  tenerla  por  hecha  la  ratificación  en  el  contenido 
del  documento,  que  son  formalidades  que  se  refieren  al  instrumento  en 
qne  se  centiene  el  contrato,  y  que  es  cosa  aparte  de  éste,  en  el  que  la 
aceptación  es  solemnidad  interna,  .y  por  lo  que  debe  ser  expresa  en  ei 
mlemd,  áegúnrla  Resolución  de  este  Centro  de  19  de  Jnnio  de  1868;  y 
respecto  á  H  cédula  personal,  que  el  Tribunal  de  lo  Contencioso  en  18  de 
Febrero  de  1898  declaró  nulo  un  instrumento  notarial  por  omitir  la  re^ 
'  eefla  de  la  oédnla,  y  es  defecto  de  la  escritora  el  no  hacer  dicha  reseffa, 
penado  por  la  Instrucción  de  20  de  Mayo  de  1884,  en  los  núms.  5.^  y  7,* 
del  art.  40,  párrafo  2.^  del  41,  y  en  el  12,  y  queda  lugar  á  no  inscribir- 
se, conforme  al  art.  17  de  la  citada  Instrucción  y  á  la  Real  orden  de  11 
de  Junio  de  1879: 

Resultando  que  el  Jnez  Delegado  dictó  auto  declarando  no  hsber  lu- 
gar á  la  pretensión  del  Notario  recurrente,  por  estimar:  que  la  nnlidad 
é  ineficacia  de  Is  adquisición  hecha  por  mnjer  casada  sin  licencia  mari- 
tal, qae  se  declara  en  los  arts.  61,  62, 1268  y  1264  del  Código  civil,  no  se 
deátrtfye  por  el  precepto  del  art.  65,  el  cual  mantiene  los  efectos  jurídi- 
cos de  aquéllos,  haya  ó  no  reclamación,  y  el  Registrador  dei)e  negarse  á 
la  insoripción  que  modifique  el  estado  de  la  propiedad  por  nn  contrató 
nulo;  que  en  ese  caso  se  encuentra  la  adquisición  hecha  por  Dofia  Juana 
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Flores  sin  Uceaeift  de  en  marido,  no  hallándose  decretada  la  incapMi-* 
dad  ni  la  ausencia  de  éste,  ni  constar  qne  concurran  las  circunstanclaa 
expresadas  por  el  art.  1411  y  sigoientes  del  Código  civil;  que  si  bien  no 
aparece  la  necesidad  de  expresarse  la  aceptación  de  la  compraventa,  por 
patentiaarse  la  conformidad  en  el  objeto,  consentimiento  y  causa,  no 
aparece  tan  terminante  como  fuera  necesario  respecto  á  la  condición  de 
reserva  de  usufructo  que  perjudica  á  la  compradora,  y  que  aunque  los 
términos  del  contrato  en  cuestión  fueran  bastantes  para  determinar  ea 
juicio  la  existencia  y  valides  del  mismo,  no  están  suficientemente  lle- 
nadas en  su  redacción  las  formalidades  qne  la  ley  del  Notariado,  su  re- 
glamento y  la  Instrucción  para  redactar  instrumentos  públicos  exigen 
al  Notario;  y  que  la  falta  de  resefia  de  la  cédula  personal  determina  una 
infracción  de  Iss  disposiciones  legales  por  el  Notario,  el  que  debió  tam- 
bién bacer  las  manifestaciones  que  determina  el  art.  3.^  de  la  Instruc- 
ción para  redactar  instrumentos  péblicos  sujetos  á  registro,  atemperán- 
doae  al  1.®  de  la  ley  y  al  62  del  reglamento  del  Notariado: 

Resultando  que  el  Presidente  de  la  Audiencia  confirmó  el  auto  dei 
Jues  Delegado,  aceptando  sus  fundamentos  de  hecho  y  de  derecho: 

Resultando  que  el  Notario  D.  Teodosio  González,  en  escrito  dirigido 
á  esta  Dirección,  manifiesta  no  estar  c6nforme  con  las  decisiones  dicta* 
das  en  el  recurso,  por  las  razones  siguientes:  porque  no  considera  des- 
truida la  doctrina  que  sustenta  en  cuanto  ee  refiere  á  la  capacidsd  de  la 
mujer  casada,  y  respecto  á  la  aceptación,  porque  siendo  el  Notario  el  que 
traduce  y  redacta  la  voluntad  de  las  partes,  es  natural  que  no  haga  pres- 
tar á  éstas  su  conformidad  hasta  que  se  dé  lectura  de  lo  escrito,  cuya 
conformidad  prestada,  afirmándose  y  ratificándoeeen  el  contenido  del  do- 
cumento, tiene  fuerza  más  que  suficiente  para  indicar  la  aceptación  de 
la  traducida  voluntad  de  los  otorgantes,  puesto  que  nada  hay  legislado 
sobre  el  lugar  en  que  se  coloque  y  las  frases  que  la  expresen: 

Vistos  los  arts.  61,  62,  66,  1261,  1262,  1263,  1801  y  1802  del  Código 
civil,  12  y  17  de  la  Instrucción  de  27  de  Mayo  de  1884,  67  del  reglamento 
general  para  la  ejecución  de  la  ley  Hipotecaria  y  la  Resolución  de  este 
Centro  de  22  de  Agosto  de  1804: 

Considerando  que  lo  que  se  pretende  en  el  presente  recurso  ee  que  se 
declare  que  la  escritura  de  compraventa  que  lo  ha  motivado,  autorizada 
por  el  Notario  recurrente,  se  halla  extendida  con  arreglo  á  Iss  formali- 
dades y  prescripciones  legales,  y  que  es,  por  tanto,  inscribible,  confor- 
me á  lo  dispuesto  en  el  párrafo  cuarto  del  art.  67  del  reglamento  gene- 
ral para  la  ejecución  de  la  ley  Hipotecaria: 

Considerando  que  no  puede  hacerse  dicha  declaración,  porque  ade- 
más de  la  falta  concerniente  á  la  cédula  parsonal  de  la  compradora,  que 
ha  sido  reconocida  por  el  propio  Notario,  resulta  que  hsbiéndoee  otor- 
gado la  expresada  escritura  por  Dofia  Juana  Flores  Rodrigues  sin  licen- 
cia ó  poder  de  su  marido,  se  ha  faltado  á  lo  prevenido  en  el  art.  61  del 
Código  civil,  que  establece  que  la  mujer  no  puede  sin  licencia  ó  poder 
del  marido  adquirir  por  titulo  oneroso  ni  lucrativo,  sino  en  Jos  caeos  y 
con  las  limitaciones  establecidas  por  la  ley,  y  el  caso  de  que  se  trata, 
que  es  de  compra  de  bienes  inmuebles,  no  se  halla  establecido  por  ley 
alguna: 

Considerando  que  si  bien  el  art.  66  del  mirmo  Código  dispone  qus 
solamente  el  marido  y  sus  herederos  podrán  reclamar  la  nulidad  de  los 
actos  otorgados  por  la  mujer  sin  licencia  ó  autorización  competente,  y  el 
art.  1801  de  dicho  cuerpo  legal  prescribe  que  esta  acción  sólo  durará 
cuatro  años,  y  que  este  tiempo  empezará  á  correr  desde  el  dia  de  ladiso- 
loción  del  matrimonio,  esto  no  obsta  para  que  resulte  siempre  cierto  que 
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Ift  escritura  de  qae  se  trata  ha  sido  otorgada  con  iofracción  del  citado 
art.  61,  7  para  qae,  en  sa  consecuencia,  no  paeda  declararse,  como  pre- 
tende el  Notario  recurrente,  qae  se  hatia  redactada  con  arreglo  á  las  for- 
malidi^es  y  prescripciones  legales,  pnesto  qne  dicha  infracción  es  pa- 
téate y  manifiesta: 

Considerando  qae  no  habiéndose  formulado  análoga  pretensión  en  el 
recurso  gnbernatiyo  que  motivó  la  Resolución  de  este  Centro  de  22  de 
Agosto  de  1894,  que  invoca  dicho  Notario,  la  doctrina  establecida  en  la 
misma  no  tiene  aplicación  al  presente  caso,  ni  puede  servir  para  sentar 
Jnrispmdencia,  porque,  entre  otras  rasones  legales  que  no  es  necesario 
consignar,  ha  sido  dictada  bajo  un  punto  de  vista  diferente: 

Considerando  qne  habiendo  concurrido  la  compradora  al  otorgamien- 
to  de  la  escritura  de  venta,  y  habiéndose  expresado  en  este  documento 
que  los  otorgantes  se  afirman  y  ratifican  en  el  contenido  del  mismo,  es 
evidente  que  la  compra  de  que  se  trata  ha  sido  aceptada  por  dicha  com- 
pradora, y  se  han  cumplido,  por  tanto,  los  arts.  1261  y  1262  del  Código 
civil,  que  el  Registrador  supone  infringidos  en  el  núm.  2.°  de  su  nota  de 
suspensión,  la  cual  es  improcedente  en  este  particular; 

Esta  Dirección  general  ha  acordado  confirmar  la  providencia  apelada. 

Lo  que,  con  devolución  del  expediente  original,  comunico  á  V.  I.  á 
los  efectos  oportunos.  Dios  guarde  á  V.  I.  muchos  afios.  Madrid  29  de 
Mario  de  1901. —El  Director  general,  Bienvenido  Oliver.— 8r.  Presidente 
de  la  Audiencia  de  Valladolid. 


Küm.  8Q.— TRIBUNAL  8UPREM0.-30  de  Marzo,  pak.  el  22  de  Abril. 

Casación  por  infracción  de  leu.— De/enaa  por  pobre.— kuto  de- 
clarando no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  interpuesto 
por  D.  Buenaventura  Bayo  y  otros  contra  la  sentencia  pronun- 
ciada por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Palma,  en  inci- 
dente con  D.  José  Palau. 
En  8U8  CONSIDERANDOS  86  establece: 

Que  la  petición  del  benefieio  de  litigar  en  eoneepto  de  pobre  e»  in- 
cidental del  pleito  en  que  se  hade  utiliiar,  y  la  resolución  que  ac- 
cede á  ella  no  impide  la  continuación  de  dicho  pleito,  y  por  conei- 
auiente^  no  tiene  el  concepto  de  deñnitioa^  con  arreglo  al  art  Í6$0  de 
uileydé  Enjuiciamiento  civil: 

Que  loe  recursos  de  casación  contra  sentencias  que  según  el  ar- 
ticulo expresado  no  sean  definitivas,  deben  desestimarse  en  trámite 
de  admisión,  á  tenor  del  art.  1729,  núm.  3.® 

Besultando  que  en  8  de  Febrero  de  1899,  D.  José  Palau  y  Truyols, 
▼iodo,  sin  profesión  y  vecino  de  Palma  de  Mallorca,  dedujo  ante  el  Juz- 
gado de  primera  instancia  de  la  misma  ciudad  demanda  incidental  de 
pobrf  la  contra  D.  José  Planas  y  Sagrera,  D.  Buenaventura  Bayo  Llor, 
Presbítero,  y  D.  Jaime  Ferrer  y  Mir,  en  concepto  de  administradores  de 
la  testamentaria  de  Dofia  Rosa  Armengol  y  Salas,  y  contra  el  Abogado 
m  Bstado,  en  representación  de  éste;  y  seguido  el  juicio  por  los  trámi- 
^  correspondientes  á  dos  instancias,  con  intervención  de  dicha  Aboga- 
eia  del  Estado,  la  Sala  de  justicia  de  la  Audiencia  de  aquel  territorio 
^'onunció  sentencia  en  14  de  Noviembre  del  afio  último,  confirmando  la 
del  jQsgado,  qne  declaró  pobre  al  D.  José  Palau  y  Truyols  para  litigar 
^A  U)s  administradores  testamentarios  de  Dofia  Rosa  Armengol  y  Sa~ 
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Us,  y  con  derecho  á  disfrutar,  por  contlgaiente,  de  loe  beneficios  qiw  4 
loe  de  en  clase  concede  el  art.  14  de  la  ley  de  Eajaiciamiento  civil,  aia. 
perjuicio  del  reintegro  en  su  caso,  sin  hacer  expresa  impoeiaióa  de  cos- 
tas de  ninguna  de  ambas  instancias: 

Resultando  que  D.  Buenaventura  Bayo  y  Llor,  D.  José  Anba  Bujosa 
y  D.  José  Planas  Sagrera,  como  administradores  de  la  herenciA  de  Dofia 
Bosa  Armengol,  han  interpuesto  recurso  de  casación  por  infracción  á» 
ley,  como  comprendido  en  los  números  1.^  y  7.^  del  art.  1692  de  ia  d^ 
Enjuiciamiento  civil,  alegando  al  efecto  los  siguientes  motivos: 

Primero.  Error  de  hecho  padecido  por  la  Sala  sentenciadora,  al  esti-* 
mar  que  de  los  documentos  públicos  obrantes  en  autos  no  resulta  que 
D.  José  Palau  tenga  recibidas  6.000  pesetas,  según  uno  de  dichos  daca- 
montos,  10.789  con  86  céntimos  según  otro,  y  que  le  resten  percibir 
otras  10.789  pesetas  86  céntimos,  puesto  que  estas  cantidades,  que  for- 
man la  suma  de  26.488  pesetas  72  céntimos,  al  6  por  100  anual,  tipo  legal 
del  interés,  deben  producirle  más  de  4  pesetas  diarias,  y  por  tanto,  más 
del  doble  jornal  de  un  bracero  en  Palma  de  Mallorca,  el  cual  sólo  gana 
diariamente  una  peseta  60  céntimos,  ó  una  76  céntimos  á  lo  sumo,  ex-. 
tremo  éste  sobre  el  cual  nada  ha  probado  el  demandante,  como  debía: 

Segundo.  Al  desconocer  el  Tribunal  á  quo  en  la  apreciación  de  la 
prueba  lo  que  resulta  de  los  indicados  documentos,  ha  infringido  la  ley 
114  del  tit,  18  de  la  Partida  8.%  relativa  á  la  fuerxa  y  eficacia  de  loa  do- 
cumentos públicos,  aplicable  como  derecho  supletorio  en  las  Baleares  y 
confirmada  además  por  el  art.  1218  del  Código  civil  vigente,  que  debe 
regir  en  aquellas  islas»  según  sus  arts.  12  y  18,  cuando  no  se  oponga  á 
su  legislación  foral;  é  infracción  también  de  la  juriaprudencia  estable- 
cida por  este  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  9  de  Mayo  de  1876,  que 
corrobora  aquellos  preceptos: 

Tercero.  En  cuanto  el  fallo  recurrido  afirma  que  á  los  demandados, 
y  n^  al  demandante,  tocaba  acreditar  que  los  bienes  percibidos  por  éste 
han  salido  de  su  peculio,  se  han  Infringido  las  leyes  1.*  y  2.*,  Üt.  14  de 
la  Partida  8.%  referentes  á  las  prueban  y  á  quiénes  incumbe  presentar- 
las; y  de  acuerdo  con  ellas  el  art.  1260  del  Código  civil,  segúu  el  cual, 
los  que  tienen  una  presunción  á  su  favor  no  necesitan  probarla,  siendo 
una  presunción  legal  la  de  que  todo  litigante  es  rico  mientras  no  se  de- 
muestre lo  contrario,  según  sentencia,  entre  otras,  de  12  de  Noviembra 
de  1883,  habiéndose  infringido  además  la  doctrina  legal  creada  por  est^ 
Tribunal  Supremo  en  sentencias  de  28  de  Jonio  de  1869,  28  de  Abril  y  2( 
de  Junio  de  1876  y  4  de  Mayo  de  1888,  que  declaran  que  es  incumbencia 
del  que  solicita  el  beneficio  de  pobrexa  el  demostrar  que  está  en  loa  ca- 
sos previstos  por  la  ley,  y  que  no  son  hechos  negativos  los  fundamento* 
de  esas  demandas,  sino  afirmaciones  de  un  caso  de  excepción,  en  el  cual 
es  necesario  acreditarse  no  hallarse  incluido;  y 

Cuarto.  Como  consecuencia  de  los  anteriores  motivos,  infracción  del 
art.  16  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por  haberle  aplicado  indebida*' 
mente  la  Sala  sentenciadora  al  conceder  el  beneficio  de  pobreta  á  qniea 
por  el  resultado  de  los  documentos  unidos  á  los  autos,  no  destruidos  ai 
intentado  destruir  por  prueba  alguna,  es  notoriamente  rico  para  litigar 
en  concepto  de  la  ley; 

Resultando  que  opuesto  el  Ministerio  fiscal  á  la  admisión  del  recor- 
so, se  ha  traído  á  la  vista  con  las  debidas  citaciones. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  de  Garnica: 

Considerando  que  la  petición  del  beneficio  de  litigar  en  concepto  de 
pobre  es  Incidental  del  pleito  en  que  se  ha  de  utilizar,  y  que  la  resolut 
ción  que  accede  á  ella  no  impide  la  continuación  de  dicho  pleito,  y  poa 
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oonslgaiente,  que  no  tiene  el  concepto  de  definitiva,  con  arreglo  al  ar.-. 
tionlo  1690  de  U  ley  de  Enjaiciam  lento  civil: 

Coneldermodo  que  loe  recursos  de  casación  contra  sentencias  qñe  se- 
l^a  el  articulo  expresado  no  sean  definitivas,  deben  desestimarse  en 
trámite  de  adml/Bión,  á  tenor  delart  1729,  núm.  3.®; 

JNo  ha  lagar  á  la  admisión  del  recurso  interpuesto  por  D.  Buenaven- 
tura Bayo  Lior,  D.  José  Auba  Bnjosa  y  D.  José  Planas  Sagrera,  como 
adnainistradores  de  la  herencia  de  Üofia  Bosa  Armengol,  á  quienes  ee 
condena  al  pago  de  las  costas;  devuélvase  el  depósito  que  han  consti- 
tuido: expídase  a  la  Audiencia  territorial  de  Palma  de  Mallorca  la  certi- 
ficación correspondiente,  con  devolución  del  apuntamiento  remitido,  y 
publlqnese  eete  auto  según  previene  la  ley. 

Itfadrld  80  de  Marso  de  1901.=José  de  Aldecoa.=Ricardo  Gullón.= 
José  de  Garnica.=Francisco  Toda.=EnrÍqae  LasBÚB.=:Pedro  Lavin.=: 
Vicente  de  Plniés.=:£l  Relator,  Marcelino  San  Bomán.=:Rogelio  Qon-, 
siles  Montes,  Escribano  de  Cámara. 


Nüm.  QO.-TRIBUNAL  8UPREM0.-I.<'  de  Abril,  pub.  el  27  y  30. 

Casación  por  infracción  de  LEV.—Pa^o  de  p^se^os.— Sentencia 
declarando  do  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  D.  Eose- 
bio  Lidón  contra  la  pronunciada  por  la«Saia  de  lo  civil  de  la 
audiencia  de  Pamplona,  en  pleito  con  el  albaceazgo  de  la  tes- 
tamentaria de  D.  Fermín  Daoíz. 
En  sus  CONSIDERANDOS  SO.  estableco: 

Que  el  poeto  expreso  en  ley  obligatoria  en  primer  término  para 
loM  eontratantea,  (/  atemperando  la  Sala  eenteneiadora  bu  Jallo  á  este 
precepto^  no  infringe  la  ley  2,\  libro  5.®  de  la  Nooiaim^i  Recopila- 
eión  de  Navarra^  ni  el  art>  109 í  del  Código  eioil,  como  ley  supletoria, 
en  aquel  reino. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  1.^  de  Abril  de  1901,  en  los  autos  de 
juicio  declarativo  de  mayor  cuantía,  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera 
instancia  de  Pamplona  y  la  Baia  de  Justicia  de  la  Audiencia  de  aquel 
territorio,  por  D.  Ensebio  Lidón  y  Barra,  Arquitecto,  vecino  de  Zarago- 
za, contra  el  aibaceasgo  dativo  de  la  testamentaria  de  D.  Fermín  Daois 
ÍArgáis,  Marqués  que  fué  de  Rosalejo,  que  lo  constituye  hoy  D.  José 
avier  de  Colmenares  y  Vidarte,  propietario;  D.  Juan  Miguel  Artiz  y 
Baraibar,  Notarlo,  ambos  vecluos  de  Pamplona,  y  D.  Gayo  Escudero  Ma- 
richalar,  también  propietario  y  vecino  de  Corel  la,  sobre  pago  de  pese- 
tas; pleito  pendiente  ante  Nos,  en  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  que  ha  interpuesto  el  demandante,  representado  y  defendido  por  el 
Procurador  D.  Felipe  Górris  y  León  y  el  Letrado  D.  Luis  Díaz  Cobefía; 
estándolo  los  albaceas  D.  José  Javier  de  Colmenares  y  D.  Juan  Miguel 
Artiz,  en  nombre  de  la  testamentaría  demandada,  por  el  Procurador  Don 
LnÍ9  Lumbreras  y  el  Letrado  D.  Antonio  Maura: 

Resultando  que  en  testamento  otorgado  en  esta  corte  el  día  21  de 
Abril  de  1863,  dispuso  el  difnnto  D.  Fermín  Daoiz  y  Argáiz,  Marqués 
qqiB  fué  de  Rozalejo,  que  por  cuenta  de  su  herencia  %e  construyera  en 
Pamplona  un  manicomio  con  destino  á  los  alienados  naturales  del  reino 
de  Navarra  y  de  las  Provincias  Vascongadas,,  ó  sean  Guipúzcoa,  Álava 
y  Vizcaya,  y  legando  al  expresado  ybj.eto  la  mayor  parte  de  sus  bienes 
á  \$t  beneficencia  pública,  nombró  para  que  cumpliesen  aquella  dlsposir 
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•ion  varios  albaceas,  los  cnales,  segúa  anuncio  inserto  en  U  Gaceta  de 
Madrid  correspondiente  al  6  de  Agosto  de  1887,  abrieron  entre  Arqui- 
tectos espafiolee  nn  concarso  público,  qne  había  de  ser  Jnsgado  por  la 
Heal  Academia  de  Bellas  Artes  de  San  Fernando,  para  premiar  al  aotor 
del  mejor  proyecto  de  Manicomio  qae  se  presentase,  ofreciéndole  nn  pre- 
mio de  6.000  pesetas  y  el  encargo  de  dirigir  las  obras  de  oonstmcción, 
mediante  el  abono  de  los  honorarios  correspondientes;  siendo  condi- 
ción 8.^  de  la  convocatoria,  qae  el  coate  de  tales  obras,  incluidos  diehoe 
honorarios,  no  había  de  exceder  de  760.000  pesetas: 

Resultando  qne  en  el  aindido  concarso,  y  optando  á  los  premioa  ofre- 
cidos, se  presentaron  caatro  proyectos  de  manicomio  de  autores  enton- 
ces anónimos,  y  estos  trabajóla  qae  ostentaban  los  lemas  Fsiquiatriaj 
Sólo  Dios  sabe,  Laurentat  y  Deus  Charitas  e</,  fueron  remitidos  para 
su  examen  á  la  Academia  de  8an  Femando,  cuya  Corporación  dejó  evft- 
suado  su  encargo  á  principios  de  Julio  de  1888,  clasificando  los  trabajos 
por  el  orden  con  que  quedan  enumerados,  é  hiso  constar  en  el  informa 
que  emitió  al  efecto:  que  los  referidos  proyectos  estaban  todos  fuera  da 
concurso  respecto  á  la  condición  8.^,  que  fijaba  el  precio  de  las  obras 
en  760.000  pesetas;  que  representando  los  proyectos  de  referencia  na 
trabajo  de  importancia,  especialmente  los  dos  primeros,  debía  conside- 
rárseles aceptables,  dando  el  primer  lagar  á  Psiquiatría  y  el  segundo  i 
Sólo  DíOM  sabe;  y  que  al  procederse  á  la  ejecución  de  las  obras  debía 
comprometerse  el  autor  del  proyecto  á  introducir  en  él  las  reducciones  ó 
modificaciones  qne,  sin  desatender  las  condiciones  higiénicas,  fnssen 
compatibles  con  las  económicas: 

Resoltando  que  recibido  este  informe  en  Pamplona,  residencia  del  al- 
baceazgo  de  D.  Fermín  Daois,  se  procedió  á  la  solemne  apertura  de  los 
pliegos  qne  debían  contener  el  nombre  de  loe  concurrentes,  llevándose  A 
cabo  este  acto  en  el  Palacio  de  la  Diputación  foral  y  provincial  de  Na- 
varra el  día  10  del  expresado  mes  de  Jallo  del  88,  cuya  diligencia  ofre- 
ció como  resultado  ser  D.  Ensebio  Lidón  Barra,  Arquitecto,  vecino  de 
Zaragosa— y  hojr  actor  y  recnrrente— el  autor  del  proyecto  pre  sentado 
con  el  lema  Psiqutairia,  calificado  como  primer  lugar  del  concurso;  y 
pocos  días  después,  ó  sea  el  18  del  propio  Julio,  se  verificó  también  so- 
lemnemente la  inauguración  de  las  obras  del  Manicomio  vasco-navarro^ 
actuando  ya  Lidón  en  esta  ocasión  como  tal  Arquitecto,  y  suscribiendo, 
con  las  Autoridades  y  demás  concurrentes,  el  acta  notarial  levantada 
para  hacer  constar  la  enunciada  ceremonia: 

Resnitando  que  con  posterioridad  á  estos  actos,  remitió  la  Academia 
de  San  Femando  al  albaceaigo  de  D.  Fermín  Daois  el  total  ó  completo 
de  su  informe,  y  como  en  el  proyecto  que  obtuvo  el  primer  lugar  del 
concurso  se  fijaba  el  coste  de  las  obras  en  1.868.164  pesetas  8  céntimos, 
tipo  saperior  al  marcado  en  la  condición  8.%  y  aun  á  su  ampliación 
hasta  800.000  pesetas,  acordado  más  tarde  por  la  testamentaría,  preten- 
dió esta  entidad  que  el  autor  del  trabajo,  D.  Ensebio  Lidón,  hiciese  en 
el  presupuesto  la  rebaja  correspondiente,  surgiendo  de  aquí  desavenen- 
cias entre  el  Arquitecto  Lidón  y  el  albaceasgo,  que  dieron  margen  á  que 
éste  solicitara  de  la  Corporación  académica  qne  había  calificado  el  con- 
curso qne  le  antorisase  para  adoptar  otro  de  los  proyectos  preventados» 
sin  que  esta  petición  se  llevara  adelante,  porque  en  una  reunión  cele- 
brada el  81  de  Octubre  del  antecitado  afio  1888  ante  el  Gobernador  civil 
de  la  provincia,  el  albacea  testamentario  D.  Luis  Elío  y  Rspeleta  prome- 
tió elevar  la  cantidad  destinada  para  las  obras  á  1.000.000  de  pet eias,  y 
el  Arquitecto  director  D.  Ensebio  Lidón  ofreció  á  su  ves  presentar  re- 
formado el  proyecto  bajo  la  base  del  presupuesto  del  1.000.000  de  ] 
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Vis  aceptado  por  el  albaeea,  y  conseryaciÓD,  en  cnanto  fncra  posible,  del 
primlÜTO  trasado  general,  formnlando  en  an  consecnencia  Lidón,  con 
íecba  16  del  inmediato  Diciembre,  nn  preaupueato  definitivo,  al  qne  prea- 
tó  su  conformidad  el  aludido  albacea,  cnyaa  partidas  aon  las  aignientea: 
cEjecnoión  material  de  laa  obras,  034.647  peaetas  8  céntímoa;  honora- 
rios, según  tarifa,  27.868  con  8  cénlimoa;  aneldo  de  12.000  pesetea  anua- 
les, 48.000,  ó  aean  76.868  pesetaa  8  céntimoa,  como  suma  del  importe  de 
estos  dos  conceptea;  total,  099.910  pesetaa  11  céntimos»: 

Resultando  qne  en  este  estado  el  aannto,  D.  Eugenio  Jiménes,  autor 
del  proyecto  preaentado  en  el  eoncurao  con  el  lema  Laurentat,  clasifi- 
carlo por  la  Academia  en  tercer  lugar,  protestó,  en  instancia  dirigida  al 
aibaceasgo,  de  U  adopción  de  niegan  proyecto  que  no  se  ajustase  á  la 
condición  8.^,  y  pidió  se  aceptase  el  suyo,  toda  ves  qne  sn  costo  no  ex- 
cedía de  la  cantidad  fijada,  accediendo  á  ello  la  testamentaría  con  la  cua- 
lidad de  sin  perjuicio  y  siempre  que  el  proyecto  de  referencia  fuese  apro- 
bado por  la  Academia;  pero  comunicado  eate  acuerdo  á  D.  Ensebio  Lidón 
qne  lo  impugnó,  el  albacea  puao  lo  ocurrido  en  conocimiento  del  Ministe- 
rio de  la  Oobernación,  solicitando  al  propio  tiempo  se  sirviera  resolver 
en  defiíiiiiva  lo  que  eátimase  más  justo;  y  habiendo  acudido  á  él  también 
el  D.  Busebio,  se  dictó  por  aquel  Departamento  ministerial  con  fecha  a 
de  Abril  de  1889  una  Real*orden,  en  que  dispuso:  primero,  que  no  había 
lugar  á  resolver  en  la  conanlta  de  D.  Lula  Elío,  albacea  testamentario, 
ni  en  la  instancia  de  D.  Ensebio  Lidón;  segundo,  recomendara]  primero- 
qne  eligiese  sin  demora  el  proyecto  con  arreglo  al  cual  ae  han  de  eje- 
cutar las  obras  del  manicomio,  á  fin  dé  que  pudiese  comensar  la  cona- 
trncción  de  éste;  y  tercero,  prevenir  al  Gobernador  y  á  la  Junta  provin- 
cial de  Beneficencia  qne  ai  el  albacea  de  D.  Fermín  Daoia  dilataba  injus- 
tificadamente el  cumplimiento  de  an  misión,  se  pusiera  en  conocimiento 
de  dicho  Ministerio  para  que  el  mismo  adoptase  la  reaolución  que  pro- 
cediera; y  habiendo  después  de  esto  promovido^  pleito  el  D.  Ensebio  Li- 
dón contra  la  testamentaría  de  D.  Fermín  Daoia  para  que  se  le  recono- 
ciera el  derecho  que  tenía  á  dirigir  las  obras  del  manicomio  vasco  nava- 
rro, terminó  tal  litigio  por  aentencia  ejecutoria  qne  dictó  la  8ala  de  Jus- 
ticia de  la  Audiencia  de  Pamplona  en  10  de  Enero  de  1891,  declarando- 
el  derecho  del  demandante  á  seguir  dirigiendo  laa  citadaa  obras  y  la 
obligación  de  la  testamentaría  de  encargarlas  á  aquél  para  que  las  eje- 
cutara por  el  preanpneato  de  1.000.000  de  pesetas,  con  arreglo  á  su  pro- 
yecto y  modificaciones  convenidas  en  la  junta  de  81  de  Octubre  de  1888, 
ó  indemnisar  en  otro  eaao  al  D.  Ensebio  de  los  perjuicios  ocasionados^ 
previa  regulación  de  peritos: 

Resultando  qne  en  méritos  de  lo  resuelto  en  la  sentencia  ejecutoria 
qne  se  acaba  de  referir,  el  albacea  teatamentario  D.  Luis  Elío  y  Espoleta 
optó  por  la  ejecución  de  las  obras  bajo  la  dirección  del  Arqnitecto  Do» 
Ensebio  Lidón;  y  previa  instmeción  por  éste  del  oportuno  expediente,  se 
•acó  á  subasta  en  24  de  Mano  de  1891  la  construcción  del  primer  grupo 
de  dichas  obras,  consistentes  en  11  pabellones  del  Asilo-hospital  y  de  la  . 
Snbsecclón  de  mnjeres,  tasadas  como  tipo  para  la  licitación  en  196.040- 
pesetas  U  céntimos,  siendo  adjudicada  la  contrata  á  D.  Florencio  Arte- 
ebe  y  Erro,  D.  Silvestre  Qarballo  y  Echagtte  y  D.  Lorenzo  Cestona  y 
Gofii  por  escritura  pública  de  26  de  Mayo  del  antecitado  afio,  con  suje- 
ción á  la  condición  8.^  de  las  fijadas  para  la  subasta,  que  decía  así:  cLa 
ejecución  de  las  obras  se  regulará  por  las  condiciones  facnitativaa  del 
proyecto  primitivo  del  concnrao  qne  lleva  por  lema  PMiquiairia  y  por 
las  determinacionea  y  órdenes  del  Arqnitecto  director,  de  acuerdo  con  la 
testamentaría,  qne  ha  de  realiaarlaai;  comenaando  loa  trabajos  en  el  sir> 
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gQiento  mes  de  Janio  7  oontinoando  hasta  «1  de  Dioiembra  de  18M,  es 
que  se  saspeadieron  por  orden  del  Arquitecto  Lidón: 

ResQ Usado  qae  como  hacia  mediados  de  este  último  oltado  afio  hu- 
biera fallecido  D.  Lais  Elío  y  Espoleta,  Altimo  de  loe  albaoeas  test*- 
mentarlos  de  D.  Fermín  Daois,  el  Gobernador  civil  de  Pamplona — re- 
presentante del  Protectorado  de  las  instltociones  benéficas  de  la  provin- 
cia— ,  á  fin  de  qae  las  obras  del  manicomio  no  quedaran  parausadas, 
dirigió  en  7  de  Janio  del  mismo  aflo  9S  nn  oficio  ai  Jugado  de  prioaen 
instancia  de  aquella  capital,  interesándole  dotara  á  la  teetamentarfa  del 
D.  Fermín  de  nn  albaceasgo  dativo,  é  Incoado  con  tal  motivo  el  opor- 
tuno expediente,  f nerón  designados  en  10  de  Agosto  representantes  de 
la  testamentaría,  con  determinadas  facultades,  D.  Fermín  Roncal  y 
Rlesa,  i).  José  Javier  de  Oolmenares  y  Vidnarte  y  D.  Antonio  Paeyo 
Feliat,  á  qolenes  se  les  discernió  el  cargo  de  albaceas  dativos  en  13  de 
Diciembre  del  mismo  afio  92,  dirigiendo  á  los  mismos  en  la  primavera 
de  1892,  el  Arquitecto-director  D.  Easebio  Lidón,  una  memoria  que,  en- 
tre otrts  cosas,  decía:  que  el  1.000.000  de  pesetas  fijado  para  la  oone- 
tracción  del  manicomio  no  era  snficiente  á  enjugar  el  déficit  que  habían 
de  ofrecer  las  liquidaciones  definitivas,  por  efecto  de  los  anmentoa  realj- 
«ados  é  impuestos  por  la  conveniencia,  siempre  justificada,  de  mejc^ar 
toda  conetrucción  en  proyecto;  que  tales  aumentos  se  explicaban  doble- 
mente en  este  caso,  poique  la  superficie  de  asiento  desarrolla  extensas 
líneas  de  edificación,  cuyas  rasantes  determinan  diferencia  de  altara  en 
los  extremos,  siendo  otro  de  los  motivos  la  diferente  profundidad  para 
la  cimentación;  que  como  remedio  remitía  el  noevo  estudio  bajo  la  base 
de  disminución  de  capacidad  para  la  población  del  manicomio,  corres- 
pondiente al  régimen  común,  ampliación  con  nn  piso  más  de  algunos 
edificios  y  mejora  de  éstos  en  sus  elementos  de  construcción;  y  que  oon 
arreglo  á  todo  ello  el  costo  general  de  las  obras  seria  de  870.fiÍ0  peeetas 
79  céntimos,  resultando  así  una  economía  de  129.849  pesetas  21  cénti- 
mos; y  habiendo  oído  el  albaceasgo  á  los  Arqnitectos  D.  Máximo  Gel- 
Bueta  y  D.  Manuel  Martines  de  Ubago,  qne  informaron  en  contra  de  lo 
propuesto,  comunicó  al  Arquitecto  Lidón,  en  26  de  Agosto,  haberse  re- 
suelto por  mayoría  la  continuación  de  las  obras  con  arreglo  al  projrecto 
primitivo  y  reformas  acordadas  en  la  junta  de  81  de  Octubre  de  1888, 
dando  más  tarde,  ó  sea  en  16  de  Noviembre  del  98,  el  mismo  albaceasgo 
á  dicho  Arquitecto  director,  después  de  varias  comanicaciones  mediadas 
entre  unoa  y. otro,  la  orden  de  reanudar  inmediatamente  loe  trabajos 
suspendidos  én  Diciembre  del  92;  siendo  de  advertir  que  entretanto  sn- 
cedía  todo  lo  que  queda  referido,  el  albaceasgo  ordenó  en  Agosto  del  98 
al  Arquitecto-director  de  las  obras  formulase  el  expediente  necesario 
para  contratar  las  del  segundo  grupo;  que  el  concurso  de  estss  obras  se 
anunció  en  13  de  Oittnbre  del  mismo  afio;  qne  en  la  licitaolón  resalté 
como  «aejor  postor  D.  Juan  Orns  Arteaga;  qne  de  esta  subasta  protestó 
el  contratista  del  primer  grupo  D.  Florencio  Arteche,  alegando  perjudi- 
cársele en  su  derecho,  en  raaón  á  tener  hechas  obras  eorrespondientes  al 
segundo  grupo  por  orden  de  Lidón;  y  finalmente,  que  el  albaceasgo  no 
admitió  U  proposición  del  Arteaga  ni  las  de  otros  lícltadores,  eon for- 
mándose con  el  parecer  de  dos  Letrados,  que  emitieron  dictamen  en  esfes 
sentido: 

Resultando  que  así  las  cosas,  en  16  de  Noviembre  de  1898  el  albacea 
dativo  D.  Antonio  Poeyo  biso  renuncia  de  sn  cargo,  que  le  fné  admitida 
en  7  dtfl  signiente  Diciembre,  con  cuyo  motivo,  en  26  de  Abril  de  1894,  la 
renreeentación  del  Protectorado  de  benefieencia  formuló  escrito  qne  diri- 
gió al  Jusgado  de  Pamplona,  haciendo  histeria  del  asunto  y  pidiendo  la 
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xemoción  de  lot  otros  ^  aibac»**  D.  Fermín  Boncftl  y  D.  José  Javier 
de  CoimeDAres  y  en  enatitación  por  otras  pereonas  que,  á  eer  poeiblOi 
reanieran  1*  cualidad  de  Letrados;  y  bahlendo  renunciado  también  sn 
cargo  otro  de  los  dos  restantes  albaceas,  á  sea  D*  Fermín  Roncal,  se  dio 
TlBta  de  todo  ello  al  Ministerio  fiscal,  que  fué  de  parecer  que  debía  man- 
tenerse en  so  puesto  al  albacea  Colmenares,  teniéndose  por  admitida  la 
renuncia  del  Boncal;  y  conferido  asimismo  traslado  al  ya  úuico  albacea^ 
D.  José  Javier  Colmenares,  pidió  se  declarase  no  haber  lugar  á  su  remo- 
ción del  cargo  de  albacea  dativo  de  D.  Fermín  Daois;  que  se  le  autori* 
lase  para  entablar  el  juicio  ó  acción  correspondiente  á  fin  de  separar  al 
Arquitecto-director  de  las  obras,  y  por  último,  que  se  nombrasen  dos 
personas  aptas,  honradas,  desinteresadas  y  con  residencia  fija  en  Pam- 
plona para  reemplaaar  en  el  cargo  de  albaceas  dativos  á  los  dos  que  lo 
habían  renunciado;  y  el  Juagado,  en  auto  de  12  de  Junio  del  citado  afio 
94,  habida  cousideración  á  las  encontradas  peticiones  dedn^iidas  por  las 
entidades  oídas  en  el  expediente^  y  teniendo  en  cuenta  lo  dispuesto  en 
el  art.  1817  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  declaró  contencioso  el 
asunto  y  mandó  requerir  al  D.  José  Javier  Colmenares  para  la  entrega 
al  actuario,  á  quien  se  dio  comisión  en  forma,  de  los  libros,  documen- 
tos, etc.,  obrantes  en  su  poder  pertenecientes  á  la  fundación  de  Daoia> 
de  que  aquél  era  el  albacea;  se  librase  orden  á  ios  establecimientos  de 
crédito  donde  existiesen  cantidades  ó  valores  pertenecientes  á  dicha  fun- 
dación para  que  fueran  retenidos  á  disposición  del  Juzgado,  y  se  for- 
mase, en  fio,  pieza  separada  para  la  administración,  coneervación  y 
custodia  de  todo: 

Resultando  que  posteriormente,  y  con  fecha  18  de  Febrero  de  1896, 
ae  hiao  saber  á  D.  Ensebio  Lidón,  por  acta  que  autoriaó  el  Notario  Pon 
Cayetano  Martín,  el  acuerdo  del  albaoeasgo  de  prescindir  de  eus  servi- 
cios como  Director  de  las  obras  del  manicomio,  estando  á  lo  que  parece 
compuesto  en  aquel  entonces  dicho  albaceazgo  por  D.  José  Javier  Col- 
ínenares,  D.  Agustín  Blasco  Michelena  y  D.  León  Yanguas  Lázaro, 
puesto  que  para  reemplazar  á  estos  dos  últimos  por  defunción  del  se- 
gando y  renuncia  del  tercero  fueron  nombrados  en  14  de  Julio  de  1899 
D.  Juan  Miguel  Artiz  Baraibar  y  D.  Cayo  Escudero  Marichalar,  quienes 
con  el  referido  Colmenares  forman  actualmente  el  albaceazgó  dativo  de 
que  se  viene  haciendo  referencia: 

Hesultando  que  con  estos  antecedentes,  el  Arquitecto  D.  Ensebio  Lidón 
Bftrra  formuló  en  1.®  de  Octubre  de  1808,  ante  el  Juzgado  de  primera 
instancia  de  Pamplona,  demanda  en  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía 
contra  D.  José  Javier  de  Colmenares  y  Yidarte  y  D.  León  Yanguas  La- 
sare, como  albaceas  dativos  de  la. testamentaría  de  D.  Fermín  Daoiz  Ar- 
Séiz,  con  la  súplica  de  que  se  les  condene  á  pagarle  en  cumplimiento  de 
BU  obligación,  en  concepto  de  honorarios  devengados  por  el  demandante, 
iutereees  y  gastos  de  viajes,  262.266  pesetas  48  céntimos,  intereses  lega- 
les de  esa  cantidad  á  razón  de  6  por  100  anual  hasta  que  se  verifique  su 
completo  pago  y  todas  las  costas  del  pleito;  en  apoyo  de  cuyas  preten- 
Bipnes  alegó  sustancialmente  el  demandante,  entre  otros  hechos  ya  rela- 
cionados, los  siguientes:  que  en  la  Gaceta  de  6  de  Agosto  de  1887,  la 
testamentana  de  D.  Fermín  Daoiz  y  Arg^iz,  domiciliada  en  Pamplona, 
abrió  coucurso  público  entre  Arquitectos  espafioles  para  obtener  el  mejor 
proyecto  de  manicomio  vasco  navarro,  obligándose  aquella  entidad  á 
enoargtr  la  dirección  de  las  obras  al  autor  del  proyecto  que  designara  la 
Academia  con  el  núm.  1  entre  los  calificados  en  el  concureo,  abonando 
al  Director  técnico  eus  honorarios  con  arreglo  á  la  tarifa  vigente  apro^ 
"*^  por  Beal  oid^n  de  24  de  Marzo  de  1864;  que  examinado»  los  pro» 
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yeetos  por  aquelU  CSorporación,  7  abiertM  «a  Plmploiift  loe  pliegoa  qvo 
contenían  ios  nombree  de  loe  antoree,  reealtó  deeigoado  en  primer  logar 
>el  proyecto  forma  lado  por  el  actor,  Terlflcándoae  doa  díaa  deepnée  la 
inaagaración  de  laa  obraa,  actoaodo  Ta  como  Arquitecto  director  de 
ellaa  el  D.  Ensebio;  qae  no  aería  el  mérito  lo  qoe  tal  rea  bascase  el  al- 
-baoeaago  para  dirigir  la  constrncción  del  manicomio,  cnando  poco  dea- 
paéa  de  inangararse  laa  obras,  á  espaldas  del  Arqnitecto  premiado  y  sin 
motivo  qae  lo  jastificase,  se  dirigió  á  la  Beal  Academia  de  fian  Fernando 
en  súplica  de  autorlaaclón  para  prescindir  del  actor  y  sn  proyecto  y 
poder  ejecatar  alga  no  de  los  sigaientes  en  orden,  el  segando  ó  tercero, 
siendo  de  advertir  qoe  la  Academia  de  Bellas  Artes  sólo  había  conside- 
rado dignos  de  aprobación  los  dos  primeros,  y  por  lo  tanto,  qoe  el  ter- 
-cero  estaba  entre  los  reprobados;  qoe  los  albaceas  qoerian  reformar  el 
proyecto  y  alterar  el  preso  poesto,  para  lo  cnai  qoiaá  contaban  con  qnien 
<iócUmente  se  prestase  á  ello;  qoe  no  prosperó  aqoella  caprichosa  peti- 
•ción,  y  mocho  tiempo  despoés,  ó  sea  eo  81  de  Octobre  de  1B88,  los  alba- 
ceas  encargaron  solemnemente  á  Lidón,  ante  el  Gobernador  civil  de  la 
provincia  qae  presenciaba  el  acto,  la  formación  de  otro  proyecto  sobre 
la  base  de  1.000.000  de  peaetas  de  preso  poesto,  pero  conservando  en  so 
planta,  en  cnanto  fuera  posible,  laa  disposiciones  generales  del  traaado 
primitivo;  qoe  hallándose  aún  el  actor  dedicado  á  proyectar  noe  va  mente 
el  edificio,  antes  de  terminar  sos  estodios  y  trabajos,  y  sin  respetar  lo 
convenido  con  toda  solemnidad  ante  el  Gobernador,  se  le  notificó  qoe  se 
trataba  de  prescindir  por  segonda  vea  de  sos  servicios  al  mismo  tiempo 
qoe  para  consegoirio  ocoltamente  se  pedia  al  Ministerio  de  la  Goberna- 
«lón  la  aotorlsación  correspondiente;  qoe  no  podo  esto  conseguirle,  por- 
qae  aqaei  Ministerio,  despoés  de  oir  á  la  Dirección  general  de  Benefi- 
cencia, al  Consejo  de  Estado  y  al  Arqnitecto  interesado,  ó  sea  el  deman- 
dante, declaró  incompetente  á  la  Administración  para  entender  en  el 
asunto,  del  coal  debían  de  conocer  los  Tribonales  de  Justicia;  que  éstos, 
«n  pleito  seguido  en  dos  instancias  y  terminado  por  sentencia  ejecotoria 
de  la  Aodlencia  del  territorio  de  Pamplona,  reconocieron  el  derecho  de 
D.  Ensebio  á  se«olr  dirigiendo  las  obras  del  manicomio  y  la  obligación 
recíproca  de  la  testamentaría  de  encargárselas  para  so  terminación  con 
«rreglo  ai  proyecto,  ó  indemnisar  en  otro  caso  á  Lidón  de  los  perjoicios 
qoe  ee  le  originasen,  previa  regolación  de  peritos,  optando  la  testamen- 
taría por  consentir  la  dirección  del  Arquitecto  D.  Ensebio  Lidón;  qae 
^ste  redactó  tres  proyectos  para  el  manicomio  vasco- navarro,  á  saber: 
-el  premiado  por  la  Academia  sobre  el  presnpuesto  de  1.868.164  pesetas 
8  céntimos,  el  formulado  por  1.000.000  de  pesetari,  según  convenio  de  31 
de  Octubre  de  1888,  y  el  redactado  con  presupuesto  de  870.660  pesetas  y 
71  céntimos;  que  según  la  tarifa  vigente,  aprobada  por  Real  orden  de  24 
-de  Marao  de  1864,  corresponden  á  los  Arquitectos  por  la  redacción  de 
proyectos,  excediendo  el  presupuesto  de  600.000  pesetaa  y  siendo  edificio 
público  el  que  es  objeto  del  estudio,  el  2  por  100  de  la  cantidad  presu- 
puestada; que  en  su  consecuencia,  lo  devengado  por  Lidón  en  concepto 
de  honorarios  de  los  tres  proyectos  referidos  es  el  S  por  100  de  laa  ex- 
presadas cantidades,  ó  sean  27.868  pesetas  8  céntimos  por  el  primer  pro- 
yecto, coya  snma  percibió  el  actor  de  los  albaceas  en  Enero  de  1892; 
20.000  pesetas  por  el  segundo  proyecto,  y  17.418  pesetas  un  céntimo  por 
el  tercero,  á  favor  de  D.  Ensebio  Lidón;  que  decide  18  de  Jallo  de  1888, 
fecha  de  la  inaogoración  de  las  obras,  htsta  18  de  Febrero  de  1896,  ea 
qne  cesó  en  la.  dirección  de  ellas  el  demandante,  transcorrieron  seis 
afios,  siete  meses  y  cinco  días;  qae  el  eneldo  consignado  en  el  presa - 
puesto  por  la  dirección  de  las  obras  es  de  12.000  pesetas  anoales,  sin 
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tMier  en  coenta  la  distancia  entre  el  lagar  donde  aqnélloe  se  realicen  r 
Ift  reaidencia  habitual  del  Arquitecto,  qne  es  el  ponto  de  sn  vecindad; 
qne  como  Zaragoia,  residencia  habitual  de  D.  Ensebio  Lidón,  dista  más 
de  30  leguas  de  Pamplona,  sitio  aproximado  del  emplasamiento  de  las 
obras  del  manicomio,  resalta  qne  el  sueldo  asignado  j  convenido  en 
«0te  caso  delw  aumentarse  en  un  100  por  100,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  du- 
plicarse, de  suerte  que  el  sueldo  qne  corresponde  A  Lidón,  según  las 
prescripciones  de  la  tarifa  en  yigor,  es  de  24.000  pesetas  anuales;  qne 
de  la  multiplicación  de  las  dos  cantidades  numéricas,  tiempo  y  precio,  ó 
sea  de  ios  seis  afios,  siete  meses  y  cinco  días  por  las  24.000  pesetas 
Aonales,  resulta  un  producto  de  168.388  pesetas  80  céntimos,  que  se 
detMn  también  A  Lidón  por  el  expresado  concepto;  que  los  intereses  al  6 
por  100  por  mora  de  pago  ascienden  á  61.862  pesetas  60  céntimos,  cuya 
eantidad  resulta  abonable  ai  actor,  asi  como  las  11.088  pesetas  77  cénti- 
mos 7  las  4.927  con  80  céntimos  de  la  cuenta  general;  que  sumadas  estas 
•Gsntidades  á  las  anteriores,  aparece  un  saldo  á  favor  del  Arquitecto 
Udón  de  278.660  pesetas  6  céntimos,  de  cuya  cantidad  hay  que  deducir 
23.094  pesetas  60  céntimos  que  constituye  el  debe  en  la  liquidación  con 
Im  testamentaría  y  procede  del  cobro  de  las  18  mensualidades  sencillas 
siin  el  aumento  debido  por  distancia  al  punto  de  residencia  del  Arqui- 
tecto, A  raaón  de  1.000  pesetas  cada  uno,  desde  1.^  de  Junio  de  1891  hasta 
1.®  de  Diciembre  de  1892  é  intereses;  que,  por  tanto,  el  saldo  á  favor  del 
«ctor  es  de  249.666  pesetas  46  céntimos;  que  la  diferencia  entre  esta  can- 
tidad y  las  262.666  pesetas  48  céntimos  reclamadas  en  el  acto  concilia- 
torio, ó  sea  la  cantidad  de  8.091  pesetas  8  céntimos,  se  ha  gastado  en  los 
Tiajes  de  visita  A  la  obra,  y  A  ello  tiene  también  derecho  Lidón,  según 
la  tarifa  citada;  y  por  último,  que  la  reclamación  de  D.  Ensebio  Lidón 
«Boiende  A  la  antedicha  suma  de  262.666  pesetas  48  céntimos,  objeto  del 
mencionado  Juicio  de  conciliación: 

Resultando  que  A  esta  demanda,  para  fundamentar  la  cual  en  dere- 
cho adujo  D.  Ensebio  Lidón  diferentes  rasonamientos  legales,  acompafió 
el  actor,  además  de  la  copia  del  poder  acreditativo  de  la  personalidad  de 
«n  Procurador  y  certificación  del  acto  conciliatorio  celebrado  sin  avenen- 
cíb,  los  documentos  que  signen:  copia  del  acta  levantada  en  10  de  Julio 
de  1888,  antorisada  por  el  Notario  de  Pamplona  D.  Cayetano  Martin, 
]>ara  hacer  constar  la  apeKura  de  pliegos  que  conteoian  los  nombres  de 
loB  autores  que  hablan  tomado  parte  en  el  concurso  de  proyectos*  para  la 
construcción  del  Manicomio  vasco  navarro;  copia  del  acta  levantada  en 
IB  del  propio  mes  ante  el  mismo  Notario  para  conmemorar  la  colocación 
de  la  primera  piedra  de  dicho  edificio;  testimonio  del  encabeza  miento  y 
parte  dispositiva  de  la  sentencia  dictada  el  10  de  Enero  de  1891  por  la 
Bala  de  Justicia  de  la  Audiencia  de  Pamplona  en  el  pleito  seguido  por 
D.  Ensebio  Lidón  con  D.  Luis  Elío,  albacea  de  D.  Fermín  Daois,  sobre 
camplimiento  de  contrato;  copia  del  acta  de  requerimiento  y  notifica- 
ción» autoriaada  por  el  expresado  Notario  Martín  en  18  de  Febrero  de 
1806,  haciendo  saber  A  Lidón  elBcoerdo  del  albaoeasgo  de  prescindir  de 
sn  dirección  en  la  ejecución  de  las  obras;  y  finalmente,  liquidación  de 
honorarios  devengados  por  el  arquitecto  D.  Ensebio  Lidón  Barra  en  las 
obras  del  Manicomio  vasco  navarro,  cuyo  Haber  es:  redacción  del  se- 
gando proyecto,  pelotas  20.000;  ídem  del  tercero,  17.418  con  2  céntimos; 
eneldo  desde  18  de  Julio  de  1888  hasta  18  de  Febrero  de  1896,  A  rasón  de 
24.000  pesetas,  168.888  con  80;  intereses  de  mora  del  pago  del  sueldo, 
61.860  con  60;  ídem  de  los  honorarios  del  segundo  proyecto,  11.038  ce^ 
88;  ídem  id.  del  tercero,  4.927  con  80;  suma,  278.660  pesetas  6  céntimos; 
y  el  Debe^  por  diea  y  ocho  mensualidades  sencillas,  pagadas  á  raaón  da 
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.  13.000  pesetas  anuales,  18.000  pesetas;  por  los  interese»  de  siete  me&> 
saalidades,  2.666  con  60;  por  itfem  de  las  oBoe  restantes,  S.4S8;  soma, 
S3.994  pesetas  60  céntlinos.=Re8nBieD.=Importa  el  Hábet,  278.560  pe- 
setas •  céntimos;  ídem  el  Debe  28.994  con  60;  saldo  á  favor  de  Uddn, 
249.665  pesetas  46  céntimos;  hay  qoe  aumentar  por  gastos  de  visjee,  de 
TifiiUs  á  las  obras,  8.091  con  H.zrtíaldo  definitlTOs,  162.666  pesetee  con 
48  céntimos: 

Resaltando  que  comparecidos  los  albsceas  de  D.  Fermín  Daois  iMura 
contestar  la  demanda,  lo  hicieron  mediante  escritora  de  80  de  NoTtem- 
bre  de  1898,  en  qne  alegaron  snstancialmente:  qoe  ere  cierta  la  cooto- 
catoria  para  el  concurso  y  el  ofrecimiento  de  un  premio  de  6.000  peeetee 
y  la  dirección  de  las  obras  del  Manicomio  irasco  navarro  ai  aotor  de]  me- 
jor proyecto  que  para  éste  se  designase  con  et  núm.  1  por  la  Real  Aeade> 
mia  de  Bellas  Artes  de  San  Femando,  pero  que  conviene  hacer  ooneter 
que  la  condición  8.^  disponía  qne  el  ooste  de  todas  las  obras  que  se  veri- 
flcasen,  incluidos  los  honorarios  del  Arquitecto  director,  noexoederíe  de 
760.000  pesetas;  que  clasificados  los  proyectos  por  la  Academia  en  el  or- 
den que  se  expresa  en  la  demanda,  estimó  aquélla  en  su  informe  qne  todos 
los  proyectos  estaban  fuera  de  concurso,  por  no  ajustarse  á  los  términos 
de  la  condición  8.^,  pero  que  conceptuaba,  sin  embargo,  aceptabiee  los 
proyectos  Psiquiatría  y  Sólo  Dios  sabe,  si  bien  al  procederse  á  le  eje- 
cución de  las  obras  el  autor  del  proyecto  elegido  debía  introducir  en  él 
las  redacciones  ó  modificaciones  qoe,  sin  desatender  las  condiclonee  hi- 
giénicas, fuesen  compatibles  con  las  económicas;  que  cuando  por  tin  te- 
legrama recibido  en  el  Gobierno  civil  se  supo  el  resoltado  del  eoncoreo 
y  haber  sido  clasificado  en  primer  lugar  el  proyecto  presentado  eoa  el 
lema  Psiquiairia,  se  procedió  en  10  de  Julio  de  1888  á  la  apertura  de 
los  pliegos,  apareciendo  de  ellos  que  el  autor  de  aquel  proyecto,  ó  sea  el 
primero  desigoado  por  la  Academia,  lo  era  D.  Ensebio  Lidón  y  Berra; 
que  dos  ó  tres  días  después  de  esto  tuvo  lugar  la  inauguración  de  las 
obras,  cuya  ceremonia,  llevada  á  cabo  con  todo  aparato,  fué  extempo- 
ránea, hasta  el  extremo  de  tenerse  qne  retirar  después  los  objetoe  eon- 
memorativos  colocados  bsjo  la  primera  piedra,  pues  aquéllas  dieron 
principio  tres  afios  más  tarde,  ó  sea  en  Junio  de  1891,  en  que,  previa  so- 
basta  de  la  construcción  de  11  pabellones  del  Asilo  Hospital  y  Subsee* 
ción  de  mujeres,  se  inauguraron  los  trabajos;  que  hasta  el  14  de  Agoste 
del  88  no  conoció  el  albacea  en  totalidad  el  informe  de  la  Academia, 
apercibiéndose  entonces  de  que  en  el  proyecto  nám.  1  se  fijaba  nn  pre- 
supuesto muy  superior  á  las  800.000  pesetas  qne  posteriormente  había 
sefialado  la  testamentaria  para  el  coste  de  las  obras,  pues  éste,  según  el 
proyecto  de  Lidón,  excedía  de  1.800.000  pesetas;  que  el  albacea  teiieitó, 
en  su  virtud,  del  autor  del  proyecto  hiciera  en  el  mismo  las  rednociones 
ó  modificaciones  necesarias;  que  como  se  negara  á  elk»  y  tres  Letradoe 
opinaran  qne  la  testamentaría  no  podía  rechasar  nn  proyecto  para  acep- 
tar otro,  y  que  dada  la  categoría  del  establecimiento  que  se  trataba  de 
construir  procedía  dirigirse  á  la  Academia,  así  lo  hiio  el  albacea,  inte- 
resando de  dicha  Corporación  le  autorisase  para  elegir  los  proyectos  8  y 
A  qne  se  ajustaban  al  presupuesto;  qoe  no  era  exacta  la  afirmación  qoe 
hacía  el  actor  de  no  ser  el  mérito  lo  que  tal  vea  buscaba  el  albacea  para 
dirigir  las  obras,  y  que  poco  tiem'po  después  de  eomensadas  éstas,  y  sin 
motivo  justificado,  tratase  de  reempissar  un  proyecto  por  otro,  pues  los 
trabajos  no  comensaron  basta  el  afio  91,  y  el  motivo  para  la  sustitneión 
del  proyecto  no  puede  ser  más  poderoso,  pues  reconoció  por  causa  la  di- 
ferencia efttre  la  cantidad  destinada  por  la  testamentaría  para  la  oose- 
tmcción  del  manicomio  y  la  presupuestada  en  el  proyecto;  que  tampoco 
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•e  expresa  exactamente  el  actor  al  decir  qoe  la  solicitiid  era  caprichosa 
y  Bo  fué  aceptada,  poes  estaba  ftún  tramiUsdose  la  petición  hecha  á  la 
JLcademia  por  el  albacea  cuando  éste  suplicó  se  suspendiese  sn  curso, 
por  beber  obtenido  del  autor  del  proyecto  rebajase  el  presupuesto  á 
l.OOO.OOO  de  pesetas,  mediante  la  introducción  en  el  mismo  de  determi- 
nadas modificaciones)  según  se  había  convenido  en  reunión  celebrada 
el  81  de  Octubre  de  1888  ante  el  Gobernador  civil  de  la  provincia,  con 
aeietencia,  además  del  albacea  y  Arquitecto  Lidón,  del  Doctor  D.  Luis 
Martines  IJbago;  que  igualmente  es  inexacta  la  afirmación  que  se  hace 
de  contrario  de  que  sin  respetar  lo  convenido  en  aquella  reunión  tra- 
tase ocultamente  por  segunda  ves  el  albat-eazgo  de  prescindir  del  Ar- 
quitecto premiado,  pues  la  petición  formulada  por  el  Arquitecto  D.  Eu- 
genio Jiménes  para  que  se  adoptase  el  pioyecto  nómoro  8  del  concurso 
de  que  era  autor  se  notificó  al  D*  Ensebio  Lidón,  y  la  consulta  hecha 
al  Ministerio  de  la  Gobernación  no  fué  para  que  se  autorizase  á  la  testa- 
mentaría para  variar  de  proyecto,  sino  para  que,  en  vista  de  las  en- 
eontradfis  pretensiones  de  los  dos  Arquitectos,  se  resolviese  en  defini- 
tiva lo  que  se  estimara  más  justo  y  en  consonancia  con  loe  intereses  de) 
albaetazgo;  que  por  la  Eeal  orden  de  8  de  Abril  de  1889  no  se  declaró 
incompetente  la  Administración  para  decidir  el  asunto,  ya  que  en  ella 
■e  recomendó  al  albacea  eligiese  el  proyecto  con  arreglo  ai  cual  se  han 
de  ejecutar  las  obrss  del  manicomio;  que  si  bien  es  cierto  que  en  la  sen- 
tencia recaída  en  el  pleito  seguido  por  Lidón  ci  ntra  la  testamentaría  se 
reconoció  á  aquél  el  derecho  á  seguir  dirigiendo  las  cbias,  también  lo 
es  que  en  tal  sentido  se  decJsró  que  dichas  obras  d«bían  ejecutarse  con 
arreglo  á  los  planos  presentadcs  por  el  actor  y  clasifiíados  en  primer 
lugar  por  la  Academia  con  las  modificaciones  convenidaa  en  la  junta  de 
81  de  Octubre  delSd  empleaLdo  en  ellas  1 ,000.000  de  pesetas,  incluso 
^  loe  honorarios  del  Arquitecto  director;  que  si  lf  mbién  es  cierto  que  la 
~  testamentaria,  entre  indemnizar  á  Lidón  ó  consentir  la  dirección  por  éste 
de  lae  obras,  optó  por  el  último  de  dichos  medios,  fué  debida  al  carácter 
bondadoso  dé  D.  Luis  Elío,  único  albacea  entonces  de  la  testamentaría, 
y  al  anhelante  deseo  del  mismo  de  terminsr  cuanto  antes  tan  enojoso 
aeunto  y  de  que  se  llevara  á  ejecución  desde  luego  el  benéfico  pensa- 
naiento  de  D.  Fermín  Daoia,  ó  sea  la  construcción  del  Manicomio  vasco 
navarro,  decidiéndole  esto  á  no  utilizar  los  recursos  legales  contra  el 
fallo  pronunciado  por  la  Audiencia  de  Psmplona;  que  el  demandado  Don 
Ensebio  Lidón  opuso  dificultades  y  obstáculos  á  la  ejecución  de  las  obras 
con  el  único  objeto  de  obtener  su  prolongación  para  poder  continuar  dia- 
frutando  el  sueldo,  y  así  dispuso  la  paralixación  de  ellas  en  ei.afio  1893 
sin  motivo  alguno,  y  oponiendo  una  resistencia  pasiva  á  los  esfnersoa 
realiaados  por  los  albaceas  para  que  se  reanudaran;  que  el  mismo  Lidón 
se  ausentó  de  Pamplona  y  permaneció  fuera  de  la  misma  ciudad  por 
largo  tiempo,  sin  dar  á  los  contratistas  detalles  no  ccmprendidos  en  loe 
planos,  extendiendo,  en  los  dies  y  ocho  meses  que  estuvo  al  frente  de 
las  obras,  sólo  dos  liquidaciones  ó  certificaciones  de   las  realizadas, 
cuando  estaba  obligado  á  hacerlo  mensualmente;  y  que  además  de  esto, 
el  actor  promovió  de  continuo  disidencias  y  cuestiones  con  los  contra- 
tistas, y  usó  de  todas  las  artes  de  la  mixtificación  para  que  laa  obras  se 
prolongaran  contra  la  voluntad  del  albaceaago,  estando  su  conducta  y 
actitud,  respecto  á  la  dirección  de  las  obras  del  manicomio,  unánime- 
mente josgada  por  la  opinión  del  vecindario  de  Pamplona: 

fiesultando  que  también  alegó  la  entidad  demandada  que  debía  negar 
4]Qe  D.  Ensebio  Lidón  redactase  tres  proyectos  para  el  manicomio  vaaco- 
navarro;  que  dicho  Arquitecto  redactó  ó  presentó,  al  parecer  redactado 
TOMO  91  81 
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por  él  para  la  construcción  de  aqnel  edificio,  nn  proyecto  que  la  Acade- 
mia señaló  con  el  núm.  1,  con  nn  preenpnesto  de  1.368.164  pesetas,  ño 
pndiendo  aceptar  el  aibaceazgo  tal  presupuesto  por  exceder  con  mncho 
de  la  cantidad  fijada  en  el  programa;  qae  el  actor  no  redactó  nn  segando 
proyecto  de  1.000.000  de  pesetas,  según  lo  convenido  en  91  de  Octubre 
de  1888,  pues  en  ejecución  de  ese  convenio,  en  que  el  albaoea  se  cona- 
prometió  á  elevar  el  presupuesto  hasta  aquella  cifra  y  el*  Arquitecto  se 
ofreció  á  reformar  el  proyecto,  se  limitó  Lidón  á  presentar  ai  albacea 
con  fecha  15  de  Diciembre  de  dicho  afio  un  presupuesto,  en  qae  expre- 
saba que  las  obras  importarían  924.647  pesetas  S  céntimos,  sos  honora- 
rios por  planos  y  presupuestos  27.868  pesetas  8  céntimos  y  su  saeido  por 
la  dirección  de  las  obras  durante  los  cuatro  aflos  que  habían  de  dorar,  4 
raaón  de  12.000  pesetas  cada  uno,  48.000  pesetas,  dando  todo  nn  total  de 
D90.9 10  pesetas  11  céntimos,  pero  sin  presentar  con  este  presupaesto 
plano,  memoria  ni  pliego  de  condiciones;  que  en  cuanto  al  tercer  pro- 
yecto de  870.660  pesetas,  no  consta  más  sino  que  estándose  en  la  ejeca- 
ción  de  las  obras  del  primer  grupo,  como  resaltara  en  lo  constouído  na 
coste  muy  superior  á  lo  presupuestado,  Lidón  presentó  al  albaceasgo  en 
la  primavera  jde  1898  una  memoria,  sin  fecha  ni  firma,  y  sin  acompafimr 
tampoco  á  ella  planos,  presupuesto  ni  pliego  de  condiciones,  en  que  pro- 
ponía un  nuevo  plan  de  reformas,  en  virtud  del  cual  el  coste  de  las  obrao 
se  reduciría  á  la  cantidad  expresada;  que  la  Academia,  ai'aprobar  el  prl- 
mer  proyecto  presentado  al  concurso  por  Lidón,  impuso  á  éste  el  ddMr 
de  reformarlo  ó  introducir  en  él  las  reformas  necesarias  para  que  sin. 
desmerecer  pudiera  adaptarse  á  las  condiciones  económicas  exigidas; 
que  por  esto  venía  obligado  aquel  Arquitecto  á  reformar  el  proyecto,  sin 
que  sea  procedente  pida  honorarios  de  la  reforma  desde  el  momento  qae 
ha  cobrado  los  correspondientes  al  primitivo  proyecto';  que  es  de  obser- 
var y  tener  en  cuenta  que  el  presentar  nn  presupuesto  no  es  formular 
un  proyecto,  ni  la  redacción  de  una  simple  memoria  equivale  á  la  re- 
forma de  un  proyecto,  ya  que  éste  ha  de  comprender  además  planos, 
pliego  de  condiciones  y  presupuesto;  que  por  ello  la  entidad  demandada 
insistía  en  que  Lidón  no  formuló  segundo  ni  tercer  proyecto  para  las 
obras  del  manicomio,  y  se  opone  al  abono  de  cantidad  alguna  de  las  qae 
á  tal  título  se  exigen;  que  por  otra  parte,  es  de  notar  qne  las  reclamadas 
por  Lidón  por  honorarios  de  esos  supuestos  proyectos  son  el  2  por  100  de 
las  sumas  á  que  ascienden  ios  respectivos  presupuestos,  por  considerar 
al  manicomio  establecimiento  público;  pero  como  los  llamados  proyec- 
tos segundo  y  tercero  no  lo  son  realmente,  los  contestantes  le  niegan  el 
derecho  á  percibir  cantidad  alguna  por  redacción  de  proyectos;  qne  más 
improcedente  es  aún  la « petición  de  cantidad  como  sueldo  correspon- 
diente al  actor  por  dirigir  las  obras,  pues  sostiene  que  á  contar  desde  18 
de  Julio  de  1888,  en  que  aquéllas  se  inauguraron,  hasta  18  de  Febrero 
en  que  cesó  en  su  dirección,  esto  es,  seis  afios,  siete  meses  y  cinco  días, 
le  corresponde  el  sueldo  asignado  por  esa  dirección  y  pretende  qae  fijado 
en  12.000  pesetas  anuales,  esta  cantidad  debe  duplicarse,  por  ser  ^u«- 
gosa  la  residencia  del  Arquitecto  y  distar  ésta  más  de  80  leguas  del 
punto  en  que  radican  las  obras;  que  hay  máa  de  nn  error  en  esta  preten- 
sión, pues  aunque  inauguradas  las  obras  en  la  primera  de  aqaeliaa  fe- 
chas, es  lo  cierto  no  haber  producido  efecto  alguno  semejante  ceremonia, 
toda  ves  que  hasta  JMLarxo  de  1891  no  se  anunció  la  salMiata  de  parle  da 
ellas  y  los  trabajos  no  comensaron  hasta  Junio  del  mismo  afio;  qae  con- 
tinuadas éstas  hasta  Diciembre  de  1892,  en  qne  se  saspendieron  por  or- 
den del  Director,  sin  ser  posible  á  los  albaoeas  hacer  se  conttnearan, 
sólo  dies  y  ocho  meses  estuvo  Lidón  al  fronte  de  las  obcaa  4M  maiüco- 


Digitized  by 


Google 


ABRIL  DE  1901  487 

mió,  y  ABÍ  lo  reconoce  él  mismo  al  consignar  qne  corrientemente  le  han 
Éido  satisfechas  dichas  mensualidades;  qne  además  de  esto,  el  sneldo 
de  12.000  pesetas  sefialado  al  demandante  lo  fné  en  ylrtnd  del  convenio 
de  81  de  Octnbre  de  1888  y  de  conformidad  entre  él  y  el  albacea  D.  Lals 
Elio,  siendo  en  sn  virtud  improcedentes  el  aumento  y  duplicidad  de  di- 
cho eneldo;  que  esto  supuesto^  j  supuesta  también  la  improcedencia  de 
las  cantidades  solicitadas  por  el  D.  Eusebio  en  concepto  de  honorarios 
por  razón  de  proyectos,  cae  por  sn  base  la  reclamación  por  interés  de 
demora  de  aquellas  partidas;  que  los  gastos  de  viaje  se  abonan  siempre 
qne  el  Arquitecto  tiene  el  sueldo  legal  y  el  aumento  correspondiente  á 
la  distancia  que  media  entre  la  residencia  del  Director  y  el  punto  de  los 
trabajos,  pero  no  cuando  se  ha  fijado  por  la  dirección  un  sueldo  crecido; 
que  como  tampoco  se  Justifican  esos  viajes,  no  procede  el  abono  de  la 
cantidad  que  por  ellos  se  reclama;  y,  finalmente,  que  la  parte  deman- 
dada se  reserval»  debatir  otros  hechos  muy  significativos  referentes  á 
la  cbnducta  del  actor,  si  las  alegaciones  que  éste  hiciera  en  adelante  le 
obligaban  á  ello;  después  de  todo  lo  cual,  y  de  hacer  las  citas  legales  que 
estimó  pertinentes  á  su  derecho  la  representación  de  la  testamentaría  de 
D.  Fermín  Daoiz,  terminó  su  escrito  con  la  súplica  de  que  se  desestí- 
mase la  demanda  y  se  absolviese  de  ella  á  los  demandados.  Imponiendo 
al  actor  perpetuo  silencio  y  las  costas  del  juicio: 

Resultando  que  renunciada  la  réplica  por  dicho  actor,  y  omitido,  en 
su  consecuencia,  el  traslado  para  duplica,  se  recibió  el  pleito  á  prueba, 
se  unieron  á  los  autos  las  practicadas  y  se  dio  al  juicio  la  ulterior  tra- 
mitación correspondiente  á  dos  instancias,  dictando  la  Sala  de  Justicia 
de  la  Audiencia  de  Pamplona,  en  30  de  Junio  del  año  anterior,  sentencia 
confirmatoria  de  la  del  Juzgado,  absolviéndose  por  ella  á  los  demanda- 
dos albaceas  de  la  testamentaría  de  D.  Fermín  Daoiz  Argáiz,  de  la  de- 
manda interpuesta  por  D.  Ensebio  Lidón  y  Barra,  sin  hacer  especial 
condena  dé  costas  de  primera  instancia,  é  imponiendo  á  éste,  como  ape- 
lante, las  de  la  segunda: 

Resultando  que  con  el  depósito  de  1.000  pesetas,  D.  Ensebio  Lidón 
y  Barra  ha  interpuesto  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  como 
comprendido  en  los  núms.  1.®  y  7.^  del  art.  1692  de  la  de  Enjuicia- 
miento civil,  alegando  al  efecto  los  siguientes  motivos: 

Primero.  Error  de  hecho  en  la  apreciación  de  la  prueba;  pues  ad- 
mitiendo, como  admite  la  Sala  sentenciadora,  que  en  la  reunión  cele- 
brada por  los  albaceas  con  el  Arquitecto  ante  el  Gobernador  de  la  pro- 
vincia de  Navarra  el  día  81  de  Octubre  de  1888  se  convino  en  que  aqué- 
llos elevarían  á  1.000.000  de  pesetas  el  fondo  destinado  á  la  construcción 
del  manicomio,  y  que  el  Arquitecto  redactaría  de  nuevo  el  proyecto, 
aunque  ajustándose  en  lo  posible  al  primitivo  trazado;  y  admitiendo 
también  que  los  albaceas  dativos  encargaron  modificara,  como  modificó, 
otra  vez  aquel  proyecto,  niega  que  tales  modificaciones  deben  ser  remu- 
neradas separadamente,  porque  entiende  que  no  eran  otra  cosa  que  al- 
teración del  primitivo  proyecto,  contra  lo  que  este  Tribunal  Supremo 
tiene  declarado  en  caso  análogo,  según  sentencia  de  7  de  Noviembre 
de  1881: 

Segundo.  Error  también  de  derecho  en  la  apreciación  de  la  misma 
prueba,  consistente  en  haberse  considerado  en  la  sentencia. recurrida  al 
manicomio  vasco-navarro  como  edificio  particular,  y  no  estimarse  apli- 
cable la  tarifa  que,  tratándose  de  edificios  públicos,  sirve  para  regular 
los  honorarios  del  Arquitectos  director  por  la  confección  del  proyecto,  y 
el  eneldo  que  en  su  caso  debe  asignársele  por  la  dirección  de  los  traba- 
jos, puesto  que  tratándose  de  un  manicomio  dedicado  á  recoger  los  alie- 
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nados  naturales  de  Navarra  y  de  laa  Provincial  Vascongadas,  según  la 
intención  de  sn  piadoso  fundador,  no  dejaba  de  ser  un  establecimiento 
de  beneficencia  particular,  sometido,  como  todos  los  de  su  dase,  al  pro- 
tectorado del  Gobierno,  porque  se  costeara  con  fondos  particulares  lega* 
dos  con  tal  objeto,  siendo  preciso  admitir  en  tai  sentido  que  el  local  en 
donde  se  baila  instalado  aquel  establecimiento  es  un  edificio  público;  j 
al  no  entenderlo  asi  la  Sala  sentenciadora,  infringe  los  arts.  7.®,  9.®  y 
demás  concordantes  de  la  instrucción  aprobada  por  Beal  decreto  de  3r 
de  Abril  de  1875: 

Tercero.  Violación  por  la  sentencia  recurrida  del  principio  de  dere- 
cho de  que  las  obligaciones  que  nacen  de  los  contratos  tienen  fnersa  de 
ley  para  las  partes  contratantes  y  deben  cumplirse  á  tenor  de  loe  mis- 
mos; cayo  principio  se  halla  admitido  lo  mismo  por  la  legislación  foral 
que  por  la  común,  y  está  consignado  en  la  ley  2.%  libro  5.^  de  la  Noví- 
sima Recopilación  de  Navarra  y  sancionado  por  el  art.  1091  del  Código 
civil  vigente,  como  ley  supletoria,  en  aquel  reino;  siendo  el  sentido  de 
esta  infracción  que  celebrado  entre  D.  Ensebio  Lidón  y  la  testamentaria 
demandada  un  contrato  de  arrendamiento  de  servicios,  quedó  compro- 
metido el  primero  á  hacer  los  proyectos  de  manicomio  en  la  forma  que 
ae  le  ordenó,  y  la  segunda  á  pagarle  los  honorarios  correspondientes;  y 
tratándose  de  un  Arquitecto,  son  dichos  honorarios  los  comprendidos 
«n  la  tarifa  aprobada  por  Real  orden  de  24  de  Marzo  de  1864,  reproducida 
•n  31  de  Mayo  de  1868,  teniendo  el  recurrente  derecho  á  percibir^  en 
conformidad  con  sus  reglas,  el  sueldo  de  12.000  pesetas  incluido  en  el 
presupuesto,  aumentado  en  un  100  por  100,  ó  sean  24.000  pesetas,  desde 
que  se  inauguraron  las  obras  hasta  que  Lidón  cesó  de  dirigirlas  en  18  da 
Febrero  de  1896,  y  además  loa  honorarios  respectivos  á  distintos  jpro- 
yectos  que  formuló  el  demandante,  más  los  gastos  de  viajes  para  visitar 
la  construcción: 

Cuarto.  Infracción  también  por  el  fallo  recurrido  de  las  leyes  S.%  ti- 
tulo 2.0  de  la  Partida  6.^  y  6.%  libro  6.^  tit.  i.^  del  Fuero  Juago,  con- 
firmadlas por  el  art.  1100  del  Código  civil,  conforme  á  cuyos  preceptos 
Incurre  en  mora  el  que  estando  obligado  á  hacer  alguna  cosa  no  la  cum- 
ple, siendo  ezigibles  los  intereses  por  tal  concepto  decde  que  se  produjo 
•1  retardo;  habiéndose  infringido  asimismo  el  art.  8.^  de  la  ley  de  14  de 
Mano  de  1P66  y  la  regla  4.^  de  la  ley  12,  tit.  11,  libro  10  de  la  Novísima 
Recopilación,  preceptos  legales  confirmados  por  el  art.  1108  del  Código 
civil  y  por  la  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  23  de  Marzo  de  1885, 
que  determinan  sea  el  interés  del  6  por  100  lo  que  por  mora  debe  pagarse 
en  esta  clase  de  obligaciones;  y 

Quinto.  Infracción,  por  último,  del  art.  1109  del  Código  civil,  al  dene- 
garse al  recurrente  en  la  sentencia  recurrida  el  interés  legal  de  las  can- 
tidades que  se  le  adeudan  desde  que  fueron  judicialmente  reclamadas. 
Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Oullón: 
Considerando  que  la  sentencia,  al  absolver  de  la  demanda,  fundán- 
dose en  que,  según  el  resultado  de  las  pruebap,  no  se  ha  justificado  nin- 
guna de  las  partidas  de  la  cuenta  presentada,  única  cuestión  del  pleito  y 
del  recurso,  no  comete  el  error  de  derecho  que  se  supone  en  el  motivo 
primero,  porque  la  doctrina  de  que  el  Arquitecto  debe  ser  remunerado 
con  arreglo  al  coste  total  de  las  obras,  prescindiendo  de  que  se  estable- 
ció en  un  litifrio  sobre  reintegro  de  ciertos  abonos  hechos  al  Arquitecto 
y  sobre  variaciones  ó  aumento  de  obras  ejecutadas  con  la  previa  confor- 
midad de  los  interesados,  no  se  ha  infringido,  ni  podía  infringirse  en 
este  caso,  puesto  que  el  fallo  recurrido,  para  rechasar  las  partidas  de 
honorarios  por  ios  llamados  segundo  y  tercer  proyecto,  se  apoya  precisa- 
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mente  en  que  é«tos  no  se  formaron,  habiéndose  limitado  el  recarrente  á 
verificar  meras  redacciones  en  el  presapaesto  por  consecuencia  ya  de  lo 
Goo venido  en  la  jaota  de  81  de  Octabre  de  1888,  ya  del  coste  que  habían 
tenido  las  primeras  obras  construidas,  pero  sin  introducir  reforma  al- 
cana en  la  trasa,  planos  ó  proyecto  admitido;  afirmaciones  categóricae 
de  hecho  consignadas  por  la  Sala  sentenciadora  y  no  combatidas  en  el 
recnrso: 

Considerando  que  tampoco  se  han  infringido  las  disposiciones  legales 
citadas  en  los  motivos  segundo  y  tercero,  porque  la  sentencia  no  declara 
que  el  edificio  proyectado  sea  público  ó  privado,  ni  que  el  manicomio 
deje  de  estar  sometido  al  protectorado  del  Gobierno,  conforme  á  la  le- 
gielaclón  vigente  en  la  materia;  porque  aun  en  la  hipótesis  de  que  el  edi- 
ficio pudiera  calificarse  de  público,  el  sueldo  de  12.000  pesetas  al  afio 
se  sefialó  por  el  Arquitecto,  se  aceptó  por  él  albaceasgo,  es  una  estipu- 
lación del  contrato  y  se  ha  abonado  á  Lidón,  que  lo  ha  percibido,  sin  re* 
serva  ni  protesta  alguna,  durante  el  tiempo  que  dirigió  las  obras,  el  cual 
se  ha  probado,  según  sienta  el  Tribunal  a  quo,  que  no  excedió  de  dles  y 
ocho  meses;  porque  la  cesación  del  Arquitecto  en  el  cargo  se  consintió 
por  él,  que  no  ha  formulado  reclamación  de  ninguna  clase  acerca  de  ella; 
y  finalmente,  porque  dados  éstos  hechos  y  otros  que  menciona  la  sen- 
tencia, es  innegable  que  con  el  abono  del  sueldo  estipulado  y  con  los 
demás  pagos  realizados  se  ha  cumplido  fielmente  el  contrato,  sin  que 
pneda  invocarse  en  contra  de  éste  la  tarifa  inserta  en  la  Real  orden 
-de  81  de  Mayo  de  1858,  cuando,  como  en  el  presente  caso  acontece j  existe 
nn  pacto  expreso,  ley  obligatoria  en  primer  término  para  los  contratan- 
tes; y 

Considerando,  respecto  de  los  motivos  cuarto  y  quinto,  <^ue  demos- 
trada la  improcedencia  de  la  reclamación  principal,  lo  está  tpso  /acto 
la  de  las  peticiones  referentes  á  la  mora  y  al  abono  de  intereses  por  di- 
nero que  no  se  adeuda; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Ensebio  Lidón  y  Barra,  á  quien 
condenamos  al  pago  de  las  costas  y  á  la  pérdida  del  depósito  constitui- 
do, á  que  se  dará  la  aplicación  prevenida  en  la  ley}  y  líbrese  á  la  Au- 
diencia de  Pamplona  la  correspondiente  certificación,  devolviéndole  el 
apuntamiento  y  adición  que  remitió. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inser- 
tará en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  ne- 
cesarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamo8.=José  de  Aldecoa.= 
Bicardo  Gullón.=José  de  Garnica.= Francisco  Toda.==Enrlque  Las- 
sús.==Joaquln  González  de  la  Pefia.=:Vicente  de  Pintes. 

Publicación.=Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Ricardo  Gullón,  Magistrado  de  la  Bala  de  lo  civil  del  Trl- 
bnnal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  día  de 
hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  1.^  de  Abril  de  1901.=:Rogelio  González  Montes. 

Núm.  ei.-TRIBUNAL  8UPREM0.-2  de  Abril,  pob.  el  22. 

CouvvtENciA,— Cumplimiento  de  co/i^ra^o.~Sentencia  decidiendo 
en  favor  del  Juzgado  de  primera  instancia  de  Santander  la  sos- 
tenida con  el  de  igual  clase  de  Almería,  acerca  del  conocimiento 
de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Luis  Marcos  contra  D.  Bn- 
rique  Meng. 
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En  sus  C0N8IDBRAND08  SO  establecei 

Que  según  la  regla  í.^  del  ari.  16  de  la  ley  procesal^  en  los  juicios 
en  que  $e  ejercitan  acciones  personales  es  Juez  competente^  á  falta 
del  lugar  en  que  deba  cumplirse  la  obligación,  el  del  domicilio  del  de- 
mandado, ó  el  del  lugar  del  contrato,  si  hallándose  en  él,  aunque  ae- 
ddentalmenie,  pudiera  hacerse  el  empUuamiento. 

Kq  la  villa  7  corte  de  Madrid,  á  2  de  Abril  de  1901,  en  la  competen- 
cia entre  loe  Juzgados  de  primera  instancia  de  Almería  y  de  Santan- 
der, pendiente  ante  Nos,  entablada  por  requerimiento  de  inhibición  del 
segando  al  primero,  en  el  conocimiento  de  ios  antos  de  jnicio  declarativo 
de  mayor  cuantía,  promovidos  por  demanda  de  D.  Luis  Marcos  j  Morata, 
vecino  de  Almería,  industrial,  contra  D.  Enrique  Meng  y  Olgiati,  como 
Director  Gerente  de  la  Sociedad  titulada  La  Cruz  Blanca,  con  domicilio 
en  Santander,  sobre  cumplimiento  de  un  contrato  é  indemnización  de 
dafios  y  perjuicios;  habiendo  comparecido  en  este  Tribunal  Supremo  la 
mencionada  Sociedad,  representada  por  el  Procurador  D.  José  María 
Aguirre  y  defendida  por  el  Doctor  D.  Manuel  Molina: 

Resultando  que  D.  Luis  Marcos  Morata  formuló  ante  el  Juzgado  de 
primera  instancia  de  Almería,  con  fecha  18  de  Octubre  de  1900,  demanda 
de  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  contra  D.  Enrique  Meng  y  Olgia- 
ti, como  Director  Gerente  de  la  Sociedad  denominada  La  Cruz  Blanca» 
domiciliada  en  Santander,  con  la  súplica  de  que  se  le  condenase  al  cam- 
plimiento  del  contrato,  mediante  el  cual  el  actor  adquirió  la  exclnsiva 
para  vender  cervezas  de  La  Cruz  Blanca  en  Almería  y  sn  provincia,  á  la 
indemnización  de  dafios  y  perjuicios  ocasionados  al  mismo  desde  la  fe- 
cha en  que  el  demandado  autorizó  á  D.  Ignacio  Esquinas  para  expender 
cervezas  de  la  marca  expresada  con  el  carácter  de  exclusivo,  y  al  psgo 
de  las  costas;  para  lo  cual  expuso  sustancialmente  como  hechos:  qne  Dun 
Jerónimo  González,  en  virtud  de  contrato  celebrado  con  D.  José  Pimen- 
tel,  apoderado  y  representante  único  de  la  Sociedad  mencionada  en  toda 
Andalucía,  tenía  la  exclusiva  para  la  venta,  durante  veinte  afios,  de  las 
cervezas  de  aquélla,  cuyos  derechos  cedió  al  demandante  en  28  de  Sep- 
tiembre de  1899  por  el  precio  de  2.474  reales,  que  éste  le  satisfizo,  siendo 
aprobado  tal  convenio  por  Pimentel,  con  la  única  condición  de  pagar  al 
contado  la  cerveza  qne  recibiera,  lo  cual  había  cumplido  el  actor;  qne 
Pimentel  cesó  en  Noviembre  de  1899  en  la  representación  de  la  Sociedad 
La  Cruz  Blanca,  sustituyéndole  D.  Francisco  Guerrero,  quienes  lo  comu- 
nicaron asi  al  demandante,  que  desde  entonces  hizo  sus  pedidos  por  el 
conducto  del  último;  qne  después  supo  que  D.  Ignacio  Esquinas  vendía 
eervezas  de  aquella  fábrica,  atriburyéndose  el  carácter  de  único  represen- 
tante de  ella,  cuyo  hecho  puso  en  conociviiento  de  Guerrero  y  de  Meng, 
sin  obtener  resultado  satisfactorio,  contestándole  el  último  qne  la  reso- 
lución de  tal  asunto  compete  únicamente  á  su  representante  de  Granada, 
por  todo  lo  que  se  veía  obligado  á  entablar  aquella  demanda: 

Resultando  que  con  la  misma  presentó  D.  Luis  Marcos,  entre  otros 
documentos:  un  recihK)  de  fecha  23  de  Septiembre  de  1899,  firmado  por 
Jerónimo  González  á  favor  del  D.  Luis  Marcos,  de  la  suma  de  2.474  rea- 
les por  el  traspaso  del  depósito  único  y  exclusivo  para  Almería  y  su  pro- 
vincia de  la  cerveza  marca  La  Cruz  Blanca  de  Santander,  qne  tenia  con- 
cedido por  veinte  afios,  verificándolo  con  autorización  y  conformidad  de 
D.  José  Pimentel,  según  carta  de  18  de  aquel  mes,  como  representante 
general  en  Andalucía  de  la  mencionada  Sociedad;  la  carta  indicada,  que 
expresa  no  tener  inconveniente  sn  firmante  en  conceder  la  exclusiva 
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puTñ  Ul  TenU  de  oeryesa  de  Almería  7  in  provincia  á  D.  Lais  Maroos, 
«obre  la  base  de  pago  al  contado;  otra  de  iPimentel  á  Marcos  anuncián- 
dole quedaba  con  la  representación  de  La  Cruz  Blanca  D.  Francisco  Gae- 
rrero;  otras  de  éste  ai  actor,  en  las  que  le  contesta  respecto  al  asunto  de 
la  venta  de  cenresas  por  Esquinas;  un  acta  notarial  para  hacer  constar 
qne  éste,  requerido  ai  efecto,  dijo  expendía  cervesas  de  La  Grúa  Blanca 
de  la  casa  E.  Meng  y  Oompafiía  de  Santander,  por  ser  él  el  exclusivo 
para  en  expendición  en  Almería  y  su  provincia,  teniendo  autorización 
de  dioha  casa  productora;  y  la  carta  de  £.  Meng  y  Gompafiía,  dirigida  al 
demandante,  en  la  cual  se  le  dice,  en  cnanto  al  asunto  de  la  venta  por 
Esquinas,  no  incumbiría  á  la  Sociedad,  toda  ves  que  la  representación 
para  aquélla  en  Almería  la  adquirió  Marcos  de  su  representante  en  Gra- 
nada, y  por  tal  concepto  procedía  se  entendiera  con  el  mismo: 

Resultando  que  verificado  en  Santander  el  emplazamiento  de  la  parte 
demandada  por  medio  de  exhorto  al  Juzgado  de  primera  instancia,  acce- 
dió á  éste  la  Sociedad  £.  Meng  y  Gompafiía,  pretendiendo  requiriera  de 
inliibición  ai  de  Almería,  lo  que  entendió  procedente  el  Ministerio  fiscal, 
y  fué  estimado,  por  los  fundamentos  de  ser  Juez  competente,  en  ios  jui- 
cios en  que  se  ejercitan. acciones  personales,  el  del  lugar  donde  deba  cum- 
plirse la  obligación,  y  á  falta  de  éste,  á  elección  del  demandante,  el  del 
domicilio  del  demandado  ó  el  del  lugar  del  contrato,  si  hallándose  en  él, 
aunque  accidentalmente,  pudiera  hacérsele  el  emplazamiento,  según  es- 
tablece la  regla  1.^  del  art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil;  np  exis- 
tir contrato,  ó  al  menos  no  haberse  presentado  documento  alguno  en  que 
así  conste,  del  que  puedan  deducirse  obligaciones  para  La  Gruz  Blanca, 
por  lo  que  no  puede  determinarse  el  lugar  del  cumplimiento  de  la  obli- 
gación,  y  por  tanto,  ser  Juez  competente  el  del  domicilio  del  demandado 
para  conocer  de  la  demanda  expresada,  conforme  á  la  disposición  legal 
citada  y  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  4  de  Febrero  de  1886  y 
8  de  Junio  y  9  de  Octubre  del  94;  y  consistir  el  contrato,  suponiendo  su 
existencia,  en  que  la  Sociedad  mencionada  no  vendiera  cervezas  más  que 
al  demandante  en  Almería  y  su  provincia,  ó  lo  qne  es  lo  mismo,  en  una 
obligación  de  no  hacer,  por  lo  que  ésta  debía  realizarse  en  el  punto  donde 
la  fábrica  está  situada,  y  por  consiguiente,  en  este  sentido  también  el 
Juez  de  Santander  era  el  competente: 

Resultando  que  la  parte  demandante,  alegando  existir  contrato  con 
los  requisitos  fijados  en  el  art.  1261  del  Gódigo  civil,  y  citando  la  juris- 
prudencia consignada  en  sentencias  de  9  de  Noviembre  de  1883, 6  de  Fe- 
brero y  7  de  Marzo  del  84;  3  de  Enero,  22  de  Abril,  10  de  Julio  y  1.^  de 
IMciembre  del  85;  4  de  Enero,  25  de  Septiembre,  12  de  Octubre  y  9  de 
Noviembre  del  86;  28  de  Febrero,  18  de  Julio,  4  de  Agosto  y  7  de  Sep- 
tiembre del  87;  21  de  Mayo  del  88;  18  de  Enero  y  9  de  Marzo  del  91,  y  26 
de  Enero  del  92,  y  el  Ministerio  fiscal,  impugnaron  la  inhibición  del  Jua- 
gado de  Almería,  el  qne  sostuvcT  su  competencia,  por  considerar:  que 
conforme  á  la  jurisprudencia  de  este  Tribunal  Supremo,  se  entiende  ser 
el  lugar  en  que  debe  cumplirse  la  obligación,  para  aplicar  la  regla  1.* 
del  art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  en  la  compraventa  de  géne- 
ros de  comercio,  aquel  en  que  se  entrega  la  mercancía  y  se  abona  su 
precio;  que  d^  los  documentos  acompafiados  á  la  demanda  se  infería  la 
existencia  de  un  contrato  celebrado  entre  D.  Luis  Marcos  y  D.  José  Pi- 
mentel,  representante  este  último  en  Andalucía  de  la  Sociedad  La  Gruz 
Blanca  de  Santander  para  la  venta  exclusiva  de  la  cerveza  de  dicha  fá- 
brica en  Almería  y  su  provincia,  verificándose  la  entrega  de  tal  género 
en  la  misma  ciudad,  en  la  cual  se  abonaba  también  su  i*nporte;  y  que 
era  evidente  por  esto  que  el  lugar  donde  deben  cumplirse  las  obligado- 
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nM  proTenientes  de  tal  contrato  es  Almería,  y  ao  Joxgado  ei  competente 
en  primer  término  para  conocer  de  las  oaestionee  reiatíTae  á  en  campli- 
miento: 

Besoltando  que  el  Jugado  de  Santander  ineietió  en  sostener  so  com- 
petencia por  ios  íandamentos  aducidos  en  sn  primer  auto;  y  en  00  vit* 
tnd,  se  han  remitido  las  actaaciones  de  sn  raión  á  este  Tribonal  Saprerao, 
en  el  qne  el  Ministerio  fiscal  ha  emitido  dictamen  á  favor  de  dicho  Joa* 
gado  de  Santander. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Vicente  de  Piniés: 

Considerando  qne  ejercitada  en  el  pleito  promovido  por  D.  Lais  Mar» 
eos  Morata  acción  personal,  no  para  reclamar  el  precio  de  la  venta  ni  la 
entrega  de  la  cosa  vendida,  sino  para  pedir  el  cumplimiento  de  contrato 
qne  se  supone  otorgado  por  el  actor  y  la  Sociedad  titulada  Crui  Blanca, 
mediante  el  cual  pretende  aquél  la  exclusiva  para  vender  en  Almería 
cervezas  fabricadas  por  dicha  Sociedad,  debe  atenderse  para  resolver  la 
competencia  promovida,  á  lo  dispuesto  en  la  regla  1.*  del  art.  6i  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  según  la  cual,  en  los  Juicios  en  que  se  ejercitan 
acciones  personales  es  Jues  competente,  á  falta  del  lugar  en  qne  deba 
cumplirse  la  obligación,  el  del  domicilio  del  demandado,  ó  el  del  lugar 
del  contrato,  si  hallándose  en  él,  aunque  accidentalmente,  pudiera  ha- 
cerse el  emplaiam lento: 

Oonsiderando  que  no  presentado  documento  alguno  otorgado  por  la 
Sociedad,  y  del  cual  pudiera  derivarse  el  lugar  en  que  hubiera  de  com- 
plirse  la  obligación  de  que  se  trata,  corresponde,  según  el  citado  articulo, 
conocer  del  juicio  al  Juagado  de  Santander,  por  ser  el  del  domicilio  de 
la  referida  Sociedad; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  qne  el  conocimiento  de 
la  meocionada  demanda  corresponde  al  Juagado  de  primera  instancia  de 
Santander,  al  que  con  la  oportnaa  certificación,  á  los  efectos  proceden- 
tes, se  remitan  todas  las  actuaciones  qne  lo  han  sido  á  este  Tribunal  Sa- 
premo  con  motivo  de  la  presente  competencia;  comunicándose  esta  reso- 
Inoión  al  de  iirual  clase  de  Almería. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  den- 
tro de  los  diea  días  siguientes  al  de  su  fecha  é  insertará  en  la  Colec- 
ción Lbgislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo  pro- 
nunciamos, mandamos  y  firmamos.=José  de  Aldecoa.=Bicardo  Gullón. 
=José  de  Oarnica.=Francisco  Toda.=Vicente  de  Piniés. 

Pnblicaclón.=:Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Exemo.  Sr.  D.  Vicente  de  Piniés,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  ce- 
lebrando audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  qne 
certifico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  2  de  Abril  de  1901.=:LÍcenciado  Hilario  María  Geniales  y 
Torres. 

Küm.  e0.-TRIBUNAL  8UPREII0.-3  de  Abril,  pab.  el  30. 

Casación  por  infracción  de  ley.— D«/Vrnta  por  po6re.— Sentencia 
declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  D.  Elias 
Bartolomé  Gil  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de 
la  Audiencia  de  Madrid,  en  incidente  con  D.  Ángel  Ángulo  y  el 
Abogado  del  Estado. 
En  sus  CONSIDERANDOS  80  estableco: 

Que  9on  improeedente$  para  la  easadón  los  motívo$  en  que  ee 
Aaee  supuesto  de  la  cuestión  litigiosa: 
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Que  la  seateneia  deelartUoría  del  estado  de  pobreta  de  una  parte 
para  litigar  en  un  pleito  eareee  de  fuerza  de  cosa  juzgada  aun  entre 
loa  miemos  partee  litigantee,  y  con  mayor  razón  respecto  á  terceros^ 
y  entendiéndolo  asi  el  Jallo  denegatorio  de  aquel  benefíeio,  no  in» 
Jringe  el  art.  25  de  la  ley  procesal: 

Que  no  son  de  estimar  en  casación  los  molióos  del  recurso  en  que 
ee  plantean  cuestiones  nueoas  y  no  controvertidas  en  el  pleito. 

Eq  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  8  de  Abril  de  1901,  en  el  incidente 
de  pobresa  promovida  y  eegaldo  ante  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  esta  misma  corte  por  D.  Elias  Bartolomé  Gil,  propie- 
tario, residente  en  Sigüenza,  para  litigar  en  antes  ejecutivos  proee* 
dentee  del  Jozgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Hoppital  d# 
esta  corte,  pendientes  de  apelación  ante  aquella  Sala,  incoados  por  Don 
Ángel  Angnlo  Santos,  Abogado,  de  esta  vecindad,  en  cnyo  incidente  hm 
sido  también  parte  el  Abogado  del  Estado;  pendiente  ante  Nos,  en  virtnd 
de  recnrso  de  casación  interpuesto  por  el  demandante,  y  en  sn  defenea 
y  representación  por  el  Letrado  D.  Melltón  Qairós  Martín  y  el  Procora- 
dor  D.  Constantino  Rodero;  habiendo  comparecido  además  en  este  re* 
careo  el  Abogado  del  Estado: 

Besnltando  que  pendientes  ante  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Ao- 
diencia  de  esta  corte  los  autos  ejecutivos  que  en  el  Juzgado  de  primera 
'  instancia  del  distrito  del  Hospital  sigue  D.  Ángel  Ángulo  y  Santos  con- 
tra D.  Elias  Bartolomé  y  Gil,  en  virtud  de  apelación  interpuesta  por 
éete  de  la  sentencia  de  remate,  dedujo  dicho  apelante,  que  venía  defen- 
diéndose en  concepto  de  rico,  demanda  incidental  de  pobreza,  alegando: 
que  ee  había  dedicado  á  la  industria  hasta  que  por  acciones  instadas  por 
D.  Ángel  Ángulo  Santos  y  otros  tres,  le  fueron  cerradas  la  fábrica  de 
electricidad  que  poseía  en  SlgOenza  y  otra  de  jabón  en  esta  corte,  que- 
dando desde  entonces  sin  medio  alguno  de  subsistencia,  é  invocando  en 
apoyo  de  sn  derecho  los  arts.  10,  núm.  6.®,  25,  18  y  14  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil: 

Resultando  que  admitida  la  demanda,  se  formó  pieza  separada,  unién- 
doee  á  ella  las  certificaciones  que  marca  la  ley,  y  acusada  la  rebeldía  al 
demandado  D.  Ángel  Ángulo,  se  siguió  el  traslado  de  contestación  para 
con  el  Abogado  del  Estado,  que  lo  evacuó  manifestando  que  no  podía 
admitir  la  certeza  de  los  hechos  de  la  demanda  mientras  no  se  Jnsüfica- 
sen  debidamente: 

Reenltando  que  recibido  el  incidente  á  prueba,  limitó  la  suya  la  parte 
demandante  á  la  traída  de  un  testimonio  de  sentencia  dicteda  en  II  de 
.  noviembre  de  1899,  en  que  se  le  declaró  pobre  para  litigar  con  D.  Lnte 
Araujo  y  Carranza,  en  autos  promovidos  por  éste  sobre  desahucio;  y  á 
instancia  del  Abogado  del  Estado  se  puso  certificación  en  autos  del  con- 
trato de  inquilinato  relativo  al  cuarto  principal  izquierda  de  la  oasa 
núm.  27  de  la  calle  de  Fuencarral,  en  qus  habite  D.  Elias  Bartolomé 
Gil,  resultondo  alquilado  al  hijo  político  de  éste,  D.  Serapio  Bernabé 
Oéspedes,  en  precio  de  1.830  pesetas  anuales;  se  trajo  además  laboja 
correspondiente  del  padrón  de  vecinos  verificado  en  1896,  de  la  que  apa- 
rece que  Gil  vivía  como  cabeza  de  familia  en  el  piso  primero  izquierda 
de  la  casa  núm.  61  duplicado  de  la  calle  de  Fuencarral,  pagando  un  al- 
quiler mensual  de  146  pesetas  88  céntimos;  que  era  propleterio  é  indus- 
trial con  minas  en  la  provincia  de  Gnadalajara;  que  satisfacía  una  oon- 
trlboción  industrial  de  218  pesetas  20  céntimos  al  afio;  y  que  en  su  oom- 
pafiía  vivían  sn  esposa,  su  hija,  su  cufiada,  una  sobrina  y  una  sirviente; 
é  informó  la  Alcaldía  Presidencia  del  Ayuntemlento  de  este  corto  que 
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«orno  el  D.  Elias  ▼!▼!&  en  compAfiia  de  en  hijo  político,  no  habla  signoe 
qae  demostraran  la  fortuna  de  aqaél: 

Resaltando  que  la  susodicha  Sala  dictó  sentencia  en  9  de  Febrero 
de  1900,  declarando  no  haber  lagar  á  otorgar  á  D.  Elias  Bartolomé  Gil 
el  beneficio  depobreía  solicitado,  y  enplicada  dicha  sentencia  por  el 
siemo,  íaó  desestimada  por  la  referida  Sala  en  la  qae  dictó  en  7  de 
Marzo  slgoiente: 

fiesnitando  qae  D.  Elias  Bartolomé  Gil  interpaso  recurso  de  casa- 
ción, fondado  en  los  casos  1.®  y  7.®  del  art.  1692  de  la  ley  de  ^ijnicia- 
aiento  civil,  por  los  siguientes  motivos: 

Primero.  Por  aplicación  indebida  del  art.  25  de  la  ley  de  Enjaicia- 
miento  civil,  por  cnanto  en  los  hechos  que  se  admiten  como  probados 
en  la  sentencia  claramente  se  evidencia  que  si  bien  el  recurrente  tavo 
hace  afios  una  posición  desahogada,  hoy,  por  su  desventura,  vive  aco- 
gido en  casa  de  su  yerno  y  sin  medios  de  fortuna,  por  haberle  sido  em- 
bargados sus  bienes  en  ios  litigios  que  se  ha  visto  obligado  á  sostener; 
ademAs  de  que,  contra  lo  que  sostiene  la  sentencia,  ha  demostrado  do- 
camentalmente  que  con  posterioridad  á  la  contestación  que  diera  al  de- 
mandante Ángulo,  liabía  tenido  que  solicitar  idéntico  beneficio  en  otros 
antoe  y  le  había  sido  concedido: 

Segundo.  Por  no  aplicación,  el  art.  85  de  la  misma  ley  de  Enjaicia- 
miento  civil,  que  dispone  que  la  declaración  de  pobresa  hecha  en  un 
pleito  no  puede  utilizarse  en  otro  si  á  ello  se  opusiera  el  colitigante,  en 
el  concepto  de  que,  si  bien  es  cierto  que  de  haber  existido  oposición  de 
la  parte  contraria  á  la  sentencia  en  que  se  declar()  pobre  para  litigar  al 
recurrente,  traida  por  testimonio  en  el  período  de  prueba  del  incidente 
de  que  se  trata,  nada  supondría  dicha  sentencia,  ni  ning^iu  efecto  podría 
producir  como  no  hubo  tal  oposición,  porque  D.  Ángel  Ángulo  fué  de- 
clarado rebelde  desde  el  traslado  para  contestación,  es  innegable  qne  el 
articulo  citado,  al  no  ser  aplicado,  resulta  infringido;  y 

Tercero.  Porque  la  sentencia  incurre  en  error  de  hecho  y  de  derecho 
en  la  apreciación  de  las  pruebas,  pues  de  loe  hechos  que  admite  como 
probados  resalta  demostrado  que  si  bien  hasta  1898  el  recurrente  con- 
tribuía al  Erario  con  una  modestisima  cantidad  y  vivía  como  jefe  de  fa- 
milia en  casa  que  él  pagaba,  posteriormente  tuvo  que  cesar  en  el  pago 
de  los  impuestos  que  satisfacía  y  tuvo  que  acogerse  á  vivir  en  la  forma 
en  que  hoy  vive,  apareciendo  también  demostrado  que  tiene  todos  sns  . 
muebles  embargados  por  sus  acreedores;  envolviendo  este  error  de  he- 
cho, patente  ó  incuestionable,  el  de  derecho  al  considerar  la  sentencia 
insuficiente  la  prueba  practicada  por  el  recurrente,  como  si  pudiera  ne- 
eeeitar  otra,  dada  la  practicada  por  el  Abogado  del  Estado  y  la  rebeldía 
de  la  parte  contraria;  siendo  evidente  que  sostener  como  lo  hace  el  fallo 
recurrido,  que  el  recurrente  no  ha  probado  lo  suficiente,  limitándose  á 
presentar  una  sentencia  recaída  con  anterioridad  tan  sólo  de  dos  meses 
a  la  de  la  Sala  sentenciadora,  por  la  que  se  le  declaró  pobre  en  el  Juz- 
gado de  la  Audiencia,  y  desconocer,  por  tanto,  la  eficacia  de  dicha  prue- 
ba, constituye  un  error  de  derecho  que  segaramente  será  subsanado  por 
este  Tribunal  Sapremo. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joaquín  Gonzálea  de  la  Peña: 
Considerando  que  en  el  motivo  primero  del  recnrso,  donde  se  alega  la 
infracción  del  art.  26  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  se  hace  supuesto 
de  la  cuestión,  porque  reconociendo  el  fallo  recurrido  al  litigante  qoe 
jostificare  cumplidamente  haber  venido  á  estado  de  pobresa  durante  la 
snatanciación  del  pleito  principal  el  derecho  á  defenderse  como  pobre. 
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aiegft  ese  derecho  á  D.  £Iíu  B&rtolomé  Gil,  por  estimar  que  no  ha  pro- 
badOy  nt  intentado  probar,  tal  cambio  en  el  estado  de  su  íortnna: 

Considerando  que  en  la  apreciación  de  las  pruebas  no  comete  el  fallo 
recurrido  los  errores  qne  se  le  atribayen  en  el  motivo  tercero:  primero, 
porqaa  los  documentos  aportados  á  instancia  del  Abogado  del  Estado  tan 
0Ólo  demuestran  que  el  recurrente  pagaba  antes  y  dejó  después  de  pagar 
cierta  contribución  industrial,  así  como  que  vivía  antes  y  dejó  luego  de 
▼ivir  on  casa  alquilada  á  nombre  propio,  mas  no  consta  que  los  cambios 
sean  efecto  de  haber  venido  á  estado  de  pobreza;./  segundo,  porque  si  bien 
ea  cierto  que  el  mismo  recurrente  ha  sido  declarado  pobre  para  litigar  en 
otro  pleito  y  con  distinta  persona,  esa  declaración  no  constituye  prueba 
fuera  del  pleito  para  el  cual  se  otorgó,  por  ser  inconcuso  que,  como  to- 
dga  loe  de  su  índole,  carecen  de  fuerza  de  cosa  juzgada,  aun  entre  las 
miamas  partee  litigantes,  y  con  mayor  razón  respecto  á  terceros: 

Considerando  que  en  el  motivo  segundo  del  recurso  se  plantea  una 
cuestión  nueva  y  no  controvertida  en  el  incidente  de  pobreza,  cual  es  la 
de  si,  dadas  las  circunstancias  del  caso,  podía  ó  no  D.  Elias  Bartolomé 
Gil,  con  arreglo  al  art.  85  de  la  mencionada  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil, utilizar  en  este  pleito  la  declaración  de  pobreza  que  ha  obtenido  en 
otro  pleito  distinto  y  contra  litigante  también  distinto,  puesto  que  la 
demanda  incidental  de  pobreza  no  se  fundó  en  dicho  art.  36,  sino  en 
•i  26  anteriormente  citado,  considerándose  el  recurrente,  que  se  había 
defendido  como  rico,  con  derecho  á  defenderse  en  adelante  como  pobre 
á  cansa  de  haber  venido  á  estado  de  pobreza,  siguiéndose  de  ello  que  la 
sentencia  no  infringe  el  art.  36,  ni  ha  podido  infringirlo,  dado  que  ni  se 
reclamó  por  el  interesado  en  debida  forma  su  aplicación,  ni  la  sentencia 
lo  invoca  para  aplicarlo  ó  dejarlo  de  aplicar; 

Fallamos  qne  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Elias  Bartolomé  Gil,  á  quien  con- 
denamos al  pago  de  las  jsostas  y  ai  de  la  cantidad  correspondiente  por 
raaón  de  depósito,  que  se  distribuirá  en  la  forma  que  previene  la  ley;  y 
líbrese  á  la  Audiencia  de  esta  corte  la  oportuna  certificación. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  public.ará  en  la  Gaceta  é  inser- 
tará en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  nece- 
sarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=José  de  Aldecoa.=r 
Francisco  Toda.=Enrique  Las8Ú8.=Joaquín  González  de  la  Peña.==Pe- 
dro  Iiavín.= Vicente  de  Piniés.=Tomás  Gúdal. 

Pablicación.=Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
BKsmo.  8r.  D.  Joaquín  González  de  la  Peña,  Magistrado  del  Tribunal 
Sdpremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de 
hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Hadrid  3  de  Abril  de  1901.=Liüenciado  Jorge  Martínez. 

Núxn.  Q3.-rTRIBUNAL  SUPREMO.-tO  de  Abril, 
pob.  el  30  ds  Abril  y  7  de  Mayo. 

Casactón  por  iNPRAcrióN  DB  LEY.—NuUdad  de  aeíuaetones.Sen- 
tencia  declarando  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  D.  Ri- 
cardo de  Diego  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  segunda  de 

^    lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  D.  Fernando 
Arbós  y  otros. 
Ea  sus  coiNSiDfiRANDos  se  establece: 

Quje  fundada  una  demanda  de  nulidad  de  aeiuaeiones  en  razonee^ 
dejando,  incurre  en  caso  de  verdadera  incongruencia^  con  infracáón 
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del  art.  4,^  del  Código  eioil,  el  Jallo  que  se  abstiene  de  resolver  sobrt 
éstas  u  mantiene  la  legitimidad  de  lo  actuado  por  la  sola  considerar 
don  ae  no  halfer  invocado  vicio  de  nulidad  procesal. 

Ba  la  yllla  y  corte  de  Madrid,  á  10  de  Abril  de  1901,  en  loe  auto*  d* 
jaieio  declaratiyo  de  mayor  cnantía  eegaidoa  ante  el  Jaei  de  primera 
inetancia  del  distrito  de  la  loclasa  de  esta  capital,  por  haberse  recesado 
el  de  igaal  clase  del  de  la  Aadteacia,  y  aate  la  Sala  eeganda  de  lo  cItíI 
del  Trlbanal  Superior  del  territorio,  por  D.  Ricardo  de  Diego  y  Bohligr» 
Abogado,  como  apoderado  de  eu  hermana  Dofla  Manaela,  esposa  de  Don 
Aadrós  Uevilla  y  VUlodos,  contra  D.  Fernando  Arbós,  Arqaitecto;  I>dií 
Antonio  A lesanco  yHarvias,  comerciante,  y  D.  José  Fernandex  ífoní- 
des,  Agente  de  negocios,  todos  de  esta  vecindad,  en  el  concepto  los  trea 
últimos  de  síndicos  de  la  qniebra  de  la  Sociedad  mercantil  Hijo  y  Sobri- 
nos de  Villodas,  sobre  nnlidad  de  actaaciones;  autos  pendientes  ante 
Nos,  en  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  la  parte 
demandante,  á  quien  representa  el  Procurador  D.  Antonio  Pintado  y 
defiende  el  Licenciado  D.  Francisco  Bergamín;  estándolo  la  parte  de- 
mandada  y  recurrida  por  el  Procurador  D.  Luis  Qarcía  Ortega  y  el  Doc- 
tor D.  Felipe  Sánches  Román: 

Resultando  que  declarada  en  quiebra  la  Sociedad  mercantil  domici- 
liada en  esta  corte  con  el  nombre  de  Hijo  y  Sobrinos  de  Villodas,  por  auto 
de  9  de  Febrero  de  1893  el  Juzgado,  en  13  de  Abril  siguiente,  dictó  otro 
haciendo  extensiva  dicha  declaración  á  cada  uno  de  los  socios  D.  EaseUo 
Monasterio  Villodas  y  D.  Andrés  y  D.  José  Revilla  Villodas,  por  cnja 
causa  S3  dispuso  la  incautación  de  los  bienes  de  aquéllos  además  de  loa 
de  la  Sociedad;  presentando  los  síndicos  un  escrito,  fechado  el  6  de  Jallo 
de  1894,  con  la  manifestación  de  tener  noticia  de  que  la  esposa  del  socio 
D.  Andrea  Revüla  Villodas  poseía  bienes  que  producían  rentas  de  con- 
sideración,  é  informados  de  que,  cuando  menos,  la  mitad  debían  res- 
ponder á  las  deudas  contraidas  por  el  marido  durante  el  matrimonio, 
perteneciendo,  en  consecuencia,  á  los  acreedores  de  la  quiebra,  se  baila- 
ban en  el  caso  de  solicitar  del  Juzgado,  cual  lo  hacían,  qne  mandase  re- 
querir al  D.  Andrés  Revilla  para  que  manifestase  qué  frutos  y  rentas 
percibía  como  productos  de  los  bienes  de  su  esposa  y  que  determinase 
los  bienes  de  doutle  procedían  las  enunciadas  rentas;  y  acordado  como 
se  pedía  en  providencia  de  27  de  los  mismos  mes  y  afio,  expresó  el  Don 
.  Andrés,  al  ser  requerido,  ignorar  lo  que  se  le  preguntaba,  á  causa  de  ssr 
D.  Ricardo  de  Diego  administrador  especial  de  aquellos  bienes,  y  el  Don 
Ricardo,  á  su  vez,  se  negó  á  contestar  concretamente  al  requerimiento» 
por  entender  que  se  ejercitaba  una  acción  improcedente: 

Resultando  que  á  nueva  solicitud  de  la  sindicatora  de  la  quiebra,  rt 
Juzgado  ordenó,  en  auto  del  1.®  de  Diciembre  de  1804,  que  se  requiriera 
al  administrador,  D.  Ricardo  de  Diego,  á  fin  de  que  en  el  acto  manifes- 
tara cuáles  eran  los  bienes  de  la  propiedad  de  la  esposa  de  D.  Andrés 
Revilla  Villodas  y  cuáles  los  productos  de  dichos  bienes,  en  concepto  de 
rentas  ó  frutos,  y  su  procedencia,  determinando  el  rendimiento  de  cada 
nno  de  ellos,  y  entregando  la  mitad  de  los  mencionados  productos  men- 
sualmente  á  los  síndicos  de  la  quiebra,  bajo  apercibimiento,  en  otro 
caso,  de  pararle  el  perjuicio  que  hubiere  lugar  en  derecho;  acudiendo  al 
Juzgado  D.  Ricardo  de  Diego,  como  apoderado  de  su  hermano^  en  soli- 
citud de  que  se  dejase  sin  efecto  el  requerimiento  acordado  y  desestimase 
las  pretensiones  formuladas  por  la- sindicatura,  apercibiendo  á  ésta  para 
que,  en  el  plazo  breve  que  al  efecto  se  le  sefialara,  dedujese  en  forma  la 
acción  de  que  se  creyera  asistida  para  probar  la  procedencia  de  sn  ds- 
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aaanda;  y  confirmado  el  19  del  miemo  mes  dicho  auto,  deepués  de  bqb- 
tanciarae  el  incidente  promovido,  interpuso  apelación  el  pienombrado 
D.  Ricardo  de  Diego,  que  le  fué  admitida  mediante  la  fianaa  de  6.000 
pesetas,  remitl^ndoee  las  actuaciones  á  la  Audiencia  del  territorio,  que 
por  otro  auto  de  4  de  Octubre  del  96,  dictado  por  la  Sala  segunda  de  lo 
civil,  confirmó  el  apelado;  solicitando  entonces  la  parte  apelante  se  le 
•zpidieran  las  certificaciones  coriespondientes  para  entablar  recursos  de 
veeponsabilidad  civil  y  criminal;  y  íoimalizada  la  querella  ante  este 
Tribunal  Supremo  en  pleno,  se  lerolvió  quedase  en  suspenso  su  admi- 
sión basta  que  se  terminara  el  juicio  de.  quiebra  pendiente: 

Besultando  que  el  D.  Ricardo  de  Diego  y  Bihlig,  como  apoderado  y 
administrador  de  »u  beimana  Dcfia  Manuela  de  Diego,  con  fecha  21  de 
Febrero  de  1896  íoiiouló  demanoa  de  juicio  declarativo  de  mayor  cuan- 
tía, de  la  que  ha  entendido  el  Juez  de  primera  instancia  del  distrito  de 
la  Inclusa,  por  haberse  recusado  el  que  lo  es  del  de  la  Audiencia,  á 
quien  correspondía  el  conocimiento  del  negpcio,  como  incidente  del  jui- 
cio universal  de  quiebra  de  la  íb'ociedad  Hijo  y  Sobrinos  de  Villodas,  con 
la  súplica  de  qce,  con  suf^pensión  de  toda  diligencia  en  el  ramo  separado 
de  actuaciones  de  la  quiebra  de  la  mencionada  Sociedad,  se  declarase 
nulo  el  requerimiento  que  se  hizo  al  D.  Blcardo  por  virtud  de  lo  dis- 
puesto en  el  auto  de  1.^  de  Diciembre  de  1894,  y  como  consecuencia  de 
tal  declaración,  no  estando  obligada  Dcfia  Manuela  de  Diego  á  su  mari- 
do, ni  á  la  sindicatura  por  concepto  alguno.  Ja  de  nulidad,  asimismo,  de 
las  actuaciones  posteriores  hasta  el  auto  dictado  en  4  de  Octubre  de  1896 
por  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte  inclusive^ 
que  confirmó  aquel  proveído,  imponiendo  las  costas  á  los  demandados: 

Besultando  que  como  fundamentes  de  la  pretensión  mencionada,  ex- 
puso D.  Ricardo  de  Diego,  además  de  relacionar  lo  anteriormente  con- 
signado: ser  público  y  notorio  en  la  fecha  de  la  quiebra  que  Dofia  Ma- 
nuela de  Diego,  esposa  del  socio  D.  Andrés  Revilla  de  Villodas,  poseía 
á  título  lucrativo  de  herencia,  en  calidad  de  bienes  eztradotales,  un  pa- 
triinonio  del  que  utilizaba  las  rentas  desde  el  afio  I87I,  fecha  de  su  ma- 
trimonio, para  sostener  las  cargas  del  mismo,  con  asentimiento  de  su 
marido,  que  respetaba  con  ello  una  antigua  tradición  de  familia,  consti- 
tuyendo el  referido  caudal  de  bienes  los  mencionados  en  las  hijuelas 
fotmadas  á  la  Dofia  Manuela  en  26  de  Noviembre  de  1879  con  motivo  del 
fallecimiento  de  su  padre;  en  25  de  Febrero  del  81  por  muerte  de  su  ma- 
dre, y  en  8  de  Julio  del  82  por  defunción  de  D.  Francisco  Bohlig  y  Tu~ 
dier;  no  haber  aportado  D.  Andrés  Revilla  de  Villodas  á  la  sociedad 
conyugal  bienes  de  ninguna  especie,  y  aun  cuando  se  dedicó,  por  su 
cuenta  á  los  negocios  propios  de  la  casa  comercial  de  que  era  socio,  no 
redundó  en  beneficio  del  patrimonio  de  su  mujer  ninguna  de  las  obliga- 
clones  que  contrajo,  existiendo  entre  ambos  completa  separación  de 
bienes,  por  lo  que  cada  uno  administraba  los  suyos,  sin  que  por  otra 
parte  existieran  gananciales  que  repartir,  por  no  ocurrir  ninguno  de  los 
motivos  que  imponen  la  disolución  de  la  sociedad  conyugal,  y  haber 
solicitado  la  sindicatura  se  aumentara  el  caudal  de  la  quiebra  con  las 
lentas  que  percibe  Dofia  Manuela  de  Diego,  no  obstante  saber  son  frutos 
de  sus  bienes  parafernales,  é  invocó  la  primera  de  las  disposiciones 
transitorias  y  los  arts.  4.^  1892,  1417  y  1886  del  Código  civil  en  lo  refe- 
rente á  bienes  parafernales: 

Besultando  que  los  síndicos  de  la  quiebra  de  la  Sociedad  Hijo  y  So- 
brinos de  Villodas  pidieron  al  contestar  que  se  desestimara  la  demanda 
en  todos  sus  extremos  y  se  les  absolviera  de  ella,  imponiendo  las  coatas 
á  la  parte  contraria:  para  lo  que  alegaron,  á  más  de  lo  expuesto  en  los 
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antecedentes:  qne  no  podían  aceptar  como  cierto  lo  afirmado  en  la  de- 
manda, de  que  Doña  Manuela  de  Diego  soportara  las  cargas  del  matri* 
monio  con  las  rentas  de  sus  bienes  eztradotales,  porque  además  de  ser 
tal  cosa  depresiva  para  su  marido,  no  es  lo  que  ocurre  generalmente 
cuando  el  esposo  tiene  un  capital  en  producción,  ni  tampoco  podían  ad- 
mitir como  cierta  indicación  ninguna  respecto  de  cuáles  fueren  los  bie- 
nes parafernales  y  dótales  de  Dofia  Manuela  de  Diego  mientras  no  ee 
probase,'  toda  vez  que  en  absoluto  se  ignoraba  tal  extremo,  hasta  el 
punto  de  que  en  otra  pieza  del  jaicio  universal  de  quiebra  se  ocupaban 
precisamente  de  su  investigación,  siendo  por  otra  parte  impertinente 
tal  hecho  á  la  cuestión  propuesta  en  la  demanda  referente  á  la  nulidad 
del  requerimiento  á  D.  Ricardo  de  Diego,  ó  del  auto  en  que  aqaél  ee 
acordó,  para  lo  qne  no  hacia  falta  saber  cuáles  eran  los  bienes  de  Dolía 
Manuela  de  Diego,  ni  tampoco  si  D.  Andrés  Re  villa  aportó  algunos  al 
matrimonio,  ó  si  tuvo  ganancias  ó  pérdidas  en  los  negocios;  que  la  cita 
óe\  art.  1886,  que  se  hacía  en  la  demanda,  debía  hallarse  equivocada, 
debiendo  sin  duda  referirse  al  1386,  que  trata  de  las  obligaciones  del 
marido,  pero  era  una  excepción  de  la  regla  establecida  en  el  1SS5,  según 
la  que  los  frutos  de  los  bienes  parafernales  forman  parte  del  haber  con- 
yugal y  están  sujetos  al  levantamiento  de  lat  cargas  del  matrimonio, 
una  de  las  que  es,  con  arreglo  al  1408,  las  deudas  de  obligaciones  contrai- 
das durante  el  matrimonio;  por  consiguiente,  aquellas  que  la  ley  llama 
personales  del  marido,  ó  deben  ser  algunas  de  las  excluidas  del  matri- 
monio por  los  artículos  1410  y  1411  del  mismo  Código,  ó  las  qne  de 
modo  expreso  se  pruebe  redundaron  en  beneficio  ó  provecho  puramente 
personal  y  ajenas  por  completo  á  la  sociedad  conyugal;  y  que  no  era  de 
aplicación  el  art.  4.^  del  mismo  Código,  en  lo  qne  se  refiere  á  la  liquida- 
ción de  la  sociedad  conyugal,  debiendo  tenerse  en  cuenta  los  028,  ISSt 
y  1432  del  con  repetición  nombrado  Código  civil,  y  127  y  128  del  de  Oo- 
mercio: 

^  Resultando  que  en  los  escritos  de  réplica  y  duplica  insistieron  am- 
bas partes  en  lo  que  tenían  expuesto,  añadiendo  la  demandante  ser  pa- 
tentes las  irregularidades  de  trámite  y  de  fondo  cometidas  para  llegar 
al  auto  de  1.®  de  Diciembre  de  1894,  siendo  origlnalíslmo  y  violento  el 
procedimiento  empleado,  pues  nunca  se  ha  visto  el  caso  de  arrogarse  nn 
particular  la  intervención  fiscal  que  pretendió  utilizar  la  sindicatura  de 
la  quiebra,  ejercitando  una  acción  sobre  cosa  indeterminada,  así  como 
era  igualmente  gravísimo  haber  acumulado  á  los  autos  de  quiebra  la 
petición  de  la  sindicatura,  que  fundaba  su  derecho  en  hipótesis  exclnsl-; 
vamente,  y  más  aún  determinar  que  los  bienes  de  Dofia  Manuela  de 
Diego  deben  engrosar  el  caudal  de  la  quiebra:  y  recibido  el  pleito  á 
prueba,  á  instancia  de  la  representación  de  la  actora,  como  uno  de  los 
particulares  de  ella,  se  puso  testimonio  de  las  hijuelas  mencionadas  en 
la  demanda,  de  las  que  aparece  que  en  la  de  26  de  Noviembre  de  1879 
se  le  adjudicaron  149.174  pesetas  4  céntimos;  en  la  de  25  de  Febrero  del 
81,  84.048  pesetas  64  céntimos,  y  en  la  de  8  de  Julio  del  82,  77.09t  |pe- 
setas:  testimoniándose  de  los  libros  de  la  JSociedad  quebrada  la  cnenta 
referente  á  D.  Andrés  Revilla,  y  se  transcribió  una  partida  correspon- 
diente al  15  de  Noviembre  del  94  por  su  entrada  por  importe  de  recibos 
de  contribución  de  D.  Manuel  y  D.  Ricardo,  10.725  pesetas  88  céntimos, 
apareciendo  en  la  propia  hoja,  á  la  vuelta,  con  referencia  al  libro  mayor 
núm.  7,  cuenta  del  mismo  Revilla,  tres  partidas  ingresadas  por  Dofia 
Manuela  y  D.  Ricardo  de  Diego  el  12  de  Febrero,  17  de  Mayo  y  2S  ds 
Octubre  del  86,  importantes  en  junto  6.401  pesetas  97  céntimos,  y  en  la 
referida  cuenta  de  D.  Andrés  Revilla  varias  partidas  por  oontrlbociáa 
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¿e  DofU  Manuela  y  D.  Bicardo  de  Die8;o,  y  entregar  4  éstos  de  diferen- 
tes BQinaa  y  cantidades  tomadas  por  el  D.  Andrés  para  sus  gastos,  im- 
portantes 58.000  pesetas  en  el  afio  1881,  21.000  en  1882  y  60.000  el  SZ;  y 
se  testimoniaron  asimismo  cinco  cnentas  abiertas  á  Dofia  Mannela  y 
D.  Ricardo  de  Diego  en  los  afios  1881  y  1889  al  98  inclusive: 

Resultando  que  seguido  el  pleito  por  los  trámites  de  dos  instancias, 
la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte,  el  9  de  Junio 
del  próximo  pasado  afio  1900,  dictó  sentencia  confirmatoria  de  la  del 
Juzgado,  por  la  que  se  absuelve  i  los  síndicos  de  la  quiebra  de  la  raión 
social  Hijo  y  Sobrinos  de  Villodas  de  la  demanda  contra  ellos  inter- 
puesta, condenando  en  las  costas  de  ambas  instancias  á  la  parte  deman- 
dante: 

Resultando  que  D.  Ricardo  de  Diego  Boblig,  en  el  concepto  de  apo- 
derado de  Dofia  Manuela  de  Diego,  con  el  depósito  de  1.000  pesetas,  ha 
interpuesto  recurso  de  casación,  como  comprendido  en  los  ndms.  1.* 
y  8.^  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por  los  siguientes 
motivos: 

Primero.  Porque  la  Sala  sentenciadora,  por  lamentable  conf  asión, 
quebranta  el  precepto  terminante  del  art.  4.®  del  Código  civil,  qne  de- 
clara nulos  todos  los  actos  ejecutados  contra  lo  dispuesto  en  la  ley, 
•alvo  los  casos  en  que  la  misma  ordene  su  valides,  por  cuanto  entiende, 
contra  lo  qne  el  Juzgado  opinó,  que  en  este  pleito  sólo  cabe  discutir  y 
resolver  acerca  de  la  validez  ó  nulidad  de  las  actuaciones  judiciales  por 
loe  defectos  meramente  rituales  ó  de  forma  que  puedan  haberse  come- 
tido en  la  sustanciación,  y  confunde  esta  nulidad  con  la  que  realmenta 
sé  pretende  y  consiste  en  ser  contrario  á  la  ley  y  atentatorio  al  derechq 
por  ella  sancionado  y  reconocido  el  acto  que  se  efectuó  y  decretó  por  el 
Juzgado: 

Segundo.  Porque  igualmente  quebranta  el  fallo  recurrido  la  doctrina 
reconocida  por  este  Supremo  Tribunal  en  sentencia  de  14  de  Enero 
de  1899,  según  la  que,  el  carácter  que  puedan  teher  las  providencias  qna- 
•e  suponen  consentidas  dentro  de  un  juicio,  y  para  los  efectos  del  mismo, 
no  embarazan  la  reclamación  y  éxito  de  un  derecho  en  juicio  distinto 
cuando  no  ha  sido  ni  podido  ser  objeto  de  discusión  en  otro  alguno»  en 
cuyo  caso  procede  la  nulidad  de  actos  y  actuaciones  anteriores  que  obs- 
t^  ai  derecho  declarado,  aunaue  en  el  procedimiento  respectivo  no  »e 
^ya  cometido  vicio  alguno  de  índole  puramente  adjetiva;  pues  en  el 
caso  actual  coinciden  motivos  de  identidad  para  la  ampliación  de  dicho 
principio  doctrinal,  ya  que  aun  siendo,  que  no  lo  fueron,  consentidos 
loe  proveídos  y  actos  de  requerimiento  dentro  del  juicio  de  quiebra  y 
para  los  efectos  de  la  misma,  tal  reconocimiento  no  obsta  al  éxito  de  la 
aclamación,  que  puede  y  debe  formular  Dofia  Manuela  de  Diego  para 
reivindicar  su  derecho  á  la  administración  y  percepción  de  las  rentas  y 
productos  de  sus  bienes  parafernales,  derecho  qne  no  fué  discutido,  ni 
pudo  serlo,  en  el  juicio  de  quiebra,  en  el  que  no  era  ni  es  parte  Dofia 
^snuela  de  Diego,  y  que  por  eso  se  discute  en  el  juicio  ordinario  actual, 
siquiera  tenga  el  carácter  incidental  del  de  quiebra  por  los  efectos  atrac- 
tivos de  acumulación  que  concede  la  ley  á  los  universales,  llevando  en- 
vuelto esa  declaración  de  derechos,  una  vez  obtenida  la  nulidad  solici- 
^^^  de  las  actuaciones  que  lo  desconocieron,  aunque  fio  adolezca  de.  vi- 
cio de  índole  puramente  adjetiva  ó  de  nuevo  procedimiento: 

Tercero.  Porque  aun  cuando  la  parte  dispositiva  de  la  sentencia,  re- 
ducida á  la  absolución  de  la  demanda,  sea  lo  bastante  genérica  para  que 
no  deje  pendiente  de  resolución  cuestión  alguna,  es,  sin  embargo,  eiertí» 


Digitized  by 


Google 


100  JURISPRUDENCIA  CIVIL 

91M  Im  6aU  sentenciador*  ba  dejado  de  fallar  7  reeolver  eobre  nn  ex- 
tremo qne  era  precieamente  el  primero  y  fundamental  en  que  se  «po- 
jaba diclia  demanda  y  qoe  fné  objeto  de  diecasión  y  controversia,  7  de- 
bió eerlo,  por  tanto,  de  fallo,  según  tiene  reconocido  este  Tribnnal  Hu- 
jmmo  en  sentencias,  entre  otras,  de  17  de  Marso  de  1886,  9  de  igual  mee 
del  87  y  31  de  Febrero  del  96,  tuda  vea  qne  la  cnestión  debatida  en  el 
pleito,  eegún  reconoció  el  Joagado,  <es  determinar  si  los  frutos  de  loe 
bienes  parafernales  de  la  mujer  casada  deben  entrar  ó  no  en  la  quiebra 
dei  marido  como  uno  de  los  componentes  del  activo,  y  en  su  eonseeuen- 
€Ml,  si  son  válidas  ó  nalas  actuaciones  qne  declararon  la  interveDción. 
ú  ocupación  de  esos  frutos>;  y  siendo  ésta  la  cnestión  objeto  del  delwte, 
que  debía  serlo  de  resolución,  dejó  de  decidirla  en  su  primera  parte  la 
áala  sentenciadora,  no  ya  por  omisión  involuntaria,  sino  por  acto  deter- 
minado y  firme  de  su  convencimiento,  pues  declara  expresamente  cqoe 
•Justados  los  procedimientos  ó  actuaciones  cuya  nulidad  boy  se  pre- 
tende á  la  ley  r linaria,  sin  que  se  baya  intentado  demostración  en  con- 
trario, como  procedía,  es  de  toda  evidencia  inoportuno  discutir  y  re- 
9oloer  sobre  la  procedencia  ó  improcedencia  del  secuestro  á  que  el  re- 
querimiento se  refiere»;  y 

Cuarto.  Porque  la  Sala  sentenciadora  ha  infringido  igualmente  la 
doctrina  jonsignada  en  la  ley  17,  tit.  11  de  la  Partida  i.^,  y  en  loe  ar- 
tícnlos  1381  y  siguientes  d^l  Código  civil,  ya  que  si  alguna  variación  ha 
existido  en  el  derecho  vigente,  debe  ser  aplicable,  pues  con  anterioridad 
á  la  publicación  del  Código  había  establecido  la  jurlsprudenvia,  no  sólo 
el  concepto  claro  de  los  bienes  paraferoales,  sino  la  reserva  especial  de 
derechos  qne  respecto  á  ellos  corresponde  á  la  mujer  casada,  armoni- 
sando,  en  lo  necesario,  lo  que  de  contradictorio  tenía  la  indicada  ley  17, 
tít  11  de  la  Partida  4.*,  con  la  56  de  Toro  y  la  Pragmática  de  1628.  siendo 
Idéntico  el  concepto  de  bienes  parafernales  de  la  ley  de  Partida  al  del  ar- 
ticulo 1881  del  Código,  ó  sea  el  derecho  déla  mujer  á  su  administración, 
llamado  sefiorío,  á  no  ser  que  los  entregase  expresamente  al  marido  ccon 
intención  qne  haya  el  sefiorío  dello»»,-  en  la  misma  forma  esencial  con- 
elgnada  en  los  arts.  1882,  1883  y  1884,  viniendo  á  ser  la  Ucencia  mari- 
tal que  exige  el  1887  la  solución  dada  por  la  jurisprudencia,  en  sentemias 
de  36  de  Junio  de  1867  y  4  de  Marzo  dei  58,  al  aparente  conflicto  mencio- 
nado entre  la  ley  de  Partida  y  las  66  de  Toro,  y  7.*,  tít.  3.^  libro  10  de 
la  Novísima;  y  la  garantía  respecto  de  dichos  bienes,  aclarada  ya  en  la 
eentencia  de  26  de  Octubre  del  67,  quedó  tan  precisada  en  los  arts*  167 
7  casos  4.<*  y  6.^'del  núm.  1.^  del  168  de  la  ley  Hipotecaria,  como  lo  está 
«n  los  1889  y  1890  del  Código  civil,  sin  que  exista  novedad  esencial  en 
el  antiguo  y  moderno  derecho  qne  pueda  hacer  confusa  la  aplicación  al 
caso  de  autos  de  su  doctrina,  infringida  por  el  fallo  recurrido  directa- 
mente en  el  precepto  del  art.  1886  del  Código,  que  tampoco  es  nuevo, 
alno  que  en  unión  del  1385  no  han  hecho  más  que  traer  á  la  sección  es- 
pecial de  bienes  parafernales  disposiciones  mezcladas  antiguamente  con 
la  teoría  de  los  gananciales,  y  por  lo  tanto,  hay  que  atenerse  á  la  sínte- 
ala  de  la  doctrina  establecida  con  anterioridad  por  la  jurisprudencia,  qne 
lia  consignado  en  precepto  claro  y  terminante  el  repetidamente  dicho  ar- 
tículo 1886  del  Código  civil,  conforme  á  cuyo  tenor,  cías  obligaciones 
personales  del  marido  no  podrán  hacerse  efectivas  sobre  los  frutos  de  los 
Dienea  parafernales,  á  no  ser  que  se  pruebe  que  redundaran  en  provecho 
de  la  familia>;  y  como  en  el  pleito  actual  no  se  trata  de  obligaciones 
peteonales  del  marido,  sino  de  una  Sociedad  á  la  que  aquél  pertenecía, 
no  ee  ba  probado,  ni  intentado  probar,  que  redundaran  en  beneficio.de 
la  familia,  no  se  han  excluido  de  tales  frutos  los  necesarios  para  cubrir 
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l«s  preferentes  y  sagradas  atenciones  á  qne  vienen  afectos,  no  se  ha  fijado 
ni  conocido  la  cuantía  de  las  rentas,  y  caprichosamente  se  ha  trahado  el 
secuestro  de  sn  mitad,  sin  saberse  por  qué;  el  acto  qne  se  convalida  es 
nulo,  7  al  ratificar  sn  validez  y  sancionar  sns  efectos,  se  infringe  de 
modo  expreso  toda  la  doctrina  legal  referente  á  bienes  parafernales. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  Toda: 

Considerando  qne  fundada  positiva  y  realmente  la  demanda  de  nuli- 
dad de  una  diligencia  de  requerimiento  y  de  actuaciones  posteriores,  no 
en  vicio  de  procedimiento,  sino  en  el  supuesto  de  que  Dofia  Manuela  de 
Diego  no  estaba  obligada  á  su  marido  ni  á  la  sindicatura  de  la  quiebra, 
en  apoyo  de  cuya  pretensión  se  alegó  el  origen  y  procedencia  de  loe  bie- 
nes de  ésta,  el  hecho  de  existir  separación  de  bienes  entre  los  cónyuges, 
el  de  que  aquélla  atendía  con  los  productos  de  los  suyos  al  sostenimiento 
de  las  cargas  del  matrimonio  y  artículos  sustantivos  del  Código  civil, 
sobre  todos  cuyos  extremos  versó  la  discusión  del  pleito,  es  visto  que  la 
Audiencia,  que  mantiene  la  legitimidad  de  lo  actuado  por  la  sola  consi- 
deración de  no  haberse  invocado  vicio  de  nulidad  procesal,  estimando 
inoportuno  discutir  y  resolver  en  la  forma  intentada  la  procedencia  ó 
improcedencia  del  secuestro  á  que  el  requerimiento  se  refería,  incurre 
en  caso  de  verdadera  incongruencia  al  abstenerse  de  fallar  sobre  la  cues- 
tión de  responsabilidad  ó  irresponsabilidad  de  los  productos  de  los  bie- 
nes propios  de  la  demandante,  porque  aun  reconociendo  que  la  sindica- 
tura y  los  Tribunales  pudiesen  á  prevención  solicitar  y  obtener,  contra 
la  voluntad  de  la  interesada,  la  retención  y  entrega  de  la  mitad  de  las 
rentas  que  dichos  bienes  producían,  es  la  acción  al  presente  ejercitada 
en  juicio  ordinario  perfectamente  congruente  con  el  derecho  que  se  alega 
é  intenta  defender,  ya  que  el  reconocimiento  de  éste  implicaría  la  nuli- 
dad y  absoluta  ineficacia  de  lo  actuado  en  contra  del  mismo,  no  siendo 
para  ello  preciso  entablar  necesariamente  una  demanda  de  tercería  de 
dominio,  que  acaso  no  se  acomodara  tan  bien  á  la  índole  de  la  cuestión 
debatida  y  cuyo  fondo  habría  de  ser  en  todo  caso  el  mismo  de  la  actual 
demanda,  dentro  de  la  que  cabía  perfectamente  discutir  y  resolver  la 
cuestión  á  que  el  recurso  se  refiere: 

Considerando  que  es,  por  lo  expuesto,  de  estimar  la  infracción  del 
tercer  motivo  del  recurso,  y  en  relación  con  éste  la  de  los  motivos  pri- 
mero y  segundo,  en  cuanto  se  encaminan  á  patentizar  la  índole  de  la 
cuestión  que  ha  dejado  la  Audiencia  sin  resolver,  y  que  por  esta  razón 
no  es  en  esta  sentencia  donde  deben  resolverse  las  supuestas  infraccio- 
nes del  motivo  cuarto; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  D.  Ricardo  de  Diego  y  Bohlíg,  en  concepto 
de  apoderado  de  Dofia  Manuela  de  Diego  de  Revilla,  por  los  tres  pri- 
meros motivos  alegados  para  fundarle;  en  su  consecuencia,  casamos  y 
anulamos  la  sentencia  dictada  en  9  de  Junio  del  afio  último  por  la  Siala 
segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte,  y  devuélvase  el  depó- 
sito constituido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
sertará en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=José  de  Alde- 
coa.=JoBé  de  Garnica.=:Francisco  Toda.=Enrique  Lassús.=:Joaquín 
González  de  la  Pefia.=:£l  Magistrado  D.  Vicente  Piniés  votó  en  Sala 
y  no  pudo  firmar:  José  de  Aldecoa.=Tomás  Gi^dal. 

Publicación.  =  Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Francisco  Toda,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  cele- 
TOMO  91  82 
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brando  andlencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  que  oer- 
tífico  como  Belator  Secretario  de  la  niisma. 

Madrid  10  de  Abril  de  i901.=Licenciado  Hilario  María  Gonxáies  7 
Torree. 

Núm.  Q4.-TRIBUNAL  SUPREMO.— 12  de  Aferll,  pib.  el  7  da  Umy: 

Casación  por  infracción  db  ley. -^Defensa  por  pobre.  —  Auto 
declarando  no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  ínter- 
puesto  por  Doña  Concepción  Martínez  contra  la  sentencia  pro- 
nunciaaa  por  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Ma- 
drid, en  incidente  con  D.  Andrés  Hernández. 
En  su  CONSIDERANDO  únlco  se  establece: 

Que  es  inadmisible  el  recurso  fundado  en  hechos  destintos  de  los 
que  estima  probados  la  Sala  sentencioáofa,  cuando  éstos  no  se  com- 
baten en  la /orma  que  previene  el  núm.  7.^  del  art.  1692  de  la  ley 
procesal,  ni  se  cita  ley  alguna  relativa  al  valor  de  las  prueba»: 

Que  la  apreciación  de  los  signos  exteriores,  á  que  se  refiere  el  ar- 
ticulo 17  de  la  ley  procesal,  deducida  del  conjunto  de  laspruebize^  no 
puede  ser  impugnada  en  casación^  sino  con  documentos  o  actos  au- 
ténticos ^ue  demuestren  la  inexistencia  de  aquellos  de  dichos  signos 
que  sifvieron  de  base  al  juicio  formado  por  el  Tribunal  á.  qao. 

Resultando  que  Dofia  OoBcepción  Martínez  Oinovés  dedujo  demanda 
de  pobre»  ante  el  Juzgado  de  primera  inetancia  de  Segovia  para  litigar 
con  8U  hermano  político  D.  Andrés  Hernández  Pérez,  y  sustanciada  por 
los  trámites  correspondientes  en  ambas  instancias,  fué  desestimada  por 
sentencia  de  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte  de 
16  de  Octubre  de  1900,  confirmatoria  con  las  costas  de  la  del  Juzgado,  en 
atención  á  que  Dofia  Concepción  resulta  acreditado  que  es  daefia  del 
establecimiento  de  droguería  núm.  2  de  la  calle  de  Isabel  la  Católica  de 
Segovia,  por  el  que  paga  de  contribución  industrial  200  pesetas  anuales, 
y  á  lo  dispuesto  en  el  art  17  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  i>orqae 
del  padrón  de  vecindad  consta  que  tiene  dos  dependientes  en  la  drogne- 
ría  y  que  por  el  alquiler  de  su  casa  y  establecimiento  paga  1.500  pese- 
tas anuales: 

Resultando  que  Dofia  Concepción  Martínez  Ginovés  interpoao  re- 
curso de  casación  por  infracción  de  ley,  citando  como  infringido  el  nú- 
mero 4.°  del  art.  15  y  el  art.  17  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por  ha- 
ber sido  aplicados  indebidamente,  y  el  núm.  l.^'  del  mismo  art.  16,  por 
no  haber  sido  aplicado;  toda  vez  que  relacionando  y  armonizando  loe 
considerandos  de  la  sentencia  recurrida  con  los  resultandos  de  la  miama 
en  que  se  consigna  la  prueba  practicada,  resulta  evidenciado  que  el  pa- 
dre de  la  recurrente  es  el  único  duefio  de  la  droguería  y  de  qnien  la 
misma  recibe  todos  los  medios  necesarios  para  su  vestido  y  subeisten- 
cia: 

Eesultando  que  el  Ministerio  fiscal  se  opuso  á  la  admisión  del  re- 
curso, y  en  su  virtud  se  trajeron  los  autos  á  la  vista  con  las  citaciones 
correspondientes. 

Visto,  siendo  Bonente  el  Magistrado  D.  Enrique  Laseús. 

Considerando  que  es  de  todo  punto  inadmisible  el  recurso  interpuesto 
á  nombre  de  Dofia  Concepción  Martínez  Ginovés,  pues  además  de  que  se 
funda  en  hechos  distintos  de  loe  que  estima  probados  la  Sala  sentencia- 
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^ora,  loB  entiles  no  se  combaten  en  la  forma  que  preyiene  el  núm.  7.^  del  [ 

artículo  1692  de  la  ley  de  Enjniciamiento  cítíI,  ni  se  cita  ley  alguna 
que  se  refiera  al  Talor  de  las  pruebas,  la  sentencia  deniega  la  declara- 
ción de  pobreza  por  el  motivo,  entre  otros,  sefialado  en  el  art.  17  de  di- 
cha ley,  deducido  del  conjunto  de  pruebas  practicadas  en  el  juicio,  cuya 
apreciación  no  puede  ser  impugnada  en  casación,  sino  con  documentos  6  ' 

actos  auténticos  que  demuestren  la  inexistencia  de  los  signos  exteriores  j 

que  sirvieron  de  base  al  juicio  formado  por  el  Tribunal  á  quo; 

No  ha  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  por  infracción  de  i 

ley  interpuesto  por  Dofia  Concepción  Martínez  Ginovés,  á  quien  conde-  } 

namos  al  pago  de  las  costas;  líbrese  á  la  Audiencia  de  esta  corte  la  cer-  ^ 

tificación  correspondiente,  con  devolución  del  apuntamiento  que  ha  re-  í 

mitido,  y  publíquese  este  auto  en  la  forma  que  previene  la  ley.  S 

Madrid  12  de  Abril  de  1901.=JoBé  de  Aldecoa.=:Ricardo  Gullón.=  j 

José  de  Garnica.=Francisco  Toda.=£nrique  Las8Ús.=Joaquín  González  i 

de  la  Pefia.=Tomás  Gúdal.=Licenciado  Jorge  Martínez.  j 


Ktxxn.  Q6.-TRIBUNAL  SU PR £1110.-12  da  Abril,  pub.el7ds  Maya. 

Casación  por  infracción  de  ley.— Pago  de  pesetas.— Auto  decla- 
rando no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  interpuesto  por 
D.  Francisco  Sola  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Granada,  en  pleito  con  Doña  Na- 
talia Barrios. 
En  su  CONSIDERANDO  único  se  establece: 

Que  son  inadmisibles  para  la  casación  los  motivos  del  recurso 
apoyados  en  supuestos  de  hecho  que  la  Sala  sentenciadora  estima 
improbados: 

Que  la  prueba  testifical  es  de  la  libre  apreciación  de  la  Sala  sen- 
tenciadora, conjorme  á  los  artículos  1248  del  Código  civil  y  659  de  la 
ley  procesal,  sin  que  el  ejercicio  de  esta  facultad  discrecional  pueda 
dar  lugar  al  recurso  extraordinario  de  casación,  según  repetidas  ve- 
ces ha  declarado  el  Tribunal  Supremo. 

Resultando  que  en  Agosto  de  1899  dedujo  D.  Francisco  Sola  Rodrí- 

Snes  ante  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Gérgal  (Almería)  demanda 
e  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  contra  Dofia  NataliaBarríos  Gar- 
cía, pidiendo  se  la  condenase,  cemo  heredera  de  su  marido  D.  Juan  Sola 
Ofia  (hermano  consanguíneo  del  actor),  al  pago  de  15.200  pesetas  é  inte- 
reses correspondientes,  que  éste  le  era  en  deber  á  su  fallecimiento,  por 
habérselas  entregado  en  diversas  épocas  y  cantidades;  entrega  de -que  en 
su  día  darían  razón  varios  testigos  imparciales,  toda  vez  que  no  se  hizo 
constar  en  documento  alguno: 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  los  trámites  correspondientes  i 
dos  instancias,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Granada  pronunció 
en  28  de  Noviembre  último  sentencia  confirmatoria  de  la  del  Juzgado, 
que  absolvió  á  la  demandada  Dofia  Natalia  de  las  pretensiones  del  actor 
D.  Francisco  Sola  Rodríguez: 

Resultando  que  éste  interpuso  contra  el  aludido  fallo  recurso  de  ca- 
sación por  infracción  de  ley,  como  comprendido  en  los  números  l.^y  7.® 
del  art.  1692  de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  alegando  las  siguientes  in- 
fracciones: 
Primera.    La  del  art.  1278  del  Código  civil,  en  cuanto  la  Sala  senten- 
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eUdora  no  estim*  que  en  el  contrato  mediado  entre  D.  Joan  y  D.  Fran- 
elaco  Sola  concnrrieron  las  circonetanciaa  necesarias  para  sn  yálidesy 
exigidas  por  aquel  precepto: 

Segunda.  La  del  art.  1280,  apartado  último,  del  mismo  Código,  por 
haberlo  interpretado  erróneamente  dicha  Sala,  al  estimar  que  aquel  con- 
trato debió  constar  en  documento  priyado,  y  que  no  habiéndose  he<^ 
así,  no  debe  declararse  ezigible: 

Tercera.  La  de  los  articules  126i,  1267,  1268  y  1091  del  citado  cuerpo 
legal,  á  cuyo  tenor  los  herederos  de  D.  Juan  Sola  se  hallan  obligados  á 
satisfacer  al  recurrente  las  16.200  pesetas  entregadas  á  aquél  para  nego- 
cios comunes,  determinando  con  ello  un  contrato  perfecto,  aunque  no  se 
consignase  por  escrito;  y 

Cuarta.  Error  de  derecho  en  la  apreciación  de  la  prueba,  con  infrae- 
ción,  por  último,  de  los  artículos  1216  y  1248  también  del  OMigo  civil  y 
669  de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  así  como  de  la  jurisprudencia  sentada 
por  este  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  31  de  Mayo  de  1873,  toda  yes 
que  el  fallo  recurrido  no  considera  suficientemente  justificada  la  exis- 
tencia de  la  obligación  por  el  dicho  de  los  testigos  que  declararon  en  el 
pleito: 

Resultando  que  opoesto  el  Ministerio  fiscal  á  la  admisión  del  recurso, 
se  ha  traído  á  la  yisto  con  las  debidas  citaciones. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Enrique  Lassús: 

Considerando  que  son  inadmisibles  todos  los  motiyos  del  recurso  in- 
terpuesto por  D.  Francisco  Sola  Rodríguez,  porque  los  tres  primeros  se 
apoyan  en  supuestos  de  hecho  que  la  Sala  estimó  improbados,  y  porque  el 
cuarto  tiende  á  combatir  la  apreciación  que  ésta  hiso  de  la  prueba  testi- 
fical, única  practicada  en  el  juicio,  la  cual  es  de  la  libre  estimación  de  la 
Sala  sentenciadora,  conforme  á  los  mismos  artículos  del  Código  y  ley 
procesal  que  se  suponen  infringidos,  sin  que  el  ejercicio  de  esta  facultad 
discrecional  pueda  dar  lugar  á  este  extraordinario  recurso,  según  repe- 
tidas yeces  tiene  declarado  este  Supremo  Tribunal; 

No  ha  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley  que  ha  interpuesto  D.  Francisco  Sola  Rodrigues;  no  hacemos  espe- 
cial imposición  de  costas,  por  haber  comparecido  sólo  en  este  Tribonal 
Supremo  dicha  parte  recurrente;  líbrese  á  la  Audiencia  territorial  de 
Granada  la  correspondiente  certificación,  deyolviéndole  el  apuntamiento 
que  remitió,  y  publíquese  este  auto  según  preyiene  la  ley. 

Madrid  12  de  Abril  de  1901.=Joeé  de  Aldecoa.=Ricardo  Gullón.= 
José  de  Gamica.=Francisco  Toda.=Enrique  LassÚB.=Joaquín  Goma- 
les de  la  Pefia.=Pedro  Layío.=El  Relator,  Marcelino  San  Rom¿n.=JU>- 
gelio  González  Montes,  Escribano  de  Cámara. 


Kúm.  ee.-TRIBUNAL  SUPREII0.~I2  de  Abril,  pib.  el  7  de  Maye. 

Casación  por  quebrantamiento  de  forma.— Nu/edad  de  convenio. 
—Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto 
por  í).  Emilio  Cadenas  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  pri- 
mera de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  D.  Jesús  Pérez 
y  otros. 
En  sus  CONSIDERANDOS  SO  establoce: 

Que  el  recibimiento  del  pleito  á  prueba  ha  de  aer  procedente,  em 
arreglo  á  derecho,  para  que  su  denegaeióu  dé  lugar  al  recurso  de 
eaaaeiónpor  quebrantamiento  de  /orma^  establecido  en  el  caso  3. 
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del  ari.  ÍG93  de  la  ley  de  Enjmeiamiento  'civil;  y  no  procede  el 
redbímienio  en  la  segunda  inataneia  para  hacer  la  prueba  que  pro- 
puesta en  la  primera  no  haya  podido  practicarse^  sino  es  cuando  la 
causa  obstaiiva  no  sea  imputable  á  la  parte  interesada,  según  lo 
prescrito  en  el  párrafo  2.^  del  862^  lo  cual  no  ocurre  si  el  Uiiganie 
que  hubiere  propuesto  prueba  testifical  deja  de  utilizar  oportuna- 
mente los  recursos  adecuados^  conjorme  al  643,  para  presentar  los 
testigos  que  voluntariamente  se  presten  á  declarar  ó  para  compeler- 
los á  que  declaren  dentro  del  término  probatorio. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  12  de  Abril  de  1901,  en  autos  de  jui- 
cio declarativo  de  mayor  cuantía,  pendientes  ante  Nos,  en  recurso  de  ca- 
sación por  quebrantamiento  de  forma,  que  ha  interpuesto,  con  protesta 
para  el  de  infracción  de  ley,  D.  Emilio  Cadenas  y  Elias,  de  esta  vecin- 
dad, cesante,  á  quien  representa  el  Procurador  D.  Garlos  de  Santiago 
Fernández  y  defiende  el  Licenciado  D.  Julio  Seguí,  seguidos  por  el  Don 
Emilio  ante  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Latina  de 
esta  corte  y  la  Audiencia  del  territorio,  sobre  nulidad  de  convenio,  con- 
tra J).  Jesús  Pérez  Fernández,  D.  Cipriano  Sáinz  Martín,  como  marido 
de  Dofia  Matilde  Oarmopa  Pérez,  y  D.  Juan  Carmena  Pérez,  vecinos  de 
Avila,  mayores  de  edad,  en  concepto  de  herederos  de  D.  Jacobo  Pérez 
Fernández,  representados  por  el  Procurador  D.  Joaquín  Díaz  Pérez  y 
defendidos  por  el  Letrado  D.  Joaquín  López  Puigcerver: 

Besnltando  que  en  22  de  Septiembre  de  1886  falleció  en  Mazarrón 
(Murcia)  D.  José  Cadenas  y  Elias  bajo  testamento  que  había  otorgado  el 
12  de  Enero  de  1884,  instituyendo  por  herederos,  con  diferentes  condi- 
ciones, limitaciones  y  encargos,  á  Dofia  María  Cristina  Ossorio  de  Mos- 
ooso  Carvajal,  Duquesa  de  Sanlúcar  la  Mayor;  su  b^o  D.  José  María 
CSeha  y  Ossorio,  Conde  de  ArzarcóUar;  D.  Emilio  de  Cadenas  y  Elias; 
su  hijo  D.  José  de  Cadenas  y  Elias,  y  á  D.  Carlos  y  Dofia  Josefa  Acosta 
Ossorio: 

Resultando  que  en  29  de  Junio  de  1887,  y  ante  el  Notario  de  esta 
cotte  D.  Romualdo  de  Hurdisán,  se  otorgó  escritura  pública  entre  par- 
tes, de  una  Dofia  María  Cristina  Ossorio  de  Moscoso,  Duquesa  de  San- 
lúcar la  Mayor;  D.  José  María  O'Seha  Ossorio  de  Moscoso,  Conde  de  Ar- 
zarcóUar; D.  Emilio  Cadenas  y  Elias,  por  sí  y  en  nombre  dé  su  menor 
hijo  D.  José  Cadenas,  y  Dofia  Josefa  Ossorio  de  Moscoso  y  Carvajal, 
asistida  de  su  marido  D.  Miguel  Acosta  y  Ros,  que  comparecía  además 
con  el  carácter  de  representante  legal  de  su  hija  menor  de  edad  Dofia 
Teresa  Acosta  y  Ossorio,  y  todos  como  herederos  testamentarios  del  di- 
funto D.  José  Cadenas  y  Elias;  y  de  la  otra  parte  D.  Jacobo  Pérez  Fer- 
nández, como  uno  de  los  acreedores  de  aquél;  en  cuya  escritura  hicieron 
constar  los  otorgantes:  que  al  fallecer  dicho  causante,  D.  José  Cadenas 
Elias  adeudaba  á  D.  Jacobo  Pérez  la  cantidad  de  667.688  pesetas,  im- 
porte de  un  crédito  escriturario  é  hipotecario  que  se  hallaba  consignado 
en  las  operaciones  particionales;  que  los  comparecientes  herederos  de 
D.  José  Cadenas  aceptaron  la  herencia  á  beneficio  de  inventario,  per- 
suadidos de  que  el  caudal  relicto  no  bastaba  á  cubrir  el  crédito  del  Den 
Jacobo  y  de  otros  de  menor  importancia;  que  llevado  este  último  de  su 
gran  amistad  con,  el  difunto,  consintió  en  un  arreglo,  que  consistía  en 
cobrar  de  los  productos  de  loe  bienes  relictos  la  total  cantidad  de  la 
deuda;  que  reconocidos  los  herederos  á  este  noble  proceder,  querían 
contribuir  por  otros  medios  á  facilitar  la  más  pronta  extinción  del  cré- 
dito y  habían  ofrecido  al  D.  Jacobo,  en  parte  de  pago  del  mismo,  la  mi- 
tad de  los  productos  que  les  correspondían  en  el  arrendamiento  ó  partido 
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de  1a  mina  FueMOnta  j  sa  demAsia,  según  el  estado  legal  creado  por  ]x 
eeerltura  de  arreglo  qae  entre  ai  7  con  D.  Ernesto  Greif ,  actual  sub- 
arrendatario de  dicha  mina,  hablan  firmado  por  escritura  de  esta  íech» 
ante  el  Notario  antorisante;  y  por  último,  que  aceptada  esta  proposiclóa 
por  el  D.  Jacobo  Pérez,  convenían  7  otorgaban  en  su  virtud  ambas  parte» 
contratantes:  primero,  que  para  contribuir  á  la  extinción  del  referido 
crédito,  los  herederos  del  D.  José  Cadenas  pondrían  mensualmente  á 
disposición  de  D.  Jacobo  Peres  la  mitad  del  valor  que  respectivamente 
les  correspondía  en  el  arrendamiento  hecho  á  D.  Ernesto  Greif  en  la 
mina  antes  indicada;  segundo,  que  siendo  el  total  de  estas  participacio- 
nes el  de  13  por  100  en  valor  de  la  mitad  del  mineral  que  se  extrajese- 
de  la  mina,  ó  lo  que  era  lo  mismo,  6  i  por  100  al  D.  Emilio  Cadenas;. 

5  por  100  á  la  Duquesa  de  8anlúcar;  0.341  dieimilésimas  al  Conde  de 
Arsarcóllar;  1  por  100  7  6, 7  6.829 diezmillonésimas  á  Dofia  Josefa  Osso- 
rio  de  Acosta;  4.666  diesmilésimas  á  Dofia  Teresa  Acosta  7  Ossorio;. 
otras  4  665  diesmilésimas  al  D.  Emilio  Cadenas  7  Elias,  por  su  mitad 
correspondiente;  se  obligaban  á  entregar  mensualmente  el  1  i  por  100  de 
ios  minerales  que  se  extrajesen  según  las  cuentas  que  presentara  Don 
Bmesto  Greif:  la  Duquesa  de  Sanlúcar  4.671  diezmilésimas;  el  Conde  de 
Arsarcóllar  8.176  diezmilésimas;  la  Dofia  Josefa  Ossorio  de  Acosta  2.632 
diezmilésimas,  7  el  D.  Miguel  Acosta,  en  representación  de  su  hija  me- 
nor Dofia  Teresa,  2.832  diezmilésimas;  cu7as  partidas  componían,  con- 
forme se  había  convenido,  el  tres  7  un  cuarto  por  ciento,  mitad  del 

6  i  por  100  de  la  totalidad  de  los  minerales  correspondientes  al  partido, 
todo  ello  hasta  donde  alcanzase  á  cubrir  con  la  mitad  de  los  productos 
del  caudal  relicto  el  crédito  de  667.638  pesetas  á  favor  de  D.  Jacobo  Pé- 
rez; siendo  condición  expresa  que  si  la  mitad  de  productos  cedidos  por 
la  presente  escritura,  juntamente  con  la  otra  mitad  de  productos  en 
renta  ó  venta  cedidos  por  la  escritura  de  partición  7  adjudicación  de 
aquella  fecha,  no  fuese  bastante  á  cubrir  el  importe  total  del  crédito, 
D.  Jacobo  Pérez  renunciaba  7  se  apartaba  desde  luego  de  todo  derecho  7 
reclamación  contra  los  herederos  por  la  parte  que  quedase  sin  cobrar; 
tercero,  que  los  cedentes  autorizaban  al  D.  Jacobo  para  cobrar  directa- 
mente de  D.  Ernesto  Greif,  ó  de  quien  fuese  arrendatario  de  la  mina,  el 
referido  tres  7  un  cuarto  por  ciento  de  productos: 

Resultando  que  practicadas  las  operaciones  particlonales  de  la  heren^ 
cia  de  D.  José  Cadenas  7  Elias,  se  consignó  su  resultado  en  la  escritura 
pública  al  efecto  otorgada  con  igual  fecha  que  la  anteriormente  referida, 
ó  sea  el  mismo  día  29  de  Junio  de  1887,  7  ante  el  propio  Notario  Hurdi- 
sán,  estableciéndose  en  el  sexto  de  sus  supuestos:  que  D.  Jacobo  Pérez- 
era  acreedor  de  D.  José  Cadenas  7  Elias,  á  la  muerte  de  éste,  por  la  can- 
tidad de  567.638  pesetas,  importe  con  sus  intereses  hasta  aquella  fecha 
de  un  préstamo  constituido  por  escritura  de  9  de  Diciembre  de  1882;  que 
en  obsequio  á  la  memoria  del  difunto,  con  quien  le  unieron  toda  la  vida 
íntimos  lazos  de  amistad,  el  acreedor  D.  Jacobo  Pérez  daba  por  liqui- 
dado dicho  crédito  á  la  fecha  de  la  muerte  del  causante,  renunciando 
desde  entonces  á  los  intereses  estipulados,  7  conviniendo  con  los  here-  . 
deros  en  ir  extinguiendo  la  deuda  con  la  mitad  del  producto  anual  del 
caudal  relicto  hasta  donde  dicha  mitad  alcanzase,  ó  en  la  misma  forma 
eon  la  mitad  del  producto  en  venta  de  todo  ó  parte  de  dicho  caudal,  de 
suerte  que  cada  heredero  sería  responsable  de  esta  obligación  única- 
mente respecto  de  la  mitad  del  producto  en  renta  ó  venta  de  los  bienes 
que  se  le  adjudicasen,  siendo  condición  que  si  la  mitad  de  dichos  pro- 
ductos en  renta  ó  venta  no  alcanzase  á  cubrir  el  total  importe  del  cré- 
dito, D.  Jacobo  Pérez  renunciaba  7  se  apartaba  desde  luego  de  iodo  de- 
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r«cho  7  reelamación  contra  los  herederos  por  la  parte  que  hubiese  de- 
jado de  cobrar: 

Besnltando  qne  en  relación  con  estos  antecedentes,  D.  Emilio  Cade* 
nas  y  Elias,  que  se  defiende  como  pobre,  dedujo  en  16  de  Noviembre  de 
1895  demanda  de  jaicio  declarativo  de  mayor  caantía,  que  por  reparti- 
miento hubo  de  corresponder  al  Juzgado  de  primera  instancia  del  dis- 
trito de  la  Latina  de  esta  corte,  con  la  súplica  de  que  en  definitiva  se 
declarasen  nulos  y  sin  valor  ni  efecto  el  convenio  estipulado  en  el  su- 
puesto sexto  de  la  partición  de  bienes  de  D.  José  de  Cadenas  y  Elias,  y 
el  contrato  de  cesión  de  participaciones  de  la  mina  Fuensanta,  consignado 
en  la  escritura  de  29  de  Junio  de  1887  á  favor  de  D.  Jacobo  Pérez,  y  en 
en  consecuencia,  condenar  á  éste  á  que  dentro  del  término  de  quinto  dia 
doTuelva  al  actor  toüos  los  productos  percibidos  desde  aquella  fecha  del 
•abarriendo  que  éste  le  cedió,  dejándola  á  disposición  del  mismo«  y  al 
pAgo  de  costas: 

Resultando  que  para  apoyar  estas  pretensiones  alegó  el  D.  Emilio 
de  Cadenas  y  Elias  en  su  escrito  de  demanda,  además  de  los  hechos  yá 
expuestos  y  de  otros  que  no  es  necesario  mencionar,  Ips  siguientes  que 
Be  relacionan  aquí  para  mayor  esclarecimiento  de  la  cuestión  planteada 
en  este  pleito:  que  terminada  la  partición  de  los  bienes  de  D.  José  Ca- 
denas Elias,  celebrado  el  contrato  de  cesión  de  que  queda  hecho  mérito, 
7  puestos  ya  los  herederos  en  posesión  de  los  bienes  que  les  fueron  ad- 
jadicados,  la  Duquesa  de  Sanlúcar  y  sus  hijos  el  Conde  de  ArzarcóUar 
7  Dofia  Josefa  Ossorio  de  Moscoso,  demandaron  á  los  herederos  de  Don 
José  Cadenas  para  que  les  pagaran  una  crecida  cantidad  por  reintegro 
de  títulos  depositados  en  poder  de  su  causante;  que  este  pleito  terminó 
por  sentencia  que  condenó  á  los  demandados  al  pago  de  la  suma  de 
4.727.000  reales  nominales  de  la  deuda  del  personal,  ó  su  equivalencia  en 
la  del  4  por  100  interior  amortizable,  en  la  proporción  en  que  cada  he- 
redero se  adjudicó  la  herencia  del  causante,  ó  en  otro  caso,  á  devolver, 
sin  más  gravámenes  que  los  existentes  cuando  D.  José  Cadenas  Elias 
falleció,  todos  los  bienes  que  se  les  adjudicaron  de  la  herencia  del 
mismo;  que  habiendo  correspondido  al  demandante  D.  Emilio  Cadenas 
y  BU  hijo  D.  José  el  88  por  100  de  la  herencia  de  que  se  trata,  debian 
pagar  en  virtud  del  mencionado  fallo  1.612.640  reales  nominales  en 
deuda  del  personal,  ó  su  equivalencia  en  amortizable,  lo  cual  suponia 
al  tipo  de  la  conversión  un  valor  efectivo  de  más  de  un  millón  de  reales; 
que  la  herencia  recibida  por  muerte  de  D.  José  Cadenas  excedia  poco  de 
la  mitad  de  esta  suma,  y  en  su  virtud,  el  actor  y  sus  hijos  tuvieron  que 
optar  por  el  segundo  medio  que  la  sentencia  da  á  los  condenados  en  ella; 
que  entregaron,  pues,  todo  lo  heredado,  desapareciendo  su  herencia 
como  la  de  los  demás  participes,  y  resultando  con  ello  que  D.  José  de 
Cadenas  y  Elias  habia  fallecido  sin  bienes  algunos,  en  razón  á  que  el 
crédito  de  la  Duquesa  y  sus  hijos  absorbió  todos  los  inventariados  como 
caudal  relicto;  que  por  virtud  de  estos  hechos  desapareció  para  los  he- 
rederos de  Cadenas,  que  ya  no  lo  eran,  toda  obligación  de  pagar  al  de- 
mandado D.  Jacobo  Pérez  ni  á  ningún  otro  acreedor  de  aquella  testa- 
mentaria lo  que  el  difunto  les  debía;  que  desapareció  tflmbién  la  conce- 
sión hecha  al  D.  Jacobo,  cuya  deuda  caducó  de  igual  modo  que  cuantos 
contratos  hicieron  por  consecuencia  de  las  adjudicaciones  hereditarias; 
que  el  actor  D.  Emilio  Cadenas  nada  heredó  de  su  hermano  D.  José,  y 
nada,  por  tanto,  tenía  que  pagar;  y  finalmente,  que  á  pesar  de  que  todo 
cuanto  pudiera  pertenecer  á  la  testamentaria,  bienes,  deudas  y  conve- 
nios, habia  desaparecido  al  declararse  implicitamente  que  no  hubo  tal 
herencia,  la  cesión  que  al  demandado  D,  Jacobo  Pérez  hicieron  los  he» 
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rederos  en  conaldersción  á  eeta  herencia,  á  bu  concesión  de  prórroga  del 
crédito  y  al  deseo  de  satisfacerlo  más  pronto,  seguía  surtiendo  sus  efec- 
tos de  hecho,  puesto  que  el  D.  Jacobo  continuaba  percibiendo  los  diYÍ- 
dendos  del  subarriendo  de  la  mina  Fuensanta  como  los  percibía  desde 
1897;  después  de  cuyos  hechos  invocó  el  demandante,  como  fundamento 
sustancial  de  su  derecho,  las  leyes  y  doctrinas  que  sancionan  la  nulidad 
é  ineficacia  de  los  contratos  sin  causa  ó  con  causa  falsa: 

Resultando  que  el  demandado  D.  Jacobo  Peres  falleció  antes  de  ser 
emplazado,  dejando  por  herederos  á  su  hijo  D.  Jesús  Pérez  Femándes  y 
á  sus  nietos  D.  Juan  y  Dofia  Matilde  Carmona  Peres,  casada  ésta  con 
D.  Cipriano  Sáinz  Martín,  quien  era  á  la  yes  tutor  de  su  hermano  poli- 
tico  el  D.  Juan;  y  emplazados  éstos  en  forma  legal,  contestaron  á  la  de- 
manda con  la  súplica  de  que  se  les  absolviera  de  ella,  imponiendo  al 
demandante  perpetuo  silencio  y  las  costas;  oponiendo  al  efecto,  entre 
otros  fundamentos  de  derecho,  la  excepción  de  falta  de  personalidad, 
puesto  que  no  se  demandaba  á  todos  los  que  intervinieron  en  las  escri- 
turas cuya  nulidad  se  pide;  la  de  falta  de  acción  en  el  actor,  por  dirigir 
su  demanda  sólo  contra  D.  Jacobo  Pérez,  hoy  sus  herederos;  la  de  pres- 
cripción, toda  vez  que  la  acción  de  nulidad  de  un  contrato  no  dura  más 
que  cuatro  afios,  contados,  en  los  casos  de  error,  dolo  ,ó  falsedad  de  la 
causa,  desde  la  consumación  del  contrato  mismo;  la  de  cosa  juzgada,  con- 
curriendo en  este  caso  todos  los  requisitos  que  para  ser  apreciada  exige 
el  art.  1262  del  Código  civil;  el  principio  de  derecho  de  que  nadie  puede 
ir  válidamente  contra  sus  propios  actos;  el  que  no  por  haber  devuelto  el 
demandante  los  bienes  heredados  de  su  hermano  había  perdido  su  cuali- 
dad de  heredero,  porque  si  hoy  apareciesen  nuevos  bienes  del  causante, 
vendría  á  heredarlos  en  la  proporción  que  le  correspondiese;  que  la  sen- 
tencia recaída  en  el  pleito  promovido  por  la  Duquesa  de  Sanlúear  y  sus 
hijos  condenó  al  demandante  Cadenas  á  devolver  los  bienes  que  había 
recibido  con  los  gravámenes  existentes  al  fallecer  el  cansante;  que  uno 
de  esos  gravámenes  era  el  que  se  estableció  después  á  favor  de  D.  Jacobo 
Pérez  en  el  supuesto  sexto  de  la  partición;  y  por  último,  que  si  los  con- 
tratos de  29  de  Junio  de  1837  se  declarasen  ahora  nulos,  el  arrendamiento 
de  la  mina  iría  á  parar  á  la  herencia  del  D.  José  Cadenas,  y  entonces  los 
herederos  de  D.  Jacobo  tendrían  derecho  á  percibir,  según  el  supuesto 
sexto  de  las  particiones,  la  mitad  de  esos  productos,  y  nunca  sería  pro- 
cedente lo  que  se  solicitaba  en  la  súplica  de  la  demanda: 

Resultando  que  en  los  escritos  de  réplica  y  duplica  mantuvieron  de- 
mandante y  demandados  sus  respectivas  pretensiones,  dando  por  repro- 
ducidos los  hechos  y  fundamentos  de  derecho  que  hablan  alegado  en  la 
demanda  y  contestación;  y  recibidos  los  autos  á  prueba,  surge  en  ese 
período  la  cuestión  que  motiva  el  presente  recurso  de  casación  por  que- 
brantamiento de  forma,  fundado  en  el  núm.  3.^  del  art.  169S  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil: 

Resultando  que  por  auto  del  Juzgado,  fecha  24  de  Junio  de  1899,  no- 
tificado á  las  partes  el  día  26,  se  recibió  el  pleito  á  prueba,  figurando  en- 
tre las  propuestas  en  el  primer  período  por  el  demandante  Cadenas  y 
admitidas  como  pertinentes,  la  testifical  que  articuló  en  escrito  de  19  <to 
Julio  siguiente;  y  abierto  el  período  de  ejecución  por  providencia  de  SI 
de  dicho  mes  de  Julio,  notificada  á  la  representación  de  los  litigantes  en 
1.^  de  Agosto,  presentó  el  Procurador  de  Cadenas  el  último  día  hábil, 
después  de  las  horas  de  despacho,  un  escrito  con  lista  de  tres  testigos 
que  encabezaba  D.  Francisco  Lavín,  y  habiendo  de  declarar  en  la  praeba 
testifical  articulada,  acordando  el  Juzgado,  con  fecha  7  del  citado  Agosto, 
tener  por  presentados  uno  y  otro  documento: 
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Sennltando  que  en  escrito  fecha  25  de  igual  mea  de  Agoato,  preaen- 
tado  en  la  Eacribania  el  dia  31,  después  de  las  horas  de  despacho,  mani- 
festó el  mismo  Procurador  del  demandante  Cadenas  que,  no  obstante 
haber  sido  citados  los  tres  testigos  propuestos  para  declarar  en  el  pleito, 
no  lo  habían  verificado,  j  ante  el  temor  de  que  dejasen  de  hacerlo,  pe- 
día se  les  citase  por  cédula,  maudándolea  comparecer  á  la  presencia  ja- 
dlcial,  conforme  á  lo  preceptuado  en  el  art.  643  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil;  7  el  Juzgado  así  lo  acordó  en  providencia  del  mismo 
dia  1.^  de  Septiembre,  sefialando  para  la  comparecencia  el  6  á  las  nueve 
de  la  mafiana,  habiéndose  entendido  la  citación  de  los  testigos  D.  Fran- 
cisco Lavín  y  D.  Fernando  de  la  Fuente  con  sus  respectivas  mujeres,  y 
la  del  otro  testigo  D.  Antonio  Arenillas,  que  se  hallaba  ausente  de  Ma- 
drldj  con  su  hermano  D.  Baltasar,  de  cuya  diligencia  se  instruyó  por 
mandato  del  Juzgado  á  la  representación  del  actor  Cadenas,  la  cual  en 
nuevo  escrito  de  6  dé  Septiembre,  presentado  en  la  Escribanía  después 
de  la  hora  de  audiencia,  expuso  que  no  habiendo  comparecido  tampoco 
los  testigos  mencionados,  á  pesar  de  habérseles  citado  por  segunda  ves 
y  sin  que  hubieran  alegado  cansa  alguna  que  justificase  su  abstención, 
procedía  se  les  citase  por  tercera  vez  en  la  forma  que  previenen  loe  ar- 
tículos 266  al  268  de  la  ley  procesal  y  de  conformidad  con  lo  dispuesto 
en  el  648  de  la  misma;  á  cuya  petición  recayó  con  fecha  6  la  providencia 
siguiente:  «el  anterior  escrito  únase  á  la  pieza  de  su  referencia  á  los 
efectos  que  haya  lugar,  toda  vez  que  dado  el  término  á  que  ha  llegado  el 
período  de  prueba,  no  hay  tiempo  hábil  para  citar  á  los  testigos>;  cuya 
providencia  fué  notificada  el  mismo  día  á  las  partes: 

Resultando  que  continuada  la  tramitación  del  juicio,  se  unieron  á  los 
autos  las  pruebas  practicadas,  y  evacuados  los  traslados  de  conclusión, 
el  Juez  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Latina  de  esta  corte  pro- 
nunció en  26  de  Enero  de  1900  sentencia,  que  absolvió  á  los  demandados 
D.  Jesús  Pérez  y  D.  Cipriano  Sáinz,  como  marido  éste  de  Dofia  Matilde 
Carmena  y  tutor  de  D.  Juan  Carmena,  en  el  concepto  de  herederos  de 
D.  Jacobo  Pérez  Hernández,  de  la  demanda  propuesta  por  D«  Emilio  Ca- 
denas y  Elias,  sin  hacer  expresa'  condenación  de  costas: 

Resultando  que  interpuesta  apelación  d^este  fallo  por  el  demandante 
Cadenas,  se  remitieron  los  autos  á  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia territorial  de  esta  corte;  y  al  evacuar  dicha  parte  apelante  el  tras- 
lado de  instrucción,  solicitó  que,  con  arreglo  al  núm.  2.^  del  art.  862  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  se  recibiese  el  pleito  á  prueba  en  aquella 
segunda  instancia  para  practicar  la  testifical,  que  no  pudo  llevarse  á  cabo 
ante  el  Juzgado  por  la  sistemática  resistencia  de  los  tres  testigos  previa- 
mente designados  y  que  se  negaron  á  comparecer,  no  obstante  habérse- 
les citado  judicialmente  y  á  pesar  también  de  las  gestiones  del  dicente 
para  que  declarasen;  solicitud  que  impugnaron  los  apelados  y  que  la 
Sala  desestimó  en  auto  de  12  de  Junio  del  afio  último;  y  habiendo  Cade- 
nas suplicado  de  este  auto,  se  confirmó  por  otro  de  28  del  propio  mes  de 
Junio,  por  el  cual  declaró  la  Sala  no  haber  lugar  á  suplir  ni  enmendar 
aquél,  con  expresa  imposición  de  costas  á  la  parte  demandante: 

Resultando  que  llamados  los  autos  á  la  vista,  se  celebró  ésta  en  el 
día  señalado  con  asistencia  sólo  del  defensor  de  la  parte  apelada,  dic- 
tando después  de  ella  dicha  Sala  de  lo  civil  de  esta  Audiencia,  en  6  de 
Diciembre  del  próximo  pasado  afio  de  1900,  sentencia  confirmatoria  de  la 
del  Juzgado,  é  imponiendo  al  apelante  las  costas  de  segunda  instancia: 

Resultando  que  D.  Emilio  Cadenas  y  Elias  ha  interpuesto  recurso  de 
casación  por  quebrantamiento  de  forma,  con  protesta  para  el  de  infrac- 
ción de  ley,  fundado  aquél  en  el  núm.  8.^  del  art.  1698  de  la  ley  de  En- 
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jaicUmiento  civil,  ó  sea  en  la  falta  de  recibimieato  á  prueba  ante  la  Aa- 
diencia  con  objeto  de  practicar  la  testifical,  que  el  Jnsgado  admitió  como 
pertinente  y  no  pado  practicarse  en  él,  puesto  qae  los  tres  testigos  de  en 
referencia  no  comparecieron  á  prestar  declaración,  á  pesar  de  habérseles 
citado  Judicialmente,  por  lo  que  se  lea  citó  segunda  vez  con  apercibi- 
miento; y  cuando  el  recurrente  pidió  se  les  citara  de  nuevo,  no  accedió 
á  ello  el  Juzgado  por  concluirse  el  periodo  de  prueba,  con  lo  cual  dejó 
de  practicarse  la  de  que  se  trata,  sin  que  mediara  causa  alguna  que  pue- 
da imputarse  al  recurrente,  el  cual  hizo,  por  el  contrario,  cuanto  le  er» 
posible  para  realizar  su  intento. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joaquín  Gronzáles  de  ia  Pefiar 

Oonsiderando  que  el  recibimiento  del  pleito  á  prueba  ha  de  ser  pro- 
cedente, con  arreglo  á  derecho,  para  que  su  denegación  dé  lugar  al  re- 
curso de  casación  por  quebrantamiento  de  forma,  establecido  en  el  caso 
S.*  del  art.  1698  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil;  y  que  no  procede  el 
recibimiento  en  la  segunda  instancia  para  hacer  la  prueba  que  propuesta 
en  la  primera  no  haya  podido  practicarse,  sino  es  cuando  la  causa  obsta- 
tiva  no  sea  imputable  á  la  parte  interesada,  según  lo  prescrito  en  el  pá- 
rrafo segundo  del  862,  lo  cual  no  ocurre  si  el  litigante  que  hubiere  pro- 
puesto prueba  testifical  deja  de  utilizar  oportunamente  los  recursos  ade- 
cuados, conforme  al  648,  para  presentar  los  testigos  que  voluntariamente 
■e  presten  á  declarar  ó  para  compelerlos  á  que  declaren  dentro  del  tér- 
mino probatorio: 

Oonsiderando,  esto  supuesto,  que  acertadamente  y  con  estricta  suje- 
ción á  dichos  preceptos  legales,  se  ha  denegado  á  D.  Emilio  Cadenas  el 
recibimiento  del  pleito  á  prueba  en  la  segunda  instancia  que  solicitó 
para  practicar  la  prueba  testifical  que  habla  propuesto  y  no  se  practicó 
en  la  primera,  puesto  que  dejó  el  mismo  litigante  transcurrir  la  mayor 
parte  del  término  probatorio  sin  hacer  otra  ni  más  gestión  que  la  de  so- 
licitar la  citación  judicial  de  los  testigos  cuando  quedaba  tan  solamente 
el  tiempo  preciso  para  que  la  prueba  se  practicara  si  los  testigos  hubie- 
ran comparecido,  y  cuando  por  tanto  al  dejar  de  comparecer  era  de  todo 
punto  imposible  citarles  de  nuevo  y  recibirles  declaración  dentro  del  tér- 
mino probatorio,  lo  cual  no  jhabria  ocurrido  si  el  litigante  hubiera  utiii- 
■ado  oportunamente  el  tiempo  anterior; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  que  ha  interpuesto  Don 
Emilio  Cadenas  y  Elias,  á  quien  condenamos  al  pago  de  las  costas,  y  si 
viniese  á  mejor  fortuna,  al  de  la  cantidad  que  por  razón  de  depósito  ha 
debido  constituir,  á  que  se  dará  en  dicho  caso  la  aplicación  prevenida  en 
la  ley;  y  precédase  á  la  sustanciación  del  recurso  por  infracción  de  ley 
iniciado. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
sertará en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  j  firmamos.=:Jo8é  de  Aldecoa. 
r=:Ricardo  Qullón,=Jo8é  de  Qarnica.=Franci6C0  Toda.=Enrique  Las- 
8Ús.=Joaquin  González  de  la  Peña.=:Pedro  Lavín. 

Publicación.=Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Ezcmo.  Sr.  D.  Joaquín  González  de  la  Peña,  Magistrado  de  la  Sala  de  lo 
civil  del  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en 
el  día  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara, 

Madrid  12  de  Abril  de  1901.=Bogelio  González  Montes. 
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Nüm.  er.^TRIBUNAL  SUPREM0.-I6  da  Abril,  pnb.  el  30. 

CouPETENCiA.—Reelamaeión  de  eaniidad.— Sentencia,  decidiendo 
ea  favor  del  Juz^do  de  primera  instancia  del  distrito  del  Cen- 
tro de  Madrid  la  sostenida  con  el  de  igual  clase  del  distrito  del 
Hospital  de  Barcelona;  acerca  del  conocimiento  de  la  demanda 
interpuesta  por  la  razón  social  Bailina  y  Cornet  contra  Doña 
Josefa  Navarro. 
En  sus  CONSIDERANDOS  SO  ostabloco: 

Que  al  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  art.  62  déla  ley  de  Enjuicia- 
nuento  dvil^  en  losjuieios  en  aue  se  ejerciten  acciones  personales  es 
Jues  competente  el  del  domídUo  del  demandado  si  se  ignora  el  lu- 
gar en  que  deba  cumplirse  la  obligación  y  no  hay  términos  hábiles 
pitra  que  el  actor  pueda  optar  por  el  del  tugar  del  contrato^  si  éste 
fuese  conocido: 

Que  en  tal  caso  el  precepto  aplicable  es  el  art,  1171  del  Código  d- 
mi,  supletorio  del  mercantil,  y  no  el  1500. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  16  de  Abril  de  1901,  en  la  compe- 
tendm  pendiente  ante  Nos,  entablada  por  requerimiento  de  inhibición 
del  Jugado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Centro  de  esta  capital 
al  de  igual  clase  del  del  Hospital  de  Barcelona  en  el  conocimiento  de 
una  demanda  de  menor  cuantía  interpuesta  por  la  razón  social  Bailina  y 
Cornet,  de  Barcelona,  contra  Dofia  Josefa  Navarro  y  López,  viuda  de 
D.  Juan  Sancha,  dedicada  á  las  faenas  domésticas,  de  esta  vecindad» 
sobre  reclamación  de  cantidad;  no  habiéndose  personado  en  este  Tribu- 
nal Supremo  las  lurtes  litigantes: 

Besnltando  que  la  razón  social  Bailina  y  Cornet,  de  Barcelona,  con 
fecha  20  de  Febrero  del  año  último  formuló  demanda  de  juicio  declara- 
tivo de  menor  cuantía,  de  que  por  reparto  correspondió  conocer  al  Juz- 
gado de  primera  instancia  del  distrito  del  Hospital  de  Barcelona,  con- 
tra Dofia  Josefa  Navarro  López,  viuda  de  D.  Juan  Sancha,  vecina  de  esta 
oorte,  con  la  súplica  de  que  se  la  condenara  al  pago  de  2.888  pesetas  90 
eéntimoB  que  adeudaba  á  la  Sociedad  demandante  en  concepto  de  capí- 
taly  con  más  los  intereses  legales  correspondientes  á  dicha  suma  y  las 
ooetas  del  juicio;  para  lo  que  alegó,  sustancialmente,  que  la  Dofia  Josefa 
debía  á  aquella  Sociedad  466  pesetas  60  céntimos,  á  consecuencia  de 
operaciones  mercantiles,  por  virtud  de  las  cuales  Bailina  y  Cornet  le  ha- 
bían remitido  géneros  de  su  fabricación  que  le  vendieron  en  Barcelona, 
quedaron  allí  á  disposición  de  la  compradora  y  de  cuenta  y  riesgo  de 
ésta  fueron  remitidos  á  Madrid,  adeudándoles  además  1.938  pesetas  80 
céntimos,  por  cesión  que  M.  Bertrand  é  hijo  y  Compafiía  les  habían  he- 
eho,  el  6  del  expresado  mes  de  Febrero,  de  un  crédito  que  contra  la  pro- 
pia demandante  tenían  de  la  indicada  cantidad:  citó  para  determinar  la 
competencia  la  regla  l.^del  art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y 
las  sentencias  de  este  Supremo  Tribunal  de  8^  de  Octubre  de  1889,  7  de 
Noviembre  del  90,  23  de  Mayo  del  92,  4  de  Noviembre  del  98, 11  de  Ene- 
rOf  10  de  Julio  y  29  de  Diciembre  del  94,  27  de  Octubre  y  3  de  Noviem- 
bre del  96,  y  27  también  de  Noviembre  y  20  de  Diciembre  del  97;  y  pre- 
eenió  con  la  demanda  dos  estados  de  cuentas  corrientes  entre  la  viuda  de 
D.  Juan  Sancha  y  Bailina  y  Cornet  y  M.  Bertrand  é  Hijo  y  Compafiía  por 
las  cantidades  ya  ennndadas,  estando  el  último  de  dichos  créditos  trans- 
farldo  á  la  Sociedad  demandante: 
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ResnlUndo  que  citada  7  emplazada  Dofia  Josefa  Navarro  medlMita 
exhorto,  acudió  al  Juzgado  del  distrito  del  Centro  de  esta  corte,  al  que 
•correspondió  por  reparto,  en  solicitad  de  qne  requiriera  de  inhibición  al 
de  Barcelona,  á  lo  cual  accedió  aquél,  de  acuerdo  con  el  dictamen  del 
Fiscal  municipal,  por  considerar,  á  más  de  transcribir  la  regla  1.*  del 
art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  no  hallándose  justificado 
el  lugar  designado  para  la  entrega  de  las  mercancías,  debía  estimarse  lo 
era  el  del  domicilio  de  la  demandada,  donde  las  recibió  y  debió  pagar  sa 
importe,  siendo  en  consecuencia  el  Juez  competente  para  entender  de  la 
demanda; 

Resultando  que  impugnada  la  inhibición  ante  el  susodicho  Juzgado 
del  distrito  del  Hospital  de  Barcelona  por  la  parte  demandante  y  por  el 
Ministerio  fiscal,  la  denegó,  considerando:  ser  preciso  para  resolver  nn 
conflicto  jurisdiccional,  cuando  no  existe  sumisión,  acudir  á  las  reglaa 
que  establece  el  art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento;  disponer  la  primera 
de  ellas  que  en  los  juicios  en  que  se  ejerciten  acciones  personales  es  Jnea 
competente  el  del  lugar  en  que  deba  cumplirse  la  obligación,  y  según  la 
jurisprudencia  de  este  Tribunal  Supremo,  dicho  lugar,  no  sólo  se  dertgna 
de  una  manera  expresa  por  los  contratantes,  sino  también  tácitamente, 
y  como  condición  implícita  y  entendida  de  la  obligación  que  contraje- 
ron; y  declarar  la  enunciada  jurisprudencia  que  se  tiene  por  lugar  del 
cumplimiento  de  las  obligaciones  en  las  compraventas  el  domicilio  del 
vendedor,  mientras  no  se  demuestre  que  los  géneros  ó  mercanoíafl  ee 
han  remitido  al  del  comprador  de  cuenta  y  riesgo  de  aquél: 

Resultando  que  el  Juzgado  de  Madrii  desistió  del  requerimiento;  y 
apelado  el  auto  en  que  así  lo  acordó  por  Dofia  Josefa  Navarro,  fué  revo- 
cado, previos  los  trámites  correspondientes,  por  la  Sala  primera  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  del  territorio,  por  entender:  que  si  bien  el  Jnes-del 
lugar  donde  deba  cumplirse  la  obligación  tiene  preferente  oompeteneia 
sobre  el  del  domicilio  del  demandado  para  conocer  de  los  pleitos  en  que 
se  ejercitan  acciones  personales,  preciso  es  para  ello  que  al  resolverse 
la  cuestión  sea  conocido  el  lugar  del  pago,  sin  que  basten  para  darlo  á 
conocer  las  meras  afirmaciones  del  demandante,  sino  que  es  necesario 
exista  algún  fundamento  ó  indicio  racional  que  lo  demuestre,  pues  de 
otra  suerte  quedaría  al  arbitrio  del  actor  privar  al  demandado  de  su  pro- 
pio fuero;  y  que  al  no  existir  sumisión  tácita  ó  expresa,  ni  deducirse 
principio  alguno  de  prueba  ó  indicio  racional  por  el  que  se  determine  el 
lugar  en  que  deba  cumplirse  la  obligación,  es  Juez  competente  el  del 
domicilio  del  demandado: 

Resultando  qne,  en  su  virtud,  cada  uno  de  dichos  Juagados  ha  ele- 
vado las  actuaciones  de  su  razón  á  este  Supremo  Tribunal,  en  el  qne  el 
Ministerio  fiscal  ha  emitido  dictamen  en  el  sentido  de  proceder  qne  se 
resuelva  la  competencia  en  favor  del  de  esta  corte. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  Toda: 

Considerando  que,  al  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  art.  68  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  en  los  juicios  en  que  sé  ejerciten  acciones  perso- 
nales es  Juez  competente  el  del  domicilio  del  demandado,  si  se  ignora  el 
lugar  en  que  deba  cumplirse  la  obligación  y  no  hay  términos  hábllM 
para  que  el  actor  pueda  optar  por  el  del  lugar  del  contrato,  si  éste  fneee 
conocido: 

Oonsiderando  que  con  la  demanda  interpuesta  por  la  Oompafiía  mer- 
cantil de  Barcelona  Bailina  y  Oornet  no  se  aoompaftan  más  justlficantea 
de  la  acción  ejercitada  que  dos  facturas,  de  las  que  no  resaltan  las  con- 
diciones con  que  se  celebraron  los  supuestos  contratos  con  Dofia  JosaCa 
Navarro  y  López,  de  los  qne  se  hace  derivar  la  deuda  qne  se  la  redama» 
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j  como  éata  i>or  su  parte  afirma  qne  nada  ha  contratado  íaera  de  bu  do» 
micüio,  sito  en  esta  corte,  es  vista  qne  el  único  Jnes  competente  para 
conocer  de  la  demanda  es  el  del  expresado  domicilio,  por  no  aparecer 
principio  algrnno  de  prueba  que  indique  lo  convenido  acerca  del  lugar  en 
qne  hubiera  de  hacerse  el  pago  de  las  mercancías  que  se  suponen  vendi- 
das á  Dofia  Josefa  Navarro,  ni  de  las  circunstancias  j  condiciones  con 
que  se  las  entregaron  los  vendedores: 

Considerando  que  el  precepto  legal  aplicable  es  el  contenido  en  el 
art,  1171  del  Código  civil,  supletorio  del  mercantil,  y  no  el  1600,  por  las 
raiones  expuestas;  í 

Fallamos  que  debemos  declarar  j  declaramos  que  el  conocimiento  de         * 
la  mencionada  demanda  corresponde  al  Juzgado  de  primera  instancia         ( 
del  distrito  del  Centro  de  esta  corte,  al  que  se  remitan  con  la  oportuna 
certificación,  á  los  efectos  procedentes,  las  actuaciones  que  lo  han  sido 
á  este  OPribunal  Supremo  por  dicho  Juzgado  j  el  de  igual*clase  del  dis- 
trito del  Hospital,  de  Barcelona,  al  que  se  comunique  la  presente  reso- 
loeiÓB. 
.   Asi  iK>r  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gacetc^  dentro 
de  los  diea  días  siguientes  al  de  su  fecha,  Ó  insertará  en  la  Colección 
Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo  pronuncia- 
mos, mandamos  y  firrmamos.=José  de  Aldecoa.=Ricardo  Gullón.=JoBé 
de  Gamica.=Francisco  Toda.=Joaquín  González  de  la  Pefia. 

Publicación.=Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Exorno.  Sr.  D.  Francisco  Toda,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  cele- 
brando andiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  que  cer- 
tifico como  Belator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  16  de  Abril  de  1901.=Licenciado  Hilario  María  González  y 
Torres. 


Núxn.  es.— TRIBUNAL  SUPREM0.-I6  de  Abril,  pab.  el  7  da  Mayó. 

Casación  por  infracción  de  i.ey.— Rendición  de  cuentas.— Auto 
declarando  no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  ínter- 

{»uesto  por  D.  José  López  contra  la  sentencia  pronunciada  por 
a  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito 
con  D.  Francisco  López. 
En  sus  CONSIDERANDOS  SO  estableco: 

Que  es  doctrina  legal  reiteradamente  establecida,  que  cuando  la 
sentencia  sejunda  en  el  resultado  de  todas  las  diversas  pruebas  su- 
ministradas^  no  es  permitido  al  recurrente  disgregarlas  y  atenerse 
solamente  á  aquellas  que  puedan  Javorecerle.  pasando  en  silencio 
las  demás  qne  han  contribuido  á  formar  el  iidcio  de  la  Sala  senten-- 
dadora: 

Que  la  procedencia  de  tener  ó  no  por  confeso  á  un  litigante  sobre 
determinMOs  hechos,  corresponde  á  las  facultades  discrecionales 
del  Tribunal  sentenciador: 

Que  la  fuerza  probatoria  de  las  manifestaciones  de  los  testigos 
^dela  libre  estimación  del  Tribunal,  según  el  precepto  de  la  ley  y 
^  constante  jurisprudencia. 

Beaultando  que  por  escrito  de  28  de  Noviembre  de  1898,  D.  José  Ló- 
PM  Otaduy,  declarado  pobre,  promovió  ante  el  Juzgado  de  primera  ins- 
tancia del  distrito  de  la  Inclusa  de  esta  corte  juicio  declarativo  de  ma- 
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yor  cuantía  contra  su  padre  D.  FranciBco  López  Ágnllió,  con  la  aúplica 
de  que  se  le  condenase  á  que  en  término  de  treinta  días,  deede  qne  tamrm 
firme  la  sentencia,  rinda  cuentas  del  caudal  qne  dejó  á  su  muóie  Dofls 
Josefa  Sebastiana  Otaduy,  su  esposa,  y  del  dejado  á  su  fallecimiento  por 
Dofia  Simona  Arana  Aberdi,  su  suegra,  así  como  de  la  conserración  de 
los  bienes  en  concepto  de  propios  de  su  hijo — el  actor  y  recurrente— 
D.  José  López  Otaduy  hasta  Mayo  de  1889,  y  desde  esta  fecha,  de  la  ad- 
ministración y  productos  de  tales  bienes  hasta  el  día  de  sn  entrega,  con- 
denándose asimismo  al  D.  Francisco  López  Aguilló  á  entregar  á  su  hijo 
el  demandante  todos  los  bienes  procedentes  ó  que  pertenecieron  á  sos 
dichas  madre  y  abuela,  con  sus  aumentos,  accesiones  naturales  y  loe 
productos  de  los  mismos,  á  contar  desde  dicho  mes  de  Mayo  de  1889 
'  hasta  la  fecha  del  pago  total,  y  en  todas  las  costas; 

fieeultando  que  según  escritura  otorgada  en  28  de  Julio  de  1899  ante 
el  Notario  de  esta  corte,  D.  Joaquín  Moreno  Caballero,  cuya  primen 
copia  obra  unida  á  los  autos,  el  actor  D.  José  López  otorgó  á  favor  de  sv 
padre— hoy  demandado — carta  de  pago  de  las  cantidades  que  le  había 
entregado  procedentes  de  la  herencia  de  su  abuela  Dofia  Simona  Arana, 
consignando  en  dicha  escritura  qne  aquellas  sumas  eran  los  únicos  ble- 
nos  relictos  por  ésta,  y  que  ninguna  otra  cosa  tenía  que  pedir  á  su  alu- 
dido padre,  renunciando,  en  su  consecuencia,  á  toda  reclamación  judi- 
cial ó  extrajudicial  contra  el  mismo  sobre  este  punto,  y  haciendo  exten- 
siva esta  renuncia  á  las  acciones  que  pudiera  ejercitar  contra  dicho 
demandado  por  razón  de  la  herencia  correspondiente  al  actor  como  bijo 
de  Dofia  Josefa  Otaduy,  por  no  haber  dejado  ésta  á  su  defunción  caudal 
alguno: 

Resultando  que  opuesto  á  la  demanda  D.  Francisco  López  AgnlUó,  y 
después  de  otros  trámites  y  diligencias  que  no  es  necesario  mencionar, 
se  recibió  el  pleito  á  prueba,  declarando,  á  instancia  del  actor,  varios 
testigos,  de  cuyos  dichos  se  consigna  en  el  fallo  recurrido  no  puede  de- 
ducirse que  la  base  de  la  fortuna  de  López  Aguilló  fuese  las  aportaciones 
ó  entregas  de  metálico  que  le  hiciera  su  madre  política  Dofia  Simona 
Arana: 

Besultando  que  practicadas  las  pruebas  propuestas,  unidas  las  mis- 
mas á  los  autos,  y  evacuados  los  traslados  de  conclusiones,  presento  el 
actor  dos  facturas  firmadas  por  D.  F.  López  á  nombre  de  Dofia  Simona 
Arana,  referente  una  á  plomos  de  la  misma,  recibidos  por  la  viuda  de 
D.  Ramón  Bonaplata  desde  16  hasta  31  de  Octubre  de  1868,  conteniendo 
la  otra  el  balance  del  género  entregado  á  la  Dofia  Simona  y  ezifttonto  en 
fábrica  en  la  última  de  dichas  fechas;  cuyos  documentos,  admitidos  sin 
perjuicio,  los  estimó  válidos  el  demandado,  aunque  impugnando  sn  efi- 
cacia, como  ajenos  á  la  cuestión  discutida;  después  de  lo  cual  se  decla- 
raron conclusos  los  autos,  y  dicto  sentencia  el  Juzgado  en  26  de  Octubre 
de  1899,  absolviendo  al  D.  Fraacisco  López  Aguilló  de  la  demanda  in- 
terpuesta contra  el  mismo  por  su  hijo  D.  José  López  Otaduy,  y  conde- 
nando á  ésto  al  pago  de  todas  las  costas  del  juicio,  con  otra  declaración 
que  no  es  del  caso;  de  cuyo  fallo  interpuso  apelación  el  López  Otaduy: 

Besultando  que  éste,  al  evacuar  el  traslado  de  instrucción,  aoompafió 
á  su  escrito  otros  cuatro  documentos,  que  juró  no  haber  conocido  ante^, 
referentes  á  liquidaciones  de  operaciones  qne  Dofia  Simona  Arana  hacía 
con  la  casa  de  la  viuda  de  D.  Ramón  Bonaplata,  y  solicito,  estimándolo 
la  Sala,  el  recibimiento  del  pleito  á  prueba  en  la  segunda  instancia, 
practicándose  durante  este  período  prueba  testifical,  sin  que  pudiera  ve- 
rificarse la  de  confesión  en  juicio  y  reconocimiento  de  firmas,  pretsn* 
dida  por  el  actor,  que  debía  efectuar  el  demandado  por  no  haber  compa- 
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reeido  éste,  no  obstante  habérsele  citado  en  forma;  7  declarados  conclu- 
sos los  antOB  para  sentencia,  la  dictó  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la 
Andiencia  de  este  territorio  en  16  de  Noviembre  último,  confirmando  en 
un  todo  el  fallo  apelado,  con  imposición  al  apelante  de  las  costas  de  se- 
gunda instancia: 

Resultando  que  D.  José  López  Otaduf  ha  interpuesto  recurso  d&  ca* 
Bftción  por  infracción  de  ley,  como  comprendido  en  el  núm.  7.^  del  ar- 
tículo 1692  de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  alegando  al  efecto  como  in- 
fringidos: 

Primero.  Los  arts.  1282  del  Código  civil  7  693  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento, porque  la  Sala  sentenciadora,  al  dejar  de  declarar,  sin  raión  ni 
motivo  alguno,  confeso  á  D.  Francisco  López  Asnillo  en  el  reoonoci- 
miento  de  los  documentos,  iguales  á  los  presentados  en  primera  instan- 
cia, y  en  las  posiciones  declaradas  pertinentes,  ha  negado  valor  y  efica- 
cia á  semejante  confesión,  según  la  cual  quedó  demostrado  contra  el  Don 
Francisco  que  Doña  Simona  Arana  llevaba  cuenta  corriente  de  fundición 
de  plomo  con  la  viuda  de  Bonaplata,  que  estas  operaciones  se  haofan 
con  intervención  del  López  Aguilló,  que  ellas  le  ayudaron  á  salir  de 
mero  dependiente  y  convertirse  en  industrial  por  su  propia  cuenta,  7 
que  este  fué  el  principio  de  toda  su  fortuna: 

Segundo.  Los  arts.  22ILdel  propio  Código  y  604  de  la  expresada  ley, 
en  cuanto  dicha  Sala  desconoce  el  valor  de  los  seis  documentos  presen- 
tados por  el  recurrente,  dos  de  ellos  expresamente  aceptados  y  los  otroa 
cuatro  comprendidos  en  la  declaración  de  confesión,  que  con  toda  su 
eficacia  acreditan  que  Dofia  Simona  Arana  era  persona  rica,  y  que  dis- 
poniendo de  crecidas  sumas,  las  puso  á  disposición  de  su  yerno,  al  cual 
sirvieron  para  labrar  su  fortuna;  y 

Tercero.  El  art.  669  de  la  mencionada  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  al 
no  apreciarse  fuerza  probatoria  alguna  á  las  declaraciones  de  dos  testi- 
gos, que  no  sólo  se  refirieron  en  sus  deposiciones  á  hechos  propios,  sino 
que  se  remitieron  á  los  documentos  mencionados  en  el  anterior  motivo, 
cuyas  dos  circunstancias  son  de  aplicación  por  las  reglas  de  la  sana 
critica: 

Resultando  que  opuesto  el  Ministerio  fiscal  á  la  admisión  del  re- 
curso, se  ha  traído  á  la  vista  con  las  debidas  citaciones. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Gullón: 

Considerando  que  es  doctrina  legal,  rúteradamente  establecida,  que 
cuando  la  sentencia  se  funda,  como  en  este  caso  acontece,  en  el  resul- 
tado de  todas  las  diversas  pruebas  suministradas,  no  es  permitido  al  re- 
currente disgregarlas  y  atenerse  solamente  á  aquellas  que  puedan  favo- 
recerle, pasando  en  silencio  las  demás  que  han  contribuido  á  formar  el 
juicio  de  la  Sala  sentenciadora;  y 

Considerando  que  de  semejante  defecto  adolece  el  recurso  de  que  se 
trata,  porque  en  él,  á  pesar  de  que  el  fallo  recurrido  consigna  terminan- 
temente, apreciando  en  conjunto  las  pruebas,  que  no  están  acreditados 
los  hechos,  se  prescinde  de  varias  de  las  practicadas  en  primera  instan- 
cia y  sefialadamente  de  la  escritura  pública  de  28  de  Julio  de  1893,  que 
constituye  uno  de  los  principales  fundamentos  del  mismo  fallo;  porque 
á  mayor  abundamiento,  la  procedencia  de  tener  ó  no  por  confeso  á  un 
litigante  sobre  determinados  hechos  corresponde  á  las  facultades  discre- 
cionales del  Tribunal  sentenciador,  el  cual  expresa  en  este  caso  que  la 
indicada  declaración  no  influiría  en  la  resolución  del  asunto;  y  final- 
mente, porque  la  fuerza  probatoria  de  las  manifestaciones  de  Tos  doa 
testigos  examinados  en  la  segunda  instancia,  como  las  de  todos  Iob  rea- 
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Untes,  se  eetima  libremente  por  el  propio  Tribunal,  según  el  precepto 
de  la  ley  j  la  constante  jurisprudencia; 

Ho  ha  lagar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley  que  ba  interpuesto  D.  José  López  Otaduy,  á  quien  condenamos  al 
pago  de  ISB  costas;  expídase  á  la  Audiencia  territorial  de  esta  corte  1a 
oorrespondiente  certificación,  devolviéndole  el  apuntamiento  que  remi- 
tió, y  publiquese  este  auto  según  previene  la  ley. 

Madrid  16  de  Abril  de  1901.=:Joeé  de  Aldecoa.=:Blcardo  Gullón.= 
José  de  Garnica.=FrancÍBco  Toda.=£nrlqne  Lassús.^Joaquin  Gonxá- 
les  de  la  Peña.=Pedro  LavÍD.=El  Relator,  Marcelino  San  Bomis.=Ro- 
gelio  González  Montes,  Escribano  de  Oámara. 


Nüm.  GQ.-TRIBUNAL  8UPREM0.-I6  de  Abril,  pab.  el  7  de  Mays. 

Casación  por  infracción  db  ley.— Pa^o  de /)tf«e/as.— Auto  decla- 
rando no  haber  lugar,  en  parte,  á  la  admisión  del  recurso  inter- 
puesto por  D.  Miguel  Marco  contra  la  sentencia  pronunciada 
por  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en 
pleito  con  D.  Ruperto  Jacinto  Chavarri. 
fin  su  CONSIDERANDO  único  86  establece: 

Qíie  no  es  licito  en  casación  descomponer  la  prueba  para  combatir 
la  apreciación  que  de  ella  haya  hecho  en  conjunto  el  Tribunal  sen- 
tenciador: 

Que  no  es  impugnable  en  casación  el  juicio  que  acerca  de  la  prue- 
ba testifical  haya  formado  la  Sala  en  uso  de  la  j acuitad  discrecional, 
que  sin  más  limitación  que  la  conformidad  con  las  reglas  de  la  sana 
eritiea  no  contenidas  en  ley  alguna^  te  confieren  el  art.  659  de  la  ley 
procesal  y  el  1248  del  Código  civil. 

Beeultando  que  seguido  en  el  Juzgado  del  distrito  del  Congreso  7  la 
Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte,  juicio  declarativo 
de  mayor  cuantía  sobre  pago  de  pesetas,  por  demanda  de  D.  Miguel  Marco 
7  Fiol  contra  D.  Ruperto  Jacinto  Chavar ri  7  Hernáis,  la  mencionada 
Sala  pronunció  en  16  de  Diciembre  próximo  pasado  sentencia  confirma- 
toria, por  la  que  se  absuelve  de  la  demanda  á  dicho  demandado,  con  im- 
posición de  las  costas  de  la  segunda  instancia  al  demandante  7  ape- 
lante: 

Resultando  que  D.  Miguel  Marco  7  Fiol  ha  interpuesto  recurso  de  ca- 
sación por  infracción  de  le7,  fundado  en  varios  motivos,  siendo  el  pri- 
mero de  ellos  relativo  á  haber  incurrido  la  Sala  sentenciadora  en  un  evi- 
dente error  de  hecho  7  otro  de  derecho,  éste  por  infracción  del  art.  1248 
del  Código  civil,  al  estimar  que  la  suma  facilitada  por  el  recurrente  á 
D.  Ruperto  Chavarri  7  Batres  no  lo  ha  sido  en  la  cuantía  ni  por  el  con- 
cepto expresado  en  una  letra  obrante  en  autos,  dando  para  ello  valor 
probatorio  á  las  declaraciones  de  dos  testigos  tachados  por  causa  legal  7 
que  dijeron  desconocer  tales  exiremos,  cu7as  declaraciones  son  un  acto 
auténtico: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  se  ha  opuesto  á  la  admisión  del 
recurso  respecto  al  indicado  primer  motivo. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Vicente  de  Piniés: 

Considerando  que  es  inadmisible  el  primer  motivo  del*  recurso,  con- 
forme al  núm.  9.®  del  art.  1729  de  la  107  de  Enjuiciamiento  civil,  por- 
que aparte  de  que  no  es  lícito  descomponer  la  prueba  para  combatir  la 
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mpreciMión  qve  de  ellaen  conjanto  haya  hecho  el  Tribunal  aentenciador, 
noea  impugnable  en  casación  el  joicio  que  acerca  de  la  prueba  testifical 
haya  formado  la  Sala  en  uso  de  la  facultad  discrecional  que  sin  más  li- 
mitación que  la  conformidad  con  las  reglas  de  la  sana  critica,  no  conte- 
nidas en  ley  alguna,  le  confieren  el  art.  669  de  la  citada  ley  y  el  mismo 
art.  1248  del  Código  civil,  que  se  supone  infringido; 

No  ha  lugar  á  admitir  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Mi- 
guel Marco  y  Fidl  en  cuanto  ai  primero  de  sus  motivos;  se  admite  dicho 
recurso  por  los  demás;  publiquese  este  auto  según  dispone  la  ley,  expi- 
«tíéndoee  al  efecto  las  copias  necesarias,  y  libradas  que  sean  las  mismas, 
dése  cuenta. 

Madrid  16  de  Abril  de  1901.=Jo8é  de  Aldeoolt.=José  de  6arnica.= 
Francisco  Toda.=Enrique  Las6á8.=r Joaquín  González  de  la  Pefía.=Vi- 
eente  de  Piniés.=TomáB  Gúdal.=Ante  mi,  Licenciado  Hilario  María 
Gbnaálex  y  Torres. 


£9úm.  lOO .-TRIBUNAL  SUPREMO.-I?  de  Abril,  pab.  el  7  de  Maye. 

Casación  por  infracción  de  ley.— De/enaa  por  pobre.—Auio  de- 
clarando no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  interpuesto 
por  D.  Benito  Valdivielso  contra  la  sentencia  pronunciada  por 
la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  incidente  con 
D.  Fernando  Alonso  y  el  representante  del  Estado. 
En  su  coi^siDERANDO  único  se  establece: 

Que  en  casación  no  puede  discutirse  la  prueba  testifleal,  por  ser 
de  Ubre  apreeiadón  del  Tribunal  sentenciador: 

Que  no  son  de  estimar  para  la  casación  los  errores  de  hecho  y  de 
derecho  que  no  alteren  el  falio. 

Besultando  que  pendientes  en  grado  de  apelación  ante  la  Sala  pri- 
mera de  lo  eiyil  de  la  Audiencia  de  esta  corte  autos  de  menor  cuantía 
■obre  pago  de  pesetas,  seguidos  por  D.  Benito  Valdivielso  y  Medina  con- 
tra D.  Fernando  Alonso  y  Alonso,  formuló  el  primero,  que  se  había  de- 
fendido en  concepto  de  rico  en  la  primera  instancia,  demanda  de  24  de 
Enero  del  afio  próximo  pasado,  solicitando  la  declaración  de  pobreza 
para  seguir  litigando  en  dicho  pleito;  y  formada  pieza  separada,  se  tra- 
mitó el  incidente,  en  el  que  se  opusieron  á  la  petición  de  Valdivielso  el 
D.  Fernando  Alonso  y  la  representación  del  £e¿ado,  y  pronunció  la  enun- 
ciada Sala,  en  8  de  Octubre  último,  sentencia,  por  la  que  falló  no  haber 
lugar  á  la  precitada  declaración  de  pobreza;  así  como  también  desestimó 
la  misma  Sala,  por  auto  de  12  de  Noviembre  siguiente,  la  súplica  de  la 
indicada  sentencia: 

Besultando  que  D.  Benito  Valdivielso  y  Medina  ha  interpuesto  re- 
curso de  casación,  como  comprendido  en  el  núm.  7.^  del  art.  1692  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por  haber  incurrido  la  Sala  sentenciadora 
en  error  de  hecho  y  de  derecho  al  apreciar  la  prueba,  infringiendo  los 
artículos  13  y  26  de  la  misma  ley  de  Enjuiciamiento,  pues  hecha  la  jus- 
tificación exigida  en  el  segundo  de  ellos,  se  había  negado  ai  recurrente 
la  defensa  gratuita  que  le  otorga  el  primero,  á  pesar  de  que  en  un  docu- 
mento auténtico,  cual  lo  es  la  Gaceta  oficial  de  4  de  Enero  de  1900,  ae 
inserta  la  Real  orden  de  22  de  Diciembre  próximo  anterior,  que  dispuso 
que  en  lo  sucesivo  se  cobraran  todos  los  haberes  pasivos  en  las  Delega- 
dones  de  Hacienda  de  las  provincias  donde  residieran  los  interesados; 
TOMO  91  '¿'¿ 
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y  en  su  consecnencia,  siendo  aqnél  habilitado  de  Clases  pasivAs,  y  te- 
niendo casi  toda  su  clientela  fuera  de  esta  corte,  según  lo  habían  afir- 
mado los  testigos  por  él  presentados,  lo  qne  constituía  sn  manera  de  tí- 
yir,  aquella  disposición  le  privó  de  la  gestión  de  los  asuntos  á  qne  estaba 
dedicado,  reduciéndole,  por  consiguiente,  al  estado  de  pobrexa  legal: 

•  Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  se  ha  opuesto  á  qne  se  admita  el 
recurso. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Pedro  Lavñi: 

Considerando  que  dado  el  enlace  que  existe  entre  la  prueba  doenmen- 
tal  7  la  testifical,  practicadas  en  el  incidente,  de  tal  modo  qne  el  jnicio 
tiene  que  formarse  por  la  resultante  de  ambos,  es  evidente  que  no  po- 
diendo discutirse  en  casación  la  testifical,  por  ser  de  libre  apreciación 
del  Tribunal  sentenciador,  el  recurso,  que  impugna  ambos  medioa  pro> 
batorios,  es  inadmisible,  porque  quedando  subsistente  el  juicio  de  la 
Sala  sobre  la  prueba  de  testigos,  los  errores  de  hecho  y  de  derecho  en  la 
de  documentos,  suponiendo  que  se  hubieren  cometido,  no  alterarían  el 
fallo; 

No  ha  lugar,  con  las  costas,  á  admitir  el  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  D.  Benito  Valdivielso  y  Medina;  devuélvase  á  la  Audiencia 
de  esta  corte,  con  la  oportuna  certificación,  el  apuntamiento  que  htL  re- 
mitido, y  publiquese  el  presente  auto  según  dispone  la  ley. 

Madrid  i7  de  Abril  de  1901.=. José  de  Aldecoa.=Ricardo  Gullón.= 
José  de  Garnica.=Francisco  Toda.=Enrique  Laseús.= Joaquín  Gonzá- 
lez de  la  Pefía.=Pedro  Lavín.=Ante  mí,  Licenciado  Hilario  María  Gon- 
zález y  Torres.  .a  w 


Núxn.  101.-TRIBUNAL  8UPREI10.-I7  de  Abril,  pvb.  el  7  de  Mayo. 

Casación  por  infracción  de  ley. —Nulidad  de  aetuatíone$.^Sen' 
tencía  declarando  do  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por 
D.  Lino  Pérez  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  primera  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  D.  Antonio  Gar- 
cía y  otro. 
En  su  CONSIDERANDO  údíco  sb  cstablece: 

Que  son  improcedentes  los  motivos  del  recurso  que  no  c^eetan  á 
los  Jundamentos  del  fallo  recurrido. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  17  de  Abril  de  1901,  en  los  antos  de 
jnicio  declarativo  de  mayor  cuantía,  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera 
instancia  del  distrito  del  Congreso  de  esta  capital  y  la  Sala  primera  de 
lo  civil  de  la  Audiencia  del  territorio  por  D.  Lino  Pérez  Gutiérrez,  tra- 
jinero,  vecino  de  Viliarramiel,  contra  D.  Antonio  García  López,  cesan- 
te, de  esta  vecindad,  y  D.  Gervasio  García  Vaiverde,  cuyas  circunstan- 
cias personales  no  constan,  sobre  nulidad  de  un  juicio  verbal  y  una  ter- 
cería é  indemnización  de  dafíos  y  perjuicios;  autos  pendientes  ante  Nos, 
en  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  el  deman- 
dante, á  quien  representa  el  Procurador  D.  Fermín  Bernaldo  de  Quirós 
y  defiende  el  Licenciado  D.  Manuel  Zancajo;  no  habiéndose  personado 
en  este  Supremo  Tribunal  la  parte  recurrida: 

Resultando  que  D.  Lino  Pérez  y  Gutiérrez,  con  fecha  10  de  Enero 
de  1899,  formuló  demanda  de  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía,  qne 
se  ha  tramitado  ante  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del 
Congreso  de  esta  capital,  con  la  súplica  de  que  se  declarase  nulo  de  de- 
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recho  an  juicio  yerbal  segaido  por  D.  Antonio  García  López  contra  Don 
Gervasio  Garda  Valverde  en  el  Juzgado  municipal  del  distrito  del  Hos- 
picio de  esta  corte,  sobre  pago  de  250  pesetas,  importe  de  una  letra,  y, 
como  consecuencia,  la  nulidad  también  de  una  tercería  deducida  por  el 
D.  Antonio  García  López  contra  el  D.  Gervasio  García  y  el  ahora  deman- 
dante en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  últimamente  indicado  dis- 
trito, como  incidente  de  la  ejecución  que  el  demandante  seguía  contra 
García  Valverde,  y  se  condenara  á  D.  Antonio  García  López  á  la  in- 
-demnlsación  de  perjuicios  que  el  Juzgado  s<>fialare,  por  su  mala  fe  al 
interponer  aquella  tercería  y  sostenerla,  constándole  que  la  sentencia  en 
que  ¿andaba  su  preferencia  no  era  ñrme  á  causa  de  no  haber  sido  noti- 
ficada al  deudor,  condenando  en  costas  á  los  demandados: 

Resultando  que  como  fundamentos  encaminados  á  apoyar  su  preten- 
flión,  expuso  D.  Lino  Pérez:  que  D.  Antonio  García  López  demandó  á 
D.  Gervasio  García  Valverde  ante  el  Juzgado  municipal  del  distrito  del 
Hospicio,  en  reclamación  de  260  pesetas,  importe  de  una  letra  de  cambio 
perjudicada,  que  como  cesionario,  por  endoso  de  la  Sociedad  La  Nacio- 
nal, tenia  en  su  poder,  y  celebrado  el  juicio  verbal  sin  asistencia  del 
demandado,  á  pesar  de  habérsele  citado  mediante  cédula,  pidió  García 
luópez  se  le  declarase  en  rebeldía  y  el  aseguramiento  de  bienes,  á  lo  que 
•accedió  el  Juzgado,  dictando  sentencia  couf orme  con  las  pretensiones  del 
demandante  el  28  de  Agosto  de  1896,  sin  que  durante  la  tramitación  del 
juicio  se  hiciera  notificación  alguna  ai  demandado  después  de  la  decla- 
ración de  rebeldía,  excepto  la  sentencia  que  le  fué  notificada,  sin  que  el 
■actor  lo  pidiera,  mediante  cédula  entregada  á  un  dependiente  de  dicho 
demandado  García  Valverde,  como  si  hubiera  sido  parte  en  el  juicio  y 
no  estuviese  declarado  rebelde;  y  que  el  D.  Antonio  García  López,  con 
nn  testimonio  de  la  susodicha  sentf  ncia,  promovió  en  unos  autos  ejecuti- 
vos instados  por  D.  Lino  Pérez  contra  D.  Gervasio  García  tercería  de 
mejor  derecho  á  los  bienes  embargados,  fundado  en  la  fecha  anterior  del 
fallo  que  presentaba  sobre  el  recaído  á  favor  de  D.  Lino  Pérez,  sin  tener 
en  cuenta  que  aquél  no  era  firme  por  no  haber  sido  notificado  personal- 
mente al  deudor,  ó  publicado  en  los  periódicos  oficiales,  no  obstante  lo 
cual,  el  Juzgado  que  entendió  en  la  tercería  preguntó  al  municipal  si  era 
firme  dicha  sentencia,  y  como  aquél  contestase  que  si,  porque  aun  cuando 
no  se  habían  cumplido  los  preceptos  terminantes  de  la  ley  había  sido 
notificada  al  deudor  por  cédula,  resolviese  dicha  tercería  conforme  con 
las  pretensiones  del  tercerista;  y  citó  ios  artículos  iS9,  281,  283,  869,  460, 
463,  762,  778,  776,  786  y  786  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  y  1924  del  Có- 
digo civil: 

Besultando  que  declarados  rebeldes  los  demandados  por  no  haber 
comparecido  á  pesar  del  emplazamiento,  y  renunciada  la  réplica  por  el 
demandante,  se  recibió  el  pleito  á  prueba,  practicándose  la  propuesta  por 
^ste,  consistente  en  que  se  reclamase  y  corriera  unido  á  los  autos  el  jui- 
cio verbal  seguido  por  D.  Antonio  García  López  contra  D.  Gervasio  Gar- 
cía Valverde,  del  que  aparece  lo  consignado  en  la  demanda  á  él  referen- 
te, y  se  testimoniaran  literalmente  las  actuaciones  practicadas  en  el 
pleito  de  tercería: 

Besultando  que  el  Juzgado  en  su  día  dictó  sentencia,  por  la  que,  des- 
estimando la  demanda  en  cuanto  por  ella  se  pedía  la  nulidad  del  juicio 
verbal  y  tercería  mencionados,  declaró  haber  lugar  á  ella  en  lo  referente 
á  la  indemnización  de  Ior  perjuicios  que  subsidiariamente  se  reclamaban 
en  aquélla,  por  considerar  que  los  vicios  de  que  adolecía  la  tramitación 
de  aquel  juicio  no  podían  perjudicar  en  definitiva  á  un  tercero,  y  con- 
denó á  D.  Antonio  García  López  á  abonar  al  demandante,  por  vía  de  in- 
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demnisación,  el  importe  de  loe  gastos  invertidos  en  el  depósito  de  lo» 
bienes  embargados,  de  los  que  pudo  cobrarse,  7  de  la  parte  de  ooetat 
correspondiente  que  el  D.  Lino  debía  satisfacer  en  la  tercería,  previa 
jostifícación  en  forma;  y  apelada  dicha  resolación  por  el  prenombrado 
D.  Lino  Peres  Gatiórrea,  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
esta  corte,  en  11  de  Junio  del  pasado  afio  1900,  después  de  los  trámites 
correspondientes,  dictó  otra  absolviendo  á  los  demandados,  sin  expresa 
condena  de  costas: 

Besaltando  que  D.  Lino  Peres  Gutiérrez  ha  interpuesto  recurso  de 
casación,  como  Comprendido  en  los  números  1.^  7  7.^  del  arL  1692  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  alegando: 

Primero.  La  infracción  del  art.  488  de  la  mencionada  le7,  que  en  el 
párrafo  2.®  establece  que  si  la  tercería  no  excediese  de  250  pesetas  7  la 
demanda  fuese  incidental  de  un  juicio  del  que  conoaca  el  Juea  de  pri- 
mera instancia,  decidirá  estela  reclamación  en  juicio  verbal  sin  ulterior 
recurso;  en  cuanto  la  Sala  sentenciadora  desvirtúa  el  espíritu  x  sentido 
gramatical  del  indicado  precepto,  partiendo  del  principio  erróneo  de  que 
el  recurrente  podía  u  ti  Usar  un  recurso  que  la  107  no  le  concede,  siendo 
así  que  no  le  era  permitido  hacer  otra  cosa  que  ejercitar  la  acción  corres- 
pondiente en  el  oportuno  juicio  declarativo,  á  fin  de  obtener  la  nulidad 
de  los  dos  juicios  verbales,  acción  distinta  á  la  utilisada  en  aquéllos,  7 
por  tratarse  de  una  sencilla  cuestión  de  derecho,  bastaba  para  resolverla 
tener  presente  lo  dispuesto  en  los  arts.  281,  282,  288,  762,  769  7  773  de 
la  citada  107  de  Enjuiciamiento;  7 

Segundo.  Error  de  hecho  en  la  apreciación  de  laa  pruebas,  toda  vea 
que  la  Sala  sentenciadora  confunde  la  clase  de  tercería  que  D.  Antonio 
García  siguió,  pues  cree  que  fué  tramitada  por  las  reglas  de  un  juicio 
ordinario,  en  las  que  cabe  el  recurso  de  apelación,  siendo  así  que  por  no 
exceder  de  250  pesetas,  se  sustanció  con  arreglo  á  lo  prescrito  en  el  pá- 
rrafo 2.®  del  artículo  7a  invocado  488. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Enrique  Lassús: 

Considerando  que  la  sentencia  recurrida  descansa  en  el  fundamento 
jurídico  de  haber  sido  7a  juagada  en  el  respectivo  juicio  de  tercería  la 
misma  cuestión  al  presente  suscitada  por  el  demandante  sobres!  merece 
ó  no  la  consideración  de  sentencia  firme  la  que  en  aquel  juicio  invocó 
D.  Antonio  García  Lopes  como  título  de  su  derecho,  7  que  esto  supuesto, 
ninguno  de  los  motivos  que  se  alegan  en  el  presente  recurso  son  eficaces 
para  impugnar  semejante  estimación  porque  tuviera  ó  no  medios  proce- 
sales D.  Lino  Pérez  Gutiérrez  para  recurrir  contra  la  sentencia  entonces 
dictada,  esto  en  nada  podía  afectar  á  la  cosa  juzgada,  así  como  tampoco 
la  ma7or  ó  menor  extensión  dada  en  el  indicado  juicio  de  tercería  á  Isa 
razones  ó  fundamentos  alegados  para  combatir  el  título  en  que  se  hada 
descansar  la  tercería,  cu7a  nulidad  no  se  pretende  por  vicios  de  este  joi- 
cio,  sino  por  los  que  se  suponen  cometidos  en  el  verbal,  donde  obtúvola 
sentencia  el  tercerista; 

Fallamos  que  debemos  declarar  7  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Lino  Pérez  Gutiérrez;  no  hacemos 
imposición  de  costas,  mediante  no  haber  comparecido  en  este  Tribunal 
Supremo  parte  recurrida,  7  devuélvase  á  la  Audiencia  de  esta  corte,  con 
la  oportuna  certificación,  el  apuntamiento  que  ha  remitido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
sertará en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  7  firmamos.=José  de  Aldecoi» 
=Ricardo  Gullón.=José  de  Garnica.=FranciBco  Toda.=£nrique  Lmm- 
aús.=Joaquín  González  de  la  Pefia.=:Pedro  Lavín. 
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Pablieftcióii.=Leíds  y  publicada  faé  la  anterior  sentencia  por  et 
IBzemo.  Sr.  D.  Enrique  LassÚB,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  cele- 
brando audiencia  pública  la  Bala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  que  cer- 
tifico como  Belator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  17  de  Abril  de  1901.=:Licenciado  Hilario  María  Gomales  y 
TTorres. 


27úm.  10$d.— TRIBUNAL  SUPREMO.-»  de  Abril,  pnb.  el  7  y  8  de  May«. 

-Casación  por  infracción  de  ley. --Insertptíón  de  aeeiones  de  mi- 
na«.— Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  inter- 

§  ueste  por  la  Compañía  de  minas  y  Fábrica  de  hierros  del  Pe- 
rosoj  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  Sevilla,  en  pleito  con  el  Monte  de  Piedad  de  la  mis- 
ma  capital. 
En  sus  CONSIDERANDOS  SO  establoco: 

Que  no  infringe  los  arte,  1091  y  1278  del  Código  eioil,  la  senien- 
^a  que  no  contraria  las  eláusulaa  de  la  ley  del  contrato^  inoocado 
por  el  recurrente: 

Que  según  los  arts,  12S7  y  1302  del  Código  civil^  carece  de  aedón 
^  personalidad  para  impugnar  la  oáUdes  de  un  contrato,  la  persona 
que  no  ha  sido  pcLrte  en  el  mismo. 

£n  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  18  de  Abril  de  1901,  en  el  pleito  se- 
suido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Salvador  de  la 
ciudad  de  Sevilla  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  su  territorio 
por  el  Monte  de  Piedad  y  Caja  de  Ahorros  de  dicha  ciudad  con  la  Gom- 
pafiia  de  minas  y  Fábrica  de  hierros  del  Pedroso,  domiciliada  en  la  mis- 
ma, sobre  inscripción  de  300  acciones  á  nombre  de  la  parte  demandante, 
y  por  virtud  de  reconvención,  nulidad  de  los  endosos  de  las  mismas; 
pendiente  ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  in fracción  de 
ley,  interpuesto  por  el  Procurador  D.  Luis  Lumbreras  en  representación 
de  la  Oompafiia  demandada,  con  la  dirección  del  Letrado  D.  Ricardo  Pa- 
dilla, y  en  el  acto  de  la  vista  el  Letrado  D.  Ricardo  Franco  Lozano;  ha- 
biendo estado  defendida  y  representada  la  parte  recurrida  por  el  Letrado 
D.  Antonio  Maura  y  el  Procurador  D.  Gregorio  Moreno: 

Resultando  que  en  junta  general  de  accionistas  de  la  Oompafiia  de 
minas  y  Fábrica  de  hierros  del  Pedroso,  celebrada  en  Sevilla  en  1.^  de 
Agosto  de  1877,  fueron  aprobados  los  estatutos  por  que  había  de  regirse, 
consignándose  en  el  art.  8.^  que  la  Sociedad  fijaba  su  domicilio  en  aque- 
lla ciudad;  en  el  7.^,  que  el  capital  sería  de  1.114.000  pesetas,  divididas 
•n  1.1  H  acciones  de  LOOO  pesetas  cada  una,  numeradas  correlativamen- 
te; en  el  10.^,  que  las  acciones  serían  nominativas  ó  inscritas  en  el 
registro  que  llevaría  la  Dirección  á  nombre  de  las  personas  ó  estableci- 
mientos determinados  que  las  poseyeran  legítimamente,  cuyos  docu- 
mentos, expedidos  por  el  Director  y  con  las  firmas  del  Tesorero  y  Secre- 
tarlo, constituían  el  título  de  su  propiedad;  en  el  11.^,  que  las  transfe- 
rencias de  las  acciones  se  harían  en  virtud  de  endoso  y  pasando  aviso  al 
Director,  con  la  aceptación  de  la  persona  á  cuyo  favor  se  hiciera,  para  la 
anotación  en  el  registro;  y  cuando  la  transferencia  fuera  por  causa  de 
muerte,  bastaría  un  testimonio  en  que  se  justificase  la  adjudicación  he- 
eha  al  heredero  ó  herederos  que  la  representasen  y  aceptasen,  todo  )e 
eoal  se  haría  constar  en  la  acción  por  nota  que  pondi*ía  la  Dirección  oen 
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arregflo  al  registro  de  la  Sociedad,  y  Bin  cuyos  requisitos  no  tendría  va- 
lor la  transferencia;  en  el  60,  núm.  1.®,  que  el  Director,  como  Jefe  de  la^ 
Sociedad,  tendría  su  representación  y  llevaría  la  firma;  y  en  el  61,  nú- 
mero 8.°,  que  el  Director  Presidente  de  la  Junta  de  Consiliarios  tendría, 
la  obligación  de  que  la  contabilidad  estuviera  siempre  al  corriente  y  los 
registros  de  acciones  y  de  accionistas  se  llevaran  al  día  con  la  toma  de 
rasón  respectiva: 

Resultando  que  en  6  de  Junio  de  1884  D.  Bernardo  Toresano,  Director 
de  la  Cumpafiía  susodicha,  negoció  dos  pagarés  de  SO.  000  y  20.000  pese- 
tas, expedidos  á  su  orden  por  la  Compañía,  endosándolos  á  la  Dirección 
de  i  Monte  de  Piedad  y  Caja  de  Ahorros  de  Sevilla,  con  vencimiento  al  6> 
de  Diciembre  de  aquel  año;  y  en  SO  de  Octubre  negoció  otro  pagaré  de 
50.000  pesetas  en  la  misma  forma,  con  vencimiento  al  SO  de  Abril  de 
1885,  que  fueron  renovándose  á  sos  respectivos  vencimientos,  siendo  la 
última  renovación  de  29  de  Octubre  y  2  de  Diciembre  de  1887,  con  ven- 
cimiento  ai  31  de  Enero  y  2  de  Marzo  de  1888;  y  en  2  de  Junio  de  1887 
negoció  otros  dos  de  15.000  y  10.000  pesetas  respectivamente,  endosán- 
dolos también  al  Monte  de  Piedad,  siendo  renovados  por  segunda  vez 
en  7  de  Diciembre  de  1887  por  uno  solo  de  25.000  pesetas,  con  venci- 
miento al  7  de  Marzo  de  1888: 

Resultando  que  en  30  de  Octubre  de  dicho  año  1887,  D.  Antonio  Mi- 
hura,  Secretario  contador  del  Monte  de  Piedad,  dirigió  una  carta  á  Don 
Bernardo  Toresano,  manifestándole  que  en  aquel  día  quedaba  hecha  en 
el  Monte  la  pignoración  de  80  acciones  de  su  propiedad,  de  la  Compañía 
de  minas  del  Pedroso,  números  418  al  421,  516  ai  526,  558  al  567,  582  al 
685  y  700  por  préstamo  de  200.000  reales  recibidos  por  él;  y  que  también 
quedaban  endosados  á  favor  del  Director  de  dicho  establecimiento,  para 
mayor  garantía,  dos  pagarés  á  la  orden  suya,  procedentes  de  la  citada 
Compañía,  uno  de  20.000  pesetas  y  otro  de  80.000,  los  cuales  vencían  al 
propio  tiempo  que  aquella  pignoración;  en  2  de  Diciembre  siguiente,  el 
mismo  Mihara  dirigió  otra  carta  á  Toresano  en  iguales  términos  y  con 
idénticos  extremos  que  la  anterior,  con  relación  á  otras  80  acciones,  nú- 
meros 706  al  721,  740  al  67,  831  al  49  y  912  al  87;  y  en  7  del  mismo  mes 
le  dirigió  otra  tercera  carta,  idéntica  á  las  anteriores,  relativa  á  40  ac- 
ciones, marcadas  con  los  núms.  988  al  955  y  1059  al  1071,  y  á  un  pagaré- 
de  25.000  pesetas;  participando,  por  último,  Mlhura  á  Toresano,  en  carta 
del  22,  que  con  aquella  fecha,  y  correspondiendo  á  sus  deseos,  había 
descontado  sus  pagarés  de  30  de  Octubre  y  2  y  7  de  Diciembre  de  aquel 
año,  importantes  en  junto  125.000  pesetas: 

Resultando  que  en  10  de  Enero  de  1888,  D.  Bernardo  Toresano  aen- 
dio  al  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  San  Vicente  de  dicha 
ciudad  de  Sevilla,  pidiendo  como  Director  de  la  Compañía  de  minas  y 
Fábrica  de  hierros  del  Pedroso  se  decretara  la  suspensión  de  pagos  de  la 
misma,  asi  como  la  suya,  á  lo  cual  se  accedió  por  auto  del  mismo  díar 
y  en  17  de  igual  mes  presentó  la  relación  de  los  acreedores  de  la  Compa- 
ñía, figurando  entre  ellos  D.  Cayetano  Sánches  Oil  por  la  suma  de 
125.000  pesetas,  pero  no  el  Monte  de  Piedad,  y  arrojando  el  activo  u» 
exceso  sobre  el  pasivo  de  6.190.888  pesetas;  y  al  siguiente  día  18  pre- 
sentó las  relaciones  correspondientes  á  su  activo  y  pasivo  particular, 
figurando  en  el  activo  la  suma  de  522.000  pesetas  por  522  acciones  de  la 
Compañía  del  Pedroso,  y  no  constando  en  la  relación  de  sus  acreedores 
ni  el  Monte  de  Piedad  ni  D.  Cayetano  Sánchez  Gil;  obrando  en  autos 
una  carta  que  en  20  del  mismo  mes  dirigió  D.  Eduardo  Badía  á  D.  Paa- 
lino  Martínez,  Tesorero  de  la  Compañía  del  Pedroso,  en  la  que  le  mani- 
íeetó  que,  cumpliendo  el  encargo  que  le  había  dado,  se  había  avistado 
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con  D.  Antonio  Mihura,  estando  presente  D.  Felipe  Rniz  de  Mier,  j  le 
habían  dicho  qne  los  pagarés  los  hablan  descontado  hacia  días,  y  qae  si 
qaerian  les  dirían  el  nombre  del  endosatario  para  que  lo  citaran  á  la 
jnnta  de  acreedores;  y  en  cnanto  á  las  acciones,  qne  el  Monte  las  con- 
servaba en  garantía  de  la  responsabilidad  subsidiaria  que  como  endo« 
.sanie  pndlera  mañana  exigírsele,  y  que  no  pensaba  hacer  uso  de  ellas: 
Resaltando  que  D.  Bernardo  Toresano  y  la  Oompafiía  del  Pedroso 
presentaron  á  sus  acreedores  proposiciones  de  convenio,  pidiendo  aquél 
una  espera  de  dos  años  para  realizar  su  activo,  asociado  de  una  Comi- 
sión de   tres  de  sus  acreedores  qne  designaría  la  junta,  ofreciendo  para 
el  caso  de  qne  en  dicho  plazo  no  pudiera  realizar  su  pensamiento,  ceder 
á  saa  acreedores  todos  sus  bienes  y  acciones  para  que  lo  realizaran  en  la 
forma  que  estimasen  más  oportuna;  cuya  proposición  fué  aceptada  por 
mayoría  de  Totos  en  junta  de  acreedores  celebrada  en  21  de  Febrero  de 
dicho  afio  1888,  y  en  junta  de  los  acreedores  de  la  Compañía  del  Pedroso 
celebrada  el  día  anterior,  á  la  que  concurrió  D.  Cayetano  Sánchez  Gil, 
acreedor  por  125.000  pesetas,  fué  aprobada  asimismo  por  mayorfa  de 
^otos,  entre  los  que  figuró  el  de  dicho  acreedor,  la  proposición  de  con- 
venio que  presentó  la  Compañía,  exactamente  igual  á  la  de  Toresano; 
siendo  aprobados  ambos  convenios  por  autos,  respectivamente,  de  8  y 
1.^  de  Marzo,  declarándolos  obligatorios  para  dichos  concursadas  y  sus 
respectivos  acreedores,  cuyos  créditos  datasen  de  época  anterior  á  la  de- 
ciarai  lón  de  suspensión  de  pagos  y  no  fuesen  de  los  comprendidos  en 
el  art.  900  del  Código  de  Comercio,  ó  no  hubieren  concurrido  á  la 
janta: 

Resaltando  qne  transcurrido  el  plazo  de  los  dos  años  sin  que  llegara 
á  realizarse  el  activo  de  Toresano  y  el  de  la  Compañía  del  Pedroso,  se 
pidió  en  ambos  concursos  la  celebración  de  nuevas  juntas  para  llevar  á 
efecto  las  cesiones  de  bienes  ofrecidas,  acordándose  así  por  el  Juzgado, 
qne  señaló  los  días  10  y  4  de  Julio  de  1890,  no  habiendo  podido  llegar  á 
celebrarse  por  haber  fallecido  en  7  del  mismo  mes  D.  Bernardo  Tore- 
sano, Director  de  aquella  Compañía: 

Resaltando  que  los  herederos  de  Toresano  se  personaron  en  las  dili- 
Sencias  de  su  concurso  y  pidieron  la  celebración  de  la  junta  suspendida, 
teniendo  ésta  lugar  en  7  de  Marzo  de  1892,  á  la  que  sometieron  unas  ba- 
ses adicionales  al  convenio  primitivo  para  llevar  á  efecto  la  cesión  de 
bienes  acordada,  que  fueron  admitidas  por  unanimidad  y  aprobadas  por 
el  Juez  en  auto  de  18  del  mismo  mes;  consignándose  en  ellas,  entre 
otros  varios  extremos,  que  con  el  propósito  de  dar  por  cumplida  de  la 
manera  más  fácil  y  menos  onerosa  la  cesión  convenida  en  la  junta  gene- 
ral de  21  de  Febrero  de  1888,  se  creaba  una  Comisión,  compuesta  de  Don 
Alfredo  Tornero,  albacea  y  heredero  de  D.  Bernardo,  y  de  cuatro  acree- 
dores, la  cual  se  consideraría  desde  luego  en  posesión  de  todos  los  bie- 
nes, derechos  y  acciones  que  constituían  el  haber  activo  de  la  testamen* 
taría,  y  con  el  carácter  de  gestora  del  mismo  representaría  á  todos  y 
cada  ano  de  los  acreedores  y  asumiría  la  personalidad  jurídica  de  éstos: 
Resultando  qae  en  las  diligencias  de  concurso  de  la  Compañía  del 
Pedroso  se  convocó  también  á  nueva  junta  de  acreedores,  que  tuvo  In- 
gar  en  8  de  Marzo  de  1892,  concurriendo  á  ella  D.  Cayetano  Sánchez  Gil, 
y  siendo  aceptadas  por  unanimidad  las  bases  que  se  presentaron  por  la 
Compañía  como  adicionales  al  convenio  de  20  de  Febrero  de  1888,  y 
aprobándolas  el  Jaez  en  auto  de  29  ele  aquel  mes  de  Marzo;  establecién- 
dose en  dichas  bases,  entre  otros  varios  particulares:  que  la  Compañía 
de  minas  y  Fábricas  de  hierro  del  Pedroso  y  sus  acreedores  convenían 
en  que  se  diera  por  terminado  el  estado  de  suspensión  de  pagos  de  dicha 
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Sociedad  y  §e  eobreseyera  en  las  actnaclonefl,  quedando  reiniecn^ada  la 
Compafiía  en  el  ejercicio  de  sas  derechos  con  las  limitaclonea  que  por 
Yirtud  de  este  conyenio  se  establecían;  qae  con  el  propósito  de  dar  por 
onmplida  de  la  manera  más  fácil  7  menos  onerosa  la  cesión  de  bienes 
convenida  ,en  la  jnnta  general  de  20  de  Febrero  de  1888,  se  creaba  una 
Comisión,  compuesta  del  Director  de  la  Sociedad,  como  Presidenta,  j 
cuatro  acreedores,  como  Vocales,  que  se  consideraría  desde  luego  en  po- 
sesión de  todos  los  bienes,  derechos  7  acciones  que  constitu7en  el  ac- 
tivo de  la  Compafiía,  7  con  el  caráater  de  gestora  representara  á  todoii 
7  cada  uno  de  los  acreedores  7  asumiera  la  personalidad  jurídica  de  ée- 
tos;  7  que  una  vez  realizado  el  activo  de  la  Compañía  7  pagadoe  los 
acreedores  obligacionistas  por  su  carácter  de  hipotecarios  7  por  no  estar 
convenidos,  el  remanente  liquido  sería  distribuido  por  la  Comisión  gee 
tora  entre  todos  los  acreedores  sin  distinción,  pues  al  efecto  renuncia- 
ban á  toda  clase  de  prelación  7  privilegio,  7  los  accionistas  de  la  Com- 
pafiía en  la  proporción  de  un  85  por  100  para  los  acreedores,  7  el  16 
restante  para  los  accionistas;  aplicándose  á  éstos  el  70  7  el  30  á  loe 
acreedores  desde  el  día  en  que  se  reintegrasen  los  últimos  de  sa  capital 
ó  intereses: 

Resultando  que  con  fecha  9  de  Marzo  de  1893,  D.  José  Carlos,  indivi- 
duo de  la  Comisión  gestora  nombrada  en  la  última  junta  de  acreedores 
á  los  bienes  de  Toresano,  dirigió  un  oficio  al  Director  de  la  Compañía 
del  Pedroeo,  participándole  que  cedidos  todos  los  bienes,  derechos  7  ac- 
ciones del  finado  Toresano  á  sus  acreedores  por  convenio  celebrado  ante 
el  Juez  en  7  de  Marzo  de  1892,  7  nombrada  una  Comisión  gestora,  com- 
puesta de  los  individuos  que  designaba,  para  la  realización  del  activo  7 
hacer  pago  á  los  acreedores,  la  indicada  Comisión  ostentaba  ho7  la  re- 
presentación de  las  622  acciones  pertenecientes  á  D.  Bernardo  Toreeano, 
7  en  su  virtud,  por  acuerdo  de  la  indicnda  fecha  de  9  de  Marzo,  ae  había 
autorizado  á  D.  Alfredo  Tornero  para  que,  como  Vocal  de  la  indicada 
Comisión,  concurriera  á  la  junta  extraordinaria  sefialada  para  el  11  de 
aquel  mes,  7  autorizara  7  votara  sin  limitación  alguna,  pues  la  Comi- 
sión, reconociendo  que  con  anterioridad  al  convenio  celebrado  por  loe 
accionistas  de  la  Compafiía,  éstos  se  hallaban  obligados  á  acatar  7  cnm- 
plir  lo  que  realizara  la  Comisión  eestora  de  los  acreedores  de  aquélla,  7 
por  lo  tanto,  D.  Alfredo  Tornero,  como  delegado  de  la  Comisión,  había 
de  acatar  7  cumplir  lo  que  la  de  la  Compafiía  acordase  é  hiciera  referen- 
cia á  los  accionistas,  tomándose  nota  para  lo  sucesivo  de  la  representa- 
ción de  las  622  acciones  á  nombre  de  la  referida  Comisión: 

Resultando  que  acompañada,  entre  otros  documentos,  de  300  accio- 
nes de  la  Compafiía  de  minas  7  Fábricas  de  hierro  del  Pedroso,  c«i7a 
numeración  corresponde  á  la  fijada  en  las  cartas  de  Mihura  á  Toresano 
de  80  de  Octubre  7  2  7  7  de  Diciembre  de  1887,  que  se  dejan  referidas, 
cedidas  dichas  200  acciones  al  Monte  de  Piedad  7  Caja  de  Ahorros  de  Se- 
villa, mediante  endosos  firmados  por  D.  Bernardo  Toresano,  con  fecha 
22  de  Diciembre  de  1887,  7  de  tres  oficios  suscritos  por  el  mismo  Tore- 
sano con  fecha  29  de  Octubre  de  1887,  participando  al  Director  de  la  Com- 
pafiía del  Pedroso  que  con  aquella  fecha  había  cedido  con  todos  sus  de- 
rechos 7  obligaciones  al  Director  del  Monte  de  Piedad  7  Caja  de  Ahorros 
de  aquella  ciudad  80,  40  7  80  acciones  respectivamente,  CU70S  números 
se  detallan  al  margen  de  dichos  tres  oficios,  donde  también  aparece  la 
aceptación  firmada  por  D.  Felipe  Ruiz  de  Mier,  Director  del  Monte,  en- 
tabló éste,  á  nombre  de  dicha  Sociedad,  en  28  de  Diciembre  de  1897,  la 
demanda  de  este  pleito,  con  la  solicitud  de  que  se  condenara  al  Director 
de  la  Compafiía  de  minas  7  Fábricas  de  hierro  del  Pedroso  á  inacribir  á 
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nombre  de  U  Soclednd  demandante  en  el  regietro  que  debía  Ileyar,  se- 
gún lofl  estatatoe  de  la  Oompafila,  lae  200  acciones  qne  acompafiaba 
qne  el  Monte  de  Piedad  poseía,  en  virtnd  de  endoso  antorisado  á  sn  fa- 
Tor  por  el  poseedor  de  las  mismas,  D.  Bernardo  Toresano,  á  CQ70  efecto 
alegó:  qne  las  acciones  de  la  Compafiía  demandada  son  nominativas  ó 
inecritae  en  el  registro  qne  estaba  obligada  á  llevar  la  Dirección  de  la 
misnia,  á  nombre  de  las  personas  ó  estabiecimientos  determinados  qne 
legítimamente  los  poseían,  cnyos  documentos,  expedidos  por  el  Dlrec^r 
7  con  las  firmas  del  Tesorero  y  Secretario,  constituyen  el  título  de  sn 
propiedad;  que  Toresano  fué  poseedor  de  un  determinado  número  de  ac- 
ciones, qne  inscribió  á  su  nombre  en  el  registro  de  la  Compafiía,  y  en  22 
de  Diciembre  de  1887  cedió  á  la  Sociedad  demandante  las  200  presenta- 
das mediante  el  endoso  que  se  veía  en  cada  una  de  ellas;  que  Toresano 
participó  esta  cesión  al  Director  de  la  Compafiía  demandada  en  los  tres 
oficioe  también  acompafiados,  qne  sin  duda  por  error  estaban  fechados 
en29  de  Octubre  de  1887,  puesto  que  los  endosos  de  las  200  acciones  los 
hizo  Toresano  en  22  de  Diciembre  del  mismo  afio;  y  que  la  Sociedad  de- 
mandante paiticipó  al  Director  de  la  Compafiía  demandada,  que  acep- 
tada la  cesión  de  las  200  acciones,  se  estaba  en  el  caso  de  inscribirlas  á 
nombre  de  aquel  establecimiento  en  el  registro  correspondiente;  y  ha- 
biéndose negado  el  Director  de  la  Compafiía  demandada  á  hacer  dicha 
inscripción,  se  había  visto  en  el  caso  el  Monte  de  Piedad  de  deducir  esta 
demanda;  invocando,  por  último,  en  apoyo  de  su  derecho,  loe  estatutos 
de  la  Compafiía  del  Pedroso  de  que  se  ha  dado  cuenta: 

Beeultando  que  la  Compafiía  del  Pedroso,  representada  por  su  direc- 
tor, contestó  la  demanda  pidiendo  se  le  absolviera  de  ella,  y  por  vía  de 
reconvención  se  declararan  nulos,  sin  valor  ni  efecto,  los  endosos  de  las 
200  acciones  que  se  suponían  hechos  por  D.  Bernardo  Toresano  á  favor 
de  la  Sociedad  demandante,  alegando  respecto  de  la  demanda:  que  ne- 
gaba en  absoluto  que  Toresano  cediera  al  Monte  de  Piedad  las  acclonep, 
ni  dirigiera  á  la  Compafiía  demandada  los  tres  oficios  en  que  se  partici- 
paba la  cesión;  que  no  admitía  la  explicación  que  se  daba  á  la  diferen- 
cia de  fecha  entre  los  oficios  y  los  endosos  de  las  acciones,  y  con  esa 
diferencia  tendrían  que  subsistir  para  todos  los  efectos  del  pleito;  que 
además  de  tales  oficios  no  había  tenido  la  Compafiía  del  Pedroso  la  me- 
nor noticia  hasta  que  en  Mayo  de  1896  fueron  presentados  en  sus  ofici- 
nas por  el  Monte  de  Piedad,  al  efecto  de  que  se  hiciera  la  inscripción  que 
se  pretendía;  que  la  Compafiía,  en  consideración  á  haber  muerto  hacía 
afios  quien  al  parecer  autorizaba  los  oficios  y  á  otras  razones,  negó  la 
inscripción,  porque  la  firma  del  supuesto  endosante  debía  ser  reconocida 
por  sus  herederos  y  causahabientes  y  porque  la  representación  de  esas 
acciones  la  ostentaba  otra  entidad;  que  si  bien  era  cierto  qne  el  Monte 
de  Piedad  participó  á  la  Compafiía  demandada  que  aceptaba  la  cesión  de 
las  acciones,  como  no  bastaba  la  aceptación  del  endoso,  sino  que  era 
preciso  acreditar  su  legitimidad  y  certeza,  no  pudo  la  Compafiía  acceder 
á  sus  pretensiones  por  razones  emanadas  de  los  mismos  estatutos  y  en 
hechos  conocidos  de  la  misma  parte  demandante;  hizo  relación  después 
de  la  declaración  de  concurso  de  D.  Bernardo  Toresano  y  de  los  convenios 
celebrados  por  sus  acreedores,  así  como  del  oficio  ya  referido  que  en  9 
de  Marzo  de  1898  dirigió  á  la  Compafiía  D.  José  Carlos,  participándole 
que  la  Comisión  nombrada  se  había  hecho  cargo  de  los  bienes  dejados 
por  Toresano,  en  los  que  figuraban  622  acciones  de  dicha  Compafiía, 
comprendidas  en  ellas  las  200  que  se  suponía  endosadas  al  Monte  de 
Piedad,  y  autorizando  al  Vocal  de  dicha  Comisión  D.  iMfredo  Tornero 
para  que  concurriera  á  una  Junta  general  extraordinaria  de  accionistas, 
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y  siguió  alegando:  qne  como  consecuencia  de  dicha  comunicación,  la. 
Compañía  reconoció  á  D.  Alfredo  Tornero  como  representante  de  la  Co- 
misión gestora  nombrada  por  los  acreedores  de  Toresano,  y  con  tal  ca- 
rácter asistió  á  las  juntas  de  accionistas  que  desde  entonces  se  habían 
celebrado;  que  en  1896,  ni  vivía  Toresano,  ni  las  acciones  figuraban  á 
nombre  suyo,  siao  ai  de  la  referida  Comisión;  que  la  parte  demandante 
partía  de  un  hecho  inexacto  al  afirmar  que  las  acciones  figuraban  á  nom- 
bre de  Toresano,  pues  desde  1887  en  que  aparecía  realizado  el  endoso  al 
Monte  de  Piedad,  basta  1896  en  que  solicitó  la  inscripción  á  sn  favor, 
había  ocurrido  el  hecho  esencialísimo  que  afectó  al  derecho  de  Toreeano 
sobre  las  acciones,  cual  fué  el  de  la  cesión  que  hizo  de  U  dos  sus  bienes 
á  sus  acreedores,  y  como  esto  de  se  comunicó  oficialmente  á  la  Compafiia 
del  Pedroso,  existia  un  estado  de  derecho  anterior  que  impedía  acceder 
á  las  pretensiones  del  Monte  de  Piedad,  no  permitiéndolo  tampoco  los 
estatutos  de  la  Compañía,  porque  ni  Toresano  manifestó  jamás  sa  pro- 
pósito de  endosar  las  acciones,  ni  éstas,  en  la  época  en  que  el  Monte 
hizo  BU  reclamación,  correspondían  al  finado,  y  que  no  tratándose  del 
mero  reconocimiento  ó  autenticidad  de  las  firmas  de  los  endosos,  sino 
que  implicando  ésta  la  renuncia  ó  pérdida  de  un  derecho  para  los  caasa- 
habientes  de  Toresano,  resultaba  que  á  éstos  incumbía  el  reconocimiento 
y  no  á  la  Compañía  simplemente,  que  no  podía  ni  debía  excederse  de  las 
atribuciones  que  le  marcaban  sus  estatutos,  y  dados  los  términos  de  su 
art.  11,  no  era  posible  hacer  una  inscripción,  que  equivaldría  á  la  infrac- 
ción manifiesta  de  los  mismos  estatutos: 

Resultando  que  en  apoyo  de  la  reconvención  expuso  la  representa- 
ción de  la  Compañía  del  Pedroso:  que  D.  Bernardo  Toresano,  Director 
que  fué  de  la  misma,  empezó,  en  el  año  1884,  á  negociar  pagarés  de  la 
Compañía,  endosándolos  al  Monte  de  Piedad  y  renovándolos  á  sa  venci- 
miento con  otros  nuevos,  llegando  el  adeudo  á  126.000  pesetas  y  sa  re- 
novación á  fiues  de  1887,  en  que  se  practicaron  las  últimas  negociacio- 
nes, consistentes  en  dos  pagarés  expedidos  en  29  de  Octubre  de  dicho 
año,  con  vencimiento  al  30  de  Enero  de  1888  por  20.000  y  30.000  pesetas 
respectivamente;  en  otros  dos  de  fecha  2  de  Diciembre  y  vencimiento  al 
día  2  de  Marzo  siguiente,  y  en  otro  de  fecha  7  de  Diciembre  por  25.000 
pesetas  con  vencimiento  al  7  de  Marzo,  cnyas  fechas  de  expedición  y 
vencimiento  demostraban  que  no  podía  atribuirse  á  error  material,  como 
decía  la  parte  demandante,  la  fecha  de  los  tres  oficios  dirigidos  á  la  Com- 
pañía del  Pedropo  solicitando  la  inscripción  de  las  acciones;  qne  cono- 
cida de  todo  el  mundo  la  crisis  económica  por  que  venía  atravesando  la 
Compañía  á  fines  de  1887,  los  préstamos  no  se  realizaban  ya  con  la  firma 
del  Director,  sino  que  los  prestamistas  exigían  mayores  garantías,  y  ha- 
biéndolas exigido  también  el  Monte  de  Piedad,  tuvo  que  entregar  Tore- 
sano para  aquellas  últimas  negociaciones,  de  los  cinco  pagarés  susodi- 
chos por  125.000  pesetas,  200  acciones  de  la  Compañía  en  pignoración 
de  aquella  suma,  y  al  mismo  tiempo  que  el  Monte  de  Piedad  recogíalos 
pagarés  indicados,  Toresano  entregó  firmadas  las  200  acciones  y  tres 
oficios,  expresando  que  aquéllas  se  habían  cedido  al  Monte  de  Piedad,  á 
cuyos  oficios,  que  fueron  redactados  y  escritos  porD.  Paulino  Martínez, 
Tesorero  de  la  Compañía,  y  firmados  por  Toresano,  no  se  les  puso  fecha; 
que  á  fin  de  que  siempre  constase  que  dichas  200  acciones  estaban  sim- 
plemente pignoradas,  exigió  Toresano  un  resguardo,  y  el  Monte  de  Pie- 
dad facilitó  en  tal  concepto  las  tres  cartas  de  30  de  Octubre  y  2  y  7  de 
Diciembre  de  1887  de  que  se  deja  hecha  relación,  en  las  que  se  expresa- 
baa  los  números  de  las  acciones  pignoradas,  así  como  los  pagarés  nego- 
ciados, concordando  perfectamente  sus  respectivos  importes  con  los  da- 
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toa  expuestos;  qne,  por  lo  tanto,  era  innegable  que  en  las  fechas  de  di- 
chas c&rtas  no  era  el  Monte  de  Piedad  daefio  de  las  acciones,  á  pesar 
de  los  oficios  firmados  por  Toresano;  y  como  la  pignoración  no  vencía 
hasta  el  SO  de  Enero,  2  y  7  de  Marao  de  1888,  fechas  en  qne  respectiva- 
mente veacían  los  pagarés,  era  indudable  qtíe  en  22  de  Diciembre  ante- 
rior, en  qae  aparecían  cedidas  las  acciones  al  Monte,  no  pudo  hacerse- 
ese  endoso,  ni  el  Monte  apropiarse  las  acciones  qae  le  habían  sido  en- 
tregadas por  una  causa  que  no  transmitía  el  dominio;  que  suspendidos 
pagos  por  la  Compañía  y  por  su  Director  Toresano,  y  declarados  ambos 
en  estado  de  concurso  antes  del  vencimiento  de  los  susodichos  pagarés^ 
el  Monte  de  Piedad,  ante  el  peligro  de  tener  que  figurar  como  acreedor 
en  una  jnnta  general,  endosó  los  cinco  pagarés  á  D.  Cayetano  Sánchez 
Gil,  qne  era  precisamente  su  Procurador,  participándolo  á  Toresano  en 
la  carta,  también  referida  en  los  antecedentes,  de  22  de  Diciembre  de 
18S7,  en  vista  de  la  cual,  la  Compafiía  del  Pedroso  comprendió  á  Sán- 
chez Gi  1  en  la  relación  de  sus  acreedores  y  en  el  activo  las  200  acciones 
dadas  en  garantía;  que  temiendo  el  susodicho  D.  Paulino  Martínez,  Te- 
sorero de  la  Compafiía,  que  el  Monte  de  Piedad  pudiera  querer  apropiarse 
de  las  acciones,  no  obstante  la  cesión  de  los  pagarés,  cuando  se  las  ha- 
bía reservado  en  unión  de  los  oficios  referidos,  encargó  al  Notario  Don 
Eduardo  Badía,  amigo  del  Secretario  contador  del  Monte  D.  Antonio 
Mibnra,  que  procurara  averiguar  los  propósitos  é  intenciones  de  aquel 
establecimiento,  con  relación  á  las  acciones,  á  cuya  gestión  se  referia  la 
carta  de  Badía  de  20  de  Enero  de  1888,  referida  también  al  principio; 
que  tranquilo  ya  Toresano  con  las  explicaciones  de  dicha  carta  de  Badía 
y  con  la  que  le  dirigió  Mihura  en  22  de  Diciembre  de  1887,  no  volvió  á 
ocuparse  del  uso  que  pudiera  hacerse  de  los  tres  oficios  que  entregó  al 
Monte  y  de  las  firmas  que  habíb  puesto  en  blanco  en  las  200  acciones,  y 
llegado  el  día  de  la  junta  general  de  acreedores  de  la  Compañía,  concu- 
rrió á  ella  D.  Cayetano  Sánchez  Gil,  endosatario  del  Monte  de  Piedad,  y 
votó  á  favor  de  la  proposición  de  convenio,  aceptando  también  las  bases 
que  se  presentaron  y  aprobaron  en  la  junta  de  3  de  Marzo  de  1892,  por 
las  que  se  realizó  la  cesión  de  bienes  ofrecida  á  los  acreedores  y  se  nom- 
bró la  Comisión  gestora  encargada  de  enajenar  los  bienes  del  activo  para 
distribuirlo  entre  los  acreedores  y  los  accionistas;  que  parecía  natural 
que  en  virtud  de  dichos  convenios  el  Monte  de  Piedad  hubiese  devuelto- 
á  BU  duefio  las  acciones  dadas  en  garantía,  puesto  que  ninguna  respon- 
sabilidad subsidiaria  poiía  ya  exigirle  el  endosatario  Sánchez  Gil,  única 
razón  que  había  tenido  para  retenerlas,  según  lo  dicho  por  Badía  en  su 
carta;  pero  que  lejos  de  esto,  y  á  pesar  de  no  ser  ya  acreedor  de  la  Com- 
pafiía, abusando  de  la  firma  que  Toresano  estampó  en  blanco  en  las 
20()  acciones,  extendió  encima  el  endoso  á  su  favor,  convirtiéndose  en 
duefio  de  ellas;  que  ya  se  había  visto  que  las  cartas  facilitadas  por  el 
Monte  para  acreditar  la  pignoración  de  las  acciones  estaban  fechadas 
en  80  de  Octubre,  2  y  7  de  Diciembre  de  1887,  ó  sea  en  los  mismos  días 
en  que  se  realizaron  las  últimas  prórrogas  de  los  pagarés,  y  también  se 
había  visto  que  los  tres  oficios  facilitados  por  Toresano  al  Monte  de  Pie- 
dad fueron  entregados  sin  fecha;  y  no  teniendo  el  Monte  presente  otra 
^ha  que  la  de  la  primera  renovación,  ó  sea  el  29  de  Octubre  de  dicho- 
ftfio,  estampó  ésta  en  los  tres  oficios,  como  podía  verse  en  los  mismos, 
observando  que  las  fechas  no  estaban  escritas  por  la  misma  mano  que 
las  extendió,  y  sin  acordarse  de  esto  al  extender  las  fechas  y  notas  de  los 
endosos,  recordó  únicamente  la  carta  que  en  22  de  Diciembre  de  aquel 
*fio  dirigió  Mihura  á  Toresano,  y  esta  fecha,  que  fué  la  que  el  Monte- 
ordenó  poner  en  todas  las  acoiones  para  justificar  su  endoso;  explican-- 
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doBe  de  Mte  modo  las  contradicciones  que  la  ]>arto  demandante  calificaba 
■encillamente  de  error  material  é  involuntario,  como  si  ese  error  pudiera 
existir  en  operaciones  que  se  suponen  realiíadas  en  nn  mismo  acto  ó  si- 
mnltáneamente,  7  que  el  simple  examen  de  las  acciones  en  y  oe  númaroe 
indicaba  señalando  los  defectos  que  en  ellos  se  notaban,  el  color  de  la 
tinta  y  la  manera  como  se  había  puesto  la  fecha,  demostraba  que  loe  en- 
dosos se  hablan  extendido  con  posterioridad  á  la  fecha  en  que  se  sapo- 
nían  hechos;  después  de  lo  cual  alegó  los  fundamentos  de  derecho  que 
estimó  pertinentes,  á  fin  de  demostrar  que  la  cesión  de  las  acciones  qne 
aparecía  hecha  al  Monte  de  Piedad  había  sido  simulada,  y  era,  por  lo 
tanto,  nula;  que  la  intención  de  Toresano  fué  la  de  pignorar  y  no  la  de 
ceder;  que  mediante  el  endoso  de  los  jMgarés  que  el  Monte  de  Piedad 
hizo  á  Sánchez  Gil,  nada  debía  la  Compafiía  á  dicho  establecimiento,  ni 
tampoco  al  endosatario,  pues  por  el  convenio  celebrado  en  la  junta  ge- 
neral de  8  de  Marzo  de  1802,  de  acreedor  se  convirtió  en  copartícipe  en 
el  activo  de  la  Compañía  deudora,  y  que  extinguido  el  crédito,  ó  sea  la 
obligación  principal  del  que  fué  pacto  accesorio  el  de  pignoración,  éste 
no  tenía  razón  de  ser  ni  podía  subsistir  con  independencia  ó  vida  propia, 
ni  en  manos  del  primitivo  acreedor,  ni  en  las  del  endosatario,  y  la  cosa 
dada  en  prenda  había  debido  devolverse  sin  pérdida  de  tiempo  á  sa  legi- 
timo duefio: 

Resultando  que  la  Sociedad  demandante  replicó  insistiendo  en  lo  pre- 
tendido en  su  demanda  é  impugnó  la  reconvención  pidiendo  que  fñera 
desestimada,  y  alegando  para  ello:  que  no  fueron  sólo  las  que  se  consig- 
naban por  la  Compafiía  demandada  las  relaciones  jurídicas  que  existie- 
ron entre  Toresano  y  el  Monte  de  Piedad;  que  en  efecto,  satisfaciendo 
los  deseos  de  Toresano,  endosó  á  Sánchez  Gil  el  crédito  de  126.000  pese- 
tas que  contra  aquél  tenía,  pero  no  porque  viera  peligro  alguno  en  os^ 
tentar  tal  crédito  en  aquella  fecha;  que  Toresano  no  tuvo  otra  relación 
con  la  Compafiía  del  Pedroso  que  la  de  haber  sido  accionista  y  Director 
de  ella,  y  con  su  fallecimiento  terminaron  tales  relaciones;  que  dicha 
Compafiía  no  heredó  á  Toresano  ni  tenía  otra  relación  con  loe  cansaba- 
bientes  de  éste  que  las  que  pudieran  fundarse  en  las  condiciones  de 
acreedores  ó  accionistas  át^  dichos  causahabientes  respecto  de  la  Compa- 
fiía; que  negaba  todos  los  demás  hechos  expuestos  en  la  reconvención, 
por  no  constarle  su  contenido;  que  la  transferencia  de  las  accciones  de 
la  Compañía,  que  tiene  lugar,  según  el  art.  11  de  sus  estatutos,  mediante 
endoso,  constituye  un  contrato,  conforme  al  art.  1254  del  Código  civil, 
que  sólo  produce  efecto,  con  arreglo  al  1250,  entre  los  contratantes  y  sus 
herederos;  y  que  según  el  1302,  la  acción  de  nulidad  de  los  contratos  sólo 
pueden  ejercitarla  los  obligados  principal  ó  subsidiariamente  en  virtnd 
de  ellas;  y  evacuado  por  la  Compafiía  del  Pedroso  el  trámite  de  dúplioa, 
insistiendo  en  lo  alegado  y  pedido  <»n  su  escrito  de  contestación  y  de  re- 
convención, se  recibió  el  pleito  á  prueba: 

Resultando  que  por  la  Sociedad  demandante  se  propuso  la  de  peritos 
calígrafos,  manifestando  los  tres  nombrados  por  las  dos  partes,  que  las 
firmas  indubitadas  de  Toresano  qne  se  les  exhibieron  y  las  que  aparecían 
en  las  200  acciones  y  en  los  tres  oficios  de  29  de  Octubre  de  1887  esta- 
ban trazadas  por  una  misma  mano;  que  el  endoso  de  la  acción  núm.  241 
estaba  extendido  con  posterioridad  á  la  firma  del  endosante;  que  la  fecha 
de  los  tres  oficios  estaban,  al  parecer,  escritas  por  distinta  mano  que  la  qne 
los  extendió;  que  no  se  podía  fijar  con  precisión  si  la  tinta  empleada  en 
los  endosos  era  ó  no  más  antigua  que  la  empleada  en  la  firma  del  último 
endosante,  pero  sí  qne  eran  distintas  en  intensidad,  y  que  el  día,  mes  y 
año  de  las  fechas  de  los  endosos  estaban  escritos  con  letra  y  tinta  al  pa- 
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T«cer  semejantes  á  las  del  nombre  del  endosante,  con  otros  detalles  de 
jnenos  ioAportancla: 

BesQltando  que  á  petición  de  la  Oompafiia  demandada  ee  testimonió 
en  antoB  un  recibo  expedido  por  Sánchez  Gil  en  22  de  Enero  ^.e  1897  por 
la  cantidad  de  8.126  pesetas,  recibida  del  Tesorero  de  la  Comieión  ges- 
tora de  la  Compafila,  correspondiente  al  2  |  por  100  de  su  crédito 
de  125.000  pesetas,  de  conformidad  ai  acuerdo  de  dicha  Comisión  de  29  de 
Diciembre  anterior  y  sin  perjuicio  de  posteriores  liquidaciones;  se  hizo 
constar  por  el  Secretario  de  la  misma  Compafiia  que  en  9  de  Diciembre 
del  mismo  afio  de  1897  se  acordó  que  desde  1.°  de  Enero  siguiente  se  pa- 
gase á  los  acreedores  el  2  y  81  céntimos  por  100,  y  que  avisado  oportu- 
namente Sánchez  Gil,  aun  no  se  había  presentado  á  cobrar,  se  consti- 
tuyó el  actuario  con  asistencia  de  los  defensores  de  ambas  partes  en  las 
oficinas  del  Monte  de  Piedad,  y  examinadas  las  operaciones  comprendi- 
das en  los  libros  que  exhibió  el  Secretario,  se  hizo  constar  que  no  apa- 
recían otras  que  las  que  se  dejan  referidas  en  el  curso  del  pleito,  y  se 
testimoniaron  tres  asientos,  que  expresan  lo  manifestado  por  Mihura  á 
Toresano  en  sus  cartas  de  80  de  Octubre  y  2  y  7  de  Diciembre  de  1887; 
ae  requirió  al  Secretario  del  Monte  de  Piedad  para  que  hiciese  constar  la 
fecha  de  la  adquisición  de  las  200  acciones  á  fin  de  contraer  el  testimo- 
nio que  se  había  acordado  con  relación  al  libro  ae  caja,  contestando  que 
en  ningún  libro  constaba  más  de  lo  que  resultaba  de  ios  asientos  testi- 
moniados y  cotejados,  y  respecto  á  la  adquisición  de  las  acciones,  que  no 
resultaba  acuerdo  alguno  en  los  actas  del  establecimiento  ni  podía  re- 
saltar, porque  los  valores  endosables  que  ingresaban  pignorados  no  ne- 
cesitaban acuerdo  para  admitirlos,  sino  el  endoso  que  se  exigía  como  ga- 
rantía y  los  oficios  firmados  por  el  deudor  y  dirigidos  al  centro  ó  Socie- 
dad de  donde  aquéllas  procedieran;  y  que  sobre  el  endoso  ó  cesión  á  Sán- 
chez Gil  del  crédito  de  125.000  pesetas  no  resultaba  asiento  alguno  por 
un  valor  entendido  con  la  Dirección  del  establecimiento;  se  teatimonia- 
Ton  en  autos  varios  artículos  de  las  Ordenanzas  por  que  se  rige  el 
Monte  de  Piedad  y  diferentes  particulares  de  los  autos  de  concurso  de  la 
misma  Compafiia  demandada  y  de  los  de  D.  Bernardo  Toresano,  de 
los  que  en  lo  necesario  se  deja  hecha  mención;  reconoció  D.  Eduardo 
Badía  como  suya  la  carta  ya  referida,  dirigida  á  D.  Paulino  Martínea 
en  20  de  Enero  de  1888,  y  fueron  examinados,  á  tenor  de  las  preguntas 
qne  formuló  la  misma  parte  demandada,  D.  Antonio  Mihura,  Secretario 
é  individuo  de  la  Junta  del  Monte  de  Piedad,  y  D.  José  Caries,  Presi- 
dente de  la  Comisión  gestora  de  los  bienes  que  fueron  de  Toresano: 

Besultando  que  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla  dictó 
sentencia  confirmatoria  con  las  costas  en  26  de  Junio  de  1900,  declarando 
haber  lugar  á  la  demanda  interpuesta  por  el  Monte  de  Piedad  y  Caja  de 
Ahorros  de  aquella  capital  contra  la  Compafiia  de  minas  y  Fábrica  de 
hierros  del  Pedroso,  condenando  en  su  virtud  á  su  Director  D.  José  Pé- 
rez de  Guzmán  á  que,  como  tal  Director,  inscriba  á  nombre  del  Monte 
de  Piedad,  en  el  registro  que  según  los  estatutos  de  la  Compafiia  debe 
llevar,  las  200  acciones  cuyos  números  se  dejaban  expresados  en  el  pri- 
mer resultando  de  esta  sentencia,  que  posee  el  citado  establecimiento  por 
virtud  de  endoso  que  á  su  favor  autorizó  D.  Bernardo  Toresano;  y  ab- 
solviendo al  Monte  de  Piedad  y  Caja  de  Ahorros  de  la  reconvención  for- 
mnlada  por  la  Compafiia  de  minas  y  Fábrica  de  hierros  del  Pedroso,  sii^ 
hacer  expresa  condenación  de  las  costas  de  primera  instancia: 

Besnltando  que  con  el  depósito  de  1.000  pesetas,  U  Compafiia  de  mi- 
nas 7  Fábrica  de  hierros  del  Pedroso,  representada  por  en  Director,  in-^ 
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terpuso  recurso  de  casación,  fundado  en  loa  númeroa  1.^  y  7.**  del  ar- 
ticulo 1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  alegando: 

Primero.     Que  la  Sala  Bt'Dtenciadora  interpreta  erróneamente  los  ar- 
tícnloB  1091  y  1278  del  Código  ciyil,  porqne  ai  bien  es  cierto  que  la  vo- 
Inntad  de  las  partes  es  la  única  ley  y  norma  por  que  se  rixen  loa  contra- 
tantes, no  lo  es  menos  que  cuando  éstoa  han  determinado  las   reglas  á 
que  han  de  ajustarse,  éstas  constituyen,  en  primer  término,  la  ley  y  nor- 
ma á  que  los  mismos  deben  atenerse;  y  determinando  el  art.  1266  qae 
los  contratantes  pueden  establecer  los  pactos,  cláuealas  y  condiciones 
que  tengan  por  conveniente,  siempre  que  no  se  opongan  á  la  moral,  á  la 
ley  ni  ai  orden  público,  es  innegable  que  la  Gompafiia  recurrente  pudo 
establecer  libremente  al  constituirse  esas  cláusulas  y  condiciones,  amol- 
dándose además  á  lo  determinado  en  el  art.  161  del  Código  de  Conaercio, 
que  en  su  último  párrafo  sanciona  lo  establecido  en  el  1266  del  Código 
civil;  y  como  en  el  art.  10  de  los  estatutos  de  la  Compañía  del  Pedroso 
se  determina  que  las  acciones  serán  nominativas  y  se  inscribirán  en  el 
registro  á  nombre  de  las  personas  que  las  posean  legítimamente,  es  eyi- 
deate  que  si  la  posesión  de  la  acción  ha  de  ser  legítima,  todo  aquel  que 
pretenda  acreditar  la  propiedad  de  una  acción,  ya  por  transfereocia,  por 
acto  intervivos  ó  por  causa  de  muerte,  tiene  qae  acreditar  esa  posesión 
legítima,  y  el  Director  de  la  Compañía  tiene,  por  tanto,  derecho  perfecto 
para  examinar  si  el  título  invocado  para  la  transferencia  de  la  acción  es 
ó  no  legítimo,  y  si  la  causa  alegada  es  también  legítima;  de  donde  re- 
sulta que  la  8ala  sentenciadora  infringe,  por  aplicación  errónea,  el  ar- 
tículo 11  de  los  estatutos  de  la  Compañía,  que  guarda  relación  directa 
con  el  10,  al  estimar  que  el  Director  de  la  Compañía  del  Pedroso  es  on 
autómata  que  sólo  debe  atenerse  á  la  forma  externa  del  endoso  ó  trans- 
ferencia sin  examinar  su  legitimidad,  sin  embargo  de  qae,  á  tenor  de  lo 
consignado  en  dicho  art.  11,  tiene  derecho  á  examinar  el  endoso  en 
cuanto  por  este  medio  se  transfiere  la  propiedad  de  la  acción,  y  si  de  saa 
libros  ó  antecedentes  resulta  que  el  endosante  no  era  ya  dueño  de  la  ac- 
ción en  la  época  en  que  el  endoso  se  notifica  á  la  Compañía  para  qae  ve- 
rifique la  inscripción,  puede  ésta  denegarla  por  no  aparecer  la  posesión 
legítima  á  nombre  del  cesionario: 

Segundo.  La  infracción  también  por  inaplicación  del  art.  1227  del  Có- 
digo civil,  que  determina  qae  la  fecha  de  an  documento  privado  no  se 
cuente  respecto  de  terceros,  sino,  entre  otros  casos,  desde  la  muerte  de 
cualquiera  de  los  que  lo  firmaron;  en  cuanto  la  sentencia  recurrida  de- 
clara que  la  cesión  hecha  por  D.  Bernardo  Toresano  á  favor  del  Monte 
de  Piedad  debe  surtir  sus  efectos  desde  la  fecha  de  la  misma,  sin  em- 
bargo de  que  la  Compañía  recurrente  no  conoció  esos  endosos  basta  años 
después  de  fallecido  Toresano,  pues  si  éste  al  fallecer  no  era  dueño  de 
las  acciones  que  fueron  transferidas,  es  innegable  qae  la  cesión  no  pedo 
realizarse  ni  la  propiedad  transferirse  en  la  fecha  en  que  se  supone  rea- 
lizada, porque  la  parte  que  invoca  á  su  favor  la  cesión  no  ha  justificado 
ni  probado  que  en  la  época  en  que  aparece  extendida  la  cesión  ó  el  en- 
doso se  realizara  éste  por  Toresano: 

Tercero.  La  infracción  del  art.  11  de  los  estatutos  de  la  Compañía 
al  dar  la  sentencia  fuerza  probatoria  á  los  oficios  que  Toresano  dirigiera 
al  Director  de  la  Compañía  recurrente  participándole  la  cesión  délas 
200  acciones,  porque  dichos  oficios  no  fueron  autorizados  por  Toresano 
en  la  fecha  que  hoy  aparece  en  los  mismos,  ni  su  propósito  fué  ceder 
ni  transferir  la  propiedad  de  las  acciones,  con  lo  cual  incurre  además 
la  sentencia  en  error  de  derecho  en  la  apreciación  de  las  pruebas,  por- 
x^ue  de  ellas  resulta  de  un  modo  indubitado  qne  las  acciones  faeron 
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«ntregadae  al  Monte  de  Piedad  en  pignoración  ó  garantía  de  un  crédito 
de  126.000  pesetas  contra  la  misma  Compañía  recurrente;  y  como  la 
pignoración  de  una  acción  no  confiere  al  poseedor  de  la  cosa  pignorada 
la  propiedad  de  la  misma,  es  innegable  que  si  de  las  pruebas  practicadas 
«parece  que  las  200  acciones  se  entregaron  por  Toresauo  al  Monte  de 
Piedad  á  titulo  de  pignoración;  si  además  aparece  probado  que  las  ac- 
ciones fueron  entregadas  firmadas  en  blanco,  habiendo  extendido  el 
Monte  de  Piedad  á  su  arbitrio  la  nota  y  fecha  de  los  endosos,  así  como 
tambiéa  caprichosa  y  arbitrariamente  ha  extendido  y  puesto  las  fechas 
de  los  oficios  que  para  garantía  de  la  pignoración  se  entregaron  al  Monte 
d«  Piedad,  es  Indiscutible  que  la  Sala  sentenciadora  ha  incurrido  en 
error  de  derecho  en  la  apreciación  de  la  prueba,  al  calificar  de  poseedor 
legítimo  de  las  acciones  al  Monte  de  Piedad,  imponiendo  á  la  vez  á  la 
Compafiía  recurrente  una  obligación  que  no  tiene  el  áehei  de  admitir 
desde  el  momento  en  que  la  persona  ó  entidad  jurídica  que  pretende  ser 
accionista  no  reúne  todos  los  requisitos  que  los  estatutos  exigen  para 
ostentar  dicho  carácter  ó  cualidad: 

Cuarto.  Que  también  infringe  la  Sala  sentenciadora  el  caso  8.^  del 
art.  51  de  las  estatutos  de  la  Compafiía  recurrente,  porque  si  bien  es 
cierto  que  á  su  Director  incumbe  llevar  el  registro  de  acciones  y  de  ac- 
cionistas, no  lo  es  menos  que  esto  se  entiende  de  los  que  merezcan  el 
carácter  de  tales;  y  como  el  Monte  de  Piedad  no  podía  ostentar  ni 
acreditar  .la  legítima  posesión  de  las  acciones,  no  ya  porque  no  fuera 
auténtica  la  firma  del  endosante,  como  erróneamente  se  atribuye  en 
la  sentencia,  sino  porque  el  título  de  posesión  que  el  Monte  ostentaba 
no  era  de  plena  propiedad  ni  posesión,  sino  de  pignoración,  como  por 
otra  parte  la  persona  por  quien  aparece  autorizado  el  endoso  había  fa- 
llecido conservando  la  propiedad  de  las  acciones  y  transmitiéndola  á  sus 
cansahabientes  y  acreedores,  la  Compafiía  del  Pedroso,  con  arreglo  al 
art.  11  de  sus  estatutos,  no  estimó  suficiente  la  mera  presentación  de  los 
oficios  por  parte  del  supuesto  endosatario,  porque  en  la  fecha  en  que  se 
presentaron  existían  en  la  Compafiía  datos  y  documentos  que  impedían 
reconocer  como  tal  último  poseedor  á  D.  Bernardo  Toresano: 

Quinto.  Que  la  Sala  sentenciadora  infringe  también  la  ley  del  con- 
trato al  estimar  que  el  Monte  de  Piedad  adquirió  un  estado  de  derecho 
é  sn  favor  en  virtud  de  la  cesión  que  le  hiciera  Toresano,  pues  este  su- 
puesto es  inexacto  y  contrario  á  los  hechos  que  resultan  probados,  por- 
que según  los  tres  oficios  que  el  Secretario  del  Monte  de  Piedad  facilitó 
á  Toresano,  y  según  el  testimonio  contraído  de  los  libros  del  estableci- 
miento, las  200  acciones  no  fueron  cedidas  por  Toresano,  sino  pignora- 
das, y  en  su  consecuencia,  el  estado  de  derecho  creado  en  virtud  de  su 
entrega  no  pudo  ser  jamás  el  de  la  posesión  á  título  de  duefio,  sino  el 
de  la  mera  tenencia  por  la  pignoración,  de  donde  resulta  que  en  la  sen- 
tencia se  consignó  una  presunción  contraria  á  la  realidad  de  los  hechos, 
sin  que  pueda  admitirse  la  de  propiedad  que  la  sentencia  admite,  porque 
pugna  con  los  actos  realizados  por  el  Monte  de  Piedad  y  con  el  convenio 
que  Toresano  celebró  con  sus  acreedores,  así  como  la  Compafiía  del  Pe- 
droso con  los  suyos;  y  por  tanto,  si  el  crédito  que  ostentaba  el  Monte 
de  Piedad  contra  la  Compafiía  recurrente  quedó  extinguido,  porque  el 
que  ostentaba  el  crédito  del  Monte,  según  la  cesión  que  éüte  le  hiciera, 
aceptó  el  referido  convenio,  y  varió,  por  consecuencia,  todas  las  condi- 
ciones de  dicho  crédito,  la  Sala  sentenciadora  estima,  con  errónea  apre- 
ciación de  las  pruebas  practicadas,  el  estado  de  derecho  creado  en  virtud 
del  referido  convenio,  é  infringe  á  la  vez  el  principio  de  derecho  en  vlr- 
tad  del  cual  lo  accesorio  signe  la  suerte  de  lo  principal,  y  si  la  pignora- 
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ción  fué  constituida  en  garantía  de  nn  crédito  7  éete  ae  extíngaió  con 
relación  al  Monte  de  Piedad,  ya  porqne  lo  cedió  á  tercera  persona  Bin  la 
garantía  de  la  pignoración  de  las  200  acciones,  ya  también  porqne  el 
cesionario  de  dicho  crédito  Aceptó  un  convenio  con  su  deudor,  es  indu- 
dable que  la  pignoración,  como  pacte  accesorio  unido  á  una  obligación 
principal,  desaparecía  y  se  extinguió  desde  que  ésta  quedó  extinguida  ó 
modificada,  sin  que  ninguna  de  las  obligaciones  comprendidas  en  el 
convenio  pudieran  conservar  preferencia  ni  privilegio  de  ninguna  clase; 
bajo  cuyo  concepto  la  Sala  sentenciadora  interpreta  erróneamente,  no 
ya  el  art.  11  de  los  estatutos,  que  es  ley  para  las  partee,  sino  también 
el  convenio  celebrado  entre  el  concesionario  del  Monte  de  Piedad  y  la 
Compañía  del  Pedroso;  y  como  este  convenio,  aprobado  por  la  Autori- 
dad judicial,  es  ley  para  todos  los  que  intervinieron  en  él,  y  entre  ellos 
el  que  deriva  su  causa  del  derecho  que  ostentaba  el  Monte  de  Piedad, 
de  aquí  que  la  infracción  de  la  ley  del  convenio  sea  manifiesta,  sin  que 
bajo  concepto  alguno  pueda  admitirse  el  criterio  jurídico  que  informa 
el  principio  sustentado  por  la  Sala  sentenciadora,  al  consignar  que  á  la 
Compañía  recurrente  no  le  era  dado  discutir  sobre  la  legalidad  del  tras- 
paso  de  las  acciones,  porque  esto  equivale  á  desconocer  el  recto  sentido 
del  art.  10  de  los  estatutos  de  la  Compañía,  que  exige  que  la  posesión 
de  las  acciones  sea  legítima: 

Sexto.    Que  la  sentencia  recurrida,  al  invocar  el  art.  1802  del  Código 
civil  en  apoyo  de  la  apreciación  que  hace  en  uno  de  sus  considerandcM, 
de  que  la  Compañía  del  Pedroso  carece  de  acción  y  de  personalidad  para 
solicitar  por  reconvención  la  nulidad  de  los  endosos  que  aparecen  en  las 
200  acciones,  así  como  también  la  de  los  oficios  por  los  que  Toresano  co- 
municó á  la  misma  Compañía  la  cesión  de  aquellas  acciones  á  favor  del 
Monte  de  Piedad,  interpreta  erróneamente  dicho  artículo,  porqpe  si  la 
personaliviad  nace  del  interés  que  una  parte  pueda  tener  en  la  cuestión 
debatida  ó  de  las  obligaciones  y  responsabilidades  que  se  le  exijan,  ss 
indudable  que  la  personalidad  de  la  Compañía  recurrente  se  deriva  de 
la  misma  acción  que  contra  ella  ha  ejercitado  el  Monte  de  Piedad  para 
exigirle  el  cumplimiento  de  determinadas  obligaciones,  además  de  qae 
todo  acto  que  se  relacione  con  la  adquisición  de  las  acciones  de  la  Com- 
pañía del  Pedroso  afecta  á  ésta,  porque  sólo  pueden  ser  socios  los  que 
sean  legítimos  poseedores  de  las  acciones,  y  si  el  Director  es  el  llamado 
á  cumplir  ios  estatutos,  tiene  derecho  para  examinar  y  analisar  el  título 
en  virtud  del  cual  una  persona  ó  entidad  jurídica  pretende  ostentar  ca- 
rácter de  socio;  y  en  este  supuesto,  en  todo  endoso  virtualmente  inter- 
viene la  Compañía  por  medio  de  su  Director,  porque  tiene  que  cumplir 
lo  preceptuado  en  el  art.  11  de  los  estatutos,  en  relación  con  et  10,  sin 
que  pretenda  determinar  ni  prejuzgar  á  quién  ó  quiénes  pueda  correa- 
ponder  en  definitiva  la  propiedad  de  las  acciones,  limitándose  á  declarar 
y  conceptuar  como  ilegítimo  el  endoso  en  virtud  del  cual  el  Monte  de 
Piedad  quiere  aparecer  como  dueño  de  unas  acciones  que  no  le  pertene- 
cen; que  la  Sala  sentenciadora  aprecia  indebidamente  con  maiiifieeto 
error,  no  ya  las  pruebas  practicadas,  sino  los  mismos  documentos  que 
sirven  de  base  para  el  ejercicio  de  la  acción  entablada  y  de  la  recon- 
vención á  ia  vez  formulada  por  la  Compañía  recurrente,  pues  las  prue- 
bas acreditan  que  las  firmas  de  los  endosos  fueron  puestas  antes  de  qv^ 
se  extendiera  la  nota  de  los  mismos  endosos,  y  las  fechas  no  guardas 
relación  cun  las  que  se  consignan  en  los  tres  oficios  presentados  por  el 
Monte  de  Piedad  como  justificantes  de  haber  aceptado  el  endoso  de  laa 
acciones  hecho  por  Toresano;  y  si  esto  es  así  y  el  Monte  de  Piedad  no^^ 
acreditado  que  con  posterioridad  á  la  fecha  en  que  se  hizo  la  pignoraci^'^ 


Digitized  by 


Google 


ABRIL  DE  1901  533 

de  las  acciones  haya  adquirido  la  propiedad  de  las  mismas;  si  la  pose- 
sión de  ellas  era  á  titulo  precario,  que  Jamás  podía  convertirse  en  la  qna 
me  deriva  del  dominio;  si  las  acciones  se  entregaron  al  Monte  de  Piedad 
por  Toresano  en  garantía  de  un  ciédito  de  la  Compafiía  del  Pedroso,  no 
puede  menos  de  reconocerse  que  ésta,  ya  por  el  carácter  de  tal  Compafiía 
oemo  Sociedad  afiónima,  ya  como  deudora  al  Monte  de  Piedad  en  favor 
del  cual  constituyó  Toresano  la  garantía  de  la  pignoración  de  las  accio- 
nes, tiene  personalidad  y  derecho  para  pedir  la  nulidad  de  sus  supuestos 
endosos  como  actos  abusivos  realizados  en  su  perjuicio;  que  los  actos  si- 
mulados, los  que  no  reconocen  causa  legítima  de  obligar,  son  por  su  na- 
tnraleía  nulos,  y  si  los  endosos  que  aparecen  en  las  acciones  han  sido 
redactados  h  posteriori  de  la  firma  del  que  aparece  endosante;  si  la  in- 
tención y  propósito  de  éste  no  fué  la  de  ceder,  sino  la  de  pignorar;  si  la 
posesión  de  las  acciones  en  el  Monte  y  los  oficios  entregados  al  mismo 
por  Toresano  lo  fueron,  según  se  desprende  de  los  resguardos  que  el  mis- 
mo Monte  de  Piedad  facilitó  á  Toresano,  para  en  su  caso  poder  repetir 
como  acreedor  contra  la  garantía,  la  materialidad  del  endoso  no  demues- 
tra que  realmente  existiera,  sino  que  el  Monte  de  Piedad  ^cometió  un 
sbuso  al  extender  esos  endosos  y  al  pretender  ser  duefio  de  las  acciones 
conservando  á  la  vesj  bien  por  sí  y  por  medio  de  su  cesionario,  el  dere- 
cho de  acreedor,  aun  cuando  limitado  á  la  esfera  de  acción  á  que  lo  ha 
reducido  el  convenio  que  la  Compafiía  recurrente  celebró  coif  bus  acree- 
dores; y  que,  por  tanto,  la  Sala  sentenciadora  incurre  en  error  de  dere- 
cho por  aplicación  inadecuada  y  contraria  al  espíritu  que  informa  el  ar- 
tículo 1302  del  Código  civil  y  aprecia  erróneamente  el  valor  de  las  prue- 
Imm  practicadas  en  orden  á  la  reconvención,  y  el  Monte  de  Piedad  viene 
prácticamente  á  sancionar  un  principio  que  la  ley  y  la  moral  rechazan, 
cual  es  el  de  enriquecerse  torticeramente  con  perjuicio  de  la  Compafiía 
recurrente,  pues  no  tan  sólo  percibe  por  medio  de  su  cesionario,  que  e^ 
flu  Procurador,  los  dividendos  que  le  corresponden  por  razón  del  crédito 
que  ostentaba  contra  la  misma  Compafiía,  sino  que  además  trata  de  ha- 
cer suyas  las  acciones  dadas  en  garantía  de  ese  mismo  crédito. 
Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Enrique  Lassús: 
Considerando  que  el  art.  11  de  los  estatutos  porque  se  rige  la  Com- 
pafiía de  minas  y  Fábricas  de  hierro  del  Pedroso  no  autoriza  á  su  Direc- 
tor para  que  pueda  juzgar  acerca  de  la  validez  y  eficacia  de  los  contratos 
que  se  efectúen  para  la  transferencia  de  las  acciones  nominativas  que 
constituyen  el  capital  activo  de  la  Sociedad,  pues  así  como  en  el  caso  de 
muerte  de  alguno  de  sus  socios  basta  para  acreditar  la  transferencia  en  el 
registro,  á  que  se  refiere  el  art.  10,  la  presentación  de  un  testimonio  en 
que  se  justifique  la  adjudicación  hecha  al  heredero  ó  herederos  que  la 
aceptasen,  cuando  las  acciones  se  transfieren  por  cesión  ó  venta,  sólo 
exige  el  citado  art.  11  que  se  haga  por  medio  de  endoso  y  pasando  aviso 
al  Director  con  la  aceptación  de  la  persona  á  cuyo  favor  se  hiciese;  y 
que  esto  supuesto,  y  hallándose  endosadas  las  200  acciones  de  que  se 
hace  mérito  en  la  demanda  á  favor  del  Monte  de  Piedad  por  D.  Bernardo 
Toresano,  que  en  el  registro  aparece  ser  su  poseedor  legítimo,  sin  que 
en  él  conste  transferencia  alguna  á  favor  de  sus  herederos  por  su  falle- 
cimiento ocurrido  con  posterioridad  á  la  fecha  de  los  endosos,  ni  se  haya 
puesto  tacha  de  falsedad  á  las  firmas  que  los  autorizan,  es  visto  que  por 
parte  del  Monte  de  Piedad  se  han  cumplido,  con  la  presentación  de  las 
acciones  endosadas  y  su  aceptación,  cuantos  requisitos  exigen  los  men- 
cionados estatutos  para  que  la  transferencia  se  haga  constar  en  el  regis- 
tro; y  que  la  sentencia  que  condena  al  Director  de  la  Compafiía  á  que 
inscriba  en  éste  á  favor  del  Monte  de  Piedad  las  200  acciones  endosa- 
TOMO  91  34 
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das  no  infringe  las  disposiciones  qne  se  citan  en  el  primer  motivo  del 
recnrso: 

Considerando  que  asi  este  como  los  demás  motivos  qne  para  la  casa- 
oión  se  invocan,  se  basan  en  los  f andamentos  alegados  por  la  Gompafiia 
demandada  para  obtener  por  reconvención  á  la  demanda  la  nulidad  del 
contrato  de  transferencia,  y  que  no  habiendo  sido  parte  en  él  la  expre- 
sada Compañía,  ni  teniendo  cansa  ni  representación  de  ningono  de  los 
qae  intervinieron  en  dicho  contrato,  es  evidente  qne,  conforme  á  lo  dis- 
puesto en  los  arts.  1267  y  1802  del  Código  civil,  carece  de  acción  y  )er- 
sonaiidad  para  impugnar  la  valides  y  eficacia  de  la  transferencia,  y  no 
son  de  apreciar,  consiguientemente,  los  fundamentos  en  que  el  recurso 
se  apoya; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugfar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  la  Compañía  de  minas  y  Fábrica  de 
hierros  del  Pedroso,  á  quien  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de 
la  cantidad  depositada,  qne  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley;  y  líbrese 
á  la  Audiencia  de  Sevilla  la  certificación  correspondiente,  con  devolu- 
ción del  apqntamiento  que  ha  remitido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  qne  se  publicará  en  la  Gaceta  é 
insertará  en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos, mandamos  y  firmamos.=José  de  Aldecoa. 
==Bicardo  Qullón.=JoBé  de  Gamica.=Franci8co  Toda.=£nriqae  Laa- 
8Ú8.=Joaquín  Goncáles  de  la  Pefia.=TomásGúdal. 

PubIicación.=Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Ezcmo.  8r.  D.  Enrique  Lassús,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  cele- 
brando audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  que  oer- 
tífico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  18  de  Abril  de  1901.=Licenciado  Jorge  Martines^ 


M^úm.  lOa-TRIBUNAL  SUPREMO.-»  de  Abril, 
pab.  el  18  y  20  de  Maye. 

Casación  por  infracción  'úEVEX.—CwnpUmiento  de  contrato^Sen- 
tencía  declarando  haber  lugar,  en  parte,  al  recurso  iaterpuesto 

?or  D.  Anacióte  Urioste,  y  no  haber  lugar  al  del  Ayuntamiento 
6  Viana  y  otro,  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil . 
de  la  Audiencia  de  Pamplona,  en  pleito  entre  aquellos  liti- 
gantes. 
En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece: 

Que  aplica  rectamente  el  art.  1098  del  Código  dvil^  la  sentencia 
que  condena  á  una  parte  á  hacer  y  practicar  desde  luego  é  inmedia- 
tamente lo  necesario  para  cumplir  lo  pactado: 

Que  no  infringe  los  artículos  359  y  360  de  la  ley  procesal,  el  fallo 
que  teniendo  en  cuenta  lo  alegado  y  probado,  fija  bases  parala  líqui- 
dación  de  perjuicios  que  estime  acreditados: 

Que  la  indemnixaeión  de  per/uidoSy  se  entiende  de  los  causeaos 
directamente  al  reclamante,  y  no  de  los  que  indirectamentetpar  con- 
secuencias más  ó  menos  lógicas,  puedan  afectar  al  interés  de  aquél: 

Que  no  son  de  estimar  en  casación  las  infracciones  que  el  recu- 
rrente atribuya  á  la  sentencia  recurrida,  basándolas  en  supuestos 
erróneos. 

Que  lo  son  también  las  que  se  alegan  contradiciendo  la  aprecia* 
don  de  la  prueba,  sin  impugnar  ésta  en  debida  forma: 
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Que  trttíándoBe  de  perjuieiOB  calculados  por  incumplimiento  de 
una  obligación,  no  se  pueden  exigir  siempre  con  una  fijeza  absoluta^         \ 
^ual  si  se  tratara  de  daños  sujetos  á  la  inspección  directa  de  los  sen-         [ 
tidos;  y  entendiéndolo  asi  la  Sala  sentendadoruy  no  infringe  la  ley 
única,  iít.  47,  iib.  7.^  del  Código  de  Justiniano,  el  art.  Sí  de  la  ley         ; 
procesal  de  1855,  el  360  de  la  vigente  y  el  1106  del  Código  civil:  , 

Que  allanado  el  demandante  en  la  replica  á  la  reclamación  Jar- 
mulada  en  la  reconvención,  la  sentencia  absolutoria  de  ésta  infringe 
la  ley  7.*,  tit.  3.^,  Partida  7.*,  y  el  art.  359  de  la  de  Enjuiciamiento 
^ivil.  1 

\ 

En  la  Tillft  7  corte  de  Madrid,  á  18  de  Abril  de  1901,  en  el  pleito  m-  i 

gnido  en  el  Jasgado  de  primera  instancia  de  Estella  j  en  la  Sala  de  Jaa- 
tícia  de  la  Audiencia  de  Pamplona  por  D.  Migael  Hernández  y  Elixaide,  | 

propietario,  en  el  concepto  de  Regidor  Síndico  del  Ayuntamiento  de  la 
cindad  de  Viana;  D.  Narciso  Fernández  Paecnal,  D.  Pradenclo  Qarcia  de  | 

Jalón  VeaMargnía,  D.  Mignel  Hernández  Elizalde,  D.  Sebastián  Pe- 
llejero Velasco,  D.  Benito  Gómez  de  Segnra  Chasco,  D.  Antero  Ansóte- 
gnl  Maestre,  D.  Andrés  Ganna  y  Ganna,  D.  Pedro  Abadía  Sáinz  de 
Asuelo,  D.  Valentín  García  Los  Arcos,  D.  Marcial  Sagredo  Martínez, 
Don  Juan  Fernández  Martínez  de  la  Torre,  D.  Obdulio  Agüinada  Grefio, 
Don  Matías  Güeto  García,  D.  Joan  Aramago  Alonso,  D.  Benito  Lacalle^ 
Santamaría,  D.  Pedro  García  Chasco,  D.  Apolinar  Moreno  Laqnintana, 
Don  Romualdo  Laqnintana  Dnefias,  D.  Patricio  Sáenz  Zúfiiga,  D.  Satar- 
niño  Rniz  Pellejero,  D.  Benito  Arizn  Rniz,  D.  Segundo  Fnertes  Javera, 
Don  Ramón  y  D.  Eustasio  Torres  Echazarreta,  D.  Hilario  y  D.  Ignacio 
Lftndaloce  Dueñas,  D.  Perfecto  Los  Arcos  y  Sareta,  D.  Seyeriano  Hueto 
Laqnintana,  D.  Bruno  Duque  Agustina,  D.  Leandro  García  Aróla,  Don 
Andrés  Vlldósola  Martínez,  D.  Carlos  Sabando  Ezquide,  D.  Juan  Cruz 
Pérez  Gómez,  D.  Anselmo  Vildósola  Martínez,  D.  José  María  Auzín  Fer- 
nández, D.  Ciríaco  Ochoa  Arazuri,  D.  Juan  Martínez  Chasco,  D.  Migael 
Biafio  Medrano,  D.  Florencio  Ularguí  Honrado,  D.  Tomás  Amedo  Bo- 
zas, D.  Felipe  Otero  Antonana,  D.  Francisco  Pipaón  Martínez,  D.  Cario* 
Armafianzas  Notario,  D.  Eugenio  Amedo  Armafianzas,  D.  Sebastián 
Chasco  González,  D.  Qairino  Requiyati  Martínez,  D.  Guillermo  Díaz  de 
Oerio  Cadifianos,  D.  Leandro  Sáinz  Pellejero,  D.  Juan  Cembrano  Rozaa, 
Don  Juan  Miruri  Fuertes,  D.  Román  Ramírez  Morentín,  D.  Ángel  Sáinz 
de  Azuelo  López  de  Vinaspre,  D.  Nicolás  Duefias  Díaz,  D.  Manuel  Aran- 
dia  Urufiuela,  D.  Justo  Bujanda  Orlo,  D.  Donato  Cadarzo  Montoya  y  Don 
Hilario  tlaeto  Samaniego,  propietarios,  labradores  y  yecinos  todos  de 
Viana,  con  D.  Anacleto  Urioste  y  Lopategui,  propietario,  yecinode  Bilbao, 
.  sobre  cumplimiento  de  un  contrato  de  creación  y  explotación  de  un  rega- 
dío fijo,  é  indemnización  de  perjoicios;  pendiente  ante  Nos,  en  yirtud  de 
recurso  de  casación,  interpuesto  por  ambas  partes  litigantes,  defendida 
y  representada  la  demandante  por  el  Letrado  D.  Luis  Díaz  Cobefia  y  el 
Procurador  D.  Francisco  Egea,  y  la  demandada  por  el  Letrado  D.  Al* 
fredo  de  Zayalá  y  el  Procurador  D.  Pedro  Mariano  Palacios: 

Resultando  que  por  el  Ayuntamiento  de  la  ciudad  de  Viana  y  la  ma- 
yoría de  sus  yecinos,  de  una  parte,  y  de  otra  D.  Miguel  Gorosabel  é  Iza- 
gnirre,  como  apoderado  de  D.  Anacleto  ürioste  y  Lopategui,  se  firmó  un 
acta  en  aquella  ciudad  en  21  de  Octubre  de  1888  con  las  siguientes  oon- 
dieiones:  primera,  la  Empresa,  sin  subyención  del  Estado,  se  compro- 
mete á  construir  un  pantano  en  la  antigua  balsa  de  Salobre  para  oonTer- 
tir  en  regadío  fijo  el  terreno  existente  aguas  abajo  del  niyel  del  pantano, 
tomando  agua  del  Ebro  si  fuese  necesario;  segunda,  la  Empresa,  si  le 
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oonvinlere,  podrá  ngar  el  terreno  que  existe  agaas  arriba,  paralo  que  po* 
drá  instalar  medios  mecánioos;  tercero,  serán  costeados  por  fondos  de  la 
Empresa  el  pantano,  las  nueve  acequias  madres  j  mejoramiento  de  lae 
principales,  así  como  su  conservación;  cuarta,  la  propiedad  del  pantano 
7  acequias  serán  del  propietario  durante  noventa  y  nueve  aftoe,  al  cabo 
de  ios  que  será  de  los  regantes.  £1  Municipio  cederá  los  terrenos  necesa- 
rios para  canaliíaciones  y  los  particulares  el  de  dominio  particular,  pa- 
gándoles éstos  en  proporción.  £1  empresai^io  no  prohibirá  el  pastar  en 
lab  márgenes  ni  hará  plantación  alguna,  y  los  propietarios  colindantes 
podrán  hacerlo  sin  variar  el  curso  de  las  aguas;  quinta,  la  Empresa  po- 
drá introducir  en  el  pantano  todas  las  aguas  sobrantes  que  discurren  por 
aquel  término,  conservando  los  propietarios  el  derecho  de  regar  aguas 
arriba,  pero  no  aguas  abajo.  Que  se  dividía  en  tres  zonas  el  terreno  que 
hoy  ocupaba  el  olivar,  viñedos  y  tierra  blanca,  éste  á  raion  de  año  y  vei, 
pagando  por  el  primer  riego  la  primera  xona  2  reales,  la  segunda  S  y  la 
tercera  4,  y  por  el  segundo  8,  4  y  6  reales  respectivamente;  sexta,  el 
Ayuntamiento  cede  á  la  Empresa  el  terreno  ocupado  por  la  balsa  de  Sa- 
lobre en  plena  propiedad  por  noventa  y  nueve  afios,  pasando  después  á 
propiedad  de  los  regantes,  obligándose  éstos  á  dar  al  Ayuntamiento 
1.000  pesetas  anuales;  que  la  Empresa,  en  cambio  de  la  servidumbre, 
pagará  al  Municipio  860  pesetas  anuales,  y  éste  dará  á  la  Empresa  400 
árboles  de  sus  sotos;  séptima,  la  Empresa,  cubiertas  las  necesidades  del 
regadío  fijo,  podrá  llevar  el  agua  á  otra  jurisdicción;  octava,  el  pantano 
quedará  terminado  en  el  plazo  de  dos  afios  desde  que  se  firme  la  escritu- 
ra, y  el  Ayuntamiento  utilizará  las  aguas  de  la  balea  hasta  que  comien- 
cen las  obras;  novena,  los  propietarios  no  quedan  obligados  á  regar,  po- 
diendo hacerlo  cuando  les  conviniere  bajo  el  tipo  de  tarifa,  que  no  po- 
drá exceder  de  6  reales  por  robada  y  riego,  y  tendrán  derecho  á  emplear 
50  metros  cúbicos  de  agua  por  robada  y  riego;  décima,  el  pago  de  les 
riegos  que  se  den  podrá  hacerse  después  de  la  recolección  de  cereales,  ó 
sea  en  la  primera  quincena  de  Septiembre;  undécima,  los  que  quieran 
destinar  terrenos  á  la  hortaliza,  se  entenderán  con  la  Empresa  para  con- 
seguir tarifas  más  baratas;  décimatercera,  se  declara  regable  el  terreno 
que  se  cultiva  entre  la  jurisdicción  de  Logrofio,  la  de  Mendavia,  el  Ebre 
y  el  canal  ó  cauce  de  riego  antiguo,  partiendo  del  salinero  de  la  balsa  Sa- 
lobre con  dirección  á  Mendavia.  El  pantano  contendrá  un  millón  ó  más, 
próximamente,  de  metros  cúbicos  de  agua,  y  la  Empresa  no  podrá  ser- 
virla á  otras  jurisdicciones  sin  que  en  él  haya  por  lo  menos  cien  mil  me^ 
tros  cúbicos;  décimacuarta,  como  garantía,  la  Empreea  conaignará 
10.000  pesetas  en  cuanto  obtenga  la  concesión,  y  quedarán  depositadas 
hasta  que  haya  ejecutado  obras  por  dicho  valor.  Si  después  de  comenza- 
das las  abandonase  la  Empresa,  se  sujetará  á  lo  que  exige  la  ley  de  Aguas, 
y  si  abandona  el  regadío  después  de  comenzada  la  explotación,  volve- 
rán los  regantes  á  sus  antiguos  derechos;  y  décimaquinta,  se  nombrará 
una  Junta,  compuesta  del  Teniente  Alcalde  y  dos  propietarios  regantes, 
que  serán  relevados  en  la  época  en  que  lo  sea  el  Ayuntamiento  y  elegi- 
dos de  la  terna  que  envíe  el  empresario;  compitiendo  á  esta  Junta  resol- 
ver las  reclamaciones  que  iiagan  los  regantes  á  la  Empresa,  castigar  los 
dafios  y  abusos  cometidos  por  aquéllos,  llevar  un  libro  talonario  de  in- 
tervención y  apremiar  al  pago  á  los  morosos;  terminando  este  documen- 
to con  la  cláusula  transitoria  de  que  la  Empresa  daría  el  agua  necesaria 
para  el  riego,  pero  no  sería  de  su  cuenta  la  materialidad  de  regar  ni  lim- 
piar ó  arreglar  los  brazales: 

Resultando  que  D.  Anacleto  de  Urioste,  representado  por  el  mismo 
D.  Miguel  Goroeabel,  acudió  al  Gobernador  civil  de  Pamplona,  pidién- 
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4ÍoIe  anioritaclón  para  eonstrnir  el  pantano  con  criadero  de  peoee,  con  el 
fin  de  convertir  en  regadío  permanente  varios  terrenoe,  tomando  el 
i^^na  de  loe  arroyos  denominados  Río  de  Perizaelos  y  Bío  de  Baidibá- 
fiei;  7  en  vista  de  los  informes  qae  se  emitieron  en  el  expediente  for- 
mado ai  efecto,  7  en  atención  á  qae  la  obra  que  se  pro7ectaba  prestalM 
vn  beneficio  de  importancia  á  la  cindad  de  Viana,  paesto  que  convertía 
en  regadío  permanente  na  número  considerable  de  hectáreas  de  terreno» 
sui mentando  de  este  modo  ia  riqaeaa  agrícoia,  el  Gol)ernador  civil,  por 
decreto  de  16  de  Jallo  de  1891,  otorgó  á  Urioste  la  antoriaación  pedida 
por  el  placo  de  noventa  7  nneve  años,  debiendo  terminar  las  obras  en  el 
^e  dos,  bajo  la  inspección  de  la  Je f atara  de  Obras  públicas: 

Resaltando  qae  en  !i4  de  Julio  de  1894  se  otorgó  en  dicha  cindad  de 
Viana  escritara  pública  entre  el  A7nntamiento  de  la  misma  en  anión 
de  los  propietarios  regantes,  qae  suscribieron  el  acta  de  21  de  Octubre 
de  1888,  de  una  parte,  7  de  otra  D.  Anacieto  Urioste  7  Lopategai,  ha- 
biendo constar:  primero,  qne  con  objeto  de  construir  un  pantano,  el  pue- 
blo de  Viana  había  cedido  á  Urioste  un  terreno  comunal  llamado  Balsa 
de  Salobre,  de  600  robadas  de  medida,  de  las  que  460  habían  de  ocupar 
-el  pantano  7  las  restantes  sus  alrededores,  por  tiempo  de  noventa  7 
naeve  afios;  segundo,  que  la  cesión  se  hacía  por  noventa  7  nueve  aftos, 
á  contar  desde  1.®  de  Septiembre,  al  cabo  de  cuyo  tiempo  sería  el  pantano 
de  los  regantes,  que  abonarían  al  A7nntamiento  1.000  pesetas  anuales; 
tercero,  que  quedaban  unidas  á  esta  escritura  las  condiciones  bajo  las 
qne  había  de  construirse  el  pantano;  cuarto,  que  para  la  cesión  del  te- 
rreno habían  contado  con  la  Diputación  íoral  7  provincial  de  Navarra, 
la  que  se  había  autorizado  en  decreto  de  5  de  Agosto  de  1898;  quinto, 
que  Urioste  obtuvo  la  concesión  para  la  construcción  del  pantano  por 
decreto  del  Gobernador  de  16  de  Julio  de  1891;  sexto,  que  despnés  de 
cumplidos  todos  los  requisitos,  Urioste  había  construido  un  pantano  en 
la  Balsa  de  Salobre;  séptimo,  que  Urioste  había  cumplido  la  obligación 
contraída  en  escritara  de  28  de  Ma70  de  1889  de  construir  una  fuente  en 
la  plaza  de  Alfonso  XII;  octavo,  que  habiendo  mediado  entre  los  otor- 
gantes varios  disgustos  con  motivo  de  la  construcción  de  la  fuente  7 
pantano  que  querían  dar  ai  olvido,  convenían  en  modificar  algunas  de 
las  condiciones  estipuladas  para  la  construcción  del  pantano  7  fuente, 
dejando  sulssistente  ia  condición  6.*  del  pliego  relativo  á  la  construcción 
del  pantano,  á  excepción  de  que  el  empresario  pagara  al  A7untamiento 
anualmente  la  suma  de  760  pesetas,  de  CU70  pago  quedaba  relevado;  que 
«I  A7antamiento  quedaría  libre  de  pagar  á  Urioste  la  cantidad  de  1.600 
pesetas  anuales  á  que  se  obligó  por  la  construcción  de  la  fuente;  que 
Urioste  no  tendría  derecho  á  redamar  las  1.500  pesetas  qne  depositó 
como  garantía  para  la  construcción  de  ia  fuente,  las  que  quedaban  á  be- 
neficio del  A7untamiento;  7  que  en  atención  á  ios  l)éneficios  que  Urioste 
había  proporcionado  á  Viana  con  la  construcción  del  pantano  7  de  la 
fuente,  el  A7untamiento  le  haría  entrega  para  el  día  81  de  Diciembre  de 
13.600  pesetas;  7  noveno,  que  con  esto  quedaban  ultimadas  todas  las 
diferencias  que  habían  ocurrido: 

Resultando  que  por  D.  Juan  Urra,  en  carta  de  28  de  Agosto  de  1896, 
se  hizo  presente  á  Urioste  que  el  A7untamiento  7  Junta  habían  acorda- 
do, en  sesión  del  día  anterior,  recordarle  el  cumplimiento  del  compra- 
miso  que  tenía  de  convertir  en  regadío  fijo  todo  el  terreno  situado  aguas 
abajo  del  pantanb,  tomando  agua  del  Ebro  si  fuese  necesario,  7  que 
como  el  riego  era  de  absoluta  necesidad  en  aquella  época,  7  de  no  verifi- 
carse se  perderían  los  frutos,  le  rogaba  que  en  un  plazo  que  no  excediese 
de  cuatro  días  le  manifestara  la  resolución  que  pensaba  adoptar,  para 
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conocimiento  dei  Ayantomienio,  Janta  ó  interesados;  á  lo  cual  contestó^ 
Urioste  en  carta  dirigida  ai  Alcaide  de  Yiana  en  8  de  Septiembre  si- 
foiente,  que  habla  sabido  por  Gorosabel  el  destrocó  de  la  presa,  debido- 
ai  palanqneo  de  excesiva  estacada  que  poso  Quirico;  qne  el  afio  terrible- 
mente seco,  el  percance  de  la  presa,  y,  sobre  todo,  el  exceso  de  agoa  que 
se  gastaba  con  el  sistema  de  regar  adoptado,  habían  contribuido  á  las 
justas  quejas  de  los  regentes;  proviniendo  la  causa  de  todo  de  no  haber 
permitido  á  GoroBal>el  poner  los  tobos  de  aforo,  para  lo  que  estaba  aato- 
ritada  la  Empresa  en  la  escritura,  pues  tomando  el  agua  por  medio  ds 
aloro,  estaba  asegurado  el  riego  para  tres  afios,  llenando  la  medida  es- 
criturada para  el  riego  de  toda  la  sona;  que  sentiría  se  le  pidieran  im- 
posibles, y  que  de  todos  modoa  habrían  podido  conocer  que  el  paeblo 
había  ganado  con  riegos  tan  baratos  y  con  la  bastante  seguridad  de 
eUos: 

Resultando  que  el  Alcalde  de  Yiana,  en  carta  del  10  del  mismo  mes 
de  Septiembre,  manifestó  á  Urioste  la  extrafiesa  que  al  Ayuntamiento, 
Teintena  y  comunidad  de  regantes  había  causado  su  contestación  por 
las  inexactitudes  que  contenía,  que  biso  presentes,  afirmando,  entre 
otros  hechos:  que  medido  el  pantano  por  persona  perita,  había  arrojado 
una  cabida  de  668.200  metros  cúbicos,  en  lugar  del  millón  ó  más  estipu- 
lados, y  concluyendo  con  la  manifestación  de  que,  por  todas  las  raaones 
que  dejaba  expuestas,  la  asamblea  se  veía  en  el  caso  de  reclamar  per- 
juicios á  la  Empresa  por  haber  faltado  á  lo  convenido  y  gestionar  donde 
fuera  necesario  el  cumplimiento  de  las  condiciones  para  establecer  el 
regadío  fijo;  que  en  carta  del  14  contestó  Urioste  al  Alcalde  de  Yiana 
que,  vista  la  actitud  en  que  se  habían  colocado  los  regantes,  nada  que- 
daba que  decir  á  la  Empresa  ni  á  la  Junta;  que  no  podía  tomar  agua  del 
Ebro  por  el  hecho  ignorado  al  otorgar  la  escritura  de  qne  el  Canal  Im- 
perial de  Aragón  no  permitía  tomar  <gua  ni  á  pueblos  ni  á  Empresas 
desde  la  presa  que  tenía  en  Tudela  para  arriba,  y  nadie  tan  interesado 
como  él  para  llevar  el  agua  por  la  producción  de  la  pesca,  y  que  viera 
de  conseguir  el  permiso,  y  la  Empresa  cumpliría  sus  delieres,  pnes  este 
extremo  no  le  correspondía  gestionarlo;  y  que,  por  último,  en  carta  del 
30  manifestó  el  Alcalde  á  Urioste  que  los  contratos  se  estipulaban  para 
cnmplirse  y  respetarse,  mucho  más  cuando  se  trataba  de  Corporaciones, 
7,  por  tanto,  que  cumpliera  con  la  condición  1.^  del  contrato,  y  evitaría 
disgustos  y  perjuicios;  que  no  era  de  la  incumbencia  de  la  asamblea  so- 
licitar el  permiso  del  Canal  de  Aragón,  sino  del  empresario,  puea  no  era 
justo  que  los  regantes  le  pagasen  por  los  riegos  después  de  regalarle  el 
agua;  y  que  conociendo  el  Ayuntamiento  que  trataba  de  evadir  el  cum- 
plimiento de  sus  obligaciones,  se  dirigía  á  él  por  última  vez,  reqnirién- 
dole  á  que  estableciera  el  regadío  fijo  tomando  agua  del  Ebro,  ó  abando- 
nara el  pantano  con  arreglo  á  la  condición  14.^,  pues  de  lo  contraria 
tendría  que  recurrir  á  la  exigencia  de  indemnisación  de  perjuicios  y  al 
cumplimiento  de  todo  lo  convenido: 

JÍesultando  que  con  los  documentos  referidos,  y  además  una  comu- 
nicación del  Ingeniero  Jefe  de  Obras  públicas  de  la  demarcación  de  Yas- 
eottgadas  y  Navarra  de  fecha  30  de  Enero  de  1807,  dirigida  al  Alcaide  de 
Yiana,  en  la  que  se  traslada  otra  del  encargado  de  ol>ras  ,do  Navarra,  que 
aeompalla  copia  de  la  ooncesión  hecha  á  Urioste»  manifestando  que  en 
el  expediente  no  figuraba  acta  en  que  constase  la  terminación  de  las 
obras  del  pantano,  y  una  reladóa  certificada,  expedida  con  fecha  19  de 
Febrero  de  1898  por  el  Interventor  del  regadío  del  pantano,  y  visada  por 
el  Alcalde,  en  que  constan  las  peticiones  de  riego  de  qne  se  habáa  dado 
eoenta  en  tiempo  oportuno  al  guarda  del  pantano,  D.  Quirico  Los  Ar- 
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eos,  en  Iob  meses  de  Agosto  á  Diciembre  de  1896,  en  todo  el  afio  1897,  y 
de  £aero  á  Febrero  de  1898,  en  cuys  relación  figuran  los  nombres  y  fin- 
cas de  loe  demandantes  en  este  pleito,  el  Aynniamiento  de  Viana  y  67 
Tecinos  de  dicha  ciudad  dedujeron  en  el  Juagado  de  primera  instancia 
de  Estella  demanda  civil  ordinaria  contra  D.  Anacleto  Urioste  y  Lopa- 
tegui,  alegando  en  cnanto  es  esencial  para  los  recursos  interpuestos,  y 
además  de  hacer  una  relación  detallada  de  los  hechos  que  se  han  refe- 
rido: que  la  superficie  de  la  jurisdicción  de  Viana  existente  aguas  abajo 
del  nivel  del  pantano  que  debía  convertirse,  con  la  construcción  de  éste, 
en  regadío  fijo,  lo  forman  las  partidas  denominadas  Granja,  Torre,  Las- 
tra y  Recajo:  que  el  pantano  ofrecido  por  Urioste  en  el  contrato,  es  de- 
eir,  construido  segdn  arte  y  en  forma  que  sirviera  al  objeto  destinado 
ein  peligro  de  ningún  género,  no  había  sido  ejecutado;  que  de  todos  mo- 
dos el  pantano,  tal  y  como  resultaba  hecho,  no  estaba  terminado  en  24  de 
Jallo  de  1896,  fecha  en  que,  con  arreglo  á  la  condición  8.^  del  contrato, 
expiró  el  plazo  de  construcción,  toda  vez  que  su  terminación  no  se  ha- 
bía declarado  oficialmente  por  el  Ingeniero  Jefe;  que  convenía  hacer 
constar  ios  términos  de  la  petición  de  concesión  que  dirigió  ürloete  al 
Gobernador  civil  de  la  provincia,  y  que  el  pantano  tenía  por  objeto  au- 
mentar la  riqueza  agrícola,  según  se  consignaba  en  el  decreto  de  conce- 
sión; que  las  obras  carecían  de  firmeza  y  asentamiento,  los  malecones 
eran  débiles,  y  amenazaban  ruina,  y  el  pantano  no  tenía  la  capacidad 
convenida  ni  podía  llenarse  por  los  defectos  de  construcción,  extremos 
qne  hacía  patentes  el  hecho  de  que  en  el  invierno  de  1897  la  gran  abun- 
dancia de  aguas  pluviales  hizo  se  introdujera  en  el  pantano  gran  canti- 
dad sin  que  se  pudiera  llenar,  porque  habiéndose  notado  resentimientos 
y  movimientos  en  los  malecones,  hubo  que  dar  salida  á  la  gran  canti- 
dad de  agua  por  temor  á  un  derrumbamiento,  siendo  de  notar  que  esto 
ocurrió  ai  primer  afio  de  consumación  del  contrato,  y  que  desde  el  mes 
de  Julio  del  mismo  afio  hasta  la  fecha  no  se  había  facilitado  agua  á  los 
regantes  por  estar  seco  el  pantano;  que  por  tanto  Urioste  no  cumplió 
tampoco  la  obligación  que  se  impuso  de  aprovechar  las  aguas  de  los 
arroyos  Perizuelas  y  Baldlbáfiez,  pues  si  las  que  vertió  al  Ebro  en  el 
invierno  de  1897  las  hubiera  conservado  en  el  pantano,  al  menos  algu- 
nos regantes  no  se  hubieran  visto  privados  en  aquel  verano  y  otoño  de 
un  agua  que  era  propia  de  ellos;  que  tampoco  había  cumplido  Urioste 
la  obligación  más  esencial  de  todas,  de  aprovisionar  el  pantano  tomando 
agnas  del  Ebro  en  caso  necesario,  sin  lo  cual  no  podía  haber  regadío 
fijo,  razón  por  la  cual  en  los  meses  de  Julio,  Agosto  y  Septiembre  de  1896 
quedó  el  pantano  seco,  y  desde  Julio  de  1897  se  volvió  á  dejar  de  servir 
los  pedidos  de  agua,  siendo  indudable  que  en  las  indicadas  fechas  no  se 
habtan  podido  regar  los  terrenos  de  Granja,  Torre,  Lastra  y  Becajo,  y 
por  consiguiente,  el  empresario  Urioste  faltó  al  contrato  en  su  parte 
esencial,  deduciéndose  de  la  correspondencia  cruzada  con  él  que  no  te- 
nia ánimo  de  cumplirlo,  lo  cual  revelaba  dolo  y  mala  fe;  que  los  dos  re- 
quisitos indispensables  para  el  aprovechamiento  de  las  aguas  del  Ebro, 
qne  eran  la  autorización  conforme  á  la  ley,  y  la  instalación  del  medio 
mecánico  para  su  elevación  al  pantano  incumbían  exclusivamente  á 
Urioste,  que  se  obligó  á  establecer  el  regadío  fijo,  y  lo  mismo  que  pidió 
la  eottcesión  del  pantano  pudo  pedir  la  del  aprovechamiento  de  las  aguas 
del  Ebro,  ó  abandonar  el  pantano,  reclamando  la  nulidad  del  pacto  si 
vid  que  no  podía  cumplirlo;  que  la  cabida  del  pantano,  según  medición 
de  persona  perita,  no  excedía  de  658.200  metros  cúbicos,  que  tampoco 
podía  contener  por  sus  defectos  de  construooión;  que  además  de  los  de- 
fectos de  construcción  de  las  acequias  principales,  el  empresario  tenía 
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abfuidonados  el  pantono  y  la  coiuiervacldii  de  aquéllas;  no  había  íaoili» 
tado  agaa  á  los  propietarios  de  las  tierras  enelaYadas  en  la  aona  re^abi» 
cuando  lo  hablan  solicitado  en  nso  de  su  derecho,  y  no  habla  cnmpUdo 
tampoco  la  condición  16.^,  porque  no  había  remitido  la  tema  de  propie- 
tarios regantes  para  ei  nombramiento  de  la  Junta,  y  tampoco  había  de- 
vuelto el  reglamento  y  ordenanias  que  los  regantes  le  entregaron  pezm 
su  examen;  que  el  Ayuntamiento  había  cumplido  por  su  parte  lo  pio- 
metidOy  cediendo  á  Urioste  las  460  robadas  de  terreno  que  debía  ocnpax 
el  pantano,  las  160  más  de  los  terrenos  que  le  rodeaban  y  el  derecho  de 
aprovechar  las  aguas  que  se  depositaban  en  la  balsa  Salobre,  cediéndole 
igualmente  el  terreno  que  había  necesitado  para  las  nuevas  canalisacio- 
nes  y  dándole  los  árboles  ofrecidos  de  los  sotos  comnnaiee;  é  igualmente 
venían  cumpliendo  sus  obligaciones  los  interesados  en  el  riego  que  con* 
currieron  al  otorgamiento  de  la  escritura  con  la  cesión  de  los  terrenos 
necesarios  para  la  canalisación  y  con  la  de  las  aguas  que  les  correspon- 
dían de  los  arroyos  feriauelas  y  Baldibáfiea  aguas  abajo  del  nivel  del 
pantano,  sujetándose  á  las  tarifas  establecidas  por  la  Empresa  qne  no 
regían  para  los  riegos  de  agua  arriba  de  dicho  nivel,  sobre  las  que  no  oe 
hiso  cesión  alguna;  y  que  por  estar  el  pantano  seco  en  las  épocas  referi- 
das y  no  haberse  distribuido  el  agua  en  la  lona  regable,  se  iiabían  ori- 
ginado graves  perjuicios  á  los  propietarios  y  llevadores  de  los  terrenos 
enclavados  en  la  misma,  los  que  se  aumentarían  si  no  se  establecía  el 
regadío  fijo,  consistiendo  tales  perjuicios  en  la  aminoración  del  valor 
en  venta  de  las  propiedades,  disminución  de  la  renta  que  se  ofrecía  á 
los  propietarios,  disminución  notable  de  las  cosechas  ó  impedimentos 
de  utilizar  ios  terrenos  en  cultivos  más  provechosos;  é  invocando  kw 
fundamentos  de  derecho  que  estimaron  oportunos,  concluyeron  solici- 
tando se  condenara  á  D.  Anacieto  ürioste  y  Lopategul  al  cumplimiento 
de  las  prestaciones  que  ofreció  de  establecimiento  y  conservación  de  nn 
regadío  fijo  para  los  términos  de  la  jurisdicción  de  Viana,  llamados 
Granja,  Torre,  Lastra  y  Recejo  por  los  medios  concertados,  ó  sea  á  la 
construcción  de  un  pantano  sin  subvención  del  Estado  en  el  térnüno 
que  ocugiiba  la  antigua  balsa  de  Salobre,  capas  para  nn  millón  próxima- 
mente de  metros  cúbicos  de  agua,  que  reúna  la  solides  y  condiciones 
que  la  ciencia  exige;  á  tomar  por  su  cuenta  del  río  Ebro  las  agoas  qne 
necesite  para  atender  las  exigencias  del  indicado  regadío,  y  á  que  atienda 
á  la  conservación  del  pantano  y  de  las  acequias  madres  y  principales  en 
forma  conveniente;  previniéndole  qne  de  no  acreditar  en  forma  haberlo 
verificado  en  el  piaso  que  se  le  sefialase,  se  ejecutarían  las  obras  y 
cuanto  fuera  preciso  á  su  costa;  condenándole  igualmente  al  pago  de  les 
perjuicios  causados  con  tal  estado  de  incumplimiento  desde  ei  24  de  Ju- 
lio de  1896,  conforme  á  la  justificación  que  se  haría  en  el  período  proba- 
torio, determinándose  en  la  sentencia  las  bases  para  la  liquid^ición  y 
fijando  su  cuantía  ó  dejando  la  resolución  de  estos  últimos  extremos 
para  el  período  de  ejecución  de  sentencia,  según  se  considerara  más 
oportuno: 

Resultando  que  D.  Anacieto  ürioste  contestó  la  demanda  negando 
detalladamente  todos  los  defectos  denunciados  por  los  demandantes  en 
la  construcción  del  pantano,  explicando  las  causas  á  qne  se  debía  la  falta 
de  riegos  en  determinadas  épocas,  y  alegando  además,  en  cnanto  es  esen- 
cial: que  á  todo  lo  dicho  en  la  demanda  debía  contestar  con  lo  manifes- 
tado por  los  mismos  demandantes  en  el  núm.  6.^  de  la  escritura  de  24  de 
Julio  de  1894,  en  que  se  consignaba  qne  después  de  cumplir  todos  los 
requisitos  y  formalidades  que  las  leyes  exi¿Can,  D.  Anacieto  üriosts 
había  construido  por  su  cuenta  nn  pantano  en  el  sitio  indicado  de  la 
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balsa  de  Salobre,  asi  como  en  el  párrafo  cuarto  del  núm.  8.®  de  la  misma 
eeoritiira,  en  que  se  decía  qae  en  justa  compensación  de  los  beneficios 
que  Urioste  había  proporcionado  á  la  localidad  con  la  construcción  del 
pantano  y  fuente,  el  Ayuntamiento  se  obligaba  á  entregarle  18.600  pese- 
tas en  metálico  para  el  día  31  de  Diciembre  dé  aquel  afio;  que  tenía  ma- 
nifestado por  escrito  al  Ayuntamiento  que  no  tendría  inconveniente  en 
Hevar  agua  del  Ebro  al  pantano,  siempre  que  los  regantes  obtuvieran 
permiso  del  Canal  de  Aragón,  que  tenía  la  exclusiva  desde  la  presa  de 
Tadela  aguas  arriba,  á  lo  cual  se  había  negado  el  Ayuntamiento;  y  que 
era  cierto  que  el  Ayuntamiento  no  había  impuesto  contribución  al  pan- 
tano y  había  cedido  el  terreno  necesario  para  su  construcción,  pero  no 
había  dado  las  aguas  de  Perisuelas  y  Baldibáfiez,  que  se  habían  llevado 
á  otras  jurisdicciones  ó  al  Ebro,  arrebatándolas  al  pantano,  ni  tampoeo 
los  400  árboles  convenidos,  sino  unos  60,  á  pesar  de  haber  hecho  Impor- 
tantes talas  en  sus  sotos.  Espuso  además  los  hechos  y  fundamentos  le- 
galeñ  en  que  apoyó  la  reconvención,  que  á  su  ves  formuló  por  haber  des- 
viado los  demandantes  los  arroyos  Ferisuela  y  Baldibáfiez  del  pantano, 
7  no  haber  puesto  á  su  disposición  sus  aguas,  por  los  destrozos  y  dete- 
rioros que  directamente  le  habían  ocasionado  en  el  pantano  su  presa  y 
acequias,  y  por  haber  dejado  de  entregarle  el  Ayuntamiento  860  árl>oles 
de  sns-sotos  comunales;  así  como  los  relativos  á  las  excepciones  que  nti- 
liaó  como  perentorias  de  falta  de  personalidad  en  los  demandantes  y  su 
Procarador  y  de  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda,  y  iá 
de  que  el  Ayuntamiento  de  Viana  carecía  de  la  acción  que  ejercitaba,  y 
por  tanto,  también  su  Procurador,  terminando  con  la  petición  de  que  se 
je  absolviera  de  la  demanda,  condenando  á  los  demandantes  al  abono  de 
dallos  y  per  juicios  por  vía  de  reconvención  en  la  forma  y  por  los  concep- 
tos expresados: 

Besultando  que  los  demandantes  replicaron,  impugnando  las  excep- 
ciones propuestas  por  el  demandado,  insistiendo  en  las  pretensiones  de- 
daeidas  en  la  demanda,  y  pidiendo  que  se  les  absolviera  de  la  reconven* 
ción,  alegando,  entre  otros  muchos  hechos  y  fundamentos  legales:  que 
podía  impugnarse  de  falso  civilmente  el  contenido  del  núm.  6.^  de  la 
escritura  de  24  de  Julio  de  1804,  al  poner  en  boca  del  Ayuuntamiento  y 
regantes  lo  contenido  en  el  mismo,  porque  ni  de  palabra  ni  por  escrito 
expusieron  tal  cosa  al  Notario  autorizante,  sino  que  éste  redactó  la  parte 
expositiva  de  buena  fe,  leyendo  en  voz  alta  la  escritura  antes  de  firmar- 
se; aparte  de  lo  cual  alegaban  que  carecía  de  valor  lo  dicho  en  aquel 
punto  de  la  escritura,  en  primer  lugar,  porque  los  hechos  consignados 
eran  inexactos  ó  tenían  poca  claridad,  y  el  error  de  exposición  admite 
reetificación  y  no  perjudica  á  las  partes  cuando  de  la  prueba  resulta  lo 
contrario;  y  en  segundo,  porque  dicho  punto  6.®  no  envolvía  un  pacto  ni 
una  estipulación,  ni  daba  por  cumplido  el  contrato  de  21  de  Octubre 
de  1888,  ni  reformaba  lo  establecido  en  éste;  que,  además,  en  dicho  nú- 
mero 6.®  de  la  escritura  se  decía  que  ürioste  había  construido  un  pan- 
tano, y  como  la  frase  era  genérica,  era  claro  que  no  podía  sostenerse  qae 
se  hubiera  reconocido  qne  el  pantano  construido  era  el  convenido  en  81 
de  Octubre  de  1888,  ni  que  reuniera  las  condiciones  debidas,  y  se  diera 
por  terminado  sin  haber  sido  examinado  y  aprobado  por  las  oficinas  del 
Estado,  ni  por  el  Ayuntamiento,  ni  por  los  regantes,  no  teniendo  por 
todo  ello  valor  alguno  lo  manifestado  en  el  repetido  punto  de  la  escritu- 
ra, qoe  pudiera  perjudicar  á  los  demandantes;  que  para  probar  el  hecho 
referente  á  los  perjuipios,  presentaron  con  la  demanda  una  certificacióUp 
en  que  constaban  las  fincas  para  que  los  demandantes  habían  pedida 
riegos,  cuya  relación  debería  ser  adicionada  para  determinar  los  per- 
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Jaldos  sufridos  darante  la  tramitación  del  pleito,  y  como  ese  certificado» 
MO  había  sido  impugnado  por  el  demandado,  entendían  que  había  reco- 
nocido su  autenticidad;  que  el  Ayuntamiento  había  sufrido  también  per- 
joicios,  puesto  que,  por  no  ser  un  hecho  el  regadío  fijo,  las  fincas  encía- 
Tadas  en  el  mismo  no  habían  podido  ser  inciaídoto  en  el  catastro  en  Im 
«lase  de  regadío,  y  seguían  como  sequerales  en  cultivo  ó  de  regadío  efen- 
taal;  que  la  fijación  de  las  ciases  de  tierra  sería  objeto  de  prueba,  y  lo» 
perjuicios  habrían  de  referirse  á  los  afios  97  y  98,  tributando  la  dlferen- 
eia  del  líquido  imponible  que  se  les  asignase  al  SO  por  100,  que  era  el 
tipo  girado  á  los  mismos;  que  el  Ayuntamiento  perseguía  como  fin  prin- 
eipal  el  regadío  fijo,  á  la  ves  que  el  canon,  como  io  probaba  el  hecho  de 
no  exigir  más  que  750  pesetas  por  la  cesión  de  la  balsa  de  Salobre, 
las  400  robadas  de  tierra  circundantes  y  lo  demás  cedido;  que  si  por  va 
parte  cedió  á  Urioste  el  canon,  fué  porque  tenía  que  darle  una  cantidad 
por  construcción  de  la  fuente,  y  vinieron  á  un  arreglo  de  créditos  y  deu- 
das que  no  tuvo  otro  alcance  que  la  cesión  del  canon,  pero  nunca  la  re- 
nuncia del  contrato  de  21  de  Octubre,  que  en  la  escritura  se  consideró 
subsistente  en  todas  sus  partes,  y  al  dejar  el  Ayuntamiento  lilnre  á 
üriosté  de  toda  responsabilidad  en  el  punto  noveno  de  la  escritura,  fué 
en  cnanto  á  la  fuente  y  á  diferencias  surgidas  que  nada  tenían  que  ver 
con  el  pantano;  y  que  el  Ayuntamiento  reconocía  como  cierta  la  obliga- 
ción de  dar  á  Urioste  hasta  400  árboles,  pero  que  este  punto  no  debía 
figurar  en  la  reconvención,  porque  nunca  se  había  negado  á  su  cntupli- 
miento  y  estaba  dispuesto  á  facilitar  los  árboles  al  día  siguiente  del  en 
que  le  fueran  pedidos: 

Resultando  que  D.  Anacleto  urioste  duplicó,  insistiendo  en  las  pre-, 
tensiones  deducidas  en  su  escrito  de  contestación  y  alegando  en  cuanto 
es  pertinente:  que  el  Notarlo  autorizante  de  la  escritura,  que  siempre 
halka  residido  y  seguía  residiendo  en  Los  Arcos,  nó  conocía  de  lo  suce- 
dido en  Viana  más  que  lo  que  le  expusieron  las  partes  contratantes;  que 
discutieron  ampliamente  ios  términos  de  la  escritora  antes  de  otorgarla, 
la  cual  fué  además  leída  por  el  Notario  antes  de  ser  firmada;  y  como  á 
pesar  de  todo  esto  se  tachaba  de  falso  uno  de  sus  párrafos,  no  era  ex- 
trafio  que  los  demandaates  desmintieran  al  demandado  cuando  lo  hacían 
á  sí  mismos,  á  los  testigos  y  á  un  Notario  en  funciones;  que  en  contes- 
tación á  la  interpretación  que  de  la  cláusula  6.*  de  la  escritura  hacían 
los  demandantes,  l>astaba  decir  que  dicha  cláusula  y  párrafo  4.^  de  la  8.*^ 
reconocieron  la  construcción  del  pantano,  ponderaron  sus  beneficios,  y 
en  agradecimiento  ofrecieron  y  más  tarde  pagaron  13.600  pesetas;  que, 
además,  habiendo  acudido  á  fines  del  afio  98  los  hoy  demandantes  ai 
Oobernador  civil  en  solicitud  de  que  decretara  la  caducidad  de  la  conoe- 
^ón  del  pantano  por  no  haberse  terminado  las  obras  dentro  del  piase 
eefialado,  aquella  Autoridad  denegó  tal  pretensión,  con  lo  cual  se  de- 
mostraba que  aunque  no  se  hubiera  levantado  acta  oficial,  las  obras  es- 
taban terminadas,  pues  en  otro  caso  el  Gobernador  hubiera  decretado  la 
caducidad;  que  al  poco  tiempo  de  tramitarse  dicho  expediente,  el  Ayun- 
tamiento y  regantes  aceptaron  el  pantano  y  otorgaron  la  escritura  suso- 
dicha, y,  por  tanto,  se  veía  que  la  citada  cláusula  6.*  y  párrafo  4.^  de 
la  8.*  no  fueron  una  sorpresa  preparada  por  el  Notario,  sino  algo  muy 
meditado  por  los  regantes,  que  significaba  el  término  de  una  campafia  y 
la  reconciliación  con  el  pantano,  por  lo  cual  se  decía  en  la  cláusula  9.^ 
que  con  las  modificaciones  anteriores  y  pactos  establecidos  quedaban  nU 
timadas  todas  las  diferencias  que  hasta  el  día  hubieran  podido  ocurrir, 
«iendo  alMurdo  que  la  exposición  de  los  hechos  en  que  se  funda  un  con- 
trato pudieran  ser  rectificados;  que  si  bien  en  términos  generales  hablan 
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•ofrido  perjoiciOB  las  tierras  secas,  en  cambio  las  cosechas  en  el  regadío 
donoite  los  afios  96  y  97  hablan  sido  excelentes,  y  respecto  á  la  certiflca- 
dón  expedida  por  el  Interventor  del  regadío  del  pantano,  acompafiada 
con  la  demanda,  si  bien  no  dudaba  de  la  legitimidad  de  la  firma  qne  la 
antoriaaba,  observaba  que  era  ilegal,  por  no  ser  atribación  suya  el  anotar 
Um  pedidos  de  riegos,  sino  de  la  Junta  de  regadío,  según  el  contrato;  y 
qoe  celebraba  la  conformidad  del  Ayuntamiento  en  lo  referente  á  los 
árboles: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  {^opusieron  los  deman- 
dantes, entre  otras,  la  pericial  sobre  los  extremos  distintos  que  determi- 
naron que  deberían  ser  sometidos  á  un  Ingeniero  de  Caminos  y  tres  pe- 
ritos prácticos,  conviniendo  ambas  partee  en  la  comparecencia  celebrada 
al  efecto,  en  que  en  vez  de  dichos  tres  prácticos  fuera  nombrado  un  solo 
perito  agrimensor,  designando  de  común  acuerdo  á  D.  Pedro  Llórente, 
quien,  contestando  á  los  extremos  propuestos  por  los  demandantes,  dijo: 
primero,  que  respecto  á  lo  que  debió  perderse  en  vino,  aceite  y  patata 
porcada  robada  de  tierra  y  cosecha  al  no  haberse  regado  las  fincas  sitas 
en  los  cuatro  expresados  términos  de  la  jurisdicción  de*  Viana  desde  1.^ 
de  Agosto  de  1896  hasta  81  de  Diciembre  del  propio  afio  y  durante  el  mis- 
mo tiempo  de  1897,  refiriéndose  sólo  á  los  predios  que  se  indicaban  con 
pedido  de  agua  en  dicha  fecha  en  la  relación  presentada  por  los  deman- 
dantes^  manifestaba  que  no  podían  precisarse  debidamente  dichas  pér- 
didas, y  sólo  teniendo  en  cuenta  que  en  el  afio  de  1896  fueron  escasas 
laa  lluvias  para  los  frutos  que  producían  las  fincas  de  que  se  trataba, 
pudieron  perder  por  falta  de  riego  y  por  su  calidad  de  sustanciosas  una 
mitad  de  su  cosecha,  que  hubieran  producido  más  con  un  solo  riego;  se- 
gundo, que  respecto  de  la  cosecha  media  máxima  que  podían  producir 
iaa  yifias,  olivares  y  tierra  blanca  que  se  indicaban  en  la  referida  rela- 
eite  dándoles  los  riegos  necesarios,  haciendo  referencia  en  cuanto  á  la 
tierra  blanca  á  frutos  de  cebada,  trigo  y  avena,  decía:  que  la  vifia  debía 
producir  84  arrobas  de  uva  por  robada  de  tierra;  los  olivares,  18  robos 
por  robada;  la  cebada,  á  25  robos;  la  avena,  á  20,  y  el  trigo,  á  10,  enten- 
diéndose de  las  calidades  de  semillas  que  se  sembraban  en  la  localidad, 
paes  sembradas  de  otras  clases  y  con  el  agua  suficiente,  podía  aumentar 
algo  el  producto;  tercero,  que  en  cuanto  á  los  perjuicios  que  habían  su- 
frido las  plantas  é  importe  de  la  merma  de  su  cosecha,  dados  los  frutos 
^ne  prometían  por  no  haberse  regado  las  vifias  y  olivares  que  tenían 
pedido  de  agua  desde  1.^  de  Enero  de- 1888  á  la  fecha,  opinaba:  que  las 
plantas  de  vifias  y  olivares  hablan  sufrido  de  perjuicio  el  importe  de 
nna  cosecha  entera  por  el  poco  desarrollo  de  sus  tallos;  que  necesaria- 
mente había  de  influir  en  las  dos  cosechas  próximas  venideras  por  la 
falta  de  humedad  que  habían  tenido  y  tenían  para  desarrollarse  conve- 
nientemente; y  en  lo  referente  á  los  frutos  de  aquel  afio,  calculaba  la 
pérdida  en  la  mitad  de  la  cosecha;  y  cuarto,  que  en  cuanto  á  los  perjui- 
cios por  aminoración  de  cosechas  por  la  falta  de  riego  cuando  se  pidió 
par»  barbechos,  cebada,  trigo  y  avena  desde  1.^  de  Septiembre  último 
haota  la  fecha,  respecto  á  las  piesas  de  la  misma  relación,  manifestaba 
qne  atendiendo  á  que  las  fincas  regadas,  aun  en  las  condiciones  de  riego 
más  ventajosas,  como  lo  era  el  riego  de  siembra,  habían  recolectado  en 
proporción  de-  lo  que  el  perito  calculaba  como  perjuicios  en  las  fincas  no 
regadas,  en,  que  se  había  perdido  por  completo  la  cosecha,  era  su  opi- 
nión que  de  haber  dado  un  solo  riego  se  hubiera  recolectado  en  las  mis- 
mae  lo  que  hoy  calculaba  que  tenían  de  pérdida;  y,  por  tanto,  tal  como 
apetecía  en  la  lista  de  perjuicios  que  acompafiaba  de  las  fincas  sin  re- 
gar, puee  en  el  terreno  que  era  objeto  de  la  peritación,  debidos  á  su  pri- 
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▼ilegio  de  suelo  y  rabettelo,  un  solo  riego  msegiumlMi  tma  regular  ooee- 
cha»  7  mí  lo  demostraban  en  nn«afio  oomo  el  corrienle,  de  ana  sequía 
abromadora,  los  rastrojos  de  las  fincas  que  no  habían  sido  regadas  más 
de  nna  ves;  y  contestando  el  mismo  perito  á  los  extremos  qne  propaso 
la  parte  demandada,  informó:  respecto  del  primero,  relatiTO  á  al  ha- 
biendo sido  abandantes  las  cosechas  de  cereales  en  los  términos  del  pan- 
tano de  Viana  en  los  afios  de  1896  y  97,  merced  á  las  grandes  lluvias, 
era  verosímil  qne  f aeran  medianas  las  de  vino  y  aceite  por  falta  da  agoa 
en  los  mismos  términos;  qoe  por  las  rasónos  qne  expuso  podía  afir- 
marse la  verosimiiitad  de  la  pre^anta;  respecto  al  segando  extremo, 
relativo  á  que  manifestase  los  elementos  6  plagas  qne  habían  podido 
intervenir  en  la  prodacción  de  las  fincas  del  pantano  á  qne  se  rétela  la 
relación  presentada  por  la  parte  demandante,  ó  sea  en  las  fincas  en  qoe 
aparecía  petición  de  riego  darante  el  año  actual  para  que  en  algunas 
f  aera  menor  la  cosecha  de  lo  qae  se  expresaba,  cuáles  eran  dichas  fin- 
cas, y  si  estaban  convenientemente  preparabas  y  abonadas,  que  revisar 
das  cuidadosamente  las  fincas  de  qae  se  hacia  mérito,  no  había  encon- 
trado nada  que  develara  qae  por  taies  causas  pudiera  aminorarse  la  co- 
secha, podiendo  contestar  que  las  fincas  estaban  convenientemente  pre- 
paradas y  abonadas,  y  aunque  la  mayor  parte  de  ellas  lo  estaban  más 
de  lo  conveniente  para  un  afio  tan  desgraciado  en  lluvias;  en  cnanto  al 
tercero,  en  que  se  pregunta  qué  mayor  producto  hubieran  rendido  ó  ren- 
dirían las  fincas  á  que  se  refería  el  punto  anterior  durante  aquel  afio  si 
se  les  habiera  dado  un  solo  riego  de  60  metros  cúbicos  de  agua  por  ro- 
bada, qae  entendía  que  para  el  riego  de  cereales  era  algo  insuficiente  la 
cantidad  de  agua  destinada  por  robada  para  un  completo  riego,  y  bas- 
tante para  las  patatas,  viñas  y  olivos;  y  que  respecto  de  los  oerealeo,  te- 
nía dado  su  parecer  al  informar  sobre  el  extremo  4.®  de  los  demaadaa- 
tes;  y  respecto  del  coarto  extremo*  en  que  se  dice  si  los  brasales  ó  qnle- 
bras  de  las  fincas  de  los  cuatro  términos  del  pantano  estebaa  convaalen- 
tomento  limpios  y  si  en  ello  se  perdería  actualmente  parte  del  agua, 
corrléadoee  á  otras  fiocas,  qne  los  braaales  dejaban  bastante  que  desear 
en  so  limpieaa,  y  lo  mismo  las  quiebras,  debiendo  significar  que  no  ha- 
biendo corrido  por  ellos  el  agaa  hacía  algún  tiempo,  los  vientos  háfaiaa 
aglomerado  bastantes  brosas,  y  en  los  primeros  momentos  del  paao  del 
agaa  sería  algo  embarazosa  la  marcha  de  la  corriente,  lo  qne  en  aquella 
eetación  sacedía  en  todos  los  regadíos  eventuales  por  no  haosrss  en  ellos 
la  llmpiesa  anual  hasta  Septiembre,  y  por  tales  causas  podía  saponens 
se  perderia  alguna  pequeña  cantidad  de  agua: 

Itesultando  que  el  informe  reteido  del  perito  Llorante  se  kiao  con 
referencia  á  una  relación  que  presentó  la  parte  demandante,  compren- 
siva de  las  fincas  sitas  en  el  distrito  del  regadío,  pertenecientes  á  M  rs- 
gantes,  con  expresión  de  las  fechas  de  pedidos  de  riego,  cabida,  linderos 
y  frutos  á  que  había  de  referirse  el  pedido  de  perjuicios;  habiéndose 
acompañado  al  indicado  informe  otras  dos  relaciones,  referantes  á  los 
r^^antee  que  habían  solicitado  riego  y  perjuicios  originados  por  m  fatta, 
sumando  la  primera  un  perjuicio  total  de  1.640  robos  de  trigo,  8.680  ds 
cebada»  289  de  oliva,  2.700  arrobas  de  uva  y  760  de  patetas;  y  la  ssgan- 
da,  expreeiva  de  las  fincas  sitas  en  el  regadío  del  pantano,  que  al  ha- 
cerse la  prueba  se  hallaban  sin  rsgar  y  perdidas  las  coascbss  de  trigo, 
cebada  y  avena  por  falte  de  riego,  sumando  un  total  de  parjnleles  ds 
2.691  robos  de  trigo,  6.667  de  cebada  y  406  de  avena: 

Besuitando  que  la  Sala  de  justiste  de  la  Audiencia  de  Pamptona  dfaié 
sentencia  en  10  de  Julio  de  1900,  no  confwma  coa  la  del  Jujeado,  dsels- 
raado  no  haber  logar  á  las  excepciones  ditetorias  de  falte  de  parsoaall- 
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úmd  y  defacto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda,  alegadae  eomo 
IMientoriae,  j  declarando  asimismo  que  D.  Anacleto  Urioete  no  ha  cum- 
plido exactamente  loe  deberes  qne  aceptó  en  el  acta  de  1888  y  en  la  es- 
critara  de  1894,  condenándole  por  ese  incumplimiento  á  qne  desde  luego 
practique  cuantas  gestiones  y  diligencias  sean  conducentes  á  conseguir 
ia  derivación  de  aguas  del  rio  Ebro  para  conducirlas  al  pantano  de  Viana, 
A  fin  de  completar  la  cantidad  necesaria  para  que  quede  establecido  el 
regadío  fijo  de  los  términos  denominados  Granja,  Torre,  Lastra  y  Reca- 
jo; á  que  inmediatamente  proceda  á  ejecutar  por  su  cuenta  todas  las 
obras  de  reparación  necesarias,  tanto  en  el  pantano  como  en  las  acequias 
7  demás  que  corre  de  su  cuenta,  y  á  la  limpia  del  pantano  y  de  las  ace- 
quias madres  en  la  forma  convenida,  y  además  á  que  proceda  á  la  am- 
pliación del  mismo  pantano  y  á  la  ejecución  de  las  obras  de  solides  ne- 
cesarias para  que  pueda  tener  de  cabida  un  millón  de  metros  cúbicos  ó 
más;  condenando  asimismo  á  D.  Anacleto  Ürioste  á  que  por  vía  de  in- 
demnización de  los  perjuicios  causados  por  el  incumplimiento  por  su 
parte  de  las  ebligaciones  que  contrajo,  satisfaga  á  cada  uno  de  ios  de- 
naandantes  la  cantidad  á  que  asciende  el  8  por  100  del  capital  por  que 
reealten  amillaradas  las  fincas  de  cada  cual,  sitas  en  la  sona  regable, 
siempre  que  hayan  solicitado  riego,  y  entendiéndose  que  ese  3  por  100 
as  por  cada  afio  desde  1897,  y  absolviendo,  por  último,  á  los  demandan- 
tes de  la  reconvención  formulada  por  Urioste,  sin  hacer  expresa  conde- 
nación de  las  costas  de  ambas  instancias: 

Resultando  que  el  Ayuntamiento  de  Viana,  en  unión  de  D.  Narciso 
Fernández  Pascual  y  todos  los  demás  colitigantes,  interpuso  recurso  de 
casación,  fundado  en  los  números  1.^,  2.^  y  7.^  del  ait.  1692  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  alegando: 

Primero.  La  infracción  del  art.  1098  del  Código  civil,  porque  decla- 
rando la  sentencia  recurrida  por  Urioste  no  cumplió  exactamente  los  de- 
beres qne  aceptó  en  el  acta  de  21  de  Octubre  de  1888  y  en  la  escritura  de 
24  de  Julio  de  1894,  de  establecer  un  regadío  fijo  en  los  términos  denomi- 
nados Granja,  Torre,  Lastra  y  Recajo,  construyendo  paradlo  un  pantano 
capaz  para  un  millón  de  metros  cúbicos  de  agua  ó  más,  y  tomando  para 
surtirlo  aguas  del  Ebro  en  cantidad  necesaria,  ha  debido  resolver  que  se 
ejecuten  á  costa  del  demandado  las  obras  necesarias  hasta  dejar  estable- 
oldo  aquel  regadío  en  las  condiciones  estipuladas,  otorgándole  si  acaso 
por  equidad  un  plazo  prudencial  para  que  las  ejecute  por  su  cuenta,  toda 
Tes  que  el  articulo  citado  dispone  taxativamente  que  si  el  obligado  á  ha- 
oer  alguna  cosa  no  la  ejecuta  ó  la  hiciere  contraviniendo  al  tenor  de  la 
obligación,  se  mandará  ejecutar  á  su  costa,  y  hasta  se  podrá  decretar  que 
se  deshaga  lo  mal  hecho: 

Segundo.  Que  habiendo  sido  uno  de  los  puntos  más  interesantes  del 
pleito  objeto  de  sostenida  discusión  y  de  pruebas,  el  fijar  la  cuantía  de 
los  perjuicios  experimentados  por  el  Ayuntamiento  y  por  los  regantes 
de  Viana  con  el  incumplimiento  por  parte  de  ürioste  del  establecimiento 
de  un  regadío  fijo  en  las  condiciones  estipuladas,  habiéndose  adoptado 
por  el  Juzgado  de  Estalla  como  base  para  liquidarlos  en  el  período  de 
^ecoción  de  sentencia  la  fijada  por  el  perito  agrimensor  nombrado  de 
común  acuerdo  por  las  partes,  al  fijar  la  Sala  sentenciadora  otra  base 
distinta  para  la  liquidación  de  esos  perjuicios,  que  no  ha  sido  objeto  de 
discusión  en  ej  pleito,  ni  por  tanto  objeto  de  justificación  ó  comproba- 
ción en  el  período  correspondiente  del  juicio,  ha  infringido  la  doctrina 
legal  establecida  por  este  Tribunal  Supremo  en  sentencias  de  7  de  Enero 
de  1861,  24  de  Noviembre  de  1866,  11  de  Junio  de  1869  y  28  de  Marzo  de 
1S70,  en  relación  con  los  artículos  869  y  860  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
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civil,  de  qae  las  sentencias  deben  ser  dadas  con  arreglo  á  lo  alegado  y 
probado  en  el  pleito,  no  pndiendo  el  Juagado  apartarse  de  lo  alegado  y 
probado  ann  cuando  de  propia  ciencia  le  conste  otra  cosa;  y 

Tercero.  Que  la  sentencia  recurrida  incurre  en  error  de  derecho  en 
la  apreciación  de  las  pruebas  aducidas  en  el  pleito,  puesto  que  resal- 
tando de  ellas  que  el  Municipio  de  Viana  reparte  el  20  de  100  sobre  la 
riquesa  territorial,  que  esa  riquexa  hubiera  aumentado  considerable- 
mente de  halarse  cumplido  el  contrato  y  convertido  en  fincas  de  rega- 
dío fijo  las  que  hoy  son  regnerales  ó  de  regadío  eventual,  y  qne  para 
obtener  este  beneficio  fué  por  lo  que  el  Ayuntamiento  cedió  la  balsa  de 
Salobre  y  terrenos  adyacentes  con  las  demás  concesiones  que  apareeen 
del  contrato  de  24  de  Julio  de  1894,  niega,  sin  embargo,  que  dicho  Ayun- 
tamiento tenga  derecho  á  indemnización  de  perjuicios,  por  entender  que 
en  ese  aumento  sólo  saldría  beneficiada  la  Diputación  íoral,  y  hasia  «fes- 
conoce  la  acción  que  asiste  á  dicho  Municipio  para  pedir  el  euppli- 
miento  del  contrato,  infringiendo,  al  hacerlo  así,  la  ley  20  de  las  Corte» 
de  Navarra  de  1547  y  la  26  de  las  de  1828  á  1829  en  relación  con  los  ar- 
tículos 6.^  y  25  de  la  ley  de  Modificación  de  Fueros  de  16  de  Agosto  de 
1841,  conforme  á  los  cuales,  los  Municipios  navarros  goaan  de  autono- 
mía económico-administrativa,  y  si  bien  ejercen  sus  funciones  bajo  la 
dependencia  de  la  Diputación  provincial,  esto  no  quiere  decir  quedieba 
Corporación  sea  duefia  de  la  riquesa  territorial  municipal,  ni  que  pueda 
disponer  de  ella  con  exclusión  de  los  Ayuntamientos,  los  cuales  giran 
sus  tributos  sobre  dicha  riqueza,  exigiendo  las  cantidades  que  lea  son 
precisas  para  las  atenciones  municipales,  siquiera  una  de  éstas  sea  la 
de  satisfacer  el  contingente  provincial: 

Resultando  que  D.  Anacleto  de  ürioste  y  Lopategui  interpuso  tam- 
bién recurso  de  casación,  fundado  en  los  números  1.^,  2.^  y  4.^  del  ar- 
tículo 1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  alegando  en  eu  apoyo: 

Primero.  Qne  al  someter  los  demandantes  á  4a  resolución  judicial  la 
afirmación  de  que  el  pantano  ya  construido  al  otorgarse  la  eecritora  do 
21  de  Julio  de  1894  carece  de  las  condiciones  establecidas  en  el  acta  de 
21  de  Octubre  de  1888,  relativas  á  capacidad,  solidez  y  dotación  de  aguas, 
no  olMtante  que  en  las  cláusulas  6.*,  8.*,  párrafos  cuarto  y  noveno  de 
dicha  escritura,  se  hizo  constar  que  el  recurrente,  después  de  cumplldoe 
todos  los  requisitos,  construyó  el  pantano  en  la  balsa  de  Salobre;  qne 
agradecido  el  Municipio  al  beneficio  reportado  por  la  obra,  se.  obligó  á 
entregarle  13.500  pesetas,  y  que  con  esto  quedaran  ultimadas  todas  las 
diferencias  que  habían  ocurrido,  faltaron  evidentemente  á  lo  pactado; 
que  la  sentencia  recurrida  acoge,  sin  embargo,  toles  pretensiones,  decla- 
rando que  Urioste  no  ha  cumplido  exactamente  sus  deberes,  y  conde- 
nándole por  ello  á  practicar  gestiones  y  diligencias  para  conseguir  qne 
las  aguas  del  Ebro  surtan  el  pantano,  á  que  lo  amplíe  y  á  que  ejecnto  en 
él  obras  de  solides,  á  fin  de  que  pueda  contener  un  millón  ó  más  de  me- 
tros cúbicos,  infringe  las  cláusulas  citadas  de  la  escritura  de  1894,  y  en 
relación  con  ellas  el  principio  jurídico  pacta  9unt  aeroanda^  vigente  en 
Navarra;  el  párrafo  inicial  del  tít.  14,  libro  2.^,  Digesto,  en  el  que  se 
proclama  que  nada  tan  conforme  á  la  fe  humana  como  el  cumplimiento 
de  lo  pactado;  el  párrafo  séptimo  de  los  propios  título  y  libro,  según  el 
cual  poeta  eonveneta,..  Jacta  erunt,  servado,  y  los  arte.  1091,  1355, 
1258  y  1278  del  Código  civil,  que  sirven  de  expresión  comf^ementarla  á 
la  anterior  doctrina  por  virtud  del  párrafo  segundo  del  art.  12,  y  en  los 
cuales  se  autoriza  á  los  que  contratan  para  esteblecer  los  pactos  j  clin* 
sulas  que  tengan  por  conveniente,  y  que  son  obligatorios,  con  todas  sos 
naturales  consecuencias;  y  si  bien  es  verdad  que  los  demandante»  ale- 
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garon.  en  la  répltca  que  podían  redargüir  de  dvilmente  falsa  la  clan- 
«ala  6.*  de  la  eacritora  y  combatir  en  Talor,  hay  qne  tener  presente  qoa 
para  prescindir  de  ella,  caso  de  eer  licito  resolverse  contf  a  sn  imperio  á 
lofl  qne  voluntariamente  la  concertaron  y  eascribieron,  y  realitar  dere- 
chos en  oposición  con  aqoel  texto  y  con  el  de  las  dáñenlas  8.*,  pána£» 
cuarto,  y  9.*,  qne  sirven  de  corolario  á  la  6.%  seria  preciso  qne  anta 
todo  hubieran  pedido  y  logrado  la  declaración  de  ser  nulas  dichas  esii- 
pnlaciones,  conforme  á  una  jurisprudencia  muy  reiterada  y  eabiamenfa 
«stablecida  por  este  Tribunal  Supremo,  desconocida  también  por  la  Sala 
«e&tenciadora,  de  la  cual  ofrecen  ejemplo  las  sentencias  de  casación  da 
H  de  Diciembre  de  1886  y  17  de  Enero  de  1889: 

fiegnndo.  La  infracción  de  la  doctrina  juridica  de  que  á  nadie  le  ea 
lícito  ir  válidamente  contra  sus  propios  actos,  sancionada  por  este  Trl- 
banal  Supremo  en  sus  sentencias  de  8  de  Noviembre  de  1870,  27  de  Di- 
ciembre de  .1878,  7  y  20  de  Euero  de  1886,  19  de  Junio  de  1889, 27  de  Di- 
ciembre de  1894  y  8  de  Noviembre  de  1896,  y  muy  señaladamente  en  laa 
de  10  de  Marzo  de  1890  y  7  de  Diciembre  de  1896,  donde  se  proclama  que 
loa  actos  irrevocables  ó  que  no  pueden  contrariarse  son  los  realisadoa 
con  el  fin  de  crear,  modificar  ó  extinguir  algún  derecho,  ó  aquellos  qua 
por  constituir  convención  canean  estado,  definiendo  de  modo  inalterable 
la  situación  jurídica  de  su  autor;  y  como  la  escritura  de  24  de  Julio  da 
1894  tuvo  por  objeto  ultimar,  es  decir,  terminar  ó  acabar  las  diferenciaa 
existentes  entre  Urioste  y  el  i^  y  untamiento  y  regantes  de  Viana  coa 
motivo  del  contrato  de  21  de  Octubre  de  1888,  no  cabe  al  presente  reen- 
citarlas,  y  menos  todavía  resolverlas  en  favor  de  los  demandantes,  qua 
se  dieron  por  satisfechos  en  esa  escritura,  declarando  ultimadas  talea 
diferencias  y  premiando  al  autor  de  la  obra,  extinguiendo  de  esta  suerte 
enantes  derechos  pudieran  haber  ejercitado  por  los  defectos  de  la  misma 
ó  por  la  falta  de  conformidad  de  sus  condiciones  con  las  establecidas  ea 
al  acta  de  21  de  Octubre  de  1888: 

Tercero.  Que  la  voluntaria  extinción  del  derecho  que  los  demandas- 
tes  pudieran  tener  á  repetir  contra  el  recurrente  por  la  manera  y  forma 
en  que  éste  había  cumplido  el  contrato  de  21  de  Octubre  de  1888  consti- 
tuye una  verdadera  renuncis,  cuya  validez  no  puede  desconocerse,  por- 
<ine  los  derechos  son  renunciables  á  tenor  de  las  reglas  generales  de  le- 
gislación universal  que  inspiran  el  art.  4.^,  inciso  2.^«  del  Código  civil, 
violado  también  por  la  sentencia  recurrida,  lo  mismo  que  el  párrafo 
cuarto,  tít.  29,  libro  8.^  de  las  Instituciones  de  Justiniano,  segón  el  cual, 
obUgaiiones  quos  eonsensu  conírahuntur  contraria  volúntate  dÍ9ol- 
vuntur,  pues  como  el  i^yuntamiento  y  regantes  de  Viana  ee  satisfide- 
ron  en  la  escritura  de  24  de  Julio  de  1894  con  las  obras  constrnídss.  en 
cumplimiento  del  convenio  de  21  de  Octubre  de  1888  y  declararon  ulti- 
mada toda  cuestión,  es  obvio  que  disolvieron  ó  extinguieron  por  su  vo- 
luntad las  obligaciones  que  en  el  citado  convenio  impusieron  á  Urioste 
y  que  no  hubieran  sido  cumplidas: 

Cuarto.  Que  establecida  solemnemente  en  la  escritura  de  24  de  Julio 
de  1894  la  conformidad  de  los  demandantes  con  la  obra  ejecutada  por 
urioste  para  cumplir  el  compromiso  que  sdquirió  en  el  contrato  de  21 
de  Octubre  de  1888,  ai  condenarle  la  sentencia  recurrida  á  dar  á  la  obra 
mayor  extensión  6  capacidad,  más  solidez  y  superior  dotación  de  agua, 
sin  embargo  de  no  haberse  celebrado  convenio  alguno  posterior  á  aque- 
lla escritura  que  le  imponga  tales  innovadones,  le  obliga  por  autoridad 
pública  á  ejecutar  obras  distintas  de  las  que  realizó  cuando  voluntaria- 
mente se  propuso  construir  el  pantano,  le  sujeta  otra  vez  á  las  conae- 
caenciaa  de  una  obligación  ya  cumplida,  según  proclamaron  solemiie- 
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Bieote  qoieses  podían  ezigirselts,  y  viola  el  principio  Jurídico  non  ids 
in  ídem,  y  la  doctrina  legal  de  que  el  pago,  solución  ó  cumplimiento  4 
gneto  del  acreedor  extingue  la  obligación  del  deudor,  íormolada  coao 
inconcusa  en  el  párrafo  inicial  del  tít.  29,  libro  8.^  de  las  Institoclonea 
de  Justiniano,  bajo  las  palabras  ToUiiur  autem  omrus  obligaito  solu- 
iíone  ejus  quod  deoetur  vel  si  quis,  eonsentiente  crediiore  aliud  pro 
áUOj90Íüerii;  doctrina  en  la  cual  se  informa  el  art.  116<(,  inciso  primeio, 
del  Código  civil,  infringido  también  bajo  el  mismo  concepto: 

Quinto.    La  infracción  de  la  doctrina  en  que  se  inspira  la  sentend»  de 
1.®  de  Junio  de  1892,  que  reconoce  la  irresponsabilidad  de  los  que  omiten 
el  cumplimiento  de  las  obligaciones  pactadas  cuando  el  ejecutarlas  no 
depende  exclusivamente  de  su  voluntad,  y  de  la  jurisprudencia  donde  ee 
establece  que  la  materia  de  indemnizaciones  es  restringida  y  sólo  di- 
mana de  los  dafios  causados  y  lucros  impedidos  por  acto  propio,  oomo 
se  deduce  de  la  ley  única,  tít.  47,  libro  7.^  del  Código,  RepetUoe  prce- 
lectionis,  y  de  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  12  de  mrtbo 
y  1.^  de  Junít)  de  1892,  en  las  que  se  proclama  sustancia Imente  que  no 
ee  indemnizable  el  perjuicio  producido  por  causas  ajenas  á  la  yoluntmd 
de  la  persona  que  se  considera  obligada  á  satisfacerlo;  en  cuyo  criterio 
se  inspiran  también  los  artículos  1101  y  1106  del  Código  civil,  igual- 
mente infringidos,  toda  vez  que  la  sentencia  recurrida  condena  á  ürioste 
á  que  por  TÍa  de  indemnización  de  los  perjuicios  causados  por  el  incan- 
pllmiento  de  las  obllgacioues  que  contrajo  satisfaga  á  cada  uno  de  Iob 
demandantes  la  cantidad  á  que  ascienda  el  8  por  100  del  capital  por  qne 
resulten  amillaradas  las  fincas  sitas  en  la  zona  regable  siempre  que 
hayan  solicitado  riego,  entendiéndose  que  ese  3  por  100  es  por  cada  afio 
desde  1897;  y  relacionando  este  extremo  del  fallo  con  los  fundamentos 
que  le  sirven  de  base,  se  comprende  que  el  principal  de  los  determinan- 
tes de  la  indemnización  consiste  en  que  el  recurrente  no  ha  condn<ddo 
al  pantano  de  Viana  las  aguas  del  Ebro  como  hubiera  sido  neceeario 
para  facilitar  á  los  regantes  las  que  pidieran,  sin  tener  en  cuenta  que  la 
falta  de  esas  aguas  en  el  pantano  es  ajena,  al  menos  en  parte,  á  la  vo- 
luntad del  recurrente,  ya  porque  las  de  todos  los  ríos  pertenecen  al  do- 
minio público  y  no  pueden  aproyecharee  para  riego  sin  concesión  admi- 
nistrativa, conforme  á  los  artículos  407,  409  y  410  del  Código  civil,  y 
447  y  160  de  la  ley  de  18  de  Junio  de  1879,  ya  porque  los  derechos  pre- 
ferentes constituidos  á  favor  de  ciertas  entidades  sobre  las  aguas  del 
Ebro  se  oponen  á  que  éstas  puedan  ser  utilizadas  por  el  recurrente  en 
el  pantano  de  Viana: 

Sexto.  La  infracción  de  la  doctrina  de  que  la  pérdida  sufrida  y  la  ga- 
nancia no  lograda  son  los  dos  términos  reguladores  de  la  indemnizaclóa 
de  perjuicios,  á  tenor  del  citado  tít.  47,  libro  7.^  del  Código  Justiniano, 
del  art.  860  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  del  1106  del  Código  civil, 
así  como  de  la  jurisprudencia  que  para  dar  condiciones  de  realidad 
cuantitativa  á  la  reparación  que  se  deba  ha  establecido  este  Tribunal  Su- 
premo, declarando,  en  sentencia  de  4  de  Enero  de  1887,  que  es  base  fnn- 
damental  de  la  condena  de  dafios  y  perjuicios  la  prueba  legal  de  su  exis- 
tencia, por  lo  cual  el  fallo  que  condena  al  abono  de  los  que  se  hubiesen 
irrogado  á  ñncBS  litigiosas,  incide  en  error  de  derecho;  en  la  de  16  de 
Enero  de  1896,  que  no  puede  prevalecer  la  condena  de  perjuicios  im- 
puesta por  sentencia  si  no  se  determinan  en  qué  consisten,  ni  se  declara 
probado  de  modo  concreto  el  origen  de  los  mismos  con  relación  á  cada 
una  de  las  obligaciones  incumplidas;  en  la  de  27  de  Marzo  de  1888,  que 
no  puede  condenarse  á  resarcir  un  perjuicio  ideal  re^Hresentado  por  el 
Interés  de  cantidades  sobre  las  cuales  no  se  litigara,  porque  lo  impida  la 
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ley  ÚBiea,  ilt.  47,  libro  7.®  del  Código,  la  cual,  cuando  hiere  inoierta  la 
coea  materia  de  la  indemniíación,  obliga  al  Jusgador  á  ayerigaar  en  qué 
confíate  U  realidad  del  dafio  6  del  lucro;  y  en  la  de  80  de  Septiembre  de 
1898,  que  á  la  condena  que  provenga  de  incumplimiento  de  contrato  ó 
qne  esté  determinada  por  la  ley,  ba  de  preceder  jostlflcación  de  los  da- 
fioB  y  perjuicios,  y  si  no  se '  pretende  siquiera  acreditarlos,  no  procede 
imponerla^  por  cuanto  la  sentencia  condena  al  recurrente  á  satisfacer, 
no  el  importe  de  perjuicios  definidos,  sino  la  cantidad  á  que  ascienda 
el  8  por  100  del  capital  por  que  resulten  amillaradas  las  fincas  de  la  zona 
regable;  conclusión  á  que  ha  llegado  la  Bala  sentenciadora,  pretendiendo 
lepxeeentar  con  este  8  por  100  la  diferencia  entre  el  producto  que  sin 
riego  fijo  dan  las  fincas  y  el  mayor  que  babrian  dado  con  riego  fijo;  es 
decir,  si  el  demandado  hubiera  atendido  al  pedido  de  riego  que  le  fué 
hecho,  adoptando,  por  tanto,  para  fijar  la  cuantía  del  sofiado  perjuicio 
un  término  deleznable,  ideal,  inseguro  y  prohibido  por  la  ley  Justiniana; 
una  simple  conjetura,  cuyas  caprichosas  consecuencias  no  es  posible 
mantener,  porque  los  productos  de  las  tierras  dependen  de  mil  causas 
distintas,  porque  no  cabe  apreciarlos  jamás  sino  después  de  obtenidos, 
y  porque  se  ignora,  en  fin,  cuál  sea  el  riego  que  los  interesados  pidie- 
ron y  cuál  el  que  habrían  necesitado  para  que  las  cosechas  de  sus  tierras 
fueran  abundantes  y  no  se  malograsen: 

Séptimo.  Que  aunque  la  arbitraria  hipótesis  establecida  por  la  Sala 
sentenciadora  con  el  fin  de  apreciar  la  cuantía  del  escondido  perjuicio 
debiera  prevalecer,  aun  resultaría  profundamente  injusto  mantener  el 
cálculo  del  Tribunal  á  quo  para  representar  la  diferencia  entre  el  pro- 
ducto que  sin  riego  fijo  dan  las  fincas  y  el  que  habrían  dado  con  riego 
fijo,  porque  de  esa  diferencia  sería  forzoso  deducir  el  importe  ó  costo  del 
tgua  misma  utilizada  para  fertilizar  las  tierras,  si  no  ha  de  prescindirse 
del  precio  que  por  ella  habría  sido  indispensable  abonar,  con  arreglo  á 
las  dáusalas  6.*  y  6.*,  9.*  y  11.*  del  convenio  de  21  de  Octubre  de  1888, 
infringidas  bajo  este  concepto  por  la  sentencia  recurrida,  en  unión  de 
Us  leyes  y  doctrinas  que  sancionan  el  respeto  á  lo  pactado,  invocadas 
en  el  motivo  primero: 

Octavo.  Que  habiendo  los  demandantes  especificado  los  orígenes  ó 
conceptos  inductivos  de  los  perjuicios  que  alegaban,  puntualizándolos 
en  el  hecho  décimo  y  fundamento  de  derecho  sexto  de  su  demanda,  donde 
expresaron  que  se  les  debía  indemnización  por  la  aminoración  del  valor 
su  venta  de  sus  propiedades,  disminución  de  la  renta  de  las  mismas, 
disminución  de  las  cosechas,  impedimento  de  utilizar  los  terrenos  en 
cultivo  más  provechoso,  y  resarcimiento  de  las  utilidades  perdidas  por 
la  merma  que  sufrieron  las  cosechas  desde  el  4  de  Agosto  de  1896,  en  los 
meses  de  Junio  y  siguientes  de  1897,  y  en  lo  que  iba  del  afio  1898,  á 
^usa  de  no  haberse  regado  las  fincas  cuando  pidieron  agua  para  ello,  la 
vsntencia  recurrida,  en  vez  de  precisar  los  perjuicios  sufridos  por  cada 
^Uko  de  estos  conceptos  para  calcular  la  indemnización  que  se  debiera  á 
los  demandantes,  prescinde  por  completo  de  los  términos  que  éstos  tra- 
nron  á  su  pretensión,  y  condena  al  recurrente  á  pagar  el  8  por  100  del 
valor  de  las  tierras  amillaradas,  fallando  con  incongruencia  este  extremo 
del  pleito,  é  infringiendo  la  regla  procesal  de  que  las  contiendas  litigio- 
sas deben  resol  verse /ii^^a  allegaia  et  probata;  los  arts.  869  y  860  de  la 
l«y  de  Enjuiciamiento  civil,  y  la  jurisprudencia  de  este  Tribunal  Su- 
premo establecida  en  sentencias  de  14  de  Octubre  de  1886,  4  de  Enero 
de  1887  y  16  de  Enero  de  1896,  según  las  cuales,  la  sentencia  que  no 
condena  á  indemnizar  los  perjuicios  irrogados,  sino  los  que  hayan  po- 
dido irrogarse,  infringe  el  art.  61  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
TOMO  91  86 
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de  1865  y  860  de  U  vigente;  fftila  sobre  el  pnnto  en  cuestión  de  noA  ms- 
ñera  incierta,  y  desconoce  qne  para  la  procedencia  de  la  indemnisaeiéfn 
es  indispensable  qne  se  determine  concretamente  el  origen  de  loa  peijai- 
dos  en  relación  á  cada  ana  de  las  obligaciones  incdmpiidas- 

Noveno.  En  cnanto  la  sentencia  abenelve  á  ios  demandantes  de  la  re- 
convención qne  el  recurrente  dirigió  al  Ayuntamiento  de  Viana  para  qve 
le  entregara  S60  árboles  de  los  sotos  oomnnales,  ó  sn  importe,  ai  no  los 
tuviere,  á  pesar  de  qne  el  Ayuntamiento  se  allanó  al  replicar  á  esta  peti- 
ción concreta,  consignando  que  reconocía  como  cierta  la  obligación  de 
dar  al  empresario  hasta  los  400  árboles,  á  lo  cnal  aquella  Corporación 
nunca  se  había  negado,  hallándose  dispuesta  á  facilitarlos  al  día  si- 
guiente del  en  que  le  fueran  pedidos;  no  habiendo  desavenencia  en  ests 
punto,  infringe  así  el  apotegma  antes  citado,  según  el  cual  los  pleitos 
deben  fallarse /««¿a  allegata  et  probata;  el  artículo  concordante  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  S69;  la  ley  7.%  tít  3.®,  Partida  7.*,  esti- 
mada vigente  por  este  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  4  de  Mano  de 
1879,  que  como  de  procedimiento  rige  en  todo  el  reino,  y  dispone  qne 
cuando  el  demandado  otorga  de  lleno  lo  que  le  demandan,  ei  juagador 
debe  mandarle  que  pague  lo  que  conopció,  y  la  doctrina  en  que  se  in- 
forman las  sentencias  de  casación  de  29  de  Febrero  de  1888  y  16  deMo- 
viembre  de  1889,  de  las  que  se  infiere  sin  duda  alguna  que  es  viciosa  é 
ilegal  la  sentencia  que  absuelve  al  demandado  de  la  demanda  á  que  se 
allanó: 

Décimo.  Que  habiéndose  fundado  además  la  8ala  sentenciadora,  para 
denegar  la  parte  de  reconvención  relativa  á  los  árboles  y  absolver  de 
ella  al  Ayuntamiento,  en  que  la  entrega  de  aquéllos  quedó  supeditada  á 
dos  condiciones,  de  las  cuales  una  había  de  cumplirse  dentro  del  tér- 
mino de  ocho  afios,  que  ya  ha  transcurrido,  como  tal  ezoepción  no  fné 
alegada  en  el  pleito,  resulta  que  el  Tribunal  á  quo  falla  el  extremo 
referente  á  dicha  entrega  de  árboles  por  los  méritos  de  una  ezoepoiónno 
propuesta  infringiendo  la  doctrina  legal  qne  lo  prohibe,  sancionada  en 
las  sentencias  de  8  de  Febrero  de  1869,  13  de  Mano  de  1878, 21  de  Enero 
de  1898  y  8  de  Junio  de  1898;  y 

undécimo.  Que,  por  último,  los  pronunciamientos  de  la  sentencia  re* 
currida  pon  contradictorios,  pues  empiezan  por  condenar  al  reenrrente  á 
que  practique  cuantas  gestiones  sean  conducentes  á  fin  de  oonsegnir  la 
derivación  de  aguas  del  Ebro  para  conducirlas  al  pantano,  cpn  el  propó- 
sito de  que  quede  establecido  el  regadío  fijo  de  los  términos  denominados 
Granja,  Torre,  Lastra  y  Becajo,  y  acaba  por  obligarle  á  pagar  el  8  por 
100  del  valor  de  las  tierras,  como  importe  de  la  diferencia  que  existe 
entre  el  producto  que  sin  riego  fijo  dan  las  fincas,  y  el  mayor  que  habrían 
dado  con  riego  fijo;  términos  antitéticos  y  de  todo  pnnto  irreductibles, 
porque  si  se  entiende  que  el  recurrente  ha  podido  aplicar  el  riego  á  las 
fincas,  carece  de  toda  eficacia  y  finalidad  obligarle  á  practicar  gestiones  y 
diligencias  para  conseguirlo;  y  si  esas  gestiones  y  diligencias  son  nece- 
sarias en  atención  á  que  no  puede  disponer  de  las  aguas  del  Ebro  por  sí, 
y  necesita  la  autorización  de  los  funcionarios  administrativos,  ó  de  otras 
Empresas  ú  organismos,  no  cabe  condenarle  al  pago  de  cantidad  repre- 
sentativa del  dominio  de  las  tierras  por  falta  de  riego,  cuando  se  ignora 
si,  solicitado  éste,  se  habría  accedido  á  la  petición,  permitiendo  aplicar 
á  tal  servicio  las  aguas  del  río. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  Toda: 
Considerando,  en  cuanto  al  recurso  interpuesto  por  el  Ayuntamiento 
de  Viana  y  colitigantes,  que  es  conforme  la  parte  dispositiva  de  la  sen- 
tencia recurrida  con  lo  solicitado  en  la  súplica  de  la  demanda,  pbeeto 
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<|ae  Be  pidió  en  ócita  que  se  condenara  á  Ürioste  á  camplir  lo  convenido 
«B  1888  7  189i,  7  así  ee  acuerda  en  el  fallo  de  que  se  trata,  en  el  cnal,  si 
bien  no  se  le  sefiala  plazo,  se  ordena  que  desde  luego  é  inmediatamente 
haga  7  practique  ürloste  lo  necesario  para  cumplir  lo  pactado,  con  io 
cnal  queda  rectamente  aplicado  el  art.  1098  del  Código  civil  que  se  su- 
pone infringido  en  el  primer  motivo  d^l  recurso,  aparte  de  que  en  e}e> 
'  «ación  de  sentencia  puede  fijarse  plazo  á  Urioste  al  efecto  indicado: 

Considerando  que  estimados  por  la  Audiencia  como  probados  los 
perjuicios  por  el  resultado  de  las  pruebas  practicadas,  extensivas  éstas 
á  la  cuantía  de  los  irrogados  á  los  reclamantes  por  la  falta  de  regadío 
fijo  en  sus  terrenos  á  que  tenían  derecho,  ha  podido  el  Tribunal  senten- 
ciador determinar  la  base  que  para  ello  ha  fijado  en  su  fallo,  teniendo 
en  cuenta  lo  alegado  7  probado,  incluso  el  informe  pericial,  aunque  á 
dicha  base  no  hiciera  éste  referencia,  pero  que  en  atribuciones  de  la  Sala 
«ataba,  no  sólo  como  resultado  de  la  estimación  de  la  prueba,  sino  por 
haberse  pedido  en  la  demanda  que  en  el  fallo  se  determinase  la  base 
para  la  liquidación  7  fijación  de  la  cuantía  de  los  perjuicios,  no  come- 
tiéndose con  ello  las  infracciones  que  se  señalan  en  el  motivo  segundo: 

Considerando  que  tampoco  existen  las  infracciones  citadas  en  el  mo- 
tivo tercero,  porque  la  indemnización  de  perjaicios  se  entiende  de  los 
<»i]sadQ8  directamente  al  reclamante  7  no  de  los  que,  indirectamente  7 
por  deducciones  más  ó  menos  lógicas  puedan  afectar  al  interés  del  A7nn- 
tamiento  de  Vlana,  cual  sucede  en  el  caso  presente,  en  que,  no  sólo  al 
Ayuntamiento,  sino  á  la  Provincia  7  al  Estado  interesa  el  aumento  de 
riqueza,  pero  no  por  esto  tienen  acción  que  utilizar  como  derivada  de  los 
contratos  con  Urioste: 

Considerando,  respecto  al  recurso  interpuesto  por  Urioste,  que  los 
caatro  primeros  motivos  se  fundan  en  que  por  la  escritura  de  24  de  Julio 
de  1894  el  A7untamiento  de  Vlana  7  regantes  solucionaron  todas  las 
cnestiones  originadas  con  motivo  de  la  construcción  del  pantano  7  la 
fuente,  aceptándose  aquél  por  los  demandantes  con  la  capacidad,  solidez 
y  dotación  de  aguas  que  tenía  el  construido,  7  renunciado  á  cuanto 
tenían  derecho  á  reclamar  por  el  acta  de  21  de  Octubre  de  1888  sobre  la 
manera  7  forma  de  cumplir  Urioste  lo  pactado;  inteligencia  errónea, 
puesto  que  de  la  repetida  escritura  no  resulta  otra  cosa  que  se  había 
construido  un  pantano,  pero  no  el  reconocimiento  de  hallarse  construido 
en  las  condiciones  convenidas;  7  que  al  estimarlo  así  la  Audiencia  en  la 
sentencia  recurrida,  no  se  cometen  las  infracciones  de  le7  7  jurispru- 
dencia que  se  invocan  en  dichos  motivos: 

Considerando  que,  estimado  por  la  Audiencia,  según  el  resultado  de 
lAS  pruebas,  que  Urioste  ha  dejado  incumplidas  las  obligaciones  que 
oontrajo  por  las  cláusulas,  entre  otras,  1.*  7  8.*  del  contrato  de  21  de 
Octubre  de  1888,  por  las  cuales  tenia  el  deber  de  conducir  á  su  costa  las 
aguas  del  Ebro  al  pantano  para  establecer  el  regadío  fijo  en  los  terrenos 
demarcados,  7  que,  por  tanto,  á  él  sólo  le  es  imputable  el  no  haberlo 
realizado  ó  previsto  al  obligarse^.U  imposibilidad  que  ahora  alega  7  que 
no  aparece  probada,  es  evidente  que  falta  la  base  á  las  infracciones  que 
ee  invocan  en  el  motivo  quinto,  en  el  cual  se  contradice  dicha  estimación 
de  prueba  7  no  se  impugna  en  forma  debida: 

Considerando  que  en  la  sentencia  recurrida  no  se  cometen  ninguna 
de  las  infracciones  alegadas  en  los  motivos  sexto  7  séptimo  del  recurso, 
porque  la  obligación  de  indemnizar  dafios  7  perjuicios  la  funda  la  Au- 
diencia de  Pamplona  en  la  prueba  de  su  existencia,  teniendo  al  efecto  en 
cuenta  cuantos  elementos  de  prueba  se  han  aportado  para  su  demostra- 
ción; porque  la  base  al  efecto  fijada  no  és  sino  la  resultante  del  concepto 
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formAdo  por  la  Sala  Mntencladora  de  on  hecho  en  coya  eetimaciáD  me 
aparece  cometido  error  alguno  que  pudiera  determinar  bq  anulacidn  eon 
arreglo  á  la  ley;  y  porque  tratándoae  de  perjuicios  calculadoe  por  incum- 
plimiento de  una  obligación,  no  ee  pueden  exigir  siempre  con  una  fijeia 
abeoluta,  cual  ai  ee  tratara  de  dallos  sujetos  á  la  inspección  directa  ds 
loa  sentidos;  no  siendo  tampoco  de  apreciar  la  incongruencia  alegada  en 
el  motivo  octaYO,  por  las  rasónos  expuestas  al  tratar  del  recarao  del 
Ayuntamiento  de  Viana: 

Ck>n8iderando  que  en  el  fallo  recurrido  no  existe  la  contradicción  que 

se  supone  en  el  motivo  undécimo,  porque  no  son  auténticos  los  términos 

de  imponer  á  Urioste  la  obligación  de  hacer  lo  necesario  para  condacir 

I  las  aguas  del  £bro  al  pantano  á  fin  de  establecer  el  regadío  fijo,  y  á  U 

I  ves  el  pago  de  perjuicios  irrogados  por  no  haberlo  realisado  en  el  tiempo 

'  y  forma  pactados,  lo  que  supone,  por  el  contrario,  una  perfecta  córrela^ 

don  de  obligaciones: 

Oonsiderando  que  allanado  el  demandante  en  la  réplica  á  la  entrega 
de  los  860  árboles  reclamados  en  la  reconyención  del  demandado,  reco- 
nociendo aquél  la  obligación  que  tenia  de  darlos,  la  sentencia  recorrids 
comete  las  infracciones  de  ley  y  jurisprudencia  señaladas  en  los  motivo» 
noveno  y  décimo,  al  absolver  de  dicha  pretensión  á  los  demandantes,, 
con  tanta  mayor  raaón,  cuanto  que  se  funda  en  la  estimación  de  una  ex- 
cepción no  propuesta  en  tiempo  y  forma,  sin  ajustaree,  por  tanto,  á  lo 
alegado  y  probado,  cual  en  dichos  motivos  se  explica; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  D.  Anacleto  Urioste  y  Lopategui,  en  cuanto 
á  ios  motivos  noveno  y  décimo  en  que  se  funda,  y  no  haber  lugar  á  los 
demás  que  son  objeto  del  mismo,  asi  como  tampoco  al  interpuesto  por 
el  Ayuntamiento  de  Viana,  en  unión  de  D.  Nemesio  Femándes  Pascual 
y  todos  los  demás  colitigantes;  y  en  su  consecuencia,  casamos  y  anula- 
mos la  sentencia  que  en  10  de  Julio  del  afio  último  dictó  la  Sala  de  Jus- 
ticia de  la  Audiencia  de  Pamplona,  únicamente  en  cuanto  absuelve  al 
Ayuntamiento  de  Viana  de  la  reclamación  de  los  360  árboles  comprea- 
dida  por  Urioste  en  su  reconvención;  y  en  atención  á  ser  ambas  partee 
recurrentes  y  á  que  el  extremo  en  que  se  estima  el  recurso  interpueeto 
por  Urioste  lo  motiva  un  hecho  no  imputable  al  Ayuntamiento  de  Vian», 
no  hacemos  especial  condena  de  costas  en  estos  recursos. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  ia- 
sertará  en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copiw 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamo8.=Jo8é  de  Aldeooa* 
s=Francisco  Toda.=Enrique  La88Ús.=Joaqnín  Qonsáles  de  la  Pefia.= 
Pedro  Lavín.=Vicente  de  Pinié8.=Tomá8  Gúdal. 

Publicación.=Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Francisco  Toda,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  ce- 
lebrando audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  que  cer- 
tifico como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  18  de  Abril  de  1901.=Liceiiciado  Jorge  Martines. 

Núm.  104:.-TRiBUNAL  SUPREMO.— 19  ds  Abril,  pab.  al  8  ds  Ityt- 

Casación  por  infracción  DELEY.—JndemnUaeióndeperJuieioi.'' 
Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por 
D.  Juan  Mantas  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  ae  locivu 
de  la  Audiencia  de  Granada,  en  pleito  con  D.  Rafael  de  la  Cruz. 
Eo  su  CONSIDERANDO  úníco  86  ostablece: 
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Que  la  parte  que  no  ha  iniereenido  en  un  eoniraio^  eareee  en  ab- 
^moluio  de  toda  acción  ó  derecho  para  defenderlo  ó  impugnarlo  y  para 
demandar  el  cumplimiento  de  la  obligación  y  la  indemnitaaón  de 
perjuicios  procedentes  del  mismo. 

Ea  U  vilU  7  corta  de  Madrid,  á  19  de  Abril  de  1901,  en  el  pleito  ee- 
gDido  en  el'Jnsgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Sagrario  de 
Granada  y  en  la  Sala  de  lo  cítíI  de  la  Aadiencia  de  su  territorio  por  Don 
Joan  Mantas  Baena,  empleado,  yecino  de  dicha  ciudad,  con  D.  Rafael  de 
la  Crai  Qnesada,  Abogado,  de  la  misma  yecindad,  sobre  indemnización 
de  perjaicios;  pendiente  ante  Nos,  en  ylrtnd  dé  recurso  de  casación  in- 
lerpnesto  por  el  Procarador  D.  Bernabé  Palacios,  bajo  la  dirección  del 
Letrado  D.  Lnis  Massa;  no  habiendo  comparecido  la  parte  recurrida: 

Besnltando  que  por  escritora  pública,  otorgada  en  Granada  en  12  de 
Mano  de  18S9,  D.  Baíael  de  la  Crass  Qaesada  y  demás  propietarios  del 
«K  convento -de  San  Felipe  dieron  en  arrendamiento  por  término  de  seis 
afioe,  qne  empelarían  á  contarse  en  1.®  de  Febrero  anterior,  á  la  Dlpn- 
taeión  proyincial,  representada  en  aqnel  acto  por  el  Vicepresidente  de  la 
Comisión  proTincial,  lo  que  fué  iglesia  en  dicho  edificio,  con  todas  snn 
eapillas  y  dependencias,  el  camarín,  el  local  de  la  sacristía,  ana  casa 
para  habitación  del  Conserje  del  Maseo  de  Pintara  y  otra  para  el  Con- 
serje del  Museo  Arqueológico,  sin  determinar  cuál  fuera;  y  en  12  de  Sep- 
tiembre de  aquel  mismo  afio  la  Diputación  provincial  participó  á  D.  Ra- 
fael-de  la  Cruz  el  acuerdo  que  había  tomado  de  hacerle  saber  si  estaba 
conforme  con  la  variación  introducida  por  aquella  Corporación  de  esta- 
blecer en  el  ex  convento  de  San  Felipe  la  Academia  y  Escuela  de  Bellaa 
Artes  en  lugar  del  Museo  Arqueológico  y  de  Pintura,  constando  al  final 
á»  dicha  comunicación  una  nota  suscrita  por  Cruz,  en  la  que  se  expresa 
que  había  autorisado  á  la  Diputación  para  la  variación  expresada: 

Resultando  qne  en  81  de  Julio  de  1898  D.  Rafael  de  la  Cruz  hizo  pre- 
sente á  D.  Francisco  Góngora,  Jefe  del  Museo  Arqueológico,  que  un  de- 
pendiente suyo  estaba  ocupando  desde  1.®  de  Febrero  de  1889  la  casa  de 
la  calle  de  la  Isleta,  sin  que  le  hubiera  abonado  hasta  aquella  fecha  nn 
solo  céntimo  por  alquileres,  que  á  razón  de  una  peseta  diaria,  importa- 
ban  1.641;  en  7  de  Noviembre  de  1894,  y  después  de  un  aviso  que  dirigió 
á  D.  Joan  Mantas,  que  era  el  empleado  del  Museo  Arqueológico  que  oev- 
paba  la  casa  expresada,  dedujo  Cruz  demanda  de  desahucio  contra  Man- 
tas por  falta  de  pago  de  alquileres,  y  en  providencia  de  14  del  mismo 
fnes  tnvo  por  desistido  al  apoderado  de  Cruz  de  dicha  demanda,  reser 
▼ándole  su  derecho  para  que  lo  utilizara  en  forma;  en  16  del  mismo  mes 
dedujo  Cruz  nueva  demanda  de  desahucio,  fundada  en  que  había  trans- 
currido el  plazo  sefiaiado  á  Mantas  para  que  desalojara  la  casa  que  ha- 
bitaba en  precario,  celebrándose  la  comparecencia  oportuna,  sin  qne  lle- 
gara á  recaer  sentencia;  y  en  20  del  repetido  mes,  la  Diputación  provln- 
oial  dirigió  una  comunicación  al  Jefe  del  Museo  Arqueológico,  participán- 
dole que  la  casa  que  ocupaba  el  Conserje  del  Museo,  D.  Joan  Mantas,  la 
tenía  por  disposición  de  la  Concisión  provincial,  y  estaba  comprendida 
en  el  contrato  de  arrendamiento,  y,  por  consiguiente,  eran  improceden- 
tes las  reclamaciones  de  D.  Rafael  de  la  Cruz,  el  que  debía  entenderse 
eólo  con  la  Diputación  provincial: 

Resultando  que  D.  Rafael  de  la  Cruz,  con  fecha  6  de  Octubre  de  1896, 
naanifestó  á  Mantas  que  hacía  siete  afios  y  ocho  meses  habitaba  una  casa 
soya  sin  pagarle  el  alquiler,  que  era  de  100  reales  mensuales;  que  un 
error  del  Secretario  de  la  Diputación  había  dado  lugar  á  creer  que  diéba 
i  se  hallaba  incluida  en  el  contrato  de  arriendo,  y  para  evitar  dudas 
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flo  htbia  otorgado  noeír»  escritura,  en  la  que  quedaba  tzeiníáa,  aifit- 
ti^dole  que  ai  no  la  deaocupaba  en  el  término  de  tercero  dia,  recorrlria 
á  loa  medios  Jadlcialea;  en  21  del  mismo  mes  de  Octubre  dedujo  Croa  de- 
manda de  deeahucio  contra  Mantas,  que  íué  sentenciada  por  el  Juei  mv- 
nicipal  del  distrito  del  Sagrario  en  29  del  mismo  mes,  condenando  i 
Mantas  á  que  desalojara  la  casa,  bajo  el  apercibimiento  correspondiente, 
7  al  pago  de  las  costas,  cuya  sentencia  no  fué  ejecutada  hasta  el  22  de 
Abril  de  1897,  en  que  se  reaiiió  el  lanaamiento  y  se  embargaron  algunos 
muebles  y  efectos  para  pago  de  costas;  que  á  petición  del  mismo  D.  Ra- 
fael de  la  Crux,  en  consideración  á  la  escasez  de  medios  de  Mantas,  fue- 
ron, dsTueltos  á  éste  en  12  de  Mayo  siguiente;  constando,  por  último,  en 
autos,  que  en  sesión  de  20  de  Abril  de  1897  la  Comisión  provincial  acorde 
significar  á  D.  Rafael  de  la  Crus  que  había  notado  que  en  la  escritura  de 
arrendamiento  del  ex  convento  de  San  Felipe,  otorgada  en  8  de  Octubre 
del  afio  anterior,  no  aparecía  el  acuerdo  de  los  coparticipes  para  su  otor- 
gamiento, ni  en  su  caso  la  resolución  judicial  necesaria,  por  cuya  rasón 
parecía  ser  nulo  dicho  contrato,  y  necesario  proceder  con  arreglo  á  la 
ley  al  otorgamiento  de  otra  escritura,  en  la  que  se  subsanasen  los  de- 
fectos indicados;  y  que  en  4  de  Octubre  del  mismo  afio,  la  Comisión  pro- 
vincial acordó  hacer  saber  á  Crus  que  no  había  declarado  nulo  el  con- 
trato celebrado  con  él  en  escritura  de  8  de  Octubre  del  afio  anterior^ 
puesto  que  no  tenfa  atribuciones  para  ello: 

Resultando  que  en  80  de  Abril  del  repetido  afio  1897,  dedujo  D.  Juan 
Mantas  Baena  la  demanda  de  este  pleito,  con  la  pretensión  de  que  se 
condenara  á  D.  Rafael  de  la  Crus  Qaesada  á  que  le  indemnixase  los  per- 
juicios sufridos  con  motivo  del  juicio  de  desahucio  de  las  habitaciones 
que  ocupaba  por  disposición  de  la  Diputación  provincial  en  la  calle  Is- 
leta  de  San  Felipe,  exponiendo  para  ello  la  mayor  parte  de  los  hechos 
referidos,  y  alegando  además  que  la  Comisión  provincial,  en  la  sesión 
celebrada  hacía  diez  días,  había  declarado  nulo  el  nuevo  contrato  de 
arrendamiento  del  ex  convento  d^  San  Felipe,  celebrado  en  8  de  Octubre 
del  afio  anterior,  y  por  tanto  había  quedado  en  todo  su  vigor  el  primitivo 
arriendo,  celebrado  en  12  de  Marzo  de  1889,  en  el  que  estaba  incluida  la 
casa  que  el  demandante  había  venido  ocupando  hasta  que  fué  lanzado 
de  ella  por  D.  Rafael  de  la  Cruz;  invocando,  por  último,  en  apoyo  de  su 
derecho  los  artículos  1654  y  siguientes  del  Código  civil,  relativos  á  las 
obligaciones  del  arrendador  y  del  arrendatario,  y  el  1101  del  mismo  Có- 
digo, que  declara  sujetos  á  la  indemnización  de  dafios  y  perjuicios  cau- 
sados á  los  que  en  el  cumplimiento  de  sus  obligaciones  incurrieren  en 
dolo,  negligencia  ó  morosidad,  y  á  los  que  de  cualquier  modo  contravi- 
nieren al  tenor  de  aquéllas: 

Resultando  que  D.  Rafael  de  la  Cruz  impugnó  la  demanda,  alegando 
en  cuanto  es  sustancial;  que  desde  1.^  de  Febrero  de  1839,  el  demandante 
Mantas  se*  trasladó  con  su  familia  á  la  casa  en  cuestión,  que  no  estaba 
incluida  en  el  contrato  de  arrendamiento  celebrado  aquel  mismo  afio,  ai 
debió  habitarla  como  Conserje  del  Museo  Arqueológico  desde  el  mo- 
mento que  no  llegó  á  establecerse  en  el  edificio  arrendado  ni  el  Mosoo 
de  Pintura  ni  el  Arqueológico;  que  si  desistió  de  los  dos  primeros  Jai- 
dos  de  desahucio  fué  porque,  por  error  del  Secretario  accidental  de  la 
Diputación,  la  Comisión  provincial  dijo  al  Jefe  del  Museo  Arqueológico 
(fue  la  casa  que  ocupaba  Mantas  estaba  incluida  en  el  contrato  de  arren- 
damiento, lo  cual  no  era  exacto;  aparte  de  que  la  Comisión  no  tuvo  pie» 
senté  entonces  su  anterior  acuerdo  de  variar  el  objeto  del  arrendamiento, 
instalando  en  el  local  la  Academia  de  Bellas  Artes  en  lugar  del  Mnseo 
Arqueológico;  que  para  esclareoer  aqneUa  duda  y  á  fin  de  evitar  inler- 
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pretacioB68,  eoando  terminó  el  plazo  del  primer  contrato  de  arriendo 
otorgó  nneva  eseritura  en  8  de  Octabre  de  1896  con  el  Vicepresidente  de 
la  Oomisión  provincial,  concurriendo  sólo  el  demandado,  como  mayor 
paiücipe  en  el  ex  eonyento  de  San  Felipe,  y  en  este  nuevo  arrendamiento 
•e  inelayó  solamente  la  parte  de  edificio  ocnpada  por  la  Academia  de 
Bellas  Artes,  quedando  expresamente  excluido  cualquier  otro  local,  casa 
ó  habitación,  y  por  tanto,  la  que  ocupaba  Mantas;  que  no  habiendo  hecho 
éste  caso  de  las  reclamaciones  que  le  dirigió  el  demandado,  se  vio  pre- 
cisado á  desahuciarle,  y  si  bien  se  le  embargaron  algunos  muebles  para 
pago  de  costas,  le  fueron  después  devueltos  á  instancia  del  mismo  Cruz, 
que  pagó  aquéllas;  que  era  inexacto  que  la  Comisión  provincial  decla- 
rara nulo  el  contrato  de  8  de  Octubre  de  1896,  y  absurdo  suponer  que 
tuviera  facultades  para  hacer  tal  declaración,  y  asi  lo  reconoció  la 
misma  Ck>misión  en  sesión  de  4  de  Octubre  de  1897;  y  que  no  existían 
los  perjuicios  que  reclamaba  el  demandante;  y  aun  en  el  caso  de  que  la 
sentencia  que  dio  lugar  al  desahucio  hubiese  sido  injusta,  no  podrían 
reclamarse  perjuicios  por  esta  razón  al  demandado,  que  no  la  dictó, 
adeoiás  de  que  pudo  Mantas  apelar  de  ella  si  la  consideró  improcedente: 
fiesultando  que  en  los  escritos  de  réplica  y  duplica  insistieron  am- 
bas partes  en  sus  respectivas  pretensiones  y  alegaciones,  y  sustanciado 
el  pleito  por  los  demás  trámites  de  ambas  instancias,  la  Sala  de  lo  civil 
de  la  Audiencia  de  Granada  dictó  sentencia  confirmatoria  en  11  de  Abril 
de  1900,  declarando  no  haber  lugar  á  la  demanda  deducida  por  D.  Juan 
Mantas  Baena  contra  D.  Rafael  de  la  Cruz  Quesada,  y  absolviendo  en 
SQ  consecuencia  á  éste,  de  dicha  demanda,  con  imposición  de  todas  las 
costas  al  demandante; 

Itesultando  que  D.  Juan  Mantas  Baena  interpuso  recurso  de  casación, 
fondado  en  los  números  1.^  y  7.^  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuicia- 
mi^pito  civil,  y  alegando: 

Primero.  Que  el  fallo  recurrido  infringe,  por  inaplicación,  el  precepto 
del  art.  1101  del  Código  civil,  en  relación  con  el  1154,  toda  vez  que  es 
un  hecho  fuera  de  toda  discusión,  que  por  virtud  de  la  escritura  de  arren- 
damiento de  12  de  Marzo  de  1889,  D.  Rafael  de  la  Cruz  tenía  la  ineludi- 
ble obligación  de  mantener  á  la  Diputación  provincial  en  el  goce  pací- 
fico de  la  finca  arrendada  por  todo  el  tiempo  del  contrato,  y  lejos  de 
cumplir  este  deber,  intentó  reiteradamente  segregar  del  arrendamiento 
las  habitaciones  que  por  orden  de  la  Diputación  ocupaba  el  recurrente 
como  Oonserje  del  Museb  Arqueológico;  y  después  de  intentar,  sin  fru- 
to, so  lanzamiento  en  reiterados  desahucios,  procuró  y  consiguió  dolo- 
samente eludir  el  deber  que  le  imponía  el  núm.  8.^  del  art.  1664  del  Có- 
digo civil;  consistiendo  el  dolo  en  el  hecho  de  haber  obtenido  una  modi- 
ficación del  contrato  primitivo  sin  la  intervención  ni  representación  de 
SQS  condueños  en  la  propiedad  del  inmueble  en  cuestión;  instando  y  lle- 
vando á  cabo  el  lanzamiento  dos  días  después  de  haber  declarado  la  Di- 
pataeión  la  nolidad  de  la  modificación  del  contrato,  y  patentizándose 
■aás  y  más  su  intención  dolosa  por  la  serie  de  actos  que  realizó  anterior- 
meAte»  tales  como  suponer  primero  que  las  habitaciones  ocupadas  por  el 
Ooseerje  del  Museo  Arqueológico  no  estaban  comprendidas  en  el  con- 
trato de  12  de  Marzo  de  1889,  después  que  el  recurrente  debía  pagar  por 
ellae  nna  peseta  diaria  de  alquiler;  más  tarde  que  la  ocupaba  en  preca- 
>^o,  y,  por  último,  que  su  arrendamiento  era  á  razón  de  25  pesetas  men- 
mMKlee;  todo  k>  cual  patentiza  so  propósito  deliberado  de  no  cumplir  el 
eontrato  de  12  de  Octubre  de  1889;  y 

Blando.  Que  la  sentencia  incurre  en  error  de  hecho  y  de  derecho  al 
«fuseiar  el  alcance  probatorio  de  los  contratos  de  12  de  Marzo  de  1889 
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7  t  do  Octubre  de  18M,  por  eaanto  eete  Mgimdo  eareoe  de  tr»lidei  j  i 
cia  en  derecho  para  modificar  el  anterior,  deede  el  momento  en  que  el 
primero  íaé  otorgado  por  todos  los  oondneftoe  del  ex  conyento  de  8ía 
Felipe,  7  al  segando  sólo  concurrió  uno  de  ellos  sin  antorisacidn  ni  po- 
der de  los  demás,  conforme  al  principio  de  derecho  de  que  lo  qoe  es  tí- 
oioso  en  su  origen  lo  es  asimismo  en  sus  consecaencias. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Gallón: 

Considerando  qae  son  improcedentes  los  dos  motivos  del  recaiso, 
porque  no  habiéndose  celebrado  contrato  de  arrendamiento  ni  exlstiend» 
vinculo  alguno  jurídico  entre  D.  Baíael  de  la  Gnu  7  D.  Juan  Aíantaa,  7 
no  teniendo  éste  la  representación  de  la  Diputación,  única  arrendataria 
de  la  finca,  es  visto  que  Orus  no  ha  podido  con  dolo  ó  sin  él  cansar  per- 
juicios en  el  cumplimiento  de  una  obligación  que  no  había  oontraido 
con  el  recurrente,  el  cual  carece  en  absoluto  de  toda  acción  ó  derecho 
para  defender  ó  para  impugnar  los  contratos,  en  que  no  ha  intervenido 
ni  podido  intervenir  por  referirse  7  afectar  solamente  al  mencionado 
Orus  7  á  la  Diputación  provincial; 

Fallamos  que  debemos  declarar  7  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D«  Juan  Mantas  Baena,  á  quien  conde- 
namos al  pago  de  las  costas,  7  para  en  su  caso  al  de  la  cantidad  que  por 
rasón  de  depósito  debió  constituir,  que  se  distribuirá  con  arreglo  á  la 
107;  7  líbrese  á  la  Audiencia  de  Granada  la  certificación  correspondiente, 
con  devolución  del  apuntamiento  que  ha  remitido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
sertará en  la  Colbgción  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  7  firmamos.=José  de  Aldecoa. 
:=Bicardo  Guilón.=José  de  Garnica.=Francisco  Toda.^£nriqae  Las- 
sús.=Joaquín  Gonsález  de  la  Pefia.=Pedro  Lavín. 

Publicación.»Leída  7  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Bicardo  Gulión,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  celo- 
brando  audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  ho7,  de  quo 
certifico  como  Belator  S^retario  de  la  misma. 

Madrid  19  de  Abril  de  1001.=Licenciado  Jorge  Bftartínes. 


NvLBa.  106.--TRIBUNAL  SUPREMO.-»  ds  Abril,  pab.  el  20  ds  May*. 

Casación  POR  infracción  db  let. —Entrega* de  rentas.—Senteneis, 
declarando  haber  )u^r,  en  parte,  al  recurso  interpuesto  por  el 
A7untamiento  de  Miralrio  contra  la  pronunciada  por  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  el  ATunta- 
miento  de  Casas  de  San  Galindo. 
En  sus  CONSIDERANDOS  86  ostablece: 

Que  los  aprovechamientos  que  con  el  carácter  de  eomunale*  han 
venido  teniendo  pullos  de  distintos  Ayuntamientos  en  bienes  raices 
de  unos  ó  de  ottH)s,  en  virtud  de  eoncesioneSy  ejecutoriac^  transaccio- 
nes ó  uso  inmemorial^  constituyen  por  regla  general  verdaderas  par- 
ticiones más  ó  menos  extensas  en  el  dominio  de  tales  bienes^  aue  no 
pueden  menos  de  ser  tenidas  en  cuenta  €U  realitarse  la  transforma- 
ción de  la  propiedad  en  virtud  de  las  leyes  desamortittuhras: 

Que  reconociéndolo  asi  la  Sala  sentenciadora^  no  infringe  las  le- 
yes 10,  til.  14;  19,  til.  22;  /.%  tit.  28  de  la  Partida  3.\  y  los  ártica' 
los  125Í,  párrafo  2P,  y  1252  del  Código  civil: 

Que  al  determinar  la  desamortixación  el  cambio  de  aquella  pto- 
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jd&dad,  en  nada  alteró  loe  dereehae  uUerioree  reepeetitfoe  de  loe 
puébtoe,  por  lo  que  ei  nofueeen  igualee  los  de  eada  participe,  la  sen- 
tencia que  loe  equipara  en  el  dominio  de  la  lámina  intranf^erible 
espedida  á  uno  de  ellos,  infringe  las  leyes  13  y  19,  tit.  22,  Partida  3.\ 
loe  dos  artieulos  antee  mendonadoe  y  el  18  fS  del  Código  eiviü 

Que  se  infringen  la  ley  114,  tit.  18,  Partida  3.*  y  el  art.  1218  del 
Oádigo  eiüil,  desconociendo  los  derechos  declarados  en  documento 
público: 

Que  la  ley  16,  tit.  31,  Partida  ^.^  es  inaplicable  cuando  no  se 
trata  de  servidumbres,  sino  de  bienes  comunales  en  su  origen  y  po- 
eeidoe  en  común: 

Que  la  acción  personal  para  reclamar  intereses,  nacida  de  la 
obligación  que  contrae  quien  recibe  una  cantidad  que  debe  entregar 
á  9U  eez  á  su  verdadero  dueño,  prescribe  á  los  veinte  anos,  según  la 
ley  S.*',  tit.  8,^,  libró  11  de  la  Novísima  Recopilación: 

Que  en  esta  clase  de  obligaciones  no  está  comprendido  ninguno 
de  los  caeos  enumerados  en  el  art.  196S  del  Código  civil: 

Que  eiendo  preciso  determinar  el  valor  de  los  derechos  corres- 
pondientes á  diversos  pueblos,  cuando  eetos  derechos  se  relacionan 
con  su  vecindario  en  el  momento  en  ^ue  por  la  desamortización  se 
transforma  la  propiedad  de  loe  mismos,  es  este  momento,  ó  eea 
itquelen  qué  ee  realiza  la  venta  de  los  bienes,  el  que  debe  tenerse  en 
cuenta  para  dicha  determinación,  porque  entonces  es  cuando  cesa  la 
forma  de  aprovechamiento  ó  ejercicio  del  dominio  subordinado  al 
vedndarto  de  los  condóminos,  y  porque  en  adelante  no  puede  ya  ser 
tenido  en  cuenta  el  aumento  ó  disminución  del  número  de  vecinos, 
como  asi  está  reconocido  por  sentencia  de  casación  de  22  de  Junio 
de  1897: 

Que  para  que  la  compensación  pretendida  por  el  demandado 
pueda  ser  discutida,  ha  de  formularse  haciendo  uso  de  la  reconven- 
ción al  contestar  la  demanda,  según  precepto  terminante  del  art.  543 
de  la  ley  procesal' 

Que  la  demanda  deducida  f>or  un  Ayuntamiento,  ejercitando  las 
íMedonee  reales,  reivindicatoría  y  communis  dividundo,  para  que  se 
declare  su  derecho  á  la  mitad  de  la  renta  producida  por'  el  precio  ob- 
tenido  en  la  venta  de  un  predio  propio  de  la  comunidad  ae  aquél  y 
otro  Municipio,  implica  una  cuestión  pura  y  esencialmente  civil,  á 
la  que  no  son  aplicables  la  ley  de  15  de  Junio  de  1866,  la  Instrucción 
de  31  de  Mayo  de  1855  y  la  Real  orden  de  20  de  Septiembre  de  1852, 

£n  la  Tilla  j  corte  de  Madrid,  á  19  de  Abril  de  1901,  en  el  pleito 
eegaido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  £riha^ga  y  en  la  Sala 
segunda  de  lo  cítü  de  la  Audiencia  de  esta  misma  corte  por  el  Ayun- 
tamiento y  común  de  vecinos  de  las  Gasas  de  San  Galludo  con  el  Ayunta- 
miento y  común  de  Tecinos  de  Mirairío  sobre  entrega  de  la  mitad  de  las 
rentas  por  el  precio  de  venta  del  soto  Salgal  é  intereses  devengados  y 
que  se  devenguen;  pendiente  ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley,  interpuesto  por  el  Procurador  D.  Francisco  Igle- 
sias, bajo  la  dirección  del  Letrado  D.  Juan  Alvarado,  en  representación 
4e  la  parte  demandada;  habiendo  estado  defendida  y  representada  en 
este  recurso  la  parte  demandante  por  el  Letrado  D.  José  Canalejas  y  el 
Procurador  D.  Luis  Soto: 

Resultando  que  el  Cardenal  Anobispo  de  Sevilla  y  Obispo  de  Si- 
gaensa,  D.  Pedro  Goniálesde  Mendosa,  comisionó  al  Bachiller  Gonsalo 
Jiménoi  de  Oisueros,  Juei  y  Vicario  general  del  Obispado  de  Sigüensa, 
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7  al  Bachiller  Feroáii  Goniáleí  de  Hita,  para  qne  determinaflen  por  jas* 
ticia  ó  por  vía  de  concordia  de  manera  qae  quedara  definitivamente  re- 
saelta  la  canea  y  negocio  que  pendía  y  ee  trataba  entre  loe  ConoejOB  del 
lugar  de  Miralrio  y  laa  Caeae,  aobre  el  pacer  é  casar  é  roiar  é  almetner 
en  el  Sargal,  qne  ee  entre  loe  doe  rioe  de  Henaree  y  Bernoba,  loe  coalee 
ante  Notario  público  y  teetigoe  y  eatando  preeentee  loe  Procuradorefl  y 
hombree  baenoe  reepectivoe  de  Miralrio  y  Gaaae  de  San  Galindo,  dieron 
y  pronunciaron  en  18  de  Septiembre  de  1480  una  sentencia  in  serifUiUj 
en  la  que,  haciendo  presente  qne  habían  visto  con  diligencia  el  proceso 
de  pleito  de  que  se  trataba  entre  los  Concejos  y  hombres  buenos  de  Mi- 
ralrio y  las  Gasas  de  San  Galludo  sobre  errasen  de  le  pacer  é  eortar  é 
eaiar  en  el  Sargal^  que  ee  entre  k»  ríos  de  Henares  y  Bemoba^  así 
como  un  instrumento  de  donación  que  el  Obispo  de  Sigüensa,  D.  Simón, 
había  hecho  al  Ck>noejo  de  Miralrio  con  ciertos  vínculos  de  memoria  de 
un  aniversario  en  cada  un  afto  perpetuamente;  y  visto  cómo  el  Goncejo 
y  hombres  buenos  de  las  Casas  decían  que  siempre  usaron  y  acostum- 
braron pacer  é  cortar  ó  casar  en  el  dicho  Sargal  de  tiempo  inmemorial,  y 
visto  todo  lo  demás  dicho,  alegado  y  probado  por  amlMS  partes,  falla- 
ban: cQae  segán  el  tenor  é  forma  de  la  dicha  donación,  presentada  por 
el  Concejo  y  hombres  buenos  de  la  villa  de  Miralrio,  que  les  perteneca 
la  propiedad  y  sefiorío  del  dicho  Sargal  ó  que  se  lo  debemos  adjudicar  é 
adjudicamos,  imponiendo  silencio  perpetuo  acerca  del  dicho  dominio  al 
dicho  Concejo  é  hombres  buenos  de  las  Gasas,  é  ansí  mismo  cerca  del 
pacer,  casar  ó  cortar,  ansí  porque  parece  que  el  dicho  Concejo  de  las  Ca- 
sas, siempre  de  tiempo  inmemorial  acá  ha  usado  é  acostumbrado  de  pa* 
cer,  casar  é  cortar  en  el  diobo  Sargal,  y  siempre  ha  habido  entre  los  di- 
chos Concejos  buena  vecindad,  é  ansí  por  lo  susodicho  como  por  bien  de 
pas  ó  concordia  é  quitar  y  evitar  algunos  escándalos  é  por  otras  causu 
que  á  ello  nos  mueven,  fallamos  que  debemos  mandar  y  mandamos  qae 
de  aquí  adelante  para  siempre  jamás  cerca  de  lo  susodicho,  se  guarde  é 
tenga  entre  los  susodichos  Concejos  la  forma  siguiente:  Primeramente: 
Que  al  dicho  Concejo  y  hombres  buenos  de  Miralrio,  pues  que  ee  suya  U 
propiedad  é  dominio  de  dicho  Sargal,  respete  é  pertenescan  ansí  como  se- 
flores,  vedar  é  desvedar  en  cada  un  afio  el  dicho  Sargal  por  los  tiempos  se- 
gún é  por  la  forma  que  fasta  aquí  lo  han  usado  é  acostumbrado,  poniendo 
en  cada  un  afio  sus  guardas  para  que  guarden  el  dicho  Sargal  en  el  tiem- 
po que  estuviese  vedado,  prendando  y  llevando  las  penas  acostumbra- 
das á  cualesquier  personas  que  en  él  entraren:  Otrosí  que  en  loe  tíein- 
pos  que  el  dicho  Sargal  estuviese  desvedado,  los  vecinos  é  moradores  é 
personas  singulares  que  viven  ó  moran  é  viviesen  é  morasen  de  aqní 
adelante  en  el  dicho  lugar  de  las  Casas,  que  pueden  pacer  é  pascan  oon 
todos  sus  ganados  domados  é  cebos  en  el  dicho  Sargal  en  los  tiempos  é 
cuando  é  como  entraren  á  pacer  los  vecinos  é  moradores  de  la  dicha 
villa  de  Miralrio  en  el  dicho  Sargal  con  todoe  sus  ganados  de  cualquier 
calidad  é  condición  que  sean,  en  loa  tiempoe  que  el  dicho  Sargal  íseeej 
estuviese  desvedado,  de  niaiiera  que  cuando  el  dicho  Concejo  de  Mlrel' 
río  paciere  con  lo  domado  solamente,  que  el  dicho  Oonoejo  á&  las  Oseas 
con  lo  domado,  é  cuando  paciere  oon  lo  cebo,  que  de  las  Gasas  pasean 
oon  lo  cebo.  En  tal  manera  qne  cérea  de  esto,  qne  di^o  es,  la  conáiéóo 
de  los  nnos  no  sea  mayor  ni  menor  que  la  de  los  otros,  é  porque  les 
guardas  que  fuesen  puestas  por  el  dicho  Miralrio  no  fagan  ni  pueden  ür 
ser  fraude  ni  encubierta  alguna  al  tiempo  que  estuviere  vedado,  pma- 
dando  á  los  nnos  é  no  llevando  laa  penas  é  á  los  otros  llevándoselss, 
mandando  qne  por  cada  ves  que  se  faltare  é  probare  la  tal  enculxerta, 
que  la  tal  pena  pague  de  pena  100  maravedís  y  qne  esta  pena  sea  par* 
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aiKiboB  Ooncajos,  qotdAiMio  1m  otras  penas  del  prebendar  para  el  dicha 
Concejo  de  MUalrio;  otroaí,  oeroa  del  casar  mandamos  que  el  dicho  Con- 
cejo de  laa  Caaaa  en  cada  afio  nn  tiempo  qoe  hacen  los  Reyes,  pájaros 
qne  paedan  casar  j  llevar  la  casaqae  casaren  ó  non  en  otro  tiempo  al- 
guno, é  cerca  del  cortar^  qne  el  dicho  Concejo  de  las  Casas  é  vecinos  é 
moradores  del  qne  para  sus  arados  é  casas  ó  edificios  tan  solamentepue- 
dan  cortar  madera  ó  carga  del  dicho  Sargal;  otrosí  que  porque  (;n  todas 
laa  cosas  se  conserve  la  amistad  ó  amor  ó  buena  vecindad  entre  los  di- 
chos Concejos,  qne  la  dehesiila  que  el  dicho  lugar  las  Casas  tiene  cerca 
del  dicho  Sargal  de  la  otra  parte  del  río  de  Bernova,  qne  cuando  el  dicho- 
iyoncejo  de  las  Casas  metieren  sus  ganados  domados  é  cebos  é  otros  ga- 
nados, que  asimismo  el  dicho  Concejo  de  Miralrío  é  los  vecinos  dól,  que 
puedan  pacer  sin  pena  alguna  con  el  dicho  su  ganado  domado  é  cebo  é 
otros  ganados  de  la  forma  ó  manera  ansí  como  los  de  las  Casas.  Otrosí, 
porqoe  al  dicho  Concejo  de  Miralrío  le  fué  fecha  la  dicha  donación  con 
las  cargas  é  vínculos  que  dichas  son,  en  lo  cual  ó  en  guardar  el  dicho 
Sargal  facen  gastos  é  espensas  ó  por  otras  cosas  que  á  ello  nos  mueven,, 
mandamos  que  el  dicho  Concejo  de  las  Casas  é  vecinos  é  moradores  den 
y  paguen  en  cada  un  afio  al  dicho  Concejo  del  Miralrío  500  maravedís  de 
la  moneda  que  corriese  al  tiempo  de  las  pagas.  Ellos  é  sus  sucesores  per- 
petuamente, estos  en  dos  pagas,  la  mitad  el  día  de  San  Gregorio  que  es 
•n  el  mes  de  Marso,  é  la  otra  mitad  el  día  de  San  Juan  de  Junio,  luego 
siguiente  qne  tomen  casa  la  primera  paga  al  dicho  día  de  San  Gregorio 
del  afio  de  81,  y  en  todas  las  otras  cosas  esceptnadas,  lo  que  dicho  es  ad- 
judicamos á  la  dicha  villa  de  Miralrío  todos  los  otros  frutos  de  nogales 
•  é  todas  las  otras  cosas  pertenecientes  al  dicho  Sargal.  £  mandamos  al 
dicho  Concejo  de  las  Casas  que  den  y  paguen  al  dicho  Concejo  de  Miral- 
río los  dichos  600  maravedís  á  los  plasos  é  términos  sobredichos,  so  pena 
de  2.000  maravedís  por  cada  paga  que  no  pagaren,  siendo  requeridos 
por  el  dicho  Concejo  de  Miralrío  qne  después  de  nueve  días  de  dicho  re- 
qneri miento  fecho*  incurran  en  la  dicha  pena.  E  asimismo  mandamos  á 
ambas  las  dichas  partes  qne  guarden  y  tengan  y  cumplan  todo  lo  con- 
tenido en  esta  dicha  nuestra  sentencia,  so  pena  de  10.000  maravedís 
para  la  parte  obediente  ó  otros  10.000  maravedís  para  la  Cámara  del  di- 
oho  8r.  Cardenal,  ó  por  algunas  rasónos  que  alio  nos  mueven  no  hace- 
mos condenación  de  costas,  etc.»;  cuya  sentencia,  dada  y  pronunciada  en 
presencia  de  las  partes,  dijeron  que  la  consentían  y  la  consintieron,  pi- 
diéndola por  testimonio: 

Resultando  que  promovida  querella  criminal  contra  Alonso  Vela  y 
Miguel  Hurtado,  vecinos  de  Miralrío  y  guardas  del  soto  Sargal,  por 
Francisco  de  Flores,-  vecino  y  apoderado  de  las  Casas  de  San  Galludo,. 
por  la  perturbación  en  el  uso  y  aprovechamiento  de  maderas  en  el  Sar- 
gal, el  Alcalde  de  las  Casas,  asesorado  del  licenciado  Luis  de  Porras, 
falló  en  16  de  Abril  de  1678  que  por  culpa  que  del  proceso  resultaba 
eontra  Alonso  Vela,  guarda  del  Sajgal,  le  condenaba  en  la  prisión  que 
había  tenido,  y  que  luego  de  notificada  qne  le  fuera  esta  sentencia,  de- 
volviera y  restituyera  la  hos  qne  parecía  prendó  á  Francisco  de  Flores, 
por  haber  hecho  ramas  en  la  dicha  dehesa  para  tramones  de  su  casa, 
atento  qne  no  pudo  el  dicho  Alonso  Vela  hacer  la  dicha  prenda  conforme 
á  la  sentencia  en  este  proceso  presentada,  dada  por  el  Bachiller  Gonsalo 
Jiménea  de  Cisneros  y  el  Bachiller  Fernán  Gonsáles  de  Hita,  Jueces  de 
eomisióA  por  el  limo.  Cardenal  D.  Pedro  Gonsáles  de  Mendosa,  y  le 
apercibía  é  mandaba  qne  de  aquí  en  adelante  no  fuera  contra  la  dicha 
■entencia  ni  hiciera  semejantes  prendas: 

Besnltando  qne  el  Conoejo  de  la  villa  de  Miralrío  apeló  de  dicha  sen- 
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teneim,  por  lo  qve  luoron  llorados  loo  antoo  á  la  Ohaneilloila  do  VftU»- 
dotid,  ante  la  cual  el  apoderado  del  apelante  pidió  qve  fueoe  aquélla  to- 
▼ooada,  redarguyendo  de  falea  ciTilmonte  la  demaBda  arbitrarla  presen- 
tada en  loa  autos  por  no  ser  auténtica  ni  legal,  y  alegando  qno  era  ñola 
la  sentencia  del  Alcalde  de  las  Casas,  por  ser  á  la  vea  }nei  y  parte,  j 
pidiendo  que  no  yaliesen  las  ejecutorias,  y  se  declarase  que  ni  loa  Taol- 
nos  de  las  Gasas  tenían  derecho  algano  á  la  dehesa  del  Sargal,  ni  aos 
Alcaldes  jurisdicción  en  la  misma;  contestando  el  apoderado  de  laa  Ga- 
sas de  San  Galludo,  pidiendo  confirmación  de  carta  ejecntoria  do  la  sen- 
tencia apelada,  y  que  se  les  amparase  en  la  posesión  en  que  hablan  aa- 
tado  y  estaban  sus  Tocinos  de  pacer  con  todos  sus  ganados  mayorea  é 
menores  de  dia  é  de  noche  é  todo  tiempo  del  afio  en  la  dicha  dehesa  del 
Sargal  ó  beber  las  aguas  é  sestear  é  amajadear  é  casar  en  ciertos  tiem- 
pos del  afio  é  cortar  lefia  é  madera  é  sarga  para  edificios  é  para  hacer 
arados,  y  de  cerrar  la  dicha  dehera  del  Sargal  á  la  redonda  con  esplnoa 
ó  zarsas  ó  otras  lefias  y  demés  aprovechamientos,  é  asimismo  de  usar  y 
ejercer  la  jurisdicción  civil  y  criminal,  condenando  á  las  partes  contra- 
rias á  que  no  les  inquietasen  ni  perturbasen  en  la  posesión,  prestando 
para  ello  suficiente  caución  ó  fiansa;  y  realisadas  las  probansas  y  termi- 
nada la  sustanciación  de  la  alzada,  la  Chancillería  de  Valladolid,  por 
sentencia  de  vista  de  21  de  Agosto  de  1684,  dijo:  iFallamos:  Atentos  loa 
autos  ó  méritos  del  proceso  de  este  dicho  pleito  que  debemos  amparar  y 
amparamos  al  dicho  Ooncejo  é  vecinos  de  las  Omss  de  San  Gralindo  en 
la  posesión  en  que  han  estado  y  están  de  cortar  lefia  é  madera  para  el 
edificio  é  servicio  de  sus  casas  en  la  dehesa  del  Sargal  sobre  que  es  ests 
pleito,  guardando  en  la  contra  dello  el  tenor  de  la  sentencia  arbitraria 
hecha  entre  las  dichas  partes  en  este  pleito  presentada.  Y  en  la  dicha 
posesión  no  inquieten  ni  perturben  al  diclíb  Concejo  de  las  Casas  de  San 
<üalindo  el  dicho  Concejo  é  vecinos  de  Miralrlo,  so  pena  do  60.000  ma- 
ravedís para  la  Cámara  é  fisco  de  S.  M.  por  cada  vea  que  lo  contrario 
hicieren,  é  non  hacemos  condenación  de  costas»;  de  cuya  sentencia  su- 
plicó Miralrío,  invocando  en  apoyo  de  su  derecho  especialmente  la  pres- 
cripción de  la  costumbre  de  aprovechamientos  por  el  Concejo  y  vecinos 
de  las  Casas;  y  sustanciada  la  súplica,  recayó  sentencia  en  grado  de  re- 
vista en  2  de  Junio  de  1687,  confirmando  la  suplicada  con  el  aditamento 
de  que  en  el  cortar  de  la  lefia,  sobre  que  era  el  pleito,  se  guardaran  las 
leyes  y  pragmáticas  que  sobre  ella  hablaban,  expidiéndose  en  11  de 
aquel  mismo  mes  de  Junio,  Beal  carta  ejecutoria  de  ambas  sentencias  al 
Concejo,  Justicia,  Regimientos  y  vecinos  de  la  villa  de  las  Casas  de  San 
Oalindo>: 

Resaltando  que  á  petición  también  del  Concho  y  vecinos  de  las  Ca- 
sas de  San  Galludo,  la  Chancillería  de  Valladolid  dictó  un  anteen  28 de 
Julio  de  1746,  mandando  llevar  su  Real  Provisión  para  que  la  Justicia 
y  vecinos  de  la  villa  de  Miralrío  guardasen  y  cumpliesen  la  citada  Real 
carta  ejecutoria  ó  dieren  raaón;  y  leída  la  ejecutoria  y  sentencia  por  el 
Escribano  D.  Manuel  de  Ortega  ante  el  Concejo  y  vecinos  de  Miralrio, 
reunidos  á  campana  tafiida  como  cosa  perteneciente  al  bien  común,  di- 
jeron que  las  obedecían  con  el  respeto  debido,  y  en  cuanto  á  su  cumpli- 
miento, que  era  notoria  la  inobserTancia  de  dicha  ejecutoria,  y  que  antes 
bien  de  tiempo  inmemorial  había  estado  y  estaba  aquella  ▼illa,  su  Con- 
x)ejo  y  vecinos  en  la  posesión  de  impedir  y  no  permitir  que  la  de  las  Ca- 
sas y  yec*.lnos  cortasen  lefia  ni  madera,  habiendo  sido  denunciados  y 
-condenados  los  que  lo  hicieron,  todo  lo  cual  se  expondría  en  petición  á 
la  Real  Chancillería: 

Resultando  que,  en  efecto,  en  t  de  Bnero  del  siguiente  afio,  Báiraliío 
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dirigió  petición  á  la  Cbaaeillerift  haciendo  mérito  del  origen  j  títnlo  de 
«iominio  del  acto  Sargal;  de  las  cargas,  an  conmutación  y  cumplimiento, 
j  del  coate  de  conservación,  con  guarda  y  Tecinos,  y  obras  que  ejecutó 
á  su  costa  para  resguardar  el  soto  de  las  inmediaciones  del  Henares  y 
la  de  haber  abierto  á  su  costa  una  boca  cas;  alegando  en  contra  de  los 
aprovechamientos  concedidos  de  antiguo  á  las  Casas  de  San  Galindo, 
que  á  los  Tscinos  de  ésta  les  constaba  la  inobservancia  de  dicha  ejecuto- 
ria, por  no  permitírseles  sacar  lefia  ni  madera,  pues  cuando  lo  hablan 
intentado  se  les  habla  denunciado,  condenado  y  exigido  la  pena  de  orde- 
nansa;  y  denunciando  actos  de  fueraa  ejecutados  por  el  Gonce  jo  y  veci> 
nos  de  las  Gasas  para  sacar  lefia  del  soto;  á  cuyo  escrito  contestaron  el 
Concejo  y  vecinos  de  las  Gasas  que  tenían  igual  derecho  que  Miralrío 
en  el  aprovechamiento  del  Sargal,  pagando  anualmente  600  maravedís, 
todo  según  la  sentencia  arbitraria  y  la  de  vista  y  de  revista  referidas  y 
la  Beal  carta  ejecutoria  que  presentaron,  así  como  los  justificantes  de 
haber  pagado  los  600  maravedís;  que  pedida  por  aquella  parte  Real  Pro- 
viaión,  se  negaron  el  Concejo  y  vecinos  de  Miralrío  á  cumplirla,  invo- 
cando inobservancia  porque  los  de  las  Casas  no  habían  necesitado  ma- 
deras desde  la  recomposición  del  homo  de  la  villa,  por  lo  cual,  abusando 
nuevamente  Miralrío,  pedían  se  libraee  de  nuevo  Real  Provisión  sobre 
carta  con  nuevas  y  mayores  penas;  y  después  dé  nuevos  escritos  de  am- 
bas partes  y  de  las  probansas  que  las  dos  suministraron,  dictó  sentencia 
la  Chancillería  de  Valladolid  en  4  de  Febrero  de  1740  en  loe  términos 
siguientes:  cFallamos  atentos  los  autos  y  méritos  del  proceso  de  este  di- 
cho pleito  y  causa,  que  debemos  mantener  y  amparar  al  dicho  Concejo,. 
Justicia,  Regimiento  y  vecinos  de  la  expresada  Casas  de  San  Qalindo  en 
la  posesión  en  que  han  estado  y  debido  estar  del  tiempo  que  se  movió 
este  pleito  en  el  goce  y  aprovechamientos  de  yerbas,  maderas  y  casa  en 
el  soto  llamado  del  Sargal,  según  y  como  se  declaran  corresponder  á  di- 
cha vilU  por  la  sentencia  arbitraria  del  afio  1480  y  carta  ejecutoria  do 
esta  Chancillería  de  los  afios  1684  y  1687,  en  cuya  posesión  mandamos  no 
se  les  inquiete  ni  perturbe  por  la  Justicia,  Concejo  y  vecinos  de  la  ex- 
presada villa  de  Miralrio  en  manera  alguna,  y  en  caso  de  que  della  se 
les  haya  despojado,  mandamos  se  les  reintegre  en  el  dicho  goce  y  pose- 
sión, uso  y  aprovechamiento  de  dicha  yerba,  lefia  y  casa,  según  y  como 
en  dicha  sentencia  arbitraria  y  carta  ejecutoria  se  contiene,  y  no  hace- 
mos condenación  de  costas»;  de  cuya  sentencia  y  Real  carta  ejecutoria 
fué  dada  notoriedad  en  Miralrío  en  17  de  Marzo  de  1761  por  un  escribano 
de  número  de  Jadraque,  y  se  hizo  en  27  de  Mayo  de  1766  requerimiento 
de  obediencia  en  Miralrío  por  un  Escribano  de  Trijneque: 

Resultando  que  en  17  de  Julio  del  último  afio  citado  se  dictó  por  la 
Chancillería  de  Valladolid  otro  auto  de  provisión,  con  requerimiento  y 
cumplimiento  en  forma,  en  virtud  de  carta  ejecutoria  y  Real  Provisión 
expedida  en  aquela  misma  fecha  á  petición  de  la  villa  de  las  Casas  de 
San  Galludo,  por  haberle  negado  Miralrío  la  marca  y  corta  de  las  made- 
ras neoessrias  para  la  construcción  de  una  casa  de  villa,  y  en  cumpli- 
miento de  dicho  auto,  reunidos  en  80  de  aquel  mes  de  Julio  en  Miralrío,. 
ante  el  Escribano  de  las  Casas  y  Trijuequé  D.  Pedro  de  Zea  Valverde, 
los  Alcaldes  ordinarios  y  Síndico  de  Miralrío  y  los  de  las  Casas,  convi- 
nieron, sin  perjuicio  del  derecho  de  ambas  villas,  en  bajar  á  cortar  las 
maderas  para  la  casa  nueva,  extendiéndose  diligencia  autorizada  para 
que  en  todo  tiempo  constase  la  corta  y  no  se  impidiese  en  lo  venidero: 

Resultando  que  la  villa  de  las  Casas  acudió  de  nuevo  á  la  Chancille- 
ría  de  Valladolid,  recordando  las  declaraciones  hechas  en  la  sentencia 
arbitrarla  de  1480  y  en  todas  las  resoluciones  posteriores,  denunciando 
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•el  hecho  de  qae  U  Justicia  y  yecinoe  de  Minililo  habían  arrendado  loe 
paetOB  del  soto  del  Sargal  á  algaaos  ganaderos  de  la  misma  Tillan  perd- 
biendo  privatiTsmente  las  ntilidades  j  haciendo  de  peor  condición  aque- 
lla parte  ea  el  aprovechamiento  de  dichos  pastos  contra  el  contexto  lite- 
ral de  la  sentencia  arbitraria,  qne  declaraba  deber  ser  ignal  y  no  mayor 
ni  menor  en  este  ponto  la  condición  de  nno  y  otto  pneblo,  y  suplicando 
se  mandara  librar  Beal  Provisión  para  qne  se  guardara  y  cnm pilera  la 
sentencia  arbitraria  y  posteriores  ejecutorias;  y  en  su  oonsecueocia,  la 
Justicia  y  vecinos  de  Mirairlo  no  vendieran  ni  arrendaran  las  yerbas  y 
pastos  del  soto,  y  si  algnna  ves  se  hallare  ser  conveniente  su  arrenda- 
miento, no  lo  ejecatasen  sin  expreso  consentimiento  de  la  vUla  de  las 
Oasas  y  sus  vecinos,  para  que  su  derecho  y  utilidades  se  mantuviesen  y 
conservasen  con  la  igualdad  á  que  eran  acreedores,  y  que  les  eniregassa 
la  mitad  del  importe  de  dicho  arriendo,  mandando  asimismo  que  por  ha- 
ber contravenido  á  dichas  Reales  ejecutorias  se  les  exigieran  las  multas 
en  ellas  impuestas,  conminándoles  y  apercibiéndoles  ai  mismo  tiempo 
con  otras  mayores,  y  condenándoles  en  todas  las  costas  de  esta  Beal  Pro- 
visión sobre  carta  y  en  la  que  se  hicieren  en  la  expulsión  de  los  ganados 
qne  se  encontrasen  pastando  por  arrendamiento  en  el  término  <tol  Soto; 
y  acordado  por  auto  de  la  Ghancilleria  de  2S  de  Abril  de  1770  que  se  des- 
'  pachara  provisión  para  que  se  guardaran  y  cumplieran  las  ejecutorias  y 
sentencia  arbitraria,  sometiendo  su  ejecución  á  la  realenga  más  cercana, 
se  expidió  Real  Provisión  en  80  de  Junio  siguiente,  dirigida  á  la  Justicia 
realenga  más  cercana  á  la  villa  de  las  Gasas  de  San  Qalindo,  mandando 
que  requerida  por  ésta,  fuese  y  se  plantase  en  Mirairio  en  el  soto  Sargal 
y  demás  partes,  ciudades,  villas  é  lugares,  á  poner  en  ejecución  las  eje- 
cutorias y  sentencias  en  ella  insertas,  haciendo  se  guardasen  y  cumplie- 
sen en  todo  y  por  todo,  sin  consentir  se  oontravinieran  con  ningún  pre- 
texto, qne  sería  removido  si  se  le  hubiere,  sefialando  las  penas  y  los  de- 
rechos de  la  Justicia  realenga  qne  ejecutase  lo  mandado: 

Resaltando  que  requerido  para  ejecutar  lo  mandado  el  Alcalde  ordi^ 
diñarlo  de  la  villa  de  Pajares,  como  realengo  más  cercano,  procedió  ásn 
cumplimiento  en  Mirairio  ante  el  nombrado  Escribano  Zea  Valverdesa 

19  de  Diciembre  del  mismo  afio  1770,  dictando  auto,  en  que  ordenó  que 
el  Alcalde  y  Síndico  general  de  dicha  villa  del  Mirairio  exhibiera  el 
arrendamiento  de  yerbas  del  Sargal  y  aprontasen  la  mitad  de  su  lia- 
porte  para  la  villa  de  las  Gasas  de  San  Qalindo  como  compafiera  en  el 
aprovechamiento  de  dicho  soto,  coa  apercibimiento  de  apremio;  ha- 
ciéndose constar  por  diligencia  que,  notificado  dicho  auto,  se  biso 
entrega  de  100  reales  vellón,  mitad  del  arrendamiento  de  las  yerbas  del 
Sargal  por  el  Procurador  personero  del  común  de  vecinos  de  Miralrjo,  alla- 
nándose á  esta  entrega  el  Alcalde  ordinario,  quien  luego  no  quiso  firmar 
la  diligencia  y  retiró  los  100  reales;  y  habiendo  presentado  después  el 
Procurador  síndico  de  Mirairio  ante  dicho  Alcalde  ordinario  pedimento 
en  que  solicitó  la  suspensión  de  todo  apremio  y  conminación  sobre  pago 
de  la  mitad  de  la  renta,. invocando  al  efecto  la  observancia  de  la  oomn- 
nldad  en  los  aprovechamientos  y  alegando  que  con  alteración  de  la  oos- 
tumbre  se  pretendía  la  parte  de  utilidad  en  el  arrendamiento  y  qne  á  lis 
Gasas  de  San  Galludo  no  se  le  había  privado  del  dominio  útil  de  las  jtxr 
bas  y  cortas  de  palos,  ni  á  Mirairio  del  directo,  por  lo  que  era  inoAciota 
la  queja  y  el  amparo  pedido,  dictó  nuevo  auto  el  susodicho  Alcalde  e& 

20  del  mismo  mes  de  Diciembre,  mandando  hacer  inmediata  entregada 
la  mitad  del  importe  de  las  yerbas  mediante  el  allanamiento  hecho  sobra 
el  mismo,  con  apercibimiento  del  apremio,  costas  y  multa;  y  notificado 
en  el  mismo  día,  se  realizó  dicha  entrega  con  la  protesta  de  que  se  hacia 
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por  redimir  la  Tejación  y  afiremio,  sin  qne  por  esto  faera  yisto  pararlen 
perjuicios;  dictándose  otro  auto  por  el  mismo  Jnes  comisionado  y  en  In 
repetida  fecha  de  20  de  Diciembre,  que  fné  notificado  en  forma,  con  en- 
trega de  testimonio  al  Procarador  general  de  M i ralrío,  ordenando  que  se 
notificase  á  esta  villa  qne  en  lo  sncesivo  sn  total  común  de  vecinos  no 
pudieran  vender,  arrendar  ni  enajenar  las  yerbas  ni  otra  cosa  algana  sin 
consentimiento  y  permiso  de  la  villa  de  las  Gasas  de  San  Galindo,  lo  qne 
cumplirían  dichas  Justicias  qne  al  presente  eran  y  fuesen  en  lo  sucesivo 
bajo  de  las  penas  prevenidas  y  la  de  200  ducados  aplicados  á  disposición 
de  los  sefiores  de  la  Real  Ohancillería  de  Valladolid: 

Resultando  qne  habiendo  surgido  nuevas  cuestiones  sobre  reclama- 
ción de  pagos  por  los  aprovechamientos  del  Sargal,  llegaron  ambos  pue- 
blos á  una  avenencia,  y  en  acta  levantada  en  Miralrío  en  6  de  Mayo  de 
1829,  convinieron  qne  dejaban  en  su  fuerza  y  vigor  los  respectivos  docu- 
mentos para  cada  uno  de  ambos  pueblos  en  cuanto  al  goce  y  aprovecha- 
miento del  soto  Sargal,  como  se  expresaba  en  la  sentencia  arbitraria  y 
ejecutorias  que  conservaban;  y  en  cuanto  á  los  atrasos  reclamados  por 
una  y  otra  villa  pertenecientes  al  Sargal  hasta  aquel  afio,  quedaban  sol- 
ventados y  satisfechos,  sin  poderse  reclamar  cantidad  alguna  de  mara- 
vedís ni  otros  efectos  por  nna  y  otra  parte;  y  que  se  daría  principio  á  la 
entrega  de  los  600  maravedís  por  la  villa  de  las  Caeas  para  el  pago  del 
gnarda  en  el  afio  próximo  de  1880  en  los  plazos  sefialados  en  la  penten- 
.cia  arbitraria,  entendiéndose  comprendidas  en  esta  tranpacclón  las  cor- 
tas de  maderas  .ejecutadas  en  el  Sargal  por  la  villa  de  ]!4iralrío  hasta  el 
pTesente: 

Resultando  que  con  fecha  13  de  Mayo  de  1848,  el  Alcalde  de  Miralrío 
participó  al  de  las  Casas  haber  acordado  desvedar  el  Sargal  para  el  ga. 
nado  domado  por  cierto  tiempo  y  con  varias  condiciones,  á  lo  que  con 
testó  el  de  las  Casas  que,  no  obstante  lo  acordado,  entraría  por  parte  d^ 
aquella  villa  todo  el  ganado  cerril  y  domado,  y  caso  contrario,  se  toma' 
ría  otra  determinación  en  sn  defensa;  y  en  29  de  Junio  de  1866,  Miralrío 
comunicó  á  las  Casas  que  había  determinado  vedar  el  Sargal  para  los 
ganados  lanares  y  demás  qne  no  fueran  xle  labor: 

Resultando  que  por  decreto  del  Gobernador  civil  de  la  provincia  de 
Quadalajara,  se  sacó  á  pública  subasta  el  soto  Sargal  como  perteneciente 
á  los  Propios  de  la  villa  de  Miralrío,  anunciándose  ai  efecto  en  el  Bole 
tin  oficial  de  VenioM  de  la  provincia  correspondiente  al  23  de  Septiem- 
bre de  1862,  y  sefialándose  para  la  subasta  el  día  1.°  de  Noviembre  de 
«quel  afio;  y  en  sesión  celebrada  por  la  Junta  Superior  de  Ventas  en  20 
de  Diciembre  siguiente  se  adjudicó  á  D.  Ignacio  Legarda  en  282.700  rea- 
lee;  y  una  vez  hechas  y  practicadas  las  divisiones  legales  del  80  y  20  por 
100,  se  expidió  á  favor  de  la  villa  de  Miralrío  en  6  de  Abril  de  1884  una 
inscripción  ó  lámina  del  80  por  100  de  Propios  intransferible,  de  capital 
nominal  77.867  pesetas  y  70  céntimos,  con  la  renta  anual  de  8.094  pese> 
eetas  y  70  céntimos: 

Resultando  que  el  Ayuntamiento  de  las  Casas  de  San  Galindo  acudió 
en  28  de  Octubre  de  1862  y  en  fecha  posterior  al  Gobernador  de  la  pro- 
vincia reclamando  la  participación  que  le  correspondía  en  el  producto  de 
la  venta  del  Sargal;  y  no  habiendo  obtenido  resultado  alguno,  promovió 
una  reclamación  en  la  vía  administrativa  ante  la  delegación  de  Hacien- 
da de  Guadalajara,  la  que,  previo  informe  del  Abogado  del  Estado,  en 
<]ue  se  estimó  la  reclamación  como  ajena  en  un  todo  á  la  Administración 
7  al  comprador,  y  circunscrita  á  una  cuestión  de  propiedad  de  índole  ci- 
vil, participó  en  14  de  Marco  de  1896  al  Alcalde  de  las  Casas  qne  el  eo- 
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noeimiento  de  la  enestlón  planteada  eorreepondia  á  loe  Tribnnmles  ovdi- 
narioe: 

Reealtando  qne  eon  dlferentee  docomentoe  en  qne  oonslan  loa  heefaee 
reiacionadoe,  el  Ayuntamiento  de  las  Oaaae  de  San  Galindo  dedujo  en  el 
Jnigado  de  primera  inetancia  de  Brihnega  en  19  de  Mayo  de  1899  Ja  de- 
manda de  eete  pleito,  ejercitando  las  acciones  reales,  reivindicatoria  y 
eommunt  dioidundo,  pidiendo  se  declarase  en  sn  día  que  tenía  derecho 
á  la  mitad  dala  renta  producida  y  que  se  produjera  en  lo  suceeiyo  por 
el  precio  que  obtuvo  en  su  venta  el  soto  Sargal,  propio  de  la  comunidad 
de  las  villas  de  Miralrlo  y  la  demandante,  más  los  intereses  legales  de- 
vengados y  que  se  devengasen  en  lo  suceeivo,  y  se  condenase  á  If  iraMo 
á  la  devolución,  entrega  y  pago  de  la  cantidad  de  69.047  pestas  y  30  cea- 
timos  como  renta  de  treinta  y  seis  afios  correspondiente  á  la  villa  de- 
mandante,  intereses  en  el  mismo  tiempo  y  costas  causadas  y  que  se  cao^ 
sasen;  á  cuyo  efecto  alegó,  después  de  hacer  relación  detallada  de  los 
antecedentes  referidos:  que  en  quieta  y  pacífica  situación  cada  pueblo 
de  sus  respectivos  derechos,  y  una  ves  publicadas  las  leyes  desamorti- 
sadoras,  jasgó  sin  duda  la  villa  de  Miralrío  que  el  estado  anómalo  y  la 
desorgaoisación  imperante  entonces  le  daban  ocasión  propicia  para  con- 
seguir lo  que  nunca  había  sido  tolerado  ni  consentido  de  amparar  pan 
sí  la  totalidad  de  los  productos  del  soto  Sargal,  eonvirtióndoloo  en  reitta 
saneada  de  láminas  sobre  la  deuda  nacional  intransferible,  logrando  ti 
cabo  consumar  el  despojo  tantas  veces  intentado  desde  el  afio  1480;  que 
ni  en  el  expediente  formado  para  incluir  el  Sargal  entre  los  bines  det- 
amortisables,  ni  en  el  anuncio  de  venta  que  se  insertó  en  el  Boletín 
oñcial  de  la  provincia,  se  tuvo  en  cuenta  para  nada,  ni  el  carácter  indis- 
cutible de  aprovechamiento  comunal  que  tenía  aquel  soto,  ñi  los  deie- 
choB  ejercitados  sobre  el  mismo  desde  tiempo  inmemorial  por  el  común 
de  vecinos  de  la  villa  demandante;  y  que  sí  se  privó  indudablements  i 
los  vecinos  de  Miralrío  de  su  legítimo  derecho  al  soto  que  era  de  apro- 
vechamiento comunal  con  los  de  las  Gasas  de  San  Galindo,  hallaron  sin 
duda  saflciente  compensación  en  que  la  renta  de  la  lámina  en  que  habii 
de  convertirse  su  propiedad  fuese  para  aquella  villa  únicamente,  y  en 
la  satisfacción  de  realisar  al  fin  el  despojo  intentado  por  sus  abuelos  y 
mayores;  por  lo  cual  se  celebró  la  subasta,  sin  que  Miralrío  pidiera  ex- 
cepción de  venta  de  su  dehesa  oomunal;  invocando,  por  último,  nsm»- 
rosos  f  andamentos  legales  en  demostración  respectivamente  de  que  IM 
ouestiones  sobre  propiedad  y  posesión  de  bienes  deeamortisados  iBCon- 
ben  solamente  á  los  Tribunales  de  Justicia,  sin  que  sea  necesaria  deci- 
sión previa  en  la  vía  administrativa;  de  que  la  venta  de  terrenos  comii- 
nales  coando  el  comprador  se  halla  en  posesión  no  puede  anularse  admi- 
nistrativamente, debiendo  ejercitarse  ante  los  Tribunales  ordinarioe  Is 
acción  reivindicatoria  competente;  de  que  el  ejecutoriado  es  para  los  in- 
teresados la  primera  ley  con  carácter  irrevocable;  y  de  que  perteneciendo 
en  común  bienes  declarados  en  estado  de  venta,  en  común  deben  eaten- 
derse  su  precio  y  rentas;  y  otras  leyes  y  sentencias  de  este  Tyibunal8a- 
premo  relativas  á  la  definición  de  loe  bienes  comunales,  que  son  loe  i«- 
íerentes  á  los  vecinos  de  uno  ó  más  pueblos,  y  á  la  manera  de  desitir 
usufructo: 

Beeultando  que  el  Ayuntamiento  de  Miralrío  contestó  la  demaads, 
pidiendo  que  se  le  abeolvlera  de  ella,  con  imposición  de  costas  al  Ayos* 
tamiento  demandante,  y  si  á  esto  no  hubiese  lugar,  se  declarase  queii 
Concejo  y  hombres  buenos  de  las  Gasas  de  San  Galindo  sólo  les  comí- 
pondía  la  porción  alícuota  que  determinaban  sus  aprovechamientos;  j 
que  se  declarara  incompetente  el  Juagado  para  conocer  si  dicha  pordi^B 
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^Tiedó  Anftjenada  al  venderte  la  finca,  ó,  en  caso  contrario,  ae  determi- 
nara an  cuantía  y  forma  de  indemnizarla;  alegando  en  an  apoyo:  qne 
desde  antes  de  1480  pertenecía  al  Concejo  y  hombres  buenos  de  Miralrio 
la  propiedad  y  señorío  del  Sargal^  y  hoy  les  pertenecían  de  igual  modo 
las  iitecripciones  intransferibles  entregadas  en  su  equivalencia,  y  asi 
resultaba  de  18  misma  sentencia  arbitraria  de  1480,  invocada  en  la  de- 
manda, en  la  que  se  corroboraba  que  el  Concejo  y  hombres  buenos  da 
las  Casas  de  San  Galindo  tuvieron  en  dicha  finca  desde  antes  de  1480 
hasta  1863  en  que  se  enajenó,  la  facultad  de  pacer  con  sus  ganados,  cazar 
y  cortar  lefias  con  la  extensión  que  en  la  misma  sentencia  se  determi- 
naba; que  el  Concejo  y  hombres  buenos  de  las  Casas  por  más  de  treinta 
afios  anteriores  al  de  1863,  estuvieron  en  quieta  y  pacífica  posesión  de 
aquellos  aprovechamientos;  pero  que  desde  dicho  afio  hasta  el  de  1891, 
no  hicieron  reclamación  alguna,  ni  sobre  las  inscripciones  ni  sobre  los 
intereses  poseídos  siempre  por  el  Ayuntamiento  de  Miralrio,  habiendo 
transcurrido,  por  tanto,  más  de  diez  y  más  de  veinte  afios  sin  que  hicie- 
ran reclamación  alguna;  y  que  respecto  á  la  cantidad  de  69.047  peeetas 
y  20  céntimos  pedida  en  la  demanda  como  mitad  correspondiente  á  la 
renta  de  treinta  y  seis  afios  por  la  lámina  intransferible  entregada  por 
el  Estado,  é  intereses  legales  al  6  por  100  del  importe  de  la  renta,  men- 
taba como  hecho  cierto  que  la  lámina  tenía  un  capital  nominal  de  77.867 
pesetas  y  que  fué  emitida  como  equivalente  al  precio  del  Sargal;  invo- 
cando después  los  fundamentos  de  derecho  que  estimó  pertinentes  en 
relación  con  las  anteriores  alegaciones  y  la  sentencia  de  este  Tribunal 
Sopremo  de  6  de  Octubre  de  1872,  que  declara  que  á  la  Administración 
activa  corresponde  decidir  las  cuestiones  que  versan  sobre  inteligencia 
y  cumplimiento  de  las  leyes  desamortizadoras  en  lo  relativo  á  los  bienes 
comprendidos  en  ellas;  con  cuyo  escrito  presentó  esta  parte  diferentes 
documentos  que  no  ofrecen  interés  sustancial  para  el  recurso  inter- 
puesto: 

Resultando  que  la  parte  demandante  replicó  insistiendo  en  su  de- 
manda y  en  las  alegaciones  en  ella  hechas,  con  la  sola  modificación  de 
que  la  renta  producida  por  el  precio  del  Sargal,  que  era  cierta,  líquida  y 
vencida,  fuese  determinada  en  el  período  de  prueba,  sosteniendo  entre- 
tanto su  derecho  á  la  mitad  de  los  aprovechamientos,  que  era  hoy  la 
mitad  de  la  renta  producida  por  el  precio  con  sus  intereses  legales;  afia- 
dlendo  que  los  bienes  comunales  son  imprescriptibles,  y  que  aun  cuando 
no  lo  fueran,  á  la  prescripción  invocada  por  Miralrio  le  faltaba  el  jasto 
titulo  y  la  buena  fe;  y  el  Ayuntamiento  de  Miralrio  duplicó  diciendo: 
que  antes  por  el  Concejo  y  hombres  buenos  de  aquella  villa  y  después 
por  su  Ayuntamiento,  se  utilizaban  y  arrendaban  los  frutos  de  nogales 
y  Q^ros  árboles  existentes  en  el  soto,  así  como  la  pesca,  la  caza  y  estiér- 

^sfes  que  en  el  mismo  había;  que  el  Concejo  y  hambres  buenos  de  Mi- 
ralrio gozaban  el  derecho  de  pastar  con  todos  sus  ganados  y  sin  pena 
alguna  en  la  dehesilla  que  las  Casas  de  San  Galindo  tenían  cerca  del 
Sargal,  y  fué  vendida  por  el  Estado  como  de  sus  Propios;  que  además 
las  Casas  pagaban  anualmente  á  Miralrio  la  cantidad  de  600  maravedi- 
ses en  la  moneda  que  corriese  como  compensación  de  las  cargas  que  el 
Ayuntamiento  demandado  tenía  que  levantar;  que  cuando  dos  personas 

Nion  acreedores  y  deudores  recíprocamente  la  una  de  la  otra  por  derecho 
propio,  tiene  lugar  la  compensación ;  que  el  Sargal  fué  vendido  por  el 
Estado  como  perteneciente  á  los  Propios  de  Miralrio,  y  no  era  exacto 
que  ambos  pueblos  lo  hubieran  aprovechado  por  igual  y  con  las  mismas 
condiciones;  que  la  demanda  no  se  dirigía  contra  el  Estado,  y  el  Jua- 
gado tenía  competencia  para  conocer  de  la  declaración  del  derecho  dis- 
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catido;  y  que  eatabft  conforme  oon  la  impreacriptibüidad  de  los  bienee 
oomanalée,  pero  que  los  bienee  de  que  ee  trataba  eran  oomunales  para 
el  Ayuntamiento  demandado,  pero  no  para  el  demandante,  qne  no  era 
dnefio  de  la  000a,  teniendo  sólo  en  nao  ó  aprovechamiento;  pidiendo,  por 
último,  qne  se  fallara  en  sa  día  conforme  solicitó  en  la  contestación,  y 
qne  se  eslimara  la  compensación  qne  deducía  en  este  escrito  si  á  elle 
hubiere  ln¡»ar: 

Resaltando  que  practicadas  pruebas  por  las  dos  partes  y  sustanciado 
el  pleito  por  todos  sus  trámites  y  ^n  dos  instancias,  la  Sala  segunda  de 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corto  dictó  sentencia  revocatoria  en  SO  de 
Mayo  de  1900,  declarando:  primero,  qne  no  ha  lugar  á  admitir  las  ex- 
cepciones de  incompetoncia  y  de  prescripción  aducidas  por  la  parto  de- 
mandada; segundo,  que  no  ha  lugar  á  fallar  sobre  la^compensación  pe- 
dida en  el  escrito  de  duplica,  por  no  haberse  formulado  la  pretensión  con 
arreglo  á  derecho;  tercero,  que  el  Ayuntomiento  y  pueblo  de  las  Casas  ds 
San  Galindo  tienen  derecho  á  percibir  una  parte  de  las  rentas  é  intereses 
qne  hayan  producido,  y  que  en  lo  sucesivo  prodnacan,  los  títulos  de 
Deuda  del  Estado  que  éste  entregó  al  pueblo  de  Miralrío  por  el  80  por  100 
de  la  venta  del  soto  llamado  Sargal,  parte  que  ha  de  determinarse  guar- 
dando la  misma  proporción  en  que  esté  el  número  de  vecinos  de  los  dos 
pueblos,  según  los  últimos  empadronamientos;  y  condenando,  en  su 
consecuencia,  al  Ayuntamiento  demandado  á  pagar  al  d^andante  la 
cantidad  qne  resulte  por  las  rentas  vencidas,  y  A  abonar  en  lo  sucesivo 
lo  que  corresponda  por  cada  trimestre  ó  por  cada  cupón  que  pague  el 
Estado,  sin  hacerse  expresa  condenación  de  las  costas  de  ninguna  de  las 
dos  instencias: 

Resaltando  que  el  Ayuntomiento  de  Miralrío  interpuso  recuno  de 
casación,  fundado  en  los  números  1.^,  6.®  y  7.®  del  art.  1692  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  alegando  los  motivos  siguientes: 

Primero.  Al  fundarse  el  fallo  recurrido  en  que  el  pueblo  de  las  Ga- 
sas tenía  el  condominio  del  Sargal,  ó  un  derecho  real  equivalente,  la  in- 
fracción de  la  ley  1.^,  tít.  28,  Partida  8.^,  según  la  cual,  dominio  es  cpo- 
der  que  home  ha  en  su  cosa  de  facer  de  ella  ó  en  ella  lo  que  quisiere>; 
de  la  doctrina  consignada  en  la  sentencia  de  24  de  Marco  de  1860,  dé  que 
no  hay  condominio  cuando  la  mancomunidad  está  limitada  á  algunos 
aprovechamientos  parciales,  y  de  la  ley  10,  tít  14,  Partida  3.^,  y  doc- 
trina declarada  en  la  sentoncia  de  2  de  Marso  de  1867,  según  las  cuales, 
ctodo  home  que  en  alguna  sason  fue  sefior  de  la  cosa,  lo  es  aun  fasta 
que  sea  probado  lo  contrario;  toda  vez  que  habiéndose  probado  en  el 
pleito,  según  reconoce  el  fallo  recurrido,  pdr  la  sentencia  arbitraria 
de  1480,  por  las  ejecutorias  de  1687  y  1749,  y  pdr  el  convenio  de  6  de 
Mayo  de  1829,  que  á  Miralrío  pertenecía,  con  arreglo  á  la  sentmicia  ar- 
bitral, la  propiedad  y  «1  sefiorío  del  Sargal  con  las  facultades  inherentes 
al  dominio,  cuales  eran  las  de  vedar  y  desvedar,  sefialando  los  límites 
de  la  desveda,  nombrar  guardas,  eto.,  teniendo  sólo  las  Casas  la  facultad 
de  pacer  con  la  clase  de  ganados  que  paciesen  los  de  Miralrío  en  la  época 
en  que  éstos  acordasen  la  desveda;  la  de  cortar  maderas  para  sus  casas 
y  arados  tan  solamente,  y  la  de  cazar  en  día  determinado,  es  evidente 
que  el  dominio  del  Sargal  pertenecía  de  un  modo  privativo  á  Miralrío, 
teniendo  las  Gasas  los  aprovechamientos  parciales  que  quedan  enume- 
rados: 

Segundo.  Al  estimar  el  fallo  recurrido  las  dos  acciones  reales,  reivin- 
dicatoria  y  eommuru  dividundo^  interpuestas  por  el  pueblo  de  las  Gasas 
de  San  Galindo,  para  que  se  reconozcan  los  derechos  que  le  asisten  como 
copropietorio  del  Sargal,  apreciando  justificado  el  condominio  que  el 
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pueblo  demasdante  alega;  la  infracción  de  la  Ic^  19,  tít.  22,  Partida  8.*, 
que  trata  de  la  íaerza  que  ha  el  juicio  acabado;  de  loe  artículos  1251,  pá- 
rrafo segundo,  y  1262  del  Código  ciyil,  que  contienen  igual  declaración, 
j  de  la  jurisprudencia  sentada  en  los  fallos  de  18  de  Mayo  de  1868,  12  de 
Febrero  de  1864,  8  de  Junio  de  1864  y  15  de  Diciembre  de  1882,  que  es- 
tablecen que  toda  sentencia  ejecutoriada  establece,  conforme  |á  la  ley, 
fuerza  irreyocable  entre  los  litigantes  y  sus  causababientes,  y  que  no 
puede  litigarse  segunda  vez  sobre  lo  que  fué  objeto  de  una  ejecutoria 
anterior;  por  cuanto  la'eentencia  de  1480,  confirmada  por  las  ejecutorias 
posteriores,  declaró,  resolviendo  la  misma  cuestión  planteada  en  este 
pleito  por  las  Casas  en  los  miemos  términos  y  entre  las  mismas  partes 
de  entonces,  que  el  dominio  del  Sargal  pertenecía  es^clusivameete  á  Mi- 
T&lrío,  imponiendo  silencio  perpetuo  á  las  Casas  acerca  de  ese  extremo: 

Tercero.  Al  disponer  el  fallo  recurrido  que  la  parte  que  al  pueblo  de 
las  Casas  corresponde  en  las  rentas  ó  intereses  que  hayan  producido,  y 
que  en  lo  sucesivo  produzcan,  los  títulos  de  Deuda  del  Estado  que  ésto 
entregó  al  pueblo  de  Miralrío  por  el  80  por  100  de  la  venta  del  soto  del 
Sargal,  se  determine  teniendo  sólo  en  cuenta  el  número  de  vecinos  de  los 
dos  pueblos,  fundando  esta  resolución  en  que  el  pueblo  las  Casas  tenía 
en  el  Sargal  el  condominio,  ó  por  lo  menos  un  derecho  real,  que  colocaba 
ü  ambos  pueblos  en  igualdad  de  condiciones  respecto  á  los  aprovecha- 
mientos de  que  el  Sargal  era  sucTbeptible,  la  infracción  de  la  sentencia 
Arbitraria  de  18  de  Septiembre  de  1480;  de  las  ejecutorias  de  1584,  1587 
y  1749,  y  convenio  de  6  de  Mayo  de  1829,  que  confirman  y  ratifican  que 
los  derechos  de  los  dos  pueblos  son  los  consignados  en  la  sentencia  ar- 
bitraria; de  las  leyes  18  y  19,  tít.  22,  Partida  3.^,  y  los  artículos  1251, 
párrafo  segundo,  y  1252  del  Código  civil,  que  definen  la  autoridad  y  efica- 
cia de  la  cosa  juzgada;  de  la  doctrina  legal  declarada,  entre  otras  muchas 
eentencias,  en  las  de  80  de  Diciembre  de  1880,  16  de  Octubre  de  1882  y  8 
de  Enero  y  9  de  Julio  de  1894,  de  que  lo  pactado  es  ley  para  los  contra- 
tantes, siendo  nulos  los  fallos  que  vayan  contra  lo  convenido;  del  ar- 
tículo 1816  del  Código  civil,  que  equipara  la  transacción  á  la  cosa  juz- 
gada, y  de  la  regla  de  derecho  de  que  nadie  puede  enriquecerse  tortice- 
ramente en  perjuicio  de  otro;  toda  vez  que  declarando  la  sentencia  arbi- 
traria que  el  dominio  y  señorío  del  Sargal  pertenecen  al  pueblo  del  Mi- 
ralrío, con  todos  los  derechos  inherentes  al  dominio,  cuales  son  los  de 
guardar,  vedar  y  desvedar,  señalando  Tos  límites  de  la  desveda,  los  de 
prendar  y  llevar  prendas,  pertenecióndole  también  todos  los  aprovecha- 
mientos de  que  dicha  finca  era  susceptible,  sin  otra  limitación  que  las 
expresamente  establecidas  en  favor  del  pueblo  de  las  Casas,  reducidas  á 
pacer  con  la  clase  de  ganados  con  que  paciesen  los  de  Miralrío,  cortar 
lefias  para  sus  casas  y  arados  tan  solamente  y  cazar  en  día  determinado, 
resulta  de  toda  evidencia  que  los  derechos  de  Miralrío  eran  mucho  más 
Importantes  y  extensos  que  los  otorgados  á  las  Casas,  y  por  tanto,  que 
el  fallo  que  los  iguala  y  equipara  va  contra  lo  ejecutoriado  y  contra  lo 
convenido  en  1829: 

Cuarto.  Error  de  derecho  en  la  apreciación  de  las  pruebas,  que  lo  es 
también  de  hecho,  que  consta  de  documentos  auténticos,  cuales  son  las 
ejecutorias  traídas  á  los  autos,  con  infracción,  en  cuanto  á  aquel  primer 
«rror,  de  la  ley  114,  tít.  18,  Partida  8.^;  de  la  doctrina  legal  consignada 
en  las  sentencias,  entre  otras,  de  16  de  Marzo  de  1878  y  17  de  Noviembre 
de  1887,  y  del  art.  1218  del  Código  civil,  según  los  cuales,  los  documentos 
públicos  y  solemnes,  sin  tacha  ni  vicio  alguno,  constituyen  prueba  plena 
de  Us  declaraciones  que  contienen,  no  siendo  lícito  prescindir  de  lo  que 
de  ellos  resulta  ni  interpretarlos  de  modo  que  se  tergiverse  y  altere  su 
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•entido;  porqne  á  peear  de  las  ezplicitaa  j  terminanteB  declaracionea  que 
hace  la  sentencia  arbitraria,  base  de  los  derechos  de  las  partee,  segi&a 
afirman  las  ejecatorias  y  la  transacción  tantas  veces  mencionada,  y  re- 
conoce explícitamente  el  fallo  recurrido  de  que  á  Miralrío  pertenecen  el 
dominio  y  s^fiorio  del  Sergal,  con  los  derechos  inherentes  al  mismo  do- 
minio y  el  conjunto  de  aprovechamientos  de  que  la  finca  era  suscepti- 
ble, con  la  sola  limitación  de  los  tres  expresamente  concedidos  á  las  Ca- 
aas,  la  Sala  sentenciadora,  contrariando  abiertamente  esas  declaracio- 
nes y  dando  á  las  palabras  de  la  sentencia  arbitraria  un  sentido  distinto 
del  que  notoriamente  tienen  al  aplicar  á  todos  los  aprovechamientos  la 
frase  cen  tal  manera  que  la  condición  de  los  unos  no  sea  mayor  ni  me- 
nor que  la  de  otrosí,  que  sólo  se  refiere  al  aprovechamiento  de  pastos, 
estima  que  el  pueblo  de  las  Gasas  poseía  el  condominio  del  Sargal  ó  un 
derecho  real  equivalente,  que  coloca  á  ambos  pueblos  en  igualdad  de 
condiciones  y  ^rdena  que  se  repartan  los  intereses  del  precio  de  la  venta, 
partiendo  de  esa  supuesta  igualdad  de  derechos,  negada  de  una  manera 
notoria  por  los  documentos  públicos  mencionados: 

Quinto,  Al  desestimar  la  Sala  sentenciadora  la  compensación  que 
solicitó  el  Ayuntamiento  recurrente  en  el  escrito  de  duplica  de  que  se 
declarase  la  subsistencia  de  las  dos  cargas  que  con  arreglo  á  la  senten- 
cia arbitral  pesaban  sobre  el  derecho  del  pueblo  de  las  Casas,  que  eran 
el  pago  de  600  maravedís  anuales,  y  la  concesión  á  Miralrío  para  que 
pastase  con  sus  ganados  en  la  deheslUa,  porque  dicha  petición  consti- 
tuye, á  juicio  del  Tribunal  á  quo,  una  reconvención  que  debió  haberse 
formulado  en  el  escrito  de  contestación  á  la  demanda,  la  infracción,  por 
aplicación  indebida,  del  art.  643,  y  por  no  haber  sido  aplicado,  del  648 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  puesto  que  es  evidente  que  no  se  trata 
de  derechos  diferentes  del  que  el  pueblo  de  las  Casas  reclama,  sino  de 
condiciones  impuestas  á  éste  para  el  ejercicio  de  su  derecho  en^el  mismo 
documento  en  que  apoyó  su  demanda,  y  por  tanto,  que  al  pedir  Miralrío 
en  la  duplica  que  se  declare  la  subsistencia  de  dichas  cargas,  no  hace 
más  que  pedir  que  no  se  dó  al  derecho  de  las  Casas  una  extensión  <to 
que  carece,  que  no  se  le  otorgue  más  de  lo  que  le  corresponde  con  arre- 
glo al  titulo  en  que  se  funda  su  derecho;  alegaciones  que  no  constituyen 
reconvención,  y  que,  por  tanto,  pudieron  ser  formuladas  en  el  escrito 
de  duplica: 

Sexio.  En  el  mismo  concepto,  la  infracción  del  principio  universal 
de  derecho  de  que  nadie  debe  enriquecerse  torticeramente  en  perjaicio 
de  otro,  sancionado  en  la  regla  17,  tít.  34,  Partida  7.^;  pues  obligado  el 
pueblo  de  las  Casas  para  el  ejercicio  de  su  derecho,  y  en  virtud  del  tí- 
tulo constitutivo  del  mismo,  á  sufrir  los  dos  gravámenes  del  pago  de 
los  600  maravedís  y  de  la  entrada  de  los  ganados  de  Miralrío  en  la  de- 
hesilla,  el  fallo  que  le  reconoce  el  derecho  sin  los  gravámenes  inheren- 
tes al  mismo  le  da  más  de  lo  que  le  corresponde,  con  notorio  perjuicio  i 
de  Miralrío:  ! 

Séptimo.    La  infracción  de  la  doctrina  general  vigente  en  materia  de  I 

venta  de  bienes  pertenecientes  á  varios  pueblos  y  sujetos  á  desamorti- 
zación, establecida  por  diversas  resoluciones  administrativas  y  recono-  | 
cida  y  sancionada  por  este  Tribunal  Supremo,  entre  otras  sentencias,  en 
la  de  22  de  Junio  de  1897,  de  que  la  distribución  de  las  cantidades  á  que 
ascienda  el  precio  de  la  venta  de  bienes  sujetos  á  desamortización,  per- 
tenecientes á  distintos  pueblos,  debe  hacerse  prorrateando  el  precio  en 
proporción  al  número  de  vecinos  con  que  cada  uno  contaba  cuando  la 
venta  tuvo  lugar;  pues  con  arreglo  á  esta  doctrina,  la  distribución  de  los 
Intereses  del  precio  del  Sargal  debe  hacerse  en  proporción  al  número  éb           ^ 
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Tecinofl  con  que  cada  pueblo  contaba  en  1862,  en  qtm  se  llevó  á  oabo  la 
venta,  y  no  en  proporción  á  los  qne  arrojen  los  últimos  empadrona- 
mientos, como  dispone  la  sentencia  recurrida: 

Oi^.tavo.  Al  desestimar  la  sentencia  la  excepción  de  prescripción,  la 
infracción  de  la  ley  10,  tít.  81,  Partida  8.*,  según  la  cual,  el  que  no  use 
durante  veinte  años  una  servidumbre,  la  pierde,  sea  quien  quiera;  por 
cuanto  el  pueblo  de  las  Casas  dejó  transcurrir  un  lapso  de  tiempo  mu- 
•cho  mayor  sin  ejercitar  los  derechos  que  pudieran  corresponderle: 

Noveno.  Al  condenar  al  Ayuntamiento  recurrente  al  pago  de  todos 
los  intereses  atrasados  correspondientes  á  un  período  de  treinta  y  seis 
«líos,  la  infracción  de  la  ley  6.*,  tít.  8.^,  libro  11  de  la  Novísima  Reco- 
pilación, y  del  art.  1966,  núm.  6.®,  del  Oódigo  civil,  en  relación  con  la 
cuarta  disposición  transitoria  del  mismo  Código;  porque  aunque  se  con- 
sidere imprescriptible  el  derecho  de  las  Casas  á  los  aprovechamientos, 
no  pueda  tener  igual  carácter  respecto  á  cada  uno  de  los  plazos  que  re- 
presentan el  aprovechamiento  anual  de  la  finca;  y 

Décimo.  Al  desestimar  la  excepción  de  incompetencia  de  la  Jurisdic- 
«:ión  ordinaria  para  determinar  si  los  aprovechamientos  parciales  cons- 
tituidos en  finca  enajenada  por  el  Estado  como  libre  de  cargas  fueron  ó 
no  comprendidos  en  la  enajenación,  y  aun  para  determinar  el  valor  de 
^esos  aprovechamientos,  la  infracción  del  Real  decreto  de  competencia  de 
10  de  Abril  de  1885,  en  qne  se  declara  que  vendida  por  la  Hacienda  pú- 
blica, libre  de  todo  gravamen,  la  casa  sobre  que  gravaba  el  censo  objeto 
de  la  reclamación  judicial,  es  evidente  que  en  tal  caso  á  la  Administra- 
ción corresponde  determinar  si  en  la  venta  de  la  finca  expresada  estaba 
ó  no  comprendido  dicho  censo,  toda  ves  que  se  trata  de  determinar  la 
Inteligencia  y  cumplimiento  de  la  fubasta  de  la  referida  finca;  de  los 
srts.  7.^  y  8.^  de  la  ley  de  16  de  Junto  de  1866,  que  declaran  de  la  com- 
petencia de  la  Administración  el  fijar  el  valor  de  los  aprovechamientos 
parciales  constituidos  en  fincas  pertenecientes  á  terceros  en.  favor  de 
Corporaciones;  del  núm.  3.®  del  art.  96  de  la  Instrucción  de  81  de  Mayo 
de  1865,  que  declara  la  competencia  de  la  Administración  para  decidir 
sobre  las  reclamaciones  que  tengan  por  objeto  el  pago  de  las  cargas  á 
que  estuviesen  afectos  los  bienes  suietos  á  desamortización;  y  del  art  1.* 
de  la  Real  orden  de  20  de  Septiembre  de  1852,  que  encomienda  á  los 
Consejos  provinciales  y  al  Real,  en  su  caso,  el  conocimiento  de  las  cues- 
tiones contenciosas  relativas  á  la  inteligencia  de  las  subastas;  pues  tra- 
tándose en  este  pleito  de  determinar,  como  el  mismo  fallo  reconoce,  si 
en  el  precio  de  la  venta  hecha  por  la  Hacienda  del  soto  Sargal  como 
libre  de  cargas  estaban  ó  no  comprendidos  los  aprovechamientos  que  el 
pueblo  de  las  Casas  tenía  en  el  mencionado  soto,  y  en  caso  afirmativo, 
euál  sea  el  valor  de  esos  aprovechamientos,  es  claro  que,  con  arreglo  á 
los  preceptos  citados,  una  y  otra  resolución  corresponden  á  la  Adminis- 
tración y  no  á  los  Tribunales  ordinarios. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  Toda: 
Considerando  que  los  aprovechamientos  que  con  el  carácter  de  comu- 
nale^^an  venido  teniendo  los  pueblos  de  distintos  Ayuntamientos  en 
bienes  raíces  de  unos  ó  de  otros  en  virtud  de  concesiones,  ejecutorias, 
transacciones  ó  uso  inmemorial,  constituyen  por  regla  general  verdade- 
ras participaciones  más  ó  menos  extensas  en  el  dominio  de  tales  bienes, 
qne  no  pueden  menos  de  ser  tenidas  en  cuenta  al  realisarse  la  transfor- 
mación de  la  propiedad  en  virtud  de  las  leyes  desamortizadoras,  y  qne 
al  reconocerlo  así,  la  sentencia  recurrida  no  ha  cometido  ninguna  de  las 
infracciones  qne  se  alegan  en  los  dos  primeros  motivos  del  recurso,  pues 
lo  mismo  la  sentencia  arbitraria  de  lá80  que  las  ejecutorias  posteriores 
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7  diligenoias  v&rias  de  reqaerimieato  practicadas  para  defender  los  de- 
rechos de  las  Casas  contra  la  resistencia  opuesta  por  Miralrlo  á  sn  reco- 
nocimiento, patentisan  qne  el  dominio  qne  este  último  tenía  sobre  el 
Sargal  no  era  absoluto  y  exclaslvo,  sino  qne  se  encontraba  limitado  por 
una  participación  verdadera,  mayor  ó  menor,  que  en  el  expresado  domi- 
nio tenia  aquel  Ayuntamiento: 

Considerando  que,  según  aparece  de  loa  títulos  expuestos,  la  parti- 
cipación que  en  el  dominio  del  Sargal  tenía  las  Casas  con  Miralrlo,  no 
era  igual  á  la  de  óste«  sino  algún  tanto  menos  extensa,  ya  que  sólo  en  el 
aprovecbamiento  de  los  pastos  aparecen  igualados,  que  el  derecho  á  Is 
corta  de  maderas  sólo  podía  ejercitarlo  para  emplearlas  en  sus  cssas, 
edificios  y  arados,  y  no  le  era  permitido  cazar  sino  en  determinada 
^poca  del  afio,  quedando  reservados  todos  los  demás  aprovechamientoe 
en  favor  de  Miralrío;  y  que  esto  supuesto,  como  la  desamortiaación  que 
determinó  el  cambio  de  esta  propiedad  en  nada  alteró  los  derechos  ulte- 
riores respectivos  de  los  pueblos,  es  visto  qpe  la  sentencia,  que  no  obs- 
tante tal  desigualdad  equipara  absolutamente  los  derechos  de  las  Casas 
á  los  de  Miralrío  sobre  la  lámina  intransferible  expedida  á  favor  de  este 
Ayuntamiento  jMr  consecuencia  de  la  venta  del  Sargal,  comete  las  in- 
fracciones sefiaiadas  en  los  motivos  tercero  y  cuarto  del  recurso,  por  ser 
opuesta  esta  declaración  á  los  distintos  derechos  que  los  documentos  an- 
tea referidos  otorgan  á  uno  y  otro  pueblo,  distinción  que  debe  mante- 
nerse en  lo  posible  al  hacer  ahora  su  regulación: 

Considerando  que  si  bien  no  es  de  apreciar  la  infracción  de  la  ley  10^ 
tít.  31  de  la  Partida  8.*  que  se  invoca  en  el  octavo  motivo  del  recurso, 
porque  en  ella  no  se  habla  de  la  msiteria  de  prescripción  á  que  el  motivo 
se  refiere,  porque  aun  cuando  haya  querido  referirse  el  recurrente  á  la 
16  del  mismo  título  y  Partida,  sería  absolutamente  inaplicable  á  un 
caso  como  el  actual,  en  que  se  trata,  no  de  servidumbres,  sino  de  bienes 
comunales  en  su  origen  y  poseídos  en  común,  si  lo  es  la  de  la  ley  5.*, 
tít.  8.®,  libro  11  de  la  Novísima  Becopilación  alegada  en  el  noveno  mo- 
tivo, en  cuanto  la  sentencia  condena  al  Ayuntamiento  de  Miralrío  á  pa- 
gar el  importe  de  la  parte  correspondiente  á  las  Casas  de  San  Qalindo 
de  todas  rentas  ó  intereses  que  hayan  producido  los  títulos  de  la  Deuda 
del  Estado  que  éste  entregó  á  Miralrío  por  la  venta  del  soto  Sargal,  sin 
distinción  del  tiempo  en  que  el  Ayuntamiento  demandado  percibió  lo» 
intereses  ó  cupones  correspondientes,  porque  si  bien  el  derecho  á  éstos 
deriva  del  fundamento  alegado  en  la  demanda,  ni  tales  intereses  ó  ca- 
pones se  pueden  estimar  poseídos  ya  en  común,  ni  la  acción  para  recla- 
marlos es  otra  que  la  meramente  personal  nacida  de  la  obligación  qne 
contrae  quien  recibe  una  cantidad  que  debe  entregar  á  su  ves  á  su  ver- 
dadero duefio,  acciones  que  prescriben  á  los  veinte  afios,  según  la  ley  de 
la  Novísima  antes  citada  por  no  estar  comprendidos  en  esta  clase  de  obli- 
gaciones ninguno  de  los  casos  enumerados  en  el  art.  1966  del  Código, 
qne  no  se  puede  estimar,  por  lo  tanto,  infringido: 

Considerando  que  también  se  ha  cometido  en  la  sentencia  recprrida 
la  infracción  del  motivo  7.^,  porque  siendo  preciso  determinar  el  valor 
de  los  derechos  correspondientes  á  diversos  pueblos  cuando  estos  dere- 
choB  se  relacionan  con  su  vecindario  en  el  momento  en  que  se  transforma 
la  propiedad  de  los  mismos,  es  este  momento,  ó  sea  aquel  en  que  se  rea- 
lisa  la  venta  de  sus  bienes,  el  qne  debe  tenerse  en  cuenta  para  dicha  de- 
terminación, porque  entonces  es  cuando  cesa  la  forma  de  aprovecha- 
miento ó  ejercicio  del  dominio  subordinado  al  vecindario  de  los  eondd- 
minoB,  y  porque  en  adelante  no  puede  ser  ya  tenido  en  cuenta  el  au- 
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xnento  ó  disminución, del  número  de  vecinos,  estando  asi  reconocido  en 
sentencia  de  22  de  Jnnio  de  1897: 

Considerando  qne  ño  se  han  cometido  ninfi^na  de  las  infracciones 
mlegadas  en  los  motivos  qointo  y  sexto  del  recurso,  porque  aun  recono- 
cida la  relación  qne  exista  entre  los  derechos  declarados  á  favor  del 
Ayuntamiento  de  Casas  de  San  Galindo  y  las  obligaciones  que  en  cam* 
l>io  le  fueran  impuestas,  para  exigir  el  cumplimiento  de  éstas  al  efecto 
de  la  compensación  pretendida  del^ió  hacerse  uso  oportuno  de  la  recon- 
Tención  al  contestar  á  la  demanda,  según  precepto  terminante  del  ar- 
tículo 648  de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  á  fin  de  que  pudiera  ser  oportu- 
namente discutida,  y  porque  dados  los  términos  como  fué  planteada  la 
cuestión  en  la  demanda  y  los  de  la  contestaeión,  asi  como  la  índole  y 
naturalesa  de  dicha  pretensión,  no  se  puede  estimar  que  ésta  constituya 
ana  mera  ampliación  de  los  puntos  de  hecho  y  de  derecho  objeto  del  de- 
bate autorizada  en  el  art.  648  de  la  expresada  ley;  sin  que  por  esto  quepa 
afirmar  que  se  enriquexca  torticeramente  el  Ayuntamiento  de  Casas  de 
San  Galindo,  quedándole  como  le  queda  á  salvo  su  derecho  al  de  Ml- 
ralrio: 

Considerando,  finalmente,  en  cuanto  al  extremo  de  la  competencia  á 
que  el  motivo  dies  se  refiere,  que  la  cuestión  del  pleito,  tal  como  ha  sido 
formulada  y  debatida,  es  pura  y  esencialmente  civil,  según  aparece  de- 
clarado por  las  mismas  Autoridades  administrativas  ante  reclamaciones 
del  Ayuntamiento  de  Casas  de  San  Galindo,  puesto  que  de  los  derechos 
civiles  de  éste,  en  sus  relaciones  con  el  Ayuntamiento  de  Miralrío  es  de 
lo  que  se  ha  tratado  y  de  la  forma  y  extensión  de  su  reconocimiento,  sin 
ene  se  haya  suscitado  incidente  alguno  acerca  de  la  venta  del  soto  del 
Mrgal  y  de  lae  condiciones  con  que  se  realizó,  que  habría  habido  que 
austlmciar  en  su  caso  con  el  comprador  mismo  de  la  finca,  y  que,  por  lo 
tanto,  no  son  aplicables  al  caso  actual  ninguna  de  las  disposiciones  le- 
fíales  y  doctrina  que  en  el  referido  motivo  se  invocan; 

Fallamos  qué  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  el  Ayuntamiento  de  Miralrío  en  cuanto  á  los 
motivos  tercero,  cuarto,  séptimo  y  noveno  en  que  se  funda,  y  no  haber 
Ingar  á  los  demás  que  son  objeto  del  mismo;  y  en  su  consecuencia,  ca- 
samos y  anulamos  la  sentencia  que  en  80  de  Mayo  del  afio  último  dictó 
la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte,  únicamente  en 
cnanto  desestñna  la  excepción  de  prescripción  respecto  á  los  intereses,  y 
en  cuanto  declara  que  la  parfe  que  de  las  rentas  ó  intereses  de  los  títu- 
los de  Deuda  del  Estado  entregados  al  pueblo  de  Miralrío  por  el  80 
por  100  de  la  venta  del  soto  Sargal  tiene  derecho  á  percibir  el  pueblo  de 
las  Casas,  ha  de  determinarse  guardanddl  la  misma  proporción  en  que 
esté  el  número  de  vecinos  de  los  dos  pueblos  según  los  últimos  empa> 
dronamientos,  y  prescinde,  por  último,  al  fijar  la  manera  en  que  ha  de 
determinarse  dicha  parte  de  intereses,  del  valor  de  los  respectivos  apro- 
Techamientos  que  ambos  pueblos  tenían  en  el  soto  vendido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
aertará  en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=José  de  Aldecoa. 
=Bicardo  Gullón.=José  de  Qarnica.=Francisco  Toda.=Enrique  Laa- 
■ús.=: Joaquín  Gonsálea  de  la  Pefia.=Pedro  Lavín. 

Piiblicación.rr:Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Exemo.  Sr.  D.  Francisco  Toda,  Blagistrado  del  Tribunal  Supremo,  cele- 
brando audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  que  cer- 
tifico como  Relator  Secretario  de  la  misma* 

Madrid  19  de  Abril  de  1001.=Lioenciado  Jorge  Martines. 
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ITüm.  lOe.-TRIBUNAL  8UPREM0.-20  de  Abril,  pub.  el  8  de  Maye. 

Casación  por  infracción  db  ley.— Fago  de pe^eta^.—SenienaitL  de- 
clarando no  haber  lugar  at  recurso  interpuesto  por  D.  Manuel 
López  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  la  Coruña,  en  pleito  con  Doña  Carmen  Maynóa. 
En  su  CONSIDERANDO  úuico  se  establece: 

Que  con  arreglo  á  l09  ari9.  Í5T3  y  487  del  Código  eioil,  no  son  de 
abono  las  obras  hechas  ffor  el  urrendcuario,  cuando  ajuicio  del  Tri- 
bunal sentenciador,  si  bien  útiles  y  voluntarias^  no  alteran  la  forma 
y  sustancia  de  la  ñnea  arrendada,  ni  se  obligó  á  su  pago  el  propie- 
tario. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  20  de  Abril  de  1901,  en  el  Jaioio  de- 
clarativo de  mayor  cuantía  segnldo  en  el  Juzgado  de  primera  instancia 
de  la  Oornfia  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Andiencia  de  aqnei  territorio 
por  D.  Manael  Lopes  Seijas,  vedno  de  la  misma  ciudad,  con  Dofia  Car* 
men  Maynón  Escayola,  que  lo  es  de  Barcelona,  sobre  pago  de  pesetas; 
pleito  pendiente  ante  Nos,  en  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley, 
qne  ha  interpuesto  el  demandante,  defendido  por  loe  Licenciados  D.  Ja- 
eobo  Iglesias  y  D.  Santiago  Losano,  éste  en  el  acto  de  la  vista,  y  repre- 
sentado por  el  Proonrador  D.  José  María  Abad;  sin  qne  la  parte  denaa- 
dada  y  recurrida  haya  comparecido  en  este  Tribunal  Supremo: 

Resultando  que  por  contrato  privado  de  fecha  ^^  de  Octubre  de  1893, 
D.  Francisco  Juncal,  en  concepto  de  apoderado  de  Dofia  Carmen  May- 
nón, dio  en  arrendamiento  á  D.  Manuel  Lopes  Seijas  la  finca  denomi- 
nada Granja  del  Portazgo,  sita  en  la  carretera  de  Betanaos,  parroquia  de 
Ssnta  María  de  Rutis-Vlllaboa,  distrito  municipal  de  Cuileredo,  por  tér- 
mino de  dies  afios  y  renta  en  cada  uno  de  180  pesetas,  estableciendo, 
entre  otras  condiciones,  la  quinta,  según  la  cual  el  arrendatario  podría 
cortar  tres  álamos  existentes  en  la  misma  finca  para  invertirlos  en  U 
construcción  que  iba  á  hacer,  con  entrada  por  la  carretera  general,  de 
nnos  ranchos: 

Resultando  qne  D.  Manuel  Lopes  Seijas,  en  16  de  Jullb  de  1898,  for- 
muló ante  el  Jusgado  de  primera  instancia  de  la  Gorufia  demanda  de 
juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  contra  Dofia  Carmen  Maynón  Esca- 
yola, ejercitando  la  acción  personal,  con  la  súplica  de  que  se  deelarase 
tener  derecho  el  actor  á  ser  inlemnisado  de  8.466  pesetas  á  que  ascendía 
el  valor  de  las  labores,  plantíos  y  mejoras  hechos  en  la  Granja,  arrendada 
por  el  documento  de  6  de  Ostubre  de  1892  y  relacionados  en  la  diligen- 
cia de  lanaamiento  de  17  de  Mayo  de  1897,  ó  de  la  cantidad  que  regala- 
sen peritos  electos  en  la  forma  ordinaria,  y  se  condenara  á  la  Dolía  Car- 
men Maynón  á  que  dentro  de  quinto  día  le  pagase,  con  las  costas,  la 
cantidad  expresada  ó  la  qne  los  peritos  determinasen;  para  lo  cnal  ex- 
puso, sustancialmente,  después  de  relacionar  el  contenido  del  contrato 
de  arrendamiento:  haber  construido  el  mismo  demandante  en  la  finca 
arrendada  tres  ranchos  ó  casas  de  planta  baja,  con  entrada  por  la  carre- 
tera de  Castilla,  y  sido  citado  en  18  de  Febrero  de  1896  para  acto  de  con- 
ciliación con  el  representante  de  Dofia  Carmen,  por  haber  cortado  casta- 
ños en  la  finca  y  consentido  qne  un  colindante  cortase  otro  y  qne  la 
Empresa  del  teléfono  clavase  tres  poetes  en  ella;  haber  sido  desahuciado 
Á  instancia  de  la  demandada  por  supuesta  falta  de  pago,  procediéndose 
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Á  BQ  lanminlento  en  17  de  Mayo  de  1897,  consignándose  en  la  diligencia» 
é  petición  del  apoderado  de  Doña  Carmen,  diversas  observaciones  enca- 
minadas á  exigir  el  importe  de  desperfectos,  y  á  solicitad  de  López  8ei- 
jas,  otras  para  reclamar  los  plantíos  y  mejoras,  cayo  valor  ascendía  á 
3.465  pesetas;  y  deducirse  de  tales  antecedentes  qnería  la  demandada 
obligar  al  actor  á  indemnizar  los  desperfectos  sin  abonarle  las  mejoras 
y  los  plantíos: 

Resaltando  qae  Dofia  Carmen  Maynón  se  opnso  á  la  demanda,  con 
la  petición  de  q^e  se  la  absolviese  de  la  misma  y  se  impusieran  las  cos- 
cas al  López  Seijas,  exponiendo  al  efecto,  entre  otros  hechos:  resultar  del 
tonirato  de  arrendamiento  referido,  que  si  bien  se  disponía  el  colono  á  ha- 
cer alguna  obra,  sólo  se  le  concedía  pudiese  cortar  para  ella  tres  álamos, 
ó  sea  vino  á  pactarse  que  el  López  podía  hacer  obras  en  la  finca  arren- 
dada, pero  á  su  costa,  sin  opción  á  reintegro,  toda  vez  que  se  e6tipuló 
fuese  intégrala  merced  anual,  sin  descuento  alguno;  haber  modificado  el 
arrendatario  unas  cuadras  para  sacar  mejor  partido,  convlrtiéadolas  en 
ranchos,  cuyas  obras  le  costaron  62%|M^eta8,  y  otras  50  unas  paredes;  y 
desahuciado  judicialmente,  por  incumplimiento  de  las  condiciones  del 
contrato  y  falta  de  pago,  hubo  de  procederse  al  lanzamiento  y  al  embargo 
y  remate  de  los  frutos  pendientes  para  satisfacer  las  costas,  de  modo  que 
las  labores  y  los  plantíos  reclamados  en  la  demanda  fueron  vendidos 
por  el  Juzgado  para  hacer  efectivas  las  responsabilidades  que  afectaban 
al  actor;  y  constar  en  el  acta  notarial  que  acompañaba,  en  la  cual  se  in- 
sertó el  informe  de  un  Arquitecto,  que  la  finca  arrendada  y  sus  depen- 
dencias habían  quedado  en  un  estado  lastimoso  de  desperfección  y  aban- 
dono, sin  que  la  demandada  reclamase  el  pago  de  desperfectos,  si  bien 
qnería  constase  no  renunciaba  á  él: 

Resultando  que  ambas  partes,  en  sus  respectivos  escritos  de  réplica 
y  duplica,  reprodujeron  los  hechos  consignados  en  la  demanda  y  oontea- 
tadón;  añadiendo  el  demandante  que  mejoró  las  fincas  labrantías» 
agrandó  el  prado  y  edifiqó  los  ranchos,  gastando  mucho  más  de  las  67& 
pesetas  que  de  contrario  se  suponían,  con  anmento  considerable  de  la 
producción  de  la  finca  arrendada,  que  daba  en  renta,  por  esa  razón  y  por 
circunstancias  accidentales,  550  pesetas  al  afio: 

Resultando  que  durante  el  término  de  prueba,  por  parte  del  deman- 
dante informaron  tres  peritos,  maestros  de  obras,  haber  reconocido  loa 
tres  ranchos  ó  casas  de  planta  baja  construidas  por  el  López  Seijas  en  la 
Granja  del  Portai^o,  y  los  valoraban  en  junto,  dadas  su  extensión  j 
condiciones,  en  8.282  pesetas  50  eéntimos,  y  an  renta,  cada  uno  de  los 
ranchos,  84  pesetas  anuales,  ó  sea  en  junto  ios  tres  252  pesetas  al  afio;  j 
4b  las  cuentas  aprobadas  por  Dofia  Carmen  Maynón,  exhibidas  por  Don 
Francisco  Juncal,  aparece  que  la  casa  y  huerta  á  qne  se  refiere  la  de- 
manda produjeron  en  arriendo  120  pesetas  durante  cada  nno  de  los  afios 
1S77,  78  y  79,  y  desde  el  81  al  86,  y  180  pesetas  desde  1887  al  92: 

Resultando  que  practicadas  por  ambas  partes  otras  pruebas,  docn* 
mental  y  de  testigos,  y  dados  al  pleito  los  reatantes  trámites  de  dos  ins- 
toneias,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  territorial  de  la  Corufia,  en  9 
de  noviembre  de  1900,  dictó  sentencia  revocatoria,  por  w  que,  desesti- 
mando la  demanda  de  D.  Manuel  López  Seijas,  absuelve  de  la  misma  á 
Dolía  Carmen  Maynón  y  Escayola,  sin  hacer  expresa  condena  de  costas: 

Resultando  qne  D.  Manuel  López  Seijas  ha  interpuesto  recurso  de  ca- 
sación» citando  en  su  apoyo  el  núm.  1.®  del  art.  1692  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil  y  como  infringidos: 

Primero,    Los  arta*  1578  y  487  4el  Código  civil,  por  interpretación 
errónea  y  aplicación  indebida,  puesto  qne  el  segundo  de  dichos  artículos 
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M  circnnacribe  á  las  mejoras  útiles  y  de  recreo;  y  lo  resliíado  por  el  re* 
cúrrente,  al  construir  tres  ranchos  dentro  de  la  finca  arrendada,  con  an- 
torisación  para  hacerlo,  según  la  ciánsala  5.*  del  contrato,  íqó  aumen- 
tar  el  yalor  del  predio,  produciendo  nna  variación  snstanoial,  dadas  las 
aplicaciones  y  utilidades  nuevas  que  nacían  y  habían  de  obtenerse, 
creándose  con  tal  motivo  nna  relación  jurídica  entre  el  Lopes  Seijas  y 
Dofia  Oarmen  Maynón,  que  no  era  la  derivada  del  arrendamiento,  aun- 
que de  él  arrancara,  la  cual  llevaba  consigo  la  obligación  de  Indemnisar 
el  nuevo  valor  creado,  para  el  que  hubo  de  realizar  gastos  el  deman- 
dante, y  además,  por  cuanto  el  mismo  artículo  limita  la  facultad  del 
usufructuario,  y  en  su  consecuencia  del  arrendatario,  á  que  las  obras  no 
alteren  la  forma  y  sustancia  de  los  predios,  y  las  ejecutadas  por  Lopes 
Seijas  alteraron  una  y  otra,  pues  modificaron  esencialmente  la  finca  los 
tres  ranchos  construidos  en  ella,  ya  por  ser  tres  objetos  nuevos,  ya  por 
haber  sido  edificados  sobre  terrenos  destinados  al  cultivo,  imposibili- 
tándolo, así  como  los  productos  que  antes  se  obtenían,  y  creando  otros: 

Segundo.  El  mismo  art.  487,  Aambién  por  aplicación  indebida,  desde 
el  momento  que  al  aplicarle  se  ha  prescindido  de  lo  dispuesto  en  los  442, 
4S8,  S68,  360, 361  y  463  del  Código  civil,  los  cuales,  por  su  no  aplicación, 
aparecen  igualmente  infringidos,  por  estar  probado  el  carácter  de  posee- 
dor que  ostentaba  López  Seijas,  con  arreglo  al  último  extregio  del  ar- 
tículo 432;  que  tal  posesión  la  disfrutaba  de  buena  fe  en  virtud  del  con- 
trato de  arrendamiento,  cuya  autenticidad  no  puede  desconocerse,  y  que 
por  él  se  hicieron  construcciones  en  predio  ajeno,  ea  cuyo  caso  el  pro- 
pietario hace  suya  la  obra,  pero  con  la  obligación  de  indemnisar  su  im- 
porte al  que  la  ejecutó,  sin  que  pueda  estimarse  que  el  título  de  arren- 
datario no  le  daba  derecho  á  hacer  obras  como  las  realizadas  en  el  pre- 
dio arrendado  y  por  ello  reputarse  al  recurrente  como  poseedor  de  mala 
fe,  dada  la  cláusula  6.*^  del  contrato  de  arrendamiento,  en  la  que  se  le 
autorizó  para  cortar  tres  árboles  con  destino  á  las  construcciones  que 
iba  á  hacer;  de  todo  lo  cual  resulta  demostrado  que  la  clandestinidad, 
determinante  de  la  mala  fe,  no  existe,  y  sí  la  obligación  indudable  de  in- 
demnizar al  López  Seijas  por  las  construcciones  hechas,  como  poseedor 
de  buena  fe,  en  predio  ajeno,  con  conocimiento  y  coxu9entimiento  del 
propietario: 

Tercero.  £1  art.  1678  del  citado  Oódigo,  por  interpretación  errónea, 
por  cuanto  dispone  que  el  arrendatario  tendrá  el  mismo  derecho  que  se 
ecmoede  al  usufructuario  respecto  de  las  mejoras  útiles  y  voluntarias,  re- 
firiéndose, no  al  art.  487,  que  determina  su  pérdida,  salvo  en  el  caso  de 
poder  retirarlas  sin  detrimento  de  loe  bienes,  y  sí  al  488,  que  le  faculta 
á  compensar  los  desperfectos  con  las  mejoras  que  en  ellos  hubiese  hecho; 
y  estando  justificado  y  reconocido  en  ia  seátencia  recurrida  que  el  actor 
realizó  obras  que  aumentaron  el  valor  del  predio  arrendado,  y  no  qoe 
se  hayan  ocasionado  desperfectos,  es  indudable  la  obligación  que  la  de- 
mandada tiene  de  abonar  el  importe  de  aquéllas,  ya  se  repute  como  ts- 
les  mejoras,  ya  como  construcción  lo  realisado  por  López  Seijas,  si  no 
quiere  distinguirse  entre  unas  y  otras,  según  lo  haoe  el  art.  S68  del  n* 
petido  Código  civil;  y 

Cuarto.  El  art.  468  del  mismo  Código,  por  su  no  aplicación,  por 
cuanto  el  contexto  del  contrato  de  arrendamiento  demuestra  que  foé 
cansa  determinante  del  mismo  la  construcción  de  los  tres  ranchos  que 
llegó  á  edificar  López  Seijas,  haciendo  para  ello  gastos  necesarios,  qns 
á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  mismo  artículo  se  abonan  á  todo  poseedor, 
y  aún  considerados  sólo  como  útiles,  deben  ser  abonados  al  recurrente» 
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leomo  poseedor  de  bnena  íe,  según  se  expone  en  el  segando  motiyo  del 
pcesente  recurso. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  Toda: 

Considerando  que  se  refieren  los  cuatro  motivos  del  recurso  iá  la 
«plicación  debida  ó  indebida  de  los  artículos  1578  y  487  del  Código  civil» 
A  más  de  los  con  ellos  relacionados,  y  como  se  trata  si  son  6  no  de  abono, 
por  vía  de  indemnización,  determinadas  obras  hechas  por  el  arrenda- 
tario en  la  finca  arrendada,  ó  sean  tres  ranchos  que  en  esta  construyó, 
siendo  éstas  apreciadas  por  la  Audiencia  como  obras  útiles  y  volunta- 
rlas, pero  no  que  hayan  alterado  la  forma  y  sustancia  de  la  finca,  ni 
que  á  su  pago  se  obligara  el  propietario  en  el  contrato  de  arrendamiento, 
es  evidente  que  dichos  artículos  han  sido  aplicados  en  el  sentido  que 
era  procedente,  y  que  no  existen  las  infracciones  invocadas  con  relación 
á  disposiciones  legales  no  aplicables  al  caso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Manuel  López  Sel  jas;  no  hacemos 
condena  de  costas  por  no  haber  comparecido  en  este  Tribunal  Supremo 
la  parte  recurrida,  y  devuélvase  á  la  Audiencia  de  la  Corufia,  con  la 
oportuna  certificación,  el  apuntamiento  que  tiene  remitido. 

'Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é 
insertará  en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
naeesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=José  de  Aldecoa. 
=Bicardo  Gullón.==Jo8é  de  6arnica.=:FrancÍ6C0  Toda.=£nrique  Las- 
.eús.=Joaquín  González  de  la  Pefia.=Pedro  Lavín. 

Publicación.  =  Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Kxcmo.  8r.  D.  Francisco  Toda,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  cele- 
brando audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  que  cer- 
tifico como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  20  de  Abril  de  1901.=Licenciado  Hilario  María  González  y 
!Vorres. 


Nüm.  107.-QRACIA  Y  JUSTICIA.-20  di  Abril,  pub.  el  8  de  Mayo. 

Resolución  de  la  Dirección  general  de  los  Registros  confir- 
mando la  negativa  del  Registrador  de  la  propiedad  de  Yecla  á 
inscribir  una  escritura  de  compraventa. 
Bn  sos  CONSIDERANDOS  86  ostablece: 

Que  las  donaciones  entre  cónyuges  son  nulasy  con  arreglo  al  ar- 
iieuio  1334  del  Código  eiüil,  y,  por  lo  tanto,  también  la  escritura  de 
venia  que  de  la  eosa  donada  haga  el  donatario,  no  produciendo  efec- 
to alguno,  conforme  á  lo  prevenido  en  los  arts.  4.^  y  1275  del  mismo 

limo.  8r.:  Bn  el  recurso  gubernativo  interpuesto  por  el  Notario  Don 
Julián  Aparicio  Ortiz  contra  la  negativa  del  Registrador  de  la  propiedad 
de  Yecla  á  inscribir  una  escritura  de  compraventa;  pendiente  en  este 
Centro  en  virtud  de  apelación  de  dicho  Notario: 

Resultando  que  por  escritura  de  8  de  Febrero  de  1887,  Dofia  Jenara 
Pérez  de  los  Cobos  dló  en  arrendamiento  á  D.  José  María  Molina  un 
trozo  de  terreno  titulado  £1  Arenoso,  de  10  fanegas  y  ocho  celemines» 
plantado  de  vifia,  y  otro  trozo  de  terreno  nombrado  Orillas  de  la  Solana, 
de  19  fanegas  de  tierra  blanca,  con  la  obligación  de  plantarlo  de  vifia,. 
«stípulándose  en  dicha  escritura,  entre  otras  condiciones,  las  siguien- 
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tea:  <10.  Tr^inscnrridos  los  diez  afioB  siguientes  á  esta  fecha,  eli»ro^- 
tario  tendrá  derecho  á  comprar  ias  plantaciones  qne  éste  tenga  en  los 
dos  trosos  que  qaedan  expresados,  abonando  al  precio  qne  se  determina 
el  Talor  de  cinco  sextas  partes  de  cepas,  pues  que  la  otra  sexta  parte  a» 
reconocerá  como  de  la  exclnsiya  pertenencia  de  dicho  propietario.=ll. 
£1  colono  ó  plantador  tendrá  también  derecho,  laego  de  transcurridos  los 
diez  afiOB,  á  que  le  compre  por  el  mismo  precio  sus  cinco  sextas  partes 
de  cepas.=18.  8i  ni  el  propietario  quisiera  comprar  ni  el  colono  vender 
las  vides  ó  cepas,  en  tal  caso  este  contrato  durará  todo  el  tiempo  que 
duren  las  cepas  en  estado  de  producción.=16.  Mientras  que  el  >olono 
tenga  el  carácter  de  tal  dentro  de  los  diez  años  expresados  ó  el  carácter 
de  superficiario,  transcurridos  que  sean,  tendrá  obligación  de  entregar 
al  propietario  la  sexta  parte  lutegra  del  producto  en  fruto  de  dichas  plan- 
taciones, < mediante  á  que  este  contrato  de  arrendamiento  j  derecho  su- 
perfícial  en  su  caso  es  el  nominado  de  terraje  de  seis  una>.=21.  El  colo- 
no no  podrá  en  ningún  tiempo  ni  por  ningún  coacepto  ren^er» permutar 
ni  hipotecar  los  derechos  qne  adquiere  por  virtud  de  este  contrato,  y  si 
tal  hiciere,  se  entenderá  que  son  nulos  y  de  ningún  valor,  ijio  aer  que 
t\ propietario  le  diese  consentimiento  expreso  y  escrito: 

Besultando  que  el  trozo  de  tierra  titulado  El  Arenoso,  cuyas  cepas 
habían  sido  plantadas  por  D.  Antonio  Molina  Gil,  padre  del  expresado 
D.  José  María  Molina,  se  lo  había  dado  á  éste  en  venta  á  censo  enfltén- 
tico  perpetuo  D.  Francisco  Pérez  de  los  Cobos,  padre  de  la  referida  Dofia 
Jenara,  por  escritura  de  14  de  Septiembre  de  1878,  que  se  inscribió  en  el 
Begi9tro  de  la  propiedad,  y  que  esta  escritura  ha  quedado  rescindida  por 
la  mencionada  anteriormente  de  8  de  Febrero  de  1887,  en  la  qne  los  otor- 
gantes de  la  misma,  ó  sea  los  citados  D.  José  María  Molina  y  Dofia  Je- 
nara Pérez  de  los  Cobos,  así  lo  declararon  expresamente,  afiadiendo  que 
quedaban  sin  valor  ni  efecto,  no  sólo  los  derechos  por  ella  creados,  siso 
también  los  que  José  Molina  ostenta  por  virtud  de  los  testimonios  de 
sus  herencias  paterna  y  maternií,  en  los  que  se  le  adjudicaron  dichas  ce- 
pas, los  cuales  testimonios  se  inscribieron  también  en  el  Begistro  en 
cuanto  á  los  derechos  del  dominio  útil: 

Resultando  que  por  escritura  otorgada  en  SI  de  Diciembre  de  18t6> 
por  D.  José  Molina  García,  de  una  parte,  y  de  otra  por  D.  Antonio  Gre- 
gorio López,  asistido  de  su  esposa  Dofia  Jenara  Pérez  de  los  Cobos,  á  la 
que  le  confiere  la  licencia  marital  necesaria,  manifestaron  dichos  otor- 
gantes que  encontrándose  precisamente  en  la  época  de  poder  hacer  uso 
Dofia  Jenara  Pérez  de  los  Cobos  de  las  facultades  que  se  reservara  en  la 
escritura  de  S  de  Febrero  de  1887  para  adquirir  las  plantaciones  <de  refe- 
rencia, deja  su  derecho  para  que  lo  verifique  su  esposo  D.  Antonio  Gre- 
gorio, y  al  efecto  han  convenido  los  sefiores  comparecientes  en  formali- 
zar el  presente  Instrumento  público,  con  arreglo  á  las  siguientes  estipn- 
laciones»:  primera,  que  D.  José  Molina  García  vende  á  D.  Antonio 
Gregorio  López  las  plantaciones  que  se  comprenden  en  loe  dos  trozos  de 
que  se  trata  y  que  designan  con  la  letra  A  el  qne  se  denomina  El  Areno- 
so, y  con  la  letra  B  el  denominado  Orillas  de  la  Solana: 

Resultando  que  presentada  esta  escritura  en  el  Registro  de  la  propie- 
dad, extébdió  el  Registrador  al  pie  de  ella  la  nota  siguiente:  cDenegida 
la  inscripción  que  se  solicita  en  este  documento,  por  contener  los  defso- 
toB  siguientes:  primero,  venderse  en  él  la  plantación  de  vifia  de  la  finsa 
A  por  José  Molina  García,  que  no  aparece  en  el  Registro  como  duefio; 
segundo,  constituir  la  cesión  que  Dofia  Jenara  Pérez  de  los  Cobos  btos 
á  su  marido  D.  Antonio  Gregorio  López,  del  derecho  á  comprar  la  plan- 
tación, un  verdadero  contrato  entre  cónyuges,  nulo  con  arreglo  á  Its 
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disposiciones  del  Código  cítíI;  y  tercero,  eer  personal  del  dnefio  del  te- 
rreno el  derecho  de  adquirir  la  plantación  y  venderse  por  la  escritura  á 
nn  tercero  que  no  ostenta  tal  carácter.  Y  no  pareciendo  subsanables 
tales  defectos,  no  es  admisible  anotación  preventiva,  que  á  mayor  abnn- 
danalento  no  se  ha  solicitado»: 

Resaltando  que  el  Notario  autorisante  de  dicha  escritura,  D.  Julián 
Aparicio  Ortii  Ángulo,  entabló  este  recurso,  pidiendo  se  declare  estar 
extendida  con  arreglo  á  las  formas  y  prescripciones  legales  y  que  pro- 
cede sn  inscripción,  alegando  en  apoyo  de  tai  pretensión  las  siguientes 
consideraciones:  que  D.  José  Molina  tiene  inscrito  el  título  que,  llámese 
como  se  quiera,  expresa  le  cesión  que  Dofia  Jenara  le  hiso  de  las  vides 
existentes  entonces  en  el  pedazo  señalado  con  la  letra  A,  llamaido  Are- 
noso, asi  como  el  de  plantarlas  en  el  de  la  letra  J3,  llamado  Orillas,  y 
resulta  iBcomprensible  que  diga  el  Registrador  no  aparece  del  Registro 
que  el  Molina  sea  dueño  de  las  cepas  que  le  cedieron;  que  el  dejar  Doña 
Jenara  su  derecho  para  que  lo  ejercitara  su  marido,  es  simplemente  un» 
renuncia  que  puede  hacer  válidamente,  y  en  su  virtud,  disponer  el  Mo- 
lina de  las  cepas  vendiéndolas  á  quien  tuviera  por  conveniente,  y  que 
en  el  caso  de  existir  el  contrato  supuesto  entre  cónyuges,  seria  su  efecto 
tenerlo  como  no  hecho,  pero  quedarla  válida  la  venta  como  consentida 
por  Dofia  Jenara;  que  el  mismo  Registrador,  al  no  liquidar  más  que  la 
Tenta,  es  porque  no  apreció  como  liquidador  del  impuesto  el  supuesto 
contrato  de  cesión  de  mujer  á  marido;  y  que  á  pesar  del  derecho  prefe- 
rente y  personal  dé  Dofia  Jenara  para  adquirir  las  cepas,  como  ocurre  al 
dueño  directo  en  el  censo  enñtéutico,  ello  no  significa  que  dicha  sefiora 
y  dnefio  directo  teoga  coartada  su  omnímoda  libertad  de  contratar: 

Resultando  que  el  Registrador  de  la  propiedad  informó  "defendiendo 
la  procedencia  de  la  nota  denegatoria,  por  las  razones  siguientes:  que  el 
troao  nombrado  Arenoso,  señalado  en  la  escritura  con  la  letra  A,  estaba 
ya  plantado  de  vifia,  y  sólo  dio  Dofia  Jenara  al  Molina  en  ariendamien- 
to,  por  lo  que  no  podía  éste  vender  la  plantación,  que  no  le  pertenecía, 
y  en  la  que,  á  lo  sumo,  tendría  el  dominio  útil;  que  lo  que  se  quiere 
presentar  como  renuncia  de  derecho  hecha  por  la  Doña  Jenara,  no  es 
posible  calificar  Ib  así,  porque  acto  tan  solemne  merecía  cláusula  espe- 
cial, ya  que  no  documento  aparte,  y  que,  como  además  se  hizo  para  que 
el  esposo  practicara  la  adquisición,  es  igual  á  decir  que  si  no  lo  verifi- 
cara no  había  dejación  ni  renuncia,  y  no  siendo  legal  la  frase  «dejan, 
bay  que  entenderla  como  significando  ceder  gratuitamente,  igual  á  dona- 
don,  según  el  concepto  que  contiene  el  art.  618  del  Código  civil,  que  ék 
1834  del  mismo  declara  nula  cuando  es  hecha  entre  cónyuges  durante  el 
matrimonio;  que  aunque  la  Dofia  Jenara  pudo  renunciar,  con  licencia 
de  su  marido,  lo  que  ha  Lecho  es  donar  á  éste  su  derecho;  y  que  al  ad- 

3uirir  el  marido  las  plantaciones  en  las  mismas  condiciones  que  tenía 
erecho  á  adquirir  su  mujer,  se  abroga  la  capacidad  legal  de  la  misma 
eomo  sefiora  directa  en  virtud  de  la  donación,  que  es  nula: 

Resaltando  que  dicho  Registrador  acompafió  á  su  informe  una  certi- 
flcación  de  los  asientos  del  Registro  referentes  á  los  trozos  de  que  ss 
trata,  en  la  que  aparece  que  en  la  inscripción  de  adjudicación  de  £1  Are- 
noso á  Dofia  Jenara  Pérez  de  los  Cobos  por  herencia  de  su  padre  D.  Fran- 
cisco, extendida  en  26  de  Octubre  de  1886,  se  hizo  constar  que  se  hallaba 
gravada  esta  finca  con  el  dominio  útil  á  favor  de  José  Molina  García,  y 
<iue  eft  virtud  de  la  escritura  de  8  de  Febrero  de  1887  se  practicaron  dos 
inscripciones  en  14  de  Abril  del  mismo  afio,  una  para  hacer  constar  la 
renuncia  de  dicho  dominio  útil  por  parte  del  expresado  José  Molina  en 
^vor  de  Dofia  Jenara,  y  otra  para  hacer  constar  el  derecho  de  arrenda- 
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miento,  y  de  superficie  en  su  caso,  otorgado  por  ésta  á  favor  de  «qnél, 
expresándose  en  nna  de  estas  inscripciones  que  cdiclia  Dofia  Jenarm  Isa- 
cribe  á  SQ  favor  el  dominio  útil  de  esta  finca  á  titulo  de  consolidaeiáB 
por  renuncia  del  poseedor  del  mismoi,  y  expresándose  en  la  otra  ins- 
cripción €que  José  María  Molina  García  inscribe  á  8U  favor  el  donunio 
útil  de  las  dos  parcelas  anteriormente  descritas  de  esta  finca  á  título  de 
cesión  ó  arrendamiento,  cuyo  contrato  se  ha  celebrado  bajo  las  condi- 
ciones siguientes!;  las  cuales  se  hacen  constar  tal  y  como  quedan  con- 
signadas en  el  resultando  primero: 

Resultando  que  el  Juez  Delegado  dictó  auto  revocando  la  nota  del 
Registrador,  y  declarando  inscribible  la  escritura,  por  apreciar  que,  se- 
gún los  arts.  1281,  1282  y  1285  del  Código  civil,  y  la  doctrina  de  la  sen- 
tencia de  11  de  Enero  de  1888,  se  desprende  que  José  María  Molina  ad- 
quirió dominio  útil  en  la  finca,  tanto  por  el  contenido  de  la  escritura  de 
3  de  Febrero  de  1887,  por  la  que  Dofia  Jenara  se  lo  cedió,  como  por  la 
de  31  de  Diciembre  de  1896,  por  la  que  se  venden  las  cinco  sextas  partes 
de  las  vides;  que  por  la  dejación  que  la  Dofia  Jenara  hizo  de  su  deredio, 
no  adquiere  su  marido  ninguno  que  no  tuviera  desde  que  su  sefiora  de- 
jara de  ejercitar  el  suyo;  que  aun  supuesta  la  donación  matrimonial, 
daría  lugar^  á  lof  más,  á  la  resolución  del  contrato;  que  el  derecho  de  le- 
tracto  que  tenía  Dofia  Jenara  era  renunciable,  según  el  art.  4.®  del  Có- 
digo civil,  y  que  no  se  oponía  á  que  el  Molina  pudiera  enajenar  las  vi- 
des, con  sujeción  al  contrato  de  3  de  Febrero  de  1887: 

Resultando  que  el  Registrador  de  la  propiedad,  apelando  del  auto  re- 
ferido, insistió  en  las  consideraciones  de  su  primer  escrito,  añadiendo: 
que  Dofia  Jenara,  en  1887,  no  pudo  ceder  á  plantación  el  troso  Arenoso, 
que  ya  tenía  cepas;  que  como  dicha  sefiora  tenía  inscrita  la  plena  pro- 
piedad de  ambas  parcelas  y  no  cedió  al  Molina  las  cepas  ya  plantada* 
sino  para  su  aprovechamiento,  no  pudo  éste  venderlas  á  D.  Antonio  Gre- 
gorio López,  ni  la  mujer  de  éste  quiso  que  adquiriera  sino  la  plantación 
hecha  por  Molina  después  de  1887;  y  que  como  la  renuncia  de  Dofia  Je- 
nara no  cabe  apreciarse,  y  sin  consentimiento  de  ella  no  pudo  el  Molina 
enajenar  á  un  tercero,  es  nula  la  escritura  de  venia,  aun  prescindiendo 
del  acto  de  renuncia,  en  contra  de  lo  afirmado  por  el  Juzgado: 

Resultando  que  el  Presidente  de  la  Audiencia  revocó  el  auto  del  Juz- 
gado y  confirmó  la  nota  denegatoria  del  Registrador,  por  estimar:  que 
Doña  Jenara  Pérez  de  los  Cobos  era  duefia  en  pleno  dominio  de  la  finca 
El  Arenoso,  por  haberse  refundido  en  ella  el  dominio  útil  con  el  directo 
por  la  escritura  de  3  de  Febrero  de  1887,  sin  que  D.  José  Molina  pudiera 
ostentar  más  título  que  el  de  arrendatario,  pues  el  contrato  de  dicha  fe- 
cha, según  la  condición  del  núm.  7,  fué  el  de  arrendamiento  denomi- 
nado de  terraje  de  seis  una,  y,  por  tanto,  no  podía  vender,  por  no  perte- 
necer le,  la  plantación  de  vifia  de  la  expresada  finca;  que  la  frase  de  Dofia 
Jenara  de  cdejar  su  derecho  para  que  lo  verifique  su  esposo>,  es  como 
una  donación  á  éste,  porque  dejar  sólo  en  favor  del  marido  no  puede 
considerarse  equivalente  á'  renunciar;  que  no  habiendo  renuncia,  sino 
donación,  y  siendo  ésta  nula,  no  ha  podido  el  marido  comprar,  por  el 
derecho  que  la  mujer  se  reservó  como  duefia  del  terreno: 

Resultando  que  el  Notario  D.  Julián  Aparicio  Ortiz,  al  apelar  del 
acuerdo  de  la  Presidencia  de  la  Audieíicla,  expuso:  que  las  considera- 
ciones del  primer  considerando  no  constan  en  la  escritura  de  8  de  Fe- 
brero de  1887;  que  la  frase  cdejari,  discutida  y  empleada  por  Dofia  Je- 
nara, debe  interpretarse  como  si  hubiera  dicho  cdeja  so  derecho,  por  lo 
que  puede  verificar  el  contrato  su  esposo;  y  que  el  mismo  Registrador, 
al  suponer  impropio  el  lenguaje  empleado  al  usar  diclia  frase,  explica  el 
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vasonamiento  del  jQcgado  de  qne,  conforme  al  art.  1281  del  Oódigo  ci- 
^il,  deba  estarse  á  la  intención  de  los  contratantes  cnando  las  palabras 
10.0  resulten  conformes  con  la  misma,  y  es  eyidente  que  no  habian  de 
proponerse  los  cónyuges  otorgar  una  donación  prohibida  por  la  ley,  sino 
la  renuncia  que  conduce  á  conseguir  sus  aspiraciones. 

Vistos  los  aite.  4.^,  1276,  1281,  1282  y  13S^  del  Código  civil,  66  de  la 
ley  Hipotecaria  y  67  del  reglamento  general  para  su  ejecución: 

Considerando,  en  cuanto  al  primero  de  los  defectos  coneignadoa  en 
la  nota  denegatoria  del  Registrador^  no  ser  exacto,  como  afirma  esto 
4Nincionario,  que  D.  José  Molina  y  García,  vendedor  de  la  plantación  de 
la  finca  designada  con  la  letra  A,  no  aparesca  en  el  Registro  como  duefio 
^e  dicha  plantación,  puesto  que,  si  bien  es  verdad  había  renunciado  el 
dominio  útil  de  esta  finca  y  se  hallaba  inscrito  este  dominio  á  favor  de 
Dofia  Jenara  Pérez  de  los  Cobos,  también  lo  es  que  el  expresado  D.  José 
Jíolina  adquirió,  por  las  condiciones  con  que  se  estipuló  él  arrenda- 
miento en  la  misma  escritora  de  renuncia  de  8  de  Febrero  de  1887,  la 
propiedad  de  las  cinco  sextas  partes  de  la  referida  plantación,  pues  la 
otra  sexta  parte  se  reconoció  como  de  la  exclusiva  pertenencia  de  aquella 
interesada,  la  cual  se  reservó  además  el  derecho  de  comprárselas  du- 
rante los  diez  primeros  años  del  contrato,  según  resulta  de  la  inscripción 
correspondiente  del  Registro  de  la  propiedad,  en  la  que  se  hallan  copia- 
das las  condiciones  mencionadas,  y  se  expresa,  á  mayor  abundamiento, 
que  D.  José  Molina  inscribe  á  su/avor  el  dominio  útil  de  esta  finca  á 
titulo  de  cesión  ó  arrendamiento  con  las  susodichas  condiciones: 

Considerando,  en  cuanto  á  los  demás  defectos  consignados  en  la  ex- 
presada nota,  que  habiendo  llegado  la  época  de  poder  usar  de  dicho  de- 
recho, y  habiendo  manifestado  Dofia  Jenara  en  la  escritura  de  compra 
de  31  de  Diciembre  de  1896,  que  es  la  que  ha  motivado  el  presente  re- 
corso, tque  deja  su  derecho  para  que  lo  veriñque  su  esposo  D.  Anto- 
nio Gregorio^y  es  evidente  que  esta  manifestactón,  no  sólo  comprende 
la  renuncia  del  mismo,  como  pretende  el  Kotario  recurrente,  sino  que 
cnvnelve  además  una  verdadera  cesión  ó  donación  de  este  derecho  en 
favor  de  su  esposo,  toda  vez  que  es  á  él  á  quien  expresamente  se  dirige: 

Considerando  que  esta  donación  entre  cónyuges  es  nula,  con  arreglo 
á  lo  dispuesto  en  el  art.  1384  del  Código  civil,  y,  por  lo  tanto,  la  escri- 
tura de  venta  que  en  su  consecuencia  se  otorgó  es  nula  también^  no  pro- 
duciendo efecto  alguno,  conforme  á  lo  prevenido  en  los  arts.  4.®  y  1276 
del  mismo  Código; 

Esta  Dirección  general  ha  acordado  que  no  ha  lugar  á  declarar  que 
la  escriturado  venta  de  31  de  Diciembre  de  1896,  autorizada  por  el  No- 
tario recurrente,  se  halla  extendida  con  arreglo  á  las  formalidades  y 
prescripciones  legales,  confirmándose  la  providencia  apelada  en  cuanto 
esté  conforme  eon  esta  resolución,  y  revocándose  en  lo  demás. 

Lo  que,  con  devolución  del  expediente  original,  comunico  á  V.  I.  á 
los  efectos  consiguientes.  Dios  guarde  á  V.  I.  muchos  afios.  Madrid  20 
de  Abril  de  1901.— £1  Director  general,  Ramón  Cepeda.— Sr.  Presidente 
de  la  Audiencia  de  Albacete. 

Núm.  108.-TRIBUNAL  SUPREMO.— 22  de  Abril,  pub.  el  20  de  Mayo. 

Casación  por  infracción  de  ley.— Defensa  por  pobre.— -Auto  de- 
clarando no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  interpuesto 
por  Doña  Jacinta  Matheu  contra  la  sentencia  pronunciada  por 
la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en 
pleito  con  D.  José  Víla  y  el  Abogado  del  Estado. 
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En  su  CONSIDERANDO  üníco  se  establece: 

Que  según  ee  ha  deelarado  repetidamente ^  las  sentencias  en  que 
se  otorga  el  beneficio  de  pobreza  para  litigar  no  tienen  el  carácter  die 
deñnitioas  para  los  efectos  de  poder  interponer  contra  ella»  re- 
curso de  casación;  y  esto  supuesto,  no  cabe  ni  hay  términos  hábilet 
para  sostener  que  puedan  admitirse  tales  recursos  cuando  sus  moti- 
vos se  reñeren  á  extremos  accidentales  de  la  misma  sentencia,  cual 
es  el  de  las  costas,  tanto  por  lo  anómalo  que  seria  dar  más  impor- 
tancia á  lo  accesorio  que  á  lo  principal,  como  porque  la  doctrina  de 
del  Tribunal  Supremo  se  ha  jundaao  en  el  carácter  propio  y  único 
de  tales  sentencias. 

Resultando  que  en  el  Jnsgado  de  primera  Instancia  del  distrito  de 
Norte  de  Barcelona,  los  hermanos  D.  Narciso  y  Dofia  Jacinta  Mathen  j 
Domenech  promovieron  demanda  de  pobreza  para  litigar  con  D.  José 
Vila  y  Casanoyas,  y  sastanciado  por  los  trámites  correspondientes  de 
las  dos  instancias,  con  intervención  en  ambas  del  Abogado  del  Estado, 
la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  aquella  ciudad  dictó  sen- 
tencia en  27  de  Octubre  próximo  pasado,  confirmatoria  de  la  del  Juzgado, 
desestimando  el  beneficio  de  pobreza  solicitado  por  D.  Narciso,  decla- 
rando pobre  en  sentido  legal  á  la  Dofia  Jacinta,  y  condenando  al  primero 
al  pago  de  la  mitad  de  las  costas,  con  los  demás  pronunciamientos  del 
caso: 

Resultando  que  Dofia  Jacinta  Matheu  interpuso  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley,  en  cuanto  no  se  había  condenado  á  D.  José  Vila 
al  pago  de  la  mitad  de  las  costas  por  razón  de  su  oposición  á  que  se  otor- 
gara á  la  recurrente  el  beneficio  de  pobreza: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  se  opuso  á  la  admisión  del  re- 
curso, y  en  su  virtud,  se  trajeron  los  autos  á  la  vista,  con  las  citaciones 
correspondientes. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  Toda: 

Considerando  que,  según  se  ha  declarado  repetidamente,  las  senten- 
cias en  que  se  otorga  el  ¿neficio  de  pobreza  para  litigar  no  tienen  el  ca- 
rácter de  definitivas  para  los  electos  de  poder  interponer  contra  ellas  re- 
curso  de  casación;  y  que  esto  sapuesto,  no  cabe  ni  hay  términos  hábiles 
para  sostener  que  puedan  admitirse  tales  recursos  cuando  sus  motivos 
se  refieren  á  extremos  accidentales  de  la  misma  sentencia,  cual  es  el  de 
las  costas,  tanto  por  lo  anómalo  que  sería  dar  más  importancia  á  lo  ac- 
cesorio que  á  lo  principal,  como  porque  la  doctrina  de  este  Supremo  Tri- 
bunal se  ha  fundado  en  el  carácter  propio  y  único  de  tales  sentencias; 

No  ha  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  por  inf  racción  de 
ley  interpuesto  por  Dofia  Jacinta  Matheu  Domenech,  á  quien  condena- 
mos al  pago  de  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Barcelona  la  certi- 
ficación correspondiente,  con  devolución  del  apuntamiento  que  ha  remi- 
tido, y  pnblíquese  este  auto  en  la  forma  que  previene  la  ley. 

Madrid  22  de  Abril  de  1901.=:José  de  Aldecoa.=Ricardo  Gulló&.=r 
José  de  6srnica.=Francísco  Toda.=Joaquin  González  de  la  Pefia.=Pe- 
dro  Layln.= Vicente  de  Piniés.=Licenciado  Jorge  Martines. 
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Küzn.  lOe.— TRIBUNAL  SUPREÍ0.-24  de  Abril, 
pnb.  «I  8  y  13  d«  Mayo. 

Casación  por  infracción  de  hEY.-^Reaeisión  de  eoniraio  de  eom- 
/)raoen/a.— Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  in- 
terpuesto por  D.  Antonio  Próspero  de  Alburquerque  contra  la 
£  renunciada  por  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
ladrid,  en  pleito  con  Doña  Aeueda  Doncel. 
En  sus  CONSIDERANDOS  sc  establecc: 

Que  las  obligaciones  nacidas  de  los  contratos  tienen  Juerza  de  ley 
entre  las  partes  que  los  celebran,  debiendo  cumplirse  á  tenor  de  los 
musmos: 

Que  cuando  un  contrato  es  claro  y  no  ofrece  duda,  debe  estarse 
mi  sentido  literal  de  sus  palabras,  sin  necesidad  de  interpretar  unas 
€láusulasDorotras,y  observando  esta  doctrina  la  Sala  sentenciado^ 
m,  no  infringe  los  artículos  1385, 1091  y  1286  del  Código  eioil: 

Que  el  art.  1294  del  Código  civil,  como  los  que  le  preceden  y  si' 
guen,  se  r^ereá  los  contratos  rescindibles  con  arreglo  á  la  ley,  y  no 
es  aplicable  á  la  rescisión  de  aquellos  en  que  los  interesados,  en  uso 
de  su  voluntad  soberana  en  esta  materia,  establecen  una  condición  re- 
MOluloria  de  cuyo  cumplimiento  depende  la  subsistencia  del  contrato: 

Que  no  se  enriquece  torticeramente  el  que  reclama  y  obtiene  lo 
que  corresponde  en  virtud  de  un  contrato  válido  y  solemne. 

En  la  Yilla  y  corte  de  Madrid»  á  24  de  Abril  de  1901,  en  los  antoa  de 
juicio  declaratiyo  de  mayor  cuantía  seguidos  por  Dofia  Águeda  Doncel 
Tadelin,  dedicada  á  las  faena?  domésticas,  de  esta  vecindad,  contra  Don 
Antonio  Próspero  de  Albnrquerque  y  Coarrace,  Ingeniero,  yecino  de 
lierena,  sobre  rescisión  de  un  contrato  de  compraventa;  autos  pendien- 
tes ante  Nos,  en  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  interpuesto 
por  el  D.  Antonio  Próspero,  á  quien  representa  el  Procurador  D.  Pedro 
Ganna  y  García  y  defiende  el  Licenciado  D.  José  Moróte;  estándolo  la 
parte  demandante  y  recurrida  por  el  Procurador  D.  Francisco  Iglesias  y 
el  Doctor  D.  Felipe  Bánches  JRomán: 

Besultando  que  por  escritura  pública  de  28  de  Diciembre  de  1897, 
Dofia  Águeda  Doncel  y  Tndelín  vendió  á  D.  Antonio  Próspero  de  Albur- 
querque una  mina  denominada  Santa  Águeda,  sita  en  el  término  mu- 
nicipal de  Llerena,  paraje  titulado  Las  Cruces,  compuesta  de  20  perte- 
Bencias,  con  los  útiles,  herramientas,  máquinas,  obras  y  cuanto  exis- 
tiera en  la  misma  y  correspondiera  á  la  vendedora,  por  el  precio  de  60.000 
pesetas  y  el  10  por  100  de  los  beneficios  de  aquélla;  confesando  la  Dofia 
Águeda  tener  recibidas  1.000  pesetas  con  anterioridad,  entregándola 
9.000  más  el  comprador  en  el  propio  acto  y  comprometiéndose  á  satis- 
facer á  aquélla  las  40.000  restantes  en  el  plazo  de  seis  meses  á  contar  de 
la  fecha  de  la  escritura;  y  estipularon:  por  la  cláusula  4.%  que  para  el 
pago  del  10  por  100  de  los  beneficios  que  produjera  la  mina  se  sefialaban 
las  fechas  de  81  de  Enero  y  SO  de  Julio  de  todos  los  afios  siguientes  al 
otorgamiento  de  aquella  escritura,  empezándose  á  contar  como  plaao  á 
•ate  efecto  el  80  de  Julio  de  1898,  y  para  realizar  tal  pago  D.  Antonio 
Próspero  de  Alburquerque  ó  la  persona  ó  Sociedad  que  tuviera  á  su  cargo 
a  explotación  y  propiedad  de  la  mina,  ó  las  dos  si  se  hallasen  divididas, 
Icaentarían  á  Dofia  Águeda  Doncel  el  80  de  Junio  y  el  81  de  Diciembre 
TOMO  91  87 


Digitized  by 


Google 


MI  JURISPRUDENCIA  cnriL 

de  cada  afio  caenta  detallada  de  Iob  ingresos  7  gastos  del  semestrey  eon 
expresiÓQ  del  saldo  7  de  la  cantidad  de  beneficios  qae  por  el  10  por  100 
le  correspondiese;  Dofia  Águeda  Doncel  en  los  veinte  días  sigaientes 
firmaría  la  conformidad  con  aqnel  saldo  si  estay lese  conforme  eon  él,  7 
si  hubiere  beneficios  debería  pagársela  en  efectivo  metálico  la  parte  que 
la  correspondiese  por  sa  10  por  100  en  las  fechas  indicadas  al  principio 
de  aquella  cláosola;  por  la  6.*,  que  Dofia  Agoeda  Doncel  no  estarin  obli- 
gada á  satisfacer  ninguna  cantidad  por  rasón  de  obras,  trabajos,  contri- 
bodones  7  demás  gastos  de  cualquier  clase  que  fueran,  poea  el  10  por  100 
de  beneficios  que  se  reservaba  7  se  le  reconocía  era  completamente  libre 
de  todo  gasto  7  dedacible  de  cualquier  beneficio  que  la  mina  prodojese 
á  D.  Antonio  Próspero  de  Alburquerque  óá  sus  sucesivos  poseedores 
en  su  explotación,  en  su  propiedad,  ó  en  ambas  á  la  ves;  pero  si  la  Dofia 
Águeda  estimal>a  necesario  para  comprobar  dicha  participación  interve- 
nir en  la  administración  7  contabilidad  de  la  misma,  derechos  qne  para 
este  efecto  se  le  concedían,  sería  de  su  cuenta  el  pago  de  la  persona  ó 
personas  que  con  tal  objeto  nombrase;  por  la  6.*,  que  si  llegado  el  21  do 
Junio  de  1898  no  se  hubieren  satisfecho  por  D.  Antonio  Próspero  de  Al- 
burquerque, ó  la  persona  ó  Sociedad  que  le  sucediera  en  la  explotación 
ó  propiedad  de  la  mina,  las  40.000  pesetas,  parte  aplazada  del  precio  en 
efectivo  metálico,  quedaría  rescindida  desde  el  mismo  instante  la  venta 
realiaada  en  aquella  escritura,  7  Dofia  Águeda  Doncel  ó  quien  la  repre- 
sentara entraría  desde  el  mismo  día  en  la  posesión  de  la  citada  mina, 
readquirlendo  su  propiedad  7  dominio,  con  los  útiles,  herramientas,  má- 
quinas, obras,  materiales,  mineral  7  demás  que  contuviese,  sin  que  tu- 
viera que  devolver  la  Dofia  Águeda,  si  tal  caso  llegase,  la  paite  de  pre- 
cio recibida,  ni  indemnizar  cosa  alguna  á  Alborquerqneóá  quien  le  su- 
cediera en  la  explotación  ó  propiedad  de  aquélla;  por  la  7.^,  que  la  falta 
de  entrega  de  las  cuentas  mencionadas  en  la  cláusula  4>,  en  las  fechas 
en  ella  determinadas,  7  del  pago  del  10  por  100  de  beneficios,  si  la  mina 
los  produjera,  en  las  también  indicadas  fechas,  causarían  los  mismos 
efectos  asignados  en  la  cláusula  anterior  para  el  caso  de  morosidad  en 
el  abono  del  precio;  por  la  8.*,  que  también  producirá  estos  efectos  la 
falta  de  parte  de  Alburquerque,  ó  de  quien  le  sucediere,  de  pago  del  ca- 
non por  superficie,  con  los  recargos  correspondientes,  ó  de  cualquier  otra 
contribución  ó  impuesto,  que  de  no  pagarse  llevara  consigo  la  caducidad 
de  la  concesión  de  la  mina  ó  la  incautación  de  ella  por  el  Estado,  Pro- 
vincia ó  Municipio,  ad virtiendo  Dofia  Águeda  Doncel,  respecto  á  ests 
extremo,  que  el  último  que  había  pagado  por  canon  era  el  del  cuarto  tri- 
mestre de  1896  á  97;  7  por  la  9.%  qne  bajo  las  condiciones  consignadas, 
Dofia  Águeda  Doncel  transmitía  á  D.  Antonio  Próspero  de  Alburquerque 
la  propiedad  7  dominio  que  la  correspondían  sobre  la  mina  SeaUa 
Águeda^  en  concepto  de  libre  de  toda  carga  7  quedando  sujeta  á  la  evlo- 
don  7  saneamiento;  á  más  de  lo  cual  sefialaron  esta  corte,  de  común 
acuerdo,  como  domicilio  para  todos  los  actos  7  diligendas  á  que  la 
misma  escritura  pudiera  dar  lugar: 

Resultando  que  Dofia  Águeda  Doncel,  con  fecha  6  de  Agosto  de  1898, 
formuló  demanda  de  juicio  declarativo  de  ma7or  cuantía,  que  se  ha  tra- 
mitado ante  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Universi- 
dad de  esta  capital,  con  la  súplica  de  que  se  declarase  resdndido  7  sin 
ningún  valor  ni  efecto  el  contrato  de  compraventa  de  la  mina  denomi- 
nada Santa  Águeda^  de  20  pertenencias,  situada  en  el  paraje  de  Las 
Cruces,  término  de  Llerena,  verificado  entre  la  demandante  7  D.  Auto* 
nio  Próspero  de  Alburquerque  en  28  de  Diciembre  de  1897,  7  el  dominio 
que  la  primera  tenía  sobre  dicha  mina  7  su  derecho  á  que  le  fuera  resti-   . 
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4iiida  la  posesión  por  el  demandado,  con  todo  lo  que  eontaviera  7  lo  que 
por  efecto  del  mencionado  contrato  hnbiera  recibido;  condenando  al  Don 
Antonio  Próspero  Álbarquerqne  á  dejar  libre  y  desembarasada  la  indi- 
ciada mina  á  la  demandante,  restituyéndole  sn  posesión  con  los  útilee, 
herramientas,  máquinas,  obras  y  mineral  qne  contuviera,  asi  como  á 
que  le  entregase  el  extraído  7  las  demás  cosas  qne  en  su  día  se  jusii- 
ficaae  habla  percibido  de  la  mina  por  efecto  del  mencionado  contrato,  7 
al  pago  de  las  costas: 

Besnltando  que  además  de  relacionar  la  escritura  de  28  de  Diciembre' 
de  1897,  de  que  ya  se  biso  mérito,  expuso  Dofia  Águeda  Doncel  en  loa 
fandamentos  encaminados  á  sostener  su  pretensión:  hallarse  accidental- 
mente en  Lloren  a  antes  del  22  de  Junio  de  1898,  fecha  fijada  para  pago 
de  parte  del  precio  que  debía  verificarse  en  esta  corte,  por  lo  cual  se  traa- 
ladó  á  ella,  7  el  indicado  día  se  personó  en  casa  del  Notario  que  autoriió 
l^  escritura,  á  fia  de  advertirle  dónde  residía  aquí,  en  M^irid,  por  si 
D.  Antonio  Próspero  de  Alburquerque  se  presentaba  á  verificar  el  pago» 
lo  que  realizó  á  las  pocas  horas,  otorgándose  dos  ó  tres  días  después  la 
eorrespondiente  carta  de  pago;  haber  esperado  inútilmente  el  día  80  del 
Indicado  mes  qne  por  el  mismo  procedimiento  ó  particularmente  le  fue- 
ran entregadas  las  cuentas  de  la  administración  de  la  mina,  por  lo  que 
el  10  de  Julio  siguiente  formó  el  propósito  de  acudir  á  los  Tribunales 
para  pedir  la  rescisión  del  contrato,  marchando  á  Llerena  con  objeto  de 
obtener  la  oportuna  certificación  que  acreditase  la  inscripción  de  la  ee- 
critora  en  el  Registro  7  el  pago  de  los  derechos  reales,  7  el  día  18  inme- 
diato el  Administrador  de  Correos  de  aquella  población  le  entregó  un 
pliego  certificado,  expedido  en  Madrid  el  29  de  Junio  anterior,  en  el  qne 
ae  le  mandaba  el  estado  ó  resumen  de  la  liquidación  que  presentaba  con 
la  demanda;  haber  extraído  D.  Antonio  Próspero  de  Alburquerque,  en 
loa  seis  meses  transcurridos  desde  la  fecha  de  la  escritura,  mineral  qne 
depositó  en  la  casa  núm.  18  de  la  calle  de  la  Concepción,  de  Llerena,  del 
qne  había  fundido  buena  parte,  transportándolo  á  sitio  ignorado  por  la 
demandante,  seguramente  para  venderlo;  7  no  haber  cumplido  el  deman- 
dado las  condiciones  que  se  le  imponían  en  la  escritura  de  28  de  Diciem- 
bre de  1897,  pues  con  arreglo  á  ella  debía  entregar  en  esta  capital  á  la 
demandante  el  30  de  Junio  del  98,  cuenta  detallada  de  los  ingresos  7  gas- 
tos de  la  mina  Sania  Águeda;  citó  los  artículos  1091,  1128  7  1171  del 
Código  civil;  7  entre  otros  documentos,  presentó  una  carta  fechada  en 
Madrid  el  29  de  Junio  de  1898,  con  firma  ininteligible,  en  la  que  se  le 
dice  á  Dofia  Águeda  que  en  cumplimiento  de  la  cláusula  4.f  de  la  escri<- 
tura  de  compra  de  la  mina  de  cobre  Santa  Águeda^  le  mandaba  la  liqui- 
dación hasta  el  80  de  aquel  mes,  incluyendo  un  resumen  de  dicha  liqui- 
dación con  las  siguientes  partidas:  «Gastos  generales  pagados  hasta  la 
fecha,  según  resulta  déla  contabilidad,  216.499  pesetas  68  céntimos; 
queda  á  pagar  20.020  pesetas;  en  junto,  salvo  error  ú  omisión,  286.619 
pesetas  68  céntimos;  mineral  vendido,  cero,  cero,  cerot : 

Resultando  que  después  de  admitida  la  demanda,  la  representación 
de  la  actora  presentó  una  nueva  carta  que  se  mandó  unir  á  los  autos,  ea 
la  que  D.  Antonio  Próspero  Alburquerque  decía  á  Dofia  Águeda  Dopeei 
el  81  de  Diciembre  del  mismo  afio  de  1898,  que  en  cumplimiento  de  la 
mencionada  cláusula  4.^,  le  mandaba  un  estado  de  la  situación  de  la 
mina,  en  el  que  por  gastos  de  maquinaria,  construcciones  7  material» 
flgnra  una  partida  de  22.246  pesetas  86  céntimos;  por  jornales  de  opera- 
rios diversos,  dirección,  etc.,  80.088  pesetas  con  66  céntimos;  por  admi- 
nistración, viajes,  correspondencia  7  laboratorio,  66.448  pesetas  26  cén- 
timos; 7  por  constitución  del  capital  de  explotación,  comisión,  eteétesa^ 


Digitized  by 


Google 


Mi  JURISPRUDENCIA  CIVIL 

I48.90S  petetM  60  céntimo»,  quedando  á  pagar  6.700;  lo  qne  hacia  m 
total  de  gaatOB  de  809.861  pesetas  86  céntimos,  y  como  ingresoa  figuraba 
la  venta  de  mineral  expresada  en  el  estado  por  varios  ceros: 

Besoitando  qne  D.  Antonio  Próspero  de  Albarqnerqae,  al  contestaar, 
pidió  se  le  absolviera  de  la  demanda  y  declarara  que  había  cumplido 
con  todas  las  obligaciones  qne  se  iinpnso  en  la  escrimra  de  venta  de  \% 
mina  Santa  Águeda,  imponiendo  las  costas  á  la  demandante,  para  lo 
que  alegó:  qne  en  el  plaao  convenido  pagó  el  precio  total  de  la  soma,  sin 
qne  por  aa  parte  Dofia  Agaeda  utilixara  la  íacnltad  que  se  habla  reser- 
vado de  intervenir  en  la  administración:  qne  en  la  clánsnla  7.^  de  la 
escritura  de  venta  se  exigían  como  requisitos  para  la  rescisión  la  falta 
de  entrega  de  las  cuentas  y  la  del  pago  del  10  por  100  de  beneficies,  da» 
hiendo  ocurrir  ambas  omisiones  sin  que  tal  coea  pudiera  exigirse  si  las 
cuentas  no  eran  detalladas  y  si  no  se  entregaban  en  propia  mano  i  la 
demandante,  no  habiendo  sido  objeto  de  estipulación  alguna  especial, 
ni  mucho  menos  de  penalidad,  el  hecho  de  si  las  cuentas'  habían  de  ren- 
dirse en  Madrid  ó  en  otra  población,  por  lo  que  sabiendo  el  demandado 
que  Dofia  Águeda  Doncel  residía  en  Llerena,  no  se  las  envió  á  dicha  po- 
blación; y  que  la  mina  en  cuestión  no  había  producido  hasta  aquella 
fecha  utilidad  ni  ganancia  alguna,  mientras  que  en  ella  se  tenían  inver- 
tidos más  de  60.000  duros;  é  invocó  los  arts.  1266  y  1884  del  Códiga 
civil  y  el  principio  de  derecho  de  que  cnadie  debe  enriquecerse  en  per- 
juicio de  otro  i: 

Resultando  que  al  replicar  la  parte  adora  sostuvo  lo  qne  tenía  ex- 
pneeto,  afiadiendo  que  con  motivo  de  haber  sabido  que  en  Febrero  de 
1899  estaba  sin  pagar  el  canon  de  superficie  correspondiente  al  último 
trimestre  del  ejercicio  económico  de  1897  á  98,  lo  satisfiao  elia  para  evi- 
tar los  perjuicios  que  á  su  derecho  pudieran  ocasionarse,  según  lo  acre- 
ditaban las  certificaciones  expedidas  por  la  Intervención  de  Hacienda 
de  la  provincia  de  Badajos  y  el  recibo  que  presentaba,  lo  que  era  otro 
motivo  de  rescisión;  y  á  su  ves  el  demandado,  al  duplicar,  acompafi6 
otra  certificación  de  la  misma  Intervención  de  Hacienda,  de  la  qne  apa- 
rece que  D.  Miguel  Pascual.  Ibáfies  satisfiao  varios  trimestres  del  im- 
puesto correspondiente  á  los  ejercicios  del  97  al  98  y  del  98  al  99,  acre- 
ditando además  que  el  cuarto  del  primero  de  dichos  ejercicios  lo  satis- 
flao  Dofia  Águeda  Doncel: 

Resultando  que  practicada  la  prueba  testifical  propuesta  por  ambas 
partes,  el  Juzgado,  después  de  los  demás  trámites  correspondientes,  ab- 
solvió á  D.  Antonio  Próspero  de  la  demanda;  é  interpuesta  apelación 
contra  4icho  fallo  por  Dofia  Águeda  Doncel,  la  Sala  segunda  de  lo  civil 
de  la  Audiencia  de  esta  corte  lo  revocó  por  otro  de  fecha  19  de  Junio  del 
afio  último,  en  el  que  se  declara  rescindido  y  sin  efecto  el  contrato  de 
compraventa  de  la  mina  Santa  Águeda  que  se  describe  en  la  escritura 
de  23  de  Diciembre  de  1897,  adquirida  por  D.  Antonio  Próspero  de  Al- 
burquerque,  al  que  se  condena  á  reintegrar  á  la  demandante  en  la  pro- 
piedad y  posesión  de  la  citada  mina  con  los  útiles,  herramientas,  má- 
quinas, materiales  y  minerales,  sin  expresa  condena  de  costas  de  nin- 
gun|i  instancia: 

Resultando  que  D.  Antonio  Próspero  de  Alburquerque  ha  interpuesto 
recurso  de  casación,  como  comprendido  en  los  números  1.^  y  7.^  del  ar- 
tículo 1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  alegando: 

Primero.  La  infracción  en  la  sentencia  recurrida  de  la  ley  del  cos- 
oontrato,  cuya  aplicación  é  interpretación  no  puede  hacerse  por  cláusn- 
laa  ó  conceptos  aislados,  sino  interpretando  las  unas  por  las  otras,  aten- 
diendo al  sentido  que  del  conjunto  de  todas  resulte,  según  preceptúa  y 
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•<Uflpone  el  art.  1886  del  Código  civil,  tambléa  infringido,  en  relación 
con  los  1091  y  1286;  por  cnanto  la  obligación  de  rendir  cuenta  detallada 
de  gastoe  é  ingresos,  impuesta  en  la  clánsnla  4>  de  la  escritura,  estaba 
naturalmente  snjeta  á  la  existencia  de  ambos  factores,  y  como  no  hubo 
ingresos  ni  beneficios,  según  reconoce  la  misma  Sala  sentenciadora,  ex- 
•tremo  que  no  negó  la  demandante,  á  quien  incumbía  probarlo  con  la 
presentación  de  la  cuenta  de  gastos  en  conjunto  ó  resumen,  habla  cnm- 
pUdo  el  recurrente  la  obligación  indicada,  sin  que  por  la  misma  ley  del 
•contrato  fuera  posible  exigirle  cuenta  detallada  de  gastos,  que  eran  de 
la  suya  exclusiva  mientras  no  existieran  ingresos,  y  por  tanto,  benefi- 
cios á  deducir,  de  los  que  participase  Dofia  Águeda  Doncel,  para  cuyo 
caso  se  establecieron  las  obligaciones  relacionadas,  según  aparece  del 
sentido  literal  de  la  escritura  de  28  de  Diciembre  de  1897: 

Segundo.  Haber  infringido  asimismo  la  Sala  sentenciadora  la  moi- 
clonada  ley  del  contrato  al  estimar  incumplidas  las  obligaciones  del  re- 
currente por  haber  remitido  á  Llerena  las  cuentas  semestrales  á  Dofla 
Águeda  Doncel;  pues  si  bien  es  cierto  que  los  contratantes  sefiaiaron 
esta  capital  como  domicilio  para  los  actos  y  diligencias  á  que  el  contrato 
diera  lugar,  es  indudable  que  tal  designación  sólo  pnede  referirse  al  caso 
y  objeto  de  determinar  la  competencia  de  los  Tribunales  para  el  de  in- 
cumplimiento del  contrato,  y  no  tiene  el  alcance  y  sentido  que  le  da  la 
sentencia  recurrida,  tanto  más,  cuanto  que  residiendo  Dofia  Águeda 
•  Doncel  en  Llerena,  y  no  habiendo  designado  en  Madrid  persona  que  le- 
^ti  mámente  la  representase,  no  era  posible  rendirle  las  cuentas  semes- 
trales en  otra  forma  que  como  lo  biso  el  recurrente,  ó  sea  remitiéndolas 
bajo  sobre  certificado  en  29  de  Junio  de  1898,  dentro  del  término  conve- 
nido y  estipulado,  sin  que  le  sea  imputable  el  retardo  con  que  las  recibió 
la  interesada  por  hallarse  accidentalmente  ausente  de  Llerena,  su  habi- 
tual residencia;  aparte  de  que  expresándose  en  la  cláusula  7.^  que  cía 
falta  de  entrega  de  las  cuentas  mencionadas  en  la  4.^,  en  las  fechas  que 
en  ella  se  determinan,  y  del  pago  del  10  por  100  de  beneficios  si  la  mina 
los  produjera  en  las  también  Indicadas  fechas,  causarán  los  mismos  efec- 
tos de  rescisión  asignados  en  la  cláusula  anterior  para  el  caso  de  moro- 
sidad en  el  pago  del  precioi ,  es  evidente  que  no  sólo  no  se  determina  el 
lagar  en  que  habían  de  ser  presentadas  las  cuentas,  sino  que  además, 
para  que  ocurra  el  caso  de  rescisión,  será  preciso  que  se  falte  á  la  en- 
trega de  aquéllas  y  al  pago  del  10  por  100  de  beneficios: 

Tercero.  La  infracción  también  de  la  misma  ley  del  contrato  por  apli- 
cación indebida  de  la  cláusula  8.*,  en  relación  con  lo  preceptuado  en  el 
número  8.^  del  art.  66  de  la  ley  de  Minas  de  6  de  Julio  de  1869,  refoi^ 
mada  por  la  de  4  de  Marso  de  186S,  y  el  art.  28  del  decreto-ley  de  29  de 
Diciembre  de  1868,  por  el  que  se  establece  que  «las  concesiones  mineras 
sólo  caducarán  cuando  el  duefio  deje  de  satisfacer  nn  afio  del  canon  qae 
le  corresponda  y,  perseguido  por  vía  de  apremio,  no  lo  satisfaga  en  el  tér- 
mino de  quince  días  ó  resulte  insolvente!;  toda  ves  que  establecida  la 
rescisión  en  dicha  cláusula  8.*,  para  el  caso  de  faltar  Alburquerque  al 
pago  de  contribución  ó  de  impuesto,  que  de  no  haoerse  etectivo  llevase 
consigo  la  caducidad  de  la  concesión,  es  indudable  que  la  condición  re- 
solutoria sólo  se  cumpliría  si  hubiera  dejado  de  satisfacer  una  anualidad, 
pero  nunca  cuando  sólo  dejó  de  hacerlo  un  trimestre  por  excusable  in- 
advertencia, teniendo  satisfechos  y  pagados  los  anteriores  y  posterioies 
según  se  halla  acreditado  en  los  autos  por  certificaciones  de  la  luterven- 
don  de  Hacienda: 

Ouarto.  Infringirse  igualmente  el  art.  1125  del  Oódigo  civil,  que  es- 
tablece que  las  obligaciones  para  cuyo  cnmplimiento  se  sefiale  un  día 
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cisrto  sólo  Mrán  exiglblea  caaado  el  día  Uegae;  en  cuanto  fijada  la  oblfc^ 
gación  de  dar  cuenta  detallada  de  gastos  ó  ingresos  con  el  saldo  que  re- 
«altare  y  expresión  de  loe  beneficios  si  loe  hubiere,  es  notorio  que  no^ 
sargia  en  el  momento  de  otorgarse  el  contrato,  sino  cuando  llegara  el 
día  en  qoe,  puesta  la  mina  en  explotación,  hubiese  ingresos  y  por  consi- 
gaiente  existiera  algún  saldo,  pero  no  mientras  sólo  hubiera  gastos,  coma 
ocurre  en  el  presente  caso: 

Quinto.  Haberse  infringido  también  en  la  sentencia  recurrida  el  ar- 
tículo  1294  del  Código  civil,  según  cuyo  tenor  la  acción  rescisoria  na 
podrá  ejercitarse  sino  cuando  el  perjudicado  caresca  de  otro  medio  l^al 
para  obtener  la  reparación  del  perjuicio;  precepto  no  sólo  aplicable  á  loa 
caaos  de  rescisión  taxativamente  determinados  en  el  Código,  sino  que 
asimismo  alcansa  á  los  que  hubiesen  estipulado  las  partes  contratantes, 
poes  entenderlo  de  otro  modo  seria  dejar  entregada  la  eficacia  y  dura- 
ción de  los  contratos  al  capricho  ó  mala  fe  de  ios  otorgantes: 

Sexto.  La  infracción  Umbiéu  del  art.  1381  del  Código  civil  y  del 
^  principio  de  derecho  de  que  nadie  puede  enriquecerse  á  costa  de  otro» 
sancionado  por  la  jurisprudencia,  como  también  el  establecido  en  la 
sentencia  de  29  de  Enero  de  1878,  de  que  no  se  puede  dar  á  un  contrata 
«na  inteligencia  de  la  que  resalte  el  exclusivo  provecho  para  una  de  las 
partes  contratantes  y  el  perjuicio  para  la  otra,  en  cuanto  los  términos 
del  de  autos  sotí  precisos  respecto  al  objeto  y  modo  de  cumplir  sus  di- 
versas estipulaciones,  y  seria  notoriamente  contrario  al  mismo  y  opuesto 
á  todo  sentido  de  justicia  sancionar  el  fallo  recurrido,  por  el  que  Dofia 
Águeda  Doncel  vendría  á  recibir  un  beneficio  de  más  de  40.000  duros  en 
máquinas  y  efectos  acumulados  por  el  recurrente,  quien  seria  con  ello 
el  único  perjudicado;  y 

Séptimo.  Errores  de  derecho  y  de  hecho  en  la  apreciación  de  las 
pniebas,  cometidos  por  la  Sala  sentenciadora,  pues  al  declarar  que  el  re- 
carréate  en  las  cuentas  rendidas  en  29  de  Junio  y  30  de  Diciembre 
de  1898  y  27  de  Junio  del  99  no  detalló  los  gastos,  ni  fijó  en  ninguna  de 
ellas  el  mineral  que  hubiese  extraído  de  la  mlnS)  y  consignó  en  ceros  el 
importe  de  lo  vendido,  no  se  ajusta  á  lo  que  se  consigna  en  las  enuncia- 
das cuentas,  ya  que  en  ellas  se  detallan  por  grupos  los  gastos  y  se  ex- 
presa que  no  hubo  extracción  ni  venta  de  mineral,  que  no  otra  cosa  sig- 
nifica la  expresión  en  ceros  de  aquella  partida;  y  al  precederse  asi,  en 
la  sentencia  recurrida  se  desconoce  Ineficacia  probatoria  de  los  enuncia- 
dos documentos  en  aquella  parte  que  contradicen  las  pretensiones  de  la 
demandante,  quien  las  presentó  en  este  pleito,  infringiéndose  con  ello 
el  art.  1228  del  Código  civil,  de  cuya  aplicación  al  caso  de  autos  »o 
puede  dudarse,  pues  constituyen  aquellas  cuentas  la  base  de  decisión, 
en  el  supuesto  establecido  en  la  existencia  de  que  el  recurrente  tenia 
qae  readirlas  auu  uo  existiendo  ingresos;  consistiendo  el  error  de  heeho 
en  la  afirmación  de  la  Sala  sentenciadora  referente  á  la  posibilidad  ds 
qae  caducara  la  concesión  de  la  mina  si  D.  Antonio  Próspero,  que  por 
inadvertencia  de  su  agente  encargado  no  retiró  durante  el  periodo  de 
pago  voluntario  el  recibo  del  canon  correspondiente  al  cuarto  trimestre 
del  ejercicio  económico  de  1897  á  1898,  continuaba  dejando  de  pagar  los 
trimestres  sucesivos,  supuesto  contradicho  por  documentos  auténticos, 
caal  son  las  certificaciones  de  la  Intervención  de  Hacienda  de  Badajos, 
de  las  que  aparece  que  el  D.  Antonio  satisfizo  y  pagó  todos  los  trimes- 
tres anteriores  y  posteriores  al  que  indebidamente  retiró  Dofia  Agaeda 
Doncel. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Bicardo  Gallón: 
Considerando  qoe  atendidos  los  preceptos  del  Código  civil,  de  que  las 
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obligaciones  nacidas  de  los  contratos  tienen  fnersa  de  ley  entre  las  par- 
ios qae  ios  celebran,  debiendo  cumplirse  á  tenor  de  loe  miemos,  y  que 
cnando  an  contrato  es  claro  y  no  ofrece  dada,  debe  estarse  al  sentido  li- 
teral de  sns  palabras,  sin  necesidad  de  interpretar  unas  cláusulas  por 
otras,  la  sentencia  recurrida  no  ha  podido  cometer  las  infracciones  ale- 
gadas en  ios  motivos  primero  y  cuarto  del  recurso,  porque  en  las  cláu- 
sulas 4.^  y  7.^  de  la  escritura  de  23  de  Diciembre  de  1897  se  pactó  cate- 
góricamente que  en  30  de  Junio  y  81  de  Diciembre  de  cada  afio  entrega- 
ría D.  Antonio  Próspero  de  Alburquerque  á  Dofia  Águeda  Doncel  las 
cuentas  detalladas  de  los  ingresos  y  gastos  de  la  misma  durante  el  se- 
mestre, con  expresión  del  saldo  y  de  la  cantidad  correspondiente  al  be- 
neficio de  10  por  100,  declarando  causas  de  rescisión  del  contrato  la  falta 
de  entrega  en  las  respectivas  fechas  de  las  cuentas  y  del  importe  de  los 
beneficios  si  la  mina  los  produjere;  y  porque  careciendo  las  cuentas  pre- 
sentadas con  la  demanda,  no  ya  de  partida  relativa  á  ingresos,  saldo  ó 
beneficios,  sino  de  todo  pormenor  ó  detalle  acerca  de  los  gastos,  los  cna-. 
les  se  consignan  en  globo  por  medio  de  fórmulas  generales  que  no  per- 
miten apreciarlos  debidamente,  ni  formar  idea  de  su  utilidad  y  trascen- 
dencia, es  innegable  que,  aun  admitiendo  que  las  cuentas  se  entregasen 
en  los  días  y  lugar  convenidos,  el  recurrente  no  ha  cumplido  la  obliga- 
ción contraída  de  que  aquéllas  fuesen  detalladas  respecto  de  los  gastos 
como  de  los  ingresos,  y  que,  de  consiguiente,  procede  la  rescisión  del 
contrato  estipulada  para  este  caso  con  precisión  alwoluta  por  los  contra- 
tantes: 

Considerando  en  cuanto  á  los  motivos  tercero  y  último,  que  la  Sala 
sentenciadora,  lejos  de  negar  la  eficacia,  como  elemento  probatorio,  de 
las  cuentas  presentadas,  ajusta  y  funda  su  fallo  en  lo  que  de  ellas  apa- 
rece, estimándolas  con  acierto  deficientes  é  incompletas  por  diversas  ra- 
sónos, incluso  por  no  contener  la  menor  indicación  acerca  del  mineral 
que  resultaba  extraído  de  la  mina;  sin  que  al  hacer  estas  afirmaciones 
•e  incurra  en  infracción  alguna  legal  ni  en  error  de  hecho,  toda  vea  que 
siendo  cierto,  y  así  lo  reconoce  la  sentencia,  que  el  recurrente  ha  abo- 
nado los  demás  trimestres  de  la  contribución,  es  indudable  también  que 
IJL  cláusula  8.^  de  la  escritura,  al  fijar  como  otra  causa  de  rescisión  la 
falta  de  pago  del  canon  por  superficie  ó  de  cualquier  otro  impuesto,  no 
dice  que  el  descubierto  ó  débito  produzca  necesariamente  la  caducidad 
inmediata  de  la  concesión  minera,  sino  que  la  lleve  consigo,  y  esto  har 
bria  realmente  sucedido  si  no  se  hubiesen  pagado  los  trimestres  poste- 
riores al  cuarto  del  afio  económico  de  1897  y  98,  que  Alburquerque,  por 
olvido  ó  por  lo  que  fuese,  dejó  de  satisfacer  y  que  abonó  Dofia  Águeda 
Doncel: 

Considerando  que  al  acordar  la  rescisión  tampoco  se  ha  infringido  el 
art.  1294  del  Código  civil,  invocado  en  el  motivo  quinto,  puesto  que  di- 
cho artículo,  como  los  que  le  preceden  y  siguen,  se  refiere  á  los  contra- 
tos rescindibies  con  arreglo  á  la  ley,  y  no  es  aplicable  á  la  rescisión  de 
aquellos  en  que  los  interesados,  en  uso  de  su  voluntad  soberana  en  esta 
materia,  establecen  una  condición  resolutoria,  de  cuyo  cumplimiento 
depende  U  subsistencia  del  contrato;  y 

Considerando  que  no  son  de  estimar  los  motivos  segundo  y  sexto,  ya 
porque  los  rasoaamientos  expuestos  bastan  para  demostrar,  sin  necesi-< 
dad  de  otros,  la  procedencia  de  la  resolución  dictada,  ya  porque  no  se 
enriquece  tortíoeramente  el  que  reclama  y  obtiene  lo  que  le  corresponde 
en  virtud  de  un  contrato  válido  y  solemne; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
cvrso  de  casación  interpuesto  por  D.  Antonio  Próspero  de  Alburquerque» 
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ftl  que  condenftmof  al  pago  de  las  ooetaa;  y  con  la  oportuna  oertifieaciAii, 
doTuélyaae  á  la  Aadiencia  de  eeta  corte  el  apaniamiento  y  loi  aaftos  que 
ha  remitido. 

Asi  por  eata  nneetra  sentencia,  qne  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inser- 
tará en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  coplas  nece- 
sarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=José  de  Aldecoa.=z 
Ricardo  Gullón.=Enrique  LassÚ8.=^oaqnín  Qonzálea  de  la  Pefia.=Pe> 
dro  Lavin.=:Bicardo  Molina.rr Vicente  de  Piniés. 

Pablicacidn.»  Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Ezcmo.  8r.  D.  Ricardo  Gnllón,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  cele- 
brando audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  que 
certifico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  24  de  Abril  de  lV»Ol.=Licenclado  Hilario  María  Gonuáleí  y 
Torres. 


Kiim.  UO.-TRIBUNAL  8UPREM0.-24  de  Akril, 
pib.  el  13  y  18  de  Maye. 

Casación  por  infracción  de  LEX.'-Califleaeión  de  quiebran—Sen- 
teacia  declarando  no  haber  lugar  á  los  recursos  interpuestos 
por  D.  Andrés  Revilla,  D.  José  villodas  y  D.  Busebio  Monaste- 
rio contra  la  pronunciada  por  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  D.  Antonio  Alesanco  y 
otros. 
En  sus  CONSIDERANDOS  SO  cstablsce: 

Que  el  precepto  contenido  en  el  núm.  3.^  del  art.  890  del  Código 
de  Comercio,  eegún  el  cual  se  reputa  fraudulenta  la  quiebra  del  co- 
merciante que  no  llevare  libroo,  es  aplicable  al  caso  de  que  dejasi 
de  llevar  cualquiera  de  los  que  con  el  predicado  de  necesarios  se  ex- 
presan en  el  art.  33,  porque  siendo  cada  uno  de  esos  libros  parii 
integrante  de  un  solo  todo  ó  de  un  sistema  de  contabilidad  preeota- 
blecído,  ya  que,  con  arreglo  á  los  arts.  37,  38  y  39,  en  el  Diario  debe 
sentarse  como  primera  partida  el  resultado  del  de  inoentarios  y  ba- 
lances, y  al  Mayor  deben  trasladarse  los  asientos  del  Diario  cñ  la 
forma  qué  se  determina,  y  es  evidente  el  nexo  que  existe  entre  estoi 
libros  y  el  copiador  de  cartas  ¡f  telegramas,  la  falta  de  uno  solo  ajet- 
tarta  a  todo  el  sistema,  que  dejaría  de  ser,  por  consecuenda-de  se- 
melante  omioión,  lo  que  la  ley  quiere  y  tiene  establecido  en  interés 
público  y  del  comercio  en  general,  sin  que  esta  doctrina  se  halle  ea 
oposición  con  el  ndm.  1.^  del  art.  889,  porque  conforme  á  este  pre- 
cepto, la  caliñcjción  más  atenuada  de  quiebra  culpable  sólo  aleante 
tü  que,  llevando  todos  los  libros  que  la  ley  exige,  no  se  atempera,  es 
cuanto  á  su  forma  y  redacción,  á  los  requisitos  intrínsecos  y  extr^ 
secos  que  el  propio  Código  tiene  establecidos: 

Que  si  una  sociedad  declarada  en  quiebra  dispuso  por  modo  abw 
sivo,  en  los  últimos  dias  de  su  existencia,  y  por  consiguiente,  sin 
asentimiento  ni  conocimiento  de  sus  dueños,  de  valores  públicos  en- 
tregados á  la  misma  al  solo  efecto  de  una  operación  de  canje,  piano* 
rendólos  para  satisfacer  con  su  importe  cuentas  recientemente  abier- 
tas, que  estaban  en  oposición  con  el  resultado  de  sus  libros,  y  supuso 
en  éstos  operaciones  de  compra  anuladas  el  mismo  día  sin  conod- 
miento  de  los  interesados  en  cuyo  no$nbre  obraba,  todos  estos  hechos 
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S0  ajuttan  claramente  á  los  moldea  de  loe  dreunetaneias  9.^  y  13  del 
4Mrt.890: 

Que  el  €tri.  578  de  la  ley  procesal,  que  establece  los  medios  proba^ 
torios  de  que  las  partes  pueden  valerse^  no  impide  á  los  Tribunales 
Jormar  au  eonoeneimienlo  con  todos  los  datos  ó  elementos  de  Juicio 
que  se  contengan  en  las  actuaciones. 

£o  la  villa  y  eorte  de  Madrid,  á  24  de  Abril  de  1901,  en  loe  autos  ee> 
saldos  en  el  Jasgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Andienela 
de  esta  capital  y  la  Sala  se^nda  de  lo  civil  del  Tribunal  superior  asi 
territorio  sobre  calificación  de  la  qniebra  de  la  casa  comercial  Hijo  j 
SobriDoe  de  Villodas,  constituida  por  los  socios  D.  Ensebio  Monasterio 
de  Villodas,  D.  José  Villodas  de  la  Torre  y  D.  Andrés  Bevilla  de  Villo- 
das, comerciantes,  de  esta  vecindad,  en  los  que  han  sido  parte,  á  más  de 
otros,  loe  síndicos  de  dicha  qniebra  D.  Antonio  Alesanco  y  Hervías, 
comerciante;  D.  Fernando  Arbós  Trementí,  propietario,  y  D.  José  Fer- 
nández Nonides,  Agente  de  negocios,  todos  de  esta  vecindad,  y  se  ha 
oído  al  Ministerio  fiscal;  autos  pendientes  ante  Nos,  á  virtud  de  recarsoe 
de  casación  por  infracción  de  ley,  interpuestos  por  dichos  D.  Andrée 
Revilla,  D.  José  Villodas  y  D.  Ensebio  Monasterio,  representados  y  de- 
fendidoe  respectivamente  por  los  Procuradores  D.  Antonio  Pintado,  Don 
Bernardo  de  Pablo  y  D.  Francisco  Miranda  y  García  Gernuda,  y  los  Le- 
trados D.  Francisco  Bergamín,  D.  Gabriel  Serrano  Echevarría,  D.  Víctor 
Fernandos  Escanden  y  D.  Francisco  Javier  García  Mameli,  éste  en  el 
acto  de  la  vista;  estando  representada  la  Sindicatura  por  el  Procurador 
D.  Lais  García  Ortega,  y  defendida  por  el  Doctor  D.  Felipe  Sanchas 
Bomán: 

Resaltando  que  D.  José  Villodas  de  la  Torre,  D.  Ensebio  Monasterio 
de  Villodas  y  D.  Andrés  Revilla  de  Villodas,  como  únicos  socios  de  la 
casa  que  en  esta  corte  giraba  bajo  la  rasón  Hijo  y  Sobrinos  de  Villodas» 
con  fecha  25  de  Enero  de  1893  formularon  nn  escrito,  que  por  reparto 
correspondió  ai  Juzgado  del  distrito  de  la  Audiencia,  en  solicitud  deque 
se  declarase  á  dicha  Sociedad  en  estado  de  suspensión  de  pagos,  á  lo 
que  se  accedió  por  auto  de  27  del  mismo  mes,  y  en  9  de  Febrero  siguiente 
pidieron  la  declaración  de  qniebra,  acompafiando  una  relación  del  active 
de  la  Sociedad,  que  ascendía  á  8.198.186  pesetas  99  céntimos;  otra  del 
pasivo,  en  la  que  figuraban  167  acreedores  por  4.406.618  pesetas  17  cén- 
timos, y  una  memoria  de  las  causas  que  directa  é  inmediatamente  ha- 
bían conducido  la  casa  á  tal  situación,  atribuyéndolo  en  primer  término 
á  la  crisis  que  se  observaba  en  todos  los  órdenes  de  la  vida  social,  á  la 
baja  de  los  valores,  oscilaciones  en  los  cambios,  paralización  comercial 
y  temores  de  desórdenes;  en  vista  de  cuya  solicitud  el  Juzgado  acordó 
la  declaración  pretendida  en  el  mismo  día  9  de  Febrero  del  98,  nom- 
brando comisario  de  la  quiebra  á  D.  Ricardo  Seguer,  y  ordenando  la 
práctica  de  todas  las  actuaciones  inherentes  á  tal  declaración: 

Resultando  qne  el  prenombrado  comisario  de  la  quiebra,  D.  Ricardo 
Soguer,  con  lecha  21  de  Octubre  de  1896,  formuló  en  la  sección  quinta 
de  las  actuaciones  el  informe  preceptuado  por  el  art.  1888  de  la  ley  de 
Rajuiciamiento  civil,  en  relación  con  el  1189  del  Oódlgo  de  Oomereio 
de  1889,  acerca  de  la  calificación  de  la  quiebra,  exponiendo:  qne  con 
Arreglo  á  la  escritura  de  constitución  de  la  Sociedad  Hijo  y  Sobrinos  de 
Villodas,  ésta  debió  terminar  en  1889,  de  fuerte  que  había  venido  ope- 
rando sin  escritura  desde  dicha  fecha;  qne  á  pesar  de  ser  obligatorio 
Pftra  todo  comerciante,  no  había  llevado  el  libro  de  inventarios  y  balan- 
oes,  por  lo  qne  no  podían  conocerse  los  valores  con  qne  renovó  sos  ope^ 
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neiones,  y%  que  no  figuraba  en  el  jaego  de  laa  cuentae  U  partida  lel»- 
rente  á  capital,  ni  era  posible  determinar  la  fecha  en  que  reanadaron  ena 
aegocloe,  extremo  que  de  ser  conocido  hubiera  íaciiitido  la  determina- 
eión  del  activo  y  paeivo;  que  era  igualmente  censurable  la  forma  dea- 
asada  de  llevar  el  libro  Diario,  asi  como  tampoco  respondía  á  laa  exí- 
gen«*.iaa  legales,  ni  á  las  formalidades  propias  de  una  Sociedad  bien 
constituida  la  manera  de  llevar  el  libro  Mayor,  pues  de  su  examen  ss 
dlesprendía  claramente  que  al  terminar  un  ejercicio  no  se  abrían  los 
«oientoa  del  siguiente,  arrastrando  á  él  los  saldos  del  anterior;  que  ai 
«xaminar  los  libros  y  papeles,  se  inclinaba  el  ánimo  al  convencimiento 
de  que  la  casa  quebrada,  con  mayor  fortuna  en  los  negocios,  se  hubiera 
salvado  de  los  efectos  de  la  crisis  general;  que  los  acreedores,  en  su  in- 
mensa mayoría,  habían  logrado  que  se  les  reconocieran  sus  derechos  es 
la  junta  oelebrada  al  efecto,  merced  á  la  claridad  con  que  constaban  sus 
antecedentes  en  los  libros  y  documentos  de  la  casa  fallida,  habiéndose 
observado  en  aquéllos  un  espíritu  de  extraordinaria  benevolencia;  y  que 
por  virtud  de  lo  expuesto,  el  comisarlo  entendía  que  debía  tenerse  espe- 
oialmente  en  cuenta  para  la  calificación  el  haberse  llegado  al  reconoci- 
miento y  graduación  de  todos  los  créditos  sin  más  auxilio  que  el  de  los 
libros  y  papeles  de  la  casa  quebrada  y  el  balance  presentado  por  ésta: 

Besnltando  que  la  Sindicatura  de  la  quiebra,  compuesta  de  D.  Anto- 
nio Alesanco  y  Hervías,  D.  Fernando  Arbós  Trementí  y  D.  José  Fernán- 
des  Nonídes,  en  escrito  de  17  de  Noviembre  de  1897,  evacuó  el  trámite  de 
audiencia  que  se  le  había  conferido  sobre  la  calificación  de  la  quiebra, 
pidiendo  se  declarase  fraudulenta,  á  cuyo  fin  expuso:  haber  cumplido  la 
Sociedad  quebrada  con  las  obligaciones  preliminares  á  toda  declaraeiéil 
de  quiebra;  no  haber  encontrado  los  síndicos  más  balance  que  el  preses- 
lado  por  la  Sociedad,  por  lo  que  tuvieron  necesidad  de  encomendar  á 
persona  competente  la  formación  de  otro  que  presentaban  con  sn  escri- 
to, eonsistente  en  un  estado  comparativo  de  aquél  y  del  resultado  de  lo9 
libros  de  contabilidad,  del  que,  en  resumen,  se  deducía  que  se^ún  el  ba- 
lance presentado  por  la  casa  quebrada,  importaba  el  activo  8.181. 16S  pe- 
aetas  con  67  céntimos,  y  el  pasivo  4.406.608  pesetas  17  céntimos,  siMido 
la  diferencia  á  favor  de  éste  de  1.224.449  pesetas  60  céntimos,  y  segáa 
el  deducido  de  los  libros  de  contabilidad,  ascendía  el  activo  á  974.898  pe- 
setas 81  céntimos,  y  el  pasivo  á  4.146.726  pesetas  29  céntimos,  superan- 
do éste  á  aquél  en  3.171.826  pesetas  98  céntimos,  diferencia  enorme  entre 
ambas  liquidaciones,  que  procedía  de  no  haberse  encontrado  libro  de  in- 
ventarios y  balances  donde  constasen  las  fincas  de  la  casa  quebrada;  ser 
tan  variadas  y  numerosas  y  encontrarse  tan  barajadas  las  diferenÍBias 
entra  ios  grupos  de  activo  y  pasivo  de  ambas  liquidaciones,  que  ni  los 
aíndicoe,  ni  las  personas  especialmente  versadas  en  contabilidad,  habían 
podido  conocer  la  exacta  situación  mercantil,  no  pudlendo  negarse  dos 
hechos  previstos  por  el  Código  de  Comercio,  cuales  son  la  falta  de  libro 
de  inventarios  y  balancea,  y  no  poderse  deducir  de  los  otros  el  estado  de 
la  Sociedad  quebrada,  habiendo  sido  preciso  revisar  cuidadosamente  ios 
asientos  de  los  borradores  con  los  del  libro  Mayor  para,  con  gran  traba- 
jo, formar  la  relación  de  los  deudores  y  acreedores;  revelar  el  examea 
de  loe  asientos  de  los  libros  de  la  casa  quebrada— que  minueiosameat0 
bicieron  los  síndicos  en  esta  parte  del  escrito—el  desconocimiento  de  Is 
buena  contabilidad  mercantil  y  el  excesivo  laconismo  de  los  asieotof 
que  en  ellos  imperaba;  no  poder  sefiaiar  la  Sindicatura  las  cansas  inmo- 
diaiss  y  directas  que  ocasionaron  la  quiebra,  por  no  deducirse  de  los  li- 
bios y  papeles,  sin  que  pudieran  servir  de  ampliación  las  indicacioae» 
qne  so  hacían  en  la  memoria  presentada  por  los  quebrados;  y  tener  ^ 
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^praeoindir  del  examen  de  yariaa  reclamacionea  dedacidás  por  diferente» 
mcreedorea  á  canea  de  entender  en  ellas  loa  Tribunales^  debiendo  refe- 
riñe  únicamente  á  las  deducidas  por  D.  Vicente  Rodrigues  Villamil, 
D.  Domingo  Cid,  D.  Fernando  Férea,  D.  Antonio  Gastellote  y  hermanos» 
Basan  é  Hijos  y  D.  Juan  Alesón,  en  cuanto  se  refirieron  á  valores  ó  efec- 
tos de  su  propiedad  que  la  casa  quebrada  tenia  recibidos  en  depósito  ó 
«omisión,  j  que,  por  resultar  ciertas  sus  alegaciones,  hubo  que  entxe- 
gwries,  deshaciendo  en  el  Monte  de  Piedad  la  pignoración  que  aparecía 
Tarificada  por  D.  Ensebio  Monasterio  y  Villodas  el  9  de  Enero  del  98  en 
300.000  pesetas,  lo  que  hacia  recordar  la  circunstancia  7.^  del  art.  890 
del  Código.de  Comercio: 

Besultando  que  el  Ministerio  fiscal  opinó  que  la  quiebra  debia  ser 
calificada  de  fortuita,  por  entender,  á  más  de  otras  consideraciones  en- 
caminadas al  examen  de  los  escritos  del  comisario  y  de  la  Sindicatura: 
que  la  conducta  de  los  quebrados  en  el  cumplimiento  de  sus  obligaciones 
preliminares  se  ajustó  á  lo  preceptuado  por  la  ley,  y  el  balance  que  pre- 
sentaron sirvió,  juntamente  con  los  datos  obtenidos  de  los  libros  de  la 
casa  y  de  otros  suministrados  por  la  Sindicatura,'  para  que  se  terminara 
de  modo  íelis  el  trabajo  más  difícil  de  la  quiebra,  cual  era  el  reconoci- 
miento y  graduación  de  créditos,  habiendo  sido  aceptado  dicho  balance 
por  los  acreedores  y  por  la  Sindicatura,  no  obstante  lo  cual,  en  el  mo- 
siento  de  la  calificación  presentaba  otro  que  diferia  esencialmente  de 
aqnéi,  en  momento  inoportuno  y  con  carácter  meramente  particular,  que 
bacía  imposible  tenerle  en  cuenta,  mucho  menos  habiendo  servido  ei  de 
la  casa  fallida  para  el  reconocimiento  y  graduación  de  los  créditos,  sin 
protesta  de  nadie  y  con  satisfactorio  resultado,  aun  cuando  fueran  de 
lamentar  las  dificultades  con  que  se  tropezó  á  consecuencia  de  la  falta  de 
claridad  de  los  libros  de  la  casa  fallida,  sin  que  se  pudiese  olvidar  que 
de  las  informalidades  y  errores  de  aquéllos  no  se  habían  originado  per- 
faioios  para  ningún  accreedor;  que  sin  negar  los  hechos  de  donde  la  Sin- 
dicatura pretendía  deducir  serias  responsabilidadrs  para  los  socios  de  la 
easa  Hijo  y  Sobrinos  de  Villodas,  estimaba  debia  tenerse  en  cuenta  el 
móvil  de  los  mismos  y  su  esencial  significación,  que  demostraban  no 
Inibo  mala  fe  por  parte  de  aquéllos,  pues  de  lo  contrario  hubiera  sido 
imposible. hacer  en  los  autos  las  justificaciones  convenientes  al  derecho 
de  los  acreedores;  y  que  respecto  á  las  causas  inmediatas  y  directas  de 
la  quiebra,  admitía  las  explicaciones  de  los  quebrados,  por  no  encon- 
trar en  los  autos  razones  que  se  opusieran  á  ellas: 

Besultando  que  D.  Andrés  Revilla  de  Villodas  se  opuso,  en  escrito 
de  19  de  Julio  de  1897,  á  las  pietensiones  de  la  Sindicatura,  con  la  soli- 
dtQd  de  que  se  declarase  la  quiebra  fortuita  y  á  él  exento  de  toda  res- 
ponsabilidad, para  lo  que  sostuvo,  entre  otras  alegaciones:  no  haberse 
podido  atener  el  comisario  y  la  Sindicatura  de  la  quiebra,  al  examinar 
los  autos  para  su  calificación,  á  otro  balance  que  el  presentado  por  la  6o- 
diedad  Hijo  y  Sobrinos  de  Villodas,  que  durante  tres  afios  había  venido 
rirvlendo  para  la  administración  de  aquélla,  debiendo  ser  rechazado  de 
plano  el  nuevo  balance  presentado  por  dicha  Sindicatura,  demostrando 
los  mismos  autos  que  la  casa  quebrada  había  llevado  siempre  inventa- 
riado sn  capital,  pues  de  otro  modo  no  se  hubiera  podido  llegar  á  la  ca- 
lificación después  de  hechos  el  reconocimiento  y  graduación  de  créditos; 
ser  Btt  detalle  insignificante  el  que  la  casa  quebrada  viniera  operando 
ein  escritura  desde  1889;  y  en  cuanto  á  la  contabilidad,  si  bien  era  cierto 
qae  no  se  ajustaba  á  lo  prescrito  por  el  Código  de  Oomercio,  también  lo 
era  qoe  en  ella  se  observaba  bastante  claridad,  toda  vez  que  con  facili- 
dad relativa  se  había  averiguado  la  situación  de  la  casa  fallida,  y  de- 
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mostrar  que  hablm  sido  íortaiU  U  quiebra  el  hecho  de  no  haber  podido 
lograr  los  aereedores  su  afán  de  envolver  á  los  socios  de  la  casa  Hijo  y 
Sobrinos  de  ViUodas  en  una  cansa  criminal: 

Resnltando  qne  D.  José  Viilodas  de  la  Torre  y  D.  Ensebio  Monasteite 
de  VUlodas,  en  escritos  de  9  de  Septiembre  j  6  de  Noviembre  de  1897,  sa 
opusieron  á  sn  ves  á  la  calificación  propuesta  por  la  Sindicatura  eom 
idéntica  solicitud  y  aáálogos  raionamientos  á  los  expuestos  por  D.  Am- 
eres Re  villa,  afiadlendo  el  D.  José  VlUodas  que  el  hecho  de  no  hsber 
llevado  la  contabilidad  con  sojeción  estricta  al  formularismo  exigido  efo 
la  ley  no  constituía  delito  ni  falta,  y  que  él  desempefiaba  dentro  de  Ir 
casa  el  mero  papel  de  escríbleate;  y  después  de  los  demás  trámites  eo- 
rrespondientes,  sin  que  se  practicase  prneba,  por  no  haberla  propuesto 
ninguna  de  las  partes,  el  Jues  del  distrito  de  la  luclusa,  por  reensaelón 
del  de  la  Audiencia,  dictó  sentencia  declarando  fortuita  la  quiebra  de  Ir 
casa  Hijo  y  Sobrinos  de  Villodas: 

Besultando  que  interpuesta  apelación  contra  la  enunciada  sentaneiRa 
por  la  Sindicatura  se  remitieron  los  autos  á  la  Audiencia  del  territorio, 
donde  personada  aquélla  y  los  socios  de  la  casa  quebrada»  después  da 
oído  el  Ministerio  fiscal  y  de  celebrada  la  vista  oon  asistencia  de  Irs 
partes,  para  mejor  proveer,  se  pidieron  las  piesas  de  las  secciones  pri- 
mera, sei^onda  y  cuarta  del  mismo  juicio,  el  libro  Diario  correepondienta 
al  afio  1892,  y  el  borrador  referente  á  las  operaciones  verificadas  desde 
1.^  de  Enero  del  93;  apareciendo  de  la  plesa  relativa  al  examen,  gradnR- 
ción  y  pago  de  créditos,  que  D.  Vicente  Rodrigues,  D.  Domingo  Oíd,  Dea 
Fernando  Peres  y  algunos  otros  f  oeron  declarados  acreedores  de  domiiüo 
por  títulos  de  la  Deuda  pública  eatregados  á  la  casa  quebrada  para  sn 
canjeo,  á  pesar  de  lo  cual  fueron  pignorados  por  D.  Ensebio  VillodRi, 
hallándose  en  la  contabilidad  de  la  casa  anotaciones  eonoemientaa  á 
compras  y  ventas  de  valores  en  la  misma  fecha  para  D.  Miguel  Ferrl, 
que  por  no  figurar  en  las  cuentas  de  caja  inducían  á  la  Sindicatura  á  ro- 
poner  se  trataba  de  operaciones  imaginarias,  y  constando  asimismo  en 
los  in>ilcado8  antecedentes  qne  al  discutirse  un  crédito  de  200.000  pese- 
tas á  favor  de  D.  Manuel  Gaviggioll,  en  junta  de  acreedores  verificada 
el  8  de  Mayo  de  1898,  fué  impugnado  por  entender  la  representacióa  de 
upo  de  aquéllos  que  tal  cuenta  figuraba  como  liquidada  en  1,888,  y  que 
se  había  consignado  en  la  de  D.  Ensebio  Monasterio,  no  obstante  lo 
cual,  oídas  las  rasones  expuestas  por  el  Letrado  de  la  Sindicatnra,  se  re- 
conoció dicho  crédito  por  mayoría  de  votos  y  de  cantidad: 

Resultando  qne  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta 
corte,  el  12  de  Mayo  del  próximo  pasado  afio  1900,  dictó  sentencia  revo- 
catoria de  la  del  Juagado,  por  la  que  se  declara  fraudulenta  la  qniefan 
de  la  Sociedad  mercantil  Hijo  y  Sobrinos  de  ViUodas,  ordenando  se  sa- 
que á  su  tiempo  testimonio  de  lo  necesario  para  proceder  criminalmente 
contra  los  quebrados,  sin  expresa  condena  de  costas: 

Resultando  que  D.  Andrés  Revllla  y  VlUodas  ha  interpuesto  reeniss 
de  casación,  como  comprendido  en  los  números  1.^  y  7^^  del  art.  1892  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por  los  siguientes  motivos: 

Primero.  Porque  la  Sala  sentenciadora  hace  apUoación  indebida  de 
los  preceptos  contenidos  en  la  circunstancia  8.^  del  art.  890  del  Gódigo 
de  Oomercio;  toda  ves  que  los  hechos  que  reputa  probados,  y  la  sirven 
para  aplicar  el  enunciado  precepto,  no  significan  ni  demuestran,  ni  m«- 
oho  menos  se  hallan  comprendidos  en  ninguna  de  las  tres  invocadas 
circunstancias  del  mencionado  artículo,  según  el  cual  se  reputará  frao- 
dulenta  la  quiebra  de  aquellos  comerciantes  sn  quienes  conenrra,  entre 
otras  circunstancias,  la  de  no  haber  llevado  libros,  ó  llevándolos,  in- 
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elfíir  en  ellos,  con  dafio  de  tercero,  partidas  no  sentadas  en  lugar  y 
üempo  oportunos,  lo  que  comprende  el  caso  de  no  lleyar  libros,  que  se 
refiere  á  todos  los  que  para  la  contabilidad  impone  el  art.  88,  y  no  á  1» 
falta  parcial  ó  deficiencia,  por  determinarlo  asi  el  concepto  gramatical 
de  las  palabras  y  ser  motivo  de  otra  calificación  dicba  deficiencia,  con 
arreglo  ai  caso  1.^  del  art.  889  de  dicho  Código;  no  dándose  este  caso  en 
la  ocasión  presente,  pues  sólo  acusan  los  informes  y  los  becbos  admiti- 
dos la  falta  parcial  del  libro  de  inventarios  ó  balances;  por  lo  que  hay 
^ue  presumir  que  la  Sala  entiende  aplicable  el  de  que  en  los  libros  se 
bayan  incluido  con  dafio  de  tercero  partidas,  y  como  en  ninguno  de  los 
bechos  fijados  se  establece  semejante  consignación  de  partidas  fuera  de 
Ingar  y  tiempo,  no  puede  deducirse  el  posible  dafio  de  tercero: 

8egnndo.    Porque  la  mencionada  8aJa  aplica  también  indebidamente 
el  caso  9.®  del  citado  art.  860  del  Código  de  Comercio,  que  dice:  «Si  ha- 
llándose comisionado  para  la  venta  de  algunos  géneros  ó  para  negociar 
créditos  ó  valores  de  comercio  hubiera  ocultado  la  operación  al  propie- 
tario por  cualquier  tiempo»;  pues  entiende  que  tal  operación  de  pignorar 
iralores  de  los  que  luego  fueron  declarados  acreedores  de  dominio,  fué 
ocultada  á  los  interesados,  suposición  que  no  consta  en  parte  alguna,  ni 
la  admite  como  probada  la  sentencia;  apareciendo,  por  el  contrario,  que 
loa  quebrados  incluyeron  como  acreedores  comunes  en  sus  balances  á 
loa  que  luego  estimó  la  junta  como  de  dominio,  y  que  sólo  se  ventiló  en 
el  juicio  dicho  concepto  del  crédito,  pero  no  la  ignorancia  de  un  hecho 
que  por  ser  conocido  fué  impugnado  por  aquellos  á  quienes  perjudicaba 
ó  creían  ser  perjudicados;  y  el  de  que  se  trata,  indebidamente  interpre- 
tado, podía  dar  lugar  á  suponer  la  posibilidad  de  un  delito  que  no  ezis- 
te,  cometido  personalmente  por  D.  Ensebio  Monasterio,  dado  qne  la  en- 
tonga de  títulos  para  el  canje  no  está  probada  en  parte  alguna;  pero  aun 
admitiendo  el  supuesto  contrario,  no  es  el  caso  definido  y  previsto  en  el 
núm.  9.<»  del  art.  890: 

Tercero.  Porque  asimismo  aplica  indebidamente  el  caso  18  del  men- 
cionado art.  890,  por  cuanto  no  hay  un  solo  hecho  alegado  ni  probado 
que  determine  el  que  la  Sociedad  colectiva  Hijo  y  Sobrinos  de  Villodas 
haya  anticipado  pago  alguno  en  perjuicio  de  sus  acreedores,  ni  aun  sin 
perjuicio  de  éstos,  ya  que  los  alegados  se  refieren  á  no  haber  devuelto  y 
mí  admitido  comisiones  en  los  días  precedentes  á  la  quiebra;  y 

Cuarto.  Porque  la  repetidamente  nombrada  Sala  funda  también  su 
fallo  en  la  apreciación  que  consigna  de  que  es  imposible  por  los  libros 
del  quebrado  deducir  su  verdadera  situación  y  ser  en  tal  caso  aplicable 
lo  preceptuado  en  el  art.  891  del  mismo  Código  de  Comercio,  con  cuya 
apreciación  incurre  en  un  error  grave  del  hecho  que  establece  demos- 
trado: por  el  acto,  indiscutible  é  indiscutido,  de  que  la  quiebra  ha  po- 
dido ser  y  ha  sido  liquidada  sin  más  antecedentes  que  los  libros  de  la 
contabilidad  de  la  casa  fallida,  según  se  ve  en  los  propios  autos;  por  el 
balance  que  formaron  los  síndicos,  al  que  reconoce  fuersa  y  valor  pro- 
iMtorio  la  misma  Sala,  no  podiendo,  por  lo  tanto,  negárselo  para  demos- 
trar que  él  ensefia  como  resumen  extractado  de  los  libros  la  situación 
de  la  casa  fallida,  y  por  los  informes  del  Juez,  comisario  y  síndicos;  y 
alendo  la  fraudulencia  que  dicha  falta  determina  una  mera  presunción 
qne  admite  prueba  en  contrario,  aparece  también  cometido  el  error  de 
derecho  de  aplicar  para  la  apreciación  de  la  irregularidad  de  la  quiebra 
el  mero  juicio  de  sus  defectos,  omitiendo  la  de  aquellos  hechos  que, 
sabsanando  tales  deficiencias,  han  permitido  conocer  la  verdadera  situa- 
<lón  de  la  casa  Hijo  y  Sobrinos  de  Villodas: 

Resultando  qué  D.  José  Villodas  de  la  Torre  ha  interpoesto  asimisme 
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recnrso  de  casación,  como  comprendido  igualmente  en  loe  númerofl  1.* 
y  1,^  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjaiciamiento  civil»  alegando  haben»^ 
infringido: 

Primero.  El  art.  887  del  Código  de  Comercio,  por  no  haberse  spU- 
oado  en  el  sentido  de  ser  el  inforianio,  casnal  en  el  orden  regolar,  el 
productor  de  la  redacción  del  capital,  hasta  el  extremo  de  no  poder  sa- 
tiafacerse  las  deudas,  en  cuanto  de  toda  la  contabilidad  aparece  que  el 
tráfico  esencial  de  la  casa  quebrada  era  el  de  la  compraventa  de  oro«  y 
como  á  todo  el  mundo  conata  que  en  las  cotisaciones  oficiales  óe  te 
épocas  próximas  á  la  declaración  de  quiebra  el  premio  del  oro  había  so- 
frido  muchas  y  muy  profundas  oscilaciones,  teniendo  la  casa  la  desgra- 
cia de  comprar  coando  estaba  caro,  viéndose  obligada  á  vender  á  precie 
más  barato,  vino  de  esa  manera  casual  la  reducción  de  su  fortuna  y  eon 
ella  la  imposibilidad  del  cumplimiento  de  sus  obligaciones,  que  es  el 
caso  de  quiebra  fortuita  que  afirmó  ver  el  Ministerio  fiscal  en  las  des 
instancias,  que  el  Juzgado  determinó  y  que  la  Sala  sentenciadora  no  ha 
aplicado,  no  obstante  no  deducirse  otra  cosa  de  los  hechos  por  ella  acep- 
tados: 

Segundo.  El  art.  889,  núm.  1.^,  del  mismo  Código,  el  1218  del  elvil 
y  la  sentencia  de  13  de  Julio  de  1804,  en  relación  con  el  núm.  7.^  del  ar- 
ticulo 690  y  605  de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  por  su  no  aplicación;  toda 
ves  que  la  Sala  sentenciadora  afirma  qoe  no  puede  decir  haya  habida 
cautelosa  preparación  en  la  confusión  que  sapone  existe  por  falta  de 
méUxio  en  los  libros  de  contabilidad  de  la  casa  quebrada,  y  enfrente  ds 
tal  afirmación  se  encuentran  los  nechos  admitidos  en  la  propia  senten- 
cia referentes  á  las  actuaciones  judiciales  que  ha  habido  en  la  qoiebia, 
que  demuestran  que  el  balance  de  los  quebrados,  presentado  por  ellos, 
sirvió,  sin  protesto  de  nadie,  para  todas  aquéllas,  para  el  reconocí  miente 
de  los  créditos  y  para  determinar  el  activo  de  la  casa;  siendo  indndabls 
que  aun  cuando  no  se  hubieran  llevado  con  todas  las  formalidades  déla 
ley  no  se  ocasionó  dentro  de  ellos  perjuicio  á  tercero;  y  es  claro  que  la 
mala  forma  de  la  contabilidad  determina  la  declaración  de  culpabilidad, 
pero  no  la  de  fraudulencia  que  la  Sala  precisa,  á  pesar  de  resonar  qns 
tal  hecho  significa  negligencia  ó  descuido,  y  no  obstante  tener  que  su-* 
jetarse  para  la  apreciación  de  las  pruebas  á  la  estimación  de  loe  doeo* 
mentes  ó  actos  auténticos  á  que  todos  estamos  obligados;  y  documentos 
públicos  son  las  actuaciones  judiciales,  afirmándose  en  los  resultsndos 
de  la  sentencia  recurrida  como  hecho  indubitado  que  á  todos  los  aeras- 
dores  se  les  reconocieron  sus  créditos,  pues  hasta  los  que  fueron  objeta 
de  duda,  como  el  de  Caviggioli,  fueron  comprobados  en  la  contabllidai 
y  aceptados  á  virtud  de  dicha  comprobación: 

Tercero.  El  art.  890,  números  8.^,  9.^  y  18,  del  Código  de  Comercio^ 
en  relación  con  las  disposiciones  del  civil  y  de  la  ley  de  Enjuiciamieats 
citadas  en  el  motivo  anterior,  aplicados  indebidamente  por  la  Sala  sm- 
tenci  adora,  ya  que  la  falta  de  uno  de  loe  libros  de  contabilidad  que  el 
Código  exige  no  basta  para  la  calificación  de  fraude,  porqués!  así  lobir 
biera  querido,  el  Código  lo  hubiera  dicho,  y  no  aparecería  gramática- 
mente lo  contrario  al  usar  en  plural  el  sustantivo  libro,  exigiendo  ade» 
más  la  determinación  de  un  dafio  por  Incluir  en  aquellas  partidas  no 
sentadas  en  tiempo  y  lugar  oportunos,  por  lo  que  era  necesario  se  expre- 
sara en  la  sentencia  dicho  perjuicio,  lo  cual  no  se  hacía,  así  como  tam- 
poco aparecía  el  hecho  de  la  ocultación  al  propietario  por  la  negociaciéii 
ó  venta  de  sus  valores,  sino  que,  por  el  contrario,  consta  que  Ferri,  Bi- 
zán  y  otros  á  quienes  la  negociación  ó  venta  de  esos  valores  se  xetat, 
no  hicieron  en  todas  las  juntas  una  sola  protesta  contra  U  pignoradto 
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de  lo*  yalores  realisada  por  la  caea  fallida,  aceptando  todos  los  acreeda- 
res  la  gnadaación  de  créditos  y  limitando  el  ejercicio  de  sns  acciones, 
que  llegaron  hasta  este  Supremo  Tribnnal,  á  pedir  qne,  como  acreedores 
de  dominio,  se  les  entregasen  bienes  para  satisfacer  sns  créditos;  do  ha- 
biendo igualmente  hecho  algono  que  diga  coál  es  el  pago  yeriflüádo  con 
anticipación  en  perjuicio  de  los  acreedores,  porque  lo  ánloo  que  aparece 
ee  que  horas  antes  de  la  suspensión  de  pagos  la  casa  admitió  consigna- 
ciones 7  cobró  comisiones,  lo  cual  no  es  anticipar  pagos,  ni  está  pro- 
hibido  por  ninguna  ley,  pues  si  bien  puede  estimarse  como  un  acto  con- 
trario  á  la  moral,  no  ha  dado  logar  sino  á  que  un  funcionario  de  la  ad- 
ministración de  justicia  los  calificara  como  estafas  legales,  sin  que  por 
ello  sea  permitido  á  ningún  Tribnnal  considerarlos  como  fraude,  enfrente 
de  los  mismos  hechos;  y 

Cuarto.  £1  art.  801  y  el  núm.  1.^  del  889  del  Código  de  Comercio  vi- 
gente, 7  el  940  del  antiguo,  en  relación  con  el  1888  de  la  le7  de  Enjuicia- 
miento,  igualmente  por  aplicación  indebida,  puesto  que  la  Sala  senten- 
ciadora deduce  del  hecho  de  que  el  balance  presentado  por  los  sindicos 
tenga  diferencias  con  el  de  los  quebrados  la  aplicación  de  derecho  de  ser 
fraudulenta  la  quiebra,  á  causa  de  no  aparecer  de  la  contabilidad  la  ver- 
dadera situación  de  la  casa  fallida,  siendo  asi  que  el  estado  que  la  Sin- 
dicatura presentó  lo  fué  después  de  estar  terminado  el  juicio  de  quiebra, 
lo  cual  significa  que  por  el  de  los  quebrados  se  hizo  el  reconocimiento 
7  graduación  de  créditos;  y  como  tal  cosa  se  efectuó  sin  protesta  alguna» 
y  después  de  dicho  estado  de  la  Sindicatura  no  se  han  modificado  en 
nada  el  activo  ni  el  pasivo  de  la  quiebra,  es  evidente  que  la  contabilidad 
de  los  quebrados  está  7  estuvo  bien  desde  el  primer  momento,  cuande 
los  consejeros  de  la  Sindicatura  no  han  realizado  por  su  trabajo  modi- 
flcaeión  alguna  en  el  activo  7  pasivo  de  la  quiebra,  pues  no  es  verdad 
que  ha7a  un  solo  hecho  en  la  sentencia  recurrida  en  el  que  se  consigne 
que  se  haya  aumentado  ni  disminuido  ni  un  acreedor  ni  un  deudor, 
siéndolo  en  cambio  que  los  síndicos,  en  su  estado,  no  pudieron  precisar 
todo  el  activo,  ni  aportar  á  la  masa  de  la  quiebra  ni  una  sola  peseta,  ni 
bien  alguno  más  de  los  que  trajeron  los  quebrados;  siendo  verdad  taos- 
bién  que  el  informe  de  la  Sindicatura  se  emitió  fuera  de  todo  tiempo, 
por  haber  sido  presentado  á  los  dos  afios,  en  vez  de  los  quince  diaa 
que  determina  la  le7;  7  si  pues  de  hechos  indudables  se  desprende  que 
todo  el  juicio  de  quiebra  se  tramitó,  en  lo  esencial,  conforme  al  estado 
que  presentó  la  casa  quebrada,  como  resultado  de  su  contabilidad,  sin 
modificación  en  los  créditos,  respecto  al  estado  presentado  por  los  sín- 
dicos, que  tenía  un  activo  menor,  es  consecuencia  inexcusable  que  la 
contabilidad  de  la  casa  quebrada  ha  justificado  su  verdadera  situación: 
Resultando  que  D.  Ensebio  Monasterio  Villodas  ha  interpuesto  igual- 
mente recurso  de  casación,  como  comprendido  también  en  loa  núme- 
ros 1.^  7  7.^  del  art.  1692  de  la  107  de  Enjuiciamiento  civil,  por  infrae- 
ción  en  su  concepto: 

Primero.  Del  art.  1018  del  Código  de  Ck>mercio  de  1829,  en  el  cual  ee 
exige  solamente  que  á  la  petición  de  quiebra  se  acompañe  en  primer  lu- 
gar el  balance  general  de  los  negocios  del  quebrado,  7  en  segundo  tér- 
mino una-memoria  ó  relación  que  exprese  las  causas  directas  é  inme» 
diatas  de  su  quiebra,  sin  más  requisitos  ni  prueba  alguna  para  acreditar 
lae  afirmaciones  que  se  consignen;  toda  vez  que,  aceptando  la  Sala  sen- 
tenciadora los  resultandos  del  Juzgado,  no  cabe  exigir  prueba  de  un  he- 
cho reconocido  por  todos  los  que  son  parte  en  el  juicio,  ni  aun  ampa- 
rándose en  el  precepto  del  art.  1020  del  mismo  Código,  donde  se  con- 
signa como  una  facultad  el  hecho  de  acompafiar  á  la  relación  de  lae 
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«aoflu  que  han  motiyado  la  quiebra  los  docnmentoe  de  oomprobacite 
que  tenga  por  conyeniente  preaentar  el  comerciante  quebrado;  y  et  la 
«alificación  debe  ajaetarse  á  lo  que  aparesca  de  autos  y  el  quebrado  ha 
4Rimplido  con  todoe  loa  deberea  ritoalea»  no  puede  basarse  tal  calificación 
«n  la  oircunstancla  de  no  haber  utillsado  un  derecho: 

Segundo.  De  la  circunatancia  8.^  del  art.  890  del  Tigente  Código  de 
Comercio,  por  interpretación  errónea  y  aplicación  indebida,  por  cuanto 
allí  se  exige  para  declarar  una  quiebra  fraudulenta  el  no  haber  llevado 
libros,  7  la  casa  Villodas  los  ha  iievado,  pues  el  que  no  lo  hiciera  de 
todos  ios  exigidos  en  el  art.  83,  no  supone  la  responsabilidad  que  deter- 
mina el  890,  ya  que  si  hubiera  querido  castigar  la  omisión  de  uno  de 
ellos  lo  hubiera  expresado  claramente,  y  no  sólo  el  hecho  de  no  llevar 
libros,  y  por  eso  dice  el  891  que  la  quiebra  del  comerciante  cuya  verda- 
dera situación  no  pueda  deducirse  de  sus  libros  se  presumirá  fraudulenta, 
salyo  prueba  en  contrario,  debiendo  tenerse  en  cuenta,  ante  todo,  en  cada 
easo  especial  de  loe  que  se  ofrecen  constantemente  en  la  práctica  de  los 
Tribunales,  la  clase  de  comercio  á  que  se  dedica  el  quebrado  para  dedu- 
cir la  forma  en  que  los  libros  pueden  llevarse,  la  cual,  por  otra  parte, 
no  está  legalmente  sujeta  á  un  sistema  de  contabilidad  determinado, 
pudiendo  adoptar  cada  uno  el  que  crea  oportuno  ó  más  fácil  para  el 
manejo  especial  de  sus  negocios,  sin  que  pueda  negarse  que  la  casa  Hijo 
y  Sobrinos  de  Villodas  presentó  en  los  autos  varios  ejemplares  del  Dia- 
rio, Mayor,  Correspondencia,  Caja,  etc.,  y  los  borradores  de  las  opera- 
ciooes  que  habían  de  inscribirse  en  primero  de  afio  tan  pronto  como  se 
íormaliaasen,  lo  cual  no  pudo  determinar  por  haberse  precipitado  los 
acontecimientos;  y  si  no  ae  presentó  el  libro  de  inventarios  y  balances 
que  exige  la  moderna  contabilidad,  no  podía  afirmarse  que  de  los  otros 
libros  no  se  dedujera  el  verdadero  estado  de  la  casa,  cual  lo  probaba  el 
haber  sido  posible  hacer  una  exacta  clasificación  y  graduación  de  crédi- 
tos, y  una  determinación  completa  del  activo  y  pasivo  de  la  casa;  y 
alendo  el  Inventario  un  libro  complemento,  donde  se  escriben  en  resu- 
men las  operaciones  del  Diario,  el  nóm.  8.^  del  art.  890  del  Código  de  Co- 
mercio no  puede  referirse  á  él  como  comprendido  en  los  enumerados  en 
el  88,  sino  sólo  á  aquellos  de  los  cuales  cabe  deducir  la  verdadera  si- 
tuación del  comerciante;  y  aun  en  tal  caso  se  presumirá  la  quiebra  frau- 
dulenta, salvo  prueba  en  contrario,  conforme  al  predicho  art.  891;  no 
siendo  cierta  la  afirmación  de  la  Sala  de  que  en  el  Diario  no  exista  nota 
del  capital  social  de  la  casa  quebrada,  como  lo  hubiese  visto  aquélla  de 
examinar  todos  los  ejemplares  y  no  solamente  el  último: 

Tercero.  De  la  circuostancia  9.*  del  art.  890  del  mismo  Código  de 
Comercio,  por  no  haber  realisado  la  casa  Hijo  y  Sobrinos  de  Villodas 
opersción  alguna  de  aquellas  á  que  se  refiere  dicha  disposición,  ya  que 
no  se  han  vendido  géneros  ni  se  han  negociado  créditos  ó  valores  de  co- 
mercio, ocultando  la  operación  al  propietario  por  ningún  espacio  de 
tiempo,  pues  si  bien  pignoró  valores,  no  fué  sin  conocimiento  del  pro- 
pietario, que  lo  era  la  misma  casa  Villodas;  pero  aunque  asi  no  fuese, 
eonodan  la  operación  las  personas  que  los  entregaron  y  con  su  producto 
se  abonaron  150.000  pesetas  á  D.  Manuel  Cavigglioli  y  60.000  á  D.  José 
del  Valle,  operación  corriente  y  que  se  encuentra  acredilada,  como  se 
reconoce  en  la  sentencia,  sin  que  por  ella  haya  incurrido  la  casa  que- 
brada en  responsabilidad  alguna;  y  en  cuanto  á  otras  santidades  de  es- 
casa importancia,  están  compensadas  con  pagos  hechos  en  el  mismo  día, 
según  se  desprende  de  los  libros;  sin  que  pueda  entenderse  que  tenia  la 
obligación  de  guardar  el  dinero  para  devolver  el  mismo  paquete,  por  ser 
el  principal  negocio  de  la  casa  manejar  fondos  en  negociaciones  dlfeien- 
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tes,  p«ra  mc«r  el  prodneto;  y  respecto  á  la  admisión  de  cantidades  en 
metálico  casi  el  mismo  dia  en  que  «e  solicitó  la  suspensión  de  pagos,  no 
pnede  servir  de  base  á  la  calificación  del  fallo  recurrido,  porqne  lo 
mismo  percibía  yalores  qne  los  entregaba;  y  annque  asi  no  Inera,  estaba 
«n  mx  perfecto  derecho  para  hacerlo: 

Coarto.  Del  núm.  18  del  art.  890  del  repetidamente  mencionado  Gó* 
élgo,  pnesto  qne  la  Sociedad  Hijo  j  Sobrinoef  de  Villodae  no  ha  antici- 
pado pago  algono  en  perjuicio  de  los  acreedores;  y 

Quinto.  Del  art.  578  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  determina 
los  medios  de  prueba  de  que  se.  puede  hacer  uso  en  juicio,  y  claro  es  que 
■ólo  kw  que  en  él  se  expresan  y  ningún  otro  más  han  de  ser  tenidos  y 
«preciados  como  tales,  á  pesar  de  lo  cual,  la  Sala  sentenciadora  admite 
como  prueba  un  informe  de  la  Sindicatura,  que  á  lo  más  podía  haber  pa<- 
Mhdo  en  el  fuero  interno  de  los  jusgadores. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Pedro  Lavín: 
Considerando  que  el  precepto  contenido  en  el  núm.  3.^  del  art.  890 
del  Código  de  Comercio,  según  el  cual  se  reputa  fraudulenta  la  quiebra 
del  comerciante  que  no  llevare  libros,  es  aplicable  al  caso  de  que  dejase 
de  llevar  cualquiera  de  los  que  con  el  predicado  de  necesarios  se  expre- 
san en  el  art.  83,  porque  siendo  cada  uno  de  esos  libros  parte  intrigante 
de  QB  solo  todo  ó  de  un  sistema  de  contabilidad  preestablecido,  ya  que, 
con  arreglo  á  los  arts.  87,  38  y  89,  en  el  Diario  debe  sentarse  como  pri- 
mera partida  el  resultado  del  de  inventarios  y  balances  y  al  Mayor  de- 
ben trasladarse  los  asientos  del  Diario  en  la  forma  que  se  determina,  y 
«0  evidente  el  nexo  que  existe  entre  estos  libros  y  el  copiador  de  cartas 
7  telegramas,  la  falta  de  uno  solo  afectaría  á  todo  el  sistema,  que  deja- 
ría de  ser,  por  consecuencia  de  semejante  omisión,  lo  que  la  ley  quiere  y 
tiene  establecido  en  interés  público  y  del  comercio  en  general;  sin  que 
•sta  doctrina  se  halle  en  oposición,  como  sostienen  los  recurrentes,  con 
•1  núm.  1.^  del  art.  889,  porque  conforme  á  este  precepto,  la  calificación 
más  atenuada  de  quiebra  culpable  sólo  alcanza  al  que,  llevando  todos 
loe  libros  que  la  ley  exige,  no  se  atempera,  en  cuanto  á  su  forma  y  re- 
dacción, á  los  requisitos  intrínsecos  y  extrínsecos  que  el  propio  Código 
tiene  establecidos: 

Considerando  que  es  un  hecho  cierto  y  no  contradicho  por  nadie,  que 
la  Sociedad  colectiva  Hijo  y  Sobrinos  de  Villodas  no  llevaba  el  libro  de 
inventarios  y  balances;  y  por  lo  tanto,  al  declarar  la  Sala  fraudulenta  la 
quiebra  de  esta  entidad  mercantil  no  ha  infringido  por  interpretación 
errónea  el  núm.  3.^  del  art.  890  del  Código  de  Comercio,  c^mo  se  pre- 
tende en  los  motivos  primero,  tercero  y  segundo  respectivamente  de  los 
tree  recursos,  ni  el  art.  887  y  núm.  1.^  del  889  por  no  haberse  aplicado, 
como  se  alega  en  los  fundamentos  primero  y  segundo  del  de  Villodas, 
porque  si  la  quiebra  es  fraudulenta  no  es  dable  calificarla  de  fortuita  ó 
culpable,  siendo  además  improcedentes  los  motivos  segundo  y  tercero 
del  recurso  de  Bevilla,  el  tercero  del  de  Villodas  y  los  segundo,  tercero 
y  cuarto  del  de  Monasterio,  en  raaón  á  qne  el  Tribunal  sentenciador, 
apreciando  en  conjunto  tedas  las  pruebas  y  elementos  de  juicio  aporta- 
dos al  procedimiento,  tiene  declanido  en  el  considerando  cuarto  de  la 
sentencia  recurrida  que  la  mencionada  Sociedad,  en  los  últimos  días  de 
su  existencia,  dispuso  por  modo  abusivo,  y  por  consiguiente  sin  asenti- 
miento ni  conocimiento  de  pus  duefios,  de  valores  públicos  entregados  á 
la  misma  al  solo  efecto  de  una  operación  de  canje,  pignorándolos  para 
satisfacer  con  su  importe  cuentas  recientemente  abiertas  y  que  estaban 
en  oposición  con  el  resultado  de  sus  libros,  y  que  supuso  en  éstos  ope- 
raciones de  compra  anuladas  el  mismo  dia  sin  conocimiento  de  los  inte- 
TOMO  91  88 
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iMUtdofl,  en  ca^o  nombre  obraba,  todo  lo  qae  ee  ajoett  elanuncnts  á  Um 
moldes  de  Ue  circniuitanciM  9.^  y  18  del  art.  890: 
j^Goaelderando  que,  á  mayor  abundamiento,  fonda  la  Sala  la  declara- 
oión  de  fraude  en  el  art.  891  del  mismo  Oódlgo,  qne  estima  aplicable  al 
caso  actaal,  partiendo  de  la  base  afirmada  en  el  oonslderando  décimo, 
de  la  imposibilidad  de  deducirse  de  los  libros  la  yerdadera  sltoaoidn  de 
la  Sociedad  fallida;  por  loT  que  la  casación  no  puede  prosperar  por  el 
motivo  cuarto  del  recurso  de  VlUodas,  que  se  aparta  de  esta  apreciacl<ya 
sin  Impugnarla  en  forma,  ni  por  el  motlTO  también  cuarto  del  de  Be- 
villa,  porque  si  bien  este  recurrente  alega  contra  ella  error  de  hecho,  no 
lo  hace  derivar  de  uno  6  varios  documentos,  de  los  cuales  se  infiera  por 
modo  directo  j  evidente  la  equivocación  que  supone  padecida,  sino  da 
los  informes  del  Jnes,  comisario  y  de  los  síndicos,  no  aceptados  en  esta 
parte  por  el  Tribunal  en  uso  de  sus  atribuciones  legítimas,  y  principal- 
mente del  hecho  de  haberse  liquidado  la  quiebra  y  formado  los  sindiooa 
su  balance  sin  otros  antecedentes  que  los  libros  de  la  Sociedad,  aparte 
de  que  esta  circunstancia  no  pugna  con  el  juicio  formado  por  el  Tribu- 
I  nal  sentenciador,  puesto  que  la  quiebra,  en  todo  caso,  tiene  que  liqnl- 

,  darse,  y  su  liquidación  no  implica  neceearlamente  qne  loe  libros  de  c 

I  tabllldad  revelaran  la  verdadera  situación  del  quebrado: 

Oonslderando,  por  último,  que  aun  en  el  supuesto  de  qne  la  i 
I  cia  infrinja  el  art.  1018  del  Código  de  Comercio  de  1829  al  estimar  qus 

la  raaón  social  Hijo  y  Sobrinos  de  Villodas  debió  haber  proluulo  cuando 
solicitó  la  declaración  de  quiebra  las  causas  que  la  pusieron  en  tal  si- 
tuación, esta  transgresión,  alegada  en  el  fundamento  primero  del  re- 
curso de  Monasterio,  no  afectaría  á  la  parte  dispositiva  de  la  senteaoU 
misma  contra  la  que  se  da  únicamente  la  casación,  y  que  ésta  tampoco 
es  procedente  por  el  motivo  quinto  del  propio  recurso,  en  el  que  se  alegt 
la  Infracción  del  art.  678  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  puesto  que 
este  artículo,  que  establece  los  medios  probatorios  de  que  las  partee 
pueden  valerse,  no  Impide  á  los  Tribunales  formar  su  convencimiento 
con  todos  los  datos  ó  elementos  de  juicio  que  se  contengan  en  las  actúa- 
dones; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  á  los  re- 
cursos de  casación  interpuestos  por  D.  Andrés  Revilla  de  Villodas,  Don 
José  Villodas  de  la  Torre  y  D.  Euseblo  Monasterio  de  Villodas;  conde- 
namos á  cada  uno  de  dichos  recurrentes  al  pago  de  la  tercera  parte  de 
las  costas;  y  devuélvase  á  la  Audiencia  de  eeta  corte,  con  la  oportuna 
certificación,  el  apuntamiento  de  los  autos. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gacela  é  In- 
sertará en  la  Colección  Legi8Lativa,  pasándose  al  efecto  las  ooplai 
neceearlas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=José  de  Aldeeoa 
sBlcardo  Qnllón.=José  de  Garnica.=FrancÍ8C0  Toda.=Joaqnín  Gon- 
aáles  de  la  Pefia.— Pedro  Lavía.= Vicente  de  Plniés. 

Pobl¡caclón.=Lieída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Pedro  Lavín,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  cele- 
brando audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  «n  el  día  de  hoy,  de  400 
certifico  como  Etelator  Secretarlo  de  la  misma. 

Madrid  24  de  Abril  de  1901.=Ucenclado  Hilarlo  Bfaría  Oonsáleí  r 
Torres. 
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isrüm.  lll.-TftlBUNAL  SUPREMO. -24  Abril,  pnb.  el  5  y  7  JobIo. 

Casación  por  infracción  de  ley.— i2tf/o¿n(2eeaee<5n.— Sentencia  de- 
clarando no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  D.  Eduardo 
García  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  primera  de  lo  civil  de 
la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  D.  Felipe  Padierna  j 
otros. 
Ea  8U8  CONSIDERANDOS  sc  cstabicce: 

Que  no  autorizan  la  easaetón  los  errores  que  no  trascienden  ú  la 
resolución  del  litigio. 

En  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  24  de  Abril  de  1901,  en  los  antos  de- 
claratiTos  de  mayor  caantlw,  seguidos  en  el  Juagado  de  primera  inetan- 
eia  del  distrito  del  Congreso  de  esta  corte  y  la  8ala  segunda  de  lo  civil 
de  la  Audiencia  del  territorio,  por  D.  Eduardo  García  Féres,  empleado 
cesante,  contra  D.  José  Noguera  Castellanos,  del  comercio;  Dofia  Ma- 
nuela de  Erice  y  Urqntjo,  Condesa  de  Vülapadiema,  después  sus  suce- 
sores y  hoy  su  hijo  D.  Felipe  Padierna  de  Villapadierna  y  Erice,  Conde 
de  Villapadierna,  Abogado,  como  adjudicatario  del  terreno  que  se  pre- 
tende reivindicar  en  cnanto  á  dicha  causante,  y  contra  Dófia  Celedonia 
Matilde  de  Erice  y  Urquijo,  Marquesa  viuda  de  Cubas,  propietaria,  to- 
dos vecinos  de  esta  corte,  sobie  reivindicación  de  terrenos;  pleito  pen- 
diente ante  Nos,  en  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  que  ha  In- 
terpuesto el  demandante,  á  quien  representa  y  defiende  el  Frocorador 
D.  José  María  Villa  y  Roa  y  el  Letrado  D.  Tomás  Curiel  y  Arias,  es- 
tindolo  la  parte  de  D.  Felipe  Padierna  de  Villapadierna  por  el  Procura- 
dor D.  Francisco  Morales  Sánchez  y  el  Letrado  D.  Santiago  Alonso  de 
Villapadierna,  y  la  de  la  Marquesa  viuda  de  Cubas,  por  el  Procurador 
D.  Luis  Qarcla  Ortega  y  el  Letrado  D.  Eduardo  Dato,  sin  que  haya  com- 
parecido en  este  Tribunal  Supremo  la  otra  parte  recurrida,  ó  sea  la  de 
D.  José  Noguera: 

Resultando  que  por  escritura  pública  otorgada  en  esta  corte  el  día  16 
de  Octubre  de  187 1,  D.  Francisco  Guerra  y  Pérez,  como  apoderado  desa 
esposa  Dofia  Concepción  dei  Río,  dio  en  permuta  con  D.  Francisco  Gar- 
cía Rodríguez,  á  cambio  de  dos  casas  que  éste  poseía  en  la  villa  de  Pin- 
to, los  tres  siguientes  trozos  de  tierra  que  formaban  parte  de  ia  finca  ti- 
tulada La  Grande  del  Espíritu  Santo,  en  las  afueras  de  la  Puerta  de 
Alcalá,  de  esta  corte,  y  se  describen  literalmente  así:  €Üno  al  lado  Norte 
de  la  carretera  de  Aragón,  entre  la  venta  de  la  Alegría  y  ia  del  Espirita 
Santo,  que  linda:  al  Norte,  con  propiedad  que  fué  de  D.  Martin  Erice, 
hoy  de  sus  herederos;  Sur,  con  otra  tierra  de  D.  José  Perelló;  Este,  Don 
José  Perelló  y  D.  Cosme  Algarra,  y  Oeste,  con  una  de  las  vías  pública* 
del  ensanche  de  Madrid  y  D.  Martín  Krice,  teniendo  entre  sus  límites 
mareados  82.872  metros  46  centímetros,  equivalentes  á  423.858  pies,  ó  sean 
nueve  fanegas  44  céntimos  de  otra.=Otro  trozo  de  tierra  al  lado  dere- 
cho de  la  carretera  que  va  á  Aragón,  entre  la  venta  de  la  Alegría  y  la  del 
Espíritu  Santo,  lindante  al  Norte  con  el  terreno  que  debe  expropiarse 
para  las  aceras  y  paso  público  y  con  la  carretera  de  Aragón;  Sur,  terreno 
de  la  Peninsular:  Este,  casas  y  tierras  de  la  misma,  y  Oeste,  tejares  de 
D.  Vicente  Caltafiazor,  el  cual  tiene  una  superficie  de  10.646  metros 
con  66  centímetros  cuadrados  equivalentes  á  187.117  pies  con  97  cen- 
tímetros. =  Y  otro  trozo. á  la  izquierda  de  dicha  carretera  de  Ara- 
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fdn»  entre  1m  dos  expretadM  ventas  de  la  Alegría  y  del  Espirite 
Santo,  lindante  al  Norte  con  D.  José  Perelló;  Sor,  terreno  qae  debe  ex- 
firopiarse  para  aceras  y  paso  públioo  y  con  la  mencionada  carretera;  Ea* 
to,  D.  Pablo  Sáens  Bermúdes,  y  Oeste,  D.  Joan  Díes  Calabria,  teniendo 
una  saperflcie  de  2.882  metros  82  centiineiros,  equivalentes  á  37.1S1  pies 
coadradoB  con  66  céntimos  de  pie»: 

Resaltando  qae,  segán  aparece  del  plano  que  con  el  ndm.  1  acompafia 
D.  José  Nogaera  coa  sa  escrito  de  contestación  á  la  demanda,  la  totali- 
dad de  los  tres  trosos  de  tierra  antes  descritos  linda:  por  Saroeete,  coa 
otro  «terreno  adquirido  por  el  ya  citado  D.  Francisco  García  Rodrígaes, 
de  los  herederos  de  Erice>;  es  decir,  con  el  terreno  conocido  por  la  Casa 
de  la  Alegría,  situado  en  el  término  de  Madrid,  segundo  coartel  hipo- 
tecario, barrio  de  la  Plasa  de  Toros,  á  la  izquierda  de  la  carretera  de 
Aragón,  al  límite  del  ensanche,  que  contiene  un  área  plana  de  16.142 
metros  cuadrados  y  91  decímetros,  de  los  cuales  tenía  ocupados  el  Ayun- 
tamiento de  Madrid  8.904  con  26  decímetros  para  sena  de  euFancbe  y 
plaaa  de  Ronda,  quedando  de  la  referida  finca,  fuera  del  ensanche  y  dea- 
tinados  á  labor,  puesto  que  el  resto  lo  estaba  á  construcciones,  1.666  me* 
tros  y  22  decímetros  cuadrados,  lindantes:  al  Noroeste,  con  sucesores 
del  Río;  al  Oeste,  con  plasa  y  loso  de  la  Ronda  de  ensanche;  y  al  Sur, 
con  camino  real  de  Alcalá,  careciendo  del  otro  lindero  por  formar  ua 
triángulo  con  corva;  siendo  de  advertir  que  la  totalidad  del  aludido  te- 
rreno, titulado  Casa  de  la  Alegría,  era  propiedad  de  D.  Martín  Franciceo 
da  Erice,  por  compra  hecha  á  D.  Estanislao  de  Urquijo  en  Marao  de  1849, 
habiéndole  heredado  de  aquél,  en  Octubre  de  1872,  sus  dos  hijea  Dofia 
Oeledonia  Matilde  y  Dofia  Manuela  de  Erice  y  Urquijo,  Marqneaa  da 
Oubas  la  primera  y  Condesa  de  Viilapadiema  la  segunda,  entre  las  coa- 
les se  dividió  dicho  terreno  de  tal  suerte,  que  se  adjudicó  á  la  última» 
ó  sea  á  la  Dofia  Manuela,  la  parte  ó  troio  comprensivo  de  los  1.666  me- 
tros y  22  decímetros  cuadrados,  que,  según  se  ha  dicho  antes,  quedaron 
fuera  del  ensanche: 

Resultando  que  estos  1.666  metros  22  decímetros  cuadrados  de  te- 
rreno, equivalentes  á  21.461  pies  también  cuadrados,  fueron  vendidos 
por  su  nueva  propietaria  Dofia  Manuela  de  Erice  y  Urquijo,  aeieUda  de 
su  marido  D.  Felipe  Padierna  de  Villapadierna,  al  ya  citado  D.  Fran- 
cisco Qarcía  Rodr4;ues--padre  del  recurrente— en  precio  de  17.126  peee- 
tas,  mediante  escritura  pública,  otorgada  ante  el  Notario  de  eeta  corte 
D.  Juan  Perea  el  día  19  de  Febrero  de  1878,  consignándose  literalmente 
en  la  cláusula  4.^  ser  €  condición  expresa  de  este  contrato  que,  si  dentro 
de  loa  límites  naturales  del  terreno  descrito  fuera  del  ensanche,  tuviese 
más  ó  menos  cabida  que  loa  21.461  pies  cuadrados— 1.666  metros  22 
decímetros  cuadrados— que  se  enajenan,  los  sefiores  otorgantes  se  hacen 
mutuamente  recíproca  donación  y  se  comprometen  á  no  reclamarse  cesa 
alguna  por  tal  concepto;  pero  entendiéndose  que  siempre  han  de  quedar 
á  salvo  el  número  de  pies  de  terreno  que  se  dice  ocupaban  la  sona  y 
glorieta  y  la  parte  de  dentro  del  ensanchen 

Resultando  que  unido  este  terreno  á  los  tres  trosos  anteriormente 
adquiridos  en  Octubre  de  1871  por  permuta  con  Dofia  Concepción  del 
Río,  formó  el  D.  Francisco  García  Rodrigues  la  posesión  que  se  oonoce 
con  el  nombre  de  quinta  de  Los  Leones,  cercada  de  una  pared  eieire^ 
según  justifica  la  certificación  expedida  por  el  Ingeniero  industrial  y 
Agrimensor  D.  Joaquín  Escoda,  á  quien  aquél  había  encomendado  la 
medición  y  cerramiento  de  los  terrenos  expresados,  y  por  fallecimiento 
del  D.  Francisco  García  Rodrigues— acaecido  en  Mayo  de  1874 — y  el  da 
su  viuda  Dofia  Manuela  Peres  de  la  Pefia— ocurrido  en  Diciembre  d» 
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1877-- ,  Tino  la  quinta  de  Loa  Leones  á  eer  proi»iedad  del  hijo  7  heredero 
de  nqnélUe,  D4  fidoftrdo  García  Péreí,  el  caal,  en  en  demanda  jr  en  el 
hecho  séptimo  de  sn  escrito,  formulando  el  presente  recurso  de  casación» 
•oátiene  que  ai  formar  su  padre  7  cansante  la  quinta  ó  posesión  de  que 
•e  trata,  lo  hito  sólo  sobre  los  terrenos  adquiridos  por  permuta  con 
Dofia  Concepción  del  Bío  7  constm7Ó  la  pared  cierre  ó  cerca  de  fábrica 
más  adentro  de  los  linderos  de  su  tierra,  para  evitarse  los  gastos  de  re- 
lleno 7  mayor  solidez  del  muro,  ampliando  después  el  jardín  con  la 
agregación  de  parto  del  terreno  que  adquirió  de  Dofia  Manuela  de  Erice, 
prolongando  la  cerca  de  fábrica,  7  dejando  también  fuera  de  ésta,  por 
laa  raionee  antedichas,  una  franja  de  terreno  de  dos  metros  20  centí- 
metros de  ancho: 

Resultando  que  por  escritura  pública  otorgada  ante  el  Notario  de 
eeta  corto  D.  Vicente  Castañeda  el  26  de  Junio  de  1878,  el  D.  Eduardo 
García  Peres  vendió  á  D.  José  Noguera  Castellanos— uno  de  los  deman- 
dados en  este  pleito—,  en  precio  de  260.000  pesetas,  la  finca  que  bajo  el 
nám.  1.^  describe  aquel  documento  asi:  «una  posesión  cercada,  sita  en 
término  de  esta  villa  7  corte,  segundo  cnartel  hipotecario,  al  lado  Norto 
de  la  carretera  de  Aragón  entre  la  venta  de  la  Alegría  7  la  del  Espíritu 
Santo;  que  linda:  al  Norto,  con  propiedad  que  fué  de  D.  Martín  Erice, 
ho7  de  sus  herederos;  Sur,  con  tierra  de  D.  José  Perelló;  Este,  el  mismo 
D.  Joeé  Perelló  y  D.  Cosme  Algarra,  7  Oeste,  con  una  de  las  vías  públi- 
cas del  ensanche  de  Madrid  7  D.  Martín  Erice,  teniendo  entre  sus  lími- 
tes marcados  82.872  metros  46  centímetros,  equivalentes  á  428.868  piea, 
ó  sean  nueve  fanegas  44  céntimos  de  otra,  de  cu7a  superficie  se  hallan 
oonstrnidos  para  casa  vivienda  8.146  pies,  constando  de  piso  bajo,  prin- 
cipal 7  cámara  7  el  resto  de  la  posesión  esta  destinado  á  Jardín,  huerta 
coa  dos  norias^  dos  estufas,  una  cuadra,  una  cochera,  lefiera,  gallinero, 
pajar  7  una  pequeña  casa  para  el  goardaí;  manifestando  el  vendedor 
€bircía  Péreí  en  el  núm.  2.®,  que  su  padre  7  causante  D.  Francisco  Oar- 
cía  Rodríguez  había  adquirido  la  finca  de  que  se  trata  por  permuta  con 
Dofia  Concepción  del  Rio  en  escritura  de  16  de  Octubre  de  1871,  7  con- 
aignándose,  por  último,  en  la  manifestación  ó  enunciado  cuarto,  que  la 
Tenta  se  hacía  del  terreno  7  edificaciones  de  la  posesión  cercada  que  m 
deslinda  bajo  el  núm.  1.^  con  sn  siembra,  plantaciones,  arbolados,  aguas, 
norias,  estanques  7  todo  lo  demás  perteneciento  á  la  mencionada  pose- 
sión, no  por  metros  ni  pies  7  sí  atondiendo  al  cuerpo  de  la  misma; 
alendo  de  notar  que  á  esta  fincado  posesión  se  le  señalan  los  mismos 
linderos  7  cabida  que  al  primero  de  los  tres  trozos  de  torreno  que  Don 
Francisco  Qarcía  Rodríguez  adquirió  en  Octubre  de  1871  por  permuta 
con  Doña  Concepción  del  Río,  como  al  principio  queda  dicho  ya: 

Resultando  que  diez  7  ocho  años  después  de  haberse  otorgado  esta 
escritura  de  venta,  ó  sea  en  Septiembre  de  1896,  el  D.  Eduardo  García 
Pérez  promovió  ante  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del 
Ck>ngreso  de  esta  corte  diligencias  sobre  deslinde  7  amojonamiento  de 
ciertos  terrenos,  apareciendo  del  expediento  de  su  referencia  lo  sigaiento: 
que  el  Juzgado  se  constituyó  los  días  11  de  Vayo  7  10  y  2S  de  Junio 
de  1807  en  lugar  próximo  á  la  posesión  denominada  Los  Leones,  sita  en 
la  calle  de  Alcalá,  antigua  carretera  de  Aragón;  que  en  esas  diligencias 
j  operaciones  con  ellas  relacionadas  sólo  intervinieron  activamento  la 
representación  del  actor  García  Pérez  y  la  del  Ayuntamiento  de  esta 
•corte,  que  se  estimó  necesaria  por  razón  de  las  modificaciones  que  había 
aufrido  la  zona  de  ensanche,  lindero  Geste  del  terreno  que  había  de  des- 
lindarse; que  ios  demás  propietarios  aladeños,  á  quienes  previamente  se 
cito,  se  opusieron  á  la  diligencia  del  deslinde,  que  fué  suspendida  7  so- 
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braoeída  en  cnanto  á  ellos  pudiera  referirse,  figurando  entre  aqn^los 
opoeitoree  loe  demandadoe  en  eate  pleito,  D.  José  Noguera  Castellanoo» 
Marqués  de  Cubas  7  Condesa  de  Viilapadierna;  que  ei  perito  del  Ayon- 
iamiento,  Arquitecto  municipal  D.  Pablo  Aranda,  manifestó,  entre  oti«)« 
extremos,  que  con  arreglo  á  los  datos  oficiales,  el  actual  paseo  ó  Ronda 
y  la  línea  exterior  del  mismo  paseo  en  la  forma  primitivamente  proyec- 
tada es  una  linea  recta  que  dista  del  muro  de  cerramiento  de  la  tinca  de 
Los  Leones  dos  metros  20  centímetros  en  el  ángulo  que  hace  dicha  cerca 
con  la  parte  corva  que  forma  la  glorieta;  7  finalmente,  que  sólo  se  pro* 
cedió  al  amojonamiento  del  citado  lindero  Oeste,  colocándose  dos,  uno 
de  ellos  á  los  23  metros  20  centímetros  del  ángulo  que  forma  la  fábrica 
de  la  cerca  delante  del  coto  del  Marqués  de  Cubas,  á  una  distancia  de  dos 
metros  18  centímetros  del  muro  de  la  cerca,  7  la  segunda  estaca  á  los 
202  metros  80  centímetros  de  aquélla,  ó  sea  al  terminar  la  propiedad  de 
García  Peres— así  dice—,  separada  de  la  pared  un  metro  49  centímetros: 

Resultando  que  de  certificación  expedida  el  día  1.^  de  Julio  de  1896 
per  el  Secretario  del  Ayuntamiento  de  esta  corte,  aparece:  que  eegánla 
memoria  7  plano  del  antepro7ecto  de  ensanche  hecho  por  D.  Carlos  Ma- 
ría de  Castro,  el  camino  ó  paseo  de  Ronda  7  foso  de  ensanche  estaban 
pro7ectados  con  una  anchura  de  57  metros,  correspondiendo  al  paseo  de 
Sonda  un  ancho  de  50  metros,  medidos  desde  la  arista  inferior  del  foso 
hasta  la  fachada  de  los  edificios  que  se  pudieran  construir  en  el  frente, 
7  al  foso  un  ancho  de  siete  m«)tro8;  que  el  paseo  de  Ronda  7  foso  de  cir- 
cuito, con  los  anchos  que  se  acaban  de  describir,  estaban  destinados  á 
constituir  el  cerramiento  de  la  xona  de  ensanche  en  todo  su  perímetro, 
y  por  tanto,  dicho  ancho  es  ei  que  correspondía  á  ia  zona  contigua  á  la 
carretera  de  Aragón  7  al  punto  en  que  estaba  la  venta  de  la  Alegría,  y 
qne  formado  por  el  Ingeniero  D.  Carlos  María  de  Castro  el  plano  y  an- 
teproyecto del  ensanche,  en  virtud  de  lo  dispuesto  por  Real  decreto  de  ft 
de  Abril  de  1857,  dichos  trabajos  fueron  aprobados  por  análoga  disposl- 
don  del  Ministerio  de  Fomento  fecha  19  de  Julio  de  1860: 

Resultando  que  en  certificación  expedida  por  el  Registrador  de  la 
propiedad  de  la  zona  del  Norte  de  esta  capital  con  fecha  2  de  Enero  de 
1897,  se  hace  constar  que  á  D.  Eduardo  García  Pérez  corresponde  por 
herencia  de  sus  padres  D.  Francisco  García  7  Dofia  Manuela  Pérez  un 
terreno  de  21.461  pies  cuadrados,  procedentes  de  la  tierra  conocida  por 
la  Casa  de  la  Alegría,  sita  á  la  izquierda  de  la  carretera  de  Aragón,  y 
que  adquirió  aquél  de  Doña  Manuela  de  Erice  y  ürquijo,  CU70  terreno 
aparecía  inscrito  á  nombre  del  primero: 

Resultando  que  como  hecho  que  por  razón  de  su  importancia  debe 
figurar  también  en  esta  exposición  de  antecedentes,  es  de  obeervar  qoe 
en  el  inventario  7  partición  del  caudal  relicto  por  fallecimiento  de  Don 
Francisco  García  Rodríguez,  cuyas  operaciones  divisorias,  fueron  proto- 
colizadas en  escritura  pública  de  4  de  Diciembre  de  1874,  los  tres  trozos 
de  tierra  que  el  causante  adquirió  por  permuta  con  Dofia  Concepción  del 
Río,  7  el  otro  que  compró  á  Dofia  Manuela  Erice,  se  enumeran  y  adju- 
dican como  fincas  ó  tierras  distintas  é  independientes,  copiando  de  las 
respectivas  escrituras  de  adquisición  su  descripción  7  límites,  sin  qoe 
en  tales  operaciones  se  haga  mención  alguna  de  la  posesión  de  Los  Leo- 
nes, que  por  entonces  se  hallaba  7a  constituida,  como  repetidamente 
queda  indicado,  7  únicamente  al  adjudicar  el  primero  de  los  tres  terre- 
nos procedentes  de  la  permuta  con  Dofia  Concepción  del  Río,  dice  tex- 
tualmente la  escritura  de  partición:  cEn  este  trozo  de  tierra  existe  una 
peqnefia  casita  7  jardín,  qne  por  su  pequefiez  7  por  haberse  hecho  hace 
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pooo  tiempo  no  se  describe  ni  se  hace  mérito,  y  sólo  con  el  fin  de  que 
eonete  ee  reUcionai: 

ReenlUndo  qne  en  relación  con  estos  antecedentes  dednjo  D.  Eduardo 
Garoia  Peres  en  81  de  Octubre  de  1897,  ante  el  Juzgado  de  primera  ins- 
tancia del  distrito  del  Congreso  de  esta  corte,  demanda  ordinaria  de  ma- 
yor enantia  contra  D.  Francisco  de  Cubas  y  Qonsáles  Montes,  Marqués  de 
Cobas;  Dofia  Manuela  de  Erice  y  Urquijo,  condesa  de  VillapadierDa,  y 
D.  José  Noguera  Castellanos,  con  la  pretensión  de  que  se  declare  que  al 
demandante  corresponde  en  pleno  dominio  y  por  herencia  paterna  y  ma- 
terna la  totalidad  del  terreno  que  su  difunto  padre  D.  Francisco  compró 
en  19  de  Febrero  de  1878  á  Dofia  Manuela  de  Erice,  y  la  franja  que 
eziaie  al  interior — asi  dice — de  la  cerca  de  la  primitiva  posesión  de  Los 
Leones,  entre  ésta  y  la  lloea  fachada  á  la  antigua  zona  de  ensanche  que 
formó  parte  del  primer  trozo  de  terreno  comprendido  en  la  permuta  de 
finca  hecha  por  el  D.  Francisco  García  del  Blo;  condenar  á  los  deman- 
dador á  que  dejen  libre  á  disposición  del  demandante  la  parte  que  cada 
nno  ocQpa  de  los'  expresados  terrenos,  poniéndole  en  posesión  de  los 
mismos,  abonándole  los  frutos  ó  rentas  producidos  y  debidos  producir* 
desde  que  los  detentan,  y  abonando  además  Dofia  Manuela  Erice,  por 
Tía  de  indemnización  de  dafios  y  perjuicios,  la  cantidad  que  á  juicio  de 
peritos  deba  deducirse  del  precio  en  que  verificó  la  venta  de  la  tierra  á 
D.  Francisco  García,  por  haber  sido  privado  el  comprador  de  la  línea  de 
fachada  á  una  vía  pública  de  67  metros  de  ancho,  que  se  determinó  como 
lindero  Oeste  de  la  tierra  vendida;  imponer  sobre  los  terrenos  que  los 
demandados  Cubas  y  Erice  disfrutan  por  la  reducción  de  la  zona  de  en- 
sanche entre  el  citado  lindero  de  la  propiedad  del  actor  y  la  línea  de  fa- 
chada á  la  actual  zona  de  ensanche  la  prohibición  de  edificar  á  menos  de 
tres  metros  de  distancia  de  la  repetida  propiedad  del  demandante  para 
no  perjudicar  los  derechos  de  vista  y  luces  que  á  éste  competen;  y  por 
fiitimo,  imponer  también  á  los  demandados  el  pago  de  las  costas: 

Resultando  que  en  apoyo  de  estas  pretensiones,  expuso  sustancial- 
mente  el  D.  Eduardo  García  Pérez  en  su  escrito  de  demanda:  que  su  pa^ 
dre  y  causante,  D.  Francisco  García  Rodríguez,  había  adquirido  en 
eecritura  pública  de  16  de  Octubre  de  1871,  por  permuta  con  Dófia  Con- 
cepción del  Río,  la  tierra  compuesta  de  los  tres  trozos  ya  descritos  y  des- 
lindados al  principio;  que  el  mismo  D.  Francisco  adquirió  también  por 
compra  á  Dofia  Manuela  de  Erice  y  Urquijo,  Condesa  de  Vlllapadiema, 
en  escritura  de  19  de  Febrero  de  1878,  la  parcela  de  tierra  lindante  con 
la  anterior,  cuya  cabida  y  límites  quedan  asimismo  resefiados  en  los  an- 
tecedentee^a  expuestos;  que  sobre  parte  de  la  primera  de  estas  dos  tie- 
rras, ó  sea  la  adquirida  de  Dofia  Concepción  del  Río,  formó  el  D.  Fran- 
cisco una  posesión  que  denominó  de  Los  Leones,  compuesta  de  casa  con 
Jardín,  huerta,  cuadra,  cochera  y  otros  servicios,  comprendido  todo  bajo 
cerca  de  fábrica,  la  cual,  por  razones  de  conveniencia,  entre  otras,  la  de 
evitarse  gastos  de  relleno,  colocó  más  adentro  de  los  linderos  de  su  pro- 
l^edad,  quedando,  por  tanto,  fuera  de  la  posesión  y  en  toda  la  lonfiritud 
de  ésta  una  franja  de  terreno  que  el  Arquitecto  municipal  D.  Pablo 
Aranda  determinó  en  la  diligencia  de  deslinde  de  fecha  10  de  Junio  de 
1897;  que  después  de  formada  la  posesión,  agregó  su  duefio  D.  Francisco 
al  júdín  de  la  misma  la  parte  ó  porción  de  terreno  que  había  comprado 
á  Dofia  Manuela  de  Erice,  prolongando  la  cerca  de  fábrica  que  limitaba 
la  quinta  de  Los  Leones,  y  dejando  también  entre  dicha  nueva  cerca  y 
la  línea  de  fachada  á  la  antigua  zona  de  ensanche  una  franja  de  terreno 
de  3  metros  20  centímetros  de  ancho;  que  duefio  el  actor  García  Pérez 
per  herencia  paterna  y  materna  de  la  totalidad  de  los  bienes  referidos» 
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coneertó  con  D.  José  Nogaera  j  Castellanot  la  oompraTenta  de  la  pti- 
mitWa  poMsión  de  Los  Leones,  y  al  efecto  de  formaUxar  el  coDtrni6  «a 
otorgó  con  fecha  26  de  Janio  de  1878  la  correspondiente  escritora  pú> 
blica,  en  la  caai,  tiajo  el  número  primero  de  la  exposición,  manifiesta 
D.  Eduardo  Garcia  Péreí  que  le  pertenece  en  pleno  dominio  ana  pose- 
sión cercada,  sita  en  el  término  de  esta  vilia  y  corte,  segando  caartel 
hipotecario,  al  lado  Norte  de  la  carretera  de  Aragón,  entre  la  yenta  de  la 
Alegría  y  la  del  Espirita  Santo,  cayos  linderos  y  cabida  resalta  ociosa 
repetir  aqal,  por  cuanto  son  los  mismos  que  corresponden  á  la  tierra 
adquirida  por  D.  Francisco  Garcia  en  la  permuta  con  Dofia  Concepción 
del  Río;  que  en  esa  escritura  de  compraventa  se  hace  constar  que  Don 
Eduardo  García  Peres  «vende  al  comprador  D.  José  Nogoera  Castellanos 
el  terreno  y  edificaciones  de  la  posesión  cercada— ya  descrita— con  sn 
'  siembra,  plantaciones,  arbolados,  aguas,  norias,  estanque  y  todo  io  de- 
más perteneciente  á  la  mencionada  posesión,  no  por  metros  ni  pies,  y 
si  atendiendo  al  cuerpo  de  la  misma,  por  precio  de  260.000  pesetas,  equi* 
Talentos  á  nn  millón  de  realesi;  que  de  estos  antecedentes  resulta  con 
claridad  que  lo  vendido  al  demandado  D.  José  Nogaera  Castellanos  es 
la  posesión  enclavada  en  el  terreno  que  fué- de  Dofia  Concepción  del  Río, 
pero  no  la  parte  ó  porción  en  que  se  amplió  el  jardín  por  agregación  del 
terreno  comprado  á  I>ofia  Manuela  de  Erice,  y  cuya  parte  ó  porción 
figura  inscrita  á  favor  del  demandante  en  el  Registro  de  la  propiedad, 
según  certificación  expdida  en  2  de  Enero  de  1897  por  el  Registrador  de 
la  propiedad  del  Norte  de  Madrid;  que  también  se  ve  por  lo  ezpaesto 
que  la  venta  á  Noguera  comprendía  el  terreno  y  edificaciones  que  esta- 
ban construidas  dentro  de  la  cerca  levantada  en  la  tierra  procedente  ds 
la  permuta  con  Dofia  Concepción  del  Río,  de  suerte  que  no  fué  vendida  la 
franja  de  la  misma  tierra  que  quedó  fuera  de  cerca;  que  como  síntesis 
de  todo  ello,  puede  consignarse  que  el  actor  continúa  siendo  duefio  de  la 
totalidad  de  la  finca  comprada  por  su  padre  D.  Francisco  á  ]>ofia  Ma- 
nuela de  Erice  y  de  la  franja  de  terreno  que  está  fuera  de  la  posesión  y 
que  formaba  parte  de  la  tierra  permutada  por  D.  Francisco  García  coa 
Dofia  Concepción  del  Río;  que  á  pesar  de  lo  claro  de  este  derecho,  m 
negaron  los  demandados  á  reconocerlo,  oponiéndose  al  deslinde  y  amo- 
jonamiento de  las  tierras  propiedad  del  demandante;  y  con  tal  negi^ita 
trata  D.  José  Noguera  de  aprovecharse  de  la  parte  de  tierra  que  proce- 
dente de  la  compra  hecha  á  Dofia  Manuela  de  Erice  se  utiliió  para  ex- 
tender el  jardín  de  la  primitiva  posesión,  y  que  no  comprendida  en  Is 
venta  que  le  biso  el  D.  Eduardo  García,  sigue  siendo  de  éste  por  bsrea- 
cla  paterna  y  materna;  que  los  otros  dos  demandados  D.  Francisco  ds 
Cubas,  Marqués  de  Cubas,  y  Dofia  Manuela  de  Erice  y  Urqnijo,  Con- 
desa de  Villapadierna,  se  niegan  asimismo  á  dejar  á  libre  dispoeiciéa 
del  actor  la  franja  de  terreno  que  existe  entre  la  cerca  del  jardín  agre- 
gado á  la  posesión  de  Los  Leones  y  la  línea  de  fachada  á  la  antigás 
zona  de  ensanche;  que  la  actitud  de  los  tres  demandados  coloca  ai  Dos 
Eduardo  García  Pérez  en  la  forzosa  necesidad  de  acudir  á  los  TribonalsB 
de  justicia  en  defensa  de  su  derecho  ejercitando  la  acción  reivindicato- 
ría, y  que  al  propio  tiempo  que  en  su  reclamación  comprende  los  frutos 
producidos  ó  debidos  producir,  tiene  que  exigir  también  á  Dofia  Manueli 
de  Erice  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios  por  defecto  en  la  cosa  vm- 
dida,  cual  es  el  que  ha  producido  como  resultado  el  privarle  de  fachada 
á  la  lona  de  ensanche;  y  por  último,  que  conforme  ya  se  ha  dicho  en  it 
exposición  de  antecedentes,  la  escritura  de  19  de  Febrero  de  1878,  es 
que  Doña  Manuela  de  Erice  vendió  á  D.  Francisco  García  Rodrlgaes  la 
tierra  tantas  veces  citada,  señala  á  ésta,  lindero  Oeste,  la  plaza  y  fom 
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^  ta  ronda  de  ensanche,  que  «ra  nnar  vía  pública  de  67  metros  da  an- 
cho, eircQDBtancia  qoe  Influyó,  como  ea  nataral,  en  la  celebración  del 
oontrato  y  determinación  del  precio  de  la  venta,  mas  no  se  indicó  si- 
quiera qoe  esa  vía  pública  pudiera  modificarse,  como  se  modificó,  redu- 
ciéndola á  40  metros  de  ancho,  quedando  por  consiguiente  entre  el  lin- 
dera de  la  propiedad  del  actor  D.  Eduardo  y  la  linea  actual  de  la  sona 
unoa  terrenos  ó  espacio  de  17  metros,  que  disfrutan  los  demandados 
Oobfts  y  Erice,  y  que  han  quitado,  por  tanto,  la  fachada  á  la  tierra  ven- 
dida á  D.  Francisco  García,  desmerecida  en  su  valor  y  uao  por  tal  causa, 
que  debió  hacer  presente  la  vendedora  en  el  acto  del  otorgamiento,  y 
que  acusa  el  defecto  en  la  cosa  vendida  de  ser  variable  la  alineación  qae 
se  dio  en  la  escritura  como  cierta  y  fija: 

Resultando  que  admitida  la  demanda,  compareció  en  primer  término 
á  contestarla  D.  José  Noguera  y  Castellanos,  con  la  súplica  de  que  se  le 
abaol viese  de  todas  las  pretensiones  del  actor,  á  quien  se  impondría  per- 
petno  silencio  y  el  pago  de  las  costas,  solicitando  además,  por  vía  de 
reconvención,  se  declare  que  la  parcela  de  terreno  que  D.  Francisco 
García  Bodrígues  compró  á  Dofia  Manuela  de  Erice  en  escritura  de  19 
de  Febrero  de  1878  es  parte  integrante  de  la  posesión  cercada  que  García 
Peres  vendió  al  contestante  Noguera  por  escritura  de  26  de  Junio  de  1878, 
y  pertenece  por  tanto  al  dicente  en  pleno  dominio,  y  en  su  consecuencia 
condenar  á  dicho  vendedor  García  Peres  á  otorgar  y  firmar  la  escritora 
j  cualquiera  otro  documento  aclaratorio  que  menester  sea  para  inscri- 
bir esta  parte  de  la  compra  á  favor  d<)l  comprador  Noguera  en  el  Regis- 
tro de  la  propiedad,  donde  erróneamente  figura  hoy  el  vendedor  como 
daeflo  de  la  aludida  parcela;  exponiendo  en  síntesis  al  efecto:  que  des- 
pués de  haber  comprado  á  D.  Eduardo  García,  por  escritora  de  25  de  Ju- 
nio de  1878,  la  posesión  de  Loe  Leones,  adquirió  é  incorporó  terrenos  de 
otra  procedencia  qoe  lindaban  con  aquella  finca  por  el  lado  Norte  de 
ella,  ó  sea  por  el  ectremo  opuesto  al  que  ocupan  los  terrenos  cuestiona^ 
dos  hoy;  que  afirma  rotundamente  que  dicha  posesión  integraba  cuando 
la  compró  en  Junio  de  1878  el  mismo  terreno  que  ahora  contiene  y  que 
era  con  el  que  la  formó  el  padre  del  demandante;  que  negaba  que  en 
tiempo  alguno  haya  estado  fuera  de  ella  la  parcela  que  el  vendedor  le 
reclama;  que  la  cerca,  verja  y  pared,  en  los  limites  Sur  y  Oeste  de  la  po- 
sesión, subsisten  hoy  donde  fueron  primitiva  y  originariamente  cons- 
truidas; que  la  citada  escritora  de  compraventa  expresa  que  D.  Eduardo 
García  Pérez  vende  á  D.  José  Noguera  y  Castellanos  <el  terreno  y  edi- 
Aeaeiones  de  la  posesión  cercada  que  se  deslinda  bajo  el  número  pri- 
mero con  sus  siembras,  plantaciones,  arbolado,  aguas,  norias,  estan- 
ques y  todo  lo  demás  perteneciente  á  la  mencionada  posesión,  no  por 
metros  ni  por  pies,  y  sí  atendiendo  al  cuerpo  de  la  misma»;  que  al  des- 
cribirse el  inmueble  en  aquel  documento,  se  dice  que  al  García  Peres 
«pertenece  en  pleno  dominio  una  posesión  cercada^;  que  tal  como  esa 
posesión  era  y  es,  cercada  con  verja  y  tapias,  entró  desde  luego  á  po- 
seerla y  la  está  poseyendo  el  contestante,  habiéndole  visitado  en  ella  el 
vendedor  muchas  veces  sin  suscitar  ninguna  duda  ni  reclamación  acerca 
de  la  extensión  é  integridad  de  la  finca;  que  el  cerramiento  material  de 
la  posesión  parecía  prenda  indefectible  de  que  jamás  osaría  nadie  poner 
en  duda  la  demarcación;  que  lá  quietud  del  disfrute  dio  causa  para  que 
hasta  ahora  no  advirtiese  el  propietario  las  imperfecciones  de  la  resefia 
inserta  en  una  de  las  cláusulas  de  la  escritura  de  compra,  imperfeccio- 
nes á  cuya  enmienda  va  enderezada  la  reconvención,  pero  que  no  sólo 
no  prestan  legítimo  fundamento  á  la  demanda,  sino  que  ni  siquiera  ate-  - 
núan  la  malicia  de  entablarla;  que  en  el  afio  de  1871  no  exis.tía  la  quinta 
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Los  Leones,  ni  siqaiera  se  denotntnaba  asi,  pves  data  este  nombre  M 
tiempo  ea  qae  con  sa  cerca,  plantaciones,  aguas,  estanques  7  edificios 
la  formó  el  padre  del  demandante  con  los  terrenos  adquiridos  en  so  ma- 
yor parte  de  Dofia  Concepción  del  Rio  7  la  porción  restante  de  Dofia  Ma- 
nuela Erice  7  Urquijo;  que  esta  quinta  de  recreo  fué  la  misma  que  No- 
guera compró  ai  actor  en  Junio  de  1878;  que  es,  por  tanto,  una  hmtasia 
la  diferencia  que  el  demandante  quiere  establecer  entre  la  actual  pose- 
sión 7  la  que  llama  primitiya,  toda  ves  que  no  contiene  ho7  uñ  solo  pie 
de  terreno  que  vik  la  integrase  desde  el  primer  momento;  que  cabalmente 
viene  la  demanda  á  disputar,  para  segregarlo  7  excluirlo  del  cuerpo 
cierto  transmitido  á  Noguera  en  1878,  el  troio  de  su  área  que  menores 
dudas  consiente,  por  ser  aquel  donde  existen  sefiales  más  inequívocas  de 
haber  pertenecido  siempre  á  la  posesión;  que  la  principal  puerta  de  en- 
trada 7  el  paseo  de  árbjles,  ho7  crecidos,  que  comunica  aquélla  con  el 
edificio  que  fué  siempre,  7  es  ahora,  vivienda  del  propietario,  no  existi- 
rían ni  podrían  existir  si  la  posesión  no  contuviere  la  parcela  disputada 
donde  está  el  ingreso  7  CU70  ancho  croxan  dicha  avenida  principal  7 
otros  senderos  accesorios;  que  en  80  de  Septiembre  de  1878  obtuvo  Ho- 
guera Ucencia  municipal  para  sustituir  por  columnas  de  hierro  las  pi- 
lastras de  fábrica  de  ladrillo  que  sustentaban  la  verja  de  la  posesión  de 
Los  Leones,  cuyo  hecho  patentiza  la  temeridad  del  demandante,  que  su- 
pone que  la  posesión  vendida  á  Noguera  tres  meses  antes  no  llegaba 
hasta  la  verja  ni  hasta  la  carretera;  que  las  imperfecciones  con  que  se- 
gún queda  advertido  deecribe  la  escritura  de  25  de  Junio  de  1878  los 
linderos  7  el  área  de  la  posesión,  provienen  de  aparecer  copiadas  en  ella 
las  mismas  sefias  que  se  estamparon  en  la  permuta  de  1871  para  dar  á 
conocer  la  tierra  procedente  de  Dofia  Concepción  del  Río,  como  si  las 
obras  subsiguientes  no  hubieran  variado  el  ser  de  las  cosas;  que  nadis 
advirtió  entonces  que  el  área  de  la  posesión  cercada  no  coincide  con  la 
de  aquella  tierra,  aunque  consiste  en  ésta  la  casi  totalidad  del  terreno 
que  abarca;  que  el  error  reconoció  por  origen  el  que  si  bien  se  formalisó 
desde  luego  el  título  del  terreno  más  extenso  de  la  permuta  con  Dofia 
Concepción  del  Río,  no  así  de  la  parcela  complementaria  que  D.  Fran- 
cisco García  compró  á  Dofia  Manuela  de  Erice  mientras  estaño  tuvo 
arreglada  su  hijuela;  que  previamente  á  la  escritura  de  esta  ó Itima  com- 
pra, otorgada  en  Febrero  de  1878,  había  mediado  entre  los  otorgantes  un 
compromiso  de  venta  por  documento  privado  de  30  de  Octubre  de  1871, 
ínterin  se  hallase  la  vendedora  Dofia  Manuela  de  Erice  en  condiciones 
de  formalizar  el  contrato  definitivo;  que  tan  pronto  como  se  extendió  el 
referido  documento  privado,  7  antes  de  elevarse  á  instrumento  público, 
fué  incorporada  la  parcela  de  que  se  trata  á  la  posesión  Los  Leones  al 
tiempo  de  formar  7  fundar  esta  finca  de  recreo;  que  cuando  sobrevino  la 
escritura  pública  de  1878,  dicho  trozo  de  tierra  se  había  convertido  7a 
positivamente  en  trozo  de  jardín  dentro  de  verjas  7  tapias,  aunque  pa- 
rece mu7  natural  que  los  otorgantes  se  refiriesen  al  ser  antiguo  de  la 
casa  vendida,  en  cu7a  transformación  no  tuvo  Dofia  Manuela  de  Erice 
arte  ni  parte;  que  en  el  Registro  de  la  propiedad  no  se  tomó  ni  se  ha  to- 
mado ho7  mismo  razón  de  quedar  refundidos  en  uno  los  dos  antiguos 
inmuebles;  que  omisa  en  los  papeles  la  agregación  consumada  solm  el 
terreno,  no  puede  maravillamos  que  el  inventario  7  la  partición  del  can* 
dal  relicto  á  sn  muerte  por  D.  Francisco  Qarcia  enumeren  7  adjudiquen 
las  tierras  sueltas,  copiando  de  las  escrituras  de  adquisición  sus  descrip- 
ciones, 7  en  cambio  no  digan  que  el  finado  tenia  7  dejó  la  potesián  eer^ 
eada  con  los  edificios  7  el  arbolado;  que  el  nomlwe  de  Los  Leones  tam- 
poco suena,  7  la  tal  participación  ó  adjudicación  ea  el  titulo  de  domini*' 
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del  vendedor  por  herencia  paieroA  y  materna;  que  aoi,  pues,  al  otorgarse 
la  esoritara  de  1878,  el  Notario  redactor  de  ella  tuvo  delante  de  al  un 
texto  descriptivo  que  no  ae  avenía  ya  con  la  realidad;  que  por  esta  razón 
cuando  esa  escritura  recoge  y  expresa  la  deaigoación  que  loa  otorgantes 
hacen  de  la  materia  de  la  compraventa,  dice  posesión  cercada  y  edifi- 
cios^ y  estanques  y  plantaciones^  mientrae  que  cuando  acude  á  eatia- 
facer  las  exigencias  inatru mentales  de  la  legislación  aobre  tituloa  ina- 
cribiblea,  copia  literalmente  de  las  escrituraa  precedentes  aquellaa  de- 
marcaciones que  venían  rodando  de  una  en  otra  transmisión,  las  cualea 
correapondian  á  la  tierra  que  dio  la  mayor  porción  del  área  de  la  finca 
de  recreo  al  tiempo  de  formarla;  que  la  titulación  del  vendedor,  boy  de- 
mandante, contenía  la  incongruencia  entre  la  descripción  y  el  presente  ser 
7  estado  de  la  finca;  que  eate  error  ó  defecto  de  expreaión  en  loa  títuIoa 
había  de  trascender  y  trascendió .  al  Registro,  por  cuya  razón  el  últi- 
mo terreno  procedente  de  Dofia  Manuela  de  Erice,  aun  despuéa  de  ins- 
crita la  compraventa  de  1878^  aubaiste  registrado  tal  como  le  dejó  la  ins- 
cripción de  las  hijuelas  á  nombre  del  heredero  D.  Eduardo  García  Pérez; 
que  lo  expueato  revela  claramente  que  dentro  de  la  posesión  Los  Leones 
quedó  desde  el  primer  día  de  su  existencia  la  parcela  de  terreno  compra- 
da á  Dofia  Manuela  de  Erice  desde  1871,  aunque  no  se  formalizara  el  tí- 
tulo solemne  hasta  1873;  y,  finalmente,  que  el  actor  reclama  á  los  otro» 
dos  demandados  una  faja  de  terreno  en  toda  longitud  del  lindero  occi- 
dental de  la  quinta  Los  Leones,  propia  del  constante,  aunque  esta  faja 
es  parte  de  la  tierra  que  en  1871  transfirió  Doña  Concepción  del  Río  á 
D.  Francisco  García  Rodríguez  y  está  dentro  de  los  linderos  y  la  des- 
cripción insertos  en  la  venta  de  1878,  constando,  por  consiguiente,  trans- 
ferido á  Noguera,  según  los  asientos  del  Registro  de  la  propiedad: 

Resultando  que  al  escrito  de  contestación  á  la  demanda  que  acaba 
de  relacionarse,  acompañó  D.  José  Noguera,  entre  otros  documentos, 
una  certificación  expedida  con  fecha  20  de  Diciembre  de  1897  por  el  In- 
geniero industrial  y  Agrimensor  perito  agrónomo  D.  Joaquín  Escoda,. 
bajo  cuya  dirección  se  llevaron  á  cabo  en  1872  y  1878  las  operaciones  de 
medición,  trazado  y  cerramiento  de  la  poaeaión  de  Loa  Leones  al  fundar 
ésta  D.  Francisco  García  Rodrigues;  certificación  en  la  cual  su  autor 
afirma:  que  la  pared  cierre  ae  construyó  en  el  mismo  sitio  y  linde  que 
hoy  está  sentada,  ain  que  haya  habido  variación  alguna  que  altere  sus 
lindes  desde  aquella  época  en  que  ae  fabricó  bajo  au  dirección  hasta 
el  día  19  de  Diciembre  de  1897,  que  ha  precedido  al  reconocimiento  in- 
teresado por  D.  José  Noguera;  qué  la  posesión  nominada  Los  Leones 
quedó  constituida  en  los  años  1872  y  1878  con  los  terrenos  adquiridos 
por  D.  Francisco  García  de  Dofia  Concepción  del  Río,  y  con  los  compra- 
dos por  el  mismo  á  los  herederos  de  Erice;  que  los  linderos  de  la  finca 
en  cuestión  no  han  sufrido  modificación  respecto  á  los  que  se  refieren  al 
8ar  con  la  carretera  de  Aragón,  y  al  Oeste  en  toda  la  longitud  que  com^ 
prende  el  jardín  desde  que  se  creó  la  posesión  en  vida  de  D.  Francisco 
García  hasta  la  fecha;  que  las  fundaciones  de  la  cerca  son  las  misma» 
que  el  firmante  Escoda  mandó  construir  y  también  las  paredes  que  se 
alzan  sobre  aquéllas,  excepto  un  paño  de  46  metros  de  longitud  á  la 
linde  del  Oeste,  que  se  diferencia  de  la  restante  por  ser  fabricada  de  la- 
drillo, también  construida  en  vida  de  D.  Francisco  García  en  1873,  por 
hvberse  ordenado  el  derribo  de  la  primitiva  á  causa  de  amenazar  ruina, 
debido  á  la  tierra  sobrepuesta  que  se  utilizó  en  aquel  lugar  para  el  re- 
lleno de  una  hondonada  que  había  y  la  humedad  que  procedente  de  la 
lluvia  se  había  reunido  allí»  dando  un  empuje  á  la  pared  mayor  que  so 
veaistencia: 
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BcBUltando  que  al  oontastar  D.  Frmiieigeo  de  OobM,  Bforqvée  ám  O^ 
bas,  á  la  demanda,  pidió  ae  le  abaoWiera  de  ella,  oob  Impoeiclte  al  aa- 
tor  de  perpetuo  silencio  y  las  costas,  alegando  como  hechos:  qne  entra 
los  bienes  pertenecientes  á  D.  Martín  Franciaoo  de  Erice  se  hallaba  «na 
tierra  denominada  Casa  de  la  Alegría,  qne  había  comprado  en  1849  á 
D.  Estanislao  de  Urquijo;  qne  tai  finca  estaba  situada  en  el  segonda 
cuartel  hipotecario  de  esta  corte,  barrio  de  la  Piasa  de  Torea,  al  limita 
del  ensanche,  lindando,  al  Nordeste,  Marqués  de  Aranda;  Este,  suceso- 
res de  Ríos;  Oeste,  sucesores  de  Altamlra,  j  8nr,  carretera  de  Aragón; 
que  en  las  operaciones  testamentarias  de  D.  Martin  Francisco  de  Erice, 
fallecido  en  Agosto  de  1871,  y  las  coalea  se  practicaron  en  Octobia 
de  1872,  se  consideró  disidido  el  expresado  terreno  Casa  de  la  Alegría 
en  tres  partes,  adjudicándose  dos  de  ellas  á  Dofia  Manuela  de  Erice, 
Condesa  de  Villapadierna,  y  la  otra,  ocupada  por  la  Ronda  entonces  pro- 
yectada para  el  cerramiento  y  límite  del  ensanche  de  Madrid,  se  ad|a- 
dicó  proindiviso  á  la  citada  Condesa  y  ásu  hermana  Dofia  Matilde,  Mar- 
quesa de  Cubas;  que  con  ese  terreno  adjudicado  proindiviao  se  forma- 
ron dos  lotes,  sefialados  con  las  letraa  AjB  reapectlTamente  para  cada 
una  de  las  condaefias!  que  si  lote  A  se  adjudicó  á  la  Marquesa  de  Co- 
bas, y  linda:  al  Noroeste  y  Suroeste,  con  el  lote  B,  adjudicado  á  la  Con- 
desa de  Villapadierna;  á  Noroeste,  con  tapias  de  la  posesión  de  D.  José 
Noguera  y  con  el  terreno  ocupado  por  la  carretera  de  Aragón;  al  Norte, 
con  tapias  de  la  misma  posesión;  á  Sureste  y  Este,  con  terreno  que  per- 
tenece á  la  Casa  de  la  Alegría,  y  también  á  Sureste,  con  la  carretera  ds 
Aragón;  que  el  demandante  es  heredero  de  D.  Francisco  García,  quien 
adquirió  de  Dofia  Concepción  del  Río  el  terreno  que  ocupa  la  posesión 
cercada  de  Los  Leones,  á  la  que  luego  se  agregó  la  tierra  comprada  por 
el  mismo  García  á  la  Condesa  de  Villapadierna,  poeesión  que  hoy  per- 
tenece á  D.  José  Noguera;  que  dicho  demandante  solicitó  en  acto  de  ju- 
risdicción volontaria  la  práctica  de  la  diligencia  de  deslinde  y  amojona- 
miento, la  cual  comenzó  por  el  replanteo  que  biso  el  Arquitecto  muni- 
cipal, con  arreglo  á  los  datos  oficiales  de  la  línea  exterior  del  paseo  ds 
Ronda,  en  la  forma  proyectada  anteriormente;  que  esa  línea  es  una  recta 
que  dista  del  muro  de  cerramiento  de  la  finca  de  Los  Leones  dos  metros 
20  centímetros  en  el  ángulo  que  forma  dicha  área  con  la  parte  curra  de 
la  glorieta;  que  á  distancia  de  dos  metros  30  centímetros  del  ponto  ci- 
tado, qne  es  la  distancia  correspondiente  á  un  quebranto  que  presenta 
el  muro  de  área,  queda  la  citada  línea  del  foso  antiguo  de  ensanche  á 
un  metro  49  centímetros;  que  en  el  extremo  del  mismo  muro  la  línea 
del  foso  está  separada  un  metro  68  centímetros;  que  lo  que  el  deman- 
dante reclama  al  dicente  Marqués  de  Cubas  es  la  franja  de  terreno  que 
existe  entre  el  muro  de  la  posesión  de  Noguera  (antes  de  García)  y  la  li- 
nea de  fachada  del  paseo  de  Ronda,  trasado  como  antes  se  indicó,  ó  sea 
por  el  lado  cuarto  del  polígono  de  terreno  propiedad  de  la  Marquesa  de 
Cabás,  descrito  poco  ha  con  el  nombre  de  lote  A,  cuyo  lado  constituye 
una  recta  de  29  metros  86  centímetros;  que  el  contestante  se  opuso  en  la 
dili&rencia  de  deslinde  á  las  pretensiones  del  actor,  no  amojonándose  el 
lindero  Oeste  de  la  posesión  de  Los  Leones,  qne  es  el  lindero  antes  refe- 
rido, fundándose  para  ello  en  que,  según  sus  títulos  y  planos,  llega  su 
propiedad  á  60  metros  de  distancia  de  las  últimas  fachadas  del  Ensan- 
che; qne  tanto  la  escritura  de  compra  de  la  tierra  denominada  Casa  de 
la  Alegría,  como  las  de  adjudicación  y  dÍTÍsión  de  parte  de  esa  finca,  se- 
fialan  como  lindero  Este,  que  es  el  litigioso,  la  tierra  de  los  sucesores 
de  Ríos,  que  hoy  forma  la  posesión  de  Noguera;  que  por  tanto,  el  te- 
rreno que  existe  hasta  la  tapia  de  aquélla  pertenece  á  la  Marquesa  ds. 
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CvbM,  que  lo  ba  tenido  poseyendo  qaieta  y  pacificamente  desde  el 
«fio  1849,  en  qne  en  caneante  Erice  adqQlrló  por  compra  la  tierra  lla- 
nada Gasa  de  la  Alegría;  qae  además  la  misma  Marquesa  de  Cubas  no 
tiene  dentro  de  los  linderos  del  terreno  qne  se  ha  descrito  mayor  soper- 
fieie  qne  por  sus  titaloe  de  propiedad  la  corresponden;  qne  ni  el  Marqnée 
de  Cabás  ni  sn  mo  jer  han  Yendido  parte  alguna  de  ese  terreno  «1  deman- 
dante, ni  tampoco  han  fofmalixado  acto  ó  contrato  de  cualquier  otra 
«lase  con  García  Peres;  y,  por  último,  que  negaba  todos  los  hechos  de 
la  demanda  que  se  oponían  á  loa  que  deja  consignados: 

Resaltando  que  también  los  herederos  de  Dofia  Manuela  de  Erice  y 
Urquijo,  Condesa  de  Villapadieraa,  solicitaron  al  contestar  á  la  de- 
manda qne  se  les  absuelva  de  la  misma  en  todas  sus  partes,  condenando 
al  actor  á  perpetuo  silencio  y  pago  de  costas,  exponiendo  al  efecto  como 
heehos  esencialé»:  que  D.  Martín  Francisco  de  Erice  era  duefio  en  pleno 
deminio  de  un  terreno  denominado  Casa  de  la  Alegría,  sito  en  término 
de  Madrid,  segundo  cuartel  hipotecario,  barrio  de  la  Plasa  de  Toros,  pa- 
noqnia  de  San  José,  á  la  isqulerda  de  la  carretera  de  Aragón,  al  límite 
del  ensanche,  el  cual  medía  en  sn  totalidad  182.162  pies  cuadrados;  que 
al  iallecimiento  del  D.  Martín  de  Erice  dividió  su  testamentaría,  para 
los  efectos  de  la  valoración,  el  indicado  terreno  en  tres  partes,  una  de 
114.887  pies  cuadrados  en  la  sona  del  ensanche;  otra  fuera  del  ensanche 
de  21.481  pies,  y  otra  en  el  interior  de  48.014  pies,  que  hacen  en  junto 
los  mencionados  182.182  de  U' antigua  finca  denominada  Cana  de  la  Ale- 
laría; qne  estas  tres  posclonee  de  terreno  fueron  adjudicadas  á  la  Dofia 
Manuela  de  Erice  en  la  herencia  de  su  difunto  padre  D.  Martín  Fran- 
cisco mediante  escritora  pública  de  partición,  fecha  28  de  Octubre  de 
1872,  en  la  cual  constan  detalladamente  los  extremos  expuestos  con 
arreglo  á  los  planos  y  certificación  del  agrimensor  D.  Pedro  Marlín;  que 
la  nueva  propietaria  Doíla  Manuela  de  Erice  vendió  á  D.  Francisco  Gar- 
cía Rodrigues  la  parte  ó  porción  de  21.481  pies  fuera  del  ensancha  en  la 
forma  y  con  las  lindes  y  cabida  que  de  hecho  y  en  el  terreno  se  hicieron, 
y  que  aceptó  el  comprador,  siguiendo  sin  interrupción  de  tai  modo  y 
manera  sin  protesta  de  nadie  desde  los  afios  1871  y  1873  en  que  Dofia 
Manuela  biso  la  venta  hasta  hoy;  que  eea  venta  se  hico  en  dos  veces,- 
poes  prímeram^ite  enajenó  la  propietaria  al  D.  Francisco,  en  2  de  Octu- 
bre de  1871,  4.600  pie«  á  8  realce  uno,  y  después  la  misma  duefia  vendió 
al  propio  D.  Francisco,  por  escritura  pública  de  19  de  Febrero  de  1878, 
18.981  pies  cuadrados  en  66.000  reales,  sumando  estas  dos  porciones  de 
terreno  un  total  de  21.481  pies,  que  fué  la  cantidad  real  y  efectiva  que 
Dofta  Manuela  de  Erice  y  Urquijo  vendió  á  D.  Francisco  García  Rodri- 
gues; qne  si  al  designar  los  linderos  se  padeciera  alguna  equivocación 
de  nombre  por  los  peritos,  fádimente  se  advierte  el  error,  puesto  que  la 
cabida  de  la  finca  llamada  Casa  de  la  Alegría,  que  era  de  un  total,  como 
ae  ha  dicho,  de  182.162  pies  cuando  perteneció  á  D.  Martín  Francisco  de 
Erice,  fué  dividida  después  en  las  tres  porciones  expresadas  de  114.687, 
46.014  y  21.461  pies  respectivamente,  que  hacen  aquel  total  de  182.163 
pies  de  terreno,  todos  los  cuales  fueron  adjudicados  á  Dofia  Manuela  en 
la  herencia  paterna  en  1872,  vendiendo  ésta  sólo  y  exclusivamente  los 
21.461  pies  á  D.  Francisco  García  Rodrigues;  que  éste  formó  una  pose- 
sión llamada  de  Los  Leones,  constituida  por  terreno  que  le  cedió  en  per- 
muta Dofia  Concepción  del  Río  unido  á  los  21.461  pies  que  compró  Dofia 
Manuela  de  Erice  en  las  referidas  ventas  de  1871  y  1878;  que  el  D.  Fran- 
cisco García  cerró  toda  esta  posesión  de  Los  Leones  con  muro  de  fábrica» 
7  este  muro  lo  constituyó  9obre  la  linde  que  aceptó  y  que  estaba  mar- 
cada en  lo9  re/eridoeplanae,  y  que  daba  la  cabida  de  los  21,461  pies 
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<qae  compró  á  Dofia  Mtnaeia  de  Erice  en  lo  qae  á  eete  terreno  hace  refe* 
rencia;  qae  segúa  reealia  de  loe  alndidoa  planea,  no  íaé  nno  de  los  U mi- 
tes  de  esta  posesióa  y  por  ello  no  lo  íaé  tampoco  de  lo  comprado  á  Dofia 
Manaela  Erice  ia  iíaea  de  ia  sona  de  ensanche,  sino  la  qne  ee  aceptó  en 
la  Tenta  de  hecho  j  en  el  terreno,  y  la  qae  el  miemo  comprador  aceptó 
como  legitima  y  aa  ten  tica,  admitiendo  el  replanteo  hecho  en  yirtnd  de 
la  adjudicación  de  1872,  qne  daba  y  da  la  cabida  de  los  S1.461  pies  Ten- 
didos, única  y  exclasivamente  por  Dofia  Manaela  Erice,  consoperfide  j 
perímetro  fijo;  qae  es  inYerosimil  y  extraordinario  el  qne  nn  comprador 
cierre  aaa  posesióa  suya  toda  ella  con  mnro^e  piedra  y  deje  faera  por^ 
yue  si  ana  faja  de  terreno  de  dos  metros  y  pico;  qae  tan  abenrda  é  inve- 
TOSÍ  mi  i  idea  es  hoy  el  mejor  argamento  de  la  contestante,  ein  bastar  á 
^estralrlo  las  especiosas  y  candidas  explicaciones  con  qne  el  actor  trata 
«n  sn  demanda  de  Jastificar  lo  injastlficable,  eeto  es,  qoe  dejara  faera  de 
ea  finca  de  Los  Leones,  cerrada  con  mnro  de  fábrica  toda  ella,  la  refe» 
rida  faja  de  dos  metros  y  pico,  qne  es  hoy  lo  qne  pretende  como  snyo  en 
la  reivindicación  de  qne  se  trata;  qae  esa  faja  de  terreno  no  ee  halla 
4entro  de  la  finca  Los  Leonee,  ni  pertenece  á  ella  ni  ha  pertenecido 
nanea,  pnes  ha  sido,  es  y  será  de  la  única  y  exdnsiva  propiedad  de  los 
iierederos  de  Dofia  Manaela  de  Erice,  eacontrándose  inscrita  como  soya 
en  el  Registro  de  la  propiedad;  qne  así  se  reconoce  de  contrarío,  for- 
mando parte  la  faja  en  cnestión  de  lo  qne  resta  á  dichos  herederos  de  la 
tierra  Gasa  de  la  Alegría,  qne  en  la  actnalldad  les  pertenece,  y  que  es  la 
misma  qae  perteneció  á  D.  Martín  Francisco  de  Erice  y  á  Dofia  Manaela 
de  Erice,  con  la  superficie  y  el  perímetro  primitivo,  salTO  los  S1.461  pies 
Tendidos  á  D.  Francisco  García,  qne  cerró  en  sd  fipca  Los  Leones,  y 
ealTO  también  la  cantidad  de  terreno  qne  tiene  ocupada  el  Ayuntamiento 
por  la  zona  de  ensanche  según  la  redacción  de  ésta  que  hiao  última- 
mente y  el  proyecto  en  vigor;  que  comprueba  este  hecho  la  eecritura  de 
venta  de  19  de  Febrero  de  187S  de  Dofia  Manuela  de  Erice  á  D.  Francisco 
García,  donde  al  describir  los  títalos  de  adquisición  de  los  31.401  pies 
objeto  de  la  venta,  qae  con  los  de  1871  ee  hizo,  expresa  que  la  vendedora 
ios  adquirió  por  escritura  de  adjudicación  de  los  bienes  que  de  la  heren- 
•cia  de  su  padre  la  correspondieron,  en  cayo  testimonio  de  hijuela  apa- 
rece que  féste  fué  inscrito  con  relación  al  terreno  situado  faera  del  en- 
sanche, qne  comprende  1.600  metros  y  SS  decímetros  cuadrados — qne 
son  los  21.461  pies— en  el  Registro  de  la  propiedad  de  Madrid»;  qne  en 
la  certificación  que  presenta  el  demandante  del  Registrador  de  la  pro- 
piedad del  Norte  con  fecha  S  de  Enero  de  1897,  ee  consigna  qne  de  los 
antecedentes  relativos  al  terreno  eomprenaieo  de  una  euperfleie  de 
21,46í  pies  cuadrados,  que  es  el  de  que  se  trata,  resulta  que  fué  sorre- 
gado de  la  tierra  de  que  formaba  parte  en  1871  perteneciente  á  D.  Martin 
Francisco  de  Erice,  y  que  el  indicado  terreno  de  S1.461  pies  cuadrados 
formó  parte  de  tal  finca  hasta  qne  ocurrió  el  fallecimiento  de  D.  Martin 
Francisco,  y  se  adjudicó  á  su  hija  Dofia  Manuela,  quien  en  1878  la  oen- 
dio  á  D.  Francisco  García  y  Rodríguez,  y  muerto  éste  y  su  esposa,  la 
recibió  por  ambas  herencias  del  mismo  modo  su  hijo  el  actual  deman- 
dante; qae  resulta,  por  tanto,  evidentísimo  que  el  único  títolo  de  en 
propiedades  el  constituido  por  los  repetidos  S  1.461  pies  y  nada  máe^ 
porqne  fueron  los  únicos  comprados,  y  que  como  tales  inscribió  García 
ú  su  favor,  continuando  todo  el  reeto  de  la  floca  Gasa  de  la  Alegría,  in* 
clnflo  la  parcela  que  se  pretende,  inscrita  á  favor  de  los  contestantes  en 
el  Registro  de  la  propiedad;  que  el  primitivo  proyecto  de  ensanche  de 
Madrid,  aprobado  por  Real  decreto  de  19  de  Julio  de  1860,  daba  á  la  zona 
de  ensanche  67  metros,  y  posteriormente  ee  lia  limitado  á  40,  en  neo  de 
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un  legítimo  derecho,  preyloe  loe  trámitee  legftlea,  entre  los  ctiftlee  eeU- 
rútt  segaramente  la  conceeión  de  plasos,  para  que  dentro  de  ellos  pidie- 
vaii  los  qne  ee  sintieran  perjadicadoe  lo  que  pudiera  convenir  á  bu  dere- 
cho; qne  este  hecho  se  encamina  á  demostrar  qne  ann  aceptando  sólo 
por  vía  de  disensión  la  inverosímil  pretensión  del  actor,  de  que  los 
31.461  pies  <iue  compró  á  Dofia  Manuela  Erice  hubieran  tenido  la  fa- 
chada que  pretende  Á  la  vía  pública  dei  ensanche,  de  todos  modos,  de 
qne  no  la  tuviera,  por  no  estar  en  el  mismo  sitio  la  línea,  no  serían  de 
ello  responsables  los  contestantes,  sino  el  Ayuntamiento  de  Madrid  y  la 
Autoridad  correspondiente  al  variar  el  trazado,  ante  quien  en  último 
CACO  correspondería  la  reclamación  de  perjuicios,  si  los  hubiera,  en  los 
picaos  y  con  los  recursos  qne  legalmente  procediesen;  y  por  último,  que 
ncda  significa  en  contra  de  lo  expuesto  las  operaciones  de  deslinde  y 
amojonamiento  que  intentó  García,  por  la  sencilla  razón,  cnanto  á  los 
derechos  de  esta  parte,  qne  sobreseída  con  relación  á  la  misma  por  la 
protesta  qne  se  formuló,  no  ha  llegado  siquiera  á  celebrarse,  y  hay  que 
atenerse,  por  tanto,  á  límites  y  planos  anteriormente  conocidos: 

Besoltando  que  en  el  escrito  de  réplica  ratificó  D.  Eduardo  García 
Peres  los  hechos  y  fundamentos  legales  de  su  demanda,  y  agrpgó:  que 
en  la  partición  de  bienes  hecha  por  fallecimiento  de  D.  Martín  Francisco 
de  Erice  entre  sus  hijos  y  herederos  se  dividió  en  tres  porciones  Ja  tierra 
Oacc  de  la  Alegría,  formando  la  primera  del  terreno  dentro  del  ensanche, 
le  segunda  la  parte  qne  debía  ocupar  el  Ayuntamiento  para  la  Ronda, 
foco  y  glorieta  de  ensanche  proyectado,  y  la  tercera  el  terreno  de  fuera 
del  ensanche,  adjudicándose  la  segunda  porción  á  las  dos  herederas  pro- 
indiviso,  y  la  primera  y  tercera  á  la  Dofia  Manuela  de  Erice,  la  cual  ha- 
bía Tendido  toda  esta  última  con  el  lindero  Oeste  á  la  Ronda,  fosos  y 
glorieta  de  ensanche,  tuviera  más  ó  menos  cabida  de  la  fijada  en  el  con- 
trato, á  D.  Francisco  García,  que  en  1898,  ó  sea  veinte  afios  después  de 
la  Tenta  á  García,  las  hijas  y  herederas  de  D.  Martín  Francisco  de  Erice 
habían  procedido  á  practicar  la  división  de  la  porción  segunda  de  la  tie- 
ne Casa  de  la  Alegría,  ó  sea  la  destinada  á  Ronda  y  glorieta  de  ensan- 
che proyectado  por  el  Ayuntamiento,  y  á  pesar  de  que  desde  1860  dicha 
Ronda  y  foso  de  ensanche  tenía  asignado  oficialmente  57  metros  de  an- 
cho, ya  redneidos  á  40  el  afio  93,  en  la  división  á  que  se  alude  se  consi^ 
deró  erróneamente  como  de  60  metros,  viniendo  de  esta  forma  á  in- 
elnirse  en  la  participación  tres  metros  de  ancho  más  que  lo  que  real- 
mente correspondía,  cuyos  tres  metros  pertenecían  al  terreno  de  fuera 
del  ensanche,  adquirido  por  D.  Francisco  García  en  1878,  y  eran  y  son 
loe  qne  forman  la  franja  que  se  reclama  á  Cubas  y  Villapadierua,  dando 
también  lugar  al  error  de  que  se  asignase  como  uno  de  los  linderos  del 
lote  divisible  las  tapias  de  la  posesión  que  se  decía  de  D.  José  Noguera 
en  ves  de  fijarse  la  faja  referida;  qne  la  venta  de  la  posesión  de  García 
Peres  á  Noguera  se  había  hecho  por  un  precio  inferior  tres  veces  al  ver- 
dadero del  inmueble,  por  cuya  raión  se  limitó  la  cesión  al  terreno  y  edi- 
ficaciones de  la  posesión  cercada  que  se  deslindaba,  ó  sea  lo  construido 
y  plantado  bajo  cerca  en  la  tierra  procedente  de  la  permuta  con  Dofia 
Concepción  del  Río;  que  entre  otras  entradas,  tenía  y  tiene  esa  finca  una 
para  vehículos  en  el  ángulo  Sudeste  sobre  la  antigua  carretera  de  Ara- 
CÓQ,  cuyos  linderos,  cabida,  construcciones,  titulación  y  cargas  se  de- 
terminaron con  toda  claridad  en  la  escritura  de  venta,  sin  que  se  men- 
cione para  nada  el  nombre  de  quinta  de  Los  Leones  ni  otro  alguno,  y  sin 
incluir  tampoco  ni  hacer  la  más  ligera  referencia  de  la  tierra  procedente 
de  la  compra  á  Dofia  Manuela  de  Erice,  la  cual  se  hallaba  fuera  de  la 
eabida  j  linderos  fijados  al  inmueble  objeto  de  la  enajenación;  y  que 
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negaba,  por  último,  loa  heehoa  eatabloeldoa  por  loa  demandadoa  «n  anm 
rtapectiyaa  oooteatacioaca  do  la  domanda  en  coanto  se  opongaa  ó  moiif- 
flqnen  loa  establecidoa  por  él: 

Reaoltando  qoo  loa  demandadoa  Kogveraa,  Harqnéo  da  Ciibaa  j  be- 
rederoa  de  la  Gondeaa  de  Villapadiema  e?acaaroD,  aeparada  j  aucealT»- 
mente,  el  traalado  de  duplica,  dando  por  reprodacidoa  todoa  elloa  laa 
eonslderacionea  de  hecho  y  de  derecho  qaa  tenían  eetabieeidaa  y  petíde- 
nea  formaiaiaa  en  ana  reapeetivoa  eacritoa  de  conteatación  á  la  detnaBda, 
adicionando,  en  asma,  loa  aignientea  hechoa:  qae  hallándoae  la  fines 
comprada  por  Noguera  á  García  Rodrígnea  én  1878  circundada  toda  ellm 
de  on  cerramiento  fijo  j  notorio,  y  expreaando  la  eacritara  en  térmlnea 
claros  tratarse  de  la  poaeaión  careada  con  cnanto  contavlera,  la  referes- 
cia  de  loe  linderoa  no  tiene  para  loa  otorgantea  la  importancia  qne  ten- 
dría ai  se  tratase  de  solares  ó  tierraa  abiertoa  qne  ae  hnbieran  de  identl- 
fioar;  qoe  la  identificación  de  lo  qne  había  comprado  Noguera  ae  hacía» 
no  por  confrontación  de  linderos,  sino  por  el  cerramiento  material  eoa 
sus  propiaa  cercas,  compnestaa  de  tapiaa,  mnroa  y  verjas;  qne  no  se  ne- 
cesitaba otra  cosa,  porque  era  evidente  y  reanltaba  con  toda  claridad 
que  en  poder  del  causante  del  vendedor  se  había  transformado  el  tenene 
por  él  adquirido,  convirtiéndoae  laa  antignaa  tierraa  en  quinta  de  reereo 
con  viviendas,  dependencias,  caminos,  Jardinea  y  arboladoa,  alendo,  per 
tanto,  natural  que  no  disonase  la  errata  que  se  padeció  respecto  de  la 
lindería  tomándola  de  la  permuta  de  1871  como  demarcación  antlfi^tia  éa 
todo  el  terreno  cercado;  que  el  demandante,  en  el  escrito  de  r^lica, 
aclara  el  objeto  de  su  reclamación  respecto  al  Marqués  de  Cubaa,  deter- 
minando que  lo  es  la  franja  de  terreno  lindante  oon  la  tierra  que  Don 
Francisco  García  adquirió  por  compra  de  la  Oondesa  de  Villapadienia  y 
que  forma  parte  de  la  posesión  de  Loa  Leones;  que  D.  Francisco  Oareía 
Rodrigues  dijo  que  la  expresada  tierra  era  una  de  laa  trea  poreionea  en 
que  A  la  muerte  de  D.  Martín  de  Erice,  ocurrida  en  1871,  ae  dividid  la 
conocida  con  el  nombre  de  Casa  de  la  Alegría,  alendo  adjudicada  dkha 
porción,  que  medía  21.461  pies,  á  Dofia  Manuela  de  Erice,  Condeea  de 
Villapadiema,  y  que  vendida  por  ésta  en  10  de  Febrero  de  1878,  fné  ina- 
crita  en  el  Registro  de  la  propiedad  á  favor  del  comprador  D.  Pranciaoe 
García;  que  éste  en  el  mismo  afio  78,  cerró  la  referida  porción  de  tlem 
con  un  muro  de  fábrica  levantado  aobre  loa  linderos  sefiaiadoa  en  la  ea- 
critura  de  compraventa,  sin  que  exista  rasón  alguna  para  que  á  loa 
veintián  afios  reclame  el  demandante  como  auya  la  franja  de  terreno 
que  dice  quedó  fuera  del  muro  de  cerramiento,  fundándoae,  no  en  la 
falta  de  saperficie,  sino  en  qoe  el  lindero  Oeste  de  aquélla  era  una  de 
las  vías  públicas  de  ensanche;  que  á  cada  una  de  las  tres  poreionea  an 
que  se  había  dividido  la  Casa  de  la  Alegría  se  lea  aefialó  una  limitaeióo 
y  perímetro  fijo  y  un  precio  reapectivo,  resultando  claramente  qne  Don 
Francisco  García  sólo  compró  la  porción  de  loa  21.461  piee,  encontrán- 
dose, por  consiguiente,  fuera  de  esta  cabida  ó  perímetro  la  faja  da  te- 
rreno que  se  pretende  reivindicar  y  que  correspondía  á  la  porción  de 
tierra  intermedia  perteneciente  proindiviso  á  la  vendedora  Dofia  Ma- 
nuela 7  á  fiu  hermana  Dofia  Celedonia  Matilde;  que  en  au  Tirtad,  no 
vendió  ni  pudo  haber  vendido  Dofia  Manuela  la  faja  de  terrene  de  qae 
ae  trata,  toda  vez  que  eata  faja  no  era  exclueivamente  suya,  aino  que  la 
pertenecía  proindi  y  isamen  te  con  au  hermana  Dofia  Matilde;  alendo  de 
observar,  finalmente,  que  en  el  eacrito  de  duplica  de  loa  herederoa  de  la 
Condesa  de  Villapadiema,  cuyo  contexto  queda  refnndido,  en  nnión  del 
de  los  otros  dos  demandados,  en  loa  hechoa  que  acaban  deexponerae,  se 
solicita  que  se  declare  improcedente  y  fuera  de  lagar  la  reoonvénfliéB 
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dedaeida  por  D.  José  Noguera,  ó  que  en  todo  caso  se  abenel-va  de  la 
Büaina  á  loa  aludidos  herederos: 

ItesQltando  qne  recibido  el  pleito  á  praeba,  ee  practicó  testifical  y  do- 
emneDtal,  consistiendo  esta  última— qne  fué  la  más  extensa— en  la 
aportación  ó  cotejo  con  sds  originales  de  los  documentos  de  que  queda 
hecba  íreauente  refereucia  en  todo  cnanto  va  expuesto  baota  aquí;  y 
nnidas  las  practicadas  á  los  autos,  evacuaron  las  partes  el  traslado  de 
conclusión,  insistiendo  en  sus  respectivas  pretensiones,  en  cuyo  trámite 
Knbo  de  ocurrir  el  fallecimiento  de  D.  Francisco  Cubas  y  González  Mon- 
tes, Marqués  de  Cubas,  por  el  que  compareció  su  viuda  Dol&a  Celedonia 
Matilde  de  Erice  y  Urquijo;  declarándose  deppués  conclusos  los  autos  y 
ikiandando  se  trajesen  á  la  vista  para  sentencia: 

Resultando  que  por  providencia  para  mejor  proveer  acordó  el  Juz- 
gado se  practicara  la  correspoodieute  diligencia  de  inspección  ocular  de 
los  terrenos  de  cuya  reivindicación  se  trata,  con  asistencia  de  dos  Peri- 
tos agrónomos  y  un  Arquitecto,  que  lo  fueron  D.  Ensebio  González,  Don 
Antonio  Mayo  y  D.  Juan  Bautista  Lázaro,  los  cuales,  indepeodiente- 
mente  del  informe  que  en  el  acto  habrían  de  emitir,  comparecieron  á 
declarar  judicialmente  acerca  de  los  extremos  siguientes:  primero,  el  las 
tapias  de  la  posesión  denominada  Los  Leones  estaban  por  su  lado  Oeste 
enclavadas  en  la  linea  formada  al  limite  exterior  de  la  antigua  zona  de 
«nsancbe,  según  el  proyecto  oficial  de  1860  y  en  el  lindero  que  se  fija 
por  el  Oeste  á  las  tierras  permutadas  por  Dofia  Concepción  del  Río  y  á 
Ib  comprada  por  D.  Francisco  García  á  Dofia  Manuela  de  Erice,  ó  si,  por 
•1  contrario^  éstas  se  bailaban  retiradas  de  dichas  lineas,  determinando 
en  este  caso  las  distancias  qne  median  entre  las  tapias  y  la  expresada 
linea;  segundo,  cuál  fuera  la  línea  divisoria  de  dichas  dos  ti«*rras  que 
formaba  la  indicada  posesión  dentro  y  fuera  de  la  misma,  fijando  las 
distintas  distancias  que  separasen  la  pared  y  vei  ja  que  formaban  la  fa- 
ehada  á  la  glorieta  del  ensanche  y  carretera  de  Aragón;  tercero,  si  la 
cerca  qne  rodeaba  las  indicadas  dos  tierras  que  componían  la  expresada 
ikisesión  procedía  y  fué  construíala  en  una  misma  época,  expresando, 
caso  contrario,  la  fecha  aproximada  de  la  construcción  de  tal  cerca  por 
lo  que  ha.ía  referencia  á  uno  y  otro  terreno,  así  como  si  la  disposición 
interior  de  la  posesión,  árboles  y  antigüedad  de  éstos  revelaba  que  la 
cintrada  principal  de  aquélla  era  la  misma  qne  siempre  tuvo  desde  que 
en  primitivo  duefio,  D.  Francisco  García,  la  cercó;  y  cuarto,  si  la  tierra 
adquirida  por  este  último  de  Dofia  Manuela  de  Erice  se  hallaba  com- 
prendida en  su  totalidad  dentro  de  la  repetida  posesión  de  Los  Leones: 
'  Resaltando  que  en  los  días  7,  8  y  10  de  Julio  de  1899  tuvo  lugar  la 
atudlda  diligencia  de  reconocimiento  é  Inspección  ocular,  emitiendo,  en 
an  consecuencia,  los  Periros  D.  Ensebio  González,  D.  Antonio  Mayo  y 
Don  Jnan  Bautista  Lázaro  un  informe  que  ratificaron  bajo  juramento 
iCnte  el  Jusg^o,  y  en  el  cual  expusieron  unánimes  como  contestación  á 
las  cuatro  preguntas  antes  relacionadas:  á  la  primera,  qne  las  tapias  del 
eerramiento  por  el  lado  Oeste  de  la  posesión  de  D.  José  Noguera  no  es- 
tán en  la  línea  límite  exterior  de  la  antigua  zona  de  ensanche  del  plano 
oficial  de  1860,  según  el  replanteo  oficial  hecho  por  el  Arquitecto  muni- 
dpal  D.  Pablo  Aranda,  y  consta  en  los  autos,  ni  tampoco  en  el  lindero 
qne  ee  fijó  por  el  mismo  Oeste  á  las  tierras  compradas  á  Dofia  Manuela 
Erice,  según  otro  plano  también  unido  á  los  autos,  y  que  autoriza  con 
en  firma  el  Arquitecto  D.  José  López  8alaberry;  que  para  determinar  las 
dlstantlas  en  que  difieren  las  precitadas  líneas  hay  qne  observar  que  se 
liallan  en  sentido  inverso,  ep  decir,  que  según  el  trazado  del  Arquitecto 
Don  Pablo  Aranda,  la  tapia  Oeste  á  que  se  hace  referencia  se  halla,  per 
lOMO  91  S9 
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término  medio,  á  menos  de  dos  metroe  más  atrás  de  la  línea  exterior 
de  la  antigua  lona  de  ensanche,  y  según  el  plano  que  antorisa  LópeiSa- 
laberrv,  unos  dos  metros  más  adelante  de  la  misma  línea;  pero  como  nii- 
gana  de  estas  dos  líneas  se  refiere  á  centros  geométricos  que  estnTiersn 
ya  establecidos  en  la  época  en  que  la  tapia  se  edificó  y  qae  hnbieran  sub- 
sistido hasta  .el  presente,  los  Peritos  entendían  qae  tan  importante  línea 
de  edificación  no  ha  podido  ponerse  á  capricho,  sino  con  arreglo  á  tra- 
zado oficial  de  aqnel  tiempo,  y  qae  la  variación  existente  con  el  actaal  e» 
de  tal  nataralesa  que  no  difiere  de  otras  machas  advertidas  en  dlTerso» 
casos  análogos;  á  la  seganda,  qae  la  línea  divisoria  entre  las  dos  tierras 
titaladas  Grande  del  Espirita  Santo  y  Gasa  de  la  Alegría  es  indadable- 
mente  ana  línea  recta  qae  parte  á  48  metros  00  centímetros  del  ángulo 
Sudoeste  de  la  actaal  finca  y  va  á  terminar  á  tres  metros  y  70  centíme- 
tros del  ángulo  Sudoeste  de  la  misma  finca  actual,  con  una  longitud  do 
nnos  180  metros;  si  se  toma  esta  línea  por  base  para  determinar  las  de- 
más distancias  por  las  que  se  preguntaba  á  los  Peritos,  era  menester  te- 
ner en  cuenta  que  la  tapia  de  la  glorieta  es  un  arco  de  círculo  de  67  me- 
tros de  radio,  y  que,  por  tanto,  las  distintas  distancias  á  la  base  haa 
de  ser  medidas  en  ordenadas,  cuya  máxima  es  de  84  metros  j  la  mí- 
nima de  23  metros  50  centímetros;  en  la  parte  de  la  verja  de  la  calle  do 
Alcalá,  tomando  la  misma  base,  resulta  concurrir  ambas  á  tres  metros 
70  centímetros  del  ángulo  Sudoeste  de  la  posesión,  y,  por  consiguiente, 
allí  la  distancia  es  cero,  separándose  después  en  nn  ángulo  agudo  de  47 
grados  próximamente,  hasta  alcanzar  en  su  extremo  una  cota  de  84  me- 
tros, y  que  coincide  con  el  punto  de  unión  de  la  tapia  á  la  glorieta  y  la 
línea  de  verja  á  la  carretera  de  Aragón  antigua,  ahora  calle  de  Alcalá;  á 
la  tercera,  que  la  cerca  que  rodea  las  expresadas  dos  tierras  en  la  parte 
que  constituye  la  actual  posesión,  fué,  á  juicio  de  los  informantes,  cons- 
truida toda  ella  en  una  misma  época,  pero  hay  una  parte  que  comprende 
40  metros  y  70  cettímetros  de  longitud,  con  una  altura  de  dos  metros» 
en  la  cual  varía  el  género  de  construcción,  y  tiene  todos  los  indicios  de 
ser  una  reparación  de  fecha  más  próxima  que  el  resto,  en  cuya  parte 
media  se  halla;  pero  como  semejante  reparación  no  ha  afectado  al  zócalo 
inferior  ni  al  antepecho  de  coronación,  subsisten  los  indicios  reveladores 
de  que  el  expresado  muro  de  cerramiento,  que  lo  es  al  mismo  tiempo  de 
contención  de  tierras,  por  hallarse  las  exteriores  más  de  dos  metros  más 
bajas  que  las  de  la  posesión,  fué  hecho  de  una  sola  vez  y  solamente  re- 
parado en  la  parte  ó  zona  que  se  ha  dicho;  respecto  á  la  disposición  in- 
terior, situación  de  los  árboles,  antigüedad  de  los  mismos  y  demás  dis- 
posiciones observadas,  no  parecen  revelar  que  se  haya  hecho  alteración 
alguna,  y  á  juicio  de  los  dictaminantes,  la  disposición  de  la  entrada 
principal  de  la  finca  es  la  misma  que  tuvo  desde  que  su  primitivo  duefto 
la  cercó;  y  á  la  cuarta,  que  siendo  la  parte  de  tierra  vendida  por  Dofia  Ma- 
nuela de  Erice  la  que  marcase  los  planos  todos  que  constan  en  autos 
comprendida  en  un  cuadrilátero  mixtilíneo,  cuyos  lados  resultan  son 
ligeras  diferencias  de  longitud  en  los  diversos  pianos,  su  superficie  geo- 
métrica, aun  en  el  caso  más  desfavorable,  es  mayor  que  los  1.666  metros 
cuadrados  20  decímetros,  ó  sean  21.461  pies  cuadrados  que  se  figuran  en 
la  escritura,  y  por  lo  tanto,  toda  la  tierra  se  halla  dentro  de  la  posesión 
de  Los  Leones: 

Resultando  que  declarados  después  de  esto  conclusos  los  autos,  el 
Juez  de  primera  instancia  del  distrito  del  Congreso  de  esta  corte  wo- 
nunció  en  9  de  Octubre  de  1899  sentencia,  por  la  que  absolvió  á  Uon 
José  Noguera  Castellanos,  á  D.  Francisco  Cubas  y  González  Montes, 
y  por  defunción  de  éste  á  su  viuda  Dofia  Matilde  de  Erice  y  Urquljo» 
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«nyo  esrácter  de  representante  legml  ostentó  aquél,  y  á  los  herederos 
4e  Is  Condesa  Tioda  de  Viliapadierna,  de  la  demanda  presentada  por 
D.  Eduardo  García  Peres,  á  quien  imposo  silencio  y  acallamiento 
perpe|no  respecto  á  los  extremos  en  ella  contenidos,  y  absolviéndole  de 
la  reoonyención  contra  él  formulada,  sin  baoer  expresa  condenación  de 
^oostas;  é  interpuesta  apelación  de  este  fallo  por  el  actor  Garda  Pérea  y 
por  el  demandado  D.  José  Noguera  en  lo  referente  á  su  reconvención,  se 
«levaron  las  actuaciones  á  la  Audiencia  del  territorio,  donde,  al  evacuar 
«1  traslado  de  instrucción,  manifestó  D.  Felipe  Padiema  de  Villapadier- 
na  y  de  Erice,  Conde  de  Villapadierna,  que  se  había  subrogado  en  la 
personalidad  de  los  herederos  de  su  madre  Dofia  Manuela  de  Erice  y  Ur- 
qnijo.  Condesa  viuda  de  Villapadierna,  dentro  de  los  presentes  autos, 
por  habérsele  adjudicado  en  pleno  dominio  el  terreno  objeto  parcial  de 
•este  pleito  en  las  operaciones  de  testamentaría  de  aquella  causante,  os- 
tentando en  su  virtud  todos  los  derechos  inherentes  al  terreno  en  cues- 
tión, como  único  duefio  del  mismo;  y  continuada  la  tramitación  del  re- 
darse de  apelación,  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta 
eorte  dictó,  en  28  de  Junio  del  afio  próximo  pasado,  sentencia,  que  ab  - 
«oivió  á  ios  demandados  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Eduardo  Gar- 
cía Peres,  declarando  á  la  ves  que  los  21.461  pies  cuadrados  de  terreno 
qne  por  ella  se  reclaman  están  comprendidos  y  forman  parte  de  la  flnoa 
titulada  Los  Leones,  vendida  por  la  escritura  de  26  de  Junio  de  1878  á 
D.  José  Noguera  Castellanos,  al  cual  pertenecen  en  pleno  dominio,  de- 
biendo hacerse  á  costa  del  demandante  la  cancelación  y  anotación  eon- 
algnientes  en  el  Registro  de  la  propiedad,  en  cuyos  términos  se  confirmó 
«n  lo  conforme  y  revocó  en  lo  que  no  lo  estuviere  la  sentencia  apelada, 
imponiendo  al  actor  y  apelante  García  Peres  las  costas  de  ambas  ins- 
tancias: 

Resultando  que  D.  Eduardo  García  Peres  ha  interpuesto  recurso  de 
easaeión  por  infracción  de  ley,  como  comprendido  en  los  números  1.^  y 
7.^  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  alegando  los  signlen- 
tes  motivos  de  casación: 

Primero.  Error  de  hecho  en  la  apreciación  de  la  prueba  al  establecer 
la  Sala  sentenciadora,  en  el  primer  considerando  del  fallo  recurrido, 
€qne  en  la  escritura  pública  de  26  de  Junio  de  1878,  por  la  que  D.  Eduar- 
do García  Peres,  causante  del  actor,  vendió  á  D.  José  Noguera  Castella- 
nos la  finca  titulada  Los  Leones,  se  ve  de  un  modo  inequívoco  que  lo  de- 
signado con  este  nombre  era  todo  el  terreno  rodeado  de  uqa  cerca,  con 
los  edificios,  árboles,  agua  y  demás  objetos  comprendidos  dentro  de  ella, 
7  qne  la  venta  se  hiso,  no  por  metros  ni  por  pies,  sino  atendiendo  al 
cnerpo  de  la  misma,  como  literalmente  se  consigna»;  siendo  así  qne  la 
antecitada  escritura  de  26  de  Junio  de  1878  hace  ver:  que  quien  vendió 
á  D.  José  Noguera  el  inmueble  descrito  en  la  misma  fué  el  propio  actor 
P.  Eduardo  García  Peres,  y  no  el  causante  de  éste,  como  erróneamente 
dice  la  sentencia;  hace  ver  también  que  no  mencionándose  en  parte  al- 
lana del  contrato  el  nombre  de  Los  Leones,  mal  ha  podido  designarse 
con  este  nombre  de  modo  inequívoco,  como  afirma  el  Tribunal  senten- 
ciador, tal  ó  cual  parte  de  un  inmueble;  y  hace  ver,  por  último,  que  lo 
Tendido  fué  el  terreno  y  ediñeaeiones  de  la  posesión  cerrada  que  se 
deslinda  bajo  el  número  primero,  6  sea,  con  arreglo  á  éste,  la  posesión 
construida  sobre  el  terreno,  lindante:  cal  Norte,  con  propiedad  que  fué 
de  D.  Martín  de  Brice,  hoy  de  sus  herederos;  Sur,  con  tierras  de  D.  José 
Perelló;  Este,  el  mismo  D.  José  Perelló  y  D.  Cosme  Algarra,  y  Oeste, 
con  una  de  las  vías  públicas  del  ensanche  de  Madrid»,  comprendiendo 
dentro  de  so  superficie  casa  vivienda  de  8.146  pies,  compuesta  de  planta. 
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iMja,  principal  y  cámant,  jardín,  boertm  con  dos  norias,  doa  eatsba,  ma 
eoadra,  nna  cochera,  lefiera,  gallinero,  pajar  y  una  peqnella  cata  para 
el  gnarda;  por  todo  lo  cnal  pnede  afirmaree  qoe  en  la  apreriacidn  de  esto» 
iree  pantos  de  hecho  hay  tantos  erroif  s  como  palabras  al  soponer  qoeel 
Tendedor  íaé  el  cansante  del  actor;  qne  se  designó  al  inmnrbie  vendlds 
bajo  ana  denominación  no  nsada  ni  indicada  en  la  escritura,  7  qne  st 
comprendió  en  el  contrato  otro  terreno  qne  el  expresamente  deslindado, 
infringiéndose  con  ello  la  doctrina  referente  á  la  inteligencia  é  interpre- 
tación de  los  contratos,  qne  este  Tribunal  Sopremo  tif  ne  declarada  ea 
sentencias  de  16  de  Mayo  de  1860,  8  de  Mario  y  12  de  Dici<-mbre  de  1861, 
16  de  Octubre  de  188S,  20  de  Febrero  7  22  de  Abril  de  ]5«76,  18  de  Di- 
ciembre de  1878,  y  80  de  Abril,  12  de  Junio  y  26  de  Octubre  de  1878;  7 
no  aólo  se  ha  infringido  esta  doctrina,  sino  que  además  se  ha  dfScuDO- 
cido  también  la  eficacia  que  á  la  refeiida  escritura  de  Junio  del  78  atri- 
buyen el  núm.  1.®  del  art.  697  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  7  la  ley 
114,  tlt.  18  de  lar^artldaSA- 

8«*gundo.    Error  de  hecho  7  de  derecho  en  la  apreciación  de  la  pmeba, 
al  estimar  la  Sala  sentenciadora,  taoto  en  el  tercer  considersndo  enasto 
en  la  parte  dispositiva  del  fallo,  que  los  21.461  pies  cuadrados  de  te- 
rreno adquirido  de  Dufia  Manuela  de  Erice  por  el  causante  del  actor  y 
que  éste  pretende  relTlndicar,  están  comprendidos  dentro  déla  cf*ros 
qne  rodea  la  finca  titulada  de  Los  Leones,  ó  lo  que  es  igual,  que  D.  Jos^ 
Noguera  es  duefio  de  este  terreno;  porque  la  escritura  pébllca  otorgad* 
en  19  de  Febrero  de  1878  demuestra  que  lo  vendido  por  Pofia  Mannela 
de  Brice  no  faé  realmente  dicho  terreno  de  21.461  pies,  toda  ves  que  ea 
la  cláusula  4.^  del  contrato  se  coneigoa  como  condición  expresa  que  si 
dentro  de  los  límites  naturales  del  terreno  descrito  fuera  del  ensaacbs 
hubiese  más  ó  menos  cabida  de  los  21.461  pies  que  se  enajensban,  loa 
otorgantes  se  hacían  mutuamente  recíproca  donación,  comprometién- 
dose á  no  reclamar  por  tal  concepto  cosa  alguna;  porque  interpreundo 
rectamente  este  contrato,  resulta  que  lo  vendido  fué  el  terreno  de  f sera 
del  ensanche,  comprendido  dentro  de  los  linderos  fijados  en  la  eseritors, 
ó  sean,  al  Noroeste,  con  sucesores  de  Ríos;  al  Oeste,  con  plasa  7  foao  da 
la  Ronda  de  ensanche,  7  al  Sur,  con  camino  real  de  Alcalá,  tuviese  máa 
ó  menos  cabida  de  la  expresada;  porque  es  un  hecho  reconocido  por  las 
partes  que  desde  las  fachadas  de  la  línea  interior  del  ensanche  hasta  laa 
tapias  de  la  posesión  ha7  68  metros  26  centímetros,  según  se  consigna  ea 
los  escritos  7  planos  presentados  por  los  demandados  Erice  7  Padieraa; 
porque  la  discusión  consiste  en  qne  suponiendo  dichos  demandados  qse 
la  R4>nda  de  ensanche  mide  60  metros  de  ancho,  sostienen  que  los  expre- 
sados 69  metros  26  centímetros  corresponden  al  terreno  de  su  propiedad 
que  se  destinaba  para  dicha  Ronda,  sin  qne,  por  tanto,  pertenesca  parle 
alguna  al  actor,  mientras  que  el  recurrente  sostiene  que  siendo  la  aa- 
chura  de  la  Ronda  de  67  metros,  cemo  dice  la  certificación  del  Ayustar 
miento  unida  á  los  autos,  7  como  demostraron  las  diligenciss  de  des- 
linde, corresponden  los  dos  metros  26  centímetros  restantes  si  tcrreos 
de  fuera  del  ensanche  comprado  por  D.  Francisco  García  á  Dofia  Ma- 
nuela de  Erice;  7  finalmente,  porqu<«  la  escritura  de  26  de  Jnnlo  de  1876 
hsce  ver  que  no  puede  atribuirse  á  Noguera  el  dominio  del  terreno  €00»* 
prado  por  el  D.  Francisco  García  á  la  Dofia  Mannela  de  Erice,  paeiio 
que  no  está  comprendido  este  terreno  ni  en  la-  superficie  ni  dentro  de 
los  linderos  determinados  al  inmueble  objeto  del  contrato  celebrado  por 
el  recurrente  con  ei  dicho  Noguera;  resultando  en  síntesis  del  conjosto 
de  todas  estss  pruebas,  consistentes  en  documentos  públicos,  que  el  le* 
zreno  adquirido  por  D.  Francisco  García  de  la  Dofia  Manuela  de  Erioe, 
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j.el  eoal  no  eitá  llBittdo  á  S  1.461  pief,  tliio  que  eompraide  todo  «I  de 
fiiom  del  ensanche  lindante  por  Oeste  con  U  Ronde—tOTieae  más  ó  me- 
aos cabida  de  aquélla — ,  ni  se  halla  contenido  fnera  de  la  cerca  qne  ro- 
dea la  posesióa  perteneciente  á  Nugaera,  ni  f  aé  objeto  de  la  venia  qne 
hiao  é  ¿sie  el  recurrente,  ni  pnede,  por  taoto,  tener  aqnél  el  carácter  de 
daefto  de  lo  que  no  adquirió,  y  en  ounsecnencia  de  cnanto  banta  aqni  va 
expoeeto,  no  sólo  ha  cometido  el  Tribunal  sentenciador  los  errores  de 
hecho  que  ya  se  dejan  apuntados,  sino  qne  incurrió  también  en  error 
de  derecho  al  desconocer  la  eficacia  de  ios  documentos  y  manifestacio- 
aas  de  que  queda  hecho  mérito,  con  notoria  infracción  de  la  doctrina 
consignada  en  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  29  de  Febrero 
y  Tá  de  Abril  d«  1876,  y  80  de  Abril,  12  de  Julio,  26  de  Octubre  y  18  de 
Diciembre  de  1878: 

Tercero.  Error  de  hecho  y  de  derecho  al  apreciar  la  Sala  sentencia- 
dora que  no  está  Justificada  la  exietfucla  de  la  laja  de  terreno  de  dos 
metros  de  ancho  que  el  recurrente  pretende  reivindicar,  y  por  lo  cual  di- 
rige su  demanda  contra  los  herederos  de  Dofia  Manuela  de  Erice  y  contra 
Dcfia  lAatilde  Erice;  error  de  hecho,  porque  estimando  debidamente  las 
manifestaciones  de  los  mismos  demandados  al  contestar  la  demanda,  el 
eonlenido  de  la  certificación  del  Ayuntamiento,  la  escritura  de  1.0  de  Fe- 
brero de  1878  y  el  resultado  de  las  diligencias  de  deslinde,  apsre«*e  clara- 
mente que  desde  la  fachada  de  la  línea  interior  de  la  sona  de  ensanche 
hasta  c«rca  de  la  posesión  hay  69  metros  26  centímetros,  y  romo  el  tra- 
sado  oficial  de  la  Ronda  de  ensanche  sólo  tiene  asignados  67  metros  de 
ancho,  de  los  cuales  corresponden  60  al  paseo  y  siete  al  loso,  es  induda- 
ble que  quedan  dos  metros  26  centímetros  qne  pertenecen  al  terreno  de 
íaera  del  ensanche  y  son  propiedad  del  recurrente;  y  ha  cometido  tem- 
blón el  Tribunal  sentenciador  error  de  derecho,  en  cuanto  desconoce  la 
afloacia  y  fuersa  probatoria  que  debe  concederse  á  la  escritura  de  19  de 
Febrero  de  1878,  conforme  á  la  regla  1.*  del  art.  697  de  la  ley  de  Enjni- 
aiamiento  civil,  así  como  la  que  debe  «tribuirse  igualmente  á  la  oertifi- 
caoión  del  Ayuntamiento  por  la  regla  4.*  del  mismo  srtículo,  infringién- 
dose por  ello  la  ley  114,  tít.  18,  Partida  8.*;  la  ley  l.\  tít.  14  de  la  misma 
Partida,  y  la  jurisprudencia  de  este  Tribunal  sentada  en  sus  fallos  de  20 
de  Febrero  de  1880  y  29  de  Octubre  de  1881: 

Coarto.  Al  absolver  la  sentencia  recurrida  á  los  demandados  y  des- 
•aetimar  las  pretensiones  del  demandante,  infringe  las  leyee  que  definen 
la  propiedad  y  determinan  los  títulos  ó  modos  por  que  se  adquiere  y 
transmite,  son  á  saber:  las  leyes  27,  iít.  2.®;  1.*  y  46  del  tít.  2S,  y  8.% 
título  80  de  la  Partida  8.*;  la  10,  tít.  88,  Partida  7.*;  las  1.»  y  8.*,  tít.  18, 
Partida  6.*;  la  6.*,  tít.  10,  libro  10  de  la  Noví««ima  Recopilación;  la  8.\ 
tátolo  88,  Partida  7.*;  los  números  l.o  y  Z.^  del  srt.  7.^  de  la  ley  Hipo- 
tscaris;  el  art.  28  de  la  misma  ley;  la  ley  17,  tít.  80  de  la  Partida  8  ^  y 
las  a«»rit«>ncias  de  este  Tribunal  de  14  de  Manto,  9  de  Abril  y  12  de  Mayo 
de  1<>62, 16  de  Abril  de  1864, 28  de  Noviembre  de  1866, 8  de  Jatio  de  1881, 
16  de  Junio  de  1882  y  otras;  y  la  infracción  consiste  en  que  habiendo  ad- 
quirido D.  Francisco  Qarcía— padre  del  recurrente— el  sefioríode  los  te- 
iTeaos  de  qne  se  trata,  ya  por  virtnd  de  contrato  de  permuta  con  Dufia 
Concepción  del  Río,  ya  por  el  de  compra  celebrado  con  Dofia  Mannela  de 
JBri«s,  y  conservándolo  en  el  momento  de  su  muerte,  lo  transmitió  á  nu 
hijo  y  heredero  D.  Eduardo  Garría  Peres,  el  cual  adquirió  también  la 
piorrióa  eorrespondlents  á  su  madre  y  causahabiente  Dtifia  Manuela 
Peres  de  la  Pt*fia;  y  como  quiera  qne  dicho  recurrente  O.  Eduardo  Gar- 
da no.  ha  transmitido  á  nadie  el  dominio  de  esos  terrenos  que  figuran 
•laecritos  á  en  nombre  en  el  Registro  de  la  propiedad,  es  evidente  qi^a 
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l«ooede  hacer  la  declaración  y  condena  intereeadaa  en  la  demanda  < 
forme  á  las  diepoaidonee  legales  qne  quedan  citadas,  y  C070  texto  x«- 
•nlta  iníringido: 

Qainto.  En  cnanto  la  Sala  eentenciadora  abenelye  á  loe  demandadoa 
de  la  pretensión  de  la  demanda  reíerente  al  abono  de  Imtos  ó  rentas  pro- 
ducidos desde  qne  detentan  los  terrenos,  infringe  por  sn  no  aplicaeión 
la  ley  40,  tlt.  28,  Partida  8.*,  qne  impone  al  poseedor  de  mala  fe  la  obli- 
gación de  devolver  la  heredad  con  los  frutos  producidos,  ó  al  menoe  la 
ley  80  del  mismo  título  y  Partida,  que  impone  al  poseedor  de  bnena  fe 
vencido  en  juicio  la  obligación  de  devolver  la  heredad  con  los  frntoa 
desde  la  interpoeición  de  la,  demanda,  exceptuando  los  naturales,  qne 
deben  devolverse  todos  los  producidos  desde  la  detentación: 

Sexto:  Si  conforme  á  las  leyes  28,  32  y  68  del  tít.  6.®  de  la  Partida  5.*, 
está  obligado  el  vendedor  de  una  cosa  á  entregarla  al  comprador,  res- 
pondiéndole de  su  posesión  legal  y  pacifica  y  de  ios  dafios  y  menoscabos 
por  defectos  ocultos,  es  evidente  que  la  sentencia  recurrida^  que  ab- 
suelve á  los  demandados,  deja  en  poder  de  ellos  y  priva  al  recurrente  de 
una  franja  de  terreno  de  dos  metros  y  26  centímetros  dé  ancho,  infringe 
las  disposiciones  legales  citadas,  toda  vea  que,  según  se  ve  por  la  escri- 
tura de  19  de  Febrero  de  1878,  Dofia  Manuela  de  Erice  vendió  á  D.  Fran- 
cisoo  García  Rodrigues  todo  el  troio  de  terreno  de  fuera  del  ensanche 
con  lindero  Oeste  á  la  Ronda  y  foso,  y  que  como  tal  vendedora  venia 
oblifl^ada  á  entregar  al  comprador  García  el  terreno  vendido  con  fachada 
á  esa  Ronda,  hallándose  asimismo  obligada  á  responder  de  la  posesión 
legal  y  pacifica  del  terreno  de  qne  se  trata,  y  á  indemniaar  los  da- 
llos y  perjuicios  sufridos  por  el  recurrente  al  verse  privado  de  dicha 
fachada: 

Séptimo.  Infracción  de  la  ley  5.*,  tít.  82  de  la  Partida  t.\  y  art.  685 
del  Código  civil  vigente,  porque,  como  ya  se  ha  dicho,  D.  Francisco  Gar- 
cía, causante  del  actor,  compró  á  Dofia  Manuela  de  Erice  todo  el  terreno 
de  fuera  del  ensanche  con  fachada  á  la  Ronda,  que  tenía  de  ancho  67 
metros  y  adquirió,  por  tanto,  el  derecho  de  luces  y  vistas  sobre  ésta; 
mas  reducida  después  la  expresada  Ronda  á  40  metros,  se  quedaron  las 
hermanas  Erice  con  una  franja  de  terreno  de  17  metros  de  ancho  entre 
la  misma  Ronda  y  la  propiedad  del  recurrente,  quien  no  podiendo  per- 
áet  por  tal  reducción  el  derecho  de  luces  y  vistas,  adquirido  ya  sobr» 
los  67  metros  y  consiguientemente  sobre  los  17  pertenecientes  á  los  de- 
mandados, hizo  uso  del  derecho  reconocido  en  las  antedichas  difposi- 
ciones,  pidiendo  por  ello  en  la  demanda  que  se  impusiese  sobre  los  te- 
rrenos que  los  demandados  disfrutan  por  la  reducción  de  la  lona  da 
ensanche  la  prohibición  de  edificar  á  menos  de  tres  metros  de  distancia 
de  la  repetida  propiedad  del  recurrente;  y  al  absolver  el  Tribunal  Bsn- 
tenciador  á  esos  demandados  y  denegar  la  pretensión  aludida,  infriage» 
en  vea  de  aplicar  debidamente,  los  referidos  preceptos  legales;  y 

Octavo.  La  sentencia  recurrida  no  sólo  absuelve  á  los  demandados 
de  las  pretensiones  del  actor,  sino  que  declara  además  que  los  21.461 
pies  de  terreno  que  se  reclaman  en  la  demanda  forman  parte  de  la  finca 
Los  Leones,  vendida  por  escritura  de  26  de  Junio  de  1878  á  D.  José  No- 
guera Oastellanos,  al  cual  pertenecen  en  pleno  dominio,  debiendo  ba- 
oerae  á  costa  del  demandante  la  cancelación  y  anotación  consiguiente 
en  el  Registro  de  la  propiedad;  y  estas  declaraciones  infringen  la  ley  del 
contrato,  el  cual  se  interpreta  en  contra  de  sus  palabras  ampliándole  á 
eosas  distintas  de  las  expresamente  pactadas,  y  los  arts.  2.*,  77  y  79  da 
la  ley  Hipotecaria,  toda  ves  qne,  según  la  escritura  pública  de  19  de  Fe- 
brero de  1878.  á  D.  Francisco  Gareía,  y  hoy  á  sn  hijo  heredero  Don 
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Bdanrdo  G&rcift,  corresponde  todo  el  terreno  de  f  aera  del  ensanche  con 
'lindaros  Oéete  á  la  Ronda,  cualquiera  que  sea  su  extensión,  no  habien- 
do, por  coosigniente,  motiTO  ni  para  limitarlo  á  número  fijo  de  pies,  ni 
para  adjudicar  parte  de  éstos  á  los  demandados,  como  lo  hace  el  Tribu- 
nal sentenciador;  siendo  de  advertir  que  la  escritura  de  2fi  de  Junio  de 
187S  comprendió  también  la  venta  del  inmueble  por  linderos,  puesto 
^ae  terminantemente  establece  la  condición  cuarta  que  D.  Eduardo  Gar- 
cía rende  á  D.  José  Noguera  cel  terreno  y  edificaciones  de  la  posesión 
'cercada  que  se  deslinda  bajo  el  número  primero»,  cuya  estipulación 
hace  imposible  el  que,  prescindiendo  de  linderos  y  demás  términos  del 
contrato,  se  considere  comprendido  en  éste  otro  terreno  que  está  fuera 
de  aquéllos  y  que  no  se  menciona  siquiera  en  la  escritura;  y  debiendo, 
por  último,  de  hacerse  observar  también  que  el  dominio  de  ese  otro  alu- 
dido terreno  no  se  transmitió  al  D.  José  Noguera,  sino  que  lo  conserva 
•1  recurrente,  y  que  no  concurriendo  ninguno  de  los  casos  establecidos 
en  el  referido  art.  79  de  la  ley  Hipotecaria,  no  procede  tampoco  cance- 
lar la  inscripción  hecha  á  favor  del  García  Peres  como  ordena  el  fallo 
recurrido. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Pedro  Lavín: 
Considerando  que  si  bien  es  cierto  que  en  el  primer  fundamento  de 
la  sentencia  recurrida  se  expresa  que  D.  Eduardo  García  Peres,  vende- 
dor á'D.  José  Noguera  de  la  finca  litigiosa,  trae  causa  del  actor,  siendo 
el  actor  mismo;  que  en  la  escritura  de  compraventa  otorgada  en  26  de 
Junio  de  1878  no  se  dio  á  aquella  finca  el  apelativo  de  Loe  Leones  que 
le  da  el  propio  considerando,  y  que  la  Sala  otorga  al  referido  predio 
mayor  extensión  que  la  deslindada  en  el  documento  público,  ni  aquella 
equivocación  ni  estas  circunstancias  autorizan  la  casación  por  errores  de 
liecho  y  de  derecho  en  la  apreciación  de  la  prueba,  cual  se  pretende  en 
el  primer  motivo  del  recurso:  en  cuanto  á  lo  primero,  porque  sobre  ser 
una  equivocación  material,  no  trasciende,  ni  puede  trascender,  á  la  re- 
'solución  del  litigio;  en  cuanto  al  nombre  de  la  cosa  vendida,  porque 
^consta  que  D.  Francisco  García,  padre  y  causante  del  actor,  adquirió  de 

*  Dofia  Concepción  del  Río,  por  título  de  permuta,  tres  porciones  de  tie- 
rra, con  las  que,  y  con  otra  que  adquirió  por  título  de  compraventa  de 
Dofia  Manuela  de  Erice,  fundó  una  posesión  de  recreo,  á  la  que  dio  el 
nombre  de  quinta  de  Los  Leones,  con  el  que  es  de  todos  conocida;  y  en 
eiiaiitorá  la  identidad  ó  determinación  de  la  cosa  objeto  del  contrato, 
porque  el  Tribunal  sentenciador  explica  la  diferencia  existente  entre  los 

'  linderps  que  se  consignan  en  la  escritura  y  los  que  en  realidad  ostenta, 
aCribuyéndola  á  las  dos  distintas  fuentes  de  adquisición  de  los  terrenos 
qne  constituyeron  la  quinta,  y  á  que  el  Notario  sólo  tuvo  presente  al  re- 
dactar el  instrumento  los  títulos  de  propiedad  de  uno  de  ellos,  y  porque 

.  carrada  la  posesión  en  la  integridad  de  sus  partes  componentes  dentro 
de  un  muro  ó  tapia,  en  la  propia  escritura  se  expresa  que  la  venta  se 
bacU  del  terreno  y  edificaciones  de  la  propiedad  cercada  que  se  deslinda 
con  el  número  primero  ...  con  todo  lo  perteneciente  á  la  mencionada 
póeesión,  no  por  metros  ni  pies,  y  sí  atendiendo  al  cuerpo  de  la  misma: 
Considerando  que,  exceda  ó  no  de  31.461  pies  lo  que  el  causante  de 
J>,4  Eduardo  García  comprara  á  Dofia  Manuela  de  Erice,  esto  no  implica 

;  que  In  parte  que  se  halla  dentro  del  muro  de  cerramiento  de  la  finca  ti- 

*  talada  Los  Leones,  no  hubiese  sido  adquirida  por  Noguera  por  virtud  del 
título  traslativo  de  dominio  de  que  antes  se  hiio  mérito,  como  se  sos- 

.  tlBne  en  el  segundo  motivo,  aun  suponiendo  que  otra  parte  hubiera  que- 
'  dado  fuera  de  la  tapia,  con  arreglo  á  la  inteligencia  que  D.  Eduardo 
Garda  atribuye  á  la  escritura  de  19  de  Febrero  de  1878: 
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Conaiderftiido  qne  tampoco  ef  procedente  el  recurso  por  el  tercero  4i 
■na  faodamentoe,  porque  el  Tribaaai  eeatenciador  no  preeelnde  de  loe 
Underoe  qae  en  la  eecritara  de  187S  se  diera  al  terreno  vendido  por  Dofia 
Manneia  de  Brice,  ni  dei  contenido  de  loe  demás  docnmentoe  qoe  se  in- 
vocan por  ei  recurrente,  eino  que  apreciando  en  conjunto  todae  iaa  pra¿- 
baa,  y  en  particular,  en  neo  de  eus  lacultadee  discrecionaiee,  la  de  peri- 
tos, eetima  que  no  lo  está  justificada  la  existencia  de  ia  faja  de  tierra 
que  se  pretende  reivindicar,  ya  que  no  estima  probado  si  fué  la  tapia  de 
la  quinta  de  Los  Leones  la  que  se  construyó  dejando  esa  faja  entre  ella 
7  la  línea  de  ia  lona  de  ensanche,  6  si,  por  el  contrario,  fué  eeta  linea 
por  las  rectificaciones  que  padeció  lo  qae  se  separó  de  la  tapia: 

Considerando,  por  último,  que  reviíasado  el  recurso  por  talee  moti- 
voa,  caen  por  su  base  los  reatantrs,  que  son  derivaciones  ó  corolarios  de 
los  tres  primeros,  pues  que  en  tanto  puede  sostenerse  que  vulnera  la 
sentencia  las  leyes  y  doctrinas  que  se  alegan  en  los  cinco  últimoe,  en 
cuanto  hubiera  cometido  la  Sala  los  errores  de  hecho  y  contravenciones 
en  la  apreciación  de  la  prueba  que  quedan  ya  refutados; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  por  infracción  de  ley  que  ha  interpuesto  D.  Eduardo 
García  Pérea,  á  quien  condenamos  al  pago  de  las  costas;  no  hacemos 
declaración  eepecial  acerca  del  depósito,  de  cuyo  importe  jura  reeponder 
el  recarrente,  si  viniere  á  mejor  fortuna»  en  atención  á  no  ser  conformes 
de  toda  conformidad  las  sentencias  de  primera  y  segunda  instancia;  y 
líbrete  á  ia  Au'iiencia  territorial  de  esta  corte  la  correspondiente  certifi- 
cación, devolviéndole  el  apuntamiento  qne  remitió. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  inser- 
tará en  la  Colección  LsciaLATiVA,  pasándose  al  efecto  las  copias  ne- 
cesarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=José  de  Al4ecoa.s 
Ricardo  Gailón.=Jooé  de  Garnica.:=  Francisco  Toda.=Enriqtte  Las- 
sÚ8.=Joaquín  Gonzáles  de  la  Pefia.=Pedro  Lavín. 

Publicación.=:Leída  y  publfcada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
üxcmo.  Sr.  D.  Pedro  Lavín,  Magistrado  de  la  Sala  de  lo  civil  del  Tri- 
bunal Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  día  de 
hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  %i  de  Abril  de  1901.=Bogelio  Gonsáies  Montes. 

Kúm.  lUa.-QIIACIA  Y  JUSTICIA.-a4  de  Abril,  pak.  el  a44sH^e. 

Resolución  de  la  Dirección  oenb'ial  de  los  Registros,  dejando 
sin  efecto  la  negativa  del  RegiHrador  de  la  propiedad  de  Car- 
let  A  inscribir  una  escritura  de  venta. 
Bq  sus  considerandos  se  establece: 

Que  el  art.  Í09  de  la  ley  Hipotecaria  permite  la  enajenaeióñ  i$ 
tienes  sujetoa  á  eondieión  resolutoria,  siempre  que  quede  á  aaloo  el  - 
derecho  de  los  interesados  en  ella,  hae/'éniose  expresa  reserva  de 
aquél  en  la  inseripción^  sin  que  sea  preciso  aue  tal  reseroa  se  ka^ 
en  la  escritura^  seqdn  declaran  las  Resoluciones  de  la  D'receión  ds 
39  de  Mario  y  25  de  Junio  de  1832,  porque  constando  en  el  Registro, 
y  siet^do,  por  tanto,  conocida  la  nituraleza  del  derecho  del  oendedor, 
i  ella  quedan  subordinados,  según  los  principios  fundamentales  4$ 
la  ley,  los  efectos  de  cualquiera  inscripción  relatioa  á  tales  bienes. 

limo.  Sr.:  En  el  recurso  gubernativo  interpuesto  por  el  Notario  Dqi 
Vicente  Sancho  Bernabeu  contra  la  negativa  del  Registrador  de  la  pr9- 
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Sedad  de  Garlet  á  inforibir  «aa  eeeritara  de  Testa,  pendiente  en  eele 
intro  en  virtad  de  apeUcidn  de  dipbo  RegUtredor: 
Beenltando  que  oon  leoha  7  de  Febrero  de  1899,  D.  Rafael  Poeyo 
Jineno  otorgó  á  favor  de  D.  Adrián  Nioolan  y  Marqoée  una  efKsritara  de 
Tenia  de  la  tercera  parte  intelectual  y  prolndiviea  de  la  here Jad  titalada 
del  Padre  Ferrándis  ó  de  la  Garrofera,  sitaada  en  ios  térmiooe  de  Goa- 
daanar  y  Aleadla,  pertenecientee  á  loe  distritos  hipotecarios  de  Alcira  y 
Carlet  ,respecti?aaiente,  oompnesta  de  tres  troaos  de  terreno,  nno  de 
1.964  hkoegadas,  otro  de  111  haoegadas  t  otro  de  26  hanegadas,  los  dos 
primeros  sltaados  en  el  térmlQO  de  Guadasnar,  y  el  último  en  el  de  Al- 
cudia, manifestando  en  dicha  eecrltora  que  el  expresado  D.  Baf  acI  Paeyo 
Jimeno  es  duefio  en  pleno  dominio  de  la  referida  tercera  parte  intelec- 
tual de  dicha  finca  por  haberla  adquirido  en  nuda  propiedad  por  heren- 
cia de  su  tía  Dofia  Petra  Losano  anches,  según  la  escritura  de  adjndi- 
cación  y  manifestación  de  bienes  de  dicha  herencia  de  27  de  Octubre 
de  1870,  inscrita  en  ios  Registros  de  la  propiedad  de  Alcira  y  de  Carlet 
7  porque  el  usufructo  vitalicio  de  la  totalidad  de  la  misma  finca,  que  se 
adjudicó  por  dicha  escritnra  á  Dofia  Marcelina  Losano  y  Sánchez  con  la 
eondición  de  que  al  fallecimiento  de  ésta  se  consolidara  con  la  nada  pro- 
piedad perteneciente  á  dicho  D.  Rafael  Pueyo  Jimeno  y  á  sus  dos  her- 
manas Dufia  Victoria  y  Dofia  Vicenta,  se  había  consolidado  por  falleci- 
miento de  la  usu fructuaria,  quedando,  por  consiguiente,  duefios  en  pleno 
dominio  de  la  citada  heredad  los  tres  Indicados  hermanos,  según  api  se 
hiso  constar  en  los  mencionadoe  Registros  de  la  propiedad  por  medio  de 
las  oorrespondientas  notas  puestse  al  margen  de  las  inscripciones  de  di- 
^o  documento: 

Resultando  que  según  aparece  de  la  Inscripción  del  mismo,  extendida 
en  el  Registro  de  la  propiedad  de  Oarlet  con  fecha  20  de  Enero  de  1881, 
la  causante  de  dicha  herencia  Dofia  Petra  Losano  y  Hánchez,  duefia  de 
1*  referida  finca,  por  testamento  otorgado  en  26  de  Junio  de  1878,  bajo 
«1  que  falleció  en  18  de  Ifayo  de  1879,  dispuso:  «primero,  qne  instituía 
por  su  única  y  universal  heredera  á  su  hermana  Dofia  Marcelina  Losano 
j  Sánches,  debiendo  couserTar,  en  ealMad  de  usufructo,  las  fincas  lla- 
madas Masía  de  la  Oonstaacia  y  de  la  Garrofera,  para  que  á  su  muerto 
•e  adjudicasen,  la  primera,  á  sus  sobrinos  D.  Pascual  y  Dcfia  Dolores 
J'imeuo  L3xano,  á  ésta,  con  la  salvedad  qne  Inego  hiso  mérito,  y  la  se- 
grunda,  para  los  hijos  de  su  di f anta  sobrina  Dofia  Victoria  Jimeno  y  Lo- 
sano, llamados  D.  Rafael,  Dofia  Victoria  y  Dofia  Vicenta  Ponyo  Jimeno, 
-eon  la  $alvedad  de  que  también  hace  mérito  ponteriormente;  segundo, 
que  para  el  caso  de  que  su  dluba  hermana  Dufia  Marcelina  pr«muriese  á 
la  testadora,  nombraba  por  sus  únicos  y  universales  herederos  á  sus  so- 
brinos D.  Pascual  y  Dofia  Dolores  Jimeno  y  Losano,  y  á  los  citados  hi- 
jos de  su  difunta  sobrina  Dofia  Victoria  Jimeno  y  Losano,  en  la  forma 
0iguiento,  ó  sea  adjudicándose  á  los  primeros,  en  la  ma«era  que  detor- 
nina,  la  masía  llamada  de  la  Constancia,  cy  á  los  hlips  de  ral  sobrina, 
'  «hora  difnnta,  Dofia  Victoria  Jimepo  Losano,  la  man^  llama«Ia  del  Pa- 
4lre  ferrándU  adela  Garrofero^  sita  en  los  términos  de  Guadasnar  y 
Alcudia  de  Carlet,  temblón  con  sus  útiles,  ef«»ctos,  eos<*re9  v  demáw  per- 
tenencias dala  misma,  acreciendo  entre  loe  dichos  D.  Rafael,  Doña 
Victoria  y  Doña  Vicenta  Pueyo  y  Jimeno  la  parto  de  ios  qne  acaso  al- 
inuio  de  éstos  hubiese  fallecido;  v  en  caso  que  todos  ellos  premurlesen 
sin  sucesión,  á  mis  sobrinos  D.  Pascual  y  Dofia  Dolores  Jimeno  y  Lo- 
aano,  pase  á  quien  de  éstos  existiese  la  propiedad  absoluta  de  dicha  finca. 
Y  el  reroanepto  de  todos  mis  bienes  se  distribuirán  en  tres  partes  igoa- 
.4ae»  á  saber;  una  part^  para  mi  sobrino  D.  Pascual  Jimeno  y  Loaanp, 
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ona  parte  para  mi  sobrina  Pofia  Dolores  Jimeno  y  Loaano,  y  la  lestaat» 
para  loe  expresados  D.  Rafael,  Dofia  Victoria  y  Dofia  Vicenta  PaeTO  ▼ 
Jimeno»  7 

Besa  It  ando  qne  en  la  referida  inscripción  del  testamento  de  Dofia 
Petra  Lozano  y  tiánches  y  de  la  expresada  escritura  de  manifestación  de 
dicha  herencia,  otorgada  por  la  nsafractnaria  Dofia  Marcelina  Lozano  y 
fiánchezy  se  hace  constar  además,  después  de  relacionar  la  susodicha 
cláusula  testamentaria  y  de  consignar  qne  la  dtada  finca  ha  de  pasar, 
después  de  la  muerte  de  la  usufructuaria,  á  ios  respectÍTOS  interesado» 
que  se  citan  en  dicha  cláusula,  cá  quienes  les  pertenece  ya  la  propiedad 
por  haber  sobrevivido  ía  Dofia  Petra  Lozano»,  que  <la  institución,  ex- 
cepto lo  expresado^  no  aparece  que  contenga  condición  alguna»;  y  qne 
al  acto  del  otorgamiento  de  dicha  escritura  estuvieron  presentes  Doa 
Pascual  y  Dofia  Dolores  Jimeno  y  Lozano  y  D.  Vicente  Pueyo  y  Arifio» 
eete  último  como  padre  y  legal  administrador  de  D.  Rafael,  Dofia  Victo- 
ria y  Dofia  Vicenta  Pueyo  y  Jimeno,  el  cual  en  dicho  concepto  acepta  el 
legado  en  propiedad'  que  les  hace  Dofia  Petra  Lozano  Sánchez  en  la 
cláusula  6.*  de  su  testamento: 

Resultando  que  al  margen  de  la  expresada  Inscripción  se  puso,  con 
fecha  17  de  Abril  de  1888,  la  nota  de  consolidación  de  dominio,  que  dice 
asi:  cEi  derecho  de  usufructo  que  tenia  Doñ^  Marcelina  Lozano  y  Sán- 
chez durante  ios  días  de  su  vida  sobre  la  finca  que  hace  referencia  la 
inscripción  adjunta,  queda  consolidado  con  el  dominio  de  propiedad  en 
favor  de  D.  Rafael,  Dofia  Victoria  y  Dofia  Vicenta  Pueyo  y  Jimeno,  re- 
presentados por  su  padre  D.  Vicente  Pueyo  y  Arifio,  por  haber  fallecido 
la  usufructuaria  Dofia  Marcelina  Lozano,  como  consta  de  la  partida  de 
óbito  que  se  acompafia,  librada  en  8  de  Marzo  de  1883,  que  para  exten* 
alón  de  la  presente  nota  ha  sido  presentada  en  unión  de  la  primera  copia 
de  escritura  originaria,  otorgada  en  27  de  Octubre  de  1879»: 

Resultando  que  presentada  en  el  Registro  de  la  propiedad  de  Garlet, 
después  de  haber  sido  inscrita  en  el  de  Alcira  la  expresada  escritura  de 
venta  de  la  tercera  parte  intelectual  y  prolndiviso  de  dicha  finca  de  la 
Garrofera,  otorgada  por  D.  Rafael  Pueyo  y  Jimeno  á  favor  de  D.  Adrián 
Nicolau  Marqués  con  fecha  7  de  Febrero  de  1899,  el  Registrador  de  Gar- 
let puso  al  pie  de  la  misma  la  siguiente  nota:  «Suspendida  la  inscripción 
del  anterior  documento  en  mérito  á  que,  según  dispuso  en  sn  testamento 
Dofia  Petra  Lozano  Sánchez,  la  tercera  parte  de  finca  enajenada,  al  mo- 
rir sin  sucesión  el  vendedor  D,  Rafael  Pueyo  y  Jimeno  y  sns  hermanas 
Dofia  Victoria  y  Dofia  Vicenta  Pueyo  y  Jimeno,  debía  pasar  el  pleno  do- 
minio de  la  finca  á  D.  Pascual  y  Dofia  Dolores  Jimeno  Lozano,  ó  quien 
de  éstos  existiese  á  la  sazón,  sin  qne  los  mismos  hayan  prestado  n 
asentimiento  á  la  venta»: 

Resultando  que  el  Notario  autorizante  de  dicha  escritura,  D.  Vicente 
Sancho  Bernaben,  interpuso  recurso  gubernativo  oontra  la  nota  de  sni- 
pensión  d  el  ReyiUrador,  acompafiando  á  su  escrito  las  correspondientes 
certificaciones  1. torales  de  la  inscripción  én  los  Registros  deAJcirtjF 
Garlet  de  la  escritura  de  partición  y  manifestación  de  la  herencia  ds 
Dofia  Petra  Lozano,  y  de  la  nota  de  consolidación  del  usufructo  con  U 
nuda  propiedad  puesta  al  margen  de  dicha  inscripción,  según  queda  re- 
lacionado anteriormente,  solicitando  se  declare  qne  la  expresada  escri- 
tura de  venta  se  halla  extendida  con  arreglo  á  las  formalidades  y  prst- 
eripolones  legales,  y  que  es,  en  su  consecuencia,  inscribible  en  todas  itf 
partes,  á  cuyo  efecto  expuso:  qne  babiéndoae  adjudicado  á  D.  Rafas! 
Pueyo  y  Jimeno  por  la  referida  escritura  de  partición  y  manifestsdón 
de  herencia  la  tercera  parte  proindi  viso  de  la  nada  propiedad  de  la  fiaaa 


Digitized  by 


Google 


DB  IMl  ^» 

de  que  m  trmUy  «iü  riierf  si  «ondición  algosa,  y  habiendo  ooncorrido^ 
á  SQ  otorgamiento  D.  Paseaal  y  Dofia  Dolores  Jimeno  Loaano,  á  qoiene» 
el  B^strador  qniere  reeor^ar  ahora  derechos  que  ellos  no  se  reserva^ 
ion,  es  eridents,  puesto  qne  asi  se  inscxibió  en  el  Registro  y  se  ha  hecho- 
eonstar  en  ei  mismo  por  nota  marginal,  qne  por  íailecimiento  de  la  usn- 
ímotnaria  se  había  consolidado  el  nenlmcto;  qne  dicho  D.  BaíaelPneya 
es,  ssgún  el  Registro,  doefio  en  pleno  dominio  de  la  expresada  tercera 
parte,  y  en  tal  concepto- no  cabe  dnda  qne  puede  transferirla  sin  limita- 
elón  ni  restricción  algnna,  conforme  á  lo  dispuesto  en  los  artículos  20 
y  77  de  la  ley  Hipotecaria  y  las  Resoluciones  de  este  Centro  de  29  de 
Mayo  de  1879,  81  de  Blarao,  26  de  NoTiembre  y  7  de  Diciembre  de  1876, 
4  de  llano  de  1876,  21  de  Abril  de  1878  y  otras;  que  no  es  de  la  incum- 
bencia del  fiegistrador,  sino  en  su  caso  de  los  Tribunalee  ordinarios,  el 
determinar  á  instancia  de  parte  los  derechos  que  sobre  la  expresada. 
finca  tienen  D.  Rafael  Poeyo  y  Jimeno,  sus  hermanas  y  D.  Pascual  y 
Dofia  Dolores  Jimeno  Loaano,  pues  debe  bastarle  con  saber  que,  según 
el  Registro,  es  aquél  doefio  en  pleno  dominio  de  la  susodicha  parte  de 
la  mencionada  finca,  y  que  la  inscripción  practicada  á  favor  de  dicho^ 
.  D.  Rafael  Pneyo,  por  más  nulidades  que  contenga,  debe  reputarse  vá- 
lida mientras  subsista,  y  subsiste  mientras  no  se  cancele;  que  la  acep- 
tación de  la  herencia  hecha  por  D.  Pascual  y  Dofia  Dolores  Jimeno  es^ 
un  eoasi  contrato  qoe  obliga  á  tercero  y  á  veces  á  todos  los  interesados^ 
según  el  art  1887  del  Código  civil,  qoe*  está  de  acoerdo  con  la  legisla- 
ción que  regia  cuando  se  otorgó  la  repetida  escritura  de  división;  y  que 
al  suspender  el  Registrador  de  Carlet  la  inscripción  que  motiva  el  pre- 
sente recurso,  ha  infringido  el  art.  66  de  la  ley  Hipotecaria,  toda  ves 
qoe  ni  la  obligación  es  nula  ni  en  el  titulo  constan  faltas  que  afecten  á. 
sn  valides: 

Resultando  que  oido  el  Rc^strador,  sostuvo  su  calificación,  é  in- 
íonnó:  que  al  calificar  la  escritora  de  venta  con  vista  de  la  inscripción 
de  que  datan  los  derechos. qoe  en  el  predio  vendido  asisten  al  vendedor 
8r.  Pueyo,  no  ha  invadido  la  acción  de  los  Tribunales  de  Justicia,  como^ 
dice  el  recurrente,  sino  que  se  ha  atemperado  á  ejereer  en  debida  forma 
las  facultades  de  calificación  que  le  confieren  los  arts.*18,  66, 100  y  101 
de  la  ley  Hipotecaria  y  67  de  su  reglamento,  y  que  si  suspendió  la  ins- 
eripción  f nó  porque  del  examen  del  Registro  aparece  de  un  modo  ex- 
preso reteroi^io  el  derecho  de  pleno  dominio  de  la  finca  citada  á  favor 
de  D.' Pascual  y  de  Dofia  Dolores  Jimeno  Losano,  por  acordarlo  asi  en 
su  tsstamento  Dofia  Petra  Loaano  al  preceptuar  que  á  los  hijos  de  sn  di- 
funta sobrina  Dofia  Victoria  Jimeno  Losano  pasase  la  expresada  finca, 
con  sus  útiles  y  accesorios,  acreciendo  entre  los  mismos  la  parte  de  lo» 
qoe  acaso  falleciesen,  y  qoe  en  el  evento  de  que  todos  ellos  premurie- 
■en  á  sos  sobrinos  D.  Pascual  v  Dofia  Dolores  Jimeno  Loaano  sin  suce- 
sión, paeaee  la  linea  A  quien  ¿e  eetoe  últimos  exieiieee  en  propieáaái 
úbeoluía;  que  la  nota  marginal  puesta  á  la  inscripción  únicamente 
pnede  ser  extensiva,  no  obstante  la  forma  en  que  está  redactada,  á  ha- 
«er  constar  el  fallecimiento  de  la  usufructuaria  Dofia  Marcelina  Losano 
-  fiáacfaes,  pero  qoe  no  ha  cancelado  ni  poede  cancelar  la  limitación  del  do- 
aiinio  impoesta  á  dicho  D.  Rafael  Poeyo  «n  la  forma  condicional  con  que 
date  heredó,  dado  ooe  tal  canoelaeión  sólo  en  el  Juicio  correspondiente 
pneden  declararla  Jos  THbonaleade  Jostlcis;  qoe  el  hecho  mismo  de  ha- 
ber concorrido  D.  Pascual  y  Dofia  Dolqres  Jimeno  al  otorgamiento  de  la^ 
escritora  de  división  de  bienea  de  la  herencia  de  Dofia  Petra  Losano  y 
so  asentimiento  á  lo  psetadV  en  dieha  escritoi*,  demuestra  el  ineludible- 
>  de  les  miamos  para  enttar  en  so  día  en  el  pleno  dominio  de  la 
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Tendido,  en  «QmpUiaiMto  da  lo  dtopoMto  yor  te  tatedom;  q 
tMido  camo  oouau  oxprMttda  en  U  veleridk  ineeripdidn^  de  na 
eUro  y  torinlaante,  to  limlUeión  dominical  con  qno  «ftqalrlé  en  ' 
cin  O.  UafMl  Pa<iyo,  por  mác  de  «qne  on  U  eeerllnm  de  renta  no  ••  haca 
mérito  de  eeu  limita^tión,  no  son  apUoablea  al  pteaeate  caeo,  efca  «1  ve* 
qnielto  de  jastificarje  el  entnpllmiaato  de  la  oondiclón  impoeatn  por  la 
teetadora,  ei  art.  aO  de  la  ley  Uipoteearia  ni  toe  prinelploa  genemloe  de 
toda  iegielaolón  qae  cita  el  recnmnle,  alno  qne  lo  eon  por  analogín  laa 
Beeolnciooee  de  eeta  Dlreooidn  do  97  de  Oatobfo  de  180S  y  M  do  Fo- 
brero  de  Í8tt4,  oongraentee  oon  la  eentenela  dol  Tribonai  Hopnmo  do  16 
de  Ojtabre  de  1891,  oleado  también  mny  de  notar,  atendido  el  carácter 
cODdicionai  do  dicha  herencia,  la  Keeolnclón  do  14  de  Noviembre  de  1888; 
y  qne  aunque  el  aeiento  del  Regtetro  no  contenga  nnlidadea,  do  cnyo  en- 
tremo  no  ee  ha  ocopado  ni  po^  ocnparae  el  Beglatmdor  ain  ol  aaonti- 
miento  «xpreeo  de  loe  mencionadoe  horedofoe  D.  Paaonal  y  Dolía  Dolo- 
ree  Jtmeoo,  d  ala  haberee  bocho  conotnr  la  ostlncidn  de  laa  condieiooei 
qoe  limitan  loe  derechoedel  Hr.  Paeyo,  no  pnode  éetediaponor  libre- 
mente, como  lo  ha  hecho,  de  lo  enajenado,  porqne  eareoe,  eegún  el  Bo- 
gietro,  de  la  libertad  neoeearia  para  eontratar  y  por  no  catar  cancelada 
dicha  limitación: 

Reealtaodo  qae  el  Jaes  Delegado  declaró  qne  no  ea  inecrlbiblo  on  ol 
Registro  da  Oariet,  en  la  forma  ó  condlcionee  on  qno  ae  halla  extendida 
la  eecritara  de  compraventa  qne  ee  objeto  de  cote  reenreo,  y  confirmó  en 
todaa  aas  partee  la  nota  de  eaepeneión  pneeta  por  ol  Begietrador  al  pie- 
de  la  miema,  ínadándoee  on  qne  la  impugnación  qno  hace  ol  roenrrentc 
adolece  del  vicio  de  l<S^ca  que  conelate  on  hacer  aupnaeto  de  la  diftcnl- 
tad,  pneeto  qae  se  apoya  en  el  hecho  erróneo  de  qno  D.  Rafael  Paeyo  et 
duefto  en  pleno  dominio,  eegún  el  Regietro,  de  loe  bienee  qne  no  trata 
de  ineoribir,  siendo  aei  que  eóio  tiene  un  derecho  condicional,  qne  habrá 
de  reeolveree  ei  premoere  sin  hiioe  á  D.  Paaonal  y  Dofia  Doloree  Jlmeno 
Losano,  el  cual  derecho  no  puede  variar  de  natnraleaa  por  la  nota  qne  al 
margen  de  la  inscripción  se  puco  al  fallecimiento  do  la  horod««a  oso- 
Iructaaria,  y  qae  áaicaoienie  tiene  ol  alcance  do  consignar  el  heckede 
la  defaacióa  de  oita  última,  pero  sin  qno  deavlrtáe  las  limitaeiottoecon 
^ne  el  dominio  del  Pueyo  se  lusctibló;  y  oa  qne  el  hecho  de  haber  asis- 
tido dichos  D.  Paecnal  y  Dofia  Doloree  al  otorgamiento  de  la  eeorliora  dt 
división  de  los  bienes  de  la  herencia  de  Dofia  Petra  Loaano,  no  en  vaelvt 
por  ei  solo,  conforme  al  espirito  del  art.  1008  del  Oódigo  civil,  la  renan- 
cia  de  ea  derecho  á  los  preoltadoe  bleaea,  ni  cabe  diacntirla  tampoco 
mieotras  no  ee  cancelen  las  limitaciones  oon  qne  fué  Inscrito  el  doad- 
nio  de  D.  BAÍael  Pueyo,  por  lo  cual  ee  procedente  la  nota  de  enspeneióa 
del  Registrador,  asi  como  por  no  haberee  dejado  á  calvo  en  el  cootsalo 
de  venu  el  derecho  de  loe  intereeadoe  en  laa  oondiolonee  Meolntoriss, 
única  forma  en  qae  podrían  inecriblraei  coa  arreglo  al  art.  108  de  la  ky 
Hipotecarla: 

Keealtando  qne  el  Notarlo  reonriento  apeló  de  cota  Boeolndóii  pan 
ante  el  Prasideote  de  la  Audiencia,  laeletleado  ea  ene  aoteriovee  rese- 
ña mieotos,  y  exponiendo  además:  qoe  noca  lícito  al  Regiatrador  dodr 
ei  la  nota  margioal  de  consolidación  del  domlale  no  alupalfica  otra  oem 
qoe  hacer  constar  el  fallecimiento  de  Dofia  Maroellna  Loaano  SánclNi, 
pnent'jr  que  aqoella  nota  aigolfica,  eegén  olarameote  se  dice  en  la  aioDif, 
la  coaeoit«lacióa  del  usufructo  qpa  la  nada  psopledad,  y  por  eonaignlea- 
te,  la  adqnIMelóor  del  pleno  dominio  de  la  hesedad  de  que  ee  trata  en  li- 
vor de  D.  Rafael,  Dofia  Victorkb  y  IK»fi»  ¥ieeata  Fneya  JImene;  ^lai 
oeto,  que  ee  el  estado  do  defecto,  sefáa  el  Bogletwfti  y  ae  á  otni 


Digitized  by 


Google 


ABKTL  VE  ton  ñüb^ 

4ébé  stnrarae  el  Segittrtdor  de  U  propiedad,  «ceptando  eete  eaiado  ein 
aieteffe  en  máa  ftwrigiisdoiiee»  "gse  pedrán  en  en  dia  dilncldar  loe  Tri- 
bnnnlea  ordinarloe: 

KcenlUndo  qoe  el  Previdente  de  U  AndiencU  rebocó  la  reaolnción 
del  Joea  Delegndo  y  la  nota  del  Begiatrader,  j  declaró  qoe  la  eacritora 
objeto  del  preaente  recarao  ee  baila  extendida  con  arreglo  á  laa  furmall- 
d«dea  y  preecripelonea  legalee,  y  ea  inacriblble  en  todas  ena  partea,  ínn- 
dándoee  en  qne  lo  diapoeato  en  el  teat amento  de  Dofia  Petra  Loaano  y 
Báncbea,  para  el  caao  de  qne  Dofia  Victoria  y  Dofia  Vicenta  Pneyo  y 
Jimeno  falieel^aen  ain  aoeeaién,  ae  ealabieoió  para  el  caao  de  qne  la  be- 
redera  naníructnaria  Dofia  Marcelina  mnrieae  antea  qne  la  tratadora;  y 
BO  babiéndoae  eomplido  eata  condición,  porqne  Dofia  Petra  Loaano  mu- 
rió antea  qne  Efofia  Marcelina,  ae  adjudicó  á  éala  el  n^nírocto  de  la  ex- 
jMreaa  finca,  y  ía  nada  propiedad  á  D.  Rafael,  Dofia  Victoria  y  Dofiia  Vi- 
oenta  Paeyo,  en  qoienea  á  la  muerte  de  Dofia  Marcelina  se  conaobdó  el 
aaoíructo  con  la  nuda  propiedad,  y  ae  pusieron  laa  notaa  correspon- 
dientes de  abaoluto  dominio  en  laaTeapeotivaa  inacrlpciones  sin  limita- 
oión  algnna: 

Viatoa  loa  arta.  109  de  la  ley  Hipotecaria  y  67  del  Reglamento  gene- 
ral para  so  ej«-enclón,  y  laa  Beaolucionea  de  efle  Centro  de  28  de  Nó- 
▼iembre  de  1888,  SO  de  Marao  y  26  de  Junio  de  1892: 

Conaiderando  qne  en  Tirt«d  de  la  eacritnra  de  venta  de  7  de  Febrero 
de  1899,  qoe  hamotiTado  el  preaente  recurao,  el  vendedor  D.  Rafael 
Paeyo  Jimeno  traoenrite  y  el  comprador  D.  Adrián  Nicolao  y  Marqué» 
adquiere,  Bin  condición  ni  Umitaaén  alguna,  el  pleno  dominio  de  la 
tercera  parte  proindivlao  de  la  heredad  titulada  del  Padre  FerrándÍM  á 
de  la  Garrojera^  altoada  en  loa  términos  municipalea  de  Guadasuar  y 
Jilcndia,  pertenedentea  reapectlTamente  á  loa  Registros  de  la  propiedad 
de  Alcira  y  Carlet: 

Conaiderando  que  en  la  inscripción  de  adquiaición  del  dominio  de  la 
parte  de  l|i  referida  ftoea,  radicante  en  la  circunacripción  del  Regiatro 
de  Carlet  á  favor  del  vendedor  ó  tranamitente,  ae  consignaron  laa  clán- 
ealaa  del  teatamento  de  Dofia  Petra  Loaano,  en  qoe  dispuso  del  expre- 
aado  inmueble  en  favor  del  vendedor  y  de  sna  bermanoa,  para  el  caao  de 
qoe  aqnella  premnrieae  á  Dofia  Marcelina  Loaano,  la  heredera  usufruc- 
tnaria,  con  la  saloedad  de  que  ee  haría  mérito  posteriormente: 

Conaiderando  que  dicha  eaWedad  ó  condición  ea  la  qne  ae  estableció 
en  la  cUnsnIa  aiguiente  del  miaño  teetamento,  traufiorita  en  dicha  ins- 
cripolón  para  el  caao  de  qoe  Dofia  Marcelina  Lozano  premurit- ae  á  la 
testadora,  y  conalstla  en  que  dlaponia  por  titulo  de  herencia  de  la  masía 
titulada  La  Garrof(>ra  en  favor  de  loa  hijos  de  su  sobrina  Dofia  Victoria 
Loaano,  viuda  de  Poeyo,  que  lo  eran  el  nombrado  vendedor  y  sus  her- 
manos Dofia  Victoria  y  D.  Vicente  Fneyo,  con  la  condición  de  que 
acreeteee  entre  ellon  la  paree  del  -que  de  elloc  hubiese /altecido,  y  con 
la  saloedad  de  que  si  todos  premuriesen  sin  sucesión  á  sus  sobrinos 
D.  Paacual  y  D4»fia  Dolorea  Jimeno»  paaaae  á  quien  de  éstos  existiese  la 
propiedad  absoloU  de  dicha  finca: 

Considerando  que  esta  aalvedad  ó  condición  no  se  limita  al  caso  de 
qne  la  heredera  usufructuaria  Dofia  Marcelina  Loaano  premuHese  á  la 
testadora,  como  pretende  el  recurrente,  alno  qne  ea  aplicable  también  al 
caao  en  que  aquélla  falleciese  deapnéa  de  eata  última,  en  virtud  de  la 
voluntad  manifestada  por  la  misma  al  disponer  de  la  indicada  finca  en 
favor  de  loa  hi jna  da  sn  aoMnn  Dofia  Victoria,  poee  en  la  déuaula  en 
que  tal  dispoaielóB  ae  hace,  ee  dice  qne  lea  dejaba  dichas  fincaa  ccon  la 
MiTedad  de  qne  haría  mérito  pealarionnento>,  y  aai  lo  han  reeonocido 
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los  mismo*  berederofl  «1  t]>robftr  por  «i  y  por  mw  togítimot  i 
tas,  con  ra  presencia,  U  mtnifeslación  heeh»  en  U  eseritara  otorgad» 
por  la  nsuf  rnetnaria  Dofta  Marcelina  Losano,  en  la  cual,  después  de  re- 
lacionar dicha  dáñenla,  se  diee  qne  la  tnstitnción  hecha  á  favor  de  loe 
«obrinos  no  aparece  qne  contenga,  excepto  lo  exjpreMmáo,  condioióm 
alguna: 

Oonsiderando  que  el  no  haberte  mencionado  este  detecho  en  la  nota 
pnesta  al  margen  de  la  inscripcién  de  la  expresada  finca  para  hacer  cons- 
tar el  fallecimiento  de  la  nsufmctnaria  j  la  oonsigniente  oonaolidacián 
del  nsnfracto  con  la  nuda  propiedad  á  faTor  del  Tendedor,  no  tittie  el 
alcance  qne  pretende  el  recurrente  de  significar  qne  dicha  consolidación 
«e  ha  efectuado  sin  quedar  sujeto  el  dominio  de  la  finca  á  la  citada  cod- 
dición  resolutoria  con  que  venía  inscrito,  pneeto  que  dicha  nota  no  tiene 
más  objeto  qne  el  de  hacer  constar  en  el  Registro  el  fallecimiento  de  la 
usufructuaria,  j  no  extingue  ni  altera,  por  tanto,  las  condiciones  qee 
afectan  á  dicho  dominio: 

Ck>n8iderando  que,  no  obstante  lo  ezpneato,  y  qne  si  bi«n  ee  cierta 
que,  según  el  Registro,  los  bienes  vendidoe  están  sujetos  á  la  condÍoi6n 
resolutoria  consignada  en  el  testamento  en  favor  de  las  hermanas  del 
vendedor  y  de  D.  Pascnal  y  Dofta  Dolores  Jimeno,  no  ee  menos  cierto 
que  el  art.  109  de  la  ley  Hipotecaria  permite  la  enajenación  de  bienes 
eujetoe  á  condición  resolutoria,  siempre  que  qnede  á  salvo  el  derecho  de 
los  interesados  en  ella,  haciéndoee  expresa  reserva  de  aquél  en  la  ins- 
cripción, sin  que  eea  preciso  que  tal  reeerva  se  haga  en  la  escritura,  se- 
gún declaran  las  Resoluciones  de  esta  Dirección  general  de  S9  de  Mam 
7  36  de  Junio  de  1802,  porque  constando  en  el  Registro,  y  siendo,  por 
tanto,  conocida  la  naturalesa  del  derecho  del  vendedor,  á  ella  quedan 
subordinados,  según  los  principios  fundamentales  de  la  ley,  los  efectos 
-de  cualquiera  inscripción  relativa  á  tales  bienes; 

Esta  Dirección  general  ha  acordado  confirmar  la  providencia  apelada, 
en  cuánto  por  ella  se  declara  que  la  escritura  objeto  del  presente  recurso 
se  halla  extendida  con  arreglo  á  las  formalidades  y  prescripciones  lega- 
les, y  es,  por  tanto,  inscribible,  debiendo  cuidar  el  Registrador  de  OarleC 
de  consignar  expresamente  en  la  inscripción  que  practique  la  reserva  del 
derecho  de  las  hermanas  del  vendedor  y  de  D.  Pascnal  y  Dofta  Dolores 
Jimeno. 

Lo  que,  con  devolución  del  expediente  original,  comunico  á  V.  1. 
para  los  efectos  consiguientes.  Dios  guarde  á  V.  I.  muchoe  afios.  Madrid 
^4  de  Abril  de  1001.— El  Director  general,  Ramón  Cepeda.— 8r.  Presi- 
dente de  la  Audiencia  de  Valencia. 


ITúxn.  113.— TRIBUNAL  SUPREMO.— 26  de  AbHI, 
psb.  el  7  de  Jmle. 

r.ASACióN  POR  INFRACCIÓN  DK  LBT.—Décteraccd»  de  afis«iic¿a.— Sen- 
tencia declarando  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  Don 
Bartolomé  Mayol  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil 
de  la  Audiencia  de  Palma,  en  pleito  con  Doña  Marta  de  los  An- 

feles  Clorinda  Ferrer. 
¡n  sus  CONSIDERANDOS  80  establoco: 

Que  la  institución  de  aueeneia  eetablecida^  lo  nUemo  en  la  ley  de 
Partida  que  en  el  vigente  Código,  se  r^ere  á  un  estado  de  derecho 
^creado  por  la  desaparición  de  persona  cuyo  paradero  se  ignora^  res^ 
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peeto  de  la  que  no  $e  puede  añrmar  ei  vive  6  ha  muerto  por  ser  dee- 
eonoeidas  las  eireunsíaneiás  de  su  vida  misma  desde  el  momento  de 
eu  deeaparidán  ó  desde  que  se  tuvieron  de  él  las  últimas  noíieias, 
no  podiendo  en  tal  supuesto  declararse  la  presunción  legal  de  su 
muerte  sino  después  de  transcurrido  cierto  tiempo  y  con  las  condi- 
doñee  que  respectivamente  exige  una  ú  otra  legislación: 

Que  cuando  por  haber  sobrevenido  un  naufragio  üotro  accidente 
despraeiado  parecido^  perfectamente  comprobado  en  las  respectivas 
diligeneias  al  ejecto  instruidas^  existe  fundamento  racional  vara 
poder  creer  y  afirmar  que  la  causa  ú  origen  de  la  desaparición  de 
una  persona  ha  consistido  en  haber  sido  victima  de  la  catastro  fe ,  no 
existe  obláculo  legal  ninguno  vara  que  asi  pueda  ser  declarado  por 
los  Tribunales  de  Justicia  Ajln  de  determinar  el  estado  jurídico  de 
las  personas  relacionadas  con  aquélla  en  vista  del  resultado  de  las 
pruebas  que  al  juicio  sé  aporten;  u  si  mientras  tanto  ha  reconocido 
provisionalmente  este  hecho  la  Administración  dentro  del  circulo 
más  estricto  de  sus  atribuciones  y  competencia^  se  impone  como  con- 
secuencia lógica  y  necesaria,  para  quien  quiera  regularizar  su  situa- 
ción jurídica,  la  necesidad  de  acudir  á  los  Tribunales  con  el  objeto 
de  obtener  la  declaración  definitiva  del  verdadero  estado  de  los  inte- 
resados,  ya  convirtiendo  en  deñnitivo  el  supuesto  provisional  admi- 
tido por  la  Administración,  ó  ya  anulándole^  y  sólo  entonces  es 
euanao  con  rasón  legal  podria  sostenerse  que  se  estaba  en  el  caso  de 
la  ley  de  Partidas  o  del  Código^  porque  tal  anulación  implicaría  el 
¿erdadero  desconocimiento  acerca  del  f>aradero  de  la  persona  de 
quien  se  trataba,  no  siendo  procedente  mientras  tanto  confundir  ca- 
eos que  tienen  orígenes  y  fundamentos  distintos. 

En  la  TilU  7  corte  de  Madrid,  á  26  de  Abril  de  1001,  en  el  juicio  de- 
elaraÜYo  de  mayor  coantía  eegaldo  en  el  Jnxgado  de  primera  instancia 
de  Palma  de  Majorca  y  la  Sala  de  Jottlcia  d*9  la  Audiencia  de  aquel  te- 
rritorio entre  Dofia  María  de  los  Angeles  Gloriada  Ferrer  y  Torres,  sin 
profesión,  yecina  de  Barcelona,  y  D.  Bartolomé  Mayol  y  Borras,  del  co- 
mercio 7  vecindad  de  Marsella,  sobre  declaración  de  aosencla  de  Don 
Bartolomé  Mayol  7  Arbona  7  administración  de  sus  bienes;  pleito  pen- 
diente ante  Nos  en  recurso  de  casación  por  infracción  de  le7  que  ha  in- 
terpuesto dicho  Ma7ol  Borras,  á  quien  representa  el  Procurador  D.  José 
Arana  y  Morayta  y  defiende  el  Licenciado  D.  Luis  Días  Gobefia;  es- 
tándolo  la  Dofia  Glorinda  Ferrer  por  el  Procurador  D.  Fidel  Serrano  7  el 
iMrado  D.  Antonio  Maura: 

Besnltando  que  el  yapor  espafiol  Gifón  sarpó  de  Santander  con  rumbó 
é  Puerto  Rico  en  20  de  Julio  de  1884;  hlso  escala  en  Gorufia,  de  CU70 
puerto  salió  á  las  tres  de  la  tarde  del  siguiente  día  21,  7  en  el  mismo,  7 
é  pocas  millas  de  la  costa,  naufragó  por  abordaje  con  otro  buque  inglés, 
7^ndoae  á  pique  con  el  pasaje  que  llevaba,  á  excepción  de  unos  cuantos 
que  se  salvaron,  pudiendo  contarse  entre  las  víctimas  del  siniestro  á 
D.  Bartploxúé  Ma7ol  7  Arbona,  de  quien  no  se  ha  vuelto  á  tener  noticia 
Alguna,  7  que  seguramente  se  encontraba  á  bordo  ^el  Gijón  en  el  mo- 
mento de  la  catástrofe,  por  haberse  embarcado  en  aquella  nave  el  día 
mismo  que  salió  de  Santander: 

.  Resultando  que  la  Gomandancia  de  Marina  del  puerto  de  Gorufia,  en 
^^7M  aguas  se  sumergió  el  Gijón^  instruyó  las  diligencias  que  en  tales 
^008  previene  la  le7;  7  como  consecuencia  de  ellas,  7  por  virtud  de 
«cuerdo  de  la  Dirección  general  de  los  R<>gifitros  civil  7  de  la  Propiedad 
7  del  Notariado,  fecha  29  de  Abril  de  1801»  se  inscribió  en  6  de  Ma70 
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■igalente  la  defanoión  de  D.  Bftrtolamé  Majrol  y  Arbona  ea  el  Begitifo 
cítíI  de  8611er,  pattido  Jodlclal  de  PUtina  de  Maltorca,  coaaigaándoae  en 
ella  qne  tenia  el  earáoter  de  proTlelonal  mlentraa  no  ee  eooTirtiera  li 
intcripciÓQ  eo  deflaitiva  por  virtnd  de  noeva  orden  eobreel  probable  &• 
Ueci  miento  del  deeaparecido: 

Resaltando  qae  dicbo  Mayol  Arbona  era  tiado  en  primerae  nnpelaa 
de  Dofia  Maaoela  Borras,  dejando  de  eete  matrimonio,  contraído  en  U 
isla  de  Paerto  Rico,  caatro  bijoe  llamadua  D.  Bartolomé— boy  recarren- 
te—  ,  D.  Manuel,  Dofia  Antonia  j  D.  Praneiaco  Mayol  Borráe,  y  de  Mi 
segando  enlace  con  la  recorrida  CK>fia  María  de  los  Angeles  CiorlndaFe- 
rrer,  celebrado  también  en  Paerto  Rico,  dejó  otro  bijo  llamado  D.  Oi^ 
los  Migoel  Mayol  y  Ferrer;  Siendo  de  advertir  qne  en  testamento  qoe 
babia  ot'vlenado  el  28  de  Enero  de  1880  instituyó  berederos  á  sus  referi- 
dos cinco  bijos,  de  todos  los  caales  nombró  tntora  y  caradora,  en  primer 
lagar,  á  en  cita<la  esposa  Dofia  Olorinda  Ferrer;  en  segando,  á  sn  her- 
mano D.  José  Mayol  Arbona,  y  en  tercena,  á  sa  amigo  D.  Hermenegiids 
Salatar: 

Resaltando  qae  de  certífloaeión  librada  por  D:  José  María  Fiorensa, 
Escribano  del  Juagado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Parque  dt 
Barcelona,  en  virtud  de  exhorto  qne  dorante  el  período  de  prueba  de  los 
presentes  autos  se  expidió  á  petición  de  D.  Bartolomé  Mayol  y  Borras, 
aparece:  que  en  8  de  Mayo  de  1898  acudió  Dofia  Giorinda  Ferrer  al  Jos- 
gado  del  distrito  de  la  Baroeloneta,  de  Barcelona,  solicitando  que,  pie- 
ria audiencia  del  Ministerio  fiscal,  y  por  habar  fallecido  en  el  nanfrsgie 
del  vapor  Gijón  su  esposo  D.  Bartolomé  Mayol  Arbona,  se  le  discer- 
niera el  cargo  de  totora  de  los  menores  hijastros  suyos  D.  Bartolomé, 

D.  Manuel,  Dofia  Antonia  y  D.  Francisco  Mayol  Burras,  que  le  había 
conferido  su  mencionado  marido  en  el  testamento  de  Enero  de  1880,  tin 
contar  á  D.  Carlos  Miguel  Mayol,  eobre  el  cual,  como  bijo  legítimo  suyo, 
tenía  la  patria  potestad;  que  dicho  Juagado,  en  auto  de  8  del  miaoio 
mes  de  Mayo,  nombró  á  la  Dofia  Olorinda  Ferrer  totora  y  curadora  ai 
bona  de  sus  referidos  hijastros,  entendiéndose  el  desempefio  del  cargo 
frutos  por  alimentos;  que  pocos  días  despoés,  y  en  el  mismo  expedieate 
de  la  tutela  y  cúratela,  pidió  licencia  Dufiá  CJlorlnda,  en  concepto  de  le- 
gítima representante  de  sn  antecitado  hijo  Garlos  Miguel  Mayol  y  Fe- 
rrer, para  ratificar  cierta  escritura  de  adjudicación  en  pago,  canoelscióD 
total  y  constitución  de  hipoteca,  otorg^a  en  la  clndad  de  Ponce  (Puerto 
Rico),  con  fecha  81  de  Diciembre  de  1891,  por  el  Gerente  de  la  fc)ociedatf 

E.  P.  Salaaar  y  Compafiía,  por  mx  propio  derecho  ésta  y  como  liquida- 
dora ademán  de  otra  extinguida  Sociedad,  Pastor,  Marqués  y  Oompaflí*» 
<iuya  escritura  de  adjudicación,  cancelación  v  constitnción  había  iui- 
crito  la  propia  Dofia  Clorinda  en  represéntaéidn  de  todos  los  menorts 
Mayol;  que,  previo  allanamiento  del  Ministerio  fiscal,  se  concedió  á  ll 
solicitante  la  autorlsación  qne  pedía  paré  ratificar  la  mencionada  escri- 
tura de  81  de  Diciembre  del  01  y  suscribir  cuantos  docamentos  fnesaft 
al  efecto  necesarios;  que  en  otro  auto  de  6  de  Julio  de  1894,  y  en  virtnd 
de  nueya  petición  de  la  Dofia  Olorinda,  se  le  concedió  la  antorisad^ 
precisa  para  cobrar  la  qninta  parte  qne  á  sn  bijo  D.  Garlos  Mignst  eO- 
rrespondía  del  crédito  hipotecario  de  40.000  pesos  que,  en  unión  deotrOár 
bienes,  había  sido  adjudicado  á  todos  los  menores  Mayol  en  la  escritora 
anteriormente  referida;  y  qne  por  otro  auto  de  ti  de  Diciembre  d«  1894 
se  concedió  también  á  la  Dofia  Giorinda,  en  calidad  de  legítima  t^V^ 
sentante  de  so  menor  bijo  Garlos  Miguel  Mayol,  laautbriaación  judldil 
necesaria  que  impetró  para  cobrar  otroé'plasos  del  nindldo  crédito  hip^ 
tecario;  para  enajenar  la  participación  de  sn  bijo  Carlos  Mignel  e&vn^ 


Digitized  by 


Google 


ABRIL  DE  1896  089 

éiua  de  U  ciudad  de  Ponce,  de  Puerto  Eico;  para  otorgar  la  correspon- 
diente escritura  y  cartas  de  psgo,  y  para  invertir  lo  percibido  en  la  for- 
■la  más  conveniente,  dando  cnénta  de  la  inversión: 

Resultando  qne  de  la  misma  certificación  y  de  otras  igualmente  ex- 
pedidas en  el  periodo  de  prneba  de  este  pleito,  aparece  también:  que  en 
laa  diligencias  para  la  constitución  del  consejo  de  familia  de  los  cuatro 
menores  Mayol  Borras,  comparecieron  en  1.^  de  Julio  de  1898,  ante  el 
Juagado  municipal  del  distrito  del  Hospital,  de  Barcelona,  las  personas 
desigoadas  para  formar  parte  del  consejo;  que  éste  quedó  constituido, 
nombrándose  presidente  á  D.  Bartolomé  Pastor  y  Marqués,  apoderado 
de  D.  Pablo  Mayol  Arbona;  que  reunido  dicho  consejo  el  día  6  de  Julio 
de  1804  á  instancia  de  Dofia  Glorinda  Ferrer  y  de  D.  José  Mayol  Arbo- 
na,  en  virtud  de  ciertas  indicaciones  de  aquélla  fué  éste  nombrado  tutor 
teatamentario  de  los  menores  Mayol  Borras,  quedando,  por  consiguiente^ 
revocado  su  nombramiento  de  protutor;  que  en  la  misma  sesión  se 
acordó  declarar  libre  de  la  tutela,  y  por  tanto,  del  consejo  de  familia,  á 
D.  Bartolomé  Mayol  y  Borras,  que  babia  cumplido  veintitrés  afios  de 
edad;  qae  ante  el  mismo  Juzgado  del  Hospital,  de  Barcelona,  promovió 
Dofia  Glorinda  Ferrer,  en  escrito  de  28  de  Octubre  de  1895,  expediente 
de  jurisdicción  voluntaria,  con  arreglo  á  los  arts.  2002  y  siguientes  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  á  fin  de  que  se  practicara  y  aprobara  una 
Información  para  perpetua  memoria  acerca  del  hecho  y  certeza  de  la 
muerte  de  D.  Bartolomé  Mayol  Arbona,  con  objeto  de  obtener  de  la  Di- 
rección general  de  los  Registros  la  orden  oportuna  para  convertir  en  de- 
finitiva la  inscripción  de  la  defunción  de  Mayol,  hecha  provisional- 
mente en  ei  Registro  civil  de  SóUer,  á  cuyo  propósito  invocaba  Dofia 
Olorinda  la  Real  orden  de  9  de  Junio  de  1894,  en  la  que  se  ordenó  ins- 
eribir  el  fallecimiento  de  algunos  de  los  desaparecidos  en  la  catástrofe 
del  vapor  Machichaeo  ocurrida  en  Santander;  que  ese  expediente  estaba 
parausado  por  no  haber  instado  su  curso  el  Procurador  de  la  interesada; 
7  que  ésta,  ó  sea  la  Dofia  Glorinda,  como  viuda,  en  nombre  propio  y  en 
concepto  de  totora  y  curadora  ad  bona  de  sus  hijastros  y  legítima  repre- 
•entante  de  su  hijo,  compareció  en  unión  de  sus  cufiados  al  otorga- 
miento de  la  escritura  de  22  de  Abril  de  1889  ante  el  Notario  de  Sol  1er 
D.  Francisco  Ferrer,  sobre  donación  y  división  de  los  bienes  de  D.  Bar- 
tolomé Mayol  y  Pastor  y  Dofia  Antonia  Arbona  y  Marqués,  padres  de 
su  marido  D.  Bartolomé  Mayol  Arbona: 

Resultando  que  del  libro  de  actas  de  las  sesiones  celebradas  por  el 
consejo  de  familia  de  loe  menores  D.  Bartolomé,  D.  Manuel^  Dofia  Anto- 
nia y  D.  Francisco  Mayol  y  Borras,  aparece:  que  en  sesión  de  8  Julio  de 
1898  celebrada  en  Barcelona,  fué  nombrado  por  unanimidad  D,  José 
Mayol  y  Arbona  prototor  de  dichos  cuatro  menores;  que  en  sesión  del 
mismo  día  acordó  el  consejo  por  unanimidad  conceder  á  Dofia  Glorinda 
Ferrer  la  autorización  que  solicitó  como  tutora  para  ratificar  la  escri- 
tura de  adjudicación  en  pago,  cancelación  total  y  constitución  de  hipo- 
teca, de  que  ya  se  ha  hecho  mérito,  otorgada  en  Ponce  en  81  de  Diciem- 
bre de  1891;  que  en  sesión  de  6  de  Julio  de  1894,  reunido  el  consejo  á 
instancia  de  Dofia  Glorinda  Ferrer  y  con  su  asistencia,  manifestó  ésta 
que,  habiendo  vencido  el  día  80  de  Marzo  entonces  último  el  primer 
plazo  del  crédito  hipotecario  que  contra  D.  Santos  Palmieri  tiene  la  su- 
ceaión  Mayol,  había  opuesto  el  deudor  dudas  y  reparos  respecto  á  la  per-  , 
aonalidad  de  la  exponente  como  tutora  y  curadora  de  los  menores,  no 
habiéndose  podido  cobrar  por  ello  dicho  plazo,  y  que  para  obviar  tales 
dificultades,  no  ocultaba  su  deseo  de  que  se  la  relevase  del  cargo;  que  en 
sn  vista,  se  nombró  tutor  á  D.  José  Mayol  Arbona,  dándosele  posesión 
TOMO  91  40 
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en  la  forma  dispuesta  por  el  teetador,  reyocándoee  en  nombramiento  dt 
protator,  qne  recayó  en  D.  Pedro  Serra  y  Cafiellaa;  y  qne,  por  maallet- 
taclon  del  presidente  del  consejo,  D.  Pablo  Mayol  Arbona,  acordó  éste 
declarar  Ubre  y  exento  de  la  tutela  á  D.  Bartolomé  Mayol  Borras»  qut 
había  cumplido  yelntitrée  afios: 

Besultando  que  en  28  de  Abril  de  1896,  Dofia  Glorinda  Ferrar  promo- 
vió ante  el  Juagado  de  primera  instancia  de  Palmea  de  Mallorca  la  cues- 
tión del  día  al  solicitar  se  declarase  la  ausencia  de  su  marido  D.  Bario- 
lomé  Mayol  Arbona;  y  después  de  exponer  los  hechos  ya  mencionados 
del  embarque  de  aquél  en  Santander,  del  naufragio  del  Giján  j  de  U 
inscripción  hecha  con  carácter  proyisional  en  el  Hegistrode6óller,  alegó: 
que  ínterin  se  intentan  las  averiguaciones  oportunas  para  acieditar  el 
fallecimiento  de  D.  Bartolomé  Mayol  Arbona,  la  situación  legal  de  ésto 
es  la  de  una  persona  que  ha  desaparecido  de  su  domicilio,  sin  saberse  sa 
paradero  desde  hace  más  de  once  afios;  que  en  tal  concepto,  y  á  fin  ds 
que  pueda  ordenarse  lo  que  en  definitiva  corresponda  sobre  sus  bienes, 
y  al  efecto  también  de  que  la  dicente  se  coloque  en  una  sitnación  cUrt 
y  definida,  se  veía  en  la  necesidad  de  promover  las  actuaciones  condu- 
centes á  la  referida  declaración  de  ausencia;  y  que  para  ello  tiene  per- 
fecta personalidad,  según  el  art.  186  del  Código  civil;  por  todo  cual,. y 
ofreciendo  información  de  testigos,  concluyó  suplicando  que  se  hubiese 
por  promovido  el  expediente  sobre  la  ausencia  del  D.  Bartolomé  Mayol 
y  Arbona,  se  admitiera  con  citación  fiscal  la  información  ofrecida,  y  en 
su  día  se  declarase  la  ausencia  del  D.  BtfHolomé  para  todos  loe  efectos  le- 
gales; y  por  otrosí,  é  invocando  los  art.  181,  186  y  187  del  Código,  pidié 
igualmente  que  por  primera  providencia  y  como  medida  ¡Mrovisionai  ee 
la  nombrara  representante  de  su  citado  marido  ausente: 

Besultando  que,  previo  dictamen  del  Ministerio  fiscaK  fué  nombrada 
la  Dofia  Glorinda  representante  del  ausente  su  marido  D.  Bartolomé,  re- 
cibiéndose después  la  información  ofrecida  sobre  el  hecho  de  haber  oca- 
rrido  en  21  de  Julio  de  1884  el  naufragio  del  vapor  Gi/ón^  donde  ibs 
embarcado  D.  Bartolomé  Mayol  Arbona,  de  quien  desde  entoncea  no  ee 
ha  vuelto  á  tener  noticia  alguna,  siendo  creencia  general  que  falleció  ea 
aquel  siniestro;  en  vista  de  cuyas  diligencias  solicitó  la  Ferrer  se  dic- 
tara auto  declarando  la  ausencia  del  D.  Bartolomé  para  loe  efectos  legi- 
les,  solicitud  á  que  se  allanó  el  Fiscal,  mandando  el  Juagado  en  provi- 
dencia de  1.^  de  Septiembre  de  1896  que  se  trajeran  los  autos  á  la  vista 
para  acordar  lo  procedente: 

Resultando  que  en  este  estado,  D.  Pablo  Mayol  Arbona,  como  presi- 
dente del  consejo  de  familia  del  menor  D.  Francisco  Mayol  Borras,  y  el 
hermano  mayor  de  éste  D.  Bartolomé,  por  su  propio  derecho,  compare- 
cieron sucesivamente  en  las  diligencias,  formulando  contra  las  pietos- 
siones  de  Dofia  Glorinda  Ferrer  la  oposición  á  que  ee  refiere  el  art.  1817 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  para  que  el  expediente  se  convlrtieie 
en  contencioso  y  se  sujetará  á  los  trámites  del  juicio  declarativo  de 
mayor  cuantía,  mandando,  en  su  consecuencia,  que  con  suspensión  de 
todo  lo  actuado  en  el  aludido  expediente,  se  le  confiriese  el  oportono 
traslado,  con  emplazamiento  de  la  reclamación  ó  demanda  de  Dofia  Glo- 
rinda Ferrer;  y  despoés  de  varias  incidencias  que  no  es  del  caso  mencio- 
nar, acordó  el  Juzgado  en  auto  de  l.^.de  Mayo  de  1897  tener  como  parte 
á  D.  Bartolomé  Mayol  Borras,  declarando  á  la  vez  que  la  oposición  for- 
mulada por  el  mismo  se  sustanciase,  sin  alterar  la  situación  de  los  inte- 
resados al  tiempo  de  ser  incoado  el  expediente,  con  sujección  á  los  tri- 
mites  establecidos  para  el  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía: 

Besultando  que  en  virtud  de  este  auto,  y  por  providencia  de  11  de 
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Jnnlo  inmediato,  se  confirió  traslado  del  expediente  á  dicho  D.  Barto- 
lomé Mayoi  Borras  para  que  en  término  de  veinte  días  contestara  la 
pretensión  deducida  por  la  Dofia  Clorinda,  como  asi  lo  yeriflcó  en  es- 
crito de  19  de  Jallo,  con  la  súplica  de  qne  se  declarase  no  haber  Ingar, 
«on  costas,  á  ningano  de  los  extremos  qne  comprendía  la  demanda  áq  ne 
eontestaba,  y  de  la  caal  debiera  ser  absoelto  caso  necesario,  exponlf  ftdo 
•nstancfalmente:  que  D.  Bartolomé  Mayol  y  Arbona,  padre  del  expo- 
líente, y  marido  que  íné  de  Dofia  Olorinda,  residió  lanros  afios  en  Ponce, 
donde  casó  en  primeras  nupcias  con  Dofia  Manuela  Borras,  y  fallecida 
ésta,  contrajo  segando  matrimonio  con  Dofia  Clorinda  Ferrer;  qne  del 
primer  enlace  dejó  cnatro  hijos  llamados  D.  Bartolomé,  D.  Manuel,  Dofia 
Antonia  y  D.  Francisco  Mayol  Borras,  y  del  segando,  otro  llamado  Dcb 
Oarlos  Miguel  Mayor  y  Ferrer;  qae  habiendo  decidido  D.  Bartolomé  Ma- 
yol y  Arbona  trasladarse  á  Europa  con  su  familia,  pasó  A  Barcelona, 
donde  se  estableció;  pero,  teniendo  necesidad  de  regresar  á  Ponce,  se 
-embarcó  en  Santander  el  día  20  de  Julio  de  1884  en  el  vapor  Gijón,  qne 
salló  con  destino  á  San  Jnan  de  Puerto  Rico,  hizo  escala  en  Gomfia  el 
siguiente  día  21,  y  abandonó  aquel  puerto  á  las  tres  de  la  tarde  aproxi- 
madamente de  este  mismo  día  con  rumbo  á  la  pequefia  Antilla;  que  na- 
vegaba el  Gij'ón  con  niebla  muy  espesa,  y  á  pocas  millas  de  la  costa 
tuvo  un  choque  formidable  con  otro  vapor  inglés,  por  consecuencia  del 
«nal  se  hundió  el  primero  con  el  pasaje  que  llevaba,  á  excepción  de  unos 
pocos  que  lograron  salvarse;  que  una  de  las  víctimas  del  siniestro  fné 
D.  Bartolomé  Mayol  y  Arbona,  en  términos  de  que  la  Dirección  general 
de  los  Registros  ordenó  la  inscripción  de  su  fallecimiento  en  el  Registro 
civil  de  la  villa  de  Sóller,  si  bien  con  carácter  provisional  mientras  no 
06  convirtiera  la  inscripción  en  definitiva;  que  después  de  este  falleci- 
miento continuaron  las  cosas  durante  varios  afios  en  el  mismo  estado  en 
•<|ne  las  dejó  el  difunto  Mayol  Arbona  y  siguió  viviendo  Dofia  Olorinda 
Ferrer  en  Barcelona;  pero  en  Mayo  de  1898  pensó  en  legallsar  la  situa- 
ción de  los  hijos  que  habían  quedado  de  su  marido^  que  éste  dejó  testa- 
mento, que  había  otorgado  en  Ponce  el  28  de  Enero  de  1880,  en  el  cual 
nombró  tutora  y  curadora  de  sos  hijos  á  su  mujer  Dofia  Clorinda  en  pri- 
mer logar;  en  segundo,  á  su  hermano  D.  José  Mayol  y  A?bona,  y  en  ter- 
cero, á  su  amigo  D.  Hermenegildo  Salasar,  con  las  facultades  más  am- 
plias y  con  absoluta  relevación  de  fianza;  que  Dofia  Clorinda  reclamó  el 
cumplimiento  de  esta  disposición  testamentaria,  y  á  su  solicitud  la  dis- 
cernió el  Juzgado  de  la  Barceloneta  en  8  de  Mayo  de  1898  el  cargo  de  to- 
tora y  curadora  de  los  cuatro  hijos  del  primer  matrimonio  del  finado,  toda 
TCi  que  repecto  del  suyo  tenía  por  ministerio  de  la  ley  la  patria  potes- 
tad; que  acto  seguido  pidió  y  obtuvo  la  Dofia  Clorinda  Ferrer  una  serie 
^  autorizaciones  judiciales  para  la  ejecución  de  actos  importantísimos 
relacionados  con  el  manejo  y  administración  de  los  bienes  de  su  hijo 
Carlos  Miguel,  y  de  los  cuales  queda  hecho  mérito  en  la  exposición  de 
antecedentes;  que  en  todos  eotos  asuntos  usaba  Dofia  Cíorinda  Ferrer  un 
carácter  que  sólo  es  compatible  con  la  defunción  de  su  marido,  pues  en 
«líos  siempre  se  tituló,  bajo  su  propia  firma,  viuda  de  Mayol,  suscri- 
biendo como  tal  las  notificaciones  oportunas;  que  en  concepto  de  totora 
^  los  cuatro  hijos  del  primer  matrimonio  de  su  marido,  y  como  madre 
^1  suyo  D.  Carlos  Miguel,  confirmó  y  ratificó  Dofia  Clorinda  en  Julio 
de  189S  el  poder  general  que  en  los  conceptos  expresados  tenía  conferido 
desde  Octubre  de  1891  á  D.  Lorenzo  Mayol  y  Castafier,  del  comercio  de 
Ponce,  de  Puerto  Rico,  donde  radicaban  los  intereses  del  finado  Mayol 
Arbona;  que  posteriormente,  y  después  de  haberse  nombrado  tutor  de 
loe  menores  á  D.  José  Mayol  Arbona,  por  renuncia  de  Dofia  Clorinda 
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Ferrer,  otorgó  ésta  en  concepto  propio,  como  ouuire  de  D»  CftrkM  Hi- 
gnel  y  viada  de  D.  Bartolomé  Mayol,  jautamente  con  el  Bne?o  tator, 
naa  escritora  fecha  7  de  Jallo  de  1894  de  ratificación  de  adjadicacióa. 
en  pago  y  concesión  de  nae?os  y  amplios  poderes  á  D.  Lorenao,  D.  MI- 
gnei  y  D.  Pedro  Mayo!  y  Castafier,  de  Poace;  qae  en  Jalio  de  18dS,  y 
á  petición  de  Doña  Gloriada,  se  constituyó  por  el  Juagado  maaicipiü 
del  Hospital  de  Barcelona  ei  contejo  de  familia  de  los  cuatro  menores- 
üayol  Borras,  hijos  del  primer  matrimonio  de  D.  Bartolomé,  de  cuyo 
oonsejo  solicitó  y  obtuvo  Dofia  Gloriada  diversas  aatoriíaciones  como 
totora  y  coradora  de  sus  referidos  hijastios,  á  fin  de  completar  laa  qoe, 
aegún  queda  dicho,  llevaba  pedidas  al  Juzgado  de  primera  instancia  por 
lo  tocante  á  su  propio  hijo;  que  tratándose  de  un  patrimonio  que  come 
el  relicto  por  Mayo!  Arbona  se  hallaba  relacionado  en  su  totalidad  con 
asuntos  mercantiles,  debieron  ejecutarse  y  se  ejecutaron  innumerables 
actos,  bajo  la  base  de  la  defunción  de  aquél  y  dentro  de  la  situación 
creada  por  el  mismo,  actos  en  los  cuales  intervino  constantemente  la 
misma  Dofia  Glorinda;  que  como  complemento  de  estos  hechos  persona- 
les, promovió  Doña  Glorinda  ante  el  Juzgado  del  Hospital  de  Barcelona 
ona  información  para  perpetua  memoria  acerca  de  la  certeza  de  la  muerte 
de  so  esposo,  ocurrida  en  el  naufragio  del  vapor  Gij'ón,  al  objeto  de  con- 
vertir en  definitiva  la  inscripción  provisional  del  fallecimiento  de  aquél, 
y  sin  que  se  sepa  por  qué  causa,  dejó  paralizadas  Dofia  Glorinda  tales 
diligencias,  que  había  iniciado  en  Octubre  del  95;  que  seis  meses  des- 
pués presentó  Doña  Glorinda  por  medio  de  Procurador  ante  el  Juzgado 
de  Palma,  lugar  distinto  de  su  vecindad,  de  una  manera  subrepticia,  y 
acompañando  aquel  un  poder  en  que  la  mandante  se  titula  casada  y  so- 
prime  en  la  firma  su  calidad  de  viuda,  un  escrito  pidiendo  se  declarase 
la  ausencia  de  D.  Bartolomé  Mayol  Arbona  para  todos  los  efectos  lega- 
les, y  se  la  confiriese  entre  tanto  la  administración  de  los  bienes  de  aquél; 
y,  por  último,  que  habiendo  transcurrido  hasta  entonces  trece  afios  dc'sds 
el  naufragio  del  Gijón,  todos  los  interesados  en  la  Lerenda  de  D.  Bar- 
tolomé Mayol  y  Arbona  han  venido  entrando  en  la  mayor  edad,  creán- 
dose un  estado  de  cosas  perfectamente  conocido  y  percibiendo  ó  retirando 
cada  cual  cantidades  más  ó  menos  importantes  de  lo  que  se  ha  llamado 
sucesión  Mayol,  sin  perjuicio  del  resultado  de  la  partición  definitiva 
onando  llegue  el  caso: 

Resultando  que  al  evacuar  Dofia  Glorinda  Ferrer  el  traslado  de  ré- 
plica, expuso  en  síntesis;  que  es  presumible  que  la  inmensa  mayor/a  de 
los  pasajeros  del  vapor  Gijón  dejara  de  existir,  y  entre  ellos  D.  Barto- 
lomé Mayol  Arbona;  pero  para  los  efectos  legales  no  puede  calificarse 
como  difunto,  sino  que  merece  ante  la  ley  el  concepto  de  ausente,  e^trl* 
bando  en  ello  el  problema  planteado;  que  por  más  que  la  exponento  tiene 
la  completa  seguridad  racional  de  la  defunción,  falta  por  ahora  una 
prueba  directa,  derivada  de  testigos  presenciales,  por  cuya  razón  la  ins- 
cripción del  fallecimiento  se  hizo  sólo  con  carácter  provisional,  sin  qae 
hasta  boy  pudiera  convertirse  en  definitiva;  que  no  es  de  creer,  ni  que 
•e  hubiese  autorizado  el  matrimonio  de  la  dicente  en  el  caso  de  haber 
pensado  en  segundas  nupcias,  ni  que  el  contrario  Mayol  Borras  hubiera 
dejado  de  oponerse  á  la  testamentaría  de  su  padre,  que  si  no  es  dabls 
partir  legalmente  del  hecho  de  la  defunción  por  más  que  se  considere 
cierta,  tampoco  cabe  dudar  que  para  todos  los  efectos  de  la  ley  D.  Bar- 
tolomé Mayol  Arbona  es  un  ausente  en  ignorado  paradero,  procediendo 
por  lo  tanto,  la  declaración  de  su  ausencia;  que  haberse  titulado  viuda 
la  dicente  y  haber  obrado  y  gestionado  en  tal  concepto  judicial  y  extra- 
jodiciaimente,  no  son  razones  eficaces  para  combatir  la  declaración  de 
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«nseneia;  qne  claro  e«  que,  oonTeneida  Dofia  Olorinda  Fener  del  íalleel- 
-miento  de  su  marido,  tiene  la  seguridad  racional  de  su  vlades,  y  por 
Tiada  se  tiene  y  como  tal  es  conocida  de  todos;  pero  sa  concepto  y  aon 
«I  concepto  de  ios  demás  no  bastan  para  constituir  sa  estado  legal,  y 
-ante  la  ley  es  y  será  casada  hasta  que  por  el  transcurso  del  tiempo  ó  por 
medio  de  pruebas  directas  suficientes  pueda  declararse  el  fallecimiento 
^e  D.  Bartolomé  Mayol  Arbona  y  conrertirse,  por  tanto,  en  definitiva  la 
inscripción  provisional  de  su  defunción;  que  en  lo  que  atañe  á  los  hechos 
realisados  por  la  contestante,  basta  tener  en  cuenta  la  situación  de  una 
«efiora  afligida  y  desamparada,  lejos  de  su  pais  natal,  para  comprender 
que  hlxo  lo  que  le  indicaron  los  parientes  próximos  de  su  marido,  á 
quienes  estaba  entregada  en  absoluto  j)or  lo  referente  al  asunto  objeto 
^e  este  pleito;  que  á  mayor  abundamiento,  ninguno  de*  esos  hechos  está 
en  oposición  con  el  concepto  legal  de  la  declaración  de  ausencia,  y,  por 
otra  parte,  ni  los  actos  de  Dofia  Glorlnda  ni  de  nadie  pueden  variar  el 
estado  legal  dé  las  cosas  ni  impedir  la  declaración  de  ausencia»  siendo 
como  es  procedente;  que  las  autorisaciones  que  Dofia  Glorlnda  solicitó 
7  obtuvo  del  consejo  de  familia  de  los  menores  Mayol  Borras,  como  ta- 
bora y  curadora  de  los  mismos,  nada  tienen  que  ver  con  la  declaración 
de  ausencia,  único  tema  de  la  discusión  planteada;  que  el  expediente  pro- 
movido por  la  Ferrer  para  elevar  á  definitiva  la  inscripción  provisional 
del  fallecimiento  de  su  marido  no  se  ha  terminado,  por  no  haberse  podido 
presentar  todavía  los  necesarios  testigos  presenciales  que  exige  el  pro- 
nunciamiento judicial  indispensable;  que  no  es  exacto  que  Dofia  Glo- 
rlnda promoviese  de  una  manera  subrepticia  la  declaración  de  ansencla, 
puesto  que  en  el  escrito  presentado  al  efecto  se  hace  una  relación  clara 
y  completa  de  la  desgracia  ocurrida  en  el  vapor  Gijóríy  y  no  se  oculta  la 
creencia  del  fallecimiento  de  D.  Bartolomé,  lo  cual,  después  de  todo,  no 
ee  bastante  para  qne  Dofia  Glorlnda  considerase  más  tarde  á  su  marido 
en  la  situación  de  atftente  ante  la  ley,  y  por  ello  hubo  de  consignar  su 
condición  de  casada  en  el  poder  que  confirió  á  su  Procurador;  y,  final- 
mente, que  nada  dice  tampoco  en  contra  de  la  declaración  de  ausencia 
el  qne  todos  los  interesados  en  lo  que  se  llama  sucesión  Mayol  hayan 
creado  un  estado  de  cosas  conocido  ó  desconocido,  ni  que  hayan  retirado 
ó  dejado  de  retirar  cantidades  más  ó  menos  importantes;  por  virtud  de 
cuyos  hechos  y  de  las  consideraciones  legales  pertinentes  al  caso,  ter- 
viinó  Dofia  Glorlnda  Ferrer  su  escrito  de  réplica  con  la  petición  de  qne 
ce  desefitimara  la  impugnación,  declaración  y  demás  pretendido  por 
Mayol  Borras  en  su  escrito  de  contestación  á  la  demanda,  se  alease  la 
-cnspensión  del  curso  del  expediente  impugnado  sobre  declaración  de  an- 
-cencía  de  D.  Bartolomé  Mayol  Arbona  y  medidas  provisionales  conai- 
gulentes  á  la  misma,  se  declarase  la  solicitada  ausencia  de  dicho  D.  Bar- 
'tolomé,  se  confirmase  el  auto  qne  nombró  á  Dofia  Glorlnda  Ferrer  repre- 
contante  de  su  marido  y  se  mandase,  en  fin,  seguir  ik>r  sus  trámites 
dicho  expediente,  con  imposición  de  costas: 

Resultando  qne  en  el  escrito  de  duplica  insistió  D.  Bartolomé  Mayol 
Borras  en  sus  pretensiones,  sin  alegar  nuevos  hechos  que  alterasen  la 
índole  del  debate  planteado  en  este  pleito,  el  cual  se  recibió  á  prueba» 
practicándose,  entre  otras,  la  documental,  de  cuya  principal  resultancia 
queda  hecho  mérito  en  los  precedentes  ya  relacionados;  y  continuada  la 
custancl ación  del  juicio  por  sus  trámites,  el  Juzgado  de  primera  instan- 
cia de  Palma  de  Mallorca  pronunció  en  26  de  Mayo  de  1809  sentencia 
por  la  que  declaró  no  haber  lugar  á  tramitar  y  proseguir  el  expediente 
«obre  declaración  de  ausencia  y  administración  de  bienes  de  D.  Barto^^ 
iomé  Mayol  Arbona,  instado  por  an  viuda  Dofia  María  de  los  Angeiee 
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Olorinda  Ferrer,  dejando  sin  efecto  el  nombramiento  recaído  á  ra  fayor 
de  representante  de  loa  bienes  de  aqnél,  sin  hacer  expresa  declartcióa 
de  coatas;  6  interpuesta  apelación  de  este  fallo  por  Doña  Clorinda  y  Xrmr 
mitado  el  recurso  en  forma  legal,  la  Sala  de  josticia  del  territorio,  en  mi 
sentencia  de  2  de  Octubre  de  1000,  revocó  la  apelada  y  declaró  á  su  rea 
no  haber  lugar  á  la  oposición  hecha  por  D.  Bartolomé  Mayol  Borras  ni 
expediente  de  jurisdicción  voluntaria  promovido  por  Dofia  María  de  loa 
Angeles  Clorinda  Ferrer,  sobre  declaración  de  ausencia  de  D.  Bartolomé 
Mayol  Arbona,  padre  y  marido  respectivamente  de  los  litigantes,  dispo- 
niendo la  continuación  del  expresado  expediente  con  arreglo  á  derecha 
en  el  estado  en  que  se  encontraba  al  ser  suspendido,  sin  hacer  especinl 
imposición  de  las  costas  causadas  en  ambas  instancias: 

Kesultando  que  D.  Bartolom'é  Mayol  Borras  ha  interpuesto  recurso 
de  casación  por  inf ración  de  ley,  como  comprendido  en  los  números  1*^ 
y  7.®  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  alegando  loa  moti- 
vos siguientes: 

Primero.  Infringirse  en  el  fallo  recurrido  la  primera  disposición 
transitoria  del  Código  civil,  que  prescribe  se  rijan  por  la  legislación  an- 
terior al  Código  los  derechos  nacidos  según  ella  de  hechos  reniisadoo 
bajo  su  régimen,  aunque  el  Código  los  regale  de  otro  modo  ó  no  los  lo- 
eonosea,  puesto  que  la  pretendida  ausencia  de  D.  Bartolomé  Mayoldata 
del  afio  1884,  en  cuya  fecha  no  estaba  vigente  aquel  cuerpo  legal,  cnyo# 
preceptoB  aplica  la  Sala  sentenciadora: 

Segundo.  lufracción  del  art.  84  de  la  ley  del  Registro  civil  de  17  d» 
Jnnio  de  1870,  en  relación  con  la  ley  114,  tit.  18,  Partida  8.^,  y  la  doc- 
trina establecida  en  sentenciaa  de  este  Tribunal  Supremo  de  22  de  Mayo 
de  1888,  conforme  á  cuyos  preceptos  legales  las  certificaciones  expedidas 
por  el  Registro  civil  son  documentos  públicos,  y  á  su  contenido  hay  qae 
estar  non  habiendo  en  ellas  algunas  de  las /al$edade$  ó  menguas  par 
que  puedan  ser  desechadas^  incumbiendo  la  prueba  de  estos  vicios  á  la 
parte  que  los  alega,  puesto  que  la  Sala  sentenciadora  prescinde  de  In 
certificación  de  inscripción  en  el  Registro  civil  de  SóUer  de  la  defunción 
de  Mayol,  suponiendo  que,  aunque  provisional,  no  causa  estado  de  de- 
recho, tanto  más  cuanto  que  ese  documento  no  ha  sido  impugnado,  alno 
traído  á  los  autos  por  Doña  Clorinda  Ferrer: 

Tercero.  Al  resolver  el  Tribunal  sentenciador  que  á  los  once  afios  do 
anoencia  puede  promoverse  por  quien  no  es  heredera  testamentnria  ni 
abinteatato  un  expediente  de  jurisdicción  voluntaria  para  obtener  la  de- 
claración de  ausencia  y  la  administración  d^  los  bienes  del  ausente,  in- 
fringe la  legislación  aplicable  á  la  materia  con  anterioridad  á  Inpnbtici^ 
cíón  del  Código  civil,  ó  sea  la  ley  14,  tít.  14,  ParÜda  8.*,  doctrina  legnl 
establecida  por  este  Tribunal  Supremo  en  sentencias  de  28  de  Junio  ám 
1862,  27  de  Noviembre  de  1866  y  18  de  Diciembre  de  1864  y  artículos  2081 
7  2044  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  conforme  á  cuyas  disposicio- 
nes legales,  no  constando  sino  por  fama  pública  la  muerte  de  un  ausente 
j  existiendo  dudas  sobre  ellos,  es  arreglado  á  derecho  fijar  como  épocA. 
de  au  fallecimiento  la  de  diea  afios  después  del  día  en  que  corrió  la  no- 
ticia de  haber  naufragado  ó  desaparecido: 

Cuarto.  Infringe  también  la  Sala  sentenciadora  por  aplicación  inde- 
bida los  artículos  181,  184  y  concordantes  del  Código  civil,  ya  porque  di- 
ciftoa  preceptos  no  pueden  aplicarse  para  regular  derechos  que  nacen  de 
«a  hecho  ocurrido  cinco  afios  antea  de  eetar  en  vigor  el  Código,  y  ya  pov- 
que  no  poeden  en  ningún  easo  invocarse  cuando  se  trata  de  una  persone 
ne  deeaparecida,  sino  que  pereció  ahogada;  y 

Qointo.    Comete,  por  último,  la  Sala  sentenciadora  arrof  de  deisslie 
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•n  lA  apveciaelón  de  U  prueba,  infringiendo  por  ella  la  jurisprudencia 
Mtmbl«olda  en  loa  antecitadoa  íalioe  de  38  de  Junio  de  1802  y  27  de  No- 
TÍembre  de  1856,  según  los  cuales  la  fama  pública  de  la  muerte  y  el 
traoBcano  de  diei  afios  bastan  para  que  la  muerte— no  la  ausencia— se 
presuma  y  se  declare,  asi  como  la  doctrina  legal  establecida  en  senten- 
cias de  27  de  Diciembre  de  1878  y  8  de  Julio  de  1876,  de  que  nadie  puede 
ir  válidamente  contra  sus  propios  actos,  toda  ves  que  de  la  información 
teaiificai  practicada  al  incoarse  el  expediente  de  Jurisdicción  voluntaria 
que  ba  dado  origen  al  pleito  actual,  y  de  la  propia  confesión  de  Dofia 
María  Clorinda  Ferrer,  resulta  ser  público  y  notorio  el  fallecimiento  de 
D.  Bartolomé  Mayol  y  Arbona,  de  igual  modo  que  de  los  documentos 
aportados  al  pleito  aparece  que  la  Dofia  Olorinda  realizó  varios  actos  en 
concepto  de  viuda,  á  pesar  de  lo  cual  admite  la  8ala  que  puede  preten- 
der la  declaración  de  que  su  esposo  está  ausente  en  ignorado  paradero. 
Viato,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Vicente  de  Piniés: 
Oonsiderando  que  la  institución  de  ausencia  establecida,  lo  mismo 
en  ia  ley  de  Partida  que  en  el  vigente  Código,  se  refiere  á  un  estado  de 
derecho  creado  por  la  desaparición  de  persona  cuyo  paradero  se  ignora, 
respecto  de  la  que  no  se  puede  afirmar  si  vive  ó  ha  muerto  por  ser  des- 
eonocldas  las  circunstancias  de  su  vida  misma  desde  el  momento  de  su 
desaparición  ó  desde  que  se  tuvieron  de  61  las  últimas  noticias,  no  pu- 
dlendo  en  tal  supuesto  declararse  la  presunción  legal  de  su  muerte  sino 
después  de  transcurrido  cierto  tiempo  y  con  las  condiciones  que  respec- 
tivamente exige  una  ú  otra  legislación: 

(Considerando  que  cuando  por  haber  sobrevenido  un  naufragio  ú  otro 
accidente  desgraciado  parecido,  perfectamente  comprobado  en  laa  res- 
pectivas diligencias  al  efecto  instruidas,  existe  fundamento  racional 
para  poder  creer  y  afirmar  que  la  causa  ú  origen  de  la  desaparición  de 
una  persona  ha  consistido  en  haber  sido  víctima  de  la  catástrofe,  no 
existe  obstáculo  legal  ninguno  para  que  asi  pueda  ser  declarado  por  los 
Tribunales  de  Justicia  á  fin  de  determinar  el  estado  Jurídico  de  las  per- 
sonas relacionadas  con  aquélla  en  vista  del  resultado  de  las  pruebas  qua/ 
al  juicio  se  aporten;  y  si  mientraa  tanto  ha  reconocido  provisionalmente 
e9ts  hecho  la  Administración  dentro  del  círculo  más  restricto  de  sus 
atribuciones  y  competencia,  se  impone  como  consecuencia  lógica  y  ne- 
cesaria, para  quien  quiera  regularizar  su  situación  jurídica,  la  necesidad 
de  acudir  á  los  Tribunales  con  el  objeto  de  obtener  la  declaración  defini- 
tiva del  verdadero  estado  de  los  interesados,  ya  con  virtiendo  en  defini- 
tivo el  supuesto  provisional  admitido  por  la  Administración,  ó  ya  anu- 
lándole, y  sólo  entonces  es  cuando  con  razón  legal  podría  sostenerse  que 
as  estaba  en  el  caso  de  la  ley  de  Partidas  ó  del  Código,  porque  tal  anu- 
lación implicaría  el  verdadero  desconocimiento  acerca  del  paradero  de 
la  persona  de  quien  se  trataba,  no  siendo  procedente  mientras  tanto  con- 
fundir casos  que  tienen  orígenes  y  fundamentos  distintos: 

Oonsiderando  que,  supuesta  esta  doctrina,  son  de  estimar  el  motivo 
segundo  y  último,  parte  del  cuarto  del  recurso,  porque  acreditado  como 
m£k  que  la  Administración  conceptuó  fallecido  á  D.  Bartolomé  Mayol  y 
Arbona  por  virtud  del  resultado  de  las  diligencias  instruidas  por  la  Co- 
mandancia de  Marina,  y  que  fundado  en  él  acordó  la  Dirección  de  los 
lUgiatros  la  inscripción  de  su  fallecimiento,  siquiera  fuese  con  carácter 
provisional  por  no  atribuirle  el  derecho  positivo  facultades  para  una  re- 
solución definitiva,  la  Audiencia  de  Mallorca  que,  esto  no  obstante,  re- 
conoce el  derecho  á  pretender  la  declaración  de  ausencia  respecto  de  Don 
Bartolomé  Mayol  y  Arbona,  interpreta  y  aplica  equivocadamente  las  dis- 
posieiones  legales  que  se  refieren  al  caso  de  verdadera  auaencia  y  desco- 
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noce  la  faena  7  sentido  de  la  inaerípci^a  de  íalleeimieiito,  que  no  por 
•er  provisional  carece  de  eficacia  para  acreditar  el  origen  de  nn  estad» 
distinto  del  de  la  aneencla  qne  las  mismas  partes  interesadas  han  ace^ 
tado  de  hecho,  obrando  en  consonancia  con  61  basta  «i  momento  en  que 
Dofia  María  de  los  Angeles  Clorlnda  Ferrer  incoó  el  expediente  A  qoe 
viene  oponiéndose  D.  Bartolomé  Mayol  y  Borras: 

Considerando  qne  {procediendo  la  casación  de  la  sentencia  recorrida 
por  los  motivos  ezpnestos,  es  innecesario  ocnparse  de  los  demás  moti- 
vos del  recorso; 

Fallamos  qoe  debemos  declarar  y  declaramos  haber  logar  al  reeoiso 
de  casación  interpoesto  por  D.  Bartolomé  Mayo!  y  Borras,  y  en  so  con- 
secoencia  casamos  y  anulamos  la  sentencia  qne  en  3  de  Octobre  de  1900 
dictó  la  Sala  de  josticia  de  la  Aodiencia  de  Palma  de  Mallorca. 

Asi  por  esta  noestra  sentencia,  qoe  se  poblicará  en  la  Gaceta  é 
insertará  en  la  Colbcción  LBCtaLariVA,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  prononciamos,  mandamos  y  firmamoe.=Joeé  deAlde- 
coa.=Ricardo  Gallón.=José  de  Garnica.= Francisco  Toda.=jBnriqae 
LassÚ8.=Pedro  Lavin.= Vicente  de  Piniés. 

Pabllcación.=Leída  y  pobiicada  foé  la  precedente  sentencia  por  el 
Ezcmo.  8r.  D.  Vicente  de  Piniés,  Magistrado  de  la  Sala  de  lo  civil  del 
Tribonal  Sopremo,  celebrando  audiencia  pública  en  el  día  de  hoy»  ds  qoe 
certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  26  de  Abril  de  1901.=:Kogelio  Gonsáles  Montes. 


Müm.  11<^.-6RACIA  Y  JUSTICIA.-26  de  Abril,  pnb.  el  26  de  Moyo. 

Resolución  db  la  Dirección  general  de  los  Registros,  confir- 
mando la  negativa  del  Registrador  de  la  propiedad  de  Occidente 
de  Barcelona  A  inscribir  una  escritura  ae  compraventa. 
En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece: 

Que  eon  arreglo  á  lo  preceptuado  en  el  art.  12  del  Código  eteil,  ri- 
gen en  Cataluña  las  di$poMieiones  de  este  cuerpo  legal  sobre  la  capa- 
cidad de  los  cónyuges  para  contratar,  y,  por  tanto ^  el  1458  del  mismo: 

Que  al  prohibir  este  articulo  el  contrato  de  cenia  de  bienes  entre 
marido  y  mujer,  exceptúa  el  caso  de  que  éstos  hubieran  pactado  la 
separación  de  bienes  y  el  de  que  se  hubiere  acordado  judidaimenie. 

limo.  Sr.:  En  el  recurso  gubernativo  interpuesto  por  el  Notarlo  Don 
Adrián  Margarit  contra  la  negativa  del  Registrador  de  la  propiedad  ds 
Occidente  de  Barcelona  á  Inscribir  una  escritura  de  compraventa,  pen- 
diente en  este  Centro  en  virtud  de  apelación  del  primero  de  dichos  fon- 
clonarlos: 

Retinltando  que  por  escritura  que  autorlsó  el  referido  Notario  con  fe- 
cha 31  de  Octubre  de  1898,  D.  Antonio  Farree  y  Vifials  vendió  á  so  mo- 
jer  Doña  Lucía  Rodea  y  Verges,  en  precio  de  10.000  pesetas  una  porción 
de  terreno  de  10.686  metros  cuadrados,  situada  en  término  de  Barce- 
lona, parroquia  de  Santa  María  de  Sans,  cerca  la  torre  nombrada  de 
«Bajo  el  rio  cuyos  linderos  y  demás  circunstancias  se  expresan  en  la 
propia  escritura,  declarando  los  otorgantes  qne  la  cantidad  Invertida  eá 
dicha  adquisición  procede  de  los  bienes  parafernales  déla  compradora 
no  aportados  al  matrimonio: 

Resultando  que  presentada  esta  escritura  en  el  Registro  de  la  pro» 
piedad,  consignó  el  Registrador  al  pie  de  la  misma  la  signlente  nota:  cKs 
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admitida  U  inacripcl^n  del  docomento  qae  precede,  porqne  el  contrate 
de  oompraveata  do  está  entre  loa  exceptuados  qne  paeden  otorgar  ma- 
rido 7  majer,  falta  intabeanable»: 

Resaltando  que  el  Notarlo  D.  AdrUn  Margarit  interpuso  recurso  go- 
t>eniat4yo  con  la  solicitud  de  que  se  dejase  sin  efecto  dicha  nota  y  se  de- 
clarase qne  el  documento  en  ella  calificado  se  hallaba  extendido  con  arre- 
glo á  las  formalidades  y  prescripciones  Regales,  alegando  que  en  la  nota 
su  sapone  que  existe  incapacidad  general  en  la  mujer  para  contratar  con 
an  marido,  no  sólo  en  Cataluña,  sino  también  en  Castilla,  lo  cual  no  es 
exacto,  puesto  que  el  art,  1468  del  Código  civil  reconoce  la  posibilidad 
de  que  los  cónyuges  se  yendan  bienes  recíprocamente,  sin  que  esta  fa- 
•cnltad  dispense  á  la  mujer  de  que  su  marido  la  preste  su  venia,  á  tenor 
de  lo  preceptuado  en  el  art.  1886  del  propio  Código,  porque  esta  disposi- 
ción de  orden  público  es  de  carácter  general;  que  en  Catalufiaes  más  fá- 
cil todavía  la  solución  de  este  tema,  porque  la  ley  foral,  el  derecho  ro- 
mano qne  la  suple,  la  doctrina  de  los  autores  y  la  jurisprudeocia  están 
contestea  en  afirmar  la  completa  independencia  y  libertad  de  la  mujer 
casada  para  contratar  sobre  sus  bienes  parafernales,  citando  á  este 
efecto  la  Costumbre  22  del  Canónigo  Pedro  Albert— la  ley  8.*  y  U,  Có- 
digo De  paciis  Co/went.^—ley  6.\  párrafo  quinto,  y  81,  párrafo  tercero 
del  tít.  1.®,  libro  24  del  Digesto,  y  la  opinión  de  varios  tratadistas  de 
Derecho  catalán;  que  esta  independencia  no  debe  pactarse  como  en  Cas- 
tilla para  que  exista,  porque  la  libertad  siempre  se  supone  y  no  se  halla 
limitada  por  el  art.  1892  del  referido  Código,  que  establece  los  ganancia- 
les por  ministerio  de  la  ley,  por  no  hallarse  vigente  este  precepto  en  el 
Principado,  en  el  cual  la  regla  general  y  noi'mal  es,  por  tanto,  la  de  sepa- 
ración de  bienes  de  los  cónyuges;  y  que  el  art.  61  del  Código  civil  no  ha 
alterado  esta  facultad,  como  tampoco  la  alteraron  sus  precedentes  ar- 
tículos 46,  49  y  60  de  la  ley  de  Adatrimonio  civil: 

Resnltando  qne  el  Registrador  de  la  propiedad  manifestó,  en  apoyo 
de  su  calificación,  que  todas  las  raiones  alegadas  por  el  recurrente  las 
tuvo  en  cuenta  el  Tribunal  Supremo  al  declarar  en  repetidos  fallos  la 
nulidad  del  contrato  de  venta  entre  marido  y  mujer,  y  esta  Dirección 
general  en  su  Resolución  de  21  de  Julio  de  1884,  y  que  habiendo  sentada 
ya  jurisprudencia  sobre  el  punto  controvertido,  holgaba  todo  cuanto  pu- 
diera alegarse  en  pro  de  la  misma: 

Resaltando  que  el  Jues  delegado  acordó  no  haber  lugar  al  recurso 
interpuesto,  ni  á  declarar,  por  tanto,  que  la  escritura  á  que  el  mismo  se 
refiere  se  halla  extendida  con  arreglo  á  las  formalidades  y  prescripcio- 
nes legales,  por  considerar:  qne  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  12 
del  Código  civil,  rigen  en  Catalufia.las  disposiciones  de  este  Cuerpo  lar 
gal  sobre  la  capacidad  de  los  cónyuges  para  contratar  durante  el  matri- 
monio, segán  la  doctrina  consignada  en  diferentes  Resoluciones  de  este 
Centro;  y  que  la  negativa  del  Registrador  de  la  propiedad  se  halla  ajus- 
tada al  criterio  sentado  en  dichas  Resoluciones,  y  por  tanto,  no  cabe  ac- 
ceder al  recurso  interpuesto  desde  el  momento  que  el  art.  1468  del  Có- 
<IIgo  civil  dispone  que  el  marido  y  la  mujer  no  pueden  venderse  bienes 
recíprocamente,  sino  cuando  se  hubiese  pactado  la  separación  de  bienes, 
ó  cuando  hubiere  separación  judicial  de  los  mismos: 

Resultando  que  el  Presidente  de  la  Audiencia  confirmó  el  referido 
Atito,  aceptando  sus  fundamentos,  por  considerarlos  justos  y  arreglados 
i  derecho: 

Vistos  los  arts.  12  y  1468  del  Código  civil,  y  las  Resoluciones  de  este 
Centro  de  98  de  Noviembre  y  6  de  Diciembre  de  1898  y  28  de  Octubre  de 
1899: 
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Oonsiderando  que  con  arreglo  á  lo  preeaptaado  en  el  art.  13  del  Có- 
digo civil,  rigen  en  Catalafia  laa  diepoeicionee  de  este  Caerpo  legal  ao- 
bre  la  capacidad  de  loa  cónyngea  para  contratar,  7,  por  tanto,  el  1458  del 
miemo:  . 

Conaiderando  qne  al  prohibir  eate  artículo  el  contrato  de  venta  de  ble-  v 
nea  entre  marido  7  mujer,  exceptúa  el  caso  de  qne  éetos  hubieran  pac- 
tado la  aeparación  de  bienes  7  el  de  que  ae  huÜere  acordado  Judicial- 
mente: 

Considerando  que  no  habiéndoee  acreditado  que  loa  oón7Ugefl  otor- 
gantes de  la  escritura  que  ha  motivado  el  presente  recurso  se  hallan  en 
alguno  de  los  casos  de  excepción  del  repetido  art.  1468,  ha  de  estimarse 
nula  la  venta  hecha  por  D.  Antonio  Farrea  7  Vifials  á  su  mujer  Dofia 
Lucía  Bodes  7  Verges,  según  la  doctrina  consignada  en  las  Resoluciones 
citadas; 

Esta  Dirección  general  ha  acordado  que  no  ha  lugar  á  la  pretensión 
formulada  por  el  Notario  recurrente  para  que  se  declare  extendida  000 
arreglo  á  las  formalidades  legales  ta  escritura  otorgada  ante  el  mismo 
por  ios  nombrados  cón7nges,  confirmándose  la  providencia  apelada. 

Lo  qne,  con  devolución  del  expediente  original,  comunico  á  V.  L  á 
los  efectos  consiguientes.  Dios  guarde  á  V.  L  muchos  afios.  Madrid  H 
de  Abiii  de  190i.=Ei  Director  general,  Bamón  Oepeda.=Sr.  Preaidents 
de  la  Audiencia  de  Barcelona. 


ISHjltxi.  X16.-TRIBUNAL  8UFRE1Í0.-29  dt  Abril,  pab.  •!  20  U  «tys. 

Casación  por  infracción  de  ley.— Pago  de  pese/os.— Sentencia 
declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  la  Socie- 
dad mercantil  Flores  Hermanos  oontra  la  pronunciada  por  la 
Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Albacete,  en  pleito  con  la 
Sociedad  /.  C.  Buhler  y  Aug.  luanjon. 
En  sus  considerandos  se  establece: 

Que  la  doctrina  eonsianada  en  toa  ari$.  118  g  119  del  Código  di 
Comercio,  según  la  cual  I09  contratos  celebrados  por  las  Complañia» 
mercantiles  no  son  válidos  ó  eficaces  cuando  la  constítudán,  pactos 
y  condiciones  de  la  Compañía  no  se  consignen  en  escritura  pública,  9 
cuando  ésta  no  se  inscriba  en  el  Registro  mereantily  no  es  de  apUea- 
ción  al  caso  en  que  el  eonirtUo  ha  sido  voluntariamente  ejecutado, 
y  en  que  la  cuestión  litigiosa  versa  sobre  si  la  parte  demandada  al 
cumplir  las  obligaciones  que  se  impuso,  se  atemperó  á  lo  eonoenido, 
porque  una  cosa  es  que  no  tenga  eticada  el  contrato  en  principio,  9 
otra  que  los  derechos  y  obligaciones  que  nacen  ó  se  derivan  de  m» 
cumplimiento  total  ópardaíy  no  puedan  ser  en  caso  de  duda  ó  cues- 
tión, regulados  por  los  Tribunales,  conjormeá  los  términos  de  la  con- 
vención misma  y  á  las  máximas  supletorias  del  derecho  positivo,  de- 
rechos y  obligaciones  que  de  otra  suerte  quedarían  lesionados  é  m- 
cumpliaos  contra  todo  principio  de  Justicia: 

Que  lo  dispuesto  en  el  art.  24  del  mismo  Código  se  refiere  é  las 
cláusulas  y  condiciones  estipuladas  en  las  escrituras  de  Sociedad, 
que  por  no  haberse  hecho  públicas  por  medio  de  la  inscripción  de  las 
mismas  en  el  Registro  no  deben  perjudicar  á  los  que  conla  Socieiaé 
negocien',  pero  no  se  refiere  á  los  contratos  que  ésta  ó  sus  gestora 
celebren  con  terceras  personas,  tos  cualespoirán  ser  válidos  y  ^fUor 
ees,  no  obstante  la/aUa  de  inscripción. 
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En  la  TiUa  j  oort»  de  Madrid,  á  29  de  Afaril  de  1001,  en  el  Juicio  de- 
clarativo de  mayor  cnantía  seguido  en  ei  Juigedo  de  primera  instancia 
de  Dalmiel  y  en  la  fiala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  territorial  de  Alba- 
oete  por  la  Sociedad  mercantil  /.  C.  Buhler  y  Aug.  Isaanjon  con  la  de- 
igual  claae  Floree  Hermano»,  las  dos  domiciliadas  en  la  primera  de  di- 
chas ciudades,  sobre  pufo  de  pesetas;  pleito  pendiente  ante  Nos,  en  re- 
curso de  casación  por  infracción  de  ley  que  ha  interpuesto  la  parte  de» 
mandada,  dirigida  por  el  Licenciado  D.  Tomás  Femándes  y  representada 
por  el  Procurador  D.  Federico  del  Rio;  habiéndolo  estado  la  demandante 
y  recurrida  por  el  Licenciado  D.  Fedi^ico  Lanaón  y  el  Procurador  Don 
Garloe  da  Santiago: 

Beenltando  que  el  Procurador  D.  Francisco  García  Pinilla,  en  virtud 
de  poder  otorgado  á  su  favor  por  D.  Augusto  Issanjon  y  Bienmier,  por 
si  y  bajo  la  raión  social  /.  C  Buhler  y  Aug.  Issanjon^  presentó  el  U  de 
Octubre  de  1808  en  el  Juagado  de  primera  instancia  de  Daimiel  demanda 
de  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  contra  la  Sociedad  Flores  Her- 
manofl«  con  la  súplica  de  que  se  declarase:  que  la  misma  no  tiene  dere- 
cho á  cobrar  los  litros  de  agua  aíladlda  por  orden  de  los  demandantes  al 
vino  que  para  éstos  y  con  su  dinero  elaboró,  y  debe  deducirse  del  im* 
porte  total  de  las  pipas  en  que  la  mésela  se  consignaba  á  la  parte  actora;^ 
que  tampoco  tiene  derecho  á  cobrar  á  18  pesetas  60  céntimos  hectolitra 
de  vino,  ó  sea  á  raaón  de  06  céntimos,  término  medio,  la  arroba  de  uva 
de  Malagón,  según  la  escala  convenida,  sino  á  18  pesetas  10  céntimos,  ó^ 
sea  á  rasen  de  01  i  céntimos  la  arroba  de  uva,  que  reeultaba  haber  cos- 
tado la  que  adquirieron  en  Malagón;  que  mucho  menos  tiene  derecho  á 
cobrar  la  diferencia  entre  el  precio  de  Malagón  y  de  Daimiel,  ó  sea  á  14 
pesetas  87  céntimos  el  de  Malagón;  y  que  la  Sociedad  Flores  Hermanos 
no  tiene  derecho  A  la  indemnixación  de  perjuicios  de  ninguna  clase,  y  se 
la  condenase  al  pago  de  la  cantidad  de  20.018  pesetas  8  céntimos  á  que 
asciende  la  suma  que  los  demandadoe  deben  devolver  A  los  demandan- 
tes, con  más  los  intereses  que  procediesen,  y  las  costas: 

Besultando  que  la  Sociedad  actora,  sosteniendo  sus  peticiones,  ex- 
puso sustancialmente:  haber  contratado  con  la  demandada  el  negocia 
origen  del  pleito,  sirviendo  de  base  la  carta  que  copiaba,  dirigida  por  la 
primera  A  la  segunda,  de  O  de  Septiembre  de  1807,  relativa  A  la  compra 
de  uva  y  los  precios  A  que  le  pagarían  los  vinos,  teniendo  éstos  su  gra- 
duación natural,  A  cuya  carta  dieron  Flores  Hermanos  su  conformidad 
en  otra  del  día  18  de  los  mismos  mes  y  afio;  tener  recibidas  los  deman- 
dados de  los  demandantes  en  metAlico  y  efectos  07.628  pesetas  44  cénti- 
mos, de  las  que,  descontando  600  pesetas  por  el  precio  de  una  bomba, 
quedaban  líquidas  07.128  y  44  céntimos,  que  confesaban  tener  recibida» 
•n  su  extracto  de  cuentas  de  fecha  12  de  Abril  de  1808,  copiado  en  la 
adjunta  certificación  del  acto  conciliatorio;  y  deberse  deducir  las  canti- 
dades que  detalló  por  los  conceptee  expresados  en  la  súplica: 

Besultando  que  la  parte  demandada  se  opuso  A  la  demanda,  preten- 
diendo se  declaras^:  que  en  concepto  general,  el  demandante  carecía  en 
absoluto  de  toda  acción  y  derecho  para  reclamar  como  lo  bacía;  que  en 
•u  caso,  la  liquidación  presentada  con  fecha  12  de  Abril  de  1808  era  la 
ptocedente,  por  estar  ajustada  en  un  todo  al  contrato  celebrado  entre 
ambas  Sociedades  y  perfeccionado  en  18  de  Septiembre  de  1807;  y,  como 
consecuencia,  no  haoer  lugar  A  la  demanda,  absolviendo  de  la  misma  A 
1*  Sociedad  Flores  Hermanos  con  condena  de  las  costas  A  la  actora;: 
A  cuyo  fin,  entre  oíros  fundamentos,  alegó:  haber  sido  interpuesta  la  de- 
manda, en  nombre  de  la  Sociedad  mercantil  •/.  C.  Buhler  y  Aug,  Inmn^ 
yofi,  por  D.  Augusto  Issanjon  y  Bieaaier,  quien  por  sí  y  bajo  la  raióik 
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•ocial  expresada,  oonfirió  poder  á  ea  Proemador  pan 
Jaldo,  ostentando,  por  eoneignieatey  el  D.  Aagneto  el  eañicter  de  i 
gestor  ó  representante  legal  de  la  Sociedad  ó  O^oipaftía  naercaotU  ni^ 
«tonada,  sin  haber  presentado  más  docomenta  para  Jostlfioar  tal  caree 
j  representación  qoe  la  misma  escrlinra  de  poder,  en  la  qne  no  ■•  4 
presaba  el  titnlo  del  caat  resaltasen,  y  no  aparecía  estar  aatorisada  < 
la  firma  social;  no  constar  en  parte  algnaa  la  existencia  A  InsoripeláB 
en  el  Rt^glstro  correspondiente  de  la  escritora  eocial  de  la  mendonada 
Gompafiía  /.  C.  Bahler  y  Aug.  l99anjotí;  no  haberse  hecho  la  desiiru^ 
eión  preceptuada  en  el  párrafo  segondo  del  art  604  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil;  y  haber  dirigido  en  16  de  Noviembre  de  1S97,  por  medie 
de  Notario,  á  la  Hocledad  demandante  ana  carta,  en  la  coal  protestaban 
los  demandados  de  los  deecaentos  qne  se  lee  imponían,  cnya  carta  faé 
entregada  al  O.  Aagasto  Issanjon,  según  se  consignó  en  el  acta  exten- 
dida al  efecto;  y  citó  los  articnloa  2.^,  párrafo  tercero;  606,  604,  6S6  7 
682  de  la  ley  de  Enjaiciamiento  civil;  1.^,  párrafo  negando;  17,  21»  %í^ 
26,  119,  126  y  146  del  Código  de  Oomercio;  el  6.®  de  la  Instrncclón  para 
la  rsdacción  de  instrnmentos  públicos  de  O  de  Novieml>re  de  1874,  y  las 
sentencias  de  este  Trlbanal  ¿iapremo  de  14  de  Mayo  de  1884  y  26  da 
Eaero  del  88: 

Resaltando  qoe  la  parte  actora  replicó  reprodnciendo  so  súplica  y 
hechos  de  la  demanda,  y  aliadlo:  qne  la  Sociedad  Flores  Hermanos  leafia 
reconocida  la  personalidad  de  D.  Aagasto  Issan}on  como  socio  eolective 
V  gerente  de  la  titolada  /.  C.  BuMer  y  Aug.  ÍÉÉOnjon  en  oontratoa  cele- 
brados con  el  mismo,  ano  en  el  afto  anterior  ignal  al  qne  se  disentía  en 
el  pleito  y  otro  el  originario  de  éste,  y  antes  al  sostener  con  el  propio 
D.  Aagusto,  ostentando  la  repreeentación  expresada,  las  relaciones  mer- 
cantiles qae  habían  dado  ocasión  al  litigio;  qne  sa  procurador  coocnrrió 
al  acto  de  coaciliación  con  el  poder  qne  despoés  había  preeeotado,  bIb 
qae  se  opasiera  la  parte  demandada,  por  lo  cnal  no  hacía  falta  otro  do- 
ca meato  para  justificar  el  carácter  y  representación  del  mismo  Frocoia- 
dor;  que  nadie  pnede  ir  contra  sns  propios  actos,  según  sentencias  de 
este  Trlbanal  Sapremo  de  2  de  Jolio  de  1888,  12  de  Octabre  del  89,  j  II 
de  Marco  del  96;  y  qae  no  había  hecho  designación  del  protocolo  es 
donde  se  encontraban  los  docnmentos  qne  la  parte  contraria  suponía  pre- 
cisos, porque  al  estimar  la  actora  innecesaria  sa  presentación,  también 
consideraba  estéril  la  práctica  de  las  diligencias  correspondlentea  pata 
la  anión  de  aquellos  á  los  antos,  oayos  decamentos  ningún  efecto  lia- 
bían  de  producir  por  no  referirse  á  la  acción  ejercitada,  ni  echaras  dt 
menos  para  jastificar  la  personalidad  ya  reconocida  en  el  acto  de  conel' 
Ilación: 

Resultando  que  en  el  escrito  de  duplica  la  parte  demandada  repre- 
da jo  iguftl  mente  lo  pedido  y  alegado  en  el  de  contestación  á  la  demanda, 
y  afiadió:  que  la  Sociedad  Flores  Hermanos  no  se  constituyó  hssta  Sep- 
tiembre ú  Octubre  de  1897,  por  lo  qne  era  imposible  reconociera  la  pa- 
sonalidad  de  D.  Augusto  Issanjon,  como  socio  colectivo  y  gerente  de  la 
demandante,  en  coatrato  celebrada  en  1896;  que  tampoco  la  había  reoQ- 
nocido  en  el  de  9  de  Septiembre  de  1897,  ni  en  actos  de  conciliación,  poi^ 
^ue  en  ellos  no  puede  impuguarse  la  personalidad  de  nn  litigante;  y  ana 
cuando  tal  reconocimiento  háblese  tenido  lugar  por  medio  de  la  corres- 
pondencia qae  mediara  entre  ambas  Sodedades  no  podía  invocarlo  la 
parte  actora,  puesto  qne  desde  el  término  de  esas  relaciones  hasta  la  in- 
coación del  pleito  había  mediado  tiempo  más  que  snfivslente  para  qoe  la 
Sociedad  demandante  hubiera  revocado  los  poderes  á  sn  gerente: 

Resultando  que  recibidos  los  antos  á  proeba  durante  el  segando  pe- 
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rlodo  de  U  miaina»  presentó  el  Frócnrador  dé  la  Sociedad  demandante 
una  •eorltnra  de  peder,  que  fué  admitida  por  el  Joxgado,  mandando 
unirla  á  loe  aatoe  á  loe  efectos  oonsigoientee,  de  la  cual  aparece  eer  ge- 
BAral  para  pleitos  y  haber  sidi>  otorgada  en  Oaimiel  á  14  de  Septiembre 
de  189A,  á  favor  del  Proonrador  D.  Francisco  García  Finilla  por  I>.  An- 
gneto  Imnjon  y  Rienmier,  qnien  concvrrió  ante  el  Notario  qne  la  auto- 
risa,  en  concepto  de  socio  de  la  regnlar  oolectiya  /.  C.  Buhler  y  Aug. 
ISManJon^  á  cnjo  fia  exhibió  la  primera  copia  de  la  escritura  de  consti* 
taclón  de  aicha  Sociedad,  otorgs!da  ante  el  mismo  Notario  el  28  de  8ep~ 
tiembre  de  189S  por  el  repetido  Issanjon  j  D.  Andrés  8ans,  éste  en  vir- 
tad  de  poder  de  Trangott  Bnhler  y  Otón  Mister  Buhler,  en  virtnd  del 
cual  todos  ios  socios  quedaron  autoriaados  para  usar  la  firma  social  j- 
practicar  judicial  y  eztrajndloialmente  cuantos  actos  se  requiriesen, 
nombrar  Procuradores  y  poner  en  los  Tribunales  las  demandas  proce- 
dentes; escritora  qne,  prerio  el  pago  de  derechos  A  la  Hacienda,  fué  ins- 
crita en  el  Josgado  de  Ciudad  Beal: 

Beeultando  que  practicada  prueba  documental,  de  testigos  y  de  posi- 
ciones, y  dados  al  pleito  los  restantes  trámites  de  dos  inf  tandas,  la  Sa/a 
de  lo  ciTil  de  la  Audiencia  territorial  de  Albacete  dictó  en  27  de  Janio 
de  1900  sentencia  confirmatoria  desestimando  la  excepción  de  falta  de 
personalidad  en  el  demandante  D«  Augusto  Issanjon  y  Kienmier,  formu- 
lada por  la  parte  demandada,  y  declarando:  primero,  que  la  Sociedad 
Floree  Hermanos  no  tiene  derecho  á  cobrar  los  litros  de  agua  que  afiadió 
á  los  yinos  ó  mostos  que  entregó  á  la  demandante;  segundo,  que  tam- 
poco tiene  derecho  á  cobrar  á  18  pesetas  6§  céntimos  el  hectolitro  de 
yino  de  Matsgón,  sino  á  18  pesetas  19  céntimos,  ó  sea  á  rasón  de  0,91  4 
céntimos  de  peseta  la  arroba  de  uva,  que  es  el  precio  medio  del  que  ad- 
quirieron en  dicha  yilla;  tercero,  que  no  tienen  derecho  á  cobrar  la  dife- 
rencia entre  el  precio  de  Malagón  y  Daimlel;  y  coarto^  que  tampoco  lo 
tienen  á  indemnisación  de  perjuicios  de  ninguna  clase;  y  condenando, 
por  tanto,  A  la  repetida  Sociedad  Flores  Hermanos  al  pago  á  J.  G.  Bohler 
y  Ang.  Issanjon  de  8.889  pesetas  80  céntimos,  ralor  dado  al  agua  afia- 
dida  A  los  vinos  de  Dalmiel,  al  de  2;896  pesetas  5  céntimos,  valor  de  la 
aftadlda  A  los  de  Malagón;  al  de  9.880  pesetas  80  céntimos,  de  la  diferen- 
cia de  precio  de  los  vinos  de  uno  y  otro  punto;  ai  de  4.068  pesetas  76 
céntimos,  de  los  perjuicios  que  se  dicen  causados  en  Malagón;  y  al  de 
8.218  pesetas  88  céntimos,  por  los  mismos  en  Dalmiel,  que  A  una  suma 
hacen  16.897  pesetas  98  céntimos,  é  interés  legal  de  esta  cantidad  desde 
la  interposición  de  la  demanda;  sin  hacer  expresa  condena  de  costas  de 
le  primera  instancia  é  imponiendo  las  causadas  por  la  apelación  A  la 
Sociedad  demandada: 

Beeultando  que  D.  Manuel  y  D«  Francisco  Flores  y  Lopes  de  Coca^ 
constituyendo  la  Sociedad  regular  colectiva  Flores  Hermanos,  han  in- 
terpuesto recurso  de  casación,  citando  en  apoyo  los  núms.  S.^  y  7.^  del 
art.  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  como  infringidos: 

Primero.  Los  arts.  118,  119  y  126  del  Código  de  Comercio,  cuyos 
textos  disponen  los  requisitos  legales  alMolutamente  necesarios  para  que 
los  contratos  mercantiles  celebrados  por  las  Compafilas  y  cualesquiera 
personas  sean  vAtldos  y  eficaces,  la  forma  de  hacer  constar  su  constitu- 
ción, pactos  y  condiciones,  y  las  expresiones  de  la  escritura  social,  por 
cuanto  al  declarar  la  sentencia  recurrida  que  la  Sociedad  Flores  Herma- 
nos viene  obligada  A  pagar  A  la  Oompafiia  demandante  la  cantidad  de 
16.897  pesetas  98  céntimos,  reconociendo  de  este  modo  efectos  jurídicos 
al  contrato  verificado  entre  ambas  Soledades,  no  ha  hecho  declaración 
previa  de  estar  constituida  la  actóra  en  la  forma  legal  suficiente  y  bas- 
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tonte  iMirft  qae  ras  oontratoB  oob  U  demABdad*  «mu  TálidM  jr  efie 
«xtremo  que  f  né  objeto  de  excepción  eepeeial  en  el  pleito: 

Segando.  En  el  mismo  concepto  expresado,  loe  «rts.  17  y  lé  d^  pro- 
pio Código  de  Comercio,  referentes  á  Is  Insorlpoióa  oblftgstoris  en  el  Re- 
gistro de  les  SocisdAdes  mereeniiles,  sin  cayo  reqaieito  sólo  enitiráB 
efecto  entre  los  socios,  pero  no  podrán  perjudicar  á  tercera  persoaa, 
qnien  sin  embargo,  podrá  ntilisarlfts  en  lo  favorable,  cnyo  requisito  de 
inscripción  no  declara  la  sentencia  qne  haya  tenido  Ingar,  dejando  de 
resolver  sobre  tan  esencial  pretensión,  de  la  qne  depende  se  estime  ó  se 
^lesconoBca  legalmente  el  contrato  celebrado  entre  ambas  Sociedades: 

Tercero.  El  art.  1214  del  Código  civil,  el  cnai  declara  qne  la-  pniefat 
incambe  á  qnien  reclama  el  cumplimiento  de  las  obligacionea,  puesto 
•qne  no  habiéndose  declarado  en  la  sentencia  la  oonstitnción  legal  de  U 
Sociedad  /.  C.  Buhler  y  Aug.  Iswan/on,  y  por  consiguiente,  la  validn 
y  eficacia  de  sos  actos  y  contratos  con  la  denominada  Flores  Hermanos, 
no  dándose  por  probada  la  existencia  social  de  aquélla,  se  reeonocsB, 
sin  embargo,  derechos  qne  únicamente  serían  exigibles  como  predst 
eonsecnencia  de  haberse  probado,  ó  por  lo  menos  de  declararse  estu* 
lo,  qne  la  Sociedad  demandante  se  halla  constituida  con  arreglo  á  la  ley: 

Coarto.  Los  arts.  607,  párrafo  2.®,  y  M2  de  la  ley  de  Enjaioiamiento 
civil,  en  el  caso  de  admitirse  por  deducción  de  los  términos  de  la  sen- 
tencia recurrida  que  la  misma  declara  probada  la  existencia  legal  de  la 
Oompafiia  J.  C.  Buhler  y  Aug.  hsoñjon,  en  virtad  del  poder  que  pre- 
sentó en  el  segundo  período  de  prueba,  en  el  cual  se  refiere  la  formaeién 
de  la  propia  Sociedad;  pues  el  primero  de  tales  artículos  exige,  para  ser 
eficaces  los  documentos  traídos  á  los  autos  desppés  de  los  escritos  de 
demanda  y  contestación  que  se  libren  en  virtud  de  mandamiento  oom- 
pulsorio  expedido  al  efecto,  previa  citación  de  la  parte  á  quien  hayas 
úe  perjadlcar,  y  el  segundo  que  los  Jueces  proveerán  á  los  eecritos  es 
que  se  proponga  prueba  conforme  se  vayan  presentando;  y  no  habiéa- 
doee  propaeeto  la  presentación  de  tal  documento  en  el  primer  período 
de  aquélla,  ni  venido  al  pleito  como  la  ley  dispone,  no  puede  ndmitine 
como  extremo  de  la  misma,  ni  tenerse  por  eficas  en  el  Juicio;  inearriendo 
la  Sala  sentenciadora  en  error,  de  derecho,  en  relación  con  los  artícnloi 
citados,  respecto  de  la  eficacia  y  estimación  de  la  prueba  qne  es  naa 
eneetión  de  fondo  del  pleito;  y 

Qainto.  La  doctrins  legal  establecida  por  la  Jurisprudencia  de  eete 
Tribunal  Supremo,  entre  otras,  sn  las  sentencias  de  S  de  Junio  de  1897 
y  18  de  Octnbre  de  1804,  las  cuales  declaran  que  presentado  en  autos  na 
documento  fuera  del  término  que  para  los  de  su  clase  marca  el  art  Mi 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  no  puede  tomarse  en  cuenta  en  loi 
fundamentos  legales  del  fallo,  y  qne  dándose  valor  en  la  sentencia  á  na 
<loca  mentó  presentado  fuera  del  tiempo  que  dispono  la  ley  se  infringes 
los  arts.  604,  606  y  619  de  la  citada  de  Enjuiciamiento  civil,  como  fos- 
dándose  el  fallo  en  la  virtualidad  del  documento  que  por  las  irregoltfi-  { 
dades  de  su  presentación  no  pudo  ser  estimado,  y  omitiendo  el  examen  { 
de  las  demás  prnebas  del  pleito,  infringe  el  art.  669  de  la  repetida  ley  de 
Enjniciamiento,  en  el  concepto  de  qne  habiéndose  presentado  por  la  So- 
ciedad demandante  en  el  segundo  período  de  prueba  el  poder  en  el  casi 
se  refiere  la  oonstitnción  de  la  Compafiia,  lo  que,  como'  fundamento  de 
su  derecho,  debió  hacer  antes,  y  prescindiendo  de  si  debió  ser  ó  no  ad- 
mitido, su  admisión,  tal  como  tuvo  Ingar,  no  puede  llevar  como  conse- 
cuencia, en  cuestión  de  fondo,  una  eficacia  que  la  ley  niega,  existiendo 
error  de  derecho  al  considerarlo  de  otro  modo. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Pedro  Lavín: 
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Ckinslderando  que  U  doctrina  etUblecidft  en  los  arte.  118  y  119  del 
Código  de  Oomerclo,  eegún  la  cual  loe  contratoa  celebrados  por  ]as  Com- 
IMifiías  mercantiles  no  son  válidos  ó  eftoacee  cnando  la  eonstitnción,  pao^ 
tos  y  condiciones  de  la  Compafiia  no  se  consignen  en  escritura  pública 
7  cuando  ésta  no  se  inscriba  en  el  Registro  mercantil,  no  es  de  aplica* 
ción  á  casos  como  el  aetnal  en  qne  el  contrato  ba  sido  Tolontarlamente 
ejecDtadOy  y  en  que  la  cuestión  litigiosa  versa  sobre  si  la  parte  deman- 
dada, al  cumplir  las  obligaciones  que  se  impuso,  se  atemperó  á  lo  con- 
venido, porque  una  cosa  es  que  no  tenga  eficacia  el  contrato  en  princi- 
pio, y  otra  que  los  derecbos  y  obligaciones  que  nacen  ó  se  derivan  de  su 
eompllmiento  total  ó  parcial  no  puedan  ser  en  caso  de  duda  ó  cuestión 
regulados  por  los  Tribunales  con  arreglo  á  los  términos  de  la  conven- 
eión  misma  y  á  las  máximas  supletorias  del  derecho  positivo,  derechos 
y  obligaciones  que  de  otra  suerte  quedarían  lesionados  é  incumplidos 
eontra  todo  principio  de  justicia: 

Gonsiderando  que  lo  dispuesto  en  el  art.  S4  del  mismo  Oódigo  se  re- 
fiere á  las  cláusulas  y  condiciones  estipuladas  en  las  escrituras  de  Socie- 
dad, qne  por  no  haberse  hecho  públicas  por  medio  de  la  inscripción  de 
las  mismas  en  el  Registro  no  deben  perjudicar  á  los  qne  con  la  Socie- 
dad negocien;  pero  no  se  refiere  á  los  contratos  que  ésta  ó  sus  gestores 
oelebren  con  terceras  personas,  los  cuales  podrán  ser  válidos  y  eficaces 
no  obstante  la  falta  de  inscripción: 

Gonsiderando  que  la  Sala  de  Albacete,  después  de  desestimar  la  ex- 
eepción  de  falta  de  personalidad  en  el  actor,  propuesta  como  perentoria 
por  la  parte  demandada,  establece  en  el  considerando  tercero  de  la  sen- 
tencia recurrida  que  los  artículos  mencionados  del  Código  de  Comercio 
son  inaplicables  al  presente  Juicio,  y  siendo  esto  así,  aunque  en  ella  no 
se  declara  en  términos  expresos  y  concretos  que  la  Sociedad  /.  C.  Buh- 
¡er  y  Áug.  Issanfon  se  constituyera  legalmente  y  que  la  escritura  so- 
eial  se  hubiera  inscrito  en  el  Registro,  es  evidente  que  la  cuestión  de 
fondo  relativa  á  la  valides  del  contrato  ha  quedado  resuelta,  y  qne  por 
lo  tanto,  la  casación  no  puede  prosperar  por  los  tres  primeros  motivos 
del  recorso: 

Considerando  que  aun  en  el  supuesto  de  que  se  hubieran  cometido 
las  infraooion^  de  ley  y  doctrina  alegadas  en  los  motivos  cuarto  y  quinto 
del  recurso,  éste  sería  improcedente,  porque  coa  arreglo  á  lo  expuesto 
esi  los  dos  primeros  fundamentos  de  esta  sentencia,  el  fallo  quedaría 
sttbsistente  en  la  parte  en  que  ha  sido  objeto  de  impugnación; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  al  re- 
oarso  de  easfción  interpuesto  por  la  Sociedad  mercantil  Flores  Herma- 
nos, á  la  que  condenamos  al  pago  de  las  costas  y  á  la  pérdida  del  depó» 
alto  constituido,  al  cual  se  dará  la  aplicación  que  dispone  la  ley;  y  de- 
vuélvase á  la  Audiencia  de  Albacete  con  la  oportuna  certificación  61 
Apuntamiento  de  los  autos. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
•ertará  en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  flrmamos.=José  de  Aldecoa. 
=Rlcardo  Gullón.=José  de  Gamica.=Enrlque  LaBBÚs.=Joaquín  Gon- 
sálea  de  la  Pefia.=Pedro  Lavín.=Vicente  de  Piniés. 

Pnblicación.sJieída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Pedro  Lavín,  Migistrado  del  Tribunal  Supremo,  cele- 
brando audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  que  cer- 
tifico como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  29  de  Abril  de  1901.=Licenciado  Hilario  María  Gonsáles  y 
Torres. 
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Núm.  116.-TRIBUNAL  SUPREMO.-SO  da  Abril,  prt.  tíTÚUWsf^ 

Casación  por  qubbrantamtento  de  forma.— Z>e«aAiceio.—Sentea- 
cia  declarando  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  D.  Pedro 
Mestre  contra  la  pronunciada  por  el  Juzgado  de  primera  ins- 
tancia de  Vendrell,  en  juicio  con  Doña  Dolores  Dalmau. 
En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece: 

Que  si  bien  determina  la  competencia  de  lo9  Jueces  municipalem 
para  conocer  de  las  demandas  de  desahucio  el  fundamento  de  la 
/alia  de  pago  del  precio  convenido^  al  tenor  de  lo  prescrito  en  el  nil- 
mero  3.^  del  art.  ío62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  no  basta 
para  ello  que  el  ador  la  califique  así,  si  en  la  realidad  resulta  ser^ 
alegada  una  causa  distinta,  pues  en  tal  caso,  no  siendo  ninguna  de 
las  otras  á  que  se  reñere  el  expresado  articulo,  es  el  1563  el  aplica- 
ble,  que  atribuye  á  los  Jueces  de  primera  instancia  el  conocimiento 
de  tales  demandas. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  80  de  Abril  de  1001,  en  el  jnicio  de 
deeabucio  seguido  en  los  Juzgados  manicipal  de  Bafieras  y  de  prlmerm. 
instancia  de  Vendrell  por  Dofia  Dolores  de  Dalmao  y  Morgadee  del  Gran, 
asistida  de  su  marido  D.  Benito  Fortuny  y  Soler,  comerciante,  Tecinode 
Villa  franca  del  Panadés,  contra  D.  Pedro  Mestre  y  Totneans,  labrador, 
Tecino  de  Lloren s,  pendiente  ante  Nos,  en  recurso  de  casación  por  que- 
brantamiento de  forma,  interpuesto  por  el  D.  Pedro  Mestre,  á  quien 
representa  el  Procurador  D.  José  María  Villa  y  Roa  y  defiende  el  Lioen* 
oenciado  D.  Tomás  Cnriel  y  Arias;  no  habiéndose  personado  la  parte- 
recurrida  en  este  Tribunal  Supremo,  en  el  qne  se  ba  oído  al  Ministerio 
fiscal: 

Resultando  qne  Dofia  Dolores  de  Da  Imán  y  Morgades  del  Gran  y  en 
marido  D.  Benito  Fortuny  y  Soler,  con  fecha  11  de  Abril  del  afio  pró- 
ximo pasado  1000,  formularon,  ante  el  Juzgado  municipal  de  Bafieras» 
demanda  contra  D.  Pedro  Mestre  Totusans,  con  la  súplica  de  qne  se  de- 
clarase baber  lugar  al  desahucio  y  se  le  lanzase  de  una  pieza  de  tierra. 
situada  en  aquel  término  municipal,  partido  del  Prat,  denominada  Camp 
del  Prat,  de  ocho  jornales  aproximadamente  de  cabida,  qne  era  parte  de 
la  heredad  Casa  Niu  de  Lloréns,  con  los  iinderoe  que  en  dicha  demanda 
se  expresaban;  para  lo  que  alegó  ser  propiedad  aquella  finca  de  la  Dofia 
Dolort^s  Dalmau,  como  sucesora  de  D.  Ramón  Morgadee  del  Gran,  qne 
la  había  cedido  para  su  cultivo  á  rabassa  morta  á  D.  Pedro  Mestre  y 
Figneras,  padre  y  cansante  del  demandado  D.  Pedro  Mestre  y  Totnsane, 
mediante  ciertas  prestaciones  de  frutos  y  el  pago  de  dos  pollos  el  día  de 
San  Juan  de  cada  afio,  y  como  éstos  no  se  habían  satisfecho,  á  partir, 
cuando  menos,  del  año  1891,  se  hallaba  en  descubierto  el  pago  del  preci» 
del  contrato,  y  existía,  por  tanto,  cansa  bastante  para  el  desahucio,  se- 
gún el  núm.  8.^  del  art.  1662  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  cítü: 

Resultando  que  admitida  la  demanda  en  providencia  de  19  de  Abril 
de  dicho  afio  1900,  y  convocadas  las  partes  á  juicio  verbal  para  el  día  27 
de  aquel  mes,  en  el  acto  de  la  comparecencia  el  actor  reprodujo  su  de- 
manda, sosteniendo  que  D.  Pedro  Mestre  Figueras  había  cedido  el  cul- 
tivo de  la  pieza  de  tierra  de  que  se  trata  á  en  hijo  D.  Pedro  Mestre  y  T6- 
tusans;  y  concedida  á  éste  la  palabra,  alegó  en  primer  término  existir  la. 
excepción  de  incompetencia  de  jurisdicción,  pues  en  el  supuesto  inadmi- 
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0ible  de  que  el  demandado  tuviera  el  deber  de  entregar  dos  pollos  el  día 
de  Ban  Jnan,  la  falta  de  tal  requisito  no  podía  dar  logar  al  desahucio 
por  la  indicada  razón  de  incompetencia  del  Juzgado,  debiendo,  por  otra 
parte,  entenderse  en  los  arrendamientos  y  contratos  á  raba^na  moría 
que  el  precio  puede  ser  única  y  exclUBivamente  en  metálico,  ó  en  frutos 
de  la  misma  tierra,  sin  que  sea  dable  considerar  como  tales  otros  distin- 
tos á  loe  por  aquélla  producidos,  no  habiéndosele  ocurrido  á  nadie  com- 
prender ba]o  \9t  palabra  precio,  prestaciones  análogas  á  la  mencionada 
en  la  demanda,  que  no  tiene  más  objeto  que  reconocer  el  sefiorio  ó  do- 
minio del  eetabiliente,  y  por  tanto,  mientras  el  desahucio  no  se  funde 
en  la  falta  de  pago  del  precio  conyenido  ó  de  la  entrega  de  frutos  que  en 
el  contrato  de  rabas$a  morta  se  estiman  como  precio,  según  el  Real 
decreto  de  8  de  Junio  de  1818,  no  puede  entender  del  mismo  el  Juzgado 
municipal,  ni  ser  comprendido,  en  consecuencia,  en  el  párrafo  8.^  del 
art.  1662  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil;  no  ser  cierta,  en  lo  referente 
al  fondo  de  la  demanda  la  obligación  de  entregar  loe  pollos,  debiendo 
advertir  que  el  actor,  después  de  intentar  otro  desahucio  con  el  padre 
del  demandado,  había  promovido  el  de  que  ahora  se  trata,  improcedente 
á  todas  luces,  ya  que  fundándose  la  demanda  en  el  caso  8.^  del  art.  1662 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  era  indispensable  para  qpe  prosperase 
se  hubiese  presentado  el  contrato  en  que  se  fundaba,  según  lo  consig- 
nado en  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  81  de  Diciembre  de 
1891  y  6  de  Mayo  del  88,  lo  cual  no  se  había  hecho;  y  haberse  dejado  de 
satisfacer  la  prestación  reclamada  durante  más  de  treinta  a^ios,  de  donde 
nacía  la  excepción  de  prescripción;  por  todo  lo  cual  pidió  se  declarase  el 
Juzgado  incompetente  para  conocer  del  juicio,  por  no'ser  de  los  desahu- 
cios taxativamente  determinados  en  el  art.  1662  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  ó  bien  que  admitiera  alguna  de  las  excepciones  alegadas, 
declarando  no  haber  lugar  al  desahucio  é  imponiendo  las  costas  á  la 
parte  actora: 

Resultando  que  al  replicar  ésta,  sostuvo:  que  respecto  á  la  excepción 
de  incompetencia  de  jurisdicción  era  precio  en  un  contrato  toda  utili- 
dad percibida  por  alguno  de  los  contratantes,  siéndolo  en  el  de' que  aquí 
se  trata  las  prestaciones  de  frutos  y  entrega  de  pollos,  y  al  no  entregarse 
los  últimos  existía  falta  de  pago  parcial  del  precio,  y  por  ello  se  fundó 
el  desahucio  en  el  núm.  8.^  del  art.  1662  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil; que  no  podía  prosperar  la  excepción  de  prescripción  en  cuanto  ei 
demandado  entró  en  el  cultivo  de  la  finca  el  10  de  Junio  del  98,  sin  que 
por  lo  tanto,  pueda  afirmar  que  no  ha  satisfecho  la  prestación  durante 
treinta  afios,  y  que  la  no  presentación  del  documento  en  que  constaba 
el  contrato  obedecía,  según  se  había  indicado  en  el  juicio  de  desahucio 
seguido  contra  el  padre  del  ahora  demandado,  á  que  ignoraba  el  deman- 
dante su  existencia  hasta  que  allí  fué  presentado  por  el  mencionado  pa- 
dre del  D.  Pedro  Mestre  Totnsans,  que  hizo  se  desglosara  y  le  fuese  de- 
vuelto, si  bien  se  reservaba  pedir  se  trajera  á  los  autos: 

Resultando  que  recibido  el  juicio  á  prueba,  para  cuya  práctica  se  se- 
fialó  el  4  de  Mayo,  se  llevó  á  efecto  la  de  confesión  en  juicio  y  documen- 
tal que  las  partes  propusieron,  uniéndose  á  los  autos  testimonio  de  un 
documento,  redactado  en  catalán,  con  su  traducción  al  castellano,  en  el 
que  fe  expresa  textualmente:  fPactos  hechos  á  Pedro  Mestre  por  la  pieza 
de  tierra  á  rabassa  morta  que  se  plantará  á  lifios,  nombrada  £1  Prat, 
en  mi  heredad  de  Llorens:  Primero.  El  referido  Pedro  Mestre  deberá 
cultivar  la  tierra  á  uso  y  costumbre  de  buen  labrador.=8egundo.  Pa- 
gará las  partes  de  la  vendimia  á  medias,  con  obligación  de  llevarlas  al 
lagar  de  casa  I^in,  avisando  antes  al  masoveto.^^Tercero.  £1  grano  lo 
TOMO  91  41 
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IMgará  do  flete,  do*  par»  el  dnefio,  7  el  íaera  hayado,  á  la  sexta  parto» 
pero  el  no  ee  grano  de  arieta,  eerá  libre  de  partes,  j  si  sembrara  patataa, 
dejo  á  su  voluntad  entregarme  las  qne  qaiera.==Cnarto.  £1  aceite  á  1* 
quinta  parte,  esto  es,  tres  para  el  rabasten  7  dos  para  el  dQefio.=Qiüii- 
to.  Pagará  de  censos  un  par  de  pollos  todos  los  aflos  por  San  Joan,  en»* 
pesando  en,  ignal  día  del  afio  1864.=8exto.  Los  sarmientos  7  la  paja  de- 
berán consamirse  en  la  finca.=8óptimo.  Las  hierbas  7  pámpanos  quedan 
para  el  duefio,  pndlendo  darlas  aljganado  que  quiera,  no  ocasionando 
dafio,  qne  en  caso  de  causarlo,  el  ralMUsen  podrá  hacerlo  valorar  por 
persona  práctica  en  unión  de  la  que  designe  el  duefio  del  ganado,  co- 
brando  la  indemnisaclón  acordada  por  los  práctlcos.=l.®  de  EÍsero 
de  186S>;  7  el  día  11  del  indicado  mes  de  Bia70  reca7Ó  providencia  orde- 
nando se  uniera  á  la  prueba  practicada  un  exhorto  que,  como  extremo 
de  ella,  se  había  librado  á  Villaíranca  del  Panadee  7  se  citara  á  las  partes 
para  la  continuación  del  juicio,  á  comparecencia  que  por  no  poder  efec- 
tuarse el  día  inmediato  como  previene  el  art.  1680  de  la  le7  de  Enjuicia- 
miento civil,  á  causa  de  no  tener  su  residencia  en  aquel  pueblo,  se  sefia- 
laba  el  16  del  mismo  mes;  7  habiéndose  efectuado  el  indicado  día,  ein 
que  se  alegara  en  ella  nada  nuevo,  el  Juagado  municipal,  el  19  siguiente, 
dictó  sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  desahucio: 

Besultando  que  apelado  dicho  fallo  por  la  parte  actora  7  personadas 
ambas  en  el  Juagado  de  primera  instancia  de  Vendrell,  dictó  éste,  des- 
pués de  sustanciarse  la  aliada,  sentencia  el  19  de  Junio  del  año  último, 
por  la  que,  revocando  la  apelada,  se  declara  haber  lugar  al  desahucio  j 
se  condena  á  D.  Pedro  Mestre  Totusans  á  desalojar  en  el  acto  la  finca, 
apercibiéndole  delansamiento  7  al  pago  de  las  costas  de  primera  ins- 
tancia, sin  hacer  expresa  imposición  de  las  de  la  segunda: 

Resultando  que  D.  Pedro  Mestre  7  Totusans  ha  interpuesto  recurso 
de  casación  por  quebrantamiento  de  forma,  como  comprendido  en  el  nú- 
mero 6.®  del  art.  1698  de  la  le7  de  Enjuiciamiento  civil,  por  loe  siguien- 
tes motivos: 

Primero.  Porque  fundándose  la  demanda  en  el  caso  8.^  del  art.  166t 
de  la  107  de  Enjuiciamiento,  7  habiendo  sostenido  el  demandado  que 
sólo  podría  darse  lugar  al  desahucio  en  el  caso  actual  si  se  hubiese  fun- 
dado en  el  segundo  del  1668,  pues  la  prestación  de  dos  pollos  en  pago  de 
censos  no  puede  estimarse  precio  de  la  concesión,  doctrina  consignada 
en  el  Derecho  romano  al  declarar  el  Digesto  Fr.  6,  párrafo  segundo,  7 
Fr.  22  De  preéeriptiB  verbis  19-6  que  sólo  constitu7e  precio  en  el  con- 
trato de  arrendamiento— al  que  ha  equiparado  este  Tribunal  Supremo  el 
de  raba8$a  marta — el  dinero  estipulado,  ó  la  cantidad  de  frutos  qfke  debe 
entregarse  al  concesionario,  se  deduce  que  el  Juagado  municipal  de  Ba- 
fieras  era  incompetente  para  conocer  del  actual  desahucio,  7a  qus  no  se 
fundaba  en  la  falta  de  pago  del  precio: 

Segundo.  Porque  se  hji  infringido  el  art.  604  de  la  indicada  le7  que 
prescribe  que  á  toda  desbanda  deberán  acompafiarse,  ó  designarse,  loa 
documentos  en  que  el  actor  funde  su  derecho,  en  relación  con  el  art.  606, 
puesto  que  la  parte  actora  no  los  acompafió,  ni  designó  siquiera,  sin  qne 
pueda  decirse  que  á  los  juicios  de  desahucio  no  es  aplicable  dicho  pre- 
cepto, que  se  halla  confirmado  en  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo 
de  8  de  Noviembre  del  81 ;  7 

Tercero.  Porque  igualmente  se  han  infringido  los  artículos  1671  de 
la  repetidamente  citada  le7,  por  cuanto  las  papeletas  para  el  juicio  de 
desahucio  fueron  presentadas  en  el  Juagado  antes  de  la  providencia  del 
19  de  Abril  iel  enunciado  afio  de  1900  7  la  comparecencia  tuvo  lugar  el 
día  27  de  aquel  mes,  que  fué  el  sefialado,  de  manera  que  entre  uno  7  otro 
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acto  median  siete  días  hábilee,  plaso  enperlor  al  fijado  en  dieho  articiilo, 
j  sancionado  también  por  la  ya  menolonada  sentencia  de  8  de  NoTiem- 
bre  del  81;  y  además  las- alegaciones  se  efectuaron  en  16  de  Mayo,  siendo 
aoí  qae  el  período  concedido  para  practicar  toda  la  prueba  babia  expirada 
el  4  del  mismo  mes,  y  de  consigniente,  á  tenor  del  art.  1668«  que  deelara 
Improrrogables  dicbos  términoj,  se  han  infringido  loe  invocados  ar- 
tlcolos. 

Visto,  siendo  Ponente  ellfagistrado  D.  Enrique  Lassús: 
Considerando  que  si  bien  determina  la  competencia  de  los  Jneees 
municipales  para  conocer  de  las  demandas  de  desahucio  el  fundamento 
de  la  falta  de  pago  del  precio  convenido,  al  tenor  de  lo  prescrito  en  el 
núm.  9.^  del  art.  1662  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  no  basta  pam 
ello  que  el  actor  la  califique  así  si  en  la  realidad  resulta  ser  alegada  una 
cansa  distinta,  pues  en  tal  caso,  no  siendo  ninguna  de  las  otras  á  que  se 
refiere  el  expresado  artículo,  es  el  1668  el  aplicable,  que  atribuye  á  los 
Jneees  de  primera  instancia  el  conocimiento  de  tales  demandas: 

Considerando  que  dada  la  naturaleza  del  presente  recurso  sólo  puede 
resolver  el  Tribunal  si  existe  ó  no  la  incompetencia  de  jurisdicción  atri- 
buida por  el  recurrente  al  Juez  municipal  para  conocer  de  la  demanda 
formulada  por  D.  Benito  Fortuny  y  Soler  como  marido  de  Dofia  Dolores 
de  Dalmau  y  Bforgades,  partiendo  de  la  base  ó  supuesto  de  la  proceden- 
cia de  dicha  demanda;  y  como  quiera  que  si  bien  se  invoiba  por  el  actor 
la  falta  de  pago  sólo  se  hace  consistir  esta  falta  en  haberse  dejado  de  en- 
tregar al  demandante  dos  pollos  que  anualmente  debía  dar  el  llevador 
de  la  finca  al  cedente,  aparte  él  importe  de  las  rentas  sefialadas  en  cláu- 
sulas distintas  que  al  parecer  son  puntualmente  pagadas,  es  visto  que 
semejante  prestación  no  se  consignó  como  parte  de  precio,  sino  á  ma- 
nera de  reconocimiento  del  sefiorío,  del  duefio  ó  establliente,  y  que  no 
afectando,  por  lo  tanto,  el  cumplimiento  de  este  pacto  al  precio,  de  lo 
que  se  trata  realmente  es  de  una  causa  distinta  de  las  enumeradas  en  el 
art.  1662,  que  excluye  la  competencia  del  Jues  municipal  de  Bafieras 
para  conocer  del  juicio: 

Considerando  que  se  ha  cometido,  consiguientemente,  la  infracción 
de  forma  alegada  en  el  primer  motivo  del  recurso,  por  lo  que  procede  la 
casación  de  la  sentencia  recurrida  por  dicho  motivo,  y  no  por  ninguno 
de  los  otros  dos  alegados  referentes  á  supuestos  vicios  procesales  que  no 
afectan  á  la  jurisdicción,  ni  son  de  los  comprendidos  en  el  art.  1698  de  la 
expresada  ley  de  Enjuiciamiento; 

Fallamos  que  debemos  y  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por  D.  Pe- 
dro Mestre  y  Totusans  por  el  motivo  de  incompetencia  del  Jues  muni- 
cipal de  Bafieras  para  conocer  del  juicio  de  desahucio  de  que  se  trata; 
alegado  como  uno  de  los  fundamentos  de  dicho  recurso;  en  su  conse- 
cuencia, casamos  y  anulamos  la  sentencia  dictada  en  estos  autos  por  el 
Juagado  de  primera  instancia  de  Vendrell  en  19  de  Junio  del  afio  pró- 
ximo pasado;  declaramos  igualmente  nulo  todo  lo  actuado  en  los  pro- 
pios autos,  los  que,  con  la  oportuna  certificación,  se  devuelvan  al  refe- 
rido Juzgado  de  primera  instancia  á  los  efectos  procedentes  en  derecho; 
y.  no  hacemos  imposición  de  costas. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
sertará en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=José  de  Aldeooa. 
=Blcardo  Gullón.=José  de  GarnÍca.=Enrique  Lassús .=Joaquín  Gon- 
zález de  la  Pefia.=Pedro  Lavín.==Vicente  de  Piules. 

Publicación. = Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
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BzoDO.  8r.  D.  Enrique  LaMÚs,  Magiatrado  del  Tribanal  Supremo,  oele» 
brando  audienola  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy»  de  que  oer- 
tifloo  eomo  Relator  Secretario  de  la  mienia. 

Madrid  SO  de  Abril  de  1901.=Lioettciado  HiUrio  María  Gonaáleí  j 
Torres. 


Küm.  117.-6RACIA  Y  JUSTICIA.-I.''  da  Hayo,  pOt.  ol  30. 

Resolución  de  la  Dirección  general  de  los  Registros,  revo- 
cando la  negativa  del  Registrador  de  la  propiedad  de  Nales  á 
anotar  preventivamente  una  demanda. 
En  sos  coNsmBRANDOs  se  establece: 

Que  eonjorme  á  lo  prevenido  en  el  núm.  1.^  del  art.  42  de  la  le^ 
Hipoteearia,  pueden  pedir  anotaeión  de  eu»  reepeetiooe  dereehoe  loe 
que  demandaren  enjuieto  la  propiedad  de  Ineneeinmueblee,  ó  la  com- 
iiiueión,  deelaradón,  modifleaeión  ó  extinción  de  cualquier  derecho 
real: 

Que  en  tal  caeo  ce  encuentra  la  demanda  en  que  se  eolidta  la  nu- 
lidad de  un  teetamento  y  la  declaración  de  heredero  abinteetaio  del 
testador  enjaoor  del  demandante,  y  coneiguientemerCte  la  de  que  á 
éste  pertenecen  en  plena  propiedad  y  dominio  todos  los  bienes  y  dere- 
chos que  constituyen  el  caiuUU  hereditario: 

Que  concurriendo^  por  tanto^  la  circunstancia  que  la  ley  exige 
para  la  tuiotación  preventiva  de  dicho  documento^  habiéndose  éAe 
acordado  por  providencia  judicial  jf  expedido  para  ello  el  oporiwo 
mandamiento^  procede  llevarla  á  eficto^  conforme  á  lo  prevenido  en 
el  ari.  63  del  reglamento  hipotecario. 

Umo.  8r.:  En  el  recarao  gabemativo  interpaeeto  por  Dofia  Mari* 
Roaa  Valentín  y  Marti  contra  la  negativa  del  Regiatrador  de  la  propie- 
dad de  Nalea  á  anotar  preventivamente  ana  demanda,  pendiente  en  este 
Centro  en  virtod  de  apelación  de  dicho  ínncionario: 

Resaltando  qne  Dofia  María  Rosa  Valentín  promovió  en  el  Jaigado 
de  primera  instancia  de  Castellón  jálelo  declarativo  de  mayor  cuantié 
contra  D.  Vicente  Alba  Zarsoso  y  otros,  solicitando  se  declarase  la  nu- 
lidad del  testamento  otorgado  por  D.  José  María  Sana  Marti  ante  el  No- 
tario de  Villarreal  D.  Godofredo  Jimeno  en  24  de  Marso  de  1900,  qne  de- 
bían snceder  como  herederos  abintestato  de  dicho  cansante  la  compeie- 
ciente  y  demás  hermanas  del  mismo,  qne  en  consecnencia,  pertenecían  á 
éstas  en  plena  propiedad  y  dominio  todos  los  bienes  qne  constitoían  el 
caodal  hereditario,  y  por  último,  qne  procedía  la  nnlidad  de  todos  ios 
actos  y  contratos  qne  se  habieren  realiaado  en  virtad  ó  rasón  del  xeíe- 
rido  testamento: 

Resaltando  qne  la  demandante  solicitó  se  decretase  la  anotación  pie- 
ventiva  de  dicha  demanda,  y  acordado  asi  por  el  Juagado,  se  remitió  el 
oorrespondiente  mandamiento  al  Regiatrador  de  la  propiedad  de  Nnleí, 
el  caal  denegó  la  anotación  preventiva  ordenada  en  dicho  mandamiento 
«porqne  traténdose  de  ana  demanda  sobre  nulidad  de  teatamentp  soestá 
comprendida  eñ  el  caso  1.®  del  art.  42  de  la  ley  Hipoteeariai: 

Resaltando  que  Dofia  María  Rosa  Valentín  entabló  contra  esta  negí* 
tiga  el  oportano  recorso  gabemativo  ante  el  Presidente  de  la  Aodiencit 
de  Valencia  para  qne  se  dejase  sin  efecto  la  nota  del  Registrador  j  n 
cumplimentase  el  expresado  mandamiento  en  el  sentido  de  anotar  le 
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repetida  demanda  con  todos  sai  efectos  legales,  alegando  al  electo:  qae 
«1  fiefiristrador  sólo  podía  calificar  las  formalidades  extrínsecas  de  dicho 
mandamiento,  sin  extenderse  sns  facnltades  al  examen  de  los  íanda- 
montos  del  mismo,  por  ser  esta  facultad  exclnsiva  del  Tribanal  qne  lo 
acordó;  qne  si  se  admitiese  qne  los  Begistradores  tienen  facnltades  para 
oponerse  á  los  mandatos  jadiciales,  alegando  la  injusticia  6  ilegalidad 
de  los  mismos,  se  socavaría  todo  ei  régimen  fundamental  de  las  rela^ 
ciones  de  anos  poderes  con  otros,  y  se  subordinaría  el  Poder  judicial  á 
funcionarios  mucho  más  inferiores;  que  el  Real  decreto  de  S  de  Enero 
áb  1876  no  ha  podido  derogar  estos  principios  f  un<lamentales,  por  le  que 
«0ta  Dirección  general  declaró  en  Resolución  de  19  de  £nero  de  1877  qne 
no  podía  denegarse  la  anotación  de  una  demanda  por  el  motivo  de  no 
estar  comprendida  en  el  núm.  1.^  del  art.  42  de  la  ley  Hipotecaria»  por- 
que al  hacerlo  así  calificaba  los  fundamentos  de  la  providencia  judicial 
qne  lo  ordenaba,  para  lo  cual  no  tenía  competencia  el  Registrador;  que 
aun  prescindiendo  de  esta  falta  de  competencia,  no  puede  prevalecer  la 
nota  recurrida,  porque  en  la  demanda  se  pide,  entre  otros  extremos,  la 
declaración  de  pertenecer  á  la  demandante  en  plena  propiedad  y  domi- 
nio, en  concepto  de  heredera  abintestato  de  D.  José  María  San%  todotf 
los  bienes  que  constituían  el  patrimonio  del  mismo,  pudiendo  afirmarse 
<|ue  esta  pretensión  constituía  la  única  finalidad  del  litigio,  hallándose, 
por  tanto,  comprendida  la  demanda  en  el  núm.  1.®  del  citado  art.  42,  y 
de  no  ser  así  holgaría  esta  disposición  y  jamás  tendría  aplicación  en  la 
práctica;  que  el  objeto  de  aquélla  ek  garantir  el  cumplimiento  de  las  sen- 
tencias judiciales  que  se  dicten  en  los  juicios  sobre  propiedad  ó  dore- 
■ohos  reales,  y  qne  esta  raaón  fundamental  existe  en  el  presente  caso» 
agravada  por  la  necesidad  de  vender  todos  los  bierfes  inmuebles  recla- 
mados por  la  demandante,  porque  así  se  ordena  en  el  testamento  que 
«e  impugna;  y  que  de  efectuarse  la  anotación  no  se  causa  perjuicio  al- 
guno, puesto  que  la  misma  no  prejuzga  derechos  de  ninguna  clase,  mien- 
tras que  de  no  verificarse,  podría  hacerse  ilusorio  el  derecho  de  la  re- 
currente, en  cuyo  sentido  podría  decirse  interpretación  odiosa  de  la  ley 
«1  denegar  la  anotación,  siendo  así  que  en  caso  de  duda  debe  aquélla  in- 
terpretarse favorablemente: 

Resultando  que  el  Registrador  de  la  propiedad,  al  evacuar  su  informe, 
•expuso:  que  en  la  demanda  que  origina  este  recurso  no  se  pide  la  i»ro- 
piedad  de  bienes  inmuebles,  ni  la  constitución,  modificación  ó  extin- 
ción de  ningún  derecho  real,  por  lo  que  no  está  comprendido  en  etcaso 
del  art.  42  de  la  ley  Hipotecaria;  que  la  misma  demandante  dice  en  sa 
escrito  que,  declarada  que  sea  la  nulidad  de  la  escritura  de  testamento, 
se  pedirá  la  propiedad  de  los  bienes  inmuebles,  lo  cual  corrobora  el  no 
eer  actualmente  anotable  la  demanda;  que  de  admitirse  la  anotación  de 
demandas  como  la  del  recurso,  se  destruiría  la  obra  del  crédito  territo- 
rial qne  descansa  en  la  legislación  hipotecaria;  y  que,  según  lo  resuelto 
on  sentencia  de  12  de  Octubre  de  1876,  no  están  comprendidas  en  el  nú- 
mero 1.®  del  citado  art.  42  las  demandas  sobre  nulidad  de  testamento  ó 
de  nulidad  de  ventas,  y  en  general  todas  las  establecidas  por  acción  per- 
sonal: 

Resultando  que,  pedido  informe  al  Juez  de  primera  instancia  de  Cas- 
tellón, manifestó  que  la  acción  ejercitada  se  dirige  á  reclamar  los  blenea 
pertenecientes  á  la  herencia  de  que  se  ocupa  el  testamento  cuya  nulidad 
«e  pretende,  y  como  en  éste  se  dispone  la  venta  de  las  fincas  del  testa- 
dor para  atender  con  su  producto  á  ciertas  mandas  consignadas  en  el 
mismo,  de  ahí  que  se  haya  solicitado  y  acordado  la  anotación  de  la  de- 
manda, con  el  fin  de  evitar  los  irreparables  perjuicios  qne  pudieran  so- 
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farerenlr  «i  los  allMoeM  disposieran  la  venta  de  los  bienes  en  virtud  d» 
MU  lacnltadee;  y  qoe  al  denegar  el  Registrador  la  anotación  ordenada 
por  el  Juagado,  califica  y  argnye  el  fondo  de  la  misma,  lo  cual  se  halla 
faera  de  las  atribuciones  de  los  Registradores,  pues  éstos  deben  limi- 
tane  á  examinar  las  formalidades  extrínsecas  de  los  mandamientos: 

Resaltando  que  el  Presidente  de  la  Audiencia  acordó  dejar  sin  efecto 
la  nota  del  Registrador,  y  declaró  procedente  la  anotación  de  la  referida 
demanda,  por  considerar  que  en  la  misma  se  pide,  entre  otros  extremot, 
la  declaración  de  que  todos  los  bienes  que  constitayen  el  candal  de  Don 
José  Biaria  fians  pertenecen  en  plena  propiedad  y  dominio  á  la  demait^ 
dante,  en  anión  de  los  otros  herederos  abintestato  qoe  cita,  y  por 
oonsigaiente,  procede  la  anotación  preventiva  á  qae  re  refiere  el  ar- 
tiealo  4a  de  la  ley  Hipotecaria: 

Vistos  los  articolos  42,  núm  1.^  y  48  de  la  ley  Hipotecaria,  41  y  6» 
átl  reglamento  dictado  para  la  ejecadón  de  la  misma,  y  el  Real  deóeto 
ds  8  de  Enero  de  1876: 

Oonsiderando  qne,  conforme  á  lo  prevenido  en  la  primera  de  las  ci- 
tadas disposiciones,  pneden  pedir  anotación  de  sus  respectivos  dereeboi 
los  qae  demandaren  en  jaldo  la  propiedad  de  bienes  inmnebles,  ó  la 
coBstitación,  declaración,  modiflóación  ó  extinción  de  cnalqaier  derecho 
real: 

Considerando  que  en  la  demanda  á  qae  se  refiere  el  presente  recimo 
se  solicita  qae  se  declare  nnlo  el  testamento  otorgado  por  D.  José  María 
Sana,  qne  se  reoonoica  como  herederas  abintestato  del  mismo  á  la  de- 
mandante y  sns  hermanas,  y  consiguientemente  la  declaración  tambiéo 
de  qne  á  éstas  pertenecen  en  plena  propiedad  y  dominio  todos  los  bienes 
7  derechos  qne  constituyen  el  caudal  hereditario  del  referido  causante: 

Considerando  qne  en  este  supoesto  es  indudable  qne  la  indicada  de- 
manda se  halla  comprendida  en  el  caso  qae  determina  la  expreeada  dis- 
posición legal,  poesto  que  sean  cnalesqnlera  las  demás  pretensiones  qoe 
contiene,  es  lo  cierto  que  en  ella  se  pide  de  nn  modo  expreso  y  termi- 
nante la  declaración  de  que  corresponde  á  la  demandante  y  demás  per- 

í  lacitadahe- 


I  qne  cita,  la  propiedad  de  los  bienes  qne  comprende 
renda,  pudiéndose  decir  que  esta  pretensión  es  la  que  constituye  real- 
mente el  principal  objeto  á  finalidad  de  aquélla: 

Considerando  qae  concurriendo,  por  tanto,  la  circunstancia  quo  ^ 
ley  exige  para  la  anotación  preventiva  de  dicho  documento,  habiéndoflo 
ésta'acordado  por  providencia  judicial  y  expedido  para  ello  el  oportuno 
mandamiento,  procede  llevarla  á  efecto,  conforme  á  lo  prevenido  en 
el  art.  68  del  reglamento  hipotecario; 

Esta  Dirección  general  ha  acordado  < 

Lo  que,  con  devolución  del  expediente 

los  efectos  consiga  lentes.  Dios  guarde  á  V.  L 

Mayo  de  1901.=:E1  Director  general,  Ramón  Gepeda.=8r.  Presidente  o» 
la  Andienda  de  Valencia. 


i; 

lo  confirmar  la  providencia  apelada^ 
diente  original,  comunico  á  V.  I-  * 
)  á  V.  I.  machos  afios.  Madrid  l.^de 


Kúm.  118.-TRÍBUNAL  8UPREM0.-3  de  Mayo,  pnb.  el  18. 

CoMPBTBNCfA.— Cbncorso  de  acreedores.— Senieaciík  decidiendo  eo 
favor  del  Juez  de  primera  instancia  del  distrito  del  Hospicio» de 
Madrid,  la  sostenida  con  el  de  igual  clase  de  Herrera  del  Duque. 
«cerca  del  conocimiento  del  pleito  promovido  entre  D.  Manuel 
Fernández  y  D.  Antonio  Ledesma. 
Ka  sus  CONSIDERANDOS  SO  estableco: 
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Qíie  según  la  regla  9.*  del  art.  nádela  ley  de  Enjuiciamiento  ce-  . 
mi,  tiene juero  preferente  de  entre  lo8  Jueces  que  estén  conociendo 
de  las  ejecuciones  determinantes  de  un  concurso,  el  del  domicilio  del 
deudor ^  si  éste^  el  mayor  número  de  los  acreedores  lo  reclama: 

Que  no  constando  que  una  fundación  tenga  su  domicilio  en  otra 
población,  debe  estimarse  que  lo  es  el  lugar  en  que  radica  la  testa- 
mentaria del  fundador. 

En  la  villa  j  corte  de  Madrid,  i  8  de  Majo  de  1901,  en  la  competen- 
cia pendiente  ante  Nos,  que  por  inhibitoria  propuesta  por  D.  Manuel 
Femándex  y  Heroándes  suscitó  el  Jues  de  primera  instancia  del  distrito 
del  Hoepicio,  de  esta  corte,  al  de  igual  clase  de  Herrera  del  Duque,  sobre 
eonoetmiento  del  concurso  necesario  de  acreedores  en  que  el  último  de 
dichos  Justados  declaró  al  legado  de  Bravo  Murillo  competencia,  en  la 
cual  son  parte  ante  este  Tribunal  Supremo  el  D.  Manuel  Fernándes  y 
Bemándes,  á  quien  representa  el  Procurador  D.  Bernabé  Palacios  y  de- 
fiende el  Letrado  D.  Ángel  Ossorio  y  Gallardo,  y  D.  Antonio  Ledesma 
Utrero,  representado  por  el  Procurador  D.  Luis  Montiel  y  defendido  por 
'  el  Letrado  D.  Marcial  Gomales  de  la  Fuente;  no  habiendo  comparecido 
los  demás  interesados: 

Resultando  que  en  7  de  Septiembre  de  1899,  D.  Manuel  Guijarro  Ta- 
pada, Abogado  y  vecino  de  Madrid,  propuso  ante  el  Jusgado  de  primera 
instancia  de  Herrera  del  Duque  (provincia  de  Badajos)  demanda  ejecuti- 
va en  la  que  alegó  cómo  hechos  esenciales:  que  D.  Miguel  Marín  Mufios, 
en  con€>epto  de  administrador  general  de  los  bienes  del  legadb  de  usu- 
fructo instituido  por  D.  Juan  Bravo  Murillo  en  su  testamento  de  12  de 
Octubre  de  1870,  bajo  el  cual  murió,  le  adeuda  la  cantidad  de  6.200  pese- 
tas, como  importe  de  los  honorarios  que  judicial  y  eztrajudioialmente 
ha  devengado  á  instancia  y  en  interés  y  defensa  de  dicha  administra- 
ción: que  el  mismo  D.  Miguel  Marín  Mufioz  reconoció  este  crédito  á  fa- 
vor del  demandante  Guijarro  en  escritura  pública  otorgada  ante  el  No- 
tario de  Madrid  D.  Ricardo  Rueda  con  fecha  16  de  Septiembre  del  propio 
afio  99,  obligándose  además  en  ella  á  pagar  la  suma  expresada  el  día  25 
del  referido  mes,  con  sumisión  expresa,  entre  otras,  á  la  jurisdicción  de 
Herrera  del  Duque,  á  elecoión  del  actor;  y  que  el  deudor  Marín  no  ha 
realisado  el  pago  de  las  6.200  pesetas,  á  pesar  de  haber  transcurrido  con 
bastante  exceso  el  placo  sefialado  en  la  escritura  antecitada;  y  después 
de  invocar  las  disposiciones  contenidas  en  el  art.  1485  y  núm.  1.^  del 
1429  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  terminó  suplicando  se  despa- 
chase contra  las  rentas  de  los  bienes  que  constituyen  el  legado  de  usu- 
fructo instituido  por  D.  Juan  Bravo  Murillo,  y  que  administra  D.  Mi- 
guel Marín  Mufios,  vecino  de  Logrosán,  mandamiento  de  ejecución  por 
la  indicada  suma  de  6.200  pesetas,  con  más  las  costas  causadas  y  que  se 
causen  hasta  su  efectivo  y  completo  psgo: 

Resultando  que,  despachada  ejecución  por  las  6.200  pesetas  de  capi- 
tal, y  5.000  más  para  costas,  intereses  y  gastos,  se  riquirió  de  pago  al 
deudor  Marín  Muffos  en  la  misma  villa  de  Herrera  del  Duque,  donde  á 
la  sasón  residía  accidentalmente,  manifestando  en  el  momento  de  aque- 
lla diligencia,  fecha  14  de  Noviembre,  que  carecía  de  fondos  para  satis- 
facer en  el  acto  la  cantidad  por  que  se  le  requería,  y  trabándose,  en  su 
consecuencia,  el  embargo  sobre  los  frutos  y  rentas  de  los  bienes  que  al 
«fecto  designó,  y  que  dijo  ser  los  únicos  pertenecientes  al  legado  Bravo 
Murillo;  después  de  lo  cual,  y  á  instancia  del  actor,  se  mandó  seguir  la 
sjecución  adelante,  haciéndose  trance  y  remate  en  los  bienes  embarga- 
dos y  en  cualesquiera  otros  que  resultasen  corresponder  al  legado  de- 
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*  mandado,  hasta  la  efectlTidad  de  la  deuda  qae  se  reelama  y  gasioa 
sionadoa: 

Reaaltando  que,  así  las  eoeaa,  D.  Manuel  Oómes  de  Cádis,  Abogado 
7  vecino  de  Madrid,  dedajo  también  ante  el  Juagado  de«primera  instan* 
oia  de  Herrera  del  Duque,  con  fecha  27  de  Noviembre  de  1899,  demanda 
ejecutiva,  en  la  que  sustanciaimente  expuso:  que  D.  Miguel  Uarin  j 
Mufios,  vecino  de  Logroeáu  (Cáceres),  en  concepto  de  administrador  ge- 
neral interino  del  legado  Bravo  Murillo,  cuyo  cargo  le  fué  conferido  por 
el  Juagado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Congreso  de  Madrid  en 
providencia  de  24  de  Junio  de  1897,  utilisó  los  trabajos  profesionales  deT 
Letrado  demandante  en  diversos  asuntos  judiciales  j  eztrajudiciaies  re- 
lacionado? con  los  derechos  y  acciones  de  la  adailnistración  que  le  es- 
taba encomendada;  que  el  mismo  María  Mafios,  con  el  aludido  carácter 
de  administrador  del  legado,  reconoció  á  favor  del  demandante,  en  es- 
critura pública  otorgada  ante  el  Notario  de  esta  corte  D.  Ricardo  ds 
Rueda,  por  ausencia  de  su  compaflero  D.  Federico  Plana  Pélliaa,  el  día 
16  de  Septiembre  de  1899,  un  crédito  por  valor  de  2.126  pesetas,  como 
importe  de  los  honorarios  que  judicial  y  extrajudidalmente  ha  deven- 
gado á  instancia  y  en  interés  y  defensa  de  la  expresada  administración, 
cuya  cantidad  había  de  satisfacérsele  el  día  80  del  propio  mes;  que  con 
arreglo  á  las  cláusulas  4.*  y  6.*  de  dicha  escritura,  quedó  facultado  el 
actor  Gomes  de  Cádis  para  reclamar  la  realiaación  de  su  crédito  por  la 
vía  ejecutiva,  y  se  fijó  la  competencia,  entre  otros  á  su  elección,  del 
Juagado  de  Herrera  del  Duqoe  para  conocer  de  la  demanda  que  se  enta- 
blara; y  qae  á  pesar  del  tiempo  transcurrido  y  de  las  reclamaciones  for- 
muladas cerca  del  D.  Miguel  Marín  Mufioa,  no  ha  podido  conseguir  el 
demandante  el  pago  de  lo  que  se  le  adeuda;  y  expuestos  estos  hechos,  j 
después  de  invocar  los  preceptos  legales  contenidos  en  los  artículos  66, 
1429  y  1486  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  terminó  D.  Manuel  Gó- 
mez de  Cádis  su  escrito  de  demanda  con  la  súplica  de  que  se  despachase  I 
mandamiento  de  ejecución  contra  las  rentas  del  legado  Bravo  Murillo  I 
por  la  suma  de  2.126  pesetas  de  principal  y  2.000  para  costas  probables,  , 
á  fin  de  que,  previo  requerimiento  á  D.  Miguel  Marín  Mufioa,  se  proce- 
diese al  embargo  de  dichas  rentas  en  cuantía  suficiente  á  cubrir  tales  res- 
ponsabilidades, si  en  el  acto  no  pagare,  consignare  ó  diere  flanaa,  d-  '■ 
tándole  posteriormente  de  remate  por  el  término  y  para  los  efectos  pre- 
venidos en  la  ley: 

Resultando  que  á  esta  demanda  se  acompafió  como  título  ejecutivo 
la  primera  copia  de  la  mencionada  escritura  de  reconocimiento  de  cré- 
dito y  obligaciones  de  pago  otorgada  entre  O.  Miguel  Marín  Mufioi  y 
D.  Manuel  Gomes  de  Cádis  por  ante  el  Notario  de  esta  corte  D.  Ricardo 
de  Rueda,  por  su  compañero  D.  Federico  Piaña  Pelliaa,  con  fecha  16  ds 
Septiembre  de  1899,  cuya  cláusula  6.*  dice  literalmente:  «Para  todas  Iss 
cuestiones  judiciales  que  puedan  surgir  entre  los  comparecientes  como 
consecuencia  y  para  el  cumplimiento  de  lo  pactado,  se  sometan  expre- 
samente á  la  jurisdicción  de  los  Juagados  y  Tribunales  de  esta  corte,  dt 
Herrera  del  Duque  ó  Logroeáu,  á  elección  de  la  parte  qne  promueva  el  ¡ 

litigio»:  ! 

Resultando  que  en  auto  de  29  de  Noviembre  se  despachó  mandamiesto  I 

de  ejecución  contra  los  bienes,  rentas,  frutos,  créditos  y  demás  del  legado  | 

Bravo  Morillo  por  2.126  pesetas  de  principal  y  2.000  para  costas;  y  re- 
querido de  pago  en  11  de  Diciembre  siguiente  el  deudor  Marín  Mufios  ! 
en  la  misma  villa  de  Herrera  del  Duque,  donde  accidentalmente  se  bs- 
llaba  residiendo,  contestó  en  el  acto  del  requerimiento  que  carecía  de 
fondos  para  satisfacer  de  momento  las  cantidades  que  se  le  r^clamabsa,  I 
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designando  despnéfl  1m  finoaa  y  crédltoa  <iim  confütolaa  «1  legado,  ao»» 
que  con  la  manifestación  de  que  loa  frntoa  y  ventaa  de  tale»  fincaii,  aatf 
como  loe  eréditoe,  estaban  ya  afectos,  mediante  embargo  también  prae- 
tlcada  por  el  mismo  Juagado  en  14  del  mes  anterior,  á  laa  reaponeabill- 
dadea  de  otra  ejecneión  qne  había  promoyido  el  Abogado  y  veeino  de 
Madrid  D>  Manoel  Gnijarro  Tapada;  en  Tiata  de  coya  manifestaolón  so- 
licitó el  Procnfador  del  ejeontante  que  el  Algnacil  delegado  del  Juagado 
ae  abstuviese  del  reembargo  de  los  fmtos  y  rentas  de  las  flacas  alndi- 
das,  como  asi  se  verificó: 

Reenltando  qne  á  instancia  del  ejecntante  Gómea  de  Oádis,  se  nnió 
á  los  aiotofl  nn  testimonio  jnatiflcatiyo  de  la  cortesa  de  la  aaanileataeióa 
hecha  por  el  administrador  del  legado  Bravo  Morillo,  D.  Miguel  Marín. 
Mnfioa,  en  la  diligencia  de  reqoerlmiento  qoo  anteriormente  se^  me»> 
cibna,  ó  sea  la  de  que  todos  los  bienes  y  rentas  qne  constitoyen  didio 
legado  se  encontraban  yatrabadoa  á  virtnd  de  la  otra  ejecnoión  promo- 
vida por  D.  Manuel  Guijarro  Tapada;  con  presencia  de  cuyo  documento» 
y  en  vista  de  los  antesedentes  de  que  queda  hecho  mérito,  la  represen* 
tación  del  D.  Manuel  Gómea  de  Oádia  formuló  en  18  de  IMciembre 
de  1890  demanda,  en  la  que  aolicité  ae  decretara,  con  loa  pronnneia- 
mientos  conaiguientea,  la  formación  del  concurao  neceaario  de  aereado* 
reaá  los  bienes  del  legado  densufructo  instituido  por  D.Juan  Bravo 
MuriUo;  y  el  Juagado  de  Herrera  del  Duque,  teniendo  en  cuenta  que 
exietian  pendientes  ante  él  dos  ejecuciones  promovidas  sucesivamente 
por  D.  Manuel  Guijarro  y  D.  Manuel  Gómea  de  Oádia  contra  el  legado 
Bravo  MuriUo,  y  que  al  ir  á  practicar  en  eata  última  el  embargo  no  se 
encontraron  bienes  libres  de  otra  responsabilidad  bastantes  á  cubrir  la 
cantidad  reclamada,  é  invocando,  finalmente,  el  art.  1168  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  pronunció  en  18  del  propio  mea  de  Diciembre  auto 
por  el  cual,  accediendo  á  lo  pedido  en  au  citado  eacrito  de  demanda  por 
el  acreedor  ejecutante  D.  Manuel  Gómea  de  Oádia,  declaró  en  oonenrao 
necesario  de  acreedores  al  legado  Bravo  MuriUo,  que  administraba  Don 
Miguel  Marín  Mufioa,  á  quien  se  notificaría  el  proveído,  quedando  desde 
luego  incapacitado  para  la  administración  del  caudal,  nombrándose  de- 
positario-administrador  á  D.  Antonio  Ledesma  y  Utrero,  con  todos  loo 
demás  pronunciamientos  inherentes  á  la  declaración  de  concurso,  y 
consiguientemente  el  de  que  se  acumulasen  á  este  juicio  los  distintos 
procedimientOB  judiciales  de  diversa  Índole  que  se  seguian  en  el  Juagado 
del  diatrito  del  Hoapicio  de  Madrid  y  otroa,  á  cuyo  efecto  ae  libraría  oí 
oportuno  exhorto,  con  loa  inaertoa  neceaarioa,  al  Juca  Decano  de  loe  de 
primera  inatancia  de  la  corte: 

Reaultando  que  librado,  en  efecto,  eate  exhorto,  el  Procurador  Don 
Bernabé  Palacios,  á  nombre  de  D.  Manuel  Femándes  y  Hemándea,  ad* 
miniatrador  general  del  Jegado  Bravo  MuriUo,  en  loa  autoa  de  cuenta 
jurada  por  el  Procurador  Santiago,  cuyoa  derechoa  oatenta  hoy  sn  eei»io- 
nario  D.  Javier  Los  Arcos,  promovió  cuestión  de  competencia  por  inhibi- 
toria, ante  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Hospicio  de 
«ata  corte,  en  escrito  de  15  de  Febrero  de  1900,  en  el  que  alegó  que  se  le 
bahía  dado  vista  del  exhorto  librado  por  el  Juca  de  Herrera  del  Duque 
Al  Decanato  de  loa  de  Madrid  para  que  ae  acumulen  todoa  los  pleitos 
que  en  esta  corte  se  tramitan  contra  el  legado  de  Bravo  MuriUo  á  los 
autos  de  concurso  de  acreedores  del  mismo  legado,  que  ae  ha  proaaovido 
on  la  juriadicción  de  aquél;  que  de  tal  exhorto  aparece  que  ese  conearso 
fQé  declarado  á  instancia  d^l  Abogado  de  Madrid  D.  Manuel  Gómea  de 
Oádia,  llevando  la  representación  del  legado  que  se  concursa  el  titnlado 
administrador  interino  del  mismo,  D.  Miguel  Marín  Mnfioa;  quoéate  no 
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ha  podldoen  bnenft  ley  moral  obligar  al  legado  á  pagar  á  Qómesde  Oádií 
e«iii4ad  alguna  ni  gravarle  de  niogona  manera,  por  la  eencilla  naáa. 
de  que  Madn  Mnfioa  Iné  removido  de  en  cargo,  legún  aeredlta  la  certi- 
.  floacién  que  aoompafiaba  del  Relator  Secretario  de  la  Audiencia,  Dcmi 
lYifino  Gamuo,  alqniera  el  aennto  ae  iialle  en  la  actualidad  pandiento 
te  ana  apelación;  qoe  el  propio  Marín  eetA  en  eete  momento  eln  fiaasa 
níngnna,  poeato  qoe,  según  jnetiflca  otea  certiflcación  qoe  también 
aoompafiaba,  el  Jugado  del  Congieeo  devolvió  á  D.  Antonio  Ledeema 
la  qoe  tenia  prestada  para  garantiiar  la  gestión  de  aquél;  qoe  el  crédito 
de  D.  Maanel  Gomes  de  Cádis,  que  ha  originado  el  concurso  de  que  se 
tvata^  pcooede  de  trabajos  profesionales  ejecutados  en  Madrid:  que  ptia 
«obrar  esos  trabajos^  el  interesado  sólo  puede  acudir  al  lugar  en  que  los 
ha  prestado,  j  ni  él  ni  al  administrador  interino  tienen  facultad  peía 
aometerae  á  otro  Jugado  distinto,  comprometiendo  loa  intereses  del  le- 
gado é  imposibltándole  la  delensa;  que  la  testamentarla  de  Bravo  Muri- 
lio  radica  en  Madrid,  donde  se  hace  el  nombramiento  de  albaceas  dati- 
vos, 7  donde,  por  regla  general,  se  ventilan  todas  las  cuestiones  que  afee- 
tan  al  legado;  que  una  cuestión  exactamente  igual  que  la  presente  fué 
leeualta  por  la  Bala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte  en 
antoe  procedentes  del  mismo  Jugado  del  Hospicio,  puesto  que  D.  Mi- 
cnel  Marín  reconoció  ciertos  créditos,  á  favor  de  D.  Javier  Los  Arcos, 
eonvittiendo  en  que  el  Jugado  competente  para  ejecutar  por  esos  créditos 
aeria  el  de  Aóis,  el  cual,  por  falta  de  pago,  declaró  al  iegado  en  con- 
curso; que,  en  su  virtud,  se  remitió  á  este  mismo  Jui^do  del  Hospicio 
oficio  solicitando  la  acumulación  de  autos;  que  el  Procurador  dicente 
pidió  en  cambio  que  el  Jnes  del  Hospicio  requiriese  de  inhibición  al  de 
Aóis,  y  como  no  lo  estimase  procedente,  revocó  su  auto  la  Audiencia 
por  otro  de  96  de  Junio  de  1899,  en  el  que  eetableció  la  siguiente  doc- 
trina: cOonsiderando  que  D.  Miguel  Marín  Mufios,  como  administrador 
general  interino  del  legado  instituido  por  D.  Juan  Bravo  Murillo,  cuyo 
nombramiento  se  biso  ante  el  Jugado  del  Congreao  en  Julio  de  1897, 
tatUn^o  oblifaieioneM  ^ue  €^eeian  gravemente  á  la  teetammUüría 
de  aquél  mn  intervención  de  loe  albaceae  y  ein  que  eonete  ee  hallara 
capadtado^para  ello,  careciendo,  por  lo  tanto,  de  facultades  para  pro- 
rrogar una  jurisdicción  que  sólo  sería  dable  realizar  á  los  aludidos  tea- 
tamentarios.-^Oonsiderando  que  dados  los  antecedentes  que  ol«an  en 
autos,  j  ezaoiinadas  las  fechas  en  que  viene  figurando  en  ellos  como  le- 
gal administrador  general  del  legado  D.  Ángel  Gomales  de  la  Pella,  la 
en  que  fué  nombrado  D.  Mannel  Femándes  y  Hernándes  y  la  forma  jf 
tiempo  en  que  eon  el  miemo  earáeter  eomensó  eue  funeionee  Máríñj 
permiten  deducir  la  ineñeada  legal  de  loe  gestionee  del  último  para 
representar  los  intereses  del  legado,  y  más  aún  para  llevar  la  repre- 
sentacüin  de  la  testamentaria  á  jurisdiceióndistinta  á  la  que  de  sus 
asuntos  viene  eonoe^tfiuto.— Considerando  que  de  los  supuestos  eotable- 
eldos  se  deduce  como  indudable  consecuencia  que,  siendo  inefieas  la  su- 
misión que  Marín  hiciera  en  favor  de  los  Josgados  de  Aóis  y  Logroeáa, 
por  trataree  de  llevar  á  efecto  lo  sentenciado  en  Madrid  por  laudos  de 
amigables  componedores  boy  del  concurso  á  que  los  mismos  han  dado 
origen,  ^wrresponde  su  conocimiento  al  Juagado  del  Hospicio  de  esta 
«orta,  aonforme  á  loe  artículos  68,  segla  9.*,  y  887  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil.-<-Considerando  que  de  no  estimarse  la  inhibitoria  propues- 
ta, á. la  ves  de  quebrantarse  los  preceptos  legales  invocados,  vendría  á 
aer  imposible  restablecer  la. normal  situación  testamentaria,  hoy  iamsa- 
tablemente  perturbada  por  las  encontradas  y  múltiples  gestiones,  de  laá 
qne  figuran  en  ios  autos»;  después  de  cuya  exposición  de  heohos,  jnró«l 
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Proeofmdor  Palacios  no  haber  usado  la  declinatoria,  é  invocando  los  ar- 
ticttlos  72,  78,  77,  78,  84  j  siguientes,  concordantes  de  la  ley  de  Enjai- 
oiamiento  civil,  terminó  con  la  súplica  de  qne  se  hnbiese  por  propuesta 
en  tiempo  y  forma  cuestión  de  competencia,  mandando  librar  oficio  al 
Joea  de  Herrera  del  Duque,  requirióndole  de  inhibición  para  entender 
en  el  eoncurso  del  legado  d¡e  Bravo  Murilio,  á  fin  de  que,  una  vez  reci- 
bido, anspenda  el  curso  de  las  actuaciones  y  adopte  la  resolución  perti- 
nente, dando  después  al  confiioto  la  tramitación  prevenida  en  les  artícu- 
los 89  y  siguientes  de  la  ley  procesal  civil: 

Resultando  que  á  este  escrito  de  requerimiento  de  inhibición  acom- 
pafió  el  Procurador  Palacios:  primero,  un  testimonio  expedido  por  Don 
ilntolín  Yaldés,  Escribano  de  actuaciones  del  Juzgado  del  Congreso  de 
esta  corte,  del  que  aparece  que  por  auto  de  16  de  Agosto  de  1898  fueron 
aprobadas  las  cuentas  que  rindió  D.  Miguel  Marín  Mufioz  en  su  concepto 
de  administrador  interino  de  los  bienes  del  legado  Bravo  Murilio,  y  se 
mandó  devolver  y  devolvió  á  D.  Antonio  Ledesma  y  Utrero  la  fianza  de 
10.000  pesetas  que  había  constituido  para  garantir  la  administración 
que  Marín  desempefiaba;  segundo,  una  certificación  expedida  por  el  Se- 
cretario Relator  de  la  Audiencia  de  esta  corte  D,  Trifino  Gamazo,  acre- 
ditando hallarse  pendiente  de  apelación  ante  aquel  Tribunal  un  auto, 
fecha  27  de  Julio  de  1899,  en  qne  el  Juzgado  de  primera  instancia  del 
disMto  del  Oongreso  repuso  por  contrario  imperio  la  providencia  de 
24  de  Junio  de  1897,  en  virtud  del  cual  se  nombró  administrador  inte- 
rino de  los  bienes  que  constituyen  el  legado  de  Bravo  Murilio  á  D.  Mi- 
guel Marín;  y  tercero,  una  copia  simple  del  auto  dictado  por  la  Sala  se- 
gunda de  lo  civil  de  la  Audiencia  territorial  de  esta  corte  con  lecha  26  de 
Junio  de  1899,  cuyos  fundamentos  legales  quedan  expuestos  en  el  resui- 
tande  anterior: 

Resultando  que  dictada  providencia,  teniendo  por  formulada  la  cues- 
tión de  competencia  y  mandado  oir  al  representante  del  Ministerio  fis- 
cal, emitió  éste  su  dictamen,  mostrándose  conforme  en  un  todo  con  la 
iuliibitofia  del  Procurador  Palacios,  por  entender  que  debiera  requerirse 
de  inhibición  al  Juzgado  de  Herrera  del  Duque,  como  así  lo  acordó  el  del 
Hospicio  de  esta  corte  en  auto  de  28  de  Febrero  de  1900,  fundado  en  que 
la  teatamentaria  de  D.  Juan  Bravo  Murilio  radica  en  esta  corte,  donde, 
segén  las  disposiciones  legales,  se  hace  el  nombramiento  de  albaceas 
dativos;  en  que  el  crédito  de  D.  Manuel  Gómez  de  Cádiz,  que  ha  dado 
origen  á  la  declaración  de  concurso,  tiene  su  origen  en  honorarios  de- 
veniKados  por  dicho  sefior,  como  Letrado,  en  defensa  de  D.  Miguel  Marín 
Mofios,  como  administrador  interino  del  legado,  precisamente  en  asun- 
to* pendientes  en  los  Tribunales  de  esta  corte,  reconocidos  dichos  hono- 
rarios en  escritura  otorgada  á  tal  fin  por  D.  Miguel  Marín,  según  expresa 
el  solicitante;  que  según  aparece  de  la  certificación  expedida  por  el  He- 
lator  Secretario  D.  Trifino  Gamazo,  fué  relevado  del  cargo  de  adminis- 
trador interino  D.  Miguel  Marín,  el  que  además  carece  hoy  de  fianza 
para  deaempefiar  tal  cargo,  como  lo  acredita  el  testimonio  expedido  por 
D.  Antonio  Valdés;  pero  aunque  así  no  fuera,  y  aun  en  el  supuesto  de 
qne,  reconociéndole  y  subsistiendo  el  carácter  de  administrador  del  le- 
gado, tuviera  personalidad  para  obligar  á  éste,  nunca  tal  personalidad 
ni  s«s  facultades  de  administrador  habían  de  entenderse  en  forma  y  de 
modo  que*  por  las  obligaciones  contraídas  quedaran  también  obligados  á 
someterse  á  extrafia  Jurisdicción  terceras  personas,  que,  como  interesa- 
dos en  reclamaciones  pendientes  y  en  pleitos  que  se  tramitan,  litiguen 
contra  el  repetido  legado,  y  tal  efecto  había  de  causar  el  reconocer  la  ju- 
liadicolóB  7  oompetencia  del  Juzgado  de  Herrera  del  Duque  para  seguir 
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tramitando  el  concurso  y  entendiendo  en  lae  diligencias  propias  dsl  nii- 
mo;  en  qae  la  sumisión  expresa  del  acreedor  D.  Manuel  Gomes  de  Cádis, 
á  favor  del  Jusgado  de  Herrera  del  Duque,  no  ha  de  ser  tampoco  motivo 
para  reconocer  la  jurisdicción  j  competencia  de  dicho  Juagado  en  el 
asunto  de  que  se  trata,  porque  no  siendo  sólo  el  sometido  la  única  parta 
que  litigue,  tal  sumisión  no  puede  afectar  á  los  demás  litigantes,  por 
ser  condición  precisa  que  todos  se  sometan  expresa  ó  tácitamente  paia 
prorrogar  la  jurisdicción,  según  determina  el  art.  66  de  la  ley  procesal; 
y,  por  último,  en  que,  por  todo  lo  expuesto,  y  por  hallarse  con  ello  esa- 
forme  el  Ministerio  fiscal,  procede,  según  se  pretende,  reqnerir  de  inhi- 
bición al  Jusgado  de  Herrera  del  Duque: 

Resultando  que  recibido  por  éste,  con  los  insertos  necesarios,  el  re- 
querimiento de  inhibición  que  interesaba  el  Jues  del  distrito  d«l  Hospi- 
cio de  Madrid,  dio  vista  de  ello  á  Jas  partes  que  hablan  comparecido  ea 
el  concurso  del  legado  Bravo  Morillo  allí  pendiente,  ó  sea  á  loo  acreedo- 
res ejecutantes,  D.  Manuel  Guijarro  Tapada  y  D.  Manuel  Qómea  deCá- 
dis;  á  D.  Antonio  Ledesma,  depositario  administrador  del  oonenrso,  y  á 
Miguel  Marín  Mufios,  que  administraba  los  bienes  del  legado,  todos  los 
cuales,  al  evacuar  en  sus  respectivos  escritos  el  traslado  que  se  les  con- 
firió, solicitaron  se  denegase  la  inhibición  pretendida;  siendo  de  adver- 
tir que  el  D.  Miguel  Marín  Mufios  acompafió  á  su  aludido  eserilo  los 
documentos  siguientes:  primero,  un  testimonio  expedido  por  D.  Boaifsr 
do  Guillen  y  Megla,  Escribano  del  Jusgado  de  primera  instancia  del 
distrito  de  Buenavista,  de  esta  corte,  fecha  24  de  Mano  de  1900,  con  re- 
lación á  diligencias  pendientes  en  autos  seguidos  por  D.  Miguel  Bflarin 
Mufios,  como  administrador  judicial  del  legado  Bravo  Mnrillo,  oontra 
D.  Ramón  Ruis  sobre  pago  de  pesetas,  del  cual  aparece  que,  despachada 
carta-orden  contra  el  mismo  Marín  en  el  expresado  concepto  para  pio- 
Tisión  de  fondos,  se  hiso  embargo  en  las  rentas  de  los  bienes  del  legado» 
y  con  el  propio  Marín  se  entendió  el  incidente  relativo  á  la  aprobación 
de  las  cuentas  rendidas  por  el  administrador  judicial  que  se  nombró; 
segundo,  una  certificación  librada  el  8  de  Mano  de  1900  por  el  Seoretarlo 
Relator  de  la  Audiencia  de  Madrid  D.  Joaquín  Garrigues,.  hadeiido  cons- 
tar que  en  el  afio  1897  entabló  D.  Miguel  Marín  Mufios,  oomo  adminis- 
trador judicial  general  interino  del  legado  Bravo  Mnrillo,  demanda  eje- 
cutiva contra  D.  Ramón  Ruis  sobre  pago  de  pesetas,  en  cuya  indicada 
representación  continuaba  actuando  el  Marín  sin  oposición  alguna;  ter- 
cero, otro  testimonio  expedido  con  fecha  28  de  Marso  de  1900  por  D.  Fer- 
mín Suáres,  Escribano  de  actuaciones  del  Jusgado  de  primera  instancia 
del  distrito  de  la  Universidad  de  esta  corte,  acreditando  que  D.  Mignel 
Marín  Mufios  sigue,  como  administrador  judicial  del  legado. Bravo  Mo- 
rillo, autos  ejecutivos  con  Dofia  Julii^  Rodrigues  Calero  sol»»  pa^o  de 
pesetas,  hallándose  las  actuaciones  en  el  período  de  ejecución  de  sen- 
tencia, en  el  cual  continúa  siendo  parte  Marín  sin  oposición  de  nsdie; 
cuarto,  otro  testimonio  suscrito  por  D.  Esteban  ünsueta,  Bocrlbaoo  de 
actuaciones  del  mismo  Juzgado  de  la  UniTersidad,  dando  fe  de  hallaras 
pendiente  de  ejecución  de  sentencia  el  día  90  de  Mano  de  1900  los  antos 
ejecutivos  promovidos  contra  D.  Pedro  Pellitero  Navas  por  D.  Mlffoel 
Marín  Mufios,  como  administrador  judicial  del  legado  Bravo  Mnilllo, 
oon  quien  siguen  entendiéndose  las  actuaciones  sin  oposición  do  nadie; 
y  quinto,  una  certificación  expedida  en  27  de  Marso  de  1900  por  el  Es- 
cribano de  Cámara  del  Tribunal  Supremo  D.  Roffelio  Gonsáles  Montes, 
del  cual  resulta  que  en  la  competencia  suscitada  entre  el  Jugado  de 
Aóis  y  el  del  distrito  del  Hospicio  de  Madrid,  sobre  acumulación  de 
autos  al  concurso  de  acreedores  del  legado  Bravo  MntiUo,  soUeité  el 
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Procurador  D.  BersAbé  PaUcIos  ae  le  toyient  por  parte  á  nombre  de  Don 
Maaoel  FemAndei  y  Hemándea,  como  adminiatrador  general  del  lei^ida 
de  reiorenela,  á  onya  aolicitnd  recayó  proTideneia  de  la  Sala  de  lo  cWil 
de  cflte  Tribonal  Supremo,  fecha  14  de  Oetobre  do;  1898,  qne  literalmente 
dice  mmíz  «Apareciendo  de  las  diligencia*  de  acnmnlación  pendientes  en 
eete  Trilmnal  Sapremo  qne  el  administrador  general  de  loe  bienes  del 
legado  pío  instituido  por  D.  Joan  BrsTO  Mnrillo  lo  es  D.  Miguel  Blarin 
y  Bf  nfioB,  nombrado  con  carácter  de  interino  por  el  Juagado  de  primera 
inetancle  del  distrito  del  Centro  de  esta  corte  en  providencia  de  24  de 
Jnnio  de  1897,  y  en  cuyo  concepto  iué  tenido  y  emplaaado  por  el  Jua- 
gado de  primera  inatancia  de  Aóia  en  loa  autoa  de  concnrao  remitidoa  á 
este  Tribunal,  no  ha  lugar  á  tener  por  parte  en  laa  diligenciaa  de  acumu- 
lación é  que  este  rollo  ae  refiere  al  Procurador  Paladoa,  en  nombae  y 
lepreeentaeión  de  D.  Manuel  FemAndea  y  HernAndes,  cuya  providencia 
confirmó  la  miama  Sala  del  ^Tribunal  Supremo  por  au  auto  de  12  de  No* 
Tiembre  siguiente,  que  deaeatimó  el  recurao  de  aúplica  interpueato  por 
el  referido  Procurador  Palacioa: 

Reenltando  que  de  igual  modo  que  D.  Manuel  Guijarro  Tapada,  Don 
Manuel  Qómea  de  CAdia,  D.  Antonio  Ledeama  y  D.  Miguel  Marín  Mu- 
fiOBy  qne  aon  laa  partea  peraonadaa  en  el  concurso,  solicitó  también  el 
Delegado  Fiacal  del  Juagado  de  Herrera  del  Duque  ae  deaeatimaae  el  re- 
querimiento inhibitorio  propueato  por  el  der  Hospicio;  y  de  conformidad 
con  ceta  y  aquellaa  pretensionea,  el  Jues  de  Herrera  del  Duque  declaró 
en  auto  fecha  21  de  Abril  de  1900  no  haber  lugar  A  la  inhibioión  reque- 
rida, por  conaiderar  al  efecto;  que  el  Juagado  del  diatrito  del  Congreso 
de  Madrid  nombró  por  providencia  de  24  de  Junio  de  1897  A  D.  Miguel 
Marín  Mufioa  encargado  de  la  adminiatración  de  los  bienes  que  consti- 
tuyen el  legado  de  Bravo  MuriUo  con  todas  las  facultades  que  el  funda- 
dcsr  otorgara  en  su  testamento  A  los  administradores,  oon  el  carActer  de 
iüterlno,  y  hasta  tanto  que  los  legatarios,  en  junta  que  hablando  celé- 
brame en  el  mismo  Juagado,  confirmaran  el  nombramiento  ó  designa- 
ran otea  persona  para  tal  cargo,  el  que  fué  aceptado  por  el  Marín,  ju- 
rando desempefiarlo  bien  y  fielmente,  constituyendo  la  oportuna  Aanaa 
que  le  fué  exigida,  y  tomando  poaesión  del  miamo:  todo  lo  que  consta 
en  eetos  autos  perfectamente  acreditado  por  el  testimonio  expedido  por 
el  actuario  D.  Eaequiel  Ariamendi  con  fecha  12  de  Julio  de  1897,  inaer- 
to  en  la  eacritura  de  reconocimiento  de  crédito  A  favor  de  Qómea  de  CA- 
dia,  por  lo  cual  no  puede  negarae  al  D.  Miguel  Marín  su  personalidad 
de  administrador  general  interino  del  legado,  de  hecho  y  de  derecho; 
qne  el  carActer  de  tal  administrador  del  legado  ha  sido  reconocido  por 
tcMloB  en  diferentes  litigios,  como  lo  demuestra  el  auto  del  Juagado  del 
Congreso  de  Madrid  de  16  de  Agosto  de  1898,  en  qne  se  le  aprueban  las 
cuentas  rendidas  y  se  manda  devolver  la  fianaa;  la  providencia  del  mia- 
mo Juagado  de  7  de  Julio  de  1899,  mandando  llevar  A  efecto  lo  acordado 
en  el  auto  citado,  y  el  juicio  aegnido  aobre  au  remoción,  hoy  apelado  y 
sin  resolver;  que  el  auto  del  Juagado  del  Congreso  dictado  en  27  de  Ju- 
lio de  1899,  por  el  que  se  removió  de  su  cargo  A  Marín,  fué  objeto  de 
apelación,  según  consta  en  el  encabezamiento  del  testimonio  expedido 
por  D.  Triflno  GNimaao  Calvo,  Relator  Secretario  de  la  Audioicia  terri- 
torial de  Madrid,  documento  inserto  en  el  testimonio  remitido  por  el 
Juagado  del  Hospicio  al  requerir  de  inhibición,  por  lo  cual  es  visto  que 
no  se  trata  de  una  resolución  judicial  firme  y  que  oause  estado,  sino  que 
oontra  eliaee  han  deducido  los  recursos  legales,  sin  que  se  eKpreee  cuAl 
fué  la  decisión  de  la  Audiencia  ya  acordada,  puesto  que  no  pendían  los 
autos  en  dicho  Tribunal  al  expedirse  el  testimonio  aludido;  que  este 
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TribaiiAl  Snpremo,  en  auto  de  12  de  Noviembre  de  1898,  ooneegtó  de  «i 
modo  termiüante  y  solemne  le  peraonelidad  de  D.  Miguel  Msría  Mnfioe 
7  sa  carácler  de  admlnietrador  general  interino  del  legado  de  Bravo 
Mariilo,  al  eetableoer,  qne,  hallándoae  pendiente  de  dedeión  iaremodóai 
del  mismo,  no  ae  pnede  prejnsgar  coaa  alguna  en  ningún  sentido,  por  lo 
qae  no  estando  en  definitiva  resuelto  este  pnnlo,  hay  qne  seguir  reco- 
nociéndolo oomo  tal  administrador  del  legado;  que  en  cambio  este  mis- 
mo Tribunal  Supremo,  en  providencia  de  14  de  Octubre  de  1898  y  en  el 
citado  auto  de  12  de  Noviembre  del  mismo  afio,  declaró  no  haber  lugar 
á  tener  por  parte  al  D.  Manuel  FemAndes  y  Hernándei,  por  lo  que,  es- 
tándole  negada  su  personalidad  y  carácter  de  administrador  del  legado, 
ea  claro  que  no  ha  podido  en  manera  alguna  promover  esta  eueatián  de 
competencia,  que  adolece  por  ello  de  un  vicio  originario  de  nulidad,  por 
no  ser  el  Fernándes  parte  legitima  en  el  juicio  de  las  comprendidas  ea 
el  art.  78  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil;  mucho  más  cuando  la  re- 
unión para  nombrarle  no  se  celebró  ante  el  Jugado  del  Oongreso,  como 
estaba  mandado,  sino  en  Utrera;  qae  no  implica  absolutamente  nada  el 
que  D.  Miguel  Marín  y  Mufios  tenga  ó  no  constituida  fiansa  para  la  vali- 
des de  los  actos  que  ejecute  como  administrador  del  legado  Bravo  Ma- 
rilio,  puesto  que  tal  fianza  es  un  accidente  independiente  de  tal  inves- 
tidura, naciendo  ésta  del  nombramiento  de  administrador  y  no  perdién- 
doae  porque  se  aumente,  se  disminuya  ó  se.  retire  la  fiansa,  sin  que 
conste  que  Fernándes  la  tenga  prestada;  que  el  nombramiento  del  repe- 
tido D.  Miguel  Marín  Mufios  de  administrador  general  interino  del  le- 
gado Bravo  Morillo  hecho  por  el  Juigado  del  Congreso,  lo  es  sin  limita- 
ción alguna  y  con  cuantas  facultades  confirió  el  fundador  á  los  por  él 
nombrados,  por  lo  que  tiene  la  plenitud  de  las  funciones  administralo- 
rias,  no  pudiendo  reputarse  oomo  nulos  más  actos  que  aquelloa  para  los 
que  se  justifique  nq  estaba  autorizado,  ó  los  que  se  demuestre  tenia  pnn 
hibición  de  ejecutar,  justificación  que  no  se  ha  hecho;  que  loe  actos  de 
reconocer  y  pagar  los  créditos  existentes  contra  el  legado  son  ]_ 
te  administratorios,  estando  por  ello  capacitado  Marín  Mufioa  para  i 
liiarloB  en  el  lugar  que  mejor  conviniera  al  legado  ó  en  el  que 
tera  con  los  acreedores;  que  por  ello  tenia  y  tiene  D.  Miguel  Marín  is- 
cuitadas  para  someterse  tácito  y  expresamente  al  Juagado  que  tuviera 
por  conveniente,  siendo  válida,  eficaz  y  obligatoria  para  las  partas  esa 
sumisión,  mienáras  previamente  no  se  anule  el  convenio  á  instancia  de 
parte  legítima  y  no  de  quien  carece  de  esto  cualidad,  como  sucede  á  Fer- 
nández y  Hernández,  pues  se  trato  de  un  pacto  licito,  moral  y  permi- 
tido por  el  derecho,  y  de  fijar  el  lugar  de  un  pago,  acto  puramente  de 
administración;  que  no  obsto  á  semejante  doctrina  la  sentada  por  la 
Audiencia  de  Madrid  en  su  auto  de  21  de  Junio  de  1899,'  doctrina  aleai- 
pre  respetoble,  pero  que  no  forma  jurisprudencia,  por  tratarse  de  na 
auto  dictado  para  diverso  litigio,  por  no  ser  firme,  sino  que  se  apeló  de 
esa  resolución  por  haberse  terminado  por  transacción  el  asunto  en  qos 
recayó,  y  sin  que  este  Supremo  Tribunal  decidiera  nada  sobre  una  doc- 
trina contraria  á  la  del  mismo  Juzgado  del  Hospicio  y  por  reducirse  ta 
finalidad,  no  á  la  resolución  de  la  competencia,  sino  á  si  debía  ó  no  n* 
querirse  de  inhibición;  que  no  puede  aceptarse  el  razonamiento  de  qse 
los  trabajos  de  Gómez  de  Oádiz  se  preetaron  en  Madrid,  porque  no  eoos- 
ta  dónde  se  prestoron  todos,  sino  algunos,  porque  se  trato  de  servidos 
distintos  ya  judiciales,  ya  extrajudiciales,  que  pudieron  realiaarse  lo 
mismo  en  Madrid  que  en  otros  puntos,  y  porque,  aun  en  el  eaao  de  qnt 
todos  se  prestaran  en  Madrid,  pudo  lícito  y  válidamento  aeordarae  y  es- 
tipularse su'abono  en  otro  lugar  por  conveniencto  de  las  partea,  alnque 
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por  ello  00  püedft  afirmar  qae  se  perjudicó  ninguna  de  eliae  ni  se  impo* 
flibilltó  con  esto  la  defenea  del  legado;  qne  en  la  escritura  de  reeonoel* 
miento  de  crédito  se  sometieron  expresamente  al  Jnsgado  de  Berrera 
del  Dnqae,  entre  otros^  todas  las  partes  contratantes,  por  lo  que  la  ex* 
presada  sumisión  renne  todos  los  requisitos  legales  para  tener  ínersa  do 
ley  entre  ellos  y  producir  sus  efectos  Jurídicos;  que  teniendo  Marín  y 
Gomes  de  Oádií  capacidad  para  someterse  á  aquel  Juzgado,  j  siendo 
el  loe  sólo  los  centrantes,  ee  evidente  que  no  se  necesfitaba  del  asentí^ 
miento  á»  ningún  otro  que  pudiera  ser  interesado  en  el  legado;  que  el 
legado  de  Bravo  Morillo  tiene  vida  y  condiciones  independientee  de  la 
testamentaría  dermismo,  puesto  que  esta  última,  una  vea  dietribu<do 
el  caudal  y  organixado  él  legado,  carece  de  rasón  de.  ser,  estando  lind» 
tada  su  existencia  á  los  nombramientos  de  albaceas,  demostrando  est» 
absoluta  separación  el  hecho  de  administrarse  el  legado  por  persona» 
distintas  de  las  que  administran  la  testamentaría  y  el  de  litigar  el  mié* 
mo  legado  por  sí  con  absoluta  independencia  y  con  personalidad  reco* 
nocida  por  loe  Juzgados  y  Tribunales,  Éin  que  por  ello  pueda  atraer  en 
manera  alguna  á  aquélla  á  su  fuero  al  repetido  legado;  que  aun  en  el 
caso  de  que  la  testamentaría  de  Bravo  Murillo  tuviera  fuerza  de  atrae  ^ 
ción  para  llevar  á  su  fuero  todos  los  litigios  en  que  estuviera  interesado 
el  legado,  tampoco  sería  el  competente  el  Juzgado  del  distrito  del  Hoe*- 
'pido,  sino  el  del  Congreso,  donde  radica  la  repetida  testamentaría;  y  si 
la  reeolueión  de  la  competencia  á  favor  de  Madrid  se  basara  en  ser  en 
esta  villa  el  punto  donde  debía  radicar  el  concutsa  por  las  otras  raso* 
nes  alegadas  en  el  auto  acordando  la  inhibición,  sería  competente  aquel 
de  los  Juzgados  de  esta  corte  á  quien  correspondiera  en  el  reparto,  y  no 
precisamente  el  del  Hospicio,  que  pudiera  tener  la  desgracia  de  no  oo» 
rresponderle;  que  también  demuestra  la  independencia  del  legado  «1 
hecho  de  no  haberse  solicitado  la  inhibición  de  los  autos  de  téstame»» 
laría,  sino  en  un  incidente  sobre  acumulación,  en  que,  reducido  como 
estaba  á  su  fin  único  de  si  debía  ó  no  acumularse  al  concurso  detennl-^ 
nados  Juicios,  no  pudo  ni  debió  admitirse  la  cuestión  de  competencia^ 
ajena  á  su  finalidad,  sino  simplemente  las  alegaciones  favorables  ó  dee* 
iavorables  á  esa  acumulación;  que  la  sumisión  al  Juzgado  de  Herrera 
del  Duque  de  los  demás  interesados  no  contratantes  en  la  escritura  de 
reconocimiento  del  crédito  á  favor  de  Gómez  de  Cádis,  no  nace  de  esta 
eecritura  ni  tiene  relación  alguna  con  ella,  sino  que  nace  dnioa  y  exclu- 
sivamente del  auto  de  declaración  del  concurso  y  de  los  preceptos  lega» 
les  que  regulan  el  fuero  de  esos  Juicios  universales;  que  no  existe  parí* 
dad  alguna  eptre  el  concurso  de  Aóis  y  el  actual,  norque  en  aquél  ee 
trataba  de  laudos  de  amigables  componedores  dictados  en  Madrid,  don» 
de  también  debían  cumplirse,  mientras  que  éste  se  basa  en  el  cobro  de 
créditos  cuya  legitimidad  nadie  ha  puesto  en  duda,  perseguidos  en  loe 
juicios  ejecutivos  oportunos  y  ante  Juzgado  competente,  según  contra* 
tos  consignados  en  escrituras  públicas  no  invalidadas;  que  según  el  ar<* 
tículo  56  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  es  Juez  competente  para  eo* 
nooer  de  los  pleitos  á  que  dé  origen-  el  ejercicio  de  acciones  de  todas 
clases  aquel  á  quien  los  litigantes  se  hubieren  sometido  expresa  ó  tá- 
citamente, por  lo  que  es  incuestionable  la  competencia  del  Juagado  de 
Herrera  del  Duque,  que  proveía  para  conocer  de  las  ejecuciones  origf* 
narias  del  concurso  por  habérsele  sometido  las  partes  de  un  modo  ex- 
preso y  con  capacidad  para  hacerla  sumisión;  que  siendo  válida  esa 
sumisión,  obligatoria  sólo  para  los  que  la  concertaron,  y  declarado  rtt 
Herrera  el  concurso,  todos  los  demás  intererados  tienen  que  someterse 
lal  mismo  Juzgado,  no  por  efecto  de  la  eserituia,  sino  por  mandato  da  la 
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1^  de  SnjQioiainieDto  civil,  qne  en  1a  regU  9.*  de  bu  art.  63,  única  apli- 
eeble  é  eete  caeetión  jaris^iccional»  dispone  qne  eerá  oompeteate  para 
conocer  de  loe  concufeoa  necesarioe  de  acreedoree  el  Joei  de  oaalqaieía 
de  loe  lojcaree  en  que  se  eeté  conociendo  de  Ife  ejecncionee,  caeo  en  que 
ae  halla  el  Joagado  proyeyente,  donde  ee  han  eegnido  laa  doe  ejecndo- 
nee  y  ae  ha  declarado  antee  el  concnrso,  ein  que  nadie  haya  solicüedo 
el  del  domicilio  del  deudor;  y  qne  por  todo  lo  expueeto,  y  principal* 
mente  por  lo  mandado  en  eea  regla  9.*  del  art.  68  de  la  ley  de  Enjnicia- 
n^tonfto  cítíI*  qne  debe  eer  y  es  obligatoria  en  todoe  loe  concniaosi  sea 
enalqniera  en  origen,  sus  causae  y  sus  antecedentes,  y  de  acuerdo  coa 
el  dictamen  Fiscal  y  con  las  alegaciones  de  laa  partee  personadas  ea 
Herrera  del  Doqae,  procedía  no  acceder  á  la  inhibición  interesada  por 
ei  Joeadel  distrito  del  Hoepido  de  esta  corte: 

Besnltando  qne  comonicada  esta  reeolnción  en  forma  legal  al  Josge- 
do  de  primera  instancia  del  Hospicio,  desistió  éste,  por  auto  fecha  4  ds 
Mayo  de  1900,  de  la  inhibitoria  propueeta,  mandando  remitir  lee  actna- 
cionea  al  Jnea  de  Herrera  del  Duque;  y  como  el  Procurador  Palacios 
apelara  de  tal  proveído,  lo  revocó  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Aa- 
dlenda  territorial  de  Madrid  por  otro  auto  de  22  de  Diciembre  siguiente, 
qne  mandó  al  Jues  del  Hospicio  insistir  en  la  inhibitoria,  por  considertr 
para  ello:  que,  conforme  á  la  regla  9.%  art.  68  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento eivil,  ee  Jues  competente  en  los  concursos  promovidos  por  los 
aweedores  el  de  cualquiera  de  los  lugaree  en  que  se  esté  conociendo  de 
lae  ejecucionee,  pero  prefiriendo  entre  ellos  ei  del  domicilio  del  deudor 
ai  éele  ó  el  mayor  número  de  acreedores  lo  reclamaee;  y  alendo  D.  Ms- 
nuel  Femándes  y  Hernúndes  administrador  general  del  legado  de  Doa 
Joan  Bravo  Murillo,  ó  sea  el  legal  repreeentante  del  deudor,  ei  en  qas 
en  este  caso  reclama  la  competencia  del  Jusgado  del  Hospicio  de  esto 
eorie,  es  claro  que  éete  es  ei  competente  para  conocer  de  loe  autos  ds 
ooseurso,  con  tanto  más  motivo  cuanto  que  la  teetamentaria  radica  ea 
eeta  corte;  que,  por  otra  parte,  la  remisión  expresa  ai  Juzgado  de  Herre- 
ra del  Duque,  pactada  en  la  escritora  de  reconocimiento  del  crédito  del 
B.  Manuel  Gomes  de  Cádis,  promovedor  del  concurso,  y  en  la  que  dicho 
Josgado  funda  en  competencia,  no  puede  tener  valor  alguno,  por  no  ht- 
beria  otorgado  la  repreeentación  legal  del  legado,,  que  ee  el  citado  admi- 
nistrador general  D.  Manuel  Fernéndes  y  Hemándes;  pues  si  bien  Doa 
Miguel  Marín,  otorgante  de  la  repetida  escritura,  ejerció  interinamente 
el  cargo  de  administrador,  fué  separado  del  mismo,  habiendo  rendido  yi 
lae  cuentas,  según  aparece  de  los  documentos  obrantes  en  los  antoe;  qne, 
aun  en  ei  supuesto  de  que  D.  Miguel  Marín  tuviese  perscmalidad  pan 
representar  al  legado,  no  es  admisible  que  en  su  calidad  de  administra- 
dor interino  se  hallase  investido  de  facultades  para  contraer,  ein  inte^ 
Tendón  de  los  albaceas,  obligaciones  que,  ademes  de  afectar  gravemes- 
te  á  la  teetamentaria,  alteran  la  natural  competencia  de  los  Tribunales; 
que  la  Bala  que  proveía,  en  sentencia  de  26  de  Junio  de  1899,  reeoifió 
otro  caso  igual,  en  el  que,  promovido  también  en  la  misma  forma  el 
ooncnrso  de  acreedoree  del  legado,  ee  rechaaó  la  personalidad  de  D.  líi- 
KoeX  Marín;  y  que  por  ia  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  esta  corte,  j 
en  loe  autos  eegnidoe  por  los  menores  Los  Arcos  y  D.  Miguel  Marín  con 
D.  Manuel  Femándes  Bravo,  usufructuario  del  mismo,  sobre  que  so 
quede  sin  efecto  el  nombramiento  del  segundo  en  el  cargo  de  admini^ 
trader  interino,  ee  ha  dictado  auto,  fecha  10  de  Octubre  de  1900,  pcNrel 
que,  entre  otros  particularee,  se  declaran  nulos  todoe  los  actos  y  contra- 
tos qne  judicial  ó  extrajudicialmente  haya  celebrado  D.  Miguel  Marín  J 
MnfioayOomoadmiBiatrador  interino  del  legado  de  Bravo  Murillo,  y  ae 
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manda  pamr  el  rollo  al  Ministerio  fitcal,  por  si  de  los  testimonios 
de  escritaras  lleTados  para  mejor  proveer  aparecen  responsabilidades  de 
carácter  criminal  eontra  los  otorgantes;  que  aunque  no  consta  que  esta 
resolución  haya  causado  ejecutoria,  ee  lo  cierto  que  así  en  el  Jusftado 
del  Hospicio  como  en  la  Audiencia  de  esta  corte  ha  sido  reconocida  la 
personalidad  de  D.  Manuel  Fernándes  y  Hemándex  como  administrador 
del  legado,  y  no  es  posible  alterar  este  estado  de  derecho,  siquiera  no 
sea  definitivo,  dando  lugar  á  que,  con  aquiescencia  de  los  Tribunales, 
actúen  simultáneamente  dos  administradores,  y  aumentando  asi  la  gran 
perturbación  producida  en  loe  numerosos  pleitos  á  que  ha  dado  origen 
la  institución  de  que  se  trata,  y  que  las  reiteradas  tentativas  de  llevar  la 
Jurisdicción  á  otros  Juzgados  tienden  á  aumentarse  todavía: 

Besultando  que  librado  el  correspondiente  oficio,  con  testimonio  de 
lo  necesario  para  hacer  saber  al  Juzgado  de  Herrera  del  Duque  el  anteci- 
tado auto  de  la  Audiencia  de  esta  corte,  insistió  aquél  en  s\i  competen- 
cia, y  en  su  virtud,  ambos  Juecee  contendientes  remitieron  sus  respecti- 
vas actuaciones,  citadas  y  emplazadas  las  partes,  á  este  Tribunal  Supre- 
mo, sustanciándose  la  competencia  con  arreglo  á  derecho  é  intervención 
del  Ministerio  fiscal. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Pedro  Lavin: 

Considerando  que,  según  la  regla  9.*  del  art.  68  de  la  ley  de  Enjui- 
eiamiento  civil,  que  es  la  aplicable  á  la  presente  contienda,  por  tratarse 
en  ella  de  la  competencia  para  conocer  del  concurso  necesario  del  legado 
Instituido  por  D.  Juan  Bravo  Murillo,  concurso  declarado  á  instancia  de 
an  acreedor  por  el  Juez  de  Herrera  del  Duque,  tiene  fuero  preferente,  de 
mitre  los  Jueces  que  estén  conociendo  de  las  ejecuciones,  el  del  domici- 
lio del  deudor,  si  éste  ó  el  mayor  número  de  los  acreedores  lo  reclama: 

Considerando  que  sobre  ser  un  hecho  reconocido  que  contra  el  legado 
de  que  se  ha  hecho  mérito  existían  ejecuciones  pendientes  en  el  Juzgado 
de  Herrera  del  Duque  y  en  los  de  Madrid,  es  de  estimar  que  dicha  fun- 
dación tiene  su  domicilio  en  esta  corte,  porque  no  constando  que  le  ten- 
ga en  otra  población  de  la  Península,  aquí  radica  la  testamentaría  del 
fundador: 

Considerando  que  desestimada  por  auto  de  este  Tribunal  Supremo  de 
29  de  Marzo  último  la  admisión  del  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley  interpuesto  por  D.  Miguel  Marín  Mufioz  contra  el  dictado  por  la 
Sala  primera  de  lo  civil  de  esta  Audiencia  en  10  de  Octubre  anterior, 
quedó  firme  esta  última  resolución,  en  la  que  se  declaró,  entre  otras  co- 
sas, la  nulidad  de  la  providencia  de  24  de  Junio  de  1897,  por  la  que  fué 
nombrado  Marín  administrador  interino  del  legado: 

Considerando,  por  el  contrario,  que  existen  en  los  autos  indicaciones 
suficientes  para  estimar,  á  los  efectos  de  la  cuestión  del  día,  que  el  re- 
presentante legal  de  la  fundación  es  hoy  D.  Manuel' Fernández  y  Her- 
nández, de  todo  lo  cual  se  deduce  que,  eliminada  la  personalidad  de  Ma- 
rín en  el  concepto  de  administrador  judicial  y  reclamada  por  el  repre- 
sentante del  deudor  la  competencia  del  Juez  del  domicilio,  el  conoci- 
miento del  concurso  compete  al  Juez  de  primera  instancia  del  distrito 
del  Hospicio  de  esta  corte,  ó  al  que  por  tumo  corresponda; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento 
del  concurso  de  que  se  trata  corresponde  al  Juez  de  primera  instancia 
del  distrito  del  Hospicio  de  esta  corte  ó  al  que  sea  repartido  en  forma, 
remitiéndose  todas  las  actuaciones  al  Decano  de  dichos  Jueces  á  los  efec- 
tos oportunos;  póngase  esta  resolución  en  conocimiento  del  Juzgado  de 
•  igual  clase  de  Herrera  del  Duque,  y  se  declaran  de  cuenta  respectiva  de 
Iss  partes  las  costas  ocasionadas  en  esta  competencia. 
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Asi  por  esta  naestra  sentencia,  qne  se  publicará  en  la  Gaceta  den- 
tro de  los  diei  días  siguientes  al  de  su  fecha,  é  insertará  en  la  CoLBC- 
ciÓN  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo  pro- 
nunciamos, mandamos  y  firmamo8.=José  de  Aldecoa.=Bicardo  Ga* 
lión.=Pedro  Lavin.=:Ricardo  Molina.= Vicente  de  Plnlés. 

Pnblicaclón.=Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Ezcmo.  Sr.  D.  Pedro  Lavin,  Magistrado  de  la  Sala  de  lo  civU  del  Tribu- 
nal Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  día  de  hoy, 
de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  8  de  Mayo  de  1901.r=BogeUo  Qonsálea  Montes. 

Núm.  UQ.-TRIBUNAL  8UPREII0.-4  U  Maye,  pO.  el  6  ds  JmIs. 

CoMPETBNCiA  .—Paao  de  p«stf/<is.~SeDteQcia  decidiendo  en  favor 
del  Juez  municipal  del  distrito  de  la  Audiencia  de  ValladolidL 
la  suscitada  con  el  de  igual  clase  de  Ciudad  Real,  acerca  del 
conocimiento  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Clemente  Lan- 
chares contra  D.  Ramón  Andrade. 
En  sus  CONSIDERANDOS  86  ostableco: 

Que  eual  reiteradamente  ha  declarado  eete  Tribunal  Supremo,  ie 
acuerdo  con  lo  diepueeio  en  el  art,  Í728  del  Códiffo  etoil,  eetá  obli» 
gado  el  mandante  á  satisfacer  al  mandatario  las  cantidades  que  le 
debiere  en  el  lugar  en  que  haya  desempeñado  el  mandato;  siguién- 
dose de  ello  que  el  Juez  de  ese  lugar  tiene  preferente  competencia 
sobre  el  del  domicilio  del  demandante  para  conocer  de  la  aemania 
en  que  se  le  exija  el  cumplimiento  de  aquella  obligación^  á  tenor  de 
la  regla  1^  del  art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ctciL 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  4  de  Mayo  de  1(K)1,  en  la  competen- 
cia pendiente  ante  Nos,  por  rasón  de  iohibitoria  propuesta  por  el  Jues 
municipal  de  Ciudad  Real  al  de  igual  clase  del  distrito  de  la  Audiencia 
de  Valiadolid,  en  el  conocimiento  del  juicio  verbal  sobre  pago  de  260 
pesetas,  promovido  ante  el  último  por  D.  Clemente  Lanchares,  comer* 
ciante,  vecino  de  Valiadolid,  contra  D.  Ramón  Andrade  Cachero,  Far- 
macéutico, vecino  de  Ciudad  Real;  no  habiendo  comparecido  ante  est» 
Supremo  Tribunal  ninguna  de  las  partes: 

Resultando  que  en  SO  de  Noviembre  del  afio  próximo  pasado,  Don 
Clemente  Lanchares  acudió  al  Juigado  municipal  del  distrito  de  la  An- 
diencia  de  Valiadolid  en  demanda  de  250  pesetas  que  era  en  deberle  Doa 
Ramón  Andrade  Cachero,  vecino  de  Ciudad  Real,  por  los  gastos  qot 
había  hecho  de  correo,  telégrafos  y  demás  anejo  al  negocio  que  por  sa 
mandato  empeaó  en  aquellfi  ciudad,  de  comprar  cereales  y  enviárselos, 
incluyendo  en  la  cantidad  demandada  el  importe  de  la  comisión  qne  Is 
correspondía,  reconocida  por  el  mismo  Andrade,  como  Justifioaría  en 
momento  oportuno: 

Resultando  que  sefialado  día  para  la  celebración  del  juicio,  se  libró 
el  oportuno  oficio  al  Juzgado  municipal  de  Ciudad  Real  para  la  cllacióa 
del  demandado;  y  practicada  ésta,  acudió  Andrade  á  aquel  Juzgado,  y 
con  presentación  de  una  carta  que  con  fecha  6  de  Julio  anterior  le  diri* 
gió  el  demandante  Lanchares,  comunicándole  que  con  aquella  fecha  ha- 
bía puesto  en  circulación  una  letra  á  ocho  días  vista,  á  su  cargo,  por  pe- 
setas 448  con  96  céntimos,  que  le  dejaba  abonadas  en  cuenta,  y  la  pri- 
mera de  cambio  á  qne  se  refiere  dicha  carta,  satisfecha  al  Banco  ds 
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Espafift,  propileo  en  Mcrito  de  14  de  Diciembre  la  infaibitorU  de  JQri»> 
dicción,  alegando  qne  no  aceptaba  ios  hechos  ezpnestos  en  la  demanda, 
porqne  tenia  liquidadas  todas  sns  cuentas  con  el  demandante,  como  Jn»- 
tificaba  con  la  carta  y  letra  qne  acompañaba,  y  qne  negaba  á  la  Tes 
qne  Lanchares  tuviera  derecho  á  exigir  cantidad  alguna  por  los  concep- 
tos que  expresaba,  porque  no  era  comisionista,  ni  con  tal  carácter  le  ha^ 
bla  prestado  servicios  de  ninguna  clase;  y  qne  para  determinar  la  com- 
petencia del  Juzgado,  debían  aplicarse  el  art.  1181  del  Código  civil  y  la 
jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo  consignada  en  lepetldas  senten- 
cias, porque  ni  existía  contrato  en  que  se  hubiera  fijado  lugar  para  el 
cumplimiento  de  la  obligación,  ni  se  trataba  de.cosa  determinada,  ni  el 
alegante  se  había  sometido  é  los  Juagados  de  Valladolid  para  los  eleetoa 
é  que  se  refería  la  demanda: 

Resultando  qué  el  Jues  municipal  de  Ciudad  Real,  después  de  haber 
oído  al  Ministerio  fiscal,  dictó  auto  inhibitorio  en  16  del  mismo  mea  de 
Diciembre,  porque  se  trataba  de  una  acción  personal  y  no  existía  sumi- 
sión expresa  ni  tácita  por  parte  del  demandado;  y  comunicado  al  Jua- 
gado de  la  Audiencia  de  Valladolid,  la  impugnó  á  su  tiempo  el  deman- 
dante Lanchares,  presentando  tres  cartas  que  le  dirigió  Andrade,  la  pri- 
mera con  fecha  20  de  Mayo  de  1890,  en  que  le  remesa  fondos  y  le  anun- 
cia el  enTío  de  otros,  y  le  encargaba  le  tenga  al  corriente,  no  sólo  del 
mercado,  sino  también  del  estado  de  los  sembrados;  la  segonda,  de  fe- 
cha 29  de  Junio  del  mismo  afio,  contestándole  á  dos  relativas  al  envío 
de  los  talones  correspondientes  á  unos  vagones  de  harinas,  é  indicán- 
dole que  á  determinado  precio  podría  seguir  comprando;  y  la  tercera, 
de  fecha  1.^  de  Julio  siguiente,  en  que  le  acredita  en  cuenta  determinada 
cantidad,  cargándole  otra,  y  le  dtce  qne  con  aquella  remesa  quedaba  sal- 
dada la  cuenta  entre  ambos  hasta  fin  del  mes  pasado,  y  sólo  quedaba  la 
comisión  que  había  de  sefialarle  por  sus  gestiones  y  gastos  de  corres- 
pondencia; y  alegando  en  apoyo  de  la  competencia  de  aquel  Juagado 
para  conocer  de  la  demanda  entablada:  que  dejando  á  un  lado  todo  lo 
que  se  refería  al  fondo  del  asunto  y  sería  objeto  de  prueba  á  su  tiempo, 
bacía  notar  en  primer  término  lo  improcedente  qne  era  acudir  á  nna  ley 
sustantiva  del  Código  civil  para  fundamentar  una  cuestión  de  procedi- 
miento, aparte  de  que  si  el  demandado  afirmaba  que  nada  debía,  no  te- 
nía explicación  el  que  sostuviera  la  competencia  del  lugar  del  pago;  y 
que  las  cartas  que  acompafiaba  demostraban  que  la  obligación  debía 
onmplirse  en  aquella  capital,  siendo  de  aplicación  al  caso  lo  «Uspoeeto 
en  el  párrafo  1.^  del  art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  en  na- 
merosas  sentencias  del  Tribunal  Supremo,  que  declaran  que  el  Juei  del 
lugar  en  que  deba  cumplirse  la  obligación  deba  ser  siempre  preferido  al 
del  domicilio  del  demandado;  que  es  Joei  competente  para  oonoeer  de 
los  juicios  en  que  se  reclamen  honorarios  el  del  lugar  en  qne  debe  com- 
plirse  la  obligación;  cuando  no  sea  sefialado  en  el  contrato,  es  el  en  que 
prindpió  á  ejecutarse: 

Resultando  qne  oído  el  Ministerio  fiscal,  y  fundado  en  las  mismas  isa- 
sones  expuestas  por  el  demandado,  dictó  auto  el  Juei  municipal  del  dis- 
trito de  lü  Audiencia  de  Valladolid  en  26  de  Diciembre,  rechaiando  la 
inhibitoria  y  declarándose  competente  para  seguir  conociendo  del  Jnloia 
entablado;  y  habiendo  insistido  el  de  Ciudad  Real  en  la  inhibitoria  por 
auto  de  19  de  Enero  del  corriente  afio,  elevaron  ambos  sus  respectivaa 
aetuaciones  á  este  Supremo  Tribunal,  sustanciándose  la  competencia  con 
arreglo  á  derecho  y  oyéndose  al  Ministerio  fiscal. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joaquín  Gonaálea  de  la  Pefia: 

Considerando  qne  cnal  reiteradamente  ha  declarado  este  Tribniíal 


Digitized  by 


Google 


ÍH  '     JURtSPRUDBNCU  OITIL 

BnpremOy  á&  «oaerdo  con  lo  dispoosto  en  el  art.  1728  del  Código  cítU, 
•etá  obligado  el  mandante  á  satíeíaoer  al  mandatario  las  cantidadea  que 
le  debiere  en  el  Ingar  en  qne  haya  deeempefiado  el  mandato;  sigaién- 
doee  de  ello  qne  el  Jnes  de  eee  Ingar  tiene  preferente  oompetencia  sobre 
el  del  domicilio  del  demandante  para  conocer  de  la  demanda  en  qoe  ae 
le  exija  el  cumplimiento  de  aquella  obligación»  A  tenor  de  la  regla  1.^ 
del  art*  68  de  la  ley  de  En joiciamiento  civil 

Coneiderando  qne,  según  se  infiere  de  lo  expuesto  por  ambas  pariet 
litigantes  y  de  la  correspondencia  qne  entre  ellos  ha  mediado,  desempelló 
en  Yaüadolid  el  demandante  D.  Clemente  Lanchares  la  comisión  qna 
par»  la  compra  de  cereales  ó  harina  le  había  conferido  el  demandado 
Dw  Ramón  Andrade,  por  lo  onal,  y  coa  sojeción  á  los  preceptos  legales 
anteriormente  citados,  corresponde  al  Jnei  de  la  mencionada  ciudad  el 
conocimiento  de  la  demanda  en  que  el  mandatario  reclama  las  cantida- 
des que  supone  deber  el  mandante  por  el  desempefiodesn  cometido; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento  de 
estos  autos  corresponde  al  Juei  municipal  del  distrito  de  la  Audiencia 
de  Valladolid,al  que  se  remitan  todas  Us  actuaciones  para  los  efeetot 
de  derecho,  poniéndose  esta  resolución  en  conocimiento  del  Jnes  de  igoal 
dase  de  Ciudad  Real;  y  no  hacemos  declaración  sobre  cestas. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  den- 
tro de  los  dies  días  siguientee  al  de  su  fecha  y  á  su  tiempo  en  la  Colec- 
ción LBGmLATnrii,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo  pro- 
nunciamos, mandamos  y  flrmamoe.=José  de  Aldecoa.;=José  de  Gami- 
c«.=Franciscp  Toda.=:Enrique  Lassós.=Joaquin  Goniálea  de  la  Pella. 

Pubi1caeión.=Le(da  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Exorno.  8r.  D.  Joaquín  Gonsáles  de  la  Pefia,  Magistrado  del  Tribunal 
Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  de  lo  cItU  en  el  día  de  hoy , 
<ie  que  certifico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  4  de  Mayo  de  liK)l.i«IJoenoiado  Jorge  Martines. 

»rüm.  1S30.— TRIBUNAL  8UraEII0.-4  de  Mayo,  psb.  el  7  y  8  de  Jralt. 

Casación  por  infracción  de  LEY.-^NuUdad  de  ctonactdn.— Senten- 
cia declarando  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  D.  Julio 
y  D.  Luis  Prieto  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  secunda  de 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  Dona  Josefa 
Bort 
En  sus  00N8IDBRANDOS  80  estableco: 

Que  ee  infringen  loa  arte.  1216  y  1218  del  Código  dvil,  deeeom- 
eiendo  la  eñeaeia  probatoria  de  un  documento  pübUeo: 

Que  aun  eupueata  la  fíUaedad  de  las  eaueaa  de  una  dúnadán, 
cuando  aquélla  verea  eobre  hechos  que^  personal  é  intimamente  ajee-' 
tan  al  donante  u  le  eran  perfectamente  eonoeidos,  es  patente  que 
tales  hechos  no  determinaron  el  consentimiento  del  otorgante^  y  ^ 
demuestra  por  la  virtualidad  del  easo  que  la  obligación  tuoo  otra 
causa  lidia  g  verdadera,  eualfué  la  liberalidad  que  la  ley  pretmfone^ 
cuando  gratuitamente  se  traspasa  una  cosa  áfaoor  de  oírapersima: 

Oue  no  observándose  esta  doctrina^  se  infringen  los  arte,  w 
g  1276  del  Código  dviL 

• 

En  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  4  de  Mayo  de  1901,  en  el  pleito  fe- 
gnido  en  el  Jui^ado  de  primera  instancia  del  distrito  de  Baenavista  / 
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en  U  Sala  w^gnnáñ  de  lo  civil  de  la  Andlenoia  de  esta  mlama  corto  por 
Dofia  Josefa  Bort  y  Viraes  con  D.  Jallo  y  D.  Luis  Prieto  y  Láiaro,  em^ 
picados  todos,  de  esta  vecindad,  sobre  nulidad  de  una  donación  y  otros 
extremos;  pendiente  ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  in- 
<racoión  de  ley  interpuesto  por  el  Procurador  D.  Pedro  Mariano  Pala- 
cios, bajo  la  dirección  del  Letrado  D.  Gabriel  Serrano  Echevarría  en  re- 
preeentación  de  los  demandados;  habiendo  estado  defendida  y  represen- 
tada en  esto  recurso  la  parte  demandante  por  el  Letrado  D.  Antonio 
Maura  y  el  P^curador  D.  José  María  Oordón: 

Besnltondo  que  ante  el  Notario  del  Oolegio  de  esta  corto  D.  Antonio 
Rodrigues  Gálveí  comparecieron  en  18  de  Febrero  de  189&  Dofia  Josefa 
Bort  y  Yimes  de  una  parto,  y  de  otra  D.  Julio  y  D.  Luis  Prieto  y  Lásaro, 
y  por  parto  de  Dofia  Josefa  se  expuso:  primero,  que  era  duefia  en  plena 
propiedad  de  878.000  pesetas  nominales  en  Deuda  eztorior  al  4  por  100; 
de  60  billetes  hipotecarios  de  la  isla  de  Ouba,  emisión  de  1886,  impor- 
tantes 96.000  pesetas  nominales,  y  de  220  obligaciones  municipale»,  sn 
Talor  nominal  66*000  pesetas,  cuyos  efectos  tonía  á  su  nombre  deposito- 
dos  en  el  Banco  de  Espafia  en  custodia  transmisible,  según  los  tres  re»- 
{^ardoe  expresaban,  expedidos  en  10  de  Mano  uno  y  en  24  del  mismo 
mee  de  1897  los  otros  dos;  segundo,  que  desde  hace  algún  tiempo,  y  de- 
bido al  carifio  que  la  exponento  ha  profesado  siempre  á  la  familia  de  los 
8ros.  Prieto,  éstos  vienen  ocupándose  de  los  asuntos  de  la  misma  con 
verdadera  solicitud,  sin  exigirle  por  ello  retribución  alguna,  y  prodigán- 
dole cuando  se  halla  enferma  toda  clase  de  atonciones  y  cuidados;  y  tov- 
cero,  que  deseando  demostrar  á  dichos  Sres.  Prieto  su  agradecimiento 
por  semejanto  procedqr,  segura,  como  se  halla,  de  que  así  se  continua- 
rán mientras  viva  la  exponento,  ha  resuelto  donarles  los  expresados  va- 
lores por  mitad,  en  los  términos  que  iban  consignados;  en  consecuencia 
de  lo  cual,  se  dice  después  en  esto  documento,  formalixan  la  presento  es- 
critura con  arreglo  á  las  slguientos  cláusulas:  primera,  Dofia  Josefa  Bort 
7  Virnes,  en  consideración  á  los  motivos  expuestos,  hace  donación  iii- 
terviüOs,  pura,  perfecto  é  Irrevocable  á  D.  Julio  y  D.  Luis  Prieto  y  LA- 
aaro  de  los  bienes  de  su  pertonencia  resefiados  en  el  núm.  1.®  de  la  ex- 
posición de  esto  escritura  para  que  los  adquieran  por  partos  iguales;  se- 
gunda, la  propia  Dofia  Josefa  Bort  se  reserva  para  si  el  usufructo  por 
iodos  los  <Uas  de  su  vida  de  los  bienes  ó  valores  objeto  de  esto  donación, 
de  snerto  que  mientras  viva  dicha  sefiora,  los  Sres.  Prieto  únlcamento 
tendrán  la  mera  propiedad  de  los  referidos  valores,  y  sólo  cuando  la 
misma  fallesca  adquirirán  éstos  el  pleno  dominio  de  dichos  bienee,  pu- 
diendo  entoncee  disponer  de  ellos  con  entora  libertad  en  la  forma  que 
tengan  por  conveniento;  tercera,  si  por  acontecimientos  hoy  no  previstos 
desmereciesen  tanto  de  valor  los  efectos  donados,  que  donanto  y  dona- 
tarios creyeren  oportuno  ó  conveniento  sustituir  aquéllos  por  otros  que 
ofrescan  mayores  garantías,  se  pacta  expresamento  que  llegado  ese  caso 
los  valores  que  de  común  acuerdo  se  adquieran  se  entenderán  donados 
desde  ahora  por  Dofia  Josefa  Bort  á  D.  Julio  y  D.  Luis  Prieto  en  los 
mismos  termines  que  los  que  se  comprenden  en  esta  escritora,  la  cusí 
declaran  ratificada  para  ese  objeto  especial  de  que  la  presento  donación 
h»  de  considerarse  eficas,  snbsistento  y  extonsiva  á  los  efectos  que  se  ad- 
quieran en  sustitoción  de  los  expresados  en  el  anteoedento  primero,  por 
ser  ésto  la  voluntad  de  la  sefiora  donanto;  cuarto,  declara  la  misma  se- 
fiora que  careciendo,  como  carece,  de  herederos  necesarios,  puede  efec- 
tuar válidamento  la  presento  donación;  y  que  reservándose  el  usufructo 
de  los  bienes  objeto  de  ella,  le  queda  más  de  lo  necesario  para  vivir  con 
deooro  y  en  un  estado  oorrespondiento  á  sus  circunstancias;  y  quinta. 
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D.  Jallo  y  D.  Lula  Prieto  j  Lásaro  aceptan  esta  donacito,  j  algnlfican  á 
la  aefiora  compareciente  sa  proínndo  reconocimiento  por  el  acto  de  libe- 
nUldad  Helado  á  electo  con  lok  miamoe: 

Beaaltando  que  en  12  de  Diciembre  del  mismo  afio  1898  Dolia  Jo- 
sefa Bort  7  Vimee  dedujo  en  esta  corte  la  demanda  de  eate  pleito,  ex- 
poniendo: que  la  drcnnstancia  de  haber  sido  D.  Jallo  Prieto  nomlnrado 
albaoea  de  D.  Clandio  Gomera,  qne  dejó  é  la  demandante  por  heredera 
de  lodos  sas  blenee,  anida  á  la  de  haber  conocido  y  tratatfo  á  los  padrea 
de  aqnél,  dieron  lagar  al  D.  Julio  7  á  sa  hermano  D.  Lois  para  que  üe- 
caenta)ran  el  trato  de  ella,  7  dnefia  de  algunos  bienes  de  fortona,  sin 
marido,  hijos  ni  parientes  qae  estuTleran  próximos  á  ella,  7  sin  oonod- 
miento  ni  noticia  de  lo  que  fueran  negocios,  se  sintió  temerosa  7  débil 
00  SQ  aislamiento,  7  los  hermanos  Prieto  ntilisaron  hábilmonte  esta  si- 
toación  para  ejercer  sobre  eiU  ana  Tcrdadera  7  constante  coacción  mo- 
ral; que  empelaron  los  hermanos  Prieto  por  mostrarles  el  afecto  mia 
ainoero,  fingiendo  servicios  quo  no  la  prestaban,  respeto  7  samisión  que 
no  sentían,  7  ofrecimiento  de  apo70  7  defensa  contra  sofiados  peligros, 
7  de«pnés  de  grandes  esfoenos  llegaron  á  conseguir  que  les  admitiese  á 
▼irir  en  sa  compafiia,  aceptando  de  ella  alimentos,  ropa,  salarios  7  todo 
cnanto  necesitaban  7  pedian,  7  llegando  á  instalarse  también  en  la  casa 
Dofia  Isidora  Calvo,  que  contrajo  matrimonio  con  D.  Luis,  con  cuyo 
motivo  extremó  sus  bondades,  hasta  el  panto  de  alhajar  habitaciones 
para  el  nuevo  matrimonio,  cargando,  en  una  palabra,  con  todoe  los  gas- 
tos que  trajo  consigo,  llegando  á  más  de  7.000  pesetas  los  gastos  que  en 
pocos  meses  le  proporcionaron  sus  huéspedes;  qne  instalada  toda  la  fa- 
milia Prieto  en  su  casa,  arreció  la  campafia  de  coacción  moral  empren- 
dida con  tanto  éxito,  que  en  algunas  ocasiones  llegó  á  desaparecer  la 
personalidad  de  la  demandante  en  su  propia  casa  para  ser  sastituida  por 
la  de  sus  protegidos,  los  que,  aprovechando  un  momento  propicio,  le 
propusieron  que  en  premio  de  sus  afectos,  cuidados  7  servicios  que  por 
toda  la  vida  le  ofrecían,  les  donara  su  fortuna  en  forma  que  ella  no 
comprometiese  su  porvenir  con  sus  generoeidades,  reservándose  para 
ello  el  nsufruoto  de  todos  sus  bienes,  7  dominada  sin  saberlo  aceptó  la 
idea  7  firmó  la  escritura  que  se  ha  referido,  cU7a  minuta  era  claro  qne 
pensaron  7  redactaron  los   hermanos  Prieto;  que  realliada  la  pri- 
mera parte  del  plan  de  los  hermanos  Prieto  con  el  otorgamiento  de  U 
escritura,  había  que  intentar  la  segunda,  pues  lo  conseguido  era  de  poca 
Qtiidad  si  no  lo  aprovechaban  como  medio  de  obtener  todo  ó  parte  del 
pleno  dominio,  empleando  para  ello  como  instrumento  la  nada  propie- 
dad, á  fin  de  perturbar  la  vida  de  la  donante,  impidiéndole  la  quieta  y 
pacífica  posesión  del  usufructo  que  se  había  reservado,  obligándole  de 
«sta  manera  á  transigir,  poniendo  en  manos  de  los  donatarios  parte,  por 
lomenoe,  del  usufructo,  completando  así  el  pleno  dominio  de  sus  valo- 
res; qae  al  efecto,  los  hermanos  Prieto,  apenas  se  otorgó  la  esoritoit, 
cambiaron  completamente  de  conducta,  convirtiéndose  en  soberbia  m 
aparente  samisión,  7  el  deeeo  de  vivir  en  compafiia  de  la  donataria  en 
afán  de  una  separación  que  al  cabo  se  realisó,  abandonando  la  caes  en 
donde  tan  expléndidamente  habían  sido  alimentados,  vestidos  7  alhaja- 
dos, pero  no  sin  haberle  inferido  antea  7  después  de  la  salida  de  la  casa 
una  serie  de  imperdonabiee  agravios  de  palabra  7  por  medio  de  anónimoe, 
que  ignoraba  quién  hubiera  redactado,  7  que  tales  ingratitudes  llevaron 
la  Ini  á  los  ojos  de  la  demandante,  comprendiendo  qne  había  sido  enga- 
flada;  qne  las  causas  7  motivos  en  qne  los  hermanos  Prieto  7  ella  iao- 
eentemente  fundaron  la  escritura  de  donación  eran  totalmente  faleoí; 
iaiao  qne  se  habieran  ocupado  en  sos  asantes  con  pocsa  ni  mucha  activi- 
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dad,  porque  nnoca  loe  había  tenido,  |met  bub  negocloB  Be  habían  redu- 
cido á  cobrar  los  cupones  de  sos  valores;  falso  que  le  hubieran  prodi- 
gado atenciones  y  cuidados  en  sus  enfermedades,  porque  no  había  es- 
tado enferma,  y,  en  una  palabra,  que  no  era  cierto  nada  de  lo  que  sus 
protegidoe  dijeron  en  la  minuta  que  sirvió  para  redactar  la  escritura,  y 
aólo  lo  era  el  dafio  causado  á  la  otorgante;  é  invocado,  por  último,  el 
precepto  del  art.  621  del  Código  cítíI  respecto  de  las  donaciones  entre 
vivos;  el  1266,  que  trata  de  la  expresión  de  una  causa  falsa  en  los  con- 
tratos, y  el  1276,  620  y  787  del  mismo  Código  civil,  terminó  solici- 
tando se  declarase  en  definitiva:  primero,  que  por  los  medios  que  se 
pusieron  en  juego  para  conseguir  el  otorgamiento  de  la  escritura  de 
donación  y  por  expresarse  en  el  contrato  causas  falsas  del  mismo,  es 
nula  dicha  escrttura;  segundo,  que  en  su  consecuencia,  la  demandante 
debia  recobrar  la  nuda  propiedad  de  los  valores  y  títulos  de  la  Deuda 
qtie  por  dicha  escritura  donara  á  los  hermanos  Prieto;  y  tercero,  que 
por  las  mismas  rasones,  y  además  por  participar  de  la  naturaleza  de  las 
últimas  voluntades,  la  demandante  podía  en  todo  tiempo  revocar  libre- 
mente la  donación  que  para  después  de  su  muerte  hizo  á  los  hermanos 
Prieto  por  el  mismo  documento  público  del  usufructo  de  los  citados 
bienes: 

Resultando  que  antes  de  contestar  la  demanda,  y  á  petición  de  los 
demandados,  fundada  en  la  edad  avanzada  y  en  enfermedad  que  aque- 
jaba al  Notario  que  autorizó  la  escritura  de  donación,  D.  Antonio  Ro- 
dríguez de  Gálvez,  declaró  éste:  que  antes  de  proceder  al  otorgamiento 
de  dicha  escritura  hizo  á  Dofia  Josefa  Bort  todo  género  de  reflexiones 
•obre  la  importancia  del  acto  que  iba  á  realizar,  preguntándole  el  móvil 
de  tal  resolución,  á  todo  lo  que  contestó  que  tenía  á  los  hermanos  Prieto 
á  su  lado  desde  la  nifiez  y  les  quería  como  á  hijos,  y  por  esto  ejecutaba 
squel  acto,  sintiendo  no  tener  más  bienes  de  fortuna  para  donárselos  tam-  ' 
bien;  y  que  ante  esta  voluntad  manifiesta,  y  convencido  de  la  indepen- 
dencia con  que  obraba  la  Dofia  Josefa  y  de  su  capacidad  y  la  de  los  do- 
natarios, autorizó  la  escritura: 

Resultando  que  en  contestación  á  la  demanda,  y  para  que  se  les  ab- 
solviera de  ella  en  todos  sus  extremos,  rechazaron  los  hermanos  Prieto 
todo  lo  dicho  respecto  á  la  conducta  insidiosa  que  se  les  imputaba  para 
conseguir  primero  llegar  á  vivir  en  compaflía  de  la  demandante  y  obte- 
ner después  que  les  otorgara  la  donación,  alegando:  que  lo  único  cierto 
era  que  Dofia  Josefa  viviócon  ellos  porque  quiso,  y  cuando  el  D.Luisse- 
casó  continuaron  viviendo  juntos,  á  pesar  de  las  advertencias  y  observa- 
ciones que  éste  hizo  antes  y  después  de  celebrarse  el  matrimonio,  hasta 
que  comprendiéndolas  la  misma  Dofia  Josefa,  se  mudó  decasa  sin  disputa 
de  ninguna  clase  y  continuó  en  sus  carifiosas  relaciones,  que  no  se  in- 
terrumpieron hasta  que  entabló  la  demanda;  que  el  otorgamiento  de  la 
donación  fué  espontáneo,  voluntario  y  libre  por  parte  de  Dofia  Josefa,  la 
cual  lo  hizo  así  constar  en  la  escritura,  sin  que  por  parte  de  los  deman- 
dados hubiese  coacción,  instigaciones  ni  engafio  de  ninguna  especie; 
que  del  textu  literal,  claro  y  evidente  de  las  cláusulas  1.*  y  2.*  de  la  es- 
critura de  donación  resultaba  que  éeta  fué  pura  y  simplemente  la  de 
Ínter  oiüos,  con  la  condición  de  reserva  necesaria  en  derecho;  empleán- 
dose en  ella,  como  lo  ratificaba  la  cláusula  4.*,  las  mismas  palabras  de 
la  ley,  sin  que  en  ellas  se  hable  de  la  disposición  del  usufructo  para 
después  de  la  muerte;  que  ni  en  lo  dicho  en  la  demanda  ni  fuera  de  ella 
existía  acto  alguno  consumado  por  los  demandados  de  ingratitud  grave 
por  razón  del  delito  de  que  sean  responsables,  ni  de  que  tengan  acusada 
.  á  la  demandante,  ni  han  dejado  de  cumplir  encargo  alguno  que  la  misma 
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Ide  hicierB,  ni  existen  heredero*  forsosoe  de  elU,  por  lo  cual  pado  dar 
lo  qae  dló;  qae  el  oarlftoeo  alecto  de  Dofia  Josefa  á  los  demandados  ha- 
bía tenido  expresión  pública  en  los  testamentos  cuyas  copias  acompa* 
fiaban,  otorgados  en  el  afip  1897,  en  el  primero  de  los  cuales,  de  fs- 
cha  1.^  de  Abril,  les  nombró  herederos  en  el  remanente  que  quedase 
después  de  un  sinnúmero  de  mandas  que  dejó  sin  efecto  en  el  segundo, 
otorgado  en  3  de  Septiembre,  dejándoles  así  todos  los  bienes;  que  para 
Jnstifloar  la  liquidación  de  cuentas  exactas  y  encargos  de  conflansa  ex- 
traordinario, que  si  hubiera  habido  mala  fe  en  los  demandados  bularan 
tenido  para  la  demandante  consecuencias  fatales,  acompafiaban  dos  do- 
cumentos, uno  de  liquidación  y  otro  decompra  de  valores,  que  acredi- 
taban su  honradex  y  i  a  oonfianaa  plena  que  en  ellos  tenía  la  demandan- 
te; que,  finalmente,  insistían  en  que  no  había  habido  coacciones  mora- 
les, afectos  fingidos,  ayudas  supuestas,  sugestiones  ni  indicaciones  para 
llevar  á  la  demandante  al  otorgamiento  de  la  escritura,  ni  al  de  los  tes- 
tamentos, ni  á  las  entregas  de  oonfianaa  de  sus  alhajas  y  de  sus  capita- 
les efectivos  para  que  se  los  manejaran  y  administraran,  invocando  en 
apoyo  de  su  derecho  el  art.  618  del  Código  civil,  que  define  la  donación, 
y  los  621,  624  y  626,  que  determinan  los  efectos  que  produce  la  ¿niet 
ÜÍ008;  que  la  donación,  en  cuanto  al  usufructo  de  bienes  que  la  deman- 
dante se  reservó,  no  podía  ser  considerada  como  donación  moriis  eatua, 
y,  por  tanto,  no  tenía  aplicación  el  art.  787  .del  Código  civil  que  se  invo* 
caba  en  la  demanda,  y  que  invocaban  asimismo  los  arts.  644  al  666  del 
mismo  Código  civil,  que  determinan  las  causas  por  que  pueden  revo- 
carse ó  reducirse  las  donaciones,  así  como  las  sentencias  de  este  Tribu- 
nal Supremo  de  27  de  Marco  y  15  de  Noviembre  de  1860  y  21  de  Octubre 
de  1896,  que  establecen  la  irrevocabilidad  de  las  donaciones  Ínter  nioor, 
los  artículos  del  Código  civil  1281,  1282  y  1283,  que  regulan  la  inter- 
•  pretación  de  los  contratos;  y,  por  último,  la  sentencia  de  este  mismo 
Tribunal  de  14  de  Marco  de  1891,  que  declara  que  aun  cuando  la  expre- 
sión de  cansa  falsa  de  un  contrato  se  pruebe,  no  quedará  nulo  si  existen 
probadas  como  verdaderas  otras  causas  de  la  obligación: 

Resultando  que  en  la  réplica  insistió  la  demandante  en  los  heebes  y 
fundamentos  legales  de  su  demanda,  observando  que  no  negaba  la  liber- 
tad y  hast^  espontaneidad  con  que  bajo  cierto  respecto  procedió  al  ot4^ 
gamiento  de  la  donación,  pues  lo  importante  era  averiguar  si  en  los  mo- 
tivos de  aquel  acto,  en  la  expresión  de  las  causas  de  la  donación  estaba 
ó  no  engafiada;  que  no  merecía  importancia  el  sostener  que  en  la  escri- 
tura, además  de  la  donación  inier  üivos^  hubiera  otra  mortia  eaicM,  y 
que  era  cierto  lo  que  se  decía  respecto  de  los  testamentos;  y  los  demsn- 
dados  duplicaron  insistiendo  también  en  sus  alegaciones,  afirmando  de 
nuevo  que  ninguna  de  las  causas  de  ingratitud  ó  de  delito  que  especial- 
mente se  sefialan  en  la  ley  como  motivo  de  revocación  ó  de  reducción  de 
las  donaciones,  había  sido  por  ellos  consumado: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  se  utiliaó  por  la  deman- 
dante la  de  confesión  judicial  y  la  testifical,  y  por  los  demandados  la  de 
posiciones,  que  absolvió  la*  demandante;  y  sustanciado  el  pleito  poi 
todos  los  demás  trámites  de  las  dos  instancias  después  de  causada  dis- 
cordia, la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte,  en 
unión  de  los  Magistrados  designados  para  dirimirla,  dictó  sentencia  re- 
vocatoria en  7  de  Julio  de  1900,  declarando  que  por  haberse  fundado  el 
contrato  objeto  de  este  pleito  en  cansas  falsas  sin  existir  otras  iíoitaa» 
es  nula  la.  donación  consignada  en  la  escritura  de  que  dio  fe  el  Notario 
D.  Antonio  Rodríguez  de  Gálves  en  18  de  Febrero  de  1898  por  Dofia  Jo- 
sefa Bort  y  Virnes  á  favor  de  D.  Julie  y  D.  Luis  Prieto  y  Láiaro»  y  qasi 
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en  «a  ooaaecnencla,  aqnéll»  debe  recobrar  la  nnda  propiedad,  nmiiraeto 
y  libre  disposidóii  de  loa  valoree  y  tita  loe  de  la  Deuda  que  por  dicha 
eaoritura  donara  A  loe  demandadoe;  sin  hacer  eapecial  oondenaei6&  de 
coelae  en  ninguna  de  ambae  inetanciae: 

Reeultando  que  D.  Julio  y  D.  Luis  Prieto  y  Láiaro  interpusieron  re- 
cnreo  de  oaeación,  fundado  en  los  númeroe  1.^  y  7.®  del  art  1692  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  alegando  loa  eiguientes  motivos: 

Primero.  La  infracción,  por  no  aplicarse,  dada  la  materia  del  hecho» 
el  derecho  consignado  en  los  artículos  del  Oódigo  civil  618,  621  y  644,  j 
las  sentencias  de  eete  Tribunal  Supremo  de  28  de  Enero  de  1898  y  13  de 
Junio  de  1900,  en  el  concepto  de  que  la  donación  discutida  es  Ínter  vi- 
voSt  sencilla,  sin  condición  remuneratoria  y  sin  imposición  de  obJiga- 
eión  alguna,  por  lo  cual  es,  según  los  preceptos  y  sentencias  citadas» 
irrevocable  en  absoluto: 

Sfgnndo.  Partiendo  de  la  parte  dispositiva  de  la  sentencia  recurrida, 
que  declara  nula  la  donación,  la  infracción  por  aplicación  indebida  de 
los  artículos  618,  619,  622  y  628  del  Oódigo  civil,  en  el  concepto  de  que 
1»  Sala  sentenciadora  considera  que  la  donación  que  se  discute  es  remu- 
neratoria, ó  sea  con  carga  ó  gravamen  á  los  donatarios,  y  como  el  texto 
literal  exacto  de  los  motivos  de  donar  no  demuestra  ni  la  condición  de 
remunerar  servicios  prestados  ni  impone  á  los  donatarios  onerosidad  ni 
obligación  alguna,  es  evidente  que  al  apoyarse  en  esos  principios  para 
declarar  la  nulidad  del  contrato  de  donación  se  han  infringido  esos  pre* 
eeptos,  que  exigen,  como  la  letra  de  ellos  indica,  la  expresión  de  remu- 
nerar ó  compensar  un  servicio  y  la  expresión  de  imponer  al  donatario 
una  carga  inferior  al  valor  de  lo  que  se  le  dona;  y  como  ninguna  de  lae 
dos  cosas  se  expresan  en  los  motivos  que  expuso  la  donante,  de  ahí  que 
la  Sala  sentenciadora  viole  é  interprete  erróneamente  el  sentido  grama- 
tical y  Jurídico  de  todos  esos  preceptos,  llevando  su  error  y  su  violación 
liasta  el  extremo  de  no  ver  la  perfección  del  contrato,  y  de  no  atender, 
en  cuanto  al  concepto  de  remuneratoria,  la  especialidad  y  aplicación  da 
ley  en  el  excesó  del  gravamen  trayendo  las  reglas  de  contratos,  sin  ob- 
«ervar  que  el  texto  de  loe  motivos  de  donar  no  son  materiales  para  com- 
pensar un  servicio,  sino  espirituales,  unidos  á  lo  principal,  que  es  el 
afecto  antiguo,  causa  única  principal  y  originaria  del  movimiento  de  la 
voluntad  para  donar,  adicionada  con  el  recuerdo  de  que  le  prestan  ser- 
vicios, de  que  le  cuidan,  de  que  le  atienden,  y  de  que  le  atenderán  rea- 
Usando  ella  el  acto  de  liberalidad  que  significa  la  donación,  que  por  lo 
mismo  que  es  tal  liberalidad  y  generosidad,  ni  ha  tenido,  ni  tiene  ni 
imede  tener  límite,  porque  en  lo  humano  no  existe;  sin  embargo  de  lo 
enal,  la  Sala  sentenciadora  se  los  quiere  marcar,  llevando  su  error  á  la 
violación  del  derecho,  partiendo  como  base  indispensable  para  ella  de 
los  gravísimos  errores  de  hecho  objeto  del  motivo  siguiente: 

Tercero.  Error  de  hecho  contra  documento  público  alterando  su  texto 
7  trayendo  con  esa  alteración  un  error  de  derecho,  afirmando  la  existen- 
cia de  una  remuneración  y  de  una  obligación  personal  para  deducir,  cri- 
ticando las  pruebas  practicadas,  que  la  d(»iante  realizó  un  contrato  nulo 
por  el  supuesto  engafloeo  de  unos  servicios  que  motivaban  sn  liberali- 
dad, y  era  nulo  también  el  contrato  porque  los  donatarios  habían.dejado 
de  cumplir  la  obligación  que  les  bahía  sido  impuesta  en  cuanto  tuvieron 
á  su  favor  la  donación;  toda  vei  que  la  Sala  sentenciadora  afirma  en  el 
tercero  de  los  considerandos  de  la  sentencia  que  el  texto  de  la  causa  de 
donar  dice  qtíe  motioaban  retribución  mn  haberle  exigido  ninguna^  y 
no  es  exacto  que  el  texto  diga  semejante  cosa,  porque  en  él  no  se  emplea 
la  palabra  motioaban,  ni  la  palabra  ninguna^  ni  se  encuentra  esa  frase 


Digitized  by 


Google 


070  JURI8PIIUDBNCU  CIYIL 

coluítruídft  da  •■•  modo,  aino  de  otro  completamente  dietiiito,  lo  eaal 
•onstitnye  el  error  de  hecho  invocado;  y  ademáa,  la  Sala  Bente&ciadon, 
•n  el  miamo  oonaiderando,  aubrayándolo  también,  afirma  que  en  6M 
elánsala  dice  el  texto  y  segura  como  9e  halla,  7  en  el  texto  antéattoa 
no  exiata  la  conjtinción  copulativa  qne  la  Sala  sentenciadora  anmenta  7 
qne  con  toda  inexactitud  coloca  en  nn  sitio  qne  varia  en  abaplntoelien* 
tido  y  alcance  de  la  oración  gramatical;  de  cnyoe  dos  errores  de  hecho  é 
inexactitudes,  probados  en  documento,  deduce  la  Sala  sentenciadora  €l 
motivo  de  la  nulidad  del  contrato,  por  suponer  wróneamente,  de  ons 
parto,  que  los  servicios  prestados  moteoaMVi  la  remuneración,  y  deotrt 
parto,  que  la  donante  adquiría  el  derecho  7  por  eso  decía  y  segura  de 
que  los  donatarios  continuarían  así  mientras  que  ella  viviese,  obliga- 
ción que  no  han  cumplido  según  el  resultado  de  las  pruebas,  que  lafliUs 
sentenciadora  aprecia  con  todo  error,  porque  el  juicio  crítico  de  ellas  lo 
Bujeta  7  hace  nacer  de  los  errores  de  hecho  que  ella  misma  cometo  ti 
ver  en  el  texto  de  la  causa  de  donar,  palabras,  frases  7  conceptos  que  no 
existen  y  qne  por  esos  errores  la  llevan  á  infringir  el  derecho  predsado 
en  los  artículos  del  Código  civil  1216, 1218  y  1288  y  de  ta  107  de  Snjni- 
ctamlento  civil,  con  relación  á  esos  preceptos,  los  comprendidos  «1  el 
ndm.  1.®  del  art.  696,  por  ser  eficas  con  arreglo  á  la  regla  1.*  del  697;  y 
Cuarto.  Por  aplicación  indebida,  la  infracción  de  loe  artículos  del 
Código  civil  1261,  1276  7  1276,  en  el  concepto  erróneo  que  les  da  laSala 
sentenciadora  de  que  el  contrato  de  donación  que  se  discuto  contiene 
como  defecto  esencial  la  expresión  de  una  causa  falsa  que  da  lugar  á  U 
nulidad  del  contrato,  lo  cual  no  es  cierto,  porque  el  contrato  no  reconoce 
en  la  causa  que  expresa  como  motivo  de  su  encamación  ni  la  imposición 
de  un  gravamen  sobre  los  bienes  que  se  donan,  ni  la  imposición  de  oni 
obligación  á  las  personas  que  han  de  recibirlos,  casos  únicos  «1  los  qoe 
podría  haberse  diecutido  7  aplicado  el  derecho  que  la  Sala  invoca,  por- 
que el  Código  civil,  en  los  artículos  que  á  la  donación  se  contraen,  asi 
lo  expresa  en  el  622,  que  también  se  ha  infringido  al  no  observar  qne  no 
•e  trata  de  donación  que  tonga  el  carácter  de  onerosa  con  obligación  in- 
cumplida, ni  de  remuneratoria,  porque  no  ha7  gravamen  sobre  parte  de 
los  bienes;  infringiéndose  también  la  segunda  parto  del  art.  1276,  que  U 
Sala  invoca,  puesto  que  de  los  hechos  aceptados  por  todos  resulta  como 
indubitado,  aunque  la  Sala  sentenciadora  no  diga  nada,  que  la  donante 
en  dos  testamentos  que  en  la  misma  sentencia  se  expresan  hiio  helade- 
ros ú  los  donatarios,  7  después,  al  ir  á  otorgar  la  donación,  dijo  al  No- 
tario, contestando  A  sus  obeerv aciones,  que  hacía  aquello  con  los  sefio- 
res  Prieto  porque  los  quería  como  A  hijos;  lo  cual  ratifica  el  motivo  esen- 
cial de  donar  7  hace  desaparecer  toda  idea  de  remuneración  ó  de  oneío- 
aidad,  que  la  Sala  ha  tonido  que  crear  con  Iimb  altoracionea  del  texto  pan 
poder  infringir  así  los  preceptos  Invocados  en  este  motivo. 
Visto,  siendo  Ponento  el  Magistrado  D.  José  de  Gamiea: 
Considerando  que  en  la  donación  otorgada  por  la  sefiora  Bort  á  favur 
de  los  recurrentes  no  se  expresaron  otras  causas,  que  más  bien  merecen 
el  nombre  de  explicaciones  de  su  liberalidad,  que  la  del  agradecimiento 
que  la  donante  sentía  hacia  los  donatarios,  por  venir  éstos  oeupándoee 
de  los  asuntos  de  la  misma  con  verdadera  solicitud,  sin  exigirle  por  ello 
retribución  alguna,  7  prodigándole,  cuando  se  hallaba  enferma,  toda 
clase  de  atonciones  7  cuidados,  7  la  seguridad  que  tonia  de  que  aeí  con- 
tinuaría mientras  viviese: 

Considerando  que  la  sentencia  declara  falsas  setas  cansas,  porque  re- 
cogiendo con  alguna,  variación  su  letra  y  altorando  su  natural  sentido, 
entiende  qne  la  donante  se  refirió,  no  á  la  aolicitud  prestada  por  los  do- 
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mfttevio«,  •in  exigir  reeompenra,  á  los  asontos  en  general  de  aquélla,  á 
Utm  eiiidado9  y  ateneionea  que  le  prodigaban  cuando  ae  hallaba  enferma, 
7  A  la  seguridad  que  ella»  en  el  momento  de  otorgar  la  donación,  sentía 
qve  continuarian  siempre  oon  la  misma  conducta,  sino  á  servicios  deter- 
ralnados  en  beneficio  de  sus  intereses  y  salud,  y  á  haberla  comunicado 
los  donatarios,  con  esperanxas  y  promesas,  la  seguridad  de  que  conti- 
AHAiian  prestándoselos  durante  toda  su  vida;  y  porque  de  las  pruebas 
practicadas  deduce,  por  una  parte,  que  la  Sra.  Bort  no  tuvo  bienes,  in- 
dustria, negocios  ni  enfermedad  que  demandasen  cuidado  especial,  y  que 
Io0  donatarios  no  le  prestaron  servicio  alguno  que  motivase  retribución, 
y  por  otra,  que  voluntariamente  y  sin  Justificación  alguna,  al  poco  tiem- 
po de  otorgsda  la  donación,  abandonaron  éstos  á  la  donante;  siendo  con- 
aecueneia  de  estas  premisas,  á  juicio  de  la  Sala,  que  no  tuvieron  reali- 
dad las  causas  de  la  donación  expresadas  por  la  donante: 

Oonsiderando  que  la  Bala,  al  dar  á  las  manifestaciones  de  la  señora 
Bort,  tanto  respecto  de  loe  hechos  de  los  Sres.  Prieto,  que  determinaron 
•1  agradeeim lento  de  ella,  como  respecto  de  la  confianza  qua  la  misma 
tenia  en  los  Sres.  Prieto  al  hacerles  la  donación,  la  significación  espe- 
elal  y  diversa  de  su  letra  y  de  su  natural  sentido  que  queda  expuesta, 
y  convirtiendo  al  hacerlo  asi,  lo  que  aparece  claramente  como  una  libe- 
ralidad «xplicada,  en  una  donación  á  la  vez  remuneratoria  y  condicio- 
nal, incurre  en  error  de  hecho,  que  demueetra  el  documento  mismo,  des- 
oonooe  su  eficacia  probatoria,  sancionada  por  los  arts.  1216  y  1218  del 
Código  civil,  é  infringe  también  el  art.  1288,  que  prohibe,  por  vía  de  in- 
terpretación de  los  contratos,  comprender  en  ellos  casos  y  cosas  distin- 
to* de  los  que  los  interesados  contrataron,  errores  é  infracciones  alega- 
dos en  el  motivo  tercero: 

Oonsiderando  que  supuesta  la  inteligencia  que  la  Sala  da  á  las  ma- 
Blfeetaoiones  de  la  donante,  de  la  solicitud  prestada  por  los  donatarios  á 
loa  aeontos  de  ella,  y  de  los  cuidEdoe  prodigados  á  la  misma  cuando  se 
bailaba  enferma,  de  referirse  dicha  solicitud  y  cuidados  á  servicios  espe- 
cialee  de  administración  que  motivaban  recompensa,  y  á  la  asistencia 
en  enfermedades  que  la  requieran,  y  que  por  no  haberse  realizado  tales 
•ervieioe  y  asistencia  oon  esto  carácter  especial  sean  dichas  manifesta- 
aiones  falsas,  tal  falsedad,  por  versar  sobre  hechor  que  personal  é  inti- 
mamente se  afecten  á  la  donante,  y  que  le  eran  perfectomente  conocidos, 
no  invalidarla  la  donación  adornada  con  ellos,  porque  es  patente  que  no 
serian  determinantes  del  consentimiento  de  la  otorgante,  y  quedarla  de- 
mostrado, por  la  virtualidad  del  caso  mismo,  que  la  obligación  tiene 
otra  eausa  licito  y  verdadera,  que  es  la  liberalidad,  que  la  ley  presupone 
eoaado  gratuitomente  se  traspasa  una  cosa  á  favor  de  otra  persona,  y  el 
afecto  reconocido  á  la  familia  de  los  Sres.  Prieto  y  á  los  donaterios  en 
la  escritura  de  donación  y  en  los  dos  testementos  otorgados  por  la  do- 
nante, InCHugiéndose  por  lo  tanto  en  esto  concepto  los  artículos  del  Có- 
digo civil  618  y  1276,  invocados  en  los  motivos  primero  y  cuarto; 

Fallamos  que  debsmos  declarar  y  declaramos  halier  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  D.  Julio  y  D.  Luis  Prieto  y  Lázaro,  y  en  su 
eonseoaencia  casamos  y  anulamos  la  sentencia  que  en  7  de  Julio  de  1900 
dictó  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  este  corte. 

Asi  por  este  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
serterá  en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  madamos  y  firmamos. = José  de  Aldecoa.s: 
Bieardo  QnHón.=José  de  Garniea.=Francisoo  Toda.=Joaquln  Gonzá- 
les  de  la  Pefia.=Pedro  Lavin.= Vicente  de  Piules. 

Pabilosoi6n*—L6ida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  £z- 
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eelentísimo  8r.  D.  José  de  Qanitoa,  Magistrado  del  TrlbuiMil  i 
celebrando  aadlenoia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  iioy,  deque 
certifico  como  Relator  Secretario  de  la  miema. 

Madrid  i  de  Mayo  de  1001.= Licenciado  Jorge  Martines. 


Núm.  ldl.-TRtBUNAL  8UPREm.-4  «e  Mayo,  pok.  ol  8  ili  JMrio. 

Casación  por  infracción  db  t.Er.—Cali/lccíeión  de  ^^ro.— Sen- 
tencia declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por 
D.  Sebastián  Rivas  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil 
de  la  Audiencia  de  Granada,  en  pleito  con  el  Director  de  la  Su- 
cursal del  Banco  de  España  en  aquella  capital. 
En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece: 

Que  9¿  bien  es  cierto  que  la  aimiUaeión  y  el  fraude  no  we  prum- 
men,  eetcu^eala  general  es  de  todo  punto  inaplicable  á  las  premncio- 
nes  defraude  establecidas  por  la  ley: 

Que  debe  reputarse  fraudulenta  la  quiebra  de  los  comereianieSf 
si  en  ella  co^urre  alguna  de  las  drcunstaneias  determinadas  en  los 
párrafos  3.®  y  4.^  del  art.  890,  y  en  el  89Í  del  Código  de  Comercio: 

Que  üA  comerciante  quebrado  incumbe  la  prueba'  de  lleoar  los  li- 
bros de  contabilidad  y  el  de  correspondencia  comercial  requeridos 
por  el  mismo  Código  para  el  ejercicio  d&la  profesión  mercantil,  y  lé 
de  la  causa  justa  que  alegue  para  excusarse  de  presentarlos: 

Que  sin  haber  otra  ni  más  causa  que  la  injustificada  falta  de  li- 
bros comerciales,  debe  calificarse  la  quiebra  como  fraudulenta  y  na 
fortuita: 

Que  no  es  de  estimar  en  casación  el  error  de  hecho  que  se  oM' 
buya  á  la  Sala  sentenciadora  en  la  apreciación  de  un  mMioprobato- 
rio,  cuando  aquélla  ha  tenido  en  cuenta  otros  elementos  de  prueba 
y  de  juicio. 


En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  4  de  Mayo  de  1901,  en  los  antos  lo* 
cldentales  seguidos  en  el  Juagado  de  primera  instancia  de  Oan jáyar  y  la 
Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  territorial  de  Granada  entre  el  Direeler 
de  la  Sucursal  del  Banco  de  Espafia  en  Almería  y  el  Ministerio  fiscal,  ds 
una  parte,  y  de  otra  D.  SebaetUn  Rivas  Luis,  comerciante»  vecino  d» 
Oanjáyar,  sobre  calificación  de  la  quiebra  de  efvte  pleito,  pendiente  ante 
Nos  en  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  que  ha  interpnesto  Don 
Sebastián  Rivas,  á  quien  representa  el  Procurador  D.  José  María  Cordón 
y  Estecha  y  el  Licenciado  D.  Antonio  Lopes  y  Mnfioi;  estándolo  ti  Btaoo 
de  Espafia  por  el  Procurador  D.  Pedro  Manget  y  el  Licenciado  D.  Luis 
Días  Ooboña,  y  el  Ministerio  público  por  el  Abogado  fiscal  D.  Sdnsidi 
Ruis  García  de  HiU: 

Resultando  qne  en  escrito  de  1.®  de  Febrero  de  1S90  el  Dirsotor  de  1* 
Sucursal  del  Banco  de  Espafia  en  Almería  solicitó  de  aquel  Jn^gado  de 
primera  Instancia  se  declarase  en  quiebra,  con  todas  sos  oonseeneoelas 
legales,  al  comerciante  de  Oanjáyar  y  hoy  reonrrente  D.  Sebastián  Ririf 
Luis,  aduciendo  para  apoyar  tal  pretensión,  qne  á  la  sasón  existían  en 
contra  del  Rivas  varias  ejecaciones,  á  saber:  nna  por  65.188  pesetas,  qM 
se  sustanciaba  en  Oanjáyar  á  instancia  de  D.  Francisco  Hernándes  Jo^ 
nieles  para  hacer  efectivos  cuatro  pagarés,  dos  de  ellos  Jnstiflcativos  de 
préstamos,  y  los  otros  dos  de  carácter  mercantil;  otra  «jeoaolón  segoHla 
á  nombre  de  la  rasón  social  ülibarry  y  Peydro  por  valor  do  8.0tt  pesa- 
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Um  80  céntimos,  qoe  se  tramitAbA  en  el  JusgAdo  de  Almería,  domicilio 
de  U  Sociedad,  j  dos  ejeeaciones  más  á  instaneia  dei  estabiecimiento  de 
crédito  redamante,  nna  por  cantidad  de  6.06S  pesetas  20  céntimos,  y 
otra  por  Imenma  de  8.800  pesetas,  pendiente  ésta  en  el  Jnigado  de  Al- 
mería f  aqaéila  en  el  de  Oanjáyar;  que  ei  crédito  de  Ulibarry  estaba  re- 
presentado por  una  letra  de  cambio  protestada  á  causa  de  no  haberse 
yerlficado  su  pago,  y  los  dos  dei  Banco  consistían  el  de  6.068  pesetas  20 
céntimos  en  otra  letra  de  cambio  también  protestada  por  falta  de  pago, 
7  el  de  8^00  pesetas  en  nn  pagare  mercantil  legaimente  íormaiixado; 
que  además  de  dichas  ejecuciones  se  seguían  ai  deudor,  de  cuya  decía- 
raeióa  de  quiebra  se  trataba  á  instancia  del  mismo  Banco,  las  diiigen- 
dae  de  embargo  preventivo  referidas  anteriormente;  que  no  eran  estas 
eolaa  >  lae  obligaciones  que  pesaban  sobre  ei  deudor,  sino  que  existían 
ocmtra  éste,  sin  ser  objeto  de  procedimientos  judiciales,  otros  créditos, 
entre  ellos  uno  de  2.000  pesetas  á  favor  del  comerciante  de  Almería  Don 
Pedro  Rail;  que  el  Bivas  Luis  tenía  embargados  todos  sus  bienes,  no 
quedándole  modios  de  fortuna  con  que  solventar  totalmente  sus  deudas, 
7  menoe  las  que  estentaba  el  Banco;  y  que  aquél  se  había  marchado  de 
sn  demioilio  y  huido  á  Londres: 

Reeoltando  que  el  Juex  de  primera  instancia  de  Almería,  accediendo 
á  lo  interesado  por  el  Director  de  la  Sucursal  del  Banco  de  Espafia  en 
aquella  cindad,  acordé  en  auto  de  4  del  mismo  Febrero  declarar  en  es- 
tado de  quiebra  al  comerciante  y  vecino  de  Canjáyar  D.  Sebastián  Rivas 
Luis,  adoptando  á  la  ves  las  demás  resoluciones  del  caso,  cuales  fueron: 
BOBAbiar  comisario  de  la  quiebra  á  D.  Francisco  Gaya  Oste;  ocupar  los 
bienes  7  papeles  del  quebrado  y  un  depósito,  previo  inventario,  nom- 
brando á  estos  efectos  á  D.  Juan  Ibáfiea  Jiménez  la  inhabilitación  del 
mismo  quebrado  para  administrar  sus  bienes;  dar  por  vencidas  las  deu- 
das pendientes  contra  ei  Rivas;  la  retención  de  su  correspondencia,  así 
oeaso  el  arresto,  del  mismo  en  su  domicilio  si  diese  flansa  de  cárcel  se- 
gara; qoe  se  publicase  la  declaración  del  estado  de  quiebra  por  medio  de 
edictos;  7  finalmente,  que  se  acumulasen  á  la  quiebra  las  ejecuciones  7 
diiigencias  preparatorias  que  contra  el  quebrado  se  seguían  en  aquel 
Jm^ado.7  ^n  el  de  Canjáyar: 

Beeultando  que  publicada  la  declaración  del  estado  de  quiebra,  pre- 
senté el  comisario  una  lista  de  acreedores  formada  por  lo  que  resul- 
taba de  autos,  apareciendo  de  ella  ascender  loe  créditos  á  118.979  pese- 
taa40  céntimos,  y  convocados  dichos  acreedores  á  junta  general,  se  pro- 
cedió ala  ocupación  de  los  bienes,  libros  7  papeles  del  D.  Sebastián 
Rivas,  constltU7éndose  en  su  domicilio  el  Juzgado  de  Canjá7ar,  que 
practicó  un  minucioso  reconocimiento  sin  que  se  encontrara  efectivos 
alhajas,  libro  4^  contabilidad  ni  particulares,  así  como  tampoco  corres- 
pondencia ni  memoria  alguna  de  CU70S  antecedentes  apareciesen  crédi  - 
tos  á  favor  ni  en  contra  del  Rivas,  el  cual,  hallándose  presente  en  el 
ecto  de  la  ocupación,  manifestó  que  poseía  documentos,  libros  7  papeles 
relativos  á  su  contabilidad  7  negocios,  pero  que  no  obraban  entonces— 
7  de  Febrero  de  1890 — en  su  poder  por  haberlos  entregado  en  consulta 
pievia  para  la  suspensión  de  pagos  en  que  dijo  se  encontraba,  protes- 
tMido  desde  luego  de  la  diligencia  que  tenia  lugar  en  aquel  momento;  7 
hecho  constar  á  seguida  de  esto  no  haberse  hallado  tampoco  en  la  aludida 
babitación  muebles,  semovientes  ni  ropas,  más  que  el  lecho  cuotidiano 
7iodel  ese  ordinario  del  quebrado,  se  procedió  también  al  embargo  de 
1m  fincas  rústicas  7  urbanas  de  su  propiedad: 

Resaltando  que  el  mismo  día  que  tuvieron  lugar  las  actuaciones  ace- 
de referir,  ó  sea  e|i  7  de  Febrero  del  90,  propuso  el  D.  Sebastián 


Digitized  by 


Google 


674  JORf  ai-WM  I IC 14  OVIL 


Rivftfl  Lai«  cuestlóD  de  competencia  por  inhibitoria  lafe  el  ^ 
mera  instancia  de  Oanjáyar  qnlen  ee  coneepuió  competente  para  edm»* 
cer  de  IO0  antea  sobre  declaración  de  la  quiebra  da  aqoél,  reqnirieMlo  «a 
sn  virtad  de  inhibición  al  Jnei  de  Aimetia,  qne  accedió  al  requeri- 
miento; 7  aunque  el  Banco  de  Espafia  apeló  de  eete  aenerdot  deirtetáó 
lud^o  de  en  apelación,  quedando  aei  eatablecido  qne  el  conoclmi— to  órnü 
juicio  de  quiebra  origen  del  preeente  recurao  competía  al  Joei  de  Oanjá- 
yar, á  quien  remitió  el  de  Almería  todaa  lae  actnaetonee: 

Reenltando  que  recibidas  éstas  en  dicho  Juagado  de  Oanjáyar,  j  per- 
sonado ante  el  mismo  D.  Aianuel  Bodrignei  Montero  como  OlVMtor  ém 
la  Sucursal  del  Banco  de  Espafta  en  Almería,  aquel  Jaei,  á  aollcitiid  da  cate 
parte  y  en  proveído  de  9  de  Enero  de  1892,  ratificó  el  aato,  desalmado 
al  Blvas  en  estado  de  quiebra;  nombró  eomisario  de  ella  á  D.  MaroeliBO 
Carretero  Mullos;  ordenó  se  constituyeran  loe  bienes  en  depósito  en  «I 
administrador  nombrado  D.  Juan  Ibáftes  Jiménes,  y  acordó  la  retepcián 
de  la  correspondencia  del  quebrado,  el  arresto  del  mismo,  la  eonvocato* 
ría  de  los  acreedores  á  junta  general,  la  formación  de  laa  seceipnea  á 
ramos  de  la  quiebra,  y  por  último,  que  se  acumulasen  á  ésta  laa  ejeco- 
clones  y  diligencias  de  embargo  preventlYO  pendientes  contra  éí  qoibra- 
do,  llevándoee  á  efecto  tal  acumulación  respecto  á  loe  procedimientoe  ym 
citados: 

Resultando  que  en  Id  de  Febrero  de  180S  tuvo  lugar  la  primera  jantn 
de  acreedores  con  asistencia  de  47  de  éstos,  y  liabléndose  hecho  conetar 
en  ella  la  falta  de  balance  y  memoria,  fueron  nombrados  síndlcoa  IHm 
Rafael  Navarro,  D.  José  Sanchas  Abad  y  D.  Nicolás  Rodrigues;  peroeooso 
la  parte  del  Banco  de  Espafia  protestara  de  la  valides  del  ado  por  i»- 
berse  constituido  la  junta  según  una  lista  de  acreedores  qne  eañeia  de 
toda  clase  de  garantías  y  comprobación  y  que  había  sido  presentada  por 
el  D.  Sebastián  Rivas  en  un  expediente  de  suspenaión  de  pagos  ya  ava- 
lado, se  siguió  un  incidente  que  resolvió  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Au^iaB- 
da  de  Granada  en  sentencia  de  SI  de  Diciembre  del  mismo  afio  M^  enel 
sentido  de  proceder  la  nulidad  Inteiesada  por  el  Banco: 

Resultando  que  previo  nombramiento  de  comif  arlo  hecho  á  favor  da 
D.  Tomás  Ruis  en  SI  de  Julio  de  1896,  se  constituyó  de  nueve  la  Joala, 
únicamente  con  loa  acreedores  Banco  de  Espafia,  Peydro  y  OompafiiA  ea 
liquidación,  D.  Francisco  Hemándes  Fornieies  y  D.  Pedro  B.  García, 
proteatando  los  que  también  se  consideraban  acreedores  D.  Sebaatián 
Ruis  Oalvo  y  D.  José  Sáuches  At>ad,  y  en  esta  reunión,  en  la  que  el  ad- 
ministrador de  fincas  rindió  cuenta,  se  h<so  constar  también  la  inczia- 
tencla  del  balance,  memoria  y  libros,  y  la  impoelbllidad  de  haber  eom- 
probación  alguna,  quedando  elegidos  síndicos  D.  Cristóbal  Canet  Mnrtl- 
nes,  D.  Vioents  Fornieies  Ruis  y  D.  Francisco  Hemándes  Fomlalea, 
quienes  aceptaron  el  cargo,  pablicándose  sus  nombres  en  el  Baleiiñ 
ofletal  y  además  por  edictos,  según  lo  acordado  por  el  Jnes  oomiaarlods 
la  oniebra: 

Resultando  que  éste,  cumpliendo  con  lo  dispuesto  en  et  arl  ISSl  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  en  vista  de  lo  preceptuado  en  el  11S8 
del  anticuo  Código  de  Comercio,  produjo  su  informe  acerca  del  asunte, 
estableciendo  las  siguientes  conclusiones:  primera,  que  el  quebrado  no 
había  dado  cumplimiento  á  lo  que  preceptuaban  loe  artiouloe  1017  y  1018 
de  dicho  Código  de  Comercio,  pueeto  quena  existía  exposición  del  Don 
Sebastian  Rivas  Luis  manifestándose  en  estado  de  quiebra  y  dealgnsa* 
do  su  habitación,  eecrltorios,  almacenes  y  cualquier  otro  estaUeel- 
miento  de  su  comercio,  también  faltaba  balance  general  de  los  negodoSt 
y  asimismo  se  carecía  de  memoria  ó  relación  que  expresara  las 


Digitized  by 


Google 


MATO  DB  1^01  C*S 

directas  é  inmediataa  qae  hayan  podido  ocasionar  ei  desastre,  por  lo  qne 
no  era  posible  determinar  cnál  fuese  la  conducta  que  hubiese  observado 
aquel  comerciante  en  el  ejercicio  de  su  tráfico,  pero  si  que  había  faltado 
á  las  obligaciones  que  le  imponían  aquéllos  artículos;  segunda,  que 
tampoco  podía  decirse  nada  del  resultado  de  los  balances  que  era  de  ri- 
gor formar  respecto  á  la  situación  mercantil  del  quebrado,  porque  no 
aparecía  se  hubiese  formado  ninguno;  tercera,  que  tampoco  podía  infor- 
marse en  lo  referente  á  los  libros  del  comerciante  quebrado  7  estado  ea 
qae  se  encontrasen,  porque  no  existían  tales  libros;  cuarta,  que  en  cuanto 
¿  la  relación  que  estaba  A  cargo  del  quebrado  presentar  sobre  las  cansas 
inmediatas  y  directas  que  ocasionaron  la  quiebra  y  á  lo  que  resultare  de 
los  libros,  documentos  y  papeles  de  ésta  relativo  á  su  verdadero  origen, 
no  podía  de  igual  modo  manifestarse  cosa  alguna  por  la  razón  expresa- 
da; y  quinta,  que  en  lo  que  hacía  relación  á  los  méritos  que  ofn^ciesen 
las  reclamaciones  deducidas  contra  el  quebrado  y  sus  bienes  en  el  curso 
del  procedimiento,  sólo  podía  decir  que  las  presentadas  hafita  entonces 
por  los  acreedores  reconocidos  y  comprendidos  en  la  relación  formada 
por  elprimer  comisario  eran  legítimas  en  opinión  del  informante: 

Resultando  que  los  expresados  síndicos  Canet,  Hernándes  Fo'nlelea 
y  Fomieles  Ruis,  en  exposición  fecha  16  de  Agosto  de  1896,  cumpliendo 
•con  lo  dispuesto  en  el  art.  1888  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ctvil,  re- 
produjeron el  informe  del  comisario,  concluyendo  por  manifestar  que 
entendían  deberse  calificar  la  quiebra  de  fraudulenta,  según  lo  determi- 
nado en  la  circunstancia  8.^  del  art.  890  del  Código  de  Comercio: 

Resultando  que  formada  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Can- 
jáyar  la  piesa  separada  de  calificación  de  la  quiebra  é  incorporados  A 
ella  los  informes  del  comisario  y  de  los  síndicos,  se  confirió  traslado  al 
Ministerio  fiscal,  conforme  é  lo  dispuesto  en  el  art.  1888  de  la  ley  de 
£njuiciamie;[ito  civil,  y  después  de  repetidos  apremios  y  reclamadonea 
por  parte  de  la  representación  del  Banco  de  España,  el  Fiscal  muaicipal 
suplente,  no  Letrado,  de  Canjáyar,  D.  José  Sánchez  Sánches,  emitió  al 
fin  su  dictamen  en  31  de  Febrero  de  1898,  opinando:  que  de  los  autos  no 
se  deducían  en  manera  alguna  motivos  racionales  bastantes  para  justi- 
ficar que  el  quebrado  hubiese  cometido  ningún  delito  ni  falta  sanciona- 
do en  el  Código  penal  vigente;  que  si  bien  los  síndicos  calificaban  la 
quiebra  de  fraudulenta,  el  dictaminante  estimaba  que  debía  calificarse 
fortuita,  en  razón  á  que  había  sido  materialmente  imposible  á  dicho 
quebrado  cumplir  con  loe  preceptos  de  los  artículos  1016,  1017  y  1018 
del  Código  de  Comercio  de  1829,  puesto  que  habiéndosele  incendiado  la 
habitación  donde  tenía  instalado  el  despacho,  desaparecieron  todos  los 
elementos  necesarios  para  cumplir  con  aquellas  disposiciones;  que  no 
podía  aplicarse  el  párrafo  tercero  del  art.  890  del  Código  de  Comercio 
vigente,  por  no  constar  que  el  comerciante  de  cuya  quiebra  se  trataba 
hubiese  dejado  de  llevar  sus  libros,  ó  llevándolos  hubiera  incluido  en 
ellos  con  perjuicio  de  tercero  partidas  no  sentadas  en  el  tiempo  y  logar 
oportunos;  y  por  último,  que  dicho  Ministerio  era  de  sentir  que  al  que- 
brado le  habían  sobrevenido  infortunios  dignos  de  considerarse  casua- 
les en  el  orden  regular,  como  era  el  incendio  referido,  habiendo  obrado 
con  prudencia  y  buena  fe  en  el  ejercicio  de  su  comercio,  sin  cometer 
hecho  alguno  punible: 

Resultando  que  personado  en  autos  D.  Sebastián  Rivaa  Lnis,  se  le 
eomnnicó  el  expediente  de  calificación  de  la  quiebra  á  los  efectos  de!  ar- 
tículo 1141  del  Código  de  Comercio  de  1829,  y  evacuado  el  traslado  en 
escrito  de  18  de  Junio  de  dicho  afio  98,  solicitó  se  dictara  sentencia  de- 
clarando fortuita  su  quiebra,  á  cuyo  efecto  alegó:  que  le  había  sido  im- 
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posible  de  heeho  cumplir  coa  lo  prescrito  en  loe  artícoloe  1017  j  1019 
del  Código  de  Oomercio,  por  encontraree  en  el  extranjero^  cuando  ein 
tener  el  menor  conocimiento  de  ello  se  le  declaró  en  estado  de  qalebca; 
qoe  no  puede  liacórsele  responsable  de  hecbos  no  xealisados  por  en  par- 
te, ni  de  omisiones  qoe  le  fvé  imposible  subsanar;  que  el  cliente,  en 
▼ista  de  las  malas  ventas  de  barriles  de  uva  que  se  le  bacían,  y  teme* 
roso  de  que  esto  pudiera  determinar,  como  determinó  su  mina,  se  mar- 
elió  á  Inglaterra  para  eetar  al  cuidado  de  dichas  yentas  j  Ter  si  podía 
así  salyar  el  negocio  y  evitar  el  fracaso  que  le  amenasaba  de  segnir 
Tendiendo  á  tan  bajoe  precioe;  que  aunque  resultaron  inímctnoscs  to- 
dos sus  eefuersos,  no  pudo  abandonar  aquellos  intereses  sin  hacer  las 
últimas  transacciones  j  cubrir  basta  donde  le  fué  posible  todos  sus 
eompromisos;  que  después  regresó  á  Espafia  para  ver  de  arreglar  sus 
asuntos  con  los  acreedores,  aplasándose  con  ellos;  que  al  efecto  se  pre- 
sentó en  suspensión  de  pagos,  siendo  anulada  esta  declaración  y  prospe- 
rando la  de  quiebra  hecha  cuando  Rivas  se  encontraba  ausente;  que  éste, 
á  quien  por  encontrarse  en  el  extranjero  y  por  las  razones  expuestas  le 
fué  imposible  cumplir  con  aquellos  preceptos,  no  puede  legalmente  ha- 
eéreeie  responsable  de  aquellas  omisiones  á  los  efectos  que  pretenden  el 
comisario  y  los  síndicos;  que  como  al  llegar  á  Espafia  el  D.  Sebastián 
Rivas  y  enterarse  del  estado  de  sus  negocios  yiese  la  impoeibilidad  de 
cnmplir  oportunamente  todos  sus  compromisos,  se  presentó  en  S9  de 
Enero  de  18ÍM)  en  estado  de  suspensión  de  pagos,  que  entendía  ser  el 
procedimiento  legal  al  cual  venía  obligado;  que  hecha  con  anterioridad 
la  declaración  de  quiebra  en  el  Jusgado  de  Almería  sin  que  el  dioente 
tuviera  conocimiento  de  ella,  se  declaró  la  nulidad  de  las  actuaciones 
sobre  suspensión  de  pagos  á  virtud  de  sentencia  recaída  en  incidente 
seguido  por  la  representación  del  Banco  de  Espafia;  que  después,  cuan- 
do fesuelta  esta  nulidad  debió  y  pudo  cumplir  con  los  antecitados  pre- 
ceptos, se  vio  Rivas  Luis  imposibilitado  de  llenar  los  requisitos  en  ellos 
prevenidos,  por  haber  tenido  la  desgracia  de  que  por  un  accidente  casual 
se  incendiase  su  casa  desapareciendo  todoe  los  libros  y  papeles;  que 
estoe  hechos  eran  conocidos  del  comisario  y  de  los  síndicos,  no  sólo  por 
constar  en  las  actuaciones  de  la  quiebra,  sino  por  ser  públicos  y  nota- 
rios; que  esto  no  obstante,  aquéllos  sostenían  que  por  no  haber  cumpli- 
do loe  aludidos  requisitos  debía  sor  declarada  fraudulenta  la  quiebra; 
qne  así  quedalM  patente  la  safia  con  que  se  trataba  é  un  desgraciado 
qne  no  ha  cometido  otro  delito  que  el  de  perder  toda  su  fortuna  en  un 
negocio  realisado  con  honrados,  cuya  circunstancia  hal^a  sido  causa  del 
desastre  mercantil  del  dioente;  que  á  éste  no  podía  declarársele  culpa* 
b<e  de  no  haber  podido  presentar  los  libros,  balances  y  papeles  da  as 
n<»^cio,  ya  que  se  había  visto  impedido  de  hacerlo  por  un  accidento  ca- 
sual, cual  fué  el  incendio  ocurrido  en  su  casa  enoontrándoee  snsents 
en  el  campo  atendiendo  al  restablecimiento  de  la  salud  de  su  fámula; 
que  no  puede  reputarse  fraudulenta  la  quiebra,  porque  el  D.  SebastiáB 
Rivas  ha  llevado  los  libros,  por  más  que  poetorior mente  quedasen  des- 
truidos; que  las  causas  que  habían  motivado  la  quiebra  consistían  única 
y  exclusivamente  en  las  ruinosas  ventas  de  barriles  de  uvas  adquiridos 
para  su  enajenación  en  el  extranjero  el  afio  de  1898;  que  aquellas  ven- 
tas determinaron  una  pérdida  efectiva  imposible  de  reponer,  y  le  hiio 
perder  toda  su  fortuna,  reduciéndole  á  vivir  del  auxilio  de  sus  parien- 
tes, imposibilitandole,  por  el  estado  en  qne  se  encontraba,  de  poderse 
dedicar  á  ninguna  clase  de  negocio  para  sustentar  á  su  familia;  que  aaí 
lo  había  reconocido  el  Ministerio  fiscal;  y  finalmente,  qne  no  podía  im- 
putarse al  D.  Sebastián  Rivas  el  que  fuera  causa  de  su  situación  Injoe, 
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gastos  ezcesiyoB  ni  jaegos,  sino  sólo  infortunios  casnalefl  é  ineyitables, 
como  las  ventas  miñosas  ya  referidas: 

Resaltando  qne  recibido  el  incidente  á  pmeba,  se  practicó  docamen- 
tal  7  testifical,  qoe  ofrece,  según  lo  consigna  en  la  sentencia  recurrida 
•i  signiente  resoltando,  que  á  instancia  de  la  representación  del  Banco 
de  Espafia  se  unieron  á  los  autos  los  documentos  que  siguen:  primero, 
dos  certificaciones  expedidas  en  14  de  Julio  de  1898  por  ios  respectivos 
Secretarios  de  los  Juzgados  municipales  y  de  primera  instancia  de  Gan- 
jáyar,  acreditativos  de  no  aparecer  que  D.  Sebastián  Rivas  Luis  presen- 
tara libro  alguno  de  contabilidad  para  su  autorización  y  reintegro  desde 
l.^.de  Enero  de  1886  basta  4  de  Febrero  de  1890;  segundo,  otro  certifi- 
cado expedido  en  18  de  aquel  mes  y  a  fío  por  el  encargado  del  Registro 
mercantil,  en  que  consta  qne  el  Rivas  no  resulta  inscrito  como  comer- 
ciante; y  tercero,  otra  certificación  fecba  16  del  mismo  mes  de  Julio  de 
1898,  en  que  se  bace  constar  por  el  encargado  del  arcbivo  de  la  Delega- 
ción de  Hacienda  de  Almería  que  el  quebrado  no  aparece  incluido  en  las 
matrículas  de  la  contribución  industrial  de  Canjáyar  correspondientes  á 
los  áfíos  de  1886  á  1890;  que  á  instancia  del  quebrado  D.  Sebastián  Rivas 
Luis  se  trajeron  también  á  los  autos  varias  certificaciones,  á  saber:  pri- 
mero, una  de  la  diligencia  de  16  de  Enero  de  1892,  obrante  en  la  pieza 
de  administración  de  la  quiebra,  de  la  que  aparece  que  constituidos  el 
Juez,  Comisario,  Escribano  y  Procurador  del  Banco  de  Espafia  en  la 
casa  habitada  por  el  quebrado,  y  requerido  éste  para  la  presentación  de 
libros,  documentos,  memoria  y  lista  de  acreedores,  contestó  que  la  últi- 
ma la  tenia  presentada  en  la  Escribanía  de  Canet,  y  los  libros  y  docu- 
mentos se  le  quemaron;  que  seguidamente  fué  reconocida  la  casa,  donde 
Dsda  se  encontró,  y  sí  únicamente  unos  trozos  de  papel  quemado,  pero 
de  ninguna  importancia,  con  otros  restos  de  una  escritura  también  que- 
mada, que  según  el  quebrado  correspondían  á  la  mesa  escritorio;  se- 
gando, otras  dos  certificaciones,  expedidas  por  los  Secretarios  de  los 
Juzgados  municipales  de  Almería  y  Canjáyar,  en  que  se  acredita  que  en 
aquellas  oficinas  se  han  llevado  registros  de  libros  de  comercio  con  an- 
terioridad al  80  de  Septiembre  de  1896,  en  que  se  publicó  la  ley  del  Tim- 
bre de  aquel  año;  y  tercero,  otra  certificación  del  actuarlo  del  Juzgado 
de  primera  instancia  de  Canjáyar,  expedida  con  relación  á  la  causa  in- 
coada en  11  de  Septiembre  de  1890  con  el  núm.  60  de  orden,  por  incendio 
habido  en  la  casa  de  D.  Sebastián  Rivas,  que  fué  sobreseída  provisional- 
mente en  6  de  Octubre  del  mismo  año  por  la  Audiencia  provincial,  y  en 
la  que  obra  una  diligencia  de  reconocimiento  de  la  expresada  casa, 
donde  sólo  se  encontraba  á  la  sazón  el  encargado  Francisco  Rodríguez 
Pastor,  observándose  en  la  habitación -despacho  que  da  al  huerto,  de  16 
varas  cuadradas  de  superficie  y  una  altura  de  tres  metros  y  medio,  con 
dos  ventanas,  ambas  ahumadas,  ei  techo  de  tablazón  también  ahumado, 
la  puerta  de  entrada  casi  carbonizada  ai  parecer,  y  en  el  suelo  restos  de 
Billas  y  mesas  carbonizadas,  notándose  por  las  cenizas  haberse  quemado 
papeles,  de  los  cuales  hay  restos  manchados  por  el  agua  que  debió  arro- 
jarse para  apagar  el  incendio;  haciéndose,  por  último,  constar  que  nin- 
f^na  otra  cosa  digna  de  mención  se  notó  en  esta  habitación,  hallándose 
en  perfecto  estado  lo  demás  de  la  casa;  y  finalmente,  que  á  instancia  de 
la  misma  parte  de  D.  Sebastián  Rivas  Luis,  declararon  como  testigos 
D.  José  Sánchez  Abad,  D.  Emilio  Lozano  Ruiz  y  D.  Nicolás  Rodríguez 
Calvo,  propietarios,  vecinos  de  Canjáyar,  que  figuran  como  acreedores 
en  la  lista  firmada  por  el  quebrado  por  la  cantidad  respectivamente  de 
290,  60  y  25  pesetas,  siendo  de  advertir  que  los  dos  primeros  fueron 
nombrados  síndicos  en  la  junta  general,  después  anulada,  de  16  de  Fe- 
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brero  de  1892,  y  el  último  protestante  en  U  de  81  de  Jallo  de  1896  ti  no 
ser  admitido  como  tal  acreedor,  loe  caalea  declararon  en  eeencia  que  el 
Bivae  Lula  ha  vivido  modestamente;  qne  en  la  cosecha  de  nva  de  1889 
vendió  ésta  á  bajo  precio;  qne  con'  tal  motivo  marchó  á  Inglaterra,  de 
donde  regresó  á  principios  del  signiente  afio,  y  qne  han  visto  al  Rivas 
libros  sellados: 

Besnltando  qne  nnidas  las  pruebas  á  los  autos,  el  Juigado  de  prl- 

mera  instancia  de  Ganjáyar  dictó  sentencia  en  9  de  Agosto  de  1898,  por 

\  lo  cual,  calificando  la  quiebra  de  autos  de  primera  clase,  ó  sea  de  iosol- 

f  vencía  fortuita,  mandó  alsar  la  detención  que  sufre  el  quebrado  D.  6e- 

I  hastian  Rivas  Luis,  á  quien  se  pondría  inmediatamente  en  libertad^  lia- 

oiéndosele  saber  por  el  actuario,  y  cancelándose  la  flanaa  prestada  con. 

I  tal  motivo,  según  consta  en  la  pieza  principal  de  la  quiebra,  por  Don 

!  Sebastián  Ruis  Calvo,  todo  sin  expresa  condenación  de  costas;  y  habían- 

I  dose  apelado  de  esta  sentencia  por  la  representación  de  la  Sucursal  del 

Banco  de  Espafia  en  Almería,  cuya  apelación  se  admitió  libremente  7  en 

ambos  efectos,  se  remitieron  á  la  Superioridad  del  territorio  las  piesas 

de  calificación  y  declaración  de  quiebra: 

Resultando  que  personada  la  entidad  apelante,  así  como  el  quebrado, 
ante  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Oranada,  manifestaron  am- 
bas partes  su  conformidad  con  el  apuntamiento;  y  conferido  traslado  al 
Mioisterio  fiscal,  se  dio  por  instruido  de  los  autos,  y  manifestó:  que 
existía  en  la  plesa  de  calificación  un  vicio  de  nulidad  por  haber  inter- 
venido en  la  misma,  emitiendo  dictamen  un  Fiscal  municipal  qne  no  te- 
nía carácter  de  Letrado;  que  en  su  deseo  de  evitar  dilaciones  se  abeteoía 
de  formular  artículo  de  previo  pronunciamiento,  por  entender  qne  so 
posterior  intervención  en  el  asunto  pudiera  subsanar  aquel  defecto;  y 
por  último,  que  sostenía  qne  la  quiebra  merece  la  calificación  de  frau- 
dulenta: 

Resultando  que  celebrada  en  los  días  4  y  6  de  Junio  del  afio  anterior 
la  correspondiente  vista  pública,  asistieron  á  ella  la  representación  del 
Ministerio  fiscal  y  los  defensores  del  Director  de  la  Sucursal  del  Banco 
de  Espafia  en  Almería  y  del  quebrado  D.  Sebastián  Rivas,  solicitando 
las  dos  primeras  representaciones  en  sus  respectivos  informes  orales 
que,  revocándose  la  sentencia  apelada,  se  declarase  fraudulenta  la  quie- 
bra, interesando  en  el  mismo  acto  y  en  la  misma  forma  la  defensa  del 
quebrado  qne  se  confirmase  la  sentencia  de  cuya  apelación  se  trataba, 
con  imposición  de  costas  á  los  recurrentes,  siempre  que  no  hubiera  la- 
gar á  la  pretensión  que  formuló  con  carácter  de  incidental  y  se  hiso 
constar  en  la  diligencia  de  vista  con  arreglo  al  último  apartado  del  ar- 
tículo 834  de  la  ley  de  Enjnlciamiento  civil,  de  que  se  declarasen  nulas 
y  sin  ningún  valor  ni  efecto  las  actuaciones  de  segunda  instancia,  esti- 
mándose firme  la  sentencia  apelada,  por  carecer  de  derecho  el  acreedor 
Banco  de  Espafia  para  apelar  y  mantener  la  apelación: 

Resultando  que  conclusos  los  autos  para  sentencia,  pronunció  la  euys 
dicha  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  territorial  de  Granada  en  20  del 
expresado  mes  de  Junio  de  1900,  y  revocando  la  del  Juzgado,  declaró  ha- 
ber lugar  á  calificar  de  fraudulenta  la  quiebra  de  D.  Sebastián  Rivas 
Luis  y  á  proceder  criminalmente  contra  el  mismo  quebrado,  deducién- 
dose el  oportuno  testimonio  que  se  formaría  con  los  particulares  sefiala- 
dos  en  el  mismo  fallo  y  los  demás  que  el  Juzgado  estimase  necesarios, 
bien  de  oficio,  bien  á  instancia  de  parte,  sin  hacer  especiaí  condena  de 
costas: 

Resultando  que  D.  Sebastián  Rivas  Luis  ha  interpuesto  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley,  como  comprendido  en  los  números  1.® 


Digitized  by 


Google 


MATO  DB  190f  (179 

>92  de  U  de  Enjaicismiento  civil,  alegftndo  a1  efecto  los 
itee: 

fracción  de  los  arte.  88,  86  j  42  del  Código  de  Comercio 
[gen  á  los  comerciantes  llevar  libros  autorizados  en  forma 
dadosamente  las  cartas  y  telegramas  relativos  á  sa  nego- 
dos  con  tales  preceptos,  infracción  también  del  art.  890, 
[,^  del  mismo  cuerpo  legal,  según  los  coales  se  considera 
quiebra  cuando  no  se  han  cumplido  las  prescripcionea 
lleudo  el  art.  891  que  la  quiebra  ha  de  reputarse  asi,  salvo 
rario,  cuando  la  situación  del  comerciante  no  pueda  de- 
do de  sus  libros;  pues  basta  la  simple  lectura  de  los  he- 
»s  en  los  resultandos  de  la  sentencia  apelada  para  venir 
í  de  esas  disposiciones  no  son  aplicables  al  caso  en  la 
entido  en  que  lo  hace  la  Sala  sentenciadora,  ya  que  se- 
is el  recurrente,  desde  hace  largo  tiempo,  se  dedicaba  al 
>da  formalidad  y  con  arreglo  á  la  ley,  sin  que  obste  acerca 
t  la  suposición  de  no  haber  cumplido  el  requisito  de  pre- 
B  para  cumplir  las  formalidades  del  art.  86,  puesto  que 
iones  libradas  por  los  Juzgados  municipales  de  Can jáyar 
Bce  que  ni  en  uno  ni  en  otro  se  ha  llevado  hasta  el  afio 
publicó  la  ley  del  Timbre,  registro  alguno  donde  se  hi- 
os  comerciantes  que  cumpliesen  con  aquella  obligación, 
)r  tanto,  imputarse  á  D.  Sebastián  Bivas  una  falta  que 
'obarse  y  que  sólo  tendría  demostración  por  aquel  regis- 
í  aún  al  declararse  en  1890  la  quiebra  del  Bivas,  ya  que 
nte  posterioridad  no  se  dieron  por  las  Autoridades  rea- 
dios  de  llenar  el  requisito  del  art.  86;  viéndose  despuéa 
e  imposibilitado  de  presentar  los  libros  y  documentos  á 
dio  ocurrido  desgraciadamente  en  su  casa,  en  el  cual,  no 
ble,  sino  racional  que  pereciera  aquella  documentación 
despacho,  cuando  de  objetos  de  más  resistencia,  como  si- 
lesas,  etc.,  quedaron  sólo  restos  carbonizados,  deducién- 
n  toda  claridad  que  es  inadecuada  la  aplicacióu  hecha  por 
890  en  sus  casos  8.^  y  4.^;  pues  no  habiendo  podido,  le- 
nente  Bivas  Luis,  presentar  los  libros  en  una  ni  en  otra 
)stá  en  el  caso  de  declarar  fraudulenta  la  quiebra  del 
[educirse  su  situación  de  aquellos  antecedentes,  toda  vez 
y  consta  por  documentos  unidos  á  los  autos  la  prueba  en 
rige  el  art.  891: 

ftberse  infringido  igualmente  los  arts.  886,  caso  1.^,  y  887 
go  de  Comercio,  pues  entendiéndose,  según  éstos,  quiebra 
omerciante  <á  quien  sobreviniendo  infortunios  que  de^ 
le  casuales  en  el  orden  regular  y  prudente  de  una  buena 
mercantil  reduzcan  su  capital  al  extremo  de  no  poder 
do  ó  en  parte  sus  deuda»»,  es  evidente  que  D.  Sebastián 
omprendido  en  dichos  artículos,  ya  que  en  efecto  la  venta 
á  que  principalmente  se  dedicaba  el  Bivas  en  el  afio  1889, 
n  vivienda  y  el  infructuoso  resultado  de  su  viaje  á  logia- 
ar  dicha  venta,  no  pueden  constituir  una  prueba  más 
:ortunio  que  fué  causa  determinante  de  la  quiebra,  siendo 
lesgracias  deben  estimarse  casuales  en  el  orden  racional 
na  buena  administración,  pues  basta  para  que  se  aprecie 
ion  del  auto  de  sobreseimiento  en  la  causa  iiMitruída  con 
ndio  de  la  casa,  lo  inseguro  y  difícil  de  prever  el  precio 
evado  del  fruto  que  constituía  la  base  del  negocio  á  que 
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M  dedicAba  el  recurrente,  7  el  éxito  negativo  de  en  viBj[e,  qne  fué  tn  úl> 
timo  esfuerso  en  pro  del  cumplimiento  de  loe  compromieoe  qne  eobre  él 
pesaban: 

Tercero.  Infracción  aaimiamo  de  la  doctrina  legal  contenida,  entr» 
otras  muchas,  en  la  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  16  de  Mano 
de  1898,  en  que,  de  acuerdo  con  loa  principios  de  equidad  y  de  juBticia 
que  informan  nuestras  leyes,  se  sienta  el  de  que  la  simulación  7  el  frau- 
de no  se  presumen,  7  en  su  consecuencia,  qae  debe  creerse  honrado,  7 
por  tanto,  inocente  á  toda  persona,  mientras  no  exisUm  motivoe  gravea 
para  reputarla  criminal,  como  con  may  buen  juicio  sostuvo  el  Magia* 
trado  Ponente  de  la  8aia  de  Granada  al  formular  su  voto  particular  ea 
•1  sentido  de  proceder  la  confirmación  de  la  sentencia  del  Juzgado,  coa 
las  costas  de  segunda  instancia  á  la  parte  apelante,  fundando  su  opiniónt 
primero,  en  no  apreciarse  por  la  Sala  sentenciadora  las  deciaracionea  da 
tres  testigos  no  tachados  en  forma  legal,  que  han  afirmado  que  el  reca- 
nente  tuvo  que  ir  al  extranjero  para  dirigir  personalmente  la  venta  de 
uvas,  evitando  así  un  mayor  quebranto,  y  que  vieron  que  llevaba  librea 
de  comercio,  haciendo  al  mismo  tiempo  las  más  favorables  apreciacio- 
nes acerca  de  la  conducta  del  quebrado;  7  segundo,  en  que  á  tenor  déla 
prueba  documental,  hallándose  fuera  de  su  casa  el  Rivas,  se  produjo  tm 
incendio  en  la  habitación  en  que  estaban  sus  libros  7  papeles,  loe  cualea 
fueron  destruidos  por  las  llamas,  sobrese7éndose  la  causa;  y  como  la 
certeza  de  estos  hechos  se  ha  demostrado  plenamente,  consideró  aquel 
Magistrado  que  no  bastan  para  destruirla  los  indicios  y  las  presunciooea 
alegadas  por  los  recurridos,  y  por  ello  formuló  su  voto  particular,  aoa- 
teniendo  á  juicio  de  U  parte  que  recurre  la  sana  y  verdadera  doctrina 
legal;  y 

Cuarto.  Evidente  error  de  hecho  en  que  ha  incurrido  la  Sala  senten- 
ciadora en  la  apreciación  de  la  prnuba  documental  que  figura  en  autos, 
al  no  dar  el  debido  valor  al  sobreseimiento  de  la  causa  con  motivo  del 
siniestfb,  á  la  diligencia  de  reconocimiento  de  la  habitación  incendiada 
y  á  las  certificaciones  expedidas  por  los  Jusgados  de  Almería  y  Canjá- 
yar;  y  como  ese  error  resulta  de  documentos  auténticos  admitidos  por 
las  partes  litigantes  y  no  puestos  en  duda  por  nadie,  es  innegable  la  equi- 
vocación sufrida  por  los  juzgadores,  no  debiendo  ofrecer  reparo  la  afir- 
mación de  que  la  sentencia  recurrida  cae  de  lleno  en  los  límites  delcaao 
7.®  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joaquín  Gonzálea  de  laPefia: 
Considerando  que  si  bien  es  cierto,  cual  se  alega  en  el  motivo  tercero 
del  recurso,  que  la  simulación  y  el  fraude  no  se  presumen,  esta  regla  ge- 
neral es  de  todo  punto  inaplicable  á  las  presunciones  de  fraude  estable- 
cidas por  la  ley;  de  suerte  que  debiéndose  reputar  fraudulenta  la  quie- 
bra de  los  comerciantes  en  los  casos  determinados  por  el  Código  de  Go- 
merciOj  la  cuestión  litigiosa,  tal  como  se  ha  controvertido  en  el  pleito  y 
se  plantea  en  ios  otros  tres  motivos  del  recurso,  es  de  puro  hecho,  eomo 
reducido  á  saber  si,  conforme  al  resultado  de  las  pruebas  practicadas^ 
ha  concurrido  ó  no  en  la  quiebra  del  recurrente  alguna  de  las  circune- 
tanciae  determinadas  en  los  párrafos  tercero  y  cuarto  del  art.  890  del 
mencionado  Código,  ó  en  el  siguiente  art.  891,  dado  que  por  cuaiquiert 
de  las  causas  expresadas  en  dichos  preceptos  legales  debería  calificarse 
la  quiebra  de  fraudulenta: 

Considerando  que,  esto  supuesto,  basta  para  rechazar  los  dos  motitoa 
primeros  tfel  recurso  tener  en  cuenta  que  con  arreglo  al  mencionado]»' 
rrafo  tercero  del  art.  890,  se  reputa  fraudulenta  la  quiebra  cuando  el  oQJ- 
merciante  quebrado  no  hubiese  llevado  los  libros  de  contabilidad  y  «i  <>^ 
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correapondenoia  comercial  requcrídoa  por  el  miaino  Oódigo  para  el  ejer- 
eicio  de  la  profesión  mercantil;  7  qae  á  pesar  de  incumbir  al  recnrrenta 
la  praeba  de  haberlos  llevado,  caso  de  serle  imposible  su  presentación 
por  alevina  cansa  justa,  no  ha  probado,  á  juicio  de  la  Sala  sentenciadora, 
^1  hecho  alegado  por  el  mismo  quebrado  para  excusarse  de  presentarlos, 
ó  sea  el  de  que  los  libros  perecieran  en  el  incendio  ocurrido  en  su  des- 
pacho, ni  siquiera  ha  presentado  balance,  memoria  ni  antecedente  al- 
^patno  que  á  falta  de  libros  explicara  el  estado  de  sus  negocios  y  la  cansa 
de  su  ruina;  siguiéndose  de  ello,  dada  esa  apreciación  de  la  prueba,  que 
«un  sin  haber  otra  ni  más  causa  que  la  justificada  falta  de  libros  comer* 
óslales,  ha  debido  calificarse  la  quiebra  como  fraudulenta  y  no  fortuita, 
aegri^n  acertadamente  lo  hace  el  fallo  recurrido,  fundándose  principal- 
mente en  dicho  precepto  leval: 

Ck>nsiderando  que  es  asimismo  improcedente  el  motivo  cuarto  del  re- 
«nrso  donde  sin  rasón  impugna  el  recurrente,  como  errónea  de  hecho, 
la  apreciación  de  la  prueba;  porque  aun  prescindiendo  de  que  además  de 
loe  documentos  citados  en  el  recurso  ha  tenido  en  cuenta  la  Sala  senten- 
ciadora otros  elementos  de  prueba  y  de  juicio,  es  manifiesto  que  ni  las 
certificaciones  expedidas  por  los  Juzgados  de  Almería  y  Ganjáyar  rela- 
tivas al  mero  hecho  de  que  hasta  la  promulgación  de  la  ley  sobre  el  pago 
del  timbre  no  se  abrió  registro  de  libros  comerciales,  ni  el  sobreseimien- 
to provisional  de  la  causa  formada  sobre  el  incendio,  ni  la  diligencia  de 
reconocimiento  practicado  en  el  lugar  incendiado,  máxime  cuando  de 
«lia  resulta  que  el  fuego  se  limitó  al  despacho,  sin  que  aparecieran  res- 
tos de  los  libros,  demuestran  que  el  quebrado  los  hubiese  llevado  y  que 
perecieron  por  el  fuego; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Sebastián  Rivas  Luis,  á  quien  con- 
denamos al  pago  de  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Granada  la 
correspondiente  certificación,  devolviéndole  el  apuntamiento  que  re- 
mitió. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
eertará  en  la  Colección  Lboislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=José  de  Aldenoa. 
r=José  de  Qarnlca.=Francisco  Toda.=Earique  Las8Ú8.=Joaquín  Gron- 
sáles  de  la  Pefia.=Ricardo  Mol ina.=  Vicente  de  Piniés. 

Publicación.=Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Joaquín  Gonzáles  de  la  Pefia,  Magistrado  de  la  Sala  de  lo 
civil  del  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en 
el  día  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 
Madrid  4  de  Mayo  de  1901.=Rogelio  González  Montes. 

I^üm.  IdS.-GRACIA  Y  JUSTICIA.— 4  de  Mayo,  puk.  el  10  de  Jsnio. 

Resolución  de  la  Dirección  general  de  los  Registros,  revo- 
cando la  negativa  del  Registrador  de  la  propiedad  de  Don  Be- 
nito á  inscribir  una  escritura  de  préstamo  con  hipoteca: 
En  sus  CONSIDERANDOS  SO  ostablece: 

Que  no  hay  ley  ni  precepto  alguno  que  prohiba  la  reetifleaeión  por 
ios  otorgantes  de  una  escritura,  de  una  cláusula  anterior  inserta  en 
el  mismo  documento: 

Que  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  1401  del  Código  civil,  la 
hipoteca  constituida  para  garantía  del  préstamo  realizado  por  la 
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mujer  ^  osiMÜda  de  $u  marido  y  eon  fondee  de  la  Sociedad  de  ganan-' 
eialee^  ee  ganancial;  y  hato  eete  supuesto^  inscribiéndoic  á /avor 
de  la  mujer  y  que  ee  la  acreedora  y  la  que  adquiere  e$te  derecho  realy 
MC  entiende  ineeriía  á  nombre  de  la  eoeiedad  de  gananciales,  confor- 
me á  la  doctrina  consignada  en  las  Rteofuciones  de  la  Dirección  de 
S  de  Noviembre  de  1882  y  23  de  Abril  de  1898. 

limo.  8r.:  £a  el  recurso  gabernatlyo  interpuesto  por  el  Kotario  Don 
Agustín  Rodrigues  Mellado  contra  la  negativa  del  Registrador  de  la 
propiedad  de  Don  Benito  á  inscribir  una  escritora  de  préstamo  con  hi- 
poteca, pendiente  en  este  Centro  en  virtud  de  apelación  de  este  fun- 
cionario: 

Resultando  que  Dofia  Eladia  Rnia  j  Donoso  Cortés,  asistida  de  su 
marido  D.  Camilo  Donoso  Cortés,  dio  en  préstamo  á  Dofia  Ana  Petra  Si- 
loa  7  Cortés  la  cantidad  de  3.000  pesetas  por  escritora  otorgada  en  4  de 
Majo  de  1900,  en  la  cual,  y  en  garantía  del  pago  de  dicha  cantidad  y  de 
1.600  pesetas  más  que  se  fijaron  para  intereses  y  costas  en  su  caso,  cons- 
tituyó á  favor  de  la  referida  Dofia  Eladia  Ruis  hipoteca  voluntaria  sobie 
una  finca  de  su  propiedad,  manifestando  en  el  hecho  4.®  que  hacía  este 
préstamo  «por  cuenta  exclusiva  de  bienes  que  le  son  propios  y  pecnlis- 
res,  con  el  asentimiento  de  su  marido»,  y  declarando  después  en  la  esti- 
pulación duodécima  que  los  expresados  cónyuges  Dofia  Eladia  Boli  y 
D.  Camilo  Donoso  Cortés  exponían  á  los  efectos  oportunos  «que  á  pestr 
de  la  manifestación  que  se  hace  en  el  hecho  4.^  de  este  documento,  es  lo 
cierto  que  las  2.000  pesetas  prestadas  se  han  dado  de  fondos  comuDOsda 
la«sociedad  de  gananciales,  á  coyo  favor  solicitan  del  8r.  Registrador  se 
inscriba  el  citado  contrato»,  designándose  en  todas  las  demás  condicio- 
nes y  estipulaciones  á  dicha  Dofia  Eladia  Ruis  en  el  concepto  de  pres- 
tamista y  acreedora: 

Resultando  que  presentada  la  escritura  en  el  Registro  de  la  propie- 
dad, fué  suspendida  ^u  inscripción  respecto  de  la.  constitución  de  hipo- 
teca, porque,  según  expresa  el  Registrador  en  la  correspondiente  bota, 
eon  «contradictorios  los  términos  del  contrato  en  cnanto  á  la  procedencift 
del  capital  prestado,  puesto  que  en  el  hecho  4.®,  y  en  casi  todas  las  con- 
diciones, se  afirma  que  corresponde  á  la  otorgante,  mientras  que  en  li 
duodécima  condición  ee  asevera  ser  lo  cierto  que  dicho  capital  procede 
de 'la  sociedad  de  gananciales  de  la  expresada  sefiora  con  su  marido  Don 
Camilo  Donoso  Cortés»: 

Resultando  que  el  Notario  autorisante  D.  Agustín  Rodrigues  Mellido 
interpuso  recurso  gubernativo  contra  la  nota  de  suspensión  del  Begie* 
trador,  solicitando  que  se  declare  que  la  escritura  se  hslla  extendida 
con  arreglo  á  las  formalidades  y  prescripciones  legales  y  que  es  por  ende 
inscribible,  á  cuyo  efecto  expuso:  que  no  existe  semejante  contradicción 
sino  una  verdadera  rectificación,  puesto  que  no  se  niega  en  la  condición 
duodécima  lo  que  se  manifiesta  en  el  hecho  4.^  respecto  á  la  procedencift 
del  dinero,  ni  puede  caber  duda  alguna  acerca  de  este  particular,  todft 
ves  que  la  rectificación  que  se  hace  está,  clara  y  terminante;  que  codo 
Dofia  Eladia  Ruis  es  la  que  contrata  con  licencia  de  su  marido,  lo  coil 
es  perfectamente  ajustado  á  la  ley,  cualquiera  que  sea  la  procedencia 
del  capital  objeto  del  contrato,  en  todas  las  condiciones  es  dicha  istere- 
aada  la  que  aparece  obligándose,  sin  que  sea  cierto,  como  afirma  el  Be- 
gistrador,  que  en  casi  todas  las  condiciones  del  contrato,  ni  en  ningont 
de  ella  siquiera,  se  haga  la  afirmación  que  se  hiio  en  el  referido  becb» 
4.^;  que  no  tiene  nada  de  particular  que  por  mala  explicación  de  lo» 
otorgantes,  ó  por  motivo  de  orden  interior  delaM/amiliaMyóT^twú' 
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nea  Inteligencia  del  Notario  autorizante  se  haya  consignado  un  extremo 
inexacto  al  relacionar  loa  hechos  preliminares  del  contrato,  y  después, 
al  darse  la  primera  lectura  de  ellos,  sin  perjuicio  de  la  general  del  docu- 
mento, y  antes  de  pasar  á  la  redacción  de  las  condiciones,  se  advirtiese 
dicha  inexactitud  y  se  rectificase  por  medio  de  una  condición  declara* 
tiva,  de  modo  que  no  deje  lugar  á  duda  alguna,  puesto  que  no  hay  nin- 
guna consideración  atendible  que  aconseje  romper  el  pliego  en  que  se 
se  cometió  la  equivocación,  ó  andar  con  raspaduras  ú  otros  medios;  y, 
por  último,  que  el  criterio  de  esta  Dirección  no  es  tan  estrecho  y  rígido 
como  el  que  informa  la  nota  del  Registrador,  según  demuestran  las  Re- 
solaciones  de  10  de  Marzo  de  1886,  18  de  Enero  de  1887  y  6  de  Marzo 
de  1894: 

Resultando  que  oído  el  Registrador,  sostuvo  su  calificación  ó  infor- 
mó: qae  existe  una  verdadera  antinomia  entre  el  contenido  de  la  cláu- 
sala  4.^  y  el  de  la  condición  duodécima  de  que  se  trata,  y  que  no  ha  po- 
dido rectificarse  válidamente  aquella  cláusula  por  esta  condición,  toda 
▼ex  qne  esas  rectificaciones  repugnan  á  la  unidad  del  otorgamiento  del 
contrato  y  afectan  á  la  seriedad  del  mismo,  que  es  su  fondo  ético;  de- 
terminan una  incertidumbre  en  las  relaciones  del  deudor  y  del  acreedor 
y  ann  de  terceras  personas,  y  hacen  imposible  la  inscripción  que  solici- 
tan de  la  hipoteca  constituida,  porque  en  las  demás  condiciones  del 
contrato  figura  como  acreedora  Dofia  Eladia  Ruis,  y  esto  no  obstante,  se 
qniere  que  se  inscriba  la  hipoteca  á  favor  de  la  Sociedad  de  gananciales, 
qne  está  representada  por  D.  Camilo  Donoso  Cortés,  el  cual,  por  otra 
parte,  carece  de  personalidad  para  hacer  la  declaración  contenida  en  di- 
cha condición  duodécima,  porque  no  ha  comparecido  como  otorgante, 
Bino  como  marido  de  aquella  señora,  y  al  efecto  de  concederla  la  corres- 
pondiente licencia;  quedando  demostiada  la  falta  de  claridad  en  el  do- 
cumento por  la  disconformidad  ó  incongruencia  de  tales  manifestaciones 
que  pneden  originar  confusión  y  graves  perjuicios  á  terceras  personas, 
por  cuyo  motivo  no  puede  inscribirse  en  el  Registro,  según  lo  dispuesto 
en  el  art.  87  del  Reglamento  de  la  ley  Hipotecaria,  y  la  doctrina  de  las 
Resoluciones  de  22  de  Diciembre  de  1876,  8  de  Marzo  y  26  de  Noviembre 
de  1881,  15  de  Enero  de  1884,  80  de  Septiembre  de  1891  y  9  de  Septiem- 
bre de  1896: 

Resultando  que  el  Juez  Delegado  declaró  no  haber  lugar  á  la  inscrip- 
ción solicitada  por  el  Notario  recurrente,  y  en  su  consecuencia  confirmó 
la  negativa  del  Registrador,  fundándose  en  consideraciones  análogas  á 
las  expuestas  por  este  funcionario: 

Resultando  que  dicho  Notario  apeló  para  ante  el  Presidente  de  la 
Audiencia,  exponiendo:  que  no  existe  contradicción,  ni  antinomia,  ni 
falta  de  claridad,  y  que  no  son,  por  tanto,  aplicables  el  art.  87  del  re- 
glamento y  las  Resoluciones  de  este  Centro;  que  la  rectificación  de  que 
se  trata  es  válida,  porque  no  hay  ley  ni  doctrina  legal  que  la  prohiba, 
ni  hay  razón  alguna  para  semejante  prohibición,  porque  no  se  quebranta 
la  unidad  del  acto,  que  es  la  qne  resulta  del  cumplimiento  de  todas  las 
solemnidades  en  un  mismo  tiempo,  ni  se  lastima  su  seriedad,  ya  que 
tanto  en  los  testamentos  como  en  los  contratos  el  sentido  de  unas  cláu- 
sulas debe  interpretarse  por  el  de  las  otras,  examinándolas  en  conjunto 
y  relacionándolas  entre  sí,  según  la  doctrina  establecida  por  el  Tribunal 
Supremo  en  sentencias  de  6  de  Marzo  de  1879  y  81  de  Enero  de  1896  res- 
pecto á  los  testamentos,  y  por  el  art.  1285  del  Código  civil  respecto  á 
los  contratos,  y  que  no  existen  en  el  caso  de  que  se  trata  incertidnm- 
bres  de  ninguna  clape  en  las  relaciones  del  acreedor  y  del  deudor,  ni  hay 
tampoco  la  imposibilidad  que  supone  el  Registrador  para  hacer  la  ins- 
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cripción  del  doonmento,  paeeto  qoe  inscribiéadose  U  hipoteca  á  nomine 
de  la  mujer,  ein  expresar  la  cualidad  de  dotal  ó  paraferaal,  se  entiende 
inscrita  á  nombre  de  la  sociedad  legal,  de  la  qae  son  representantee 
ambos  cónjoges,  por  más  qae  al  marido  solamente  competa  la  admlnis- 
trai'.iÓQ  y  libre  disposición  de  sus  bienes,  según  las  Besolociones  de  8 
de  NoTiembre  de  1882,  4  de  Aíajo  de  1892  y  28  de  Abril  de  1898,  no  siendo 
posible  perjuicio  de  ningún  género  para  tercero,  porque  como  en  la  ins- 
cripción se- han  de  consignar  todas  las  condiciones  del  contrato,  constará 
en  el  Registro  esa  rectificación;  y  que  aunque  el  marido  no  hubiese 
podido  hacerla  por  no  ser  parte  contratante,  no  era  preciso  la  hiciera, 
porque  la  mujer,  que  sí  es  parte,  lo  ha  hecho  con  licencia  de  su  marido» 
y  con  esto  basta,  citando,  por  último,  la  Resolución  de  24  de  Abril 
de  1894,  que  sienta  la  doctrina  de  que  ante  una  interpretación  del  con- 
trato dada  por  los  mismos  contratantes  no  es  lícito  arbitrar  otra,  si- 
quiera esté  basada  en  los  términos  literales  de  la  escritura: 

Resultando  que  el  Presidente  de  la  Audiencia  revocó  la  leeolndón 
del  Juez  Delegado,  y  en  su  consecuencia  declaró  que  la  escritura  de  que 
se  trata  debe  inscribirse  en  el  Regristro,  por  hallarse  extendida  con  todas 
las  formalidades  legales,  fundándose  en  que  no  existe  falta  de  claridad 
en  las  relaciones  del  deudor  y  del  acreedor,  ni  hay  inoertidumbre  en  sus 
cláusulas,  puesto  que  la  duodécima  es  una  rectificación  expresa  y  clara 
de  la  cuarta,  y  esta  Dirección  tiene  determinado  que  un  caso  es  rectifi- 
car y  otro  estampar  conceptos  contradictorios,  siendo  inscribibles  las 
escrituras  en  que  se  rectifican  conceptos,  y  no  inscribibles  las  que  tie- 
nen contradicciones: 

Vistos  los  arts.  1281,  1286,  1401,  núm.  1.^  y  1416  del  Código  eiTil; 
87  del  reglamento  general  para  la  ejecución  de  la  ley  Hipotecaria,  y  las 
Resoluciones  de  este  Centro  de  8  de  Noviembre  de  1882  y  28  de  Abril 
de  1898: 

Considerando  que  la  escritura  de  que  se  trata  no  adolece  del  defecto 
de  contradicción  en  sus  cláusulas  que  la  atribnye  el  Registrador  en  su 
nota  de  suspensión,  ni  del  de  falta  de  claridad  que  expresa  en  so  in- 
forme respecto  á  la  procedencia  del  capital  prestado  á  Dofia  Ana  Petra 
Silos  por  Doña  Bladia  Raíz  con  asentimiento  de  su  marido,  puesto  qae 
declarando  ambos  en  la  estipulación  duodécima  de  la  misma  escritora 
<qae  á  pesar  de  la  manifestación  que  se  hace  en  el  hecho  4.^  de  este  do- 
cumento, es  lo  cierto  que  las  2.000  pesetas  prestadas  se  han  dado  de 
fondos  de  la  sociedad  de  gananciales»,  ha  quedado  expresamente  recti- 
ficada aquella  manifestación,  y  en  su  virtud,  los  términos  del  contrate 
son  claros  y  precisos  en  lo  que  concierne  á  este  particular,  y  no  dejan 
lugar  á  duda  sobre  la  intención  de  los  otorgantes,  quienes  para  mayor 
claridad  añadieron  que  solicitaban  del  Registrador  la  inscripción  de  di- 
cho contrato  á  favor  de  la  expresada  sociedad  de  gananciales: 

Considerando  que  esta  rectificación  es  válida  por  haberla  hecho  los 
propios  interesados  en  el  acto  del  otorgamiento  de  la  escritura,  y  no 
hay  ley  ni  precepto  alguno  que  la  prohiba: 

Considerando  que  la  inscripción  de  este  documento  á  nombre  de  la 
sociedad  de  gananciales,  setfún  pretenden  los  otorgantes,  es  posible, 
contra  lo  afirmado  por  el  Registrador,  puesto  que,  con  arreglo  á  lo  dia- 
puesto en  el  art.  1401  del  Código  cWil,  la  hipoteca  constituida  para  ga- 
rantía del  préstamo  realizado  por  Dofia  Eladia  Ruiz  con  fondos  de  la  re- 
ferida sociedad,  es  scanancial;  y  bajo  este  supuesto,  inscribiéndose  á  fa- 
vor de  dicha  Doña  Bladia,  que  es  la  acreedora  y  la  que  adquiere  ese 
derecho  real,  se  entiende  inscrita  á  nombre  de  la  sociedad  de  ganancia- 
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lee,  eonf  orme  á  U  doetrioa  oonsignads  en  laa  Resolaoionefl  de  ette  Cen- 
tro de  8  de  Noyiembre  de  1882  j  29  de  Abril  de  1898; 

£st«  Direcoión  general  ha  acordado  confirmar  la  providencia  ape- 
lada; 

Jjo  qne,  con  deyolnción  del  expediente  original,  comunico  á  V.  L 
ú  loa  efectos  consigaienteB.  Dios  guarde  á  V.  I.  machos  afios.  Madrid  4 
de  Majo  de  1901.= Gl  Director  general,  Ramén  Oepeda.=Br.  Presidente 
de  la  Andienoia  de  Gáceres. 


Núm.  lidS. -TRIBUNAL  8UPREM0.->7  de  Mayo,  psb.  el  20. 

Casación  por  infracción  de  ley,-- Cumplimiento  de  contrato. — 
Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por 
D.  José  Palacio  y  otra  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  prime- 
ra de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  D.  José 
Palacio  y  otra. 
Bn  sus  CONSIDERANDOS  80  estableco: 

Que  la  subsistencia  de  los  contratos  subordinados  á  una  condi- 
esdn,  depende  del  cumplimiento  de  ésta: 

Que  tratándose  del  contrato  de  servicios ^  la  naturaleza  de  éste 
no  consiente  entender  que  por  muerte  del  obligado  sin  haber  cumplí- 
do  la  condición  de  prestarloSy  se  transmite  este  deber,  no  habiendo- 
io  expresado  en  el  contrato,  á  quien  puede  no  reunir  las  circunsian- 
^aa  de  conñansa,  inteligencia  y  hasta  de  posibilidad,  por  razón  de 
su  situacióny  que  concurrieron  en  el  obligado: 

Que  entendiéndolo  asi  la  Sala  sentenciadora,  no  infringe  las  le- 
yes 4.\  tit.  5.^  libro  28;  50,  párra/o  3.°,  libro  30;  75,  libro  32;  2.* 
párrafo  3.°,  tit.  7.°  Ubro  44,  y  reglas  90  y  183,  tit.  17,  libro  50  del 
Digesto;  leyes  12  y  14,  tit,  11,  Partida  5.*;  /.•  2.»  y  9.»,  tit.  4.«,  Par- 
tida 6.*;  2.%  tit.  33,  Partida  7.*,  y  los  arts.  1115  y  1285  del  Código 
^iviU 

Que  lo  contenido  por  varios  no  puede  ser  alterado  por  uno  solo, 
con  independencia  de  la  noluntad  de  los  demás,  y,  conformándole 
con  esta  doctrina,  no  infringe  la  Sala  sentenciadora  las  leyes  72,  ti- 
tulo / .^  libro  45  del  Digesto;  114  y  119,  tit.  18,  Partida  3 .*,  y  5.*  ti- 
tulo 33,  Partida  7.» 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  A  7  de  Mayo  de  1901,  en  el  juicio  de- 
clarativo de  mayor  cuantía  segniido  en  el  JnzgadQ  de  primera  instancia 
del  distrito  del  Hospital  y  en  la  8ala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  este  territorio  por  D.  José  Palacio  y  Prieto,  militar,  vecino  de  San- 
tander, y  Dofia  María  Prieto  y  Palacio,  viuda,  dedicada  á  sus  labores,' 
de  esta  vecindad,  por  sí  y  en  representación  de  sus  hijos,  menores  de 
edad,  Dofia  Carmen  y  D.  Eduardo  Palacio  y  Prieto,  con  D.  José  y  Dofia 
Petra  Palacio  y  Gk>nEáleE,  propietario  y  dedicada  á  las  labores  de  su 
sexo,  respectivamente,  vecinos  de  Madrid,  sobre  subsistencia  y  cumpli- 
miento de  un  contrato;  pleito  pendiente  ante  Nos,  en  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley  que  han  interpuesto  los  demandantes,  dirigidos  y 
representados  por  el  Licenciado  D.  Germán  Valentín  Gamazo  y  el  Pro- 
curador D.  Antonio  Martines  y  Rodrigues;  habiéndolo  estado  los  de- 
mandados y  recurridos  por  el  Licenciado  D.  Pablo  Gamica  y  el  Procu- 
rador D.  José  María  Cordón: 

Beenltando  que  el  Estado  vendió  en  pública  subasta,  como  proceden-f 
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f  tefl  de  bienes  demunortizadoB,  loe  qntntoe  ó  lotee  qae  eonBtitnian  la  fine* 

[  de^0lninada  Encomienda  de  Villagatiérres,  sita  en  término  de  Abenójar, 

partido  jndioial  de  Almodóvar  del  Campo,  provincia  de  Ciudad  Real,  de 
algnnos  de  los  cnaies  faó  rematante  D.  Jaan  Palacio  Cano,  quien  dejó 
de  pagar  parte  de  los  plazos  de  sn  precio,  por  .lo  qne  fué  declarado  en 
qniebra,  y  se  celebró  una  segunda  subasta,  en  la  cnal  se  adjndicaron  los 
indicados  lotes  á  otra  persona  en  menor  cantidad,  quedando  á  favor  del 
D.  Juan  un  sobrante  de  lo  que  en  pago  de  su  compra  había  satisfecho, 
después  de  saldada  la  diferencia  entre  ambos  remates: 

Resaltando  que  fallecido  D.  Juan  Palacio,  sus  hijos  j  herederos,  Don 
José  y  Dofia  Petra  Palacio  y  Oonsáles  y  el  primo  de  éstos  D.  Matías  Pa- 
lacio y  Portillo,  otorgaron  y  suscribieron  en  esta  corte,  con  fecha  18  de 
Abril  de  1888,  un  contrato  privado,  ante  testigos,  por  el  cual  los  dos  pri- 
meros cedieron  á  favor  del  tercero  el  76  por  100  de  las  cantidades  que 
percibiera  del  Estado,  de  la  Dirección  de  Ventas  de  Bienes  Nacionales, 
de  Propiedades  y  Derechos,  de  la  Delegación  de  Hacienda  ó  de  cualquier 
otra  oficina  que  al  efecto  el  Gobierno  de  la  Nación  designara  y  procedie- 
ran del  excedente  del  remate  en  segunda  subasta  y  quiebra,  ó  del  exceso 
que  hubo  en  la  misma,  de  las  fincas  que  su  padre  D.  Juan  remató  en  la 
Encomienda  de  Villagutiérrea,  bajo  las  condiciones  siguientes:  primera, 
que  D.  Matías  Palacio  ha  de  gestionar  cuanto  sea  procedente  en  dichas 
Direcciones  ó  en. cualquier  otra  oficina  hasta  que  obtenga  la  liquidación 
y  perciba  el  importe  que  á  los  hermanos  D.  José  y  Dofia  Petra  Palacio 
les  pertenece;  segunda,  que  todos  los  gastos  que  se  ocasionen  con  moti- 
vo de  la  reclamación  han  de  ser  satisfechos  precisamente  por  D.  Matías 
Palacio  Portillo,  sin  que  los  hermanos  D.  José  y  Dofia  Petra  tengan 
precisión  de  desembolsar  cantidad  alguna,  ni  quedar  obligados  á  satis- 
facer honorarios  ni  agencias  al  D.  Matías  ni  é  otra  tercera  persona  por 
ningún  concepto;  tercera,  que  si  D.  Matías  no  ventila  esa  cuestión  ó  no 
percibe  esas  cantidades  del  Estado,  no  tendrá  derecho  para  reclamar 
cantidad  alguna  por  cuenta  de  los  gastos  que  en  sus  gestiones  se  le  hu- 
bieran originado,  ó  por  los  desembolsos  que  hubiera  tenido' que  ejecutar 
para  el  logro  de  la  reclamación;  cuarta,  que  si  el  mismo  D.  Matías  per- 
cibe cantidades  parciales  por  el  concepto  expresado,  ó  toda  Ja  suma  que 
se  adeude,  en  ambos  caeos,  tan  pronto  como  perciba  esas  cantidades, 
entregará  á  D.  José  y  Dofia  Petra  Palacio  el  25  por  100  íntegro  y  sin 
descuento  alguno,  reservándose  él  para  sí  el  76  por  100  restante;  qae 
bajo  las  expresadas  condiciones  le  donan,  eeden  y  traspasan  desde  luego 
y  por  título  de  presente  el  importe  del  76  por  100  de  las  cantidades  ex- 
presadas, y  rennncian  desde  ahora  para  siempre  todos  sus  derechos  y 
acciones,  y  se  obligan  á  no  hacer  ninguna  reclamación  sobre  dicho  75 
por  100;  pues  quieren  y  es  su  voluntad  que  pase  á  propiedad  de  su  ex- 
presado primo  D.  Matías  Palacio  Portillo,  en  remuneración  y  recompen- 
sa de  sus  gestiones,  trabajos  y  gastos  que  tenga  que*  hacer  para  conse- 
guir el  cobro  de  las  cantidades  que  resulten: 

Besnltando  que  el  mismo  día  12  de  Abril  de  1883,  D.  José  y  Dofii 
Petra  Palacio  Gonxález  otorgaron  en  esta  capital,  ante  Notario,  un  po- 
der  á  favor  de  D.  Matías  Palacio  Portillo  para  qne  pudiera  gestionar 
cuanto  fuera  procedente  en  las  Direcciones  y  oficinas  expresadas  ene! 
documento  otorgado  aquel  día,  á  loe  fines  indicados  en  el  mismo;  y  en 
11  de  Noviembre  de  1888  falleció  el  D.  Matías,  bajo  testamento  de  fecha 
7  de  Ion  propios  mes  y  afio,  en  el  cnal  declaró  que  se  hallaba  casado  con 
Dofia  María  Prieto,  de  cuyo  matrimonio  tenía  seis  hijos,  llamados  Ma- 
nuel, José,  Carmen,  Eduardo,  Mercedes  y  Enrique,  á  los  cuales,  al  pos- 
tumo ó  postumos  que  tuviere  nombró  herederos;  expresando  que  eu  mo- 
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desta  fortana  consiatia  únicamente  en  los  derechos  que  le  correspondían 
de  ona  cesión  hecha  á  sn  favor  por  D.  José  Palacio  y  otro,  en  una  recia- 
mación  que  tenía  pendiente  para  la  deyoinción  de  varios  plazos  de  unos 
bienee  nacionales;  y  nombró  albaceas  á  sn  mujer  y  otros: 

Resultando  que  con  fecha  19  de  Diciembre  del  citado  afio  1888,  Don 
José  Palacio  dirigió  á  la  viuda  Dofia  María  Prieto  una  carta,  en  la  cual 
la  decía  que  Lopes,- á  quien  Matías  tenía  dada  una  obligación  del  10  por 
100,  deseaba  se  renovase,  firmándola  el  miemo  D/ José,  pues  por  más 
que  había  trabajado  para  convencerle  de  que  eftaba  en  toda  su  fuerza  y 
validez  la  obligación  de  Matías,  no  se  conjformaba  y  quería  qne  fuesen 
él  y  su  hermana  quienes  le  hicieran  la  nueva,  recogiendo  la  firmada  por 
Matías,  y  para  que  el  asunto  no  tuviera  entorpecimiento,  creía  lo  mejor 
qoe  Dofia  María  la  firmase,  recoger  la  que  López  tenía  y  firmar  el 
mifmo  D.  José  y  su  hermana  la  que  éste  deseaba;  en  4  de  Marzo  de 
1889  escribió  otra  carta  el  repetido  D.  José  Palacio  á  Doña  María  Prie- 
to, expresando  no  podía  complacerlo  respecto  á  su  deseo  de  elevar  á  es- 
critura pública  la  obligación  simple  que  con  su  hermana  Pftra  tenía  he- 
cha á  su  marido  (el  D.  Matías),  por  creer  que  con  ello  perjudicaría  sus 
intereses,  pues  se  entorpecería  el  negocio  por  tener  qne  intervenir  la 
Dofia  María  como  viuda  y  los  menores  sus  hijos,  y  que  no  creía  pudiese 
dndar  de  su  proceder,  y  por  eso,  consultado  el  negocio  con  personas  pe- 
ritas, le  aconsejaron  viese  el  medio  de  entenderse  con  ella  (la  Dofia  Ma- 
ría), para  poder  él  continuarlo  y  terminarlo,  pues  era  imposible  que 
la  misma  pudiese  hacer  nada  sin  el  poder;  y  en  otra  de  1.^  de  Agosto  si- 
guiente, dice  el  D.  José  á  la  Dcfia  María,  que  cuando  en  estancia  en  esta 
corte  y  después  de  convenida  la  transacción,  le  había  manifestado  no 
haber  traído  la  obligación  de  su  esposo  D.  Matías,  y  esto  había  sido  la 
causa  de  no  haberle  mandado  la  cesión  del  60  por  100  líquido  del  asunto. 

Resultando  que  Dofia  María  Prieto  Palacio,  por  sí  y  como  represen- 
tante legal  de  sus  hijos,  menores  de  edad,  Dofia  Carmen  y  D.  Eduardo 
Palacio  y  Prieto,  y  el  hermano  de  éstos,  D.  José,  en  26  de  Junio  de 
1899  formularon  demanda  de  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía,  la 
cnal  correspondió  al  Juzfmdo  de  primera  instancia  del  distrito  del  Hos- 
pital de  esta  corte,  contra  D.  Je  sé  y  Dofia  Petra  Palacio  y  González,  con 
la  súplica  de  que  se  condenase  á  los  mismos  á  reconocer  y  admitir  á 
los  demandantes  como  partícipes  del  76  por  100  de  las  cantidades  que 
se  percibieran  por  el  excedente  del  remate  en  quiebra  de  los  lotes  de  la 
Encomienda  de  Villagntiérrez,  y  les  permitieran  hacer  las  gestiones  ne- 
cesarias para  obtener  el  pago  de  dicho  excedente,  facilitándoles  ios  me- 
dios que  á  tal  fin  fueran  precisos;  para  lo  cual  expusieron,  á  más  de  lo 
ya  relacionado  y  de  la  resultancia  de  los  documentos  de  que  se  ha  he- 
cho mérito:  que  en  virtud  del  contrato  y  del  poder  de  12  de  Abril  de 
1888,  D.  Matías  Palacio  instó  se  tramitase  el  expediente,  deduciendo  en 
él  gran  número  de  peticiones  y  gestionando  su  rápida  conclusión,  para 
obtener  del  Estado  devolviera  el  sobrante  á  favor  de  D.  Juan  Palacio, 
de  la  cantidad  que  éste  satisfizo  en  pago  de  las  fincas,  después  de  hecha 
la  compensación  correspondiente  al  menor  importe  en  que  fueron  adju- 
dicadas en  la  segunda  subasta;  que  Dofia  María  Prieto,  con  el  fin  de  se- 
guir cumpliendo  las  obligaciones  que  su  difunto  esposo  había  contraído 
en  virtud  del  documento  privado  de  12  de  Abril  de  1883,  trató  de  que 
D.  José  y  Dofia  Petra  Palacio  elevaran  tal  documento  á  escritura  públi- 
ca, ó  por  lo  menos  la  confirieran  un  poder  semejante  al  que  otorgaron  al 
D.  Matías,  y  los  demandados,  aunque  reconociendo,  como  probaban  las 
cartas  acompafiadas  á  aquella  demanda,  de  las  cuales  queda  ya  hecho 
mérito  con  anterioridad,  la  validez,  fuerza  y  eficacia  de  la  cesión  del  75 
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por  100  del  crédito  7  el  perfecto  derecho  que  á  eea  ptrtlclpaeióB  tenítii 
los  actores,  se  negaroa  á  acceder  á  las  pretensionea  de  la  Dofia  María; 
7  qne  entonces  ésta  acudió  á  la  Delegación  de  Hacienda  de  Ciudad  Betl 
solicitando  se  la  tuviera  como  parte  en  el  expediente  de  quiebra,  en  vir- 
tud del  documento  privado;  mas  primero  la  misma  Delegación  7  luego 
el  Ministerio  de  Hacienda  se  negaron  á  reconocer  personalidad  á  los 
demandantes,  en  tanto  que  en  la  vía  Judicial  no  se  declarase  ai  el  repe- 
tido contrato  se  hallaba  ó  no  subsistente: 

Resultando  que  D.  José  7  Dofia  Petra  Palacio  7  Gonzáles  se  opusieron 
á  la  demanda,  con  la  petición  de  que  se  les  absolviese  de  la  misma  7  se 
impusieran  las  costas  á  los  demandantes,  á  CU708  fines  consignaron, 
después  dé  manifestar  su  conformidad  en  lo  sustancial  con  los  hechos 
de  la  demanda:  haberse  propuesto  los  demandados  al  hacer  el  contrato 
de  12  de  Abril  que  D.  Matías  realisara  las  gestiones  oportunas  en  nom- 
bre de  los  mismos,  para  lo  cual  le  otorgaron  el  poder  correspondiente 
en  aquel  día;  ser  insignificantes  las  hechas  para  la  conclusión  del  nego- 
cio por  D.  Matías,  quien  era  vecino  7  residía  en  Santander,  desde  donde 
no  sería  mucho  lo  que  activase  el  asunto,  pues  falleció  á  loa  cinco  años 
7  medio  de  otorgado  el  poder  sin  cobrar  el  crédito;  7  haberse  cruaado 
las  cartas  presentadas  por  los  demandantes  con  motivo  de  amensas  de 
pleitos  por  parte  de  Dofia  María,  cuando  los  demandados  se  negaron  á 
elevar  á  escritura  el  documento  del  12  de  Abril  7  á  otorgarle  el  poder 
que  solicitó,  si  bien  la  hicieron  ofrecimientos  con  el  fin  de  evitar  dis- 
gustos 7  por  la  consideración  7  carifio  que  profesaban  al  D.  Matías,  ea 
cuyo  obsequio  no  tenían  inconveniente  en  que  su  viuda  é  hijoe  partici- 
paran de  algo  de  lo  que  á  aquel  habían  ofrecido  con  las  condiciones  ex- 
puestas, á  pesar  de  lo  cual  los  demandantes  formularon  á  fines  de  1889 
ó  principios  del  90  una  demanda  análoga  á  la  que  contestaban,  de  la 
que  desistieron,  y  después  fué  cuando  Doflá  María  acudió  á  la  Delega- 
ción de  Hacienda  interponiendo  más  tarde  la  actual  demanda: 

Resultando  que  la  parte  demandante  en  la  réplica  dio  por  reprodu- 
cido lo  expuesto  en  la  demanda  7  la  petición  de  la  misma;  afiadiendo 
que  poco  importaba  para  resolver  la  cuestión  el  que  D.  Matías  practicase 
muchas  ó  pocas  gestiones  para  hacer  efectivo  el  crédito  del  Estado  7  que 
los  gastos  realizados  á  tal  fin  tuvieran  más  ó  menos  importancia,  pues 
el  derecho  de  los  demandantes  no  se  perjudicaba  aun  en  el  caao  de  que 
su  causante  no  hubiera  hecho  gestión  ni  desembolso  alguno,  7  que  los 
demandados  reconocían  que  lo  realiaó: 

Resultando  que  en  su  escrito  de  duplica  loa  demandados  también  die- 
ron por  reproducido  lo  alegado  y  pedido  en  el  de  contestación,  adicio- 
nando: que  la  parte  contraria  había  reconocido  qne  por  el  contrato  de  12 
de  Abril  venía  sujeto  D.  Matías  á  cumplir  las  obligaoionee  mencionadas 
en  las  cláusulas  condicionales  del  mismo,  á  cambio  de  las  cuales  adqui- 
ría el  derecho  á  la  retribución  del  76  por  100: 

Resaltando  qne  dados  al  pleito  los  restantes  trámites  de  dos  instan- 
cias, la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  este  territorio  dictó 
en  25  de  Junio  de  1900  sentencia  confirmatoria,  por  la  que  absuelve  á 
D.  José  7  Doña  Petra  Palacio  Gonsálea  de  la  demanda  contra  ellos  in^ 
terpaesta  por  D.  José  Palacio  Prieto  7  Dofia  María  Prieto  Palacio  por  sí 
7  ea  nombre  de  sus  hijos,  menores  de  edad,  Dofia  Carmen  7  D.  Eduardo 
Palacio  Prieto,  con  imposición  de  las  costas  de  la  segunda  instancia  á 
los  demandantes,  y  sin  expresa  condena  de  las  de  la  primera: 

Resultando  que  D.  José  Palacio  Prieto  7  Dofia  María  Prieto  Palacio 
han  interpuesto  recurso  de  casación,  citando  en  bu  apoyo  loa  núms.  1.* 
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7  7.®  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por  los  siguientes 
motivos: 

Primero.  Error  de  hecho  y  de  derecho  en  la  apreciación  de  las  prue- 
bas, resultante  de  documentos  auténticos,  aeí  considerados  por  la  Sala 
sentenciadora,  cuales  son  las  cartas  escritas  por  D.  José  Palacio  Qoczá- 
les  á  Dofia  María  Prieto,  al  reconocer  la  miema  8ala  deducirse  de  ellas 
que  el  D.  José  estimaba  válida  y  subsistente,  aun  después  de  fallecido 
D.  Matías,  la  obligación  de  ceder  el  76  por  }00,  y  sin  embargo  no  conce- 
der eficacia  probatoria  alguna  á  lo  en  ellas  escrito,  fundándose  en  que 
contienen  manifestaciones  de  distinta  índole,  incluso  la  de  una  tran- 
sacción habida  entre  los  litiganies  y  «n  que  no  las  suscribió  Dofia  Petra 
Palacio;  por  cuanto á  lo  manifestado  en  tales  cartas,  de  manera  clara  y 
terminante,  no  tiene  relación  con  el  pleito,  en  cuyo  caso  carece  de  inte- 
rés, ó  la  tiene,  y  entonces  sirven  para  probar  que  se  reconocían  derechos 
á  los  demandantes,  porque  de  lo  contrario  era  más  fácil  negarles  toda 
participación,  y  respecto  á  la  frase  relativa  á  haber  Hr ansigido,  al  ha- 
blar de  ello  el  D.  José  Palacio  á  Doña  María  Prieto,  era  reconociéndola 
derecho  á  mayor  cantidad,  hasta  el  punto  de  decirla  percibirla  el  60  por 
100,  libre  de  todo  gasto,  de  lo  que  el  Estado  entregara,  á  más  de  que  el 
dar  alguna  eficacia  á  las  palabras  de  transacción,  cuando  sólo  el  juzga- 
dor ha  hablado  de  ella  en  el  pleito  por  no  haber  pasado  de  un  intento  de 
arreglo,  era  incurrir  en  equivocación  evidente,  infringiendo  el  art.  869 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  Ia  doctrina  establecida  por  este  Tri- 
bunal Supremo  en  sentencia  de  9  de  Octubre  de  1889  y  10  de  Noviembre 
del  91,  conforme  á  las  cuales  no  pueden  resolverse  en  el  fallo  cuestiones 
no  discutidas  en  el  pleito  ó  que  no  se  han  aducido  oportunamente  por 
los  litigantes;  y  por  lo  (|Ue  hace  á  no  haber  suscrito  las  cartas  Dofia  Pe- 
tra Palacio,  el  Tribunal  sentenciador  había  olvidado  la  teoría  de  las  obli- 
gaciones indivisibles,  consignada  en  el  proemio  de  la  ley  72,  tít.  1.^,  li- 
bro 46  del  Digesto,  ó  sea  que  en  las  mismas,  tanto  los  deudores  como 
los  acreedores  son  solidarlos,  por  ser  imposible  el  cumplimiento  parcial 
ó  incompleto  de  lo  prometido,  y  afectar  lo  que  uno  de  ellos  hace  á  la  to- 
talidad de  la  obligación  y  á  todos  los  contratantes,  según  establece  el 
proemio  y  el  párrafo  quinto  de  la  ley  2.%  y  el  párrafo  1.^  de  la  á,^  del 
tít.  46  del  Digesto,  no.  hablado  posibilidad  de  negar  la  indivisibilidad 
de  la  contenida  en  el  contrato  de  12  de  Abril  de  1888,  ya  que  un  expe- 
diente se  gestiona  en  todo  ó  en  nada;  y  como  siendo  indivisible  la  pres- 
tación también  lo  es  el  pago,  se  deduce  lógica  y  necesariamente  que  re- 
conocida por  D.  José  Palacio  la  subsistencia  del  contrato,  el  hecho  de  no 
haber  prestado  igual  reconocimiento  la  Dofia  Petra  no  puede  perjudicar 
á  lew  demandantes,  envolviendo  los  errores  expuestos  la  infracción  de 
los  preceptos  y  doctrina  citados,  y  la  de  las  leyes  114  y  119  del  tít.  18  de 
la  Partida  8.%  conforme  á  las  cuales  los  documentos  privados  reconoci- 
dos expresamente  por  el  que  los  suscribió  hacen  prueba  plena  contra  el 
mismo,  así  como  la  de  la  ley  ó.^  tít.  88,  Partida  7.^,  y  la  jurisprudencia 
de  este  Tribunal  Supremo,  sentencias  de  10  de  Abril  de  1872,  7  de  Di- 
ciembre de  1876  y  otras,  por  cuyo  tenor,  cuando  las  palabras  de  un  do- 
cumento son  claras  y  terminantes,  deben  entenderse  y  aplicarse  tal 
como  suenan,  al  no  considerar  el  Tribunal  sentenciador  las  cartas  como 
prueba  plena,  no  obstante  reconocer  que  son  fehacientes,  ni  aplicar  sus 
palabras  según  suenan,  á  pesar  de  estimar  que  tienen  aquellas  condi- 
ciones: 

Segundo.  Error  cometido  por  la  Sala  sentenciadora  en  la  interpreta- 
ción del  contrato  de  12  de  Abril  de  1883,  ley  para  los  contratantes,  in- 
iringiéndolo,  y  además,  al  afirmar  que  tal  contrato  tiene  jurídicamente 
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loe  caracteres  de  una  cesión  owidlctonal,  porque  se  transmite  el  76  por 
100  del  oródlto  bajo  las  condiciones  indicadas  en  las  ciánsulas  2.%  t> 
7  4t.^,  esto  es,  las  de  gestionar  y  pagar  los  gastos,  sin  tener  la  Audiencia 
otro  f  andamento  para  decirlo  qae  el  de  haberlas  dado  los  interesadoe  tal 
nombre,  siendo  lo  cierto  qoe  no  pueden  llamarse  jurídicamente,  ni  con- 
siderarse condiciones,  sin  infringir  la  doctrina  implícitamente  contenida 
en  las  leyes  4 .*,  tlt.  6.®,  libro  Í8  del  Digesto;  1.*  2.»  y  9 .*,  tlt.  4 />,  Par- 
tida  6.*;  y  12,  tit.  11,  Partida  6.\  y  en  varias  sentencias  de  este  Tribu- 
nal Supremo  y  consagrada  clara  y  explícitamente  por  el  art.  1116  del 
Oódígo  civil,  de  que  la  obligación  condicional  es  nula  cuando  el  compli- 
miento  de  la  condición  depende  sólo  de  la  voluntad  del  obligado,  pne^  si 
se  considerara  condición  la  de  gestionar  el  pago  y  entregar  el  26  por  100, 
esto  dependería  exclusivamente  de  D.  Matías  Palacio,  y  en  consecoencia 
sería  nula,  por  quedar  los  derechos  de  los  oedentes  sometidos  al  libre 
albedrío  del  cesionario,  siendo  también  doctrinas  inconcusas  que  debe 
rechazarse  toda  interpretación  que  condusoa  al  absurdo — sentencia,  en- 
tre otras,  de  2  de  Julio  de  1878— ,que  es  preciso  interpretar  los  contra- 
tos de  modo  que  tenga  efecto  lo  pastado — sentencia  de  22  de  Enero  de 
1894  y  otras— ,que  csi  la  postura  sobre  que  es  la  dubda  es  atal  qae  non 
puede  valer  si  non  segund  el  entendimiento  de  la  vqa  parte,  ó  non  se- 
gnnd  la  otra,  que  estonce  la  deue  interpretar  segund  el  entendimiento 
de  la  parte,  porque  puede  valer  la  postura  é  non  é  declarar  segund  la 
otra>— Partida  7.*,  tít  88,  ley  2,^-^  la  sentencia  que  interpreta  un  eoB> 
trato  de  modo  que  signifique  la  nulidad  del  mismo,  infringe  los  precep- 
tos y  fallos  en  que  tales  doet riñas  se  establecen;  al  interpretar  las  cláu- 
sulas del  contrato  presciodlendode  las  frases  de  su  último  párrafo,  se- 
gún las  cuales,  la  cesión  se  hizo  cdesde  ahora  para  siempre»,  y  «se  ubli* 
gan  á  no  hacer  ninguna  reclamación  sobre  ese  76  por  100»,  infringe  el 
Tribunal  sentenciador  la  doctrina  establecida  en  las  leyes  60,  párrafo 
Z.^,  libro  30,  y  76,  libro  82  del  Digesto,  acogida  por  este  Tribunal  8a- 
premo  en  sentencias  de  18  de  Septiembre  de  1868  y  otras,  y  consagrada 
por  el  art.  1286  del  Código  civil,  conforme  á  la  cual,  para  interpretar 
cláusulas  oscuras  ó  dudosas  deben  apreciarse  en  primer  término  las  In- 
dicaciones ó  referencias  que  en  el  mismo  documento  ó  en  otro  cualquiera 
se  hicieren  sobre  el  punto  motivo  de  la  duda,  puesto  que  está  terminante 
y  claro  que  la  cesión  se  hizo  á  perpetuidad  y  sin  limitación  alguna;  al 
interpretar  el  contrato,  según  lo  hace  la  Sala  sentenciadora,  infringe  la 
ley  2.^,  tit.  38,  Partida  7>,  que  establece:  «  Mas  si  por  auentura  la  dubda 
fuese  atal  que  pudieses  valer  el  pleyto  segund  el  entendimiento  de  am- 
bas las  partes,  estonces  el  Juez  deue  tomar  el  entendimiento  que  es  oiáa 
acercado  á  la  razón  é  á  la  verdad»;  la  ley  2.^,  párrafo  3.^,  tit.  7.^,  libro 
44,  y  las  reglas  188  y  90  del  tít.  17,  libro  60  del  Digesto,  las  coales  esU- 
blecen  el  principio  de  que  en  caso  de  duda  debe  prevalecer  la  equidad,  y 
la  jurisprudencia  de  este  Tribunal  Supremo,  que  consigna  que  la  mayor 
reciprocidad  de  intereses  es  regla  de  interpretación  de  las  cláusulas  du- 
dosas en  los  contratos  onerosos,  y  que  no  se  puede  dar  á  un  contrato  una 
inteligencia  de  la  cual  resulte  el  exclusivo  provecho  para  una  de  las 
partes  contratantes  y  el  perjuicio  para  la  otra — sentencias  de  18  de  No- 
viembre de  1897  y  29  de  Enero  del  78— ,por  cuanto  de  tal  interpretación 
resulta  que  por  el  hecho  de  la  muerte  de  D.  Matías  Palacio,  D.  José  y 
Dofia  Petra  se  aprovechan  y  utilizan  gratuitamente  de  los  trabajos  y 
gastos  que  ^quél  hiciera,  sin  dar  en  cambio  nada,  antes  bien  recobrando 
el  75  por  100  que  para  siempre  habían  cedido,  donado  y  traspasado;  al 
afirmarle  en  la  sentencia  recurrida  que  los  efectos  del  contrato  se  extin- 
guieron por  la  muerte  de  uno  de  los  contratantes  y  por  ello  absolver  i 
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los  demandados,  se  ha  infringido  la  doctrina  fijada  en  sentencias  de  este 
Tribanal  Sapremo  de  28  de  Noviembre  de  1889  y  29  de  igual  mes  del  99 
y  otras  y  por  el  Código  civil  en  su  art.  1282,  de  que  la  inteligencia  y 
«ig^nifícación  qne  los  contratantes  dieron  á  los  contratos  sirven  princi- 
pal ocíente  para  determinar  so  alcance  y  trascendencia,  ya  qne  en  el  pleito 
•e  liabia  acreditado  qoe  D.  Mafias  Palacio,  en  sa  testamento  y  D.  José 
Fala<*io  en  sas  cartas  reconocieron,  con  posterioridad  al  contrato,  lo  con- 
trario á  la  afirmación  expresada;  y  aan  suponiendo  qne  el  contrato  íoera 
nna  cesión  condicional,  al  afirmar  la  Sala  de  la  Audiencia  que  ee  extin- 
guieron los  derechos  y  las  obligaciones  de  él  nacidos  por  el  mero  hecho 
de  fallecer  uno  de  los  contratantes,  infríngela  ley  14,  tit.  11,  Partida 
6.*,  paes  según  la  misma:  cPrometiendo  un  ome  á  otro  so  condición  de 
dar  ó  de  facer  alguna  cosa...  si  por  auentura  muriese  alguno  dellos  antes 
que  se  cumpliesse  la  condición,  los  sus  herederos  de  aquel  que  finase 
fincan  en  aquella  misma  manera  obligados  para  cumplir  lo  que  fué  pro- 
Inetido,  maguer  viniesse  la  condición  después  de  la  muerte  de  cualquier 
dellos»;  y 

Tercero.    Gomo  consecuencia  de  las  infracciones  expuestas,  infringe 
también  la  sentencia  recurrida  la  ley  del  contrato,  y  la  1.^,  tit.  1.^,  li- 
bro 10  de  la  Novísima  Recopilación,  en  cuanto  absuelve  á  los  demanda- 
dos de  la  obligación  de  cumplir  lo  prometido  válidamente. 
Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  Toda: 
Considerando  qne  el  contrato  de  12  de  Abril  de  1888,  sobre  el  qne 
versa  la  cuestión  del  presente  recurso,  contiene  dos  estipulaciones  fun- 
damentales subordinadas  á  una  verdadera  condición,  consistiendo  las 
primeras  en  el  compromiso  contraído  por  D.  Joeé  y  Dpfia  Petra  Palacio 
de  ceder  á  favor  de  D.  Matías  Palacio  y  Portillo  el  76  por  100  de  cierta 
cantidad  que  tenían  que  recibir  del  Estado  y  en  la  obligación  recíproca 
del  último  de  hacer  todas  las  gestiones  y  sufragar  los  gastos  que  fueren 
necesarios  hasta  conseguir  el  pago  de  la  expresada  cantidad,  determi- 
nándose por  la  8.^  de  las  cláusulas  que  si  D.  Matías  no  ventilase  la  cues- 
tión, ó  no  llegase  á  percibir  la  cantidad  debida,  no  tendría  derecho  á  re- 
clamar nada  por  razón  de  los  gastos  y  desembolsos  que  hubiere  hecho: 
Considerando  que  ocurrido  el  fallecimiento  de  D.  Matías  Palacio  en 
11  de  Noviembre  de  1888  sin  haber  llegado  á  cobrar  del  Estado  nada  de 
lo  que  había  sido  objeto  del  mencionado  contrato,  es  evidente,  dados  los 
términos  claros,  explícitos  y  terminantes  de  éste,  que  ningún  derecho 
adquirió,  y  que  tampoco  se  puede  estimar  su  subsistencia  para  el  efecto 
de  que  ahora  corresponda  á  la  viuda  por  sí  y  en  representación  de  sus 
hijos  menores  la  obligación  de  hacer  las  gestiones  á  que  se  comprome- 
tió el  difunto  D.  Matías  Palacio;  porque  la  naturaleza  de  tal  obligación 
no  consiente  que  se  pueda  entender  transmitida,  sin  haberlo  expresado 
en  el  contrato^  á  quien  puede  no  reunir  las  circunstancias  de  confianza, 
inteligencia  y  hasta  posibilidad  por  razón  de  su  situación,  que  concu- 
rrieran en  aquél,  imponiéndose,  por  lo  tanto,  la  consecuencia  legal,  de- 
rivada de  la  voluntad  de  las  partes  que  contrataron,  de  la  resolución  del 
contrato,  sin  que  al  entenderlo  así  el  Tribunal  sentenciador  haya  come- 
tido ninguna  de  las  infracciones  que  se  alegan  en  el  segundo  motivo  del 
recurso,  por  ser  notoriamente  inaplicables  al  caso  presente:   ^ 

Considerando  que  tampoco  se  han  cometido  las  del  motivo  primero, 
IK>Tque  cualquiera  que  sea  la  inteligencia  que  se  dé  á  las  cartas  escritas 
por  D.  José  Palacio,  no  tienen  eficacia  alguna  para  resolver  por  razón 
de  ellas  la  extensión  de  un  contrato,  que  no  afecta  solamente  á  quien 
las  escribió,  sino  á  su  hermana  Dofia  Petra,  ni  menos  para  fundar  en  las 
mismas  una  á  manera  de  novación  sin  intervención  de  la  última,  pues 
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el  carácter  indivisible  que  pudiera  tener  al  efecto  de  au  enmplimieiLte 
la  eetipnlación  de  12  de  Abril  de  1888,  no  aotoriía  de  ningún  modo  á 
reconocer  íacnltad  á  cada  uno  de  loe  obllgadoe  para  alterar  io  oonyenido 
con  independencia  de  la  voluntad  de  loe  demAe;  eeto  aparte  de  qne  di- 
chas cartas  sólo  revelan  en  realidad  nn  estado  de  contestación  entre  Don 
José  Palacio  y  la  viada  de  D.  Matías,  y  que  esto  sapnesto,  caen  per  sa 
base  las  infracciones  del  tercer  motivo; 

Fallamos  qoe  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lagar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  José  Palacio  Prieto  y  Doña  María 
Prieto  Palacio,  á  quien  condenamos  al  pago  de  las  costas,  y  si  vioiesai 
á  mejor  fortuna,  al  de  la  cantidad  de  1.000  pesetas,  por  raaón  de  depó- 
sito, á  que  se  dará  la  aplicación  que  dispone  la  ley;  y  devuélvase  á  la 
Audiencia  de  esta  corte,  con  la  oportuna  certificación,  el  apontamient» 
de  los  autos. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
sertará en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  oopUs 
necesarias,  lo  pronunciamos,  Inandamos  y  firmamoB.=José  de  Aldeooa. 
r=:Franclsco  Toda.=Enrique  Lasiiús.= Joaquín  Gonsález  de  la  Pefia.= 
Pedro  LavÍQ.=Ricardo  Molina.= Vicente  de  Piniés. 

Publicación.=Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Francisco  Toda,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  cele- 
brando audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  qae 
certifico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  7  de  Mayo  de  l$^01.=Iicenciado  Hilario  María  Gonsáleí  y 
Torres. 


Küm.  liS4:.--TRIBUNAL  SUPREMO.— 7  do  Mayo,  pib.  oi  20  y  5  Jult* 

Casación  por  infracción  db  ve,^. ^Cumplimiento  de  eonirato*^ 
Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por 
Doña  Amalia  Barba  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Valencia,  en  pleito  con  D.  Manuel  Na- 
varro. 
En  sus  CONSIDERANDOS  SO  estableco: 

Que  el  precio  no  deja  de  »er  cierto,  aunque  no  ce  ñje  en  cantidad 
numéricamente  determinada,  si  al  celebrarse  un  contrato  de  arren- 
damiento se  ñja  con  relación  á  un  suceso  que  la  determine;  enteñr 
diéndolo  asi  la  Sala  sentenciadora,  no  infringe  el  art.  1547  del  Có- 
digo  civil. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  7  de  Mayo  de  1901,  en  el  juicio  de* 
clarativo  de  mayor  cuantía  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  iastsacii 
del  distrito  de  Serranos  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  tarrito- 
rial  de  Valencia  por  D.  Manuel  Navarro  y  Gampuzano,  propietario,  ve- 
cino de  diclia  ciudad,  con  Doña  Amalia  Barba  y  Garóía,  pensionista, 
vecina  de  Burgos,  sobre  cumplimiento  de  un  contrato;  pleito  pendiente 
ante  Nos,  en  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  que  ba  inte^ 
puesto  la  demandada,  dirigida  por  el  Doctor  D.  Avelino  Fernándesdelt 
Poza  y  representada  por  el  Procurador  D.  Alberto  Santa  María  del  Albi» 
estándolo  la  parte  recurrida  por  el  Letrado  D.  Joaquín  Roca  y  el  Fioen- 
rador  D.  José  Javaloyes: 

Resaltando  que  en  documento  privado  de  fecha  12  de  Agosto  de  139^» 
suscrito  por  Doña  Amalia  y  Dofia  Higinia  Barba  y  García  en  Borgoe  f 
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ma  Vftiencia,  respectivamente,  declararon:  haber  encargado  á  D.  Manael 
Navarro  Oampozano  la  práctica  de  las  gestiones  necesarias  para  obtener 
la  pensión  á  que- se  creían  con  derecho  por  la  defunción  de  so  padre  Don 
Pedro;  ceder  á  favor  del  D.  Manuel,  ó  de  quien  en  su  día  le  represen- 
tase, en  compensación  de  sus  trabajos  y  desembolsos  que  hubiera  de 
kaoer,  la  suma  íntegra  que  figurase  en  nómina  por  primera  vez,  siempre 
qne  faese  ma^or  de  1.000  pesetas,  y  de  no  llegar  á  dicha  cantidad  se 
•bligaban  á  completarla  con  los  haberes  sucesivos  en  Yaleocia;  no  tener 
éerecho  el  D.  Manuel,  caso  de  no  concedérseles  la  pensión,  á  exigirles 
gasto  alguno  por  sus  trabajos  ni  desembolsos,  sin  que  pudiera  aquél,  si 
lea  era  concedida,  dejar  de  percibir  lo  estipulado  en  el  mismo  documen- 
to, annque  cualquiera  otra  persona  se  encargase  de  tal  asunto,  y  obli- 
garse á  otorgarle  en  su  día  el  correspondiente  poder  para  el  cobro;  y  por 
Beal  orden  de  14  de  Noviembre  de  1^9%  fué  concedida  pensión  á  Dofia 
Amalia  Barba  con  el  haber  anual  de  1.200  pesetas,  abonables  desde  28 
de  Mayo  del  91;  habiéndosele  acreditado  en  nómina  de  Diciembre  del 
mismo  afio  la  cantidad  de  6.726  pesetas  64  céntimos,  de  la  cual  se  le  des- 
ooBtaron  689  con  98,  quedándole  5*981  pesetas  71  céntimos,  descontán- 
dose también  de  esta  última  suma  619  con  20,  recibidas  por  la  madre  de 
Dofia  Amalia  en  concepto  de  pagas  de  tocas  en  1867: 

Resultando  que  D.  Manuel  Navarro  Campuaano,  con  fecha  28  de  Di- 
eiembre  de  1896,  formuló  demanda  de  ]uicio  declarativo  de  mayor  cuan- 
tía, la  cual  correspondió  al  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de 
Serranos,  de  Valencia,  contra  Dofia  Amalia  Barba  y  García,  con  la  súplica 
de  que  se  condenase  á  la  misma  á  pagarle  6.427  pesetas  71  céntimos  que 
eomo  premio  á  sus  trabajos  y  desembolsos  le  correspondía,  según  el  con- 
venio de  12  de  Agosto  de  1894,  cuya  cantidad  era  la  que  figuraba  en  nó- 
mina por  primera  vez,  y  á  que,  con  el  fin  de  llevarlo  á  efecto,  le  otorgase 
la  demandada  poder  para  su  cobro;  acordándose,  en  caso  contrario,  que 
por  la  Hacienda  se  hiciese  entrega  al  Juagado  de  la  cantidad  reclamada, 
al  objeto  de  hacer  pago  de  las  responsabilidades  que  se  perseguían,  con 
las  costas,  para  lo  cual  expuso,  á  más  de  hacer  mérito  del  documento  de 
12  de  Agosto  de  1894:  desprenderse  del  mismo  la  obligsción  que  tenían 
las  hermanas  Barba  de  otorgarle  poder,  á  fin  de  cobrar  la  cantidad  con- 
Tenida;  haber  gestionado  y  reunido  el  actor  todos  los  documentos  y  an- 
tecedentes para  el  expediente,  el  cual  entregó  en  28  de  Mayo  de  1896  en 
las  oficinas  del  Gobierno  militar  de  Valencia,  las  que  lo  remitieren  al 
Ministerio  de  la  Guerra,  y  para  practicar  ante  él  y  el  Consejo  Supremo 
de  Gnerra  y  Marina  las  gestiones  oportunas  hizo  dos  viajes  á  Madrid  y 
encargó  el  asunto  á  Torrecilla  Hermanos,  Agentes  de  negocios,  como 
mandatarios  suyos,  lo  que  le  ocasionó  respetables  gastos;  y  obtenida  la 
Beal  orden  de  12  de  Noviembre  de  1896,  por  la  cual  se  concedió  la  pen- 
sión á  Dofia  Amalia,  había  pretendido,  una  vez  cumplidas  las  obligacio- 
nes que  se  impuso,  que  la  demandada  le  remitiese  el  poder  para  el  cobro 
áB  la  cantidad  que  á  la  misma  se  le  había  concedido  por  primera  vez  en 
nómina,  según  lo  estipulado,  lo  que  no  pudo  conseguir,  llegando  á  sn 
noticia  que  otra  persona,  por  encargo  de  la  Dofia  Amalia,  trataba  de  en- 
terarse de  la  pensión  concedida  y  tiempo  en  que  debía  cobrarse,  por  lo 
qne  hubo  de  acudir  á  los  Tribunales;  y  citó,  entre  otros  artículos  del  Có- 
digo civil,  los  1091,  1114,  1264,  1266,  1268,  1271,  1278,  1274,  1642  y 
1644: 

Resultando  que  Dofia  Amalia  Barba  se  opuso  á  la  demanda,  solici- 
tando se  la  absolviese  de  ella,  con  imposición  de  las  costas  al  actor,  á 
cnyo  fin  alegó:  que  negaba  la  existencia  y  validez  del  supuesto  contrato 
de  12  de  Agosto  de  1894,  y  por  ello  no  prestaba  so  conformidad  á  las 
TOMO  91  44 
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declaraciones  que  se  decían  hechas  por  la  demandada,  y  menoe  á  qvede 
las  obllgracionee  contraídas  según  Navarro  por  la  misma  Dofia  Amalia 
se  desprendiera  la  de  otorgarle  poder  para  cobrar  la  primera  cantidad 
qne  Agorase  en  nómina;  que  no  negaba  gestionó  el  demandante  para  al- 
canzar la  pensión,  pero  había  qae  tener  presente  fijó  el  mismo  en  1.000 
pesetas  la  remuneración  de  sn  trabajo  y  de  ios  gastos  qne  hiciera,  y  na 
siendo  válido  el  contrato  no  estaba  obligada  á  otorgarle  poder,  ¿oo  á 
reconocerse  deudora  de  Navarro  por  la  cantidad  expresada;  qne  caso  de 
existir  tai  contrato  no  podía  prevalecer  por  rasónos  de  moralidad,  cnalea 
eran  la  diferencia  entre  el  espíritu  del  mismo  y  lo  en  él  consignado  se- 
gún el  actor;  qne  la  demandada  y  sn  hermana  convinieron  el  figurado 
contrato  de  1894  y  hasta  el  28  de  Mayo  del  06  no  se  reclamó  la  pensión; 
y  Navarro,  hombre  entendido  en  tal  ciase  de  asnntos,  no  podía  ignorar 
qne  se  había  de  conceder  desde  2S  de  Mayo  del  01,  ó  sea  deede  cinco  afios 
antes  á  la  fecha  de  la  iostancia,  ni  sn  importe,  induciéndolos  por  elle 
dolosamente  á  tal  convenio,  en  el  cnal  parecía  tener  como  cantidad  se- 
gura la  de  1.000  pesetas,  cuando  desde  entonces  podía  afirmar  laelfra 
que  alcanxaría  la  primera  nómina,  estando  además  en  su  mano  que  su- 
biera á  mayor  soma  por  las  mensualidades  que  tranecnrriesen  hasta  la 
concesión;  retardando  los  trámites  del  expediente,  y  si  bien  la  indeter- 
minación de  cantidad  no  quita  validez  ai  contrato,  es  lo  cierto  que  no 
tiene  fuerza  ni  ha  de  ser  determinada  al  capricho  y  voluntad  de  una  ds 
las  partes;  y  que  aun  siendo  verdadero  y  válido,  no  podía  Navarro  recia* 
mar  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  que  se  impuso  la  demandada, 
por  no  haber  cumplido  él  las  soyas,  puesto  que  el  repetido  contratóse 
refiere  á  las  dos  hermanas  y  la  pensión  sólo  la  había  conseguido  para 
una;  y  citó  los  articoios  1266,  1644  y  1276  del  Código  civil: 

Resultando  que  el  actor  en  el  escrito  de  réplica  reprodujo  snstancial- 
mente  los  hechos  y  súplica  de  la  demanda,  agregando:  no  haberse  n>  ga- 
do por  la  parte  contraria  la  legitimidad  del  documento  qne  había  prereth- 
tado,  ni  haberle  opuesto  tacha  alguna,  por  lo  cual  era  evidente  admitía 
su  autenticidad,  estando  obligada  á  su  cumplimiento  como  tenía  reco- 
nocido la  demandada  en  dos  cartas  que  acompafiaba,  al  decirle  en  ellas 
csiempre  he  sido  de  opinión  qne  aunque  los  atrasos  fueran  sacados  por 
sorpresa  pertenecían  á  usted».  «Yo  únicamente  di  poder  á  Zamora  para 

2ue  percibiera  los  atrasos  y  me  cobrara  las  mensualidades,  pero  sin  or- 
en de  entregar  á  nadie  cantidad  alguna,  pues  mi  pensamiento  era  qué 
cada  uno  se  llevara  lo  justo  y  lo  que  fuera  legal.  Así  las  cosas,  me  en- 
contré con  qne  mi  hermana  había  tomado  la  cantidad  que  usted  ya  cono- 
ce, de  la  cual  únicamente  me  envió  mil  reales  dicléndome  que  lo  demás 
se  entregaba  á  usted  para  los  gaetos  del  asunto»;  ignorarse  por  Navarrs 
al  otorgar  el  contrato  la  cuantía  qne  hubiera  de  alcanzar  la  pensión,  pues 
dependía  de  la  clasificación  que  diera  al  expediente  la  Junta  Suprema 
de  Olaaes  pasivas;  y  haber  de  ser  concedida  siempre  con  los  atrasos  ds 
cinco  afios,  dadu  el  tiempo  transcurrido  desde  el  fallecimiento  de  D.  Pe- 
dro Barba: 

Beaultando  que  en  el  escrito  de  duplica  la  demandada  dio  también 
por  reproducido  lo  alegado  y  pedido  en  el  de  contestación,  y  practicadas 
diligencias  de  prueba  documental,  de  testigos,  de  absolución  de  posicio- 
nes por  Dofia  Amalia  Barba  y  de  peritos,  éstos  dijeron  creían  qne  las 
firmas  del  documento  y  de  las  cartas  presentadas  por  el  actor  eran  de  la 
misma  demandada: 

Resultando  qne  dados  al  pleito  los  restantes  trámites  legales  de  dos 
instancias,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  territorial  de  Valencia, 
en  28  de  Noviembre  de  1000,  dictó  sentencia  revocatoria,  declarando  vá- 
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lido  el  contrato  celebrado  en  12  de  Agosto  de  1894  entre  D.  Manuel  Na- 
varro Oampazano  j  laa  hermanas  Dofia  Auialia  y  Dofia  Higinla  Barba  j 
García,  y  condenando  á  la  Dofia  Amalia  á  pagar  al  Nararro  la  cantidad 
de  6.427  pesetas  71  céntimos,  importe  líquido  de  la  primera  nómina  qne 
por  pensión  j  atrasos  se  obtuvo  á  favor  de  la  misma,  sin  hacer  expresa 
condena  de  costas: 

Resultando  qne  Doña  Amalia  Barba  y  García  ha  interpuesto  recurso 
de  casación,  citando  en  su  apoyo  el  núm.  1.^  del  art.  1692  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  y  como  infringidos: 

Primero.  £1  art.  1266  del  Código  civil,  relacionado  con  el  1261  y  el 
1266,  pues  la  sentencia  recurrida  otorga  vaüdex  al  consentimiento  que 
prestó  Dofia  Amalia  Barba  en  el  contrato  origen  del  litigio,  siendo  evi- 
dente el  error  de  sustancia  con  que  obró  la  misma  en  tal  ocasión;  por 
cnanto  la  recurrente,  inducida  por  los  términos  del  documento  que  sus- 
cribió y  falta  de  experiencia,  estaba  persuadida  de  que  el  importe  de  la 
primera  nómina  de  su  pensión  nunca  llegaría  á  la  cantidad  que  alcanió, 
y  hasta  dudaba  que  ascendiera  á  la  quinta  parte,  mientras  el  recurrido, 
por  ser  persona  versada  en  tales  asuntos,  no  podía  ignorar,  al  tiempo  de 
contratar,  que  la  primera  nómina  comprendería  los  haberes  correspon- 
dientes á  cinco  afios  de  atrasos;  y 

Segnndo.  El  art.  1644  del  Código  civil,  en  cuanto  la  sentencia  decía- 
ra  válido  un  contrato  de  arrendamiento  de  servicios  que  carece  del  re- 
quisito esencial  de  precio  cierto,  pues  en  tal  clase  de  relaciones  jurídi- 
cas, según  la  jurisprudencia  constante,  el  precio  debe  ser  justo,  para 
evitar  lesiones  á  las  partes,  verdadero,  con  el  fln  de  no  desnatura  usar 
el  contrato,  y  cierto  ó  determinado,  al  efecto  de  que  no  pueda  depender 
de  nn  tercero  ó  de  una  parte  la  fijación  del  mismo;  por  cuanto  consis- 
tiendo el  precio  en  el  importe  de  la  primera  nómina  que  había  de  com- 
prender los  atrasos  hasta  la  Real  orden  en  que  se  concedió  la  pensión, 
resultaba  incierto  dicho  importe  y  mayor  de  lo  debido  por  haber  queda- 
do á  merced  de  una  parte  la  gestión  única  y  no  intervenida  por  la  otra 
parte  contratante. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joaquín  Gonsález  de  la  Pefia. 
Considerando  que  el  fallo  no  infringe  los  preceptos  legales  invocados 
en  el  motivo  primero  del  recurso,  según  los  cuales  carece  de  valor  el  con- 
sentimiento prestado  con  error  sobre  la  sustancia  de  la  cosa  que  fuere  ob- 
jeto de  un  contrato;  porque  de  los  términos  en  qne  está  concebido  el  que 
celebraron  las  partes  litigantes  no  se  deduce,  cual  sin  fundamento  se 
alega  en  el  recurso,  que  Dofia  Amalia  Barba  se  propusiera  ceder  á  Don 
Manuel  Navarro,  en  compensación  de  sus  servicios,  una  cantidnd  difun- 
ta de  la  estipulada,  dado  que  se  estipuló  de  un  modo  claro,  excinyente  de 
toda  duda  respecto  á  la  intención  de  los  contratantes,  que  en  compensa- 
ción de  las  gestiones  y  desemliolsos  que  Navarro  hiciera  p^ara  oiiteuer  la 
pensión  á  que  Dofia  Amalia  y  su  hermana  creían  tener  derecho  percibi- 
ría aquél  la  suma  íntefn'a  que  figurase  en  la  primera  nómina,  siempre 
que  fuera  mayor  de  1.000  pesetas,  y  que  siendo  menor  se  le  completaría 
esta  cantidad  con  los  haberes  sucesivos: 

Considerando  que  tampoco  infringe  el  art.  1647  del  Código  civil,  á 
tenor  del  cual  debe  ser  cierto  el  precio  en  el  arrendamiento;  porque  no 
deja  de  ser  cierto,  aunque  no  se  fije  en  cantidad  numéricamente  deter- 
minada, si  al  celebrarse  un  contrato  de  arrendamiento  de  servicios  se 
fija  con  relación  á  un  suceso  que  la  determine,  como  ocurre  en  el  caso 
presente,  en  que,  según  queda  expuesto,  la  remuneración  había  de  re- 
sultar cierta  al  liquidarse  por  la  Administración  pública  la  primera  nó- 
mina; siendo  por  lo  mismo  inexacto  qne  dependiese  la  fijación  del  pre- 
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do  de  la  ezclasiva  vc^ootad  del  qne  habla  de  percibirlo,  según  errónea-^ 
mente  ee  alega  en  el  recurso,  aonqae  indirectamente  pudiera  su  activi- 
áad  ó  negligencia  en  el  deeempefio  de  sas  obligaciones  favorecer  ó  per- 
judicar á  las  pensionistas,  materia  ajena  al  pleito  actnal,  en  qne  no  se 
trata  de  exigir  á  Nayairo  la  responsabilidad  derivada  de  la  negligencia 
que  se  le  atribuye; 

Fallamos  qoe  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lagar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  Dcfia  Amalia  Barba  y  García,  á  la  qoe 
condenamos  en  las  costas;  y  devuélvase  á  la  Audiencia  de  Valencia,  con 
la  oportuna  certificación,  el  apuntamiento  de  los  autos. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
sertará en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmaino8.=Jopó  de  Aldecoa» 
=José  de  Garnica.=Francisco  Toda.=Rnrique  LaeeÚ8.=Joaquin  Gon- 
lálea  de  la  refia.= Vicente  de  Fioiós.^Tomás  Gúdal. 

FubUcación.=LeÍda  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Exorno.  8r.  D.  Joaquín  Gonsález  de  Pefia,  Magistrado  del  Tribunal  Su- 
premo, celebrando  audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy» 
de  que  certifico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  7  de  Mayo  de  1901.=idJcenciado  Hilario  María  Qonsáleí  y 
Torres.  ' 


Nújn,.  IJ36.-TRIBUNAL  SUPREMO.— 7  de  Hayo, 
psb.  el  8, 10  y  II  de  Jnsis. 

Casación  por  infracción  de  ley.— K^io/ndieaefdn.— Sentencia  de* 
clarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  Doña  Justa 
Alvarez  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  Cáceres,  en  pleito  con  D.  José  Montero. 
En  sus  considerandos  se  establece: 

Que  para  adquirir  el  dominio  de  los  inmuebles  por  la  preserip- 
don  ordinaria,  es  necesario  que  á  la  posesión  continuada  por  dies  á 
veinte  años  acompañe  buena  je  y  justo  titulo^  bastando  para  la  pres- 
cripción extraordinaria  de  treinta  años  la  simple  posesión  ó  deten- 
tación en  concepto  de  dueño,  continuada  ó  no  interrumpida  durante 
este  periodo  de  tiempo: 

Que  observando  la  Sala  sentenciadora  la  precedente  doctrina,  no 
infringe  las  leyes  9.*,  16  y  21,  til,  29,  Partida  3 .•,  ni  el  art,  1959  del 
Código  civtl: 

Que  el  art.  29  déla  ley  Hipotecaria  no  se  opone  á  que  el  que  ten- 
ga inscrito  el  dominio  lo  pierda  si  otro  lo  gana  por  prescripción. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  7  de  Mayo  de  1901,  en  los  autos  de- 
clarativos de  mayor  y  menor  cuantía  acumulados  seguidos  en  el  Josga- 
dio  de  primera  instancia  de  Llerena  y  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
territorial  de  Cáceres,  por  D.  José  Montero  Aranda,  propietario,  vecino 
de  Granja  de  Torrehermosa,  contra  Dofia  Justa  Alvarez  Ortiz,  de  la  mis- 
ma vecindaii,  por  sí  y  como  madre  y  legal  representante  de  los  menores 
D.  Juan  y  Dofia  María  de  la  Salud  Beas  y  Alvarez,  y  contra  D.  Maonel 
Alvarez  Ortiz,  sustituido  en  su  defensa  por  la  Dofia  Justa  en  concepto 
de  eviccionaria,  sobre  reivindicación  de  fincas;  pleito  pendiente  ante 
Nos,  en  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  que  ha  interpuesto  la 
Bofia  Justa  Alvarez  en  su  nombre  y  en  el  de  su  ei^presada  hija  Dofia 
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Márla  Salud  Beas,  representada  y  defendida  por  el  Procurador  D.  Pedro 
Cranna  y  ios  Letrados  D.  Tirso  Kodrigáfies  y  D.  Gerardo  Do  val,  éste  en 
el  acto  de  la  vista;  estándoio  el  demandante  y  recorrido  por  el  Provnra- 
dor  D.  Femando  Kamón  Luis  y  Simón  y  el  Licenciado  D.  Juan  Mafios 
Chaves: 

Resaltando  qne  los  cónyuges  D.  Pedro  Asunción  Montero  de  la  Gala 
y  Dofia  María  Manuela  Aranda  de  la  Gala  tuvieron  en  su  matrimonio 
tres  iii  jos,  nombrados  D.  Joeó,  Dofia  Justlniana  y  D.  Manuel,  loe  cuales» 
por  fallecimiento  del  D.  Pedro,  ocurrido  en  la  Granja  de  Turreliermosa 
en  8  de  Octubre  de  1863,  y  mediante  á  ser  todos  menores  de  edad,  que- 
daron ai  cuidado  y  tutela  de  pu  madre,  que  obtuvo  autorización  del  Jus- 
^ado  de  primera  instancia  de  Llerena  para  proceder  extra  judicialmente 
al  inventario,  aprecio  y  adjudicación  de  lus  bienes  relictos,  y  llevó  á 
eabo  estas  operaciones  auxiliada  por  los  albaceas  D.  Andrés  Hidalgo  y 
D.  Manuel  de  la  Gala  Ortiz,  quienes  formaron  y  entregaron  bajo  recibo 
á  la  Dufia  María  Manuela  en  29  de  Bnero  de  1864  las  hijuelas  de  los  me- 
nores; y  habiendo  exhibido  la  misma  tales  documentos  al  Escribano  pú- 
blico de  la  Granja  D.,  Francisco  Aureliano  Martínez,  se  expidieron  por 
éste  los  oportunos  testimonios  en  28  de  Agosto  de  1862,  tomándose  de 
«líos  razón  en  la  Contaduría  de  Hipotecas  de  Llerena  en  14  de  Itoviem- 
bre  del  mismo  afio,  apareciendo  de  la  bijuela  correspondiente  á  la  here- 
dera Doña  Justiniana  Montero—pues  no  es  del  caso  ocuparse  de  las  de 
los  demás  partícipes — ,  habérsela  adjudicado  las  siguientes  tincas  en  la 
-Granja  de  Torrehermosa  y  su  término:  primera,  cuatro  fanegas  de  tierra 
al  sitio  del  Kublal,  proindivisa  con  D.  José  Montero,  lindante  con  Don 
Francisco  Gómez  y  D.  Miguel  de  la  Gala;  segunda,  un  haza  de  nueve  fa- 
negas al  sitio  de  la  Calera,  lindante  con  el  cordel  y  camino  del  mismo 
nombre;  tercera,  11  fanegas  en  el  Haza  del  Bayo,  que  lindaban  con  Don 
Diego  y  D.  Pedro  Calzadilla;  cuarta,  siete  fanegas  de  tierra  en  el  cortijo 
del  Alamillo,  cuyos  linderos  eran  D.  Antonio  Sabido  y  camino  de  la  Pe- 
raleda; quinta,  cuatro  fanegas  en  el  Alamillo,  lindante  con  Juan  Ortis 
y  dicho  camino;  sexta,  10  fanegas  en  el  cortijo  del  Anzuelo,  lindando 
con  vereda  de  los  Albafiales  y  D.  Luis  Mofioz,  proindi  visas  estas  cuatro 
fincas  con  D.  José  Montero;  séptima,  el  cortinal  de  Sevilleta,  de  cabida 
de  dos  fanegas,  lindante  con  cerca  de  D.  Manuel  Montero  y  egido  de  las 
Pitas;  octava,  nn  chaparral  en  los  Barrancos,  cuyos  linderos  eran  Juan 
Bincón  y  D.  Manuel  Alvarez;  novena,  medio  Pozo  de  Marcos,  y  décima, 
tercera  parte  de  la  casa  mortuoria,  sita  en  la  Plaza,  lindante  con  Anto- 
nio Cabrera  y  Manuel  Gala: 

Resultando  que  en  16  de  Julio  de  1864  falleció  también  en  la  Granja 
de  Torrebermosa  el  Presbítero  D.  Manuel  Montero,  tío  camal  del  D.  Pe- 
dro Asunción,  como  hermano  que  era  del  padre  de  éste,  y  al  proceder  á 
la  división  de  sus  bienes  se  hizo  constar  en  la  participación  que  D.  Pe- 
dro Asunción  Montero  había  sido  heredero  universal  del  finado  y  haber 
correspondido  en  ella  á  los  menores  D.  José,  D.  Manuel  y  Dofia  Justl- 
nlana  la  cantidad  de  7.888  reales  11  céntimos  á  cada  uno  de  los  dos  pri- 
meros, y  la  de  8.699  con  11  céntimos  á  la  última,  presentando  en  80  de 
Diciembre  de  1866  Tomás  Camacho,  como  encargado  de  Dofia  Maria  Ma- 
nuela Aranda  en  concepto  de  totora  y  curadora  de  los  hermanos  Montero 
Aranda,  el  inventario  justiprecio  y  partición  de  referencia  al  Escri- 
bano ptiblico  y  del  Juzgado  de  Llerena  D.  Gregorio  Fernández,  para  qoe 
testimoniara  los  bienes  respectivos  á  los  menores  hijos  de  la  Dofia  Ma^ 
Tía  Manuela;  y  expedidos  que  fueron  por  aquel  funcionario  en  26  de 
Agosto  de  1862  los  oportunos  testimonios,  se  tomó  razón  de  ellos  el  in- 
mediato día  28  en  la  Contaduría  de  Hipotecas  de  Llerena  á  los  folios  del 
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187  al  197  del  libro  S.^  de  trMlaciones  de  dominio  de  fincse  rústicM,  j 
al  folio  247  del  de  urbana*  según  notas  pnestas  al  pie  de  dichos  docor 
mentos,  de  ios  cnaies  resulta  iiaberse  adjudicado  en  las  operaciones  de 
xe(«rencia  á  D.  José  y  D.  Manuel  Montero,  aparte  de  otros  bienes  cuya 
mención  es  innecesaria,  una  tercera  parte  á  cada  uno  de  la  mitad  de  la 
casa  en  que  murió  el  causante  Presbítero  D.  Manuel  Montero,  sita  en  la 
Tilla  de  Granja  de  Torrebermosa,  calle  de  la  Placa,  haciendo  esquina  á 
la  del  Arco,  y  lindante  con  otra  casa  de  Dionisio  Calero;  consistiendo  la 
adjudicación  de  Dofia  Jostinlana,  además  de  otra  tercera  parte  de  la  mi- 
tad de  la  expresada  casa  mortuoria,  en  las  fincas  y  participaciones  de 
otras  que  á  continuación  se  describen;  una  tercera  parte  del  Chaparral 
y  cercas  del  Parralejo,  lindante  con  el  arroyo  y  quinta  de  este  nombra 
7  tierras  de  D.  Francisco  Gómez;  otra  tercera  parte  de  la  huerta  en  dicho 
silio  del  Parralejo,  lindante  con  arroyo  y  tierras  expresadas;  una  fanega 
de  chaparral  al  sitio  del  Río,  lindando  con  tierras  de  D.  Sebastián  de  la 
Gala,  D.  Joaquín  Eraso  y  D.  Pedro  Calero;  siete  fanegas  de  tierra  de  los 
Tuvares,  cuyos  linderos  eran  Dufia  Isabel  Muñoz  y  camino  del  Tobal,y 
tres  fanegas  del  chaparral  ai  sitio  del  AlamiUo,  mitad  de  las  inventa- 
riadas, lindando  con  arroyo  de  este  nombre,  tierras  de  D.  Francisco  Gó- 
mez y  de  los  herederos  de  Juan  Pilo;  todas  estas  fincas  en  término  de  la 
Granjas- 
Resultando  que  en  posesión  Dofia  María  Manuela  Aranda,  como 
tutora  de  sus  menores  hijos  D.  José,  D.  Manuel  y  Dofia  Jostiniana  Moa- 
taro  Aranda,  de  los  bienes  adjudicados  á  éstos  en  las  testamentarías  ds 
su  padre  D.  Pedro  Asunción  Montero  y  de  su  tío  el  Presbítero  D.  BAanuei 
Montero,  continuó  así  el  caudal  basta  1868,  en  que  con  motivo  del  ma- 
trimonio de  la  Dofia  Justiniana  con  D.  Inocencio  de  Beas  Castillo,  cele- 
brado en  14  de  Septiembre  de  aquel  afio,  hubo  de  entregar  los  bienes 
que  por  los  expresados  conceptos  correspondieron  á  la  propia  Dofia  Jos- 
tiniana, por  fallecimiento  de  la  cual,  ocurrido  sin  haber  otorgado  te^ta- 
meoto  en  22  de  Octubre  de  1869,  pasaron  los  aludidos  bienes  al  nifio 
Asunción  Práxedes  de  Beas  Montero,  único  hijo  habido  en  dicho  matri- 
monio; pero  habiendo  muerto  también  éste  á  los  seis  meses  de  edad,  y 
poco  tiempo  después  que  su  madre,  ó  sea  en  8  de  Enero  de  1870,  foé  si 
viudo  D.  Inocencio  de  Beas  declarado  heredero  de  su  hijo  el  D.  Asun- 
ción Práxedes  por  auto  que  en  8  de  Noviembre  del  mismo  afio  70  dictó 
•1  Juzgado  de  primera  Instancia  de  Llerena: 

Resultando  que  como  consecuencia  de  estos  acontecimientos,  el  Doa 
Inocencio  de  Beas  Castillo,  en  concepto  de  heredero  abintestato  de  sa 
hijo  Asunción  Práxedes  Beas  Montero,  procedió  á  describir  los  bienes 
quedados  al  fallecimiento  del  último,  que  eran  los  mismos  aportados  al 
matrimonio  por  Dofia  Jostiniana,  á  cuyo  efecto  otorgó  en  Granja  ds 
Torrehi>rmosa  con  fecha  16  de  Febrero  de  1879,  ante  el  Notario  D.  Si- 
meón Bravo  y  Montalvo,  la  correspondiente  escritura,  en  que  hiio  cons- 
tar que  la  herencia,  importante  12.129  pesetas,  se  hallaba  constituídi 
por  las  fincas  radicantes  en  la  villa  de  la  Granja  de  Torrebermosa  qos  á 
seguida  se  refieren:  primera,  una  suerte  de  tierra  al  sitio  del  Rubial,  éb 
cabida  de  cuatro  fanegas;  segunda,  un  haza  de  tierra,  conocida  por  la  de 
Poso  de  Marcos,  al  sitio  de  la  Calera;  tercera,  una  tierra  proindivist 
con  D.  José  Montero,  al  sitio  de  los  Tovares,  conocido  también  con  el 
nombre  de  Haza  del  Bayo,  de  cabida  de  11  fanegas;  cuarta,  otra  tierrt 
al  sitio  del  cortijo  del  AlamiUo,  proindi  visa  con  el  D,  José  Montero,  ds 
cabida  de  siete  fanegas;  quinta,  otra  tierra  al  sitio  del  Alamillo,  proia- 
dlvlsa  con  el  miamo  D,  José  Montero,  de  cabida  de  cuatro  fanegas;  i^x- 
U,  otra  tierra  al  sitio  del  cortijo  del  Anauelo,  proindlvisa  con  el  Do» 
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Jofé  Montero»  de  oebida  de  10  íaneg»B;  séptimft,  un  oortiDal  al  sitio  de 
SeTilleta,  de  cabida  de  doe  íanegae,  ó  sean  una  hectárea,  2^  áreas  y  79 
cenliáreas,  lindante  al  Este  con  tierras  de  D.  Inocencio  de  Beas,  al  Sur 
con  calleja  de  Seyilieta,  y  al  Oeste  7  Norte  con  él  tfflóo  llamado  de  las 
Pitas;  octaya»  nn  chaparral  al  sitio  de  los  Barrancos,  llamado  de  Cabe- 
sas  de  ignila,  de  cabida  de  40  fanegas  de  tierra,  equivalentes  á  2$  hec- 
táreas, 76  áreas  y  82  centiáreas,  lindando  al  Este  con  propiedad  de  Don 
M 4nnel  Alvares,  al  Norte  con  cerca  llamada  Foenlabrada  de  Dofia  María 
Mannela  Ortis,  al  (Vste  con  propiedad  de  D.  Francisco  Gomes,  y  al  6nr 
el  mismo  y  D.  Manuel  Alvares;  novena,  medio  pozo  llamado  de  Marcos; 
décima,  tercera  parte  proindiviea  con  las  otras  dos  terceras  partes  de 
ana  casa  en  aquella  villa,  calle  de  la  Ptaaa,  núm.  7,  que  mide  la  ex- 
tensión superficial  de  14  metros  de  fachada  por  20  de  fondo,  y  linda  por 
la  derecha  entrando  ron  calle  Córdoba,  á  la  que  hace  esquina;  por  la  iz- 
quierda con  casa  de  Pedro  Hinojosa,  y  por  la  espalda  con  casa  de  Diego 
Gala,  perteneciendo  el  resto  á  D.  José  Montero  y  su  madre  Dofia  María 
Manuela  Aranda;  undécima,  un  pajar  ó  casa  en  la  miema  villa,  calle  de 
Maquilla,  núm.  8;  cuyas  11  fincas  las  adquirió  Dofia  Jnstiniana  por  he- 
rencia de  BU  padre  D.  Pedro  Asunción;  duodécima,  tercera  parte  de  la 
mitad  de  una  caaa  en  la  propia  villa  y  su  calle  de  la  Plaza,  marcada  con 
el  núm.  8,  con  la  extensión  superficial  de  26  metros  de  fachada  por  84 
de  fondo,  que  linda  por  la  derecha  entrando  con  la  calle  Llana,  llamada 
antes  del  Arco,  á  la  que  hace  esquina,  y  con  casa  de  D.  Inocencio  de 
Beas;  por  la  izquierda  con  casa  de  Pedro  Borrego,  y  por  la  espalda  con 
C9B%  de  Juan  Pedro  Gano,  cuya  porción  de  finca  está  proindiviea  con  las 
demás  porciones  pertenecientes  á  D.  José  Montero  y  Dofia  María  Ma- 
nuela Aránda;  décimaterc^ra,  una  tercera  parte  del  chaparral  y  cercas 
del  Parralejo  y  sitio  del  Chaparral,  llamado  del  Rodeo,  de  seis  fanegas 
de  tierra;  décimacuarta,  tercera  parte  de  la  huerta  al  sitio  del  Parralejo, 
conocida  también  por  los  Barrancos,  proindlvisa^con  los  hermanos  de  la 
oansante,  de  cabida  de  cinco  fanegae;  décimaqointa,  un  chaparral  al  si- 
tio del  Río,  de  una  fanega;  <lécimaeexta,  una  tierra  en  el  aitlo  de  los 
Tcvares,  de  siete  fanegas,  y  décimaséptima,  un  chaparral  al  sitio  del 
Alamillo,  de  cabida  de  tres  fanegas  de  tierra;  cuyas  seis  fincas  últimas 
las  adquirió  Dofia  Justiniana  Montero  por  hf>r«ncia  del  Presbítero  Don 
Manuel  Montero;  inscribiéndose  todas  en  el  Registro  de  la  propiedad  de 
Llerena  en  8  de  Mayo  del  expresado  afio  72,  y  leyéndose  en  las  inscrip- 
ciones de  las  fincas — querrá  decir  debajo  de  las  notaa  puestas  en  el  do- 
cumento al  margen  de  las  descripciones  de  las  fincas — ,  excepto  en  las 
••irnnda,  céptima,  octava,  novena,  primera  y  décimatercera,  la  palabra 
«Permutada». 

Resultando  que  casado  en  segundas  nupcias  D.  Inocencio  de  Beas 
eon  Dofia  Joi^efa  Alvares  Ortiz,  falleció  aquél  sin  testamento  en  6  de 
Enero  de  1887,  dejando  de  este  segundo  matrimonio  cuatro  hijos  meno- 
res, que  lo  fueron  D.  Inocencio  Valentín,  D.  Ramón,  D.  Juan  Antonio 
7  Dofia  María  Salud  Beas  Alvares,  entre  los  cuales,  y  su  madre  la  Dofia 
Justa,  se  procedió,  previa  declaración  de  herederos  abintestato,  á  prac- 
ticar el  inventario,  diviaión  y  adjudicación  de  los  bienes  qne  consti- 
tuían el  caudal  yacente,  cuyas  operaciones,  qne  aprobó  el  Juzgado,  fue- 
ron incorporadas  con  fecha  28  de  Enero  de  1894  al  protocolo  del  Notario 
de  Asuaga  D.  Ángel  Sntil  Gaona,  é  inscritas  en  21  de  Julio  del  mismo 
aflo  en  el  Registro  de  la  propiedad  del  partido,  adjudicándose  en  tales 
operacion«»s  á  D.  Rsmón  de  Beas  Alvares  un  pajar  en  Granja  de  Torre- 
hermosa,  calle  de  Solanilla,  lindante  por  la  derecha  de  su  entrada  con 
eomd  de  la  casa  de  Benito  Rodríguez,  y  por  la  isquierda  y  espalda 
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eon  casa  de  D.  Jo«é  Montero;  á  D.  Jaan  Antonio  de  Beaa  AlTarammi  mi- 
tad de  la  caea  núm.  8  de  la  calle  de  la  Piasa,  7  á  Oofia  Jaata  Alvana 
Ortiz,  en  pago  de  en  haber,  la  otra  mitad  de  esta  oaea,  la  cerca  eonoeida 
por  tíevilieta,  de  dos  íanegaa  y  seis  celeminea,  eqoÍTaieatee  á  ana  hec- 
tárea, 60  áreas  y  98  oentiáreas,  lindante  al  Norte  con  otra  de  D.  Anto- 
nio Ortia,  al  Sur  con  Callea  de  Se  vi  lleta,  al  £«te  con  cerca  ds  D.  Ba- 
f  ael  Ortia,  j  al  Oeste  con  la  de  D.  Francisco  de  Llera,  y  el  chaparral 
llamado  Cabeza  de  Agnila,  al  sitio  de  los  Barrancos,  de  cabida  de  40  fa- 
negas, con  los  linderos  que  se  han  expresado  anteriormente;  pero  falle- 
cido el  D.  Ramón  de  Beas  y  su  otro  hermano  D.  Inocencio  Valentín,  se 
reí andieron  en  la  Dofia  Justa  Alvarez,  su  madre,  loe  derechos  qoe  á 
aquéllos  correspondían  en  la  testamentaria  á  qoe  se  alude: 

Resultando  que  á  la  Tt;z  que  el  caudal  de  Oufia  Justlniana  pasaba 
de  unos  á  otros  hasta  venir  á  parar  los  bienes  á  la  segunda  mujer  de  sa 
marido  D.  laocencio  de  Beas  y  á  los  hijos  de  este  segundo  matrimonlOi 
ó  sean  IX>fia  Justa  Al  varea  Ortls  y  D.  Juan  Antonio  y  Dofia  Maria  Salad 
de  Beas  Alvares  (hoy  demandados  en  uno  de  los  pleitos  origf^n  de  estf 
recurso),  é  ínterin  se  verificaban  aquellas  transmisiones,  se  transmitía^ 
también  los  bienes  que  correspondifron  á  Dofia  María  Manuela  Aranda, 
▼inda  de  D.  Pedro  Asunción  Montero  y  al  bijo  de  éstos  D.  Mannel  Man* 
tero  A  randa,  pues  fallecido  éste  á  los  once  afios  de  edad  el  16  de  Diciem- 
bre de  1862,  le  sucedió  en  sus  bienes  su  referida  madre  la  Dofia  María 
Manuela,  quien  á  su  ves  falleció  en  38  de  Enero  de  1886,  con  testamen- 
to otorgado  el  18  de  Agosto  anterior,  ó  sea  del  86,  en  el  cual  instituye 
heredero  universal  suyo  á  D.  José  Montero  (hoy  demandante),  ánice 
hijo  que  la  sobrevivió  de  los  tres  quedados  á  la  disolnción  del  matrimo- 
nio Montero- Aranda;  y  habiendo  procedido  el  D.  José  Montero  por  es^ 
critnra  otorgada  en  Azuaga  el  28  de  Octubre  de  dicho  afto  86,  ante  el 
Notarlo  D.  Ángel  Sutil  Gaona,  á  la  descripción  de  los  bienes  quedados 
al  óbito  de  su  madre  Dofia  María  Manuela  Aranda,  y  á  la  aceptación  ds 
su  herencia,  importante  96.200  pesetas,  se  adjudicó,  entre  otras,  las  si- 
guientes fincas:  un  chaparral  de  cabida  d^ocho  fanegas,  ó  sean  oioct 
hectáreas,  16  áreas  y  16  centiáreas,  al  sitio  de  los  Barmncos,  termine 
de  la  Granja,  lindante  por  el  Este  con  herencia  de  esta  testamentaría, 
Sur  con  cerca  de  D.  Manuel  Alvares,  y  por  Oeste  y  Norte  con  tierras  da 
D.  Francisco  Gómez,  apreciado  en  600  pesetaa;  una  casa  en  Is  calle  da 
la  Plaza  de  aquella  villa,  marcada  con  el  núm.  7,  con  la  medida  supev- 
ficial  de  862  metros  cuadrados,  y  que  linda  por  la  derecha,  entrandcw 
con  la  calle  de  Córdoba;  por  la  izquierda  oon  casa  de  D.  Pedro  Hinojo- 
aa,  y  por  la  espalda  con  casa  de  Diego  Galo,  apreciada  en  4.000  posotaf; 
otra  casa  también  en  Granja  de  Torrehermosa,  calle  Llana^  núm.  1;  una 
casa  pajar  en  la  calle  de  la  Plaza  de  la  misma  villa,  sin  número,  y  otro 
pajaren  la  calle Solanilla  de  la  expresada  población  de  la  Granja,  con 
la  medida  de  26  metros  cuadrados  superficiales,  lindante  per  la  derecha, 
á  la  entrada,  con  otra  de  D.  Inocencio  de  Beas;  por  la  izquierda  con  otia 
de  Dofia  Rosario  de  la  Gala,  y  por  la  espalda  con  la  casa  de  loa  herede- 
ros de  Sebastián  Rodríguez,  valorado  en  600  pesetas;  de  cnyas  fincas  fué 
inscrita  la  primera  en  el  Registro  de  la  propiedad  de  Llerena  en  2  ds 
Abril  de  1887,  al  folio  167  del  tomo  20  de  la  Granja,  libro  896,  finca  nú- 
mero 1.446,  inscripción  1.^,  no  aimitiéndose  la  inscripción  de  los  otros 
cuatro  inmuebles  por  no  aparecer  inscritos  á  nombre  de  la  testadora: 

Resultando  que  además  de  los  antecedentes  basta  aquí  e^pueates 
relativos  á  actos  mor  lis  eausa  relacionados  con  los  bienes  que  dejaron 
á  su  óbito  D.  Pedro  Asnnción  Montero  y  el  Presbítero  D.  Mannel  Moa- 
tero,  existen  en  los  autos  otros  datos  referentes  á  contratos  celebradoa 
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por  Dofifl  Mftrift  Manuela  Aranda  tarante  su  vivencia  j  en  estado  de 
viada,  Agorando  entre  ellos,  aparte  de  otros  qae  no  son  del  caso,  ios 
tres  qae  signen:  primero,  ano  fecha  19  de  Janio  de  1854,  consignado  en 
escrltnra  pública,  otorgado  en  la  Granja,  ante  el  Escribano  de  Asaaga 
D.  José  Ogia  Oontreras  y  tres  testigi^s,  por  la  qae  D.  Manael  Montero  ven- 
dió á  sn  sobrina  política  Dofia  María  Manuela  Aranda  ias  flacas  slgoien- 
tee:  A,  una  cerca  murada  de  piedra  y  tierra  al  sitio  de  la  Calleja  de  iSe- 
villeta,  extramuros  de  dicha  villa  de  la  Granja,  de  cabida  de  tres  fane- 
gas, para  verde,  lindante  con  casa  de  Josefa  Moiina,  solar  de  Francisco 
Espinal,  y  por  la  espalda  con  egido  Patinero,  por  la  cantidad  de  4.000 
reales,  recibidos  con  anteriorid¿d  al  otorgamiento;  y  B,  un  solar  al  si- 
tio de  la  Soianilla,  extramoros  de  la  misma  villa,  que  linda  con  pajar 
de  la  compradora,  corral  de  Sebastián  Rodrigues,  corral  de  Isidoro  Yor- 
qnes  y  cerca  del  vendedor,  en  precio  de  600  reales,  que  confesó  haber 
recibido  en  el  acto;  cuya  escritura,  que  no  suscribieron  los  otorgantes, 
fué  inscrita  en  el  Registro  de  la  propiedad  de  Llerena  en  l,^  de  Septiem- 
bre de  1866,  á  los  folios  169  y  162  del  tomo  87,  que  era  segundo  de  la 
Granja,  fincas  números  182  y  188,  inscripciones  primeras;  segundo,  otro 
contrato  hecho  constar  en  escritora  otorgfada  en  20  de  Agosto  de  1  ^66  ante • 
el  Notario  que  fué  de  Granja  de  Torrehermosa  D.  Francisco  Aureliano 
Martines,  por  el  cual  l>ofta  Celestina  Ortis,  con  licencia  de  so  marido 
D.  Antonio  Sabido,  vendió  á  Düfia  María  Manuela  Aranda,  por  la  can- 
tidad de  8.166  reales  y  28  maravedises,  que  fué  entregada  en  el  acto,  un 
chaparral  que  perteneció  á  la  Dofia  Oelestina  por  herencia  de  su  madre 
Dofia  Claudia  de  la  Gala>  ai  sitio  de  los  Barrancos,  de  cabida  de  ocho 
fanegas,  lindante  por  Oriente  con  tierras  del  difunto  D.  Pedro  Asunción 
Montero,  por  Mediodía  con  cerca  de  D.  Manuel  Alvares,  y  por  Poniente 
j  Norte  con  herederos  de  D.  Juan  Montero  Rincón,  de  cuyo  documento 
se  tomó  razón  en  la  antigua  Contaduría  de  Hipotecas  de  Llerena,  al  fo- 
lio 16  vuelto  del  libro  de  predios  rústicos,  correspondiente  á  dicho  afio, 
produciendo  el  asiento,  que  copiado  á  la  letra  dice  así:  €  Fecha  de  loe 
instrumentos,  20  Agosto  1866.=Gomo  se  copia. srOficio  en  que  quedan 
protocollEados  Francisco  Martíoes.s=Nombre  y  vecindad  de  los  otorgan- 
te», Dofia  María  Aranda  á  Dolía  Catalina  Ortis,  vecinas  de  la  Granja.=i 
Calidad  y  natnralesa  de  los  contratOK=Compra  de  un  chaparral  en  la 
referida  viHa^s^Vaior  de  la  finca,  8.299.=Idem  de  las  cargas  que  la 
afectan,.]  88.=:; Valor  líquido,  8. 166. s Derechos  de  hipotecas  qne  ha  de- 
vengado la  Hacienda,  2  por  100.=cCantidad  pagada,  63,32.=Fechas  de 
loe  pagos,  26  de  Septiembre.'ssrNúmero  de  los  recilx)s,  788>;  y  tercero, 
etro  contrato,  según  docnmento  privado  extendido  en  Granja  de  Torre- 
hermosa  con  fecha  16  de  Septiembre  de  1861,  por  el  que  Dofia  María 
lüinaela  de  Aranda,  José  Rojas  y  sa  legítima  consorte  Joaquina  Navas, 
dicen:  la  primera. que  era  duefia  de  una  casa  sita  en  la  calle  Real  de  di- 
cha villa,  que  lindaba  con  otra  casa  de  la  viuda  de  Juan  Oaleso,  alias 
Coronel,  y  corral  de  la  viuda  de  Antonio  Pérez,  y  dos  segundos,  qne  lo 
eran  asimismo  de  otra  casa  en  la  propia  villa,  y  su  calle  de  Pedro  Gar- 
cía, ó  sea  del  Arco,  qoe  lindaba  igualmente  con  casa  de  Dofia  María 
Manuela  Aranda  y  con  otra  de  Lais  Trena;  y  que  conviniéndoles  mu- 
tuamente la  permutada  dichas  casas,  declaraban:  que  se  vendían,  per- 
mutaban y  cambiaban  las  referidas  dos  casas,  quedando  la  ie  Rojas 
como  propia  y  exclusiva  de  la  Dofia  María  Manuela,  y  la  de  ésta  al  José 
Rojas  la  misma  finca,  coya  permuta  hacían  lisa  y  llanamente,  casa  por 
eaaa^  sin  haber  mediado  devolución  alguna  de  cantidad  por  ninguna  de 
las  partea^  ante  los  testigos  Antonio  Gonsálea,  José  Orellana,  Antonio 
Navarrete,  Francisco  Bamíres  y  Jaan  Trejo;  suscribiendo  este  docn- 
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mentó  por  el  intereeado  Joeé  RojM  el  testigo  Juan  TMjo,  el  NaTurr^te, 
Ttejo  y  Gonsálef : 

R«*BnItando  qae  en  relación  eon  eetoe  anteoedentea,  7  prvriot  actoa 
concillatofiofl  celebrados  bin  aTenenciael  \t  de  Septiembre  de  1898,  Don 
José  Montero  Aranda  promoyió  en  11  de  Noviembre  del  mismo  afio  ante 
el  Jnsgado  de  primera  instancia  de  Llerena  dos  pleitos,  nso  de  mayor  7 
otro  de  menor  cuantía,  ejercitando  en  ambos  la  acción  rei vindicatoria; 
7  dirigiendo  esta  acción  en  el  segundo  de  dichos  pleitos  contra  D.  Ma- 
nas] Alvares  Ortis.  dedo  jo  Ja  sóplica  de  qne  se  declsre  en  sn  día  qae  el 
chaparral  de  ocho  fanegas  al  sitio  de  los  Btirranoos,  término  de  la  Granja 
de  Torrehermosa,  objeto  del  jnicio  de '  menor  cuantía  de  qae  ahora  se 
trata,  pertenece  al  demandante  tal  como  está  en  la  actnalidad  7  aegúm 
en  la  demanda  se  determina,  siendo  nnlos  7  sin  ningún  valor  cnalqniera 
títnio  que  reepecto  á  dicha  finca  paeda  ostentar  el  demandado  D.  Mannel 
Alvares  Ortii;  7  en  sn  coneecnencia  qne  se  le  condene  á  dejar  libre  7  dea- 
embarasado,  á  dispoeición  risl  actor,  el  aludido  chaparral,  consintiendo, 
previa  mensura  de  su  cabida,  sn  que  se  separe  de  la  ñuca  de  ma7or  ca- 
pacidad de  que  ho7  forma  parte,  restitU7endo  el  predio  con  los  frutos 
'  7  rentas  que  haya  producido  ó  podido  produeir  desde  el  tiempo  en  qae 
indebidamente  lo  retiene,  declarándose  haber  lugar  á  la  cancelación  de 
las  inscripciones  qne  existan  en  el  Registro  á  favor  del  demandado  si 
tuviere  título  de  la  finca,  con  imposición  al  mismo  de  las  costas;  ale- 
gando, en  apo70  de  sns  pretensiones,  entre  otros  hechos  7a  referidos,  los 
siguientes:  que  Dofia  María  Mannela  Aranda,  madre  del  actor,  otorgó 
testamento  en  18  de  Agosto  de  1886  ante  el  Niitario  de  Asosga  D.  Ángel 
Sutil  Gaona,  en  el  cual  le  institU7ó,  como  hijo  ónioo,  heredero  univer- 
sal de  aus  bienes;  qns  ocurrido  con  tal  disposición  en  28  de  Enero  de  1886 
el  fallecimiento  de  la  Dofia  María  Manuela,  procedió  el  demandante  á 
formalisar  la  descripción  de  los  bienes  relictos,  llevándolo  á  efecto  en 
escritura  otorgada  el  S8  de  Octubre  de  dicho  afio  88  ante  el  expresado 
Notario  D.  Ángel  Sutil;  que  en  este  documento,  7  entre  loa  bienee  hera- 
ditarios,  se  comprendió  la  finca  que  se  reclama,  ó  sea  un  chaparral  de 
cabida  de  ocho  fanegas,  equivalentes  á  cinco  hectáreaa,  16  áreas  7  16  csn- 
tláreas,  al  sitio  de  los  Bsrranoos,  en  el  expressdo  ttonfno,  lindante  al 
Este  con  terrenos  de  la  testamentaria,  por  el  Sor  con  cerca  de  D.  Manuel 
Alvares  Ortis,  7  por  Oeste  7  Norte  con  tierna  de  D.  Frandaco  Gomes, 
apreciándose  esta  finca  en  600  peeetas,  con  deducción  de  un  censo 
de  88  pesetas,  cufos  réditos  se  pagaban  al  Beneficio  Curado  de  la  Granja; 
que  en  tal  escritura  se  biso  constar  que  el  Inmueble  anteriormente  des- 
crito correspondía  á  la  causante  Dofia  María  Manuela  Aranda  por  com- 
pra qne  hiso  á  Oofia  Celestina  Ortis.  segón  escritura  de  SO  de  Agosto 
de  1^66,  otorgada  ante  el  Notarlo  D.  Francisco  Aureliano  Martines;  que 
leída  íntegramente  esta  escritura  á  los  otorgantes,  había  aido  autorísada 
con  arreglo  á  la  107,  expidiendo  el  Notario  la  primera  copia  correspon- 
diente, de  la  cual  se  tenía  rasón  en  la  antigua  Contaduría  de  Hipoteeaa 
de  Llerena  en  26  de  Heptiembre  del  sfio  66  en  qne  se  otorgó  el  documento; 
que  la  escritura  de  descripción  de  bienee  de  98  de  Agosto  de  1886,  previo 
psgo  á  la  Hacienda  de  1o«i  derechos  correspondientes,  fué  inscrita  en  el 
Beicistro  de  la  propiedad  de  Llerena  con  fecha  9  de  Abril  de  1887  por  le 
referente  á  la  finca  de  que  se  trata,  al  folio  167  del  libro  S96  del  Regis- 
tro, tomo  ÜO  de  la  Granja,  finca  nóm.  1.446,  inscripción  1.^;  que  esta 
nueva  inseripeión  era  la  correspondiente,  pues  adquirida  la  finca  sn 
Agosto  de  1866,  se  había  tomado  rasón  del  documento  en  la  antigua 
Contaduría  de  Hipotecas  el  96  del  inmediato  Septiembre,  conforme  á  Iss 
le7es  entonces  en  vigor;  que  Dofia  María  Manuela  Aranda,  ca70  maridó, 
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D.  Pedro  Asanoión  Montero,  hftbift  I alleoido  en  S  de  Ootabre  de  1868,  erft 
ya  Tiada  coando  en  1868  adquirió  el  chaparral  de  los  B|irranooB,  y  como 
»1  morir  dicha  Tinda  el  38  de  Enero  de  1886  habían  ya  fallecido  en  16  de 
Diciembre  de  1862  y  22  de  Octubre  de  1869  ana  doe  hijos  D.  Manuel  y 
Dofia  Jostlniana  Montero  A  randa  y  no  le  quedaba  ningún  otro  hijo  máa 
qoe  el  acdpr,  éste,  ó  sea  el  adjudicatario  de  la  finca,  era  el  único 'here- 
dero de  la  Dofia  María  Manuela;  que  las  ocho  fanegas  de  chaparral  ya 
descritas  constituyen  hoy  patte  de  otra  finca  de  mayor  cabida  que  posee 
•1  demandado;  que  la  redamada  linda,  por  tanto,  al  Norte,  Este  y  8ur 
coa  ti«;rras  del  propio  demandado,  y  por  Oeste  con  terrenos  de  D.  José 
Castillejo,  entablándose  la  demanda  contra  el  D.  Manuel  Alvares  Ortis, 
eomo  tenedor  del  inmueble  que  por  tan  legítimos  títulos  inscritos  perte- 
nece al  actor;  que  el  D.  Manuel  no  puede  tener  título  del  chaparral,  y 
aunque  lo  tuviera  no  podría  traer  origen  de  los  títulos  escritos  qoe  sir- 
ven de  base  á  la  demanda,  pues  lo  más  que  podrá  tener  es  un  expediente 
posesorio  hecho  á  espaldas  del  aptor  y  sus  causantes;  que  por  esta  razón 
se  pide  en  la  demanda  se  declare  la  nulidad  é  ineficacia  de  cualquier  tí- 
tulo que  ostente  D.  Manuel  Alvares,  así  como  también  la  cancelación  de 
coalqaiera  inscripción  que  exista  á  sn  favor  respecto  al  aludido  chapia 
rrsl;  que  por  no  haberlo  podido  poseer  aquél  con  buena  fe  ni  justo  título, 
está  obligado  á  devolverlo  con  los  frutos  producidos  y  debidos  producir 
desde  que  lo  retiene  sin  derecho;  que  del  certificado  ai  redita  ti  vo  de  ha- 
berse intentado  sin  efecto  la  <Sonci Ilación,  resulta  que  en  tal  acto  el  de- 
mandado se  reservó  contestar  á  la  solicitud  del  demandante,  alegando 
habérsele  inferido  una  injuria;  y  por  último,  que  esto  supone  no  tener 
intención  el  D.  Manuel  Alvares  de  allanarse  á  la  demanda,  debiéndosele 
considerar  en  este  caso  como  litigante  temerario  y  condenársele  en  sn 
díe  al  pago  de  las  costas;  habiendo  acom pifiado  el  actor  con  su  escrito 
de  demanda,  en  que  aparecen  consignados  diversos  fundamentos  de  de- 
recho, varios  docuipentos,  á  saber:  primero,  copia  inscrita  de  la  eacri- 
tnra  de  28  de  Octubre  de  1886;  copia  simple  de  la  partida  de  defunción 
de  D.  Pedro  Asunción  Montero,  y  certificado  de  acto  de  conciliación  ce- 
lebrado en  18  de  Septiembre  de  1898: 

Resaltando  que  admitida  la  demanda,  y  citado  y  emplaxado  D.  Ma- 
Doel  Alvares  Ortia,  compareció  éste  en  los  autos  con  escrito  de  2  de  Di- 
€i«*mbre  de  sqnel  afio,  en  el  que  expuso:  qoe.no  po^ee  en  término  de  la 
Granfa  de  Torrehermosa,  aitio  denominado  de  los  Barrancos,  el  chapa- 
rral de  ocho  fanegas  objeto  de  la  demanda;  qoe  lo  qoe  viene  poseyendo 
baoe  varios  sfios  en  dicho  término  y  al  sitio  expresado,  ó  más  bien  en 
Cabesa  de  Águila,  es  un  chaparral  de  40  fanegas,  con  linderos  fijos  y  re- 
conocldc  s;  que  esta  finca,  de  la  cual  ain  duda  alguna  ea  intención  del 
actor  reclamar  las  ocho  fanegas,  la  ha  adquirido  el  dicente  por  compra 
hecha  á  sn  hermana  Dofia  Justa  Alvares  Ortis,  sin  que  se  hsya  otorgado 
escritora  pública,  en  la  creencia  de  que  nadie  le  perturbaría  en  la  pose- 
atón;  y  que  por  todo  ello  interesaba  se  citase  de  evicción  á  la  Dofia  Jus- 
ta«  confiriéndosele  traslado  de  la  demanda,  con  auspensión  del  término 
que  para  contestar  á  éste  se  había  oonoedido  al  D.  Manuel  Alvares: 

Besultando  qne  estimada  por  si  Jnsgado  de  primera  instancia  ds 
Llerena  tal  solicitud,  fué  citada  Dofia  Justa  Alvares  Ortis,  que  compare- 
ció en  escrito  de  28  del  mismo  Diciembre,  manifestando:  que  con  efecto^ 
SQ  hermano  D.  Manuel  Alvares  Ortia  posee  en  el  término  de  la  Granja, 
sitio  de  los  Barrancos,  un  chaparral  ds  40  fanegas  que  le  ha  vendido  la 
dicente;  qne  tratando  D«  José  Montero  de  reivindicar  ocho  fanegas  de 
chaparral  en  aquel  sitio  y  término  ha  demandado  al  D.  Manuel,  á  cuya 
instancia  fué  citada  ds  evicción  la  Dofia  Justa;  que  ésta  comparecía  á 
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contestar  la  demanda  ea  el  plaao  sefialado,  colocándose  en  el  logar  de  ra 
hermano  7  subrogándose  en  todos  ios  derechos  y  obllgactonea,  á  fin  de 
qne  el  jnicio  se  entienda  con  ella  como  si  fnera  la  demandada  y  aetwai 
poseedora  del  chaparral,  quedando  tranquilo  y  en  pas  el  primerMnente 
demandado,  7  sometiéndcse  el  demandante  á  las  resnltae  del  joieiocoft 
ladicente,  qne  es  la  persona  con  qnien  ha  de  continnario;  qa^  en  oiro 
jnicio  qne  el  actor  signe  contra  la  Dofia  Justa  tiene  éeta  reoooocidoB 
como  hechos  ciertos  la  defunción  en  t  de  Octubre  de  1868  de  D.  Pedro 
Asnnción  Montero;  la  práctica  por  Dofia  María  Manoela  Aranda,  Tioda 
de  D.  Pedro  7  madre  del  actor,  de  las  operaciones  particionatve;  la  for- 
mación á  los  tres  hijos  del  finado  de  las  correspondientes  hijnelaa,  7  la 
inscripción  de  tales  documentos  en  el  Registro  de  la  propiedad,  en  jo  re- 
quisito se  llenó  en  14  de  Noviembre  de  1882;  qne  entre  los  bienes  que 
por  herencia  del  finado  D.  Pedro  correspondieron  á  su  hija  Dofia  Jaetl- 
niana  Montero  figura  un  chaparral,  sin  qne  se  determine  en  cabida,  en 
término  de  la  Granja  de  Torrehermosa,  sitio  de  los  Barrancos,  lindante 
en  aquella  época  con  Juan  Rincón  7  D.  Manuel  Alvares;  qne  este  chapa- 
rral, con  los  demás  bienes  adjudicados,  se  entregó  á  la  Dofia  María  Ma- 
nuela A  randa  para  qne  lo  poseyera  7  administrase  á  nombre  de  so  hija 
Dofia  Jostiniana  hasta  que  ét»ta  saliese  de  la  patria  potestad,  firmando 
aquélla  el  acta  de  entrega  formalisada  el  88  de  Enero  de  1864  en  qne  ter- 
minó la  división,  inscribiéodpse  el  chaparral  de  referencia  en  la  fecha 
7a  indicada,  ó  sea  en  Noviembre  del  82,  al  folio  180  del  libro  adicional 
de  predios  rústicos  de  la  Granja,  corree  pendiente  al  antecitado  afio;  que 
esto  asi,  era  de  todo  punto  impoéibie  qne  Dofia  María  Manuela  Aranda, 
poseedora  de  la  finca  á  nombre  de  sn  bija  desde  28  de  Enero  del  64,  lo 
comprara  dos  afios  7  medio  después,  ó  sea  en  20  de  Agosto  del  68  á  Dofia 
Celestina  Ortia,  por  lo  cual  ni'gaba  este  hecho  de  la  demanda;  qne  aun- 
que los  absurdos  se  demuestran  con  sólo  enunciarlos,  probaria  no  ear 
cierto  que  la  Dofia  María  Manuela  A  randa  comprara  A  Dofia  Geleatina 
Ortiz,  con  linderos  ni  sin  ellos,  las  ocho  fanegas  de  chaparral  reclama- 
das por  el  actor;  que  muerta  sin  testar  Dofia  Jnstiniana  Montero,  pri- 
mera mujer  de  D.  Inocencio  de  Beas  en  22  de  Octubre  de  1889,  dejó  por 
heredero  á  su  hijo  único  D.  Asunción  Práxedes  de  Beas  Montero,  el  enal 
falleció  tres  meses  después,  cuando  contaba  seis  de  edad,  é  incoado» 
como  consecuencia  de  estas  defunciones,  el  oportuno  erpediente,  el  Jnea 
de  primera  instancia  de  Llerena  declaró  á  D.  Inocencio  de  Beas  Castillo 
heredero  necesario  de  au  hijo  D.  Asunción  Práxedes,  qne  antes  lo  había 
sido  de  su  maHre  Dofia  Jnstiniana;  qne  el  D.  Inocencio  procedió  el  18  de 
Febrero  de  1879,  por  escritura  otorgada  ante  el  Notario  D.  Simeón  Bravo 
7  Moutalvo,  á  la  descripción  7  aceptación  de  los  bienes,  derechos  7  ac- 
ciones de  D.  Asnnción  PráxMles  de  Beas  Montero,  qne  eran  los  d»  sa 
madre  Dofia  Justi niana,  esposa  que  fué  del  otorgante,  Insoribiándose 
aquel  documento  en  19  de  Mayo  siguiente;  que  en  tal  escritara  fignraa, 
entre  otras  fincas,  un  chaparral  en  el  sitio  7  término  del  que  se  reclama, 
conocido  por  Cabeza  de  Águila,  libre  de  cargas,  al  cual  se  fijó  7a  eosno 
cabida  40  fanegas,  lindante:  al  Este,  con  propiedad  de  D.  Manuel  AlTa- 
res;  al  Norte,  con  la  cerca  de  Fuenlabrada  de  Dofia  María  Manuela  Or- 
tiz; al  Oeste,  con  propiedad  de  D.  Francisco  Gómez,  7  por  el  Sur,  eon  te- 
rrenos de  D.  Manuel  Alvarez  7  de  D.  Francisco  Gómez,  explicándose  la 
variación  de  linderos  por  las  transmisiones  de  dominio  de  los  predios 
contiguos,  7  por  eso  fué  trasladada  la  inscripción  antigua  de  la  finca  á 
nombre  del  heredero  D.  Inocencio  de  Beas  at  moderno  Registro,  al  folio 
139,  libro  268,  tomo  18,  de  la  Granja,  finca  núm.  988: 

Resultando  q  ne  al  contestar  Dofia  Josta  Alvares  Ortiz  á  la  dema&da» 
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«zpQ0o  también:  qae  al  fijar  el  actor  los  linderos  que  tenía  la  finca  hace 
quince  afioB,  6  sea  en  1886,  hace  una  afirmación  gratnita,  estampada  en 
la  división  de  bienes  de  Dofia  María  Manuela  Aranda,  por  ver  si  pa- 
saba; qae  la  contestante  vuelve  á  negar  que  la  Dofia  María  Manuela 
comprase  á  Dofia  Celestina  Ortia,  en  Agosto  de  1866,  ningún  chaparral 
da  ocho  fanegas  en  el  sitio  de  los  Barrancos,  del  término  de  la  Granja 
de  Torrehermosa,  y  ai  alguno  compró,  no  será  ni  puede  ser  el  que  hoy 
posee  D.  Manuel  Alvares,  importando  por  ello  conocer  la  escritura 
del  56,  donde  se  expresarán  los  linderos  del  chaparral  comprado,  su  si- 
toación,  etc.;  que  casado  otra  vei  D.  Inocencio  de  Beas  Casiillo,  murió 
en  1887  sin  haber  otorgado  disposición  alguna  testamentaria,  por  lo  que 
se  procedió  á  la  declaración  de  herederos  abintestato,  y  su  viuda  Dofia 
Josta  Alvares  Ortii,  en  unión  de  sus  menores  hijos  D.  loocencio  Va- 
lentio,  D.  Bamón,  D.  «>uan  Antonio  y  Dofia  María  de  la  Salud  de  Beas 
Alvares,  practicaron  las  correspondientes  operaciones  de  inventario, 
avalúo,  liquidación,  partición  y  adjudicación  de  los  bienes  relictos,  que 
foeron  aprobadas  judicialmente,  protocoladas  por  el  Notario  de  Azuaga 
D.  Ángel  butil  Gaona  con  fecha  Í18  de  I&nero  de  1894,  é  inscritas  en  el 
Begiütro  en  21  de  Julio  del  mismo  afio;  que  en  estas  operaciones  se  ad- 
judicó á  la  viuda  Dofia  Justa,  en  parte  de  pago  de  su  habt-r,  y  entre  otros 
predios,  el  chaparral  Cabesa  de  Águila,  al  sitio  de  los  Barrancos,  tér- 
mino municipal  de  la  Granja,  con  los  mismos  linderos  y  cabida  que  te- 
nía en  1879  y  conserva  actualmente,  haciéndose  constar  que  la  finca  la 
habla  adquirido  D.  Inocencio  de  Beas  por  herencia  de  bu  hijo  D.  Asun- 
ción Práxedes,  sesún  título  registrado,  inscribiéndose  tal  adjudicación 
á  nombre  de  la  dicente,  libre  de  toda  carga  en  la  expresada  írcha,  al 
folio  189  del  tomo  18  de  la  Granja,  finca  núm.  986,  inscripción  segunda; 
que  daefia  y  poseedora  la  Dufia  Justa  del  chaparral  por  tan  antiguos, 
claros,  legítimos  y  fehacientes  títulos,  lo  vendió,  una  ves  inscrito  á  su 
nombre,  á  su  hermano  D.  Manuel  Alvares  Ortis,  quien  pagó  el  precio; 
que  desde  entonces  lo  viene  éste  poseyendo  como  único  y  veidadero 
dnefio,  faltando  sólo  revestir  el  acto  de  la  solemnidad  externa  que  lia  de 
prestarle  la  escritura  pública;  que  tal  documento  podría  form alisarse 
desde  luego,  sin  obstáculo  de  ninguna  especie,  no  habiéndose  otorgado 
aún  por  las  relaciones  de  familia  y  la  seguridad  que  abrijíaba  de  que 
nadie  bahía  de  venir  á  perturbar  los  derechos  indubitados  del  dueño  de 
la  finca;  que  negaba  que  las  ocho  imaginarias  fanegas  de  chaparral  que 
reclama  D.  José  Montero  constituyan  boy  parte,  ni  lo  hayan  constituido 
nunca,  de  las  40  fanegas  que  posee  actualmente  D.  Manuel  Alvares  Or- 
tis, y  que  aquéllas  estén  lindando  en  la  actualidad  por  Norte,  Este  y  Sur 
con  tierras  del  demandado,  y  por  el  Oeste  con  terreno  de  D.  Joeé  Casti- 
llejo; que  también  negaba  la  afirmación  del  actor  de  que  la  contes- 
tante y  su  hermano  D.  Manuel  Alvares  amparen  su  derecho  en  un  ex- 
pediente posesorio  instruido  á  espaldas  del  primero,  pues  está  probado 
qoe  lo  fundan  en  una  posesión  continuada  de  más  de  cincuenta  afíos, 
y  en  escrituras  públicas  inscritas  en  el  ELegistro  de  la  propiedad  desde 
hace  cerca  de  medio  siglo;  que  para  demostrar  los  propósitos  que  ani- 
man al  actor,  acompafiaba  éste  á  su  demanda  certificación  literal,  ex- 
pedida por  el  Registrador  del  partido  de  Llerena,  de  la  inscripción  de  26 
de  Septiembre  de  1866,  obrante  en  la  antigua  Contaduría  de  Hipotecas, 
7  qne  seirún  el  mismo  demandado  i>e  refiere  á  la  escritura  de  compra- 
venta del  chaparral,  otorgada  por  Dofia  María  Manuela  Aranda  y  I>ofia 
Celestina  Ortiz;  qne  no  es  Celestina,  sino  Catalina  Ortis,  la  que  vende  á 
Dofia  María  Aranda  nn  chaparral  en  la  Granja,  y  eata  Dofia  María  po- 
4ía  ser  una  persona  distinta  de  aquella  Dofia  María  Manuela;  qne  tam- 
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pooo  se  consigna  el  panto,  pago  ó  sitio  donde  ee  enenentra  la  finca,  ni 
la  cabida  y  linderos  de  ella,  aouqae  se  babla  del  valor  de  las  cargas  qne  . 
la  afectan;  qneen  la  Grao  Ja  hay  maehus  chaparrales  fuera  del  sitio  ds 
los  Barrancos,  y  quisa  alli  se  hallaría  el  que  busca  el  demandante;  qve 
con  lu  expuesto  quedaba  demostiadala  temeridad  y  mala  fe  del  ador, 
que  viene  á  reclamar  parte  de  una  finca  que  no  ie  corresponde  por  nin- 
gún título,  ni  ha  poseído  Jamás  él  ni  su  madre,  de  qnlen  dice  haberla 
heredado,  sabiendo,  por  el  contrario,  qne  el  chaparral  de  los  Barranoos 
perteneció  por  largos  afios  á  su  padre  D.  Pedro  Asunción  Montero,  por 
muerte  del  cual  pasó  á  so  hija  y  heredera  Dofla  Jnstiniana  Montero, 
trayendo  la  finca  su  historia  no  interrumpida  en  el  Eegistro  de  la  pro- 
piedad desde  14  de  Noviembre  de  1802;  y  finalmente,  qne  presciodlendo 
de  esa  historia  y  de  la  posesión  anterior,  el  demandante  celebró  el  acto 
conciliatorio  el  13  de  Septiembre  de  1898,  un  día  antes  de  que  expirasen 
los  treiuta  afios  de  la  prescripción  y  de  la  fecha  del  casamiento  de  Dolía 
Justiniana  Montero  con  D.  Inocencio  de  Beas,  celebrado  en  14  de  Sep- 
tiembre de  1868;  después  de  todo  lo  cual,  y  de  aducir  los  fundamentos 
legales  que  estimó  pertinentes,  terminó  su  contestación  la  l>ofia  Jnsta 
Alvares  con  la  súplica  de  qne  se  la  absolviera  á  su  tiempo  de  la  de- 
manda, imponiendo  perpetuo  silencio  al  actor  y  las  costas;  presentando, 
con  el  escrito  qne  acaba  de  relacionar,  los  siguientes  documentos;  pri- 
mero, testimonio  de  la  hijuela  forma'ia  á  Dofia  Justiniana  Montero  en  la 
división  de  bienes  de  su  padre  D.  Pedro  Asunción  Montero,  expedita 
en  28  de  Agosto  de  1862  por  el  Escribano  público  D.  Francisco  Aura- 
liano  Martínez,  y  razonada  en  la  antigua  Contaduría  de  Hipotecas  ds 
Llerena  en  14  de  Noviembre  siguiente;  segundo,  testimonio  expedido  por 
el  Escribano  del  Josgado  de  primera  Instancia  de  Llerena,  D.  Dsniel 
Domínguez,  del  auto  de  declaración  de  heredero  abintestato  de  AAuncióo 
Práxedes  de  Beas,  hecha  á  favor  de  so  padre  D.  Inocencio  de  B«as;  ter- 
cero, primera  copia  de  la  escritura  de  descripción  de  bienes  quedados  por 
defunción  de  Asunción  Práxedes  de  Beas  Montero,  otorgada  por  pu  pa- 
dre D.  Ifioceucio  de  Beas  en  16  de  Febrero  de  1879  ante  el  Notario  IH» 
Simeón  Bravo,  é  inscrita  en  el  Registro  de  la  propiedad;  cuarto,  testi- 
monio de  la  división  de  bienes,  por  fallecimiento  de  D.  Inoci^ncio  ds 
Beas,  librado  en  81  de  Enero  de  1894  por  el  Notario  D.  Ángel  Sutil,  é  ins- 
crito en  21  de  Julio  del  mismo  afio;  y  quinto,  certificación  del  R*  gistra- 
dor  de  la  propiedad  de  Llerena,  fecha  26  de  Diciembre  de  1898,  conte- 
niendo literal  el  asiento  producido  por  la  escritura  de  20  de  Agosto  ds 
1866,  de  venta  por  cDofia  Catalina  Ortia  á  Dofia  María  Aranda»— así 
dice— de  un  chaparral  en  la  Granja: 

Resuitando  que  recibido  ya  á  prueba  este  Juicio,  solicitó  la  Dofia 
Justa  Alvares  en  15  de  Enero  de  1899  que  se  suspendiese  el  proeedi- 
miento,  por  deberse  acumular  al  de  mayor  cuantía  que  se  sustanciaba 
al  mismo  tiempo;  y  decretada  la  acumulación,  en  auto  de  81  del  mipmo 
mes  se  acordó  asimismo  quedara  en  suspenso  el  juicio  de  menor  cuantía 
que  se  acaba  de  relacionar  hasta  qne  se  hallase  en  el  mismo  eetado  el 
otro  pleito,  ó  sea  el  ordinario  de  mayor  cuantía  de  que  se  pasa  á  hacer 
mención: 

Resultando  que  éste  f  né  entablado  también,  según  se  ha  dicho  antes, 
en  11  de  Noviembre  de  1898,  y  en  él  ejercitó  asimismo  el  actor  D.  José 
Montero  Aranda  la  acción  reivindicatoría  contra  Dofia  Justa  Alvares 
Ortiz,  por  sí  y  en  nombre  de  sus  hijos  menores  D.  Juan  Antonio  y  Dofia 
María  de  la  Salud  de  Beas  Alvares,  con  la  súplica  de  que  se  declarase 
pertenecerle  en  pleno  dominio  una  cerca  murada  si  sitio  de  la  calleja  de 
Sevllleta,  on  pajar  al  sitio  de  la  Solanilia,  dos  terceras  partes  de  i 
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j  calle  da  la  Plasa,  y  ana  casa  inclaída  en  la  anterior,  todas  en  la 
Ghranja  de  Torrehermoea  y  sa  térmlnoi  siendo  nulos  y  sin  ningún  valor 
eaalesqniera  títalos  que  respecto  á  las  flacas  y  participaciones  de  ellas 
que  se  reclaman  puedan  ostentar  los  demandados;  y  en  su  consecuencia, 
qae  se  condene  á  la  Dofia  Justa  Alvares  Ortis,  por  si  respecto  de  las 
flacas  6  parte  de  ellas  de  qoe  se  llame  daefia,  y  en  representación  de  sus 
hijos  D.  Jnan  Antonio  y  Dofta  María  Salud,  en  la^  fincas  ó  parte  de  ellas 
qae  á  nombre  de  éstos  administre  como  su  representante  legítimo,  á  que 
las  deje  libres  y  á  disposición  del  demandante,  con  todos  los  frutos  y 
reatas  qne  hayan  producido  ó  podido  producir  durante  el  tiempo  que 
haa  sido  detentadas;  declarándose,  igualmente,  haber  lugar  á  la  cance- 
lación de  las  inscripciones  que  tengan  ios  demandados  á  su  favor  de  las 
flacas  y  participaciones  reclamadas,  si  tienen  algnnas,  y  condenándose- 
les además  al  pago  de  las  costas;  exponiendo  para  sostener  estas  solici- 
tades,  entre  otros  hechos  ya  consignados,  los  que  siguen:  que  muerto 
ea  8  de  Octubre  de  1868  O.  Pedro  Asunción  Montero  de  la  Gala,  su  viuda 
Dofta  María  Manuela  Aranda  compró  por  escritura  pública  de  19  de  Ja* 
nio  de  1864,  al  Presbítero  D.  Manuel  Montero,  una  cerca  murada  de  pie- 
dra y  tierra,  de  cabida  de  tres  fanegas,  para  verde,  situada  extramuros 
de  la  villa  de  Qranja  de  Torrehermoea,  al  sitio  de  la  calleja  de  SeviUeta» 
y  na  pajar  también  extramuros  de  aquella  población,  ai  sitio  de  la  Sola- 
ailla;  que  como  estas  fincas  las  adquirió  Dofia  María  Manuela  ya  en  es- 
tado de  viuda,  no  tuvieron  que  figurar  para  nada  en  la  división  de  bienes 
de  su  marido  D.  Pedro  Asunción  Montero;  4|ue  mucho  despnés  de  falle- 
eldo  éete,  ó  sea  el  21  de  Septiembre  de  1861,  adquirió  también  aquélla 
por  permuta,  con  José  Rojas  y  su  mujer  Joaquina  Navas,  una  casa  en  la 
•xpreeada  villa,  calle  de  Pedro  García  ó  del  Arco,  extendiéndose  á  pre- 
Bencia  de  cinco  testigos,  mayores  de  edad  y  vecinos  de  la  localidad,  el 
docnmento  privado  que  acompafiaba  á  la  demanda;  que  al  fallecimiento 
del  Presbítero  Montero,  ocurrido  con  posterioridad  á  la  de  D.  Pedro 
Asanción  Montero,  se  adjudicó  al  actor  y  á  sus  hermanos  D.  Manuel  y 
Dofia  Justiniana  Montero  la  tercera  parte  á  caHa  uno  de  la  mitad,  ó  sea 
ona  sexta  parte  de  la  casa  en  que  murió  dicho  Presbítero,  simada  en  la 
ealle  de  la  Plasa,  de  dicha  villa  de  la  Granja,  haciendo  esquina  á  la  calle 
del  Arco,  lindante  con  Dionisio  Calero;  que  esta  casa  así  descrita  en  las 
hijuelas  de  su  adjudicación  á  los  tres  citados  hermanos,  es  la  que  hoy 
existe  en  la  expreeada  calle,  sin  número  de  gobierno,  creyéndose  que 
sea  el  8,  y  lindando  por  la  derecha  de  su  entrada  con  D.  Juí»é  Montero  y 
la  calle  del  Arco;  por  la  esquina  con  herederos  de  Carmen  Calero,  y  por 
la  espalda  con  Manuel  Calero,  estando  incluido  en  ella  la  casa  que  ad- 
qoirió  Dofia  María  Manuela  Aranda  de  los  consortes  Rojas- Navas;  que 
en  16  de  Diciembre  de  1862,  y  recién  formalizadas  las  testamentarías  de 
D.  Pedro  Asunción  Montero  y  del  Presbítero  de  este  miemo  apellido, 
falleció  á  la  temprana  edad  de  once  silos  el  hijo  del  primero,  D.  Manuel 
Montero  Aranda,  heredándolo  abinte^tato,  conforme  á  la  ley,  sn  madre 
la  Dofia  María  Manuela;  que  casados  Dofia  Justiniana  Montero  y  D.  Ino- 
cencio de  Beas,  falleció  aqnélla,  dejando  de  su  matrimonio  un  hijo  Ha- 
asado  D.  Asunción  Práxedes  de  Beas  Montero,  y  habiendo  también 
muerto  éste  tres  meses  después  qoe  sn  madre,  y  cuando  sólo  contaba 
seis  meees  de  edad,  pasaron  al  D.  Inocencio  los  bienes  de  la  Dofia  Justi- 
niana; que  contraídas  segundas  nupcias  por  el  Beas  con  Dofia  Justa  Al- 
vares Ortis,  y  disnelte  este  consorcio  por  óbito  del  primero,  quedaron  de 
aquella  unión  cuatro  hijos  qne  fueron  herederos  de  su  padre,  nombrados 
D.  Inocencio,  D.  Ramón,  D.  Juan  y  Dofia  María  de  la  Salud  de  Beas  Al- 
vares; qne  fallecidos  los  dos  primeros,  fué  heredera  de  ellos  su  madre 


Digitized  by 


Google 


708  JURISPRUDENCIA  CIVIL 

Bofia  Jasta  ÁlTares  Ortis;  que  loa  otroe  doa  hijoa»  del  matrimonio  Beaa 
AWarez  qne  hoy  viven,  nacldoa  el  D.  Juaneen  25  de  Enero  de  1879,7 
7  Dofia  María  de  la  Salud  en  2i>  de  Diciembre  de  1868,  son  menoreade 
edad,  y  por  ello  sé  demandaba  en  aa  repreaentaclón  á  Ja  Dofia  Jaeu  lee- 
pecio  á  las  fincas  ó  participaciones  de  ellae,  de  qne  loa  aladidoe  menores 
eetéo  en  posesión;  qne  Dofia  María  Manuela  Aranda  de  la  Gala  sobievi- 
Tió  á  sas  dos  hijos  D.  Manuel  7  Dofia  Joatiniana,  7  al  hijo  de  la  última 
Asunción  Práxedes  de  Beas,  quedándole,  pues,  sólo  cuando  falleció  na 
hijo  7  heredero,  que  lo  es  el  demandante  D.  José  Monttro  Aranda;  que 
las  fincas  cuya  resefia  queda  hecha  anteriormente,  pertenecían,  aegúnse 
ha  visto,  á  Dofia  María  Manuela  Aranda  en  esta  forma:  la  cerca  murada 
«1  sitio  de  la  calleja  de  Sevilleta,  7  el  pajar  situado  en  la  Solanilla  por 
compra  al  Presbítero  D.  Manuel  Montero;  la  casa  ineloída  ho7  en  la  otra 
casa,  calle  de  la  Plaea,  por  permuta  con  José  Rojaa  7  sn  mujer,  7  la 
tercera  parte  de  la  mitad^  ó  sea  una  9exta  parte  de  dicha  casa,  por 
haberla  heredado  de  su  hijo  Manuel,  quien  á  la  vei  la  heredó  del  Pres- 
bítero Montero,  perteneciendo  ho7  estas  fincas  al  demandante,  como 
único  encfsor  de  su  madre;  que  además  al  actor  corresponde  por  heren- 
cia del  mismo  aludido  Presbítero  una  tercera  parte  de  la  mitad,  ó  tea 
otra  sexta  parte  de  la  casa  calle  de  la  Plaza,  7  como  reúne  así  dos  ter- 
ceras partes  de  la  mitad  de  la  finca,  por  eso  reclamó  en  el  acto  concilia- 
torio una  tercera  parte  de  la  casa  que  fué  del  Presbítero  D.  Manuel  Mon- 
tero; que  en  la  descripción  de  bienes  por  muerte  de  Dofia  María  Manuela, 
que  como  su  único  heredero  otorgó  el  actor,  se  adjudicó  un  pajar  al  sitie 
de  la  Bolanilla,  que  es  la  mitad  del  comprado  por  aquélla;  qne  por  ello 
no  reclama  sino  la  .otra  mitad  que  parece  p08e7Ó  7  disfrutó  D.  luocendo 
de  B^^as,  7  tienen  ho7  su  viuda  é  hijos;  que  esta  mitad  de  inmueble, 
ODvertido  hü7  en  pajar  independiente,  linda  por  la  derecha  entrando 
^on  Manuel  Mateos  7  casa  de  José  Abril,  por  la  iaquierdacon  pajar  de 
^D.  José  Montero,  7  por  la  espalda  con  corral  de  José  Abril: 

Resultando  que  además  de  lo  antes  referido,  expuso  D.  José  Montar» 
en  los  hechos:  que  las  fincas  á  que  se  refiere  la  demanda  de  que  ee  trata 
las  viene  poseyendo  Dofia  Justa  Alvares  Ortis  por  sí  7  á  nombre  de  sai 
hijos  sin  razón  ni  derecho  alguno;  que  antes  de  morir  Dofia  María  Ma- 
nuela Aranda  en  28  de  Enero  de  1886  había  convenido  una  renta,  porto 
menos  respecto  á  las  pariici paciones  de  casa,  puea  el  actor  recuerda  que 
BU  madre  mandaba  recados  pora  cobrar  dichas  rentas;  que  ocurrida  aque- 
lla defunción,  al  revisar  el  demandante  los  dooumentoa  de  la  finada, 
había  visto  claro  sn  derecho  á  Ihs  fincas,  así  como  también  perteneesrls 
las  rentas  producidas  7  debidas  producir;  que  la  parte  demandada  no  pue- 
de tener  título  justo  de  esas  fincHS  porque  no  son  su7as;  que  si  al  morir 
D.  Asunción  Práxedes  de  Beas  Montero,  hijo  de  Dofia  Juatiniana,  ha- 
biera  estado  vigente  el  Código  civil  que  aotorisa  la  reserva  troncal,  al 
fallecer  después  D.  Inocencio  de  Beas,  todos  los  bienes  heredados  por 
éste  de  su  hijo  hubieran  ido  al  demandante,  ó  sea  á  la  línea  de  donde 
procedían;  qne  7a  que  esto  no  ha  sido  así  por  no  estar  entonces  «n  vigor 
aqnel  cuerpo  legal,  7  7a  que  la  demandada  7  sus*  hijos  disfrutan  naa 
fortuna,  que  dadas  las  le7es  actuales  ho7  sería  del  actor,  no  es  justo  po- 
sean bienes  que,  como  los  qne  se  reclsman,  no  pudieron  ser  nunca  de 
Dofia  Justiniana  Montero  Aranda;  qne  estos  bienes  loa  poseen  la  Doüa 
Jasta  7  Hus  hijos  sin  tener  justo  título  para  ello,  teniendo  qne  ser  caso 
de  poseer  alguno,  un  expediente  posesorio  sin  valor,  el  cual  pedía  se  de- 
clare nulo,  así  como  que  se  cancele  cualquier  inscripción  que  de  los  bie- 
nes de  referencia  exista  á  favor  de  loa  demandados;  que  al  devolver  és* 
tos  las  fincas  7  participaciones  en  ellas  que  se  reclaman,  como  no  han 
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podido  ser  poseedores  de  buena  le,  están  obligados  á  hacerlo  con  los  fru- 
tos producidos  y  debidos  producir  desde  que  indebidamente  las  retienen; 
y  por  último,  que  si  los  interpelados  no  se  allanaban  á  la  demanda» 
debía  eondenárseies  al  pago  de  costas  como  litigantes  temerarios;  ex- 
puesto todo  lo  cual,  asi  como  alegados  los  fundamentos  legales  conside- 
rados por  el  actor  como  aplicables  al  caso,  terminó  éste  su  escrito  de 
demanda,  á  lo  cuaL acompañó  varios  documentos,  á  saber:  primero,  par- 
tida de  defunción  de  D.  Pedro  Asunción  Montero;  segundo,  las  de  naci- 
miento y  defunción  de  D.  Manuel  Montero  Aranda;  tercero,  la  de  ma- 
trimonio de  Dofia  Justiniana  Montero  y  D.  Inocencio  de  Beas;  cuarto, 
partidas  de  sepelio  de  la  Dofia  Justiniana  y  su  hijo  D.  Asunción  Práxe- 
des de  Beas;  quinto,  certificados  de  las  incri pelones  de  nacimiento  de 
D.  Juan  Antonio  y  Dofia  María  de  la  Salud  Beas  Alvares;  sexto,  certifi- 
eaeión  de  la  inscripción  de  fallecimiento  de  Dofia  María  Manuela  Aran- 
da; séptimo,  hijuela  de  ésta  en  la  división  de  bienes  por  fallecimiento 
de  so  marido;  octavo,  escritura  de  compra  hecha  por  la  Dofia  María  Ma- 
nuela Aranda  al  Presbítero  D.  Manuel  Montero  en  19  de  Junio  de  1864; 
noveno,  documento  privado  de  permuta,  fecba  24  de  Septiembre  de  1961; 
décimo,  hijuelas  de  D.  José  y  D.  Manuel  Montero  Aranda  en  la  división 
de  bienes  del  Presbítero  D.  Manuel  Montero;  undécimo,  primera  copia 
del  testamento  ordenado  por  Dofia  María  Manuela  Aranda;  y  duodécimo, 
oertiflcación  del  acto  conciliatorio  celebrado  en  18  de  Septiembre  de  1898: 

Besuitando  que  comparecida  en  autos  Dofia  Justa  Alvares  Ortiz,  so- 
lieitó  en  escrito  de  14  de  Enero  de  1899  se  la  absolviera  por  sí,  y  como 
madre  y  legal  representante  de  sus  menores  hijos  D.  Juan  y  Dofia  María 
de  la  Salud  de  Beas  Alvares,  de  la  demanda,  á  que  contestaba  por  vía  de 
reconvención,  y  pidió  se  condenara  al  actor  D.  José  Montero  Aranda  á 
restituir  á  la  reconviniente  en  el  aludido  carácter  las  fincas  siguientes: 
primera,  la  mitad  de  una  suerte  de  tierra  de  cuatro  fanegas  al  sitio  del 
Bublal,  término  de  la  Granja  de  Torrehermosa;  segunda,  la  mitad  de 
otra  suerte  de  tierra  de  11  fanegas  en  el  mismo  término,  pago  de  los  To- 
bares ó  Hasa  del  Rayo;  tercera,  la  mitad  también  de  otra  tierra  de  siete 
fanegas  en  el  cortijo  del  Alamillo;  cuarta,  en  el  propio  término  y  sitio 
del  Alamillo  la  mitad  de  otra  tierra  de  cuatio  fanegas;  quinta,  la  mitad, 
ignalmente,  de  otra  tierra  de  10  fanegas  en  el  cortijo  del  Anzuelo,  del 
expresado  término;  sexta,  la  tercera  parte  de  la  casa  núm.  7,  sitoadaen 
la  calle  de  la  Plaza  de  dicha  villa  de  la  Granja;  séptima,  un  pajar  en  la 
misma  población,  calle  de  Maquilla,  núm.  8;  octava,  la  tercera  parte  del 
chaparral  y  cerca  del  Parralejo,  término  de  la  misma  villa  de  la  Granja 
de  cabida  de  86  fanegas;  novena,  la  tercera  parte  de  la  huerta  al  sitio 
del  Parralejo  ó  de  los  Barrancos,  en  el  mismo  término,  de  cabida  de  cinco 
fanegas;  décima,  un  chaparral  en  el  término  expresado,  sitio  del  Río,  de 
nna  fanega  de  cabida;  undécima,  en  el  expresado  término,  al  sitio  de  los 
Tovsres,  una  tierra  de  cabida  de  siete  fanegas;  y  duodécima,  en  igual 
término  que  todas  las  anteriores  un  chaparral  en  el  Alamillo,  de  tres  fa- 
negas de  cabida;  devolviendo,  si  hubiere  dispuesto  de  alguno  de  estos 
Inmuebles,  el  valor  del  ó  los  que  se  encuentren  en  este  caso,  con  todos 
los  frutos  y  rentas  que  haya  producido  ó  debido  producir  desde  que  em- 
pesó  á  detentarlos  hasta  que  se  verifique  la  entrega;  condenársele  igual- 
mente en  todas  las  costas  del  juicio: 

Besuitando  que  en  este  escrito  de  contestación  A  la  demanda  alegó 
la  demandante  Dofia  Justa  Alvares:  que  en  la  hijuela  formada  á  Dofia 
Justiniana  Montero  en  la  testamentaría  de  su  padre  D.  Pedro  Asunción 
Montero  se  le  adjudicaron  las  mitades  de  fincas  que  con  los  núms.  1 
ai  5  se  reclaman  por  reconvención,  la  tercera  parte  de  casa  y  el  pajar, 
TOMO  91  46 
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comprendidos  en  ésta  con  los  núme.  6  7  7,  7  además  nn  basa  al  sitio  dc^ 
la  Calera;  nn  corÜDal  llamado  de  la  Sevilleta,  de  dos  fanegas,  qne  son 
tres  para  verde  ó  forraje,  lindante  con  la  cerca  de  D.  Mannel  Montero  7 
el  egido  de  las  Pilas  ó  Patine ro,  7  nn  chaparral  en  los  Barrancos;  qne, 
como  se  ye,  entre  estos  inmuebles  se  halla  comprendida  la  oerca  murada 
de  la  calleja  de  la  Sevllleta,  ann  coando  dice  el  actor  qne  nó  paede  figu- 
rar en  aquel  documento  por  haberla  comprado  su  madre  ai  Presbítero 
D.  Mannel  Montero  con  posterioridad  á  la  muerte  de  D.  Pedro  Asunciós 
Montero;  que  Dofia  Justiniana  la  heredó  de  éste  7  la  inncribió  en  el  Be- 
gistro  en  1862,  mientras  la  escritura  acompafiada  á  la  demanda  no  se 
inscribió  hasta  el  afio  1866;  que  en  su  consecuencia,  niega  la  legitimi- 
dad de  la  escritura  de  19  de  Febrero  de  1864,  en  la  que  sólo  se  afirma 
haber  comparecido  el  Presbítero  D.  Manuel  fiAontero,  vendedor,  sin  re- 
sultar compareciera  la  compradora  Dofia  María  Manuela,  no  autorisán- 
dola  ninguno  de  ellos,  á  pesar  de  saber  firmar  ambos,  pues  de  haber 
suscrito  la  matriz  resultaría  en  la  copia;  qne  aunque  este  documente 
mereciera  crédito  á  Dofia  Justa  Alvares,  en  nada  amenicnaria  su  dere- 
cho sobre  las  fincas  reclamadas;  que  niega  también  que  Dofia  María  Ma- 
nuela Aranda  poseyera  en  24  de  Septiembre  de  1861  la  casa,  qne  per- 
mutó con  los  consortes  José  Rojas  7  Joaquina  Navas;  que  el  docomenfao 
privado  que  para  probar  esta  permuta  presentaba  el  actor  es  apócrifo, 
pues  el  texto  está  escrito  con  tinta  negra  7  buena  7  las  firmas  de  los 
testigos  aparecen  puestas  con  tinta  clara  7  mala,  justificándose  de  este 
modo  no  haber  tales  testigos  intervenido  en  el  contrato,  sino  haber  fir- 
mado después,  sin  enterarse  de  lo  que  suscribían;  que  aídemás,  el  docu- 
mento en  cuestión  no  estaba  tampoco  suscrito  por  los  contratantes, 
siendo  así  que  Dofia  María  Manuela  sabía  escribir  7  firmar  ma7  bien 
con  letra  redondilla  análoga  á  la  del  sistema  Itursaéta;  qne  negaba 
igualmente  la  afirmación  del  actor  de  qne  el  Presbítero  D.  Manuel  Mon- 
tero muriera  después  que  su  sobrino  D.  Pedro  Asunción  Montero»  7  qne 
dentro  de  la  casa  núm.  8  de  la  calle  de  la  Plaza  exista  la  otra  easa  que 
Dofia  María  Manuela  adquirió  por  permuta  con  José  Bojas  7  su  mnjer; 
que  se  conoce  que  la  casa  se  ha  formado  de  dos,  pero  ninguna  de  ellsf 
ha  pertenecido  á  la  madre  del  demandante  de  la  manera  asegurada  por 
el  mismo;  que  la  casualidad  ha  servido  en  este  caso  á  D.  José  Montero 
para  qne  encuentre  nn  documento  7  un  contrato  de  permuta;  qne  en  las 
hijuelas  formadas  á  D.  José  y  D.  Mannel  Montero  Aranda  en  la  divisióa 
de  bienes  del  Presbítero  D.  Manuel  Montero  se  dice  bien  claramente  ha- 
ber sido  heredero  universal  del  último  D.  Pedro  Asunción  Montero,  pa- 
dre de  aquellos  menores,  y  su  hermana  Dufia  Justiniana  7  sobrino  del 
aludido  Presbítero;  que  el  D.  Pedro  Asunción  falleció,  según  se  tía  vis- 
to, el  8  de  Octubre  de  1858,  por  lo  cual,  si  fué  heredero  del  Presbítero 
D.  Manuel,  tuvo  que  sobrevivirle,  7  habiendo  muerto  el  propio  D.  Ma- 
nuel antes  de  aquella  fecha,  no  pudo  otorgar  la  escritura  de  JSnero 
del  51,  por  la  que  se  supone  vendió  á  Dofia  María  Manuela  la  cerca  de 
la  Se  vi  lleta  7  el  pajar  de  la  Solanilla;  que  en  la  adjudicación  de  bienes 
hecha  á  Dofia  Justiniana  Montero  por  óbito  del  PresUtero  Montero  se 
oom prendieron  las  particiones  de  fincas  núms.  8  7  9  de  la  reconvención, 
los  inmuebles  que  con  los  núms.  10,  11  7  12  se  reclaman  por  el  miemo 
ooncepto  á  D.  José  Montero,  7  además  la  tercera  parte  de  la  mitad»  6  sea 
la  sexta  parte  de  la  casa  obituoria,  calle  de  la  Plaza,  lindante  con  la  es- 
quina de  la  calle  del  Arco  y  con  la  casa  de  Dionisio  Calero;  que  la  «sasa 
de  referencia  siempre  ha  tenido  el  núm.  8,  7  el  demandante  afirma  que 
el  inmueble  de  entonces,  con  los  linderos  sefialados,  es  el  que  hoy  existe 
en  idéntico  sitio,  lindante  por  la  derecha  entrando  con  casa  de  D.  José 
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Montero  y  la  calle  del  Arco,  hoy  Llana;  por  la  iaqnierda  con  la  de  los 
herederos  de  Oarmen  Oaiero,  ahora  de  D.  José  Borrego,  y  por  la  eepald* 
con  la  de  Etfanoel  Calero;  qae  aegúa  esto,  la  casa  se  adjudicó,  como 
resaa  las  hijuelas,  en  80  de  Diciembre  de  1866,  conteniendo  ya  dentro  la 
otra  casa  qoe  se  dice  adquirió  Dofia  María  Manuela  Aranda  por  permuta 
con  José  Koja4  y  Joaquina  Navas  en  24  de  Septiembre  de  1861,  ó  sean 
seis  afios  después,  lo  cual  resolta  absurdo  ó  imposible  y  demuestra  una 
Tes  más  la  ilegitimidad  del  documento  privado  de  la  fecha  últimamente 
citada;  que  dueña  Dofia  Justlniana  Montero  desde  1866,  en  que  se  le  ad- 
judicó, de  la  sexta  parte  de  la  casa  núm.  8  de  la  calle  de  la  Plasa,  en 
madre  y  tntora  legal  Dofia  María  Manuela  Aranda  realizó  algunas  per- 
matas  con  los  bienes  de  ios  hijos,  dando  esto  por  resultado  la  adquisi- 
ción para  la  primera  del  pajar  de  la  Solanilla  y  de  la  totalidad  de  la  casa 
de  qne  se  trata;  que  otras  dos  sextas  partes  de  ésta  correspondían  á  Don 
José  Montero  y  á  su  hermano  D.  Manuel,  ignorándose  quién  fuese  en 
aqoelia  época  duefio  de  las  otras  trf  s  partes  restantes,  pero  era  cierto 
haber  pasado  la  totalidad  de  la  finca  á  ser  propiedad  de  Dofia  Justlniana 
Montero,  poseyéndola  á  nombre  suyo  su  madre  Dofia  María  Manuela 
Aranda,  hasta  que  la  primera  la  llevó  al  consorcio  que  en  14  de  Septiem- 
bre de  186^  contrajo  con  D.  Inocencio  de  Beas,  de  suerte  que  la  posesión 
alcansa  unos  cuarenta  afios;  que  siendo  cierto  el  fallecimiento  de  Don 
Manuel  Montero,  era  conforme  á  la  ley  que  le  heredara  su  madre  Dofia 
María  Manuela,  y  que  si  á  la  muerte  de  ésta  sólo  quedaba  nn  hijo  fuera 
<é8te  el  instituido  heredero  y  quien  la  sucediera,  pero  que  no  por  ello 
pndo  heredar  tal  hijo  el  caudal  de  los  demandados;  que  en  oposición  á 
lo  establecido  por  el  actor,  afirmaba  la  contestante  que  las  fincas  recla- 
madas por  aquél  pertenecieron  á  Dofia  Justlniana,  adquiriéndolas  en 
esta  torma:  la  cerca  al  sitio  de  la  calleja  de  la  Sevilleta  por  herencia  de 
en  padre  D.  Pedro  Asunción  Montero,  ocurrida  el  afio  1868,  y  el  pajar  al 
eitio  de  la  Solanilla  y  las  cinco  sextas  partes  de  la  casa  núm.  8  de  la  calle 
de  la  Plazi^en  virtud  de  las  permutas  que  por  otros  bienes  de  la  intere- 
sada verificó  la  madre  viuda  Dofia  María  Manuela  siendo  tutora  de  loa 
menores;  que  era  lo  cierto  que  tales  inmuebles  los  poseyó  Dofia  Justlnia- 
na, y  en  nombre  suyo  su  madre  Dofia  María  Manuela  mientras  la  hija 
llegó  á  la  mayor  edad,  y  que  ésta  los  llevó  á  su  matrimonio  con  D.  Ino- 
cencio de  Beas,  entregándolos  la  misma  madre  al  marido  de  su  bija  el  14 
de  Septiembre  de  1868,  sin  que  durante  este  tiempo,  ni  basta  el  28  de 
Enero  de  1886  en  que  murió  Dofia  María  Manuela,  procurara  reivindicar^ 
los  ni  moles  lar  siquiera  á  sus  legítimos  poseedores;  qne  los  hei-hos  que 
«lenta  el  actor  respecto  al  pajar  en  el  sitio  de  la  Solanilla  son  un  logogrifo 
por  la  contradicción  que  envuelven,  pues  reclamando  en  uno  de  elloe 
todo  aquel  predio,  pide  en  otro  posterior  sólo  la  mitad  de  la  finca,  por 
tener  adjudicada  la  reatante  mitad  en  las  operaciones;  que  Dofia  Justa 
Alvares  Ortis  viene  poseyendo,  por  sí  y  á  nombre  de  sus  hijos,  con  per- 
fecto derecho,  las  fincas  objeto  de  este  litigio,  siendo  el  actor  qnfpn  obra 
de  mala  fe  al  reclamar  lo  qne  no  le  pertenece  y  sabe  perteneció  á  su  her- 
mana Dofia  Justlniana  Montero  Aranda,  pues  la  demandada  ostenta  tf- 
tnlos  inscritos  en  el  Registro  y  cuenta  con  una  posesión  justa  y  conti- 
nuada de  más  de  treinta  afios,  mientras  el  demandante,  además  de  no 
haber  poseído  jamás  los  inmuebles,  presenta  títulos  qne,  sobre  no  estar 
inscritos,  son  rí  ti  leu  los  y  absurdos;  que  en  la  división  de  bienes  por  fa- 
llecimiento de  D.  Pedro  Asunción  Montero  no  figura  adjudicada  á  la 
vinda  ninguna  de  las  fincas  redamadas  ahora  por  su  hijo,  luego  en 
aquella  época  ninguno  de  esos  inmuebles  eran  de  la  Dofia  María  Manue- 
la; qne  en  cambio  en  la  hijuela  formada  á  Dofia  Justlniana  con  el  miame 
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notivo  figura,  entre  otros  bienee,  la  cerca  de  la  calleja  de  la  SeTlllela,  7 
liabiéodola  adquirido  por  esta  razón  dicha  Dofia  Juatiniaca  en  1858,  no 
pndo  comprarla  la  madre  de  ésta  en  1864  al  Presbítero  D.  Manuel  Mon- 
tero; que  al  describir  D.  José  Montero  en  28  de  Enero  de  1886  los  bienes 
quedados  por  fallecimiento  de  su  madre  Dofia  María  Manuela  Aranda» 
no  comprendió  en  el  inventario  la  cerca  en  la  calleja  de  la  8e  vi  lleta,  por 
saber  aquél  estaba  inscrita  la  aludida  á  nombre  de  Don  Inocencio  da 
Btas;  que  sin  embargo,  biso  figurar  en  aquel  documento  una  casa  en  la 
oalle  Llana,  núm.  1,  un  pajar  al  sitio  de  la  Plaza,  sin  número,  7  el  otro 
pajar  en  la  calle  de  la  Solanilla,  O  se|i  el  de  que  se  trata;  pero  al  llevar 
al  Regiatro  dicha  escritura  de  descripción  de  bienes,  estampó  el  Regis- 
trador la  nota  de  que  no  admitia  la  inscripción  de  loe  pajares  y  casa 
mencionada /x>r  no  resaltar  inscrito  ájajoor  de  la  testadora;  que  no 
•ra,  pues,  duefia  de  las  ñacas  reclamadas  Dofia  María  Manuela  Áranda, 
7  no  ha  podido  heredarlas  de  ella  su  hijo  el  actor  D.  José  Montero,  quien 
earece  de  toda  clase  de  títulos;  que  de  una  certificación  del  amillara- 
mieoto  que  acompafiaba  la  contestante  resultaba  que  desde  el  alio  186a 
al  70  figuraba  amillarada  á  nombre  de  D.  Inocencio  de  Beas,  marido  que 
fué  de  la  Dofia  Justiniana,  los  inmuebles  de  que  se  trata,  pagando  por 
ellos  la  contribución,  lo  cual  prueba  que  la  casa  núm.  S  de  la  calle  de  la 
Piasa  toda  entera,  el  pajar  de  la  Solanilla  7  la  cerca  de  ia  Sevilleta  fue- 
roa  propiedad  de  Dofia  Justiniana  desde  que  era  nifia,  7  de  este  modo, 
ouando  llegó  á  ser  mujer  y  salió  de  la  tutela  de  su  madre,  pudo  llevarlas 
al  matrimonio  que  contrajo  en  14  de  Septiembre  de  1868  con  D.  Inocen- 
cio de  Beas,  quien  siguió  administrando,  disfrutando  7  po6e7endo  las 
fincas,  primero  en  representación  de  su  esposa  7  más  tarde  romo  doefio; 
que  como  consecuencia  de  las  sucesivas  defunciones  de  Dofia  Justiniana 
Montero  7  de  su  hijo  D.  Asunción  Práxedes  de  B«>as,  ocurridas,  respec- 
tivamente, en  22  de  Octubre  de  1869  y  8  de  Enero  de  1870,  pasaron  loa 
bienes  que  fueron  de  la  primera  á  su  viudo  D.  Inocencio  de  Beas,  padre 
del  pegundo,  de  quien  fué  declarado  heredero  por  auto  de  8  de  Noviem- 
bre del  mismo  afio  70,  procediendo  en  su  virtud  el  propio  D.  loocencie 
á  hacer  en  16  de  Febrero  de  1871— así  dice,— por  eacrltura  antee!  Nota^ 
rip  D.  Simeón  Bravo  7  Montalvo,  la  descripción  de  los  bienes  relictos, 
en  la  cual  se  hallan  comprendidos  todos  los  inmuebles  objeto  ho7  de  re- 
convención por  paite  de  la  demandada,  obrantes  todos  en  poder  de  Don 
José  Montero,  habiendo  quizá  enajenado  algunos;  que  en  dicha  descrip- 
ción de  bienes  hecha  por  el  D.  Inocencio  fif^ura  también  ia  cerca  al  sitio 
de  la  Sevilleta  7  sexta  parte  de  la  casa  núm.  8  de  la  calle  de  la  Plaza; 
que  las  otras  cinco  sextas  partes  de  esta  finca  7  el  pajar  al  sitio  de  ia 
fiolaniUa  no  se  comprendieron  en  aquella  operación,  pero  debe  tenerse 
en  cuenta  que  al  inscribirse  las  operaciones  testamentarías  de  Dofia 
María  Manuela  Aranda  se  denegó,  por  no  resultar  inscrita  á  favor  de  la 
testadora,  la  inscripción  de  los  aludidos  inmuebles,  los  cuales,  por  otra 
parte,  se  hallan  7a  hoy  inscritos  á  favor  del  D.  Inooeneio  7  de  sus  cau- 
aahabientes;  que  casado  otra  vez  D.  Inocencio  de  Beas  Oaetillo,  murió  el 
6  de  Bnero  de  1887  sin  hal>er  otorgado  disposición  testamentaria,  por  lo 
que  se  procedió  á  la  declaración  de  herederos  abintestato,  7  su  viuda 
Doña  Justa  Alvares,  en  unión  de  aus  menores  hijos  D.  Inocencio  Valen- 
tín, D.  Ramón,  D.  Juan  Antonio  7  Dofia  María  Salud  de  Beas  Alvares, 
practicaron  el  inventario,  avalúo,  liquidación,  partición  7  adjadicaclún 
de  los  bienes  relictos,  cuyas  operaciones,  judicialmente  aprobadas,  pa- 
saron al  protocolo  del  Notario  de  Azuaga  D.  Ángel  Sutil  Gaona;  que  en 
eata  división  se  adjudicó  al  menor  D.  Ramón  de  Beas  Alvarea  el  pajar 
-de  ia  calle  de  la  Solanilla;  á  la  viuda  Dofia  Justa  Alvares,  en  parte  de 
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pago  de  su  haber,  la  eerca  de  la  Seyllleta  y  la  mitad  de  la  oaaa  núiii.  8 
de  la  calle  de  la  Plaza,  7  la  otra  mitad  de  eete  inmueble  al  otro  menor 
D.  Jaaa  Antonio  Baas  Alvares;  que  con  lo  expneato  quedaba  demostrada 
la  temeridad  del  demandante,  que  viene  á  reclamar  unas  fincas  y  parte 
de  otra  que  no  le  corresponden,  pues  no  las  han  poseído  jamás  él  ni  sa 
madre,  de  quien  dice  las  heredó,  pues  él  mismo  sabe  que  pertenecieron 
á  aa  hermana  Doda  Justiniana  desde  mucho  antes  de  casarse;  qne  Dolía 
Jneta  Alvares  Ortiz  y  sus  hijos  son  actualmente  dnefios  de  los  anteeita« 
doe  inmuebles,  como  cansahablentes  de  D.  Inocencio  de  Beas  y  Oaetillo» 
qne  loe  inscribió  á  su  nombre  por  justos  y  legítimos  títulos  el  8  de  Mayo 
de  1870;  y  finalmente,  que  por  todo  ello  intentó  el  actor  la  conciliación 
el  día  13  de  Septiembre  de  1898,  es  decir,  un  día  antes  de  que  expiraran 
loa  treinta  afios  de  la  prescripción  y  de  la  fecha  del  matrimonio  de  Dofia 
Justiniana  Montero  con  D.  Inocencio  de  Beas,  que  se  celebró  el  14  de 
Septiembre  de  1868: 

Reaultando  qne  en  cnanto  á  la  reconvención,  la  Dofia  Justa  Alvares 
dió  por  reproducidos  para  fundarla  la  mayor  parte  de  los  hechos  ezpaes- 
toe  como  contestación  á  la  demanda,  acabada  de  relacionar,  y  ademáa 
alegó:  que  las  fincas  reconvenidas,  según  la  descripción  antecitada,  ee- 
tan  detentadas  por  D.  José  Montero  si  no  ha  dispuesto  de  algunas;  qne 
tales  inmuebles  proceden  de  Dofia  Justiniana  Montero,  á  quien  heredó 
an  hijo  D.  Asunción  Práxedes,  y  á  éste  su  padre  D.  Inocencio  de  Beaa, 
eonforme  los  referidos  documentos  públicos  inscritos  en  el  Registro  de 
la  propiedad  del  partido  de  Llerena;  y  por  último,  que  muerto  el  D.  loo- 
eencio  en  6  de  Enero  de  1887  y  declarados  herederos  suyos  abintestato 
loe  hijos  que  tuvo  de  su  segundo  matrimonio  con  Dofia  Justa  Alvares» 
es  claro  qne  hoy  pertenecen  á  los  demandados  las  fincas  que  fueron  del 
propio  D.  Inocencio  de  Beas;  é  invocando  Dofia  Justa  Alvares  en  apoyo 
de  las  solicitudes  por  ella  deducidas  los  fundamentos  legales  que  creyó 
atinentes,  presentó  con  su  escrito  los  documentos  que  signen:  primero, 
testimonio  referente  á  la  adjudicación  de  bienes  hecha  á  Dofia  Justinia- 
na Montero  en  la  testamentaría  del  Presbítero  D.  Manuel  Montero;  7 
segundo,  un  certificado  expedido  en  7  de  Diciembre  de  1808  por  el  Secre- 
tario del  Ayuntamiento  de  la  Granja  de  Torrehermosa,  con  referencia  al 
amillaramiento  de  la  riqueza  pública  de  dicha  villa,  de  la  que  resulta 
que  á  D.  Inocencio  de  Beas  y  Castillo  le  figuraban  amillaradas,  entre 
otras  fincas,  una  casa  de  primera  clase  en  la  Plaza,  otra  de  décima,  pa- 
jar, en  Solanilla,  y  dos  fanegas  de  tierra  de  primera  en  Sevilleta  desde 
•1  afio  de  1869  al  70  hasta  aquella  fecha,  por  la  que  venia  pagando  la 
oontribución  correspondiente  á  las  mismas  desde  las  fechas  expresadas: 

Resultando  qne  llevada  á  efecto  la  acumulación  de  los  pleitos  de  me- 
nor y  mayor  cuantía  que  quedan  mencionados,  se  confirió  traslado  para 
téplica  ai  actor  D.  José  Montero,  quien  al  evacuarlo  reprodujo  los  be- 
elios  y  fundamentos  de  derecho  de  su  demanda,  adicionando  aquél  loa 
en  esta  forma:  que  las  fincas  y  participaciones  de  otras  que  reclama  laa 
Tiene  poseyendo  Dofia  Justa  Alvares,  unas  por  sí  y  otras  á  nombre  de 
•ue  hijos,  sin  que  tuvieran  título  inscrito  de  clase  alguna  el  14  de  Junio 
de  1888,  fecha  en  que  se  autorizaron  las  particiones  de  bienes  por  defun- 
ción de  D.  Inocencio  de  Beas,  protocoladas  en  28  de  Enero  de  1894  por 
el  Notario  de  Azuaga,  D.  Ángel  Sutil  Oaona,  y  que  si  tales  fincas  fueron 
Inscritas  en  31  de  Julio  del  mismo  afio  94,  dichas  Inscripciones  se  debían 
4  un  expediente  ilegal  instruido  después  de  1888;  contestando  el  mismo 
D.  José  Montero  á  la  reconvención  formulada  de  contrario,  alegó  sna- 
tancialmente:  que  al  establecer  Dofia  Justa  Alvares  sn  demanda  recon- 
^enoional  y  re^ttodocir  á  este  efecto  los  hechos  fandamentalea  consig- 
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n&ioe  en  bd  contestación,  ee  refiere  á  Ue  hijnehts  de  28  y  26  de  Agoeto 
de  1862,  formadas  á  Dofia  Jastiniana  Montero  en  las  divisiones  de  bie- 
nes de  SQ  padre  D.  Pedro  Asanción  Montero  y  del  Presbítero  D.  Manuel 
Montero,  en  la  primera  de  las  cuales  se  incluyen  las  siete  primeras  fin- 
cas que  reclama,  figurando  en  la  segunda  las  restantes  hasta  el  número 
12,  toifas  ellas  detentadas,  según  dice  la  reconveniente,  por  el  actor,  á 
no  ser  que  haya  vendido  algunas;  que  también  funda  su  derecho  1% 
Dofia  Ju-*ta  en  la  escritura  de  descripción  de  bienes  otorgada  en  16  á» 
Febrero  de  1879  ante  el  Notarlo  D.  Simeón  Bravo,  en  que  aparece  Don 
Inocencio  de  Beas  Castillo  como  heredero  de  su  hijo  D.  Asunción  Práxe- 
des de  Beas  Montero,  el  cual,  fallecido  en  8  de  Enero  de  1870,  habla  he- 
redado antes  á  su  madre  Dofia  Justiniana,  que  murió  el  22  de  Octubre 
de  1869,  sirviendo  el  testimonio  de  aquella  escritura  al  D.  Inocencio  da 
Beas  para  que  se  inscribieran  en  el  Registro  de  la  propiedad  con  íecba  S 
de  Mnyo  de  dicho  afio  79  las  participaciones  de  fincas  objeto  de  la  ro- 
eonvención;  que  como  se  ve,  ésta  tiene  por  objeto  reclamar  varias  parti- 
cipaciones de  inmueble  que  tenia  en  sus  hijuelas  Dofia  Justiniana  Mon- 
tero, sleKándose  de  contrario  para  ello:  que  D.  José  Montero  está  deten- 
tando dichas  fincas,  sí  no  ha  vendido  algunas;  que  esto  no  es  exacto, 
excepto  en  lo  que  se  refiere  á  la  finca  sext%  consistente  en  la  tercera 
parte  de  la  casa  sita  en  la  Plasa,  pues  con  respecto  á  los  demás  predioc, 
2ki  el  reconvenido  Montero  los  tiene  ni  ha  estado  nunca  en  posesión,  no 
habiendo  vendido  tampoco  ninguno;  que  en  el  documento  público  de  16 
de  Febrero  de  1879  manifestó  solemnemente  el  D.  Inocencio  de  Beas 
que  las  12  fincas  que  hoy  se  reclaman  y  las  participaciones  que  en  ellas 
tenia  Dufia  Justiniana  Montero,  lo  mismo  que  las  demás  fincas  de  las 
hijuelas,  «««on  los  bienes  procedentes  de  la  testamentaría  de  aquélla, 
qne  pasaron  á  su  hijo  D.  Asunción  Práxedes,  y  por  muerte  de  éste  á 
dicho  D.  Inocencio >;  que  éste  declaró  en  la  escritura  de  referencia  tener 
en  su  poder  los  títulos  de  las  fincas,  aceptó  la  herencia,  se  dio  por  entre- 
ycado  de  ella  y  aprobó  el  documento  en  todas  sus  partes  y  con  todos  sos 
efectos;  que  después  de  darse  por  entregado  D.  Inocencio  de  la  hijuela 
de  Dofia  Justiniana  Alvares  al  contraer  matrimonio  con  ella  en  14  de 
Septiembre  de  1868,  después  de  haber  amillarado  las  fincas  á  su  nombre 
7  después  de  adquirir  los  bienes  como  heredero  de  su  hijo  D«  Asundón 
Práxedes,  es  una  locura  que  los  herederos  del  Beas  Castillo  recl^moA 
hoy  tales  bienes  de  quien  no  los  ha  poseído  ni  enajenado;  que  DoIIa 
Justa  Alvares  formula  la  reconvención  por  haber  sido  sus  hijos  deciarm- 
dos  berederos  abintestato  del  D.  Inocencio,  que  aunque,  con  efecto,  lo» 
hijos  de  éste  fueron  declarados  berederos  de  su  padre  para  confirmar 
más  lo  descabellado  de  la  reconvención,  basta  examinar  el  testimonio 
de  la  partición  por  óbito  del  causante  de  los  reconvenientes,  fechado  en 
AsUHga  el  81  de  Enero  de  1894;  qne  en  él  se  observa  que  al  morir  dicho 
causante  no  existían  en  su  poder  ninguna  de  las  fincas  por  las  cuales  ae 
feoonviene  á  D.  José  Montero,  se^ún  podía  verse  examinando  el  Inven- 
tario y  las  adjudicaciones;  que  esto  viene  á  dar  un  valor  inmenso  á  uns 
palabra  que  aparece  inscrita  al  pie  de  las  inscripciones  de  las  fincas  que 
ee  reclamaban  en  la  escritura  de  descripción  de  los  bienes  que  bere^ 
Beas  Osstiilo  de  su  hijo  Beas  Montero  y  éste  de  Dofia  Justiniana,  íeehs 
16  de  Febrero  de  1879;  que  dicha  palabra  escrita  al  pie  de  las  fincas  es^ 
la  de  permutada,  lo  cual  indica  que  D.  Inocencio  de  Beas  y  deepnés  eua 
herederos  sabían  que  esas  fincas  no  les  pertenecían  ya,  por  cuya  raaÓD» 
al  morir  aquél,  no  se  incluyeron  en  los  inventarios  como  bienes  perto- 
neolentes  al  finado;  que  la  temeridad  y  la  mala  fe  está  en  la  parte  re- 
eonTCttiente»  qne  afirma  que  el  reconvenido  posee  unas  y  ha  rendid» 
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otras  de  las  fincas  reclamadas  no  siendo  verdad;  que  las  fincas  qne  se 
reclaman  no  se  hallan  en  poder  de  D.  José  Montero  ni  han  sido  vendidas 
por  él,  paes  segán  el  dicho  de  algunas  personas,  las  poseen:  la  primera, 
D.  Pedro  Gallardo  Calsadilla;  la  segunda,  décima  y  duodécima,  D.  Ger- 
mán Llera;  las  tercera  y  cuarta,  D.  Anselmo  Pita;  la  quinta,  D.  Francis- 
co Qómes  Montero;  la  séptima,  Dofia  Concha  Núfiez;  las  octava  y  novena, 
D.  Pedro  Delgado,  y  la  undécima,  D.  Francisco  Cornelio,  á  quten  se  eahe 
poeltivamente  que  se  la  vendió  el  mismo  D.  Inocencio;  que  sólo  la  ter- 
cera parte  de  la  casa  núm.  7  de  la  calle  de  la  Plaza*  en  que  murió  Don 
Pedro  Asunción  Montero,  está  en  poder  de  f^u  hijo  D.  José,  que  se  laad- 
jndicó  toda  entera  por  muerte  de  su  madre  Dofia  María  Manuela  Aranda; 
qae  ésta  vino  siempre  en  posesión  de  aquel  inmneble,  lo  mismo  antes 
de  entregar  á  su  hija  Dofia  Jui»tiniana  la  hijuela  que  le  pertenecía,  como 
después  que  le  hiso  entrega  de  aquellos  bieuf  s,  cuando  en  H  de  Sep- 
tiembre de  1868  contrajo  la  última  matrimonio  con  D.  Inocencio  de  Beas; 
que  éste  no  biso  entonces  reclamación  alguna,  y  confeeó  después  en  1879 
estar  reintegrado  de  la  hijuela  de  su  finada  espora  la  Dofia  Justiniana; 
qne  dpsde  que  se  hizo  entrega  á  éeta  de  su  hijuela,  hasta  el  14  de  Enero 
de  1899  en  que  se  ha  formulado  le  reconvención,  han  transcurrido  treinta 
afios  y  cnatro  meses  sin  deéncirse  reclamación  alguna,  siendo  comple- 
taníente  ilegal  cualquiera  que  hoy  se  haga,  dado  el  lapso  de  tiempo  pa- 
sado; qne  respecto  á  la  casa  núm.  8  de  la  misma  calle  de  la  Placa,  en  la 
qae  no  tienen  los  demandados  nada  más  que  una  sexta  parte,  sólo  re- 
clama el  dicente  dos  sextas  partes,  puesto  que  la  otra  mitad,  que  fué  de 
BU  madre  Dofia  María  Manuela  Aranda,  pudo  ser  la  que  ésta  diera  á  los 
demandados  en  compensación  de  la  tercera  parte  de  la  otra  casa  nú- 
mero 7  qne  éstos  reclaman  por  reconvención;  que  teniendo  esto  en 
caenta  D.  José  Montero,  no  reclama  más  que  dos  sextas  partes  de  la 
casa  núm.  8,  en  lugar  de  las  cinco  sextas  partes  de  ella  que  pudo  pe- 
dir; qne  en  la  división  de  bienes  por  muerte  de  D.  Pedro  Asunción 
Montero  se  adjudicó  á  sus  hijos  D.  José  y  Dofia  Justiniana,  de  por 
mitad  y^  protndiviso,  las  cinco  primeras  fincas  objeto  de  la  reconven- 
ción, y  á  pesar  de  no  haber  ido  jamás  tales  inmuebles  á  manos  de  Don 
José,  éste  no  los  reclama  de  los  demandados;  que  tampoco  han  ve- 
nido á  manos  de  D.  José  Montero  las  fincas  más  principales  de  la  hijuela 
formada  á  su  madre  Dofia  María  Manuela  en  la  testamentaría  del  es- 
poso de  ésta  y  padre  de  aquél,  D.  Pedro  Asunción  Montero;  qne  en  las 
fincas  8,  9, 10  y  11  de  la  reconvención,  procedentes  de  la  herencia  del 
Presbítero  D.  Manuel  Montero,  corresponde  al  reconvenido  dos  terceras 
partes,  ó  sea  una  por  su  propio  dereóho  y  otra  como  causahabiente  de  su 
hermano  D.  Manuel  Montero  Aranda,  sin  embargo  de  lo  cual  no  han 
llegado  tales  predios  á  poder  del  D.  José  Montero;  que  la  parte  de  Dofia 
Jnsta  Alvares  é  hijos  debía  saber  que  muerto  el  Presbítero  D.  Manuel 
Montero  el  16  de  Jallo  de  1864,  y  sin  embargo  de  las  adjudicaciones  á  que 
se  refieren  las  hijuelas  de  26  de  Agosto  de  1862,  se  siguió  á  Dofia  María 
Manuela  Aranda,  como  tutora  de  sus  hijos,  por  D.  Antonio  Spínola  un 
pleito  en  que  la  defendió  el  Abogado  D.  Inocencio  de  Beas;  que  por  con- 
secneticia  de  este  litigio  tuvieron  los  menores  que  entregar  la  mitad  de 
la  herencia  del  Presbítero  Montero,  sin  que  el  contestante,  muy^  pe- 
quefio  entonces,  pueda  dar  acerca  del  asunto  otros  antecedentes  que 
éstos  que  eran  vos  pública  en  la  Granja;  qne  D.  Inocencio  de  Beas  he- 
redó de  su  hijo  D.  Asunción  Práxedes,  y  é-ite  á  su  vez  de  Dofia  Justi- 
niana Montero,  66  fanegas  de  tierra,  divididas  en  varias  porciones  ó 
fincas  en  el  cortijo  de  Hitos,  término  de  Azusga,  y  esas  66  fanegas,  que 
por  ra  calidad  valen  una  fortuna,  figuran  sin  título  de  dominio,  como 
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del  primero,  en  U  divielóa  de  bieoee  qoe  por  sa  óbito  hicieron  ras  he- 
rederos; que  dichas  fiacM  pertenecían  al  D.  Inooencio  por  saoeBión  de 
sn  hijo,  quien  á  sa  ves  las  había  heredado  de  sa  madre  EÍofia  JastiniABAy 
7  como  ésta  no  pudo  tener  más  capital  qae  el  habido  de  so  pndre  D.  Pe- 
dro Asunción  y  del  Presbítero  Montero,  fuera  de  la  disminncción  qiie  éL 
caudal  de  éste  sofrió  á  consecnencia  del  pleito,  resulta  la  reoonvendón, 
no  sólo  ilegal  por  el  tiempo  transcurrido,  sino  qoe  también  contraria  á 
la  moral;  que  también  Beas  OastiUo  heredó  de  sn  hijo  Beas  Montero  na 
número  importante  de  fanegas  de  tierra  en  el  sitio  de  Oeborranchal  6 
Carpintero,  y  de  ellas  sólo  aparecen  adjudicadas  i  Dofia  María  8alnd 
Beas  Alvares  é  inscritas  á  so  nombre  cinco  fanegas,  sin  qne  se  sepa  qné 
ha  sido  de  las  otraa;  qne  el  propio  D.  Inocencio  de  Beas  vendió  flncae  de 
las  heredadas  por  so  hijo,  como  lo  fué  la  undécima  de  la  reconvendóii, 
y  permutó  otras,  como  lo  hiio  por  escritura  de  80  de  Enero  de  1885  ante 
el  Notario  D.  Ángel  Sutil  Qaona;  que  es  verdaderamente  absnrda  la  re- 
convención hoy  entablada,  pues  fallecida  Dofia  Justlniana  Montero  ea 
22  de  Octubre  de  1869,  y  sn  hijo  D.  Asunción  Práxedes  en  8  de  Enero 
de  1870,  D.  Inocencio  de  Beas,  en  los  dies  y  siete  afios  traneenrridoe 
hasta  qne  falleció  el «  de  Enero  de  1887,  ha  estado  en  posesión  y  eide 
doefio  absoluto  de  los  bienes  heredados  de  U  primera,  y  ha  podido  dia- 
poner y  ha  dispuesto  en  la  forma  que  ha  qnerldo  de  ese  capital,  permu- 
tando ó  vendiendo  las  fincas  del  mismo;  qoe  es  un  hecho  cierto  que  las 
tierras  del  cortijo  de  Hitos  á  que  antes  se  ha  aludido  y  qoe  hoy  perte- 
necen á  los  reconvenientes,  fueron  adquiridas  en  gran  parte  por  Dofia 
María  Manuela  Aranda  en  los  afios  1864  en  adelante,  ó  sea  hallándose 
ya  viuda,  teniendo  lugar  algunas  de  tales  adquisiciones  por  eecritora  pó- 
blica  ante  el  Notario  D.  Francisco  Aurellano  Martines;  qoe  eetae  eacri- 
toras  no  las  conoce  el  contestante  ni  las  fechas  precisas  de  ellae,  por  lo 
cual  no  podía  suministrar  más  datos;  qoe  ignoraba  si  podría  en  sn  día 
traer  al  pleito  los  comprobantes,  pues  siendo  entonces  de  moy  corta 
edad  D.  José  Montero,  los  docomentos  todos  de  la  casa  fueron  á  parar 
á  D.  Inocencio  de  Beas,  diciendo  por  ello  los  causahabientes  de  éste  ser 
debido  á  una  casualidad  que  el  dicente  haya  encontrado  docnmentoe 
antigoos;  y  por  último,  qoe  los  hechos  expuestos  demuestran  que  jamás 
pleito  alguno  se  ha  entablado  con  tanta  temeridad  y  mala  fe  como  la 
reconvención  de  qne  se  trata;  después  de  lo  cual,  y  de  exponer  varios 
rasonamientos  legales,  terminó  el  D.  José  Montero  Aranda  su  eseritOy 
con  la  súplica  de  que  se  fallase  el  pleito  en  definitiva  según  tenía  eoü- 
citado  en  la  demanda,  y  se  le  absolviese  libremente  de  la  reconvención 
propuesta  por  los  demandados,  á  los  que  se  impondría  perpetuo  silencie 
y  las  costas;  y  acompafiando  á  dicho  escrito  el  Montero  Aranda  testi- 
monio expedido  en  28  de  Agosto  de  1862  por  el  Escribano  D.  Francisco 
Aoreliano  Martines  de  la  hijnela  formada  al  mi^mo  en  la  división  de 
bienes  de  D.  Pedro  Asonción  Montero  y  la  partida  de  defunción  del 
Presbítero  D.  Manuel  Montero,  ocurrida  en  16  de  Jolio  de  1864; 

Resoltando  qoe  al  evacoar  Dofia  Justa  Alvares  el  traslado  qne  le 
fué  conferido  para  duplica,  sostuvo  los  hechos  de  so  contestación  y  re- 
convención, ampliando  onos  y  agregando  otros,  en  esta  forma:  qoe  in- 
sistía en  negar  qoe  Dofia  María  Manoela  Aranda  comprara  al  Presbítero 
D.  Manoel  Montero  en  19  de  Jonio  de  1864  la  cerca  al  sitio  de  la  Calleja 
de  8e  vi  lleta  y  el  pajar  al  sitio  de  la  Solanilla,  redarguyendo  de  falsa 
civilmente  la  escritura  de  aquella  fecha  en  qoe  se  biso  constar  el  ante- 
citado contrato,  por  no  firmarla  los  sopoestos  contratantes  ni  los  testi- 
gos instrumentales,  resultando  al  final  on  solo  otorgante,  que  no  es 
ninguna  de  aquellas  partes  interesadas;  que  la  cerca  de  la  SeviUeta  la 
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tenift  inaerita  Dofia  Jottliiiana  Montero  Aranda  daade  el  afio  1862,  an- 
tea, por  taato,  de  la  inecripoión  de  aquel  documento;  que  la  certificacidn 
de  delnnción  del  Presbítero  D.  Manuel  Montero,  preeentada  por  el  actor 
eon  BU  escrito  de  réplica,  debía  haberla  presentado  necesariamente  con 
la  demanda  como  documento  en  que  la  parte  interesada  fundaba  su  de- 
recho, ya  que  no  se  alegaba  ni  justificaba  ninguno  de  los  caeos  de  ex- 
eepclón  establecidos  por  la  ley  para  no  hacerlo  entonces;  que  importa 
poco  que  ei  aludido  Presbítero  muriese  antes  ó  después  que  D.  Pedro  de 
la  Asunción  Montero,  porque  la  escritura  de  1864  es  falsa  de  toda  false- 
dad, y  aunque  fuera  legítima  no  perjudicaría  á  los  demandados;  que  en 
las  hijuelas  formadas  al  demandante  y  á  su  hermano  D.  Manuel  Mon- 
tero en  la  división  de  bienes  del  propio  Presbítero,  se  expresa  de  un 
modo  claro  que  D.  Pedro  de  la  Asunción  Montero  fué  su  heredero  uni- 
versal, y  siendo  así  tuvo  que  sobrevivirle,  porque  los  muertos  no  son 
herederos  de  los  vivos;  que  en  las  mismas  hijuelas  se  estampó  de  una 
manera  precii<a  que  aquellas  operaciones  se  practicaron  en  80  de  Di- 
ciembre de  1866,  esto  es,  seis  afiós  antes  de  la  fecha  que  lleva  el  docu- 
mento privado  de  1861;  que  Dolía  Jostiniana  Montero  fué  propietaria  de 
la  casa  núm.  8  de  la  calle  de  la  Plaia  desde  mucho  antes  de  su  casa- 
miento con  D.  Inocencio  de  Beas,  teniendo  por  eso  los  demandados  una 
posesión  no  interrumpida  de  más  de  cuarenta  sfios,  lo  cual  consta  á  Don 
José  Montero;  que  en  la  escritura  de  descripción  de  bienes  por  muerte 
del  D.  Inocencio  se  consignó  que  de  las  cinco  sextas  partes  de  la  casa 
no  se  había  encontrado  título  de  dominio  inscrito;  pero  llevando  los  in- 
teresados poseyéndola  medio  bíkIo,  la  inscribieron  en  el  Registro  por 
-virtud  de  su  propio  derecho;  que  las  dos  sextas  partes  de  la  misma  finca 
á  que  alude  Montero  Aranda  pasaron,  de  igual  manera  que  las  otras,  á 
•er  propiedad  de  Doña  Justiniana  por  consecuencia  de  las  permutas  que 
alendo  nifia  reaüsó  su  madre;  que  esto  lo  ha  reconocido  el  demandante 
al  manifestar  que  las  otras  tres  sextas  partes  acaso  hayan  sido  objeto 
da  las  permutas  que  biso  la  Dofla  María  Manuela;  que  ésta  pudo  heredar 
de  su  hijo  D.  Manuel  los  bienes  que  le  pertenecieran,  pero  no  los  pro> 
pios  de  otras  personas,  negando  que  las  fincas  que  reclama  D.  José  Mon- 
tero hubieran  sido  nunca  de  su  madre  la  dicba  Dofia  María  Manuela 
Aranda;  que  es  falso  que  ésta  adquiriera  en  ningún  estado  la  cerca  al  si- 
tio de  la  Calleja  de  la  Sevilleta;  que  se  ha  demostrado  ser  también  falsa 
la  escritura  de  en  supuesta  adquisición  por  aquélla;  que  aun  siendo  le- 
gítima mucho  antes  de  inscribirse,  tenía  inscrito  el  predio  Dofia  Jueti* 
niana  Montero  como  heredera  de  su  padre.D.  Pedro  de  la  Asunción  Mon- 
tero, fallecido  en  1858;  que  también  D.  Inocencio  de  Beas  inscribió  á  su 
nombre  el  inmueble,  viéndose  el  actor  obligado  á  confesar  que  la  cerca 
á  que  él  se  refiere,  situada  en  dicha  Calleja,  no  es  la  misma  que  hoy 
poseen  los  demandados;  que  no  obstante  haberse  manifestado  en  las 
operaciones  testamentarias  por  óbito  de  D.  loocencio  de  Beas  no  haber 
parecido  títulos  inscritos  de  la  cerca  de  referencia,  los  había  indubita- 
dos de  dominio  inscritos  en  el  Registro  de  la  propiedad  á  favor  de  Dofia 
Jnstiniana  Montera  en  14  de  Noviembre  de  1862  y  del  D.  Inocencio  con 
fecha  8  de  Mayo  de  1879;  que  si  dichos  títulos  no  se  tuvieron  en  cuenta 
entonces  y  se  instruyó  el  expediente  posesorio,  aquellos  títulos  persis- 
ten en  todo  su  valor  legal;  que  por  lo  que  afecta  al  pajar  en  la  Solani- 
11a  y  á  las  cinco  sextas  partes  de  la  casa  núm.  8  de  la  calle  de  la  Plasa, 
no  pueden  concretar  hoy  los  duplicantes  al  cabo  de  tanto  tiempo  los  ble- 
xiea  por  que  fueron  permutados,  bastándoles  con  probar  el  hecho  de  la 
permuta  y  la  posesión  no  interrumpida  de  más  de  cuarenta  afios;  que 
loa  inmuebles  leclamadoa  en  este  pleito,  como  el  chaparral  al  sitio  da 
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]o8  Barrancos,  objeto  del  de  menor  enantía,  fueron  entregados  á  Dofia 
Jastiniana  Montero  en  14  de  NoTlembre  de  1868,  en  qne  casó  eon  Don 
Inocencio,  por  la  madre  de  aquélla,  Dofia  María  Mannela  Aranda,  qne 
loe  había  poseído  hasta  aqnel  momento  en  nombre  de  en  hijapor  la  me- 
nor e«iad  de  ésta;  qne  así  está  confesado  por  el  actor,  en  ei  mero  hecho 
de  citar  de  conciliación  á  loe  demandados  nn  día  antee  de  expirar  los 
treinta  afios  del  enlace  de  la  Dofia  Jnstiniana,  procnrando  interrumpir 
de  tal  modo  esa  posesión  de  medio  siglo,  constitutiva  por  sí  sola  de  nn 
título  de  dominio  eficacísimo;  que  en  contra  de  ios  títulos  qne  invoca 
D.  José  Montero  para  reclamar  la  cerca,  las  participaciones  de  casa  ca- 
lle de  la  Plaza,  nóm.  8,  y  el  pajar  de  la  Solanilla,  alegan  loa  demanda^ 
dos  las  hf  jaelas  de  Dofia  Jnstiniana  Montero  y  de  D.  Inocencio  de  Besa, 
inscritas  en  el  Registro  de  la  propiedad,  y  aducen  una  poseeión  de  mis 
de  cuarenta  afios,  bastante  á  justificar  en  todo  caso  la  prescripción  de 
ajenos  derechos  y  acciones  si  existieran;  y  que  quedaba  demoetrado  el 
proceder  temerario  y  malicioso  del  actor  al  reclamar  unas  fincas  de  las 
que  no  tiene  título  de  ninguna  especie  ni  ha  poseído  en  ninguna  época, 
negando  á  la  vez  la  eficacia  de  los  títulos  presentados  de  contrario,  ias< 
critos  en  el  Registro  desde  el  afio  1863,  y  de  una  posesión  de  tantos 
afios,  jamás  interrumpida  por  persona  alguna: 

Resultando  que  además  de  estas  alegaciones,  expuso  Dofia  Justa  Al- 
vares en  su  escrito  de  duplica:  que  así  como  Montero  se  apoderó  de  la 
totalidad  de  la  casa  núm.  7  de  la  calle  de  la  Plasa,  se  apoderó  también 
de  todos  los  otros  predios  objeto  de  la  reconvención;  qne  los  documentos 
suponen  la  tradición  de  la  cosa,  pero  contra  ello  está  el  hecho  material 
de  que  otra  persona  detente  ó  se  haya  apoderado  de  aquélla,  sirviendo 
después  los  documentos  para  reivindicarla  de  manos  del  detentador;  que 
si  D.  Inocencio  de  Beas  manifestó  en  la  escritura  de  16  de  Febrero  ds 
1879  qne  se  daba  por  entr4>gado  de  los  bienes  qne  pertenecieron  á  su  mu- 
jer, esto  DO  obsta  para  que  otro  se  los  baya  arrebatado,  los  esté  pose- 
yendo ó  los  haya  enajenado;  que  D.  José  Montero  tiene  participación  ea 
la  mayoría  de  las  fincas  porque  se  le  reconviene,  pero  habiéndose  entre* 
gado  dichos  bienes  á  Dofia  María  Manuela  Arandaen  nombre  ds  su  bijo, 
tuvo  qne  traspasárselos  á  éste,  y  si  no  lo  biso,  ella  será  la  responsable, 
quedando  siempre  al  actor  el  derecho  ds  reivindicarlos;  que  cuando  no 
los  ha  reclamado  de  nadie,  es  porque  se  entregó  de  elloe  y  posee  los  que 
no  ha  vendido  como  detenta  ó  ha  dispuesto  de  las  participaciones  que 
en  los  aludidos  predios  tienen  los  demandados,  demoetrándolo  así  la 
circunstancia  de  estar  poseyendo  todavía  el  propio  actor  toda  la  casa 
anteriormente  referida;  que  la  precisión  con  que  D.  José  Montero  sefiala 
las  personas  que  actualmente  poseen  los  inmuebles  que  se  le  reclaman, 
demuestra  no  haber  sido  extrafio  á  eetas  transmisiones  de  posesión;  que 
la  palabra  cpermutadas»  que  aparece  puesta  en  cada  una  de  las  finess 
descritas  en  la  escritura  de  16  de  Febrero  de  1879  acaso  esté  puesta  por 
el  mismo  D.  José  Montero,  pues  es  falso  que  esas  fincas  hayan  sido  per- 
mutadas por  ningunas  otras,  ya  que  existen  hoy  inscritas  á  nombrs  ds 
D.  Inocencio  de  Beas  y  Castillo,  perteneciendo,  por  tanto,  de  derecho  á 
sus  herederos  y  causahabientes;  qne  el  propio  actor  ha  sido  el  que  unís 
veces  solo,  y  otras  en  unión  de  su  madre,  se  ha  apoderlido  de  las  parti- 
cipaciones de  esos  inmuebles  correspondientes  á  los  demandados  y  se  ha 
enriquecido  con  perjuicio  de  éstos,  permutando  ó  vendiendo  tales  biensí; 
que  es,  portento,  incierta  la  afirmación  del  Montero  A  randa  de  que 
nunca  ha  poseído,  vendido  ni  permutado  las  fincas  qne  se  le  reelamia 
en  la  reconvención;  que  el  mismo  dios  que  Dofia  María  Manuela  entrsgé 
á  su  hija  cuando  casó  con  D.  Inocencio  ds  Beás  loe  bienss  correspoar ' 
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dientes  á  la  Dofia  Jastlniana,  7  como  entre  esos  bienes  se  encontraban 
las  fincas  que  se  reclaman  en  los  pleitos  de  menor  y  mayor  cuantía,  las 
demandas  del  Montero  Aranda  son  exageradamente  temerarias  y  absar- 
das;  que  á  los  efectos  de  la  prescripción,  la  fecba  del  escrito  en  que  se  re- 
convino á  Montero  se  retrotrae  á  la  en  que  se  celebraron  los  actos  conci- 
liatorios intentados  por  éste  para.ver  si  podía  interrumpir  la  posesión  de 
medio  siglo  en  que  vienen  los  demandados  de  las  ñocas  objeto  de  ambos 
pleitos,  pues  basta  no  conocerse  el  resultado  de  aquellos  actos  y  de  las 
demandas  oonsigoientes,  no  pudo  fornQUlarse  la  reconvención;  que  aun 
caando  esto  no  fuera  así,  la  misma  eficacia  ba  de  tener  la  prescripción 
qne  alega  el  actor  respecto  de  la  casa  núm.  7  de  la  calle  de  la  Plaza,  qne 
¿  qne  al<»gan  los  demandados  acerca  del  cbaparral  al  sitio  de  los  Barran- 
oos,  casa  uúm.  3  de  dicba  calle,  cerca  de  la  calleja  de  SevlUeta  y  pajar 
mi  sitio  de  la  Solanilla;  que  es  nn  becbo  reconocido  por  el  actor  que  las 
fincas  objeto  de  sqs  reclamaciones  fueron  entregadas  por  Dofia  María 
Manaela  á  su  bija  Dofia  Jostintana  cuando  en  14  de  Septiembre  de  1868 
eaaó  la  última  con.  D.  Inocencio  de  Beas,  y  por  esto  se  celebraron  los 
actos  coQoiliatorlos  el  18  de  Septiembre  de  1898,  día  anterior  al  en  qne 
expiraban  los  treinta  aftos  desde  aquel  matrimonio;  qne  si  se  entregaron 
ios  inmaehies  á  Dofia  Ju^tinlana,  es  porque  le  pertenecían,  y  bajo  este 
eonoepto  tuvo  qne  poseerlos  á  nombre  suyo,  y  durante  su  menor  edad, 
1a  Dofia  María  Manuela  Aranda^  madre  de  aquélla,  que  enviudó  en  1863, 
y  administró  desde  entonces  los  biepes  de  sus  menores  hijos,  como  to- 
tora y  legal  representante  de  éstos;  que  de  aquí  resulta  una  posesión  de 
mis  de  cuarenta  afios  nunca  interrumpida,  con  que,  aparte  de  los  títulos 
inscritos,  cuentan  los  demandados,  respecto  al  chaparral  de  los  Barran- 
cos, á  la  casa  núm.  8  de  la  calle  de  la  Plaza  y  á  los  otros  tres  predios 
acabados  de  referir;  qne  ios  dicentes  ignoran  por  qué  la  posesión  en  que 
■e  bailan  de  estas  fincas  empieza  precisamente  para  Montero  el  14  de 
Septiembre  de  1868,  y  la  posesión  aducida  por  éste  respecto  á  la  capa  nú- 
mero 7  de  la  misma  calle,  comienaa  mocho  antes  de  aquella  fecha;  que 
niegan  los  demandados  qne  Dofia  María  Manuela  Aranda  estuviera  en 
posesión  de  la  totalidad  dé  la  antecitada  casa  núm.  7  desde  antes  ni  al- 
gunos afios  después  de  verificarse  la  unión  de  su  hija  Dofia  Justintana 
j  D.  Inocencio  de  Beas;  qne  al  contestar  el  actor  á  la  reconvención,  con- 
tradice por  nn  lado  sn  demanda  en  lo  referente  á  la  casa  núm.  8  de  la 
calle  de  la  Iglesia,  y  bace  por  otra  parte  nna  confesión  preciosa  al  con- 
signar que  sólo  reclama  de  aquel  inmueble  dos  sextas  partes;  que  esto 
ao  es  cierto,  pues  reclama  de  igual  modo  la  casa  incluida  en  la  de  refe- 
rencia, supuestamente  adquirida  por  Dofia-María  Manuela  en  la  permu- 
ta, hecha  constar  en  el  documento  privado  redargüido  de  falso;  que  de 
«eta  suerte  sólo  respeta  el  actor  de  la  mencionada  capa  la  sexta  parte 
qne  por  títulos  inscritos  correst>onde  á  los  demandados;  que  sin  embargo 
de  ello,  no  reclama  la  mitad  de  dicba  finca  correspondiente  á  Dofia  Ma- 
ría Manuela,  porque,  como,  dice  el  propio  actor,  bien  pudo  ser  que  la 
cediera  á  los  demandados  en  compensación  de  la  tercera  parte  de  la  casa 
núm,  7,  por  cuya  parte  de  finca  se  le  reconviene;  que  con  esto  reconoce 
Montero  la  existencia  de  algunas  permutas  verificadas  por  la  viuda  de 
P.  Pedro  Asunción  Montero  de  unos  bienes  por  otros  de  sus  menores  bi- 
JQBf  á  que  aludieron  los  demandados  en  los  hechos  de  la  contestación; 
que  por  tales  permutas  adqnirió  Dofia  Justinlana  muchos  afios  antes  de 
casarse,  el  pajar  de  la  Solanilla  y  las  cinco  sextas  partes  de  la  casa  nú- 
mero 8  de  la  calle  de  la^Plasa,  poseyéndolos  en  nombre  suyo  su  madre 
Dofia  María  Manuela  y  llevándolos  (Bop  los  demás  bienes  reclamados  á 
BU  matrimonio  con  Beas;  qne  si  bien  es  cierto  qne  á  la  muerte  de  D.  Pe. 
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dro  ÁBitación  Montero  se  adJadioaroQ  á  D.  José  Montero  igotloB  ]iftrti- 
ciptcioQes  qae  á  su  hermana  Dofia  Jastlnlana  en  las  cinco  primeras  fin- 
cas qae  se  le  reclaman  por  reconvención,  también  es  verdad  qae  el  Don 
José,  no  sólo  se  llevó  esas  participaciones,  sino  qae  despaés  ha  despo- 
seído de  las  sayas  á  los  demandados,  disponiendo  de  ellas  como  si  toa- 
ran propias;  qae  no  sólo  el  actor  sé  halla  hoy  en  posesión  de  toda  la 
casa  DÚm.  7  de  la  calle  de  la  Plasa,  sino  qne  ha  poseído  y  dispnesto  á 
en  antojo  de  la  mayoría  de  los  otros  predios,  hablando  mny  claro  y  alto 
acerca  de  eilo  las  ventas  y  per  matas  reálisadas  respecto  de  la  totalidad 
de  la  finca  al  sitio  del  Rubial  y  otras  varias  qoe  se  enameran;  qne  oon 
relación  al  pleito  promovido  á  Dofia  María  Manuela  por  D.  Antonio  Spf- 
ñola,  se  deduce  la  consecuencia  sostenida  por  los  demandados  de  qne  Um 
menores  D.  José,  D.  Manuel  y  Dofia  Justlniana  Montero  no  f nerón  he- 
rederos del  Presbítero  D.  Manuel  Montero,  sino  que,  como  resan  las  hi- 
juelas, el  heredero  nni versal  de  éste  lo  fué  el  padre  de  aquéllos,  D.  Pedro 
Asunción  Montero;  que  de  no  haber  sido  así,  tampoco  pudieron  ser  úni- 
cos herederos  los  tres  expresados  hermanos  Montero  Aranda,  debiendo 
surgir  de  aqaí  el  aludido  litigio;  qne  si  en  virtud  de  éste,  tuvieron  qne 
entregarse  al  Spínola  la  mitad  de  los  bienes  procedentes  del  finado  Pres- 
bítero, era  de  todo  punto  necesario  que  el  actor  y  reconvenido  ezpiieara 
y  resefiara  los  bienes  entregados,  trayendo  al  pleito  loe  títulos  de  laa 
fincas  inscritas  en  el  Registro  de  la  propiedad,  ó  las  correspondientes 
certifícaciones  para  llegar  al  conocimiento  indudable  de  lo  que  eorrea- 
pondió  en  definitiva  á  los  menores  y  á  D.  Antonio  Spínola;  qne  si  no 
hacía  esto  el  actor,  no  tenía  derecho  á  reclamar  de  nadie  ningún  predio 
heredado  del  Presbítero  Montero,  pues  si  el  caudal  de  esta  procedeoclaa 
se  dividió  entre  los  herederos  que  figuran  en  las  hijuelas  y  el  anteeitado 
litigante,  no  tienen  valor  alguno  tales  documentos;  qne  á  Dofia  María 
Manuela  Aranda  correspondió  por  todo  su  haber,  á  la  muerte  de  en  ma- 
rido, la  cantidad  de  28.679  reales,  adjudicándosele  en  parte  de  pftgo 
de  esta  suma  pot  un  valor  total  de  10.868  reales  los  inmuebles  qne  si» 
gnen:  un  basa  de  tierra  denominada  Molina;  otra  llamada  de  los  Carfoo; 
ana  tierra  al  sitio  de  Gbaojas;  nna  huerta  denominada  La  Venería;  im 
haza  en  los  prados  de  Capa,  y  un  tinado  en  Jiménez;  qne  por  defnneiÓB 
del  Presbítero  Montero  se  adjudicó  al  actor  y  á  sn  hermano  D.  Manuel 
Montero  Aranda  la  cantidad  de  7.888  reales  á  cada  uno,  quedando  no- 
dio  desaparecida  esta  herencia  por  haberse  tenido  qne  entregar  la  mi- 
tad de  ella  á  D.  Antonio  Spínola  como  consecuencia  del  pleito  promo- 
vido por  éste;  qne  en  la  testamentaría  de  D.  Pedro  Asnnción  Montero 
hubo  de  corresponder  á  su  hijo  el  actor  la  cantidad  de  86.988  reales;  los 
que  éstos,  unidos  á  los  7.888  á  qne  quedaron  reducidas  las  dos  partes  do 
herencia  del  Presbítero  aludido,  y  á  los  19.868  reales,  valor  de  las  fincas 
adjudicadas  á  Dofia  María  Manuela  Aranda  al  disolverse  el  matrimo- 
nio, forman  un  total  de  64.719  reales,  á  que  se  redujo  lo  que  Don  José 
Montero  pudo  heredar  de  sus  padres,  de  su  hermano  D.  Mannel  j  dol 
Presbítero  Montero;  que  no  obstante  esto,  por  arte  de  eneantamlento 
viene  poseyendo  el  actor  muchas  más  fincas  que  las  eoriespond lentes  á 
aquellos  conceptos,  las  cuales  figuran  en  las  particiones  que  á  la  moerts 
de  su  madre  Dofia  María  Manuela  practicó  con  fecha  38  de  Octnbrs 
de  1886;  que  el  demandante  no  ha  podido  procurarse  todavía  los  títu- 
los referentes  á  tales  inmuebles,  y  si  liega  á  instruir  expedientes  pom^ 
sorioB,  será  falseando  los  hechos  y  el  concepto  de  adquisición  de  los  blo- 
nes;  qae  todos  los  predios  comprendidos  en  las  aludidas  operaciones  di- 
visorias de  Dofia  María  Manuela  Aranda  y  muchos  más  Ips  está  poso- 
yendo  hoy  sn  hijo  D.  José;  que  como  ningana  de  tales  fineas  prooedosi 
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del  hftber  qne  correspondió  á  aquélU  por  muerte  de  bxx  marido  D.  Pedro 
de  la  Asanción,  asi  como  tampoco  de  lae  herenciae  de  éste,  del  Presbí- 
tero Montero  y  de  D.  Maoael  Montero  Aranda,  se  signe  de  aquí  ser 
adquiridas  del  mismo  modo  qne  D.  José  Montero  supone  han  adqui- 
rido los  demandados  las  65  fanegas  del  cortijo  de  H.tos  y  las  cinco  fa- 
negas al  sitio  del  Ceborrancbal  ó  Carpintero;  qne  para  formar  una  idea 
del  capital  que  D.  José  Montero  Aranda  posee  hoy  indebidamente,  basta 
fijar  la  antenoión  en  que  lo  adjudicado  por  todos  conceptos  á  la  viuda 
IJofia  María  Manuela  Aranda  ai  liquidarse  la  sociedad  conyagal  consis- 
tió en  19.868  reales  en  fincas  y  3.726  en  muebles  y  semovientes,  y  en  que 
eete  capital,  luego  que  aquélla  quedó  viuda  y  con  tres  hijos  menores, 
aumentó  de  modo  tan  extraordinario,  qne  al  cabo  de  treinta  y  dos  afios 
de  viudos  dejó  un  caudal  de  S84.800  reales  ó  sean  96.200  pesetas,  según 
la  partidón  de  28  de  Octubre  de  1886;  que  luego  se  demuestren  por  el 
actor  las  fincas  de  que  dispusiera  D.  Inocencio  de  Beas,  las  excluirán  los 
demandados  de  su  reclamación,  pues  esta  parte  ignora  la  certesa  de  ta- 
les hechos  sabiendo  sólo  qne  las  fincas  por  tal  medio  reclamadas  conti- 
núan aún  inscritas  en  el  Registro  á  nombre  del  Beas;  qne  negaba  qne  las 
tierras  del  cortijo  de  Hitos,  poseídas  por  los  contestantes,  las  adqui- 
riera Dofta  María  Manuela  hacia  los  afios  1864  y  sucesivos;  y  última- 
mente, que  insistían  en  la  temeridad  y  mala  fe  con  que  ha  entablado 
D.  José  Montero  estos  procedimientos  y  la  malicia  con  que  el  mismo 
niega  los  hechos  de  la  reconvención;  después  de  todo  lo  cual,  y  de  adi- 
cionar también  los  fundamentos  de  derecho,  la  Dofia  Justa  Alvarcz  ter- 
minó su  escrito,  con  la  súplica  de  que  se  fallara  el  pleito  con  arreglo  á 
lo  que  tenía  solicitado  en  su  contestación  reconvención,  salvo  el  caso  en 
cuanto  á  este  último  extremo  de  que  D.  José  Montero  justificase  que  Don 
Inocencio  de  Beas  había  dispuesto  de  algunas  de  las  fincas  reclamadas, 
reduciéndose  entonces  ésta: 

JEtesultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba  se  unieron  á  los  autos,  á 
Instancia  del  actor,  varios  documentos,  de  los  cuales  son  dignos  de  men- 
ción, como  más  atinentes  al  caso,  los  que  siguen:  A)  Una  certificación 
expedida  por  el  Registrador  de  la  propiedad  de  Llerena  en  80  de  Mayo 
de  1899,  de  la  cual  resultan,  entre  otros,  los  siguientes  extremos:  pri- 
mero, que  la  cerca  conocida  por  la  Sevllíeta,  término  de  la  Granja,  de 
cabida  de  dos  fanegas  y  seis  celemines,  fué  inscrita  con  fecha  19  de  Ju- 
lio de  1894  á  favor  de  Dofia  Justa  Alvares  Ortis  por  adjudicación,  entre 
otros  bienes,  en  pago  de  su  haber  á  la  muerte  de  su  marido  D.  Inocen- 
cio de  Beas  Castillo,  á  nombre  del  cual,  y  como  adquirida  por  herencia 
de  su  hijo  D.  Asunción  Práxedes  de  Beas  Montero,  se  había  inscrito  pre- 
Tiamente  la  posesión  de  aquel  inmueble  en  20  de  Enero  de  1890,  según 
las  inscripciones  primera  y  segunda  de  la  finca  núm.  1.693,  al  folio  67 
del  tomo  24  de  aquel  Ayuntamiento;  segundo,  que  inscrito  á  favor  de 
D.  Inocencio  de  Beas,  por  herencia  de  su  hijo  D.  Asunción  Práxedes,  el 
dominio  de  una  sexta  parte  de  casa  en  la  Oran  ja  de  Torrebermosa,  calle 
de  la  Plaia,  sefialada  con  el  núm.  8,  se  inscribió  á  nombre  del  primero 
por  igual  concepto,  en  80  de  Enero  de  1890,  la  posesión  de  las  otras  cinco 
sextas  partes  proindivisas  de  finca,  inscribiéndose  después  toda  ella  por 
mitad  é  indiviso  con  fecha  18  de  Julio  de  1894  á  favor  de  la  Dofia  Justa 
Alvares  y  D.  Juan  Antonio  de  Beas  Al  varea  en  parte  de  pago  de  sus  res- 
pectivos haberes  en  la  división  de  bienes  de  D.  Inocencio,  según  las  ins- 
cripciones primera,  segunda  y  tercera,  obrantes  al  folio  161  del  tomo  IS 
de  la  Granja,  sin  que  conste  el  número  de  la  finca,  y  tercero,  que  en  20 
de  Julio  de  1894  fué  inscrita  á  favor  de  D.  Ramón  de  Beas  Alvares,  por 
herencia  de  su  padre  D.  Inocencio  de  Beas,  una  casa  sin  número  en  la 
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calle  Solarulla,  U  caal  había  «ido  inscrita  preriamente  por  poflMÍ6&  á 
nombre  del  D.  laocenolo,  según  las  inscripciones  primera  y  segunda  da 
la  flaca  nám.  1.697,  al  folio  79  del  tomo  Sé  del  Ayantamieato  de  la 
Granja. — B)  Ün  testimonio  expedido  por  D.  León  Cubero  y  Campos,  No- 
tario de  Llorena,  con  referencia  al  protocolo  del  qne  lo  fué  de  la  Granja 
de  Torrebermosa  D.  Francisco  Aareliano  Martines,  del  qne  resalta:  pri- 
mero, qne  por  escritura  ante  éate  otorgada  en  20  de  Agosto  de  1856,  [)ofiA 
Celestina  Ortiz,  con  licencia  de  su  marido  Antonio  Sabido,  vendió  en 
precio  de  3.166  reales  28  maravedises^  entregados  en  el  acto  á  Dufia  Ma- 
ría Manuela  Aranda,  un  chaparral  al  sitio  de  los  Barrancos,  de  cabida 
de  ocbü  fanegas;  segundo,  que  por  otra  escritura  otorgada  ante  el  mismo 
D.  Francisco  Aureliano  en  13  lie  Octubre  de  dicho  atio  66,  Matías  Barra- 
gáa  vendió  á  la  Dofla  María  Manuela  una  casa  en  la  calle  Real  de  la 
Granja,  lindando  por  la  derecha  entrando  con  casa  de  dicha  compradora 
y  por  la  izquierda  eon  otra  de  Ü.  Antonio  Peres;  y  tercero,  que  tambifn 
ante  el  propio  Notario  Martínez  y  por  escritura  de  24  de  Eaero  de  1^7, 
Leoncio  María  y  Carmen  Núñez,  ésta  con  licencia  de  su  marido  Fer- 
nando Murillo,  vendieron  á  la  expresada  Dofia  María  Manuela  Aranda 
una  cerca  cortinal  sita  en  la  calleja  de  Sevilleta  de  la  aludida  población 
de  la  Granja,  de  cabida  de  dos  f  anegáis  y  media  de  sembradura,  lindante 
con  cerca  de  la  compradora,  con  el  egldo  de  las  Pilas  y  con  dicha  caliejft 
de  la  8evilleta.~Q  Una  escritura,  de  la  que  Juró  D.  José  Montero  no 
haber  tenido  antes  conocimiento,  otorgada  en  la  Granja  á  10  de  Agosto 
de  1848  ante  el  Escribano  de  Azaaga  é  inscrita  en  la  oficina  de  Hipote- 
cas de  Llerena,  según  cuyo  documento  D.  Juan  Ortiz  de  la  Gala  vendió 
á  D.  Pedro  Asunción  Montero,  en  precio  de  1.000  reales,  una  basa  de 
tierra  poblada  de  encinas  al  sitio  de  Cabeza  de  Águila,  de  ocho  fan^gae, 
lindante  con  chaparral  del' comprador,  otro  de  Dofia  Celestina  Ortiz  y 
con  cerca  de  Fuenlabrada.— Y  D)  Una  certificación  expedida  en  19  díe 
Enero  de  1899  por  el  Registrador  de  la  propiedad  de  Llerena,  ex\  la  que 
se  hace  constar  que  en  7  de  Mayo  de  1879,  en  virtud  de  escritura  de  16 
de  Febrero  de  1878  y  al  folio  138  del  tomo  18  de  la  Granja,  se  inscribió 
bajo  el  núm.  986  á  nombre  de  D.  Inocencio  de  Beas  Castillo  por  heren- 
cia de  su  hijo  D.  Asunción  Práxedes  de  Beas  Montero,  quien  la  heredó 
de  su  madre  Dofia  Justiniana  Montero  Aranda,  la  finca  siguiente:  un 
chaparral  situado  en  la  Granja  al  sitio  de  los  Barrancos,  llamado  Oab»a 
de  Águila,  de  cabida  de  40  fanegas,  equivalentes  á  26  hectáreas,  76  áreas 
y  82  centiáreas,  lindante  al  Este  con  propiedad  de  D.  Manuel  Alvares, 
al  Norte  con  cerca  nombrada  de  Juan  Labrador  de  Dofia  María  Manoela 
Ortiz,  al  Odflte  con  terrenos  de  D.  Francisco  Gómez,  y  al  Sur  con  otroe 
del  mismo  Gómez  y  de  D.  Manuel  Alvarez,  siendo  la  descripción  de  esta 
finca  en  la  toma  de  razón  obrante  al  folio  167  del  libro  adicional  de  tras- 
laciones de  dominio  de  predios  rústicos  del  afio  1862  á  favor  de  Dofla 
Justiniana  Montero  por  herencia  de  su  padre  D.  Pedro^  la  qne  sigue:  m 
cbapprral  al  sitio  de  los' Barrancos,  lindante  con  Juan  Rincón  y  Dr^fia 
Manuela  Alvarez,  habiendo  presentado  el  actor  Montero  Aranda  como 
parte  de  su  prueba  documental  la  escritura  otorgada  en  la  Granja  á  SOde 
Agosto  de  1^56  ante  el  Notario  D.  Francisco  Aureliano  Martínez,  por  la 
que  Dofia  Celestina  Ortiz  vendió  á  Dofia  María  Manuela  Aranda  ocho  fa- 
negas de  chaparral  al  sitio  de  los  Barrancos,  cuyo  medio  de  prueba  fué 
desestimado  en  providencia,  contra  la  cual  no  se  recurrió  en  ninguna 
forma: 

Resultando  que  también  á  instancia  de  la  demandada  Dofia  Joeta 
Alvarez  se  incorporaron  á  los  autos  los  documentos  que  siguen:  A,  una 
certificación  expedida  por  el  Registrador  de  Llerena,  con  fecha  29  de 
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Mayo  de  1899,  á»  U  onal  consta,  entre  otros  particulares:  primero,  qne 
á  nombre  de  D.  Inocencio  de  Baas,  y  por  herencia  de  en  hijo  D.  Asun- 
ción Práxedes,  aparecen  en  el  dia  inscritas  las  fincas  signientes:  en  tér- 
mino de  la  Granja  de  Torrehermosa,  al  sitio  del  Bubial,  cuatro  fanegas  \ 
de  tierra,  mitad  de  las  ocho  de  qne  coneta  la  finca,  al  sitio  de  los  Tova- 
res  ó  Hdsa  del  Bayo,  11  fanegas,  mitad  de  22;  al  sitio  del  Cortijo  del  ^ ; 
Alamtlio,  siete  fanegas,  mitad  de  14;  al  sitio  del  Alamlllo,  cnatro  fane- 
gas, mitad  de  ocho;  al  sitio  Cortijo  del  Ansnelo,  10  fanegas,  mitad  de  20; 
todas  estas  fincas  proindivisas  con  D.  José  Montero;  un  pajar  denomina-  , 
do  iSeyiUeta,  lindante  al  Este,  con  cerca  de  Inocencio  de  Beas;  al  Sur,  con  . 
ealleja  de  SeviUeta,  y  al  Oeste  y  Norte,  con  egido  de  las  Pilas;  una  ter-  ^' 
cera  parte  de  casa  en  la  calle  de  la  Plasa,  demarcada  con  el  núm.  7;  una  'i 
tareera  proindivito  de  una  tierra  de  8ft  fanegas  conocida  con  el  nombre  \\ 
del  Chaparral  del  Rodeo,  y  cerca  del  Parralejo;  un  chaparral  al  sitio  del 
Bio,  de  cabida  de  una  fanega,  y  un  chaparral  al  sitio  del  Alamillo,  de 
cabida  de  tres  fanegas;  segundo,  qne  á  nombre  de  Dofia  Justa  Alvares 
Ortiz  aparece  inscrito  en  el  expresado  término  un  chaparral  al  sitio  de 
los  Barrancos  llamado  Cabesa  de  Águila,  de  40  fanegas  de  cabida,  cuya 
finca  le  fué  adjudicada  en  parte  de  pago  de  en  haber  por  fallecimiento 
de  D.  Inocencio  de  Beas;  tercero,  que  á  nombre  de  Sebastián  Sánchez 
aparece  inscrita  una  casa  pajar  en  la  calle  de  Maquilla,  señalada  con  el 
núm.  8,  por  compra  que  hizo  á  D.  Inocencio  de  Beas  en  virtud  de  asiento 
tomado  en  4  de  Enero  de>1898,  en  virtud  de  un  expediente  instruido  en 
el  Juzgado  municipal  de  Granja  de  Torrehermosa,  aprobado  por  auto  de 
80  de  Abril  de  1892;  cuarto,  que  á  nombre  de  Dofia  Justa  Alvarez  Ortiz 
y  de  D.  Juan  Ramón  de  Beas  Alvarez,  éste  por  titulo  de  herencia,  y 
aquélla  por  el  de  adjudicación  por  muerte  de  D.  Inocencio  de  Beas,  apa- 
ee  inscrita  por  mitad  é indiviso  la  tercera  parte  de  la  mitad  priindiviso 
de  una  casa  sefialada  con  el  núm.  8  y  situada  en  la  calle  de  la  Plaza  de 
la  villa  de  la  Granja  de  Torrehermosa;  y  quinto,  que  á  nombre  de  Dofia 
María  Mardeca  Chaves,  y  por  permuta  con  D.  Inocencio  de  Beas,  pegún 
escritura  otorgada  ton  20  de  Septiembre  de  1879  ante  el  Notario  D.  Si- 
meón Bravo,  aparece  inscrita  una  tierra  de  siete  fanegas  al  s1t*o  de  los 
Tovares;  y  H^  certificación  literal  transcrita  al  principio  del  asiento  que 
produjo  en  el  antiguo  Registro  la  escritura  de  venta  otorgada  en  20  de 
Agosto  de  1866  por  Dofia  Celestina  Ortiz  á  favor  de  Dofia  María  Manuela 
Aranda,  que  según  dicho  asiento  es  de  fecha  20  de  Agosto  de  1866,  sien- 
do las  otorgantes  Dofia  Catalina  Ortiz  y  Dofia  María  Aranda: 

Resultando  que  además  de  esta  prueba  se  practicó  testifical,  propuesta 
por  ambas  partes,  reconociendo  á  instancia  de  la  de  D.  José  Montero  el 
testigo  Francisco  Ramírez  Navarro  como  puesta  de  su  pufio  y  letra  la 
firma  puesta  por  él  al  pie  del  documento  privado  de  24  de  Septiembre  de 
1864,  afiadiendo  que  aun  cuando  no  recordaba  haberla  puerto,  al  verla 
reconocía  que  era  suya,  asegurando  además  que  nunca  había  firmado 
documento  que  no  fuera  legal: 

Resultando  que  unidas  las  pruebas  á  los  autos,  evacuaron  las  partes 
el  traslado  de  conclusión,  solicitándose  en  ese  trámire  por  Dofia  Justa 
Alvarez  Ortiz  se  la  absolviera  por  sí,  y  en  nombre  de  sus  menores  hijos 
D.  Juan  y  Dofia  María  de  la  Salud  de  Beas  Alvarez,  de  las  demandas  de 
mayor  y  menor  cuantía  interpuestas  contra  ellos  por  D.  José  Montero 
Aranda,  modificando  la  reconvención  formulada  por  parte  de  la  Dofia 
Justa  en  el  sentido  de  eliminar  de  entre  las  fincas  reclamadas  el  pajar 
de  la  calle  de  Maquilla  y  la  tierra  de  siete  fanegas  al  sitio  de  los  Tova- 
res,  respecto  de  las  cuales  se  ha  demostrado  haber  dispuesto  D.  Inocen- 
cio de  Beas,  relevándose  á  Montero  de  la  entrega  de  dichas  dos  fincas  y 


Digitized  by 


Google 


7t4  JURttPRUDBNCIA,  CIVIL 

condenáraele  á  qae  deToelva  las  restanteB  de  U  reeonveneién  con  1m 
rentas  producidas  ó  debido  producir  desde  que  oomenió  á  detentarlas  y 
al  pago  de  las  costas;  después  de  todo  lo  cual  el  Juagado  de  primera 
instancia  de  Llerena  dictó  sentencia  en  2S  de  Octubre  de  1899,  decía- 
rando  que  la  cerca  murada  al  sitio  de  la  calleja  de  la  Seyilleta,  el  pajar 
de  la  Soianilla,  dos  sextas  partes  de  la  casa  núm.  8  de  la  Plasa,  la  casa 
peqneila  incluida  en  ésta  j  ocho  fanegas  de  chaparral  á  los  Barranoos, 
tal  7  como  se  describen  por  el  demandante  D.  José  Montero  son  de  la 
propiedad  y  dominio  de  éste  por  derecho  propio  unas  7  otras  como  Ikere- 
dero  de  su  madre,  Dofia  María  Manuela,  declarando  nulos  y  sin  ningún 
valor  los  títulos  que  respecto  á  citadas  fincas  y  participaciones  ostentan 
Dofia  Justa  Alvares  Ortia,  sus  hijos  y  D.  Manuel  Alvares  Ortis,  y  por 
tanto,  nulas  las  inscripciones  verificadas  respecto  á  las  mismas,  y  000- 
denandd,  en  su  consecuencia,  á  Dofia  Justa  Alvares  por  si  en  Iss  fincas 
inscritas  á  su  nqmbre  y  en  representación  de  sus  hijos  en  las  inscritas  á 
nombre  de  éstos,  así  como  á  D.  Manuel  Alvares  Ortia  en  lo  que  as  le- 
fiere  á  las  ocho  fanegas  de  chaparral  en  los  Barrancos,  el  que  lo  ha  de- 
fendido  como  eviccionaria  la  citada  Dofia  Josta,  á  que  las  dejen  á  la  li- 
bre disposición  del  demandante  con  los  frutos  producidos  desde  las  con- 
testaciones á  las  demandasi  absolviendo  asimismo  á  D.  José  Montero 
Aranda  de  la  reconvención  formulada  contra  el  mismo  por  Dofia  Justa 
Alvares,  sin  hacer  expresa  condena  de  costas  para  ninguna  de  las  partes: 

Resultando  que  interpuesta  apelación  de  esta  senteneia  por  Dofia 
Justa  Alvares  Ortis,  se  remitieron  loeautos  á  la  Audienoia  territorial  de 
Gáceres,  tramitándose  en  forma  el  recurso,  celebrándose  ante  la  Sala  de 
lo  civil  de  la  misma  Audiencia  en  36  de  Septiembre  último  la  oorrespon* 
diente  vista,  en  cuyo  acto,  y  en  el  curso  de  su  informe,  manifeetó  el 
Letrado  defensor  del  apelante  que  su  defendida  se  aquietaba  con  la  seor 
tencia  del  Jusgado  en  el  extremo  relativo  al  pronunciamiento  refersnte 
ala  reconvención,  dictando  después  su  sentencia  la  expresada  Salada 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  Cáceces  en  12  de  Octubre  del  propio  afio  an- 
terior, por  la  cual  revocó  la  apelada  en  cuanto  á  la  demanda  se  refiere  7 
declaró  haber  logar  á  la  acción  reivindicatoría  entablada  por  D.  laA 
Montero  Aranda  en  cuanto  á  las  dos  sextas  partes  de  la  casa  de  la  PlaiA 
de  la  Granja  de  Torrehermosa  que  perteneció  al  Presbítero  Manuel  Mon^^ 
tero,  y  á  las  ocho  fanegas  de  Chaparral  que  vendió  Dofia  Celestina  Or- 
tia á  Dofia  María  Manuela  Aranda  al  sitio  de  los  Barrancos,  y  en  su  con* 
secuencia,  condenó  á  Dofia  Justa  Alvares,  bajo  el  concepto  y  oon  el  ca- 
rácter que  respectivamente  han  sido  demandados,  á  que  entreguen  di- 
chas fincas  al  actor,  D.  José  Montero  Aranda,  oon  las  rentas  ó  frutos 
producidos  ó  debidos  producir  desde  la  contestsción  de  la  demanda, 
quedando  sin  ningún  valor  ni  efecto  las  inscripciones  de  posesión  y  pro- 
piedad que  referentes  á  dichas  fincas  se  hubiesen  hecho  á  favor  de  los 
demandados  en  el  Registro  de  la  Propiedad,  las  cuales  serán  canceladas, 
y  absolvió  de  la  demanda  á  la  expresada  Dofia  Jueta  por  sí  y  á  nombre 
de  quien  comparece  ó  ha  representado  de  los  demás  extremos  que  com- 
prende dicha  demanda;  y  confirmó,  por  último,  la  sentencia  antes  indi- 
cad, por  cuanto  absuelve  á  D.  José  Montero  Aranda  de  la  reoonveneión 
contra  él  formulada  por  Dofia  Justa  Alvares,  sin  hacer  expresa  eon- 
dena  de  coetas: 

Resultando  que  Dofia  Justa  Alvares  7  Ortia,  por  sí  7  como  madre  de 
la  menor  Maria  de  la  Salud  Beas  Alvares,  ha  interpuesto  recurso  de  c»> 
sación  por  infracción  de  ley,  como  comprendido  en  los  números  1.^  y  &^ 
del  art.  1692  de  la  de  Enjuiciamiento  dvil,  alegando  en  an  apoyo  las  in- 
f  raociones  que  siguen: 
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Primera.  La  de  la  ley  9.%  tít.  29  de  la  Partida  d.*,  la  cual  establece 
•^preaamente  que  qdo  de  loe  medios  para  adqairir  el  dominio  de  las  co- 
sas muebles  é  inmuebles  es  la  prescripción,  pnes  este  precepto,  fnentede 
toda  doctrina  en  la  materia,  ha  sido  desconocido  ó  mal  aplicado  en  la 
•enteiicia  recorrida  al  no  estimar  haber  ganado  la  recorren  te  la  pres- 
erlpelón  de  treinta  afios  alegada  por  ella,  invocándose  en  prhner  logar 
la  infraoelón  de  aqoel  precepto,  por  hallarse  relacionado  con  las  dieposi- 
eiones  q^e  se  citan  como  infringidas  en  loe  sigoientes  motivos  y  tener 
éataa  en  la  de  que  ahora  se  trata  so  fundamento  y  origen;  siendo  el  con- 
cepto de  la  infracción  á  qoe  se  refiere  este  motivo  el  que  resultando  de 
los  hechos  no  haber  poseído  Dofla  María  Manuela  A  randa  hasta  1866 
todos  los  bienes  de  sus  menores  hijos  y  algunos  suyos  incluidos  en  las 
permutas  que  realiaó,  tuvo,  sin  embaigo,  que  realizar  esas  permutas,  e^ 
las  que  affctó  las  legitimas  de  sus  tres  menores  hijos  antes  del  afio  1862, 
y  siendo  indudable  que  desde  este  afio  poseyó,  á  nombre  de  su  bija  Dofía 
Jastiniana  Montero,  loB  mismos  bienes  que  hubo  de  entregar  al  tiempo 
del  matrimonio  de  ésta  con  D,  Inocencio  de  Beas^  lo  es  también  que 
el  plaso  de  prescripción  para  que  Dofia  Jof>tlniana,  su  bijo  y  demás  su- 
eeeores  en  el  dominio  ganaran  la  casa  entera  nóm.  Z  de  la  calle  de  la 
Plaaa,  y  el  chaparral  de  40  fanegas,  llamado  Cabeza  de  Águila,  hay  qu^ 
oontarlo,  por  lo  menos,  desde  fines  de  1862  á  fines  de  1898,  lo  cual  da 
oon  grandísimo  exceso  el  tiempo  de  prescripción  de  treinta  afics  invoca- 
do por  la  que  recurre  eomo  bastante  para  dejar  fuera  de  toda  cuestión  la 
qoe  hace  referencia  al  dominio  de  las  dos  fincas  expresadas: 

Segunda.  En  relación  con  la  anterior  infracción,  la  de  la  ley  21,  tí- 
talo  29,  Partida  8.*,  cuya  doctrina  es  la  misma  del  art.  1969  del  Código 
civil,  qoe  no  se  cita  en  concepto  de  infringido,  sino  á  título  de  ilustra- 
ción, para  demostrar  la  inmutabilidad  del  precepto  del  cual  resulta  clara 
y  terminantemente  que  la  prescripción  de  treinta  afios  demostrada  por 
la  recurrente  debió  ser  tenida  en  cuenta  al  dictarse  el  fallo,  ai  efecto  de 
mantenérsela  en  la  propiedad,  resultando  aun  más  manifiesta  esta  In- 
fracción si  se  atiende  á  que  la  constante  jurisprudencia  de  epte  Tribunal 
Supremo,  de  acuerdo  en  un  todo  con  el  aludido  precepto  trasladado  eus- 
tancialmente  al  Código,  ha  hecho  multitud  de  declaraciones,  como,  en- 
tre otras,  las  contenidas  en  sentencias  de  14  de  Febrero,  21  de  Abril  y 
18  de  Mayo  de  1866;  26  de  Enero  de  1867,  9  de  Julio  de  1870  y  18  de 
Enero  de  1878,  en  alguna  de  las  cuales,  especialmente  en  la  última  que 
se  ha  citado,  se  establece  prescribirse  por  treinta  afios,  hasta  sin  buena 
ie,  invocándose  esta  doctrina  también  en  concepto  de  infringida  por  el 
íalio  contra  el  cual  se  recurre,  toda  vez  que  en  el  caso  actual,  firmada 
por  Dofia  María  Manuela  Aranda  la  entrega  de  los  bienes  que  á  sus  me- 
nores hijos  correspondieron  en  las  herencias  de  su  padre  y  del  Presbí- 
tero D.  Manuel  Montero  en  1854,  incorporado  el  chaparral  que  se  dice 
incluido  en  el  llamado  Cabeza  de  Agalla  en  1866,  y  hechas  posterior- 
mente las  permutas  confesadas  por  el  demandante  entre  los  bienes  de 
los  tres  menores,  es  evidente  que  tales  permutas  tuvieron  que  verificarse 
antes  del  afio  1862  en  que  falleció  el  menor  D;  Manuel  Montero,  sin  que 
pueda  caber  duda  alguna  de  que  Dofia  María  Manuela  Aranda  comenz<^ 
á  poseer  á  nombre  de  Dofia  Jostiniana  los  bienes  que  la  entregó  para  que 
los  aportara  al  matrimonio  antes  ó  en  el  afio  1862,  desde  el  cual  hasta 
Septiembre  de  1898,  en  que  se  celebraron  los  actos  conciliatorios  para 
zeclamar  el  chaparral  y  las  dos  sextas  partes  de  casa,  transcurrieron 
treinta  y  seis  afios,  por  lo  menos,  de  quieta  y  pacífica  posesión,  no  per- 
tarbada  ni  siquiera  discutida  por  nadie,  siendo  de  notar  que  con  un  solo 
día  que  hubiera  poseído  Dofia  María  Blanuela  á  nombre  de  su  hija  en  lu- 
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gar  de  eee  mínimnm—asl  dice— de  seis  afios  eeftalado,  bastaría  en  rigor 
de  derecho  para  que  se  hubiera  ganado  por  prescripción  el  dominio  de  laa 
citadas  fincas,  y  teniendo,  además  de  lo  dicho,  la  infracción  alegada  en 
este  motivo  el  doble  alcance  de  patentizar  en  primer  término  el  dominio 
efectivo  de  Dofia  Justa  Alvares  sobre  las  fincas  reclamadas  en  la  de- 
manda, ó  sea  el  (ihaparral  y  las  dos  sextas  partes  de  casa,  y  de  hacer 
imposible,  ea segundo  término,  que  pueda  apreciarse  la  prescripción  in- 
Invocada  por  el  recurrido  por  lo  que  afecta  á  las  fincas  reclamadas  en  la 
reooD  vención,  y  á  que  oonsta  en  los  autos  que  los  mencionados  bienes 
estaban  y  signen  inscritos  en  el  Registro  de  la  propiedad  á  nombre  de 
D.  laocencio  de  Beas  en  1879,  apareciendo  además  de  la  escritora  ea  qne 
éste  confesó  haber  recibido  y  tener  los  bienes  procedentes  de  Dofia  Jns- 
niana,  que  en  efecto  en  la  expresada  fecha  obralmn  en  su  poder,  de  soerte 
que  la  detentación  sin  titulo  de  D.  José  Montero  es  posterior  á  la  época 
expresada;  sin  que  sobre  particular  tan  importante  qne  obliga  al  recn- 
rrente  á  sefialar  bajo  estos  dos  aspectos  esenciales  la  infracción  de  qne 
se  trata,  pneda  ofrecerse,  á  juicio  del  mismo  que  recurre,  dificultad  al- 
guna: 

Tercera.  Infracción  de  la  ley  16,  tít.  29  de  la  Partida  3.%  en  enanto 
dispone  que  cenando  el  hombre  comienza  á  ganar  alguna  cosa  por  tiem- 
po y  la  vende,  ó  al  morir  pasa  á  sus  herederos  antes  de  qne  la  pneda  ga- 
nar el  adquirente  de  buena  fe,  puede  aprovechar  el  tiempo  que  la  el 
Ciro  tuvo  como  aquel  que  la  el  mismo  tuvo  para  hacerla  suya  por  pres- 
cripción», precepto  éste  que,  sin  necesidad  de  comentario  ni  rasona- 
miento,  deja  precisamente  establecido  el  hecho  de  los  treinta  y  seis  afios 
valederos  para  la  prescripción,  puesto  qne  Dofia  María  Manuela  Aranda, 
á  nombre  de  Dofia  Justiniana,  ó  si  se  quiere  ésta  por  medio  de  aquella, 
que  era  su  madre,  poseyó  el  chaparral  y  la  casa  tal  como  hoy  están,  por 
lo  menos  desde  1862  hasta  1868,  que  por  sí  la  poseyó  ella  misma  hasta 
1869;  que  fueron  luego  á  su  hijo;  que  de  éste  las  heredó  D.  Inocencio  de 
Beas,  marido  de  Dofia  Justiniana  Montero;  qne  por  fallecimiento  del  úl- 
timo pasaron  en  parte  á  sus  hijos  menores  y  en  parte  á  sn  segunda  mu- 
jer Dofia  Justa  Alvares  en  pago  de  su  dote;  y  qne  ésta  posee  hoy,  como 
heredera  de  tres  de  sus  menores  hijos  ya  fallecidos,  la  parte  qne  éstos 
adquirieron;  siendo,  por  consiguiente,  continuada  y  no  interrumpida  en 
momento  alguno  la  posesión  invocada  por  la  recurrente,  y  valedera  y 
firme  la  prescripción  ganada  por  ella,  según  lo  dispuesto  en  la  antecita- 
da ley  de  Partida: 

Cuarta.  Infracción  también,  á  mayor  abundamiento  y  como  compren- 
dida en  las  anteriores,  de  la  ley  18,  tít.  29,  Partida  3.^,  con  arreglo  á  la 
cual,  «el  que  posee  por  dies  afios  entre  presentes  con  buena  Je  6  ^i 
veinte  afios  entre  ausentes  una  cosa  inmueble,  la  hace  suya  aunque  no 
fuera  duefio  de  ella  aquel  de  quien  la  recibió»;  é  infracción  asimismo  de 
la  constante  jurisprudencia  de  este  Tribunal  Supremo,  contenida,  entre 
otras,  en  las  sentencias  de  27  de  Junio  de  1^67  y  7  de  Mayo  de  1878,  y 
qne  guarda  perfecta  correspondencia  con  la  letra  y  el  espíritu  de  lacita- 
da  ley;  pues  siendo  en  este  caso  indudable  la  buena  fe  con  qne  hapo- 
eeído  Dofia  Justa  Alvares  y  sus  anteriores  poseedores,  hasta  el  extremo 
de  existir  declaración  sobre  este  particular  en  la  sentencia  recnrrida,  es 
visto  también  está  ganada  con  grandísimo  exceso  la  prescripción  entre 
presentes  y  entre  ausentes,  sean  cual  fueren  los  términos  y  maneras 
como  se  compute,  y  de  cualquier  suerte  que  estime  exigirla  la  ley  18  in- 
vocada y  las  sentencias  de  que  se  ha  hecho  mérito,  á  las  cuales  hay  qne 
agregar,  como  relacionada  aunque  menos  directamente  y  de  nna  manera 
puramente  formal  con  la  cuestión  quo  se  ventila,  la  de  21  de  Mayo  de 
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1878,  en  cnanto  establece  para  los  caaoe  en  qne  debe  estimaree  la  pres- 
cripción de  dominio  la  absoluta  independencia  qne  tal  apreciación  guar- 
da con  los  títulos  de  las  fincas,  á  tal  punto  que  no  hay  necesidad  de 
compararlos,  ni  aun  de  examinar  siquiera  las  inscripciones: 

Quinta.  Infracción  igualmente  del  art.  28,  en  relación  con  el  3.^  y  6.^ 
de  la  ley  Hipotecaria,  con  arreglo  á  los  cuales  las  escrituras  no  inscritas 
en  el  Begisiro  de  la  propiedad  no  perjudf'ean  á  tercero,  en  el  sentido 
de  que  la  escritura  de  20  de  Agosto  1866,  por  la  que  Dofia  Celestina  ó 
Dofla  Oatalina  Ortiz  vendió  á  Dofia  María  Aranda  un  chaparral  no  está 
inscrita,  y  sin  embargo  de  ello  se  utiliza  por  la  Sala  sentenciadora  con- 
tra los  derechos  de  Dofla  Justa  Alvares,  siendo  indudable  qne  con  rela- 
ción á  Dofia  María  Manuela  Aranda  y  á  Dofia  Oatalina  ó  Oelestina  Ortis 
han  sido  terceros,  á  los  efectos  de  la  ley,  todos  los  poseedores  del  cha- 
parral Oabeza  de  Águila: 

Sexta.  Haberse  infringido  del  mismo  modo  el  art.  29  de  dicha  ley 
Hipotecaria,  en  cnanto  establece  que  las  inscripciones  de  dominio  he- 
chas en  el  Registro  de  la  propiedad  habrán  de  producir  sus  naturales 
efectos,  y  declara  la  sentencia  recurrida  no  estimarse  revocable  la  de 
primera  instancia  en  la  parte  respectiva  á  la  reconvención  por  haber  de- 
sistido de  sostenerla  en  el  acto  de  la  vista  el  Abogado  de  la  recurrente, 
pues  esto,  además  de  suponer  haberse  omitido  en  el  fallo  hacer  declara- 
ción sobre  uno  de  los  extremos  controvertidos  en  el  pleito,  viene  á  com- 
batir la  innegable  validez  de  las  inscripciones  á  favor  de  D.  Inocencio 
de  Beas,  que  se  ha  acreditado  existea  en  el  Registro  de  la  propiedad  so- 
bre fincas  reclamadas  á  D.,  José  Montero  Aranda  en  la  reconvención, 
alendo  tales  inscripciones  referentes  á  bienes  entregados  por  Dofia  lia- 
ría Manuela  Aranda  como  de  su  hijo  Dofia  Justiniana  Montero  al  tiempo 
del  casamiento  de  ésta  con  el  D.  Inocencio,  y  que  traen  en  origen  de  las 
hijnelas  de  la  propia  Dofia  Justiniana,  testimoniadas  por  exhibición 
en  1864,  cuyos  bienes  estaban,  á  mayor  abundamiento,  el  afio  1879  en 
poder  de  dicho  D.  Inocencio  de  Beas,  sin  que  la  parte  recurrente  pueda 
por  menos  de  hacer  notar,  por  lo  que  afecta  al  modo  y  forma  como  ha 
prescindido  de  la  reconvención  el  fallo  de  la  Audiencia,  que  semejante 
omisión  y  el  declarar  que  la  reconvención  no  podia  estimarse  por  ha- 
ber desistido  de  sostenerla  el  Letrado  en  la  vista  de  la  apeladóny 
constituye  un  verdadero  desconocimiento  del  alcance  de  la  ley  procesal, 
qne  se  sefiala  sólo  para  que  tal  cosa  no  pueda  nunca  quedar  existente 
y  para  qne  sea  notoria  la  improcedencia  de  la  omisión,  toda  ves  que  el 
art.  846  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  requiere,  para  separarse  de  la  Ins- 
tancia en  las  apelaciones,  la  presentación  de  poder  especial  ó  la  ratifi- 
cación con  juramento  del  litigante  interesado,  sin  que  de  otra  manera 
pueda  aceptarse  como  válida,  desistimiento  ni  renuncia  alguna,  ni  pue- 
dan considerarse  los  Tribunales  dispensados  de  expresar  y  fundamen- 
tar sus  resoluciones  sobre  cada  uno  de  los  puntos  del  litigio  por  hecho 
alguno  en*  que  no  tenga  el  litigante  perjudicada  la  participación  directa 
que  exige  la  ley;  y 

Séptima.  Infracción,  por  último,  del  principio  inconcuso  de  derecho 
de  que  nadie  paede  ir  contra  sus  propios  actos,  toda  ves  qne  D.  José 
Montero,  heredero  único  universal  da  su  madre,  y  representante,  por  lo 
tanto,  de  los  derechos  de  la  misma,  va  contra  actos  propios  al  tratar  de 
dejar  sin  efecto  los  de  sa  referida  madre,  reclamando  y  detentando,  se- 
gún se  ha  probado,  fincas  qne  fueron  entregadas  por  la  misma  á  Dofia 
Jastiniana  Montero  á  la  fecha  de  su  matrimonio,  en  razón  á  estimar  qne 
las  venía  poseyendo  á  nombre  de  ella  desde  fecha  muy  anterior. 
Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Pedro  Lavín: 
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Considerando  que  para  adquirir  el  dominio  de  los  inmuebles  por  la 
prescripción  ordinaria  es  ne<e«srioqne  ala  posesión  continnada por 
dies  ó  veinte  afios  acompafie  buena  fe  y  josto  titnio,  bastando  para  la 
prescripción  extraordinaria  de  treinta  afios  la  simple  posesión  ó  deten- 
tación en  concepto  de  dnefio,  continuada  ó  no  interrumpida  durante  este 
período  de  tiempo: 

Gonsiderando  qne  sobre  no  constar  que  Doña  Justiniana  Montero,  de 
quien  trae  causa  por  sucesiones  hereditarias,  la  recurrente  Dofia  Justa 
Alvares  hubiere  poseído  con  titulo  traslativo  de  dominio  los  dos  in- 
muebles  á  qne  se  contrae  el  recurso  de  los  que  con  otros  fueron  objete 
de  la  reivindicación  entablada  por  D.  José  Montero,  pues  que  en  las  hi- 
juelas que  se  le  formaron  como  heredero  de  su  padre  y  de  su  tío  se  le 
adjudicaron  respectivamente  uu  chaparral  en  los  Barrancos,  sin  deter- 
minarse su  cabida^  y  sólo  una  sexta  parte  de  la  casa  núm.  8  de  la  calle 
de  la  Plasa,  lejos  de  probar,  cual  le  incumbía,  que  desde  1862  ó  desde 
treinta  afios  antes  al  día  en  que  tuvieron  lugar  los  actos  conciliat(»rios 
entrara  Dufia  Justiniana  ó  su  madre  en  posesión  de  la  casa  entera  y  del 
chaparral  con  una  cabida  superficial  de  40  fanegas  por  virtud  de  permu- 
tas que  se  suponen  realizadas  por  la  última,  en  la  sentencia  recurrida  se 
declara  que  no  se  ha  justificado  la  existencia  de  tales  permutas,  apare- 
ciendo «demás  que  en  la  escritura  de  descripción  de  bienes,  otorgada 
«n  16  de  Febrero  de  1879  por'D.  Inocencio  de  Beas  en  el  concepto  de  be- 
redero  de  su  hijo,  que  fué  habido  en  su  primer  matrimonio  con  Pofia 
Justiniana,  no  figuró  la  totalidad  de  dicha  casa,  sino  una  sexta  parte, 
y  si  bien  fué  comprendido  en  la  misma  escritura  el  chaparral  con  40  fa- 
negas, en  la  propia  sentencia  se  declaró  que  de  este  número,  ocho  que 
pertenecen  á  D.  José  Montero  por  haberlas  heredado  de  su  madre,  quien 
laa  adquirió  por  compraventa  en  1866,  fueron  agregadas  después  indebi- 
damente á  dicha  finca: 

Considerando  que  por  lo  expuesto  en  el  fundamento  anterior,  y  en 
rasón  á  que  sólo  se  sabe  de  positivo  sobre  la  tenencia  de  las  cinco  sex- 
tas partes  de  la  casa  y  de  las  ocho  fanegas  del  chaparral  que  D.  Inocen- 
eio  de  Beas  inscribió  en  el  Registro  la  posesión  de  dichas  participaciones 
en  SO  de  Enero  de  1890,  y  la  propiedad  del  chaparral,  con  40  fanegas 
de  cabida  en  7  de  Mayo  de  1879,  se  establece  en  uno  de  los  consideran- 
dos de  la  sentencia  que  la  prescri|ición  alegada  por  Dofia  Justa  Alvares 
carece  de  los  requisitos  legales;  por  donde  es  visto  que  la  Sala,  al  deeea- 
timar  tal  excepción,  ya  que  la  recurrente  ño  ha  probado  que  poeeyera 
por  sí  y  sus  causantes  las  fincas  reivindicadas  con  título  ó  por  espacis 
de  treinta  afios,  no  ha  infringido  las  leyes  y  doctrina  de  la  jurispruden- 
cia que  se  invocan  en  los  cuatro  primeros  motivos  del  recurso,  siendo 
también  improcedente  la  casación  por  el  último  concepto  alegado  en  el 
motivo  segundo,  porque  en  la  misma  sentencia  se  afirma  haberse  pro* 
bado  que  las  fincas  reclamadas  por  Dofia  Justa  Al  varea  en  la  reconven- 
ción no  existían  en  poder  del  actor,  y  qne  alguna  de  éstas  fué  permnta- 
da  por  D.  Inocencio  de  Beas,  fuera  de  la  tercera  parte  de  la  casa  núm.  7 
de  la  calle  de  la  Plaaa,  respecto  de  la  qne  se  dio  lugar  á  la  prescripción 
invocada  por  Montero,  por  estimar  la  Sala  que  éste  la  venía  poseyendo 
desde  el  14  de  Octubre  de  1868,  desde  cuya  fecha  hasta  el  17  de  Enero 
de  1899,  en  que  se  formuló  la  reconvención,  ya  que  no  debía  retrotraer- 
se la  interrupción  del  término  posesorio  á  la  fecha  de  los  actos  concilia- 
torios promovidos  por  Montero,  han  transcurridos  más  de  treinta  afios, 
sin  que  los  hechos  expuestos,  base  ó  fundamento  del  derecho  declarado, 
hayan  sido  combatidos  en  la  forma  que  previene  el  núm.  7.^  del  articulo 
1692  de  la  ley  procesal: 
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Considerando  qne  el  «rt.  28  de  la  ley  Hipotecaria  iny^cado  en  el 
motivo  qainto  ee  de  notoria  inaplicación  al  presente  pleito,  porque,  hu- 
biera ó  no  Inscrito  Dofia  Manuela  A  randa  el  dominio  de  las  ocho  fane- 
gas de  chaparral  qne  adquirió  en  1866,  esta  circunstancia  no  favorece 
ni  perjudica  á  Dofia  Justa  Alvares,  que,  como  causahabiente  por  titulo 
universal  de  Dofia  Justiniana,  no  puede  ostentar  derecho  alguno  sobre 
una  cosa  que  nunca  perteneció  á  ésta,  aunque  después  fuese  agregada  á 
^  la  finca  que  heredó  de  su  padre  y  transmitió  á  sus  sucesores: 

Considerando,  por  lo  qne  toca  al  motivo  sexto,  que  el  fallo  no  dee-> 
oansa  únicamente  en  el  desistimiento  de  la  reconvención  realizado  por 
el  defensor  de  la  recurrente  en  el  acto  de  la  vista  en  segunda  instancia. 
Bino  también  en  otros  fundamentos,  cuales  son,  como,  queda  dicho,  que 
«quéUa  no  había  probado  que  las  fincas  á  que  la  reconvención  se  con- 
trae estuvieran  detentadas  ó  retenidas  por  D.  José  Montero,  y  que  por 
el  contrario  éste  había  justificado  que  no  las  había  poseído  ni  dispuesto 
de  ellas,  á  excepción  de  la  tercera  parte  de  la  casa  núm.  7  de  la  calle  de 
la  Plasa,  qne  había  adquirido  por  la  prescripción  de  treinta  afios;  y  por 
lo  tanto,  es  evidente  que  la  casación  no  puede  prosperar  tampoco  por 
este  motivo,  ni  desde  el  punto  de  vista  del  art.  29  de  la  ley  Hipotecaria, 
porque  este  precepto  no  se  opone  á  que  el  que  tenga  inscrito  el  dominio 
lo  pierda  si  otro  lo  gana  por  prescripción,  ni  desde  el  punto  de  vista  de 
no  haber  resuelto  la  Sala  una  de  las  cuestiones  planteadas  en  el  juicio, 
porque  precisamente  en  la  sentencia  se  resuelve  la  de  que  se  trata,  de- 
clarando no  haber  lugar  á  la  reconvención;  y 

Considerando  que  aparte  de  que  el  principio  de  derecho  de  que  nadie 
puede  ir  contra  sus  propios  actos  no  tiene  la  extensión  ó  alcance  excesi- 
vo que  le  atribuye  el  recurrente  en  el  motivo  séptimo,  se  funda  éste 
para  sostener  que  ha  sido  infringido  por  el  Tribunal  sentenciador  en  el 
supuesto  no  probado,  antes  bien  contradicho  en  la  sentencia,  de  que  to- 
das las  flacas  reclamadas  y  detentadas  por  Montero  fueron  entregadas 
á  Dofia  Justiniana  por  su  madre  al  contraer  aquélla  matrimonio  por  Te- 
ñirlas poseyendo  en  nombre  de  ésta  desde  fecha  muy  anterior; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  Dofia  Justa  Alvares  y  Ortis  por  sí  y 
como  madre  de  la  menor  María  de  la  Salud  Beas  Alvarez,  á  quien  con- 
denamos al  pago  de  las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Cáceres  la 
correspondiente  certificación,  devolviéndole  el  apuntamiento  que  re- 
mitió. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
sertará en  la  CoLECCrÓN  Lbgislativa,  papándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=José  de  Aldeooa. 
=Rlcardo  GaIlón.=José  de  Garnica.=Enrique  La ssÚ8.= Joaquín  Qon- 
sáles  de  la  Pefia.=Pedro  Lavín.= Vicente  de  Piniés. 

Pnblicación.=Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Excmo.  8r.  D.  Pedro  Lavín,  Magistrado  de  la  Sala  de  lo  civil  del  Tribu- 
nal Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  día  de  hoy,  de 
que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  7  de  Mayo  de  1901. —Rogelio  Gonsález  Montes. 
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Nüm.  1J36.— TRIBUNAL  SUPREMO.— 8  da  Mayo,  pub.  II  de  Jnto. 

Oasación  por  infracción  de  LEY.^Reiüindieaeión.^SenienciB,  de- 
clarando no  haber  lugar  al  recur>o  interpuesto  por  D.  Juan  Al- 
Bina  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  Doña  Paula  MoncunilL 
En  sus  CONSIDERANDOS  sc  estableco: 

Que  no  es  de  estimar  la  infracción  de  las  leyes  del  Digesto  2,^ 
y  21  In  ñne,  y  De  probationibus  et  presuntionibus,  cuando  el  deman- 
dante en  pleito  sobre  reioindicación  de  ñncas  presenta  como  título 
de  poder  un  documento  base  de  las  excepciones  del  demandado,  y 
acerca  de  cuyo  otorgamiento  están  completamente  conformes  Uu 
partes: 

Que  el  testamento  por  el  que  el  otorgante,  en  Cataluña^  instituye 
á  uno  de  sus  hijos,  y  éste  premuerto  sin  hijos  ó  tales  que  no  lleguen 
á  la  edad  de  testar,  llama  en  orden  sucesivo  á  otros  de  sus  descen- 
dientes, siempre  siguiendo  el  orden  de  primogenitura^  establece  una 
institución  vulgar,  no  un  fideicomiso: 

Que  el  testimonio  de  la  copia  auténtica  de  un  documento  redac- 
tado en  dialecto  especial,  presentada  en  un  pleito  y  en  él  traducida 
por  el  actuario  durante  el  periodo  de  prueba,  tiene  más  carácter  de 
fidelidad  y  exactitud  que  lo  anotado  en  los  libros  de  la  extinguida 
Contaduría  de  Hipotecas  por  consecuencia  de  la  traducción  y  ex- 
tracto  que  de  dicho  documento  veriñcó  el  encargado  de  aquella 
oñdna: 

Que  entendiéndolo  asi  la  Sala  sentenciadora,  no  infringe  los  ar- 
iiculos  283  de  la  ley  Hipotecaria,  y  1692,  núm.  7.^,  de  la  de  Enjui- 
ciamiento civil: 

Que  las  reglas  de  procedimiento  1,^,  2.*  y  4.*  del  art,  59T  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  1881,  concordantes  con  las  1.^,  2.^  y  4.' 
del  281  de  la  de  1855,  son  inaplicables  á  las  diligencias  para  mejor 
proveer: 

Que  es  un  principio  general  de  derecho  que  toda  disposición  tes- 
tamentaria debe  entenderse  en  el  sentido  literal  de  sus  palabras,  é 
no  ser  que  aparezca  claramente  que  otra  fué  su  voluntad: 

Que  la  doctrina  de  que  no  se  puede  ir  contra  los  actos  de  las  per- 
sonas de  quienes  se  trae  causa,  no  es  aplicable  respecto  de  los  térmi- 
nos de  una  anotación  en  los  libros  de  la  extinguida  Contaduría  de 
Hipotecas  á  la  parte  de  quien  no  consta  que  se  enterase  de  aquéllos, 
y  sostuvo  siempre  una  califcación  del  acto  anotado,  distinta  de  U 
expresada  en  la  anotación. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  8  de  Mayo  de  1901,  en  loe  antoB  d» 
juicio  declarativo  de  xnaycr  cuantía  seguidos  en  el  Juzgado  de  prioaera 
instancia  de  Manresa  y  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Barcelona  por  Dofia  Paula  Monctinill  Llobet,  dedicada  á  las  faenas  do- 
mésticas, vecina  de  Manresa,  contra  D.  Juan  Alsina  Bial,  hilador,  de  la 
misma  vecindad,  y  D.  José  Altimira  y  Magem,  labrador,  vecino  de  8aota 
Idaría  de  Oló,  sobre  reivindicación  de  bienes;  autos  pendientes  ante  Dos, 
en  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  el  D.  Juan 
Alsina,  á  quien  representa  el  Procurador  D.  Federico  Grases  Riera  y  de- 
fiende el  Licenciado  D»  Elíseo  de  la  Gándara;  estándolo  Dofia  Paula 
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Monoonill,  úoicA  recorrida  que  se  ha  preseDUdo  en  este  Tribunal  Sa- 
premo,  por  el  Procurador  D.  José  Nieto  Cafiadae  y  el  Licenciado  D.  An- 
gosto Fernández  Victurio: 

Resultando  que  D.  José  Alsina  y  Bial,  al  fallecimiento  de  su  padre 
D.  José  Alsina  Qraells,  entró  en  posesión  de  ios  bienes  qae  constituían 
BQ  herencia  por  virtud  del  testamento  mancomunado  que  tenia  otorgado» 
juntamente  con  su  esposa  Dofia  Rosa  Bial,  con  fecha  22  de  Febrero  de 
188B,  ante  el  Notario  D.  Gerardo  Porta  y  Vidal,  y  con  el  carácter  de 
daefto  de  los  indicados  bienes  promovió  nn  litigio  en  Enero  de  1882  á 
D.  Juan  y  D.  José  Gilí,  reclamando  se  llevase  á  cabo  cierto  contrato  de 
establecimiento  de  un  terreno  que  formaba  parte  de  aquéllos,  á  lo  cual 
ee  opusieron  los  demandados,  entre  otras  excepciones,  en  no  tener  el 
demandante  la  plena  y  libre  propiedad  de  dichos  bienes,  por  hallarse  la 
herencia  gravada  fideicomisariamente;  emitiendo  en  el  enunciado  pleito 
varios  Letrados  dictamen  en  que  daban  varias  interpretaciones  distintas 
á  la  cláusula  de  institución  hereditaria  del  testamento  de  D.  José  Alsina 
Graells,  concebida,  según  expresaban  en  los  siguientes  términos:  cEn 
tots  los  restans  bens...  deizam  y  otorgam  y  en  hereu  nostre  universal 
constituim  á  nostre  fiü  primogenit  Josef  Alsina  Bial,  y  est  premort  seus 
filis  ó  filias  ó  que  estos  no  arribiam  á  la  edad  de  testar,  á  ell  sustituim  al 
altre  fill  nostre  Joan  Alsina  Bial,  y  est  premort  seus  filis  ó  filias  que  no 
arribiam  á  la  edad  de  fer  toetament,  á  ell  sustituim  á  nostre  filia  Josefa 
Alsina  Bial,  y  si  mort  en  igual  cas  que  se  ha  dlt  deis  filis,  á  ella  subsli- 
toim  á  la  altra  filia  nostra  Julita  Alsina  Bial  y  sempre  seguint  lo  ordre 
de  primogenitara»: 

Resultando  que  el  prenombrado  D.  José  Alsina  Bial  otorgó  en  16  de 
Marao  de  1889  una  escritura  de  préstamo,  hipotecando  en  garantía  va- 
rios bienes  procedentes  de  la  herencia  de  su  padre,  y  al  contraer  matri- 
monio con  Dofia  Paula  Moncunill  formalizó  capitulaciones  en  17  de  Di- 
ciembre del  indicado  afio  de  1889,  haciendo  donación  y  heredamiento 
universal  á  favor  de  su  esposa  de  todos  los  bienes  y  derechos  que  dejara 
el  día  de  su  muerte,  que  ocurrió,  sin  tener  descendientes,  el  9  de  Abril 
de  1891,  en  vista  de  lo  cual,  su  hermano,  D.  Juan  Alsina  Bial,  inscribió 
á  BU  nombre  en  el  Registro  de  la  propiedad  loa  bienes  inmuebles  que 
procedían  de  la  herencia  de  su  padre  D.  José  Alsina  Graells  y  los  ven- 
dió, mediante  escritura  pública  de  fecha  9  de  Junio  del  mismo  afio»  á  su 
cufiado  D.  José  Altimiras  y  Magem,  quien  acudió  al  Juzgado  de  primera 
Instonoia  de  Manresa,  promoviendo  expediente  de  jurisdicción  volunta- 
ría, en  el  cual,  por  auto  de  28  de  aquel  mes,  se  ordenó  se  le  confiriese  la 
posesión  de  los  bienes  de  que  se  trataba,  sin  perjuicio  de  tercero  de  me- 
jor derecho;  lo  que  se  llevo  á  efecto  el  día  80  entonces  inmediato: 

Resultando  que  Dofia  Paula  Moncunill  y  Llobet,  viuda  de  D.  José 
Alsina  y  Bial,  con  fecha  22  de  Junio  de  1898  acudió  al  Juzgado  de  pri- 
mera instancia  de  Manresa  formulando  demanda  de  juicio  declarativo 
de  mayor  cuantía,  con  la  súplica  de  que:  primero,  se  declarase  que  como 
donataria  y  sucesora  de  su  esposo  era  la  única  propietaria  de  los  bienes 
que  le  pertenecían  cuando  falleció;  segundo,  se  declarase  también  que 
por  haber  sobrevivido  el  D.  José  Alsina  Bial  á  su  padre  y  aceptado  la 
herencia,  no  llegó  á  surtir  efecto  la  sustitución  vulgar  esteblecida  en  el 
testamento  del  último  para  el  caso  de  que  el  heredero  instituido  premu- 
rSese  al  testador,  y  en  su  consecuencia,  el  D.  José  Alsina  Bial  pudo 
transmitir  y  transmitió  á  su  viuda,  mediante  las  capitulaciones  matri- 
moniales, no  sólo  los  bienes  adquiridos  por  título  oneroso,  sino  también 
los  procedentes  de  la  herencia  de  su  mencionado  padre;  tercero,  se  de- 
clarasen nulas  y  sin  ningún  valor  ni  efecto  la  escritura  otorgada  por 


Digitized  by 


Google 


73t  JURISPRUDENCIA  CIVIL 

D.  Joan  Alsina  el  9  de  Janio  de  1891  7  las  inscripciones  det  iJbeglstro  de 
la  propiedad  consecaeocia  de  ella,  en  las  qae  se  atribala  al  D.  Jaan  pro- 
piedad como  heredero  de  sn  padre;  coarto,  se  dejase  sin  efecto  la  pose- 
sión jadicial  conferida  á  D.  José  Altimiras  sin  perjuicio  de  tercero,  y  se 
ordenase  la  cancelación  de  las  Inscripciones  del  Registro  de  la  propie- 
dad; y  quinto,  se  condenase  á  D.  Joan  Alslna  y  D.  José  Altimiras  á  di- 
mitir y  dejar  á  disposición  de  la  demandante  todos  los  bienes  de  la  he- 
rencia del  D.  José  Alslna  que  poeeyeran,  con  los  frotes  producidos  y  de- 
bidos producir,  Indemnisación  de  perjuicios  y  pago  de  las  costas: 

Resultando  que  como  fundamentos  de  sos  pretensiones  expuso  Dcfla 
Paula  MonconiU  algonos  de  los  hechos  relacionados  anteriormente,  y 
añadió:  hallarse  so  esposo  D.  Joeé  Alslna  coando  falleció  en  poseeiónds 
▼arios  bienes  Inmoebles,  qoe  enumeró,  describiendo  nneye  fincas,  las 
coales  le  pertenecían  por  herencia  de  so  padre  y  por  otros  títulos,  ha- 
biendo hecho  en  ellos  mientras  ios  toyo  en  so  poder  mejoras  consideim- 
bles,  y  de  bastantes  muebles,  consistentes  en  el  ajuar  de  la  casa,  cobas 
y  aperos  de  labransa  qoe  había  adquirido  dorante  so  yida,  apareciendo 
del  testamento  del  soegro  de  la  demandante  qoe  no  gravó  la  herencia 
con  carga  ni  fideicomiso  algono,  sino  qoe  se  limito  á  hacer  ona  simple 
sustitución  vulgar  á  favor  de  su  hijo  el  demandado  D.  Juan  para  el  caso 
de  que  el  primogénito  premuriese  al  testador  sin  dejar  hijos;  y  haber 
entrado  la  demandante  en  posesión  de  los  bienes  que  constltoiao  la  he- 
rencia del  D.  José  cuando  falleció,  si  bien  luego  se  incAUtó  de  ellos  Don 
José  Altimiras,  por  virtud  de  la  posesión  que  se  le  habla  conferido  en  el 
auto  de  28  de  Junio  de  1891,  á  consecuencia  de  la  escritura  de  venta  qoe 
á  su  favor  había  otorgado  D.  Juan  Aisina,  manifestando  qoe  aquellos 
bienes  le  pertenecían  como  heredero  sostitoto  de  so  hermano  D.  José, 
manifestaciÓD  que  era  falsa  por  haber  éste  sobrevivido  á  so  padre,  áaí 
como  también  lo  era  lo  qoe  igoal mente  consignó  de  qne  extraía  de  so 
poder  las  fincas  y  las  pasaba  y  transfería  al  comprador,  poes  en  aquella 
fecha  esteban  en  po<ler  de  la  demandante;  é  invocó  varios  fondamentos 
legales: 

Resoltendo  qoe  con  la  Indicada  demanda  presentó  la  actora  varios 
documentos,  entre  ellos  uno  en  papel  común,  escrito  en  catalán,  qoe  dije 
ser  copia  simple  del  tostemento  de  D.  José  Alslna  y  Graells  y  so  mujer 
Düfia  Rosa  Bial  y  Berengoer,  y  la  traducción  del  mismo,  segón  el  cual, 
aquéllos  dejaron  y  otorgaron,  y  heredero  suyo  universal  constituye- 
ron, á  su  hijo  primogénito  José  Alslna  y  Bial,  y  éste  premnerto  sin 
hijos  ó  hijas,  ó  que  éstos  no  llegasen  á  la  edad  de  tester,  á  él  sustitníaa 
á  sn  otro  hijo  Juan  Aisina  y  Bial;  y  si  muriese  en  igual  caso  qne  se  ha- 
bía dicho  de  los  hijos,  sustituían  á  sn  otra  hija  Josefa  Alslna  j  Bial;  y 
si  ésta  muriese  en  igual  caso,  á  su  tembién  hija  Jnlita  Aisina  j  Bial, 
siempre  sigaiendo  el  orden  de  primogenitura: 

Resultando  que  conferido  traslado  de  la  demanda,  la  contestó  D.  José 
Altimiras,  con  la  súplica  de  que  se  le  absolviera  de  ella  é  impusieran  las 
costas  á  la  actora;  para  lo  que  alegó,  á  más  de  referir  tombién  parte  de 
lo  consignado  en  los  antecedentes:  que  D.  Juan  Aisina,  después  de  acre- 
ditar en  el  Juzgado,  mediante  el  oportuno  expediento,  ei  carácter  de  he- 
redero fideicomisario  que  le  daba  el  tostemento  de  su  padre,  y  de  inscri- 
bir en  el  Registro  de  la  propiedad  los  Inmuebles  de  la  herencia,  le  ven- 
dió las  fincas  descritas  en  la  demanda,  excepto  la  reseñada  en  último 
lugar,  como  una  pies»  de  tierra  huerta  site  en  la  partida  de  las  Hurtas 
Vellas  de  Dait,  sin  que  por  su  parte  detentase  muebles  de  ninguna  clase 
que  hubieran  podido  pertenecer  á  D.  José  Aisina;  y  á  so  ves,  D.  Josa 
Aisina  y  Bial  se  opuso  tembién  á  la  demanda  con  igual  solieitod  á  la  ds- 
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dacida  por  AltimlnMi,  «osteniendo:  qne  «n  hermano  D.  José  fné  insti- 
tuido heredero  por  el  padre  de  amhos,  con  la  condición  de  qne  morlendo 
«in  hijos,  ó  qne  teniéndolos  no  llegasen  á  la  edad  de  testar,  le  sastitn- 
yera  dicho  D.  Joan,  7  á  éste,  en  igoal  caso,  los  demás  hijos  del  testador, 
^^ardando  el  orden  de  primogenitura  y  la  preferencia  de  varones  á  hem- 
bras, 7  por  ello,  al  fallecimiento  do^sn  hermano  inscribió  las  fincas  á  sn 
nombre  7  las  vendió  á-AItlmiras,  sin  qne  en  tal  contrato  se  comprendie- 
ra la  tierra  de  Hortas  Vellas  de  Dalt;  qne  el  12  de  Diciembre  de  1891 
Dofia  Panla  Moncnnill  se  hlso  cargo  de  las  ropas,  mnebles  7  frutos  que 
<soiietitnían  el  patrimonio  particular  de  sn  difunto  esposo,  quedando  en 
poder  de  D.  Juan  Alsina  las  que  se  hablan  considerado  como  de  la  he- 
rencia de  sn  padre,  según  acreditaba  con  el  acta  qne  firmaron  testigos  7 
prodncía  con  en  escrito;  qne  D.  José  Alsina  Graeils  pudo  ordenar  el  fidei- 
comiso condicional  en  la  institución  de  heredero  de  su  testamento,  7  en 
sn  virtud,  cumplida  la  condición  por  el  fallecimiento  sin  hijus  del  pri- 
mer sustituto,  se  transmitieron  las  acciones  7  derechos  de  heredero  al 
fideicomisario;  7  que  la  cosa  ha  de  reivindicarse  de  aquel  qne  la  tenga 
en  sn  poder,  7  el  D.  Juan  no  había  tenido  nunca,  ni  tenía  el  huerto  de 
lae  Hortas  Vellas  de  Dalt: 

Besultaifdo  que  las  partes,  en  sus  respectivos  escritos  de  réplica  7 
duplica,  insistieron  en  cnanto  había  expuesto,  7  recibido  el  pleito  á 
prueba  se  practicó  la  de  confesión  en  juicio,  documental  7  de  testigos 
qne  propusieron,  afirmando  D.  Juan  Alsina,  al  absolver  posiciones,  que 
el  12  de  Diciembre  de  1891  quedaron  en  sn  poder,  como  de  la  herencia  de 
D.  José  Alsina  Graells,  los  muebles  7  efectos  que  indicaba  la  pregunta, 
y  hallarse  disfrutando  la  pieza  de  tierra  huerta  situada  en  la  partida  de 
las  Hortas  Vellas  de  Dalt;  á  instancia  del  mismo  Alsina  se  puso  en  los 
.antoB  nna  certificación  expedida,  con  citación  contraria,  por  el  Registro 
de  la  propiedad  del  partido  de  Manresa,  en  vista  de  los  asientos  del  an- 
tiguo Registro  referentes  á  varias  fincas,  diciéndose  con  el  epígrafe  cali- 
dad 7  naturaleza  de  los  contratos,  con  expresión  de  los  que  son  públicos 
ó  privados,  ser  el  correspondiente  á  las  fincas  de  que  se  trata  el  de  here- 
damiento en  testamento  nuncnpativo  que  los  consortes  Alsina  7  Blal 
hacían  á  favor  de  su  hijo  José,  con  la  condición  de  que  si  muriera  sin 
hijos  ó  que  teniéndolos  no  lleguen  á  edad  de  testar,  le  sustltu7en  á  su 
exondo  hijo  Juan,  7  á  éste  en  igual  caso  á  los  demás  hijos  del  testador, 
guardando  el  orden  de  primogenitnra  7  la  preferencia  de  varones  á  hem- 
bras; 7  aunque  á  petición  de  la  demandante  se  expidió  mandamiento  al 
Archivero  de  protocolos  del  partido  para  que  testimoniara  el  testamento 
otorgado  por  D.  José  Alsina  7  Graells  7  Dofia  Rosa  Bial  Berenguer,  no 
pudo  verificarlo,  pues  según  certificó  no  obraba  el  correspondiente  al 
afio  1888  del  Notario  D.  Gerardo  Porta  7  Vidal: 

Resultando  qne  llegado  el  juicio  al  estado  de  dictarse  sentencia  por 
el  Jnez  de  primera  instancia,  llamó  éste  7  tuvo  á  la  vistaal  efecto,  para 
mejor  proveer,  los  autos  de  que  7a  queda  hecha  alguna  indicación  se- 
guidos por  D.  José  Alsina  7  Bial  con  D.  Juan  7  D.  José  Gilí;  7  también 
A  dicho  efecto  de  para  mejor  proveer  se  unió  al  pleito  actual,  con  refe- 
rencia á  los  enunciados  autos  entre  Alsina  7  los  Gilí,  una  certificación 
expresiva  de  constar  en  los  mismos  qne  con  escrito  de  29  de  Abril  de  1882 
se  presentó  por  parte  del  repetido  Alsina  copia  auténtica  del  testamento 
de  D.  José  Alsina  7  Graells  7  Dofia  Rosa  Bial  de  22  de  Febrero  de  1888, 
redactado  en  catalán,  sin  qne  se  acompafiara  traducción  alguna,  la  cual 
■e  realizó  en  el  período  de  prueba  por  el  actuario  en  aquel  procedimien- 
to, siendo  después  desgloseda  del  mismo  tal  copia  auténtica,  7  hallán- 
dose redactada  según  la  predicha  traducción  la  cláusula  hereditaria  en 
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los  signienteB  términcM,  en  lo  «nstancial:  dejamos  j  otorgamos  y  en  he- 
redero nnesto  nnivereai  constitaimos  á  nnestro  hijo  primogénito  José 
Alsina  Bial,  y  éste  premuerto  sin  hijos  ó  hijas,  ó  qae  éstos  no  lleguen  i 
la  edad  de  testar,  á  él  sastitoímos  al  otro  hijo  nnestro  Jnan  Alsina  Bial, 
y  édte  premnerio  sin  hijos  ó  hijas  qne  no  llegnen  á  la  edad  de  haoec 
testamento,  á  él  sustituimos  á  nuestra  hija  Josefa  Alsina  Bial,  y  fli 
muere  en  igual  caso  que  se  ha  dicho  de  los  hijos,  á  ella  sustituimos  á  U 
otra  hija  nuestra  Juiita  y  siempre  siguiendo  el  orden  de  primogenitura: 
Resultando  que  además  se  unió  ai  pleito,  igualmente  para  mejor  pro- 
veer algún  otro  oocu mentó,  pronunciando  el  Juagado,  en  atención  á  todo 
ello,  su  sentencia,  por  la  cual  declaró:  que  la  demandante  Dofia  Paula 
Moncunill,  como  dou atarla  y  socesora  universal  de  su  esposo,  erais 
única  propietaria  de  los  bienes  que  al  mismo  pertenecieran  en  el  día  de 
so  muerte;  que  por  hai)er  el  D.  José  sobrevivido  á  su  padre  y  aceptada 
la  herencia,  no  llegó  á  surtir  efecto  la  sustitución  establecida  en  el  ci- 
tado testamento  de  22  de  Febrero  de  1838  á  favor  del  demandado  D.  Joan 
Alsina,  habiendo  por  lo  tanto  podido  transmitir  y  transmitido  el  D.  Joeé, 
por  medio  de  sus  capitulaciones  matrimoniales  á  su  viuda,  no  sólo  los 
bienes  adquiridos  por  él  á  titulo  oneroso,  sino  también  los  qne  adquirid 
como  heredero  de  su  padre;  y  que  eran  nulas,  y  se  dejaban  sin  efecto, 
la  escrituraa  de  venta  otorgada  por  D.  Juan  Alsina  á  favor  de  D¿  Joaé 
Altimiras  en  9  de  Junio  de  1891,  de  fincas  de  dicha  herencia,  así  como 
su  inscripción  en  el  Registro,  y  la  qne  se  hiao  antes  á  nombre  del  Don 
Juan  de  las  que  habían  pertenecido  á  su  hermano;  y  en  sn  virtud  con- 
denó á  los  demandados  á  dimitir  y  dejar  á  disposición  de  la  demandante 
las  ocho  fincas  descritas  en  primer  lugar  en  la  demanda,  con  los  frntoi 
producidos  y  podidos  producir  desde  la  fecha  del  escrito  de  contestación, 
y  además  condenó  al  D.  Juan  Alsina  á  dimitir  con  iguales  frutos  la  tie- 
rra huerta  de  la  partida  de  las  Hortas  Vellas  de  Dalt  y  los  muebles  y 
efectos  enumerados  en  el  documento  de  12  de  Diciembre  de  1891,  ain  ex- 
presa Imposición  de  costas;  é  interpuesta  apelación  por  D.  Juan  Aleina 
oontra  el  enunciado  fallo,  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Barcelona,  el  22  de  Junio  del  próximo  pasado  afio  1900»  le  confirmó  con 
las  costas  de  la  alsada: 

Resultando  que  D.  Juan  Alsina  y  Bial  ha  interpuesto  recurso  de  ca- 
sación, como  comprendido  en  los  números  l.o  y  7.^  del  art.  1692  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  alegando  haberse  infringido: 

Primero.  Las  leyes  del  Digeeto  2.^  y  21,  Infine  y  De  probatio/ubus 
et  presuntionibus^  y  la  doctrina,  concordante  con  ellas,  sancionada  en 
sentencia  de  este  Tribunal  Supremo,  entre  otras,  de  18  de  Febrero  de 
1868,  4  de  igual  mes  y  28  de  Noviembre  del  65,  14  de  Enero  y  6  de  Abril 
del  67,  22  de  Mayo  del  80  y  28  de  Abril  del  88,  según  la  qne  al  reivindi- 
cante toca  probar  el  dominio  que  alega  y  el  título  concreto  que  invoca, 
sin  que  pueda  prosperar  la  acción  cuando  no  acredita  por  un  título  jnate 
y  comprobado  qne  es  suya  la  cosa  pedida,  en  relación  con  las  reglas  1.*, 
2.^  y  4*^  del  art.  697  de  la  ley  de  Eajuiciamiento  civil  de  1881,  concor- 
dantes con  las  1.^,  2.^  y  4.^  del  281  de  la  del  55,  que  determinan  tas  cir- 
cunstancias que  han  de  reunir  los  documentos  públicos  para  ser  eficaces 
en  juicio,  por  cuanto  la  sentencia  recurrida  declara  la  procedencia  de  la 
demanda,  á  pesar  de  qne  Doña  Paula  Moncunill,  que  funda  su  derecho 
en  el  testamento  de  D.  JosA  Alsina  y  Dofia  Rosa  Bial,  no  le  ha  presenta- 
do, porque  no  ha  podido  ó  no  ha  querido,  pareciéndole  mejor  suplir  so 
falta  con  testimonios  de  otros  testimonios  de  una  copia  más  ó  menos 
auténtica  producida  en  otros  autos  en  que  no  fué  parte  el  recurrents, 
y  éste  en  cambio  aportó  al  pleito  la  certificación  de  la  inscripción  dal 
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testamento  en  el  Begistro;  documento  al  que  concede  eficacia  especia- 
lielma  respecto  á  la  libertad  ó  gravámenes  de  loa  bienes  inmuebles  al 
artículo  28S  de  la  ley  Hipotecaria^  qae  debió  aplicarse  al  caso  actoal: 
Segundo.  £1  mencionado  art.  288  de  la  ley  Hipotecaria,  que  concede 
eficacia  probatoria  para  justificar  lo^  gravámenes  de  los  bienes  inmue- 
blea  á  las  certificaciones  del  Begistro  de  la  propiedad;  toda  ves  que  la 
mencionada  sentencia  prescinde  de  la  expresada  certificación,  inírin- 
giendo  el  núm.  7.f  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  é  in- 
curriendo en  errores  de  becbo  y  de  'derecho: 

Tercero.    La  voluntad  del  testador  y  la  doctrina  consignada,  á  más 
de  otras,  en  sentencias  de  este  Supremo  Tribunal  de  13  de  Abril  de  1888 
7  22  de  Octubre  del  85,  conforme  á  'la  cual  el  testamento  es  la  ley  que 
rige  la  sucesión;  por  haber  incurrido  la  Sala  sentenciadora  eif  errores  de 
hecho  y  de  derecho  al  apreciar  la  cláusula  testamentaria  en  cuestión, 
puee  á  poco  que  se  fije  la  atención  se  advierte  en  ella  la  fórmula 
usual  de  institución  que  se  llama  en  Cataluña  vulgar  in  fldeieomisOy 
que  otros  denominan  vulgar  impropia  y  segunda  vulgar,  y  constituye 
una  eepecie  de  amalgama  entre  la  vulgar  y  la  fideicomisaria,  siendo  la 
existencia  ó  inexistencia  de  los  nietos  la  circunstancia  de  que  depende 
el  que  teoga  ó  no  lugar  el  llamamiento  de  los  segundos,  pues  si  el  pri- 
mer llamado  tiene  hijos,  empieza  la  institución,  no  faltando  en  estos 
caeos  la  palabra  premuerto;  deduciéndose  lógicamente  de  su  contenido 
que  instituido  el  primogénito  José,  y  premuerto  sin  hijos  ó  hijas,  ó  con 
ellos,  que  no  llegasen  á  la  edad  de  testar,  fué  sustituido  por  el  segundo- 
génito Joan,  mientras  que  cualquiera  otra  interpretación  llevaría  al  ab- 
surdo, ya  que  con  lo  que  da  la  sentencia  de  dicha  cláusula  si  José  hu- 
biera premuerto  al  testador  dejando  hijos,  no  podrían  éstos  heredar  por 
no  estar  instituidos,  y  tampoco  podría  heredar  Joan,  por  no  darse  la 
condición  con  que  fué  sustituido  de  que  su  hermano  muriese  sin  hijos;  y 
Cuarto.    La  doctrina  sancionada  en  sentencias  de  este  Tribunal  Su- 
premo de  9  de  Junio  de  1864,  27  de  Enero  del  81,  20  del  mismo  mes  del 
85,  28  de  Noviembre  del  88  y  4  de  Octubre  del  98,  entre  otras,  según  la 
que  no  se  puede  ir  contra  los  actos  de  las  personas  de  quien  se  trae  cau- 
sa; en  el  sentido  de  que  Dcfia  Paula  BAoncunill  no  puede  ir  contra  la  ins- 
cripción de  la  herencia  en  cuestión  que  su  causante  D.José  Alsina  acep- 
tó y  consintió  desde  1849,  sin  que  quiten  eficacia  alguna  al  argumento 
las  consideraciones  que  se  hacen  en  la  sentencia  recurrida,  sobre  si  des- 
pués de  la  inscripción  siguió  Alsina  pleitos  y  ejecutó  actos  suponiéndose 
libre  de  todo  fideicomiso,  pues  si  entonces  fué  contra  las  inscripciones 
que  había  consentido,  tal  cosa  no  legitima  el  que  ahora  lo  hagan  sus 
cansa  habientes. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  GuUón: 
Considerando  que  no  se  han  infringido  las  disposiciones  y  doctrinas 
legales  citadas  en  los  dos  primeros  motivos,  ni  ee  han  cometido  los  erro- 
res de  hecho  y  de  derecho  que  en  ellos  se  suponen,  porque  el  testamento 
de  D.  José  Alsina  Graells,  respecto  de  cuyo  otorgamiento  están  comple- 
tamente cooformes  las  partes,  constituye  el  título  de  pedir  de  Ja  deman- 
dante, y  es  la  base  de  las  excepciones  del  demandado,  y  porque  versando 
la  cuestión  litigiosa  sobre  la  inteligencia  de  lo  ordenado  por  el  testador, 
la  sentencia  resuelve  que  estableció  uoa  sustitución  vulgar,  no  un  fidei- 
comiso, fundando  este  juicio  en  que  á  falta  de  otra  copia  auténtica,^ que 
los  interesados  no  han  presentado,  ni  ha  podido  venir  á  los  autos  por 
no  existir  el  protocolo  del  Notario  autorizante  en  el  Archivo  correspon-^ 
diente,  estima  y  declara  indubitada,  en  vista  de  las  pruebas  cuya  apre* 
dación  no  se  impugna,  la  copia  testimoniada  en  el  pleito  seguido  con 
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lo0  hermanos  Gilí,  qae  para  mejor  proveer  ae  niil6  al  presente,  j  la 
cual,  por  ser  tradocción  literal  qne  se  biso  en  aqoel  pleito  de  la  eláaaaJa 
redactada  en  catalán,  tiene  máa  carácter  de  fidelidad  y  exaetitnd  qne  lo 
anotado  en  loa  libros  de  la  extinguida  Oontadnria  de  Hipotecas,  por  ccb- 
•ecoencia  de  la  traducción  y  extracto  qne  verificó  el  encargado  de  dicha 
oficina;  sin  qne  al  sentar  talee  afirmaciones  se  vulneren  las  reglas  ds 
procedimiento  qne  se  alegan,  inaplicables  á  las  diligencias  para  mejor 
proveer,  ni  se  desconozca  la  fuersa  de  las  certificaciones  expedidas  por 
los  RegÍHtradores  coando  no  están  en  contradicción  oon  el  verdadleto 
contenido  del  titnlo  inscrito: 

Considerando,  respecto  del  motivo  tercero,  qne  es  nn  principio  gene- 
ral de  derecho  en  esta  materia  qne  toda  disposición  testamentaria  debe 
entenderse  en  el  sentido  literal  de  sos  palabras,  á  no  ser  qne  apareiea 
claramente  qne  fué  otra  la  voluntad  del  testador;  y  habiendo  expresado 
rotundamente  el  dlfonto  AlslnaGraells  en  su  testamento  que  instituía 
heredero  universal  á  su  hijo  primogénito  José,  y  éste  premuerto  sin 
hijos  ó  con  ellos  que  no  llegasen  á  la  edad  de  testar  le  sustituía  su  otro 
hijo  Joan,  y  éste  premuerto  en  idénticas  condiciones  seria  sustituido 
por  su  hija  Josefa,  no  cabe  la  menor  duda  de  que  el  heredero  Instituido, 
qne  sobrevivió  muchos  afios  á  sn  padre,  biso  suya  la  heren::ia  y  pudo 
disponer  libremente  de  ella;  siendo  preciso,  para  afirmar  lo  contrario, 
prescindir  del  texto  explícito  de  la  cláusula  de  que  se  trata,  y  sostmer 
que  la  premoriencia  del  heredero  no  ha  de  ser  con  relación  al  testador, 
ó  que  la  significación  gramatical  del  vocablo  premuerto  no  equivale  á 
decir  fallecido  antes;  y 

Considerando  que  tampoco  ha  podido  infringirse  la  doctrina  legal 
invocada  en  el  motivo  cuarto,  puesto  que  si  bien  D.  José  Alsina  Bial 
presentó  en  la  Contaduría  de  Hipotecas  el  testamento  de  su  padre  para 
la  toma  de  raaón  del  mismo,  no  consta  ni  se  ha  probado  qne  ss  ente- 
rase de  los  términos  en  qne  la  anotación  se  biso;  y  lejoe  de  haber  reco- 
nocido nunca  que  existiera  una  sustitución  fideicomisaria,  demostró  rei- 
teradamente lo  contrario,  según  consigna  la  sentencia,  por  actos  tan 
significativos  é  indudables  como  son  lo  alegado  por  él  en  dos  pleitos 
anteriores  y  el  otorgamiento  de  una  escritura  de  préstamo  con  hipotaca 
de  altrunas  de  las  fincas  de  la  herencia  paterna; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Juan  Alsina  y  Bial,  á  quien  conde- 
namos en  las  costas  y  al  pago  por  razón  de  depósito,  si  viniere  á  mejor 
fortuna,  de  la  cantidad  de  1.000  pesetas,  á  la  cual  se  dará  la  apHcadéa 
preceptuada  en  la  ley;  y  devuélvase  á  la  Audiencia  de  Barcelona,  coala 
oportuna  certificación,  el  apuntamiento  de  los  autos. 

Arí  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  ia- 
sertará  en  la  Colección  LEGrsLAirvA,  pasándose  al  efecto  lascopiss 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=José  de  Aldeeoa. 
=Ricardo  Gollón.=Bl  Magistrado  8r.  Lassús  votó  en  Sala  y  no  podo 
firmar:  José  de  Aldecoa.=Joaqnin  González  de  la  Pefia.=Pedro  Lavía* 
=:Vlcente  de  Plnlés.zuTomás  Gúdal. 

PQbltcación.=Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Ricardo  Gullón,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  eeis- 
brando  audiencia  pt!(blica  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  qne  ear- 
tífico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  8  de  Mayo  de  1901.s=Licenciado  Hilario  Marta  Gonzáles  1 
Torreso 
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Núm.  1J37.--TRIBUNAL  SUPREII0.-8  de  Maye,  pnb.  el  II  y  12  do  Jnalo. 

Casación  por  infracción  db  LEy. —Nulidad  dé  enajenaeión.— Sen- 
lencía  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por 
D.  Juan  Vidal  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  primera  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  D.  Rafael  Bas- 
ter  y  otros. 
Bn  sus  CONSIDERANDOS  ss  establoce: 

Que  no  es  de  esiimar  la  tn/raeeión  de  las  leyes  del  Código^  l.\ 
párrafo  segundo^  libro  7.^,  titulo  40,  y  3.\  párra/o  primero,  li- 
bro 7.®,  titulo  39,  y  el  axioma  juridieo  contra  non  valeniem  agere 
non  currit  prescriptio,  cuando  apreciando  la  Sala  sentenciadora  las 
excepciones  alegadas  en  el  pleito,  reconoce  la  prescripción  del  domi- 
nio ae  determinadas  ñncascon  el  claro  ó  indispensable  fundamento 
de  haber  transcurrido  más  de  treinta  años  de  su  adquisición,  apli- 
cando los  preceptos  del  usatge  Oranes  causee,  con  la  extensión  y 
generalidad  con  que  lo  ha  hecho  la  jurisprudencia  del  Tribunal  Su- 
premo en  relación  con  la  prescripción  aaquisitita: 

Que  no  infringe  las  leves  del  Código,  5.*,  párrafo  tercero;  7.*, 
párrafo  primero,  libro  2.\  titulo  53,  y  3.\  libro  2.^,  titulo  51;  ni  la 
26y  párrafos  cuarto  y  quinto  y  28,  párrajo  tercero,  libro  4.^,  til.  6,^ 
del  Digesto,  la  sentencia  que  declara  prescrita  la  acción  de  rettitu- 
eión  in  integrum  cuando  no  ha  sido  ejercitada  dentro  del  cuadrie- 
nio legal  concedido  al  ejecto  á  los  mayores  de  edad: 

Que  las  acciones  rescisorias  no  se  dan  contra  tercere  que  haya 
inscrito,  según  el  texto  expreso  delart,  36  de  la  ley  Hipotecaria,  al 
que  añade,  concretando  el  38,  que  no  se  rescinde  por  lesión  enorme 
ó  enormísima  ni  por  efecto  de  la  restitución  in  integrum: 

Que  según  el  art.  34  y  el  sentido  general  de  la  citada  ley,  cuyo 
objeto  cardinal /alsearia  otra  interpretación,  nunca  ni  por  acción  de 
clase  alauna  se  invalidan  los  derechos  inscritos  en  el  Registro  de  la 
propiedad  por  titulo  ó  causa  que  no  resulte  claramente  del  mismo: 

Que  en  casación  sólo  puede  impugnarse  la  apreciación  de  la 
prueba  hecha  por  la  Sala  sentenciadora,  en  la  forma  y  por  los  me- 
dios que  previene  el  núm.  7.^  del  ari.  í692  de  la  ley  procesal. 

Bn  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  8  de  Mayo  de  1901,  en  el  juicio  de- 
clarativo de  mayor  cuantía  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia 
de  Santa  Coloma  de  Faroés  y  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  Barcelona  por  D.  Juan  Vidal  de  Llobatera  é  Iglesias,  Abogado,  ve- 
cino de  €h>roDa,  con  D.  Rafael  Banter  y  Llagustera,  del  comercio,  vecino 
de  dicha  ciudad  de  Barcelona;  Dofia  Gertrudis  Baster  y  Llagustera, Dofia 
Concepción,  Dofia  Teresa,  Dofia  Dolores  y  Dofia  Eloisa  Andreu  y  Bas- 
tar, vecinas  de  San  Feliu  de  Gnizols,  dedicadas  á  las  labores  domésticas, 
como  viuda  la  Dofia  Gertrudis,  bijas  la^ demás  y  causababientes  todas 
de  D.  Narciso  Andreu  Rabell,  siéndolo^  primero  de  D.  Rafael  Baster 
7  Presas;  D.  Francisco  Soler  y  Coll,  Abogado,  vecino  de  Santa  Coloma 
de  Famée;  D.  Agustín  Boada  y  Bou,  vecino  de  Barcelona;  D.  Francisco 
Barceló  y  Cuní,  D.  José  Rabot  y  Cabruja  y  D.  Benito  Xibertay  Codina, 
avecindados  en  Vidreras  los  tres  últimos,  y  propietarios,  asi  como  tam- 
bién el  D.  Agustín,  sobre  nulidad  de  varias  enajenaciones  y  otros  ex- 
tremos; autos  pendientes  apte  Nos,  en  recurso  de  casación  por  infrac- 
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ción  de  ley  qne  ha  interpuesto  el  D.  Joan  Vidal,  repreeentado  y  defen- 
dido por  el  Procurador  D.  Juan  Qaroia  Coca,  y  ios  Letrados  D.  SalTader 
Ra ventos  y  D.  Juan  Sol  y  Ortega,  éste  en  el  acto  de  la  vista;  estindolo 
los  demandados  y  recurridos  por  los  asimismo  Procurador  y  Letrado 
p.  Antonio  Bendicho  y  D.  Ernesto  Viilaregut: 

Resultando  que  para  el  matrimonio  de  D.  Isidro  Gotarra  Cornelia  y 
Matas  con  Dofia  Josefa  Vidal  ó  Iglesias,  el  padre  de  aquél,  D.  Juan  G¿- 
tarra  Cornelia,  en  capitulaciones  formalisadas  ante  Notario,  con  fecixa 
6  de  Junio  de  1846,  le  otorgó  heredamiento  y  donación  universal  irrevo- 
cable ¿n^^r  oídos ^  con  cláusula  detraslación  de  dominio  y  posesión,  reser- 
vándose únicamente  él  donante  elusnfructo  vitalicio,  la  cantidad  deS.OOO 
libras  barcelonesas,  equivalentes  á  6.8S3  pesetas  88  céntimos,  para  ies- 
.tar,  la  dote  de  sus  hijas  «n  pago  de  sus  respectivos  derechos  legitima- 
rios, segán  la  posibilidad  de  los  bienes  y  conforme  había  sido  dotada 
una  de  ellas  llamada  Teresa— tenia  tres  más,  ó  sea  Josefa,  María  y  Nar- 
cisa— ,  y  para  el  caso  de  sobrevivir  á  dicha  donante  su  mujer  María  Sla- 
tas,  los  alimentos  de  ésta  en  la  casa,  ó  en  su  defecto  200  libras  barcelo- 
nesas anuales,  pagaderas  por  tercios  anticipados;  habiendo  realiaado  el 
donatario  D.  Isidro  dos  ventas  de  terreno  del  Manso  Cornelia  en  18  de 
Abril  y  28  de  Septiembre  de  1854,  respectivamente,  á  favor  de  D.  Pedro 
Mártir  Baster  y  Presas,  la  primera  de  una  parte  en  cultivo  llamada  Sort 
deu  Romani,  otra  porción  de  bosque  nombrado  Pineda  de  la  Coma,  y  el 
resto  sin  nombre,  de  cabida  42  vesanas,  y  la  segunda  comprensiva 
de  67  li2  vesanas,  en  el  sitio  llamado  Baquení  del  Turó  den  Castalio  y 
Soley  de  la  Coma,  cuyas  dos  ventas  no  son  materia  de  este  pleito: 

Resultando  que  declarada  la  incapacidad  del  D.  Isidro  Gotarra  Cor^ 
sella,  y  nombrado  curador  del  mismo  su  padre  D.  Juan,  al  que  se  dis- 
cernió tal  cargo  en  6  de  Marso  de  1856,  otorgó  éste  una  escritura  de  11 
de  Febrero  de  1857  en  el  expresado  concepto,  haciendo  mención  en  pri- 
mer término  de  haber  acudido  en  las  actuaciones  referentes  al  discerni- 
miento del  anunciado  cargo  con  la  petición  de  que  se  le  autoriíase  para 
realiaar  la  venta  formalizada  en  aquel  Instrumento  público  á  fin  de  la- 
tisfacer  ciertas  deudas,  á  cuya  petición  recayó,  en  22  de  Agosto  de  1856, 
auto  del  Juzgado  de  primera  instancia  de  Santa  Coloma  de  Famés,  por 
el  cual,  atendiendo,  entre  otros  fundamentos,  á  la  Informacióh  practi- 
cada y  á  que  la  prosecución  de  dos  juicios  ejecutivos  pendientes  aniqui- 
laría todo  el  patrimonio  del  D.  Isidro,  visto  lo  expuesto  por  el  Promotor 
fiscal,  se  autorizó  la  venta  de  la  tierra  bosque  denominada  TuróCaste- 
lló,  Pas  de  Soliera  Quillachi  y  Mascaros,  en  la  parte  ó  número  de  vesa- 
nas que  fuera  necesario  para  cubrir  las  deudas  objeto  de  los  dos  ÍDdics 
dos  juicios  ejecutivos,  promovidos  por  D.  Miguel  Pares,  sobre  pago  de 
4.913  reales  y  por  D.  Miguel  Pía,  marido  de  Dofia  Narcisa  Gotarra  Cor- 
nelia, sobre  pago  de  200  libras,  cómoda  y  vestidos  y  las  costas  de  ambos 
procedimientos,  como  igualmente  las  del  en  que  se  dictó  tal  auto  y  1m 
demás  que  fuesen  legítimas,  nombrándose  al  efecto  dos  peritos,  que  en 
el  mismo  auto  se  designaron,  á  fin  de  que  procedieran  al  avalúo  de  It 
precitada  tierra -bosque,  baciéndplo  á  tanto  por  vesana,  y  luego  se  reali- 
zase la  venta  en  pública  subasta^  previniéndose  al  repetidamente  nom- 
brado D.  Juan,  para  evitar  abusos,  que  presentara  relación  del  importe 
de  las  deudas  y  costas  que  estaba  obligado  á  satisfacer  su  hijo;  y  ensa 
consecuencia,  se  sacaron  á  subasta  50  vesanas  de  la  enunciada  ñnez, 
siendo  el  mejor  postor  D.  Pedro  Mártir  Baster  y  Presas,  que  ofreció  ñas 
onza,  equivalente  á  30  libras,  por  cada  vesana,  siempre  que  se  le  otor- 
gara la  escritura  de  venta  que  se  está  relacionando,  en  la  que  ne  deslindó 
el  terreno  vendido,  que  se  sefialó  con  hitos,  disgregándole  del  manso 
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Cornelia;  reteniendo  en  sn'  poder  el  comprador  el  precio  de  1.600  libras 
barceloneeaa,  ó  60  onzas  en  oro,  para  j>agar  á  D.  Miguel  Paré»  40  onsas, 
14  duros,  11  reales  y  28  maravedises,  esto  es,  8.091  reales  y  28  marave- 
dises, de  ellos  4.918  como  importe  de  un  pagaré  que  el  D.  Isidro  le  tenia 
Armado  y  el  resto  por  intereses  del  mismo,  á  rasón  del  6  por  100,  y  cos- 
tas cansadas  hasta  aquella  fecha— lo  que  Pares  reconoció  haber  recibido 
del  D.  Pedro,  también  por  documento  público  del  propio  día  11  de  Fe- 
brero del  67 — ,  y  los  restantes  2.908  reales  6  maravedises,  los  entregaría 
á  las  personas  que  se  le  designasen,  en  pago  de  créditos  legítimos  que 
tuvieran  contra  dicho  D.  isidro;  otorgándole  la  correspondiente  carta  de 
pago  del  ennncirdo  precio  el  repetído  D.  Juan  Gotarra,  en  nombre  de 
aquél: 

Besultando  que  además,  en  virtud  del  predicho  auto  de  autorización 
de  22  de  Agosto  de  1866,  se  sacaron  también  á  subasta  69  vesanas  de 
tierra,  plantadas  parte  de  alcornocal  y  parte  de  pinos,  segregadas  igual- 
mente del  manso  Cornelia,  divididas  en  dos  plecas,  denominada  la  pri- 
mera Turó  Gastelló,  de  extensión  26  vesanas  60  canas,  y  la  segunda, 
Pas  de  Soliera,  con  82  vesanas  y  800  canas,  detallándose  sus  linderos; 
de  las  que  otorgó  asimismo  escritura  de  venta  en  28  de  Octubre  del  ya 
citado  afio  1867  D.  Jnaa  Gotarra  Cornelia,  en  nombre  de  su  hijo  Isidro, 
á  favor  del  D.  Pedro  Mártir  Baster  y  ?reeas,  como  mejor  postor,  á  razón 
de  20  libras  por  vesana,  en  precio  de  1.180  libras,  moneda  barcelonesa, 
que  quedaron  también  en  poder  del  comprador  para  satisfacer  á  los  cón- 
yuges Miguel  Pía  y  Narcisa  Gotarra  898,  19  sueldos  y  6  dineros,  de  que 
le  expidieron  carta  de  pago  por  dos  plazos  de  la  donación  de  FOO  libras 
hecha  por  el  D.  Juan  á  su  hija  la  Dofia  Narcisa  en  las  capitulaciones 
para  su  matrimonio  con  Pía,  del  interés  del  primero  de  tales  plfizos 
desde  que  fué  demandado  por  su  legítima  paterna  y  materna  y  suple- 
mentos, 200  por  la  cómoda  y  vestidos  que  también  la  donó  en  las  suso- 
dichas capitulaciones  matrimoniales,  igualmente  demandados  en  el 
pleito  en  que  había  recaído  sentencia  condenatoria,  y  las  restantes  284 
libras,  19  sueldos  y  9  dineros,  por  las  costas  del  indicado  pleito,  com- 
prendidas asimismo  en  la  enumerada  sentencia,  la  que,  así  como  la 
liquidación  practicada,  el  auto  aprobándola  y  el  de  autorización  referido 
se  insertan  en  la  escritura  de  que  se  está  haciendo  mérito;  en  la  cual,  á 
más  de  todo  ello,  se  consigna  que  la  diferencia  entre  I^s  expresadas 
sumas  que  habían  de  satisfacerse  á  los  cónyuges  D.  Miguel  y  Dofia  Nar- 
cisa de  281  libras  7  dineros,  la  entregaría  el  comprador  á  los  legítimos 
acreedores  del  D.  Isidro  Gotarra  Cornelia,  que  se  le  designarían;  ha- 
biendo expedido  carta  de  pago  de  las  898  libras,  19  sueldos,  6  dineros  á 
favor  del  D.  Pedro  Mártir  Baster  los  prenombrados  cónyuges: 

Besultando  que  D.  Juan  Gotarra  Cornelia,  como  curador  de  su  hijo 
D.  Isidro,  otorgó  en  26  de  Enero  de  1869  una  escritura  más  de  venta,  en 
la  que  se  insertaron,  aparte  de  algún  otro  particular:  un  escrito  de  fe- 
cha 80  de  Enero  de  1868,  presentado  por  D.  Francisco  Casellas  y  Ferrer 
al  Juzgado  de  primera  instancia  de  Santa  Coloma  de  Parnés,  pidiendo 
que  se  despachara  ejecución  contra  los  bienes  del  D.  Isidro  por  la  can- 
tidad de  6.400  libras  catalanas,  equiy  alen  tes  á  68.266  reales  68  cénti- 
mos, que  según  escritura,  también  de  6  de  Enero  de  1866,  le  adeudaba, 
é  intereses  legales  á  razón  del  6  por  100  al  año;  el  auto  despachando  di- 
cha ejecución,  á  virtud  del  cual  fueron  embargadas  460  vesanas  de  tie- 
rra bosque,  parte  plantadas  de  alcornoques,  parte  de  pinos  y  parte 
de  matorrales,  de  pertenencias  del  manso  Cornelia;  la  sentencia  de  re- 
mate, dictada  en  16  de  Mayo  del  enunciado  afio  68;  la  valoración  del 
terreno  embargado,  practicada  por  dos  peritos  labradores,  quienes  le 
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«preciaron  en  11.360  libras  barcelonesas,  á  raaón  de  ft  cada  Yesana;  la 
diligencia  de  remate  de  las  460  veranas,  á  favor  de  D.  Narciso  Andrai 
por  7.604  libras,  cantidad  superior  á  ¡ab  dos  terceras  partes  de  la  ts- 
ioracióu;  ei  reeigaardo  de  la  Tesorería  de  la  provincia  de  Gerona,  que 
acredita  haber  consignado  el  comprador  Andrea  80.042  reales  66  cénti- 
mos, precio  del  remate;  la  medición  y  demarcación  con  hitos  de  piedm 
del  terreno  vendido  hecha  por  nn  Agrimensor,  qne  sefialó  los  linderos 
con  que  quedaba  el  mismo,  separándole  del  manso  Cornelia;  y  el  auto 
ordenando  el  otorgamiento  de  la  escritura  de  venta  por  D.  Joan  Gotarra 
Cornelia  en  so  expresado  concepto,  como  tuvo  efecto  en  la  fecha  ya  di- 
cha, interponiendo  el  Jaez  de  primera  instancia  para  mayor  valides  y 
firmeza  de  ella  su  autoridad  y  decreto  judicial: 

Resultando  que  el  repetidamente  nombrado  D.  Isidro  Gotarra  Corne- 
lia falleció  en  S  de  Marzo  de  1869  con  testamento  de  16  de  Julio  de  1864, 
en  el  que  instituyó  heredero  á  su  hijo  único  D.  Jusé  Gotarra  Cornelia  y 
Vidal,  que  nació  en  1.^  de  Septiembre  de  1862,  habido  en  sn  matrimonio 
con  Dofia  Josefa  Vidal  é  Iglesias,  á  la  que  legó  el  usufructo  de  todos  sus 
bienes  durante  la  vida  de  la  misma  mientras  permaneciere  vinda,  é 
igualmente  falleció  en  6  de  Enero  de  1862  D.  Juan  Gotarra  Cornelia; 
otorgando  la  Dofia  Josefa  en  28  de  Diciembre  de  1869  una  escritora  de 
deuda  en  cantidad  de  660  libras,  ai  interés  del  6  por  100  anual,  á  favor 
de  D.  Narciso  Andreu  y  Rabell,  con  hipoteca  de  las  8.600  libras  de  la 
dote  que  tenia  constituida  sobre  el  patrimonio  Gotarra;  y  en  otra  de  26- 
de  Noviembre  de  1860  se  consignó  que  dicha  Dofia  Josefa  formuló  en  el 
Juzgado  de  Santa  Coloma  de  Farnés  un  escrito  de  4  de  Julio  del  citado  afio 
69,  solicitando  el  nombramiento  de  tutora  de  la  persona  y  bienes  de  su 
hijo  impúber  José,  cargo  que  le  fué  oooferido  y  se  la  discernió  en  2  de^ 
Enero  del  siguiente  afio;  que  en  las  mismas  actuaciones  pretendió  la  su- 
sodicha Dofia  Josefa  autorización  para  vender  la  finca  que  resefió,  á  fia 
de  cubrir  deudas  que  pesaban  sobre  el  patrimonio  del  mencionado  impú- 
ber, siéndole  otorgada,  previos  los  correspondientes  trámites  y  oído  el 
Promotor  fiscal,  por  auto  de  4  de  Abril  de  1860,  mediante  haber  justifi- 
cado la  necesidad  y  utilidad  para  el  menor  de  la  venta  del  bosque  resé- 
fiado  por  aquélla  en  su  escrito,  en  la  parte  necesaria  para  cubrir  las  res- 
ponsHbilidades  del  propio  menor,  previo  avalúo  practicado  por  dos  Agii- 
mensores  designados  en  el  mismo  auto,  los  coales  midieron,  sefialaron 
con  estacas  y  tasaron  dos  piezas  de  tierra  en  el  manso  Cornelia,  de  ex-- 
tensión  de  60  vesanas  la  una,  poblada  de  brezo,  broza  y  arbustos  impro- 
ductivos, con  algunos  pequefios  alcornoques  y  pinos,  que  tampoco  da-^ 
ban  producto  entonces,  la  que  deslindaron,  apreciándola  en  760  libras, 
ó  sea  16  libras  la  vesana,  en  atención  á  su  ningún  producto,  ya  que  para 
que  llegasen  á  tener  algún  valor  los  pocos  árboles  existentes  en  ella  ha- 
bían de  pasar  veinticinco  afios  por  lo  menos,  siendo  preciso  gastar  can- 
tidades considerables  en  limpiarla  de  maleza  y  monte  inútil,  y  la  otra 
en  iguales  condiciones,  contigua  á  la  antedicha,  de  extensión  de  16  ve- 
sanas y  dus  tercios,  que  también  deslindaron,  la  valoraron  en  260  li- 
bras, al  mismo  tipo  de  16  la  v^eana;  que  practicada  y  aprobada  la  tasa- 
ción de  costas,  importante  2.366  reales  6  céntimos,  se  mandó  proceder  y^ 
procedió  á  la  subasta  de  las  dos  piezas  de  tierra  tasadas,  las  que  remató 
D.  Narciso  Andreu  y  Babell,  como  mejor  postor,  por  la  cantidad  de  12.000 
reales,  que  consignó  en  poder  del  actuario,  quien  le  expidió  la  corres- 
pondiente carta  de  pago  para  su  distribución  entre  los  acreedores  del 
menor,  y  practicada  liquidación  de  lo  que  había  de  satisfacerse,  aseen» 
dente,  con  el  importe  de  las  costas  ya  tasadas  y  postsriores,  á  9.288  rea- 
les 92  céntimos,  se  formalizó  U  escritura  de  venta  que  se  está  refirleBdo 
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por  U  Dofift  Josefa  Vidal,  en  la  representación  que  ostentaba,  al  D.  Nar- 
ciso Andreo  y  Eabell  de  los  terrenos  mencionados: 

BesQliando  qae  D.  Narciso  Asdrea  y  Babel!  adquirió  además  poste- 
riormente, por  compra  también  en  remate  público  y  el  precio  de  8.601 
libras»  ó  sean  87.8411  reales  96  céntimos,  226  vesanas  de  tierra  de  bosque 
•n  pertenencias  del  manso  Cornelia,  qoe  le  fueron  vendidas  en  escritura 
de  26  de  Febrero  de  1861  por  el  Ju«'Z  de  primera  instancia  de  Santa  Co- 
loma de  Farnés,  pues  no  se  presentó  á  otorgarla,  á  pesar  de  lo  mandado, 
Dofia  Josefa  Vidal  é  Igitssias,  motivando  tal  venta,  según  aparece— en 
reonmen— de  los  insertos  comprendidos  en  la  misma  escritura,  el  que 
D.  Juan  QotArra  Oomellá  formuló  en  aquel  Juzgado  demauda  de  U  de 
Febrero  del  60,  con  la  solicitud  de  que  se  condenase  á  la  Düfia  Joeeía  en 
el  doble  concepto  de  totora  de  su  bijo  impúber  José  y  usufructuaria  de 
lofl  bienes  pertenecientes  al  mismo,  á  pagar  al  demandante  las  2.000  li- 
bras catalanas,  equivalentes  á  21.838  reales  80  céntimos,  que  se  reser- 
▼ó,  á  su  Ubre  disposición,  al  donar  los  demás  bienes  que  le  pertenecían 
á  mn  bljo  D.  Isidro  en  las  capitulaciones  para  el  matrimonio  de  éste,  con 
loe  intereses  legales  desde  la  fecba  del  acto  de  conciliación  en  que  babía 
pedido  á  la  propia  Dofia  Josefa  dicbo  pago  y  las  costas;  siendo  estimada 
eqaella  solicitud  en  auto  de  22  de  Junio  del  últimamente  citado  afio 
1860,  en  virtud  del  cual  se  embargaron  las  226  vesanas  de  terreno,  que 
fueron  medidas,  deslindadas  y  valoradas  en  4.842  libras  barcelonesas, 
á  ramón,  cuatro  de  dicbas  vesanas  que  tenían  alcornoques,  de  126  cada 
una,  otras  dos  con  alameda  de  200  también  cada  una,  y  de  18  libras  las 
219  restantes,  con  pinos,  alcornoques  pequeños  y  monte  bajo  que  no  da- 
ben  producto  alguno;  rematándolas  en  8.601  libras  moneda  catalana,  ó 
S7.843  reales  96  céntimos,  el  mencionado  Andreu,  quien  después  de  sa- 
tiflfecbo  á  D.  Juan  Gotarra  Cornelia  el  principal  é  intereses  y  pagadas 
las  costas,  que  se  tasaron  en  4.648  reales  con  89  céntimos,  depositó  en 
le  Caja  general  de  la  provincia,  á  disposición  del  Juagado,  los  10.181,  61 
céntimos  qoe  restaron: 

Resultando  que  en  escrito  de  fecba  17  de  Enero  de  1868  expuso  Dofia 
Josefa  Vidal,  como  tutorade  so  hijq  impúber  José,  babef  muerto  abln- 
teetato  Dofia  liaría  Beatas,  mujer  del  abuelo  de  dicbo  menor  D.  José, 
recayendo  por  consiguiente  el  derecho  á  la  berencia  de  aquélla,  consis- 
tente en  la  dote  de  1.200  libras  moneda  catalana  que  aportó  al  matrimo- 
nio, en  los  cinco  hijos  del  mipmo,  Isidro,  Teresa,  María,  Narcisa  y  Jose- 
fa, correspondiendo  240  libras  á  cada  uno  de  ellos,  ó  sea  960  á  las  cuatro 
últimas,  una  de  las  cuales  babía  formulado  reclamación  sobre  entrega 
de  sn  parte,  anunciando  las  demás  el  propósito  de  reclamar  también  las 
suyas  respectivas,  y  como  el  menor  carecía  de  medios  para  satisfacer  ta- 
fee deudas,  se  veía  la  Dofia  Josefa,  en  su  indicado  carácter,  precisada  á 
solicitar  autor isación  á  fin  de  vender  bienes  de  aquél,  ofreciendo  al 
efecto  la  correspondiente  Información  de  necesidad  y  utilidad  de  tal 
▼enta  é  Indicando  para  ella  como  menos  perjudicial  la  del  terreno  titu- 
lado Camp  Guardiola;  cuya  venta  fué  autoriaada,  previa  la  información 
ofrecida  y  de  conformidad  con  el  dictamen  del  Promotor  fiscal,  en  auto 
de  24  de  Marao  del  citado  afio  68,  habiendo  de  verificarse  en  pública  su- 
basta, después  de  practicado  avalúo  por  los  peritos  que  en  el  mismo  auto 
se  nombraron;  siendo  ampliada  la  autorisación  en  otro  auto  de  29  de 
Mayo  próximo  siguiente,  á  petición  también  de  la  Dofia  Josefa,  fundado 
en  haberse  reclamado  un  nuevo  crédito  y  en  el  importe  á  que  ascendían 
les  costas,  á  la  venta  de  otros  dos  terrenos  denominados  Camp  de  la  Po- 
mareda  y  Camp  Non,  mediante  aparecer  un  déficit  de  7.718  reales  para 
la  extinción  de  las  dííeudas  reclamadas  y  de  las  costas  posteriores,  die- 
TOMO  91  47 
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tado  este  último  sin  oir  nuevamente  al  Promotor  fiecal,  al  qne  ee  iioti< 
flcó,  como  también  le  íneron  notificadas  las  nlteriores  reeolooionet  que 
recayeron  en  aquellas  diligencias,  según  así  aparece  denoa  oertifictcidn 
reclamada  po(  la  Audiencia  para  mejor  proveer;  y  en  virtud  de  todo  ello 
fueron  subastadas  las  tres  predichas  fincas,  con  los  límites  de  qus  le 
biso  expresión,  que  quedaron  rematadas  por  el  precio  de  22.606  realet  á 
favor  de  D.  Narciso  Andren,  quien  consignó  la  expresada  cantidad  en 
aquel  Júsflrado;  y  la  Doña  Josefa  le  otorgó  la  oportuna  escritura  de  venta 
en  12  de  Noviembre  también  de  1A68: 

Resultando  que  al  mismo  Juzgado  de  Santa  Coloma  de  Famés  een- 
dió  la  Doña  Josefa  Vidal  en  el  tantas  veces  enunciado  ooncepto  de  to- 
tora de  su  bi  jo  José  con  escrito  de  27  de  Agosto  de  1868,  en  solicitnd  de 
que  se  ampliase  la  sutorisaclón  de  venta  que  estaba  otorgada,  para  lle- 
var á  efecto'  la  de  otros  bienes  del  menor  José  Gotarra  Cornelia,  justi- 
preciándose al  efecto  seis  vesanas  de  bosque  plantado  de  encinas,  al- 
cornoques, robles  y  pinos  que  deslindó,  y  las  demás  vesanas  de  la  pro- 
piedad y  pertenencia  de  la  casa  Gotarra  que  fuesen  necesarias  pan 
pagar  200  libras  reclamadas  por  uno  de  los  descendientes  de  D.  Antonio 
Gotarra  Comerla,  padre  del  D.  Juan,  y  de  que  era  responsable  el  patri- 
monio de  aquél,  poseído  por  el  menor  José,  los  intereses  de  la  Indictdt 
suma  y  las  costas  ocasionadas  con  la  reclamación  de  tal  paco,  todo  ello 
satisfecbo  al  reclamante  por  D.  Miguel  Pares,  D.  José  Babot  y  D.  Be- 
nito Xiberta,  qne  se  habían  subrogado  en  sus  derechos;  escrito  á  que 
proveyó  dicho  Josgado  en  81  del  mencionado  mes  de  Agosto  del  68,  coa- 
cediendo  el  permiso  para  la  enajenación  pedida  y  designando  parale 
tasación  de  lo  que  había  de  ser  objeto  de  la  venta,  peritos  agrimensores, 
quienes  midieron  y  valorsron  dos  piesas  de  tierra  del  manso  Cornelia, 
de  cabida  la  de  una  de  ellas  de  siete  vesanas  de  extensión,  tres  de  Ise 
mismas  alcornocal  de  segunda  calidad  y  valor  de  1.200  reales  la  vesana, 
7  las  otras  cuatro  de  yermo  y  monte  Inútil  que  valían  400  reales  cadt 
una,  y  toda  la  finca  6.200,  comprendiendo  la  segunda  de  aquellas  pleise 
úe  terreno  una  vesana  y  400  canas  cuadradas  de  extensión,  sembradan 
de  secano  de  tercera  calidad,  de  valor  de  1.788  reales  88  céntimos,  á  rasen 
de  1.200  reales  la  vesana,  y  en  total  los  dos  terrenos  6.988  reales  88  cén- 
timos, sin  deducción  de  cargas,  bajo  cuyos  tipos  se  mandaron  sacar  i 
remate,  el  qne  tuvo  efecto,  sjn  presentarse  más  postor  que  D.  Salvio 
Fnllá,  que  ofreció  7.000  reales  y  le  f nerón  ad indicados  dichos  terrenos; 
adjudicación  que  cedfó  á  D.  Miguel  Pares  y  Mercader,  D.  José  B«ibot  y 
Cabruja,  D.  Benito  XiberU  y  Codina  y  D.  Pedro  Ifasoliver  j  Galí,á 
quienes  otorgó  Doña  Josefa  la  escritura  de  venta  de  25  de  Marso  de  1864, 
con  deslinde  de  lo  vendido,  y  dando  como  satisfecho  el  precio  por  me- 
dio de  consigna  en  la  mesa  del  Jusgado  para  el  pago  de  las  deudss  y 
costas  de  que  se  trataba;  vendiendo  á  su  ves  los  expresados  Pares,  Ba- 
bot, Xiberta  y  Masollver  los  mismos  terrenof<  por  el  precio  de  4.800  rea- 
les á  D.  Agustín  Boada  y  Bou  en  escritura  de  8  de  Noviembre  de  1865, 
inscrita  como  las  anteriores,  correspondientes  á  la  fecha  en  que  ya  ee 
había  establecido,  y  las  de  que  más  adelante  se  hará  mérito,  en  eíl  Re- 
gistro de  la  propiedad: 

Resultando  que  con  motivo,  según  parece,  de  hallarse  pendientes  ac- 
tuaciones sobre  declaración  de  incapacidad  de  Doña  Josefa  Vidal  para 
administrar  sus  bienes,  declaración  que  se  hiao  en  auto  de  18  de  Abril 
de  186ft,  nombrando  á  su  hermano  D.  Antonio  Vidal  curador  ejemplar 
de  aquélla,  fueron  también  nombrados  ftor  el  Juzgado  de  primera  ins- 
tancia de  Santa  Coloma  de  Famés  curador  ad  bona  del  menor  José  Go- 
tarra Cornelia  el  D.  Antonio  Vidal  y  ad  litem  D.  José  Oller,  disoer- 
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niéndose  tales  cargos  al  último  en  18  de  Diciembre  de  1867,  y  al  primero 
«n  38  de  Marso  del  68;  y  en  10  de  Julio  de  1871  acudió  al  Josgado  de 
primera  inetancia  de  Gerona  el  Procarador  D.  Narcino  Orau,  en  con- 
copio  también  de  carador  ad  Uiem  del  mismo  menor,  nombrado  por 
dicho  Juzgado,  con  una  demanda  en  la  que  solicito  la  remoción  del  Don 
Antonio  Vidal  por  sospechoso,  pidiendo  en  nn  otrosí  el  nombra- 
miento de  M  gnel  Nieto  de  Montaos  para  el  mencionado  cargo  de  cura- 
dor  ad  bona  del  repetido  menor  José  Gotarra  Cornelia,  á  lo  qne  se  ac- 
cedió, siéndole  discernido  el  cargo  en  la  misma  fecha  y  suspendiendo 
á  Vidal  mientras  se  tramitaba  aquel  jricio,  en  el  cnal  formuló  el  de- 
naandado  la  pretensión  de  que  el  Juzgado  de  Gerona  se  declarase  incom- 
petente para  conocer  de  los  autos,  remitiéndolos  al  de  Santa  Coloma  de 
Farnés,  así  como  también  la  de  que  se  le  absolviese  de  la  demanda,  sin 
que  llegara  á  recaer  la  sentencia  ni  á  dictarse  resolución  sobre  la  excep- 
ción de  incompetencia,  pues  pendiente  el  indicado  jnieio  renunció  el 
cargo  el  Procurador  del  curador  interino  en  5  de  Septiembre  de  1866,  por 
haber  promovido  el  menor  autos  de  jurisdicción  voluntarla  sobre  cam- 
bio de  depósito,  por  adquirir  malas  costumbres  en  casa  de  dicho  rura- 
dor  interino,  de  cuyo  escrito  se  mandó  dar  vista  al  D.  Antonio  Vidal, 
no  apareciendo  más  actuaciones  con  posterioridad  qne  la  notificación  de 
la  providencia  de  su  razón  al  Procurador  Gran,  la  expedición  de  despa- 
cho para  notificar  la  igualmente  á  Vidal  y  la  entrega  de  tai  despacho  al 
mencionado  Procurador: 

Resultando  que  ei  curador  interino,  de  cnyo  nombramiento  por  el 
Juzgado  de  Gerona  se  ha  hecho  mención,  pidió  al  mismo  Juzgado  suto- 
rización  para  tomar  á  préstamo  á  nombre  áe\  menor  D.  Joeé  Gotarra 
Oomellá,  con  hipoteca  de  bienes  del  mismo  é  interés  del  6  por  100,  la 
cantidad  de  4.973  pesetas  para  redimirle  del  servicio  en  el  Ejército,  pe- 
tición que  amplió  después  hasta  la  suma  de  6.569  pesetas  88  céntimos, 
á  fin  de  atender  también  al  psgo  de  las  costas  cansadas  en  las  actuacio- 
nes en  que  se  acordó  tal  nombrapalento,  la  que  le  fué  concedida  en  pro- 
videncias de  26  de  Febrero  y  8  de  Marzo  de  1875,  y  en  uso  de  ella  otorgó 
poder  á  D.  Francisco  Cresas  para  contraer  el  indicado  préstamo,  como 
así  lo  hizo,  en  escritura  de  20  dé  Marzo  de  1876,  recibiendo  la  expresada 
«nma  con  la  predicha  hipoteca  de  D.  Tomás  Bayer  y  Aulet,  quien  cedió 
su  crédito  al  D.  Jerónimo  Pulg,  el  que  formuló  en  el  Juzgado  de  Santa 
Ooloma  de  Parnés  demanda  ejecutiva  para  hacerle  efectivo,  á  la  cual  se 
opuso  D.  Juan  Vidal  de  Llobatera,  hoy  recurrente,  en  nombre  y  como 
onrador  ejemplar  del  D.  José  Gotarra  y  Cornelia,  qne  después  de  llegar 
é  la  mayor  edad  fué  declarado  incapaz  para  la  administración  de  sns 
bienes  en  18  de  Noviembre  de  1878,  haciéndose  á  la  vez  tal  nombra- 
miento de  curador  ejemplar;  y  desestimada  la  oposición  en  sentencia 
de  remate  dictada  en  primera  instancia  en  16  de  Marzo  de  1886,  qne  con- 
firmó la  Andiencia  del  territorio,  se  procedió  á  llevarla  á  efecto,  practi- 
cándose varias  diligencias,  en  las  que  el  precitado  curador  Vidal  pro- 
dujo un  escrito  fecha  14  de  Febrero  de  1881,  en  el  que  designó  por  sn 
parte  perito  para  la  tasación  de  los  bienes  embargados,  expresando  que 
se  reservaba  hacer  valer  los  derechos  de  su  patrocinado  en  el  juicio  ordi* 
nario  correspondiente,  donde  tenía  por  seguro  que  el  actor  sería  conde- 
nado al  reintegro  de  lo  que  exigía  indebidamente,  pero  hasta  llegar  tal 
caso  no  podía  menos  de  amparar  loe  derechos  que  representaba;  siendo 
tasadas  en  16.800  pesetas  26  vesanas;  60  céntimos  de  alcornocal  del  man- 
so Cornelfá,  y  una  vesana,  60  céntimos,  del  mismo,  cuyas  dos  fincas, 
parte  de  los  bienes  embargados,  pidió  el  susodicho  curador  ejemplar  qne 
«e  sacaran  á  subasta,  por  considerar  suficiente  su  importe  para  eztln- 
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gair  las  deudas  reclamadas,  rematándolas  en  11.400  pesetas  D.  AgOBÍia 
Boada  y  Boa,  que  consignó  dicho  pn* eio,  á  qnien  se  otorgó  por  el  Jus- 
gado  la  escritura  de  ^enu  en  80  de  Diciembre  de  1881;  siendo  entrega- 
das de  la  expresada  suma  7.088  pesetas  Itt  céntimos  á  Pnig,  296  pesetas 
á  on  Letrado  por  sos  honorarios,  688  al  Procurador  de  la  parte  actora^ 
802  con  76  céntimos  al  actuario»  al  mismo  como  Notario,  y  por  adiflaa- 
toe,  86  pesetas,  y  1.893  al  Procurador  de  la  parte  demandada,  importan- 
do 612  pesetas  96  céntimos  las  costas  del  Tribunal  superior,  y  quedando 
460  pesetas  11  céntimos  en  poder  del  actuario;  partida  igual  á  la  última 
de  una  cuenta  que  en  80  de  Junio  de  1890  rindió  el  carador  interino  del 
incapacitado  D.  Miguel  Turró,  nombrado  por  haberse  suspendido  en  di- 
cho cargo  á  D.  Juan  Vidal  de  Llobatera.  á  consecuencia  de  haberse  pe- 
dido su  remoción  en  demanda  de  27  de  Agosto  de  1888,  en  un  otrosí,  de 
la  cual  se  solicitó  la  declaración  de  pobreaa  de  D.  Sebastián  Turró,  ae- 
gundo  marido  de  Dofia  Josefa  Vidal,  que  formuló  aquélla;  sin  apareeer 
que  se  emplasara  al  D.  Juan  para  contestar  dicha  demanda  de  pobreaa, 
ni  la  principal,  y  sí  que  se  le  no  tincó  la  providencia  recaída  á  ella,  de 
la  que  y  de  los  poderes  se  le  entregó  copia;  obrando  en  autos,  oomo  uno 
de  los  extremos  de  la  prueba  del  demandante,  hoy  recurrente,  dos  cer- 
tiflcaciones  del  Alcalde  de  la  villa  de  Vidreras  y  otra  del  Secretario  de 
la  Diputación  orovincial  de  Gerona,  expresivas  de  que  D.  José  Gotarra 
Cornelia  nunca  levantó  su'domiuiiio  de  la  mencionada  villa,  y  en  el  ex- 
pediente de  quintas  del  afio  1878  se  le  declaró  útil  é  ingresó  en  Caja  en 
9  de  Agosto  del  expresado  afio  78  por  el  cupo  de  Vidreras,  sin  contar  que 
fuese  sustituido  ni  redimida  su  plasa  de  soldado. 

Resaltando  que  Dofia  Josefa  Vidal  é  Iglesias,  en  escritura  ds  17  ds 
Octubre  de  1861,  que  otorgó  en  concepto  de  tenutaria  y  usufructuaria 
por  su  dote  y  créditos  de  la  universalidad  de  ios  bienes  que  dejó  su  di- 
funto marido  D.  Isidro  Gotarra  Cornelia,  y  tutora  de  la  persona  y  bie- 
nes del  hijo  de  ambos,  en  aquella  saaón  menor  de  edad,  D.  José  Gotarra 
Cornelia  y  Vidal,  cargo  que  según  se  ha  dicho  le  fué  discernido  en  2  da 
Enero  del  afio  60,  reconoció  ser  deudora  á  D.  Miguel  Pares,  D.  Pedro 
Masoliver,  D.  José  Babot  y  D.  Jusé  Estragues,  de  la  cantidad  de  2.700 
duros,  ó  18.600  pesetas,  de  la  que  confesó  haber  recibido  600  duros  an- 
tes de  aquella  fecha  y  recibir  en  el  acto  160  pesetas,  reteniendo  los  pres- 
tamistas los  restantes  2.168  duros  para  satisfacer,  por  encargo  déla 
Dofia  Josefa,  4.666  pesetas  66  céntimos  á  D.  Narciso  Andrea  por  el  im- 
porte de  otras  d^s  escrituras  firmadas  á  su  favor  por  aquélla,  con  obli- 
gación de  pagar  igualmente  los  intereses  devengados  y  las  costas  del 
juicio  ejecutivo  entablado  por  Andreu  para  el  cobro  de  su  crédito,  asi 
oomo  también  las  causadas  en  el  Jusgado  de  Santa  Coloma  de  Parnés  y 
•  las  del  Tribunal  superior  en  un  expediente  de  jurisdicción  voluntaria; 
1.000  pesetas  á  D.  José  Estragaos  por  la  rescisión  de  na  contrato  ds 
arriendo  del  corcho  de  cierta  parte  del  bosque  del  manso  Cornelia,  y 
2.029  pesetas  á  D.  Miguel  Pares  y  á  D.  Jaime  Barceló  de  otro  reconoci- 
miento de  deuda  á  los  miemos,  firmado  por  Dofia  Josefa  en  los  propios 
conceptos  anteriormente  dichos,  de  todo  lo  que  les  daba  carta  de  pago, 
con  renuncia  de  la  excepción  non  numerata  oeeunia;  pactando  también 
los  mutuantes  y  la  mutuataria,  que,  satisfechas  que  fuesen  por.  los  pri- 
ros  las  cantidades  que  quedaban  á  su  cargo,  entregarían  el  sobrante  á 
la  segunda  ó  ésta  les  abonaría  lo  que  resultase  hubiesen  satisfecho  máSv 
obligando  á  todo  ello  su  dote,  esponsalicio  y  créditos  sobre  la  herencia 
de  su  hijo  y  sus  demás  bienes  presentes  y  futuros,  y  que  'en  los  seis 
afios  de  duración  del  contrato  que  se  está  relacionando,  por  vía  de  pen- 
sión del  capital  prestado,  cedía  dicha  mutuataria  á  los  acreedores  todo 
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et  corcho  que  en  tel  período  de  tiempo  pudiera  sacarse,  quedando  para 
ella  loe  trosos  menores  de  media  pieza,  los  cuales  recofreria  de  loe  bos- 
qnee;  y  por  otra  eeeritura  de  liquidación  que  formalizaron  en  26  de 
Agoeto  de  1868  la  Dofia  Josefa  Vidal  y  D.  Miguel  Pares,  D,  Pedro  Ma- 
■oiiver,  D.  Joeé  Babot  y  D.  Benito  Xiberta,  este  último  subrogado  en 
loe  derechos  de  D.  Joeé  Eslragaée,  en  virtud  de  compra  á  éste  de  en 
eoarta  parte  del  crédito  por  9.447  reales,  reconoció  aquélla  sdeudarlee 
•67  peeetas  88  céntimos,  que  habían  satisfecho  sobre  el  Importe  de  lo 
qae  se  obligaron  á  psgAr: 

Resultando  que  vencido  el  plazo  fijado  en  la  escritura  de  17  de  Octu- 
bre de  1861,  produciendo  como  títulos  la  misma  y  la  de  26  de  Agoeto 
del  68,  formularon  en  el  precitado  Juzgado  de  Santa  Ooloma  de  Farnée 
demanda  ejecutiva  de  18  de  Noviembre  del  67  contra  Dofia  Josefa  Vidal» 
en  nombre  propio  y  como  tu  tora  de  su  hijo  D.  José,  los  acreedoree  Pa- 
ree, Masoliver,  Babot  y  Xiberta,  en  reclamación  de  6.662  eecudoe  926 
milésimas — 14.167  pesetas  81  céntimos — ,  intereees  y  costas,  siendo 
despachada  la  ejecución  contra  dichos  madre  é  hijo  en  auto  de  26  del 
citado  mes  de  Noviembre  de  1867,  á  la  que  se  opuso  aquélla,  que  for- 
muló posiciones,  á  las  cuales  contestaron  los  ejecutantes  ser  cierto  que 
en  11  de  Agosto  de  dicho  afio  67  vendieron  el  corcho  del  manso  Corne- 
lia por  precio  de.  1.408  escudos,  qne> recibieron  en  el  acto,  y  desde  el  17 
de  Octubre  del  61  habían  hecho  otras  ventas  de  tal  corcho,  teniéndolo» 
también  cobrados,  sin  que  quedaran  trozos  de  aquél  que  pudiera  reco- 
ger Dtffia  Josefa  Vidal,  la  que  en  la  enunciada  fecha  de  17  de  Octubre 
del  61  recibió  dos  onzas,  ó  sea  64  escudos,  y  firmó  la  escritura  por  2.700 
duros,  afiadiendo  uno  de  los  dos  declarantes  que  afirmaron  el  último 
particular  existir  600  duros  más  de  lo  debido  por  la  Vidal  por  el  obse- 
quio que  le  hicieron  con  el  prédtamo  de  los  64  escudos,  y  el  otro  que 
dejó  de  recibir  la  diferencia  de  los  64  eecudos  á  1.000  en  compensación 
al  favor  que  le  hicieron  con  el  deeembargo  de  sus  bienes  y  pago  de  ene 
deudas,  así  oomo  también  expresó  uno  de  los  propios  declarantes  que  el 
verdadero  contrato  entre  ellos  y  la  Vidal  consistió  en  que  se  reintegra- 
ren con  el  corcho,  en  los  seis  afios  siguientes  al  otorgamiento  de  la  ee- 
eritura, de  las  dos  onzas  y  el  capital  que  se  invirtiera  en  el  pago  de 
eréditos  y  costas  de  autoe  y  expedientes  de  jurisdicción  voluntaria;  y 
declarada  Dofia  Josefa  Vidal  incapaz  para  la  administración  de  sus  bie- 
nes en  18  de  Abril  de  1868,  fué  nombrado  curador  ejemplar  de  la  misma 
«u  hermano  D.  Antonio,  quien  continuó  la  opoaición  en  el  juicio  ejecu- 
tivo instado  por  D.  Miguel  Pares  y  los  demás  acreedores  mencionados 
hasta  que  se  le  admitió  la  renuncia  de  aquel  cargo,  después  de  lo  cual 
D.  Sebastián  Turró,  segundo  murido  de  la  Dofia  Josefa,  dirigió  una  car- 
ta, en  la  cual  se  ratificó,  á  su  Procurador  en  dicho  juicio  ejecutivo,  en- 
cargándole que  se  limitaee  á  oir  notificaciones,  sin  presentar  eecritoe  ni 
hacer  gestión  alguna;  recayendo  en  el  mismo  sentencia  de  remate  de  24 
de  Marzo  de  1884,  que  mandó  seguir  la  ejecución  sólo  contra  la  repetida 
Dofia  Josefa  Vidal  en  nombre  propio  sobre  sus  créditos  dótales;  y  reque- 
rido judicialmente  D.  Juan  Vidal,  curador  del  entoncee  incapacitado 
D.  José  Gotarra  Cornelia,  para  que  psgase  los  créditos  dótales  de  su 
madre,  dejó  de  verificarlo  y  se  embargaron  bienes  del  D.  José;  quedando 
«n  suspenso  aquellas  actuaciones  en  el  estado  de  precederse  á  la  subas- 
ta, á  petición  de  los  ejecutantes,  por  habérseles  hecho  propoeicionee  de 
arreglo,  según  expusieron: 

Resultando  que  paralizado,  como  va  indicado,  el  procedimiento  de 
«premio  en  el  juicio  ejecutivo  instado  por  D.  Miguel  Pares,  D.  Pedro 
Maeoliver,  D.  José  Babot  y  D.  Benito  Xiberta,  promovieron  otro  ordina- 
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rio  lofl  tree  últímot  y  D.  Joaé  Falla,  que  había  sueedido  en  m»§  derechos 
á  Paree  á  oaoaa  del  fallecimiento  de  éele,  coo  demanda  de  12  de  Dicitm' 
bre  de  1887,  y  la  pretensión  de  qne  ee  lee  declarase  acreedores  del  inca- 
pacitado D.  Joeé  Cotarra  Cornelia  por  la  cantidad  de  4.824  peeetaB,  y  la 
qae  además,  basta  el  total  crédito  de  14.167  y  81  céntimos,  dejaie  de 
obienerse  con  la  realiíación  de  los  créditos  dótales  de  Polla  Josefa  Vi- 
dal, importantes  9.888  pesetas  88  céntimos,  y  ios  intereses  de  dichas 
14.167  pesetas  81  céntimos,  devengados  desde  el  vencimiento  de  ladeuds 
hasta  el  día  del  pago,  condenando  al  curador  ejf-mplar  del  D.  Joeé,  en  tal 
calidad,  á  satisfacer  todo  ello,  con  las  costas  del  juicio;  á  cuya  demanda 
contestó  el  prenombrado  curador  ejemplar  oponiendo  las  excepciones  de 
falsedad  en  la  escritura  de  reconocimiento  de  deuda,  inexactitud  en  la 
de  liquidación,  nulidad  de  ambas,  incapacidad  en  la  otorgante  Dofia  Jo- 
sefa,  dolo  y  no  venir  á  cargo  del  impúber,  incapacitado  en  la  «fecha  dé- 
la demanda,  las  obligaciones  á  que  se  re  feria  aquélla,  y  en  un  otrtsi  so- 
licitó que  se  abstuviera  de  intervenir  en  el  apunto,  como  representante- 
dei  Ministerio  fiscal,  D.  Antonio  Noguera,  por  ser  sobrino  de  Bacot,  uno 
de  los  demandantes;  tramitándose  el  pleito  ba»ta  el  periodo  de  prueba, 
en  el  cual  quedó  parausado  por  mandamiento  judicial,  de  acuerdo  de 
las  partes  primeramente  y  luego  con  motivo  de  una  denunciado  D.  Joan 
Vidal  sobre  falsedad  en  documento  público,  procedimiento  en  que  se  so- 
breseyó; y  suspendido  el  D.  Juan  Vidal  en  el  cargo  de  curador  ejemplar 
á  consecuencia  de  la  demanda  de  remoción  que  anteriormente  se  mea* 
clonó,  siendo  nombrado  interinamente  para  ejercerlo  D.  Mijcuel  Turró, 
presentó  en  dicho  concepto  un  escrito  de  18  de  Junio  de  1889,  acompa- 
fiando  bases  de  transacción  y  solicitando  autorización:  primero,  psra 
transigir  con  arreglo  á  ellas  la  cuestión  sobre  el  crédito  reclamado  del 
incapacitado  Gotarra  por  Masoliver  y  los  demás  demandantes  en  aquel 
pleito;  y  segundo,  para  vender  bienes  del  patrimonio  Gotarra  hasta  la 
suma  total  de  21.910  pesetas  26  céntimos  con  destino  al  pago  del  men- 
cionado crédito,  importante,  según  la  transacción,  6.066  pesetas  67  cén- 
timos; del  de  Masoliver  y  litisocios,  objeto  de  cumplimiento  de  la  sen- 
tencia dicuda  en  el  juicio  ejecutivo  contra  Dolía  Josefa  Vidal,  aso«i- 
dente  á  9.888  pesetas  88  céntimos;  de  otro  de  6  000  pesetas  del  Procu- 
rador D.  Joaquin  Torra  por  sus  derechos  y  adelantos;  de  una  más  de 
Médico  y  Farmacéutico  por  asistencia  y  medicinas  suministradas  á  la  fa- 
milia Gotarra,  y  de  las  costas  y  gastos  de  aquellas  actuaciones,  caksla- 
dos  en  1.200  pesetas: 

Kesultando  qne  concedida  la  autorisación  solicitada,  previa  informa- 
ción testifical  de  necesidad  y  utilidad,  citado  el  Ministerio  fiscal,  que 
emitió  dictamen  favorable  en  auto  de  21  de  Septiembre  de  dicho  afio89, 
con  la  condición,  de  que  la  venta  de  bienes  babia  de  verificarse  en  pú- 
blica subasta,  precedida  de  avalúo  pericial,  con  sujeción  á  lo  dispuesto  ea 
loe  arto.  2016,  2016  y  2017  de  la  ley  de  En juiciamiento  civil,  se  formalisó 
tai  tranFaceión  en  escritura  de  16  de  Octubre  próximo  siguiente;  y  para 
la  práctica  de  la  tasación  ordenada  en  el  auto  últimamente  ennnciade 
fueron  nombrados  dos  peritos,  quienes  midieron,  deslindaron  y  valsa- 
ron dos  piesas  de  tierra  úM  manso  Cornelia,  de  superficie  una  de  ellas 
de  14  hectáreas,  74  áreas,  84  centiáreas,  equivalentes  á  77  vesanas, 
48  céntimos,  seis  de  ellas  de  cultivo  secano  y  las  restantes  bosque,  al- 
cornocal y  yermo,  y  la  otra,  conocida  por  la  Gnardiola,  de  bosque,  al- 
cornocal y  yermo,  de  cabida  de  una  hectárea,  un  área,  91  centiárew, 
iguales  á  cuatro  vesanaa,  66  céntimos,  asignándoles  el  respectivo  valor 
ds  21.210  y  700  pesetas,  por  el  qne  se  sacaron  á  subasta,  sin  presentanea 
ningún  postor;  mandándose  por  ello  anunciarla  de  nuevo  de  diehas  por- 
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cionea  ds  terreno  con  rebaja  de  un  20  por  100  en  ra  tasación,  j  que  se 
procedieae  por  loe  mismos  peritos,  para  cabrir  el  déficit,  á  formar  y 
apreciar  nn  lote  oompiementario,  según  lo  hicieron,  midiendo,  deslin- 
dando y  tasando  en  4.882  pesetas  nn  iroso  más  de  terreno  del  manso 
Coroellá,  de  cabida  10  vesanas,  15  uéntimos,  parte  de  cultivo  secano  y 
parte  bosque  y  yermu;  después  de  todo  lo  cual  se  verificó  segunda  su* 
basia»  rematando  esta  última  finca  y  la  valorada  en  primer  lugar  D.  José 
Babut  y  D.  Sal  vio  Fulla,  que  manifestaron  comprarlas  por  si,  y  á  nom- 
bre de  D.  Benito  Xiberta,  en  los  precios  de  16.tí69  pesetas  la  primera 
y  4.888  la  segunda,  ó  sean  en  junto  21.852  pesetas,  entendiéndose  á  fa- 
vor df^  Babot  dos  cuartas  partes,  y  las  otras  dos  restantes  á  favor  de  Fu- 
lla y  Xiberta;  y  la  otra  finca,  ó  sea  la  valorada  en  segundo  lugar,  Don 
Franeisoo  Soler  y  Goll,  por  561  pesetas: 

Kesnltando  que  el  Juzgado  aprobó  dicho  remate,  y  en  providencia 
de  24  de  Abril  de  1800  mandó  r(>querir  á  Babot,  Fulla,  Xiberta  y  Soler 
para  laconsigoacióu  en  la  Escribanía  del  actuario,  el  primero  de  7.076  pe- 
aetas,  el  segundo  y  el  tercero  de  1.788  cada  uno  y  de  550 — asi  dice — el 
coarto,  haciéndose  pago  de  sus  respectivos  créditos  á  los  acreedores  con 
iaa  mismas  y  con  66  pesetas  consignadas  á  cuenta  por  Soler  en  cantidad 
de  8.600  pesetas  á  D.  Pedro  Masoliver,  de  6.000  á  D.  Joaquín  Torra  y 
de  810  con  26  céntimos  al  Médico  y  al  Farmacéutico  de  Vidreras,  apli- 
cándose el  sobrante  en  lo  necesario  al  pago  de  las  costas  de  aquellas  ao- 
taaciones,  previa  tasación,  entregándose,  en  en  caso,  lo  que  restase  al 
curador  ejemplar  de  D.  José  Gotarra,  y  otorgándoee  por  dicho  curador  á 
favor  de  los  citados  compradores  las  correspondientes  escrituras,  con 
expresión  en  la  referente  á  Babot,  Fulla  y  Xiberta,  de  que,  con  reten- 
ción por  cada  uno  de  ellos  de  8.600  pesetas,  habían  qnerlado  satisfechos 
Bbs  respectivos  créditos  contra  el  incapacitado  D.  José  Gotarra  y  su  ma- 
dre Dofia  Josefa  Vidal,  y  cancelados  los  embargos  practicados  sobre  los 
bienes  del  patrimonio  Gotarra;  en  cumplimiento  de  cuya  providencia  hi- 
oieroB  loe  compradores  las  consignaciones  en  la  misma  ordenadas,  otor- 
gando el  curador  ejemplar  Turró  ias  escrituras  de  venta  á  aquéllos  en 
19  de  Mayo  de  1^00;  y  posteriormente  D.  Salvio  Fulla  vendió  su  porción 
prolndlviso  á  D.  Francisco  Barceló  por  el  precio  de  8.000  pesetas,  asi- 
mlemo  mediante  escritura  de  27  de  Diciembre  del  02,  apareciendo  de  di- 
ligencias consignadas  en  las  actuaciones  referidas  hechos  los  pagos  or- 
denndos  y  que  quedó  algún  déficit  para  solventarlos  totalmente. 

Resultando  que  Dufia  Josefa  Vidal  falleció  en  2  de  Marso  de  1801  con 
disposición  testamentaria  de  14  de  Noviembre  de  1884,  en  la  cual,  por  si 
y  so  hijo  D.  José,  para  el  caso  de  que  éste  muriese  antes  que  ella,  ó  si  la 
sobrevivía  muriera  incapacitado,  instituyó  heredero  á  eu  segundo  mari- 
do D.  Sebastián  Turró,  y  á  falta  del  mismo  á  los  que  le  heredasen;  ocu- 
rriendo la  defunción  de  D.  José  Gotarra  Cornelia  y  Vidal  en  25  de  Junio 
de  1891' en  estado  de  soltero,  siendo  su  último  tiestamente  el  que  otorgó, 
eon  revocación  de  los  anteriores,  el  2  de  Diciembre  de  1877,  en  que  de- 
signó como  herederos  á  sos  Hijos,  si  llegara  á  tenerlos,  y  en  otro  caso  á 
sn  madre,  y  no  sobreviviéndole  la  misma,  nombró  como  sustitutos  4  sus 
tíos  D.  Juan  Vidal  y  D.  Sebastián  Turró  por  partes  Iguales;  pero  D.  Bau- 
dilio Sola,  apoyado  en  otra  disposición  testamentaria  anterior  del  Don 
José,  obtuvo  en  interdicto  de  adquirir  que  promovió  en  el  Juzgado  de 
Santa  Coioma  de  Farnés  la  posesión  de  los  bienes  dejados  por  aquél,  la 
cual  impugnaron  los  mencionados  D.  Juan  Vidal  y  D.  Sebastián  Turró, 
y  habiendo  renunciado  el  último  sus  derechos  á  favor  del  D.  Juan,  en 
escritura  de  18  de  Diciembre  de  1802,  se  deja  sin  efecto  dicha  posesión 
en  20  de  los  propios  mee  y  afio,  y  en  el  siguiente  día  80  de  Diciembre 
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del  9)  06  confirió  «qüélla  al  D.  Joan  Vidal,  quien  en  3)  también  de  Dl- 
ciembre  de  1896  formólo  la  demanda  del  día: 

Resultando  qne  en  la  enunciada  demanda  dijo  el  demandante  ejercí* 
tar  las  acciones  de  nalidad,  dolo,  reivindicatoría,  con  las  demie  qne  le 
pudieran  corresponder,  y  la  sobsidiaria  de  restitución  in  integrun  íes- 
pecto  á  los  actos  motivo  de  aquélla  válidos  en  estricto  derecho,  6  que  no 
siéndolo  hicieran  necesario  tal  recurso  extraordinario,  pretendiendo  que 
en  definitiva  se  dictase  sentencia,  declarando  nulas  las  ventas  ó  enaje- 
naciones de  bienes  pertenecientes  al  ¡Mitrimonio  de  la  cosa  Gotam  ó 
Cornelia  practicadas  dnrante  la  incapacidad  de  D.  leidro  y  la  incapaci- 
dad é  impubertad  de  D.  José  Gotarra,  y  nulos  los  actos  extrajudiiánles 
7  judiciales  causantes  de  aquellas  ventas,  á  saber:  las  practicadas  por 
D.  Juan  Gotarra  Cornelia  y  Puig,  á  nombre  del  incapacitado  D.  leidre 
en  11  de  F«*brero  y  28  de  Octubre  de  1857,  y  en  16  de  Enero  de  1869  á  fa- 
vor de  D.  Pedro  Mártir  Bastar  y  Presas  las  dos  primeras  y  de  D.  l^areiso 
Andreu  y  Robe  11  la  última;  las  practicadas  con  aotorisaclón  Judicial  ó 
sin  ella,  á  nombre  de  Dofia  Jofiefa  Vidal  y  de  su  hijo  impúber  José  Go- 
tarra en  26  de  Noviembre  de  1850,  á  favor  de  D.  Narr.lso  Andreu,  en  26  de 
Febrero  del  61  á  favor  del  propio  Andreu,  en  12  de  Noviembre  del  6S  al 
mismo,  y  25  de  Mano  del  64  á  D.  Miguel  Pares,  D.  José  Babot,  D.  Benito 
Xiberta  y  D.  Pedro  Masoliver,  y  consiguiente  reventa  que  hicieron  di- 
chos compradores  á  D.  Agontln  Boada  y  Bou  en  8  de  Noviembre  d^  65« 
y  la  practicada  judicialmente  durante  la  incapacidad  del  D.  José  á  favor 
del  D.  Agustín  Boada  y  Bou  en  80  de  Diciembre  de  1881,  y  las  dos  veri- 
ficadas á  nombre  del  propio  incapacitado  D.  José  por  su  curador  ejem- 
plar D.  Miguel  Turró  en  19  de  Mayo  de  1^90,  la  una  á  D.  Francisco  So- 
ler y  la  otra  á  D.  José  Babot,  D.  Benito  Xiberta  y  D.  Salvio  Falla,  asi 
como  la  consiguiente  reventa  de  la  cuarta  parte  indivisa  otorgada  por  el 
copartícipe  comprador  D.  Salvio  Fulla  á  D.  Francisco  Baroelé  en  27  de 
Diciembre  del  92;  condenando  á  los  demandados,  compradores  y  actua- 
les poeeedoree  de  las  mencionadas  fincas,  á  los  que  habían  comprado 
sin  eetar  autorisodo  competentemente  el  deudor  á  restituir  al  demandan- 
te, como  heredero  universal  y  poseedor  de  los  bienes  y  derechos  de  U  he» 
rencia  dejada  al  morir  por  D.  José  Gk>tarra,  todas  las  tierras  compradas» 
sin  reintegro  ó  devolución  alguna  de  precio  y  con  restitución  de  los  fr»* 
tos  percibidos  y  debidos  (podidos  se  dice  en  la  sentencia  recnrrida)  per- 
cibir desde  las  fechas  de  las  respectivas  compras  hasta  la  de  la  restitu- 
ción, y  en  cuanto  á  los  que  las  compraron,  previa  autorisación,  conde- 
narles á  la  misma  restitución  de  f  rntos,  mediante  el  abono  de  las  respec- 
tivas cantidades  que  justificasen  haberse  invertido  en  utilidad  del  inca- 
pacitado D.  Isidro  Gotarra  y  del  impúber  y  luego  incapacitado  D.  José, 
cuyo  abono  ofrecía  desde  luf'go  dicho  demandante;  y  no  estimándose  ha- 
ber lugar  á  la  nulidad  de  todos  ó  algunos  de  los  enundadoe  actos,  pof 
las  circanstancias  intrínsecas  de  que  fueron  acompsfiados  ú  otro  motivo 
legal  cualquiera,  se  pronunciase  la  condena  solicitada,  como  consecuen- 
cia del  beneficio  extraordinario  de  restitución  in  iniegrum  subsidiaria- 
mente interpuesto,  á  cuyo  efecto  se  repusieran  las  cosas  al  ser  y  estado 
anteriores  á  ser  cansados  los  perjuicios  motivo  de  la  demanda;  y  en 
cuanto  á  D.  Pedro  Mártir  Baster  (debe  decir  D»  Narciso  Andreu),  ó  si  hu- 
biere fallecido  sus  herederos,  á  dejar  libre  á  disposición  del  demandan- 
te el  llamado  Camp  Non,  linde  Sur  del  nombrado  Guardiola,  cuyo  cam- 
po poseía  dicho  demandado  sin  título  alguno,  con  restitución  de  los  fru- 
tos percibidos  y  podidos  percibir,  acordando,  respecto  al  expresado  Carap 
Non  y  las  demás  fincas  demandadas,  la  cancelación  de  las  reepecAivas 
inscripciones  hipotecarias,  á  las  qne  sustituiría  U  inscripción  de  la  oen- 
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tenoia  que  ae  dicUra  á  favor  del  demandante,  con  imposición  de  las  cos- 
tas á  loe  miemos  demandados  que  obrasen  con  temeridad  y  mala  fe: 

Resaltando  qne  D.  Jaan  Vidal  de  Llobatera,  fundando  las  pretensio- 
nes de  qne  qneda  hecho  mérito,  hizo  detallada  relación  de  antecedentes, 
7  aosto?o:  qae  D.  Inidro  Gotarra  estaba  demente  desde  más  de  dos  afios 
antes  de  sn  fallecimiento,  demostrando  la  importante  venta  de  bienes 
de  11  de  Febrero  de  1867,  realizada  por  su  padre  D.  Juan  como  corador 
ejeoiplar  de  aquél,  j  á  dicha  incapacidad  del  D.  Isidro  sucedió  la  impn- 
bertad  de  sn  hijo  y  heredero  D.  José,  quien  ll(>gado  á  la  mayor  edad 
hubo  también  de  ser  declarado  incapas  por  auto  de  18  de  Noviembre 
del  78,  en  cuyo  estado  falleció  el  26  de  Junio  del  91,  habiendo  transcu- 
rrido basta  la  fecha  últimamente  citada  desde  la  asimismo  dicha  de  11 
de  Febrero  del  67  nada  menos  qne  treinta  y  cuatro  afios,  cuatro  meses 
7  catorce  días  de  interregno,  sin  haber  podido  acudir  los  propietarios 
del  patrimonio  Gotarra  ó  Cornelia  á  la  defensa  personal  de  sus  bienes 
ni  de  sus  derechos,  largo  período  de  tiempo  al  que  había  de  afiadirse  el 
transcorrido  desde  la  defunción  del  incapacitado  D.  José  el  SO  de  Di- 
ciembre de  1892,  en  que  el  demandante  obtuvo  la  posesión  definitiva  de 
la  herencia  de  aquél,  durante  ciiyo  tiempo  de  incapacidades  y  menor 
edad  sofrió,  por  intrigas  de  la  madrastra  consorte  en  segundas  nupcias 
del  D.  Joan  en  un  principio  y  en  los  últimos  afios  de  la  vida  del  D.  Isi- 
dro, tal  quebranto  en  la  familia,  que  pasando  continuos  apuros  y  á  ve- 
ees  extrema  miseria,  el  D.  Isidro,  su  consorte  Dofia  Josefa  y  su  hijo,  en 
edad  infantil,  D.  José,  viéronse  precisados  á  dejar  la  casa  conyugal  y 
pasar  largas  temporadas  en  la  paterna  de  la  Dofia  Josefa  para  poder  ali- 
mentarse, situación  que  empeoró  en  cuanto  á  la  madre  y  el  hijo  des- 
pnés  del  fallecimiento  del  D.  Isidro  hasta  la  muerte  del  D.  Juan  sin  me- 
jorar después,  ya  que  Dufia  Josefa,  imbuida  por  la  codicia  y  engafios  de 
personas  éztrafias,  se  vio  precisada  á  mendigar  aun  el  necesario  sus- 
tento de  ella  y  sn  hijo  de  sus  mismos  colonos,  basta  que  al  fin,  con  mo- 
tivo de  tales  desórdenes  y  de  ir  desapareciendo  los  bienes  del  hijo  pro- 
pietario, se  la  declaró  pródiga  en  el  afio  1868,  no  siéndole  levantada  la 
interdicción  hasta  18  de  Agosto  del  77,  y  esto  como  único  medio  de  ha- 
bilitarla para  reclamar  judicialmente  contra  su  repetido  hijo,  que  yacía 
en  secuestro,  al  que  lo  mismo  que  á  los  demás  abusos  se  había  revestido 
de  forma  legal;  que  evidenciaba  los  perjuicios  sufridos  por  la  familia 
Gotarra  durante  los  indicados  treinta  y  cuatro  afios  el  no  existir,  según 
certificación  acompafiada  del  Registrador  de  la  propiedad  del  partido  so- 
bre el  patrimonio  de  la  misma,  desde  el  afio  1840,  en  que  se  otorgaron 
las  capitulaciones  para  el  matrimonio  de  D.  Isidro,  ningún  otro  grava- 
men legal  más  qne  una  deuda  de  1.800  pesetas  á  D.  Francisco  Soler  y 
Balaguer,  por  la  qne  Dofia  Josefa  Vidal  se  constituyó  fiadora  de  sn  ma- 
rido el  D.  Isidro,  hipotecado  la  mitad  de  su  dote  en  escritura  de  6  de 
Abril  de  1864,  pudiendo  agregarse  á  él  tan  sólo  las' obligaciones  consig- 
nadas en  aquellos  capítulos  matrimoniales  de  qne  ya  qneda  hecha  ex- 
presión, y  á  pesar  de  tal  vida  de  privaciones,  fueron  vendidas,  como 
acreditalw  otra  certificación  del  mismo  Registrador,  también  adjunta» 
si  las  escritoras  de  venta  dijeran  verdad,  987  vesanas  de  tierra  por  el 
•  precio  aproximado  de  80.200  pesetas,  y  cuando  se  habían  ya  efectuado  ta- 
les enajenaciones,  excepto  las  tres  últimas,  importantes  83.810  pesetas, 
todavía  por  un  auto  del  Juzgado  de  2S  de  Marzo  de  1868,  del  que  se  pro- 
ducía testimonio,  dictado  previa  información  de  testigos,  se  sofiató  á 
D.  José  Gotarra,  por  via  de  alimentos  provisionales,  la  cantidad  de  100 
pesetas  al  mes,  por  redituar  aún  el  patrimonio  Gotarra  8.500  pesetas, 
renta  bastante  para  vivir  con  holgura  toda  la  familia  y  hasta  para  rea- 
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lizar  ahorros,  y  el  no  haber  dejado  D.  Joeé  Gotarra  á  bu  íalleeimiento» 
cual  acreditaba  aaa  certificación  de  la  Alcaldía  de  Vidreraa,  aaimiamo 
prodacida  con  la  demanda,  más  qne  la  casa  solariega  y  nnas  180  vesanas 
de  tierra,  á  las  coales  se  asigoaba  en  el  amillaramiento  996  pesetas  60 
céntimus  como  riqnesa  Impouible;  qne  no  Impngnaba  el  demandante  las 
ventas  realizadas  por  D.  Isidro  Gotarra  á  favor  de  D,  Pedro  Mártir  Bastar 
en  18  de  Abril  y  28  de  Septiembre  de  1864,  mencionándolas  úaicamente 
para  lijar  la  verdadera  cabida  de  los  terrenos  poseídos  por  el  D.  Pedro, 
procedentes  del  manso  Cornelia  en  virtnd  de  compras  posteriores  objeto 
de  la  demanda;  qae  las  tres  enajenaciones  realisadas  por  D.  Jnan  Gotarra 
dnrante  la  incapacidad  de  sn  hijo  D.  Isidro,  ó  sea  en  U  de  Febrero  y  88 
de  Octubre  de  1867  y  26  de  £aero  del  69,  además  de  no  haberse  efec- 
tnado  con  los  requisitos  prescritos  en  el  tit.  18  de  la  ley  de  £njaicia- 
mleoto  civil,  que  regla  desde  1.^  de  £nero  del  66,  perjudicaron  al  inca- 
pacitado en  cnanto  al  número  de  vesanas,  mny  superior  al  expresado 
en  las  repetidas  escrituras,  y  respecto  al  precio,  por  ser  el  verdadero 
trea  ó  cuatro  veces  mayor  que  el  en  que  se  efectuaron  las  indicadas  ena- 
jenaciunes,  ann  no  teniendo  las  ñacas  más  extensión  qne  la  expresada 
en  dichas  escrituras,  y  por  no  haberse  utilisado  de  dicho  precio  el  D.  Isi- 
dro; que  tas  escrituras  de  reconocimiento  de  deudas  con  hipotecas  otor- 
gadas por  Dofia  Josefa  Vidal  en  28  de  Diciembre  del  69  y  16  de  Octubre 
del  60  la  primera  de  ellas,  no  habiéndole  sido  discernido  el  cargo  de  tn- 
tora  de  bu  hijo  D.  José,  lo  fueron  sin  autorisación  judicial,  á  peaar  de 
que  gravitaban,  según  luego  se  pretendió,  sobre  los  bienes  del  impú- 
ber; que  idénticos  perjuicios  por  iguales  conceptos  á  los  expres&dos  res- 
pecto á  lae  v<»ntas  efectuadas  en  los  afios  1867  y  69  se  ocasionaron  á 
D.  José  Gutarra  por  las  de  26  de  Noviembre  del  60,  26  do  Febrero  del  61, 
12  de  Noviembre  del  63  y  26  de  Marco  del  64,  verificadas  por  Dofia  Jo- 
sefa Vidal  durante  la  impubertad  de  su  hijo,  sin  embargo  de  la  obliga- 
ción impuesta  á  la  misma  por  sn  marido  de  mantener  á  aquél  al  le- 
garla el  usufructo  sin  ser  apta  para  ejercer  la  tutela,  dando  eeto  lugar 
á  la  interdicción  de  la  misma  Dufia  Josefa,  decretada  el  afio  68;  qne  la 
enajenación  á  que  se  refería  la  escritura  de  80  de  Diciembre  de  1881, 
aparte  de  demostrar  por  el  precio  que  en  ella  se  asignó  á  cada  vesana 
de  terreno  lo  ínfimo  del  en  qne  fueron  hechas  las  ventas  anteriores, 
representaba  el  colmo  de  las  ilegalidades  y  abusos,  pues  nara  ella,  sin 
embargo  de  tener  D.  José  Gotarra  curadores  ad  bona  y  €uí  Utem  nom- 
brados por  el  Juzgado  de  Santa  Coloma  de  Farnés,  siéndolo  respecti- 
vamente D.  Antonio  Vidal  y  D.  José  OUer,  se  improvisó  otra  córatela 
en  el  Juagado  de  Gerona,  compuesta  del  Procurador  del  mismo  D.  Nar- 
ciso Gran  y  D.  Miguel  Nieto  Montaos,  á  sn  ves  como  curadores  ad 
Utem  y  ad  bona,  aprovechándose  este  último  de  tal  carácter  para  pe- 
dir y  obtener  del  propio  Juagado  de  Gerona,  á  espaldas  de  los  caradores 
legítimos,  autorisación  para  contratar  nn  préstamo,  con  el  pretexto  de 
redimir  al  D.  Joeé  del  servicio  militar  y  pagar  pretendidos  gastoa  judi- 
ciales no  especificados,  cayo  préstamo  realizó  con  garantía  de  los  bienes 
del  patrimonio  Gotarra  al  interés  del  6  por  100,  dando  lugar  todo  ello  al 
juicio  ejt'cativo  instado  por  D.  Jerónimo  Puig  y  á  la  perjudicial  venta 
del  afio  81,  sin  que  llegase  á  notificarse  á  D.  Antonio  Vidal  su  sospen- 
sión,  ni  se  hubiera  acreditado  la  inversión  de  la  cantidad  recibida  del 
prestamista;  y  que  respecto  á  las  ventas  á  D.  Francisco  Soler  y  á  Don 
José  Bdbut  y  otros,  á  que  conciernen  las  escritoras  de  19  de  Mayo  de  1890, 
dieron  lugar  á  ellas  las  de  reconocimiento  de  deoda  de  2.700  y  181  da- 
ros, de  Octubre  de  1861  y  Agosto  del  68,  fnndamento  del  jnicio  ejecn- 
tivo  de  sn  referencia,  del  ordinario  entablado  despnés  de  la  transacción 
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qae  les  pnso  término,  confesaiido  en  dioho  juicio  ejecntiyo  los  presta- 
mlstae  no  haberse  entregado  á  Dofia  Josefa  Vidai  los  600  duros  que  la 
primera  de  ellas  expimsaba  j  no  ser  verdad  lo  oonsignado  en  la  misma 
aiaerva  de  cederse  á  aquéllos  por  vía  de  pensión  todo  el  corcho  que  pro- 
dujese ei  patrimonio  Gotarra,  pues  lo  estipulado  fué  quedar  extioguida 
la  deuda  oon  el  aprovechamiento  de  tal  corcho,  y  asi  lo  demostraba  el 
qae  valia  más  de, 700  duros  anuales,  y  por  lo  tanto,  los  mencionados 
pseelaaiistas  habían  percibido  en  los  seis  afios  de  duración  del  contrato 
más  de  4.200  duros,  y  de  ello  resultaba  también  haber  sido  engafiada 
Dofia  Josefa,  impidiéndose  la  oposición  del  curador  ejemplar  en  el  jui- 
eio  ordinario  con  la  demanda  de  remoción  formulada  por  D.  Sebastián 
Turró,  eómplice  de  los  demandantes,  y  para  que  no  pudiera  defenderse 
de  ella,  se  dedujo  incidente  de  pobresa,  sin  que  se  le  llegara  á  emplaaar, 
y  entre  tanto  nombrado  curador  interino  D.  Miguel  Turró,  consuegro  de 
Babot,  por  la  unión  conyugal  de  sus  respectivos  hijo  é  hija,  por  cuyos 
oüneíertos  matrimoniales  habrían  de  unirse  los  patrimonios  de  ambas 
iamiiiae,  presentó  bases  de  transacción  solicitando  se  le  autorizase  al 
efeoto  y  se  activaron  las  diligencias  necesarias,  en  las  que  intervino 
como  representante  del  Ministerio  fiscal  D.  Áutonio  Noguera,  sobrino 
carnal  del  Babot,  interesado  por  las  dos  cuartas  partes  en  el  negocio,  y 
obtenida  la  autorisación  se  consumaron  aquellas  ventas,  perjudicándose 
á  D.  José  Gotarra  por  el  titulo  de  que  emanaban  ajeno  á  sus  intereses, 
por  los  cuantiosos  gastos  y  costas  judiciales  á  que  se  diera  lugar  y  por 
el  justo  precio  de  las  tierras  vendidas,  muy  superior  al  obtenido  en 
aquellas  ventas,  aparte  de  que  al  D.  José,  en  virtud  de  la  transacción^ 
se  le  hizo  pagar  la  cantidad  de  21.910  pesetas,  en  vez'del  capital  de  2.700 
duros,  cuando  en  los  autos  constaba  no  podérsele  hacer  responsable  de 
las  dilapidaciones  de  la  usufructuaria,  á  quien  sobraban  rentas  para 
mantener  decentemente  á  su  hijo,  no  teniendo  gravámenes  ni  otras 
atenciones  á  que  acudir: 

Resultando  que  en  virtud  de  los  oportunos  emplazamientos  compa- 
reeleron  en  autos  D.  Francisco  Soler,  D.  Rafael  Baster  y  Llagustera 
oomo  cansababiente  de  D.  Rafael  Baster  y  Presas,  D.  José  Babot,  Don 
Benito  Xiberta,  D.  Francisco  Barceló,  D.  Agustín  Boada,  Doña  Gertru- 
dis BaeU^r  y  las  hermanas  Dofia  Concepción,  Dofia  Teresa,  Dofia  Eloísa 
y  Dofia  Dolores  Andreu  y  Baster,  hijas  y  herederas  éstas,  y  viuda  la 
Dofia  Gertrudis  de  D.  Narciso  Andreu  y  Kabell,  quienes  opusieron  las 
excepciones  de  falta  de  acción  y  derecho,  de  prescripción,  en  el  doble 
oonoepto  de  no  haberse  utiliaado  en  el  cuadrienio  legal  la  restitución 
in  integrunt  y  haber  transcurrido  respecto  de  algunas  de  las  ventas  im- 
pugnat&s  el  lapso  de  tiempo  de  treinta  afios  desde  el  otorgamiento  de  las 
mismas,  de  no  poder  nadie  Ir  contra  sus  propios  actos,  de  falta  de  per- 
sonalidad en  el  actor  y  las  demás  que  procedieran,  pidiendo  que  se  les 
absolviera  de  la  demanda  con  las  costas,  para  lo  que  hicieron  á  su  vea 
minuciosa  expresión  de  antecedentes  y  afirmaron:  existir  contra  el  pa- 
trimonio Gotarra 'mudias  más  deudas  de  las  mencionadas  en  la  deman- 
da cual  evidenciaban  los  indicados  antecedentes;  haberse  realizado  las 
^ntas  de  11  de  Febrero  y  28  de  Octubre  de  1867  y  26  de  Enero  del  50 
para  satisfacer  las  deudas  redamadas  judicialmente,  de  que  se  hace  mé- 
rito en  las  respectivas  escrituras,  y  al  reintegro  de  aquéllas  se  aplicó  el 
pr^io  de  las  fincas  vendidas,  sin  ser  exacto  que  tal  precio  no  fuera  el 
^bido,  ni  que  4>l  número  de  vesanas  de  que  se  posesionaron  los  com- 
pnidores  excediera  del  subastado  y  deslindado,  ocurriendo  lo  minmo  con 
l«s  otras  ventas  de  26  de  Noviembre  de  1860,  26  de  Febrero  del  61,  12  de 
Hovlembie  del  68  y  26  de  Marao  del  64,  practicadas  con  las  correspon- 
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dientes  autorisaeioDM,  oomprendiéndoM  «a  U  d«I  08  el  Uamtúo  tttiiMé 
Oamp  Noa,  de  qne  afirmab»  oi  mctor  haberte  apoderado,  aunque  dtelett- 
do  también  equivocadamente  haberlo  realisado  D.  Pedro  Mártir  Bastar; 
haberse  llevado  á  cabo  la  otra  venta  de  M  de  Diciembre  de  1881,  en 
virtnd  del  Juicio  ejecutivo  de  su  referencia,  en  el  que  intervino  el  ecteal 
demandante  D.  Juan  Vidal,  como  curador  de  D.  José  Qotarra,  reprteen- 
tado  por  el  Procurador  D.  Joaquín  Torra,  siendo  pagado  en  su  €X>Bee 
cuencia  el  crédito  qne  dio  Ingar  al  procedimiento  y  tcMlas  las  costas,  eos 
inclnsión  de  las  considerables  ocasionadas  por  parte  del  D.  Joan,  con  sn 
oposición  á  la  demanda  ejecutiva,  que  ascendieron  á  1.98S  pesetas,  sin 
qus  \K  Antonio  Vidal  deseonpefiara  tal  cargo  de  curador  cuando  fné 
nombrado  D.  Miguel  Nieto  Montaos,  y  en  todo  caso,  si  hubiera  logar  á 
alffuna  reclamación  contra  tai  nombramiento  y  la  autoriíación  otorgada 
á  Nieto  para  contratar  un  préstamo,  en  nada  podía  afectar  al  comprador 
de  baena  fe,  qne  satisflso  el  precio  de  lo  comprado,  D.  Agustín  Boeda; 
ser  ignaimente  infundada  la  impognación  del  demandante  de  lae  otras 
do8  ventas  más  llevadas  á  efecto  por  medio  de  las  escrituras  de  19  de 
Mayo  de  1890  á  favor  de  D.  Francisco  Soler  y  de  D.  José  Babot,  D.  Be- 
nito X I  berta  y  D.  Salvio  Fu  HA,  é  incierto  lo  afirmado  por  aquél  respecto 
A  que  el  corcho  descortesado  por  los  que  realiaaron  el  préstamo  que  dio 
motivo  á  dichas  ventas  en  ios  seie  afios  de  duración  del  contrato  impor- 
tara *il.000  pesetas  ni  hubiera  de  aplicaras  al  raintegro  del  capital  pree- 
tado,  paes  no  llegó  su  importe  A  7.000  pésetes,  ni  podían  signiftt-4ir  nada 
las  manifestaciones  de  alguno  de  loa  prestamistas  al  absolver  poeieloiiee 
no  confirmadas  por  los  otros  acreedores  y  en  oposición  con  el  reconoci- 
miento de  la  Dofia  Josefa  Vidal,  aparte  de  que  el  buen  sentido  implds 
admitir  como  posible  que  los  indicados  prestamistas  entregaran  so  di- 
nero, conformándose  en  perder  una  porción  del  mismo;  y  ocuparse  si 
actor  en  combatir  la  gestión  de  su  hermana  Dofia  Josefa  en  el  desempefio 
de  la  tutela,  prescindiendo  de  los  perjaioios  que  había  causado  con  los 
suyos  propios  al  D.  José  Gotarra,  ocasionAndole  costasen  varios  pleitos, 
que  ascendian  á  mAs  de  14.000  pesstas,  ó  sea  4.078  con  96  céntioMM  en 
los  aatos  seguidos  para  retener  la  cúratela,  de  interée  personal  por  oon* 
siguiente  de  D.  Joan  Vidal;  9.078  con  97  en  los  sfgaidos  contra  Dofia 
Josefa  sobre  interpretación  de  una  escritura  de  donsción  terminados  A 
favor  de  aquélla  y  en  contra  del  incapacitado;  8.697,  sin  las  posteriores, 
en  los  ejecutivos  de  D.  Jerónimo  Paig,  y  4.000  por  lo  menos  en  loe  eje- 
cutivos y  ordinarios  que  precedieron  A  las  indicadas  ventss  del  afio  90, 
los  de  jurisdicción  voluntaria  sobre  enajenación  de  bienes  del  O.  Joeé 
y  loe  de  varias  actuaciones  sobro  lá  incapacidad  del  mismo  D.  José,  so* 
bre  su  capacidad  y  sobre  la  declaración  de  prodigalidad  de  Dofia  JoÁsfa, 
con  todo  lo  que  habría  habido  bastante  para  cubrir  las  deudas  del  patri- 
monio Gütarra,  sin  haberse  cuidado  el  demandante,  tan  propicio  pera 
promover  otros  procedimientos  judiciales,  de  instar  el  curso  del  relativo 
A  so  remoción  del  cargo  de  curador,  y  gracias  A  la  transacción  que  pro- 
curó D.  Miguel  Torró  para  poner  término  á  tan  ruinosos  litigios,  oon- 
servaba  lo  que  restó  del  mencionado  patrimonio  Gotarra: 

Resultando  que  extensamente  alegó  cada  una  de  las  partes,  en  los 
respectivas  escritos  de  réplica  y  duplica,  en  el  sentido  de  las  pratensio- 
nes  qne  tenían  deducidas,  con  algnnas  rectificaciones  por  la  del  deman- 
dante, entre  ellas  la  de  que  el  Gamp  Non  entró  A  poeeerlo  por  compra 
D.  Narciso  Androu  y  no  D.  Pedro  Mártir,  como  por  error  material  ss 
había  dicho  en  la  demanda;  pero  insistiendo,  mientras  no  se  acredltass 
lo  contrario,  en  ser  mayor  la  extensión  ocupada  del  mismo  que  la  ven-» 
dida  en  la  escritura  de  su  referancia;  practicando  ambas  partee  prueba 
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dee«im«iita],  de  U  que  en  lo  atinente  ee  ha  hecho  mérito  en  su  oportuni- 
dad, siendo  tolo  de  mencionar  ahora  que,  wgán  an  teetimonio  traido  á 
Um  MiUia  entre  los  eztremoe  de  la  demandante,  en  25  de  Marzo  de  1885 
li&ooó  Dolía  Jocefa  Vidal  Jaiuio  ordinario  de  mayor  cnantia  contra  sa 
hijo  D*  Jueé,  pretendiendo  que  ie  deciaraee  que  nna  escritura  de  dona- 
cida  qae  aoompafió  comprendía  sólo  el  usufructo,  los  derechos  legi  ti  ma- 
mario* 7  el  de  reclamar  cuentas  á  que  se  refería  la  auteriaación  judicial 
coDoedida  á  Dofia  Josefa  para  otorgarla,  siendo  nula  en  cuanto  á  los  de- 
más derechos  de  la  demandante,  cun  especialidad  los  resultantes  del  tes- 
tamento de  D.  Isidro  Goterra,  j  se  condenara  al  demandado  á  recono- 
eerlo  asi;  en  cujo  pleito,  por  sentencia  de  1 1  de  Diciembre  de  1886,  se 
declaró  no  adolecer  de  nulidad  dicha  escritura,  y  extenderse  á  lo  expre- 
sado en  la  misma,  no  á  los  derechos  eventuales  de  la  donadora  en  la  su- 
essión  de  los  bienes  de  D.  lüidro,  y  se  condenó  al  demandado,  y  en  su 
nombre  á  sn  curador,  á  reconocerlo  asi  en  otra  escritura,  sin  condena  de 
costaa;  sentencia  que  se  llevó  á  ejecución: 

Besnitando  que  además  se  practicó,  á  instancia  del  demandante, 
praeba  testifical  y  pericial,  dictonlnando  en  ésta  tres  peritos,  uno  de 
ellos  agrónomo  y  los  otros  dos  maestros  de  obras,  que  no  estuvieron  de 
acuerdo  con  aquél;  y  después  de  los  restantes  trámites  correspondientes 
pronunció  sentencia  el  Jutgado  de  Santa  Coloma  de  Parnés,  por  )a  que, 
declarando  nula  la  autorisación  concedida  para  la  vente  de  oi-ho  vesanas 
7  media  del  manso  Cornelia,  y  como  consecuencia  ia  eecritura  de  venta 
de  Dofia  Josefa  Vidal  á  D.  Miguel  Pares,  D.  José  Babot,  D.  Benito  Xi- 
berta  y  D,  Pedro  Bdasoliver,  fecha  25  de  Mario  de  1864,  y  de  éstos  á  Don 
Agustín  Boada  de  8  de  Noviembre  del  sfio  siguiente,  se  condena  ai  úiti- 
mo,  con  reserva  de  derechos,  á  restituir,  con  los  frutos  percibidos,  pre* 
tío  abono  de  las  cantidades  invertidas  en  utilidad  de  dichas  tierras,  que 
Justifique  el  importe  del  precio  de  la  venta  judicial,  las  ocho  veranas  y 
media  del  manso  Cornelia  que  fueron  objeto  de  elia,  como  también  á  los 
Tendedores,  á  aquél  por  lo  que  hace  á  dicha  venta,  D.  Miguel  Pares, 
I)«  José  Babot»  D.  Benito  Xiberta  y  D.  Pedro  Masoliver,  en  cuanto  al 
tiempo  en  que  Ules  tierras  fueron  de  sn  pertenencia,  y  recibir  la  parte 
del  precio  correspondiente  á  aquella  primera  venta,  impórtente  mayor 
cantidad  que  la  verificada  al  Boada,  se  mandaron  cancelar  las  inscrip» 
eionea  de  una  y  otra  y  anotar  lo  resuelto  hasta  dejar  las  cosas  en  el  es- 
tado que  tenían  antes  de  la  nulidad,  y  se  absolvió  á  los  expresados  de- 
mandados, en  cuanto  á  los  resUntes  extremos  de  la  demanda  á  los  mis- 
.  moe  relativos,  asi  como  igualmente  á  los  demás  de  todos  los  extremos 
de  la  misma,  con  reserva  al  actor  de  los  derechos  que  crea  asistirle  con- 
tra los  curadores  de  las  personas  Incapacltedas  y  menores  á  que  ee  re- 
fiere el  pleito  por  las  cantidades  que  pudieran  tener  en  su  poder  ó  no 
hubiesen  recogido  de  donde  estuvieren  y  dado  cuentes: 

Resultendo  que  apelada  dicha  sentencia  por  el  actor,  y  adheridos  á 
la  apelación  los  demandados  respecto  al  pronunciamiento  que  les  perju- 
dicalw,  se  sustenció  la  segunda  insteocia  ante  la  Sala  primera  de  lo  ci- 
vil de  la  Audiencia  de  Barcelona,  que  dictó  en  8  de  Enero  del  afio  últi- 
mo, después  de  reclamada  para  mejor  proveer  la  certificación  oportuna- 
mente mencionada,  fallo  revocatorio  de  el  del  Juzgado  en  cuanto  al  ex- 
tremo en  que  estimó  en  parte  lo  solicitado  en  la  demanda  y  confirmato- 
rio respecto  á  la  absolución  de  los  demandados,  sin  especial  condena  de 
costas: 

Besultando  que  D.  Juan  Vidal  de  Llobatera  é  Iglesias  ha  interpuesto 
leeurso  de  casación,  como  comprendido  en  los  números  1.®  y  7.®  del  ar- 
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tícülo  1692  de  la  ley  de  Ea}niciamiento  civil,  alegando  infringir  la  Má- 
tesela reonrrida: 

Primero.  El  párrafo  segundo  de  la  ley  l.\  Cód.,  De  anuali  excep- 
iionCy  libro  7.®,  tlt.  40;  el  párrafo  primero  de  la  ley  9.*,  Código,  0e 
preseriptione  triginta  oel  euadragínta  annorum,  libro  7.^,  tit  S9,  y 
la  doctrina  legal  contenida  en  el  axioma  jarídico  contra  non  üalentem 
agere  non  eurrit  preseríptio,  y  consignada  en  la  sentencia  de  este  Tri- 
bunal Hupremo,  entre  otras,  de  15  de  Febrero  de  1886,  en  cnanto  declara 
prescritas  por  el  transcurso  de  treinta  afios  las  acciones  ejercitadas  en  la 
demanda  y  aplica  dicha  prescripción  contra  los  impúberes,  menorrsé 
incapacitados,  á  pesar  de  las  citadas  disposiciones  legales;  pnee  dejando 
sentado  que  D.  Ididro  Gotarra  fué  incapas  desde  antes  de  32  de  Junio  de 
1866  hasta  su  muerte,  ocurrida  en  8  de  Mano  del  89,  y  que  su  hijo  y 
heredero  D.  José  Gotarra  fué  impúber  hasta  1.®  de  Septiembre  de  1W6, 
é  incapaz  desde  18  de  Noviembre  del  78  hasta  su  fallecimiento  en  18  de 
Junio  del  91,  es  indudable  que  para  el  transcurso  del  término  de  la  pres- 
cripción han  de  descontarse  dichos  periodos,  y  por  lo  tanto,  no  baUtn 
prescrito  las  aludidas  acciones  al  Interponerse  en  S3  de  Dletoo^bn  dal  M 
la  demanda  de  autos: 

Segundo.    El  párrafo  tercero  de  la  ley  6.^  y  el  primero  de  la  7.*,  Oód., 
De  temp.  in  inieg.  reatit.^  libro  2.^,  tit.  68,  y  la  doctrina  de  este  Tríbs- 
nal  Supremo  consignada  en  las  sentencias  de  18  de  Junio  de  1868,  13  de 
Noviembre  del  88  y  varias  más;  pues  declara  haber  transcurrido  al  in- 
terponerse la  demanda  en  22  de  Diciembre — ó  en  26  como  dice  la  reea- 
rrida— de  1896  el  cuadrienio  legal  de  que  podía  usar  D.  Juan  Vidal  de 
Lio  hatera,  ya  que  é^te,  en  la  oposición  que  buho  de  formular  al  inter- 
dicto en  que  dio  la  posesión  interina  de  la  herencia  á  D.  Baudilio  Solt,         j 
no  pudo  lograr  hasta  29  de  Diciembre  de  1892  que  se  dejase  sin  efecto         i 
tal  posesión  interina  para  dársela  á  él  definitiva  de  la  herencia,  por  lo 
que  no  habiendo  estado  en  la  enunciada  posesión  hasta  aquella  fecha,         | 
no  pudo  accionar  antes  de  ella,  y  de  29  de  Diciembre  de  1892  á  la  Ínter-         i 
posición  de  la  demanda  no  habían  transcurrido  los  cuatro  afios  dentro         j 
de  los  que  se  hallaba  en  aptitud  de  pedir  la  restitución;  infringiendo         I 
también  loe  párrafos  cuarto  y  quinto  de  la  ley  26  y  el  tercero  de  la  28 
Dig.,  Ex.  quid,  causis,  etc.,  llbi^  4.«,  tít.  6.<>,  y  la  ley  8.*,  Cód.,  De         ' 
restit,  miíit.,  etc.,  libro  2.^,  tít.  61,  al  computar  en  el  cuadrienio  el 
tiempo  dadoso  que  medió  desde  la  mayot  edad  de  D.- José  Gotarra  hasta  ! 

que  fué  declarado  incapaz,  ya  que  por  dichas  leyes  los  cuatro  afios  de         \ 
aquél  deben  ser  continuos  y  no  interrumpidos: 

Tercero.  La  doctrina  de  este  Supremo  Tribunal  consignada  en  sen- 
tenciae,  á  más  de  otras,  de  11  de  Noviembre  de  1880  y  81  de  Diciembre 
de  1896,  en  cuanto  establece  la  incompatibilidad  del  ejercicio  simultán^  | 

de  las  acciones  de  restitución,  de  nulidad  y  reivindicatoría,  que  segán 
dicha  doctrina  pueden  ser  ejercitadas  conjuntamente:  | 

Cuarto.  El  art.  83  de  la  ley  Hipotecaria,  y  por  aplicación  indebidt 
los  86  y  38  de  la  misma,  porque  estima  no  haberse  podido  deducir  la  de- 
manda contra  los  actuales  poseedores  de  los  bienes  de  que  se  trata  ni«- 
diánte  tener  inscritos  sus  títulos  de  adquisición;  siendo  así  que,  según  el 
primero  de  dichos  artículos,  la  inscripción— en  el  Registro  de  la  propie  I 

dad— no  convalida  los  actos  ó  contratos  que  sean  nulos  con  arreglo  á  Ite  | 

leyes,  y  los  otros  dos  no  destruyen  tal  precepto,  ni  impiden,  por  tanto, 
que  pneda  ejercitarse  la  acción  fundada  en  la  nulidad  de  los  actos  6 
contratos,  no  obstante  estar  iuecritos  aun  á  favor  de  terceros,  hacieoHo 
sólo  referencia  á  acciones  rescisorias  ó  resolntorias,  no  de  nulidad,  eoa> 
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forme  aeí  claramente  se  desprende  de  las  cansas  qne  en  el  últiiP)  en 
ellos  se  mencionan:  ron. 

Quinto.  Las  leyes  2.*  y  8.*,  Cód.,  Siiut.  vel eurat.  interüen:,en 
bro  2.®,  tít.  24;  11,  Cód.,  De  prosd.  et  alliia rebus  minor.^  etc.,  íibro  fin- 
tlt.  71;  21>,  Dig.,  Di  minor  tiginti  quinqué  annoruniy  libro  4.®,  lít.  4;* 
y  la  doctrina  legal  de  este  Tribanal  tíopremo  en  eenteocias  de  6  de  Abri. 
de  1^66,  21  de  Enero  del  69,  16  de  Marzo  del  71,  4  de  Marao  del  74  y  19 
de  Diciembre  del  82;  toda  ves  qne  constando  ocasionado  el  perjuicio  du- 
rante la  incapacidad  de  D.  Isidro  Gotarra  y  durante  la  Impubeitad,  mi- 
noría é  incapacidad  de  D.  Isidro— asi  dice — ,  Gotarra  no  da  Ingar  á  la 
restitución,  ann  dado  caso  de  que  no  llegara  á  exittir  lesión  enormísima 
en  las  ventas  y  enajenaciones  hechas,  ya  qne  según  las  dipposii  iones 
tegales  y  jurisprudencia  citadas  se  da  siempre  contra  todo  perjuicio  oca- 
sionado en  tales  circunstancias: 

Sexto.  El  cap.  64,  in  Sexto,  De  reguL  jur.,  libro  6.®,  lít.  12,  y  la 
ley  141,  Dig.,  De  reg.jur,,  libro  60,  tít.  17,  que  consignan  el  principio 
de  derecho  de  que  son  nulos  y  no  pueden  producir  efecto  alguno  los  ac- 
tos ejecutados  contra  ley  (confirmado  por  el  art.  4.®  del  Código  civil);  así 
como  también  el  art.  1406,  en  relación  con  los  988  á  989  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil  de  1866  (2016  y  2011  de  la  v1g«^nte);  la  regla  2.^  del 
artículo  808,  en  relación  con  el  1406  de  diiha  ley  (616  y  2016  de  la  vi- 
gente), el  nlSm.  2.°  del  art.  1402,  y  los  nómeros  2.®  y  6.*>  del  1272.  en  re- 
lación con  el  apartado  final  del  1410  de  la  propia  ley  (nóm.  3  ^de  los 
1012,  2028  y  segundo  apartado  del  2024  de  la  vigente);  los  1412  y  1413 
de  la  repetida  ley  procesal  de  1866  (2026  de  la  vigente);  el  1402,  núme- 
ro 1.^,  de  la  precitada  ley  procesal  (2012,  núm.  2.®,  de  la  vigente),  y  el 
número  4.*^  del  mismo  artículo  1402  de  dicha  ley  (uúm.  6.®  del  2012  de  la 
vigente);  en  cuanto  no  da  lugar  á  la  nulidad  de  las  ventas  bei  has  á 
nombre  de  D.  Isidro  y  D.  José  Gotarra  durante  los  períodos  de  su  inca- 
pacidad, impnbertad  y  menor  edad,  á  pesar  de  que  las  antorizaciones 
Judiciales  mediante  las  que  se  hicieron  ó  las  ejecuciones  en  que  se  efec- 
tuaron, las  qne  de  ellas  se  expresan  no  eran  válidas,  por  haber  sido  da- 
das sin  subasta  judicial  (las  de  11  de  Febrero  y  28  de  Octubre  de  1867, 
hechss  mediante  antoriaación),  sin  valoración  de  peritos  titulados  fias 
mismas  y  la  de  26  de  Enero  de  1869,  también  hechas  mediante  autori- 
saclón),  sin  expresarse  el  objeto  de  la  enajenación  (la  de  26  de  Noviem- 
bre de  ]8fí0,  hecha  mediante  antorización),  ó  ser  falso  el  expresado  (la 
de  12  de  Noviembre  de  1863,  hecha  mediante  autorización),  ó  ser  nula 
la  obligación  que  se  decía  haber  de  satisfacerse  (las  dos  de  19  de  Marzo 
de  1890,  mediante  autorización  para  transigir  en  juicio),  sin  ser  pedida 
por  el  curadoi  del  imnúber  ó  incapacitado  (las  de  26  de  Febrero  de  1861 
y  80  de  Diciembre  del  81,  hechas  respectivamente  con  motivo  de  un  jui- 
cio ordinario  y  de  otro  ejecutivo),  ó  sin  previa  audiencia  del  Ministerio 
fiscal  (la  de  26  de  Marzo  de  1864,  hecha  mediante  autorización),  re^^uisi- 
tos  necesarios,  según  la  ley,  para  la  valides  de  las  enajenaciones  que  se 
hicieron;  y 

Séptimo.  Incurrir  la  sentencia  en  error  de  derecho  en  la  Apreciación 
de  las  pruebas,  porque  siendo  preferentes  los  maestros  de  obras  que  tie- 
nen título  á  los  peritos  agrónomos,  según  los  artículos  606  y  606  de  los 
Aranceles  judiciales  de  28  de  Abril  de  1860  (cuyos  artículos  están  en  vi- 
gor á  tenor  del  341  y  pdr  analogía  del  868  de  los  Aranceles  de  1880  que 
hoy  rigen),  había  aceptado  la  valoractón  dada  en  autos  por  un  solo  pe- 
rito agrónomo  en  contra  de  dos  peritos  maestros  de  obras,  resultando  de 
la  de  éstos  lesión  enormísima  en  las  ventas  de  II  de  Febrero  y  28  de 
Octubre  de  1867,  26  de  Enero  del  69,  26  de  Noviembre  del  60  y  26  de  Fe- 
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tíeoC     ^  ^NJ^  ^^  ^^  ^  Noviembre  da  186S  en 

^w  o      ^  aido;  por  lo  caal  prooedie  U  tvei- 

f     %  .«A  reetítaoión  en  irUegrum. 

^  ^^tredo  D.  Ricardo  M^iUiut: 

f  primer  motívo,  en  ciuuito  ee  ImpngnA  U 

j^'  .j  prescriUe  iaa  aociunee  ejerciUdM  por  el 

f  ea  eatimeción,  puesto  qae  lo  rigoroMmento 

/  excepciones  de  los  hoy  recarridos,  reconoce 
u  del  dominio  de  los  poseedores  de  determinadis 
^  indispatable  fandnmento  de  haber  transcnrrldo  niái 
,  so  adquisición,  aplicando  los  preceptos  contenidos  en 
^9  eau8ce,  con  la  extensión  y  generalidad  con  qne  lo  ha 
aprudencia  de  este  Tribunal  Supremo  en  relación  con  li 
si  adquisitiva:  t^>^ 

«aerando  qne  la  acción  de  restitución  in  ¿niegrum  no  iu  sida 
^da  dentro  del  cuadrienio  legal  concedido  para  ei  electo  á  los  mi- 
,é  de  edad,  como  lo  demuestran  los  hechos  de  que  D.  José  Gotarra 
gó  á  ella  en  1.®  de  Septiembre  de  1877  sin  ser  declarado  incapaa  iiasU 
üS  de  Noviembre  de  1878,  la  cual  produjo  el  efecto  de  qne  transcurrieran 
un  afio,  dos  meses  y  doce  días  de  dicho  cuadrienio,  y  de  qne  D.  Joan 
Tidal  aceptó  la  herencia,  acudiendo  á  contrariar  el  interdicto  en  qne  se 
adjudicó  á  otro,  y  admitiendo  la  cesión  de  sos  derechos  hereditarios  que 
le  hizo  Turró,  lo  más  tarde  en  19  de  Diciembre  de  1892,  sin  que  la  de- 
manda en  que  se  ejercita  la  acción  de  restitución  fuere  interpuesta  has- 
ta el  22  de  Diciembre  de  1896,  con  lo  cual,  y  con  no  haberse  intentado 
siquiera  la  demostración  de  que  durante  dichos  períodos  existiera  impo- 
sibilidad legal  de  ejercitarla,  se  patentisa  que  la  sentencia  que  declara 
prescrita  dicha  acción  no  inlrioge  ninguno  de  los  preceptos  legales  in- 
vocados en  el  motivo  seguudo  del  recurso: 

Considerando  respecto  al  tercero,  que  aunen  el  supuesto,  no  rechasado 
en  absoluto  por  la  Sala  sentoaciadora,  de  que  hayan  podido  ejercitaiss 
conjnntamento  en  esto  caso  las  acciones  de  nulidad  reivindicatoría  y 
restitución,  ó  esta  última  como  subsidiaria,  no  tiene  ello  trascenden- 
cia para  la  resolución  del  presento  recurso,  que  no  ha  de  decidirse  en 
relación  con  la  posibilidad  de  acumulación  de  dichas  acciones,  sino  por 
la  procedencia  de  todas  ó  algunas  de  ellas: 

Considerando  que  las  acciones  ejercitadas  por  Vidal  de  Llobatera 
.  contra  los*  torceros  poseedores  de  algunas  de  las  fincas  que  demanda,  son 
en  realidad  rescisorias,  que  Qstas  acciones  no  se  dan  contra  tercero  que 
haya  inscrito,  según  el  texto  expreso  del  art.  86  áfi  la  ley  Hipotecaria, 
al  que  afiade  el  88,  concretando,  que  no  se  rescinde  por  lesión  enorme  ó 
enormisima  ni  por  efecto  de  la  restitución  in  integrum\  que  según  el  84 
y  el  sentido  general  de  la  antecitada  ley,  cuyo  objeto  cardinal  falsearla 
otra  interpretación,  nunca  ni  por  acción  de  clase  alguna  se  invalidan 
los  derechos  inscritos  en  el  Registro  de  la  propiedad  por  título  ó  causa 
que  no  resulte  claramente  del  mismo,  y  qne  dada  la  existencia  de  tales 
preceptos  legales,  no  puede  prevalecer  contra  la  sentencia  que  inapngna 
el  cuarto  motivo  del  recurso: 

Considerando  que  el  quinto  hace  supuesto  de  la  procedencia  de  la 
restitución  in  integrum  y  de  la  existencia  de  perjuicios,  cuando  la  ac* 
ción  para  soliciter  aquélla  ha  prescrito,  como  queda  ya  expuesto,  y 
cuando  la  Sala  sentenciadora  ha  apreciado  la  prueba  haciendo  la  decla- 
ración de  hecho  de  no  haberse  demostrado  la  existencia  de  Ules  perjui- 
cios; cuyo  fundamento,  para  ser  desestimado,  alcansa  igualmente  ai 
motivo  sexto,  en  el  cual  se  supone  que  en  la  snstanciaoión  de  loe  expe- 
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dientes  de  venta  se  cometieron  infracciones,  que  el  Tribunal  á  quo,  en 
el  ejerciólo  de  bus  atribuciones  privativas,  declara  que  no  existieron, 
examinando  el  conjunto  de  las  pruebas  y  haciendo  respecto  á  ellas,  y  en 
relación  con  cada  una  de  las  ventas,  apreciaciones  que  ni  aun  se  com^ 
baten  en  la  forma  y  por  los  medios  que  previene  el  núm.  7.^  del  ar- 
ticulo 1692  de  la  ley  procesal;  y 

Gonsiderando  que  adolece  de  defecto  análogo  el  último  motivo,  el 
cual,  discurriendo  sólo  sobre  un  extremo  de  prueba  supone  error  de  de- 
recho en  su  apreciación  por  haber  tenido  como  mejor  la  valoración  de 
tierras  hecha  por  un  perito  agrónomo  que  la  de  dos  maestros  de  obras, 
lo  cual,  aparte  de  lo  erróneo  del  razonamiento,  de  que  no  se  establece 
en  casación  sobre  preceptos  de  leyes  y  de  qjae  las  disposiciones  admi- 
nistrativas que  se  Invocan  no  dicen  lo  que  supone  el  recurrente,  no  es 
tampoco  exacto,  porque  la  Sala  sentenciadora  no  ha  hecho  la  aprecla- 
eión  escueta  que  le  atribuye,  sino  ha  relacionado  ios  dictámenes  de  los 
peritos  á  que  se  alude,  con  los  que  lo  fueron  en  los  reepectivos  expe- 
dientes, juzgando  en  presencia  de  los  terrenos  y  con  las  restantes  prue^ 
bas  del  pleito; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
«orso  de  casación  interpuesto  por  D.  Juan  Vidal  de  Llobatera,  al  que 
condenamos  en  las  costas;  y  devuélvase  á  la  Audiencia  de  Barcelona, 
oon  la  oportuna  certificación,  el  apuntamiento  y  los  documentos  que  ha 
remitido. 

Asi  por  esta  nnestra  sentencia  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
sertará en  la  Colección  Lbgislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos  mandamos  y  flrmamos.==José  de  Aldecoa. 
=:Bicardo  Gnllón.=Jo8é  de  Garnica«=Francisco  Toda.ssRicardo  Moli- 
na.=Vlcente  de  Piniés.=:Tomás  Gúdal. 

Publicación.=Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Excmo.  8r.  D.  Ricardo  Molina,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  cele- 
brando audiencia  pública  la  Sala  de  lo  cUil  en  el  día  de  hoy,  de  que  cer- 
tifico como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  8  de  Mayo  de  1901.=Licenciado,  Hilario  María  González  y 
Torres. 


2Tüm.  108.— TRIBUNAL  SUPREMO.-S  Mayo,  pub.  el  12  y  13  Junio. 

Casación  por  iNriiACCiÓN  db  ixií,Salidad  de  co/i^ra^os.— Senten- 
cia declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  Don 
Vicente  Gual  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  segunda  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  D.  Juan  Molí  y 
otros. 
Bn  sus  CONSIDERANDOS  86  establecc: 

Que  los  eoniraioB  mercaniilea,  á  cuya  clase  pertenece  la  letra  de 
eambio,  en  lo  que  se  refiere  á  la  capacidad  de  los  otorgantes^  como  á 
iodos  sus  demás  requisitos  en  cuanto  no  esté  expresamente  estable- 
€¿do  por  el  Código  de  Comercio  ó  por  leyes  especiales,  se  rigen  por 
ios  reglas  generales  del  derecho  eomiin,  según  disposición  terminan- 
te de  los  arts.  2.^  y  50  de  aquel  cuerpo  legal: 

Que,  por  tanto,  declarándose  nula  la  aceptación  de  una  letra  de 

cambio  por  ineapaeidady  en  ratón  de  la  menor  edad  del  aceptante. 

se  aplican  rectamente  los  arts.  1300  y  1263  del  Código  cioil  y  2.®  del 

Código  de  Comercio,  y  no  se  infringen  los  443,  516  y  4.^  de  este  úl- 
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timo,  puesio  que  no  eontradieiendo  diehoé  ari9.  443  y  516  UtB  ditpO' 
sieione$  de  Ion  2.^  y  50,  ni  expresando  tampoco  nada  resMcto  de  la 
edad  de  loe  eoatrataatee  en  la  letra  de  cambio,  la  cuestión  de  lana- 
lides  de  loe  obligaciones  de  éstos  por  rasan  de  la  edad,  debe  deddtr- 
se  por  las  leyes  cioiles: 

Que  no  injringe  el  art.  3S9  de  la  ley  procesal,  la  sentencia,  que 
con  perfecta  congruencia  resueloe  todas  las  cuestiones  propuestas 
por  los  migantes  en  cuanto  á  los  mismos  pueden  ajectar: 

Que  la  acción  de  nulidad  de  la  acentaeión  puede  dirigirse  útil- 
mente contra  quien  ostenta  el  concepto  de  tenedor  de  la  letra  de 
cambio: 

Que  estahleeida  justamente  dicha  nulidad,  carece  de  encada  la 
inoocación  de  los  arts,  5íS,  517,  521  y  526  del  Código  de  Comercio, 
con  el  sentido  de  que  siendo  imf>rocedente  dicha  declaración  de  na- 
lidad  por  las  rasones  que  quedan  desestimadas,  existen  las  obliga- 
ciones que  los  citados  artículos  sancionan  como  consecuencia  de  una 
aceptación  cálida. 

En  la  villa  y  corte  de  Bladrid,  á  8  de  Mayo  de  1901,  en  el  jaicio  de- 
clarativo de  mayor  cnantia  seguido  ante  el  Juagado  de  primera  Instan- 
cia del  distrito  del  Hospicio  de  esta  corte  y  la  Sala  eegoada  de  lo  dTÍl 
de  la  Áadieacia  del  territorio  por  D.  Jaan  Molí  Arandiga,  D.  Francisco 
Gaerrero  Barbero  y  D.  Pedro  Rodrigues  Áracil,  como  síndicos  del  oon- 
cnrso  de  acreedores  de  D.  Jaliáa  Márqaes  Lopes,  contra  Dofia  María  Ne- 
grillo Campos  y  D.  Vicente  Oual  Mathea,  ambos  mayores  de  edad  y 
vecinos  de  esta  corte,  yinda  y  pensionista  la  primera  y  casado  y  emr 
pisado  el  segando,  sobre  nulidad  de  contratos;  pleito  pendiente  ante  Nos, 
en  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  preparado  por  los  dos  de- 
mandados ó  interpuesto  PÓlo  por  el  D.  Vicente  Gual,  á  qnien  represents 
el  Procurador  D.  Francisco  Sánches  Morayta  y  defiende  el  Letrado  Don 
Lnis  Martorelí;  no  habiendo  comparecido  en  este  Tribunal  Sapremo  la 
sindicatura  demandante: 

Resaltando  que  la  demanda  inicial  del  pleito,  origen  del  pieeente 
recurso  de  casación,  fué  promovido  por  los  síndicos  del  concurso  nece- 
sario de  acreedores  de  D.  Julián  Márqnes  y  Lopes,  con  la  pretensión  de 
que  se  declare  la  nulidad  de  dos  contratos  que  el  concursado  celebró  coa 
^interioridad  á  la  declaración  del  concurso  siendo  mayor  de  veintiún 
Afios  y  menor  de  veintitrés;  uno  el  del  préstamo  de  10.000  pesetas  que 
recibió  de  la  demandada  Dofia  María  Negrillo  por  escritura  pública  otor- 
gada en  6  de  Octubre  de  1^96,  y  otro  el  de  cambio,  importe  de  una  letra 
de  2.000  pesetas,  girada  en  Navalcarnero  el  81  de  Mayo  de  1897  á  cargo 
de  Marques,  que  la  aceptó,  y  de  la  cual  era  portador  por  endoso  el  tam- 
bién demandado  y  hoy  recurrente  D.  Vicente  Gual  y  Mathen;  nulidad 
que  los  síndicos  demandantes  apoyan  en  que  habiendo  sido  celebrados 
dichos  contratos  por  el  concursado  Márquez  cuando  era  menor  de  edad, 
carecía  éste  de  capacidad  jurídica  para  contratar  y  obligarse: 

Resultando  que  por  escritura  pública  otorgada  ante  el  Notario  de 
esta  corte  D.  Manuel  Bol aruU  con  feciía  6  de  Octubre  de  1896,  Dofia  Ma- 
ría Negrillo  y  Campos  dio  en  préstamo  á  D.  Julián  Márqnes  la  anma  de 
10.000  pesetas  por  término  de  tres  meses  é  intereses  del  1  por  100  men- 
anal,  estipulándose,  entre  otras  condiciones  que  no  es  del  caso  mencio- 
nar, que  en  garantía  del  contrato  se  obligaba  el  prestarlo  á  no  enajenar 
18  acciones  del  Banco  de  Espafia  que  dijo  le  pertenecían;  y  como  ven- 
cido el  plaso  de  la  obliflfación  no  hubiere  devuelto  Márqnes  el  importe 
del  principal  ni  satisfecho  los  intereses  correspondientes,  la  acreedora 
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Dofift  María  promovió  ejecución,  qae  íaé  despachada  en  27  de  Jonlo  de 
1897,  sin  qae  padlera  tener  Ingar  el  requerimiento  al  pago,  j  en  sn  caso 
el  embargo,  por  haberse  aoeentado  el  deudor,  eolicitando  entonces  la 
ejeeataate  se  embargase  nn  crédito  hipotecario  perteneciente  al  ejeca- 
tado,  y  el  onal  se  encontró  embargado  por  diferentes  acreedores,  dán- 
dose lugar  con  tal  motivo  á  la  declaración  del  concurso,  siendo  de  ad- 
vertir  que  noticiosa  la  Dofia  filaría  de  qae  las  18  acciones  del  Banco  que 
•irvleron  de  garantía  al  préstamo  de  qae  se  trata  hablan  sido  enajena- 
das por  el  Marques  con  ant^ioridad  al  otorgamiento  de  la  escritora  de 
préstamo,  formuló  contra  aquél  la  oportuna  querella  criminal  por  el  de- 
lito de  estafa,  y  debiendo  por  último  de  tenerse  presento  que  la  antect- 
tada  acreedora  y  ejecutante  Dofia  María  Negrillo  Campos,  si  bien  pre- 
paró recurso  de  casación  contra  la  sentencia  que  hoy  se  impugna,  no 
llegó  á  interponerlo,  por  cuya  circunstencia  debe  presclndirse  de  su  in- 
tervención en  el  pleito  á  no  ser  en  la  parte  absolotemente  indispensa- 
ble para  la  cuestión  del  día: 

Resaltando  que  en  81  de  Mayo  de  1897  D.  Faustino  Sánches  libró  en 
Navalcarnero,  á  quince  días  fecha  y  orden  de  D.  Camilo  Jiménes,  una 
letra  de  cambio,  importante  2.000  pesetas,  contra  el  concursado  D.  Ju- 
lián Marques  y  Lopes,  que  la  acepto  el  mismo  día  81  en  que  había  sido 
expedida,  letra  que  Jiménez  transmitió  por  endoso  á  D.  Sixto  Fernández 
Ferrer,  y  éste  de  Igual  modo  al  demandado  y  recurrente  D.  Vicente  Goal 
y  Matheo,  que  la  protesto  por  falta  de  pago  en  16  de  Junio  siguiente, 
promoviendo  pocos  días  después  la  correspondiente  ejecución,  que  fué 
despachada  en  34  del  propio  mes  de  Junio,  siguiéndose  la  ulterior  tra- 
mitación haste  haberse  aprobado  por  auto  de  6  de  Febrero  de  1898  la  li- 
quidación de  capital  é  ingreses  que  importaron  2.162  pesetas,  así  como 
la  tasación  de  costas,  que  ascendieron  á  1.678  pesetee  76  céotimos: 

Resultando  que  declarado  D.  Julián  Márquez  en  concurso  neceearlo 
de  acreedores,  se  le  tuvo  por  cumplido  con  lo  dispuesto  en  el  art.  11)8  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  mediante  providencia  de  16  de  Febrero 
de  1898,  figurando  D.  Vicente  Gual  en  la  relación  de  acreedores  del  deu- 
dor por  una  letra  importante  20.000  pesetas,  cuyo  crédito  reconoció  más 
tarde  la  sindicatura  del  concurso,  aunque  con  la  protesta  de  Impugnarlo 
en  el  juicio  correspondiente  ton  pronto  reuniera  los  datos  necesarios 
para  ello: 

Resaltando  que  en  relación  con  estos  antecedentes,  los  Síndicos  del 
concurso  de  D.  Julián  Márquez  dedujeron  en  4  de  Agosto  de  1898,  ante 
«1  Juzgado  de  primera  instancia  del  dintrito  del  Hospicio  de  esta  corte, 
demanda  de  mayor  cuantía  como  incidencia  de  dicho  concurso  contra 
Bofia  María  Negrillo  Campos  y  D.  Vicento  Gual  Maiheu;  y  después  de 
resefiar  los  contratos  de  préstamo  y  cambio  que  quedan  referidos  y  de 
alegar  en'  sustancia  que  uno  y  otro  eran  nulos  é  ineficaces  por  haberlos 
celebrado  Márquez  en  su  menor  edad  y  no  haber  redundado  en  su  pro- 
vecho, pidieron  se  declarase  la  nulidad  de  los  dos  contratos  en  cuestión, 
á  fin  de  que  no  produjesen  efecto  alguno  en  el  Juicio  universal  de  con- 
curso, dejando  en  su  consecuencia  de  ser  reconocidos,  gravados  y  paga- 
dos, con  expresa  imposición  de  costas  á  los  demandados  que  á  ello  se 
opusieren,  á  cuya  demanda  acompafiaban  los  actores  una  certificación 
librada  por  el  Juez  municipal  del  distrito  de  Buenavista,  de  la  cual  apa- 
^^ece  que  D.  Julián  Márquez  y  López  nació  en  esta  corte  el  día  28  de 
Agosto  de  1874: 

Resultando  que  desestimadas  las  excepciones  dilatorias  de  incompe- 
tencia de  Jurisdicción  y  Utia  pendencia  propuestas  por  Dofia  María  Ne- 
^llo,  tanto  ella  como  D.  Vicente  Gual  Matheu  se  opusieron  á  la  de- 
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sksada,  7  este  último  alegó  en  eínteeie:  que  no  había  reaÜBado  oontnte 
algnao  con  el  concnraado  Bdárqnea  y  al  únicamente  con  D.  Bixto  Fener, 
qniea  en  18  de  Jnnio  de  1897,  y  mediante  recibo  de  la  cantidad  ó  \alot 
oorreepondiente^  le  endoeó  la  letra  de  cambio  girada  en  Navalcameio 
«1  Si  de  Mayo  anterior  por  D.  Faaatino  8áncbei,  á  la  orden  de  D.CamUe 
Jiménes,  por  cantidad  de  3.000  peaetae,  á  quince  días  fecha;  que  esa  le- 
tra aparecía  aceptada  por  el  pagador  Márqnes,  contra  el  cnai  se  giró, 
alendo  de  advertir  que  Ferrer  era  portador  de  ella  por  endoao  qne  le  him 
Jiménes  el  día  9  del  propio  mee  de  Jnnio  de  1897;  qae  cuando  dicha  letra 
se  llevó  y  fué  endosada,  aceptada  y  protestada  por  falta  de  pago,  tenia 
•1  ooncnrsado  Márqnes  veintidós  «fios  moy  cumplidos;  que  por  tales  ta- 
lones opone  el  dicente  á  la  demanda  las  excepciones  de  falta  de  acción  y 
de  derecho;  y  que  no  pnede  declararse  en  estos  autos  la  nulidad  del  con- 
trato de  cambio  sin  ser  oídos  los  dos  primeros  endosantes,  á  quienes  ne 
se  demanda: 

Resultando  que  conferido  traslado  psra  réplica  á  la  parte  actora,  le 
evacuó,  dando  por  reproducidos  los  hechos  de  la  demanda»  exponiendo 
además:  que  el  demandado  Gual  es  el  portador  de  la  letra  de  cambio  qoe 
dló  lugar  al  pleito  acumulado  seguido  contra  el  deudor  Marques,  y  qne, 
por  consiguiente,  sólo  él,  como  tal  portador,  era  quien  tenía  y  tiene  con* 
trtk  el  aceptante  y  concursado  crédito  y  acción;  que  si  bien  es  verdad  qiio 
Marques  había  cumplido  ya  veintidós  afioe  cuando  aceptó  la  letra,  no  io 
es  menos  que  continuaba  bajo  la  patria  potestad  de  su  madre,  que  no 
tenía  la  libre  disposición  de  sus  bienes,  y  que  ni  habitual  ni  eventual- 
mente  había  ejercido  nunca  el  comercio;  y  finalmente,  que  la  sindícatara 
es  la  representación  de  la  colectividad  de  acreedores  y  del  concurso  para 
promover  la  impugnación  de  créditos,  conforme  al  art.  1364  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil; 

Resultando  que  en  el  escrito  de  duplica  insistió  el  demandante  Don 
Vicente  Gual  en  los  fundamentos  y  pretensiones  de  su  contestación,  y 
adicionó:  que  el  concursado  Marques,  bastante  tiempo  después  de  cumplir 
Teintitrés  afios,  confirmó  el  crédito  del  dicente  al  incluirle  en  la  relación 
de  deudas  que  con  la  Memoria  explicativa  de  las  causas  que  motivaron 
la  declaración  del  concurso  presentó  al  Juagado  en  33  de  Febrero  de  1898; 
7  que  tanto  este  crédito  como  ios  demás  que  constituían  el  paeivo  y  eran 
objeto  del  reconocimiento  nacieron  de  diversas  especulacionea  mercan* 
tiles  ó  industriales  que  por  su  cuenta  emprendió  el  deudor  concursado: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  unidas  las  practicadas! 
los  autos  y  seguido  el  juicio  por  los  trámites  correspondientes  á  dos  ins- 
tancias, la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  territorial  de  eata 
oorte  pronunció  en  38  de  Abril  del  afio  último  sentencia  totalmente  con- 
firmatoria de  la  del  Jusgado,  que  declaró  nulos  los  contratos  de  préstamo 
7  cambio  que  celebró  D.  Julián  Marques  7  Lopes,  el  primero  con  Dofia 
María  Negrillo  7  el  segundo  por  rasón  de  la  letra  de  cambio  que  aceptó 
librada  en  Navalcarnero  el  81  de  Ma70  de  1897  á  la  orden  de  D.  Camilo 
Jiménes  Jorge,  endosada  á  D.  Sixto  Femándes  Ferrer  7  por  éste  á  Doa 
Vicente  Gual  7  Matheu,  que  trató  de  hacerla  efectiva;  declarando  aai* 
mismo  que  esos  contratos,  por  rasón  de  su  nulidad,  no  han  de  afectar 
de  manera  alguna  al  concurso  necesario  de  acreedores  de  D.  Julián 
Marques: 

Resultando  que  D.  Vicente  Gual  7  Matheu  ha  Interpuesto  recurso  do 

casación  por  infracción  de  ley,  como  comprendido  en  los  números  1.^ 

7  9.^  del  art  1693  de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  alegando  loa  siguientes 

motivos: 

Primero»    Aplicación  indebida  del  art.  1800,  en  relación  con  el  1861,  j 
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vúm.  1.^  del  1269  del  Oódlgo  civil,  ya  que  eetoepreoeptoe  legales  noimo- 
den  iavocarse  cuando  ae  trata  de  actos  mercantiles,  infriagiéndose  por 
ello  en  el  caso  actual  las  disposiciones  contenidas  en  los  arts.  2.^  y  44S 
del  Código  de  Comercio,  que  prohibe  terminantemente  aplicar  las  leyes 
ciyilee  á  los  actos  y  contratos  resoltantes  de  letras  de  cambio:  - 

Segundo.  Infracción  del  art.  616  del  Código  de  Comercio,  y  aun  pii* 
diera  añadirse  la  del  art.  4.®  del  mismo  cuerpo  legal,  en  cnanto  el  Tri- 
bunal sentenciador  desconoce  )a  eficacia  de  las  acciones  derivadas  de  la 
nulidad  de  la  cambial,  base  del  derecho  del  recurrente,  que  no  es  ilef^- 
üma  ni  defectuosa,  ni  está  perjudicada;  siendo  de  advertir  además  que 
para  loe  actos  mercantiles,  es  decir,  para  todos  los  que  nascan  ó  sean 
ooneecoencia  de  una  letra  de  cambio,  la  mayor  edad  es  á  los  veintiún 
afioe,  según  precepto  claro  y  terminante  de  dicho  art  4.^  del  Código  cto 
Comercio,  y  no  es  á  los  veintitrés,  como  dispone  el  art.  820  del  Código 
eivil,  á  que  también  se  ampara  el  recurrente: 

Tercero.  Infringe  también  el  fallo  recurrido  los  principios  de  derecho 
cde  que  á  nadie  puede  vencerse  en  juicio  sin  oirle>  y  €de  que  no  cabe  ha- 
cer en  nn  pleito  declaraciones  de  derecho  perjudiciales  á  terceras  perso- 
nas que  no  han  sido  parte  en  él>,  produciendo  tal  infracción  como  con* 
secuencia  inmediata  la  de  los  artículos  616,  617,  621  y  626  del  Código 
de  Comercio,  toda  ves  que  habiendo  sido  demandado  en  el  expediente 
litigioso,  sólo  el  recurrente  Goal,  que  era  el  portador  de  la  letra  á  vir- 
tud de  un  simple  endoso,  se  declara  nulo,  no  ese  endoso  que  ni  siquiera 
fué  impugnado  de  contrario,  sino  el  contrato  de  giro  que  el  aceptante  y 
pagador  D.  Julián  Marques  celebró  á  la  orden  de  nn  tercero,  y  que  ésto 
endosó  á  otro  tercero,  ninguno  de  los  cuales  han  sido  traídos  al  pleito,  á 
pesar  del  perjuicio  evidente  que  se  les  irroga  al  dejar  sin  efecto  contra- 
tos en  que  ellos  y  solo  ellos  intervinieron;  y 

Cuarto.  Infracción,  por  último,  del  art.  S69  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  al  no  decidirse  en  el  fallo  recurrido  sobre  uno  de  los  pun- 
tos litigiosos  objeto  del  debate,  puesto  que  la  Sala  sentenciadora,  al  de- 
clarar  nulo  el  contrato  de  cambio  que  supone  realisado  entre  D.  Julián 
Marques  y  el  recurrente,  y  que  sólo  se  celebró  entre  Marques  y  el  libra- 
dor, viene  á  declarar  nulo  temblón  ei  contrato  celebrado  por  los  dos  úl- 
timos; pero  nada  dice  ni  resuelve  acerca  de  la  necesidad  de  que,  para 
que  en  derecho  pudiera  estimarse  así,  se  trajeran  al  pleito  para  oírles  y 
vencerles,  al  librador  y  á  loe  demás  portadores  de  la  letra  de  cambio. 
Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  de  Gamica: 
Considerando  que  los  contratos  mercantiles,  á  cuya  clase  pertenece 
la  letra  de  cambio  en  lo  que  se  refiere  á  la  capacidad  de  los  otorgantes, 
como  á  todos  sus  demás  requisitos  en  cuanto  no  esté  expresamente  es- 
tablecido por  el  Código  de  Comercio  ó  por  leyes  especiales,  se  rigen  por 
las  reglas  generales  del  derecho  común,  según  disposición  terminante  da 
los  artículos  2.®  y  60  de  aquel  cuerpo  legal;  y  por  lo  tanto,  que  la  sen- 
tencia, al  declarar  nula  la  aceptación  de  la  letra  de  cambio  por  la  inca- 
pacidad por  razón  de  la  menor  edad  del  aceptante,  aplica  rectamente  loa 
artículos  1800  y  1268  del  Código  civil  y  2.<>  del  Código  de  Comercio,  y 
no  infringe  los  448,  616  y  4.®  del  citado  Código  de  Comercio,  puesto  que 
no  contradiciendo  dichos  artículos  448  y  616  las  disposiciones  de  los  2.^ 
y  60,  ni  expresando  tampoco  nada  respecto  de  la  edad  de  los  contratan- 
tee  en  la  letra  de  cambio,  la  cuestión  de  la  valides  de  las  obligaciones  de 
éstos  por  raaón  de  la  edad  debe  decidirse  por  las  leyes  civiles: 

Considerando  que  el  art.  4.^  del  Código  de  Comercio  se  limita  á  fijar 
las  condiciones,  una  de  ellas  la  de  ser  mayor  de  veintiún  afios,  que  son 
conjuntamente  necesarias  para  el  ejercicio  del  comercio,  y  por  oonai* 
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gniente,  mi  texto  ae  opone  á  qae  ee  conaidere  comerciante  á  qnl«n  baga 
actoa  de  tal,  ain  reonir  máa  reqaiaito  qne  el  de  la  expreeada  edad;  j  da 
ningún  modo  puede  de  él  dedacirae,  como  ae  pretende  en  el  motivo  ae- 
gando,  qae  loa  actoa  de  comercio  ejecatadoa  por  quien  no  ea  comMciaa- 
te,  ni  habitnalmente  comercia,  j  ae  encuentra  en  la  menor  edad,  que 
Bon  laa  circunatanciaa  que  la  8ala  eatima  probadaa  en  D.  Julián  Hár- 
qaea,  aean  yálidoa  aólo  con  que  al  realisarloa  tenga  máa  dé  Teintián 
afioa  el  que  loa  ejecute: 

Gonaiderando  que  la  aentencia  ni  por  exceao  ni  por  defecto  de  v» 
pronunciamientoa  incurre  en  la  falta  de  congruencia  que  ae  alega  ea  al 
motivo  cuarto,  porque  aolicitado  en  la  demanda,  en  cuanto  al  recurren- 
te, la  nulidad  del  contrato  de  cambio  otorgado  por  D.  Julián  Márquetoi 
la  letra  de  cambio  j  opueataa  por  el  demandado  laa  excepcionea  que  ea- 
timó  convenientea,  entre  ellaa  laa  de  que  el  demandado  era  tenedor  de 
la  letra  por  endoao  7  de  que  no  debía  declararae  la  nulidad  ain  oir  á  loa 
•ndoeantea,  ea  evidente  que  la  aentencia  que  contra  el  demandado  de- 
clara nulo  el  contrato  de  cambio  en  lo  que  ae  refiere  á  D.  Julián  Mar- 
quea  ea  de  perfecta  congruencia  7  reauelve  todaa  laa  cueationea  propoea- 
taa  por  loa  litigantea  en  cuanto  á  loa  miamoa  pueden  afectar: 

Gonaiderando  que  en  el  concepto  de  tenedor  de  la  letra  de  cambio  que 
ostenta  el  recurrente  ha  podido  dirigirae  útilmente  oontra  él  la  acción  da 
la  nulidad  de  la  aceptación,  que  ea  au  título  para  figurar  en  el  coDcnrM 
del  aceptante,  7  que  una  ves  declarada  dicha  nulidad  no  cabe  alegar, 
como  ae  hace  en  el  motivo  tercero  que  <no  ae  puede  condenar  ain  oir  en 
juicio»,  ni  que  ocupando  el  lugar  de  tercerea  peraonaa  de  qnienea  do 
tienen  repreaentación,  ae  diga  también  que  no  ae  pueden  hacer  declara* 
cionea  que  aupone  perjodicialea  para  ellaa: 

Gonaiderando  qne  eatablecida  juatamente  dicha  nulidad,  carece  da 
efi(sacia  la  invocación  de  loa  artículoa  616,  617, 621  7  626  del  Código  de 
Gomercio,  comprendido  en  el  motivo  tercero,  con  el  aentido  de  que 
■iendo  improcedente  dicha  declaración  de  nulidad  por  laa  ramonea  qne 
quedan  deaeatimadaa,  exiaten  laa  obligaclonea  que  loa  citados  artículoa 
aancionan  como  conaecuencia  de  una  aceptación  yálida; 

Fallamoa  que  debemoa  declarar  7  declaramoa  no  haber  lugar  al  re* 
carao  de  caaación  interpueato  por  D.  Vicente  Gual  7  Matheu,  á  quiea 
oondenamoa,  ai  yiniere  á  mejor  fortuna,  al  pago  de  la  cantidad  qne  por 
rasón  de  depóaito  ha  debido  conatituir,  á  que  ae  dará  en  dicho  caao  la 
aplicación  prevenida  en  la  ley;  no  hacemoa  eapecial  condena  de  coataa 
mediante  haber  comparecido  aólo  en  eate  Tribunal  Supremo  dicha  parta 
recurrente;  7  líbrese  á  la  Audiencia  de  eaia  corte  la  correa pondiente  cer* 
tificación,  devolviéndole  el  apuntamiento  que  remitió. 

Aaí  por  eata  nueatra  aentencia,  que  ae  publicará  en  la  Gaeetü  é  ifl- 
eertará  en  la  Colección  Lbgislativa,  paaándoee  al  electo  laa  copiaa 
neceaariaa,  lo  pronunciamoa,  mandamoa  7  firmamoa.=Joaé  de  Aldecoa. 
==Joaé  de  Gamica.=Franciaco  Toda.=Gnrique  Laaaús.==Bicardo  MoU- 
]ia.=:Vicente  de  Piniéa.=Tomáa  Gúdal. 

Publicación .=Leida  7  publicada  fué  la  precedente  aentencia  peral 
Excmo.  Sr.  D.  Joaé  de  Cómica,  Magiatrado  de  la  Sala  de  lo  civil  dal 
Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  miama  en  el  día  da 
ho7,  de  que  certifico  como  Gacribano  de  Cámara. 

Madrid  8  de  Ma70  de  1901.=Rogelio  Gonaáles  Montea. 
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KvLxxx.  IdG.-TRIBUNAL  SUPREMO.-IS  de  Mayo,  pob.  0I  13  Ú9  Jonlo. 

Casación  por  infracción  db  ley.— £¡/>a<c<d/i  (¿0  «en^encea.— Sen- 
tencia declarando  haber  lugar  al  recureo  interpuesto  por  Don 
Pedro  José  Bes  y  otros,  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  pri- 
mera de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con 
D.  Cayetano  Cornet  y  otros. 
En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece: 

Que  no  procede  en  ejeeueión  de  aenieneia  ampliar  Ion  términos  de 
¿sin  extendiéndolos  á  resoluciones  no  comprendidas  en  la  misma;  y 
no  obaeroándose  esta  doctrina,  se  infringen^  por  aplicación  indebiáaf 
loe  arts.  923,  932  y  946  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  cioiL 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  18  de  Mayo  de  1901,  en  el  incidente 
■obre  liquidación  oe  cnentat  en  ejecnción  de  la  tentelicia  firme  recalda 
en  satos  aegoldos  aobre  onlidad  de  ciertoa  acaerdoa  y  actoa  en  el  Jas- 
gado  de  primera  iDatancia  del  diatrito  del  Parque  de  Barcelona  y  en  la 
Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  an  territorio  por  D.  Pedro 
Joaé  Bee  y  Baby  7  D.  Francisco  de  Paula  Febrer  y  Torráa,  maestros  pla- 
teros, en  el  concepto  de  Preeideute  y  Secretario  respectivamente  de  la 
Comisión  liquidadora  del  extinguido  Colegio  de  Plateros  de  Barcelona, 
con  D.  Cayetano  Cornet  y  Mas,  D.  Joaé  Caaaauada  Caaae,  Dofia  Dolo- 
res Artigaa,  viuda  de  Callol;  D.  Ricardo  Mana  Berenguer,  Dofia  Joaeía 
Ta}<^ll,  D.  Rafael  Alorda  Fábregas,  Dofia  Dolores  Ribot,  viuda  de  Bayell, 
D.  Feliciano  Revira  Carreras,  D.  Pedro  Casáis,  Dofia  Carmen  Augire- 
na,  viuda  de  Matas;  D.  Jo»é  Ramón  Junt^  Dofia  Concepción  Jortt-ca, 
viada  de  Fúater;  D.  Enrique  Lluih,  D.  Jaime  Vila,  Dofia  Guadalupe 
Bernadet,  D.  Emilio  Maciá  y  Font,  D.  Pío  Sufier  y  Parera,  D.  Joaé  San- 
tarén  Alvares,  D.  Mario  Cuecurny  y  Gui  y  D.  Joaé  Maciá  y  Font;  en 
euyo  incidente  han  sido  parte  eete  óltimo,  joyero,  vecino  de  Barcelona, 
el  Procurador  D.  Joaquín  Figola  y  Giner,  qne  representa  en  el  pleito  á 
uno  de  loa  demandadoa,  y  loa  demandantea  Bes  y  Febrer;  pendiente  ante 
Nos,  en  virtud  de  recurso  de  caeación  interpuesto  por  éctos,  defendidos 
y  representados  por  el  Letrado  D.  Eduardo  Cobián  y  el  Procurador  Don 
Manuel  Bró;  no  habiendo  comparecido  ninguna  de  laa  otras  partea: 

Resultando  que  el  Consejo  general  del  Colegio  de  Maestros  Plateros 
de  Barcelona,  acordó  en  10  de  Enero  de  1879  la  disolución  de  dicho  Co- 
legio y  el  nombramiento  de  una  Comisión  liquidedora  con  laa  faculta- 
des y  poderes  necesarios  para  la  liquidación  y  reharto  del  haber  entre 
loa  colegiados,  nombrando  al  efecto  para  dicha  Comisión  cinco  indivi- 
duos y  otros  dos  con  el  carácter  de  suplentes  para  los  casca  de  muerte, 
ausencia  ó  enfermedad;  y  no  viviendo  en  Abril  de  1893  otros  individuos 
de  aquella  Comiaión  que  D.  Pablo  Cuecurny  y  el  suplente'  D.  Juan 
Mosso,  celebraron  una  reunión  ante  Notario  en  80  de  Abril  de  1892  con 
D.  Franciaco  de  Paula  Febrer,  maeatro  platero  ex  colegiado,  y  D.  Pedro 
José  Bes,  en  la  que  acordaton  reconatttuir  la  Comisión  ó  Junta  liquida- 
dora del  ex  Colegio  de  Plateros,  que  lo  componían  los  cuatro  allí  reuni- 
dos, nombrando  Presidente  á  Bes,  Tesorero  á  Cuecurny,  y  Secretario, 
Contador  y  Admlniatrador  de  la  casa  núm.  10  de  la  calle  de  la  Penosa, 
único  inmueble  perteneciente  al  extinguido  Colegio,  á  D.  Francisco  de 
Paula  Febrer,  habiendo  fallecido  Mosso  en  Noviembre  de  aquel  mismo 
afio  1893  y  Oueeumy  en  17  de  Marao  del  siguiente: 

Resaltando  qne  en  22  de  Abril  de  1898  se  celebró  una  reunión  ante 
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el  Notarlo  de  Barcelona  D.  Francisco  Maapons,  para  la  qne  fueron  i 
Tocados  los  maestros  plateros  sobroTiTlentes  en  10  de  Enero  de  1879  y 
los  legítimos  herederos  de  los  qne  desde  dicha  época  hablan  fallecido, 
á  cuya  junta  concnrrieron  D.  José  Macla  y  Font  en  representación  te 
D.  Emilio  Mosso  y  otros  varios,  asi  como  D.  José  Febrer  en  repressnt»- 
clon  de  D.  Francisco  de  Panla  Febrer  y  de  D.  Pedro  José  Bes;  y  ómfoé» 
de  haberse  expuesto  qne  habiendo  fallecido  todos  los  individnos  qne  fue- 
ron nombrados  liquidadores  del  gremio  de  plateros  el  día  de  la  disolu- 
ción del  mismo,  procedía  el  nombramiento  de  otra  Comisión  liqnidadoia 
que  continuase  la  liquidación  empesada  por  aquéllos  hasta  sn  termini^ 
eión,  en  cumplimiento  del  acuerdo  tomado  en  10  de  Enero  de  1870,  y  de 
haberse  retirado  Febrer  dejando  consignada  su  protesta  contra  la  eonvo- 
catoria  y  acuerdos  que  se  tomasen,  por  no  reconocer  derecho  algoae 
para  ello  en  los  allí  presentes,  quedó  nombrada  la  Comisión  liquidadora 
en  las  condiciones  indicadas: 

Resnltando  que  partiendo  sustancial  mente  de  estos  hechos,  entabla» 
ron  D.  Pedro  José  Bes  y  D.  Francisco  de  Paula  Febrer  en  8  de  Mayo  si- 
guiente demanda  civil  ordinaria  contra  D.  Cayetano  Comet  y  Mas  y  otros 
10,  entre  los  que  se  halla  D.  José  Macla  y  Font,  para  que  se  declaras», 
nulos  y  sin  valor  ni  efecto  los  acuerdos  y  actos  realisados  por  loe  90  de- 
mandados en  la  reunión  celebrada  en  22  de  Abril  anterior  en  el  despa- 
cho del  Notario  Maspons,  así  como  los  acuerdos  ó  actos  que  oon  poste- 
rioridad se  hubieran  realisado  por  la  Comisión  que  se  nombró  en  dicha 
reunión,  previniendo  expresamente  á  los  individuos  que  la  formaban  que 
se  abstuvieran  de  practicar  acto  alguno  en  virtud  de  dicho  nombra  mienta 
y  de  los  poderes  y  facultades  que  con  el  mismo  quisieron  conferirles, 
condenando  á  todos  los  demandados  á  la  indemnisación  de  dafios  y  per- 
juicios que  hubiesen  irrogado  é  irrogasen  á  la  legítima  Comisión  liqui- 
dadora representada  por  los  demandantes: 

Resultando  que  18  de  dichos  20  demandados,  representados  por  los 
Procuradores  D.  Manuel  Dolcet  en  un  princi|Sio,  y  D.  Joaquín  Figola 
después,  contestaron  la  demanda,  pidiendo  ee  les  absolviera  de  ella  y  ss 
declarase  por  vía  de  reconvención  que  eran  nulos  y  sin  valor  ni  efecto 
los  acuerdos  tomados  por  varios  llamados  individuos  del  disoelto  Cole- 
gio de  Plateros  de  aquella  ciudad  en  las  reuniones  celebradas  ante  No- 
tarlo en  las  fechas  que  determinaron,  entre  ellas  la  de  SO  de  Abril  ds 
18ÍI2,  y  todos  los  actos  practicados  por  los  concurrentes  á  las  mismas,  y 
que  la  legítima  representación  de  dicho  Colegio  radicaba  en  la  Comisión 
liquidadora  elegida  en  la  junta  general  celebrada  ante  el  Notario  Maa- 
pons  en  22  de  Abril  de  aquel  afio  1898:  * 

Resultando  que  otro  de  los  demandados,  Dofia  Guadalupe  Bemadet, 
contestó  la  demanda  por  separado,  y  habiendo  pedido  por  un  otrosí  que 
se  acordase  la  retención  de  la  cantidad  de  8.498  pesetas  17  céntimos  de- 
positada en  el  Banco  de  Espafia  á  disposición  de  los  demandantes  y  el 
nombramiento  de  un  administrador  judicial  de  la  casa  núm.  10  de  la 
calle  de  Fenosa  y  retención  de  sus  alquileres,  impugnaron  loe  deman- 
dantes estas  peticiones,  indicando  al  hacerlo  que  dejaban  aparte  el  re- 
querimiento al  Banco  para  la  retención  de  la  cantidad  indicada,  consti- 
da  en  depósito  por  ellos  mismos  y  los  anteriores  llqnidadoree: 

Reeultando  que  el  Jues  de  primera  inatancia  del  distrito  del  Parque 
de  Barcelona  dictó  sentencia  en  16  de  Junio  de  1898,  declarando  nulos  y 
sin  valor  ni  efecto  los  acuerdos  y  actos  realisados  por  los  demandados  en 
la  reunión  celebrada  en  22  de  Abril  de  1803  en  el  despacho  del  Notario 
D.  Francisco  de  Sales  Maspons,  así  como  los  acuerdos  y  actos  realisados 
por  la  Comisión  que  resultó  nombrada  en  dicha  reunión,  previniendo  á 
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los  Individuos  que  U  lormabftn  ne  abstuvieran  de  practicar  acto  alguno 
en  virtud  del  referido  nombramiento;  abeolviendo  á  loo  actores  D.  Pedro 
José  Bes  y  D.  Francisco  de  Paula  Febrer  de  las  demandas  de  reconven- 
ción opuestas  por  los  demandados,  j  declarando  haber  lugar  á  levantar 
el  depósito  constituido  en  el  Banco  por  la  cantidad  de  8.498  pesetas  17 
céntimos  á  favor  de  D.  Pedro  José  Bes  y  D.  Francisco  de  Paula  Febrer, 
únicos  individuos  que  componían  la  Comisión  liquidadora  del  ex  Cole- 
gio de  Plateros,  j  á  los  fines  de  la  liquidación  y  reparto  del  haber  del 
expresado  Colegio: 

Besaltando  que  declarada  firme  esta  eentencla  por  haber  desistido  de 
la  apelación  que  dedujeron  algunos  ds  los  demandados,  acordó  el  Jues 
en  providencia  de  9  de  Noviembre  siguiente,  á  petición  de  los  deman- 
dantes, que  se  alzara  la  retención  de  la  cantidad  depositada  en  el  Banco, 
librándose  al  efecto  la  comunicación  oportuna: 

Besuitando  qus  por  parte  del  Procurador  D.  Joaquín  Figols,  que 
como  se  deja  dicho  había  representado  en  el  pleito  á  casi  todos  loe  de-* 
mandados,  se  incoaron  diligencias  de  cuenta  jurada  para  obtener  el  pego 
de  los  derechos  devengados  y  cantidadee  suplidas  por  el  mismo,  acor- 
dándose la  práctica  de  un  requerimiento  que  se  dirigió  á  los  demandan- 
tes Bes  y  Febrer,  para  que  á  cuenta  de  la  cantidad  objeto  del  depósito 
que  existía  en  el  Banco  entregaran  al  actuario  ó  consignaran  el  importe 
de  las  participaciones  correspondientes  en  el  resultado  de  la  liquidación 
á  los  repreoentados  por  dicho  Procurador,  contra  quienes  se  había  de-^ 
cxetado  el  embargo;  y  habiendo  pedido  devpués  el  mismo  Procurador  Fi- 
gols que  en  el  término  de  segundo  día  consignaran  los  demandantes  en 
la  mesa  del  Jusgado  las  cantidades  que,  aegón  cálculo  prudencial  de  los 
mismos  comisionados,  correspondieeen  á  sus  representados  de  los  fon- 
dos ó  metálico  existente  en  su  poder,  sin  perjuicio  de  que  continuase  re- 
teniendo como  embargadas  las  demás  cantidades  qus  pudiesen  resultar 
ds  la  liquidación  definitiva,  fué  así  acordado;  y  después  de  varias  ma- 
nifestaciones, los  demandantes  Bes  y  Febrer  consignaron  la  suma  de 
S.OOO  ptas.  en  el  concepto  indicado,  ordenándose  en  providencia  de  24  de 
Noviembre  1899  que  se  entregara  á  Figols  á  cuenta  de  lo  que  reclamaba: 

Resultando  que  en  80  del  mismo  mes  pidió  Figols  se  ordenara  á  los 
demandantes  que  en  el  término  que  se  les  sefialara  presentaran  un  tan- 
teo del  resultado  de  la  liquidación  del  ex  Colegio  de  Plateros,  para  venir 
en  conocimiento  de  si  la  cantidad  que  correspondía  á  cada  maestro  pla- 
tero era  sólo  de  800  pesetas  ú  otra  mucho  mayor,  como  se  suponía,  al 
efecto  de  hacer  efectivo  el  alcance  que  tenía  contra  sus  poderdantes;  y 
acordado  por  el  Juagado  en  providencia  de  la  misma  fecha  que  en  el  tér- 
mino de  segundo  día  presentaran  los  demandantes  el  tanteo  de  cuentas 
interesado,  pidieron  Bes  y  Febrer  reforma  de  esta  providencia,  alegando 
que  el  Procurador  Figols  no  tenía  personalidad  alguna  para  pedir  tan- 
teos ni  debía  dársele  cuentas  ni  liquidaciones  de  ninguna  clase,  bas- 
tándole para  su  garantía  que  quedaran  embargadas  las  cantidades  que 
debieran  percibir  sus  representados;  cuyo  recurso  impugnó  Figols,  ale- 
gando que  las  diligencias  por  él  promovidas  se  hallaban  consentidas 
por  los  demandantes  en  cuanto  que  por  virtud  del  requerimiento  que 
se  les  biso  consignaron  las  2.000  pesetas,  y  que  en  poder  de  los  de- 
mandantes existía  lo  que  sus  poderdantes  le  adeudaban,  es  decir,  canti- 
dades en  metálico  de  las  que  sólo  habían  dado  2.000  pesetas,  á  pesar  de 
que  el  embargo  era  por  6.000  y  los  fondos  por  ellos  realisados  pasaban 
de  40.000,  por  lo  cual  no  podían  negar  su  derecho  á  saber  si  habían  dicho 
la  verdad  y  estaban  obligados  á  presentar  el  tanteo  de  la  liquidación: 

Besuitando  que,  por  otra  parte,  y  á  instancia  de  D.  José  Madá  y  Font, 
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vno  de  lot  demandAdoA  en  el  pleito^  dietó  el  Jnes  otra  providencia  «i  20 
del  miemo  mes  de  Noviembre,  aeñalando  el  término  de  veinte  diae  á  los 
demandantee  para  qne  practicaeen  la  liquidación  indicada  en  la  sestea- 
cia  ejecotoria,  depositando  entre  tanto  las  cantidades  líqnidas  qne  obra- 
sen en  su  poder,  en  el  establecimiento  destinadu  al  efecto;  de  cayo  pro- 
veído pidieron  también  reforma  B«5S  y  Febrer,  aleicando  qne  en  la  sen- 
tencia no  habían  sido  condenados  á  nada,  y  por  tanto,  nada  podía  exi- 
gírseles  á  títolo  de  ejecutar  dicho  fallo;  qne  si  bien  era  cierto  qne  al  or- 
denar la  sentencia  el  levantamiento  del  depósito  afiadía  las  palabras  cy 
A  los  fines  de  la  liquidación  y  reparto  del  haber  del  expresado  Colegio», 
estas  frases  explicaban  el  carácter  de  liquidadores  que  ellos  tenían,  pero 
no  indicaban  cuándo  y  cómo  deberla  practicarse  la  liquidación,  por  lo 
cual,  no  habiéndose  expresado  tal  extremo  en  la  sentencia,  no  procedía 
acceder  á  lo  pedido  por  Maciá,  en  cuya  petición  no  le  acompallaba  nin- 
guno de  los  otros  demandudos;  y  que  la  liquidación  debería  practicarse 
en  su  día  oyendo  á  todos  los  interesados,  y  no  podía  realisarse  en  la  ac- 
tualidad por  tener  que  reclamar  al  Municipio  el  importe  de  algunos  te- 
rrenos de  la  antigua  Cindadela,  perteneciente  al  gremio  de  plateros,  ha- 
biendo podido  entregar  tan  sólo  una  cantidad  á  cuenta  en  méritos  del 
embargo  trabado  por  el  Procurador  Figols;  y  evacuando  Madá  el  trasla- 
do que  se  le  confirió,  impugnó  dicha  reforma,  diciendo:  que  era  una  ex- 
cusa de  mal  género  la  de  que  para  practicar  la  liquidación  hullera  ds 
aguardarse  á  que  estuviera  resuelto  el  pleito  con  el  Ayuntamiento,  pues 
por  su  índole  tenía  visos  de  no  acabarse  nunca,  y  nada  impedía  satisía- 
cer  el  deseo  legítimo  de  todos  los  interesados  de  qne  se  practicara  la  li- 
quidación y  reparto  de  las  cantidades  percibidas  hasta  la  fecha  como 
la  del  importe  de  la  casa,  siendo  de  notar  que  los  liquidadores  no  daban 
explicación  alguna  á  loa  interesados  ni  siquiera  en  el  terreno  particular, 
y  que  en  contra  de  lo  expuesto  por  ios  demandantes,  la  sentencia  ejecn- 
toria,  congruente  con  las  peticiones  del  pleito,  mandaba  retirar  el  depó- 
sito y  por  ello  liquidar  y  repartir  el  haber  del  Colegio: 

Resultando  que  por  auto  de  8  de  Enero  del  siguiente  afio  IdOO  decla- 
ró el  Jnes  no  haber  lugar  á  reponer  las  providencias  de  39  y  30  de  No- 
viembre anterior,  y  remitidos  los  autos  en  virtud  de  apelación  admitida 
en  ambos  efectos,  á  Bes  y  Febrer,  se  sustanció  la  aliada  con  arreglo  á 
derecho,  y  en  6  de  Noviembre  último  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  It 
Audiencia  de  aquel  territorio  dictó  sentencia,  confirmando,  con  las  eos- 
tas,  el  auto  apelado: 

Resultando  que  con  el  depósito  de  1.000  pesetas,  D.  Pedro  José  Bes 
y  Baby  y  D.  Francisco  de  Paula  Febrer  y  Tomás  interpusieron  recurso 
de  casación  por  infracción  de  ley,  citando  como  infringidos: 

Primero.  La  doctrina  legal  establecida  por  este  Tribunal  Supremo  «n 
sentencias,  entre  otras,  de  4  de  Octubre  de  1871,  14  de  Diciembre  de 
1877,  20  de  Ft- brero  de  1883,  29  de  Enero  de  1884,  22  de  Junio  de  1892, 
4  de  Mayo  de  1896  y  24  de  Abril  de  1900,  aegún  la  cual  las  ejecutorias 
deben  cumplirse  en  loe  mismos  términos  en  que  han  sido  dietadss,  tia 
extenderlas  á  cosas  y  casos  no  comprendidos  en  ellas,  y  las  providen- 
cias dirigidas  á  llevar  á  efecto  una  ejecutoria  deben  ajustarse  exseta- 
mente  á  las  resoluciones  que  ésta  contenga,  cumpliéndolas  puntotl- 
mente  y  en  toda  su  iotegriaad,  sin  ampliar  ni  reducir  sns  límites,  ni 
hacer  declaraciones  contrarias  ó  no  comprendidas  en  ella,  por  ser  inda* 
dable  que  el  fallo  recurrido,  al  dejar  aubsistentes  las  providencias  de  39 
y  90  de  Noviembre  de  1899,  infringe  la  ejecutoria  de  16  de  Junio  de  1899 
al  resolver  puntos  enstanciales  no  controvertidos  en  el  pleito  ni  decidi- 
dos en  ella,  toda  ves  que  en  el  ¡Hrimaro  de  aquellos  pcoveídoa  se  ordena 
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ú  loa  recurrentes  qae  practiquen,  dentro  del  término  de  yeinte  días,  la 
liquidación  indicada  en  la  sentencia  ejecntoria,  j  en  el  segando  se  les 
manda  qae  dentro  de  segando  día  presenten  el  tanteo  de  cuentas  solici- 
tado por  el  Procurador  D.  Joaquín  Figols,  á  pesar  de  que  en  la  ejecuto- 
Tia  nada  se  dispone  acerca  de  tales  cuestiones,  ni  podía  disponerse  por 
ao  haber  sido  objeto  del  pleito;  y 

Segundo.  Los  arts.  928,  982  y  946  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
indebidamente  aplicados,  qae  establecen  el  procedimiento  para  ejecutar 
las  sentencias  que  contengan  condenas  de  hacer  ó  no  hacer  ó  de  entre- 
gar alguna  cosa  6  cantidad  líquida;  de  pagar  cantidad  ilíquida  proce- 
dente de  frutos,  rentas,  utilidades  ó  productos  de  cualquier  clase,  ó  de 
xendlr  cuentas  de  una  administración  y  entregar  el  saldo,  puesto  que 
bsteta  leer  la  parte  dispositiva  de  la  sentencia  firme  de  16  de  Junio  de 
1896  para  convencerse  de  que  con  ella  no  han  sido  condenados  los  recu- 
nentes  á  nada,  y  por  consiguiente,  nada  puede  exigírseles  á  título  de 
llevar  á  cumplimiento  tal  fallo. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Vicente  de  Piniés  y  Laguna: 

Considerando  que  limitada  la  sentencia  de  cuya  ejecución  se  trata  á 
declarar  nulos  y  sin  valor  ni  efecto  los  acuerdos  y  actos  realizados  por 
loe  demandados  en  la  reunión  que  se  expresa,  así  como  los  acuerdos  y 
motos  realisados  por  la  Comisión  nombrada  en  aquélla,  mandándose 
«demás  levantar  el  depósito  constituido  en  el  Banco  de  Espafia  á 
favor  de  los  ahora  recurrentes,  únicos  individuos  de  la  Comisión  li- 
quidadora del  diRuelto  Colegio  de  plateros  de  Barcelona,  y  á  los  fines 
de  la  liquidación  y  reparto  del  haber  del  mencionado  Colegio,  sin 
l&aber  sido  Bes  y  Febrer  condenados  á  ejecutar  particular  alguno,  ni  im- 
piuéstoleB  por  la  sentencia  obligación  de  ninguna  clase,  es  manifiesto 
qne  el  auto  en  virtud  del  cual  se  les  manda  practicar  la  liquidación  en 
el  término  de  veinte  días,  depositar  las  cantidades  que  obren  en  su  po- 
der y  presentar  en  el  término  de  segundo  día  un  tanteo  de  aquélla,  re- 
enelve  pantos  no  controvertidos  en  el  pleito  ni  decididos  en  la  ejecuto- 
ria, de  la  cual  tampoco  se  derivan  de  modo  lógico  y  necesario,  y  qne  en 
tal  sentido,  sea  cual  fuere  la  raaón  de  fondo  que  hubiera  para  reclamar 
le  práctica  de  la  liquidación,  no  puede  ésta  ser  exigida  en  la  ejecución 
del  expresado  fallo,  porque  con  ello  se  amplían  sus  términos,  exten- 
diéndose á  resoluciones  en  el  mismo  no  oom prendidas: 

Considerando  por  lo  que  acaba  de  exponerse  que  se  han  cometido  en 
el  auto  recurrido  las  infracciones  alegadas  en  los  motivos  del  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  D.  Pedro  José  Bes  y  Bahy  y  D.  Francisco  de 
Paula  Febrer  y  Tomás,  y  en  su  consecuencia,  casamos  y  anulamos  la 
■entencia  que  en  6  de  Noviembre  del  alio  último  dictó  la  Sala  primera 
de  lo  eivil  de  la  Audiencia  de  Barcelona;  y  devuélvase  á  los  recurrentes 
el  depósito  constituido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
eertará  en  la  Colbcción  Lbgislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
aeeesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=José  de  Aldecoa. 
ssRicardo  Gullón.=José  de  Gamica.=J'rancisco  Toda.=El  Magistrado 
8r.  Lsssús  votó  en  Bala  y  no  pndo  firmar:  José  de  Aldecoau=Joaqaín 
Gonaáles  de  la  Pefia.=:Vlcente  de  Piules. 

Publicación .=Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Exemo.  Sr.  D.  Vicente  de  Piniés  y  Lsguna,  Magistrado  del  Tribunal  Su- 
premo, celebrando  audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy» 
de  qae  certifico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  18  de  Mayo  de  1901.=5LioettCÍado  Jorge  Martines. 
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Nüm.  IdO.-TRIBUNAL  SUPREMO.— 18  Mayo,  pib.  ti  13  y  17 

Casación  por  infracción  db  LEr.^Adfudieación  de  bíene$  de  «na 
/ttndac¿d/t.-— Sentencia  declarando  haber  lugar  al  recurso  inter- 
puesto por  Doña  Francisca  Javiera  Fern&ndez  contra  la  pro- 
nunciada por  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Madrid,  en  pleito  con  los  que  se  crean  con  derecho  á  impugnar 
la  demanda  de  aquélla. 
En  sus  considerandos  se  establece: 

Que  eon  arreglo  al  núm.  7.®  del  art.  1692  de  la  ley  de  EnjuieuL" 
miento  eioil,  procede  la  ea9ae¿ón  de  la  eenteneia  recurrida  cuándo  «i 
éeta  se  comete  error  de  hecho  demostrado  por  documentos  auténti- 
ios  traídos  al  recurso^  por  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  art.  1737  de 
dicha  ley: 

.  Que  con  arreglo  al  art.  2.^  de  la  ley  de  20  de  Octubre  de  1820,  y 
á  la  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo,  los  bienes  de  una  funda- 
don  vincular  pertenecen,  mitad  como  sucesor  inmediato  y  miíad 
como  heredero f  al  hijo  de  quien  por  enlace  y  sucesión  directa  eon  los 
primeros  patronos  llamados,  los  poseuó  de  derecho  desde  1826: 

Que  reclamados  por  aquél  estos  derechos  en  pleito  sustandade 
con  arreglo  al  titulo  11,  libro  2.^  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  dvilt 
sin  que  nadie  haya  comparecido  á  impugnar  la  demanda,  ia  suposi- 
ción de  que  el  mismo  ó  su  causahabiente  tenpan  hermanos,  no  podría 
producir  el  efecto  de  impedir  la  adjudicación  solicitada,  porque  lo 
importante  sería  que  existiesen  parientes  con  preferente  derecho  y 
que  se  hubiesen  mostrado  parte  cuantos  pudieran  creerse  perjudica'' 
dosDor  la  mencionada  pretensión: 

Que  no  observando  la  Sala  sentenciadora  las  precedentes  doctri- 
nasy  infringe  las  leyes  de  Partida  y  recopiladas  relativas  á  la  suce- 
sión forzosa  de  los  descendientes,  el  art.  2.^  de  la  de  11  de  Octubre 
de  1820,  que  reserva  al  inmediato  sucesor  la  mitad  de  los  bienes  des- 
vinculados, y  la  ley  8^,  tit.  6.^  Ubro  3.^  del  Fuero  Real,  que  ao/o- 
rijia  al  hijo  ó  nieto  cuyos  hermanos  no  estén  en  la  tierra  ó  no  eom- 
parescan  para  haber  la  herencia,  sin  perjuicio  de  partirla  eon  los 
otros  cuando  vengan. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  IS  de  Mayo  de  1901,  en  el  pleito  ae- 
guido  en  el  Juzgado  de  primera  InataDoia  del  dietrlto  del  Hoapilal  da 
esta  corte  y  en  la  Sala  seganda  de  la  Audiencia  del  territorio  por  Dofia 
Francisca  Javiera  Fernándes  de  Valderrama,  casada  eon  D.  óasimiio 
Gutierres  Ravé,  de  esta  vecindad,  y  dedicada  á  sns  labores,  contra  las 
personas  que  se  crean  con  derecho  á  impugnar  la  demanda,  repreeenta- 
dos  por  los  estrados,  sobre  adjudicación  de  loe  bienes  qne  constituyen  la 
fundación  hecha  por  Dofia  Leonor  ds  Vimés;  pendiente  ante  Nos,  en  vir- 
tud de  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  que  ha  interpneelo  la 
parte  demandante,  representada  y  defendida  por  el  Procurador  D.  Fran- 
cisco Miranda  y  los  Letrados  D.  Luis  Parejo  y  D.  Mannel  Guijarro,  Ma 
en  el  acto  de  la  vista: 

Resnltando  que  Dofia  Leonor  de  Vimés,  vinda  de  D.  Gaspar  Bois  da 
Montoy a,  en  cumplimiento  de  lo  dispneeto  por  éste  en  testamento  otor- 
gado en  Sevilla  con  fecha  4  de  Abril  de  169S  ante  el  Escribano  D.  Fran- 
cisco Días  de  Verseara,  y  protocoliaado  por  D.  Gaspar  León  Garavito, 
instituyó  dos  fundaciones,  nna  para  la  dotación  de  nn  oolegio  que  ha- 
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bian  de  regentar  loa  frailee  Agnatlnoa  bajo  la  advocación  de  San  Aca- 
cio, 7  la  otra  de  carácter  paramente  laical  para  el  servicio  de  dos  cape- 
llanías y  otras  memorias,  oon  la  expresa  declaración  de  qae  no  pudiera 
intervenir  en  la  administración  de  ésta,  bajo  protesto  alguno,  la  Antori- 
dad  eciesiástica;  siendo  estas  fundaciones  dotadas  con  bienes  propios  del 
fundador,  con  la  reserva  expresa  para  sí  y  sus  sucesores  en  el  patronato 
de  la  Iglesia  de  la  primera  fundación  que  la  Comunidad  de  Agustinos 
había  de  concluir  á  su  costa  si  no  hubiese  bastante  para  ello  con  la  can- 
tidad de  3.000  ducados  que  mandó  al  patronato  gastar  en  la  obra  y  or- 
nato de  la  mencionada  iglesia  y  sus  bóvedas,  quedando  dichos  bienes 
dótales,  de  que  la  fundadora  nombró  heredero  al  patronato,  vinculados 
al  cumplimiento  de  las  cargas  establecidas  en  aquel  testamento;  y  llamó 
en  primer  término  al  ejercicio  del  patronato  para  después  de  su  falle- 
cimiento al  jurado  D.  Miguel  Jerónimo  de  León  Garavito;  en  segundo 
lugar  al  Presbítero  D.  Alonso  Ruis;  en  tercero  á  su  bermano  D.  Gaspar 
Bola;  para  después  A  los  hijos  y  descendientes  de  éste,  los  varones  con 
preferencia  á  las  hembras  y  los  mayores  A  los  menores,  y  para  el  caso 
da  no  existir  persona  alguna  de  este  linaje,  á  la  descendencia  del  primer 
patrono  D.  Miguel  Jerónimo  de  León  Garavito,  guardándose  en  ello  las 
miemas  preferencias  de  sexo  y  edad: 

Besultando  que  en  30  de  Diciembre  del  citado  afio  1698  se  otorgó  en- 
tre el  primer  patrono  citado  D.  Miguel  Jerónimo  de  León  Garavito  y 
Fray  Francisco  de  Castro  Verde,  Prior  de  los  Agustinos,  escritura,  en 
la  que  se  convino  que  el  Colegio  se  fundara  en  la  heredad  sefiaiada  al 
efecto,  admitiendo  las  condiciones  impuestas  por  la  fundadora,  y  pac- 
tando que  si  por  cualquier  causa  fuese  trasladado  el  Colegio  á  otro  lugar, 
había  de  pertenecer  siempre  á  los  fundadores  y  patronos  la  capilla  de  él: 

Besultando  que  D.  Miguel  Jerónimo  de  León  Garavito  falleció  el  día 
Ift  de  Octubre  de  1601  bajo  testamento  otorgado  el  día  6  de  aquel  mismo 
mes  ante  D.  Gaspar  de  LÍbóu  en  la  ciudad  de  Sevilla,  en  el  cual  nombró 
por  eos  herederos  á  sus  tres  hijos  D.  Melchor  de  León  Garavito  y  Dofia 
Catalina  y  Dofia  Leonor  de  León  y  á  su  esposa  Dofia  Luisa  Dávila,  me- 
jorando en  cláusula  especial,  tanto  el  otorgante  como  su  referida  espo- 
sa, en  el  tercio  y  quinto  de  sus  bienes,  además  de  su  legítima,  al  expre- 
sado D.  Melchor  de  León  Garavito,  á  quien,  según  testimonio  expedido 
con  relación  á  antecedentes  del  Pro visorato  eclesiástico  de  Sevilla,  se  le 
mandó  poner  en  posesión  de  los  bienes  del  patronato  de  que  se  trata  por 
auto  dictado  en  17  de  Mayo  de  1602  por  el  Teniente  de  Asistente  de  Se- 
Tilla  Licenciado  Pedro  de  Flores  ante  el  Escribano  Baltaear  Gomes,  y  se 
hace  constar  que  pedido  este  testimonio  y  otros  de  autos  análogos  de  po- 
sesión del  patronato  á  la  Audiencia  de  aquella  capital  si  bien  se  encon- 
tró un  legajo  de  cuatro  piesas  referente  al  mismo,  su  estado  de  destruc- 
«dón  y  la  antigtiedad  de  la  letra  impidieron  extender  las  certificaciones 
solicitadas: 

Besultando  que  celebrado  en  10  de  Septiembre  de  1600  el  matrimonio 
de  D.  Melchor  León  Garavito  con  Dofia  Beatrls  de  Mesa,  nació  del  mis- 
mo en  10  de  Enero  de  1602  su  hija  Luisa,  que  casó  en  28  de  Febrero  de 
1629  con  D*  Juan  Bejón  Sánches  de  Orellana,  según  las  correspondientes 
partidas  sacramentales,  precediendo  á  este  último  matrimonio  escritura 
de  capitulaciones,  que  fué  otorgada  en  12  de  aquel  mismo  mes  ante  Ma- 
teo Días,  en  la  que  los  citados  D.  Melchor  León  Garavito  y  su  esposa 
prometieron  y  mandaron  para  después  de  su  fallecimiento  en  dote  al  fu- 
turo esposo  de  su  hija,  entre  otros  bienes  en  usufructo,  el  patronato  fun- 
dado por  D,  Gaspar  Bula  de  Montoya  y  su  esposa  Dofia  Leonor  de  Vi- 
jnés  y  la  fundación  y  patronato  del  Colegio  de  San  Acacio  de  los  frailes 


Digitized  by 


Google 


770  iURmrauDKNCiA  cnm. 

de  la  Orden  de  San  Agnetín»  fondada  por  loa  miemoe,  y  de  laqoe  i 
íeetaba  D.  Melchor  León  Garavito  era  patrono  y  ana  hijoe  y  deaeendien- 
tea  con  la  capilla  mayor,  entierro  y  ana  bóvedaa,  aai  come  lodoa  loa  bie> 
nes  maeblea,  raicea  y  aemovlentea  de  onalqnter  calidad  qne  por  falleel- 
miento  de  loa  donantea  qnedaaen  y  en  loa  qne  an  hija  lea  había  de  a«- 
ceder  como  tal  y  heredera  única  nnlyeraal,  reaerrándoae  an  derecho  para 
poder  disponer  de  lo  qne  de  ene  bienee  leo  f  ñera  permitido  por  derecho 
en  los  efectos  y  como  lee  pareciese,  oapitn lando  por  último  qne  deepoéa 
de  ocarrir  el  fallecimiento  de  D.  Melchor  León  Garabito  en  mendonada 
hija  le  sncederia  en  el  goce  y  derecho  de  todoa  loa  patronatoa  de  qne  en 
patrono: 

Resaltando  qne  del  matrimonio  de  D.  Jnan  Rejón  y  Dofia Luisa  Jjtóm 
Garavito  nacieron,  según  aparece  en  las  partidas  sacramentales  cortea 
pendientes,  Dofia  Maria  Tomasina  en  81  de  Diciembre  de  1629  y  D.  Fer- 
nando Rejón  Sánches  de  Orellana  en  8  de  Octubre  de  1681,  y  eale  últi- 
mo en  24  de  Jnlio  de  1687  otorgó  testamento  en  Sevilla  ante  el  Eacrifao- 
no  D.  Bernardo  García  Terci'ro,  en  el  qne  diepnao  qne  á  an  faUecimiento 
se  le  enterrara  en  la  bóve  la  de  la  igleeia  del  Colegio  de  San  Acacio,  da 
la  Orden  de  San  Agnstín,  donde  tenía  sepultura  como  patrono  de  diéba 
Oolegio  por  descendencia  de  los  fondadon^s;  declaró  qne  fué  caaada  en 
primeras  nupcias  con  Dofia  María  PaulaGotiórres  de  Tomlya,  de  cnye 
matrimonio  tnvo  dos  hijos,  Uamadoa  Dofia  Úrsula  María,  qne  residía  de 
novicia  en  el  convento  de  Santa  María  de  Gracia,  y  D.  Juan  Rejón  da 
Orellana,  que  le  sncederia  en  loa  mayorasg<»a  que  poaeía  el  otorgante; 
qne  estaba  caaado  en  segundas  nnpciaa  con  Dofta  María  Cid  de  Molina, 
y  de  este  matrimonio  tenía  doe  hijas,  Dofia  Teresa  María  Luisa  y  Dufia 
María  Josefa,  y  nombró  tu  tora  de  todos  sus  cuatro  hijoa,  A  quienes  nasa- 
bró  sus  herederos,  A  sn  citada  aegnnda  espoaa: 

Resultando  que  Dofia  Teresa  María  Ri-jón  Sáoches  de  Orellana,  da 
estado  soltera,  otorgó  en  Sevilla  en  81  de  Enero  de  1762  teatamento  anta 
D.  Francisco  María  Diosdado,  en  el  que  declaró:  qne  le  pertenecía  el  pa> 
tronato  fundado  por  D.  Gaspar  Ruis  de  Montoya  y  Dofia  Leonor  Vim^, 
y  era  patrona,  por  tanto,  del  Colegio  de  San  Acacio  y  su  capilla,  entierro 
y  bóvedas  y  de  las  dos  capel laaías  fundadaa  en  la  iglesia  de  dicho  Cole- 
gio, así  como  de  otra  capellanía  fondada  por  el  padre  de  D.  León  Gata- 
vito  en  la  igleeia  del  convento  de  San  Agustín,  extramuros  de  la  cindad, 
como  constaba  todo  del  título  de  adjudicación  de  dicho  patronato  qneaa 
le  despachó  A  D.  Juan  Rejón  SAnches  de  On^llana,  an  hermano,  por  el 
Provisor  y  Vicario  general  en  9  de  Julio  de  1698,  por  cuyo  fallecimienta 
recayó  en  la  otorgante;  que  A  la  mnerte  de  ésta  d«;bía  suceder  en  diéhoa 
mayorasgoa  y  patronatos  D.  Pedro  de  Zayas  y  Rejón  SAnches  de  Orelli^ 
na,  su  sobrino,  hijo  legítimo  de  D,  Alonao  de  Z«yas  y  de  Dofia  Loíaads 
Zayas  Rejón  SAnch<'a  de  Orellana,  sn  prima  hermana,  hija  legítima  que 
fué  de  D.  Pedro  de  Zayas  y  GusmAn  y  de  Dofia  María  Tomaaa  Rejón  Sin- 
chea  de  Orellana,  hermana  qne  fué  de  D.  Fernando  Rejón  Sánchea  de 
Orellana,  padre  de  la  otorgante,  A  cansa  de  aer  ésta  la  última  poase- 
dora  como  hija  del  susodicho,  quien  traía  la  raronía: 

Resultando  que  según  iaa  correspondientea  partidaa  aacramentalea, 
D.  Pedro  de  Zayaa  y  GaamAu  eaaó  en  Ecija  el  14  de  Octubre  de  1668  con 
Dofia  María  Tomasa  Rejón,  de  cuyo  matrimonio  nació  Dofia  Lniaa  Bea- 
triz María  Gertrudis  el  6  de  Noviembre  de  1668,  qne  casó  con  D.  Alonso 
de  Zftyas  en  Bcija  el  26  de  Agosto  de  1686,  de  cuyo  matrimonio  nació 
Pedro  Francisco  en  81  de  Mayo  de  1688,  A  quien  aegún  testimonio  expe- 
dido por  el  Oficial  Archivero  del  Arsobiapado  de  Sevilla  ae  dio  posesión 
del  patronato  de  que  se  trata  por  auto  fechado  en  aqnella  capital  el  8  da 
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Octubre  de  1768,  como  cuarto  Dieto  del  Jarado  D.  Mignel  Jerónimo  de 
León,  hermano  de  D.  Pedro  León  Garavito  y  sobrino  de  D.  Gaspar  Ruis 
de  Montoya  y  Dofia  Leonor  de  Virnét: 

Resnltando  que  D.  Pedro  de  Zayas  casó  con  Dofia  Violante  Pérez  de 
Vargas  en  12  de  Noviembre  de  1736,  naciendo  de  este  matrimonio  Don 
Alonso  Jaime  en  80  de  Agosto  de  1732,  D.  Fernando  en  16  de  Septiem- 
bre de  1741»  Dofia  Luisa,  Dofia  María  de  la  Concepción,  Dofia  María  de 
las  Mercedes  y  Sor  Antonia,  religiosa  en  el  convento  del  Espíritu  ^nto, 
de  Ecija,  según  consta  declarado  por  el  mismo  D,  Pedro  en  su  teeta- 
mento  otorgado  en  dicha  ciudad  en  18  de  Julio  de  1771  ante  el  Escribano 
D.  José  Salvador  del  Castillo,  en  el  que  también  declaró  que  era  posee- 
dor de*distÍntos  mayorsagos,  en  loe  que  por  su  fallecimiento  d^-bía  su- 
ceder sn  hijo  primogénito  D.  Aloneo  de  Zayss  y  Vargas,  el  que  se  ha- 
llaba demente,  y  por  lo  que  nombraba  como  su  tutora  y  curadora  á  su 
madre,  esposa  del  otorgante  con  poder  y  facultad  para  el  manejo  y  ad- 
ministración de  los  bienes,  y  nombró  por  sos  herederos  á  todos  sus 
mencionados  hijos  y  esposa;  siendo  discernida  la  Dofia  Violante  en  el 
cargo  de  tutora  del  citado  Alonso  por  decreto  del  Corregidor  de  Ecija 
de  21  de  Ootubre  de  1771: 

Resultando  que  por  escritura  otorgada  en  Ecija  ante  Alonso  de  Aguí- 
lar  en  11  de  Abril  de  1782  entre  Dofia  Violante  Peres  de  Vargas,  como 
tutora  de  D.  Alonso  Ziyas  y  Vargas,  y  los  hermanos  de  éste  Dofia  Ma- 
ría de  las  Mercedes,  Dufia  Luisa  y  D.  Fernando,  se  confirió  á  éste  la  ad- 
ministración del  patronato,  y  en  ella  se  hace  constar  que  el  D.  Alonso 
se  encontraba  soltero  y  seguía  demente  hasta  el  punto  de  ser  imposible 
que  recibiera  los  Santos  Sacramentos: 

Resultando  que  D.  Fernando  de  Zayas  casó  con  Dofia  María  de  las 
Mercedes  Arias  y  Saavedra  en  Ecija  el  80  de  Mayo  de  1788,  de  cuyo  ma- 
trimonio nació  en  10  de  Febrero  de  1784  Dofia  María  del  Rosario,  hija 
única  según  declaración  del  D.  Femando  en  su  testamento  otorgado  en 
Ecija  el  6  de  Diciembre  de  1789,  en  el  que  declaró  también  ser  poseedor 
de  diferentes  mayorasgos,  cuyas  fundaciones  conservaba  en  su  archivo, 
de  todos  los  cuales  era  inmediata  sucesora  su  citada  hija,  á  quien  nom- 
bró por  su  heredera: 

Resultando  que  según  consta  en  las  partidas  sacramentales  corres- 
-pondientes,  D.  Alonso  Zayas  falleció  en  PlasAncia  el  27  de  Agosto 
de  1^16  y  la  Dofia  Rosario  Zayas  en  Madrid  el  16  de  Febrero  de  1848, 
habiéndose  casado  en  12  de  Junio  de  1808  con  D.  Francisco  Javier  Vi- 
-llanneva,  del  cual  matrimonio  nació  Lnisa  Francisca  Villanneva  y 
%yas,  que  casó  en  8  de  Diciembre  de  1828  con  D.  Andrés  Fernández  de 
Valderrama,  y  de  este  matrimonio  nació  Dofia  Francisca  Javiera  en  18 
de  Agosto  de  1887,  que  es  la  recurrente: 

Resnltando  que  á  virtud  de  reclamación  administrativa  que  promo- 
Tió  ante  el  Ministerio  de  Hacienda  D.  Juan  Bautista  Villanneva,  y  en 
la  que  fué  parte  Dofia  Luisa  de  Villanneva  y  Znyas,  recayó  Real  decreto- 
sentencia  en  22  de  Agosto  de  1880,  publicado  en  la  Gaceta  de  17  de  No- 
Tiembre  del  mismo  afio,  declarando  que  los  bienes  del  patronato  de  le- 
gos que  para  el  servicio  de  dos  capellanías  y  otras  memorias  fundó  Dofia 
Leonor  de  Virués  estaban  comprendidos  en  el  art.  1.^  de  la  ley  de  11  de 
Octubre  de  1820  y  libres  de  la  incautación,  quedando  el  Estado  en  la 
obligación  de  restituirlo  é  indemnisar  el  importe  de  lo  que  hubiese  ven- 
dido: 

Resultando  que  previa  declaración  de  pobreaa,  Dofia  Francisca  Ja- 
Tiera  Fernándea  de  Valderrama  formuló  en  29  de  Noviembre  de  1894  la 
demanda  origen  de  estos  autos,  en  la  que  alegó  los  hechos  que  estimó 
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condacentea  á  demosirar  aa  pretensión,  qne  en  definitiva  se  declarase 
qne  procedía  adjudicarle  en  pleno  y  libre  dominio  loe  bienee  dótales  j 
exceptuados  de  la  desamortisación  de  las  íandaeiones  hechas  por  Dofia 
Leonor  de  Virués  como  fideicomisaria  de  sn  espoeo  D.  (raspar  Roii  ds 
Montoya,  7  se  emplasase  para  contestar  la  demanda,  mediante  edictos 
fijados  en  los  sitios  públicos  de  costumbre  y  publicados  en  loe  periódi- 
cos oficiales,  á  cuantas  personas  se  creyesen  perjudicados  coa  dicha  ds- 
elareción: 

Resultando  que  hecho  el  emplaaamiento  en  la  forma  solicitada,  y 
efectuado  otro  segundo  sin  que  compareciera  persona  alguna  á  contes- 
tar la  demanda,  se  tuvo  ésta  por  contestada,  mandando  se  entendiesen 
las  sucesivas  diligencias  con  los  estrados  del  Jusgado,  y  evacdado  el 
trámite  de  réplica,  se  recibió  el  pleito  á  prueba,  y  practicándose  doca* 
mental: 

Resultando  que  sustanciado  el  Juicio  en  dos  instancias,  la  Bala  ae- 
gunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte,  con  fecha  34  de  Noviem- 
bre de  1899,  dictó  sentencia  confirmatoria  de  la  del  inferior,  por  la  qos 
declaró  no  haber  lugar  á  adjudicar  en  pleno  y  libre  dominio  á  Dofia 
Francisca  Ja  viera  Fernándes  Valderrama  los  bienes  dótales  exceptua- 
dos de  la  desamortisación  de  las  fundaciones  hechas  en  Sevilla  por  Dofia 
Leonor  Virués  como  fideicomisaria  de  sn  esposo  D.  Gaspar  Ruis  de 
Montoya  en  sn  testamento  de  4  de  Abril  de  1698: 

Resultando  que  Dofia  Francisca  Javiera  Fernándes  Valderrama  ha 
interpuesto  recurso  de  casación  contra  el  referido  fallo,  fundado  en  los 
núms.  1.^  y  7.*^  del  art.  1692  de  la  ley  de  Rnjuiciamiento  civil,  por  ha- 
berse infringido  á  su  juicio; 

Primero.  £1  art.  U^  de  la  ley  de  11  de  Octubre  de  1820,  restablecida 
por  el  Real  decreto  de  80  de  Agosto  de  1886,  por  el  cual  quedaron  supri- 
midos todos  los  mayorasgos,  fideicomisos,  patronatos  y  cualquier  otrt 
especie  de  vinculaciones  de  bienes  raices  inmuebles,  semovientes,  cen- 
sos, juros,  foros  ó  de  cualquiera  otra  naturalesa,  loa  cuales  se  restito- 
yeron  desde  entonces  á  la  clase  de  absolutamente  libres;  el  art.  2.^  4» 
la  misma  ley,  en  el  cual  se  dispone  que  los  poseedores  de  las  indicadsi 
vinculaciones  suprimidas  pudieran  desde  luego  disponer ,  librementt 
como  propios  de  la  mitad  de  los  bienes  en  que  aquéllas  consistieran, 
pasando  después  de  su  muerte  la  otra  mitad  al  que  debiera  suceder  In- 
mediatamente en  el  mayorasgo,  si  subsistiera,  para  que  pueda  también 
disponer  de  ella  libremente  como  dnefios,  y  las  disposiciones  de  la  fun- 
dación relativas  á  los  llamamientos  para  el  ejercicio  del  patronato,  su- 
prema ley  en  la  materia,  según  sentencias  de  13  de  Mano  de  1866  7  12 
de  Marso  de  1866,  pues  teniendo  las  fundaciones  de  que  se  trata  el  ea- 
ráeter  de  desvinculables,  con  arreglo  á  las  disposiciones  citadas  de  It 
ley  de  12  de  Octubre  de  1820,  como  lo  reconoce  la  sentencia  recurrida,  y 
habiéndose  reclamado  la  adjudicación  libre  de  los  bienes  por  persons 
que  pertenece  á  una  de  las  lineas  llamadas  por  la  fundadora  y  que  re- 
pi'esenta  los  derechos  del  poeeedor  de  las  yincnlaciones  misma*  y  del 
inmediato  sucesor  en  los  mayorasgos  indicados,  se  le  niega  so  adjudica* 
ción  libre: 

Segundo.  £1  art.  2.^'  de  la  ley  de  11  de  Octubre  de  1820  y  la  doctrini 
legal  contenida,  entre  otras,  en  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de 
28  de  Mayo  de  1866  y  2  de  Mano  de  1866,  según  la  cual  hay  que  tener 
como  últimos  poseedores  de  bienes  de  mayorasgos  ó  vinculados  á  los  po- 
seedoree  de  derecho,  ó  sea  á  los  que  al  restablecimiento  de  las  leyes  des- 
vinculadoras  debían  poseer  conforme  á  las  reglas  de  la  fundación,  del 
mismo  modo  que  por  inmediatos  snoesores  debían  entenderse,  pañíes 
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efectos  de  dicho  artículo,  á  los  que  debieran  soceder  en  el  Tincólo  ti 
•obeietiese,  paes  con  arreglo  á  dichas  disposiciones  y  doctrina,  no  me- 
Boe  que  eon  arreglo  á  laa  ciáosalas  de  la  fundación,  se  ha  de  entender 
forsoeftnaente  como  última  poseedora  á  Dofia  Rosario  de  Zayas  Arlas  de 
Baavedra,  por  ser  hija  única  de  D.  Fernando  de  Zayss  y  haber  pasado  á 
ella  por  ministerio  ae  la  ley  y  por  lo  prescrito  en  la  fundación,  el  patro- 
nato que  se  ejerció  á  nombre  del  incapacitado  D.  Alonso  de  Zayas, 
muerto  sin  sooeeión  y  al  que  había  venido  á  parar  dicho  patronato  por 
eaeeeión  no  interrumpida  dentro  de  la  línea  dimanante  del  jurado  Mi- 
guel Jerónimo  de  León  Garavito,  uno  de  los  llamados  por  la  fundación, 
eomo  lo  acreditan  las  partidas  sacramentales  y  los  documentos  púbii- 
eoe  qoe  obran  en  autos  en  justificación  de  haberse  ejercido  de  hecbo  el 
patronato  por  individuos  de  la  expresada  línea,  las  cuales  partidas  sa- 
eramentales,  expedidas  por  los  Párracos  con  referencia  á  sus  libros, 
tienen  el  valor  de  dor.umentos  públicos  y  solemnes,  según  la  ley  114, 
tit.  18  de  la  Partida  3.^  y  las  sentencias  de  22  de  Febrero  de  1860  y  10 
de  Septiembre  de  1864,  entre  otras,  con  arreglo  al  art.  280  de  la  antigua 
ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  69&  de  la  vigente,  leyes  y  doctrina  que 
también  se  citan  como  infringidas;  y  como  asimismo  y  por  las  mismas 
rasones,  se  ha  de  entender  inmediata  sncesora  Dofia  Luisa  Villanueva 
y  Zayas,  pues  está  probado  que  era  hija  legitima  de  la  última  poseedora 
Dofia  Rosario  Zayas  Ar^as  de  Saavedra  y  de  D.  Francisco  Javier  Villa- 
nueva;  y 
.  Tercero.    El  principio  de  derecho  consignado  en  la  ley  8.*,  tít.  87  de 
la  Partida  7.*,  y  reproducido  en  el  art.  669  del  Código  civil,  según  el 
eual  la  herencia  se  compone  de  los  bienes  y  derechos  de  algún  finado,  ó 
eomprende  todos  los  bienes,  derechas  y  obligaciones  de  una  persona  que 
no  se  extingan  por  su  muerte;  la  doctrina  derivada  de  las  sentencias  de 
este  Tribunal  Supremo  de  24  de  Septiembre  de  1866  y  27  de  Noviembre 
de  1868,  de  que  es  principio  de  derecho  que  el  heredero  sucede  en  todos 
loe  derechos  y  accione»  del  cansante;  y  las  leyes  1.%  2.*  y  20,  tít.  2.^, 
libro  4.<»,  del  Fuero  Jusgo;  1.*,  8.*  y  8.*,  tít.  6.®,  libro  8.®  del  Fuero 
Beal;  8.%  tít.  13,  Partida  6.^,  y  1.*,  tít.  20,  libro  10,  de  la  Novísima  Re- 
copilación, que  establecían  la  sucesión  forzosa  de  los  ascendientes  en 
favor  de  los  descendientes;  por  cnanto  habiendo  adquirido  Dofia  Rosa- 
rio de  Zayas,  en  concepto  de  última  poseedora,  derecho  á  los  bienes  que 
fueron  vinculados  por  Dofia  Leonor  de  Viroés,  y  no  habiendo  hecho  la 
división  de  los  bienes  con  la  inmediata  sucesora  por  haberse  incautado 
de  ellos  la  Hacienda  pública,  pasó  íntegramente  la  mitad  libre  á  Dofia 
Luisa  Villanueva  y  Zayas  como  heredera  forsosa  de  la  última  poseedo- 
•  la,  asi  eomo  la  mitad  reservable  como  inmediata  sucesora,  en  virtud  de 
lo  dispuesto  en  el  citado  art.  2.^  de  la  ley  de  11  de  Octubre  de  1820,  y, 
por  tanto,  la  acción  reivindicatoría  nacida  de  las  leyes  sobre  desvincula- 
eión  para  reclamar  los  bienes  que  fueron  vinculados;  y  esta  acción,  com- 
prendida indudablemente  y  por  entero  en  la  herencia  de  Dofia  Luipa  de 
Villanueva  y  Zayas,  pasó  por  su  defuniión  A  la  recurrente,  so  hija  y 
heredera  forsosa,  á  quien  han  debido  adjudicarse  por  la  Sala  sentencia- 
dora los  bienes  dótales  de  las  vinculaciones  de  Dofis  Leonor  de  Virués, 
sin  que  fuera  obstáculo  el  que  no  se  baya  demostrado  en  el  pleito  que  no 
quedaban  otros  descendientes  de  Dofia  Luisa  Villanueva  y  Zayas,  por- 
que en  todo  caso  el  derecho  de  éstos  no  excluiría  el  de  la  recurrente,  por 
lo  eual  asiste  á  ésta  la  acción  y  derecho  para  pedir,  sin  perjuicio  de  es- 
tar A  las  reclamaciones  que  contra  ella  pudieran  dirigir  individuos  asis- 
tidos de  igual  derecho. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Bicardo  Molina: 

TOMO  91   '  49 
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Considerando  qne  por  encargo  de  en  difunto  marido  hiao  en  1691 
Dofia  Leonor  de  Vfrnós  dos  f  andaciones  en  Sevilla,  nna  para  dotadóa 
de  nn  Ooiegio  de  Agnstinoe,  denominado  de  San  Acacio,  7  otra  para  ser- 
Yicio  de  dos  capellanías  7  varias  memorias,  de  carácter  ésta  pnrameots 
laical,  á  cn70  patronato  activo  llamó  á  D.  Mignel  Jerónimo  de  León  Ga- 
ravito  7  sus  descendientes;  qoe  por  Real  orden  expedida  por  el  Ministe- 
rio de  Hacienda  en  21  de  Janio  de  1878,  confirmada  en  Real  decreUh 
sentencia  de  22  de  Agosto  de  1880,  inserto  en  la  Gaceta  de  17  de  No- 
viembre del  mismo  afio,  se  resolvió  qne  los  bienes  de  la  dotación  del 
Colegio  de  San  Acacio  eran  desamortizables,  se  declararon  ezoeptoados 
de  Incaatación  7  venta  los  dótales  de  las  capellanías  7  obras  pías  fon- 
dadas por  Dofia  Leonor  de  Viroés  7  nulas  las  ventas  de  los  mismos  he- 
chas por  el  Estado,  7  qne  no  procedía  hacer  declaración  de  excepción 
respecto  á  los  bienes  de  otra  capellanía  mandada  fundar  en  1821  desde 
Potosí  en  el  mismo  Colegio  de  Sevilla  por  D.  Pedro  León  Garavlto,  de 
que  había  sido  primer  patrono  D.  Melchor  de  León,  segnndo  de  las  fon- 
daciones  de  la  Dofia  Leonor;  7  qne  partiendo  de  estas  declaraciones  ad- 
ministrativas, ha  entablado  Dufia  Francisca  Javiera  Femándes  Valde- 
rrama  la  demanda  origen  del  presente  recorso,  solicitando  ante  los  Tri- 
bunales, como  punto  de  derecho  civil  reeervado  á  éstos,  la  adjudicación 
de  los  bienes  dótales  exceptuados  de  la  desamortiíación  de  las  fnndado- 
nes  hechas  por  Dofia  Leonor  de  Virués: 

Considerando  que  al  declarar  la  sentencia  impugnada  no  haber  logar 
á  la  pretensión  de  dicha  Dofia  Francisca  por  no  eetimar  suficientemente 
justificada  la  posesión  de  las  fundaciones  especialmente  por  lo  qoe  se 
refiere  á  las  socesiones  de  D.  Alonso  7  Dofia  Rosario  de  Za7a8,  incnrr» 
en  el  error  á  qoe  se  refiere  el  núm.  7.®  del  art.  1692  de  la  107  de  Enjni- 
ciamiento  civil,  invocado  corao  fundamento  del  recurso,  puesto  que  las 
partidas  sacramentales,  escrituras  públicas  7  testimonios  de  que  qoeda 
hecha  expresión  en  los  resultandos  de  esta  sentencia,  que  son  doeomen- 
tos  auténticos  llevados  al  pleito  7  traídos  al  presente  recurso  por  virtud 
de  lo  dispuesto  en  el  art.  1787  de  la  antecttada  le7  procesal,  además  de 
la  posesión  de  algnna  de  ellas,  demuestra  la  de  derecho,  que  ea  lo  im- 
portante en  este  caso: 

Conniderando,  con  efecto,  que  la  posesión  de  D.  Pedro  de  ZaTis, 
descendiente  por  línea  recta  del  s«^gnndo  patrono,  la  acredita  el  testimo- 
nio del  auto  de  8  de  Octabre  de  1768,  traído  del  Archivo  del  Anobispado 
de  Sevilla,  en  que  se  le  adjudica  el  patronato  al  mismo  tiempo  qoe  las 
capellanías  fundadas  desde  Potosí  por  D.  Pedro  León,  que  por  loe  llama- 
mientos hechos  en  ambas  fundaciones  tenían  que  corresponder  nece- 
sariamente á  la  misma  persona;  que  dicho  D.  Pedro  de  Za7a8  casó  con 
Dofia  Violante  Ana  de  Vargas,  teniendo  por  únicos  hijos  varones  á  Doa 
Fernando  7  D.  Alonso,  sncesor  éste  é  Incapacitado,  de  quien  fué  carado- 
ra ejemplar  su  madre,  según  testimonio  de  discernimiento  del  cargo  de 21 
de  Octnbre  de  1771;  qne  la  administración  de  los  patronatos  fué  conferida 
por  la  incapacidad  de  D.  Alonso,  en  escritora  de  11  de  Abril  de  1772,  á  m 
hermano  é  inmediato  sucesor  D.  Fernando;  qne  éste  otorgó  en  6  die  Di- 
ciembre de  1789  testamento,  en  que  declaraba  á  su  vea  inmediata  sooeso- 
ra  de  todos  «os  ma7ora2gos  á  su  única  hija  Dofia  Rosario  de  Zayas;  qos 
D.  Alonso  falleció  soltero  en  Pl esencia  á  27  de  Affosto  de  1816,  siendo 
por  entonces  su  guardadora  la  dicha  su  sobrina  Dofia  Rosario;  qoe  á  ésU 
hay  que  tenerla  como  sucesora  ó  patrono  de  derecho  desde  el  meneiona- 
do  afin  IR  16,  entrara  ó  no  en  posesión  de  los  bienes,  de  que  se  dicesa 
había  incautado  el  Estado;  que  como  las  que  compruebui  todos  loa  ba- 
chos anteriores  han  venido  al  pleito  las  partidas  sacramentales  demos- 
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trfttlvas  de  que  Dofia  Rosario,  nacida  en  10  de  Febrero  de  1784,  contrajo 
primeras  nnpcias  en  1808  con  D.  Francisco  Villanaeva,  y  mnrió  en  Ma- 
drid en  Febrero  de  1848,  dejando  por  hija  y  heredera  á  Dofia  Lnlsa  Vi- 
llaaneva  y  Z^yas,  nacida  en  Marzo  de  1804,  casada  en  Diciembre  de  1828 
con  D.  Andrés  Fernández  Vaiderrama,  y  fallecida  en  19)  de  Enero  de 
1880,  dejando,  entre  otros  hijos,  á  la  recurrente  Duna  Francisca  Fernán- 
des  Vaiderrama,  nacida  en  Agosto  de  1887; 

Considerando  qne  demostrado  como  se  halla  por  prueba  de  docnmenr 
tos  auténticos  el  enlace  y  sucesión  directa  que  trae  la  madre  de  la  recu' 
Trente  con  los  primeros  patronos  llamados  por  la  fundación  de  cnyo" 
bienes  se  trata,  y  que  Dofia  Rosario  de  Zayas  fué  poseedora  de  derecho 
deede  1816,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  2.^  de  la  ley  de  11  de 
Octabre  de  1820  y  jurisprudencia  de  este  Supremo  Tribunal,  es  conse- 
cnencia  indispensable  la  de  que  á  la  hija  de  ésta,  Dofia  Luisa  Villanueya 
y  Zayas,  pasaron,  después  de  las  leyes  desvlnculadoras  y  el  falleci- 
miento de  su  madre,  los  bienes  en  cuestión,  mitad  como  inmediata  sn- 
cesora,  mitad  como  heredera  de  aquélla,  y  que  la  actual  recurrente  tiene 
derechera  reclamarlos  en  el  concepto  en  que  lo  hace,  que  no  es  ya  de 
vincalista,  sino  de  hija  y  heredera  de  Dofia  Luisa;  y 

Considerando  que  no  opone  obstáculo  á  la  reclamación  de  Dofia 
Francisca  el  hecho  ó  suposición  de  que  ella  y  su  madre  tuvieran  herma- 
nos: primero,  porque  además  de  que  lo  importante  seria  que  hubiese 
parientes  con  preferente  derecho,  lo  cual  no  hay  motivo  para  suponerlo, 
los  que  como  tales  hermanos  se  suponen  á  Dofia  Luisa,  cuyo  derecho 
provenía,  no  de  su  padre,  sino  de  su  madre,  llevan  apellido  materno 
distinto;  y  segundo,  porque  dicha  circunstancia  no  puede  producir  efecto 
que  impida  la  a>ljudicación  solicitada  en  nn  pleito  sustanciado  con  arre- 
glo al  tít.  11,  libro  2.^  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  en  qne  se  ha 
llamado  por  edictos  á  comparecer  y  contestar  la  demanda  ¿cuantos  pue- 
dan creerse  perjudicados  por  la  pretensión  de  Dofia  Francisca  Fernandos 
Vaiderrama,  y  que  con  todo  ello  se  demuestra  que  al  fundarse  la  sen- 
tencia recurrida  para  desestimar  aquélla  en  la  posible  existencia  de  pa- 
rientes que  se  hallen  en  iguales  condiciones  que  la  recurrente  ó  su  ma- 
dre, incurre  en  error  de  derecho,  é  infringe  las  leyes  de  Partida  y  reco- 
piladas relativas  á  la  sucesión  forzosa  de  ios  descendientes  la  de  11  de 
Octubre  de  1820,  en  cuanto  reserva  su  art.  2.^  al  inmediato  sucesor  la 
mitad  de  los  bienes  desvinculados,  y  la  8.*,  tit«  6.^,  libro  3.^  del  Fuero 
Beal,  que  autoriza  al  hijo  ó  nieto  cuyos  hermanos  no  estén  en  la  tierra 
ó  no  comparezcan  para  haber  la  herencia,  sin  perjuicio  de  partirla  con 
los  otros  cuando  vengan;  disposiciones  legales  aplicables  á  este  pleito 
por  razón  del  tiempo  en  qne  ocurrieron  los  hechos  é  invocadas  en  el  mo- 
tivo tercero  del  recurso; 

Fallamos  qne  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  Dofia  Francisca  Javiera  Fernández  Vaide- 
rrama; y  en  su  consecuencia,  casamos  y  anulamos  la  sentencia  que  en 
24  de  Noviembre  de  1899  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta 
corte. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  qne  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
sertará en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=José  de  Aldecoa. 
r=Jo8é  de  GArnlca.=:Francisco  Toda.=Pedro  Lavin,=Ricardo  Molitta.s= 
Vicente  de  Piniés.=:Tomás  Gú^ial. 

Pablicación.=:Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Exorno.  Sr.  D.  Ricardo  Molina,  Magistrado  de  la  Sala  de  lo  civil  del  Tri- 
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Imnal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  día  de  hoy» 
de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  18  de  Mayo  de  190i.=Rogeiio  Gonaáleí  Montea. 

Kúxxx.  181.-TRIBUNAL  8UPREIÍ0.-2I  de  Hayo,  pab.  el  21  y  25  ¡mk. 

Casación  por  infracción  db  leií, —Petición  y  partieión  de  biene9 
hereditarios.— SeniencíB,  declarando  no  faaDer  lugar  al  recurso 
interpuesto  por  D.  Eustaquio  Mercado,  contra  la  pronunciada 
por  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid;  en 
pleito  con  Doña  Encarnación  de  las  Heras  y  otros. 
En  sus  coNSiDBRANDos  86  ostablece: 

Que  la  extinción  de  loe  mayorasgoe  desde  que  se  f^omulgaron  las 
leyes  de  11  de  Octubre  de  1820  y  30  de  Agosto  de  1836,  no  obsta  al 
derecho  que  sobre  los  bienes  que  fueron  vinculados  reconocen  las 
mismas  al  poseedor  legitimo  é  inmediato  sucesor  yálos  eausaha- 
tientes  de  ambos: 

Que  el  art.  8.^  de  la  primera  de  aquéllas  leyes  no  se  opone  al  dC' 
recho  otorgado  al  poseedor  actual,  ó  sea  al  legitimo,  quien  retiene 
siempre  la  posesión  llamada  cioilisima^  á  tenor  de  la  ley  /.«,  tit.  24, 
libro  11  de  la  Novísima  lieeopilación,  según  doctrina  repetidamente 
declarada  por  la  jurisprudencia: 

Que  no  son  de  estimarse  en  casación  las  infracciones  aue  no  apro- 
vechan al  recurrente,  y  tampoco  las  que  nada  influyen  en  la  parte  dis- 
positiva de  la  sentencia: 

Que  la  ley  reguladora  del  derecho  á  los  bienes  de  mayorazgo,  es 
la  fundación  con  los  preceptos  de  las  leyes  desvinculadoras. 

En  la  yilla  y  corte  de  Madrid,  á  21  de  Mayo  de  1001,  en  el  pleito  se- 
S^tdo  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Andíeneia  de 
esta  misma  corte  y  en  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  del  te- 
rritorio por  D.  Eustaquio  Mercado  de  Pefialosa  y  Valdés,  de  esta  vecin- 
dad, y  como  coadyuvante  D.  Jerónimo  Cabrero  y  Garcimartín,  jomt- 
lero,  vecino  de  Monterrnbio,  con  Dofia  Encarnación  de  las  Herss  y  Mai^ 
tines,  propietaria,  por  sí  y  en  representación  de  su  hijo  menor  D.  Fran- 
cisco Javier  de  Mercado  y  de  las  Heras,  y  Dofia  Matilde,  Dofia  Maris  Jo- 
sefa, consorte  de  D.  Francisco  de  Asís  San  Martin,  y  D.  Alberto  Mercado 
7  de  las  Ueras,  Abogado,  vecinos  todos  de  esta  corte,  como  herederos  de 
su  padre  D.  Agustín  de  Mercado  y  Mateos;  D.  Camilo  Jorge  de  Men^o, 
D.  Vicente  y  D.  Pedro  de  Mercado  y  Benito,  labradores,  vecinos  de  Las- 
tras del  Poso;  D.  Anacleto  de  Mercado  Benito,  propietario,  y  Dofia  To- 
masa Marugán,  propietaria,  en  representación  de  su  hija  menor  Dofia 
Constancia  de  Mercado  Marngán,  vecioos  del  pueblo  de  San  García;  Don 
Eugenio  Grarcía  Maroto,  labrador,  reciño  del  pueblo  de  Cobos«  en  repre- 
sentación de  sos  hijos  menores  Dofia  Leónides  y  D.  Andrés  García  ds 
Mercado;  I>ofia  Flora  de  Mercado  y  Benito,  vecina  de  Ballsa;  D.  Ma- 
riano y  Dofia  Encamación  Galicia  de  Mercado,  como  hijos  y  here- 
deros de  D.  José  Galicia  Domingo  Mercado;  Dofia  Eugenia  de  Mercado 
y  Mateos,  propietaria;  Dofia  Agustina  Galicia  Domingo,  propietaria; 
I).  Marcelo  Lainez  Ortia  de  Pas,  perito  agrónomo,  como  represen- 
tante legal  de  su  hija  menor  Dofia  Manuela  Laines  Ni«*va,  vecinos 
de  Segovia,  y  Dofia  Eusebia  Mufios  y  Gklicia,  vecina  de  Garciliano,  y 
con  ios  eetrados  respectivos  en  representación  de  los  herederos  de  Dofia 
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Tomasa  Benito  Maroio,  aobre  petición  y  partición  de  bienes  hereditarios; 
pendiente  ante  Nos,  en  yirtud  de  recurso  de  casación  por  inf  racción  de 
ley  interpuesto  por  ei  demandante  Mercado  de  Pefiaiosa,  y  en  su  defensa 
y  representación  por  ei  Letrado  D.  Tomás  Gariel  y  Arias  y  el  Proco rador 
D.  Luis  Soto;  habiendo  comparecido  en  este  recurso  D.  Mariano  Galicia 
Mercado,  Dofia  Bngenia  de  Mercado  Mateos,  Dufia  Agustina  Galicia  Do- 
sningo,  Dofia  Encarnación  Galicia  Bfercado,  asistida  de  so  marido  Don 
Stenterio  Hondero  y  Bantioste;  Doña  Eusebia  Mufios  y  Galicia,  asistida 
<ie  su  marido  D.  Manoei  Herrero  San,  y  D.  Francisco  Javier  Je  Mercado 
7  de  las  Heras,  representados  por  ei  Procurador  D.  Joeé  Arana  y  Mo- 
rayta,  bajo  la  dirección  del  Letrado  D.  Pedro  Díaz  Casson,  sustituido 
en  el  acto  de  la  vista  por  el  Letrado  D.  Juan  José  Romero  y  Martines: 

Besultando  que  D.  Pedro  de  Mercado  y  su  mujer  Doña  Inés  de  Peña- 
losa,  por  testamento  que  otorgaron  en  ei  pueblo  de  Lastras  en  26  de  Oc- 
tubre de  1506,  fundaron  un  mayorazgo  regularen  cabeza  de  su  hijo  ma- 
yor D.  Cristóbal  Jerónimo  con  el  tercio  y  remanente  del  quinto  de  sus 
bienes  y  la  legítima  correspondiente  al  mismo,  imponiendo  á  los  que  lo 
disfrutasen  el  apellido  Mercado  de  Pefialosa,  sin  otro  sobrenombre;  de  - 
cuyo  mayorazgo,  con  las  agregaciones  que  al  mismo  se  hicieron  pie, 
puesto  en  posesión  en  Marzo  de  1814  D.  José  de  Mercado  Pefialosa  y  Mo- 
ratiüa,  poseyéndolo  hasta  su  fallecimiento,  ocurrido  en  1883,  pesando 
entonces  á  su  hermano  el  Presbítero  D.  Saturnino;  por  fallecimiento  de 
éste,  á  su  hermana  Dofia  María  iel  Rosario,  y  por  la  de  ésta,  á  su  otra 
hermana  Dofia  Sebastiana  que,  como  los  anteriores,  falleció  también  sin 
sucesión  directa: 

Resultando  que  hallándose  el  Presbítero  D.  Saturnino  en  la  posesión 
del  mayorazgo,  le  promovió  pleito  sobre  mejor  derecho  al  mismo  D.  José 
Bermádez  de  Castro,  que  pretendió  se  declarase  que  no  había  habido  po- 
seedor legítimo  en  la  línea  de  que  procedía  el  demandado,  porque  su  bi- 
sabuelo D.  Pedro  de  Mercado  había  sido  hijo  legítimo  de  D.  Pedro  de 
Mercado,  El  Mozo,  y  por  sentencia  de  revista  que  en  20  de  Enero  de  1846 
dictó  la  Audiencia  de  esta  corte  se  declaró  que  los  bienes  19el  mayorazgo 
de  Mercado  de  Pefialosa  y  sus  agregados  tocaban  y  pertenecían  á  D.  José 
Bermúdez  de  Castro,  condenando  á  Dofia  Sebastiana  Mercado  y  Morati- 
11a,  que  los  poseía  á  la  sazón,  á  que  los  entregara  y  dejara  libres  á  dis- 
posición de  aquél  con  los  frutos  y  rentas  producidos  desde  la  contesta* 
ción  á  la  demanda: 

Resultando  que  en  28  de  Junio  de  1856  D.  Agustín  de  Galicia  Mer- 
cado de  Pefialosa  y  Domingo  dedo  jo  demanda  en  el  Juzgado  de  primera 
instancia  de  Santa  María  de  Nieva,  ejercitando  la  acción  reivindicatoría 
de  su  cesión  vincular  y  de  reintegración  de  línea,  para  que  se  declarase 
que  los  títulos,  prerrogativas  de  honor,  bienes,  derechos  y  documentos 
que  constituían  el  mayorazgo  referido  de  Mercado  Pefialosa,  sus  unidos 
y  agregados,  le  correspondían  como  descendiente  de  D.  Pedro  de  Mer- 
cado, segundo  hijo  varón  de  los  fundadores,  y  se  condenase  en  su  con- 
secuencia á  Bermúdez  de  Castro,  que  indebidamente  los  estaba  pose- 
yendo, á  su  devolución  y  entrega  con  todos  los  frutos  producidos  desde 
la  interposición  de  la  demanda;  habiendo  sido  ésta  estimada  por  senten- 
cia de  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte  de  27  de 
Junio  de  1867,  que  causó  ejecutoria  por  hal)er  sido  rechazado  por  este 
Tribunal  Supremo  en  29  de  Abril  de  1868  el  recurso  de  casación  que  in- 
terpuso Bermúdez  de  Castro,  y  en  su  consecuencia  fué  puesto  D.  Agus- 
tín de  Galicia  Mercado  en  posesión  de  los  bienes  qus  constituían  el  ma- 
yorazgo: 

Besultando  que  D.  Diego  de  Barros,  Regidor  y  vecino  de  la  ciudad 
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de  Segoyia,  con  el  tercio  de  sne  bienee  j  legitíma  correepondlente  á  an 
hijo  Alonso,  fandó  en  cabesa  de  éste  nn  mayorasgo  regular,  á  cuyo  dit- 
írate,  por  falta  de  bijov,  llamó  á  au  hermana  Dofia  Catalina;  y  la  bija 
de  éeta  Dofia  Catalina  Heredia  y  Barros  fondo  otro  mayoraigo  en  testa- 
mento de  19  de  Septiembre  de  1668,  á  enyo  disfrute  llamó  en  primer  lu- 
gar á  sn  sobrina  Dofia  Catalina  y  á  sus  descendientes  legítimos  por  or- 
den regalar;  en  segando,  á  su  primo  hermano  Francisco  de  Barros  y 
foacamonte  y  sus  hijos,  y  en  último  término  al  sucesor  del  mayorazgo 
fondado  por  D.  Diego  de  Barros: 

Resultando  que  en  virtud  de  sentencia  ejecutoria  de  la  Chaneillería 
de  Vailadolid  de  27  de  Noviembre  de  1779,  entró  en  la  posesión  y  dis- 
frute del  vinculo  fundado  por  Dofia  Catalina  de  Heredia  D.  Manuel  de 
Verdosoto,  descendiente  por  linea  recta  de  D.  Diego  de  Barrióse  y  po- 
seedor del  mayorazgo  fondado  por  éste;  y  ocurrido  su  fallecimiento  en 
34  de  Abril  de  1810,  se  dio  posesión  de  dicho  vinculo,  con  los  demás  fun- 
dados por  la  familia  de  Barrioso,  á  su  viuda  Dofia  María  Manuela  Gal- 
tán,  en  representación  de  su  hijo  primogénito  D.  Manuel  de  Verdosoto, 
y  por  fallecimiento  de  éste  sin  sucesión,  ocurrido  en  12  de  Abril  de  1817, 
entró  en  la  posesión  de  dichos  vínculos  su  hermano  D.  -Francisco  de 
Paula,  que  falleció  en  16  de  Marzo  de  1850  bajo  testamento,  en  que  de- 
claró que  á  su  sobrina  Dofia  Francisca  Manglano,  hija  de  su  dlfanta 
hermana  Dofia  Francisca,  correspondían  de  suceder  en  las  varias  vÍdcq- 
laciones  que  él  poseía,  é  instituyó  por  herederas  á  la  misma  y  á  sus  tres 
hermanas: 

Resultando  que  D.  José  Mercado  y  Moratilla  había  promovido  juicio 
de  tenuta  respecto  del  mayorazgo  de  Heredia  en  el  afio  1817,  que  se  ha- 
llaba en  suspenso  desde  1818;  que  en  el  afio  de  1866  promovió  su  conti- 
nuación D.  Agustín  de  Galicia  Mercado,  confiriéndose  traslado  á  las  her- 
manas Manglano;  y  sustanciado,  se  dictó  sentencia  por  este  TribuDtl 
Supremo  en  8  de  Junio  de  1868,  concediendo  á  Galicia  Mercado  la  pose- 
sión del  mayorazgo,  con  los  frutos  y  rentas  desde  la  fecha  de  la  senten- 
oia;  y  habiendo  deducido  las  hermanas  Manglano  la  correspondiente  de- 
manda de  propiedad,  fué  desestimada  por  sentencia  de  la  Audiencia  de 
esta  corte  de  26  de  Febrero  de  1867,  que  les  condenó  á  la  devolución  de 
frutos  y  rentas  desde  la  fecha  de  la  sentencia  dictada  en  el  Juicio  de  ts- 
nuta,  negándose  después  la  pretensión  que  sostuvo  Galicia  Mercado  de 
que  se  le  abonaran  los  frutos  y  rentas  de  los  bienes  del  vínculo  desde 
18  de  Abril  de  1817: 

Resultando  que  por  escritura  otorgada  también  en  la  ciudad  de  8ego- 
via  en  1 7  de  Enero  de  1582,  los  consortes  D.  Juan  Jimena  y  Dofia  Juana 
García  fundaron  un  mayorazgo  regular,  á  cuyo  disfrute  llamaron  en 
primer  término  á  su  hijo  D.  Diego  y  sus  descencyentes,  en  segundo  i  su 
hijo  D.  Pedro  y  los  suyos,  en  tercero  á  su  hija  Dofia  Magdalena,  sus  hi- 
jos é  hijas,  nietos  y  biznietos  por  el  orden  de  sucesión  regular,  y  en 
cuanto  á  su  otra  hija  Dofia  María,  con  su  descendencia,  por  el  mismo 
orden: 

Resultando  que  hallándose  en  posesión  de  este  mayorazgo  D.  Pedro 
Diego  Roiz  de  Avendafio,  se  promovió  en  12  de  Julio  de  1724  juicio  de 
tenuta  por  un  D.  Antonio  Cristóbal  de  Mam  paso,  en  el  que  fué  también 
parte  D.  Baltasar  de  Mercado  de  Pefialosa  y  «Cárdenas,  que  lo  reclamó 
como  descendiente  de  los  fundadores  por  la  línea  de  Dofia  María  Jimena; 
por  sentencia  del  Consejo  de  Castilla  de  7  de  Julio  de  1786  se  maotOYO 
á  aquél  en  la  posesión  de  los  bienes  del  mayorazgo,  que  disfrutó  hasta 
en  muerte,  sncediéndole  en  dicho  vinculo  su  sobrino  D.  Matías  Bniz  de 
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ATendafio,  primer  Conde  de  loe  Ylllaree,  por  íallecimiento  del  caal  en- 
tró en  BQ  poeeeión  su  hermana  Dofia  Joeeía: 

Keealtando  qne  por  fallecimiento  de  esta  última,  ocarrido  en  1816» 
y  en  Tirlad  de  declaracionee  qae  hiso  en  en  testamento  que  no  non  del 
c*ao,  entró  en  posesión  del  yIdcoIo  de  Jimeoa  D.  Jaan  Cheverri  Vargas, 
al  qae  promorió  pleito  posesorio  plenario  D.  Pedro  Bodrignez  de  Toro 
en  representación  de  sa  hijo  D.  Pedro  Pablo,  figurando  además,  entre 
loe  qae  formularon  oposición  á  la  posesión  de  Cheverri,  D.  José  de  Mer- 
e*do  y  Moratilla;  y  por  sentencia  de  vista  que  dictó  la  Audiencia  de  Va- 
lladolid  en  9  de  Octubre  de  1822,  confirmada  en  revista  en  6  de  Junio 
de  1H24,  se  declaró  el  derecho  á  la  posesión  del  mayorazgo  á  favor  del 
D,  Pedro  Rodríguez  de  Toro  en  representación  de  su  hijo,  con  abonos  de 
loe  frutos  y  rentas  producidos  desde  la  última  vacante,  entrando  en  sn 
dleírute  por  fallecimiento  de  D.  Pedro  Pablo  su  hijo  D.  Pedro  Enriqne 
Bodrígues  de  Toro,  Conde  de  los  Villares: 

Besuitando  qae  D.  Julián,  D.  Agustín  y  Dofia  Eugenia  Mercado  y 
Mateos  y  D.  Manuel  Jorge  Aparicio,  viudo  de  Dofia  Petra  Mercado  y  Ma- 
teos, en  representación  de  sus  hijos,  entablaron  demanda  en  ir  de  Abril 
de  1864,  con  la  pretensión  de  ^ue  se  declarase  que  los  títulos,  prerrcgati- 
-vaa  de  honor,  bienes,  derechos  y  acciones  y  demás  que  constituían  el 
mayorazgo  de  J  i  mena,  sus  unidos,  agregados  y  de  cualquiera  manera 
Incorporados,  tocaba  y  le  correspondían  en  absoluta  propiedad,  dominio 
y  posesión  al  D.  Julián,  como  inmediato  sucesor  de  D.  Vicente  de  Mer- 
cado, excepto  en  la  mitad,  los  bienes  que  debían  dividirse  por  cuartas 
partes  entre  el  mismo  D.  Julián  y  sus  hermanos,  pidiendo  en  su  conse- 
caencia  que  se  condenara  al  Conde  de  los  Villares  á  la  devolución  y  en- 
trega, con  los  frutos  y  rentas  producidos  y  debidos  producir  desde  sn 
Injusta  detentación  y  la  de  cu  padre  y  causante,  cuyo  pleito  fué  resuelto 
por  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  7  de  Marzo  de  Í888,  que  can- 
eando y  anulando  lo  que  había  dictado  la  Audiencia,  declaró  que  había 
lugar  á  la  demanda  entablada  contra  el  Conde  de  los  Villares  en  lo  re- 
ferente al  mayorazgo  fundado  por  D.  Juan  Jimena  y  Dofia  Juana  García: 
Besuitando  que  partiendo  de  los  hechos  «expuestos,  y  previa  declara- 
ción de  pobreza  para  litigar,  D.  Eustaquio  Marcado  de  Pefialosa  y  Valdés 
entabló  en  esta  corte  en  10  de  Agosto  de  1894  la  demanda  que  ha  mo- 
tivado este  pleito,  alegando:  que  por  virtud  de  las  sentencias  referidas» 
los  bienes  qne  constituyeron  los  tres  mayorazgos  susodichos  de  Merca- 
do, Heredia  y  Jimena,  vinieron  á  poseerlos  los  herederos  de  D.  Agus- 
tín Galicia  Mercado  y  de  D.  Julián,  D.  Agustín,  Dofia  Eugenia  y 
Dofia  Petra  Mercado  y  Mateos,  contra  quienes  se  dirigía  esta  demanda; 
que  ni  en  el  afio  20  ni  en  el  86  los  susodichos  causantes  de  los  deman- 
dados ni  sus  antecesores  se  hallaron  en  posesión  y  disfrute  de  tales  bie- 
nes, pues  los  gozaban  quieta  y  pacíficamente  otras  personas,  por  conse- 
cuencia de  algunas  sentencias  judiciales,  entre  ellas  la  dictada  en  pleito 
en  qne  fué  parte  el  antecesor  común  de  los  demandados  D.  Baltasar  de 
Mercado  de  Pefialosa,  habiéndose  reconocido  á  los  causantes  de  los  de- 
mandados el  derecho  á  poseer  tales  bienes  con  posterioridad  al  afio  86; 
qae  para  demostrar  D.  Agustín  Galicia  Mercado  su  derecho  á  los  bie- 
nes del  mayorazgo  de  Mercado  con  preferencia  á  D.  José  Bermódez  de 
Castro,  alegó  qne  era  octavo  nieto  de  D.  Pedro  de  Mercado,  llamado  en 
•egnndo  logar,  mientras  que  Bermúdez  de  Castro  descendía  de  Dofia 
María,  llamada  en  cnarto,  y  defendiendo  su  preferente  derecho  á  los 
bienes  del  mayorazgo  de  Heredia,  sostuvo  en  los  litigios  con  las  herma- 
nas Manglano  sn  descendencia  preferente  de  los  fundadores  de  dicho 
mayorazgo,  y  asimismo  D.  Julián  de  Mercado  y  Mateos,  con  sus  herma- 
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no8  j  sobrinos  en  el  pleito  con  el  Oonde  de  loe  Villaree  eobre  mejor  de» 
recho  á  loe  bienes  del  mayorasi^o  Jimena,  hicieron  «rrancar  en  dietecta» 
de  sa  descendencia  de  Dofia  María  Jimena,  llamada  en  cnarto  logar  al 
disírnte  del  mismo;  que  en  ignaldad  de  caaos  y  grados  qae  loscaaaanlee 
de  los  demandados  se  encontraba  el  demandante,  teniendo  con  aquéiloe 
tronco  común  en  D.  Pedro  Mercado  y  Heredia,  y  como  ningono  de  loa 
antecesores  especiales  de  aquéllos  los  habían  poseído,  ni  ellos  misaaos 
hasta  después  de  estar  rigiendo  las  leyes  desvincnladoraa,  era  STidenle 
que  se  habían  apropiado  en  beneficio  excInsiTO .  de  nn  sólo  indiTÍd«o 
bienes  pertenecientes  á  toda  nna  familia,  y  se  habían  distribnído  loe  pro- 
cedentes de  los  tres  mayorusgoe  en  la  forma  qne  habían  ereído  conTO- 
niente,  partiendo,  como  si  fuera  buena,  de  la  adjudicación  hecha  de  loa 
de  Mercado  y  Heredia  al  representante  de  la  primera  rama  de  D.  Balta* 
sar  de  Mercado  y  de  los  de  Jimena  al  representante  de  la  segunda  rama 
del  mismo  D.  Baltasar,  pero  sin  contar  para  nada  en  el  reparto  con  el  de- 
mandante ni  con  los  demás  parientes,  que  hallándose  en  igual  grado  tie- 
nen iguales  derechos  hereditarios;  que  con  arreglo  al  art.  8.^  del  Beal 
decreto  de  80  de  Agosto  de  1888,  principió  á  regir  en  aquella  fecha  la  ley 
desvincu ladera  de  11  de  Octubre  de  1820,  y  tuvo  lugar  desde  entoncee  la 
suspensión  de  los  mayorazgos  con  todas  las  consecnenciaa  preyistas  tm 
la  misma  ley,  contra  cuya  prescripción  habían  ido  los  demandados  al 
pretender  que  oontiouaran  como  amayoraxgados  bienes  qne  desde  aque- 
lla fecha,  entraron  en  condición  de  libres  y  sujetos  al  derecho  oomáa; 
que  por  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  art.  2.^  de  la  citada  ley  de  18t0,  re- 
sultaba demostrado  que  D.  Jone  de  Mercado  y  Moratilla,  ó  mejor  dieho, 
su  hermano  D.  Saturnino,  que  vino  poseyendo  el  mayoraigo  de  Mer- 
cado hasta  su  muerte,  ocurrida  en  27  de  Octubre  de  1887  sin  ser  moleo- 
todo  por  nadie,  biso  suya,  como  libre,  la  mitad  de  los  bienes  de  la  vin- 
culación, transmitiéndose  tembién  la  otra  mitad  desde  su  muerto  á  su 
hermana  Dofia  María  del  Rosario,  de  la  cual,  y  por  su  fallecimiento, 
pasó  la  totelidad  de  los  bienes  á  su  hermana  Dofia  Sebaatlana,  y  de  ésta, 
por  haberse  muerto  sin  sucesión  directa,  á  los  individuos  de  su  familia, 
con  arreglo  al  derecho  común;  que  el  mayoraigo  de  Heredia  lo  poseía 
quieta  y  pacificamente  al  restablecerse  la  ley  des  vi  ncu  ladera  D.  Fran- 
cisco de  Paula  Verdosoto,  qne  lo  conservó  basto  su  muerte,  ocurrida 
en  16  de  Marso  de  1848,  y  por  tonto,  á  él  correspondían  como  libres  la 
mitad  dé  los  bienes,  perteneciendo  la  otra  mitad  á  sus  sucesores  en  igual 
concepto  y  sujetos  desde  luego  al  derecho  común;  y  el  mayorasgo  de  Ji- 
mena lo  poseía  en  80  de  Agosto  de  1886  D.  Pedro  Pablo  Rodrígnei  de 
Toro,  al  cual,  por  tanto,  correspondió  la  mitad  de  los  blenee  como  libres, 
pasando  á  sus  herederos  tambiéa  como  libres  la  otra  mitad,  de  donde  re- 
sultaba que  ninguno  de  los  antecesores  de  los  demandados  se  hallaban 
en  posesión  de  los  mayorasgos  de  Heredia  y  Jimena  al  dictarse  las  leyes 
desvincnladoraa,  ni  muchos  afios  antes,  y  por  el  contrario,  D.  Baltasar 
Mercado,  ascendiente  común  de  todos  ellos,  fué  vencido  en  juicio  pose- 
sorio, así  como  D.  José  Mercado  Álamo  y  D.  José  Mercado  y  Moratilla, 
siendo  por  lo  dicho  al  hermano  de  éste  D.  Saturnino  á  quien  en  todo  caso 
hubiera  correspondido  la  posesión  en  la  fecha  indicada;  qne  tampoco  se 
reconocía  la  posesión  á  los  causantes  de  los  demandados  en  las  senten- 
cias referidas,  sino  desde  fecha  muy  posterior  al  afio  36,  pues  á  D.  Agas- 
tín  Galicia  se  le  reconoció  el  derecho  á  los  frutos  del  mayoraago  de  Mer- 
cado desde  28  de  Junio  de  1866,  y  del  de  Heredia  desde  8  de  Junio  de  1868, 
y  á  D.  Julián  de  Mercado  y  hermanos  respecto  al  mayoraago  de  Jimeas 
desde  11  de  Abril  de  1864;  que  esto  Tribunal  Supremo  tenía  declarado  «a 
diversas  sentencias,  entre  otras  la  de  9  de  Mayo  de  1867,  que  deade  la 
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iecba  qiM  qnedó  restableelda  U  ley  dAsvincnladora,  los  qne  entonoee  eran 
p^eedores  de  bieoes  amayorazgados  se  hicieron  daeftoe  de  la  mitad, 
transmitiéndola  á  ene  hered«^roB  de  igaal  modo  los  que  murieron  en  aquel 
miamo  día  80  de  Agosto  de  1886,  teniendo  también  declarado  en  diver- 
«as  sentencias,  entre  las  que  citaba  la  de  20  de  Noviembre  de  1860,  que 
por  el  restablecimiento  de  la  ley  desTincul adora  los  bienes  vinculados 
entraron  en  la  clase  de  libres  desde  aquella  fecha  y  quedaron  sujetos  á 
las  prescripciones  del  derecho  común;  y  que  por  tanto,  si  la  familia  Mer- 
cado, con  posterioridad  á  la  fecha  en  que  los  bienes  entraron  en  la  clase 
de  libree,  se  creyó  con  derecho  preferente  á  dichos  bienes  y  lo  ejercitó, 
debió  sujetarse  para  su  reparto  á  las  prescripciones  del  derecho  común 
7  distribuirlos  entre  todos  los  individuos  de  Ja  familia  que  tenían  igua- 
les derechos  hereditarios  con  relación  á  bienes  que  ptovenían  de  sus  an- 
tecesores, en  lugar  de  aplicarlos  como  amayorazgados  cuando  estaban 
suprimidos  los  vínculos  y  los  bienes,  eran  libres  y  reclamarlos  con  la 
falta  de  nnldad  y  firmeza  en  su  conducta,  que  revelalMt  el  hecho  de  pedir 
dos  de  las  tres  facdaciones  una  rama  de  D.  Baltasar  Mercado,  y  otra 
rama  la  otra,  sin  contar  para  nada  con  el  demandante  ni  los  demás  pa- 
rientes de  igual  grado;  y  ejercitando  la  acción  de  petición  y  discusión  de 
herencia,  y  en  su  caso,  como  subsidiarias,  la  reiviodicatoria  y  la  de  nu- 
lidad, concluyó  solicitando:  primero,  que  se  declarase  que  el  deman- 
dante por  sí,  y  en  representación  de  sus  antecesores,  es  sucesor  iegliimo 
y  heredero  de  éstos,  especialmente  hasta  D.  Pedro  de  Mercado  de  Pefia- 
losa  7  Heredia,  tronco  común  con  los  demandados,  asi  como  también, 
en  sn  caso,  de  los  demandados  D.  Saturnino  Mercado  y  Moratilla  y  her- 
manos en  igualdad  de  grado  que  D.  Agustín  Galicia  Mercado  y  D.  Ju- 
lián, D.  Agustín,  Dofia  Eugenia  y  Dufia  Petra  Mercado  y  Mateos,  cau* 
santes  de  los  demandados;  segundo,  qne  se  declarase  asimismo  que  ha- 
biendo reclamado  dichos  causantes,  y  en  representación  de  la  Dofia  Pe- 
tra sus  hijos,  su  derecho  al  disfrute  de  los  biepes  que  constituyeron  las 
dotaciones  de  los  tres  mayorazgos  coando  estaban  en  vigor  las  leyes  des- 
vinca  ladoras,  y  habiendo  obtenido  la  declaración  de  tal  derecho  y  la  po- 
sesión de  los  bienes,  no  sólo  en  la  época  posterior  á  tales  leyes,  sino  con 
relación  también  á  tai  época  posterior,  no  á  títnlps  de  mayorazgos,  sino 
como  herencia  de  sus  antecesores,  correspondiente  á  todos  los  indivi- 
duos de  la  familia  Mercado  que  se  hallaban  en  igualdad  de  parentesco  7 
grado  en  la  época  de  la  adquisición,  debieron  adjudicarse  y  dif» tribuirse 
los  expresados  bienes,  dividiéndose,  por  tanto,  entre  el  demandante,  loe 
causantes  de  los  demandados  y  todos  los  demás  parientes  que  tuvieran 
igual  derecho;  tercero,  qne  en  consecuencia  de  tales  declaraciones,  se 
condenase  á  los  demandados  á  reintegrar  á  la  masa  común  hereditaria 
los  bienes,  derechos  y  acciones  de  todas  clases,  á  excepción  de  los  títu- 
los y  prerrogativas  de  honor  qne  constituyeran  la  herencia  de  la  familia 
común  de  Mercado,  y  especialmente  los  que  procedentes  de  los  mayoras- 
gos  de  Mercado,  Heredia  y  J  i  mena  reunidos,  agregados  y  de  cualquier  ma- 
nera incorporados  se  haUaran  poseyendo,  restituyéndolo  con  sus  frutos 
y  acciones,  á  fin  de  qne  judicial  ó  extrsjudici  ai  mente  pudieran  ser  dis- 
tribuidos entre  el  demandante,  los  demandados  en  representación  de  sus 
cansantes  y  todos  los  demás  individuos  de  su  familia  que  obtuvieran  la 
declaración  de  igual  derecho;  y  coarto,  qne  en  su  caso,  y  subsidiaria- 
.    mente,  se  declarasen  nulas  las  sentencias  dictadas  á  favor  de  los  deman- 
dados ó  sus  causantes,  en  cuanto  por  ellos  se  adjudicasen  todavía  como 
vinculares  bienes  que  tenían  la  consideración  de  libres,  y  en  cnanto  con- 
tradijeran la  pretensión  que  dejaban  formulada  como  principal: 

Besnltando  qne  admitida  la  demanda,  se  confirió  traslado  con  empla- 


Digitized  by 


Google 


782  JURISPRUDBNCIA  CIVIL 

lamiento  á  los  demandado*,  aoordándose  llamar  por  edictoe  7  ananeiofl 
á  I08  que  ae  creyeaen  oon  igual  ó  mejor  derecho  qoe  el  demandante  á  loe 
bienes  de  que  se  trataba,  y  se  mandó  además  anotar  preventivamente  la 
demanda  en  los  Registros  de  la  propiedad  correspondientes  oon  prohibi- 
ción de  enajenar  los  bienes  inmuebles  j  derechos  leales  que  aparedeBSD 
inscritos  á  nombre  de  los  demandados  ó  de  sns  cansantes  y  que  fuesen 
procedentes  de  los  tres  mayorasgos  litigiosos;  y  habiendo  comparecido 
bajo  una  sola  representación  Dufia  Encarnación  de  las  Herasy  Martíseí 
7  demás  con  ella  demandados,  propusieron  varias  exoepciones  dilatoriai 
que  fueron  desestimadas,  y  después  de  otras  actuaciones  qoe  no  son  dsl 
caso,  se  tuvo  por  contestada  la  dsmanda  respecto  de  todos  ellos: 

Resultando  que  por  consecuencia  de  los  llamamientos  hechos  por 
edictos,  pe  personó  también  en  los  autos  D.  Jerónimo  Cabrero  Qarei- 
Martín,  biznieto  de  D.  Miguel  Mercado  Herrero  y  de  Dofia  Narcisa  Apa- 
ricio, aceptando  como  suyos  todos  los  fundamentos  de  la  demanda  y  la 
súplica  de  la  misma,  por  ostentar  igual  derecho  que  D.  Eustaquio  Mer- 
cado respecto  de  los  bienes  de  que  se  trataba,  ordenando  el  Juagado  qoe 
litigase  bajo  la  misma  representación  del  demandante  por  cnanto  se  ha- 
bía adherido  á  la  demanda: 

Resultando  que  renunciado  por  el  demandante  el  trámite  de  réplica, 
ae  recibieron  los  autos  á  prueba,  suministrándosi»  por  ambas  partes  Us 
jusiiñcaeiones  que  estimaron  oportunas,  en  vista  de  las  cuales  evacQÓ 
D.  Eustaquio  Mercado  el  trámite  de  conclusiones,  insistiendo  en  las  pro- 
teneionee  deducidas  en  su  demanda  y  reproduciendo  sustancialmente  loe 
hechos  y  fundamentos  de  la  misma,  añadiendo  que  loe  articulo»  642  y 
64A  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  sentencias  que  invocó  de  este 
Tribunal  Supremo  establecen  qoe  en  la  contestación  de  la  demanda  debe 
poner  el  demandado  todas  las  excepciones  que  tenga,  7  en  su  caso  fijar 
eoncretaraente  en  el  escrito  de  duplica  los  puntos  del  debate,  sin  qoe 
después  puedan  alegarse  nuevas  exoepciones,  ni  si  se  alegan  tomarse  ea 
consideración: 

Resultando  que  los  demandados  evacnaron  á  sn  ves  dicho  trámite  dfl 
oonclnsiooes  pidiendo  se  les  absolviera  de  la  demanda  oon  expresa  im- 
posición de  costas  al  demandante,  alegando  en  sn  apoyo  en  lo  eseneiftl: 
que  estaban  conformes  en  que  en  lft20  era  poseedor  de  hecho  del  mayo- 
rasgo  de  Mercado  D.  José  Mercado  Moratilla,  á  quien  snoedió  en  1832  so 
hermano  el  Presbítero  D.  Saturnino,  que  oontinnó  poseyéndolo  bastara 
fallecimiento  en  1839,  pero  que  por  virtud  de  la  sentencia  firme  que  dictó 
la  Audiencia  de  esta  corte  en  37  de  Junio  de  1867,  en  el  pleito  que  pro- 
movió D.  Agustín  Qalicia  Mercado  contra  Bermúdea  de  Castro,  poseedor 
de  hecho  de  dicho  mayorasgo  desde  1846,  quedó  reintegrada  la  línetá 
que  perteneció  D.  Agustín  Qalicia  en  la  posesión  7  propiedad  de  loe 
bienes  de  dicha  vinculación,  7  quedó,  por  tanto,  declarado  qne  el  poeee- 
dor  de  derecho  del  vínculo  en  1820  7  1886  era  D.  Joeé  Galicia  Mercado, 
padre  del  demandante,  en  dicho  pleito;  que  napió  en  10  de  Diciembre  de 
1777  7  falleció  en  26  de  Junio  de  1841;  qne  de  igual  modo,  por  virtod  de 
la  sentencia  que  dictó  este  Tribunal  Supremo  en  8  de  Junio  de  1868  ea  el 
Juicio  de  tenuta  del  ma7ora8go  de  Heredia  qne  en  1817  incoó  D.  Joeé 
Mercado  Moratilla  7  prosiguió  en  1866  D.  Agustín  Galicia  Mercado,  y  de 
la  que  dictó  la  Audiencia  de  esta  corte  en  26  de  Junio  de  1867  en  el 
pleito  que  sobre  la  propiedad  del  mismo  mayorasgo  promovisron  las 
hermanas  Manf?lano,  quedó  reconocido  y  declarado  qne  loe  bieaei  de 
dicho  mayorazgo  correspondían  al  D.  Agustín  Galicia  por  haber  probado 
sn  parentesco  con  D.  Baltasar  Mercado  7  ser  la  línea  de  éste  la  piefe- 


Digitized  by 


Google 


MATO  DB  19M  78S 

rente  para  raceder  en  el  tídciiIo  como  hijo  mayor  de  D.  Pedro  Mercado 
Heredia,  El  Moio,  y  por  tanto,  que  la  poseeión  joridica  correspondía  á 
dicha  11  uea,  y  el  poseedor  de  derecho  en  los  afios  1820  y  1886  era  el  Don 
Joeé  Galicia  Mercado,  padre  de  D.  Agustín,  no  obstante  qne  el  poseedor 
de  hecho  lo  fué  D.  Francisco  de  Paula  Vvrdoeoto;  que  del  mayorazgo  de 
Jlmena  era  poseedor  de  hecho  en  1880  D.  Joan  £cheverri,  y  en  1885 
D.  Pedro  Pablo  Rodrigues  de  Toro,  pero  que  el  pleito  incoado  en  1864 
contra  el  Conde  de  los  Villares,  hijo  del  último,  se  declaró  que  los  bienes 
de  dicho  mayorazgo  pertenecían  á  los  hermanos  Mercado  Mateos,  hijos 
de  D.  Vicente  Mercado  Pefialosa,  como  descendiente  de  D.  Baltasar  de 
Mercado;  y  reintegrada  de  este  modo  en  la  línea  de  los  Mercado  Mateos 
la  eacesión  de  vinculo,  su  poseedor  de  derecho  en  1820  y  1886  resultó 
aer  el  D.  Vicente  Mercado  de  Pefialosa,  que  nació  en  6  de  Abril  de  1781 
y  murió  en  16  de  Diciembre  de  1867;  que  ambas  partes  estaban  confor- 
mes en  que  el  demandante  D.  Eustaquio  Mercado  y  su  coadjurante  Don 
Jerónimo  Cabrero  descendían  de  D.  Juan  de  Mercado  y  Cárdenas,  mien- 
tras qne  los  demandados  descendían  de  D.  Baltasar  de  Mercado,  berojano 
mayor  de  edad  de  D.  Juan,  y  si  bien  resultaba  que  el  demandante  y  los 
demandados  se  encontraban  en  el  mismo  grado  de  parentesco  con  los 
llamados  á  suceder  en  los  tres  mayorazgos,  no  estaban  en  el  mismo 
caso,  puesto  que  el  derecho  á  suceder  arrancaba  del  siglo  xvii,  época  en 
que  vivió  D.  Pedro,  El  Moio,  y  claro  es  que  la  transmisión  de  los  bienes 
y  derechos  de  éste  tenia  que  hacerse  con  arreglo  á  las  leyes  Tisrentes  en- 
tonces; que  era  indudable  que  el  art.  2.^  de  la  ley  de  11  de  Octubre  de 
1820,  al  hablar  de  los  derechos  de  los  poseedores  actuales  de  las  vincu- 
laciones suprimidas  y  del  de  los  inmediatos  sucesores  para  disponer 
cada  uno  de  ellos  libremente  y  en  concepto  de  duefios  de  la  mitad  de  los 
bienes,  se  refirió,  no  á  los  qne  á  la  sasón  lo  fneran  de  hecho,  pues  esta 
no  es  la  verdadera  posesión,  sino  á  los  que  tuvieran  la  de  derecho,  la 
civil  y  natural  aunque  careciesen  de  la  real  y  actual,  en  una  palabra,  á- 
los  que  de  haber  subsistido  los  mayorasgos  y  las  acciones  vinculares 
habrían  podido  utilisar  el  remedio  de  la  ley  1.%  tít.  20,  libro  11  de  la 
Novísima  Recopilación,  qne  era  en  el  presente  caso  D.  José  Galicia  Mer- 
cado de  Pefialosa  pOr  lo  que  respectaba  á  los  mayorasgos  de  Mercado  y 
Heredia,  y  D.  Vicente  Mercado  de  Pefialosa  por  lo  que  tocaba  al  de  Jl- 
mena; siendo  éstos  los  que  hubieran  podido  disponer  libremente  de  la 
mitad  de  los  bienes,  reservando  la  otra  mitad  para  sus  inmediatos  suce- 
sores D.  Agustín  Galicia  y  D.  Julián  Mercado  y  Mateos,  que  fueron  pre- 
cisamente los  que  ganaron  en  los  Tribunales  los  pleitos  sobre  propiedad 
de  los  tres  vínculos;  que  la  ley  l.\  tlt.  20,  libro  11  de  la  Novísima  Re- 
copilación, que  es  la  46  de  Toro,  dispone  que  la  posesión  civil  y  natural 
de  los  bienes  de  mayorasgo,  muerto  su  tenedor  se  transfiere  al  siguiente 
en  grado  qne  deba  suceder,  es  decir,  que  sin  perjuicio  de  la  real  y  actual, 
la  posesión  de  derecho  se  traspasa  por  ministerio  de  la  ley  al  legítimo 
sncesor,  por  lo  cual,  cualesquiera  que  hubieran  sido  los  poseedores  de 
hecho  de  los  tres  mayorasgos,  la  posesión  civil  habla  estado  en  la  línea 
de  los  demandados;  qne  de  acuerdo  con  los  preceptos  del  Real  decreto 
de  18116  y  jurisprudencia  de  la  materia,  los  bienes  de  los  tres  mayoras- 
gos, una  ves  terminados  los  juicios  de  propiedad,  quedaron  sujetos  á  las 
prescripciones  del  derecho  común,  y  por  ello  se  repartieron  y  dividieron 
entre  ios  herederos  y  sucesores  de  los  poseedores  de  derecho  en  1886, 
con  arreglo  á  los  preceptos  que  regulan  las  sucesiones;  y  que  la  ley  18» 
tlt.  29,  Partida  8.^  establece  que  por  la  prescripción  se  adquiere  el  do- 
minio de  las  cosas  cuando  se  poseen  con  justo  título,  buena  fe  y  durante 
dies  afios  entre  presentes  y  veiAts  entre  ausentes,  requisitos  todos  que 
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Goncorrian  en  los  demandado*  por  lo  qne  tocaba  á  loe  bteneadalot 
▼incoloe  de  Mercado  y  Heredla: 

Resaltando  que  el  Jaes  de  primera  inataneia  dictó  sentencia,  de  la 
qoe  apelaron  ambos  demandantes,  siéndoles  admitido  el  recorso  en  am- 
bos efectos;  y  sastanciada  la  apelación,  en  el  carao  de  la  enal  se  deeitid 
decaído  á  D.  Jerónimo  Cabrero  de  so  derecho  á  sosfcenerU,  la  Sala  pri- 
mera de  lo  civil  de  la  Andlencia  de  eeta  corte  dictó  sentencia  coafinaa- 
toria,  con  las  costas,  en  8  de  Febrero  de  1900,  absolviendo  á  todos  los 
demandados  de  ía  demanda  dedaclda  por  D.  Eostaqnio  Mercado  de  Pe- 
fialoaa  y  Valdée,  á  la  qne  coadynvó  D.  Jerónimo  Cabrero  y  Garei  Mar- 
tin, imponiéndoles  á  los  dos  demandantes  por  mitad  las  costas  ocasio- 
nadas á  ios  demandados;  dejando  sin  efecto  laa  anotaciones  qae  se  eje- 
cataron  en  este  jaicio  en  los  bienes  de  la  propiedad  de  los  mismos  de- 
mandados, asi  como  la  intervención  que  se  paso  en  virtnd  de  lo  reaoelto 
por  la  Aadiencla  sobre  el  coto  redondo  conocido  con  el  nombre  de  Monte 
de  Lastras,  soto  conocido  por  el  Prado  Grande,  Prado  de  la  Magdaleoa 
y  Redeiga,  sitos  en  el  término  de  Las  Lastras  del  Poso  y  del  Encioar,  y 
acordando  que  loego  qne  faera  firme  la  sentencia  se  libraran  losoporta- 
noa  ezhortos  á  los  Jnagados  correepond lentes  para  qne  tuvieran  Ingtf 
las  cancelaciones  de  las  anotaciones  expresadas  y  alsamiento  de  la  in- 
tervención acordados: 

Resaltando  qne  D.  Eustaquio  Mercado  Peftalosa  Valdés  interpooore- 
cnrso  de  casación,  fondado  en  los  números  i.®  y  7.®  del  art.  1692  de  la 
ley  de  Enj a ici amiento  civil,  alegando  los  siguientes  motivos: 

Primero.  Que  apareciendo  de  las  ejecutorias  presentadas  por  los  mis  - 
mos  demandados,  referentes,  ya  á  los  litigios  seguidos  por  D.  Agostía 
Galicia  con  D.  José  María  B^rmúdez  de  Castro  respecto  al  mayorssgode 
Mercado,  y  con  las  hermanas  Manglano  respecto  del  de  Heredia,  ya  al 
pleito  sostenido  por  los  hermanos  Mercado  Mateos  con  el  Conde  de  loe 
Villares  respecto  al  mayorasgo  de  Jiraena;  qoeenelafto  1820  disfrotaba 
el  mayorazgo  de  Mercado  D.  José  de  Mercado  y  Moratilla  por  la  popesióa 
judicial  qne  ee  le  dio  el  afio  1814,  y  al  fallecer  el  D.  José  siguió  disfro- 
tándolo su  hermano  D.  Saturnino  hasta  27  de  Octubre  de  1886  en  qnefeé 
demandado  por  D.  José  María  Bermúdes  de  Castro;  que  en  los  sfioe  18S0 
y  1836  disfrutaba  el  mayorasgo  de  Heredla  D.  Francisco  de  Paula  Ver- 
dosoto,  hermano  y  sucesor  de  D.  Manuel,  á  quien  se  dio  poeeeióo  del 
vinculo  por  virtud  de  la  sentencia  dictada  á  favor  de  sn  difunto  padie 
D.  Manuel  de  Verdosoto  en  27  de  Noviembre  de  1777  por  la  CbanciLieríá 
de  Valladolid,  y  que  el  mayorasgo  de  Jimena  lo  disfrutó  D.  Pedro  Pablo 
Rodríguez  de  Toro  por  virtud  de  sentencias  dictadas  en  11  de  Octobie 
de  1822  y  6  de  Julio  de  1824,  en  autos  de  tenuta  promovides  en  1816,  le- 
sulta  que  es  un  hecho  reconocido  por  ambas  partes,  oonstnnte  en  does- 
mentes  auténticos,  el  de  qne  en  los  afios  1820  y  1886  eran  posspdorfls 
personas  distintas  á  los  demandados,  á  D.  José  Galicia  Mercado  y  D.  Vi- 
cente Mercado  que  cita  la  sentencia  y  á  los  antecesores  de  éstos,  pose- 
yendo aquéllos  los  bienes  por  virtnd  de  resoluciones  judiciales,  f  po^ 
tanto,  al  considerar  la  sentencia  recurrida  que  en  la  época  de  las  leyes 
desvinculadoras  eran  poseedores  de  derecho  de  los  mayorazgos  de  Mer- 
cado, Heredia  y  Jimena,  D.  José  Galicia  Mercado  de  Pefialosa  y  D.  Vi- 
cente Mercado  de  Pefialosa,  bisnietos  de  D.  Baltasar  de  Mercado  Cárde- 
nas, incurre  en  error  de  derecho,  por  cuanto  el  art.  2.®  de  la  ley  deSTde 
Septiembre  de  1820,  restablecida  en  11  de  Octobie  de  18S6,  refiere  eQ> 
disposiciones  á  los  poseedores  actuales  de  los  mayorasgos,  estando  lici- 
tadas únicamente,  aegáa  el  art  8.^,  con  respecto  á  aqcelloa  bienee  sobre 
ios  que  pendieran  jaldos  de  ineorporaoión  ó  reversión  á  la  Nadó&t  to* 
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unta,  admiBittraoión,  poMsIón,  propiedad,  nalidad  de  la  fundación  ó 
enaiqniera  otra  qoe  paslera  en  duda  el  derecho  de  los  poseedores  actna- 
lea;  y  aun  en  el  eaao  de  qae  dictada  sentencia  en  el  pleito  de  posesión  6 
teniita  no  entablara  el  qne  lo  perdiese  la  demanda  de  propiedad  dentro 
de  loe  cuatro  meses  siguientes  á  la  notificación  de  la  sentencia,  aquel  en 
cuyo  íaTor  se  hubiese  declarado  la  tenuta  ó  posesión  seria  considerado 
oomo  poeeedor  en  propiedad;  pues  en  el  caso  del  pleito  no  existía  juicio 
de  ninguna  de  las  clases  qne  menciona  el  art.  8.^  con  respecto  á  los  ma- 
yoraagoe  de  Mercado  j  Heredia,  y  por  tanto,  no  estaba  en  suspenso  con 
relación  á  éstos  las  disposiciones  del  citado  art.  2.®;  y  si  bien,  respecto 
al  mayorasgo  de  Jimena  había  pleito  pendiente,  fué  resuello  á  favor  del 
Conde  de  los  Villares,  y  pasó  el  tiempo  fijado  en  el  artículo  citado  sin 
nUliaaree  para  entablar  el  de  propiedad,  y  en  su  virtud,  había  que  reco- 
nocer á  los  poseedores  actuales  y  Conde  de  los  Villares  como  poseedores 
con  loa  derechos  que  á  su  favor  establecieron  los  citados  artículos  2.^  y 
t.^  de  la  ley  desvinculadora,  mucho  más  cuando  esos  poseedores  lo  eran 
por  coneeonencias  de  resoluciones  judiciales,  la  mayor  parte  de  ellas 
aentenclaa  dictadas  en  pleitos  posesorios,  y  no  sólo  tenían  en  su  favor 
la  posesión  que  define  la  ley  1.*,  tít.  SO  de  la  Partida  8.%  con  los  requi- 
•itoe  qne  marca  la  6.^  del  referido  título,  sino  la  declaración  de  derecho 
á  poseer  reconocido  en  aquellas  sentencias  ejecutorias: 

Segundo.  Que  al  hacer  la  Sala  sentenciadora  la  declaración  indicada 
en  el  anterior  motivo,  de  que  al  tiempo  de  publicarse  las  leyes  ds'^vincu- 
laderas  eran  poseedores  de  derecho  de  los  tres  mayorsagos,  D.  Vicente 
Mercado,  somete  otro  error  de  derecho  en  la  apreciación  de  la  prueba, 
porque  de  ejecutoria  presentada  por  los  demandados  consta  que  en  12 
de  Junio  de  .1724,  cuando  estaba  en  posesión  del  mayorasgo  de  Jimena 
B.  Diego  de  Avendafio,  se  promovió  juicio  de  tenuta  en  el  Consejo  de 
Castilla  sobre  varias  vinculaciones,  y  en  él  fue  parte  D.  Baltasar  de 
Mercado,  de  quien  son  terceros  y  coartos  nietos  los  demandados,  resol- 
Tiéndose  dicho  litigio  por  la  sentencia  de  7  de  Julio  de  1786,  que  en 
cuanto  á  dicho  mayorazgo  denegó  la  pretensión  del  D.  Baltasar  mandan- 
do dar  la  posesión  á  D.  Diego,  y  por  tanto,  suponer,  como  lo  hace  la 
Sala  sentenciadora,  que  D.  Baltasar  pudiera  ser  poseedor  de  derecho  en 
frente  de  los  sucesores  de  D.  Diego  de  Avendafio,  equivale  á  desconocer 
la  cosa  juagada  que  tiene  el  fallo  para  todo  el  que  litigó  y  sus  sucesores, 
según  la  ley  19,  tít  22,  Partida  8.^  la  regla  82,  tít.  84  de  la  Partida  7.% 
y  la  repetida  jurisprudencia  de  este  Tribunal  Supremo  consignada  en 
sentencias  de  1.®  de  Diciembre  de  1867,  22  de  Octubre  de  1861  y  otras^ 
puesto  que  según  la  cosa  juagada  tienen  que  aer  poseedores  de  derecho 
loe  sucesores  del  que  obtuvo  la  ejecutoria: 

Tercero.  Qne  siendo  un  hecho  probado  por  las  mismas  ejecutorias 
que  han  presentado  los  demandados,  en  el  que  están  conformes  ambas 
partes,  que  el  derecho  á  los  bienes  de  los  tres  mayorazgos  procede  de 
antecesores  de  D.  Baltasar  y  D.  Juan  Mercado  y  Cárdenas,  hijos  de  Don 
Pedro  Mercado,  £1  Moso,  y  no  viene,  por  lo  tanto,  por  ramas  ó  líneas 
distintas;  y  siendo  también  un  hecho  reconocido  por  los  demandados 
consignado  por  ambas  partes  en  sus  escritos  y  respectivos  árboles  genea- 
lógicos, y  comprobado  por  las  partidas  sacramentales  que,  ya  sueltas, 
ya  intercaladas  en  las  ejecutorias  han  presentado  los  demandados,  el  de 
que  si  bien  D.  José  Galicia  Mercado  y  D.  Vicente  Mercado  son  por  igual 
bianletos  de  D.  Baltasar  Mercado,  proceden  de  distinta  línea,  puesto  que 
al  primero  es  hijo  de  Dofia  Lorenaa  Mercado  y  nieto  de  D.  José,  primer 
hijo  de  D.  Baltasar,  y  el  segundo  es  hijo  de  D.  Esequiel  y  nieto  de  Don 
Baíael,  tercero  ó  cuarto  hijo  del  D.  Baltasar,  resulta  qne  la  Sala  senten- 


Digitized  by 


Google 


788  iimnrauDBNCiA  civil 

dadora  desconoce  eetos  hechos  7  los  docnmentos  citados  que  los  eono^ 
poran,  é  incurre,  por  tanto,  en  error  de  hecho  ai  suponer  que  á  la  ^ea 
bueden  ser  poseedores  de  derecho  de  tres  mayoraagos  que  proceden  de 
un  tronco  anterior  á  D.  Baltasar  de  Mercado  dos  nietos  de  éste,  pertene- 
cientes á  distinta  rama,  coando  en  tai  caso,  si  fueran  aplicables  las  1^ 
yes  de  vinculación,  únicamente  podría  tener  ei  concepto  de  poseedor  da 
derecho  el  D.  José  Qalicia,  como  de  línea  preferente;  habiendo  Incurrido 
también  la  lentencia  en  error  de  derecho,  puesto  que  si,  según  la  ley  U\ 
tit.  24,  libro  11  de  la  Novísima  Recopilación,  que  es  la  46  de  Turo,  la 
posesión  clvU  y  natural  de  los  bienes  del  mayorazgo  muerto  su  tenedor 
se  transfiere  al  siguiente  en  grado  que  debe  suceder,  en  la  hipótesis  ds 
que  la  posesión  no  radicase  en  personas  distintas  á  los  suceB>res  de  Don 
Baltasar  Mercado,  sino  que  correepondieee  á  éstos,  tendría  D.  Jo*-é  Ga- 
licia, y  nanea  D.  Vicente  Mercado,  el  concepto  de  poseedor  de  derecho 
de  ios  tres  mayorasaros,  porque  siendo  de  línea  preferente  á  la  de  Don 
Vicente,  debía  enceder  con  arreglo  á  las  fundaciones  reepectivas,  ley  ea 
la  materia,  según  repetida  Jurisprudencia  de  este  Tribunal  Supremo,  ce»- 
signada  en  sentencias  de  14  de  Noviembre  de  1846,  80  de  Septieml>re 
de  1850,  24  de  Marso  de  1869  y  otras,  y  por  tanto,  al  repetido  D.  José 
Galicia  Mercado  se  hubiera  transferido  la  posesión  clvU  y  natural  de  los 
bienes  de  loa  t^es  vínculos: 

Cuarto.  Que  la  Sala  sentenciadora,  estimando  que  la  cuestión  plan- 
teada en  el  pleito  consiste  en  que  se  determine  si  la  adjudicación  de  los 
bienes  de  qne  se  trata,  que  se  hiso  á  favor  de  los  demandados,  lo  faéen 
concepto  de  vinculares,  ó  sí,  por  el  contrario,  debe  entenderse  que  los 
bienes  se  adjadicaron  como  libres,  resuelve  en  primer  lugar  aplicando 
leyes  regaladoras  de  los  mayoraagos,  é  incurre  evidentemente  al  hacer 
estas  apreciaciones  en  error  de  hecho,  porque  en  primer  término,  de  la 
misma  demanda  resulta  que  la  primera  pretensión  dsducida  se  refiere  á 
una  declaración  de  derecbo  hereditario  en  general  sin  limitarlo  á  bienes 
determinados,  y  qne  la  tercera  pretensión  se  refiere  también  á  una  ge- 
neralidad de  bienes,  por  más  qne  especialmente  se  mencionan  los  qne 
constituyen  los  mayorazgos  de  Mercado,  Heredla  y  Jimena,  de  donde 
resalta  que  la  cuestión  planteada  no  es  la  que  supone  la  Sala  senteDcia- 
dora,  sino  que  hay  otras  varias  generales  distintas  de  las  ref erantes  á 
dichos  inayorazgos: 

Quinto.  Qae  al  estimar  la  sentencia  qne  cualquiera  qne  fuese  la  so* 
clon  que  padiesen  ejercitar  los  demandantes  podría  Invocarse  la  pres- 
cripción por  referirse  á  derechos  que  pudieron  hacerse  efectivos  haes 
más  de  caarenta  afios,  tiempo  másimo  para  la  prescripción  de  toda  clase 
de  acciones,  incurre  en  error  de  derecho  en  la  apreciación  de  la  proeba, 
porq^ie  según  resalta  de  las  ejeontorias  presentadas  por  los  mismos  ds- 
mandadoR,  los  litigios  sostenidos  por  D.  Agustín  Galicia  Mercado  contia 
las  hermanas  Manglano  sobre  los  bienes  qne  constituyeron  el  mayo- 
razgo de  Heredla  y  contra  D.  José  Miría  Barmúdes  de  Castro  sobre  los 
del  mavorazATo  de  Mercado,  así  como  el  pleito  seguido  por  los  hermanos 
Mercado  Mateos  contra  el  Conde  de  los  Villares  sobre  los  bienes  de  Jí- 
mena,  terminaron  por  las  sentencias  que  respectivamente  dictó  ente  Tri- 
bunal Supremo  en  6  y  29  de  Abril  de  1868  y  7  de  Marso  de  1888,  con 
cuyo  dato  basta  comprender  que  aun  en  la  hipótesis  de  que  en  ei  mismo 
día  en  qne  se  dictaron  esas  sentencias  hubieran  entrado  los  demandados 
en  posesión  de  los  bienes,  no  iban  transcurridos  cuarenta  afios  cooK» 
dice  la  sentencia,  ni  aun  siquiera  los  treinta,  porque  prescribe  la  acción 
de  petiiúón  de  herencia,  existiendo  también  error  de  derecho  en  tal  de- 
claración, ya  porqne  no  habiendo  contestado  ios  demandados  á  la  de- 


Digitized  by 


Google 


MATO  DE  1901  787 

manda,  7  no  estando,  por  tanto,  alegada  la  excepción  de  prescripción, 
no  puede  estimarse,  pues  según  la  jarispradencia  consignada  en  las  sen^^ 
tencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  21  de  Mayo  de  1869,  22  de  Septiem- 
bre de  1866  7  otras  armónicas  con  el  art.  648  de  la  ley  de  fin  jaicia- 
miento  civil,  en  los  escritos  de  réplica  7  duplica  deben  fijarse  definiti- 
vamente los  puntos  de  hecho  7  de  derecho,  no  pudiendo  después  de  ale- 
garse nuevas  excepciones,  ni  tomarse  en  consideración,  ni  se  alegan, 
7a  también  porque  desde  que  disfrutan  los  bienes  los  demandados  hasta 
la  promoción  de  este  pleito  no  había  transcurrido  el  tiempo  de  treinta 
aftos  que  la  107  6.^,  tit.  8.®,  libro  11  de  la  Novísima  Becopilación,  que 
es  la  68  de  Toro,  señalaba  para  prescribir  la  acción  de  petición  de  he- 
rencia, contado  dicho  término  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  la  jurispru- 
dencia de  este  Tribunal  Supremo,  consignada  en  sentencia  de  18  de  Ju- 
nio de  1868,  7  en  otras  desde  que  el  demandante  tuvo  expedito  su  dere- 
cho para  hacer  uso  dte  la  acción,  ó  sea  desde  que  ios  demandados  adqui- 
rieron los  bienes,  por  cuanto  antes  ningún  derecho  podía  ejercitar  contra 
ellos  por  lo  menos  en  lo  referente  á  esos  bienes  que  poseían: 

Sexto/  Al  absolver  la  sentencia  á  los  demandados  de  todas  laspre-^ 
tensiones  de  la  demanda,  en  la  primera  de  las  cuales  el  recurrente  pidió 
se  declarase  que  por  sí,  7  en  representación  de  sus  antecesores  directos, 
es  sucesor  legítimo  7  heredero  de  éstos,  especialmente  hasta  D.  Pedro 
Mercado  7  Heredia,  tronco  común  con  los  demandados  en  Igualdad  de 
grados  que  los  cansantes  de  éstos  D.  Agustín  Galicia  7  Dofia  Eugenia  7 
Dofia  Petra  Mercado  7  Mateos;  la  infracción  de  las  disposiciones  de  la 
107  1.%  tít.  20,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  que  es  la  6.^  de 
Toro,  concordante  con  la  8.^,  tít.  18  de  la  Partida  6.^,  que  establece  el 
derecho  de  los  descendientes  á  suceder  por  testamento  7  abintestato  á 
•US  ascendientes;  pues  reconociendo  la  Sala  sentenciadora  que  el  de- 
mandante desciende  de  D.  Baltasar  de  Mercado,  aunque  sea  por  línea 
distinta  7  posterior  á  la  de  los  demandados,  debió  hacer  la  declaración 
de  herederos  interesada  que  se  refiere  al  derecho  en  general,  sin  limi- 
tarlo á  bienes  determinados,  y  para  la  cual  no  puede  ser  obstáculo  el 
que  unos  bienes  especiales  hubiera  podido  poseerlos  con  Pedro  de  Mer- 
cado, el  MoKO,  como  vinculares,  pues  esto  no  impediría  que  éste  tuviera 
7  tenga  herederos  para  otros  bienes  ó  para  derechos  ilusorios,  al  igual 
que  nombran  7  tienen  herederos  los  que  carecen  en  absoluto  de  bienes: 

Séptimo.  En  cuanto  la  sentencia  desestima  la  segunda  pretensión  de 
la  demanda,  en  que  se  pidió  la  declaración  de  que  habiendo  reclamado 
J>,  Agustín  Galicia,  7  D.  Jalián,'D.  Agustín  7  Doña  Eugenia  Mercado  7 
Mateos,  7  los  hijos  de  Dofia  Petra  Mercado  7  Mateos  su  derecho  al  dis- 
frute de  los  bienes  que  constituyeron  las  dotaciones  de  los  tres  mayo- 
rasgos  cuando  estaban  en  vigor  las  leyes  des  vin  cu  I  adoras,  y  habiendo 
obtenido  la  declaración  de  tal  derecho  y  la  posesión  de  los  bienes,  no 
sólo  en  época  posterior  á  dichas  leyes,  sino  también  con  relación  á  esa 
época  posterior,  no  á  título  de  mayorazgo,  sino  como  herencia  de  sus 
antecesores,  correspondiente  á  todos  los  individuos  de  la.  familia  Mer- 
cado que  se  hallaban  en  igualdad  de  parentesco  y  grado  en  la  época  de 
la  adquisición,  debían  adjudicarse  y  distribuirse  dichos  bienes  entre  el 
recurrente,  los  cansantes  de  los  demandados  y  todos  los  demás  parien- 
tes que  tuvieran  igual  derecho;  la  infracción  del  art.  1.^  de  la  ley  de  11 
de  Octubre  de '1820,  restablecida  en  80  de  Agosto  de  1886,  que  declaró 
suprimidos  todos  los  mayoraagos  7  otras  fundaciones,  cuyos  bienes  se 
restituyeron  desde  entonces  á  la  clase  de  absolutamente  libres;  así  como 
de  la  jurisprudencia  de  este  Tribunal  Snpremo  en  sentencia,  entre  otras, 
4e  20  de  Noviembre  de  1860,  declaró  que  por  el  restablecimiento  de  la 
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ley  de  11  de  Ootabre  de  1820,  yerificsdo  por  el  Real  debelo  de  80  de 
Agoeto  de  18S0,  loe  bienee  yincaladoe  entraron  en  la  claee  de  Ubiee 
desde  la  feoba  del  restablecimiento,  y  qoe  quedaron  snjetoe  á  las  prca- 
cripcionee  del  derecho  común,  toda  ves  qae  la  demanda  de  D.  Agostin 
García  contra  D.  José  María  Bermúdes  de  Castro  de  S8  de  Jaoio  de  186$, 
al  igaal  qae  la  originaria  del  litigio  seguido  por  el  mismo  Galicia  con- 
tra tas  hermanas  Manglano  de  13  de  Ootabre  de  1868,  así  como  la  enta* 
blada  por  los  hermanos  Mercado  Mateos  contra  el  Ounde  de  los  Villares 
en  1 1  de  Abril  de  1864,  se  hallan  íormnladas  en  época  en  que  ya  regisa 
las  leyes  desvincaladoras,  y  al  mismo  tiempo  tienen  que  corresponder, 
por  raaón  natural,  las  sentencias  ejecutorias  de  tal«'S  litigios,  que  reco- 
nocieron el  derecho  de  Galicia  y  hermanos  de  Mercado  Mateos,  oonos- 
diéodoles  los  frutos  desde  los  afios  66,  68  y  64  respectivamente,  y  ne 
antes,  á  pesar  de  los  recursos  que  Galicia  entabló  para  ver  de  conseguir 
esos  Ira  tos  anteriores;  y  como  en  tales  hechos,  ,que  no  desconoce  ni 
niega  la  Sala  sentehciadora,  se  apoya  la  segunda  pretensión  de  la  de- 
manda, no  es  posible  desestimarla  sin  incurrir  en  las  infracciones  lega- 
les citadas,  porque  desde  el  afio  1866,  en  que  se  entabló  la  primera  de- 
manda de  Galicia,  á  1888,  en  que  se  dictó  la  sentencia  en  el  pleito  se^ 
goldo  por  los  hermanos  Mercado  Mateos,  es  imposible  considerar  come 
amayorazgados  bienes  que  deede  el  afio  1886  tenían  la  conalderaeióa  de 
libres  y  se  hallaban  sujetos  al  derecho  común: 

Octavo.  En  cuanto  la  sentencia  desestima  el  tercer  extremo  de  la 
súplica  de  la  demanda  en  que  se  pidió  que  estimadas  las  declaraciones 
pretendidas  en  los  dos  primeros  se  condenase  á  los  demandados,  en  el 
concepto  respectivo  en  que  lo  habían  sido,  á  reintegrar  á  la  masa  coman 
hereditaria  los  bienes,  derechos  y  acciones  de  todas  clases,  á  exoepcién 
de  los  títulos  y  prerrogativas  de  honor  que  coBStitoyesen  la  herencia  ds 
la  familia  común  de  Mercado,  y  en  especial  los  que  procedentes  de  les 
mayorazgos  de  Mercado,  Heredia  y  Jimena,  sus  unidos,  agregados  y 
de  cualquier  manera  incorporados,  sehallaeen  poseyendo  los  demanda- 
dos, restituyéndolos  con  sus  f  mtos  y  acciones  á  fin  de  que  judicial  ó  ex- 
trajudicialmente  puedan  ser  distribuidos  entre  el  demandante,  los  de^ 
mandados  en  representación  de  sus  causantes  y  todoe  los  demás  indivi- 
duos de  su  familia  que  obtengan  la  declaración  de  tal  derecho;  la  infrae- 
ción  de  la  ley  4.*,  tit.  14  de  la  Partida  6.*,  que  estoblece  la  obligaotóa 
del  tenedor  de  los  bienes  de  la  herencia  de  entregarlos  con  sus  frutos  i 
los  herederos,  así  como  la  ley  6.*,  tít.  16  de  la  misma  Partida,  que  im- 
pone al  heredero  que  recibiese  los  frutos  de  la  heredad  la  obligación  de 
llevarlos  á  partición  entre  todos  los  herederos,  cualquiera  .de  los  cuales 
pnede  demandar  á  los  otros  para  partir  los  bienes  con  arreglo  á  la  ley 
2.*  del  mismo  título  y  Partida,  igualmente  infringida;  y 

Noveno.  En  cnanto  la  sentencia  desestima  tambi^  la  última  pretcar 
sión  de  la  demanda,  relativa  á  que  en  su  caso  y  subsidiariamente  se  de- 
clarasen nulas  las  sentencias  dictadas  á  favor  de  los  demandados  ó  tm 
cansantes,  en  cuanto  por  ellas  se  adjudicaron  todavía  como  yincularsa 
bienes  que  tenían  la  consideración  de  libres  y  contradecían  la  pretaar 
sión  formulada  como  principal  la  infracción  del  axioma  jurídico  de  qv» 
loque  es  nulo  desde  su  origen  no  puede  producir  efecto  legal  por  el 
transcurso  del  tiempo,  pues  como  quiera  que  en  las  sentencias  dictadas 
en  los  pleitos  seguidos  por  Galicia  y  hermanos  Mateos  en  los  afios  1867 
y  1888,  al  considerar  como  vinculares  bienes  que  según  el  art.  l.^de 
la  ley  de  11  de  Octubre  de  1820,  el  8.®  del  Real  decreto  de  80  de  Agoe- 
to de  1886  que  restableció  aquélla,  y  la  sentencia  dictada  por  este  tá- 
bunal  Supremo  en  20  de  Noviembre  de  1860,  tenían  la  condición  de  libcci 
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áñBáe  la  fecha  del  citado  Real  decreto,  y  quedaron  sujetas  á  las  disposi- 
ciones del  derecho  común  son  nulas  oomo  contrarias  á  «sos  preceptos 
legales,  es  claro  qne  no  han  podido  producir  efecto  legal,  y  debió  por 
tattto  la  Sala  sentenciadora  deel«rar  esa  nnlidad,  interesada  subsidia- 
riamenie  en  el  último  extremo  de  la  demanda. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Mitgietrado  D.  Pedro  Lavin: 

Considerando  qne  de  acuerdo  el  actor  hoy  recurrente  y  los  demanda- 
dos en  que  todos  ellos,  tanto  «1  uno  como  los  otros,  proceden  de  D.  Pe- 
dro de  Mercado,  conocido  por  £1  Meso,  y  que  éste  tuvo  al  menos  dos 
hijos,  D.  Baltasar,  el  primogénito,  de  quien  descienden  los  demandados, 
y  D.  Juan,  de  quien  desciende  el  demandante,  es  yisto,  puesto  que  la  li- 
nea del  primogénito  fué  reintegrada  en  la  posesión  legitima  de  los  tres 
mayoraagos  regulares  de  que  se  trata  por  las  sentencias  ejecutorias  de 
M  de  Febrero  y  27  de  Junio  de  1867,  y  por  la  que  pronunció  este  Tribu- 
na t  Supremo  en  7  de  Mario  de  1888,  que  el  recurrente  no  puede  osten- 
tar derecho  alguno  sobre  los  bienes  que  constituyeron  la  dotación  de  loe 
mayorasgos  mencionados,  ni  á  título  de  sucesor  de  Mercado,  £1  Mozo, 
porque  las  vinculaciones  se  extinguieron  muchos  afios  después  de  la 
muerte  de  éste,  ni  á  titulo  de  heredero  de  sus  causantes,  qne  tenían  á 
D.  Juan  de  Mercado  por  cabesa  de  su  linea,  porque  á  ninguno  de  ellos 
correspondía  la  posesión  de  derecho,  ni  aun  siquiera  pretende  el  recu- 
rrente que  hubieran  tenido  la  real  ó  material  antes  ó  después  de  las  le- 
yes desvlnculadoras: 

Considerando  que  al  estimarlo  asi  la  Sala  sentenciadora  no  ha  in- 
fringido el  art.  1.^  de  )a  ley  de  11  de  Octubre  de  1820,  restablecida  por 
la  dé  80  de  Agosto  de  1888,  ni  el  axioma  jurídico  de  que  lo  que  es  nulo 
en  su  origen  no  puede  producir  efecto  legal,  como  se  sostiene  en  los  mo- 
tivos séptimo  y  noveno  del  recurso,  porque  la  extinción  de  los  mayoras- 
gos desde  que  se  promulgaron  aquellas  leyes  no  obsta  al  derecho  que 
•obre  los  bienes  que  fueron  vinculados  reconocen  las  mismas  al  posee- 
dor legítimo  é  Inmediato  sucesor,  y  á  los  causa  habientes  de  ambos;  ni 
baincurrido  en  los  errores  de  hecho  y  de  derecho  que  se  alegan  en  los 
motivos  primero  y  segundo,  porque  la  Sala  no  aürma  que  en  squella  fe- 
cha estuvieran  en  posesión  material  de  los  mayorazgos  D.  José  Galicia 
y  D.  Vicente  Mercado,  porque  el  art.  8.^  de  la  primera  de  las  leyes  cita- 
das no  se. opone  al  derecho  que  el  segundo  otorga  al  poseedor  actual*,  ó 
sea  al  legítimo,  quieú  retiene  siempre  la  posesión  llamada  civilísima,  á 
tenor  de  la  ley  1.^,  tít.  24,  libro  11  de  la  Novísima  Becopilación,  según 
doctrina  repetidamente  declarada  por  la  jurisprudencia,  y  porque  la  sen- 
tencia del  Consejo  de  Castilla  que  se  cita  ni  era  irrevocable  como  recaída 
•B  juicio  de  tenuta,  ni  cabe  sostener  hoy  que  haya  sido  vulnerada,  ha- 
biendo reconocido  este  Tribunal  Supremo  ^1  derecho  de  los  Mercado  de 
la  línea  de  D.  Baltasar  sobre  los  bienes  del  mayorazgo  de  Jimena,  aparte 
de  que  en  todo  caeo  el  recurso  sería  improcedente  por  tales  motivos,  la 
mismo  que  por  el  octavo,  que  es  una  derivación  del  séptimo,  porque  las 
Infracciones  alegadas  no  aprovecbarian  al  recurrente,  no  habiendo  sido 
los  cansantes  de  su  linea  poseedores  de  hecho  de  ios  mayorazgos,  conK> 
queda  dicho: 

Considerando  que  en  el  supuesto  de  que  se  hubieran  cometido  los 
errores  de  hecho  y  de  derecho  de  que  se  ocupa  el  motivo  tercero  por  no 
declararse  en  la  sentencia  recurrida  la  preferencia  de  la  rama  de  D.  José 
Galicia  sobre  la  de  D.  Vicente  de  Mercado,  biznietos  ambos  de  D.  Balta- 
sar de  Mercado,  esto  podría  afectar  á  loe  descendientes  de  uno  y  otro, 
pero  de  modo  alguno  al  recurrente  que  por  descender  de  D.  Juan  de  Mer- 
cado y  Cárdenas  no  está  comprendido  en  ninguna  de  esas  dos  lineas, 
TOMO  91  60 
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«iendo  ademáa  improoedente  la  cMackSn  por  loe  moÜTOfl  coarto  y  quin- 
to, porque  habiera  planteado  la  |3ala  máa  ó  menos  acertadameBte  lae 
cneationee  del. pleito,  y  babiera  preacrito  ó  no  U  acción  ejercitada  por  el 
recarrente,  nada  de  esto  Influye  en  1a  |»arte  diapoaitiva  de  la  acotada 
que,  sobre  baber  resnelto  todos  los  pantos  litigiosos,  descansa  en  otros 
íondamentos  qoe  el  de  la  prescripción  de  la  acción;  y 

Considerando  que  tampoco  se  ba  infringido  la  ley  1.%  tit.  30,  libro  10 
de  la  Novísima  Recopilación,  que  establece  el  derecho  de  los  descen- 
dientes á  suceder  á  sus  ascendientes  por  testamento  ó  abintestato,  como 
se  alega  en  el  motivo  sexto,  porque  el  pronunciamiento,  en  armoDÍa  con 
la  petición  vaga  y  genóric*  de  que  se  declarase  al  actor  heredero  abintes- 
tato de  todos  sus  antecesores,  no  tendría  eficacia  en  la  práctica,  y  por- 
que el  actor  formuló  aquella  petición  como  premisa  para  que  se  le  reco- 
nociera su  pretendido  derecho  á  los  bienes  que  pertenecieron  á  los  ma- 
yorazgos de  Mercado,  Ueredia  y  Jimena,  respecto  á  los.coales  U  ley  apli- 
cable es  la  de  la  fundación  en  relación  con  ios  preceptos  de  las  leyes  des- 
yídcu  laderas; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  al  ze- 
corso  de  casación  interpuesto  por  D.  Eustaquio  de  Mercado  de  Pefialosa 
y  Valdés,  á  quien  condenamos  al  pago  de  las  costas,  y  para  en  au  caso 
«1  de  la  cantidad  que  por  razón  de  depósito  debió  constituir,  que  se  dis- 
tribuirá con  arreglo  á  la  ley;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  esta  corte  la 
certificación  correspondiente,  con  devolución  del  apuntamiento  que  ba 
remitido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaeeiaé  in- 
sertará en  la  Coleccióm  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copisa 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmaipo«.::=José  de  A  Ideóos* 
=Jo0é  de  Garnica.=Francisco  Toda.=: Joaquín  Gonaáles  de  la  P«fia.= 
Pedro  Lavín.=:Bioardo  Molina.=:Tomás  Gúdai. 

Publicación.= Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  al 
Ezcmo.  8r.  D.  Pedro  Lavín,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  cele- 
brando audiencia  pública  la  Sala  de  Ío  civil  en  el  día  de  hoy,  d6  que  certi- 
fico como  Relator  Secretario  de  la  misma» 

Madrid  21  de  Mayo  de  1901.sLicenciado  Jorge  Martínei* 


NúiTL.  1SÍ3.-TRIBUNAL  SUPREMO.— 22  Mayo,  pob.  el  25  y  29  ds  Jailf . 

Casación  por  infracción  de  ley.-- Defensa  por  /)o6f*«.->SentencÍA 
declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  D.  Maria- 
no Bel  Isolell  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  primera  délo 
civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  incidente  con  D.  Adjuto- 
rio  Budoy  y  otro. 
En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece: 

Que  las  Jundaeiones  eonoeidas  comúnmente  con  los  nombra 
de  Patronatos,  Memorias,  Legados,  Obras  y  Causas  otas  tienen 
el  derecho  á  litigar  como  pobres,  asi  en  los  negocios  aaminittrati' 
DOS  y  contencioso  administrativos  como  en  los  ordinarios^  sólo  cuan- 
do, aun  no  teniendo  el  carácter  de  permanencia,  se  hubiesen  eUa- 
blecido  con  destino  semejante  al  de  las  instituciones  de  beneficen- 
cia^ á  tenor  de  los  arts,  2.°  y  9.®  del  Real  decreto  de  14  de  Marzo 
de  1899^  en  relación  con  el  17  de  la  ley  de  20  de  Junio  de  1849: 

Que  no  están  comprendidas  en  caso  alguno  de  los  expresada  en 
el  art.  2.^  del  citado  Real  decreto,  las  Jundaeiones  que  no  tienen  ofr- 
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jeto  benéñeo.  por  no  destirutrse  aua  bienes  á  la  eaiitif acción  gratviim 
de  necesidades  intelectuales  ó  fínicas: 

Que  no  son  de  estimar  para  la  casación  las  infracciones  de  leyes 
inaplicables  al  caso  del  pleito* 

Bq  U  Till«  7  corte  de  Madrid,  á  22  de  Mayo  de  1901,  en  el  incidente 
«egnido  en  U  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  territorial  de  Bas- 
oelona  por  D.  Mariano  Bellsolell  y  Janrée,  propietario,  y  D.  Pedro  Ser 
rra  y  Paig,  jornalero,  vecinos  de  Arbociae,  en  concepto  de  albaceaa  de 
D.  Magín  f  errer,  con  D.  Adjntorio  Budoy  y  Boeóe  y  D.  Isidro  Coromi- 
naa  y  ValldoUx,  de  la  misma  vecindad,  cuyas  prolesiones  no  constan, 
también  en  dicho  concepto,  sobre  que  se  autorice  á  los  primeros  para 
4elenderse  en  el  de  pobres  en  los  autos  de  Juicio  declarativo  de  mayor 
cuantía  promovido  por  los  últimos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia 
4e  Santa  Coloma  de  Farnés,  spbre  dimisión  do  Aucas  y  derechos  prove- 
nientes de  la  fundación  piadosa  hecha  por  el  D.  Magín  Ferrer  y  Badía; 
incidente  qne  pende  ante  Nos,  en  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley  que  han  interpuesto  Bellsolell  y  Serra,  dirigidos  por  el  Doctor  Don 
Francisco  Bemard  y  representados  por  el  Procurador  D.  Vicente  Turón; 
«in  haberse  personado  en  este  Tribunal  Supreopo  la  parte  recurrida: 

Resultando  qua  D.  Magín  Ferrer  y  Badía,  vectno  que  fué  de  la  villa 
de  Arbucias,  en  testamento  otorgado  el  18  de  Octubre  de  1867  nombró 
albaceas,  entre  ellos  á  D.  Juan  Ferrer,  y  dispuso  que  en  defecto  de  al- 
^no  por  muerte,  renuncia  ó  aceptación  del  cargo,  se  reunieran  los  de- 
más, y  nombraran  las  personas  de  su  confianza  qne  hubieran  de  suoe- 
derles,  debiendo  ser  vecinos  de  aquella  villa  ó  su  término;  instituyó  ppr 
heredero  universal  á  Dios  y  al  alma  del  testador,  y  dispuso  tamhién  que 
•na  bienes  fuesen  invertidos  en  lá  celebración  de  misas;  y  en  un  codici- 
lo  de  25  de  Noviembre  de  1861  ordenó  que  fueran  sus  albaceas  el  nom- 
brado D.  Juan  Ferrer  y  otro,  ratificando  su  testamento  en  todo  lo  demás 
qoe  contenía: 

Beattitando  que  el  Vicario  general  de  la  diócesis  de  Gerona,  con  fe- 
cha 22  de  Junio  de  1898,  nombró  albaceas  universales  y  ejecutores  de  la 
testamentaría  de  D.  Magín  Ferrer,  por  haber  sido  removidos  de  tai  cargo 
D.  Bamón  Ferrer  Martorell  y  D.  Pedro  Serra  y  Pnig,  que  lo  deaempefia- 
baa,  á  D.  Adjntorio  Budoy  y  Bosés  y  D.  Isidro  Ooromiuas  y  Valldolix, 
quienes  en  tal  concepto,  y  con  fecha  10  de  Julio  de  1899,  formularon 
ante  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Santa  Coloma  de  Farnés  deman- 
da de  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  contra  D.  Mariano  Ballsolell 
Janrés  y  D.  Pedro  Serra  y  Puig,  y  pidieron  se  condenase  á  los  mismos  á 
dimitir  en  favor  de  los  actores  las  fincas  y  los  derechos  que  administra- 
ban como  provenientes  de  la  causa  pía  fundada  por  D.  Magín  Ferrer,  les 
rindieran  cuentas,  y  otros  extremos;  y  por  otrosí  solicitaron  se  le  conce- 
diese el  beneficio  de  la  defensa  por  pobre,  á  lo  cual  accedió  el  Juagado 
en  providencia  de  17  de  Julio  de  1899: 

Resultando  qué  emplazados  con  tal  demanda  D.  Manuel  Bellsolell  y 
D.  Pedro  Sena,  promovieron  un  incidente  de  previo  y  especial  prounn- 
eiamiento  con  el  fin  de  que  se  declarase  la  nulidad  de  la  providencia  ci- 
ta>ia  y  de  las  actuaciones  practicadas  en  virtud  de  la  misma,  á  lo  qne  no 
dló  lugar  el  Juzgado,  en  senté  acia  de  24  de  Gaerb  de  1900,  contra  la  cual 
interpusieron  recurso  de  apelación  Bellsolell  y  Serra,  quienes  en  con- 
cepto de  albaceas  de  D.  Magín  Ferrer  se  personaron  ante  la  Audiencia 
territorial  de  Barcelona,  y  pidieron,  por  un  otrosí  del  escrito  de  su  compa- 
recencia, qne  se  les  admitieran  el  mismo  y  los  demás  que  presentasen  en 
papel  del  sello  de  pobres,  y  se  les  concediese  el  beneficio  legal  de  pobreza 
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para  litigAT  contra  loi  actores  en  loa  antoa  referidoa,  á  cújo  fin  expatíitr 
ron:  qne  loa  miamoa  habían  reconocido  en  el  nüm.  8.^  da  andernaadael 
carácter  qna  loa  demandadoa  tenían  de  alkMceaa  teatamentarioa  da  I)os 
Magín  Ferrar;  y  que  dado  tal  carácter,  lea  oorrerpondia  aqoel  benefldo  i 
tenor  de  lo  diepueato  en  loe  arta.  6.^  y  6.®  del  Beal  decreto  de  ti  de 
Abril  de  1876,  ya  que  laa  Inetltncionea  de  beneficencia,  entre  lee  cuales 
06  hallan  comprendidaa  laa  caoeaa  píaa,  deben  litigar  como  pobr^a,  asi 
en  loa  negocioa  contencloao-adminiatratlvoa  como  en  loa  ordinarioa,  eia 
aer  obatácuio  para  ello  lo  dlepueato  en  el  art.  S6  de  la  ley  de  £n jalda- 
miento  civil,  aunque  ae  habían  defendido  como  riooa  en  primera inatan- 
eia,  porque  aiempre  puede  utiliaarae  nn  derecho  explícita  y  categórica- 
mente reconocido  por  la  ley: 

Reeultando  que  D.  Adjotorio  Budoy  y  D.  Isidro  Gorominaa  se  opiH 
alerón  á  lo  aolicitado  por  la  parte  contraria,  y  la  Sala  primera  de  lo  d- 
Til  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  16  de  Mayo  de  1900,  dictó  anto,  por 
el  cual  declaró  no  haber  lugar  á  lo  pretendido  por  Bellaoleli  y  Serra,  y 
mandó  hicieran  el  oportuno  reintegro  del  papel  del  aello  de  pobrea  la- 
vertido,  y  que  en  el  término  de  diea  díaa  ae  peraonaaen  en  forma,  bajo 
apercibimiento  en  otro  caao  de  tenerlea  por  deeiatidoa  de  la  apeladái 
que  habían  interpuesto;  y  por  otro  auto  de  19  de  Junio  aigniente  la  mis- 
ma Sala  declaró  no  haber  lugar,  con  las  coataa,  al  recurao  de  aúpliea  qoe 
oontra  el  anterior  interpusieron  Bellaoleli  y  Serra: 

Resultando  que  D.  Mariano  Bellaoleli  y  Jaoréa  y  D.  Pedro  Serra  y 
Poig,  en  concepto  de  albaceaa  de  D.  Magín  Ferrer,  han  interpuesto  re- 
curso de  casación,  citando  en  au  apoyo  el  núm.  1.®  del  art.  1692  ds  la 
ley  de  Enjuloiamiento  cítíI,  y  como  infringidoa: 

Primero.  El  principio  jurídico  de  que  en  loa  casoa  dndoaoa  ó  impro- 
bados de  un  litigio  es  de  mejor  coñdicióa  el  poseedor,  eatablecido  y  re- 
conocido en  el  Der(>cho  romano,  leyea  136,  párrafo  aegundo;  128  y  ÍU, 
título  17,  libro  L,  Dig.,  Utti  pros9¿detÍ9,  48,  17-D.;  por  cuanto  la  Salí 
aentenciadora  no  concede  el  beneficio  de  pobreza  á  los  recarrentes  ea 
concepto  de  albaoeas  encargados  de  la  administracite  de  la  bbra  pía 
fundada  por  D.  Magín  Ferrer,  no  obstante  hallarse  en  poaeaión,  u¿6b 
la  parte  contraria  reconoció  en  el  núm.  8.^  de  la  demanda: 

Segundo.  El  precepto  legal  de  ser  el  poseedor  considerado  como 
duefio  para  los  efectos  de  conaervarse  en  el  disfruta  de  la  poaeaión,  ín- 
terin no  sea  vencido  en  juicio  por  otro  que  tenga  mejor  derecho,  segda 
la  2.^  tít.  24,  libro  11  de  la  Novísima  Recopilación;  el  «rt  446  del  Có- 
digo civil,  el  cual  consigna  que  «todo  posesor  tiene  derecho  á  ser  res- 
petado en  su  posesión,  y  si  fuere  inquietado  en  ella  deberá  ser  ampa- 
rado ó  restituido  en  dicha  posesión  por  los  medica  que  laa  leyes  de  |¿o- 
cedi mientes  establecen»;  y  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo, 
que  corroboran  tal  doctrina,  de  12  de  Diciembre  de  1869,  6  de  Ootobr» 
del  63,  24  de  Febrero  del  65,  26  de  Octubre  del  67,  6  de  Diciembre  del 
74,  14  de  igual  mes  del  77,  17  de  Enero  del  89  y  81  de  Mayo  del  9S, 
puesto  qué  al  negar  la  Sala  de  la  Audiencia  de  Barcelona  á  Bellsoleü  j 
Serra  la  concesión  del  beneficio  de  pobreaa  para  litigar  en  el  conoppio 
expresado,  no  habían  sido  desposeídos  por  sentencia  firme  del  carácter 
de  albaceaa  de  D.  Magín  Ferrer  y  representantea  y  adminiatradores  de 
la  Obra  pía  por  el  mismo  fnndada: 

Tercero.  Los  artículos  17  de  la  ley  de  Beneficencia  de  20  de  Junio  d» 
,1849  y  9.<^  del  Real  decreto  de  14  de  Mayo  de  1899,  por  loa  cuales  cía» 
inatitnciones  de  beneficencia,  bien  sean  actoraa,  bien  demandadas,  liti- 
garan como  pobres,  así  en  los  negocios  adminiatrativoa  y  oontencloao- 
«dministrativos  como  en  loa  ordinarioa,  utiliaando  al  efecto  todos  lo» 
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mediofl  legales>;  j  1m  senteneiM  de  este  Tribanal  Sapromo  de  18  de 
OotQbre  de  1888,  81  de  Dioiembre  del  90  y  6  y  18  de  Janio  del  96,  in^ 
irlngfldofl  al  no  otorgarse  el  beneficio  de  la  pobresa  á  los  actoalee  posee- 
dores del  carácter  de  albaceas  testamentarios  y  representantes  de  la 
«ansa  pía  fundada  por  D.  Magín  Ferrer,  obligando  á-la  insütnción  be- 
néfica á  litigar  como  tica: 

Ooarto.  fil  art.  26  de  la  ley  de  Eojaiciamiento  civil,  por  sn  indebida 
aplicación,  pnes  annqae  se  baila  repetidamente  sancionada  por  este 
Tribanal  Supremo  la  doctrina  qne  el  mismo  articnlo  consigna,  no  es 
aplicable  en  el  presente  caso,  por  no  poder  ser  responsable  la  cansa  pía 
de  negligencias  ú  omisiones  que,  vnlnerando  sus  derecbos,  fueron  ce- 
parados  en  cnanto  fué  notado  por  los  causantes  de  tal  negligencia  el 
error  Jurídico  qne  estaban  cometiendo;  y 

Quinto.  El  art.  4.^  del  Oódigo  civil,  el  cual  ordena  qne,  salvo  los  ca- 
sos marcados  por  la  ley,  son  nulos  los  actos  ejecntados  en  contra  de  la 
misma,  y  qoelos  derechos  concedidos  por  las  leyes  son  renuncia  bles,  á 
no  ser  esta  renuncia  contra  el  interés  ó  el  orden  público,  ó  en  perjuicio 
de  tercero;  á  cuya  doctrina  se  refieren  las  sentencias  de  este  Tribanal 
Supremo  de  11  de  Mayo  de  1864,  8  de  Julio  del  77,  4  de  Enero  y  26  de 
Octubre  del  92,  11  de  Abril  y  10  de  Octubre  del  94,  26  de  igual  mes  del 
97  y  10  de  Mayo  del  99,  pues  al  no  acoederse  á  la  pretensión  formulada 
por  Ballsolell  y  Berra  y  no  decretarse  la  nulidad  de  las  actuaciones,  y 
por  tanto,  de  ios  actos  practicados  en  su  virtud  desde  la  providencia  de 
17  de  Julio  de  1899,  se  han  olvidado  las  disposiciones  de  la  ley  de  Bene- 
ficencia de  20  de  Junio  de  1849  y  Real  decreto  de  14  de  Mayo  del  99,  en 
ene  artículos  17  y  9.^,  respectivamente,  y  las  citodas  del  Código  civil, 
por  cuanto  los  albaceas  testamentarios  de  D.  Magín  Ferrer  y  represen- 
tantes de  la  obra  pía  por  el  mismo  fundada  no  podían  renunciar  dere- 
cbos en  perjuicio  de  su  representado,  uno  de  ellos  el  de  ser  defendido 
«orno  pobre. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Vicente  de  Piniés: 

Oonsiderando  que  las  fundaciones  conocidas  comunmente  con  loe 
nombres  de  Patronatos,  Memorias,  Legados,  Obras  y  Causas  pías  tie- 
nen el  derecho  á  litigar  como  pobres,  así  en  los  negocios  administrati- 
vos y  contencioso  administrativos  como  en  los  ordinarios,  s^lo  cuando» 
aun  no  teniendo  el  carácter  de  permanencia,  se  hubiesen  establecido 
con  destino  semejante  al  de  las  instituciones  de  beneficencia,  á  tenor  de 
loe  arta.  2.^  y  9.^  del  Real  decreto  de  14  de  Marao  de  1899,  en  relación 
con  el  17  de  la  ley  de  20  de  Junio  de  1849: 

Considerando  que  en  el  teatemento  otorgado  por  D.  Magín  Ferrer 
Badía  el  IS  de  Octubre  de  1867  no  se  instituyó  fundación  alguna  con  ob- 
jeto benéfico,  ya  que  no  se  destinaron  los  bienes  á  la  satisfacción  gra- 
tuito de  necesidades  intelectuales  ó  físioas,  y  que  en  tal  sentido,  no  ha- 
llándose comprendido  lo  relativo  á  tel  disposición  testementaria  en  caso 
alguno  de  ios  expresados  en  el  art.  2.^  del  citado  Real  decreto,  no  pue- 
den los  albaceas  de  D.  Magín  Ferrer,  para  obtener  el  beneficio  de  la  de- 
fensa por  pobre,  invocar  legal  mente  las  mencionadas  disposiclonea  j 
doctrina  que  se  alegan  en  el  tercer  motivo  del  recurso,  las  cuales,  como 
inaplicables  al  presente  caso,  no  ban  sido  ni  podido  ser  infringidas  por 
la  Sala  sentenciadora,  sean  cuales  fuesen  los  fundamentos  qne  ésta  tn- 
triera  para  denegar  el  repetido  beneficio:    . 

Considerando  que,  á  partir  de  tai  afirmación,  carecen  también  de 
-efieacia- todos  los  demás  motivos  del  recurso; 

Fallamos  qne  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
corso  de  casación  interpuesto  por  D.  Mariano  Bellsolell  y  Jauréa  y  Don 
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Fttdro  8erra  y  Poiir,  en  concepto  de  Albacete  de  D.  Magín  Ferrer;  nm- 
dsmoe  qae  los  mencionados  recnrrenWe  reintegren  el  papel  invertido  y 
Ime  ooetae  caneadas  por  sn  parte,  defendiéndose  como  pobres  en  Ift  tra* 
mitaclón  de  dicbo  recnrso;  y  practicada  y  aprobada  qne  sea  la  corres- 
pondiente tasaci6i>,  devuélvanse  á  la  Andiencia  de  Barcelona,  con  1a 
certificación  oportuna,  los  documentos  qne  se  reclamaron  y  rpmitió. 

Asi  por  esta  nuestra  semencia,  que  se  publicará  en  la  Gacela  é  in- 
eertará  en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copia* 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firroamos.=José  de  Aldecoa» 
ssrjosé  de  Gamica.=Francisco  Toda.=Eiirique  Las»ú8.=Joaquí]i  Gon- 
sales  de  la  Pefia.=:  Vicente  de  Piniés.=Tomás  Gúdal. 

Publicación. s=  Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Excmo.  8r.  D.  Vicente  de  Pintes,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo, cele- 
brando audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  que  cer- 
tifico como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  22  de  Mayo  de  1901.s=Uoenciado  Hilario  María  Gonsáles  j 
Torres. 


Niim.  133.-TRIBUNAL  SUPREMO.— 23  ie  Mayo,  pafc.  II  ie  Jrato. 

* 
GoiiPETENCtA.'Ciimp¿cm¿«yi^o  de  contrato  de  eompravenia.—SBn-- 
tencia  decidiendo  en  favor  del  Jues  de  primera  iastancia  de  San 
Sebastián  la  sostenida  con  el  de  igual  clase  del  distrito  de  la 
Universidad  de  Madrid,  acerca  del  conocimiento  de  la  demanda 
interpuesta  por  D.  Enrique  Echeverría,  contra  D.  Eusebio  Be- 
nito Jodrá. 
En  sil  CONSIDERANDO  údíco  SO  ostablecs: 

Que  dirigiéndose  la  demanda  interpuesta  por  el  comprador  con» 
ira  el  oendedor  á  que  éste  sea  condenado  al  otorgamiento  de  la  es- 
critura de  compraventa  de  un  inmueble^  no  habiéndose  designado  por 
los  interesados  el  lugar  en  que  la  obligación  ha  de  ser  cumplida^  iebe 
ser  éste,  por  rasan  de  la  naluralesa  de  la  misma^  el  en  que  se  en- 
cuentra sita  la  cosa  objeto  del  contrato,  según  lo  dispuesto  en  d pá- 
rrafo segundo  delart.  1171  del  Cádigo,  porque  esta  clase  de  oentas 
detien  hacerse  constar  en  documento  público,  y  el  otorgamiento  de  la 
escritura  equioale  á  la  entrega  de  la  cosa. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  28  de  Mayo  de  1001,  en  la  inhibitoria 
de  jurisdicción  pendiente  ante  Noe,  propuesta  por  el  Jues  de  primera 
instancia  del  distrito  de  la  Universidad  de  esta  corte  al  de  igual  clase  da 
San  Sebastián  en  el  conocimiento  del  juicio  civil  ordinario  promovida 
ante  el  último  por  D.  Enrique  Echeverría  y  Garaicoechea,  comerciante^ 
vecino  de  San  Sebastián,  contra  D.  Eusebio  Benito  Jodré,  jornalero,  vs- 
clno  de  esta  corte,  sobre  cumplimiento  de  un  contrato  de  compraventa, 
habiendo  comparecido  en  eate  Supremo  Tribunal  ambas  partes  litigan- 
tes; defendido  y  representado  D.  Eusebio  Benito  por  el  Letrado  D.  Isidro 
Zapata,  sustituido  en  el  acto  de  la  vista  por  el  Letrado  D.  José  Nolla  j 
el  Procurador  D.  Fermín  Bernaldo  de  Qoirós,  y  D.  Enrique  Echeverría 
por  el  Letrado  D.  Matías  Barrio  y  Mier  y  el  Procurador  D.  Maximino 
Elvira: 

Resultando  qu&en  documento  privado,  extendido  y  Amado  en  Val- 
demoro  en  24  de  Afrosto  de  1899  por  D.  Eusebio  Benito,  y  aceptado  «& 
8aa  Sebaatián  en  26  del  mismo  mes  por  D.  Enrique  Echeverría,  se  hiía 
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oonatar  por  el  primero  que  le  correppondía  en  pleno  dominio  la  cuarta 
parte  proindiriBa  del  molino  llamado  Igaera,  con  sat  pertenecidos,  sito 
•n  JorUidicción  de  la  ciodad  de  San  Sebaetián,  y  teniendo  conTenida  sn 
▼enta  D.  Enrique  EcheTerria,  vecino  de  dicha  ciudad,  por  el  presente 
doennaento  privado  le  vendía,  cedía  y  traspasaba  la  cuarta  parte  indicada 
del  molino  por  el  precio  ajustado  de  6.87Ó  pesetas,  de  la's  cuales  confe- 
saba tener  recibidas  de  Echeverría  5.000,  por  las  que  le  otorgaba  el  re- 
cibo conducente,  y  las  1.876  que  faltaban  para  el  Completo  pago  del  pre- 
ció convenido  y  que  retenia  en  su  poder  Echeverría  se  las  entregarla 
ésie,  previa  deducción  de  la  parte  de  gastos  que  le  correspondiera  en 
el  expediente  que  se  seguía  en  el  Juzgado  de  primera  iustancia  de 
San  Sebastián  para  la  liberación  de  las  cargas  á  que  se  hallaba  afecto  y 
en  otroB  gastos,  tan  pronto  como  se  terminara  dicho  expediente,  obli- 
gándoee  por  su  parte  á  otorgar  á  favor  de  Echeverría  escritura  pública 
de  compraventa  tan  pronto  como  lo  solicítase: 

Beealtaudo  que  con  este  documento  acudió  D.  Encique  Echeverría  al 
Jift^gado  de  primera  instancia  de  Ban  Sebastián,  entablando  demanda  ci- 
vil ordinaria  en  10  de  Agosto  de  1900,  con  la  pretensión  de  que  se  con- 
denara á  D.  Eusebio  Benito  á  otorgar  á  sn  favor  la  escritura  de  venta 
coñreapondiente  de  la  cuarta  parte  del  molino  y  sos  pertenecidos,  y  por 
virtud  de  este  otorgamiento  á  poner  á  su  disposición  dicha  cuarta  parte 
de  fitfcs,  alegando  en  apoyo  de  la  competencia  del  Juagado  de  8an  Sebas- 
tián para  conocer  de  la  demanda:  que  con  arreglo  á  los  arts.  1156  párrafo 
prinaeco,  y  1171  del  Código  civil,  las  obligaciones  se  extinguen  por  el  pego 
óeomplimiento,  el  cual  debe  de  ejecotarse,  en  el  lugar  que  hubiese  de- 
signado la  obligación,  y  no  habiéndolo  expresado  y  tratándose  de  entre- 
gar ooea  determinada,  donde  ésta  existía  en  el  momento  de  constituirse 
la  Obligación;  y  reclamándose  el  cumplimiento  de  la  obligación  que  Don 
Ensebio  Benito  tenía  contraída  de  otorgar  la  escritura  y  entregar  la  cosa 
objeto  de  la  compraventa  celebrada  por  el  demandante,  y  siendo  determi- 
nada la  cosa  objeto  de  la  entrega,  puesto  que  consistía  en  la  participa- 
ción qae  tenía  en  una  finca  inmueble,  era  indudable  que  dicho  cumpli- 
miento, al  que  la  ley  daba  también  el  nombre  de  pago  en  el  artículo  in- 
vocado, debía  efectuarse  en  aquella  ciudad  donde  estaba  sita  la  finca 
expresada,  tanto  en  el  día  como  en  el  momento  de  constituirse  la  obli- 
gación, y  que  en  los  juicios  en  que  se  ejercitan  acciones  personales  será 
Juea  competente  el  del  lugar  en  que  deba  cumplirse  la  obligación,  con- 
forme á  la  regla  1.^  del  art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por  lo 
ctial  era  Indudable  la  competencia  del  Juagado  á  que  se  dirigía  para  en- 
tender de  esta  demanda: 

Resultando  que  admitida  la  demanda  y  citado  y  emplsaado  el  de- 
mandado en  virtud  de  exhorto  que  se  dirigió  al  Juez  Decano  de  los  de 
primera  instancia  de  los  de  esta  corte,  dedujo  D.  Eusebio  Benito  Jodrá 
en -26  de  Octubre  la  inhibitoria  de  jurisdicción,  formulando  al  propio 
tiempo  demanda  de  pobreta,  alegando  en  apoyo  de  aquélla:  que  en  el  do- 
cumento privado,  base  de  la  demanda,  no  se  decía  absolutamente  nada 
del  sitio  en  que  debiera  el  demandado  firmar  la  escritura  de  compraventa 
á  qne  el  mismo  aludía,  y  como  no  había  principio  de  ley  alguno  que  de- 
terminase  el  lugar  en  que  se  hubiesen  de  firmar  las  escrituras  de  compra- 
venta cuando  los  contratantes  no  lo  habían  fijado  con  anterioridad,  tratán- 
dose como  se  trataba  del  ejercicio  de  una  acción  personal,  había  que  acu- 
dir para  determinar  la  competencia  al  domicilio  del  demandado,  pnesto 
que  el  contrato  se  firmó  en  el  vecino  pueblo  de  Valdemoro,  toda  ves  que 
el  art.  62,  caso  1.^,  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  dispone  que  en  los 
Juicios  en  que  se  ejercitan  acciones  personales  será  juea  competente  el 
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del  lugar  «n  qae  deba  campliree  la  obligación,  y  á  falU  de  ésto,  el  del 
domicilio  del  demaadado  6  el  del  lagar  del  coairato,  si  hallándoeeea 
él,  aanqne  accideatalmente,  pudiera  lleTarae  á  efecto  el  empUia- 
miento: 

Beealtando  qne  oido  el  Fiscal  municipal,  y  de  conformidad  con  ra 
dictamen,  el  Jaea  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Universidad,  á 
qnien  correspondió  conocer  del  asunto,  dictó  auto  inhibitorio  en  17  de 
Noviembre,  fundado  en  las  mismas  raaones  expuestas  por  D.  Ensebio 
Benito,  y  recibidos  en  el  Juagado  de  San  Sebastián  el  requerimiento  de 
inhibición  y  el  testimonio  correepondlente,  evacuó  D.  Enrique  &beve- 
rria  el  traslado  que  se  le  confirió,  impugnando  la  inhibitoria,  y  soste- 
niendo la  competencia  del  Jusgado  de  San  Sebastián  para  conocer  de  It 
demanda  deducida  por  las  raaones  ya  expuestas  en  ésta,  que  amplió  ea 
extensos  fuedamentos;  y  oído  el  Ministerio  fiscal,  dictó  auto  el  Jueade 
aquella  ciudad  en  13  de  Diciembre,  sosteniendo  su  competencia,  poreo- 
tender  que  si  bien  era  cierto  que  en  el  documento  privado  suscrito  por 
D.  Ensebio  Benito  en  Valdemoro  no  constaba  expresamente  el  logtr 
donde  debiera  cumplirse  la  obligación  que  babía  dado  motivo  al  ejerci- 
cio de  la  acción  personal  utiliaada  por  el  demandante,  y  que  eldomlei*' 
lio  del  demandado  no  comprendía  á  la  jurisdicción  de  aquel  Juagado, 
era  indudable  que  siendo  el  objeto  de  la  demanda  hacer  efectivo  on  con- 
trato de  compraventa,  por  el  que  el  vendedor  estaba  obligado  á  la  entre- 
ga de  la  cosa  vendida,  según  el  art.  1461  de  la  ley  de  Eojaiclamieato 
civil,  y  exigir  el  cumplimiento  de  una  obligación  contraída,  en  que  ee 
trataba  de  entregar  una  cosa  determinada,  bajo  cuyo  aspecto,  no  ha- 
biéndose expresado  el  lugar  en  qne  hubiera  de  cumplirse  la  obligación, 
debía  realiaarse  donde  existía  aquélla  en  el  momento  de  constituirse, 
conforme  al  art  1161  del  mismo  Código,  se  hallaba  comprendida  y  re- 
suelta la  cuestión  de  competencia  en  la  regla  1>  del  art.  63  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  que  impone  en  primer  término  la  del  Juea  del  la- 
gar en  que  deba  cumplirse  la  obligación,  y,  por  consiguiente,  la  de  aquel 
Juzgado  de  San  Sebastián: 

Resultando  que  el  Juea  de  la  Universidad  de  esta  corte  insistió  en  la 
inhibitoria,  comunicándolo  así  al  de  San  Sebastián,  y  en  su  oonseonen- 
cia  remitieron  ambos  sos  respectivas  actuaciones  á  este  Tribunal  Su- 
premo, con  citación  y  emplazamiento  de  las  partes,  sustanciándose  U 
competencia  con  arreglo  á  derecho  y  oyéndose  al  Ministerio  fiscal. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  Toda; 

Considerando  que  dirigida  la  demanda  que  D.  Enrique  Edieverria 
ha  interpuesto  contra  D.  Ensebio  Benito  al  objeto  de  que  sea  éste  con- 
denado al  otorgamiento  de  la  escritura  pública  de  venta  de  una  cuarta 
parte  de  un  malino  y  entrega  de  la  misma  á  que  venía  obligado,  según 
contrato  privado  de  24  de  Agosto  de  1899,  es  visto  qne  no  habién<toBS 
designado  por  los  interesados  el  lugar  en  que  la  obligación  deba  ser 
cumplida,  por  razón  de  la  naturaleza  de  ésta,  es  el  lugar  de  su  cumpli- 
miento aquel  en  que  se  encuentra  sita  la  cosa  objeto  del  contrato,  ó  sea 
San  Sebastián  en  el  preaente  caso,  según  lo  dispuesto  en  el  párrafo  se* 
gundo  del  art.  1171  del  Código,  tanto  por  ser  lo  que  se  pide  la  entrega 
de  la  cuarta  parte  del  molino  vendida,  cuando  porque  esta  clase  de  ven- 
tas deben  hacerse  constar  en  documento  público  y  el  otorgamiento  de  la 
escritura  pública  equivale  á  la  entrega  de  la  cosa: 

Visto  lo  dispuesto  en  la  primera  parte,  regla  1.%  del  art,  62  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento 
4e  estos  autos  corresponde  al  Juez  de  primera  instancia  de  San  Sebaa- 
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tián»  al  que  ae  remitan  todos.  Im  totnaeiones  para  loa  efoctpa  de  dere^ 
cho,  alendo  de  cuenta  respectiva  de  las  partes  las  costas  ocasionadas;  j 
póngase  esta  resol  ación  en  conocimiento  del  Jaes  de  primera  instancia 
del  distrito  de  la  Universidad  de  esta  corte.. 

Asi  por  esta  nnestra  sentencia,  qne  se  publicará  en  la  Gaceta  den- 
tro de  ios  die^  dias  siguientes  al  de  su  fecha,  y  á  su  tiempo  en  la  Co- 
LBcaóM  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo 
pronunciamos,  mandamos  y  firmamosj==José  de  Aldecoa.=Eicardo  6u- 
llón.=:José  de  Qarnica.£=FrancÍBC0  Toda.=Tomás  Godal. 

Pubiicaeión.  9=  Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Bzcmo.  8r.  D.  Francisco  Toda,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  cele- 
brando audiencia  pública  la  8ala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  que  cer- 
tifico como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

•  Madrid  28  da  Mayo  de  1901.=L4oenciado  Jorge  Martines. 

Núxxk.  134.-aRACIA  Y  JUSriCIA.-24  de  Mayo,  pub.  el  15  da  Jsoio. 

RseotuciÓNDELA  DiRBCcióN  GENBRAL  DE  LOS  REGISTROS,  conñrman- 
do  la  negativa  del  Registrador  de  la  propiedad  de  la  zona  de 
Oriente  de  Barcelona  ¿  inscribir  una  escritura  de  descripción 
de  bienes. 
Bq  sus  coNSiDERAtfpofli  96  estahleco: 

Que  ordenándoee  por  el  teatador  la  distribución  de  una  parte  alí- 
cuota de  9U8  bienes  entre  casas  necesitadas  y  pobres  pergonsantes  de 
la  parroquia^  á  disposición  del  rárroca  y  aaminÍ8íraaores  de  ver- 
gonzantes de  ellüy  dichas  entidades  son  las  instituidas  reanímente 
MrederaSf  tanto  más  euc^nto  que^  conforme  á  lo  declarado  en  senten- 
cia del  Tribunal  Supremo  de  7  de  Octubre  de  ÍH90,  basta  para  la 
existencia  de  la  institución  hereditaria  que  aparezca  de  un  modo 
ineauiooco  la  voluntad  del  testador  respecto  á  la  misma,  sin  necesi- 
dad de  emplear  para  ello  palabras  especiales  ó  formularias: 

Que  en  este  supuesto  es  indudable  q^ue  los  representantes  legiti- 
iimos  de  los  estaoleeimientos  pobres  indicados,  son  los  llamados  á 
adquirir  la  expresada  participación  para  distribuir  su  importe  entre 
los  mismos,  un  que  pueda  alegar  tal  representación  el  albarea  eje- 
cutor  de  la  Ulti/na  voluntad  del  testador,  nombrado  por  el  Tribunal 
eelestásíico  del  domicilio  deéste,  limitadamente  á  otra  parte  de  la, 
herencia  dejada  para  la  celebración  de  misas  y  sufragios: 

Que  por  lo  expuesto  procede  la  negativa  de  inscripción  de  la  es- 
critura de  descripción  de  bienes  otorgada  por  dicho  albacea,  en  cucuí- 
io  se  refiere  á  los  correspondientes  á  casas  necesitadas  y  pobres  ver- 
g^nMontes*  , 

limo.  Sr.:  Ep  el  recurso  gubernativo  interpuesto  por  D.  Ricardo  Falp 
y  Mata9  contra  la  negativa  del  Registrador  de  la  propiedad  de  la  zona  de 
Oriente  de  Barcelona  á  inscribir  una  escritura  de,  descripción  de  bienes, 
pendiente  en  este  Oentro  en  yirtud  de  apelación  del,  interesado: 

.  AesuLtando^que  D.  José  Ibprra  y  Serdá,  vecino  de  Barcelona,  falleció 
en  dicha  ciudad,  bajo  e(  testamento  que  entregó  cerrado  al  Notario  que 
fué  de  la  misma  D.  Joaó  María  Turrent  á  19  de  Diciembre  de  1^22,  en  el 
qne  instituyó  heredera  usufructuaria  á  su  mujer  y  en  propiedad  á  sn 
hijo  D.  José  Iborra  y  Catafao,  y  en  su  defecto  á  su  hija  Dolores,  dispo- 
niendo además  lo.  siguiente:  «Si  empero  dicha  María  de  los  Dolores»  mi 
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bí]a,  mnriefle  en  la  forma  de  dicho  José,  heredero  por  mi  inetltofdo,  ptim 
daspoéfl  de  seguida  la  maerte  de  dicha  María  de  los  Dolores,  ea  madre, 
6  de  contraer  éeta  eegandas  nn peías,  en  este  caso,  en  cnanto  á  ana  ter- 
cera parte  de  mis  bienes  á  ella  snstitnyo,  y  á  mi  hago  é  Instituyo  here- 
dero universal  á  Francisco  Iborra,  mi  hermano,  y  en  defecto  de  éste  á 
sus  hijos  que  herederos  fuesen  ó  le  hubieren  sucedido;  y  en  cnanto  á 
las  restantes  dos  terceras  partes  i  DTos  Nuestro  Befior  yá  mi  alma,  que- 
riendo que  una  de  éstas  se  distribuya  entre  casas  necesitadas  y  pobras 
Tergonaantes  de  la  parroquia,  á  disposición  del  Párroco  y  adminietra- 
doree  de  vergonzantes  de  ella,  y  la  restante  tercera  parto  se  aplique  á  la 
celebración  de  misas  y  otros  píos  sufragios  para  salud  y  descanso  de  mi 
aimff,  de  la  de  mis  padres,  mujer,  hijos  y  demás  de  mi  obligacÍón>: 

Kfsoltando  que  por  haber  fallecido  sin  sucesión  los  expresados  he- 
rederos D.  José  y  Dofia  Dolores  Iborra  y  Catafan,  tuvo  lugar  la  sustitu- 
ción ordenada  para  dicho  caso,  y  en  su  virtud,  el  Tribunal  eclesiástico 
de  Barcelona  nombró  á  D.  Ricardo  Falp  y  Matas  albacea  ejecutor  de  la 
última  voluntad  de  dicho  D.  José  Iborra  y  Berdá  en  la  parte  reíerrate  á 
la  disposición  piadosa  por  el  mismo  establecida;  y  á  fin  de  inscribir  las 
dos  terceras  partes  de  la  herencia  mencionada  en  el  modo  ordenado  por 
el  testador,  el  expresado  albacea  otorgó  Ift  oportuna  escrittira  de  des- 
cripción de  bienes  ante  el  Notario  de  Barcelona  D.  Miguel  Marti  y  Veya 
en  19  de  Febrero  de  1900: 

Resultando  que  presentada  está  escritura  en  «1  Registro  de  la  pro- 
piedad, fué  inscrita  tan  sólo  en  cuanto  á  la  tercera  parte  de  las  fincas 
que  en  ella  se  describen,  que  debe  aplicarse  á  la  celebración  de  misas  y 
sufragios  píos,  denegándose  la  Inscripcióii  en  cuanto  á  la  otra  terosra 
parte  que  debe  distribuirse  entre  casas  necesitadas  y  pobres  vergonfan- 
tes  de  la  parroquia^  á  disposición  del  Párroco,  por  el  defecto  insubsana- 
ble de  que,  <en  cuanto  á  esa  tercera  parte;  son  llamados  dii^ectameiits 
los  referidos  pobres  como  herederos  de  una  parte  alícuota,  eetimándose 
por  ello  que  no  corresponde  su  representación  al  albacea  ejecutor  nom- 
brado por  el  Tribunal  de  causas  pías»: 

Resultando  que  D.  Ricardo  Falp,  obrando  con  el  oarácler  indicado, 
interpuso  recurso  gubernattvO  contra  )a  nota  del  Registrador  en  cuanto 
al  segundo  de  dichos  extremos,  alegando  al  efecto:  qire'la  disposición 
testamentaria  de  que  una  tercera  parte  de  los  biener  relictos  se  distri- 
buya entre  casas  necesitadas  y  pobres  vergonaantes,  és.simplemente  una 
condición  que  no  afecta  á  la  institución  de  heredero,  puesto  que  ésta  re- 
cae única  y  exclusivamente  en  Dios  Nuestro  Befior  y  en  él  alma  del  tss- 
tador;  que  la  cláusula  transcrita  entrafia  dos  conceptos  completamente 
distintos,  uno  de  institución  de  heredero  y  otro  la  distribución  del  caa- 
del  hereditario,  siendo  el  único  representante  legal  de  aquél  el  albacea 
ejecutor;  que  si  la  intención  del  testador  hubiera  sido,  eoino  supone  «1 
Registrador,  llamar  directamente  á  los  pobres  como  herederos  de  nvA 
tercera  parte,  es  de  creer  lo  hubiera  expresado  así  y  no  se  hubiera  va- 
lido de  la  frase  á  disposición  del  Párroco  y  administradores  de  vergon- 
santes,  la  cual  sólo  puede  significar  que  uno  y  otro  han  de  recibir  del 
heredero  la  tercera  parte  del  caudal  para  sti  inversión;  y  que  dicha  ia- 
terpretación  es  la  que  ha  admitido  el  Tribunal  eclesiástico  en  el  auto  de 
nombramiento  de  albacea,  puesto  que  se  nombró  al  recurrente  para  eje- 
cutar las  dos  partes  de  la  herencia  de  que  se  trata: 

Resultando  que  el  Registrador  de  la  propiedad  informó  qtie  la  volim- 
tad  del  testador  aparece  claramente  determinada  en  la  institución  hete- 
ditaria  de  referencia,  en  el  sentido  de  existir  en  aquélla  un  llamamiento 
directo  á  favor  de  los  pobres,  como  herederos  de  la  tercera  parte  de  los 
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faienOT,  qne  han  de  adquirir  ras  representantes  legítimos  para  dietri- 
boirlos  después,  según  deterojina -el  testador,  j  otro  Igualmente  directo 
á  favor  del  alma  de  éste,  y  qoe  ha  motivado  la  inscripción  verificada  de 
la  Otra  tercera  parte  de  dichos  bienes  á  favor  del  recurrente,  en  virtud 
de  su  nombramiento  de  albaeea  para  la  ejecución  de  la  disposición  pie- 
dosa,  que  le  compete  por  el  nombramiento  que  biso  á  su  favor  el  Tribu- 
sal  eeleeiástico;  que  no  puede  admitirse,  como  se  pretende  en  el  recurso, 
qve  la  disposición  del  testador  á  favor  de  los  pobres,  respecto  á  una  ter- 
cera parte  de  los  bienes,  suponga  sólo  la  distribución  del  producto  de  la 
'  mistta  entre  ellos,  porque  en  igual  forma  aparece  establecida  y  deter- 
mioada  la  distribución  de  la  otra  tercera  parte,  que  debe  aplicarse  á  la 
celebración  de  misas  y  píos  sufragios;  que  por  lo  expuesto,  y  existiendo 
ntt  llamamiento  directo  á  favor  de  los  pobres,  debe  ineoribirse  la  parte 
alícuota  correspondiente  á  los  mismos  á  favor  de  sus  represen  tantee» 
careciendo  de  capacidad  legal  el  recurrente  para  que  se  verifique  á  su 
fator  por  virtud  de  la  distinta  representación  que  ostenta;  y  que  en  todo 
oaso,  ante  la  duda  acerca  de  quién  es  el  heredero  de  ese  tercio  de  bienes» 
compete  declararlo  á  los  Tribunales  de  Justicia,  con  arreglo  á  la  doc- 
trina consignada  en  la  Reeolución  de  este  Centro  de  20  de  Noviembre 
de  1891,  con  tanto  más' motivo  en  el  presente  caso,  cuanto  que  coneta 
en  el  Registro  una  anotación  de  demanda,  en  la  que  se  pide  el  reconoci- 
miento del  derecho  al  condominio  de  esos  bienes  por  los  que  se  conside- 
ran ser  loe  representontes  de  los  pobres,  así  como  la  nulidad  de  la  venta  * 
de  los  mismos  y  con»<iguiente  restitución: 

Keenltando  que  el  Jues  Delegado  confirmó  la  nota  denegatoria  del 
Begi^tir'adoT,  por  considerar:  que  del  contexto  de  la  mencionada  cláusula 
testamentaria,  que  no  necesita  ser  objeto  de  interpretación  por  ser  clara 
7  precisa,  se  desprende  oue,  en  cuanto  á  las  dos  terceras  partes  de  sus 
bienes,  el  testador  instituye  heredero  á  Dios  Nuestro  Sefior  y  á  su  alma, 
«queriendo  que  una  de  estas  partes  se  distribuya  entre  los  pobres  y  ca- 
8Éfl  necesitadas,  y  la  otra  que  se  spltqne  á  la  celebración  de  misas  y  píos 
eufragios;  que,  por  consiguiente,  existe  en  ella  un  llamamiento  directo 
á  favor  de  los  pobres,  como  herederos  de  parte  alícuota  de  la  tercera 
parte  de  sus  bienes,  y  que  sus  representantes  legítimos  son  los  que  han 
de  adquirir  para  distribuirlos  después,  según  declara  el  testador,  sin  que 
pueda  admitirse,  como  se  pretende  en  el  recurso,  que  la  disposición  de 
eea  tercera  parte  sólo  suponga  la  distribución  del  producto  de  la  misma 
entre  los  pobres,  porque  en  igual  forma  aparece  establecida  y  determi- 
nada la  distribución  de  la  otra  tercera  parte,  que  debe  aplicarse  en  cele- 
Inración  de  misas  y  sufragios: 

Resultando  que  el  Presidente  de  la  Audiencia  confirmó  el  referido 
auto,  aóeptando  los  fundamentos  Ugales  del  mismo  por  considerarlos 
justos  y  arreglados  á  derecho. 

Vistos  el  art.  66  de  la  ley  Hipotecaria  y  el  67  del  reglamento  dictado 
para  su  ejecución: 

Vista  la  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  7  de  Octubre  de  1890. 

Considerando  que  la  cuestión  debatida  en  el  presente  recurso  es  la 
de  si,  con  arreglo  al  testamento  otorgado  por  D.  José  Iborra  y  Serdá, 
existe  ó  no  una  institución  directa  en  cuanto  á  la  tercera  parte  de  los 
bienes  que  constituyen  su  herencia,  cuya  inscripción  ha  sido  denegada 
por  el  Registrador,  y,  consiguientemente,  si  corresponde  la  representa- 
ción de  dicha  porción  hereditaria  al  recurrente  D.  Ricardo  Falp,  en  su 
calidad  de  albaeea  ejecutor  de  la  disposición  piadosa  establecida  en  el 
referido  testamento: 

Considerando  que,  según  lo  expresamente  consignado  en  el  mismo. 
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Ifl  Yolnntad  del  tesUdor,  le j  á  la  qne  ha  é&  atenderae  para  la  naolmláa 
del  caso,  es  qae  dicha  parte  alicaoU  ha  de  diaferibairae  enlra  eaaaa  aaee- 
altadas  y  pobres  vergonaantes  de  la  parroquia,  á  dlaportolón  del  Párroea 
7  administradores  de  vergoosaates  de -ella,  par  lo  que  dichaa  eatldades 
son  las  Instituidas  realmente  herederas,  tanto  máa  cnanto  que,  oonftime 
á  lo  declarado  en  senteacla  del  Tribunal  fiapremo  de  7  da  Octubre  de 
1890,  basta  para  la  existencia  de  la  Instltucidn  hereditaria  que  aparssea 
de  un  modo  inequívoco  la  voluntad  del  teetador  reepeeto  A  la  mlsiaa, 
eln  necesidad  de  emplear  para  ello  palabras  espeoialee  ó  formulariaa: 

Considerando  que  en  este  supuesto  es  Indudable  que  loa  repteeeataa- 
tes  legítimos  de  los  eetableclm lentos  j  pobres  Indlcadoa  aoa  loa  llama- 
dos á  adquirir  la  expresada  participación  para  diatribuir  au  Importe  en- 
tre los  mismos,  sin  que  pueda  alegar  tal  repreaeutaolón  el  reearreaie, 
puesto  que  su  encargo  se  halla  limitado  á  la  otra  tercera  parte  que  ha 
de  aplicarse  á  la  celebración  de  mieaa  y  otros  sufrsgioa  frfoa; 

Esta  Dirección  general  ha  acordado  confirmar  la  providencia  apelada. 

Lo  que,  con  devolución  del  expediente  original,  comunico  á  V.  L  á 
los  efectos  consiguientes.  Dios  gaarde  á  V.  L  muchos  afioa.  I&adrid  S4de 
Mayo  de  1901.— El  Director  general,  Ramón  Cepeda.— 8r.  Prealdentede 
la  Audiencia  de  Barcelona. 


Núm.  135.-TRIBUNAL  8UPREII0.-25  de  llaya,pafe.  al  29  de  Jmria. 

Casación  por  infracción  db  LEY.^Nulidad  de  te9iammito,^Aúto 
declarando  no  haber  lugar  &  la  admiaión  del  recurao  interpues- 
to por  D.  Jo9Ó  García  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la 
Audiencia  de  Burgos. 
En  sus  CON8IDBRAMD08  86  cstablece: 

Que  á  tenor  de  lo  disf>ueMto  en  el  párrajfo  noveno  del  ari,  1729  de 
la  ley  de  En/uíeiamiento  etoil,  e»  inadmiúble  el  recurso  de  eaaaeión 
cuando  se  Junde  en  una  apreeiaeión  de  la  prueba  distinta  de  la  que 
hubiese  hecho  la  Sala  sentenetadora,  á  menos  de  impugnarse  esta 
apreciación  en  la  forma  establecida  por  el  párrafo  séptimo  del  ar- 
tículo 1629  de  la  propia  ley,  y  que  cual  repetidamente  ha  declarado 
la  j/urisprudenda^  de  acuerdo  con  dichos  preceptos  legales^  no  seda 
el  recurso  de  casación  respecto  al  valor  probatorio  de  las  declaraáO' 
nes  de  testigos  é  informes  periciales,  por  ser  materia  reservada  al 
Tribunal  sentenciador,  ni  contra  el  juicio  dado  por  el  mismo  Tribu- 
nal  en  virtud  del  conjunto  de  las  pruebas,  cuando  el  recurrente  pre- 
tende impugnarlo  por  el  resultado  aislado  de  alguno  de  los  elemen- 
tos integrantes  del  juicio. 

Resnltando  que  después  de  haber  testado  Dofia  Fraoelsoa  Santa  Ma- 
ría el  afio  188S  á  favor  de  verlos  parientes  suyos,  contrajo  matrimonio 
con  D.  Julián  Villar  en  19  de  Febrero  de  1891,  y  falleció  á  las  cuatro  ds 
la  tarde  del  día  4  de  Mano  de  1896,  habiendo  otorgado  á  las  ocho  de  la 
mañana  dul  mismo  día  testamento  ante  cinco  testigos,  por  el  fual  nom- 
bró heredero  á  su  marido,  á  cuya  instancia  se  elevó  á  escritura  pública 
por  auto  del  Jasgado  co&respond lente,  fecha  80  deleitado  mes  de  Mano: 

Resultando  qne  sobreseída  provisionalmente  la  causa  criminal  for- 
mada sobre  falsedad  del  último  de  los  mencionados  testamentos,  se  bt 
promovido  por  D.  José  García  Gómez,  en  concepto  de  representaste  le- 
gal de  su  esposa  Dofia  Rufina  Santa  María,  hermana  de  la  testadora,  el 
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praaente  litigiOi  pretendiendo  Is  nblidad  de  eea  dhpoeioión  testamenta- 
rim,  alegando  como  fnndamentoa  de  tata  pretenaión  qoe  al  otorgarla  ca- 
lecáa  la  teatadoi^  de  capacidad  legal  á  oonaeooencia  del  eatado  fiaioo  é 
Intekctnal  en  que  am  hallaba: 

Beanltando  qne  impugnada  eas  pretenaión  por  el  demandado,  y  ha- 
biéndoae  practicado  la  prneha  artlenlada  por  loa  intereeados,  encamina- 
da á  determinar  si  la  teatadora  ae  hallaba  ó  no  al  testar  en  en  cabal  jui- 
cio por  efecto  de  nna  apoplegía  oerebral,  ee  roatanció  el  pleito,  dictándo- 
se en  grado  de  apelación  la  sentencia  recorrida,  por  lacnal,  confirmando 
Ul  dictada  en  primera  instancia,  ae  declara  válida  la  cédala  otorgada  por 
Dofia  Francisca  Santa  María  el  dia  4  de  Marso  de  1896,  que  fué  elevada 
é  inettumente  péblieo  por  aoto  del  dia  tO  del  mismo  mes,  y  absolviendo 
de  la  demanda  á  D.  Julián  Villar: 

Beeoltando  qne  D.  José  Oareia  Qómea,  en  concepto  de  marido  de 
Dofia  Rufina  Santa  María  Oalle,  ha  interpuesto  recurso  de  casacióu, 
como  comprendido  en  los  náms.  1.^  y  7.^  del  art.  1692  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil»  alegando  para  fundarle: 

Primero.  La  infracción  de  loa  arta.  1218,  1222,  1248  y  1248  del  Godi- 
zo elvily  por  no  haber  apreciado  rectamente  la  Sala  sentenciadora  la 
loersa  probatoria  de  la  certificación  facultativa  referente  al  fallecimien- 
to de  Dufia  Francisca  Santa  María  de  laa  declaraciones  también  faculta- 
tivae  sobre  la  enfermedad  qne  cansó  aquel  fallecimiento,  de  las  presta- 
das por  loa  teetigoa  D.  Pedro  Isasi  y  D.  Raimundo  Martines,  y  de  la  que 
ú  su  vez  prestó,  absolviendo  posiciones,  el  demandado  D.  Julián  Villar;  y 
Segundo.  La  infracción  igualmente  de  los  arts.  663,  666  y  687  del 
propio  Código  civil,  por  resultar  de  las  pruebas  practicadas  que  la  Dofia 
Franciaca  Santa  MaHa  enfrió  nna  apoplegía  cerebral  que  produjo  su  de- 
función, afirmando  la  ciencia  médica  qne  quien  padece  tal  enfermedad 
careee  de  voluntad  libre  y  consciente: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  se  ha  opuesto  á  la  admisión  del 
leenrao. 

Vlato,  alendo  Ponente  el  Magiatrado  D.  Joaquín  Gonsález  de  la  Pefia: 

Considerando  que  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  párrafo  noveno  del 
srtienlo  1729  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ea  inadmisible  el  recur- 
so de  caaaoión  cuando  ae  funde  en  nn«  apreciación  de  la  prueba  distinta 
de  la  que  faubieae  hecho  la  Sala-sentenciadora,  á  menos  de  impugnarse 
esto  apreciación  en  la  forma  establecida  por  el  párrafo  séptimo  del  ar- 
tioQlo  1629  de  la  propia  ley,  y  que,  cual  repetidamente  ha  declarado  la 
jnrieprudencia,  de  acuerdo  con  dichos  preceptos  legales,  no  se  da  el  re- 
enrao  de  casación  respecte  al  valor  probatorio  de  las  declaraciones  de 
testigos  é  informes  periciales,  por  ser  materia  reservada  al  Tribunal  sen- 
tenciador, ni  contra  el  juicio  dado  por  el  mismo  Tribunal  en  virtud  del 
eonjnote  de  las  pruebas,  cuando  el  recurrente  pretende  Impugnarlo  por 
el  resoltado  aislado  de  alguno  de  los  elementos  integrantes  del  juicio: 

Considerando  qne  en  dicho  caso  de  admisión  está  comprendido  el 
presente  recurso,  porque  fundándose  el  fallo  recurrido,  para  estimar  la 
capacidad  mental  de  la  testadora,  en  el  resultado  y  correlación  de  todas 
las  pruebas  practicadas,  ó  sea  la  partida  de  defunción  de  Dofia  Francis- 
ca, las  posiciones  evacuadas  por  el  demandado.  Jas  declaraciones  de  tes- 
tigos y  el  informe  pericial,  pretende  el  recurrente  combatir  aisladamen- 
te cada  uno  de  esos  elementos  integrantes  del  juicio  complejo  contenido 
en  el  fallo,  y  pretende  además  someter  á  nueva  controversia  la  prueba 
testifical  y  pericial,  atribuyendo  á  una  y  otra  un  sentido  y  valor  distin- 
to del  que  le  atrlbu;pe  la  Sala  sentenciadora  en  ejercicio  de  sus  privati- 
Taa  facultades; 
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No  ha  lagar  á  admitir  el  reoorso  de  casación  Interpoeato  por  D.  Joié 
García  Cromes;  no  se  hace  imposieiÓB  de  costas  ea  ateneióa  á  no  haber 
comparecido  en  este  Tribunal  Sopiemo  la  parte  reenrrlda;  de^nét^iss  á 
la  Aa<llencia  de  Borgos  el  apa  atamiento  dé  los  aotos,  con  la  «^wrtsaa 
certiftcación,  y  pabiíqaeee  el  presente,  según  dispone  la  lej. 

Madrid  26  de  Mayo  de  1901.=José  de  Aldecon.=Bicardo  Qnllóa.= 
Enriqoe  LaseÚ8.=Joaqain  Gonsáles  de  la  P^a.=Bicardo  Moliaa.=Vi- 
cente  de  PÍDÍés.=:Tomás  6údaL=:Ante  mi,  Lioeaciado  Hilario  Maxia 
Gonsáles  y  Torres. 

Núxn.  1S6.--TRÍBUIÍAL  8UPBEII0.-^27  de  Mayn,  pnk  el  S  tfs  Afssb. 

Casación  por  infracción  db  let.— Pa^o  de  />et«/at.— -Auto  decla- 
rando no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  intarpuastopor 
D.  Antonio  Liado  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  &üa 
segunda  de  lo  civil  de  la  Audinnoia  de  Barcelona,  eo  pleito  coa 
Doña  Dolores  Liado. 
En  su  CONSIDERANDO  úoico  80  ostablecc: 

Que  conforme  al  núm.  9.®  del  orí*  1729  de  la  ley  proeeealr  esimr 
admisible  el  reeureo  cuando,  fund/Andoee  el  fallo  recurrido  en  la 
apreciación  de  la  prueba,  no  ee  impugna  ésta  con  arreglo  ai  p&rraja 
séptimo  del  art.  1692  de  la  citada  ley. 

Besaltaado  qne  D.  Antonio  Liado  Griíol  dednio  demanda  en  Barca* 
lona  en  18  de  Febrero  de  1896  contra  sn  madre  Dofta  Dolores,  por  sí  y 
como  administradora  de  los  bienes  de  sus  hijos  menores  D.  Luis  y  Don 
José  Liado  y  Griíol,  contra  sa  hermaoo  D.  Francisco,  de  igoales  apsUi- 
dos,  y  contra  los  contadores  y  partidores  de  la  herencia  de  en  diínato 
padre,  con  la  pretensión  de  qae  se  les  condenara  á  pagarle,  en  concepto 
de  legitima  paterna,  la  sama  de  13.500  pesetas,  oon  los  inteieses  legales 
desde  18  de  Febrero  de  1884,  fecha  del  fallecimiento  de  sa  padre: 

Besaltaado  qae  impa^nada  la  demanda  por  todos  los  demandados, 
se  snstaació  el  pleito  pot  ios  demás  trámites  correspondientes  en  ambas 
instancias,  y  por  sentencia  de  la  Sala  segunda  de  lo  ci?il  de  la  Audien- 
cia de  aquella  ciudad  de  16  de  Noviembre  próximo  pasado,  coafirmalo- 
ria  con  las  costas  de  la  dictada  por  el  Josgado,  fué  desestimada  la  ds- 
mauda  y  se  declaró  qae  el  demaadaate  D.  Aatonlo  LUdó,  para  el  per- 
cibo de  so  legítima,  debe  sajetarse  á  las  disposiciones  testamentarias  de 
ea  padre,  lastando  el  qae  por  los  albaceas  se  proceda  al  dessmpefio  del 
encargo  que  les  fué  conferido  por  el  testamento  de  aqnél  respecto  al 
avalúo,  liquidación  división  y  adjudicación  de  la  herencia,  en  alencióB, 
entre  otras  rasones,  á  que  no  se  había  Justificado  el  valor  de  los  bienes 
dejados,  ni  menos  las  deudas  qne  tuviese  el  testador: 

Resultando  que  D.  Antonio  Liado  Grifol  Inlerpono  recnrao  de  casa- 
ciÓQ,  citan^p  como  infringidas: 

Primero.  La  ley  12,  párrafo  cuarto,  tít  7.^  libro  11,  Digesto;  la  8^ 
párrafo  noveno,  tít.  2.^,  libro  6.^,  Digesto,  De  Inoficioso  testamento;  ca- 
pítulos S.^»  y  Q.^,  libro  8.®,  tít.  26  de  las  Decretales;  la  Novela  181,  ca- 
pítulo l.^';  la  ley  l.^  tít.  1.^  Partida  6.*,  y  lae  sentencias  de  esto  Tribu- 
nal Supremo  de  11  de  Julio  de  1886  y  á  de  Julio  de  1896,  y  en  geneial 
toda  la  legielación  relativa  al  mandato  que  aceptan  los  albaceas,  es  el 
concepto  de  que  éstos  no  practicaron  ios  inventarios  tal  como  debían 
ejecutarlo,  esto  es,  sin  incurrir  en  ocultación  ninguna  y  haciendo  ( 
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tar  U  parte  ó  caota  legitimaria  correspondiente  á  cada  ano  de  aue  hi- 

Segando.  Las  teyee  8.%  párrafo  cuarto,  y  9>,  Dlgesto,  sobre  la  legí- 
tiina;  la  32  y  la  83,  párrafo  primero;  Código  del  mismo  titalo  y  otras 
varias  que  se  expresan  en  este  motivo,  por  cnanto  el  recurrente  tiene  su 
parte,  de  legítima  señalada  por  su  padre  en  su  testamento,  y  esto  es  lo 
que  ha  reclamado,  no  quedando  supeditada  más  que  á  las  deudas  que 
tuviera  el  testador,  que  ya  se  han  deducido  en  el  juicio  y  son  las  que 
afectan^ pura  y  exclusivamente  á  la  parte  inmueble  de  la  herencia; 
pero  eso  á  la  parte  mercantil  de  la  cual  deduce  y  calcula  su  legitima, 
que  está  libre  de  toda  carga  y  gravamen  y  no  admite  condición,  modo 
Al  obstáculo;  presaind^endo  de  lo  cual  se  sienta  en  la  sentencia  recurrida 
1a  dootrina  de  que  si  bieo  D.  Antonio  Liado  tiene  un  perfecto  derecho  á 
la  legitima. paterna,  ante  todo  debe  exigirse  á  los  albaceas  el  cumpli- 
miento de  las  obligaciones  que  el  testador  les  encargó,  como  si  fuera 
hof  posible  tonaar  inventario  de  una  cosa  que  no  existe  realmente,  ni 
siquiera  en  b^  memoria  de  los  interesados;  estableciéndose  también  en 
1«  sentencia  que  anjte  todo  debe  practicairse  una  liquidación  para  venir 
en  conocimiento  de  cuál  sea  la  cuarta  parte  que  por  legítima  corres- 
ponda al  reo«rrente,  siti  tener  en  cuenta  que  dicha  liquidación  la  prac- 
ticó en  primera  instancia  el  recurrente,  apareciendo  que  las  deudas  que 
koy  afectan  solamente  á  los  iumnebles,  quedando  intacto  el  activo  de 
la  parte  mercaiitil,  del  que  deduce  el  cálculo  para  su  legítima,  que  fija 
en  Í2k96a  .pesetee  66  oóntimos;  siendo  responsables  de  la  pérdida  de 
esta,  legitima»  en  primer  término,  Dofia  Dolores  Grifol,  y  también,  y 
«un  más,  loa  albaceas  que  d^^jar^M  de  cumplir  el  cargo  que  el  testador 
les  confirió  y.  aceptaron;    . 

.  .  Besultando  que  el  Ministerio  fiscal  se  opuso  á  la  adpiisión  del  re- 
curso, y  en  su  virtud  se  trajeron  los  autos  á  la  vista  con  las  citaciones 
eorrespondientes. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Vicente  de  Piniés: 

OoBsiderando  que  es  tnadmisible  el  presente  recurso,  conforme  al 
nám.  9.^  delart.  1729  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  porque  limi- 
tada la  demanda  á  reclamar  la  cantidad  de  12.600  pesetas  que  el  actor 
supone  le  corresponden  como  importe  de  la  legítima  procedente  de  los 
bienes  de  su  padre,  con  los  intereses  de  dicha  cantidad,  á  contar  desde 
IS  de  Febrero  de  1884,  y  habiendo  la  Sala  sentenciadora,  sin  negar  el 
derecho  4  la  legítima  paterna  que  no  ha  sido  disentido,  fundado  la  ab- 
•oiuoión  en  no  haberse  justificado  el  valor  de  los  bienes  dejados  por  el 
testador,  ni  las  deudas  que  tuviese  para  poder  determinar  el  mencio- 
nado importe  y  la  condena  al  pago,  no  se  ha  impugnado,  con  arreglo  al 
párrafo  séptimo  del  art.  1692  de  la  citada  ley,  aquella  apreciación  de  be- 
eho,  de  la  cual  se  prescinde  en  absoluto  en  todos  loa  motivos  del  re- 
corso; 

No  ha  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  interpuesto  por 
D.  Antonio  Liado,  á  quien  condenamos  al  pago  de  las  costas;  líbrese  á 
la  Audiencia  de  Barcelona  la  certificación  correspondiente,  con  devolu- 
ción del  apuntamiento  que  ha  remitido;  y  publiquese  este  auto  en  la 
forma  que  previene  la  ley. 

Madrid  27  de  Mayo  de  1901.=Jo8é  de  Aldecoa.=Elcardo  Oullón.^^* 
Francisco  Toda.=Pedro  Lavín.==Rlcardo  Molina.= Vicente  de  Plniés.=: 
Tomás  Gúdal.=Llcenciado  Jorge  Martines. 
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Küm.  137.-.TRIBUNAL  SUPREII0.-28  do  lUye,  pib.  el  3  y  ei  16  AgMto. 

Casación  poh  infracción  ob  ley.— Nulidad  de  aetuaeioneM.-^kTito 
declarando  no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  interpaes- 
to  por  D.  Agustín  Galindo  contra  la  sentencia  pronunciada  por 
]a  Sala  de  lo  civil  de  ia  Audiencia  de  Sevilla,  en  incidente  con 
D.  José  Benitez  y  otros. 
Bn  sus  CONSIDERANDOS  se  establece: 

Que  no  tiene  earáeier  de  definitiva  la  eenteneiá  que  ee  contrae  á 
declarar  la  nulidad  de  la  providencia  en  que  ee  mandó  dar  traslado 
á  una  parte  de  la  redamación^  formuíada  por  otra  en  proeedimienin 
de  ejecución  de  sentencia,  y  cuando  la  cuestión  de  fondo  planteada 
puede  ser  objeto  de  un  juicio  declarativo  ulterior: 

QuCy  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  nüm.  3.*  del  ari.  1799  de  la  ley 
procesal,  son  inadmisibles  los  recursos  de  casación  eonira  las  reso- 
luciones judiciales  que  no  tienen  el  concepto  de  definitivas* 

Resultando  que  en  diligenclae  de  ejecuci^te  de  im  eeiiteneim  dietida 
en  pleito  de  tercería  de  dominio  eeguido  ante  el  iosgsdo  de  primara  ins- 
tancia del  distrito  del  Salvador  de  SévIHa  por  D.  Agustin  Galindo  Ldpcs 
con  D.  José  Benitea  SAncbes  y  D.  Joaé  Rufo  Váaquea,  preeentó  el  pri- 
mero relación  de  loa  perjuicios  qne  había  eufrido  por  menoeprecio  de 
loa  g:énero8  y  efectos  objeto  de  aquel  pleito,  y  pidió  ae  diese  traelado  de 
ella  para  qne  manifestase  lo  que  estimara  oportuno  á  D.  fiogenio  Ada- 
ma Tarbet,  por  sí  y  como  freí  ente  de  la  Sociedad  B.  Adema  y  Compa- 
fiía,  sucesores  de  D.  José  Benltes  Sáncbes,  en  cuya  caea  habla  dejado 
loe  aludidos  bienes  el  depoaitario  D.  Ángel  Moreno: 

Resultando  que  dicho  Juagado,  en  providencia  de  T  da  Septiembie 
de  1899,  accedió  A  tal  pretensión,  mandando  se  requiriese  en  en  virtud 
al  Adema,  quien  suscitó  incidente  de  nulidad  de  aquel  acuerdo,  inciden- 
te que,  anstanciado  por  los  trámitea  correspondientes  A  dea  instaneiai, 
resolvió  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla  en  Bentencia  de  4 
de  Diciembre  último,  confirmando,  con  las  coetas  de  eegmida  inetaneia 
al  apetante  Galindo  Lópea,  la  dictada  por  el  Juagado,  que  declaró  nula 
y  de  ningún  valor  ni  efecto  la  referida  providencia  de  7  de  Septiembre 
de  1899  7  diligencias  posteriores  á  la  misma,  y  en  que  se  mandó  oonfa- 
rir  traslado  al  Adema  de  la  solicitud  deducida  por  D.  Agustín  Galindo, 
sin  hacer  expresa  condenación  de  costas  de  primera  instancia; 

Resultando  que  el  D.  Agustín  Galindo  Lopes  ha  interpuesto  recurao 
de  cflsBción  por  infracción  de  ley,  como  comprendido  en  el  núm.  1.^  del 
art.  1693  de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  alegando  la  de  loa  artículaa 
1187,  párrafo  segundo,  y  1144  del  Código  civil,  y  que  opuesto  el  Minis- 
terio fir^cal  á  la  admisión  del  recurso  se  ha  traído  á  la  vista  com  laa  de- 
bidas citaciones. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Pedro  Lavín; 

Considerando  que  la  sentencia  impugnada  en  el  recurso  no  es  defini- 
tiva, ni  tiene  tal  carácter,  ya  porque  se  contrae  á  declarar  la  nulidad  de 
la  providencia  en  que  se  mandó  dar  traslado  á  D.  Eugenio  Ademada  la 
reclamación  formulada  por  el  recurrente  en  el  procedimiento  parala 
ejecución  de  la  sentencia  dictada  en  el  juicio  de  tercería  que  promovió 
el  último  contra  D.  Jofó  Benitez  Sánchez  y  D.  José  Rufo  Vázquez,  ya 
porque  la  cuestión  de  fondo  planteada  en  el  incidente  puede  aer  objeto 
de  un  juicio  declarativo  ulterior: 
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Ckmsiderando  que,  á  tenor  de  lo  diapoesto  en  el  núm.  8.®  del  artículo 
17S9  de  la  ley  de  EnjoiciamieDto  civil,  eon  InadmleibieB  los  recareoB 
4e  capación  contra  laa  resolaciones  jodicialea  qae  no  tienen  el  concepto 
aadefioilivas; 

No  ha  lugar  á  la  admieión  del  recnreo  de  caaación  por  infracción  de 
ley  interpneeto  por  D.  Agustín  Galindo  Lopes;  no  hacemos  especial  im- 
poaieión  de  costas  por  haber  comparecido  sólo  en  este  Tribunal  Supremo 
dicho  recurrente;  líbrese  á  la  Audiencia  territorial  de  Sevilla  la  corres- 
pondiente certificación,  devolviéndole  el  apuntamiento  que  remitió,  y 
pnbiiqoese  i>ste  auto  pegún  previene  Ja  ley. 

Madrid  28  de  Mayo  de  ]901.=Jo8Ó  de  Aldecoa.=Josó  de  Garnlca.=: 
Francisco  Toda.=Enrique  Lassús.=Joaquín  Qonsáies  de  la  Pefia.=rPe- 
dro  Lavín.=Ricardo  Molina.^rEl  Relator,  Marceüno  San  Bomán.=Bo- 
g«Ilo  Oonsüea  Montes,  Escribano  de  Cámara. 


lYüm.  138.— TRIBUNAL  8UPREII0.-29  de  Mayo,  pub.  el  17  y  21  Janls. 

Competencia.— Cump/f/men/o  de  con/ra/o.— Sentencia  4ecidiendo 
en  favor  del  Juez  de  primera  instancia  del  distrito  de  Palacio, 
de  Madrid,  la  sostenida  con  el  de  igual  clase  de  Almeria,  acerca 
del  conocimiento  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Ramón  Ló- 

Esz  contra  D.  Emilio  Pérez, 
n  su  CONSIDERANDO  úuico  80  establoce: 

Que  la  designaeéón,  9¿n  distinguir  entre  loe  varioe  otorgantes  de 
un  contrato^  de  un  determinado  Juzgado  para  cualquiera  reclama-' 
don  que  pudiera  surgir,  enoueloe  evidentemente  la  renuncia  del 
/itero  y  la  sumisión  expresa  al  Jues  señalado,  cuya  competencia,  en 
el  caso  de  producirse  aouélia,  es  indudable,  con  arreglo  al  art.  56  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

En  la  Yilla  y  corte  de  Madrid,  á  29  de  Mayo  de  1901,  en  la  competen- 
cia pendiente  ante  Nos,  por  virtud  de  inhibitoria  propuesta  por  el  Jnes 
de  primera  instancia  de  Almería  al  del  distrito  de  Palacio  de  esta  corte 
en  el  conocimiento  de  la  demanda  deducida  ante  el  último  por  D.  Ramón 
Lopes  Falcón,  editor,  vecino  de  esta  corte,  contra  D.  Emilio  Peres  Ibá- 
fies,  propietario  y  Abogado,  vecino  de  Almería,  sobre  cumplimiento  de 
im  contrato;  habiendo  comparecido  ante  este  Tribunal  Supremo  ambas 
partes  litigantes,  representada  la  demandante  por  el  Procurador  D.  Jn- 
llán  Mufiós,  bajo  la  dirección  del  Letrado  D.  Camilo  de  Uceda,  y  la  de- 
mandada por  el  Procurador  D.  Bamón  Conesa,  asistida  del  Letrado  Don 
Tomás  Torre: 

Resultando  que  en  20  de  Diciembre  de  1871  se  celebró  en  Almería  la 
subasta  para  la  enajenación  por  el  Estado  4«  la  finca  Salinas  de  Boque- 
tas, con  todos  PUS  edificios,  monte  y  demás  accesorios,  aprobándose  en 
8  de  Abril  de  1872  por  la  Junta  Superior  de  Ventas  el  remate  que  en  di- 
cha subasta  se  biso  á  favor  de  D;  Miguel  Ruis  de  Villanueva  en  precio 
de  601.021  pesetas,  á  eatisfacer  en  diez  plaans;  y  en  escritura  pública  de 
14  de  Mayo  siguiente  se  hizo  constar  que  la  expresada  finca  correspon- 
día por  iguales  partes  á  los  otorgantes  de  la  misma  D.  Antonio  Ramírez 
Andréd,  D.  Ramón  López  Falcón,  D.  Jacinto  María  Ruiz  é  Ibarra  y  el 
rematante  Villanueva;  habiendo  vdnido  á  quedar  como  únicos  dut  fies 
en  el  afio  1882,  por  virtud  de  sucesivos  contratos  que  no  son  del  caco, 
D.  Miguel  Ruiz  Villanueva  por  sí  y  por  la  parte  que  perteneció  á  Bamí* 
TOMO  91  51 
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jes  Andrés,  y  D.  Ramón  Lopes  Faloón,  por  ai  j  por  U  que  oonespondió 
á  D.  Jacinto  María  Hnix: 

Resaltando  qne  decretada  en  Real  orden  de  ti  de  Julio  de  1897  U 
rescisión  del  contrato  de  ias  Salinas  de  Roquetas  con  todas  sos  eonae- 
enenclas  legales,  devolviendo  en  su  día  á  los  qne  jnstiflcasen  tener  dere- 
cho á  ello  los  pisaos  Ingresados  7  el  interés  annal  de  6  por  100  de  Isf 
cantidades  satisfechas  por  plasos,  convinieron  Ruis  de  Villanúeva  7  Ló- 
pez Falüón  las  siguientes  twses:  primera,  que  comprendiendo  Ruis  de 
ViUaooeva  que  nadie  tenia  mejor  derecho  á  la  devolución  acordada  que 
el  que  había  hecho  los  pagos,  ya  con  su  dinero,  ya  con  el  importe  de 
sales  de  su  propiedad,  y  reconociendo  además  que  era  deador  á  L6pei 
Falcón  de  166.000  reales  90  céntimos,  con  los  intereses  de  7  por  100 
anual  desde  14  de  Abril  de  1876,  declaraba  que  Lopes  Falcón  debía  per- 
cibir el  importe  total  de  los  tres  plasos  mandados  devolver,  con  to4oi 
sus  intereses;  segunda,  que  atendiendo  Lopes  Falcón  á  los  tr|tbajos  pres- 
tados por  Ruis  de  Villanneva  en  el  asunto  hasta  obtener  la  Reíal  orden 
citada,  cedía  á  Rula  de  ViUanueva  la  mitad  de  todo  lo  que  se  cobrara  j 

por  los  plasos  segundo  y  tercero  y  sus  intereses,  después  de  deducidu 
las  60.266  pesetas  que  tenía  percibidas  el  mismo  Ruis  de  ViUanueva,  y  , 

las  10.000  que  tenía  retenidas  judicialmente  por  conducto  de  la  Direc-  { 

ción  general  de  Propiedades,  reeervándose  Lopes  Falcón  el  resto  de  lo 
que  se  cobrase  por  otros  dos  plasos,  segundo  y  tercero,  con  sus  intere-  j 

ees,  percibiendo  López  Falcón  íntegro  el  importe  del  primer  plasoeon  | 

sus  intereses;  tercera,  que  adendando  Ruis  de  ViUanueva  á  D.  Emilio  '' 

Peres  Ibáfies,  Abogado  y  vecino  de  Almería,  varias  cantidades,  le  cedía  { 

para  su  pago  y  iiqniiaclón  el  importe  de  lo  que  debería  percibir  por  con-  { 

secuencia  de  este  convenio,  cesión  que  aceptaba  Peres  Ibáfiea,  qne  con- 
curriría al  otorgamiento  de  la  escritura  con  tal  objeto;  coarta,  que  Lopes  i 
Falcón  se  obligaba  también  á  pagar  al  mismo  Peres  Ibéfiez,  en  el  mo- 
mento que  cobrara  de  la  Hacienda,  20.000  peeetas  por  rasón  de  honora- 
rios y  gestiones  profesionales  hasta  la  terminación  del  asunto;  y  quinta, 
que  para  cualquier  clase  de  reclamación  judicial  ó  extra  judicial  que  pu* 
diera  surgir  á  consecuencia  de  esta  escritura  se  sefialaba  el  domicilio  de  ¡ 
Madrid: 

Resultando  qne  con  inserción  de  los  hechos  referidos  y  otros  machos 
actos  y  contratos  que  tuvieron  lugar  con  motivo  de  los  mismos  y  de  Iss  ¡ 

indicadas  bases  de  convenio,  D.  Ramón  López  Falcón  confirió  poder  es-  ¡ 

pecial  ante  Notario  de  esta  corte  en  22  de  Septiembre  de  1898  á  favor  de 
D.  Laureano  Cortés  y  Carvajal,  vecino  de  Almería,  para  que  con  Don 
Migael  Ruis  de  ViUanueva,  y  concurriendo  también  el  Abogado  D.  Emi- 
lio Peres  Ibáfies,  otorgara  la  escritura  de  convenio  que  tenía  concertada 
y  para  que  practicara  cuantas  gestiones,  solicitudes  y  reclamaciones  fue- 
sen necenarias  para  llevar  á  cumplido  término  el  asunto  á  qne  el  poder  \ 
«e  refería,  bien  fuera  en  las  oficinas  administrativas  ó  en  cualquier  otra 
dependencia;  y  en  virtud  da  tal  poder,  dicho  apoderado  Cortés  Carvajal,  ^ 
de  una  parte,  D.  Miguel  Ruis  de  ViUanueva  de  otra  y  D.  Emilio  Péreí 
Ibáftez,  otorgaron  escritura  pública  en  Almería  en  1.®  de  Octubre  del 
mismo  afio  1898,  en  la  que,  después  de  insertarse  literalmente  el  suso- 
dicho poder,  se  hizo  constar  que  los  comparecientes  libre  y  deUberada- 
mente  otorgaban  la  presente  escritura  de  convenio  y  cesión,  conforme  á 
todas  las  bases  y  condiciones  que  quedaban  transcritas  en  el  poder  in- 
serto, que  daban  por  reproducidas,  ratificándose  en  su  contenido,  convi- 
niendo además  que  subrogado  D.  Efmilio  Pérez  Ibáfiez  en  los  derechos 
de  D.  Miguel  Ruis  de  ViUanueva  por  virtud  de  la  cesión  que  éste  le  ha- 
cía de  los  que  D.  Ramón  Pérez  Falcón  le  había  reconocido,  podría  desde 
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Inego,  conjuntamente  con  éste,  pedir  á  la  Hacienda  pública  que  le  fne* 
ran  directa  y  personalmente  pagadas,  no  sólo  la  cantidad  respectiva  á 
loa  dos  plaaos  B«'gundo  y  tercero  mencionados  con  bdb  intereses,  sin  otras 
deducciones  que  las  anteriormente  expuestas,  sino  también  la  suma 
de  20.000  pesetas,  que  por  el  concepto  de  bODorarios  quedaba  obligado 
-é  pagarle  López  Falcón  de  la  cantidad  que  á  éste  correspondía  percibir 
de  la  propia  Hacienda,  según  quedaba  estipulado  anteriormente: 

Resultando  que  con  copia  simple  de  esta  escritura,  y  haciendo  notar 
que  contra  lo  consignado  en  la  condición  4.^  del  convenio  inserto  en  el 
IK>der  conferido  á  Cortés  Carvajal,  se  consignó  el  aditamento  de  que  Pé- 
rez Ibáfiez  podría  desde  luego  pedir  á  la  Hacienda,  directa  y  personal- 
mente, las  20.000  pesetas  que  por  honorarios  le  había  reconocido  Pérez 
FalcÓQ  de  cualquier  cantidad  que  éste  percibiese;  y  que  Pérez  Ibáfiez 
había  acudido  á  la  Hacienda  con  dicha  escritura  pidiendo  la  entrega  como 
de  su  única  y  exclusiva  propiedad,  no  sólo  de  la  mitad  de  los  plazos  se- 
gando y  tercero  que  le  cedió  Kuiz  de  Villanueva,  sino  de  las  20.0U0  pe- 
setas que  López  Falcón  se  comprometió  á  entregarle  por  el  concepto  de 
honorarios  en  razón  á  los  servicios  prestados,  y  tan  pronto  como  á  sa 
yez  cobrase  lo  que  le  era  debido  por  capital  é  intereses  cuando  se  diera 
por  terminado  el  asunto,  entabló  D.  Ramón  López  Falcón  demanda  civil 
ordinaria  en  esta  corte  en  24  de  Agosto  de  1900,  que  fué  repartida  al 
-Jfazgado  del  distrito  de  Palacio,  pidiendo  se  declarase  que  no  venia  obli- 
gado á  estar  y  pasar  por  la  condición  única  de  dicha  escritura,  en  cuanto 
por  ella  se  reconoce  que  t).  EmHlo  Pérez  Ibáfiez  tiene  derecho  para  re- 
damar como  suyas,  y  sin  distinción  de  tiempo  ni  circunstancias, 
las  20.000  pesetas  que  le  fueron  reconocidas  como  honorarios  por  pres- 
tación de  servicios,  por  cuanto  dicha  cantidad,  conforme  ¿  lo  estipulado 
y  convenido,,  sólo  tendrá  acción  para  percibirla  Pérez  Ibáfiez  coando, 
terminado  el  asunto,  haya  recibido  el  demandante  la  totalidad  de  lo  qae 
por  plazo  é  interés  ha  de  devolverle  la  Hacienda  con  motivo  de  la  reeci- 
eión  del  contrato  de  venta  de  las  Salinas  de  Roquetas: 

Resultando  que  citado  y  emplazado  D.  Emilio  Pérez  Ibáfiez  por  virtnd 
de  esta  demanda  por  medio  de  exhorto  que  al  efecto  se  dirigió  al  Juez  de 
primera  instancia  de  Almería,  de  donde  es  vecino,  promovió  ante  el' 
mismo  la  inhibitoria  de  jurisdicción  en  11  de  Octubre,  alegando  en  su 
«poyo:  que  aunque  en  la  demanda  no  se  consignaba,  como  dispone  la 
ley,  la  clase  de  acción  que  se  ejercitaba,  se  deducía  claramente  de  los' 
hechos  en  que  se  fundaba  que  la  acción  utilizada  es  la  personal,  y  por 
tanto,  bastaría  demostrar  que  no  existía  sumisión  expresa  ni  tácita  por 
parte  del  demandado,  y  que  aquella  ciudad  era  el  lugar  en  que  debía' 
cumplirse  la  obligación  contraída  por  la  escritura  pública  de  1.^  de  Oc- 
«tubre  de  1898,  así  como  el  lugar  del  contrato  y  el  del  domicilio  del  mismo 
demandado  para  reconocer  y  declarar  que  sólo  el  Juzgado  á  quien  se  di-' 
rigía  era  el  competente  para  conocer  de  la  demanda  de  que  se  trata  ha, 
conforme  al  art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil;  que  fundado  el  de-' 
mandante  en  que  en  la  citada  escritura  se  consignaba  que  para  cualquier* 
^lase  de  reclamación  judicial  ó  extrajudicial  que  pudiera  surgir  á  conse- 
cuencia de  la  misma  se  sefialaba  el  domicilio  de  Madrid,  deducía  gra-^' 
tuitamente  el  hecho  de  la  sumisión  expresa  del  demandado,  supuesto 
qne  se  encontraba  completamente  desvirtuado,  en  primer  lugar,  por  el 
contexto  de  la  misma  escritura  en  que  se  consignaba  que  el  alegante 
sólo  concurrió  á  su  otorgamiento  con  el  único  y  exclusivo  objeto  de  acep- 
tar la  cesión  de  crédito  que  por  ella  le  hizo  D.  Miguel  Rulz  de  Villa- 
nueva  en  paeo  de  las  cantidades  que  reconoció  deberle;  y  en  segundo  In-' 
gar,  y  admitiendo  la  hipótesis  contraria,  no  cabía  tampoco  el  supuesto^ 
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de  Ift  munlsión  ezpreM,  porqne  según  el  art.  67  de  la  ley  de  Enjoicift* 
miento  civil,  para  qne  esa  anmieipn  expresa  exista,  es  indispaasable  la 
xennncia  clara  y  terminante  del  fnero  propio  y  la  designación  predu 
del  Jnvs  á  qnien  se  hace  la  sumisión;  y  qne,  por  tanto,  como  ni  en  la  et- 
eriiora  sosudicha  ni  en  ningún  otro  documento  resultaba  qne  el  demu- 
dado habiera  rennnciado  clara  y  terminantemente  á  su  fnero  propio  ni 
designado  á  ninguno  de  los  Jueces  de  pilmera  instancia  de  Madrid  como 
sqnellos  á  quienes  se  sometía,  era  evideote  qne  no  existiendo  la  sumí- 
alón  expresa  tal  y  como  la  ley  la  exige,  ni  la  tácita  como  lo  entiende  j 
define  el  art.  68  de  la  lej  de  tiDJoiciamiento  civil,  no  podía  dejar  de  re- 
conocerse la  incompetencia  de  los  Joxgados  de  primera  instancia  de  Ma- 
drid para  conocer  de  la  demanda  propuesta  7  la  notoria  competencia  en 
eambio  del  Juzgado  de  Almería  para  conocer  del  juicio  entablado,  por 
aer  personal  la  acción  ejercitada,  por  ser  Almería  el  logar  del  contrato- 
celebrado  por  la  escritora  pública  de  1.^  de  Octubre  de  18s»8,  donde  debía 
oomplirse  la  obligación,  toda  vea  qne  á  la  Delegación  de  Hacienda  déla 
misma  correspondía  verificar  el  pago  de  las  cantidades  adeudadas  por  el 
concepto  de  devolución  de  plaaos  satisfechos  ó  intereses  por  rescisión  del 
contrato  de  venta  de  las  Salinas  de  Roquetas,  situadas  en  aquella  pro- 
vincia; y  porqne  así  lo  dispone  la  primera  de  las  reglas  de  competasda 
qne  eefiala  el  art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

Reaultando  qne  oído  el  Ministerio  fiscal  y  de  cooformldad  oonsft 
dictamen,  dictó  anto  inhibitorio  en  16  del  miamo  mes  de  Octubre,  ale- 
gando en  BU  apoyo:  qne  la  demanda  entablada  por  Lopes  Falcón  tiene 
por  objeto  discutir  el  momento  de  oportunidad  para  cobrarse  Peres  Ibi- 
fies  20.000  peaetas,  reconocidas  al  mismo  como  remuneración  á  sus  tra- 
bajos profesionales  en  las  gestiones  hechas  á  nombre  de  D.  Miguel  Bois 
de  Viltanneva,  relacionadas  con  la  indemnlaación  que  el  mismo  preten- 
día por  virtud  de  la  rescisión  del  contrato  con  la  Hacienda  pública  de  1m 
Salinas  de  Roquetas;  qne  en  este  punto  Peres  Ibáfies  no  concurrió  á  U 
escritora  de  que  se  trata,  imponiéndose  ninguna  obligación,  sino  sólo 
con  el  carácter  de  acreedor  de  Ruis  de  Villanueva,  por  virtud  del  cosí 
su  comparecencia  en  aquel  otorgamiento  se  limitó  á  aceptar  la  cesión  de 
crédito  que  por  ella  le  hiao  Rula  de  Villanueva  en  pago  de  las  cantida- 
des que  reconoció  adeudarle;  que  el  reconocimiento  del  domicilio  legal 
]Mra  exigir  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  reconocidas  en  la  esoi- 
tora  de  referencia  no  puede  envolver  renuncia  de  loa  derechos  anejos- 
á  D.  Emilio  Peres  Ibáfies,  ni  sumisión  expresa  ni  tácita  á  los  Josgadoe 
de  Madrid  para  discutir  preferencias  de  derechos,  plazos  ni  limitsción 
de  los  créditos,  porque  nada  de  eso  fué  objeto  de  obligación  por  psrtede 
los  principales  otorgan tefi,  y  de  ningún  modo  puede  anularse  el  derecho 
indi«*cutible  de  Pérez  Ibáfies  á  ser  demandado  en  el  fnero  propio  de  en 
domicilio,  para  lo  cual  se  requiere  una  solemne  y  expresa  renuncia  de 
modo  directo  y  no  por  medios  rebuscados  é  interpretacionea  más  ó  menos 
acertadas;  tanto  más,  cnanto  que  en  el  presente  caso  se  trata,  no  del 
cumplimiento  de  obligaciones  derivadas  de  la  escritura  de  1.^  de  Octa- 
bre  de  1898,  sino  de  contienda  surgida  entre  dos  acreedores  y  por  moti- 
vos extrafios  al  principal  objeto  de  la  obligación;  y  que  no  existiendo 
sumisión  expresa  á  los  Juzgados  de  Madrid  en  el  punto  objeto  de  este 
debate,  era  indudable  que  D.  Emilio  Pérez  sólo  podía  ser  demandado 
por  acción  personal  en  el  fuero  de  sn  domicilio: 

Resultando  que  el  demandante  López  Falcón,  utilizando  el  traslado- 
qne  se  le  confirió  del  requerimiento  de  inhibición  y  testimonio  de  parti- 
culares que  remitió  el  Juzgado  de  Almería,  impngnó  la  competencia  pro- 
pneata  por  éste,  alegando:  qne  en  sn  demanda  había  ejercitado  la  acción^ 
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ipersonal  contra  Peres  Ibáfies,  dedaciéadola  en  esta  corte,  á  pesar  de  ser 
-el  demandado  vecino  de  Almería,  porque  en  la  eacritnra  eobre  cuya  inte- 
llgancia  ó  forma  de  camplimiento  versa  el  pleito  se  consigna  como  oon- 
-dlción  la  de  qae  para  cnalqnier  clase  de  reclamación  judicial  ó  extraja- 
dicial  que  pudiera  surgir  á  consecuencia  de  la  escritura,  se  señalaba  el 
domicitio  de  Madrid,  apareciendo,  por  tanto,  tan  clara  y  determinada  en 
el  propio  contrato  la  competencia  del  Juzgado,  que  el  demandante  no 
creyó  de  precisión  expresar  la  clase  de  acción  que  ejercitaba  para  qoe 
por  ella  hubiera  de  determinarse  la  competencia,  conforme  en  tales  ca- 
eos se  exig^  en  el  párrafo  segundo  del  art.  624  de  la  ley  de  Bnjnicia- 
miento  civil;  que  era  inexacta  la  afirmación  que  hacía  Peres  Ibáñei  da 
-que  él  no  hubiera  concurrido  al  otorgamiento  de  la  escritura  como  parta 
interesada,  y  que  no  hubiera  hecho  en  tal  concepto  dejación  del  fuero 
de  an  domicilio  para  el  caso  de  que  surgiera,  como  ha  sucedido,  una  con- 
tienda Judicial^ y  para  convencerse  de  esto  bastaba  leer  la  escritura;  j 
-que  la  condición  antes  transcrita  contenida  en  el  poder  que  el  deman- 
dante confirió  á  D.  Laureano  Cortés  Carvajal,  aceptado  con  todas  sai 
"" bases  y  cláusulas  por  todos  los  otorgantes  de  la  escritura,  entrafiaba  la 
'  anmlsión  expresa  á  que  se  refiere  el  art.  67  de  la  ley  de  Enj  uiciamienlo 
civil: 

Resultando  que  oído  el  Ministerio  fiscal,  dictó  auto  el  Jues  de  Pala- 
cio en  16  de  Noviembre,  rechazando  la  inhibición  y  declarándoee  oompe- 
'  tente  para  seguir  conociendo  del  juicio  entablado,  fundándose  para  ello 
'  en  lo  dispuesto  en  los  arts.  66  y  67  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  j 

-  en  que  la  base  6.^  del  poder  inserto  en  la  escritura,  y  aceptada  por  loa 
otorgantes  de  ésta,  entre  los  que  se  hallaba  el  demandado,  expresaba  en 

'  términos  precisos  que  para  cualquier  reclamación  judicial  ó  extraludi- 
cial  que  pudiera  surgir  á  consecuencia  de  la  misma  escritura,  se  scfialaba 
el  domicilio  de  Madrid,  con  lo  cual  se  hacía  verdadera  sumisión  á  loa 

'U^aeoes  de  eeta  corte  y  se  cumplían  los  requisitos  del  art.  67  de  la  ley 
procesal,  en  cuanto  se  designaba  el  Juez  á  quien  se  hacía  la  sumisión» 
que  era  el  requisito  esencial  revelador  de  la  voluntad  de  los  otorgantes; 
siendo  puramente  accidental  la  renuncia  del  fuero,  ya  que  ningún  valor 
ni  eficacia  tendría  sin  aquella  designación  en  la  cual,  de  otro  lado,  iba  im- 
plícitamente envuelta  dicha  renuncia,  debiendo  además  tenerse  en  cnen- 

'  ta  qae  la  fórmula  de  la  escritura  es  la  generalmente  empleada  en  los  do- 

'  cu  montos  públicos  para  la  determinación  por  los  otorgantes  del  Tribu- 
nal á  que  se  someten: 

Resultando  que  el  Juez  de  Almería  insistió  en  la  inhibitoria  en  auto 

-  de  17  de  Diciembre,  y  en  su  consecuencia  elevaron  aml>os  Jusgados.sna 
respectivas  actuaciones  á  este  Supremo  Tribunal,  sustanciándose  la com- 

^  potencia  con  arreglo  á  derecho  y  oyéndose  al  Ministerio  fiscal. 
Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  Toda: 
Considerando  que  D.  Emilio  Pérez  Ibáfiez  concurrió,  como  uno  de  loa 
*x>torgantes,  á  la  escritura  de  1.^  de  Octubre  de  1899,  en  cuyo  pacto  quinto 
se  sefialó  el  domicilio  de  Madrid,  sin  distinguir  entre  los  otorgnntes  para 
cualquier  clase  de  reclamación  judicial  ó  extrajudicial  que  pudiera  snr- 
r:gir  á  consecuencia  de  esta  escritura,  lo  cual  envuelve  evidentemente  la 
renuncia  del  fuero  y  la  sumisión  expresa  A  los  Juzgados  de  Madrid,  cuya 
'  competencia  para  el  caso  presente  es  indudable,  según  lo  prescrito  en  el 
-'art.  66  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento  da 
'^stos  autos  corresponde  al  Juez  de  primera  instancia  del  distrito  de  Pa- 
lacio de  esta  corte,  al  que  se  remitan  todas  las  actuaciones  para  loe  efeo- 
('iea  desdefaoho,  siendo  de  cuenta  respectiva  de  las  partes  las  costas  ( 
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•lonadas;  y  pósgue  eata  resolución  en  conocimiento  del  Jnes  de  prime- 
ra  Ineuncia  de  Almería. 

Aei  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gdeeta  dentro^ 
de  los  diez  días  siguientes  al  de  su  fecha  y  á  su  tiempo  en  la  Colecgók 
Leof^LATiVA,  pasándose  ai  efecto  las  copies  necesarias,  lo  pronnDcis- 
mos,  mandamos  y  firmamos.=Jueé  de  Aldecoa.=Bicardo  6uilón.=Juié 
de  Garnica.=dE'rancieco  Tuda.=Joaquin  González  de  la  Pefia. 

Publicación .=Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Francisco  Toda,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  cele- 
brando audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  qoe 
oertifioo  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  20  de  Mayo  de  1901.=:Licenciado  Jorge  Martines. 


Nüm.  ISa.-TRIBUNAL  SUPREMO.— 29  de  Mayo,  pub.  el  16  da  Afosls. 

Casación  por  infracción  DBLEY.^Exeepeión dilatoria.-^kiiioá^ 
clarando  no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  interpuesto 
por  Doña  Remedios  Garcia  contra  la  sentencia  pronuociada 
por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla,  en  incidente 
con  D.  Prudencio  Gutiérrez. 
En  su  CONSIDERANDO  únlco  86  ostableco: 

Que  pudtendo  continuarse  el  pleito  ó  emprenderse  de  nuevo,  la 
sentencia  dictada  en  un  incidente  no  tiene  para  la  casación  el  carác- 
ter de  definitiva,  al  tenor  de  los  arts.  1690  y  1694  de  la  ley  procesal^ 
y  no  procede  contra  la  nUsma  el  recurso  de  aquella  clase^  según  d 
nüm.  3.^  del  art.  1729. 

Resultando  que  Dofia  Remedios  García  y  García,  heredera  abintse- 
tato  de  su  tío  D.  Manuel  Antonio  García  Ruis,  dedujo  demanda  en  jui- 
cio declarativo  de  mayor  cuantía  ante  el  Juzgado  de  primera  instancia 
del  distrito  de  San  Vicente  de  Sevilla  contra  D.  Prudencio  Gutierres  de 
la  Presilla,  administrador  que  fué  de  dicho  finado,  para  que  la  rindiera 
coeotas  y  le  entregase  los  bienes  de  la  herencia: 

Resultando  que  conferido  traslado  de  la  demanda  al  D.  Prudencio, 
propuso  éste  al  evacuarlo  artículo  de  incon testación,  fundado  en  carecer 
la  demandante  de  personalidad;  y  para  acreditarlo  así,  acompafió  asa 
escrito  copia  autorizada  del  testamento  otorgado  en  Cádiz  por  García 
Bu iz,  instituyendo  como  herederos  á  varias  personas,  ninguna  de  lis 
cuales  era  la  actora  Dofia  Remedios: 

Resultando  que  sustanciado  por  sus  trámites  el  incidente  de  previo  y 
especial  pronunciamiento,  dictó  sentencia  el  Juzgado  en  22  de  Septiem- 
bre del  afiu  anterior,  por  la  cual  decidió  haber  lugar  á  la  excepción  di- 
latoria de  falta  de  personalidad  formulada  por  el  D.  Prudencio  Gatió- 
rres,  y  en  su  virtud  declaró  no  hallarse  obligado  á  conteatar  dicha  de- 
manda principal,  confirmando  este  fallo  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Andien- 
cia  territorial  de. Sevilla  en  su  otra  sentencia  de  9  de  Febrero  último,, 
oon  imposición  de  las  costas  de  segunda  instancia  á  la  apelante  Dofia 
Remedios  García  y  García: 

Resultando  que  ésta  ha  interpuesto  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley,  alegando  la  de  los  arts.  669  y  912,  nóm.  8.^,  del  Código  el- 
vil;  y  que  opuesto  el  Ministerio. ñscalá  su  admisión,  se  ha  traído  á  la. 
vista  con  las  debidas  citaciones. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Molina: 
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OonsiderAQdo  qae  los  derechos  que  reclama  Dofia  Remedios  García 
pueden  diecntírse  noevamente  coando  se  ventile  ó  haya  ventilado  la 
oaestión  referente  á  valides  6  subeistencia  d«l  testamento  de  D.  Manuel 
Antonio  García  en  la  forma  y  por  los  trámites  correspondientes,  por  lo 
que  pudiendo  continuar  el  pleito  ó  emprenderse  de  nuevo  no  tiene  para 
casación  el  carácter  de  definitiva,  al  tenor  de  los  arts.  1690  y  1694  de  la 
ley  procesal,  la  sentencia  que  se  impugna,  y  no  procede  la  admisión  del 
recurso,  según  lo  establecido  én  el  núm.  8.®  del  art.  1729  de  la  misma  ley; 

No  ha  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley  interpuesto  por  Dofia  Remedios  García  y  García;  no  hacemos  espe- 
cial imposición  de  costas  por  haber  comparecido  sólo  en  este  Tribunal 
Bopremo  dicha  recurrente;  líbrese  á  la  Audiencia  territorial  de  Sevilla  la 
correspondiente  certificación,  devolvióodule  el  apuntamiento  que  remi- 
tió; y  publíquese  este  auto  según  previene  la  ley. 

Madrid  29  de  Mayo  de  1001.=José  de  Aldefoa.=Jo8é  de  Gamica.= 
Joaquín  Gonzálea  de  la  Pefia.=Pedro  Lavín.=:Ricardo  Mol ina.= Vicen- 
te de  Piniés.=Tomás  Gúdal.=Ei  Relator,  Marcelino  San  Román.=Ro- 
geüo  Gonaáleí  Montes,  Escribano  de  Cámara. 


Nüm.  l^O.—GRACIA  Y  JUSTICIA.-30  do  Mayo,  pob.  ol  24  do  Junio. 

Resolución  db  la  Dirección  general  de  los  Registros,  confir- 
mando la  negativa  del  Registrador  de  la  propiedad  del  Norte 
de  Madrid  á  inscribir  una  escritura  de  venta  judicial. 
En  sus  CONSIDERANDOS  se  resuelve: 

Que  según  Hesoludón  de  la  Dirección  general,  fecha  19  de  Octu- 
bre de  1900^  el  art.  140t  del  Cádigo  civil,  la  casa  construida  de 
nueoa  planta  durante  la  sociedad  conyugal  en  sustitución  de  la  que 
el  marido  adquirió  por  herencia  de  sus  padres  y  ha  desaparecido,  es 
ganancial  por  nunistcio  de  la  ley^  y  como  tal  debe  reputarse  para 
todos  los  efectos  del  Registro: 

Que  uno  de  esos  e/ectos  es  el  de  que,  si  bien  durante  la  sociedad 
conyugal  ha  de  eslimarse  al  marido  como  su  representante  legaly  y 
ñor  tanto  con  capacidad  para  enajenar  los  inmuebles  y  derechos  rea- 
les que  con  el  carácter  de-gananciales  estén  inscritos  á  su  nombre, 
no  asi  después  d^  disuelta  aquélla,  ya  que  entonces  cesa  esa  repre- 
Bentaeióny  care^.e  de  la  libre  disposición  de  tales  bienes  mientras 
■9e  practica  la  liquidación  del  caudal  inventariado^  según  se  consigna 
en  la  repetida  Resolución  de  Í9  de  Octubre  de  1900: 

Que  no  cabe  invocar  contra  esta  doctrina  en  el  caso  de  venta  ju- 
dicial del  inmueble  en  rebeldía  del  marido,  y  á  instancia  de  un  acree- 
dor hipotecario,  la  Real  orden  de  22  de  Julio  de  1896,  porque  esta 
se  limita  á  declarar  que  para  inscribir  la  venta  ó  adjudicación  de 
bienes  hipotecados,  verificada  enjuicio  seguido  contra  los  herede- 
ros del  deudor  por  haber  fallecido  éste,  no  es  preciso  que  estén  pre- 
viamente inscritos  á  nombre  de  ellos: 

Que  al  estimar  el  Registrador  improcedente  la  inscripción  de  la 
referida  escritura,  no  por  caliñear  si  la  resolución  judicial  orde- 
nando su  otorgamiento  es  justa  ó  injusta,  ni  si  se  ha  seguido  ó  no 
el  orden  riguroso  del  procedimiento,  lo  cual  te  está  vedado,  sino  por- 
jutgar  falto  de  capacidad  legal,  según  el  Registro^  al  vendedor  para 
enajenar  la  finca,  por  no  hallarse  ésta  inscrita  á  su  favor,  y  si  al 
de  otra  persona  ó  entidad  jurídica,  se  ajusta  á  la  Resolución  de  19 
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de  Oeiubre  de  1900,  ff  ee  Umita  á  cumplir  con  el  articulo  20  de  la 
ley  Hipotecaria^  que  previene  que  en  tal  eaeo  le  denieguen  la  iaeerip- 
eión: 

Que  ente  obetáculo  para  la  inscripción  puede  deeapareeer,  hien 
mediante  otra  etcritura  que  se  otorgue  á  nombre  del  marido  y  de 
los  herédeteos  de  su  esposa,  ó  bien  ratificando  el  mismo  la  escritura 
cuya  inscripción  fué  denegada,  si  la  finca  se  le  adjudicó  al  liquidar- 
se la  sociedad  conyugal. 

limo.  Sr.:  Eael  racarao  gabernatlTO  interpaetto  por  el  Noterio  Dob 
José  Bdaría  Martín  cootra  la  negativa  del  Registrador  de  la  propiedad 
del  Norte  de  eeta  capital  á  inecriblr  ana  escritora  de  venta  Jadii^al,  pan* 
diente  en  este  Gentro  en  virtud  de  apeiaoión  interpuesta  por  el  ezpie- 
sado  Registrador: 

Resalundo  qne  por  eooritara  otorgada  en  14  de  Febrero  de  189i,  Ins- 
crita en  el  Registro  de  la  propiedad»  D.  Joeé  Bantista  Chieherl,  de  esta- 
do casado  entonces,  constituyó  hipoteca  voluntaria  en  favor  de  D.  Ra- 
món Fernández  Balboa  sobre  una  casa  que  antes  fué  hotel,  sita  en  este 
corte,  calle  de  Genova,  núm.  10,  para  responder  del  pago  de  140.000  pe- 
setas recibidas  en  concepto  de  préstamo,  de  los  intereses  de  eeta  canti- 
dad qna  f  nerón  pactados,  y  de  12.000  pesetas  para  costas  y  gastos  en  s« 
caso: 

Resultando  que  interpuesta  demanda  ejecutiva  por  el  acreedor,  d 
Jugado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Ck>ngreeo  de  eeta  corte 
despachó  la  ejecución  contra  aquél,  requiriéndole  de  pago  en  S  de  Maye 
de  1890,  practicándose  el  embargo  de  la  expreeada  finca,  y  eztendiéa- 
dose  en  el  Registro  de  la  propiedad  la  correspondiente  anotación  pre- 
ventiva del  mismo;  después  de  lo  cual,  y  de  dictarse  con  lecbs  18  d» 
Mayo  de  1899  sentencia  de  remate,  previa  declaración  de  rebeldia  dU 
demandado,  se  siguió  el  procedimiento  de  apremio  por  todoe  atis  trámi- 
mites  y  se  adjudicó  dicha  fincaba  páblica  subasta  á  D.  Primitivo  Peéa 
Oonxáles,  quien  la  cedió  á  D.  Modesto  Domingo  Martines,  á  cuyo  faver 
otorgó  dicho  Jasgado  en  rebeldia  del  expresado  D.  José  Bautista  Cki- 
cheri,  de  estado  viudo  á  la  sasón,  la  correspondiente  escritora  de  vente 
con  fecha  7  de  Junio  de  1900: 

Resaltando  que  presentada  escritura  en  el  Registro  de  la  propiedad, 
el  Registrador  puso  al  pie  de  la  misma  la  siguiente  nota:  cSospeodlda 
la  inscripción  de  venta  de  la  finca  á  que  se  contrae  el.  precedente  does- 
mento,  por  observarse  el  defecto  de  que,  si  bien  el  vendedor  D.  José 
Bautista  Ghlcheri  adquirió  la  finca  por  herencia  de  sn  madre,  rssnlte 
del  Registro  que  siendo  casado  edificó  sobre  su  solar  una  casa  de  nuen 
planta,  cuya  construcción  debe  reputarse  como  perteneciente  á  la  socie- 
dad conyugal,  con  arreglo  á  la  doctrina  del  art.  1404  del  Código  elvil, 
por  cnya  rasón  no  pneiie  enajenarla  siendo  viudo  mientras  no  Jostiflqot 
que  se  le  adjudicó  al  hacer  la  liquidación  de  la  disuelta  sociedad  eonyo- 
gftl;  teniendo  en  cuenta  además  que  existe  pendiente  de  resolución  de  U 
Dirección  general  de  los  Registros  un  recurso  gubernativo  con  ÉiiotifS 
de  una  hipoteca  constituida  por  el  actual  vendedor,  en  el  qne  precisa- 
mente se  ha  de  ventilar  el  punto  de  derecho  que  sirve  de  fundamento  ti 
defecto  consignado: 

Resultando  que  el  Notario  autorisaate  de  la  escritura  de  venta,  Doa 
José  María  Martín,  interpuso  recurso  gnbemativo  contra  la  nota  ás\  Re- 
gistrador, solicitando  se  declare  que  al  autorisar  dicha  escritora  apreció 
bien  la  capacidad  de  la  parte  vendedora,  y,  por  lo  tanto,  la  de  sn  repre- 
sentante en  él  acto  del  otorgamiento,  y  que  en  su  conseenencia  ae  halla 
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«extendida  eos  aneglo  á  Ub  formalidades  y  preecripoionee  legales,  j  qae 
-es,  por  consigoiente,  Inscribible,  exponiendo  á  este  efecto:  que  no  tiene 
aplicación  el  párrafo  segundo  del  art.  1404  del  Código  civil,  porque  no 
reanlta  del  Registro  que  sobre  el  90l€W  de  la  casa  de  que  se  trata  hubiese 
•oonstruido  el  8r.  Chicberl,  siendo  casado,  obra  de  nueva  planta,  sino 
qne  se  habían  hecho  obras  y  reformas;  que  mientras  no  se  cancele  la 
inseripción  de  dominio  que  se  baila  extendida  á  favor  de  dicho  intere- 
sado, no  como  representante  de  la  sociedad  de  gananciales,  sino  en  el 
SQjro  propio,  no  puede  suspenderse  la  inscripción  que  se  pretende;  que 
•i  no  se  puede  inscribir  la  escritura  de  venta,  no  debió  anotarse  el  man- 
damiento de  embargo;  que  de  todos  modos,  j  annqne  la  finca  se  repute 
ganancial,  como  quiera  que  la  hipoteca  es  válida  y  la  venta  se  ha  reali- 
zado á  instancia  del  acreedor  hipotecario,  es  aplicable  la  Real  orden  de 
sa  de  Julio  de  1896,  y  no  es  necesaria,  por  tanto,  la  previa  inscripción  á 
favor  de  los  hijos  del  cónyuge  premnerto,  que  es  precisamente  lo  que 
•e  propone  el  Registrador  ai  exigir  la  liquidación  de  la  sociedad  de  ga- 
nanciales; y  que  aun  admitiendo  que  los  Registradores  tengan  faculta- 
des para  calificar  el  rigor  del  procedimiento,  es  indudable  que  D.  José 
Bautista  Ghicheri,  como  representante  legal  en  juicio  de  sus  hijos  me- 
nores de  edad,  ha  sido  el  único  con  quien  ha  debido  entenderse  dicho 
procedimiento: 

Resultando  que  el  Jues  del  distrito  del  Congreso,  qne  otorgó  la  es- 
^critura  de  venta  en  rebeldía  del  deudor,  informó  que  como  éste  hipotecó 
la  finca  estando  casado  y  era  el  único  dnefio  de  ella,  pudo  seguirse  el 
Juicio  ejecutivo  por  los  trámites  legales  y  venderse  en  pública  subasta, 
0in  que  alterase  en  nada  el  derecho  del  acreedor  hipotecario  la  varia- 
eión  de  estado  de  su  deudor,  y  que  disbe  inscribirse  dicha  escritura, 
«orno  se  anotó  el  embargo,  sin  el  menor  obstáculo,  dado  el  privilegio  de 
.  la  hipoteca,  puesto  que  no  consta  que  la  finca  se  haya  edificado  de  nueva 
planta,  sino  que  se  ha  hecho  reformas  en  ella,  y  no  corresponde  al 
Registrador  resolver  la  cuestión  que  en  su  caso  pudiera  promoverse  so- 
bre si  esas  reformas  son  ó  no  expensas  útiles: 

Resultando  que  este  funcionarlo  sostuvo  su  calificación  é  informó: 
•que  según  la  Resolución  de  19  de  Octubre  último,  dictada  en  el  recurso 
^bernativo  á  que  alude  en  la  nota  de  suspensión,  la  casa  de  qne  se  trata 
ha  pasado  á  ser  ganancial  por  ministerio  de  la  ley,  y  como  tal  debe  re- 
putarse para  todos  los  efectos  del  Registro,  sin  necesidad  de  que  previa- 
mente se  haga  constar  en  el  mismo  esta  cualidad,  toda  ves  que  cons- 
tando en  la  inscripción  de  la  escritura  de  hipoteca  que  se  ha  construido 
-de  nueva  planta,  y  que  dicho  D.  José  Bautista  estaba  casado,  resulta  del 
-  propio  Registro  la  cualidad  de  ganancial;  que  bajo  este  supuesto,  y  con- 
&rme  á  la  doctrina  de  la  misma  Resolución,  el  cónyuge  viudo,  ó  sea  el 
6r.  Chlcherl,  que  está  privado  de  la  libre  disposición  de  los  bienes  ga- 
nanciales mientras  se  practica  la  liquidación  del  caudal  inventariado,  y 
debe  ob<iervar,  en  caso  de  enajenación,  los  preceptos  consignados  en  la 
seoelón  6.*,  tít.  8.®,  libro  8.^,  del  Códig)  civil,  no  tiene  capacidad  para 
vender  por  sí  solo  la  citada  casa,  y  por  consiguiente,  tampoco  la  tiene  el 
Juagado  para  venderla  en  nombre  y  representación  y  por  rebntldía  de 
aquél,  mayor  de  edad  y  viudo;  y  que  si  practicó  la  anotación  preventiva 
Áéí  embargo  de  esta  finca,  acordada  en  el  proceci miento  de  apremio  que 
motivó  la  escritura  de  venta  judicial,  fué  porque  en  el  mandamiento 
que  á  este  efecto  expidió  el  expresado  Jnsgado  se  expresaba  qne  el  sefior 
Cfalcherl  era  de  estado  casado,  y  el  Registrador  no  tiene  más  remedio 
que  calificar  la  capacidad  de  los  otorgantes  por  lo  que  resulta  de  las 
mismas  escritoras,  habiendo  tenido  especial  cuidado  de  consignar  en  la 


Digitized  by 


Google 


814  JURI8PRUDBNCIA  CIVIL 

anotación  qae  el  estado  eivil  del  deador  era  el  de  eaeado  para  BaWar  n 
reflpoDsabilidad: 

Resultando  que  el  Presidente  de  la  Andiencia  revocó  la  nota  de  «Uh 
pensión  del  Registrador,  y  declaró:  que  la  escritura  de  venta  jndieial  s» 
baila  extendida  con  arreglo  á  las  formalidades  y  prescripciones  legales, 
7  que  es,  por  lo  tanto,  inscribible,  fundándose  en  que  no  es  aplicable  al 
caso  el  art.  1404  del  Código  civil,  por  cuanto  ni  se  trata  de  un  edificio 
construido  durante  la  sociedtd  conyugal  sobre  suelo  perteneciente  á  uno 
de  los  cónyuges,  sino  de  reformas  hecbas  en  nn  edificio  ya  existente,  ni 
consta  en  forma  alguna  que  tales  reformas  determinen  utilidad  aprecia- 
ble;  que  en  tal  concepto  es  indudable  que  D.  José  Btutista  Obicberi  te- 
nia derecbo  á  cancelar  la  bipoteca  que  gravaba  la  Anca  inscrita  á  sa 
nombre  y  como  de  su  exclusiva  propiedati  mediante  el  pago  de  principal 
é  intereses;  y  que  por  igual  rasón  lo  tenía  á  vender  dicba  finca,  corres- 
pondiendo el  propio  derecbo  al  Juea  de  priftiera  iostancia  por  rebeldía 
de  aquél  en  virtud  de  reclamación  de  parte  y  de  los  trámites  legales  sk 
tablecidos. 

VÍ8to  el  art.  20  de  la  ley  Hipotecaria  y  la  Resolvclón  de  19  de  Octa- 
bre  de  1^00: 

Considerando  que  la  cuestión  planteada  en  el  presente  recnrso  acerca 
de  si  la  casa  núm.  10  de  la  calle  de  Qónova,  objeto  de  la  venta  cnya  ins- 
cripción ba  sido  denegada,  debe  esilmarse  ó  no  como  ganancial,  ba  sido 
ya  definitivamente  resuelta  por  la  Orden  de  este  Centro  directivo  de  19* 
de  Octubre  de  1900,  recaída  en  recurso  gubernativo  interpuesto  contra 
la  negativa  del  mismo  Registrador  de  la  propiedad  del  Norte  de  esta 
corte  á  inpcribir  una  escritura  de  bipoteca  constituida  sobre  la  referida 
casa  por  D.  José  Bautista  Cbicberi,  de  estado  viudo: 

Considerando  que  en  la  expresada  Orden,  teniendo  en  cuenta  que  li 
casa  de  que  se  trata  babía  sido  construida  de  nueva  planta  durante  li 
sociedad  conyugal  en  sustitución  de  la  qne  el  8r.  Cbicberi  adquirió  por 
berencia  de  su  madre  y  que  babía  desapareeido,  se  declara,  de  confor- 
midad con  lo  dispuesto  en  el  art.  1404  del  Código  civil,  que  la  casa  hi- 
potecada había  pasado  á  ser  ganancial  por  ministerio  de  la  ley,  y  qoe 
como  tal  debe  reputarse  para  todoe  los  efectos  del  Registro: 

Considerando  que  en  virtud  de  esa  Resolución,  y  en  Justo  y  debido 
acatamiento  á  la  misma,  es  forzoso,  tanto  para  el  Registraídor  como  pan 
esta  Dirección,  estimar  como  ganancial  la  repetida  casa  para  todos  loi 
efectos  del  Registro,  y  por  tanto  carecen  de  foersa  las  raaones  alegadas 
por  el  Notario  recurrente  y  las  consignadas  en  la  providencia  apelada 
para  revocar  la  nota  del  Registrador: 

Considerando  que  uno  de  esos  efectos  es  el  de  que,  si  bien  durante* 
la  sociedad  conyugal  ba  de  estimarse  al  marido  como  so  repreeentant» 
legal,  y  por  tanto  con  capacidad  para  enajenar  los  inmnebles  y  derechos 
reales  que  con  el  carácter  de  gananciales  estén  Inscritos  á  su  nombre, 
no  así  después  de  disunlta  aquélla,  ya  que  entonces  cesa  esa represeata- 
ción  y  carece  de  la  libre  disposición  de  tales  bienes  mientras  se  prac- 
tica la  liquidación  del  caudal  inventariado,  según  se  consigna  en  ía  re- 
petida Resolución  de  19  de  Octubre  de  1900: 

(Considerando  que  no  cabe  Invocar  en  contra  de  la  nota  denegatoria 
la  Real  orden  de  22  de  Julio  de  1^96,  porque  lo  qne  ésta  se  limita  ád^ 
clarar  es  que  para  inscribir  la  venta  ó  adjudicación  de  bienee  bipoteear 
dos,  verificada  en  juicio  seguido  contra  los  herederos  del  deudor  por  ha- 
ber fallecido  éste,  no  es  preciso  que  estén  previamente  inscritos  á  dod- 
bre  de  ellos,  y  el  Registrador  no  funda  su  negativa  en  la  falta  de  iD^ 
cripción  previa,  sino  en  que  resultando  del  docamento  presentado  ladi- 
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«olación  de  la  Bociedad  conjugal,  y  habiendo  cesado,  por  tanto,  D.  José 
Bautista  Chicberi  en  en  representación  legal,  carece  de  capacidad,  según 
el  EtegiHtro,  para  enajenar  la  finca  por  si  solo  mientras  no  conste  que  se 
le  haya  adjodicado: 

Considerando  que  al  estimar  el  Registrador  improcedente  la  inscrip- 
ción de  Itt  escritura  no  ha  calificado  si  la  resolución  judicial  ordenando 
sn  otorgamiento  era  justa  ó  injusta,  ni  si  se  ha  s<>guido  ó  no  el  orden 
rigoroso  del  procedimiento,  lo  cual  le  está  vedado,  sino  que,  juzgando 
falto  de  capacidad  legal,  según  el  Registro,  al  vendedor  para  enajenar 
la  finca  por  no  hallarse  ésta  inscrita  á  fu  favor,  y  si  al  de  otra  persona 
6  entidad  jurídica,  se  ha  ajustado  á  la  Resolución  de  19  de  Octubre  de 
1900  y  se  ha  limitado  á  cumplir  con  el  precepto  del  art.  20  de  la  ley  Hi- 
potecaria, que  previene  que  en  tal  caso  se  deniegue  la  inscripción: 

Goneiderando  que,  no  olwtante  lo  dispuesto  en  ese  artículo,  el  Nota- 
rio antorisante  estimó  con  capacidad  bastante  á  D.  José  Bautista  Chi- 
cberi, viudo,  para  el  otorgamiento  de  la  escritura  de  venta  de  bienes 
gananciales  sin  la  concurrencia  de  los  herederos  de  su  esposa,  ó  sin  que 
ae  le  hubiera  adjudicado  la  finca: 

Considerando  que  el  obstáculo  qne  según  el  Registrador  impide  la  . 
inscripción  de  la  finca  á  favor  del  comprador  puede  desaparecer,  bien 
mediante  otra  escritura  que  se  otorgue  á  nombre  del  mismo  D.  José  Bau- 
tieta  Chicberi  y  de  los  herederos  de  su  esposa,  ó  bien  ratificando  aquél 
la  qnf>  motiva  el  presente  recurso  si  la  finca  se  le  adjudica  al  liquidarse 
la  sociedad  conyugal ; 

l!.siii  dirección  general  ha  acordado,  con  revocación  de  la  providen- 
cia afielada,  declarar  que  al  autorizar  el  Notario  D.  José  María  Martín 
la  escritura  motivo  del  presente  recurso  no  apreció  bien  la  capacidad  de 
la  parte  vendedora,  y  por  consiguiente,  no  se  halla  extendida  con  arre- 
glo á  íhs  prescripciones  y  formalidades  legales. 

Lo  que,  con  devolución  del  expediente  original,  comunico  á  V.  I.  á 
los  efectos  consiguientes.  Dios  guarde  á  Y.  I.  muchos  afios.  Madrid  80 
de  Mayo  de  1901. =£1  Director  general,  Ramón  Cepeda.=Sr.  Presidente 
de  la  Audiencia  de  Madrid. 


X^üm.  14:1.-«TRIBUNAL  8UPREII0.--31  ds  Mayo,  psb.  el  25  do  Junio. 

Competencia.— Cump/^'m/en/o  de  con^ra/o.— Sentencia  decidiendo 
en  favor  del  Juez  He  primera  instancia  de  Bilbao  la  sostenida 
con  el  de  igual  clase  de  Martos,  acerca  del  conocimietito  de  la 
demanda  interpuesta  por  D.  Pedro  del  Moral  con  la  Sociedad 
Electra  Industrial  Eap^^ñola. 
En  8U8  CONSIDERANDOS  se  sstablece: 

Que  al  efecto  de  ñjar  la  eompeteneia  para  conocer  de  las  aceto- 
nee  personales^  hay  que  estar ^  según  el  art.  62,  regla  l.\  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  cibil,  al  domicilio  del  demandado,  siempre  que  no 
haya  habido  sumisión,  ó  que  la  obligación  no  tenga  lugar  determi- 
nado para  su  cumplimiento: 

Que  asi  el  pago  de  la  parte  de  precio  aplazada^  como  la  indemni- 
zaeión  de  perjuicios  y  la  formalización  en  escritura  pública  de  un 
contrato  privado,  pueden  hacerse  en  cualquier  lugar,  y  lo  mismo  la 
aceptación  de  las  cosas  transmitidas,  realizable  simbólicamente,  se-- 
gdn  reconoce  el  art.  462  del  Código  civil,  que  la  presume  por  el  sim-- 
pie  otorgamiento  de  escritura  pubUca. 
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En  U  Tilla  7  eorta  de  Ifadrld,  á  SI  de  Mayo  de  1901,  en  la  eompe- 
tenoia  pendiente  ante  NO0  por  virtad  de  inhibitoria  propoeata  por  el 
Jaes  de  primera  instancia  de  Bilbao  al  de  igaai  olaae  de  Ifartoe  en  el 
oonocl miento  de  la  demanda  deducida  ante  el  último  por  D.  Pedro  del 
Moral  Eacabiae,  indnatrial,  vecino  de  Yaldepefias  de  Jaén,  contra  la  So- 
ciedad Glectra  In  Inatrial  Bepafiola,  domiciliada  en  Bilbao,  repreeentada 
por  sa  Director  srerente  D.  Joeé  de  Orb^goao  y  el  Preoidente  de  la  mlaaa 
D.  Pedro  G.  Gareaga,  eobre  cumplimiento  de  nn  contrato,  habiendo cob- 
parecldo  ante  eete  Tribnnal  Supremo  ambae  partea  litigantes,  defendida 
y  rpprtfsentada  la  demandada,  qne  ha  promovido  la  inhibitoria,  por  el 
Letrado  D.  Manuel  García  Prieto  y  el  Procnrador  D.  Daniel  Do^ce,  y  la 
'damandante  por  el  Letrado  D.  Florencio  Alvarea  Oeorio  y  el  Procurador 
D.  Andréd  Goitia: 

Reenltando  qne  entre  D.  Pedro  del  Moral  Eecablaa  de  una  parte;  de 
otra  D.  Joeé  Lnie  Gómei  Navarro,  Ingeniero  de  Oamlnoe,  antor  del  pro- 
yecto de  aprovechamiento  de  qne  ae  haría  mención,  y  de  otra  D.  CÍ|MÍa- 
no  Salvatierra  y  Rifo,  por  sí  y  por  cuenta  de  la  Sociedad  Jorge  Ahlene- 
yer  y  Gompafi{a,  de  Bilbao  y  Ma'irid,  ae  otorgó  nn  documento  privado 
on  la  cindad  de  Jaén,  con  fecha  16  de  Octubre  de  1898,  que  firmaron  Iti 
tree  partee  por  triplicado,  con  los  eiguientee  paetoo  ó  declaraclooee,  en- 
tre otras:  primero,  que  D.  Pedro  del  Moral  tenía  aolicltado  el  aprove- 
chamiento de  un  salto  de  agua  en  el  sitio  denominado  el  Gaetellón,  en 
el  río  Saeana,  término  municipal  de  Valdepefias  de  Jaén,  y  ademáe  era 
propietario  de  loe  terrenoe  neoeearloe  para  la  edificación  y  emplasa- 
miento  de  la  central  de  máquinas,  colocación  de  tuberías,  acoedo-to 
general  y  presa  correspondiente,  excepto  el  emplaaamiento  de  nn  estribo 
de  presa  y  el  de  una  corta  extensión  de  canal  ó  acueducto,  terrenos  qne 
se  adquirirían  en  propiedad  para  entregarlos  el  día  qne  se  formalisase 
la  escritura;  tercero,  que  D.  Pedro  del  Moral  ae  obligaba  á  entregar  á  la 
Sociedad  Jorge  Ahlemeyer  y  Gompafiía,  ó  á  D.  Gipriano  Salvatierra  en 
su  nomtTre,  en  el  placo  máximo  de  un  afio,  todos  los  terrenos  necesarios 
para  la  construcción  de  la  presa  de  toma  de  aguas,  el  canal  general  de 
conducción  de  laa  mismas,  con  terreno  suficiente  á  ambos  lados  para  la 
colocación  de  las  tierras  extraídas,  y  además  el  necesario  para  el  em- 
plazamiento de  la  tubería  y  el  de  la  central  eléctrica,  etc.,  aeí  como  el 
derecho  de  paso  para  todo  el  servicio  de  dicha  conducción  de  agnas; 
cuarto,  qne  la  Sociedad  Jorge  Ahlemeyer  y  Gompafiía  recibirá  eondicio- 
nalmente  de  D.  Pedro  del  Moral  la  posesión  de  los  terrenos  y  derecho  de 
«provechamlento  el  día  que  les  sea  entregado  dentro  del  afio  que  se  esti- 
pula, abonando  en  el  acto  de  la  entrega  la  suma  de  10.000  pesetas,  pa- 
gaderas en  Bilbao  ó  Madrid,  como  primer  plaso  de  la  de  60.000  en  qoese 
tasa  el  valor  de  los  terrenos  indicados  y  el.derecho  de  aprovechamiento 
del  salto  de  agua;  cuya  entrega  ss  haría  mediante  escritora  públl'sa  é 
inscribiendo  en  el  Registro  de  la  propiedad  loe  terrenos  á  qne  antes  se 
ha  hAoho  relación,  con  hipoteca  en  favor  de  D.  Pedro  del  Moral  por  Isa 
60.000  pesetee  qne  faltan  para  el  total  pago  de  la  propiedad  citada  y  de- 
recho de  agua;  quinto,  que  á  partir  de  la  fecha  indicada  en  la  dáñenla 
anterior,  Jorge  Ahlemeyer  y  Gompafiía  podrían,  en  el  plaao  d«  nn  afio, 
hacer  entreara  de  laa  60.000  peeetae  reetantes,  obligándoee  D.  Ptüdro  del 
Moral  á  cancelar  la  hipoteca;  octavo,  qne  todas  las  cuestiones  que  poe- 
dan  euscltarse  con  motivo  de  la  interpretación  de  este  contrato,  se  some- 
terán al  Juicio  de  amigables  componedores,  nombrados  con  arr«*glA  á  lo 
•dispuesto  en  la  ley  de  Bujuiolamiento  civil;  duodécimo,  que  D.  Pedro 
del  Moral  se  compromete  á  ceder  á  Jorge  Ahlemeyer  y  Gompafiía,  con- 
siderando su  valor  incluido  en  la  presente  venta,  los  terrenos 
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rlo0  de  en  propiedad  par»  el  aprovacbamieDto  del  agua  del  arroyo  Chir- 
cales, siempre  qae  la  toma  ae  verifique  por  debajo  de  so  actual  fábrica. 
harinera,  obligáodoae  además  á  vender»  mediante  tasación  pericial,  los 
terrenos  y  edificio  ó  molino  qae  pueda  coger  ó  perjudicar  cualquier  apro- 
▼ecsbamiento  aguas  abajo  del  que  se  trata;  decimotercero,  la  cautidad  de 
60.000  pesetas  á  que  se  refiere  la  cláusula  6.^  y  siguienttís  se  hará  antes 
de  der  oomienao  á  las  obras  del  aprovechamiento;  decimoquinto  y  últi- 
mo, qne  el  otorgamiento  de  la  correspondiente  escritura  pública  tendria 
losar  en  Madrid,  para  lo  cual  D.  Pedro  del  Moral  había  de  presentar  la 
tiioleclón  correspondiente  á  juldo  del  Begistro  de  la  propiedad,  y  que 
de  Igual  modo  se  baria  en  Madrid  la  esentura  ante  el  Notario  D.  José 
García  Lastra,  ó  quien  le  sustituyera,  asi  como  quedaba  domiciliado  el 
oontrato  en  Madrid  para  los  efectos  de  nombramiento  de  arbitros  á  que 
se  refiere  la  cláusula  8.^: ' 

Resultando  que  la  Sociedad  Jorge  Ahlemeyer  y  Compafiia  cedió  los 
derechoa  adquiridos  en  el  anterior  contrato  á  la  denominada  El«  otra 
Marios  Valdepeñas,  domiciliada  en  Bilbao,  á  favor  de  la  cual  se  otorgd 
en  dicha  villa  por  D.  Pedro  del  Moral  y  Escablaa  la  escritura  pública 
eoncertada,  en  la  que  biso  extensiva  á  la  totalidad  de  las  fincas  en  que 
están  simados  los  terrenos  necesarios  para  la  edificación  de  la  central 
de  máquinas  y  demás  usos  seüalados  en  el  contrato  la  cesión  convenida 
.de  dichos  terrenos;  y  con  fecha  18  de  Febrero  de  1890  firmaron  en  Biitao 
una  declaración,  extendida  al  pie  del  oontrato  referido,  el  Administra- 
dor general  de  la  mencionada  Sociedad  Electra  Maitos  Valdepefias  y  Don 
Pedro  del  Moral  Escablas,  en  la  que  dicho  Administrador  se  comptome- 
U6  y  dejó  obligada  á  la  Sociedad  que  representaba  á  que  una  ves  ocupa- 
dos los  terrenos  necesarios  para  el  salto  de  aguas  y  demás  obras  que  hu- 
biera que  ejecutar,  el  sobrante  se  cederia  pe  r  dicha  Sociedad  ó  su  repre- 
sentante legal  al  D.  Pedro  del  Moral  Escabias,  sin  que  por  dicha  cesión 
mediara  precio  alguno: 

Hesultando  que  entre  el  mismo  D.  Pedro  del  Moral  y  Escabias  y  ei. 
Presidente  y  el  Ingeniero  Director  gerente  de  la  Sociedad  Electra  Indus- 
trial Espafiola,  continuadora  de  la  Electra  Martes  Valdepeñas,  se  otorgd 
otro  documento  privado  en  Bilbao  con  fecba  7  de  Abril  de  1900,  estable- 
elendo,  entre  otros  extremos,  los  siguientes:  primero,  D.  Pedro  del  Mo- 
ral oede  á  la  Sociedad  Electra  Industrial  Espafiola  los  terrenos  necesa- 
rios para  la  construcción  y  establecimiento  de  un  depósito  de  embalse 
en  el  punto  llamado  La  Vega  de  la  Ven  til  la,  junto  á  la  presa  conatruida 
por  dicha  Sociedad  en  el  rio  Susana;  tercero,  cede  también  D.  Pedro  del 
Moral  á  la  referida  Sociedad  los  terrenos  necesarios  para  ampliar,  en  la 
extensión  que  aquélla  juzgue  conveniente,  el  depósito  de  embalse  que 
Moral  posee  en  el  arroyo  Chircales,  aguas  arriba  de  la  presa  construida 
por  la  Sociedad,  reconociendo  Igualmente  en  favor  de  la  Sociedad  expre* 
sada  el  derecho  de  ejecutar  las  obras  de  ampliación,  entretenimiento  7 
conservación  de  aquel  depósito,  y  consintiendo  el  acceso  con  tal  objeto 
por  sus  terrenos;  quinto,  la  Sociedad  podrá  aprovechar  las  aguas  del  ci- 
tado depósito,  y  al  efecto  dispondrá  de  las  llaves  que  dan  entrada  y  sa- 
lida de  agua  al  mismo,  con  la  obligación  que  se  determina  en  la  misma 
base,  refiriéndose  la  siguiente  á  determinada  condición  qne  se  in>pone  á 
la  Sociedad  para  el  caso  de  que  creyera  conveniente  disponer  del  depó- 
sito de  aguas  sin  limitación  alguna;  séptimo,  en  el  caso  de  qne  fuera 
procedente,  se  compromete  D.  Pedro  del  Moral  á  practicar  la  informa- 
ción posesoria  para  la  inscripción  en  el  Regietro  de  la  propiedad  de  los 
derechos  de  que  disfruta  con  relación  á  las  aguas  y  depósito  menciona- 
dos; leflriéndose  los  númeroe  8.^  y  9.®  á  la  renuncia  por  parte  de  Moral 


Digitized  by 


Google 


818  JURISPRirDBNaA  CIVIL 

de  toda  indemniMción  por  las  obras  qae  ejeentam  la  Sociedad,  y  á  la 
aatoriMcion  á  ésU  para  coUnsar  postee  en  terreno  de  en  propiedad;  dé» 
cioiü,  qae  en  compeneaclón  á  lae  oonoeeionee  precedentes  7  por  los  gae» 
tos  que  ha  de  imponerse  D.  Pedro  del  tforai  eon  la  ejecnción  de  obris 
para  aumentar  ia  íaensa  en  nno  de  sos  molinos  para  oontrarreetar  tos 
efectos  de  la  menor  duración  en  el  discurso  de  las  agnas  por  el  mismo, 
la  Sociedad  le  satisfará  20.000  pesetas;  nndécimo,  que  en  ejecución  de 
lo  coosigaado  en  la  cláusula  anterior,  O.  Pedro  O.  Óareaga  de  la  Qain* 
tana  entrega  en  este  acto  á  D.  Pedro  del  Moral  la  mitad  áe  dicha  suana, 
ó  sean  10.000  pesetas,  de  las  en  alee  D.  Pedro  del  Bdoral  se  da  por  reci- 
bido, y  declara  que  quiere  se  tenga  esta  declaración  escrita  como  la  carta 
de  pago  correspondiente,  estipulando  además  que  el  resto  de  la  expíe- 
Bada  suma,  ó  sean  las  10.000  pesetas  que  qne^an  por  satisfacer,  serán 
abonadas  al  mismo  dentro  de  seis  meses  de  la  fecba  de  este  docnmenio; 
7  duodécimo,  que  D.  Pedro  del  Moral  se  presta  á  ele?ar  este  documento 
á  escritura  pública  tan  pronto  como  sea  requerido  al  efecto  por  la  Socie- 
dad expresada: 

Resultando  que  con  los  docnmentoa  referidos  dedujo  D.  Pedro  del 
Moral  Edcabias  en  10  de  Noviembre  último,  en  el  Jn^^ado  de  primera 
instancia  de  Martes,  demanda  civil  ordinaria  para  que  se  condene  á  la 
Sociedad  Blectra  Industrial  Bspafiola  á  pagarle  la  cantidad  de  10.000  pe- 
fletas;  asimismo  á  que  se  preste  á  recibir  del  demandante  las  cusas  qns 
se  mencionan  en  el  referido  contrato  de  7  de  Abril,  7  á  que  oturgoe  á 
su  favor  la  escritura  pública  en  que  ee  haga  constar  la  efectividi^  del 
contrato  de  18  de  Febrero  de  1899,  ó  sea  la  cesión  al  demandante  de  los 
terrenos  á  que  este  contrato  alude  para  que  puedan  ser  inscritos  á  so 
nombre  en  el  Registro  de  la  propiedad,  acordando  el  otorgamiento  de  la 
escritura  á  costa  de  la  Sociedad  demandada  7  siendo  extensiva  la  con- 
dena á  la  indemnización  de  dafios  7  perjuicios  é  intereses,  7  al  psgo  de 
costas;  á  cuyo  efecto,  7  en  cnanto  ofrece  relación  á  la  oomp-tenelade 
que  se  trata,  alegó  que  según  el  precepto  del  art.  1600  del  Código  dvil, 
el  comprador  está  obligado  á  pagar  el  precio  de  la  cosa  vendida  en  el 
tiempo  7  lugar  fijados  en  el  contrato,  7  si  no  se  hnblera  fijado,  deberá 
hacerse  el  pago  en  el  tiempo  7  Ingar  en  que  se  haga  la  entrega  de  la 
cosa  vendida,  no  pndiendo,  por  tanto,  ser  otro  el  logar  d«>l  pago  de 
cosa  vendida  que  aquel  en  qne  ee  ha  de  entregar;  que  el  art.  62  de  la  1^7 
de  Enjuiciamiento  civil  sefialaen  primer  término  como  Juea  competente 
al  del  lugar  en  qne  deba  cnmpllrae  la  obligación  cuando  se  trata  del 
ejercicio  de  acciones  personales;  7  siendo  este  lugar  el  de  la  entrega  de 
la  cosa,  cu7a  naturaleza  lleva  de  sn70  en  el  presente  caso  que  sea  aquel 
en  que  está  situada,  era  vista  la  competencia  de  aquel  Juzgado  para  co- 
nocer de  esta  demanda;  7  qne  el  ejercicio  de  acciones  reales  7  mixtas 
ofrece  también  la  competencia  al  Jues  del  Ingar  en  qne  eeté  sita  la  cosa, 
7  no  podia  desconocerse  qne  de  eeta  naturaleza  participaban  aquéllas 
que  ofrecían  asimismo  la  finalidad  de  la  entrega  de  coeae  muebles; 
siendo,  por  último,  licito  al  actor  acumular  en  sn  demanda  las  mociones 
que  le  competan  contra  el  demandado,  no  siendo  incompatibles  entre  «í: 

Resultando  que  citada  y  emplazada,  con  entrega  de  las  copias  ooms- 
pondientes,  la  Sociedad  Electra  Indnetrlal  Espafiola  por  medio  de  ex- 
horto dirigido  al  Juez  de  primera  instancia  de  Bilbao,  dedujo  ante  éste 
la  inhibitoria  de  jurisdicción.  Invocando  en  sn  apo7o  los  arts.  fiS,  nú* 
mero  1.^,  de  la  le7  de  Enjuiciamiento  civil,  7  1171  del  Código  civil,  7 
alegando:  qne  la  reclamación  del  pago  de  la  parte  de  precio  qne  quedó 
aplazado  por  el  contrato  de  7  de  Abril,  ó  sea  de  la  snma  de  10.000  peee- 
tas,  era  indudable  que  implicaba  el  ejercicio  de  ana  acción  peraonal» 
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eomo  todaa  Jas  que  se  encaminan  al  cumplimiento  de  las  obligaciones 
■urgidas  de  la  contratación;  siendo  también  Innegable  que  en  el  caso  de 
•er  Táiida  la  obligación  de  que  se  trata,  deber ia  cumplirse  en  aquella 
villa,  por  tener  en  ella  su  domicilio  el  deudor  y  haber  empegado  á  eje- 
eotarse  en  la  misma  obligación  con  la  entrega  del  primer  plazo  del  pre- 
cio convenido,  lo  cual  significaba  la  aquiesceDcia  del  acreedor,  no  ha- 
'biendo  otro  logar  sefialadu  expresamente;  teniendo  declarado  este  Tri- 
bunal Supremo  que  el  Jues  del  lugar  en  que  ha  empezado  á  cumplirse 
una  .obligación  es  el  competente  pava  conocer  de  las  demandas  en  que  se 
secláme  su  cumplimiento;  que,  por  otra  parte,  en  el  presente  caso  no 
existen  más  que  dos  acciones  acumuladas,  que  son  la  relativa  al  pago 
del  precio  y.  la  que  se  refiere  al  otorgamiento  de  la  escritura  pública  para 
hacer  constar  la  efectividad  del  documento  de  16  de  Febrero  de  1899;  no 
podiendo  calificarse  esta  última  de  real«  sino  de  puramente  personal, 
pues  se  refiere  á  la  exigencia  de  un  deber  en  que  pueden  hallarse  los 
contratantes  para  Henar  aquel  requisito;  y  no  pudieado  tampoco  servir 
de  base  el  ejercicio  de  una  acción  real  ó  mixta  el  recibo  de  las  cosas 
enajenadas  por  el  comprador,  cuando  al  efecto  sería  necesario  que  ade- 
más tuviera  por  objeto  tal  reclamación  el  hacer  efectivo  un  derecho  real 
•directa  é  independientemente  para  ejercitar  la  acción  real  y  reclamán- 
dolo de  la  persona  obligada  para  el  ejercicio  de  la  mixta,  y  lejos  de  exis- 
tir tales  aspectos  en  el  presente  caso,  resultaba  que  el  vendedor  pedía  la 
aplicación  de  una  facultad  recíproca  que  st-gún  el  concepto  del  contrato 
de  compraventa  correspondería  al  comprador,  come  mera  consecuencia 
de  la  declaración  del  deber  de  entregar  el  precio;  y  que  en  todo  caso  la 
moción  principal  era  la  reclamación  del  precio,  tanto  por  el  orden  en  que 
las  presentaba  el  demandante,  como  por  ser  en  realidad  el  objetivo  de  la 
demanda,  siendo  simplemente  consecuencias  y  puntos  accesorios  los  de- 
más extremos,  por  lo  que  tampoco  era  posible  desconocer  la  competen- 
cia del  Jazgado,  según  lo  declarado  por  el  Tribunal  Supremo  en  senten- 
cia de  1.®  de  Julio  de  1897,  en  que  se  dice  que  fuera  de  los  casos  de  su- 
misión expresa  ó  tácita,  la  competencia  de  los  Jueces  y  Tribunales  se 
determina  por  la  clase  de  acción  que  se  ejercite,  y  siendo  varias  y  de 
distinta  naturaleza  las  formuladas,  el  conflicto  que  de  tal  acumulación 
pueda  nacer  debe  resolverse  por  la  prioridad  en  el  orden  de  la  relativa 
Importancia,  ó  dando  la  preferencia  á  la  acción  que  sea  base  y  funda- 
mento de  las  demás: 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  de  Bilbao,  después  de 
haber  oído  al  Ministerio  fiscal,  dictó  auto  inhibitorio  en  19  de  Diciem- 
bre, por  considerar  que  se  trata  de  acción  puramente  personal,  objeto 
principal  de  la  demanda  al  reclamarse  el  pago  de  cantidad  proveniente 
del  precio  aplazado  de  un  contrato  de  compraventa;  que  en  aquella  villa 
,de  Bilbao,  donde  tiene  su  domicilio  el  deudor,  se  hizo  la  primera  entrega 
con  aquiescencia  del  acreedor,  y  como  por  otra  parte  no  se  determinó  en 
él  contrato  el  lugar  del  cumplimiento  de  la  obligación,  era  evidente  la 
competencia  de  aquel  Juzgado  para  conocer  del  juicio  entablado,  con- 
forme á  lo  dispuesto  en  el  art.  68  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  en 
la  constante  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo: 

Resultando  que  el  demandante  D.  Pedro  del  Moral  impugnó  á  su 
tiempo  la  inhibitoria  propuesta  por  el  Juez  de  Bilbao,  alegandu:  que  en 
la  súplica  de  la  demanda  pedía  se  condene  á  la  Sociedad  demandada, 
entre  otros  extremos,  á  que  se  preste  á  recibir  del  demandante  las  cosas 
que  se  mencionan  en  el  contrato  de  7  de  Abril,  y  son  los  terrenos  nece- 
aarios  para  la  construcción  y  establecimiento  de  un  depósito  de  embalse 
en  el  punto  llamado  Vega  de  la  Ventanilla;  los  terrenos  también  nece- 
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•arios  á  ampliar  en  la  extenaión  que  la  Sociedad  Joigae  eoBvenient»  el 
depósito  de  embalse  que  el  demandante  poaee  en  el  arroyo  de  ObircalM,. 
agaae  arriba  de  la  presa;  el  aprovechamiento  de  lae  aguas  de  dicho  de- 
pósito disponiendo  de  las  llaves  qae  dan  entrada  y  salida  al  tíqnido  y 
otros  extremos  que  en  el  contrato  se  mencionan;  y  como  todas  estas 
cosas  se  encontraban  en  el  término  de  aquel  partido  judicial,  no  podía, 
haber  otro  Jaes  competente  por  ser  real  la  acción  ejercitada,  y  de  apli- 
cación, por  tanto,  los  números  2.^  y  8.^  del  art.  62  de  la  ley  de  finjaicia- 
miento  civil;  que  no  era  licito  admitir,  como  se  sostenía  de  contrario» 
que  la  entrega  de  la  cosa  objeto  y  materia  de  un  contrato  fuera  cosa  de 
segundo  orden  y  de  menos  importancia  que  el  psgo  del  precio,  cuyo  he- 
cho, por  el  contrario,  carecería  de  raaón  sin  la  existencia  de  aquél,  ni 
podría  suponerse  tampoco  que  se  había  dado  menoe  importancia  á  dicha 
extremo  de  la  demanda,  porque  se  hubiera  hecho  mención  de  él  después 
del  relativo  al  pago  del  precio,  pues  a  »srte  de  que  no  era  poeibie  enun- 
ciar á  la  vea  todos  los  términos  de  la  solicitud,  no  podía  deducirse  desa 
colocación  prioridad  alguna  cuando  se  usaba  la  frase  OHmiuno  á  conti- 
nuación del  abono  del  precio;  que  aun  considerada  la  demanda  propuesta 
en  cuanto  tiene  de  acción  personal,  se  demostraba  y  justificaba  la  com- 
petencia del  Juzgado,  por  razón  de  lo  disputaste  en  el  art.  1600  del  Oó- 
digo  civil,  en  relación  con  el  núm.  1.^  del  62  de  la  ley  procesal,  que  con- 
tenían el  único  criterio  jurídico  aplicable  al  caso;  y  que  en  cuanto  al 
extremo  comprendido  también  en  la  solicitud  de  la  demanda,  relativo  al 
otorgamiento  de  la  escritura  pública  que  ha  de  inscribirse  en  el  Regis- 
tro de  la  propiedad  de  aquel  partido  por  tratarse  de  bienes  existentes  sa 
el  mismo,  podía  tener  aplicación  la  Jurisprudencia  invocada  de  contra- 
rio, pues  siendo  la  competencia  de  aquel  Juagado  respecto  á  los  extremos 
y  por  ios  motives  mencionados,  no  podía  por  menos  de  tenerla  tambláa 
para  conocer  de  este  punto: 

Resultando  que  oído  el  Ministerio  fiscal,  dictó  anto  el  Juez  de  pri- 
mera instancia  de  Martos,  rechazando  la  inhibitoria  y  declarándose 
competente  para  seguir  conociendo  del  Juicio  entablado,  por  considerar: 
que  en  la  demanda  ae  ejercitan  dos  aeciones  acumuladas,  una  para  el 
cumplimiento  de  un  contrato  de  compraventa,  ó  sea  percepción  por  si 
actor  del  resto  del  precio  y  entrega  de  la  cosa  vendida,  y  otra  para  la 
cesión  al  demandante  por  el  demandado  del  sobrante  de  un  inmueble 
que  no  f  aé  comprendido  en  un  contrato  anterior;  siendo  la  primera  ds 
dichas  acciones  puramente  personal  y  la  segunda  de  carácter  mixta,  y 
fundándose  ambas  en  los  documentos  de  7  de  Abril  de  1900  y  18  de  Fe- 
brero de  1899;  que  respecto  de  la  primera,  dada  la  reciprocidad  de  obli* 
gaciones  que  nacen  del  contrato  de  compraventa,  y  tcÑda  ves  que  no  se 
ha  designado  el  punto  donde  eeaa  obligaciones  recíprocas  deban  cum- 
plirse, debe  realizarse  la  que  hace  relación  al  demandante,  por  trataras 
de  cosa  determinada,  en  el  lugar  donde  existia  en  el  momento  de  cobs- 
titoiree  la  obligación,  y  por  consecuencia,  en  el  punto  donde  está  situado 
el  inmueble,  en  cuya  entrega  consiste  la  obligación  recíproca  del  actor; 
que  la  obligación  del  comprador,  ó  sea  del  demandado,  es  la  de  pagar  el 
precio  de  la  cosa  vendida  en.  el  tiempo  y  lugar  fijados  en  el  contrato,  y  á 
falta  de  esa  determinación  en  el  lugar  de  la  entrega  de  la  cosa  vendida; 
que,  por  lo  tanto,  el  logar  en  que  debe  cumplirse  la  obligación  del  con- 
trato de  compraventa  de  que  se  trata  es  Valdepefias  de  Jaén,  correspon- 
diente á  aquel  partido  de  Martos,  por  hallarse  en  él  la  oosa  vendida;  y 
que  en  cuanto  á  la  segunda  de  las  secciones  ejercitadas,  era  también  ia- 
discotible  sp  competencia,  por  ser  el  Juez  del  lugar  en  que  se  hallan  ú*^ 
tuadas  las  cosas: 
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Beraltando  que  el  Jnes  de  primera  Instancia  de  Bilbao  insistió  en  la 
inhibitoria,  oomonicándolo  así  ai  de  Marios,  eleyindoíse  por  ambos  sos 
leapectlTas  actaaciones  á  este  Sopremo  Tribanal;  sostanciándose  la 
competencia  con  arreglo  á  derecho  y  oyéndole  al  Ministerio  fiscal. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  de  Garnica: 

Considerando  qoe  todas  las  peticiones  contenidas  en  la  demanda  de 
D.  Pedro  del  Moral  constituyen  acciones  meramente  personales,  porqne 
so  fundan  en  obligaciones  que  á  sn  juicio  se  derivan  de  los  actos  y  con- 
tratoa  celebrados  por  el  demandado,  y  no  en  derechos  directos  de  aquél 
Bollre  cosas  determinadas,  cuya  efectividad  se  pueda  reclamar  sin  consi- 
deración personal  alguna: 

Considerando  que,  al  efecto  de  fijar  la  competencia  para  conocer  de 
las  acciones  personales,  hay  que  estar,  según  ei  art.  62,  regla  1.^,  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,-  al  domicilio  del  demandado,  siempre  que 
no  haya  habido  sumisión,  ó  que  la  obligación  no  tenga  lugar  determi- 
nado para  su  cumplimiento: 

Considerando  que  en  el  caso  actual  no  hay  lugar  expreso  de  cumpli- 
miento, ni  lo  precisa  la  índole  de  las  obligaciones  reclamadas,  porque 
maí  el  pego  de  la  parte  de  precio  aplaaada,  como  la  indemnización  de 
perjuicios  y  la  formalisación  en  escritura  pública  de  un  contrato  priva- 
do', pueden  hacerse  en  cualquier  logar,  y  lo  mismo  la  aceptación  por  ei 
deánandado  de  las  cosas  transmitidas,  realisable  simbólicamente,  según 
xeconoce  el  art.  462  del  Código  civil,  que  la  presume  por  el  simple  otor- 
gamiento de  escritora  pública; 

Fallamos  que  debemos  declarar  7  declaramos  que  el  conocimiento  de 
eatoe  autos  corresponde  al  Joea  de  primera  instancia  de  Bilbao,  al  que 
•e  remitan  todas  las  actuaciones  para  los  efectos  de  derecho,  siendo  de 
cuenta  respectiva  de  lae  partes  las  costas  ocasionadas;  y  póngale  esta 
reaolución  en  conocimiento  del  Joea  de  primera  instancia  de  Martes. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  den- 
tro de  loa  diea  días  siguienti^s  al  de  eu  fecha  y  á  su  tiempo  en  la  Colec- 
ción LbgI8Lativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo  pro- 
monciamos,  mandamos  y  fírmamos.=José  de  Aldecoa.=Ricardo  Gu- 
llón.=:Jo8é  de  Qarnica.=Francisco  Toda.= Joaquín  Gonaáles  de  la 
Pella. 

Poblicaciótt.— Leída  j  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Ezcmo.  8r.  D.  José  de  Cárnica,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo, 
celebrando  audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  que 
certifico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  81  de  Mayo  de  1901.=:Licenciado  Jorge  Martines. 

27üm.  l'^d.— TRIBUNAL  8UPREII0.-3I  Mayo,  pub.  el  16  y  al  19  Agosto. 

Casación  por  iNFRACCtóN  db  ley, --Nulidad  de  cláusula  encritura- 
na.— Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  inter- 
puesto por  D.  Francisco  Gutiérrez  contra  la  pronuncic^da  por  la 
Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla,  en  pleito  con  Don 
Jacinto  Sánrhez. 
En  SU8  CONSIDERANDOS  86  ostableco: 

Que  8t  bien  el  Código  regula  las  principales  obligaciones  de  los 
que  contratan  según  la  naturaleza  de  cada  contrato^  esto  no  obsta 
para  que  las  partes  puedan  modificar  y  hasta  renunciará  cualquiera 
de  las  obligaciones  concretamente  determinadaSy  mientras  la  ley  no 
lo  prohiba  ó  se  convenga  algo  que  sea  contrario  á  la  moral: 
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Que  observando  €%ia  doetrina  la  Sala  senieneiadora,  no  it^riñge 
Í09  aríieuloM  ÍUG,  1102  y  1256  del  Código  eioit 

Que  la  aeeián  de  dolo  ee  irrenuñeiabU  con  arreglo  á  la  ley: 
Que  la  dreunetaneia  de  que  por  rasen  de  la  eo^ansa  puesia  por 
un  contratante  en  oirot,  sea  más  dijieil  para  el  primero  reunir  ¿ot 
neeeearioe  elementoe  del  dolo^  no  baata  para  demrtuar  la  Juersa  f 
^¡íeaeia  de  lo  eonvenido^  mientras  la  ley  nopongUy  eomopoáe  en  otros 
oasoSf  um  limite  ifsfranqueableá  aquélla. 

Eb  U  TilU  r  oorto  de  Madrid,  á  81  de  Mayo  de  1901,  em  loe  eotoede 
Joicio  deoleretiTO  de  mayor  caen  tí  a  aegaidoe  en  el  Jaezado  de  prioieni 
ineUnole  del  dietrito  de  Sen  Vicente  de  Sevilla,  y  la  Sala  de  lo  ciril  de 
la  Andieocla  de  aqoel  territorio  por  D.  Franciaoo  Gatiérreí  Noraleí, 
dependiente  de  oomereio,  con  D.  Jacinto  Sánchea  Ramirea,  propietario  y 
eomeroiante,  veoinoe  amboe  de  Sevilla,  eobre  noiidad  de  ona  dáñenla  ce- 
erituraria,  rendición  de  caeotae  é  indemniaación  de  perjnicloe;  pleito 
pendiente  ante  Noe  en  recnreo  de  casación  por  infracción  de  ley  qae  fai 
taiterpneeto  el  demandante,  repreeentádo  y  defendido  por  el  ProcnrMloi 
D.  Jnlián  Mofioi  y  Mignel  y  el  Letrado  D.  Antonio  Manra;  eetándolo 
D.  Jacinto  Sánchea  por  el  Procnrador  D.  Vicente  Tnrón  y  el  licenciado 
D.  Joeé  Morute: 

Reeoitando  qve  al  retiraree  de  loe  negocioe  meroantilee  el  coner- 
dante  de  Sevilla  D.  Aniceto  Sáeni  Biirrón,  traapaaó  en  eetablecImioDto 
de  curtidos  y  ártico  los  de  sapatería  á  1).  Pranciei-x)  Gntiérrea  Novales  y 
á  en  antiimo  dependiente  D.  Manuel  Obr«*gón  Velarde,  qolenes  por  ea- 
crltnra  otorgada  en  aquella  cindad  con  fecha  1.^  de  Marao  de  1888,  ante 
el  Nutario  D.  Joeé  María  Prieto,  ee  constituyeron  en  Sociedad  dedicada 
á  la  compraventa  al  por  mayor  y  menor  de  toda  claae  de  cortidoe  y  de- 
más efectos  destinados  á  la  sapatería  y  cualquier  otro  género  de  comer- 
do,  aportando  un  capital  respectivamente  de  76.000  y  S6.000  pesetas, 
y  eetableciendo  como  principales  pactos  ó  condiciones  sodalee:  que  eo- 
rree pendería  á  tos  dos  eompafieros,  indistintamente,  la  gerencia  y  el  nae 
de  la  firma  cGatiérres  y  Obreg«Sn,  sncesoreede  Aniceto  Sáens»;  que  se 
equipararían  en  orden  á  las  utili<iades  y  péniidas;  que  quedaban  fscol- 
todos  para  retirar  cada  uno  de  los  fondos  sociales,  anualmente,  la  smna 
de  8.000  pesetas,  para  atenier  á  ene  gastos  particulares;  qoe  había  de 
Instalarse  el  establecimiento,  almacén  y  demás  dependendaa  en  la  cesa 
sita  en  aquella  cindad,  calle  de  Rivero,  núm.  4;  que  terminaría  la  So- 
ciedad en  el  período  de  cinco  afioa,  si  otra  coea  no  convenían  loe  intefe- 
eados  de  común  acuerdo;  y,  por  último,  que  caeo  de  desacuerdo  entre 
los  asociados,  se  sometían  á  la  decisión  y  joicio  de  arbitros  ó  amigables 
componedores,  designando  desde  luego  para  eee  cargo  al  D.  Aniceto 
Sáens  y  á  D.  Jacinto  Sánchea  Remires,  y  á  reserva  de  elegir  en  su  csio 
el  tercero;  pero  debiendo  estar  y  pasar  por  el  laudo  de  los  mismos,  bajo 
los  pactos  especiales  y  multas  qne  eetablecieron: 

Resultando  que  poco  antes  de  esto,  ó  sea  á  principios  del  mismo 
afio  1A8R,  la  rasón  eoclal  domiciliada  en  Londres  Union  Banek  ofSpam 
And  Erigían  Limited,  estableció  en  Revilla  una  sucursal  bajo  la  direc- 
ción de  D.  Francisco  Drake,  quien  por  recomendación  de  D.  Juan  Luis 
Bomero  Sala  y  D.  Francisco  Alvares  Espinosa,  interventor  y  tenedor  de 
libros  respectivamente  de  la  misma  Sucursal,  permitió  á  D.  Ftanciaoo 
Gutierres,  como  socio  de  la  casa  Sucesores  de  Aniceto  Sáena,  negociar 
letras  á  largo  plaao,  llegando  á  adquirir  tan  gran  importancia  estas  ope- 
raciones que  en  el  período  de  tiempo  mediado  desde  6  de  JuUo  del  88  á 
fin  de  Enero  de   1800  alcanaó  el  movimiento  de   fondee   la  clin 
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-Ó»  10.878.177  TMles  86  eéntimos;  pero  habiendo  reintegrado  sólo  Gnüé- 
rr«s  y  Obregón  á  üñion  Banek  cuando  se  rompieron  las  relaoionee  en* 
tre  ambas  eaeas  la  sama  de  8.714.43Í8  reales  68  céntimos,  resaltó  en  aqnel 
-ontonoes  existir  nn  saldo  á  favor  de  la  raión  social  inglesa  de  4]6.y8€ 
penetaa  94  céntimos,  ó  lo  qne  es  ignal,  de  1.668.748  reales  76  céntlmose 
Resaltando  qne  así  las  cosas,  en  8  de  Febrero  de  1890  el  gerente  de  la 
•ven real  en  Sevilla  de  dicha  rasón  social  Union  Banek  compareeió  anto 
el  Jnxtsado  de  instracción  del  distrito  del  Salvador,  manifestando  haber 
advertido  informalidades  en  la  oontabilidad  de  la  casa  qoe  dirigía,  con- 
sistentes en  la  alteración  hecha  por  el  tenedor  de  libros  en  los  asientos 
del  Diario  al  trasladarlos  al  Mayor,  resaltando  por  ello  aqnel  eatabled* 
miento  perjndicado  en  416.986  pesetas  94  céntimo»,  en  tanto  qne  la  casa 
Gotlérres  y  Obregón,  qne  había  percibido  indebidamente  esta  suma,  en* 
sanobaba  el  drcaio  de  sae  negociaciones  y  realisaba  piogfles  ganancias, 
por  lo  cual  remaneraba  Gutierres  con  crecidas  cantidades  á  D.  Francisco 
Alvares,  tenedor  de  libros,  como  se  ha  dicho,  de  la  Union  Banek  y  á  su 
hermano  D.  Francisco,  gerente  de  la  Sociedad  Alvares,  Sánches  y  Oar* 
ola,  poniendo  esto,  por  la  trascendencia  que  pudiera  tener,  en  conoci- 
miento del  Jnigado  para  el  esclarecimiento  de  los  hechos  y  dedncción 
respecto  de  sus  autores  de  las*  responsabilidades  correspondientf*s;  é  in- 
ooadas  á  virtud  de  esta  denuncia  las  diligencias  sumariales  que  proce- 
dían, fueron  detenidos  desde  luego  y  constituidos  en  prisión  provisional 
mas  tarde,  D.  Francisco  Gutierres  Novales  y  D.  Francisco  y  D.  Fernando 
Alvares  Espinosa,  á  quienes  se  declaró  procesados,  así  como  al  consocio 
del  primero  D.  Manuel  Obregón  Velarde;  y  no  hablénduse  prestado  la 
liansa  qne  en  cantidad  de  600.000  pesetas  se  sefialó  para  garantir  las  re- 
sultas pecuniarias  del  proceso,  se  llevó  á  cabo  en  18  del  expresado  mes 
de  Febrero  el  embargo  de  bienes  de  la  Sociedad  Guti^árres  y  Obregón, 
sucesores  de  Aniceto  SAens: 

Resnitando  que  esta  entidad  social  solicitó  por  medio  de  Procurador, 
oon  poder  bastante,  del  Juagado  de  primera  instancia  del  mismo  diatrito 
del  Salvador,  se  la  declarase  en  estado  de  suspensión  de  pagos,  haciendo 
•constar  que  el  activo  de  la  casa  ascendía  A  879.974  pesetaa  19  céntimos, 
7  aoompafiando  al  escrito  fecha  10  del  mismo  mes  de  Febrero,  en  qne  se 
-dedujo  tal  pretensión,  una  lista  de  créditos  en  contra  de  la  Compafiía, 
importantes  678.680  pesetas  43  céntimos,  apelando  después  de  una  pro- 
videncia en  que  se  mandó  garaatlsar  á  satisfacción  del  Juagado  ios  gus- 
tos inherentes  á  la  convocatoria  y  celebración  de  la  junta,  conforme  A  lo 
prescrito  en  el  art.  180 i  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil;  y  en  tal  es- 
tado las  diligencias,  desistió  la  referida  Sociedad  de  la  apelación  Ínter- 
pnesta  y  de  la  continuación  del  expediente,  en  rasón  de  lo  cual,  y  por 
auto  de  81  de  Marso,  se  declararon  terminadas  las  aludidas  actuaciones: 
Resultando  que  el  mismo  día  81  de  Marso  de  1890  en  que  learalments 
se  hubo  A  la  Sociedad  Gatiérrt^s  y  Obregón,  sucesores  de  Aniceto  SAt'ns, 
por  dASlntida  del  expediente  sobre  snspensión  de  pagos,  y  hallándose 
aúa  sn  friendo  prisión  preventiva  D.  Francisco  Gutierres,  éste  y  D.  Ma- 
nuel Obregón  Velarde,  constituidos  en  la  cArcel,  otorgaron  ante  el  Nota- 
rio O.  Jo9é  María  Prieto  y  Cantarero  la  eecrltnra  origen  de  este  pleito, 
en  la  cual,  haciéndose  inserción  de  la  otra  escritura  fecha  1.^  de  Msrso 
de  18^8,  de  constitución  de  aquella  Gompafiía  por  los  otorgantes,  refi- 
rieron éfltos  la  denuncia  criminal  formulada  contra  ellos  por  la  rssón 
social  inglesa  la  Unión  Banck,  y  ademes  consignaron:  qne  como  con- 
seoaencia  de  este  acto  se  había  decretado  y  practicado  embargo  de  todas 
las  existencias  y  bienes  constitutivos  del  capital  social;  que  afectsndo 
tel  denuncia  al  crédito  mercantil  de  la  Sociedad  denunciada,  era  impo^ 
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•ible  á  é«U  oontinoAT  mkm  Ofieracloiies;  qoe  mím  cireansteBciM  hftbíaik 
li«cho  qae  loa  coinp«r«cieDte«  m  decidieran  á  liquidar  y  disolver  la  Com- 
paa(a,  cuidando  ante  todo  del  arreglo  de  00  cnenta  con  la  eacorpal  de  la 
Unión  Banck;  qoe  á  favor  de  ésta  resaltaba  on  saldo  de  416.9S5  petetaa 
•4  céutimoe,  qoe  qoerian  se  abonasen  por  el  liquidador;  qae  en  su  virtud 
los  oturgantes,  como  úoicos  socios  é  interesados  en  la  mencionada  Em- 
presa Gutierres  y  Obregón,  sucesores  de  Aniceto  Sáenx,  constituían  desda 
outonoos  á  esta  Compafiía  en  estado  de  liquidación;  y  que  osando  de  la 
facultad  que  les  concedía  el  art.  239  del  Código  de  Comercio  pwra  confe- 
rir el  cargo  de  liquidador  á  persona  ajena  á  la  Sociedad,  nombrabao. 
para  aquel  cargo  á  D.  Jacioto  Báocbes  y  Ramíres— boy  demandado  y  le- 
curridu— conociéndole  todas  y  cada  una  de  las  facultades  necesarias,  y. 
ademán  las  que  se  expresan  en  las  cláusulas  que,  literalmente  copiadas,, 
■ou  como  siguen:  primera,  le  auturisan  de  la  manera  más  especial  p^ra 
que,  como  primero  y  principal  encargo  que  le  encomiendun,  pueda  con- 
oertar  cun  los  legítimos  representantes  de  la  sucursal  del  Unión  Bdwe/r 
la  forma  en  que  hayan  de  ser  pagadas  á  dicba  sucursal  las  416.9S6  pese- 
tas 94  céntimos,  que  la  Compafiía  Gutierres  y  Obregón,  soceeom  de 
Aniceto  Sáens,  le  adeuda  como  saldo  líquido  á  favor  de  aquélla  en  88  de 
Ff-brero  último— 1890 — ,  podiendo  eecoger  la  forma  que  mejor  le  pare- 
ciese siempre  qoe  la  acepte  la  sucursal  acreedora,  bien  pagándole  ea 
inercaderíae  ó  existencias  que  convengan,  bien  entrt-gándole  valores,. 
bien  ofreciéndole  y  constituyéndole  garantías  de  otras  clases,  como  fian- 
.  aae  personales,  pignoración  de  efectos,  depósito  de  ezietencias  á  satis- 
facción de  aquélla,  ó  adoptando  cualquier  otro  medio  que  el  liquidador  7 
la  referidla  sucursal  convinieren,  sin  limitación  de  ninguna  clase,  poes 
al  efecto  desde  ahora  los  comparecientes  se  obligan  á  estar  y  pasar  por 
lo  que*  resuelva,  sin  que  en  ningún  tiempo  ni  lugar  puedan  impugntrlo,. 
renunciando  expresamente  á  toda  acción  qoe  contra  tal  resolución  pu- 
dieran ejercitar,  declarando  terminantemente  que  nada  tienen  ni  tendrán 
que  reclamar  jamás  contra  la  repetida  sucursal  por  consecuencia  déla 
causa  antes  mencionada,  ni  por  las  demás  relaciones  que  con  la  mismft 
aucurHal  han  tenido,  y  consintiendo  en  que  si  intentaran  molestarla  do 
M  les  oiga  y  pueda  y  deba  entenderse  en  tal  caso  que  obran  con  mala  fe 
y  enicafio;  segunda,  lo  autorisan  también  para  que  se  baga  cargo  de  todoa 
los  bienes  de  la  Sociedad,  recibiendo  directamente,  si  bien  con  las  con- 
diciones qoe  conviniera  con  el  Unión  Banck,  los  que  se  encoentran  de- 
positados en  poder  de  D.  Guillermo  Leard  f>or  orden  del  Josgado  instnic- 
tor  del  Salvador  de  esta  ciudad  para  responder  de  las  600.000  pesetas  fija- 
das por  dicho  Jues  como  garantía  de  indemniíaclón  y  pago  de  responFi- 
bilidades  que  en  dicha  causa  pudieran  declararse,  entendiéndose  eeto^ 
como  es  natural,  si  llegase  el  caso  de  alaarpe  el  embargo  practicado  en 
dicha  causa;  tercera,  para  qoe  una  ves  resuelto  este  primero  y  principal 
encargo  se  entienda  con  los  demás  acreedores  de  la  Sociedad  Gutierres  y 
Obregón,  entre  los  que  figura  la  misma  sucursal  por  otra  cantidad  peqcefia 
procedente  de  letras  devueltas,  al  efecto  de  pagarles  sos  respectivos  crédi- 
tos en  la  forma  que  con  ellos  convenga;  cuarta,  también  lo  antoriaan  para 
qne  como  tal  liquidador  ostente  la  legítima  representación  de  la  Com' 
pañía  Gutierres  y  Obregón,  con  la  facultad  de  ser  la  única  rerf  ona  qoe 
lleve  la  firma  social  qoe  había  de  consistir  en  Gutierres  y  Obregón,  es- 
oesores  de  Aniceto  Sáens,  en  liquidación,  pudiendo  en  su  virtud  ejecutar 
todos  los  actos  necesarios  para  vender,  realizar  bienes  en  el  precio  qne 
estime  conveniente  sin  limitación  alguna  y  sin  que  jamás  los  compare- 
cientes puedan  llamarse  perjudicados  ni  reclamar  por  lesión;  cobrar  cré- 
ditos por  medio  de  giros  ó  en  cualquier  otra  forma;  otorgar  cartas  do 
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-psgOy  tranelglr,  obtener  y  coneei^ir  qnitaa  y  esperaa,  también  aln  limi- 
tación algnna;  celebrar  actos  de  conciliación  y  promover  toda  clase 
de  ]n icios  en  los  cnales  ejecate  todus  los  actos  que  pudieran  cel4>brar 
loe  comparecientes,  hacer  toda  clase  de  convenios  judiciales  y  eztrajn- 
-dicialee,  nonibrar  apoderados  á  loe  cnales  transmita,  de  las  facoitadee 
-qoe  comprende  eeta  escritora,  las  qoe  estime  convenientes,  y  en  nna  pe» 
labra,  ser  la  nnica  persona  qne  represente  la  Sociedad  con  todas  las  fa- 
cnltades  y  derechos  qne  corresponden  á  los  comparecientes,  cnya  repre- 
sentación como  gerentes  cesa  desde  luego,  quedando  privados  de  tudas 
las  facnltades  que  en  tal  concepto  tenían  por  la  escritura  de  constitución; 
qnlnta,  del  propio  modo  antorisan  ai  liquidador  para  qoe,  una  vei  pa- 
gados todos  los  acreedores  en  la  forma  y  tiempo  que  con  ellos  conven- 
'ga,  formalice  la  escritora  de  disolución  de  la  Sociedad,  expresando  en 
ella  los  bienes  qoe  le  hobieren  quedado,  con  manifestación  de  su  valor 
*7  los  adjudique  á  los  dos  socIqs  otorgantes  en  la  forma  que  estime  jnsta, 
teniendo  en  cuenta  las  beses  de  la  mencionada  escritura  de  conetitnclóB; 
l>ien  entendido  que  durante  la  práctica  de  la  liquidación  se  obligan  sbh 
n!x>8  á  no  ejecutar  acto  alguno  que  signifique  ni  aun  deseo  de  interv«*nlr 
en  ello,  salvo  el  auxilio  que  les  exigiese  el  D.  Jacinto  8áneh»s,  auxilie 
qne  habían  de  prestarle  incondicion símente,  pues  dicha  liquidación 
queda  encomendada  por  completo  y  de  un  modo  irrevocable  al  D.  Ja- 
cinto, el  cual  había  de  terminarla  en  el  plazo  de  do8  años;  sexta— d  eea 
poeto  l<7¿y/oao.—c Llegado  el  término  de  la  liquidación,  y  por  const- 
gniente  el  caso  de  otorgarse  la  escritura  de  disolución,  los  comparecien- 
tes ee  obligan  desde  luego  á  estar  y  pasar  por  lo  que  el  liquidador  de- 
clare en  cuanto  á  todas  las  cperaciones  de  la  liquidación,  así  como  el 
ba  habido  ó  no  sobrsntee  de  bienes  qoe  adjudicar  á  los  socios,  hasta  el 
punto  de  que  si  no  hubiese  qnedado  sobrante  bastará  que  aeí  lo  mani- 
'fieste  sin  necesidad  de  demostración  ni  joptiflcación  de  ningán  género,  y 
de  Igual  modo  si  existiera  tal  sobrante  se  estará  á  la  determinación  qne 
baga  de  éste,  sin  qne  tenga  que  comprobarlo,  pues  dicho  liquidador  me- 
rece plena  confiania  de  los  comparecientes,  y  por  ello  éstos  se  obligan 
desde  ahora  á  estar  y  pasar  por  el  resultado  de  la  liquidación  que  aquél 
les  exponga  sin  exigirle  comprobantes,  renunciando  expresamente  todas 
las  acciones  que  pudieran  asistirles  para  pedir  estos  comprolMintes,  y 
relevándole  de  detallar  en  la  escritora  de  disolución  dichas  operaciones 
de  la  liquidación,  bastando  qoe  consigne  el  resultado,  y  obligándose 
desde  ahora  los  comparecientes  á  aceptar  dicha  escritura  en  todas  sus 
partes»;  séptima,  en  conformidad  con  lo  que  queda  establecido  en  las 
cláusulas  anteriores,  y  en  virtud  de  la  facultad  concedida  á  los  socios  per 
•  el  citado  art.  229  del  Oódigo  de  Comercio,  para  fijar  libremente  la  formay 
'trámites  de  la  liquidación  y  de  la  administración  de  caudal  común,  Don 
Jacinto  Sánches  quede  elevado  de  la*  obligaciones  qne  con  relación  á  los 
socios  irtpone  al  liquidador  el  art.  280  de  dicho  Código,  así  como  de  toda 
responsabilidad  por  cualquier  perjuicio  que  se  estime  resultar  al  haber 
común,  y  los  comparecientes  renuncian  los  derechos  que  les  conceden  ese 
art.  229  y  siguientes  281,  282  y  288  del  mismo  Código;  octava,  se  anto> 
riza  al  liquidador  nombrado  para  que  haga  suyo  en  premio  á  su  trabajo 
á  su  voluntad,  del  1  al  10  por  100  de  las  cantidades  que  realice  ó  liquide 
en  paso  con  los  acreedores,  y  todos  los  gastos,  ya  sean  particulares  ó  }a- 
diciales  que  el  D.  Jacinto  Sánchea  tenga  necesidad  de  hacer  para  el  cum- 
plimiento de  su  cargo,  serán  de  la  exclusiva  cuenta  de  los  8res.  Gutié* 
rres  y  Obr«^ón,  socesores  de  Aniceto  Sáena,  los  cnales  justificará  por  sn 
sola  manifestación  sin  necesidad  de  presentar  comprobantes  de  el  loa; 
novena,  si  antes  de  concluir  la  liquidación  ocurriese  el  fallecimiento  del 
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p.  Jmeliito  SánchíeB,  ó  por  coalqaier  eaneano  padtorftoontfnwlapocií^ 
qaedft  detignado  imu»  •oaiiiairto  con  laa  mismM  UcnlUdM  D.  Lur&s»- 
BoDgoeM»: 

ResalUndo  que  D.  Antonio  Lópeí  de  Tejada  y  D.  Jscinio  Sánehea 
Baodlres,  Director  aquél  de  la  casa  de  iMtnca  Unión  Banek,  y  Uqnidadoi 
éete  de  la  Compafiia  mercantil  G atierres  y  Obregóo,  hicieron  constar, 
en  eecritora  otorgada  también  en  SI  de  Mario  de  1890  ante  el  propio  No- 
tario Prieto,  kiaber  convenido  la  íurma  en  que  la  última  de  dicbae  Socio- 
dadee  había  de  reintegrar  el  crédito  de  416.036  peeetas  94  "céntimoe  qae 
eomo  nido  de  caentac  resaltaba  á  favor  del  aludido  establecimiento  de 
erétiito,  la  representación  del  cual,  en  escrito  del  signiente  dia  1.®  de 
Abril,  solicitó  del  Joes  de  iostrncción  del  distrito  del  Salvador  le  tuviera 
por  separado  de  toda  intervención  en  el  proceso  que  se  sustanciaiNi  en 
aquel  Juagado  contra  Gutierres  y  Obr^gón,  sucesores  de  Aniceto  Sáena 
j  ee  levantara  el  embargo  practicado  en  bienes  de  esta  empresa  para 
asegurar  las  responsabilidades  civiles  resultantes  de  la  causa,  po«sto 
qne  liquidado  exactamente  el  crédito  de  ünián  Banek  contra  Gutierres. 
y  Obreftón,  resultando  ser  sólo  de  forma  las  diferencias  obeervadas  ea 
la  contabilidad,  había  sido  satisfecho  en  la  forma  convenida  el  salda 
que  arrojaba  aquella  liquidación,  importante  las  expresadas  416.935  pe- 
setas 94  céntimos,  acordando  en  yirtad  de  ello  el  Juagado,  por  prcvlden- 
aia  del  mismo  dia,  tener  por  desistida  á  la  Sociedad  compareciente  de  la 
noción  qne  ejercitaba  en  la  aludida  causa  y  dejar  sin  efecto  el  embaifs 
4-1  bienes  practicado  en  cuanto  éstos  excediesen  de  la  sama  de  20.000  po- 
seta**;  acordando  después  el  propio  Juagado  la  lil)ertad  provisional  baje 
flaiisa  apud  acta  del  proceeado  D.  Francisco  Gutierres  Novales: 

Resaltando  que  la  Audiencia  provincial  de  Sevilla  dictó  sentencia  ea 
17  de  Janio  de  1891,  absolviendo  libremente  al  Gutierres  y  demás  pro- 
éesa<ios  en  la  causa  seguida  en  el  Juagado  de  instrucción  del  distrito  del 
Salvador  de  aqnella  ciudad,  á  virtud  de  la  denuncia  formulada  por  la 
sasa  banearia  Unión  Banek  acudiendo  el  propio  Gutiérrea  Novelee  coa 
feeha  9  de  Junio  del  eigulente  afio  92  á  la  referida  Audiencia  con  la  lo- 
licitad  de  que  se  acordara  el  inmediato  alsam lento  del  embargo  reali- 
aado  en  la  aludida  causa,  mandándose  entregar  los  bienee  objeto  de 
*  aquella  diligencia  al  solicitante  Gutiérrea  si  al  acto  no  asistiese  el  con- 
duefio  Obregión,  pues  que,  como  socios  gerentes  ambos  de  la  Oompafiíi 
ooteciiva  cuya  constitución  estaba  comprobada  en  el  proceso,  cualquiera 
da  ellos  solos  ó  mancomnnadamente  podían  ejercitar  válidamente  tcido 
acto  de  aiiministración;  y  habiéndose  opuesto  el  Ministerio  fiscal  á  lo 
pretendido,  la  Sala  acordó  no  hal>er  lugar  á  lo  que  solicitaba  el  Fran- 
cisco Gutierres,  y  declarando  cumplida  la  ejecutoria,  mandó  se  archiva- 
ran las  actuaciones,  siendo  entregadas,  en  armonía  con  esta  resolucióa 
al  liquidador  Dl  Jacinto  Sánches  Ramírea  ios  bienes  en  qne  consistía  el 
embargo  de  laa  20.000  peeetas,  que  quedaron  como  fianaa  para  garantir 
las  responsabilidades  de  la  cansa: 

Reanltando  que  en  la  sentencia  recurrida,  y  Imjo  loa  nómeros  L^ 
á  9.^  de  loe  fundamentos  de  hecbo,  se  hace  conetar:  primero— Reral- 
tando  sexto—,  qne  con  fecha  81  de  Marso  de  1892  D.  Francisco  Gutie- 
rres dirigió  una  carta  á  D.  Jacinto  Sánehea  preguntándole  qué  propósito 
tenia  para  ultimar  los  asuntos  de  la  liquidación  de  la  Sociedad,  me- 
diante á  vencer  en  aquel  día  el  plaao  por  qne  fué  nombrado  liquidador, 
eontestando  el  D*  Jacinto  en  el  mismo  dia  que,  teniendo  varios  asuntot 
Judiciales  pendientes  de  resolución,  no  podía  preciaar  cuándo  serias  ra- 
aueltos  ni  cuándo  tendría  terminados  ios  asuntos  de  la  liqaidseito;  ••- 
snado^Resaltaiido  séptimo—,  que  en  12  da  Julio  da  18tt  as  ^ 
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seta  por  el  Notario  D.  Servando  Aponte  en  virtvd  de  reqüeritnieoto  de 
I>.  Francisco  Gutierres,  en  ia  qne  ee  tiiso  constar  que  D.  Mannei  Obre- 
g6tk  y  Veiarde  manifestó  qne  por  sn  parte  no  tenía  derechos  ni  acciones 
que  ejercitar  como  socio  de  la  qne  giró  bajo  la  raaón  de  Gotiérreí  7 
Obre¿ón,  pnea  habiendo  liquidado  con  el  D.  Jacinto  Sánchei  loe  com- 
promisos qne  contrajo,  era  claro  qne  ningún  interés  tenia  ya  en  dicha 
Sociedad  y  entendía  qne  no  conservaba  en  ella  derechos  ni  obligaciones^ 
y  por  la  misma  raaón  no  tenía  qne  ocoparse  en  examinar  cnentas  de  la 
referida  Sociedad  ó  de  sn  liquidador,  y  que  nadie  le  había  pedido  pró- 
rroga del  plaxo  de  ella,  ni  había  tenido  para  qué  concederla;  tercero— 
Resaltando  octavo — ,  que  en  IS  del  mismo  mes  y  afio,  D.  Francisco  Gu- 
tierres Novales  otorgó  escritura  ante  el  mismo  Notario  Aponte,  decla- 
rando extinguido,  mediante  el  lapso  del  tii»mpO|  el  mandato  dado  á  Don 
Jacinto  Sánches  Ramíreí  por  escritnra  de  SI  de  Marco  de  1890  para  11- 
qnidar  la  Sociedad  á  que  la  misma  se  refiere,  revocando,  si  preciso  fuese, 
dicho  mandato,  dejando  á  aquél  en  su  buena  opinión  y  fama,  y  en  el  día 
16  el  mismo  Notario  lo  hiio  saber  al  Sánches,  quien  manifestó  no  se 
allanaba  á  las  pretensiones  de  uno  solo  de  los  socios  que  le  con<^ieroB 
por  la  referida  escritura  facultades  de  liquidar  la  Sociedad  y  otras  mu- 
chas expresadas,  por  tener  en  sí  el  carácter  de  irrevocable,  y  además 
porque  al  amparo  de  ella  había  contraído  derechos  y  obligaciones  qne 
Bo  habían  llegado  á  sus  respectivos  términos  para  hacerlos  efectivos;  y 
por  ello  no  podían  darse  por  terminadas  las  antorixaoiones  de  que  fué 
investido,  negándose  á  entregar  la  primera  copia  de  la  escritura  que  se 
le  reclamaba;. y  cuarto — Resultando  noveno — ,  que  con  fecha  20  de  No- 
viembre de  lAOO,  el  Letrado  D.  José  Alvares  Ossorio  dirigió  una  carta  al 
tambtén  Letrado  D.  Jo^é  Velasco,  en  la  que,  refiriéndose  á  conferencias 
habidas  para  terminar  la  Sociedad  y  llegar  á  un  arreglo,  consigna  una 
liquidación,  de  la  qne  aparece  qne  D.  Jacinto  Sánches  estaba  conforme 
en  entregar  11.2^0  daros  á  D.  Francisco  Gutierres,  y  estima  que  éste 
debía  aceptar  el  arreglo  temiendo  que,  caso  afirmativo,  no  lo  aceptase 
D.  Jacinto  Sánches;  y  por  último,  aparece  un  papel  escrito  sin  antorisar 
con  firma  alguna,  sin  fecha,  qne  ha  reconocido  como  suyo  aquél  (D.  Ja- 
cinto), en  que  se  dice:  ccomo  las  cosas  han  cambiado  completamente, 
me  propongo  no  dar  un  céntimo  hasta  que  rinda  cuentas,  de  conformi- 
dad con  el  encargo  qne  me  tiene  encomendado  por  la  escritura.  Si  nene- 
sita  üd.,  puede  pedirle  á  su  amigo  Pedro  lo  que  cobró  indebidamente»: 
Befiultando  que  en  relación  con  estos  antecedentes,  D.  Francisco  Gu- 
tierres Novales  dedujo  en  11  de  Diciembre  de  1893  demanda  en  juicio  de- 
clarativo de  mayor  cuantía,  que  por  reparto  correspondió  al  Juagado  de 
primera  instancia  del  distrito  de  San  Vicente  de  Sevilla  contra  D.  Ja- 
cinto Sanchos  Ramíres,  con  la  solicitud  de  que  se  declare  nulo  el  pacto 
qne  contnvo  la  escritura  de  nombramiento  de  liquidador  hecho  por  la 
Sociedad  Gutierres  y  Obregón,  sucesores  de  Aniceto  Sáens,  á  favor  def 
demandado,  sobre  relevación  de  la  rendición  de  cuentas  de  los  actos  qne 
practicaron  con  tal  carácter,  y  en  sn  consecuencia,  que  se  condene  al  l>on 
Jacinto  Sánches  Ramíres  á  qne  el  término  de  dies  días  las  rinda  con  la 
debida  justificación  y  comprobación  de  todas  operaciones  practicadas 
desde  que  se  incautó  de  dicha  casa  mercantil,  y  devuelva  al  demandante, 
en  concepto  de  socio  colectivo  de  la  repetida  Oompafiía  mercantil,  cons- 
tituida en  liquidación,  los  bienes  pertecientes  á  dicha  Sociedad  que  fue- 
ron embargados  en  cansa  segnida  por  el  Juagado  del  distrito  del  Sslva- 
dor  contra  el  D.  Francisco  Gutierres  y  otros,  y  qne  quedaron  en  poder 
de  D.  Jacinto  Sánches,  como  depositario  judicial,  pues  que  cuando  se 
acordó  y  verificó  el  ahwmiento  del  embargo  de  esos  blenos  ya  habían 
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transcurrido  con  escaeo  los  dos  afios  fijados  como  tiempo  do  liqQidacMA 
j  quedaron  de  derecho  y  han  debido  dejarse  desde  loego  á  dispoil- 
ción  de  sos  daefios,  con  abono  de  todos  los  dafios  y  perjoicios  qse  por 
no  haber  otorgado  á  sa  tiempo  ia  escritora  de  dlsolnción  social  y  por 
todos  BQS  actus  de  gestión  se  acredite  haber  cansado  á  ia  Soelednd  umb- 
cionada,  y  en  particular  al  demandante,  é  imposición  de  costas: 

Bei>oltantÍo  qne  en  apoyo  de  estas  pretensiones»  el  demandante  Gn- 
tiérreí  Novales  alegó  sustancial  mente  como  hechos:  que  la  denunda  for- 
mulada eo  B  de  Febrero  de  1B90  ante  el  Juagado  de  instrucción  del  dis- 
trito del  Salvador  de  Sevilla  por  el  gerente  de  la  Sociedad  extranjera 
Unión  f^anek^  significó  ensiotesis  que  la  Compsfiía  Gutierres  y  pbro- 
gón,  sucesorvis  de  Aniceto  Sáens,  se  habia  excedido  en  el  crédito  que  Is 
tenía  concedido,  lo  cual  era  imputable  al  mismo  denunciante,  qne  im- 
plícitamente permitió  con  sos  actos  esa  extensión  ó  ampliación  de  eré> 
dito  tolerando  las  operaciones  mercantiles  que  la  determinaban;  que  tal 
denuncia  fué  tan  improcedente,  como  que  seguido  el  proceso  recayó  en 
él,  con  fecha  17  de  Junio  1^01,  sentencia  ejecutoria,  declarando  absnel- 
tos  libremente,  sin  costas,  á  todos  los  encausados;  que  la  primera  no- 
dida  adoptada  en  virtud  de  tal  denuncia  fué  ia  inmediata  prisión  éÍneo> 
mnnicaclón  del  compareciente  y  el  prooesamiento  del  mismo  y  de  Don 
Manuel  Obregón  Velarde,  únicoe  socios  que  constituían  la  Empresa  mer- 
cantil denunciada;  qne  otro  de  los  efectos  del  aludido  acto,  aparte  de  la 
prisión  provisional  prolongada  por  mucho  tiempo  de  Gutierres  Novales, 
ítió  ei  embargo  caneado  en  todos  los  bienes  de  la  raaón  social  Gutierres 
y  Obregón,  importantes  una  cantidad  relativamente  cuantiosa;  qne  en 
tan  deplorables  circunstancias,  la  casa  Unión  Banek.  comprendiende 
acaso  la  ligereía  de  su  conducta,  Inició  una  gestión  particular,  encamir 
nada  á  reallsar  la  cuenta  renpectiva  á  Gutierres  y  Obregón;  qne  privado 
de  libertad  J>.  Francisco  Gutierres,  verdadero  jefe  de  ia  casa  deudi>ra, 
se  dispusieron  tan  desgraciadamente  para  ésta  las  cosas,  que  intervino 
en  el  asunto  D.  Jacinto  Sánchex  Etamírea,  que  brindaba  protección  y 
amiatad  á  los  procesados,  siendo  leal  mente  aceptados  sus  ofrecimientos 
por  el  demandante;  que  Gutierres  y  Obregón  confiaron  la  defensa  parti- 
cnlar  de  sus  interifsea  al  D.  Jacinto,  quien  después  de  reiteradas  oonfo- 
renoirs  propuso  al  actor  encargarse  de  la  liquidación  de  la  casa,  liaciéa- 
dole  al  efecto  varias  ofertas;  que  entre  tales  oferias  fueron  las  más 
principales  la  separación  del  negocio  del  socio  D.  Manuel  Obregón,  ase- 
gurándole su  pequefio  capital,  la  oontinnación  de  D.  Francisco  Gutierres, 
una  ves  en  libertad,  en  los  trabajos  de  la  casa  para  conocer  las  opers- 
ciones  de  liqnidación,  haciendo  suyos  los  beneficios  resultantes  de  ella 
despnés  de  pagarlos  los  acreedores  y  percibiendo  una  pensión  menenal 
de  350  pesetas  para  snn  atencionee  particulares;  y  por  último,  la  de  que 
Don  Jacinto  SAnches  Ramiros  no  cobraria  la  comisión  que  se  le  fijara 
como  liquidador,  concretándose  á  percibir,  en  remuneración  á  su  tra- 
iMjo,  una  cantidad  eqnitativa;  que  estimando  el  a  tor  que  la  intervea- 
ción  del  D.  Jacinto  le  ayudaría  á  salir  del  deplorable  estado  en  que  ee 
hallaba,  aceptó  sns  of ««cimientos;  que  en  su  virtud  convinieron  los  té^ 
minos  en  que  habría  de  redactarse  la  escritura  de  liquidación,  exten- 
diéndose un  proyecto  que  Gutierres  estaba  dispuesto  á  suscribir;  qne  coa 
una  premura  é  insietenria  extraordinaria  se  presentó  el  D.  Jacinto  8áa- 
ches  el  8 1  de  Marso  de  1800,  acompañado  del  Notario  D.  José  Maria  Prieto, 
solicitando  del  demandante  suscribiera  la  escritura  de  nombramiento  de 
liquidador;  que  sorprendido  el  D.  Francisco  Gutierres  de  que  aquel  do- 
cumento no  se  hallase  redactado  en  los  términos  convenidos,  insifti^ 
Sanchos  Ramiros  en  que  lo  antorisara  en  aquella  forma  por  convaait 
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«8Í,  atondidM  1m  elreimetanciM,  pftra  ofrecer  todo  género  de  garantiae 
ú  loe  acreedoree  y  eviUr  loa  recelos  qoe  lea  inepiraba  el  tener  que  con- 
4ratar  con  qaien  ae  vela  bajo  la  amenaxa  de  ana  pena  aflictiva;  que  fiado 
«I  hof  demandante  en  la  bnena  fe  de  Sánchei,  antorisó,  en  efecto» 
•qnella  escritora  pública,  sin  comprender,  pur  nna  parte  qoe  el  último 
pndiera  olvidar  todos  sos  ofrecimientos,  y  en  la  creencia,  por  otro 
lado,  de  qoe  tal  antorisaoión  era  el  único  medio  de  aliviar  la  desgracia 
de  qpe  era  victima  el  dlcente;  qne  éste  fné  víctima  de  nna  injnsta 
sensación,  qne,  según  han  demostrado  hechos  posteriores,  tavo  el  ob- 
jeto especial  de  precipitar  el  cobro  de  somas  exigibles  solamente  en  el 
orden  civil,  sirviendo  aquella  dennnciade  formidable  ariete  qoe  le  obligó 
á  transferir  todos  sns  derechos  en  D.  Jacinto  8ánchez  Ramírez;  qne  esto 
iné  como  nn  depósito  sagrado  constituido  para  disipar  las  prevencio* 
nes  de  los  demás  acreedores  de  la  casa,  nacidas  del  temor  que  pndiera 
•engendrar  en  ellos  el  tener  qoe  contratar  con  Gutierres  por  si  éste, 
á  oonsecneneia  de  nn  fallo  condenatorio,  se  veía  imposibilitado  de 
cnmplir  sns  compromisos;  qne  la  lectora  del  documento  base  del  li- 
tigio llevaba  al  ánimo  el  convencimiento  intimo  de  ser  exactas  las  an- 
teriores manifestaciones,  porque  no  puede  concebirse  la  existencia  de 
nna  comisión  de  liquidación  en  términos  tan  vejatorios  para  los  man- 
dantes como  aoomodaticios  y  fáciles  para  el  liquidador;  que  con  arra- 
lólo á  so  contenido,  el  propio  liquidador  podría  transigir  dereihos,  ven- 
der bienes  y  cobrar  créditos  sin  limitación  alguna  sin  que  jamás  Gutie- 
rres y  Obregón  pudiesen  llamarse  perjudicados  ni  reclamar  por  lesión, 
•quedando  obligados,  nna  ves  terminadas  las  operaciones  y  llegado  el 
caso  de  otorgarse  la  escritora  de  liquidación,  á  estar  y  pasar  por  lo  que 
^1  comisionado  declarase,  hasta  el  punto  de  que  si  no  resultaba  sobrante 
iMStaría  que  así  lo  manifeetaee  sin  necesidad  de  demostración  ni  justi- 
fioación  de  ningún  género;  qué  por  si  todo  esto  no  fuera  bastante,  quedé 
{relevado  D.  Jacinto  Sanchas  Kamíres  de  las  obligaciones  qne  con  rela- 
ción á  los  socios  impone  á  todo  liquidador  el  art.  280  del  Código  de  Co- 
mercio, renunciando  los  mandantes  los  derechos  qne  les  concede  el  ar- 
tículo 220  del  mismo  Código;  que  en  csmbio  de  todo  ello  quedó  antori- 
aado  el  liquidador  para  cobrar  á  su  voluntad  del  1  al  10  por  100  de  las 
eantidades  qpe  rt'alisara,  debiendo  ser  de  cneota  de  Gutiérrez  y  Obregón 
todoa  los  gastos  particnlares  ó  judiciales  que  aquél  hiciera,  sin  necesi- 
dad tampoco  de  jnstificarloa  ni  comprobarlos  de  modo  alguno;  que  por 
la  ctáusnla  2.*  de  la  escritura  aludida  quedó  autorizado  el  liquidador 
para  liacerse  cargo  de  los  bienes  de  la  Empresa,  recibiendo  directamente 
los  que  por  virtud  del  sumario  que  se  seguía  á  los  socios  se  encontraban 
"depositados  en  D.  Guillermo  Leack  por  orden  del  Juzgado  instructor,  si 
llegaba  el  caso  de  levantarse  el  embargo;  oue,  en  efecto,  llegó  el  caso 
previsto,  pues  el  Jues  redujo  á  20.000  pesetas  las  600.000  sefialadas 
para  asegurar  las  responsabilidades  pecuniarias  del  proceso,  bscién- 
dose  cargo  D.  Jacinto  Sáui  has  de  dichos  bienes  en  cuanto  excedieron  de 
aquella  primera  aoma;  que  la  razón  y  el  boen  sentido  dictaban  que  ha- 
biendo intervenido  Sánchez  en  el  asunto  como  buen  amigo  y  decidido 
protector  del  demandante  y  no  porque  tuviera  interés  personal  en  sus 
negocios,  los  términos  y  Címdiciones  de  la  escritura  en  que  fué  nom- 
brado liquidador  eran  puramente  de  forma;  que  tales  medios  fueron 
aceptados  como  necessrios  para  aquietar  los  ánimos,  alejar  temores  y 
evitar  dudas  sobre  la  personalidad  del  D.  Jacinto  en  cuanto  á  las  perso- 
nas qne  ostentaban  derechos  contra  la  Sociedad  Gutiérrez  y  Obregón; 
qne  sin  perjuicio  de  ello,  los  doefios  de  la  casa  comprometida  conserva- 
rían el  sobrante  deapnés  de  realizados  ana  bienes;  que  otra  cosa  carecía 


Digitized  by 


Google 


8S0  JURttPMIDBNGU  O^IL 

de  objetOf  pueito  que  D.  jAcinto  SAnohei  no  eomprometía  io«  miyiM»  y 
•n  cambio  dUponia  de  todua  loa  raouraoa  del  actor,  á  qaleii,  ya  otoigída 
la  eecritara»  preetaban  ayuda  aoa  parientea  garantisando  laa  ofertas  ét 
pagos  qae  el  liquidador  hacia  á  loe  acreedores  de  la  Conpaftia;  que  lis- 
gado  el  día  SI  de  fiiano  de  1892,  en  qne  terminó  el  plaao  de  dos  sfioi 
fijado  para  la  liqaidación,  Gatlérrea  pregan tó  por  caita  á  Sándm  Ka- 
míreí  qué  propóeitoa  tenia  para  lermlnar  el  sannto;  qne  al  respaldóos 
esa  carta  obra  la  contestación  eecrita  con  lápis  qne  dice:  cMoy  sefior 
mío:  Teniendo  varios  asuntos  jodieialea  pendlentee  de  reeolneióa,  so 
puedo  precisarle  cuándo  serán  reeneltoe  ni  cuándo  tendré  terminado  k» 
asuntos  de  la  liquidación  á  que  se  refiere.— Suyo  afectísimo  seguro  ssr- 
yidor,  J.  Sáncbei.— '/•  Mano  81,  93»;  qne  antee  de  recaer  ejecutoria  «i 
el  mencionado  sumarlo,  D.  Jacinto  tíánchea  procuró  hábilmente  atraene 
la  voluntad  de  D.  Manuel  Obregón,  conservándole  en  el  eetablecimiente 
y  pagó  su  aportación  de  26.000  peeetaa;  que  el  Obregón  quedó,  por  lo 
tanto,  desligado  del  asunto,  según  coneta  en  el  acta  que  preeentaba;  que 
conviniendo  también  á  loe  planea  partlcnlaree  del  liquidador  Sáocfaei 
alejar  asimismo  del  negocio  á  D.  Francisco  Gutiérrea  Novalee,  praetleó 
diferentes  gestiones,  llegando  á  ofrecerle  por  conducto  de  en  Abogada 
defensor,  D.José  Alvares  Ossorlo,  la  suma  de  11.280  duroa;qnefué 
bastante  qne  conaiderase  Novalee  eecaaa  esta  suma  para  qne  Anches 
Ramires  profirieee  públicamente  el  concepto  perjudicial  para  el  deman- 
dante, tanto  en  el  orden  moral  como  en  el  material,  de  que  no  cobraría 
del  negocio  ni  un  solo  céntimo;  que  convenido  como  quedó  qne  D.  Ja- 
cinto Sánches  facilitaría  á  D.  Franciaco  Gutierres  por  cuenta  del  capital 
algunas  sumas  con  que  atender  á  sus  neceaidad«*s  y  laa  de  au  fsmilia, 
tropesó  esto  con  graves  dlflcnltadea  desde  el  momento  que  el  último  r»* 
clamó  el  cumplimiento  de  lo  pactado,  teniendo  qne  luchar  en  primer 
término  con  si  deepecbo  que  originó  en  el  primero  la  no  aceptación  ds 
la  precitada  oferta;  qne  en  conteetación  á  una  carta  del  actor  Gutlérrsi 
Novales  al  demandiado  Sánchea  Ramírea,  le  envió  éste  un  papel  que  pa- 
recía escrito  de  su  pufio  y  letra,  pero  qne  sin  duda  no  le  pareció  bien 
firmar,  en  qne  dijo  lo  siguiente:  cComo  laa  coeaa  han  cambiado  oomple- 
tamente,  me  propongo  no  dar  nn  céntimo  hasta  que  rinda  cuentas  ds 
conformidad  con  el  encargo  que  me  tiene  encomendado  por  la  eaerito- 
ra>;  qne  además  en  semejante  papel  se  agrega  la  siguiente  retieeneia: 
<Si  necesita  usted,  puede  pedirle  á  an  amigo  Pedro  lo  que  cobró  indebi- 
damente»; que  como  legal,  moral  ni  materialmente,  no  había  oenrrido 
cambio  alguno,  claro  es  que  D*  Jacinto  Sánebes  aólo  se  refería  á  la  eso- 
trarledad  que  le  causaba  el  no  haber  aceptado  el  actor  el  sobrante  ofre- 
cido, y  de  aquí  que  empleara  el  medio  díe  privarle  de  recnrsoa  para  ha- 
cerle deponer  de  su  actitud,  invocando  al  efecto  la  eecricora  que  le  per- 
mitía esa  especie  de  medio  abeoluto  con  que  se  proponía  proceder;  qne 
esto  demostraba  que  antes  de  ese  cambio  la  escritora  era  nn  valor  eo- 
tendido,  en  que,  reepetándooe  la  Terdad  de  laa  oooaa,  habían  de  reser- 
varRO  á  O.  Francisco  Gutiérrea  ana  derechoo  y  ou  fortuna  después  ds 
cumplidas  todas  las  obligaciones  de  la  caaa  á  cuyo  frente  eatnvo;  qne 
hubo  de  pensarse  que  si  preso  autoriaó  aquel  documento,  para  que,  pac- 
táu'iose  con  la  Unión  Banck,  le  fuera  fácil  obtener  en  libertad,  gosaado 
ya  de  énta,  pero  aislado  y  sin  reeoraos,  laa  necesidades  propiaa  y  de  sa 
familia  le  obligarían  á  aceptar  el  jirón  de  ao  fortuna  que  se  le  ofreda; 
qne  á  esto  se  adicionó  la  amenasa  de  qne  de  otro  modo,  naaado  I).  J«- 
cinto  de  los  medios  de  que  podía  disponer,  había  de  encontrarse  Gollé- 
rreí  en  el  caso  de  no  obtener  nn  solo  céntimo;  qne  en  la  nota  antas 
transcrita  se  observaba  muy  paiticolarfliettte  la  promeaa  hecha  por  SAe- 
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wíbfim  EainirM  de  rendir  euefUoM^  U  oaal  no  habÍA  tenido  efecto  alguno» 
•etimándok)  improcedeate  en  el  aeto  ooncilUtorio»  no  obstante  eetar,  en 
oonoepto  del  actor»  obligado  á  ello,  pnee  ninguna  persona  d«be  eostraer- 
IM  A  la  obligación  de  rendir  enentae  en  eaeo  de  adminlatración  y  liqoi- 
«iaclóa,  no  sólo  por  la  aatlalaoción  qne  moralmente  prodooe  eete  acto, 
•tno  por  el  descargo  qne  en  el  mismo  orden  significa;  qne  ta  acto  es 
sulemAs  trasosndentai mente  apreciado  por  coantos  obran  y  piensan 
ateniéndose  estrictamente  A  las  reglas  establecidas  por  principios  qne 
estAn  en  la  conciencia  de  la  humanidad,  y  por  tanto,  en  Unios  los  Códi* 
son;  qne  no  obstante  liaber  terminado  en  81  de  Marco  de  1892  el  plaso 
fijado  A  D.  Jacinto  SAncbes  para  cumplir  su  encai'go,  éste  había  llegado 
á  la  GOmieión  de  no  hecho  tan  sorprendente  como  inexplicable  y  arbi- 
trario dados  los  antecedentes  ezpueetos;  qne  acordado  el  alaamiento  del 
•mbaigo  por  cantidad  de  20.000  pesetas,  qne  quedó  subsieteote,  se  hiao 
también  cargo  el  D.  Jacinto  de  dichos  bienes  en  6  de  Junio  de  1802,  6 
sea  mAe  de  dos  meses  deepués  de  haber  expirado  aquel  cargo;  qne  no 
bastó  A  impedir  esto  la  reclamación  de  D,  Francisco  Qntiérrf  z  Novales, 
por  haber  estimado  la  Audiencia  del  territorio  qne  se  cumplía  la  ejecn- 
toria  aleando  el  embargo,  sin  deber  hacerse  extensiva  A  la  resolución  de 
las  cnt^tionee  de  natnraleía  civil  que  se  suscitaban;  que  tan  extrafio 
modo  de  proceder  ee  indiscutiblemente  contrario  al  mandato  de  liqui- 
dación, pues  terminada  en  81  de  Mano  de  1802  la  misión  de  D.  Jacinto 
8Anches,  éste  no  tenía  ya  qne  hacer  otra  cosa  que  otorgar  la  escritura 
final  de  liquidación  y  disolución;  qne  D.  Francisco  Gutierres  Novales 
entiende  que  transcurrido  el  plaao  fijado  A  aquél  para  que  cumpliera  en 
totalidad  las  obligaciones  qne  contrajo  como  mandatario,  quedó  extin- 
guido el  mandato,  no  existiendo  términos  hAbiles  para  que  continuara 
desempefiando  el  cargo;  que  para  evitar  toda  ciase  de  dudas,  el  actor 
otorgó  la  escritura  de  revocación  del  mandato,  que  le  fué  notificada  A 
8Anches  Ramires  en  18  de  Julio  del  mismo  afio  02;  que  no  obstante  el 
tiempo  transcurrido  deede  la  extinción  del  plaso  sefialado  para  la  liqui- 
dación y  otorgamiento  de  la  correspondiente  escritura,  no  se  habla  lle- 
Tado  A  cabo  esto,  sin  duda  porque  D.  Jacinto  SAnches  cree  de  facilidad 
suma  redactar  un  acta  diciendo  haberlo  cobrado  y  pagado  todo,  haberse^ 
abonado  el  10  por  100  y  no  haber  resultado  sobrante  pera  D.  Francisca 
Gutierres  Novelee;  y,  finalmente,  qne  la  conciliación  intentada  no  había, 
ofrecido  resultado  alguno  para  el  actor;  presentando  éste,  con  el  eecrita 
de  demanda  acabado  de  relacionar,  y  ademes  de  la  certificación  refe- 
rente ai  antecitado  acto  conciliatorio,  loa  eigulentes  documentos:  pri- 
mero, copia  simple  de  la  escritura  de  81  de  Mario  de  1800,  ante  el  No- 
tario n.  José  María  Prieto,  de  nombramiento  de  liquidador  de  la  raaón 
Gutierres  y  Obregóu,  sncesoree  de  Aniceto  SAens,  A  favor  de  D.  Jacinta 
BAncbes  Bamíres;  segundo,  carta  de  81  de  Marso  de  1802,  dirigida  por 
Gutierres  A  BAnches,  y  oontestadóa  de  éste  puesta  con  lApis  al  dorso  de 
la  misma;  tercero,  acta  de  12  de  Julio  de  dicho  afio  02,  ante  el  Notarla 
D.  Servando  Aponte,  qne  contiene  las  manifeetaaionee  de  D.  Manuel 
Obf«góQ  referente  A  sus  derschos  en  la  Sociedad  conetltuída  por  el  mis- 
no  y  D.  Francisco  Gutierres,  como  sucesores  de  Aniceto  SAens;  cuarto,, 
carta  de  20  de  Noviembre  de  1800,  dirigida  por  el  Letrado  Alvares  Osso- 
rio  al  otro  Letrado  D.  José  de  Velasco;  quinto,  papel  sin  fecha  ni  auto- 
risaoión  alguna,  qne  comiensa:  cComo  las  cosas  han  cambiado  corople- 
tamente*..»  y  que  se  ha  transcrito  en  los  hechos  de  la  demanda;  sexto, 
copia  de  la  escritura  de  revocación  de  mandato  otorgada  por  D.  Francis- 
co Gutierres  en  18  de  Julio  de  1802,  ante  el  citado  Notario  Aponte;  y 
néptimo,  copia  simple  del  dictamen  fiscal  y  providencia  de  la  Audiencia. 
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proTlooial  de  SeyilU,  oon  relaotte  á  U  entrccft  d«  los  bieiws 
tiyo0  de  U  fianza  de  SO.OOO  peeeUa  de  que  antee  ae  ha  beeho  Oftérito: 

Reaultando  qae  D.  Jacinto  Bánchei  Bamiree  eolieltó,  mi  eonteetar  te 
demanda,  ee  le  abeoiyiera  de  ella,  oon  expresa  condena  de  ooetaa  al  ao- 
tor,  exponi««ndo  en  sinteels  como  hecboe  eeencialee:  qne  por  eonaecDeB^ 
ola  de  la  dt'noncla  formvlada  por  la  UnUm  Banek  contra  la  raion  Gutie- 
rre! y  Obre^ón,  enceeoree  de  Aniceto  fiáena,  fueron  proceeadoa  loe  ao- 
cioa  n.  Franoiece  Gutierres  y  D.  Mannel  Obregón;  qne  éete,  qne  no  ba- 
hía «ido  como  el  primero  reducido  á  prlelón,  y  que  apenas  se  explicaba 
lo  ocorridu  para  preyenir  los  -malee  que  podían  seguirse  de  aquel  acci- 
dente, dio  cuenta  de  ello  á  D.  Aniceto  Hmn  y  á  D.  Tomás  Novsles,  tío 
del  D.  FranciiH;o,  que  reeldlan  fuera  de  Sevilla,  asi  como  ;tambl4n  al  di- 
cente;  que  no  es  extrafio  que  acudiera  á  estos  Individuos,  pues  entre  to- 
dos existían  vínculos  de  parentesco,  de  relacionee  comerolalee  y  da 
amistad;  que  de  acnerdo  D.  Aniceto  Siena  y  el  demandado  en  qne  el  ca- 
tado en  que  á  la  saaón  ae  encontraban  los  socios  y  la  Ck>mpafila  era  pa- 
ramente transitorio,  hicieron  frente  á  todas  las  atenciones  spilcando  al 
«fecto  hasta  sos  propios  recursos;  que  sobrevenido  el  embaigo  de  loa 
bienes  sociales,  les  fué  necesario  abandonar  estos  buenos  propósitos,  ra» 
«nrriendo  en  cambio  D.  Manuel  Obregón  al  medio  de  la  auspenslón  da 
pagos;  qne  el  demandante  y  so  consocio  Obregón  ae  encontraban  en 
unas  circunstancias  gravísimas,  pues  á  la  prisión  de  aquél,  A  la  ínter* 
vención  de  todo  el  haber  social  jr  al  temor  de  una  sentencia  oondenal»- 
ria,  se  afiadía  la  quiebra  de  la  Oompafiía,  que  se  aproximaba  con  carao> 
teres  bien  poco  lisonjeros;  qne  era,  pues,  absolutamente  indlspensabla 
hacer  frente  A  la  af tuaclón,  necesltAndoae  una  persona  qne  con  medloa 
de  conjurar  tan  graves  males  y  con  la  voluntad  de  utillsarlos  en  favor 
de  los  pro-esados,  se  subrogsse  en  lugar  de  los  socios  de  un  modo  abao- 
luto,  cuya  persona  la  encontraron  en  el  hoy  demandado  SAnrbei  Baaal- 
res;  qne  de  este  modo  queda  explieada  la  dación  del  poder  en  81  de  Mar- 
so  de  1890.  los  términos  de  ese  mandato  y  su  aceptación  por  el  dicenta; 
qne  coando  tal  encargo  se  confirió  al  demandado,  ya  éste  se  hsbfa  en- 
tendido con  la  sncnrsal  de  Union  Banck^  y  logrado  dejarla  garantida  da 
su  crédito,  importante  416.985  pesetas  94  céntimos,  mediante  la  entrega 
de  130.000  pesetas  en  tres  psgarés  firmados  por  el  D.  Jacinto  Sándiea 
como  particular^  y  por  D.  Temas  Novales  como  deudor  solidario,  y  da 
380.000  pesetas  en  mercaderías  ó  existencia  de  curtidoe  que  escogiera  da 
los  pertenecientes  á  Is  Oompafiía  deudora;  que  también  tenía  consegui- 
da la  condonación  á  ésta  de  las  66.986  pesetas  94  céntimos,  resto  del  cré- 
dito sobre  las  130.000  y  las  380.000  á  que  ascendían  los  tres  pagarés  j 
los  géneros  expresados;  que  asimismo  obtuvo  el  demandado  de  Oníom 
Banek  estuviera  dispuesta  á  separarse  por  completo  del  procedimiento 
criminal  en  qne  era  parte,  á  fin  de  que  levantaran  los  embargos  practi- 
cados para  garantlsar  la  indemnisadón;  que  todos  satos  oonclertos,  parm 
consegnir  los  cuales  estuvo  gestionando  D.  Jacinto  deede  fines  de  Febre- 
ro del  90,  se  consignaron  en  la  escritura  otomda  ante  el  Notarlo  Don 
José  María  Prieto  el  mismo  día  81  de  Marso  de  1890,  en  qtie  ss  otorgó 
ante  el  mismo  Notsrlo  la  otra  escritura  póbliea  de  mandato  origen  da 
esta  demanda;  que  la  repreeentación  de  la  Unfon  Banek  cumplió  fiel- 
mente su  compromiso,  pues  biso  ante  el  Juagado  la  declaración  explíci- 
ta de  encontrarse  satisfecha  cumplidamente  de  su  adeudo  y  se  allanó  al 
levantamiento  de  los  embargoe  practicados  para  garantir  las  responsabi- 
lidades civiles  de  la  caoss;  que  aquella  fiansa  quedó,  por  acuerdo  jadl- 
cial,  reducida  á  30.000  pesetas,  percibiendo  el  dicente  los  bienes  qna 
cepresentaban  la  diferencia  entra  esta  sama  y  la  de  600.000  primara- 
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ute  fijad*;  qae  hnbo  aún  más»  paeato  que  D.  Franoiaco  Gntiérraa  y 
loa  que  con  él  habían  eatado  haata  entoncea  en  la  cárcel  oblo  vitaron  in- 
mediaUmente  aa  libertad  provialonal,  en  virtud  de  la  preetaoión  de  la. 
debida  Qanaa;  que  laa  cauaaa  determinantee  del  precitado  mandato  loé 
■oto  la  conveniencia  de  loa  aocioe  Gutierres  7  Obregón,  asi  como  la  elec- 
ción de  mandatario  hecha  en  D.  Jacinto  Sánchei  obedeció  á  las  circona- 
tanciaa  particnlarea  qu«  en  el  miamo  concurrían;  que  la  aceptación  del 
oargo  produjo  extraordinarioa  7  manifleatoa  beneflcioa  para  los  intereaa- 
doe,  puea  éetoa,  apenae  otorgado  el  poder,  recobraton  su  libertad,  vieron 
librea  de  la  acción  de  loa  Tribunales  el  haber  de  la  Compafiia,  y  el  acree- 
dor denunciante  abandonó  el  procedimiento,  haciendo  íactlbJe  la  llega» 
d»  á  felis  término  del  Juicio  criminal;  que  no  obstante,  D.  Francisco 
Gatiérrf  a  había  tenido  toda  la  resoiocióu  que  se  necesitaba  para  mani- 
festarse en  su  demanda  como  víctima  del  dolo  del  demandado,  basta  el 
extremo  de  imputarle  haber  obtenido  el  mandato  á  la  Fombra  de  manui- 
naeioiiea  ó  palabraa  Inaldioaas;  que  el  actor,  para  olvidarlo  todo,  nu  ha*- 
bía  tenido  aiquiera  en  cuenta  que  ya  el  afio  88«  al  otorgarse  la  escritura 
de  oonatitución  de  la  Compafiia  Gutíérrea  y  Obregón,  reconocía  solem- 
aemente  la  cooflanaa  que  merecía  aquella  Sociedad,  designándole  para 
al  cargo  de  amigable  componedor  en  las  controversias  que  pudieran  sur- 
gir en  la  Empresa;  que  ya  se  vería  á  su  tiempo  cómo  el  mismo  deman- 
dante, al  formular  ana  aolioitudea,  preaoindía  por  completo  de  ese  dola 
causante,  revelando  aaí  que  aólo  el  deapecho  habla  podido  invocarle 
en  el  debate;  que  el  demandado  difícilmente  hofoiera  aceptado  el 
nandato  en  consideración  exclusiva  de  D.  Francisco  Gutierres,  por- 
que por  mucho  interés  que  le  inspirara  ana  desgracias,  eran  ma- 
yores los  compromisos  personalea  y  pecuniarioa  que  había  de  imponerse 
para  aliviarlaa;  que  para  tal  aceptación  medió  una  circunstancia,  ante 
la  cual  creyó  D.  Jacinto  Sanchas  deber  imponerae  todo  faenero  de  sacri- 
ilcioa,  y  conaistió  en  haber  arraatrado  D.  Francisco  Gutiérrez  en  su 
desgracia  á  dos  individnoa  hermanoa  po3íticoa  del  contestante,  hailán- 
doae  equiparada  en  la  causa  la  condición  de  unoa  y  otros,  á  pesar  de 
que  á  éatoa  aólo  debería  imputáraeiea  laa  deferencia  a  tenidas  con 
el  Gutierres;  que  D.  Jacinto  Sanchos  no  sólo  comprometió  su  per- 
flona  é  intereses  en  el  desempefio  del  mandato,  cuidando  del  reinte- 
gro á  la  Union  Banek  de  loa  trea  pagarés,  sino  que  también,  faci- 
Utando  á  la  Sociedad  acreedora  el  medio  de  hacer  efectivas  las  230.00<V 
pesetea,  cuyo  pago  se  estipuló  en  mercaderías;  que  por  otra  parte,  el  de- 
mandado hlso  frente  también  á  todos  los  gaatos  reclamados  por  las  de- 
íensaa  de  los  procesadoa  en  la  repetida  causa  y  en  las  actuaciones  sobre 
suspensión  de  pagos,  importantes  máa  de  7.000  duros;  que  D.  Franciaco 
Gutierres  había  olvidado  una  infinidad  de  detallea  importantísimos  de 
loa  trabajos  hechos  por  D.  Jacinto  Sánches,  con  el  fin  de  despojar  de  va- 
lor á  Ulea  gestiones  y  negar  laa  consecuenciaa  beneficiosas  que  de  ellas 
ae  derivaron  para  el  demandante;  que  éste  pretendió  que  le  fueran  en- 
tregados loa  bienes  que  quedaron  afectos  á  la  flansa  de  las  20.000  pese- 
tas, á  lo  que  se  opuso  el  demandado  por  ocurrir  como  se  verificaba  al 
tiempo  de  contestarse  á  la  demanda,  que  el  mandato  estaba  aón  pen- 
diente, siendo  el  único  llamado  en  tal  concepto  á  conservar  tales  bienes 
D.  Jacinto  Sánchez,  quien,  á  mayor  abundamiento,  tenía  hecho  grandes 
desembolaos  en  el  desempefio  de  su  cargo,  cuyo  reintegro  es  casi  seguro 
quedaría  ain  hacer;  que  el  Ministerio  fiscal  emitió  dictamen  contrario  4 
las  aspiracionea  de  Gutierres,  y  el  Tribunal  desechó  las  solicitudes  del 
mismo,  demostrándose  aaí  que  loa  bienes  obleto  del  aludido  embargo  se 
encuentran  legítimamente  en  poder  de  D.  Jacinto  Sánchez  Bamíies,  por 
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más  que  la  parte  eontmrift  á  évto  \om  ha  hecho  olleta  de  mi  deíAsade,  «e* 
teblecieodo  beeee  preeteeinente  opneetee;  que  lo  recibido  por  ei  Sánchee, 

Srteaeciente  á  la  Hoeteded  Qatiérreí  y  Obrcgón»  aeceeoree  de  Asicda 
ena,  ana  Tea  alsadoa  loe  embarfoa  en  la  meneionada  canea,  aee0adl4 
á  iiaoe  160.000  daroe  aominalea,  repreceatadoe  74.000  deelloe  pr6zliui- 
mente  por  géoeroe  j  mobiliario,  coDclitayeado  loe  otroe  Sa.000  dome 
poco  máa  6  menoe  por  eoentae  j  créditoe;  qae  iae  mercaderiae  ee  haMaa 
realisado  todas,  no  ^zoedlendo  de  67.800  dnroe,  lo  qne  en  ordon  á  loa 
eVéditoe  había  podido  hacer  eíectlTo;  qne  á  la  fecha  del  eecrlto  qne  ae 
relaciona  tenía  el  contestante  pendiente  nna  serie  de  reclamaeionee  )«• 
diclales,  entre  ellas  dos  pleitee  terminados,  nno  por  sentencia  firme  y 
otro  en  Tía  de  apremio  para  el  camplimlento  de  la  ejecntoria,  siendo  loa 
dendoree  D.  Martín  Escodero,  Tecino  de  Villafranca  de  loe  B*rroe,  j 
D.  Eduardo  Gomes  Remires,  Tecino  de  SeTilla;  qne  las  demás  coentss  j 
créditos  no  había  habido  términos  hábiles  de  haci*rlosefeetÍTO«,  porqne 
de  nna  parte  de  ellos,  representatlTOS  de  la  cantidad  de  82.600  daros^ 
eran  InsolTentee  loe  responsables  de  las  dendas,  y  porque  loe  socios  Dea 
Francisco  Gutierres  y  D.  Ilannel  Obregón  reeoltaban  adeudando  á  la 
Comptfiía  6.800  daros  retirados  por  aquéllos  del  fondo  social;  qne  re- 
sultaba, pues,  hallarse  todavía  pendientes  algunos  negoeloe  objeto  del 
mandato  conferido  al  demandado,  sin  haber  sido  posible  á  éete  llevarles 
á  cumplido  término,  á  pesar  de  su  eemerada  diligencia:  qne  el  habar 
efectivo  de  la  Gompaftía,  no  obetante  talee  gestiones,  sólo  llagaba  á  la 
cantidad  de  anos  181.300  peeos  faertee;  qne  las  responsabilidades  ca- 
biertae  simultáneamente  eran  determinadas  y  concretas,  pn^e  rpartsds 
los  70.000  daros  pagador  á  la  representación  de  Üfuón  Banck^  se  haUaa 
satisfecho  sus  respectivos  créditos  á  68  acreedores  de  la  OompaAía  m 
liquidación,  cuyos  créditos  importabsn  58.000  duros  próximamenie;  qes 
también  se  habían  abonado  los  «astos  generalee  y  sueldos  de  la  depen- 
dencia representativoe  de  unce  18.00  duros  y  varios  milee  de  eiloe  por 
gaetos  jadiciales  y  de  la  causa;  qne  para  que  nada  faJtaee,  D.  Jadots 
iánches  facilitó  á  D.  Francisco  Gutierres  durante  un  largo  período,  y  á 
fin  de  proporcionarle  medios  de  subsistencia,  la  pensión  menenal  de  8M 
pesetas;  qne  sin  tomar  en  caenta  la  retribución  fijada  ai  liquidador  de- 
manlado,  tenía  entonces  éete  á  su  favor  un  saldo  de  mucha  coneidera* 
•ción;  que  era  muy  de  notar  que  esa  retribución,  aun  refiriéndola  ezda- 
eivamente  á  las  existencias  realisadas,  repreeentaba  7.400  doroe,  ele* 
▼ándoée  á  18.000  ei  se  le  asociaba  la  correiipondiente  á  loe  créditoe  co- 
brados; que  el  demandante,  ein  embargo,  había  tratado  de  inspirar  le 
creencia  contraria,  presentando  al  efecto,  entre  loe  docnmentoe  acomps- 
fiadoe  á  sa  escrito,  nna  carta  fecha  20  de  Noylembre  de  1890,  antoriss<lt 
con  la  firma  qne  decís  José  Alvares  Ossorlo,  ezpreeiva  de  oorreeponder 
á  la  Oompafiía  Gutierres  y  Obregóu  en  aquella  fecha  nn  remanente  de 
importancia;  que  fuera  cualquiera  la  autenticidad  de  dicha  carta,  y  ea 
el  concepto  de  poderse  invocar  como  fundamento  de  reclamaeionee  ja* 
diciales,  era  lo  cierto  que  todo  cuanto  en  ella  se  refiere  descansa  seis 
y  exclusivamente  en  el  testimonio  del  actor  y  es  completamente  ex- 
traña á  Jacinto  Sanchos;  que  el  sobrante  á' qne  en  tal  carta  se  alude, 
si  algo  significaba,  era  la  expresión  de  cuentes  galanas  formadas  á  sa 
placer  y  capricho  por  ese  interesado,  puee  al  fijar  la  indicada  suma  sóls 
consultaba  las  aportscionee  de  loe  socios  á  la  Oompafiía,  las  ntílids- 
des  de  ésta  y  hasta  la  condonación  obtenida  por  Sanchos  de  la  üñián 
Banek;  qae  la  propia  carta  lo  único  qne  venía  á  poner  de  manlfieeto  ert 
el  decid  ido  empefio  de  mostrado  siempre  por  el  actor  de  disponer  de  lis 
20.000  peeetas,  quedadas  para  garantir  las  resaltas  de  la  cansa,  ria 
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ocapftrao  iMtra  nads  de  reintegrar  cniDplldft  y  legítimamente  al  deman- 
dado D«  Jacinto;  qae  poelble  era  qoe  ente  se  estimara  diapaeeto  á  oon- 
clnir  el  negooio  en  «as  relaeionee  con  D.  Francieco  Qntiérres  eo  una 
épotfa  en  qoe  aan  no  taviera  todoa  loa  d^toa  neceaarioa  para  formar 
jnlcio  exacto  acerca  del  reanltndo  definitivo  de  la  iiqaidación,  y  ai- 
qaiera  íueee  para  libraree  de  laa  exigencias  injastifloadae  de  dicbo  in- 
tereeado  7  como  medio  de  dar  cima  á  la  penoaisima  tarea  que  se  üabia 
impuesto  al  aoepter  el  mandato  saliendo  de  este  modo  de  la  grave  7 
comprometida  posición  en  qve  se  habla  colocado;  qae  nada  tendría  de 
exlrafio  ese  prcíceder  del  contestante  si  lo  adoptaba  coando  podía  abrigar 
oomo  veroaímil  la  creencia  de  no  ofrecer  la  liquidación  definitiva  el  re- 
soltado ofrecido  máa  Urde,  7  la  creencia  aun  todavía  más  verosímil  de 
llegar  al  fin  de  sn  encargo,  removiendo  pronta  7  fácilmente  las  dificnl- 
tades  que  pudieran  preaentarse;  qne  sólo  así  se  explicaba  qae  espontá- 
neamente bnblera  satlslecho  á  D.  Francisco  Gutierres  la  pensión  men- 
aual  antea  indicada,  en  el  concepto  de  permitirlo  el  haber  de  la  Gom- 
paftíü;  que  hechos  posteriores  vinieron  á  desengañarlo,  viéndose  basto 
qué  punto  se  había  equivocado,  pueato  que  no  había  habido  medios  de 
llegar  al  fia  del  mandato,  ni  se  había  logrado  obtener  remanente  alguno 
para  los  socios,  pues  antes  al  contrario  exietia  un  descubierto  Importon- 
tísimo  á  favor  del  mandaterio;  qne  de  la  carto  de  81  de  Marso  de  1892 
constalia  qoe  precisamento  el  día  que  cumplieron  dos  afios  desde  él  otor- 
gamiento de  la  escritora  de  mandato,  requería  el  actor  á  D.  Jacinto 
Sánchea  para  qne  le  manifestara  sn  propósito  respecto  á  la  terminación 
de  loa  asuntos  de  la  liquidación  7  sociedad;  que  á  pesar  del  vencimiento 
de  ese  período,  la  verdad  era  qne  el  contrato  estaba  vigente,  estando  mu7 
lejos  el  actor  de  consultar  la  le7  7  la  justicia  al  adoptar  ese  sistema,  por 
lo  cual  el  dicente  contt'sto  serle  imposible  satisfacer  sus  aspiraciones 
por  hallarse  pendientes  de  resolución  varios  negocios  Judiciales;  que  en 
el  papel  aaociado  á  dlcba  carta  el  demandado  manifestó  que  por  haber 
eambiado  las  cosas  por  completo  se  proponía  no  dar  un  céntimo  hasta 
que  rindiera  cuenta,  de  conformidad  con  el  encargo  recibido  al  otor- 
garse la  escritura;  que  esta  resolución  la  atribuía  el  actor  al  despecho 
que  había  producido  al  demandado  la  negativa  á  aceptar  sus  ofertas  de 
cantidades*  ó  sean  las  traídas  al  debate,  mediante  la  presentación  de  la 
carta  de  20  de  Noviembre  de  1890  7a  mencionada;  que  á  la  sasón  7a  veía 
evidente  D.  Jacinto  Sánchea  el  resultado  bien  poco  lisonjero  que  ofre- 
cían las  operaciones  practicadaa  para  todos  los  otorgantes  de  la  escritura 
de  SI  de  Marso  del  90,  estando  claro  que  la  prudencia  7  defensa  de  sus 
intereses  le  aconsejaban  abstenerse  de  nuevos  sacrificios,  7  referir  á 
D.  Francisco  Gutierres  hasta  las  cuentas  que  se  reservaba  rendir  de 
conformidad  con  el  mandato  aceptado;  que  del  acta  de  12  de  Julio  de 
1892,  ante  el  Notarlo  D.  Servando  Aponte,  resulta  como  cosa  fuera  de 
toda  duda  que  D.  Manuel  Obregón,  cu7a  situación  era  idéntica  á  la  del 
demandante  en  orden  al  negocio  origen  del  pleito,  estaba  entonces  7 
aun  mucho  tiempo  antes  satisfecho  en  absoluto  de  todos  sus  derechos 
relacionados  con  la  Compaftía  7  con  su  liquidador,  como  también  qoe 
el  actor,  no  sólo  se  había  visto  precisado  á  prescindir  de  su  consocio 
Obregón,  sino  también  á  hacer  valer  en  concepto  de  propias  las  acciones 
privativaa  7  peculiares  de  ese  otro  interesado;  que  el  contexto  de  las 
otraa  dos  actas  nutarialea  de  13  7  16  del  mismo  Julio  han  venido  á  de- 
mostrar que  el  actor  daba  por  extinguido  el  mandato  á  la  vea  que  lo  re- 
vocaba, dejando  en  su  buena  opinión  7  fama  al  demandado,  ó  sea  al 
mismo  individuo,  del  cual  7  de  sus  actos  se  ostentaba  verdadera  víc- 
tima, atribu7éndolo8  al  dolo;  que  esa  declaración  7  revocación  se  hizo 
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estableciendo  como  rapaeetoe  ciertos  é  indiacutibles,  do  sólo  haber  M^ 
dado  el  mandato  excloeiyamente  para  liquidar  la  Compafiia,  fino  tim* 
biéo  con  la  expreaión  de  b»berae  de  evacuar  en  el  periodo  de  doe  afioi» 
oontaiioa  deade  la  íecba  de  la  eaurítora;  qne  sobre  todo  el  actor,  al  pro- 
mover el  requerimiento,  hiiocaao  omieo  del  carácter  de  irrevocabilidad 
que  el  mandato  tenía  por  su  propia  voluntad,  abrogándoee  el  carácter* 
demandante  exclusivo  y  atribajéndoee  facultades  que  nunca  podían  co- 
rree punder  á  uno  sólo  de  los  poderdantes;  y  últimamente,  qne  D.  Fran- 
cisco Gutiérreí  demandó  de  conciliación  Á  D.  Jacinto  Sánebes  en  solid- 
tnd  de  que  le  devolviera  los  bienes  objeto  del  embargo  acordado  en  Is 
cansa,  cuyo  alsamiento  tuvo  lugar  á  ia  conclusión  de  la  misma,  y  á  la 
vea,  para  que  estimando  la  nulidad  de  lo  pactado  en  contrario,  rindiess 
la  oportuna  cuenta  de  su  gestión  de  liquidador,  es  decir,  que  hasta  qoe 
el  actor  produjo  en  forma  su  demanda  no  se  le  ocurrió  hablar  de  per- 
juicios derivados  del  proceder  doloso  que  arbitrariamente  imputaba  al 
D.  Jacinto;  quien  acompafió  á  su  escrito  coplas  eimpiee  de  tres  escritu- 
ras, otorgadas  en  Sevilla  loe  días  81  de  Mario,  33  de  Diciembre  y  17  de 
Abril  de  1^90  ante  el  Notario  de  aquella  ciudad  D.  José  liaría  Prieto, 
entre  D.  José  Sánches  Ramír«*s  y  D.  Antonio  Lopes  de  l\0jada  y  Marti- 
nes, Director  de  la  Sociedad  Unión  Banek^  declarando  en  una  haberse 
convenido  la  forma  de  pago  de  las  416.996  pesetas  94  céntimos,  que  la 
razón  social  'Gutierres  y  Obregón  adeudaba  A  aquella  casa  bancariar 
otorgando  en  otra  el  gerente  de  dicha  Sociedad  Unión  Banek  al  Sánches 
carta  de  pago  de  la  cantidad  de  280.000  pesetas;  y  consignándoi-e  en  la 
tercera  y  última  de  las  antecltadas  ei^crituras  que  las  mercaderías  en- 
treffa«ia0  á  Unión  Banek  como  procedentes  de  la  Empresa  Gutierres  y 
Obregón  habían  sido  entregadas  para  su  venta  continua  A  D.  Jacinto 
8áDchi*2  Ramíres  en  concepto  de  comisionista;  y  copia  autoriaada  quo 
cotejada  después  con  su  original  resultó  conforme  de  la  eeerltura  ds 
mandato  de  81  de  Marso  de  H90,  en  la  cual  se  inserta  la  de  constitución 
de  la  Sociedad  Gutierres  y  Obregón,  sucesores  de  Aniceto  Sáens,  fech» 
l.o  de  Marzo  de  1888: 

Resultando  que  al  evacuar  el  demandante  el  traslado  de  réplica,  ex- 
puso: qae  el  demandado  se  había  reducido  en  su  contestación  á  tergi- 
versar los  hechos  alegados  por  el  replicante  en  su  primer  escrito;  que 
por  ello  reproducía  todos  aquellos  hechor,  adicionándolos  con  la  for- 
mación de  D.  Jacinto  Sánches  de  quedar  mncho  por  cobrar  á  nombre  do 
Gutiérrez  y  Obregón,  lo  cual  era  un  pretexto  sin  fundamento  para  no 
presentar  las  cuentas  á  cuya  rendición  estalw  obligado;  qne  por  ratón 
del  tiempo  transcurrido  no  podía  esto  ya  sostenerse  seriamente,  extra- 
fiándole  aquella  manifeetación,  cuando  de  todos  los  créditos  de  impor- 
tancia que  tenía  á  su  favor  la  Sociedad  en  liquidación  sólo  dos  habüm- 
sido  imposible  de  realizar,  hallándose  los  demás  cobrados  unos  y  a|rfa- 
sados  otros  sus  pagos  y  asegnrados  con  buenas  garantías;  qne  aun  su- 
poniendo que  á  la  fecha  de  la  contestación  á  la  demanda  tuviera  Sán- 
chez Ramírez  20.000  duros  en  cré<iitos  á  cobrar,  debería  conservar  un- 
Bobrante  de  26.000;  qne  no  solamente  no  fueron  convenidas  entre  Don 
Franci-4co  Gutiérrez  Novales  y  D.  Jacinto  Sánches  ninguna  de  las  cláu- 
sulas de  la  escritura  de  mandato,  sino  qne  algunos  de  dichos  pactos 
pugnaban  con  lo  convenido  anteriormente;  que  aquél  no  tuvo  conoci- 
miento de  los  términos  de  la  precitada  escritura  hasta  el  momento  de 
ser  leído  á  su  presencia  por  el  Notario  autorizante,  aprovechando 
precisamente  la  circunstancia  de  tener  que  optar  por  la  libertad  ó  por 
su  continuación  en  la  cárcel  si  estampaba  ó  no  su  firma,  siguiéndose  en 
este  caso  las  consecuencias  naturales  á  la  continuación  de  la  cansa,  de 
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la  que  mí  como  salió  absnelto  pudo  salir  condenado,  siendo  este  reverso 
el  más  inmediato  si  no  firmaba;  que  el  demandado,  para  consegnir  fír- 
mase el  actor  el  documento  7  atenuar  la  gravedad  de  la  presión  ejer- 
cida sobre  él,  ofreció  en  primer  término  la  no  continuación  en  el  nego- 
cio de  D.  Manuel  Obregón,  en  virtud  á  que  le  aseguraría  el  pago  de  su 
capital,  quedando  incumplida  tal  oferta,  pues  lejos  de  apartar  al  Obre- 
gón lo  había  tenido  en  el  establecimiento  como  dependiente  é  intere- 
resado  en  el  negocio;  que  otra  de  las  cosas  ofrecidas  fué  que  Gutierres, 
al  salir  de  la  cárcel,  entraría  en  la  casa  para  trabajar,  siendo  debida- 
mente considerado,  si  bien  había  de  estar  á  las  órdenes  de  D.  Jacinto, 
que  en  su  carácter  de  liquidador  asumiría  la  jefatura,  no  cumpliéndose 
tampoco  esto,  pues  llegó  al  extremo  de  prevenir  á  toda  la  dependencia 
7  servidumbre  reunida  no  permitiesen  á  Gutierres  penetrar  en  el  esta- 
blecimiento; que  también  había  ofrecido  que  cuantos  beneficios  se  ob- 
tuvieran á  favor  de  la  casa  como  resultado  de  la  liquidación  serían 
para  el  actor,  incluso  el  10  por  100  que^obre  las  mercaderías  bonificaba 
la  ÜrUón  Btmek^  sometiéndose  el  demandado  á  cobrar  una  comisión 
por  su  trabajo  como  liquidador;  que  á  pesar  de  ello  7  de  haber  expirado 
con  mucho  exceso  el  término  del  mandato,  no  se  habían  rendido  cuen- 
tas, tal  ves  para  que  el  liquidado  no  se  aprovechase  de  los  beneficios 
pactados  con  el  liquidador;  que  obligado  éste  por  la  escritura  de  man- 
dato á  no  comprar  nada,  faltó  á  ello  realisando  ciertas  adquisiciones 
que  serían  en  su  día  objeto  de  prueba  necesario;  que  el  propio  liquida- 
dor había  desempefiado  desastrosamente  la  contabilidad,  dejando  de  lle- 
nar los  requisitos  legales,  pues  no  llevaba  libro  Diario  7  el  Ma7or  no 
estaba  sellado;  que  todos  estos  hechos  evidencian  de  una  manera  pal- 
maria el  engafio  de  que  fué  víctima  el  actor  por  parte  del  demandado, 
haciéndose  merecedor  por  ello  de  las  más  enérgicas  censuras,  en  raaón 
á  haber  prescindido  en  las  operaciones  mercantiles  de  la  buena  fe  exi- 
gible  en  ellas  por  su  naturaleza  7  haberse  prevalido  de  las  críticas 
cuanto  excepcionales  circunstancias  del  demandante,  quien  se  hallaba 
abatido  de  ánimo,  enervado  de  fuerzas  físicas  7  entorpecido  de  razón; 
que  por  otra  parte,  D.  Jacinto  Sánchez,  al  prohibir  al  dicen  te  la  entrada 
en  su  propia  casa,  le  habia  causado  perjuicio  ma7or  á  la  privación  ab- 
soluta de  su  libertad,  pues  aquello  significaba  la  anulación  de  su  cré- 
dito 7  su  inutilizaeión  para  ejercer  el  comercio  en  Sevilla;  que  desde  el 
momento  en  que  D.  Jacinto  hizo  ver  á  todos  que  D.  Manuel  Obregón 
quedaba  en  el  establecimiento  mientras  á  su  compañero  el  demandante 
se  le  impedía  su  entrada,  significó  no  gozar  el  último  de  la  confianza 
del  liquidador;  que  otro  de  los  engaños  sufridos  por  el  replicante  por 
parte  del  Sánchez  Ramírez  es  haberle  obligado  á  que  fuera  éste  solo  el  li- 
quidador, cuando  antes  le  había  ofrecido  que  lo  sería  con  D.  Tomás  No- 
vales, irrogándosele  así  perjuicios,  puesto  que  de  haberse  hecho  la  liqui- 
dación por  los  dos  no  existiría  la  lucha  por  rendición  de  unas  cuen- 
tas que,  oscuras  por  lo  que  se  vislumbraba,  hubieran  estado  mu7 
claras  dadas  á  su  debido  tiempo;  que  si  es  cierto  que  la  escritura  de  man- 
dato confiere  á  D.  Jacinto  Sánchez  poder  amplio  como  liquidador,  no 
exime  al  mandatario  de  ciertas  obligaciones  que  en  aquel  concepto  le 
impone  el  Código  de  Comercio;  que  tal  amplitud  de  facultades  fué  con- 
seenencia  de  la  presión  que  ejercieron  en  el  actor  su  situación  de  proce- 
sado, 7  preso  preventivamente,  las  amenazas  del  demandado  si  no  ac- 
cedía á  sus  pretensiones,  7  en  conclusión,  que  las  mercaderías  recibi- 
das por  D.  Jacinto  figuraban  en  el  embargo  practicado,  pudiendo  deri- 
varse de  las  actuaciones  su  verdadero  valor;  pero  el  demandado  no  bar 
bia  tenido  en  cuenta  las  retiradas  por  él  de  un  almacén  establecido  por 
TOMO  91  68 
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Gotíérfes  y  Obregón  en  la  calle  Aoetree,  cnyas  mercaderías,  por  un  t«- 
lor  qoe  no  bajaría  de  20.000  pesetae,  habían  sido  trasladadas  por  el  pro- 
pio D.  Jacinto  del  local  donde  estaban  á  otro  de  la  misma  casa,  ama- 
dado  á  su  nombre,  lo  cnal  ocurrió  á  los  dos  días  del  arresto  del  actor; 
después  de  todo  lo  cual  éste  terminó  el  escrito  acabado  de  relaeioBU, 
insistiendo  en  las  solicitudes  deducidas  en  la  demanda  interpuesta  á  su 
nombre: 

Resultando  que  asimismo  el  demandado  insistió  en  sn  escrito  de  du- 
plica en  las  pretensiones  formuladas  en  el  de  contestación,  manifestando 
además:  que  el  actor  no  se  había  atemperado  al  replicar,  á  los  preceptos 
del  art.  649  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  cítíI;  que  el  deber  de  cumplir 
con  lo  en  dicho  artículo  dispuesto  estaba  sancionado  con  la  expresión 
completa  de  que  el  silencio  ó  las  respuestas  evasivas  pueden  estimarse 
en  la  sentencia  como  confesión  de  los  hechos  á  que  se  refieren;  que 
aquél,  ó  sea  el  actor,  se  había  limitado  á  reproducir  los  fundamentos  de 
derecho  y  de  hecho  de  la  demanda,  adicionando  éstos  en  los  términos 
que  le  habían  parecido  oportunos,  pero  guardando  silencio  respecto  á 
los  hechos  expuestos  por  el  demandado  al  impugnar  la  demanda,  no 
obstante  haber  tenido  un  período  de  tiempo  de  tres  aflos  y  medio  para 
evacuar  el  traslado;  y  para  terminar,  hiio  relación  en  el  escrito  de  que 
ahora  se  hace  mérito  de  tales  hechos  de  la  contestación  para  contrarres- 
tar las  afirmaciones  del  demandante: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  á  instancia  del  actor, 
absolvió  posiciones  el  demandado  Sánchez  Ramírez,  figurando  entre  las 
contestaciones  dadas  á  las  distintas  preguntas  formuladas  las  siguien- 
tes: que  en  5  de  Septiembre  de  1890,  D.  Aniceto  Sáens  otorgó  escritnrt 
dando  carta  de  pago  á  D.  Tomás  Novales,  tío  de  D.  Francisco  Gutierres, 
de  36.000  pesetas  como  crédito  que  tenía  contra  la  Sociedad,  y  al  confe- 
sante le  dio  también  carta  de  pago  de  40.000  pesetas,  declarando  en  Is 
misma  escritura  el  Novales  haber  recibido  de  D.  Jacinto  Sánchez  como 
liquidador  las  86.000  pesetas  recibidas;  que  D.  Tomás  Novales  firmó 
mancomunadamente  con  D.  Jacinto  Sánchez  tres  pagarés  por  la  snmt 
de  120.000  pesetas  á  favor  de  la  Sociedad  Untón  Banek^  por  exigendiB 
de  esta  casa,  que  fueron  pagadas  á  su  vencimiento  por  el  Sánchez;  qoe 
del  otorgamiento  de  la  escritura  nombrando  liquidador  se  hacía  de- 
pender la  transacción  con  la  Unión  Banek  y  la  salvación  de  la  afiictirs 
situación  que  afectaba  á  D.  Francisco  Gutierres,  teniendo  una  reeola- 
ción  satisfactoria  por  la  intervención  del  D.  Jacinto  el  asunto  respecto 
de  las  acciones  civiles,  facilitándose  por  ello  de  modo  inmediato  la  liber- 
tad de  Gutiérrez;  que  la  escritura  referida  de  81  de  Mario  de  1890  se 
otorgó  en  la  cárcel  hallándose  preso  Gutiérrez,  pero  que  después  de  leída 
y  antes  de  firmar  no  conferenció  con  éste  el  confesante,  pues  sólo  días 
antes  celebró  con  él  y  con  otra  porción  de  personas  varias  conferencias, 
firmándose  la  escritura  á  ruego  y  petición  del  propio  Gutiérrez,  sin  que 
éste  hiciera  oposición  alguna,  y  sin  que  mediaran  pactos  particulares 
que  se  comprometiera  á  cumplir,  y  no  siendo  cierto  que  por  ello  se  pres- 
tara á  firmar;  que  en  efecto  se  hiio  cargo  de  los  géneros  embargados, 
prohibiendo  que  Gutiérrez  concurriese  al  establecimiento  luego  que  fué 
puesto  en  libertad;  y  que  no  había  producido  en  efecto  la  cuenta  de  la 
liquidación  por  entender  que  no  había  llegado  el  momoito  oportuno, 
pero  que  tenía  entregadas  cantidades  á  Gutiérrez  sin  expresar  el  con- 
eepto: 

Resultando  que  también  dentro  del  mismo  período  de  prueba  se  prae» 
tico  la  de  testigos  propuesta  por  las  partes,  y  á  instancia  de  éstas  ss 
unieron  además  á  los  autos  varios  documentos,  entre  los  cuales  se  en- 
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enentran,  como  más  atinentee  al  caso,  loe  que  signen:  primero,  testimo- 
nios expedidos  en  28  y  26  de  Septiembre  de  1898  por  el  Beoretario  de 
Sala  de  la  Aadiencia  de  Sevilla  D.  Trinidad  Delgado  Clsneros,  en  los 
qne  se  insertan  yarlos  particulares— aignnos  de  los  cuales  se  han  men- 
cionado en  la  exposición  de  antecedentes^relatiyos  al  sumario  y  rollo 
de  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  de  instrucción  del  distrito  del  Salya^ 
dor  de  aiquella  ciudad  contra  D.  Francisco  Gutiórres  Novales,  D.  Manuel 
Obregón  Velarde  y  D.  Francisco  y  D.  Femando  Alvares,  por  estafa;  se- 
gundo, otro  testimonio,  fecha  22  del  mismo  mee  de  Septiembre  del  98, 
expedido  por  D.  Manuel  Moreno  Gordillo,  Escribano  de  actuaciones  del 
Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Salvador  de  Sevilla,  refe- 
rente á  los  autos  sobre  suspensión  de  pagos  de  la  razón  social  Gutierres 
y  Obregón,  sucesores  de  Aniceto  Sáens,  de  que  también  se  ha  hecho  mé- 
rito en  los  precedentes;  tercero,  expedido  por  D.  Francisco  de  Rojas, 
Becribano  del  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Magdalena 
de  la  mencionada  ciudad,  otro  testimonio  referente  á  los  autos  ejecnti- 
Tos  seguidos  en  aquel  Juzgado  y  Escribanía  á  nombre  de  D.  Jacinto 
S^chez  Ramírez,  como  liquidador  repxesentante  de  la  Sociedad  Gntió- 
rrez  y  Obregón,  sucesores  de  Aniceto  Sáenz,  contra  D.  Martín  Escudero 
y  Soto,  sobre  cobro  de  pesetas,  pendientes  á  la  fecha  de  la  expedición 
del  documento— 28  de  Septiembre  del  98— del  cumplimiento  de  un  ex- 
horto librado  en  Almedralejo,  á  cuyo  partido  corresponde  Villafranca  da 
los  Barros,  domicilio  del  Escudero,  para  que  se  notificare  á  éste  y  á  sus 
deudores  la  adjudicación  de  créditos  hecha  á  la  representación  de  la  r»- 
són  social  ejecutante;  y  cuarto,  con  referencia  á  otros  autos  ejecutivos 
seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Salvador  de 
la  propia  ciudad  de  Sevilla,  á  nombre  de  la  Sociedad  en  liquidación  Gu- 
tiérrez y  Obregón  contra  D.  Eduardo  Gómez  y  Ramírez,  sobre  cobro  de 
7.698  pesetas  76  céntimos;  otro  testimonio  librado  en  20  del  mismo  mes 
y  afio  que  los  anteriores  por  el  Escribano  de  actuaciones  de  aquel  Jua- 
gado D.  Rafael  Mejías,  en  que  consta  que  las  aludidas  actuaciones  se 
hallaban-  pendientes  de  que  se  cumplimentara  un  exhorto  expedido  á 
Antequera,  á  fin  de  qne  se  procediera  al  embargo  de  bienes  del  deudor, 
contra  el  cual  se  había  dictado  sentencia  de  remate,  que  era  firme;  cons- 
tando de  otro  testimonio  adicional  al  anterior  que  los  autos  ejecutivos 
de  que  viene  haciendo  referencia  estaban  paralizados  desde  27  de  No- 
viembre de  1898,  fecha  de  la  última  actuación: 

Resultando  que  concluso  el  término  de  prueba,  unidas  á  los  autos 
las  practicadas  y  evacuados  por  las  partes  los  traslados  de  condusióii, 
el  Juez  de  primera  instancia  del  distrito  de  San  Vicente  de  Sevilla,  dictó 
sentencia  en  8  de  Julio  de  1899,  por  la  que  declarando  eficaz  y  valedero 
á  los  efectos  legales  el  pacto  que  contiene  la  cláusula  6.^  de  la  escritura 
del  nombramiento  de  liquidador  hecho  por  D.  Francisco  Gutiérrez  No- 
vales y  D.  Manuel  Obregón,  como  únicos  socios  de  la  Oompañía  mer- 
cantil que  giró  en  esta  plaza  bajo  la  razón  de  Gutiérrez  y  Obregón,  sn- 
cesores  de  Aniceto  Sáenz,  en  la  citada  escritura  que  otorgaron  con  tal 
carácter,  á  favor  de  D.  Jacinto  Sánchez  y  Ramírez,  por  ante  el  No- 
tario D.  José  María  Prieto  en  81  de  Marzo  de  1890,  y  cuyo  pacto  se  re- 
fiere á  la  relevación  de  la  rendición  de  cuentas  de  los  actos  que  dicho 
liquidador  practicara  con  tal  carácter;  y  condenando  al  D.  Jacinto  Sán- 
chez y  Ramírez  á  practicar  en  el  preciso  término  de  diez  días  la  liqui- 
dación ds  la  Sociedad  á  que  por  la  escritura  relacionada  se  encuentra 
obligado,  así  como  á  otorgar  la  escritura  de  disolución  de  dicha  Socie- 
dad, y  á  abonar  á  D.  Francisco  Gutiérrez  Novales  los  dafios  y  perjuicios 
que  por  todos  sus  actos  de  gestor  acrediten  dichos  socios,  ó  el  D.  Fran* 
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oiaeo  Gatiérres  en  su  cmo,  haberse  ooaelonado  por  aqnél  á  1«  Sociedid 
Oatiórres  7  Obregón,  enceeoree  de  Anioeto  Báens,  7  abiolTiendo  al  Don 
Jacinto  Sáncbes  de  la  reclamación  formulada  por  el  D.  Francisco  Gii- 
tiórrez  Noyalea  en  en  escrito  de  demanda  reepectiva  á  la  deyolaciónde 
los  bienes  que  fueron  embargados  en  la  cansa  seguida  á  yirtad  de  de- 
nuncia hecha  por  la  casa  banquera  que  giró  en  la  plasa  de  Seyilla  bajo 
la  rasón  Unión  Banek  contra  el  Gutierres  7  otros  en  el  Juagado  de  ins- 
tmeción  del  distrito  del  Salvador  de  aquella  capital,  7  hablan  quedado 
en  poder  de  D.  Jacinto  Sáncbes  como  depositario  judicial,  sin  perjuicio- 
de  que  esos  bienes  con8titU7an  la  oportuna  partida  de  cargo  para  el 
Sáncbes  Ramírez  en  la  liquidación  mencionada,  sin  hacer  exprcün  con- 
dena de  costas: 

Resultando  que  interpuesta  apelación  por  ambas  par^,  siendo  por 
la  del  demandado  en  cuanto  la  sentencia  no  se  ajustoba  por  completo  á 
su  solicitud  de  que  se  le  absolviera  de  la  demanda,  se  tramito  en  forma 
el  recurso,  dictando  sentencia  en  28  de  Octubre  último  la  Sala  de  lo  ci- 
vil de  la  Audiencia  territorial  de  Sevilla,  por  la  que  se  absolvió  á  Don 
Jacinto  Sánchez  Kamírez  de  la  demanda  deducida  por  D.  Francisco  Gu* 
tiérrez  Novales,  sin  perjuicio  de  que  practique  la  liquidación  de  la  So- 
ciedad 7  otorgue  la  escritura  de  disolución  de  la  misma  en  los  termines 
que  aparece  de  la  escritura  de  81  de  Marzo  de  1800,  sin  hacer  expresa 
declaración  de  las  costas  de  primera  ni  de  segunda  instancia,  confir- 
mando la  sentencia  del  Juzgado  en  lo  conforme  con  la  que  se  relaciona, 
7  revocándola  en  lo  demás: 

Resnltondo  que  D.  Francisco  Gutiérrez  Novales  ha  ^torpuesto  re- 
enrso  de  casación  por  infracción  de  le7,  como  comprendido  en  los  nú- 
meros 1.^7  7.^  del  art.  1692  de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  alegando 
al  efecto  los  siguientes  motivos: 

Primero.  Infracción  por  la  Sala  sentenciadora  del  art.  4.^  del  Gó^go 
civil,  según  el  cual  son  nulos  los  actos  ejecutados  contra  lo  dispuesto 
en  la  le7;  el  art  1116,  á  CU70  tenor  las  condiciones  prohibidas  por  la 
107  anulan  la  obligación  que  de  ellas  dependa;  el  art.  1102,  que  prohibe 
la  renuncia  de  la  acción  para  hacer  efectiva  la  responsabilidad  prove- 
niente de  dolo  ezigible  en  todas  las  obligaciones,  7  el  art.  1266,  también 
del  Código  como  los  anteriores,  conforme  al  cual,  ni  la  valides  ni  el 
cumplimiento  de  los  contratos  pueden  quedar  al  arbitrio  de  uno  de  los 
contratantes,  todo  en  el  sentido  de  que  renuncias  de  derecho  tan  ampliss, 
absolutas  7  exentas  de  toda  ulterior  acción  7  reclamación  contra  los 
actos  del  liquidador  de  la  Sociedad  Gutiérrez  7  Obregón,  según  la  cláu- 
sula 6.%  7  tombién  según  la  7.^  7  8.*  de  la  escritura  de  81  de  Mano  de 
1890,  son  de  todo  punto  incompatibles  con  las  disposiciones  legales  d- 
tedas,  pues  favorecen,  amparan  7  hacen  irremediable  el  dolo  del  liqui- 
dador; habiendo  infringido  además  la  sentencia  recurrida,  por  errónes 
interpreteción  é  indebida  aplicación  al  caso  del  pleito,  el  art.  1720  de 
dicho  Código  civil,  pues  confunde  las  funciones  del  liquidador,  definidas 
en  los  artículos  228  al  288  del  Código  de  Comercio  con  las  de  mero 
mandaterio  en  el  orden  civil,  se  supone  que  la  107  permito  liberar  al  li- 
quidador de  rendir  cuentes  de  su  gestión,  cuando  precisamente  en  el 
Código  civil  impera  siempre  el  principióle  que  dé  cuentas  todo  el  que 
administre  ó  rija  caudales  ajenos,  como  se  ve  en  loe  artículos  183, 
279  7  907: 

Segundo.  Haberse  infringido  asimismo:  A,  la  107  del  contrato  ée^ 
ineludible  observancia,  conforme  á  los  artículos  1091,  1267, 1268  7 1278 
del  Código  civil,  pues  en  la  cláusula  6.^  de  la  citada  escritura  de  81  de 
Marzo  de  1890  quedó  expresa  7  categóricamente  establecido  que  el  U* 
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qnidador  dejaría  terminado  nn  encargo  dentro  de  dos  afioe;  B,  el  ar- 
tículo 1265,  que  da  fuerza  á  loa  pactos,  cláasulaB  y  condicionea  de  loa 
eontratoa,  con  tal  que  no  sean  contrarios  á  las  leyes,  á  la  moral  ó  al 
orden  público,  como  no  lo  es  la  estipalaclón  del  aludido  plazo;  y  C,  loa 
artículos  1101  y  1106  también  del  Código  civil,  conforme  á  loa  cuales 
<eetán  sujetos  á  indemnización  de  dafios  y  perjuicios  quienes  en  el  oum- 
plimiento  de  sus  obligaciones  incurren  en  dolo,  negligencia  o  morosidad 
ó  de  cualquier  modo  contravinieren  el  tenor  de  ellas,  cuyas  disposicio- 
nes vienen  á  determinar  los  dos  conceptos  de  la  indemnización,  puea 
atendiendo  á  ellas  y  al  hecho  notorio  de  no  estar  acabada  la  liquidación 
ni  expedito  el  goce  del  sobrante  por  Gutiérrez,  no  sólo  debió  reconocer 
la  aentencia  que  el  liquidador  ha  faltado  á  lo  convenido  y  está  perjudi- 
cando al  recurrente,  sino  que  era  jurídicamente  inexcusable  la  condena 
Á  indemnizar  dafios  y  perjuicios;  resultando  evidente  la  equivocación 
padecida  por  los  juzgadores,  al  considerar  la  8a]a  que  hace  una  aprecia- 
ción de  prueba  cuando  afirma  no  estar  justificada  la  existencia  y  origen 
de  los  dafios  y  perjuicios,  puesto  que  según  el  art.  1106  del  Código 
€ivil,  los  dafios  y  perjuicios  consisten  en  la  desposeaión  de  lo  que  se 
debía  tener  y  no  se  tiene— pérdida  sufrida— y  en  la  privación  del  lu- 
cro ó  ganancia  que  con  aquello  se  pudo  obtener— perjuicios— siendo  en 
este  pleito  de  toda  notoriedad  y  evidencia  que  Gutiérrez,  por  no  haberse 
terminado  la  liquidación  de  capital,  se  halla  desposeído  y  privado  de  lo 
que  á  él  sólo  corresponde  ya,  y  de  los  productos  ó  ganancias  que  él  pu- 
diera estar  hace  tiempo  realizando  á  no  mediar  aquella  desposesión  pa- 
tentizada en  los  escritos  de  polémica  y  por  los  documentos  resefiadoa  en 
los  resultandos  sexto,  octavo  y  noveno  de  la  sentencia  recurrida;  y 

Tercero.  Infracción  igualmente  de  la  misma  ley  del  contrato,  al  te- 
nor del  cual  sólo  duraría  dos  afios  la  liquidación  y  administración  de  la 
Sociedad  encomendada  áD.  Jacinto  Sánchez,  quedándooste  sin  título 
para  continuar  funcionando  una  vez  transcurrido  aquel  plazo;  é  infrac- 
oión  también  de  los  arta.  228  y  229  del  Código  de  Comercio,  que  atribu- 
yen á  los  socios  gestores  la  facultad  de  liquidar  y  administrar  el  caudal 
social;  siendo  el  concepto  de  estas  infracciones  que  fenecido  el  plazo  que 
se  dio  al  liquidador  para  cumplir  enteramente  su  encargo  sin  haberlo 
hecho,  carecía  de  derecho  para,  seguir  liquidando  y  administrando  en 
Junio  de  1892,  y  fué  por  tanto,  ilegítima  la  entrega  que  se  le  hizo  de  los 
bienes  que  habían  estado  embargados  por  cantidad  de  20.000  pesetas,  á 
las  resultas  de  la  causa,  pues  por  el  contrario,  debieron  haberse  entre- 
gado al  recurrente  Gutiérrez,  como  único  socio  que  te^ía  entonces  y  tiene 
hoy  intereses  en  la  Sociedad,  y  á  quien  por  inhabilitación  del  liquida- 
dor corresponde  terminar  la  liquidación  y  hacerse  cargo  de  los  bienee. 
Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Tomás  Gúdal: 
Considerando  que  la  cláusula  6.^  del  contrato  de  81  de  Mano  de  1890, 
.  sai  como  sus  complementarias  la  7.*  y  8.^,  no  adolecen  de  vicio  alguno 
de  nulidad  que  las  invalide,  pues  si  bien  el  Código  regula  las  principa- 
les obligaciones  de  los  que  contratan  según  la  naturaleza  de  cada  con- 
trato, esto  no  obsta  para  que  las  partea  puedan  modificar  y  hasta  renun- 
ciar á  cualquiera  de  las  obligaciones  concretamente  determinadas,  mien- 
tras la  ley  no  lo  prohiba  ó  se  ionvenga  algo  que  sea  contrario  á  la  mo- 
ral)  y  las  referidas  cláusulas  sólo  son  expresión  de  la  absoluta  confianza 
que  D.  Jacinto  Sánchez  Ramírez  merecía  á  D.  Francisco  Gutiérrez  Novales 
7  á  D.  Manuel  Obregón  Velarde,  en  que  hacen  descansar  todas  las  re- 
nuncias que  contienen,  ninguna  de  las  que  se  hallan  prohibidas  por  la 
ley,  ni  pueden  estimarse  contrarias  á  la  moral,  supuesto  el  fundamento 
4e  las  mismas;  sin  que  el  contexto  de  las  referidas  clánanlas  antorioe 
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para  afirmar  que  el  recarrante  haya  renunciado  también  al  ejereicio  d» 
la  aodón  de  dolo,  irrennnoiabie,  con  arreglo  á  la  ley  y  á  ene  deriradoi, 
por  fundamentos  y  eleoientoe  de  praeba  que  pueda  aportar  y  ileyar,  «a 
811  oaso»  al  Juicio,  antea  ó  deepuée  de  conocer  el  resultado  de  la  liquida- 
ción  encomendada  al  Sánches  Bamíres,  si  llegase  á  faltar  á  la  oonfiann 
en  que  descansan  los  poderes  extensos  conferidos  á  éste: 

Considerando  que  la  circunstancia  de  que  por  rasón  de  esta  conñsa- 
sa  fuera  más  difícil  para  el  recurrente  reunir  los  necesarios  elementos 
dei  supuesto  dolo,  no  basta  para  desvirtuar  la  fuerza  j  eficacia  de  lo 
oonyenido,  mientras  la  ley  no  ponga,  como  pone,  en  otros  casos  un  lí- 
mite infranqueable  á  aquélla,  y  que  esto  supuesto,  no  se  han  come- 
tido ninguna  de  las  infracciones  invocadas  en  el  primer  motivo  del  le- 
corso: 

Considerando  que  dadas  las  facultades  amplísimas,  especiales,  otor- 
gadas por  loa  socios  D.  Francisco  Gutierres  Novales  y  D.  Manuel  Obre- 
gón  Velarde  á  favor  de  D.  Jacinto  Sánchei  y  Ramíres,  con  el  objeto  de- 
terminado en  la  escritura  de  31  de  Mano  de  1890,  facultades  que  si  bien 
88  le  dieron  con  el  carácter  de  liquidador  de  la  Sociedad  revelan  por  sa 
natnraleía  y  trascendencia  los  deseos  y  voluntad  de  aquéllos  de  coloctr 
al  Sánchei  Ramíres  en  condiciones  y  situación  de  realisar  absolutamen- 
te toda  clase  de  actos  encaminados  á  salvar  la  situación  de  la  Sociedad, 
cual  si  ellos  mismos  los  ejecutasen  directa  y  personalmente,  no  puede 
entenderse  racional  y  lógicamente  después  de  esto  que  al  decirse  al  fintl 
de  la  cláusula  6.^  que  la  liquidación  encomendada  por  completo  y  de  nn 
modo  irrevocable  al  D.  Jacinto  había  de  terminarla  éste  en  el  plaso  de 
dos  afios,  se  propusieran  los  otorgantes  limitar  los  poderes  de  éste  y  en- 
cerrar su  gestión  dentro  del  término  preciso  de  dicho  tiempo,  pues  esto 
que  no  se  expresa  claramente,  ya  que  no  se  indica  lo  que  habría  que  bar 
oer  transcurridos  los  dos  afios,  se  encuentra  en  contradicción  con  laeon- 
fiania  ciega  en  él  depositada,  con  los  poderes  extensísimos  que  se  le 
daban  para  entenderse  con  los  acreedores,  conviniendo  con  ellos  la  for- 
ma y  tiempo  en  que  habían  de  ser  pagados,  para  transigir  y  obtener 
quitas  y  esperas  sin  limitación  alguna  y  recabar  por  todos  los  medioe 
el  apoderamiento  del  archivo  de  la  Sociedad,  revelando  consiguiente- 
mente el  referido  plaso  un  cálculo  prudencial  del  tiempo  que  necesitaría 
Sánches  Ramíres  para  el  desempeño  de  su  cometido,  pasado  el  cual  baa 
podido  y  pueden  los  poderdantes  pretender  la  resolución  de  lo  convenido 
con  sus  consecuencias  legales  si  demostrasen  lo  que  no  ha  sido  objeto  de 
este  pleito,  que  Ramíres  por  negligencia,  culpa  ó  dolo  ha  dejado  reba- 
sar el  expresado  límite  de  los  dos  afios,  á  contar  desde  el  otorgamiento 
de  la  escritura  sin  concluir  la  liquidación  de  la  Sociedad  y  otorgamiento 
de  la  escritura  de  disolución,  puesto  que  la  renuncia  contenida  en  lae 
cláusulas  6.*,  7.*  y  8«^  no  afecta  á  esta  cuestión  de  tiempo,  inteligencia 
é  interpretación  que  está  conforme  con  las  reglas  consignadas  en  el  ca- 
pítulo del  Código  que  trata  de  la  interpretación  de  ios  contratos  y  espe- 
cialmente con  la  consignada  en  el  art.  1286: 

Considerando  que  no  son,  por  lo  tanto,  de  estimar  ninguna  de  las  in- 
fracciones alegadas  en  los  motivos  segundo  y  tercero  del  recurso,  por- 
que supuesto  que  las  partes  no  se  propusieron  encerrar  absolutamente  la 
gestión  de  Sánches  Ramírez  dentro  de  un  plazo  preciso  y  perentorio,  son 
inaplicables  los  preceptos  legales  que  se  alegan  referentes  á  la  eficacia 
de  los  contratos  en  el  sentido  que  se  invocan,  así  como  los  relativos  á 
las  consecuencias  que  el  recurrente  deriva  del  mero  rebasamiento  del 
plaso  de  Ips  dos  afios,  sin  que  por  esto  pueda  entenderse  que  queda  el 
cumplimiento  del  de  que  se  trata  á  merced  del  mandatario,  y  á  qne  los 
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mandanteB  tienen  expedita  otra  acción  al  tenor  de  lo  expuesto  en  el  an- 
terior considerando; 

Fallamos  qne  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re* 
enrso  de  casación  interpuesto  por  D.  Francisco  Gutierres  Novales,  á 
qoien  condenamos  al  pago  de  las  costas;  j  líbrese  á  la  Audiencia  de  Se- 
▼illa  la  correspondiente  certificación,  devolviéndole  el  apuntamiento 
que  remitió. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  qne  ée  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
sertará en  la  Colección  Legislativa,  sacándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  flrmamos.=:Josó  de  Aldecoa. 
=Joeé  de  Qamtca.=Joaquín  Qonsáles  de  la  Pefia.=Pedro  Lavín.=Bi- 
cardo  Molina.= Vicente  de  Finiés.=:Tomás  GúdaL 

Publicación^=Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Ezcmo.  8r.  D.  Tomás  Gúdal,  Magistrado  de  la  Sala  de  lo  civil  del  Tribu- 
nal Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  día  de  hoy,  de 
qne  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  81  de  Mayo  de  1901.— Rogelio  González  Montes. 

M^úm.  I^IS.—TRIBUNAL  SUPREM0.-3I  de  Mayo,  pnb.  19  y  21  de  Agosto. 

Casación  por  infracción  de  ley.— Nulidad  de  enserepecdn.— Sen- 
tencia declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por 
D.  Pantaleón  Ménchaca,  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  Burgos,  en  pleito  con  D.  Casimiro 
Zunzunegui. 
En  8U8  CONSIDERANDOS  80  esta1)lece: 

Que  los  aris.  70  y  71  de  la  ley  Hipotecaria  se  rieren  á  derechos 
reales  inscritosy  cuya  e/leaeia  y  trascendencia  no  pueden  hacerse 
extensivas  á  una  inscripción  que  no  tiene  tal  carácter. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  81  de  Mayo  de  1901,  en  los  autos  de 
juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  seguidos  en  el  Jui^pado  de  primera 
instancia  de  Valmaseda  y  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  territorial 
de  Burgos,  por  D.  Casimiro  Zunzunegui  y  Echeverría,  comerciante,  ve- 
cino de  Baracaldo,  contra  D.  Pantaleón  Ménchaca  y  Manene,  de  la  mis- 
ma profesión,  vecino  de  Bilbao,  sobre  nulidad  de  la  inscripción  de  una 
escritura  en  el  Registro  de  1»  pro^edad  y  pertenencia  del  12  y  un  tercio 
por  100  del  subarriendo  de  la  mina  Amalia  Juliana;  pleito  pendiente 
«nte  Nos  en  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  que  ha  interpuesto 
el  demandado,  á  quien  representa  y  defíciende  el  Procurador  D.  Manuel 
Brú  y  del  Hierro  y  el  Letrado  D.  Francisco  Bergamín;  representando  y 
defendiendo  al  demandante  y  recurrido  el  Procurador  D.  Alberto  Santa 
María  de  Alba  y  el  Letrado  D.  Trinitario  Ruis  Capdepón: 

Resultando  que  por  escritura  otorgada  con  fecha  de  30  de  Mayo  de 
1890,  y  debidamente  inscrita  en  los  Registros  mercantil  y  de  la  propie- 
dad de  Valmaseda  en  18  de  Junio  siguiente,  D.  Rafael  Elortegui,  duefio 
de  los  arrendamientos.de  las  minas  CecHia^  Júpiter,  Cecilia  segunda  y 
JRosa,  sitas  en  término  de  Sopuerta,  y  D.  Julián  L.  Bustamante  y  Don 
Francisco  Vega  de  la  Iglesia,  y  que  á  su  vez  lo  eran  la  mina  Amalia 
Juliana^  radicante  tambión  en  igual  término,  constituyeron,  bajo  la  ra- 
aón  social  de  Elortegui,  Bustamante  y  Compañía,  una  Sociedad  regular 
colectiva  para  la  explotación  de  los  mencionados  arrendamientos  mine- 
ros que  los  socios  aportaron  y  de  cualquiera  otro  que  con  el  mismo  fin 
adquiriesen: 
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BeBültando  que  la  Sociedad  asi  constituida  cedió  sus  arrendamie&tos 
mineros  á  D.  Luis  de  Ocharán  por  escritura  de  26  de  Jonio  del  propie 
afio  1890,  qne  f  aé  inscrita  en  el  Registro  de  la  propiedad  el  20  de  Jallo 
inmediato;  y  poco  tiempo  dt^spnés,  ó  sea  por  otra  escritura  de  18  de  Sep- 
tiembre posterior,  el  cesionario,  D.  Luis  Ocharán,  transfirió  á  sa  ves  á 
D.  Rafael  Klortegal  la  tercera  parte  de  sns  derechos  de  snbarriendo  de 
varias  minas,  y  entre  ellas  el  de  la  Amalla  Juliana  ya  citada,  inscri- 
biendo también  esta  cesión  psrcial  en  el  Registro  de  la  propiedad  coa 
fecha  27  de  Septiembre  siguiente: 

Resaltando  que  el  D.  Baíael  Elortegui  se  desprendió  asimismo  de  esa 
tercera  parte  de  subarriendo  de  dicha  mina  Amalia  Juliana^  transfi- 
riendo  de  su  35  por  100,  6  á  D.  Vicente  Vidaurrasaga  y  el  28  y  un  tercio 
restante  á  D.  Luis  del  Olmo  y  Pórea,  á  éste  por  escritura  de  10  de  Mayo 
de  1895,  qne  fué  anotada  convenientemente  en  el  Registro  de  la  propie-  | 

dad  en  8  de  Junio  siguiente;  pero  haciendo  constar  en  la  anotación  que  | 

una  sexta  parte  del  subarriendo  de  que  se  trata,  ó  U  que  es  igual,  la 
mitad  de  la  tercera  parte  estaba  afecta,  á  virtud  de  anotación  preventiva  i 

fecha  11  de  Agosto  de  1894,  á  las  resultas  de  una  demanda  que  se  refe- 
rirá después,  promovida  por  el  hoy  recurrente  D.  Fantaleón  Menchics  ¡ 
contra  el  D.  Rafael  Elortegui:  ! 

Resultando  que  por  escritura  de  22  de  Octubre  de  1896  el  nuevo  ce- 
sionario, D.  Luis  del  Olmo  Peres,  cedió  á  su  vez  á  D.  Casimiro  Zunm-  I 
negui— hoy  demandante  y  recurrido — el  28  y  un  tercio  por  100  del  sub-  | 
arriendo  de  la  mina  Amalia  Juliana  que  le  traspasó  Elortegui,  cuyt 
escriturase  anotó  marginalmente  el  17  de  Noviembre  posterior inme-  i 
disto,  con  igual  indicación  y  reserva  que  la  anterior,  es  decir,  con  la 
prevención  de  hallarse  también  afecta  la  inscripción  á  las  resultas  déla 
mencionada  demanda,  qne  según  queda  dicho  promovió  contra  el  ce- 
dente  Elortegui  D.  Pantaleón  Mencbaca: 

Resultando  que  D.  Casimiro  Zunzunegui  cedió  á  N,  Aristegul,  y  éstt 
á  su  vez  á  D.  Ruflno  Urciburu,  el  16  por  100  del  28  y  un  tercio  que  le 
correspondía  por  traspaso  de  Olmo  en  el  subarriendo  de  la  mina  Ama- 
lia Juliana,  habiendo  inscrito  ambas  cesiones  en  el  Recristro  de  la  pro- 
piedad con  fechas  27  de  Octubre  y  20  de  Diciembre  de  1897,  repectiva- 
mente,  tan  sólo  en  cuanto  al  11  y  dos  tercios,  y  denegándose  en  cuanto  | 

al  4  y  un  tercio  restante  por  no  hallarse  inscrito  á  favor  del  cedeot» 
Zunzunegui  y  sí  de  D.  Pantaleón  Menchaca,  en  virtud  de  haberse  con- 
vertido en  inscripción  la  anotación  preventiva  de  que  ya  se  ha  hecho 
mérito,  quedando,  por  consiguiente,  Zunzunegui  duefio  del  12  y  un  ter- 
cio por  100  del  subarriendo  del  28  y  un  tercio  de  la  Amalia  Juliana, 
cedida  por  D.  Luis  de  Ocharán  á  D.  Rafael  de  Elortegui,  por  éste  á  Don 
Luis  del  Olmo  y  por  éste  al  D.  Casimiro  Zunzunegui: 

Resultando  que  en  el  lapso  de  tiempo  que  medió  desde  la  cesión  de 
Ocharán  á  Elortegui  en  Septiembre  de  1890  basto  la  de  Elortegui  á  Olmo 
en  Mayo  de  1895,  promovió  D.  Pantoleón  Menchaca  ante  el  Juzgado  de 
Valmaseda  demanda  en  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  contra  Boa 
Rafel  Elortegui,  solicitondo  ese  declarase  que  á  D.  Pantaleón  Men- 
chaca pertenece  una  sexto  parte  de  participación  en  la  Sociedad  mercan- 
til constituida— según  consta  al  principio— por  D.  Rafael  Elortegnl, 
D.  Ja  lian  L.  Buetomante  y  D.  Francisco  Vega  de  la  Iglesia  con  fecha  80 
de  Mayo  de  1890,  y  una  sexto  parte  le  ha  de  ser  reconocida  por  Elorte- 
gui de  la  tercera  parte  qne  el  mismo  represento  en  dicha  Sociedad  pera 
la  explotación  de  las  minas  Júpiter ^  Ce&lia  primera  y  segunda.  Rota 
y  Amalia  Juliana,  de  mineral  de  hierro,  condenando  al  repetido  Elor- 
tegui á  que  otorgue  en  favor  de  Menchaca  la  oportuna  escritora  en  qw 
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conste  dicho  reconoclmientoi;  cuya  demanda  faé  anotada  preventiva- 
mente en  el  Registro  de  la  propiedad  el  dia  11  de  Agosto  de  1894,  c  ha- 
ciéndose constar  que  la  anotación  se  contrae  á  la  mitad  de  la  tercera 
parte  del  subarriendo  de  varias  minas,  y  entre  elkis  la  Amalia  Ja- 
liana  que  D.  Luis  Ocharán  cedió  á  D.  Rqfael  Elortegui»;  j  siendo  de 
advertir  que  á  esta  demanda  acompañó  Menchaca,  como  fundamento  d^ 
su  reclamación,  un  documento  privado  que  el  demandado  Elortegui  ha- 
bía suscrito  en  4  de  Junio  de  1890,  en  el  cual  dijo:  «declaro  que  de  la 
tercera  parte  que  me  pertenece  en  las  minas  de  hierro  Júpiter^  Cecilia 
primera  y  segunda,  Rosa  j  Amalia  Juliana,  como  consta  en  la  escri- 
tura de  Sociedad  mercantil  formada  con  los  Sres.  Bnstamante  y  Vega  de 
la  Iglesia  el  80  de  Mayo  de  1890,  pertenece  la  mitad  de  mi  tercera  parte 
que  represente  en  todas  las  mencionadas  minas  á  D.  Pantaletn  Men- 
ohaca,  por  cuanto  que  las  cuatro  primeras  las  tomé  en  arriendo  por 
cuenta  de  Mecchaca  y  el  que  suscribe;  asimismo  declaro  que  la  Sociedad 
que  formé  con  los  referidos  Bnstamante  y  Vega  de  la  Iglesia  fué  por 
cuenta  de  Menchaca  y  del  que  suscribe;  por  conssguiente,  las  utilidades 
que  reporte  la  explotación  de  dichas  cinco  minas  por  la  Sociedad  refe- 
rida ú  otra  que  se  forme,  pertenece  siempre  la  sexta  parte  del  todo»  6 
sea  la  mitad  de  mi  tercera  parte,  á  D.  Pantaleón  Menchaca»: 

Besultando  que  sustanciada  por  sus  trámites  la  antecitada  demanda 
que  Menchaca  interpuso  contra  D.  Rafael  Elortegui,  el  Jussgado  de  Val- 
maseda  pronunció  en  4  de  Mayo  de  1895  sentencia,  que  conñrmó  la  Au- 
diencia de  Burgos,  condenando  al  demandado  Elortegui  á  que  en  el  tér- 
mino de  diez  ¿as  otorgase  ante  Notario  público  escritura  de  reconoci- 
miento en  favor  del  demandante  Menchaca  de  la  sexta  parte  de  las  uti- 
lidades ó  pérdidas  que  se  obtengan  en  la  Sociedad  Elortegui,  Busta- 
mante  y  Gompafiía,  constituida  para  la  explotación  de  las  minas  Júpi- 
ter, Cecilia,  Cecilia  segunda,  Rosa  y  Amalia  Juliana,  declarando  que 
dicha  sexta  parte  es  la  mitad  de  la  tercera  que  correspondía  al  Elorte- 
gui, y  que  éste  reconoció  al  Menchaca  en  el  documento  privado  de  4  de 
Junio  de  1890,  del  cual  be  ha  hecho  relación: 

Resultando  que  transcurridos  los  diez  días  sin  que  D.  Rafael  Elorte- 
gui otorgara  en  favor  de  Menchaca  la  escritura  de  reconocimiento  á  que 
fué  condenado,  la  otorgó  de  oficio  el  Juez  de  primera  instancia  de  Val- 
maseda,  ante  el  Notario  D.  Isidoro  Llano,  con  fecha  21  de  Mayo  de  1896; 
7  presentada  esta  escritura  en  el  Registro,  denegó  el  Registrador  su  ins- 
cripción, denegación  que  sucesivamente  confirmaron  en  vía  gubernativa 
el  Juzgado  de  Valmaseda  y  el  Presidente  de  la  Audiencia  de  Burgos,  pero 
que  fué  definitivamente  revocada  por  la  Dirección  general  de  los  Regis- 
tros en  resolución  de  19  de  Enero  de  1897,  que  mandó  inscribir  la  refe- 
rida escritura  de  21  de  Mayo  de  1896,  y  convertir  en  inscripción  defiuitl- 
ya  la  anotación  preventiva  de  la  demanda,  por  considerar  para  ello:  «que 
inscrito  en  el  Registro  el  arrendamiento  de  las  cinco  minas  á  favor  de 
la  Sociedad  Elortegui,  Bustamante  y  Gompafiía,  y  declarando  como  se 
declara  en  la  sentencia  que  ha  producido  la  escritura  de  cuya  inscripción 
se  trata,  que  la  sexta  parte  que  reclama  Menchaca  es  la  mitad  de  la  ter- 
cera parte  que  corresponde  á  Elortegui,  y  que  éste  reconoció  al  Menchk- 
ca  en  el  documento  privado  de  4  de  Junio  de  1890,  en  el  cual  documento 
declaró  Elortegui  que  de  la  tercera  parte  que  le  pertenece  de  las  mina« 
Júpiter,  Cecilia,  Cecilia  segunda,  Rosa  y  Amalia  Juliana,  sitas  en  So- 
puerta,  según  la  escritura  de  Sociedad  mercantil,  fecha  80  de  Mayo  del 
mismo  afio,  firmada  por  dicho  intereeado  y  Bustamante  y  Vega  de  Im 
Iglesia,  la  mitad  de  dicha  tercera  parte  pertenece  á  D.  Pantaleón  Men- 
chaca, es  obvio  que  inscrito  el  derecho  de  Elortegui,  debe  asimismo  ins- 
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erlblrae  el  qne  resalta  de  la  declaración  oonsigiiada  en  el  doenmentoprl- 
Ttdo,  oon  arreglo  á  la  doctrina  del  art.  6.^  del  reglamento  general,  toda 
vea  que  dicha  declaración  contiene  una  cesión  parcial  del  mismo  deie- 
che;  que  la  inscripción  del  arrendamiento  á  f  avof  de  la  Sociedad  Elorte- 
gni,  Bastamante  j  Compafiia  no  es  obstácnlo  qne  impida  la  inseripdóa 
del  derecho  á  fayor  de  Menchaca,  porqoe  correspondiendo  nna  parte  de 
dicho  arrendamiento  á  Elortegni  como  socio,  y  recayendo  el  derecho  de 
Menchaca  sobre  la  mitad  de  esa  tercera  parte,  claro  es  que  aquella  ins- 
cripción,  no  sólo  no  seria  obstácnlo  para  ésta  qne  se  pretende,  sino  qne, 
«m  dado  caso  qne  estuviera  snbsistente,  seria  siempre  sn  natnral  y  ne- 
cesario antecedente,  porque  de  ella  dimana  en  el  Rastro  el  derecho  de 
Siortegai  en  el  concepto  de  socio;  que  si  bien  dicha  Sociedad  cedió  á  fa- 
vor de  Ocharán  el  expresado  arrendamiento.  Ocharán  á  sn  yes  cedió  á 
favor  de  Elortegni  una  tercera  parte  del  mismo;  é  inscrita  esta  cesión  en 
el  Registro  por  nota  marginal  de  39  de  Septiembre  de  1S90,  ha  vueho 
Elortegni  á  ser,  según  el  Registro  y  desde  esta  fecha,  duefio  de  esa  ter- 
cera parte;  que  duefio  Elortegni  de  sn  tercera  parte,  y  practicada  con  fe- 
cha 11  de  Agosto  de  1894  la  anotación  de  la  demanda  de  Menchaca  sobre 
la  sexta  parte  del  derecho  de  arrendamiento  de  las  minas,  ó  sobre  la  mi- 
tad de  la  tercera  de  que  á  la  sasón  era  duefio  Elortegni,  según  se  consig- 
na en  dicha  anotación,  cuya  valides  y  eficacia  no  se  puede  impugnar  ni 
desconocer  en  un  recurso  gubernativo,  es  indudable,  conforme  á  lo  dis- 
pnesto  en  el  art.  81  de  la  ley  Hipotecaria,  que  los  actos  posteriores  á  di- 
cha anotación  realisados  por  Elortegni,  como  son  las  cesiones  hechas  á 
favor  de  Vidaurrásaga  y  de  D.  Luis  del  Olmo,  inscritas  en  el  R^^tro 
por  notas  marginales  de  29  de  Octubre  de  1894  y  8  de  Junio  de  1895,  no 
perjudican  al  derecho  del  anotante  Menchaca  ni,  por  consiguiente,  poe- 
don  ser  obstáculo  para  la  inscripción  definitiva  de  este  derecho,  deelsra- 
do  por  sentencia  firme  en  los  miemos  autos  en  que  se  acordó  la  anota- 
ción; que  los  gravámenes  impuestos  por  Elortegni  sobre  esa  tercera  par- 
te, mencionados  en  la  anotación,  aunque  no  inscritos  por  asiento  espe- 
cial, á  los  que  el  Registrador  alude  en  su  notaj  y  que  consiste  en  qbí 
hipoteca  sobre  el  28  y  tercio  por  100  del  subarriendo  á  favor  de  D.  Jnito 
Rufino  de  Urcibnru,  y  en  abonar  á  Dofia  Regina  Charroalde  y  D.  Ramda 
Gil  nn  real  por  cada  tonelada  de  carbón  que  se  extraiga  de  las  minas, 
del  cual  disfruta  en  una  cuarta  parte  D.  Ramón  Oregni,  por  cesión  (¡ne 
le  hicieron  estos  últimos  del  25  por  100  de  dicho  real,  no  impiden  tam- 
poco la  inscripción  del  derecho  de  Menchaca,  pues  el  único  efecto  que 
pueden  producir  es  que,  á  tenor  del  art.  29  de  la  ley,  graven  igualmente 
sn  derecho,  por  eetar  mencionados  en  la  anotación;  qne  acordada  por 
este  Centro  en  la  resolución  del  día  12  del  presente  mes,  dictada  en  el 
Tecnrso  gubernativo  promovido  por  D.  Julián  Lopes  Bostamante  y  Don 
Francisco  Vega  de  la  Iglesia,  la  inscripción  de  la  escritura  de  dlw>lncióa 
de  la  Sociedad  Elortegni,  Bustamante  y  Compafiia  de  28  de  Enero  de  1895, 
y  la  de  ratificación  de  subarriendo  de  la  mina  Amalia  Juliana  á  favor 
de  Ocharán  de  5  de  Febrero  del  propio  afio,  estas  inscripciones,  por  aer 
posteriores  á  la  anotación  de  la  demanda  de  Menchaca,  no  perjudican  al 
derecho  de  éste,  ni  impiden,  por  consiguiente,  la  inscripción  de  su  dere- 
cho en  los  propios  términos  y  sobre  el  mismo  derecho  que  han  sido  ob- 
jeto de  la  anotación;  y  que  constituida  dicha  anotación  á  favor  de  Men- 
chaca, y  adquirido  por  éste  definitivamente  el  derecho  anotado  en  virtnd 
de  la  sentencia  firme  que  ha  motivado  el  otorgamiento  de  la  escritura  de- 
negada, procede,  conforme  al  art.  78  del  reglamento  hipotecario,  qoe  se 
convierta  aquella  anotación  en  inscripción»: 

Resultando  que  la  Sociedad  colectiva  Elortegni,  Bustamante  y  Com- 
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p«fiía  M  disolvió  por  escritura  qae  al  efecto  otorgaron  los  tres  socios  en 
i8  de  Rnero  de  1896,  devolviéndose  á  cada  nno  sus  aportaciones,  que- 
dando las  cosas  como  si  la  Sociedad  no  hubiere  existido;  y  en  su  oonee- 
cnencia,  duefio  Elortegui  de  los  arriendos  de  las  minas  Júpiter^  Cecilia, 
Cecilia  segunda  y  Roea^  y  Bastamante  y  Vega  de  la  Iglesia  del  arrien- 
do de  la  Amalia  Juliana^  habiendo  ratificado  estos  dos  últimos  á  Don 
Lais  de  Ocharán  el  subarriendo  de  dicha  mina,  que  la  extinguida  So- 
ciedad le  había  cedido  en  Junio  del  90,  y  del  cual  traen  causa  el  de  Elor- 
tegoi  y  sucesivos;  y  presentadas  en  el  Bei^istro  de  la  propiedad  dichas 
dos  escrituras  de  disolución  de  la  Sociedad  y  de  ratificación  á  Ocharán 
del  arriendo  de  Xa  Amalia  Juliana^  negó  el  Registrador  su  inscripción, 
sigaiéndose  con  tal  motivo  un  recurso  gubernativo,  á  que  puso  término 
la  resolución  de  la  Dirección  general  de  los  Begistros  fecha  12  de  Enero 
de  1897,  dejando  sin  efecto  la  negativa  del  Registrador  y  ordenando  la 
Inscripción  que  ee  efectuó  por  nota  de  1.^  de  Abril  siguiente: 

Besultando  que  fundados  en  estos  hechos,  aceptados  y  reconocidos 
por  ambas  partes  litigantes,  D.  Casimiro  Zunzunegui— duefio,  según  va 
dicho,  del  12  y  un  tercio  por  100  que  retuvo  del  28  y  un  tercio  por  100 
del  subarriendo  de  la  mina  AmáUa  Juliana^  que  en  Octubre  del  90  le 
había  cedido  D.  Luis  del  Olmo— dedujo  contra  D.  Pantaleón  Menchaca 
en  22  de  Junio  de  1898,  y  ante  el  Juzgado  de  Valmaseda,  demanda  en 
Joiclo  declarativo  de  mayor  cuantía  solicitando  se  declarase:  primero, 
qne  laescritura  otorgada  por  el  Juzgado  á  favor  de  D.  Pantaleón  Mencha- 
ca con  fecha  21  de  Mayo  de  1896  no  es  documento  inscribible  en  el  Re- 
gistro de  la  propiedad,  por  cuanto  en  ella  no  se  transmiten  ni  reconocen 
derechos  reales,  y  por  tanto  es  nula  la  inscripción  de  este  documento 
Tarificada  con  fecha  17  de  Marzo  de  1897  por  lo  que  á  la  mina  Amalia 
JulÍ4xna  se  refiere,  mandando  cancelar  dicha  inscripción;  segundo,  que 
■1  no  hubiere  lugar  á  lo  solicitado  anteriormente,  se  declarase  nula  la 
inscripción  que  se  cita,  porque  al  hacer  ésta  en  la  tercera  parte  que 
Ocharán  cedió  á  Elortegui  se  han  cometido  las  infracciones  de  los  ar- 
tícalos  80  y  82  de  la  ley  Hipotecaria  y  existe  el  error  de  concepto  expre- 
sado en  el  art.  268  de  la  misma,  que  implica  nulidad  y  procede  igual- 
mente su  cancelación;  y  tercero,  declarar  que  D.  Casimiro  Zunzunegui 
es  duefio  del  12  y  tercio  por  100  del  subarriendo  de  la  mina  Amalia  Ju- 
liana, anulando  la  inscripción  hecha  á  favor  de  Menchaca  en  el  citado 
subarriendo  en  cuanto  se  oponga  á  esta  declaración,  condenando  en  su 
consecuencia  á  D.  Pantaleón  Menchaca  á  que  reconozca  á  D.  Casimiro 
Zunzunegui,  como  duefio  del  12  y  tercio  por  100  del  citado  subarriendo» 
á  que  consienta  la  cancelación  de  la  «inscripción  verificada  en  17  de 
Marzo  de  1897  de  la  escritura  de  21  de  Mayo  de  1896  en  cuanto  se  opon- 
ga á  este  reconocimiento  y  á  las  costas  del  juicio: 

Besultando  que  en  apoyo  de  estas  pretensiones  expuso  el  demandante 
Zunzunegui  entre  otros  fundamentos  legales,  los  siguientes:  que  la  es- 
critura otorgada  por  el  Juzgado  de  Valmaseda  á  favor  de  Menchaca  con 
fecha  81  de  Mayo  de  1896,  en  la  que  se  reconoce  á  éste  la  participación 
de  una  sexta  parte  de  las  utilidades  ó  pérdidas  de  la  Sociedad  Elortegui» 
Bostamante  y  Compafiía,  cuya  sexta  parte  es  la  mitad  de  la  tercera  que 
corresponde  á  Elortegui  y  cedió  á  Menchaca  en  el  documento  privado 
de  4  de  Junio  de  1890,  no  es  documento  inscribible,  pues  por  ella  no  se 
traspasan  bienes  ó  derechos  reales,  ni  se  constituye  ó  reconoce  derecho 
real  alguno  en  pro  de  Menchaca,  y  sí  tan  sólo  se  declara  un  derecho  de 
naturalesa  eminentemente  personal;  que  esa  escritura  y  la  sentencia  ju- 
diciml»  que  fué  su  antecedente,  no  podían  conceder  derecho  real  alguno  á 
Menchaca,  por  cnanto  éste  ni  siquiera  lo  había  solicitado,  bastando  para 
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oon vencerse  de  ello  la  simple  lectura  de  la  súplica  de  su  demanda;  ifom 
si  bien  la  ley  Hipotecarla,  al  tratar  de  las  inscripclonee  qne  son  níUas^ 
lo  hace  en  el  art.  30,  refiriéndose  tan  sólo  á  las  qne  no  son  por  detatos 
en  ia  forma,  es  indudable  que  también  puede  serlo  por  defectos  en 
el  fondo,  según  se  desprende  de  los  artículos  88  y  núm.  8.^  del  79  de 
la  misma  ley;  que  aun  cuando  un  titulo  sea  yálido  en  cuanto  á  ia  indols 
de'ias  relaciones  civiles  que  en  él  se  estableican,  puede  ser  nulo  é  in- 
eficaz para  la  ley  Hipotecaria,  por  no  estar  comprendido  en  sus  arta.  2.* 
y  6.^;  que  por  consiguiente,  la  inscripción  verificada  á  favor  de  Meo- 
chaca  de  la  escritura  de  21  de  Mayo  de  1896  adolece  de  un  vicio  de  nuli- 
dad y  cae  bajo  la  sanción  del  art.  4.^  del  Código  civil;  que  al  ordenar  el 
Juzgado  de  Valmaseda  y  practicar  el  Registrador  la  anotación  preven- 
tiva de  la  demanda  de  Menchaca  contra  Elortegui,  se  cometió  un  lamen- 
table error  que  ha  producido  fatales  consecuencias  llevando  la  eonfuaite 
al  Registro  y  convirtiendo  éste,  en  ves  de  garantía  de  la  propiedad,  en 
despojante  de  legítimos  derechos;  que  Menchaca  no  demandó  la  eonsii- 
tución  de  ningún  derecho  real,  sino  sencillamente  que  Elortegui  le  re- 
conociera una  sexta  parte  de  su  participación  en  la  Sociedad,  siendo  de 
naturaleza  personal  y  no  real  esa  reclamación,  que  no  debió  anotaise 
preventivamente  por  no  hallarse  comprendida  en  el  núm.  1.®  del  art  41 
de  la  ley  Hipotecaria;  que  aun  admitiendo  que  Menchaca  demandase  la 
propiedad  del  derecho  real  de  arrendamiento,  y  por  tanto  procediese  la 
anotación,  habría  incurrido  el  Registrador  en  error  de  concepto^  pneete 
que  al  cansarla  en  la  inscripción  de  la  Sociedad  Elortegui,  Boatamante 
y  Gompafiía  infringió  el  núm.  1.^  del  art.  42  del  reglamento  hipotecario, 
toda  vez  que  el  pretendido  derecho  real  de  Menchaca  se  hallaba  inscrito 
á  nombre  de  persona  distinta  de  la  demandada,  y  además  porque  la  re- 
ferida Sociedad  había  cedido  sus  derechos  de  arrendamientos,  únioes 
bienes  que  tenía  inscritos,  á  D.  Luis  de  Ocharán;  que  como  D.  Rafael 
Elortegui  había  inscrito  á  su  favor  la  tercera  parte  del  subarriendo  qae 
Ocharán  le  concedió  de  varias  minas  que  pueden  ser  las  mismas  que  ad- 
quirió de  la  Sociedad  Elortegui,  Bustamante  y  Gompafiía  ú  otras  distin- 
tas, alucinado  el  Registrador  con  que  en  la  demanda  de  Menchaca  as  ha- 
bla también  de  una  tercera  parte  de  participación  que  representa  Elor- 
tegai,  y  no  hallando  otro  sitio  más  cómodo,  causó  la  anotación  en  la  ce- 
sión que  Ocharán  hizo  á  Elortegui  de  una  tercera  parte  del  subarriendo, 
siendo  así  que  lo  solicitado  y  pretendido  anotar  por  Menchaca  era  mas 
sexta  parte  de  la  tercera  que  en  participación  tenía  Elortegui  dentro  de 
la  Sociedad;  que  con  ello  se  ha  infringido  el  citado  núm.  1.^  del  ait.  43 
del  reglamento  hipotecario,  toda  vez  que  el  demandado  por  Menchaca  foé 
Elortegui  socio  y  la  inscripción  está  hecha  á  favor  de  Elortegui  particu- 
lar, persona  distinta  de  la  anterior;  que  igualmente  se  infringieron  en 
el  mismo  concepto  los  artículos  80,  82,  72  y  76  de  la  ley  Hipotecaria, 
porque  habiéndose  pretendido  anotar  y  hoy  inscribir  una  sexta  parle  de 
la  tercera  que  Elortegui  tenía  en  la  Sociedad  repetida,  se  ha  hecho  la 
inscripción  en  derechos  qne  éste  adquirió  por  causa  ajena  á  la  dodedad; 
que  tales  defectos  y  errores  de  ooncepto  producen  necesariamente  la  nu- 
lidad de  la  inscripción  en  favor  de  Menchaca  de  la  escritura  de  21  de 
Mayo  de  1896,  conforme  al  art.  258  de  la  ley  Hipotecaria;  que  si  la  ins- 
cripción no  convalida  los  actos  ó  contratos  nulos,  en  nada  puede  perja- 
dicar  á  ZuDznnegui,  duefto  del  28  y  un  tercio  por  100  del  subarriendo  de 
la  mina  Amalia  JÚUana—áel  que  cedió  el  16  por  100— ,  ia  inaeripclóa 
á  favor  de  D.  Pantaleón  Menchaca,  de  su  pretendido  derecho  del  16  y 
dos  tercios  por  100  en  el  citado  subarriendo;  que  por  consiguiente,  el  12 
y  un  tercio  por  100  del  citado  subarriendo  sigue  perteneciendo  al  ^ceaU 
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Zanninegai  y  no  á  Menchaca,  á  cayo  nombre  aparece  inecrito  en  el  Be- 
glatrOy  y  el  caal  carece  de  titulo  de  adquisición,  porque  sabido  es  que  la 
iaflcripción  por  si  sola  no  ee  títalo  de  dominio,  sino  la  manifestación 
eztema  del  dominio  que  por  otros  titnlos  se  adquiere;  y  por  último,  qae 
diraelta  la  Sociedad  Elortegni,  Bnstamante  y  Compafiia  en  28  de  Enero 
de  1896,  y  habiéndose  devuelto  á  cada  socio  sus  aportaciones,  la  senten- 
cia obtenida  por  Menchaca  en  Mayo  del  mismo  afio  contra  Elortegni  no 
la  puede  conceder  derecho  alguno  en  el  arriendo  de  la  mina  Amalia  JU" 
Umay  en  que  Elortegni  no  tenía  participación  alguna  por  sus  adquisi- 
eiones  para  la  comunidad  con  Menchaca,  ni  por  consecuencia  de  la  So- 
dadad  con  Bnstamante  y  Vega: 

Beenltando  que  admitida  por  el  Juxgado  la  demanda  de  D.  Oasimiro 
ZoBiunegui— la  cual  fué  preventivamente  anotada  en  el  Begistro  de  la 
propiedad—,  se  confirió  traslado  de  elU  al  demandado  D.  Pantaleón 
Menchaca,  que  se  opuso  á  las  pretensiones  del  actor,  y  después  de  ma- 
nifestar su  conformidad  con  los  hechos  que  quedan  relacionados  en  la 
ezpoeición  de  antecedentes,  alegó  sustancialmente  en  derecho:  que  el 
demandante  Zunzunegui  no  tiene  acción  para  pedir  la  nulidad  de  la  ins- 
cripción hecha  en  favor  del  dicente  Menchaca  de  la  escritura  de  21  de 
Mayo  de  1896;  que  constando  en  el  Begistro  de  Valmaseda  la  anotación 
preventiva  de  la  demanda  de  Menchaca,  claro  está  que  las  enajenaciones 
-reriílcadas  después  de  tal  anotación  han  de  sujetarse  á  las  resultas  de 
dléha  demanda;  que  en  esta  condición  se  encuentra  la  cesión  hecha  por 
D.  Lnis  del  Olmo  de  la  participación  del  28  y  un  tercio  por  100  del  sub- 
arriendo de  la  mina  ÁmaUa  Juliana,  y  la  cesión  y  transmisión  de  Don 
Pedro  Santa  María  del  derecho  á  percibir  doce  céntimos  y  medio  de  pe- 
seta por  cada  tonelada  de  mineral  de  hierro  que  se  embarque  y  venda 
de  eoa  participación  del  28  y  un  tercio  por  100,  cuyos  derechos  ó  cesio- 
aeo  le  fueron  transmitidos  por  D.  Bafael  Elortegni;  que  ambas  cesiones 
hoehas  después  á  favor  del  demandante  D.  Oasimiro  Zunsunegni,  aun- 
que inscritas  en  el  Begistro  de  la  propiedad,  no  perjudican  el  derecho  ya 
entonces  anotado  de  Menchaca,  como  no  le  perjudican  tampoco  la  suce- 
siva serie  de  enajenaciones  que  después  se  hicieron  del  16  y  dos  tercios 
por  100  de  la  mina  Amalia  Juliana,  según  dispone  el  art.  71  de  la  ley 
Hipotecaria,  con  tanto  más  motivo  cuanto  que  obtuvo  Menchaca  una 
■entencia  firme  y  una  resolución  de  la  Dirección  general  de  los  Begis- 
tros,  declarando  inscribible  la  escritura  de  21  de  Mayo  de  1896,  y  orde- 
nando al  Begistrador  convirtiese  en  definitiva  la  anotación  preventiva; 
que  en  su  consecuencia,  las  cesiones  de  Elortegni  á  D.  Luis  del  Olmo  y 
de  éste  al  actor  Zunsunegni  en  nada  afectan  al  contestante  Menchaca; 
que  para  la  parte  contraria  la  Dirección  general  de  los  Begistros  no  es 
nn  ñribnnal  que  inspecciona,  que  dirime  las  cuestiones  suscitadas  en 
los  Registros  y  que  pronuncia  fallos  inapelables,  sino  un  Ouerpo  mera- 
mente consultivo;  que  lejos  de  ésto,  las  decisiones  de  la  mencionada 
Diieceión  general  forman  jurisprudencia,  según  se  deduce  de  los  núme- 
ros 1.^,  S.^  y  6.^  del  art.  267  de  la  ley  Hipotecaria,  de  la  exposición  de 
motivos  de  dicha  ley  y  de  la  Beal  orden  de  18  de  Junio  de  1874,  la  cual 
dispone  que  las  resoluciones  de  dicha  Dirección  «ean  fundadas  y  se  pu- 
bliquen en  la  Gaceta;  que  en  su  virtud,  la  resolución  de  19  de  Enero 
de  1897,  mandando  inscribir  la  escritura  de  21  de  Mayo  de  1896,  es 
norma  y  doctrina  para  decidir  iguales  asuntos  que  el  que  ella  resolvió, 
7  estando  completamente  resuelto  que  el  16  y  dos  tercios  por  100  del 
subarriendo  de  la  mina  Amalia  Juliana  y  otras  pertenecen  á  Menchaca, 
toda  demanda  que  tenga  por  objeto  pedir  la  nulidad  de  la  inscripción  es 
taneraria;  que  por  la  repetida  escritura  de  21  de  Mayo  de  1806,  se  reco- 
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«lia  sentoncim  del  Joigado  de  Valmaeeda  eólo  concedió  á  Menehaca  cuas 
•esta  parte  de  participación  ó  eea  mitad  de  la  tercera  qne  coneepOBda  á 
Elortegni,  única  y  exelu$ivamente  en  Uu  uttUdades  y  pérdida»  quene 
cbiengan  en  la  Sobiedad  Elortegui,  Busíamante  y  Compañías;  siendo 
aet  que  los  eecritoe  de  las  partee  extractados  en  el  apontamiento  de  loe 
anfeoe  y  las  citas  de  loe  documentos  mismos,  qne  son  loe  propios  autos 
auténticos,  están  demostrando  que  la  demanda  tuyo  por  objeto  hacer 
onnipür  j  elevar  á  escritura  pública  el  contrato  privado  entre  Elortegui 
j  Menchaoa,  en  el  que  confesaba  aquél  tener  vendidoe  á  éste  los  arrien- 
doe  de  las  cinco  minas,  y  entre  ellas  el  de  la  Amalia  Juliana^  ó  sea  la 
mitad  de  la  tercera  parte  que  á  él  correepondla;  que  como  tal  fué  ano- 
tada la  pretensión,  por  constituir  el  subarriendo  un  derecho  inecribilii; 
7  que  la  sentencia  declaró  que  según  resulta  de  ella  misma  j  de  la  reso- 
lución de  la  Dirección  general  de  los  Registros,  fecha  19  de  Enero  de 
1897,  «que  la  sexta  parte  que  reclama  Menchaca  es  la  mitad  de  la  tercera 
parte  que  correspondía  á  Elortegui  en  los  arrendamientos  de  las  dnoo 
minas,  entre  ellas  la  AmaUa  JvUiana>;  j  de  tan  notorio  error  de  hecho 
que,  según  va  dicho,  resulta  demostrado  con  el  propio  documento  que  ss 
cita  j  con  el  acto  que  equivocadamente  se  atribuye  á  las  partes,  deduce 
la  Sala  sentenciadora  el  que  sea  puramente  personal  la  acción  del  recu- 
rrente contra  Elortegui,  y  en  su  consecuencia,  qne  ese  derecho  personal, 
reconocido  en  la  sentencia  y  en  la  eecritura,  no  ee  inscribible,  según  los 
preceptos  que  infringe  al  aplicarlos  indebidamente  los  artículos  2.^  de 
la  ley  Hipotecaria  y  1.^  del  reglamento;  con  lo  cual  queda  evidenciada 
la  procedencia  de  la  inscripción,  puesto  que  reconocida  en  la  sentencia 
y  escritura  á  favor  de  Menchaca  la  mitad  del  tercio  dto  la  participacita 
qne  Elortegui,  socio  ó  particular,  tenía  en  el  arriendo  de  la  mina  Ama- 
Ua Juliana,  este  derecho  es  inscribible,  como  expresamente  lo  dice  y 
determina  el  núm.  6.^  del  art  2.^  de  aquella  ley,  aclarado  y  ampliado 
por  el  6.^  de  su  reglamento;  y 

Quinto.  Al  declararse  en  la  sentencia  recurrida  la  nulidad  de  la  ee- 
critura de  21  de  Mayo  de  1896  y  la  conversión  que  en  ella  se  hiao  de  la 
anotación  preventiva  de  la  demanda  se  infringen  los  preceptos  de  loe 
artículos  70  de  la  ley  Hipotecaria  y  76  de  su  reglamento,  cuya  doctrina, 
oon  carácter  de  interpretación  de  jurisprudencia,  fija  ñora  el  easo  pn- 
senie  la  resolución  definitiva  de  la  Dirección  general  de  los  Beglstroi 
de  19  de  Enero  de  1897,  inserta  en  la  Gaceta  oficial  de  28  de  Febrwo  si- 
guiente. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Enrique  Lassús: 
Considerando  que  aun  cuando  el  derecho  de  D.  Pantaleón  Menchi- 
ea,  derivado  en  primer  término  del  documento  de  4  de  Junio  de  1890, 
fuera  en  su  origen  un  verdadero  derecho  real  d»  coparticipadón  en  las 
minas  aportadas  por  Elortegni  á  la  Sociedad  que  se  constituyó  en  escri- 
tora pública  de  80  de  Mayo  del  mismo  afio,  es  evidente  que  desde  este 
momento,  y  sobre  todo  desde  que  aquélla  transfirió  á  D.  Luis  Ocharán 
sos  derechos  de  explotación  por  arrendamiento,  eólo  quedó  á  Menchir 
ca,  que  ningún  vínculo  jurídico  tenía  *con  la  Sociedad,  el  de  obtener 
particularmente  de  Elortegui  la  mitad  de  los  productos,  rendimientoe  6 
ganancias  qne  á  éete  pudieran  corresponder  en  la  expresada  Sociedtd, 
derecho  pura  y  exclusivamente  personal,  puesto  que  eólo  contra  Elorte- 
gui podía  ejercitarle,  y  no  ya  contra  coea  alguna  determinada,  ni  li- 
quiera  en  aquellas  mismas  minas  de  qne  voluntariamente  se  desprendió 
para  transferirse  so  explotación,  primero  á  la  Sociedad  y  después  á  loe 
suc««iv6s  cesionarios: 

Considerando  que  esto  supuesto,  no  puede  atribuirse  á  la  anotadóo 
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oonveriida  luego  en  ineripción  con  qne  se  afectó  en  el  Registro  el  dere- 
dkto  cedido  por  Ocharán  á  Eiortegni  el  carácter  de  derecho  real  inacribl- 
ble  con  relación  á  dicha  cesión,  pnesto  que  lo  inscrito,  según  la  senten- 
cia ejecutoria  de  la  Audiencia  de  Burgos  en  relación  y  congruencia  con 
la  demanda  de  Menchaca,  fué  únicamente  el  reconocimiento  á  favor  de 
éste  de  la  sexta  parte  de  las  utilidades  ó  pérdidas  qne  se  obtengan  en  la 
Sociedad  Elortegni,  Bustamante  y  Compafiia»  es  decir,  en  aquella  mis- 
ma Sociedad  qne  transmitió  sus  derechos  de  explotación  á  Ocharán,  con- 
yirtiéndolos  en  el  de  percibir  el  precio  ó  canon  que  conviniesen,  que  en 
nada,  absolutamente  en  nada,  tiene  que  ver  con  el  derecho  de  los  suce- 
sivos cesionarios  en  la  explotación  de  las  minas,  ni  consiguientemente 
oon  el  que  adqtdrió  Elortegui  con  tal  carácter  por  la  cesión  de  Ocharán, 
puesto  que  esto  no  le  privaba  de  los  que  adquiriera  en  la  primitiva  So- 
ciedad con  la  obligación  personal  antes  expresada  por  raaón  de  sus  par- 
ticulares relaciones  con  Menchaca;  sin  que  al  entenderlo  asi  la  Audien- 
cia de  Biúrgoe  haya  incurrido  en  el  error  de  hecho  que  se  le  atribuye  en 
el  motivo  cuarto  del  recurso,  ni  cometido  las  infracciones  que  como  de- 
rivación de  este  supuesto  error  se  alegan  en  ios  motivos  tercero  y  qjuin- 
tb,  ya  que  los  artículos  de  lá  ley  Hipotecaria  que  en  ellos  se  citan  se 
refieren  á  derechos  reales  inscritos,  cuya  eficacia  y  transcendencia  no 
pueden  hacerse  extensivas  á  una  inscripción  que  no'  tiene  tal  carácter, 
y  que  por  no  tenerlo  ha  sido  indebidamente  inscrita,  al  menos  en  rela- 
ción á  otro  derecho  independiente  de  semejante  obligación  personal: 

Considerando  que  si  D.  Casimiro  Zanzunegui,  cesionario  de  D.  Luis 
del  Olmo,  como  éste  lo  habla  sido  de  Elortegui,  encontró  en  el  Registro 
de  la  propiedad  una  inscripción  que  indebidamente  afectaba  á  su  dere- 
cho, es  evidente  que  para  defender  éste,  y  exclusivamente  con  dicho 
objeto,  pudo  pedir  la  nulidad  é  ineficacia  de  tal  inscripción  en  cuanto 
con  BU  expresado  derecho  se  relacionaba,  pues  sólo  de  tal  modo  era  fac- 
tible romper  el  vinculo  jurídico  que  de  este  hecho  surgía  entre  Mencha- 
ca y  Zunzunegui,  y  la  Audiencia  de  Burgos,  que  así  lo  ha  reconocido, 
no  ha  cometido  por  esto  las  infracciones  alegadas  en  el  primer  motivo 
del  recurso,  porque  la  acción  de  Zunzunegui  no  tiende  á  impugnar  nada 
que  se  relacione  con  la  validez  de  lo  pactado  entre  Elortegui  y  Men- 
chaca: 

Considerando  que  cualquiera  que  sea  el  alcance  y  trascendencia  de 
los  artículos  del  Código  de  Comercio  citados  en  el  segundo  motivo  del 
recurso,  nunca  se  podrían  estimar  infringidos  en  el  caso  del  presente 
pleito,  porque  desde  que  la  Sociedad  Elortegui,  Bustamante  y  Compafiía 
se  desprendió  del  negocio  de  la  explotación  de  las  minas  aportadas  á  la 
misma,  por  su  cesión  á  Ocharán,  ningún  interés  tuvo  ya  en  las  sucesi- 
vas cesiones,  y  porque  el  derecho  declarado  á  favor  de  Menchaca  en  la 
sentencia  de  la  Audiencia  de  Burgos  no  fué  un  derecho  de  aseguramien- 
to en  bienes  de  Elortegui,  sino  el  antes  expresado  para  reconocerle  su 
participación  en  la  mitad  de  las  utilidades  que  en  la  Sociedad  pudiera  re- 
portar Elortegui; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  por  infracción  de  ley  que  ha  interpuesto  D.  Pantaleón 
Menchaca  y  Manene,  á  quien  condenamos  al  pago  de  las  costas;  devuél- 
vasele el  depósito  constituido  en  atención  á  no  ser  conformes  de  toda 
conformidad  las  sentencias  de  primera  y  segunda  instancia,  y  líbrese  á 
la  Audiencia  territorial  de  Burgos  la  correspondiente  certificación,  de- 
volviéndole el  apuntamiento  que  remitió. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gateia  é  in- 
sertará en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
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necemrlM,  lo  pronancUmos,  mAiidamos  y  flrxii«mo«.:=Joflé  de  Aldeooa. 
=:Ricardo  GaUón.=El  Magistrado  8r«  LaMÚs  Tot^  on  Sala  y  no  podo 
firmar:  José  de  Aldecoa.=Joaquín  Gonsáles  de  U  Pefia.rrrRicardo  MoU- 
iia.=Vlcente  de  Piniée.=Téiná8  Gúdal. 

Pobllcaoión.=Leida  y  pablicada  f  aé  la  precedente  eenteneia  por  el 
Bzcmo.  Sr.  D.  José  de  Aideooa,  Preeldente  de  la  Sala  de  lo  civil  del  Tri- 
bunal SapremOy  celebrando  andiencia  pública  la  miama  en  el  dia  dehojí 
de  qne  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  81  de  Mayo  de  1901.=Rogelio  Qonsáles  Montes. 


Küm.  l'^^c.— SRACIA  Y  JUSTICIA.-»  áe  Maye,  pab.  el  29  de 

BE80LU0IÓN  DE  LA  DIRECCIÓN  GENERAL  DE  LOS  BBOISTmOS,  revOCandO, 

en  parte,  la  negativa  del  Registrador  de  la  propiedad  de  Ayora 
á  inscribir  una  escritura  de  constitución  de  hipoteca. 
En  sus  CONSIDERANDOS  80  estableco: 

Que  $egdn  la  doctrina  declarada  por  la  Dirección  general  de  Un 
Regietroe  en  Reeolueión  de  5  de  Mayo  de  1894,  loe  Regietrador^ 
deten  atender ,  para  calificar  loe  documerUoe  que  ee  lee  preeeníen 
para  su  ineeripción,  no  sólo  á  lo  que  de  elloe  reeulte,  eino  también  A 
lo  que  apareeca  en  loe  libroe  del  Regietro  con  relación  á  lae  ñnea»  á 
que  loe  miemoe  ee  refieran: 

Que  con  arreglo  á  lo  preceptuado  en  loe  articuloe  8.^  de  la  les 
de  8  de  Julio  de  1892  y  26  de  eu  reglamento,  ee  obligatorio  el  ueo  del 
eietema  métrico  decimal  y  de  eu  nomenclatura  en  loe  contratoepúr 
blicoB  y  privadoe,  deduciéndose  del  espíritu  de  ambo»  disposiciones, 
conforme  á  lo  declarado  también  por  dicha  Dirección  en  Reeoludáñ 
de  12  de  Mayo  de  1898,  que  después  de  la  pubUcaeión  de  loe  mismas 
está  absolutamente  prohibido  usar  en  dichos  contratos  otra  nomest 
datura  para  las  medidcu  que  la  propia  del  expresado  sistema,  per' 
mitiéndose  sólo  aue  se  consiqnen  las  equioalendas  con  las  medUdas 
antiguas,  según  las  tablas  oficiales. 

limo.  Sr.:  En  el  recurso  gnbemativo  promovido  por  el  Notarlo  Doa 
Antonio  Martín  Navarro  contra  la  negativa  del  Registrador  de  la  proide* 
dad  de  Ayora  á  inscribir  nna  escritura  de  constitución  de  hipoteca,  pen- 
diente en  este  dentro  en  virtud  de  apelación  interpuesta  por  el  primero 
de  dichos  funcionarios: 

Resultando  que  por  escritura  otorgada  en  Ayora  ante  D.  Antonio 
Martín  Navarro  con  fecha  10  de  Enero  de  1900,  D.  Francisco  Antonio 
Martínez  declaró  deber  700  pesetas  A  D.  Pascual  Torreila  Pardo,  que  m 
lae  había  entregado  en  concepto  de  préetamo  con  interés  anual  de  U 
por  100,  y  constituyó  hipoteca  á  responder  de  dicho  capital,  y  de  260  pe- 
setas más  como  crédito  supletorio  para  costas  y  gastos,  en  su  caso,  sobn 
la  finca  que  describió  como  sigue:  c Parte  disgregada  de  una  laborcitaeon 
casita  y  anexos,  en  este  término,  partida  de  la  Pefia,  de  caber  cuatro 
cahizadas  y  dos  barohillas,  medida  de  pufio  de  este  país,  oompuestt  do 
las  suertes  siguientes:  A.  una  llamada  Oafiiso  de  la  Carrasca,  de  caber 
cahisada  y  media  sembradura,  lindante:  por  Saliente,  cou  Emilia  Martí- 
nez; Mediodía,  Esteban  Teruel;  Poniente  y  Norte,  Valeriano  del  Oam- 
po.— B.  Otra  suerte  conocida  por  el  Rechizo,  de  caber  seis  barchillia, 
sembradura,  lindante:  por  Saliente,  con  vereda  de  la  casa  del  Bizcochos; 
Mediodía,  lomas  de  altos  de  Parra,  de  este  caudal;  Poniente,  la  earreli- 
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ra  real,  7  Norte,  Juan  Vicente  Oampos  7  Mariana  Teme!.— C  Otra  ¡la- 
mada^  del  Peto,  de  caber  cuatro  barebllli(s,  Undante:  por  Saliente,  con 
£0teban  Temel;  Mediodía,  Mariana  Ternel;  Poniente,  Crlatobal  Marti- 
nes, y  Norte,  tierras  de  entre  dos  sendas.— i).  Otra  snerte  qne  sitúa  des- 
de la  esqnlna  de  la  casa  hacia  la  era,  de  caber  ana  barchllla  sembra- 
dara»  lindante:  por  Saliente,  con  ensanches  de  la  era;  Mediodía,  con  egl<> 
do0  de  la  casa;  Poniente,  con  Vicenta  Martines,  y  Norte,  con  la  mlsms 
Vicenta. — E.  XJna  caseta  de  albergne,  qae  linda:  por  Saliente  y  Medio- 
día, con  la  Tereda;  por  Poniente,  sns  hermanas  Emilia  y  Vicenta,  y  por 
Norte,  terrenos  del  qne  habla.— F.  La  tercera  parte  del  corral,  era  y  egt- 
do  ó  ensanches^  prolndWlso  con  sns  hermanas  Vicenta  y  Emilia  Martí- 
nez, qne  linda:  por  Saliente,  herederos  de  Andrés  Campo;  Mediodía,  tie- 
rras de  sn  tío  Rafael;  Poniente,  la  Tereda  de  las  Gasas,  y  Norte,  de  Is 
misma  vereda.— G.  Dnodéclma  parte  de  las  ocho  cahliadas  prolndivleo 
con  las  restantes  de  sns  tíos  Jnan  y  Rafael  y  hermanos  Vicenta,  Emilia 
y  Narciso  José,  lindantes:  por  Saliente,  con  D.  Bmno  García;  Mediodía;» 
rei^aero  de  las  Zorras;  Poniente,  bancales  de  este  heredamiento,  y  Nor- 
te, con  tierras  de  la  casa  de  Nieves  y  Emilia  Martines. — H.  Dnodéclma 
liarte  prolndivlso  con  las  otras  de  dichos  sns  tíos  y  hermanos  de  sobre 
trece  cahisadas^  lomas  destinadas  á  pastos  en  dos  snertes;  la  nna  de 
cebo  cahlsadas,  lindante:  por  Saliente,  con  D.  Bmno  Garda;  Mediodía» 
con  D.  Andrés  Rnls;  Poniente,  Esteban  Temel  y  Valeriano  de!  Oampo, 
y  Norte,  Rambla  de  las  Zorras;  y  de  otra  de  cinco  cahlsadas,  qne  linda: 
por  Saliente,  con  dicho  D.  Bmno;  Mediodía,  laborclta  de  Eniilla  Marti- 
nes; Poniente,  dicho  Valeriano,  y  Norte,  Esteban  Temel  y  la  casita  de 
Nieres»: 

Resultando  qne  al  pie  de  dicha  escritura  consignó  el  Registrador  la 
aigniente  nota:  cNo  admitida  la  inscripción  del  docnmento  qne  precede 
por  loe  defectos  slgnientes:  primero,  falta  de  claridad  en  la  designación 
de  la  finca  objeto  del  mismo;  segnndo,  expresarse  la  medida  sapercial  dé 
las  fincas,  empleando  denominaciones  del  sistema  antlgno,  sin  consig- 
nar sn  equivalencia  en  el  métrico  decimal;  y  tercero,  porque  aun  Inter- 
pretando la  manera  de  designar  la  finca  en  sentido  favorable  á  sn  vali- 
des, no  pueden  inscribirse  como  una  sola,  bajo  un  solo  número  los  dife* 
rentes  trozos  que  comprende  el  título  por  no  reunir  los  requisitos  legales 
necesarios  para  ello,  sin  que  puedan  inscribirse  tampoco  dichos  trosos 
como  fincas  independientes,  porque  no  se  ha  determinado  la  cantidad  de 
que  cada  una  debe  responder,  y  por  oponerse  á  ello  también  los  dos  pri- 
meros defectos.  Y  no  pareciendo  subsanable  la  primera  falta,  no  es  ad- 
misible tampoco  la  anotación  preventiva»: 

Resultando  que  D.  Antonio  Martín  Navarro,  Notarlo  autorliante  de 
la  escritura.  Interpuso  recurso  contra  la  expresada  nota,  pidiendo  se  de- 
clarase que  aquélla  se  halla  extendida  con  arreglo  á  las  formalidades  y 
prescripciones  legales,  siendo,  por  tanto.  Inscribible,  y  ^ujo  en  apoyo 
de  su  pretensión  las  razones  siguientes:  que  no  existe  falta  de  claridad 
en  la  designación  de  la  finca  hipotecada,  sino  que,  por  el  contrario,  se 
ha  determinado  con  toda  precisión,  puesto  que  se  describe  tal  como  re- 
sulta Inscrita  á  nqmbre  del  hipotecante  en  la  inscripción  primera  que 
cita  el  documento,  como  segregada  que  fué  anteriormente  de  otra  de 
mayor  cabida;  que  la  cahizada,  el  almud,  la  barchllla,  el  celemín,  y  ea 
general  todas  las  llamadas  medidas  de  pufio  en  el  país  donde  radica  la 
finca,  pon  en  absoluto  irreducibles  al  sistema  métrico  decimal,  porque 
dichas  unidades  de  medida  de  pufio  no  son  unidades  de  medida  superfi- 
cial, en  cnanto  el  espacio  de  terreno  que  se  siembra  con  esas  medidas 
de  capacidad  de  los  áridos  varía  según  la  elaboración  del  terreno,  el 
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abono  del  miamo  y  otras  eircniuitaiicias;  que  expresar  la  medida  de 
pofio  de  una  flaca  es,  por  tanto,  como  no  expresar  la  superficial,  sin 
cayo  requisito  consiento  la  inscripción  la  ley  Hipotecaria  y  la  jorispro- 
deaeia  da  esto  Centvo,  á  lo  qoe  tampoco  se  opone  la  ley  de  Pesas  y  He- 
didas de  8  de  Jallo  de  1892,  que  se  propaso  qae  el  sistoma  métrico  de- 
cimal faera  el  único  qae  en  lo  sacesivo  se  empleara,  pero  sin  imponer 
predsamento  la  expresión  de  sos  medidas  á  cosas  qoe  oarecea  de  ella, 
como  ocarre  en  el  presento  caso;  y  qae  la  finca  hipotecada  debe  conside- 
derarse  qae  reane  los  requisitos  exigidos  por  el  art.  832  del  reglamento 
hipotecarto  paia  inscribirse  bajo  nn  solo  número,  porque  no  sólo  se  ha 
solicitado,  sino  que  está  asi  inscrito,  porque  constando  haber  sido  dis- 
gregada de  otra  finca  de  mayor  cabida,  es  obvio  qae  pertenecen  al  misme 
ooerpo  de  bienes  los  distintos  trosos,  porque  en  el  sefialado  con  la  le- 
tra É  consto  la  existoncia  de  un  edificio  del  que  dependen  todos,  y  por- 
que dichos  trosos  son  conocidos  en  totalidad  con  el  nombre  de  labor, 
que  es  el  que  en  la  región  se  da  á  las  haciendas  de  monto,  empleándoss 
el  de  iaborcito  cuando  la  labor  es  pequefia; 

Aesultondo  que  el  Registrador  de  la  propiedad  sostuvo  la  proceden- 
cia de  su  noto,  y  alegó  al  efecto:  que  la  falto  de  claridad  en  la  descrip- 
ción de  la  finca  hipotecada  se  demuestra  por  la  duda  de  ai  lo  que  se  com- 
pone de  la  casito  y  anexos  y  las  suertee  que  se  describen,  con  una  ex- 
tensión de  cuatro  cahizadas  y  dos  barchillas,  es  la  Iaborcito  de  la  cntl 
se  disgregó  ó  se  disgrega  la  parte  que  se  hipoteca,  ó  es  la  parto  diagifr- 
gada;  que  no  basto  decir  que  lo  que  se  grava  es  lo  mismo  que  se  tíene 
inscrito,  porque  esto  Centro  tiene  decidido  que  es  preciso  la  completa 
descripción  de  las  fincas  en  los  títulos,  y  que  éstos  no  deben  designar- 
las, citando  sólo  el  tomo  y  folio  donde  se  hallan  inscritas;  que  casado 
en  los  títulos  consto  la  medida  superficial  de  las  fincas,  es  preciso  ex- 
presarla con  unidades  del  sistoma  métrico  decimal,  porque  así  lo  pree- 
cribe  el  art.  18  de  la  Instrucción  sobre  la  manera  de  redactar  los  instru- 
mentos públicos  sujetos  á  Registro  de  9  de  Noviembre  de  1874  y  el  regls- 
mento  de  6  de  Septiembre  de  1896  dictado  para  la  ejecución  de  la  ley  de 
Pesas  y  Medidas  de  8  de  Julio  de  1892,  y  reconoció  esto  Centro  en  Beeo- 
lución  de  12  de  Mayo  de  1898;  que  el  art.  100  de  dicho  reglamento  esta- 
blece responsabilidad  penal  para  los  Registradores  de  la  propiedad  qoe 
inscriban  con  infracción  del  indicado  precepto;  que  en  la  Real  orden  de  38 
úe  Junio  de  1861  y  en  la  de  9  de  Diciembre  de  1862  consta,  con  carácter 
oficial,  la  equivalencia  en  áreas  de  la  fanega  como  medida  superficial 
con  relación  á  las  diRtintas  regiones  de  Espafia;  que  aunque  esa  equlTS- 
lencia  no  se  liay  a  declarado  respecto  de  la  barchilla,  almud,  celemín,  etc., 
es  porque  la  ley  no  puede  descender  á  tol  detolle,  pero  la  tienen  en  el 
sistoma  métrico,  porque  siendo  conocido  el  número  de  cada  una  de  ees» 
unidades  que  constituyen  la  fanega,  basto  una  sencilla  operación  arit- 
mética de  división  ó  multiplicación  para  saber  la  equivalencia  de  Itt 
mismas  en  áreas;  que  no  puede  objetarse  que  la  fanega,  equivalente 
á  12  celemines,  sea  sólo  la  de  áridos  y  no  la  de  superficie,  pues  á  una  J 
á  otra  comprende,  según  los  Tratodos  de  pesas  y  medidas^  y  en  el  ordea 
legal  lo  demuestra  asi  la  ley  6.^,  tít.  9.<>,  libro  9.<>  de  la  Novísima  Reco- 
pilación; que  dicha  equivalencia  comprende  también  á  la  medida  de 
pufio,  pues,  por  ejemplo,  al  fijarse  la  de  Avila,  se  dice  las  áreas  que 
tiene  la  fanega  de  pufio;  que  no  puede  coneiderarse  como  una  sola  le 
finca  hipotecada  por  no  constitair  una  labor,  sino  parte  de  una  laboreiti, 
y  por  carecer  de  nombre  propio  que  le  sea  peculiar,  conforme  á  la  doo* 
trina  de  las  Resoluciones  de  este  Centro  de  12  de  Oetabre  de  1874  3  de 
Marco  de  1877  y  24  de  Mayo  de  1896,  y  de  un  edificio  que  por  su  impor- 
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tftncia  pueda  considerarse  centro  de  explotación  de  la  labor;  que  de  cofia- 
titnir  nna  sola  finca,  deMa  describirse  con  expresión  de  los  linderos  ge- 
nerales, á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  art.  26  del  reglamento,  regla  2.\ 
y  según  se  desprende  de  las  Resoluciones  de  esta  Dirección  de  18  de  Fe- 
brero de  1890,  4  de  Marzo  de  1884  y  10  de  Octubre  de  1888;  y  que  siendo 
excepción  de  la  ley  que  puedan  inscribirse  distintos  trozos  no  colindan- 
tes bajo  un  solo  número,  debe  interpretarse  restrictivamente,  como  lo 
declaran  las  Resoluciones  de  10  de  Mayo  de  1878  y  de  27  de  Agosto 
de  1896: 

Resultando  que  el  Juez  dictó  auto  declarando  que  la  escritura  objeto 
del  recurso  no  se  halla  extendida  con  arreglo  á  las  formalidades  y  pres- 
cripciones legales,  no  siendo,  por  tanto,  inscribible  por  adolecer  de  los 
defectos  de  falta  de  claridad  en  la  designación  de  la  finca  y  expresar  su 
medida  superficial  con  denominación  del  sistema  antiguo  sin  la  equiva- 
lencia del  métrico  decimal;  7  que  no  existe  el  tercero  de  los  defectos 
atribuidos  por  el  Registrador,  fundándose,  al  efecto,  en  consideraclonea 
análogas  á  las  de  dicho  f ancionario  respecto  al  segundo  de  los  defectos; 
respecto  al  primero,  en  que  existe  omisión  de  los  linderos  generales  de 
la  finca  y  vaguedad  en  la  designación  de  los  trozos  unidos,  y  respecto 
al  tercer  defecto,  en  que  concurren  los  requisitos  exigidos  por  el  art.  822 
del  reglamento  Hipotecario  para  entenderse  formada  una  sola  finca, 
puesto  que  el  edificio  no  puede  ser  importante  no  siéndolo  la  labor,  7 
porque  este  nombre  es  el  que  sirve  para  designar  la  finca: 

Resultando  que  el  Registrador  de  la  propiedad  apeló  de  dicho  auto 
en  cuanto  se  refiere  al  tercero  de  los  defectos  de  su  nota,  é  insistió  en  los 
raaonamientos  que  tenia  hechos  para  demostrar  que,  conforme  á  los  ar- 
tículos 8.^  de  la  107  7  822  del  reglamento  7  á  la  doctrina  de  este  Centro, 
no  es  posible  considerar  como  una  sola  finca  la  descrita  en  la  escritura 
objeto  del  recurso: 

Resultando  que  el  Notario  D.  Antonio  Martín  Navarro  apeló  también 
del  referido  auto  en  la  parte  que  se  opone  á  su  pretensión,  insistiendo 
igualmente  en  los  argumentos  que  había  expuesto,  7  alegando  además: 
que  no  es  posible  dudar  sobre  si  lo  hipotecado  es  parte  disgregada  de  la 
laborcita  ó  si  es  esta  misma,  porque  en  el  Registro  consta  que  la  parte 
es  lo  que  tiene  inscrito  el  hipotecante,  7  no  había  de  hipotecar  más;  que 
aunque  es  de  lamentar  que  los  interesados  no  suministrasen  más  datos 
ai  describir  cada  uno  de  los  trozos,  existen  los  suficientes  para  determi- 
narlos é  identificar  legalmente  todos  ellos,  sin  que  las  omisiones  nota- 
das sean  motivo  de  negar  la  inscripción,  según  las  Resoluciones  de  este 
Centro  de  22  de  Julio  de  1874,  19  de  Marzo  7  4  de  Diciembre  de  1870,  y 
lo  dispuesto  en  el  art.  28  del  reglamento  para  la  ejecución  de  la  le7  Hi- 
potecaria, según  el  cual,  una  vez  hecha  la  descripción  de  la  finca  en  la 
inscripción  primera,  no  ha  de  repetirse  en  las  sucesivas  si  en  el  título 
presentado  se  describe  de  igual  manera;  que  la  fanega,  medida  castella- 
na, es  enteramente  desconocida  en  el  territorio  donde  radica  la  finca, 
que  tiene  como  puramente  local  la  de  pufio  ó  voleo,  7  por  lo  que,  auB- 
que  existen  tablas  de  equivalencia  métrica  respecto  á  todas  las  provín- 
olas de  Espafia,  7'  entre  ellas  á  la  de  Valencia,  no  existe  respecto  á  A70- 
ra,  que  pertenece  á  esa  provincia;  que  siendo  imposible  la  reducción  de 
dichas  medidas  de  pufio  al  sistema  métrico  decimal,  no  debe  el  Notario 
hacerla  arbitrariamente,  porque  pudiera  irrogar  graves  perjuicios  al 
propietario;  7  que  no  ha7  razón  legal  que  obligue  al  que  tiene  inscrita 
uno  finca  bajo  un  número  á  que  haga  varias  inscripciones  porque  no 
concurran  los  requisitos  para  formar  la  finca  7a  inscrita  como  sola; 

Resultando  que  el  Presidente  de  la  Audiencia  confirmó  en  todas  sos 
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I  U  noto  del  BegUtriidor  de  U  propieded  por  eeümftr  aplieabtot 
aaÜogoe  íandamenUM  que  el  Jugado  respecto  á  loa  dos  primeros  deiee- 
tofly  7  las  raaonea  adacidas  por  el  Registrador  en  cnanto  al  tercero: 

Essnltando  qae  para  la  debida  instrnceión  de  este  expediente  m 
«aló  al  mismo,  por  acuerdo  de  eete  Centro,  ana  certificación  de  la  ins^ 
eripción  primera,  ó  de  dominio,  de  la  finca  de  referencia  obrante  en  d 
Registro  de  la  propiedad,  apareciendo  descrita  en  ella  sostancialment* 
dl(¿a  finca  en  la  misma  forma  que  en  la  escritora  objeto  del  recurso. 

Vistos  los  arts.  19  y  66  de  la  ley  Hipotecaria;  24,  28,  29  y  57  del  re- 
glamento general  dictodo  para  la  ejecución  de  la  misma,  y  18  de  la  Im- 
tmoclón  sobre  la  manera  de  redactar  loa  instrumentos  públicos  sujetoa 
á  Registro: 

Vistos  los  arto.  8.^  de  la  ley  de  Pesas  y  Medidas  de  8  de  Julio  de  1892 
j  M  del  reglamento  para  su  ejecución  de  6  de  Septiembre  de  1896: 

Vistas  las  Resoluciones  de  esto  Dirección  de  6  de  Mayo  de  1894  j  12 
de  Mayo  de  1898: 

Gonsiderando  que  el  motivo  primero  de  la  noto  denegatoria  del  Re- 
gistrador, ó  sea  el  de  falto  de  claridad  al  designarse  la  ^ca  hipotecada 
ea  la  escritura  objeto  del  recurso,  se  funda  en  que  pueda  ésto  ofrecer 
dndn,  atondidos  los  términos  en  que  se  halla  redactada,  acerca  de  si  lo 
que  en  la  misma  se  comprende  es  la  totolidad  de  la  finca,  de  la  que  sé 
diq^regó  la  que  se  hipoteca  por  yirtud  de  dicho  documento,  ó  únlea- 
mento  la  parto  disgregada,  como  tombién  falto  de  precisión  en  la  dettf- 
minación  de  las  diversas  suertes  que  la  constituyen: 

Considerando  que,  según  la  doctrina  declarada  por  esto  centro  en 
Resolución  de  6  de  Mayo  de  1894,  los  Registradores  deben  atender,  para 
ealiflcar  los  documentos  que  se  les  presenten  para  su  inscripción,  no 
sólo  á  lo  que  de  ellos  resulto,  sino  tombién  A  lo  que  aparesca  en  loe  li- 
bros del  Registro  con  relación  A  las  fincas  A  que  los  mismos  se  refieras: 

Gonsiderando  que  de  los  antecedentes  del  Registro,  unidos  al  recnr- 
00,  aparece  que  se  halla  en  él  la  inscripción  de  propiedad  de  la  finca  de 
que  se  trato  á  favor  del  hipotocanto  D.  l<rancisco  Antonio  Martines, 
describiéndose  en  la  misma  forma  que  se  hace  en  la  expresada  escrito- 
ra, por  lo  que  constando  en  dicho  asiento  la  parto  única  que  pertenece 
al  referido  otorgante,  es  evidente  que  sólo  ésto  es  la  que  ha  podido  ser 
objeto  de  la  hipoteca  constituida  en  la  citoda  escritura,  estando,  por 
tanto,  perfectamento  determinada,  sin  que  pueda  estimarse  que  eídeta 
defecto  en  la  redacción  de  ésta,  limitAndose,  como  se  limito,  A  reprodo- 
dnclr  las  cirounstoncias  del  inmueble,  según  se  consignan  en  su  títolo 
inscrito  de  dominio: 

Gonsiderando  que  por  igual  raión  no  es  tompoco  admisible  el  tercer 
extremo  de  la  noto  recurrida,  según  el  cual  no  pueden  inscribirse  coma 
ana  sola  finca,  y  bajo  un  solo  número,  los  diferentos  trozos  que  la  oone- 
titoyen,  pues  hallándose  inscrito  de  esto  modo  en  el  Registro,  y  he-  I 

btondo  causado  ya  estado  para  los  efectos  del  mismo  el  asiento  ooneig-  ! 

nado  en  dicha  forma,  no  existo  motivo  para  que  haya  de  practicarse  es  | 

otra  distinto  la  inscripción  del  gravamen  objeto  de  la  escritora  de  refe-  I 

leacia: 

Gonsiderando,  respecto  al  segundo  extremo  de  la  noto  recnrride,  | 

qae,  con  arreglo  A  lo  preceptuado  en  los  arte.  8.^  de  la  ley  de  8  de  Julio 
de  1892  y  26  de  su  reglamento,  es  obligatorio  el  oso  del  sistema  métrioo 
dedmal  y  de  so  nomenclatura  en  los  contratos  públicos  y  privadot,  de- 
duciéndose del  espíritu  de  ambas  disposiciones,  conforme  á  lo  deciuredo 
tombién  por  esto  DJLrección  en  Resolución  de  12  de  Mayo  de  1898,  qae 
:  despoée  de  la  publiisaeión  de  las  mismas  esto  absolutomento  prohibido  j 
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usar  en  dichos  ooniratos  otra  nomenclatnra  para  las  medidas  qne  la 
propia  del  expresado  sistema,  permitiéndose  sólo  qne  se  consignen  las 
equivalencias  con  las  medidas  antiguas,  según  las  tablas  oficiales: 

Considerando  qne  por  no  haberse  expresado  en  la  escritura  á  que  el 
recurso  se  refiere  la  cabida  ó  extensión  de  la  finca  por  las  medidas  mé- 
trico decimales,  consignándose  únicamente  las  usuales  ó  llamadas  del 
pufio  del  país,  en  contra  de  lo  prevenido  en  las  citadas  disposiciones,  se 
ha  incurrido  en  la  falta  snbsanable  qne  determina  el  art.  18  de  la  Ins- 
trucción para  redactar  los  instrumentos  públicos  sujetos  á  Registro; 

Esta  Dirección  general  ha  acordado  que  la  escritura  de  que  se  trata 
no  adolece  de  los  defectos  consignados  en  los  números  primero  y  ter- 
cero de  la  nota  del  Registrador,  hallándose,  por  tanto,  extendida  en 
euanto  á  los  mismos  con  arreglo  á  las  prescripciones  legales,  y  que  no 
0e  ajusta  á  ellas  al  expresarse  la  cabida  ó  extensión  de  la  finca  usando 
de  medidas  distintas  de  las  del  sistema  métrico  decimal;  confirmándose 
con  relación  á  este  extremo  la  providencia  recurrida  y  la  nota  del  Re- 
g:istrador,  y  revocándose  en  lo  demás. 

Lo  que,  con  devolución  del  expediente  original,  comunico  á  Y.  I.  á 
los  efectos  consiguientes.  Dios  guarde  á  V.  I.  muchos  afios.  Madrid  81 
de  Mayo  de  1901.=E1  Director  general,  Ramón  Cepeda.=Sr.  Presidente 
de  la  Audiencia  de  Valencia 


XTOm,  145.— TRIBUNAL  SUPREMO.-I."^  de  Junio,  pab.  el  21  de  Agoefo. 

Casación  por  infracción  db  hEY,—NiUidad  de  teBtamenio.—Sen^ 
tencia  declarando  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  Doña 
Dolores  Lozano  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil 
de  la  Audiencia  de  Sevilla,  en  pleito  con  D.  José  Mir  y  otros. 
Bn  sus  CONSIDERANDOS  se  establece: 

Que  según  disposición  de  los  arts,  685  y  686  del  Código  eioiL  expli- 
toda  por  la  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  31  de  Mayo  de  1893, 
cuando  el  testador  no  sea  conocido  del  Notario  y  de  dos  por  lo  me- 
nos de  los  testigos  instrumentales,  es  preciso  que  la  persona  del  tes- 
iador  se  identifique  por  medio  de  otros  dos  testigos  conocidos  del 
Notario  v  de  aquéllos,  y  que  cuando  esto  no  pueda  veriñcarse,  debe 
declararlo  expresamente  el  Notario  y  proceder  á  reseñar  los  docu- 
mentos que  el  testador  presente  v  su  persona,  á  ñn  de  que  el  intere* 
sado  en  sostener  la  valides  de  tal  testamento  pueda  ser  admitido  á 
probar  la  identidad  del  testador  si  el  testamento  fuese  impugnado; 
y  que  faltando  estas  solemiudades  es  nulo  el  testamento^  á  tenor  del 
art.  6&y. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  1.®  de  Junio  de  1901,  en  el  juicio  de* 
elarativo  de  mayor  cuantía  seguido  en  el  Juagado  de  primera  instancia 
del  distrito  del  Salvador  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  territo- 
riarde  Sevilla  por  demanda  de  Dofia  Dolores  Losano  Boscht,  viuda,  ve- 
cina de  la  misma  ciudad,  como  repi^sentante,  legal  de  sus  hijos,  meno- 
Tes  de  edad,  D.  Antonio,  D.  José  y  Dofia  Josefa  García  Lozano,  contra 
D.' José  Mir  y  ^ieto,  de  la  propia  vecindad,  empleado;  Dofia  Enriqueta 
Mtr  y  Nieto,  vecina  de  Marchena,  dedicada,  como  la  primera,  á  las  labo- 
Tes  domésticas;  D.  Tiburoio  Isquierdo  Sáens,  del  comercio  de  dicha  cin- 
>dad  de  Sevilla,  y  Dofia  María  Mir  y  Guerrero,  avecindada  en  el  Valle  de 
Abdalajís,  cuya  ocupación  no  consta,  sobre  nulidad  de  unos  testamen- 
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tos;  pleito  pendiente  ante  Noe  en  recnno  de  cMaclón  por  infracción  de 
ley  que  ha  interpaeeto  la  demandante,  defendida  por  loe  lieeociados 
D.  Ricardo  Padilla  j  D.  Ricardo  Franco,  éste  en  el  acto  de  la  yiaCa,  y  re- 
presentada por  el  Procarador  D.  Lnis  Lnmbrerae;  no  habiéndoee  perso- 
nado los  demandados  en  este  Tribunal  Supremo: 

Resaltando  qae  el  día  3  de  Noviembre  de  1896,  en  la  ciudad  de  Morón 
de  la  Frontera,  y  ante  Notario,  D.  José  Mir  y  Qarcía  otorgó  testamento 
abierto,  en  el  que  consignó  ser  soltero  y  no  tener  asoendiente  ni  deeoen- 
diente,  é  instituyó  por  su  único  y  universal  heredero  á  D.  Tibuieio  Is- 
quierdo  y  Sáeni,  con  la  obligación  de  entregar  una  peseta  75  céntimos 
cada  día,  mientras  vivieran,  á  cada  uno  de  sus  tíos  Dofia.  Enriqueta  y 
D.  José  Mir  y  Nieto,  y  otra  pensión  de  una  peeeta  diaria  á  su  tío  D.  José 
Ghircía  y  Carretero;  y  en  6  de  los  mismos  mes  y  afio  el  D.  José  Mir  y 
García  otorgó  otro  testamento  abierto  ante  el  propio  Notario  de  Morón 
de  la  Frontera,  en  el  cual  legó  á  su  tío  D.  José  García  Carretero  una  pe- 
seta diaria  durante  su  vida,  y  á  su  prima  Dofia  María  Bíir  Guerrero  la 
cantidad  de  1.000  pesetas,  nombró  albaoeas  á  sus  mencionados  tíos  Gar- 
cía Oarretero  y  Mir  Nieto,  é  instituyó  por  sus  herederos  á  sus  tíos  Dofia 
Enriqueta  y  D.  José  Mir  y  Nieto  en  partes  igual,  revocando  las  disposi- 
ciones testamentarias  anteriores,  con  especialidad  la  del  día  3  de  aquel 
mes  y  afio;  y  en  ambos  testamentos  el  Notario  autoriaante  hixo  constar 
que  como  no  conocía  al  D.  José  Mir  y  García,  él  mismo  presentaba  por 
testigos  de  conocimiento  á  José  Martín  Caballero  y  Femando  Romero 
Balbnena,  dando  fe  el  propio  Notario  de  conocerles,  los  cualea  asegura- 
ban, bajo  BU  responsabilidad,  conocer  al  testador,  siendo  también  tes- 
tigos del  otorgamiento,  juntamente  con  Bernabé  Castro  Gonaálec: 

Resultando  que  D.  José  Mir  y  García  falleció  el  16  de  Diciembre  de 
1896,  y  el  4  de  Marzo  de  1897  murió  D.  José  García  Carretero  sin  haber 
otorgado  disposición  testamentaria,  por  lo  que  su  viuda  Dofia  Dolores 
Lozano  Boscht  instó  las  oportunas  diligencias  judiciales,  recayendo 
auto  de  26  de  Julio  del  mismo  afio  97,  que  declaró  herederos  abintestato 
del  D.  José  García  á  sus  hijos,  menores  de  edad,  D.  Antonio,  Dofia  Jo- 
sefa y  D.  José  García  y  Losano,  y  á  la  viuda  Dofia  Dolores,  por  sus  de- 
rechos, con  arreglo  al  Código  civil: 

Resultando  que  Dofia  Dolores  Losano  y  Boscht,  como  madre  y  repre- 
sentante legítima  de  los  mencionados  menores,  el  13  de  Septiembre  de 
1897  for^iuló  demanda  de  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía,  de  laqoe 
ha  conocido  el  Juagado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Salvador  de 
Sevilla,  con  la  súplica  de  que  se  condenase  á  D.  Tiburcio  Izquierdo 
Sáenz,  D.  José  y  Dofia  Enriqueta  Mir  y  Nieto  y  Dofia  María  Mir  y  Gue- 
rrero á  reconocer  la  nulidad  de  los  testamentos  otorgados  por  D.  José 
Mir  y  García  ante  el  Notario  de  Morón  de  la  Frontera  en  8  y  6  de  No- 
viembre de  1896,  por  los  cuales  fueron  instituidos  herederos  reepectltar 
mente,  ó  sea  el  D.  Tiburcio  por  el  primero  y  los  otros  dos  por  el  segundo ' 
de  dichos  testamentos,  y  legataria  la  Dofia  María  Mir  y  Guerrero,  pies- 
tándose,  en  su  consecuencia,  i  reconocer  que  el  D.  José  Mir  y  García  fa» 
lleció  abintestato,  siendo,  en  tal  ooncepto,  herederos  del  miemo,  pot  ter- 
ceras partes,  loe  demandados  D.  José  y  Dofia  Enriqueta  Mir  y  Nieto  y 
los  hijos  de  la  actora  D.  Antonio,  D.  Joeé  y  Dofia  Josefa  García  Lozano» 
como  herederos  de  su  padre  D.  José  García  Carretero,  tío  camal  que  f né 
del  D.  José  Mir  y  García,  y  que  folleció  con  posterioridad  á  éste,  y  ba- 
oiendo  entrega  de  la  porción  correspondiente  de  bienes  á  los  mendoiia- 
dos  hijos  de  la  demandante,  con  los  f rutoe  producidos  y  demás  conse- 
euencias  legales,  para  lo  que  expuso  los  hechos  relacionados;  y  alegó 
entre  otros  fundamentos,  á  más  de  lo  dispuesto  en  los  arta.  686  y  686  dsl 
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Oódigo  oWil:  ser  Um  fonnaa  ezfcríiweofte  da  los  teatementot  de  tmta  im- 
portancia como  laa  Intrínsecas,  pues  «1  art.  687  del  citado  Código  pte- 
oeptúa  que  será  nnlo  aqnel  en  cayo  otorgamiento  no  na  hay anobservadn 
las  íormalidades  prevenidas  por  la  ley;  resnltar,  aplicando  tales  dispo- 
siciones á  los  testamentos  otorgados  por  D.  José  Mir,  que  por  no  ser 
éste  conocido  del  Notario,  y  aun  cnmdo  se  dice  lo  era  de  los  testigos, 
como  dos  de  los  mismos  se  convirtieron  en  de  conocimiento,  dejaron  de 
serlo  instmmentales,  y  en  sn  conseooenoia,  en  ves  de  ios  tres  de  la  últi- 
ma clase  exigidos  por  la  ley,  sólo  concurrió  nno,  no  existiendo^  por 
tanto,  testamento;  y  ejercitar  la  acción  de  nulidad  y  la  de  petición  de 
herencia  de  carácter  real,  nacida  del  dominio  que  por  la  ley  tienen  Iqb 
herederos  abintestato  en  los  bienes  de  aqnel  de  enya  sucesión  se  trata: 
Resultando  que  los-  demandados  D.  José  y  Dofia  Enriqueta  Bíic  y 
Nieto  se  oposioron  á  la  demanda,  solicitando  se  les  absolviera  de  la  mis- 
ma, con  las  costas  á  la  actora;  adncieado  al  electo,  después  de  aceptar  la 
resolnoión  de  los  bechos  de  la  demanda  por  resultar  de  documentos  pá- 
blicos  y  solemnes:  haberse  consignado  en  los  dos  testamentos  de  D.  José 
Mir  todas  las  circunstancias  personales  del  mismo,  y  entrado  á  sa  fallo- 
cimiento  Dofia  Bnriqueta  y  D.  José  Mir  en  posesión  de  los  bienes  heca- 
ditarios,  empesando  desde  luego  á  satisfacer  á  D.  Jesé  García  Oarretoro, 
padre  de  los  menores  demandantes,  una  peseta  diaria, .  que  aceptó  y  re- 
cibió hasta  el  día  de  su  muerto,  en  que  quedó  extinguida  tal  obligación, 
antecedentes  que  demostraban  no  existir  duda  de  la  identidad  de  la  per- 
sona del  testador  ni  de  la  autontiddad  de  los  testamentos;  ser  los  Tri- 
bunales los  encargados  de  interpretar  la  ley,  debiendo  penetrar  en  sn 
espíritu  cuando  su  rigurosa  aplicación  diese  por  resultado  un  hecho  con- 
trario á  la  moral  y  á  la  misma  ley,  y  de  apreciar  Us  palabras  con  qoa 
■e  formulan  ius  disposiciones,  según  se  dedusca  de  una  crítica  racio- 
nal, conforme  á  lo  declarado  por  este  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de 
ti  de  Septiembre  de  1867;  consistir  la  primera  de  las  reglas  genérale* 
que  el  derecho  establece  acerca  de  la  interpretación  de  las  leyes  en  el 
caso  de  ex^itir  contradicción  entre  sus  palabras  y  su  espíritu,  en  que 
debe  prevalecer  éste,  en  cnanto  fuese  claro,  sobre  la  materialidad  del 
texto;  dirigirse  todas  las  solemnidades  exigidas  por  la  ley  respecto  á 
las  formas  con  que  deben  revestirse  los  testementos,  á  obtener  la  mayor 
garantía  de  la  identidad  del  testador  y  de  que  lo  consiguado  fué  la  eoE- 
presión  fiel  de  su  última  y  deliberada  voluntod;  no  caber  duda  acerca 
de  los  testamentos  impugnados  por  la  actora,  la  cual  reconocía  la  iden- 
.tidad  de  D.  José  Mir,  y  la  había  reconocido  también  su  cansante  al  reci- 
bir la  pensión  vitolicia  que  el  propio  testedor  le  dejó;  ser  una  sutileaa 
inadmisible  la  teoría  desarrollada  por  la  demandante  de  faltar  dos  tes- 
tigos, nacida  de  interpretar  torcidamente  la  ley,  pues  ésta  lo  que  exige 
para  el  caso  de  no  poderse  identificar  directamente  por  el  Notorio  y  tes- 
tigos la  persona  del  testador,  es  que  se  identifique  á  los  testigos  de  co- 
nocimiento, no  significando  esto  que  hagan  falta  cinco,  cuando  con  tres 
basto  para  llenar  el  propósito  de  la  ley,  y  como  el  Notario  dio  fe  del 
conocimiento  de  los  tres  testigos  que  autorisaron  los  testamentoe  de  Don 
José  Mir,  quedaron  identificados,  y  dos  de  ellos  identificaron  á  en  vea 
la  persona  del  testador;  no  tener  aplicación  al  caso  el  art.  .685,  porque 
resultaría  nu  absurdo  exigir  que  los  testigos  declararan  conocerse  á  sf 
mismos;  no  haber  precepto  alguno  en.el  Oódigo  civil,  en  la  ley  del  No- 
tariado ni  en  su  reglamento,  que  prohiba  á  los  testigos  instrumentolsü 
de  toda  clase  dedocamentos  públicos,  sin  exceptuar  loe  testamentos,  aer 
á  la  ves  de  conocimiento  de  ios  otorgantes,  sino  por  el  contrario,  lo  an«* 
torisan  expresamente  el  art.  28  de  aquella  ley  y  el  68  de  sn  reglamento^ 
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7  «O  Mr  bMtento  U  eircantfUiieU  de  sdoleeer  loa  teetamttntn  de  Don 
Joeé  Mir  del  defecto  de  forme  eefiabulo  por  le  perto  aetore,  en  la  hip6- 
tMda  de  que  lo  tavieran,  pare  determinar  eo  niilidad,  tMüendo  en  eneiti 
lo  pravenido  en  el  art.  086  del  Oódigo  oItíI,  y  que  la  demandante  reeo- 
ooQía  que  faetón  otorgadoe  por  D.  Joeé  Mir  G¿cía,  expreaando  la  vo- 
lantad  de  aquél  el  contenido  de  elloe;  y  eiló  lae  eenteneiae  de  eete  TH- 
bonal  Sopremo  de  17  de  Noviembre  de  1808  y  26  de  Febrero  del  81: 

Beenltando  que  no  babiéndoee  pereonado  loe  otroe  demandadoe  Don 
Tiborcio  laqnierdo  y  Dofia  Maria  Mir  y  Gnerrero,  el  Jugado  tnvo  por 
eoKteetada  la  demanda  en  cnanto  á  loe  miemoe;  y  en  loe  eecritoe  de  ré- 
l^lca  y  duplica»  la  demandante  y  D.  Joeé  y  Dofia  Bnriqneta  Mir  manta- 
vieron  lo  qne  bebían  ezpneato  y  pedido;  afiadiendo  la  primera  que  no 
era  cierto  bubieee  percibido  en  marido  D.  Joeé  García  Carretero  U 
peneión  vitalicia  ooneignada  á  en  favor  en  el  cegando  de  loe  toetamea- 
toe  de  D.  Jóeé  Mir,  y  la  cito  del  art.  20  de  la  ley  del  Notariado,  aegán  el 
eoal,  lo  diepaeeto  en  loe  qne  le  preceden  reepecto  á  la  forma  de  loe  im- 
tmmentoe,  número  y  caalidadee  de  loe  teetigoe,  no  ee  aplicable  á  los 
toetamentoe  y  demáa  diepoeicionee  múrUs  causa,  en  lae  caalee  regirá 
la  ley  ó  leyee  eepeclalee  del  caeo,  qne  en  el  actual  ec  el  Código  civil: 

Reealtando  que  practicada  prueba  documentol  y  de  teetigoe,  y  di* 
doe  al  pleito  loe  reetontee  trámitee  legalee  de  doe  inetanciae,  la  Sala  ét 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  {Sevilla,  en  8  de  Octubre  de  1900,  dictó  een- 
tenela  revocatoria,  abaolviendo  de  la  demanda  á  loe  demandadoe  Doe 
JoÉé  y  Dofia  Enriqueto  Mir  y  Nieto,  D.  Tiburcio  Isquierdo  Sáeni  y  Dofla 
María  Mir  y  Guerrero,  ein  hacer  expreea  condena  de  coetae: 

Beeultondo  que  Dofia  Doloree  Losano  y  Boeoht,  como  madre  de  loa 
menorea  de  edad  D.  Antonio,  D.  Joaé  y  Dofia  Jeeefa  García  y  Lomoo, 
ba  intorpueeto  recorao  de  caaaclón,  citando  en  au  apoyo  el  núm.  1.®  del 
art.  1602  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  alegando  loe  aiguienfeea 
motivoe: 

Primero.  Haber  cometido  error  de  derecho  la  Sala  eentonciadort  é 
infringido  el  art.  687  del  Código  civil,  haciendo  una  diatindón  de  fer- 
malidadea  eaendalea  y  aecundariae  en  loe  teetamentoe,  por  cuanto  tal 
articulo  no  la  eatablece,  y  donde  la  ley  no  diatingne  no  ea  poaible  ha- 
cerlo, ni  ee  lícito  Interpretar  un  precepto  legal  cuando  en  redacción  no 
ofrece  duda: 

Segundo.  La  infracción  del  art.  685  del  Código  civil,  por  ea  errénaa 
Interpretación,  coneiatente  en  afirmar  la  eentoncia  recurrida  que  no  ar- 
guye nulidad  la  manera  de  identificar  la  pereona  del  teetador,  ó  aean  laa 
condlclonea  y  el  nómero  de  loe  toatigoade  conocimiento: 

Tercero.  Haber  infringido  dicha  Sala  aentonciadora  la  ley  2.*,  tí- 
tulo 28,  libro  10,  de  la  Notíaima  Recopilación,  y  laa  aentenciae  de  eate 
Tribunal  Supremo  de  28  de  Junio  de  1866,  26  de  Junio  del  71, 1.^  da 
Marao  del  76  y  81  de  Mayo  del  08,  lae  cualea  conaignan,  en  eepécial  la 
i&ltima,  que  para  hacer  aplicación  de  lo  diepueeto  en  el  art.  686  del  06* 
digo  civil,  ee  preeiao  hacer  conator  en  el  teatemento  que  ee  otovga  con 
arreglo  al  miamo;  porque  no  habiéndoee  conaignado  en  loe  de  D.  Joaé 
MIt  ee  hicieran  con  arreglo  á  tal  diapoeición  legal,  ea  precieo  aplicar  loe 
del  art.  685,  de  cuyo  incumplimiento  reeulto  la  nulidad  que  eetebleoa 
«I  687;  y 

Cuarto.  El  error  de  derecho  en  que  también  ha  incurrido  la  Salada 
la  Audiencia  confundiendo  laa  cauaaa  de  nulidad  con  lae  de  faleedad  da 
loe  teetamentoe,  é  infringiendo  el  art.  687  del  Código  civil,  al  eetableoar 
el  principio  de  que  el  eupremo  criterio  legal  ea  que  la  verdad  preraieiea 
«obra  toda  daae  de  fórmulaa  y  convMiclonaliamoa;  por  cuanto,  aegdn  aa 
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deduce  del  miamo  articulo»  sin  ponerse  en  doda  U  exietends  real  del 
testador  ante  el  Notarlo  antorisaate,  si  la  manera  de  expresar  sn  vo- 
Inntad  no  se  amolda  á  laa  preacripcionee  de  la  ley,  como  si  no  conoa- 
mn  los  testigos  qne  la  misma  exige  en  cada  caso,  ó  tienen  tacha,  el 
testamento  no  merece  tal  denominación  f  es  nolo. 

Visto»  siendo  Ponente  el  Magistrado  D*  José  de  Qarnioa: 

Considerando' qne  según  disposición  délos  artículos  686  y  686  del 
Código  civil,  aplicados  por  la  sentencia  de  esté  Tribunal  de  81  de  Mayo 
de  1808,  cuando  el  testador  no  sea  conocido  del  Notario  y  de  dos  por  lo 
menos  de  los  testigos  instrumentales,  es  preciso  que  la  persona  del  tes- 
tador se  identifique  por  medio  de  otros  dos  testigos  conocidos  del  Notario 
j  de  aquéllos,  y  qne  cuando  esto  no  pueda  verificarse,  debe  declararlo 
«aqjireeamente  el  Notario  y  proceder  á  resefiar  los  documentos  que  el  tes- 
tador presente  y  su  persona,  á  fin  de  que  el  interesado  en  sostener  la  va- 
lides de  tal  testamento  pueda  ser  admitido  á  probar  la  identidad  del 
testador  si  el  testamento  fuese  impugnado;  y  que  faltando  estas  solem- 
Bidadee  es  nulo  el  testamento,  á  tenor  del  art.  687: 

Oonsiderando  que  todos  los  citados  artículos  invocados  en  los  cuatro 
mottvos  del  recurso  están  manifiestamente  infringidos  por  la  sentencia, 
que  absuelve  de  la  demanda  por  estimar  válidos  los  testamentos  de  Don 
José  Mlr  y  García,  á  pesar  de  la  falta  de  los  requisitos  dichos; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  Dofta  Dolores  Losaso  y  Boscht;  y  en  su  con- 
neeuencia,  casemos  y  anulamos  la  sentencia  que  en  8  de  Octubre  de  1000 
dietó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  AudiencU  de  Sevilla. 

Así  per  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
sertará en  la  Colección  Lbqi8lativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=José  de  Aldecoa. 
=José  de  Qamica.=Joaquín  Gonzáles  de  la  Pefia.=Pedro  Lavín.==Ri- 
cardo  Molina^ssVicente  de  Piniés.=Tomás  Gúdal. 

Publicación.=Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Ezemo.  Sr.  D.  José  de  Gamica,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  cele- 
brando liudiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  que  certi- 
fico como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  1.^  de  Junio  de  1001.=d:icenciado  Hilario  María  Gonsáles  y 
Twree. 

VriSLDOL.  l^a.-TRIBUNAL  SUPREMO.-S  cíe  Junio,  pub.  6l  21  de  Agosto. 

Casación  por  quebrantamiento  de  forma.— fn^re^a  de  bienes.— 
Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por 
Doña  Roffa  Porcar  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  primera 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  u.  Pau- 
lino Borán. 
Bn  sus  CONSIDERANDOS  se  establece: 

Que  con  arreglo  al  núm.  4,^  del  art.  862  de  la  ley  proeeeal,  el  re- 
eibimiento  á  prueba  en  segunda  tnetaneta  sólo  proeeae  cuando  dee- 
patee  de  expirar  el  término  concedido  para  proponerla  en  la  primera, 
ñuideee  llegado  á  conocimiento  de  la  parte  algún  hecho  de  influencia 
notoria  en  el  pleito^  ignorado  por  la  miema^  s»  Jura  que  no  tuco  an- 
tee noticia  de  él. 

Ifo  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  8  de  ^uuio  de  1001,  en  los  autos  de 
Jiiifllo  declarativo  de  menor  cuantía  seguidos  en  el  Juagado  de  primera 
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InsUncia  de  TórtoM  y  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  ÁvAenda  de 
Barcelona  por  demanda  de  Dofia  Roea  Forear  y  Tló,  dedicada  á  Uw  bdao- 
ree  de  en  aezo,  vecina  de  eeta  capital,  como  lepreaentante  legal  de  tm 
hija,  menor  de  edad,  Dofia  Ooncepclón  Aeoot  y  Porcar,  contra  D.  Pan- 
lino  Borán  y  Marbot,  propietario,  avecindado  en  dicha  dndad  de  Tér- 
toea,  sobre  entrega  de  ciertos  bienee  y  efectos,  ó  en  otro  cano  del  importe 
de  ellos;  antos  pendientes  ante  Nos  en  recnrso  de  caeadón  por  qnelnraa- 
tamiento  de  forma  qne  le  ha  interpneeto  la  mencionada  demudante, 
representada  y  defendida  por  el  Procnrader  D.  Gabriel  Iklaveray  el  Le- 
trado D.  Alfonso  González;  estándolo  el  demandado  y  recorrido  por  el 
Procurador  D.  Lnls  Soto  Hemándes  y  el  Letrado  D.  Ismael  Oalvo: 

Resaltando  qne  Dofia  Roea  Porcar  y  Ti¿,  como  madre  de  Dofia  Con- 
cepción Ascot  y  Porcar;  menor  de  edad,  deepnés  de  haber  obtenido  de- 
claración de  pobrera  para  litigar,  formnló  ante  el  Jnzgado  de  piimeía 
Instancia  de  Tortosa,  oon  fecha  81  de  Dleiembre  de  1896,  nna  demanda 
pretendiendo  qne  se  condenaee  á  D.  Paulino  Boián  y  Marbot  á  enti»- 
garla  en  la  enunciada  representación  toe  mneblee;  aperos  y  earranjsa 
qne  al  fallecimiento  de  Dofia  Rosa  Ascot  y  Antoli,  de  propiedad  de  Ma, 
existían  en  la  heredad  huerto  qne  donó  á  aquél  por  escritora  de  9  de  No- 
viembre de  1892,  y  si  huyeran  desaparecido,  so  importe  á  Junta  legnla- 
ción  pericial  y  al  pago  de  todas  las  costas  del  Juicio: 

Resaltando  que  para  sostener  la  solicitud  expresada  alegó  in  denan- 
dante  como  hechos:  haber  adquirido  por  compra,  en  escritura  de  18  ds 
Octabre  de  1888,  D.  Tomás  Borán  y  AUoea,  marido  á  la  saaón  de  IMa 
Rosa  Ascot  y  Antoli,  de  D.  Ángel  Bstrany,  una  heiedad  huerto,  sita  en 
término  de  Tortosa,  partida  de  San  Vicente  ó  Monte  den  Llom^  antes  ds 
ViUarvija,  con  los  edificios  oonstroídos  dentro  de  dicha  heredad  qnsss 
describían  en  la  misma  escritura;  haberse  otorgado  por  la  defmieión  del 
D.  Tomás  Borán  el  18  de  Febrero  de  1887  otra  escritura  de  S7  de  Oetafare 
siguiente,  de  división,  convenio  y  transacdóñ  entre  sus  eobrinos  Don 
Juan  Bautista,  Dofia  Paula  y  Dofia  Rosario  Rulló  Borán,  y  Dofia  Dolo- 
res, Dofia  Francisca,  D.  Paulino,  Dofia  Josefa  y  D.  Enrique  Borda  Mar* 
bot,  éste  por  sí  y  como  apoderado  de  sus  liermanos  D.  Vtosnte»  D.  Pam- 
lino  y  Dofia  María,  y  la  viuda  Dofia  Rosa  Ascot  y  Antoli,  en  la  que  se 
declaró  por  los  herederos  del  D.  Ternas  asistir  á  ln  Dofia  Roea  el  deie- 
cho  á  la  cuarta  marital,  por  cuyo  concepto  se  le  adjudicó  para  pago  ds 
su  haber  la  mencionada  heredad  huerto  en  precio  de  18.000  pesetas,  de- 
clarándose además  los  siete  sobrinos  y  herederos  del  difunto  primen- 
mente  nombrados  obligados  á  pagar  á  aquélla  29.816  peeetae  28  cénti- 
mos para  completar  su  expresaido  haber,  que  ascendía  á  42..816  pésetes 
28  céntimos;  aparecer  de  una  escritura  más  otorgada  en  9  de'  Noviembre 
de  1892  que  Dofia  Rosa  Ascot  hizo  donación  á  su  sobripo  D.  Paulino  Bo- 
rán de  los  bienes  procedentes  de  la  herencia  de  su  eeposo  D.  Tomás,  que 
le  fueron  adjudicados  en  la  de  divfsión,  convenio  y  transactdón  ya  indi- 
cada, consistentes  en  la  heredad  huerto,  de  que  también  queda  hecha 
mención,  y  en  la  igualmente  expresada  cantidad  de  20.816  pesetas 
28  céntimos,  que  quedaron  obligados  á  abonarle  sus  siete  sobriiioe;  te- 
ner la  Dofia  Rosa  dentro  de  la  enunciada  heredad  huerto  una  tartana  di 
lujo,  los  muebles  adecuados  para  su  vivienda,  loe  aperos  de  labraaM  y 
dos  carruajes  necesarios  para  el  cultivo  de  la  finca;  y  haber  falleeido  di- 
cha Dofia  Roea  Ascot  en  esta  corte  el  2  de  Mano  de  189$  sin  otorgar  dis- 
posición testamentaria,  ni  tener  otro  pariente  más  próximo  que  so  hsr- 
mano  D.  Felipe  Ascot  y  Antoli,  del  cual  era  heredera  única  abintestato 
Dofia  Ooncepeión  Ascot  y  Porcar,  segdn  auto  del  Juzgado  de  primera 
instancia  del  dlelrito  de  Palacio,  de  esta  capital,  dictado  en  22  de  Mayo 
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4iB  1^7;  de  cayos  hechos  dednjo  le  mísme  parte  actora  loa  fandamentoa 
de  deiecho  que  eatimó  oportnnoa: 

Beeultando  que  en  un  otrosí  de  la  misma  demanda  expnso  Dofia  Rosa 
Poiear  exceder  de  S.OOO  pesetas  el  valor  de  lo  reclamado,  procediendo 
por  ello  dar  al  juicio  la  tramitación  de  los  de  mayor  cuantía,  con  lo  qna 
no  eatuTO  conforme  el  demandado,  y  despnés  de  una  tasaeión  pericial, 
ea  qne  fué  apreciado  en  1.217  pesetas,  dictó  el  Juzgado  auto,  mandando 
auataneiar  loe  de  su  rasón  como  de  menor  cuantía;  con  cuyo  motivo  di- 
cha parte  actora  se  reservó  hacer  uso  en  su  oportunidad  del  recurso  de 
nulidad  correspondiente: 

Besultando  que  t>,  Paulino  Borán  impugnó  la  demanda,  sosteniendo 
que  loa  muebles  existentes  en  la  heredad  huerto  á  que  se  refería  aqué- 
lla, salvo  algunos  que  había  llevado  el  D.  Paulino  y  seis  sillas  de  hierro 
paxa  el  jardín  que  llevó  á  su  ves  Pofia  Rosa.  Ascot  después  de  enviudsr, 
las  que  estaban  i  disposición  de  la  demandante,  eran  de  la  propiedad  de 
D.Tomás  Borán,  siendo  comprendidos,  por  consiguiente,  en  el  inventa- 
rio formado  con  motivo  de  la  defunción  de  aquél,  sin  que  se  adjudica- 
ran para  el  pago  de  su  haber  á  la  Dofia  Rosa,  pues  sólo  lo  fué  la  finca 
citada  y  las  29*316  pesetas  que  se  obligaron  á  pagarla  sus  sobrinos,  de 
todo  lo  que  biso  donación  al  denuuidado,  expresando  realizarlo  por  un 
dMwr  de  conciencia,  por  estar  en  la  convicción  de  que  D.  Tomás  le  hu- 
biera instituido  heredero,  á  no  impedirle  testar  su  repentina  muerte, 
luyendo  dejado  ios  herederos  de  D.  Tomás  á  Dofia  Rosa  Ascot  en  el 
diafrute  de.aquélloe  por  una  atención;  y  practicada  prueba  documental, 
teatifical  y  de  posiciones  por  ambas  partes,  en  la  segunda  de  las  que 
articuló  la  actora,  para  que  las  absolviese  el  demandado,  interesó  que 
dijera  ser  cierto  que  los  muebles,  carruajes,  aperos  y  demás  efectos  con- 
signados en  el  inventario  formado  en  28  de  Junio  de  1887  quedaron  en 
la  heredad  huerto,  y  en  posesión  de  ellos  Dofia  Rosa  Ascot  y  Antolí,  por 
haberlo  convenido  así  todos  los  herederos  del  difunto  D.  Tomás  Borán 
7  Allora;  siendo  relativa  la  sexta  pregunta  del  interrogatorio  para  el 
examen  de  testigos  formulado  también  por  la  representación  de  la  de- 
mandante á  que  Dofia  Rosa  Ascot  y  Antolí  consideró  siempre  como  de 
BU  exclusiva  propiedad  los  muebles,  carruajes,  aperos  de  labranza  y  de- 
más efectos  expresados  en  una  lista  qne  produjo  la  misma  representa- 
ción, y  que  el  testigo  tuvo  siempre  entendido  que  pertenecían  á  la  Dofia 
Bosa,  entre  otras  razones,  por  estar  en  posesión  de  ellos  durante  algunos 
allos,  y  los  disfrutó  y  destinó  á  su  servicio  como  hacen  los  duefios: 

Biesultando  que  después  de  los  debidos  trámites,  el  Juzgado  desestimó 
la  demanda  en  su  sentencia,  de  lo  que  apeló,  interponiendo  á  la  vea  re- 
curso de  nulidad  Dofia  Rosa  Porcar,  y  remitidos  los  autos  á  la  Audien- 
cia del  territorio,  correspondieron  á  su  Sala  primera  de  lo  civil,  en  la 
que  dicho  apelante,  con  escrito  fechado  el  26  de  Octubre  de  1899,  pre- 
sentó un  documento  que  lo  está  en  27  de  Enero  de  1888,  extendido  en 
papel  común,  y  que  aparece  suscrito  por  D.  Enrique  Borán  en  nombre 
propio  y  como  representante  de  sus  hermanos,  Vicente,  Paulino  y  María, 
en  el  cual  declara  que  conforme  con  lo  convenido  á  la  muerte  de  su  tío 
D.  Tomás  Borán  y  Allora  entre  todcs  loe  herederos  del  mismo  de  ceder 
4  BU  esposa  Dofia  Rosa  Ascot  y  Antolí  la  tartana,  caballo  y  muebles 
existentes  en  el  huerto  que  aquélla  poseía  en  término  de  Tortosa  y  le 
perteneoían  en  virtud  de  la  adjudicación  hecha  á  su  favor  en  la  escritura 
de  partición  de  la  herencia  del  finado,  autorizada  por  el  Notario  de  aque- 
lla ciudad  D.  Antonio  de  Monasterio,  cedía  todos  los  efectos  nombrados 
á  favor  de  dicha  su  tía  Dofia  Rosa,  renunciando  á  todo  derecho  que  so- 
Ion  loa  mismos  pudiesen  tener;  y  para  que  constara,  extendía  aquel  do- 
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eomento  en  «u  nombre  y  en  el  de  sus  oliados  hermuioe  Vicente,  PiaBne 
y  Maria  Borán  y  Pedrol,  á  qaienee  legalmente  repreeentab>,  eegún  e»* 
critara  de  poderee  otorgada  á  en  íayor: 

Reeultando  que  además  presentó  la  apelante  con  el  enunciado  eeertto 
nn  interrogatorio  para  el  examen  de  teetigoe,  con  Tariaa  preguntas»  lefe- 
rentes  en  lo  snstanclal:  á  qne  al  adjudicarse  á  Dofia  Rosa  Ascot  en  pago 
de  sn  haber  por  la  escritura  de  27  de  Octubre  de  1887  el  huerto  que  Dos 
Tomás  Borán  poseía  en  Tortosa  y  una  cantidad  en  metálico»  no  se  le 
adjudicó  por  tal  escritura  mueble  alguno  de  la  herencia  de  aquél;  á  que 
independientemente  de  la  indicada  adjudicación  se  convino  por  los  hen- 
deros del  D.  Tomás  en  ceder  particularmente  á  la  rinda  la  tartmna,  car 
bailo  y  muebles  existentes  en  el  huerto  mencionado;  y  á  que  U  BXfn- 
sada  cesión  de  bienes  muebles  se  biso  constar  en  lo  respeetiYO  á  lee  he- 
rederos D.  Enrique,  D.  Vicente,  D.  Paulino  y  Dofia  María  Boxán  por 
documento  privado  que  el  primero  suscribió  por  sí  y  como  apoderado  ds 
los  otros  tres  en  37  de  Bnero  de  1888: 

Resultando  que  en  lo  principal  de  dicho  escrito  de  M  do  Oetobio 
de  1899  se  solicitó  por  parte  de  Dofia  Rosa  Porcar  que  teniendo  la  Sala 
por  hechas  las  manifestaciones  que  contenía,  y  por  prestado  el  Juramente 
de  nueva  noticia»  se  sirviese  haber  por  utilizado  el  derecho  conoedids 
en  el  art.  707  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  en  relación  con  el  ni- 
mero  4.^  del  862  de  su  referencia,  y  en  vista  de  todo  recibiera  á  prueba 
los  autos  por  el  término  máximo  posible  á  fin  de  acreditar  la  forma  es- 
pecial en  que  Dofia  Rosa  Ascot  adquirió  la  propiedad  de  los  biMies  mue- 
bles de  que  se  ti  ataba,  que  antes  pertenecieron  á  la  herencia  de  su  ma- 
rido, extremo  desconocido  hasta  entonces  por  la  apelante;  y  en  otrosíes 
propuso  la  prueba  que  la  interesaba  practicar,  consistente  en  la  pressn* 
tación  del  documento  privado  de  que  ya  se  ha  hecho  mérito,  en  el  cotejo 
de  la  firma  y  rúbrica  del  propio  documento  y  en  el  examen  de  los  testi* 
gos  comprendidos  en  la  lista  que  se  reservaba  producir;  pretenslonss  á 
que  la  Sala  declaró  no  haber  lugar  por  auto  de  20  de  Blarso  del  afio  pró- 
ximo pasado  1900,  dictando  después  de  la  ulterior  tramitación  de  la  se- 
gunda instancia  sentencia  de  29  de  Mayo  del  mismo  afio,  confirmatoria 
de  la  apelada: 

Resultando  que  Dofia  Rosa  Porcar  y  Tió,  en  el  concepto  con  que 
litiga  en  los  actos,  Interpuso  recurso  de  casación  por  quebraotamieoto 
de  forma,  fundándole  en  los  números  8.^  y  6.^  del  art  1698  de  la  ley  ds 
Enjaiciamiento  civil,  ó  sea  en  la  falta  de  recibimiento  á  prueba  cuando 
procedía  con  arreglo  á  derecho  y  en  la  denegación  de  diligencias  de 
prueba  admisibles  según  las  leyes,  que  ha  producido  á  su  parte  inde- 
fensión. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Qullón: 

Considerando  que  la  recurrente,  sin  hacer  uso  del  derecho  que  pu- 
diera asistirle  para  presentar  en  segunda  instancia  el  documento  privado 
de  27  de  Enero  de  1888,  é  Invocando  únicamente  los  artículos  707  y  862 
de  la  ley  de  Eajnioiamiento  civil,  solicitó  de  la  Sala  sentenciadora  en  su 
escrito  de  26  de  Octubre  de  1899  que,  con  objeto  de  acreditar  la  forma 
en  que  Dofia  Rosa  Ascot  había  adquirido  la  propiedad  de  los  bienes  y 
efectos,  se  recibiesen  los  autos  á  prueba,  proponiendo  como  tal  el  cotejo 
de  la  firma  de  dicho  documento  y  el  examen  de  testigos,  á  tenor  dsl  in» 
terrogatorio  que  acompafiaba,  asegurando  y  Jurando  que  no  había  tnldc 
conocimiento  del  hecho: 

Considerando  que,  de  consiguiente,  no  se  trata  en  este  caso  de  la 
mera  presentación  de  un  documento  desconocido,  sino  del  recibimieato 
aprueba  en  la  segunda  instancia,  el  caal  sólo  procede,  oonarvs^sl 
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núm.  4.®  del  citftdo  art.  862,  ottando,  despaéa  de  expirar  el  término  oon- 
oedido  para  proponer  la  pro^ba  en  primera  instonoia,  háblese  llegado  á 
conocimiento  de  la  parte. algún  hecho  de  influencia  notoria  en  el  pleito, 
ignorado  por  la  miama»  el  jara  que  no  tuvo  antes  notida  de  éh 

Oonsiderando  qne  el  auto  de  la  Sala  aentenc^adora  que  denieg^a^  re- 
cibimiento á  pmeba  se  ínnda  en  qne  el  eopoeeto  heoho  nneTo,  lejoa  de 
■er  ignorado,  era  conocido  de  la  recnixente,  como  lo  demneetran,  sin  la 
menor  dndtf ,  las  pruebas  articuladas  por  ella  en  primera  instancia,  y  coa 
especialidad  una  de  las  posiciones  formuladas  para  qi^  las  absolviese 
el  demandado,  en  la  cual  terminantemente  se  consigna  que  Dofla  Bosa 
Ascot  quedú  en  posesión  de  los  bienes  j  efectos  por  convenio  oon  los 
herederos  de  su  difunto  esposo  D.  T6más  Borán  y  Ailora,  que  es  lo  mis* 
mo,  en  sustancia,  que  resulta  del  documento  privado;  y  - 

Oonsiderando  que,  por  lo  tanto,  no  existen  los  quebrantamientoe  d» 
forma  alegados  en  el  recamo,  ya  porque  no  procedía  el  recibimiento  á 
pmeba  en  la  segunda  instancia,  ya  porque  las  diligencias  propuestas  no 
eran  admisibles  según  las  leyes; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  is- 
curso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por  Dolía 
Bosa  Porcar  y  Tió,  i  quien  condenamos  al  pago  de  las  costas,  y  si  viniera 
á  mejor  fortuna,  al  de  la  cantidad  de.  101  pesetas  41  céntimos,  por  rasóii 
de  depósito,  á  la  que  se  dará  la  aplicación  que  dispone  la  ley;  y  con  la 
oportuna  certificación,  devuélvanse  á  la  Audiencia  de  Barcelona  los 
antos  que  tiene  remitidos. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  In- 
sertará en  la  Colección  Lbgislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos  mandamos  y  ñrmamos.==José  de  Aldecoa. 
=Bicardo  Gulión.==:Jo8é  de  Gamica.=FranciBco  Toda.ssBicardo  Molí- 
na.=Vioente  de  Pinlés.=Tomás  Gúdal. 

Publicación.=:Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia,  por  el 
Excmo.  Sr,  D.  Ricardo  Gullón,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  cele- 
brando audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  que  cer- 
tifico como  Belator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  8  de  Junio  de  1901.=Licenciado  Hilario  María  Gonsáles  y 
Torres. 


NvLm.  14:7.--TRIBUNAL  SUPREMO.-S  Junio,  pnb.  el  21  de  Aoftfo. 

Casación  por  infracción  de  LEY.—lndemnizaeión  de  perjiadae.-— 
Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por 
D.  Fernando  Martín  Vargas  contra  la  pronunciada  por  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Granada,  en  pleito  con  el  Director 
de  la  Compañia  de  los  ferrocarriles  Andaluces. 
Bn  sus  CONSIDERANDOS  SO  ostableco: 

Que  con  arreglo  á  lo  que  terminantemente  dispone  el  art*  1902  del 
Código  eivüy  ee  necesario^  para  que  proceda  la  reparación  del  daño 
cawítdOy  que  éste  provenga  de. acción  ú  omisión  en  que  hay  a  interve- 
nido culpa  ó  negligencia  por  parte  del  causante. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  3  de  Junio  de  IttOl,  en  los  autoe  de 
juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera 
instancia  del  distrito  de  la  Alameda  de  Málaga  y  la  Sala  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  Granada  por  D.  Fernando  Martin  Vargas,  jornalero,  veciao 
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de  dioha  eiadad  de  Ifálftg»,  cootni  el  Dlreetor  de  le  Compellia  de  teto- 
oanilee  Andaiiioee»  sobre  indeiimis»ción  de  perjuicios;  «atoe  pendimtes 
ante  Hos  en  recurso  de  eesatíóD  por  iafreeoidn  de  ley  interpoeste  por  el 
demándente,  á  quien  repreeenta  el  Proeuredoír  D.  Joeé  Mertinei  de  Cir* 
Tsjal  y  han  defendido  los  Licenciados  D.  Antonio  Lopes  Mufios  y  Don 
Luis  Viliaisoto,  éste  en  el  acto  dé  la  vista;  estándolo  la  Compefiía  de- 
mandada por  el  Procurador  D.  Luis  Lumbreras  y  el  Doelor  D.  Fiandaeo 
Ijtatres: 

Besultando  que  el  4  de  Septieaibre  de  1894,  en  ocaaión  de  estsr  la  mA- 
quina  mtm.  37  haciendo  msniobras  en  la  linea  denominada  del  Peso,  ea 
la  estación  de  Málaga,  se  produjo  un  incendio  en  un  almiar  de  paja  pié- 
sdmo  á  dicha  TÍa,  perteneciente  á  D.  Joeé  Falcan,  y  en  otro  contigao 
perteneciente  á  D.  Femando  Martín  Vargas,  instruyéndose  con  tal  mo> 
tivo  el  oportuno  sumario,  que  fuésobreseldo  en  7  de  Noyiembre  del  mis- 
mo afio,  por  no  aparecer  quién  fuese  la  persona  lesponaable  del  lá- 
Bleetre: 

Besultando  que  D.  Femando  Martín  Vargas,  con  fecha  7  de  Didem- 
fare  de  18tt4,  dedujo  demanda  de  Juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  ante 
el  Jusgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Alameda  de  Máltgt 
,  oontra  el  Director  de  loe  ferrocarriles  Andaluces,  ctm  la  súplica  de  qae 
ae  le  condenase  á  pagar  al  demandante  6.350  pesetas  por  los  perjuicioi 
que  se  le  hablan  irrogado  en  el  incendio,  y  las  costas  del  juicio: 

Beeultando  que  en  el  cuerpo  de  la  demanda,  como  fundamentos  da 
hecho  y  de  derecho,  encaminados  á  sostener  eu  pretensión,  alegó  sostui- 
cialmente  el  D.  Femando  Martin  Vargas:  venir  permitiéndoee  á  los  eon- 
eignatarios  de  grandes  cantidades  de  paja  desde  los  primeros  tiempos  de 
la  explotación  de  la  línea  de  Córdoba  A  Málaga  la  ocupación  en  todas  Its 
épocas  con  aquella  mercancía  de  un  sitio  que,  si  bien  se  encuentra  den* 
tro  del  recinto  de  la  estación,  está  sqMirado  por  una  verja  de  las  vías  ge- 
nerales, hallándose  rodeado  de  otras  accesorias,  entre  ellas  la  denomi- 
nada del  Peso,  utilisables  para  la  carga  y  descarga  de  mercancías,  ea 
cuyo  sitio,  bajo  la  custodia  y  cuidado  de  dos  guardas  de  la  compafiía  de- 
mandada, se  formaban  grandes  depóeltoe  de  paja  para  irla  vendiende 
paulatinamente;  haberse  parado  el  4  de  Septiembre  de  aquel  afio  la  má- 
quina núm.  27,  que  se  encontraba  haciendo  maniobras  en  la  línea  del 
Peso,  junto  al  almiar  de  D.  José  Falcón,  á  un  metro  de  distancia,  y  il 
dar  contravapor  para  emprender  la  marcha,  como  quiera  que  mientne 
estuvo  parada  le  habían  echado  una  carga  de  carbón  para  alimentar  el 
fuego,  salieron  chispas  por  la  chimenea,  que  cayendo  en  el  mencionado 
almiar  prendieron  fuego  á  la  paja  y  ocasionaron  un  incendio  que  se  eo- 
nrió  al  depósito  del  demandante,  distante  de  aquel  unos  éO  centímetioi, 
el  cual  contenia  11.000  arrobas  dé  la  expresada  mercancía  y  los  utensi- 
lios necesarios  á  la  industria  á  que  se  dedicaba;  y  ascender  los  perjoleioe 
que  se  le  ocasionaron  á  la  suma  de  6.260  pesetas,  que  inútilmente  habU 
xeclamado  á  la  Compafiía,  á  pesar  de  haber  ocasionado  el  incendio  la 
falta  de  precaución  de  sus  empleados,  que  no  tuvieron  en  cuenta  qae  el 
echar  carbón  á  la  máquina  forsosamente  debían  de  salir  chispas  que  po- 
dían en  aquel  sitio  ocasionar  un  incendio,  como  lo  ocasionaron,  no  po- 
niendo el  maquinista  la  diligencia  que  requería  el  lugar  en  que  se  en- 
contraba, sino  que,  por  el  contrario,  intervino  en  su  conducta  ignoran- 
cia y  negligencia  constitutiva  de  la  culpa  jurídica;  y  citó  la  ley  11,  tít.  33, 
Partida  7.*;  el  art.  14  de  la  de  Policía  de  ferrocarriles  de  28  de  Noviem- 
hra  del  77,  y  los  1089,  1100  al  1106,  1903  y  1908  del  Código  civil: 

Resultando  que  el  Director  de  ios  ferrocarriles  Andaluces,  ai  contes- 
tar, pidió  se  absolviera  á  la  Compafiía,  y  formuló  reconvención  ea  eoli- 
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€itüá  de  que  se  condenase  al  actor  al  pago  de  derechos  de  almacenaje, 
con  expresa  imposición  de  costas,  para  lo  cnal  sostnyo,  además  de  negar 
lo  qoe  en  contrario  se  afirmaba  en  la  demanda:  que  á  fin  de  regularizar 
los  servicios  referentes  á  los  depósitos  de  meroaneias,  el  16  de  Noviem- 
bre de  1882  dirigió  ana  carta  circalar  á  los  qne  ocupaban  terrenos  en  Is 
estación  de  Málaga,  ad virtiéndoles  que  toda  concesión  que  para  aquel 
efecto  se  hiciera,  fuese  gratuita  ó  mediante  pago,  debería  entenderse  he- 
cha bajo  la  absoluta  responsabilidad  de  su  dueño,  sin  que  la  Kmpress 
contrajera  ninguna  por  los  dallos  y  perjuicios  que  pudiesen  sobrevenir 
á  causa  de  incendio,  sustracción  ó  averias,  siendo  aceptado  dicho  acuer- 
do por  todos  los  traficantes  de  paja,  cual  lo  comprobaban  dos  cartas  de 
conformidad  que  acompafiaba  á  su  escrito;  que  sin  autorización  de  nadie 
estableció  el  demandante,  de  un  modo  furtivo  y  cauteloso,  un  almiaren 
el  sitio  que  tuvo  por  conveniente^  pues  la  Compañía  nada  supo  hasta 
que  ocurrió  e}  Incendio,  el  cual  no  era  cierto  que  fuese  producido  por 
una  chispa  de  la  máquina  ni  que  ocasionara  los  perjuicios  demandados, 
toda  ves  que  había  aprovechado  el  actor  gran  parte  de  la  paja,  por  no  ha- 
berse quemado,  importando  aquéllos  á  lo  sumo  unas  800  pesetas;  y  que 
el  D.  Fernando  Martín  Vargas  había  utilizado  ilícitamente  terrenos  de 
la  Compañía,  hallándose  obligado  en  consecuencia  á  pagar  almacenaje 
de  las  mercancías  que  depositó,  é  impugnó  las  citas  legales  de  la  deman- 
da, invocando  por  su  parte  el  art.  5.*  y  el  párrafo  segundo  del  6.^  de  la 
ley  de  Policía  de  ferrocarriles  de  1877: 

Resultando  que  sin  adición  sustancial  y  con  extensos  razonamientos 
insistieron  ambas  partes  al  replicar  y  duplicar  en  las  alegaciones  de  sus 
anteriores  escritos,  reproduciendo  sus  respectivas  pretensiones;  y  reci- 
bido el  pleito  á  prueba  se  practicó  la  de  confesión  en  juicio,  documental, 
de  inspección  ocular,  pericial  y  de  testigos,  dictando  el  Juzgado  en  sa 
día  sentencia  absolutoria  de  la  demanda  y  reconvención,  qne  fué  con- 
sentida por  la  Compañía  de  los  ferrocarriles  Andaluces  y  apelada  por 
J>.  Fernando  Martín  Vargas,  la  que,  previos  los  trámites  correspondien- 
tes á  la  segunda  instancia,  confirmó  el  1.^  de  Junio  del  año  próximo  pa- 
sado la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Granada,  que  Impuso  las  cos- 
tas de  la  alzada  al  apelante: 

Resultando  que  D.  Fernando  Martín  Vargas  ha  interpuesto  recurso 
de  capación,  como  comprendido  en  el  nóm.  1.^  del  art.  1692  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  alegando  haberse  infringido: 

Primero.  £1  art.  1902  del  Código  civil,  en  cuanto  la  Bala  sentencia- 
dora considera  que  la  Compañía  demandada  no  tenía  la  obligación  de 
respetar  y  cuidar  los  depósitos  existentes  en  la  estación  porque  nada  ha- 
bía concertado  respecto  de  ellos,  pues  siendo  á  todas  luces  inminente  el 
peligro  de  incendio  que  nacía  desde  el  momento  que  las  chispas  habíaQ 
de  caer  sobre  materia  tan  inflamable  como  la  paja,  lo  cual  fué  desaten- 
dido por  el  empleado  conductor  de  la  locomotora,  quien  al  echar  carbón 
aabía  demasiado  la  salida  Inmediata  de  chispas  necesariamente  causadas 
al  principio  de  la  combustión,  es  indudable  la  negligencia  que  por  des- 
gracia, y  no  obstante  poderse  evitar  á  tan  poca  costa,  ocasionó  el  incen- 
dio, ya  que  es  doctrina  legal,  universalmente  admitida,  qne  siempre  y 
en  toda  ocasión  existe  para  cada  derecho  el  límite  infranqueable  de  no 
dañar  ni  perjudicar  con  su  ejercicio  á  las  personas  ó  propiedades;  y  aun- 
que se  admita  que  por  parte  de  la  Compañía  existía  el  derecho  de  dis- 
poner libremente  del  terreno  de  la  estación,  es  incuestionable  qne  si  en 
el  ejercicio  de  tal  derecho  ocasionaba  daños  ó  perjuicios  mediando  culpa 
ó  negligencia,  se  había  de  ver  obligada  á  repararlos;  y 

Segundo.    El  caso  8.^  del  art.  1903  del  mismo  Código  civil,  que  esta- 
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blece  Ift  obllgiclón  en  que  están  loe  Direetoree  de  Empresas  de  reptnr 
los  perjuicios  cansados  por  sas  dependientes  en  el  eeryieio  de  los  raaMM 
en  qne  les  tienen  empleados  ó  con  ocasión  de  sos  í unciones,  porserela- 
TO,  como  consecneneia  lógica  del  motivo  anterior,  qne  apreciada  la  ne- 
gligencia en  el  empleado  que  condncia  la  máqnlna  nóm.  S7,  el  Direetei 
de  la  Empresa  de  los  ferrocarriles  Andaluces  se  hallaba  obligado  per  la 
ley  á  reparar  el  perjuicio  cansado. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Gnllón: 

Considerando  qne  con  arreglo  á  lo  que  terminantemente  dispone  el  ar- 
tículo 1902  del  Código  civil,  único  fundamento,  en  rigor,  del  recurso  in- 
terpuesto, es  necesario,  para  qne  proceda  la  reparación  del  dafio  cansa- 
do, que  éste  provenga  de  acción  ú  omisión  en  qne  haya  intervMilds 
colpa  ó  negligencia  por  parte  del  cansante: 

Considerando  que  la  sentencia  recurrida,  en  virtud  de  los  hechos  qm 
consigna  con  relación  á  las  pruebas  del  pleito»  declara  qoQ  no  han  ineo- 
rrido  en  colpa  ó  neidlgencia  los  dependientes  de  la  Compafiia  del  ferro- 
carril, á  la  cnal  no  afecta  en  este  caso  responsabilidad  directa  ni  im^ 
recta,  porque  ninguna  obligación  había  contraído  7  porque  los  almiares 
de  paja,  sin  convenio  ó  pacto  que  limitase  el  derecho  de  la  Empresta 
utilisar  la  vía  llamada  del  Peso,  se  colocaron  á  la  inmediación  de  li 
misma  por  los  duefios  de  aquella  mercancía  á  sabiendas  del  oso  cons- 
tante qne  se  hacía  de  didia  vía  y  del  consiguiente  riesgo  qne  podía  es- 
rrer  la  paja,  por  cuya  rasón  no  hay  vínculo  jurídico  ni  precepto  legd 
qoe  ampare  la  indemnixaclón  qne  pide  el  recurrente;  y 

Considerando  qne,  por  lo  que  se  deja  expuesto,  son  inaplieables  á  li 
cuestión  del  pleito  los  artículos  del  Código  civil  invocados  como  infris- 
gldos  en  los  dos  motivos  del  recurso  y  que  únicamente  podrían  citarM 
oon  éxito  si  se  hubiese  demostrado  la  culpa  ó  negligencia  de  la  Oompa- 
fiia  ferroviaria; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  le- 
corso  de  casación  interpuesto  por  D.  Fernando  Martín  Vargas,  á  qnisi 
condenamos  al  pago  de  las  costas,  y  si  se  le  hubiere  negado  ó  negase  el 
beneficio  de  la  defensa  por  pobre,  ó  si  otorgado  tal  beneficio  viniere  á 
mejor  fortuna,  al  de  la  cantidad  de  1.000  pesetas,  por  rasón  de  deposite, 
á  la  que  se  dará  la  aplicación  que  dispone  la  ley;  y  con  la  oportuna  cer- 
tificación, devuélvase  á  la  Audiencia  de  Granada  el  apontamiento  de  toe 
autos. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  qoe  se  publicará  en  la  Gaceta  é  ia- 
sertar^  en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  eoplai 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=Joeé  de  Aldeísea. 
=RicRrdo  Gullón.=:José  de  Gamic«.=Francisce  Toda.=Bieardo  MoH- 
iia.= Vicente  de  Piniés.=Tomás  Gúdal. 

Pnblicación.=:Leída  y  publicada  fué  la  anterior  «satenda  por  él 
Sxcmo.  8r.  D.  Ricardo  GuUón,  Magistrado  del  Tribonal  Supremo,  ce- 
lebrando audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  da  hoy,  de  qss 
certifico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  8  de  Junio  de  l»01.=Licenciade  Hilario  María  Qonsálsi  f 
Torras. 
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ITüin.  148.— TRIBUMAL  SUPREMO.— 3  de  Jvnio,  pnb.  el  21  de  Agoste. 

Casación  por  infracción  de  ley.— Po^o  de  eanttdad.—SenieneiwL 
declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  Doña 
liarla  de  los  Andeles  Palau  y  oíros  contra  la  pronunciada  por 
la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Palma,  en  pleito  con  Don 
Gabriel  Sor^. 
fin  sus  CONSIDERANDOS  86  Astabloce: 

Que  en  casación  no  son  de  estimar  las  citas  de  infracciones  basa- 
das en  supuestos  inexactos. 

Que  los  preceptos  de  ley  de  2  de  Agosto  de  Í899,  según  lo  estable- 
ce expresamente  su  art.  2?^  no  tienen  efecto  retroacttoo. 

En  la  villa  y  oorte  de  Madrid,  á  S  de  Jauto  de  1901,  en  el  pleito  ee- 
Sfoido  ante  ei  Jugado  de  primera  instaada  del  partido  de  Ibisa  y  la  Sala 
de  Jnfltieia  de  la  Andieacia  de  Palma  de  Mallorca  por  D.  Grabriel  Hará 
Palan,  esoribiente  y  vecino  de  Ibiss,  contra  Dofia  María  de  loe  Angeles, 
DolSa  Antonia  y  Dofia  Franeisca  Palan  y  8orá,  ein  profesión  y  de  la 
misma  vecindad^  sobre  pago  de  oaatldad;  pendiente  ante  Nos  en  recurso 
da  casación  por  infraceión  de  ley  interpuesto  por  la  parte  demandada, 
rspnsentada  y  defendida  por  el  Procurador  D.  Lois  Montiel  y  el  Dr.  Don 
Antonio  Doraingaes  Alfonso;  habiéndose  personado  la  parte  recurrida 
representada  por  el  Procurador  D.  Fidel  Serrano  y  defendida  por  el  Le- 
trado D.  Antonto  Maura: 

Besultando  que  en  16  de  Noviembre  de  1808  D.  Gabriel  Sorá  Palav 
formuló  demanda  en  Juioto  declarativo  de  mayor  cuantía  origen  de  estos 
autos  contra  Dofia  María  de  los  Angeles,  Dofia  Antonia  y  Dofia  Francisca 
Palau  y  Sorá,  en  la  que  alegó:  que  según  rasuUaba  del  documento  pri- 
vado que  acompasaba  otorgado  en  Ibicael  20  de  Junto  de  1896,  y  sus- 
crito por  D.  lAanUel  Palau  y  Aquensa,  Deán  y  Vicario  capitular  de 
aquélla  Dtoeesls,  y  cerno  testigos  por  D.  Juan  Torres  y  Rivas  y  D.  José 
María  y  Sola,  el  primero  recibió  antes  de  aquel  acto,  en  calidad  de  prés- 
tamo sin  estipular  interés,  de  su  sobrino  D.  Gabriel  Sorá  y  Pftiau  la 
eantídad  de  20.000  pesetas,  la  cual  declaró  deber  y  se  obligó  á  devolver 
cuando  fuese  la  voluntad  del  indicado  nrestamista  ó  de  quien  lo  .repre- 
sentare, siendo  de  su  cuenta  y  cargo  las  costas  y  gastos  que  pudiera 
ocastonar  el  cobro,  y  expresando  su  deseo  de  que  el  £>cumento  que  otor- 
gaba para  hacer  constar  la  deuda,  aunque  privado,  tuviese  la  misma 
íuersa  y  validez  que  si  fuese  escritura  pi&bHca  con  todas  las  formalida- 
des y  requisitos  de  ley;  que  el  citado  D.  Manuel  Palau  y  Aquensa  fa- 
lleció el  18  de  Abril  de  1898  sin  otorgar  testamento,  siendo  declarados 
herederos  por  auto  de  16  de  Agosto,  sv  hermana  Dofia  Josefa  Palan  por 
propio  derecho  y  sus  sobrinos  D.  Juan,  Dofia  María  de  ios  Angeles,  Dofia 
Antonia  y  Dofia  Francisca  Palau  y  Sorá,  en  representación  de  eu  di- 
funto padre,  D.  Pedro  Palau;  y  que  D.  Maau#l  Patán  faileció  sin  haber 
devuelto  al  demandante  la  mendonada  cantidad  de  20.000  pesetas  quo 
ésto  reclamó  particular  y  amistoeaaMuts  á  los  herederos,  sin  que  talca 
mclamacloaes  dieran  resultado  en  cuanto  á  lastses  hermanas  demanda- 
das, á  las  qoe  correspondía  satisfacer  2.600  pesetas  á  cada  una,  por  toda 
lo  cual  pidió  se  las  condenase  al  pago,  dentro  de  tercer. día,  de  la  eantir 
dad  dé  7.600  pesetas,  importe  de  las  tres  octavas  partes  qoe  debían  sa^ 
tisfacerle  de  las  20.000  que  en  calidad  de  préstamo  recibió  D.  Manual 
Palau  del  demandante,  con  los  intereses  de  6  por  100  4esde  el  10  da 
Septiembre  de  1898,  fecha  del  acto  conciliario,  previo  á  la  demanda  haata 
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el  da  Ift  completa  solación  de  U  deuda,  con  máa  las  eostas  del  inicio;  y 
aeompafió  á  eeta  demanda,  ademáa  del  docomento  privado  ya  relatado, 
una  certificación  del  aoto  de  declaración  de  herederos,  del  que  también 
M  ha  hecho  mención,  dictado  por  el  Jugado  de  Ibim  en  10  de  Agosto 
de  1898: 

Resultando  que  Dofia  María  de  los  Angeles,  Dofia  Antonia  y  Dofia 
Francisca  Palau,  autorisadas  por  sus  respectivos  maridos,  opusieron  á 
la  demanda  la  excepción  de  nulidad  del  supuesto  contrato  de  préstamo 
por  ser  falsa  la  causa  que  dio  origen  at  mismo,  y  oontestaron  á  los  he- 
chos alegados  por  el  demandante:  que  negaban  el  contenido  del  doco- 
mento privado  en  cuanto  á  la  realisación  y  efectividad  del  préstamo  qm 
ee  decía  hecho  con  anterioridad  á  la  fecha  del  mismo;  que  D.  Maniul 
Palau,  que  al  fallecer  desempefiaba  el  cargo  de  Deán  desde  Fel»erodft 
1888,  adquirió  y  percibió  además  la  cantidad  de  40.000  pesetas,  aproxi- 
madamente, en  dinero  efectivo,  importe  del  legado  que  le  dejó  en  testa- 
mento su  primo  D.  Antonio  Palau,  suma  que  aquél  tenía  colocada  á 
préstamo  con  interés  en  la  fecha  de  su  óbito;  que  el  demandante  babfa 
carecido  siempre  de  toda  clase  de  bienes  y  rentas,  no  tenía  ni  hahia  te- 
nido profesión  ni  oficio  alguno,  ni  ejercido  industria,  ni  comercio,  ni 
desempeñado  empleo  público,  ni  de  partíeulares,  ni  le  había  tocado  pre> 
mió  alguno  de  la  lotería,  habiendo  vivido  siempre  á  expensas  de  su  fa- 
milia y  de  su  tío  D.  Manuel  Palau,  careciendo  hasta  aquella  fecha  de 
toda  clase  de  ocupación;  y  que  negaba  en  absoluto  que  el  préstamo  fuera 
real  y  efectivo,  por  lo  que  se  explicaban  perfectamente  que  Palau  falle- 
ciera sin  devolver  al  demandante  lo  que  éste  no  le  había  entregado  ni 
podido  entregarle,  no  siendo  cierto  que  ccm  posterioridad  al  &lleci- 
miento  de  aquél  hiciera,  reclamación  alguna  relacionada  con  el  asunto 
de  que  se  trataba,  y  terminaron  pidiendo  se  les  absolviera  de  la  demanda 
eon  las  costas  al  actor,  acompafiando  á  este  escrito  seis  certiflcacioDeB 
libradas,  respectivamente,  en  28  de  Noviembre  y  1.^,  10,  SS,  24  y  18  de 
Diciembre  por  los  Secretarios  délos  Ayuntamientos  de  Fermenten, 
Santa  Eulalia,  San  Antonio  Abad,  San  José  de  Hevia  y  San  Juan  Baa- 
tista  y  el  Interventor  de  Hacienda  de  la  Administración  depositaria  de 
Ibisa,  en  las  que  consta  que  D.  Gabriel  Sorá  no  figura  con  cuota  algosa 
para  el  Tesoro,  ni  poseía  ni  había  poseído  bienes  ni  rentas  de  ningona 
clase,  ni  ejercido  industria  alguna  en  los  territorios  de  referencia: 

Resultando  que  en  la  réplica  insistió  el  actor  en  sus  pretensiones  y 
sostuvo  sus  afirmaciones,  y  afiadió,  entre  otros  extremos,  que  era  inad- 
misible, dadas  sus  cualidades  morales,  que  D.  Manuel  Palau  confesara 
falsamente,  bajo  su  firma,  haber  recibido  20.000  pesetea  del  dicente,  el 
que  antes  del  20  de  Junio  de  1896  tenía  recursos  pecuniarios  propios, 
más  que  suficientes,  para  poder  prestar,  como  -prestó,  á  su  tío  la  mea- 
donada  cantidad;  y  que  negaba  en  absoluto  que  el  contrato  de  préstamo 
fuera  simulado: 

Resultando  que  las  demandadas  en  la  duplica  reprodujeron  lo  ^ 
ellas  alegado  y  solicitado  al  contestar  la  demanda,  y  además  exposic- 
ión: que  estaban  conformes  en  que  el  documento  ivivado^  donde  se  har 
da  constar  el  supuesto  préstamo,  fué  iiuscrito,  en  efecto,  por  las  perso- 
nas que  en  él  figuraban  como  firmantes,  pero  negaba  la  legitimidad  de 
la  obligación  que  se  suponía  contraída  por  virtud  de  dicho  documento; 
que  no  había,  á  su  juicio,  ni  lo  había  supuesto,  falsedad  alguna  en  el 
sentido  real  y  verdadero  de  esta  palabra  en  el  derecho  de  manifestar  y 
hacer  constar  Palau  bajo  su  firma  haber  recibido  en  préstamo  de  sn  so- 
brino Sorá  las  20.000  pesetas,  sin  que  realmente  hubiera  habido  tal  eoo* 
irato;  y  que  semejante  manifestación  no  podía  cansar  perjuicio  ni  lesio* 
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HAT  derecho  ftlgano,  debiendo  tradaclree  el  acto  más  bien  como  ment 
eonplacencla  á  reiteradas  exigencias  de  familia,  que  como  medio  de 
contraer  ana  verdadera  obligación: 

Besultando  qne  recibido  el  pleito  á  pmeba  se  practicó  de  posicione*, 
y  absolviéndolas  el  demandado,  declaró:  que  no  había  tenido  ni  tenia 
profesión  ni  oficio,  ni  había  ejercido  ni  ejercía  industria  ni  comercio; 
que  no  había  desempefiado  empleos,  pero  le  había  tocado  algunos  pre- 
mios de  la  lotería  de  los  pequeños,  y  en  diferentes  ocasiones  auxilió  á 
BQ  padre  en  empleos  y  ocupaciones,  lo  que  le  produjo  algún  lucro;  que 
había  carecido  siempre  en  absoluto  de  toda  clase  de  bienes  inmuebles  y 
rentas;  que  hasta  que  contrajo  matrimonio  vivió  en  compafiía  de  su  tío 
D.  Manuel  Palan  y  de  su  familia  7  á  expensas  de  aquél;  que  entregó  á 
8Q  dicho  tío  D.  Manuel  Palau  en  billetes  del  Banco  y  metálico  la  canti- 
dad de  20.000  pesetas  consignada  en  el  documento;  y  que  cuando  le  hiao 
el  préstamo  no  se  pactó  interés  alguno  ni  su  tío  \fi  entregó  mientras  per- 
maneció soltero  cantidad  alguna  por  este  concepto,  pero  cuando  contrajo 
matrimonio  le  dijo  que  en  adelante  le  pagaría  intereses  por  la  cantidad 
prestada,  y  en  tai  concepto  le  entregó  en  lo  sucesivo  20  duros  men- 
enalee: 

Besultando  que  también  se  practicó  prueba  testifical,  declarando  Don 
Jnan  Torres  y  Bivas:  que  era  suya  la  firma  que  figuraba  en  el  documento; 
qne  no  recordaba  ni  presenció  que  D.  Gabriel  Sorá  entregara  á  D.  Manuel 
Palau  la  cantidad  que  expresaba  el  documento;  que  sabía  que  éste  prestó 
alguna  cantidad  de  consideración  y  otras  de  poca  importancia,  proee- 
dentes  del  legado  que  le  hizo  D.  Antonio  Palau,  pero  ignoraba  si  las  ten- 
dría ó  no  cobradas  á  su  fallecimiento;  que  dicho  D.  Manuel  Palau  podía 
gosar,  dados  sus  cargos  y  capital,  de  una  posición  desahogada,  no  pn- 
diendo  el  declarante  asegurarlo  por  no  estar  al  corriente  de  sus  asuntoa 
y  obligaciones,  ni  tampoco  que  no  tuviese  en  alguna  ocasión  necesidad 
de  pedir  dinero  prestado;  D.  José  María  y  8olá,  que  era  auténtica  la  firma 
anya  que  en  el  documento  figuraba;  que  D.  Manuel  Palau  prestó  en  cierta 
ocasión  1.000  pesetas,  é  ignoraba  si  prestó  otras  cantidades,  así  como  la 
procedencia  de  aquélla,  y  en  cuanto  á  los  demás  extremos,  contestó  sus- 
tancialmente  lo  mismo  que  el  testigo  anterior;  D.  José  Olmo,  que  le 
oonstaba  la  cortesa  del  documento  por  haberlo  redactado  y  extendido  á 
presencia  del  Notario  D.  Luis  Biera;  que  no  presenció  que  D.  Gabriel 
Sorá  entregara  á  D.  Manuel  Palau  la  cantidad  de  20.000  pesetas;  que 
como  OQcial  de  la  citada  Notaría,  recordaba  que  mediante  cierta  canti- 
dad de  consideración,  cuya  procedencia  ignoraba,  que  había  oído  decir 
de  público  que  dicho  señor  tenía  posición  desahogada,  y  que  habién- 
dole oído  decir  en  algunas  ocasiones  á  D.  Manuel  Paláu  que  había 
hecho  regalos  ó  donativos  de  consideración  á  su  sobrino  Gabriel  Sorá, 
creía  que  éste  podría  tener  por  tal  motivo  las  20.000  pesetas  de  referen- 
cia; D.  Hilarlo  Cirer,  D.  Juan  Cardona  y  D.  Mariano  Biquer,  que  D.  Ma- 
nuel Palan  fué  siempre  muy  desprendido  y  hacía  considerables  y  conti- 
nuas limosnas,  por  lo  cual  vivía  pobre;  y  además  afirmaron:  el  primero, 
que  sabía  de  público  que  D.  Manuel  Palau  tenía  dadas  en  préstamo  can- 
tídades,  y  que  si  bien  contaba  con  ingresos  para  vivir  con  mucho  des- 
ahogo, no  sucedía  así,  á  causa  de  su  desprendimiento  y  caridad;  el  se- 
gundo y  tercero,  que  D.  Manuel  Palau,  cuando  murió,  tenía  dadas  en 
préstamo  cantidades  de  consideración,  procedentes  del  legado  que  le  hiao 
sn  primo  Antonio  Palau,  por  lo  cual,  y  por  los  cargos  de  Deán  y  Vicario 
capitular  que  desempefió,  tenía  una  posición  muy  desahogada,  aunque 
era  refractario  á»la  ostentación  y  le  gustaba  vivir  con  modestia;  y  loa 
tres  que  el  demandante  vivía  con  desahogo  é  independencia  completada 
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me  parienU*»  con  aa  Mpos*,  hija  y  uqs  criada,  y  hacia  pocos  meaei  fa- 
Uactoron  loa  padrea  de  D.  Gabriel  Sorá,  habiendo  vivido  ea  madre  «a  la 
casa  y  compaliía  del  mismo  los  últlmoe  dias  de  aa  vida,  de  coyos  padrea 
adquirió  éete.  parte  de  la  herencia: 

Besultando  que  además  declararon  D.  Vicente  Vifias,  que  había  oída 
decir  de  público  qoe  D.  Manuel  Palan  y  los  padres  de  D.  Gabriel  8ofá 
•ntregaron  á  éste  cantidades  de  mucha  consideración;  que  no  creía  posi- 
ble que  D.  Manuel  Palau  recibiera  20.000  pesetas  prestadas  de  Soiá;  Dtm 
Acisclo  Llobet,  que  no  creia  en  absoluto  que  D.  Manuel  Palau  reeiUeía 
30.000  pesetas  prestadas  de  Sorá  con  tal  que  no  se  supusiera  que  la  soma 
hubiese  sido  adquirida  ó  ganada  por  éete;  D.  Mariano  Palermo,  que  sola 
creia  posible  que  D.  Manuel  Palau  recibiera  de  su  sobrino  20.000  pesetia 
prestadaa,  si  D.  Gabriel  Sorá  laa  bnbieee  adquirido  de  un  modo  deaeona- 
eido  para  el  testigo;  y  D.  Juan  Palermo,  que  le  parecía  extrafio  ó  dilíeU 
el  mencionado  préstanao  entre  Palau  y  Sorá»  dadas  las  respectivas  posi- 
ciones: 

Resultando  que  sustanciado  el  juicio  en  dos  instandaay  la  Sala  de 
Josticia  de  la  Audiencia  de  Palma  de  Mallorca,  con  fecha  16  de  Novieía- 
bre  de  1900,  dictó  sentencia  revocatoria  de  la  del  inferior  y  declaró  ha- 
ber lugar  á  la  demanda  interpuesta  por  D.  Gabriel  Sorá  yPalan,  conde- 
nando en  so  virtud  á  las  demandadas  Dofia  María  de  los  Angeles,  Dofia 
Antonia  y  Dofia  Francisca  Palau  y  Sorá  á  pagar  dentro  de  tercero  día  al 
demandante  la  cantidad  de  7.500  pesetas,  importe  de  las  tres  octavas 
partes  que  debían  satisfacerle  de  las  20.000  que  en  calidad  de  préstaiaa 
recibió  D.  Manuel  Palau  del  citado  D.  Gabriel  Sorá,  con  los  intereses  ú 
6  por  100  vencidos  y  que  yencieeen  desde  el  día  10  de  Septiembre  de  18tt 
hasta  el  de  la  completa  solución  de  la  deuda,  con  imposición  de  las  cos- 
tas de  la  primera  instancia  á  las  demandadas,  y  sin  hacer  especial  eos- 
dena  de  las  de  la  segunda: 

Besultando  que  Dofia  María  de  los  Angeles,  Dofia  Antonia  y  Dofia 
Francisca  Palau  y  Sorá  han  interpuesto  recurso  de  casación  por  infraa- 
don  de  ley  contra  el  mencionado  fallo,  fundado  en  los  números  1.^,  2.^ 
3.^  y  7.<^  del  art.  1692  de  la  de  enjuiciamiento  civil,  y  en  los  slgnieates 
motivos: 

Primero.  Los  artículos  del  Código  civil  1261,  que  trata  de  loa  requi- 
sitos esenciales  para  la  valides  de  los  contratos;  1300,  que  habla  de  la 
nulidad  del  contrato  en  que  no  concurran;  1301,  que  seflala  como  mo- 
tivo de  nulidad  la  falsedad  de  la  causa  y  de  su  duración  aun  después,  no 
ya  de  la  perfección,  sino  de  la  consumación  del  contrato  nulo;  1310,  qpe 
declara  sólo  confirmables  los  contratos  que  reúnan  los  requisitos  del  ar- 
ticulo 1261,  y  1278,  en  el  que  se  declara  que  serán  obligatorios  eoal- 
quiera  que  sea  la  forma  en  que  se  hayan  celebrado  siempre  que  en  ellos 
concurran  las  condiciones  esenciales  para  su  valides;  toda  ves  qus 
siendo  la  cuestión  planteada  en  el  pleito,  no  lo  de  loa  requisitos  fox^ 
mularios  para  la  valides  de  los  contratos,  sino  los  esenciales,  ha  es- 
quivado la  Sala  sentenciadora  entrar  en  el  examen  de  esta  cuestión,  y 
aplica  en  cambio  á  la  resolución  la  doctrina  relativa  á  la  forma  deoos- 
traerse  las  obligaeioiiea  y  su  trascendencia  á  los  herederos  de  los  contra- 
tantes: 

Segundo.  Error  de  derecho  en  la  apreciación  de  la  fueran  probatoria 
que  estima  la  Sala  sentenciadora  como  exclusiva  y  excluyente  de  toda 
otra  del  documento  ptivado,  en  que  aparece  consignada  la  causa  impug- 
nada como  falsa,  con  infracción  del  art.  1226  del  Código  civil,  que  no  da 
más  fuerza  probatoria  al  documento  privado  que  la  q^»  pueda  tenerla 
eacritara  pública;  del  1216,  que  habla  de  los  varios  medios  de  prueba; 
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del  1246»  en  relación  con  el  650  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  cítíI,  qae  ha- 
bla de  la  de  testigoe  y  de  la  doctrina  legal,  conforme  á  esos  y  otros  pre< 
«aptos  establecida,  entre  otras  sentencias  de  este  Tribnnal  Snpremo,  en 
la  de  8  de  Diciembre  de  1894,  6  de  Diciembre  de  1896  y  26  de  Enero  de 
1900,  según  la  que  la  prueba  documental  de  cnalquier  especie  no  es  pri* 
Tilegiada  y  exciuyente  de  las  demás,  y  muy  especialmente  respecto  á  lo 
que  no  toca  y  afecta  al  acto  de  la  formación  del  documento,  sino  aque- 
llos otros  á  que  las  manifestaciones  particulares  de  los  otorgantes  baoen 
referencia,  siendo  todo  ello  impugnable  en  juicio  al  probar  las  partea 
con  probansas  pertinentes  sus  acciones  y  excepciones,  debiendo  la  Sala 
apreciarlas  según  su  criterio  en  totalidad,  y  mostrando  cuál  es  el  heche 
que  aprecia  yerdadero  como  resultante  del  conjunto  de  los  medios  pro* 
batorios  que  ha  analizado  y  estudiado,  formando  su  juicio  comparaÜTO 
7  sintético: 

Tercero.  Por  incongruencia  entre  la  sentencia  y  las  pretensiones  de- 
dacidas  en  el  pleito,  infracción  del  principio  de  derecho  y  doctrina 
legal  de  que  los  Tribunales  han  de  dictar  sus  sentencias  y  resolver  las 
eaestiones  planteadas  en  yista  de  lo  expuesto  por  las  partes  y  lo  pro- 
bado, conforme  con  el  precito  de  los  artículos  869  y  669  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil  y  lo  ordenado  en  el  art.  1216  del  Código  civil  y  sub- 
eigoientes,  que  autorizan  Los  diversos  medios  de  prueba  é  imponen  su 
examen  y  apreciación  á  los  Tribunales  para  que  puedan  fijar  los  verda^ 
deros  hechos  debatidos;  é  infracción  de  la  doctrina  legal  establecida  y 
fandada  en  el  núm.  2.^  del  art.  1692  de  1^  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y 
declarada  por  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  9  de  Octubre  del 
80  y  á  de  Marso  de  1897,  según  la  que  hay  incongruencia  cuando  en  la 
sentencia  se  resuelven  cuestiones  que  por  no  haberse  planteado  por  las 
partes  no  han  sido  objeto  de  discusión,  toda  vea  que  la  sentencia  recQ- 
irida,  no  sólo  no  se  ocupa  de  las  acciones,  excepciones  y  hechos  alega- 
dos en  el  pleito  y  que  han  sido  objeto  de  prueba,  sino  que  trae  al  debate 
cansa  de  contratación  y  actos  y  cuestiones  jurídicas  que  no  han  sido 
objeto  de  prueba  ni  debate  al  estimar  que  sí  no  existe  la  causa  del  prée- 
tamo,  existe  la  de  liberalidad  del  otorgante,  que  es  lícita: 

Gaarto.  Infracción  del  art.  1214  del  Código  civil,  en  cnanto  declara 
que  la  prueba  de  las  obligaciones  incumbe  á  quien  reclama  su  cumpli- 
miento,  y  la  doctrina  legal  concordante  con  este  precepto,  establecida, 
entre  otras,  en  sentencias  de  1.®  de  Febrero  y  19  de  Marso  de  1899,  según 
la  cual,  cnando  el  actor  no  prueba  los  hechos  qne  constituyen  el  funda- 
mento de  su  acción,  hay  que  absolver  al  demandado,  lo  mismo  qne 
cuando  aparece  fundada  la  excepción  que  éste  alegue,  porque  la  Sala 
aenteneiadora  ha  debido  absolver  desde  el  momento  en  que  hace  como 
única  apreciación  de  conjunto  respecto  á  los  hechos  controvertidos  qne 
tesulta  dudosa  la  existencia  del  préstamo  qpe  se  supuso  causa  del  con- 
trato, afirmando  sólo  vaga  é  indefinitivamente  la  existencia  de  una 
causa  lícita,  que  fué  el  préstamo  ó  liberalidad  bajo  aquella  forma;  y  que 
la  controversia  y  las  pruebas  han  sido  tan  poderosas  en  su  ánimo  y 
juicio,  que  no  le  permiten  hacer  la  afirmación  de  la  cansa  en  qne  se 
apoya  la  acción  y  le  impiden  dar  como  nn  hecho  verdadero  la  existencia 
del  préstamo: 

Quinto.  Infracción  del  art.  1276  del  Código  civil,  en  cnanto  no  se 
atiende  á  su  precepto  claro  y  terminante  de  que  para  estimar  la  existen- 
cia de  una  cansa  verdadera  y  lícita  á  falta  de  la  causa  expresa,  desde  el 
momento  qne  ésta  ea  desechada  ó  no  reconocida  como  verdadera,  resulte 
ó  se  estime  probado;  de  la  doctrina  legal  concordante  de  que  sobre  los 
contratos  con  cansa  ialsa  no  se  puede  fundar  demanda  y  acción  aignnai 
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7  U  misma  deriytda  del  precepto  del  Código,  entre  otras,  en  eentendtt 
de  12  de  Abril  de  1899,  eegún  la  cual,  la  Sala  sentenciadora  se  ajosU  ti 
precepto  del  art.  1276  citado,  cuando  dicta  sn  fallo  conforme  á  ana  caoM 
yerdadera  y  lícita  qne  se  ha  alegado,  se  ha  intentado  probar  y  da  por 
probada,  aunque  se  haya  expresado  una  cansa  falsa  en  el  contrato  en 
que  una  obligación  determinada  se  consignara;  puesto  que  la  seoteocia 
recurrida  no  da  como  probada  ni  reconoce  como  verdadera  y  cierta  la 
causa  expresa  ni  la  licita,  y  se  limita  á  suponer  la  existencia  de  una  A 
otra,  lo  cual  no  basta,  pues  para  fundarse  en  la  expresa  hay  que  recono- 
cerla como  verdadera,  y  para  fundarse  en  la  no  expresa  hay  que  admi- 
tirla como  probada,  cosa  que  aquí  no  se  ha  hecho  ni  podía  hacerse,  pues 
ni  siquiera  se  ha  afirmado  por  el  actor: 

Sexto.  Por  no  haberse  aplicado  debidamente  ,infraoción  del  art  1376 
del  Código  civil,  y  por  aplicación  indebida  del  1277  y  sus  correlativos» 
pues  el  caso  de  autos  es  de  aquellos  á  que  se  refiere  el  art.  1802  del  Có- 
digo civil,  de  un  derecho  que  puede  utiliaarse  como  acción  y  como  ex- 
cepción, en  el  que  estaba  la  causa  falsa  expresa,  porque  el  Tribunal  no 
considera  y  afirma  y  aprecia  que  existió,  y  la  expone  como  dudosa  y  no 
como  un  hecho  cierto  y  positivo  que  pueda  establecerse  y  se  establesea 
á  conciencia  como  fundamento  del  fallo:  j 

Séptimo.     lacongruencla  entre  lo  demandado  y  el  fallo  y  exceso  en  lo  | 

otorgado  en  cnanto  se  refiere  á  los  intereses,  puesto  que  el  actor  solicitó  { 

la  condena  al  pago  del  interés  legal,  y  el  fallo,  sin  expresar  que  sea  por  ¡ 

este  concepto,  condena  al  interés  del  6  por  100  desde  cierto  día,  lo  cual 
no  es  la  misma  cosa,  é  infringe,  por  tanto,  la  doctrina  establecida  sobie 
congruencia,  entre  otras,  en  sentencia  de  4  de  Julio  de  1896:  i 

Octavo.    Infracción  del  art.  1 108  del  Código  civil  en  sos  párrafos  pri-  | 

mero  y  segundo,  por  cuanto  establece  que  á  falta  de  convenio  se  pagua 
el  interés  legal  en  caso  de  mora,  y  no  se  ha  dicho  en  el  fallo  que  sea  el 
legal  el  interés  que  se  manda  pagar,  y  la  sentencia  se  ha  dictado  cuando  I 

ya  estaba  establecido  el  interés  del  6  por  100  por  la  ley  de  2  de  Agosto  i 

de  1899: 

Noveno.    Por  cuanto  por  lo  dicho  se  ha  otorgado  más  interés  del  ps-  { 

dido,  se  ha  infringido  la  doctrina  legal  y  la  jurisprudencia  consignada, 
entre  otras,  en  la  sentencia  de  10  de  Octubre  de  1896;  y 

Décimo.  Infracción  de  ios  arts.  1.^  y  2.^  de  la  ley  de  2  de  igosto 
de  1899,  que  regulan  la  materia  especial  del  interés  legal,  estableciendo 
que  éste  sea  el  6  por  100  en  ves  del  6,  y  disponen  que  se  apliquen  lu  \ 

disposiciones  de  dicha  ley,  no  sólo  á  las  obligaciones  que  se  contraigan  i 

en  lo  sucesivo  por  la  mora  en  que  se  incurra  después  de  aquella  fecha, 
sino  á  aquellas  otras  en  que  el  derecho  á  exigir  el  interés  legal  naica  ó  | 

se  declare  por  autoridad  competente  con  posterioridad  á  la  promnlgir 
ción  de  dicha  ley,  y  la  sentencia  recurrida  se  dictó  en  16  de  Noviembie 
de  1900.  ' 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Molina: 
Considerando  que  no  es  exacto  que  la  Sala  sentenciadora  haya  aten- 
dido sólo  á  la  forma  externa  del  documento  otorgado  por  D.  Mannet  Pa- 
lau,  concepto  é  interpretación  erróneas  que  el  recurrente  quiere  dar  al 
fallo,  pues  lo  que  dicha  Sala  ha  hecho  ha  sido  tener  por  cierta  y  probada 
la  causa  del  contrato,  sirviéndole  de  demostración  de  sn  existencia  el 
contrato  mismo,  por  lo  que  afirma  y  las  circunstancias  que  le  acompafisp 
ron  y  siguieron: 

Considerando  que  tampoco  lo  es  que  la  sentencia  'deje  en  incioto 
cuál  fué  la  verdadera  causa,  ni  que  aseirare  que  fuese  nna  liberalidad, 
puesto  que  declara,  por  el  contrario,  desde  el  primor  considerando,  qM 
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fné  cansa  verdadera  el  préstamo,  siendo  la  frase  final  del  segundo  tma 
mera  hipótesis  en  qne  no  se  asegnra  que  fuera  causa  la  liberalidad,  sino 
qtie  aunque  ésta  hubiere  existido  no  resultaría  en  pugna  con  la  moral 
xxi  el  derecho;  y 

Considerando  que  así  como  no  son  de  estimar  por  lo  expuesto  lo« 
seis  motivos  principales  del  recurso,  no  lo  son  tampoco  los  cuatro  últi- 
mos que  se  ocupan  del  interés  de  demora  que  ha  de  abonarse  por  las 
cantidades  reclamadas  en  relación  con  los  preceptos  de  la  ley  de  2  de 
Agosto  de  1891^,  porque  siendo  anterior  á  esta  fecha  la  demanda  en  cuy» 
súplica  se  piden  intereses  al  6  por  100,  no  es  admisible  la  suposición 
de  que  al  otorgarlos  por  dicha  cuantía  la  sentencia,  en  necesaria  rela- 
ción con  la  época  en  que  se  pidieron,  haya  podido  infringir  una  ley  no 
existente  en  dicho  tiempo,  la  cual  establece  expresamente  en  su  ari.  3.® 
que  en  ningún  concepto  puede  darse  efecto  retroactivo  á  sus  disposi- 
ciones; 

Fallamos  que  debenios  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  «1  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  Dofia  María  de  los  Angeles,  Dofia  An- 
tonia y  Dofia  Francisca  Palau  y  Sorá,  á  quienes  condenamos  al  pago  de 
las  costas;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Palma  de  Mallorca  la  correspon- 
diente certificación^  devolviéndole  el  apuntamiento  qtie  remitió. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
sertará en  la  Colección  LfiGiSLATiVA,  pasándose  al  efecto  las  coplas 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  flrmamos.=JoBé  de  Aldecoa. 
=Bicardo  Gullón.=Joaquín  González  de  la  Pefia.=Pedro  Lavín.=Bf- 
cardo  Molina.=:Vlcente  de  Pinlés.=Tomé8  Gúdal. 

Publicación. sLeída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  ei 
Excmo.  6r.  D.  Ricardo  Molina,  Magistrado  de  la  Sala  de  lo  civil  del  Tri- 
bunal Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  día  de 
hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  8  de  Junio  de  1901.=BogeIio  González  Montes. 


Kúm.  14:Q.---TRIBUNAL  SUPREMO.— 5  Jsnio,  pivb.  el  21  y  22  de  Ageete. 

Casación  por  infracción  db  LEY.^Nulidad  deanotaeiones.^Senr 
tencia  declarando  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  la 
Compañía  de  los  ferrocarriles  de  Madrid  á  Zaragoza  v  á  Alican- 
te, contra  1a^  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audien- 
cia de  Sevilla,  en  pleito  con  D.  Saturnino  Martínez  y  otros. 
En  sus  CONSIDERANDOS  SO  establsco: 

Que  los  iémdnoB  para  la  caducidad  de  la  instancia  se  interrum- 
pen desde  la  presentación  del' escrito  en  que  se  inste  el  curso  delplei" 
to,  y  no  desde  el  dia  en  que  el  actuario  da  cuenta  del  pedimento  al 
Juez  6  Tribunal,  ya  porque  asi  se  desprende  del  texto  mismo  del  ar^ 
ticulo  4Í1  de  la  ley  ae  Enjuiciamiento  ciml,  ya  porque  para  el  ejer* 
eicio  de  cualquier  derecho  ó  recurso  en  general  sujetos  á  plasospre- 
establecidos,  la /echa  de  la  presentación  del  escrito,  bajo  la  garantía 
y  responsabilidad  del  funcionario  que  con  arregla  A  la  ley  da  fe  de 
la  entrega^  es  la  que  determina  la  oportunidad  ó  efleacia^  en  cuanto 
€U  iiempo\  de  la  pretensión  que  se  deduzca: 

Que  el  articulo  362  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  dvil  da  la  nor^ 
made  lo  que  se  debe  hacer  cuando  el  fallo  hubiera  de  fundarse  ex* 
elusivamente  en  el  supuesto  de  la  existencia  de  un  delito. 
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En  la  Tilla  y  corte  de  Madrid»  á  6  de  Junio  de  1901,  en  loe  antoe  pro- 
movidoe  en  el  Jozgado  de  primera  inatancia  del  distrito  de  San  Bom&o, 
de  Sevilla,  t  continaados  en  el  del  distrito  de  l|i  Magdalena  y  en  la  SaU 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  en  territorio  por  la  Oompafiia  de  loe  ferro- 
eairilee  de  Madrid  á  Zaragosa  j  á  Alicante  contra  D.  Satarnino  Martinei 
7  Martines,  y  por  su  defunción  con  sus  hijos  y  herederos  D.  José,  pio- 
pletario,  vecino  de  esta  corte;  D.  Luis  y  D.  Antonia,  propietarios,  ved- 
nos  de  Almendralejo;  D.  Emilio,  vecino  de  Marbella,  gerente  de  Ja  Co- 
lonia del  Ángel;  Dofia  Emilia,  consorte  de  D.  Pedro  Lópea  Ortis,  Ayu- 
dante de  Obras  públicas,  vecino  de  Málaga»  y  Dofla  C!oncepción,  esposa 
de  D.  Luis  de  la  Pefia  é  Hita,  propietario,  vecino  de  Almendraleio,  y  sos 
nietos  D.  Saturnino  y  D.  Javier  Merino,  representados  por  su  padre  Don 
Antonio  Merino  y  García,  vecino  de  Aceuchal,  sobre  nnlidad  de  anotar 
dones  hechas  en  el  Registro  de  la  propiedad  de  Mérlda  y  en  el  de  Sevi- 
lla y  otroe  extremos,  y  en  el  día  incidente  sobre  caducidad  de  la  instan- 
cia; pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  inf  raceión 
de  ley  ioterpuesto  por  la  Compafiía  demandante,  representada  por  el 
Procurador  D.  Luis  García  Ortega,  bajo  la  dirección  del  letrado  Don 
Eduardo  Dato;  habiendo  comparecido  los  demandados  y  recurridos,  re- 
presentados por  el.  Procurador  D»  Manuel  Brú,  y  dirigidos  por  el  Doctor 
D.  Eugenio  Montero  Ríos,  sustitui4os  en  el  acto  de  la  vista  por  el  Letra- 
do D.  Constantino  Careaga:  • 

Eesultando  que  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  ds 
San  Román,  de  Sevilla,  y  después  en  el  del  distrito  de  la  Magdalena  pro- 
movió autos  la  Compafiía  de  los  ferrocarrilee  de  Madrid  á  Zaragosa  y  á 
Alicante  contra  D.  Saturnino  Martines  y  Martines  sobre  nulidad  de  cier- 
tas anotaciones  hechas  en  el  Registro  de  la  propiedad,  reintegro  de  can- 
tidad é  indemnización  de  perjuicios;  en  cuyos  autos,  y  por  virtud  de  nn 
incidente  de  nulidad  que  promovió  la  parte  demandada  y  fué  estimado 
por  sentencia  de  la  Sala  de*lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla  de  7  de 
Febrero  de  1894,  se  anularon  todas  las  diligencias  y  actuaciones  poste- 
riores á  determinada  providencia  dictada  en  los  autos,  en  los  que  le  ha- 
bía llegado  á  dictar  por  el  Juez  la  sentencia  definitiva: 

Besultando  que  dorante  la  sestandación  de  la  segunda  instancia  de 
dicho  incidente  de  nulidad  ocurrió  el  fallecimiento  de  D.  Satumioo  Mar- 
tines y  Martínez,  y  compareció  en  autos  el  mismo  Procurador  D.  José 
Pachón,  que  había  venido  representando  á  aquél  á  nombre  de  los  here- 
deros D.  José,  D.  Uñs;  D.  Antonio,  D.  Emilio,  Dofia  Emilia  y  Dofia 
María  de  la  Concepción  Martínez  y  Martínez  de  Pinillos  y  D.  Aotenio 
Merino  y  García,  como  representante  Iegai>de  sus  hijos  D»  Javier  y  Don 
Saturnino,  siendo  tenido  por  parte  en  providencia  de  18  de  Mayo  de  1894; 
7  una  vez  devueltos  los  autos  al  Juzgado,  después  de  otras  actuaciones 
qne  no  son  del  caso,  proveyó  el  Juez  en  28  de  Junio  i^guiente,  mandan- 
do traer  los  autos  á  la  vista  con  citación  de  las  partes  ^xa  dictar  sentenr 
cia  definitiva: 

Besultando  que  de  este  proveído  pidió  reposición  la  Compafiía  de- 
mandante, solicitando  los  demandados  por  su  parte  que  se  suspendiera 
el  procedimiento  para  que  se  hiciera  saber  á  loe  herederos  de  D»  Satar- 
niño  Martínez  y  Martínez,  hijo,  se  personaran  en  autos  dentro  del  plazo 
que  al  efecto  se  les  fijara  con  los  apercibimientos  necesarios,  y  para  que 
á  la  ves  se  trajeran  ciertos  documentos  para  completar  su  personalidad; 
y  por  auto  de  16  de  Julio  fué  estimada  la  reforma  pedida  por  la  Compa- 
fiía, dejando  en  sospenso  las  actuaciones  hasta  q«re  se  justificase  el  ca- 
rácter de  herederos  y  sucesores  de  D«  Saturnino  Martínez  que  ostentaban 
los  poderdantes  del  Procurador  Pachón,  á  cayo  efecto  se  requiriese  á 
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í  |Mr«  q»B.Mi  el  término  de  txeinU  días  presentara  en  el  Jpzgado  los 
docnmeBioe  que  había  «efialado  la  representación  de  la  Compafiia,  y  una 
iFes  aereditado  qniónea  loeran  Ipe  herederos  de  D,  Saturnino  Martinex, 
Uijo»  se  diera  euesata  para  acordar  su  seguimiento,  asi  como  respecto  de 
loa  demás  herederos  que  pudieran  resultar  de  D.  Saturnino^  padre;  y 
proveyendo  al  escrito  del  Procurador  Pachón,  acordó  el  Juez  se  estuvie^ 
09  áio  dispuesto  en  este  auto  en  cuanto  á  la  suspensión  de  las  actuacio- 
1M0S  y  con  respecto  á  las  demás  pretensiones  deducidas,  que  se  libraran 
loa  despachos  que  solicitaba  con  el  fin  que  lo  pretendió,  entregándosele 
pATft  que  gestionara  su  cumplimiento  dentro  del  término  antes  sefialado: 

Besultando  que  entregados  al  Procurador  Pachón,  en  20  del  mismo 
BBMi  de  Julio,  los  despachos  acordados,  solicitó  la  representación  de  la 
Compaftia,  en  22  de  Septiembre  siguiente,  se  le  hiciera  saber  que  en  el 
acto  entregara  los  documentos  á  q.ue  se  refería  el  auto  anterior,  y  en  caso 
de  no  verificarlo,  se  le  requiriera  para  que  determinara,  desde  luego,  loe 
nombres  y  domicilios  de  todos  los  herederos  y  sucesores  de  D.  Saturnino 
A  fia  de  citarles  para  que  comparecieran  en  el  término  breve  que  se  I^s 
fleOalara,  disponiendo  que  las  citaciones  de  aquelloe  cuyos  domicilios  se 
Ignorasen  se  hicieran  por  edictos,  con  apercibimiento  en  todo  caso  de 
qpm  loa  autos  seguirían  en  rebeldía  de  loe  que  no  comparecieran;  y  acov« 
dado  así,  y  llevado  á  efecto  el  requerimiento,  manifestó  el  Procurador 
Paohón  que  no  podía  presentar  los  documentos  que  se  le  pedían  por  no 
haberlos  recihi¿>;  y  que  según  tenía  entendido,  lee  herederos  de  D.  Sa- 
tarnino  Martines  y  Martines  eran  únicamente  aquellos  cuya  representa- 
ción ostentaba,  no  pudiendo  precisar  sus  domicilios  por  ignorarlos,  aun- 
qno  creía  que  resultaba  coneignado  en  sus  respectivos  poderes: 

Resultando  que  la  Compafiía  demandante,  en  vista  de  lo  dicho,  soli- 
cita en  19  de  Octubre  del  mismo  afio  1894  se  hiciera  saber  de  nuevo  al 
Procurador  de  los  demandados  que  en  un  término  brevísimo  presentara 
los  documentos  susodichos,  apercibido  de  que  en  otro  caso  se  expedirían 
Um  exhortos  oonducentes  para  la  recogida  de  aquéllos;  y  estimada  tam- 
bién esta  pretensión,  y  llegado  el  caso  del  apercibimiento,  se  entregaron 
loa- exhortos  dispuestos  á  la  representación  de  la  Compafiía,  la  que  los 
devolvió  cumplimentados  con  escrito  de  16  de  Marco  de  1895,  acompa- 
Jladoe  de  los  documentos  pretendidos,  que  se  mandaron  unir  á  loe  autos 
j  dar  instrucción  de  ellos  á  la  parte  demandada: 

Besultando  que  por  esta  parte  se  pidió  en  20  de  Julio  siguiente  que 
pata  acreditar  su  personalidad  en  otros  autos  se  le  facilitara  testimonio 
de  los  extremos  que  señaló,  á  cuya  pretensión  se  accedió  en  providencia 
de  6  de  Agosto,  y  en  10  del  mismo  mes  y  afio  1896  fué  entregado  al  Pro- 
curador de.  loe  demandados  el  testimonio  solicitado: 

Beeoltando  que  después  de  las  actuaciones  referidas  se  biso  constar 
pwe  al  Escribano  actuario,  en  diligencia  de  2  de  Abril  de  1900,  que  bus- 
cando cierto  asunto  civil  en  el  archivo  de  la  Escribanía  de  su  cargo  había 
encontrado  ef  aquel  día,  en  uno  de  sus  legajos  y  en  otros  autos  referen- 
tes á  la  Compafiía  de  loe  ferrocarriles  de  Madrid  á  Zaragoaa  y  á  Ali- 
cante, el  escrito  que  dejaba  unido  en  la  forma  en  que  se  encontraba,  en 
donde,  sinduda^por  distracción  había  sido  colocado;  por  cuya  raeón, 
por  nn  olvido  involuntario  y  por  no  haberse  hecho  gestión  por  ninguna 
de  las  partes,  había  dejado  de  dar  cuenta  de  dicho  escrito  á  su  tiempo, 
eooao  se  apresuraba  á  hacerlo  en  el  día  en  que  le  había  encontrado: 

Beeultsando  que  el  escrito  á  que  alude  esta  diligencia,  autorizado 
por  ei  Letrado  y  el  Procurador  de  la  Oompafitedemandante,  se  halla  ex- 
tmdido  ea  dos  pliegos  de  papel,  el  primero  de  clase  8.^,  de  6  pesetas, 
cen  dea  sellos  de  impuesto  de  guerra,  desuna  fieseta  y  de  60  céntimos,  y 
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el  Begnndo,  de  elaee  9.*,  de  4  peeeUe,  con  otroe  doe  eelloe  éé  la  i 
clase  7  valor  qne  loe  fijados  en  el  primero,  proeedentee  de  distintae  t 
pendedarías,  coa  la  fecha  de  80  de  Janio  de  1899,  escrito  el  día  j  el : 
flobreraspado  y  salvada  al  final  la  enmienda  j  extendida  á  sn  pie  mía 
diligencia  de  presentación  7  recibo,  antorísada  por  el  actnario  y  fimada 
por  el  Procnrader  de  la  Compafiía,  qne  dice  á  la  letra:  «Presentado  «a 
la  Escribanía  por  el  Procurador  qne  lo  snscribe,  hoy  día  de  sa  fscha, 
pasada  la  hora  de  andienoia,  y  á  quien  facilité  recibo  qne  me  «siglo:  fli^ 
ma,  doy  fe>: 

Resultando  qne  en  dicho  escrito,  después  de  llamar  la  «teneióii  del 
Juzgado  sobre  la  injustificada  paralización  en.  qne  se  encontrabaa  loa 
autos  hacía  más  de  tres  afios,  interesó  1»  representación  de  la  Gompaftfa 
se  proveyera  en  los  términos  que  pretendió  en  su  escrito  de  3S  de  Fe- 
brero de  1896,  ó  mandando  llevar  los  autos  á  la  vista;  á  cuya  pretenaióa 
acordó  el  Juez,  en  providencia  de  8  de  Abril  de  1900,  qne  se  entregan  la 
copia  del  escrito  á  la  parto  contraria  y  se  reintograra  por  el  Procniador 
qne  lo  autorizaba  la  diferencia  del  papel  en  que  estaba  extendido  el  se- 
gundo pliego,  y  verificado  se  trajeran  á  la  vista,  con  citación  de  las  par- 
tos para  sentencia  definitiva,  imponiendo  al  actuario,  por  vía  de  eones- 
olón  disciplinaria  por  la  falta  cometida  por  el  mismo  en^l  eompllmisato 
de  BU  deber,  la  multa  de  60  pesetas: 

ResulUndo  que  la  representación  de  los  herederos  de  D.  Satamiao 
Martínez  pidió  reforma  de  este  proveído  y  que  se  declarase  en  an  lugar 
caducada  de  derecho  la  instancia,  mandando  archivar  los  autos,  coa 
imposición  de  las  costas  del  incidente  á  la  parto  demandante,  invocanda 
al  efecto  el  precepto  de  los  arto.  411,  414,  apartodo  10  del  SIO,  811,  818, 
417  y  41S  de  la  ley  de  Bnjuiciamiento  civil;  é  impugnado  el  reenrse  por 
la  Compafiía  demandanto,  fué  desestimada  la  reforma  por  auto  de  8  de 
Mayo  siguiente: 

Resultondo  que  de  esto  auto  apelaron  los  herederos  de  D.  Sataraino 
Martínez,  siéndoles  admitida  la  alzada  en  ambos  efectos  mediante  fianza 
en  metálico  que  se  les  exigió  y  constituyeron;  y  sustanciada  la  apela- 
ción con  arreglo  á  derecho,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  SenriUa 
dicto  auto  en  26  de  Octubre  de  1900,  por  el  que,  revocando  el  apelado 
de  9  de  Mayo  anterior  y  dejando  sin  efecto  la  providencia  de  8  de  Abiil, 
en  cuanto  por  ella  se  mandaron  traer  los  autos  á  la  visto  oon  citaciéa 
de  las  partos  para  sentoncia,  declaró  caducada  la  instancia  de  derecho^ 
en  estos  autos,  los  que  se  archivarían,  sin  expresa  condena  de  las  coa- 
tes cansadas  en  la  sustanciación  del  recurso;  mandando  que  luego  qas 
fuera  firme  esto  auto  se  dedujera  certificación  comprensiva  de  loa  resul- 
tandos y  considerandos  que  sefialó,  y  de  esta  parto  del  auto  y  con  el  es- 
crito á  qne  aludían  y  el  pliego  en  que  se  hallaban  la  dillgenoia  de  8  de 
Abril  y  providencia  del  8  del  1900,  y  haciendo  constar  el  Secretarto  ea 
la  misma  certificación  desde  qué  fecha  se  hallaban  parallsadoa,  se  ea- 
tregara  todo  por  mano  del  mismo  Secretario  de  Sala  al  J^es  decano  ds 
los  de  aquella  ciudad  de  Sevilla  para  que  procediera  á  la  formadóa  del 
oportuno  sumario: 

Resultando  que  la  Oompafiía  de  los  ferrocarriles  de  Madrid  á  Zaiar 
gosa  y  á  Alicanto  interpuso  recurso  de  casación  por  infracción  da  Isy,  si- 
tando en  su  apoyo  como  infringidos: 

Primero.  Bl  art.  411  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  eatabless 
que  se  tendrán  por  abandonadas  las  instancias  en  toda  dase  de  juicios; 
y  caducarán  de  derecho  aun  respecto  de  los  menores  si  no  ae  insta  sa 
curso  dentro  de  cuatro  afios  onando  el  pleito  se  hallare  en  primera  loa- 
tancia,  por  cnanto  al  estimar  la  Sata  seatonoiadoraque  eadnoó  ta'  !■•* 
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tmeia  «1  di*  9  de  Agosto  de  1890,  enponlendo  que  la  última  diligencia 
ae  practicó  en  10  de  Agosto  de  1896,  desconoce  la  eficacia  del  escrito 
pieoentado  por  la  Gompafila  recurrente  en  30  de  Jnnio  de  1899,  no  obs- 
tsuite  constar  bajo  la  íe  del  actuario  qae  el  mencionado  escrito  fué  en- 
tregado en  la  Escribania  en  el  mismo  día  80  de  Junio,  ó  sea  cuando  aun 
mo  habían  transcurrido  cuatro  afios,  á  contar  desde  la  última  diligencia 
pjracticada  en  10  de  Agosto  de  1896: 

Segundo*  £1  art*  412  de  la  misma  ley  procesal,  que  dispone  que  no 
pfocederá  la  caducidad  de  la  instancia  por  el  transcurso  de  los  términos 
SMfialados  en  el  a«t.  411  cuando  el  pleito  hubiere  quedado  sin  curso  por 
luersa  mayor  ó  por  cualquier  causa  independiente  de  la  voluntad  de  los 
litigantes;  toda  ves  que  habiendo  instado  la  Compallia  recurrente  en 
forma  legal  en  80  de  Junio  de.  1899  la  continuación  del  procedimiento, 
«i  hasta  el  2  de  Abril  de  1900  no  se  dio  cuente  del  escrito  presentado 
]iae?e  meses  antes,  semejante  dilación  y  la  paralisación  que  produjo 
moL  las  actuaciones  no  es  imputable  en  modo  alguno  á  la  voluntad  de  la 
Compafiía,  sino  al  incalificable  descuido  ó  abandono  del  actuario,  coníe- 
mmIo  lealmente  por  ésto  en  su  dafio  y  de  su  exclusiva  responeabilidad, 
tratándose  por  tanto  de  un  verdadero  caso  de  fuersa  mayor  para  la 
Compafiía,  que  no  era  la  encargada  de  dar  cuenta  al  juez  directamente 
da  los  escritos  que  presentaba,  y  cuya  responsabilidad  respecto  á  la  ca- 
docidad  de  las  actuaciones  quedó  cubierta  y  salvada  con  sólo  la  presen- 
tskslón  del  escrito  en  que  pidió  la  práctica  de  diligencias;  hallándose  re- 
oonocida  esta  doctrina  por  este  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  18  de 
Octubre  de  1891  y  9  de  Mano  de  1897,  en  la  primera  de  las  cuales  se  de- 
«lara  que  habiendo  solicit^o  una  parte  en  tiempo  oportuno  y  por  modo 
•oficientemente  eficaa  el  curso  de  la  instancia,  no  puede  decretarse  la 
«siducldad  de  la  misma  por  el  hecho  de  que,  fundándose  en  no  haberse 
moompafiado  con  el  respectivo  escrito  la  cofda  de  éste,  omitiese  indebi- 
damente el  Escribano  dar  cuenta  de  él;  y 

Tercero.  El  art.  249  de  la  repetida  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por- 
que la  Sala  sentenciadora  prescinde  por  completo  de  la  eficacia  legal  de 
Im  diligencia  consignada  por  el  actuario  en  el  escrito  de  la  Compafiía 
recurrente  de  80  de  Junio  de  1899,  haciendo  constar,  bajo  la  fe  de  que 
ea  depositario,  que  en  aquel  mismo  día  se  había  presentado  el  escrito; 
j  traUndose  de  una  diligencia  extendida  por  el  funcionario  público  en- 
cargado de  autorisarla,  no.es  posible,  legalmento  hablando,  desenten- 
derse de  los  efectos  y  eficacia  que  la  ley  otorga  á  las  actuaciones  prac- 
ticadas con  todas  las  formalidades  que  ella  misma  exige,  pues  en  el 
caso  de  que  se  trata,  y  por  conocer  de  las  actuaciones  el  Juez  de  primera 
instancia,  era  el  Escribano  el  encargado  de  dar  fe,  según  dispone  el 
Bcal  decreto  de  30  de  Mayo  de  1891. 
<    Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Pedro  Lavín: 

Oonsiderando  que  los  termines  para  la  caduiHdad  de  la  instancia  se 
Interrumpen  desde  la  presentación  del  escrito  en  que  se  inste  el  curso 
del  pleitoy  y  no  desde  el  día  en  que  el  actuarte  da  cuenta  del  pedimento 
Al  Jues  ó  Tribunal,  como  con  error  se  declara  en  el  auto  recurrido,  ya 
porque  así  se  desprende  del  texto  mismo  del  art.  411  de  la  ley  de  Enjui- 
élaostento  civil,  ya  pojque  para  el  ejercicio  de  cualquier  derecho  ó  re- 
curso en  general  sujetos  á  plazos  preestablecidos,  la  fecha  de  la  presen- 
tMión^dél escrito,  bajóla  fcarantía  ytesponsabilidad^sl  lancionario que 
can  arregle  á  la  ley  da  .fe  de  1»  entrega,  es  la  que  determina  la  opor- 
tunidad ó  eflcaels,  en  cuando  al  tiempo,  de  la  pretensión  que  se  deduzca: 

;  Ootisidérando,  por  lo  exípuesto,  que  ai  declararla  Sala  de  lo  civil  de 
la  Audiencia  de  Sevilla  la  cadueidad  de  la  Instancia  en  el  caso  actual. 
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fandándofle  en  que  el  pleito  estnyo  parmlieado  desde  el  10  de  Agoele  di 
1895  hasta  el  2  de  Abril  de  1900  en  qne  el  Becribano  dio  caenU  al  Jmi 
del  escrito  de  la  Oompafiía  de  SO  de  Janio  de  i809,  preeoindiendo  de  la 
diligencia  entorilada  por  aqnel  ínocionario,  en  ia  qne  oettiflea  de  la  pn- 
eentaclóo  del  miemo  en  eeta  éltima  fecha,  ha  infringido  el  arC.  411  as- 
tee citado,  en  qne  ae  InTOca  en  el  reonreo,  dándole  ana  iMfterpretaflMa 
opuesta  á  su  letra  7  á  sn  espiritn: 

Coneiderando  qne  las  sospechas  de  la  8ala  respecto  á  la  yeraefdad  da 
dicha  diligencia,  lo  qne  motivó  el  pronuneiamiento  de  qne  se  pasara  el 
tanto  de  culpa  al  Joes  Decaüo  para  la  instraoetón  de  nn  proeedimiesfes 
criminal,  obliga  á  qne  se  cumpla  lo  dispuesto  en  el  art.  803  de  la  i 
ley  de  Enjuiciamiento,  que  da  la  norma  de  lo  qne  se  debe  hacer  i 
el  fallo  hubiera  de  fnndarse  ezclusiTamente  en  el  supuesto  de  la  < 
tencia  de  un  delito; 

Fallamos  que  debemos  declarar  7  declaramos  haber  lugar  al  i 
de  casación  interpuesto  por  la  Oompafiía  de  los  ferrocarriles  de  MadiM 
á  Zaragoza  7  á  Alicante,  y  en  su  consecuencia,  casamos  7  ansiamos  el 
auto  que  en  25  de  Octubre  de  1900  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Aodisn- 
Cía  de  Sevilla,  únicamente  en  cuanto  por  él  se  declara  cadncada  de  de- 
recho la  instancia  en  estos  autos,  mandando  archivarlos. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Goeetm  é  te* 
sertará  en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  faw  eofias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  7  firmamos.=José  de  Aldeosa. 
=Jo8é  de  QarDica.=Franciseo  Toda.:=Pedru  La vfn.ss Joaquín  Gonsi- 
lez  de  ia  Pefia.= Vicente  de  Piniés.r^TomAs  Güdal. 

Publicación. =Leída  7  publicada  fué  la  anterior  sentenetai  peral 
Exorno.  6r.  D.  José  de  Aldecoa,  Presidente  de  la  Sala  de  lo  elvll  éá 
Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  publica  la  misma  en  el  teda 
ho7,  de  qne  certifico  como  Secretario  Relator  de  ella. 

Madrid  5  de  Junio  de  1901.=:Licenciado  Jorge  Martines: 


Núm.  160.~TniBUNAL  8UPRE1Í0.-5  de  isslo,  psb.  «I  22tfsA|SÉlf. 

Casación  por  iN^'kAccióN  Dfi  ley.— Caneelaeión  de  hipoieea.—Señ' 
tencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por 
Doña  Josefa  Crespo  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  ci- 
vil de  la  Audiencia  de  Albacete,  en  pleito  con  Doña  Marta Ga» 
rríllo. 
En  sus  CONSIDERANDOS  SO  cstablece: 

Que  no  se  puede  deaeonoeer  el  derecho  y  aeeián  dH  duemo  dem^ 
inmueble  para  eoUeiiar  y  obtener  la  eaneeíaeéón  de  tm  fdpoieea  eofí 
que  aquél  aparetea  grabado  en  el  Regietro,  ápeear  de  kabermpm- 
gado  el  eréaito  eon  ella  aeeguraáo: 

Que -no  cabe  hacer  reeponsable  de  la  onUeión  de  ia  taneeUuiém  «I 
obligado  á  praet icaria,  cuando  eoneta  que  el  miemo  proeuró  ei  eum- 
plimiento  ae  loe  trémiiea  neeeemrioe  para  reaüMoría^  hadmée  tai 
gestiones  y  entehlanéo  los  proeedimienios  legales  eatsdateenéee  ei 
objeto. 

Que  obsereande  eséa  doctrina  la  Sala  senteneiadorat  mo  éñfrim§e 
las  leyes  28,  tit.  Í4,  y  17.  tit.34,  Partida  7.\  ni  los  arte,  505^  S0$ 
y  597,  ndm.  3,^  de  la  de  Enfuidamienio  deii;  ífOÍ,  Í2Í8,  Í22Ü,  /fST, 
Í258, 128Í,  1282, 1448, 1878. 1879  y  1895  del  Código  eieU,  f  M,  «7, 
82, 105,  yl27alí3édela  ley  Hipotecaria: 
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Que  no  son  de  esdmarpara  la  easaeión  los  errores  de  la  senten- 
da  recurrida  que  no  tengan  íraseendeneiajpara  el  objeto  quesé  pH^ 
ponga  el  recurrente. 

En  la  villa  7  corte  de  Madrid,  á  6  de  Jtmio  de  1901,  en  el  pleito  se- 
SfQido  en  elJnzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  San  Jnan  de 
Marola  y  én  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Andiencii  de  Albacete  por  Dofia 
Josefa  Orespo  de  Alonar,  asistida  de  sti  esposo  D.  Ensebio  Hemándes 
Baile,  con  Dofia  María  de  la  Coticej^ción  Oarrillo  y  Cabeza  de  Vaca,  pio> 
pletaria,  asistida  de  sn  marido  D.  Enrique  Olayljo  y  Navarro,  vecinaa 
ambas  de  Marola,  sobre  cancelación  de  ana  hipoteca;  pendiente  ante 
Kos  en  vlrtad  de  recurso  de  casación  por j  infracción  de  ley  interpuesto 
por  la  parte  demandante,  y  en  sn  defensa^  y  representación  por  el  Letra- 
do I>.  Jnan  de  la  Cierva  Peñafiei  y  el  Procarador  D.  Lais  Montiel;  ha- 
Uéndolo  eetado  la  parte  recurrida  por  el  Letrado  D.  Trinitario  Bala 
Oapdepón  y  el  Procarador  D.  Luis  Lambreras: 

Besultando  que  en  la  vía  de  apremio  de  autos  ejecutivos  segnidoa 
en  el  Justado  de  primera  instancia  del  distrito  de  San  Juan  de  Murcia 
eon  D.  Emilio  Bojart  y  Octavio  de  Toledo,  ó  sus  herederos  ablntestato, 
faé  vendida  judicialmente  por  escritura  de  7  de  Febrero  de  1896  á  Dofia 
Josefa  Crespo  Asnar,  asistida  de  sn  marido  D.  Ensebio  Hernández  Bai* 
le,  una  hacienda  situada  en  el  partido  de  Beniaján,  término  de  aquella 
cindad,  denominada  Fuente  de  Columbares,  en  cuya  escritura  se  biso 
constar,  al  hacer  relación  de  las  cargas  de  la  finca,  que  de  certificación 
expedida  por  el  Registrador  de  la  propiedad  del  partido  en  18  de  Abril 
de  1869,  que  obraba  eñ  autos,  aparecía  gravada  con  una  hipoteca  de 
10.000  pesetas,  procedente  de  nn  préstamo  con  interés  de  7  por  100  anual, 
más  3.000  pesetas* para  gastos  Judiciales,  constituida  á  favor  de  D.  Ma- 
nuel Carrillo  y  Gal)eza  de  Vaca^  pero  que  tal  hipoteca  aparecía  en  aa- 
toe  que  había  sido  eancíelada  mediante  carta  de  pago  otorgada  por  el 
acreedor  en  SO  de  Octubre  de  1888,  por  más  que  en  el  Beg^stro  no  apa- 
recía inscrita: 

Besaltando  que,  en  efecto,  en  escritura  ptüblica  de  dicha  fecha  80  de 
Octubre  de  1888,  Dofia  Concepción  Carrillo  y  Cabeza  de  Vaca  y  D.  EmK 
lio  Bojart  y  Octavio  de  Toledo  hicieron  constar  que  por  escritura  de  1.^ 
de  Enero  de  1882  D.  Manuel  Carrillo,  hermano  de  la  Dofia  Concepción, 
facilitó  á  D.  Emilio  Bojart,  en  calidad  de  préstamo,  la  suma  de  10.000 
pesetas  por  término  de  cuatro  afios  con  el  interés  de  7  por  100  anual, 
constituyendo  garantía  hipotecaria  sobre  la  finca  objeto  de  la  escritura 
de  venta  antee  referida;  que  habiendo  fallecido  el  D.  Manuel  Carrillo 
en  8  de  Jalio  de  aqttei  afio  1888,  dejando  por  su  única  y  universal  here- 
éera  á  ea  hermana  la  otorgante  Dofia  Concepción,  era  ésta  la  única  lla- 
nada á  disfrutar  los  bienes,  derechos  y  acciones  de  su  difunto  her- 
mano D.  Manuel,  cuya  circtanstanoia,  además  de  lo  consignado  en  esta 
eetiifia,  se  haría  constar  en  el  Begistro  de  la  propiedad  con  la  copia 
anténüca  del  testamento  de  su  hermano  y  certificación  de  sepelio;  y  qoe 
A  pesar  de  no  haber  llegado  el  día  convenido  para  la  devolución  de  la 
eantldad  prestada  por  el  finado  Carrillo  á  D.  Emilio  Bojart,  habían  con- 
Tenido  ambas  pwrtes  en  saldar  esta  cuenta,  y  llevando  á  efecto  sn  pen- 
aamieoto,  él  D.  BmVHo  Bojart  hacía  entrega  á  Dofia  Concepción  Carrillo, 
oomo  heredera  ttniversal  de  su  hermano  D.  Manuel,  de  las  10.000  peee- 
tas  qao'ésle  le  prestó  en  la  épooa  cHada,  dando  carta  de  pago  por  ello  al 
Aendor,  eomo  también  del  Importe  de  los  intereses  producidos  por  dicha 
iomá  baétt  aqael  día,  y  teniendo  por  cancelada  totalmente  la  relacio- 
nada «aeritara  de  1.^  de  Enero  de  1889  é  hipoteca  que  se  constituyó  «ft 
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Ift  iDisma,  antorUando  al  Reglstrjidor  de  la  propiedad  del  partido  pera 
que  lo  pudiera  acreditar  asi  por  medio  de  notas  ó  en  ia  forma  qae  proce- 
diera en  ios  libros  de  sn  cargo: 

Beealtando  que  en  10  de  Noviembre  de  1898,  Dofia  Joaefa  Crespo  As- 
Bar,  asistida  de  sn  marido  D.  JBasebio  Hernándes,  dedujo  en  el  sDeodicho 
Jugado  del  distrito  de  San  Joan  de  Murcia  la  demanda  qne  ha  motivado 
este  pleito,  en  la  qne,  diciendo  ejercitar  las  acciones  reales  y  persona- 
les correspondientes,  solicitó  se  condenara,  á  Dofia  Oonoepción  Carrillo 
Cabeza  de  Vaca  á  qne  en  el  término  de  tercero  día  justificara  en  el  Re- 
gistro de  la  propiedad  el  carácter  de  heredera  única  y  universal  de  sn 
hermano  D.  Manuel,  que  ostentó  en  la  escritura  de  80  de  Octubre  de 
1888,  é  inscribiera  á  su  favor  en  el  Registro  de  la  propiedad  el  crédito 
hipotecario  que  á  dicho  D.  Manuel  y  contra  D.  Emilio  Bojart  Octavio  de 
Toledo  pertenecía  de  10.000  pesetas  con  intereses  al  7  por  100,  garantisa- 
do  con  hipoteca  de  la  finca  descrita  en  la  escritura  de  préstamo  de  1.®  de 
Enero  de  1882,  como  requisito  indispensable  para  que  pudiera  cancelarfle 
la  inscripción  hipotecaria  en  los  libros  del  Registro  de  U  propiedad,  j 
liberar  de  esta  suerte,  y  en  atención  á  estar  pagado  el  crédito  desde  90 
de  Octubre  de  1888,  la  finca  hipotecada  que  actualmante  pertenecía  i  la 
demandante,  y  á  indemnisar  de  los  perjuicios  que  se  le  habían  causade 
como  compradora  de  dicha  finca  por  no  hallarse  todavía  cancelada  la 
inscripción  hipotecaria  por  negligencia  de  la  demandada;  y  en  el  caso  ds 
que  no  pudiera  ésta  justificar  sn  expreeado  carácter  de  heredera,  ó  por 
cualquier  causa  no  fuera  posible  liberar  la  finca  en  virtud  del  pago  he- 
cho por  D«  Emilio  Bojart  y  Octavio  de  Toledo  á  la  misma  demandada, 
ae  condenara  á  ésta  á  que  en  el  término  de  tercero  día  devolviera  las 
10.000  pesetas  recibidas  con  sus  intereses  desde  que  las  percibió,  que- 
dando todo  en  depósito,  bien  en  un  establecimiento  público  ó  bien  en  po- 
der de  la  demandante,  para  atender  á  liberar  la  finca,  aparte  de  la  inr 
demnlsación  de  dafios  y  perjuicios  á  que  de  todas  maneraa  debía  sar 
condenada;  á  cuyo  efecto  alegó:  que  no  obstante  la  obligación  contraída 
por  Dofia  Concepción  Carrillo  en  la  escritura  de  80  de  Octubre  de  1883, 
de  hacer  constar  en  los  libros  del  Registro  de  la  propio  lad  su  carácter 
de  heredera  única  y  universal  de  su  hermano  para  inscribir  á  su  nom- 
bre el  crédito  hipotecario  contra  D.  Emilio  Bojart,  á  fin  de  que  pudieía 
cancelarse  esta  inscripción  hipotecaria,  no  había  cumplido  esta  obliga- 
ción todavía  á  pesar  de  los  afios  transeurridos,  y  se  encontraba  la  de- 
mandante imposibilitada  de  liberar  la  finca  que  aparecía  en  el  Registra 
con  aquel  gravamen,  no  obstante  que  al  comprar  la  finca  no  se  había  he- 
cho deducción  alguna  del  precio  por  tal  concepto,  con  lo  cual  se  le  eeta- 
han  ocasiODando  graves  perjuicios;  que  era  indudable  el  deredio  de  la 
demandante  á  obtener  la  cancelación  del  derecho  real,  cuyo  importe  faé 
entregado  á  la  demandada  en  concepto  de  única  heredera  del  duefio  ds 
aquel  derecho  ó  acreedor  hipotecario,  consiguientemente  Dofia  Concep- 
ción Carrillo  venía  obligada  á  remover  todos  los  obstádUos  indispenaa- 
bles  para  que  la  cancelación  se  verificara  á  tenor  de  la  doctrina  consig- 
nada por  el  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  23  de  Noviembre  de  1889; 
qne  habiendo  adquirido  la  finca  sin  rebajar  del  precio  cantidad  algosa 
por  el  crédito  hipotecario  constituido  á  favor  de  D.  Manuel  Carrillo,  por 
haber  sido  pagado,  era  evidente  su  derecho  á  exigir  ds  Dofia  Conisep- 
ción,  si  no  reunía  el  carácter  de  heredera  de  aquél,  ó  carecía  de  laa  ia- 
eultades  indispensables  para  cancelar  el  gravamen  hipotecario,  la  devo- 
lución de  las  10.000  pesetas  é  intereses  recibidos  de  D.  Emilio  Bojartea 
pago  del  crédito  hipotecario,  porque  viniendo  obligada  la  demasdanta 
fomo  poseedora  del  inmueble,  á  ri»#pender  de  dicho  ^rédito  y  habitad^ 
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Adquirido  la  finea  de  la  snceaión  de  Bojart,  de  quien  por  tanto  traía 
eausa,  tenia  acción  períeéta  para  reclamar  lo  que  indebidamente  habría 
en  tal  caao  percibido  la  demandada,  qne  no  podía  retener  dichas  canti- 
dades con  arreglo  á  lo  diepueato  en  la  ley  28,  tít.  14,  Partida  7.%  proce- 
dente del  art.  1896  del  Código  civil;  y  qne  siendo  indudable  qne  Dofia 
Ck>i&oepción  Carrillo  quedó  obligada  en  la  escritura  de  carta  de  pago  de 
80  de  Octubre  de  1888  á  inscribir  á  su  nombre  en  el  Registro  el  crédito 
hipotecario  para  que  pudiera  cancelarse  mediante  la  presentación  de 
aquella  escritura,  y  habiendo  dejado  transcurrir  tantos  afios  sin  cumplir 
esa  obligación,  había  incurrido  en  la  de  indemnizar  los  perjuicios  oca- 
sionados, con  arreglo  al  art.  1101  del  Código  civil,  invocando,  por  últi- 
mo, los  arts.  30,  77,  82, 105  y  127  y  siguientes  de  la  ley  Hipotecaria  y  20 
de  BU  reglamento: 

Besnltando  qne  Dofia  Concepción  Carrillo  y  Cabeza  de  Yaca  impugnó 
la  demanda,  alegando  sustancialmente:  que  aunque  nada  se  hizo  cons- 
tar en  la  escritura  de  pago  y  cancelación  del  crédito  de  80  de  Octubre 
de  1888  respecto  á  la  obligación  que  pudieran  ezigírsele  de  acreditar  en 
el  Registro  de  la  propiedad  su  calidad  de  heredera  del  acreedor  hipote- 
cario para  que  pudiera  surtir  efecto  el  pago,  sin  embargo,  el  marido  de 
la  demandada  comisionó  á  un  Letrado  de  aquella  ciudad  la  práctica  de 
la  partición  de  los  bienes  relictos  por  su  hermano  D.  Manuel,  á  cuyo 
efecto  se  empezaron  á  practicar  gestiones,  encaminadas  á  averiguar  el 
paradero  de  la  esposa  del  finado,  y  no  habiéndose  podido  adquirir  dato 
alguno  en  virtud  del  cual  fuera  dable  venir  en  conocimiento  de  su  para- 
dero, se  presentaron  las  operaciones  particlonales  á  la  aprobación  judi- 
cial, y  una  ves  hecha  la  protocolización  de  la  partición  y  expedido  tes- 
timonio dé.  la  hijuela  formada  á  la  demandada,  se  presentó  en  la  oficina 
liquidadora  y  después  en  el  Registro  de  la  propiedad,  donde  se  encon- 
traba en  la  actualidad;  que  por  tanto  había  practicado  hasta  la  fecha 
caantas  gestiones  habían  sido  necesarias  para  lograr  la  inscripción  á  su 
nombre  del  derecho  hipotecario  y  poder  proceder  á  su  cancelación,  y  no 
había  derecho  para  calificar  de  negligente  á  la  qne  por  los  medios  que 
habían  estado  á  su  alcance  y  sin  necesidad  de  ser  estimulada  por  nadie 
había  procurado  cumplir  con  cuantos  deberes  le  pudieran  haber  sido 
exigidos  en  todo  caso;  que  la  demandante  pretendía  de  esta  parte  la  cOn- 
Bideiara  y  reconociera  como  verdadera  y  legítima  duefia  de  la  finca  so- 
bve  que  gravaba  el  crédito  hipotecario,  y  al  efecto  presentaba  copia  sim- 
>le  a»  la  escritura  otorgada  á  su  favor  por  el  Juzgado  en  representación 
[a  sucesión  hereditaria  de  Bojart,  pero  no  acreditaba  que  dicha  finca  hu- 
debiera  sido  inscrita  á  su  nombre  en  el  Registro  de  la  propiedad,  y  como 
este  extremo  esencialísimo  no  podía  acreditarlo  ya  en  este  juicio  por 
prohibirlo  la  ley  procesal,  resultaba  de  todo  punto  indiscutible  que  la 
acción  qne  la  demandante  ejercitaba,  derivada  del  dominio  que  suponía 
tener  sobre  dicha  finca,  era  improcedente,  por  cuanto  no  había  acredi- 
tado legalmente  la  propiedad  que  invocaba;  que  aun  cuando  la  deman- 
dante fuera  realmente  duefia  de  la  finca  aludida,  no  podía  prosperar  la 
acción  qne  haMa  ejercitado,  porque  no  siendo  sucesora  de  ninguna  de 
las  partes  contratantes  en  el  contrato  de  préstamo  celebrado  entre  Don 
Smilio  Bojart  y  D.  Manuel  Carrillo,  y  no  habiendo  sido  tampoco  parte 
en  dicho  contrato,  carecía  de  acción  para  compeler  á  la  demandada  á 
que  hiciera  cosa  alguna  de  las  que  se  interesaban  en  la  demanda,  y  que 
el  no  haberse  hecho  constar  hasta  la  fecha  en  el  Registro  de  la  propiedad 
la  cancelación  de  la  hipoteca  que  constituyó  D.  Emilio  Bojart  á  favor  de 
D.  Mannel  Carrillo,  no  podía  justificar  la  reclamación  de  dafios  y  per- 
juicios por  parte  de  nadie,  porque  ningunos  se  habían  causado  con  tal 
TOMO  91  6^ 
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znotiYo;  por  lo  cual,  ann  cnando  en  realidad  la  demandante  fnera  dncli 
de  la  finca  y  tuviera  derecho  para  poder  exigir  á  eata  parte  lo  que  «a 
primer  término  interesaba  en  la  demanda,  siempre  resoltaría  qne  ert 
indebida  la  reclamación  de  dafios  y  per]aici08,  qae  sólo  pueden  ezigirss 
cnando  se  han  prodncido: 

Resaltando  qne  la  parte  demandante  replicó  diciendo  qne  la  escri- 
tura de  compra  de  la  finca  fué  presentada  en  la  oficina  Hqnidadera  y 
pagado  el  impnesto,  inscribiéndose  después  en  el  Registro  de  la  proj^e- 
dad  é  insistiendo  en  todas  las  pretensiones  de  su  demanda;  7  eracuado 
por  la  demandada  el  tráiüite  de  duplica,  en  el  que  reprodujo  lo  que  te- 
nia pedido  y  alegado,  se  recibieron  los  autos  á  prueba,  apareciendo  ds 
la  practicada  por  las  dos  partes  que  en  25  del  mes  de  Octubre  anterior 
al  de  la  fecha  de  la  demanda  se  presentó  en  el  Juagado  por  el  marido  dt 
la  demandada  para  su  aprobación  la  partición  de  bienes  de  D.  Manuel 
OarriUo,  que  el  Jusgado  aprobó  en  auto  de  1.®  de  Diciembre  elguiente, 
mandando  que  se  protocolara  en  la  Notaría,  que  sefialó  para  que  se  li- 
brara á  Dofia  Concepción,  única  y  universal  heredera,  el  testimonio  di 
su  hijuela;  habiéndose  traído  á  los  autos,  á  petición  de  la  parte  deman- 
dante, testimonios  expedidos  por  los  respectivos  Notarios  de  las  eseri- 
turas  de  7  de  Febrero  de  1895  y  80  de  Octubre  de  1883:     • 

Resultando  que  con  el  escrito  de  conclusiones  acompafió  la  parte  de- 
mandante, y  fueron  unidas  á  los  autos,  una  certificación  de  la  Delega- 
ción de  Hacienda  de  Murcia,  en  que  consta  que  Dofia  Josefa  Crespo  sí- 
tisfizo  los  derechos  reales  correspondientes  á  la  escritura  de  oompra  de 
7  de  Febrero  de  1896;  y  otra  del  Registro  de  la  propiedad  justifleati va  de 
que  inscribió  dicho  título  de  compra  de  la  finca  mencionada  y  de  qae 
aun  eetaba  sin  cancelar  la  inscripción  hipotecaria  constituida  sobre  li 
misma  finca  á  favor  de  D.  Manuel  OarriUo,  sin  que  apareciera  inscrito 
este  derecho  real  de  hipoteca  á  favor  de  Dofia  Ooncepoión  Carrillo: 

Resultando  que  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Albacete  dictó 
sentencia  confirmatoria  en  6  de  Noviembre  de  1900,  absolviendo  á  Dofis 
Concepción  Carrillo  y  Oabesa  de  Vaca  de  la  demanda  interpuesta  por 
Dofia  Josefa  Orespo  Aznar,  sin  hacer  especial  condenación  de  las  costal 
de  la  primera  instancia,  y  condenando  á  dicha  demandante  y  apelaato 
al  pago  de  las  de  la  segunda: 

Resultando  que  con  el  depósito  de  1.000  pesetas  interpneo  Dofli 
Josefa  Orespo  y  Aanar  recurso  de  casación,  fondado  en  los  números  1.* 
y  7.0  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  alegando  los  moti- 
vos siguientes: 

Primero.  Error  de  derecho  en  la  apreciación  de  las  pruebas  practica- 
das, consistente  en  no  dar  á  la  escritura  y  certificaciones  que  han  ve- 
nido á  los  autos  el  valor  de  documentos  públicos  que  hacen  fe  «n  Jaldo 
y  demneetran  que  la  recurrente  compró  y  ha  inscrito  en  el  Registro  ds 
la  propiedad  á  su  nombre  la  finca  gravada  con  hipoteea  á  D.  Manuel 
Carrillo  Oabesa  de  Vaca,  infringiendo  con  ello  el  art.  1218  del  Código  ú* 
vil  y  605,  606  y  697,  núm.  2.^,  de  la  ley  de  Bn}uiclamiento  civil,  puesto 
que  se  presentó  con  la  demanda  copia  simple  de  la  escritura  de  compra, 
y  en  el  período  de  prueba  se  trajo  á  los  autos  otra  autorisada,  presen- 
tándose luego  certificaciones  posteriores  que  acreditan  la  inscripción  de 
esa  escritura  en  el  Registro  de  la  propiedad  y  el  pago  de  los  derechos 
reales  á  la  Hacienda  pública: 

Segundo.  En  cuanto  la  sentencia  desestima  la  demanda  bajo  el  su- 
puesto de  que  la  recurrente  no  ha  Justificado  ser  duefia  ni  tener  inscrito 
su  dominio  sobre  la  finca  Fuente  de  Columbares,  error  de  hecho  resal- 
tante de  la  escritura  de  compra,  de  las  certificaciones  que  presentó  la  ds- 
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mandante  oon  el  escrito  de  cooclnjiiones  7  qae  faeron  admitidas  por  Ift 
eenteDcia  reonrrida  7  de  las  mismas  declaraciones  de  los  cossiderandoe 
de  la  sentencia,  que  afirman  qne  á  la  recurrente  pertenece  la  mencionad» 
finca;  documentos  qne  demuestran  la  equivocación  evidente  de  la  Sala 
«entenciadota,  puesto  que,  según  ellos,  no  cabe  dudar  que  á  la  Defia  Jo- 
oef  a  Crespo  pertenece  la  finca,  7  así  consta  en  el  Registro  de  la  pro- 
piedad: 

Tareero.  La  infracción  de  los  arts.  20  de  la  le7  Hipotecaria  7  30  da 
BU  reglamento,  según  los  cuales  no  es  posible  la  inscripción  de  un  docu- 
mento otorgado  por  persona  á  CU70  favor  no  consta  inscrito  el  derecho 
real  objeto  del  acto  Jurídico  de  extinción  ó  modificación  que  se  haoe 
constar  en  el  documento,  si  semejante  derecho  constaba  inscrito  á  favor 
de  otra'  persona,  pues  con  arreglo  á  esos  artículos,  si  ño  se  hace  cone- 
tar  en  el  Registro  que  Dofia  Concepción  Carrillo  es  duefia  por  herencia 
de  su  hermano  D.  Manuel  del  derecho  real  de  hipoteca  que  declaró  ex- 
tinguido en  la  cartazo  pago  de  cancelación,  es  imposible  que  ésta  pueda 
surtir  efecto  para  extinguir  7  cancelar  en  los  libros  del  Registro  el  ex- 
presado derecho  real: 

Cuarto.  La  infracción  de  los  arts.  67  7  82  7  de  la  doctrina  de  eate 
Tribunal  Supremo  consignada  en  varias  sentencias,  entre  otras  la  de  2S 
de  Noviembre  de  1889,  según  los  cuales,  las  inscripciones  no  se  extin- 
^^nen  en  cuanta  á  tercero,  sino  por  la  cancelación  ó  por  la  inscripción  de 
la  transferencia  del  dominio  ó  derecho  real  en  favor  de  otras  personas; 
7  las  inscripciones  hechas  en  virtud  de  escritura  pública  no  se  cancela- 
rán sino  por  providencia  ejecutoria  ó  firme  ó  por  otra  escritura  ó  doeii- 
mento  auténtico  en  el  que  exprese  en  consentimiento  la  persona  á  cuto 
favor  se  hubiese  hecho  la  inscripción  ó  sus  oausahabientes  ó  represen- 
tantes legítimos;  preceptos  7  doctrina  que  justifican  las  peticiones  de  la 
demanda  en  cuanto  tienden  á  llenar  esos  requisitos  indispensables  para 
la  cancelación,  que  incumbe  á  quien  ostenta  el  carácter  de  acreedor  hi- 
potecario como  heredero  de  D.  Manuel  Carrillo: 

Quinto.  La  infracción  de  los  arts.  106,  127  7  siguientes  hasta  el  1S4 
de  la  le7  Hipotecaria  7  1876  7  1879  del  Código  civil,  según  los  cualee, 
las  hipotecas  sujetan  directa  é  inmediatamente  los  bienes  sobre  que  ae 
imponen  al  cumplimiento  de  las  obligaciones  para  cu7a  seguridad  ae 
constÍtu7e  cualquiera  que  sea  su  poneedor;  en  cnanto  por  virtud  de  eaoa 
preceptos  terminantes,  mientras  no  se  cancele  en  los  libros  del  Regie- 
tro  el  derecho  real  constituido  por  el  anterior  duefio  D.  Emilio  Bojart»  la 
recurrente,  poseedora  en  la  actualidad  de  la  finca  gravada,  viene  obli- 
gada á  responder  de  la  deuda  inherente  en  su  responsabilidad  al  inmue- 
ble que  le  pertenece  por  justos  7  legítimos  títulos;  7  como  el  acreedor 
puede  reclamar  del  tercer  poseedor  el  importe  del  crédito  asegurado  con 
la  hipoteca,  es  evidente  que  Dofia  Josefa  Crespo  tiene  acción  perfecta 
para  reclamar  la  cancelación  de  ese  derecho  real,  7a  que  el  importe  del 
crédito  fué  entregado  á  la  Dofia  Concepción  Carrillo  en  concepto  de 
única  heredera  del  acreedor  hipotecario,  7  consiguientemente  viene  ésta 
obligada  á  remover  todos  los  obstáculos  indispensables  para  que  didba 
cancelación  se  verifique  á  tenor  de  la  doctrina  consignada  también  en 
la  sentencia  citada  en  el  motivo  anterior: 

Sexto.  En  cuanto  la  sentencia  absuelve  á  Dofia  Concepción  Carrillo 
de  la  demanda,  negando  acción  á  la  demandante  para  exigir  lo  que  en 
aquella  pidió,  la  infracción,  no  sólo  de  los  preceptos  legales  citados  en. 
el  motivo  precedente,  de  los  que  se  desprende  el  vínculo  Jurídico  exia- 
tente  entre  demandante  7  demandada  por  virtud  de  ese  derecho  real  que 
afecta  á  la  finca  propia  ho7  de  la  primera,  de  CU70  vínculo  nacen  las 
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•CCÍ01I68  p*ra  hAoer  electivos  los  respectivos  derechos,  sino  de  los  ar- 
tleolos  1444  y  1236  del  Código  civil,  que  defioe  el  contrato  de  oompí»- 
venta  y  íscoltan  á  los  contratantes  para  establecer  las  clánsalas  7  oen- 
dleiones  que  tengan  por  conveniente;  pues  no  habiéndose  desoontado  dd 
precio  de  la  finca  qne  compró  la  recurrente  el  importe  del  crédito  hipe- 
tseario»  reservándose  en  cambio  por  la  clásnla  6.^  la  faenltad  de  reda- 
mar de  qaien  proceda  la  cancelación  de  aqnel  crédito,  es  evidente  que 
los  derechos  de  Bojart,  nacidos  de  la  escritara  de  carta  de  pago  y  csnoe- 
■  laeión,  se  transmitieran  á  la  recurrente,  de  doode  resulta  también  in- 

fringida la  ley  del  contrato  7  los  arts.  1267  7  1268  del  Código  dvil;  7 
i  Séptimo.    Qoe  habiendo  quedado  obligada  Dofia  Concepción  Carrillo 

f  en  la  escritura  de  carta  de  pago  7  cancelación  á  inscribir  su  derecho  es 

\  el  Registro  de  la  propiedad,  como  heredera  de  D.  Manuel,  su  hermano, 

i  para  que  pudiera  cancelarse  la  hipoteca,  demostrando  con  sos  propies 

actos  que  realisó,  según  expresa  la  sentencia  para  consegnir  esa  inscrip- 
ción, que  esa  era  la  verdadera  inteligencia  de  aquella  escritora;  7  nsoi- 
'  tando  que  si  no  pudiera  obtener  esa  inscripción  habría  cobrado  indebi- 

damente el  crédito  7  debaría  devolver  su  importe,  indemnisando  loe  per- 
juicios causados,  al  no  estimarlo  asi  la  sentencia  que  absuelve  de  Is 
demanda,  infringe  el  art.  1268  del  Código  civil,  que  hace  obHgatorios 
los  contratos;  el  1381  7  1283  sobre  interpretación  de  los  mismos;  la  le7  28, 
tít.  14,  Partida  7.%  procedente  del  art.  1896  del  Código  eivil;  el  prin- 
cipio de  derecho  de  que  el  que  ocasiona  algún  dai&o,  ó  da  lugar  á  qoe  le 
venga  á  otro  algún  perjuicio  sin  raaón  ni  derecho  para  ello,  debe  indem- 
nisar  á  la  persona  qne  experimente  el  dafio;  el  art.  1101  del  Código  civil, 
y  el  principio  de  que  nadie  debe  enriquecerse  á  costa  de  otro,  sancionsdo 
por  la  regla  17,  tít  34  de  la  Partida  7.^,  7  sentencias  de  este  Tribonsl 
Supremo  de  18  de  Mano  de  1880,  16  de  Octubre  de  1882,  19  de  Ma70  á» 
1884,  12  de  Febrero  de  1880  7  otras  muchas. 

Visto,  sioido  Ponente  el  Magistrado  D.  Tomás  Gúdal: 
Considerando  que  no  puede  desconocerse  el  derecho  y  aoción  deDoíls 
Josefa  Crespo  Asnar  para  solicitar  7  obtener  la  canceladón  de  la  hipe- 
teca  con  que  en  el  Registro  aparece  gravada  una  finca  de  sn  propiedsd, 
á  pesar  de  haberse  pagado  el  crédito  con  ella  asegurado,  derecho  7  acddn 
derivados  de  este  mismo  hecho,  de  ser  la  actora  causahablente  por  titulo 
singular  de  quien  .con8tito7ó  la  hipoteca  y  la  demandada  del  dueño  dd 
crédito  satisfecho;  mas  como  quiera  que  aparece  otorgada  la  escritura 
de  cancelación  en  la  fecha  en  que  se  hizo  el  pago,  y  que  la  Audienda 
estima  que  si  no  ha  podido  llevarse  al  Registro  dicha  escritara  no  es  por 
culpa  de  Dofia  Concepción  Carrillo,  que  ha  procurado  el  eumplimienio 
de  lo9  trámiteM  necesarios  para  la  eoneeeueián  de  la  inecnpeión  que 
ee  redama,  haciendo  las  gestiones  y  entablando  los  proceaimieiUos 
legales  conducentes  al  objeto,  sin  qne  esto  apareaca  contradicho  en  el 
recurso,  es  visto  que  no  procede  la  casación  de  la  sentencia  recurrida 
por  ninguno  de  los  motivos  alegados;  no  por  el  primero  y  segundo,  por- 
que el  Tribunal  sentenciador  no  desconoce  qne  Dofia  Josefa  Crespo  As- 
nar es  duefia  de  la  casa  gravada*  con  la  hipoteca;  tampoco  por  ninguno 
ds  los  tres  siguientes  basta  el  quinto  inclusive,  porque  precisamente  ea 
consonancia  con  los  preceptos  legales  y  doctrina  en  ellos  coasigaadoe, 
y  á  fin  de  consegnir  la  liberación  en  el  Registro  del  gravamen  que  pesa 
sobre  la  finca  de  Dofia  Josefa  Crespo  Asnar,  es  para  lo  que  se  han  hecho 
por  Dofia  Concepción  Carrillo  las  gestiones  antes  referidas,  ain  que  la 
Audiencia  ha7a  desconocido  el  valor  7  eficacia  de  aquéllos;  y  porque 
supuestos  estos  actos  de  la  Dofia  Concepción,  no  tiene  transoendenda  la 
equivocación  cometida  por  la  Audiencia  de  Albacete  á  que  se  xefieied 
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motivo  sexto,  ái  desconocer  qne  los  haya  realizado  por  deber,  si  con  ellos 
«6  logra  el  objeto  qae  se  propone  la  parte  actor  a: 

Considerando,  finalmente,  qne  no  habiendo  estimado  el  Tribunal 
sentenciador  ninguna  calpa  ni  negligencia  por  parte  de  Dofia  Concep- 
ción Carrillo  en  la  prolongación  de  las  gestiones  que  viene  haciendo 
para  acreditar  en  el  Registro  sn  cualidad  de  heredera  de  su  hermano 
D.  Manuel,  ni  que  por  razón  de  ellas  se  haya  inferido  dafio  alguno  á 
Dofia  Josefa  Crespo,  y  siendo  gratuito  el  supuesto  de  que  aquélla  hu- 
biera cobrado  indebidamente  el  importe  del  crédito  debido  á  su  hermano, 
caen  por  su  base  todas  las  demás  infracciones  del  motivo  séptimo; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  Dofia  Josefa  Crespo  y  Asnar,  á  quien 
condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad  depositada,  que 
se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Albacete  la 
certificación  correspondiente,  con  devolución  del  apuntamiento  que  ha 
remitido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
sertará en  la  CoLBCCióhí  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamofl.=José  de  Aldecoa. 
Ricardo  Gullón.=Joaquín  González  de  la  Pefia.=61  Magistrado  sefior 
liavín  votó  en  Sala  y  no  pudo  firmar:  José  de  Aldecoa.=:Ricardo  Molina. 
Vicente  de  Pinés.=:Tomás  Gúdal. 

Publicación.=:Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Ezcmo.  Sr.  D.  Tomás,Gúdal,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  cele- 
Iwando  audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  que  certi- 
fico como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  6  de  Junio  de  1901.»Licenciado  Jorge  Martínez. 


I7ÜXXI.  161.— TRIBUNAL  SUPREMO.—S  de  Junio,  pHb.  el  22  de  Agosto. 

Casación  por  quebrantamicnto  de  forma.— Pa^o  de  pesetae.— 
Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por 
D.  Jerónimo  Rostoll  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  segunda 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  D.  José 
Prats. 
En  sus  CONSIDERANDOS  SO  establcce: 

Que  de  la  disposición  del  ari.  Í6S  de  la  ley  de  Enjuidamienio 
€ivil,  expresiva  de  qae  no  procede  la  acumulación  de  los  juicios  eje- 
euiioos  á  lo^unioersales,  cuando  se  persiguen  sólo  bienes  hipoteca- 
doSj  se  deduce  necesariamente  que  no  es  á  los  que  tienen  la  repre- 
Mentación  en  dichos  juicios  unioer sales  á  quienes  debe  de  citarse 
para  los  ejecutivos: 

Que  entendiéndolo  asi  la  Sala  sentenciadora^  no  comete  el  que- 
brantamiento  de  forma  comprendido  en  el  párrafo  segundo  detoT' 
tieulo  1693  de  la  citada  ley: 

Que  los  artículos  105  y  133  de  la  ley  Hipotecaria  mijetan  los  bie- 
nes sobre  que  se  imponen  las  hipotecas  al  cumplimiento  de  las  obli- 
{faetones  para  que  se  constituyen  éstas,  cualquiera  que  sea  su  posee- 
dor, pudiendo  el  acreedor  pedir  que  se  despache  ej'eeudón  contra 
dichos  bienes  al  vencimiento  del  plaso  para  el  pago  de  la  deuda,  estén 
ano  en  poder  de  uno  ó  varios  terceros  poseedores,  sin  que  se  sus- 
penda  en  ningún  caso  el  procedimiento  ejecutivo  por  deelaraeión  de 
quiebra  ó  concurso. 
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En  U  yilU  y  oorts  de  Madrid,  á  6  de  Jnnlo  de  1901,  en  loe  antoe  eje- 
eotivoe  aegnidoe  en  el  Josgedo  de  primera  instancia  del  dietrito  del  Hot- 
pilal,  de  Barcelona»  y  la  Sala  aegnnda  de  lo  civil  de  la  Aodiencia  de 
aqnel  territorio,  por  Dofia  Pilar  Paiahl  y  Matas,  consorte  de  D,  José 
Prats  y  Alsina,  sin  profesión  aquélla,  platero  éste,  y  ambos  Tecinoe  de 
Barcelona,  contra  D.  Jerónimo  Rostoll  Valla,  comerciante,  de  la  misma 
Tecindad,  sobre  pago  de  pesetas;  juicio  pendiente  ante  Kos,  en  recnzao 
de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  que  ha  interpuesto  el  D.  Je- 
lónimo  Bostoll,  representado  y  defendido  por  el  Procurador  D.  Panta» 
león  H«f ruando  y  el  Letrado  D.  Gronsalo  Esteban;  representando  y  deisn- 
Aendo  á  la  recurrida  el  Procurador  D.  Antonio  Bendicfao  y  el  Letzado 
D.  Pascual  Bos: 

Besultando  que  en  escrito  fecha  17  de  Marso  del  afio  próximo  pasado, 
Dofia  Pilar  Palabi  y  MataiT  dedujo  demanda  ejecutiva,  cuyo  conod- 
miento  cot  respondió  por  reparto  al  Juigado  de  primera  instancia  del  dis- 
trito del  Hospital,  de  Barcelona,  contra  D.  Jerónimo  Bostoll  y  Valla, 
¡Mbre  pego  de  cantidad,  exponiendo  al  efecto:  que  por  escritura  püblics, 
debidamente  inscrita,  otorgada  en  Barcelona  ante  el  Notario  D.  Antonio 
Par  y  Tusquets  el  día  8  de  Agosto  de  1896,  D.  Jerónimo  Bostoll  y  Orono 
reconoció  deber  á  Dofia  Teresa  Palabi  y  Maclas  la  cantidad  de  6.000  pa- 
letas, que  á  calidad  de  préstamo  recibió  en  aquel  acto  de  la  miema,  obli- 
gándose  á  devolverlas  dentro  del  término  de  cuatro  afios,  ó  sea  en  8  de 
Agosto  de  1900,  pagando  durante  este  tiempo  el  interés  del  6  por  100 
anual  por  semestres  anticipados,  ó  sean  160  pesetas  en  cada  uno  de  los 
dfas  8  de  Febrero  y  8  de  Agosto  de  dichos  cuatro  afios;  que  en  garaatís 
del  préstamo  é  intereses  y  costas  hasta  la  cantidad  de  1.600  pesetas,  hi- 
potecó el  D.  Jerónimo,  como  de  su  propiedad,  una  casa  en  San  Martin 
de  Provensals,  hoy  Barcelona,  calle  de  la  Móntafia,  núm.  27;  que  en  26 
de  Abril  de  1897  falleció  el  D.  Jerónimo  Bostoll  y  Oroscocon  teetamsor 
lo,  en  que  biso  constar  que  el  inmueble  hipotecado  lo  tenia  vendido  con 
anterioridad  á  su  hijo  D.  Jerónimo  Bostoll  y  Valls,  á  quien  nombré 
único  y  universal  heredero  suyo;  que,  por  lo  tanto,  éate,  desde  el  falle- 
elmlento  de  aquél,  es  y  ha  obrado  como  heredero  del  mismo,  siendo  eos 
efecto  duefio  de  la  ñaca  gravada  con  la  hipoteca;  que  la  mutuante  Dofia 
Teresa  Palahí  y  Maclas  falleció  en  21  de  Enero  de  1898,  instituyendo  en 
su  testamento  de  4  de  Diciembre  de  1897  heredera  universal  de  sus  bie- 
nes á  la  hoy  actora  Dofia  Pilar  Palabi  y^^atas,sn  sobrina;  que  ésta  for- 
malisó  inventario  de  los  bienes  relictos  é  inscribió  á  su  favor  el  crédito 
de  referencia,  siendo,  por  tanto,  la  propia  Dofia  Pilar  Palahí  dnefia  ds 
dicho  crédito  desde  21  de  Enero  del  98,  en  que  falleció  su  causante  Dofia 
Tsresa^  que  D.  Jerónimo  Bostoll  y  Valls  no  ha  pagado  á  la  ejecntants 
Dofia  Pilar  Palahí  los  dos  semestres  de  intereses  vencidos  en  8  de  Agosto 
de  1890  y  8  de  Febrero  de  1900,  importantes  ambos  SOO  pesetas;  y  por 
último,  que  á  esta  suma  se  contrae  la  reclamación  de  autoe  entablada  en 
Tista  de  que  no  han  dado  resultado  las  gestiones  amistosas  practicadM 
para  conseguir  el  pago;  después  de  todo  lo  cual,  de  alegar  en  derecho  lo 
que  estimó  del  caso  y  de  hacer  constar  que  ejercitaba  la  acción  real  hi- 
potecaria, protestando  de  pagos  legítimos,  la  Dofia  Pilar  Palahí  ter- 
minó su  escrito,  con  la  súplica  de  que  se  despachase  ejecución  contra  el 
D.  Jerónimo  Bostoll  y  Valls,  por  la  cantidad  de  300  pesetas,  importe  de 
loa  dos  plaaos  vencidos  y  no  satisfechos  de  intereses  del  préstamo  refe- 
rido é  intereses  legales  de  esta  suma  á  razón  de  un  6  por  100  al  afio  desde 
el  día  del  requerimiento  hasta  el  del  pago  y  las  costas;  habiendo  aoom- 
pafiado  á  esta  demanda  testimonios  primeras  copias  de  los  siguientes 
documentos:  primero,  escritura  de  préstamo  hipotecario  de  8  de  Agoete 


Digitized  by 


Google 


iUNIO'DB  1901  891 

de  1896;  segando,  testamento  de  Dofia  Teresa  Palahi;  y  tercero,  hljnela 
formada  á  Dofia  Filar  Palahi  en  la  división  de  bienes  de  la  Dofia  Te- 
resa: 

Resaltando  qae  despachada  la  ejecnción  contra  los  herederos  de  Don 
Jerónimo  Bostoll  Orosco  en  aato  de  27  de  Marco,  fué  requerido  de  pago 
«n  80  del  mismo  mes  D.  Jerónimo  Rostoll  y  Valls,  procedléndose,  por 
no  haber  sido  satisfecha  la  cantidad  reclamada,  al  embargo  de  la  finca 
afecta  á  la  hipoteca  y  á  citar  de  remate  á  dicho  deudor,  según  lo  también 
acordado  en  el  proveído  de  que  antes  se  ha  hecho  mérito: 

Besaltando  qae  comparecido  en  forma  D.  Jerónimo  Rostoll,  se  opuso 
en  escrito  de  21  de  Abril  del  mismo  afio  anterior  á  la  ejecución  promo- 
•  Tida,  solicitando  se  dictase  sentencia,  no  dando  logar  á  pronanoiar  la  de 
remate,  con  imposición  de  costas  á  la  ejerotante.  fundándose  para  ello 
en  los  arts.  1439  y  1461,  núms.  8.°  y  4.^  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  y  alegando:  qae  era  público  y  notorio  que  el  dicente  había  sido 
declarado  en  estado  de  quiebra  por  auto  de  20  de  Enero  de  1898,  que  dic- 
tó el  Jaes  de  primera  instancia  del  distrito  del  Parque  de  aquella  ciudad 
de  Barcelona;  que  por  consecuencia  de  tal  declaración  se  hallaba  el  Don 
Jerónimo  incapacitado  para  administrar  sus  bienes  desde  la  expresada 
lecha,  y,  por  lo  tanto,  la  ejecución  dirigida  contra  el  mismo  en  mérito 
de  los  autos  ejecutivos  de  que  se  trata,  así  como  la  subsiguiente  citación 
de  remate,  adolecen  de  ylcio  radical  de  nulidad;  que  la  demanda  formn- 
lada  no  se  ajusta  á  las  disposiciones  legales,  pues  se  ha  protestado  de 
pagos  legítimos,  cuando,  con  arreglo  al  art.  1489  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento  civil,  debía  de  haber  hecho  todo  lo  contrario,  esto  es,  no  podía 
protestar  de  los  pagos  legítimos,  sino  que  debía  formular  la  protesta  de 
Abonarlos;  y,  finalmente,  que  la  «protesta  de  abonar  pagos  legítimos»  es 
nn  reqoisito  indispensable  en  las  demandas  ejecutivas,  y  su  omisión  in- 
yalida  por  coVnpleto  la  de  Dofia  Pilar  Palahi: 

Resultando  que  ésta,  al  evacuar  el  traslado  que  le  fué  conferido,  soli- 
citó se  declarase  no  haber  lugar  á  la  oposición  formulada  por  el  ejecutado, 
mandándose  seguir  la  ejecución  adelante  con  expresión  de  la  cantidad  que 
ha  de  ser  satisfecha  á  la  acreedora  de  conformidad  con  el  auto  de  ejecn- 
eión  é  imponiéndose  las  costas  al  D.  Jerónimo,  fundándose  para  ello  en 
qae  la  ejecutante  Dofia  Pilar  no  ejercita  uua  acción  personal  contra  Ros- 
toll y  Valls,  sino  que  persigue  la  casa  hipotecada  por  acción  real  é  in- 
dependientemente de  quien  sea  el  deudor,  toda  ves  que  con  arreglo  al 
artículo  106  de  la  ley  Hipotecaria  basta  que  se  dirija  el  juicio  contra  el 
aetuil  poseedor,  que  en  este  caso  lo  es  el  D.  Jerónimo,  sin  limitación  al- 
guna en  el  Registro  de  la  propiedad;  y  en  que  no  pudiendo  darse  á  las 
palabras  escritas  en  la  demanda  la  interpretación  de  que  Dofia  Pilar  Pa- 
lahi se  negaba  á  pagar  gastos  legítimos,  es  preciso  convenir  en  que  con 
tales  frases  se  quiso  decir  y  se  dijo  lo  que  la  ley  manda,  con  tanto  ma- 
yor motivo  cnanto  que  así  lo  entendió  el  Juagado  al  hacer  constar  que  la 
■  demanda  reonia  todos  los  requisitos  legales. 

Resaltando  qne  recibido  el  juicio  á  prueba,  se  unieron  á  los  autos  las 
practicadas,  y  entre  ellas  un  testimonio  expedido  en  23  de  Mayo  por  Don 
José  de  Bstévez,  Escribano  del  Juagado  de  primera  instancia  del  distrito 
del  Parque  de  Barcelona,  del  que  resulta  que  en  20  de  Enero  de  1899  se 
declaró  á  D.  Jerónimo  Rostoll  y  Valls  en  estado  de  quiebra;  qne  en  vir- 
tud á  dicha  quiebra  se  nombraron  síndicos,  loa  cuales  continuaban  en 
el  desempefio  de  sa  cargo;  que  en  la  lista  de  acreedores  figura  Dofia  Te- 
resa Palahi;  y  que  en  los  autos  respectivos  obra  una  circular  pasada  por 
el  comisario  de  la  quiebra,  convocándoles  á  junta  para  la  elección  de 
síndicos: 
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Resaltando  qne  en  9  de  Agosto  del  mismo  afio  último,  fondada  Ia 
actora  en  haber  vencido  el  día  anterior  el  plaso  marcado  para  la  devolu- 
ción del  capital  del  préstamo  origen  de  la  acción  qne  se  ejercitaba,  inte- 
resó del  Jazgado  se  hiciera  extensiva  la  sentencia  de  remate  al  nnevo 
placo,  consistente  en  las  6.000  pesetas  importe  de  dicho  capital  y  rédi- 
tos legales  al  6  por  100  desde  el  expresado  día  del  vencimiento;  y  ha- 
biendo tenido  el  Jnea  del  distrito  del  Hospital  por  ampliada  la  ejeísnción 
á  la  expresada  suma  é  intereses  de  la  misma  al  6  por  100,  dictó  después 
sentcDcia  en  18  del  propio  mes  de  Agosto,  por  la  onal  no  dio  logar  á  Ims 
excepciones  opoestas  por  el  ejecutado,  y  mandó  seguir  la  ejeención  ade- 
lante hasta  hacer  trance  y  remate  de  los  bienes  embargados  y  con  «a 
producto  entero  y  cumplido  pago  á  Dofia  Pilar  Palahí  y  Matas  de  las  SOO 
pesetas,  importe  de  loe  dos  semestres  de  intereses  vencidos  en  '8  de 
Agosto  de  1899  y  8  de  Febrero  de  1900,  asi  como  la  soma  de  5.000  pess- 
tes  de  principal  é  intereses  de  la  misma  á  razón  del  6  por  100  anual  desde 
al  8  de  Agosto  último  hasta  la  fecha  de  la  entrega  y  las  costas  causadas 
y  que  se  causen,  á  cuyo  pago  condenó  expresamente  al  ejecutado  Don 
Jeróoimo  Rostoll  y  Valls  como  heredero -de  su  padre  D.  Jerónimo  Bos- 
toll  y  Orosco;  siendo  este  fallo  confirmado,  en  virtud  de  apelación  qne 
interpuso  el  Rostoll  y  Valls,  por  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia territorial  de  Barcelona  en  su  otra,  sentencia  dictada  en  33  de 
Enero  del  corriente  afio,  con  imposición  de  las  costas  de  segunda  instan- 
cia al  apelante: 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  interpuso  D.  Jerónimo  Rcstoll 
y  Valls  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma,  como  com- 
prendido en  el  párrafo  segundo  del  art.  1698  de  la  ley  de  Enjuici amiento 
civil,  porque  desde  el  itomento  en  que  fué  declarado  en  quiebra  el  reen- 
rrente  perdió  la  plenitud  de  sus  derechos  civiles  y  quedó  Incapacitado 
para  demandársele,  compitiendo  al  depositario  primero  y  á  los  síndicos 
después  representarle  y  suplirle  en  los  juicios  referentes  al  mismo  y  más 
aun  en  los  promovidos,  como  aqui  sucedo  con  posterioridad  á  aquella 
declaración,  y  porque  se  ha  faltado  á  los  artículos  871  y  372  de  la  ley  ds 
Enjuiciamiento  civil,  por  no  haberse  hecho  á  aquellas  personas  la  cita- 
ción de  remate,  equivalente  en  este  caso  al  emplazamiento,  quedando 
así  nula  esta  diligencia  con  arreglo  al  art.  279  de  la  antecitada  ley,  y 
como  consecuencia  de  ello  nulo  también  el  juicio  ejecutivo  de  que  as 
trata,  según  lo  dispuesto  en  el  art.  1467  de  la  misma  ley  procesal. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Molina: 

Considerando  qne  de  la  disposición  del  art.  166  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil,  expresiva  de  que  no  procede  la  acumulación  de  los  jál- 
elos ejecutivos  á  los  universales  cuando,  como  en  el  caso  presente,  se 
persignen  sólo  bienes  hipotecados,  se  deduce  necesariamente  que  no  esa 
los  qne  tienen  la  representación  en  dichos  juicios  universales  á  quienea 
debe  de  citarse  para  los  ejecutivos,  y  qne,  por  consiguiente,  al  dirigirán 
acción  Dofia  Pilar  Palahí  y  Matas  contra  D.  Jerónimo  Rostoll  Valls,  no 
se  ha  incurrido  en  el  quebrantamiento  de  forma  que  supone  el  reco- 
rren te;  y 

Considerando  además  que  los  artículos  105  y  188  de  la  ley  Hipotecaria 
sujetan  los  bienes  sobre  que  se  Imponen  las  hipotecas  «1  cumplimiento 
de  las  obligaciones  para  que  se  constituyen  éstas,  cualquiera  qne  sea  so 
poseedor,  pudiendo  el  acreedor  pedir  que  se  despache  ejecución  contra 
dichos  bienes  al  vencimiento  del  plazo  para  el  pago  de  la  deuda,  esteno 
no  en  poder  de  uno  ó  varios  terceros  poseedores,  sin  que  se  sospendaen 
ningún  caso  el  procedimiento  ejecutivo  por  declaración  de  quiebra  ó 
concurso,  y  que  es  también  consecuencia  rigorosa  de  dichos  preceptos 
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lesalM  la  ^6  que  ne  ptieda  snponeree  fondadamente  qne  exista  Infrao- 
ción  del  procedimiento,  por  no  haberee  dirigido  la  aeoión  contra  el  depo* 
altarlo  ó  loe  sindicos  de  la  qniebra  de  D.  Jerónimo  RoetoU  y  Valle  en  el 
caeo  qne  ha  dado  origen  al  presente^  reenrdo,  en  el  cnal  ee  ha  ejercitado 
la  acción  real  correspondiente  contra  l>tenea  preyia  y  expresamente  hi- 
potecado»; 

Faliamoé  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  Ingar  al  re- 
curso de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por  D.  Je- 
rónimo Rosioll  y  Valls,  á  quien  condenamos  al  pago  de  las  costas,  y  si 
finiere  á  mejor  fortuna,  al  de  la  cantidad  que  por  raión  de  depósito  ha 
deUdo  constituir,  i  que  se  dará  en  dicho  caso  la  aplicación  prevenida  en 
la  ley;  y  líbrese  i  la  Audiencia  territorial  de  Barcelona  la  correspon- 
diente certiflcación,  deyolviéndole  los  autos  que  remitió. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
sertará en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  á  este  efecto  las  copias 
meeesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  flrmamos.=JoBé  de  Aldeeoa. 
=RicardoGullón.8sJosédeGarnicas3Franci8ooToda.s=Ricardo  Molina. 
=Vicente  de  Piniés.=:Tomás  Gúdal. 

Publicación. sLeída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  él 
Exemo.  6r.  D.  Ricardo  Molina,  Magistrado  de  la  Sala  de  lo  cítíI  del  Tri- 
bnnal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  día  de  hoy, 
deque  certifico  como  Escribano  de  Gámara. 

Madrid  6  de  Junio  de  1901.^=  Rogelio  Geniales  Montes. 


NUm.  ISld.-TRIBUNAL  SUPREMO.-II  de  Junio,  pub.  el  22  de  Agoeto. 

Casación  por  infracción  de  ley.— Prérena'dii  de  abinteaiato.'^ 
Auto  declarando  no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  in- 
teppuesto  por  Dona  Dolores  González  contra  el  dictado  por  la 
Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito 
con  Doña  GujBidalupe  Alvarez. 
En  su  coNSipERANDO  único  se  establece: 

Que  conforme  á  lo  preoenido  en  el  núm,  3.^  del  art.  1729  de  la 
ley  proceeqL,  ee  inadmisible  el  recurso  de  eaeación  contra  loe  reaolur- 
done»  que  no  tienen  el  concepto  de  sentencias  d^nitioas, porque  no 
ponen  término  al  Juicio  ni  hacen  imposible  su  continuación, 

Besultando  que  con  motivo  de  la  defunción  de  D.  Raimundo  Henén- 
dea  Sierra,  hallándose  casado  con  Dofia  María  de  los  Dolores  Gomales 
de  la  Vega,  de  la  que  estaba  divorciado  por  sentencia  del  Tribunal  ecle- 
siástico, formuló  la  Dofia  María  de  los  Dolores  escrito  de  80  de  Mayo 
de  1899,  en  el  cual,  entre  otras  manifestaciones,  expuso  tener  aquél  una 
casa  da  préstamos  en  la  calle  de  las  Infantas,  nóm.  2,  cuarto  entresuelo, 
de  esta  corte,  y  promover  la  prevención  del  abintestato  del  mismo,  soli* 
citando  se  adoptasen  las  oportonas  medidas  para  la  seguridad  de  todos 
los  bienes  que  existieran  en  el  indicado  domicilio  del  difunto,  y  se  cons- 
tituyese una  intervención  fudicial  en  la  mencionada  casa  de  préstamos: 

Besultando  que  el  Juagado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Con- 
greso, al  que  fué  repartido  dicho  escrito,  tuvo  en  1.®  de  Junio  del  citado 
afio  1899  por  promovido  el  Juicio  de  aÚntestato  del  D.  Raimundo  Me- 
néndea  Sierra,  ordenando  que  se  procediera  al  inventario  de  todos  sos 
bienes,  como  asi  se  hiso,  constituyéndose  al  efecto  en  la  expresada  easa 
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laoorreopondlente  o>misióiid«l  nModlcho  Joi^ado,  U  qm  proeadióá 
nalixar  el  mencioiUMio  isTenUrio: 

Basaliando  qae  Dofia  GiUMUiope  AItatm  y  C«Gho  da  Heneim  oon- 
pareció  en  aqaelUs  aotaacionee,  y-  MNitaiiieiido  eer  doefta  de  Is  mende- 
bmU  cas»  de  préstamoe,  según  «¿rediUba  non  eecrltwa  de  12  de  Agosto 
de  1896  qae  prodajo,  pidió  que  se  deoiareae  lanalidAd  de  eqnólÍMen* 
evento  la  afectaeen  y  perjadioaran,  dejando  ein  efecto  lae  diligeneiae  de 
InTenUrio  practicadae  en  ia  eaUe  de  lae  lafantoo,  núm.  2,  enftraeaelo; 
y  mandada  tormar  piesa  separada  sobre  el  particalat  de  que  ee  ha  hecho 
mérito,  pretendió  la  Dofia  Gaadalnpe,  ntilisando  el  recnrso  de  reforma, 
qne  ee  proveyese  to  procedente  con  arreglo  á  lo  pedido  por  en  parto, 
oponiándoee  á  ello  Dofia  María  de  loe  Dolores  Gonsálea  de  la  Yega,  y 
deaestimándolo  el  Jusgado  en  el  anto  qae  dicto: 

Beealtondo  que  pendientes  la#  actoaciones  en  la  Audiencia  de  esU 
oorto  por  apelación  admitida  en  ambos  efectos  á  Dofia  Gaadalnpe  Alvam, 
habiéndose  formado  en  el  Juagado  pieaa  separada  para  la  oontlniíaeido 
del  inventario,  recayó  nneyo  anto  á  solicitad  de  Dofia  María  de  loe  Do- 
lores Gonsálea  de  la  Vega,  no  obstante  la  opoeición  di  la  Dofia  Goida- 
Inpe,  por  el  qne  se  ordenó  la  adición  de  aquél  con  las  alhajas,  ropss  y 
efectos  empefiados  después  do  terminado,  y  que  se  invitara  á  las  paites 
para  proponer  de  común  acuerdo  administrador  depoeitario  que  pudi«n 
haoerse  cargo  de  la  gestión,  cons^rración  y  custoidla  de  loe  bimies,  lo 
que  motivó  otra  apelación  de  la  repetidamente  nombrada  Dofia  Gasda- 
Inpe,  que  f aé  admitida  primero  en  un  efecto  y  luego  también  libiemsn- 
te,  previa  fiansa: 

BesulUodo  que  tramitodas  las  indicadas  apelaciones,  aoí  como  otn 
admitida  á  Dofia  María  de  los  Dolores  Gonsálea  de  la  Vega  respecto  á 
no  deberse  tener  como  parteen  el  ablntestato  á  la  Dofia  Guadalape,  pro- 
nunció la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Andienda  de  esta  capital  anto 
de  19  de  Noviembre  del  afio  último,  en  el  cual,  con  revocación  de  lis  le- 
Boluciones  apeladas,  sin  perjuicio  de  cualquiera  derecho  que  piidi«ie 
asiatir  á  Dofia  María  de  tos  Doloree  Gonsáles  en  lo  referente  á  la  valides 
y  eficacia  de  la  escritura  de  12  de  Agosto  de  1896,  que  podría  ejereittf 
en  la  vía  y  forma  procedentes,  se  declara  la  nulidad  de  laa  diligendtf 
del  ablntestato  de  D.  Raimundo  Menéodes  Sierra  en  cuanto  atectea  ó 
perjudiquen  á  Dofia  Guadalupe  Alvares,  dejándose,  en  su  consecnsocit, 
sin  efecto  las  de  luTentario  practicadas  por  la  Comisión  del  Juzgado  ea 
la  calle  de  las  Infantas,  núm.  2,  entresuelo;  se  declara  también  qnsla 
Dofia  Guadalupe  no  debió  ser  parte  en  dichos  autos  dé  abinteetato,  y  le 
declara  igualmente  que  no  procede  la  adición  del  inventario  ni  la  invi- 
tación á  las  partes  para  ponerse  de  acuerdo  acerca  del  nombramieato  de 
administrador  depositario  de  loe  bienes  inventariados  en  el  expresado 
eetablecimiento  de  la  calla  de  laa  Infantas,  núm.  2,  sin  imposición  de 
eofltas,  mandándose  devolyer  la  fisnaa  prestada: 

Beeultando  que  Dofia  María  de  los  Dolores  Gonsálea  de  ta  Vega  ha 
interpuesto  recurso  de  casación,  como  comprendido  en  el  núm.  7.^  del 
art.  1692  de  la  ley  de  Eajuiclamiento,  f  andada  en  ta  infracción  de  loe 
arto.  1219  y  1224  del  Código  (dvil,  por  haber  entendido  erróneamaats  la 
8aU  sentenciadora  la  eacritura  de  12  de  Agosto  del  96,  y  el  Ministerio 
fiscal  se  ha  opuesto  á  que  se  admita  dicho  recurso. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magtetrado  D.  VicMite  de  Piules: 

Considerando  que  la  resolución  reclamada  no  tiene  el  coaoepto  w 
sentencia  definitiva,  en  el  sentido  que  expresa  el  núm.  l.^  del  art  l<w 
de  U  ley  de  Eajnictamiento  dvil,  porque  no  pone  término  al  jolciode 
ablntestato  incoado  á  instancia  de.  Dofia  María  de  los  Deloros  Godíü^i 
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ni  h«09  imposible  bu  continnación  reapecto  i  lot  bienes  que  conste  íoe- 
voa  de  so  dlConto  msridoi  ni  se  resoelve  respecto  á  U  propiedad  del  es- 
lEmbleci miento  de  préstamos  sitoado  en  el  entresuelo  de  la  casa  núm.  2 
^to  la  calle  de  las  Infantas,  onestión  qne  se  somete  á  otro  Jaicio  que  po- 
drá promover  la  reonrrente;  y  qne  en  tal  snpnesto,  es  de  todo  punto  In- 
mdmisible  el  recnrso  interpuesto  contra  el  auto  dictado  por  la  Sala  de  io 
el  vil  de  la  Aodiencia  de  esta  corte,  conforme  á  lo  prevenido  en  el  na- 
viero 8«®  del  articulo  1729  de  la  expresada  ley  procesal  vigente; 

No  ha  Ingar  á  admitir  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Dofia 

Haría  de  los  Dolores  Gonsáles  de  la  Vega,  á  la  qne  condenamos  al  pago 

de  las  costas;  devuélvase  i  la  Audiencia  de  esta  corte,  con  la  oportuna 

certificación,  el  apuntamiento  de  los  autos,  y  publlquese  el  presente  se- 

.  gfin  dispone  la  ley, 

Madrid  11  de  Junio  de  1901.=José  de  AIdecoa.=Ricardo  Gullón.=: 
José  de  Qarnica*«=Francisco  Toda.=:Blcardo  Molina.= Vicente  de  Pi- 
»iés.-»Tomás  04dal.=;Ante  mí,  Licenciado  Hilario  María  Gonsáles  y 
Torres. 


Núau  16S.-aRACIA  Y  JU8TIGIA.-II  de  Jsalo,  pab.  el  7  de  Julio. 

Resolución  de  la  Dirección  general  de  los  Registros,  revocan- 
do, en  parte,  la  negativa  del  Registrador  de  la  propiedad  de  Fi- 
güeras  á  inscribir  una  escritura  de  capitulaciones  matrimo- 
niales. 
Bq  sus  considerandos  se  establece: 

Que  según  previenen  loe  arte.  2.^,  3.^  v  65  déla  ley  Htffoteearia, 
9on  inecríoiblee  loe  tituloe  traslaiiooe  del  dominio  de  loe  inmuebles 
que  estén  consignados  en  escritura  pública,  ejecutoria  6  documento 
auténtico,  y  no  contengan  faltas  insubsanables  ó  subsanables,  ó  sea 
que  produzcan  necesariamente  la  nulidad  de  la  obligación,  ó  que 
afecten  á  la  valides  del  titulo; 

Que  tratándose  de  una  escritura  de  capitulaciones  matrimonia- 
les,  ni  la  ealiñcaeión  de  provisional  que  la  dieran  los  interesados, 
ni  la  obligado^  que  se  impusieran  de  otorgar  otra  definitiva  asi  que 
estuvieran  inscritas  las  ñneas  4  nombre  de  los  donantee,  tal  ves  por 
la  errónea  creencia  de  que  esa  inscripción  previa  era  indispensable 
para  el  otorgamiento  de  la  escritura,  ni  la  indebida  advertencia  del 
l^otario  autorisante  de  que  no  podria  presentarse  para  su  inscrip- 
ción, producen  necesariamente  la  nulidad  de  la  obligación,  ni  afec- 
tan á  la  validez  del  titulo,  por  lo  cual  es  evidente  oue  no  constituyen 
Jaitas  insubsanables  fi<  subsanables  tal  como  las  aeñne  el  art.65  de 
la  ley  Hipotecaria. 

limo.  Sr.:  £n  el  recurso  gubernativo  interpuesto  por  D.  Sebastián 
Ooata  y  Pagés  contra  la  negativa  del  Registrador  de  la  propiedad  de  Fi- 
gneras  á  inscribir  una  escritura  de  capitulaciones  matrimoniales,  pen- 
diente en  este  Centro,  en  virtud  de  apelación  del  recurrente  y  de  dicbo 
Registrador: 

Resultando  que  los  cónyuges  D.  Juan  Pujol  y  Gomas  y  Dofia  Anto- 
nia Anlet  y  Santaló  y  su  hija  Dofia  Magdalena  Pujol  y  Aulet  de  una 
iwrte,  y  D,  Sebastián  Costa  y  Pagés ;  de  la  otra,  todos  mayores  de  edad, 
a^uélioa  vecinos  de  Figueras  y  este  último  vecino  del  pueblo  de  San 
Horl,  otorgaron  eon  motivo  del  matrimonio  oonoertado,  y  qne  se  cele- 
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bró,  entre  los  ezpreeadoe  D.  SebMtIán  Ooeto  y  Dofia  MaffdAlens  Pvfel, 
nna  eBcritnrs  en  22  ée  Mano  de  1864,  en  la  qae  loe  padree  de  eeta  álti- 
ma  la  hicieron  donaeión  para  deepoée  de  la  mnerte  de  loe  donantoa  de 
todas  las  fincas  rústicas  y  urbanas  qne  poeeían,  reeerrándoee  durante  su 
▼ida  el  nsnfraeto  y  eefiorio  de  las  mismas,  y  los  fntaros  esposos  pacta- 
ron, entre  otras  estipolaoiones,  qne  el  sobreviviente  qoedaria  nunfrae- 
tnario,  mientras  no  convolare  en  otras  nnpcias,  de  los  bienes  dei  pie- 
moerto,  y  qde  cen  oaeo  de  fallecer  amboe  6  alguno  de  ellos  sin  habsr 
hecho  testamento  ni  en  otra  manera  dispoeeto  de  sas  bienes,  á  fin  de 
evitar  la  sncesi6n  intestada  entre  los  hijos  ó  hijas  qne  Dios  se  sirva  en- 
comendarles, desde  ahora  para  entonces,  si  dicho  caso  llégate,  insti- 
tuyen en  hered^roe  suyos  respectivos  á  todos  los  tales  hijos  ó  hijas 
con  la  sola  diferencia  de  que  el  hijo  varón,  si  no  hubiere  más  que  uso 
de  esta  clase,  el  primogénito  de  los  varones,  si  hubiere  más  de  nao, 
ó  la  primogénita  de  las  hembras,  si  sólo  hubiese  hembras,  se  entsa- 
derá  instituido  ó  instituida  en  su  caso  respectivo  en  legítima  la  tota- 
lidad de  las  mejoras  que  la  ley  permitiese  entonces  á  ios  padres  liir 
cer  en  favor  de  los  hijos  ó  en  favor  de  los  eztrafioe;  y  los  restantes  hijoa 
ó  hijas  que  hubiere  además  del  mejorado  ó  mejorada,  se  entenderán  06IO 
instituidos  ó  instituidas  en  su  parte  legitima;  advif  tiendo  qna  con  esti 
disposición,  puramente  preventiva  de  la  sucesión  inteetada,  no  entisa- 
den  los  otoiíganteB  menoscabar  en  lo  más  mínimo  sn  derecho  de  haeff 
testamento  y  de  disponer  en  él  ó  de  otro,  modo  de  la  parte  libre  de  am 
Uenes  de  la  manera  que  mejor  les  pareciere,  ann  cuando  laere  total- 
mente diversa  de  la  que  aquí  sólo  hipotéticamente  se  prevlenei: 

Reaultondo  que  dicha  escritura  de  23  de  Maño  de  1864  la  otoi^uw 
los  expresados  interesados,  según  se  halla  consignado  en  la  misma,  por- 
que deseando  estipular  previamente  las  condiciones  con  que  habfa  da 
veriflcarbe  el  matrimonio  concertado,  y  no  pudiendo  por  el  momento  hi- 
potecar sus  bienes  al  cumplimiento  de  las  obügaciones  que  iban  á  coa- 
traer,  á  causa  de  que  todavía  no  las  tenían  inscritas  en  el  B^istro  éa 
la  propiedad,  manifestaron  que  cera  conveniente  la  firma  de  nna  eeeri- 
tura  provisional  que  sólo  prodosca  acción  personal,  sin  perjnicio  de  fir- 
marse otra  con  idénticas  estipulaciones  y  el  aditamento  de  la  hipoteca, 
así  qne  ambas  partes  hayan  conseguido  la  inscripción  del  dominio  éa 
sus  fincas  en  los  respectivos  Reglstrosf ;  comprometiéndose  los  coBao^ 
tes  D.  Juan  Pujol  y  Gomas  y  Dofia  Antonia  Áolet  de  una  parle,  y  D.  8»- 
hastian  Odsta  de  la  otra,  á  practicar  las  diligencias  necesarias  para  vari- 
ficar  dicha  inacripclón,  y  en  seguida  á  otorgar  escritura  definitiva  da  ca- 
pitulaciones matrimoniales  con  todos  los  requisitos  que  prescribe  la  ley 
Hipotecaria  y  con  todas  las  estipulaciones  que  contiene  la  presente  es- 
critura y  demás  qne  sean  necesarias  para  garantir  con  hipoteca  especial 
y  suficiente  el  cumplimiento  de  lo  aquí  convenido,  en  cuya  escritora 
queda  pactado  que  firmarán  á  su  tiempo  los  demás  otorgantes,  todos  y 
cada  uno  de  los  cuales  hasta  que  se  otorguen  las  capitulaciones  definiti- 
yas,  sólo  podrán  exigir  por  acción  personal  el  cumplimiento  del  presente 
contrato»;  conviniendo  además  en  someter  al  juicio  de  amigables  coops- 
nedores  todas  las  deudas  y  cuestiones  qne  pudieran  surgir  entre  los  otor- 
gantes ó  sus  sucesores  sobre  la  inteligencia  del  mismo,  advirtiéndoleael 
Notario  autorixante  cque  la  presente  escritura  no  podrá  presentaras  para 
su  inscripción  en  ningún  Begistro  de  la  propiedad»: 

Resultando  que  habiendo  fallecido  la  donataria  Dofia  Magdalena  Fi- 
jol  y  Aulet  el  16  de  Noviembre  de  1881  sin  haber  otorgado  testamento  ai 
más  acto  de  última  voluntad  que  el  lieredamiento  pieventlve  eontenldo 
en  la  susodicha  escritora  de  oapitnlaoiones  matrimoniales  de  2  de  Jfano 
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^  18€4y  y  sin  haber  dejado  máe  hijon  varonee  que  nno  llamado  D.  Gar- 
los Coala  y  Pujol,  ni  máa  hijaa  qoe  ana  llamada  Dofia  Dolores,  según  se 
mcredita  con  la  correspondiente  información  adperpetuam  practicada  á 
Instancia  de  D.-Sebastián  Costa»  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  la  Real  or- 
den de  24  de  Octubre  de  1871,  dicho  D.  Sebastián,  cónyuge,  sobreyivien* 
ts  y  padre  de  los  hljoa  de  la  donataria,  solicitó  la  inscripcicn  á  su  favor 
como  usufructuario  y  al  de  au  hijo  D.  Carlos  eomo  m^ro  propietario  de 
tres  fincas  procedentes  de  la  herencia  de  su  finada  esposa  la  referida 
DoAa  Magdalena  Pujol,  pretendiendo  al  propio  tiempo  que  se  inscribiera 
previamente  el  pleno  dominio  de  dichas  tr^s  fincas  á  favor  de  esta  últi- 
ma, como  heredera  de  fus  padres  D.  Juan  Pujol  y  Comas  y  Dofia  Anto- 
nia Aulet  y  Santaló,  presentando  i  este  efecto  la  repetida  escritura  de  22 
de  Marao  de  1864  y  el  citado  expediente  de  infamación  adperpetuam, 
y  solicitando  también-  la  cancelación  del  usufructo  de  los  donadores  si 
apareciese  inscrito  en  el  Begistro: 

Resultando  que  el  Registrador  puso  al  pie  de  dicha  solicitud  la  si-. 
Soiente  nota;  cDenegadas  las  inscripciones  previas  y  subsiguientes  so- 
licitadas, por  ser  preciso  acompafiar  también  la  escritura  definitiva  de 
isapitulos,  y  además,  en  cuanto  al  heredamiento,  porque  en  la  cláusula 
en  que  se  pactó  no  se  expresan  con  claridad  los  bienes  que  por  él  ad- 
quiere el  único  hijo  varón  D.  Carlos  Costa. Pujol»: 

Resultando  que  D.  Tomás  Jou  y  Barbosa,  Procurador,  en  nombre  de 
D.  Sebastián  Costa  y  Pagés  interpuso  recurso  gubernativo  contra  la  nota 
denegatoria  del  Registrador,  solicitando  su  revocación  y  que  se  declaren 
procedentes  las  inscripciones  solicitadas,  exponiendo:  que  la  escritura 
definitiva  de  capítulos  matrimoniales,  cuya  presentación  exige  dicho 
ínneionario,  no  se  ha  otorgado  y  no  es  necesaria  al  efecto  de  que  se  ins- 
criba la  de  22  de  Marao  de  1864,  que  es  lo  que  se  pretende,  porque  la 
donación  y  el  heredamiento  que  se  contienen  en  esta  escritura  son  actos 
Tálidos  y  su  eficacia  no  depende  del  otorgamiento  de  aquella  otra  escri- 
tora definitiva,  toda  vea  que  dichos  heredamiento  y  donación  tienen  por 
ministerio  de  la  ley  el  carácter  de  irrevocable,  según  ha  declarado  el 
Tribonal  Supremo  en  sentencia  de  22  de  Octubre  de  1876,  8  de  Febrero 
7  SO  de  Bíarao  de  1888,  y  producen  una  acción  real,  cual  es  la  de  pe- 
tición de  herencia,  por  más  que  los  otorgantes,  partiendo  de  la  creencia 
errónea  de  suponer  indispensable  la  previa  inscripción  de  las  fincas  para 
constituir  sobre  ellas  el  derecho  real  de  hipoteca,  se  reservaron  el  dere- 
cho de  otorgar  otra  escritura  definitiva,  con  el  único  fin  de  constituir 
dicha  hipoteca,  ratificando  de  paso  expresamente  las  estipulaciones  de  la 
escritura  mal  llamada  provisional;  que  no  es  cierto  que  en  la  cláusula 
en  que  se  pactó  el  heredamiento  no  se  expresen  con  claridad  los  bienes 
que  por  él  adquiera  D.  Carlos  Costa,  puesto  que  siendo  dicha  cláusula 
una  verdadera  institución  de  heredero  y  rigiendo  en  Catalufia  el  princi- 
pio romano  de  que  nadie  puede  morir  parte  testado  y  parte  intestado,  es 
claro  que  dicho  D.  Carlos,  ó  no  adquirió  nada,  lo  cual  no  se  supone  en 
la  nota  del  Registrador,  ó  adquirió  todos  los  bienes  y  derechos  que  fue- 
ron de  su  madre  Dofia  Magdalena  Pujol;  y  que  aunque  la  expresada  cláu- 
sula no  sea  un  modelo  de  literatnra,  ni  la  palabra  mejora  sea  propia  de 
la  leirlfllAción  f oral,  no  tiene  tal  defecto  de  oscuridad,  puesto  que  declara 

aoe  el  heredero  se  entenderá  instituido  en  la  legitima  y  en  la  totalidad 
e.l08  m^'oras  que  la  ley  permita  hacer  en  /aoor  de  Iom  hijos  ó  en 
/avor  de  Iom  extrañoe^  y  que  los  restantes  hijos  se  entenderán  institui- 
dos 9Ólo  en  8U  parte  legitima;  y  como  en  Catalufia  la  legitima  es  la 
cuarta  parte,  y  la  mejora  la  forman,  por  consiguiente,  las.  otras  tres 
coartas  psirtes,  de  que  el  padre  puede  disponer  libremente,  no  hay  duda 
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da  que  D.  Carlos  Costa  adquirió^  además  de  sn  legítima,  respetándola 
parte  legitimaria  eorrespondienteá  su  única  hermana,  la  totalidad  de  las 
tres  cnartas  partes  restantes  de  la  herencia: 

Besultando  qne  oído  el  Registrador,  sostnyo  sn  califiea^dD,  é  inloi^ 
méi  qne  lo  qne  pretende  el  recurrente  al  solicitar  qne  se  inaeriba  la  es- 
critora de  12  de  Marco  de  1864  es  qne  se  prescinda  de  la  intención  de  ios 
otorgantes  y  de  la  redacción  literal  de  la  misma,  en  la  qne  con  toda  cla- 
ridad aparece  oonsignado  el  pacto  de  qne  todos  j  cada  nno  de  loo  otor- 
gantes no  podrían  exigir  el  cumplimiento  del  contrato  de  capitulaciones 
mAs  que  por  acción  per$onal  hasta  qne  se  otorgasen  las  deJUuiiea»^  lo 
cual  equivale  á  decir  qne  otorgaban  un  contrato  no  reglstrable,  qne  ae 
podría  presentarse  á  inscripción,  según  expresó  el  Notario  antorisants 
de  la  escritura  en  Itfs  advertencias  qne  hiio  á  loo  otorgantes;  por  lo  cna^ 
7  tratándose  de  nn  documento  que  se  pactó  que  fuese  inseriMUe  y  pro- 
üisíonal^  no  puede  admitirse  á  inscripción  dicha  escritura,  puesto  qns 
dichos  pactos  están  otorgados  por  personas  que  teníkn  la  plenitud  de  la 
capacidad  legal  y  no  son  contrarios  á  la  moral  ni  al  derecho,  j  debsn, 
por  tanto,  cumplirse;  que  es  impertinente  la  alegación  de  los  efeetoe  Ja» 
rídicos  qne  la  legislación  catalana  concede  á  esa  clase  de  eontratoe,  toda 
Tea  que  una  cosa  es  el  titulo  ó  inetrumenio  fehaciente  y  de  /naieea- 
deneia  real  ó  inscribible^  que  es  lo  que  aquí  falta,  y  otra  la  obligación 
en  él  contenida;  y  que  es  evidente  qne  por  sn  estructura  gramatical,  y 
por  haber  empleado  palabras  exóticas,  la  cláusula  del  heredamiento  ds 
que  se  trata  no  se  halla  redactada  con  claridad  y  concisión,  y  que  esto 
basta  para  que,  conforme  á  la  Raeolución  de  20  de  Noviembín  de  1881  oe 
haya  sido  admitida  á  inscripción,  la  cual  no  puede  practicaren  mientras 
no  se  fije  su  alcance  é  inteligencia  por  los  Tribunales  de  justicia,  ó  se 
otorgue  por  D.  Carlos  y  Dofia  Dolores  Costa  Pujol  la  correspondientt 
escritura  de  partición  y  adjudicacióni 

Resultando  que  el  Jues  Delegado  revocó  la  nota  denegatoria  del  Be- 
gistrador  y  declaró  procedentes  las  inscripciones  denegadas,  fondándose 
en  consideraciones  análogas  á  las  expuestas  por  el  recurrente: 

Resultando  que  el  Presidente  de  la  Audiencia,  en  virtud  de  apela- 
ción del  Registrador,  confirmó  dicha  nota,  en  cuanto  por  ella  se  denie- 
gan las  inscripciones  pretendidas,  por  no  acompafiar  la  eeoritnra  deftii- 
tiva  de  capítulos  matrimoniales,  y  la  dejó  sin  efecto  en  lo  demás, 
aceptando  en  cnanto  á  esto  último  los  fundamentos  de  la  resolución  del 
Jnea  Delegado,  y  fundándose  en  cnanto  á  lo  primero  en  que  los  térmi- 
nos explícitos  en  que  se  halla  redactada  la  escritura  de  92  de  Mario  ds 
1864  no  dejan  lugar  á  duda  sobre  la  verdadera  intención  de  los  respecti- 
vos otorgantes,  qne  no  puede  admitirse  fuera  otra  que  la'  de  dejar  saps- 
ditada  la  eficacia  de  todo  lo  en  ella  pactado,  para  los  efectos  de  la  ins- 
cripción en  el  Registro,  al  otorgamiento  de  la  escritura  definitiva,  poetlo 
que  habiendo  pactado  que  mientras  no  llegase  este  caso,  sólo  por  aeeiáa 
personal  podría  exigirse  su  cumplimiento,  sólo  se  propusieron  estahls- 
cer  entre  sí  obligación  personal  y  no  otra  alguna  de  naturalesa  real,  se- 
gún sería  indispensable  para  qne  procediera  su  inscripción: 

Resaltando  quede  la  resolución  del  Presidentede  la  Audiencia  apela* 
ron  para  anteestaDireccIón  el  Registrador  de  la  propiedad  y  elreeoiten- 
te  D.  Sebastián  Costa,  reproduciendo  este  último  las  alegaciones  expiw»- 
tas  en  sn  escrito  de  interposición  del  presente  recurso,  y  afiadiendo:  qat 
en  derecho  no  se  conocen  las  escrituras  provisionales,  y  qne  ni  el  0^ 
digo  civil  ni  los  autores  hacen  la  distinción  de  provisionalsB  ni  definí' 
ti  vas,  por  lo  cual  los  otorgantes  partieron  de  un  principio  errdiMO  ^ 
firmar  la  escritura  llamada  por  ellos proofs^oyia/t  qne  á  pesar  ds  losür- 
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minos  explícitos  en  qne  se  halla  redactada  dicha  escritura,  dehe  tenme 
«B  enenta  qne  cada  título  tiene  sa  pecaliar  naturaleza,  qne  á  nadie  es 
lícito  alterar  siquiera  sea  consintiendo  en  ios  daftos  que  por  ellos  se  le 
irrogasen,  y  que  revistiendo  los  títulos  los  caracteres  que  íes  son  esen- 
ciales pueden  producir  efectos  jurídicos,  7  por  eode  ser  inscritos,  según 
la  doctrina  de  la  Resolución  de  2  de  Julio  de  1890;  y  que  si  la  dunación 
de  que  se  trata  es  irrevocable,  ha  de  tener  acceso  en  el  Begis^tro»  porque 
de  no  ser  así  no  produciría  afecto  alguno. 

Vistos  los  arts.  2.^  8.<^  7  05  de  la  le7  Hipotecarla: 

Ck>nsiderando,  4Ui  cuanto  á  la  inscripción  de  donación  que  se  preten- 
de, que  segán  establecen  los  citados  artículos  son  inscribibles  los  títu- 
los traslativos  del  dominio  de  los  inmuebles  que  estén  consignados  en 
escritura  pública,  ejecutoria  ó  documento  auténtico  7  no  contengan  fal- 
tas insubsanables  ni  subsanables,  ó  sea  que  produzcan  necesariamente 
la  nulidad  de  la  obligación  ó  qne  afecten  á  la  validez  del  título: 

Considerando  que  lá  donación  de  que  se  trata  es  un  título  traslatiyo 
del  dominio  de  los  inmuebles  donados,  7  está  consignada  en  escritura 
péblica,  según  exige  para  su  validez  el  art^  éSS  del  Código  civil,  por  lo 
eoal  ee  inscribible,  oon  arreglo  á  los  indicados  arts.  2.^  7  8.^  de  la  ley 
Hipotecaria: 

.  Considerando  que  ni  la  caliúcaoióa  de  pnovisional  que  los  interes»- 
doe  dieron  á  la  escritura  de  22  de  Marzo  de  1864,  ni  la  obligación  que  se 
impusieron  de  otorgar  otra  defíniiiva  así  que  estuvieran  inscritas  las 
Aneas  á  nombre  de  los  donantes,  tal  ves  por  la  errónea  creencia  de  que 
esa  inscripción  preria  era  indispensable  pata  el^otorgamiento  de  la  es- 
critura, ni  la  indebida  adverténola  del  Notario  autorizante  de  que  no 
podría  presentarse  para  su  inscripción,  producen  necesariamente  la  nu- 
lidad de  la  obllgaeióñ,  ni  afectan  á  la  validez  del  título,  por  lo  cual  es 
«rMente  que  no  constitayen  faltas  insubsanables  ni  subsanables  tai 
como  las  defina  el  art.  65  de  la  107  Hipotecaria: 

Considerando,  respecto  de  la  inscripción  del  heredamiento  denegada 
también  por  el  Registrador  por  el  defecto  de  no  expresarse  con  claridad 
loe  bienes  que  por  él  adquiere  la'persona  A  CU70  favor  se  pretende  que 
se  haga  la  inscripción,  que  en  la  cláusula  respectiva  de  la  escritura  se 
expresa  de  un  modo  claro  7  terminante  que  los  futuros  esposos  instita- 
yeron  por  herederos  á  todos  los  hijos  que  tuvieran  en  su  matrimonio, 
oon  la  sola  diferencia  de  que  el  hijo  primogénito  se  entendiera  instituido 
en  la  legítima  y  en  la  totalidad  de  las  m^oras  que  pudieran  hacerse  en 
favor  de  hijos  ó  dé'Cxtrafios,  y  los  demás  hijos  sólo  en  su  parte  legítima, 
por  lo  cual  es  evidente  que  tal  primogénito,  con  arreglo  á  la  legislación 
de  Catalufia,  está  instituido  en  todo  lo  que  le  corresponda  en  la  cuarta 
parte  destinada  á  legitima,  más  en  las  tres  cuartas  partes  destinadas  á 
mejoras,  por  lo  cual  la  expresada  cláusula  no  adolece  del  defecto  in- 
dicado; 

Esta  Dirección  general  ha  acordado  declarar  que  procede  inscribir  la 
escritura  de  28  de  Marzo  de  1864  en  cuanto  á  la  donación,  sin  necesidad 
de  presentar  además  otra  de  capitulaciones  matrimoniales,  y  que  es 
asimismo  inscribible  respecto  del  heredamiento,  por  no  adolecer  del  de- 
fecto de  falta  de  claridad,  confirmándose  en  esta  parte  la  providencia 
apelada  y  revocándose  en  el  otro  extremo. 

Lo  que,  oon  devolución  del  expediente  originaU  comunico  á  Y.  I.  á 
los  efectos  consiguientes.  Dios  guarde  á  V.  L  muchos  afios.  Madrid  11 
de  Junio  de  10Ol.c:Bi  Director  general,  Ramón  Cepeda.=Sr.  Presidente 
de  la  Audiencia  de  Barcelona. 
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Núxn.  154.-TRIBUIÍAL  SUPREMO.-»  da  J«tlo«  pib.  «I  22  de  Afoite. 

Casación  por  infracción  de  VBY.—Inofleioéidad  de  in9iUuci6nht- 
rtfd<7ar¿a.— Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso 
interpuesto  por  D.  Francisco  Morillo  contra  la  proaunciada  por 
la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla»  en  pleito  con  Doña 
Haría  de  los  Angeles  de  los  Ríos. 
Bn  sus  CONSIDERANDOS  86  establece: 

Que  lá  mera  cireimstaneia  de  eaear  á  un  expódio  de  la  IncluMO, 
nú  revela  por  ti  tola  la  voluntad  de  prohijarlo,  cuando  no  aparece 
soiemnemeníe  expresada  tal  iníendón;  y  entendiéndolo  ad  la  Sala 
sentenciadora,  no  infringe  la  ley  7.\  titulo  7.^,  Partida  4.^ 

En  la  villa  j  corte  de  Madrid,  á  12  de  Junio  de  1901,  en  loe  antos  de 
juicio  declarativo  de  mayor  enantia  tegnidoB  en  el  Jugado  de  prijncrt 
instancia  de  Utrera  y  la  Bala  de  lo  civil  de  la  Andieacia  de  Sevilla,  por 
D.  FranciBoo  Morillo  Gonsákz,  barbero,  como  marido  de  Dofia  Bmni 
Expósito,  contra  Dofia  María  délos  Angeles  de  los  Ríos,  ssistided» 
sn  esposo  D.  Bafael  Florido  j  Moreno,  de  quien  no  consta  la  profetids, 
veoinos  todos  de  Alcalá  de  Qaadaira,  sobre  inoflciosidad  de  la  cláusslt 
de  institución  beredltaria  de  nn  teeUimento  y  oiroe  extremos;  sotos  pen- 
dientes ante  Nos,  en  recurso  de  casacióB  por  infracción  de  ley  istn^ 
pnesto  por  la  parte  demandante,  á  quien  representa  el  Piocnrador  Dos 
Bernabé  Palacios  y  Gutierres  y  defiende  el  Licenciado  D.  Ángel  Ossorio 
7  Gallardo;  no  habiéndose  personado  la  recurrida  en  este  XMbnnal  8t* 
premo: 

Resultando  que  el  10  de  Marco  de  1645,  entre  ocho  y  nnsve  de  la  nS' 
dM>,  expusieron  en  el  tomo  de  la  Casa  cnna  de  la  cindad  de  Sevilla  oaa 
nifia  recién  nacida,  que  fué  bautiaada  el  dia  siguiente  oon  el  noab» 
de  Bruna,  apareciendo  en  el  Registro  general  de  dieho  estaUscImieato 
qne  la  expresada  nifia  cen  16  de  Fehren^de  1861  la  llevó  Dofia  Dolom 
Ríos,  ama  de  gobierno  del  Sr.  Cura  de  Alcalá»,  y  acredita  naa  csrtlficir 
ción  del  Rector  de  la  parroquia  de  Santiago  de  Alcalá  de  Qasdaira  qot 
el  6  de  Noviembre  de  1866  se  desposaren  D.  Francisco  Morillo  y  Dófis 
Teodomira  Bmna,  hija  adoptiva  de  Dofia  María  de  ios  Dolores  de  los 
Ríos;  habiéndose  otorgado  con  motivo  de  este  matrimonio  el  S7  da  Oc- 
tubre de  aquel  afio  1866  una  escritura,  según  la  cual  oompaxecieroo,d9 
nna  parte,  Dofia  María  de  los  Beyes  Gonaáles,  vinda  de  Morillo,  oon  n 
hijo  Francisco,  y  de  otra,  Dofia  María  de  los  Dolerse  de  los  Ríos  y  Or- 
denas, viuda  de  IX  Manuel  Romero,  coa  su  hija  adoptiva  Dofia  Bmat, 
conocida  por  de  los  Ríos,  á  fin  de  hacer  constar  los  bienes  qne  esta^ 
tima  aportaba,  en  concepto  de  dote  inestimada,  á  la  sociedad  coBysgilt 
importantes  6.068  reales;  y  tanto  ella  como  su  madre  adoptiva  reiHrodft' 
ron  al  derecho  que  les  asistía  para  exigir  hipoteca  del  fntnro  esposo: 

Resultando  que  con  anterioridad  á  las  fechas  últimamente  eoiiac^ 
das,  ó  sea  en  1861,  la  misma  Dofia  María  de  los  Dolores  de  losBíosiiflO 
de  la  Casa  central  de  Maternidad  de  Sevilla  otra  nifia,  qne  se  bailaba 
entonces  en  el  período  de  lactancia,  llamada  María  Joseia,  conocida  por 
Angeles,  la  cual,  mediante  el  oportuno  expediente,  el  Goliemador,  Fie- 
Bidente  de  la  Junta  provincial  de  Beneficencia,  conosdió  en  adopei6n>^ 
26  de  Septiembre  de  1866,  á  Dofia  Dolores  de  los  Bíos,  entre  otras  eoiw- 
clones  con  la  de  que  la  adoptante  se  obligaba  á  instituirla  iMredert « 
las  doe  terceras  partes  de  sus  bienes  y  de  todas  las  ropas,  albajtf  f 
mnebles  que  poseyera  ó  quedasen  el  día  de  sn  fallecimiento: 
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Besultando  que  la  prenombrada  Dofia  María  de  los  Dolores  de  los 
Kíos  Cadenas  falleció  el  8  de  Junio  de  1896,  con  testamento  otorgado  el 
18  de  Febrero  del  86,  en  la  villa  de  Alcalá  de  Guadaira,  en  el  que  nom- 
bró albacea  á  su  hija  adoptiva  Dofia  María  de  los  Angeles  de  los  Ríos, 
casada  con  D.  Rafael  Florido,  declaró  en  la  cláusula  10.^  que  Franoisco 
Morillo  7  su  mujer  Bruna,  que  usaba  el  apellido  Rios  por  haberla  criado 
la  otorgante,  le  adeudaban  2.600  reales,  los  cuales  no  debían  cobrarse- 
les,  y  se  consignó  en  la  12.*  «del  remanente  que  quedase  de  todos  sus 
bienes,  derechos  y  acciones,  presentes  y  futuros,  instituye  por  su  única 
y  universal  heredera,  en  calidad  de  usufructuaria,  á  su  repetida  hija 
adoptiva  la  Dofia  María  de  los  Angeles  Ríos,  que,  como  ha  dicho,  la  crió 
desde  los  primeros  días  de  su  nacimiento,  y  se  encuentra  hoy  casada  con 
el  D.  Rafael  8.  Florido,  quedando  facultada  para  enajenar  cualquiera  de 
las  fincas  que  la  otorgante  posee  al  tiempo  de  su  fallecimiento,  á  fin  de 
qne  con  su  precio  pueda  atender  á  los  gastos  de  la  parte  piadosa,  así  como 
los  que  ha  de  causar  la  liquidación  de  su  testamentaría,  pago  de  dere- 
chos á  la  Hacienda  y  cuantos  se  ocurran  hasta  quedar  inscrita  en  el  Re- 
gistro de  la  propiedad;  debiendo  de  verificar  estos  gastos  sin  obligación 
de  dar  cuenta  á  nadie,  y  disponer  del  sobrante  si  lo  hubiere;  por  falle- 
ctmieto  de  la  Dofia  María  de  los  Angeles  de  los  Ríos  pasarán  todos  los 
bienes  que  quedasen,  excepto  la  casa  de  que  ella  haya  dispuesto,  según 

10  expresado  en  el  párrafo  anterior,  á  los  hijo§  legítimos  que  ésta  dejase, 
la  cual  tiene  ya  hoy  una  hija  de  ediad  de  tres  afios  próximamente,  que 
lleva  por  nombre  María  de  los  Angeles  Florido  y  Ríos,  la  cual,  si  no  tie- 
ne otros,  ella  será  la  heredera  propietaria  de  todo  el  caudal  que  quede; 
pero  si  hubiese  más,  éste  se  dividirá  por  iguales  partes  entre  todos,  ya 
en  absoluto  dominio;  que  en  el  caso  que  esta  nifia  falleciera  antes  que 

011  madre  la  Dofia  María  de  los  Angeles  Ríos,  y  ésta  muriera  sin  snce- 
0ió«  porque  no  hubiera  tenido  otros  hijos  en  el  momento  que  ocurra  su 
fallecimiento,  se  procederá  á  la  venta  de  todos  sus  bienes  por  el  Cura 
más  antiguo  qne  fuera,  cuando  esto  tenga  lugar,  de  la  parroquia  de  San- 
tiago de  esta  villa,  y  el  producto  de  ellos  se  dividirá  en  dos  partes  igua- 
les; una  la  invertirá  en  misas  en  sufragio  del  alma  de  la  otorgante,  y  la 
otra  mitad  se  entregará  en  el  Hospital  civil  ó  central  de  Sevilla,  para 
ayudar  al  alimento  y  curación  de  enfermos  pobres;  y  finalmente,  previe- 
ne que  en  el  caso  que  los  herederos  propietarios  que  deja  nombrados,  ó 
sean  los  hijos  que  dejase  la  Dofia  María  de  los  Angeles  Ríos,  fallecie- 
ran después  de  su  madre,  siempre  que  esto  tenga  lugar  en  su  menor 
edad  y  sin  haber  tenido  hijos  que  deban  heredarlos,  que  se  esté  á  lo  dis- 
puesto en  el  párrafo  anterior,  es  decir,  que  sus  bienes  se  destinen,  la  mi- 
tad para  el  Indicado  Hospital,  y  la  otra  mitad  para  los  referidos  sufra- 
gios, pues  el  ánimo  de  la  otorgante  es  que  de  ninguna  manera  y  por  nin- 
gún pretexto,  puedan  sus  bienes  llegar  nunca  á  poder  del  D.  Rafael 
S.  Florido.. .i;  expresando,  finalmente,  en  la  cláusula  14.^  que  en  la  10.*- 
consignaba  que  Dofia  Bruna  de  los  Ríos  y  su  marido  le  debían  cierta 
suma  y  que  era  su  voluntad  perdonársela;  pero  si  éstos  tratasen  de  ha- 
cer alguna  reclamación  á  sus  herederos,  bien  de  cantidad  ó  bien  de  mue- 
bles, en  tal  caso  se  tuviera  por  nula  dicha  cláusula,  dejándole  expedito 
el  derecho  á  su  hija  la  Dofia  María  de  los  Angeles  para  que  la  reclama- 
se, la  cobrara  é  hiciera  suya: 

Resultando  que  D.  Francisco  Morillo  González,  como  marido  de  Dofia 
Bruna  Expósito  de  los  Rion,  con  fecha  6  de  Agosto  de  1898  formuló  ante 
el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Utrera  demanda  de  juicio  declarati- 
vo de  mayor  cuantía  contra  Dofia  María  de  los  Angeles  de  los  Ríos,  con 
la  súplica  de  que  se  declarara  inoficiosa  la  cláusula  de  institución  de  be- 
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lederoB  contenida  en  el  testamento  qne  Dofia  María  de  loa  DolOTes  Ríos 
otorgó  en  18  de  Febrero  de  1886,  y  naloe  en  ene  efectoe  coantoa  actos 
hubiese  reallsado,  docamentos  hubiera  otorgado  é  inscripciones  se  ha- 
bieren  hecho  en  el  Registro  de  la  propiedad  á  solicitud  de  Dofia  María 
de  los  Angeles  de  los  Ríos  con  el  carácter  de  sacesora  única  y  nníTersal 
heredera  de  dicha  testadora;  se  declarase  asimismo  qne  Dofia  Teodomiía 
Brnna  de  los  Ríos — expósita — tiene  derecho  á  la  porción  legítima  qoe  á 
•n  favor  otorgaba  la  legislación  yigento  con  anterioridad  á  la  pabiica- 
ción  del  Código  civil,  como  hija  prohijada  de  la  tostadora,  y  se  condena- 
ra, en  consecuencia,  á  la  demandada  á  entregarla  á  la  Dofia  Bmna  con 
los  frutos  producidos  desde  el  fallecimiento  de  la  cansante,  y  al  pago  de 
las  costas  del  juicio: 

Resultando  que  en  apoyo  de  las  pretensiones  transcritas,  además  de 
exponer  lo  que  sustancialmente  se  ha  relacionado  en  los  antecedentes, 
sostuvo  D.  Francisco  Morillo  ser  aplicable  al  caso  la  legislación  anteri<» 
al  Oódigo  civil,  según  la  primera  de  sas  disposiciones  transitorias,  por 
haberse  verificado  el  prohijamiejito  antes  de  publicarse  dicho  cuerpo  le- 
gal, 7  por  tanto,  aplicando  la  ley  7.*,  tit.  7.^  de  la  Partida  4.*;  y  dado 
que  Dofia  Brnna  fué  prohijada  por  Dofia  Dolores  de  los  Ríos,  según  ésta 
reconoció  implícito  y  explicitamento,  por  sus  actos  y  por  las  declara- 
ciones solemnísimas  y  fehacientes  hechas  en  instrumento  público,  en 
evidente  que  la  clase  de  prohijamiento  fué  la  de  arrogación  propiamente 
dicha,  toda  vea  que  Dofia  Bruna,  por  su  calidad  de  expósita,  no  teoit 
padres,  en  cuyo  poder  y  Imjo  cuya  potestad  estaviese  cuando  fué  prohi- 
jada por  la  Dofia  Dolores;  citó  además  las  leyes  6.^,  tít.  22,  libro  4.^  del 
fuero  Real,  y  8.%  tit.  16,  Partida  4.^,  y  preaentó  varios  documentos: 

Resultando  que  la  demandada  contestó  con  la  petición  de  que  se  la 
absolviera  de  la  demanda  é  impasieran  las  costas  á  la  parte  actora,  ale- 
gando, despaés  de  reconocer  la  certeza  de  los  antecedentes  expuestos  de 
contrario:  que  si  Dofia  Bruna  fué  prohijada,  no  por  ello  adquirió  antes 
de  fallecer  su  madre  adoptiva  derecho  á  heredarla,  sino  que  ésto  habría 
nacido  caando  ocurrió  dicho  fallecimiento,  vigente  ya  el  Código  civil, 
y  debía  regularse  por  él,  según  la  duodécima  de  sus  disposiciones  tran- 
sitorias, y  no  le  tendría  la  actora,  á  parte  alguna  de  aquella  herencia 
aun  aplicando  la  antigua  legislación  al  caso  de  autos,  pues  las  leyes  de 
Toro  incluidas  en  la  Novísima  Recopilación,  qne  regulaban  entonces  las 
sucesiones  hereditarias,  nada  decían  acerca  del  prohijamiento,  ni  de  loe 
hijos  y  padres  adoptivos,  y  por  consiguiente,  era  preciso  acudir  á  las 
Partidas,  como  supletorias,  y  con  arreglo  á  la  ley  7.^  del  tít.  7.^  de  la 
4.*,  la  arrogación  se  llamaba  así  por  ser  de  otorgamiento  del  Rey,  y  no 
porque  el  arrogado  estuviese  ó  no  bajo  la  patria  potestad,  como  se  afir- 
maba en  la  demanda,  á  más  de  lo  cual  Dofia  Teodomira  Bruna,  no  íné 
prohijada  por  Dofia  Dolores  de  los  Ríos,  ni  ésto  pudo  reconocer  lo  qoe 
no  existía  en  la  forma  que  en  la  demanda  se  de<ría,  pues  el  decirse  en 
la  escritura  de  doto  que  comparecía  con  su  hija  adoptiva  Brnna,  no  cons- 
tituía tal  reconocimiento,  ni  el  principio  de  los  documentos  públicos 
llamado  comparecencia  es  el  lugar  donde  se  consignan  las  manifesta- 
ciones de  la  voluntod  de  las  partos;  que  este  Tribunal  Supremo,  en  sen- 
tencias de  11  de  Julio  de  1882  y  27  de  Diciembre  del  89,  tiene  declarado 
no  pueden  invocarse  las  disposiciones  del  Fuero  Real  como  ley  vigente 
antes  de  publicarse  el  Código  civil,  á  no  ser  que  estén  insertas  en  la 
Novísima  Recopilación,  y  no  estándolo  debe  probarse  su  uso  y  obser- 
yancia  para  que  tengan  preiación  sobre  las  Partidas;  que  del  misBS 
modo  que  no  podía  invocar  las  leyes  del  Fuero  Real,  no  le  era  tampoco 
permitido  á  Dofia  Bruna  apoyar  su  acción  en  la  ley  8.%  tít.  16  de  la 
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Partida  4.^,  por  ser  preclao  para  «n  aplicación  que  exlatiera  peraona 
«irogada  en  la  forma  determinada  en  la  ley  7.^  del  tit  1.^  de  la  enun- 
ciada Partida;  qae  con  arreglo  al  art.  177  del  Código  civil,  los  hijea 
adoptados  no  adquieren  derecho  á  heredar  al  adoptante  fuera  de  testa* 
mentó,  á  menos  que  en  la  escritura  de  adopción  se  haya  éste  obligado  á 
instituirles  herederos,  y  no  existiendo  en  el  presente  caso  tal  escritora 
ni  tal  institución,  ningún  derecho  tenia  Dofia  Bruna  i  redamar  parte 
de  la  herencia  de  Dofia  María  de  los  Dolores  de  los  Aios;  que  la  Beal 
cédula  de  11  de  Diciembre  de  1796,  era  la  primera  disposición  que  ha^ 
biaba  del  prohijamiento  de  los  expósitos,  si  bien  donde  verdaderamente 
se  fijó  aqueJp  derecho  fué  en  la  ley  de  Beneficencia  de  28  de  Enero  de 
1822  en  sus  artículos  66  al  70,  restablecido  en  1886,  cuya  doctrina  se  re- 
cogió en  el  reglamento  de  14  de  Mayo  de  1862  para  la  ejecución  de  la 
ley  de  20  de  Junio  de  1849,  vigente  en  esta  materia,  puesto  que  las  ins- 
trucciones de  27  de  Abril  dé  1876  y  27  de  Enero  del  86  no  atafien  de 
modo  expreso  á  los  expósitos,  y  con  arreglo  á  dichas  disposiciones,  para 
haber  sido  prohijada  Dofia  Bruna,  era  preciso  la  formación  de  expe- 
diente, cual  lo  tiene  declarado  este  Supremo  Tribunal  en  sentencia  d» 
27  de  Diciembre  de  1899;  y  que  aun  cuando  á  ello  la  autoriaada  la  cláu- 
sula 14.*  del  testamento  de  Dofia  Dolores  de  los  Bíos,  no  quería  formu- 
lar reconvención  por  la  cantidad  que  á  ésta  adeudara  Dofia  Bruna: 

Beaultando  que  renunciada  la  réplica  y  practicada  prueba  de  confe- 
sión en  juicio,  documental  y  de  testigos,  después  de  loe  trámites  de  dos 
instancias,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla,  el  16  de  Diciem- 
bre del  afio  último,  dictó  sentencia,  confirmatoria  de  la  del  Jusgado,  por 
la  que,  imponiendo  las  costas  de  la  aUada  á  la  parte  apelante  y  sin  ha- 
cer expresa  condena  de  las  de  primera  instancia,  se  declara  que  Dofia 
Teodomira  Bruna,  conocida  por  de  los  Ríos,  no  tiene  derecho  á  porció» 
alguna  legítima,  y  se  absuelve  á  Dofia  María  de  los  Angeles  de  los  Ríos 
de  la  demanda: 

Besultando  que  D.  Francisco  Morillo  Gonsáles,  en  nombre  de  su  es- 
posa Dofia  Bruna  Expósito,  ha  interpuesto  recurso  de  casación,  como 
comprendido  en  el  núm.  1.^  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  por  los  siguientes  motivos: 

Primero.  La  infracción  de  las  1.%  2.*,  4.*  y  12.*  disposiciones  tran- 
sitorias del  Código  civil,  por  interpretación  errónea,  que  ha  ocasionado 
la  inaplicación  de  las  tres  primeras  y  la  aplicación  indebida  de  la  últi- 
ma, toda  vez  que  la  Sala  sentenciadora  ha  creído  que  los  derechos  de 
Dofia  Bruna  Expósito,  como  hija  arrogada  á  la  herencia  de  Dofia  Dolo- 
res de  los  Ríos,  deben  regularse  por  la  ley  vigente  en  la  fecha  del  falle- 
oimiento  de  la  causante,  con  lo  cual  confunde  lamenteblemente  el  mo- 
mento en  que  se  adquieren  los  derechos  con  el  Ínstente  en  que  se  reali- 
san,  tan  perfectamente  distinguidos  en  la  legislación  romana  al  tratar 
de  cuando  cede  y  viene  el  día,  en  cuyo  criterio  se  inspiraron  los  autores 
del  Código  civil  al  ordenar  en  la  primera  de  sus  disposiciones  transito- 
rias que  se  rijan  por  la  legislación  anterior  los  derechos  nacidos,  según 
ella,  de  hechos  realisados  bajo  su  régimen,  aunque  el  Código  los  regule 
de  otro  modo  ó  no  los  reconosca,  al  dar  valides  por  la  segunda  á  los  ac- 
tos y  coijtratos  celebrados  bajo  dicho  régimen,  incluso  aquellos  que  el 
Código  nuevo  prohibe  expresamente,  al  impedir  por  la  tercera  la  aplica- 
ción de  las  disposiciones  de  carácter  prohibitivo,  cuando  los  actos  á  que 
se  refieren  se  hubieran  realisado  al  amparo  de  la  indicada  legiálación,  y 
al  declarar  en  U  cuarto  que  las  acciones  y  los  derechos  nacidos  al  ampa- 
ro de  la  legislación  precedente  subsistirán  con  la  extensión  7  en  loe  tér- 
minos que  ésta  les  reconociera,  aunque  no  hayan  llegado  á  ejerdtane 
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hMta  daspoés  de  U  pablicaoión  del  naoTO  Gódigo  eÍTil,  pa«ato  que  no  m 
posible,  coa  arreirlo  á  tales  disposioiones,  negar  á  Dofta  Brasa  EzpósU» 
los  derechos  qne  por  el  prohijamiento  adquirió  en  1861,  sólo  por  el  he* 
obo  paramente  accidental  de  qne  la  prohijante  baja  muerto  antes  ódes- 
poés  de  mudarse  los  preceptos  rcRuladores  del  derecho  privado;  7  así  lo 
«atendió  la  misma  Comisión  que  redactó  dicho  Código,  consignando  en 
la  exposición  de  motivos  en  ano  de  sos  párrafos:  cpero  si  se  trata  de  un 
derecho  i^ueyo,  declarado  por  primera  ves  en  el  Código  7  no  reconocido 
por  la  legislación  anterior,  deberá  regirse  por  el  mismo  Código,  aanqne 
•1  hecho  qne  lo  origine  ha7a  tenido  lugar  bajo  aquella  legislación,  á 
menos  que  perjudique  otro  derecho  adquirido  bajo  la  misma,  porque  en 
«ste  caso  es  más  digno  de  respeto  el  que  va  á  sufrir  el  dafio  que  el  que 
va  á  recibir  un  beneficio  gratuito»;  7  diciendo  en  otro:  cpor  efecto  de  la 
misma  regla  2.%  no  podrá  alterarse  el  estado  legal  en  que  se  hallen  los 
que  por  pacto  anterior  á  la  promulgación  del  Código  estén  dando  ó  reci- 
biendo alimentos;  ni  el  hijo  adoptado  bajo  la  legislación  anterior  habrá 
perdido  su  derecho  á  heredar  al  padre  adoptante,  aunque  el  Código  no 
veconoaca  este  derecho  á  los  adoptados  después»: 

Segando.  Haber  infringido  igaalmente  la  Sala  sentraciadora  la 
107  7.*,  tit.  7.<^,  Partida  4.^,  por  aplicación  indebida,  7  la  de  28  de  Enero 
de  1822,  7  el  reglamento  de  14  de  Ma70  del  62,  por  sn  no  aplicación,  al 
sostener,  con  manifiesto  error,  que  la  adopción  de  Dofia  Bmna  Expósito 
debió,  para  merecer  el  carácter  de  tal,  regirse  literalmente  por  los  for- 
malismos 7  solenmidades  de  la  citada  107  de  Partida;  por  cuanto  la 
única  solemnidad  necesaria  para  la  adopción  7  la  arrogación  en  1861 
era  la  declaración  en  escritura  pública,  ni  siquiera  necesaria  tratándose 
de  un  expósito;  pues  copiada  la  legislación  romana  de  tiempo  de  los  Em- 
peradores en  las  le7es  91  7  92  del  tít.  18  de  la  Partida  9.\  7  en  la  ci- 
tada 7.^,  tít.  1.^  de  la  4.^,  se  exigió  en  ellas  que  el  adoptante  7  el  adop- 
tado—coando éste  no  tenía  padre  conocido — comparecieran  ante  el  Bey 
7  manifestaran  su  mutua  conformidad;  pero  modificada  después  radical- 
mente la  Constitución  política  ds  Espafia,  se  borró  la  dispensa  Real  pan 
la  adopción,  así  como  para  otros  actos  7  autorisadones  que  quedaron 
reducidos  á  la  modesta  categoría  de  expedientes  administrativos  regala- 
dos por  la  107  de  14  de  Abril  de  1888,  en  la  que  no  se  habla  de  adopcio- 
nes, para  las  cuales,  en  consecuencia,  bastaba  el  otorgamiento  de  onaea- 
eritara  póbiica,  á  fin  de  que  de  modo  fechaciente  constasen  los  derechos 
y  deberes  que  aquélla  llevaba  consigo,  escritura  que  existe  en  el  presente 
caso,  7a  que  no  es  necesario  ni  puede  pretenderse  que  toda  ella  se  consa- 
gre á  formalisar  la  adopción;  á  más  de  que  este  requisito  huelga  cuando 
se  trata  de  un  expósito,  porque  según  la  predlcha  le7  de  28  de  Enero 
de  1822  en  su  art.  66,  «los  niños  expósitos  7  abandonados  que  no  fne- 
ren  reclamados  por  sus  padres,  7  los  huérfanos  de  padre  7  madre  podrán 
ser  prohijados  por  personas  honradas  que  tengan  posibilidad  de  mante- 
nerlos, todo  á  discreción  de  las  Jantas  municipales  de  Beneficencia,  pero 
este  prohijamiento  no  producirá  más  efecto  que  el  que  determinen  las 
10708»;  disposición  reproducida  literalmente  en  el  art  22  del  también 
en  anclado  reglamento  de  14  de  Ma7o  de  1862  para  la  ejecución  de  la  ley 
de  Beneficencia  de  20  de  Junio  de  1849,  preceptos  que  amparan  jr  justi- 
fican los  derechos  de  la  recurrente;  dado  que  en  los  autos  obra  una  cer« 
tificación  librada  por  el  Secretario  de  la  Diputación  provincial  de  Hevi- 
lia,  en  la  que  consta  el  historial  de  aquélla,  diciendo  la  última  partida 
que  <en  16  de  Febrero  de  1861  la  llevó  Doña  Dolores  Ríos,  ama  de  go- 
bierno del  Sr.  Cara  de  Alcalá»;  7  si  alguna  vea  pudieron  existir  dndu 
acerca  del  alcance  de  tal  prohijamiento  sui  generis,  las  disipó  por  oom- 
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pleto  la  sentencia  de  este  Tribunal  Sapremo  de  26  de  Octubre  de  1889,  al 
establecer  la  doctrina  de  que  los  de  que  tratan  la  ley  de  1822  y  el  regla- 
mento de  1852  tienen  verdadero  carácter  de  adopciones,  bastando  para 
que  se  realicen  la  autorización  de  la  Comisión  proviacial,  puesto  qne 
dichas  leyes  son  de  tau  rigorosa  observancia  como  cualquiera  otra;  y 

Tercero.  Infringirse,  finalmente,  en  la  sentencia  recurrida,  por  no 
aplicarl^a,  la  ley  8.^,  tlt.  17,  Partida  4.%  reproducción  ñel  de  la  6.^,  ti- 
tulo 22,  libro  4.^  del  Fuero  Beal,  que  fija  los  derechos  del  arrogado  en 
la  sucesión  del  arrogante  en  la  cuarta  parte  de  la  totalidad  del  caudal 
relicto,  al  no  reconocer  este  derecho  á  Dofia  Bruna  Expósito  en  la  he- 
rencia de  Dofia  Dolores  de  los  Ríos,  á  pesar  de  ser  arrogada,  según  la 
ley  7.^,  tlt.  7.^  de  la  Partida  4.^,  por  no  tener  padre  ni  madre  conocidos. 
Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  Toda: 
Considerando  que  en  la  sentencia  recurrida^'se  estima  que  la  deman- 
dante no  ha  justificado  el  hecho  de  haber  sido  arrogada  por  Dofia  Dolo- 
res de  los  Ríos,  que  es  en  el  que  funda  su  den^cho,  y  si  bien  en  el  mo- 
tivo segundo  del  recurso  se  expresan  consideraciones  y  se  alegan  infrao- 
cionea  para  demostrar  sustancial  mente  la  equivocación  cometida  por  el 
tribunal  sentenciador  al  hacer  aplicación  de  la  ley  7.^,  tít.  7.^,  Par- 
tida 4.^,  es  lo  cierto  que,  aun  prescindiendo  de  la  pertinencia  de  dicha 
ley,  por  ninguna  de  las  demás  disposiciones  legales  citadas  en  dicho 
motivo  se  demuestra  nada  en  contrario  á  la  referida  apreciación,  pnea 
la  mera  circunstancia  de  sacar  á  un  expósito  de  la  laclusa  no  revela  por 
sí  sola  la  voluntad  de  prohijarlo,  y  porque  en  el  caso  del  presente  re- 
curso no  aparece  solemnemente  expresada  la  intención  que  se  atribuye 
á  Dofia  Dolores  de  los  Ríos,  ya  que  no  puede  darse  tal  carácter  á  la  sen- 
cilla é  incidental  referencia  que  se  hace  en  la  partida  de  matrimonio  de 
la  recurrente  y  en  la  escritura  dotal  de  la  condición  de  Dofia  Bruna  Ex- 
pósito: 

Considerando  que  no  procediendo  la  casación  de  la  sentencia  por  este 
motivo  fundamental,  es  innecesario  ocuparse  de  las  demás  infracccionea 
alegadas  en  el  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Francisco  Morillo  González,  como 
marido  de  Dofia  Bruna  Expósito,  á  quien  condenamos  al  pago,  si  vi- 
niere á  mejor  fortuna,  de  la  cantidad  de  1.000  pesetas,  por  razón  de  de- 
pósito, á  que  se  dará  la  aplicación  que  dispone  la  ley;  no  hacemos  con- 
dena de  costas  mediante  no  haber  comparecido  en  este  Tribunal  Supremo 
la  parte  recurrida,  y  devuélvase  á  la  Audiencia  de  Sevilla  el  apunta- 
miento de  los  autos,  con  la  oportuna  certificación. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
eertará  en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=José  de  Aldecoa. 
zsRicardo  Gullón.--iJosó  de  Qarnica.=:Franci8co  Toda.=:Bicardo  Mo- 
lina.=: Vicente  de  Piniés.=Tomá8  Gódal. 

Publicación.  =  Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Francisco  Toda,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  cele-» 
brando  audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy»  de  que  cer- 
tifico como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  12  de  Junio  de  1901.=Licenciado  Hilario  María  González  y 
Torres. 
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Nüzn.  155. -nilBUNAL  8UPREII0.-I2  da  Junio,  pvb.  el  22  y  26  Afotli. 

Casación  por  infracción  db  LZY.^NuUdad  de  venta.^Sentenciík^ 
declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  D.  Jaime 
Romeu  contra  la  pronu  nciada  por  la  Sala  primera  de  lo  civil 
de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  D.  José  Aullach. 
En  8U  considerando  único  se  establece: 

Que  no  son  de  estimar  los  recursos  de  casación  fundados  en  sur 
puestos  inexactos. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  12  de  Junio  de  1901,  en  el  pleito  ae- 
gnido  en  el  Jnsgado  de  primera  instancia  de  Sabadell  y  en  la  Sala  pri- 
mera de  lo  civil  de  la  Aadiencia  de  Barcelona  por  D.  Jaime  £omea  y 
Vifiae,  jornalero,  vecino  de  Barcelona,  con  D.  Joeé  Anllach  y  Gnrgui,  y 
por  an  lallecimiento  con  en  viuda  é  bijo,  Dofia  Leonor  Vals  y  Pnig  y  Don 
Joan  AQÜacb  y  Vals,  comerciante,  vecinos  ambos  de  fiabadell,  sobre  no- 
Udad  de  nna  venta  y  reivindicación  de  bienes;  pendiente  ante  Nos,  en 
yirtnd  de  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  el 
Procurador  D.  Pedro  Serrano  bajo  la  dirección  del  Letrado  D.  Avelino 
Fernándes,  sustituido  en  el  acto  de  la  vista  por  el  Letrado  D.  Miguel 
Guillen,  en  representación  del  demandante;  no  habiendo  comparecido  It 
parte  recurrida: 

Resultando  que  D.  José  Bomeu  y  Artigas  falleció  en  7  de  Diciembre 
de  1860  bajo  testamento  otorgado  a  o  te  Notario  de  Sabadell  en  18  de  Di- 
ciembre de  1867,  en  el  que,  deepués  de  hacer  varios  legados  á  bus  bijoa  é 
hijas,  y  de  consignar  que,  quería  que  todas  sus  deudas  fueran  satiífechtf 
de  sus  bienes  propios,  brevemente  y  fuera  de  juicio,  estableció  la  cláu- 
sula siguiente:  cLego  el  entero  ueufructo  de  mis  bienes  y  derechos  á  la 
expresada  mi  consorte  Teresa  Vifias  y  Eetapé  para  durante  sn  vida  nato* 
tal  y  mientras  no  contraiga  otro  matrimonio,  con  la  condición  empero 
de  mantener  en  su  casa  y  compafiia  al  heredero  abajo  nombrado,  tra- 
bajando éste  en  cuanto  pueda  á  utilidad  de  dicliA  su  madre,  y  de  pegar 
las  cargas  á  que  dichos  mis  bienes  estarán  obligados,  con  facultad  de 
vender  y  enajenar  el  todo  ó  parte  de  mis  bienes,  sin  que  haya  de  pres- 
tar caución  ni  dar  cuenta  ni  raxón  á  persona  alguna,  facultándola  asi- 
mismo de  aumentar  ó  disminuir  el  dote  á  mis  hijos  é  hijas,  según  la  po- 
sibilidad de  mis  bienes.  En  todos  mis  restantes  bienes,  habidos  y  por 
haber,  instituyo  heredero  mío  universal  á  Jaime  Romeu  y  Viñas,  ei  eu 
el  día  de  mi  muerte  viviese  y  Iraredero  mió  ser  quisiere»;  haciendo  dee- 
pnófl  varias  sustituciones  que  no  son  del  caso: 

Resultando  que  por  escritura  de  29  de  Agosto  de  1878,  la  viuda  Dofia 
Teresa  Vifias,  para  pagar  á  los  herederos  de  D.  Melchor  Arus  y  Torris 
la  cantidad  de  6.740  pesetas  94  céntimos  que  le  estaba  adeudando  por  ca- 
pital é  intereses  de  tres  distintos  debitorios  que  contrajo  su  difunto  ma- 
rido, vendió  á  favor  de  su  hijo  D.  Gabriel  Romeu  y  Viñas,  en  6.360  pe- 
setas, las  tres  casas  hipotecadas  en  seguridad  de  dichos  debitorios,  ee- 
flaiadas  con  los  números  49,  61  y  68  de  la  calle  de  Gurrea,  de  Sabadell, 
haciendo  uso  para  ello  de  la  facultad  que  su  difunto  marido  le  concedió 
para  vender  y  enajenar  ios  bienes,  de  la  que  usaba  ai  efecto  de  pagar  las 
deudas  que  dejó  ei  mismo;  y  por  otra  escritura  de  9  de  Octubre  de  1874, 
la  misma  Doña  Teresa  Viñas  vendió  perpetuamente  á  D.  José  ÁuUacby 
Gurgui,  en  precio  de  7.876  pesetas,  que  recibió  en  el  acto  de  la  escritura 
en  monedas  de  oro,  tres  casas  situadas  en  la  calle  de  Gurrea  de  aquella 
ciudad,  números  1,  8  y  6;  haciéndose  constar  que  pertenecían  á  la  ven- 
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dedora,  no  sólo  como  nsaíractUAria  de  los  bienes  de  sn  difunto  marido, 
sino  también  en  virtud  de  la  facultad  que  el  mismo  le  eoncedió  para  ven- 
der y  enajenar  sus  bienes: 

BesuUando  que  el  bijo  de  dicbo  testador,  D.  Jaime  Bomeu  y  Vifias, 
dedujo  en  80  de  Marzo  de  1892  la  demanda  de  este  pleito,  diciendo  ejer- 
citar la  acción  real  reivindicatoría  y  la  personal  de  nulidad  del  contrato 
de  compraventa  entre  Dofia  Teresa  Vifias  y  D.  José  Aullacb  y  Gurgui, 
y  pidiendo  se  declarara  en  definitiva:  primero,  que  D.  José  Aullacb  debía 
dimitir  á  su  favor,  dentro  del  término  de  la  ley,  las  tres  casas  que  le 
fueron  vendidas  por  Dofia  Teresa  Vifias  y  Estapó,  mediante  la  escritura 
de  9  de  Octubre  de  1874,  con  el  Importe  de  las  rentas  que  dicbas  fincas 
hubieran  producido  desde  aquella  fecba;  y  segundo,  que  dicbo  contrato 
de  venta  era  nulo,  y  en  consecuencia  también  la  anotación  ó  inscripción 
que  del  mismo  se  biao  en  el  Registro  de  la  propiedad  del  partido  de  Ta- 
rrasa,  decretando  la  cancelación  de  la  Inscripción,  y  condenando  por  úl- . 
timo  á  D.  José  Aullacb  al  pago  de  todas  las  costas  del  juicio  si  daba  la- 
gar á  su  Bustanciación;  alegando  al  efecto:  que  en  la  fecha  de  la  escri- 
tura de  la  venta  becha  por  Dofia  teresa  Vifias  á  D.  José  Aullacb  babian 
sido  pagados  los  créditos  que  pesaban  sobre  la  berencia  de  su  padre,  lo 
cual  se  probaba,  en  primer  lugar,  con  la  escritura  de  venta  otorgada  por 
su  misma  madre  Dofia  Teresa  á  favor  de  su  bermano  D.  Gabriel,  y  en 
segundo  lugar,  por  la  misma  escritura  de  Aullacb,  en  la  que  ni  una  pa- 
labra se  consignaba  que  demostrara  la  existencia  de  otras  deudas  para 
cuyo  pago  se  realisara  la  venta;  que  por  tanto,  esta  enajenación  resultó 
hecba  en  dafio  y  perjuicio  manifiestos  del  demandante  como  beredero  de, 
flu»padre;  que  si  el  usufructo  legado  por  D.  José  Romeu  y  Artigas  á  su' 
esposa  fué  con  la  condición  de  que  ésta  no  contrajera  otro  matrimonio, 
y  la  no  menos  atendible  de  tener  que  mantener  en  su  casa  y  compafiia 
al  beredero,  mal  podía  atribuirse  al  testador  la  voluntad  de  autorizar  la 
venta  de  sus  bienes  sin  una  razón  muy  justificada  y  poderosa,  porque 
una  vez  vendidos  los  bienes  no  babia  por  qué  limitar  el  usufructo  ni  im- 
poner obligación  alguna;  y  que  no  podía  admitirse  que  la  exención  con- 
cedida á  la  usufructuaría,  de  dar  cuenta  ó  razón  á  persona  alguna,  pu- 
diera importar  que  aquélla  pudiera  vender  los  bienes  de  la  berencia  sin 
necesidad  de  tener  que  pagar  cargas: 

Resultando  que  admitida  la  demanda  y  decretada  su  anotación  en  el 
Registro  de  la  propiedad  del  partido  sobre  las  tres  casas  á  que  se  refiere, 
la  contestó  D.  José  Aullacb  y  Gurgui,  pidiendo  que  se  le  absolviera  de 
ella,  con  imposición  de  costas  al  demandante,  oponiendo  al  efecto  la  ex- 
cepción 8tne  aetione  et  jure  agt$  y  las  demás  que  correspondieran,  y 
alegando:  que  la  dimisión  de  los  bienes  que  pretendía  el  demandante 
tenía  que  ser  consecuencia  de  la  declaración  de  nulidad  del  título  en 
cuya  virtud  el  alegante  era  duefio  de  las  fincas;  que  la  facultad  otorgada 
á  Dofia  Teresa  Vifias  en  el  testamento  de  su  esposo  era  ilimitada  y  ab- 
soluta para  poder  vender  y  enajenar  el  todo  ó  parte  de  los  bienes  bere- 
ditarios  sin  traba  ni  formalidades  de  ninguna  clase;  que  la  limitación 
puesta  á  Dofia  Teresa  de  que  pudiera  bacer  uso  de  tal  facultad  mientras 
no  contrajera  otro  matrimonio  no  era  verdadera  condición,  sino  en  rea- 
lidad modo  por  el  pual  se  determinaba  cuándo  quedaría  privada  de  tal 
iacultad;  y  que  era  temerario  el  empefio  del  demandante  que  pretendía 
la  nulidad  de  un  acto  de  la  usufructuaria,  realizado  dentro  de  las  atri- 
buciones que  le  confirió  el  testador,  y  más  temerario  todavía  es  sobre- 
ponerse á  la  voluntad  de  éste,  puesto  que  no  podía  tener  sobre  las  fincas 
que  reclamaba  otro  derecbo  que  el  que  el  testador  quiso  transmitirle» 
supeditado  á  la  facultad  otorgada  á  la  usufructuaria: 
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BesQltando  que  en  loe  eigalentes  eecritoe  de  réplica  y  duplica  iniie- 
tieron  ambas  partee  en  las  anterioree  pretensiones  y  alegaciones;  y  ha- 
biendo ocnrrido  el  fallecimiento  del  demandado  después  de  recibido  el 
pleito  á  pmeba,  comparecieron  en  antos  7  fueron  tenidos  por  parte  sa 
viada  Doña  Leonor  Vals  7  Paig  y  en  hijo  D.  Jnan  Anllech  y  Vals: 

Besnltando  qne  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Adlencia  de  Barce- 
lona dictó  sentencia  en  20  de  Noviembre  de  1900,  confirmatoria  de  la  dic- 
tada en  primera  instancia  por  el  Jnei  de  Sabadell,  absolviendo  á  Polla 
Leonor  Vals  y  Paig  y  á  D.  Joan  Aallacb  y  Vals,  como  representantes 
y  herederos  de  D.  José  Anllach  y  Ourgui,  de  la  demanda  propnesta 
contra  éste  por  D.  Jaime  Romeu  y  Viñas,  y  mandando,  en  en  conse- 
cnencia,  cancelar  la  anotación  preventiva  de  dicha  demanda  practicada 
en  el  Registro  de  la  propiedad. 

Resaltando  qne  D.  Jaime  Romea  y  Vifias  interpaso  recarso  de  casa- 
ción, fondado  en  el  núm.  L^  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjaiciamiento 
civil,  por  considerar  infringidas: 

Prtmero.  La  ley  l.^  tít.  l.<>,  libro  6.<^  de  las  Constitaclones  de  Cata- 
lafia,  que  obliga  al  testador  A  dejar  la  coarta  parte  de  loe  bienes  á  los 
descendientes,  en  cnanto  la  sentencia  recorrida  declara  válida  la  cláo- 
sala  puesta  por  D.  José  Romea  Artigas  en  sn  testamento,  que  sirvió  de 
base  á  Doña  Teresa  Viñas  para  realizar  los  contratos  de  compraventa  con 
D.  José  Anllach  y  Gnrgai,  cuya  nulidad  se  viene  reclamando;  y 

Segundo.  Las  leyes  1.*,  6.*  y  7.*  del  Código,  De  ino/fleiosa  dona- 
iione,  tít.  2.^,  libro  8.^,  que  declaran  deben  anularse  las  concesionea 
testamentarias  que  perjudiquen  la  legítima,  puesto  que  la  sentenciare- 
corrida  consiente  la  cesión  total  hecha  por  D.  José  Romea  á  su  espest 
en  perjuicio  de  los  legitimarios. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Tomás  Gúdal: 
Considerando  que  la  cláusula  del  testamento  de  D.  José  Romea  y  Ar- 
tigas, por  virtud  de  la  que  quedaba  antoriaada  su  consorte  Doña  Teresa 
Vifias  para  vender  ó  enajenar  el  todo  ó  parte  de  sos  bienes,  no  implica 
el  supuesto  de  que  se  parte  en  el  recurso  de  que  esto  se  hiciera  ó  pu- 
diera hacer  en  perjuicio  de  los  derechos  legitimarios  de  su  hijo  el  reco- 
rrente,  según  se  reconoce  en  la  misma  sentencia  recurrida;  y  come 
quiera  que,  aparte  esta  consideración,  el  fundamento  de  la  accción  ejer- 
citada por  D.  Jaime  Romeu  y  Vifias  consistió  únicamente  en  la  afirma- 
ción por  el  mismo  sostenida  de  qne  la  expresada  cláusula  debía  enten- 
derse en  el  sentido  de  que  la  autorisación  para  vender  sólo  podía  usarse 
por  causa  ó  razón  muy  justificadas,  sin  qne  se  haya  probado  ni  inten- 
tado probar  que  con  las  enajenaciones  realizadas  se  haya  perjudicado  la 
legítima  del  actor,  es  visto  qne  no  son  de  estimar  ninguna  de  las  infrac- 
ciones alegadas  en  los  dos  motivos  del  recarso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lagar  al  re- 
corso de  casación  interpuesto  por  D.  Jaime  Romea  y  Vifias  á  quien  con- 
denamos al  pago  de  las  costas,  y,  para  en  su  caso,  al  de  la  cantidad  qoe 
por  razón  de  depósito  debió  constituir,  que  se  distribuirá  con  arreglo  á 
la  ley;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Barcelona  la  certificación  correspon- 
diente, con  devolución  del  apontamiento  que  ha  remitido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Goce/a  é  in- 
sertará en  la  Colbcción  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=Jo8é  de  Aldecoa. 
=Ricardo  Gullón.=José  de  Garnica.=rFranclsco  Toda.=Ricardo  Moli- 
na.= Vicente  de  Piniée.=Tomás  Gudal. 

Pablicación.=Leíd9  y  pnblicada  faé  la  anterior  sentencia  por  el 
Bzcmo.  Sr.  D.  Tomás  Gúdal,  Magistrado  del  Tribunal  Sapremo,  eelfl* 


Digitized  by 


Google 


JUNIO  DB  1901  909 

brando  audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy»  de  qae 
certifico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  12  de  Junio  de  1901.=: Licenciado  Jorge  Martines. 


Nixxxi.  Ise.-TRIBUNAL  SUPREM0.-I2  de  Junio,  pub.  el  26  de  A§á^. 

Casación  por  infracción  de  LEY.^Reelamaeión  de  eanttdadea. — 
Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por 
D.  José  Bosch  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  primera  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  D.  Francisco 
Bosch. 
En  sus  considerandos  se  establece: 

Que  no  infringe  el  art,  359  de  la  ley  de  Enjuieiamienio  doil  la 
aeníeneia  que  en  absoluto  absuelve  al  demandado  de  las  pretensiones 
formuladas  por  el  actor  en  su  demanda. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  12  de  Junio  de  1901,  en  loe  autos 
seguidos  en  el  Juagado  de  primera  instancia  de  Balagaer  y  en  la  Bala 
primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  por  D.  José  Bosch  Bo- 
bet,  comerciante,  vecino  de  Balagaer,  contra  D.  Francisco  Bosch  Abolla, 
propietario  7  vecino  de  Bellvís,  sobre  reclamación  de  cantidades;  pleito 
pendiente  ante  Nos,  en  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  inter- 
puesto por  la  parte  demandante,  representada  y  defendida  por  el  Proea- 
rador  D.  José  Nieto  y  Oafiadas  y  ei  Letrado  D.  Mario  Serrataoó;  están- 
dolo  la  recurrida  por  el  Procurador  D.  José  Martínez  de  Carvajal  y  ei 
Letrado  D.  Francisco  Pi  y  Margall: 

Resultando  que  en  6  de  Octubre  de  1887  otorgaron  en  Barcelona  Doffa 
Teresa  Bosch  Befié  y  D.  José  Batlle  Bipoll  ante  el  Notario  D.  Armengol 
Bala  escritura  de  capitulaciones  matrimoniales,  por  la  que  Francisco 
Batlle,  padre  del  D.  José,  le  donó  perpetuamente  todos  sus  bienes  pre- 
sentes y  futuros,  reservándose  durante  su  vida  el  usufructo  de  los  mis- 
mos; y  por  su  parte,  Magdalena  Bosch  Refié  y  su  hijo  Francisco  Bosch 
Befié,  madre  y  hermano  respectivamente  de  la  contrayente  Dofia  Teresa, 
le  dieron  en  pago  de  sus  legítimas  paterna  y  materna,  parte  de  donación 
por  nupcias  y  por  todos  los  derechos  que  pudiera  pretender,  la  suma  de 
2.500  libras  catalanas,  con  algunas  ropas  y  efectos: 

Resultando  que  por  escritora  otorgada  en  Lérida  el  29  de  Mayo  de 
1857  ante  el  Escribano  público  D.  Salvador  Fuster  por  razón  de  los  ma- 
trimonios que  esperaban  contrner  D.  Francisco  Bosch  y  Refié  con  I>ofia 
Mariana  Bobet  Biosca  y  D.  José  Bosch  Escola— hijo  del  D.  Francisco — 
con  Dofia  Josefa  Abolla  Bobet — hija  de  la  Dofia  Mariana — ,  se  estipuló 
entre  estos  cuatro  contrayentes  que  la  Dofia  Mariana  Bobet  aportalM  en 
dote  á  su  futuro  marido  D.  Francisco  Bosch  la  cantidad  de  5.658  reales 
80  céntimos  que  tenía  sobre  una  pieza  de  tierra  campa,  sita  en  el  partido 
del  Oamps  de  la  Nada,  cuya  constitución  dotal  aseguró  el  prometido  es- 
poso con  sus  bienes,  y  prometió  restituirlo  siempre  que  llegase  el  caso 
de  su  devolución,  y  que  en  el  caso  de  premorir  á  su  futura  consorte,  dis- 
pusiera ésta  de  los  bienes  del  mismo,  de  la  cantidad  de  4.000  libras  cata- 
lanas, ó  sean  42.666  reales  66  céntimos,  cuya  suma  debería  ser  pagada  á 
dicha  f  atura  consorte  por  el  heredero  nombrado  José  Bosch  Escola  en  la 
siguiente  forma:  2.000  libras  dentro  del  mes  en  que  se  separase  Mariana 
Bobet  de  la  compafiía  ó  familia  de  Bosch  Escola,  y  las  restantes  2.000 
libras  dentro  de  los  dos  afios  contaderos  del  día  de  la  entrega  de  las  pri- 
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Mmsam  S.OOO  libras,  coya  integra  cantidad  aerriria,  no  aólo  para  la  d»- 
cante  manateDción  de  sa  expresada  íntara  eepooa,  sino  para  qae  de  ella 
Midiera  disponer  libremente;  y  para  despnés  de  su  mnerte,  nombraba 
]>,  Francisco  Boech  Befié  heredero  nniyeraal  de  todos  ens  bienes  y  den* 
€ÍMW  á  so  hijo  primogénito  D.  José  Bosch  y  Escola  con  las  reservas  que 
estimó  oportanas;  siendo  de  advertir  qne  D.  Francisco  Bosch  Befió  iails- 
dó  ei  8  de  Abril  de  1871,  y  sn  esposa  Dofia  Mariana  Bobét  Biosca  el  24 
da  Abril  de  1887: 

Besnitando  qne  D.  José  Bosch  Escola,  por  escritura  otorgada  ante  el 
Notario  de  Cervera  D.  Lnis  Trillo  en  2  de  Diciembre  de  1879,  cedió  y 
traspasó  á  Dofia  Francisca  Benet  y  Perejoán,  viuda  de  Andrés  Gaaol,  en 
precio  de  2.000  pesetas,  los  derechos  y  acciones  qne  le  competían  como 
heredero  y  snceeor  de  su  padre  y  abuela  (Dofia  Magdalena)  para  recia- 
mar  y  percibir  las  1.250  libras,  mitad  de  las  2.600  que  debían  reetitair 
los  herederos  de  Francisco  Batlle  y  sn  hijo  José  Batlle  BipoU  en  virtud 
de  lo  estipulado  en  capltqios  matrimoniales  de  6  de  Octubre  de  1837: 

Resultando  que  por  escritura  de  capitulaciones  matrimoniales  otor- 
gada ante  el  Notario  de  Barcelona,  D.  Ramón  Gramunt,  el  19  de  JnUo 
de  1888,  entre  D.  José  Bosch  y  Bobeta— hoy  demandante—y  Dofia  Teresa 
Barri,  D.  José  Bosch  Escola,  como  heredero  de  su  padre,  donó  al  contra- 
yente, en  pago  de  sus  derechos  de  legitima  paterna,  la  suma  de  4.000 
libras  catalanas,  ó  sean  10.666  pesetas  66  céo timos,  pagaderas  en  cinco 
pisaos,  y  además  dos  piesas  de  tierra  de  valor,  en  junto  600  pesetas; 
constando  por  otra  escritura  de  29  de  Mayo  de  1888  que  el  citado  Joié 
Bosch  y  Bobet  firmó  carta  de  pago  á  su  medio  hermano  D.  José  Bosch  y 
Escolé,  padre  del  demandado,  de  la  cantidad  de  11.466  pesetas  66  cénti- 
mos, á  saber:  4.000  libras,  iguales  á  10.666  pesetas  66  céntimos,  que  éste 
le  prometió  en  completo  pago  de  sus  derechos  de  legítima  paterna  y  de- 
mis  que  pudieran  corresponder  le  en  los  bienes  de  su  difunto  común 
padre  D.  Francisco  Bosch,  y  800  libras,  iguales  á  800  pesetas,  qne  te 
prometió  su  diíanta  madre  Dofia  Mariana  Bol>et,  procedente  de  las  1.000 
libras  catalanas  qne  le  correspondían  en  les  bienes  de  su  difunto  esposo, 
euya  total  cantidad  de  11.466  pesetas  66  céntimos  cOKaíesó  haber  recibido 
•1  mencionado  D.  José  Bosch  y  Bobet  de  su  hermano  D.  José  Bosch  Es- 
cola, A  entera  satisfacción,  antes  de  aquel  acto,  por  lo  que  renunciaba, 
respecto  á  las  mismas,  á  la  excepción  non  numerata  pecunias  y  otras  á 
A  sn  favor;  y  dándose  por  enteramente  satisfecho  de  cuanto  pudiera  ce- 
Responderle  por  su  legítima  paterna  y  demás  derechos  que  le  competían 
en  ios  bienes  de  su  difunto  padre,  así  como  por  raaón  de  las  800  libras 
que  le  sefialó  su  difunta  madre,  renunció  con  juramento  á  pedir  nonoa 
cosa  alguna  más  por  tales  conceptos: 

Resultando  que  según  certificación  de  la  curia  elesiástica  del  Obispa- 
do de  Urgel,  en  auto  dictado  por  la  misma  con  feclia  21  de  Abril  de  1698 
se  declaró  extinguido  el  juramento  con  que  el  citado  D.  José  Bosch  y  Bo- 
bet hiio  la  renuncia  á  que  alude  la  escritura  antes  citada,  y  por  otro 
auto  del  Jusgado  de  primera  instancia  de  Balaguer  de  29  de  Enero  ds 
1898  fué  declarado  único  heredero  abintestato  de  su  madre: 

Resultando  que  con  ocasión  del  matrimonio  concertado  entre  Fran- 
cisco Mir  y  Paula  Bosch  Escola— hermana  ésta  de  José  Bosch  Escola  y 
medio  hermana  de  Francisco  Bosch  Abella— se  otorgó  con  lecha  26  de 
Mayo  de  1856  la  correspondiente  escritura  de  capitulaciones,  en  la  qne 
el  padre  de  la  contrayente,  D.  Francisco  Bosch  Befié,  la  sefialó  como 
dote,  en  concepto  de  legítima  paterna,  la  soma  de  1.000  libras  catalanas: 

Besnitando  que  con  estos  antecedentes,  y  previa  la  declaración  de 
pobreaa  para  litigar,  D.  José  Bosch  y  Bobet  formuló  mi  21  de  Jnlio  de 
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1806  Ift  demanda  origen  de  eetoe  antos  contra  D.  Francisco  Boech  Abe- 
Ua,  como  heredero  de  en  padre  D.  José  Boach  Eecolá,  y  éste  á  su  vez  he- 
ledero  del  aayo  D.  Franciaco  Boch  Refió»  padre  asimismo  del  deman- 
dante» reclamando  la  cantidad  de  80.812  pesetas  89  céntimos,  como  su- 
jftlemento  de  legítima,  paterna  y  créditos  de  sn  madre^  bajo  los  conceptea 
aignientea:  80.260  pesetas,  dozava  parte  de  todos  los  bienes  que  ai  falle- 
cer dejó  D.  Francisco  Bosch  Refié,  tasados  en  la  demanda  en  860.000  pe- 
setas, por  haber  dejado  á  sn  fallecimiento  tres  hijos,  ó  sean  D.  José 
Bosch  Fscolá,  el  demandante  y  Dofia  Panla  Bosch  Escola,  cnyas  30.260 
pesetas,  oon  los  intereses  legales  del  6  por  100  desde  el  fallecimiento  de 
D.  Francisco  Bosch  Refié,  ascendían  á  la  soma  de  79.266  pesetas;  9.418 
pesetas  AS  céntimos,  procedentes  de  la  dote  aportada  por  en  madre  Dofia 
llariana  Bobet  y  cantidad  donada  á  ella  por  sn  esposo  que,  con  la  de 
3.261  pesetas  12  céntimos,  en  concepto  de  intereses  legales  al  6  por  100 
annal  desde  nn  aílo.  despoéi^  del  fallecimiento  de  aquélla,  sumaban 
11.674  pesetas  60  céntimos;  666  pesetas  66  céntimos,  dozava  parte  de 
6.666  pesetas  66  céntimos,  procedentes  de  la  dote  aportada  por  Dofia  Te- 
resa Bosch  Refié  con  D.  José  Baille  RipoU,  en  concepto  de  estimada  y 
oon  la  condición  de  restituir  la  mitad  á  la  casa  Bosch  si  la  contrayente 
falleciese  sin  sucesión  que  llegara  á  la  edad  de  testar,  y  habiendo  falle- 
cido en  estas  condiciones,  el  padre  del  demandado  cedió  y  vendió  en  2  de 
Di<dembre  de  1879,  por  2.000  pesetas,  á  D.  Francisco  Benet  cuantos  de- 
lechos  le  pertenecían  en  la  dote  aportada  por  su  tía,  y  siendo  ésta  pro- 
cedente de  los  bienes  del  padre  del  actor,  le  correspondía  su  cuota  legíti- 
Biaria  de  dicha  suma,  que,  con  694  pesetas  por  los  intereses  legales  del 

6  por  100  anual  desde  la  escritura  de  cesión,  formaban  la  cantidad  de 
1.149  pesetaa  66  céntimos;  de  la  suma  total  de  estas  cantidades,  que  as- 
cendía á  la  de  92.079  pesetas  6  céntimos,  deducía  el  actor  la  de  11.266 
pesetas  26  céntimos  por  la  carta  de  pago  firmada  al  demandado  en  29  de 
Hayo  de  1888^  mas  como  en  dicha  renuncia  sufrió  lesión  enormísima, 
pedía  au  rescisión,  después  de  haber  pedido  la  relajación  del  juramento; 

7  después  de  hacer  relación  de  los  bienes  que  su  padre  dejó  á  su  falleci- 
miento, terminó  pidiendo  se  declarase  rescindida  y  nula  la  renuncia 
otorgada  á  favor  del  causante  del  demandado  por  haber  sufrido  lesión 
nltradimínima  ó  enormísima  en  sus  derechos  legitimarios  paternos,  y 
ee  condenase  á  D.  Francisco  Bosch  Abolla  á  que  le  entregase  la  cantidad 
de  80.812  pesetas  89  céntimos,  en  concepto  de  suplemento  de  la  legítima 
paterna  y  créditos  de  su  madre  Dofia  Mariana  Bobet  que  tenía  contra 
dieha  herencia  y  correspondían  al  demandante  como  único  heredero 
abintestato  de  la  misma,  con  los  intereses  legales  de  dicha  cantidad 
desde  la  Uíi9  contestatio  hasta  su  efectivo  pago  por  completo,  con  las 
costas  del  joicio: 

Besultando  que  D.  Francisco  Bosch  Abella  contestó  la  demanda  y 
oposo  á  los  hechos  en  ella  consignados:  que  D.  Francisco  Bosch  y  Refié^ 
al  contraer  matrimonio  con  Dofia  Mariana  Bobet,  era  viudo  en  terceras 
nupcias»  teniendo  dos  hijos,  D.  José  y  Dofia  Paula  Bosch  Escola,  y  que 
en  las  capitulaciones  otorgadas  con  tal  motivo  se  puso  como  condición 
para  que  aquélla  dispusiera  de  la  dote,  no  sólo  que  la  premuriera  su  ma- 
xido,  sino  que  se  separase  de  la  casa  y  compafiía  del  heredero  D.  José 
Bosch  Escola,  y  como  este  caso  no  llegó,  no  dispuso  de  les  4.000  libras; 
%a¡»  aquella  donación  sería  nula  por  cuanto  no  podía  exceder  de  1.000  li- 
bras» por  ser  ésta  la  cantidad  que  había  dado  á  su  bija  Paula  por  legiti- 
ma paterna  y  en  concepto  de  dote;  que  negaba  el  valor  que  el  actor  daba 
á  los  bienes  dejados  por  D.  Francisco  Bosch,  por  las  cansas  que  citaba; 
pero  aun  haciendo  caso  omiso  de  éstos,  la  dozava  parte  de  las  72.369  pe- 
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fletas  flerífl  6.0M  pesetaa,  cantidad  moj  inferior  A  Im  que  tenía  reeibiéi 
el  actor  según  confesión  del  mismo;  qoe  no  era  exacto  qne  la  dote  apor- 
tada á  sn  matrimonio  por  Do  fia  Teresa,  hermana  del  padre  del  aetoi| 
volviera  á  la  casa  paterna,  7  macho  menos  qoe  el  padre  del  dieente  y 
diera  sus  derechos  por  2.000  pesetas;  qoe  además  de  las  10.2M  [ 
recibidas  en  metálico  por  el  actor,  recibió  en  tierras  más  de  6.000 1 
tas;  qne  la  escritura  de  20  de  Mayo  de  1B88,  firmada  por  éste,  debía  sur- 
tir todos  sus  efectos  por  no  adolecer  de  vicio  de  nulidad,  paes  no  exis- 
tía lesión  enormísima,  y  annqne  existiera  nada  podía  reclamar  despnés 
de  los  mochos  afios  transcurridos;  7  qoe  la  relajación  del  juramento  «A 
nada  perjudicaba  la  obligación  contraída: 

Resultando  que  evacuados  los  trámites  de  réplica  7  duplica,  en  loa 
que  las  partes  sostuvieron  sus  respectivas  afirmaciones  7  pretenaionM, 
ee  recibió  el  pleito  á  prueba,  practicándose  documental,  testifical  7  da 
confesión  en  juicio,  7  sustanciando  el  juicio  en  dos  instancias,  la  fiaia 
primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  con  fecha  6  de  Julio 
de  1900,  dictó  sentencia  confirmatoria  de  la  del  inferior,  por  la  que  se 
declaró  no  haber  lugar  á  la  demanda  interpuesta  por  D.  José  Boech  Bo- 
bet  contra  D.  Francisco  Bosch  Abolla,  reclamándole  80.237  pesetas  16 
céntimos,  previa  la  rescisión  7  nulidad  de  la  renuncia  jurada  otorgada 
por  el  actor  á  favor  del  cansante  del  demandado,  por  haber  sufrido  le- 
sión enormísima  en  sus  derechos  legitimarios  paternos,  7  en  su  oonss- 
cuencia,  absolvió  libremente  al  demandado  de  la  demandk  oontra.  él  in- 
terpuesta, sin  hacer  especial  condena  de  costas: 

Kesultando  que  D.  José  Bosch  7  Bobet  ha  interpuesto  recurso  de  ca- 
sación por  infracción  de  ley,  fundado  en  los  números  1.*^,  3.®  7  7.®  del 
art.  1692  de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  7  expone  al  efecto  los  siguientes 
motivos: 

Primero.  Incongruencia  de  la  sentencia  con  lo  que  es  ot)Jeto  de  la 
demanda,  según  doctrina  establecida  por  este  Tribunal  Supremo  en  sen- 
tencias de  16  de  Octubre  de  1880,  14  de  Enero  de  1884  7  26  de  Noviem- 
bre de  1896,  en  aplicación  del  art.  869  de  la  107  de  Enjuiciamirato  civil, 
en  cuanto  nada  decide  la  sentencia  recurrida  sobre  el  derecho  que  redar 
ma  en  la  demanda  el  recurrente  de  cobrar  la  dote  de  su  madre  con  los 
Interefiies  legales  desde  un  afio  después  de  su  fallecimiento,  pues  si  bien 
se  decide  que  el  actor  no  tiene  derecho  á  reclamar  los  créditos  mátanos, 
se  evidencia  por  Ja  lectura  de  los  fundamentos  legales  del  fallo,  que  á  la 
vez  que  se  reconoce  la  aportación  de  la  dote  de  6.668  reales  80  oéntiraos, 
solamente  se  rechasa  la  reclamación  acerca  de  la  donación  de  4.000  librea 
hechas  por  el  marido,  bajo  el  doble  supuesto  de  ser  nula  por  excesiva  7 
de  haber  renunciado  á  esos  derechos  el  recurrente  en  la  escritura  ds  19 
de  Mayo  de  1888: 

Segundo.  Por  error  de  hecho  en  la  apreciación  de  la  prueba,  inffrae- 
ción  de  la  ley  114  del  tít.  18  de  la  Partida  8.*;  del  art.  1218  del  Código 
civil,  7  de  la  doctrina  establecida  por  este  Tribunal  Supremo  en  senlea- 
clas  de  28  de  Septiembre  de  1802  7  22  de  Junio  de  1897,  en  cnanto  pata 
absolver  al  demandado  de  la  reclamación  de  los  créditos  matemos  qas 
formuló  el  recurrente,  se  funda  la  sentencia  recurrida  en  la  Inexacta 
afirmación  de  que  en  la  escritura  de  29  de  Ma70  de  1888  el  reeurreats 
renunció  bajo  juramento  á  los  créditos  matemos,  7  de  0070  juramento 
no  pidió  previa  absolución  á  la  Autoridad  eclesiástica;  siendo  así  que  la 
renuncia  del  juramento  que  contiene  la  mencionada  escritora  de  pago  se 
refiere  únicamente  á  la  legítima  paterna  7  á  las  800  libras  qne  le  pro- 
metió sn  madre  en  la  escritura  de  capitulaciones  matrimoniales  da  1% 
de  Julio  de  1888,  no  á  la  legítima  materna;  no  habiendo  el  «olor  i 


Digitized  by 


Google 


JUNIO  DE  1901  913 

anado  derechos  de  ésta,  sino  los  créditos  de  Dofia  Mariana  Bobet  contra 
la  herencia  de  sa  marido  en  concepto  de  heredero  abintestato  de  aqué- 
lla, declarado  tal  por  auto  de  29  de  Enero  de  1898,  6  sea  diea  afios  des- 
pnés  de  la  firma  de  aquella  escritura;  de  suerte  que  además  de  no  haber 
firmado  carta  de  pago  en  cuanto  á  los  bienes  matemos,  sino  de  las  800 
libras  prometidas  por  su  madre  aunque  hubiese  renunciado  á  pedir  nada 
más  por  legítima,  no  comprenderla  la  renuncia  sus  derechos  de  suce- 
sión abintestato  declarados  después,  y,  por  tanto,  los  créditos  de  su  cau- 
aante  contra  la  herencia  paterna;  y 

Tercero.  Por  aplicación  indebida,  infracción  de  la  ley  6.^  del  titulo 
De  seeuruUs  nuptíia  del  Código  de  Justiniano,  en  cuanto  la  sentenciay 
para  desestimar  la  reclamación  de  las  8.700  libras,  parte  de  las  4.000  do* 
nadas  por  D.  Francisco  Bosch  y  Refié  á  su  segunda  consorte  Dofia  Ma- 
riana Bobet  en  capitulaciones  de  29  de  Mayo  de  1867,  dice  que  el  citado 
precepto  prohibe  dar  á  la  segunda  consorte  por  título  de  dote  ó  dona- 
ción más  de  lo  que  en  su  caso  hubiese  dado  á  cualquiera  de  los  hijos  de 
anteriores  matrimonios  que  quedase  menos  favorecido,  y  como  conse- 
cuencia de  tal  premisa  arguye  que  habiendo  recibido  la  hija  del  primer 
matrimonio  solamente  1.000  libras  en  concepto  de  dote,  no  pudo  donar 
más  de  1.000  libras  á  Dofia  Mariana  Bobet  el  finado  D.  Francisco  Bosch; 
cuando  se  expresa  bien  claramente  en  la  misma  ley  que  lo  que  se 
prohibe  es  que  se  dé  al  consorte  más  de  lo  que  hubiese  recibido  y  co- 
rrespondiera por  legítima  al  hijo  del  primer  matrimonio;  de  modo  que 
no  ha  de  computarse  lo  que  recibió  el  hijo  menos  favorecido  si  recibió 
menos  de  la  legítima,  sino  lo  que  por  legítima  le  hubiese  correspondi- 
do, como  así  también  lo  ba  reconocido  este  Tribunal  Supremo  en  sen- 
tencia de  2  de  Junio  de  1891;  y  no  importando  portante  lo  que  reci- 
bió Dofia  Paula  Bosch  sino  en  realidad  lo  que  por  legítima  correspon- 
día á  cada  uno  de  los  hijos  del  primer  matrimonio,  siendo  ésta  legíti- 
ma, calculada  para  el  recurrente,  según  la  sentencia  de  la  8a la,  en  la 
cantidad  de  10.158  pesetas  92  céntimos,  equivaliendo  las  4.000  libras  á 
10.666  pesetas  66  céntimos,  resulta  que  la  donación  á  Mariana  Bobet  so- 
lamente es  inoficiosa  ó  nula  en  cuanto  á  607  pesetas  74  céntimos,  y  ha- 
biendo recibido  solamente  el  recurrente  800  libras,  ó  sean  800  pesetas, 
queda  acreditando  9.868  pesetas  92  céntimos  por  la  referida  donación 
oon  sus  intereses  legales  desde  la  interposición  de  la  demanda,  además 
de  las  1.418  pesetas  67  céntimos  importe  de  la  dote  con  sus  intereses  le- 
gales desde  dicha  fecha. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Tomás  Qúdal: 
Considerando  que  en  la  sentencia  recurrida  no  aparece  cometida  la 
infracción  que  por  incongruencia  se  alega  en  el  primer  motivo  del  re- 
curso, porque  la  Audiencia  de  Barcelona  absuelve  en  absoluto  al  de- 
mandado de  las  pretensiones  formuladas  por  el  actor  en  su  demada,  y 
la  deficiencia  que  éste  encuentra  en  los  fundamentos  del  fallo,  aunque 
existiera,  no  basta  para  desvirtuar  la  trascendencia  de  dicha  solución, 
que  comprende  clara  y  explícitamente  la  totalidad  de  la  cantidad  recla- 
mada por  distintos  conceptos: 

€k>nsiderando  que  tampoco  son  de  estimar  las  infraccionee  de  los 
motiyos  segundo  y  tercero,  porque  la  Audiencia,  para  dictar  su  fallo,  se 
ha  ajustado  estrictamente  á  los  términos  de  la  demanda,  basada  en  el 
supuesto  fundamental  de  la  relajación  del  juramento  con  que  se  obligó 
D.  José  Bosch  y  Bobet  á  no  hacer  reclamación  ulterior  en  la  carta  de  pago 
de  29  de  Mayo  de  1888,  alegando  para  ello  la  lesión  enormísima  sufrida, 
sin  atribuir  otro  fundamento,  como  se  alega  ahora  en  el  recurso,  á  la  re- 
damación de  ios  créditos  maternos,  entre  los  que  hay  que  comprender 
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natural  mente  el  importe  de  la  dote;  y  porqne  de  todas  enertee,  Im 
clonada  eecritara  es  expresión  de  ana  liquidación  total,  heeha  al  leea- 
r rente  por  todos  loe  conceptos  de  sas  derechos,  cnal  lo  corrobora  la 
misma  circaastaocia  de  aparecer  otorgada  nn  afio  después  del  fallad- 
miento  de  su  madre; 

Fallamos  qne  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  José  Boach  y  Bobet,  á  quien  con- 
denamos al  pago  de  las  costas,  y,  si  viniere  á  mejor  fortuna,  al  de  la 
cantidad  que  por  rasón  de  depósito  ha  debido  constituir,  á  que  se  dará 
en  dicho  caso  la  aplicación  prevenida  en  la  ley;  y  líbrese  á  la  Audiencia 
de  Barcelona  la  correspondiente  certificación,  devolviéndole  el  apunta- 
miento y  documentos  que  remitió. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gacbta  é  In- 
sertará en  la  Coleeeión  legtslatioa^  pasándose  al  efecto  las  copias  neee- 
sarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamo8.=José  de  Aldecoa.= 
Ricardo  Qullón.=FrancÍ8co  Toda.=Joaquín  Gonsáles  de  ia  Pella.=Bi- 
cardo  Moiina.= Vicente  de  Piniés.^Tomás  Gúdal. 

Pablicación.=Leida  y  pblicada  f  aé  la  precedente  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Tomás  Gúdal,  Magistrado  de  la  Sala  de  lo  civil  del  M- 
bnnal  Supremo,  celebrando  auaiencia  pública  la  misma  en  el  dia  de  hoy, 
de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  12  de  Junio  de  1091.=Kogello  Gomales  Montee. 


NúxTL.  157.-TRÍBUNAL  SUPREM0.-I2  de  Joalo/psb.  el  26  de  Afetli. 

Ca8aci6m  por  mFRACCíóN'DE  LEY.— Dfl/tfnsapor  poórtf.—Auto  de- 
clarando QO  haber  lugar  &  la  admisión  del  recurso  interpuesto 
por  Doña  Dolores  de  la  Rubia  contra  la  sentencia  pronunciada 
por  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  ea 
pleito  con  Doña  María  Lloret  y  otros. 
En  su  CONSIDERANDO  úuico  SO  establoco: 


Que  según  reiterada  furisprudeneia  del  Tribunal  Supremo,  t . 
ciada  por  el  sentenciador  en  conjunto  la  prueba  compuesta  de  üánoe 
documentos,  no  es  licito  fundar  el  recurso  de  casación  tuialiganéo 
uno  de  ellos  y  referirse  á  él  solo  pttra  deducir  el  error  que  se  supone 
cometido  en  la  estimaron  de  pruebas: 

Que  no  observando  esta  doctrina  el  recurrente,  es  inadmisible  d 
recurso^  según  el  núm,  9.®  del  art.  1729  de  la  ley  procesal. 

Resultando  qne  Dofia  Dolores  de  la  Rubia  y  Gonxáles,  viuda  de  Llo- 
ret, solicitó  del  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Latiaa, 
de  esta  corte,  en  escrito  fecha  2S  de  Febrero  del  afio  anterior,  se  la  otor- 
gasen les  beneficios  de  la  defensa  por  pobre  á  fin  de  seguir  litigando  tas 
tal  carácter  en  el  pleito  por  ella  promovido  contra  sus  hijea  Dofia  Maiia, 
Dofia  Teresa  y  D.  Juan  Lloret,  sobre  reclamación  de  cantidad,  y  i 


ciado  el  incidente,  en  que  fué  parte  el  Abogado  del  Retado,  por  sus  trá- 
mites respectivos  á  dos  instancias,  la  Sala  primera  de  lo  eivll  de  la  Aa- 
diencia  de  este  territorio  pronunció  en  14  de  Enero  últiino  senli 
confirmatoria  de  la  del  Juagado,  que  declaró  no  haber  lugar  á 
á  dicha  interesada  loe  beneficios  de  poforeía,  imponiéndola  todas  lis 
costas: 

Resultando  que  la  misma  Dofia  Dolores  de  la  Rnfaia  ha  Interpuse 
recurso  de  casación  por  inf raccción  de  ley,  eomo  eomprcndids  ea  el  ni- 
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meto  7.®  del  art.  1692  de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  alegando  loa  ai- 
gnientea  motivoe: 

Primero.  Haberse  infringido  loa  arta.  1216  y  1818  del  Código  cítíI, 
referentes  á  la  f aersa  probatoria  de  los  documentos  autorizados  por  fon- 
eionarios  públicos,  en  cuanto  no  se  ha  concedido  valor  alguno  á  un  tes- 
timonio expedido  por  uno  de  los  Escribanos  del  Juagado  del  Congreso» 
acreditativo  de  tener  la  recurrente  embargados  todos  sus  bienes;  j 

Segundo.  Infracción  también  de  los  arts.  15,  caso  6.^,  y  18  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  los  cuales,  supuesto  el  embargo  de  los  bienes 
de  la  que  recurre,  se  han  interpretado  erróneamente  al  no  concedérsela 
el  beneficio  de  pobreza  pretendido: 

Resultando  que  opuesto  el  Ministerio  fiscal  á  la  admisión  del  recarao, 
06  ha  traído  á  la  vista  con  las  debidas  citaciones. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  Toda: 

Considerando  que  según  reiterada  jurisprudencia  de  este  Tribunal, 
apreciada  por  el  sentenciador  en  conjunto  la  prueba  compuesta  de  varíoa 
documentos,  no  es  lícito  fundar  el  recurso  de  casación  analizando  uno 
de  ellos  y  referirse  á  él  solo  para  deducir  el  error  que  se  supone  come- 
tido en  la  estimación  de  pruebas,  y  que  tratando  la  recurrente  de  demoa- 
trario  por  el  testimonio  traído  de  particulares  de  otros  autos,  también 
tenido  en  cuenta  en  dicha  apreciación,  cuando  existen  otros  documentoa 
eon  una  información  testifical  no  es  esto  admisible,  y  debe  asi  decla- 
rarse, á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  núm.  9.^  del  art.  1729  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil; 

No  ha  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley  que  ha  interpuesto  Dofia  Dolores  de  la  Rubia  González,  á  quien  con- 
denamos ai  pago  de  las  costas;  expídase  á  la  Audiencia  territorial  de 
esta  corte  la  correspondiente  certificación,  devolviéndole  el  apunta^ 
miento  que  remitió;  y  publfquese  este  auto  según  previene  la  ley. 

Madrid  12  de  Junio  de  1901.=José  de  Aldecoa.=Ricardo  Gullón.-» 
Francisco  Toda.=Joaquín  González  de  la  Pefia.=Ricardo  Monna.=yi- 
cente  de  Piniés.=Tomá8  Gúdal.=El  Relator,  Marcelino  San  Román.r=: 
Rogelio  González  Montes,  Escribano  de  Cámara. 


27ÚIX1.  168.-TRIBUNAL  SUPREIIO-13  de  Junio,  pub.  el  26  de  Agoaf». 

Casación  por  infracción  de  ley.— Torcerte  de  (íommto.— Senten- 
cia declarando  no  haber  lugar  a^  recurso  interpuesto  por  Don 
Luis  Medrano  y  otros  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Valencia,  en  pleito  con  D.  Antonio 
García  y  otros. 
En  sus  CONSIDERANDOS  86  ostableco: 

Que  mientras  no  se  haga  la  Uquidaeión  de  la  herencia,  y  por  eoit- 
seeuenda  de  ella  la  correspondiente  partición  y  adjudicación  á  cada 
heredero  de  lo  que  le  corresponde,  carecen  éstos  de  verdadero  titu- 
lo que  les  sirva  para  reivindicar  bienes  concretos  y  determinados  de 
la  misma  herencia,  pues  para  tal  acción  no  es  titulo  su/ldente  el 
testamento: 

Que  la  precedente  doctrina  no  obsta  ni  perjudica  á  la  aedón  que 
pueda  asistir  á  los  herederos,  á  ftn  de  que  en  la  partición  de  la  he- 
rencia no  sea  lesionado  su  derecho: 

Que  es  improcedente  el  recurso  de  casación,  cuyas  cUegadones  se 
dirigen  contra  apreciaciones  exageradas  ó  no  bien  expresadas  qwe 
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el  Tribunal  tenteneiador  hace  en  los  eonsiderandas  de  la  Mententía: 
Que  no  Bon  ie  eetimar  lo9  motivos  del  recurso  de  easaeión  im- 
pertinentes  para  la  cuestión  del  pleito. 

En  Ia  Tilla  j  corte  de  Madrid,  á  13  de  Junio  de  1901»  en  el  juicio  de 
tercería  de  dominio  seguido  en  el  Jozgado  de  primera  instancia  de  Be- 
quena  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Valencia,  por  D.  Laii, 
Bofia  Petra,  Dofia  Carmen  y  Dcfia  Josefa  de Bdedrano  y  Buia,  asistidas  las 
dos  últimas  de  sus  respectivos  maridos  D.  Luis  y  D.  Domingo  Viniestra 
Bodr<gU€s,  el  primero  Abogado,  vecino  de  Bequena;  el  quinto  Corredor 
de  Comercio,  y  el  sexto  escribiente,  vecinos  todos,  excepto  el  D.  Luis, 
de  Valencia,  con  D.  Antonio  García  Peres,  propietario,  en  reprpsenta- 
ei4)n  de  su  bijo  Guillermo;  Dofia  Angela  García  Contreras,  asistida  da 
su  espeso  D.  £loy  López  García,  y  Dofia  María  Peres  Jiménes,  vectnoa 
de  Bequena,  y  con  Dofia  Juana  Medina  y  López,  propietaria,  vecina  de 
Venta  del  Moro;  pendiente  ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley  interpuesto  por  el  Procurador  D.  Luis  Soto  y  Her- 
nández bajo  la  dirección  del  Letrado  D.  Gerardo  Doval,  en  representa- 
ción de  los  demandantes;  habiendo  comparecido  en  este  Tribunal  Supre- 
mo la  parte  recurrida,  representada  por  el  Procurador  D.  José  María 
Fernández  Daganzo  y  defendida  por  el  Doctor  D.  Francisco  Lastres: 

Besult&Ddo  que  D.  Manuel  de  Medrano  y  Nuévalos  otorgó  testamento 
en  Ütiel  en  28  de  Junio  de  1885,  disponiendo,  entre  otros  extremos:  que 
á  en  esposa  Dofia  Juana  Medina  Lópf^z,  de  quien  no  tenía  sucesión,  le- 
gaba en  usufructo  durante  los  días  de  su  vida,  la  labor  llamada  de  los 
Antones,  que  se  dividiría  en  tres  partes  iguales,  de  una  de  las  cDales 
instituía  propietaria  á  su  sobrina  Dofia  Carlota  de  Medrano  Valiente, 
7  de  otra  tercera  parte  á  su  otra  sobrina  Dofia  Amalia  de  Medrano  Va- 
liente; que  de  la  casita  nueva  de  Fuencallente  instituía  y  nombraba  tam- 
bién en  propiedad  la  tahnlla  de  terreno  llamada  de  Puentecito,  sita  en 
U  cafiada  de  la  Fuente;  que  á  María  Pérez,  esposa  de  Carmelo  Garda, 
legaba  en  usufructo  el  pedazo  de  tierra  de  16  tabuUas  en  la  orilla  del 
río  de  la  Vega,  y  muerta  aquélla  lo  heredaría  también  en  usufructo  el 
hermano  del  testador  D.  Gregorio,  y  después  del  fallecimiento  de  éete 
lo  herederían  libremente  los  cinco  hijos  de  éste,  á  quienes  designaba 
como  herederos  del  remanente;  que  á  la  misma  María  Pérez  dejaba  en 
propiedad  todo  el  mobiliario  de  la  casa  de  Fuencallente,  con  excepción 
de  lo  que  determinó;  que  legaba  á  D.  Antonio  García  Pérez  y  á  su  so- 
brino D.  Luis  de  Medrano  los  efectos  que  sefialó  para  cada  uno,  y  qne 
en  el  remanente  de  sus  bienes,  derechos  y  acciones,  con  las  excepciones 
hechas,  instituía  por  su  único  y  universal  heredero  usufructuario  á  sn 
hermano  D.  Gregorio,  muerto  el  cual  heredarían  dichos  bienes  por 
iguales  partes,  como  libres,  sus  hijos  D.  Luis,  Dofia  Josefa,  Dofia  Car- 
men, Dofia  Esperanza  y  Dofia  Petra  de  Medrano  Boiz  y  descendientes 
legítimos  de  los  mismos,  nombrando  por  último  albacea  testamentario 
7  contadores  partidores  y  prohibiendo  la  intervención  judicial  en  su 
testamentaría  aunque  hubiera  interesados  ausentes: 

Besultando  que  en  24  de  Julio  de  1890  el  mismo  D*  Manuel  de  Me- 
drano otorgó  otro  testamento  como  adicional  al  anterior,  en  el  que  ex- 
cluyó de  la  herencia  á  su  sobrina  Esperanza  de  Medrano  y  Buiz;  ordenó 
que  al  fallecimiento  de  María  Pérez  quedara  duefio  usufructuario  de  la 
planta  baja  de  la  casa  de  Fuencallente  el  nieto  de  ésta,  Guillermo  Garda 
Contreras,  quien  la  usufructuaría  en  las  mismas  condiciones  que  bahía 
dispuesto  en  su  anterior  testamento  respecto  á  María  Pérez,  y  declaró 
^ne  quería  que  el  primer  afio  después  de  su  fallecimiento  recolectase  di- 
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cfao  Gaillermo  Garcia  Contreras  todos  loe  frutos  j  rentas  de  las  fincas 
que  le  pertenecían,  cobrando  las  rentas  del  molino,  casa  y  tahnllas,  ex* 
eepto  las  de  las  16  tabnllas  del  río,  que  las  recibiría  su  abnela  María  Pe- 
res; á  quien  las  dejaba  en  usufructo;  y  que  para  la  recolección  de  la  uva 
7  elaboración  del  vino,  Guillermo  García  haría  uso  de  los  trullos  de 
Fnencaliente  y  de  los  útiles  necesarios  al  efecto  que  pertenecían  al  tes- 
tador, y  si  algún  siniestro  anulase  las  cosechas  en  todo  ó  en  su  mayor 
parte  hasta  el  extremo  de  que  no  llegara  su  recolección  á  6.000  arrobas 
en  dicho  primer  afio,  las  recolectaría  el  segundo  afio,  hasta  el  comple- 
mento de  las  6.000,  y  realizadas,  el  valor  resultante  quedaría  depositado 
bejo  la  custodia  de  su  abuela  María  Pérez  ó  de  su  padre,  quienes  guar- 
darían dicha  cantidad,  que  entregarían  al  Guillermo  García  tan  luego 
éste  se  casara  ó  cumpliese  la  mayor  edad,  disponiendo  después  libre- 
mente de  la  resultante,  deducido  lo  que  su  padre  debería  haber  invertido 
para  redimirle  del  servicio  de  las  armas;  y  para  evitar  cuestiones,  de- 
claraba ser  su  voluntad  que  dicho  primero  ó  segundo  afio  que  debía  re- 
colectar Guillermo  García  los  frutos  de  las  fincas  del  testador  no  ex- 
cluía de  esa  recolección  la  labor  de  los  Antones,  cuyas  rentas  serían 
también  á  beneficio  de  Guillermo  García: 

'  Besultando  que  dicho  testador  falleció  en  10  de  Julio  de  1898,  y  á 
instancia  de  su  hermano  y  heredero  usufructuario  D.  Gregorio  se  man- 
dó prevenir  el  juicio  de  testamentaría  por  el  Juez  de  primera  instancia 
de  Bequena  en  6  de  Enero  de  1894,  citándose  para  ello  á  la  viuda  Dofia 
Juana  Medina,  á  dicho  heredero  D.  Gregorio,  á  un  apoderado  de  los  cua- 
tro hijos  de  éste,  también  herederos,  á  los  otros  herederos  Dofia  Carlota, 
Dofia  Amalia  de  Medrano  Valiente,  á  la  legataria  Dofia  Angeles  García 
Contreras  y  á  los  también  legatarios  Dofia  María  Pérez  y  D.  Antonio 
García  Pérez,  éste  por  sí  y  en  representación  de  su  hijo  Guillermo  Gar- 
cía Contreras,  procediéndose  á  la  formación  de  los  inventarios,  á  cuyo 
acto  no  concurrieron  los  citados  hijos  de  D.  Gregorio,  quedando  deposi- 
tados los  granos,  vino,  muebles,  ropas  y  efectos  y  demás  bienes  inven- 
tariados en  poder  del  legatario  D.  Antonio  García  Pérez,  quien  en  27  de 
Septiembre  de  aquel  mismo  afio  presentó  las  cuentas  de  administración 
de  los  bienes  con  un  saldo  en  favor  de  la  testamentaría  de  6.288  pesetas 
52  céntimos,  de  las  que  obraban  en  su  poder  900,  que  consignó  en  la 
mesa  del  Juzgado,  hallándose  el  resto  aún  en  poder  de  los  compradores 
de  vinos  y  granos;  y  habiendo  consignado  también  en  7  de  Noviembre 
siguiente  y  en  23  de  Septiembre  de  1896  las  cantidades  restantes  y  pedido 
al  Juez  que  aprobara  las  cuentas  y  le  librara  testimonio  del  auto  de  apro- 
bación por  haber  sido  nombrada  administradora  la  viuda  Dofia  Juana 
Medina,  se  acordó  así  en  auto  de  26  de  dicho  mes  de  Septiembre,  decla- 
rándole exento  de  toda  responsabilidad  y  fijándole  como  retribución  el  4 
por  100  del  producto  líquido,  que  ascendió  á  872  pe^jetas  y  céntimos,  que 
le  fueron  entregadas  por  el  actuario  de  las  cantidades  consignadas,  ha- 
biéndose rendido  por  Dofia  Juana  Molina  en  1890  las  cuentas  de  la  ad- 
ministración con  un  cargo  de  9.008  pesetas  76  céntimos  y  data  de  7.609,22 
céntimos: 

Besultando  que  los  legatarios  Dofia  María  Pérez,  su  hijo  D.  Antonio 
Gbircía  Pérez,  por  sí  y  como  padre  del  menor  D.  Guillermo  García  Con- 
treras, y  Dofia  An;;ela  García  Contreras,  dedujeron  en  Noviembre  de 
1896  en  el  mismo  Juzgado  de  Requena  demanda  civil  ordinaria  contra 
Dofia  Juana  de  Medina,  como  viuda  del  testador  D.  Manuel  de  Medrano 
7  administradora  del  caudal  hereditario  y  contra  el  heredero  usufruc- 
tuario D.  Gregorio  para  que  se  les  condenase  á  entregarles  los  bienes  le- 
gados á  cada  uno  de  ellos,  así  como  los  títulos  justificativos  del  dominio 
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que  el  testador  tenía  sobre  las  fincas  dejadas  á  la  demandante  Dofia  An- 
geles; invocando  al  efecto,  entre  otras  disposiciones  legales  el  art  102$ 
del  Código  civil,  y  alegando  que  el  heredero  y  el  administrador  de  U 
testamentaria,  aunque  fuesen  personas  distintas,  estaban  obligadus  i 
responder  del  legado  y  á  contestar  las  demandas  que  se  dirijan  contra  U 
herencia;  y  que  ésta  y  la  administradora  Dufia  Juana  Medina  del)íaD  ser 
condenadas  en  las  costas,  la  primera  por  raaón  de  lo  dispuesto  en  el  pá- 
rrafo tercero  del  art.  886  del  Código  civil,  y  la  segunda  porque  sin  ra- 
aón derecha  les  obligaba  á  litigar,  pues  no  cabía  sostener  que  hall  Ándese 
todos  los  bienes  que  se  reclamaban  sujetos  á  la  administración  judicial 
de  una  testamentaría,  no  podía  hacerle  la  entrega  hasta  que  el  juicio  se 
resolviera  por  cuanto  se  trataba  de  legados  de  cosa  específica  y  determi- 
nada, habiéndose  alegado  en  el  escrito  de  réplica  que  la  necesidad  de  de- 
mandar al  heredero  usufructuario  estaba  justificada  por  el  hecho  de  que 
pudiendo  afectarle  las  pretenciones  de  la  viuda  sobre  derecho  á  la  cuuta 
legal  usufructuaria,  si  esta  cuestión  se  hubiera  promovido  en  furma  se 
habría  discutido  durante  el  primer  período  del  pleito,  y  caso  de  resol- 
verse conforme  á  sus  pretensionea,  hubiera  sido  en  perjuicio  tan  sólo 
del  heredero  usufructuario  dada  la  naturaleza  del  legado  que  afectaba  á 
frutos  y  rentas,  en  los  que  nioguna  intervención  tenían  los  herederos 
propietarios;  y  por  sentencia  del  Juzgado,  que  confirmó  la  Sala  de  lo  ci- 
vil de  la  Audiencia  de  Valencia  en  28  de  Junio  de  1^97,  con  imposición 
de  las  costas  de  segunda  instancia  á  la  apelante  Dofia  Juana  Medina,  se 
declaró  haber  lugar  á  la  demanda,  condenando  á  los  demandados  en  los 
términos  solicitaaos  en  aquélla,  en  atención,  entre  otras  razones,  i  que 
siendo  la  viuda  del  testador  heredera  legitima  y  el  hermano  del  mismo, 
D.  Gregorio,  heredero  usufructuario,  la  demanda  estaba  bien  dirigida 
contra  ambos,  porque  los  hijos  del  D.  Gregorio,  herederos  en  propiedad 
á  su  fallecimiento,  eran  herederos  sucesivos  y  no  simnltáneos  y  nada 
habían  adquirido  todavía  ni  podían  percibir  ni  ser  llamados  á  entregar: 
Resultando  que  en  la  ejecución  de  esta  sentencia  se  mandó  proceder 
al  embargo  de  varias  fincas  de  la  propiedad  de  Dofia  Juana  Medina,  para 
pago  de  las  costas  en  que  había  sido  .condenada,  las  que  satisfizo,  que- 
dando así  terminadas  aquellas  diligencias  de  apremio;  formularon  los 
demandantes  la  liquidación  de  las  rentas  de  las  fincas  de  la  testamen- 
taria correspondientes  al  primer  afio,  objeto  de  uno  de  los  legados,  y  no 
habiéndose  hecho  oposición  alguna  por  Dofia  Juana  Medina  A  dicha  li- 
quidación, que  ascendía  á  8.162  pesetas  29  céntimos,  fué  aprobada,  y 
para  hacerla  efectiva  con  los  intereses  legales  correspondientes  y  costas 
ee  requirió  primero  A  la  Medina,  y  no  habiéadola  satisfecho,  se  mandó, 
proceder  al  embargo  de  bienes  de  la  herencia,  haciéndose  traba  en  14  al- 
mudes de  tierra  secano  y  olivos  en  la  partida  de  Fuencaliente;  enten- 
diendo legadas  al  menor  D.  Guillermo  García  Contreraa  6.00#  arrobas  de 
vino,  se  pidió  por  los  mismos  legatarios  demandantes  se  requiriese  á 
Dofia  Juana  Medina  para  que  en  el  término  de  segundo  día  las  entregara, 
A  lo  que  contestó  que  no  podía  cumplirlo,  porque  como  viuda  tenía  de- 
recho preferente  sobre  la  mitad  de  todas  las  rentas  de  la  herencia,  y 
porque  la  cosecha  de  vinos  y  frutos  del  primer  afio  la  recolectó  el  admi- 
nistrador D.  Antonio  García  Pérez,  que  la  vendió;  y  admitida  por  el  Juz- 
gado, A  petición  de  los  mismos  demandantes  para  los  efectos  de  la  eje- 
cución de  sentencia,  la  reducción  de  dichas  arrobas  de  vino  A  metAlico, 
que  con  los  intereses  vencidos  ascendió  A  la  cantidad  de  6.046  pesetas 
y  80  céntimos,  se  mandó  proceder  al  embargo  de  bienes  de  la  testamen- 
taria para  el  pago  de  dicha  suma  é  intereses  que  vencieran,  y  por  S.OOO 
pesetas  calculadas  para  costas;  y  en  su  consecuencia  fueron  embaigadas 
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«ocho  tahallas  de  tierra  riego  en  la  partida  de  Faencaliente,  y  otrae  «tele 
^e  la  misma  olaee  y  en  la  misma  partida;  y  por  último,  aprobada  la  U- 
•qvidación  que  prf'sentó  la  legataria  Dofia  María  Pérez  de  las  rentas  de 
las  16  tahnlias  legadas  á  ella  en  nsoíructo,  que  ascendió  con  los  intere- 
ses vencidos  é>  1.06S  pesetas,  declarándose  que  con  las  costas  debía  serle 
abonada  por  la  testamentarla,  se  decretó  el  embargo  de  bienes,  lleván- 
dose á  efecto  en  seis  taba  lias  tierra  bnerta,  en  la  misma  partida  de  Fiien- 
^saliente: 

Resultando  qne  con  tales  antecedentes,  D.  Luis,  Dofia  Petra,  Dofia 
Carmen  y  Dofia  Josefa  de  Medrano  y  Kaiz.  dedujeron  la'demanda  de  ter- 
-cería  de  dominio  de  que  hoy  se  trata  contra  D.  Antonio  García  Peres, 
eomo  padre  del  menor  D.  Guillermo  García  Contreras,  y  Dofia  María 
Pérea  Jiménez,  como  ejecutantes,  y  Dofia  Juana  Medina  Lopes  y  Don 
<3^regorio  de  Medrano  Nuévalos  en  el  concepto  de  ejecutados,  pidiendo 
se  declarase  en  definitiva  que  las  fincas  embargadas  en  la  ejecución  de 
la  sentencia  referida  les  pertenecían  en  su  nuda  propiedad,  y  se  man- 
dara proceder  en  su  consecuencia  á  alzar  y  cancelar  el  embargo  de  las 
mismas;  alegando  en  su  apoyo,  en  cuanto  tiene  relación  con  el  recnrao 
interpuesto;  que  ante  todo  teuian  que  observar  qne  á  pesar  de  la  prohi- 
bición del  testador  de  que  interviniera  la  autoridad  judicial  en  sn  heren- 
cia, D.  Gregorio  de  Medrano,  invocando  el  art.  1088  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil,  sin  tener  en  cuenta  lo  que  dispone  el  articulo  siguiente, 
promovió  el  juicio  voluntario  de  testamentaría,  para  el  qne  se  mandó 
•citar  á  todos  loe  interesados  en  la  herencia,  haciéndose  la  citación  ree- 
pecto  dé  los  demandantes  con  un  apoderado  de  ellos  qne  no  estaba  fa- 
cultado para  comparecer  en  dicha  tei*tam«*ntaría,  sin  que  entonces  ni  des- 
pués f aeran  citados  personalmente;  no  habiendo  además  comparecida, 
porque  siendo  sólo  herederos  de  la  nuda  propiedad  de  bienes  de  qne  el 
testador  no  había  dispuesto  especialmente,  y  no  teniendo  en  sn  «onse- 
cuencia  dereoho  á  percibirlos  hasta  el  fallecimiento  de  los  usnfrnctna- 
rios,  creyeron  qne  no  tenían  para  qué  iutervenir  en  el  juicio;  qne  el 
pleito  promovido  por  los  legatarios  separadamente  del  juicio  de  testa- 
mentaría se  dirigió  contra  Dofia  Juana  Medina  por  sí  y  como  adminis- 
tradora de  la  herencia,  y  contra  el  heredero  usufructuario  D.  Gregorio  de 
Medrano,  reconociéndose  por  aquéllos  que  los  actuales  demandantes, 
^como  herederos  propietarios,  no  podían  ser  desmandados  para  el  pago  de 
un  legado  qne  como  de  frutos  y  rentas  no  podía  afectarles;  y  así  lo  re- 
conoció también  la  sentencia  del  Juzgado,  qne  confirmó  la  Audiencia  de 
Valencia,  condenando  de  un  modo  tan  personal  á  los  dos  demandados, 
qne  la  misma  Dofia  Jnana  Medina  pagó  de  su  peculio  particular  las  cos- 
-tas  de  la  segunda  instancia  en  qne  fué  condenada;  qne  no  obstante  esto, 
resaltaba  qne  para  llevar  á  ejecución  aqtiella  sentencia  se  hal>ían  em- 
bargado bienes  de  la  herencia,  caya  propiedad  estaba  legada  á  los  de- 
mandantes, á  quienes  no  se  había  oído  ni  siquiera  hecho  le  saber  lo  qne 
ocurría  por  si  querían  intervenir  en  el  jueti precio  de  las  fincas  embarga- 
das, lo  cual  constituía  un  atropello  y  una  tentativa  de  nsnrpación  del 
derecho  de  propiedad,  de  qne  no  podían  ser  privados;  que  además  no  se 
explicaba  el  abandono  qne  la  viuda  Dofia  Juana  Medina  había  hecho- de 
la  cuota  usufructuaria  qae  le  correspondía  en  la  herencia,  segón  el  ar- 
tículo 8S7  del  Código  civil,  bajo  cayo  concepto  el  testamento  de  f>n  ma- 
rido resultaba  inoficioso  en  cuanto  á  la  mitad  del  nsufrncto  de  sns  bie- 
nes; y  qae  las  confabulaciones  de  todos  los  demandados  habían  llegado 
«1  extremo  no  casual  de  que  los  tres  embargos  realizados  hubieran  re- 
caído en  trozos  de  una  finca  cuya  propiedad  era  de  Los  demandantes  y 
cuyo  usufructo  no  tenía  hoy  la  viuda,  respetándose  las  demás  fincas  y 
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•mbtfgándoae  únloAmente  aqaéllofl  trozos,  cuya  renta,  por  mu  eircniu- 
taacias  eapecialea,  podía  ocasionar  mayorea  perjaicioa  á  los  que  ea  so. 
día  loaraa  daefioa  en  pleno  dominio  de  la  labor  de  FaenoaLienta  á  qu- 
pertenecian: 

Resaltando  que  la  demandada  Dofia  Juana  Medina  no  contestóla 
demanda,  j  D.  Gregorio  de  Medrano  evacuó  el  traslado  pidiendo  que  w 
alaaran  los  embargos  bechos  en  ios  terrenos  de  Fnencal lente;  y  losotroa 
demandados  Dofia  María  Pérea  Jiménea  y  D.  Antonio  García  Péres^ 
oomo  padre  del  menor  D.  Guillermo  García  Contreras,  la  impaguaron, 
alegando  para  que  se  desestimara,  con  imposición  de  oostas  á  los  de- 
mandantes: que  al  llegar  el  momento  de  proceder  á  la  ejecución  de  la 
■entencia  condenatoria  de  la  entrega  de  los  legados,  todas  las  rentas  de- 
la  herencia  hasta  el  afio  de  1897  inclusive  habían  sido  invertidas  en  coa- 
taa  judiciales  y  gastos  de  cnltivo,  y  nada  quedaba  para  pegar  las  obli- 
gaciones que  pesaban  contra  la  herencia,  de  donde  se  deducía  que  ñ  los 
encargados  de  ejecutar  la  voluntad  del  testador  hubieran  cumplido  coa 
au  deber,  habrían  entregado  los  legados  en  la  forma  preecrita  por  la  ley, 
7  no  quedando  numerario  bastante  para  pagar  costas  se  habría  llagado 
á  la  venta  de  bienes  de  la  herencia  para  cubrir  las  atenciones  preleien- 
ias,  oomo  eran  los  gastos  de  tests  mentaría,  por  lo  que  era  un  error  pre- 
tender que  quedaran  libres  dichos  bienes  de  la  responsabilidad  qoe 
la  ley  lea  imponía,  y  que  todo  ello,  incluso  los  legados,  se  pagara  con  la 
renta  de  esos  mismos  bienes,  quedando  éétos  íntegros  para  los  herede- 
ros propietarios;  que  para  el  heredero  voluntario  cuya  condición  tenían 
los  demandantes,  es  herencia  lo  que  queda  de  los  bienes  del  causante 
después  de  pagadas  todas  las  atenciones  de  la  testamentaría,  y  oomo 
•ntre  estas  atenciones  se  hallaban  las  de  loe  artículos  886,  1064,  Hit 
j  otras,  resultaba  de  aquí  el  error  de  creer  que  las  fincas  embarga- 
das pertenecían  á  los  demandan  tes,  cuando  ai  paao  que  iba  la  testa- 
mentaría, y  dada  la  negligencia  de  los  herederos,  era  mny  ficil  qae 
ninguna  de  las  fincas  que  dejó  el  testador  llegara  á  su  poder,  porque  se 
oonsumirían  en  gastos  de  la  testamentaría;  que  era  otro  error  el  pre- 
tender que  el  depositario  de  los  bienes  de  una  testamentaría  tuviera  t^ 
deber  de  pagar  los  legados  cuando  tal  obligación  la  imponía  la  ley  á  la 
herencia,  y  por  consiguiente,  á  quien  pudiera  representarla  legítima- 
mente, como  lo  era  la  viuda  Dofia  Juana  Medina  en  tal  coneepto  y  eael 
de  administradora  judicial  y  el  heredero  instituido  en  primer  término; 
que  la  sentencia  en  cuya  ejecución  se  habían  hecho  los  embargos  que 
motivaban  la  demanda  no  había  podido  condenar  i  J>ofia  Juana  Medina 
7  D.  Gregorio  de  Medrano  en  otro  concepto  que  en  el  de  representantes 
de  la  herencia  en  que  fueron  demandados,  y  por  tanto,  á  la  herencia 
afectaba  directamente  la  condena;  que  era  inexacto  que  los  bienes  em- 
bargados estuviesen  legados  á  nadie,  pues  consistían  en  la  labor  de 
Fuencaliente,  que  formaba  parte  4el  cuerpo  general  de  bienea  constita- 
tivo  de  la  herencia,  y  sujeto  á  sufrir  las  bajas  necesariaa  para  llenar 
las  atenciones  de  la  testamentaría;  que  además  los  demandantes  po* 
drían  ostentar  en  la  actualidad  el  derecho  i  suceder  condicionalmente  é 
D.  Manuel  de  Medrano,  pero  no  el  de  propiedad  sobre  ninguna  de  las 
fincas  embargadas;  que  no  tenían,  por  tanto,  personalidad  ni  derecho 
para  oponerse  á  la  ejecución  de  la  sentencia  que  ordenó  la  entrega  da 
los  legados,  pues  además,  mientras  la  herencia  permaneciera  proindi- 
visa  toda  ella,  respondía  de  las  obligaciones  contraídas  por  el  testador 
7  de  las  impuestas  en  su  última  disposición,  hasta  el  punto  de  qoeel 
art.  887  del  Código  establece  la  prelación  en  el  pago  de  legados  coandi^ 
loa  bienes  de  la  herencia  no  alcanaan  á  cubrirlos  todos;  y  que  la  dfe> 
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Tuandft  no  se  Ajastftba  á  loe  preceptos  de  los  arta.  1682  y  signientee  de 
la  ley  de  Eajaiciamtento  civil,  porque  no  teniendo  los  demandantes  el 
dominio  de  las  fincas  embargadas,  sn  pretensión  carecía  de  fundamento: 
Resultando  que  en  los  escritos  de  réplica  y  duplica  insistieron  am- 
bas partes  en  sus  respectivas  pretensiones  y  alegaciones,  y  recibido  el 
pleito  á  prneba,  utiiisaron  aquóllaa  el  trámite  suministrando  las  justifl* 
-cacionea  qne  estimaron  convenientes  á  su  derecho,  y  habiendo  fallecido 
el  demandado  D.  Gregorio  de  Medrano  cuando  se  hallaba  el  pleito  par» 
conclusiones,  sos  hijos  los  demandantes  renunciaron  su  herencia: 

Besoitando  que  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Valencia  dictó 
«entencia  confirmatoria  en  18  de  Noviembre  de  1900,  declarando  no  h»- 
ber  lugar  i  la  tercería  de  dominio  promovida  por  D.  Luis,  Dofia  Petra» 
Dofia  Carmen  y  Dofia  Josefa  de  Medrano,  asistidas  éstas  por  sos  res- 
pectivos maridos,  ni,  por  tanto,  á  la  suspensión  del  procedimiento  de 
«premio  que  se  declaraba  levantado  hasta  la  ejecución  de  la  sentencia  á 
<¡ine  se  refiere,  absolviendo,  en  su  consecuencia,  de  la  demanda  á  Dofia 
María  Peres  Jiménes  y  á  D.  Antonio  García  Pérez,  como  padre  y  admi- 
nistrador de  D.  Qaillermo  García  Contreras,  condenando  á  loe  tercería- 
tas  al  pago  de  todas  las  costas  del  juicio: 

Resultando  que  con  el  depósito  de  1.000  pesetas,  D.  Luis,  Dofia  Pe- 
tra, Dofia  Carmen  y  Dofia  Josefa  de  Medrano  Ruis  interpusieron  recurso 
de  casación,  considerándolo  comprendido  en  los  núms.  1.^  y  7.^  del  ar- 
tículo 1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  citando  como  infringidos: 

Primero.  Los  artículos  del  Código  civil  440,  667,  661,  684, 881  y  MS, 
-entre  otros  qne  establecen  con  unanimidad  el  principio  de  que  los  dere- 
-«hos  sucesorios  se  transmiten  desde  el  momento  de  la  muerte  del  testan 
dor,  en  cuanto  en  los  tres  primeros  fundamentos  de  la  sentencia  reco- 
rrida se  viene  á  sentar  la  doctrina  de  que  los  herederos  instituidos  vo- 
luntariamente en  la  propiedad  de  bienes  dejados  antes  en  usufructo  á 
otros,  no  son  propietarios  de  los  mismos  ni  adquieren  ningún  derecho  á 
ellos  hasta  la  muerte  del  usufructuario  por  ser  herederos  sucesivos;  de- 
duciendo como  consecuencia  la  no  comprobación  del  dominio  alegado, 
no  siendo  menos  errónea  la  especie  vertida  en  los  mismos  considerandos 
de  que  allí  donde  hay  desmembración  del  dominio  no  cabe  el  ejercicio 
•de  la  acción  real  conducente  á  reivindicar  y  defender  la  parte  del  mismo 
de  que  se  pretende  expoliar  al  que  resulta  su  duefio,  con  arreglo  á  las 
disposiciones  citadas;  pues  de  admitir  semejante  teoría  se  vendría  á 
anular  todo  lo  legislado  en  materia  de  censos  enfitéutlcos,  foros  y  servi- 
dumbres, y  especialmente  en  la  de  usufructo  respecto  de  la  que  la  ley 
reconoce  el  ejercicio  sucesivo  y  hasta  simultáneo  de  acciones  por  parte 
del  usufructuario  y  del  propietario,  por  más  que  éste  no  entre  en  el  dis- 
frute de  todos  los  derechos  sefioriaíes  hasta  la  muerte  de  aquél,  resul- 
tando infringidos  por  este  concepto  los  arts.  601, 602,  608,  606, 611  y  612 
del  mismo  Código  civil: 

Segundo.  Como  resultado  de  lo  expuesto,  el  art.  1682  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  por  aplicación  indebida  ó  interpretación  errónea: 

Tercero.  El  art.  1089  de  la  misma  ley  procesal,  en  cuanto  con  prohi- 
bición del  testador  fué  promovido  el  juicio  voluntario  de  testamentaria 
por  su  hermano  D.  Gregorio,  instituido  heredero  voluntarlo  del  usufructo 
•del  remanente  de  los  bienes  no  legados  especialmente: 

Cuarto.  Los  arts.  882  y  888  del  Código  civil,  en  cuanto  los  legadoe 
de  cuyo  cobro  se  trata  se  ha  reconocido  que  son  de  frutos  y  rentas  de 
determinado  tiempo,  esto  es,  específicos,  y  por  lo  tanto,  sin  que  puedan 
afectar  más  que  á  los  usufructuarios,  según  cabe  deducir  de  aquelloe  ar- 
tículos: 
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Qointo.  Al  no  reeonocer  la  Mntencia  qoe  el  legado  hecho  á  Gnillermo 
Oart-la  Gontreras  de  tcdna  las  rentas  y  frutos  del  i»rimei>  afio  de  la 
ma«rce  df  1  testador  es  iooflcioso,  porque  menoscaba  los  derechos  b^e- 
ditarios  de  la  viuda,  y  por  consecuencia  que  sólo  á  los  nsufroctoaríoa 
demandados  puede  perju<itcar  el  no  haber  reclamado  contra  esa  inoiclo- 
sidad,  los  arts.  807,  816,  817  y  897  y  disposiciones  transitorias  13  y  U 
del  Código  civil,  así^como  la  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  l^ 
de  Bnero  de  1896,  que  reoonocen  los  indicados  derechos  hereditarios  ó» 
la  viuda: 

Sexto.  El  art.  613  del  Código  civil,  porque  habiendo  la  sentencia  dic- 
tada en  el  pleito  sobre  reclamación  de  legados,  condenado  sólo  á  los 
nso fructuarios,  sólo  del  usufructo  pueden  y  deben  hacerse  eíectlvca 
aquéllos,  asi  como  el  importe  de  todos  cuantos  gastos  y  costas  se  han 
oritfinado  hatta  el  presente: 

Séptimo.  £1  principio  de  derecho  de  que  á  nadie  es  licito  ir  contra 
sns  propios  actos,  derivado  en  el  presente  caso  de  los  ejecutados  por  los 
legatarios  D.  Antonio  García  Pérez,  Dofia  María  Peres,  Dofia  Angela 
García  y  D.  Guillermo  García  Contreras  en  el  pleito  que  dedojeron  con 
ind<*pcndeDcia  de  la  tvetamentaría  contra  D.  Gregorio  de  Medrano  y 
Dofia  Juana  Medina,  por  si  y  como  administradora  judicial  de  aquélla, 
sobre  entrega  de  los  bienes  legados  y  de  los  títulos  justificativos  de  la 
proptedal,  pues  en  el  escrito  de  demanda,  si  bien  se  pidió  la  condena  de 
coetas  para  la  hf^rencia,  se  hizo  también  la  consideración  respecto  de 
Dofia  Juana  Medina  de  qoe  les  había  obligado  á  litigar  sin  rasón  dere- 
cha, pues  no  podía  ar^cüirse  de  contrario  el  que  estando  todos  los  bienes 
que  se  reclamaban  sujetos  á  Ja  administración  judicial  de  nna  testamen- 
taria, no  podía  hacerse  la  entrega  hasta  qoe  el  juicio  se  resolviera,  pues 
DO  reclamándose  legados  de  parte  alícuota,  sino  de  cosa  especifica  y  de- 
terminada, para  nada  tenían  que  esperar  los  legatarios  la  resoloción  de 
aquel  juicio;  en  la  réplica  se  consignó  por  dichos  legatarios  y  deman- 
dantes que  la  necesidad  de  demandar  al  heredero  usufructuario  estaba 
justificada  por  el  hecho  de  que  pudiendo  afectar  á  éste  únicamente  las 
pretensiones  de  la  viuda  sobre  derecho  á  la  cuota  legal  en  usufructo,  si 
hubiera  promovido  en  forma  su  reclamación  se  hubiera  disentido  durante 
el  primer  período  del  pleito,  y  caso  de  resolverse  conforme  i  sns  preteo- 
alones,  hubiera  sido  en  perjuicio  tsn  sólo  del  heredero  usufructuario, 
dada  la  naturaleza  del  legado,  qoe  afectaba  á  frutos  y  rentas  en  los  qse 
ninvuna  intervención  tenían  le  s  herederos  propietarios;  y  por  último,  la 
Dofia  Juana  Medina  satisfizo  de  su  peculio  propio  las  costas  en  que  fué 
condenada  por  la  Audiencia  de  Valencia  en  la  apelación  que  interpoao 
contra  la  sentencia  que  dictó  el  Juez  en  dicho  pleito,  ordenando  la  en- 
trenra  de  los  legados;  y 

Octavo.  Los  artículos  668,  667  y  676  del  repetido  Código  civil,  en 
cnanto  la  Sala  sentenciadora  viene  á  anu]ar*la  voluntad  del  testador,  qns 
si  bien  quiso  favorecer  y  favoreció  con  sns  mandas  á  los  legatarios  de- 
naandados,  no  lo  hizo  en  perjuicio  total  y  exclusivo  de  los  recurrentes,  i 
qnienes  consideró  con  un  título  preferente  á  su  estimación,  toda  ves  qae^ 
Tino  á  instituir  como  herederos. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  Toda: 
Considerando  que  para  la  resolución  del  actual  pleito,  en  reladón 
con  los  motivos  del  recurso  interpuesto  por  la  representación  de  D.  Luí" 
láedrano  y  consortes,  es  forzoso  tener  en  cuenta  que  se  trata,  no  de  li- 
quidar la  herencia  de  D.  Manuel  de  Medrano  y  Nuévalos,  ni  de  detenni- 
nar  lo  que  en  la  misma  corresponde  á  cada  nno  de  loe  llamadoBáso 
goce  por  el  testador,  ni  de  exigir  responsabilidades  por  razón  da  la» 
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enestionee  litigiosas  anteriormente  sostenidas,  sino  lisa  y  llanamente  de 
resolver  uña  demanda  de  tercería  qne  los  recurrentes  formnlaron,  fon- 
dados en  el  supuesto  dominio  qne  alegan  sobre  bienes  embargados  á  las 
resultas  de  otro  juicio  seguido  para  pago  de  determinados  U gados,  por 
el  fundamento  de  ser  eilos  los  herederos  en  propiedad  llamados,  según 
el  testamento  del  D.  Manuel  Medrano,  en  el  remanente  de  su  herencia: 

Considerando  que  no  basta  para  justificar  este  supuesto  dominio  los 
derechos  que  ostentan  derivados  del  referido  testamento,  porque  mien- 
tras no  se  haga  la  liquidación  de  la  herencia,  y  por  consecuencia  de  ella 
la  correspondiente  partición  y  adjudicación  á  i-ada  heredero  de  lo  que 
les  corresponda,  carecen  éstos  de  verdadero  titulo  que  sirva  para  reivin- 
dicar loe  bienes  concretos  y  detertninados  á  que  la  acción  se  refiere,  lo 
cual  no  obsta  ni  perjudica  á  la  qne  pueda  asistirles,  á  fin  de  que  en  la 
partición  de  la  herencia  no  sea  lesionado  su  derecho,  cuestión  ésta  que 
no  puede  ser  confundida  con  la  planteada  por  los  recurrentes  ni  resuelta 
con  ocasión  de  ella,  para  cuya  decisión  basta  la  estimación  de  que  el 
mero  testamento  de  D.  Manuel  Medrano  no  es  titulo  suficiente  por  las 
consideraciones  expuestas  para  la  acción  reivindicatoría  ejercitada: 

Considerando  que  ajustándose  sustancial  mente  la  parte  dispositiva 
de  la  sentencia  de  la  Audiencia  de  Valencia  á  este  fundamento  jurídico 
para  desestimar  la  demanda  de  tercería,  no  son  de  apreciar  ninguno  de 
los  motivos  del  recurso  que  contra  ella  se  ha  interpuesto,  porque  aparte 
de  que  ninguno  de  ellos  lo  contradice  en  las  infracciones  alegadas,  los 
dos  primeros  se  dirigen  más  bien  contra  apreciaciones  exageradas  ó  no 
bien  expresadas  que  el  Tribunal  sentenciador  hace  en  los  considerandos 
d^  la  sentencia,  el  tercero  se  refiere  á  un  punto  que  sólo  podría  ser  ale- 
gado con  éxito  en  el  juicio  universal  promovido,  debida  ó  indebidamente, 
y  los  restantes  á  consideraciones  ó  puntos  de  derecho  que  habrían  de  ser 
debatidos  si  se  tratara  de  resolver  la  forma  en  que  deba  ser  cumplida  la 
voluntad  del  testador  para  adjudicar  á  cada  uno  de  los  favorecidos  en  sa 
testamento  lo  qne  plngO  darles,  pero  que  en  nada  afectan  á  la  falta  de 
titulo  suficiente  de  que  hoy  carecen  los  actores  para  la  acción  reivindi- 
catoria  que  han  ejercitado; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
corso  de  casación  por  infracción  de  ley  Interpuesto  por  D.  Luis,  Dofia 
Petra,  Dofia  Carmen  y  Dofia  Josefa  de  Medrano  y  Ruiz,  á  quienes  con- 
denamos en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad  depositada,  qñe  se 
distribuirá  con  arreglo  á  la  ley;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Valencia  la 
certificación  correspondiente,  con  devolución  del  apuntamiento  que  ha 
remitido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  In* 
sertará  en  la  CoLECCrÓM  Lf.gíslativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
neoesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=José  de  Aldecoa. 
=Ricftrdo  Gullón=José  de  Garnica.:=Francisco  Toda.=Ricardo  Moii- 
na.=Vlcente  de  PinIés.rrTomás  Gúdal. 

Publicación .=rLeída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Ezcmo.  Sr.  D.  Francisco  Toda.  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  cele- 
brando audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  qne 
certifico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  18  de  Junio  de  1901.=Licenciado  Jorge  Martines. 


Digitized  by 


Google 


924  JURISPRUDENCIA  CIVIL 


^Tüm.  16Q.-GRACIA  Y  JUSTICIA.— 15  tft  Jnlo,  ^.  el  10  tft  Mlt. 

Resolución  de  la  Dirección  general  de  los  Registros,  confirman* 
do  la  negativa  del  Registrador  de  Escalona  á  inscribir  una  es- 
critura de  segregación  y  de  descripción  de  terrenos. 
En  sus  considerandos  se  establece: 

Que  p€íra  resolver  si  para  inscribir  bajo  éUJerente  número  y  como 
ñneaa  independientes  vanos  solares  en  que  se  ha  dividido  una  flnea 
rústica,  dentro  de  la  que  el  dueño  del  terreno  ha  trazado  las  calles 
que  ha  tenido  por  conveniente,  esór^  preciso  que  el  Ayuntamienio 
haya  intervenido  en  la  apertura  de  dichas  calles,  importa  eonside* 
rar  que,  si  bien  es  cierto  que  en  uso  del  derecho  de  propiedad  puede 
el  dueño  de  un  terreno  distribuirlo  como  le  plazca  y  darle  la  aplica- 
ción que  fjuiera^  es  también  indudable  que  para  que  tal  distribudán 
y  aplicación  surta  efectos  oficiales^  es  indispensable  que  se  realicen 
con  los  requisitos  prevenidos  en  la  legislación  que  sea  CLpUcable  según 
los  casos: 

Que  si  se  inscribieran  los  solares  como  ñncas  urbanas  indepen- 
dientes entre  si,  ya  tendría  carácter  oñcial  la  urbanización  del  te- 
rreno inscrito  como  ñnca  rústica  y  la  apertura  de  calles  en  la  mis- 
ma, lo  cual  es  de  la  exclusiva  competencia  de  los  Ayuntamientos^  se- 
gún el  art.  72  de  la  ley  Municipal. 

limo.  Sr.:  En  el  recurso  gabernstlvo  promoyldo  por  el  Notarlo  Den 
Manuel  Canora  y  Aloneo  contra  la  negativa  del  Registrador  de  la  pro* 
piedad  de  Escalona  á  inscribir  nna  escritura  de  segregación  y  de  des- 
cripción de  terrenos,  pendiente  en  este  Centro  en  virtud  de  apelación  de 
dicbo  Notario: 

Resultando  que  por  escritura  de  14  de  Octubre  de  1899  D.  Mannel 
Crespi  de  Valldaura  manifestó  ser  duefio  de  una  tierra  comprendida  en 
el  grupo  denominado  en  la  RentiUa,  y  sitio  llamado  frente  al  Hoepital, 
en  la  villa  de  Santa  Olalla,  de  caber  tres  fanegas,  equivalente  á  una  bec* 
tarea,  69  áreas,  9  centiáreas,  de  las  cuales  babia  segregado  las  dos  fa- 
negas que  se  bailan  á  la  parte  Saliente,  cuyos  linderos  y  demás  circuns- 
tancias se  determinan  en  la  propia  escritura,  y  que  en  ellos  babíatraxa- 
do  tres  calles,  una  de  cinco  metros  de  ancbo,  de  Mediodía  á  Norte  y 
otras  dos  de  cuatro  metros  de  ancbo,  que  atravesaban  la  finca  de  Sa- 
liente á  Poniente,  constituyendo  un  barrio,  al  que  se  babía  dado  el 
nombre  de  Barrio  del  Conde  de  Orgaz,  formando  18  solares,  cuya  situa- 
ción y  linderos  se  describen  igualmente;  y  deseando  el  compareciente 
que  la  segregación  y  formación  de  ios  18  solares  deslindados  constasen 
de  modo  auténtico,  para  que  fuesen  inscritos  en  el  correspondiente  Ete- 
gistro  de  la  propiedad,  otorgaba  al  efecto  la  referida  escritura  pública: 

Resaltando  que  presentado  este  documento  en  el  Registro  de  la  pro- 
piedad de  Escalona,  fué  inscrito  por  lo  relativo  á  la  segregación  de  finca 
y  formación  de  otra  nueva  que  en  él  se  bace  constar  en  primer  término, 
y  suspendida  su  inscripción  en  cuanto  á  loa  demás  extremos  del  mismo, 
«porque  al  destinarse  á  la  urbanisación  el  terreno  sobre  el  cual  se  ban 
traaado  las  calles  y  solares  en  que  se  distribuye  la  superficie  del  aludido 
predio,  se  ba  omitido  el  concurso  é  intervención  necesaria  de  la  Corpo- 
ración municipal,  única  competente  para  fijar  las  dimensiones  de  las 
vías  públicas  de  la  localidad,  asignar  á  las  mismas  denominación  deter- 
minada y  aceptar,  en  nombre  de  la  Comunidad,  la  cesión  ó  renuncia  que 
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«mpone  por  parte  del  propietario  de  U  parte  de  terreno  qae  á  consecnen- 
cia  de  la  fijación  de  llmiteB  á  los  solares  formados  ha  de  qnedar  destina- 
do al  tránsito  público>: 

Besoltando  qne  el  Notario  aatorlsante  interpaso  recurso  gabernativo, 
solicitando  se  declarase  qne  dicha  escritura  se  halla  extendida  con  arre- 
glo á  las  formalidades  y  prescripciones  legales,  y  es^  por  consecnencia, 
inscribible,  exponiendo  al  efecto:  qne  la  división  de  ana  finca  en  otras 
diferentes  sólo  requiere  la  manifestación  solemne  del  duefio;  que  Don 
Manuel  Crespí  de  Valldaura  ha  podido  formar  los  solares  que  describe 
en  la  expresada  escritura,  sin  que  á  ello  se  oponga  el  art.  72  de  la  ley 
Manicipaly  puesto  que  las  calles  que  ha  trasado  para  la  mejor  división, 
"fitilidad  y  servidumbre  de  sus  diversas  porciones  están  dentro  de  su 
pertenencia^  y  dicha  licencia  se  refiere  solamente  á  las  vías  públicas; 
qne  pudiera  muy  bien  ocurrir  que  por  conveniencia  del  duefio  volvieran 
dichos  terrenos  á  su  destino  anterior,  que  era  el  de  pan  llevar,  y  en  tal 
oaso  serían  no  ya  Innecesarias,  sino  inútiles  y  aun  perjudiciales  las  vías 
de  comunicación  hoy  trazadas;  y  que  el  Ayuntamiento  de  Santa  Olalla 
I>odría  acordar  la  variación,  alineación  y  apertura  de  calles  que  estime 
neci^sarias  al  buen  servicio  público,  previa  indemnización  al  propietario 
^e  la  finca  que  expropie,  é  instruyendo  para  ello  el  oportuno  expediente, 
pero  que  ese  no  es  el  caso  del  recurso,  paes  aquí  nada  se  expropia,  ni 
renuncia  el  propietario,  ni  existe  contrato,  sino  un  acto  que  solamente 
requiere  la  voluntad  del  duefio: 

Resultando  que  el  Registrador  de  la  propiedad  insistió  en  su  califi- 
cación, alegando:  qne  la  ley  no  atribuye  á  los  particulares  facultades 
]>ara  trazar  las  vías  públicas  dentro  de  una  localidad,  sefialar  sus  dimen- 
alones  y  darles  un  nombre  determinado,  pues  aquéllas  corresponden  ex- 
clusivamente á  los  Ayuntamientos,  conforme  á  lo  preceptuado  en  el  ar- 
tículo 72  de  la  ley  Municipal;  que,  por  tanto,  no  ha  podido  el  8r.  Crespi 
llevar  á  cabo  lo  que  ha  ejecutado,  al  menos  para  que  produzca  efectos 
Inrídicos,  sin  consentimiento  ó  intervención  del  Ayuntamiento  de  la  lo- 
calidad; que  no  puede  argüirse  de  contrario,  como  lo  hace  el  recurrente, 
que  las  vías  trazadas  lo  han  sido  para  mejor  utilidad  y  servidumbre  de 
dichos  predios,  porque  tal  manifestación  ni  se  hace  en  la  escritura,  ni 
«e  halla  conforme  con  cuanto  en  la  misma  aparece  consignado;  que  en 
este  documento  no  se  declara  que,  lejos  de  considerarse  aquellas  vías 
como  denso  público,  quedaran  destinadas  á  servidumbre  de  los  demás 
predios,  ni  que  la  división  no  había  tenido  otro  objeto  que  determinar  el 
perímetro  de  los  edificios  que  pudieran  llegar  ó  no  á  construirse  dentro 
de  una  sola  propiedad,  y  que  en  la  propia  escritura  se  deslindan  las  in- 
dicadas porciones,  partiendo  de  la  base  errónea  de  que  puede  aceptarse 
como  definitiva  y  permanente  la  denominación  que  se  ha  dado  á  dichas 
calles,  lo  caal  no  es  así,  y  por  tanto,  no  puede  estimarse  bien  expresada 
la  naturaleza,  situación  y  linderos  de  aquellos  inmuebles,  en  contra  de 
lo  que  dispone  el  art.  9.®  de  la  ley  Hipotecaria,  26  de  su  reglamento  é 
instrucción  para  redactar  instrumentos  públicos  sujetos  á  Registro: 

Resultando  que  el  Jaez  Delegado  confirmó  la  nota  del  Registrador  y 
declaró  que  no  es  inscribible  la  escritura  de  referencia,  por  considerar 
que,  con  arreglo  al  art.  9.^  de  la  ley  Hipotecaria  y  9.^  de  la  citada  Ins- 
tmesión,  deben  consignarse  en  las  escrituras  públicas  la  naturaleza,  si- 
tuación y  linderos  de  las  fincas  que  han  de  ser  inscritas  en  los  Registros 
de  la  propiedad,  y  que  habiéndose  omitido  en  la  que  es  objeto  del  recurso 
los  linderos  de  las  fincas  que  habían  de  inscribirae,  adolece  de  un  de- 
fecto sustancial  que  impide  su  inscripción: 

Resultando  que  al  apelar  el  recurrente  de  dicho  auto,  reprodujo  sus 
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anteriores  rasonAmientos,  alegando  además:  que  al  dividir  el  Sr.  Oeipi 
la  expresada  flaca,  destinaado  para  la  mejor  Qtiiidad  de  esas  porcioiMf 
las  calles  particD lares  que  ha  considerado  necesarias  dentro  del  perim*- 
tro  du  su  propiedad,  lo  ha  hecho  sin  oposición  ni  contradicción  de  nadie, 
ni  de  acuerdo  alguno  anterior  ni  posterior  al  acto  ejecutado;  que  res- 
pecto á  las  circnustaocias  de  la  escritura,  debia  manifestar  que  la  per- 
sona otorgante  está  designada  realmente,  j  la  descripción  de  la  finca, 
con  las  que  constaba  en  en  titulo  ya  inscrito  y  algunas  más,  las  bastan- 
tes para  satisfacer  la  más  extraordinaria  exigencia,  como  lo  probaba  el 
haberse  inscrito  en  parte  el  documento,  precisamente  la  finca  de  cuya 
superñcie  se  forman  las  demás,  y  que  éstas  ae  describían  expresando  aa 
letra  ó  número,  sn  superficie,  sn  situación  y  los  linderos  por  los  cuatro 
puntos  cardinales: 

Kesultando  que  el  Presidente  de  la  Andiencia  confirmó  el  anto  ape- 
lado, considerando:  que  si  bien  el  acto  realisado  por  D.  Manuel  Cre8|Á 
de  Valldaura  y  Fortuny  en  la  escritura  de  14  de  Octubre  de  1899,  segre- 
gando parte  de  una  tierra  de  su  pertenencia,  es  perfectamente  válido  f 
legal,  liO  lo  es  el  trazado  de  calles  y  designación  de  solares  para  edificar, 
por  cuanto  el  art.  72  de  la  ley  Municipal  vigente  reconoce  excinfliva- 
mente  derecho  en  los  Ayuntamientos,  y  en  el  caso  presente  no  consta 
que  se  haya  dado  en  el  asunto  intervención  alguna  al  Ayuntamiento  ds 
Santa  Olalla,  ni  que  éste  haya  manifestado  escur  conforme  y  aceptar  tal 
trazado  y  designación;  que  en  el  presente  caso  no  constan  de  manera  de- 
terminada en  la  mayor  parte  de  los  solares  en  que  se  ha  dividido  la  fin- 
ca las  circunstancias  que  exige  el  art.  9.^  de  la  ley  Hipotecaria,  puesto 
que  las  calles  señaladas  como  linderos  son  ilusorias  y  no  existen  hasta 
que  el  Ayuntamiento  las  marqne  como  tales;  y  que  la  escritura  que  ha 
dado  lugar  al  recurso  no  aparece  extendida  con  la  claridad  y  precisián 
necesarias: 

Resultando  que  el  Notario  recurrente,  al  apelar  ante  esta  Direccióa, 
expuso:  que  el  Registrador  debió  comprender  en  sn  nota  todos  los  de- 
fectos de  que  la  escritura  adoleciera  para  sn  inscripción;  que  no  habiéa- 
dose  fundado  la  suspensión  en  que  la  inscripción  de  las  fincas  carecía  de 
las  circunstancias  que  exige  la  ley  Hipotecaria,  no  debió  serio  tampoco 
para  confirmar  la  nota  de  dicho  funcionario,  y  que  despnés  de  suípeo* 
dida  la  inscripción  de  la  escritura  consultó  con  el  Registrador  si  podía 
subsanarse  el  defecto  notado,  presentando  un  certificado  del  Ayaota- 
miento  en  que  se  consignara  la  conformidad  y  aprobación  de  lo  hecho 
por  D.  Manuel  Creepl  y  Valldaura,  contestando  el  mismo  Registrador 
que  ya  no  podía  admitir  semejante  documenta. 

Visto  el  art.  72  de  la  ley  Municipal  vigente: 

Considerando  que  tal  como  se  ha  planteado  el  presente  recurso,  U 
única  cuestión  que  con  relación  al  mismo  procede  resolver  es  la  de  si 
para  iuscribir  bajo  diferente  número,  y  como  fincas  independientes  va- 
rios solares  en  que  se  ha  dividido  una  finca  rústica  dentro  de  la  que  el 
duefio  del  terreno  ha  trazado  las  calles  que  ha  tenido  por  conveniente, 
es  ó  no  preciso  que  el  Ayuntamiento  haya  intervenido  en  la  apertura  de  ^ 
dichas  calles: 

ConsMerando  que  si  bien  es  cierto  que  en  uso  del  derecho  de  propio-         | 
dad  puede  el  dueño  de  un  terreno  distribuirlo  como  le  plazca  y  darle  la         \ 
aplicación  que  quiera,  es  también  indudable  que  para  que  tal  dietribo-         | 
ciÓQ  y  aplicación  surta  efectué  oficiales  es  indispensable  que  se  realioen 
con  los  requisitos  prevenidos  en  la  legislación  que  sea  aplicable,  BegúA 
los  casos: 

Considerando  que  si  se  inscribieran  los  solares  como  fincas  orbanaa 
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tadépendientes  entre  ef,  ya  tendría  carácter  oficial  la  urbanización  del 
terreno  inecrito  como  finca  rústica  y  la  aportara  de  calles  en  la  misma, 
to  eoal  es  de  la  exclusiva  competencia  de  los  Ayuntamientos,  según  el 
art.  7^  de  la  ley  Manicipal: 

Considerando  qne  por  no  haberse  hecho  constar  en  la  escritora  qne 
el  Ayuntamiento  respectivo  haya  acordado  dicha  aportara  de  callee,  se 
lia  faltado  i  las  prescripciones s  legales; 

£eta  Dirección  general  ha  acordado  confirmsr  la  proyidencia  apelada. 

Lo  que,  con  devolución  del  expediente  original,  comunico  á  V.  I.  á 
l08  eíectoe  consiguientes.  Dios  guarde  á  V.  I.  muchos  afios.  Madrid  16  de 
Janio  de  ]901.r=El  Director  general,  Ramón  Cepeda.=8r.  Presidente  de 
de  la  Audiencia  de  Madrid. 


Núm.  160.-TRIBUNAL  8UPREM0.-I7  de  Junio,  pob.  ti  26  de  Agosto. 

Casación  por  infracción  de  ley..— Posesión  de  herencia.^ Auto 
declarando  no  haber  lugar  A  la  admisión  del  recurso  inter- 
puesto por  Doña  María  Calvo  contra  la  sentencia  pronunciada 
por  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en 
incidente  con  D.  José  Marfa  Jímeno. 
En  sus  CONSIDERANDOS  SO  establcco: 

Que  el  recurso  de  easaeión  sólo  procede,  por  regla  general,  en  los 
ineidentes  contra  aquellas  sentencias  que  ponen  término  al  pleito 
principal  que  los  origina,  haciendo  imposible  su  continuación: 

Qué  no  se  está  en  el  caso  3.^  del  art.  1690  de  la  ley  procesal, 
cuando,  si  bienjué  objeto  del  incidente  en  que  se  promueve  el  recurso 
el  señalamiento  de  alimentos,  tal  pretensión  no  se  ha  sustanciado  en. 
la/orma  y  juicio  que  regula  el  tii.  Í8y  libro  2.^  de  dicha  ley. 

Resultando  que  D.  Mariano  Jimeno  de  Lerma,  en  testamento  que 
otorgó  en  esta  corte  en  2  de  Marzo  de  1803,  instituyó  heredera  á  su  es- 
posa Dofia  María  Calvo  Pascual;  que  por  sentencia  del  Tribunal  de  la 
Bota,  dictada  en  el  afio  1899,  fué  declarado  nulo  el  matrimonio  cele- 
lirado  ó  intentado  celebrar  por  aquéllos;  y  que  después  de  ocurrido  el 
fallecimiento  de  D.  Mariano,  los  hermanos  de  éste,  D.  José  María  y  Don 
Ildefonso,  citaron  á  la  Dcfia  María  Calvo  á  un  acto  de  conciliación  para 
qne  reconociera  la  nulidad  del  indicado  testamento,  contestando  la  de- 
mandada qne  puesto  que  el  Tribunal  eclesiástico  declaró  la  nulidad  del 
matrimonio  que  celebró  con  D.  Mariano,  entendía  que  también  era  nulo 
al  testamento  otorgado  por  éste,  y  en  su  consecuencia  renunciaba  todo» 
loo  derechos  qne  le  pudieran  corresponder: 

Resultando  qne  los  hermanos  D.  José  y  D.  Ildefonso  Jimeno  de 
Lerma  entablaron  demanda  contra  Dofia  María  Calvo  Pascual,  pidiendo 
0e  declarase  la  nulidad  del  testamento  susodicho,  y  que  por  virtud  de  tal 
decrláración  y  por  la  expresada  renuncia  que  de  sus  supuestos  derecho» 
había  realizado  Dofia  María  Calvo,  se  abriera  la  sucesión  legítima  de 
D.  Mariano;  cuya  demanda  contestó  Dofia  María  Calvo,  pidiendo  que  se 
le  absolviera  de  ella,  condenando  á  los  demandantes  á  perpetuo  silen- 
cio, y  si  á  esto  no  hubiere  lugar,  se  reconociera  su  derecho  al  percibo  de 
la  mitad  de  la  herencia  en  usufructo,  de  conformidad  con  lo  establecido 
en  el  art.  887  del  Código  civil  en  relación  con  el  790: 

Resultando  que  por  un  otrosí  de  dicho  escrito  de  contestación  pro- 
movió Dofia  María  Calvo  artículo  de  previo  y  especial  pronunciamiento» 
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pidiendo  le  Is  pasiera  en  poeeeión  de  la  herraeia  de  en  marido  D.  Utr 
riano  como  heredera  de  éete,  en  Tirtad  del  teetamenlo  qne  obraba  en 
antee,  requiriendo  á  D.  José  María  Jimeno  de  Lerma  para  qne  peeietaá 
dispofliclóD  del  Jugado  el  reegnardo  de  depóeiio  de  laa  aecionee  del 
Banco  de  Eepafia  pertenecientet  á  la  herencia,  disponiendo  ae  librara  el 
oportuno  oficio  al  Gobernador  del  Banco  para  qne  retayiera  á  diepoai- 
ción  del  Juagado  el  importe  de  los  diyidendoe  correspondientee  á  dichas 
acciones,  eeftalando  en  el  Ínterin  alimentos  á  la  alegante,  como  Tinda 
pobre,  en  la  cuantía  qne  se  estimase  procedente,  atendido  el  Importo  de 
la  herencia  conocida,  ó  sea  de  las  28  acciones  mendonadae,  y  acordando 
por  último,  con  el  carácter  de  preferencia,  la  deyolncién  de  an  dote  eon 
los  bienes  de  la  herencia  por  haber  sido  conanmida  en  atencionea  del 
matrimoDio: 

Beeultando  qne  admitido  el  incidente  ae  formó  pieaa  separada  para 
en  anstanciación,  y  tramitada  con  arreglo  á  derecho  en  las  doe  inataa- 
cias,  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte,  por  sea- 
iencia  de  21  de  Enero, del  corriente  afio,  confirmatoria  con  laa  costas  da 
la  que  habla  dictado  el  Jasgado,  abeolvió  á  D.  Joeé  María  y  D.  Ildefonso 
Jimeno  de  Lerma  de  la  demanda  incidental  deducida  por  Dafia  Maríi 
Calvo  Pascual: 

Besultando  que  por  parte  de  éata  se  interpuso  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley,  y  habiéndose  opuesto  el  Ministerio  fiscal  á  en  ad- 
misión, se  trajo  á  la  vista  con  las  citaciones  correspondientes. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Tomás  Gúdal: 

Considerando  que  el  recurso  de  caaadón  aólo  procede,  por  regla  ge- 
neral, en  ios  incidentes  contra  aquel  laa  sentencias  que  ponen  término  al 
pleito  principal  qne  ios  origina,  haciendo  imposible  su  oontinnadÓD,  y 
qne  en  la  que  es  objeto  del  presente  recurso  no  ocurre  esta  circunstancia 
esencial,  como  se  demuestra  por  el  hecho  de  haberse  sustanciado  el  ia- 
cidente  á  que  se  refiere  en  pieaa  separada,  y  porque  uno  de  loe  fnnda- 
mentoB  de  la  sentencia  recurrida,  consiste  en  haber  sido  resuelta  por  la 
misma  Sala  la  cueetión  principal  en  el  pleito  de  qne  ha  dimanado  ests 
incidente: 

Considerando  que  tampoco  ha  versado  el  incidente  sobre  ninguna  de 
las  materias  enumeradas  en  el  art.  1690,  puee  si  bien  una  de  las  pretan- 
siones  contenidas  en  la  demanda  incidental  fué  la  de  que  se  la  s^kalea 
alimentos,  como  viuda  pobre,  tal  pretensión  no  se  ha  sustancisdo  en  la 
forma  y  juicio  que  regula  el  tit.  18,  libro  2.®,  de  la  ley  de  Enjuiciamiaato 
civil. 

Visto  lo  dispuesto  en  el  art.  1689,  nóm.  1.^  del  1690,  y  8.^  del  1729; 

No  ha  logar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley  interpuesto  por  Dofia  María  Calvo  Pascual,  á  quien  oondenamoa  al 
pago  de  las  costas;  líbrese  á  la  Audiencia  de  esta  corte  la  certifieacite 
correspondiente,  con  devolución  del  apuntamiento  qne  ha  remitido,  y 
publlqaese  este  auto  en  la  forma  que  previene-la  ley. 

Madrid  17  de  Junio  de  1901.=José  de  Aldecoa.=:Eicardo  Gnllón.=: 
Joaquín  Gonsáles  de  la  Pefia.=Joeé  María  Barnuevo.=:Ricardo  Alolina. 
= Vicente  de  Piniés.=Tomás  Gúdal.=Lioenciado  Jorge  Martínea. 
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irüm.  lei.-GRACIA  Y  JUSTICIA.-!?  de  Junte,  pub.  el  12  de  Julie. 

RseOLUCIÓN  DE  LA  DIRECCIÓN  GENERAL  DB  LOS  REGISTROS,  revOCaU- 

do  la  negativa  del  Registrador  de  la  propiedad  de  Alicante  á 
inscribir  una  escritura  de  repudiación  y  aceptación  de  herencia. 
Bn  su  CONSIDERANDO  único  se  establece: 

Que  el  hecho  de  obeervaree  una  ineígniñeanie  difereneía  en  el  se- 
gundo  apellido  del  eaueante  de  una  sucesión,  entre  su  testamento  ¡^ 
el  consignado  en  el  Registro  de  lapropiedad,  no  autoriza  para  con- 
cluir que  la  persona  de  aquél  no  se  halle  bien  identificada,  si  loa  do- 
cumentos presentados  prueban  que  se  refieren  á  un  solo  indioiduo^ 

Bmo.  Sr.:  En  el  recnrso  gnbemstivo  interpnesto  por  el  Notario  Don 
José  Rasafa  contra  la  negativa  del  Begiatrador  de  la  propiedad  de  Alican- 
te á  inscribir  una  escritora  de  repudiación  y  aceptación  de  herencia,  pen- 
diente en  eate  Centro  en  virtud  de  apelación  de  dicho  Begiatrador: 

Resultando  que  por  fallecimiento  de  los  cónyuges  D.  Franciaco  Lluch 
Luesma  y  Dofia  Josefa  Mira  Ramos,  sua  hijos  y  herederoa  teatamenta- 
ríos  D.  José,  Dofia  Matilde  y  D.  Franciaco,  otorgaron  en  11  de  Diciem- 
bre de  1898  una  escritora  por  la  que  los  doa  primeros  repudiaron  la  he- 
rencia de  ana  padres,  y  el  último  la  aceptó  á  beneficio  de  inventario,  des- 
cribiendo la  única  finca  que  constituía  la  expresada  herencia: 

Resultando  que  presentado  este  documento  en  el  Registro  de  la  pro- 
piedad con  el  teatamento  de  mancomún  de  lojí  causantes  de  14  de  Enero 
de  1886,  en  el  que  el  segundo  apellido  de  D.  Franciaco  Lluch  ee  Hues»- 
ma^  y  con  la  partida  de  defunción  del  miamo  y  el  certificado  del  Regis- 
tro general  de  actos  de  última  voluntad,  en  los  qne  dicho  aegundo  ape- 
llido es  Luesma,  el  Regiatrador  auapendió  la  inscripción  de  la  referida 
escritora  cpor  el  defecto  aobeanable  de  noArae  divergencia  entre  la  par- 
tida de  defunción  y  la  certificación  de  actos  de  últimas  voluntades  y  el 
testamento,  respecto  al  segundo  apellido  del  causante  Franciaco  Liuch»; 

Resultando  que  el  Notarlo  antoriaante  de  eata  eacritura  D.  José  Ru- 
saía  Interpuso  recurso  gubernativo  contra  la  nota  del  Registrador,  eoli- 
citando  se  declare  que  el  documento  ae  halla  extendido  con  arreglo  á  las 
solemnidades  y  prescripciones  legales,  y  exponiendo  á  eate  efecto:  qoe 
de  los  documentos  preaentados  aparece  cumplidamente  Juatificada  la  per- 
sona del  causante,  y  no  hay  motivos  racionalea  para  dudar  qoe  los  con- 
sortes de  que  se  trata  otorgaran  el  aludido  testamento  ó  inatitoyeran  he- 
rederos á  sos  tres  citados  hijos,  los  cuales,  por  consiguiente,  tienen  per- 
fecto derecho  á  otorgar  dicha  escritura;  y  que  la  divergencia  en  el  segun- 
do apellido  del  causante  no  es  falta  que  puede  impedir  su  inacripción, 
porqne  se  halla  identificada  su  personalidad,  y  porque  ni  la  lastrocción 
para  la  redacción  de  instrumentos  públicos,  ni  la  ley  Hipotecaria  exigen 
como  requisito  para  la  inscripción  el  de  qoe  se  haga  conatar  el  segando 
apellido  del  transmitente,  puesto  que  exigen  solamente  au  nombre  y  ape- 
lUdo: 

Resultando  que  oído  el  Regiatrador,  sostuvo  su  calificación,  á  infor- 
mó: que  la  finca  está  ioecrita  á  nombre  de  Francisco  Lluch  Guesmxi,  y 
que  siendo  estos  apellidos  distintos  de  los  de  Francisco  Lloch  y  Hues- 
ma  y  Francisco  Lloch  y  Luesma,  qoe  aparecen  respectivamente  en  el 
testamento  y  en  la  partida  de  defunción  y  certificado  de  actos  de  última 
voluntad,  es  dudoso  si  se  trata  ó  no  de  personas  distintas;  y  que  mien- 
tras no  se  subsane  este  error,  caso  de  que  exista,  no  puede  inscribirse  la 
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escritura,  conforme  á  1m  Ret olncionee  de  17  de  Febrero  de  1877  y  21  de 
Janio  de  1884,  ó  ee  jostifiqae  plenameote  por  medio  de  ana  informacUn 
<id  perpeiuam  qne  dichos  apeiiidos  son  los  mismos,  según  las  Besóla- 
clones  de  7  de  JaUo  de  1877,  28  da  Febrero  de  1879  j  21  de  ^«uato 
de  1894: 

Beealtando  qne  el  Jaes  Delegado  declaró  que  la  expresada  eacritara 
se  haya  extendida  con  arreglo  á  las  formalidades  y  prescripciones  lega- 
les, y  qne,  por  consiguiente,  es  inscribible,  fundándose  en  qne  la  dife- 
rencia qne  se  observa  en  el  segando  apellido  de  Francisco  ¿Inch  no  es 
motivo  suñi2iente  para  suspender  su  insoripcida,  porque  además  de  aeve- 
<litarse  por  los  documentos  presentados  que  este  causante  es  el  padre  ds 
los  que  la  otorgaron,  ni  la  ley  Hipotecaria,  ni  la  referida  Inarrorcite 
exigen  que  se  consignen  los  segundos  apellidos  de  las  peraonae  que  traaa- 
miten  el  derecho  ó  á  cuyo  favur  se  constituye,  ni  tampoco  los  de  quie- 
nes  proceden  los  bienes  que  deban  inscribirse: 

Resaltando  que  el  Presidente  de  la  Audiencia,  en  virtud  de  apelaeidB 
del  Registrador,  confirmó  la  resolución  delJoea  Delegado  aceptando  ses 
propios  fundamentos,  y  afiadlendo  además  que  no  son  aplicables  las  Re- 
soluciones citadas  por  el  Registrador,  porque  aquí  se  trata  solamente  del 
cambio  de  la  inicial  del  segando  apellido,  debido  indudablemente  á  eqol- 
vocación  material  al  escribirlo  en  el  testamento  y  en  el  libra  del  Regis- 
tro, toda  vez  que  conviene  perfectamente  y  se  halla  escrito  cun  la  miaña 
inicial  en  la  certificación  de  defanelón  y  en  la  del  Registro  de  úiUmss 
voluntades,  y  en  aquellas  Resolaeiones  se  trataba  de  docomentoe  en  qos 
se  habían  omitido  apellidos,  ó  se  habían  consignado  otros  qne  do  resal- 
taban en  las  Íncripciones,,ó  aoarecía  antepuesto  el  segundo  apellido  al 
primero,  y  podía  tratarse,  por  consiguiente,  de  personas  distintas: 

Vistos  los  arts.  9.^  de  la  ley  Hipotecaria,  29  del  Reglamento  generd 
para  sa  ejecución  y  9.^  de  la  lastrucción  para  la  redaooión  de  instruaieB- 
tos  públicos  sujetos  á  Registro: 

Vistas  las  Resoluciones  ée  esta  Dirección  de  9  de  Suero  de  1886  y 
18  de  Julio  de  1898: 

Considerando  que  la  diferencia  observada  en  el  segundo  apellido  ds 
D.  Francisco  Lluch,  que  ha  motivado  la  nota  de  suspensión  del  Bifp9r 
trador,  entre  lo  que  resulta  del  Registro  de  la  propiedad  y  lo  que  apaie- 
ce  del  titulo  presentado  y  de  los  documentos  que  lo  acompafian,  noaa- 
torisa  á  concluir  que  la  persona  de  aquél,  que  es  el  causante  de  la  he- 
rencia, no  se  halle  bien  identificada  y  sea  distinta  de  la  que  tiene  I» 
bienes  inscritos,  puesto  que  sobre  que  dicha  diferencia  es  inslgnifiesats 
en  cuanto  que  afecta  solamente  á  la  letra  inicial  del  segundo  apellido^ 
el  cual,  de  todos  modos,  suena  casi  lo  mismo,  las  circunstancias  qoe  te 
hacen  constar  en  aquellos  documentos  prueban  que  se  refieren  á  nnsol^ 
indi  vid  ao,  y  que  se  trata,  por  tanto,  de  un  error  de  copia  sin  trasooidea- 
cia  alguna; 

Esta  Dirección  general  ha  acordado  confirmar  la  providencia  apelads- 

Lo  qne,  con  devolución  del  expediente  original,  comunico  á  V.  !•  ^ 
los  efectos  consi^ientes.  Dios  guarde  á  V.  L  muchos  afioa.  Madrid  17  de 
Junio  de  1901.=Ei  Director  general,  Ramón  Cepeda. =Sr.  Presidente  ds 
la  Audiencia  de  Valencia. 
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Xq^ixixi.  íes.— TRIBUNAL  8UPREII0.-I8  de  Jonlo,  pub.  el  26  y  29  Agoato. 

Casación  por  infracción  de  ley.— Pago  de  p^M^ae.— Sentencia 
declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  D.  José 
González  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  Granada,  en  pleito  con  D.  Juan  García. 
Bn  sus  CONSIDERANDOS  se  establece: 

Que  según  tiene  estableeida  la  Jurisprudencia  del  Tribunal  Su- 
pf^emo^  entre  las  atribuciones  del  Tribunal  k  quo  se  encuentra  la  de 
determinar  el  enlace  entre  los  hechos  que  dan  origen  á  las  presun- 
ciones no  establee/das  por  la  ley,  sin  otra  limitación  que  la  expre- 
sada en  el  art,  1253  del  Código  cioil,  de  que  dicho  enlace  exista,  ó  lo 
que  es  lógicamente  igual^  que  no  resulte  contrario  á  las  reglas  del 
criterio  humano: 

Que  en  caaaeión  no  son  de  estimar  las  infracciones  legales  que  no 
tengan  trascendencia  para  el  Jallo: 

Que  aun  en  el  supuesto  de  que  los  libros  de  los  comerciantes  ha- 
gan Je,  no  sólo  para  demostración  de  las  partidas  abonables,  sino 
de  los  menores  detalles  de  entrega,  no  por  ello  deja  de  quedar  á  sal- 
vo, como  expresa,  el  núm.  3.^  del  art.  48  del  Códiqo  de  Comercio,  la 
prueba  de  los  asientos  exhibidos  por  otros  medios  admisibles  en 
juicio. 

En  la  YÍUa  y  corte  de  Madrid,  á  18  de  Jonio  de  1001,  en  el  juicio  de- 
clsrativo  de  mayor  cnantia  seguido  en  ^1  Juzgado  de  primera  instancia 
de  Almería  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  territorial  de  Gra- 
nada por  D.  José  Gonsález  Egea,  vecino  de  la  primera  de  dichas  ciuda- 
des, con  D.  Juan  García  Sánchez,  que  lo  es  de  Can jáyar,  los  dos  comer- 
ciantes, sobre  pago  de  pesetas;  pleito  pendiente  ante  Nos,  en  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley  que  ha  Interpnesto  el  demandante,  defen- 
dido por  el  Doctor  D.  Felipa;  Sáiicbes  Román  y  representado  por  el  Pro- 
curador D.  Josa  María  Cordón;  estándolo  el  demandado  y  recurrido  por 
el  Licenciado  D.  Antonio  Domínguez  Alfonso  y  el  Procurador  D.  José 
Javaloyes: 

Resultando  que  con  fecha  20  de  Marzo  de  1807,  D.  Jofó  González 
£gea  presentó  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Almería  demanda 
de  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  contra  D.  Juan  García  Sánchez, 
con  la  súplica  de  que  se  condenara  al  mismo  á  abonarle  la  cantidad 
de  8.086  pesetas  60  céntimos  que  le  debía  como  fiador  de  D.  Juan  García 
Navarro  y  principal  pagador  de  la  cuenta  de  ente,  así  como  loe  intereses 
del  6  por  100  anual  á  contar  desde  el  11  del  propio  mes  de  Marzo,  para 
lo  que  expuso:  que  en  28  de  Febrero  de  1806  D.  Juan  García  Sánchez  di- 
rigió al  demandante  una  carta,  en  la  cual  le  rogaba  remitiese  á  su  bijo 
D.  Juan  García  Navarro  los  géneros  qne  tuviera  á  bien  pedirle  de  sus 
almacenes,  cuya  cuenta  corriente  garantizaba  el  García  Sánchi'z,  como 
único  y  principal  pagador,  hasta  la  suma  de  3.000  pesetas,  afiadiendo 
que  si  no  pagase  á  su  vencimiento,  podía  González  Kgea  girar  á  su  cargo, 
con  el  quebranto  y  gastos  correspondientes,  por  lo  que  el  actor  facilitó 
al  García  Navarro  todos  los  géneros  que  le  pidió,  constando  las  remesas 
en  sus  libros  de  comercio;  que  García  Navarro,  en  23  de  Ago<ito  de  1806, 
dirigió  carta  al  demandante,  manifestándole  tener  débitos  pendientes  de 
alguna  importancia,  y  para  facilitar  los  pagos  le  proponía  que  en  lugar 
de  hacerle  entregas  parciales  se  reuniera  todo  el  saldo  para  los  últimos 
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dÍBM  de  Octabre  de  «quel  afio,  abonándole  los  iniereseB  que  le  pniien,. 
á  coya  carta  conteetó  en  28  del  mismo  mes,  diciendo  á  García  Navarra 
no  podia  demorar  el  oobro  de  los  giros  y  haberle  vendido  loa  géneroi  i 
treinta  días  fecha,  siendo  aceptada  la  compra  á  ese  plaao,  por  lo  coa! 
insistía  en  qae  f  aeran  pagados,  cargándole  intereses  por  ia  demora  hisU 
aquel  día,  y  le  ananciaba  le  serían  presentados  de  nncTO  loe  giros,  y  n 
no  los  satisfacía,  tomaría  la  determinación  más  conveniente;  qoe  des- 
pués de  mediar  otras  cartas  entre  el  demandante  y  el  demandado,  ei 
primero  giró  contra  el  segando,  en  16  de  Enero  del  97,  nna  letra  por  h 
cantidad  de  S.280  pesetas  78  céntimos,  á  qae  ascendía  la  cnenta  corriente 
de  García  Navarro,  con  intereses,  quebrantos  y  demás  gastos,  cuyo  giro 
fué  protestado  por  falta  de  aceptación  y  de  pago,  manifestando  Gareía 
Sánchez  al  requerírsele  no  ser  corriente,  contestación  por  la  cual  pemd 
el  actor  que  el  motivo  de  no  pagar  aquél  sería  el  comprender  tal  giro,  no 
sólo  la  cantidad  debida  por  el  hijo  García  Navarro,  sino  también  losio- 
tereses  de  demora,  y  haciendo  caso  omiso  de  éstos,  y  reservándose  ai 
derecho  de  reclamarlos  directamente  al  García  Navarro,  giró  nuevamenta 
contra  el  demandado  en  6  de  Marzo  del  97  una  letra  á  la  vista  y  orden  de 
D.  Cristóbal  Oafiete  por  la  suma  de  8.007  pesetas  84  céntimos,  y  escribió 
el  mismo  día  á  García  Sánchez  para  avisarle  y  decirler  que  en  el  Imporie 
de  ella  se  comprendían  2.975  pesetas  9  céntimos,  saldo  de  la  cuenta  de 
su  hijo,  sin  intereses,  y  82  pesetas  75  céntimos  por  quebranto  y  giro,  i 
cuyo  pago  estaba  obligado,  según  la  garantía;  y  que  García  Bánchei  o» 
bizo  efectiva  tal  letra  y  le  fué  protestada  por  falta  de  pago,  manil»- 
tando  también  no  era  corriente,  en  vista  de  lo  cual  su  tenedor  formó  It 
oportana  cuenta  de  resaca,  ascendente  á  8.086  pesetas  60  céntimos,  en- 
viando ia  al  actor  con  la  letra  y  copia  del  acta  del  protesto,  que  habU 
originado  77  pesetas  76  céntimos  de  gastos: 

Resultando  que  con  la  demanda  presentó  D.  José  Gonsález  Egealee 
indicadas  cartas,  la  letra  de  cambio  por  8.007  pesetas  84  céntimoe,  d 
acta  de  protesto  y  un  extracto  de  la  cnenta  corriente  de  D.  Juan  Gnidi 
Navarro,  en  la  cual  figara  como  penúltima  partida  la  remesa  de  géneroe 
núm.  10.872,  de  fecha  19  de  Septiembre  del  96  por  884  peseUs,  cnye 
cuenta  arroja  un  total  de  8.486  pesetas  61  céntimos  en  el  Debe  del  Gu- 
cía  Navarro: 

Resultando  que  D.  Juan  García  Sánchez  se  opuso  á  la  demanda  pi- 
diendo qae  se  le  absolviese  de  la  misma  con  las  costas  al  actor,  á  coya 
fin  consignó:  haber  garantizado  el  pago  de  lo  que  el  actor  le  eDtrcgert 
á  su  hijo  desde  la  fecha  de  la  garantía  en  adelante,  pero  no  el  de  ize 
cantidaídes  que  adeodase  con  anterioridad  al  28  de  Febrero  de  1896,  oi 
lo  que  excediese  de  los  términos  de  aquélla,  pues  no  venía  obligado  i 
satisfacer  cuantos  géneros  tuviera  á  bien  el  demandante  facilitar  á  Gar- 
cía Navarro,  cuando  según  la  misma  garantía  estaba  limitada  á  reapop- 
der  del  valor  de  los  qoe  pqr  una  vez,  ó  sea  en  una  cuenta  corriente,  sin 
exceder  de  8.000  pesetas,  le  entregase;  ser  cierto  escribió  García  N'^f" 
rro  la  carta  de  28  de  Agosto  del  96,  pero  González  Egea  dejó  tranacorrir 
los  vencimientos  de  los  plazos  en  que  aquél  debfa  pagarle,  le  gir^  sólo 
por  ia  cantidad  de  1.260  pesetas  y  le  aplazó  el  pago  de  otras  qae,  a^- 
das  á  las  citadas,  sumaban  ya  en  aquella  fecha  un  débito  crecido,  d» 
modo  que  González  Egea  prefirió  seguir  su  negocio  con  García  Navarro, 
girándole  cantidades  á  su  comodidad  y  haciéndole  entrega  de  S^'^ 
por  otras  superiores  á  la  garantizada,  á  girar  al  demandado  por  el  atldo 
de  la  cuenta  corriente  en  la  primera  ocasión  en  que  García  Navarro 
dejó  de  hacer  efectivo  el  pago  de  géneros  cuyo  plazo  para  pagarlos  tf- 
taba  vencido;  no  ser  aplicable  á  la  cuestión  del  debate  lo  relatlTO  AIa 
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.  del  28  del  propio  Agoeto,  ó  serrir  sólo  para  acreditar  qae  Gonzá- 
les  Egea  eetableció  arreglo  con  García  Navarro  para  el  pago  de  la  cuenta 
pei»dl«ole  entre  ellos  y  abono  de  intereaee,  independiente  de  la  garantía 
prestada  por  el  demandado;  dedndrae  de  lo  expuesto  en  la  demanda,  en 
enante  á  loe  giros  hectios  contra  García  Sánches,  que  el  mismo  Gonsá- 
les  Egea  reoonooió  no  estaba  obligado  aqn^l  á  pagar  el  primero  que  le 
biso,  por  lo  que  se  rectificó,  girando  después  por  menor  suma;  haber 
recibido  García  Navarro  desde  ^8  de  Febrero  de  18V6  géneros  del  esta- 
bieolmiento  de  GoiSsáies  Egea,  por  valor  de  5.161  pesetas  67  céntimos, 
7  desde  el  mismo  día  fecha  de  la  ci>rta  de  garantía,  hasta  el  18  de  Ju- 
nio siguiente,  se  los  entregó  por  8.017  pesetas  88  céntimos,  luego  resul- 
taba claro  haber  tenido  el  actor  cuenta  independiente  de  aquélla  con 
Oarcia  Navarro,  lo  cual  pretendía  hacer  extensiva  á  las  resultas  de  ta- 
les operaciones  cuando  cesó  la  misma,  por  exceder  en  tal  iecha  el  im- 
porte de  los  géneros  de  la  propia  garantía,  y  como  García  Navarro 
abonó  cantidades  que,  sumadas  á  la  de  2  260  pesetas  que  personalmente 
entregó  el  demandado,  exceden  de  las  8.000,  era  evidente  estar  pagados 
les  géneros  que  garanticé  el  último,  y  no  podía  el  actor  aplicar  esas  su- 
mas al  pago  de  cantidades  que,  según  decía,  le  adeudaba  con  anterioridad 
García  Navarro;  y  haberse  deducido  la  demanda  sin  ai  reditar  liquida- 
eión  de  cuentas  ni  acompafiar  jostifií-ante  alguno  de  las  entregas  de  gé- 
Bieros  y  sin  la  conformidad  con  el  saldo  que  figuraba  el  actor,  consig- 
nándose como  tercero  entre  los  fundamentos  le  derecho  de  dicho  es- 
crito de  contestatión  la  conformidad  con  la  doctrina  legal  que  contenía 
el  de  igual  número  de  la  demanda  referente  á  las  obHgaciones  del  fia- 
dor, pero  afiadiendo  que  era  cinaplicable  al  caso  por  estar  pagada  la 
cantidad  que  se  reclamaba,  en  parte  por  el  directamente  obligado  y  en 
parte  por  el  fiador»: 

Resultando  que  el  demandante  en  su  escrito  de  réplica,  dio  por  re- 
producidos los  hechos  de  la  demanda,  negando  los  expuestos  de  contra- 
rio en  lo  que  se  opusieron  á  aquéllos,  y  entre  las  alegaciones  que  con- 
signó expuso,  en  cuanto  á  la  entrega  de  2.260  pesetas  hecha  al  mismo 
actor  por  el  demandado,  que  aun  aceptando  la  teoría  de  éste,  todavía 
resoltaría  él  mismo  deudor  al  actor  por  la  cantidad  de  760  pesetas  nece- 
sarias á  cubrir  las  8.000,  y  ser  preciso  tener  en  cuenta  que  éste  no  lo 
biao  por  sí,  como  parte  de  pago  de  la  fianza  prestada,  sino  por  encargo 
de  su  hijo,  el  cual,  sabiendo  que  su  padre  iba  á  Almería  se  lo  dio  para 
que  á  su  ves  lo  hiciera  al  demandante,  del  mismo  modo  que  pudo  ha- 
berse servido  para  el  envío,  de  otra  tercera  persona  que  hubiese  ido  á 
aquella  ciudad,  y  por  eso  el  actor  dio  resguardo  de  tal  cantidad,  diciendo 
que  la  recibía  de  D.  Juan  García  Navarro  por  mano  de  D.  Juan  García 
Sánches  abonándola  en  cuenta  al  primero  de  los  dos;  y  en  el  escrito  de 
duplica  el  demandado  reprodujo  á  su  ves,  sustanclalmente,  lo  alegado  y 
pedido  en  el  de  contestación,  expresando  resultar  del  extracto  de  cuenta 
presentado  por  el  actor  que  desde  28  de  Febrero  al  16  de  Junio  de  1896 
le  entregó  García  Navarro  cantidades  queá  una  suma  sscendían  á  1.000 
pesetas,  y  ser  hecho  reconocido  por  el  miemo  qne  el  10  de  Septiembre 
recibió  de  manos  de  D.  Juan  García  Sánchez  2.260  pesetas,  luego  resul- 
taba claro  que  desde  el  28  de  Febrero  en  adelante  entregó  D.  Juan  Gar- 
cía Navarro  8.260  pesetas;  consignándose  al  final  de  dicho  escrito  de  du- 
plica qne  sé  reproducían  en  todas  sus  partes  los  fundamentos  de  dere- 
cho del  de  contestación: 

Resultando  que  en  el  término  de  prueba  la  practicó  el  demandan- 
te testifical;  y  también,  como  extremo  de  la  que  propuso,  fué  cotejado 
con  los  libros  Diarios,  Mayores  y  Auxiliares  de  la  casa  comercio  del 
TOMO  01  69 
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mismo  el  extracto  de  cuenta  que  tenía  preeentado,  apareelendo  eoofor- 
mea,  á  excepción  dei  atiento  relativo  á  la  remeea  de  géneroa  núneie 
10.872  de  fecha  19  de  Septiembre  de  1896,  qne  según  ellos  imporUbt 
284  pesetas»  en  vei  de  las  884  expresadas  con  tales  fecha  j  número  como 
penúltima  partida  en  aqnel  exuacto  de  cnenta;  é  ignalmente  aparaot 
en  ios  propios  libros  como  última  de  la  de  D*  Joan  García  NaTarro  ana 
sin  fecha,  importante  lüO  pesetas,  como  saldo  de  la  cnenta  de  sn  padre, 
no  incluida  en  el  repetidamente  aludido  extracto,  j  entre  ios  del  Haber 
de  García  Navarro  otro  asiento  qne  dice:  cSeptiembre  10>— corresponde 
á  dicho  afio  9i$ — csn  remesa  2.260  pesetas»: 

Besnlundo  qne  dados  al  pleito  los  restantes  trámites  legales  de  dos 
instaaclas,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Aadieacia  territorial  de  Granada,  en 
2  de  Abril  de  1900,  dictó  seotenola,  condrmatoria  en  parte  de  la  apelada, 
condenando  al  demandado  D.  Juan  Garda  Sáochea  á  abonar  al  deman- 
dante D.  José  GoQsáles  Egea  la  cantidad  de  760  pesetas  que  le  adeudaba 
como  resto  de  las  8.000  pesetas  por  que  garantiaó,  como  único  y  prinoi- 
pal  pagador,  según  la  carta  de  28  de  Febrero  de  1896,  la  cnenta  corriente 
de  su  hijo  D.  Juan  García  Navarro,  y  en  la  que  éste  á  su  ves  resulta  de- 
biendo mayor  suma,  y  absolviendo  á  dicha  parte  demandada  de  los  de- 
más extremos  que  comprende  la  demanda;  sin  hacer  especial  mención 
de  las  costas: 

Resultando  que  D.  José  Gonxáles  Egea  ha  interpuesto  recurso  de  ca- 
sación, citando  en  su  apoyó  el  núm.  1.^  del  art.  16»1,  en  relación  con  el 
7.^  del  1692  de  la  ley  de  Eajuiclam lento  civil,  y  como  infringidos: 

PrimHro.  Por  error  de  hecho  en  la  apreciación  de  las  pmenas:  el  si- 
tíenlo 67  del  Código  de  Comercio,  por  el  qne  dos  contratos  de  oomereio 
se  ejecutarán  y  cumplirán  de  bneoa  fe,  según  los  términos  en  que  fue- 
ren hechos  y  redactados,  sin  tergiversar  con  interpretaciones  arb  tra- 
rias  el  sentido  recto,  propio  y  upual  de  las  palabras  dichas  ó  escritas,  ai 
restringir  los  efectos  qne  naturalmente  se  deriven  del  modo  coa  qoe 
ios  contratantes  hubiesen  explicado  su  voluntad  y  contraído  bus  obliga- 
ciones»; el  art.  4H  del  mismo  Coligo,  cuya  regla  8.*  dispone  qne  csinne 
de  loe  comerciantes  no  presentase  sos  libros,  ó  manifestase  no  tenerloe, 
harán  fe  contra  él  los  de  su  adversario  llevados  con  todas  laa  formal!- 
des  legales»;  y  el  principio  de  derecho,  declarado  en  sentencias  de  eete 
Tribunal  Supremo  de  22  de  Jnnio  de  1866,  y  22  de  Noviembre  del  66,  de 
que  «las  sentencias  deben  resolver  las  cuestiones  litigiosas  con  arreglo 
á  lo  alegado  y  probado  por  las  partes»,  ó  sea  «por  el  conjunto  de  lif 
pruebas  practicailas  y  de  los  datos  que  en  el  pleito  existan»;  pues  al  ab- 
solver ai  demandado  la  sentencia  recurrida  de  parte  de  lo  pedido  ea  U 
demanda,  lo  hace  por  entender  qne  habiendo  reclamado  el  actor  100  pe- 
setas de  más,  en  virtud  de  la  diferencia  en  la  partida  de  19  de  Septiem- 
bre de  1896  entre  el  extracto  de  cuenta,  que  dice  884  pe6etas,y  los  ssien- 
tos  de  los  libros  de  comercio,  donde  aparece  ser  de  284,  pudo  y  debió 
García  Sánchez  no  considerar  como  corriente  la  letra  girada  por  Goosá- 
lez  Bf^ea;  no  obstante  declarar  la  misma  sentencia  en  el  resultando  se- 
gando de  los  agregados  por  la  Sala  que  «la  sama  total  del  Debe  de  la 
cuenta  de  D.  Juan  García  Navarro  asciende  á  8.486  pesetas  61  céotimos, 
según  resulta  en  el  extracto  de  cuenta  acompaftada  ala  demanda  y  ea  la 
diligencia  de  prueba,  en  relación  con  los  asientos  de  los  litaros  dele 
casa  comercial  demandante»,  y  hacer  constar  en  la  parte  diepositlTa 
que  «D.  Juan  García  Navarro  resulta  debiendo  mayor  suma  en  en  cuen- 
ta corriente  que  aquella  por  la  que  se  condena  al  fiador  y  principal  pa- 
gador» en  virtud  del  contrato  de  28  de  Febrero  de  1896;  dando  i  tal 
equivocación  de  pluma  una  importancia  ficticia,  porque  al  ser  la  fiama 
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-de  8.000  pesetas,  y  U  deuda  garantida  superior  á  8.000,  no  puede  decir- 
se que  Qonxáleí  Egea  reclamaba  indebidamente  100  pesetas  de  más, 
-enando  limitaba  so  gtro  á  8.000  y  tantas;  siendo  de  gran  trascendencia 
el  error  cometido,  porqne  si  González  Egea  hubiera  reclamado  100  pe- 
setas más  de  lo  qne  i>e  le  debía  al  girar  sn  letra  de  8.007  pesetas  84  cén- 
timos, el  fiador  García  Sánchez  podía  haberla  considerado  no  corriente, 
y,  por  tanto,  no  serían  abonables  ni  los  gastos  de  la  cuenta  de  resaca  ni 
los  intereses  legales: 

Segondo.  También  por  error  de  hecho  en  la  apreciación  de  las  prue- 
bas los  enunciados  arts.  67  y  48  en  su  regla  3.\  y  sentencias  igualmente 
citadas  de  este  Tribunal  Supremo,  en  relación  con  el  art.  648  de  la  ley  de 
enjuiciamiento  civil,  que  determina  que  en  los  escritos  de  réplica  y  du- 
plica se  fijarán  concreta  y  definitivamente  los  puntos  de  hecho  objeto 
^del  debate,  y  el  649,  el  cual  establece  que  en  los  mismos  escritos  cada 
parte  confesará  ó  negará  llanamente  los  hechos  que  le  perjudiquen  de 
loe  articulados  por  la  contraria,  y  que  el  silencio  ó  las  respuestas  evasi- 
^▼as  podrán  estimarse  en  la  sentencia  como  confesión  de  loe  hechos  á 
que  se  refieran;  por  cuanto  el  fallo  recurrido  limita  la  condena  del  fiador 
-Oarcía  Sánchez  á  la  suma  de  760  pesetas,  como  resto  de  las  8.000  por  que 
'garantizó  la  cuenta  corriente  de  sn  hijo,  y  le  absuelve  de  los  demás  ex- 
tremos comprendidos  en  la  demanda,  para  lo  cual  deduce  2.260  peeetas 
como  satisfechas  por  el  demandado  en  10  de  Septiembre  de  1896,  en  parte 
y  á  cuenta  de  la  garantía  por  él  prestada,  consignando  al  efecto  en  el 
considerando  tercero  «haberse  discutido  tínicamente  por  los  interesados 
si  tal  entrega  se  realizó,  como  González  Egea  supone,  por  cuenta  y  en- 
cargo del  principal  deudor  D.  Juan  García  Navarro  y  con  dinero  á  éste 
pArteneciente,  ó  si  se  efectuó  como  el  demandado  García  Sánchez  sos- 
tiene, no  por  encargo  y  con  dinero  del  hijo,  sino  por  sí,  como  parte  y  á 
cuenta  de  las  8.000  pesetas  con  que  garantizó  el  padre  las  deudasveilci- 
das  y  no  satisfechas  de  aquél  en  sn  cuenta  corriente»;  cuando  no  ha  ha- 
t>ido  tal  discusión,  y  por  el  contrario  existe  el  hecho,  confesado  en  el 
-escrito  de  réplica  y  aceptado  de  manera  explícita  en  el  de  ddplica,  de 
que  la  entrega  de  las  2.260  pesetas  se  hizo  por  remisión  y  encargo  de 
D.  Juan  García  Navarro,  por  to  que  el  demandado  no  articuló  prueba 
de  ningún  género,  lo  cual  no  hubiera  dejado  de  hacer  en  otro  caso,  ya 
qne  al  tratarse  de  extinguir,  siquiera  fuese  parcialmente,  su  obligación, 
i  él  le  correspondía  practicarla,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  art.  1214 
del  Código  civil;  y  además  aparece  comprobado  por  los  libros  de  comer- 
cio exhibidos,  el  extracto  de  la  cuenta  corriente  de  García  Navarro,  que 
en  su  Haber  contiene  la  partida  siguiente  «1899,  Septiembre  10,  sn  re- 
mesa en  efectivo  2.260  pesetas»;  y 

Tercero.  Por  error  de  derecho  en  la  apreciación  de  las  pruebas,  ade- 
más del  art.  48,  regla  8.*,  del  Código  de  Comercio,  los  del  Código  ci- 
Til  1214,  según  el  cual,  la  prueba  de  la  extinción  de  las  obligaciones  in- 
cumbe al  que  la  opone;  1233,  al  establecer  qne  «la  confesión  no  puede 
dividirse  contra  el  que  la  hace,  salvo  cuando  se  refiera  á  hechos  diferen- 
tes, ó  cuando  una  parte  de  la  confesión  esté  probada  por  otros  medios, 
ó  cuando  en  algún  extremo  sea  contraria  á  la  naturaleza  ó  á  las  leyes»; 
y  1263,  por  el  cual  «para  qne  las  presunciones  no  establecidas  por  la  ley 
sean'apreciables  como  medio  de  prueba,  es  indispensable  que  entre  el 
hecho  demostrado  y  aquel  que  se  trata  de  deducir  baya  un  enlace  pre- 
ciso y  directo,  según  las  reglas  del  criterio  humano»;  puestos  todos  en 
relación  con  los  artículos  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  648  y  649«  al 
limitiar  la  condena  el  fallo  recurrido  en  los  términos  y  por  el  funda- 
mento expresados  en  el  motivo  precedente,  por  cuanto  prescindiendo  de 
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ÍM  liifniceién  AlagadA  en  el  miemo,  j  enponiendo  que  hablen  eziittd»- 
ÍM  coeetiÓA  de  hecho  y  le  diyergencie  que  ha  sido  reeoelte  en  el  eentido 
de  heeer  le  llmlUción  expreeede,  la  Sale  eenteneiadora,  al  eeUbleeer  en 
•1  Anal  del  oonelderando  cuarto  qae  ai  actor  Incnmbia  la  pmeba  de  qoe 
la  entrega  de  laa  2.260  peenUe  se  hlio  por  encargo  y  á  caenta  de  García 
NaTarro,  ha  olvidado  el  princlpto  termiDante,  oonsignado  en  el  art.  1214 
del  Oódlgo  civil,  de  qae  incumbe  la  prueba  de  la  extinción  de  laa  obli- 
gactonee  á  aquel  que  la  opone,  puee  ee  evidente  que  ai  tal  entrega  ee  hu- 
biera realiaado  como  parte  y  á  cuente  de  laa  S.OOO  peeetae,  máximum  de 
la  garantía  preetada  por  García  Sánchea,  hubieee  extinguido  la  miemn 
•n  ana  parte  principal,  eegdn  la  propia  Sala  reconooe,  cuando  previa- 
mente per  tel  extinción  parcial  limite  la  condena  á  760  peeetae,  por  lo 
que  eorreapondía  al  demandado  eea  pmeba;  ain  eer  aplicable  el  princi- 
pto  de  derecho  que,  aegún  la  Sala,  atribuye  la  obligación  de  ]m>bar  á 
á  quien  afirma  un  hecho  que  cede  en  beneficio  propio  y  perjuicio  ajeno, 
puee  aunque  aeí  fuera,  no  puede  oootrarreaUr  el  precepto  claro  y  tormi* 
maute  del  Código  civil,  referente  á  la  prueba  de  la  extinción  de  laa  obli- 
gadonee,  y  dentro  de  tal  criterio  reeultará  que  laa  doe  partea  afirman 
hechoe  oontrarioe  que  para  cada  una  redundan  en  beneficio  propio  y  per- 
juicio ajeno;  y  en  otro  concepto,  partiendo  de  la  baee  de  no  haber  máa 
etemento  probatorio  que  la  oonleeión  del  hecho  conaignado  por  el  actor 
en  el  eecrito  de  réplica,  tel  coníeaión  no  puede  eer  aceptada  en  parte  y 
lechaaada  en  lo  demáe,  como  lo  ha  hecho  la  eentencia  recurrida,  contra- 
vieiendo  lo  preceptaado  en  el  art.  649  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
al  afirmar  que  García  Sánchea  hiio  la  entrega  al  demandante  de  lea 
S.260  peeetae,  pero  que  lo  verificó  por  cuenta  propia  y  para  extinguir 
parcialmente  la  garantía  que  había  preetado;  y  por  último,  al  no  tener 
préñente  la  oomprobación  documental  que  ofrecen  loe  libroe  de  comer- 
cio, en  loe  qoe  aparece  la  cuente  corriente  de  García  Navarro,  y  en  bu 
Haber  la  partida  en  cueatlón,  que  dice:  €1896,  Si-ptiembre  10,  au  remesa 
en  efectivo,  2.260  peeetea»,  que  determina  el  hecho  de  haber  enviado 
materialmente  tal  cantidad,  ha  dejado  la  Sala  de  la  Audiencia  de  aplicar 
laa  reglaa  de  apreciación  fijadas  en  el  núm.  3.^  del  art.  48  del  Código 
mercantil,  apoyándoee  para  ello  en  un  hecho  extrafio,  ain  relación  coa 
el  que  diecute  y  apreciara  el  enlace  con  el  mismo,  propio  y  directo,  qne 
el  Código  civil  exige  en  el  art.  1268  para  que  laa  preeunclooee  no  esta- 
blecidae  por  la  ley  eean  aprecLables  como  medios  de  prueba,  cuyo  hccbo 
ee  el  no  haber  atendido  D.  Juan  García  Navarro  deede  el  16  de  Junio 
de  1896  el  giro  que  le  hiao  Gonaálea  Egea,  pidiendo  un  plaao  en  26  de 
Agoeto  del  miamo  año,  que  le  fué  denegado  en  28,  de  lo  que  deduce  di- 
eha  Sala  no  eer  posible  suponer  que  en  10  de  Septiembre  siguiente  remi- 
tiera á  au  acreedor,  por  conducto  de  su  padre,  laa  2.260  peeetae,  coando,. 
por  el  contrario,  es  lógico  preeumlrqne  en  vista  de  la  negativa  de  la 
eonceeión  de  la  prórroga  procurase  García  Navarro  hacer  fondos  á  todo 
trance  para  remitir  ditSia  cantidad,  y  como  si  en  el  tráfico  de  la  vida 
mercantil  el  no  tenerlos  en  un  día  determinado  implique  neceeariamente 
la  (alte  de  entradas,  á  loe  dlea  ó  veinte,  que  permitan  hacer  efectivos 
pagos  antee  imposiblee. 

Vleto,  alendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Molina: 
Conaiderando  que  loe  hechos  oonaignados  en  loe  resultandos  toroeío- 
7  cuarto  de  eeta  sentencia,  referen tee  á  lo  que  las  partee  expresaron  en 
loe  escritos  de  contestación,  réplica  y  duplica,  acerca  de  si  las  2.260  pe- 
eetae laa  entregó  García  Sánchea  como  encargo  de  so  hijo,  ó  á  cuente  de 
la  fianaa  constituida  por  él  mismo,  demuestran  suficientemente  qoe  di- 
cha cneetión  fué  objeto  del  pleito,  que  U  Sata  eentenUadora  ha  tenido 
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■por  ello  facnltadee  pan  decidirla,  y  que  annqno  se  prescindiese  de  que 
«ra  4  dicha  Sala,  que  no  lo  ha  hecho,  á  quien  compella  declarar  eeníe» 
sae  á  las  partee  por  en  silencio  6  manlf«'8taciones  equivocas,  no  procedía 
eon  tal^s  antecedentes  suponer  que  se  habla  resuelto  asunto  no  debatido, 
ni  menos  que  García  Sánchez  haya  confesado  que  entregó  la  cantidad  en 
-cuestión  por  mero  encargo  de  García  Navarro,  como  especialmente  se 
pretende  en  el  motivo  segundo  del  recurso: 

Oonsiderando  que  la  declaración  de  que  la  antedicha  cantidad  fué 
entregada  por  el  padre  en  satisfacción  parcial  de  su  obligación  de  flania 
ha  sido  hecha  por  el  Tribunal  á  quOt  apreciando  el  conjunto  de  pruebas, 
raaonam lentos  y  demostraciones  llevados  al  pleito,  en  ejercicio  de  aua 
atribuciones  privativas,  entre  los  cuales  se  encuentra,  según  tiene  ena- 
blecido  la  jurisprudencia  de  este  Supremo  Tribunal,  la  de  determinar  el 
•enlace  entre  los  hechos  que  dan  origen  á  las  presunciones  no  estableei- 
-das  por  ley,  sin  otra  limitación  que  la  expresada  en  el  mismo  art.  1363 
del  Código  civil,  invocado  por  esto  sin  fundamento  bastante  en  el  ter- 
eer  motivo,  de  que  dicho  enlace  exista,  ó  lo  que  es  lógicamente  Igual, 
qne  no  resulte  contrario,  como  no  lo^s  en  el  caso  actual,  á  las  regias  del 
criterio  humano;  y 

Oonsiderando  que  el  pleito  seguido  no  ha  tenido  por  objeto  decidir 
-cuál  es  el  saldo  de  las  cuentas  entre  Gonsáles  Egea  y  García  Navarro 
-que  no  ha  litigado,  por  lo  que  no  podía  tener  ni  ha  tenido  trascen<len- 
cia  al  fallo  el  error  de  100  pesetas  que  se  difee  existe  en  dichas  cuentas; 
que  por  ello  no  tienen  aplicación  al  caso,  como  reglas  generales,  los  ar« 
tícalos  48  y  67  del  Código  de  Comercio  y  disposiciones  concoidantes  in- 
vocadas, siendo  sólo  de  advertir,  en  cnanto  al  primero  de  dichos  artícu- 
los, citado  también  al  propósito  de  haber  puesto  Gonsáles  Egea  en  sus 
libros  que  las  2.260  pesetas  se  las  entregó  García  Sáncbes  por  encargo  de 
su  hijo;  que  aun  en  el  supuesto  de  que  los  libros  de  los  comerciantes 
•hagan  fe,  no  sólo  para  demostración  de  las  partidas  abonables,  sino  de 
los  menores  detalles  de  entrega,  no  por  ello  deja  de  quedar  á  salvo,  como 
expresa  el  núm.  8.®  del  mismo  art.  48,  la  prueba  contra  los  asientos  ex- 
hibidos por  otros  medios  admisibles  en  juicio,  apreciados  por  la  Sala 
sentenciadora  en  el  caso  actual,  y  que  por  todo  lo  expresado  no  es  pro- 
cedente ninguno  de  los  fundamentos  del  recurso;  ' 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
•«urso  de  casación  interpuesto  por  D.  José  Gronsáles  Egea,  á  quien  con- 
denamos en  las  costas  del  mismo,  y  con  la  oportuna  certificación  de- 
Tuélvanse  á  la  Audiencia  de  3ranada  el  apuntamiento  de  los  autos  y  los 
documentos  que  ha  remitido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaeeia  é  in- 
sertará en  la  Colección  LbgislatiVa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,   mandamos  y  firmamos.=José  de  Alde- 
-coa.=RlcardoGullón.=FranciscoToda.= Joaquín  Gonaáleade  laPefia. 
=:Rlcardo  Molina.=: Vicente  de  Piniés.=Tomás  Gódal. 

Publicación.— Leída  y  publicada  fué  la  antf>rior  sentencia  por  el 
Excmo.  8r.  D.  Ricardo  Molina,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  ce- 
lebrando audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  que 
-•eertiflco  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  18  de  Junio  de  1901.=:Lioenciado  Heliodoro  Rojas. 
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Casación  por  ihFiucciÓN  db  let.—  Cumplimiento  de    contrato^ 
—Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpue8to< 
por  D.  Sebastián  Borrero  contra  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Aa- 
diencia  de  Sevilla,  en  pleito  con  D.  Antonio  Guijarro. 
Bd  sus  considerandos  se  establece: 

Que  et  improcedente  la  indemnitaeián  de  daños  y  perjuicios 
evando  la  Sala  eeníeneiadora  no  estima  probados  los  hechos  que  pu- 
dieran determinarla,  y  esta  apreciación  no  se  impugna  en  la  úniea 
manera  que  pudiera  serlo  con  arreglo  á  la  ley. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  18  de  Jnnio  de  1901,  en  el  pleito  ee- 
galdo  en  el  Juzgado  de  primera  inetancia  de  Haeiva  y  en  la  Sala  de  lo- 
civil  de  La  Audiencia  de  Sevilla  por  D.  Sebastián  Borrare  Marrooo,  mi- 
nero, vecino  de  Calafias,  con  D.  Antonio  Guijarro  Orta,  vecino  de  Hiiel- 
va,  oomo  Gerente  de  la  Sociedad  Minero  Comercial  de  Huelva,  sobre 
enmplim lento  de  i^n  contrato  de  compra  de  mineralee  é  indemnisacióa 
de  dafioe  y  perjuicios;  pendiente  ante  Nya,  en  virtud  de  recnrso  de  ca- 
sación por  infracción  de  ley  interpuesto  por  el  demandante  y  en  su  de- 
fensa y  representación  por  el  Letrado  Don  Adolfo  Alcalde  y  él  Procura- 
dor D.  Fidel  Serrano;  habiendo  estado  repieeentada  la  parte  recorrida 
por  el  Procurador  D.  Felipe  Cano,  bajo  la  Dirección  del  Letrado  D.  Ger- 
mán Valentín  Gamazo: 

Resultando  que  entre  la  Sociedad  Minero  Comercial  de  Huelva  y 
D.  Sebastián  Barrero  Marroco,  vecino  de  Calafias,  se  celebró  un  con- 
trato de  compraventa  de  minerales  de  manganeso,  que  hicieron  constar 
en  documento  privado  firmado  en  Huelva  en  26  de  Julio  de  1897,  por  el 
que  Borrero  vendió  y  se  obligó  á  entregar  á  dicha  Sociedad,  que  por  su 
parte  compró  y  se  obligó  á  recibir  en  la  estación  de  Calafias,  toda  la 
producción  de  minerales  de  la  mina  titulada  Apolo  durante  aquel  afio^ 
así  cooM)  toda  la  existencia  que  procedente  de  dicha  mina  tenia  en  el 
día  de  la  fecha  del  contrato,  bajo  las  condiciones  siguientes:  primera,  el 
tipo  de  mineral  será  uno  de  84  por  100  metal,  y  su  precio  tres  reales  j 
40  céntimos  el  quintal  de  50  kiios,  y  el  mínimum  de  ley  que  dicho  mi- 
neral debe  arrojar  es  de  80  por  100  metal;  segunda,  otro  tipo  de  mioeral 
será  de  40  por  100  metal  al  precio  de  cuatro  reales  y  60  céntimos  el 
quintal  que  contenga  60  kilos,  y  el  mínimum  de  ley  que  dicho  mineral 
debe  arrojar  el  38  por  100  metal;  tercera,  otro  será  de  47  por  100  oáetal 
como  mínimum  al  precio  de  ocho  reales  el  quintal  de  60  kilos;  cuarta, 
el  al  efectuar  los  ensayos  que  al  efecto  se  practicarán  para  proceder  á 
la  liquidación  de  los  minerales  entregados  resultasen  masó  menos  gra- 
dos del  tipo  convenido,  se  aumentará  ó  disminuirá  proporcionalments; 
pero  nunca  serán  admitidos  los  minerales  que  den  una  ley  inferior  al 
tipo  seftalado  como  mínimum;  quinta,  la  Sociedad  se  obliga  á  recibir  el 
mineral  tan  pronto  como  Borrero  así  lo  indique;  sexta,  el  peso  á  la  en- 
trega se  efectuará  por  el  pesador  que  al  efecto  designará  la  Sociedad  Bu- 
llero Comercial;  séptima,  Borrero  se  obliga  á  no  vender  miberal  de  0a 
propiedad  durante  el  tiempo  que  se  estipule  en  este  contrato  á  0tra  per- 
sona ó  entidad  que  no  sea  la  Sociedad  Minero  Comercial  de  Huelva;  oc- 
tava, Borrero  tiene  derecho  á  recibir  fondos  con  antelación  á  la  liquida^ 
€i4n,  siempre  que  la  cantidad  exigida  cubra  el  valor  del  mineral  entie* 
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gado;  pero  niinea  que  exceda  del  importe  que  dichos  mineraiee  repre- 
senten. 

Reenltando  qae  D.  Sebastián  Borrero  demandó  de  conciliación  á  Don 
Antonio  Gnijarro,  como  Director  gerente  de  la  Suciedad  sasodichay  para 
qne  cumpliera  lae  condiciones  establecidas  en  aqnel  contrato,  toda  ves 
qae  habla  resistido  todas  las  excitaciones  amistosas  que  le  había  diri- 
gido para  llevar  á  efecto  la  condición  6.*,  y  en  otro  caso  le  indemnisara 
los  graves  perjuicios  que  le  habla  irrogado;  y  habiendo  acudido  el  de- 
mandado al  acto  de  conciliación  que  se  celebró  en  81  de  Diciembre  de  1897, 
contestó  queleextrafiabala  conducta  seguida  por  Borrero,  porque  nosólo 
tenía  recibida  con  anticipación  la  casi  totalidad  del  precio  del  mineral, 
sino  que  además  el  no  estar  liquidadas  las  partidas  de  mineral  consis- 
tía precisamente  en  el  mismo,  porque  á  pesar  de  lo  convenido  verbal- 
mente,  no  habla  procedido  á  quitar  de  uno  de  los  montones  del  mineral 
la  tierra  ó  polvo  que  le  habla  puesto  con  la  intención  de  aumentar  el 
peso;  y  que  una  ves  que  practicara  esto,  se  procedería  sin  dilación  al- 
guna á  la  toma  de  muestras  y  ensayos  corres(M>ndlentes,  y  á  liquidar  la 
cuenta  de  Borrero  en  el  caso  de  que  tuviere  sobrante,  pues  en  ello  tenía 
más  interés  la  Sociedad  que  el  mismo  Borrero,  porque  le  tenia  entre- 
gada casi  la  totalidad  del  precio  de  los  minerales,  sin  que  hubiese  reci- 
bido éstos  en  las  condiciones  pactadas;  con  cuya  contestación  se  dio  por 
terminado  el  Juicio  sin  avenencia: 

Resultando  que  D.  Sebastián  Borrero  dedujo  en  20  de  Agosto  de  1898 
la  demanda  objeto  de  este  pleito,  en  la  que,  ejercitando  la  acción  perso- 
nal correspondiente,  solicitó  se  obligara  á  D.  Antonio  Guijarro,  como 
Director-gerente  de  la  Sociedad  Minero  Comercial  de  Huelva,  á  que  pres- 
tando el  debido  cumplimiento  á  las  obligaciones  que  se  impuso  en  el 
ecntrato  de  compraventa  que  celebró  con  él,  recibiera  el  mineral  extraí- 
do durante  el  tiempo  del  contrato  y  que  existía  en  la  mina  Apolo ^  y  des- 
pués de  practicar  las  operaciones  necesarias,  se  procediera  á  su  liquida- 
ción y  le  abonara  el  saldo  que  á  su  favor  resultsse,  y  además  los  dafios 
y  petjuicios  que  por  la  falta  de  cumplimiento  por  parte  de  la  Sociedad  se 
le  habían  irrogado,  que  estaban  valorados  en  16.660  pesetas,  con  las  cos- 
tas causadas  y  que  se  causasen;  alegando  en  su  apoyo  sustauclalmente: 
que  la  Sociedad  demandada  no  dio  cumplimiento  á  lo  pactado  en  la  cláu- 
sula 6.*  del  contrato  de  venta  de  los  minerales,  á  pesar  de  que  no  solo  le 
avisó  el  demandante  para  que  admitiera  todo  el  manganeso  arrancado 
de  la  mina,  élno  que  además  practicó  todo  género  de  gestiones  amistosas 
para  conseguirlo;  y  como  la  condición  7.*  del  contrato  le  obligaba  á  no 
vender  mineral  más  que  á  la  Sociedad,  desde  el  momento  en  que  ésta  se 
negó  en  absoluto  á  admitirle  el  que  tenía  extraído,  se  vio  en  la  necesi- 
dad de  suspender  los  trabajos,  después  de  grandes  sacrificios,  el  día  81 
de  Diciembre  de  1897  en  que  terminaba  el  contrato;  que  además  la  So- 
ciedad le  negó  casi  en  su  totalidad  las  cantidades  que  le  reclamó  en  vir- 
tud de  lo  convenido  en  la  cláusala  8.*,  no  obstante  ser  inferiores  al  va- 
lor que  representaban  los  minerales  entregados,  con  lo  que  se  le  impo- 
sibilitó para  continuar  los  trabajos  de  extracción ^  á  pesar  de  haber  dado 
cumplimiento  por  su  parte  á  las  condiciones  del  contrato,  habiendo  re- 
cibido únics mente  de  la  Sociedad  60  pesetas  y  los  gastos  de  transporte 
del  mineral  desde  su  yacimiento  á  la  estación  de  Calafias,  que  ascen- 
dieron á  666  pesetas  y  céntimos;  que  por  consecuencia  de  la  paralización 
de  los  trabaios  se  deterioraron  las  máquinas  y  utensilios  destinados  á 
los  mismos,  en  términos  de  que  la  mayoría  se  encontraban  inservibles 
7  l(-s  demás  necesitados  de  reparaciones  de  consideración,  ascendiendo 
el  importe  de  estos  desperfectos  á  800  pesetas;  que  además  había  sufrido 
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perjnicioa  por  ralor  de  14.000  pesetM,  y  m  le  hebíea  oceeUinedo  geitoe 
que  aeoendían  á  1.260,  de  los  qne  eeperaba  ser  indemnisado  por  U  Con- 
paftie,  poeslo  qae  éeU  babim  eldo  U  que  loe  habíft  motivado,  por  no  ha- 
ber campltdo  el  oontraio,  principalmente  en  en  condición  6.*;  que  como 
loe  mineralee  no  ee  encontraban  en  la  actoalidad.en  ignal  eeíado  qne 
cnando  foeron  entregados,  no  procedía  de  ningún  modo  el  análisis  que 
la  Oompafiia  había  indicado  en  el  acto  de  oonciiiacián,  poeeto  qne  ha- 
biéndose hecho  ya  cargo  la  Compafila  del  mineral,  era  de  en  eaenta  j 
riesgo  el  deprecio  6  an  mentó  de  valor,  lo  qne  no  ocnrria  con  el  mineral 
existente  en  la  mina  qae  eetaba  por  entregar;  qne  el  demandante  inte- 
resé  en  tiempo  oportuno  de  D.  Antonio  Guijarro,  Director  gerente  de  la 
Sociedad,  qae  se  tomaran  las  maestras  acostambradae,  á  io  qne  ee  neg6 
el  efgando,  á  pesar  de  ser  práctica  eetablecida  tomarlas  inmediatamente 
deepaés  de  la  entrega;  y  qne  como  no  ee  habian  tomado  las  mneetras  ne- 
ceaarias  para  practicar  los  ensayos,  ni  se  habían  efectaado  éetoe,  por  lo 
qae  era  imposible  afirmar  si  los  minerales  tenían  ó  no  la  ley  estipnlada» 
no  podían  ser  rechaaados: 

Resaltando  qae  la  Sociedad  demandada,  representada  por  an  Diree- 
tor  gerente  D.  Antonio  Guijarro,  impugnó  la  demanda  pidiendo  qne  se 
desestimara  y  se  condenase  al  demandante  D.  Sebastián  Borrero,  por  vía 
de  reconvención,  á  qoe  campiiera  en  todas  sos  partes  y  extremos  el  con- 
trato de  venta  de  minerales  en  qae  se  basaba  también  la  demanda,  ale- 
gando al  efecto  en  cuanto  es  pertinente:  que  una  ves  empesado  el  trans- 
porte de  minerales  desde  la  mina  á  la  estación  de  Calafias,  y  coando  sólo 
había  600  ú  800  qaiatales  en  dicha  estación,  estuvo  D.  Antonio  Guijarro 
en  diobo  puato  y  observó  qae  el  mineral  tenía  mocba  tierra,  sobre  lo  qne 
llamó  la  atención  de  D.  Juan  Marroco  Crespo,  deeignado  por  la  Sociedad 
para  pcHar  el  mineral  con  arreglo  á  lo  diepaesto  en  la  cláusula  €.*  áú 
contrato,  manife^ttando  este  último  que  ya  le  había  dicho  á  Borrero  por 
dos  ó  tres  veces  qne  no  echaee  tierra  al  mineral,  pero  que  continaabe 
echándola  ein  hacer  caso;  que  en  su  deeeo  Gaijarro  de  evitar  el  abneo  y 
recibir  cuanto  antes  ios  minerales,  ne  trasladó  á  la  mina  Apolo^  y  en* 
centrando  en  ella  á  Borrero,  á  quien  reconvino,  reconoció  éste  aue  los 
minerales  tenían  tierra  por  causa  de  qae  los  arrieroe  habían  arrollado  el 
suelo  más  de  lo  debido;  y  trasladados  ambos  á  la  estación  de  CalafisSy 
convinieron  en  apartar  el  mineral  qne  tenía  tierra,  obligándoee  Borrero 
á  quitársela;  que  Guijarro  creyó  de  buena  fe  loe  ofrecimientos  de  Borra- 
re, pero  viendo  que  el  interventor  Marroco  Creepo  no  daba  cuenta  del 
mineral  que  pesaba  de  la  propiedad  de  aquél,  ni  se  hacía  por  éste  gee- 
tión  alguna  para  la  toma  de  maestras  y  ensayos  de  minerales,  eseribió 
á  Marroco  Crespo  para  que  invitase  á  Borrero  con  aquel  fin,  porque  á  la 
Sociedad  urgía  recibir  loe  minerales  por  tenerlos  vendidos,  contratán- 
dole aqaéi  que  Borrero  no  había  quitado  la  tierra;  que  en  vistade  la  ns- 
cesidad  que  la  Sociedad  tenía  de  recibir  los  mineralee,  se  propuso  á  Bo- 
rrero el  proceder  á  sacar  muestras  de  los  montonee  que  no  tenían  tieifa; 
pero  estas  gestiones,  practicadas  con  insistencia  por  Guijarro,  se  estra- 
llaron  ante  la  negativa  de  Borrero,  que  unas  vecee  U  manifestaba  rotna- 
demente,  otras  se  disculpaba  diciendo  qae  el  tiempo  estaba  húmedo,  y 
otras  ofrecía  hacerlo  sin  que  jamás  llegara  á  rea  Usarlo;  que  haeta  tal  ex- 
tremo le  era  necesario  á  la  Sociedad  el  recibir  el  mineral  y  deeeaba  ter- 
minar oon  Borrero^  que  después  de  celebrado  el  acto  de  conciliación  la 
propaso  Gjai jarro  delante  de  varias  personas  que  ee  tomaran  las  maes- 
tras aun  del  montón  que  tenía  tierra,  de  la  manera  y  forma  qne  el  mil- 
me  Borrero  desceba,  á  lo  cual  también  se  negó„  no  obetante  las  refle- 
xiones qne  le  hicieron  las  personas  que  se  hallaban  presentes,  viéndose 
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así  eonfirmado  lo  qne  se  reñía  Bospechando,  ó  bm  que  se  proponía  no  1I« 
qtildar  á  fin  de  qne  ee  le  continnaran  facilitando  fondos  á  cnenta  de  lo 
que  él  decía  qne  tenía  qne  .percibir  onando  no  le  alcansaba,  ni  con  mn- 
eho>  á  enlMTir  laa  obligaoionee  contraídas  á  expensas  del  mineral;  qne  la 
Sociedad  jamás  se  había  negado  á  pesar  ni  recibir  en  la  estación  de  Ca- 
laflas  el  mineral  qne  á  este  panto  habla  transportado  Borrero;  qne  se- 
8ÚI1  el  art.  lllft  del  Código  civil,  se  tendrá  por  cumplida  la  condición 
impuesta  en  el  contrato  cuando  el  obligado  impidiese  voluntariamente 
mi  eompiimiento;  que  habiendo  sido  hecha  la  venta  á  condición  de  cali- 
dad, ensiiyo  ó  prueba  de  la  oosa  vendida,  no  puede  ésta  tenerse  por  reci- 
bida hasta  qne  no  haya  sido  eneajada,  y  por  tanto,  no  habiéndolo  sido 
aún  los  minerales  de  que  se  trataba,  no  podían  tenerse  por  recibidí  s^ 
puesto  qne  la  operación  material  del  .peso  no  es,  ni  podía  ser  el  análisis 
¿  ensayo  á  que  los  minerales  tenían  que  someterse  para  averiguar  su 
1^7»  7  <ia^  como  el  demandante  se  negaba  á  que  los  minerales  fueran  en- 
sayados, impoaibllitando  af»í  la  rralisación  del  contrato,  no  cabía  esti- 
mar 80  pretensión  de  indemnisación  de  dafios  y  perjuicios,  porque  esta 
no  es  más  qne  efecto  de  la  causa  de  falta  de  cumplimiento  de  la  obliga- 
e&6n  qne  no  ezletia  por. parte  del  comprador,  y  mal  podía  tener  cabida  el 
elépto  pretendido  teniendo  en  cnenta  lo  dispuesto  en  el  art.  1468  del  mis*- 
mo  Código  civil: 

Resultando  que  el  demandante  replicó  insistiendo  en  las  pretensio- 
nes de  su  demanda,  alegando  además  en  cuanto  tiene  relación  con  el 
recurso:  qne  la  cláusula  4.*  del  contrato  y  el  art.  1468  del  Código  civil 
invocado  por  la  parte  demandada  demostraban  precisamente  que  los  mi- 
nerales debían  considerarse  comcentregadoe,  pues  ateniéndose  á  la  le- 
tra de  de  dicha  dáñenla,  se  desprendía  fácilmente  que  la  operación  de 
la  entrega  era  anterior  á  la  de  toma  de  muestras  y  ensayo  de  las  mis- 
mas; y  teniendo  en  cuenta  su  espíritu,  ocurría  exactamente  lo  mismo, 
toda  ves  qne  se  hacía  una  distinción  tácita  entre  la  operación  de  entrega 
7  la  de  admisión  definitiva;  resolviendo  la  duda,  si  alguna  cupiese  res* 
pecto  á  dicha  distinción  y  á  la  ínteDoión  de  los  contratantes,  la  cláu* 
anla  6.^  del  mismo  contrato;  y  como  la  idea  de  recibir  llevaba  implícita- 
mente envuelta  la  de  entregar,  se  deducía  fácilmente  que  la  Sociedad, 
camo  parte  contratante,  había  empleado  la  palabra  recibir  en  su  sentido 
literal,  y  desde  lu^go  en  relación  con  la  de  entregar,  que  todavía  con 
más  claridad  le  explicaba  la  cláusula  6.%  y  si  la  Sociedad  demandada  ha- 
bía designado  según  esta  cláusula  un  pesador,  y  éste  al  recibir  los  mi- 
nerales ios  pesó,  la  entrega  se  había  efectuado  y  los  minerales  habían 
quedado  de  cuenta  y  riesgo  de  la  Sociedad,  la  cual  bahía  además  obrado 
con  negligencia  en  la  custodia  de  loe  expresados  minerales;  que  por  sí 
esto  no  bastara,  lo  hacía  aún  más  palpable  la  cláusula  8.*,  en  virtud  de 
la  cual,  para  que  la  entrega  se  conceptúe  hecha,  no  es  condición  impres- 
cindible la  de  la  toma  de  muestras  y  liquidación;  que  otro  hecho  proba- 
torio hasta  la  saciedad  de  que  la  entrega  de  minerales  se  efectuó,  era  el 
de  que  la  Compafiía,  sin  tomar  muestras,  había  dispuesto  de  parte  de 
los  minerales  existentes  en  la  estación  de  Calsfias  qne  se  hallaban  en 
las  mismas  condiciones  qne  todos  los  restantes;  y  que  los  arts.  1281 
y  1282  del  Código  civil  demostraban  también  que  los  minerales  trans- 
portados á  la  estación  de  Calafias  debían  considerarse  como  entregados: 
Resultando  que  la  Sociedad  demandada  duplicó,  insistiendo  igual- 
mente en  las  peticiones  de  su  escrito  de  contestación  y  reconvención;  y 
practicadas  pruebas  por  ambas  partes,  y  acordado  por  el  Jues  para  mejor 
proveer  qne  se  llevara  á  efesto  la  pericial  que  hatáa  articulado  la  parte 
demandada  y  no  había  llegado  á  efectaarse,  se  practicó  dicha  diligencia 
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por  nn  Ingeniero  de  Míom,  j  ma  6á%  Janio  de  1899  diefe6  eeateneU  ek 
Joes  de  primer»  iDatancia  de  Haelva,  declarando  qae  D.  Antonio  Gni* 
jarro,  como  Di  rector- gerente  de  la  Sociedad  Aünere-Ooinendal  de  BoA- 
va,  está  obligado  á  complir  en  todaa  ene  partee  el  contrato  de  eompri- 
venta  de  mineralee  maogaoeaiíeroe  qne  celebró  con  D.  Sebaetián  Bo- 
rrero  Marroco  en  26  de  Joáio  <ie  J897;  y  condenando,  en  en  coneecoenda, 
al  mismo  á  qne  reciba  en  la  eetación  de  Calafiae,  en  la  forma  por  diclie 
contrato  eetipnlada,  todoe  loe  mineralee  de  manganeeo  qno  ee  hailn 
actaalmente  extraidoe  en  la  mina  AdoIo  y  qne  íoeron  obj^o  del  nh- 
rldo  ooDtrato;  á  qne  aalmlemo  proceaa  en  nnión  del  actor  á  la  toma  de 
mueetraa  de  diofaoe  mineralee  ten  In^go  como  le  eeaa  entregados  en  di- 
cho ponto,  é  inmediatamente  á  la  de  loe  minerales  qne  y«  tiene  recibí* 
dos  y  seguidamente  al  análisis,  llqnidacldn  y  pago  de  los  nnos  y  loa 
otros  con  arreglo  á  las  bases  estipnladas;  condenando  además  á  la  re> 
lerida  Sociedad  á  indemnisar  al  actor  loa  dafius  y  perjolctoe  qne  se  le 
hayan  irrogado  por  el  menor  valor  qne  tengan  hoy  loe  mlDcralee  entre- 
gados en  relación  con  el  qne  tenían  al  tiempo  de  en  entrega  y  todos  l<m 
demás  qae  por  la  (alta  de  complimiénto  dalae  obligacioneede  la  referida 
Sociedad  ae  le  hayan  ocasionado  á  dicha  parte  actora,  debiendo  haoene 
efectivos  nnos  y  otros  á  sn  debido  tiempo  por  los  trámites  eetabiei-idoi 
en  los  arta.  928  y  sigaientea  di*  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil;  y  abaol* 
viendo,  por  último,  al  demandante  D.  Sebastián  Borrero  de  la  reconveD- 
ción  contra  el  mi^mo  deducida: 

Resultando  que  de  esta  sentencia  apeló  la  Sociedad  demandada  en  el 
extremo  relativo  á  la  indemnisacMn  de  dafios  y  perjuicios;  y  adoiitído 
'  el  recurao  en  amboa  ef actos  y  sustanciado  con  arreglo  á  derecdio,  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla  dictó  sentencia  en  23  de  Octabre 
último,  revocando  la  del  Juagado  en  el  extremo  en  qne  había'  sido  ape- 
lada, y  absolviendo  á  D.  Antonio  Onijarro,  como  Gerente  de  la  Socie- 
dad mencionada,  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Sebaetián  Borrero, 
en  cuanto  por  la  misma  ee  pedia  qne  fuese  condenada  la  referida  Socie- 
dad á  iudemnisarle  los  dafios  y  perjoicloe  ocasionados  por  la  tnfraoeite 
del  contrato  de  26  de  Julio  de  1897: 

Beauitando  que  D.  Sebaatiáii  Borrero  Marroco  interpneo  recurao  de 
oaaación,  fundado  en  el  núm.  1.^  del  art.  1692  de  la  iey  de  Eojuieia- 
miento  civil,  alegando  en  au  apoyo: 

Primero.  Que  la  Sala  aentenciadora,  al  aplicar  á  los  hechos  de  eats 
pleito  el  art.  1468  del  Código  civil,  confunde  la  venta  de  qne  en  ello  ae 
trata,  que  es  la  qne  ae  hace  á  titulo  de  enaayo  ó  prueba,  con  aquella  otn 
que  lleva  en  sí  uua  condición  resolutoria  que  se  determina  bien  clarar 
mente  en  el  párrafo  aegondo  del  art.  1118  del  mlemo  Oódigo;  no  podien- 
do decirae  en  la  condición  auapenafva  que  el  contrato  se  halle  perfecto 
hasta  que  se  haya  verificado  la  condición,  y  por  el  contrario,  no  qoe- 
dando  sujeto  un  contrato  á  sn  realitaclón  por  la  condición  resolutoria, 
y  siendo  por  tanto  exigible  en  todas  sus  partee  deede  qne  hubo  el  acne^ 
do  de  volontadee  sin  perjuicio  de  qne  si  la  condición  resolutoria  ae  rear 
liza  vuelvan  las  co^as  á  su  ser  y  estado  primitivos  como  si  tal  convenio 
ó  contrato  no  se  hubiera  realisado;  y  como  según  el  contrato  de  36  de 
Julio  de  1897  la  obligación  <ie  entregar  la  coea  vendida  y  sn  correlaÜTa 
de  recibirla  es  anterior  á  la  del  análisis,  oomo  también  lo  ee  la  de  anti- 
cipar al  recurrente  cantidadea  á  cuenta  del  mineral  entrf  gado,  y  aólo  m 
deja  depender  del  análisis  la  liquidación  del  mineral  qne  debe  de  hacerse 
con  arreglo  á  loa  tres  tipos  fijados  en  el  contrato,  no  admitiéndoae  lo^ 
que  no  tuviesen  la  ley  fijada  para  el  tipo  mínimo,  ee  evidente  qae  ree- 
pecto  de  los  demás  el  contrato  eetaba  perfecto  y  qae  con  antslacián  al 
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«nftlisifl  había  derechos  7  obligaciones  qae  ejercitar  j  exigir;  siendo 
clftro  qae  si  el  contrato  está  perfecto,  la  cosa  vendida  se  entiende  entre- 
K*<la  cuando  se  pone  en  poder  7  píosesión  del  comprador,  según  dispone 
el  art  1462  del  Código  civil;  7  esto  mismo  se  ve  bien  claramente  en  el 
contrato  de  qne  se  trata,  cuando  tantas  veces  se  expresa  este  concepto» 
podiendo  decirse  que  repite  en  casi  todas  sns  cláusnlas  las  palabras  en- 
«tregado  7  entregar  refiriéndose  al  momento  en  que  los  minerales  se  po- 
nían en  la  estación  de  Calafias  7  pasaban  á  poder  de  la  Sociedad,  uno 
de  cnjos  encargados  tenía  la  misión  de  pesar  el  mineral,  acto  que  debía 
conf*Í4lerarse,  á  ma7or  abundamiento»  como  la  admisión  por  la  Sociedad 
del  expresado  mineral;  7 

Segundo.  Que  la  sentencia  infringe  el  art.  1101  del  Código  civil 
por  no  haberse  aplicado  al  caso  de  autos,  pues  perteneciendo  los  mi- 
neralee  á  la  Sociedad  que  los  había  admitido,  ó  la  tierra  que  estos 
tenían  la  habían  adquirido  estando  en  poder  de  aquélla,  en  CU70  caso 
no  tenía  por  qué  obligar  al  recurrente  á  quitársela,  ó  7a  la  tenían 
caando  fueron  entregados,  7  si  entonces  los  admitió  en  esas  condiciones, 
en  nlneún  modo  tenia  después  derecho  á  negarse  á  verificar  los  análisis 
por  rasón  de  la  tierra  que  contenía  el  mineral,  7  por  tanto,  viene  obli- 
gada la  Sociedad  demandada  á  satisfacer  los  dafios  7  perjuicios  ocasio- 
nados por  el  iocumplimlt^nto  de  una  de  las  dos  partes  del  contrato; 
siendo  de  notar  que  si  la  Sala  sentenciadora  niega  la  existencia  del  da- 
fio,  es  por  deducción  lógica  de  la  confusión  qne  estableció  considerando 
qne  no  se  verificaba  la  entrega  del  mineral  sino  hasta  el  momento  en 
que  el  ensaco  se  hubiese  realisado;  7  que  con  respecto  á  los  perjuicios 
que  la  misma  sentencia  recurrida  establece  con  acierto,  que  proceden» 
unos  de  no  haberse  hecho  cargo  la  Sociedad  demandada  del  mineral 
existente  en  la  estación  de  Calafias,  7  otros  de  no  haber  entr*  gado  al 
recurrente  cantidades  con  sujeción  á  la  cláusula  8.^  del  contrato,  tenía 
qae  observar  respecto  á  los  primeros  cuanto  con  relación  á  los  dafius  de- 
jaba expuesto,  7  respecto  á  los  segundos,  que  la  falta  de  demostración 
qae  hace  notar  la  sentencia  de  que  los  minerales  recibidos  excedieran 
en  valor  á  las  cantidades  entregadas  al  recurrente,  no  podía  ser  orillada 
mediante  la  liquidación  del  mineral  entregado,  7  como  el  único  respon- 
sable de  que  no  se  aclarara  este  punto  fué  Guijarro,  caía  por  su  base  la 
rasón  indicada  en  la  sentencia  recurrida  para  negarla  indemnización  de 

gerjui'cios;  siendo,  por  último,  de  notar  que  habiéndose  fundado  tam- 
ién  los  perjuicios  en  la  paralisación  forzosa  de  los  trabajos  en  la  mina 
como  consecuencia  de  no  haberse  entregado  las  cantidades  que  el  recu- 
rrente reclamó  7  necesitaba  para  ellos;  en  el  deterioro  de  las  máquinas 
7  utensilios;  en  la  negativa  de  la  Sociedad  á  recibir  los  2.000  quintales 
de  mineral  que  tenía  en  la  mina,  7  en  los  gastos  que  se  le  originaron  al 
recurrente,  la  Sala  sentenciadora,  después  de  aceptar  los  considerandos 
de  la  sentencia  del  Juzgado  qne  reconoció  el  derecho  de  Borrero  á  la  in- 
demnización de  perjuiciof  solloitadaí  fundándose  tan  sólo  en  el  informe 
pericial,  le  niega  el  derecho  á  tal  indemnización,  á  pesar  de  que  dicho 
•  informe  se  refiere  exclusivamente  á  los  montones  de  mineral  existentes 
en  la  estación  de  Calafias,  7  á  la  diferencia  de  valor  que  pudieran  tener 
desde  que  fueron  entregados  los  minerales  hasta  el  momento  del 
examen. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Gullón: 
Consiiierando  que  la  cuestión  del  presente  recurso,  como  la  qne  fué 
objeto  del  de  apelación,  está  reducida  á  declarar  si  prooede  ó  no  la  in- 
demnización de  dafios  7  perjuicios  solicitada  con  su  demanda  por  el  re- 
currente: 
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Considertndo  qne  U  tentenci»  deMttima  mU  reeltmaeión,  funda»- 
do0e  en  qne  los  ensayos  del  mineral,  qne  era  indispensable  practicar  pacm 
tjoe  tuvieran  logar  la  recepción  definitiva  de  éste  y  el  nbooo  del  precio 
liquido  correspondiente,  no  se  relacionaron,  según  resalta  del  dlcUmen 
pericial,  certificación  del  acto  conciliatorio  y  tieclaraciones  de  los  testi- 
gos examinados,  por  el  exceso  de  tierra  en  el  montón  mayor  de  mineral, 
por  negarse  D.  Sebastián  Borrero  á  qnitarla  antes  de  qne  se  tomasen  las 
maestras,  á  pesar  dé  hallarse  dispuesta  la  Sociedad  Minero  Comercial  de 
Hoelva  á  hacer  los  análisis  tan  pronto  como  el  mineral  estoTieee  lim- 
pio, y  por  no  prestarse  tampoco  Borrero  á  que  se  sacasen  mneetras  del 
-que  coDtenia  más  tierra;  hechos  que,  según  estima  con  acierto  el  Tribo- 
nai  á  quo,  sólo  son  imputables  al  recurrente,  qne  estaba  obligado  á  sb- 
tregar  el  mineral  en  sus  condiciones  natoralee;  y 

Considerando  que  atendidas  estas  terminantes  afirmaciones,  oonsig- 
nadas  en  el  fallo  y  no  impugnadas  en  el  recnrso  de  la  única  manera  que 
pudieran  serlo  con  arreglo  á  la  ley,  soií  improcedentes  ios  motivos  qus 
se  alegan,  ya  porque  la  venta  hecha  á  calidad  de  ensayo  se  presums 
concertada  siempre  bajo  condición  suspensiva,  ya  porque  los  minerales 
no  llegaron  á  entregarse  definitivamente  al  comprador,  ya  porqna  no  ss 
trata  en  este  caso  de  una  condición  resolutoria,  sino  del  enmplimiento 
<le  pactos  expresos  de  que  dependía  la  consumación  de  la  venta;  ya,  ea 
fin,  porque  la  Sala  sentenciadora  niega  U  reaponsabiiidad  de  la  Compsr 
fiía  demandada  por  todos  los  supuestos  dafios  y  perjuicios,  incluso  si 
relativo  á  la  falta  de  anticipo  de  fondos,  en  rasón  á  que  no  se  hn  acre- 
ditado, como  el  actor  ha  debido  hacerlo,  que  el  valor  de  ios  mineraleB 
exceda  del  importe  de  las  cantidades  por  él  recibidas; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  r»- 
curso  de  casación  interpuesto  por  D.  Sebastián  Burrero  Marrooo,  á  quiea 
condenamos  en  las  costas;  líbrese  á  la  Audiencia  de  Sevilla  la  certifica- 
ción correspondiente,  con  devolución  del  apuntamiento  que  ha  re- 
mitidos. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
sertará en  la  Col  ección  Lbgislativa,  pasándoee  al  efecto  las  oopias 
necesarias,  lo  pronunciamos  mandamos  y  firmamos.==José  de  Aldeooa. 
^=Ricardo  Gullón.=Joaquín  Gonsáleí  de  la  Pena.=José  Bamnevo.= 
Bicardo  Molina.= Vicente  de  Pinié8.=Tomás  Gúdal. 

Poblicación.=:Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Excmo.  8r.  D.  Ricardo  Gullón,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  cele- 
brando audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  oía  de  hoy,  de  qne  cer- 
tifico como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  18  de  Junio  de  1901.=Licenciado  Jorge  Martines. 


£7úm.  le^.-eRACIA  Y  JU8TI6IA.-I9  ds  Isnis,  prt.  si  19  ds  Mis. 

He8oluct6n  de  la  Dipecctón  general  de  los  Registros,  eouñr- 
mando  la  negativa  del  Registrador  de  la  propiedad  de  Alicante 
&  inscribir  una  escritura  de  constitución  de  hipoteca. 
En  sus  CONSIDERANDOS  SO  estableco: 

Que  procede  suspender  la  inseripeión  de  una  escritura  de  eoasti- 
tución  de  hipoteca j  cuando  no  se  expresa  el  nombre  del  pueblo  en  que 
radica  la  finca  hipotecada,  según  prescriben  el  art.  25,  regla  3.*,  del 
regUunento  general  para  la  ejeeu/aón  de  la  ley  fBpoteearia,  yetar- 
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ticulo  12  de  la  Instruecián  9obre  la  manera  de  redactar  instrumento» 
públicos  sujetos  á  registro. 

limo.  Sr.:  En  el  recurso  pibematÍYO  interpoeeto  por  el  Notario  Dotk 
Jbaé  BoMf«  eontra  U  DegatiY»  del  Registrador  de  la  propiedad  de  Ali- 
«sauífee  á  ioecribir  una  escritora  de  constitnción  de  hipoteca,  pendiente  en 
cato  Centro  en  virtud  de  apelación  de  dicho  Notario: 

Resaltando  que  por  escritura  de  16  de  Junio  de  1900,  Mariana  Coloma 
JBspí,  viuda,  constituyó  á  favor  de  Dolores  Sanchos  Buch  hipoteca  volun- 
tstría  en  garantía  de  préstamo  sobre  una  casa  habitación  situada  en  la. 
caMe  de  la  Balseta  del  barrio  de  la  Viilavieja,  sefiaiada  con  el  núm.  S  de 
policía,  é  inscrita  en  el  tomo  491,  folios  26  y  26,  núm.  8.844,  inscripcio- 
nee  6.*  y  6.*; 

Resultando  que  presentada  esta  escritura  en  el  Registro  de  la  pro- 
piedad, fué  suspendida  su  inscripción  por  el  defecto  subsanable  de  no> 
expresarse  el  término  municipal  en  que  radica  la  finca  hipotecada: 

Resultando  que  el  Notario  autorisánte  de  esta  es^itura,  D.  Josó^Ru- 
safa,  interpuso  recurso  gubernativo  contra  la  B4ta  del  Registrador,  soli- 
citaado  se  decorase  que  aquel  documento  se  halla  extendido  con  arregla 
A  las  formalidades  y  prescripciones  legales,-  porque  la  omisión  de  que  se 
trata  no  impide  su  inscripción,  toda  ves  que  la  finca  se  halla  identificada 
debidamente,  puesto  que  su  desllade  coincide  con  las  circunstancias  qu» 
«parecen  consignadas  en  el  Registro,  según  la  doctrina  de  las  Reeolu- 
ciunes  de  18  de  Mayo  de  1866,  6  de  Mayo  de  1884,  17  de  Noviembre  de 
18A7  y  6  de  Agosto  de  1894,  y  que  dicha  omisión  no  es  del  término  mu- 
nicipal, sino  de  la  situación  en  la  ciudad: 

Resultando  que  oíiio  el  Registrador,  sostuvo  su  calificación,  é  infor- 
mó: que  no  puede  identificarse  la  finca  porque  no  se  expresa  el  puebla 
en  que  se  halla,  que  es  como  se  determina  la  situación  de  las  fincas  ur- 
banas, según  el  art.  9.^  de  la  ley  Hipotecaria,  y  26,  regla  2.*,  de  su  re- 
glamento; y  que  los  datos  para  las  inscripciones  hay  que  tomaflos  del 
documento,  conforme  á  la  Resolución  de  16  de  Septiembre  de  1868,  siü 
que  pueda^venirse  en  conocimiento  de  dicha  situación,  porque  ni  aun 
aiquiera  al*  referir  el  tomo  y  folio  en  que  aparecen  inscritas,  se  dice  que 
aean  del  Registro  en  que  se  ha  presentado: 

Resultando  que  el  Jues  Delegado  declaró  que  la  escritura  se  halla 
extendida  con  arreglo  á  las  formalidades  y  prescripciones  legales,  fua- 
dindose  en  que  si  bien  se  omitió  la  población  en  que  radica  la  casa  hipo- 
tecada, ésta  se  baila  bien  determinada,  por  haberse  deslindado  por  dere- 
cha, iaquierda  y  espalda  y  consignado  su  extensión  superficial,  y  el 
tomo,  número  y  folio  en  que  aparece  inscrita,  todo  lo  cual  ha  podido 
comprobar  el  Registrador: 

Resultando  que  el  Presidente  de  la  Audiencia,  en  virtud  de  apelación 
de  este  funcionario,  revocó  la  resolución  del  Juez  Delegado  y  declaró 
que  dicha  escritura  adolece  del  defecto  sefialado  por  el  Registrador,  y  no 
es  inscribible,  fundándose  en  que  el  art.  26,  reírla  8.*,  del  reglamento  de 
la  ley  Hipotecaria  exige  que  en  los  documentos  públicos  sujetos  á  re- 
gistro se  determine  la  situación  de  las  fincas  urbanas,  expresando  el 
pueblo  en  que  radiquen: 

Visto  el  art.  67  del  reglamento  general  para  la  ejecución  de  la  ley 
Hipotecaria  y  la  Resolución  de  este  Centro  de  29  de  Marao  de  1901: 

Considerando  que  e^  presente  recurso  se  ha  interpuesto  por  el  Nota- 
rio autorisánte  de  la  escritura  de  que  se  trata  con  la  pretensión  de  que- 
so declare  que  dicha  escritura  se  hiilla  extendida  con  arreglo  á  las  for- 
malidades y  prescripciones  legales: 
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Considerando  qne  no  paede  haoerae  eetm  declarmdón  porque  no  n 
exproMi  el  nombre  del  poeblo  en  qne  radica  la  finca  hipotecada,  M^te 
prescriben  el  art.  36,  regla  8.*,  del  reglamento  general  pan  la  eji^iieién 
de  la  ley  Hipotecaria  y  el  art.  13  de  la  loetmcción  sobre  la  manera  ds 
redactar  instrumentos  públicos  snjetos  i  registro; 

Esta  Dirección  general  ha  acordado  qne  no  ha  logará  declarar  que  la 
referida  escritura  se  halla  extendida  con  arreglo  á  las  formalliadea  j 
prescripciones  legales,  en  cuyos  términos  se  confirma  la  provideafila 
apelada. 

Lo  que,  con  dcTolnción  del  expediente  original,  comunico  á  V.  L  á 
los  electos  consiguientes.  Dios  guarde  i  V.  L  muchos  afios.  Madrid  19 
de  Junio  de  1901.— El  Director  general,  Ramón  Cepeda.— Sr.  Preaidenfes 
de  la  Audiencia  de  Barcelona. 


•        Nüxn.  ie5.-TRIBUNAL  SUPREMO.-»  de  Jaale, 
pab.  el  30  y  31  de  Aféete* 

Casación  por  infracción  ds  lbt.— Sn^r^^a  de  um  /^ádo.— Senten- 
cia declarando  habar  lugar  al  recurso  interpuesto  por  D.  Kduar- 
do  Groe,  contra  lá  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Ao- 
diancia  de  Granada,  eo  pleito  coa  la  teatameataria  de  D.  Ri- 
cardo Larioe. 
En  sus  C0N8IDBRAND08  80  estableco: 

Que  ordenado  por  el  testador  el  legado  de  un  capital  que  lóele- 
gatartoe  habrían  de  recibir  en  metálico,  en  otroe  valores  ó  en  tfneoM 
de  la  teatameniaria^  en  partes  proporcionales^  dejando  la  designa- 
ción de  bienes  á  los  álbacfias  y  previniendo  que  á  uno  de  aquelfos  se 
adjudicase  para  el  pago  de  su  haber  un  determinado  crédito,  si  exis- 
tiese á  favor  del  testador  en  lajecha  de  su  fallecimiento,  esta  úitims 
parte  de  tal  disposición  no  alteraría  el  sentido  de  la  primera  en 
cuanto  á  la  naturaleza  del  legado  al  ejecto  de  estimarlo  espeeíñco^ 
siendo  así  que  su  designación  habría  ae  entenderse  únicamente  he- 
cha adelantándose  á  la  voluntad  de  los  albaceae  para  determinar, 
con  relación  á  dicho  legatario,  una  de  las  clases  de  valores  con  qwe 
indistintamente  podría  serle  satisfecho  en  pago  de  su  haber  el  lega- 
do de  cantidad  dejado  á  todos  los  nombrados: 

Que  por  lo  expuesto  no  sería  conforme  con  la  voluntad  del  testa- 
dor el  eximir  aquel  crédito  de  la  condición  de  la  valoración: 

Que  no  observando  esta  doctrina  la  Sala  sentenciadora,  if^ringi- 
ría  los  arts.  675  del  Código  civil  g  1077  de  la  ley  procesal: 

Que  habiendo  de  preceder  una  previa  valoración  del  crédito  para 
su  entrega  al  respectivo  legatario,  en  tanto  que  aquella  no  se  verifi- 
case por  culpa  no  imputable  á  los  albaceas,  no  existiría  propiamente 
mora  exigíble  á  éstos,  ni  entendiéndolo  aU  la  Sala  sentenciadora  in- 
fringiría los  arts.  881,  885,  904,  905,  906,  911, 1100, 1101, 1103,  UOi 
y  1108  del  Código. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  19  de  Junio  de  1901,  en  el  pleito  S6- 
guido  en  el  Jussgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Merced  de 
Málflga,  y  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  dé  Granada  por  D.  Eduar- 
do GroB  Gayen,  comerciante  y  vecino  de  Málaga,  como  marido  de  Dofia 
Amalia  Schott  y  Larios,  coa  la  testamentaría  de  D.  Ricardo  Larios  y 
Tashara,  representada  primero  por  D.  Enrique  Orooke  y  Manosean,  coi&e 
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«Hlmlnlatnidor  jndioiAl  de  U  rntema,  y  despoée  con  ignal  carácter  por 
D*  Bnriqne  Oropke  j  Larios,  propietario,  vecino  también  de  Málaga,  so* 
bre  entrega  de  nn  legado;  pendiente  ante  Ñus,  en  virtud  de  recurso  de 
c«9ación  interpaesto  por  ef  Prooorador  D.  Francieco  Morales,  k>ajo  la  di- 
lección del  Letrado  D*  Felipe  Sánohea  Román,  en  repreoentación  de  la 
p*rte  demandante;  habiendo  estado  representada  en  este  recurso  la  bu- 
eoBlón  demandada  por  el  Prooorador  D.  José  María  Cordón,  bajo  la  di- 
rección del  Letrado  D.  fin  genio  Montero  Ríos: 

Resnltando  qne  D.  Ricardo  liarlos  y  Tashara  falleció  en  Gibraltar  en 
B  de  Noviembre  de  Í899,  bajo  testamento  otorgado  en  la  villa  de  la  Linea 
de  la  Concepción  en  2  de  Agosto  de  aqnel  mismo  afio,  en  el  que  después 
de  nombrar  en  la  clánsala  4>  albaoeaa  universales  y  apoderados  testa- 
mentarios, liquidadores  y  partidores  de  sos  bienes  á  D.  Carlos  Larios 
Martines,  Marqués  de  Üroadiaro,  y  á  D.  Manuel  Domingo  Larios  y  Larios, 
Marqués  de  Larios,  concediéndoles  el  plaso  de  cluco  afios  para  el  desem- 
pello de  su  cargo  con  prórroga  de  otros  cinco,  y  previniendo  que  ningtín 
heredero  ni  legatario  pudiera  reclamar  de  ellos  la  parte  de  su  herencia 
ó  legado  hasta  que  hubiesen  practicado  libremente  las  operaciones  de  di- 
Tieftón  y  adjudicación,  dispuso  en  la  cláusula  14.^  qne  por  vía  de  legado 
dejaba  á-  sus  sobrinos  D.  Femando,  D.  Horacio,  Dofia  Amalia,  Dofia  Lu- 
cila, Ü,  Ricardo  y  D.  Artore  Schott  y  Larios,  hijos  de  D.  Femando 
flchott,  difonto,  y  de  IX>fia  Carolina  Larios  y  Tashiira,  L600.000  pesetas, 
qne  recibirian  en  metálico,  en  otros  valores  ó  en  fincas  de  so  testamen- 
taría, y  en  la  proporción  de  sexta  parte  cada  cual  de  dichos  legatarios, 
dejando  la  designación  á  los  nombrados  albaceas,  con  otros  extremos 
que  no  son  del  caso,  y  en  la  cláosola  23.*  que  si  á  su  fallecimiento  estn- 
Ylere  adeudando  alguna  suma  D.  Adolfo  Fríes  y  Schott  ó  la  casa  de  Adol- 
fo Pries  y  Compafiía,  este  crédito  se  adjudicase  para  el  pago  de  su  haber 
á  la  sobrina  del  otorgante^  Dofia  Amalia  Schott  y  Larios: 

Resultando  que  los  albaceas  nombrados  en  este  testamento  fallecie- 
ron, en  31  de  Julio  de  1896  D.  Manuel  Larios  y  Larios,  y  en  32  de  Enero 
de  1896  D.  Carlos  Larios  y  Martines,. y  en  6  de  Junio  de  1897  D.  Eduar- 
do Oros  y  Gayen,  como  marido  de  Dofia  Amalia  Schott  y  Larios,  dedujo 
en  Málaga  la  demanda  de  este  pleito,  en  la  que,  ejercitando  la  acción 
personal  que  le  competía  contra  los  herederos  testamentarlos  de  D.  Ri- 
cardo Larios  y  en  so  caso  contra  la  testamentarla  ó  herencia  del  mismo 
ó  quien  legalmente  la  representase,  solicitó  se  condenara  á  dichos  here- 
deros, y  en  so  caso  á  la  testamentaría,  á  pagar  á  Dofia  Amalia  Schott  las 
360.000  pesetas,  importe  del  legado  á  so  favor  establecido  por  el  finado 
D.  Ricardo,  con  los  intereses  devengados  y  que  se  devengaran  desde  que 
debió  ser  satisfecho,  y  los  dafios  y  perjuicios  causados  por  la  falta  de 
oamplimiento  de  la  obligación  de  que  se  trataba;  alegando  al  efecto:  que 
los  dos  albaceas  y  apoderados  testamentarios  del  testador  D.  Ricardo, 
á  quienes  éste  confirió  las  amplísimas  facultades  que  en  el  teí>tamento 
aparecían,  fallecieron  en  las  fechas  ya  indicadas  sin  haber  hecho  pago 
á  Dofia  Amalia  de  todo  ni  de  parte  alguna  de  su  If  gado,  no  obstante  que 
pudo  ser  satisfecho  con  todos  los  demás  dispuestos  por  el  testador  tan 
pronto  cómo  ocurrió  su  falleeimiento,  porque  el  caudal  relicto  ascendió 
á  ooa  considerable  cantidad  de  millonee  en  toda  clase  de  bienes;  que 
mientras  vivieron  dichos  albaceas,  prestando  el  demandante  acatamien- 
to á  la  volontad  del  testador,  se  abstuvo  de  formular  reclamación  algu- 
na, pero  que  habiendo  desaparecido  con  la  muerte  de  los  dos  albaceas  la 
representación  legal  que  tenía  la  testamentaría,  y  habiendo  transcurrido 
más  de  un  afio  desde  el  fallecimiento  del  segundo  de  aquéllos  sin  que  se 
pagara  el  legado,  hizo  varias  gestiones  extrajudiciales  para  conseguir  la 
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«fectividad  da  ni  deraeho,  y  tuvo  notieU  de  qna  á  instaneU  de  puto  Ib- 
gítima  ee  hmUa  incoado  ei  juicio  Toisiitado  de  teetameDtaría  de  B.  Ri* 
cardo  Larioe;  que  eegún  lo  diepneeto  ea  la  dáaeala  14.*  del  leelaiiMnto» 
le  correepondia  la  aezla  parto  del  legado  de  1.600.000  peaetae,  y  ai  biea 
en  la  cláaenla  21.*  ee  determinaba  que  el  al  falleclmiMiio  del  toetador 
eetuTieee  adeudando  algana  enma  D.  Adolfo  Priee  Sd&ott  ó  la  eaea  de 
Adolfo  Priee  j  Ctompafiia,  eete  crédito  ee  adjodioaria  pan  el  pego  de  en 
haber  á  la  Dofla  Amalia,  loe  albaoeaa  do  hictoroo  entrega  al  demaadante 
de  tal  crédito,  caya  situación  legal  y  demáe  drconetanciae  reanltarfin 
de  loe  antoe'de  enepeasióo  de  pagoe  de  la  ezpreaada  oaaa  de  oomereie 
deudora  y  que  deede  el  día  en  que  falleció  el  último  de  loe  albeoeae,  de- 
buta regiree  loe  derechoe  y  aocionee  de  loe  legatarioe  por  lo  diepvieeto 
en  la  ley  para  el  complimleote  do  lae  últlmaa  Toluntadee  teetamenta- 
riae  cuando  no  se  nombran  por  el  teetader  apoderadoe  ó  albaceaa;  laTO- 
cando,  por  álUmo,  loe  arte.  860,  881,  882,  88a,  886,  886  y  011  del  Código 
civil;  lae  dlepoeicionee  contenidae  en  el  cap.  2,^,  tlt.  1.®,  libio  i.<>  del 
miemo  Código,  y  lo  declarado  en  ene  arto.  1061  y  1026; 

Reaultondo  que  la  teetamentoria  de  O.  Ricardo  Larioe,  peproeentodi 
por  D.  Enrique  Orooke  y  Maneecao,  eonteeló  la  demanda,  alegando  país 
que  ee  deeeetimara,  con  impoelolón  de  ooalae  al  demandante  en  cnanto 
tiene  relación  con  el  recurso:  que  ocurrido  el  faltocimtonto  de  D.  Blcsr- 
de,  ee  hicieron  cargo  del  caudal  saa  albaceaa  teetamentarioe,  y  en  nolóa 
de  los  herederoe  trataron  de  ultimar  lae  operadonee  diviiorlaa  y  bsesr 
entrega  del  caudal  á  herederoe  y  legatarios,  á  lo  que  ee  ppoeo  la  actitud 
de  la  miema  parto  demandaoto  y  deeu  familia,  pace  á  nombre  de  Dufia 
Oarolina  Larioe,  madre  de  Dofla  Amalia  Achott,  que  por  no  ser  beredeía 
ni  legatoria  de  su  difunto  hermano  O.  Ricardo  no  podía  toner  la  aplica- 
ción de  la  clAneula  penal  que  el  tee tomento  contenia,  de  pérdida  de  he- 
rencia ó  legado  ee  promoTieron  en  el  Trlbanal  de  Gibraltar  infinidad  de 
pleitoe  que  directo  ó  indireotamento  afectoban  A  la  ieetomeataria,  disco- 
tiéndese  en  alguno  la  valides  ó  nulidad  del  toetomento,  y  en  ul  eitua- 
cion  tuvieron  que  limitoree  loe  albaceaa  A  administrar  el  caudal,  sia 
poder  llevar  A  cebonas  operadonee  de  divieión  y  adjudicación,  porque 
de  otro  modo  ee  hubieran  expuesto  A  realisar  aitos  sin  eficacia  le^  ret- 
pecto  de  loe  bienee  sujetos  A  la  jurisdicción  del  THbanal  de  Gibraltsr; 
que  en  vida  de  loe  albtceas,  y  deepuée  de  su  muerto,  se  biibian  pracd- 
calo  por  la  parto  demandanto  divereae  geetionee  para  ol>toner  concesio- 
nes que  modificaran  en  su  beneficio  lo  diepneeto  en  el  teetamento,  pues 
nunca  había  consentido  en  recibir  su  legado  en  la  forma  diapoeeta  por 
el  teetador,  por  lo  cual  no  había  sido  posible  eotregAreelo,  y  asi  lo  de- 
mustraba  la  carto  que  acompaílaba  suscrito  por  Dofia  Amalia  y  su  ma- 
rido en  unión  de  la  madre  y  hermanos  de  la  misma,  en  la  que,  entie 
cosas,  se  pedía  que  el  crédito  de  Priee  fuera  adjudicado  A  la  Dolía  Ama- 
lia por  el  40  por  100  de  su  valor  nominal;  que  la  Sociedad  Adolfo  Fríes 
y  Compafiía  se  presentó  en  eetado  de  suspensión  de  pagos  viviendo  aén 
D.  Ricardo  Larios,  y  propuso  A  sus  acreedoree  el  pago  de  la  totalidad  de 
sus  créditos  en  siete  piases,  proposición  que  aceptoda  en  junto  por  la 
mayoría  fué  combatida  por  D.  Ricardo  Larioe  y  otros,  que  promovieron 
el  oportuno  incidento  de  opoeición,  en  cuyo  estado  otorgó  D.  Ricardo 
su  tostomento,  consignando  la  aplicación  que  debía  darse  al  crédito  qne 
tenía  contra  Príes;  que  ocurrido  en  fallecimiento,  ee  personaren  en  di- 
chón autoe  sus  albaceaa  en  repreeentaclón  de  la  teetamentoria,  y  apela- 
ron de  la  sentencir  qne  aprobó  el  convenio,  recurso  que  les  fué  admitido 
en  un  solo  efecto,  y  ee  encontraba  en  el  eetado  de  haberse  personado  el 
administrador  de  la  testomentaría  para  gestionar  la  expedición  del  testi- 
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monio  oorr6flpondieBte;qneocDrridoel  falledmiento  de  los  dos  albacefts, 
y  hallándose  ausente  la  mayoría  de  los  herederos,  se  acordó  la  preven- 
ción del  Jniclo  necesario  de  testamentarla,  nombrando  al  que  contestaba 
administrador  Judicial,  y  una  vez  personados  todos  los  herederos  ee  ce- 
lebró Junta  para  acordar  sobre  la  administración,  custodia  y  connerya- 
ción  del  caudal,  y  en  ella  fué  nombrado  D.  Enrique  Crook  y  Itrios,  en 
unión  del  que  contestaba,  administradores  y  liquidadores  del  caudal  con 
el  apoderamiento.y  representación  de  todos  los  herederos  que  aparecían 
de  los  autos  de  testamentaría;  que  á  tenor  de  lo  preceptuado  en  el  ar- 
tíeolo  668  del  Oódigo  civil,  la  testamentaría  de  D.  Ricardo  Larios  no  ne- 
gaba A  la  demandante  la  entrega  de  su  legado,  pero  al  mismo  tiempo  no 
podía  hacerla  sino  en  la  cuantía,  valores  y  forma  que  dispuso  el  testa- 
dor; que  como  el  crédito  contra  la  casa  Fríes  continuaba  en  el  mismo  es- 
tado en  que  se  encontraba  al  fallecer  D.  Ricardo  Larios,  y  la  testamen- 
tarla había  hecho  en  su  defensa  cuanto  había  estado  á  su  alcance  no  de- 
Jando  perder  ningún  derecho,  no  habla  rasón  alguna  legal  por  la  que  pu- 
diera la  demandante  rechaiarlo,  ni  por  la  que  debiera  la  testamentarla 
entregarle  otros  valores;  y  que  el  legado  hecho  á  la  demandante  en  la 
parte  consistente  en  el  crédito  de  Fríes  es  específico  y  determinado,  y 
por  tanto,  corresponde  A  la  legataria  percibir  los  frutos  ó  los  intereses 
qve  haya  devengado  desde  la  muerte  del  testador,  que  la  testamentaría 
no  había  percibido  y  podrían  cobrarse  en  su  día;  y  en  la  parte  restante 
del  legado,  si  algo  alcansare,  es  genérico,  y  el  testamento  no  disponía 
que  se  abonaran  intereses: 

Besultando  que  la  parte  demandante  replicó,  pidiendo  se  fallase  el 
pleito  en  definitiva,  conforme  á  lo  que  tenía  solicitado  en  la  demanda, 
con  la  expresa  declaración  de  que  lo  mismo  el  crédito  contra  la  casa 
Adolfo  Fríes  y  Oompafiía,  que  cualesquiera  otros  bienes  ó  valores  de  la 
testamentarla  de  D.  Ricardo  Larios  que  hubieran  de  entregarse  á  Dofia 
Amalia  Schott  en  pago  de  su  legado,  debían  computarse  ó  adjudicarse 
por  su  Justa  estimación,  ó  sea  por  el  valor  real  y  no  por  el  nominal, 
para  que  en  ningún  caso  resultase  disminuida  la  cantidad  de  260.000  pe- 
setas en  que  el  legado  consistía,  afiadiendo  á  lo  que  tenía  alegado:  que 
Dofia  Amalia  Schott  no  había  reaüsado  acto  alguno  que  impidiera  ni 
dificultara  la  entrega  del  legado,  pues  los  pleitos  promovidos  en  Gibral- 
tar,  A  que  se  refería  la  carta  presentada  con  la  contestación,  lo  fueron 
por  Dofia  Oarolina.  Larios,  y  en  ninguno  de  ellos  habla  sido  parte  la 
Dofia  Amalia,  careciendo  todos  ellos  de  relación  con  el  presente  y  no 
debiendo  ser  obst Aculo  para  la  entrega  del  legado;  que  no  era  cierto  que 
Dofia  Amalia  hubiera  manifestado  nunca  disconformidad  con  el  testamen- 
tOy  ni  solicitado  concesiones  en  su  beneficio,  ni  modificación  en  la  dis- 
pcéictón  testamentaria;  que  la  carta  presentada  con  la  contestación  era 
un  proyecto  de  transacción  de  los  pleitos  de  Gibraltar  entre  Dofia  Caro- 
lina Larios  y  los  albaceas,  y  si  en  ella  se  hablaba  de  crédito  contraTries, 
fijando  la  cantidad  en  que  habla  de  adjudicarse,  fué  cosa  de  Dofia  Ca- 
rolina, ó  tratada  en  su  nombre  con  los  albaceas,  pues  Dofia  Amalia  no 
había  formulado  sobre  ello  reclamación  alguna,  ni  al  firmar  la  carta  biso 
otra  cosa  que  acceder  A  lo  que  su  madre  le  pidió  por  exigencia  de  los  al- 
baceas para  facilitar  la  transacción  de  los  pleitos  de  Gibraltar;  que  la 
cuantía  del  crédito  contra  Fríes  era  considerablemente  inferior  A  la  del 
legado  hecho  A  la  Dofia  Amalia,  pudiendo  considerarse  que  el  valor  real 
del  crédito  había  disminuido  en  un  76  por  100  desde  la  fecha  de  la 
muerte  de  D.  Ricardo  hasta  la  de  la  demanda  interpuesta;  que  ni  los  al- 
baceas ni  los  herederos  habla  hecho  entrega  del  crédito  A  la  legataria,  ni 
ofrecido  formalmente  entregArselo,  ni  menos  la  habían  requerido  para 
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que  lo  reciblen  011  pftrto  de  pago  de  en  legado,  eliio  qae  hmfaboi  Mgvido 
geettonando  en  loe  aotpe  de  enapenelóii  de  pagoa  de  la  caea  Príea,  da 
oonealtar  oon  Dofia  Amalla  al  conyendría  maotener  laopoaieláD  ódeaia- 
tlr  de  ella;  qoe  lo  legado  á  Dofia  Amalla  faélac«Dtldad  de  2(M>.0Q0 peae* 
Us,  eotableoieodo  la  clánaola  14.*  en  forma  genérica  loa  faienea  qoe  lia- 
bian  de  darse  en  pago  del  legado,  7  deeignando  la  sa.*  como  parte  da  di- 
chos bienes,  hipotéticamente,  lo  qne  al  fallecimiento  del  testador  aden- 
dase  la  casa  Adolfo  Fríes  y  Compaftía,  pero  sin  qne  existiera  en  esta 
clAasnla  inetltación  de  distinto  legado,  ni  mocho  menos  podiera  consi- 
derarse j|oe  oonvertia  en  legado  de  crédito,  ni  especificó  el  qoe  por  so 
naturaleza  era  de  cantidad,  á  tenor  del  art.  676  del  Código  cítíI,  poes 
esta  natoraiesa  no  paede  moiliflcarse  ni  alteraree  por  la  simple  designa- 
ción de  nno  de  los  bienes  qne  han  de  integrar  la  adjudicación  ni  pago  de 
dicha  cantidad;  qoe  en  consecaencia  de  lo  ezpoesto.  Doña  AmaUa  deUa 
percibir  Integra  la  cantidad  de  260.000  pesetas  en  qne  consistía  sn  lega- 
do, sin  qne  por  la  adjudicación  del  cétiito  contra  Fríes  ni  por  otro  mo- 
tlTopndiera  resaltar  disminnída  aquella  snma  contra  la  yolnntad  del 
testador,  7  así  debieron  entenderlo  los  albaceas  al  no  haber  poeeto  el 
crédito  A  disposiulón  de  )a  legataria  para  qne  resolviese  como  diwfia  lo 
que  le  conviniera,  en  ves  de  mantener  la  impognadón  al  convenio,  im- 
pidiendo ello  sólo  sn  aprobación;  7  qne  no  habiendo  hecho  ni  propocsto 
A  la  legataria  la  entrega  del  crédito,  7  habiendo  resultado  éste  perjadl- 
cado  en  sn  valor  notoria  7  extraordinariamente  desde  qne  íalleeió  Dos 
Blcardo  Larios  hasta  la  fecha,  podía  oponerse  Dofia  Amalia  en  absoluto 
á\xxe  se  le  adjadicara,  pero  obrando  de  Iwena  fe,  aceptaba  so  adjodica- 
ción  en  pago  de  su  legado,  pero  por  lo  qne  realmente  valiera,  como  el 
testador  quiso  ó  por  la  cantidad  qne  habiera  logrado  realiaar  la  teito- 
mentaria  si  al  tiempo  de  hacer  entrega  del  legado  hoUera  terminado  el 
litigio  A  que  el  crédito  estaba  snjeto: 

Resultando  que  por  fallecimiento  de  D.  Bnrique Orooke  Maneseao  ee 
personó  en  los  autos  con  igual  carActer  de  administrador  Jodldal  de  Is 
testamentaría  D.  Enrique  Crooke  7  Larios,  quien  evacuó  el  traslado  éa 
duplica,  insistiendo  en  que  se  desestimara  la  demanda,  haciéndose  U 
declaración  en  todo  caso  de  que  no  procedía  la  valoración  del  crédito  le- 
gado A  la  demandante,  A  quien  debía  adjudicarse  por  el  valor  qoe  repre- 
sentaba; 7  reproduciendo  en  su  apoyo  las  alegaciones  hechas  en  el  ei- 
crito  de  contestación,  A  las  qne  afiadio:  que  la  testamentaria  contiDnd  It 
oposición  al  convenio  de  Fríes,  que  dejó  planteada  el  mismo  testador 
por  no  poder  desistir  de  ella,  hasta  que  la  adjudfcataria  del  legado, 
cuando  éste  hubiera  quedado  adjudicado,  hiciese  lo  que  tuviere  por  con- 
veniente; 7  que  dicho  cré«iito  ee  quebrantó  por  el  hecho  de  la  soepen- 
sión  de  pagos,  7  con  conocimiento  perfecto  de  tal  qoetamto  lo  legó  Don 
Ricardo  A  Dofia  Amalia; 

Resultando  qoe  recibido  el  pleito  A  prueba  se  utiliaó  el  irAmite  por 
ambas  partes,  7  suminietradas  diferentes  jostificaciooes  y  sostaoeiado 
el  pleito  por  todos  los  demAs  trAmites  de  las  dos  instancias,  el  Fresidenta 
de  la  Audiencia  de  Granada,  en  unión  de  otros  seis  Magistrados  oonstí- 
.tuídos  en  Sala  de  Justicia  para  dirimir  la  discordia  que  se  cansó  en  la 
Sala  de  lo  civil,  dictaron  sentencia  en  28  de  Mayo  de  1900,  condenando 
A  D.  Enrique  Crooke  y  Larios,  corao  adminlatrador  Judicial  de  la  testa- 
mentaría de  D.  Ricardo  Larios  y  Tashara  y  representante  de  loe  herede- 
ros de  éste,  A  que  entreirne  A  Dofia  Amalia  Schott  y  Larios  el  legado  de 
260.000  pesetas  que  en  favor  de  ésta  biso  aquél  en  su  testamento,  adja- 
dicAndola,  en  pago  de  dicha  cantidad,  el  crédito  que  tiene  la  teetamen- 
taría  contra  la  casa  Adolfo  Fríes  y  Gompaflía  por  su  total  importe  y  no 
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^;M>r  otro  Tftlor  Mtimativo,  y  la  cantidad  rettante  haata  el  completo  poco 
^el  legado  en  metáUco,  en  otros  valores  6  en  flocaa  de  la  testamentaria 
■egéo  dispone  ei  testador;  y  absolviendo  á  D.  Enriqne  Crooke  en  la  ro- 
pseeentación  con  qne  ha  sido  demandado,  de  los  dafios  y  perjoldoe  y  del 
iP«go  de  intereses  qne  se  reclamen  en  la  demanda,  sin  hacer  especial  oon- 
4Íenación  de  las  costas  de  ambas  instancias: 

ilesoitando  qne  D.  £daardo  Groa  y  Gayen,  como  marido  de  Dolía 
Amalla  Sohott  y  Larios,  interpuso  recurso  de  casación,  fundado  en  loe 
números  1.^  y  4.^  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  citando 
•en  en  apoyo  como  infringidos: 

Primero.  Por  interpretación  errónea,  el  art.  676  del  Código  civil, 
que  determina  qne  toda  disposición  teetamentaria  deberá  enlenderse  en 
•1  sentido  literal  de  sus  palabras,  á  no  ser  que  aparesa  claramente  qne 
fué  otra  la  voluntad  del  testador,  en  relación  con  el  principio  jurídico 
^e  la  voluntad  del  testador,  como  ley  suprema  de  la  sucesión  testamea- 
tarta,  sentado  por  la  jurisprudencia  unánime  de  este  Tribunal  8opremo, 
4)omo  lo  demuestran,  entre  otras,  las  sentencias  de  16  de  Abril  de  187d  y 
M  de  Abril  de  1881,  voluntad  bien  expresamente  manifestada  en  las 
elánsnlas  14.*  y  23.*  del  teetamento  de  D.  Ricardo  Larios,  que  estable- 
cen: la  primera,  un  legado  de  cantidad  de  1.600.000  pesetas,  ó  por  mejor 
^ecir,  seis  legados  de  260.000  pesetas  á  favor  cada  uno  de  D.  Femando» 
D.  Horacio,  Dofia  Amalia,  Dofia  Lucila,  D.  Ricardo  y  D.  Arturo  fichott 
y  Larios;  y  la  segunda,  que  si  al  fallecimiento  del  testador  esto  viera 
«d^ndándole  alguna  soma  D.  Adolfo  Príes,  ó  la  casa  Adolfo  Pries  y  Con- 
pallia,  este  crédito  se  €usredite  para  el  pago  de  su  haber  á  su  sobrina 
Dofia  Amalia  Bchott  y  Larios;  y  puesto  todo  ello  en  relación  con  el  ar- 
ticolo  1077  de  la  ley  de  Bnjuicfam lento  civil,  según  el  cual,  todos  loa 
bienes  qne  formen  el  caudal  partible  deben  ser  objeto  de  Valoración;  en 
•1  concepto  de  que  el  fallo  recurrido,  después  de  condenar  al  represen- 
tante de  los  herederos  al  pago  del  legado  de  260.000  pesetas,  establ^'cido 
Á  favor  de  la  recurrente,  y  adjudicándole  en  pago  de  dicha  suma  el  cré- 
dito que  tiene  la  testamentarla  contra  la  casa  Adolfo  Pries  y  Compaüia, 
determina  qne  esto  se  haga  por  su  total  importe,  y  no  por  otro  valor  cmí- 
timativo,  afladiendo:  cy  la  cantidad  restante  basta  el  completo  pago  del 
legado  en  metálico,  en  otros  valores  ó  en  fincas  de  la  testamentaria >;  de 
cuya  manera,  reconociendo  el  fallo  que  se  trata  de  un  legado  de  canti- 
dad en  el  que  hay  designados  determinados  bienes  para  la  adjudicación 
-en  psgo,  excluye  dichos  bienes  de  la  necesaria  valoración  Impuesta  por 
la  ley  á  todo  lo  que  constituye  el  caudal  partible  y  base  única  legal  de 
toda  adiudicaclón  en  pago,  contraviniendo  de  esto  modo  la  voluntad  bien 
explícita  del  testador;  pues  en  efecto,  que  esta  fué  la  de  establecer  un 
legado  de  cantidad,  y  no  en  parte  de  cantidad  y  en  parte  de  crédito,  lo 
•demuestra  palmariamente  el  texto  de  las  citadas  cláusulas  14.*  y  22.*, 
al  mandar  la  primera  por  vía  de  lf>gado  á  sus  seis  sobrinos,  en  propor- 
<$ión  de  sexta  parte  á  cada  uno,  1.600.000  pesetas,  que  recibirán,  afiade, 
por  fallecimiento  del  otorgante,  en  metálico,  en  otros  valores  ó  en  fincas 
de  la  testamentaria;  y  la  segunda,  que  si  á  su  fallecimiento  estuvieran 
adeudando  alguna  suma,  D.  Adolfo  Pries,  ó  la  casa  de  Adolfo  Príes  y 
Compafiía,  este  crédito  se  adjudicará  para  el  pago  de  su  haber  á  su  so- 
1>rina  Dofia  Amalia  Schott  y  Larios;  siendo  bien  claro  que  el  concepto  de 
adjudicación  en  pago  de  su  haber  no  es  ni  nunca  puede  entenderse  como 
legado  de  crédito  sin  violentar  el  sentido  gramatical,  literal,  lógico  y 
técnico  de  las  palabras;  y  como  el  mismo  fallo  recorrido,  al  condenar  á 
los  herederos  á  que  entreguen  el  legado  de  260.000  pesetas,  usa  de  las 
palabras  técnicas  y  bien  determinantes  adjudicándole  en  pago  de  dicha 
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nana  el  crédito^  entiende  qne  ee  Adjüdicedón  en  parle  de  pego  de  lobi 
togftdo  de  cantidad,  y  no  un  legado  de  orédito>  j  por  k>  tanto  no  oe  ez- 
«zpilca  qoe  ae  ezcloyan  eaoa  valoree  de  la  yaloracióa  eadglda  por  la. 
^1%  y  m^^  "^ft  dicho  crédito  adjudicado  por  en  valor  nominal  y  ao  por 
otro  valor  eatimativo,  ein  qoe  ademáe  lo  eetableica  así  el  teetador,  poee 
•n  la  cláneola  23.*  únicamente  eetataye  la  adjudicación  en  pago,  j  data 
legal  y  técaicamente  exige  la  evaloaclón,  no  ezpiicándoee  de  nlo^na^ 
manera  qae  loa  demás  valores  ó  flocae  qae  con  dicho  crédito  oonatitnyan 
la  total  adjadicación  para  pago  del  haber  de  la  recor rente  ee  hayan  da 
•ometer  á  la  exigencia  legal,  y  el  crédito  de  la  caea  Priea  haya  de  tener 
•1  privilegio  inaudito  de  eer  ezcloido  del  precepto  general  y  adjudicado- 
por  BU  valor  nominal,  cuando  precisamente  ae  trata  de  un  crédito  de 
cobro  dudoso,  como  que  lo  ee  contra  una  Sociedad  mercantil  qnebradaí 

Segundo.  Por  contener  el  fallo  recurrido  dieposicionee  contradicto- 
rias, las  leyes  y  doctrina  legal  citadas  en  la  infracción  anterior,  6  aea 
el  art.  676  del  Código  civil,  en  relación  con  el  principio  jurídico  de  la 
voluntad  del  teetador  manifeetada  en  las  repetidas  cláusulaa  14.*  y  83A 
del  testamento  de  D.  Ricardo  Lario»,  y  con  el  art  1077  de  la  ley  de  Ba- 
Juiciam lento  criminal,  por  cuanto  deapuée  de  condenar  al  repres^ntaiite 
de  loe  herederoa  de  D.  Ricardo  Larioe  á  que  entregue  á  Dofia  Amalia 
Schott  el  legado  de  260.000  peaetas,  adjudicándole  en  pego  de  dicha 
•urna  el  crédito  que  tiene  la  teetamentaria  contra  la  caea  Adolfo  Piíes 
7  Gumpafiia,  ordena  que  esta  adjndicsción  de  dicho  crédito  ae  haga  por 
en  total  importe,  y  no  por  otro  valor  eetimativo;  puee,  eu  efecto,  ai  toda 
adjudicación  en  pago  supone  valoración  de  los  Menee  adjudicados,  éstos 
lo  son  por  lo  que  realmente  valen,  y  no  se  comprende  una  adjudicaeióa 
•n  pago  de  un  legado  de  cantidad  con  la' disposición  subsignienle  de  que 
el  eré. lito  adjudicado  en  pago  no  ae  valore  y  ae  aplique  en  an  total  is- 
porte;  y 

Tercero.  Los  artículos  del  Código  civil  1 100,  que  diapone  que  inonm» 
«n  mora  los  obligadoa  á  entregar  alguna  cosa  desde  que  el  acreedor  lea 
exige  judicial  ó  extra  judicialmente  el  cumplimiento  de  su  obligacióa; 
1101,  qoe  estatuye  que  quedan  so  jetos  á  la  indemniaación  de  dafioty 
perjalciós  causados  los  que  en  el  cumplimiento  de  sus  obligaciones  la- 
eurriesenen  negligencia  ó  morosidad;  1108,  que  determina  que  la  rei- 
ponsabllidad  que  procede  de  negligencia  es  exigible  en  el  cumplimieDto 
de  toda  clase  de  obligaciones,  pero  podría  moderarse  por  los  Tribunales, 
aegán  loe  casos;  1104,  que  prescribe  que  la  culpa  ó  negligencia  del  deu- 
dor conalste  en  la  omisión  de  aquella  diligencia  que  exija  la  natoralna 
de  la  obligación  y  corresponda  á  las  dren  as  tandas  de  las  personas,  del 
tiempo  y  del  lugar,  y  1108,  que  ordena  que  si  la  obligación  consistiere 
en  el  pago  de  una  cantidad  de  dinero  y  el  deudor  incurriese  en  mora,  la 
indemn ilación  de  dafios  y  perjuicios,  no  habiendo  pacto  en  contrario, 
consistirá  en  el  pago  de  los  intereres  convenidos,  y  á  falta  de  convenio 
en  el  interée  legal;  puestos  en  relación  dichos  artículos  con  los  del  mis- 
mo Código  civil  881,  886,  011  y  004,  006  y  006,  según  el  primero  de  los 
cuales,  el  legatario  adquiere  derecho  á  los  Ipgsdos  puros  y  simplee  desde 
la  raoerte  del  teetador;  pero  atendiendo  al  886,  el  legatario  no  puede 
ocupar  por  su  propia  autoridad  la  cosa  legada,  aino  que  debe  pedir  la 
entrega  y  posesión  al  heredero 'ó  al  albacea  cuando  éste  se  halle  antori- 
aado  para  darla;  y  á  tenor  del  911,  en  el  caso  de  haber  fallecido  los  sl- 
bacean,  corresponderá  á  los  herederos  la  ejecución  de  la  voluntad  del 
testador,  y  como  testamentarioa  legales  estarán  sometldoe  para  ello  il 
placo  de  un  afio  determinado  en  el  004,  no  habiendo  sido  prorrogado> 
por  el  Jnes  con  arreglo  al  006,  ó  por  loa  herederos  y  legatarios  de  oomúa 
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-«coerdo  según  el  006;  en  al  oonoepto  de  qoe  el  fallo  recurrido,  i  peear 
-de   condenar  al  representante  de  loe  herederos  de  D.  Ricardo  Lariofl 
•^  que  entregue  á  Dofia  Amalia  Scbott  el  legado  de  260.000  pesetas,  xa- 
conociendo  de  esta  manera  el  perfecto  derecho  de  Dofia  Amalia  de  ra- 
-alamar  de  los  herederos  el  legado  en  cneetlón  y  la  obligación  indecUna- 
'  ble  de  ellos  de  entregarle,  lee  absoelye  de  los  dafios  y  perjoiclos  é  inte* 
retms  también  reclamados;  y  si  bien  es  verdad  qne  según  el  art.  884  del 
Oódigo  civil  en  los  legados  genéricos  ó  de  cantidad  los  frutos  6  intereses 
desde  la  muerte  del  testador  corresponderán  únicamente  al  legatario 
-cuando  el  testador  lo  hubiere  dispuesto  expresameote,  y  en  el  testa-' 
meoto  de  D.  Ricardo  Larios  falta  esa  disposición  expresa,  no  son  estoa 
loe  intereses  de  qué  se  trata,  sino  los  legales  desde  la  contestación  i  U 
demanda,  en  que  se  resuelven  los  dafios  y  perjuicios  debidos  por  el  in- 
-cnmplimiento  de  la  obligación  consistente  en  la  entrega  de  una  canti- 
dad, puesto  que  una  vez  muertos  loe  albaceas  que  gosaron  de  la  con- 
'fiaasa  absoluta  del  testador,  entraron  los  herederos  como  testamentarios 
legítimos  á  ejecutar  la  voluntad  de  su  causante,  y  debieron  entregar  4 
Dufia  Amalia  Schott^n  el  término  de  un  afio,  toda  ves  que  este  plaao  no 
ee  ha  prorrogado  legalmente,  el  legado  de  260.000  pesetas;  y  una  ves  in- 
terpeladas judicialmente,  incurrieron  en  mora,  A  tenor  del  art.  110  del 
Oódigo  civil. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  Toda: 
Oonsiderando  que  los  términos ^n  que  aparece  expresada  la  volun- 
tad de  D.  Ricardo  Larios  y  Tashara  en  la  cláusula  14.*  del  testamente 
-de  8  de  Noviembre  de  1802,  convencen,  sin  duda  alguna,  de  que  el  testa- 
dor qoiso  favorecer  á  los  seis  sobrinos  que  ella  menciona  con  la  más 
perfecta  igualdad,  dejando  á  cada  uno  un  legado  de  cantidad  impoi tanta 
'360.000  pesetas,  para  lo  que  habla  que  adjudicárseles  metálico,  valores 
ó  fincas  de  la  testamentaria,  sin  que  pueda  entenderse  que  la  cláusula  23.* 
altera  ó  desvirtúa  el  sentido  de  aquélla  en  cuanto  á  la  natiiralesa  del 
legado,  al  disponer  que  para  el  pago  del  haber  de  su  sobrina  Dofia  Ama- 
lia se  le  adjudique  el  crédito  que  menciona  si  al  fallecimiento  del  testa- 
dor estuviese  adeudando  alguna  suma  D.  Adolfo  Príes  y  Schott  ó  la 
casa  de  Adolfo  Príes  y  Gompafií a,  porque  tal  advertencia  ó  previsión 
sólo  afecta  en  parte  á  la  calidad  de  los  bienes  con  que  había  de.  ser  pa- 
gado el  legado  de  Dofia  Amalia,  limitando  sobre  tal  extremo  las  faculta- 
des otorgadas  á  los  albaceas  y  no  á  la  esencia  misma  de  la  manda,  ya 
xixxe  el  contexto  de  la  expresada  cláusula  22.*  no  autoriza  para  creer  que 
D.  Ricardo  Larios  quisiera  someter  tal  crédito  á  condiciones  distintas 
de  los  demás  valores  con  que  tuvieran  que  satisfacerse  los  l^'gados,  ni 
que  con  semejante  designációu  se  propusiera  variar  la  naturaleía  de  la 
'manda  de  Dofia  Amalia,  puesto  que  no  hay  antecedente  alguno  en  que 
pueda  basarse  tal  suposición;  por  todo  lo  cual  se  impone  como  conee- 
cuencia  lógica  y  racional  la  de  cnnciliar  ambas  cláusulas,  atendiendo 
principalmente  á  aquella  perfecta  igualdad  expresada  en  la  14.*,  que  es 
•  en  la  que  mis  claramente  aparece  determinada  la  voluntad  del  testador: 
Con8id«)rando  que  esto  supuesto,  la  Audiencia  de  Granada  ha  come- 
tido las  infracciones  de  ley  alegadas  en  el  primer  motivo  del  recurso  al 
dar  á  las  cláusulas  14.*  y  22.*,  íntimamente  relacionadas,  un  alcance  y 
sentido  que  por  lo  que  queda  explicado  se  halla  en  disconformidad  con 
la  voluntad  del  testador  para  eximir  de  la  condición  de  su  valoración  el 
crédito  sobre  qne  ha  versado  este  litigio,  como  si  este  crédito  constitn- 
jrera  un  legado  especifico,  siendo  así  que  su  designación  solo  aparees 
ahecha  adelantándose  á  la  voluntad  de  los  albaceas,  para  determinar  con 
«elación  á  Dofia  Amalia  una  de  las  clases  de  valores  con  que  indistinta- 
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iit6  podía  «er  «ittofeeho  el  legado  de  cantidad  dejado  á  loe  lelfl  aobti- 
noa  de  O.  Bicardo  Laríoe,  en  pego  de  so  reepeeÜTO  haber: 

CoBSideraiido  que  no  eon  de  estimar  lae  infraceioneedel  motivo  ttr- 
eero,  porque  atendida  la  forma  oomo  hsbía  de  eer  pagado  el  legado  á 
que  ae  refiere  el  pleito,  las  ▼icioitades  mismas  por  qne  ha  atravi^eado  el 
albaeeasgo  y  la  Índole  de  la  cnestión  debatida  coya  rrsolnción  impone  la 
neeeeidad  de  baeer  nna  preyia  yaloración  del  crédito  qne  ha  de  entre- 
garee  en  pago  de  su  haber  á  Dofia  Amalia  8chott,  no  se  pnede  decir  qn» 
hasta  ahora  baja  existido  propiamente  mora  alguna  por  parte  de  loa 
obligados  á  la  entrega  del  legado;  y 

Ooneiderando  qne  procediendo  la  casación  de  la  sentencia  recurrida 
por  el  motlTO  primero,  no  hay  necesidad  de  ocnparae  de  laa  inlaocieiiea 
alegadas  en  el  segundo  qne  tienden  al  mismo  objeto; 

Fallamoe  que  debemoe  declarar  j  declaramoe  haber  lugar  al  recurso 
d9  caeacion  interpuesto  por  D.  Eduardo  Groe  y  Qayen,  como  marido  d» 
Dofia  Amalla  8chott  y  Larioe,  y  en  su  consecuencia,  casamoe  y  anula- 
moa  la  sentencia  qne  en  S8  de  Mayo  de  1900  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de 
la  Audiencia  de  Granada,  únicamente  en  cuanto  ordena  que  para  pegar 
á  Dofia  Amalia  Schott  y  Larios  el  legado  de  260.000  pesetas  que  le  faiio 
el  testador  D.  Ricardo  Larios  y  Tai>hara  se  le  adjudique  el  crédito  que 
tiene  la  ti»stamentaria  de  dicho  D.  Ricardo,  contra  la  casa  Adolfo  Prisa 
y  Compafiía  por  so  total  importe,  y  no  por  otro  yalor  estimativo. 

Así  por  eeta  nuestra  sentencia,  qae  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
aertaráenla  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  oopiaa 
neoi>saria8,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=José  de  Aldecoa. 
s=Ricardo  Gullón.=Francisco  Toda.=Joaquín  Gonsáles  de  la  Feliai=^ 
Rlcurdo  Molina.= Vicente  de  Piniée.=:Tumás  Gódal. 

Pobilcacióo.=:Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Exemo.  8r.  D.  Francisco  Toda,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  csle- 
brando  audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  que  eerti- 
íleo  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  10  de  Junio  de  1001.=^icenciado  Jorge  fifartínea. 

Jffúm.  16e.-TRIBUNAL  8UPREM0.-I9  Janla,  pib.  el  29  y  30  Afasti. 

CaSACiÓN  POR  INFRACCIÓN  DE  LEY.^Nultdod  de  acuerdos  del  coub^'o 
de  /ami7ía.— Sentencia  declarando  no  haber  lagar  al  recurso 
interpuesto  por  D.  Juan  Dorda  y  otros,  contra  la  pronunciada 
por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Albacete,  en  ^eito 
con  D.  Ramón  Yebra  y  otros. 
Bn  sus  CONSIDERANDOS  SO  establcce: 

Que  no  desconociéndose  el  alcance  del  ari,  207  del  Código  civil, 
la  mera  estimación  de  si  una  manda  reviste  ó  no  importancia,  no  se 
acomoda  á  las  condiciones  del  recurso  de  casación,  porgue  es,  por  w. 
naiuraiesa,  tan  relativa  y  subordinada  al  criterio  subjetivo  del  juz- 
gador^ que  sobre  ella  no  cabe  establecer  doctrina  alguna  fija  á  la  qut 
deban  atenerse  los  Tribunales,  que  han  de  resolverla,  por  lo  tanto, 
diserecionalmente,  sin  otra  garantía  que  la  de  su  responsabilidad 
Mí/altaren  abiertamente  en  algún  caso  á  las  reglas  del  buen  sentida, 
doctrina  oue  substancial  mente  está  conjorme  con  la  de  la  sentencia 
de  4  de  Noviembre  de  Í899: 

Que  no  son  de  estimar  para  la  casación  los  fundamentos  de  le 
sentencia  que  en  nada  infectan  á  la  razón  de  la  parte  dispositioa  del' 
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J'iMilOy  cualesquiera  que  sean  el  oalor  ó  ineñeaeia  de  tales /unda" 
tnmnios: 

Que  lapreseripeión  del  orí.  168  del  Código  eitüy  no  autorisa  á 
moetender  ía  ineapaádad  en  que  incurre  la  madrt  que  contrae  segun^ 
cUmm  nupcias,  para  seguir  ejerciendo  la  patria  potestad  sobre  sus  hijos 
A  mu  marido  para  poder  desempeñar  el  cargo  de  tutor  de  los  mismos^ 
porque  aunque  hubiera  algunas  razones  de  orden  moral  tenidas  en 
cuenta  por  el  legislador  al  establecer  la  pérdida  de  la  patria  potes- 
tad  en  el  caso  expresado,  que  también  pudieran  alegarse  en  dejensa 
<ie  aquella  tesis,  es  innegable  que  dada  la  Jundamental  diferencia 
que  existe  entre  la  institución  de  la  patria  potestad  y  la  de  la  tutela^ 
y  ia  manera  diversa  como  ana  y  oirajuncionan,  ni  esas  ratones  co- 
munes reústen  igual  importancia,  según  que  se  apliquen  á  una  ú 
oirá  institución,  ni  podrían  asentarse  sobre  la  misma  base  una  y  otra 
incapacidad;  á  lo  que  se  agrega  la  potísima  consideración  de  que 
entre  las  incapacidades  declaradas  en  el  articulo  237  del  Código  ci- 
vil, no  se  encuentra  aquélla  comprendida. 

En  la  villa  j  corte  de  Madrid,  á  19  de  Junio  de  1901,  en  los  antos  tra- 
mitados en  el  Juagado  de  primera  instancia  de  Cartagena  y  en  la  Sala  de 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  territorial  de  Albacete  entre  D.  Juan  Dorda 
Boíarull,  propietario;  D.  Antonio  deLara  y  Pino,  militar,  y  D.  Francis- 
oo  fiáncbes  de  las  Matas  y  Dorda,  propietario,  en  concepto  de  presidente 
el  primero  y  vocales  los  otros  dos  del  consejo  de  familia  del  menor  d» 
edad  D.  Manuel  Dorda  y  Me(>a,  y  D.  Ramón  Yebra  Salmerón,  Presbítero; 
D.  Joaquín  Ruis  Barceló  y  D.  Pedro  Martines  Pardo,  comerciantes;  Don 
Francisco  Marín  Escauriasa,  Presbítero,  y  D.  Bartolomé  Martines  Pardo 
dependiente,  vocales  del  expresado  consejo  de  familia,  todos  vecinos  de 
Cartagena,  sobre  nulidad  de  ciertos  acuerdos  del  mismo  consejo  éincapa- 
eidad  del  tutor  electo  del  D.  Manuel ;  autos  pendientes  aote  Nos,  en  recurso 
de  casación  por  infracción  de  ley  que  han  interpuesto  los  demandantes, 
defendidos  por  el  Licenciado  D.  Francisco  Bergamin  y  representados  por 
el  Procurador  D.  Ramón  Conesa;  estándulo  los  demandados  y  recurridos 
por  el  Licenciado  D.  José  Canalejas  y  Méndes  y  el  Procurador  D.  Luis 
Montiel: 

Resultando  que  Dofia  María  Alvares  y  Femándes  otorgó  testamento 
el  SO  de  Marco  de  1898,  por  el  cual  legó  á  su  nieto  D.  Manuel  Dorda  y 
Mesa  la  cantidad  de  6.000  pesetas,  y  como  totora  del  mismo,  y  en  aten- 
ción A  tal  legado,  rogó  al  consejo  de  familia  designase  para  sustituirla 
en  el  cargo  mencionado  i  su  hija  Dofia  Enriqueta  Mesa  y  Alvares,  y  dijo 
que  si  había  Imposibilidad  legal  para  su  nombramiento  designaba  i 
D.  Ángel  Bruna  Egea,  A  quien  recomendaba  lo  desempefiara,  asociándose 
del  parecer  de  la  Dofia  Enriqueta: 

Resultando  que  en  13  de  Abril  del  mismo  afio  1898  falleció  Dofia 
María  Alvares  Fernánies;  y  el  9  de  Agosto  de  1899,  reunidos  Don 
Juan  Dorda  Bofarull,  D.  Joaquín  Roiz  Barceló,  D.  Pedro  Martines 
Pardo,  D.  Antonio  de  Lara  y  Pino,  D.  Francisco  Sánchez  de  las  Ma- 
tas y  Dorda,  D.  Ramón  Yebra  y  Salmerón,  D.  Francisco  Marín  y  £s- 
cauriasa  y  D«  Bartolomé  Martínez  Pardo,  presidente  el  primero  y  voca- 
les los  demás  del  consejo  de  familia  del  menor  de  edad  D.  Manuel  Dorda 
y  Mesa,  con  asistencia  de  éste  y  de  su  protutor  D.  Ricardo  Goicuria  y 
Begofia,  se  dio  lectura  del  testamento  de  Dofia  María  Alvares,  y  mani- 
fesundo  el  D.  Manuel  estar  en  todo  conforme  con  lo  dispuesto  por  su 
abuela  y  el  protutor,  que  atendiendo  á  la  voluntad  é  indicación  de  la  tn- 
tora  difunta,  á  lo  dicho  por  el  menor  y  á  la  voluntad  también  de  la  ma- 


Digitized  by 


Google 


tM  iURISraUDBNCU  CIVIL 

án  del  mtomo,  erais  oonTenlentn  par*  los  interefles  del  propio  D.  Mar 
nnel  qne  ee  aceptara  el  legado  de  6.000  peeetaa,  y  ee  oombrase  tnlof  á 
D.  Ángel  Brana  y  Egea;  diacntídoe  loe  eztremoe  indicadoe,  aeaeordópor 
nnanlmidad  aoeptar  el  legado,  y  acerca  de  si  tal  manda  debía  estimane 
de  mayor  ó  de  menor  cuantía,  á  loe  efeetoe  del  art.  S07  del  Código  cítU, 
y  sobre  al  el  tntor  designado  por  la  testadora  tenia  ó  no  incapacidad 
para  el  desempefio  del  cargo,  por  ser  el  segundo  marido  de  la  madre  del 
menor  de  edad  D.  Manael,  se  dividió  el  coneejo  de  familia,  opinando 
D.  Jaan  Dorda  y  Boíamll,  D.  Francisco  Sáncbes  de  las  Matas  y  D.  An- 
tonio de  Lara  y  Pino,  qne  apreciando  el  legado  en  relacite  eon  el  patri- 
monio del  menor,  qne  ascendía  á  más  de  260.000  peeetaa,  no  debía  esti- 
marse de  importancia,  y  qne  perdiendo  la  madre  la  patria  potestad  so- 
bre Jos  hijos  del  primer  matrimonio  al  contraer  segundas  nnpdas,  aegún 
el  ait.  168  del  Código  civil,  debía  preenmirse  qne  el  marido  de  aqnóUa 
estaba  incapacitado  para  el  cargo  de  tntor;  y  D.  Ramón  Tebra,  D.  Joa- 
quín Rnii,  D.  Pedro  Martines,  D.  Bartolomé  Martinea  y  D.  Fmnclses 
Marín  sostuvieron  que,  dada  la  cuantía  del  legado,  no  podía  menos  di 
considerársele  como  de  importancia,  y  una  vea  aceptado,  debía  respe- 
tarse la  designación  de  tutor  hecha  por  la  abuela  materna  y  apoyada  por 
el  menor,  sin  podérsele  estimar  incapacitado,  por  no  bailarse  compren- 
dido en  ninguno  de  los  casos  del  art.  337  del  Código  civil,  qne  expresa 
las  personas  inhábiles  para  ser  tutoree;  y  en  consecuencia,  quedo  apro- 
bado tal  nombramiento  por  mayoría  de  votos,  aunque  con  la  protesta  di 
la  minoría: 

Resaltando  que  en  virtud  de  una  moción  presentada  por  los  Vocatas 
D.  Antonio  Lara  y  D.  Francisco  Sánchez  de  las  Matas,  en  la  cual  solidr 
taban  que  el  consejo  de  familia  declarase  la  incapacidad  del  tutor  eieets 
D.  Ángel  Bruna,  volvió  á  reunirse  aquél  en  21  de  loe  expresados  mes  y 
afto,  y  previa  la  oportuna  discusión  votaron  D.  Joan  Dorda  y  loa  dos 
vocales  antoree  de  la  moción  en  contra  de  la  capacidad  jurídica  del  tu- 
tor, y  los  demás  ratificaron  lo  acordado  por  la  mayoría  en  la  seaión  del 
día  9: 

Resultando  que  con  fecha  34  del  mismo  mes  de  Agosto  de  1899,  Doa 
Juan  Dorda  Bofarull,  D.  Antonio  de  Lara  y  Pino  y  D.  Frandeco  Sán- 
chez de  las  Matas  y  Dorda,  presentaron  ante  el  Juzgado  de  primera  ins- 
tancia de  Cartagena  demanda,  con  la  súplica  de  qne  se  declarase:  prime- 
ro, que  el  legado  de  6.000  pesetas  hecho  por  Dofia  María  Alvares  al  meocr 
D.  Manuel  Dorda  y  Mesa  no  es  importante,  á  los  efectos  del  art  307  dal 
Código  civil,  para  en  su  virtud  nombrar  á  D.  Ángel  Bmna  y  Egea  tntor 
del  D.  Manuel;  y  segundo,  que  aun  eetimándoee  como  importante  el  le- 
gado, para  los  efectos  legales,  se  declarara  que  D.  Ángel  Bruna  ea*á  in- 
capacitado jurídicamente  para  ejercer  la  tutela  del  mencionado  menc^, 
y  en  virtud  de  tal  declaración  de  derecho  se  dejase  sin  efecto  el  nombra- 
miento de  tntor;  para  lo  que  expusieron  los  hechos  ya  relaeionados,  y 
exceder  de  360.000  pesetas  el  caudal  de  D.  Manuel  Dorda,  compuesto  pcff 
diferentes  bienes;  é  invocaron  como  fandamentos  de  derecho  los  artícu- 
los 810,  307,  168  y  173  del  Código  civil  y  la  ley  4.%  tít.  16  de  la  Parti- 
da 8.»: 

Resaltando  que  los  demandados  D.  Ramón  Tebra  Salmerón,  D.  Barto- 
lomé Martínez  Pardo,  D.  Joaquín  Ruiz  Barceló,  D.  Pedro  Martínez  Pardo 
y  D.  Francisco  Marín  Escauriaza  contestaron  pidiendo  se  declarase  ea 
primer  término  que  los  demandantes  carecían  de  acción  contra  dicboe  de- 
mandados y  qne  la  demanda  interpuesta  debió  dirigirse  contra  el  tntor 
electo,  con  quien  debía  snstanciarse  el  juicio,  absteniéndose  de  reeolTW 
sobre  el  fondo  de  aquélla  de  la  cual  se  lee  absolviera,  ó  en  otro  oaeo  is 
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decUraae  no  haber  logar  i  lo  solioitado  por  los  actores  con  igaal  abeo- 
Iucíód;  y  al  efecto  conaigoaron,  entre  otras  alegaciones,  haber  practica- 
do Tartas  gestiones  para  evitar  se  prolongase  indeñnidamento  la  consti- 
tación  de  la  totola  del  menor  con  dafto  de  sn  persona  y  bienes,  qne  era 
al  propóeito  del  presidente  del  consejo  de  familia;  citando,  á  más  de  los 
ya  enonciados,  los  artícolos  8(^,  289,  240,  241,  248,  287,  288  j  1976  del 
Ckkligo  civil: 

Beeoltando  qne  practicadas  proeba  testifical,  de  absoloción  de  pool- 
clones  y  de  docomeutos,  y  dados  á  los  aotos  los  restantes  trámites  lega- 
les de  dos  InstaDclas,  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Aodiencla  de  Albacete,  en 
S2  de  Octobre  de  1900,  dicto  sentencia  confirmatoria  xie  la  apelada  por 
los  demandantes,  absolviendo  de  la  demanda  A  D.  Bamón  Yebra  Salme- 
rón y  los  demás  demandados: 

Beeoltando  qoe  D.  Joan  Dorda  y  Bofaroll,  D.  Antonio  Lara  y  Pino 
y  D.  Francisco  Sanchos  de  las  Matas  y  Dorda,  en  concepto  de  presidente 
y  vocales  respectivamente  del  consejo  de  familia  del  menor  D.  Mannel 
borda  y  Mesa,  han  .interpoesto  recorso  de  casación,  con  depósito  de 
1.000  pesetas,  como  comprendido  en  los  números  1.^  y  7.^  del  art.  1692 
de  la  ley  de  Énjaicimiento  civil,  por  los  sigoientes  motivos: 

Primero.  Haber  infringido  la  sentencia  recorrida,  por  indebida  apli- 
cación é  interpretación  errónea,  el  art.  207  del  Código  civil:  en  el  primer 
concepto  porqoe  la  facoltod  en  el  mismo  concedida  A  los  parientes  ó  ez- 
trafios  del  menor  de  designar  totor  está  condicionada  y  reducida  al  caso 
de  qoe  el  legado  ó  herencia  seaft  de  importancia,  y  no  paede,  por  lo 
tanto,  ser  indiferente  el  apreciar  ó  no  como  impórtente  el  legado  á  favor 
del  menor,  poee  de  tal  apreciación  y  concepto  depende  la  valides  y  efi- 
cacia del  nombramiento  de  totor,  como  hecho  por  qoien  tendría  facol- 
tad  legal  para  hacerlo  en  el  caso  de  reputarse  importante  la  demanda,  y 
no  en  el  contrario;  y  en  el  segondo  concepto  por  no  ser  cierto  qne  sólo 
deba  ser  importante  la  manda  cuando  el  menor  tenga  ó  pueda  tener  to- 
tor legítimo,  de  coya  circunstoncia  naciera  dualismo  ó  antagonismo 
entre  dos  derechos,  sino  para  todos  los  casos,  haya  ó  no  personas  llama- 
das por  la  ley  al  ejercicio  del  cargo,  toda  ves  que  el  supuesto  equivocado 
de  la  sentencia  recorrida  de  que  existe  aquel  antegonismo  es  precisa- 
mente el  que  viene  resuelto  y  regó  lado  al  esteblecer  el  art.  209  del  Có- 
digo las  preferencias  y  sefiatar  el  210  qoe  eu  todo  caso  se  limiterA  ei 
totor  testementerio  á  la  Administración  de  los  bienes  del  legado  ó  he-^ 
rancia: 

Segando.  Brror  de  hecho,  resoltente  de  doco montos  aoténticos  — el 
testamento  de  Dofia  María  Alvares  y  la  acrediteda  coantía,  no  impog- 
nada  en  aotos,  de  la  fortuna  del  menor— cometido  por  la  Sala  sentencia- 
dora; por  cuanto  aprecia  ser  de  importencia  el  legado  de  6.000  pesetas 
qoe  hjzo  la  Dofia  María  á  so  nieto,  siendo  como  es  de  800.000  lá  fortuna 
del  mismo,  y  llevar  consigo  tel  apreciación  el  darle  por  totor  á  so  pa- 
drastro, O.  Ángel  Brona,  coyo  casamiento  en  segundas  nupcias  con  la 
madre  de  aquél  la  privó  de  la  patria  potestad;  error  que  á  la  ves  lo  es  do 
derecho,  por  violarse  los  principios  Jurídicos  aplicables;  y 

Tercero.  Haber  infringido  la  Sala  sentenciadora,  al  declarar  la  capa- 
cidad de  D.  Ángel  Bruna  para  tutor  de  D.  Mannel  Dorda,  prescindiendo 
de  qoe  es  el  segundo  marido  de  la  madre  de  dicho  menor,  la  doctrina  le- 
gal que  determina  el  art.  168  del  Códloro  civil,  pues  al  privar  á  la  madre 
de  la  patria  potestad  por  el  hecho  de  contraer  segundo  matrimonio  im- 
pide y  v^da  al  marido  toda  intervención  en  la  admiplstr ación  de  los  bie- 
nes de  los  hijos  del  primer  matrimonio;  y  no  es  licito  admitir  que  oon- 
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tr»  tel  probibtelóa  pueda  captclUrM  para  lo  nSnno  prohibido  á  D.  Aa- 
gol  BroDOy  bojo  prelezio  do  no  ootor  oomprondido  ol  coio  on  el  ort  S8T 
dol  propio  Código, 

Vloto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Yioeate  de  Piniés: 

Considerando  qne  la  cDesUón  planteada  en  el  segnndo  motivo  del  ro- 
cnrso,  como  error  de  becbo  atriboido  á  la  Sala  sentenciadora»  es  coestite 
qne  por  sa  Índole  no  se  acomoda  A  las  condiciones  de  los  recursos  de 
casación,  porque  no  desconociéndose  el  alcance  del  precepto  del  art  907 
del  Código -civil,  la  mera  estimación  de  si  nna  manda  reviste  ó  no  im- 
portancia es  por  sn  naturaleza  tan  relativa  y  subordinada  al  criterio  sub- 
jetivo del  jotgador,  que  tobre  ella  no  cabe  eetablecer  doctrina  alguna 
fija  á  la  que  deban  atenerse  los  Tiibonales,  que  ban  de  resolverla,  por 
lo  tanto,  discrecionaimente,  sin  otra  garantía  que  la  de  tu  resposfabili- 
dad  si  faltarf  n  abiertamente  en  algún  caso  A  las  reglas  del  bnen  senUde^ 
doctrina  que  sufrtancialmente  estA  conforme  con  la  de  la  sentencia  de  4 
de  Noviembre  de  1899; 

Considerando  que  tanto  por  esta  rasón,  como  por  la  que  en  definitiva 
fné  el  consejo  de  familia  del  menor  D.  Manuel  Dorda  y  Mesa  quien  hlss 
el  nombramiento  de  tutor  A  favor  de  D.  Argel  Bruna,  tampoco  son  de 
apreciar  las  infraccionea  alegsdas  en  el  motivo  primero,  ya  que  el  fun- 
damento de  la  sentencia,  combatido  en  el  mipmo,  en  nada  afecta  A  la 
raaóo  de  la  parle  dispositiva  del  fallo^^cual quiera  qne  sea  ei  valor  ó  in- 
eficacia de  tai  fundamento: 

Considerando,  respecto  de  la  cueatión  A  que  se  refiere  el  tercer  me- 
tivo  del  recoreo,  que  la  presiripción  del  art.  168  del  Código  no  autoriis 
A  extender  la  incapacidad  en  que  incurre  la  madre  que  contrse  segundas 
nupcias,  para  seguir  ejerciendo  la  patria  potestad  tobre  sus  bijos,  á  iv 
marido  para  poder  destmpefisr  el  csrgo  de  tutor  de  los  mismos,  porqoi 
aunque  hubiera  algunas  ratones  de  orden  moral,  tenidas  en  cuenta  por 
el  legislador  al  eatsbleier  la  pérdida  ái  la  patria  potestad  en  el  csso  ex- 
presado qne  también  pudieran  alegarse  en  defensa  de  la  tesis  sostenida 
por  el  recurrente,  es  innegable  que,  dada  la  fundsmental  diferencia  qiw 
eziate  entre  la  institución  de  la  patria  potestad  y  la  de  la  tutela,  y  ]a 
manera  diversa  cómo  una  y  otra  funcionan,  ni  esss  rssones  comunes  rs- 
vistsn  igual  importancia,  según  que  se  apliquen  A  una  d  otra  inatitacióa, 
ni  podrían  asentarse  sobre  la  misma  y  única  base  una  y  otra  inrapad- 
dad;  por  todo  lo  cual,  y  por  la  *potisima  considersción  de  que  entre  lai 
incapacidades  declaradas  en  el  art.  297  del  Código  no  se  encuentre  com- 
prendida la  que  por  extensión  pretende  el  recurrente  qne  se  eatableaca, 
tampoco  ee  de  estimar  este  tercer  motivo  del  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugsr  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Juan  Dorda  y  Bofaroll,  D.  Antonio 
de  Lara  y  Pino  y  D.  Francisco  SAnches  de  las  Matas  y  Dorda,  A  qoienea 
condenamoe  al  pago  de  las  costas  y  A  la  pérdida  del  depósito  constituido, 
al  que  se  dará  la  aplicación  que  dispone  la  ley;  y  con  la  oportuna  certi- 
ficación devuélvase  A  la  Audiencia  de  Albacete  el  apuntamiento  de  los 
autos. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  poblicairA  en  la  Gaceta  é  in- 
■ertarA  en  la  Colección  Legislativa,  pasAndose  al  efecto  las  copiaa 
neceearias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=José  de  A  Idéeos. 
=:Ricardo  Gnllón.=:Francisoo  Toda.=Joaquín  GoniAlea  de  la  Pellas 
Ricardo  Molina.= Vicente  de  Piniés.=TomAs  Gúdal. 

Publicación.  =  Leida  y  publicada  fué  la  anterior  ssntencia  por  al 
Exorno.  8r.  D.  Vicente  de  Piniés,  Magistrado  del  Xribonal  Sapremo,  ce- 
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l^bnndo  andienela  públiea  U  Sala  de  lo  cítü  «ü  el  día  de  hoy»  de  que 
eertiílco  eomo  Relator  SeereUiio  de  la  misma* 

Madrid  19  de  Juüo  de  1901.sUoenclado  Hilario  María  Gonsálec  7 


JNúm.  167.-6 RACIA  Y  JUSTICIA.-20  de  Jinle,  pab.  el  25  de  Julle. 

Resolución  de  la  Dirección  gbnfral  de  los  Registros,  conñr- 
niando  la  negativa  del  Registrador  de  la  propiedad  de  Alican- 
te, á  inscribir  una  escritura  de  hipoteca. 
Bd  sus  considerandos  se  establece: 

Que  el  art.  8.^  de  la  ley  Hipotecaria  preeeribe  que  ee  eoneiderará 
eomo  una  eola  ñnea,  para  el  efeeio  de  eu  ineeripeión  en  el  Registro, 
bajo  un  solo  número,  toda  linea  urbana  y  todo  edificio,  aunque  per- 
tenesea  en  porciones  señaladas,  habitaciones  ó  pisos^  á  distintos 
dsieños: 

Que  con  arreglo  á  este  precepto,  es  eoidenie  que  cada  finca  ur^^ 
baña  y  cada  ediñdo  debe  considerarse  como  una  sola  finca,  y  que, 
por  tanto,  tratándose  de  la  inscripción  de  dos  casas,  deben  conside- 
rarse como  dos  fincas  distintas,  aunque  se  hallen  eontruidas  sobre 
«ü  solar  inscrito  bajo  un  solo  número: 

Que  en  el  citado  caso  procede  suspender  la  inscripción  si  no  se 
describen  separadamente  la  dos  Jlneas^  ni  se  determina  la  cantidad 
ó  parte  de  gravamen  de  que  cada  una  deba  responder,  conforme  á  lo 
dispuesto  en  el  art.  119  de  la  ley  Hipotecaria,  y  12  y  22  de  la  las- 
irueción  sobre  la  manera  de  redactar  instrumentos púbUcos  sujetos 
á  Registro. 

limo.  Sr.:  En  el  reeareo  gnbematlYO  interpuesto  por  el  Notario  Don 
José  Bosafa  contra  la  negativa  del  Registrador  de  la  propiedad  de  Ali- 
cante á  inscribir  una  escritora  de  hipoteca,  pendiente  en  este  Centro  en 
Tlrtnd  de  apelación  de  dicho  Notario: 

Beeoltando  que  loe  cónyogee  Matilde  Matáis  García  j  José  Ginesea 
Gil,  por  escritura  otorgada  en  9  de  Mario  de  1900,  constituyeron  hipo- 
toca  voluntarla  á  ísvor  de  Dcfia  Doioree  Sáncbei  Sucb,  en  garantía  de 
un  préstamo  de  1.600  pesetas,  intereses  y  costas  sobre  dos  casas  conti- 
gaaa»  sin  número  de  policía,  que  edificaron  en  la  totalidad  de  un  terreno 
qne  se  baila  inscrito  en  el  Kegistro: 

Besultsndo  que  presentada  esta  escritura  en  el  Begistro  de  la  pro- 
piedad, fué  suspendida  su  inscripción  por  los  defectos  siguientes:  cpri- 
mero,  no  describirse  las  fincas  separadamente,  toda  vei  que  en  el  ins- 
trurneuto  se  dice  que  son  objeto  de  él  dos  casas;  segundo,  no  distri- 
bnlrse  ni  determinarse,  tratándose  de  un  solo  crédito,  la  cantidad  ó 
parte  de  gravamen  de  que  cada  finca  deba  responder,  tanto  por  prin- 
eipal  como  por  costas  y  gestos  en  su  caso,  infringiendo  con  ello  el  ar^ 
tieulo  119  de  la  ley  y  el  90  del  reglamento  hipotecario: 

Beenltando  que  el  Notarlo  autorisante  de  dicha  escritura,  D.  José 
Rusaf a,  interpuso  recureo  gubernativo  contra  la  nota  de  suspensión  del 
Begistrador,  solicitando  se  declare  que  aquel  documento  se  halla  exten- 
dido oon  laa  solemnidadee  y  prescripciones  legales,  porque  hallándose 
inecrito  el  solar  como  una  sola  finca,  lo  están  también  las  dos  casas  edi- 
fieadaa,  sin  neceeidad  de  que  se  haga  una  inscripción  especial  á  favor  de 
cada  una  da  ellas,  puesto  qne  lo  accesorio  sigue  á  lo  principal,  conforme 
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al  art.  8.^  de  U  ley  Hipotecarla  y  á  laa  BeeoloeloBea  d«  SI  de  Agoib 
y  10  de  Septiembre  de  1868,  y  iaa  iaseripotOBee  no  paeden  alterarte  li 
no  ee  por  volootad  ezpreea  de  lae  partee  ó  por  aeniencia  jadicial,  por 
enyo  motivo,  repatándoee  dichae  doe  oaeaa  oomo  una  eola  flaca,  do  pro- 
cede la  deecripeión  eeparada  ni  la  dietribueión  del  crédito  entre  eliai, 
para  lo  coal  seria  precito  inacribirlaa  eeparadamente,  y  no  et  obligateda 
dicha  inscripción: 

Betaltando  qne  oído  el  Begtttrador,  tottuTora  calificación,  é  in- 
formó: qae  et  inaplicable  la  jaritpradencia  qne  cita  el  Notario  rtcor 
rrente,  porque  eobre  ter  anterior  á  la  Xattmodón  de  9  de  NoTiembit 
de  1874,  qae  en  loe  párrafot  tercero  y  coarto  de  en  art.  12  ordena  á  loe 
Notarios  que  deocribaa  por  teparado  lae  disUntat  fiacat  qae  teaa  objete 
de  los  COD tratos,  dicha  Joritprndencia  te  refiere  á  la  Intcripción  de  on 
edifldOy  no  i  dot  caeat,  qoe  conttitnyen,  tegún  loe  priocipiue  de  la  ley 
Hipotecaria  y  Reeolocionet  de  S3  de  Febrero  de  1878,  10  de  Mayo  de  1878 
y  8  de  Ojtabre  de  1880,  dos  fiacat  dittintat,  qne  te  deben  loteribir  coa 
indepeodeocia  y  separación,  eegún  loe  arta.  8.*  y  S88  de  la  ley  Hipote- 
carla, y  822,  núm.  2.^,  del  reglamento  para  sn  ejecnción;  y  qoe  ca  ia- 
dlspeosabie  qae  te  determine  la  cantidad  ó  parte  de  gravamen  de  qoe 
oada  casa  deba  responder,  porque  asi  lo  exigen  el  art.  118  de  aquella  ley 
y  el  99  de  ta  reglamento  y  Us  Resolncionet  de  18  de  Abril  de  1878, 10 
de  Mayo  de  1878,  32  de  Septiembre  de  1882  y  20  de  Noviembre  de  1884; 
debiendo  haber  advertido  el  Notario  aotoriíante  á  loe  interesados,  y  á 
loe  efectos  prevenidoe  en  el  art.  22  de  la  laetrucción,  qne  no  podían  rs- 
pntaree  como  una  eola  finca  las  doe  catat  ediflcadat  en  el  tolar  interito; 
y  q'ie,  en  tu  contecueacia,  debían  practicar  la  dietribueión  del  capital 
y  réditos  entre  ellas,  tegún  lo  preceptuado  en  el  art.  8.®  do  diekia  Int- 
truccióo: 

Resaltando  que  el  Jues  Delegado  declaró  que  la  eocritnra  no  oe  halla 
exteudida  con  arreglo  á  las  foroialldades  y  preecripcionee  legalee,  y  que, 
por  constgoiente,  no  es  inscribible,  fundándote  en  qne  tiendo  dot  casas 
lat  hlpotecadat,  ha  debido  expretarte  la  parte  de  la  obligación  con  qos 
respectivamente  te  gravaaen: 

Resultando  que  el  Pretidente  de  la  Audiencia,  en  Tirtud  de  apeladóB 
del  Notario  recurrente,  el  cual  reprodujo  aut  anterioree  raaonamientet, 
confirmó  la  reeoloción  del  Jues  Delegado  por  tnt  propiot  fundamentos, 
y  porque  además  de  la  falta  estimada  por  el  Juagado,  existe  la  alegada 
en  primer  término  por  el  Registrador  de  no  describirse  las  fincaa  sepa- 
radamente, no  obttante  que  en  el  documento  ee  dice  qne  ton  doa  catat 
lat  hipotecadat. 

Vistos  los  arts.  B.^  y  119  de  la  ley  Hipotecaria;  87  y  99  del  regla- 
mento general  para  tu  ejecución,  y  12  y  22  de  la  Instrucción  tobie  la 
manera  de  redactar  instrumentos  públicos  sujetoa  á  Registro: 

Considerando  que  el  art.  8.^  de  la  ley  Hipotecaria  preeeribe  qne  se 
considerará  como  una  sola  finca  para  el  efecto  de  sn  inscripción  en  el 
Registro,  bajo  un  tolo  número,  toda  finca  urbana  y  todo  edificio,  aun- 
que pertenesca  en  porcionet  tefialadas,  habitacionet  ó  pitot,  á  dittintot 
duefios: 

Oonsiderando  que,  con  arreglo  á  eete  precepto,  es  evidente  qne  cada 
finca  urbana  y  cada  edificio  debe  consideraree  como  una  eola  finca,  y 
que,  por  tanto,  las  dos  casas  hipotecadas  deben  considerarte  como  dot 
fincas  distintas,  aunque  se  hallen  constroidat  tobre  nn  tolar  intcrito 
bajo  a  a  solo  número: 

Considerando  qne,  bajo  este  supuesto,  la  escritura  de  hipoteca  de  di- 
chas dos  casas,  que  ha  motivado  el  presente  reenreo,  no  te  halla  t 
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^Mm  con  arreglo  á  las  formalidades  j  prescripciones  legales»  toda  vea 
que  no  se  describen  separadamente  estas  dos  fiocas,  ni  se  determina  la 
cantidad  ó  parte  de  gravamen  de  que  cada  una  debe  responder,  conforme 
ü  lo  dispoesto  en  el  art.  119  de  aqnelia  ley,  y  12  y  22  de  la  Instrucción 
flN>bre  la  manera  de  redactar  instrumentos  públicos  sujetos  á  Registro; 
Bsta  Dirección  general  ba  acordado  confirmar  la  providencia  ape- 


Lo  que,  con  devolución  del  expediente  original,  comunico  i  V.  I.  i 
los  efectos  consiguientes.  Dios  guarde  á  V,  L  muchos  afios.  Madrid  20 
de  Junio  de  ]901.=E1  Director  general,  Bamón  Cepeda.=:Sr.  Presidente 
de  la  Audiencia  de  Valencia* 


X7üm.l68.-TRIBUNAL8UPREM0.-2I  de  Junio,  pub.  si  31  ds  Agoste. 

CxtACióN  POR  INFRACCIÓN  DB  LZY.^Eatrega  de  la  miiad  re^ervahle 
de  un  oMctt/o.^Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso 
interpuesto  por  Doña  Eulalia  Díaz  contra  la  pronunciada  por 
la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito 
con  D.  Javier  Alonso. 
En  aus  coNsioERANDoa  ae  establece: 

Que  no  es  de  estimar  la  infraedón  de  la  ley  ÍÍ4,  tit,  f8.  Partí- 
da  3.\  y  de  loe  arte.  35  de  la  del  Registro  düil,  y  53,  54,  Í2¡6  y  1218^ 
del  Código,  cuando,  en  pleito  eobre  eueesión  vincular,  no  desconoce 
la  Sala  sentenciadora  ^ue  losados  relativos  al  estado  civil  de  Uls 
personas^  con  anterioridad  ai  establecimiento  del  Registro  civil,  s& 
justiñcan  por  medio  de  las  correspondientes  partidas  sacramentales, 
ó  en  su  defecto,  por  otras  pruebas,  ni  que  las  partidas  de  bautismo 
y  dejunción  no  impugnadas,  son  documentos  públicos  eficaces  para 
demostrar  los  hechos  concretos  á  que  se  refieren,  sino  que,  de  con- 
formidad con  la  jurisprudencia  sentada  en  esta  materia,  eonsignfl 
acertadamente  que  la  nliaeión  legitima  de  los  interesados  debe  pro- 
barse con  las  partidas  de  matrimonio  de  los  padres  y  aseendientee 
respectiros: 

Que  los  errores  de  hecho  que  para  la  casación  se  atribuye  á  la 
sentencia  recurrida  han  de  justiñcarse  con  documento  ó  acto  autén- 
tico, demostrativo  de  la  equivocación  evidente  del  juzgador: 

Que  la  sentencia  absolutoria  de  la  demanda  es  congruente  con 
ésta,  y  resuelve  todas  las  cuestiones  del  pleito. 

En  la  villa  j  corte  de  Madrid,  i  21  de  Junio  de  1901,  en  el  juicio  de- 
clarativo de  mayor  cuantía  seguido  en  el  Joigado  de  primera  instancia 
de  Getafi»  y  en  la  8ala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  este  terri-^ 
torio,  por  bofia  Eulalia  Días  y  Camacho,  dedicada  á  sus  labores,  vecina 
de  Ohlnchón,  con  D.  Javier  Alonso  y  Lópeí  de  Lerena,  propietario,  ve- 
cino de  Vslderaoro,  como  padre  del  menor  de  edad  D.  Julio  Alonso  y 
Fernandas  de  Linares,  y  con  la  reprerantación  del  Estado,  sobre  entrega 
de  cuantos  bienes,  derechos  y  acciones  constituían  la  mitad  reservable 
de  los  que  formaban  el  vínculo  ó  patronato  real  de  legos  fondado  por 
D.  Antonio  Oorrea,  con  sus  frutos  y  rentas;  pleito  pendiente  ante  Nos, 
en  recurfio  de  casación  por  infracción  de  ley  qne  ha  interpuesto  la  de- 
mandante, defendida  por  el  Licenciado  D.  Carlos  Días  Valero  y  repre- 
sentada por  el  Procurador  D.  Luis  Montiel;  estándolo  el  demandado  y 
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recanrido  por  él  Lleonoiado  D.  Jotqvía  L6p«s  Pnigoerrer  y  él  Proomidor 
D.  Jailán  MnSos: 

BesalUiido  qve  D.  Aotoaio  Oonea,  por  ooorlton  ototgid*  «I  SI  da 
Agosto  de  16iS  eo  U  ciadad  de  los  BmyeB^  del  Perú,  fandó  noa  memoria 
4  patronato  real  de  legos  ea  los  pveblos  de  Valdemoro  j  de  Paria,  del 
partido  de  (Metale,  oob  loa  ftaes  de  dotar  donoellas,  dsr  limosnas  á  loe 
pobres  y  estadlantes  de  so  linaje  y  otroe  Tartos;  dispuso  f  ñera  palrowi, 
para  administrar  los  bienes  de  la  fnadaolon,  el  pariente  snyo  más  eer- 
cano,  yecíQO  y  con  reeidenda  en  Valdemoro,  por  el  orden  de  Itamamlen- 
toe  qae  ezpreeó,  de  pora  masenlinidad,  son  declaraelón  termloanls  de 
quedar  excioídas  las  hembras  y  los  hijos  de  ellas  qne  no  hnbiefeii  na- 
cido ai  ocurrir  la  yacente  del  patronato,  debiendo  s^goir  en  lo  demás  el 
orden  de  suceder  en  los  mayoraigos  regalares  de  Espafta;  y  en  la  elán- 
enia  7.*  eligió  y  nombró  primer  patrono  á  Diego  Correa,  en  sobrino,  y 
para  después  de  éste  i  Juan  Aguado  Oorrea  y  Andrés  Aguado  Gorrea: 

Resultando  que  seguido  pleito  en  el  Juagado  de  primera  instancia  da 
Getafe  por  D.  Vicente  Linares  con  Dófia  Nioolasa  Ranches  MalJonado, 
Bofia  Joaquina,  Dofia  Manuela,  D.  Mateo,  D.  Santiago  y  Dofia  Ménica 
8ánches  Maldonado,  D.  Ángel  García  Sáuchea,  el  Gobernador  eiyil  de 
esta  provincia  y  los  Alcaides  de  las  Tillas  de  Parla  y  de  Valdemoro, 
sobre  mejor  derecho  á  los  bienes  que  constituían  el  mayorasgo  ó  patro- 
nato real  de  legos  fundado  por  D.  Antonio  Oorrea  en  la  escritora  bmb- 
clonada,  terminaron  por  sentencia  ejecutoria  de  SO  de  Junio  de  IS'^O,  qse 
declaró  correspondían  en  propiedad  al  D.  Vicente  Linares  Correa  los 
bienes,  derechos  y  acciones  dei  expresado  mayorasgo,  adJudicándoMlos 
como  libres,  con  la  obligación  de  reservar  la  mitad  para  su  Inmediato 
sucesor: 

Resultando  que  en  33  de  Marao  de  1881  falleció  el  D.  Vicente,  y  por 
otra  sentencia  que  dictó  el  propio  Juagado  de  Gatafe  en  37  de  Enero  di 
1885  se  declaró  á  D.  Pedro  Dias  ds  la  Fuente  y  Pernindes  de  Linares  con 
derecho  i  la  mitad  reservable  de  los  bienes  qne  constituían  el  patronato 
real  de  legos  fundado  por  D.  Antonio  Ck>rrea.,  y  se  condenó  á  O.  Javier 
Alonso  y  Lopes  de  Linares—así  dice  en  el  apuntamiento,  pero  pareos 
debe  decir  Lerena— como  representante  legal  de  su  hijo  menor  de  edad 
D.  Julio,  á  que  entregase  al  D.  Pedro  Días  la  mitad  reservable  de  tatas 
bienes  y  le  abonase  los  frutos  producidos  por  los  mismos;  senti^nola  que 
la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte,  en  1.^  de  Jaalo 
del  citado  afio  85,  dejó  ein  efecto,  sin  entrar  en  el  fondo  de  lacnestióa, 
reservando  su  derecho  i  las  partes  y  á  todos  los  que  creyesen  tenerlo 
para  qne  lo  ejercitasen  en  la  forma  determinada  en  el  tít.  11,  libro  3.* 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

Resultando  que  Dofia  Eulalia  Días  y  Oamacho,  habilitada  en  forma 
para  comparecer  en  Juicio  por  la  ausencia  en  ignorado  paradero  de  su 
marido  D.  Felipe  Laida,  con  fecha  37  de  Octubre  de  1897  formuló  de- 
manda ante  el  predicho  Juzgado  de  primer*  Instancia  de  Getafe  contra 
D.  Javier  Alonso  y  López  de  Lerena,  en  representación  de  su  hijo  me- 
nor de  edad  D.  Julio  Alonso  y  Fernández  de  Linares,  con  la  suplicado 
qtte  se  le  condenase  á  entregar  á  la  demandante  cuantos  bienes,  dere> 
chos  y  acciones  constituían  la  mitad  reservable  de  loe  que  correspondían 
á  la  fundación  de  D.  Antonio  Gorrea,  con  ios  frutos  y  rentas  de  la 
misma  mitad,  declarando  que  á  la  Dofia  Eulalia  pertenecen  por  volan- 
tad  del  testador  y  por  lai«  vigentes  disposiciones  legales,  para  lo  qne  ex- 
puso, además  de  los  hechos  ya  relacionados:  haber  pasado  el  derecho  ai 
patronato  de  la  fundación  expresada,  á  falta  de  descendientes  de  Jnas  y 
Andrés  Aguado  Gorrea,  á  los  de  Marta  Oorrea,  igualmente  sobrina  del 
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fundador,  ó  0e«  el  troneo  de  donde  amncftba  el  del  último  poteedor  Don 
Vicente  Fernándei  de  Linares  y  el  de  D.  Pedro  Días,  padre  de  la  Dofia 
Enlalia;  ser  tal  linea  la  llamada  al  disfrate  de  los  bienes,  apareciendo 
de  antos  anteriores  haber  sido  también  la  poneedora  de  ios  mismos  hasta 
•1  fallecimiento  de  D.  Vicente  Femándes  de  Linares,  á  qoien  por  no  te- 
ner descendiente  alvnno  legítimo  al  promnIgarM  las  leyes  des vincn lado- 
rM,  sucedió  en  la  mitad  reserrable  so  sobrino  D.  Pedro  Días  de  la  Foento 
7  Femándes  de  Linares  Correa,  como  descendiente  legitimo  de  Marta 
Correa,  bisnieto  de  Dorotea  Correa,  mojer  de  Francisco  Femándes  de 
lilnares,  aboelos  del  último  poseedor  el  D.  Vicente,  bisaboelos  dal  Don 
Pedro  Días  y  tatarabaelos  de  la  demandante  Di  fia  Enlalia,  siendo  por 
tanto  el  repetido  D.  Pedro  descendiente  legitimo  del  fundador  en  décimo 
grado  de  consaDgnÍi|idad;  y  haber  fallecido  el  D.  Vicente  en  22  de  Marso 
de  1881  dejando  nna  hija  soltera,  de  diez  y  nueve  afios  de  edad,  por  lo 
que,  con  arreglo  á  lo  que  dispuso  el  fundador,  recayó  el  derecho  en  el 
pariente  más  próximo,  que  era  D.  Pedro  Días,  quien  lo  adquirió  ¿p$o 
jacto,  no  sólo  por  tal  concepto,  sino  en  virtnd  del  que  le  dieron  las  le- 
yes desvincu laderas  á  su  promulgación,  derecho  que  transmitió  á  su 
hija  legítima  que  le  heredó,  por  haber  fallecido  el  18  de  Julio  de  1^91  en 
Tirtud  del  testamento  que  otorgó  en  Chinchón  el  9  de  Marso  de  1882,  é 
invocó  la  ley  de  11  de  Octubre  de  1820  en  sus  artículos  1.^  y  2.^,  haciendo 
oiraF  citas: 

Resultando  que  con  la  expresada  demanda  presentó  la  parte  actora 
nn  árbol  genealógico  y  varios  documentos,  entre  ellt  s  los  siguientes: 
certificación  de  la  inscripción  del  fallecimiento  de  D.  Vicente  Fernándes 
de  Linares  y  Cabello,  ocurrido  el  22  de  Marso  de  1881;  la  partida  de  de- 
función de  Dorotea  Correa,  viuda  de  D.  Francisco  Linares,  en  19  deSep^ 
tiembre  de  1810;  la  de  bautismo  de  Josefa  Feliciana,  hija  de  Francisco 
Linares  y  Dorotea  Correa,  que  nació  en  21  de  Febrero  de  1762;  una  cer- 
tificación expedida  por  el  Cura  ecónomo  de  Chinchón,  relativa  á  que  en 
nn  libro  do  declaraciones  testimoniadas,  formado  con  motivo  del  incen- 
dio de  aquel  archivo,  constaba  que  Pedro  Días  casó  con  Feliciana  Lina- 
res, de  cuyo  matrimonio  habían  procedido  Manuel  Días,  que  nació  el  26 
de  Diciembre  de  178^;  Gertrudis  que  nació  el  17  de  Octubre  de  1794,  y 
María  Zeoona,  nacida  en  12  de  Abril  de  1806;  la  partida  de  fallecimiento 
de  Dofia  Felicia  Linares,  viuda  de  Pedro  Díaz,  en  24  de  Junio  de  184S; 
la  de  defunción  de  Manuel  Días  Linares,  ocurrida  en  28  de  Noviembre 
de  1^62;  la  de  bantismo  de  Pedro  Donato  Días  Fuente,  nacido  el  12  de 
Diciembre  de  1818;  la  inscripción  del  fallecimiento  de  Pedro  Días  de  la 
Fuente,  el  18  de  Julio  de  1891;  y  la  partida  de  bautismo  de  Eulalia  Días 
Camacho,  que  nació  el  8  de  Febrero  de  1846,  hija  de  Pedro  Días  y  de 
Manuela  Camacho: 

Resultando  que  admitida  la  demanda,  emplasados  con  ella  la  repre- 
sentación del  Estado  y  D.  Javier  Alonso  López  de  Lerena,  en  el  concepto 
ya  indicado,  y  publicados  los  edictos  correspondientes,  dicho  D.  Javier 
Alonso  se  allanó  á  aquélla  en  escrito  de  16  de  Enero  de  1899,  excepto  en 
el  extremo  relativo  á  la  entrega  de  los  frutos  y  rentas  que  hubiesen  pro- 
ducido los  bienes  constitutivos  de  la  mitad  re«ervable  del  vínculo  ó  pa- 
tronato real  de  legos  de  su  referencia,  pues  el  D.  Javier  había  estado 
desde  fecha  remota  en  su  quieta  y  pflcífi**a  posesión,  con  buena  fe,  é  in- 
Tocó  lo  dispuesto  en  los  artículos  488,  434  y  461  del  Código  civil;  y  el 
abobado  del  Estado  exposo  carecer  Dofia  Enlalia  Días,  por  el  hecho  de 
ser  hembra,  de  derecho  alguno  á  la  enunciada  mitad  reservable,  máxime 
cuando  aun  no  había  sido  reconocido  el  de  su  padre,  mediante  haberse 
dejado  sin  efecto  por  la  sentencia  de  la  Audiencia  de  esta  corte  de  1.^  de 
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Joqío  de  1886,  fondada  en  no  haberse  eei^ldo  loe  antoe  ea  que  leeayd» 
ooa  arreglo  al  lítalo  11  del  libro  2«^  de  la  ley  de  Bojalolanileato  el  vil,  la 
que  pronanció  el  Joagado  de  QeUfe  en  S7  de  Enero  del  mlaoio  alio,  y 
ademáe  por  no  sncederee  en  loo  Tinenloe  i  tltolo  hereditario,  sino  por  el  j 

de  sangre,  y  estar  ezelnidas  las  hembras  en  la  eecritnra  de  fondacián  | 

del  de  qae  se  trataba:  < 

Besaitando  qae,  en  sa  eonsecnenda,  se  hiio  sabsr  á  las  partes  usa-  | 

ran  de  sa  derecho  en  la  TÍa  ordinaria,  y  la  Dolía  Enlalla  Días  reprodojo  | 

sn  demanda  en  nnevo  escrito  de  1.^  de  Mayo  de  1899,  en  el  que  aíiadl6á 
sns  anteriores  citas  las  de  las  sentencias  de  eete  Tribonal  Sopremo  de 
S9  de  Ootobre  de  1859,  21  de  igaal  mes  del  62, 10  de  Febrero  d<fl  66  y  14 
de  JodIo  y  6  de  Jalio  del  76;  y  D.  Javier  Alonso  y  Lópea  de  Lerena  aJegó 
qoe  admitía  todoe  los  hechos  de  la  demanda  á  qoe  contestaba,  si  el  Jos- 
gado,  en  sa  día,  reconocía  el  derecho  de  Dolía  Bftlalia,  pero  no  podía 
conformarse  con  la  pretensión  referente  al  abono  de  fratoe,  y  qne  es 
allanaba  á  dicha  demanda,  no  por  reconooer  el  derecho  qne  podleee  asis- 
tir á  la  Dofta  Balalia,  sino  por  considerar  qae  no  valían  los  bienes  ob- 
jeto de  ella  la  pena  de  qne  se  sostnyieee  on  pleito  ralnoso;  reprodojo  la 
cita  de  artícalos  del  Código  civil  qne  tenía  hecha  y  terminó  con  la  sá- 
pllca  de  qae  se  le  toviera  por  allanado  á  la  repetidamente  eno ociada  de- 
manda, excepto  ea  el  extremo  relativo  á  la  entrega  de  fmtos  y  rentas: 

Resaltando  qoe  cooferldo  también  traslado  á  la  repreeentación  dsl 
Estado,  devolvió  loe  aotos  coo  la  nota  de  cYistos»;  la  demandante  le- 
pilcó  en  el  sentido  de  sos  anteriores  alegaciones  y  solicitodes,  adicio- 
nando lo  dispoesto  en  las  leyes  8.\  tít  22  de  la  PartMa  Z.\  y  10, 12  y 
14,  tít.  29  de  la  misma  Partida,  y  lo  declarado  por  eete  Tribonal  Sopremo 
eo  sentencias  de  10  de  Mayo  de  1878, 16  de  Octobre  del  86, 22  de  Diciem- 
bre del  86  y  14  de  Eoero  del  87;  ó  igualmente  sostnvo  D.  Javier  Alonso, 
al  doplicuir,  lo  ezpoesto  y  pretendido  por  so  parte,  ezpreeaodo  qoe  so 
allanamiento  á  la  demanda  en  cnanto  i  la  entrega  de  los  bienes  haUa 
aldo  sólo  para  el  caso  de  qae  se  reconociera  el  derecho  qoe  la  deman- 
dante dei*ía  asistirla,  y  hasta  entonces  era  poeeedor  de  boeoa  le,  coal  lo 
demostraba  )a  revocación  por  la  Andiencla  del  fallo  del  Jossado  de  26 
de  Enero  del  85;  y  á  so  ves  adicionó  la  citado  los  artícolos  436  y  4S6del 
Góllico  civil;  de  las  leyes  38  y  39,  tít  28,  y  12,  tíL  29  de  U  Partida  3.*; 
y  9.*,  tít.  88,  Partida  7.*,  y  de  las  sentencias  de  este  Tribonal  Sopremo 
de  29  de  Abril,  20  de  Mayo  y  16  de  Octubre  de  1886, 14  de  Enero  del  87, 
16  de  Octobre  del  88  y  10  también  de  Octobre  del  89: 

Resaltando  qoe  en  el  trámite  de  proeba  absolvió  posiciones  D.  Ja- 
Tier  Alonso,  maoifestaodo,  entre  otros  partlcolares,  qoe  al  allanarse  á  la 
demanda  confesaba  no  pertenecer  i  so  bijo  loe  bienes  litigados,  pero  i 

creía  no  pertenecían  tampoco  á  Dofia  Eulalia,  por  excluirse  i  las  hem- 
bras en  la  encritura  de  fundación,  ni  creía  hubiera  tenido  derecho  á  ellos 
D.  Pedro  Díaz  de  la  Fuente,  por  lo  cual  los  retenía  y  había  sostenido  el 
pleito  sin  ser  litigante  de  mala  íe;  y  también  absolvió  posiciones  la  ao- 
tora  Dofta  Ralalia,  que  dijo  haber  sobrevivido  á  sus  padres  los  herma- 
nos de  aquélla,  Dofia  Flora  y  D.  Ubaldo,  y  eu  otro  hermano  D.  Esteban 
murió  coa  anterioridad,  habiendo  fallecido  al  incoarse  el  pleito;  haberse 
real iz  ido  las  operaciones  de  testamentaría  de  dichos  padres  de  U  decla- 
rante, en  las  qne  se  adjudicaron  los  bienes  i  Dofia  Flora  para  pago  de 
deudas,  sin  incluirse  en  tales  operaciones  el  derecho  á  la  mitad  reser- 
vable  del  vínculo  de  que  se  trataba,  y  que  como  los  hermanos  de  ladi- 
cente  no  quisieron  reclamar  el  que  tuvieran  á  los  indicados  bienes,  la 
dejaron  ea  libertad  de  entablar,  como  entabló,  el  plesente  pleito: 

Resaltando  qne  en  su  oportooidad  pronnnoló  el  Joagado  de  Getaíe 
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«entoiida,  declarando  que  D.  Pedro  Días  de  la  Fuente  fué  el  inmediato 
«ooeeordeD.  Vicente  Fernándes  de  Lioares,  ¿p«o/ac/o,  de  ocurrir  el 
fallecimiento  de  éste,  en  la  mitad  reservable  de  ios  bienes,  dereclios  y 
moelones  que  constituían  el  yíncuio  fundado  en  Valdemoro  por  D*  Anto- 
nio Correa,  con  dereclio  á  disponer  libremente  de  ellos,  y  en  su  conse- 
onencia  que  á  dicho  D.  Pedro  deben  heredar  Dofia  Flora,  Dofia  Eulalia, 
I>.  Ubaldo  y  D.  Esteban  Días  Oamacho, '  bien  por  testamento  ó  abintes- 
'tato,  y  condenando  á  D.  Javier  Alonso  y  López  de  I^erena,  en  represen- 
tación de  su  menor  hijo  D.  Julio,  á  la  entrega  de  dicha  mitad  reserra- 
ble  y  loe  frutos  y  rentas  producidos  ó  debidos  producir,  con  las  costas 
del  pleito;  de  cuya  sentencia  apeló  D.  Javier  Alonso,  siendo  revocada 
por  la  que  dictó  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte 
en  6  de  Noviembre  del  afio  próximo  pasado,  que  absuelve  de  la  demanda 
al  D/ Javier  Alonso  en  el  concepto  con  que  litiga,  sin  hacer  especial  im- 
poaición  de  costas: 

Resultando  que  Dofia  Eulalia  Días  y  Oamacho  ha  interpuesto  re- 
enrao  de  casación,  citando  en  su  apoyo  los  números  1.^,  2.^  y  7.^  del  ar- 
ticulo 1693  de  la  ley  de  Enjúiciamieuto  civil,  por  las  siguientes  inírac- 
eiones: 

Primera.  Del  art.  86  de  la  ley  del  Registro  civil,  según  el  cual  los 
naeimientos,  matrimonios  y  demás  actos  concernientes  al  estado  civil 
de  las  penonas  que  hubieren  tenido  logar  antes  del  día 'en  que  empezó 
4  regir  la  misma,  se  acreditarán  por  los  medios  establecidos  en  la  legis- 
lación vigente  hasta  la  fecha  indicada,  ó  sea  por  las  partidas  del  Regis- 
tro eclesiástico,  las  cuales,  como  las  certificaciones  del  Registro  civil, 
0O&  consideradas,  para  todos  los  efectos,  como  documentos  públicos, 
qoe'hacen  prueba,  aun  contra  tercero,  del  hecho  que  motiva  su  otorga- 
miento, y  de  la  fecha  del  mismo,  según  disponen  los  arts.  1216  y  1218 
del  Código  civil,  también  infringidos,  y  el  696,  núm.  6.®,  de  la  ley  de 
Bnjutctamieñto;  puesto  que  según  la  sentencia  recurrida  las  partidas 
presentadas  con  la  demanda  no  prueban  más  que  el  nacimiento  ó  la  de- 
función de  las  personas  á  quienes  se  refieren;  siendo  así  que  alcanzan 
á  justificar  el  parentesco,  como  documentos  públicos  que  acreditan  el 
entronque  de  la  actora  con  el  causante  de  su  derecho  á  obtener  la  mitad 
reservable  de  loe  bienes  de  la  fundación,  sin  haber  sido  impugnada  su 
antentioidad  á  tenor  de  la  regla  1.^  del  art.  697,  según  sería  preciso  se 
hubiese  hecho  en  el  pleito,  conforme  á  lo  establecido  en  el  611  de  la 
miama  ley  de  Enjuiciamiento,  para  que  no  pudieran  probar  todo  lo  que 
contienen,  no  sólo  el  acto  del  nacimiento  ó  de  la  defunción  que  expre- 
san, sino  las  declaraciones  de  otros  hechos  anteriores,  y  por  tanto  al 
desconocerse  su  autenticidad  y  valides  se  ha  infringido  igualmente  la  ley 
114,  tít.  18  de  la  Partida  8.%  y  además  la  Sala  sentenciadora  ha  incu- 
rrido, al  apreciar  la  prueba,  en  error  de  derecho  y  de  hecho,  resultante 
de  documentos  auténticos,  á  saber:  la  certificación  expedida  por  el  Gura 
eoónomo  de  Ohinchón,  en  la  cual  se  hace  constar  que  en  el  libro  de  de- 
claraciones testimoniales,  formado  con  motivo  del  incendio  del  archivo, 
se  encontraba  el  documento  justificativo  de  que  D.  Pedro  Días  casó  con 
Feliciana  Linares,  de  cuyo  matrimonio  habían  procedido  Manuel,  Grer- 
trudis  y  María  Díaz,  acreditando  también  ja  legitimidad  de  los  mismos 
el  testimonio  de  la  sentencia  dictada  en  80  de  Junio  de  1866  en  los  au- 
tos seguidos  por  D.  Vicente  Fernández  de  Linares  con  Nicolasa  Sánchez 
y  otros,  sobre  mejor  derecho  á  los  bienes  que  constituían  el  patronato 
motivo  del  pleito  actual,  por  la  que  se  declaró  correspondían  al  D.  Vi- 
cente en  propiedad  tales  bienes,  con  la  obligación  de  reservar  la  mitad  á 
su  inmediato  sucesor,  testimonio  que  justifica  todala  documentación ne- 
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Cetaria  para  acreditar  el  entronque  del  D.  Vloente  eon  el  fundador»  alen- 
do ocioeo  repetirla,  y  máa  por  no  haber  aido  rechasada  en  el  cano  da 
eate  pleito,  j  el  teetimonio  de  la  aentencia  dictada  por  el  Juagado  de 
Getafe  en  27  de  Enero  de  1886,  que  declaró  á  D.  Pedro  Diaa  eon  deracbo 
á  la  mitad  reeervable  de  dicboe  bienee,  habiendo  aido  preciao  paia  eiln 
tener  en  cnenta  toda  la  docnmentación  que  jnatiftca  el  parenteaoo  leg^ 
timo  del  padre  de  la  recarrente  el  mismo  D.  Pedro  Diaa  de  la  Foemte 
con  el  último  poeeedor,  á  cajo  fin  fué  presentada  tal  aentenda,  j  por  lo 
qne  en  bija  Dofia  Eulalia  no  neceeitaba  acreditar  máa  que  aer  tal  hija 
Intima  y  el  fallecimiento  de  en  causante,  cuyoa  diJeomentoa  no  im- 
pugnados en  estos  autos  son  auténticos,  porque  aegún  la  aenten^  de 
eate  Tribunal  Supremo  de  4  de  Diciembre  de  1888,  el  apuntamiento  ¡o 
ea  y  también  Jas  partidas  sacramentalee  aceptadas  por  la  parte  á  quien 
perjudican,  doctrina  legal  igualmente  infringida  por  la  Sala  acntan- 
ciadora: 

Segunda.  De  la  ley  16.^,  tít  82,  Partida  Z,\  y  de  las  sentanciaB  de 
este  Tribunal  Supremo  de  5  y  18  de  Junio  de  1860,  26  de  Mayo  del  66, 
17  de  Mano  del  79  y  27  de  Abril  del  88,  aegún  Ua  cuales,  debe  ezSatír 
conformidad  entre  la  sentencia  y  la  demanda;  al  estimarse  por  la  reco- 
rrida que  la  dictada  por  el  Juei  de  Getafe  en  27  de  Enero  de  .1886  fué  de- 
jada sin  efecto  por  la  Audiencia,  y  que  por  tanto  no  puede  aceptarse 
eomo  origen  de  derecho  alguno,  cuando  la  demandante  la  había  presen- 
tado como  documento  auténtico  para  justificar  el  entronque,  no  disen- 
tido, de  D.  Pedro  Díaz  de  la  Fuente  con  D.  Vicente  Femándea  de  Uña- 
res; al  estimar  también  que  nada  aignilica  el  allanamiento  puro  6  eon- 
•  dicional  en  esta  clase  de  demandas,  cueetién  no  debatida  en  el  jnide, 
dando  lugar  con  ello  además  á  motivo  de  casación  por  error  en  la  apre- 
ciación de  la  prueba,  toda  vea  que  D.  Javier  Alonao,  en  su  oontestaeiéa 
i  la  demanda,  aceptó  todos  los  hechos  expuestos  en  la  misma  y  ae  alla- 
nó á  ella,  excepto  en  el  extremo  de  la  entrega  de  trutoe  y  rentas,  lo  qn» 
reprodujo  en  la  duplica,  afiadiendo  que  se  reconociera  el  derecho  alega- 
do por  Dofia  Eulalia  Díaz;  y  al  entender  que  no  ae  trata  del  interés  di 
demandante  y  demandado  en  pleitos  de  esta  clase,  pues  puestas  las  par- 
tes dé  acuerdo  podrían  burlar  derechos  de  tercerea  personaa,  siendo  así 
que  además  de  haberse  citado  á  D.  Javier  Alonso  y  á  la  repreeontadén 
del  Estado,  se  han  publicado  los  edictos  que  la  ley  dispone,  no^pudiendo 
por  ello  alegar  ignorancia  ni  perjuicio  quien  no  ha  comparecido,  y  vi- 
niendo la  Sala  aentenciadora  á  amparar  una  poaeeión  qne  el  miamo  in- 
teresado reconoce  ser  ilegítima: 

Tercera.  De  la  doctrina  legal  de  qne  nadie  puede  Ir  contra  sus  propios 
actos,  de  las  leyes  16,  tít.  22,  y  14,  tít.  28  de  la  Partida  S.*,  y  de  laa  sen- 
tencias de  este  Tribunal  Supremo  de  9  de  Octubre  de  1889,  22  de  Abril 
del  mismo  afio,  80  de  Enero  del  64,  19  de  igual  mee  del  86,  16  de  Di- 
ciembre del  86  y  16  de  Noviembre  del  89,  según  las  cualea,  D.  Javier 
Alonso,  una  vea  que  se  allanó  á  la  demanda,  menoe  en  lo  relativo  á  los 
frutos  y  rentas,  no  podía  pedir  la  revocación  de  un  fallo  qne  respondía 
á  su  propia  actitud;  y  ademáa  no  impugnados  por  aquél  en  loe  escritos 
de  réplica  y  duplica  tos  documentos  en  que  Dofia  Eulalia  funda  sn  dere- 
cho, debe  tenerse  como  incontrastable  su  eficacia: 

Cuarta.  De  la  doctrina  establecida  por  este  Tribunal  Supremo  en  sen- 
tencias, entre  otras,  de  28  de  Junio  de  1882  y  9  y  16  de  Enero  del  90,  coa 
arreglo  á  las  que  es  inexacto  que  sólo  se  prueba  el  parenteaoo  por  piuti- 
daa  sacramentales,  pues  para  tal  cuestión  litigiosa,  como  para  cualquier 
otra,  pueden  utilizarse  válidamente  todos  los  medios  legales  de  joetifi- 
caeión,  y  aun  cuando  las  partidas  de  bautismo  y  de  matrimonio  son  los 
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<docamentoB  á  propósito  para  Jnstiflcar  el  parentesco  que  sirve  de  título 
<le  adjudicación  de  los  bienes  de  las  capellanías  familiares,  si  no  se  en- 
cuentran todas  pnede  resolverse  la  cuestión  litigiosa  por  las  que  se  ha- 
yan exhibido  ó  por  las  demás  pruebas,  y  apreciado  el  conjanto  de  ellas, 
no  es  licito  descomponer  sus  diversos  elementos  sin  demostrar  qne  haí 
liabido  infracción  en  la  apreciación  de  cada  una: 

Quinta.  De  los  artículos  68  y  6i  del  Código  civil,  puesto  que  según  los 
mismos,  los  matrimonios  celebrados  antes  de  regir  el  propio  Código  ee 
prueban  por  los  medios  establecidoé  en  las  leyes  anteriores,  y  tratán- 
dose de  los  contraídos  después,  si  no  existen  ó  han  ctesaparecido  los  li- 
bros del  Registro  civil,  ó  se  suscita  contienda  ante  los  Tribunales,  es 
admisible  toda  clase  de  prueba,  y  por  la  misma  rasón  debe  serlo  en  el 
•caso  de  que  los  Registros  ó  archivos  sean  de  época  anterior;  y  no  cabe 
duda  de  que  la  posesión  constante  de  estado  de  los  padres,  unida  á  las. 
actas  dé  nacimiento  de  «us  hijos  en  concepto  de  legítimos,  es  uno  de  loa 
medios  de  prueba  del  matrimonio  de  aquéllos,  á  no  constar,  como  no 
consta  en  el  pleito,  que  alguno  de  los  dos  estaba  ligado  por  matrimonio 
anterior;  deduciéndose  también  la  existencia  de  error  en  la  apreciación 
•de  las  pruebas,  porque  no  ha  podido  decirse  que  las  partidas  de  naci- 
miento de  los  hijos  en  concepto  de  legítimos  no  justifican  el  matrlmo*- 
nio  de  los  padres,  nó  estando  demostrado  documentalmente  lo  contrario 
de  lo  que  de  ellas  aparésca: 

Sexta.  De  la  ley  de  1 1  de  Octubre  de  1820,  restablecida  por  Beal  decreto 
de  8  de  Agosto  del  36,  en  cuanto  al  fondo  del  asunto,  en  el  que  no  qniso 
entrar  la  sentencia  recurrida  por  los  errores  áh  derecho  impugnados  en 
los  motivos  precedentes;  pues  habiendo  adquirido  en  virtud  de  dicha 
ley  D.  Vicente  Fernández  de  Linares,  en  concepto  de  libres,  los  bienes 
•de  la  fundación,  quedando  reservable,  como  libre  también,  para  el  in- 
mediato sucesor  la  otra  mitad,  corresponde  en  tal  concepto  de  libre  á 
Dofia  Eulalia  Díaz  dicha  mitad: 

Séptima.  De  la  escritura  de  fundación  que  regula  el  derecho  de  los  lla- 
mados al  disfrute  de  los  bienes  del  patronato,  y  del  art.  2.^  de  la  ley  de 
11  de  Octubre  de  1820,  el  cual  establece  que  los  poseedores  actuales  de  las 
vinculaciones  suprimidas,  podrán  disponer  libremente  de  la  mitad  de 
los  bienes  en  que  aquéllas  consistieren,  y  después  de  su  muerte  pasará 
la  otra  mitad  al  que  debía  suceder  inmediatamente  en  el  mayorazgo, 
para  que  pueda  disponer  de  ella  también  libremente  como  doefio,  toda 
vez  que  el  último  poseedor,  D.  Vicente  Fernández  de  Linares,  en  el  día 
de  su  fallecimiento  sólo  tenía  una  hija  soltera,,  la  cual  no  era  llamada 
por  el  fundador  ni  por  la  ley  al  disfrute  de  los  bienes  y  posesión  del 
vínculo  de  que  se  trata,  por  estar  excluida  como  hembra,  y  concederse 
el  derecho  de  la  expresada  mitad  reservable  á  D.  Pedro  Dísz,  que  era 
quien  debía  suceder  inmediatamente  en  dicho  vínculo  si  hubiera  sub- 
sistido;  y  como  según  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  21  de  Oc- 
tubre de  1862,  anulada  la  institución  de  los  mayorazgos,  los  bienes  que 
fueron  vinculados  no  se  trasmiten  en  virtud  de  lo  dispuesto  por  los  fun- 
dadores, sino  con  arreglo  á  los  preceptos  de  las  leyes  des vincu laderas, 
siendo  el  D.  Pedro  Díaz  de  la  Fuente  biznieto  de  Dofia  Dorotea  Correa 
y  descendiente  legítimo  del  fundador,  en  décimo  grado  de  consanguini- 
dad, el  pariente  varón  más  próximo  del  mencionado  último  poseedor, 
fallecido  el  22  de  Marzo  de  1881,  adquirió  ipso  fació  su  derecho,  y  lle- 
gara ó  no  á  declararse,  de  él  partió  el  de  Dofia  Eulalia  Díaz  para  recla- 
mar la  mitad  reservable  de  los  indicados  bienes,  no  por  la  ley  regula- 
dora de  la  fundación,  sino  por  ser  hija  del  D.  Pedro,  á  quien  correspon- 
día, que  pudo  disponer  libremente  de  la  misma  como  duefio,  pues  se- 
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gAa  MstenoU  de  10  de  Abril  de  1866,  desde  el  4  de  Agosto  del  SC  que- 
daron soJetoB  tales  bienes  á  Us  prescripciones  del  derecho  común: 

Octava.  De  los  principios  generales  contenidos  en  ios  articnlos  76S,. 
980,  eei,  932,  j  sus  concordantes  del  Código  civil  y  de  lo  dispuesto  en 
U  iegislsoión  anterior  y  en  la  doctrina  constante  de  esto  Tribunal  Supre- 
mo, de  qae  los  hijos  legítimos  suceden  á  sns  padres  en  todos  sns  dere- 
chos y  obligaciones;  por  cnanto  acreditado  qne  Dofia  Eulalia  Dias  y  Ce- 
macho  es  hija  legitima  de  D.  Pedro  Dias  de  la  Fnento,  debía  heredarle 
en  tal  concepto,  sin  que  obsto  á  ello  el  tener  hermanos,  hijos  del  misme^ 
causante,  pues  habiéndose  hecho  los  llamamientos  en  los  periódicos  efi- 
cUles  y  no  existiendo  nada  que  les  haya  impedido  á  los  otros  hijos  y^ 
herederos  dsl  D.  Pedro  acudir  al  Juxgado  en  reclamación  del  derecho- 
qne  pudiera  asistirles,  es  oficioso  el  invocarlo,  porque  medios  tavieron. 
á  su  disposición  pera  hacer  valer  tal  derecho: 

Kovsna.  De  Us  leyes  10,  13  y  14,  tít.  29,  Partida  8.*,  y  de  las  sen- 
tencias de  esto  Tribunal  Supremo  de  10  de  Mayó  de  1878,  16  de  Octabre 
del  86,  32  de  Diciembre  del  86  y  14  de  Enero  del  87;  toda  ves  que  debió- 
declararse  que  D.  Javier  Alonso,  en  la  representación  con  qne  litiga,  es 
poseedor  de  mala  fe  y  deben  serle  impuestas  las  costas  del  juicio,  ti- 
gléndoee  las  del  recurso  de  casación  por  los  preceptos  contenidos  en  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  además  condenarle  á  la  devolnoión  de  to- 
dos los  frutos  y  rentas  producidos  ó  debidos  producir  por  los  bienee 
enya  posesión  ilegitima  tiene;  y 

Décima.  De  la  ley  8.^,  tít.  22,  Partida  8.*,  porque  habiendo  litigada 
D.  Javier  Alonso  con  temeridad,  debe  serle  impuesto  el  pago  de  las  eos- 
tas  mencioaadas  en  el  motivo  anterior,  que  ee  refiere  á  la  devolución  de 
los  frutos  y  rentas  producidos  y  debidos  producir. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Gullón: 

Gonsiderando  que  la  absolución  de  la  demanda  acordada  en  la  sen- 
tencia recurrida  se  funda  en  que  Dofia  Eulalia  Díaz  Camacho  no  ha 
acreditado  en  la  forma  debida  su  parentesco  con  el  último  poseedor  de 
la  vinculación,  y  en  que  no  ha  habido  verdadero  allanamiento  por  parte 
del  demandado: 

Considerando  que  en  la  apreciación  de  las  pruebas  no  se  ha  cometido^ 
el  error  de  derecho  que  se  alega  en  el  motivo  primero  y  las  infracciones 
legales  citadas  en  el  cuarto  y  quinto,  puesto  que  la  Sala  sentenciadora 
no  desconoce  qne  los  actos  relativos  al  estado  civil  de  las  personas  ccn 
anterioridad  al  establecimiento  del  Registro  civil  se  justifican  por  medio 
de  las  correspondientes  partidas  sacramentales,  ó  en  su  deícto  por  otras 
pruebas,  ni  que  las  partidas  de  bautismo  y  defunción,  presentadas  por 
la  recurrente,  son  documentos  públicos  no  impugnados  y  de  notoria  efi- 
cacia para  demostrar  los  hechos  concretos  á  que  se  refieren,  sino  qne,  de 
conformidad  con  la  jurisprudencia  sentada  en  esta  materia,  consigna 
acertadamente  que  la  filiación  legítima  de  los  interesados  debe  probarse 
con  las  partidas  de  matrimonio  de  los  padres  y  ascendientes  respectivos,, 
lo  cual  no  se  ha  verificado  en  este  caso: 

Considerando  que  al  hacer  tal  afirmación,  con  relación  á  las  pruebas 
del  pleito,  tampoco  se  incurre  en  el  error  de  hecho  que  se  supone  en  el 
mismo  motivo  primero,  porque  además  de  no  determinarse  el  documen- 
to ó  acto  auténtico  demostrativo  de  la  equivocación  evidente  del  juiga* 
dor,  es  innegable  que  Dofia  Eulalia  Días  Camacho  no  ha  presentado  las 
necesarias  partidas  de  matrimonio  que  patentizasen  la  legitimidad  de 
su  entronque  y  parentesco  con  el  último  poseedor;  sin  que  para  este 
efecto  puedan  tenerse  como  pruebas  supletorias  bastantes  la  certifica- 
clon  del  Párroco  de  Chinchón,  en  la  que  sólo  se  dice  que  en  un  libro  de 
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'declarAciones  testlmonladss,  existente  en  aqnel  archlro,  conétal»  que 
Fedro  Días  eetnyo  casado  con  Feliciana  Linares,  ni  la  sentencia  firme 
•de  80  de  Janlo  de  1866,  qne  se  limitó  á  adjudicar  los  bienes  del  yincnlo» 
•como  libres,  á  D.  Vicente  Linares  Correa,  con  la  obligación  de  reservar 
la  mitad  para  el  Inmediato  sucesor;  ni  la  del  Jnzgado  de  27  de  Enero  de 
1885,  qne  declaró  el  derecho  de  D.  Pedro  Días  de  la  Fuente  á  la  indicada 
mitad,  y  que  carece  de  toda  yirtnalidad  mediante  haber  quedado  sin 
•efecto  por  la  que  diictó  la  Audiencia  en  1.^  de  Junio  de  dicho  afio: 

Considerando  respecto  de  los  motivos  segundo  y  tercero  que  la  sen- 
tencia que  absuelve  de  la  demanda  es  congruente  con  ésta  y  resuelve 
todas  las  cuestiones  del  pleito;  y  que  atendidas  las  condiciones  y  reser- 
vas consignadas  en  los  escritos  de  contestación  y  duplica,  no  cabe  sos* 
iener  que  D.  Javier  Alonso  Lópeí  de  Lerena  se  allanase  á  la  demanda 
de  reivindicación  formulada;  y 

Considerando  que  los  demás  motivos  versan  sobre  extremos  secnn- 
•darlos  que  únicamente  podrían  ser  examinados  si  estuviese  justificada 
7  fuera  procedente  la  reclamación  principal; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
enrso  de  casación  Interpuesto  por  Dofia  Eulalia  Días  y  Camacho,  á  la 
'qne  condenamos  al  pago  de  las  costas,  y  con  la  oportuna  certificación» 
devuélvase  á  la  Audiencia  de  esta  corte  el  apuntamiento  de  los  autos. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
asertará  en  la  Colección  Legislativa»  pasándose  al  efecto  las  coplas 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=Jo8é  de  Aldeooa. 
=Rlcardo  Gullón.=PrancÍ8co  Toda.=Joaquín  Gonsáles  de  la  Pefia.=: 
Ricsrdo  Molina.= Vicente  d» PÍnié8.r=Tomás  Gúdal. 

Publicación.=Leida  y  publicada  fué  )a  anterior  sentencia .  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Ricardo  Gullón,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  cele- 
brando audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  qne  cer- 
tifico como  Relator  Secretario  de  lá  misma. 

Madrid  21  de  Junio  de  1901.  — Licenciado  Hilarlo  María  Gonsáles 
y  Torres. 


KTúxn.  16G.-TR1BUNAL  8UPREM0.-2I  dt  Jvnlo,  piib.  si  31  ds  Agotle. 

Oasación  por  infracción  de  vBrt.—NaUdad  de  aeiuaeione».—Kuto 
declarando  no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  inter- 
puesto por  D.  Valentín  Torra  contra  la  sentencia  pronunciada 
por  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona» 
en  incidente  con  D.  Joaquín  Lloverás  y  otro. 
En  su  CONSIDERANDO  (Idíco  SO  cstablece: 

Que  según  tiene  reiteradamente  declarado  el  Trff)unal  Supremo^ 
ios  reaolueionee  que  recaen  en  incidentee  8obre  nulidad  de  actuado- 
nes,  no  tienen  el  carácter  de  definitivas  para  Iom  efectos  de  la  eaea- 
don,  porque  no  ponen  término  al  pleito,  de  donde  dimanan,  ni  ha-- 
<en  imposible  su  continuación: 

Que  la  declaración  sobre  imposición  de  costas,  tüslada  de  otro 
motivo,  no  es  susceptible  de  casación. 

Resultando  que  promovido  pleito  en  8  de  Mayo  de  1899  ante  el  Jna^ 
^ado  de  primera  instancia  del  Parque  de  Barcelona  por  D.  Joaquín  Llo- 
Teras  y  Cabot  y  D.  Mariano  Estrada  y  Vidal  contra  D.  Valentín  Torra 
y  Orens,  sobre  que  se  declarasen  exactos  y  legales  los  balances  de  laa 
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Bociedadea  mereantllea  en  oomandiU  Lloverás,  Creos  j  Torra,  y  Iíot«- 
rma  j  Turra,  de  oayaa  Empresa*  habían  sido  socioe  dichos  tres  interesa- 
dos, el  áitimo,  ó  sea  el  D.  Valentín  Torra,  propaso  en  3  de  Enero  de  IMO* 
artícnle  de  previo  y  especial  pronunciamiento,  con  la  solicitad  de  qne 
00  declarase  nnlo  todo  lo  actaado  en  el  aludido  pleito  desde  sa  incoación^ 
condenando  á  ios  demandantes  Lloverás  y  Estrada  al  pago  de  las  costa» 
cansadas,  tanto  en  lo  principal  como  en  el  Incidente  de  referencia  por 
▼la  de  indemnisación  respecto  de  Torra,  y  á  la  Hacienda  pública  por  el 
reintegro  del  papel  de  oficio  invertido: 

Resultando  que  sustanciado  el  incidente  por  sus  trámites,  con  inter- 
vención del  Ministerio  fiscal,  dictó  el  Juagado  sentencia  en  1.^  de  Mayo> 
del  afio  anterior,  dando  lugar  á  la  nulidad  pretendida  por  D.  Valentín 
Torra,  con  expresa  imposición  de  costas  á  los  actores  y  reintegro  á  la. 
Hacienda  del  papel  de  oficio  invertido,  cuyo  fallo,  en  virtud  de  apela- 
ción que  interpusieron  Lloverás  y  Estrada,  fué  confirmado  por  la  Sala 
primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  territorial  de  Barcekna  en  su  otra 
sentencia  de  18  de  Diciembre  último,  excepto  en  cuanto  á  las  costas, 
tanto  de  primera  como  de  segunda  instancia,  cuya  expresa  imposición  á  I 

los  apelantes  no  estimó  procedente  dicha  Sala:  | 

Besultando  que  ei  D.  Valentín  Torra  y  Crens  lia  interpuesto  recurso  | 

de  casación  por  infracción  de  ley,  como  comprendido- en  los  párrafos  se- 
gundo y  tercero  del  art.  1692  de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  fundado  en  ' 
haber  infringido  la  Sala  sentenciadora  el  principio  inconcuso  de  derecho^ 
reconocido  en  los  arts.  1902  y  1908  del  Código  civil,  así  como  por  la 
constante  jurisprudencia  de  este  Tribunal  Supremo,  de  que  quien  oca- 
siona un  perjuicio  debe  repararlo,  en  cuanjk>  no  se  da  lugar  al  pago  de- 
costas que  se  reputan  como  perjuicios,  toda  ves  que  en  el  presente  caso 
no  se  trata  de  la  buena  ó  mala  fe  de  unos  litigantes,  sino  de  haber  cau- 
sado los  recurridos  un  perjuicio  al  recurrente,  obligándole  á  intervenir 
en  un  litigio  cuyas  actuaciones  han  quedado  completamente  nulas,  se- 
gún lo  estimado  por  la  referida  Sala: 

Resultando  que  opuesto  el  Ministerio  fiscal  á  la  admisión  del  recnr- 
■o,  se  ha  traído  á  la  vista  con  las  debidas  citaciones. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Tomás  Gúdal: 

Oonsiderando  que  según  tiene  reiteradameente  declarado  este  So- 
premo  Tribunal,  las  resoluciones  que  recaen  en  incidentes  sobrs  nuli- 
dad de  actaaciones  no  tienen  el  carácter  de  definitivas  para  los  efectos 
de  la  casación,  porque  ni  ponen  término  al  pleito  de  donde  dimanan,  ni 
hacen  'imposible  su  continuación;  y  que  tanto  por  ser  de  esta  índole  el 
auto  contra  el  que  recurre  la  representación  de  D.  Valentín  Torra  Creas,, 
como  por  referiríre  el  motivo  único  del  recurso  á  la  declaración  sobre 
imposición  de  costas,  declaración  que  aislada  de  otro  motivo  tampoco  es 
susceptible  de  casación,  como  asimismo  está  reconocido  y  sentado  en 
jurisprudencia  anterior,  es  notoriamente  inadmisible  el  expresado  re- 
curso, al  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  núm.  3.^  del  art.  1729  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil; 

No  ha  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de'casación  por  infracción  de- 
ley  interpuesto  por  D.  Valentín  Torra  Creus,  á  quien  condenamos  al 
pago  de  las  costas;  líbrese  á  la  Audiencia  territorial  de  Barcelona  la  co- 
rrespondiente certificación,  devolviéndole  el  apuntamiento  que  remitió;, 
y  publíquese  este  auto  según  previene  la  ley. 

Madrid  21  de  Junio  de  1901.=José  de  Aldecoa.=:Ricardo  Gullón.=? 
Francisco  Toda.=Pedro  Lavín.=Ricardo  Molina»=Vicente  de  Piniée.=^ 
Tomás  Gúdal.=Por  mi  compafiero  Licenciado  San  Román,  Licenciado 
Jorge  Martines. 
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X^üm.  170.-TRIBUMAL  8UraEM0.-22  de  Junio,  pvb.  ti  31  do  Agooto. 

Ca8aci6i4  por  infracción  de  LBY.—Aprobaeión  de  particiones  tes- 
taménttirias.—AMio  declarando  no  haber  lugar  á  ]a  admisióa 
del  recurso  interpuesto  por  D.  José  García  contra  la  sentencia 
pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Oviedo, 
en  pleito  con  Doña  Generosa  García  y  otro. 
Bn  sus  co^SIDERAND08  se  establece: 

Qu^  para  que  proceda  el  recúr$o  de  casación  en  los  casos  estable- 
cidos por  la  ley^  es  preciso  quesea  deñrtitica  la  sentencia  contra  la 
cual  se  interponaa^  ó  que  recayendo  sobre  un  incidente  ó  articuio 
ponga  término  al  pleito,  haciendo  imposible  su  continuación. 

Resultando  que  á  Instancia  de  D.  José  García  Valles,  el  Jnes  de  pri- 
mera ii^stancia  de  Oviedo  tuvo  por  prevenido  el  jaicio  voluntario  de  tes- 
tamentaría de  los  padres  de  aquél,  D.  Juan  García  Valles  y  Dofia  Benita 
Gonzálet  de  Rojo,  y  en  junta  general  celebrada  por  todos  ios  interesados 
en  2i  de  Marzo  de  1896  nombraron  dos  contadores  partidores,  confirién- 
doles amplias  facultades,  entre  ellas  la  de  elegir  extrajudicialmente  un 
tercero  que  dirimiera  las  discordias  que  pudieran  .ocasionarse: 

Resultando  que  el  tercero  que  designaron  los  dos  contadores  partido- 
res practicó  las  operaciones  dii^isorias,  que  fueron  puestas  de  manifiesto 
en  la  Escribanía  por  terminote  ocho  días,  y  las  impugnó  Doña  Gene- 
rosa García  Valles,  así  como  su  hermano  D.  Santiago  García  Valles;  y 
celebrada  junta,  en  la  que  sostuvo  D.  José  García  Valles  que  se  debía 
tener' por  buena  la  partición  hecha  por  el  perito  tercero,  proveyó  el  Juez 
en  90  de  Enero  de  1900  que,  etí  atención  á  lo  preceptuado  en  el  art.  1088 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  se  sustanciara  por  las  reglas  estableci- 
das para  el  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía,  confiriendo,  en  su  con- 
secnencia,  traslado  por  término  de  veinte  días  á  Dofia  Generosa  García 
Valles: 

Resultando  que  de  esta  providencia  pidió  reposición  D.  José  García 
Valles,  sosteniendo  que  la  partición  presentadapor  el  contador  dirimente 
se  habla  practicado  con  arreglo  á  lo  convenido  por  todos  los  interesados 
en  la  junta  de  24  de  Marzo  de  1896,  en  la  que  se  obligaron  á  pasar  por  lo 
que  los  dos  contadores  partidores  hicieran,  y  en  su  caso  por  la  operación 
que  ejecutara  el  tercero;  y  sustanciado  el  recurso,  fué  resuelto  por  la  Sala 
de  Justicia  de  la  Audiencia  de  Oviedo  en  sentencia  de  21  de  Enero  del 
coloriente  afio,  que,  confirmando  la  resolución  del  Juzgarlo,  mandó  sus- 
tanciar por  las  reglas  establecidas  para  el  juicio  de  mayor  cuantía  la  de- 
manda de  oposición  partitiva  practicada  por  los  contadores  ó  tercero  di- 
rimente, sin  ser  visto  4>rejDzgar  por  ello  el  valor  y  eficacia  que  pudiera 
tener  el  compromiso  contraído  por  los  interesados  en  la  junta  que  cele- 
braron en  24  de  Marzo  de  189Q,  al  igual  que  todas  las  excepciones  que  se 
opusieran  á  dicha  demanda,  cuya  resolución  se  reserva  íntegramente  al 
íailo  que  se  dictase  en  dicho  juicio  ordinario: 

Resultando  que  D.  José  García  Valles  y  consortes  interpusieron  re- 
curso de  casación  por  infracción  de  ley,  y  habiéndose  opuesto  á  su  ad- 
misión el  Ministerio  fiscal,  se  trajo  á  la  vista  con  las  citaciones  corres- 
pondientes. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Tomás  Giidal: 

Considerando  que  para  que  proceda  el  recurso  de  casación  en  los 
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CMOS  establecidos  por  la  ley,  es  preciso  que  sea  definiÜTa  U  seataiieia 
contra  la  cual  se  interponga,  ó  qoe  recayendo  sobre  nn  incidente  ó  ar- 
tículo ponga  término  al  pleito,  haciendo  imposible  so  oontíniíaeióa: 

Considerando  qne  en  el  caso  presente,  lejos  la  resolnción  recorrida 
d'e  tener  aqnel  carácter  6  de  lieyar  consigo  esa  determinación  flnal,  abre 
la  puerta  del  Jaicio  correspondiente  á  la  oposición  formulada,  sin  esta- 
blecer prejuicio  alguno,  re^eryando  integramente  al  fallo  que  en  su  día 
se  dicte,  decidir  sobre  la  demanda  y  sobre  las  excepciones  que  á  la  mis- 
ma puedan  oponerse: 

Considerando  qoe  por  ello,  y  atendida  la  naturalesa  y  efectos  del 
fallo  de  la  Audiencia,  no  es  procedente  el  recurso. 

Vistos  los  arta.  1729,  núm.  8.^  en  relación  con  el  1728,  y  1690  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil; 

No  ha  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley  interpuesto  por  D.  José  García  Valles  y  consortea,  á  quienes  condo- 
namos al  psgo  de  las  cortas:  líbrese  á  la  Audiencia  de  Oviedo  la  certifi- 
cación correspondiente,  con  devolución  del  apuntamiento  qoe  ha  remiti- 
do, y  poblíquese  este  auto  en  la  forma  que  previene  la  ley. 

Madrid  22  de  Janio  de  1901.=Joeé  de  Aldecoa.=Ricardo  GuUón.= 
Francisco  Toda.==Pedio  LavÍD.=Rícardo  liIolina.= Vicente  de  Plniés.=: 
Tomás  Qúdal.=Licenciado  Jorge  Martínea. 


Küm.  171.-TRIBUNAL  SUPREM0.-24  de  Jmle, 
p«b.  el  31  de  Ageste  y  2  de  Saptlenbre. 

Casación  por  infracción  de  ley.— Servidumbre  de  pa$to$  y  aproen- 
ehamientos.—A.uio  declarando  no  haber  lu^r,  ea  parte,  &  la 
admisión  del  recurso  interpuesto  por  D.  Nicolás  Marco  contra 
la  sentencia  pronunciada  por  la  SÜeila  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  Pamplona,  en  pleito  con  el  Ayuntamiento  de  Carcaatülo. 
En  su  coNSioBRANDO  único  se  establece: 

Que  según  tiene  declarado  eon  repetición  la  Sala  de  lo  eioil  del 
Tribunal  Supremo,  la  estimación  de  la  pru^a  testifleal  es  /unetón 
propia  del  Tribunal  sentenciador,  y  contra  aquélla  no  cabe  recurso 
alguno  de  casación,  dados  los  términos  de  los  artículos  659  de  la  ley 
procesal  y  1248  del  Código  civil. 

Resultando  que  D.  Nicolás  Marco  y  Esquer  dedujo  demanda  ea  el 
Juzgado  de  primera  instancia  de  Tudela  en  28  de  Febrero  de  1898,  pi- 
diendo se  declarase:  primero,  que  las  corralizas  enclavadas  en  el  térmi- 
no municipal  de  Carcastillo,  que  poseía  y  disfrutaba,  conocidas  con  loa 
nombres  de  Figarol,  Plana,  Cierzo,  Granja  y  Becerrllla,  constan  de  tres 
partes  distintas  y  separadas:  una,  la  corraliza  propiamente  dicha;  otra, 
el  privativo,  y  la  tercera,  la  parte  no  privativa  del' común  anejo  á  cada 
corraliza;  segundo,  que  el  Ayuntamiento  y  vecinos  de  Carcastillo  nin- 
gún derecho  tienen  en  las  corralizas  propiamente  dichas,  por  estar  libres 
de  todo  gravamen  y  servidumbre  en  favor  de  ellos;  tercero,  qoe  en  los 
ocho  primeros  meses  de  cada  afio,  los  ganados  menudos,  ó  sean  lanar  y 
cabrio  de  la  villa,  ó  vecinos  de  Carcastillo,  no  pueden  pastar  en  loe  pri- 
vativos de  las  expresadas  corralizas;  cuarto,  que  los  vecinos  de  Carcas- 
tillo  no  pueden  rielar  ni  plantar  vifias  en  dichos  privativos;  quinto,  qus 
tampoco  pueden  plantar  vides  en  la  parte  no  privativa,  pero  sí  roturar 
para  hacer  piezas  de  pan  traer;  sexto,  que  la  inmemorial  costumbre  ds 
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^Mcar  de  los  cmniuMB  loe  gensdoe  menndoB  durante  el  mee  de  Oetobre» 
«n  que  ee  lleTen  ápeetnrar  á  lee  Bárdenae  Realee,  obliga  por  Igaal  á 
loe  Teclnoe  de  Oareaetillo  7  á  loe  oopípitadorea  de  laa  oorraÜBaa;  eépll- 

.mo,  que  la  faisnltad  qne  loe  Tecinoe  de  €areaelülo  tienen  de  gosar  con 
ene  ganadoede  loe  paatoe  4e  loa  eomnnee,  limitada  á  660  eabesae  de 
ganado  menudo  7  12  del  mayor  para  loe  htdalgoe,  j  ^  ^^^  ^^^  primero 
y  10  del  eegnndn  para  loe  labeadoree  y  demáe  yeoinoe,  alendo  eafleiente 
el  aer  nno  de  emboe  oonaortee  natnral- y  oon  reeidenoia  en  la  villa,  ba 
de  entenderae  y  ee  entiende  con  ganado  realmente  propio;  octayo,  qne 
ee  preceda  al  amojonamiento  del  priívaliTO  de  cada  conralisa,  conforme 
á  la  línea  qne  le  marcan  laa  grandee  piedrae  eebadae  en  el  anelo,  qne 
alrTen  de  mngaa,  y  al  amojonamiento  también  de  la  parte  no  privatlTa 
del  común  anejo  á  cadn  nna,  coaforme  é  loe  pnntoe  que  yienen  reepe- 
tándoee  como  mngae  enyae,  cnyoe  amojonamieniea  deberán  reallearee 
en  cnanto  á  en  forma  con  anjecidn  á  lae  inetmccionee  y  reglaa  que  den 

,  lae  perltoa  qne  se  nombren  para  4|na  la  labor  ae  ejecnte  lo  máe  completa 
7  perleetamento  poeible;  noveno,  qne  previamente  ee  reeoelva  también 
porperitoBy  nombradee  -por  lae  partee  en  caeo  de  disconformidad  de 
dataa,  eobre  cuando  bay  realmente  rlcio,.para  eer  por  los  ganados  reepe- 
indo,  y  cnando  no  lo  bay,  en  loa  terrenoe  en  qne  exiete  la  facultad  de 
rielar;  y  décimo,  qne  ee  condenaee  al  Ayuntamiento  de  Carcastillo,  ade- 
máa  del  pago  de  lae  coetaa,  al  abono  de  todoa  los  dafios  y  perjuicios  qne 
haUa  ocaaionado  y  ocaaionasé  a!  demandante,  fljándoee  sn  caantía  si  de 
laa  prnebaa  reenltare«  ó  reeervándoae  en  otro  caso  sn  fijación  para  la 
ejeencién  de  la  eentencia: 

.  Beenltando  qae  impugnada  la  demanda  por  el  Ayuntamiento  de  Oar- 
'Castillo,  y  suatandado  el  pleito  por  todos  los  trámites  de  las:dos  instan- 
cias, la  Sala  de  Justicia  de  la  Audiencia  de  Pamplona  dictó  sentencia 
reveeatoria  en  1.^  de  Diciembre  de  1900,  a.beolviendo  al  Ayuntamiento 
^  Carcastillo  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Nicolás  Marco,  sin  ha- 
cer eepecial  condenación  de  las  coataa  de  embaa  instaoclae: 

Beenltando  qne  D.  Nicoláe  Marco  y  Eaquer  interpuso  recureo  de  ca- 
aaeión  por  infracción  de  ley,  fundada  en  nueve  motivos,  alegando  en 
al  quinto:  que  la  Sala  aentendadora,  desentendiéndoee  de  la  numerosa 
documentación  traída  al  pleito,  acaba  por  fallarlo  por  el  reeultado  de  la 
prueba  teatifieal,  tal  como  ella  la  eatima,  cayendo,  al  apreciar  eea  prue- 
ba, en  erroree  de  derecho  que  ae  oponen  á  preceptoe  legales;  que  no  ha 
tenido  en  cuenta  al  apreciar  dlcba  prueba  loque  disponen  los  arta.  660 
7  660  de  In  ley  de  Bnjniciamiento  dvil,  qne  ordenan  que  loe  Tribunalea 
apreciarán  la  fuena  probatoria  d»  laa  declaraciones  de  los  testigos  con- 
forme á  laa  reglaa  de  la  aana  crítica,  teniendo  en  consideración  la  raaón 
da  ciencia  que  hubieren  dado  7  laa  citeunetanciaa  que  en  ellos  concn* 
rran,  entre  las  que  ocupa  lugar  mu7  importante  la  existencia  ó  no  de 
lae  tacbaa  que  la  ley  enumera;  7  en  cambio  ha  considerado  debilitado 
en  el  orden  proeeeal  el  valor  probatorio  ^e  las  manifestaciones  de  los 
testigos  del  recurrente  por  lae  doe  oirounatanciaa^  de  que  la  mayor  parte 
de  tales  testigos  no  fueron  ezaminadoe  en  la  capital  del  partido  de  sn 
reaideueia,.  Aóda,  aino  en  el  punto  en  que  residían,  üatarros,  y  de  qne  al 
Procurador  qne  preeentó  el  exhorto  ae  le  negó  derecho  á  intervenir  en 
laa  diligencias  por  falta  de  poder;  aíirmacioDee  ambas  que  eeián  en  con- 
tradicción con  lo  que  la  mlama  eentencia  eetablece  en  el  resultando  úl- 
timo, de  que  en  la  euatanciación  del  pleito  ee  han  obaervado  las  prea- 
cripoionealegalee,  y  eon  ademáe  tan<  erróneas  en  derecho,  como  que  im- 
plican el  qne  la  Sala  aentenciadora  ha  eatimado  que  el  valor  probatorio 
de  los  teatigoe  del  recurrente  ae  ha  debilitado  por  haberae  practicado  laa 
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diligencias  oob  anjeción  «rtrioto  á  la  toy»  f  que  «a  Iwitimonlo  haUeim 
sido  máa  f  aerta  y  de  mam  Talor  al  la  i^nwba  aa  habAera  practicado  in* 
friagiendo  alganoa  artioaloa  da  la  lagr;  poaa  aa  etidanla  qne  al  aar  «Ka- 
minadoa  alganoa  de  dicboa  tealigoa  en  Uatarraa^  pobiacióa  da  bq  ieBl« 
dencla»  y  no  en  Aóis,  cabeaa  áai  partido  jnéiciaii  no  ee  hiao  máa  qae 
«omplir  pantoal  y  exactamente  lo  preacrita  en  loa  arta.  294,  S86  y  M€ 
de  ia  ley  de  Bojaiciamiento  dvil,  y  qne  la  fiala«  por  tanto,  ineorre  en 
error  de  derecho,  comprendido  como  motivo  de  eaaaciÓB  en  al  nún.  7.* 
del  art»  16M  de  dicha  ley  proceaal,  qne  reanlta  auuiifieato  qne  aqnelloa 
artii-nloe  al  eetimar  di'bilitada  dicha  pmeba  teatifical  por  dUigeaciM  qne 
son  perfectamente  legalea;  inenrriendo  en  error  de  hecho  y  en  otro  de 
derecho  al  afirmar  qne  al  Proonrador  qne  preaentd  el  exhorto  fo  negó 
derscho  á  intervenir  en  laa  diligenciaa  de  prueba,  pnea  á  dicho  Pmcnr»- 
dor,  que  fué  D.  Epifanio  Molina^  no  se  le  negé  tal  pretendida  iannttad 
de  intervención,  ni  ae  dio  el  caso  de  podérsela  negar-  poiqne  no  istent6 
ejercerla,  y  la  Sala  sentenciadora  lo  ha  eanfondido  aon  el  Proeniader  . 
D.  Abdón  Ansó,  qne  qniso  intervenir  en  nombre  del  Ayantsmieatode 
Garcaetillo  en  la  prneba  testifical-  practicadncn.  Ustarroa,  á  lo  qne  ae 
aceedió  el  Jnes,  porque  ni  iba  indicado,  en.  el  exhotto  á  loa  eíectoadal 
pérrsío  primero  del  art.  S98  de  la  ley  de  £n)«ioiamiento  olvil,  ni  tenía 
poder  del  demandado  á  qnien  trataba<éa  representar;  conaistiendo  el 
error  de  derecho  en  suponer  la  Sala  que  el  valor  probatorio  de  la  prutfia 
teetiíical  del  recurrente  ha  quedado  debitttado  porque  ai  Joea,  onm- 
pliendo  con  su  deber  y  con  lo  que  diapone  el  art.  S.^  y  el  pémífo  prl» 
mero  del  art.  298  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  no  eonaintiera  la  in- 
tervención oficial  en  la  prueba  de  un  Procuiadory  qne  ni  iba  indicado  en 
el  exhorto,  ni  aoompafiaba  poder,  ai  k>ien  podo  -  preaenoiarla,  como  la 
preaenció  oficioaa  mente,  por  habarae  practicado  en  público;  de  lo  qne  sa 
sigue  el  absurdo  jnridico  de  que  dkha  prueba  ^tendría  máa  fuerxa  ai  el 
Jues  hubiera  faltado  á  la  ley  al  practioarla  y  habiera  infringido  diafaoa 
artículos;  siendo,  por  tanto,  evidente  que  la  prneba  teatifical  del  roca* 
rrente  tiene  más  lueraa  que  la  que  le  ha  atribuido  la  aantencia  recurri- 
da, puesto  que  ésta  oonsideraba  debilitado  au  valor  probatorio  por  loa 
supuestos  defecto»  de  procedimiento  qne  ae  han  referido,  y  por  oonai- 
guiente,  que  ha  quedado  en  realidad  ala  resolver  ai  didia  pmeba  testi- 
fical Cieñe  más  eficacia  probatoria  qne  la  del  Ayuntamiento,  y  debe  pre^ 
valecer  sobre  ésta;  aunque  ya  se  ooHge  de  la  miania  aentanoia  qne  des- 
vanecido el  error  de  la  Sala,  éeta  habría  eatimada  que  la  pmeba  dsl 
recurrente  era  superior  á  la  contraria,  eomo  lo  acredita  el  hecho  de  ^ua 
ambas  pruebaa  se  contradecian  y  oontrapeaabatt  en  e^aupnéato  de  qna 
la  fueraa  probatoria  de  los  teetigoa  del  recurrente  haMa  quedado  debili- 
tada por  las  circunstaneiaa  referidas;  que  en  todo  oaao  habría  aiempra 
que  apreciar  de  nuevo  la  prueba  teetifical  dentro  de  laa  dreonataniriaa 
realmente  jurídicas  que  se  han  indicado,  y  no  ea  dudoso  que  la  prueba 
del  recurrente  tiene  un  valor  muy  superior  á  la  del  -Ayuntamiento,  y 
que  hay  nuevas  causas  que  aumentan  oonsiderableaMBte  di^io  valor  y 
enervan  el  de  la  del  Ayuntamiento,  que  no  ha  tenido  en  euenta  la  Sala 
sentonciadora,  y  constituyen,  conforme  al  núm.  7.^  del  art^  169),  otroa 
tantos  errorea  de  derecho,  cuales  son:  primero,  que  detenninando  el  ar- 
ticulo 669  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  loa  Tribunalea  apreeia- 
rán  la  fueraa  probatoria  de  loe  testigos  teniendo  en  eoenta  la  raaén  da 
ciencia  que  hubieren  dado  y  laa  eirounstanoiaa  que-  en  elloa  oonoirraa» 
entre  las  que  una  de  las  máa  importantea ee  la  dea!  lea  eomprende al* 
guna  de  las  tachaa  enumeradas  en  el  art.  660,  no  ha  tenido  en  cuenta  la. 
Sala  qna  loa  testigoa  de  eata  parte  fueron  S6,  librea  todaa  ain  ezaepdóaa 
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de  todft  tachft,  mlentoM  qjm  los  del  Ayiintainiento  íneron  26,  y  de, ello» 
eiaeo  están  intereeados  en  este  pieito,  porqne  como  poneta  de  sus  decla- 
r»eiones,  ó  son  .vednos  de  Carosstlllo  ó  tienen  parientes  en  este  punto 
dentro  del  cuarto  grado  cÍyíI,  concurriendo,  por  Untó,  en  ellos  laa 
oeosas  l.^y  S^  del  art,  66a  de  la  lej^de  Enjuiciamiento  cíyÜ,  y  la  inha- 
Ulldiuidel  1247  del  Código  civil;  segundo,  que  mientras  el  interrogato- 
rio ael  re(:nrrente  comprende  siete  preguntas  útiles  en  que  punto  por 
punto  se  van  especificando  todos  los  extremos,  ol^eto  del  debate,  el  del 
Ayantamienio  no  ti^e  más  que  una  pregunta  úUl,  y  asta  ambigua  y 
oomo  tal  ineficaz  para  la  prueba,  pues  en  .ella  se  interroga  acerca  de  los 
copnnes,  sin  distinguir  de  cuáles,  si  délos  comunes  generales  déla 
iriila,  con  los  que  nada  tiene  que  ver  el  recurrente,  6  si  de  los  comunes 
«nejos  á  las  corralisas  de  que  se  trata,  únicos  que  son  objeto  del  pleito; 
7  por  otra  parte,  el  Ayuntamiento  de  1847  probó  cpn'SO  testigos  de  ma- 
yor excepción  que  los^somunes  de  las  corraliaas  de  D.  Pedro  J^arcos  Pé- 
rez y  de ,  D.,  Felipe  Pór^  de  Lsborda,  antecesores  del  recurrente,  se 
eompoDÍaa  de  dos  porciones»  la  nna  llamada  privativa  y  la  otra  no  pri- 
vativa, designadas  por  mogas  de  piedras  ecbsflas  en  toda  su  extensión, 
j  el  Ayuntamiento  de  1899  ha  intentado  probar  con  26  testigos  que  desde 
hMC%  in4e  de  cuarenta  y  cincuenta  afios,  y  aun  desde  que  los  nacidos  más 
amoianos  puedan  dar  riutón,  los  comunes  anejos  de  las  expresadas  corra^ 
lisas  no  se  componían  de  dos.  porciones,  la  una  privativa  y  lá  otra  no 
privativa,  puesto  que  á  eso  equivale  afirmar  que  fué  promiscuo  y  no 
privativo  en  todo  tiempo  y  en  todos  los  meses  del  afio  el  goce  de  los 
pactos  en  dicbos  comunes  anejos  de  las  corralisasi  alendo,  ^ptor  tanto» 
eTldente  que'  lo  afirmado  é  intentado  probar  por  el  Ayuntamiento  de 
1899  rebaaa  los  tiempos  del  afio  1847,  ^n.que  el.  Ayuntamiento  de  enton- 
ces afirmó  y  probó  todo  lo  contrario;  y  que  esta  contradicción  palmaria 
debilita  y  aún  anula  el  valor  probatorio  de  Ifis  declaracioues  prestadas 
en  este  pleito  por  los  teetigos  del  Ayuntamiento;  tercero,  que  mientra» 
los  testigos  de  esta  parte  ban  declarado  de  ciencii^  prQpia,  habiendo 
visto  y  practicado  ellos  mismos  lo  que  se  les  preguntaba,  pudiendo  en 
general  la  razón  de  muchos  afios  por  haber  cinco  que  tenían  más  de  se- 
tenta y  varios  próximos  ú  esa  edad,  los  del  Ayuntamiento  hablan  mu- 
chas verses  de  vidas  é  ignoran  lo  que  se  les  pregunta,  y  es  frecuente  que 
ee  refieran  á  hechos  aislados  ó  transitorios;  siendo  muy  escaBo.8  los  que 
comprenden  un  periodo  largo  en  sus  declaraciones,  y  no  habiendo  nin- 
guno que  coente  más  de  setenta* afios  de  edad;  y  cuarto,  quedes  muy 
grave  y  oarihcteristico  en  los  testigos  del  Ayuntamiento  que  las  declara- 
ciones de  unos,  que  corroboran  á  v^ces  los  asertos  del  recurrente,  están 
en  oposición  con  las  de  otros  que  se  contradicen  en  ocasiones  á  sl.mis- 
mos,  como  sucedía,  por  ejemplo,  al  contestar  sobre  el  vedado  de  Pe- 
llas de  Culebras,  respecto  del  que  las  declaraciones  de  los  testigos  pri- 
mero, tercero,  quinto,  décimo,  undécimo,  duodécimo,  vigésimo,  vigési- 
nsoprimero,  vigésimosegundo  y  vl^imoqulnto  son  contradictoria» 
]«9.  unas  con  Us  otras;  otros  seis  testigos  desconocen  lo  que  se  les  pre- 
gunta*.  y  además  resulta  que  el  testigo  primero  se  contradice  á  si  mismo» 
7  lo  propio  pssa  con  los  testigos  segundo,  cuarto^  sexto,  noveno,  undé- 
cimo, decimonoveno,  vigésimo,  vigésimoprimero,  vigéeimosegundo, 
vigésimoteroM'o,  vigésimocuarto  y  vigéslmoquinto,  en  algunos  de  lo» 
que  son  repetidas  las  variaciones  y  contradicciones  en  que  caen,  tratán- 
dose de  un  mismo  hecho  y  dentro  de  su  propia  declaración: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  se  opnso  á  la  admisión  del  re- 
corso  en  cuanto  al  motivo  quinto  transcrito,  y  en  su  virtud  se  trajeron 
loe  antos  á  la  vista  oon  ias  citadovies  correspondieiitesr 
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Visto,  «Iflndo  Ponente  el  Ma^ilndo  D.  Fnacteco  Toda: 

Considerando  qne  según  tiene  declarado  oon  repetieidn  eeta  8ila,  Ift 
eetimación  de  la  prneba  testifical  es  fsnción  propia  del  Trtbanal  seotsn* 
ciador,  y  contra  aqnéila  no  cabe  r^cnrso  algnno  de  casación  dados  ios 
términos  del  art.  «6^  de  la  lejr  de  Eojniciamiento  cítíI  j  1148  del  G6- 
digo,  7  como  el  motivo  qninto  del  recurso  de  D.  Nicolás  Marco  y  E«|Qer 
no  tiene  otro  objeto  qne  el  de  impugnar  el  resultado  de  la  apreclacióai 
^ne  la  Andiencia  de  Pamplona  há  hecbo  de  la  prneba  testifical  prseti- 
cada  por  las  partes,  pretendiendo  al  efecto  dar  el  carácter  de  tnfracdCH 
nes  legales  á  determinadas  raxones  críticas  qne  el  Tribunal  alega  pam 
fundar  sn  jaleio,  sin  atribuirlas  por  esto  el  carácter  de  prescripcieae» 
legales  mejcr  ó  peor  interpretadas,  es  visto  que,  al  tenor  de  lo  dispoesta» 
«n  el  núm.  9.^  del  art.  1729  de  la  expresada  ley  de  Enjuiciamiento,  no 
procede  la  admisión  de  dicbo  motivo  quinto; 

No  ba  Ingar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  por  infracdóii  da 
ley  interpuesto  por  D.  Nicolás  Marco  j  Esquer  en  cnanto  al  motivo 
qninto  en  qne  se  funda,  y  se  admite  respecto  de  los  demás;  y 'pasadas 
que  sean  las  copias  necesarias  para  la  publicación  de  este  auto  en  la  for- 
ma que  previene  la  ley,  vuélvase  á  dar  cuenta. 

Madrid  24  de  Junio  de  1901.=rJosé  de  Aldeooa.=FrancÍBOo  Toda.=r 
Joaquín  Gonzáles  de  la  P(*fia.=Pedro  Lavín.=Ricardo  Molina.ssVi- 
cente.de  Finias  .««Tomás  Gádai.=Licenciad0  Jorge  Martines. 


Küm.  17S.~TRIBUNAL  SUPREMO.-»  de  Jttnls,  pnk.  el8  de  A|stls. 

CoMPETENCTA.— P¿k^o  dc  ptffftfMs..— Sontencla  decidiendo  en  favor 
del  Juzgado  municipal  del  distrito  de  la  Magdalena,  de  Sevilla, 
la  sostenida  con  el  de  igual  clase  de  San  Vicente  dei  Rd^speig, 
acerca  del  conocimiento  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Joa- 
quin  Diaz  contra  D.  Julio  de  Vargas.  • 
En  sus  co*«8iDERAND08  80  oslablece: 

Que  es  preceptt)  general  consignado  en  el  art,  1500  dei  Código  d- 
mi,  que  cuando  no  se  ñjan  en  el  contrato  el  tiempo  y  lugar  en  qwt 
haya  de  abonarse  el  precio  de  la  cosa  vendida,  deberá  el  comprador 
pagarlo  en  el  tiempo  y  lugar  en  que  se  haga  la  entrega  de  dicha  cosa: 

Que  en  tal  casOy  según  ha  declarado  el  Tribunal  Supremo^  losairos 
que  el  oendedor  realice  contra  el  comprador ^  no  son  sino  una  firma 
o  medio  accidental  de  oeriñcar  el  pago,  y  no  constituyen  una  condi- 
ción en  cuya  virtud  deba  tenerse  pijr  Jues  competente  d  del  domid' 
lio  del  comprador. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  25  de  Junto  de  1001,  en  la  eompeta»- 
cia  pendiente  ante  Nos,  por  rasón  de  inhibitoria  snscitada  por  el  Jues 
municipal  de  8an  Vicente  del  Raspelg  (aiieante),  al  de  igual  clase  áA 
distrito  de  la  Magdalena  de  Sevilla  en  el  conocimiento  del  juicio  verbal 
promovido  ante  el  último  por  D.  Joaquín  Días  Torree,  comerciante,  ve- 
cino de  Sevilla,  contra  D.  Julio  de  Vargas  Machuca,  de  (a  misma  profe- 
sión, vecino  de  Sen  Vicente,  sobre  pago  de  pesetas;  hallándose  repre- 
sentado y  defendido  el  D.  Julio  de  Vargas  por  el  Procurador  D.  Vieeote 
Turón  y  Boscá  y  el  Letrado  D.  Francisco  Toda  y  Nofio  de  la  Boea;  y  no 
habiendo  comparecido  en  este  Tribunal  flnpremo  el  otro  litigante: 

Resultando  que  en  O  de  Enero  último,  D.  Joaquín  Días  Torres,  co- 
merciante y  vecino  de  Sevilla,  compareció  ante  el  Jvagadomnniolpaldsl 
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distrito  do  Ift.MftgdAlenm  de  «qaelU  ciudad,  solieitando  celebrftr  jaicio 
*r«rb«l  con  D,  Jolio  de  Vairgas  Macboca,  también  del  comercio  y  vecino 
de  San  Vicente  del.l(aipelg,  proYincia  d^  Alicante,  sobre  pago  de  18i  pe- 
setas S3  céntlmoa  qae  le  es  en,  del^r  por  saldo  del  estado  de  cuentas  que 
eoDiDpallaba¿ 

Hesuátando  que  citfido  el  D*  Jalio  de  Vargas  para  la  celebración  del 
jolcip  verbal  por  medio  de  oficio  dirigido  ai  Jnea  municipal  de  8an  Vi- 
cente, promovió  ante  éste  cuestión  de  competencia  por  inbibitoría,  y  aae- 
Korando  no  baber  becbo  uso  de  la  declinatoria,  alegó  al  efecto:  que  el 
«Gtor  Días  Torrea  ejercita  contra  él  una  acción  personal  para  el  pago 
de  184  pesetas  28  céntimos,  procedente*»  de  Mido  del  estado  de  cuernas; 
qoe  no  habiéndose  entregado  al  dicen  te,  cuando  se  le  ba  citadp,  copia  de 
dicha  cuenta,  desconoce  los  fundamentos  de  la  reclamación,  pero  no 
Queriendo  someterse  á  Jues  iocom  pétente,  se  veía  en  ía  necesidad  de 
promover  la  presente  cuestión  para,  que  conosca  del  asunto  el  Jues  de 
Bmn  Vioente,  i  quien,  á  su  Juicio,  corresponde  entender  de  él;  que  por 
mediación  de  D.  Antonio  Marín,  representante  del  actor  en  aquella  placa 
de  8an  Vicente,,  biio  varios  pedidos  de  géneros  á  Días,  quien  varias  ve- 
ces remitió  los  tx>necimientos  de  las  mercancías  á  su  dicbo  representan- 
te; que  por  lo  tanto,  el  pueblo  de  San  Vicente  es  el  Ingar  del  contrato, 
pues  en  él  se  le  ba  heelio  entrega  de  los  productos  adquiridos,  secún  re- 
enltaba  de  varias  cartas  que  acompafiaba;  que  en  las  facturas  de  los  gé- 
neros también  acompafiadaa  no  se  expresa  que  Be  remitieran  de  cuenta 
y  riesgo  del  comprador;  que  D.  Joaquín  Días  Torres  ba  becbo  giros  al 
compareciente,,  aomiciliando  Ips  primeros  en  Alicante  y  los  últimos  en 
San  Vicent»,  como  resulta  de  las  aludidas  cartas  y  íacturaa;  y  por  últi- 
mo, que  el  mismo  actor,  al  solicitar  que  para  la  citación  del  demandado 
ae  dirigiese  oficio  al  Jues  de  San  Vicente,  reconoce  aer  eeta  localidad  el 
panto  de  sn  domicilio;  y  después  de, citar  como  fundamentos  legales  el 
art.  63  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  el  art.  1600  del  Código  y  la  ju- 
risprudencia de  este  Tribunal  Supremo  establecida  en  sentencias  4e  17  de- 
Abril  y  17  de  Septiembre  de  1884,  28  de  Abril  de  1885,  8  de  Noviembre 
de  1896  y  27  de  Abril  de  1897,  terminó  con  la  súplica  de  que  se  dirigiese 
•i  eorr«>spondiente  oficio  al  Jue^  municipal  del  distrito  de  la  Magdalena 
de  Sevilla,  á  fin  de  que,  reconociendo  la  preferencia  del  Juagado  de  San 
Vioente  para  conocer  del  asunto,  remita  á  éste  las  actuaciones  á  fin  do 
oontinuar  el  juicio,  habiendo  acompañado  á  este  escrito  el  D.  Julio  de 
Vargas  varias  cartas  de  D.  Joaquín  Días  y  copias  de  otras  dirigidas  á 
éste  por  el  primero,  en  las  cuales,  además  de  referirse  ambos  comercian- 
tes al  negocio  mediado  entre  ellos  de  compraventa  de  lanas  mobair  para 
toquillas— dice  Vargas— á  Días  con  fecba  11  de  Julio,  80  de  i^gcsto  y  17 
de  Septiembre  del  alio  anterior,  en  la  primera:=:<Bírva8e  no  domiciliar 
en  Alicante  sus  giros  sucesivos,  porque  contra  mi  voluntad  serán  síga- 
nos protestados,  pues  dadas  las  ocupaciones  tan  perentorias  que  tengo 
en  esta  su  fábrica  me  impiden  el  bajar  á  Alicante,  pues  me  es  imponible 
dejarla  abandonada.=Tome  buena  nota,  pues,  para  girar  á  mi  cargo  so- 
bre esta  plasa,  á  fin  de  evitar  cualquier  contratiempo,  que  yo  sería  el 
primero  en  lamentar»;  en  la  segnnda:=<Me  ba  extrafiado  mucho  que  su 
giro  del  8  del  actual  baya  venido  domiciliado  en  Alicante,  siendo  así 
que  üd.  sabía  que  no  me  era  posible  bajar  para  su  aceptación  por  los 
múltiples  trabajos  que  tengo,  que  no  me  dejan  abandonar  esta  fábrica 
medio  día  que  necesitaría  para  ir  y  volver  de  Alicante.=rDicho  giro  creo 
qne  lo  habrán  devuelto,  pues  dije  que  no  podría  bajar  á  aceptarlo.=:Si 
es  así,  puede  girar  seguidamente  otro,  pero  sobre  esta  plasa,  que  es  don- 
de, sin  entorpecimiento  de  mis  ocupaciones,  será  atendido  puntualmenr 
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te>;  y  en  U  teroararrrcComo  ya  le  trago  manlfeetodOy  ee  diffeil  qne  yo 
pueda  aceptar  mía  giroa  iobre  Alicante,  j  so  ae  puede  mandar  á  penma 
algnna  para  qne  los  traiga  á  lá  aceptaeite,  porqne  el  Baneo  no  km  deja 
á  nadie»;  apareciendo  entre  laa  aladídaa  eartaa  doe  dirigidas  al  D.  Julio 
de  Vargas  por  D.  Joaqnin  Diaa,  en  ana  de  laa  enalea  dioe  éete  á  aqoét 
en  1.^  áh  Octubre,  y  entre  otroa  partlealaree:  cLa  aoompallo  dea  leUas 
por  saldo  de  mi  factura  3  de  Jnlio,  qne  le  mego  me  deTneUa  acepladae 
lo  antes  po8lble.=Ein  dicha  forma  no  ae  tiene  qne  molestar  pora  la  aee^ 
tación,  y  sólo  dar  la  orden  de  pago  á  Alicante,  eon  lo  enal  me  evita  al- 
gún quebranto»;  teniendo  por  objeto  otra  de  94  de  Oetnbre  partlciporlo 
el  cargo  á  su  cuenta  de  yarios  giroa  deyneltoe,  así  como  loe  gaatoe  da 
negociación  y  protestos  y  oomnnicarle  otros  giros,  respecto  de  loa  eno- 
les  dice:=:€  BstOB  giros  ae  los  tengo  aTiaadoa  por  mediacidn  de  0.  Antonio 
Marín»: 

Resaltando  que  prerio  dictan^n  del  Fiscal  municipal  y  de  oooferoü- 
dad  con  el  mismo,  el  Juez  de  San  Vioente,  en  anto  del  slgaiente  dfa'fl, 
declaró  haber  lugar  á  la  inhibitoria  propueata,  por  oonaiderar  al  efecto: 
que  no  existiendo  tácita  ni  expresamente  la  aumisión  del  demandado 
D.  Julio  de  Vargas  á  la  jurisdicción  del  distrito  de  la  Magdalena  de  Se- 
villa para  el  cumplimiento  de  sus  contratos  ú  operaciones  mercootilea 
con  la  casa  de  comercio  de  D.  Joaquín  Días,  debe  ser  lagar  para  ello  el 
del  domicilio  del  demandado,  quedando  este  extremo  patentisado  en  no- 
tos con  el  testimonio  de  la  cédula  personal  del  proponente  de  la  compe- 
tencia; que  en  esta  clase  de  operacionee  mercantiles,  el  contrato  do  com- 
praventa se  da  por  consumado  en  la  plaaa  donde  tiene  su  centro  do  ope- 
racionee la  casa  vendedora,  cuando  ai  dar  salida  á  nn  género  conoto  eo 
los  documentos  ó  factura  de  expedición,  noticia  ó  liquidación,  «le  qoodar 
desde  el  momento  de  su  salida  á  euentn  y  riéMgo  del-eomprcuior,  oom 
que  en  el  presente  caso  no  se  ha  practicado,  cnal  aparece  por  las  fneto- 
ras  unidas  á  este  expediente;  que  no  habiéndose  hecho  uso  de  lo  declina- 
toria, y  probadas  las  circunstancias  que  se  han  tomado  en  coneiderocióo, 
puede  admitirse  la  inhibitoria  propuesta;  y  que  en  los  contratos  de  oo 
praventa  de  los  géneros  mercantiles,  el  precio  de  los  mismos  debo  < 
tregarse  donde  aquéllos  se  recibieron,  á  no  haberse  estipnlado  otra  oo 
y  para  que  se  entiendan  entregados  en  el  eatabledmiento  del  vendedor 
es  indispensable  el  requisito,  al  hacerse  la  remeea,  de  qne  sean  de  eoonta 
y  riesgo  del  comprador,  cosa  que  no  ocnrre  en  las  remesas  hediao  por 
Díaz  á  Vargas,  según  así  lo  tiene  dispuesto  oste  Tribunal  Supremo  en 
las  sentencias  anteriormente  citadas  y  el  art.  1600  del  Código  civil: 

Resnltando  que  recibido  en  el  Juzgado  municipal  del  distrito  do  la 
Masrdalena  de  Sevilla  el  requerimiento  de  Inhibición  intereeado  por  el 
<le  San  Vicente  del  Raspeig,  se  dio  vista  al  demandante,  quien  en  eacrlto 
de  1.^  de  Febrero,  á  que  acompafió  varias  cartas  y  telegramas  de  D.  Ju- 
lio de  Vargas,  acusando  recibo  de  remesas  y  haciendo  nuevos  pedidos, 
se  opnno  á  lo  interesado  por  el  Juez  requirente,  y  habiendo  iro|>ogoado 
también  ia  Inhibición  el  Fiscal  municipal  del  distrito  de  la  Magdalena 
de  Sevilla,  este  Juzgado,  en  auto  de  8  del  aludido  Febrero,  declaró  no 
haber  Ingar  al  mencionado  requerimiento  hecho  por  el  Juea  de  fian  Vi- 
cente del  Raspefg,  fundándose  para  ello  en  que  ejercitándose  en  el  jui- 
cio de  qne  se  trata  una  acción  personal  para  hacer  efectivo  el  importe  da 
géneros  adquiridos  en  aquella  capital,  es  evidente  que  el  Juzgado  que 
proveía— la  Magdalena  de  Sevilla~-es  el  competente  para  conocer  de  di- 
cha reclamación,  atendidos  los  preceptos  del  art.  6),  regla  l.\  de  la  \&f 
de  Enjuiciamiento  civil  y  la  constante  jurisprudencia  de  este  Tribunal 
Supremo,  establecida,  entre  otras  sentencias,  por  las  de  11  y  S6  de  Abril 
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^e  1887,  24  de  Enero  de  1888,  8  de  Octubre  de  1880, 12  de  Agosto  de  1897 
y  28  de  Mayo  de  1998;  y  en  qne  caalqaiera  qae  Bean  iae  excepciones  qne 
«elstán  al  demandado  ylos  efeetos  qae  éstas  prodascan,  no  son  de  esti- 
mar en  lo  relativo  á  la  competencia,  porqoe  para  este  extremo  no  debe 
Atenderse  sino  á  los  términos  en  qne  ha  sido  planteada  la  demanda,  se- 
^n  tiene  declarado  este  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  26  de  Enero 
de  1890: 

Resultando  que  él  Juei  municipal  de  6an  Vicente  insistió  en  la  in- 
hibitoria, y  en  su  virtud,  ambos  Jaeces  contendientes  remitieron,  cita- 
das y  emplaiadas  las  partes,  eus  respectivas  actuaciones  á  este  Tí'ibnnal 
Suprenío,  donde  se  ha  s^staqciado  la  competencia  con  arreglo  á  derecho 
é  intervención  del  Utnisterio  fiscal. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Tomás  Gúdal: 

Considerando  que  es  precepto  general  consignado  en  el  art.  1600  del 
Código  civil  que  cuándo  no  sé  fijan  en  el  contrato  el  tiempo  y  lugar  en 
que  haya  de  aboparse  el  precio  de  la  cosa  vendida,  deberá  el  comprador 
pagarlo  en  el  tiempo  y  lugar  en  que  se  haga  la  entrega  de  dicha  cosa: 

Cotísiderando  que  en  el  Juicio  verbal  promovido  se  ejercita  una  acción 
personal  por  D.  Joaquín  Oías  Torres  para  el  cobro  del  saldo  de  una  cuenta 
que  á  BU  favor,  como  resto  del  precio  de  varias  partidas  de  lana  vendidas 
á  D.  Julio  de  Vargas  Machuca,  domiciliado  en  San  Vicente  del  Baspeig; 
y  si  bien  es  cierto  qué  no  aparece  determinado  el  lugar  en  que  el  precio 
bUbiera  de  pagarse,  nó  lo  es  menos  qué,  según  los  telegramas  y  cartas 
presentados  por  el  actor,  especialmente  la  de  6  de  Mayo  del  afio  último, 
el  demandado  se  daba  por  entregado  de  la'  mercancía  en  Sevilla,  por  lo 
que  en  la  misma  ciudad,  con  arreglo  al  precepto  legal  mencionado,  debe 
satisfacerse  el  precio  y  seguirse  el  pleiu>,  sin  que  para  sostener  lo  con- 
trario baste  alegar  que  el  vendedor  ha  hecho  diferentes  giros  contra  el 
comprador,  porque,  como  ha  declarado  este  Tribunal  Supremo  en  casos 
análogos,  tales  giros  no  son  sino  una  forma  ó  medio  accidental  de  faci- 
litar el  pago,  f  no  constituyen  una  condición  en  cuya  virtud  deba  tener- 
se por  Juez  competente  al  del  domicilio  del  comprador  demandado; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  qne  el  conocimiento 
del  juicio  verbal  de  que  se  trata  corresponde  al  Juagado  municipal  del 
distrito  de  la  Magdalena  de  Sevilla,  al  que  se  remitan  todas  las  actua- 
cíonf^s,  poniéndose  esta  resolución  en  conocimiento  del  de  igual  clase  de 
San  Vicente  del  Raspeig;  siendo  de  cuenta  respectiva  de  las  partes  las 
costas  ocasionadas  en  esta  competencia. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  den- 
tro de  los  diei  días  siguientes  a)  de  su  fecha,  é  insertará  á  su  tiempo  en  la 
Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo 
pronunciamos,  mandamos  y  firmamo«.=José  de  Aldecoa.=Joaquín  Gon- 
sáles  de  la  Pefia.=:Pedro  Lavfn.=:To6é  María  Bamuevo.=Tomá8  Oúdal. 

Publicación.= Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Tomás  Gúdal,  Magistrado  de  la  Sala  de  lo  civil  del  Tri- 
bunal Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  día  de  hoy, 
de  que  certifico  como  Relator  Secretario. 

Madrid  26  de  Junio  de  1901. sPor  el  Escribano  Montes,  Licenciado 
Jorge  Martínei. 
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Casación  por  infracción  de  lby.— Po^  dteaHiidad.—Á^Mio  decla- 
rando no  haber  lugar  á  la  admieión  del  recurao  interpuesto  por 
D.  Eloy  Luis  de  Lama  contra  el  dictado  por  la  Sala  de  lo  civil 
de  la  Audiencia  de  Pamploaa,  ea  pleito  oon  el  Colegio  Notarial 
de  aquella  capital. 
Ea  sus  CONSIDERANDOS  80  estableco; 

Que  el  núm.  3.^  del  art.  1729  de  la  ley  de  Enjuieianuenio  dvil^  et« 
iahleee  que  ee  inadmisible  el  reeureo  de  casación  cuando,  la  senten- 
cia no  tenga  el  concepto  de  deñnititxi^  ó  no  sea  susceptible  de  aquel 
recurso  por  la  naturaleta  ó  cuantía  del  Juido  en  que  hubiere  re- 
caído: 

Que  el  auto  por  el  que  á  instancia  del  decano  de  un  Colegio  No- 
tarial  se  manda  requerir  á  un  Notario  de  la  demartación  de  éste^ 
para  que  en  un  preciso  término  consigne  la  cantidad  que  por  defe- 
rentes conceptos  se  le  reclama,  bajo  apercibimiento  de  quesino  toce- 
riñea,  se  procederá  á  la  exacción  por  la  ola  de  aoremio^  es  sólo  mna 
procidencia  semej antea  las  que  se  acuerdan  en  ios  pleitos  efecuti- 
DOS  y  en  oíros,  que  por  su  propia  naturaleza,  no  pueden  impugnarse 
en  casación,  porque  dejan  siempre  expedito  el  derecho  del  interés 
sado  para  promover  en  su  día  el  correspondiente  jmdo  declaratioo^ 

R«sn1tando  que  por  el  Decano  del  Colegio  Notarial  de  Pamplona  s» 
dirigió  ODA  comunicación  al  Jasgado  de  primera  inatancia  de  Eatella» 
poniendo  en  su  conocimiento  que  en  sesión  celebrada  por  la  Junta  di- 
rectiva, se  había  acordado  que  habiendo  sido  inf  rnctnosoe  todos  ios  me- 
dios empleados  para  conseguir  del  Notario  de  Viana,  D«  EI07  Luis  de 
Lama,  que  abonase  la  cantidad  que  adeudaba  por  diferí* otes  conceptos,, 
que  ascendía  i  762  pesetas  y  76  céntimos,  se  acudiera  á  aquel  Juagado» 
para  que  por  el  procedimiento  de  apremio,  según  lo  dispuesto  en  la.Beal 
orden  de  S  de  Abril  de  1868,  se  exigiese  á  dicho  Notario  la  referida 
suma,  formada  de  distintas  partidas,  cuyos  conceptos  se  detallaron  en 
otra  comunicación,  á  la  que  se  acompafió  un  ejemplar  del  reglament» 
del  Monte  Pío  Notarial  de  Pnm piona: 

Resultando  que  el  Juurado,  en  providenciadas  de  Mayo  de  1900,aoord^ 
el  reqnerimiendo  pedido,  ordenando  á  D.  Eloy  Luis  de  Lama,  que  eneL 
término  do  ocho  días  consignase  en  el  Juagado  la  cantidad  qtíe  se  le  re- 
clamaba, bajo  apercibimiento  de  apremio,  y  practicado  el  requerimien- 
to, se  personó  Lama  en  dichas  diligenciae,  manif estando  qne  interponía 
aubsidiariamente  los  recursos  establecidos  en  los  arta.  877  y  876  de  la 
ley  de  Knjuiciamiento  civil,  y  citaba  como  infringidos  los  arts.  2.^,  S.^ 
y  481  de  la  misma  ley,  suplicando  se  tuviesen  por  interpuestos  en 
tiempo  oportuno  los  recursos  de  reposición  que  dejaba  indicados  contra 
la  providencia  dictada,  que  procedía  dejar  sin  efecto,  imponiendo  las 
coatas  á  la  Junta  directiva  del  Monte  Pío: 

Resultando  que  tramitada  4a  reforma,  la  resolvió  el  Jues  en  el  sen- 
tido pedido  en  la  misma,  y  remitidas  las  diligencias  á  la  Audiencia  de 
de  Pamplona  en  ylrtud  de  apelación  quedednJ9  la  Junta  directiva  del 
Colegio  Notarial,  dictó  auto  la  Sala  de  Juaticia  en  18  de  Diciembre  de 
1000,  revocando  la  resolución  del  Juzgado,  y  declarando  que  no  había 
lugar  al  recurso  de  reposición  interpuesto  por  D.  Eloy  Luis  de  Lama 
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contra  el  procedimiento  de  apremio,  y  dejando  enbslatente  la  prociden- 
cia del  Jaxgado  de  8  de  Maye  del  aqael  mismo  afio,  qne  desde  luego  se 
llevarla  á  efecto,  con  imposición  de  las  costas  al  demandado: 

BesnUando  qne  D.  Eloy  Lnis  de  Lama  interpuso  reenrso  de  casación 
por  infracción  de  ley  y  de  doctrina  legal,  y  habiéndose  opneato  á  sn  ad- 
iki telón  el  Ministerio  fiscal,  se  trajo  á  la  yista  con  las  citaciones  corres- 
pondientes. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Gallón: 

Oonsiderando  qneelnúm.  8.®  del  art.  1729  déla  ley  de  Enjaleia- 
miento  civil  establece  qne  es  inadmisible  el  reoorso  de  casación  cnando 
1«  sentencia  no  tenga  el  concepto  de  definitiva,  ó  no  sea  susceptible  de 
aquel  recurso  por  la  naturaleza  ó  cuantía  del  juicio  en  que  hubiere  re- 
caído: 

Oonsiderando  qne  el  auto  recurrido  confirma  la  providencia  del  Juz- 
gado de  8  de  Mayo  último,  que  se  limita  á  mandar  que  se  requiera  al 
recurrente  para  que  en  el  término  de  ocho  días  consigne  la  cantidad  que 
■e  le  reclama,  bajo  apercibimiento  de  que  si  no  lo  verifica  se  procederá  á 
•u  exacción  por  la  vía  de  apremio;  y 

Considerando  que  esta  resolución  no  es  sentencia  definitiva,  ni 
ha  recaldo  en  incidente  ó  articulo  alguno  qne  ponera  término  al  juicio, 
hsdendo  imposible  su  continuación;  siendo  póIo  una  providencia  seme- 
jante á  las  que  se  acuerdan  en  los  pleitos  ejecutivos  y  en  otros,  que  por 
mu  propia  naturaleza  no  pueden  impufraarse  en  casación  ,  porque  dejan 
•lempre  expedito  el  derecho  del  interesado  para  promover  en  su  día  el 
eorrespondlente  juicio  declarativo,  en  el  cual,  no  en  las  diligencias  es- 
peoialee  de  que  se  trata,  pueden  ser  planteadas  y  resueltas  todas  las 
eaestionea  que  con  inoportunidad  manifiesta  se  suscitan  ahora: 

No  ha  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley  interpuesto  por  D.  Eloy  Luis  de  Lama,  á  quien  se  condena  al  pago 
de  las  costas;  y  ábrese  á  la  Audiencia  de  Pamplona  la  certificación  co- 
rreepondiente,  con  devolución  del  apuntamiento  que  ha  remitido;  pu- 
blicándose previamente  esta  resolución  en  la  forma  que  ordena  la  ley. 

Madrid  25  de  Junio  de  1901.=Jo8é  de  A Idecoa.=  Ricardo  Oullón.= 
Francisco  Toda.=Joaquln  Oonsáles  de  la  Pefia.=:Pedro  Lavln. ^Ri- 
cardo Molina.=yícente  de  Piniés.=Licenciado  Jorge  Martínez. 

I^üin.  174:.— TRIBUNAL  SUPREMO.— 26  Jonlo,  pub.  el  2  de  Septiembre. 

Casación  por  infracción  de  let.— Rescisión  de  eserituras.— Sen- 
tencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por 
Doña  Manuela  Esteban  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  pri- 
mera de  lo  civil  de  la  Audiencia  ae  Madrid,  en  pleito  con  la 
Junta  provincial  de  Beneñcencia. 
En  sus  CONSIDERANDOS  86  ostableco: 

Que  la  prescripción  de  la  acción  rescinoria  por  término  de  un 
añOy  contado  desde  el  dia  de  la  enajenación  fraudulenta^  está  de 
modo  claro  establecida  en  el  art.  37  de  la  ley  Hipotecaria  exclu- 
sivamente á  favor  de  los  terceros,  reputándose  como  tales  y  para 
los  efectos  de  esta  disposición  y  los  que  no  kan  intervenido  en  el  acto 
ó  contrato  inscritOy  á  tenor  de  lo  prevenido  en  el  art.  27 y  y  corrobo- 
rado por  el  citado  anteriormente  y  según  el  cual  la  existencia  de  ter- 
cero supone  siempre  una  segunda  enajenación,  como  asi  lo  ha  esta- 
blecido también  el  Tribunal  Supremo: 

TOMO  91  62 
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Que  para  re^alüer  loe  recur90é  de  eoModóny  ee  preeieo  partir  di 
loe  fanaamenioe  de  hecho  de  la  sentencia  recurrida,  cuando  noeetei 
impugna,  conforme  al  párrqfo  7.^  del  art.  1692  de  la  lev  proeemt 

Que  loe  herederos  y  eaueahabieniesdel  eomf^ador  de  mala  fe  no 
pueden  inooear  el  carácter  de  terceros  á  los  Rectos  del  citado  ar- 
ticulo 37 y  ya  que,  aun  sin  su  interoendón  material  en  las  enajena- 
dones,  son,  como  continuadores  de  la  personalidad  de  aquél,  respon- 
sables de  todas  sus  obligaciones  para  la  consecuencia  de  los  que  están 
en  el  mismo  caso  que  dicho  comprador,  debiendo  ser  reputados,  por 
tanto,  con  relación  á las enafenadones fraudulentas,  eomosiloshe- 
rederos  las  hubieran  otorgado,  ó  como  si  la  acdón  se  hubiera  diri- 
gido contra  el  causante  de  los  mismos: 

Que  entendiéndolo  asi  la  Sala  sentendadora,  no  infringe  el  men- 
cionado art>  37,  y  tampoco  el  41,  que  un  r^erirse  á  la  preseriodán, 
se  Umita  á  determinar  cuándo  el  poseedor  es  cómplice  en  d  treaik 
en  el  caso  2.^,  núm.  2.^  del  art.  37: 

Que  el  art.  1299  del  Código  cidl  es  aplicable  á  las  aedones  resóL- 
sorias,  con  la  excepción  predsta  en  aquél^  y  á  tenor  del  cual  sóls 
prescriben  tales  aedones  por  el  término  de  cuatro  años. 

En  la  Tilla  y  corta  de  Madrid,  á  26  de  Junio  de  1901,  en  «1  Jnido  de- 
clarativo de  mayor  caaotia  aegaido  en  el  Jaagado  de  primera  lueuiidA 
del  distrito  de  la  üaiyersidad  y  en  la  Sala  primera  de  lo  cítíI  de  la  Aa- 
diencia  de  eeta  capital  por  la  Janta  proyindal  de  Benefioenela  con  ¡ka 
Eateban  Esteban  Latorre,  maeetro  de  obras,  y  Dofia  Maooela  Estobti 
Amoroso,  dedicada  á  las  labores  domésticas,  por  si  y  en  representadas 
de  sa  hijo,  menor  de  edad,  D.  Adolfo  Bodrígaes  Esteban,  todos  de  ests 
vecindad,  sobre  r<>sci8ión  y  nulidad  de  varias  escritaraa  y  de  sos  int- 
tmeciones  en  el  Registro  de  la  propiedad;  pleito  pendiente  ante  Nos,  m 
recorso  de  casación  por  infracción  de  ley  que  ha  interpoeeto  la  deaum- 
dada  Dofia  Manoela  Esteban,  defendida  por  el  Licenciado  D.  Garlos  M•^ 
tín  y  Alvareí,  y  repreeentada  por  el  Procurador  D.  Felipe  Gano;  esUt- 
dolo  la  parte  demandante  y  recurrida  por  el  Licenciado  D.  Enrique  Rm* 
na  y  el  Procurador  D.  Joan  Pascual  García: 

Resultando  que  en  autoa  seguidor  por  la  Junta  provincial  de  BeoeA- 
oencia  de  esta  corte  con  D.  Esteban  Esteban  Latorre  sobre  impugnicióB 
á  las  cuentas  rendidas  por  el  mismo  como  administrador  de  las  fondir 
clones  que  instituyó  D.  Manuel  Gonaáles  Allende,  la  Sala  primera  dalo 
civil  de  la  Audiencia  del  territorio  dictó  sentencia  el  16  de  Noviembn 
de  1894,  estimando  los  reparos  hechos  por  la  mencionada  Jonta,  y  ooa* 
donando  al  demandado  á  satisfacer  á  la  parte  demandante  el  saldo  qoc 
resultase,  el  cual  importó  91.409  pesetas  7  céntimos;  y  por  otra  Besten- 
ola  de  fecha  22  de  Junio  del  96  declaró  la  misma  Sala  primera  oo  htber 
lugar  á  conceder  el  beneficio  de  pobresa  que  había  solicitado  D.  Eftebca 
Esteban  Latorre,  á  quien  condenó  en  las  oostss: 

Resultando  que  por  tres  escrituras  otorgadas  en  eeta  corte  el  Si  di 
Enero  dé  1896,  D.  Esteban  Esteban  Latorre  vendió— en  una  de  elU*  ^ 
nnión  de  D.  Gregorio  Gast¡fi<)iras~  á  su  yerno  D.  Manuel  Rodrímiet  Ne- 
breda seis  fincas  que  poseía  en  el  término  de  Chamartín  de  la  Boss  por 
el  precio  total  de  7.791  pesetas  80  céntimos,  confesando  haberlo  recibido 
con  anterioridad,  por  no  aparecer  la  entrega  de  presente,  y  preocindtes- 
do,  por  acuerdo  de  los  otorgantes,  de  la  certificación  relativa  á  arg/tf 
gravámenes;  escrituras  que  fueron  inscritas  en  el  Registro  de  li  propie- 
dad de  Colmenar  Viejo  en  14  y  22  de  Febrero  del  mismo  afio  96: 

Resultando  que  D.  Manuel  Rodrigues  Nebreda  falleció  abínte*^ 
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*«1  8  de  Febrero  de  1896,  dejando  un  hijo  menor  de  edad,  lUmado  Adol** 
<o,  bebido  en  en  matrimonio  con  Dofia  Mannela  Esteban  Amoroeo,  la 
qne,  eomo  ea  representante  legal,  promovió  diligencias  de  declaraoión 
^e  heredero  á  favor  del  mismo  ante  el  Jnzgado  de  primera  instancia  del 
distrito  de  la  Inclusa,  que  le  declsró  tal  heredero  por  auto  de  10  de  Mayo 
^el  propio  afto;  y  practicada  la  división  de  bienes  del  caussnte,  se  adju^ 
picaron  las  seis  fincas  objeto  de  las  escrituras  del  21  de  Enero  de  1896, 
por  loe  precios  de  su  compra,  á  la  viuda  y  al  hijo  de  D.  Manuel  Rodrí- 
^rues  Nebreda,  inecribiéndoee  los  testimonios  de  sus  .hijuelas  en  el  Be- 
f^stro  de  la  propiedad  de  Colmenar  Viejo  el  24  de  Abril  de  1897: 

Resultando  que  la  Junta  provincial  de  Beneficencia  de  ei>ta  corlSy  coa 
fecha  14  de  Diciembre  de  1898,  formuló  demanda  de  juicio  declarativo 
de  mayor  cuantía,  la  cual  correspondió  al  Jnigado  de  primera  inetan<^ 
del  distrito  de  la  Universidad,  contra  D.  Esteban  Esteban  Latorre  y  Dofia 
Manuela  Esteban  Amoroso  por  si  y  como  representante  legal  de  su  hijo 
D.  Adolfo  Rodrigues  Esteban,  con  la  súplica  de  que  se  dnslarasen  ree- 
•cindidas  las  ventas  de  bienes  inmuebles  que  biso  el  D.  Esteban  al  Don 
Manuel  Rodrigues  por  las  escritoras  de  21  de  Enero  de  1^96,  y  las  adju- 
•dicaciones  realizadas  con  motivo  del  fallecimiento  del  último  en  favor 
de  su  viuda,  la  Dofia  Mannela  y  su  hijo  D.  Adolfo,  según  testimonio  de 
bijuela  fecha  29'de  Marso  de  1897,  autorizado,  como  las  escritoras,  por 
el  Notario  D.  Magdaleno  Hernández;  se  declarasen  también  nulos  y  sin 
efecto  tales  documentos,  asi  como  las  inscripciones  que  produjeron  ea 
-el  Registro  de  la  propiedad  de  Colmenar  Viejo;  se  acordase  inscribir  ea 
^1  mismo  Registro  la  sentencia  que  en  tal  sentido  recayera,  para  que, 
>aparecÍendo  de  nuevo,  según  él,  las  seis  fincas  objeto  de  las  escritoraa 
eomo  propias  de  D.  Esteban  Esteban  Latorre,  pudiera  la  Junta  provia- 
elal  demandante  perseguirlas,  con  el  fin  de  cobrar  lo  que  el  último  la 
debía,  y  se  condenase  á  los  demandados  ea  costas: 

Resultando  que  la  Junta  provincial  de  Beneficencia  apoyó  las  pretea- 
eiones  deducidas,  exponiendo  además  de  los  hechos  relacionados:  haber 
•ido  notificada  personalmente  á  D.  Esteban  Esteban  Latorre  la  sentencia 
-de  16  de  Noviembre  de  1894,^  y  procedidose,  para  hacer  efectivss  laa 
responsabilidades  pecuniarias  derivadas  de  la  misma  y  de  la  de  22  de 
^unio  del  96,  contra  la  fianza  que  en  la  Caja  general  de  Depósitos  tenía 
eonstituída,  por  cuyo  concepto  percibió  la  Junta  2.000  pesetas,  y  decre- 
tado el  embargo  de  los  bienes  del  Esteban,  no  se  llevó  á  cabo  en  los  mue«- 
bles,  porque  su  yerno  D.  Manuel  Rodríguez  Nebreda,  en  cuyacompafiía 
irivía,  presentó  en  el  acto  de  la  diligencia  un  contrato  de  inquilinato  á 
su  favor  de  fecha  20  de  Noviembre  de  1894,  posterior  en  cuatro  días  á  la 
primera  sentencia  condenatoria,  no  obstante  constar  en  el  padrón  veci- 
nal de  1891  al  96  que  el  cabeza  de  familia  é  inquilino  era  el  D.  Eetebson, 
7  respecto  á  los  inmuebles  se  embargó  y  anotó  preventivamente  na  so- 
lar sito  en  la  calle  de  Adrián  Pulido,  números  8  y  6,  tasado  en  2.080  pe- 
-setas  94  céntimos,  sobre  el  que  había  pendiente  una  tercería  de  dominio 
promovida  por  Dofia  Cecilia  Fernández,  y  no  conociéndose  otros  bienes 
del  deudor,  pero  habiéadose  manifestado,  en  los  escritos  presentados  á 
no  nombre  en  el  incidente  de  pobreza,  había  vendido  para  pago  de  deu- 
das los  que  poseía,  según  escrituras  de  21  de  Enero  de  1896,  se  reclamó 
testimonio  de  las  mismas,  constando  en  él  lo  ya  referido,  y  com^urrir  ea 
la  venta  de  las  seis  fincas  por  D.  Esteban  Esteban  á  D.  Manuel  Rodrí- 
guez las  circunstancias  de  haberse  hecho  con  posterioridad  á  la  senten- 
ola  que  condenó  al  primero  á  pagar  cantidad  importante  á  la  junta  pro- 
vincial de  Boneficencia,.  prescindiendo  los  otorgantes  del  certificado  de 
libertad  ó  gravámenes,  sin  mediar  la  entregado preaeate  del  precio  oon<- 
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^niiio,  aino  sólo  U  coafeBión  de  tenerlo  reeibldo  el  yeodedor,  quien  i 
ptAn  politico  del  eompredor,  no  alendo  preeninible  que  éste  tOTier» 
medioe  de  adquirir  flncaa,  poee  á  U  Baaeón  eataba  oeeaate,  tenia  cédula 
peraonal  de  11/  claae  j  viyia  en  compafiía  de  eo  anegro,  qae  era  el  i»- 
qnilino  y  eabesa  de  familia;  y  oomo  fnndamenkw  de  derecho  dtó  loa  ar- 
ticDloe  1111»  1301, 1297  y  1S99  del  Código  cítü,  el  37  de  la  ley  Hipóte- 
calla,  la  aentencla  de  eate  Tribonal  Supremo  de  36  de  Octubie  de  1^96^ 
aeimn  la  ooal  la  acción  readaoria  de  enajenacionea  en  fraade  de  «oree- 
durea  preacribe  al  afto  en  cnanto  á  tercero  qne  haya  adquirido  loa  bi^ne» 
objeto  de  ella  y  no  aea  cómplice  en  la  aimnlaclón,  pero  en  otro  caao^ 
dará  cnatro  afioa,  y  el  art.  661  del  miamo  Código  y  la  aentencia  de  este 
Tribunal  Supremo  de  6  de  Diciembre  de  1895,  que  demoatraban  eetazee 
en  eate  último  caao,  puea  á  loa  berederoa  de  D.  Manuel  Rodrigues  no  aa 
lee  podía  reputar  oomo  teroeroa,  aino  como  la  continuación  jurídica  da- 
la peraona  á  quien  habían  aucedido  en  todoa  ana  derechoa  y  obligacio- 
nea,  de  euyaa  conaecuenciaa  reapondían  por  el  aolo  hecho  de  la  muerte 
del  caneante,  y  de  conaiguiente  la  acción  reacieoria  que  ee  interponiíb 
eauba  en  tiempo,  ya  que  no  habían  tranaourrido  loa  cnatro  afioa  deeda 
tí  de  Euero  del  96,  fecha  de  laa  yentaa: 

Reeultando  que  emplaaadoe  loa  demandadoa  en  18  de  Abril  de  1899, 
Bofia  Manuela  Bateban  Amoroao,  por  ai  y  en  repreaentadón  de  au  hijo^ 
D.  Adolfo  Rodrígoei,  ae  opuao  á  la  demanda,  aoUcitando  ae  la  abaol- 
yieae  de  la  miama,  con  laa  coataa  á  ia  parte  actora,  para  lo  que  al^só- 
auBtanci  al  mente:  pertenecer  con  perfecto  é  indiacu  tibie  derecho  á  la 
Dofia  Manuela  y  á  au  hijo  laa  eeia  flocas  reclamadaa,  laa  que  no  podíaa 
eatar  afectaa  á  laa  reeponaabilidadea  de  D.  Esteban  Eateban;  habrr  pa- 
aadu  la  propiedad  de  loa  bienea  de  Rodrigues  Nebreda  á  au  fHllet-imitm- 
to,  la  mayor  parte  á  au  yiuda,  no  como  heredera,  aino  por  rasón  de  ga^ 
naucialea  y  en  el  concepto  de  pagadora  de  deudaa,  laa  cuale a  aatí^fiao,. 
tanto,  que  de  laa  6.246  peaetaa  91  céntimoa  que  ae  la  adjudicaron,  aólo 
1.070  con  44  lo  fueron  por  au  usufructo  legal;  haber  tranacorrido  qa. 
afio  y  ocho  meaea  deade  34  de  Abril  del  97,  fecha  de  la  inacripción  en  el 
ReKtatro  de  la  propiedad,  de  laa  operaciofiea  partioionalee  del  caudal 
relicto  á  la  muerte  de  D.  Manuel  Rodríguez,  haata  el  14  de  Diciembre 
del  98  en  que  fué  preaentada  la  demanda;  ser  real  y  efectiva  la  entrega 
del  precio  de  laa  fincaa  al  D.  Eateban,  procediendo  au  importe  de  utili- 
dadee  y  aueldoa  de  I>ofia  Manuela  como  Profesora  de  artea;  no  poder 
perjudicar  á  Dofla  Manuela  ni  á  au  hijo  la  mata  fe,  caao  de  que  existie- 
ra, por  parte  de  D.  Esteban  Eateban,  en  atención  á  aer  adquirentea  de 
buena  fe  aquóUoa  y  au  causante  D.  Manuel  Rodrigues,  y  á  que  el  ven- 
dedor tenia  sobre  la  cosa  enajenada  el  derecho  de  dominio;  tener  Dofia 
Manuela  el  carácter  de  tercero  reapecto  de  su  marido  en  cnanto  á  laa 
fincaa  que  le  fueron  adjudicadas  como  pagadora  de  deudas  y  por  rasón 
de  gananciales,  con  arreglo  al  párrafo  segundo  del  art.  1396  del  Código 
civil;  ser  aplicable  el  art.  86  de  la  ley  Hipotecaria  respecto  á  loe  bienea,. 
importantes  6.176  pesetas  47  céntimoe,  que  ae  adjudicaron  á  Dofia  Ma- 
nuela por  los  dos  conceptos  expresados,  toda  ves  que  tiene  iDScritos  sos. 
derechos  en  el  Registro  de  la  propiedad;  tener  también  aplicación  en 
este  caso  el  art.  1399  del  Código  civil,  ya  que  el  contrato  coya  reedi>ióa 
ae  pedia  en  la  demanda  tuvo  lagar  el  31  de  Enero  del  96,  y  habían  trana- 
ourrido, con  exceso,  desde  tal  fecha  basta  el  13  de  Abril  del  99  en  que 
se  había  emplazado  á  la  demandada,  los  cuatro  afioa  sefialadoa  por  dicho- 
articulo;  prescribir  laa  acciones  por  el  mero  lapeo  del  tiempo  fijado  en 
la  ley,  según  el  art.  1961  del  citado  Código;  y  nq  poder,  á  tenor  del  ar- 
ticulo S6,  en  relación  con  el  núm.  3.®  del  37,  del  39,  del  último  párrafa 
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^áe\  40  y  del  41  de  U  ley  Hipotecarla,  el  perjudicado  por  nna  venta  h«- 
«ha  con  frande  ejercitar  la  acción  reedeoria  Inego  de  tranecnrrido  ub 
«fio  desde  la  yenta  el  ésta  se  inscribió  en  el  Registro,  por  lo  qne  la  parte 
demandante  había  también  perdido  sn  acción  contra  las  realisadas  en 
-21  de  Bnero  de  1805,  inscrita  en  Febrero  del  mismo  afio,  sin  qne  esta 
Alegación  implicase  confesión  de  complicidad  de  Dofia  Manuela  é  hijo 
^n  el  frande  qne  se  suponía: 

Resultando  qne  D.  Esteban  Esteban  Latorre  pidió  igualmente  la  ab- 
aolución  de  la  demanda,  exponiendo  como  hechos  y  fundamentos  lega- 
les, á  más  de  algunos  aducidos  por  los  otros  demandados,  que  vendió  las 
afincas  á  D.  Manuel  Rodríguez  mucho  antes  de  ser  condenado  al  pago  de 
cierta  cantidad  á  la  Junta  provincial  de  Beneficencia,  y  lo  único  que  hiio 
-después  fué  dar  forma  legal  á  la  compraventa,  que  era  perfecta  y  consu- 
mada, toda  ves  que  el  comprador  había  entregado  con  anterioridad  el 
precio  estipulado,  no  siendo  fraudulenta  por  lo  mismo,  á  miis  de  que  el 
-vendedor  no  tenía  limitado  su  derecho  de  enajenar  con  anotación  ni 
inscripción  alguna  en  el  Registro  de  la  propiedad,  é  invocó  lo  dispuesto 
en  losarts.  1287  y  1257  del  Código  civil: 

Resultando  que  la  parte  actora,  en  su  escrito  de  replica,  reprodujo 
los  hechos  y  fundamentos  de  derecho  de  la  demanda,  así  como  la  sú- 
plica de  la  misma,  con  la  restricción  de  que  la  venta  de  la  finca  nú- 
mero 1028  del  Registro  quedase  subsistente  en  lo  que  afectaba  á  D.  Gre- 
.gorio  Castifieiras;  los  demandados,  en  sus  respectivos  escritos  de  du- 
plica, insistieron  en  lo  que  tenían  alegado  y  pedido;  y  practicadas  prue- 
bas documental  y  de  testigos,  y  dados  al  pleito  los  restantes  trámites  de 
dos  instancias,  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  territorial  de 
esta  corte,  en  14  de  Enero  del  corriente  afio  1901,  dictó  sentencia  revo- 
catoria de  la  apelada,  declarando  rscindidas  las  ventas  de  bienes  in- 
muebles hechas  por  D.  Esteban  Esteban  Latorre  en  favor  de  D.  Manuel 
Rodríguez  Nebreda  por  las  escrituras  de  21  de  Enero  de  1895,  y  adjudi- 
caciones realizadas  por  fallecimiento  del  segundo  en  favor  de  so  viuda 
Dofia  Manuela  Esteban  Amoroso,  según  testimonio  de  hijuela  fecha  29 
de  Marzo  de  1897,  y  en  su  consecuencia,  nulos  y  sin  efecto  tales  docn- 
mentos,  así  como  las  inscripciones  en  el  Registro  de  la  propiedad  de  Col- 
menar Viejo,  con  la  sola  restricción  de  la  venta  de  la  finca  núm.  1.028 
del  Registro,  la  que  quedará  subsistente  en  lo  que  afecta  á  D.  Gregorio 
Castifieiras  y  Cafiada,  sin  especial  condena  de  costas: 

Resultando  qne  Dofia  Manuela  Esteban  Amoroso,  por  si  y  como  re- 
presentante legal  de  su  hijo,  menor  de  edad,  D.  Adolfo  Rodrigues  y  Ee- 
-teban,  ha  interpuesto  recurso  de  casación,  citando  en  su  apoyo  el  nú- 
mero 1.^  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  como  infrin- 
gidos: 

Primero.  El  art.  87  de  la  ley  Hipotecarla,  en  cnanto  la  sentencia 
recurrida  desestima  la  excepción  alegada  al  contestar  á  la  demanda  de 
haber  prescrito  la  acción  rescisoria  de  enajenación  hecha  en  fraude  de 
acreedores,  ejercitada  por  la  junta  demandante,  toda  vez  que  tal  artículo, 
en  sn  núm  2.^,  Umita  el  tiempo  para  el  ejercicio  de  esa  acción  á  un  afio» 
apareciendo  probado  documental  mente  haber  transcurrido  con  exceso 
desde  que  las  ventas  impugnadas  se  llevaron  á  cabo  y  se  inscribieron  en 
el  Registro  de  la  propiedad  á  nombre  dei  comprador  D.  Manuel  Rodrí- 
guez Nebreda  en  Febrero  de  1895,  ó  desde  que  en  la  testamentaría  del 
mismo  se  adjudicaron  las  fincas  á  los  demandados  y  fueron  inscritas  á 
•eu  nombre  en  el  Registro  en  Abril  del  97,  hasta  la  presentación  de  la  de- 
manda en  Diciembre  del  98,  debiendo  entenderse  dicho  articulo  ooníor- 
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m»  tiene  establecido  este  Tribaiiftl  Sopremo  en  sentendae  de  II  de- 
Diciembre  de  1878»  17  de  Mario  del  81  y  II  de  Mayo  del  98;  y 

Secando.  El  ert  41  de  1*  propia  ley  hipotecaria,  aegdn  el  cnal,  el  ST 
ee  apUoable  al  cómplice  en  el  f  rande  y  al  adqnirente  inmediato  6  me» 
élato  del  deador,  y  no  tolo  al  tercero  eegún  el  S7,  pnesto  qae  la  eenten- 
oia  recurrida  resaelve  qne  loe  demandados,  por  ser  herederos  del  adqni- 
rente inmediato  d«l  deodor,  no  tienen  derecho  al  beneficio  de  la  pree- 
cripción  qae  el  87  establece,  sin  conceder  por  esto  qne  sean  deCranda- 
dores  más  qne  dentro  del  criterio  de  la  sentencia. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Vicente  de  Piniés: 

Considerando  qne  la  preecripción  de  la  acción  resoisoria  por  término 
ds  nn  afio,  contado  desde  el  día  de  la  enajenación  frandalenta,  está  de 
modo  claro  establecida  en  el  art.  87  de  la  ley  Hipotecaria  exclusiva- 
mente á  favor  de  los  terceros,  reputándose  como  tales  para  los  efecto» 
ds  esta  disposición  los  qae  no  han  intervenido  en  el  acto  ó  contrato  ins- 
crito, á  tenor  de  lo  prevenido  en  el  art.  27,  y  corroborado  por  el  citado 
anteriormente,  según  el  coal,  la  existencia  de  tercero  snpone  siempre 
una  segunda  enajenación,  como  aai  lo  ha  establecido  también  eete  Tri- 
bonal  Sapremo: 

Considerando  qae  declarado  por  la  Sala  sentenciadora  que  las  enaje- 
naciones otorgadas  en  1895  por  D.  Esteban  Esteban  Latorre  á  favor  ds 
en  yerno  D.  Manael  Rodrigues  Nebreda  fueron  f raudolentas,  y  que  ést» 
adquirió  las  flacas  de  mala  fe,  fundamentos  de  hecho  de  loe  que  es  ne- 
cesarlo  partir  para  resolver  este  recurso,  por  no  haber  sido  legalmenls 
impugnados;  conforme  al  párrafo  séptimo  del  art.  1693  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil,  es  manifiesto  que  Dofia  Manuela  Esteban  Amoroso 
y  D.  Adolfo  Rodrigues,  como  herederos  y  caasahabientes  del  compra- 
dor, no  pueden  Invocar  el  carácter  de  terceros,  ya  que,  aun  sin  inter- 
vención material  en  las  enajenaciones,  son,  como  continuadores  de  la 
personal idad  de  aquél,  responsables  de  todas  sus  obligaciones  para  la 
consecuencia  de  los  que  están  en  el  miémo  caso  que  dicho  comprador,, 
debiendo  ser  reputados,  por  tanto,  con  relación  á  las  enajenacjonee 
fraudulentas,  como  si  los  herederos  las  hubieran  otorgado,  ó  oomo  ai  la^ 
acción  se  hubiera  dirigido  contra  el  causante  de  los  mismos: 

Considerando,  por  lo  expuesto,  que  ejercitada  la  acción  rescisoria  no 
contra  terceros,  sino  contra  los  herederos  y  causahabientea  del  compra- 
dor, carácter  qne  tienen  los  recurrentes,  la  Sala  sentenciadora,  que  des- 
estimó la  excepción  de  prescripción  qne  los  mismos  alegaron  por  no  ser- 
ies aplicable  el  art.  87  de  la  ley  Hipotecaria,  no  ha  cometido  la  infrac- 
ción del  mismo,  invocada  en  el  primer  motivo  del  recorso,  ni  la  del 
art.  41,  que  sin  referirse  á  la  prescripción  se  limita  á  determinar  cuando 
el  poseedor  es  cómplice  en  el  fraude  en  el  caso  2.^,  núm.  2.^  del  repetido 
art  87,  habiendo  interpretado  rectamente  dicha  Sala  el  art.  129$  del  Có- 
digo civil,  aplicable  á  las  acciones  reecisorias,  con  la  excepción  previeta 
en  el  qne  acaba  de  citarse,  y  á  tenor  del  cual  sólo  prescriben  aquéllas 
por  el  término  de  cuatro  afios,  no  transcurrido  en  el  presente  caso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  al  re-' 
curso  de  casación  Interpuesto  por  Dofia  Manuela  Esteban  Amoroso,  por 
oí  y  como  representante  legal  de  su  hijo,  menor  de  edad,  D.  Adolfo  Bo- 
drigues  y  Esteban,  á  la  que  condenamos  al  pago  de  las  costas;  y  con  la 
oportuna  certificación,  devuélvase  á  la  Audiencia  de  esta  corto  el  apun- 
tamiento de  los  ántoa. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaeetw  é  in- 
nertorá  en  la  Colección  Lbgiblativa,  pasándose^al  efecto  la»  copia» 
rias,  lo  pronunciamos,  mandamoa  y  firmamos.ssJoaé  de  Aldecoa. 
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szBfcardo  GnIlón.=Frai]cÍ0co  Toda.sJoaqoín  Goniáles  de  la  P6fia.= 
Pedro  La vÍD.=:Ricardo  Molina. =VÍGeD te  de  Piniée. 

Pnblioación.=Leída  y  publieada  fué  la  anterior  Bonteneia  por  el 
Sxcnio.  tir,  D.  Vicente  de  Piniés,  Magistrado  del  Tribunal  Sapremo,  ce- 
lebrando aadlencfa  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  qne 
certifico  como  Relator  Secretarlo  de  la  misma. 

Madrid  26  de  Junio  de  1901.s±Llcenciado  Hilario  María  Gonzáles  y 
Torrea. 


Nüm.  175.~TRIBUNAL  8UFREM0.-26  da  Jnnio,  pob.  al  2  da  8ept 

Casación  por  infraccióm  de  ley.— Propre^íad /cVerarta.— Senten- 
cia declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  la  So- 
ciedad Vida!,  Llimona  y  Boceta  contra  la  pronunciaaa  por  la 
Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito 
con  Doña  Loreto  Gullón. 
En  sus  CONSIDERANDOS  ss  ostableco: 

Que  la  inseripeión  en  el  Registro  del  Ministerio  de  Fomento  de 
una  obra  teatral  en  favor  de  guien  la  realizase  con  el  carácter  de 
editor  propietario,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  art.  13  de  la  leif 
de  10  de  Junio  de  1847,  y  en  los  1.®  y  7.®  del  Convenio  sobre  pro- 
piedad intelectual  celebrado  con  Francia  en  15  de  Noviembre  de  18^y 
y  ratificado  en  25  de  Enero  siguiente,  constituía,  según  aquella  le- 
gislación, el  sipno  exclusivo  para  reconocimiento  de  la  propiedad  li- 
teraria y  musical,  sin  cuyo  requisito  catan  en  el  dominio  publico  las 
obras  de  dicha  clase: 

Que  no  es  de  estimar  en  casación  el  error  de  hecho  que  no  se  hace 
derivar  de  uno  ó  más  documentos  auténticos. 

En  la  Tilla  y  corte  de  Madrid,  á  26  de  Jnnio  de  1901,  en  el  pleito  se- 
guido en  el  Jnzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Hospicio  de 
esta  corte  y  en  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  del  territorio 
por  la  Sociedad  Vidal,  Llimona  y  Boceta,  domiciliada  en  esta  corte,  en 
el  concepto  de  mandataria  y  apoderada  snstitnta  de  Batblot  y  Fonbert,. 
Planqnette  y  Gabet  y  los  herederos  de  Clairville,  contra  Dofia  María  Lo- 
reto Gallón  Regoyos,  representada  por  sn  esposo  D.  Florencio  Fiscowich 
y  Días  de  Antnfiano,  de  la  misma  vecindad,  y  en  la  actoaiidad  contra 
dicho  D.  Florencio  Fiscowich,  por  sí  y  en  nombre  de  sns  menores  hijos 
Dofia  María  de  la  Concepción  Angela,  Dofia  Josefa  y  Dofia  Alfonsa  Fis- 
cowich y  Gallón,  por  fallecimiento  durante  la  segunda  Instancia  de  la 
Dofia  María  Loreto  Gallón,  sobre  propiedad  literaria  y  otros  extremos; 
pendiente  ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley  interpuesto  por  taparte  demandante,  y  en  su  nombre  y  representa- 
ción por  el  Procurador  D.  Felipe  Górris  y  defendida  por  el  Letrado  Don 
Luis  Felipe  Aguilera;  estándolo  la  parte  recurrida  por  el  Procurador  Don 
Francisco  Egea  y  defendida  por  el  Doctor  D.  Germán  Gamaso: 

Resultando  que  D.  Luis  Bathlot,  vecino  de  París,  hoy  codemandante 
y  recurrido,  celebró  en  aquella  capital  el  día  8  de  Dicieuibre  de  1877  un 
contrato  ó  convenio  con  D.  Ernesto  G.  Ladevesse,  en  representación  éste 
de  D.  Alonso  Gullón,  cuyos  causahabientes  son  los  demandados  y  recu- 
rrentes, según  aparece  del  documento  legaliaado  en  el  Consulado  de  Es- 
pafia,  y  que  traducido  por  la  Interpretación  de  lengnai  del  Ministerio  de 
Estado,  dice  literalmente  así:  <£nUe  loa  infraacritos,  8r.  Bathlot,  editor 
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de  música,  hablUnte  en  Paríe,  rae  de  TKchiqaier,  núm.  S9,  y  el  8r.  AIob- 
80  GullÓD,  represeDUdo  por  D.  Ernesto  G.  LAdeyesse,  su  apoderado,  por 
otra  parte,  se  ha  conTonido  lo  siguiente:  Ei  Sr.  Batblot,  único  propie- 
tario de  la  ópera  cómica  Loa  Campanas  de  Corneóme^  vende  ai  sellor 
Alonso  Gnilón,  director,  qne  lo  acepto,  la  referida,  qne  ae  compone  de 
seis  partituras,  plano  y  canto  7  conductor  y  todas  las  partes  de  orques- 
ta, más  sieto  partee  de  caartoto  snplementarias,  el  aparato  eeoénioo,  los 
disefios  de  las  decoraciones  y  trajee;  las  partes  de  orquesta  llevarán  el 
núm.  48.  Qaeda  prohibido  al  8r.  Alonso  Gallón,  editor,  copiar,  dejar  co- 
piar, grabar  ó  imprimir  todo  ó  parto  de  la  susodicha  obra,  eea  la  música 
ó  el  libreto,  bajo  pena  de  6.000  francos  de  dallos  y  perjaicior;  deberán 
dirigirse  al  Sr.  Bathlot,  siempre  qne  tengan  necesidad  de  ana  coleocióa 
de  las  partos  de  orquesta,  qne  el  6r.  Bathiot  se  comprometo  á  dejar  á 
estos  sefiores  mediante  150  francos  por  cada  colección.  La  presente  yenta 
es  para  toda  Espafia  y  las  colonias  que  dependan  del  Gobierno  espaftoL 
Tendrán  estos  sefiores  exclusivo  derecho  de  representor  ó  hacer  repte' 
sentar  la  susodicba  obra  en  toda  Eopafia.  La  susodicha  x^^^^*  ^^^  ^ 
aplica  á  las  partes  de  orquesta  que  sirven  para  ejecutar  la  obra.  8s  ha 
convenido  y  aceptado  el  precio  de  la  presento  venta  mediante  la  canti- 
dad de  2.600  francos,  qne  ha  sido  pagada  al  contado  y  de  qae  ee  exten- 
dió recibo.  Hecho  en  París  el  8  de  Diciembre  de  1877.=:Por  el  8r.  Alon- 
«0  Gullón,  editor,  Ernesto  G.  Ladevesse,  con  rúbrica.=L.  Bathlot,  coa 
rúbrica»: 

Besnltando  que  según  traducción  hecha  también  por  la  Interpretar 
ción  de  lenguas  del  Ministerio  de  Estado,  aparece  que  el  16  de  Abril  de 
1896,  se  otorgó  en  París  un  documento,  por  el  cual  D.  Lois  Bathlot, 
editor  de  música,  que  estipulaba  como  tal  editor  y  propietario  de  )€• 
derechos  de  edición  y  en  general  de  todos  los  derechos  de  editor  de  la 
opereta  en  tres  actos  titulada  Loa  Campanas  de  Corneville,  cuyos  dere- 
chos le  habían  sido  siempre  reconocidos  por  los  autores  y  composltorat 
de  dicba  opereta;  Jonbert,  editor  de  música  asociado  de  Bathlot;  Don 
Roberto  Plauquet,  compositor  de  música  de  la  referida  opereta;  Dofii 
Gabriela  Angélica  Pagés,  viuda  de  D.  Luis  Francisco  María  Nicolao, 
autor  de  la  letra,  llamado  Glairville;  D.  Eduardo  Nicolau  y  D.  Luis  Fé- 
lix Federico  y  D.  Fernando  Emilio  Maximiliano  Nicolau,  hijo  y  nietos, 
respectivamente  de  D.  Luis  Francisco  María,  como  herederos  de  éste;  y 
D.  Garlos  Gabet,  autor  dramático  y  coautor  de  Las  Campanas  de  Co^ 
neüille^  acordaron  arreglar  la  explotación  de  esta  obra  en  Espafia  y  Por- 
tagal  y  Bps  colonias,  y  al  efecto  decidieron:  que  Bathlot,  al  cual  el  oooi- 
positor  y  los  autores  antes  nombrados  reconocían  haber  cedido  en  el 
momento  de  la  primera  representación  los  derechos  de  edición  y  tra- 
dncción  de  la  citada  opereta,  tendría  todos  los  beneficios  que  se  sacassD 
del  alquiler  de  los  materUIes  de  orquesta  y  de  la  venta  de  la  música; 
reconocían  además  á  Bathlot  y  Jonbert  la  facultad  de  hacer  cobrar  los 
derecbos  de  representación  de  autor  por  su  cuenta  en  Espafia  y  PortD^ 
y  en  sus  colonias,  distribuyéndose  un  tercio  de  ios  mismos  para  Bathlot 
y  Joubert  y  los  dos  tercios  restantes  para  la  colaboración;  es  decir, 
Plauquette,  herederas  de  Glairville  y  Gabet,  haciéndose  el  oobro  de  lo> 
derechos  mencionados  por  conducto  de  Juan  Lobel,  que  haría  el  reparto 
en  la  forma  convenida,  y  para  cuyo  efecto  otorgaban  á  su  favor  poder 
para  que  por  ellos  y  en  su  nombre  verifícase  en  Espafia,  Portugal  y  eQ> 
colonias  los  actos  simientes:  primero,  autoriaar  ó  prohibir  en  genersl  ^ 
parcialmente  la  representación  pública  de  Las  Campanas  de  Come(^' 
lie,  bajo  las  condiciones  que  él  estimase  convenientes;  segundo,  p^^^^' 
bir  cualesquiera  retribuciones  á  cambio  de  la  autorisación;  dar  baeoo  f 
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cálido  recibo  de  cvaleeqviera  oantidadee  percibidas;  coarto,  persesrnir  el 
cobro  de  elio  por  todos  los  medios  procedentes  cq  derecho  en  caso  de 
rebosar  al  pago  convenido;  qaloto,  entablar  las  oportunas  acciones  con- 
tra coalqater  persona  qae  en  público  representase  Loñ  Campanas  de 
-CorneoiUe  ó  las  editasen  sin  haber  obtenido  la  aotorización  de  dicho  apo- 
derado; sexto,  citar  7  comparecer,  tanto  como  demandante  cnanto  como 
demandado,  ante  coalqnier  jurisdicción,  y  en  particular  ante  la  juris- 
dicción criminal,  para  lo  que  le  facultaban  con  toda  la  plenitud  que  pu- 
«diera  exigirlo  la  ley  de  Espafia,  litigar,  desistir  de  ello,  traUr,  arreglar, 
transigir,  proceder  ejecutivamente  por  todas  las  vías  de  derecho,  7  en 
.general  hacer  todo  lo  que  él  juagare  conveniente  á  los  interesas  de  los 
-otorgantes;  siendo  sus  comisiones  las  que  se  otorgaban  á  los  agentes  de 
la  Sociedad  de  autores,  compositores  y  editores  de  múeica,  7  confirien- 
do á  Lobel  dicho  poder  exclusivo  durante  quince  afios,  comprometién- 
dose á  no  conceder  ni  rehusar  fuera  de  él  autorisación  alguna  relativa  á 
la  representación  y  á  la  publicación  de  las  Las  Campanas  de  Cómeme 
•líe;  otorgándose  también,  por  último,  el  apoderumiento  de  que  se  trata, 
para  pedir  cuenta  de  los  productos  de  las  representaciones  ó  publicacio- 
nes que  hubieran  podido  hacerse  de  dicha  obra,  cuyos  derechos  hayan 
«ido  cobrados  por  tercero,  aceptando  desde  aquel  momento,  de  confor- 
midad con  lo  establecido  en  el  párrafo  sexto,  como  apoderados  sostitu- 
4os  del  D.  Juan  Lobel  á  Vidal,  Llimona  y  Boceta,  cuyo  documento  fué 
leído,  aprobado  y  firmado  por  los  comparecientes,  que  lo  estimaron 
bueno  para  poder: 

Resultando  que  de  la  traducción  de  otro  documento  redactado  en 
francés  aparece  que  Junocq,  impresor  en  París,  había  depositado  tres 
ejemplares  de  una  obra  de  música  que  llevaba  por  título  Las  Campa-* 
nos  de  Corneüille^  siendo  los  autores:  de  la  letra,  GlairviUe  y  G.  Gabet; 
compositor,  Plauquette,  y  editor,  Bathlot,  cuya  obra  era  original  y  go- 
saba  en  Francia  de  la  protección  legal  contra  la  falsificación  ó  repro- 
ducción ilícita,  certificándose  también  en  dicho  documento  que,  confor- 
me al  párrafo  tercero  del  art.  11  del  Convenio  internacional  de  Berna 
de  9  de  Septiembre  de  1AA6,  se  habían  cumplido  todas  las  formalidades 
prf'scritas  por  la  legislación  francesa  en  lo  concerniente  á  dicha  obra, 
gozando  de  todos  los  derechos  de  autor  á  ella  anejos,  y  estando  recono- 
«ido  y  legalisado  en  el  Ministerio  y  Consulado  de  Espafia: 

Resaltando  que  según  certificación  expedida  en  esta  corte  el  día  22 
de  Enero  de  180^7  por  el  Secretario  del  Registro  de  la  propiedad  intelec- 
tual, quedó  inscrita  en  el  mismo  la  obra  titulada  Les  Cloehes  de  Cor- 
neotUey  ópera  cómica  que  fué  presentada  para  su  inscripción  por  D.  Pa- 
blo Marín  en  representación  de  Bathlot,  editor  de  la  mencionada  obra, 
conformjB  al  Tratado  celebrado  con  Francia  en  16  de  Noviembre  de  lf^53; 
y  por  un  recibo  del  Ministerio  de  Fomtnto  se  acredita  que  D.  José  Ro- 
dríguez entregó,  para  los  efectos  de  la  ley  de  W  de  Junio  de  1847  sobre 
propiedad  literaria,  dot»  ejemplares  de  la  obra  de  que  era  impresor,  titu- 
lada Las  Campanas  de  Carrión^  zarzuela  en  tres  actos  y  prosa,  música 
•de  Rübert  Plauquette;  autor,  D.  Luis  Mariano  de  Larra;  editor,  el  mismo 
impresor  José  Rodríguez;  lugar  de  la  impresión,  Madrid;  primera  edi- 
ción el  afio  1877,  un  tomo  en  4.®  y  86  páginas: 

Resultando  que  de  testimonio,  con  referencia  al  libro  16  de  obras 
francesas  del  Registro  de  la  propiedad  intelectual  del  Ministerio  de  Fo- 
mento, aparece  (según  el  apuntamiento):  «Registrado,  folio  127,  libro  Ifi, 
convención  entre  Francia  y  Espafi«;  Partition,  Piamudcaut  VD.^  du  de- 
pos  francaise  2.886— brochers,  núm.  6.092— declaración  del  depósito. — 
£1  infrascrito  Louis  Bathlot,  editor  de  música  en  París,  presenta,  con- 
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fonaándoM  á  lo  mandado  por  el  contrato  celebrado  entre  Eepefia  y  Fran- 
cia, GODcemiente  á  la  propiedad  literaria  feclia  16  de  Noviembre  de  186^ 
doe  ejemplaree  de  la  obra  publicada  en  Francia  por  Robert  Plaoqiiettey 
para  irerantiser  loe  der^cboe  de  editor  propietario,  y  al  efecto  dio  la  ni- 
gniente  nota:  Le»  Cloche»  de  ComeviUe,  ópera  cómica  en  tree  teto», 
aator,Clairville  Gtbet  et  Rubert  Planqoette;  editor,  Lonie  Batbloi;  lu- 
gar de  la  impresión,  París,  «fio,  30  Mai  1877,  tsmsfio  de  8.^— £«<U  obra 
ba  Pido  anunciada  en  Francia  y  se  eoeontraré  de  venta  20  Mai  1877,  y  me 
prei-entará  en  los  tree  primeros  meses;  con  un  sello  en  tinta  asa!  qoa 
decia:—  «Música,  pianos  y  casa  editorial. — Cancioneeandalnias.— £ape* 
ciaiidad  en  larauelas. — Aires  nacionales.^ Pablo  Martín,  editor. — Ma- 
drid.»—D.  Pablo  Martin,  en  representación  de  Mr.  Bathlot,  de  París,  en- 
trega en  el  Ministerio  de  Fomento,  para  los  electos  del  Tratado  con  Fran- 
cia sobre  propiedad  literaria,  dos  ejemplares  de  la  obra  que  babia  publi- 
cado, de  que  era  editor,  titulada  Lee  Cloehee  de  ComeviUe^  partítnra» 
piano  y  canto;  autor,  Robert  Plaoquette^  música,  MM.  Clalrvilley  6a- 
bet;  editor,  L.  Bathlot,  teniendo  la  fecha  el  asiento  de  14  de  Junio  üel  77>: 
Etesultando  que  previa  certiBcaoión  de  haberse  intentado  el  oportuno 
acto  conciliatorio,  formuló  el  Procurador  D.  I<'eUpe  Górris  en  8  de  No- 
viembre de  1896  á  nombre  de  la  Suciedad  Vidal,  Llimona  y  Boceta^  «a 
concepto  de  mandatarla  y  apoderada  sustitnta  de  Bathlot,  Jobert,  Plan- 
quette  y  Gabet  y  los  herederos  de  Glairville,  la  demanda  origen  éoeetna 
autos,  y  alegó,  que  hacia  afios  se  representó  en  Francia  por  primera  ^ea 
la  ópera  cómica  titulada  Les  Cloehee  de  CorneüUle^  siendo  sus  autorea 
Glairville  y  Gabet  del  libreto,  y  Pianqnetiede  la  música;  loe  cuales,  en 
el  momento  de  la  primera  representación,  cedieron  al  editor  de  música 
'de  París  D.  Luis  Bathlot  los  derechos  de  edición  y  tredncdón  de  dicha 
obra,  y  en  su  consecuencia,  Bathlot  la  editó  en  francés,  numerando  eo- 
rrelati  vamente  cada  uno  de  los  ejemplaree  editados,  y  procedió  á  su  ena- 
jenación ó  alquiler  á  persona  de  dietintoa  países  que  la  solicitaban;  que 
el  8  de  Diciembre  de  1877,  Bathlot  celebró  un  contrato  en  París  con  Do» 
Ernesto  G.  Ladevesse,  como  representante  ó  apoderado  del  editor  de  Ma- 
drid D.  Alonso  Gullón,  en  cuyo  contrato  Bathlot  vendió  á  Gnllón  el 
ejemplar  de  la  música  y  libreto  de  La»  Campana»  de  Comeoifle^  nú- 
mero 48,  y  posteriormente  algunoe  otros  ejemplares,  y  entre  elloe  el  ae- 
fialado  con  el  núm.  68,  sin  que  hubiera  celebrado  después  ningún  otra 
convenio  con  él  D.  Alonso  Gullón  ni  sus  sucesores  ó  derechobabientes; 
que  en  virtud  de  dicbo  contrato  de  Diciembre  del  77,  na  había  vendido, 
cedido  ni  alquilado  á  Gullón  ni  á  nadie  en  Espafla  el  dereclio  que  á  él 
exclusivamente  correspondía  de  editar  la  referida  ópera,  ni  el  de  iradn- 
cirla  del  francés  á  ningún  idioma,  ni  el  de  copiar,  dejar  copiar,  grabar 
ó  imprimir  en  todo  ó  en  parte  so  música  ó  su  libreto;  que  por  oonsi- 
guienle,  no  sólo  había  conservado  y  conservaba  Bathlot^respecto  á  la 
edición  y  traducción  de  La»  Campana»  de  ComeviUé  la  plenitud  de  sna 
derechos,  sino  que  tuvo  buen  cuidado  al  vender  á  Gullón  el  ejemplar 
núm.  48  y  después  el  núm.  66  de  hacer  constar  en  sus  contratos  la  pro- 
hibición expresa  y  terminante  de  que  se  copiase,  dejase  copiar,  grabase 
ó  impriroieee  todo  ó  parte  de  la  susodicha  obra,  fuese  de  la  música  ó  del 
libreto,  afiadiendo  para  mayor  claridad  y  precisión  el  detalle  de  lo  que 
se  vendía  y  la  cláusnla  de  referirse  la  venta  tan  sólo  á  las  partee  de  or- 
qnef>tn  qne  habían  de  servir  para  ejecutar  la  obra;  que  loa  autores  de 
l/i»  Campana»  de  Cornemlle  no  habían  celebrado  jamás  contrato  al- 
guno con  Gallón  ni  sus  herederoe  aotorisándoles  para  qne  hiciesen  suyo 
el  importe  de  los  derechos  de  autor  ó  representación  que  con  arreglo  á 
la  ley  les  correspondía,  ni  le  habían  cedido  tampooo  an  todo  ni  en  parta 
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la  facultad  qne  por  sa  caráeter  de  antofvw  tanlaa  pan  pardbir  laa  oanii^ 
dadea  que  las  toyes  lea  aaignabaD»  y  en  an  oonaecoenoiai  loa  aatorea  con- 
aervaban  lotegroe  para  Eapafia  y  sus  coloniaa  todoa  ana  derechos  de  la- 
tea, á  excepción  de  loa  de  editar  y  traducir  la  mencionada  obra  que  ce- 
dieron á  Bathlot  y  qne  éete  no  ha  tranamitido  á  nadie;  qne  para  qne- 
dicha  obra  pudiera  eetar  amparada  por  la  legislación  franceia,  ie  depo- 
sitaron en  el  Ministerio  del  Interior  de  Francia  trea  ejempiareí*;  que  la 
demandada  y  ana  anteceaorea  ó  caueantea  hablan  cometido  el  abuso  de 
traducir  al  caatellano  el  libreto  de  la  referida  opereta  y  de  alterar  ó  mo<^ 
difloar  su  título  llamándola  Las  Campanas  dé  Carrión^  editando,  ven- 
diendo y  alquilando  la  ópera  asi  bastardeada,  autorisando  su  represen- 
tación y  percibiendo  loa  derachoa  de  autor  á  ella  oorreapondientes,  y  aai- 
miamo  habían  cometido  el  abuso  de  copiar  y  dejar  copiar  á  otras  persona» 
ó  Bmpresaa  la  ópera  citada,  vendiendo  y  alquilando  eaas  copias,  bien  bajo 
la  denominación  Imm  Campana»  de  Comemüe^  bien  con  el  título  de  La» 
Campana»  de  Carrión^  y  autoriaando  su  representación;  que  todos  estos 
•etoa  oonatituían  infracciones  del  contrato  celebrado  con  Bathlot,  y  cons- 
tituían también  defraudacionea  de  la  propiedad  intelectual;  que  la  de-- 
mandada  había  perjudicado  considerablemente  por  ello  los  intereses  de 
Bathlot;  que  los  au torea  de  La»  Campana»  de  Óorneville,  así  como  loa 
editorea,  antorisaron  y  apoderaron  amplia  y  explícitamente  á  D.  Juan 
Lobel  y  á  Vidal,  Llimona  y  Boceta,  en  concepto  de  apoderados  sustitu- 
toa  de  éste,  para  que  los  representasen  en  España  y  ana  colonias,  ejc^rci- 
tando  todos  los  derechos,  reclamacionea  y  actos  que  como  tales  autores 
y  editores  les  correspondiesen,  cuyas  facultadea  también  transmitió  á 
loa  demandantes  en  toda  su  plenitud  el  referido  Lobel;  y  que  la  deman- 
dada ae  encontraba  caaada  con  D.  Florencio  Fiacowich  y  era  heredera  y 
caneahabiente  de  D.  Alonso  Gullón,  y  cesionaria  de  su  hermano  D.  Gui- 
llermo en  lo  relativo  á  la  participación  que  á  éate  correspondía  en  la  So- 
ciedad titulada  Hijoa  de  A.  Gullón,  en  cuya  virtud  ae  habían  refundida 
an  dicha  aefiora  todaa  laa  obligaciones  y  derechos  de  la  casa  editorial; 
por  todo  lo  cual,  terminó  auplicando  se  condenase  á  la  demandada  á  que 
en  lo  sucesivo  se  abstuviese  de  seguir  cobrando,  bajo  ningún  motivo  ni 
pretexto  en  Espafia  y  ana  colonias,  los  derechos  de  autor  que  se  deven- 
gasen por  las  repreaentacionea  de  la  ópera  La»  Campana»  de  Comevc- 
lie,  y- de  la  denominada  La»  Campana»  de  Carrion;  de  editar  dicha 
obra  bajo  amboa  tituloa,  de  copiarla  ó  dejarla  copiar,  de  grabarla  ó  im- 
primirla en  todo  y  en  parte  y  de  hacer  arreglos  de  ella,  valiéndose  en 
cualquiera  de  eaos  actoa  de  los  materialea  de  orqueata  que  adquirió  Don 
Alonao  Gullón  del  editor  Bathlot  ó  de  cualesquiera  otros  ejemplares 
análogos  que  con  distinta  numeración  hubiesen  adquirido  Dcfia  María 
Loreto  Gullón  ó  au  padre,  absteniéndose  de  traducir  el  libreto  de  di- 
eha  obra  bajo  ningún  título,  concretándose  la  demandada  en  lo  sucesivo 
á  utilisar  loa  miamos  materiales  de  orquesta  y  el  propio  libreto  en  Idio- 
ma francés  que  legítimamente  hubiese  adquirido,  cuyo  uao  podría  veri- 
ficar lícitamente  cuando  ain  prohibición  de  loa  autores  se  representaaa 
la  indicada  ópera;  á  pagar  al  editor  de  música  Bathlot  la  cantidad  de 
6.000  francos,  señalada  como  pena  en  loa  contratos  por  cada  una  de  las 
copias,  impresiones,  ediciones  ó  grabadoa  que  se  demostrase  hicieron  ó 
dejaron  hacer  la  demandada  ó  ana  causantes;  á  rendir  cuentas  de  cuanto> 
hubiese  cobrado  desde  el  S  de  Diciembre  de  1877,  hasta  la  ejecución  de 
laaentencla,  por  derechos  de  autor  en  laa  representacione&  de  la  men- 
cionada obra,  como  también  por  la  venta  y  alquilerea  de  los  materiales 
de  orquesta  y  libreto  ó  por  cualquier  otro  concepto;  á  que  suprimiera 
del  Catálogo  de  obras  de  au  propiedad  la  ópera  La»  Campana»  de  Cor- 
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neville  y  U  titalada  Lob  Campanas  de  Carrián^  entregiado  á  laSod»- 
dad  demandante  todos  los  e)emplare«  que  exIatieMn  nlaÜTOa  á  ladkha 
obra,  7  en  laa  coetas  del  Juicio: 

Resultando  qne  á  este  escrito  de  demanda  ee  aoompafiaron,  e&ti» 
otros  docnmentos:  nna  carta  diri|^da  por  D.  Florencio  Fiscowich  en  M 
de  Abril  de  1896  á  Vidal,  Llimona  y  Boceta,  en  la  qne  lee  deda  qne  na 
dudaba  fueran  apoderados  en  Espafia  y  sos  colonias  de  la  casa  editorial 
de  París  Batblot  et  Joabert,  sncesora  de  M.  Bathlot;  pero  que  encasa 
«ra  propietaria  (de  la  obra)  en  Espafia  y  sus  colonias  de  la  obra  en  cosa- 
tióQ  bacía  próximamente  diex  y  ocho  afios,  por  compra  qne  D.  Alonso 
Gallón  hizo  á  Bathlot  en  1877;  nn  testimonio,  expedido  por  el  Joagado 
del  distrito  del  Congreso  de  esta  corte,  del  qne  aparece  qne  en  SI  de 
Mayo  de  1895  se  dictó  sentencia  en  juicio  verbal  celebrado  por  la  8ocia- 
dad  Vidal,  Llimona  y  Boceta  contra  D.  Agustín  Nayas,  en  repn-senta- 
ción  de  la  Empresa  del  teatro  de  la  Comedia,  por  la  qne  se  declaró  qne 
éste  debía  abonar  á  aquella  Sociedad,  como  apoderado  de  los  propieta- 
rios de  la  obra  Las  Campanaa  de  Corneville,  la  cantidad  de  60  peeeias 
que  le  reclamaba  por  los  derechos  de  propiedad  de  la  música,  pertene- 
ciente á  la  referida  obra,  representada  la  noche  del  28  de  Abril  de  IdM 
en  el  indicado  teatro;  y  un  acta  notarial,  de  fecha  18  de  Diciembre  de 
1895,  sobre  requerimiento  hecho  en  la  Habana  á  D.  Abelardo  B^mn^ 
«m  presarlo  de  la  Compañía  que  actnabaen  el  teatro  Payretde  dicha  ciu- 
dad, á  instancia  de  D.  Modesto  Boceta  Rodrigues,  eomu  acoderado  de 
D.  Eduardo  Hidalgo,  para  que  le  exhibiera  el  material  de  orquesta  con 
que  se  había  representado  la  obra  titulada  Las  Campixnas  de  Carrióñ 
en  la  noche  del  10  de  aquel  mes;  y  hecho  el  requerimiento,  el  Barrera 
mostró  el  material  compuesto  de  orquesta,  en  el  que  había  una  parte  de 
dirigir  impresa,  marcada  con  el  nám.  66,  editada  en  francés  por  la  cssa 
Clalrville  et  C.  H.,  Gabet,  y  marcada  con  dos  sellos,  qne  decían: 
— Copie,  lontion  et  venta  de  mustque  María  RoboL^L.  Batblot,  soee- 
sores,  82,  rué  l'EchuiquIer,  París. — Hijos  de  A.  Gullón,  Madrid. — Pro- 
pietario del  derecho  de  reproducir  los  materiales  de  orquesta,  F.  Fiseo- 
wich,  editor,  Madrid. — Del  instrumental,  la  parte  correspondiente  á 
Campanas,  manuscrita  con  el  mismo  núm.  66,  y  marcada  con  nn  sello 
que  decía:— Hijos  de  A.  Gullón,  editores,  Madrid;  y  otro  qne  decía:— 
Gran  archivo  musical  y  copistería,  Arregui  y  Arme},  editores,  Greda, 
15,  Madrid.— Tres  partichelas  manuscritas  y  con  el  mismo  número  y 
sello,  manifestando  que  lo  adquirió  por  compra  qne  biso  en  Maiiridá 
Don  Florencio  Fiscowich,  autorisándole  para  que  representara  dicha 
obra  en  la  isla  de  Cuba,  habiéndole  costado  la  suma  de  30  pesos,  plata 
•española,  dicha  adquisición: 

Resultando  que  D.  Florencio  Fiscowich,  como  marido  de  Dofia  liarla 
Loreto  Gullón,  contestó  la  demanda  y  opuso  á  lo  en  ella  alegado:  que 
conocedor  D.  Alonso  Gullón  de  que  se  hallaba  inscrita  en  el  Ministerio 
de  Fomento  la  propiedad  de  la  obra  Les  Cloehes  de  Cornevilie  á  favor 
del  editor  de  la  misma,  Mr.  Bathlot,  vecino  de  París,  pensó  en  com- 
prarla, y  al  efecto  encargó  á  D.  Ernesto  García  Ladevesse,  residente 
«ntonces  en  París,  que  gestionara  cerca  de  Bathlot  la  compraventa  de  la 
aludida  producción  teatral,  y  cumpliendo  este  encargo  García  Ladevesse 
convino  en  principio  con  Bathlot  la  adquisición  del  dominio  para  Es- 
paña y  sus  posesiones  ultramarinas  de  la  citada  obra,  y  habiéndola 
puesto  en  conocimiento  de  Gullón,  éste  le  dirigió  en  5  de  Diciembre  de 
1877  una  carta  dándole  instrucciones  respecto  á  los  términos  en  qne  de- 
bía extenderRe  el  contrato,  acompañándole  nn  talón  del  Crédií  Lgonnaie 
por  valor  de  2.600  francos,  para  qne  abonase  á  Bathlot  2.600,  qne  se  es* 
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ilpalftfoii  como  precio  de  los  doremos  que  se  «edlan  en  el  contrato;  que^ 
x«oibida8  dichas  instracciones  por  García,  ñrmó,  en  unión  de  Bathlot^ 
«1  documento  de  lecha  8  de  Diciembre  de  1877,  por  el  oue  adquirió  de 
éste  para  Gallón  la  propiedad  de  la  obra  Les  Cloches  de  Comeville\  que- 
las  estipa laciones  de  este  contrato  tavieron  sa  complemento  en  la  auto- 
riaaciÓB  qae  fiathlot  concedió  en  26  de  Diciembre  del  propio  afio,  paes* 
habiéndose  escrito  sobre  el  pensamiento  de  la  obra  francesa,  la  espafiola 
Loe  QampanoB  de  Carrión^  era  necesario  adoptar  la  música  al  libreto, 
7  no  cn*y endose  facoltado  Gallón  para  hacer  el  arreglo  sin  que  lo  con- 
sintiera  Bathlot,  se  dirigió  á  éste  por  medio  de  Garda,  con  el  fin  de  ob- 
tener la  expresada  autoriíación;  que  á  fines  del  afio  1877,  D.  Lufs  Ma- 
riano de  Larra  tradujo  y  arregló  á  la  escena  espafiola  la  zarauela  titulada 
Las  Campanas  de  Carrión^  cuya  propiedad  registró  en  el  Ministerio  de^ 
Fomento  el  29  de  Enero  de  1878,  para  los  efectos  de  la  l^y  de  10  de  Ju- 
nio de  1847,  cuya  obra  yendió  Larra,  entre  otras,  á  D.  Florencio  Fisco- 
wich,  como  gerente  de  la  Sociedad  Hijos  de  A«  GuUón;  que  era  inexacta 
qae  él  y  suscausantes  hubiesen  editado,  copiado  ó  dejado  copiar  la  mú- 
sica 4le  la  obra  Les  Cloehes  de  Corneóme^  habiendo  siempre  pedido  Ga- 
llón ó  sus  derechohabieotes  á  Bathlot  las  copias  del  instrumental  quo 
Iban  necesitando;  y  que  Bathlot,  único  dueño  de  la  expresada  obra  ea 
Espafia  y  vendedor  de  ella  á  GuUón,  sabía  que  éste  y  sus  sucesores  co- 
braban en  Espafia  y  sus  colonias  el  premio  que  devengaba  la  obra  por 
8arrt*presentacione8,  puesto  qaeellos  mismos  se  lo  habían  comunicado  en 
la  correspondencia  sostenida  con  él,  y  sin  embargo,  nunca  se  le  ocurrió 
reclamar  nada  por  este  concepto,  y  al  cabo  de  dies  y  oiho  afios  que  lo» 
demandados  cobraban  esos  derechos  que  Bathlot  les  oedió,  se  hablan  re- 
unido en  París  anas  cuantas  personas  que  se  llamaban  copropietarios  de 
la  obra,  y  habían  suscrito  el  documento  de  fecha  16  de  Abril  de  1896,  de 
acaerdo  con  cuyos  firmantes  la  Sociedad  Llimona  y  Boceta  otorgó  él  po- 
der con  que  comparecía  el  Procurador  Górris;  y  terminó  suplicando  que 
«n  so  día  se  le  absolviera  de  la  demanda,  con  la  imposición  de  las  coetaa 
y  perpetuo  silencio  á  los  demandantes,  con  más  al  abono  de  los  dafios  y 
perjuicios,  pidiendo  por  otrosí  se  citase  de  evicción  á  Bathlot,  y  acom- 
pafiando  á  su  escrito  las  siguientes  cartas:  una,  ó  copia  de  ella,  diri- 
gida por  D.  Alonso  GuUón  á  D.  Ernesto  García  Ladevesse  en  5  de  Di- 
ciembre de  1877,  remitiéndole  2.600  francos  para  pagar  2.600  de  la  com- 
pra de  la  propiedad  de  representación  para  Espafia  y  sus  posesiones  de 
Ultramar  de  la  música  de  Les  Cloehes  de  Corneóme^  manifestándole 
qae  el  documento  de  venta  debía  decir  que  vendía  á  D.  Alonso  Gallón  la 
propiedad  absoluta  de  representación  á  perpetuidad  para  Espafia  y  sus 
posesiones  de  Ultramar  de  la  citada  opereta,  y  que  quedaba  facultado 
para  traducir  ó  arreglar  á  la  escena  espafiola  el  libro  de  dicha  ópera  ea 
la  forma  que  le  conviniera;  otra  de  D.  Ernesto  García  Ladevesse  á  Don 
Alonso  Gallón,  fecha  11  del  mismo  mes,  diciendo  que  le  remitía  el  do- 
comento  por  el  cual  adquiría  1^  propiedad  de  la  música  de  Las  Campa- 
Aos  de  Corneoille;  otra  de  26  de  Diciembre  de  1877,  de  coya  traducción 
del  francés  aparece  que  Bathlot  autorizó  á  D.  Alonso  Gullón  para  hacer 
on  conductor  manuscrito  de  Les  Cloehes  de  Corneoille^  conforme  á  la» 
necesidades  que  la  traducción  en  Espafia  le  exigiera,  á  causa  de  las  mo- 
dificaciones aportadas  en  la  traducción  del  libreto  y  al  arreglo,  bien  au- 
mentando ó  disminuyendo  las  partes  de  orquesta  impresas,  y  hacer  de 
modo  que  no  se  impidiera  la  ejecución  por  falta  de  este  conductor,  que- 
no  debería  ser  parecida  á  la  partitura  para  piano  y  canto  impresa,  en 
vista  de  que  había  habido  cambio  en  el  libreto;  pero  esta  autorización 
no  86  aplicaría  más  que  á  los  ejemplares  estrictamente  necesarios  para 
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la  ejecnolón  «n  público  á  loa  direetoraa  de  teatros  ó  esteblocialflatoo  pét- 
blicofl  qne  to  vleoen  par»  aoompafiar  naa  orqoMte  ó  un  plano,  y  Laetr  lao 
copias  necesarias  en  las  partes  de  orqoeste  para  completar  y  poiierk» 
sobre  dlcboe  conforme  al  repetidor;  copla  de  otra  de  D.  Fioreoclo  Fises» 
wicb  á  Balblot,  íeeba  9  de  Abril  del  79  en  la  qae  decía  qae  bajando  el 
precio  de  loe  ejemplares  les  animaría  á  pedir  más  j  todos  ^narian;  eHa 
copia  de  carta  dirigida  á  Batblot,  dlcléndole  qne  parecía  qneria  faltar  á 
lo  eetipolado  en  el  contrato  de  venta  de  8  de  Diciembre  del  77,  porque  si 
cada  ves  que  necesitaban  un  Instra mental  exigía  mayor  precio,  ürgatia 
^ía  en  que  no  pedirían  ninguno  y  dejarían  de  cobrar  los  darecbos  qas 
debían  recibir,  lastimando  sos  intereses,  y  qne  ai  no  podía  facilitarles  la 
música  de  Les  Cloehes  de  Corneoiüe,  serla  preciso  les  condedlera  el 
permiso  para  mandar  sacar  copla  para  orqnestSt  qns  le  seria  más  barate; 
otra  copla  de  carta  dirigida  al  mismo,  en  la  qne  se  le  dice  qoe  te  read- 
tiera  otro  instrumental  para  orqaeeta  de  Lee  Cloehes  de  OorneoUU,  y 
qne  en  el  contrato  se  fijó  el  precio  de  160  francos  por  cada  ono>;  oUa  co- 
pia de  carta,  diciendo  qoe  llegaron  á  so  poder  los  dos  InstmmentatosdB 
Les  Cloehes  de  Corneóme^  á  los  cnales  faltaban  las  parUtnras  de  pteaa, 
7  qae  al  precio  que  lo  ponía  era  inadmisible  y  se  baoía  imposible  la  ex- 
plotación de  los  derecbos  de  repreeentaclón,  por  lo  qne  te  pedia  qne  m»- 
diflcane  los  precloe;  otra  carta,  de  cuya  tradocción  en  francés  resaltaba 
qoe  Batblot  dijo  á  D.  Florencio  Fiscowiob  en  2  de  Mayo  de  1886  qne  te 
enviaba  una  copla  del  material  de  orquesta  de  Lee  (Uochee  de  Corneéis 
lie,  cuyo  precio  convenido  con  su  predecesor  era  líquido  600  íranooa,  y 
que  no  debía  servir  más  que  para  las  representaciones  dadas  en  los  tsa- 
tros  de  Bspafia  y  no  fuera;  otras  cartas  de  Batblot,  de  coja  tradnedte 
aparece  que  aquél  dijo  en  19  de  Abril  del  89  á  Gullón  que  no  pudín  b«- 
cer  o^ra  remesa,  pues  le  iban  á  faltar  ejemplares,  y  bacerto  reimprimir 
le  costaría  más  de  160  francos  cada  ejemplar;  qne  cumpliendo  oí  artíente 
del  contrato,  á  160  francos  cuatro  colecdonee,  600,  pero  qne  era  inátU 
«scribir  para  tenerlos  á  mejor  precio,  porque  no  podía  á  cansado  la  gran 
venta  bebida,  y  apenas  si  le  quedaban  ocbo  ejemplares;  qne  acosaba  rs« 
cibo  de  la  letra  de  800  francos,  y  qoe  en  enante  al  material  de  Lee  CUh 
<he8  de  ComeoiUe^  no  hablan  becbo  ningán  contrate  relativo  al  proeto, 
y  pudría  dejárselos  á  160  francos  cuando  tuviera  ejemplares  impresos; 
en  28  de  Mareo  del  81,  á  loe  bijos  de  A.  Ghiilón,  qne  les  envía  dos  par» 
titaras  para  piano,  y  en  enante  al  material  de  orqnesta,  el  precto  de  Iss 
dos  sería  el  de  400  francos;  en  7  de  Abril,  que  viste  el  peqnefto  ndmsio 
de  ejemplaree  de  la  parte  de  orqnesta,  no  podía  dejároslos  en  las  oondi* 
cioues  de  los  otros,  y  todo  lo  qoe  podía  hacer  era  darle  cuatro  ooleocte* 
nee  en  700  francos  líqoidos;  otra  copia  de  carta  de  Fiscowicb  á  Batblot, 
diciéndole  qoe  se  le  bacía  muy  caro  el  precio  de  160  francoe  por  cada 
Instrumental,  pero  que  se  con  formaba  con  satisfacer  600  por  enatroejoB* 
piares;  otra,  de  cuya  traducción  aparece  que  en  91  de  Abril  del  79,  Batb- 
lot dijo  á  Qoilón  que  le  remitía  los  cuatro  ejemplares  de  las  partes  de 
orqaesta  que  le  había  encargado,  y  qae  con  arreglo  al  contrate  do  ssrvi- 
rían  más  que  para  la  representación  de  la  obra  en  Eepafia  y  no  f  oera,  y 
no  harían  copias  de  ellas  bajo  pena  de  6.000  francoe  por  dafios  y  perjui- 
cios; otra  copia  de  carta  de  la  casa  de  Fiscow icb  á  Batblot  de  6  de  Agoste 
de  1890,  riadiéadole  cuenta  de  los  ejemplares  vendidos  y  pidiéndole  más, 
diciendo  á  la  ves  que  en  el  contrato  se  estipuló  un  precio  fijo  y  no  había 
razón  para  que  se  alterase,  á  menos  que  les  autorisara  para  sacar  copiai 
qne  le  saldrían  mncho  más  baratas  que  tomando  de  él  la  música  al  pre- 
cio primitivo  señalado  en  el  contrato;  otra  copia  de  carta  fecha  13  dt 
Agosto  de  1880,  en  la  qne  Fiscowicb  decía  á  Batblot  que  resol  vises  so» 
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bre  el  precio  de  U  múaioa  para  orquesta  de  Les  Cloehea  de  Comeville, 
porque  deepacharian  al  ganos  instrameD  tales  si  tuvieran  sortido,  y  con 
el  valor  tan  crecido  qne  les  marcaba  no  podían  tomarle  ningún  ejemplar; 
j  otra  tradacdón  de  otra  carta  de  Bathlot  á  Gallón  de  26  de  A|[08to  de 
1880,  en  la  qne  decía  qne  no  le  era  posible  rebajar  el  precio  qne  Je  había 
^ebo,  qne  si  tuviera  impresos  podría  hacer  ana  concesión,  pero  la  co« 
pía,  el  papel,  el  ejemplar  completo  le  resaltaba  mny  caro: 

Besnltando  qne  citado  de  evicción  D.  Luis  Bathlot  para  qne  con  tes- 
testara  la  demanda,  se  le  acosó  la  rebeldía  por  su  no  comparecencia,  y 
rennociados  los  trámites  de  réplica  y  duplica  se  recibió  el  pleito  á  prne- 
ba,  practicándose  testifical  y  docomental,  y  entre  ésta  se  testimonió  el 
inventario  de  los  materiales  de  orquesta  y  partitnras  de  sarzuelas  y  ópe- 
ras qne  Arregni  y  Arrnej  vendieron  á  D.  Florencio  Fisco wich,  según 
-escritara  ante  el  Notario  D.  Bsteban  Samaniego,  entre  los  qne  se  en- 
-eontraba  la  aarsoela  Las  C€vnpana8  de  Carrión^  con  cuatro  materia- 
les, obrantes  uno  en  el  Circo  de  Parish,  otro  en  poder  de  D.  Domingo 
<3loyenecliea,  otro  en  el  de  D.  Cosme  Baura,  y  otro  en  el  almac'én;  ha- 
•ciéndose  constar  que  el  material  de  orquesta  se  componía  de  22  cua- 
^mos  en  mal  estado  con  262  hojas,  impresos  ó  grabados,  á  excepción  de 
tres  que  eran  manuscritos,  y  todos  coincidían  en  tamafio,  correspon- 
diendo, según  sus  membretes,  á  Lee  Cloehea  de  Corneoille  ó  á  Las 
•Campanas  de  Carrióny  estando  uno  sefislado  con  el  núm.  106,  con  nú- 
meros pasados  con  estarcido;  siete  con  el  núm.  106,  uno  con  el  107,  dos 
^eon  el  100,  dos  con  el  48,  cuatro  con  el  86  y  cinco  no  tenían  numeración, 
y  algunos  tenían  en  la  portada  sellos  estampados  que  decía:  «Material 
de  orquesta,  núm. ...,  propiedad  de  D.  Florencio  Fisco  wich,  editor,  Ma- 
drid»; en  otros  se  leía:  «Florencio  Fisco  wich,  editor»;  y  en  algunos 
^Hljos  de  A.  Gnllón,  editores,  67,  Madrid»,  siendo  éstos  los  que  no  te- 
nían numeración,  y  en  uno  de  éstos  había  una  nota  escrita  con  lápiz  que 
^ecía:  «Rodrigues  y  Jover,  teatro  Circo  de  Price,  Madrid,  9  de  Abril 
de  1888»,  con  un  sello  que  decía:  «Centro  de  copistería  y  archivo  gene- 
ral de  música  de  Francisco  8edó,  Greda,  82,  piso  4.^^,  Madrid»;  en  el 
sefialado  con  el  núm.  106,  decía:  «Todo  ejemplar  que  no  proceda  del  pro- 
pietario será  fraudulento,  y  el  poseedor  perseguido  ante  los  Tribunales»; 
el  libro  ó  partitura  estaba  encusdernado  en  cartón,  y  en  su  lomo  se  leía 
en  letras  doradas  Las  Campanas  de  Carrióriy  con  dos  sellos  que  de- 
cían: «Archivo  y  copistería  de  la  galería  El  Teatro^  de  F.  Fiscowich, 
editor,  Madrid»,  y  en  otro  «Música,  pianos  y  casa  editorial,  Pablo  Mar- 
tín, editor,  hijo  de  Casimiro  Martín,  Madrid,  calle  del  Correo,  núra.  4, 
especialidad  en  sannela»»;  también  se  aportó  un  libreto  de  Las  Campa- 
nas de  Carrión,  en  tres  actos  y  en  prosa,  por  D.  Luis  Mariano  de  La- 
rra, música  de  Robert  Plauquette,  edición  de  1877,  por  la  casa  editorial 
de  D.  Alonso  Gullón,  con  un  sello  que  deeía:  «Librería  de  Cuesta,  Ca- 
rreteo, 2,  Madrid»,  y  en  otro  «Compra  y  venta  de  comedias,  librería  de 
Amallo,  Madrid,  calle  de  la  Pas,  núm.  1»;  la  partitura  de  canto  y  piano 
procedía  de  la  casa  de  Bathlot,  de  París: 

Resultando  que  asimismo  se  testimoniaron:  una  carta  de  D.  Alonso 
Gullón  á  D.  Ernesto  García,  de  París,  de  20  de  Diciembre  de  1877,  en  la 
que  le  d<BCÍa  que  el  arreglo  hecho  por  Larra,  cuya  competencia  y  repu- 
tación como  autor  dramático  conocía,  era  radicalísimo,  pueato  que  podía 
decirse  que  no  había  tomado  más  que  el  pensamiento  y  principales  si- 
tuaciones, reduciéndolas  á  tres  actos,  poniendo  la  escena  en  Kspafia  y 
amoldándola  completamente  al  gusto  de  este  público  y  á  la  índole  de 
estos  teatros,  y  como  consecuencia  imprescindible  de  esto,  la  partitura 
al  piano  ó  conductor  había  habido  que  hacerla  de  nuevo  manuscrita. 
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porque  como  de  loe  cuatro  acloe  qne  tenían  U  ofare  hebia  quedado  en  tm» 
hablan  eambiado  loe  númeroe,  euprimiendo  otroe,  y  en  algOBoe  m  ha- 
bían hecho  cortee,  j  para  eetae  alteraoionea  había  aldo  indispMMabte 
hacer  ó  afiadir  algunoe  compaeee  para  «ilasar  y  algún  final  peqnefio  en 
loa  números  qne  ee  habían  acortado;  qne  el  inetrnmental  habla  tenida 
qne  aufrir  todaa  eetae  ref ormae,  qne  eoetaba  tanto  como  oopiarlo  por 
completo,  por  lo  qne  era  impoeibte  el  cumplimiento  eetricto  del  contrata 
por  no  poderee  poner  la  obra  en  eacena  ein  nna  parte  de  apuntar  manna- 
crita,  porque  lae  pariiturae  al  piano  no  eervían  por  laa  modificacioaet» 
7  en  el  Instrumental  había  que  hacer  todoe  loe  arreglos  qne  dejaba 
indicadoe,  siendo  abeorda  la  prohibición  abeolnta  de  no  poder  copiar  en 
todo  ni  en  parte  el  instrumentai;  que  si  el  ohjeio  eoyo  al  prohibir  en  alK 
soluto  la  copia  de  éete,  que  era  lo  qne  le  interesaba  (porque  en  lo  rela- 
tivo al  grabado  para  piano  y  canto  nada  tenía  que  ver  con  elle),  era  que- 
tuviera  necesidad  y  obligación  de  comprarle  cinco  ó  aeie  ejemplares,  qaa 
eran  los  que  podían  ser  neceearios  para  su  explotación  en  Eepafla,  si  te- 
nía la  obra  buen  éxito  al  ejecutarae,  no  habría  por  su  parte  incoove- 
niente  en  tomárselo  siempre  que  se  loa  diera  á  70  ú  80  francos  bIb  1» 
partitura,  que  para  nada  la  necesitaba;  otra  carta  dirigida  por  D.  Alonsc^ 
Gullón  también  á  D.  Brneato  Qarcía  Ladevesae  en  20  de  Didembn 

.  de  1877,  diciéndole  que  había  recibido  el  contrato  de  compra  del  dne- 
cho  de  representación  en  Eupafia  y  sue  poeesionee  de  Ultramar  de  la  md- 
sica  de  la  ópera  Les  (boches  de  Cornemlley  qne  de  en  cuenta  biioi 
Bathtot;  qne  el  maestro  Llanos  se  había  consagrado  día  y  noche  al  arre> 
gio  de  la  letra  espafiola  á  una  partitura  al  piano;  que  tenían  qne  arregltr 
el  instrumental  por  los  mochos  cortee  y  variacionea  qne  ee  habían  he- 
cho, y  se  pondría  en  escena  el  aábado;  que  había  recibido  el  otro  insini' 
mental  y  la  partitura  al  piano,  y  que  comprendiera  lo  impoeible  mate- 
rialmente del  exacto  cumplimiento  de  las  condiciones  pueetaa  en  el  con- 
trato de  venta;  qne  Les  Cloehes  de  ComeMU  las  vio  Larra,  y  no 
habiéndole  disgustailo  el  libro  formó  el  propósito  de  hacer  otro  sobieel 
mifmo  pensamiento  ó  asunto  para  una  aarsoela  espafiola;  pero  habiendo' 
hablado  con  Enrique  Salas,  y  resuelto  éste  á  poner  dicha  obra  para  Pas- 
cuas, como  había  poco  tiempo  para  que  un  maestro  espafiol  hiciera  It 
música,  acordaron  qne  la  arreglaae  para  la  música  francesa,  y  de  aqai 
todo  lo  que  había  mediado  sobre  el  asunto;  que  la  partitura  al  piano  ó 
conductor  había  habido  qne  hacerla  de  nuevo  mannecrita  porqoe  como 
de  los  cuatro  actos  que  tenía  la  obra  había  quedado  en  trea,  se  habita 
cambiado  los  números  y  suprimido  otros,  por  lo  que  el  cumplimiento  ee- 
tricto del  contrato  era  imposible,  porque  no  podía  poneree  la  obra  en  es- 
cena sin  una  'parte  de  apuntar  manuscrita;  que  su  negocio  era  el  cobro 
de  los  derechos  de  representación  de  las  obras  dramáticas  y  aarsuelse,  y 
que  si  imprimía  los  dramas  y  comedias  y  los  libretos  de  aarsoela  er» 
por  facilitar  la  representación;  que  no  le  gustaba  hacer  contratos  qoeoo 
podía  cumplir,  porque  quería  siempre  la  exactitud  en  todoe  ene  ac- 
tos, y  que  él  no  quería  perjadicar  á  Bathlot  y  eí  hacer  un  nuevo  contra- 
to, modiñcando  la  parte  imposible  de  cumplir  del  celebrado;  otracsrta 
al  mismo  D.  Ernesto  en  30  de  Diciembre  de  1877,  diciéndole  que  bebía 
recibido  la  autorisación  de  Bathlot  para  hacer  manuscrita  la  parte  de 
apuntar  de  la  música  de  Las  Campanas  de  Corneoilley  con  arreglo  á 
las  grandes  variaciones  que  había  sufrido  el  libro  de  dicha  ópera  eo  sb 
versión  al  castellano;  otra  carta  dirigida  el  mismo  día  que  la  anterior  el 
referido  D.  Ernesto,  manifeetándole  que  la  explotación  en  Espefiade 
las  obras  lírico* dramáticas  eetaba  dividida  en  dos  cosas  enteramente 

diatintas,  una  la  explotación  de  loe  derechos  de  representación,  qneerft 
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á  lo  que  estaba  dedicado,  y  otra  la  explotación  y  venta  de  la  mÚBica 
grabada  para  canto  y  piano,  qne  era  lo  qne  baclan  los  editores  de  mú-' 
sica;  otra  carta  de  fecha  11  de  Enero  de  1878  al  mismo,  diciéndole  que 
sólo  quería  cinco  ejemplares,  que  á  razón  de  116  francos  hacían  680,  que 
le  remitía;  y  en  el  mismo  día  se  le  decía  en  otra  carta  que  dentro  de 
anos  días  le  mandaría  un  ejemplar  del  libreto  y  una  partitura  al  piano, 
arreglada  á  la  letra  espafiola;  otra  de  1.^  de  Abril  del  70,  diciendo  que  á 
vuelta  de  correo  le  mandaran  cuatro  ejemplares  de  Les  Cloehes  de  Cor- 
neotlle,  que  pagaría  al  mismo  precio  que  los  anteriores;  otra  del  12  de 
Mayo,  dirigida  á  Barthlot,  pidiéndole  14  ejemplares  de  Lea  ClocheSy  con 
letra  espafiola  si  la  había  y  si  no  francesa,  y  que  le  remitiera  también 
un  duplicado  del  contrato  de  venta  de  propiedad  en  Kspafía  y  sus  pose- 
siones en  Ultramar  de  la  misma  de  aquella  opereta;  y  otra  de  fecha  80  de 
Mayo,  diciendo  á  D.  Ernesto  García  que  habían  solicitado  de  Barthlot 
un  duplicado  del  contrato  de  8  de  Diciembre  de  1877,  vendiendo  la  pro- 
piedad de  derechos  de  representación  en  España  y  sus  posesiones  de 
Ultramar,  y  como  decía  que  el  Notario  no  podía  formalizar  ese  docu- 
mento sin  apoderar  á  una  persona  de  París  que  firmara  en  su  nombre, 
le  rogaba  viese  á  Bathlot  para  enterarse  de  )o  que  era  preciso  para  ha- 
cer la  expresada  copia,  puesto  que  la  necesitaban  para  justificar  en  pro- 
vincias su  propiedaid: 

Resultando  que  también  se  practicaron  varios  requerimientos,  y  en- 
tre ellos  á  Arregui  y  Arruej,  quienes  manifestaron  que  no  recordaban 
si  en  sus  oficinas  de  copistería  se  había  copiado  la  música  de  Las  Cam- 
panas de  Carrión,  en  razón  á  que  tenían  un  jefe,  y  éste  corría  con  esos 
trabajos,  habiendo  estado  primero  uno  llamado  D.  Ramón  Polo  y  des- 
pués D.  Luis  García,  y  que  hacía  unos  cuatro  afios  vendieron  todo  el 
archivo  á  Fiscowich;  D.  Bamón  Polo  manifestó  que  durante  el  tiempo 
en  que  estuvo  encargado  de  la  copistería  no  se  copiaron  los  materiales 
de  orquesta  de  la  obra  en  cuestión,  y  lo  único  que  recordaba  era  haber- 
los visto  copiados,  pertenecientes  á  las  oficinas  de  Povedano;  D.  Luis 
García  expuso  que  tampoco  durante  el  tiempo  que  estuvo  en  la  copiste- 
ría se  copió  la  obra  en  litigio,  recordando  que  existían  en  el  archivo  de 
dichos  sefioros  diferentes  ejemplares  manuscritos  de  materiales  de  or- 
questa de  la  referida  obra,  pero  no  podía  determinar  el  número  de  los 
que  fueran;  y  D.  Emilio  Povedano  dijo  que  desde  el  afio  de  1878  habían 
existido  en  su  casa  tres  ejemplares  de  la  música  ó  material  de  orquesta 
completo  de  Las  Campanas  de  Carrión^  y  á  la  sazón  sólo  tenía  uno; 
que  aquéllos  los  adquirió  su  padre  por  compra,  no  sabía  de  quién  ni  por 
qué  precio,  ni  si  tenían  sellos  de  archivo  ó  copistería,  no  teniendo  á 
mano  el  que  conservaba,  por  lo  que  sólo  podía  asegurar  que  eran  copia- 
dos á  mano;  que  tampoco  podía  precisar  las  fechas  de  las  copias,  pero 
qne  fueron  posteriores  al  afio  77,  ni  podía  determinar  para  qué  número 
de  representaciones  sirvieron,  pero  sí  aseguraba  que  se  habían  utilizado 
en  los  teatros  de  Santander,  Burgos,  Bilbao,  Valladolid,  Vitoria,  San 
Sebastián  y  Madrid;  y  presentó  22  trozos  de  papeles  de  música  copiados 
á  mano  de  Las  Campanas  de  Carrión,  que  constituían  el  material  com- 
pleto de  orquesta,  encontrándose  en  la  cubierta  de  uno  de  los  trozos  de 
la  parte  de  apuntar  correspondiente  al  segundo  acto  un  sello  que  decía: 
€  Archivo  y  copistería  de  música,  Francisco  Sedó,  Lope  de  Vega,  17,  8.^», 
y  en  la  correspondiente  al  acto  tercero  otro  sello:  cCentro  de  copistería, 
archivo  de  música,  Francisco  Sedó»,  haciéndose  constar  que  éste  había 
sido  jefe  de  la  copistería  de  la  casa  de  Fiscowich  y  á  la  sazón  estaba  en 
la  de  D.  Pablo  Martín;  y  que  los  instrumentos  exhibidos  fueron  dos 
violines  primeros,  dos  segundos,  una  viola,  un  violón  y  bajo,  una  flau- 
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U,  nn  flautín,  nn  oboe,  un  clarinete  primero,  otro  aegondo,  nn  fagot,  «m 
trompa  primero,  otro  segando,  cornetines,  trombones,  nn  trombón  ter- 
cero, dos  tiples  primeras  y  dos  segundas: 

Resaltando  que  D.  Carlos  Arroyo,  representante  de  la  Sociedad  en- 
cargada de  ia  administración  del  llamado  peqaefio  derecho,  ó  sea  de  los 
fragmentos  masicales  de  las  obras  lírico-dramáticas  de  los  autores  ó  pro- 
pietarios qae  formaban  parte  de  la  Sociedad,  exhibió  el  Catálogo  de  la 
casa  Fiscowich,  el  caal  constituía  nn  libro  en  rústica  con  196  páginas 
impresas,  7  en  el  dorso  7  en  la  página  182  se  leía:  «El  teatro.— Colec- 
ción de  obras  dramáticas  7  líricas  literarias  7  de  educación. — Catalejo 
general.— 1.®  de  Noviembre  de  1896.— Florencio  Fiscowich,  edictor,  su- 
cesor de  hijos  de  A.  Gallón,  Pea,  40.— Oficinas,  Posas,  2,  2.^,  Madrid. — 
Archivo  7  copisterla  musical  para  grandes  7  pequefias  orquetas,  pro- 
piedad de  Florencio  Fiscowich,  editor.  Pozas,  2,  2.^,  Madrid>;  habiendo 
adquirido  de  un  gran  número  de  nuestros  mejores  maestros  compositores 
la  propiedad  del  derecho  de  reproducir  los  papeles  de  orquesta  neceas- 
rios  á  la  representación  7  ejecución  de  sus  obras  musicales,  sirva  de  go- 
bierno á  mis  corresponsales  7  directores  de  teatros  que  tengo  un  com- 
pleto surtido  de  instrumentales  á  disposición  de  las  Empresas— IiCS 
Campanas  de  Carrión^  arregladas  ó  traducidas;  letra  Luis  Mariano 
de  Larra;  música  Robert  Plauquette;  Le  Compone  di  Comeóme^ 
música  Robert  Plauquette;  Lea  Cloekes  de  Comeville,  múeica  Ro- 
bert Plauquette.  — No  se  permitirá  la  representación  de  esta  xarsuela 
sin  el  instrumental  grabado,  sellado  7  numerado,  que  facilitará  á  las 
Empresas  que  lo  quieran  el  propietario  de  la  galería  D.  Florencio  Fis- 
cowich»;  el  representante  del  teatro  Circo  de  Parish  manifestó  que  ad- 
quirió los  materiales  de  orquesta  de  Las  Campanas  de  Carrión,  de  la 
casa  de  Fiscowich,  los  cuales  exhibió,  apareciendo  que  en  la  ]>arte  del 
libro  presentado,  en  las  dos  caras  7  letra  impresa,  se  leía:  Les  Clochea 
de  Comeville^  editado  en  París'  por  L.  Bathlot  7  sucesor,  7  nn  sello 
tinta  morada,  que  decía:  c Material  de  orquesta,  núm...,  propiedad  ds 
D.  Florencio  Fiscowich,  editor,  Madrid»,  7  en  la  ma7or  parte  de  sus 
hojas  otro  sello  que  decía:  cPropiedad  de  Florencio  Fiscowich»;  qne  el 
cuaderno  del  primer  acto  tenía  un  sello  ovalado  en  tinta  carmín  qne 
decía:  c  Propietario  del  derecho  de  reproducir  los  materiales  de  orques- 
ta, F.  Fiscowich»,  7  otro  que  decía:  c Material  de  orquesta,  núm...,  pro- 
piedad de  D.  Florencio  Fiscowich»;  la  parte  de  orquesta  correspondiente 
al  segando  7  tercer  acto  tenían  el  sello:  cPropiedad  de  Florencio  Fisco- 
wich»; en  la  portada,  con  letra  de  imprenta  7  tinta  morada,  se  leía: 
cTodo  ejemplar  que  no  proceda  del  propietario  será  fraudulento  7  el  po- 
seedor perseguido  ante  los  Tribunales»;  que  los  28  cuadernos  manus- 
critos correspondientes  á  las  partes  principales  7  coros  tenían  el  sello 
en  tinta  morada,  7  examinado  el  libreto  de  Las  Companas  de  Corrían 
7  otro  duplicado,  tenían  el  sello  de  la  casa  Fiscowich,  7  en  uno  de  ellos 
otro  que  decia:  «Gran  archivo  musical  7  copistería  Arregui  7  Arruej, 
editores,  Greda,  16,  Madrid;  7  D.  Francisco  Mora,  representante  de  Go- 
7enechea,  presentó  los  materiales  de  orquesta,  7  manifestó  que  proce- 
dían del  archivo  de  l^iscowich,  á  quien  pagaban  los  derechos  de  alqui- 
ler, 0070  material  se  componía  de  cinco  partes  de  estudio,  23  cuadernos 
de  instrumental,  una  parte  de  apuntar  todo  manuscrito,  dos  libretos  im- 
presos 7  una  parte  de  dirigir  ó  violín  director,  impresas,  teniendo  todos 
los  cuadernos  en  la  parte  de  apuntar  un  sello  que  decía:  «Archivo  da 
música  7  centro  de  copistería  de  Olmos,  Huertas  7  Compaílía»,  7  un  li- 
breto tenía  otro  sello  que  decía:  «Archivo  de  música  7  centro  de  copis- 
tería, Olmos,  Jorge  7  Compañía,  Alicante»,  estando  todo  el  material 
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marcado  con  el  núm.  49,  al  qne  acompafiaba  nn  papel  suelto  j  roto» 
impreso  y  en  parte  manuscrito  qne  decía:  «Archivo  musical  de  F.  Fia- 
cowich,  editor,  Madrid,— Las  Campanas  de  Carrión^  número...;  exa- 
minado este  material  está  completo  y  conforme  á  la  partitura,  pndiendo 
eer  destinado  al  servicio. — Madrid  6  de  Agosto  de  1806. — El  revisor, 
Martines. —Consta  de  cinco  papeles  de  estudio,  28  de  orquesta  y  dos  li- 
bretos»: 

Resultando  que  requeridas  también  otras  personas,  dijeron:  D.  Án- 
gel Gnls,  que  desde  hacía  unos  cuatro  ó  cinco  afios  tenía  un  material 
manuscrito  de  Las  Campanas  de  Carrión,  y  desde  uno  ó  dos  afios  otro 
que  adquirió  el  primero  copiándoselo  de  otro  archivo  de  Barcelona,  j 
•el  otro  lo  compró,  entre  otras  obras,  á  D.  Luis  Delgado,  y  en  ésta  exis- 
tía el  siguiente  letrero:  «Propiedad  de  D.  Luis  Delgado»;  D.  Juan  Pare- 
lió,  que  no  recordaba  de  qué  archivo  se  habían  obtenido  los  materiales 
de  orquesta  y  el  libreto,  pero  que  eran  manuscritos,  no  recordando  si 
tenían  sellos;  D.  Eduardo  Berges,  empresario  que  había  sido  de  teatros, 
que  varias  veces  había  representado  su  Oompafiía  Las  Campanas  de 
Carrión  y  no  Les  Cloehes  de  Cornevtlle,  habiendo  satisfecho  los  de- 
rechos de  alquiler  del  archivo  á  Fiscowich,  de  quien  eran  los  materiales 
que  usaban  todos  manuscritos  y  llevaban  los  sellos  de  la  expresada 
«asa;  D.  Enrique  Bergalí,  vecino  de  Sevilla,  que  á  la  sasón  no  tenia 
archivo  musical,  porque  lo  enajenó  á  la  Sociedad  Arregui  y  Arruej,  en 
cuyo  archivo  existía  un  ejemplar  impreso  de  la  opereta  Les  Cloehes  de 
Comeoüle  de  un  editor  francés,  cuyo  ejemplar  iba  con  vos  y  bajo  en 
espafiol  de  Las  Campanas  de  Carrión^  que  lo  adquirió  de  D.  Pablo 
Martín,  editor  de  música  en  Madrid,  en  precio  de  260  pesetas;  D.  Miguel 
Soler,  que  durante  muchos  afios  había  sido  empresario  en  provincias  y  en 
Madrid,  y  la  mayor  parte  de  las  veces  con  Berges,  representando  más  de 
cuarenta  Las  Campanas  de  Carrión,  y  los  materiales  de  orquesta  para 
estas  representaciones  se  alquilaban  en  diferentes  archivos,  algunas  de 
ellas  de  Povedano  y  otras  en  el  de  Fiscowich;  que  el  importe  del  alqui-*- 
1er  se  pagaba  al  archivo  que  los  facilitaba,  y  los  derechos  de  autor  á  la 
galería  que  se  presentaba  á  reclamarlos,  recordando  que  los  materiales 
eran  unas  veces  grabados  y  otras  manuscritos;  D.  Francisco  Sedó,  que 
cuando  se  estrenó  en  Madrid  la  zarzuela  Las  Campanas  de  Carrión^  á 
fines  del  afio  77  ó  principios  del  78,  y  siendo  él  copista  de  música  en  el 
teatro  de  la  Zarzuela,  recibió  orden  de  D.  Alonso  Qullón  para  copiar  la 
instrumentación  de  la  expresada  zarzuela,  y  lo  verificó  en  número  de 
ocho  á  10  ejemplares,  y  después  siendo  jefe  del  archivo  de  la  casa  de 
Fiscowich  recordaba  que  había  cuatro  materiales  lo  menos  copiados, 
que  alquilaba  á  las  Empresas  teatrales  á  medida  que  se  la  reclamaba,  j 
también  recordaba  que  por  encargo  de  Fiscowich  compró  y  pagó  un  ma- 
terial manuscrito  ó  copiado  de  dicha  obra  á  uno  llamado  Bochi  que  ha- 
bía fallecido;  y  D.  Modesto  Julián,  en  la  ciudad  de  la  Habana,  como 
empresario  y  director  de  orquesta,  que  tpdos  los  materiales  de  orquesta 
de  Las  Campanas  de  Carrióny  ó  sea  Les  Cloehes  de  Corneoille,  proce- 
dían, según  los  sellos  que  tenían,  de  la  casa  de  Fiscowich,  no  poseyendo 
dicha  obra;  que  la  parte  de  material  que  dirigía  era  impresa,  arreglada 
á  los  cortes  y  con  sellos  de  la  casa  de  Fiscowich,  ignorando  las  fechas 
en  que  estaban  efectuadas  las  copias  ni  en  loe  teatros  en  que  se  repre- 
sentó, pero  que  los  derechos  de  representación  se  abonaron  á  los  repre- 
sentantes del  mismo  Fiscowich  con  arreglo  á  las  tarifas  establecidas: 

Resultando  que  asimismo  fué  requerido  D.  Oosme  Baura,  en  el  tea- 
tro de  Cervantes  de  Málaga,  quien  exhibió  88  cuadernos  en  forma  de 
libro  grabado  y  en  la  portada  un  sello  que  decía:  «Propiedad  de  Fioren- 
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eio  Fiscowich  en  U  segunda  hoja  existían  tres  sellos,  uno  igaal  al  anis- 
rior;  otro  qae  decía:  c Propietario  del  derecho  de  reproducir  los  materia- 
les de  orquesta,  F.  Fiscowich,  editor,  Madrid,»  y  otro  qae  se  leía:  cPa* 
blo  Martín,  editor,  hijo  de  Casimiro  Martín,  Madrid,  calle  del  Correo, 
número  4»,  teniendo  varias  hojas  manuscritas  que  habían  sido  puesta» 
por  roturas  y  enmiendas;  examinados  los  materiales  de  orquesta,  resul- 
taba ser  todo  manuscrito,  y  un  cuaderno  del  acto  primero,  además  de 
tener  todas  sus  hojas  selladas,  decía:  cPropiedad  de  Florencio  Fisco- 
wich, editor,  Madrid»,  y  en  la  portada  otro  sello  que  decí^  «Material 
de  orquesta  propiedad  de  D.  Florencio  Fiscowich,  Madrid;  todo  ejem- 
plar que  no  proceda  del  propietario  será  fraudulento  y  el  poseedor  perse- 
gai<io  ante  los  Tribunales;  el  cuarto  tenía  un  sello  que  decía:  «Propieta- 
rio del  derecho  de  reproducir  los  materiales  de  orquesta,  F.  Fisoowieh», 
así  como  los  demás  cuadernos;  el  resto  del  material  de  música  y  canto  se 
componía  de  13  cuadernos,  encontrando  en  uno  de  ellos  un  sello  que 
decía:  «Propiedad  de  Florencio  Fiscowich,  edilor,  Madrid»,  y  en  la  cu- 
bierta otro  sello  que  decía:  «Material  de  orquesta,  núm.  ...,  propiedad 
de  D.  Florencio  Fiscowich;  todo  ejemplar  que  no  proceda  del  propieta- 
rio será  fraudulento  y  el  poseedor  perseguido  ante  los  Tribunales»,  y 
en  todos  los  demás  otros  sellos  de  la  misma  índole,  apareciendo  uno 
de  la  casa  de  Florencio  Fiscowich  en  el  libreto  impreso  de  las  Las  Cam- 
panas de  Carrióm 

Resultando  que  Gabet,  á  quien  se  requirió  para  que  manifestara  si 
autorizó  á  Gnllón,  Fiscowich  y  á  Larra  para  que  tradujesen  al  español 
el  libreto  Les  Cloches  de  Corneville,  dijo  que  no  solamente  no  lo  había 
hecho,  sino  que  se  había  opuesto  á  cualquiera  traducción,  y  ni  Clairyi- 
lle  ni  sus  herederos  habían  dado  nunca  semejante  autorización;  Don 
Eduardo  Nicolau,  llamado  Ciairville,  manifestó  que  habiendo  sa  padre 
cedido  sus  derechos,  nunca  había  dado  semejante  autorización,  ni  el  di- 
cente  ni  su  madre,  que  nunca  había  dado  autorización  especial  á  Vidal, 
lili  mona  y  Boceta,  pero  que  su  madre  y  él  habían  apoyado  los  procedi- 
mientos entablados  por  Bathlot,  Plauquette,  Gabet  y  Joubert,  porque 
los  encontraron  legítimos: 

Resultando  que  de  varias  cartas  y  documentos  que  exhibió  Joubert 
aparece  que  por  escritura  de  80  de  Julio  del  96  quedaba  disuelta  desde 
1.^  de  Mayo  de  aquel  afío  la  sociedad  de  Bathlot  y  Joubert,  nombrán- 
dose liquidador  de  la  misma  á  éste  con  los  más  amplios  poderes;  y  que 
Joubet  dijo  á  Gullón  en  carta  de  19  de  Octubre  de  1880,  que  para  las 
partituras  de  orquesta  de  Les  Cloches  no  habían  hecho  ningún  contrato 
relativo  á  dicha  partitura;  que  cuando  tenía  ejemplares  impresos  podía 
darlos  á  150  francos,  pero  ahora  no  podía  dárselos;  que  en  Francia  no 
contrataba  por  menos  de  200  francos  por  la  temporada  para  cualquier 
.ciudad,  estando  lejos  de  vender  á  160  francos,  y  que  le  aconsejaba  no 
hiciera  copias  de  partituras  de  Les  Cloches,  porque  sentiría  tener  serios 
disgustos  con  él,  y  por  último,  que  le  remitía  una  partitura  por  el  pre- 
cio de  200  francos: 

Resultando  que  unidas  las  pruebas  á  los  autos,  se  entregaron  éstos  á 
las  partes,  que  evacuaron  el  traslado  de  conclusión,  insistiendo  en  sus 
respectivas  pretensiones;  y  el  Juez  municipal  é  interino  de  primera 
inetancia  del  distrito  del  Hospicio  de  esta  corte  pronunció  en  8  de  Marzo 
de  1809  sentencia,  por  la  que  declaró  infringido  el  contrato  celebrado  en 
París  entre  D.  Luis  Bathlot  y  la  representación  de  D.  Alonso  Gullón  con 
fecha  8  de  Diciembre  de  1877  respecto  á  la  opereta  lírica  Las  Campanas 
de  Corneoilley  por  parte  del  segundo  y  después  por  quienes  sucedieron  en 
sus  derechos,  y  en  su  consecuencia  condenó  á  Doña  María  Loreto  Gullón 
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y  Begoyos,  esposa  de  D.  Florencio  Fiscowlch,  heredera  y  cansahabiente 
de  D.  Alonso  Gallón  y  ceslonaria  de  su  hermano  D.  Gaillermo,  en 
cnanto  á  la  participación  qne  á  éste  correspondió  en  la  Sociedad  titulada 
Hijos  de  A.  Gallón:  primero,  á  qae  en  lo  sacesivo  se  abstenga  de  segnir 
cobrando  bajo  ningún  motivo  ni  pretexto,  en  Espafia  y  sas  colonias,  los 
derechos  de  autor  qne  se  devenguen  y  deban  satisfacerse  por  las  represen- 
taciones de  la  opereta  cómica  Las  Campanas  de  Cornemlle  y  de  la  de- 
nominada Las  Campanas  de  Carrión;  segundo,  á  que  se  abstenga  tam- 
bién en  lo  sucesivo  de  editar  dicho  ópera  bajo  ambos  títulos,  de  copiarla 
ó  dejarla  copiar,  de  grabarla,  imprimirla  en  todo  ó  en  parte  y  de  hacer 
arreglos  en  ella,  valiéndose  para  realizar  cualquiera  de  estos  actos  de 
los  materiales  de  orquesta  que  con  el  núm.  48  adquirió  D.  Alonso  Ga- 
llón del  editor  musical  de  París  Bathlot,  ó  de  cualquiera  otros  ejempla- 
res análogos  que  con  distinta  numeración  hubieren  adquirido,  bien  la 
demandada  ó  bien  su  padre,  debiendo  utilizar  para  las  representaciones 
de  Las  Campanas  de  Corneville  ó  Las  Campanas  de  Carrión^  si  en- 
tendieran debían  seguir  representándose  bajo  esta  denominación,  los 
mismos  materiales  de  orquesta  impresos  que'  legítimamente  fueron  ad- 
quiridos; tercero,  á  que  satisfaga  á  D.  Luis  Bathlot^  con  quien  contrató 
D.  Alonso  Gulión,  la  indemnización  de  6.000  francos  por  cada  nna  de 
las  copias,  impresiones,  ediciones  ó  grabados  que  hubiese  hecho,  man- 
dado hacer,  tolerado  ó  consentido  que  otros  hiciesen  con  aquellos  ejem- 
plares, y  que  se  determinen  en  las  diligencias  de  ejecución  de  senten- 
cia; cuarto,  á  que  rinda  en  las  mismas  diligencias  á  los  demandantes  en 
la  representación  que  tienen  cuentas  justificadas  de  cuanto  haya  co- 
brado y  percibido  ó  sus  causantes  desde  el  8  de  Diciembre  de  1877  hasta 
qne  se  ejecute  este  fallo,  por  derechos  de  autor  en  las  representaciones 
de  la  mencionada  ópera  bajo  ambas  denominaciones,  tanto  en  Espafia 
como  en  sus  colonias  y  también  por  la  venta  ó  alquileres  bajo  cual- 
quier concepto  y  forma  de  cuantos  materiales  de  orquesta  y  libreto  arre- 
glado, editado,  impreso,  grabado,  copiado  ó  dejado  de  copiar,  satisfa- 
ciendo inmediatamente  á  la  Sociedad  actora  la  cantidad  que  como  saldo 
resulte  á  favor  de  sus  mandantes  con  el  interés  legal  de  esas  sumas;  y 
quinto,  á  qne  suprima  del  Catálogo  de  obras  de  sa  propiedad  la  ópera 
¿as  Campanas  de  Corneotlle,  y  por  último,  al  pago  de  todas  las  costas 
cansadas  en  este  pleito  á  la  parte  actora: 

Resultando  que  interpuesta  apelación  de  este  fallo  por  D.  Florencio 
Fiscowich,  como  marido  de  Dofia  María  Loreto  Gnllón,  se  remitieron 
los  autos  originales  á  la  Audiencia  del  territorio,  en  cuya  instancia 
hubo  de  ocurrir  el  fallecimiento  de  la  Dofia  María  Lóreto,  teniéndose 
como  consecuencia  de  ello  por  parte  al  mismo  D.  Florencio  por  sí  y  como 
legítimo  representante  de  sus  hijos  menores  de  edad  Dofia  María  de  la 
Ooncepción  Angela,  Dofia  Josefa  y  D.  Alfonso  Fiscowich  y  GuUón;  y 
tramitado  en  forma  legal  el  recurso  de  apelación,  la  Sala  primera  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte,  en  19  de  Junio  del  afio  próximo  pa^ 
sado,  dictó  sentencia  que,  revocando  la  apelada,  absolvió  á  dicho  Don 
Florencio  Fiscowich  en  el  expresado  concepto  con  que  hoy  litiga  de  la 
demanda  contra  éi  interpuesta  por  la  Sociedad  Vidal,  Llimona  y  Boeeta 
como  mandataria  y  apoderada  sustitotade  Bathlot,  Joabert,  Plauqnettey 
Gabet  y  los  herederos  de  Clairville,  sin  hacer  expresa  condena  de  costas 
de  ninguna  de  ambas  instancias: 

Resultando  que  el  Procurador  D.  Felipe  Górrii  y  León,  en  nombre 
de  la  Sociedad  Vidal,  Llimona  y  Boeeta,  como  mandatario  de  Plan- 
quette,  Gabet,  los  herederos  de  Glairville  y  Bathlot  y  Joubert,  ha  inter- 
puesto recurso  de  casación  contra  el  mencionado  fallo  por  infracción  de 
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lajr,  fundado  en  los  números  1.®  y  7.^  del  art  1693  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil,  alegando  al  efecto  los  siguientes  motiyos: 

Primero.  Infracción  del  art.  7.^  del  Tratado  con  Francia  de  16  de  No- 
viembre de  1863  7  del  l&de  la  ley  de  10  de  Jvnio  de  1847,  por  interf»»- 
tación  errónea  de  estas  leyes,  asi  como  de  sus  concordantes'  al  absolver 
la  Sala  sentenciadora  á  D.  Florencio  Fiscowlcb,  por  estimar  que  el  edi- 
tor le  mnsica  de  París  D.  Luis  Bartblot  era  en  el  mes  de  Junio  de  1877 
el  único  propietario  legalmente  reconocido  en  EspalLa  de  la  ópera  cómica 
francesa  titulada  Le9  Cloehes  de  Corneville  por  el  solo  beebo  de  haber 
solicitado  la  inscripción  á  su  favor  de  la  propiedad  de  dicha  obra,  y  de- 
positado en  el  Ministerio  de  Fomento  los  necesarios  ejemplares  de  su 
música  y  libreto  dentro  de  los  tres  meses  subsiguientes  á  su  primera 
publicación;  y  error  de  hecho  al  apreciar  la  sentencia  recurrida  la  prueba 
documental  en  el  sentido  de  que  D.  Luis  Bathlot,  al  tiempo  de  verificarse 
ia  inscripción  de  Les  Cloeheé  de  ComeoiUe  en  el  oportuno  Begistro, 
solicitó  que  se  inscribiese  la  propiedad  de  dicha  obra  á  su  favor,  cuando 
resulta  de  documentos,  como  son  el  certificado  expedido  en  22  de  Enero 
de  1897  por  el  Secretario  del  Begistro  general  de  la  propiedad  intelec^ 
tual,  el  testimonio  con  referencia  al  Ubro  16  de  obras  francesas  del 
Begistro  del  Ministerio  de  Fomento,  y  el  testimonio  con  relación  tam- 
bién al  libro  16  de  obras  francesas,  respecto  á  la  declaración  ó  petición 
de  depósito;  que  Bathlot  no  ostentó  más  carácter  ni  otra  personalidad 
en  aquel  acto  que  en  su  nombre  realisaba  D.  Pablo  Martín  que  el  de  edi- 
tor de  la  obra,  y  lo  que  se  inscribió  fué  la  obra  misma,  expresándose 
quiénes  eran  los  autores,  perteneciendo,  por  tanto,  ai  que  inscribía  tan 
sólo  los  derechos  correspondientes  á  la  edición  de  la  obra: 

Segundo.  Infracción  por  errónea  interpretación  y  aplicación  indebida 
de  la  ley  del  contrato  de  8  de  Diciembre  de  1877,  celebrado  entre  Don 
Luis  Bathlot  y  D.  Alonso  GuUón,  representado  por  D.  Ernesto  García  La- 
de  vesse,  y  de  las  reglas  de  interpretación  contenidas  en  los  arts.  1281 , 
1282,  1286  y  1286  del  Código  civil,  toda  ves  que  la  Sala  sentenciadora 
absuelve  al  demandado  por  estimar  que  en  virtud  de  ese  contrato  ven- 
dió Bathlot  á  Gullón,  en  precio  de  2.600  francos,  la  ópera  cómica  Let 
Cloches  de  Corneotlle,  expresando  que  tendría  el  derecho  exclusivo  de 
representarla  ó  de  hacerla  representar  en  Espafia  y  sus  colonias,  por  lo 
cual  GoUón  había  podido  hacer  suyos  los  derechos  de  representaciós 
que  estuvo  disfrutando  quieta  y  pacíficamente  durante  diex  y  nueve 
afios,  lo  que  constituye  también  error  de  hecho  en  la  apreciación  de  la 
prueba  que  resulta  de  documentos  como  son,  entre  otros,  las  cartas  de 
D.  Alonso  Golión  del  11  y  20  de  Diciembre  de  1877,  6  de  Agosto  y  16  de 
Octubre  de  1880;  las  de  García  Ladevesse  y  las  de  Bathlot,  relativas  á  la 
negociación  seguida  para  la  celebración  del  contrato,  y  las  que  se  cm- 
saron  con  motivo  de  la  aplicación  del  mismo,  de  las  que  se  deduce  que 
el  contrato  fué  sólo  de  compraventa  del  material  de  orquesta  sefialado 
con  el  núm.  48  en  los  archivos  del  editor  Bathlot,  y  de  permiso  ó  auto- 
risación  ezclueivos  para  Espafia  y  sus  colonias,  á  fin  de  que  con  ese 
mismo  material  de  orquesta  ó  con  otros  iguales  que  comprase  Bathlot 
pudiese  representar  y  poner  en  escena  ó  hacer  representar  la  ópera  re- 
ferida: 

Tercero.  Error  de  hecho  al  absolver  al  demandado,  fundándose  para 
ello  la  Sala  sentenciadora  en  que  no  resultaba  que  hubiese  infringido  el 
contrato  ni  hiciera  copias  fraudulentas  de  los  materiales  de  orquesta,  y 
apreciando  que  si  se  le  encontraron  algunos  manuscritos  se  explicaba 
por  qué  Bathlot  se  los  enviaría;  el  cual  error  de  hecho  se  demuestra  con 
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las  cartas,  reconocimiento  y  sefias  de  materiales  exhibidos  7  de  requeri- 
mientos practicados,  actos  todos  ellos  auténticos;  7 

Caarto.  Infracción  de  la  doctrina  legal  establecida  en  las  sentc^ncias 
de  18  de  Febrero  de  1897  y  10  de  Diciembre  de  1895,  en  relación  con  los 
arts.  684  y  642  de  la  ley  de  Enjaiciamiento  civil;  toda  vez  qne  la  Sala 
seutenciadora  absuelve  de  la  demanda  al  demandante,  fundándose  en 
loe  motivos  expuestos  en  el  último  de  los  considerandos  de  su  fallo, 
cuando  las  excepciones  de  falta  de  personalidad  en  el  Procurador  de  la 
parte  actora  y  de  los  herederos  de  Clairville  no  fueron  propuestas  como 
dilatorias  ni  perentorias  en  el  lugar  y  forma  debidos. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Molina: 
Considerando  que  el  contrato  de  8  de  Diciembre  de  1877  lo  ajustó 
Batihot  con  el  causante  de  Fiscowich  en  el  concepto  de  únieo  propieta- 
rio de  la  opereta,  el  cual  era  además  el  que  le  correspondía  en  España 
por  ser  la  sola  persona  que  antes  de  dicha  fecha,  en  14  de  Junio  del 
mismo  afio,  había  hecho  inscribir  la  obra  teatral  para  sí,  con  el  carácter 
de  editor  propietario,  en  el  Ministerio  de  Fomento,  conforme  á  lo  dis- 

Sueste  en  el  art.  18  de  la  ley  de  10  de  Junio  de  1847  y  en  los  1.*  y  7.^  del 
k>nvenio  sobre  propiedad  intelectual  celebrado  con  Francia  en  15  de  No- 
viembre de  1868  y  ratificado  en  25  de  Enero  siguiente,  cuyos  preceptos» 
no  sólo  no  resultan  infringidos,  como  se  supone  en  el  primer  motivo  del 
recurso,  al  estimar  que  Bathiot  era,  según  había  asegurado  él  mismo, 
tal  propietario,  sino  rectamente  aplicados  por  la  Sala  sentenciadora  á  los 
hechos  ocurridos  en  1877,  que  tenían  que  regirse  por  la  legislación  vi- 
gente entonces,  en  que  se  marcaba  como  signo  exclusivo  para  reconoci- 
miento de  propiedad  literaria  y  musical  el  aludido  Begistro,  sin  el  cual 
caían  en  el  dominio  público  las  obras  de  tal  clase: 

Considerando  qne  al  suponer  el  segundo  motivo  que  fué  objeto  del 
contrato  de  1877  no  más  que  el  material  de  orquesta  núm.  48,  fun- 
dándose principalmente  en  la  frase  expresiva  de  que  la  venta  sólo  se 
aplicaba  á  las  partes  de  orquesta,  y  sosteniendo  que  de  no  entenderlo 
así  queda  infringida  la  ley  de  lo  convenido,  se  olvida  que  el  mismo  con- 
trato afiade  que  la  venta  se  efectuaba  para  toda  Espafia  y  sus  colonias, 
con  el  exclusivo  derecho  de  representar  ó  hacer  representar  la  obra; 
estipulación  con  la  cual  no  es  compatible  el  sentido  restrictivo  que  se 
ha  intentado  dar  al  contrato  en  este  pleito,  ni  la  pretensión  de  que  con 
ella  no  se  transfiriese  á  GuUón  el  derecho  de  cobrar  las  cantidades  corres- 
pondientes, según  la  legislación  del  ramo  á  la  ejecución  teatral,  ó  seaá 
la  representación,  mucho  menos  cuando  en  su  carta  de  26  de  Diciembre 
de  1877,  haciéndose  cargo  Bathiot  del  contenido  de  la  que  en  20  de  di- 
cho mes  dirigió  Gullón  á  García  Ladevesse,  biso  respecto  á  la  música 
las  concesiones  oportunas  para  que  pudiera  realizarse  la  ejecución  en 
público  y  adaptarse  aquélla  á  la  versión  castellana  necesaria  para  la 
realización  del  derecho  exclusivo  de  representación  en  Espafia  y  Ul- 
tramar: 

Considerando  que  sea  el  que  quiera  el  acierto  con  que  la  Sala  sen- 
tenciadora haya  apreciado,  bajo  su  responsabilidad,  el  conjunto  de  la 
prueba  para  estimar  que  Gullón  cumplió  la  obligación  contraída  con 
Bathiot  respecto  á  las  partes  de  orquesta,  compráronle  numerosas  co- 
lecciones, impresas  unas  y  manuscritas  otras,  lo  que  explica  en  concepto 
de  dicha  Sala  el  hecho  de  tener  en  su  poder  algunos  ejemplares  manus- 
critos los  causahabientes  de  Gullón,  no  es  de  apreciar  el  error  de  hecho 
alegado  en  el  tercer  motivo  del  recurso  respecto  de  tal  afirmación,  en 
primer  término,  porque  no  se  hace  derivar  concretamente  el  supuesto 
error  de  uno  ó  más  documentos  auténticos,  especialmente  sefialados 
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para  demostrar  con  ellos  el  f andamento  del  motivo,  sino  se  refiere  eon 
vaga  claridad  el  recurrente  á  las  cartas,  reconocimientos  y  resefias  de 
materiales  exhibidos  j  requerimientos  practicados,  sometiendo  así  al 
Ihribunal  una  cuestión  genérica  de  apreciación  de  prueba  que  no  encaja 
en  el  estrecho  molde  del  núm.  7.^  del  art.  1692  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil;  y  en  segundo  término,  porque  si  aunque  traspasando  tal 
límite  se  pudiera  suponer  que  los  manuscritos  eneontrados  revelasen  La 
existencia  de  fraude,  todavía  sería  preciso  entrar  en  el  examen  y  apre- 
ciación de  la  participación  en  el  de  los  demandados,  teniendo  al  efecto 
en  cuenta  todos  los  elementos  de  prueba,  favorables  y  adversos,  aporta- 
dos al  juicio,  incluso  la  circunstancia  del  largo  tiempo  transcurrido,  du- 
rante el  que  se  realizaron  los  hechos  sin  reclamación  de  Bathlot,  exa- 
men y  apreciación  para  los  que  tampoco  autoriza  el  antecitado  precepto 
legal  y  que  serían  indispensables,  puesto  que  el  mero  hallazgo  de  lot 
manuscritos,  interpretado  cual  pretende  el  recurrente  en  contra  de  la 
afirmación  de  la  Sala  sentenciadora,  no  evidencia,  como  requiere  la  ley, 
la  responsabilidad  de  GuUón,  hoy  de  sus  herederos;  y 

Considerando  que  el  último  motivo  del  recurso  impugna  no  más  qise 
los  fundamentos  en  que  la  sentencia  deniega  personalided  á  los  recu- 
rrentes y  se  ocupan  de  la  unión  de  Bathlot,  que  vendió  como  propieta- 
rio, con  los  que  reclaman  hoy  la  propiedad  contra  aquel  á  quien  por  el 
mismo  Bathlot  fué  vendida,  cuyas  consideraciones,  después  de  lo  que 
queda  expresado  en  esta  sentencia,  no  trascienden  al  fallo,  qne  subsista 
íntegro  aunque  de  ellos  se  prescinda  y  se  conceda  al  Procurador  de  los 
recurrentes  toda  U  personalidad  y  atribuciones  que  se  quiera; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  la  Sociadad  Vidad,  Llimona  y  Boceta, 
como  mandataria  de  Plauquette,  Gabet,  los  herederos  de  Glairvilíef 
Bathlol  y  Joubert,  á  quien  condenamos  al  pago  de  las  costas;  y  líbrese  á 
la  Audiencia  de  esta  corte  la  correspondiente  certificación,  devolviéndole 
el  apuntamiento  que  remitió. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
sertará en  la  Colección  Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=José  de  Aldecoa. 
nrFrancisco  Toda.==Joaquín  González  de  la  Pefia.=  Ricardo  Molina.= 
Vicente  de  Piniés.=Segismundo  Carrasco  y  Moret.:=Tomá8  Gúdal. 

Pnblicación.=:Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Ricardo  Molina,  Magistrado  de  la  Sala  de  lo  civil  del  Tri- 
bunal Supremo,  celebrando  audiencia'^  pública  la  misma  en  el  día  de 
hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario. 

Madrid  26  de  Junio  de  1901.=Por  el  Escribano  Montes,  Licenciado 
Jorge  Martínez. 

^^úm.  17a.— GRACIA  Y  JUSTICIA.— 26  d«  Janlo,  pub.  el  29  de  Julio- 

Resolución  de  la  Dirección  general  de  los  Registros,  revocan- 
do la  negativa  del  Registrador  de  la  propiedad  de  Piedrahita  » 
inscribir  una  escritura  de  partición. 
En  sus  considerandos  se  establece: 

Que  instituidos  herederos  los  hijos  de  personas  citadas  nominad' 
mente,  aunque  en  esta  forma  no  lo  sean  aquéllos,  si  fueron  ^^^V^ 
dos  de  un  modo  determinado  y  preciso,  sin  que  pueda  ofrecerse  w^ 
acerca  de  quiénes  son  los  instituidos,  es  válida  la  institución,  eof^' 
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forme  á  lo  dispuesto  en  el  párrafo  2.^  del  art,  772  del  Código  eioil: 
Que  por  igual  razón  no  seria  aplicable  al  caso  citado  el  art.  IIOÍ 
y  siguientes  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  cioil,  por  no  ser  llamados  á 
la  herencia  parientes  hasta  cierto  grado,  ni  los  pobres,  ni  personas 
que  reúnan  ciertas  circunstancias,  que  son  á  los  que  se  refiere  dicho 
artículo,  sino  personas  ciertas  y  determinadas^  aunque  no  designa- 
das por  sus  nombres: 

Que  en  tal  supuesto  podrían  los  instituidos  en  aquella  forma  con^ 
eurrir  al  otorgamiento  de  la  escritura  de  partición  de  bienes,  sin  ne- 
cesidad de  declaración  Judicial  de  su  derecho,  y  sin  que  deba  exigirse 
más  requisito  para  la  inscripción  del  mismo  en  el  Registro,  que  la 
presentación  en  éste  de  las  respectivas  partidas  ó  acias  de  naci- 
miento: 

Que  ni  el  Código  civil,  ni  la  ley  Hipotecaria,  ni  ninguna  ley  es- 
pecial exigen  que  las  personas  instituidas  como  herederos  de  un 
testamento  deban  acreditar,  para  adquirir  los  derechos  correspon- 
dientes, que  no  existen  otros  que  tengan  esta  cualidad,  por  cuya  ra- 
zón no  han  establecido  tampoco  procedimientos  encaminados  á  ob- 
tener la  justificación  de  semejantes  circunstancias  negativas,  según 
la  doctrina  consignada  en  Resoluciones  de  la  Dirección  general  de 
los  Registros  de  2  de  Diciembre  de  1897  y  11  de  Mxyo  de  1900. 

limo.  Sr.:  Ea  el  recnrso  gabernativo  iaterpaesto  por  el  Notario  Don 
FranclBco  de  Paula  Baca  contra  la  negativa  del  Registrador  de  la  propie- 
dad de  Piedrahita  á  inscribir  una  escritura  de  partición,  pendiente  ea 
este  Centro  en  virtud  de  apelación  de  dicho  Registrador: 

Resultando  que  Doña  Venancia  Martín  Recio  y  García  Juanen,  yeci- 
na  de  Piedrahita,  falleció  bajo  testamento  otorsfado  en  29  de  Septiembre 
de  1898  ante  el  Notario  de  dicha  población  D.  Francisco  de  Paula  Baca, 
en  el  que  nombró  heredera  usufructuaria  vitalicia  de  parte  de  una  casa 
á  su  hermana  Dofia  María,  y  de  otra  á  su  sobrina  Doña  Luciana  Martín 
Gómez,  instituyó  herederos  universales,  por  partes  iguales,  á  sus  her- 
manos D.  Eustaquio,  D.  Carlos,  y  las  expresadas  Dofia  María,  á  los  hi- 
Í'os  de  su  difunta  hermana  Dofia  Lucía  y  á  los  de  su  otra  hermana,  tam- 
den  difunta,  Dofia  Petra,  haciéndose  cinco  partes  iguales,  y  disponien- 
do que  si  alguno  de  sus  hermanos  falleciese  antes  que  la  testadora,  la. 
parte  que  le  corresponda  quedase  para  sus  hijos,  y  si  muriese  su  her- 
mana Dofia  María,  la  parte  de  ésVa  se  dividiese  entre  los  otros  cuatro  qne 
quedan  designados,  y  nombró  por  sus  albaceas  insolidum,  con  el  carác- 
ter de  contadores  partidores  y  adjudicadores  de  sus  bienes,  á  D.  Salvador 
Cuesta  y  D.  Saturnino  Martín  Gómez: 

Resultando  que  el  expresado  aibacea  D.  Saturnino  Martín  Gomes  j 
los  herederos,  excepto  el  D«  Eustaquio  Martín  Recio,  por  cuyo  falleci- 
miento, ocurrido  después  que  el  de  la  testadora,  concurren  los  hijos  y  he- 
rederos del  mismo,  otorgaron  ante  el  propio  Notario,  con  fecha  28  de  Ja- 
nio  de  1900,  la  oportuna  escritura  de  inventario,  avalúo,  división  y  adja* 
dlcación  de  los  bienes  pertenecientes  á  la  finada  Dofia  Venancia  Martín 
Recio;  y  presentada  dicha  escritura  en  el  Registro  de  la  propiedad  de 
Piedrahita,  no  fué  admitida  su  inscripción:  «primero,  porque  los  compa- 
recientes D.  Salvador,  D.  Indalecio,  D.  Buenaventura,  D.  Nicomedes  y 
Dofia  Matilde  Cuesta  Martín;  Dofia  Isidra,  Dofia  Casilda,  Dofia  Amalia 
y  D.  Pedro  González  de  Mendoza  y  Martín  no  acereditan  debidamente 
su  cualidad  de  herederos,  justificando  hallarse  entre  los  llamados  á  la 
herencia  por  la  testadora,  toda  vez  que  ésta  no  los  instituye  nominal- 
mente;  segundo,  porque  tampoco  resulta  del  documento  precedente  al 
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dicho*  «oJetOB,  en  anión  de  loe  demás  comparecientes,  son  todos  los  Ilft- 
mados  á  U  heiencis,  y,  por  consiguiente,  si  han  consentido  ó  no  en  las 
oparacionea  de  testamentarla  todos  los  interesados  en  elias>.  Y  estiman- 
do ai  Registrador  insubsanables  dichos  defectos,  no  admitió  tampoco  la 
aftatanión  preyentiya: 

Beanltando  que  el  Notario  antorisante  de  la  escritora  interpuso  re- 
enxao  gnbematiyo  contra  esta  calificación,  solicitando  se  deeUrase  ha- 
llarse aquélla  extendida  con  arreglo  á  los  requisitos  y  prescripciones  le- 
gales, y  exponiendo:  que  Dofia  Venancia  Martin  dispuso  en  su  testa- 
mento se  hiciesen  cinco  partes  iguales  de  su  capital,  de  ellas  dos  para  lo» 
hijos  de  sus  hermanas  anteriormente  fallecidas;  que  con  arreglo  al  ar- 
tíenlo  779  del  Código  ciyil,  no  es  necesario  designar  al  heredero  nomi- 
naimente,  siendo  yálida  la  institución  siempre  que  no  pueda  haber  du- 
da acerca  de  quién  sea  el  heredero  instituido,  y  como  en  la  escritura 
aparece  claramente  quiénes  son  los  hijos  de  Dofia  Lucía  y  Dofia  Petra 
Martin  Recio,  y  como  tales  hijos  se  les  hace  la  adjudicación  correspon- 
diente, existen  todas  las  circunstancias  necesarias  para  su  inscripción» 
rin  que  pueda  exigirse  documento  alguno  para  acreditar  que  loe  que 
concurren  en  dicho  concepto  son  hijos  de  las  expresadas  Dofia  Lucía  y 
Dofia  Petra,  ni  que  éstas  dejaran  otros  hijos  que  loe  expresados  en  la  es- 
critura, conforme  á  la  doctrina  de  esta  Dirección  consignada  en  las  Be- 
aolocionee  de  2  de  Diciembre  de  1897  y  8  de  Abril  de  1000;  que  carece 
asimismo  de  base  el  motiyo  segundo  de  la  nota  del  Registrador,  porque 
en  la  escritura  se  afirma  terminantemente  que  los  otorgantes,  en  el  con- 
cepto que  comparecen,  son  los  únicos  interesados  en  la  herencia,  y  que, 
á  mayor  abundamiento,  la  autoriza  el  albacea  de  la  cansante,  que  por 
en  carácter  de  contador  partidor  podría  por  sí  solo  otorgar  la  escritura 
de  que  se  trata,  según  lo  preceptuado  en  el  art.  1067  del  Código  ciyil  y 
lo  declarado  también  en  diferentes  Resolucionee  de  esta  Dirección: 

Resultando  que  el  Registrador  de  la  propiedad  informó  que  no  es 
pertinente  la  alegación  del  art.  772  del  Código  ciyil,  porque  no  se  ha 
Impugnado  la  yalides  de  la  disposición  testamentaria,  sino  el  no  justi- 
ficarse con  documento  público  y  fehaciente  adecuado  al  caso  si  se  hallan 
ó  no  comprendidos  en  la  cláusula  de  institución  los  que  aparecen  como 
hijoa  de  las  referidas  Dofia  Lucía  y  Dofia  Petra  Martín  Recio,  puesto  que 
con  tal  título  se  creen  llamados  á  la  herencia;  que  para  este  efecto  no 
basta  la  afirmación  de  los  otorgantes  de  la  escritura  de  que  sean  elloa 
hwederos,  imes  tal  confesión  sólo  puede  redundar  en  pro  de  quienes  la 
hacen,  careciendo  de  yalor  probatorio;  que  cuando  no  se  designa  al  he- 
rentero  por  su  nombre  y  apellido,  es  necesario  acudir  al  procedimiento 
establecido  en  los  artículos  1 101  y  siguientes  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
ciyil,  que  tratan  de  la  adjudicación  de  bienes  á  que  estén  llamadas 
yarias  personas  sin  designación  de  nombre,  ó  á  otros  medios  más  sen- 
cillos y  de  igual  eficacia  legal;  que  por  las  mismas  rasónos,  tampoco 
puede  admitirse  como  de  indubitada  cortesa  la  afirmación  de  los  otor- 
gantes de  ser  los  únicos  interesados  en  la  herencia,  debiendo  asimismo 
comprobarse  dicha  afirmación,  y  que  aun  en  el  supuesto  de  que  el  alba* 
eea  tuylera  facultades  para  dividir  por  sí  la  herencia,  no  le  corresponde, 
sin  embargo,  la  designación  de  los  herederos,  sino  que  ésta  ha  de  dedu- 
diee  del  testamento  mismo,  y  por  tanto,  aunque  fuera  aplicable  al  caso 
«1  art.  1057  del  Código  ciyil,  esto  no  eyitaría  el  acudir,  para  la  determi- 
nación de  quiénes  son  los  llamados  á  la  herencia,  á  los  remedios  que  es- 
tablece la  ley: 

Resultando  que  el  Jues  Delegado  dictó  auto  declarando  que  la  refs- 
rida  escritura  de  diyisión  y  adjudicación  se  halla  extendida  oon  anei^o 
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á  1a8  formalidades  y  prescripciones  legales,  y  que  es  inscribible,  por  con- 
ai4erar  qae  en  el  testamento  de  Dofia  Venancia  Martin  Recio  se  insti- 
taye  por  herederas  á  personas  determinadas,  aunque  algunas  no  hayan 
sido  designadas  por  sus  nombres;  que,  en  consecuencia,  es  válida  la  ins- 
titoción,  conforme  á  lo  que  preceptúa  el  párrafo  segundo  del  art.  772  del 
Código  civil  vigente;  que  á  pesar  de  no  haber  instituido  la  testadora  no- 
minalmente  á  los  hijos  de  sus  hermanas  Dofia  Lucia  y  Dofia  Petra,  es 
indudable  que  la  designación  está  hecha  en  forma  que  no  puede  dar  lu- 
gar á  duda  alguna  sobre  las  personas  á  quienes  queria  referirse,  no  pu- 
diendo,  por  tanto,  exigirse  á  dichos  interesados  que  justifiquen  bu  cua- 
lidad de  herederos  por  el  procedimiento  del  libro  2.^,  tit.  11  de  }a  ley  de 
Enjuiciamiento  civil;  que  no  existe  precepto  legal  que  obligue  á  acredi- 
tar que  el  testador  no  dejó  á  su  fallecimiento  otros  herederos  legitimes, 
por  cuya  razón  no  hay  establecido  tampoco  procedimientos  acomodados 
á  obtener  lá  justificación  de  semejantes  circunstancias  negativas,  y  que 
ninguna  ley  autoriza  la  inserción  en  las  copias  de  tal  clase  de  escrituras 
de  las  certificaciones  de  defunción  y  nacimiento  que  justifiquen  el  dere- 
dio  de  los  herederos  instituidos: 

Besultando  que  el  Presidente  de  la  Audiencia  confirmó  el  auto  ape- 
lado por  sus  propios  fundamentos: 

Vistos  el  art.  772  del  Código  civil,  1101  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil  y  las  Resoluciones  de  esta  Dirección  de  2  de  Diciembre  de  1897  y  11 
de  Mayo  de  1900: 

Considerando  que  en  el  testamento  de  Dofia  Venancia  Martin  Recio 

06  instituye  por  únicos  y  universales  herederos  de  la  misma  á  sus  her- 
manos D.  Eustaquio,  D.  Carlos  y  Dofia  Maria,  y  á  los  hijos  de  sus  her- 
manas, difuntas,  Dofia  Lucia  y  Dofia  Petra  Martin  Recio,  por  lo  que, 
«un  cuando  estos  últimos  no  han  sido  llamados  nominalmente,  han  sido, 
sin  embargo,  designados  de  un  modo  determinado  y  preciso,  sin  que 
pueda  ofrecerse  duda  alguna  acerca  de  quienes  son  los  instituidos,  por 
lo  que  es  válida  la  institución,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  párrafo 
segundo  del  art.  772  del  Código  civil: 

Considerando  que  por  esta  misma  razón  no  es  aplicable  al  presente 
caso  lo  dispuesto  en  el  art.  1101  y  siguientes  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  ya  que  á  la  herencia  no  han  sido  llamados  parientes  hasta  cierto 
grado,  ni  los  pobres,  ni  personas  que  reúnan  ciertas  circunstancias,  que 
con  á  las  que  se  refiere  dicho  articulo,  sino  personas  ciertas  y  determi- 
nadas, aun  cuando  algunas  no  hayan  sido  designadas  por  sus  nombres: 

Considerando  que,  en  tal  supuesto,  han  podido  concurrir  al  otorga- 
miento de  la  escritura  de  partición  de  bienes  de  la  expresada  testadora 
los  que  aparecen  en  ella  como  hijos  de  las  expresadas  Dofia  Lucía  y 
Dofia  Petra,  sin  necesidad  de  que  se  les  declare  judicialmente  i^u  dere- 
cho y  sin  que  deba  exigirse  más  requisito  para  la  inscripción  del  mismo 
en  el  Registro  que  la  presentación  en  éste  de  las  certificaciones  de  las 
respectivas  partidas  ó  actas  de  nacimiento  que  acrediten  ser  hijos  de  las 
referidas  Dofia  Lucia  y  Dofia  Petra  Martin  Recio: 

Considerando  que  ni  el  Código  civil,  ni  la  ley  Hipotecaria,  ni  nin- 
guna ley  especial  exigen  que  las  personas  instituidas  como  herederos  de 
nn  testamento  deban  acreditar,  para  adquirir  los  derechos  correspon- 
dientes, que  no  existen  otros  que  tengan  esta  cualidad,  por  cuya  razón 
no  han  establecido  tampoco  procedimientos  encaminadoR  á  obtener  la 
justificación  de  semejantes  circunstancias  negativas,  según  la  doctrina 
consignada  en  Resoluciones  de  este  Centro  de  2  de  Diciembre  de  1897 

7  11  de  Mayo  de  1900,  y  en  contra  de  lo  que  consigna  en  la  nota  el  Re- 
gistrador; 
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Efita  Dirección  general  ha  acordado  qae  la  escritura  de  partición  au- 
torizada por  el  Notario  recurrente  con  fecha  23  de  Janio  de  1900  se  hallü 
extendida  con  arreglo  á  las  formalidades  y  prescripciones  legales,  yes 
inscribible  presentando  en  el  Registro  de  la  propiedad  las  correspon- 
dientes certificaciones  de  nacimiento  de  los  que  la  otorgan  en  concepto 
de  hijos  de  Dofia  Lncía  j  Dofia  Petra  Martín  Recio  y  García  Jaanes, 
confirmándose  en  estos  términos  la  providencia  apelada. 

Lo  que,  con  devolación  del  expediente  original,  comunico  á  Y.  L  á 
los  efectos  consiguientes.  Dios  guarde  á  V.  I.  muchos  afios.  Madrid  26 de 
Junio  de  1901  .=:Ei  Director  general,  Ramón  Gepeda.=8r.  Presidente  da 
la  Audiencia  de  Madrid. ' 


Kúm.  177.— TRIBUNAL  SUPREMO.— 28  d«  JmIo,  pub.  el  3  da  Ageele. 

Ck)MPETENCiA.— Pa^o  de  pescias.— Sentencia,  decidiendo  en  favor 
del  Jaez  de  primera  instancia  de  Lérida  la  sostenida  con  el  de 
igaal  clase  del  distrito  de  Serranos  de  Valencia  acerca  del  co- 
nocimiento de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Eulogio  Vidal 
contra  D.  Jaime  Mangrané. 
En  su  CONSIDERANDO  úníco  se  establece: 

Que  ejercitándose  la  acción  personal  para  obtener  el  vendedor 
del  comprador  el  pago  del  importe  de  las  mercaneias  objeto  del  con- 
trato, y  no  constando  en  forma  alguna  lo  convenido  respecto  de  etde 
particular,  se  impone,  al  tenor  de  la  regla  !.*•  del  art»  62  de  la  ley 
procesal,  y  del  117Í  del  Código  civil,  el  lugar  del  domicilio  del  de- 
mandado como  determinante  de  la  competencia  del  Juez  que  haya  de 
conocer  de  la  demanda: 

Que  el  mero  hecho  de  la  remisión  de  un  cheque  por  el  vendedor 
contra  el  comisionista  del  comprador,  por  cuya  mediación  se  realisó 
la  veníay  no  tiene  signiñcación  bastante  para  alterar  aquella  doctri- 
na, pues  sfqún  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo,  por  regla  gene- 
ral j  estas  formas  de  pago  son  accidentales  y  sólo  revelan  la  mutua 
conveniencia  de  los  interesados,  sin  que  por  ello  se  modifique  la  na- 
turaleza de  los  contratos. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  28  de  Junio  de  1901,  en  la  compe- 
tencia que  pende  ante  Nos,  en  virtud  de  inhibitoria  propuesta  por  el 
Juzgado  de  primera  instancia  de  Lérida  al  de  igual  clase  del  distrito  de 
Serranos  de  la  ciudad  de  Valencia,  en  el  conocimiento  del  juicio  de  me- 
nor cuantía,  deducido  ante  el  último  por  D.  Enlogio  Vidal  y  Ibrres 
como  apoderado  de  D.  Ramón  Ferrer  y  Fenoilosa,  labrador  y  vecino  de 
Masamagrell,  contra  D.  Jaime  Mangrané  y  Nolla,  comerciante,  vecino 
de  Lérida,  sobre  pago  de  pesetas;  no  habiendo  comparecido  ninguna  de 
las  partes  en  este  lYibunal  Supremo: 

Resultando  que  D.  Enlogio  Vidal  y  Torres,  como  apoderado  especial 
de  D.  Ramón  Ferrer  y  Fenollosa,  vecino  de  Masamagrell,  partido  judi- 
cial de  Ragunto,  dedujo  en  16  de  Enero  del  corriente  afio  demanda  en 
juicio  de  menor  cuantía  que  por  repartimiento  correspondió  al  Jnzgads 
de  primera  instancia  del  distrito  de  Serranos  de  Valencia,  pnnto  da 
donde  es  vecino  el  apoderado  Vidal,  contra  D.  Jaime  Mangrané  Nolla, 
del  comercio  de  Lérida,  con  la  solicitud  de  que  se  le  condene  al  pa^  de 
1.626  pesetas,  importe  de  50  sacos  de  judías  vendidas  al  mismo  por  el 
D.  Ramón  Ferrer,  é  intereses  legales  de  dicha  suma  desde  24  de  Diciem- 
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bre  último,  condenándosele  también  por  su  temeridad  al  pago  de  todas 
las  costas  j  al  de  los  gastos  que  el  incumplimiento  de  la  obligación  que 
06  reclama  ha  producido  al  interesado  en  cuyo  liombre  se  demanda: 

Resultando  que  en  apoyo  de  estas  pretenciones,  alegó  sustancialmen- 
te  el  actor  los  siguientes  hechos:  que  D.  Francisco  Domingo,  como  agen- 
te en  Valencia  del  comerciante  de  Lérida  D.  Jaime  Mangraué,  hizo,  en 
nombre  de  éste  á  D.  Bamón  Ferrer,  proposiciones  de  compra  de  una  par- 
tida de  judias  que  el  último  tenia  á  la  venta;  que  convenidos  Ferrer  y 
Mangrané  en  la  cantidad,  precio  y  demás  condiciones  del  contrato,  aquél 
remitió  el  fruto  por  ferrocarril  en  60  sacos,  facturados  en  la  estación  de 
Puig  para  Lérida  á  la  consignación  del  comprador  Mangrané  el  16  de 
Noviembre  de  afio  anterior;  que  para  pago  del  género  recibido  por  el  Don 
Jaime  Mangrané,  remitió  éste  á  su  citado  representante  Domingo  un 
cheque  contra  el  Banco  de  España  en  Valencia,  representativo  de  1.625 
pesetas,  importe  de  los  50  sacos  de  judías,  con  encargo  especial  de  en- 
tregar aquella  suma  al  vendedor  Ferrer;  que  gestionando  éste  el  cobro 
del  crédito,  como  D.  Francisco  Domingo  hubiera  desaparecido  de  Valen- 
cia, entregó  su  familia  ai  actor,  sin  haber  sido  hecho  efectivo,  el  alu- 
dido cheque  y  una  carta  en  que  Mangrané  encarga  á  Domiogo  que  con 
el  importe  del  antecitado  documento  de  crédito  pague  á  Ferrer  el  valor 
de  las  judías;  que  el  último,  en  vista  de  no  haber  podido  cobrar  la  can- 
tidad de  que  se  trata,  propuso  á  Mangrané  medio  practicable  y  rápido  de 
efectuar  el  pago,  cosa  que  el  segundo  eludió  aceptar  bajo  fútiles  pretex- 
tos; y  que  deseoso  el  actor  Ferrer  de  evitarse  la  reclamación  judicial 
origen  de  este  conflicto,  hizo  requerir  de  pago  por  ante  Notario  á  Man- 
grané, que  insistió  en  sus  excusas: 

Resultando  que  entre  los  fundamentos  de  derecho  alegó  el  deman- 
dante: que  es  Juez  competente  en  los  juicios  en*que  se  ejerciten  acciones 
personales  el  del  lugar  en  que  deba  cumplirse  la  obligación,  y  á  falta  de 
éste,  á  elección  del  demandante,  el  del  domicilio  del  demandado  ó  el  del 
lugar  del  contrato,  según  el  párrafo  primero  del  art.  62  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil,  y  que  á  tenor  de  este  precepto  legal,  y  teniendo  en 
cuenta  las  circunstancias  que  en  el  presente  caso  concurren,  es  compe- 
tente el  Juz&;ado  de  Valencia  para  conocer  del  litigio  que  se  iniciaba  en 
la  demanda  de  referencia,  á  lo  cual  acompañó  el  demandante  los  si- 
guientes documentos:  primero,  un  cheque  núm.  662.901,  expedido  en 
Lérida  el  2ii  de  Noviembre  de  1900,  autorizado  por  D.  Julio  Mangrané, 
como  apoderado  de  D.  Jaime,  del  mismo  apellido,  para  que  el  Banco  de 
España  en  Valencia  pagara,  sin  previo  aviso  y  contra  dicho  documento, 
á  D.  Francisco  Domingo  la  cantidad  de  1.625  pesetas:  segundo,  una  carta 
con  timbre  Jaime  Mangrané,  suscrita  por  éste  en  Lérida  el  día  24  de 
^  aquel  mes  y  año,  y  dirigida  á  D.  Francisco  Domingo  en  Valencia,  y  con 
ella  el  primero  acusa  á  éste  el  recibo  de  los  60  sacos  de  judías,  y  entre 
otros  particulares  dice  además:  «Por  no  tener  seguridad  de  que  D*  Ra- 
món Ferrer  tenga  cuenta  corriente  en  el  Banco  de  España,  y  recordando 
que  Ud.  me  dijo  la  tenia,  he  hecho  el  cheque  á  su  favor,  que  se  lo  acom- 
paño, es  el  núm.  662.901  de  pesetas  1.626  que  adeudo  en  cuenta.  Si  no 
tiene  cuenta  corriente  me  lo  devolverá  á  vuelta  de  correo»;  y  tercero, 
primera  copia  de  un  acta  autorizada  en  Lérida  el  24  de  Diciembre  del  año 
anterior  por  el  Notario  D.  Francisco  Sánchez  García,  á  requerimiento  de 
D.  Eulogio  Vida  en  concepto  de  mandatario  de  D.  Ramón  Ferrer  Feno- 
Uosa,  de  cuyo  documento  resulta  en  su  parte  esencial  que  personado  el 
expresado  Notario,  en  unión  del  Vidal,  en  el  despacho  de  D.  Jaime  Man- 
grané, rambla  de  Fernando,  núm.  10,  requirió  personalmente  aquél  á 
dicho  D.  Jaime  al  pago  de  las  1.626  pesetas  adeudadas  á  su  principal 
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Ferrer,  ó  á  U  devolación  de  los  50  sacos  de  jadías  á  discrecito  del  Man- 
grané»  y  éate  manifestó:  <qne  á  Ramón  Ferrer  no  le  conoce  más  qne  por 
la  mediación  de  las  cartas  de  fecha  de  22  de  Noyiembre  recibida,  y  con- 
testada en  24  en  tarjeta  postal.  Las  jadías  las  pidió  directamente  al  comi- 
sionista Domingo,  qne  es  con  qnlen  tiene  caenta,  j  á  qnien  ó  á  sn  cuenta 
se  hicieron  los  asientos  correspondientes  á  dicha  remesa.  £1  talón  del 
ferrocarril  lo  recibió  ignalmente  qne  la  factnra  de  D.  Francisco  Domin- 
go, siendo  éste  del  mismo  8r.  Domingo,  fecha  16  de  Noviembre;  qne  do 
se  considera  obligado  á  pagar  ni  á  devolver  el  género  comprado,  porque 
lo  compró  al  Domingo  como  otras  veces,  y  no  al  Ferrer;  arrojando  aún 
hoy  la  caenta  corriente  con  Francisco  Domingo  on  saldo  á  mi  favor  del 
Mangrané  de  pesetas  1.782  y  31  céntimos»: 

Resaltando  qae  emplazado  el  D.  Jaime  Mangrané  en  virtnd  de  ex- 
horto dirigido  al  Jazgado  de  primera  instancia  de  Lérida,  promovió  ante 
éste  caestión  de  competencia  por  inhibitoria,  alegando:  qae  aun  cnando 
en  la  demanda  se  parte  de  la  existencia  de  nn  contrato  de  compraventa 
entre  D.  Ramón  Ferrer  y  D.  Jaime  Mangrané— contrato  qne  éste  nie- 
ga—, no  se  precisan  las  condiciones  m  8e  alega  la  de  haberae  ecuwe- 
nido  lugar  especial  para  el  pago  del  precio  ^  debiendo  por  lo  mismo  en- 
tenderse ser  el  del  domicilio  del  comprador,  qae  ann  caando  en  la  misma 
demanda  no  se  determina  de  una  manera  precisa  la  clase  de  acción  que 
se  ejercita,  resalta  no  poder  ser  otra  qae  la  personal  al  alegar  el  actor 
entre  los  f andamentoe  de  derecho,  aanqae  motilado,  el  párrafo  primero 
del  art  62  de  la  ley  de  Eajaiciamlento  civil;  qae  el  demandante  reco- 
noce ser  Lérida  el  domicilio  del  demandado,  paes  en  esto  se  fonda  la 
falta  de  celebración  del  acto  conciliatorio;  qae  el  emplazamiento  del  dl- 
cente  se  ha  hecho  en  Lérida  y  no  en  Valencia  ó  Masamagreli,  lagares  ea 
qae  parece  se  supone  celebrado  el  contrato;  qae  con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto en  el  núm.  1.^  del  art.  62  de  la  ley  de  Eajaiciamlento  civil,  en 
los  juicios  en  qae  se  ejerciten  acciones  personales  será  Jaez  competente 
el  del  lugar  en  que  deba  cumplirse  la  obligación,  y  á  falta  de  éste,  á 
elección  del  demandante,  el  del  domicilio  del  demandado  ó  el  del  Ingar 
del  contrato,  si  hallándose  en  él,  aunque  accidentalmente,  pndiera  ha- 
cerse el  emplazamiento,  disposición  confirmada  por  distintas  senteneiaB 
de  este  Tribunal  Supremo;  que  aun  aceptando  en  hipótesis  la  existencia 
de  un  contrato,  y  sean  cuales  fueren  las  reglas  de  derecho  que  se  apli- 
quen para  determinar  las  obligaciones  dimanantes  del  mismo,  nunca 
puede  deducirse  de  las  alegaciones  de  Ferrer  que  el  pago  deba  verificarse 
en  Valencia,  pues  la  entrega  de  la  mercancía  vendida  debe  estimarse 
realizada  en  Lérida,  y  si  no  fuera  así,  en  la  estación  de  Pnlg,  qne  no  co- 
rresponde á  la  jurisdicción  del  Juzgado  ante  el  cual  se  ha  deducido  Im 
demanda;  y  finalmente,  que  no  existiendo  lugar  determinado  para  el 
cumplimiento  de  la  obligación,  y  aun  admitiendo  la  hipóteeis  no  esta- 
blecida en  la  demanda  de  que  hubiera  sido  Valencia  etflugar  dtí  eonira" 
to,  sólo  tendría  el  actor  derecho  á  elegir  entre  él  y  el  del  domicilio  del 
demandado  cuando  hubiera  podido  hacerse  el  emplazamiento  en  aquella 
capital  por  residir,  aunque  accidentalmente,  en  dicha  cindad  de  Valen- 
cia el  D.  Jaime  Mangrané,  y  como  esto  no  ha  sucedido,  dicho  se  está 
que,  con  arreglo  al  citado  núm.  IP  del  art.  62  de  la  ley  procesal,  el  Jos- 
gado  de  Lérida  es  el  único  competente  para  conocer  de  la  demanda  in- 
terpuesta por  D.  Ramón  Ferrer: 

Resultando  que  en  el  escrito  acabado  de  relacionar,  fecha  8  de  Man» 
último,  á  que  acompañó  D.  Jaime  Mangrané  una  certificación  acredita- 
tiva de  tener  su  domicilio  en  Lérida,  hizo  constar  dicho  demandado  no 
haber  usado  el  medio  de  la  declinatoria,  y  suplicó  qae  dedarándoao 
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oompetente  el  Juzgado  ante  qne  comparecía  para  conocer  de  la  demanda 
de  que  se  trata,  interpuesta  por  D.  Ramón  Ferrer  ante  el  Juzgado  d» 
primera  instancia  del  distrito  de  Serranos  de  la  ciudad  de  Valencia, 
acordase  requerir  á  este  último  Juxgado  para  que  se  inhiba  del  conoci- 
miento del  asunto,  remitiendo  los  autos,  con  emplazamiento  del  acti>r; 
y  habiendo  emitido  el  Ministerio  fiscal  dictamen  favorable  á  la  inhibi- 
ción propuesta,  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Lérida,  en  auto  de  14 
del  expresado  Marzo,  acordó  haber  lugar  á  ella  por  considerar  al  efecto: 
que  en  la  demanda  interpuesta  por  D.  Ramón  Ferrer  se  ejercita  la  ac- 
ción personal  que  produce  el  contrato  de  venta  en  favor  del  vendedor 
para  obtener  el  precio  de  la  cosa  vendida;  que  cuando  no  existe  sunii- 
sión  de  las  partes  ni  lugar  sefialado  para  el  cumplimiento  de  una  obli- 
gación que  haya  de  exigirse  utilizando  la  acción  personal,  como  sucede 
en  el  presente  caso,  la  regla  1.^  del  art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil  atribuye  la  competencia  al  Juez  del  domicilio  del  demandado;  j 
que  siendo  Lérida  donde  tiene  Mangrané  su  domicilio,  al  Juzgado  de  di- 
cha ciudad  que  proveía,  y  no  al  del  distrito  de  Serranos  de  Valencia» 
corresponde  el  conocimiento  de  la  aludida  demanda: 

Resultando  que  recibido  en  el  Juzgado  de  Valencia  el  requerimiento 
de  inhibición  que  le  dirigió  el  de  Lérida,  se  dio  vista  al  demandante  y  al 
ministerio  fiscal,  que  lo  impugnaron,  sosteniendo  la  competencia  del 
primero  de  dichos  Juzgados,  el  cual,  en  auto  de  10  de  Abril,  denegó  la 
inhibición  propuesta  por  el  de  Lérida  á  instancia  de  D.  Jaime  Mangrané» 
sentando  para  ello  como  fundamentos:  que  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el 
art.  62,  párrafo  primero,  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  fuera  de  loa 
casos  de  sumisión  expresa  ó  tácita,  será  Juez  competente,  en  los  jnieioa 
en  que  se  ejerciten  acciones  personales,  el  del  lugar  en  que  deba  cum- 
plirse la  obligación,  y  á  falta  de  éste,  á  elección  del  demandante,  el  del 
domicilio  del  demandado  ó  el  del  lugar  del  contrato;  que  en  aquella  ca- 
pital—Valencia— fué  donde  por  mediación  del  representante  del  deman- 
dado D.  Jaime  Mangrané,  D.  Francisco  Domingo,  propuso  éste,  de  una 
manera  explícita  y  terminante,  se  realizara  el  pago  de  la  mercancía,  lo 
cual  tiene  demostrado  por  la  remisión  de  un  cheque,  representativo  de 
la  cantidad  adeudada  al  Domingo,  para  que  éste  hiciera  entrega  de  la 
misma  al  vendedor  D.  Ramón  Ferrer,  á  cuyo  documento  de  genuino 
pago  acompafió  una  carta  Mangrané,  en  la  que  expresa  no  hace  el  pago 
en  Valencia  directamente  á  Ferrer,  por  ignorar  si  éste  tenía  cuenta  co- 
rriente en  el  Banco  de  España;  y  que  por  tales  actos  ha  venido  é  recono- 
cer el  demandado  que  el  lugar  del  cumplimiento  del  pago  de  la  mercan- 
cía ha  debido  tener  efecto  en  Valencia,  como  se  justifica  por  el  cheque  y 
carta  obrantes  en  autos,  y  por  estas  circunstancias  es  de  estimar  qne  el 
Juzgado  del  distrito  de  Serranos  de  la  antecitada  ciudad  que  proveía  eo 
el  competente  para  conocer  de  los  autos  de  que  se  trata: 

Resultando  que  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Lérida  insistió 
en  la  inhibitoria  propuesta,  y  en  virtud  de  ello  ambos  Jueces  conten- 
dientes remitieron  sus  respectivas  actuaciones,  citadas  y  emplazadas  las 
partes,  á  este  Tribunal  Supremo,  donde  se  ha  sustanciado  la  competen- 
cia con  arreglo  á  derecho  é  intervención  del  Ministerio  fiscal. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Tomás  Gúdal: 

Considerando  que  la  acción  ejercitada  por  D.  Ramón  Ferrer  es  mera- 
mente personal  y  encaminada  al  objeto  de  que  D.  Jaime  Mangrané  le 
satisfaga  el  importe  de  una  partida  de  judías  que,  según  parece,  hubo  de 
venderle  por  condueto  del  comisionista  ó  apoderado  de  éste  D.  Francisco 
Domingo;  y  como  quiera  que  no  consta  en  forma  alguna  lo  que  convi- 
nieran las  partes  respecto  del  pago  de  la  mercancía,  ni  si  al  embaicar 
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i  en  la  eflUción  de  Puig,  que  no  corresponde  al  término  de  la  joris- 
dicción  de  Valencia,  ante  el  qne  se  interpuso  la  demanda,  se  biso  pos 
coenta  y  cargo  del  vendedor  ó  del  comprador,  que  recibió  el  género  en 
Urida,  se  impone,  al  tenor  de  lo  prescrito  en  la  regla  1.^  del  art.  62  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  117 1  del  Código,  el  lugar  del  domicilio 
del  demandado  como  determinante  de  la  competencia  del  Juez  qae  haya 
de  conocer  de  la  demanda,  ya  que  el  mero  hecho  de  la  remisión  del  che- 
que á  Valencia,  dirigido,  no  á  Ferrer,  sino  á  D.  Francisco  Domingo,  no 
tiene  significación  bastante  para  demostrar  que  la  expresada  ciudad  era 
el  lugar  del  cumplimiento  del  contrato,  pues  según  tiene  declarado  este 
Supremo  Tribunal,  por  regla  general,  estas  formas  de  pago  son  acciden- 
tales y  sólo  revelan  la  mutua  conveniencia  de  los  interesados,  sin  que 
ppr  ello  se  altere  la  naturaleza  de  los  contratos; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento 
del  juicio  de  menor  cuantía  de  que  se  trata  corresponde  al  Juez  de  pri- 
mera instancia  de  Lérida,  á  quien  se  remitan  todas  las  actuaciones,  po- 
niéndolo en  conocimiento  del  de  igual  clase  del  distrito  de  Serranos  de 
la  ciudad  de  Valencia,  y  siendo  de  cuenta  respectiva  de  las  partes  las 
eostae  ocasionadas  en  esta  competencia. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  den- 
tro de  los  diez  días  siguientes  al  de  su  fecha,  y  á  su  tiempo  en  la  Colec- 
ción Legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo  pro- 
nunciamos, mandamos  y  firmamoe.=Jo6é  de  Aldecoa.=Ricardo  GuUón. 
Francisco  Toda.=:Joaquin  González  de  la  Pefia.=Tomás  Gúdal. 

Publicación. = Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
£xcmo.  8r.  D.  Tomás  Gúdal,  Magistrado  de  la  Sala  de  lo  civil  del 
Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  día  de 
lioy,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario. 

Madrid  28  de  Junio  de  1901.=Por  el  Escribano  Montes,  Licenciado 
Hilario  María  González  y  Torres. 


Múm.  178.-TRIBUNAL  SUPREMO.— 28  Junio,  pub.  el  2  Septieabre. 

Casación  por  infracción  de  ley.— Aumen/o  de  pensión  aUmenti- 
eia.— Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  inter- 
puesto por  Doña  Julia  Cordorniu  contra  la  pronunciada  por  la 
Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito 
con  D.  Carlos  de  Santiago. 
En  sus  CONSIDERANDOS  SO  establece: 

Que  la  determinación  de  la  eaniidad  que  haya  que  abonar  por 
alimentos,  teniendo  en  cuenta  la  proporcionalidad  déUda  entre  los 
recursos  del  obligado  á  prestar  aquéllos  y  las  necesidades  del  ali- 
mentista, es  por  su  índole  ajena  á  la  materia  de  la  casación,  mien- 
tras no  se  justiñaue  el  quebrantamiento  notorio  y  evidente  de  dieha 
proporcionalidad: 

Que  no  cabe  resolver  en  casación  las  cuestiones  no  discutidas  en 
el  pleito: 

Que  el  hecho  de  haber  sido  el  defensor  de  un  menor  alimentista 
quien  pretendió  la  retención  de  parte  de  la  pensión  para  el  pago  de 
gastos  judiciales,  no  es  motivo  auepor  su  índole  pueda  ligarle  den- 
nitivamenie,  si  se  demuestra  la  imposibilidad  de  atender  á  todas 
tas  necesidades  que  deben  satisjfacerse  con  aquélla: 

Que  acordándose,  á  instancia  del  dejensor,  el  aUamiento  de  di- 
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cha  retención^  sin  perjuicio  de  que  el  mencionado  pago  se  verifique 
de  otra  formay  no  se  infringen  los  arts.  142^  143y  14ó  y  147  del  Óó- 
digo  civil. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  28  de  Junio  de  1901,  en  los  autos 
0egaldoa  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Inclusa  y 
la  Sala  primera  de  lo  civil  dé  la  Audiencia  de  esta  capital  por  D.  Carlos 
de  Santiago  y  Fernándes,  Procurador  de  los  Tribunales,  en  concepto  de 
defensor  judicial  de  los  menores  de  edad  D.  Antonio  y  D.  Gregorio  Co- 
rrochano  y  Codorníu,  estudiantes,  de  esta  vecindad,  con  Doña  Julia  Co- 
dornlu  de  la  Matta,  propietaria^  también  de  esta  vecindad,  sobre  au- 
mento de  pensión  alimenticia;  autos  pendientes  ante  Nos,  en  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley  que  ha  interpuesto  la  Dofia  Julia,  defen- 
dida por  los  Licenciados  D.  Luis  Parejo  y  Ohasserot  y  D.  Félix  Benites 
de  Lugo,  éste  en  el  acto  de  la  vista,  y  representada  por  el  Procurador 
D.  Luis  Soto;  estándoio  los  recurridos,  de  los  cuales  el  D.  Antonio  ha 
llegado  ya  á  la  mayor  edad  y  otorgado  el  correspondiente  poder,  por  el 
Licenciado  D,  Justino  Bernard  y  Valenauela  y  dicho  Procurador  D.  Gar- 
los de  Santiago: 

Besuitando  que  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la 
Inclusa  de  esta  corte,  por  auto  de  26  de  Mayo  de  1896,  decretó  el  depó- 
sito, en  poder  de  Dofia  Leonor  Martín,  de  D.  Antonio  y  D.  Gregorio  Oo- 
rrochano  y  Codorníu,  nacidos,  según  aparece  de  las  oportunas  certifica- 
ciones, el  8  de  Noviembre  de  1877  y  el  26  de  Febrero  de  1880,  respecti- 
vamente, asignándoles  para  alimentos  la  cantidad  mensual  de  210  pe- 
setas, que  habrían  de  satisfacer  sus  padres  D.  Gregorio  y  Dofia  Julia;  y 
en  6  de  Noviembre  del  mismo  afio  96  acordó,  á  instancia  de  D.  Carlos  de 
Santiago,  defensor  judicial  de  los  menores  de  edad  mencionados,  se  se- 
gregase de  la  pensión  que  mensual  mente  se  entregaba  á  la  depositarla 
en  concepto  de  alimentos  de  los  mismos  la  tercera  parte  para  el  pago  de 
costas  y  el  reintegro  del  papel  de  oficio: 

Resultando  que  en  los  mismos  autos  de  alimentos  provisionales, 
D.  Carlos  de  Santiago,  en  el  concepto  expresado  de  defensor  judicial  de 
los  hermanos  Corrochano,  con  fecha  17  de  Junio  de  1898  formuló  escri- 
to, con  la  súplica  de  que  se  declamse  ser  insuficiente  la  pensión  alimen- 
ticia concedida  por  el  auto  de  26  de  Mayo  del  96  á  sus  representados, 
para  atender  con  la  misma  á  todas  las  necesidades  que  tenían  como  ali- 
mentistas menores  de  edad,  y  en  su  consecuencia,  se  aumentase  provi- 
sionalmente en  70  pesetas  mensuales,  para  que  con  tal  aumento  pudie- 
ran satisfacer  los  gastos  de  su  educación  é  ins tracción,  y  en  el  caso  de 
no  ser  esto  procedünte,  se  decretase  el  alzamiento  de  la  retención  de 
igual  cantidad  que  en  la  pensión  se  les  venía  haciendo,  ordenando  al 
propio  tiempo  que  esa  suma  se  entregara  en  la  Escribanía  al  Director  ó 
representante  de  la  Academia  ó  colegrio  en  que  los  menores  estudiasen, 
para  lo  que  expuso,  además  de  los  hechos  ya  relacionados:  tener  los  me- 
nores con  las  140  pesetas  mensuales  á  que  quedó  reducida  su  pensión  lo 
necesario  para  alimentarse  y  vestirse,  pero  no  podían  atender  á  su  edu- 
cación é  instrucción,  necesidades  para  ellos  tan  imperiosas  como  aqué- 
llas, por  lo  que  consideraban  preciso  y  urgente,  y  así  lo  estimaba  su 
defensa,  que  se  hiciera  una  de  las  dos  cosas  que  solicitaban»  á  fin  de 
poder  cursar  una  carrera  y  ponerse  en  condiciones  de  ganarse  la  vida 
cuando  llegasen  á  la  mayor  edad,  y  poder  soportar  el  aumento  en  la 
pensión  los  padres  de  los  menores,  pues  la  madre,  Dofia  Julia  Codorníu, 
I^seía  un  capital  de  220.000  pesetas  y  una  renta  anual  de  10.000,  de  las 
cuales  no  tenía  que  distraer  cantidad  alguna  para  el  sostenimiento  de 
TOMO  91  64 
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BQ  marido,  D.  Gregorio  Oorrochano,  por  contar  el  mismo  con  iortmia 
propia,  aun  cuando  aparecía  insolTente;  y  citó  loa  arta.  148  y  146  dal 
Código  civil  y  los  1609,  1897  y  1916  de  la  ley  de  Enjaidamiento: 

Beanitando  que  en  el  juicio  verbal  celebrado,  al  qae  no  concnrrió  Don 
Gregorio  Oorrochano,  el  demandante  reprodujo  lo  alegado  y  pedido  por  el 
mismo,  afiadiendo  las  declaraciones  de  este  Tribanal  Snpremo  en  añiIflB- 
cias  de  11  de  Abril  de  1894  y  15  de  Mano  y  8  de  Abril  del  97;  y  la  repn* 
sentación  de  Dofia  Jalla  Oodomía  expuso  que  la  pretendida  edncacióB 
de  los  menores  de  edad  D.  Antonio  y  D,  Gregorio  era  el  constante  pro- 
texto para  molestar  á  su  madre,  como  lo  probaba  el  hecho  de  haber 
atendido  siempre  á  los  gastos  de  sn  instrucción,  y  el  llevar  los  mismoa 
veintiséis  meses  depositados  sin  sentir  tal  necesidad,  la  cual  sólo  ha- 
bían recordado  cuando  Dofia  Julia  pedia  se  la  oyera  en  el  juicio  sobra 
privación  de  la  patria  potestad,  que  habiendo  de  ser  los  alimentoe  pro- 
porcionados á  la  fortuna  del  que  los  daba,  resultaria  absurdo  su  aa- 
mento,  precisamente  cuando  Dofia  Julia  había  perdido  ana  de  sus  fincas, 
que  era  la  casa  núm.  1  de  la  calle  de  Leganitos,  y  bastantes  acciones 
del  Banco  de  Espafia,  y  hablan  disminuido  considerablemente  sos  rs* 
cursos,  por  la  pensión  que  tenía  que  pagar  y  por  los  muchos  pleitos  q«s 
su  marido  y  sus  hijos  la  obligaban  á  sostener,  y  que  le  parecía  nay 
prudente  no  se  dedujera  con  destino  al  pago  de  costas  ni  una  peseta  de 
las  que  cobraban  para  alimentos,  pues  las  pensiones  alimenticias  nb  bob 
aplicables,  en  todo  ni  en  parte,  á  aquel  fin,  y  pidió  se  la  absolviera  de 
la  demanda,  con  imposición  de  costas  á  los  menores  de  edad  Oorrochano; 
insistiendo  ambas  partes  en  sus  respectivas  manifestadoiies  arreplicar 
y  duplicar: 

Resultando  que  practicada  prueba  y  tramitado  el  incidente  en  dos 
instancias,  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  territorial  de  esta 
corte,  en  12  de  Noviembre  de  1900,  dictó  sentencia  confirmatoria  de  la 
apelada  por  Dofia  Julia  Oodorníu,  dejando  sin  efecto  la  retención  que  á 
instancia  del  Procurador  D.  Garlos  de  Santiago,  como  defensor  judidai 
de  los  menores  de  edad  D.  Antonio  y  D.  Gregorio  Oorrochano  y  Oodor- 
níu,  se  causó  sobre  la  pensión  alimenticia  asignada  á  los  mismos,  sin 
perjuicio  de  que  en  otra  forma  se  asegure  el  reintegro  del  papel  y  el  pago 
de  las  costas  judiciales;  con  imposición  de  las  de  la  segunda  instancia  á 
la  parte  apelante,  sin  expresa  condena  de  las  de  la  primera: 

Resultando  que  Dofia  Julia  Oodorníu  y  de  la  Matta  ha  interpuesto, 
con  depósito  de  1.000  pesetas,  recurso  de  casación,  citando  en  su  apoyo 
los  núms.  1.^  y  7.®  del  art.  1692  de  la  ley  de  Eojuiciamiento  civil,  y 
como  infringidos: 

Primero.  £1  art.  146  del  Oódigo  civil,  en  cnanto  preceptúa  que  la 
cuantía  de  los  alimentos  debidos,  según  el  148,  á  los  descendieetes  le- 
gítimos ha  de  ser  proporcionada,  no  sólo  al  caudal  ó  medios  de  quisB 
los  da,  sino  también  á  las  necesidades  de  quien  los  recibe,  al  aumentar 
en  70  pesetas  mensuales  la  cantidad  que  se  venía  destinando  á  alimen- 
tos de  los  hermanos  Oorrochano  desde  que  se  les  retuvo  para  pago  de 
costas  la  tercera  parte  de  la  pensión  que  se  les  asignó,  por  cnanto  tal 
cantidad,  consistente  en  las  dos  terceras  partes  de  la  primitiva  asigna- 
ción, se  estimó  bastante  por  el  defensor  judicial  para  las  neoeridades 
de  los  alimentistas,  supuesto  que  la  retención  de  las  70  pesetas  para  cos- 
tas se  biso  á  instancia  del  mismo  defensor  y  se  cobraron  por  largo  es- 
pacio de  tiempo  sin  protesta  de  ningún  género  y  sin  acordarse  de  que  no 
bastaban  para  los  gastos  de  educación  é  instrucción  las  140  pesetas 
mensoales  que  quedaron  con  aplicación  á  los  alimentoe;  de  todo  lo  coal 
resultaba  que  por  la  sentencia  recurrida  se  conceden  alimentos  en  coan- 
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tía  superior  y  no  proporcionada  á  las  necesidades  de  quienes  han  de  re'* 
cibirlos. 

Segando.  El  art.  147  del  mismo  Código,  en  la  parte  por  la  cnal  ae 
dispone  que  los  alimentos  debidos  á  los  descendientes  legítimos  se  au-^ 
mentarán  proporción almente  al  aumento  que  experimenten  las  necesi- 
dades del  alimentista,  por  aplicación  indebida,  porque  siendo  menores 
de  edad  los  hermanos  Oorrochano  cuando  se  les  asignó  la  pensión  de  210 
pesetas  mensuales,  y  al  quedar  reducida  á  140,  y  susceptibles  de  educa- 
ción é  instrucción,  como  lo  justificaba  el  hecho  probado  de  que  antes  del 
depósito  de  sus  personas  recibían  aquellos  beneficios  por  iniciativa  de 
su  madre,  la  necesidad  de  educarse  é  instruirse  no  ha  nacido  ni  aumen-*- 
tado  después  de  ser  reducida  la  pensión,  ni  puede  justificarse  el  aumento 
concedido  de  la  misma: 

Tercero.  £1  párrafo  segundo  del  art.  142  del  propio  Código,  por  el 
que  se  declara  que  los  alimentos  debidos  entre  parientes  comprenden  la 
educación  é  instrucción  del  alimentista,  cuando  es  menor  de  edad,  tam- 
bién por  aplicación  indebida,  en  cuanto  se  refiere  á  D.  Antonio  Corro- 
chano;  toda  ves  que  la  sentencia  recurrida  otorga  el  aumento  de  la  pen- 
0ión  alimenticia  en  consideración  á  la  necesidad  de  educar  é  instruir  á 
los  menores,  y  de  documento  auténtico,  ó  sea  el  acta  de  inscripción  del 
nacimiento  del  D.  Antonio,  aparece  que  el  mismo  nació  en  8  de  Noviem- 
bre de  1877,  y  por  tanto  era  mayor  de  edad  desde  algunos  días  antes  al 
ser  dictada  aquélla,  y  no  tenía  ya  derecho  á  exigir  á  sus  padres  que 
atendiesen  á  tales  necesidades,  contrariando  dicha  sentencia,  al  menos 
en  parte,  la  fuerza  probatoria  de  tal  acta,  reconocida  por  el  art.  1218  del 
Código  civil,  también  Infringido,  en  cuanto  preceptúa  que  los  documen- 
tos públicos  hacen  prueba,  aun  contra  tercero,  del  hecho  motivo  de  sa 
otorgamiento  y  de  la  fecha  de  éste;  y  « 

Cuarto.  £1  principio  de  derecho  admitido  por  la  jurisprudencia,  se- 
-gún  sentencias  de  27  de  Diciembre  de  1873  y  3  de  Julio  del  96,  entre 
otras,  de  que  nadie  puede  ir  eficazmente  contra  sus  propios  actos  ejecu- 
tados con  perfecto  derecho,  y  el  art.  408  de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  el 
cual  eHtablece  la  firmeza  é  irrevocabilidad  de  toda  resolución  consentida 
ó  no  reclamada  en  tiempo  y  forma;  pues  se  alza  á  instancia  del  defen- 
sor jadicial  de  los  hermanos  Corrochano  una  retención  que  solicitó  el 
mismo  para  atender  al  pago  de  costas  con  parte  de  la  pensión  alimenti- 
cia  acordada  por  providencia  firme  y  consentida. 

<  Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Tomás  Gudal: 
Considerando  que  no  se  han  cometido  ninguna  de  las  Infraccionea 
alegadas  en  los  tres  primeros  motivos  del  recurso  interpuesto  por  la  re- 
presentación de  Dofia  Julia  Codomíu,  ya  porque  la  determinación  de  la 
cantidad  que  haya  que  abonar  por  alimentos,  teniendo  en  cuenta  la  pro- 
porcionalidad debida  entre  los  recursos  del  obligado  á  prestar  aquéllos 
y  las  necesidades  del  alimentista  es  por  su  índole  ajena  á  la  materia  de 
la  casación  mientras  no  se  justifique  el  quebrantamiento  notorio  y  evi- 
dente de  dicha  proporcionalidad,  ya  porque  en  realidad  con  la  decisión 
reclamada  no  se  aumenta  la  pensión  asignada  en  favor  de  los  menores 
D.  Antonio  y  D.  Gregorio  Corrochano,  sino  que  se  restablece  en  sn  in- 
tegridad la  que  fué  otorgada,  alzando  su  retención  para  pago  de  costas, 
y  porque  siendo  posterior  al  pleito  la  cuestión  de  si  por  haber  llegado 
D.  Antonio  á  la  mayor  edad  pierde  ó  no  éste  su  derecho  á  ella,  se  fal- 
taría á  la  debida  congruencia  dentro  del  mismo  si  se  resolviese  ahora 
dicha  cuestión,  que  no  ha  sido  discutida: 

Considerando,  por  último,  que  el  hecho  de  haber* sido  el  defensor  de 
los  menores  quien  pretendió  la  retención  para  pago  de  costas  sobre  el 
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importa  de  la  pensión,  no  ee  motiro  que  por  en  Índole  poede  ligarle  á^ 
flnitivamente  ai  por  conaeeneneia  del  mismo  ee  ha  demoetredo  la  impo- 
sibilidad de  atender  á  todae  las  neceeidadee  qne  deben  eatiafscerae  eoa 
aquélla,  por  lo  qne  es  evidente  qne  tampoeo  se  ha  cometido  la  infraeei6a 
del  motivo  cnarto  del  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  Dofia  Julia  Oodomin  y  de  la  ISatta,  á 
quien  condenamos  al  pago  de  las  costas  y  á  la  pérdida  del  depósito  cons- 
tituido» al  que  se  dará  la  aplicación  qne  dispone  la  ley;  y  oon  la  opor- 
tuna certificación  devuélvase  á  la  Audiencia  de  esta  corte  el  apunta- 
miento de  los  autos: 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gateeia  é  in* 
•ertará  en  la  (Colección  Lbgislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=:José  de  Aldeeoa. 
=Bicardo  Gullón.=Joaqoín  Gomales  de  la  Pefia.=Pedro  Lavin«=:Rl- 
cardo  Molina.= Vicente  de  Piniés.=Tomás  Gúdal. 

Pnblicación.=LeÍda  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Ezcmo.  8r.  D.  Tomás  Gúdal,  Magistrado  del  .Tribunal  Supremo,  ce- 
lebrando audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  hoy,  de  qus 
eertlflco  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  18  de  Junio  de  1901.=Licenciado  Hilario  María  Gomales  y 
Ierres* 


l^üm.  17Q.-TRIBUNAL  8UPREM0.-28  Jsnio,  pak.  el  2  SeptlcaArs. 

Casación  pob  infracción  de  ley.— Nulidad  de  escritura.-— Senten- 
cia declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  Don 
Manuel  de  la  Rica  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  primera 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  D.  José  Mar 
ria  de  la  Rica  y  otros. 
En  sus  CONSIDERANDOS  80  estableco: 

Que  son  ineficaces  para  fundar  el  recurso  de  casación  los  emtres 
de  hecho  que  se  atribuyan  á  la  sentencia  recurrida,  cuando  los  esta- 
blece el  recurrente,  no  sobre  el  claro  é  indiscutible  contenido  de  do- 
cumentos auténticos,  sino  sobre  la  interpretadán  que  á  aquél  le 
place  atribuir  á  cada  uno  de  éstos. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  28  de  Junio  de  1901,  en  el  pleito  se- 
guido en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Hospital  y  en  la 
Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte  por  D.  Manuel  de 
la  Rica  y  Zabalsa,  jornalero,  con  D.  José  María  Gutiérrez  de  la  Rica, 
practicante,  ambos  de  esta  vecindad,  y  con  D.  Francisco  Jardín  Andrade 
y  D.  Luis  y  D.  Andrés  Montalvo  y  Jardín,  como  testamentarios  de  Dofia 
Tomasa  de  la  Rica,  representados  por  los  estrados  correspondientes,  so- 
bre nulidad  de  una  escritura  de  declaración  de  herederos  y  adjudicación 
de  bienes;  pendiente  ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley  interpuesto  por  el  Procurador  D.  Mariano  Vivar,  bajo  la 
dirección  del  Letrado  D.  Tomás  Curiel  y  Arias  en  representación  del  de- 
mandante; no  habiendo  comparecido  en  este  Tribunal  Supremo  ninguna 
de  las  otras  partes: 

Resultando  que  Dofia  Tomasa  de  la  Rica  falleció  en  esta  corte  en  4  de 
Octubre  de  1877  bajo  testamento  otorgado  en  20  de  Septiembre  anterior, 
en  el  que  dispuso  literalmente:  cCareciendo  de  heredero  necesario  por 
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la  ley,  Instltoyo  por  mi  único  y  universal  heredero  á  D.  José  María 
Gutierres  y  la  Klca,  hallado  hoy  en  la  edad  infantil,  mi  sobrino  camal; 
pero  con  la  condición  que  ha  de  seguir  carrera  eclesiástica,  civil  ó  mili* 
tar  ó  profesar  algún  arte  ú  oficio,  todo  con  aprovechamiento  y  boena 
conducta,  entendido  que  si  asi  no  lo  hiciese,  á  juicio  de  mis  testamenta- 
rios, á  quienes  faculto  para  que  califiquen  dichas  circunstancias,  sin  que 
contra  su  decisión  pueda  oirse  recurso  alguno  á  mi  sobrino,  sus  padres 
ó  tutores,  pues  que  en  el  mero  hecho  de  oponerse  á  lo  que  sobre  el  par- 
ticular aquéllos  resuelvan^  le  privo  de  la  herencia.  Encargo  además  que 
no  entre  á  poseerla  hasta  su  mayor  edad  ó  antes  si  se  casare  y  tuviere 
carrera  concluida,  arte  ú  oficio  con  aprovechamiento  y  que  observóse 
buena  conducta.  Por  tanto,  ruego  á  mis  testamentarios  que  haciéndose 
cargo  del  caudal  hasta  dicha  época,  bien  todos  ó  el  que  de  entre  si  de 
ellos  convenga,  apliquen  las  rentas  de  él  á  la  educación  moral,  científica 
ó  artistica  de  dicho  mi  sobrino  D.  José  María,  y  á  los  gastos  que  puedan 
ocurrirle  en  razón  á  enfermedad,  quintas  ú  otros  sucesos  desgraciados» 
y  les  faculto  para  que,  en  el  caso  de  ser  necesario,  por  faltas  de  rentas 
enajenen  ó  graven  los  indicados  bienes,  según  que  más  conveniente 
vean,  pues  mi  voluntad  es  que  sea  ante  todo  educado  y  socorrido 
siendo  baeno  y  aplicado.  8i  cubiertas  dichas  obligaciones  resultase  al- 
gún sobrante  de  las  rentas,  será  entregado  anualmente  á  su  madre  y  mi 
hermana  Dofia  María  de  las  Nieves  de  la  Rica.  Si  el  propio  su  hijo  y  mi 
heredero  D.  José  Gutierres  de  la  Rica  no  obedeciese  á  las  condiciones 
que  le  impongo  para  serlo,  ó  falleciese  antes  que  la  dicha  su  madre  y  sin 
sucesión,  nombro  á  ésta  por  mi  heredera  usufructuaria,  y  en  falta  de  la 
misma  y  de  no  seguir  el  repetido  su  hijo  y  mi  sobrino  carrera,  arte  ú 
oficio  con  aprovechamiento  y  buena  conducta  ó  que  fallezca  sin  sucesión 
legitima,  instituyo  por  mis  herederos  á  los  hijos  legítimos  que  existan 
en  dicha  época  de  mi  hermano  difunto  D.  Isidoro  la  Rica,  por  iguales 
partes,  sucediendo  al  que  falleciere  de  éstos  en  su  parte  sus  hijos  legí- 
timos»: 

Resultando  que  los  albaceas  nombrados  en  dicho  testamento  Don 
Francisco  Jardín  y  D.  Luis  y  D.  Andrés  Montalvo,  en  escritura  que 
otorgaron  en  18  de  Abril  de  1883,  declararon  heredero  de  Dofia  Tomasa, 
adjudicándole  la  herencia,  al  D.  José  María  Gutiérrez  y  la  Rica,  qn^  es- 
tuvo representado  en  la  escritura  por  s::  madre  Dofia  María  de  las  Nie- 
ves, haciendo  presente  para  ello  que  hablan  adquirido  el  convencimiento 
de  que  dicho  menor,  por  su  buena  conducta,  su  afectuoso  comporta- 
miento con  su  madre  y  su  aplicación,  se  habla  hecho  digno  de  la  insti- 
tución, según  lo  comprobaba  el  haber  ganado  todas  las  asignaturas  de 
segunda  ensefianza,  en  su  mayor  parte  con  nota  de  Sobresaliente,  obte- 
niendo el  grado  de  Bachiller  y  ganando  por  oposición  la  plaza  de  practi- 
cante en  el  Hospital  de  la  Princesa,  cuyo  cargo  venia  desempefiando  con 
asiduidad  y  aprovechamiento  hacia  más  de  un  afio,  no  habiendo  ade- 
lantado más  en  la  carrera  de  Medicina  por  los  padecimientos  que  pusie- 
ron en  gran  peligro  su  vida  y  aun  le  afligían  con  frecuentes  accidentes; 
y  en  14  de  Septiembre  de  1800  falleció  la  Dofia  María  de  las  Nieves,  de- 
jando declarado  en  su  testamento  que  era  para  ella  un  deber  de  concien- 
cia consignar  que  su  hijo  José  María,  á  quien  instituía  único  y  univer- 
sal heredero,  habla  observado  una  conducta  irreprochable: 

Resultando  que  D.  Manuel  de  la  Rica  Zabalsa,  hijo  del  hermano  de 
la  testadora  D.  Isidoro,  después  de  haber  obtenido  el  beneficio  de  po- 
breza para  litigar,  entabló  en  81  de  Julio  de  1895  la  demanda  de  este 
pleito,  exponiendo:  que  la  voluntad  de  Dofia  Tomasa  no  fué  cumplida, 
ni  por  los  albaceas  ni  por  el  heredero  D.  José  María,  quien  entró  en  po- 
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«esión  de  la  herencia  á  loa  diec  7  nueve  afioe  de  edad  sin  carrera,  profe- 
sión, arte  ni  oficio,  antes,  por  tanto,  de  la  época  y  ocasión  fijada  en  el 
testamento  7  en  perjuicio  de  loe  hijos  de  D.  Isidoro,  que  eran  los  legl- 
timos  herederos;  que  mientras  vivió  la  testadora  fué  su  sobrino  José 
María  modelo  de  aplicación,  pero  que  apenas  murió,  empeió  á  abando- 
nar los  estudios,  obteniendo  7a  solamente  notas  de  Bueno  7  Aprobado 
hasta  terminar  en  1878  el  grado  de  Bachiller;  que  después  empeaó  la  ca- 
rrera de  Medicina,  7  tuvo  que  repetir  el  primer  curso,  obteniendo  nota 
de  Suspenso,  asi  como  en  los  dos  afios  sigaientes,  volviendo  á  matricu- 
larse en  las  mismas  asignaturas  en  los  dos  cursos  de  1886  á  87  sin 
llegar  á  examinarse;  que  asi  continuó  hasta  1889,  en  que  cumplió  la 
ma7or  edad  sin  tener  carrera  alguna,  pues  la  de  practicante  no  la  obtuvo 
hasta  que,  cumplidos  los  veintiséis  años,  se  revalidó  en  1890  con  la  nota 
de  Aprobado;  que  tampoco  se  ajustó  su  conducta  á  los  deseos  de  la  tes- 
tadora, pues  llegó  á  dar  lugar,  por  los  disgustos  que  proporcionaba  á  su 
madre,  á  que  tanto  ésta  como  los  albaceas  permitieran  que  fuera  i  ser- 
Tir  en  el  Ejército  cuando  entró  en  quinta;  que  á  su  regreso  observó  la 
misma  conducta,  7  temerosa  su  madre  de  que  los  hijos  de  su  hermano 
D.  Isidoro  pudieran  ejercitar  sus  legítimos  derechos,  hizo  en  su  testa- 
mento las  declaraciones  7a  referidas;  7  que  los  albaceas  de  Doña  To- 
masa, contraviniendo  á  la  voluntad  de  ésta,  faltando  abiertamente  á  su 
deber  7  atribu7éndose  facultades  que  no  tenían,  dieron  i>ose8Íón  de  los 
bienes  á  D.  José  María  en  perjuicio  de  los  legítimos  herederos,  entre  los 
que  se  encontraba  el  demandante;  é  invocando  después  los  fundamentos 
de  derecho  que  estimó  del  caso,  solicitó  se  declarase  nula,  como  contra- 
ria á  la  voluntad  de  la  testadora  7  á  las  facultades  conferidas  á  sus  al- 
baoeas,  la  escritura  de  18  de  Abril  de  1883;  7  que  por  no  haber  cumplido 
el  D.  José  María  las  condiciones  que  le  impuso  aquélla,  correspondía  la 
herencia  á  los  hijos  supervivientes  de  D.  Isidoro,  llamados  en  segundo 
lugar  7  para  tal  caso  en  el  testamento,  condenando  al  D.  José,  como 
poseedor  de  los  bienes  7  á  los  tres  albaceas,  á  que,  en  cumplimiento  de 
la  voluntad  de  la  testadora,  pusieran  en  posesión  del  caudal  de  ésta  á 
los  hijos  de  D.  Isidoro,  7  como  uno  de  ellos  al  demandante,  con  entrega 
de  los  frutos,  rentas  é  intereses  producidos  7  debidos  producir  desde  la 
muerte  de  la  usufructuaria  Dofia  María  de  las  Nieves,  é  indemnización 
de  dafios  7  perjuicios;  decretando  en  su  consecuencia  la  cancelación  de 
la  inscripción  hecha  á  favor  de  D.  José  María  de  los  bienes  hereditarios: 
Besultando  que  los  albaceas  demandados  no  comps^cieron  á  contes- 
tar la  demanda,  7  personado  el  otro  demandado,  D.  José  María  Gutié- 
rrez de  la  Rica,  la  impugnó,  alegando:  que  después  de  haber  obtenido  el 
grado  de  Bachiller,  ganó  por  oposición  la  plaza  de  practicante  del  Hos- 
pital de  la  Princesa  en  1881,  7  no  pudo  adelantar  en  la  carrera  de  Medi- 
cina por  los  padecimientos  que  pusieron  en  peligro  su  vida,  7  por  haber 
tenido  que  servir  en  el  Ejército  por  falta  de  medios  para  redimirse;  que 
los  albaceas  le  hicieron  entrega  de  la  herencia  en  el  año  1883,  por  haber 
observado  buena  conducta  7  ganado  por  oposición  la  indicada  plaza  de 
practicante,  que  por  lo  menos  constituía  un  arte  que  requería  conoci- 
mientos especiales,  7  CU70S  individuos  formaban  un  Cuerpo,  para  cuyo 
ingreso  se  les  sujetaba  á  previo  examen;  7  que  Dofia  Jacoba  de  la  Rica, 
hermana  del  demandante,  con  análogas  razones  á  las  en  que  éste  se 
fundaba,  entabló  otra  demanda,  pidiendo  la  nulidad  de  la  declaración 
de  heredero  7  adjudicación  de  herencia  hecha  á  favor  del  alegante,  por 
no  haberse  cumplido  la  condición  impuesta  por  la  testadora,  cuya  de- 
manda había  sido  desestimada  por  el  Juzgado  7  por  la  Audiencia,  ne- 
gándose después  por  este  Tribunal  Supremo  el  recurso  de  casación: 
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Resaltando  qne  el  demandante  replicó,  insistiendo  en  las  pretensio- 
silones  qne  tenía  formnladas,  y  observando  qne  la  demanda  qne  entabló 
Dofia  Jacoba  se  dirigió  únicamente  contra  el  heredero  D.  José  María  y 
no  contra  los  albaceas,  y  en  ella  se  ejercitó  la  acción  personal,  pero  no 
las  de  nulidad  y  petición  de  herencia;  y  qne  la  sentencia  qne  en  dicho 
pleito  recayó  se  fundó  precisamente  en  la  existencia  de  la  adjudicación, 
cuya  nulidad  no  se  pretendió  entonces,  aceptándola  por  ello  como  buena 
sin  analizarla,  puesto  que  no  era  punto  de  discusión;  faltando,  por  tanto, 
entre  los  dos  pleitos  las  tres  identidades  que  exige  la  ley  para  que  exista 
Im  cosa  Juagada,  y  transcurrido  el  término  legal  sin  que  el  demandado 
utiliiara  el  trámite  de  duplica,  se  recibió  el  pleito  á  prueba: 

Resultando  que  por  parte  del  demandante  se  hizo  uso  de  la  testifical, 
y  se  trajo  además  á  los  autos  una  certificación  del  Instituto  del  Carde- 
nal Oisneros,  en  la  que  consta  qpe  D.  José  María  Gutiérrez,  desde  1878 
á  77,  aprobó  varias  asignaturas  del  Bachillerato  con  distintas  califica- 
ciones de  Sobresaliente,  Notable,  Aprobado  y  una  mención,  y  en  el  afio 
escolar  siguiente  las  demás  asignaturas,  con  notas  de  Bueno  y  Aproba- 
do, obteniendo  esta  última  en  el  primer  ejercicio  del  grado  de  Bachiller; 
oirá  certificación,  expedida  por  la  Secretaría  de  la  Universidad  Central, 
de  que,  después  de  haber  acreditado  que  había  obtenido  el  grado  de  Ba- 
chiller, se  matriculó  en  varias  asignaturas  de  Medicina  para  el  careo  de 
1878  á  70,  y  posteriormente  en  otras,  obteniendo  distintas  calificaciones 
de  Suspenso  y  Aprobado,  y  de  que  en  20  de  Junio  de  1890  se  revalidó 
de  practicante,  con  la  nota  de  Aprobado;  y  certificación  del  Registro  de  la 
propiedad  de  Occidente,  en  que  consta  que  á  favor  del  demandado,  y  por 
herencia  de  su  tía  Dofia  Tomasa,  se  hallaban  inscritas  las  dos  cuartas 
partes  de  la  casa  núm.  49  de  la  calle  de  la  Palma;  y  por  parte  del  de- 
mandado se  aportó  á  los  autos,  como  medio  de  prueba,  un  testimonio 
expedido  con  citación  contraria  de  varios  extremos  de  los  autos  seguidos 
contra  el  mismo  por  Dofia  Jacoba  de  la  Rica,  entre  los  que  existe  una 
comunicación  del  Director  general  de  Beneficencia  y  Sanidad,  en  la  que 
«e  dice  que  el  cargo  de  practicante  de  la  Beneficencia  general  no  es  pre- 
paración ó  comienzo  de  la  carrera  de  Medicina  ó  de  practicante,  pero 
constituye,  por  lo  menos,  un  arte  para  el  que  se  exigen  conocimientos 
científicos,  existiendo  dos  Secciones  de  Medicina  y  Cirugía  que  íerman 
un  escalafón,  en  el  que  se  asciende  por  antigüedad  rigurosa;  constando 
además  en  dicho  testimonio  que  Dofia  Jacoba  pidió  en  su  demanda  la 
entrega  de  los  bienes  que  formaron  el  caudal  relicto  de  Dofia  Tomasa, 
con  los  frutos  y  rentas  percibidos  y  el  interés  legal  en  metálico:  y  que 
dicha  demanda  fué  desestimada  por  sentencia  del  Juez,  que  confirmó  la 
Audieacia,  rechazando  después  este  Tribunal  Supremo,  en  20  de  Marzo 
de  1896,  el  recurso  de  casación  que  Interpuso  la  Dofia  Jacoba: 

Resaltando  que  el  Juez  de  primera  Instancia  dictó  sentencia,  y  la 
Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  corte  la  confirmó  en  18 
de  Octubre  de  1900,  declarando  válida  y  subsistente  la  escritura  que  en 
18  de  Abril  de  1883  otorgaron  los  testamentarios  de  Dofia  Tomasa  Rica 
y  Salinas,  y  absolviendo  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Manuel  de  la 
Rica  y  ZalHilza  á  los  expresados  testamentarios  y  al  heredero  D.  José 
María  Gutiérrez  de  la  Rica,  con  imposición  al  demandante  de  las  costas 
de  las  dos  instancias: 

Resaltando  que  D.  Manuel  de  la  Rica  Zabalza  interpuso  reoarso  de 
casación,  fundado  en  los  números  1.^  y  7.^  del  art.  1692  de  la  ley  de  En- 
jaiclamlento  civil,  alegando  los  siguientes  motivos: 

Primero.    Que  al  afirmar  la  Sala  sentenciadora  que  no  se  ha  probado 
que  dejara  de  cumplirse  la  condición  bajo  que  fué  instituido  heredero 
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Gutierre»  de  la  Rica,  y  que  antes  bten  resalta  demostrado  que  á  la  fe- 
cha del  otorgamiento  de  la  escritura  era  practicante  del  Hospital  de  La 
Princesa,  plasa  que  liabia  obtenido  mediante  oposición,  y  qne  aa  con- 
dacta  le  hacia  acredor  al  día fr ate  de  la  herencia,  incnrreen  evidente 
error  de  hecho,  demostrado  por  docamentos  públicos  obrantes  en  tatos, 
como  son  la  certificación  traída  del  expediente  de  Gntiérres  de  la  Ríes 
en  la  Ualversidad  Central,  qae  demuestra  qae  en  18  de  Abril  de  1883, 
fecha  del  otorgamiento  de  la  escritora  de  declaración  de  heredero  j  en* 
trega  de  bienes,  á  caya  época  atleade  la  Sala  sentenciadora,  no  podía  ser 
más  notoria  la  desaplicación  de  Gutierres  de  la  Rica,  y  por  tanto  no  po- 
día estimarse  cumplida  la  condición  impuesta  en  el  testamento  de  Dofia 
Tomasa  de  que  sigaiera  carrera  eclesiástica,  civil  ó  militar,  ó  profesase 
algún  arte  ú  oficio,  todo  con  aprovechamiento  y  buena  conducta;  ocu- 
rriendo otro  tanto  con  respecto  á  la  época  en  que  según  el  testamento 
debió  apreciarse  el  cumplimiento  de  la  condición,  que  era  la  mayor 
edad  de  Gntiérres  de  la  Rica,  pues  en  esa  época,  correspondiente  al  afio 
de  1889,  resulta  que  aquél,  en  nueve  afios  de  carrera  de  Medicina,  sólo 
aprobó  la  Física,  perdiendo  todos  los  cursos  por  no  presenUrse  á  exa* 
men  ó  por  ser  suspendido  repetidas  veces;  y  si  bien  es  cierto  que  des- 
empeñaba la  plasa  de  practicante  en  el  Hospital  de  la  Princesa,  no  lo 
es  menos  que  la  carrera  de  practicante  no  la  tuvo  baste  que  siendo  ya 
mayor  de  edad  se  revalidó  en  20  de  Junio  de  1890,  existiendo  tembién 
error  de  derecho  en  la  apreciación  de  la  prueba,  puesto  que  además  de 
desconocerse  la  eficacia  qaeá  dichos  documentos,  el  testamento  de  Dofia 
Tomasa  y  la  certificación  de  la  Universidad  Central,  sefialan  las  reglas 
1.^  y  4.'  del  art.  697  de  la  ley  de  Eojalclamiento  civil,  es  evidente  que 
se  desconoce  el  principio  de  que  la  voluntad  del  testador  es  ley  en  la 
materia,  consignado  en  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  16 
de  Jallo  de  1868,  26  de  Octubre  de  1867,  29  de  Abril  de  1891  y  otras,  y 
la  regla  establecida  en  la  ley  6.^,  tít.  88  de  la  Partida  7.^,  de  que  las  pa^ 
labras  del  f  acedor  del  testemento  deben  entenderse  llanamente  sin  apar- 
tarse el  juzgador  del  entendimiento  de  ellas,  por  cuanto  siendo  la  volon- 
tad  de  la  testadora  que  su  sobrino  Gutiérrez  de  la  Rica  fuese  heredero  y 
entrase  á  disfrutar  la  herencia  á  la  mayor  edad  si  tuviese  carrera,  pro- 
fesión, arte  ú  oficio  con  aprovechamiento  y  baena  conducta,  se  desco- 
noce esa  voluntad  al  estimar  cumplida  la  condición  cuando  á  la  mayor 
edad,  y  con  mayor  razón  antes,  lejos  de  tener  concluida  la  carrera  6a« 
tiérrez  de  la  Rica,  era  evidente  su  desaplicación: 

Segundo.  Qae  al  estimar  la  Sala  sentenciadora  que  la  escritura  de  18 
de  Abril  de  1883,  en  que  los  albaceas  de  Dofia  Tomasa  declararon  here- 
dero á  Gutiérrez  de  la  Rica,  está  otorgada  en  virtud  de  las  facultades 
que  la  testadora  les  confirió  y  no  adolece  de  vicio  alguno  de  nulidad,  in* 
curre  en  nuevo  error  de  hecho  que  se  demaestra  por  el  mismo  teste- 
mento de  Dofia  Tomasa,  en  que  consten  las  f  acultedes  de  los  albaosas 
contrarias  á  esa  adjudicación  prematura  por  la  citada  escritura  de  18  ám 
Abril,  en  la  que,  al  relacionar  las  circunstancias  del  heredero,  se  deja 
ver  que  no  reunía  las  condiciones  marcadas  por  la  testedora,  y  por  la 
certificación  de  la  Universidad  Central,  que  demuestra  la  desaplicación 
de  Gutiérrez  de  la  Rica,  pues  estos  tres  documentos,  que  timen  el  con- 
cepto de  públicos,  según  los  núms.  1.^  y  8.®  del  art  696  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil,  prueban  que  los  albaceas  no  se  ajnsteron  á  sus  facul- 
tades al  adjudicar  la  herencia  á  Gutiérrez  de  la  Rica,  y  por  tanto,  es 
errónea  de  hecho  la  afirmación  contraria  hecha  por  la  Sala  sentencia- 
dora, existiendo  igualmente  error  de  derecho,  porque  si  conforme  á  Ua 
leyes  2.*  y  6>,  tít.  10  de  la  Partida  6.^,  los  albaceas  tienen  poder  para 
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entregar  las  mandas  en  la  manera  qae  los  testadores  lo  ordenasen  7  en 
el  tiempo  que  el  finado  mandó  en  sa  testamento;  si  según  la  ley  3.*  del 
mismo  titalo  y  Partida  7  la  Jarispradencia  de  este  Tribunal  Supremo, 
consignada,  entre  otras,  en  la  sentencia  de  14  de  Marzo  de  1866,  tienen 
el  deber  de  cumplir  exactamente  la  voluntad  del  testador,  entendiendo 
sns  palabras  llanamente  asi  como  ellas  suenan,  7  si  como  dicen  las  sen- 
tencias de  este  mismo  Tribunal  de  8  de  Junio  de  1864,  17  de  Bnero 
de  1866,  6  de  Ma7o  de  1871  7  otras,  las  facultades  de  los  albaceas  pro- 
ceden de  la  voluntad  de  los  testadores,  7  por  tanto,  son  nulos  los  actoe 
de  aquéllos  en  cuanto  no  se  ajustan  á  lo  dispuesto  por  éstos,  no  pnede 
afirmarse,  sin  error  de  derecbo,  que  los  albaceas  de  Dofia  Tomasa  obra- 
ron en  virtud  de  sus  facultades  al  otorgar  la  escritura  de  declaración  de 
herederos  7  entregar  los  bienes  cuando  Gutierres  de  la  Rica  contaba  diex 
y  nueve  afios  de  edad  7  era  de  estado  soltero,  ni  decirse,  sin  igual  error, 
que  tal  escritura  no  adolece  de  vicio  de  nulidad,  porque  dada  la  maner» 
7  tiempo  en  que  según  las  palabras  de  la  testadora  debía  entregarse  la 
herencia,  el  poder  7  facultadles  de  los  albaceas,  según  la  voluntad  de  la 
finada,  eran  contrarios  á  aquel  acto,  debiendo  conservar  la  herencia 
hasta  la  ma7or  edad  del  heredero,  á  menos  que  éste  se  hubiera  casado 
7  tuviera  carrera,  profesión,  arte  ú  oficio  con  aprovechamiento  7  buena 
conducta;  7  al  obrar  de  esta  suerte,  faltaron  á  lo  dispuesto  en  el  testa- 
mento, con  carencia  de  facultades  para  ello  7  realisaron  un  acto  nnlo: 

Tercero.  Que  la  Sala  sentenciadora  incurre  también  en  evidente 
error  de  hecho  resultante  del  testimonio  de  particulares  de  los  autos  se- 
guidos por  Dofia  Jacoba  de  la  Rica,  obrante  en  este  pleito  al  estimar  que 
por  sentencia  firme  7  ejecutoria  está  reconocida  implícitamente  la  vali- 
des de  la  escritura  de  18  de  Abril  de  1888,  la  eficacia  de  la  designación 
que  en  ella  se  biso  del  heredero  nombrado  7  las  facultades  de  los  testa- 
mentarios para  hacer  las  declaraciones  que  contiene ,  quedando,  por 
tanto,  prejuzgada  la  cuestión  con  la  sentencia  que  dictó  este  Tribunal 
Supremo  en  dicho  pleito  en  20  de  Marzo  de  1896,  puesto  que  del  Indi- 
cado testimonio  resulta  que  el  recurrente,  demandante  que  ha  sido  en 
estos  autos,  no  fué  parte  en  el  pleito  seguido  por  su  hermana;  que  no 
ha7  identidad  de  personas,  cosas  ni  acciones  entre  uno  7  otro  litigio, 
por  cuanto  en  el  actual  ha7  demandadas  personas  que  no  lo  fueron  en 
el  otro  pleito,  pide  el  demandante  su  parte  de  herencia  sip  personalidad 
para  reclamar  la  de  los  demás,  7  por  último,  ha  ejercitado  las  acciones 
de  nulidad,  petición  de  herencia  7  dafios  7  perjuicios,  diversas  en  su 
ma7or  parte  á  las  que  utilizó  Dofia  Jacoba,  7  que  las  pretensiones  de 
ésta  fueron  distintas  á  las  del  recurrente,  omitiendo  por  completo  la  re- 
lativa á  la  nulidad  de  la  escritura  de  18  de  Abril  de  1888,  que  no  fué  po- 
sible, por  tanto,  resolver  en  aquel  litigio,  7  como  la  le7  20,  tít.  22,  Par- 
tida 8.*,  establece  que  la  cosa  juzgada  no  perjudica  á  personas  que  no 
intervinieron  en  el  juicio,  7  para  que  exista  la  excepción  es  preciso  qne 
entre  los  dos  pleitos  concurran  las  identidades  de  personas,  cosas  7  ac- 
ciones, según  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  18  de  Octubre 
de  1867,  12  de  Julio  de  1868,  7  de  Febrero  de  1881  7  otras,  es  evidente 
qne  existe  error  de  derecho  en  la  apreciación  de  pruel»  hecha  por  la 
Sala  sentenciadora  al  estimar  prejuzgadas  las  cuestiones  debatidas  en 
este  pleito  por  la  sentencia  dictada  en  el  que  promovió  Dofia  Jacoba,  7 
al  estimar  que  tal  sentencia  es  firme  7  ejecutoria  para  D.  Mannel  de  la 
Rica,  que  no  fué  parte  en  ese  otro  pleito: 

Ouarto.  Que  al  declarar  la  sentencia  la  validez  7  subsistencia  de  la 
escritura  de  18  de  Abril  de  1888,  infringe  las  10706  2.*  7  6.*,  tít.  10  déla 
Partida  6.*,  en  cuanto  establecen  que  los  albaceas  tienen  poderío  para 
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entragET  Us  mandas  en  la  manera  que  loe  testadores  lo  ordenasen  y  en 
el  tiempo  que  el  finado  mandó  en  su  testamento;  la  lejr  8.*  del  mismo 
tiuüo  y  Partida  y  jnrispmdencia  de  este  Tribunal  Supremo,  consignada 
en  sentencia  de  14  de  Marzo  de  1866,  que  preceptúan  que  los  testamen- 
tarios tienen  el  deber  de  cumplir  exactamente  la  voluntad  del  testador, 
entendiendo  sus  palabras  llanamente,  así  como  ellas  suenan,  y  la  juris- 
prudencia que  fijan  las  sentencias  de  este  mismo  Tribunal  de  8  de  Ju- 
nio de  1864,  17  de  ^nero  de  1866,  6  de  Mayo  de  1871  y  otras,  según  las 
cuales,  las  facultades  de  los  albaceas  ó  testamentarios  proceden  de  la 
TOlunUd  de  los  testadores,  y  por  tanto,  son  nulos  los  actos  de  aquéllos 
en  cuanto  no  se  ajusten  á  lo  dispuesto  por  éstos;  toda  yes  que  es  evi- 
dente, atendido  lo  dispuesto  en  el  testamento  de  I>ofia  Tomasa,  qus  sus 
albaceas  no  tenían  poder  para  entregar  los  bienes  al  beredero  cuando 
tenia  dies  y  nueve  afios  y  era  soltero,  como  dice  la  misma  escritora, 
aparte  de  su  falta  de  carrera  y  desaplicación  notoria;  y 

Quinto.  Que  al  absolver  la  sentencia  á  los  demandados  de  las  dlstín- 
tas  pretensiones  de  la  demanda,  infringe  el  principio  reconocido  por  la 
constante  jurisprudencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  que  la  voluntad  del 
testador  es  la  ley  en  la  materia,  según  sentencias  de  16  de  Julio  de  18&8, 6 
de  Febrero  de  1865, 26  de  Octubre  de  1867,  16  de  Octubre  de  18S8,  8  de 
Mano  de  1877, 16  de  Abril,  27  de  Mayo  y  4  de  Junio  de  1879,  22  de  Majo 
de  1880,  29  de  Abril  de  1881,  28  de  Abril  y  24  de  Mayo  de  1882  y  otras; 
que  debe  respetarse  y  cumplirse  como  ley  inviolable  entre  los  interesa- 
dos, sentencia  de  24  de  Marzo  de  1868,  con  las  condiciones  que  por  la 
misma  se  impongan,  sentencia  de  6  de  Abril  de  1866;  siendo  el  testa- 
mento en  todo  lo  que  licitamente  dispone  la  verdadera  ley  á  la  cual  de- 
ben atenerse  los  Tribunales  para  fallar,  sentencia  de  24  de  Mano  de  18S7; 
debiendo  consultarse  ante  todo  para  la  resolución  de  las  cuestiones  sobre 
el  modo  y  caso  en  que  los  interesados  fueron  respectivamente  llamados 
á  disputar,  disponer  y  suceder  en  los  bienes  bereditarios,  la  cláusula 
del  testamento  en  que  se  hizo  la  institución  de  beredero,  sentencia 
de  24  de  Octubre  de  1860;  entendiéndose  las  palabras  del  facedor  del  tes- 
tamento llanamente  como  ellas  suenan,  sc^n  la  ley  6.%  tit.  38,  Par- 
tida 7.*,  y  comparando  entre  si  las  diferentes  disposiciones  de  cada  cláu- 
sula, fijando  su  verdadera  inteligencia  para  que  tenga  exacto  cumpli- 
miento la  voluntad  del  testador,  sentencias  de  28  de  Mayo  de  1868  y  28 
de  Septiembre  de  1865;  toda  vez  que  si  la  Sala  sentenciadon  se  huMera 
ajustado  á  la  voluntad  de  la  testadora  habría  apreciado  que  ésta  insti- 
tuyó heredero  á  su  sobrino  Gutiérrez  de  la  Rica,  bajo  la  condición  de  que 
al  llegar  ala  mayor  edad,  época  en  que  había  de  entregársele  la  herencia, 
tuviera  carrera,  profesión,  arte  ú  ofldo  seguidos  con  aplicación  y  buena 
condacta,  llamando  para  el  caso  de  que  no  se  cumpliese  la  condición  á 
los  hijos  de  D.  Isidoro;  y  como  quien  que  la  condición  no  se  cumplió, 
por  cuanto  Gutiérrez  de  la  Rica  llegó  á  la  mayor  edad  sin  tener  carren, 
profesión,  arte  ú  oficio  seguidos  con  aplicación,  debió  estimarse  la  se- 
gunda declaración  Interesada  en  la  demanda  y  la  condena  pedida  de  en- 
trega de  bienes  y  rentas;  y  al  no  hacerlo  así,  se  infringen  además  la 
ley  7.^,  tit.  4.^  de  la  Partida  6.*,  en  cuanto  establece  que  la  valides  de  la 
institución  de  heredero  condicional  depende  del  cumplimiento  de  la  con- 
dición, y  no  cumpliéndose  ésta  por  culpa  del  mismo  heredero,  la  insti- 
tución queda  sin  valor  ni  efecto;  la  jurisprudencia  consignada  en  sen- 
tencia de  27  de  Mayo  de  1871,  según  la  cual,  no  cumpliendo  los  herede- 
ros voluntarios  la  condición  lícita  por  su  naturaleza  y  posible  que  les 
puso  el  testador  para  que  adquiriesen  la  herencia,  pierden  el  deredio  á 
la  sucesión;  y  la  ley  1.^,  tit  5.^  de  la  Partida  6.%  que  define  al  sustituto 
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como  otro  heredero  que  ee  establecido  del  facedor  del  testameDto  en  el 
«egnndo  grado  después  del  primer  heredero  para  el  caso  de  que  éste  no 
Uegae  á  serlo;  que  en  cnanto  la  sentencia  no  accede  á  la  petición  df  da- 
fioe  7  perjnicios  hecha  en  la  demanda,  y  puesto  que  las  obligaciones  y 
responsabilidades  del  albacea  nacen  de  sus  propios  actos  como  establece 
la  sentencia  de  16  de  Diciembre  de  1867,  infringe  las  leyes  20. y  21,  ti- 
tulo 12  de  la  Partida  6,\  que  imponen  á  los  testamentarios  de  Dofia  To- 
masa de  la  Rica  la  obligación  de  indemnisar  el  dafio  causado  en  el  cum- 
plimiento de  BU  cargo,  y  la  jurisprudencia  de  este  Tribunal  Bupremo 
establecida  en  sentencias  de  24  de  Abril  de  1868,  28  de  Febrero  de  1866  y 
otras,  que  establecen  que  el  que  por  culpa  de  otro  sufre  dafio  en  su  pa- 
trimonio sin  rasón  legal  para  ello,  tiene  el  incuestionable  derecho  á  ser 
completamente  indemnizado  por  el  que  lo  causó;  responsabilidad  que 
afecta  tanto  á  dichos  testamentarios  como  á  Gutiérrez  de  la  Rica,  y  que 
por  último,  como  quiera  que  declarada,  la  nulidad  de  la  escritura  de  ad- 
judicación debe  decretarse  la  cancelación  de  la  inscripción  hecha  en 
▼irtad  de  esa  escritura,  pues  to  que  así  lo  ordena  el  núm.  3.®  del  art.  79 
de  la  ley  Hipotecaria,  resulta  este  precepto  infringido  también  en  la  sen- 
tencia al  denegarse  este  último  extremo  de  la  demanda. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ricardo  Molina. 

Considerando  que  los  errores  de  hecho  y  de  derecho  que  se  suponen 
cometidos  en  la  sentencia,  se  establecen,  no  sobre  el  claro  é  indi^puta- 
\>}fi  contenido  de  los  documentos  que  como  auténticos  cita  el  recurrente, 
Bino  sobre  la  interpretación  que  le  place  atribuir  á  cada  uno  de  ellos, 
contrariando  la  aprecifición  conjunta  de  la  prueba  hecha  por  la  Sala  sen- 
tenciadora é  intentando  vanamente  que  sobre  el  criterio  de  ésta  preva- 
lezca el  suyo: 

Considerando  que  las  infracciones  legales,  que  vienen  á  ser  en  sus- 
tancia los  llamados  antes  errores  de  derecho  por  el  mismo  recurrente,  se 
basan  en  la  preterición  de  la  frase  del  testamento  de  Dofia  Tomasa  Rica, 
que  expresa  y  exclusivamente  facultó  á  los  testamentarios  otorgantes 
de  la  escritura  de  1883  para  calificar  el  aprovechamiento  y  conducta  del 
heredero  instituido  en  primer  término,  por  lo  que  habiendo  entregado 
aquellos  albaceas  la  herencia,  haciendo,  secrún  su  conciencia,  dicha 
apreciación,  no  pueden  resultar  infringidas  las  leyes  y  doctrinas  que  se 
Invocan  sobre  entrega  de  mandas  y  herencia: 

Considerando  que  aun  en  el  supuesto  de  que  los  albaceas  dejaran  de 
administrar  y  entregasen  los  bienes  antes  de  tiempo  á  la  madre  de  Gu- 
tiérrez de  la  Rica  siendo  éste  ya  hoy  mayor  de  edad  con  el  titulo  de 
practicante,  no  dejarla  por  ello  de  corresponder  la  herencia  al  mismo  y 
no  al  recurrente,  que  careciendo,  aun  en  ese  supuesto,  de  interés  en  el 
asunto,  no  puede  tener  acción  para  reclamar  cosa  alguna  en  relación  con 
la  entrega  anticipada;  y 

Considerando  que  la  sentencia  recurrida  aunque  pudiera  haberlo  he- 
cho, no  estima  que  la  de  20  de  Marzo  de  1896  produzca  excepción  de 
cosa  juzgada,  sino  que  los  puntos  resueltos  en  ella,  iguales  á  los  traídos 
de  nuevo  á  este  pleito,  lo  están  de  manera  ejecutoria,  lo  cual  es  á  toda 
luz  evidente;  y  que  las  peticiones  sobre  indemnización  de  perjuicios  y 
procedencia  de  cancelación  no  hay  ni  que  examinarlas  cuando  no  se 
aprecia  ningún  motivo  de  casación  sobre  lo  principal; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  Interpuesto  por  D.  Manuel  de  la  Rica  Zabalza,  á  quien 
condenamos,  por  razón  de  depósito,  al  pago  de  la  cantidad  de  1.000  pese- 
tas, que  satisfará  si  viniere  á  mejor  fortuna,  distribuyéndose  entonces 
con  arreglo  á  la  ley,  no  haciendo  declaración  sobre  costas  en  atención  á 
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no  htberae  personado  U  parte  recnrrlda;  y  líbreee  á  la  Andienda  de  «ate 
corle  la  oertificaoión  correepondiente,  con  deyolnción  del  apuntamiento 
qae  ba  remitido. 

Aaí  por  esta  nuestra  sentencia,  qne  se  publicará  en  la  Gaceta  é  itt- 
•ertará  en  la  Colboción  Lbgislativa.,  pasáadoee  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronanciamos,  mandamos  7  flrmamos.=:Joeó  de  Aldeeo*. 
=:Ricardo  6alión.=:Francisco  Toda.=Pedro  Lavín.=Ricardo  Molina  — 
Vicente  de  Piniés.=Tomás  Gúdal. 

Pablicación.=:Leída  7  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  «1 
Excmo.  8r.  D.  Ricardo  Molina,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  < 
brando  audiencia  pública  la  Sala  de  lo  civil  en  el  día  de  ho7,  de  que  1 
tifico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  38  de  Junio  de  1901.=rLicenciado  Jorge  Martines. 
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lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  incidente  con 

D.  Manuel  Fernindez 31     16S 

»  Casación  por  infracción  de  ley.— Pa^o  de  pensio- 
nes atrcLsadciS  de  un  /bro.—Sentencia  declarando  , 
no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  los  Aynn- 
tomiento  de  Cabreros  del  Río  y  CublUas  de  los  Ote- 
ros contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de 
la  Audiencia  de  Valladolid,  en  pleito  con  Dofia  Pi- 
lar de  Gozmán  y  otros 82     Iw 

8  Casación  por  infracción  de  ley.— Pa^o  de  pese-    , 

^a«.— Auto  declarando  no  haber  logar  á  la  admisión 
del  recurso  interpuesto  por  Dofia  Dolores  de  la  Ru- 
bia contra  el  dictado  por  la  Sala  segunda  de  lo  civil 
de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  incidente  con  D.  En- 
sebio Torres 88     17' 

9  Casación  por  infracción  de  ley.— Torcerte  de  me- 

jor derecAo.— Sentencia  declarando  no  haber  lugar 
al  recurso  interpuesto  por  D.  Andrés  Serapto  Váz- 
quez contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de.  lo  civil  de 
la  Audiencia  de  Sevilla,  en  pleito  con  D.  Faustino 
Gutiérrez  y  otro ^     ^^ 
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9  Febrero.— Competencia.— Propf><¿ad  de  una  ñnea,^ 
BentencU  decidiendo  en  favor  del  Jugado  municipal 
de  Vega  de  Yalcarce  la  sostenida  con  el  de  igual  clase 
de  Piedraflts  del  Gebrero,  acerca  del  conocimiento 
de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Inocencio  Tejeiro 

contra  D.  Antonio  Peres 86      188 

11  Casación  por  quebrantamiento  de  forma.— Ter- 
eeria  de  ctoimmo.— Sentencia  declarando  no  haber 
lugar  al  recurso  interpuesto  por  Dofia  Carmen  Moran 
contra  la  pronunciada  por  la  Sala  segunda  de  lo  civil 
de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  D.  Vicente 

Lagunas  7  otros 87      194 

13  Casación  por  infracción  de  ley.— Po^o  de  pensio- 
ne9  /ora/e«.— Sentencia  declarando  haber  lugar  al 
recurso  interpuesto  por  la  Duquesa  viuda  de  üeeda 
contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  ValUdolid,  en  pleito  con  el  Ayunta- 
miento de  Oastrocalbón  y  otros 88      198 

18  Casación  por  infracción  de  ley.— Payo  de  pesetas. 
— Sentencia  declarando  haber  lugar  al  recurso  inter- 
puesto por  D.  Reyes  Aguado  y  otro  contra  la  pronun- 
ciada por  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  Madrid,  en  pleito  con  D.  Miguel  Fernándes  de 

Velasco 40      220 

16  Competencia.—  Aeio  de  conaVeacedn.- Sentencia  de- 
clarando no  haber  lugar  á  decidir  la  sostenida  por  los 
Jusgados  municipales  de  Algeciras  y  de  Arriate, 
acerca  del  conocimiento  del  acto  de  conciliación  pro- 
movido por  D.  Vicente  Hoyo  con  D.  Martin  de  Ta- 
gua      41      228 

»  Casación  pob  infracción  de  ley,— Caducidad  de 
la  ¿n«/aiie(tf.— Sentencia  declarando  no  haber  lugar 
al  recurso  interpuesto  por  Dofia  Carlota  Mateos  con- 
tra la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  Madrid,  en  pleito  con  D.  Bicardo  Mur- 

guialday 42      280 

t  Casación  por  infracción  de  ley.— Rescisión  de 
contra  o.— Auto  declarando  no  haber  lugar  á  la  ad- 
misión Mel  recurso  interpuesto  por  D.  José  Torras 
contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  primera 

de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona 48      281 

»  Casación  por  infracción  de  usn.—hluJidad  de  con- 
¿ra/o.- Sentencia  declarando  haber  lugar  al  recurso 
interpuesto  por  D.  Femando  Almansa  contra  la  pro- 
nunciada por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 

Granada,  en  pleito  con  Dofia  Juana  Molina 44      282 

%  Casación  por  infracción  de  ley.— Cumplimiento 
de  cláusula  /es/amen/ar<a.— Sentencia  declarando 
no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  Dofia  En- 
riqueta Carlos  Alix  contra  la  pronunciada  por  la 
Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Albacete,  en  plei- 
to con  D.  Gonsalo  Musso  y  otro 45      944 

18    Casación  por  infracción  de  ley, —Ejecución  de 

TOMO  91  68 
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Mn/eneía.— Sentenclt  declanmdo  haber  logar  al  re- 
carao  interpoeato  por  Dofia  Inéa  Sáens  contra  la  pro- 
nunciada por  la  Sala  de  lo»  civil  de  la  Andiencia  de 

Palma,  en  incidente  con  D.  Rafael  de  Lacy . .  / 46     Wi 

1%  Febrero.— Competencia.— Payo  dtf />eae/a».— Senten- 
cia decidiendo  en  favor  del  Jozgado  de  primera  ins- 
tancia de  Lorca  la  ooetenida  con  el  de  ignal  clase  de 
Onevaa,  acerca  del  conocimiento  de  la  demanda  in- 
terpneata  por  D.  Jaan  Mondejar  contra  la  Sociedad 
minera  La  Dispatada 47     2i7 

>  Casación  por  infracción  de  t,EY.—Preoeneión  de 

a6/n/M^a/o.— Sentencia  declarando  no  haber  logar 
al  recorro  interpuesto  por  Dofia  Antonia  del  Pino 
contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  Sevilla,  en  pleito  con  D.  Leandro  JSs- 
eodero 48     MI 

>  Casación  por  infracción  de  ley,— ReMtitueión  de 

una  hija  al  hogar  ma/^no.— Sentencia  declarando 
haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  Dofia  Adelaida 
de  loasa  contra  el  auto  dictado  por  la  Sala  primera 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid 49     S64 

50  Casación  por  infracción  de  ley. — Defensa  úor 

jM>6re.— Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  re- 
curso interpuesto  por  D.  Francisco  Robles  contra  la 
pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  Sevilla,  en  incidente  con  D.  Agustín  de  Cascajares.    00     M 

51  Casación  por  infracción  de  ley,— -Defensa  por 

pobre,— A.nto  declarando  no  haber  lugar  á  la  admi- 
sión del  recurso  interpuesto  por  D.  Isidoro  Pedrasa 
contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  segunda 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  incidente 

con  la  Compafiia  francesa  de  seguros  Éí  Fénix 51     STl 

1  Casación  por  infracción  de  LEY.—Tereeria  de  do- 
minio»—-OentencitL  declarando  no  haber  lugar  al  re- 
curso interpuesto  por  Dofia  Dolores  Sonsa  contra  la 
pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  Sevilla,  en  pleito  con  D.  Enrique  Martines  v  otro.    Bt     IT) 

22  Casación  por  infracción  de  ley. ^ Pago  de  ean- 
¿ccíad.— Sentencia  declarando  haber  lugar,  en  parte, 
al  recurso  interpuesto  por  Dofia  Sofía  de  Cuero  contra 
la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audien- 
cia de  Albacete,  en  pleito  con  D.  Gbnsalo  Morales. .     51     280 

25  Casación  por  infracción  de  ley.— Tercería  de 
dommio.— Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al 
recurso  interpuesto  por  la  representación  de  los  Obli- 
gacionistas de  Osuna  contra  la  pronunciada  por  la 
Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla,  en  pleito 
con  D.  Aquilino  Ariza  7  otro 54     291 

27  Casación  por  infrac:ión  de  ley,— D^ensa  por 
jDOÓre.— Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  re- 
curso interpuesto  por  Dofia  Carmen  Olivar  contra  la 
pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
deSevilla 55     2» 
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2  Marzo.—CASACTÓN  por  infracción  de  ley.— Propie- 
dad de  una  ca«a.~8eiitenci«  declarando  haber  la- 
gar al  recurso  interpuesto  por  D.  Jaan  José  Gasea  y 
otro  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  segunda  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  Dofia 
Pilar  Vifias  7  otros 67      S04 

4  Casación  por  infracción  de  ley,— -Pago  de  pese- 
^a«.— Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso 
interpuesto  por  Dofia  Pilar  Buisan  contra  la  pronun- 
ciada por  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiea- 
cfa  de  Madild,  en  pleito  con  Dofia  Ignacia,García. . .    S8     814 

t  Casación  por  infracción  db  ley.  —  De/enea  por 
pobre. — Auto  declarando  no  haber  lugar  á  la  admi- 
sión del  xecurso  interpuesto  por  D.  Juan  Pantaleón 
Garitaonandia  contra  la  sentencia  pronunciada  por 
la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Pamplona,  en 
incidente  con  D.  Eugenio  Arisaga. 59     816 

6  Casación  por  infracción  de  LEY.—Deierminaeión ' 
de  reeponsabílidadeM  ante  la  Hacienda.— Sentón" 
cia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto 
por  el  Abogado  del  Estado  contra  la  pronunciada  por 
la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Ma- 
drid, en  pleito  con  D,  Cayo  Balbuena  y  otros 60     817 

8  Casación  por  infracción  de  ley.— Retracto  de  eo- 

lindantee.—Qexítencitk  declarando  no  haber  lugar  al 
recurso  interpuesto  por  D.  Zacarías  Cuerda  contra 
la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audien- 
cia de  Cáceres,  en  pleito  con  D.  Bruno  Sánchez 62      889 

9  Casación  por  infracción  de  ley.  —  Defensa  por 

pobre. — Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  re- 
curso interpuesto  por  Dofia  Amalia  Gusmán  contra 
la  pronunciada  por  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  Madrid,  en  incidente  con  D.  Francisco 

Fornier 68      886 

1  Casación  por  infracción  de  ley.— E^ocfdn  á  tcM^ 
tomento  sacramental  de  una  última  üoluntad.-^ 
Auto  declarando  no  haber  lugar  á  la  admisión  del  re- 
curso interpuesto  contra  el  dictado  por  la  Sala  se- 
gunda de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en 
pleito  con  Dofia  Esperanaa  Gurri 64      887 

18  Casación  por  infracción  de  LEY.—Ck>nstitueíón  de 
servidumbre  de  poso.— Sentencia  declarando  no  ha- 
ber lugar  al  recurso  interpuesto  por  Dofia  Vicenta 
Peláez  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  primera  de 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con 

D.  Federico  de  Rojas  y  o troi 66      888 

>  Casación  por  infracción  de  LEY.Sucesión  testa" 
mentaria.^Anto  declarando  no  haber  lugar  á  la  ad- 
misión del  recurso  interpuesto  por  Dofia  Francisca 
Pan  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  pri- 
mera de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito 
con  el  Ministerio  fiscal 66      846 

14    Casación  por  infracción  de  ley.— Payo  de  eanti" 
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da4. — Sentencia  declarando  haber  lagar  al  recnrao 
Interpuesto  por  Dofia  María  de  loe  Santos  Gk^mei 
.contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  cítII  de  la  Au- 
diencia de  Borgoa,  en  pleito  con  la  Sociedad  Ubiema 

7  Fernández 67      S47 

16  Mano.—CASACióN  por  infracción  de  ley.— Rendi- 
ción de  etttfA¿a«.— Sentencia  declarando  no  haber  la- 
gar al  recareo  interpuesto  por  D.  Vicente  Monelúa 
contra  la  pronunciada  por  la  Sala  primera  de  lo  cítü 
de  la  Audiencia  de  Barcelona»  en  pleito  con  D.  Leo- 
poldo Terol 69      861 

>  Casación  por  infracción  db  ley.-- Rendición  de 

cuentas  de  cura^e/o.— Sentencia  declarando  haber 
lugar,  en  parte,  al  recurso  interpuesto  por  D.  Fabri- 
ciano  Morencos  contra  la  pronunciada  por  la  Sala 
primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Bíadrid,  en 
pleito  con  el  Ministerio  fiscal 70     96? 

16  CASACIÓN  POR  INFRACCIÓN  DB  LEY»  —  Interpreta^ 
don  de  testamento.— QentenciA  declarando  no  haber 
lugar  al  recurso  Interpuesto  por  D.  Pedro  Zabalo  con- 
tra la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  Zaragoza,  en  pleito  con  D.  Raimundo  Gas- 
par López  7  otros  ••• 71     tíí 

18  Casación  por  infracción  de  LEY.—Diüisión  de  bie- 
/i€«.~Auto  declarando  no  haber  lugar  á  la  admisión 
del  recurso  interpuesto  por  D.  Femando  García  7 
otro  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  de 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  Oviedo,  en  pleito  con 
Dofia  Germana  Sande 72     S80 

20  Competencia.— Payo  de  pesero».— Sentencia  deci- 
diendo en  favor  del  Juzgado  municipal  de  Falencia 
la  sostenida  con  el  de  igual  clase  de  Santander  acerca 
del  conocimiento  de  la  demanda  interpuesta  por  Don 
Demetrio  Casafié  contra  D.  Vidal  Ruiz 73     S82 

22  Casación  por  infracción  db  ley.— Pago  de,  eanr 

tidad.—Bent^nciti  declarando  no  haber  lugar  al  re- 
curso interpuesto  por  D.  José  López  contra  la  pro- 
nunciada por  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  Madrid,  en  pleito  con  D.  José  Alvares. ...     76     9196 

>  Casación  por  infracción  de  ley,— Entrega  de  Ue^ 

iie«.— Sentencia  declarando  haber  lugar,  en  parte, 
al  recurso  interpuesto  por  D.  Miguel  Lasso  de  la 
Vega  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de 
la  Audiencia  de  Sevilla,  en  pleito  con  Dofia  Guada- 
lupe Lasso  de  la  Vega  7  otros 77     398 

1  Casación  por  infracción  db  ley.— Rescisión  de 
con/ ra^o.— Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al 
recurso  interpuesto  por  Dofia  Escolástica  Caminero 
contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  Valladolid,  en  pleito  con  D.  Frutos 
Moro  7  otro 78     4tt 

23  Casación  por  infracción  de  ley.— Nulidad  de  ins- 

titución de  un  consejo  de  /amíUcu-Senten^  de- 


Digitized  by 


Google 


fMDiCB  ciíonol6oioo  1033 


clarando  haber  lagar  al  recarso  interpnesio  por  Don 
Bamón  Pareja  y  otro  contra  la  pronunciada  por  la 
Bala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  Je  Granada,  en  pleito 

con  D.  José  Benavides • 7f      4S7 

28  Mano.— Casación  por  infracción  de  LEY.  —  Defen' 
mí  por  /K>6re.~8entencia  declarando  no  haber  lugar 
al  recurso  interpuesto  por  D..  Federico  Ruis  contra  la 
pronunciada  por  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  D.  Nicolás  Be- 
vuelta 80      i88 

26  Casación  por  infracción  de  ley.— Tercería  de  do- 

minio,—Bentencití  declarando  no  haber  lugar  al  re- 
curso interpuesto  por  D.  Cristóbal  Gonsáles  contra  la 
pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  Sevilla,  en  pleito  con  Dofia  María  del  Carmen  Ro- 
drigues 7  otra 81      434 

27  Casación  por  infracción  de  ley.— Califieaeíón  de 

un  j meto  de  gu¿e6ra«— Sentencia  declarando  no  ha- 
ber lugar  al  recurso  interpuesto  por  D.  Benigno  Otero 
contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  la  Corufia,  en  pleito  con  D.  Perfecto 
Oalvo  7  otro 82      444 

>  Casación  por  infracción  de  ley,— -Defensa  por  po- 

bre,—Anto  declarando  no  haber  lugar  á  la  aamisión 
del  recurso  interpuesto  por  D.  Fermín  Alvaro  Gracia 
contra  la  sentencia  dictada  por  la  Sala  segunda  de  la 
Audiencia  de  Madrid,  en  incidente  con  D.  Esteban 
Valles  7  otro 88      448 

28  Casación  POR  infracción  de  LEY.-Nulidad  de  un 

Juicio  ejecutivo, — Sentencia  declarando  no  haber  lu- 
gar al  recurso  interpuesto  por  D.  Andrés  Chaín  con- 
tra la  pronunciada  por  la  Sala  primera  de  lo  civil  de 
la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  D.  Santiago 
Fuentes. 84      460 

29  Casación  por  infracción  de  ley.— Pago  de  eanti- 

dad, — Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  re- 
curso interpuesto  por  Dofia  María  de  las  Nieves  Bas- 
cáns  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de 
la  Audiencia  de  Albacete,  en  pleito  con  Dofia  Ade- 
laida Días  7  otro 86      467 

>  Casación  pob  quebrantamiento  de  forma.— 2>e- 

soAucfO.— Sentencia  declarando  haber  lugar  al  re- 
curso interpuesto  por  Dofia  Carmen  Fontes  contra  la 
pronunciada  por  el  Juzgado  de  primera  instancia  del    ' 
distrito  de  la  Catedral  de  Murcia,  en  juicio  con  Dofia 
Luisa  Pérez 88      462 

>  Casación  por  infracción  de  ley.— Petición  de  he^ 

rencta.— Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  re- 
curso interpuesto  por  D.  José  Oucurelia  7  otros  con- 
tra la  pronunciada  por  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de 
la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  Dofia  Mag- 
dalena Oucurelia  7  otra • 87      46ft 

80    Casación  por  infracción  de  let.— D</Ímsa  por  pa- 
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6rtf.— Auto  declanndo  no  hftber  logar  á  U  «dmisién 
átl  recarao  interpuesto  por  D.  BoenmvenUira  Bayo  j 
otKM  contra  la  eentoncU  prononciada  por  la  Sala  de 
lo  ciyil  de  la  Aodiencia  do  Palma,  en  incidente  oon 

D.  JooéPalaa 89     m 

1.^  AbrIL— CAa^aÓN  por  infbaoción  de  VKY.'-Pago  de 
/»ete/at*— Sentencia  declarando  no  haber  lagar  al  re- 
carao interpuesto  por  D.  Euaebio  Lidón  contra  la 
pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  Pamplona,  en  pleito  con  el  albaceasgo  de  la  teata- 


i 


mentaría  de  D.  Fermín  Daoia. .  .^ 90     477 

1  CouPETEMCiáL^^CumplMienío  de  eon^ro/o.— Sen- 
tencia decidiendo  en  favor  del  Juagado  de  primera 
tnatancia  de  Santander  la  sostenida  con  ei  de  igaal 
clase  de  Almería,  acerca  del  conocimiento  de  la  de- 
manda interpuesto  por  D.  Lais  Marcos  contra  D.  En- 
rique Meng 91     48» 

S  Casación  por  infracción  db  lbt.— üe/ensa  por  pO" 
6re.— Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso 
interpuesto  por  D.  Elias  Bartolomé  €ril  contra  la  pro- 
nunciada por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Madrid,  en  incidente  con  D.  Ángel  Ángulo  j  el  Abo- 
gado del  Estado 93     4M 

10  Casación  por  infracctón  de  LEY.-^NuUdad  de  ae- 
/ttoeíones.— Sentencia  deciai»ndo  haber  lugar  al  re- 
curso interpuesto  por  D.  Ricardo  de  Diego  contra  la 
pronunciada  por  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  Madrid,  en  pleito  con  D.  Eetnando  Arbós 
7  otros 93     496 

19  Casación  por  infracción  de  LEY.^Defensa  por  po- 
bre.—Anto  declarando  no  haber  lugar  á  la  admisión 
del  recurso  interpuesto  por  Dofia  Concepción  Bíartí-  * 
nes  contra  la  Sentencia  pronunciada  por  la  Sala  pri- 
mera de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  inci- 
dente con  D.  Andrés  Hemándes 94     503 

>  Casación  por  infracción  de  LEY.^Pago  de  pese- 

tOM."- Auto  declarando  no  haber  lugar  á  la  admisión 
del  recurso  interpuesto  por  D.  Francisco  Sola  contra 
la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  Granada,  en  pleito  con  Dofia  NaUlia 
Barrios 96     W 

>  Casación  por  quebrantamiento  de  forma,— Nu- 

lidad de  eonoenio. — Sentencia  declarando  no  haber 
lugar  al  recurao  interpuesto  por  D.  Emilio  Cadenas 
contra  la  pronunciada  por  la  Sala  primera  de  la  Au- 
diencia de  Madrid,  en  pleito  con  D.  Jesús  Pérex  y 

otros 96     fiW 

16  Competencia.— Aae/amaccdfi  de  ean^idací.— Senten- 
cia decidiendo  en  favor  del  Juzgado  de  primera  ins- 
tancia del  distrito  del  Centro  de  Madrid  la  sostenida 
oon  el  de  igual  clase  del  distrito  del  Hospitol  de  Bar- 
celona, acerca  del  conocimiento  de  la  demanda  in- 
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terpaesta  por  U  raión  social  Bailina  7  Oomet  contra 

Dofia  JosefaNavarro 97      611 

16  Abril.— Casación  por  infracción  ob  ley. ^RencUdán 

de  euenta8,—AvLto  declarando  no  haber  lagar  á  la 
admisión  del  recurso  interpuesto  por  D.  José  Lópea 
contra  la  sentencia  pronnnclada  por  la  Sala  segonda 
de  lo  ciyil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con 

D.  Francisco  López 98      618 

•  Casación  por  infracción  úe  ley. --Po^o  de  peMB- 
/oa.— Auto  declarando  no  haber  lugar,  en  parte,  á  la 
admisión  del  recurso  interpuesto  por  D.  Miguel  Mar- 
co contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  pri- 
mera de  lo  civil  de  2a  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito 
con  D.  Ruperto  Jacinto  Ghavarri 99      616 

17  Casación  por  infracción  de  ley.— i)e/>n«a  ñor  po- 

bres—Auto declarando  no  haber  lugar  á  la  admisión 
del  recurso  interpuesto  por  D.  Benito  Valdivieleo 
contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  ci- 
vil de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  incidente  con  Don 

Fernando  Alonso  7  el  representante  del  Estado 100      617 

>    Casación  por  infracción  de  l,ey. —Nulidad  de  ae- 
tuaetonea.—Qentenoia,  declarando  no  haber  lugar  al 
recurso  interpuesto  por  D.  Lino  Pérez  contra  la  pro- 
nunciada por  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Au- 
.    diencia  de  Madrid,  en  pleito  con  D.  Antonio  García 

7  otro 101      618 

18  Casación  por  infracción  de  ley.— Inseripeión  de 

aeeiones  ¿em¿na«.— Sentencia  declarando  no  haber 
lugar  al  recurso  interpuesto  por  la  Gompafiia  de  mi- 
nas 7  Fábrica  de  hieros  del  Pedroso,  contra  la  pro- 
nunciada por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Sevilla,  en  pleito  con  el  Monte  de  Piedad  de  la 

misma  capital 102      621 

»  Casación  por  infracción  de  ley.— CumpUnuenio 
de  contrato. — Sentencia  declarando  haber  lugar,  en 
parte,  al  recurso  interpuesto  por  D.  Anacleto  ürios- 
te,  7  no  haber  lugar  al  del  Ayuntamiento  de  Viana  7 
otro,  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de 
la  Audiencia  de  Pamplona,  en  pleito  entre  aquellos 
litigantes 108      684 

19  Casación  por  infracción  de  ley.— Indemnisaetón 

de  perjuieioa. — Sentencia  declarando  no  haber  lugar 
al  recurso  interpuesto  por  D.  Juan  Mantas  contr»  la 
pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia 

de  Granada,  en  pleito  con  D.  Rafael  de  la  Cruz 104     662 

1  Casación  por  infracción  de  ley.— Entrega  de  ren- 
tase—Sentencia, declarando  haber  lugar,  en  parte,  al 
recurso  interpuesto  por  el  A7untamiento  de  Miralrío 
contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  el  A7untamiento 
de  Casas  de  San  Galludo 106      666 

20  Casación  por  infracción  de  ley.— Pa^^o  de  pe^e- 

¿oa.— Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recur- 
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80  interpuesto  por  D.  Manuel  Lopes  cont»  Im  pn>- 
nanciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  U 
Comfia,  en  pleito  con  Dofia  Carmen  Majnón 106     573 

22  Abril.— Casación  por  infracción  de  LEY.^De/en9a 
por  pobre.^ Auto  declarando  no  haber  logar  á  la  ad- 
misión del  recurso  interpuesto  por  Dofia  Jacinta  Bía- 
tbeu  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  pri- 
mera de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona»  en 
pleito  con  D.  José  Vila  7  el  Abogado  del  Estado. ...  106     S79 

24  Casación  por  infracción  de  ley, —Rescisión  de 
contrato  de  compraventa*^  Sentencia  declarando 
no  haber  logar  ai  recurso  interpuesto  por  D.  Antonio 
Próspero  de  Albnrquerque  contra  la  pronunciada  per 
la  Sala  seganda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Ma- 
drid, en  pleito  con  Dofia  Águeda  Doncel  ......•.•••  109     581 

>  Casación  por  infracción  db  ley. —Cali flcaeión  de 

^ cu e6ra.— Sentencia  declarando  no  haber  lugar  á  loe 
recursos  interpuestos  por  D.  Andrés  Revilla,  D.  Jooé 
ViUodas  7  D.  Eusebio  Monasterio  contra  la  pronun- 
ciada por  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audien- 
cia de  Madrid,  en  pleito  con  D.  Antonio  Alesanco  y 
otros.... 110     688 

>  Casación  por  infracción  de  ley, -^Reíoindicaeión. 

—Sentencia  declarando  no  haber  lugar,  al  recurso 
interpuesto  por  D.  Eduardo  García  contra  la  pronun- 
ciada por  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  Madrid,  en  pleito  con  D.  Felipe  Padierna  7  otros.  111     599 

26  Casación  por  infracción  dr  ley. --Declfiraeión  de 
ausencia. — Sentencia  declarando  haber  lugar  al  re- 
curso interpuesto  por  D.  Bartolomé  Ma70l  contra  la 
pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  Palma,  en  pleito  con  Dofia  María  de  ios  Angeles 
Clorinda  Ferrer 112     526 

29  Casación  por  infracción  de  ley.  — Payo  de  pe- 
setas. — Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  re- 
curso interpuesto  por  la  Sociedad  mercantil  Flores 
Hermanos  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  ci-  * 
vil  de  la  Audiencia  de  Albacete,  en  pleito  con  la  So- 
ciedad /.  C.  Buhler  y  Aug.  Issanjon 116     ^ 

80  Casación  por  quebrantamiento  de  forma.— De- 
sahucio. — Sentencia  declarando  haber  lugar  al  recur^ 
so  interpuesto  por  D.  Pedro  Mestre  contra  la  pronun- 
ciada por  el  JoEgado  de  primera  instancia  de  Ven- 
drell,  en  juicio  con  Dofia  Dolores  Dalmau 116     6^ 

8  Ma70.— Competencia.— Co;icar«o  de  acreedores.— ^em^ 
tencla  decidiendo  en  favor  del  Juez  de  primera  ins- 
tancia del  distrito  del  Hospicio,  de  Madrid,  la  soste- 
nida con  el  de  igual  clase  de  Herrera  del  Duque, 
acerca  del  conocimiento  del  pleito  promovido  entre 

D.  Manuel  Fernándes  7  D.  Antonio  Ledesma 118     660 

4  Competencia.— Papo  de  pese^o^.- Sentencia  deci- 
diendo en  favor  del  Jnes  municipal  del  distrito  de  la 
Audiencia  de  Valladolid,  la  suscitada  con  el  de  igual 
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clase  de  Ciudad  Beal,  acerca  del  conocimiento  de  la 
demanda  inteq^nesta  por  D.  Olemente  Lancharee 

contra  D.  Bamón  Andrade 119      662 

4  Mayo.— Casación  por  infracción  de  vs^.— Nulidad 
de  (ionac/dn.— Sentencia  declarando  haber  lagar  ai 
recnrao  interpuesto  por  D.  Julio  y  D.  Luis  Prieto  con- 
tra la  pronunciada  por  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de 
la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  Dofia  Josefa 
Bort ,  IJO      664 

>  Casación  por  infracción  de  ley.— Ca/^/lcae<dn  de 

quiebra. — Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al 
recurso  interpuesto  por  D.  Sebastián  Rivas  contra  la 
pronunciada  por  la  Bala  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  .Granada,  en  pleito  con  el  Director  de  la 'Sucur- 
sal del  Banco  de  España  en  aquella  capital 191      672 

7  Casación  por  infracción  de  ley.  ^Cumplimiento 

de  con^ra^o.— Sentencia  declarando  no  haber  lugar 
al  recurso  interpuesto  por  D.  José  Palacio  y  otra  con- 
tra la  pronunciada  por  la  Sala  primera  de  lo  civil 
de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  D.  José 
Palacioyotra IM      686 

>  Casación  por  infracción  de  ley.—  Cumplimiento 

de  contrato. ^SentenciA  declarando  no  haber  lugar 
al  recurso  interpuesto  por  Dofia  Amalia  Barba  con- 
tra la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  Valencia,  en  pleito  con  D.  Manuel  Na- 
varro   194      699 

»  Casación  por  infracción  de  LKY.—Reivindieaeión. 
^Sentenoiadeclarando  no  haber  lagar  al  recurso  in- 
terpuesto por  Dofia  Justa  Alvares  contra  la  pronun- 
ciada por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Oáoe- 
res,  en  pleito  con  D.  José  Montero 126      696 

8  Casación  por  infracción  de  VKY.—Reivindieaeión. 

—Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso 
interpuesto  por  D.  Juan  Alslna  contra  la  pronun- 
ciada por  la  sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  Barcelona,  en  pleito  con  Dofia  Paula  Moncunill. .  126      7S0 

>  Casación  por  infracción  de  ley. —Nulidad  de 

enaJenaeión.—Sentenciti  declarando  no  haber  lugar 
al  recurso  interpuesto  por  D.  Juan  Vidal  contra  la 
pronunciada  por  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  Barcelona,  en  pleito  con  D.  Rafael  Baster 

y  otros 197      781 

»  Casación  por  infracción  de  ley.— Nulidad  de  eon- 
/ra¿o«.— Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  re- 
curso interpuesto  por  D.  Vicente  Gual  contra  la  pro- 
nunciada por  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  Madrid,  en  pleito  con  D.  Juan  Molí  y 

otros 198      767 

18  Casación  por  infracción  de  LEY.^E¡/eeueión  de 
«^n^enc^a.— Sentencia  declarando  haber  lugar  al  re- 
curso interpuesto  por  D,  Pedro  José  Bes  y  otros, 
contra  la  pronunciada  por  la  Sala  primera  de  lo  civil 
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de  Ift  Audiencia  de  BAroelonft,  en  pleito  eoa  D.  Gaje* 

tuo  Comet  7  otroe U9     76t 

18  Knjow— Casación  por  iNnucaÓN  de  ixn.^Adjudi- 
eaeiáñ  de  bieneM  de  «na /joulaetifii.— Sentencie  de- 
eUrando  haber  lagar  al  recvrao  interpaeeto  por  Dofia 
Fnaeiaoa  Javiera  Femándes  oontra  la  pronunciada 
por  la  Sala  eegnnda  de  lo  civil  de  la  Andiencia  de  Bla- 
dridy  en  pleito  con  loa  que  ee  crean  con  derecho  á 
Impugnar  la  domada  de  aquélla ItO     788 

SI  Casación  por  infracción  de  LBY.^Petieión  y  par- 
dan  de  bienes  hereditar¿0M,'~8entisaeltk  declarando 
no  haber  logar  al  recareo  intwpaeeto  por  D.  Eaata- 
quio  Mercado  contra  la  pronanciada  por  la  Sala  pri- 
mera de  le  civil  de  la  Andiencia  de  Bladrid»  en  pleito 
OOB  Dofia  Encamación  de  lae  Heraa  j  otroe 131     77$ 

9S  Casación  por  infracción  db  ley.— jD</lmaa  par 
/loóre.— Sentencia  declarando  no  haber  logar  al  re- 
careo interpaeeto  por  D.  Mariano  Bellaolell  oontra 
la  pronanciada  por  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  Barcelona,  en  incidente  con  D.  Adjato- 
rlo  Badoy  7  otro ItS     790 

9S  (kmPBTENCíA.—CumpUnUento  de  conirato  de  eom- 
prooen/a.— Sentencia  decidiendo  en  favor  del  Jaei 
de  primera  inetancia  de  San  Sebastián  la  eoetenida 
con  el  de  igual  claee  del  distrito  de  la  universidad 
de  Madrid,  acerca  del  conocimiento  de  la  demanda 
interpaesta  por  D.  Enrique  Echeverría,  contra  Don 
Ensebio  Benito  Jodrá ÍU     79i 

SS  Casación  por  infracqión  de  LEY.^Nulidad  de  tee- 
^cpnen/o.— Auto  declarando  no  haber  logar  á  la  ad- 
misión del  recurso  interpuesto  por  D.  José  Garda 
contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Audiencia  de 
Burgos : r. 185     800 

27  CASAaON  por  infracción  db  ley.— Pa^o  de  pete- 
/os.— Auto  declarando  no  haber  lugar  á  la  admisión 
del  recareo  interpuesto  por  D.  Antonio  Liado  contra 
la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  segunda  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con 
Dofia  Dolores  Uadó 1S6     «» 

88  Casación  por  infracción  de  LEY.^Nulidad  de  oe- 
/ttaetones.— Auto  declarando  no  haber  lugar  á  la 
admisión  del  recureo  interpuesto  por  D.  Agnstin  Ga- 
lindo  oontra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  de 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla,  en  incidente  con 
D.  José  Bonítes  y  otros 1»7     W4 

99  Competencia. —Cttm/>¿¿m(6n^o  de  contrajo.— Senten- 
cia decidiendo  en  favor  del  Juea  de  primera  instancia 
del  distrito  de  Palacio  de  Bíadrid,  la  sostenida  con 
el  de  igual  dase  de  Almería,  acerca  del  conocimiento 
de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Bamón  Lopes  con-  ^ 

ira  D.  Emilio  Peres M    ^ 

»    Casación  por  infracción  db  LEY.—Exeepeión  dita- 
íona.^Avito  declarando  no  haber  lugar  á  la  admi- 
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0Í6n  del  recorao  interpuesto  por  Dofia  Remedios  Gar- 
cía contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  de 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla,  en  incidente  con 

D.  Prudencio  Gutiérrez 189      810 

31  Mtkyo.-'CoHPETEHCiA.^Cumplimiento  de  contrato» 
— Sentencia  decidiendo  en  favor  del  Juez  de  primera 
instancia  de  Bilbao  la  sostenida  con  el  de  igual  clase 
de  Martes,  acerca  del  conocimiento  de  la  demanda 
interpuesta  por  D.  Pedro  del  Moral  con  la  Sociedad 
Electra  Industrial  Espafiola Ul      815 

>  Casación  por  I^FRACCIÓN  de  LRY.-^Nulidad  de  eláu' 

Mula  «ser^íurorfa.— Sentencia  declarando  no  haber 
lugar  al  recurso  interpuesto  por  D.  Francisco  Gutió- 
rreí  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de 
la  Audiencia  de  Sevilla,  en  pleito  con  D.  Jacinto 
Sanchos...   142      821 

>  Casación  por  infracción  de  LEY.^NuUdad  de  ins- 

^ripeión, — Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al 
recurso  interpuesto  por  D.  Pantaleón  Menchaca  con- 
tra la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  Burgos,  en  pleito  con  D.  Casimiro  Zun- 
sunegui , 148      848 

1.^  Junio.— Casación  por  infracción  de  ley.— Nulidad 
de  /e«/amtfn¿o.— Sentencia  declarando  haber  lugar 
al  recurso  interpuesto  por  Dofia  Dolores  Lozano  con- 
tra la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  Sevilla,  en  pleito  con  D.  José  Mir  y  otros.  146      869 

t  Casación  por  quebrantamiento  de  forma.— £in- 
trega  de  bienes.— Sentencia  declarando  no  haber  lu^ 
gar  al  recurso  interpuesto  por  Dofia  Bosa  Porcar 
contra  la  pronunciadii  por  la  Sala  primera  de  lo  civil 
de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  D.  Pau- 
lino Borán.. 146      868 

>  Casación  por  infracción  de  vey.— Indemnización 

de perjuicioe.'—&entenciñ  declarando  no  haber  lugar 
al  recurso  interpuesto  por  D.  Femando  Martín  Var- 
gas, contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de 
la  Audiencia  de  Granada,  en  pleito  con  el  Director 
4e  la  Compafiía  de  los  ferrocarriles  Andaluces 147      867 

>  Casación  por  infracción  de  ley.— Pa^o  de  canti- 

<ía<í.— Sentencia  declarando  nó  haber  lugar  al  re- 
curso interpuesto  por  Dofia  María  de  los  Angeles 
Palau  7  otros  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo 
'  civil  de  la  Audiencia  de  Palma,  en.  pleito  con  D.  Ga- 
brielSori 148      871 

6  Casación  por  infracción  de  ley.— Nulidad  de  ano- 
/ocxonM.— Sentencia  declarando  haber  lugar  al  re- 
curso interpuesto  por  la  Compafiía  de  los  ferrocarri- 
les de  Madrid  á  Zaragoza  y  á  Al  lean  t^»  contra  la  pro- 
nunciada por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Sevilla,  en  pleito  con  D.  Saturnino  Martines  y  otros.  149      877 

»  Casación  por  imfracción  de  ley.—  CaneeUmón  de 
A/po^eoo.— Sentencia  declarando  no  haber  logar  al 
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recnrao  interpuesto  porDofia  Joeefa  Crespo  oo&tm 
la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audien- 
cia de  Albacete,  en  pleito  con  Dofia  María  Carrillo..  160  8B 
5  Jnnio.— Casación  por  quebrantamiento  de  porha. 
-^Pago  de  />tf«tf^a«.— Sentencia  declarando  no  haber 
lugar  al  recnrao  interpuesto  por  D.  Jerónimo  Bostoll 
contra  la  pronunciada  por  la  Sala  segunda  de  lo  dvil 
de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  D.  José 
Prats lU     m 

11  Casación  POR  infracción  de  ley.— Preven&án  de 

(xbintestato. ^Anto  declarando  no  haber  lugar  á  la 
admisión  del  recurso  interpuesto  por  Bofia  Dolores 
Gonzáles  contra  el  dictado  por  la  Sala  primera  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  Dofia 
Guadalupe  Alvarez 16S     M 

12  Casación  por  infracción  de  ley, —Inoñeiondad 

de  institución  Aered/^arta.— Sentencia  declarando 
no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  D.  Fran- 
cisco Morillo  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  de 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla,  en  pleito  oen 
Doña  María  de  los  Angeles  de  los  Ríos 154     900 

>  Casación  por  infracción  de  ley.  —  Nulidad  de 

pen^a.— Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  re- 
curso interpuesto  por  D.  Jaime  Komeu  contra  La  pro- 
nunciada por  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  Barcelona,  en  pleito  con  D.  José  Aullaeh.  lU     905 

>  Casación  por  infracción  de  ley.— Reelamaeión 

de  cantidadea.SenieniútL  declarando  no  haber  lu- 
gar al  recurso  interpuesto  por  D.  José  Bosch  contra 
la  pronunciada  por  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  D.  Francisco 
BoBch IW     909 

>  Casación  por  infracción  de  ley.  —  Defensa  por 

pobre.— Auto  declarando  no  haber  lugar  a  la  admi- 
sión del  recurso  interpuesto  por  Dofia  Dolores  de  la 
Rnbia  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala 
primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en 
pleito  con  Dofia  María  Lloret  j  otros .  ' 167     9U 

13  Casación  por  infracción  de  ley.— Tercena  de  do^ 

m¿n¿ o.— Sentencia  delarando  no  haber  lugar  al  re- 
curso interpuesto  por  D.  Luis  Medrano  7  otros  con- 
tra la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  Valencia,  en  pleito  con  D.  Antonio  Gar- 
cía 7  otros 168     91» 

17  Casación  por  infracción  de  ley.— Pose«dn  de 

herencia.  —  Auto  declarando  no  haber  lugar  á  la 
admisión  del  recurso  interpuesto  por  Dofia  María 
Calvo  contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala 
primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  in-  ^ 

cidente  con  D.  José  María  Jimeno .......  160     9S< 

18  Casación  por  infracción  de  ley.— Pa^o  de  pese- 

/a«.— Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recur- 
so interpuesto  por  D.  José  Gonsáles  contra  la  pro- 
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nnseiada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Granada,  en  pleito  con  D.  Jaan  García 163      981 

18  Jnnio.— Casación  por  infracción  de  ley.— CumpZ^- 

miento  de  eon^ra^o.— Sentencia  declarando  no  ha- 
ber lagar  al  recnrso  interpuesto  por  D.  Sebastián  Bo« 
nero  contra  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Se- 
villa, en  pleito  con  D.  Antonio  Guijarro 16S  *  988 

19  Casación  por  infracción  de  ley.— Entrega  de  ua 

¿exacto.— Sentencia  declarando  haber  lugar  al  re- 
eureo  interpuesto  por  D.  Eduardo  Gros  contra  la  pro- 
nunciada por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Granada,  en  pleito  con  la  testamentarla  de  D.  Bi- 
cardo  Larios 166      946 

>  Casación  por  infracción  de  ley, —Nulidad  de 
acuerdos  del  consejo  £{e/a7m¿f  a.— Sentencia  decla^ 
rando  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  Don 
Juan  Dorda  y  otros,  contra  la  pronunciada  por  la 
Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Albacete,  en  pleito 
con  D.  Bamón  Yebra  y  otros 166      964 

ai  Casación  por  infracción  de  ley. ^Entrega  de  la 
mitad  reaervable  de  un  o/ncu/o.— Sentencia  decla- 
rando no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto  por  Dofia 
Bulalia  Días  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  pri- 
mera de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito 

oon  D.  Javier  Alonso 168      961 

»  Casación  por  infracción  de  LEY.Sulidad  de  ae- 
ikaeiones.'—A.VLU)  declarando  no  haber  lugar  á  la  ad- 
misión del  recurso  interpuesto  por  D.  Valentín  Torra 
contra  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  primera 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  inci- 
dente con  D.  Joaquín  Lloverás  y  otro 169      969 

SI  Casación  por  infracción  de  ley.  ^Aprobación  de 
fariidones  testamentarias.— kaXjo  declarando  no 
naber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  interpuesto 
por  D.  José  García  contra  la  sentencia  pronunciada 
por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Oviedo,  en 
pleito  con  Dofia  Generosa  García  y  otro 170      971 

34  Casación  por  infracción  de  ley. Servidumbre  de 
pastos  y  aproüechanUentos.— Auto  declarando  no 
naber  lugar,  en  parte,  á  la  admisión  del  recurso  in- 
terpuesto por  D.  Nicolás  Marco  contra  la  sentencia 
pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  Pamplona,  en  pleito  oon  el  Ayuntamiento  de  Oar- 
castillo 171      972 

26  Competencia.— Pa^^o  de  pesetas.SenteuGitL  deci- 
diendo en  favor  del  Juzgado  municipal  del  distrito  de 
la  Magdalena,  de  Sevilla,  la  sostenida  con  el  de 
igual  clase  de  San  Vicente  del  Baspeig,  acerca  del 
oonoeimiento  de  la  demanda  interpuesta  por  Don 

Joaquín  Díaz  contra  D.  Julio  de  Vargas 172      976 

»  Casación  por  infracción  de  ley.— Pa^^o  de  cantil 
dad, — Auto  declarando  no  haber  lugar  á  la  admisión 
del  recurso  interpuesto  por  D.  Eloy  Luis  de  Lama 
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contra  el  diotado  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audien- 
cia de  Pamplona,  en  pleito  con  el  Colegio  Notarial  de 
aquella  capital 17S     980 

26  Junio.— Oasación  por  infracción  db  let.— /2e«ec«s<fi» 
de  e^crf^icrcu.— Sentencia  declarando  no  haber  lugar 
ai  recurso  interpuesto  por  Dofia  Manuela  Esteban 
contra  la  pronunciada  por  it  Sala  primera  de  lo  civil 
de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con  la  Junta  pro- 
vincial de  BeneflcenolA 174     M 

»  Casación  por  infracción  db  VEY.—Propiedad  lile- 
rari'a.— Sentencia  declarando  no  liaber  lugar  al  re- 
curso interpuesto  por  la  Sociedad  Vidal,  Llimona  y 
Boceta  contra  ia  pronunciada  por  la  Sala  primera  de 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  Madrid,  en  pleito  con 
Dofia  LoretoOullón I7ff     987 

US  Competencia.— Pa^o  de  Mstf^os.— Sentencia  deci- 
diendo en  favor  del  Jues  ae  primera  instancia  de  Lé- 
rida la  sostenda  con  el  de  igual  clase  del  distrito  de 
Serranos  de  Valencia,  acerca  del  conocimiento  de  Ía 
demanda  interpuesta  por  D.  Eulogio  Vidai  contra 
D.  Jaime  Mangrané 177    1006 

>  Casación  por  infracción  de  ley.— Aumento  de 

peneión  ii¿eintfn/<cta.— Sentencia  declarando  no  ha- 
ber lugar  al  recurso  interpuesto  por  Doña  Julia  Co- 
domiu  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  primera  de 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  Biadrid,  en  pleito  con  Don 
Carlos  de  Santiago ITS    1011 

>  Casación  por  infracción  de  LEX.^NuUdad  de  «#- 

crt^ura.— Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  re- 
curso interpuesto  por  Manuel  de  la  Rica  contra  la 
pronunciada  por  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  Madrid,  en  pleito  con  D.  José  María  de  ia 
BicayotroB 179    1016 

GRACIA  Y  JUSTICIA.-DireeeiéB  gwerat  de  les  Rofielree 
civil  y  de  la  propiedad,  y  del  Notariado. 

8  Enero.— Resolución  confirmando  la  negativa  del  Be* 

gistrador  de  la  propiedad  de  Casalla  de  la  Sierra  á 
inscribir  una  escritura  de  venta 4       19 

10  Resolución  confirmando  la  negativa  del  Registrador 
de  la  propiedad  de  Gerona  á  inscribir  una  escritura 
de  dote  é  hipoteca 19       97 

24  Resolución  dejando  sin  efecto  la  negativa  del  Regis- 
trador de  de  la  propiedad  Veles  Rubio  á  inscriUr  una 
escritura  de  venta • 10     101 

9  Febrero.— Resolución  dejando  sin  efecto  la  negatiya 

del  Registrador  de  la  propiedad  de  LogrosAn  á  inscri- 
bir una  escritora  de  compraventa 99      191 

12  Resolución  confirmando  la  negativa  del  Registrador 
de  la  propiedad  de  Alicante  á  inscribir  una  escritura 
de  descripción  de  bienes 99     ^' 
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38  Febrero.—RESOLUCióN  confirmando,  en  parte,  la  ne^ 

gatlya  del  Registrador  de  la  propiedad  de  Almodóvar 

del  Campo  á  inacribir  nna  escritura  de  venta M      SOI 

6  Mano.— Resolución  dejando  ein  efecto  la  negativa  del 
Registrador  de  la  propiedad  de  Torrelavega  á  inscri- 
bir la  adjudicación  de  una  finca. 61      S14 

14  Resolución  confirmando  la  negativa  del  Registrador 
de  la  propiedad  de  Aspeitia  á  inscribir  una  escritura 
de  aceptación  de  herencia  y  adjudicación  de  bienes. .    68      SM 

SO  Resolución  confirmando  la  negativa  del  Registrador 
de  la  propiedad  del  Norte  de  Madrid  á  inscribir  el 
testimonio  de  unas  actas  de  deslinde  judicial 74      886 

31  Resolución  dejando  sin  efecto  la  negativa  del  Regis- 
trador de  la  propiedad  de  Lugo  á  inscribir  una  escri- 
tura de  venta 76      891 

39  Resolución  confirmando  la  negativa  del  Registrador 

de  la  propiedad  de  Frechilla  á  inscribir  una  escritura 
decompraventa 88      470 

30  Abril.— Resolución  confirmando  la  negativa  del  R^is* 
trador  de  la  propiedad  de  Tecla  á  inscribir  una  escri- 
tura de  compraventa 107      676 

34  Resolución  dejando  sin  efecto  la  negativa  del  Regis- 
trador de  la  propiedad  de  Carlet  á  inscribir  una  es- 
critura de  venta 113      630 

36  Resolución  confirmando  la  negativa  del  Registrador 
de  la  propiedad  de  Occidente  de  Barcelona  á  inscribir 
una  escritura  de  compraventa , 114      686 

1.^  Mayo.— Resolución  revocando  la  negativa  del  Regis- 
trador de  la  propiedad  de  Nnles  á  anotar  preventiva- 
mente una  demanda • . .  • .  117      648 

4  Resolución  revocando  la  negativa  del  Registrador  de 
la  propiedad  de  Don  Benito  á  inscribir  una  escritura 
de  préstamo  con  hipoteca 133      681 

34  Resolución  confirmando  la  negativa  del  Registrador 
de  la  propiedad  de  la  xona  de  Oriente  de  Barcelona  á 
inscribir  una  escritura  de  descripción  de  bienes 184      797 

80  Resolución  confirmando  la  negativa  del  Registrador 

de  la  propiedad  del  Norte  de  Madrid  á  inscribir  una 
escritura  de  venta  judicial 140      811 

81  Resolución  revocando,  en  parte,  la  negativa  del  Re- 

gistrador de  la  propiedad  de  Ayora  á  inscribir  una 

escritura  de  constitución  de  hipoteca 144      864 

11  Junio.— Resolución  revocando,  en  parte,  la  negativa 
del  Registrador  de  la  propiedad  de  Figueras  á  ins- 
cribir una  escritura  de  capitulaciones  matrimo- 
niales   168      896 

16  Resolución  confirmando  la  negativa  del  Registrador 

de  Escalona  á  inscribir  una  escritura  de  segregación 

y  de  descripción  de  terrenos 169      934 

17  Resolución  revocando  la  negativa  del  Registrador  de 

la  propiedad  de  Alicante  á  inscribir  una  escritura  de 

repudiación  y  aceptación  de  la  herencia 161      939 

19    Resolución  confirmando  la  negativa  del  Registrador 
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<!•  la  {MTopiadad  de  Alicante  á  inecribir  una  eaeritma 

de  oonstitaeión  de  hipoteca 164     941 

90  Junio.— Resolución  confirmando  la  negativa  del  fie- 
gietrador  de  la  propiedad  de  Alicante,  á  ineoribir  una 
eMrttnra  de  hipoteca 167     m 

26  R880LUCIÓN  revocando  la  negativa  del  Begiatrador  de 
la  propiedad  de  Piedrahita  á  inacribir  una  eaeritora 
departtción 176    1004 
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SENTENCIAS,  AUTOS  Y  RESOLUCIONES 

DICTADAS  DESDE  ENERO  A  JUNIO  DE  1901  <*) 


PágÍBM. 

AUnteitata.— V.  Juicio. 

AeeióB.^V.  PreMeripeión. 

AeeióB  mixta.— V.  Freseripeión  de  acción, 

AeeiÓB  penional.— V.  Juez  competente, 

Aeeién  real.— V.  Juez  competente. 

Aeeión  reÍvÍDdÍealorÍa.— Y.  Reioindicación. 

AeefÓB  reseifforia. — No  se  da  la  acción  rescisoria  por  causa  de 
lesión  contra  los  pactos  adjuntos  á  las  particiones  testamenta- 
rias aprobadas  por  las  partes  interesadas  (C,  núm.  77. — 22  de 

Marzodel901) 398 

Las  acciones  rescisorias  no  se  dan  contra  tercero  qne  haya 

inscrito,  según  el  texto  expreso  del  art.  36  de  la  ley  Hipoteca- 
ría, al  qne  afiade,  concretando  el  88,  qne  no  se  rescinde  por.  le- 
sión enorme  ó  enormísima,  ni  por  efecto  de  la  restitución  in  in- 
iegrum. 

Según  el  art.  84  y  el  sentido  general  de  la  citada  ley,  cuyo 
objeto  cardinal  falsearía  otra  interpretación,  nunca  ni  por  ac- 
ción de  clase  alguna  se  invalidan  los  derechos  inscritos  en  el 
Registro  de  la  propiedad  por  título  ó  cansa  que  no  resulte  cla- 
ramente del  mismo  (C,  núm.  127.— 8  de  Mayo  de  1901) 737 

V.  Prescripción  de  acción,  Rescieión  y  Retracto  legal. 

AeetÓB  resolaloria.— V.  Retracto  legal. 

{*)  ExplioAoión  d«  Us  abreTiaturM  empleadas  en  este  Sepettorio:  V.,  quiere 
deeir  véase;  Comp.,  eompetenoia;  Sení,,  senteneia,  ñ.  H.  resolución  hipotecaria  y 
€.,  casación. 

TOMO  01  66 
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Acefptaeláa  4e  herearfa.— La  simple  eacritora  de  aceptada 
de  hereacia  y  declaración  de  bienee  no  ea  título  butante  por  si 
BOla  para  acreditar  el  dominio  de  loa  inmueble*  y  derechos  rea- 
les, si  no  se  halla  conforme  con  lo  establecido  en  las  disposi- 
ciones testamentarias  de  que  la  misma  se  origina  (B.  H.,  nú- 
mero 68.— 14  de  Marzo  de  1901) • Itt 

Acreedor  hereditaria.— Ias  disposiciones  contenidas  en  los 
arta.  1082  y  1084  del  Código  civil  no  restringen  ni  en  modo  al- 
guno limitan  el  derecho  del  acreedor  hereditario  para  ejercitar 
laa  acciones  derivadas  de  su  titulo  de  crédito,  exigiendo  el  pago 
de  su  importe,  aunque  la  herencia  estuviera  proindiviBo;  puesto 
que  el  primero  de  los  citados  preceptos  no  hace  más  que  esta- 
blecer en  favor  del  acreedor  una  facultad  que  puede  ó  no  ntili- 
sar  á  su  libre  arbitrio,  cual  es  la  de  oponerse  á  que  ia  partición 
se  lleve  á  efecto  hasta  que  se  le  pague  ó  afiance  el  crédito;  y  el 
segundo,  ó  sea  el  art.  10^4,  no  subordina  el  ejercicio  de  la  ac- 
ción al  hecho  de  que  la  bereocia  se  haya  dividido,  sino  que 
consagrando  el  principio  de  que  cada  heredero  es  responsable 
solidariamente  de  las  deudas  hereditarias,  faculta  al  acreedor 
para  reclamar  la  deuda  por  entero  de  cualquiera  de  los  herede- 
ros puros  y  concede  ai  demandado  el  derecho  á  que  sus  cohere- 
deros sean  citados  y  empl asados,  á  menos  de  estar  el  mismo 
designado  por  el  testador  ó  por  la  partición  para  pagar  las  deu- 
das hereditarias  (C,  núm.  9.-9  de  Enero  de  1901) tf 

Acreedor  hipeteearia.— V.  Compraventa. 

Aereedar  tealameiitario.— No  habiendo  utilizado  el  acreedor 
personal  de  la  testamentaria  el  derecho  establecido  én  favor  de 
los  hereditarios  por  el  art.  1082  del  mismo  Código,  y  habiéndose 
inscrito  en  el  Registro  de  la  propiedad  las  particiones,  donde 
para  el  pago  de  deudas  se  adjudicó  á  los  herederos  una  finca 
con  posterioridad  á  la  hipoteca  constituida  por  aquéllos  sobre 
la  misma  en  garantía  de  un  crédito  hipotecario,  es  manifiesta 
la  preferencia  de  éste  sobre  aquel  otro  acreedor  para  cobrarse 
en  el  precio  del  mencionado  inmueble  (O.,  núm.  84,^9  de  Fe- 
brero de  1901) m 

Aeta  salarial.— V.  Prueba  testiñeaU 

Aela  de  eoDelItaeiéB.— Suscitada  cuestión  dé  competencia  en 
el  acto  de  conciliación,  queda  éste  de  derecho  sobreseído,  con 
arrc^glo  al  art.  464  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  la  con- 
ciliación por  intentada»  y  no  hay  términos  hábiles  para  que 
el  Tribunal  superior  común,  ni  el  Supremo,  en  casos  como  el 
presente,  decidan  quién  la  tenga,  para  lo  que,  según  dicho  pre- 
cepto, ha  de  quedar  sin  más  tramitación  (Comp.,  núm.  41.— 16 
de  Febrero  de  190i; «« 

En  el  caso  previsto  en  el  párrafo  segundo  del  art.  476  de 

la  ley  procesal,  lo  convenido  en  acto  de  conciliación  tiene  la 
fuerza  y  eficacia  de  lo  consignado  en  documento  público  y  so- 
lemne /o.,  núm.  78.-22  de  Marzo  de  1901) 415 

Aelea  preploa.— La  doctrina  de  que  no  se  puede  ir  contra  los  ac- 
tos de  las  personas  de  quienes  se  trae  causa,  no  es  aplicable  res- 
pecto de  los  términos  de  una  anotación  en  los  libros  de  la  ez- 
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tin^ida  Contednríft  de  Hipotecas  á  la  parte  de  qaien  no  ooneta 
que  se  enterase  de  aquéllos,  y  sostnvo  siempre  ana  calificación 
del  acto  anotado,  distinta  de  la  expresada  en  la  anotación  (C, 
nóm.  126.— 8  de  Mayo  de  1001). 7S0 

Aenmnlaelóii  4e  aatos.—De  la  disposición  del  art.  166  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  expresiva  de  qne  no  procede  la  acn- 
mnlación  de  los  jaicios  ejecutivos  á  los  universales,  cuando  se 
persiguen  sólo  bienes  hipotecados,  se  deduce  necesariamente 
qne  no  es  á  los  que  tienen  la  representación  en  dichos  juicios 
universales  á  quienes  debe  de  citarse  para  los  ejecutivos. 

Entendiéndolo  asi  la  Sala  sentenciadora,  no  comete  el  que- 
brantamiento de  forma  comprendido  en  el  párrafo  segundo  del 
articulo  1698  de  la  citada  ley  (C,  núm.  161.— 6  de  Junio  de 
1901) 889 

.  A^mlDialradar  Jndieial.— El  administrador  judicial  de  bienes 
litigiosos  queda  exento  de  responsabilidad  por  su  entrega  á  lo8 
respectivos  participes,  y  entendiéndolo  asi  la  Sala  sentenciado- 
ra, no  inf  rinffe  el  art.  1787  del  Código  civil  (C,  núm.  69.— 16  de 
Maf2odel901) 861 

Adopción.— La  mera  circunstancia  de  sacar  á  un  expósito  de  la 
Inclusa,  no  revela  por  si  sola  la  volnntad  de  prohijarlo,  cuando 
no  aparece  solemnemente  expresada  tal  Intención;  y  entendién- 
dolo asi  la  Sala  sentenciadora,  no  inf  risge  la  ley  7.^,  tit.  7.^, 
Partida  4.*  (C,  nóm.  164.-12  de  Junio  de  1901) 900 

Albacea.— V.  Legado, 

.  Alimeiilofií. — El  hecho  de  haber  sido  el  defensor  de  un  menor  ali- 
mentista quien  pretendió  la  retención  de  parte  de  la  pensión 
para  el  pago  de  gastos  Judiciales,  no  es  motivo  que  por  su  ín- 
dole pueda  ligarle  definitivamente,  si  se  demuestra  la  imposi- 
bilidad de  atender  á  todas  las  necesidades  que  deben  satisfacer- 
se con  aquélla. 

Acordándose,  á  instancia  del  defensor,  el  alxamiento  de  dicha 
retención,  sin  perjuicio  de  que  el  mencionado  pago  se  verifique 
en  otra  forma,  no  se  infringen  los  arta.  142,  148,  146  y  147  del 

Código  civil  (C,  nóm.  178.-28  de  Junio  de  1901) 1012 

V.  Recursodc  easaeión  (apreeiaeión  de  prueba  j  senten- 
cia d^flnittüá). 
AliaDamleiita  a  la  deinaada.— El  allanamiento  á  la  demanda 
de  una  de  dos  partes  demandadas,  puede  y  debe  producir  el 
efecto  que  es  consecuencia  obligada  de  tal  acto,  y  qne  ya  «expre- 
só el  Código  Alfonslno  en  la  ley  7.^  tit.  8.^  de  la  Partida  8.%  con 
las  palabras  de  que  <en  este  caso  el  juzgador  debe  mandar  que 
pague  lo  que  conosció»,  y  puede  también  seguir  la  otra  mante- 
niendo en  el  Juicio  su  derecho,  sin  qne  quepa  como  legitima  la 
oposición  de  la  misma  á  qne  surta  el  allanamiento  los  efectos 
propios,  ya  que  nadie  puede  derechamente  oponerse  á  qne  otro 
^ga  de  lo  suyo  lo  qne  tenga  á  bien  dentro  del  orden  jaridico. 

No  observando  el  Tribunal  sentenciador  la  precedente  doctri- 
na, infringe  la  consignada  en  las  sentencias  de  capación  de  16 
de  Abril  y  18  de  Junio  de  1890  y  10  de  Enero  de  1886,  según  las 
ouales  de  la  conformidadpde  un  litigante  con  lo  solicitado  por  su 
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•domarlo  nace  un  vincalo  de  derecho,  cnyoe  electoa  jnridieoe 
obllgui  á  ambas  partee  por  ig^al,  y  si  la  demandada ee  allana  á 
la  demanda,  no  oabe  qne  la  eentencia  condene  en  nna  forma 
dlalinU  de  la  pactada. 

A  eeta  doctrina  no  se  opone  el  art.  359  de  la  ley  proceeal, 
imesto  qne  reconocido  explícitamente  por  la  parte  qne  se  allanó 
el  derecho  del  actor,  no  puede  ser  incongruente  el  fallo  en  que 
■e  establesca  el  deber  de  aquélla  á  dar  satisfacción  por  si  á  las  . 
«zigencias  de  la  demanda  (O.,  núm.  67.— 2  de  Marzo  de  1901).  •    Mi 

Allanamleiilo  á  la  reeanYenclón.— Y.  Sentencia  eongrutnte. 

Asalacién  ¡preventiva.-— Conforme  á  lo  prevenido  en  el  nú- 
mero 1.®  d«l  art.  42  de  la  ley  Hipotecaria,  pneden  pedir  anota- 
eión  de  sus  respectivos  derechos  los  que  demandaren  en  juicio 
la  propiedad  de  bienes  inmuebles,  ó  la  conatitnción,  declara- 
ción, modificación  ó  extinción  de  cualquier  derecho  real. 

En  tal  caso  se  encuentra  la  demanda  en  que  se  solicita  la  nu- 
lidad de  un  testamento  y  la  declaración  de  heredero  abinteetato 
del  testador  en  favor  del  demandante,  y  consiguientemente  la 
de  que  á  éste  pertenecen  en  plena  propiedad  y  dominio  todos  los 
bienes  y  derechos  qne  constituyen  ^1  caudal  hereditario. 

Gonourrlendo,  por  tanto,  la  circunstancia  qne  la  ley  exige 
para  la  anotación  preventiva  de  dicho  documento,  habiéndose 
ésta  acordado  por  providencia  judicial  y  expedido  para  ello  el 
oportuno  mandamiento,  procede  llevarla  á  efecto,  conforme  á  lo 
prevenido  en  el  art.  6S  del  reglamento  hipotecario  (B.  H.,  nú- 
mero 117.— 1. o  de  Mayo  de  1901).  64» 

Afreeiael^n  de  prneba.— La  fuetsa  probatoria  de  las  manifes- 
taciones de  los  testigos  es  de  la  libre  estimación  del  Tribunal, 
según  el  precepto  de  la  ley  y  la  constante  jurisprudencia  (C,  nú* 

mero98.— 16de  Abril  de  190n h\t 

V.  Con/esiónjudieialtDoeumentopúblicOi  Prueba  j  Re- 

CUTMO  de  easaeión. 

ApreveehamteDlaa  eomniialea.—Los  aprovechamientos  que 
con  el  carácter  de  comunales  han  venido  teniendo  pueblos  de 
distintos  Ayuntamientos  en  bienes  raíces  de  unos  ó  de  otros,  en 
virtnd  de  concesiones,  ejecutorias,  transacciones  ó  uso  inmemo- 
rial, constituyen  por  regia  general  verdaderas  particiones  más 
6  menos  extensas  en  el  dominio  de  tales  bienes,  que  no  pueden 
menos  de  ser  tenidas  en  cuenta  al  realisarse  la  transforma- 
ción de  la  propiedad  en  virtud  de  las  leyes  desamortisadoras. 

Reconociéndolo  asi  la  Sala  sentenciadora,  no  infringe  las  le* 
yes  10,  tft.  U;  I9,.tlt.  22;  l.^  tít.  28  de  la  Partida  8.^  y  los  ar- 
tículos 1261,  párrafo  2.<>,  y  1252  del  Código  civil. 

Al  determinar  la  desamortización  el  cambio  de  aquella  pro- 
piedad, en  nada  alteró  los  derechos  uiteriores  respectivos  de  loa 
pueblos,  por  lo  que  si  no  fuesen  iguales  loa  de  cada  partícipe, 
la  sentencia  que  los  equipara  en  el  dominio  de  la  lámina  in- 
transferible expedida  á  uno  de  ellos,  infringe  las  leyes  IS  y  19, 
tít.  22,  Partida  3.^  los  dos  artículos  antes  mencionados  y 
el  1816  del  Código  civil. 

La  ley  16,  tít.  31,  Partida  3.%  es  inaplicable  cuando  no  se 
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trata  de  servidumbres,  sino  de  bienes  comanales  en  su  origen 
y  poseídos  en  común. 

Siendo  preciso  determinar  ei  valor  de  los  derechos  oorres- 
pondieates  á  diversos  pueblos,  cuando  estos  derechos  se  rela- 
cionan con  su  vecindario  en  el  momento  en  que  por  la  desamor- 
tización se  transforma  la  propiedad  de  los  mismos,  es  este  mo- 
meoto,  ó  sea  aquel  en  que  se  realisa  la  venta  de  los  bienes,  el 
que  debe  tenerse  en  cuenta  para  dicha  determinación,  porque 
entonces  es  cuando  cesa  la  forma  de  aprovechamiento  ó  ejerci- 
cio del  dominio  subordinado  al  vecindario  de  los  condominos» 
y  porque  en  adelante  no  poede  ya  ser  tenido  en  cuenta  el  au- 
mento ó  disminución  del  número  de  vecinos,  como  asi  está  re- 
conocido por  sentencia  de  casación  de  22  de  Junio  de  18u7. 

La  demanda  deducida  por  un  Ayuntamiento,  ejercitando  las 
acciones  reales,  reivindicatoría  y  eommunia  dioidundo,  para 
que  se  declare  su  derecho  á  la  mitad  de  la  renta  producida  por 
el  precio  obterfldo  en  la  venta  de  un  predio  propio  de  la  comu- 
nidad de  aqaél  y  otro  Municipio,  Implica  una  coestlón  pura  f 
esencialmente  civil,  á  la  que  no  son  aplicables  la  ley  de  16  de 
Junio  de  1866,  la  Instrucción  de  81  de  Mayo  de  1866  y  la  Real 
orden  de  20  de  Septiembre  de  1862  (C,  núm.  106.— 19  de  Abril 
de  1901) 66S 

j^rendamleiilo.— Oon  arreglo  á  los  arte.  1678  y  487  del  Código 
civil,  no  son  de  abono  las  obras  hechas  por  el  arrendatario, 
cuando  á  jaldo  del  Tribunal  sentenciador,  si  bien  útiles  y  vo- 
luntarlas, no  alteran  la  forma  y  sustancia  de  la  finca  arrenda- 
da, si  se  obligó  á  su  pago  el  propietario  (C,  núm.  106.— 20  de 

Abril  de  1901) 672 

V.  Precio  y  Prescripción  de  acción, 

Arrendamlenlo  de  servlelos.— Y.  Juez  competente. 

Ase^araiiileiito  de  bienes.— V.  Recurso  de  casación  (senten- 
cia definitiva)^ 

.Aiuenela. — La  institución  de  ausencia,  establecida  lo  mismo  en 
la  ley  Partida  que  en  el  vigente  Código,  se  refiere  á  un  estado 
de  derecho  creado  por  la  desaparición  de  persona  cuyo  paradero 
se  ignora,  respecto  de  la  que  no  se  puede  afirmar  si  vive  ó  ha 
muerto,  por  ser  desconocidas  las  circunstancias  de  su  vida  mis- 
ma desde  el  momento  de  su  desaparición  ó  desde  que  se  tuvie- 
ron de  él  las  últimas  noticias,  no  podiendo  en  tal  supuesto  de- 
clararse la  presunción  legal  de  su  muerte  sino  después  de  trans* 
currido  cierto  tiempo  y  con  las  condiciones  que  respectivamente 
exige  una  ú  otra  legislación. 

Cuando  por  haber  sobrevenido  un  naufragio  ú  otro  accidente 
desgraciado  parecido,  perfectamente  comprobado  en  las  respec- 
tivas diligencias  al  efecto  Instruidas,  existe  fundamento  racio- 
nal para  poder  creer  y  afirmar  que  la  causa  ú  origen  de  la  des- 
aparición de  una  persona  ha  consistido  en  haber  sido  víctima 
de  la  catástrofe,  no  existe  obRtáculo  legal  ninguno  para  que  asi 
pueda  ser  declarado  por  los  Tribunales  de  Justicia,  á  fin  de  de- 
terminar el  estado  jurídico  de  las  personas  relacionadas  con 
aquélla  en  vista  del  resultado  de  las  pruebas  que  al  juicio  se 
«porten;  y  si  mientras  tanto  ha  reconocido  provisionalmente 
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«■le  hMbo  U  Administración  dentro  del  eírcnlo  más  eetrlcto  de 
ene  eiribacionee  7  competencia,  ee  impone  como  eonaeeiiencla 
lógica  y  necesaria,  para  qnien  qniera  n^gnlariiar  sn  sitoación 
Joridica,  la  necesidad  de  acadir  á  los  Tritranalee  con  el  objeto 
de  obfeeoer  la  declaración  deflnitlTa  del  verdadero  estado  de  los 
interesados,  ya  convirtlendo  en  definitivo  el  supuesto  provisio- 
nal admitido  por  la  Administración,  ó  ya  anulándole,  y  sólo 
entonces  es  coando  con  rasón  legal  podría  sostenerse  que  se  es- 
taba  en  el  caeo  de  la  ley  <to  Partidas  ó  del  Código,  porque  tal 
anulación  implicaría  el  verdadero  desoooocimiento  acerca  del 
paradero  de  la  persona  de  quien  se  trataba,  no  siendo  proce- 
dente mientras  tanto  confundir  capos  que  tienen  orígenes  y 
fundamentos  disüntos  (C,  nüm.  118.— 26  de  Abril  de  1901).. ..    6^ 

Ikmím  pam  nejor  proveer.— Las  reglas  de  procedimiento  1.^ 
S.*  y  4.*  del  art.  697  de  la  ley  de  Enjaiciamiento  civil  de  1881, 
odneordantes  con  las  1.*,  2.*  y  4.*  del  281  de  la  de  1866,  son  in- 
aplicables á  las  diligencias  para  mejor  proveer  (C,  ntfm.  126.— 
SdeMayode  1901) 78a 

AyMtniieato.— La  personalidad  reconocida  á  las  Juntas  admi- 
nistrativas en  el  art.  90  y  siguientes  de  la  ley  Municipal,  im- 
plica el  complemento  de  aquélla  para  comparecer  en  juicio,  ai 
son  demandadas  por  rasón  de  obligaciones  que  exclusivamente 
afectan  á  los  bienes  que  administran,  por  no  existir  precepto 
legal  expreso  que  en  semejante  caeo  restrinja  su  personalidad, 
según  se  ha  declarado  por  el  Tribunal  Supremo  en  la  sentencia 
de  9  de  Noviembre  de  1897. 

Bata  doctrina  no  excluye  la  personalidad  y  procedencia  legal 
de  que  un  Ayuntamiento  represente  en  juÍ¿lo  loe  intereses  pe- 
culiaies  de  determinados  pueblos,  cuando  tales  intereees  se  ha- 
llan por  su  naturalesa  íntimamente  relacionados  con  los  gene- 
rales de  todo  el  Municipio,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  art.  1.^ 
de  la  mencionada  ley,  ó  cuando  no  tengan  otra  representación 
más  genuina;  pero  si  sólo  se  trata  del  pago  de  peneionee  forales 
eotablecidae  sobre  bienee  concretos  y  especiales,  de  responsaU- 
lidades  que  única  é  individualmente  afectan  á  los  poseedores 
de  loe  mismos,  ó  lo  que  es  Igual,  del  cumplimiento  de  una  obli- 
gación particular  que  no  se  relaciona  directamente  con  los  inte- 
reees generales  del  Municipio,  ee  vieto  que  no  milita  la  raión 
que  en  otros  casos  ha  justificado  y  puede  justificar  en  lo  suce- 
sivo la  personalidad  del  Ayuntamiento  defendiendo  los  intere- 
ses de  algunos  pueblos. 

Entendiéndolo  así  la  Sala  sentenciadora,  no  infringe  los  ar- 
tlonlos  69,  60,  226,  227,  262,  núm.  18,  269,  746,  1884  y  1887  del 
Oódigo  civil;  M»  núm.  1.^  de  la  Constitución,  y  1.^  2.<>,  66,  72, 
núm.  S.o,  86,  87,  89,  90,  91,  92  y  98  de  la  ley  Municipal  (C,  nú- 
mero 88.— 12  de  Febrero  de  1901) 198 

y.  Aprovechamientos  comunales  é  Inseripeión. 

B 

iaia«— V.  Dijensa  pat  pobre, 
de  laveBtarla.^y.  Heredero. 
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Bieaes  comanales  .—Y.  Aprovechamientos. 
Bienes  deMiiiiorlIsadoii.— V.  Aprooeeheunienioa.    . 
Bienes  dolales.— V.  Bienes  pcLrc^ernales  y  Dote. 

Bienes  gannneiaies.— Con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  láOl 
del  Código  civil,  la  hipoteca  constituida  para  garantía  del  prés- 
tamo realizado  por  la  mujer,  asistida  de  su  marido,  con  fondos 
de  la  sociedad  de  gananciales,  es  ganancial,  y  bajo  este  supues- 
to, inscribiéndose  á  favor  de  la  mujer,  que  es  la  acreedora  y  la 
que  adquiere  este  derecho  real,  se  entiende  inscrita  á  nombre 
de  la  sociedad  de  gananciales,  conforme  á  la  doctrina  consig- 
nada en  las  Resoluciones  de  la  Dirección  de  8  de  Noviembre  de 
1882  y  28  de  Abril  de  1898  (B.  H.,  núm.  122.— 4  de  Mayo  de 

1901) 681 

Según  Resolución  de  la  Dirección  general,  fecha  19  de  Octu- 
bre de  IV^OO,  y  el  art.  1401  del  Código  civil,  la  casa  construida 
de  nueva  planta  durante  la  sociedad  conyugal  en  sustitución  de 
la  que  el  marido  adquirió  por  herencia  de  eus  padres  y  ha  des- 
aparecido, es  ganancial  por  ministerio  de  la  ley,  y  como  tal 
debe  reputarse  para  todos  los  efectos  del  Registro. 

Uno  de  esos  efectos  es  el  de  que,  si  bien  durante  la  sociedad 
conyugal  ha  de  estimarse  al  marido  como  su  representante  legal, 
y  por  tanto  con  capacidad  para  enajenar  los  inmuebles  y  dere- 
chos reales  que  con  el  carácter  de  ganaciales  estén  inscritos  á 
su  nombre,  no  así  después  de  disuelta  aquélla,  ya  que  entonces 
cesa  esa  representación  y  carece  de  la  libre  disposición  de  ta- 
les bienes  mientras  se  practica  la  liquidación  del  caudal  inven- 
tariado, según  se  consigna  en  la  repetida  Resolución  de  19  de 
Octubre  de  1900. 

No  cabe  invocar  contra  esta  doctrina,  en  el  caso  de  venta  ju- 
dicial del  inmueble  en  rebeldía  del  marido,  y  á  instancia  de  un 
acreedor  hipotecario,  la  Real  orden  de  22  de  Julio  de  1896,  por- 
que ésta  se  limita  á  declarar  que  para  inscribir  la  venta  ó  adju- 
dicación de  bienes  hipotecados,  verificada  en  juicio  seguido 
contra  los  herederos  del  deudor  por  haber  fallecido  éste,  no  es 
preciso  que  estén  previamente  inscritos  á  nombre  de  ellos. 

Al  estimar  el  Registrador  improcedente  la  inscripción  de  la 
referida  escritura,  no  por  calificar  si  la  resolución  judicial  or- 
denando su  otorgamiento  es  justa  ó  injusta,  ni  si  se  ha  seguido 
ó  no  el  orden  riguroso  del  procedimiento,  lo  cual  le  está  veda- 
do, sino  por  juzgar  falto  de  capacidad  legal,  según  el  Registro, 
al  vendedor  para  enajenar  la  finca,  por  no  hallarse  ésta  inscrita 
á  su  favor,  y  si  al  de  otra  persona  ó  entidad  jurídica,  se  ajusta 
á  la  Resolución  de  19  de  Octubre  de  1900,  y  se  limita  á  cumplir 
con  el  artículo  20  de  la  ley  Hipotecaria,  que  previene  que  en 
tal  caso  le  denieguen  la  inscripción. 

Este  obstáculo  para  la  inscripción  puede  desaparecer,  bien 
mediante  otra  escritura  que  se  otorgue  á  nombre  del  marido  y 
de  los  herederos  de  su  esposa,  ó  bien  ratificando  el  mismo  la 
Mcritnra  cuya  Inscripción  fué  denegada,  si  la  finca  se  le  adju- 
dicó al  liquidarse  la  sociedad  conyugal  (R.  H.,  núm.  140.— 80 

deBlayode  1901)    811 

V.  Bienes  parafernales. 


Digitized  by 


Google 


1U52  JURISPRUDENCIA  CIVIL 

Piffbat. 

Bleaea  hipotecados.— V.  Hipoteca. 

BloBos  IIiÍ^ImÓs.— V.  Administrador  jucUciaL 

Bleaes  pararemales.— Segúa  el  art.  1881  del  Código  cítíI,  tie- 
nen el  carácter  de  parafernales  loe  bienee  qae  adquiera  la  mn- 
jer  por  herencia  de  aas  ascendientes,  sin  aportarlos  al  matri- 
monio como  dote  estimada  ni  Inestimada. 

El  linico  precepto  del  Código  civil  qne  fija  los  requisitos  es- 
peciales qne  ha  de  camplir  toda  mnjer  casada,  sin  distineión 
de  mayor  ó  menor  edad,  para  enajenar,  gravar  ó  hipotecar  los 
bienes  parafernales,  es  el  consignado  en  el  art.  1S87,  según  el 
cual,  tiene  perfecta  capacidad  para  celebrar  dichos  actos  con 
sólo  la  licencia  del  marido,  á  menos  qne  sea  Jodiclalmente  ha- 
bilitada al  efecto. 

Este  srticnio  ha  venido  á  snstitoir  al  188  j  191  de  la  ley  Hi- 
potecaria, los  cuales,  por  hallarse  en  contradlocióii  con  el  1861 
del  Código,  han  quedado  derogados,  conforme  á  lo  dispuesto  en 
el  art.  1966,  y  por  consiguiente  no  son  aplicables  á  los  contra- 
tos celebrados  con  posterioridad  á  la  publicación  del  Código. 

Según  tiene  declarado  la  Dirección  de  los  Registros  en  varias 
Resoluciones,  el  art.  817  del  Código  se  limita  á  establecer  los 
efectos  de  la  emane! pación,  tomada  esta  palabra  en  un  sentido 
estricto  y  etimológico,  esto  es,  como  expresión  del  acto  por  el 
cual  el  padre  ó  madre  sacan  ó  libran  espontáneamente  de  su 
potestad  á  loe  hijos,  y  de  ningún  modo  en  un  sentido  más  am- 
plio ó  general  comprensivo  de  todos  los  actos  por  los  que  aqué- 
llos quedan  libres  de  la  patria  potestad. 

Confirman  y  corroboran  el  sentido  estricto  en  que  el  legisla- 
dor ha  empleado  en  el  citado  art.  817  la  palabra  emancipación^ 
dos  circunstancias  muy  importantes,  á  saber:  primera,  que  ésts 
se  halla  colocado  después  del  que  fija  los  efectos  de  la  emanci- 
pación por  el  matrimonio  y  entre  los  que  tratan  de  la  forma  y 
requisitos  del  acto  de  la  emancipación  otorgada  por  voluntad 
del  padre  ó  de  la  madre;  y  segunda,  que  ni  dicho  articulo  ni  el 
que  le  precede  ni  el  que  le  subsigue  hacen  la  menor  referencia 
á  la  intervención  que  en  los  actos  que  hubiese  de  ejecutar  una 
menor  emancipada  corresponden  al  marido,  como  la  hubiesen 
hecho  indudablemente  si  la  mente  del  legislador  hubiese  sido 
que  el  citado  art.  817  fuese  aplicable  á  todos  los  casos  de  eman- 
cipación indistintamente. 

Sí  bien  es  admisible  la  hipótesis  de  que  en  algún  caso  singu- 
lar y  extraordinario  tal  ves  produciría  resultados  anómalos  y 
aun  contradictorios  la  aplicación  exclusiva  del  precepto  con- 
signado en  el  art.  1387  del  Código  civil  á  los  actos  de  enajena- 
ción y  gravamen  de  los  biei^s  parafernales,  no  es  menos  admi- 
sible también  la  suposición  de  que  puede  producir  iguales  re- 
sultados la  aplicación  del  art.  817,  porque,  ó  se  prescindiría 
del  1387,  qne  exige  como  requisito  esencial  la  licencia  del  ma- 
rido, y  entonces  seria  nulo  el  contrato  con  arreglo  al  art.  á.^ 
del  Código,  ó  de  aplicarse  á  la  vez  dicbo  art.  1887  y  el  817,  la 
mujer  casada  menor  de  edad  quedaría  sometida  necesariamen- 
te, en  cnanto  á  la  enajenación  y  gravamen  de  sus  bienes  para- 
fernales, á  dos  autoridades  distintas,  á  saber:  por  un  lado,  la 
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del  marido,  y  por  otro,  la  del  padre,  madre  ó  tutor,  dando  oca- 
sión semejante  dualismo  á  que  por  negar  ana  y  conceder  otra 
la  licencia  para  celebrar  determinado  contrato,  se  produjesen 
conflctos  entre  ambas,- que  cederían  siempre  en  perjuicio  de  los 
intereses  de  la  mujer,  que  el  legislador  se  propone  favorecer,  y 
en  dafio  de  la  misma  sociedad  conyugal. 

Oaalesquiera  que  sean  las  contradicciones  y  anomalías  que 
pueden  resultar  de  la  aplicación  de  ios  preceptos  del  Código 
civil  relativos  á  la  capacidad  de  los  esposos,  cuando  los  dos  ó 
«no  de  ellos  es  menor  de  edad,  para  enajenar,  gravar  ó  hipote- 
car los  bienes  raíces,  así  los  propios  del  marido  y  los  ganancia- 
les, como  los  de  la  mujer,  ya  sean  éstos  dótales  ó  parafernales, 
la  verdad  es  que  no  imponiéndose  en  aquéllos,  como  no  se  im- 
pone de  modo  claro  y  terminante  á  la  mujer  casada,  cuando  es 
menor  de  edad,  la  necesidad  de  obtener  el  consentimiento  del 
padre,  de  la  madre  ó  del  tutor  para  enajenar,  gravar  ó  hipote- 
car sus  bienes  parafernales,  y  exigiendo  sólo  el  art.  1387,  como 
requisito  esencial  para  celebrar  estos  actos,  la  previa  licencia 
del  marido,  ó  en  su  defecto  la  autorización  judicial,  hay  que 
reconocer  que  la  escritura  de  venta  de  bienes  parafernales  otor- 
gada por  un  menor  con  licencia  de  su  marido  mayor  de  edad  y 
con  la  plenitud  de  sus  derechos  civiles,  no  adolece  del  defecto 
ó  falta  de  capacidad  por  no  haber  obtenido  el  consentimiento 
de  las  personas  que  determina  el  art.  317  del  Código  (R.  H., 
número  20.— 2á  de  Enero  de  1901} 101 

Bienes  reservables.-— V.  Re9eroas. 

Bienes  sájelos  á  registro.— Y.  Inscripción. 

Bienes  vinealados.— La  pretensión  de  una  parte  de  que  por  vi- 
cio eñ  la  sucesión  del  poseedor  de  bienes  vinculados,  y  por  ser 
el  único  pariente  de  la  línea  llamada  por  el  testador,  se  le  reco- 
nosca  la  consideración  de  sucesor  inmediato  legítimo  con  dere- 
cho á  la  mitad  reservable  de  dichos  bienes,  implica  la  nulidad 
de  aquella  sucesión,  por  lo  que  ocurrida  ésta  en  1817,  la  acción 
ejercida  por  el  actor  en  1897,  por  el  tiempo  transcurrido  desde 
entonces,  y  aun  desde  Agosto  de  1886,  en  que  por  virtud  de 
Beal  decreto  de  la  misma  fecha  quedaron  libres  los  bienes  vin- 
culados y  sujetos  al  derecho  común,  se  hallaba  evidentemente 

prescrita  (O.,  núm.  23.— 29  de  Enero  de  1901) 117 

Con  arreglo  al  art.  2.^  de  la  ley  de  20  de  Octubre  de  1820, 

y  á  la  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo,  los  bienes  de  una 
fnndaóión  vincular  pertenecen,  mitad  como  sucesor  inmediato 
y  mitad  como  heredero,  al  hijo  de  quien  por  enlace  y  sucesión 
directa  con  los  primeros  patronos  llamados,  los  poseyó  de  dere- 
cho desde  1826. 

Beclamados  por  aquél  estos  derechos  en  pleito  sustanciado 
con  arreglo  al  título  11,  libro  2.^  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  sin  que  nadie  haya  comparecido  á  impugnar  la  demanda, 
la  suposición  de  que  el  mismo  ó  su  causahabiente  tengan  her- 
manos no  podría  producir  el  efecto  de  impedir  la  adjudicación 
solicitada,  porque  lo  importante  sería  que  existiesen  parientes 
con  preferente  derecho  y  que  se  hubiesen  mostrado  parte  cuan- 
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tos  podienuí  creerse  perjudicadoe  por  U  mendonads  preten- 
Blón. 

No  obeerTAndo  la  8aU  eentenciadora  1m  precedentes  doctri- 
nas, infringe  las  leyes  de  Partida  y  recopila4as  relativas  á  la 
SQoeaión  íoriosa  de  los  descendientes,  el  art.  2.®  de  la  de  11  de 
Octubre  de  1820,  qne  reser?a  al  inmediato  sncesor  la  mitad  de 
los  bienes  desvinculados,  y  la  ley  8.*,  tit.  e.^»,  libro  S.®  del  Fuere 
Beal,  qne  autoriza  al  hijo  ó  nieto  cuyos  hermanos  no  estén  en 
la  tierra  ó  no  comparescan  para  haber  la  herencia,  sin  perjuicio 
de  partirla  con  los  otros  cuando  vengan  (C,  núm.  180. — 18  de 

Mayode  1901) 768 

■llenes  wloealades.— La  extinción  de  los  mayorazgos  desde  que 
se  prumulgaron  las  leyes  de  11  de  Octubre  de  1820  y  80  de  Agos- 
to de  1836,  no  obsta  al  derecho  que  sobre  los  bienes  que  fueron 
vinculados  reconocen  las  mismas  al  poseedor  legitimo  é  inme- 
diato sucesor  y  á  los  causaba  bien  tes  de  ambos. 

£1  art.  8.^  de  la  primera  de  aquéllas  leyes  no  se  opone  al  de- 
recho otorgado  al  poseedor  actual,  ó  sea  al  legitimo,  quien  re- 
tiene siempre  la  posesión  llamada  civilísima,  á  tenor  de  la 
ley  1.*,  tit.  24,  libro  1 1  de  la  Novísima  Recopilación,  según  doc- 
trina repetidamente  declarada  por  la  jurisprudencia. 

La  ley  reguladora  del  derecho  á  los  bienes  del  mayorazgo,  es 
la  fundación  con  los  preceptos  de  las  leyes  desvinculadoras  (C, 

núm.  181.— 21  de  Mayo  de  1901) 776 

V.  Vineulaeión, 


iDméueíámé  ée  la  Instenela.— Los  arta.  411,  418,  415  y  €21  de 
la  ley  procesal  disponen  que  la  caducidad  de  la  instancia  sea 
declarada  de  oficio,  una  ves  transcurrido  el  término  de  dosafios 

(O.,  núm.  42.- 16  de  Febrero  de  1901) SSO 

Los  términos  para  la  caducidad  de  la  instancia  se  inte- 
rrumpen desde  la  presentación  del  escrito  en  que  se  inste  el 
curso  del  pleito,  y  no  desde  el  día  en  que  el  actuario  da  cuenta 
del  pedimento  al  Juez  ó  Tribunal,  ya  porque  así  se  desprends 
del  texto  mismo  del  art.  411  de  la  ley  de  Eojuiciamiento  civil, 
ya  porque  para  el  ejercicio  de  cualquier  derecho  ó  recurso  en 
general  sujetos .á  plazos  preestablecidos,  la  fecha  de  la  presen- 
tación del  escrito,  bajo  la  garantía  y  responsabilidad  del  fun- 
cionario que  con  arreglo  á  la  ley  dá  fe  de  la  entrega,  es  la  que 
determina  la  oportunidad  ó  eficacia,  en  cuanto  al  tiempo,  de  la 
pretensión  que  se  deduzca  (C,  núm.  149.— 5  de  Junio  de  1901).  877 
V.  Preteripeión  de  dominio. 

Callfleaclén  de  doeumealas.— V.  Inscripción. 

CaMeelaclén  de  hlpaléea.— No  se  puede  desconoeer  el  derecho 
y  acción  del  duefio  de  un  inmueble  para  solicitar  y  obtener  la 
cancelación  de  la  hipoteca  con  que  aquél  aparezca  gravado  en 
el  Registro,  á  pesar  de  haberse  pagado  el  crédito  con  ella 
gurado« 
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No  cabe  hacer  nMiponsable  da  la  omisión  de  la  cancelación  al 
obligado  á  practicarla,  cuando  consta  que  el  mismo  procaró  el 
cumplimiento  de  los  trámites  necesarios  para  realisarla,  ha- 
ciendo las  gestiones  y  entablando  los  procedimientos  legales 
conducentes  al  objeto. 

Observando  esta  doctrina  la  Sala  sentenciadora,  no  infringe 
las  leyes  28,  tít.  14,  y  17,  tit.  S4,  Partida  7.^,  ni  los  arU.  606, 
506  y  697,  núm.  8.^  de  la  de  Enjuiciamiento  civil;  1101,  1218, 
1226,  1267,  1268,  1281,  1282,  1445,  1876,  1879  y  1895  del  Código 
civil,  y  20,  67,  82,  106,  y  127  al  184  de  la  ley  Hipotecaria  (C, 
núm.  160.— 6  de  Junio  de  1901) SS% 

Capllnlaelones  natrlmonlalea.— Y.  Inaeripeión. 

Cansa  del  eonlralo.— V.  Contrato. 

CeBao.—Según  repetida  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo,  la 
ezi8tencia  de  los  censos  y  del  consiguiente  derecho  á  reclamar 
las  pensiones  puede  probarse,  en  defecto  de  escritura  pública, 
por  otros  medios  que  el  dereciáo  reconoce,  sin  qne  á  ello  obeten 
las  leyes  8.*,  tít.  14,  Partida  l.\  y  28,  tlt.  8.^  Partida  6.%  las 
cuales,  si  bien  exigían  otorgamiento  de  escritura  pública  para 
la  constitución  del  censo,  nada  ordenaban  acerca  del  modo  de 
justificar  el  ya  constituido  en  dicha  forma. 

£1  art.  1.^  de  la  ley  de  6  de  Agosto  de  1887,  en  relación  con 
el  6.^  de  U  de  11  de  Agosto  de  1811,  y  los  2.^  8.<'  y  6.^  de  la 
de  8  de  Mayo  de  1928,  son  inaplicables  cuaindo  la  constitución 
del  censo  ó  foro  de  que  se  trata  no  es  consecuencia  del  sefiorio 
jurisdiccional,  sino  proveniente  del  dominio  alodial  y  de  con- 
trato libremente  otorgado  entre  el  propietario  y  aquel  á  quien 
la  finca  fué  dada  á  censo,  constituyéndose  ambos,  el  primero  en 
dueño  directo,  y  el  segundo  en  enfiteuta  (C,  núm.  82.-7  de  Fe- 
brero de  1901) 16S 

CcaMn* — El  contrato  de  cesión  de  derecho  para  el  cobro  de  una 
deuda,  tiene  por  su  objeto  todos  los  caracteres  de  cosa  determi- 
nada en  cuanto  á  su  especie,  y  no  requiere  la  celebración  de  un 
nuevo  convenio  para  fijarlo,  si  no  constituyó  condición  esen- 
cial en  dicho  contrato  la  determinación  de  una  cantidad  con- 
creta; y  entendiéndolo  asi  la  Sala  sentenciadora,  no  infringe 
el  art.  1278  del  Código  civil. 

Dentro  de  las  condiciones  generales  de  los  contratos,  es  per- 
fectamente licito  devolver  el  precio  de  una  cesión,  sin  perjuicio 
de  dejar  ésta  subsistente,  con  la  condición  de  abonarlo  de  nuevo 
ai  se  logra  la  declaración  de  derecho  objeto  de  la  cesión. 

Observando  la  Sala  sentenciadora  la  precedente  doctrina,  no 
infringe  los  artículos  1124  y  1278  del  Oódigo  civil  (C,  nú- 
mero 40.— 18  de  Febrero  de  1901) ^ . .     220" 

En  nada  altera  las  relaciones  del  deudor  con  el  acreedor, 

ni  impide  que  éste  prosiga  el  juicio  promovido  con  anterioridad 
|»ra  el  cobro,  la  cesión  por  el  mismo  de  la  deuda  á  un  tercero, 
•i  no  se  biso  saber  al  deudor,  ya  qne  con  arreglo  á  lo  dispuesto 
en  el  art  1162  del  Oódigo  civil,  el  pago  deberá  hacerse  á  perso- 
na en  cuyo  favor  estuviese  constituida  la  obligación,  y  según 
el  1164,  el  pago  hecho  de  buena  fe  al  que  estuviese  en  posesión 
del  crédito,  librará  al  deudor;  preceptos  que  lo  mismo  se  refie- 
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nn  al  pago  aztrajadicial  que  al  Jndldal,  7  «m  demoairatlToa 
da  la  ladependencia  racional  j  legal  que  ezlate  entre  laa  reía- 
doñea  derivadaadel  contrato  parilcalarmen te  celebrado  entre 
el  oedente  7  el  eealonario,  7  laa  exlatentea  entre  aquél  7  el  dea- 
dor, aegúa  la  prescripción  del  art.  1267,  alendo  eeta  doctrina  la 
mlama  qae  Informa  7  sirve  de  base  al  precepto  del  art.  16S  de 
la  ley  Hipotecaria  (O.,  núm.  84.— S8  de  Mano  de  1901) 4M 

C#nierelaiilfí.— V.  lÁbroa  7  Quiebra. 

€«aipa*ja.— V.  Sociedad. 

C^Mpettaaeléa.— -V.  ReeoAventíón. 

C«Bipeteiiela.— V.  Aeto  de  eoneiliaeián  7  Jue:í  eompetenie. 

C*Mpra¥ettta.— Es  doctrina  sancionada  en  repetidas  decisiones 
del  Tribu ual  Sapremo  qne  cuando  se  celebra  nn  contrato  de 
compraventa  por  precio  aliado  7  no  á  rasón  de  tanto  la  medida 
ó  número,  la  falta  de  parte  de  ellos  no  da  derecbo  al  comprador 
para  la  rescisión  ó  resolactón  de  la  venta,  ni  aan  para  la  indem- 
nliaclÓQ  por  per  jaldo  qne  no  exceda  de  la  mitad  del  jasto  pre- 
cio, 7  entendlóadolo  así  la  Sala  sentenciadora,  no  Infringe  loa 
artículos  1124,  1281,  1288  7  1461  del  Código  civil  (C,  nú- 
mero 10.— 10  de  Eaero  de  1901) 18 

Oon  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art  1467  del  Oódlgo  clvll> 

podrán  celebrar  el  contrato  de  compra  7  venta  todas  las  perso- 
nas á  quienes  este  Código  antorlsa  para  obligarse,  salvo  las 
modifioaclones  contenidas  en  ios  ártica  los  siguientes  del  mismo. 

Estos  artículos  no  establecen  prohibición  alguna  ni  limita- 
dón  de  ninguna  clase  respecto  á  las  ventas  de  las  fincas  hipo- 
tecadas, y  por  tanto,  es  obvio  que  dichas  ventas  pueden  verifi- 
carse libremente  por  parte  del  deudor  en  favor  del  acreedor  hi- 
potecarlo, estipulándose  d  precio  que  tengan  por  conveniente. 

El  art.  1869  del  propio  Código,  según  el  cual  el  acreedor  no 
puede  apropiarse  las  cosas  dadas  en  prenda  ó  hipoteca  ni  dispo- 
ner de  ellas,  no  tiene  aplicación  cuando  no  se  trata  de  actos  de 
apropiación  ni  de  disposición  llevada  á  cabo  por  el  aoreedor, 
sino  de  venta  del  deudor,  qne  ee  el  que  dispone  de  la  finca  hi- 
potecada. 

Tampoco  son  aplicables  á  este  caso  el  art.  1872  7  la  resolndón 
de  28  de  Noviembre  de  1898,  porque  aunque  puede  aplicarse  á 
la  hipoteca  la  prescripción  que  dicho  artículo  establece  respecto 
á  la  prenda,  es  lo  cierto  que  el  mismo  7  aquella  resolución  se 
refieren  únicamente  á  la  enajenación  por  parte  del  acreedor^ 
mas  no  á  U  que  se  verifique  por  parte  del  deudor  (R.  H.,  nú- 
mero 86.-9  de  Febrero  de  1901) 191 

El  contrato  de  compraventa,  como  consensual,  se  per- 
fecciona por  el  consentimiento  en  el  precio  7  en  la  cosa,  7  se 
oonsuma  por  la  entrega  recíproca  de  uno  7  otro,  transfiriéndose 
al  comprador  el  pleno  dominio  de  la  cosa  vendida,  desde  en  yo 
momento  cabe  ejercitar  las  acciones  que  de  este  derecho  se  de- 
rivan (G.,  núm.  62.-8  de  Mano  de  1901).  •  • 829 

«- —  Dirigiéndose  la  demanda  Interpuesta  por  el  comprador 
contra  el  vendedor,  á  que  éste  sea  condenado  al  otorgamiento  de 
ia  escritura  de  compraventa  de  un  Inmueble,  no  habiéndose  de- 
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aignado  por  los  intereatdos  el  logar  en  que  la  obligación  ha  de 
■er  compllda,  debe  ser  éste,  por  raaón  de  la  satnralesa  de  lá 
misma,  el  en  que  se  encuentra  sita  la  cosa  objeto  del  contrato, 
según  lo  dispuesto  en  el  párrafo  segnndo  de)  art.  1171  del  Có- 
digo, porqne  esta  clase  de  ventas  deben  hacerse  constar  en  do- 
cumento público,  y  el  otorgamiento  de  la  escritura  equivale  á 
U  entrega  de  la  cosa  (Comp.,  núm.  188.— 28  de  Mayo  de  1901).  79é 
«  V.  Condición  resolutoria,  Coniribueionea,  Donación, 
Enajenación  en  Jraude^  Juez  competente  (acción  personal  y 
compraventa),  Üujer  casada  y  Prescripción  de  acción. 

€ottclllaclÓB.-V.  Acto. 

CoBeunio.— V.  Jucm  competente, 

C^BdlHÓB.— V.  Contrato. 

Condición  resolnlorla.— El  art.  109  de  la  ley  Hipotecaria  per- 
mite la  enajenación  de  bienes  sujetos  á  condición  resolutoria, 
siempre  que  quede  á  salvo  el  derecho  de  los  interesados  en  ella, 
haciéndose  expresa  reserva  de  aquél  en  la  inscripción, sin  que 
■ea  preciso  que  tal  reserva  se  haga  en  la  escritura,  según  decla- 
ran las  Resoluciones  de  la  Dirección  de  29  de  Mario  y  25  de  Ju- 
nio de  1892,  porque  constando  en  el  Registro,  y  siendo,  por 
tanto,  conocida  la  natoralesa  del  derecho  del  vendedor,  á  ella 
quedan  subordinados,  según  los  principios  fundamentales  de  la 
ley,  luB  efectos  de  cualquiera  inscripción  relativa  á  tales  bienes 

(R.  H.,  núm.  112.— 24  de  Abril  de  1901) 62a 

^—  V.  Rescisión.      • 

CeBfefiÍ¿n  Jndlelal.— Puede  y  aun  debe  dividirse  la  confesión 
jodiGiai  cuando  á  juicio  del  Tribunal  se  prueba  por  otros  me- 
dios uno  de  los  términos  de  la  misma,  y  entendiéndolo  ai^i  el 
Tribunal,  aplica  debidamente  el  art.  1238  del  Código  civil  (C, 

núm.  82.— 27  de  Mario  de  1901) 444 

La  procedencia  de  tener  ó  no  por  confeso  á  un  litigante 

sobre  determinados  hechos,  corresponde  á  las  facultades  dis- 
crecionales del  Tribunal  sentenciador  (C.,núm.  98.— 16  de  Abril 
de  1901) 61^ 

Consejo  de  familia.— Cuando  el  tutor  removido  por  el  consejo 
de  familia  impugna  un  acuerdo  ante  la  Autoridad  judicial,  se 
crea  una  situación  interina,  durante  la  cual,  y  hapta  que  el  jui- 
cio termine  por  sentencia  firme,  el  organismo  tutelar,  tal  como 
se  halla  regulado  por  el  Código  civil,  no  puede  funcionar  nor- 
malmente, puesto  que,  llegado  aquel  caso,  el  párrafo  segundo 
del  art.  248  encomienda  al  consejo  de  familia,  y  no  al  tutor, 
bajo  la  inspección  ó  vigilancia  del  protutor  y  del  mismo  conse- 
jo, las  determinaciones  que  deban  tomarse  para  proveer  al  cui- 
dado de  la  tutela,  si  bien  para  ser  ejecutivas  necesitan  la  apro- 
bación judicial. 

Ent«*ndíéndo]o  asi  la  Sala  sentenciadora,  no  infringe  los  ar- 
tículos 4.^  201,  286,  240,  248,  párrafo  segundo;  264,  núm.  8.*; 
266,  269,  280,  307  y  809  del  Cpdigo  civil,  que  se  refieren  al  nor- 
mal funcionamiento  del  organismo  tutelar,  ni  la  doctrina  esta- 
blecida en  sentencias  de  casación  de  8  y  29  de  Octubre  de  1898  y 
10  de  Mayo  de  1899,  tanto  más  cuanto  que  en  una  de  éstaa  se 
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declara  expreMmenfee  que  proreer  á  lo«  tfoldadoa  de  U  tutele 
elgniflce  lo  mlemo  que  ejercer  éeU. 

Con  arreglo  al  art  241  del  Código  cItíI,  el  ooneejo  de  familia 
litiga  con  el  totor  á  ezpeneae  del  menor  ^  Incapaeltado  (O.» 
núm.  IS.— 16  de  Enero  de  1901) tf 

CeMeJo  ée  faaillla.— No  haj  precepto  legal,  ni  raión  alguna  de 
analogía,  qne  permita  aplicar  á  la  remoción  de  loe  voeaiee  del 
consejo  de  familia  lo  diepneato  para  la  de  tntorea  y  protntoroB 
en  loa  arta.  289  á  248  del  Código  civil,  como  ya  tiene  declarado 
el  Tribanal  Sapremo,  pnee  á  más  de  qne  sería  contrario  al  bnen 
■entido  y  á  loe  finca  miemos  de  la  remoción  qne  el  consejo  hu- 
biera dé  deliberar  sobre  en  propia  inhabilitación  ó  la  de  cual- 
quiera de  sus  vocales,  como  trámite  previo  é  indiepenaabie  paca 
que  la  remoción  pudiera  declararse  y  surtir  sus  efectos,  ee  ma- 
nifiesto que  precisamente  por  ser  base  y  fundamento  del  orga- 
nismo tutelar  ha  reeervado  la  ley  privativamente  á  la  autoridad 
pública  la  facultad  de  formar  el  consejo,  y  como  consecuencia 
indeclinable  de  ello,  la  de  calificar  la  actitud  legal  de  sus  voea- 
iee, así  para  entrar  como  para  continuar  en  el  ejercicio  del  car- 
go, según  claramente  se  dedoce,  por  una  parte,  de  la  falu  de 
precepto  en  contrario,  y  por  otra,  de  lo  dispuesto  en  loe  arte.  298, 
296,  801  y  809  del  mismo  Código. 

El  art.  296  autorisa  á  loe  Tribunales  para  subsanar  el  error 
•cometido  en  la  designación  de  los  vocales  del  consejo  de  fami- 
lia, mas  no  para  conferir  el  cargo  á  quien  careaca  de  capacidad 
para  desempefiarlo,  siquiera  la  causa  de  incapacidad  haya  ee* 
brevenido  deepuós  de  habórsele  indebidamente  preterido  ai  for- 
marse el  consejo,  porque  establecido  éete  para  el  buen  régimen 
de  la  tutela  y  no  en  beneBcio  personal  de  loe  vocalee,  surten 
loe  motivos  de  incapacidad  sus  efectos,  cualquiera  que  sea  el 
momento  en  que  haya  de  hacerse  el  nombramiento  de  vocal, 
ora  sea  al  tiempo  de  formarse  el  consejo,  ora  sea  deepués  de 
formado,  para  subsanar  errores  padecidoe  en  en  formación  ó 
para  cubrir  las  vacantes  que  ocurran  (G«,  núm.  79. — 28  de  Mano 
de  1901) 42Í 

^^■sideniBáoa.— V.  Recurso  de  casación. 

Cantador. — Es  de  todo  punto  evidente  que  ni  del  precepto  con- 
sigoado  en  el  art.  1067  del  Código  civil,  que  faculta  al  testador 
para  encomendar  la  panición  á  quien  no  haya  instituido  here- 
dero ó  no  lo  sea  por  ministerio  de  la  ley,  ni  del  art  1091  del 
mismo  Código,  que  establece  el  principio  de  qne  las  obligacio- 
nes qae  nacen  de  los  contratos  deben  cumplirse  á  tenor  de  és- 
tos,  se  deriva  la  coneecnencia  de  que  siendo  varioe  loe  conta- 
dores designados  en  el  testamento,  no  puede  uno  solo,  con  in- 
dependencia de  los  otros,  reclamar  los  honorarios  que  en  parti- 
cular hubiese  devengado. 

8i  bien  los  gastos  de  partición  hechos  en  interés  común  de  los 
heredaros  deben  deducirse  de  la  masa  de  los  bienes,  según  el 
art.  1064  del  mismo  cuerpo  legal,  cuando  no  se  hublere.deda- 
cido  y  las  operaciones  se  hallen  terminadas,  pueden  los  conta- 
-dores  reclamar  sus  honorarios  de  aquellos  en  interés  de  los 
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eaales  se  hubiesen  cansado;  y  entendiéndolo  así  la  Sala  senten- 
ciadora, no  Infringe  dicho  articulo  7  el  1084. 

No  se  opone  á  lo  dispuesto  en  los  arts.  1068,  según  el  cual  la 
partición  legalmente  hecha  confiere  á  cada  heredero  la  propie- 
dad exclusiva  de  los  bienes  qne  le  fueron  adjudicados;  1066,  que 
ordena  la  entrega  á  los  adjudicatarios  de  los  títulos  de  propie- 
dad, y  166,  qne  previene  se  nombre  defensor  á  los  hijos  no 
emancipados  cuando  su  interés  en  cualquier  asunto  sea  antagó- 
nico al  de  sus  padres,  preceptos  todos  del  propio  Código,  á  qne 
la  Bala  estime  por  separado  de  la  partición  los  trabajos  que  los 
contadores  hicieron  promoviendo  iütormncionea  adperpeíuam 
para  la  inscripción  de  las  hijuelas  y  expediente  para  el  nom- 
bramiento de  defensor  á  los  menores,  y  practicando  otras  ges- 
tiones en  el  Registro  de  la  propiedad  y  en  la  Oficina  liquida- 
dora del  impuesto  sobre  derechos  reales  (C,  núm.  68.-22  de 
Febrero  de  1901) 280 

C^ntadnria  de  hlpeteeas.— V.  Prueba  documental. 

Céntralo.— Son  inaplicables  los  arts.  1278,  1802  y  1809  del  Có- 
digo civil,  cuando  no  se  trata  de  obligaciones  que  surtan  efec- 
tos jurídicos  y  deban  cumplirse,  cualquiera  que  sea  la  forma 
en  que  se  hayan  celebrado,  ni  la  cuestión  litigiosa  versa  sobre 
la  capacidad  ó  incapacidad  personal  de  uno  de  los  contratantes, 
ni  se  ha  suscitado  duda  acerca  de  lo  que  constituye  la  esencia 
y  objeto  del  contrato  en  cuestión,  sino  de  la  validez  ó  eficacia 
del  celebrado  por  la  madre  en  nombre  de  los  hijos  habidos  en 
su  primer  matrimonio,  cuya  patria  potestad  no  tenía  por  haber 
contraído  segundas  nupcias  (Oomp.,  núm.  11.— 12  de  Enero 

del901) 61 

Lus  arts.  1091  y  1267  del  Código  civil  expresan  claramente 

que  el  contrato  es  ley,  pero  únicamente  para  las  partes  contra- 
tantes, y  sólo  éstas,  y  en  su  caso  los  herederos  ó  el  tercero 
para  quien  se  haya  estipulado,  pueden  exigir  las  respectivas 

.  obligaciones  (C,  núm.  29.-6  4e  Febrero  de  1901) 167 

£1  art.  1280  del  Código  civil  no  invalida  los  contratos  que 

no  consten  por  escrito,  sino  reserva  sólo  la  acción  para  pedir 
que  se  extienda  el  documento  oportuno  (C,  núm.  64.-26  de 

Febrero  de  1901) 298 

No  infringe  los  arts  1091  y  1278  del  Código  civil  la  sen- 
tencia que  no  contraría  las  cláusulas  de  la  ley  del  contrato,  in- 
vocado por  el  recurrente. 

Según  los  arts.  1267  y  1802  del  Código  civil,  carece  de  acción 
y  personalidad  para  impugnar  la  validez  de  un  contrato,  la 
persona  que  no  ha  sido  parte  en  el  mismo  (C,  núm.  102. — 18 

de  Abril  de  190  U 6« 

La  parte  que  no  ha  intervenido  en  un  contrato,  carece  en 

absoluto  de  toda  acción  ó  derecho  para  defenderlo  ó  impug- 
narlo, y  para  demandar  el  cumplimiento  de  la  obligación  y  la 
indemnización  de  perjuicios  procedentes  del  mismo  (C,  nú- 
mero 104.— 19  de  Abril  de  1901) 662 

Lo  convenido  por  varios  no  puede  ser  alterado-  por  uno 

solo,  con  independencia  de  la  voluntad  de  los  demás,  y  confor- 
mándose con  esta  doctrina,  no  infringe  la  Sala  sentenciadora 
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Ub  IryeB  72,  tit  l.^  libro  46  del  Dfgesto;  lU  y  119,  tLL  18,  Par- 
tida  8.%  y  6.',  tít.  88,  Partida  7.*  (C,  núm.  138.— 7  de  Mayo 
de  1901) / 686 

€^«atrRto.— Si  bien  el  Códiico  regala  laa  prindpalee  obligacionee 
de  loe  qoe  contratan  aegún  la  natnraiesa  de  cada  contrato,  eeto 
no  obeta  para  qoe  laa  partee  paedan  modificar  y  iiaeta  rennodar 
á  cnalqaiera  de  lae  obligaciones  concretamente  determinadas, 
mientras  la  ley  no  lo  proliiba  ó  se  convenga  algo  qne  sea  con- 
trario á  la  moral. 

ObeerTando  esta  doctrina  la  Sala  sentenciadora,  no  infringe 
los  artícolos  1116,  1102  y  1266  del  Código  civil  (C,  núm.  142. 

— 81deMayode  1901) 881 

V.  Enajenaeión  enfrtmde,  Inierpretaeián^  Menar^  Pre- 

«    eio,  Obligación,  JReaetaedn,  ServieioM  y  Sistema  métrico. 

CoRlralo  (causa).— En  los  contratos  onerosos  es  cansa  para 
cada  parte,  según  el  art.  1274  del  Código  civil,  la  prestación  ó 
promesa  de  una  cosa  ó  servicio  por  la  otra  (O.,  núm.  18. — 18  de 
Enero  de  1901) 92 

fTonlrato  condleloaal.— La  sobelstencia  de  los  contratos  sn- 
bordiradoe  á  ona  condición,  depende  del  cumplimiento  de  ésta 
(C,  núm.  128.— 7  de  Mayo  de  1901) 688 

Con! ralo  ner^antll.— Y.  Letra  de  camUOm 

Caotrala  aalo. — La  nulidad  de  la  causa  de  nn  contrato  no  po^ 
de  decretarse  á  instancia  de  la  parte  á  qoien  aqnélla  no  afecta 

(C,  núm.  18.— 18  de  Enero  de  li^Ol) 92 

No  ee  infringe  la  ley  3.%  Ut.  1.^  libro  10  de  la  Novísima 

Becopiiación,  coando  atemperándose  el  fallo  á  los  términos  de 
lo  pai'tado  por  las  partee  y  de  lo  pedido  por  el  actor,  hace,  aon- 
qne  impropiamente,  la  declaración  de  nnlidad,'en  ves  de  la  de 
rescisión  de  contrato  (C,  núm.  19.— 19  de  Enero  de  1901) 8^ 

C^Rlrata  slnulada.— V.  Quiebra  fraudulenta. 

Canlralas  de  narlda  y  Majer.— Con  arreglo  á  lo  preceptuado 

en  el  art.  12  del  Código  civil,  rigen  en  Catalnfia  las  disposicio- 
nes de  este  cuerpo  legal  sobre  la  capacidad  de  los  cóny  ogee  para 
contratar,  y,  por  tanto,  el  1468  del  mismo. 

Al  prohibir  este  artículo  el  contrato  de  venta  de  bienes  entre 
marido  y  mujer,  exceptúa  el  caso  de  que  éetos  hubieran  pacta- 
do la  separación  de  bienes  y  el  de  qne  se  hubiere  acordado  ju- 
dicialmente (R.  H.,  núm.  114.— 26  de  Abril  de  1901) 886 

V.  Donaeionee. 

C^aotrlbaelones.- Las  escrituras  de  venta  que  durante  la  vigen- 
cia de  la  Instrucción  de  12  de  Mayo  de  1888  otorgasen  de  oficio 
los  agentes  ejecutivos  en  el  procedimiento  de  apremio,  habían 
de  serio,  con  arreglo  al  art.  89  de  la  misma,  en  nombre  del 
deudor. 

Según  el  art.  604  del  Código  civil,  el  pago  de  las  contribocie- 
nes  anuales  es  de  cuenta  del  usufructuario. 

Según  el  art.  4.®  de  dicha  Instrucción,  no  es  contribuyente  el 
que  no  está' incluido  en  el  repartimiento  de  la  contribución. 

Para  enajenar  bienes  inmuebles  y  derechos  reales  en  nombre 
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de  otro,  ae  necesita  mandato  ezpreao,  conforme  al  art.  1718  del 
Código  clTlK 

£1  art.  168,  núm.  6.^  de  la  ley  Hipotecarla,  ee  limita  á  esta- 
blecer nna  hipoteca  legal  sobre  los  bienes  de  los  eoniribuyen- 
tes  por  el  importe  de  una  anualidad  vencida  y  no  pagada  de  los 
impuestos  que  graviten  sobre  ellos. 

Éste  articulo,  en  el  mencionado  particular,  se  encuentra  acla- 
rado, y  si  se  quiere  modificado,  por  el  mencionado  6C4  del  Oó- 

digo  civil  (R.  H.,  núm.  4.-8  de  Enero  de  1901) 13 

C!oMi  Jugada.— Produce  en  un  pleito  la  excepción  de  cosa  juz- 
gada, la  sentencia  que  en  otro  anterior  decidió  la  cuestión  liti> 
glosa  promovida  entre  las  mismas  partes  (C,  núm.  18. — 16  de 

EnerodelQOl) , / 62 

V.  De/ensa  por  pobre. 

Caalaa.— V.  Honorarios  y  Recurso  de  easadón 
Caeall¿D  de  ecnpeleaela.— V.  Acto  de  eoneiliaeión  y  Jues 
competente. 


Oaftaa  y  perjnleloa.— No  infringe  los  artículos  869  y  860  de  la 

ley  procesal,  el  fallo  que  teniendo  en  cuenta  lo  alegado  y  pro- 
bado, fija  bases  para  la  liquidación  de  perjuicios  que  estime 
acreditados. 

La  indemnizasión  de  perjuicios,  se  entiende  de  los  causados 
directamente  al  reclamante,  y  no  de  los  que  indirectamente,  por 
consecuencias  más  ó  menos  lógicas,  puedan  afectar  al  interés 
de  aquél. 

Tratándose  de  perjuicios  calculados  por  incumplimiento  de 
una  obligación,  no  se  pueden  exigir  siempre  con  una  fijeza  abso- 
Inta,  cual  si  se  tratara  de  daños  sujetos  á  la  inspección  directa 
de  los  sentidos;  y  entendiéndolo  así  la  Sala  sentenciadora,  no 
infringe  la  ley  única,  tít.  47,  lib.  7.^  del  Código  de  Justiniano, 
el  art.  61  de  la  ley  procesal  de  1866,  el  860  de  la  vigente  y  el 
1106  del  Código  civil  (C,  núm.  108.— 18  de  Abril  de  1901) 684 

Con  arreglo  á  lo  que  terminantemente  dispone  el  art.  1902 

del  Código  civil,  es  necesario,  para  que  proceda  la  reparación 
del  dafio  causado,  que  éste  provenga  de  acción  ú  omisión  en 
que  baya  intervenido  culpa  ó  negligencia  por  parte  del  cau- 
sante (C,  núm.  147.— 8  de  Junio  de  1901) 867 

Es  improcedente  la  indemnización  de  dafios  y  perjuicios 

eoando  la  Sala  sentenciadora  no  estima  probados  los  becbos  que 
pudieran  determinarla,  y  esta  apreciación  no  pe  impugna  en  la 
única  manera  que  pudiera  serlo  con  arreglo  á  la  ley  (C,  núme- 
ro 168.— 18  de  Junio  de  1901) 986 

V.  Contrato  y  Jues  competente  (acción  personal). 

Deelaraclén  de  eonfeao.- V.  Confesión  juditíaL 
Defeopa  por  pobre.— No  se  infringe  el  art.  20  de  la  ley  proce- 
sal denegando  el  beneficio  de  defensa  por  pobre,  cuando  quien 
lo  pretende  lo  hace  para  litigar  derechos  transmitidos  por  un 
título  que,  si  bien  diciéndose  de  compraventa,  es  en  realidad 
TOMO  91  67 
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de  cesión  por  nna  parte  rica  (C,  núm.  60.— SO  de  Febrero 

de  1901) M8 

Defeosa  p^r  p^bre. — Para  otorgar  la  deíeoea  por  pobre  á  loe  qae 
vivan  del  ejercicio  de  nna  indoetria  ó  profesión,  que  ee  caso  día- 
tinto  de  toe  comprendidos  en  ios  tres  primeros  números  del  ar- 
ticulo 16  de  la  ley  procesal,  hay  qne  atender  necesariamente  á  la 
contribución  qne  pagan  segú«  ia  escala^oonsignada  en  el  núm.  4.^ 

Sefiülada  en  la  tarifa  de  subsidio  industrial  al  ejercicio  de 
ana  profesión  uua  cuota  superior  á  la  de  66  pesetas  qne  el  men- 
cionado precepto  señala  como  máximum  para  obtener  la  decla- 
ración de  pobreza,  la  circunstancia  de  haber  logrado  el  deman- 
dante eludir  el  pago  de  dicha  contribución  no  puede  surtir  en 
tal  caso  efecto  alguno,  ya  que  no  es  licito  alcanzar  aquel  bene- 
ficio al  amparo  de  la  infracción  terminante  de  una  disposición 
administrativa,  que  es  de  todo  punto  obligatoria  (C,  núm.  66. 

—27  de  Febrero  de  1901) »» 

Se  ha  establecido  por  el  Tribunal  Supremo,  entre  otras 

sentencias,  en  las  de  6  de  Enero  de  1899  y  2S  de  Noviembre 
de  1900,  que  para  la  computación  del  sueldo,  cuando  se  aspira 
á  la  defensa  por  pobre,  no  debe  rebajarse  ni  el  descuento  legal, 
que  es  de  carácter  transitorio,  como  tampoco  se  rebaja  el  im- 
porte de  las  contribaciones  para  efectos  jurídicos  de  análoga 
naturaleza,  ni  la  parte  del  sueldo  que  judicialmente  se  haya  re- 
tenido, porque  la  retención  se  impone  ó  cesa  á  voluntad  de  los 
interesados,  y  ee,  por  tanto,  más  transitoria  todavía  qne  el  in- 
dicado descuento  (C.,  núm.  63. — 9  de  Marzo  de  1901) 315 

Para  que  pueda  eetimarse  la  infracción  del  párrafo  tercero 

del  art.  16  de  la  ley  procesal,  es  preciso  demostrar  que  ha  in- 
currido la  Sala  sentenciadora  en  error  de  hecho  ó  de  derecho 
por  no  haber  estimado  todas  las  pruebas  según  la  intención  del 

actor  (C,  núm.  80.— 23  de  Marzo  de  1901) 43S 

La  sentencia  declaratoria  del  estado  de  pobreza  de  nna 

parte  para  litigar  en  un  pleito  carece  de  fuerza  de  cosa  juzgada 
aun  entre  las  mismas  partes  litigantes,  y  con  mayor  razón  res- 
pecto á  terceros,  y  entendiéndolo  ^bí  el  fallo  denegatorio  de 
aquel  beneficio,  no  infringe  el  art.  26  de  la  ley  procesal  (C,  nú- 
mero 92.— 8  de  Abril  de  1901) 4W 

Las  fundaciones  conocidas  comúnmente  con  los  nombres 

de  Patronatos,  Memorias,  Legados,  Obras  y  Cansas  pías,  tienen 
«1  derecho  á  litigar  como  pobres,  asi  en  los  negocios  adminis- 
trativos y  contencioso- administrativos,  como  en  los  ordinarios, 
sólo  cuando,  aun  no  teniendo  el  carácter  de  permanencia,  se 
hubiesen  establecido  con  destino  semejante  al  de  las  institucio- 
nes de  beneficencia,  á  tenor  de  los  arts.  2.^  y  9.^  del  Real  de- 
creto de  14  de  Marzo  de  1899,  en  relación  con  el  17  de  la  ley 
de  20  de  Junio  de  1849. 

No  están  comprendidas  en  caso  alguno  de  los  erpresados 
en  el  art.  2.®  del  citado  Real  decreto,  las  fundaciones  que  no 
tienen  objeto  benéfico,  por  no  destinarse  sus  bienes  á  la  satis- 
facción gratuita  de  necesidaies  intelectuales  ó  físicas  (C,  nú- 
mero 132.— 22  de  Mayo  de  1901) 79i 

—  V.  Juez  eompeteníe  (ineidenté)  y  Recurso  de  casación 
(apreciación  de  prueba  y  sentencia  d^nitioa). 
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Wellto.—El  art.  862  de  la  ley  de  Enjaiciamiento  civil  da  la  Dor- 
ma  de  lo  que  se  debe  hacer  cuando  el  fallo  hubiera  de  íuudarM 
ezclosiTamente  en  el  supuesto  de  la  existencia  de  un  delito  (O., 
núm.  149.— 6  de  Junio  de  1901) 877 

'Demanda.— V.  AUanamienío. 

-Depósito.— No  existe  ley  ni  disposición  alguna  que  autorice  ai 
mandatario  para  aplicar  á  usos  propios  los  valores  que  en  co- 
misión, depósito  ó  administración  hubiere  recibido  del  man- 
dante, ni  tal  facultad  se  infiere  ni  puede  en  modo  alguno  infe- 
rirse del  art.  1724  del  Código  civil,  que  establece  la  obligación 
de  pagar  intereses  de  las  cantidades  que  haya  aplicado  á  usos 
propios,  y  de  las  que  deba  después  de  fenecido  el  mandato. 

Siendo  el  mandatario  comerciante  cuando  se  depositaron  en 
■u  poder  los  valores  distraídos,  no  puede  negarse  al  depósito  el 
carácter  de  mercantil,  conforme  al  art.  808  del  Código  de  Co- 
mercio, y  habÍen<)o  procedido  de  aquella  manera,  al  calificar  bu 
quiebra  de  fraudulenta,  no  infringe  la  8ala  sentenciadora  el  ar- 
ticulo 890,  núm.  7.®,  del  propio  Código  y  el  mencionado  1724 
del  civil. 

Según  los  arts.  1767  y  1768  del  Código  civil  y  el  809  del  Có- 
digo de  Comercio,  cesan  los  derechos  y  obligaciones  del  deposi- 
tante y  depositario  solamente  cuando  éste  hubiese  sido  autori- 
aado  para  servirse  de  la  cosa  depositada,  en  cuyo  caso  se  con- 
vierte el  depósito  en  préstamo  ó  comodato  (C,  núm.  82. — 27  de 
Mar«)del901) 444 

'Desahaclo.— V.  Jues  competente  y  Juicio. 

Deslinde.— V.  Inscripción, 

'Deuda.- La  mera  circunstancia  de  que  el  acreedor  no  reclame 
el  cumplimiento  de  la  obligación  inmediatamente  que  ésta  ven- 
ce y  la  de  que  retrase  más  ó  menos  el  ejercicio  de  su  acción,  no 
significa  ni  revela  la  intención  de  conceder  al  deudor  prórroga 
alguna. 

Entendiéndolo  así  la  Sala  sentenciadora  y  condenando  al  fia- 
dor al  pago  de  la  deuda,  no  infringe  el  art.  1661  del  Código  ci- 
vil, ya  que,  según  el  1847,  la  obligación  del  fiador  se  extingue 
al  mismo  tiempo  que  la  del  deudor  y  por  las  mismas  causas  qne 
las  demás  obligaciones;  y  conforme  al  núm.  4.^  del  1848, 
cuando  la  deuda  ha  llegado  á  hacerse  exigible,  puede  el  fiador, 
aun  antes  de  haber  pagado,  proceder  contra  el  deudor  principal 
(C,  núm.  76.— 22  de  Marzo  de  1901) 896 

^Aendas  heredllarlas.— Limitándose  el  testador  á  declarar  de- 
terminadas deudas  y  á  encargar  que  éstas,  como  cualquiera 
otra  qne  resultase  á  su  fallecimiento,  fueran  las  primeras  á  pa- 
garse, omitiendo  el  nombre  de  los  acreedores  y  absteniéndose 
de  aflamar  con  sus  bienes  los  créditos  personales,  aparece  evi- 
dente que  con  tales  manifestaciones  no  hizo  ni  se  propuso  ha- 
cer acto  ni  reconocimiento  de  aquéllas,  utilizable  por  los  mie- 
mos acreedores,  ni  eptabiecló  en  favor  de  éstos  derecho  alguno 
distinto  del  que  se  derivase  de  sus  respectivos  títulos  de  crédi- 
to (C,  núm.  84.-9  de  Febrero  de  1901) 179 

V.  Acreedor  y  Heredero. 
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D«ewMeBto.— V.  Prueba  do€umeni€U. 

D«e«aieBto  páUlM.— No  infringe  el  art.  1318  del  Gó4igo  civU 
U  eentencia  que  no  desconoce  ei  valor  de  un  docnmoito  públi- 
00,  eino  que  estima  fundadamente  qne  por  determinadas  rasó- 
nos es  ineficss  para  el  pleito  (C,  núm.  62.-8  de  Biarso  de  1901).    SM- 

No  infringe  el  art.  1218  del  Código  civil  la  sentencia  que 

desconoce  la  eficacia  de  una  escritora,  coando  ésta  no  es  bitS' 
lante  por  sí  sola  para  acreditar  la  procedencia  de  la  demanda 
(O.,  núm.  86.-29  de  Marso  de  1901) ..  .    467 

8e  infringen  la  ley  114,  Ut.  18,  Partida  S.%  j  el  art.  1218 

del  Código  civil,  desconociendo  los  derechos  declarados  en  do- 
cumento público  (C,  núm.  106. —19  de  Abril  de  1901) 6M 

8e  infringen  los  arts.  1216  y  1218  del  Código  civil,  desco- 
nociendo la  eficacia  probatoria  de  un  documento  público  (C,  nú- 
mero 120.— 4  de  Mayo  de  1901)   664 

V.  Auto  para  mejor  proveer. 

D«l*»— La  acción  de  dolo  es  irrenunciable  con  arreglo  á  la  ley. 
La  circunstancia  de  que  por  rasón  de  la  confianza  puesta 
por  un  contratante  en  otros,  sea  más  difícil  para  el  primero  re- 
unir los  necesarios  elementos  del  dolo,  no  basta  para  desvirtusr 
la  fnersa  y  eficacia  de  lo  convenido,  mientras  la  ley  no  ponga, 
como  pone  en  otros  casos,  un  límite  infranqueable  á  aquélla 
(C,  núm.  142.— 81  de  Mayo  de  1901) 821 

D«Hiieili*.—No  oonstundo  que  una  fundación  tenga  su  domici- 
ciiio  en  otra  población,  debe  estimarse  que  lo  es  el  lugar  en 
que  radica  la  teetamentaría  del  fundador  (Comp.»  núm.  118.— 

SdeMayode  1901) 660 

V.  Juez  competente. 

D^míIbU.— V.  Aceptación  de  herencia  y  Preacripdón. 

D^aacite.— Los  arts.  634  y  636  del  C6<\t^o  civil,  referentes  á  las 
donaciones,  son  ioaplicables,  tratándose  de  un  contrato  de  ven- 
to (C,  núm.  18.— 18  de  Enero  de  1901) 92 

La  ley  6.*,  tít.  4.^,  Partida  6.^  concede  al  donante  la  fa- 
cultad de  optar  á  su  libre  arbitrio  entre  exigir  la  prestación  á 
que  el  donatario  se  hubiese  obligado  ó  revocar  la  donación,  re- 
clamando la  devolución  de  los  bienes;  y  entendiéndolo  así  la 
Sala  sentenciadora,  no  Infringe  dicho  precepto  y  el  art.  1266  del 

Código  civil  (C,  núm.  19.-19  de  Enero  de  1901) 98 

Aun  supuesta  la  falsedad  de  laa  cansas  de  una  donación, 

coando  aquélla  versa  sobre  hechos  que  personal  é  íntimamente 
afectan  al  donante  y  le  eran  perfectamente  conocidos,  es  pa- 
tente que  tales  hechos  no  determinaron  el  consentimiento  del 
otorgante,  y  se  demuestra  por  la  virtualidad  del  caso  que  la 
obligación  tuvo  otra  causa  lícita  y  verdadera,  cual  fué  la  libe- 
ralidad que  la  ley  presupone,  cuando  gratuitamente  se  traspasa 
una  cosa  á  favor  de  otra  persona. 

No  observándose  esto  doctrini^  se  infrigenlos  arto.  618  y  1276 
del  Código  civil  (C,  núm.  120.-4  de  Mayo  de  1901) 664 

DaBaelones  ealre  eónyii|^ea.— Las  donaciones  entre  cónyuges 
son  nulas,  con  arreglo  al  art.  1884  del  Código  civil,  y,  por  lo 
tonto,  tombién  la  escritura  de  venta  que  de  la  cosa  donada  haga 
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el  donatario,  no  prodociendo  efecto  algnno,  conforme  á  lo  pre- 
venido en  los  arta.  4.^  y  1276  del  mismo  Código  (B.  H.,  núme- 
ro 107.— 20  de  Abril  de  1901) 676 

Aote.— Tratándose  de  nna  escritura  de  dote  otorgada  en  Cátala* 
fia  por  la  mujer, y  de  hipoteca  constituida  por  el  marido,  debe  el 
Notario,  en  estricto  cumplimiento  de  los  artículos  2.®  de  la  Ios- 
tracción  para  redactar  instrumentos  públicos  sujetos  á  Regis- 
tro, y  126  del  reglamento  general  de  la  ley  Hipotecaria,  expre- 
sar el  nombre  de  la  persona  que  constituye  la  dote  4  fayor  de 
la  otorgante,  y  de  quién  procede  el  metálico  en  que  aquélla  con- 
sista, y  la  relación  de  los  documentos  que  acreditan  su  consti- 
tnción. 

La  omisión  de  dichas  circunstancias  impide,  con  arreglo  al 
art.  2.°  de  la  ley  Hipotecaria,  la  inscripción  del  referido  docu- 
mento, porque  no  constando  el  titulo  de  adquisición  de  la  canti- 
dad entregada  por  la  mujer  al  marido,  como  dote  estimada,  ni 
el  nombre  de  la  persona  de  que  aquélla  proceda,  debe  reputarse 
que  la  adquirió  de  este  último,  en  virtud  de  la  presunción  esta- 
blecida en  las  leyes  61,  tít.  1.^,,  libro  24  del  Digesto,  y  6.^,  tita- 
lo  16,  libro  6.^  del  Código  Repetitce  Prceleetionis,  y,  en  ul 
eonoepto,  el  relacionado  contrato  de  hipoteca  es  jurídicamente 
nn  convenio  celebrado  entre  cónyuges  durante  el  matrimonio 
por  título  gratuito,  que  por  hallarse  equiparado  expresamente 
en  sus  efectos  á  las  donaciones  mortis  eausa^  conforme  á  la 
doctrina  de  los  párrafos  segundo,  tercero,  cuarto  y  decimocuar- 
to de  la  ley  82,  tít.  1.®,  libro  1.^  del  Digesto  (conocida  con  el 
nombre  de  senado  consulto  del  Emperador  Antonino  Caraca- 
lia),  no  cansa  la  transmisión  total  ni  parcial  del  dominio,  ni  es, 
por  consiguiente,  título  constitutivo  de  un  derecho  real  de  hi- 
poteca, Hasta  después  de  la  muerte  del  marido,  sin  revocar  se- 
mejante contrato,  ocurrida  en  vida  de  su  mujer,  según  declara 
terminantemente  la  ley  11  de  los  citados  título  y  libro  del  Di- 
gesto (B.  H.,  núm.  16.— 16  de  Enero  de  1901) • .  •  •      87 


meeaelÓB  de  senteiiela.— Si  bien,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el 
art.  926  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  cuando  alguno  gana 
en  un  pleito  una  cosa  inmueble,  debe  ponérsele  inmediatamen- 
te eo  posesión,  tal  precepto  se  entiende  si  la  cosa  está  en  poder 
de  quien  con  arreglo  á  la  sentencia  ejecutoria  debe  entregarla, 
no  cuando  la  posea  un  tercero  á  quien  legal  mente  no  pueda 
afectar  la  demanda,  el  caal,  poseyendo  la  cosa  por  jnsto  título, 
no  puede  ser  deposeído  sin  antes  habérsele  oído  y  vencido  en 
juicio,  conforme  al  art.  10  de  la  Constitución  y  446  del  Código 
civil,  que  consigna  el  derecho  de  todo  poseedor  á  ser  respetado 
en  su  posesión,  y  el  de  ser  amparado  y  restituido  en  ella  por  los 
medios  que  las  leyes  establecen;  y  no  observando  esta  doctrina 
la  Sala  sentenciadora,  infringe  aquellos  artículos  y  el  1262  del 

XIódigo  citado  (O.,  núm.  46.— 18  de  Febrero  de  1901) UI 

No  procede  en  ejecución  de  sentencia  ampliar  los  términos 
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de  ésta  extendiéndolos  á  resolacionee  no  comprendidas  en  la 
misma;  y  no  observándose  esta  doctrina,  se  infringen,  por  apli- 
cación indebida,  los  arts.  923,  932  y  946  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  (C,  núm.  129.— 18  de  Mayo  de  1901) 76S 

V.  Recurso  de  azsaeión  (sentencia  definí t  iva), 

Íhiplasaaiieiit#. — A  la  comparecencia  por  virtnd  de  evicción 

p  ira  sueteoer  ia  demanda,  no  corresponde  segundo  empiaaa- 
■rento  del  demandado  (C,  núm.  87.— 11  de  Febrero  de  1901).. .    194 

KoMMeipaeiéa.  —  V.  Bienes  para/emoles  y  Mayor  edad. 

BB^leaaei^B  em  fravde.— Lo  primero  qae  hace  falta  para  qns 
proceda  U  rescisión  de  los  contratos  en  fraude  de  acreedores,  es 
qne  el  actor  ostente  legítimamente  la  cualidad  de  acreedor  del 

vendedor  (C,  núm.  18.— 18  de  Enero  de  1901} 29 

V.  Prescripción  de  acción  y  Rescisión. 

BBri^aeeloileBto  torUeer*.— No  se  enriquece  torticeramente 
el  que  reclama  y  obtiene  lo  qae  corresponde  en  virtud  de  un 
contrato  válido  y  solemne  (C,  núm.  109.— 24  de  Abril  de  1901).    681 

Bserilvra  péUlea.- No  hay  ley  ni  precepto  alguno  qne  prohi- 
ba la  reutifícacion  por  los  otorgantes  de  una  escritura,  de  una 
oláosnla  anterior  inserta  en  el  mismo  documento  (R.  H.,  nú- 
mero 122.— 4  de  Mayo  de  1901) 681 

V.  Documento  público  y  Jues  competente  (acdónper- 

mmal), 

Bstadi^etwll.— V.  Vineuiaeión. 

WSe¡kmé%  rell^l^fl*.— V.  Mayor  edad. 

Bvloeiéa.— V.  Emplazamiento  y  Juez  competente  (tereeria). 


Fiador.— V.  Deuda. 
VMeieMiifl*.— V.  Sustitueióu  vulgar. 

V«r».— La  solidaridad  es  el  carácter  6  condición  natural  del  foro, 
cuando  no  se  ha  pactado  ó  resulta  lo  contrario  (C,  núm.  88. — 

ladeFebrerode  1901) 19S 

u-r-V.  Bienes  oinculados  y  Domicilio. 


G 

CfraMUielales.— V.  Bienes. 

H 


K — El  heredero  responde  de  las  obligaciones  contraídss 
por  so  cansante,  con  la  limitación  consiguiente  á  la  aceptación 
de  la  herencia  á  beneficio  de  inventario  (C,  núm.  6. — 4  de 

Enero  de  1901) 19 

La  fórmula  de  institución  de  herederos  en  el  remanente 
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de  Buel  bienes,  í  recaen  teniente  usada  como  expresión  del  deber 
inherente  á  la  calidad  de  heredero,  de  levantar  las  cargas  de  la 
herencia,  no  envuelve  condición  algnna  de  la  cual  dependa  la 
eficacia  de  la  instit ación,  ni,  por  tanto,  la  condición  de  nb  dis- 
poner de  los  bienes  hasta  después  de  levantadas/ias  cargas, 
por  ser  contraria  al  concepto  legal  y  aun  vulgar  que  se  tiene 
del  heredero  como  continuación  de  la  personalidad  del  difunto, 
ni  puede  reputarse  puesta  si  no  es  en  el  caso  de  haberla  esta- 
blecido el  testador  de  modo  indudable. 

La  herencia,  asi  con  arreglo  á  la  antigua  como  á  la  nueva 
legislación  y  á  la  constante  jurisprudencia  del  Tribunal  Supre- 
mo, se  compone  del  conjunto  de  bienes,  derechos  y  obligaciones 
del  causante,  aunque  con  la  obligación  de  levantar  las  car- 
gas, cuyo  gravamen,  y  no  el  de  liquidar  y  pagar  antes  de  enaje- 
nar, es  el  que  sanciona  la  doctrina  establecida  para  determina- 
dos casos  de  no  haber  herencia  para  el  heredero,  sino  en  el  re- 
manente que  quedase  después  de  pagados  los  legados  y  las 
deudas. 

La  aceptación  pura  déla  herencia  obsta  á  laaplicación  del  ar- 
tículo 1026  del  Código  civil  (C,  núm.  84.--9  de  Febrero  de 

190 1) m 

Herederos. — No  puede  atribuirse  el  concepto  de  heredero  á  quien 
recibe  del  testador  por  titulo  singular,  con  el  carácter  expreso 
de  legatario,  determinada  porción  de  bienes  (C,  núm.  60.--  6  de 

Maraudel901) , SlT 

Ordenándose  por  el  testador  la  distribución  de  una  parte 

alícuota  de  sus  bienes  entre  casas  necesitadas  y  pobres  ver- 
gonzantes de  la  parroquia,  á  disposición  del  Párroco  y  admi- 
nistradores de  vergonzantes  de  ella,  dichas  entidades  son  las 
instituidas  realmente  herederas,  tanto  más  cuanto  que,  confor- 
me á  lo  declarado  en  sentencia  del  Tribunal  Hupremo  de  7  de 
Octubre  de  1890,  basta  para  la  existencia  de  la  institución  he- 
reditaria que  aparezca  de  un  modo  inequívoco  la  voluntad  del 
testador  respecto  á  la  misma,  sin  necesidad  de  emplear  para 
ello  palabras  especiales  ó  formularias. 

En  este  supuesto  es  indudable  que  los  representantes  legíti- 
mos de  los  establecimientos  pobres  indicados,  son  los  llamados 
á  adquirir  la  expresada  participación  para  distribuir  su  importe 
entre  los  mismos,  sin  que  pueda  alegar  tal  representación  el 
albacea  ejecutor  de  la  última  voluntad  del  testador,  nombrado 
por  el  Tribunal  eclesiástico  del  domicilio  de  éste,  limitada- 
mente á  otra  parte  de  la  herencia  dejada  para  la  celebración  de 
misas  y  sufragios. 

Por  lo  expuesto  procede  la  negativa  de  inscripción  de  la  es- 
critura de  descripción  de  bienes  otorgada  por  dicho  albacea  en 
cuanto  se  refiere  á  los  correspondientes  á  casas  necesitadas  y 
pobres  vergonzantes  (R.  H.,  núm.  184.— 24  de  Mayo  de  1901). .     797 

Instituidos  herederos  los  hijos  de  personas  citadas  nominal- 

mente,  aunque  en  esta  forma  no  lo  sean  aquéllos,  si  fueron  de- 
Bignados  de  un  modo  determinado  y  preciso,  sin  que  pueda 
ofrecerse  duda  acerca  de  -quiénes  son  los  instituidos,  es  válida 
la  institución,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  párrafo  2.®  del  ar- 
ticulo 772  del  Código  civil. 
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Por  igñal  raión  no  «eria  aplicable  al  eaoo  citado  el  art  1101 
y  siguientes  de  la  ley  de  Enjaiciamiento  cítíI,  por  no  ser  lla- 
mados á  la  herencia  parientes  liasta  cierto  grade,  ni  los  pobres, 
ni  personas  qne  rennan  ciertas  circanstancias,  qne  sod  á  los 
qne  se  refiere  dicho  articalo,  sino  personas  ciertas  y  determina- 
das, atinqne  no  designadas  por  sos  nombres. 

En  tal  supuesto  podrían  los  instituidos  en  aquella  forma  cen- 
en rrir  ai  otorgamiento  de  la  escritora  de  partición  de  bienes, 
sin  necesidad  de  declaración  judicial  de  su  derecho,  y  sin  que 
deba  exigirse  más  requisito  para  la  inscripción  del  mismo  en  el 
Registro,  que  la  presentación  en  éste  de  las  respectiTas  partidas 
ó  actas  de  nacimiento. 

Ni  el  Código  cítíI,  ni  la  ley  Hipotecaria,  ni  ninguna  ley  espe- 
cial exigen  qne  las  personas  instituidas  como  herederoe  de  un 
testamento  deban  acreditar,  para  adquirir  los  derechos  corres- 
pondientes, que  no  existen  otroe  que  tengan  esta  cualidad,  por 
cuya  rasón  no  han  establecido  tampoco  procedimientos  enea mi- 
nadoe  á  obtener  la  ]nf*tificación  de  semejantes  circnnstancias 
negatiyai>,  según  la  doctrina  consignada  en  Resoluciones  de  la 
Dirección  general  de  los  Registros  de  9  de  Diciembre  de  1A97  y 
11  de  Mayo  de  1900  (R.  H.,  nám.  176.— 26  de  Junio  de  1901)...  lOOá 
V.  Herencia,  Particiones  y  Usufructo. 

Heredera  aMntestato.—V.  Anotaaón  preventiva. 

Heredera  a«stitato.  -Según  doctrina  legal  reiteradamente  es- 
tablecida por  el  Tribpnal  Supremo,  la  institución  de  un  segundo 
heredero  para  el  casó  de  no  cumplirse  la  condición  impuesta  al 
primero,  sólo  puede  otorgarse  al  que,  llamado  expresa  y  perso- 
nalmente, tenga  capacidad  para  adquirir  la  herencia  al  tiempo 
de  realizarse  la  condición  impuesta  por  el  testador,  de  tal  suer- 
te, que  si  el  sustituto  premnere  ai  instituido,  no  pnede  adquirir 
derecho  alguno  á  los  bienes  hereditarios  ni  transmitirlos  por 
sucesión  testada  ó  inteetada,  por  cuanto  no  llegó  el  caso  pre- 
yipto  para  que  la  sustitución  tnviera  efecto  (O.,  núm.  87.-39 

de  Blarso  de  1901) 4tf 

V.  Sustitución. 

■erenela.— Mientras  no  se  haga  la  liquidación  de  la  herencia, 
y  por  consecuencia  de  ella  la  correspondiente  partición  y  adju- 
dicación á  cada  heredero  de  lo  qne  le  corresponde,  carecen  éstos 
de  verdadero  título  que  les  sirva  para  reivindicar  bienes  con- 
cretos y  determinados  de  la  misma  herencia,  pues  para  tal  ac- 
ción no  es  título  suficiente  el  testamento. 

La  precedente  doctrina  no  obsta  ni  perjudica  á  la  acción  que 
pueda  asistir  á  los  herederos,  á  fin  de  que  en  la  partición  de  la 
herencia  no  sea  lesionado  su  derecho  (C.,  núm.  168. — 18  de  Ju- 
nio de  1901) 9U 

V.  Aceptación,  Acreedor  hereditario  y  Heredero. 

nij*  ad^ptivo.^V.  Adopción. 

WMl¡o  lenflllmado.— y.  Legitimación. 

Hlpoteea.— Los  artículos  106  y  188  de  la  ley  Hipotecaria  sujetan 
los  bienes  sobre  que  se  imponen  las  hipotecas  al  cumplimiento 
de  las  obligaciones  para  que  se  constituyen  éstas,  cualquiera 
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qne  sea  sa  poseedor,  padiendo  el  acreedor  pedir  qne  ee  despache 
«jecnción  contra  dichos  bienes  ai  vehcimiento  del  placo  para  el 
pago  de  la  denda,  estén  ó  no  en  poder  de  nno  ó  yarios  terceros 
poseedores,  sin  qne  se  suspenda  en  ningún  caso  el  procedimiento 
ejecntivo  por  declaración  de  qniebra  ó  concurso  (O.,  núm.  161. 

— 5  de  Janio  de  1901) ^ 88t 

V.  Acreedor  testamentario^  Bienes  gananciales.  Can- 

eelaeión.  Compraventa,  Dote,  Inscripción  y  Prescripción  de 
acdón. 

mpoteea  legal.  ^V.  Contribuciones. 

^■•■•rarios. — La  esfera  de  acción  del  principio  de  qne  las  costas 
de  la  impugnación  de  honorarios,  por  excesivos,  serán  de  cuenta 
de  aquel  que  con  el  exceso  dé  lugar  á  qne  se  caneen,  se  circuns* 
cribe  á  las  demandas  de  honorarios  que  se  tramiten  con  arreglo 
á  los  arts.  427  y  428  de  la  ley  procesal,  y  no  á  las  que  son  ob- 
jeto de  un  juicio  declarativo,  en  el  qne,  no  estando  regulada  por 
la  legislación  vigente  la  condena  de  costas,  no  cabe  impugnar 
en  casación  el  neo  qne  hacen  los  Tribunales  de  su  prudente  ar- 
bitrio e^  la  materia  (C,  núm.  63.-22  de  Febrero  de  1901) 280 

I 

Ineldeate.— V.  Juet  competente. 

iBaerlpelÓB.—Según  la  doctrina  de  los  arts.  20  de  la  ley  Hipo- 
tecaria y  20  de  su  reglamento,  debe  denegarse  la  inscripción  en 
el  Registro  de  la  propiedad  de  los  documentos  por  los  que  se 
transfiere  ó  grava  el  dominio  de  los  bienes  inmuebles,  cuando 
éstos  se  hallan  inscritos  á  nombre  de  persona  distinta  del  que 
los  transmite  ó  grava  (R.  H.,  núm.  56.-28  de  Febrero  de  1901).  801 
Conforme  al  art.  20  de  la  ley  Hipotecaria  y  á  las  Resolu- 
ciones de  la  Dirección  general  de  14  de  Marzo  de  1876  y  7  de 
Septiembre  de  1880,  no  pnede  practicarse  la  inscripción  de  un 
inmueble  á  favor  del  comprador  mientras  no  se  inscriba  á  nom- 
bre del  vendedor. 

.  En  el  propio  caso,  las  actas  de  deslinde  judicial  otorgadas 
con  arreglo  á  la  escritura  de  venta,  no  serían  bastantes  por  si 
solas  para  el  efecto  de  la  inscripción,  por  ser  necesario  que  se 
extendiese  previamente  la  de  adquisición  del  dominio  ó  de  la 
posesión  de  los  terrenos  deslindados  á  favor  del  vendedor  en 
virtud  de  los  correspondientes  títulos  escritos  de  dominio  ó  dé 
los  supletorios  de  éste  que  se  hallen  adornados  de  los  requisi- 
tos establecidos  en  el  tít.  14  de  la  ley  Hipotecaria,  qne  son  los 
únicos  que  pueden  inscribirse  en  el  Registro  en  defecto  de  los 
primeros,  puesto  qne  las  mencionadas  actas,  si  bien  documen- 
tos auténticos,  sólo  acreditarían  la  determinación  de  los  lími- 
tes de  la  finca  contra  los  duefios  de  las  fincas  colindantes,  pero 
no  jastiflcarían  la  legítima  adquisición  del  dominio  de  la  mis- 
ma, ni  demostrarían,  por  consiguiente,  qne  el  vendedor  la  hu- 
biera adquirido  por  título  alguno  singular  ó  universal  (R.  H., 

núm.  74.— 20  de  Marso  de  1901) 885 

Los  arts.  70  y  71  de  la  ley  Hipotecaria  se  refieren  á  dere- 
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eho8  reales  inscritoa,  caja  eficacia  j  trascendencia  no  paedea 
hacerse  extensivae  á  nna  inscripción  qne  no  Uene  tai  caricter 

(O.,  oúm.  143.— Si  de  Mayo  de  1901) Sa 

■■seripei^B. — Según  la  doctrina  declarada  por  la  Dirección  gene- 
ral dt)  ios  Registros  en  Resolación  de  6  de  Mayo  de  1894,  los 
Registradores  deben  atender,  para  calificar  los  documentos  qne 
se  les  presenten  para  sn  inscripción,  no  sólo  á  lo  qne  de  ehos 
resalte,  sino  también  á  lo  que  aparesoa  en  ios  Uím-os  del  Regis- 
tro con  relación  á  las  fincas  á  que  los  mismos  se  refieran  (R.  H., 

número  144.— 81  de  Mayo  de  1901) 8i4 

SegÚQ  previenen  los  arta.  2.^,  8.^  y  66  de  la  ley  Hipoteca- 
rla, sou  inscribibles  los  títnios  traslativos  del  dominio  de  los 
inmuebles  que  estén  bbnsignadus  en  escritura  pública,  ejecuto- 
ria ó  documento  auténtico,  y  no  contengan  faltas  insubsana- 
bles ó  subsaoables,  ó  sea  que  produzcan  necesariamente  la  nu- 
lidad de  la  obligación,  ó  que  afecten  á  la  validez  del  título. 

Tratándose  de  una  escritura  de  capitulaciones  matrimoniales, 
ni  la  califioAción  de  provisional  que  la  dieran  los  interesados, 
ni  la  obligación  que  se  impusieran  de  otorgar  oiní  definí  tica 
así  que  estuvieran  inscrius  las  fincas  á  nombre  de  los  donan- 
tes, tal  vez  por  la  errónea  creencia  de  que  esa  inscripción  pre- 
via era  indispensable  para  el  otorgamiento  de  la  eecritnra,  ni 
la  indebida  advertencia  del  Notario  autorizante  de  qne  no  po- 
dría presentarse  para  sn  inscripción,  producen  necesariamente 
la  nulidad  de  la  obligación,  ni  afectan  á  la  valides  del  título, 
por  lo  cual  es  evidente  que  no  constituyen  faltas  insubsanables 
ni  subsanables  tal  como  las  define  el  art.  65  de  la  ley  Hipote- 
caria (R.  H.,  núm.  168.— 11  de  Junio  de  1901) m 

Para  resolver  si  para  inscribir  bajo  diferente  número  y 

oomo  fincas  Independientes  varios  solares  en  que  se  ba  dÍTidido 
nna  finca  rústica,  dentro  de  la  que  el  duefio  del  terreno  ha  tra- 
zado las  calles  que  ba  tenido  por  conveniente,  es  ó  no  preciso 
qne  el  Ayuntamiento  haya  intervenido  en  la  apertura  de  dichas 
calles,  importa  considerar  qne,  si  bien  es  cierto  que  en  uso  del 
derecho  de  propiedad  puede  el  duefio  de  nn  terreno  distribuirlo 
como  le  plazca  y  darle  la  aplicación  que  quiera,  es  también  in- 
dudable que  para  que  tal  distribución  y  aplicación  surta  efectos 
oficiales,  es  indispensable  qne  se  realicen  con  los  requisitos 
prevenidos  en  la  legislación  que  sea  aplicable  según  los  casos. 

8i  se  inscribieran  los  solares  como  fincas  urianas  indepen- 
dientes entre  sí,  ya  tendría  carácter  oficial  la  urbanisaclón  del 
terreno  inscrito  como  finca  rústica  y  la  apertura  de  calles  en  la 
misma,  lo  cual  es  de  la  exclusiva  competencia  de  los  Ayunta- 
mientos, según  el  art.  73  de  la  ley  Municipal  (R.  H.,  núm.  169. 

—15  de  Junio  de  1901) M 

El  hecho  de  obeervarse  nna  insifipíiificattte  diferencia  en  el 

segundo  apellido  del  causante  de  una  sucesión,  entre  sn  testa- 
mento y  el  consignado  en  el  Registro  de  la  propiedad,  no  auto- 
riza para  concluir  que  la  persona  de  aquél  no  ss  halle  bien  iden- 
tificada, si  los  documentos  presentados  prueban  qne  se  refieren 
á  nn  solo  individuo  (R.  H.,  núm.  161.— 17  de  Jnnio  de  1901) . .  9S9 
Procede  suspender  la  inscripción  de  nna  escritura  de  cons- 
titución de  hipoteca,  coando  no  se  expresa  el  nombre  del  poft- 
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blo  en  qae  radica  la  finca  hipotecada,  según  prescriben  el  art.  26, 
regla  8.^,  del  reglamento  general  para  la  ejecución  de  la  ley  Hi- 
potecaria, y  el  art.  12  de  la  lus  tracción  sobre  la  manera  de  re- 
dactar ÍQstramentos  públicos  sujetos  á  registro  (R.  H.,  nú- 
mero 164.— 10  de  Janio  de  iv^Ol)  944 

laseripriÓB.  —El  art.  8.^  de  la  ley  Hipotecaria  prescribe  que  se 
considerará  como  nna  sola  fíoca,  para  el  efecto  de  sa  inscrip- 
ción en  el  Registro,  bajo  nn  solo  número,  toda  finca  urbana  y 
todo  edificio,  aunque  pertonesca  en  porciones  sefiaiadas,  habi- 
taciooes  ó  pisov,  á  distintos  docfios. 

Con  arreglo  á  este  precepto,  es  evidente  que  cada  fioca  urbana 
y  cada  editioio  debe  considerarse  como  una  sola  finca,  y  por 
tanto,  tratándose  de  la  inscripción  de  dos  casas,  deben  conside- 
rarse como  des  fincas  distintas,  aunque  se  hallen  construidas 
sobre  un  solar  inscrito  bajo  un  solo  número. 

En  el  citado  caso  procede  suspender  la  inscripción  si  no  se 
describen  separadamente  las  dos  fincas,  ni  se  determina  la  can- 
tidad ó  parte  de  gravamen  de  que  cada  una  deba  responder, 
conforme  á  lo  dispuesto  en  el  art.  119  de  la  ley  Hipotecaria, 
y  12  y  22  tie  la  Instrucción  sobre  la  manera  de  redactar  instru- 
mentos públicos  sujetos  á  Registro  (R.  H.,  núm.  167.— -20  de 

Juniode  1901) 96» 

V.  Bienes  gananciales.  Heredero,  Mujer  casada.  Re- 
tracto legal  y  Testamento, 

latéreseti.-- Los  preceptos  de  la  ley  de  2  de  Agosto  de  1899,  según 
lo  establece  expresamente  su  art.  2.^,  no  tienen  efecto  retroac- 
tivo (O.,  I  úm.  148.— S  de  Junio  de  1901) 871 

V.  Mora  y  Prescripción  de  acción. 

■■terprelaciÓB  de  eonlralo.— No  infringe  los  arts.  1091,  1266, 
1281  y  1288  del  Oódigo  civil  la  sentencia  que  se  ajasta  al  sen- 
tido literal  de  las  cláusulas  del  contrato  (C,  núm.  10.— 10  de 

Enero  de  1901) S8 

Infringe  los  arts.  1281  y  1288  del  Código  civil,  la  senten- 
cia que  no  interpreta  rectamente  ios  términos  de  un  contrato 

(O.,  núm.  77.-22  de  Marzo  de  1901) 89S 

Guando  un  contrato  es  claro  y  no  ofrece  duda,  debe  es- 
tarse ai  sentido  litoral  de  sus  palabras,  sin  necesidad  de  inter- 
pretar unas  cláusulas*  por  otras,  y  observando  esta  doctrina  la 
Sala  sentenciadora,  no  infringe  los  arts.  1886,  1091  y  1286  del 

Código  civil  (C,  núm.  109.-24  de  Abril  de  1901) 681 

V.  Contrato. 

bterpretaeiÓB  de  testaaseate.— El  art.  676  del  Código  civil 
reprodQc«i  t»ustanciaimento  las  reglas  de  interpretación  de  tes- 
tomentos  esteblecidaa  en  la  ley  6.%  tit.  88,  Partida  7.*  (C,  nú- 
mero 84.— 9  de]<ebrerode  1901) 179^ 

No  infringe  la  ley  6.^,  tit.  88,  Partida  7.%  ni  el  art.  676 

del  Código  civil  la  sentencia  que  del  conjunto  de  las  cláusulas 
del  testamento  deduce  la  gen  ulna  voluntad  del  testador  (C,  nú- 
mero 67.— 2  de  Mano  de  1901) 804 

—  No  infringe  la  ley  6.*,  tit.  38,  Partida  7.^,  la  sentencia 
que  entiende  rectamente  la  voluntad  del  testador  (C,  núm.  60. 

— 6  de  Marao  de  1901) 8ir 
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inlerpretaetéa  die  te0taaieiit«.--Lft  «entenda  que  m  ajnete  á 
U  letra  j  al  natural  y  recto  sentido  de  las  eláoanlaa  de  an  tea- 
tamento,  no  Infringe  los  artioalos  667,  676  j  1318  del  OódifO 

olTÜ  (O.,  núm.  71.— 16  de  Aáarso  de  1901) m 

81  bien  es  cierto  qae  en  el  caso  de  haber  pluralidad  de  tes- 
tamentos otorgados,  con  preTenclón  de  qae  snbeistan  loe  anle- 
rlores  en  cnanto  i  ellos  no  se  opongan  ios  posteriores,  cabe  la 
posibllidftdde  qae  lo  dispuesto  en  un  testammito  resulte  dero- 
gado tácitamente  por  otro  posterior,  preciso  es  que  entre  la  dis- 
posición qae  se  so  ponga  derogada  y  aquella  otra  á  la  enal  as 
atribuya  la  ylrtad  de  revocar  exista  oposición  verdadera;  eleo» 
do  por  ello  manifiesto  que  para  saber  si  ezists  ó  no  esa  oposi- 
ción, ha  de  estarse  ante  todo,  como  siempre  que  se  trate  de  fijar 
onil  ees  la  voluntad  del  testador,  á  las  recias  de  interpretación 
para  dicho  efecto  establecidas  en  el  art.  676  del  Gódigo  civil. 

Para  apartarse  del  sentido  liberal  de  las  disposiciones  teeta- 
mentarias,  es  preciso,  con  arreglo  á  dicho  articulo,  que  apares- 
ca  claramente  haber  sido  la  voluntad  del  testador  distinta  de  la 
que  se  desprenda  de  sus  palabras  (O.,  núm.  77. — S3  de  Mano  de 

1901) W 

Es  un  principio  general  de  di^recho,  que  toda  disposición 

testamentaria  debe  entenderse  en  el  sentido  literal  de  aus  pala- 
bras, á  no  ser  que  apareica  claramente  que  otra  fué  su  volun- 
tad (O.,  núm.  1S6.— 8  de  Mayo  de  1901) 7» 


-JFven  «•■speteBte.—La  designación,  sin  distinguir  entre  loe  va- 
rios otorgautes  de  un  contrato,  de  un  determinado  Juagado  para 
cualquiera  reclamación  que  pndiera  surgir,  envuelve  evidente- 
mente la  renuncia  del  fuero  y  la  sumisión  ezpreea  al  Joes  se- 
fialado,  cuya  competoncia,  en  el  caso  de  producirse  aquélla,  ss 
indudable,  con  arreglo  al  art.  66  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 

civil  (Oump.,  núm.  188.— 29  de  Mayo  de  1901) 805 

V.  Domieilio. 

(ACctóN  PERSONAL).— Es  JusB  competente  para  conocer  de 

las  demandas  por  acción  personal,  el  del  lugar  del  domicilio  del 
demandado,  cuando  no  existo  lugar  designado  por  los  contra- 
tantes para  el  cumplimiento  de  lo  pactodo,  ó  no  se  haya  éste 
fijado  por  la  ley  en  defecto  de  convenio  expreso  (Comp.,  nú- 
mero 26.— 80  de  Enero  de  1901) lO 

Es  regia  general,  estoblecida  eu  el  art.  62  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil  y  sancionada  por  la  jurisprudencia  constante, 
que  cuando  se  ejercitaa  acciones  personales  y  no  está  pactado 
el  lugar  eu  que  d«>ba  cumplirse  la  obligación,  será  Jues  compe- 
tente el  del  domicilio  del  demandado  ó  el  del  lugar  del  contra- 
to, si  hallándose  en  él,  aunque  accidentalmente,  pndiera  ha- 
cerse el  emplasamiento  (Oomp.,  núm.  47.— 19  de  Febrero  de 

1901) 267 

Ln  misma  doctrina  en  sentencia  de  2  de  Abril  de  1901  (nú- 
mero 91,  pag.  489). 
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^«ei  eoMpetente  (acción  personal).— Segdn  la  zegU  1.^  del 
art.  t2  a«i  U  ley  deEnjaiciamiento  civil,  es  Jaes  competente, 
en  loe  jaicios  en  qne  se  ejercitan  acciones  personales,  el  del  la- 
gmr  en  que  deba  cnmpiiree  la  obligación;  y  al  tenor  de  lo  die- 
pneeto  eu  el  1600  del  Oódigo  civil,  cuando  no  se  ba  fijado  aquel 
en  qne  deba  baceree  el  pago  de  la  cosa  vendida,  deberá  ser  éste 
el  mieino  en  qne  se  baya  becbo  entrega  de  dicba  cosa  (O.,  nú- 
mero 78.— 20  de  Marco  de  1901) 882: 

Al  tenor  de  lo  dispaesto  en  el  art.  62  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  en  los  juicios  en  que  se  ejerciten  acciones  perso- 
nales es  Juea  competente  el  del  domicilio  del  demandado,  si  se 
Ignora  el  lugar  en  que  deba  cumplirse  la  obligación  y  no  bay 
términos  bábiles  para  qne  el  actor  pueda  optar  por  el  del  logar 
del  oootrato,  si  éste  fuese  conocido. 

En  tal  caso,  el  precepto  aplicable  es  el  art.  1171  del  Código  ci- 
Til,  supletorio  del  mercantil,  y  no  el  1600  (Comp.,  núm.  t»7.— 

16  de  Abril  de  1901) 611 

Al  efecto  de  fijar  la  competencia  para  conocer  de  las  ac-. 

dones  personales,  bay  que  estar,  según  el  art.  62,  regla  1.^,  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  al  domicilio  del  demandado, 
siempre  que  no  baya  bebido  sumisión,  ó  que  la  obligación  no 
tenga  lugar  determinado  para  su  cumplimiento. 

Asi  el  pMgo  de  la  parte  de  precio  aplacada,  como  la  indemni- 
lación  de  perjuicios  y  la  formal ización  en  escritura  pública  de 
nn  contrato  privado,  pueden  bacerse  en  cualquier  lugar,  y  lo 
mismo  la  aceptación  de  las  cosas  transmitidas,  realisable  sim- 
bólicamente, según  reconoce  el  art.  1462  del  Código  civil,  que 
la  presume  por  el  simple  otorgamiento  de  escritnia  pública  (C, 

núm.  141  —81  de  Mayo  de  1901),. 816^ 

V.  Juet  competente. 

(acción  real). — Según  el  núm.  8.^  del  art.  62  de  la  ley 

procesal,  corresponde  conocer  de  las  demandas  por  acción  real 
sobre  bienes  inmuebles  al  Juez  del  lugar  donde  esté  sita  la  cosa 

litigioiía  (Oomp.,  núm.  86.-9  de  Febrero  de  1901) 18a 

7  (arrendamiento  de  servicios).— Respecto  del  arrenda- 
miento de  servicios,  el  Código  civil  no  contiene  precepto  alguno 
que  consigne  el  deber  de  pagar  el  precio  de  los  miamos  en  el 
lagar  donde  se  presta,  por  lo  qne,  no  acreditándose  el  compro- 
miso del  demandado  de  pagarlo  en  determinado  lugar,  es  visto 
que,  de  conformidad  con  el  art.  1171  del  mismo  Código,  en  re- 
lación con  el  núm.  1.^  del  art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  compete  conocer  de  la  demanda  al  Juzgado  del  lugar  donde 
aquél  tenga  su  domicilio  (Comp.,  núm.  26.— 80  de  Enero  de 

1901) 132 

(compraventa).— Es  precepto  general  consignado  en  el 

art.  1600  del  Oidigo  civil,  que  cuando  no  se  fijan  en  el  contrato 
el  tiempo  y  lugar  en  que  baya  de  abonarse  el  precio  de  la  cosa 
Tendida,  deberá  el  comprador  pagarlo  en  el  tiempo  y  lugar  en 
que  se  baga  la  entrega  de  dicba  cosa. 

En  tal  caso,  según  ba  declarado  el  Tribunal  Supremo,  los  gi- 
res que  el  vendedor  realice  contra  el  comprador,  no  son  sino 
una  forma  ó  medio  accidental  de  verificar  el  pago,  y  no  consti- 
tuyen una  condición  en  cuya  virtud  deba  tenerte  por  Juez  com-- 
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pétente  el  del  domicilio  del  oomprador  (Oomp.,  núm.  173.— M 

de  Janio  de  1901) 97$ 

J«eB  «•■ipelcBte  (compraventa).— Ejercitándoae  U  aoeióa 
personal  para  obtener  el  vendedor  del  comprador  el  pago  del  im- 
porte de  las  mercancías  objeto  del  contrato,  y  no  constando  en 
forma  alguna  lo  convenido  reepecto  de  este  partienlar,  ae  im- 
pone, al  tenor  de  la  regla  1.^  del  art.  62  de  la  lej  procesal»  y  del 
art.  1171  del  Código  civil,  el  logar  del  domicilio  del  demandado 
como  determinante  de  la  competencia  del  Jnea  que  haya  de  co- 
nocer de  la  demanda. 

El  mero  hecho  de  la  remisión  de  nn  cheque  por  el  vendedor 
<M>ntra  el  comisionista  del  comprador,  por  cnya  mediación  se 
realizó  la  venta,  no  tiene  signiñcación  bastante  para  alterar 
aquella  doctrina;  pnes  según  tiene  deelarado  el  Tribunal  Su- 
premo, por  regla  general,  estas  formas  de  pago  son  accidentales 
y  sólo  revelan  la  mntna  conveniencia  de  los  interesados,  sin 
qne  por  ello  se  modifique  la  naturaiesa  de  los  contratos  (Gomp., 

núm.  177.— 28  de  Junio  de  1901). lOOS 

V.  Juex  competente  {aeción  personal). 

(CONCURSO).— Según  la  regla  9.*  del  art.  68  de  la  ley  de 

Enjuiciamiento  civil,  tiene  fuero  preferente  de  entre  los  jaeces 
•que  estén  conociendo  de  las  ejecuciones  determinantes  de  un 
concurso,  el  del  domicilio  del  deudor,  si  éste  ó  el  mayor  nú- 
mero de  loe  acreedores  lo  reclama  (Comp.,'  núm.  118. — 8  de 

Mayodel901) 660' 

(desahucio).— Si  bien  determina  la  competencia  de  los 

Jueces  muutoipales  para  conocer  de  las  demandas  de  desahucio 
el  fundamento  de  la  falta  de  pago  del  precio  convenido,  al  te- 
nor de  lo  prescrito  en  el  núm.  8.^  del  art.  1662  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil,  no  basta  para  ello  que  el  actor  la  califique 
asi,  si  en  la  realidad  resulta  ser  alegada  una  causa  distinta, 
pues  en  tal  cabo,  no  siendo  nlnarana  de  las  otras  á  qne  se  refiere 
el  expresado  artículo,  es  el  16<53  el  aplicable,  qne  atribuye  á 
los  Jueces  de  primera  instancia  el  conocimiento  de  tales  de- 

mandae(0.,  núm.  116.— 80  de  Abril  de  1901) 644 

(INCIDENTE).— Según  reiterada  jurisprudencia  del  Trilm- 

nal  Supremo,  el  Jues  competente  para  conocer  de  la  demanda 
principal  lo  es  también  en  el  incidente  sobre  declaración  de  po- 
breza de  cnalquiera  de  las  partes  (Comp.,  núm.  25. —  80  de 

Enero  de  1901) 132 

(JUICIO  EJECtmvo).— V  Jaez  competente  (concursó). 

(MANDATO).  — Oual  reiteradamente  ha  declarado  este  Tri- 
bunal Supremo,  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  art.  1728  del 
Oódigo  civil,  eetá  obligado  el  mandante  á  satisfacer  al  manda- 
tario las  cantidades  que  le  debiere  en  el  lugar  en  que  haya  des- 
empeñado el  mandato;  siguiéqduee  de  ello  que  el  Juea  de  ese 
lugar  tiene  preferente  competencia  sobre  el  del  domicilio  del 
demandante  para  conocer  de  la  demanda  en  que  se  le  ezijs  el 
cumplimiento  de  aquella  obligación,  á  tenor  de  la  regla  1.^  del 
art.  62  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  (Comp.,  núm.  119. 

—4  de  Mayo  de  1901) 662 

(tercería).— La  competencia  del  Tribunal  que  conoce  de 

una  tercería  de  dominio,  es  perfecta  para  decidir  la  petición, 
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idéntica  á  la  del  tercerista,  de  que  se  declare  el  dominio  á  f  a-  ' 
yor  de  aqnél,  formulada  por  la  parte  citada  de  evicción  á  ins- 
tancia del  mismo  (C,  núm  37.^11  de  Febrero  de  1901) 194  [ 

^nea  aiiiiilelpal  eompelente  (desahucio).— V.  Jaez  eompe-  ^ 

tente  (desahucio). 

Jálelo  ablalewtato.— Sea  cualquiera  la  interpretación  que  df>ba 
darse  al  art.  974  de  la  ley  procesal,  en  relación  con  el  764  j 
el  766  del  Código  civil,  cuando  consta  la  existencia  de  disposi- 
ción testamentaria,  si  ésta  contiene  una  institución  de  herede- 
ros,  cuya  extensión  y  alcance  respecto  á  determinados  bienes 
es  materia  de  controversia  entre  las  partes  interesadas,  no  es 
procedente  la  prevención  del  juicio  de  abintestato,  siquiera  sea 
en  parte  del  caudal  relicto,  porque  esto  implicaría  la  resolución 
de  plano  de  lo  que  debe  ser  objeto  de  otro  juicio,  dentro  del 
cual  cabe  discutir  y  estimar  los  derechos  legitimarios  de  las 
partes  (O.,  núm.  48.— 19  de  Febrero  de  1901) 261 

avíelo  de  desahoelo.— En  los  juicios  verbales  de  desahucio, 
de  que  conocen  los  Jueces  municipales,  deben  las  partes  propo- 
ner toda  la  prueba  que  les  convenga  en  el  acto  de  la  compare- 
cencia en  que  formulan  sus  respectivas  pretensiones,  siendo 
sólo  admisible  en  la  segunda  instancia  la  prueba  que,  propuesta 
oportunamente  en  la  primera,  no  hubiera  podido  practicarse 
según  previenen  los  arts.  1679  y  1586  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil. 

Conformándose  con  esta  doctrina,  no  se  incurre  en  el  que- 
brantamiento de  forma  que  menciona  el  núm.  6.^  del  art.  1693 

de  la  ley  procesal  (C,  núm.  SO.— 6  de  Febrero  de  1901) 161 

V.  Jaez  competente  (desahucio). 

Jálelo  ejeeullvo.— V.  Juez  competente  (concurso), 

Jálelo  verbal.— y.  Juicio  de  desahucio. 

Jauta  admliilstratlva.— V.  Ayuntamiento. 


Eiegado.— Son  inaplicables  el  art.  888  y  núm.  2.°  del  912  del  Có- 
digo civil,  cuando,  sea  cualquiera  la  dificultad  que  se  ofrezca  á 
los  albaceas  para  dar  cumplimiento  á  la  voluntadT del  testador 
en  la  forma  por  éste  prescrita  en  cuanto  á  un  legado  con  destino 
á  beneficencia,  no  aparece  la  imposibilidad  de  realizar  aquélla 
en  su  parte  esencial,  dadas  las  facultades  conferidas  á  los  alba- 
ceas  para  obrar  según  proceda  (C,  núm.  28. — 80  de  Enero  de 

1901) 148 

Ordenado  por  el  testador  el  legado  de  un  capital  que  los 

legatarios  habrían  de  recibir  en  metálico,  en  otros  valores  ó  en 
fincas  de  la  testamentaría,  en  partes  proporcionales,  dejando  la 
designación  de  bienes  á  los  albaceas  y  previniendo  que  á  uno 
de  aquéllos  se  adjudicase  para  el  pago  de  su  haber  un  determi- 
nado crédito,  si  existiese  á  favor  del  testador  en  la  fecha  de  su 
fallecimiento,  esta  última  parte  de  tal  dispoBición  no  alteraría 
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el  Miitldo  de  U  primera  en  coanto  á  la  natnralesa  del  legado  al 
efecto  de  estimarlo  eepedfico,  siendo  asi  que  en  deelgnación  ha- 
bría de  entenderse  únicamente  hecha  adelantándoee  á  la  Yolnn- 
tad  de  loa  albaceas,  para  determinar,  con  relación  á  dicho  lega- 
tario, nna  de  las  claaes  de  valoree  con  qne  indietintaments 
podría  serle  satisfecho  en  pago  de  sn  haber  el  legado  de  canti- 
dad dejado  á  todos  los  nombrados. 

Por  lo  expaesto  no  seria  conforme  con  la  voluntad  del  testa- 
dor el  eximir  aquel  crédito  de  la  condición  -de  la  Taloración. 

Ko  obeeryando  esta  doctrina  la  8a  i  a  sentenciadora,  infringi- 
ria  los  arts.  676  del  Código  civil  y  1077  de  la  ley  procesal. 

Habiendo  de  preceder  una  previa  valoración  del  crédito  pan 
su  entrega  al  respectivo  legatario,  en  tanto  que  aquélla  no  se 
verificase  por  culpa  no  impotable  á  los  aibaceas,  no  existiría 
propiamente  mora  exigible  á  éstos,  ni  entendiéndolo  así  la  Saia 
sentenciadora  infringiría  los  arts.  881,  885,  904,  906,  iN)6,  911, 
1100,  1101.  1103,  1104  7  1108  del  Código  (Ol,  núm.  166.— 19  de 

Juniode  1901) MS 

V.  Recurso  d€  eoMoeión  (apreeéaeián  de  prueba). 

Eieicatari*.— V.  Heredero. 

Lef^jüma.-— V.  Reserva. 

IjefciliasaeiÓB.— Según  disposición  expresa  de  los  arts.  122  j  12S 
del  Codito  civil,  la  legitimación  por  sobeiguiente  matrimonio 
produce  sus  efectos  en  todo  caso  desde  la  fecha  del  matrimonio 
mismo  (C,  núm.  68. — 4  de  Mario  de  1901) tíi 

lietra  de  eamUa.— Los  contratos  mercantiles,  á  cuya  dass 
perteaece  la  letra  de  cambio,  en  lo  que  se  refiere  á  la  capacidad 
de  lu8  otor)$antes,  como  á  todos  sus  demás  requisitos  en  coante 
no  esté  expresamente  establecido  por  el  Código  de  Comercio  ó 
por  leyes  especiales,  se  rigen  por  las  reglas  generales  del  dere- 
cho común,  según  disposición  terminante  de  los  arts.  2.^  y  60 
de  aquel  caerpo  legal. 

Por  tanto,  declarándose  nula  la  aceptación  de  una  letra  de 
cambio  por  incapacidad,  en  raión  de  la  menor  edad  del  acep- 
tante, se  aplican  rectamente  los  arts.  1800  y  1263  del  Código 
civil  y  2.^  del  Código  de  Comercio,  y  no  se  infringen  los  443, 
616  y  4.^  de  este  último,  puesto  que  no  contradiciendo  dichos 
arts.  443  y  616  las  disposiciones  de  los  2.^  y  60,  ni  expreeando 
tampoco  nada  respecto  de  la  edad  de  los  contratantes  en  la  letra 
de  cambio,  la  caestión  de  la  valides  de  las  obligaciones  de  éstos 
por  rasón  de  la  edad  debe  decidirse  por  las  leyes  civiles. 

La  acción  de  nulidad  de  la  aceptación  puede  dirigirse  útil* 
mente  contra  quien  ostenta  el  concepto  de  tenedor  de  la  letra  de 
cambio. 

Establecida  justamente  dicha  nulidad,  carece  de  eficacia  la 
invocación  de  los  arts.  616,  617, 621  y  626  del  Código  de  Comer- 
cio, con  el  sentido  de  que  siendo  improcedente  dicha  declaracióR 
de  nulidad  por  las  rasónos  que  quedan  desestimadas,  existen 
las  obligaciones  que  los  citados  artículos  sancionan  como  eos- 
secoencia  de  una  aceptación  válida  (C,  núm.  128.-  8  de  Mayo 
de  1901) 7íT 
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Eiey  del  eoD trato.— El  pacto  expreso  es  ley  obligatoria  en  pri- 
mer término  para  los  contratantes,  y  atemperando  la  Sala  sen- 
tenciadora sü  fallo  á  este  precepto,  no  infringe  la  ley  2.% 
libro  6.^  de  la  Novísima  Recopilación  de  Navarra,  ni  el  art.  1091 
del  Código  civil,  como  ley  supletoria  en  aquel  reino  (O.,  núme- 
ro 90.- -1.®  de  Abril  de  1901) 477 

V.  Contrata. 

■jlbros  de  comereio. — Aun  en  el  supuesto  de  que  los  libros  de 
los  comerciantes  hagan  fe,  no  sólo  para  demostración  de  las 
partidas  abonables^  sino  de  los  menores  detalles  de  entrega,  no 
por  ello  deja  de  quedar  á  salvo,  como  expresa  el  núm.  8.^  del 
art.  48  del  Oódigo  de  Oomercio,  la  prueba  de  los  asientos  exhi- 
bidos por  otros  medios  admisibles  en  juicio  (O.,  núm.  162.— 18 

de  Junio  de  1901) 981 

V.  QuiebrcL 

M 

Mandato. —No  existe  la  infracción  del  art.  1714  del  Código  civil 
y  de  la  ley  6.^  del  Digesto,  Mandati  oel  contra,  libro  17,  titulo 
1.^,  cuando  el  mandatario  se  ajusta  á  lo  convenido  por  las  par- 
tes que  le  invistieron  con  aquel  cargo  (C,  núm.  69.— 16  de  Mar- 
so  de  1901) 861 

V.  Bienes  gananciales  y  parafernales,  Contratos  de 

marido  y  mujer,  Depósito,  Donación,  Juez  competente^  Mu- 
jer casada^  Particiones  y  Patria  potestad. 

Hayor  edad. — Tratándose  de  determinar  la  extensión  de  la  fa- 
cultad concedida  en  el  art.  821  del  Códieo  civil  á  la  hija  mayor 
de  edad,  pero  menor  de  veinticinco  nfios,  para  dejar  la  casa  pa- 
terna sin  licencia  del  padre  ó  de  la  madre  en  cuya  compañía 
viva,  con  el  objeto  de  tomar  estado,  debe  atenderse  para  deci- 
dir tal  cuestión,  no  solamente  al  léxico,  ó  sea  á  los  distinto- 
significados  que  en  nuestro  idioma  tiene  la  frase  ctomar  estas 
do>,  como  equivalente  de  pasar  de  soltero  á  casado,  de  secula- 
á  eclesiástico,  del  siglo  á  la  religión,  según  se  lee  en  el  Diccio- 
nario comunmente  llamado  de  Autoridades,  y  ensefian  varios 
clásicos,  sino  á  la  acepción  más  conforme  al  contenido  de  la  dis- 
posición legal  que  haya  de  interpretarse,  y  en  todo  caso  al  sen- 
tido, importancia  y  trascendencia  que  el  Código  otorga  en  el  or- 
den del  derecho  privado  á  aquellos  estados,  para  asi  deducir  el 
verdadero  alcance  del  precepto,  y  resolver  si  éste  lee*  compren- 
de indistintamente,  ó  sólo  se  refiere  con  especialidad  á  alguno 
de  los  mismos. 

Al  establecer  y  ordenar  el  Código  civil  los  estados  jurídicos, 
expresivos  de  las  diversas  situaciones  en  que  puede  hallarse  co- 
locado el  sujeto  del  derecho,  es  evidente  el  relieve  que  da  al  es- 
tado constituido  por  el  matrimonio,  como  origen  de  múltiples 
derechos  y  obligaciones  que  con  toda  miDU(  icsidad  determina, 
mientras  sólo  se  refiere  á  la  condición  de  las  personas,  por  su 
estado  eclesiástico  ó  religioso,  para  fijar  su  capacidad  ó  incspa- 
cidad  en  relación  con  algunas  instituciones  jurídicas,  y  que  á 
TOMO  91  68 
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partir  de  eete  principio,  no  es  lógico  equiparar  en  el  orden  me- 
ramente civil,  y  dada  la  finalidad  del  miamo,  el  eetado  de  ma- 
trimonio con  el  religioBO— aun  reconocida  la  preminenciade  éste 
en  su  respectiva  esfera — ,  para  estimarlos  comprendidos  en  el 
mismo  concepto  del  art.  821,  y  suponer  que  el  legislador  quiso 
también  referirse  á  otro  estado  que  no  fuera  el  de  matrimonio; 
porque  si  tal  hubiera  sido  el  propósito,  expresamente  se  habría 
establecido  en  el  Código,  ya  que  el  eetado  religioso  no  es  ni 
puede  ser  objeto  de  su  preocupación  especial  al  definir  y  regular 
las  materias  de  derecho  civil. 

i'or  lo  expuesto,  la  palabra  < estado >,  cuando  se  usa  por  el  Có- 
digo civil,  ha  de  referirse  necesariamente  á  los  por  el  mismo  regi- 
dos y  ordenados,  y  á  más  de  esto,  dados  los  antecedentes  de  los 
proyectos  de  Código  de  1851  y  1882,  según  los  cuales  la  hija  ma- 
yor de  edad,  pero  menor  de  veinticinco  afios,  sólo  para  casarse 
podía  dejar  la  compañía  de  sus  padres  sin  licencia  de  éstos,  en 
el  mismo  calo  del  art.  321  del  Código  vigente  debe  entenderse 
que  la  frase  «tomar  estadoi  se  ajustó  á  dichos  antecedentes,  sin 
implicar  alteración  de  concepto,  aunque  se  variara  la  forma  de 
expresión;  primero,  porque  tal  frase,  en  su  acepción  más  usada 
y  conocida,  significa  el  acto  de  contraer  matrimonio,  sentido  le- 
gal que  abonan  los  fundamentos  indicados;  y  segundo,  porque 
no  pudiendo  profesarse  en  una  orden  religiosa  sin  antes  ejecu- 
tar actos  que  no  constituyen  realmente  estado  nuevo  y  distinto 
del  que  tiene  el  qne  se  propone  mudarlo,  sería  preciso  dar  á  la 
frase  «tomar  estado  una  extensión  que  no  consiente  el  texto  li- 
teral del  mismo  art.  321,  y  menos  su  espíritu,  concretándose, 
como  claramente  se  concreta,  á  una  situación  definitiva,  sin 
comprender  en  modo  algano  las  sólo  interinas  y  preparatorias, 
que  ningún  efecto  jurídico  producen,  ya  que  pueden  ser  libre- 
mente abandonadas. 

Respondiendo  el  precepto  del  art.  821  al  propósito  de  prorro- 
gar la  potestad  tuitiva  de  los  padres  en  beneficio  de  las  propias 
hijas,  quienes  sólo  en  los  casos  de  excepción  por  dicho  artículo 
prevenidos  pueden  sustraerse  á  aquella  potestad,  no  es  lícito 
interpretar  extensivamente  tal  facultad  excepcional,  con  más 
razón  si  se  tiene  en  cuenta  el  respeto  debido  á  los  mismos  pa- 
dres, tan  cuidadosamente  atendido  en  el  Código,  y  la  anomalía 
y  contradicción  que  se  observaría  en  loe  preceptos  de  éste,  al 
disponer  que  no  pudieran  casarse  las  hijas  mayores  de  edad  con- 
tra el  consejo  de  sus  padres  sin  esperar  que  transcurriera  el 
tiempo  de  reflexión  que  la  ley  prescribe,  y  no  haber  exigido  ga- 
rantía igual  ó  semejante  con  respecto  á  las  hijas  menores  de 
veinticinco  afios,  cuando  intentaran  abandonar,  sin  licencia,  la 
oasa  paterna  para  ingresar  en  un  convento,  si  á  tal  fin  se  hubiera 
referido  la  mencionada  frase  «tomar  estado»,  y  pudiera  haber 
significado  novedad  de  concepto  con  relación  á  los  proyectos  ya 
referidos  de  1861  y  1882,  del  primero  de  los  cuales  trae  origen 
la  disposición  de  que  se  trata  (C,  núm.  49. — 19  de  Febrero  de 
1901) 2e4 

Mayoraigo.~y.  Bienes  vinculados  y  Vinculación. 

lleaiorias  pias.—V.  Defensa  por  pobre. 
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Menor.—  Laratiñcación,  laego  de  llegará  la  mayor  edad,  del  con- 
trato celebrado  por  un  menor,  parga  el  vicio  original  de  aquél,  y 
entendiéndolo  así  la  Sala  sentenciadora,  no  infringe  las  leyes  4.^ 
y  6.^  tít.  11,  Partida  6.*^;  2.*^,  tít,  19,  Partida  6 .*,  y  4.*^,  tít.  14, 
Partida  8.*  (O.,  núm.  40.— 13  de  Febrero  de  1901) 220 

'  Mora.— Combinados  ó  puestos  en  relación  los  arts.  1110  y  1108 
del  Código  civil,  no  puede  afirmarse  que  el  deudor  se  constituya 
en  mora  cuando  la  determinación  de  la  cantidad  pedida  depen- 
de de  un  juicio  previo  encaminado  á  precisarla,  ya  porque  en- 
tonces no  cabe  estimar  dicba  cantidad  como  líquida,  ya  porque 
en  tal  supuesto  los  perjuicios  que  al  acreedor  se  ocasionen  por 
la  falta  de  pago  no  son  imputables  al  deudor,  que  de  buena  fe 
puede  entender  le  asiste  razón  derecha  para  negarse  á  las  exi- 
gencias de  su  adversario  (C,  núm.  63. — 22  de  Febrero  de  1901>«  280 
V.  Intereses. 

Majer  casada. — Es  improcedente  la  pretensión  de  que  se  consi- 
dere inscribible,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  párrafo  cuarto 
del  art.  57  del  reglamento  general  para  la  ejecución  de  la  ley  Hi- 
potecaria, la  escritura  de  venta  de  inmuebles  á  una  mujer  ca- 
sada, cuya  cédula  personal  no  se  resefia,  y  cuando  aquélla  se 
otorga  sin  licencia  ó  poder  del  marido,  con  lo  que  se  falta  á  lo 
prevenido  en  el  art.  61  del  Código  civil,  según  el  cual  la  mujer 
no  puede  sin  aquel  requisito  adquirir  por  título  oneroso  ni  lu- 
crativo, sino  en  los  casos  y  con  las  limitaciones  establecidas 
por  la  ley,  y  entre  aquéllos  no  se  encuentra  el  de  compra  de 
bienes  inmuebles. 

Si  bien  el  art.  65  del  mismo  Código  dispone  que  solamente  el 
marido  y  sus  herederos  podrán  reclamar  la  nulidad  de  los  actos 
otorgados  por  la  mujer  sin  licencia  ó  autorización  competente, 
y  el  art.  1301  de  dicho  cuerpo  legal  prescribe  que  esta  acción 
sólo  durará  cuatro  afios,  y  que  este  tiempo  empezará  á  correr 
desde  el  día  de  la  disolución  del  matrimonio,  esto  no  obsta 
para  que  resulte  siempre  cierto  que  la  escritura  de  que  se  trata 
ha  sido  otorgada  con  infracción  del  citado  art.  61,  y  para  que, 
en  su  consecuencia,  no  pueda  declararse  que  se  halla  redactada 
con  arreglo  á  las  formalidades  y  prescripciones  legales,  puesto 
que  dicha  infracción  es  patente  y  manifiesta. 

No  se  formuló  esta  pretensión  en  el  recurso  gubernativo  que 
motivó  la  Resolución  de  la  Dirección  general  de  22  de  Agosto 
de  f894,  la  cual,  por  lo  mismo,  y  por  haber  sido  dictada  bajo  un 
punto  de  vista  diferente,  aparte  de  otras  razones  legales,  no 
tiene  aplicación  al  caso  referido,  ni  puede  servir  para  sentar 
jurisprudencia. 

Habiendo  concurrido  la  compradora  al  otorgamiento  de  la 
escritura  de  venta,  y  habiéndose  expresado  en  este  documento 
que  los  otorgantes  se  afirman  y  ratifican  en  el  contenido  del 
mismo,  es  evidente  que  la  compra  de  que  se  trata  ha  sido  acep- 
tada por  dicha  compradora,  y  se  han  cumplido,  por  tanto,  los 
arts.  1261  y  1262  del  Código  civil  (R.  H.,  núm.  88.-29  de  Mar- 
zo de  1901) 470 

V.  Bienes  gananciales  y  parafernales^    Contrato  de 

marido  y  mujer,  Donación,  Particiones  y  Patria  potestad. 
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Ii«tarl«.— V.  Recurso  de  eaeaeión  (sentencia  defínitíoa)  y  Tes- 
tamento. 

Mmííéaé  ée  actvaelMies.— V.  Recurso  de  easaeéón  (sentencia 
definitiva)  y  Sentencia  congruente, 

lialidad  die  eaatralo.— V.  Contrato. 

Malldadi  die  testaneato.— V.  Anotación  preoentioa. 


OMip^aeiéa.—LM  obligaciones  deben  camplirse  del  modo  en  qne 
habieeen  tido  contraídas,  á  tenor  del  art.  1091  del  Código  ciyil. 
6e  infringen  los  arte.  1104  y  1902  del  Código  civil  extendien- 
do la  responsabilidad  de  una  parte  á  particnlares  qne  sn  obli- 
gación no  comprende,  y  haciéndola  responsable  de  omisión  y 
negligencia  que  no  la  son  imputables  (C,  núm.  67. — 14  de  Mar- 

«)del901) 847 

Aplica  rectamente  el  art.  1098  del  Código  civil,  la  senten- 
cia que  condena  á  una  parte  á  hacer  y  practicar  desde  luego  ó 
inmediatamente  lo  necesario  para  cumplir  lo  pactado  (C,  nu- 
mero 108.— 18  de  Abril  de  1901) 584 

Las  obligaciones  nacidas  de  los  contratos  tienen  fuersa  de 

ley  entre  las  partes  que  los  celebran,  debiendo  cumplirse  á  te- 
nor de  los  mismos  (C.,  num.  109.— 24  de  Abril  de  1901) 681 

V.  Contrato  y  Ley  del  contrato. 

Ohra», — V.  Arrendamiento. 

Ohrsm  pías.— V.  Defensa  por  pobre. 


I^ago.— El  art.  1158  del  Código  civil  es  completamente  inaplica-  , 
ble  cuando  no  se  trata  de  reclamar  lo  que  por  cuenta  de  otro  se 
hubiera  pagado,  ó  el  importe  de  la  prestación  que  se  hubiese 
hecho  con  conocimiento,  aprobación  ó  ignorancia  del  deudor, 
sino  de  exigir  el  cumplimiento  de  un  contrato  que  se  dice  cele- 
brado directamente  entre  aquél  y  el  demandante;  por  lo  que, 
fundada  la  absolución  de  la  demanda  en  la  existencia  del 
contrato,  sin  qne  la  apreciación  sobre  este  hecho  haya  sido  le- 
galmente  impugnada,  se  ajusta  á  lo  dispuesto  en  los  arts.  1254, 
1257,  1258,  1264  y  1278  del  mismo  Código  (C,  núm.  7.-7  de 

Enero  de  1901) ío 

V.  Cesión. 

Parafernales.— V.  Bienes, 
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I^artieionefli. — Aprobándose  unas  particiones  en  las  que  el  ma- 
rido de  una  de  las  partes  interesadas  intervino,  por  consenti- 
miento de  las  demás,  á  la  vez  que  como  albacea  en  aquel  con- 
cepto, no  se  infringen  los  arts.  61  y  62  en  el  concepto  de  haber 
actuado  su  mujer  sin  licencia  del  mismo. 

Los  arts.  904  y  010  del  Código  civil  son  inaplicables  cuando  no 
se  trata  de  particiones  que  por  si  solo  hubiese  hecho  el  albacea, 
sino  de  las  que  fueron  convenidas  y  presentadas  por  los  here- 
deros mayores  de  edad  (U.,  núm.  22. — 26  de  Enero  de  1001). ...     113 

Siendo  unos  mismos  los  herederos  de  dos  cónyuges,  tienen 

personalidad  para  aclarar  y  completar  en  la  testamentaría  del 
segundo  las  particiones  de  la  del  primero  (R.  H.,  núm.  61.— 6 

de  Marzo  de  1001 824 

Aun  cuando,  con  arreglo  al  art.  1066  del  Código  civil, 

puede  todo  testador  hacer  por  sí  la  partición  de  sus  bienes  y 
debe  pasarse  por  ella  en  cuanto  no  perjudique  á  la  legítima  de 
los  herederos  forzosos,  pudiendo  usar  de  esta  facultad  el  padre 
que  en  interés  de  su  familia  quiera  conservar  indivisa  una  ex- 
plotación agrícola,  industrial  ó  fabril,  disponiendo  que  se  satis- 
faga en  metálico  su  legítima  á  los  demás  hijos,  es  necesario 
para  que  se  cumpla  esta  disposición  que  el  testador  haya  hecho  < 
uso  de  dicha  facultad  concreta  y  determinadamente,  expresando 
en  el  primero  de  dichos  casos  los  bienes  partibles  y  la  distribu- 
ción que  haga  de  ios  mismos,  ó  indicando  las  reglas  á  que  debe 
ésta  sujetarse  con  relación  á  todos  y  cada  uno  de  los  herederos, 
ó  manifestando  en  el  segundo  de  modo  claro  y  preciso  su  volun- 
tad de  conservar  indivisa  alguna  explotación. 

No  haciendo  uso  el  testador  de  la  facultad  concedida  en  dicho 
artículo,  es  indudable  que  para  que  la  división  y  adjudicación  de 
BUS  bienes  pueda  tener  lugar,  han  de  consentir  en  ésta  todos  los 
interesados  en  la  herencia,  puesto  que  es  necesaria  la  concu- 
rrencia de  todos  ellos,  de  conformidad  con  lo  dispuesto  en  los 
arts.  1068  y  siguientes  del  mismo  Código  (R.  H.,  núm.  68.— 14 

de  Marzo  de  1901) 866 

V.  Acción  rescisoria.  Acreedor  hipotecario,  Compra- 
dor ^  Contador  y  Herencia. 

Patria  potestad.  ^La  prescripción  del  art.  168  del  Código  civil 
no  autoriza  á  extender  la  incapacidad  en  que  incurre  la  maJre 
que  contrae  segundas  nupcias,  para  seguir  ejerciendo  la  patria 
potestad  sobre  sus  hijos,  á  su  marido  para  poder  désempefiar  el 
cargo  de  tutor  de  los  mismos,  porque  aunque  hubiera  algunas 
razones  de  orden  moral  tenidas  en  cuenta  por  el  legislador  al 
establecer  la  pérdida  de  la  patria  potestad  en  el  caso  expresado, 
que  también  pudieran  alegarse  en  defensa  de  aquella  tesis,  es 
innegable  que  dada  la  fundamental  diferencia  que  existe  entre 
la  institución  de  la  patria  potestad  y  la  de  la  tutela,  y  la  manera 
diversa  como  una  y  otra  funcionan,  ni  esas  razones  comunes 
revisten  igual  importancia,  según  que  se  apliquen  á  una  ú  otra 
institución,  ni  podrían  asentarse  sobre  la  misma  base  una  y  otra 
incapacidad;  á  lo  que  se  agrega  la  potísima  consideración  de 
que  entre  las  incapacidades  declaradas  en  el  art.  287  del  Código 
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cItíI  no  86  encuentra  aqnélla  comprendida  (C,  núm.  166.^19 

de  Junio  de  1901) 964 

V.  Contrato. 

Patr^Bat».— V.  De/enaa  por  pobre. 

Peijaiclos.— V.  Daños. 

PerB«BalÍdaii.— La  capacidad  de  nn  litigante  parapetar  en  jni- 
ció  7  la  regularidad  de  an  representación,  es  lo  que  únicamente 
paede  constituir  falta  de  personalidad. 

La  falta  de  personalidad  del  demandado  en  pleito  de  tercería 
no  tiene  f andamento  alguno  cuando  comparece  en  forma,  si  es 
la  parte  en  cuyo  interés  se  decretó  el  embargo  de  los  bienes  ob- 
jeto de  la  demanda  (C,  núm.  87.— 11  de  Febrero  de  1901). .....    194 

V.  Ayuntamiento  y  Contrato. 

P««e8ÍÓB. — Y.  Ejecución  de  sentencia  y  Propiedad. 
Pr«eÍo.— El  precio  no  deja  de  ser  cierto,  aunque  no  se  fije  en 

cantidad  numéricamente  determinada,  si  al  celebrarse  un  con- 
trato de  arrendamiento  se  fija  con  relación  á  un  suceso  que  la 
determine;  entendiéndolo  asi  la  Sala  sentenciadora,  no  infringe 
el  art.  1647  del  Código  civil  (C,  núm.  134.— 7  de  Mayo  de  1901).    692 
V.  Juez  competente  (compraventa). 

Preei«  aplaaado.-— V.  Juez  competente  (acdón  personal). 

Preada.— V.  Compraventa. 

Prescrípeión.— V.  Restitución  in  integrun. 

PrefscrÍp«ÍÓB  de  acción. — La  prescripción  de  seis  meees,  fijada 
en  el  art.  1472  del  Código  civil,  es  inaplicable  cuando  no  se 
trata  de  las  acciones  á  que  el  mismo  se  refiere  (C,  núm.  14. — 
16  de  Enero  de  1901) , 66 

La  ley  63  de  Toro  dlspoúe  que  donde  en  la  obligación  hay 

hipoteca  ó  cuando  la  acción  es  mixta,  la  deuda  prescriba  por  el 
trascurso  de  treinta  años  (C,  núm.  21.— 26  de  Enero  de  1901). .    107 
Según  precepto  terminante  del  art.  1966  del  Código,  pres- 
criben por  el  transcurso  de  cinco  años  las  acciones  para  exigir 

el  cumplimiento,  entre  otras  obligaciones,  de  la  que  consiste 
en  satisfacer  el  precio  de  ios  arriendos,  sean  éstos  de  fincas  rús- 
ticas ó  de  fincas  urbanas,  sin  que  exista  precepto  ni  doctrina 
que  requiera  la  concurrencia  de  la  buena  fe  en  el  obligado,  tra- 
tándose de  esta  clase  de  prescripción,  que  es  absoluta,  única- 
mente exigible  para  la  adquisición  ordinaria  del  dominio  y  de- 
más derechos  reales,  y  menos  el  justo  título,  que  sólo  podría 
significar  la  existencia  de  alguna  excepción  que,  aparte  la  de 
prescripción,  pudiera  desvirtuar  la  fuerza  y  eficacia  de  la  ac- 
ción, como,  por  ejemplo,  el  pago. 

Según  el  art.  1969  del  Código  civil,  el  tiempo  para  la  pres- 
cripción de  toda  clase  de  acciones,  cuando  no  haya  disposición 
especial  que  otra  cosa  determine,  se  contará  desde  el  dia  en  que 

puedan  ejercitarse  (C,  núm.  40.— 13  de  Febrero  de  1901) 220 

La  acción  personal  para  reclamar  intereses,  nacida  de  la 

obligación  que  contrae  quien  recibe  una  cantidad  que  debe  en- 
tregar á  su  vez  á  su  verdadero  duefio,  prescribe  á  los  veinte 
afios,  según  la  ley  6.%  tít.  8.®,  libro  11  de  la  Novísima  Recopi- 
lación. 
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En  eeta  clase  de  obligaciones  no  está  comprendido  ningnno 
de  los  casos  enumerados  en  el  art.  1966  del  Código  civil  (0«,  nú- 
mero 106.- 19  de  Abril  de  190i; 666 

Prescripción  de  acción.— La  prescripción  de  la  acción  resciso- 
ria  por  término  de  un  afio,  contado  desde  el  día  de  la  enajena- 
ción fraudulenta,  está  de  modo  claro  establecida  en  el  art.  87  de 
la  ley  Hipotecaria  exclusivamente  á  favor  de  los  terceros,  repu- 
tándose como  tales,  para  los  efectos  de  esta  disposición,  los  que 
no  ban  intervenido  en  el  acto  ó  contrato  inscrito,  á  tenor  de  lo 
prevenido  en  el  art.  27,  y  corroborado  por  el  citado  anteriormente^ 
según  el  cual  la  existencia  de  tercero  supone  siempre  una  se- 
gunda enajenación,  como  asi  lo  ba  establecido  también  el  Tri- 
bunal Supremo. 

Que  los  berederos  y  causababientes  del  comprador  de  mala 
fe  no  pueden  invocar  el  carácter  de  terceros  á  los  efectos  del  ci- 
tado art.  87,  ya  que,  aun  sin  su  intervención  material  en  las 
enajenaciones,  son,  como  continuadores  de  la  personalidad  de 
aquél,  responsables  de  todas  sus  obligaciones  para  la  conse- 
cuencia de  los  que  están  en  el  mismo  caso  que  dicbo  compra- 
dor, debiendo  ser  reputados^  por  tanto,  qon  relación  á  las  ena- 
jenaciones fraudulentas,  como  si  los  berederos  las  bubieran 
otorgado,  ó  como  si  la  acción  se  bubiera  dirigido  contra  el  cau- 
sante de  los  mismos. 

Entendiéndolo  así  la  8ala  sentenciadora,  no  infringe  el  men- 
cionado art.  37,  y  tampoco  el  41,  que  sin  referirse  á  la  prescrip- 
ción, se  limita  á  determinar  cuándo  el  poseedor  es  cómplice  en 
el  fraude  en  el  caso  2.<^,  núm.  2.^  del  art.  87. 

El  art.  1299  del  Código  civil  es  aplicable  á  las  acciones  resci- 
Borias,  con  la  excepción  prevista  en  aquél,  y  á  tenor  del  cual 
sólo  prescriben  tales  acciones  por  el  término  de  cuatro  años 

(C,  núm.  174.-26  de  Junio  de  1901) 981 

V.  Prescripción  de  dominio. 

Prescripción  de  dominio.— El  art.  1946  del  Código  civil,  por  el 
capitulo  de  que  forma  parte  y  por  las  disposiciones  que  le  prece- 
den y  le  siguen,  se  refiere  exclusivamente  á  las  prescripciones  del 
dominio  y  demás  derecbos  reales,  no  á  la  de  las  acciones,  respecto 
de  la  que  establece  por  modo  general  y  absoluto  el  art.  1978,  que 
la  prescripción  se  interrumpe  por  el  ejercicio  de  la  acción  ante 
los  Tribunales,  por  reclamación  extrajudicial  del  acreedor  y  por 
cualquier  acto  de  reconocimiento  de  la  deuda  por  el  deador; 

■  siendo  consecuencia  lógica  de  tales  preceptos  que  por  la  decla- 
ración de  caducidad  de  la  instancia  se  considere  completamente 
ineficaz  la  interrupción  producida  por  la  citación  judicial  en  lo 
relativo  á  la  prescripción  del  dominio  y  demás  derecbos  reales, 
según  el  art.  1946;  pero  cuando  se  trata  de  la  extinción  de  las 
acciones,  la  declaración  de  caducidad  no  surte  el  mismo  efecto, 
porque  ni  la  letra  ni  el  espiritu  del  art.  1973  permiten  que  tenga 
el  alcance  de  que,  en  virtud  de  ella,  pueda  llegarse  á  perder  la 
acción;  por  lo  cual  debe  armonizarse  esta  disposición  con  la 
que  contiene  el  art.  419  de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  al  estable- 
cer que  la  caducidad  de  primera  instancia  no  extingue  la  ac- 
ción, que  si  no  bubiere  prescrito  con  arreglo  á  derecbo,  podrá 
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volver  á  ejercitarse  en  el  juicio  correspondiente  (C,  núm.  6.— 

4  de  Enero  de  1901) 19 

Prescripción  de  doniBle.— Para  adquirir  el  dominio  de  los  in- 
mnebies  por  la  prescripción  ordinaria,  es  necesario  qne  á  la  po- 
sesión continnada  por  dies  ó  veinte  afios  acompafie  baena  fe  y 
jnsto  titulo,  bastando  para  la  prescripción  extraordinaria  de 
treinta  afios  la  simple  posesión  ó  detentación  en  concepto  de 
daefio,  continnada  ó  no  interrumpida  durante  eote  periodo  de 
tiempo. 

Observando  la  Sala  sentenciadora  la  precedente  doctrina,  no 
InfriDge  las  leyes  9.^  16  y  21,  tít.  29,  Partida  8.*,  ni  el  art  1959 
del  Código  civil. 

El  art.  29  de  la  ley  Hipotecaria  no  se  opone  á  que  el  que  ten- 
ga inscrito  el  dominio  lo  pierda  si  otro  lo  gana  por  prescrip- 
ción (C,  núm.  126.-7  de  Mayo  de  190i; 696 

No  es  de  estimar  la  infracción  de  las  leyes  del  Código,  l.\ 

párrafo  segundo,  libro  7.^^  título  40,  y  8.%  párrafo  primero,  li- 
bro 7.®,  título  89,  y  el  axioma  jurídico,  contra  non  oalentem 
agere  non  currií  prescripíio,  cuando  apreciando  la  Sala  sen- 
tenciadora las  excepciones  alegadas  en  el  pleito,  reconoce  la 
prescripción  del  dominio  de  determinadas  fincas  con  el  claro  é 
indispensable  fundamento  de  haber  transcurrido  más  de  treinta 
afios  de  su  adquisición,  aplicando  los  preceptos  del  usatge  Om- 
nea  causosy  con  la  extensión  y  generalidad  con  que  lo  ha  hecho 
la  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo  en  relación  con  la  pres- 
cripción adquisitiva  (C,  núm.  127.— 8  de  Mayo  de  1901) 7S7 

PresaneiÓB.— V.  Prueba 

Proearador.— Conforme  al  art.  7.^  de  la  ley  procesal,  el  poder- 
dante debe  habilitar  á  su  Procurador  con  los  fondos  necesarios 
(C,  núm.  12.— 16  de  Enero  de  1901) 65 

Propiedad.—  No  tratándose  de  pedir  el  complemento  de  la  cosa 
vendida,  sino  de  impedir  que  ésta  sea  detentada  en  todo  ó  en 
parte  después  de  consumado  el  contrato  por  quien  ningún  dere- 
cho pueda  ostentar  sobre  ella,  es  evidente  la  debida  aplicación 
del  art.  348  del  Código  civil,  que  da  al  propietario  acción  real 
contra  el  tenedor  y  poseedor  de  la  cosa  (C,  núm.  14.— 16  de 
Enero  de  1901) 68 

Propiedad  literaria.- La  inscripción  en  el  Registro  del  Minis- 
terio de  Fomento  de  una  obra  teatral  en  favor  de  quien  la  reali- 
sase  con  el  carácter  de  editor  propietario ,  conforme  á  lo  dis- 
puesto en  el  art.  18  de  la  ley  de  10  de  Junio  de  1847,  y  en 
los  1.^  y  7.^  del  Convenio  sobre  propiedad  intelectual  celebrado 
con  Francia  en  16  de  Noviembre  de  1868,  y  ratificado  en  26  de 
Enero  siguiente,  constituía,  según  aquella  legislación,  el  signo 
exclusivo  para  reconocimiento  de  la  propiedad  literaria  y  mu- 
sical, sii|  cuyo  requisito  caían  en  el  dominio  público  las  obras 
de  dicha  clase  (C,  núm.  176.— 26  de  Junio  de  1901) 987 

Prorroga.— V.  Deuda. 

Prolector.— V.  Consejo  de  familia. 

PraelMi.— El  art.  678  de  la  ley  procesal,  que  establece  los  medios 
probatorios  de  que  las  partes  pueden  valerse,  no  impide  á  los 
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Tribnnales  formar  sa  convencimiento  con  todos  loe  datos  ó  ele- 
mentos de  jaicio  que  se  contengan  en  las  actuaciones  (C,  nú- 
mero 110.— 24  de  Abril  de  1901) 588 

(recibimiento).— V.  Recurso  de  casación  (recibimiento 

aprueba). 

Prueba  docamental.  —  £1  testimonio  de  la  copia  auténtica  de 
un  documento  redactado  en  dialecto  especial,  presentada  en  un 
pleito  y  en  él  traducida  por  el  actuario  durante  el  periodo  de 
prueba,  tiene  más  carácter  de  fidelidad  y  exactitud  que  lo  ano- 
tado en  los  libros  de  la  extinguida  Contaduría  de  Hipotecas  por 
consecuencia  de  la  traducción  y  extracto  que  de  dicho  docu- 
mento verificó  el  encargado  de  aquella  oficina. 

Entendiéndolo  asi  la  Sala  sentenciadora,  no  infringe  los  ar- 
tículos 283  de  la  ley  Hipotecaria,  y  1692,  núm.  7.^,  de  la  de  En- 
juiciamiento civil  (O.,  núm.  126.— 8  de  Mayo  de  1901) 730 

V.  Documento  público. 

Prueba  perleial.— V.  Recurso  de  casación  {apreciación  de 
prueba). 

Prueba  de  presuneiones.— Para  contradecir  la  prueba  de  pre- 
sunciones apreciada  por  el  Tribunal  sentenciador,  respecto  de 
laJrauduIencia  de  un  contrato,  no  basta  afirmar  que,  ademán 
de  las  establecidas  en  el  art.  1297  del  Código  civil,  pueden  exis- 
tir otras  del  mismo  hecho,  sino  que  es  preciso  consignarlas  de- 
duciéndolas de  hechos  ciertos  (C,  núm.  6á. — 25  de  Febrero 

de  1901) 298 

Según  tiene  establecida  la  jurisprudencia  del  Tribunal  Su- 
premo, entre  las  atribuciones  del  Tribunal  á  quo  se  encuentra 
la  de  determinar  el  enlace  entre  los  hechos  que  dan  origen  á  las 
presunciones  no  establecidas  por  la  ley,  sin  otra  limitación  que 
la  expresada  en  ^1  art.  1263  del  Código  civil,  de  que  dicho  en- 
lace exista,  ó  lo  que  es  lógicamente  igual,  que  no  resulte  con- 
trario á  las  reglas  del  criterio  humano  (C,  núm.  162. — 18  de  Ju- 
nio de  1901) «81 

Prueba  en  la  secunda  íustancla. — Con  arreglo  al  núm.  4.^  del 
artículo  862  de  la  ley  procesal,  el  recibimiento  á  prueba  en  se- 
gunda instancia  sólo  procede  cuando,  después  de  expirar  el  tér- 
mino coDoedidd  para  proponerla  en  la  primera,  hubiese  llegado 
á  conocimiento  de  la  parte  algún  hecho  de  influencia  notoria  en 
el  pleito,  ignorado  por  la  misma,  si  jura  que  no  tuvo  antes 

noticia  de  él  (C,  núm.  146^—8  de  Junio  de  1901) 868 

V.  Juicio  de  desahucio  y  Recurso  de  casación  (recibi- 
miento á  prueba). 

Prueba  lestlfleal.— La  prueba  testifical  no  puede  variar  de  na- 
turaleza ni  convertirse  en  documental  por  el  solo  hecho  de  ha- 
ber sido  consignadas  las  manifestaciones  en  acta  notarial,  la 
cual  no  modifica  el  valor  probatorio  de  aquéllas,  ni  es  estima- 
ble como  documento  auténtico,  sino  en  cuanto  al  hecho  que  mo- 
tiva su  otorgamiento  (C,  núm.  66.— 18  de  Marzo  de  1901) 846 

V.  Apreciación  de  prueba  y  Recurso  de  casación  (apre- 
ciación de  prueba). 
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4||al«bra.— £1  precepto  contenido  en  el  núm.  8.^  del  art.  890  del 
Código  de  Comercio,  legún  el  cual  se  reputa  fraadulenta  la 
quiebra  del  comerciante  que  no  llevare  libroe,  es  aplicable  al 
caeo  de  que  dejase  de  llevar  cualquiera  de  los  que  con  el  predi- 
cado de  necesarios  se  expresan  en  el  art.  83,  porque  siendo 
cada  uno  de  esos  libros  parte  integrante  de  un  solo  todo  ó  de  un 
sistema  de  contabilidad  preestablecido,  ya  que,  con  arreglo  á 
los  arts.  37,  38  y  39,  en  el  Diario  debe  sentarse  como  primera 
partida  el  resultado  del  de  inventarios  y  balances,  y  al  mayor 
deben  trasladarse  los  asientos  del  Diario  en  la  íorma  que  se  de- 
termina, y  es  evidente  el  nexo  que  existe  entre  estos  libros  y  el 
copiador  de  cartas  y  telegramas,  la  íalta  de  uno  solo  afectaría 
á  todo  el  sistema,  qae  dejaría  de  ser,  por  consecuencia  de  seme- 
jante omisión,  lo  que  la  ley  quiere  y  tiene  establecido  en  in- 
terés público  y  del  comercio  en  general;  sin  que  esta  doctrina 
ae  baile  en  oposición  con  el  núm.  1.^  del  art.  889,  porque  con- 
forme á  este  precepto,  la  calificación  más  atenuada  de  quiebra 
culpable  sólo  alcanza  al  que,  llevando  todos  los  libros  que  la 
ley  exige,  no  se  atempera,  en  cuanto  á  su  forma  y  redacción,  á 
los  requisitos  intrínsecos  y  extrínsecos  que  el  propio  Código 
tiene  establecidos. 

Si  una  sociedad  declarada  en  quiebra  dispuso  por  modo  abu- 
flivo,  en  los  últimos  días  de  su  existencia,  y  por  consiguiente, 
sin  asentimiento  ni  conocimiento  de  sus  dueños,  de  valoree  pú- 
blicos entregados  á  la  misma  al  solo  efecto  de  una  operación  de 
canje,  pignorándolos  para  natisfacer  con  su  importe  cuentas  re- 
cientemente abiertas,  que  estaban  en  oposición  con  el  resultado 
de  sus  libros,  y  supuso  en  éstos  operaciones  de  compra  anula- 
das el  mismo  día  sin  conocimiento  de  los  interesados  en  cuyo 
nombre  obraba,  todos  estos  hecbos  se  ajustan  claramente  á  los 
moldes  de  las  circunstancias  9.^  y  13  del  art  890  (C,  núm.  110. 
—24  de  Abril  de  1901) 688 

Qvlefcra  fraadoleata.— Si  bien  es  cierto  que  la  simulación  y  el 
fraude  no  se  presumen,  esta  regla  general  es  de  todo  punto  in- 
aplicable á  las  presunciones  de  fraude  establecidas  por  la  ley. 

Debe  reputarse  fraudulenta  la  quiebra  de  los  comerciantes, 
si  en  ella  concurre  alguna  de  las  circunstancias  determinadas 
en  los  párrafos  tercero  y  cuarto  del  art.  890,  y  en  el  891  del  Có- 
digo de  Comercio. 

Al  comerciante  quebrado  incumbe  la  prueba  de  llevar  los  li- 
bros de  contabilidad  y  el  de  correspondencia  comercial  requeri- 
dos por  el  mismo  Código  para  el  ejercicio  de  la  profesión  mer- 
cantil, y  la  de  la  causa  justa  que  alegue  para  excusarse  de  pre- 
sentarlos. 

Sin  baber  otra  ni  más  causa  que  la  injustificada  falta  de  li- 
broe comerciales,  debe  calificarse  la  quiebra  como  fraudulenta 
y^  no  fortuiU  (C,  núm.  121.— 4  de  Mayo  de  1901) ; «72 
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■▼eneiéB. — Para  qae  la  compensación  pretendida  por  el 
demandado  pneda  ser  disentida,  ha  de  formularse  haciendo  uso 
de  la  reconvención  al  contestar  la  demanda,  según  precepto  ter- 
minante del  art.  643  de  la  ley  procesal  (O.,  núm.  106.— 19  de 

Abril  de  1901) 666 

V.  Sentencia  congruente, 

leeorso  de  easaelón.— V.  Juez  competente  {compraventa). 
(apreciación  de  prueba).— Según  tiene  declarado  reite- 
radamente el  Tribunal  Supremo,  al  juzgador  es  á  quien  ezclusi- 
Tamente  compete  apreciar  la  fuerza  probatoria  de  las  declara- 
ciones testificales,  al  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  art.  669  de  la 
ley  procesal  y  en  el  1248  del  Código,  no  pudiendo  ser  esta  apre- 
ciación materia  propia  de  la  casación  (C,  núm.  6.— 6  de  Enero 

de  1901)  23 

La  misma  doctrina  en  sentencias  de  13  de  Marzo,  12  y  17 

de  Abril,  26  de  Mayo  y  24  de  Junio  de  1901  (números  66,  96, 
100,  186  y  171). 

En  casación  no  son  de  estimar  las  infracciones  legales 

basadas  en  supuestos  de  hecho  contrarios  á  los  establecidos  por 
la  Sala  sentenciadora,  cuando  la  apreciación  de  ésta  no  se  im- 
pugna con  arreglo  al  núm.  7.^  del  art.  1692  de  la  ley  procesal 

(C,  núm.  8.-8  de  Enero  de  1901) 28 

La  misma  doctrina  en  sentencias  de  12  y  18  de  Abril  de 

1901  (oúmeros  94  y  108). 

En  casación  no  es  lícito  impugnar  la  apreciación  *  de  las 

pruebas  por  la  Sala  sentenciadora,  cuando  no  se  hace  en  la  ma- 
nera especial  que  exige  el  núm.  7.^  del  art.  1692  de  la  ley  pro- 
cesal (C,  núm.  10.— 10  de  Enero  de  1901) 88 

La  misma  doctrina  en  sentencias  de  13  de  Marzo,  8  y  27 

de  Mayo  y  26  de  Junio  de  1901  (números  66,  127,  136  y  174). 
El  uso  que  hacen  los  Tribunales  de  la  facultad  discrecio- 
nal concedida  por  el  art.  17  de  la  ley  procesal  para  deducir  de 
los  signos  exteriores  la  verdadera  situación  económica  del  que 
pretende  litigar  como  pobre,  no  puede  discutirse  en  casación 
contra  lo  establecido  en  el  núm.  9.^  del  art.  1729.de  dicha  ley, 
como  no  sea  con  la  limitación  que  el  mismo  precepto  contiene 

(O.,  núm.  17.— 18  de  Enero  de  1901) 90 

La  misma  doctrina  en  sentencias  de  21  de  Febrero  y  12  de 

Abril  de  1901  (números  61  y  94). 

Es  ineficaz,  para  los  efectos  de  la  casación,  sustituir  el 

criterio  del  recurrente  al  juicio  del  Tribunal,  no  impugnado  por 
el  único  medio  legal  que  autoriza  el  párrafo  séptimo  del  ar- 
tículo 1692  de  la  ley  procesal  (C,  núm.  22. — 26  de  Enero 

de  1901) 118 

— ^  Es  ioeficaz  para  la  casación  impugnar  la  apreciación  de 
las  pruebas  en  conjunto  por  la  Sala  sentenciadora,  cuando  no 
se  combate  aquélla  de  la  manera  especial  que  exige  el  núm.  7.^ 
del  art.  1692  de  la  ley  procesal  (O.,  núm.  24.— 20  de  Enero 
de  1901) 124 
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La  mltma  doctrina  en  sentencias  de  13  de  Febrero,  18  de 

Marzo,  16  de  Abril  y  12  de  Jnnio  de  1901  (números  82,  40,  73, 
98,  99  y  167). 
lle«ors«  die  easaeiéa.— Conforme  al  art.  683  de  la  ley  procesal, 
ee  potestativa  la  facultad  de  los  Tri banales  para  estimar  la 
prueba  pericial,  por  lo  que,  con  arreglo  al  art.  1739,  nám.  9.*, 
de  la  misma  ley,  es  inadmisible  el  recurso  en  que  se  impugna 

dicha  apreciación  (C,  núm.  26.— 80  de  Enero  de  1901) 189 

Contra  la  apreciación  de  la  prueba  testifical  no  se  da  el  re- 
curso de  casación,  aunque  el  pleito  se  refiera  á  cuestiones  en 
que  por  intervenir  de  ordinario  escrituras  ú  otros  doeumenUw 
deban  cuidar  los  Tribunales  de  evitar  que  se  resuelva  por  la  sola 
virtud  de  la  declaración  de  testigos,  á  menos  que  su  veracidad  sea 
evidente,  cual  previene  el  art.  1248  del  Código  ciyil;  porque  la 
apreciación  de  esa  calidad,  que  es  de  esencia  en  la  pmeba  testi- 
tical,  está  sujeta  únicamente  á  las  reglas  de  la  crítica  racional 
(C,  núm.  27.— 80  de  Enero  de  1901) 140 

£1  fallo  es  invariable  en  casación  mientras  no  haya  una 

base  de  hecho  diversa  de  la  estimada  por  la  Sala  sentenciadora 

(C,  núm.  80.— 23  de  Mano  de  1901) 48S 

Ee  inadmisible  el  recurso  interpuesto  por  la  partea  quien 

se  denegó  la  defensa  por  pobre,  cuando  fundándose  la  Sala  sen- 
tenciadora en  que  aquél  no  ha  justificado  ni  intentado  justificar 
hallarse  comprendido  en  alguno  de  los  casos  del  art.  16  de  la 
^  ley  de  EDJniciamiento  civil,  no  se  impugna  tal  apreciación  en 
*  la  forma  que  previene  el  caso  7.^  del  art.  1692  (O.,  núm.  88. — 

27  de  Marso  de  1901) 418 

No  desconociéndose  el  alcance  del  art.  307  del  Código  civil, 

la  mera  estimación  de  si  una  manda  reviste  ó  no  importancia, 
no  se  acomoda  á  las  condiciones  del  recurso  de  casación,  por- 
que es,  por  su  naturaleza,  tan  relativa  y  subordinada  al  criterio 
subjetivo  del  juzgador,  que  sobre  ella  no  cabe  establecer  doc- 
trina alguna  fija  á  la  que  deban  atenerse  los  Tribunales,  que 
han  de  resolverla,  por  lo  tanto,  discrecionalmente,  sin  otra  ga- 
rantía que  la  de  su  responsabilidad  si  faltaren  abiertamente  en 
algún  caso  á  las  reglas  del  buen  sentido,  doctrina  que  anstan- 
cialmente  está  conforme  con  la  de  la  sentencia  de  4  de  Noviem- 
bre de  1899  (C,  núm.  166.— 19  de  Junio  de  1901) 9M 

La  determinación  de  la  cantidad  que  haya  que  abonar  por 

alimentos,  teniendo  en  cuenta  la  proporcionalidad  debida  entre 
los  recursos  del  obligado  á  prestar  aquéllos  y  las  neceeidadea 
del  alimentista,  es  por  su  índole  ajena  á  la  materia  de  la  casa- 
ción, mientras  no  ee  justifique  el  quebrantamiento  notorio  y 
evidente  de  dicha  proporcionalidad  (C,  núm.  178. — 28  de  Junio 

de  1901) 1011 

V.  Recurso  de  casación  (^rror  de  hecho), 

(CITAS  LEGALES).— Son  ineficaces  para  la  casación  las  citas 

legales  referentes  á  títulos  y  supuestos  que  no  sirven  de  fun- 
damento al  fallo  recurrido  (C,  núm.  40.— 18  de  Febrero  de 

1901) « 

Carece  en  absoluto  de  la  condición  más  esencial  para  que 

pueda  ser  admitido  el  recurso,  en  que  no  se  alega  infracción  al- 
guna que  haya  podido  cometer  el  Tribunal  sentenciador,  y  úni- 
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eamente  ee  limiU  el  recurrente  á  llamar  la  atención  Bobre  lo  qne 
disponen  loe  arta.  1600  y  1601  del  Código  civil  para  la  redacción 
de  la  segunda  sentencia,  que  á  su  juicio  procede  dictar,  sin  indi- 
car siquiera  la  razón  y  fundamento  con  que  evoca  tales  preceptos 

legales  (O.,  núm.  48.— 16  de  Febrero  de  1901) 281 

V.  Recurso  de  casación  (apreeiaeión  de  prueba  y  mo- 
tivos). 

fteevrso  de  easaeloo  (considerandos).— Es  improcedente  el 
recurso  de  casación,  cuyas  alegaciones  se  dirigen  contra  apre- 
daciones  exageradas  ó  no  bien  expresadas  que  el  Tribunal  sen- 
tenciador hace  en  los  considerandos  de  la  sentencia  (C,  núme- 
ro 168.— 18  de  Junio  de  1901) 916 

(costas).  — La  declaración  sobre  imposición  de  costas, 

aislada  de  otro  motivo,  no  es  susceptible  de  casación  (C,  nú- 
mero 169.— 21  de  Junio  de  1901) 969 

(cuestiones  no  discutidas). — No  son  de  estimar  en  ca- 
sación los  motivos  del  recurso  en  que  se  plantean  cuestiones 
nuevas  y  no  controvertidas  en  el  pleito  (C,  núm.  92. — 8  de 

Abril  de  1901) 492 

La  misma  doctrina  en  sentencia  de  28  de  Junio  de  1901 

(núm.  178). 

(ERROR  DE  DERECHO).— V.  Recurso  dc  eosoción  (crror  dc 

hecho). 

(ERROR  DE  HECHO).— En  casación  no  es  de  estimar  el 

anror  de  necbo  cuando  no  se  determina  citando  documento  que 
invalide  los  fundamentos  de  que  parte  la  sentencia  recurrida, 
como  exige  el  núm.  7.*^  del  art.  1692  de  la  ley  procesal  (C,  nú- 
mero 29.-6  de  Febrero  de  1901) 167 

La  misma  doctrina  en  sentencias  de  6  de  Marzo,  18  de 

Mayo  y  21  y  26  de  Junio  de  1901  (núms.  69,  180,  168  y  176). 

No  es  de  estimar  para  la  casación  el  error  de  hecho  que  no 

afecta  á  la  parte  dispositiva  de  la  sentencia  recurrida  (C,  nú- 
mero 82.-7  de  Febrero  de  1901) 166 

Para  los  efectos  de  la  casación,  cuando  meramente  se  trata 

de  interpretación  de  cláusulas  y  de  su  inteligencia,  es  menester 
que  el  error  y  la  equivocación  resulten  muy  manifiestos  (C, 

núm.  46.-16  de  Febrero  de  1901) 244 

No  son  de  estimar  para  la  casación  los  errores  de  hecho  y 

de  derecho  que  no  alteren  el  fallo  (C,  núm.  100.— 17  de  Abril 

de  1901) 617 

No  es  de  estimar  en  casación  el  error  de  hecho  que  se  atri- 
buya á  la  Sala  sentenciadora  en  la  apreciación  de  un  medio 
probatorio,  cuando  aquélla  ha  tenido  en  cuenta  otros  elementos 
de  prueba  y  de  juicio  (C,  núm.  121.— 4  de  Mayo  de  1901) 672 

Son  ineficaces  para  fundar  el  recurso  de  casación  los  erro- 
res de  hecho  que  se  atribuyan  á  la  sentencia  recurrida,  cuando 
los  establece  el  recurrente,  no  sobre  el  claro  é  indiscutible  con- 
tenido de  documentos  auténticos,  sino  sobre  la  interpretación 
que  á  aquél  le  place  atribuir  á  cada  uno  de  éstos  (C,  núm.  179. 
—28  de  Junio  de  1901) 1016 

V.  Recurso  de  casación  (apreciación  de  prueba). 

(motivos).— No  son  de  estimar  en  casación  las  infraccio- 
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nes  legales  que  no  afectan  al  fallo  recurrido  (O.,  núm.  6. — á  de 

Enero  de  1901) 19 

La  misma  doctrina  en  sentencias  de  17  7  24  de  Aluril  7  IS 

7  19  de  Janio  de  1901  (números  101,  111, 162  7  166). 
Recurso  de  eaaaeión  (motivos).— Las  faltas  ó  defectos  que  se 
aleguen  como  cansas  de  casación  por  quebrantamiento  de  foi^ 
ma,  únicamente  han  de  referirse  á  las  partes  esenciales  del 
pleito,  á  las  actuaciones  que  les  atafien  7  á  sus  pretensiones  (C, 

núm.  87.-11  de  Febrero  de  1901) 194 

Son  improcedentes  los  motivos  del  recurso  en  los  que  se 

hace  supuesto  de  la  cuestión  (O.,  núm.  46. — 16  de  Febrero  de 

1901) 244 

La  misma  doctrina  en  sentencia  ;de  8  de  Abril  de  1901 

(núm.  92). 

Son  inadmisibles  para  la  casación  los  motivos  del  recurso 

apo7ados  en  supuestos  de  hecho  que  la  Sala  sentenciadora  esti- 
ma improbados  (C,  núm.  95.— 12  de  Abril  de  1901) fiOS 

La  misma  doctrina  en  sentencias  de  8  7  12  de  Junio  de 

1901  (números  148  7  166). 

No  son  de  estimarse  en  casación  las  infracciones  que  no 

aprovechan  ai  recurrente,  7  tampoco  las  que  nada  influ7en  en, 
la  parte  dispositiva  de  la  sentencia  (C,  núm.  181.— 21  de  Ma70 

de  1901) 77« 

No  son  de  estimar  para  la  casación  las  infracciones  de 

le7es  inaplicables  al  caso  del  pleito  (O.,  núm.  182. — 22  de  Ma70 

de  1901) : 7W 

La  misma  doctrina  en  sentencia  de  18  de  Junio  de  1901 

(núm.  158). 

No  son  de  estimar  para  la  casación  los  errores  de  la  sen- 
tencia recurrida  que  no  tengan  trascendencia  para  el  objeto  que 
se  proponga  el  recurrente  (O.,  núm.  160. — 6  de  Junio  de  1901)..     881 

V.  Recurso  de  easación  (citas  legales  y  cuestiones  no 

discutidas), 

(recibimiento  k  PRUEBA).— El  recibimiento  del  pleito  i 

prueba  ha  de  ser  procedente,  con  arreglo  á  derecho,  para  que  su 
denegación  dé  lugar  al  recurso  de  casación  por  quebrantamiento 
de  forma,  establecido  ea  el  caso  8.^  del  art.  1698  de  la  107  de 
Enjuiciamiento  civil;  7  no  procede  el  recibimiento  en  la  sesu- 
da instancia  para  hacer  la  prueba  que,  propuesta  en  la  primera, 
no  ha7a  podido  practicarse,  sino  es  cuando  la  causa  obstativa 
no  sea  impotable  á  la  parte  interesada,  según  lo  prescrito  en  el  . 
párrafo  2.^  del  862,  lo  cual  no  ocurre  si  el  litigante  que  hu- 
biere propuesto  prueba  testifical  deja  de  utilizar  oportunamente 
los  recursos  adecuados,  conforme  al  648,  para  presentar  loa  tes* 
tigos  que  voluntariamente  se  presten  á  declarar  ó  para  compe- 
lerlos á  que  declaren  dentro  del  término  probatorio  (C,  núme- 
ro 96.— 12  de  Abril  de  1901) W4 

(recusación).— Procede  el  recurso  de  casación  por  que- 
brantamiento de  forma,  con  arreglo  al  núm.  7.^  del  art.  1698  de 
la  107  de  Enjuiciamiento  civil,  cuando  ha7a  concurrido  adietar 
«entencia  un  Juez,  cu7a  recusación,  fundada  en  causa  legal  é 
intentada  en  tiempo  7  forma,  hubiese  sido  denegada  siendo  pro- 
cedente; entendiéndose  por  tal  para  dicho  efecto»  si  la  alegada 
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pndiera  racionalmente  estimarse  comprendida  en  algnna  de  laa 
expresadas  en  el  art.  189  (C,  núm.  86.-29  de  Marzo  de  1901)..    4C2 

Becurso  de  casación  (sentencia  definitiva).— El  art.  169i 
de  la  ley  procesal,  dispone  en  su  núm.  3.^  que  no  se  dé  recurso 
de  casación  por  infracción  de  ley  en  los  jnicios  en  que  desiméa 
de  terminados  pneda  promoverse  otro  sobre  el  mismo  objeto 

(O.,  núm.  1.— 2  de  Enero  de  1901) 6 

La  misma  doctrina  en  sentencia  de  10  de  Marzo  de  1901 

(núm.  64). 

Según  el  art.  1690  de  la  ley  procesal,  no  tiene  el  concepto 

de  sentencia  definitiva  la  qne  no  pone  término  á  la  cuestión 
litigiosa,  por  reservar  á  los  interesados  el  derecho  para  que  la 
reproduzcan  en  la  vía  y  forma  que  corresponda  (C,  núm.  8. — 8 

de  Enero  de  1901 11 

El  auto  por  el  cual  se  dispone  la  retención  y  depósito  de 

bienes  por  vía  de  aseguramiento  de  los  litigiosos,  no  tiene  el 
concepto  de  sentencia  definitiva  para  los  efectos  de  la  casación, 
porque  no  pone  término  al  pleito  principal  ni  impide  su  conti- 
nuación, siendo,  por  lo  tanto,  inadmisible  el  recurso  qne  con- 
tra el  mismo  se  interponga,  con  arreglo  al  art.  1729,  núm.  8.^, 
de  la  ley  procesal,  y  á  la  reiterada  jurisprudencia  del  Tribunal 
Supremo  en  tales  casos  (C,  núm.  88.-8  de  Febrero  de  1901).. .     177 

La  petición.del  beneficio  de  litigar  en  concepto  de  pobre 

es  incidental  del  pleito  en  que  se  ha  de  utilizar,  y  la  resolución 
que  accede  á  ella  no  impide  la  continuación  de  dicho  pleito,  y 
por  consiguiente,  no  tiene  el  concepto  de  definitiva,  con  arreglo 
al  art.  1690  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Los  recursos  de  casación  contra  sentencias  que  según  el  ar- 
tículo expresado  no  sean  definitivas,  deben  desestimarse  en  trá- 
mite de  admisión,  á  tenor  del  art.  1729,  núm.  8.^  (0.,  núm.  89. 

—80  de  Marzo  de  1901) 476 

Según  se  ha  declarado  repetidamente,  las  sentencias  en 

que  se  otorga  el  beneficio  de  pobreza  para  litigar  no  tienen  el 
carácter  de  definitivas  para  los  efectos  de  poder  interponer  oon- 
tra  ellas  recurso  de  casación;  y  esto  supuesto,  no  cabe  ni  hay 
términos  hábiles  para  sostener  que  puedan  admitirse  tales  re- 
cursos cuando  sus  motivos  se  refieren  á  extremos  accidentales 
de  la  misma  sentencia,  cual  es  el  de  las  costas,  tanto  por  lo 
anómalo  que  sería  dar  más  importancia  á  lo  accesorio  que  á  lo 
principal,  como  porque  la  doctrina  del  Tribunal  Supremo  se  ha 
fundado  en  el  carácter  propio  y  único  de  tales  sentencias  (C, 

núm.  108.— 22  de  Abril  de  1901) 57» 

Ño  tiene  carácter  de  definitiva  la  sentencia  que  se  contrae 

á  declarar  la  nulidad  de  la  providencia  en  que  se  mandó  dar 
traslado  á  una  parte  de  la  reclamación,  formulada  por  otra  en 
procedimiento  de  ejecución  de  sentencia,  y  cuando  la  cuestión 
de  fondo  planteada  puede  ser  objeto  de  un  juicio  declarativo  ul- 
terior (C,  núm.  187.— 28  de  Mayo  de  1901) 804 

Pudiendo  continuarse  el  pleito  ó  emprenderse  de  nuevo, 

la  sentencia  dictada  en  un  incidente  no  tiene  .para  la  casación 
el  carácter  de  definitiva,  al  tenor  de  los  arts.  1690  y  1694  de  U 
ley  procesal,  y  no  procede  contra  la  misma  el  recurso  de  aqne- 
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lU  cl«ae,  según  el  núm.  3.^  del  art.  1729  (O.,  núm.  139. — 29  de 
Mmyodel901) 810 

Beean*  die  easaeléo  (sentencia  DEFiNiTiyA)--A  tenor  de  lo 
dispuesto  en  el  núm.  8.®  del  art.  1729  de  la  ley  procesal,  son  in- 
admisibles los  recarsos  de  casación  contra  las  resoluciones  ju- 
diciales que  no  tienen  el  concepto  de  definitivas  (C,  núm.  1S7. 

—28  de  Mayo  de  1901) 804 

La  misma  doctrina  en  sentencias  de  11,  22  y  25  de  Ju- 
nio de  1901  (núms.  162,  170  y  178). 

El  recurso  de  casación  sólo  procede,  por  regla  general,  en 

los  incidentes  contra  aquellas  sentencias  que  ponen  término  al 
pleito  principal  que  loa.  origina,  haciendo  imposible  sn  conti- 
nuación. 

No  se  está  en  el  caso  3.^  del  art.  1690  de  la  ley  procesal,  cuan- 
do, si  bien  fué  objeto  del  incidente  en  que  se  promueve  el  re- 
curso el  sefialamiento  de  alimentos,  tal  pretensión  no  se  ha  sus- 
tanciado en  la  forma  y  juicio  que  regula  el  tit.  18,  libro  2.^  de 

dicha  ley  (O.,  núm,  160.-17  de  Junio  de  1901) 927 

Según  tiene  reiteradamexite  declarado  el  Tribunal  Supre- 
mo, las  resoluciones  que  recaen  en  incidentes  sobre  nulidad  de 
actuaciones,  no  tienen  el  carácter  de  definitivas  para  los  efectos 
de  la  casación,  porque  no  ponen  término  al  pleito,  de  donde  di- 
manan, ni  hacen  imposible  su  continuación  (C,  núm.  169.— 

21  de  Junio  de  1901) 96» 

El  auto  por  el  que  á  instancia  del  decano  de  un  Colegio  No- 
tarial se  manda  requerir  á  un  Notario  de  la  demarcación  de 
éste,  para  que  en  un  preciso  término  consigne  la  cantidad  que 
por  diferentes  conceptos  se  le  reclama,  bajo  apercibimiento  de 
que  si  no  lo  verifica,  se  procederá  á  la  exacción  por  la  vía  de 
apremio,  es  sólo  una  providencia  semejante  á  las  que  se  acuer- 
dan en  los  pleitos  ejecutivos  y  en  otros,  que  por  su  propia  na- 
turaleza no  pueden  impugnarse  en  casación,  porque  dejan  siem- 
pre expedito  el  derecho  del  interesado  para  promover  en  su  día 
el  correspondiente  juicio  declarativo  (C.,  núm.  173. — 25  de  Ju- 
nio de  1901) 980 

— =  V.  Sentencia  deñnitiva. 

Reearso  g^abernalivc— V.  Registrador. 

Reeanaeléii.— V.  Recurso  de  casación. 

He|^ÍMtrador  de  la  propiedad.  —  En  los  recursos  contra  las 
resoluciones  de  los  Registradores  no  procede  la  condena  de  co»- 
tas,  y  sí  solamente  el  pago  de  los  derechos  devengados  en  la 
tram  itación  del  expediente  en  la  forma  que  determina  el  art.  8.^ 
del  Real  decreto  de  25  de  Octubre  de  1875  (R.  H.,  núm.  56.-28 
de  Febrero  de  1901) 301 

Ite^iHlro.— V.  Inscripción» 

llelvIndieaelÓD.— No  es'de  estimar  la  infracción  de  las  leyes 
del  Digeeto  2.*  y  21  In  ñne,  y  De  probationibus  et^p^esuniio- 
nibus,  cuando  el  demandante  en  pleito  sobre  reivindicación  de 
fincas  presenta  como  título  de  pedir  ün  documento  base  de  las 
excepciones  del  demandado,  y  acerca  de  cuyo  otorgamiento  es- 
tán completamente  conformes  las  partes  (O.,  núm.  126. — 8  de 
Mayo  de  1901) 730 
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Reflervas.— A  la  obligación  de  la  reserva,  establecida  en  el  ar- 
tículo 811  del  Código,  corresponde  un  derecho  que  sólo  puede 
ejercitar  y  reclamar  la  persona  en  quien  concurran  las  circuns- 
tancias que  el  mismo  articulo  requiere,  7  no  otra  alguna,  aun- 
que sea  con  el  carácter  de  causahabiente  de  aquel  que  no  le 
ejercitó,  si  á  su  vez  ño  reúne  las  condiciones  de  la  ley;  porque 
Bopnestos  los  términos  de  dicho  articulo,  asi  como  la  índole  de 
esta  clase  de  reserva  limitativa  de  los  derechos  legitimarios  del 
ascendiente,  que  no  arranca  de  principio  alguno  de  verdadera 
troncalidad,  7  atendido  á  que  constituye  un  beneficio  otorgado 
por  consideraciones  familiares  exclusivamente  en  favor  de  de- 
terminadas personas,  con  fundamento  menos  poderoso  que  el 
de  la  reserva  de  nuestra  antigua  legislación,  consignada  tam- 
bién en  el  art.  868  del  Código,  se  impone  su  restrictiva  inter- 
pretación, 7  no  parece  lógico  ni  conforme  con  la  naturaleza  de 
la  expresada  institución  jurídica,  que  cualquiera,  que  podía  ser 
un  extrafio,  á  título  de  heredero  ó  representante  del  que  no  tuvo 
por  conveniente  reclamar  dicho  beneficio,  le  pretendiese  para 
sí,  con  exclusión  acaso  de  parientes  en  los  que  concurriesen  las 
circunstancias  legales,  como  si  los  bienes  formasen  7a  parte 
del  haber  del  causante,  sin  que  precediera  un  acto  libérrimo 
de  la  voluntad  de  éste  7  el  ejercicio  consiguiente  del  derecho 
para  darle  vida  7  realidad  con  relación  á  los  bienes  reserva- 
bles. 

La  doctrina  de  la  sentencia  de  16  de  Diciembre  de  1892  se 
halla  inspirada  en  dicho  sentido,  porque  si  bien  es  cierto  que 
se  pronunció  para  consignar  que  la  representación  no  daba  ca- 
pacidad al  representante  al  objeto  de  colocarse  en  el  grado  del 
representado,  esto  mismo  acontecería  realmente  si  por  derecho 
sucesorio  se  atríbu7ese  al  extrafio  ó  pariente  fuera  del  tercer 
grado  el  de  pedir  los  bienes  reservables,  porque  sólo  dando  á 
un  heredero  de  esta  clase  el  carácter  de  representante  del  di- 
funto, colocándole  en  el  grado  de  éste,  es  como  podría  soste- 
nerse que  se  ejercitaba  dentro  de  las  condiciones  de  la  ley  el 
derecho  que  sólo  puede  reclamar  quien  las  reúna,  según  se  dijo 
en  dicha  sentencia,  cuyo  alcance  doctrinal  resalta  al  afirmar 
las  diferencias  que  existen  entre  los  derechos  á  que  se  refiere 
el  art.  924  del  Código,  7  el  de  reserva,  que  estima  derecho  ó 
beneficio  personalísimo  de  aplicación  restrictiva  (C,  núm.  15. 

—16  de  Enero  de  1901) 78 

Rescisióo.  —  Son  inaplicables  los  arts.  1291,  núm.  8.^,  1294 
7  1968,  núm.  2.^,-del  Código  civil,  en  relación  con  los  86  7  87 
de  la  le7  Hipotecaria,  cuando  la  sentencia  se  funda  exclusiva- 
mente en  la  inexistencia  de  un  contrato  (C,  núm.  62.— 21  de 

Febrero  de  1901) 278 

No  procede  la  rescisión  de  un  contrato  .como  celebrado  en 

fraude  de  acreedores,  cuando  no  se  acredita  este  último  con- 
cepto, ni  es  dable  estimar  la  presunción  legal  establecida  en  el 
art.  1291  del  Código  civil  (C,  núm.  78.-22  de  Marzo  de  1901).     422 

Él  art.  1294  del  Código  civil,  como  los  que  le  preceden  7 

siguen,  se  refiere  á  los  contratos  rescindibles  con  arreglo  á  la 
107,  7  no  es  aplicable  á  la  rescisión  de  aquellos  en  que  los  inte- 
resados, en  uso  de  su  voluntad  soberana  en  esta  materia,  esta- 
TOMO  91  69 
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blecen  nnft  condidón  reeolntorU  de  eoyo  eamplimlento  depende 
lA  BubeieteiieiA  del  contrato  (O.,  núm.  109.— 34  de  Abril  de  1901).    581 

V.  Ae»ón  re^dsoria.  Contrato  nulo  y  Pre9crípeíón  de 

acdán, 

RcelllaelÓB  cln  iiileg^Bi».~Ko  infringe  laa  leyes  del  Códi- 
go, 6.*,  párrafo  tercero;  7.*,  párrafo  primero,  libro  2.^,  tít.  6S, 
y  8.*,  libro  2.®»  tít.  51;  ni  la  26,  párrafos  coarto  y  qninto  y  28, 
párrafo  tercero,  libro  4.^,  tít.  6.®  del  Digesto,  la  sentencia  que 
declara  prescrita  la  acción  de  restitnción  in  integrum  cnando 
no  ba  sido  ejercitada  dentro  del  cuadrienio  legal  eonoedido  al 
efecto  á  los  mayores  de  edad  (C,  núm.  127. — 8  de  fifayo 
de  1901) 717 

Relraclo.— En  los  retractos  puede  hacerse  la  pmeba  del  derecho 
dominical  por  cualquiera  de  los  modos  reconocidos  por  laa  le- 
yes (C,  núm.  82.-8  de  Marzo  de  190i; 329 

Relraelo  de  eoltBdanles.~El  retracto  de  colindantes  sólo  pro- 
cede contra  los  extraños  que  compren  la  finca  objeto  del  retrac- 
to, pero  no  contra  otro  colindante  que  tiene  el  mismo  interés 

(C.,núm.  82.— 8  de  Mano  de  1901) S29 

— —  £1  principio  fundamental  de  la  ley  Hipotecaria,  según  el 
que  los  terceros  que  adquieren  con  la  garantía  del  Registro  tie- 
nen asegurado  su  derecho  contra  reclamaciones  fundadas  en 
causas  ó  títulos  que  no  aparecen  en  él,  se  halla  especialmente 
consignado  en  el  art.  88  de  la  misma  para  las  acciones  resciso- 
rias  ó  resolutorias,  á  no  ser,  según  el  art.  87,  que  deban  su  ori- 
gen á  causas  que  consten  explícitamente  «i  el  mismo  Registro; 
estableciéndose  además  en  el  88,  como  consecuencia  de  estos 
principios  y  preceptos,  que  no  se  anulará  ni  rescindirá  ningún 
contrato  en  perjuicio  de  tercero  que  haya  inscrito  su  derecho 
por  causa  de  retracto  legal. 

8egúu  la  terminante  presoripdón  del  citado  art.  88  y  la  inter- 
pretación de  BU  alcance  consignada  en  el  preámbulo  de  dicha 
ley,  es  aquél  igualmente  aplicable  al  retracto  de  colindantes 
que  á  los  existentes  cuando  la  misma  se  publicó,  según  precepto 
del  art  1587  del  Código  civil  (C,  núm.  2.-8  de  Enero  de  1901) .        8 

Relraelo  legal.— Y.  Retracto  de  eoUndantee. 


Seeaeslro.— y.  Administrador    udieieU. 

Senlenela.— y.  ^j'eeueián. 

Senlenela  deflnlllva.— No  tiene  el  concepto  de  definitiva  la 
sentencia  que,  dictada  én  un  incidente,  no  pone  término  al 
pleito  principal  ni  hace  imposible  su  continuación  (C,  núm.  81. 

—7  de  Febrero  de  1901) .' IW 

V.  Reeurao  de  eaaaetón. 

Senlenela  eengroenle. — Fundada  una  demanda  de  nulidad 
de  actuaciones  en  razones  de  fondo,  incurre  en  caso  de  verda- 
dera incongruencia,  con  infracción  del  art.  4.®  del  Código  civil, 
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el  fallo  que  se  abstiene  de  resolver  sobre  éstas  y  mantiene  la 
legitimidad  de  lo  actuado  por  la  sola  consideración  de  no  haber 
invocado  vicio  de  nulidad  procesal  (C,  núm.  98.-10  de  Abril 
de  1901) 495 

üenlencla  eongraenle. — Allanado  el  demandante  en  la  répli- 
ca á  la  reclamación  formulada  en  la  reconvención,  la  sentencia 
absolutoria  de  ésta  infringe  la  ley  7.%  tít.  3.^,  Partida  7.^,  y  el 
art.  869  de  la  de  Enjuiciamiento  civil  (G.^núm.  108.— 18  de 

Abril  de  1901) $34 

No  infringe  el  art.  869  de  la  ley  procesal,  la  sentencia 

que  con  perfecta  congruencia  resuelve  todas  las  cuestiones 
propuestas  por  los  litigantes  en  cuanto  á  Iqs  mismos  pueden 

afectar  (O.,  núm.  128.— 8  de  Mayo  de  1901) 767 

No  infringe  el  art,  869  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  la 

sentencia  que  en  absoluto  absuelve  al  demandado  de  las  pre- 
tensiones formuladas  por  el  actor  en  su  demanda  (G  ,  núm.  166. 

— 12de  Jpniode  1901) 909 

La  misma  doctrina  en  sentencia  de  21  de  Junio  de  1901 

(núm.  168). 

V.    Allanamiento  y  Daños. 

üervlelos. — Tratándose  del  contrato  de  servicios,  la  naturaleza 
de  éste  no  consiente  entender  que  por  muerte  del  obligado  sin 
haber  cumplido  la  condición  de  prestarlos  se  transmite  este  de- 
ber, no  habiéndolo  expresado  en  el  contrato,  á  quien  puede  no 
reunir  las  circunstancias  de  confianza,  inteligencia  y  hasta  de 
poEibilidad,  por  razón  de  su  situación,  que  concurrieron  en  el 
obligado. 

Entendiéndolo  así  la  Sala  sentenciadora,  no  infringe  las  le- 
yes 4.»,  tít.  6.0,  libro  28;  60,  párrafo  8.^,  libro  80;  76,  libro  82; 
2.»,  párrafo  8.®,  tít.  7.®,  libro  44,  y  reglas  90  y  188,  tít.  17,  li-  - 
bro  60  del  Digesto;  leyes  12  y  14,  tít.  11,  Partida  6.»;  1.*,  2.»  v 
9.»,  tít.  4.0,  Partida  6.»^;  2.«,  tít.  38,  Partida  7.%  y  los  arts.  1116 
y  1286  del  Gódigo  civil  (G.,  núm.  128.— 7  de  Mayo  de  1901) 696 

tScrvidomlire  de  paso.— A  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 664  del  Gódigo  civil,  el  propietario  de  una  finca  encla- 
vada entre  otras  de  ajena  pertenencia,  tiene  derecho  á  exigir  la 
servidumbre  de  paso  por  las  heredades  vecinas,  tan  solamente 
cuando  la  suya  no  tuviere  salida  á  camino  público;  siendo,  en 
BU  virtud,  evidente  que  carece  de  tal  derecho  el  duefio  que  tu- 
viere establecida  en  favor  de  su  predio  una  servidumbre  de  esa 
especie,  aunque  en  su  trayecto  ocurriesen  desperfectos  suscep- 
tibles de  reparación  que  impidan  ó  inutilicen  el  tránsito,  má- 
xime si  desperfectos  de  esa  entidad  ocurrieren,  no  ya  en  el  t ra- 
sado de  la  servidumbre,  sino  en  la  vía  que  para  enlazar  con 
ella  tuviese  establecida  el  duefio  dentro  de  su  propiedad,  por 
^er  inconcuso  que  en  tales  circunstancias  la  finca  enclavada  no 
carece  de  salida,  bastando  para  restablecer  el  pleno  disfrute  de 
la  servidumbre  establecida  que  el  duefio  del  predio  dominante 
repare  los  desperfectos  donde  los  hubiere  ó  varíe  el  trazado  si 
ocurriesen^n  el  interior  del  mismo  predio,  cargas  ambas  que 
afectan  al  mismo  duefio  y  no  á  sus  convecinos,  los  cuales  taa 
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sólo  estAn  obllgadoe  A  dar  paao  cnandono  lo  hubiere  (C,  núme- 
ro 66.— 18  de  Marso  de  1901} m 

Slateaia  aaélrleo.— Con  arreglo  A  lo  preceptuado  en  loa  ártica- 
los  8.^  de  la  ley  de  8  de  Jallo  de  1892  j  26  de  su  reglamento, 
68  obligatorio  el  aso  del  sistema  métrico  decimal  y  de  en  no- 
menclatura en  los  contratos  páblicos  j  priyados»  deduciéndose 
del  espíritu  de  ambas  disposiciones,  conforme  á  lo  declarado 
tambiéa  por  dicha  Dirección  en  Resolución  de  12  de  Mayo  de 
1898,  que  después  de  la  publicación  de  las  mismas  está  absolu- 
tamente prohibido  usar  en  dichos  contratos  otra  nomenclatu- 
ra para  las  medidas  que  la  propia  del  expresado  sistema,  per- 
mitiéndose sólo  que  se  consignen  las  equivalencias  con  las  me- 
didas antiguas,  según  las  tablas  oficiales  (B.  H.,  núm.  144.— 
SldeMayode  1901) 854 

Soeiedad.— Guando  la  aportación  social  se  hace  en  términos 
Tagos  y  generales,  sin  determinar  valores  y  ñucas,  deiando 
esto  para  otra  ulterior  escritura,  es  evidente  que,  sean  cuales- 
quiera los  reepectivoB  derechos  y  obligaciones  de  loa  socios, 
nunca  pueden  afectar  al  que  contrató  con  quien  en  el  Begistro 
i^rece  como  dueño;  y  entendiéndolo  asi  la  Sala  sentencÍ¿iora, 
no  infringe  la  doctrina  establecida,  entre  otras  sentencias  de 
casación,  en  las  de  8  de  Enero  de  1881,  12  de  Julio  de  1888,  23 
de  Febrero  de  1884  y  7  de  Mano  de  1888,  con  referencia  á  los 
arts.  127  y  174  del  Código  de  Comercio  (O.,  núm.  81.-26  de 

Marzode  1901) , 484 

La  doctrina  consignada  en  los  arts.  118  y  119  del  Cédigo 

de  Comercio,  según  la  cual  los  contratos  celebrados  por  las 
Oompafilas  mercantiles  no  son  válidos  ó  eficaces  cuando  la 
constitución,  pactos  y  condiciones  de  las  Compañías  no  se  con- 
signen en  escritura  pública,  y  cuando  ésta  no  se  inscriba  en  el 
Begistro  mercantil,  no  es  de  aplicación  al  caso  en  que  el  con- 
trato ha  sido  voluntariamente  ejecutado,  y  en  que  la  cuestión 
litigiosa  versa  sobre  si  la  parte  demandada  al  cumplir  las  obli- 
gaciones que  se  impuso,  se  atemperó  á  lo  convenido,  porque 
una  cosa  es  que  no  tenga  eficacia  el  contrato  en  principio,  y  otra 
que  los  derechos  y  obligaciones  que  nacen  ó  se  derivan  de  su 
cumplimiento,  total  ó  parcial,  no  puedan  ser  en  caso  de  duda  ó 
cuestión  regulados  por  los  Tribunales,  conforme  á  los  términos 
de  la  convención  misma  y  á  las  máximas  supletorias  del  dere- 
cho positivo,  derechos  y  obligaciones  que  de  otra  suerte  queda- 
rían lesionados  é  incumplidos  contra  todo  principio  de  justicia. 
Lo  dispuesto  en  el  art.  24  del  mismo  Código,  se  refiere  á  las 
cláusulas  y  condiciones  estipuladas  en  las  escrituras  de  Socie- 
dad, que  por  no  haberse  hecho  públicas  por  medio  de  la  ins- 
cripción de  las  mismas  en  el  Begistro  no  deben  perjudicar  álos 
que  con  la  Sociedad  negocien;  pero  no  se  refiere  á  los  contratos 
que  ésta  ó  sus  gestores  celebren  con  terceras  personas,  los  cuS' 
les  podrán  ser  válidos  y  eficaces,  no  obstante  la  falta  de  ins- 
cripción (O.,  núm.  115.— 29  de  Abril  de  1901) 638 

Sociedad  de  gaBanclales.~V.  Bienes. 

Socio.— No  hay  disposición  legal  algana  que  prohiba  á  los  so- 
cios, sólo  por  serlo  de  una  sociedad  determinada,  pactar  luego 
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entre  si  con  relación  á  derechos  y  obligaciones  que  tienen  una 
esfera  de  acción  y  realización  distinta  de  aquella  (O.,  núm.  44. 

—16  de  Febrero  de  1901) 282 

SuslIlaelÓB  Tulgar.— £1  testamento  por  el  qne  el  otorgante,  en 
Gatalufia,  Instltnye  á  nao  de  sus  hijos,  y  éste  premuerto  sin 
hijos  ó  tales  qne  no  lleguen  á  la  edad  de  testar,  llama  en  orden 
sucesivo  á  otros  de  sus  descendientes,  siempre  siguiendo  el  or- 
den de  primogenltura,  establece  una  Institución  vulgar,  no  un 
fideicomiso  (O.,  núm.  126.— 8  de  Mayo  de  1901) 7S0 


Tercería.— V.  Juez  competente  y  Personalidad. 

Tercero.- V.  Preaeripción  de  acción  y  Retracto, 

Testigos.— V.  Prueba  teatiñcal. 

Testigos  testamentarlos.— Y.  Testamento, 

Testador.— V.  Particiones. 

Testameiitana.— y.  Acreedor  testamentario. 

Testamento.— El  art.  865  del  Código  civil  exig^p  de  una  manera 
categórica  que  el  Notarlo  y  dos  de  los  testigos  instrumentales 
conozcan  al  testador,  y  en  el  mismo  articulo  y  en  el  siguiente 
se  establecen  las  formalidades  que  deben  llenarse  para  suplir 
la  falta  de  dicho  conocimiento,  tanto  en  el  Notario  como  en  al- 
guno de  los  testigos. 

La  omisión  de  la  formalidad  prevista  en  el  Código  para  su- 
plir la  falta  de  conocimiento  del  Notario,  no  puede  entenderse 
subsanada,  con  invocación  del  art.  28  de  la  ley  del  Notfiriado, 
por  la  circunstancia  de  conocer  al  testador  los  testigos  instru- 
mentales, porque  aquel  artículo,  por  referirse  á  las  formas  de 
los  instrumentos  públicos,  no  es  aplicable  á  los  actos  de  última 
voluntad,  conforme  á  la  terminante  prescripción  del  29  de  la 
propia  ley. 

En  cuanto  á  la  idoneidad  de  los  testigos  instrumentales,  debe 
el  Notario  consignar  que  á  su  juicio,  y  con  arreglo  á  las  mani- 
festaciones que  ante  él  hubieren  hecho,  previamente  requeri- 
dos, no  se  hallan  comprendidos  en  ninguna  de  las  prohibicio- 
nes del  Código  para  ejercer  las  funciones  de  testigos  en  el  tes- 
tamento que  autoriza. 

Por  todo  lo  expuesto,  y  atendidos  los  términos  en  que  se  ha* 
Han  redactados  los  arts.  681,  683,  686  y  636  del  Código,  es  in- 
cuestionable que  la  omisión  de  aquellas  formalidades  afecta  á 
la  legalidad  de  las  formas  extrínsecas  del  documento,  y  bajo 
este  supuesto  impiden  su  inscripción,  con  arreglo  al  art.  19  de 
la  ley  Hipotecaria  (R.  H.,  núm.  S9.— 12  de  Febrero  de  1901). .  •    317 

Según  disposición  de  los  arts.  686  y  686  del  Código  civil, 

explicada  por  la  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  81  de  Mayo 
de  1898,  cuando  el  testador  no  sea  conocido  del  Notario  y  de  dos 
por  lo  menos  de  los  testigos  instrumentales,  es  preciso  que  la 
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penona  del  testador  se  identifique  por  medio  de  otros  doe  tes- 
tigofl  oonoeidofl  del  Notario  y  de  aquéllos,  y  que  cuando  esto  no 
pueda  verificarse,  debe  declararlo  expresamente  el  Notario  j 
proceder  á  íres^fiar  los  documentos  que  el  testador  presente  y 
su  persona,  i  fin  de  que  el  interesado  en  sostener  la  yalidex  de 
tal  testamento  pueda  ser  admitido  á  probar  la  identidad  del  tes- 
tador si  el  testamento  fuese  impugnado;  y  que  faltando  estas 
solemnidades  es  nulo  el  testamento,  á  tenor  del  art.  687  (C, 

núm.  146.- 1.<>  de  Junio  de  1901) Sfi» 

V.  Interpretación,  PartieioneSy  -Legado  y  Sustitución 

mdgar. 

Tcstanenle  elóf^rafe.— Conforme  al  art.  698  del  Código  civil, 
contra  la  denegación  del  Juez  á  la  protocolización  del  testa- 
mento no  cabe  recurso  alguno,  y  si  sólo  el  ejercicio  del  derecho 
en  juicio  correspondiente  (O.,  núm.  64.— 11  de  Marzo  de  1901).    SS8 

Tnler. — No  puede  menos  de  conceptuarse  al  tutor  en  el  pleno 
ejercicio  de  sus  funciones  desde  la  fecha  del  discernimiento  de 
BU  cargo. 

La  cuenta  hs  de  limitarse  á  la  parte  de  los  bienes  administra- 
dos, si  no  se  le  hubiese  entregado  la  totalidad  de  los  mismos. 

£1  período  precedente  á  la  mencionada  fecha,  sólo  puede  con- 
siderarse como  de  constitución,  y  queda  sometido  en  tal  con- 
cepto á  la  legislación  antigua,  si  fuese  anterior  á  la  publicación 
del  Código  civil,  según  lo  dispuesto  en  las  reglas  8.^  y  9.^  de 
las  transitorias  del  mismo  (O.,  núm.  70.— 15  de  Marzo  de  1901).  367 
V.  Conae/o  de  famiUa  y  Patria  potestad. 


u 

U««fmelo«— El  usufructuario  puede  válidamente'  enaienar  los 
bienes  que  le  fueren  dejados  en  aquel  concepto  cuando  para 
ello  le  facultase  el  tesUdor  fC,  núm.  76.— 21  de  Marzo  de  1901).    S91 

Extinguido  el  usufructo  establecido  por  el  testador  en  fa- 

YOT  de  su  viuda,  carece  ésta  de  acción  y  derecho  para  oponerse 
á  que  los  bienes  usufructuados  se  dividan  entre  los  herederos 
designados  por  el  mismo  testador  como  únicos  interesados  en 
tal  división  (O.,  núm.  77.-22  de  Marzo  de  1901} 898 


V 

Wia  púUIca.— V.  Inscripción. 

Winenlaclón.- No  es  de  estimar  la  infracción  de  la  ley  114,  ti- 
tulo 18,  Partida  8.*,  y  de  los  arts.  86  de  la  del  Registro  civil, 
y  68,  64, 1216  y  1218  del  Código,  cuando,  en  pleito  sobre  suce- 
sión vincular,  no  desconoce  la  Sala  sentenciadora  que  los  actos 
relativos  al  estado  civil  de  las  personas,  con  anterioridad  al 
establecimiento  del  Begistro  civil,  se  justifican  por  medio  de 
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las  correspondienteB  partidas  sacramentalea,  ó  en  su  defecto, 
por  otras  pruebas,  ni  que  las  partidas  de  bautismo  y  defunción 
no  impugnadas,  son  documentos  públicos  eficaces  para  demos- 
trar los  hecbos  concretos  á  que  se  refieren,  sino  que,  de  confor- 
midad con  la  jurisprudencia  sentada  en  esta  materia,  consigna 
acertadamente  que  la  filiación  legitima  de  los  interesados  debe 
probarse  con  las  partidas  de  matrimonio  de  los  padres  y  ascen- 
dientes respectivos  (O.,  núm.  168.— -21  de  Junio  de  1901) 961 

V.  Bienes. 

Volantad  del  lestador.— V.  Interpretación  de  testamento. 
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A 

AynnUmiieiitos. 

Lej  Municipal  de  2  de  Octabre  de  1877.— V.  Ayuntamiento  é  Ins- 
cripción. 

B 

Beneflcenela. 

Ley  de  20  de  Junio  de  1849.— Y.  Defensa  por  pobre. 

Real  decreto  de  11  de  Marzo  de  1899.— V.  Defensa  por  pobre. 

c 

Código  civil. 

V.  Reservas. 
Art.  4.®— V.  Consejo  de  familia,  Bienes  parafernales  y  Sentenda 
congruente. 

—  12.— V.  Contratos  de  marido  y  mujer. 

—  63  y  64.— V.  VincuUción. 

—  66  y  60.— V.  Ayuntamiento. 

—  61.— V.  Mujer  casada  y  Particiones. 

—  62.— V.  Particiones. 

—  66.— V.  Mujer  casada. 

—  122  y  128.— V.  Legitimación. 

—  142,  148,  146  y  147.— V.  Alimentos. 

—  166.— V.  Contador. 

—  168.— V.  Patria  potestad. 

—  201.— V.  Consejo  de  familia. 

—  207.— V.  Recurso  de  casación  (apreciación  de  prueba). 

—  226. — V.  Ayuntamiento. 

—  286.— V.  Consejo  de  familia. 

—  287.— V.  Patria  potestad. 

—  289,  240,  241,  242  y  248.— V.  Consejo  de  famUia. 

—  262.— V.  Ayuntamiento. 

—  264  y  266.— V.  Consejo  de  familia. 

—  269.—  V.  Ayuntamiento  y  Consejo  de  familia. 

—  280,  298,  296,  801,  807  y  809.— V.  Consejo  de  familia. 

—  817. — V.  Bienes  parafernales. 
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CéOgm  eivil. 

Art.  821.— V.  Mayor  edad. 

—  •48.-V.  Propiedad. 

—  86».— V.  I>afi08. 

—  868.— V.  Beeervaa. 

—  446.— V.  Ejecución  de  sentencia. 

—  462.— V.  Ceeión. 

—  487.— V.  Arrendamiento. 

—  604.— V.  Contribacionee. 

—  664.— V.  Seryldnmbre  de  paao. 

—  618,  684  y  686.— V.  Donación. 

—  667.— V.  Interpretación  de  teatamento. 

—  676.— V.  Interpretación  de  teatamento  y  Legado. 

—  681,  688,  686,  686  y  687.— V.  Testamento. 

—  698.- V.  Testamento  ológrafo. 

—  746.— V  Ayuntamiento. 

—  764  y  766.— V.  Juicio  de  abintestato. 

—  772.— V.  Heredero. 

—  866.— V.  Testamento. 

—  881  á  886,  888  y  904.— V.  Legado. 

—  »04.— V.  Particiones. 

—  «06  y  906.— V.  Legado. 

—  910.— V.  Particiones. 

—  911  y  912.— V.  Legado. 

—  924.— V.  Beserras. 

—  1066.— V.  Particiones. 

—  1067.— V.  Contador. 

—  1068.— V.  Particiones. 

—  1064, 1066  y  1068.— V.  Contador. 

—  1082.— V.  Acreedor  hereditario  y  testamentario. 

—  1084.— V.  Acreedor  hereditario  y  Contador. 

—  1091.— V.  Contador,  Contrato,  Interpretación  de  contrato,  Ley  del 

contrato  y  Obligación. 

—  1098.— V.  Obligación. 

—  1100.— V.  Legado. 

—  1101.— V.  Cancelación  de  hipoteca  y  Legado. 

—  1102.— V.  Contrato. 

—  1108.— V.  Legado. 

—  1104.— V.  Legado  y  Obligación. 

—  1106.— V.  Dafios. 

—  1108,— V.  Legado  y  Mora. 

—  1110.— V.  Mora. 

—  1116.— V.  Servicios. 

—  1116.— V.  Contrato. 

—  1124.— V.  Cesión  y  Mora. 

—  1168.— V.  Pago. 

—  1164.— V.  Cesión. 

—  1171.— y.  Arrendamiento  de  servicios,  Compraventa  y  Joes  com- 

petente (acción  personal  y  compraventa). 

—  1316.— V.  Documento  público  y  Vinculación. 

—  1218.— V.  Cancelación  de  hipoteca,  Documento  público,  Interpre- 

tación de  testamento  y  Vinculación. 

—  1226.— V.  Cancelación  de  hipoteca. 

—  1238.— V.  Confesión  Judicial. 

—  1248.— V.  Recurso  de  casación  (apreciación  de  prueba). 
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CéMgo  eivil. 

Art.  1261.— V.  Aprovechamientos  comunales. 

—  1262,— V.  Aprovechamientos  comunales  y  Ijecución  de  sentencia. 

—  1368.— V.  Prueba  de  presunciones. 

—  1264.— V.  Pago. 

—  1266.— V.  Interpretación  de  contrato. 

—  1266.— V.  Contrato  y  Donación. 

—  1267.— V.  Cancelación  de  hipoteca,  Cesión,  Contrato  y  Pago. 

—  1268.— V.  Cancelación  de  hipoteca. 

—  1261  y  1262.— V.  Mujer  casada. 

—  1268.— V.  Letra  de  cambio. 

—  1254.— V.  Pago. 

—  1278.— V.  Cesión. 

—  1274.— V.  Contrato  (causa). 

—  1276  y  1276.— V.  Donación. 

—  1278.— V.  Cesión,  Contrato  y  Pago. 

—  1280.— V.  Contrato. 

—  1281.— V.  Cancelación  de  hipoteca.  Compraventa  é  Interpretación 

de  contrato. 

—  1282.— V.  Cancelación  de  hipoteca. 

—  1283.— V.  Compraventa  é  Interpretación  de  contrato. 

—  1286.— V.  Interpretación  de  contrato  y  Servicios. 

—  1286.— V.  Interpretación  de  contrato. 

—  1291  y  1294.— V.  Bescisión. 

—  1297.— V.-  Prueba  de  presunciones. 

—  1298.— V.  Pago. 

—  1299.— V.  Prescripción  de  acción. 
^  1800.— V.  Letra. 

—  1801.— V.  Mujer  casada. 

—  1802.— V.  Contrato. 

—  1884.— V.  Donación. 

—  1861  y  1881.— V.  Bienes  parafernales. 

—  1884.— V.  Ayuntamiento. 

—  1887.— Y.  Ayuntamiento  y  Bienes  parafernales. 

—  1401. — V.  Bienes  gananciales. 

—  1446.— V.  Cancelación  de  hipoteca. 

—  1461  y  1467.— V.  Compraventa. 

—  1468.— V.  Contratos  de  marido  y  mujer. 

—  1462.— V.  Juez  competente  (acción  personal). 

—  1472.— V.  Prescripción  de  acción. 

—  1600.— y.  Juez  competente  (acción  personal  y  compraventa)  y  Be- 

curso  de  casación  (citas  legales). 

—  1601.— V.  Becurso  de  casación  (citas  legales). 

—  1686.— V.  Betracto  de  colindantes. 

—  1647.— V.  Precio. 

—  1678.— V.  Arrendamiento. 

—  1718.— V.  Contribuciones. 

—  1714.— V.  Mandato. 

—  1724.— V.  Depósito. 

—  1728.— V.  Juez  competente  (mandato). 

—  1767  y  1768.— V.  Depósito. 

—  1787.— V.  Administrador  judicial. 

—  1809.— V.  Contrato. 

—  1816.— V.  Aprovechamientos  comunales. 

—  1848  á  1847  y  1861.— V.  Deuda. 
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Có«go  elvli. 

Arta.  1869  y  1872.— V.  Oomprayenta. 

~  1876,  1870  y  1896.— V.  Cancelftción  de  hipoteca. 

—  1902— V.  Dafios  y  Obligación. 

—  19é6  y  1969.— V.  Pzeecripción  de  dominio. 

—  1966.— V.  Bienee  parafemalee  y  Prescripción  de  aedón. 
..  1968.— V.  Beeciaión. 

—  1960.— V.  Prescripción  de  acción. 

—  1978.— V.  Prescripción  de  dominio. 
Disposiciones  transitorias  8.*  y  9.^.— V.  Totor. 

CMI|^  de  C!*fliereÍo. 

Arts.  2.<>  y  4.«-V.  Letra. 

—  24.— V.  Sociedad. 

—  88,  87,  88  y  89.— Y.  Quiebra. 

—  48.— V.  Libros  de  comercio. 

—  60.— V.  Letra  de  cambio. 

—  118, 119. 127  y  174.— V.  Sociedad. 

—  803  y  809.— V.  Depósito. 

—  448,  616,  617,  621  y  626. -Y.  Letra  de  cambio. 

—  889:— Y.  Quiebra. 

—  890.— Y.  Depósito  y  Quiebra. 

Código  de  JutlnlMie. 

Y.  DafioB,  Prescripción  de  dominio  y  Restitadón. 
Código  rmetllo  preleelionls. 

Y.  Dote. 

Conslltaclón  de  la  Moaarqaía. 

V.  Ayuntamiento  y  Ejecución  de  sentencia. 
CoBtríliaeloBes. 

Instrucción  de  12  de  Mayo  de  1888.— Y.  Contribuciones. 

D 

DesaaioHlBaeiÓB. 

Ley  de  20  de  Octubre  de  1820  y  Real  decreto  de  80  de  Agosto  de  1811. 

—Y.  Bienes  vinculados. 
Instrucción  de  81  de  Mayo  de  1866  y  Ley  de  16  de  Junio  de  1866.— 

Y.  Aprovechamientos  comunales. 

nigeato. 

—  Y.  Contrato,  Dote,  Mandato,  Beiyindicación,  Bestitución  y  8«fi- 
cios. 

E 

E^lnlelaoileiito  eivll. 

Ley  de  1866: 

Art.  61.— Y.  Dafios. 

—  281.— Y.  Auto  para  mejor  proveer. 

—  891.- Y.  Quiebra. 
Ley  de  1881: 

Art.  7.®.— Y.  Procurador. 

—  16.— Y.  Defensa  por  pobre  y  Recurso  de  casación  (apredadóo  di 

prueba). 
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Enjuieiamlenlo  ciwil.— Ley  de  1865. 
Art.  17.— Y.  Recurso  de  casación  (apreciación  de  prneba). 

—  30.— V.  Cancelación  de  hipoteca  y  Defensa  por  pobre. 

—  26.— V.  Defensa  por  pobre. 

—  66. — V.  Juez  competente. 

—  62.— V.  Joez  competente  (acción  personal  y  real,  arrendamiento  de 

servicios,  compraventa  y  mandato). 

—  68.— V.  JueB  competente  (concurso). 

—  67,  82,  106,  127  y  184.— V.  Cancelación  de  hipoteca, 

—  166.— V.  Acumulación  de  autos. 

—  189. — V.  Becurso  de  casación  (recusación). 

—  869.— V.  Sentencia  congruente. 

—  860.— V.  Daños. 

—  862.— V.  Delito. 

—  418,  414  y  416.— V.  Caducidad  de  la  instoncia. 

—  419.— V.  Prescripción  de  dominio. 

—  427  y  428.— V.  Honorarios. 

—  468. — V.  Recurso  de  casación  (recibimiento  á  prueba). 

—  464  y  476.— V.  Acto  de  conciliación. 

—  606  y  606.— V.  Cancelación  de  hipoteca. 

—  621.— V.  Caducidad  de  la  instancia. 

—  689. — V.  Allanamiento  de  la  demanda. 
.  —  648.— V.  Reconvención. 

—  678.— V.  Prueba. 

—  697.— V.  Auto  para  mejor  proveer  y  Cancelación  de  hipoteca. 

—  682  y  669.— V.  Recurso  de  casación  (apreciación  de  prueba). 

—  862.— V.  Prueba  en  la  segunda  instancia  y  Recurso  de  casación 

(recibimiento  á  prueba). 

—  928,  926,  932  y  946.— V.  Ejecución  de  sentencia. 

—  974.— V.  Juicio  de  abintestato. 

—  977.— V.  Legado. 

—  1101.- V.  Heredero. 

—  1662  y  1663.— V.  Juez  competente  (desahucio). 

—  1679  y  1686.— V.  Juicio  de  desahucio. 

—  1690.— V.  Recurso  de  casación  (sentencia  definitiva), 

—  1692.— V.  Prueba  documental  y  Recurso  de  casación  (apreciación 

de  prueba  y  error  de  hecho). 

—  1693.— V.  Acumulación  de  autos,  Juicio  de  desahucio  y  Recurso 

de  casación  (recibimiento  á  prueba  y  recusación). 

—  1694. — V.  Recurso  de  casación  (sentencia  definitiva). 

—  1729.— V.  Recurso  de  casación  (apreciación  de  prueba  y  sentencia 

definitiva). 


Faero  real. 

V.  Bienes  vinculados. 


Hipeteeas. 

Ley  de  21  de  Diciembre  de  1869: 
Art.  2.<>— V.  Dote  é  Inscripción. 

—  8.0  y  8.<*— V.  Inscripción. 

—  19.— V.  Testamento. 
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DiMleeas.— Ley  de  21  de  Diciembre  de  1860. 
Art.  20.— V.  Bienes  gmnancialee  é  Inacripcióii. 

—  27.— V.  Preecripción  de  acción. 

.     —  29.— V.  Prescripción  de  dominio. 

—  34.— V.  Acción  reecisoria. 

—  86.- V.  Acción  r«8cisoria»  Reacislón  y  Betmcto  de  colindantes. 

—  87.— y.  Prescripción  de  acción,  Bescisión  y  Betraeto  de  coUb- 

dantos. 

—  88.^V.  Acción  rescisoria  y  Retracto  de  colindantes. 

—  41.— V.  Prescripción  de  acción. 

—  42.— V.  AnoUción  preventiva. 

—  66,  70  y  71.— V.  Inscripción. 

—  106.— V.  Hipoteca. 

—  109.— V.  Condición  resolntoria. 

—  11».— V.  Inscripción. 

—  138.— V.  Hipoteca. 

—  168.— V.  Cesión. 

—  168.— V.  Contribuciones. 

—  188  y  101.— V.  Bienes  parafernales. 

—  283.— V.  Pmeba  docnmenUI. 
Reglamento  de  20  de  Octubre  de  1870: 
Arts.  20  y  25.— V.  Inscripción. 

—  67.— V.  Mujer  casada. 

—  63.— V.  Anotación  preventiva. 

—  126.— V.  Dote. 

V.  Registrador  de  la  propiedad. 


Intereses. 

Ley  de  2  de  Agosto  de  1890.— V.  Intereses. 


JarUdleeién  de  Haelenda. 

Real  orden  de  20  de  Septiembre  de  1852. — V.  AprovecliAmientoe  < 
múñales. 


ftieyes  ée  Tero. 

V.  Prescripción  de  acción. 


N 


Ifelariade. 

Ley  de  28  de  Mayo  de  1862.— Y.  Testemento. 
Instrucción  de  O  de  Noviembre  de  1874.— V.  Dote  é  Inscripción. 
novísima  Reeopll ación. 

Libro  1.*^,  tít  1.^  ley  3.»— V.  Contrato  nulo. 

—  11,  tít.  8.®,  ley  6.»— V.  Prescripción  de  acción. 

—  lljtít  24,  ley  1  »— V.  Bienes  vinculados. 
IVovislBia  Reeopllaeión  de  IWavarra. 

Libro  6.<>,  ley  2.»— V.  Ley  del  contrato. 
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PjirtldM  (CMigo  de). 

Partida  1  .*,  tlt.  14  y  ley  8.*— V,  Censo. 

PartidA  S.\  tit.  8.^»  ley  7.*— V.  AUaBsmiento  á  la  demanda  y  Sen- 
tencia congrnente. 

—  tlt.  18,  ley  114.— V.  Documento  público. 

—  tlt.  14,  ley  4.*— V.  Menor. 

—  tlt.  14,  ley  10. — y.  AprovechamientOB  comunales. 

—  tlt.  18,  ley  19.— V.  Contrato. 

—  tlt.  18,  ley  114.— Y.  Contrato  y  Yinonlación. 

—  tlt.  22,  leyes  18  y  19.— V.  Aprovechamientos  comunales. 
— *tlt  28,  ley  1.*— V.  Aprovechamientos  comunales. 

—  tlt.  29,  leyes  9.*,  16  y  21.— V.  Prescripción  de  dominio. 

—  tlt.  81,  ley  18.— V.  Aprovechamientos  comunales. 
Partida  4.»,  tlt.  7.<>,  ley  7.»— V.  Adopción. 
Partida  6.»,  tlt.  4.o,  ley  6.»— V.  Donación. 

—  tlt.  8.«,  ley  28.— V.  Censo. 

—  tlt.  11,  leyes  4.»  y  6.*— V.  Menor. 

—  tltv  11,  leyes  12  y  14.— V.  Servicios. 

Partida  6.*,  tlt.  4.^  leyes  1.»,  2.»y  9.»— V.  Servicios. 

—  tlt.  19,  ley  2.»— V.  Menor. 

Partída  7.*,  tlt.  14,  ley  28.— V.  Cancelación  de  hipotecas. 

—  tlt.  88,  ley  29.— V.  Servicios. 

—  tlt.  88,  ley  6.*— V.  Contrato  é  Interpretación  de  testamento. 

—  tlt.  88,  ley  6.*— V.  Interpretación  de  testamento. 

—  tlt.  84,  ley  17.— V.  Cancelación  de  hipoteca. 

Penas  y  medidas. 

Ley  de  8  de  Julio  de  1892  y  reglamento  de  6  de  Septiembre  de  189IS* 
—V.  Sistema  métrico. 

Propiedad  literaria. 

Ley  de  10  de  Junio  de  1847  y  Convenio  de  6  de  Noviembre  de  1868. 
—V.  Propiedad  literaria. 

B 

llegisirader  de  la  propiedad. 

Beal  decreto  de  25  de  Octubre  de  1876.— V.  Registrador  de  la  pro- 
piedad. 
Bectslro  eivil. 

Ley  de  17  de  Julio  de  1870.— V.  Vinculación. 

8 

Seftoríos. 

Leyes  de  8  de  Mayo  de  1878  y  26  de  Agosto  de  1887.— Y.  Censo» 
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